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SEGUNDA  EDICION: 
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loi aprende  la  definición  de  todas  las  voces  de  la  legislación  administrativa ; un  Repertorio  razonado  de  las 
disposiciones  del  derecho  civil:  el  testo  de  las  leyes.  Reales  decretos.  Reglamentos  é instrucciones  vigentes 
sobre  cada  materia,  hasta  1868:  los  puntos  resueltos  por  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia:  doctrinas,  dictámenes,  informes  y otros  dalos  sobre  los  mas  importantes  ramos 
tU  la  Adminisit  ación  etc.,  etc.,  y un  esmerado  índice  cronológica  general  de  toda  la  obra. 

DEDICADA  Á LA  VILLA  DE  SAN  JUAN  DEL  MONTE. 
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MADRID,  1868. 

Administración,  calle  del  Fomento,  nüm,  1 triplicado,  cuarto  3.° 
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Esta  obra  es  propiedad  de  su  autor. 


MADRID:  1868.— Irap.  de  A.  Peñuelas;  Calatrava,  mím.  8. 


A LA  VILLA  DE  SAN  JUAN  DEL  MONTE,  MI  PUEBLO  NATAL. 
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Mar  ccío  Marfineg  Aículník, 


ADVERTENCIA, 


Al  emprender  en  1858  la  primera  edición  de  este  Diccionario, 
teníamos  ya,  desde  muchos  años  antes,  la  convicción  mas  profun- 
da de  la  grande  utilidad  y conveniencia  de  compilar  metódica- 
mente y hacer  asequible  á toda  clase  de  personas  el  conocimiento 
de  ese  inmenso  numero  de  leyes,  Reales  decretos,  circulares,  ins- 
trucciones y reglamentos  esparcidos  en  las  Gacetas  y Boletines  ofi- 
ciales, en  la  nueva  Colección  legislativa  de  España  y en  las  de  de- 
cretos del  Rey  y de  las  Cortes.  Creíamos  entonces,  que  la  obra  que 
ofrecíamos  al  público,  no  podría  menos  de  ser  favorablemente  acogi- 
da por  su  indisputable  utilidad;  y no  nos  equivocábamos,  pues  con 
el  torno  1,°  pudimos  ya  dar  una  larga  lista  de  suscritores  que  poco 
tiempo  después  llegó  á duplicarse.  Este  resultado,  que  no  obtienen 
en  lo  general  las  obras  de  tamañas  dimensiones,  ni  nos  causó  sor- 
presa, ni  se  la  produjo  al  ilustrado  público  que  nos  favoreció  con  su 
eficaz  apoyo;  porque  el  vacío  que  encontrábamos  en  la  necesidad  de 
estar  al  alcance  de  las  disposiciones  de  las  leyes,  de  los  reglamentos 
y de  las  decisiones  de  la  jurisprudencia,  lo  encontraban  también  lo 
mismo  que  nosotros  los  Sres.  Abogados,  Jueces,  Magistrados  y Fis- 
cales, los  funcionarios  de  los  diversos  órdenes  y categorías  de  la  Ad- 
ministración publica,  y los  Ayuntamientos  y Diputaciones  provincia- 
les, principalmente,  cuyas  funciones  ejercen  tan  grande  importancia 
en  la  vida  de  los  pueblos  y en  el  fomento  y prosperidad  de  sus  bien 
entendidos  intereses. 

De  todas  estas  respetables  clases  recibimos  entonces  felicitacio- 


nes  y plácemes,  alentándonos  en  nuestra  tarea;  porque  , aun  aque- 
llas mismas  Corporaciones  y los  particulares  que  á pesar  de.su  esce- 
sivo  coste  poseían  ese  inmenso  número  de  volúmenes  legislativos, 
querían  también  salvar  mas  llanamente,  ó sin  pérdida  de  mucho 
tiempo  y con  poco  trabajo,  la  gran  dificultad  que  ofrece  á todos  para 
la  frecuente  consulta  y aplicación  de  las  leyes,  el  cúmulo  y laberin- 
to de  tantas,  tan  complicadas  y á veces  tan  contradictorias  disposi- 
ciones como  en  aquellos  se  encuentran  diseminadas,  sin  órden  algu- 
no ó sin  mas  órden  que  el  de  las  fechas. 

Tal  fué  el  pensamiento  que  nos  guió  al  dar  á la  prensa  nuestro 
Diccionario  de  Administración,  gran  compilación  melódica  de  la  legis- 
lación española,  y ese  mismo  el  que  nos  impulsó  también  á conti- 
nuar dando  apéndices  anuales , como  lo  hemos  venido  haciendo  en 
obsequio  de  nuestros  favorecedores. 

Pero  agotada  la  tirada  de  la  obra,  y en  la  imposibilidad  de  ser- 
vir ya  ni  un  solo  ejemplar  de  tantos  pedidos  como  tenemos  pendien- 
tes, nos  hemos  visto  obligados  á emprender  esta  segunda  edición 
mejorada,  con  las  disposiciones  de  los  apéndices  refundidas  en  sus 
respectivos  lugares  hasta  fin  de  1867,  y muy  notablemente  aumen- 
tada con  documentos  que  no  pueden  menos  de  figurar  en  una  obra 
de  esta  clase.  De  este  modo  el  Diccionario  de  la  Administración  Es- 
pañola continuará,  siendo  como  hasta  aquí,  una  verdadera  Biblio- 
teca legislativa  , de  derecho  civil  y de  derecho  administrativo  , un 
libro  de  frecuente  consulta  para  los  altos  centros  de  la  Administra- 
ción pública,  para  los  Gobiernos  civiles,  las  Diputaciones  y Conse- 
jos provinciales,  los  Ayuntamientos,  las  Secretarías  de  las  Audien- 
cias, las  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  y en  general  para  to- 
dos los  funcionarios  del  orden  judicial  y administrativo  , que  halla- 
rán en  ella  reunidas  y metodizadas  por  órden  alfabético  de  materias 
jas  disposiciones  vigentes  contenidas  en  ciento  y mas  tornos  de  las 
colecciones  de  decretos  hasta  fin  de  1867,  con  mas  los  puntos  resuel- 
tos por  la  jurisprudencia  y otras  ilustraciones  del  testo. 


PRÓLOGO  DE  LA  1.a  EDICION. 
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Cuando  en  1848  publiqué  en  Burgos  el  Juzgado  de  Alcaldes  ó Tratado  gene- 
ral de  los  deberes  y atribuciones  judiciales  de  dichos  funcionarios,  indiqué,  aun- 
que sin  hacer  formal  promesa,  mi  propósito  de  dar  también  un  Tratado  completo 
de  las  atribuciones  administrativas  de  la  autoridad  municipal. 

Intimamente  convencido  ya  en  aquella  época  de  la  importancia  y necesidad 
de  .esta  obra,  no  hubiera  dejado  pasar  tantos  años  sin  llevar  adelante  mi  pensa- 
miento de  publicarla,  si  ocupado  entonces  en  la  redacción  de  la.  Revista  de  los. 
Tribunales  y de  la  Administración  que  fundé  en  enero  de  1850,  y que  dirigí  por 
espacio  de  cuatro  años  alternando  con  las  tareas  de  la  abogacía,  no  me  hubiera 
distraído  en  todo  este  tiempo  de  los  muchos  trabajos  que  eran  indispensables 
para  su  confección. 

Las  escitaciones  de  algunos  de  mis  ami:- os  y de  los  que  tanto  me  honran  con 
la  constante  y favorable  acogida  que  vienen  dando  á todas  mis  publicaciones,  me 
movieron  otra  vez,  en  1852,  á pensar  de  nuevo  en  los  apuntes  y trabajos'  admi- 
nistrativos interrumpidos  por  espacio  de  mas  de  tres  años.  Eran,  en  efecto,  mu- 
chos y de  distintas  provincias,  aunque  mas  principalmente  de  la  de  Burgos,  los 
Sres.  Alcaldes  y Ayuntamientos  que  ya  en  aquella  época  me  honraban  consul- 
tando por  carta  mi  opinión  sobre  asuntos  municipales;  y debido  á esto,  sin  gran 
mérito  por  mi  parte,  pude  concebir  y concebí  fácilmente  el  feliz  pensamiento  de 
publicar  un  pequeño  periódico  con  e!  título  de  El  Consultor , Mensajero  de  con- 
sultas para  Alcaldes  y Ayuntamientos , periódico  que  logró  desde  los  primeros 
momentos  una  suscricion  numerosa,  que  vive  todavía  después  de  cinco  años,' 
recorriendo  en  su  peregrinación  mas  de  2,800  pueblos  (1)  que  vino  á aumentar 
mi  aíicion  á los  estudios  administrativos  y que  á la  vez  me  ha  facilitado  numero- 
sos datos  para  llevar  hoy  adelante  la  realización  de  esta  obra  en  que  sin  cesar 
vengo  pensando  desde  1848. 

La  forma  con  que  había  de  presentar  al  público  mis  trabajos  no  podía  ser  para 


(1.)  Hoy  cuenta  ya  16  años,  y al  traspasar  la  propiedad  en  junio  de  . 1866  al  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Celeslino  Mas  y Abad,  se  aproximaban,  á 4000  las  suscriciones  enlónces 
existentes. 
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mí  objeto  de  dudas  y vacilaciones,  y ya  desde  1854  opté  por  la  de  Diccionario; 
porque  el  orden  alfabético  si  no  es  á propósito  para  la  enseñanza  en  las  universi- 
dades ni  para  los  que  quieran  aprender  una  ciencia  por  sus  principios,  para  los 
empleados  públicos  y hombres  de  grandes  ocupaciones  reúne  ventajas  inaprecia- 
bles, economizándoles  un  tiempo  precioso  en  las  consultas  que  se  ven  precisados 
á hacer  á cada  paso  para  el  esclarecimiento  de  los  negocios. 

Por  eso  pues,  y porque  carecemos  de  una  obra  de  esta  clase  donde  se  hallen 
metódicamente  ordenadas  y recopiladas  todas  nuestras  leyes  y reglamentos  admi- 
nistrativos, sin  tener  que  tomarse  el  ímprobo  trabajo  de  registrar  á cada  paso  los 
antiguos  Códigos  y,  tal  vez  inútilmente,  los  innumerables  tomos  de  decretos;  por 
eso,  digo,  he  persistido  constantemente  en  la  idea  de  esta  publicación  , bien  per- 
suadido de  que  por  escaso  que  sea  el  mérito  de  un  Diccionario  de  Administra- 
ción, ofrecerá  novedad  y podrá  ser  útil  no  ya  solo  á los  Sres.  Alcaldes  y Ayunta- 
mientos, sino  también  á los  Sres.  Magistrados  y Fiscales,  Jueces,  Gobernadores 
de  provincia.  Diputados  y Consejeros  provinciales  , á los  demás  funcionarios  ad- 
ministrativos, y aun  á toda  clase  de  personas  acomodadas;  porque  no  hay  nadie 
que  en  sus  relaciones  constantes  y necesarias  con  la  Administración  , no  baya  ex- 
perimentado ó tenga  que  experimentar  frecuentemente  la  necesidad  de  recurrir 
á las  leyes  y disposiciones  de  los  reglamentos,  de  conocer  los  casos  prácticos 
decididos  por  la  jurisprudencia  y de  consultar  las  doctrinas  mas  corrientes  y au- 
torizadas sobre  materias  administrativas. 

No  tengo  yo  sin  embargo  la  vana  presunción  de  que  mi  Diccionario  sea  una 
obra  acabada  y perfecta;  pero  sí  creo  con  toda  ingenuidad  que  ha  de  ser  de  utili- 
dad indisputable.  Yo  al  menos  trabajo  cuanto  puedo  para  que,  como  obra  de  con- 
sulta, el  particular  y el  empleado  público,  el  alto  funcionario  como  el  Alcalde  y el 
Secretario  de  la  mas  modesta  aldea,  hallen  en  ellas  reunidas,  sin  cansancio  y con 
la  facilidad  que  presta  tan  ventajoso  método,  no  solo  las  leyes,  Reales  decretos,  é 
instrucciones  que  rigen  sobre  cada  materia  con  los  puntos  resueltos  por  la  juris- 
prudencia, sino  también  datos  importantes  y provechosas  doctrinas  prácticas  que, 
facilitando  la  inteligencia  de  nuestro  derecho,  ayudarán  á la  resolución  de  las  du- 
das y contiendas  que  no  pueden  menos  de  ocurrir  todos  los  dias  en  las  vastísimas 
relaciones  de  la  sociedad  y de  la  familia,  á la  vez  que  á la  mas  acertada  práctica 
de  los  negocios  y al  mejor  desempeño  de  los  muchos  y muy  importantes  deberes 
de  la  autoridad  administrativa. 

Pero  no  es  ya  solo  este  mi  propósito.  Muchos  señores  suseritores  al  Dicciona- 
rio me  han  indicado  la  utilidad  mayor  y mas  general  que  ofrecería  esta  obra,  des- 
tinada á figurar  principalmente  en  los  archivos  de  los  municipios,  si  á la  vez  que 
administrativa,  abrazase  siquiera  breves  indicaciones  sobre  los  puntos  mas  impor- 
tantes del  derecho  civil  y canónico,  tales  como  señoríos , mayorazgos,  testamentos 
y herencias,  censos,  obligaciones,  esponsales,,  matrimonios,  etc.,  etc.,  y aunque 
mi  convencimiento  no  fuera  el  mismo,  que  sí  lo  es,  y aunque  se  altera  ini  plan  y 
me  impongo  trabajos  que  no  estaban  en  mi  primitiva  combinación,  me  he  prestado 
gustoso  á esta  importante  mejora  que  ha  de  ser  en  gran  provecho  de  la  generalidad 
de  los  suseritores. 

Hijas  todas  mis  palabras  de  la  sinceridad  que  es  propia  de  mi  carácter,  debo 
aquí  protestar  cjue  al  prometerme  buena  acogida  á mi  Diccionario  dg  Administra- 
ción por  el  vacio  que  viene  á llenar , ó por  la  necesidad  que  tenemos  de  una  obra 
de  esta  clase,  nó  es  de  ningún  modo  mi  ánimo  el  querer  arrogarme  una  honra  que 
no  me  corresponde.  Bien  sé  que  en  nuestra  bibliografía  administrativa  figuran 
obraa  modernas  y dé  mucho  mérito,  como  la  Enciclopedia  de  Derecho  y Adminis- 
tración que  publica  el  Sr.  Arrazola  con  otros  notables  jurisconsultos,  el  Dicciona- 
rio de  legislación  y jurisprudencia  del  Sr.  Escriche,  las  Lecciones  de  Administra- 
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don  d'el  Sr.  fosada' Herrera,  la  Colección  de  proyectos,  dictámenes  y l'efy es  orgáni- 
cas ó Estudios  prácticos  de  Administración  del  Sr*  Silvela,  el  Derecho  administra- 
tivo español'  del  Sr.  Colmeiro,  etc.,  pero  estas  obras  y' otras  varias  que  honran  mi 
biblioteca,  son  distintas,  muy  distintas,  ó en  su  forma,  ó en  su  índole,  ó en  su  ob- 
jeto de  mi' Diccionario,  que  es  sin  disputa  mas  modesto  que  todas,  pero  que  en  el 
terreno  práctico  puede  aventajarlas  viniendo  á ser  él  solo,  como'  me  lo  propongo, 
una  Biblioteca  general  de  administración  práctica,  de  derecho  civil,  de  derecho 
penal  y de  derecho  canónico  en  todo  cuanto  se  relacione  con  la  Administración, 
ó interese  á la  generalidad  de  los  ciudadanos,  de  tal  modo  que'á  todos  sea  útil  y 
por  todos  pueda  ser  fácilmente  adquirido,  atendido  su  módico  precio. 

Es,  bien  lo  sé,  atrevido  el  empeño  que  contraigo,  muy  penosa  la  tarea  [que  he 
emprendido,  y dificil  sobre  todo  que  mi  obra  llegue  á ser  medianamente  perfecta; 
pero  diré  como  uno  de  los  autores  citados  al  concluir  el  prólogo  de  su  obra:  «Ha- 
remos cuanto  podarnos  para  complacer  á nuestros  lectores  y ¡quiera  Dios  que'  como 
hasta  aquí  lo  consigamos!» 


Plan  de  una  reforma  importante  en  la  publicación  de  las  disposi- 
ciones legislativas. 


Hay  una  urgentísima  necesidad  de  recopilar  las  leyes  y demás  disposiciones 
publicadas  desde  la  Novísima  Recopilación,  y principalmente  de  reformar  la  Gace- 
ta de  Madrid  y los  Boletines  de  provincia,  creando  un  Boletín  oficial  legislativo. 
Tal  es  mi  profunda  convicción  desde  muchos  años  hace;  convicción  que  me  ha 
animado  doblemente  á emprender  esta  obra,  y que  en  junio  de  í8oo  me  inspiró  la 
idea  del  siguiente  artículo  que  escribí  para  El  Consultor.  Llamo  hacia  su  contenido 
la  atención  del  Gobierno,  teniendo  en  cuenta  que  no  es  pasada  la  oportunidad  de  la 
reforma  de  que  es  objeto;  y que  lejos  de  eso  el  mal  subsiste  y va  en  aumento  de 
tal  modo  que  no  puede  dilatarse  por  mucho  tiempo  el  remedio. — Dice  así  el  ar- 
tículo indicado  que  por  su  objeto  creo  muy  propio  de  este  lugar. 

«Antes  de  ahora  hemos  tenido  mas  de  una  vez  el  propósito  de  llamar  la  aten- 
ción del  Gobierno  de  S.  M.  sobre  la  imprescindible  necesidad  de  regularizar  un 
servicio  administrativo  tan  importante  como  lo  es  la  promulgación  ó publicación 
de  las  leyes,  decretos,  Reales  órdenes,  circulares  y demás  disposiciones  de  interés 
general,  y hoy  que  el  Gobierno  se  halla  tan  dispuesto  á introducir  en  los  ramos  de 
la  Administración  todas  las  mejoras  que  reclama  el  interés  público  , no  queremos 
dejar  pasar  ocasión  tan  oportuna  sin  dedicar  cuatro  lineas  á bosquejar  la  reforma 
que  en  concepto  nuestro  debe  plantearse  en  una  materia  de  tan  vitai  interés  para 
los  pueblos,  y aun  para  los  Gobiernos  que  son  amantes  del  orden  y de  la  justicia. 

Conócese  hoy  como  medio  de  promulgar  las  leyes  su  publicación  en  la  Gaceta 
de  Madrid,  diario  oficial  del  Gobierno;  también , sin  que  sepamos  cuál  es  su  ver- 
dadera misión,  cuál  su  autoridad  como  periódicos  oficiales,  tenemos  un  Boletín 
oficial  en  cada  provincia,  tenenioa  otros  Boletines  oficiales  de  varios  Ministerios,  y 
tenemos  una  colección  de  decretos  llamada  hoy  legislativa.  Al  objeto  indicado  po- 
dría y debería  bastar  indudablemente  con  un  solo  periódico;  y es  muv  de  notarse 
que  no  solo  no  bastan  hoy  tantos  como  dejamos  indicados  bajo  el  óráen  con  que 
se  publican,  sino  que  no  es  posible  que  se  halle  de  este  modo  bien  desempeñado  el 
importantísimo  servicio  de  dar  publicidad  á las  leyes  y otras  disposiciones  superio- 
res del  Gobierno.  Y la  razón  está,  en  que  la  Gaceta  no  las  publica  todas,  aunque 
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esté  mandado ; en  que  la  llamada  Colección  legislativa  tiene  el  gran  inconveniente 
de  ser  tardía,  de  no  estar  apenas  generalizada,  de  ser  harto  cara  y de  no  ser  com- 
pleta; en  que  los  Boletines  oficiales  de  los  Ministerios  se  limitan  á las  disposiciones 
que  emanan  de  sus  respectivos  departamentos  ó que  interesan  á sus  dependencias, 
y por  último,  en  que  en  los  de  las  provincias  son  muy  pocas  las  que  se  publican,  ó 
con  muy  poco  orden  ó con  grande  irregularidad,  de  manera  que  las  que  en  unos 
se  encuentran  en  otros  no,  y viceversa,  como  si  la  España  fraccionada  en  provin- 
cias dejase  de  ser  una  sola  nación  y de  tener  un  solo  Gobierno,  ó como  si  no  fue- 
ran de  uso  é interés  general  todas  las  leyes,  y todos  los  decretos,  y Reales  órdenes 
que  tienen  por  objeto  arreglar  algún  servicio  del  Estado,  ó que  afectan  á los  inte- 
reses de  un  grán  número. 

Aparte  pues  ahora  de  la  necesidad  de  recopilar,  simplificar  y codificar  todas 
las  disposiciones  que  no  estén  directa  ó indirectamente  derogadas , y que  se  hallen 
contenidas  en  los  64  tomos  de  la  Colección  de  decretos  (1),  sobre  cuyo  punto  no 
puede  caber  contradicción  de  ningún  género,  nosotros  pues  aconsejamos  a!  Go- 
bierno que  fije  seriamente  su  atención  en  lo  grave  y trascendental  que  es  al  servi- 
cio público  la  falta  de  unidad  y armonía , de  exactitud  y buen  orden  en  la  publi- 
cación de  las  leyes,  decretos  y otras  Reales  disposiciones,  y aun  de  las  circulares 
de  las  oficinas  y Autoridades  superiores,  gravedad  y trascendencia  que  se  deja 
sentir  lentamente,  pero  con  resultados  funestos,  sobre  todas  las  ruedas  de  nuestra 
organización  administrativa,  buena  ó mala,  y que  afectando  á toda  clase  de  inte- 
reses exige  ya  un  pronto  y eficaz  remedio  ; remedio  que  es  sumamente  sencillo, 
y á que  puede  apelarse  sin  gravar  al  Erario  y acaso  con  gran  ventaja  del  mismo. 

Hé  aquí  en  muy  breves  palabras  nuestro  plan  , que  reducimos  á los  tres  pun- 
tos siguientes: 

Primero.  Crear  un  Boletín  oficial  legislativo  que  salga  , con  las  páginas  que 
seaD  necesarias,  una,  dos  ó mas  veces  á la  semana,  en  tamaño  cómodo  para  su 
encuadernación,  y eselusivamente  dedicado  á la  inserción  ó publicación  de  las 
leyes,  Reales  decretos  y demás  disposiciones  generales,  ya  emanen  de  los  diferen- 
tes .Ministerios  ó de  las  Direcciones  ú oficinas  centrales. — El  precio  de  la  suscri- 
cion  no  deberá  exceder  de  treinta  reales  al  año  para  toda  España,  franco  de  por- 
te, siendo  obligatoria  la  suscricion  para  los  Ayuntamientos,  Magistrados,  Fiscales, 
Jueces  y demás  empleados  públicos  cuyo  sueldo  llegue  á 10.000  rs.:' gratis  para 
todos  los  Tribunales  y Juzgados,  oficinas  y dependencias  del  Estado,  en  donde  de- 
berán conservarse  con  esmero  las  colecciones. — Declarar,  1.a,  que  con  solo  la  in- 
serción de  las  expresadas  disposiciones  en  el  Boletín  legislativo  sea  progresivamen- 
te, según  las  distancias,  obligatorio  su  cumplimiento,  sin  comunicarlas  particular- 
mente: 2.°,  que  no  obliguen  las  que  no  se  hallen  insertas  en  él,  ni  puedan  fun- 
darse en  ellas  las  resoluciones  de  los  expedientes  sometidos  á las  Autoridades  ú ofi- 
cinas del  Estado,  bajo  responsabilidad.  Este  es  oi  primer  elemento  de  nuestro  plan. 

El  segundo  es:  dar  otra  forma  á la  Gaceta  y á los  Boletines  oficiales  de  las  pro- 
vincias, conservándolos  solo  como  periódicos  oficiales  para  dar  publicidad  á los 
edictos,  anuncios,  y á toda  clase  de  actos  administrativos  y judiciales  que  lo  re- 
quieran, estados  de  operaciones  de  fondos  públicos  etc. — Así  en  la  Gaceta  como 
en  los  Boletines,  podrían  insertarse  sin  perjuicio,  cuando  la  necesidad  lo  exigiese, 
todas  aquellas  medidas  urgentes  de  gobierno  encaminadas  á precaver  trastornos  ó 
á conservar  el  orden  público;  dándolas  luego  cabida  en  el  Boletín  legislativo.  En 
los  de  provincia  se  insertarían  además  las  circulares  é instrucciones  de  su  respec- 
tivas Autoridades  superiores. 


(i)  lloy  son  98  , ó mejor  108  contando  10  de  ias  Córtes  de  las  dos  épocas  constitu- 
cionales. 
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El  tercero  y último  fie  los  elementos  de  nuestro  plan  consiste  en  suprimir  la 
Colección  legislativa  y los  Boletines  oficiales  de  los  Ministerios,  y todas  las  impre- 
siones que  se  hacen  para  comunicar  los  decretos  y órdenes  generales  á las  de- 
pendencias del  Gobierno,  porque  importa  que  el  Boletín  legislativo,  sea  único,  y 
sea  general  y sea  completo. 

tales  son  los  puntos  de  nuestro  sencillo  plan;  crear  un  Boletín  legislativo , mo- 
dificar la  Gaceta  y los  Boletines  de  provincia , y suprimir  los  de  los  Ministerios,  la 
Colección  legislativa  y las  impresiones  particulares  de  ordenes  y reglamentos.  Con 
este  plan  , por  las  razones  que  liemos  indicado  al  principio,  cesaría  esa  vergon- 
zosa anarquía  que  sobre  tan  importante  ramo  del  servicio  público  se  está  dejando 
sentir  con  desdoro  del  Gobierno  que  la  consiente.  Entonces  no  sucedería,  lo  que 
ahora  sucede,  que  no  sabemos  desde  cuando  son  obligatorias  para  las  provincias 
las  leyes  y demás  disposiciones  del  Gobierno;  si  á los  cuatro  dias  contados  desde 
su  publicación  en  los  Boletines  de  las  mismas  conforme,  á la  ley  de  3 de  noviembre 
de  1837,  ó si  desde  su  publicación  en  la  Gaceta  con  arreglo  á las  Reales  órdenes 
de  22  de  setiembre  de  1836,  4 de  mayo  de  1838,  y Real  decreto  de  9 de  marzo  de 
1851.  Entonces  no  se  daría  el  escándalo  de  que  habiéndose  creado  los  Boletines  de 
provincia  para  la  publicación  de  las  leyes,  y siendo  este  el  único  medio  de  notifi- 
carlas á la  inmensa  mayoría  de  los  municipios,  no  se  publiquen  en  dichos  periódi- 
cos sino  con  el  mas  lamentable  desorden,  y eso  muy  pocas  y-no  las  mas  importan- 
tes , y tarde  , y sin  corrección  , y sin  índices  anuales  , y en  unas  provincias  sí  las 
que  en  otras  no  , y viceversa,  produciendo  tanto  abandono  además  de  las  compli- 
caciones que  son  consiguientes,  perjuicios  graves  é irreparables  á los  pueblos  y á 
los  particulares,  daño  también  al  servicio  público,  y aumento  de  trabajo  y de 
gastos. 

Créese  , pues,  ese  Boletín  legislativo  que  decimos,  único  oficial,  en  que  se  in- 
serten todas  las  leyes  y todas  las  disposiciones  generales  de  obligatoria  observan- 
cia; y sin  ninguno  de  los  grandes  incovenicnt.es  indicados  se  hará  llegar  con  toda 
celeridad  , y casi  en  el  mismo  día  , la  voz  del  legislador  á todos  los  pxtremos  de 
la  Península,  llevando  la  claridad  y el  orden  á donde  hoy  es  el  caos  y la  anarquía, 
y poniendo  ai  alcance  de  las  autoridades  y de  los  ciudadanos  todos  el  medio  de 
conocer  nuestra  legislación,  lo  cual  no  es  posible  boy  á nadie,  aunque  tenga  los 
S4  tomos  de  decretos  y las  guias  de  Hacienda  y las  colecciones  de  la  Gaceta  y de  los 
Boletines  de  las  49  provincias,  y los  de  ¡os  Ministerios  todos,  y muy  buena  cabeza, 
y tanta  paciencia  como  Job  para  dedicarse  á su  estudio.  Téngase  en  cuenta  , y esta 
es  la  última  de  nuestras  consideraciones,  que  el  plan  que  proponemos  no  impone 
gravamen  alguno  al  presupuesto,  y antes  bien  puede,  producirle  rendimientos  de 
alguna  consideración  , que  en  todo  caso  para  nada  deben  tomarse  en  cuenta,  tra- 
tándose del  importantísimo  servicio  de  la  promulgación  ó publicación  de  las 
leyes.» 

Mas  de  doce  años  se  han  sucedido  desde  que  escribimos  las  anteriores  líneas  y 
hoy  pensamos  como  entonces,  y con  mas  razón  porque  el  mal  ha  ido  en  aumento. 


DICCIONARIO 


DE  LA 


ABACERIA.  En  sentido  lato,  la  tienda 
en  que  se  venden  por  menor  artículos 
de  comer,  beber  y arder.  En  otro  senti- 
do mas  estricto,  e!  puesto  público  con 
la  exclusiva  para  la  venta  por  menor  de 
los  artículos  sujetos  al  impuesto  de  con- 
sumos.— V.  Abastos. 

Para  los  efectos  de  la  contribución  in- 
dustrial la  tienda  en  que  se  vende  por 
menor  aceite,  vinagre,  jabón,  velas  de 
sebo,  arroz,  garbanzos  ú otras  legum- 
bres, azúcar  por  onzas,  y especias  en 
cortas  porciones  que  no  sean  al  peso.' — 
V.  Contribución  industrial  clase  7.a  de 
la  tarifa  núm.  l.° 

ABAD.  En  latín  albas  de  la  palabra 
hebrea  ab  que  significa  padre:  el  supe- 
rior ó prelado  de  una  comunidad  de 
monjes  encargado  de  su  régimen  espi- 
ritual y temporal.  Llegó  á llamarse  así 
al  poseedor  de  beneficio  eclesiástico  se- 
cularizado. En  Galicia  y Navarra  se  dá 
este  nombre  al  cura  párroco. 


Dándonos  una  brevísima  idea  del  orí 
gen,  progreso  y estado  de  los  Abades  se 
expresa  en  estos  términos  el  ilustrado 
autor  del  Teatru  de  la  legislación  uni- 
versal de  España  é Indias. 

«Es  constante , dice,  que  casi  desde 
los  tiempos  apostólicos,  y hasta  en  el  de 
la  Ley  escrita  hubo  personas,  que  hu- 
yendo del  tropel  del  mundo,  se  retira- 
ron á la  soledad  á ejercitarse  en  la  ora- 
ción; no  obstante  bosta  el  siglo  IY  de  la 
Iglesia  no  se  unieron  en  comunidad,  ni 
eligieron  un  superior  para  su  gobierno 
con  el  nombre  de  Abad  s voz  hebrea 
equivalente  á la  de  padre,  según  San 
Gerónimo. 

La  decisión  del  Canon  6 del  Concilio 
de  Zaragoza , celebrado  en  el  año  380, 
indica  que  en  el  mismo  siglo  IV  se  esta- 
bleció la  vida  monacal  en  España.  Bien 
es  verdad  que  entonces  los  monjes  eran 
personas  seculares,  que  se  ejercitaban 
1 alternativamente,  en  la  oración,  ayuno  y 


ABAD.— ABADESA. 


trabajo  de  manos  para  mantenerse,  en 
cuyo  estado  permanecieron  basta  que  en 
el  siglo  V los  sujetó  San  Basilio  á los  vo- 
tos de  obediencia,  pobreza  y castidad: 
y en  el  VI  Martin  B racarense  estableció 
la  misma  regla  en  nuestra  Península. 

En  aquellos  siglos_  de  oro  de  la  vida 
monástica,  los  Antonios  tenían  una  po- 
testad gubernativa  casi  absoluta  sobre 
los  monjes;  pero  asi  estos  como  los  mis- 
inos Abades  y monasterios  estaban  suje- 
tos á la  jurisdicción  episcopal,  conlorme 
lo  demuestra  el  Canon  4 del  Concilio 
Calcedonense , y otros  confirmados  con 
las  Constituciones  Imperiales  en  las  .No- 
velas 123,  cap.  34  y 36,  y 133,  capítu- 
lo 4 y 6. 

En  los  siglos  posteriores  fueron  los 
Abades  adquiriendo  poco  á poco,  no  so- 
lo la  exención  de  la  jurisdicción  episco- 
pal, sino  también  consiguieron  ellos  mis- 
mos jurisdicción  pastoral  y contenciosa 
sobre  sus  súbditos  y monasterios,  y otros 
privilegios  que  reclamaron  en  España 
Jos  PP.  del  Concilio  de  León,  celebrado 
en  el  año  de  1012,  y los  del  de  Coyan- 
ca, que  se  tuvo  en  el  de  1030. 

De  esta  multiplicada  variedad  de  pri- 
vilegios procedió  la  diferencia  de  Aba- 
des y Abadías  en  exentos  y no  exentos, 
nuliius  Dioeccsis,  mitrados,  con  jurisdic- 
ción casi  episcopal,  y llegaron  á tenerse 
por  dignidades  eclesiásticas,  ya  perpe- 
tuas, ya  temporales,  con  facultad  de  usar 
las  insignias  pontificales,  bendecir  al 
pueblo,  conferir  algunas  órdenes,  y otras 
prerogativas  a este  modo;  de  cuyo  exceso 
se  quejó  San  Bernardo  en  su  Epist.  180 
ad  Jnnoceñtium , y en  la  42,  lib.  3 de 
Consideratíone. 

Sin  embargo  fue  peor  el  abuso  que  se 
introdujo  en  el  siglo  VIII  de  los  Abades 
Comendatarios  seglares , es  decir:  que 
los  magnates,  á pretesto  de  encomien- 
das, se  hicieron  dueños  de  las  rentas  de 
muchas  Abadías,  contentándose  con  nom- 
brar en  las  iglesias  Abaciales  algunos 
presbíteros  para  la  administración  espi- 
ritual.. Todos  los  obispos  celosos  recla- 
maron este  mal,  y congregaron  varios 
concilios  para  su  remedio,  el  que  en  Es- 
paña aplicaron  el  citado  de  Coyanea , y , 


¡os  Sres.  Reyes  D.  Alonso  XI  en  las 
Cortes  celebradas  en  Alcalá,  año  de  1348, 
y D.  Juan  I en  Guadalajara  en  el  de  1390, 
cuyas  leyes  son  la  2.a  y 3.a,  tít.  17,  li- 
bró t.°  Nov.  Recop.,  prohibiendo  abso- 
lutamente que  los  seglares  tuviesen  ta- 
los encomiendas;  no  obstante  subsisten 
algunas  en  Vizcaya,  en  virtud  de  sus  fue- 
ros. El  Santo  Concilio  de  Trento  moderó 
varios  de  los  insinuados  privilegios.» 

En  el  Concordato  de  1831  se  conserva 
todavía  el  título  y dignidad  de  Abad,  de 
provisión  de  la  Corona,  para  el  supe- 
rior ó presidente  de  las  colegiatas  subsis- 
tentes, cuyo  cargo  tendrá  aneja  la  cura 
de  almas;  pero  sin  mas  autoridad  ó ju- 
risdicción que  la  directiva  y económica 
de  su  iglesia  y cabildo  y estando  en  lo 
demás  sujeto  al  prelado  de  la  diócesis  á 
que  pertenezca  con  derogación  de  toda 
exención  v jurisdicción  veré  ó quasi  nu- 
llius , que  limite  en  lo  mas  mínimo  la 
nativa  del  ordinario.  Véanse  en  Concor- 
datos el  citado  de  1831,  arts.  di,  21, 
22  y 32  y la  R.  0.  de  30  de  junio  de  1863 
y Monasterios. 

ABADENGO.  Especie  de  señorío,  ter- 
ritorio perteneciente  al  señorío  ó juris- 
dicción del  Abad.  Las  cuatro  especies 
mas  principales  de  señoríos  en  Castilla 
eran:  el  realengo  en  que  los  vasallos  no 
conocían  otro  señor  que  el  rey  : el  aba- 
dengo, que  era  una  porción  de  señorío 
y jurisdicción  de  que  los  reyes  se  des- 
prendieron á favor  de  ciertas  iglesias, 
monasterios  y prelados:  el  solariego  que 
ejercían  los  nobles  sobre  los  vil  latios  mez- 
quinos y júniores  que  habitaban  en  sus 
solares  y labraban  la  tierra  pagando  en 
dinero  ú otra  especie  cierto  tributo  lla- 
mado infurcion:  y por  último,  la  behe- 
tría, cuyo  nombre  se  daba  á las  poblacio- 
nes que  tenían  á su  arbitrio  señores,  á 
quienes  pagaban  ciertos  pechos  ó tribu- 
tos para  obtener  su  protección. — V.  Se- 
ñoríos. 

ABADESA.  La  superiora  de  una  co- 
munidad de  religiosas,  sobre  las  cuales 
ejerce  una  autoridad  casi  semejante  á la 
de  un  abad  sobre  sus  religiosos.  En  al- 
gunos conventos  se  llama  á la  superiora 
con  el  título  de  madre. 


ABADESA  —ABANDERADO, 


El  Concilio  de  Trento  quiere  que-  la 
abadesa  tenga  al  menos  40  años  de  edad 
debiendo'  haber  vivido  loablemente  ocho 
anos  después  de  hecha  su  profesión,  y 
que  en  caso  de  no  hallarse  monja  con 
estas  circunstancias  en  el  mismo  monas- 
terio pueda  elegirse  de  otro  de  la  misma 
orden;  y á no  ser  fácil  ó pareciere  in- 
conveniente, pueda  elegirse  otra  del  mis- 
mo monasterio  que  pase  de.  30  años  y 
haya  vivido  con  exactitud  cinco  por  lo 
menos  después  de  la  profesión.  El  que 
presidiere  la  elección  no  entre  en  los 
claustros  del  monasterio,  sino  oiga  ó to- 
me los  votos  de  cada  monja  ante  la  ven- 
tana de  los  canceles,  observándose  en 
todo  lo  demás  los  usos  y constituciones 
de  cada  orden  ó de  cada  monasterio. 

Las  abadesas  deben  ser  confirmadas 
y bendecidas  como  los  abades  por  el 
obispo. 

Como  que  el  derecho  canónico  exclu- 
ye á las  mujeres  de  todas  las  funciones 
espirituales,  las  atribuciones  délas  aba- 
desas no  pueden  extenderse  á bendecir,  ; 
absolver,  predicar  ni  enseñar.  En  lo  de- 
más es  igual  su  autoridad  á la  de  los  aba- ! 
des,  respecto  á sus  comunidades;  de  mo- 
do que  las  abadesas  podrán  imponer 
ciertos  preceptos  á sus  religiosas  y aun 
corregirlas  á fin  de  guardar  y conducir 
á su  santo  fin  el  rebaño  que  les  esta  con- 
fiado. 

En  Berganza  «Antigüedades  de  Espa- 
ña» se  lee  que  «por  carta  del  Papa  Ino- 
cencio 11,  á los  obispos  de  Burgos  y Fa- 
lencia, consta  que  las  abadesas  de  sus 
diócesis  bendecían  (esto  es  daban  la  pro- 
fesión y ponían  el  velo)  á sus  monjas,  | 
oian  de  confesión  sus  crímenes  y culpas, 
y leyendo  el  Evangelio  le  predicaban  pu- 
blicamente, y que  á fin  de  remediar  esto 
les  escribió  para  que  las  notificasen  que 
no  prosiguiesen  en  ejercer  dichos  minis- 
terios.» Esplica  Berganza  la  razón  de  es- 
ta carta,  y viene  á concluir  «que  las  re- 
feridas abadesas  no  se  excedieron  tanto 
como  acriminan  algunos  autores»  que  la 
declaración  que  se  hizo  al  Sumo  Pontí- 
fice contra  ellas  fué  como  la  que  se  hizo 
al  tribunal  de  la  Inquisición  contra  la 
madre  Santa  Teresa  y las  monjas  carme- i 
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litas,  fundadoras  del  monasterio  de  San 
José  de  Sevilla.  «Manifestaban,  dice,  es- 
tas santas  religiosas  sus  defectos  á la  pre- 
lada y los  que  lo  llegaron  á entender  por 
ignorar  que  habia  otra  confesión  que  la 
sacramental,  delataron  á las  devotas  ma- 
dres , sobre  que  se  levantó  un  nublado 
que  al  principio  dió  en  que  merecer  á la 
comunidad  y á la  santa  madre;  pero 
luego  se  serenó  habiendo  conocido  los 
señores  inquisidores  que  la  delación  ha- 
bia procedido  de  alguna  aversión  y de 
mucha  ignorancia  del  camino  de  la  per- 
fección espiritual  y de  los  estatutos  de  la 
religión.»  — V.  Abad.  Monasterios.  Re- 
ligiosos. 

ABADIA.  En  su  mas  rigorosa  y pro- 
pia significación  es  un  lugar  erigido  en 
prelacia  en  e!  que  viven  religiosos  ó re- 
ligiosas bajo  ia  autoridad  de  un  abad  ó 
abadesa. — Se  conoce  también  con  este 
nombre  al  tributo  que  en  Galicia  se  pa- 
gaba al  párroco  , allí  llamado  abad  , á la 
muerte  de  sus  feligreses,  ó pasado  un 
año  y un  dia , el  cual  solia  consistir  en 
una  alhaja  del  difunto  ó alguna  cabeza 
de  ganado.  Consideramos  abolido  este 
tributo.— Y.  Señoríos. 

ABANDERADO.  Ll  ámase  así  el  oficial 
destinado  á llevarla  bandera  de  cada  ba- 
tallón, y que  tiene  otras  funciones  ane- 
jas a!  cargo  , entre  ellas  nombrar  por 
turno  de  antigüedad  el  servicio  de  las 
clases  de  sargentos  y cabos,  señalar  el 
contingente  de  soldados  que  deben  dar 
las  compañías  para  cubrirlo;  inspeccio- 
nar, recibir  y distribuir  el  suministro  de 
pan  y utensilios  en  los  tiempos  de  paz  y 
las  raciones  en  los  de  guerra  y verificar 
su  totalización  y ajuste  por  batallones, 
visitar  diariamente  el  hospital,  observan- 
do y dando  parte  del  trato  y asistencia 
que  se  dá  á los  enfermos,  y cuidar  de 
la  policía  de  los  cuarteles.  A falta  de 
ayudante  puede  instruir  las  primeras  di- 
ligencias en  causas  leves  (militares)  y 
cuando  lo  exija  el  peligro  de  muerte  de 
un  herido  tomarle  declaración  con  pre- 
mura. La  graduación  del  abanderado  es 
la  de  subteniente.  Los  abanderados  según 
R.  0.  de  2 julio  de  1862,  pueden  usar  bas- 
tón según  veremos  en  Bastón  de  mando. 
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ABANDERAMIENTO.  Alistamiento  ó 
inscripción  de  un  buque  o embarcación 
extranjera  en  la  matrícula  nacional.  El 
abanderamiento  viene  á ser  á las  embar- 
caciones lo  que  la  nacionalidad  á las  per- 
sonas; los  buques  abanderados  quedan 
sujetos  á todas  las  obligaciones  impues- 
tas á los  buques  españoles,  y gozan  tam- 
bién todos  los  beneficios  concedidos  al 
pabellón  español. 

Ley  de  42-28  octubre  de  1837,  publicada  en 
1 de  noviembre  ( I). 

(Mar.  Com.  y Gob.  de  Ubt.)  «Doña  Isa- 
bel II  etc.— Las  Cortes,  en  uso  de  sus  fa- 
cultades han  decretado  lo  siguiente: 

Art.  i.°  Se  prohíbe  la  compra  de  bu- 
ques extranjeros  para  el  servicio  del  Esta- 
do, tanto  de  vapor  como  de  vela,  con  la 
sola  escepcion  ae  aquellos  que  se  necesiten 
con  urgencia  para  las  atenciones  militares 
de  la  guerra  actual  en  las  costas  de  los  do- 
minios españoles. 

Art.  2.°  Del  mismo  modo  se  renueva 
la  prohibición  de  matricular  buques  mer- 
cantes de  construcción  extranjera,  y solo 
podrán  matricularse  y navegar  con  la  ban- 
dera nacional  los  construidos  en  los  domi- 
nios de  España  y las  presas. 

Art.  3.°  Quedan  derogados  ei  art.  590 
del  Código  de  comercio,  y cuantas  órdenes 
ó disposiciones  se  opongan  á lo  decretado 
en  el  anterior. 

Art.  4.°  Esceptuánse  únicamente  de 
esta  regla  aquellos  buques  cuya  matricula- 
cion  esté  ya  hoy  pedida  al  Gobierno  con 
las  condiciones  siguientes: 

■i.'  Que  dichos  buques  sean  ya  propie- 
dad de  la  persona  que  solicita  la  gracia  al 
tiempo  de  impetrarla. 

2. a  Que  para  obtenerla  se  ha  de  obli- 
gar á trasladar  su  domicilio  á cualquiera 
punto  de  los  dominios  españoles,  sin  que 
hasta  haberlo  ejecutado  pueda  concedérse- 
le la  gracia. 

3. a  Que  todo  buque  extranjero,  una 
vez  matriculado  en  los  dominios  españoles, 
habrá  de  pertenecer  siempre  al  pabellón 
español. 


(i)  Hay  muchas  leyes  que  llevan  dos  y tres 
fechas:  una  la  de  su  aprobación  por  las  Cor- 
tes, otra  la  de  la  sanción  y otra  la  de  su  pu- 
blicación, inconveniente  grandísimo  que  trae 
consigo  no  poca  confusión,  pues  unos  las  co- 
nocen y citan  por  una  fecha  y otros  por  otra. 
Nosotros  venceremos  esta  dificultad  dando  á 
conocer  las  leyes  que  se  hallen  en  dicho  caso, 
como  arriba  se  ve  por  todas  sus  fechas. 


Art.  5.°  Los  buques  españoles  no  po- 
drán carenarse  en  países  extranjeros,  es- 
cepluando  los  casos  siguientes. 

1. °  El  de  gruesa  averia  sufrida  en  la 
mar  por  temporal  ó abordaje,  sin  poder 
arribar  á puertos  de  los  dominios  de  Espa- 
ña, tal  que  necesite  carena. 

2. °  En  el  de  varada  á la  entrada  ó sa- 
lida de  un  puerto  ó fondeadero  extranjero 
ó en  sus  costas,  abordaje  ó averia  sufrida 
por  temporal  dentro  del  mismo. 

3. °  En  el  de  haber  permanecido  dentro 
de  un  puerto  ó fondeadero  extranjero  cuan- 
do menos  un  año,  por  causas  que  imposi- 
bilitaren su  salida  ó por  incidentes  de 
guerra. 

Art.  6.°  Los  Capitanes  de  buques  que 
se  hallen  en  alguno  de  los  casos  expresados 
en  el  artículo  anterior,  deberán  acreditar- 
lo ante  los  Cónsules  de  la  nación,  y estos 
cerciorarse  por  los  diarios  de  vitácora  y na- 
vegación, declaraciones  de  las  tripulacio- 
nes y pasageros,  y reconocimiento  faculta- 
tivo en  el  primer  caso;  y en  los  demás  por 
ei  mismo  reconocimiento  y por  los  infor- 
mes de  las  Autoridades  marítimas  de  puer- 
tos, y por  su  propia  convicción,  sin  cau- 
sar por  este  motivo  gasto  alguno  á los  Ca- 
pitanes de  buques. 

Art.  7.°  Acreditado  ante  los  Cónsules 
ó agentes  consulares  lo  expresado  en  el  ar- 
tículo precedente,  librarán  estos  un  testi- 
monio fehaciente  de  ello  á los  Capitanes  de 
los  buques,  expresando  en  él  la  carena  ó 
composición  que  se  les  haya  dado  y su 
coste;  remitiendo  los  mismos  Cónsules  una 
copia  de  este  testimonio  al  jefe  de  la  ma- 
tricula á que  pertenezca  el  buque,  que  dis- 
pondrá se  anote  literal  en  su  asiento. 

Art.  8.°  Queda  permitida  por  ahora, 
libre  de  todo  derecho  de  entrada  la  intro- 
ducción de  las  maquinas  necesarias  para 
los  buques  de  vapor,  que  deberán  cons- 
truirse en  España. 

Art.  9.°  El  Gobierno  propondrá  á las 
Córles  lo  que  conceptúe  mejor  para  que 
tenga  cumplido  efecto  el  art.  9,  tít.  9.°  de 
la  ordenanza  de  matrículas  de  mar  de  1802 
á fin  deíbmenlar  la  construcción  naval  es- 
pañola.» Palacio  28  de  octubre  de  1837. 
Publíquese  como  ley.  María  Cristina.— -Por 
tanto  etc.  Dado  en  Palacio  á i.°  de  no- 
viembre de  1837.  (CL.f.  23,  pdg.  288  ) 

R.  O.  de  21  noviembre  de  1846. 

(Marina.)  Se  desaprueba  el  proceder  de 
las  autoridades  de  Puerto-Rico  que  consi- 
derando subsistente  un  permiso  que  por 
R.  0.  de  31  de  diciembre  de  1833  se  con- 
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cedió  y no  se  utilizó  por  la  sociedad  JJas- 
son  y compañía,  para  establecer  un  vapor ¿ 
de  construcción  extranjera  destinado  á la 
navegación  de  cabotaje  de  aquellas  costas, 
lo  declaró  asi  y que  podía  dieba  sociedad 
proceder  á la  compra  y habilitación  del 
referido  buque  en  el  concepto  de  300  tone- 
ladas que  ofrecía  medido  en  rosca.  Y se 
resolvió  : «Que  estando  prohibido  por  la 
ley  de  28  de  octubre  de  1857  la  compra  y 
abanderamiento  de  los  buques  de  construc- 
ción extranjera,  y solo  permitida  por  aho- 
ra la  introducción  de  máquinas  de  vapor, 
así  como  por  la  ley  de  Aranceles  de  9 de 
julio  de  1841  la  de  los  buques  que  midan 
400  toneladas  ó mas,  se  lleven  a debido  y 
puntual  cumplimiento  estas  disposiciones... 

R.  O.  de  3 agosto  de  1847. 

(Marina.)  Se  aprueba  el  abanderamieir 
to  de  la  fragata  Comercio  acordado  por  el 
Cónsul  de  S.  M.  en  Lóndres  por  considerar- 
le como  un  buque  usurpado  á la  marina 
mercante  española,  y á la  vez  se  previene 
á los  Cónsules  de  S.  M.  en  los  puertos  ex- 
tranjeros que  se  abstengan  de  proceder  de 
este  modo  en  casos  especiales  y dudosos, 
semejantes  al  ocurrido  con  dicha  fragata 
que  fué  matriculada  primeramente  en  la 
Habana,  vendida  después  ilegalmente,  y 
bajo  este  nombre  llegó  con  bandera  y pa- 
tente peruanas  al  referido  puerto  de  Lon- 
dres. Y á la  vez  se  previene  á los  Cónsules 
de  S.  M.  que  entiendan  no  están  autorizados 
para  habilitar  con  pasavantes  a los  buques 
de  construcción  extranjera  para  venir  á ma- 
tricularse á puertos  españoles,  «porque  por 
regla  general  los  buques  extranjeros  solo 
pueden  abanderarse  con  el  pabellón  espa- 
ñol, después  de  haberse  matriculado  en 
uno  de  nuestros  puertos , si  tienen  las  cir- 
cunstancias que  previenen  las  leyes,  y sa- 
tisfaciendo los  derechos  que  están  estable- 
cidos.» (C’L.  t.  41  ,pág.  465.) 

R.  O.  de  7 enero  de  1848. 

(Marina.)  Que  puede  permitírsela  ma- 
tricul ación  de  todo  buque  de  hierro  de 
construcción  extranjera,  aunque  sea  de 
menos  de  400  toneladas,  siendo  de  vapor; 
pero  que  en  caso  de  ser  de  vela  haya  de 
obtenerse  permiso  especial  para  cada  uno. 

R.  O.  de  27  marzo  de  1848. 

(Marina.)  Previniendo  al  Comandante 
general  del  apostadero  de  Filipinas  «que 
antes  de  proceder  al  abanderamiento  y ma- 
triculaoion  de  cualquier  buque  extranjero, 
deberá  ejecutarse  el  arqueo  por  el  cons- 
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truetor  del  arsenal  de  Cavile,  aun  cuando 
..aparezca  acr, editada  su  medición  por  dis- 
tintos peritos  en  el  Tribunal  de  Comercio 
ó en  cualquiera  otro  de  los  del  Archipié- 
lago.» 

R.  O.  de  4 mayo  de  1848. 

(Marina.)  A consecuencia  de  haber  con- 
sultado el  Capitán  general  de  Marina  del 
departamento  de  Cádiz  si  debería  entregar- 
se a su  rematador  como  cualquier  otro  bu- 
que español  libre  de  todo  gasto,  una  ba- 
landra inglesa  encontrada  sin  tripulación 
en  las  aguas  de  Ayamonte  por  la  fragata 
Paquete  habanero,  núin.  3,  S.  M.  después 
de  haber  dispuesto  se  verificase  dicha  entre- 
ga á su  postor  D.  Manuel  Fernandez,  libre 
de  derechos  cual  si  fuese  buque  español, 
quiso  oir  el  dictámen  de  la  sección  de  Ma- 
1 riña  del  Consejo  Real,  sobre  lo  que  debería 
' adoptarse  como  medida  general  para  casos 
análogos,  y conformándose  con  el  parecer 
j de  dicha  sección , se  ha  servido  resolver 
; que  en  lo  sucesivo  se  observen  las  reglas 
■ siguientes; 

«1.a  Que  si  no  puede  averiguarse  la 
procedencia  del  buque  perdido,  ó recono- 
cido por  extranjero  no  se  justifica  la  na- 
ción á que  pertenece,  en  cualquiera  de  es- 
tos dos  casos  debe  considerarse  la  embarca- 
ción como  española  y procederse  como  se 
1 previene  en  los  arts.  42  y 43,  tít.  6.°  de  la 
Ordenanza  de  matriculas,  para  evitar  su 
completa  ruina  en  el  puerto. 

2.a  Si  es  conocido  como  extranjero  y 
está  justificada  la  nación  á que  pertenece, 
se  entregará  al  juez  conservador  de  extran- 
jería en  los  términos  prevenidos  en  el  ar- 
tículo 14  del  citado  título;  pero  si  el  juez 
conservador  no  pudiera  satisfacer  los  gastos 
de  que  debe  responder  el  buque  porque  los 
verdaderos  dueños  se  desentendiesen  ó hi- 
ciesen abandono  , como  no  es  justo  dejar 
perder  el  buque  en  el  puerto  y privar  al 
que  lo  encontró  y salvó  de  la  parte  que  le 
concede  la  Ordenanza,  ni  dejar  de  satisfa- 
cer los  gastos  y costas  ocasionadas',  deberá 
venderse  en  pública  subasta;  y si  aquel  por 
quien  esta  quedase  lo  deseara  matricular  y 
abanderizar,  debe  accederse  a ello,  cual- 
quiera que  sea  su  porte,  solo  que  en  este 
caso,  además  de  los  descuentos  que  se  ha- 
gan del  importe  del  buque  para  el  que  le 
encontró  ó salvó,  cosías  y demás  gastos 
ocasionados,  debe  agregarse  el  pago  de  de- 
rechos de  introducción  en  los  términos  que 
está  prevenido  en  la  partida  núm  433  del 
arancel  vigente,  siendo  un  tercio  mas  si  el 
buque  no  midiese  las  400  toneladas.» 
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Ley  de  ni  julio  de  1849,  reformando  los 
Aranceles  de  Aduanas. 

(Hac.)  «Núm.  1.°  Base  'f.a «Con- 

tinuará prohibida  en  el  reino  la  entrada 
de  los  artículos  siguientes» «Embarca- 

ciones de  madera  que  midan  menos  de  400 
toneladas  de  20  quintales  cada  una.» 

A la  anterior  disposición  de  la  ley,  es- 
tán arreglados  los  aranceles  de  aduanas, 
en  sus  reglas  28,  29, 30,  31 , 32,  33  y 
34,  la  partida  413  del  de  derechos  de 
entrada  señalados  á las  mercancías  ex- 
tranjeras y de  las  posesiones  españolas 
de  Ultramar,  la  7 de  los  artículos  prohi- 
bidos á importación  y las  notas  17  y 18. 

R.  O.  de  4 8 agosto  de  1853. 

(Hac.)  Se  declara  que  no  es  nece- 
sario que  los  buques  de  vapor  extranjeros, 
de  madera,  admitidos  a comercio  tengan 
capacidad  para  conducir  400  toneladas, 
bastando  que  las  midan  incluso  el  local 
que  ocupa  la  maquinaria.  [CL.  f.  39,  pá- 
gina 492.} 

Ley  de  27  febrero  de  i 836. 

(Marina.)  «Articulo  único.  Se  conce- 
de a D.  Fernando  Arrigunaga  el  abandera- 
miento en  la  Habana  de  seis  vapores  de 
madera,  de  menos  (le  400  toneladas  y mas 
de  200  con  destino  á la  navegación  del  gol- 
fo de  Méjico,  mediante  e!  derecho  de  aran- 
cel que  está  señalado  á la  misma  clase  de 
buques  de  hierro,  entendiéndose  por  de 
cabotaje  para  ios  derechos  de  puerto , to- 
nelada y demás  dicha  línea  de  navega- 
ción.» (CL.  t.  G7,  pág.  280.) 

R.  O.  de  31  agosto  de  1856. 

(Hac.)  «Que  para  el  adeudo  de  los  bu- 
ques de  vapor,  de  hierro  extranjeros,  se 
incluyan  en  el  número  de  toneladas  que  re- 
sulten del  arqueo  las  que  mida  el  espacio 
destinado  para  la  maquinaria.»  (CL.  t.  69, 
página  428). 

R.  O.  de  22  octubre  de  1857,  reformando 

otra  de  11  de  agosto  del  mismo  año. 

(Marina,,)  «En  vista  de  las  observaciones 
hechas  por  esa  Dirección  general  de  la  Ar- 
mada en  oficio  de  V.  E.  núm.  4 , 1 0 0 de  19 
del  actual,  se  ha  servido  resolver  S.  M.  que 
la  R.  O de  11  de  agosto  último,  relativa  al 
abanderamiento  del  bergantín  inglés Acorn, 
cuyo  espíritu  no  es  otro  que  el  fomento  de 
ia  construcción  y la  industria  nacional;  se 


redacte  de  nuevo  para  no  dar  lugar  á dudas 
ó interpretaciones  en  los  términos  si- 
guientes: 

Excmo.  Sr. : He  dado  cuenta  á la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  una  instancia  que  ha  promo- 
vido D Tomás  Pons  y Dalmedo,  vecino  de 
Vi  Macarlos  en  Mahon",  pidiendo  el  abande- 
ramiento del  bergantín  inglés  nombrado 
Acorn  de  porte  de  261  toneladas,  35  cénti- 
mos, que  naufragó  el  8 de  diciembre  de 
1854,  en  las  playas  do  Son  Saura  costa  jV.  de 
dicha  isla  y que  ha  adquirido  en  pública 
subasta  en  e!  consulado  Británico  de  aque- 
lla plaza.  En  su  consecuencia,  visto  el  es- 
pediente instruido  al  efecto  en  la  coman- 
dancia militar  de  Marina  de  la  provincia  de 
Menorca,  y lo  informado  por  la  Dirección 
general  de  la  Armada;  y oido  el  parecer 
de!  Consejo  Real  en  sus  secciones  de  Ha- 
cienda y Marina,  y de  conformidad  con  su 
dictamen,  se  ha  servido  S.  M.  acceder  a esta 
solicitud,  solo  por  equidad  ; y como  gracia 
especial , en  atención  á las  sumas  crecidas 
que  ha  invertido  y necesita  invertir  el  pro- 
pietario, según  justifica,  para  ponerlo  en 
estado  de  poder  navegar:  en  el  concepto  de 
que  esta  gracia  no  sirva  de  precedente,  ni 
de  regla  p'ara  lo  sucesivo.  Al  propio  tiempo 
y temiendo  en  cuenta  la  protección  que  se 
debe  á la  construcción  naval  y las  indus- 
trias que  de  ella  dimanan,  en  cuyo  interés, 
y fomento  ha  sido  dictada  toda  la  legislación 
vigente  sobre  abanderamientos:  la  conve- 
niencia de  limitar  todo  lo  posible  en  bene- 
ficio de  esa  misma  industria,  la  introducción 
de  embarcaciones  de  poco  porte,  con  desti- 
no en  su  mayor  parte  y de  que  se  sirve  el 
comercio  de  cabotaje:  y que  este  comercio 
no  puede  hacerse,  según  las  leyes  del  país, 
sino  por  buques  de  construcción,  propiedad 
y tripulación  española:  es  la  voluntad  de 
S.  M.  que  los  de  construcción  extranjera 
de  menos  de  400  toneladas,  cuyo  abandera  - 
miento  consiente  la  R.  O.  de  4 de  mayo  de 
1848,  deberán  ser  precisamente  vendidos, 
en  pública  subasta,  ante  el  juzgado  de  ex- 
tranjería, según  previene  dicha  Rea)  dispo- 
sición; ó bien  por  ante  los  tribunales  de  Ma- 
rina, ó de  la  Hacienda  pública  constituidos 
en  el  pais,  que  son  los  competentes  en  la 
materia,  y los  que  están  en  el  caso  de  fijar 
y aclarar  las  verdaderas  causas  de  las  vara- 
das y abandonos  de  buques  en  nuestras  cos- 
tas, cuando  son  los  naufragios  inevitables, 
y cuando  ha  mediado  en  ellos  malicia,  ó si- 
niestra intención,  intervenir  en  sus  ventas 
y demás  que  corresponda , para  los  efectos 
ulteriores  de  abanderamiento  por  las  auto- 
ridades de  Marina,  y prévias  las  formalida- 
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desde  ordenanza,  de  aquellos  que  se  hallen 
comprendidos  en  alguno  de  los  dos  casos 
que  prefija  la  mencionada  Real  orden.  Tam- 
bién quiere  S.  M.  que  fijándose  en  la  ley 
6.a,  titulo  M,  libro  6.°  de  la  Novísima  Re- 
copilación, y en  la  R.  O.  de  7 de  febrero 
de  1757  que  en  la  misma  ley  se  cita,  el  ca- 
rácter y las  atribuciones  de  los  Cónsules  y 
vicecónsules  extranjeros,  la  R.  O.  de  17  de 
julio  de  1847  sobre  el  modo  como  nuestras 
leyes  los  consideran,  y la  de  8 de  mayo  de 
1827,  señalando  las  facultades  que  les  per- 
tenecen se  tengan  muy  presentes  para  su 
mas  puntual  observancia  todas  estas  pres- 
cripciones legales,  y en  particular  el  artículo 
8.°  de  la  última  citada,  dirigido  á las  auto- 
ridades locales,  para  que  po  dén  lugar  á 
la  introducción  del  mas  mínimo  abuso  en 
los  oficios  que  a cada  cual  corresponde  » 
(CL.  t.  74,  pág.  90). 

R.  O.  de  W julio  de  1865. 

Se  autoriza  á los  Comandantes  de  las  provincias  ma- 
rítimas para  acordar  el  abanderamiento  provisional 
y se  compendian  las  disposiciones  que  rigen  sobre 
este  asunto. 

(Marina.)  «Con objeto  de  facilitar  en  to- 
dos los  casos  normales  que  estrictamente  se 
ajustaren  á la  legalidad  existente,  ó a la  que 
en  lo  sucesivo  se  estableciere  la  matricula- 
cion  y abanderamiento  de  buques,  sin  cu- 
yas formalidades  no  pueden  utilizarse  con 
los  beneficios  concedidos  al  pabellón  mer- 
cantil español,  la  Reina  (Q.  D.  G.),  en  ana- 
logía con  lo  presento  en  el  art.  5.°,  ti t.  9 ° 
de  las  Ordenanzas  de  matriculas,  se  ha  dig- 
nado facultar  á los  Comandantes  militares 
de  las  provincias  marítimas  para  que  en  los 
referidos  casos  puedan  autorizar  la  dicha 
matricuiacion  y abanderamiento  provisio- 
nal, sin  perjuicio  de  que  los  respectivos  ex- 
pedientes sean  revisados  en  los  Departamen- 
tos y Apostaderos,  á cuyas  superiores  auto- 
ridades corresponderá  siempre  la  definitiva 
aprobación.  Con  tal  motivo  es  su  Real  vo- 
luntad el  que  se  compendien  en  las  siguien- 
tes reglas  los  generales  preceptos  acerca  de 
las  embarcaciones  de  procedencia  extranje- 
ra, á fin  de  que  con  toda  claridad  se  tengan 
en  conjunto  clasificados  los  casos  á que  aque- 
lla se  refiere,  y los  requisitos  que  prévia- 
mente  se  deben  llenar  para  precaver  los 
abusos  que  pudieran  intentarse. 

Ley  de  28  de  octubre  de  1837. 

■1.a  Podrán  matricularse  como  espa- 
ñolas; 

1.°  Las  embarcaciones  de  procedencia 
extranjera  que  midan  mas  de  400  toneladas 
de  capacidad. 
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2. °  Los  vapores  de  casco  de  hierro,  sea 
cual  fuere  la  capacidad  que  tengan. 

3. ”  Lasque  por  causa  de  tíérriporal  ú 
otro  incidente  de  mar.  fortuito  y justificado 
naufraguen  en  las  costas  ó playas  de  los  do- 
minios españoles  y fueren  compradas  en  re- 
mate público  por  españoles,  compañía  es- 
pañola ó extranjera  naturalizado  (siempre 
que  no  se  haya  vendido  para  desguace,  ó 
pertenezcan  en  caso  de  neutralidad  á pabe- 
llón beligerante),  ó cuando  tengan  de  100 
toneladas  en  adelante,  y en  su  carena  se 
inviertan  á razón  de  1,000  rs.  por  tonelada 
de  las  que  midan,  cuya  circunstancia  se 
acreditará  por  justiprecio  de  peritos  nom- 
brados por  la  autoridad  de  Marina,  hecho  á 
presencia  de  los  interesados  y con  asistencia 
de  un  funcionario  de  la  Hacienda  pública  y 
otro  de  Marina. 

4. °  Los  buques  apresados  al  enemigo  ó 
que  procedan  del  trafico  ilícito,  adquiridos 
en  remate  público,  cualquiera  que  sean  sus 
dimensiones. 

5. °  Los  encontrados  en  la  mar  sin  gen- 
te y sin  que  pueda  averiguarse  su  naciona- 
lidad, sea  cual  fuere  el  número  de  tonela- 
das que  midan,  adquiriéndose  en  público 
remate  autorizado  al  efecto.  Estas  matricu- 
laciones  no  se  harán  ni  se  solicitarán  sino 
cuando  ya  se  encuentren  las  embarcaciones 
en  puertos  españoles. 

Artículo  5.°,  titulo  9.“,  Ordenanzas  de 
matriculas. 

2.a  Antes  de  nacionalizar  las  embarca- 
ciones en  los  casos  l.°  y 2.°  ha  de  constar: 

1. °  La  legítima  adquisición  por  español 
ó sociedad  española  ó extranjero  naturaliza- 
do en  escritura  pública  otorgada  con  la  in- 
tervención, autorización  ó legalización  del 
Cónsul  español  verificándose  la  compra  en 
país  extranjero,  ó con  testimonio  de  la  mis- 
ma si  tiene  lugar  en  España. 

2. °  Haber  hecho  el  pago  de  los  derechos 
que  están  establecidos  en  Arancel  para  su 
introducción. 

3. °  La  legítima  propiedad  del  vendedor 
según  las  reglas  ó disposiciones  que  rigen 
en  cada  país,  legalizados  los  documentos 
por  el  propio  Cónsul. 

4. °  Las  dimensiones  de  arqueo  de  que  la 
Autoridad  de  Marina  deduzca  la  capacidad, 
el  estado  de  servicio,  el  valor  y demas  cua- 
lidades, con  el  detalle  de  todas  las  circuns- 
tancias del  buque  por  certificación  librada 
por  el  cabo,  maestro  ó perito  encargado  al 
efecto  por  la  autoridad  de  Marina.  Para  las 
embarcaciones  del  caso  3.°  ha  dé  presen- 
tarse: 
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{ Testimonio  del’  acta  de  venta  hecha 
en  remate  público. 

2. °  Justificación  del  motive  o suceso  que 
ha  producido  lá  pérdida,  instruida  en  el 
Juzgado  de  Marina  de  la  comprensión  del 
naufragio. 

3. °  La  certificación  de  dimensiones  para 
el  arqueo  y demás  circunstancias  del  núme- 
ro 4.°  del  párrafo  anterior. 

4. °  El  acta  detallada  del  justiprecio  pe- 
ricial en  la  forma  prevenida  en  dichos 
casos. 

y o.°  Certificación  de!  pago  de  los  de- 
rechos de  introducción.  Para  el  caso  4.°  se- 
rá suficiente  la  certificación  ó testimonio 
del  acta  y adjudicación  del  remate,  y la  de 
haber  satisfecho  su  importe,  librada  por  la 
A utoridad  competente.  Para  el  caso  5.u  es 
preciso  acreditar  la  adquisición  en  remate 
público  en  los  términos  del  caso  anterior,  y 
el  pago  de  los  derechos  de  introducción  se- 
gún Arancel.  En  todos  los  casos  ha  de  exi- 
girse bajo  la  forma  mas  completa  y legal  los 
justificantes  de  ciudadanía  ó extranjería  na- 
turalizado. 

Articulo  7.°,  titulo  9.°  Ordenanzas  de  ma- 
triculas y ley  de  1 .”  noviembre  de  -18.47. 

3.a  Ya  naturalizadas  las  embarcaciones 
de  procedencia  extranjera  como  españolas, 
para  matricularse  deberán  sus  duéños  ó 
propietarios  otorgar  ia  prevenida  escritura 
de  fianza  con  obligación  de  no  volverla  á 
enajenar  á extranjeros  en  todo  ó en  parte  a 
fin  de  evitar  ia  simulación  de  bandera. 

Y 4.a  Los  capitanes  generales  concede- 
rán las  matricúlamenos  de  buques  proce- 
dentes del  extranjero1,  pero  con  el  fin  de  que 
et  comercio  sufra  solo  las  demoras  indis- 
pensables, y de  facilitar  el  movimiento  los 
Comandantes  militares  de  las  provincias 
marítimas,  oyendo  antes  al  respectivo  Ase- 
sor, autorizarán  por  sí  !a  matriculacion  y 
abanderamiento  en  los  casos  normales  que 
estrictamente  se  ajustaren  á la  legalidad,  y 
cuyos  expedientes  instruidas  por  el  Juzga- 
do competente  no  ofrezcan  la  menor  duda. 
Esto  no  obstante  para  proceder  al  asiento 
definitivo-  en  la  lista  correspondiente,  se 
esperará  á que  remitidos  los  diebos  expe- 
dientes á los  Departamentos  para  su  revi- 
sión recaiga  la  aprobación  de  los  Capitanes 
generales,  los  cuales  darán  noticia  al  Go- 
bierno en  cada  caso  de  estas  matricula- 
ciones. 

Todo  lo  que.  de  Real  orden  etc.— Madrid 
22  de  jjilio  qe  í 865 . --Závála.. — Sr.  Capitán 
general  d'e  Marina  del  departamento  de**.., 
(Gac.  24  de  julio  de  1865.) 


Es  pues  tíierto  y se  desprende  de  las 
anteriores  disposiciones  que  está  permi- 
tido e!  abanderamiento  de  toda  clase  de 
embarcaciones  de  hierro  y aun  las  de 
madera  siempre  que  midan  mas  de  400 
toneladas  de  20  quintales  cada  una  com- 
prendido el  espacio  ocupado  por  la  ma- 
quinaria, limitándose  la  prohibición  á 
los  buques  de  madera  que  midan  menos 
de  las  referidas  400  toneladas. 

Como  que  los  buques  abanderados  y 
matriculados  adquieren  nacionalidad, 
disfrutan  por  consiguiente  de  todos  los 
beneficios  concedidos  á la  bandera  na- 
cional, cuales  son  entre  otros  la  protec- 
ción que  debe  dispensarles  el  Gobierno 
según  los  casos  y circunstancias,  la  ex- 
clusiva en  el  comercio  de  cabotaje  y la 
bonificación  en  el  adeudo  de  derechos; 
pero  deberán  ser  precisamente  españo- 
les, el  propietario,  capitán,  piloto,  con- 
tramaestre y dos  terceras  partes  de  la 
tripulación  (i). 

El  complemento  del  presente  artículo 
ó lo  demás  que  se  necesita  saber  para 
comprender  mejor  la  doctrina  legal  que 
dejarnos  consignada,  lo  hallarán  nues- 
tros lectores  en  Comercio  i»e  cabotaje, 
en  Aduana  y Naves,  bajo  cuya  denomi- 
nación es  conocida  en  nuestro  Código 
de  comercio  toda  clase  de  lauques  ó 
embarcaciones.  Importa  sin  embargo 
que  hagamos  aqui  mérito  de  una  ini- 
jortantísima  cuestión  contenciosa  que 
ia  debatido  recientemente  ante  el  Con- 
sejo Real  y cuyo  fallo  tanto  contribuye 
á ilustrar  esta  materia.  Es  la  siguiente: 

En  13  de  junio  de  1854  compró  en 
Cádiz  D.  Francisco  Javier  López  Busta- 
tnantc  la  fragata  rusa  Luisa  á su  capi- 
tán Samuel  Guillermo  Sobrerelon,  en  la 


(1)  En  el  pliego  de  cundí  clones  para  con- 
tratar el  servicio  de  conducción  de  la  corres- 
pondencia entre  la  Península  y las  Islas  de  Cu- 
ba y Puerto-Rico  se  lee  una  que  dice:  «Los 
buques  estarán  matriculados  y abanderados  en 
España  ya  sea  en  la  Península,  ya  en  las  pro- 
vincias de  Ultramar,  prévia  las  condiciones  de 
dominio  y todas  las  formas  y solemnidades 
que  exigen  las  leyes,  que  serán  mientras  no 
se  deroguen  los  arts.  583  y siguientes  del  títu- 
lo i,u  lib.  3.°  del  Cod.  de  Coua..  la  Ordenanza 
de  las  matrículas  de  mar  y la  ley  de  i.°  de 
noviembre  de  1837.  * (Gac.  22  enero  1868.) 
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cantidad  de  catorce  ffiíl  pesos  fuertes 
pagaderos  en  cuatro  plazos  iguales, 
siendo  los  dos  últimos  á los  seis  y doce 
meses  del  otorgamiento  del  contrato, 
expresando  el  comprador  que  dicha  fra- 
gata tomaría  en  lo  sucesivo  el  nombre 
de  Valentina. 

El  comprador  solicitó  la  matricula  y 
abanderamiento  de  dicha  fragata,  y lo 
consiguió  después  de  un  largo  expedien- 
te, en  que  se  tuvieron  también  en  cuenta 
las  contestaciones  que  mediaron  á con- 
secuencia de  una  nota  pasada  al  Minis- 
terio de  Estado  por  el  encargado  de  ne- 
gocios del  vecino  Imperio,  sobre  que  el 
Gobierno  d'el  Emperador  no  reconocería 
como  válidas  las  ventas  de  buques  ene- 
migos efectuadas  con  posterioridad  al 
principio  de  las  hostilidades,  en  cuyo 
caso  suponía  hallarse  la  fragata  en  cues- 
tión. Comunicada  la  resolución  de  nues- 
tro Gobierno  á la  embajada  francesa, 
hubieron  de  reproducirse  de  nuevo  las 
contestaciones,  no  obstante  las  cuales 
habilitada  ya  con  bandera  española  la 
fragata  Valentina , hizo  su  primera  salida 
de  Cádiz  para  Santander  el  2 de  marzo 
de  185o,  siendo  su  resultado  que  fué 
apresada  por  los  cruceros  franceses  fuera 
de  las  aguas  territoriales  de  España  y 
declarada  ^buena  presa»  por  los  tribuna- 
les del  Imperio  (1). 

El  comprador  con  vista  de  este  fallo 
elevó  al  Gobierno  español  una  instancia 
reclamando  la  correspondiente  indem- 
nización por  el  Tesoro  público,  y dene- 
gada como  improcedente  por  R.  0.  de 
10  de  abril  de  i 856,  aunque  sin  perjui- 
cio de  apoyar  con  la  eficacia  debida 
cualquiera  otra  reclamación  que  inten- 
tase contra  el  Gobierno  del  vecino  Impe- 
rio, se  recurrió  por  el  mismo  comprador 
á la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  Real, 
cuyo  elevado  cuerpo  ha  resuelto  este 


(i)  Presa:  !a  embarcación  enemiga  que  se 
rinde  ó se  toma  por  fuerza.— Buena  ó mala 
presa  la  que  ha  sido  Lien  ó mal  hecha  según 
las  leyes  del  corso  y de  la  guerra,  cuyo  punto 
se  decide  por  el  tribunal  competente.  Hecha  la 
declaración  de  buena  se  reparte  según  los  re- 
glamentos, y la  mala  presa  se  deja  en  libertad 
con  siibsanaeion  de  perjuicios  por  quien  cor- 
responda. ( Diccionario  Marítimo  Español). 


notable  pleito  en  los  términos  que  á la 
letra  vamos  á ver: 

Sentencia  del  Consejo  Real  publicada  por 
R.  D.  de  24  de  junio  de  1857. 

«En  el  pleito  que  en  mi  Consejo  Real 
pende  en  primera  y única  instancia,  entre 
partes,  de  la  una  D.  Francisco  Javier  Ló- 
pez ^Bustamante,  vecino  del  comercio  de 
Santander,  y el  Licenciado  D Fernando 
Cos-Gayon,  su  abogado  defensor,  deman- 
dante, y de  la  otra  !a  Administración  ge- 
neral del  Estado,  y mi  fiscal  en  su  repre- 
tacion,  demandada,  sobre  reyocacion  ó con- 
firmación de  la  R.  O.  de  10  de  abril  de 
1856,  por  la  que  se  negó  la  indemniza- 
ción pedida  por  e!  primero  ce  los  daños  y 
perjuicios  que  se  le  han  ocasionado  por  el 
apresamiento  de  la  fragata  mercante  de  su 
propiedad  la  Valentina , hecho  por  los  cru- 
ceros franceses  en  la  noche  del  2 de  marzo 
de  1855. 

Visto; 

Vista  la  escritura  otorgada  en  13  de  ju- 
nio de  1854  ante  el  escribano  de  número  é 
interino  de  Marina  de  Cádiz,  por  la  cual 
Samuel  Guillermo  Soblerelon , capitán  de 
la  fragata  rusa  Luisa , vendió  este  buque  á 
D.  Francisco  Javier  López  Rusta inante  en 
catorce  mil  pesos  fuertes,  pagaderos  en 
cuatro  plazos  iguales,  uno  en  el  acto,  otro 
á los  tres  meses  y los  dos  últimos  á los 
seis  y doce  meses  del  otorgamiento  del  con- 
trato , expresando  el  comprador  que  dicha 
fragata  tomaría  en  lo  sucesivo  el  nombre 
de  Valentina: 

Vista  la  solicitud  del  interesado  para  la 
matricula  y abanderamiento  de  la  fragata, 

■ cuyo  expediente  se  mandó  instruir  en  la 
' Comandancia  del  tercio  naval  de  Cádiz: 

Vista  la  exposición  con  que  López  Bus- 
tamante  acudió  al  Ministerio  de  Estado  en 
19  del  mismo  junio,  á consecuencia  de  la 
órden  de  los  gobiernos  de  Francia  é Ingla- 
terra, anunciada  en  algunos  de  los  perió- 
dicos de  Madrid , y que  le  había  sido  con- 
firmada por  el  Cónsul  francés  en  Santan- 
der, en  que  se  disponía  la  captura  de  todo 
buque  de  procedencia  rusa  comprado  ó ad- 
quirido después  de  rotas  las  hostilidades 
con  la  Rusia,  suplicando  se  tomase  la  de- 
terminación oportuna  á evitar  al  interesa- 
do, y cuantos  se  hallasen  en  su  caso,  los 
perjuicios  y pérdidas  consiguientes  en  el 
de  un  apresamiento: 

Vista  la  nota  recibida  en  dicho  Ministe- 
rio en  el  mismo  dia  19  en  que  con  fecha 
de  18,  el  encargado  de  Negocios  de  Francia 
manifestaba  que  la  fragata  rusa  Luisa  se 
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había  vendido,  á pesar  de  tener  el  encarga- 
do de  Bus  la  man  te  para  la  compra  en  Cádiz 
conocimiento  de  los  avisos  oficiales  , comu- 
nicados por  el  Cónsul  de  Francia  á aquel 
comercio , de  que  el  Gobierno  del  Empe— 
lador  no  reconocería  como  válidas  las  ven- 
tas de  buques  enemigos  efectuadas  con  pos- 
terioridad al  principio  de  las  hostilidades; 
y que,  con  este  motivo,  y el  de  la  venta 
del  buque  ruso  Ida , le  regoba  se  diesen  las 
órdenes  necesarias  á fin  de  que  los  buques 
rusos  surtos  en  nuestros  puertos  no  pudie- 
sen en  ellos  ser  vendidos  para  cubrirse  con 
el  pabellón  español. 

Vistos  los  informes  que  en  virtud  de  di- 
cha nota  se  pidieron  á los  Ministerios  de 
Marina  y Fomento  en  averiguación  de  la 
cabida  del  buque,  y de  lo  que  hubiese  de 
cierto  acerca  de  la  comunicación  al  comer- 
cio de  Cádiz  de  las  disposiciones  del  Go- 
bierno francés,  resultando  de  ellos  que  la 
fragata  Valentina  inedia  408  toneladas,  y 
que,  según  certificaban  la  Junta  y Tribu- 
nal de  dicho  comercio,  ningún  aviso  con- 
sular se  había  recibido: 

Vista  la  comunicación  del  Ministerio  de 
Marina  al  de  Estado  de  14  de  diciembre  de 
! 834 , trasladándole  la  Real  orden  de  esta 
fecha,  per  lo  cual,  enterada  del  expediente 
instruido  para  la  matrícula  y abandera- 
miento de  la  expresada  fragata: 

Visto  que  se  hallaba  revestido  de  todas 
las  formas  legales  prevenidas  para  la  ad- 
quisición por  el  comercio  español  de  em- 
barcaciones de  procedencia  extranjera  y de 
los  requisitos  establecidos  en  los  arts.  5.°  y 
8.°  del  tít.  9.°,  de  la  Ordenanza  de  matrí- 
culas; y demostrado  por  último,  que  la  ven- 
ta había  sido  real  y efectiva,  sin  que  en  ella 
apareciese  simulación  ni  fraude,  resolví, 
de  conformidad  con  el  dictamen  asesorado 
de  la  Junta  consultiva  de  la  Armada,  que 
se  procediese  á la  matricula  y abandera- 
miento de  la  indicada  fragata  rusa  Luisa 
con  el  nombre  de  Valentina: 

Vista  la  nota  que  por  el  Ministerio  de  Es- 
tado se  pasó  á la  embajada  de  Francia  en  3 
de  enero  de  1855,  en  contestación  á la  su- 
ya de  18  de  junio  del  año  anterior,  mani- 
festándole detalladamente  los  motivos  en 
que  se  hallaba  fundada  la  R.  0.  de  14  de 
diciembre  de  1854,  para  que,  dando  de  ella 
conocimiento  á su  Gobierno,  tuviese  á bien 
disponer  lo  conveniente  á fin  de  que  los 
cruceros  franceses  respetasen  esta  propie- 
dad bien  adquirida:  de  lodo  lo  cual  se  dió 
noticia  á Bustamante  en  la  propia  fecha, 
como  también  al  Ministerio  de  Marina,  á la 
Legación  inglesa  en  esta  Córte  y 4 ]0’s  re- 
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presentantes  de  España  en  Pam  y Londres: 
Vista  la  contestación  de  la  Embajada  de 
Francia  de  31  de  dicho  mes  de  enero,  ha- 
ciendo saber  al  Ministerio  de  Estado  que  el 
de  Negocios  extranjeros  del  Gobierno  Im- 
perial insistía  en  que  el  comprador  de  la 
fragata  Ltítsahabia  sido  advertido  con  tiem- 
po ñor  el  Cónsul  francés  en  Cádiz  de  la  ir- 


po  p ... 

regularidad  de  la  adquisición  que  proyec- 
taba: 

Vista  la  comunicación  que  en  3 de  fe- 
brero se  dirigió  á Bustamante  por  dicho 
Ministerio,  en  la  que,  dándole  conocimien- 
to de  esa  objeción  propuesta  por  el  Emba- 
jador francés,  y para  poder  contestar  á ella 
con  pleno  conocimiento  de  los  hechos,  se 
le  invitaba  á que  manifestase  á la  brevedad 
posible  si  el  comprador  de  dicha  fragata 
había  recibido,  y en  qué  fecha,  aquel  avi- 
so del  expresado  Cónsul: 

Vista  la  contestación  de  Bustamante  eu 
10  de  dicho  mes,  manifestando  que  ningu- 
na comunicación  relativa  al  asunto  se  había 
dirigido  por  el  Cónsul  á las  autoridades  de 
Cádiz: 

Vista  la  nueva  comunicación  dirigida  á 
Bustamante  en  19  del  mismo  febrero  para 
que  concretase  mas  su  respuesta,  manifes- 
tando si  él  ó su  representante  en  Cádiz,  ha- 
bían recibido  directa  ó indirectamente,  y 
en  qué  fecha,  aviso  del  Cónsul  de  Francia 
en  aquel  puerto,  de  las  disposiciones  de  la 
legislación  francesa,  relativas  á la  compra 
de  buques  de  naciones  enemigas  después  de 
rotas  ¡as  hostilidades: 

Vista  la  comunicación  de  Bustamante  de 
8 de  marzo  siguiente,  en  la  que,‘  sin  con- 
testar explícitamente  sobre  todos  lo  extre- 
mos que  quedan  referidos  é importaba  es- 
clarecer, discurre  sobre  la  legalidad  y bue- 
na íé  de  la  compra  del  buque,  que  exigen 
la  protección  del  Gobierno  y sobre  la  con- 
ducta que  habría  observado  su  apoderado 
en  Cádiz  sí  por  el  Cónsul  francés  se  le  hu- 
biesen hecho  saber  hasta  el  13  de  junio  de 
1854  las  disposiciones  prohibitivas  de  su 
Gobierno,  en  el  caso  de  haberlas  para  los 
buques  de  400  toneladas: 

Vista  la  instancia  que  á nombre  del  inte- 
resado dirigió  al  Ministerio  de  Estado  Don 
Cipriano  del  Mazo  en  14  de  marzo  de  1855, 
manifestando  que  la  fragata  Valentina,  que, 
habilitada  en  regla  y con  bandera  españo- 
la, había  salido  el  dia  2 de  aquel  mes  del 
puerto  de  Cádiz  para  el  de  Santander  con 
pasajeros  y cargamento  por  cuenta  del  Es- 
tado y de  particulares,  habia  sido  apresada 
á menos  de  cuatro  millas  de  aquel  puerto 
por  dos  buques  de  guerra  franceses  New-. 
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ton  y Phenix , y conducida  á Oran  después  dados  por  los  Cónsules  de  Francia  en  San- 
de  haber  desembarcado  en  Gibraltar  los  pa-  tander  y Cádiz,  y de  las  disposiciones  de 
sajeros;  y concluyó  pidiendo  que  se  enta-  los  arts.  7/  del  reglamento  de  26  de  julio 
b las  en  las  mas  prontas  y eticaces  reclama-  de  1786,  y 53  del  decreto  de  dos  prairial, 
ciones  cerca  del  Gobierno  Imperial  para  la  ano  undécimo;  y que  no  estaba  aun  pagado 
inmediata  devolución  de  la  fragata  ylacor-  el  último  plazo  del  precio  de  la  venta  á la 
respondiente  indemnización  de  los  perjui-  fecha  del  apresamiento; 
eios  causados  á su  dueño  y cargador,  con  las  Vista  la  instancia  de  Bustamante,  con 
demás  satisfacciones  oportunas:  que  en  31  de  octubre  de  1855  acudió  al 

Vistas  las  notas  de  la  Embajada  de  Eran-  Ministerio  de  Estado,  reclamando  por  con- 
cia de  17  y 21  de  dicho  mes,  acompañando  secuencia  de  dicho  fallo  la  indemnización 
copia  del  parte  dado  con  fecha  del  3 por  por  el  Tesoro  público  de  1.191921  rs.  26 
el  comandante  del  Phenix ; uno  de  los  bu-  maravedises  según  las  relaciones  que  acom- 
ques  apresadores,  al  Cónsul  francés  en  Cá-  pañaba  de  los  gastos  y daños  y perjuicios 
diz,  noticiándole  la  captura  de  la  Valentina  que  por  esta  causa  se  le  habían  originado: 
á las  ocho  de  la  noche  del  dia  anterior,  y Vista  la  R.  O-  de  1(J  de  abril  de  1856  por 
hallarse  en  su  poder  un  pabellón  ruso  re-  la  cual  se  desestimó  como  improcedente 
cogido  á bordo  de  dicha  fragata,  y otra  co-  i en  lodos  sus  extremos  la  reclamación  men- 
pia  de  una  comunicación  del  Cónsul  de  la  clonada,  sin  perjuicio  de  apoyar  con  la 
misma  nación  en  Santander  manifestando  * eficacia  debida  cualquiera  otra  que  Busta- 
(con  ocasión  de  un  artículo  de  periódico  ; mante  intentase  contra  el  Gobierno  del 
en  que  se  hablaba  en  contra  de  la  captura  ! vecino  Imperio: 

del  referido  buque)  que  en  el  mes  de  junio  \ Vista  la  demanda  de  Bustamante  contra 
de  1854,  consultado  por  Bustamante  acerca  j la  Real  orden  expresada,  pretendiendo  que 
déla  compra  que  tema  en  proyecto,  se  li-  i debe  ser  indemnizado  por  el  Gobierno  de 
mito  por  única  respuesta  á comunicarle  la  ios  daños  y perjuicios  ocasionados  por  el 
circular  relativa  á la  venta  de  buques  ene-  apresamiento  de  la  fragata  Valentina,  y que 
migos  de  22  de  mayo  del  expresado  año,  en  este  concepto  debe  serle  abonada  por 
comprendiendo  por  ello  el  interesado  que  el  Tesoro  público  la  cantidad  de  59.596 
semejante  compra  no  seria  reconocida  por  pesos  fuertes  con  60  céntimos  resultantes 
los  gobiernos  de  Francia  é Inglaterra  como  de  la  cuenta  que  tiene  presentada, 
verificada  después  de  comenzadas  las  hos-  Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  fis- 
tilidades:  cal  con  la  solicitud  de  que  se  confirme  la 

Vistas  las  órdenes  comunicadas  por  la  Real  orden  reclamada: 
primera  Secretaría  de  Estado  á las  Juntas  Considerando; 

de  comercio  de  Santander  y Cádiz  con  co-  Primero.  Que  ni  Bustamante  alega  en 
piadel  artículo  del  Monitor  francés  del  18,  apoyo  de  su  pretensión,  ni  existe  ley,  con- 
en  que  se  avisaba  á los  interesados  en  el  trato  ó disposición  alguna  administrativa 
cargamento  de  la  Valentina  á fin  de  que  en  que  aparezca  el  derecho  en  él  á pedir, 
acudiesen  á la  Administración  de  Marina  ! ni  la  obligación  en  mi  Gobierno  a darle  in- 
de Argel,  y de  allí  al  Tribunal  Imperial  de  demnizacion  de  los  perjuicios  que  haya  po- 
presas  á deducir  sus  reclamaciones,  y las  dido  irrogarle  el  apresamiento  de  la  fraga- 
que  se  remitieron  al  Cónsul  general  espa-  ta  Valentina . verificado  por  los  cruceros 
ñoi  en  dicha  plaza  y al  encargado  de  negó-  franceses  en  dos  de  marzo  de  1855. 
cios  en  París  para  que  protegieran  los  inte-  Segundo.  Que  tampoco  se  lia  demostra- 
reses  del  propietario,  tripulación  y carga-  ; do  que  la  autorización  para  la  matrícula  y 
dores  de  la  fragata:  abanderamiento  de  la  Valentina  lleva,  ni 

Vista  la  sentencia  pronunciada  por  el  aun  implícitamente  entendida,  la  obligación 
Tribunal  Imperial  de  presas  en  7 de  julio  en  el  Gobierno  de  indemnizar  al  dueño  del 
de  1855,  y confirmada  por  el  Consejo  de  buque  matriculado  de  ningún  género  de 
Estado  en  29  de  agosto  siguiente,  por  la  . perjuicios  que  le  sobrevenga, 
que  se  declaró  buena  presa  la  de  la  Valen-  Tercero.  Que  la  obligación  de  mi  Go- 
tina,  y mandó  que  este  buque,  sus  aparejos  ¡ bienio  de  proteger  átodo  buque  abandera- 
y accesorios  fuesen  vendidos  en  considera-  do  con  sn  pabellón  como  a cualquiera  otra 
cion  á resultar  justificada  su  captura  ácin-  propiedad  española,  obrando  ó reclamando 
co  millas  de  la  costa,  fuera  de  las  aguas  según  permitan  las  consideraciones  que  él 
territoriales  de  España;  que  fué  comprado  mismo  exclusivamente  ha  de  apreciar  en 
por  Bustamante  muy  posteriormente  á la  cada  caso,  para  obtener  reparación  de  los 
declaración  de  guerra  á pesar  de  los  avisos  agravios  que  pueden  inferírsele  , ha  sido 
Tomo  1 . 2 
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cumplida  en  esta  ocasión,  y continúa  cum- 
pliéndose con  todo  el  interés  y perseveran- 
cia que  aparecen  e ti  el  expediente  guberna- 
tivo unido  á los  autos. 

Cuarto.  Que  aLm  esa  obligación  de  in- 
demnizar, que  supone  y no  prueba  Lusta  — 
mante,  habría  cesado  desde  que  éste,  sin 
tornar  en  cuenta  el  aviso  que  oportunamen- 
te se  le  dio  en  la  comunicación  de  3 de  le- 
brero de  1855  de  las  dificultades  suscitadas 
por  la  reclamación  del  Embajador  francés  ¡ 
contra  la  buena  fé  del  comprador  de  la  Ira- 
gata  rusa  Louisse,  sin  facilitar  las  noticias 
que  por  segunda  vez  se  le  pidieron  en  19 
dei  mismo  mes  para  preparar  el  buen  éxi- 
to de  las  negociaciones  entabladas  en  su 
beneficio  con  este  motivo,  sin  esperar  tam- 
poco la  terminación  satisfactoria  do  las  mis-  ' 
mas,  con  falta  de  meditación  o con  error  en  I 
sus  cálculos,  lanzó  á la  tnar  dicha  fragata, 
dando  ocasión  á su  captura: 

Considerando  que  tanto  la  compra  de  la  ; 
fragata  después  de  rolas  las  hostilidades  en- 
tre Francia  y Rusia  como  su  salida  ai  mar, 
hechos  que  sirvieron  de  fundamento  para 
la  declaración  de  buena  presa,  fueron  re- 
sueltos y ejecutados  exclnsivamenie  por 
Bustamante  y sus  agentes,  según  resulta  del 
expediente: 

Oído  mi  Consejo  Real  en  sesión  á que 
asistieron  etc.  Vengo  en  absolver  á la  Ad- 
ministración general  del  Estado  de  la  de- 
manda propuesta  a nombre  de  D.  Francisco 
Javier  López  Bustamante  contra  la  R.  O de 
10  de  abril  de  1856,  la  cual  se  lleve  a efec- 
to en  todas  sus  partes.  { CL . tomo  73,  pági- 
na 43 . ) 

Ya  conocemos  la  sentencia  que  en  tan 
grave  asunto  ha  dictado  el  Consejo  Rea!, 
documento  que  ni  un  instante  hemos 
vacilado  en  insertar  á la  letra,  porque  á 
parte  de  la  resolución  que  contiene  sus 
vistos  y considerados  ilustran  bastante  la 
materia  sobre  que  versa. 

El  abanderamiento  de  un  buque  ha 
dicho  el  Consejo  Real  no  lleva  consigo  de 
parte  del  Gobierno,  ó del  Estado,  la  in- 
demnización de  perjuicios  como  la  que 
lia  intentado  el  dueño  de  la  fragata  Va- 
lentina; pero  ha  dicho  á la  vez  dejando 
en  su  fuerza  la  R.  0.  de  10  de  abril  de 
185(5,  que  puede  gestionar  lo  que  le  con- 
venga ante  el  Gobierno  de!  vecino  Impe- 
rio y que  el  Gobierno  español  apoyará 
con  eficacia  sus  reclamaciones. 

No  es  difícil  comprender  ia  situación 


del  dueño  de  la  fragata  apresada,  ni  pue- 
den ponerse  en  duda  los  grandísimos 
perjuicios  que  se  le  habrán  ocasionado; 
pero  esto  bien  se  vé  que  no  es  bastante 
ú legitimar  la  indemnización  por  parte 
del  Tesoro  español , cuya  reclamación 
nos  parece  tan  improcedente  por  la  via 
judicial,  como  lo  seria  en  nuestro  con- 
cepto la  que  intentasen  los  vecinos  de 
Val ladolid  por  el  incendio  de  sus  fábricas 
y el  saqueo  desús  casasen  186o,  ó laque 
dedujese  el  acaudalado  que  viese  arre- 
batada su  fortuna  por  una  cuadrilla  de 
bandidos.  Y no  queremos  decir  que  la 
ley  debe  mostrarse  enteramente  muda 
en  estos  casos  ; antes  bien  seria  equita- 
tivo y justo  que  se  acordasen  prudentes 
y bien  meditadas  indemnizaciones  (1). 

Pero  es  el  caso  que  no  ha  llegado  á 
hacerlo  todavía  la  ley;  y hay  que  con- 
venir por  lo  mismo  en  que  son  sólidos 
los  considerandos  de  la  sentencia , en 
que  es  acertado  y justo  el  fallo  que  ha 
recaído  , y en  que  se  prescindió  de  la 
naturaleza  y verdadero  carácter  de  la 
cuestión  llevándola  al  Consejo  Pieat , ó 
intentando  equivocadamente  ia  via  con- 
tenciosa. En  efecto  , eí  hecho  de  apre- 
sar la  tuerza  naval  de  una  nación  á un 
buque  que  lleva  bandera  de  otra  nación 
amiga,  es  una  cuestión  meramente  in- 
ternacional que  no  puede  menos  de 
atraer  á sí  todas  las  demás  cuestiones 
secundarias.  £1  verdadero  punto  de  vis- 
ta de  la  que  dá  lugar  á estas  reflexiones 
es  que  el  Gobierno  español,  previo  e! 
oportuno  expediente,  con  entero  cono- 
cimiento de  causa  y teniendo  en  cuenta 
■as  reclamaciones  y notas  del  represen- 
tante de!  vecino  Imperio  , autorizó  la 
matricula  y abanderamiento  de  la  fra- 
gata Valentina  : que  después  de  esta 
autorización  y de  comunicada  oficial- 
mente al  Gobierno  francés , mediaron 
nuevas  reclamaciones  de  parte  del  mis- 
mo : que  no  obstante  estas  el  Gobierno 
español  sostuvo  honrosamente  su  dere- 

(1)  El  legislador  ha  reconocido  en  el  ar- 
tículo  123  del  Cód.  penal  el  principio  de  que 
el  Estado  debe  indemnizar  en  su  caso  al  agra- 
viado por  un  delito,  y ofreció  una  ley  espe- 
cial para  determinar  este  precepto,  ley  Que  no 
se  ha  dado  todavía. 
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cho  no  contradiciendo  su  indicada  auto- 
rización : que  la  fragata  Valentina  aun- 
que hubiere  sido  rusa  , abanderada  ya 
en  España  ó revestida  de  nacionalidad 
española  salió  del  puerto  de  Cádiz  , con 
dirección  á Santander,  y que  vigilada 
muy  de  cerca  por  dos  buques  de  guerra 
franceses  la  apresaron  á muy  cortos  mo- 
mentos,Aá  pocas  millas  de  Cádiz,  sin  con- 
sideración ni  respetos  al  pabellón  espa- 
ñol: y últimamente,  que  los  tribunales 
franceses  la  declararon  buena  prosa. 
¿Qué  se  deduce  de  aquí?.  . . . . , . , 

Se  deduce  que  la  cuestión 

es  principalmente  de  Gobierno  á Go- 
bierno ó de  nación  á nación  : que  es 
para  nosotros  de  honra  y de  decoro  na- 
cional; y que  nuestro  Gobierno  no  pue- 
de menos  de  hacer  suyas  las  reclama- 
ciones del  dueño  de  la  fragata  (!)  basta 
obtener  su  devolución  ó su  valor  cuan- 
do menos,  mostrando  toda  la  energía 
necesaria  para  que  se  le  dé  la  satisfac- 
ción debida  que  no  niega  nunca  una 
nación  á otra  nación  que  en  la  guerra 
que  dió  lugar  al  apresamiento  de  la  fra- 
gata fué  su  amiga , y que  hoy  sigue  sién- 
dolo en  la  paz. 

ABANDONO.  Ra  dejación  ó desampa- 
ro que  uno  hace,  sea  de  un  cargo  ó des- 
tino que  desempeña,  sea  do  alguna  per- 
sona que  está  á su  cuidado,  ó de  alguna 
cosa  que  le  pertenezca,  ó de  acción  que 
hubiese  entablado  en  justicia. 

•■  ABANDONO  DE  ANIMALES.  V.  Abusas. 
Animales  abandonados. — Daños.  — Po- 
licía rural. 

ABANDONO  DE  DESTINO.  Es  un  delito 
que  comete  el  empleado  público  dejan- 
do ó desamparando  el  cargo  público  que 
desempeña  sin  estarle  admitida  la  re- 
nuncia, en  los  casos  deque  hablan  prin- 
cipalmente los  arts.  187  y 289  del  Có- 
digo penal , teniendo  presente  lo  dis- 
puesto en  el  931. — V.  Córneo  puñal. 

Es  circunstancia  agravante,  y mas 
sise  quiere  un  delito  especial,  ef aban- 
dono de  destino  en  caso  de  epidemia  , ó 

(i)  Los  bienes  de  los  mismos  particulares 
en  su  totalidad  deben  mirarse  eomo  bienes 
de  la  nación  con  respecto  á los  demás  estados. 
{Vatíel.  Derecho  natural  y de  gentes.) 


cuando  las  poblaciones  sean  invadidas 
por  enfermedades  epidémicas.  El  Go- 
bierno ha  adoptado  con  razón  en  estos 
casos  medidas  severas,  que  comprenden 
principalmente  á los  que  por  su  profe- 
sión están  llamados  á prestar  los  auxi- 
lios de  la  ciencia  para  combatirlas.  Vea- 
mos las  mas  principales. 

R.  O.  de  23  junio  de  1834. 

(Interior.)  «Si  en  cualesquiera  circuns- 
tancias es  un  deber  general  de  los  emplea- 
dos la  puntual  asistencia  á sus  destinos,  en 
aquellos  en  que  sus  servicios  pueden  con- 
tribuir á la  conservación  ele  la  vida  y de  la 
propiedad  de  sus  conciudadanos,  se  convier- 
te este  deber  en  una  obligación  sagrada.  En 
su  consecuencia  se  ha  dignado  mandar  Su 
Majestad  la  Reina  Gobernadora  que  todos 
los  empleados  dependientes  de  los  diversos 
ramos  del  Ministerio  de  mi  cargo,  cual- 
quiera que  sea  su  clase  ó gerarquía,  per- 
manezcan en  los  pueblos  en  que  desempe- 
ñan sus  destinos  en  el  caso  desgraciado  de 
que  sean  invadidos  por  la  enfermedad  epi- 
démica que  aflige  a algunas  provincias,  sin 
poder  ausentarse  de  ellos,  á no  ser  con 
expreso  mandato  de  los  respectivos  jefes, 
que  no  podrán  expedirlo  sirio  para  objetos 
interesantes  del  Real  servicio,  de  que  de- 
berán instruirme  inmediatamente;  en  el 
concepto  de  que  además  de  las  penas  en 
que  incurre  el  que  sea  capaz  de  contrave- 
nir estas  disposiciones , se  declara  vacante 
el  empleo  de  cualquiera  individuo  que  so- 
licitare licencia  pan  separarse  del  pueblo 
en  que  lo  desempeña  desde  el  momento  en 
(fue  se  haya  manifestado  en  él  la  enferme- 
dad , hasta  que  por  la  autoridad  competen- 
te se  declare  este  en  estado  de  perfecta  a- 
lud.»  ( CL . t.  19,  pdg . 127.) 

R.  D.  de  \ 9 julio  de  18od. 

(Gob.)  «En  el  estado  sanitario  que  la  na- 
ción se  encuentra  no  puede  desatenderse  la 
asistencia  facultativa  de  los  pueblos  invadi- 
dos por  la  cruel  epidemia  cólera-morbo  asiá- 
tico sin  incurrir  en  grave  responsabilidad. 
Penetrada  se  halla  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
de  las  virtudes  filantrópicas  que  adornan 
en  general  al  profesorado  español ; su  des- 
interés, su  amor  á la  ciencia,  su  abnega- 
ción. Persuadida  esta  igualmente  de  que  po- 
cos ó ninguno  será  el  pueblo  que  carezca 
de  médico  titular  : sin  embargo,  se  ha 
creído  en  el  deber  de  dictar  las  disposicio- 
nes siguientes  : 

Art.  1,°  Los  profesores  titulares  de  las 
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ciencias  médicas  no  podrán  abandonar  el 
pueblo  de  su  residencia  en  caso  de  epi- 
demia. 

Art.  2.°  El  profesor  titular  que  con- 
travenga á lu  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, sobre  perder  su  asignación,  quedará 
sujeto  á las  penas  á que  el  Gobierno  le  juz- 
gue acreedor , oyendo  al  Consejo  de  sani- 
dad. 

Art.  3.°  Tampoco  podrán  abandonar  el 
pueblo  de  su  residencia,  y quedan  obliga- 
dos á la  asistencia  de  los  enfermos  , en  caso 
de  epidemia,  los  profesores  de  las  ciencias 
de  curar  que  perciban  sueldo  del  Estado  ó 
del  presupuesto  provincial  ó municipal. 

Art.  4.°  El  profesor  que  fabe  á lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior  , perderá  su 
sueldo  sin  perjuicio  de  las  penas  que  el  Có- 
digo prescribe  para  los  funcionarios  públi- 
cos que  abandonen  su  destino  sin  la  corres- 
pondiente licencia. 

Art.  ñ.°  En  los  pueblos  en  que  lio  haya 
médico  titular,-  ó dotado  de  los  fondos  del 
Estado,  del  presupuesto  provincial  ó mu- 
nicipal, ó los  que  existan  sean  insuficientes 
para  la  buena  asistencia  de  los  enfermos, 
la  Autoridad  superior  local  invitará  á los 
profesores  en  ejercicio  , conviniendo  con 
ellos  las  condiciones  de  !a  asistencia,  que 
se  cumplirán  por  la  municipalidad  con 
toda  exactitud  por  el  tiempo  que  dure  el 
convenio. 

Art.  6,°  En  casos  extraordinarios  de 
epidemia,  el  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vincia adoptará  las  disposiciones  conve- 
nientes para  que  no  carezcan  los  pueblos 
de  la  asistencia  facultativa. 

Art.  7."  El  Gobierno  presentará  á las 
Cortes  un  proyecto  de  ley  para  conceder 
á los  profesores  que  se  inutilicen,  ó á las 
familias  de  los  que  sucumban  por  efecto 
de  su  celo  humanitario,  las  pensiones  a 
que  les  juzgue  acreedores,  si  antes  no  la 
tuvieren  pactada  con  las  municipalida- 
des (í).»  De  Real  órden  etc.  Madrid  19  de 
julio  de  1855.  — Huelves.  {CL.  t.  65  pági- 
na 484.) 

R.  O.  de  4 agosto  de  1855. 

(Crac,  y Just.)  Se  previene  que  los  em- 
pleados dependientes  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia  no  abandonen  bajo  pretesto 
alguno  las  poblaciones  en  que  tengan  (ija  su 
residencia  si  fueren  acometidas  por  el  có- 
lera, y para  que  el  castigo  sea  en  su  caso 
pronto  y rápido  se  encarga  á los  Alcaldes, 


ABANDONO  DE  DESTINO. 

como  encargados  de  la  jurisdicción  en  au- 
sencia de  los  jueces  ‘hoy  los  jueces  de  paz) 
que  sien  el  caso  .indicado  se  ausentasen  el 
juez  de  primera  instancia  ó el  promotor 
liscal  dén  cuenta  al  Regente  de  la  Audiencia 
Y en  el  misino  día  y directamente  eleven 
parte  al  Ministerio.  (CL.  t 65  pág . 6(J  1 .) 

Ley  de  sanidad  de  28  noviembre  de  1855. 

«Art.  73.  El  facultativo  titular  que 
en  época  de  epidemia  ó contagio  abando- 
nase el  pueblo  de  su  residencia,  se  íe  pri- 
vará del  ejercicio  de  su  proíesion  por  tiem- 
po determinado,  á juicio  del  Gobierno,  con 
arreglo  a las  causas  atenuantes  ó agravan- 
tes que  concurran,  oyendo  siempre  al  Con- 
sejo de  Sanidad  (1).» 

R.  O.  de  i í abril  de  1856. 

(Gob.)  Se  resuelve  que  para  probar  las 
faltas  que  cometan  ios  facultativos  de  medi- 
cina y cirujia  de  los  pueblos  que  los  abando- 
nen en  casos  de  epidemia  «formen  los  Go- 
bernadores de  provincia  expediente  en  el 
cual  se  hagan  constar:  l.°  la  queja  que  mo- 
tiva el  procedimiento:  2.°  el  sumario  queso- 
bre  el  suceso  deberá  practicar  el  Alcalde  del 
pueblo  en  que  baya  ocurrido:  3 ü el  dicta- 
men del  Ayuntamiento  acerca  del  mismo: 
4.°  copia  testimoniada  del  contrato  celebra- 
do entre  dicha  corporación  y el  facultativo 
fugitivo:  y 5.°  una  declaración  prestada  por 
este  en  que  dé  la  esplicacion  que  estime 


(i)  Véase  en  Epidemias  el  R.  D.  de  23  de 
enero  de  1862 . 


(1)  El  hecho  de  abandonar  un  facultativo 
titular  el  pueblo  cuya  asistencia  tiene  con- 
tratada, toca  corregirlo  á la  Autoridad  admi- 
nistrativa, y consiguien  emente  pueden  los 
Gobernadores  suscitar  contienda  de  compe- 
tencia al  juez  que  conozca  del  asunto. 

Asi  lo  ha  establecido  e!  Consejo  de  Estado 
consultando  la  decisión  de  22  de  enero  de  1867 
inserlaen  la  Gac.  del  26,  decidiendo  una  com- 
petencia entre  el  Gobernador  de  Zaragoza  y el 
Juez  de  Sos,  vistos  ios  arls.  73  y 80  de  Ja  ley 
de  Sanidad  de  28  de  noviembre  de  1835,  el 

24  del  regí,  de  9 de  noviembre  de  1864  y el 
mim.  l.°  del  art.  54  del  reg.  de  25  de  setiem- 
bre de  1863,  considerando: 

i ° Que  el  hecho  que  motiva  el  juicio  cri- 
minal consiste  en  haberse  ausentado  un  mé- 
dico titular  y encargado  de  la  beneficencia, 
del  pueblo  que  le  tenia  contratado; 

2.°  Que  si  está  confiado  expresamente  á 
la  Administración  castigar  el  hecho  de  que 
se  trata  en  época  de  epidemia  ó contagio,  del 
mismo  modo  debe  corresponder  á las  Auto- 
ridades de  este  orden  corregirlo  cuando  no 
concurren  estas  circunstancias  de  agravación. 

Y 3 o Que  por  consiguiente  el  presente 
caso  está,  incluido  en  la  citada  excepción  con- 
tenida en  el  mim.  I o del  art.  54  del  regí,  de 

25  de  setiembre  de  i863.¡* 
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de  su  conducta  y presente  sus  descargos, 
a la  cuál  acompañen  los  documentos  justi- 
ficativos que  juzgue  oportunos,  cuyo  ex- 
pediente se  remitirá  al  Gobierno  para  la 
resolución  que  corresponda , oyendo  pré* 
viamente  al  Consejo  de  Sanidad.» — V.  Epi- 
demias.—-Facultativos  TITULARES.  GOBIER- 
NO DE  LAS  PROVINCIAS.  SANIDAD. 

ABANDONO  DE  DOMICILIO .—V.  Abando- 
no de  Destino.  Domicilio. 

ABANDONO  DE  PERSONAS.  Este  hecho 
constituye  á veces  un  delito  que  casti- 
gan los  arts.  411  al  413  del  Código  pe- 
nal, y le  comete  el  que  abandona  al  niño 
menor  de  siete  anos,  y el  que  tiene  á su 
cargo  la  crianza  ó educación  de  un  me- 
nor y lo  entrega  á un  establecimiento 
público  ó á otra  persona  sin  la  anuencia 
de!  que  se  lo  hubiere  confiado,  ó de  la 
Autoridad  en  su  defecto.  La  simple  in- 
ducción áun  menor  de  edad,  pero  mayor 
de  siete  años,  para  que  abandone  la  casa 
paterna,  es  también  delito;  art.  410. 

El  encargado  de  la  guarda  de  un  loco 
ó demente  que  le  dejare  vagar  por  sitios 
públicos  sin  la  debida  vigilancia,  incur- 
re en  la  falta  que  castiga  eí  núm.  8 del 
art.  495  del  Código  penal. — V.  De- 
mentes. 

ABANDONO  DE  EDUCACION.  El  prin- 
cipal de  todos  los  deberes  que  la  re- 
ligión y la  moral  imponen  á los  padres 
es  que  cuiden  de  la  educación  de  sus 
hijos,  enseñándoles  desde  muy  niños  á 
ser  amables  con  sus  iguales,  respetuosos 
con  sus  mayores  y obedientes  con  las 
Autoridades;  inculcándoles  lodos  los 
deberes  de  la  honestidad  y de  la  bue- 
na crianza ; apartándoles  de  todos  los 
malos  hábitos  y costumbres,  é inspirán- 
doles con  el  ejemplo  y el  cariño  el  amor 
á la  virtud  y al  trabajo.  Una  buena  edu- 
cación, ha  dicho  un  filósofo,  es  la  mejor 
herencia  que  un  padre  puede  dejar  á 
sus  hijos;  una  educación  descuidada 
deja  en  los  hombres  impresiones  indele- 
bles que  llegan  mas  tarde  ó mas  tempra- 
no á causar  su  ruina. 

|La  generalidad  de  los  infinitos  seres 
desgraciados  que  pueblan  nuestras  cár- 
celes y presidios,  deben  casi  siempre  su 
envilecimientoy  su  perdición  al  abando- 
no en  que  les  dejaron  sus  padres,  cuan- 
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do  debieran  haberles  habituado  á la  vir- 
tud y al  trabajo.  La  sociedad  tiene  por 
lo  mismo  el  mayor  interés  en  corregir 
este  mal  desde  su  origen,  y en  eso  se 
fundan  las  disposiciones  de  nuestras  le- 
yes y reglamentos  sobre  instrucción 
primaria,  y en  eso  también  la  del  nú- 
mero 3.°  del  art.  483  del  Código  penal 
que  parece  invadir  hasta  cierto  punto 
la  jurisdicción  de  la  autoridad  domés- 
tica. 

Los  Alcaldes  ytenientes  de  Alcaldeno 
deben,  pues,  descuidar  esta  importan- 
te materia,  y cuando  vean  que  son  in- 
útiles sus  exhortaciones  y consejos  y las 
de  las  comisiones  locales,  deben  proce- 
der sin  demora  contra  los  padres  culpa- 
bles castigándoles  en  juicio  de  faltas  con 
la  pena  que  la  ley  establece.  Mucha  pru- 
dencia, sí,  se  requiere  en  asuntos  de  tal 
naturaleza;  pero  contando  con  ella,  la 
inflexibilidad  de  los  alcaldes  podrá  pro- 
ducir los  mas  excelentes  resultados  en 
1 beneficio  de  la  sociedad  y de  las  fami- 
lias. Porque  del  hombre  se  hace  lo  que  se 
quiere  de  niño,  y desde  niño  está  inte- 
resada una  buena  administración  en 
instruirle,  en  acostumbrarle  á ser  labo- 
rioso, obediente,  justo  y mensurado  en 
su  conducta.' — V.  Escuelas.  Primera 

ENSEÑANZA. 

ABANDONO  DE  BIENES.  Las  cosas  así 
raíces  como  muebles  voluntariamente 
abandonadas  por  sus  dueños  con  ánimo 
deliberado  de  no  volverlas  á poseer,  las 
hace  suyas  el  primero  que  las  ocupa.  Le- 
yes 49  y 50  del  tít.  28,  Partida  3.a — El 
dueño  de  una  cosa  que  vé  y consiente 
que  otro  la  está  poseyendo  como  suya 
con  justo  título  y buena  fé,  y el  acreedor 
que  abandona  su  deuda,  perjudican  su 
derecho,  de  modo  que  pasado  cierto 
tiempo  ni  pueden  reclamar  la  cosa  ni  la 
deuda. — Y.  Prescripción. 

Habla  la  ley  hipotecaria,  en  sus  artícu- 
los 128  al  130,  de  otra  especie  de  aban- 
dono; del  que  puede  hacer  el  tercer  po- 
seedor de  bienes  hipotecados,  cuando  sea 
requerido  al  pago  de  la  deuda  , dentro 
de  los  diez  dias  contados  desde  el  si- 
guiente al  requerimiento. — Y.  Acreedor 
hipotecario.  Hipoteca. 
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ABANDONO  DE  COSAS  ASEGURADAS.  Se 

conocen  en  nuestra  legislación  mercan- 
til seguros  de  conducciones  terrestres  y 
seguros  marítimos.  Respecto  de  estos  úl- 
timos, la  ley  concede  en  algunos  casos  á 
los  asegurados  el  derecho  de  hacer  aban- 
dono de  las  cosas  aseguradas  dejándolas 
por  cuenta  de  los  aseguradores  y exi- 
giendo de  estos  las  cantidades  que  ase- 
guraron de  ellas.  Se  dedican  á este  asuri- 
t o los  arts.  900  ai  929  del  Código  de 
comercio. 

ABANDONO  DE  MFRCA6CIAS.  (Adua- 
nas). Puede  sor  voluntario  y se  presu- 
me también  por  la  ley,  según  se  deter- 
mina en  ¡os  arts.  160  al  169  de  las  or- 
denanzas publicadas  por  R.  0.  de  10  de 
setiembre  de  1857,  en  donde  se  dice 
cuándo  se  eonsid  ra  hecho  el  abandono, 
casos  en  que  se  admite  y sus  efectos 
legales . 

ABANDONO  DE  MINAS.  Puede  ser  vo- 
luntario,y se  presume  también  por  la  ley. 
Lo  primero  sucede  cuando  el  dueño  de 
una  mina  pone  en  conocimiento  del  Go- 
bernador de  la  provincia  respectiva  que 
no  le  conviene  continuar  su  explotación; 
y lo  segundo,  cuando  falta  á las  obliga- 
ciones que  la  misma  ley  impone. — Sobre 
todo  lo  relativo  á abandono  de  minas  y 
sus  consecuencias,  hay  que  consultarlos 
arts.  65  á 70  de  la  ley  de  minería  de  6 
de  julio  de  1859  con  los  que  en  ellos  se 
citan,  y el  77,  7S,  79  y 83  del  reglamen- 
to.—V.  Minas. 

ABANDONO  MILITAR.  El  act de  sepa- 
rarse indebidamente  de  su  bandera, 
cuerpo  ó puesto  militar,  cualquier  indi- 
viduo del  ejército  sin  permiso  del  supe- 
rior. La  ordenanza  militar  desplega  el 
mayor  rigor  en  el  castigo  de  este  grave 
delito, 

ABASTECEDORES.  I ms  que  se  ocupan 
habituolmcnte  en  proveer  á los  pueblos 
de  los  artículos  de  primera  necesidad,  ó 
sea  de  comer,  beber  y arder.  Hay  abaste- 
cedores libres  y abastecedores  obligados. 

ABASTECEDORES  UBRES.  Desde  la  pu- 
blicación de  los  Reales  decretos  de  20 
de  enero  de  1834  que  declararon  libre 
en  todos  los  pueblos  del  reino  el  tráfico 
de  objetos  de  comer,  beber  y arder,  y 


abolieron  ciertos  privilegios  de  los  gre- 
mios, es  ya  regla  genera!  que  todos  los 
abastecedores  son  libres,  ó que  todos  los 
que  quieran  pueden  dedicarse  libremen- 
te á la  venta  de  abastecimientos,  aunque 
sean  de  los  sujetos  á la  contribución  de 
consumos,  con  tal  que  abran  sus  tiendas 
con  licencia  y bajo  la  intervención  de  ia 
Administración  y paguen  los  derechos 
reales  y municipales.  Las  únicas  forma- 
lidades  que  la  ley  exige  para  dedicarse  á 
esta  industria  son  las  que  veremos  en  el 
artículo  CoNTiiiiiucioN  de  subsidio. 

Eseusado  es  decir  que  los  abastecedo- 
res de  que  hablamos  pueden  dejar  de 
serlo  cuando  gusten,  sin  que  nadie  pue- 
da obligarles  á continuar,  como  tampo- 
co á tener  tal  ó cual  surtido,  ni  á vender 
á determinados  precios,  pues  son  ente- 
ramente libres  para  hacer  lo  que  mejor 
les  convenga,  en  cuanto  do  falten  á las 
reglas  de  buena  policía,  según  veremos 
en  Abastos. 

ABASTECEDORES  OBLIGADOS.  Hay  abas- 
tecedores exclusivos  y obligados,  distin- 
tos en  derechos  y obligaciones  de  los  an- 
teriores; pero  esto  solo  puede  tener  lugar 
respecto  a!  vino,  aguardiente,  aceite  v 
carnes  frescas  ó saladas,  ó á alguno  de 
estos  artículos,  y no  en  todos  los  pueblos 
sino  en  los  que  no  excedan  de  tres  mil 
habitantes  y no  estén  situados  en  carre- 
teras ni  en  las  líneas  férreas,  si  Ies  es 
concedida  esta  facultad  por  la  Diputación 
provincial.  (Ley  de  24  de  junio  de  4864, 
letra  E,  base  1 ! y arts.  132  ai  137  y 207 
al  216  déla  Instrucción  de  l.°  de  j ulio 
del  mismo  año.) 

Los  abastecedores  entendiéndose  ya 
por  tales  solamente  los  últimos,  ó sea  los 
obligados  ó arrendatarios  con  la  exclu- 
siva de  las  especies  de  consumo,  tienen 
derechos  y obligaciones  que  nacen  del 
arriendo. 

Derechos.  Son  estos:  l.°  vender  ellos 
por  menor  exclusivamente  los  artículos 
en  que  consista  el  arriendo  con  la  sola 
eseepeion  de  los  cosecheros  y fabricantes 
respecto  de  los  productos  de  su  fabrica- 
ción y cosecha,  siempre  que  cada  uno  Jo 
verifique  en  un  solo  local;  y de  las  posa- 
das, paradores  y establecimientos  sitúa- 
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dos  en  el  extra-radio  á menos  de  500 
varas  de  las  vías  de  comunicación. 

Y 2.°,  cobrar  según  lo  que  correspon- 
da por  tarifas  y arbitrios  de  todas  clases, 
de  las  ventas  al  por  mayor,  que  no  pue- 
den impedirse  á nadie  ni  en  ningún  ca- 
so pagándolos  derechos;  y de  las  que 
se  hagan  al  por  menor  por  los  coseche- 
ros y fabricantes  y por  los  dueños  de 
las  posadas  etc.  extra-radio.  Se  entiende 
vento  al  por  mayor  desde  media  arroba 
castellana  inclusive  arriba;  art.  20  del 
R.  D.  de  23  de  mayo  de  1845,  6.°  del 
de  26  de  diciciembre  de  1818,  artículo 
126  y disposición  1.a  del  201  li.  J.  de  24 
de  diciembre  de  1 856  (1). 

Obligaciones.  Se  reducen  á tener 
siempre  el  surtido  necesario  de  las  espe- 
cies sobre  que  recaiga  el  arriendo,  pu- 
diendo  en  caso  contrario  procurarlo  el 
Ayuntamiento  por  cuenta  y cargo  del 
abastecedor ; venderlas  a!  precio  esti- 
pulado,}' de  buena  calidad;  conser- 
var abierta  la  tienda  durante  las  horas 
acostumbradas,  y pagar  ai  Ayuntamien- 
to las  cantidades  del  remate  con  sujeción 
á los  plazos  y condiciones  del  mismo  sin 
tener  derecho  á rebajas  por  ningún  mo- 
tivo. 

Prohibiciones.  Los  arrendatarios  de 
los  abastos  de  los  pueblos  y sus  fiadores 
no  pueden  ser  alcaldes  ni  individuos  de 
Ayuntamiento  conforme  á lo  establecido 

o 

en  el  párrafo  5.°  de  la  ley  de  8 de  enero 
de  1843;  pero  hay  que  tener  presente 
también  lo  dispuesto  en  la  prevención 


(1)  Han  ocurrido  mas  de  una  vez  dudas 
sobre  lo  que  debe  entenderse  por  arroba  tra- 
tándose de  líquidos,  porque  el  decreto  do  con- 
sumos de  1845  y el  de  14  de  diciembre  de  1856 
no  hacen  mas  que  emplear  la  palabra  arroba 
como  unidad  de  peso  ó medida,  pero  sin  decir 
lo  que  debe  entenderse  por  tal.  Para  resolver 
esta  duda  hay  que  tener  en  cuenta  que  la  ar- 
roba es  en  Castilla  no  solo  medida  ponderal, 
sino  medida  para  líquidos.  Como  medida  pon- 
deral tiene  veinte  y t:inco  libras  de  diez  y seis 
onzas  cada  una.  Como  medida  para  líquidos, 
escepto  para  aceite,  es  equivalente  á cántara 
y tiene  ocho  azumbres  ó sea  treinta  y dos  cuar- 
tillos. El  aceite  se  considera  como  sólido,  y 
por  eso  la  arroba  es  de  veinte  y cinco  libras. 
Esto  misnm  está  resuelto  para  el  adeudo  de 
aduanas.  — Y.  Pesos  y Medidas. 


5.u  de  la  R.  O.  de  25  de  marzo  de  1846 
que  dice  así:  « El  impedimento  que  para 
ser  concejales  tienen  por  el  párrafo  5.°, 
art.  22  los  arrendatarios  de  propios,  ar- 
bitrios y abastos  de  los  pueblos  y sus  fia- 
dores, solo  debe  entenderse  en  el  caso  de 
que  su  patrimonio  no  exceda  del  triple 
valor  de  la  obligación  ó fianza .» 

Conviene  sin  embargo  que  advirtamos 
aquí,  que  si  según  la  letra  y espíritu  de 
dicha  Real  orden  no  están  incapacitados 
ni  cscusados  de  ser  de  Ayuntamiento  los 
arrendatarios  de  abastos  cuyo  caudal  ex- 
ceda del  triple  valor  de  su  obligación, 
no  por  eso  se  autoriza  á los  concejales 
para  que  en  los  arriendos  puedan  ser  li- 
diadores ni  fiadores,  ni  para  que  tomen 
parle  alguna  directa  ni  indirecta  en 
ellos,  n i tampoco  á los  secretarios  como 
empleados  del  Ayuntamiento  sea  cual- 
quiera su  caudal.  Y la  razón  de  esta  di- 
ferencia se  concibe  fácilmente.  Procúra- 
se por  una  parte  que  haya  desinterés  y 
pureza  en  el  manejo  de  los  caudales  de 
los  pueblos:  que  no  haya  colusiones  y 
fraudes  en  los  remates  y posturas,  y este 
es  el  objeto  de  las  leyes  que  prohíben 
ser  Imitadores  á los  concejales.  Se  pro- 
cura por  otra  que  las  personas  bien  aco- 
modadas, para  rehuir  el  desempeño  del 
cargo  de  concejal,  honroso  sí,  [tero  de 
mucho  trabajo  y responsabilidad,  no 
busquen  un  preteslo  en  el  arriendo  de 
cualquier  ramo  de  propios,  abastos  etc., 
y este  es  sin  duda  el  pensamiento  de  la 
disposición  5.a  de  la  R.  Ü.  de  25  de 
marzo  de  1846.— V.  Abastos. 

ABASTOS.  En  su  acepción  rnas  gene- 
ral, son  las  provisiones  destinadas  al  sur- 
tido público,  y que  suelen  comprender- 
se con  la  expresión  genérica  de  objetos 
de  comer,  beber  y arder. — En  otra  acep- 
ción mas  concreta  se  entiende  por  abas- 
tos la  provisión  ó surtido  de  ciertos  artí- 
culos sujetos  la  impuesto  de  consumos, 
vino,  aguardiente,  aceite  y carnes  fres- 
cas ó saladas,  con  la  exclusiva  en  la  ven- 
ta al  ¡icr  menor,  que  se  concede  á deter- 
minadas personas  por  arrendamiento , y 
previos  los  requisitos  y formalidades 
establecidas  por  la  ley. 
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SECCION  I. 

Parte  legislativa. 

ley  1.a,  21 , lib.  6.°,  Nov.  Recop. 

Ouiere  que  cada  cual  compre  y venda 
libremente  los  mantenimientos  que  nece- 
sitare y nadie  ponga  estancos  ni  venda- 
mientos. 

Ley  8.a,  tít.  16,  lib.  7.° 

«Que  los  remates  de  propios  y abastos  se 
hagan  á la  mayor  comodidad  y menor  pre- 
cio que  sea  posible,  después  de  pregonados 
y publicados  por  treinta  dias,  despachando 
primero  sus  avisos  y requisitorias  á los  pue- 
blos circunvecinos  y fijando  edictos,  de 
suerte  que  vengan  á noticia  de  todos , sin 
que  se  utilicen,  con  perjuicio  del  común, 
los  regidores,  parientes  ó paniaguados  que 
puedan  hacer  patrimonio  con  su  autoridad 
del  menos  valor  de  los  propios  de  los  pue- 
blos, ó del  exceso  en  el  precio  de  lo  que 
debe  servir  á su  subsistencia  y manuten- 
ción.» 

' Ley  16,  del  tü.  17,  lib.  7.° 

«Que  las  especies  que  devengan  y adeu- 
dan millones  como  son,  carne,  tocino,  vi- 
no, pescado  salado,  velas  y jabón,  deben 
tener  precio  fijo  vendidas  por  menor,  y en 
ningún  modo  por  mayor;  reduciéndose  el 
cuidado  de  la  policía  municipal  de  los  pue- 
blos á celar  que  sean  arreglados  los  pesos 
y medidas  con  que  se  vendan  y ¿ fijar  las 
horas  de  mercado  mas  cómodas  para  los 
trajineros.» 

Ley  20  de  dichos  titulo  y libro. 

Que  las  justicias  visitarán  con  frecuen- 
cia las  plazas,  tiendas  y demás  oficinas  de 
trato  y comercio  y abastos  públicos,  á fin 
de  que  no  se  hagan  fraudes  en  los  pesos  y 
medidas  ni  en  la  calidad  de  los  géneros  que 
se  vendan;  y previene  además  ¡que  se  hagan 
los  abastos  como  determina  la  ley  8,  tít.  16, 
lib,  7.°  citada. 

Decreto  de  8 junio  de  1813. 

Véase  en  la  fecha  de  su  restablecimiento 
que  es  30  agosto  de  1836. 

R.  D.  é inst.  de  16  de  abril  de  1816. 

(Hac.)  Art.78.  «Para  el  arrendamien- 
to de  los  ramos  de  abastos  deberán  las 
justicias  publicar  estos  ramos  con  expresión 
de  la  cantidad  de  contribución  que  por  de- 


ABASTOS. 

rtíchos  reales  de  alcabalas,  cientos  y millo- 
nes se  hubiese  cargado  á cada  uno  en  la  li- 
quidación del  encabezamiento,  aumentando 
solo  el  equivalente  á los  arbitrios  legítima- 
mente impuestos  en  el  consumo  de  las  espe- 
cies que  deben  sufrirlas. 

Art  79.  Se  admitirán  las  posturas  y me- 
joras únicamente  en  cuanto  á la  baja  de  los 
precios,  calidades  de  las  especies  y las  de- 
más circunstancias  relativas  al  beneficio  co- 
mún, seguridad  y condiciones  regulares  del 
abasto,  rematándolo  en  quien  las  haga  mas 
conformes  á estos  objetos;  siempre  bajo  el 
supuesto  y obligación  de  que  se  ba  de  sa- 
tisfacer por  los  ramos  la  cantidad  señalada 
en  el  encabezamiento,  y además  el  tanto  de 
los  arbitrios  en  donde  los  hubiere:  las  can- 
tidades del  arriendo  se  asegurarán  por  las 
justicias  bajo  su  responsabilidad. 

Art.  80.  Ningún  otro  sujeto  que  el  abas- 
tecedor ba  de  vender  por  menor  las  espe- 
cies comprendidas  en  el  abasto,  ni  las  podrá 
introducir  ni  comprar  por  mayor  para  con- 
sumo en  el  pueblo  sin  que  paguen  al  abas- 
tecedor aquel  tanto  de  derechos  que  por  la 
liquidación  tenga  señalado  el  género  de  su 
abasto,  y para  esto  se  ha  de  hacer  cargo 
precisamente  el  abastecedor  de  la  cantidad 
que  vaya  considerada  en  la  liquidación  por 
derechos  de  los  que  compran  é introducen 


por  mayor  para  su  consumo,  así  legos  como 
eclesiásticos.»  (CL.  t.  3 ,pág.  137.) 

Inst.  de  i junio  de  1817. 

Art..  27.  «Se  permite  á los  pueblos  por 
este  año  hasta  que  S.  M.  se  sirva  determi- 
nar otra  cosa  el  uso  de  puestos  públicos,  y 
demás  medios  de  que  se  valieron  hasta  aqui, 
para  aplicar  sus  productos  á cubrir  en  par- 
te el  cupo  de  la  contribución;  pero  de  todo 
darán  noticia  al  intendente  ó subdelegado 
de  la  provincia.» 

R.  O.  de  2o  de  noviembre  de  i 817. 

Art.  3.°  «Se  concede  á los  pueblos  pa- 
ra su  surtido  el  uso  y arriendo  de  puestos 
públicos  ó abacerías  con  las  condiciones  si- 
guientes: que  sean  árbitros  de  tenerlos  ó 
no:  que  los  vecinos  tengan  libertad  para 
vender  sus  frutos  y propiedades ; y que  la 
tengan  igualmente  los  forasteros  y trafican- 
tes no  siendo  en  puesto  público  ó abacería, 
pues  en  tal  caso  pagarán  al  arrendador  to 
que  le  corresponda,  si  este  se  conviniese 
en  permitirles  la  venta. 

Art.  4.°  El  producto  de  los  puestos 
públicos  ó abacerías  se  aplicará  al  pago 
de  la  cuota  de  contribución  en  masa  carga- 
ña  al  pueblo  para  alivio  de  todos  los  con*- 


tribu  yentes  vecinos  y forasteros,  entre  los 
que  se  repartirá  la  cantidad  restante.» 

Circ.  de  la  Direc.  de  22  de  febrero  de  1818. 

Se  encargó  por  esta  circular  el  cumpli- 
miento exacto  de  lo  dispuesto  en  la  Real 
orden  de  23  de  noviembre  de  1817,  evitan- 
do los  abusos  que  cometían  algunas  justi- 
cias ó Ayuntamientos  por  los  términos  con 
que  practicaban  los  remates  <le  puestos  pú- 
blicos; pues  que  teniendo  por  objeto  las  re- 
glas adoptadas  en  la  expresada  orden  el  que 
continuaran  dichos  puestos  para  facilitar  á 
los  pueblos  la  mayor  comodidad  en  sus 
abastos,  la  libertad  de  sus  tráficos  y el  be- 
neficio posible  á los  menos  acomodados, 
se  veia  con  sentimiento  que  se  prescindía 
de  este  verdadero  interés  para  consultar  el 
de  las  personas  que  intervenían  en  los]  re- 
mates. 


R.  O de  26  de  diciembre  de  1818. 


Para  el  arreglo  de  puestos  públicos. 


«Hallándose  enterado  plenamente  el  Rey 

nuestro  señor del  anhelo  que  muchos 

pueblos  manifiestan  por  el  arreglo  de  pues- 
tos públicos  de  un  modo  cierto  y positivo, 
sin  ninguna  mezcla  de  abusos  y eseesos  con- 
trarios á la  pública  felicidad,  y movido  in- 
timamente del  deseo  de  hacer  llevadera 
cuanto  sea  posible  la  suerte  de  las  clases 
mas  menesterosas;  se  ha  servido  S.  M.  man- 
dar y declarar  lo  siguiente: 

1. °<  Los  jornaleros  como  tales  no  serán 
incluidos  en  el  repartimiento  de  la  contri- 
bución general  del  reino  que  toque  á cada 
pueblo. 

2. °  Los  jornaleros  que  por  otra  parte 
sean  propietarios  se  incluirán  en  el  repar- 
timiento, y pagarán  la  cuota  que  les  cor- 
responda por  sus  propiedades,  pero  no  por 
la  parte  de  salarios. 


3.°  Los  puestos  públicos  ó abacerías  de 
los  pueblos  se  compondrán  solamente  de 
los  cinco  artículos,  a saber:  vino,  vinagre, 
aguardiente,  aceite  y carne. 

á.°  Los  pueblos  serán  árbitros  de  tener 
ó no  puestos  públicos,  é igualmente  de  re- 
ducir á menor  número  el  estanco  por  me- 
nor de  las  cinco  especies  expresadas. 

5. °  En  los  puestos  públicos  ó abacerías 
se  podrá  estancar  la  venia  por  menor  de 
dichas  cinco  especies  de  vino,  vinagre, 
aguardiente,  aceite  y carne. 

6. °  Se  declara  venta  por  menor  para 
este  objeto  lo  que  no  llegue  a media  arroba 
de  peso  castellano. 

7. °  Se  declara  venta  por  mayor  la  que 


llegue  ó exceda  de  media  arroba  de  peso 
castellano  con  la  circunstancia  ademas  de 
que  ha  de  ser  individual. 

8. °  La  venta  por  mayor  de  las  especies 
de  vino,  vinagre,  aguardiente,  aceite  y car- 
ne (cuyo  estanco  por  menor  se  permite  en 
los  puestos  públicos  ó abacerías)  se  ejecu- 
tara con  absoluta  libertad  y sin  ninguna 
restricción. 

9. °  Asimismo  todos  los  demás  géneros 
y especies,  fuera  délas  cinco  arriba  ex- 
presadas, se  comprarán,  venderán  y per- 
mutarán con  absoluta  libertad,  sin  ninguná 
restricción,  en  cualesquiera  partes,  sitios  y 
lugares,  y por  toda  clase  de  personas  por 
mayor  y menor;  de  modo  que  pudiendo 
quedar  estancadas  para  la  venta  por  menor 
las  cinco  especies,  estas  mismas  serán  libres 
en  la  venta  por  mayor , y todas  las  demás 
por  mayor  y menor. 

10.  Él  estanco  por  menor  de  vino,  vi- 
nagre, aguardiente,  aceite  y carne  se  sacará 
á pública  subasta,  precediendo  tasa  del  jus- 
to y equitativo  valor  á que  se  han  de  ven- 
der al  público , y se  rematará  en  el  mayor 
postor  con  la  debida  solemnidad. 

1 i.  Los  expedientes  qne  se  instruyan  en 
las  subastas  de  los  puestos  públicos  se  con- 
sultarán al  Intendente  de  la  provincia  para 
que  con  el  examen  correspondiente  recaiga 
su  aprobación. 

12.  El  producto  del  estanco  por  menor 
de  las  cinco  especies  referidas,  y no  de  otra 
ninguna,  se  aplicará  precisamente  hasta 
donde,  alcance  al  pago  de  la  masa  de  con- 
tribución cargada  á cada  pueblo,  sin  que 
pueda  distraerse  á otros  fines,  atendiendo  á 
la  libertad  que  queda  concedida  á los  jor- 
naleros. 

15.  Por  consiguiente  servirá  para  alivio 
de  los  contribuyentes  vecinos  y forasteros, 
entre  los  que  se  repartirá  la  suma  restan- 
te, escluyendo  los  jornaleros  como  tales  y 
en  la  clase  de  tales. ..» 

R.  O.  de  i 8 de  junio  de  1819. 

Esta  Real  órden  tuvo  el  mismo  objeto 
que  la  circular  de  la  Dirección  de  22  de  fe- 
brero de  -1818.  Al  Gobierno  llegaban  quejas 
de  que  los  Ayuntamientos  sin  oir  á los  ve- 
cinos acordaban  por  sí  el  estanco:  obser- 
vaba que  en  muchas  partes  no  se  compren- 
día bien  ia  naturaleza  de  los  puestos  públi- 
cos: que  se  adoptaban  en  su  ejecución  me- 
didas que  les  alejaban  de  su  objeto:  que  se 
suspendía  el  señalamiento  de  precio  á las 
especies  para  después  del  remate:  que  se 
coartaba  la  venta  del  por  mayor,  y que  se 
dirigían  los  remates  á estilo  de  ramos  ar- 
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Fondables.  Y tratando  de  evitar  todos  es- 
tos graves  inconvenientes  se  reprodujeron 
algunas  disposiciones  de  la  R.  O.  de  26  de 
diciembre  de  4 8 1 8 y se  mandó  además: 


<í4.u  Que  los  mismos  pueblos,  y no 

los  Ayuntamientos,  han  de  determinar  si 
les  conviene  ó no  usar  de  la  permisión  que 
se  les  concede  (de  tener  puestos  públicos); 
y para  ello  se  reunirán  en  l.°  de  setiembre 
de  cada  año  bajo  la  presidencia  de  las  res- 
pectivas justicias  etc. 

9 ° «Que  para  las  subastas,  después  do 
acordado  en  el  concejo  ó junta  los  artícu- 
los de  los  cinco,  cuya  venia  ha  de  estan- 
carse al  por  menor,  so  anuncie  por  edictos 
el  remate  con  anticipación  de  30  dias  y se- 
ñalamiento del  que  en  este  se  haya  de  veri- 
fica r.» 

10.  «Que  no  ha  de  haber  mas  que  un 
remate,  solemnizándose  en  él  el  arriendo  á 
favor  del  que  hiciere  mas  ventaja  en  la  can- 
tidad a favor  de  la  contribución,  sin  alterar 
en  lo  mas  mínimo  el  precio  señalado  al  ar- 
ticulo subastado:  pero  si  dentro  de  los  cua- 
renta días  después  del  remate  se  presentare 
la  puja  del  cuarto,  bajo  del  mismo  princi- 
pio de  no  alterar  el  precio,  se  admitirá  con- 
forme al  espíritu  de  la  Real  cédula  de  -I.0 
de  mayo  de  4793  » 

12.  «Que  los  expedientes  de  subasta 
lian  de  estar  concluidos  y aprobados  por  los 
intendentes  en  el  4 5 de  diciembre  de  cada 
año;  para  que  en  1."  de  enero  principien 
los  puestos  públicos  sin  obstáculo  alguno.» 

R.  O.  de  i 3 de  octubre  de  1819. 


«Con  el  fin  de  evitar  el  que  los  postores 
del  arrendamiento  de  los  puestos  públicos 
se  perjudiquen  maútuamente,  unas  veces 
por  indiscretos  ac  loramientos,  y otras  por 
el  deseo  de  hacer  daño  á los  concurrentes 
á los  remates,  se  ha  servido  el  Rey  mandar 
que  cuando  se  soliciten  rebajas  de  las  canti- 
dades en  que  hayan  quedado  rematados  se- 
gún la  ley,  no  se  estimen  por  suficientes  las 
causas  que  ordinariamente  se  alegan  de  aca- 
loramientos y malas  voluntades.» 

ib  D.  de  20  de  enero  de  1834. 

Sobro  libertad  en  el  tráfico,  comercio  y venta  de  los 
objetos  de  córner,  beber  y arder,  ó sea  aboliendo 
as  tasa.?  y posturas:  Policía  en  los  mercados’  Ma 
ladero»  elo, 

(Mín.  de  Fom.)  «Visto  lo  expuesto  por 
.a  Comisión  que  por  mi  R.  D.  de 2o  de  oc- 
tubre tuve  a bien  nombrar  para  la  revisión 
de  las  leyes  y reglamentos  relativos  a. abas- 
tos, tasas  ó posturas  de  comestibles  y po- 


A BASTOS. 

licía  de  los  mercados,  y oido  el  dictamen 
del  Consejo  de  gobierno  y del  de  Ministros, 
he  venido  en  decretar  en  nombre  de  mi 
amada  hija  la  Reina  Doña  Isabel  II,  lo  si- 

i guíente:  . , 

t.°  Se  declaran  libres  en  todos  los  pue- 
í blos  del  reino  O tráfico,  comercio  y venta 
1 de  los  objetos  de  comer,  beber  y arder,  pa- 
gando Jos  traficantes  en  ellos  los  derechos 
reales  y municipales  á que  respectivamente 
estén  sujetos. 

2.  ■ En  consecuencia,  ninguno  de  di- 
ehos  artículos  de  abastos,  excepto  el  pan, 
estará  sujeLo  á postura,  tasa  ó arancel  de 
ninguna  especie,  cualquiera  que  sea  la  dis- 
posición, cédula  ó privilegio,  en  cuya  vir- 
tud se  les  haya  sujetado  á esta  formalidad. 

3. °  La  exención  de  trabas  de  que  habla 
el  artículo  anterior  no  coarta  ni  restringe  el 
ejercicio  de  la  autoridad  municipal  en  la 
parte  relativa  á la  verificación  de  pesos  y 
medidas,  y á la  salubridad  de  los  alimentos 
en  los  puestos  al  por  menor. 

4. °  En  los  pueblos  donde  existen  boy 
contratos  pendientes  con  abastecedores  de' 
cualquiera  de  dichos  ramos  se  aguardará  pa- 
ra llevar  a efecto  esta  ley,  áque  concluya 
el  tiempo  de  la  contrata,  si  antes  no  se  en- 
contrase modo  de  transigir,  de  acuerdo  re- 
cíproco, sobre  las  condiciones  ó plazos  es- 
tipulados. 

5. a  En  los  pueblos  en  donde  se  paguen 
lascontribueiones  ó se  cubran  otras  necesi- 
dades locales  con  el  producto  de  los  puestos 
públicos,  ó sea  del  estanco  de  algunos  ar- 
tículos de  abastos,  no  se  hará  novedad  por 
ahora;  pero  deberán  concertarse  desde  lue- 
go mis  Ministros  de  Fomento  y Hacienda, 
para  que  no  se  prolongue  el  funesto  siste- 
ma de  estanco,  y que  se  obtenga  por  medios 
que  ocasionen  menos  perjuicios  los  pro- 
ductos que  por  aquel  se  obtuvieron  basta 
ahora. 

6. °  Los  gremios  de  carniceros,  panade- 
ros ó tratantes  y expendedores  de  cualquier 


género  de  abastos'  se  arreglarán  á las  orde- 
nanzas que  harán  formar  con  arreglo  á lo 
que  sobre  todas  las  de  asociaciones  de  la 
misma  clase  he  tenido  á bien  resolver  por 
otro  decreto  de  este  dia  (4). 

7."  Las  personas  que  habitual  mente  se 
dediquen  al  tráfico  de  abastecimientos  serán 
consideradas  como  otros  cualesquiera  mer- 
caderes, y gozarán  de  los  beneficios  que  á 
estos  ofrece  el  Código  de  comercio,  asi  como 
pagarán  las  cargas  que  se  repartan  a su  in- 
dustria. 


(i)  Es  el  que  sigue. 
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8.”  Los  mesoneros,  posaderos  ü otros 
que  habitualmente  alojen  viajantes,  se  con- 
siderarán como  ejerciendo  el  tráfico  de  ob- 
jetos de  abasto  y se  reputaran  sujetos  á las 
cargas  y con  opcion  á los  beneficios  expre- 
sados en  el  artículo  anterior. 

Q.°  En  los  pueblos  cuyo  numeroso  ve- 
cindario y demás  circunstancias  locales  lo 
permitieren  se  señalarán  uno  ó mas  para- 
jes acomodados  para  mercado  ó plaza  pú- 
blica de  dichos  surtidos,  distinguiendo  los 
sitios  donde  concurran  los  trajinaros  ó ve- 
cinos vendedores  por  mayor,  de  los  que 
vendan  á la  menuda;  todo  sin  ocasionar 
otra  exacción  ó gasto  que  la  ligera  contri- 
bución que  se  crea  necesario  señalar,  por 
reglamento  de  policía  urbana,  para  el  aseo 
y comodidad  det  puesto  en  el  mercado  mis- 
mo. Este  reglamento  ha  de  ser  aprobado 
por  el  subdelegado  de  fomento,  y estará 
siempre  colocado  en  las  entradas  y puntos 
convenientes  interiores  del  mercado. 

10.  En  los  pueblos  principales  donde, 
ó por  el  mayor  consumo  de  carnes,  ó por 
la  mayor  facilidad  para  la  cobranza  de  im- 
puestos ó arbitrios  sobre  este  ramo,  con- 
venga y sea  posible  tener  edificios  especiales 
para  mataderos,  se  observaran  en  estos  las 
reglas  de  policía  urbana  y de  salubridad  que 
estén  establecidas  ó se  estableciesen;  pero 
los  tratantes  ó dueños  de  las  reses  podrán 
valerse  para  todas  ó cualquiera  de  las  opera- 
ciones de  su  matanza  y accesorias  á ella  de 
los  sirvientes  que  mas  los  conviniere,  y por 
los  precios  en  que  se  contrataren,  sin  que 
bajo  ningún  pretesto  se  les  exija  otra  contri- 
bucdon  que  la  que  estuviese  reglamentada 
por  el  uso  del  matadero,  y destinada  para 
atender  á los  gastos  de  conservación  de  edi- 
ficio, y su  limpieza  y aseo. 

Así  esta  contribución  como  las  impues- 
tas por  derechos  reales  ó arbitrios  munici- 
pales se  regularán  y exigirán  por  cabezas 
de  reses,  y no  por  el  peso  particular  de  ca- 
da una  en  su  especie  respectiva. 

11.  Quedan  abolidas  y derogadas  todas 
las  leyes,  ordenanzas  y providencias  gene- 
rales ó particulares  dadas  en  materia  de 
abastos  de  los  pueblos,  y todas  las  ordenan- 
zas y reglamentos  locales  que  directa  ó in- 
directamente se  opongan  á los  artículos  de 
esta  ley;  y si  ocurrieren  dudas  en  su  inter- 
pretación ó aplicación  á algunos  casos  ó cir- 
cunstancias, las  consultarán  las  autoridades 
municipales  con  el  subdelegado  provincial 
de  fomento,  quien  si  lo  creyese  necesario 
informará  ó consultará  al  Ministerio  de 
vuestro  cargo  lo  que  tuviese  por  convenien- 
te. Tendréislo  entendido,  etc.— Madrid  20 
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de  enero  de  1834.— Javier  de  Burgos.  [Co- 
lección legislativa,  t.  19,  p.  28) 

R.  D.  de  20  enero  de  1854. 

Sobre  aíóciadones  gremiales. 

Dispuso  por  su  regla  4.a  que  no  pudie- 
ran formarse  gremios  que  vinculen  a un 
determinado  número  de  personas  el  tráfico 
de  confites,  bollos,  bebidas,  frutas,  verdu- 
ras, ni  el  de  ningún  otro  artículo  de  comer 
y beber;  y exceptuó  de  esta  disposición  los 
panaderos,  visto  que- no  pueden  ejercer  esta 
industria,  sino  en  cuanto  posean  un  capital 
que  la  autoridad  municipal  determine  en 
cada  pueblo,  para  no  temer  en  caso  alguno 
falta  de  pan.  Se  inserta  integro  en  (Gremios.) 

R.  O.  de  28  julio  de  1834. 

«,  . . , ^ Mientras  no  se  resuelva  lo  con- 
veniente acerca  del  sistema  de  estanco,  se- 
gún lo  prevenido  en  el  art.  5.°  del  decreto 
de  20  de  enero,  debe  continuar  en  los  pue- 
blos encabezados,  el  de  puestos  públicos  co- 
mo ha  estado  basta  aquí. 

R O.  de  10  marzo  de  1835. 

Probibiondo  las  licencias  especiales  para  vender  pan. 

(Min.  de  la  Gob.)  Habiendo  expuesto  el 
Gobernador  civil  de  Sevilla  la  necesidad  de 
suprimir  un  impuesto  que  el  asistente  exi- 
ge por  cada  licencia  de  vender  pan  en  las 
plazas  públicas,  y por  la  renovación  anual 
que  tiene  que  solicitar  el  vendedor,  el  Con- 
sejo Real  de  España  é Indias,  en  sección  de 
lo  interior,  conformándose  con  la  opinión 
de  aquel  jefe,  ha  propuesto  la  estineion  de 
esta  gabeia.  Persuadida  S-  M.  la  Reina  Go- 
bernadora de  que  su  origen  es  el  mismo  que 
el  de  las  tasas  ó intervención  minuciosa  en 
los  ramos  de  abasto  público,  que  tantos  da- 
ños ha  causado  al  trafico  y consumo  de  los 
objetos  de  primera  necesidad;  convencido 
su  real  ánimo  de  que  la  autoridad  encarga- 
da de  la  policía  de  los  mercados  y plazas  pú- 
blicas no  debe  imponer  ni  tolerar  que  na- 
die imponga  otra  contribución  ni  traba  que 
lasque  según  las  localidades  piden  el  buen 
orden  y distribución  de  puestos  para  los  es- 
pendedores,  y deque  la  licencia  de  vender 
pan  debe  ser  general  sin  restricciones  ni 
modificaciones  distintas  de  ¡a  colocación  de 
puestos  sueltos,  ó del  arrendamiento  de  ca- 
jones ó tinglados  que  haya  dispuesto  el 
Ayuntamiento  para  mejor  comodidad  de 
vendedores  y compradores,  se  ha  servido  su 
majestad  mandar  jque  cese  desde  luego  la 
expresada  contribución  por  licencias  para 
vender  pan  en  Sevilla,  y que  se  circule  esta 
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resolución  á los  Gobernadores  civiles,  como 
medida  general,  por  si  en  otros  pueblos  se 
hiciese  semejante  exacción.» 

Dec.  de  las  Cortes  de  8 de  junio  de  1813. 

(Restablecido  en  6 de  setiembre  de  1836- 

Esta  importante  ley  dispuso  en  su  art. 
que  así  en  las  primeras  ventas  como  cu  las 
ulteriores,  ningún  fruto  ni  producción  de  la 
tierra,  ni  los  ganados  ni  sus  esquilmos,  ni 
los  productos  de  la  caza  y pesca,  ni  las 
obras  del  trabajo  y de  la  industria,  estarán 
sujetos  á tasa  ni  postura,  sin  embargo  de 
cualesquiera  leyes  generales  ó municipales, 
y que  todo  se  podrá  vender  y revender  al 
precio  y en  la  manera  que  mas  acomode  á 
los  dueños  con  tal  que  no  perjudiquen  a la 
salud  pública.— V.  en  Acotamientos. 

Ley  de  Ayuntamientos  de  8 de  enero  de  1845 . 

«Art.  22.  No  pueden  ser  Alcaldes  ni  in- 
dividuos de  Ayuntamiento 5.°  los  arren- 

datarios de  los  propios,  arbitrios  y abas- 
tos de  los  pueblos.» 

«Art.  74.  Como  administrador  del  pue- 
blo , corresponde  al  Alcalde 4.'  presidir 

las  subastas  y remates  públicos  de  ventas 
y arrendamientos  de  bienes  propios  , arbi- 
trios y derechos  del  común  , con  asistencia 
del  regidor  síndico,  y otorgar  las  escritu- 
ras para  que  se  halle  autorizado  el  Ayun- 
tamiento.» 

«Art.  81.  Los  Ayuntamientos  deliberan 

conformándose  á las  leyes  y reglamentos 

5.°  sobre  los  arrendamientos  de  fincas,  ar- 
bitrios y otros  bienes  del  común.» 

Ley  de  23  de  mayo  de  1845. 

«Presupuesto  general  de  ingresos. — Ar- 
ticulo 7.° — Se  establece  sobre  las  bases  ad- 
juntas señaladas  con  la  letra  C un  derecho 
general  sobre  el  consumo  de  las  especies  de 
vino,  sidra,  chacolí,  cerveza,  aguardien- 
te, licores,  aceite  de  oliva,  jabón  y car- 
nes. En  esta  imposición  se  refunden  las 
rentas  llamadas  provinciales,  compues- 
tas de  los  derechos  de  alcabala,  cientos  y 
millones,  y la  parte  del  catastro,  equiva- 
lente y talla  que  no  se  refunde  en  la  con- 
tribución sobre  inmuebles , cultivo  y gana- 
R. D.  de  23  de  mayo  de  1845. 

Sobre  eontribucicm  de  consumos. 

Ni  una  sola  disposición  se  encuentra  en 
este  decreto  con  tendencia  á permitir  los 
puestos  públicos  con  la  exclusiva;  y lejos 
de  eso  se  vé  en  él  presidir  la  idea  ele  que 
las  especies  sujetas  al  impuesto  sean  libres 


en  el  tráfico  y venta  al  por  mayor  y por 
menor  en  toda  clase  de  poblaciones , sin 
otras  trabas  ni  restricciones  que  las  que  se 
consideraren  necesarias  para  asegurar  |a 
recaudación  de  los  derechos.  Así  se  vé  en 
los  arls.  11  y 28  señalar  como  únicos  me- 
dios de  recaudación  respecto  de  la  Hacien- 
da , la  administración  por  cuenta  do  esta, 
el  arrendamiento  y el  encabezamiento  ; y 
respecto  de  los  pueblos  para  hacer  efecti- 
vos los  cupos  en  que  se  encabecen , tam- 
bién el  encabezamiento  parcial  de  los  de- 
rechos de  cada  ramo  con  los  cosecheros, 
fabricantes  ó tratantes,  al  arrendamiento 
total  ó parcial,  la  administración  por  cuen- 
ta del  mismo  pueblo y el  repartimiento; 
y esto  siri  que  conforme  al  art.  87  les  sea 
permitido  en  ningún  caso  ni  bajo  ningún 
pretesto  imponer  mayores  derechos  ni  es- 
tablecer reglas  ó formalidades  mas  gravosas 
ó embarazosas  que  las  determinadas  en  el 
mismo  decreto. 

Las  formalidades  mas  prineipalesen  cuan- 
to á las  ventas  al  por  menor  se  hallan  esta- 
blecidas en  la  secciones  5.a  y 4.a  del  capí- 
tulo 2.°  del  decreto  de  qne  nos  ocupamos 
que  comprende  losarts.  34  al  47. — V.  Con- 
tribución DE  CONSUMOS. 

R.  O.  de  16  de  setiembre  de  1846. 

«Se  declara  que  no  pueden  establecerse 
abastos  ó puestos  públicos  de  las  especies 
sujetas  a!  impuesto  de  consumos  , con  la 
exclusiva  en  su  venta  al  por  menor,  por 
no  ser  conformes  al  principio  de  libertad 
en  el  tráfico  y venta  que  establece  el  Rea! 
decreto  de  23  de  mayo  de  1845.»  ( CL . tomo 
38, p.  365.) 

R.  O.  de  5 de  marzo  de  1847. 

Esta  R.  O.,  reconociendo  que  los  puestos 
públicos  con  la  exclusiva  en  la  venta  , son 
por  lo  general  un  obstáculo  á la  facilidad 
del  tráfico,  en  cuyo  beneficio  se  dictó  la 
de  16  de  setiembre  de  1846,  vino  no  obs- 
tante á autorizar  su  establecimiento  res- 
pecto de  las  especies  sujetas  á la  contribu- 
ción de  consumos  en  Jas  poblaciones  de 
menos  de  3,000  vecinos  que  no  fuesen  ca- 
pitales de  provincia  ni  puertos  habilitados, 
obteniendo  la  aprobación  snperior,  y siem- 
pre dejando  libre  la  venta  al  por  mayor 
con  solo  la  obligación  de  pagar  el  derecho 
de  tarifa.  (CL.  t.  10 ,p.  254.) 

Código  penal  reformado  en  50  de  junio 
de  1850. 

Consúltense  en  Código  penal  los  artícu- 
los 257,  450,  482,  484,  486  y 494. 
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H.  D.  é Inst.  de  27  de  junio  de  1852. 

Se  abolió  como  regla  de  administración 
de  la  Hacienda  la  exclusiva  en  la  venta  de 
especies  sujetas  al  impuesto  de  consumos, 
permitiéndola  solo  bajo  varias  restriccio- 
nes; pero  susdisposicionesquedaron  sinefec- 
to por  consecuencia  del  ft.  D.  de  15  de  di- 
ciembre de  1855  é Inst.  de  26  del  mismo 
mes,  y hoy  por  la  ley  de  presupuestos 
de  25  de  junio  de  1864  é Inst.  de  l.u  de  ju- 
lio del  mismo  año. 

R.  O.  de  24  de  febrero  de  1855. 

Sobre  libre  veuta  del  pan  y da  toda  clase  de  subsis- 
tencias en  Navarra  y en  todo  el  reino  . 

«Yisto  el  expediente  instruido  en  virtud 
de  las  reclamaciones  hechas  por  los  pana- 
deros de  Salvatierra  de  Alava  con  motivo 
de  no  haberles  permitido  algunos  alcaldes 
de  la  provincia  de  Navarra  el  libre  tráfico 
de  su  industria.  Considerando  que  los  ar- 
gumentos empleados  por  la  Diputación 
provincial  de  Navarra  para  que  se  restrin-, 
jan  en  aquel  territorio  las  disposiciones  vi- 
gentes sobre  libre  trafico  de  subsistencias 
se  convierten  en  contra  de  su  opinión, 
pues  como  no  puede  menos  de  confesar  la 
Corporación  informante  no  admite  duda 
que  el  libre  comercio  de  dichos  artículos 
es  la  mejor  garantía  de  la  abundancia,  ba- 
ratura y buena  calidad  de  los  mismos,  y 
que  por  lo  tanto  seria  injusto  privar  al  pú- 
blico de  estas  ventajas  para  conservar  anti- 
guas costumbres  del  país. 

Considerando  que  con  estos  principios 
de  economía  política  generalmente  admi- 
tidos y reconocidos  y aprobados  por  la  Di- 
putación provincial  de  Navarra,  se  hallan 
también  conformes  las  leyes  que  cita  de  las 
Cortes  de  aquel  reino,  cuyo  objeto  por 
otra  parte  no  puede  ser  el  de  un  simple 
consejo,  según  supone  la  Diputación,  sino 
un  verdadero  precepto  como  lo  demuestran 
sus  palabras  imperativas,  y es  el  único 
propio  y adecuado  en  una  disposición  de 
esta  naturaleza. 

Considerando  que  ademas  de  la  antigua 
legislación  de  Navarra,  la  que  rige  actual- 
mente en  todos  los  ángulos  de  la  Monarquía 
prescribe  la  libertad  de  comercio  por  lo  to- 
cante a los  artículos  de  uti  consumo  gene- 
ral é indispensable  para  la  vida,  entre  los 
cuales  figura  el  pan  en  primera  línea. 

Considerando,que  en  el  Real  decreto  de 
20  de  enero  de  1855  se  declaran  libres  en 
todos  los  pueblos  del  reino  el  tráfico,  co- 
mercio y venta  de  los  objetos  de  comer, 
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beber  y arder,  pagando  los  que  trafiquen 
en  ellos  los  derechos  Reales  y municipales 
á que  respectivamente  estuviesen  sujetos, 
y que  por  la  R.  O.  de  1Ü  de  marzo  de 
1855  se  prohibieron  las  licencias  especia- 
les para  vender  pan  y cualquiera  otra  con- 
tribución que  no  fuese  indispensable  para 
el  mejor  órden  y comodidad  de  los  pues- 
tos de  abastos,  pues  las  demás  trabas  se 
estimaron  perjudiciales  como  contrarias  al 
tráfico  y consumo  de  los  objetos  de  prime- 
ra necesidad. 

Considerando  que  estas  disposiciones  de- 
ben observarse  en  los  pueblos  de  Navarra 
cuyos  alcaldes  han  prohibido  á los  pana- 
deros de  las  poblaciones  fronterizas  que 
pasen  á ellos  para  ejercer  el  tráfico  de  su 
industria,  sin  que  sirva  de  obstáculo  el 
temor  de  que  los  primeros  puedan  quedar 
privados  de  aquel  alimento  preciso  en  cir- 
cunstancias determinadas:  porque  siendo 
el  fundamento  de  este  temor  que  la  fábri- 
ca establecida  en  Salvatierra  pudiera  des- 
truir las  panaderías  de  aquellos  pueblos,  y 
monopolizar  despnes  el  indicado  artículo 
de  consumo,  no  es  de  presumir  este  incon- 
veniente atendido  el  informe  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Alava. 

Considerando  que  disuelta  la  empresa  de 
Salvatierra,  según  se  manifiesta  en  aquel 
informe,  siendo  así  que  los  vecinos  de  dicha 
población  que  iban  á vender  pan  áiasinme- 
diaiasde  la  provincia  de  Navarra  lo  hacían 
cada  uno  de  por  sí  y en  particular,  sin  me- 
diar entre  ellos  asociación  de  ninguna  clase, 
toda  la  competencia  que  pudiera  suscitarse 
con  los  panaderos  de  Navarra  es  de  particular 
á particular,  y por  consiguiente  licita  y 
admisible;  á mas  de  que  ios  vecinos  de  es- 
tos pueblos  quedan  en  libertad  de  dar  ia 
preferencia  á quien  les  presente  mejor  gé- 
nero y se  lo  ofrezca  con  mas  ventajosas 
condiciones,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  oida  la 
sección  de  Fomento  del  Consejo  Real  se  ha 
servido  disponer  diga  á V.  S.  como  de  su 
órden  lo  ejecuto  para  los  efectos  consi- 
guientes, que  los  panaderos  de  Alava  pue- 
den llevar  el  pan  elaborado  en  sus  tahonas 
á los  pueblos  o mercados  de  Navarra,  y que 
por  lo  tanto  cese  1a.  prohibición  que  les 
impusieron  los  alcaldes  de  esta  provincia 
como  contraria  á los  buenos  principios  eco- 
nómicos y á las  disposiciones  que  rigen  so- 
bre la  materia»  (i). 

(1)  Esta  importante  R-  O.  no  la  hemos  ha- 
llado en  la  Colección  legislativa,  pero  se 
insertó  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia 
de  Alava  con  circular  uel  Gobernador  de  13 
marzo  de  1853. 
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R.  O.  de  49  abril  de  1853. 

Tamban  sobre  fabricación  y libre  venta  del  pan. 

«La  Reina  (O  D.  Q.)  Ae  conformidad 
con  lo  que  previene  la  legislación  vigente 
se  ha  dignado  acceder  á la  instancia  pre- 
sentada por  los  panaderos  de  esa  ciudad  en 
solicitud  de  que  se  les  permita  la  fabrica- 
ción y libre  venta  del  pan,  y de  que  se  anu- 
le la  disposición  adoptada  por  V.  en  con- 
trario » iCL.  I.  58  pág.  315.) 

Otra  de  19  abril  de  1853  sóbrela  misino. 

«Enserada  la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  la  ins- 
tancia que  hicieron  en  24  de  setiembre  del 
año  anterior  los  panaderos  de  la  villa  de  ■ 
Aleonar  en  solicitud  de  que  s_e  declare  abo-  ' 
Jijo  el  impuesto  de  correduría,  y cualquie- 
ra otra  gabela  sobre  el  pan  elaborado,  ha 
tenido  por  conveniente  acceder  á la  pre- 
tensión de  los  reclamantes,  con  arreglo  ¡i 
lo  que  prescribe  la  legislación  vigente.» 
[GL.  t.  58  , pág.  315.) 

R.  J).  é Instrucción  de  15  dio.  de  1858. 

Por  estas  disposiones  se  restableció  la  con- 
tribución de  consumos  bajo  nuevas  bases, 
refundiendo enella  la  de  puertas,  permitien- 
do el 'establecimiento  de  puestos  públicos 
para  la  venta  ai  pormenor  de  vino , aguar- 
diente, aceite  y carnes  eri  los  pueblos  de 
menos  de  500  vecinos  que  no  estén  situados 
en  las  carreteras  generales;  y para  la  venta 
de  carnes  en  los  pueblos  de  1.000  vecinos 
abajo. 

Ley  de  presupuestos  de  25  junio  de  1804  é 
inst  de  l.'1  de  julio  del  mismo  año. 

Se  modificaron  las  bases  y las  tarifas  de 
impuesto  de  consumos  (art.  9 de  la  ley, 
letra  E)  permitiendo  á los  pueblos  para 
hacer  electivos  sus  encabezamientos  ge- 
nerales cualquiera  de  los  medios  de  admi- 
nistración , encabezamientos  parciales  ó 
gremiales,  arriendo  á venta  libre  de  todas 
ó algunas  especies,  arriendo  con  exclusiva 
y repartimiento.  El  arriendo  con  la  exclu- 
siva en  la  venta  de  todos  ó alguno  de  los 
artículos  solo  pueden  concederle  las  Dipu- 
taciones provinciales  en  pueblos  menores 
de  S.OOO^abitantes,  siempre  que  no  estén  si- 
tuados en  carreteras  ni  en  las  líneas  férreas. 
Las  ventas  al  por  mayor  que  son  las  que 
habitualmente  se  hagan  de  media  arroba 
inclusive  arriba  quedan  libres,  y aun  las 
del  por  menor  a los  cosecheros  y fabricantes 
por  los  productos  de  sus  fábricas  ó cosechas, 
y á las  posadas , paradores  y ventas  del  tér- 
mino situadas  en  despoblado  ó fuera-  de  los 


caminos  generales,  provinciales  y vecina- 
les, siempre  que  disten  mas  de  500  varas 
de  las  vias  generales,  pagándose  en  todos 
los  casos  los  derechos  de  tarifa  al  arrenda- 
tario del  abasto  ó exclusiva.  Véanse  en 
Contribución  dk  consumos,  la  ley  citada, 
las  bases  de  la  letra  E y los  arts.  190  a! 
216  de  la  instrucción. 

SECCION  11. 

Resúmen  histórico  de  la  legislación  sobre 
abastos. 

Conocidas  ya  las  principales  disposi- 
ciones que  en  distintas  épocas  se  lian 
dictado  sobre  esta  muy  importante  ma- 
teria, haremos  de  ella  un  brevísimo  resu- 
men histórico.  La  ley  1.a,  tít.  21,  libro 
VI,  Nov.  Reoop.  dada  por  ios  Reyes  Ca- 
tólicos en  1 49*2  y mandada  guardar  nue- 
vamente á petición  de  las  Cortes  por  Don 
Carlos  y Doña  Juana  en  1532,  es  una 
prueba  inequívoca  de  que  ya  en  aquella 
época  el  estanco  de  los  abastos  se  Labia 
constituido  en  sistema,  por  parte  de  ios 
señores  y de  otras  personas  y comunida- 
des poderosas,  contra  quienes  parece  di- 
rigirse et  testo  do  la  citada  ley. 

Qué  es  lo  que  sucedería  desde  enton- 
ces, con  motivo  ele  la  terminante  prohi- 
bición de  los  estancos  y vedamientos  so- 
bre los  artículos  del  consumo  público,  ó 
cómo  ha  llegado  hasta  nosotros  este  erra- 
do y funesto  sistema,  es  |o  que  no  puede 
fijarse  con  seguridad.  Sábese,  sí,  que  se 
ha  conocido  en  casi  todas  ó en  todas  las 
poblaciones  de  España,  desde  la  Corte  á 
la  mas  miserable  aldea;  y sábese  que  el 
Gobierno  ha  venido  constantemente  to- 
lerando su  establecimiento,  por  mas  que 
no  se  derivase  de  ninguna  ley  general 
del  Estado,  como  dijo  con  tanto  acierto 
el  ilustre  Jovellanos  en  su  informe  so- 
bre la  ley  agraria , 

Enseñados  los  pueblos  y el  Gobierno 
con  las  severas  lecciones  de  una  funesta 
experiencia,  é ilustrada  al  fin  la  opinión 
sobre  este  importantísimo  asunto  (I)  se 

(1)  Por  Real  cédula  de  1767  se  maridó  cesa- 
sen en  todos  los  pueblos  las  licencias  y postu- 
ras y la  exacción  de  derechos  por  cualquiera 
de  estas  dos  causas;  pero  en  1772  quedó  sin 
efecto. 

En  1805  el  síndico  personen»  de  la  Córte  tra- 
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fue  pensando  sériamente  en  acabar  de 
una  vez  con  el  desacreditado  sistema  de 
la  administración  de  abastos»  y de  acuer- 
do el  Gobierno  con  la  opinión  pensó 
también  en  corregir  sus  vicios  mas  capi- 
tales. Tal  fue  el  objeto  de  los  decretos  y 
demás  importantes  disposiciones  publica- 
das desde  1816  á 1819  que  se  contienen 
en  la  parte  legislativa  de  este  artículo. 

Los  Rs.  Ds.  de  1834  y 8 de  junio  de 
1813  restablecidos  en  30  de  agosto  de 
1836,  no  se  limitaron  ya  á esto,  sino  que 
en  términos  absolutos  sancionaron  la  li- 
bertad del  tráfico  de  toda  clase  de  artícu- 
los de  comer,  beber  y arder.  Desde  en- 
tonces parece  qué  debería  haber  desapa- 
recido ya  el  funesto  sistema  de  estancos; 
pero  es  lo  cierto  sin  embargo  que  conti- 
nuó, solicitándole  con  ahinco  los  Ayun- 
tamientos y concediéndole  el  Gobierno 
mismo,  según  se  desprende  de  la  Real 
orden  de  28  de  julio  de  1834  que  apare- 
ce en  su  lugar. 

Publicada  la  ley  de  presupuestos  de 
1845  y planteado  el  nuevo  sistema  tribu- 
tario, ya  hemos  visto  que  no  había  en  él 
una  sola  disposición  con  tendencia  á 
permitir  la  continuación  de  los  puestos 
públicos;  pero,  á pesar  de  todo,  continua- 
ron todavía  abusivamente,  tanto,  que 
fué  necesario  publicar  para  evitarlo  la 
R.  0.  de  16  de  setiembre  de  1846. 

Duró,  sin  embargo,  bien  poco  esta  si- 
tuación. Los  Ayuntamientos  insistieron 
en  la  necesidad  de  recurrir  á los  abastos 
para  cubrir  el  cupo  de  sus  encabeza- 
mientos por  consumos;  asediaron  para 
ello  con  reiteradas  solicitudes  al  Go- 
bierno y el  Gobierno  tuvo  por  fin  que 
transigir  publicando  la  R.  0.  de  5 de 
marzo  de  1847  donde,  bajo  ciertas  con- 
diciones, se  autorizó  el  establecimiento 


bajó  mucho  contra  el  establecimiento  de  los 
abastos,  y á eso  se  debió  tal  vez  su  supresión 
en  la  misma.  Son  muy  notables  las  exposicio- 
nes que  hizo  sobre  el  particular,  las  cuales  se 
imprimieron  en  1809  formando  un  cuaderno. 
Zaragoza,  Cádiz,  Toledo  y otras  poblaciones 
de  primer  órden  siguieron  bien  pronto  el  ejem- 
plo de  Madrid  y desde  entonces  se  fué  propa- 
gando la  iuz  de  la  verdad  contra  tan  pernicioso 
sistema. 


de  puestos  públicos  en  las  poblaciones  de 
menos  de  3,000  vecinos.  Esta  llegó  á ser 
desde  entonces  una  regla  de  administra- 
ción de  la  Hacienda,  según  lo  reconoció 
el  Gobierno  mismo  diciendo  en  el  preám- 
bulo del  R.  D.  de  27  de  junio  de  1852 
que  lo  era  «á  pesar  de  los  adelantos  en 
la  ciencia  económica  que  la  condena,  y 
contra  la  letra  y espíritu  bien  entendido 
de  las  leyes;»  y mas  adelante  «que  con 
ella  se  habían  sentido  en  los  pueblos  los 
funestos  y deplorables  efectos  inherentes 
| ai  estanco,  tales  como  la  caiestía  de  las 
especies,  su  mala  calidad,  el  entorpeci- 
miento del  tráfico,  la  disminución  de  los 
consumos,  el  daño  que  necesariamente 
debió  sufrir  la  producción  agrícola  y fa- 
bril, y los  disgustos  continuos  que  á esto 

eran  consiguientes s 

Mas  elocuente  no  puede  ser  la  voz  de 
un  Ministro  de  la  Corona,  ni  mas  gran- 
de tampoco  su  convicción  contra  el  fu- 
nesto sistema  de  abastos;  y sin  embargo, 
todavía  no  se  atrevió  á aconsejar  á S.  M. 
la  abolición,  sino  en  cuanto  era  conside- 
rado como  regla  de  administración  de 
la  Hacienda,  permitiéndole  por  el  refe- 
rido decreto,  á pesar  de  tan  graves  in- 
convenientes, en  pueblos  que  no  exce- 
den de  500  vecinos,  bien  que  solo  con 
saludables  y oportunas  limitaciones  que 
luego  se  ampliaron  en  cierto  modo  por 
las  que  estableció  el  R.  D.  de  15  de  di- 
ciembre de  1836,  y que  últimamente  en 
vez  de  restringirse  han  venido  á am- 
pliarse todavía  mas  por  la  ley  é instruc- 
ción vigentes  de  1864. 


SECCION  III- 

Error  en  materia  de  abastos. — Grandes  in- 
convenientes del  estanco. 


Los  abastos  fueron  establecidos  y lian 
sido  sostenidos,  en  sentir  de  sus  defen- 
sores, para  beneficio  de  los  pueblos,  y 
principalmente  de  la  clase  proletaria  con 
objeto  de  proporcionar  abundantes,  bue- 
nos y baratos  los  alimentos  de  primera 
necesidad. 

¡Qué  sarcasmo!  No  hay  mas  que  repa- 
sar la  parte  legislativa  de  este  artículo, 
en  especial  la  correspondiente  á 1816 
hasta  1819,  para  convencerse  de  que  en 
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el  arriendo  de  los  abastos  solo  se  propo- 
nían las  Municipalidades,  como  hoy  con 
el  arriendo  de  la  exclusiva,  aumentar  in- 
consideradamente sus  productos  para 
cubrir  con  ellos  las  cargas  generales  ó 
locales,  á costa  del  pobre  que  se  surte 
generalmente  de  ellos,  cuidándose  muy 
poco  ni  de  su  abundancia,  ni  de  su  ca- 
lidad, ni  de  su  baratura. 

Pero  sea  lo  que  se  quiera  de  las  inten- 
ciones y de  las  creencias  de  los  sostene- 
dores y amigos  del  estanco,  es  lo  cierto 
que  el  principio  de  economía  política 
que  condena  el  monopolio  como  con- 
trario á la  producción  yá  la  riqueza,  ha 
sido  en  la  práctica  con  relación  á los 
abastos  una  realidad  funesta.  Aparte  de 
lo  que  perjudicaban  a la  producción,  y 
consiguientemente  á la  abundancia  y á 
la  baratura  de  los  artículos;  aparte  de 
los  compromisos  en  que  respecto  á los 
mas  principales  artículos  de  subsisten- 
cias se  vió  muchas  veces  la  Corte  y se 
vieron  otras  muehas  poblaciones,  pro- 
ducidos exclusivamente  por  tan  funesto 
sistema,  era  éste  á la  par  en  alto  grado 
vejatorio  á las  clases  consumidoras,  era 
un  grave  obstáculo  á la  prosperidad  y 
fomento  de  la  abatida  agricultura  espa- 
ñola. ;Quién  lo  creyera!!!  Los  labrado- 
res condenados  á no  poder  vender  libre- 
mente y al  precio  que  les  acomodaba 
sus  vinos,  sus  granos,  sus  aguardientes, 
sus  aceites  y sus  ganados;  y los  consu- 
midores todos , muy  principalmente  los 
que  se  surtían  á la  menuda  de  las  tien- 
das, que  son  las  clases  industriales,  los 
jornaleros,  los  proletarios,  condenados 
también  á sufrir  la  dura  ley  que  les  im- 
ponían los  abastecedores,  que  sobre  ven- 
der mas  caros  los  artículos  de  indispen- 
sable necesidad,  les  daban  de  mala  cali- 
dad, tal  vez  averiados,  y casi  siempre 
faltos  de  peso,  condiciones  inevitables 
del  monopolio. 

SECCION  IV- 

La  libertad  de  abastos. 

El  R.  D.  de  20  de  enero  de  1834,  y 
el  de  8 de  junio  de  1813  restablecido  en 


30  de  agosto  de  1836  son  los  que  con- 
tienen las  disposiciones  fundamentales 
sobre  esta  materia. 

El  de  1834  sancionó  expresamente  la 
libertad  del  tráfico  de  los  efectos  de  co- 
mer, beber  y arder,  y abolió  el  sistema 
de  tasas  y puestos  públicos,  aunque  ha- 
ciendo excepción  del  pan  y poniendo 
otras  limitaciones. 

El  de  1813  posterior  por  la  época  de 
su  restablecimiento  y de  mas  vigor  y 
fuerza , como  ley , no  hizo  ya  excep- 
ción del  pan  ni  otra  alguna  declarando 
terminantemente  en  el  art.  8.°  la  libre 
venta  y reventa  al  precio  y en  la  mane- 
ra que  mas  acomode  á sus  dueños , no 
perjudicando  á la  salud  pública , de  todos 
los  frutos  y producciones  de  la  tierra , 
de  los  ganados  y sus  esquilmos  y de  los 
productos  de  la  caza  y pesca,  sin  sujeción 
d tasas  ni  posturas,  sin  embargo  de  cua- 
lesquiera leyes  generales  ó municipales, 
V sin  que  persona  alguna,  corporación 
ni  establecimiento  tengan  privilegio  en 
las  compras. 

Fundado  el  Gobierno  en  el  principio 
do  libertad  de  tráfico  sancionado  por  los 
dos  citados  decretos,  y antes  también  por 
el  art.  9.°  de  la  R.  O.  de  26  de  diciem- 
bre de  1818  (1)  ha  dictado  con  posterio- 
ridad algunas  disposiciones  sobre  la  libre 
venta  del  pan,  disposiciones  que,  aun- 
que en  corto  número,  son  á no  dudarlo 
muy  importantes  como  otras  tantas  pro- 
testas contra  la  inobservancia  de  la  vigen- 
te legislación  Je  abastos,  ó sea  contra  el 
abuso  arraigado  en  algunos  pueblos  de 
sujetar  á gabelas  ilegales  el  tráfico  de  los 
artículos  mas  indispensables  á la  vida. 
Véanlas,  pues,  nuestros  lectores:  son  ia 
R.  0.  de  10  de  marzo  de  1835,  prohi- 
biendo la  exacción  que  por  licencias  es- 
peciales para  vender  pan  se  hacia  en 


(1)  Esta  Real  órden  declaraba  ya  de  una 
manera  terminante,  sin  ninguna  restricción, 
en  cualesquiera  partes,  sitios  y lugares  y por 
toda  clase  de  personas,  por  mayor  y menor,  la 
libertad  de  tráfico  de  lodos  los  géneros  y es- 
pecies, á.  excepción  de  estos  cinco  artículos,  el 
vino,  vinagre,  aguardiente,  aceite  y carne, 
donde  se  hallase  establecido  legalmente  el 
estanco. 
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Sevilla,  y mandando  circular  esta  rcso^ 
lucion  como  medida  general  para  todos 
los  pueblos;  la  de  24  de  febrero  de  1853, 
desaprobando  y dejando  sin  efecto  la 
prohibición  ; de  vender  pan,  impuesta 
por  algunos  alcaldes  de  Navarra  á los 
panaderos  de  Alava;  y las  dos  de  10  de 
abril  del  mismo  año,  una  de  ellas  diri- 
gida al  Gobernador  de  Albacete  anulan- 
do cierta  disposición  contraria  á la  libre 
fabricación  y venta  del  pan , y la  otra 
dirigida  al  de  Tarragona  aboliendo  el 
impuesto  de  correduría  y cualquiera  otra 
gabela  sobre  el  pan  elaborado. 

No  nos  cansaremos  por  lo  mismo  de 
recomendar  á las  autoridades  locales  el 
exacto  cumplimiento  de  las  leves  y dis- 
posiciones precitadas;  porque  ni  pue- 
den prescindir  tic  hacerlo  sin  abusar,  ni 
aunque  pudieran  deberían  prescindir 
tampoco,  teniendo  en  cuenta  que  el  li- 
bre tráfico  de  subsistencias  produce  la 
concurrencia,  y esta  es  la  mejor  garan- 
tía contra  la  escasez  y la  mejor  garantía 
también  de  la  baratura  y de  la  buena 
calidad. 

Aun  en  casos  de  apuro,  cuando  por 
cualquier  motivo  los  granos  tienen  altos 
precios  y amenaza  el  hambre  ó la  esca- 
sez á las  poblaciones,  deben  evitarse  en 
lo  posible  las  medidas  restrictivas,  limi- 
tándose entonces  el  Gobierno  y en  su 
esfera  las  municipalidades  á adoptar 
aquellas  que  basten  á contener  el  abuso 
ó á remediar  el  mal,  sin  atacar  si  es  da- 
ble la  libertad  del  tráfico. 

Lo  que  no  debe  perderse  de  vista  en 
esta  materia,  es  que  si  bien  lian  desapa- 
recido las  antiguas  trabas  del  estanco  y 
puestos  públicos,  reducidas  ya  á muy  es- 
trechos límites,  no  están  por  eso  dispen- 
sados los  traficantes  de  proveerse  de  la 
matrícula  de  subsidio  como  todo  el  que 
ejerce  cualquiera  otra  industria,  según 
puede  verse  en  Contribución  industrial; 
ni  del  pago  de  los  derechos  ó impuestos 
de  consumos,  con  sujeción  á las  reglas 
establecidas  por  la  instrucción  hoy  vi- 
gente de  l.°  de  julio  de  18G4. — Y.  Con- 
tribución DE  CONSUMOS. 


Tomo  I. 


r SECCION  V. ' 

Policía  en  el  ramo  de  abastos. 

§ l.°  Importantes  punios  que  comprende . 

Cuidar  de  que  los  comestibles  y todos 
los  artículos  de  consumos  sean  de  buena 
calidad,  de  que  sean  sanos,  de  que  no 
estén  adulterados  ni  corrompidos,  de 
que  se  den  bien  pesados  ó medidos,  de 
que  no  haya  monopolios,  y de  que  en 
circunstancias  críticas  no  falle  el  surtido 
de  los  artículos  mas  indispensables  á la 
vida,  he  aquí  en  resúmen  el  deber  do 
una  buena  Administración  respecto  á 
esta  importante  materia;  deber  que  cor- 
respondo mas  principalmente  á la  au- 
toridad municipal,  como  encargada  que 
está  en  general  de  todos  los  ramos  de 
policía  urbana  en  sus  respectivos  pue- 
blos, y en  particular  también  del  de 
mercados  y abastos.  Nuestras  leyes  así  lo 
disponen;  pero  aun  guardando  silencio 
nunca  podría  ponerse  en  duda  que  «la 
obligación  de  hacer  gozar  á los  habitan- 
tes délas  ventajas  de  una  buena  policía 
entra  como  condición  necesaria  en  el 
mandato  que  los  habitantes  de  un  pue- 
blo dan  á los  que  confian  el  cuidado  de 
administrar  el  procomún  (i).» 

Conviniendo  por  lo  mismo  que  en  tan 
importante  materia  conozca  la  autoridad 
municipal  las  medidas  que  debe  adop- 
tar y están  dentro  de  sus  atribuciones, 
vamos  á indicárselas  brevemente  y con 
toda  la  posible  claridad;  pero  advinien- 
do que  aquí  consideramos  ya  los  abas- 
tos en  la  acepción  mas  general  de  la  de- 
finición que  hemos  dado,  sin  limitarnos 
á los  artículos  sujetos  á la  contribución 
de  consumos,  puesto  que  no  solo  estos 
sino  lodos  los  comestibles  y todas  las  be- 
bí b as,  sin  escepcion,  requieren  la  mas 
esq u isita  vigilancia  de  una  buena  policía, 
ya  para  que  llenen  las  condiciones  de 
salubridad,  ya  para  que  haya  exactitud 
en  los  pesos  y medidas,  ya  para  que 
nunca  falte  surtido  de  los  artículos  mas 
indispensables  á la  vida,  y ya  para  el 


(1)  Mr.  H envión  de  Pansey  en  su  esce lente 
tratado , «Del  poder  municipal.'* 
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buen  orden  y aseo  y limpieza  de  los  mer- 
cados y puntos  de  venta. 

§ 2. 0 Salubridad  de  las  bebidas  y 
comestibles. 

Las  bebidas  y comestibles  de  mala  ca- 
lidad ó que  se  hallan  en  estado  de  des- 
composición ó corrupción,  ó maleados  ó 
adulterados  por  descuido  ó por  mala  Je 
de  los  expendedores,  llevados  del  deseo 
de  aumentar  codiciosamente  sus  ganan- 
cias, pueden  causar  funestísimos  males 
en  las  familias  y comprometer  altamente 
la  salud  pública.  Por  eso  es  un  deber 
sagrado  é imperioso  de  la  autoridad  mu- 
nicipal establecer  las  reglas  ú ordenan- 
zas convenientes  para  que  el  pan,  el  vi- 
no, las  carnes,  los  pescados  y todos  los 
demás  artículos  que  sirven  al  alimento 
del  hombre  solo  se  expendan  al  público 
'con  todas  las  condiciones  de  salubridad 
apetecibles,  y velar  constantemente  para 
su  exacto  cumplimiento,  decomisando 
é inutilizando  los  que  no  sean  sanos  ó 
puedan  ser  dañosos  y castigando  la  mala 
fé  de  los  expendedores  con  las  penas  que 
se  establecen  en  el  Código  penal,  ó con 
las  señaladas  para  cada  caso  en  las  refe- 
ridas ordenanzas,  con  sujeción  al  mis- 
mo. Para  que  las  reglas  que  se  adopten 
sean  acertadas  y bastantes  á llenar  el  ob- 
jeto que  deben  proponerse,  conviene  te- 
ner en  cuenta  las  diversas  causas  que 
influyen  en  la  alteración  de  los  alimen- 
tos ó en  que  estos  no  sean  sanos;  de  lo 
cual  vamos  á ocuparnos  con  la  conve- 
niente separación. 

Comestibles  y bebidas  expuestas  fácilmente 

á la  descomposición  o corrupción. 

Se  bailan  en  este  caso,  principalmente 
en  el  verano,  los  pescados  frescos  de  rio 
y del  mar,  las  carnes,  la  leche  y las  bebi- 
das ó refrescos  preparados.  En  igual  caso 
se  hallan  también  muchas  veces  las  sar- 
dinas, el  bacalao,  etc.  El  comprador 
puede  aquí  conocer,  siendo  cuidadoso  y 
observador,  si  los  artículos  que  compra 
están  sanos  ó si  pasados  ó corrompidos; 
pero,  no  obstante,  algunas  medidas  pue- 
de adoptar  una  buena  policía  para  con- 
tener y reprimir  el  abuso,  y entre  ellas, 
una  severa  prohibieron  de  venderaque- 


lios  á bajo  precio  á las  clases  meneste- 
rosas. 

Comestibles  mal  sanos : Cardillos : Setas  etc. 

Hay  artículos  cuya  venta  debe  pro- 
hibirse, como  la  de  frutas  verdes  que 
producen  cólicos  é indigestiones  y pue- 
den comprometer  la  salud  pública  , prin- 
cipalmente en  tiempos  de  epidemia. 
Hay  otros  que  requieren  convenientes 
precauciones  para  evitar  abusos  y equi- 
vocaciones que  pueden  dar  funestos  re- 
sultados; entre  estos  contamos  los  car- 
dillos y las  setas.  La  autoridad  munici- 
pal debe  , pues  , en  las  pequeñas  pobla- 
ciones hacer  á sus  administrados  adver- 
tencias saludables  respecto  de  este  punto 
y adoptar  en  las  ciudades  populosas  las 
medidas  convenientes  para  precaver  las 
consecuencias. 

Los  cardillos  pueden.confundirse,  de 
buena  ó de  mala  fé,  con  el  beleño,  la 
lechuga  ponzoñosa  y otras  yerbas  estra- 
ñas ; y para  poder  conocerlos  se  mandó 
por  bando  publicado  en  Madrid  á 13  de 
abril  de  1803  (ley  19,  Lít.  17,  lib.  5.° 
Nov.  Bec.)  que  los  cardillos  se  vendieran 
enteros,  sin  mondarlos  ni  quitarlos  nin- 
guna de  sus  hojas. 

Las  setas  ú hongos,  son  un  alimento 
mal  sano  en  general  : hav  muchas  va- 
riedades  y algunas  muy  ponzoñosas.  Los 
labradores  y gentes  del  campo  suelen  co- 
nocerlas y distinguirlas,  y sin  embargo 
incurren  también  en  funestas  equivoca- 
ciones. Los  que  las  buscan  y recogen 
para  llevarlas  á los  mercados  no  suelen 
serian  escrupulosos,  y nuestra  policía 
tampoco  suele  ser  tan  severa  y vigilante 
como  debiera.  Nosotros  cumplimos  con 
hacer  estas  advertencias,  y aconsejare- 
mos á la  autoridad  municipal  que  en  sus 
ordenanzas  establezca  para  la  venta  de 
estos  artículos  un  reconocimiento  pre- 
vio, el  señalamiento  de  uno,  dos  ó más 
sitios  fijos,  y la  prohibición  de  hacerla 
en  las  casas  y por  fas  calles. 

Uso  de  vasijas  de  cobre  y de  barro  vidriadas. 

Es  sumamente  peligroso  el  uso  de 
vasijas  de  cobre  sin  estañar  para  la  coc- 
ción de  alimentos , ó de  cobre  y plomo 
para  el  despacho  de  líquidos,  y no  lo  es 


ABASTOS. 


menos  el  poner  las  canillas  ó espitas  de 
bronce  en  las  tinajas  ó depósitos  de  vina- 
gre y aceite.  La  autoridad  municipal  de- 
be consignar  en  sus  ordenanzas  las  medi- 
das más  oportunas  para  prevenir  graves 
accidentes,  y ejercerá  este  mismo  objeto 
una  bien  entendida  vigilancia  en  las  tien- 
das, fondas,  cafes,  tabernas  y posadas 
públicas.  Su  inspección  tutelar  debiera 
llegar,  no  solo  á las  caldererías,  sino 
también  á las  mismas  alfarerías,  á fin  de 
enterarse  de  las  sustancias  que  se  usan 
para  el  vidriado  de  las  vasijas,  y do  los 
procedimientos  que  se  emplean  en  su 
caso  para  neutralizar  su  acción.  Es  nota- 
ble en  esta  pártelo  dispuesto  en  una  ley 
recopilada  en  la  cual  se  contiene  un  Re- 
glamento para  evitarlos  perjuicios  que 
causan  á la  salud  las  basijas  de  cobre , el 
plomo  de  los  estañados , las  de  estaño  con 
mezcla  de  plomo  y los  malos  vidriados 
de  las  de  barro.  Es  la  siguiente : 

Ley  6.a,  lit.  40,  lib.  Vil,  Nov.  Rec. 

(«Persuadida  la  sala  de  alcaldes  de  mi 
casa  y córte  de  los  funestos  estragos  que 
causa  á la  humanidad  el  juso  del  ¡vinagre,  y 
otros  licores  y comestibles,  no  conservándo- 
se en  vasijas  correspondientes,  lo  represen- 
tó á mi  Consejo,  acompañando  un  espedien- 
te que  había  formado  para  justificar  estos 
daños,  en  que  resulta  haber  enfermado  tre- 
ce personas  de  una  familia , y fallecido  dos 
por  usar  de  vinagre  que  se  había  tenido  en 
una  nueva  tinaja  vidriada : examinado  este 
asunto  por  c,l  mi  Consejo,  é instruido  con 
informes  del  Tribunal  del  Froto  Medícalo  y 
otros  profesores,  comprobó  las  fatales  con- 
secuencias que  se  han  seguido  y pueden  se- 
guir por  el  uso  indiscreto  de  las  vasijas;  y 
me  lo  hizo  presente  en  consulta  de  1(5  de 
octubre  próximo,  dirigiéndome  el  siguiente 
reglamento,  que  mando  se  guarde,  cumpla 
y ejecute  en  todo  y por  todo,  sin  permitir 
su  contravención  en  manera  alguna,  y par- 
ticularmente a las  justicias  de  estos  mis 
reinos,  que  dén  á este  fin  las  órdenes  y pro- 
videncias más  convenientes.... » 

Reglamento. 

Cap.  l.°  Manda  que  haya  un  veedor  del 
gremio  de  caldereros  y otro  del  de  estañeros 
para  revisar  y marcar  las  piezas  de  esta- 
ño (I). 

(i)  De  los  ocho  artículos  ó capítulos  que 
contiene  el  l.°,  2.°,  3 ° y 7.°  los  ponemos  en 
extracto,  los  demás  van  literales. 
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2. 0 Previene  el  modo  de  preparar  el 
estañado. 

Z.°  Este  capitulo  con  el  l.°  del  bando 
de  la  Sala  de  Alcaldes  publicado  á 28  de 
enero  de  1804  (nota  4.a)  quiere  que  «los 
estañeros  y caldereros  fabriquen  todas  las 
vasijas  de  su  oficio  con  estaño  fino  ó puro 
sin  mezclarse  parte  alguna  de  plomo»  que 
pongan  en  ellas  su  marca,  y después  las  lle- 
ven á los  veedores  para  que  las  reconozcan 
y pongan  la  suya. 

4. “ " Los  botilleros  y licoristas  harán  las 
mezclas  de  los  ingredientes  de  que  se  com- 
ponen las  bebidas,  y las  operaciones  de  co- 
larlas y clarificarlas  en  basijas  de  barro  sin 
vidriar,  de  madera  ó vidrio,  y no  en  otras.» 

5. *  «En  todas  las  casas  ele  trato  público 
en  que  se  tengan  alimentos,  se  haga  de  co- 
mer ó se  venda  manteca,  aceite,  vano,  vi- 
nagre, miel,  aguardiente,  licores,  ele.,  se 
han  de  conservar  en  vasijas  de  igual  clase 
que  las  del  anterior  capitulo.» 

6. *'  Las  vasijas  que  sirvan  de  medidas 

de  aceite,  vino,  leche  ú otros  líquidos,  si 
fueren  de  cobre  han  de  estar  bien  estaña- 
das por  dentro  y fuera » 

7. u  Dispone  que  por  lo  menos  una  vez 
al  año  se  haga  visita  á las  oficinas  en  que 
se  construyen  dichas  vasijas  y á las  casas 
de  trato. 

8. °  «Los  vidriados  de  las  vasijas  de  bar- 
ro necesitan  mejorarse:  entre  tanto  en  las 
casas  públicas  que  se  valgan  de  ellos  para 
las  comidas,  antes  de  hacer  uso  los  prepa- 
rarán hirviendo  agua  con  sal  y vinagre  por 
tres  o cuatro  horas,  fregándose  después  con 
legía  común»  (1). 

Bien  se  deja  conocer  que  estas  dispo- 
siciones, buenas  y saludables  en  sí,  son 
ya  insuficientes  aunque  solo  sea  por  su  la- 


(1)  En  las  Ordenanzas  de  policía  urbana 
de  Madrid  se  previene  de  acuerdo  con  esta 
ley  que  las  vasijas  que  sirvan  de  medidas  de 
vino,  vinagre,  aceite,  leche  y otros  líquidos, 
«lian  de  estar  bien  estañadas  por  dentro  y 
fuera,  si  fueren  de  cobre,»  «que  el  vinagre  no 
podrá  tenerse  en  los  almacenes  y despachos 
sino  en  toneles  de  madera  ó vasijas  de  vi- 
drio, ó de  barro  sin  vidriar,»  que  Jos  mostra- 
dores de  las  tabernas  no  puedan  estar  forra- 
dos de  plomo  ó cualquier  otro  metal  oxidable 
por  el  vino,  ó que  le  comunique  rnal  gusto, 
siendo  preferibles  el  estaño  y la  piedra;  y que 
siendo  de  madera  por  ningún  motivo  estarán 
pintados  ni,  barnizados.  {Arts,  274  d 276 j. — 
El  277  previene  á los  fondistas,  cafeteros,  bo- 
degoneros, guisanderos,  bolilleros,  confite- 
ros etc.  que  cuiden  de  tener  bien  estañadas  las 
vasijas  de  cobre  y azófar  etc. 


ABASTOS. 


mentable  inobservancia;  y debiera  el  Go- 
bierno cumplir  cuanto  antes  lo  prometi- 
do en  el  art.  88  de  la  ley  de  sanidad  de 
28  de  noviembre  de  1855,  publicando  un 
buen  reglamento  de  higiene  pública  para 
todas  las  poblaciones  del  reino,  llenando 
así  el  inmenso  vacío  que  ofrece  nuestra 
legislación  administrativa  sobre  este  im- 
j- ortantísimo  punto  de  su  competencia. 

Bebidas  y comestibles  adulterados  etc.  Frau- 
des en  el  pan:  id.  en  el  vino. 

Un  interés  criminal  ó el  deseo  de  au- 
mentar codiciosamente  sus  ganancias 
mueve  algunas  veces  á los  fabricantes  y 
vendedores  de  ciertos  artículos  á fraudes 
que  pueden  ser  altamente  perjudiciales 
á la  salud  pública.  En  el  pan , que  es  el 
artículo  mas  indispensable  del  alimento 
del  hombre,  suelen  introducirse  para 
darle  blancura  sustancias  peligrosísimas 
como  el  sulfato  de  cobre,  los  carbonates 
de  amoniaco,  sosa  y magnesia,  el  alum- 
bre, y aun  yeso  y arcilla  para  aumentar 
su  peso.  El  vino  y la  leche  también  se 
beben  muy  rara  vez  puros  en  las  gran- 
des poblaciones;  y lo  peor  de  todo  es  que 
para  endulzarlos  y darlos  color  etc.,  sue- 
len emplearse,  como  en  el  pan,  materias 
sumamente  perjudiciales,  como  el  litar- 
girio  y el  albayalde  en  el  vino,  el  óxido 
de  zinc  en  la  leche  y otras  sustancias 
semejantes. 

Nuestras  leyes  no  se  muestran  mudas, 
por  fortuna,  contra  tan  criminales  abu- 
sos; y el  art.  257  del  Código  penal  que 
queda  inserto  en  la  parte  legislativa, 
considera  culpables  do  delito  c impone 
la  sanción  debida  á los  que  tan  á sabien- 
das y tan  alevosamente  atontan  contra 
la  salud  pública.  Es  cierto  que  la  sanción 
penal,  por  vigorosa  quesea,  no  es  por 
sisóla  bastante  para  prevenir  estos  abu- 
sos; pero  la  acción  de  la  autoridad  mu- 
nicipal necesita  de  aquella  para  ser  efi- 
caz, y lo  conseguirá  seguramente  llevan- 
do ante  los  tribunales  á los  reos  de  estos 
delitos  ó de  estos  alentados  á la  salud 
pública,  algunos  de  ios  cuales  pueden 
fácilmente  descubrirse  sin  necesidad  de 
reunir  grandes  conocimientos  químicos. 
Veamos  los  procedimientos  que,  según 


un  periódico  de  medicina,  (1)  pueden 
ilustrarnos  en  este  asunto. 

Fraudes  en  el  pan.  «Para  conocer  si 
en  la  fabricación  del  pan  se  lia  hecho 
entrar  sulfato  de  cobre,  dice  el.  citado 
periódico,  basta  hacer  una  pasta  del  pan 
sospechoso  con  un  poco  de  agua,  des- 
leiría en  un  vaso  con  alguna  mas  y echar 
en  ella  una  corta  cantidad  de  amonia- 
co líquido:  si  el  pan  eonticne  cobre  to- 
mará el  agua  un  hermoso  color  azulee- 
leste. 

Guando  se  quiera  saber  si  contiene  el 
pan  carbonato  de  amoniaco  ó de  sosa  no 
hay  mas  que  operar  clel  mismo  modo,  y 
en  lugar  de  echar  amoniaco  en  esta  es- 
pecie de  solución  de  pan,  se  meterá  en 
ella  un  poco  de  papel  que  sirve  en  los 
experimentos  químicos  y que  es  facilí- 
simo de  proporcionar,  el  papel  de  tor- 
nasol, débilmente  enrojecido  por  un  áci- 
do, y si  el  pan  tiene  las  sustancias  dichas 
se  pondrá  azul  e-sto  papel. 

La  presencia  del  alumbre  se  descu- 
bre desliendo  el  pan  lo  mas  posible  en  el 
agua,  v añadiendo  también  amoniaco 

<D  j j , 

después  de  Elitro  do  el  liquido:  esta  vez 
no  se  manifiesta  un  color  azul,  sino 
blanco,  una  nube  gelatinosa ; y si  no  se 
enturbia  el  agua  es  prueba  de  que  no 
contieno  alumbre  el  pan. 

Finalmente,  para  asegurarse  que  no 
hay  en  el  pan  yeso,  magnesia  ni  arcilla, 
se  pesará  onza  y media  de  este  pan,  que 
se  sujetará  en  un  crisol  á una  completa 
combustión,  y después  se  pesan  las  ceni- 
zas, que  no  deben  esceder  de  un  4 por 
100:  si  se  obtiene  5 por  100  es  señal 
de  que  el  pan  contiene  1 por  100  de  ma- 
terias estrañas,  y si  se  obtiene  10  conten- 
drá 6 y asi  sucesivamente. 

Tales  son  los  medios  ciertos  de  descu- 
brir en  el  pan  que  se  reputa  sospecho- 
so la  presencia  de  todas  estas  sustancias 
peligrosas.  Estos  experimentos  presen- 
tan muellísima  certidumbre  y no  cabe 
duda  que  cualquiera  puede  comprobar 
fácilmente  su  exactitud  si  tiene  nece- 
sidad de  recurrir  ó ellos. 

Fraudes  m el  vino . Para  descubrir 


(i)  El  Médico  de  las  familias:  Madrid,  1851. 
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el  litargirio  u óxidos  de  plomo  en  el  vino 
nos  dá  la  química  un  procedimiento  in- 
falible y fácil  de  emplear.  Se  echa  una 
parte  del  vino  que  se  sospecha  lalsifica- 
do  en  un  embudo  de  vidrio  provisto  de 
un  papel  de  filtro  y cierta  cantidad  de 
carbón  molido  gruesamente.  El  carbón 
por  su  propiedad  descolorante  deja  pa- 
sar  el  vino  gota  á gota  sin  color  alguno; 
entonces  en  el  líquido  obtenido  de  este  j 
modo  se  vierten  algunas  gotas  de  una  j 
disolución  de  hidrógeno  sulfurado , y si 
hay  una  sal  de  plomo  disuelta  en  el  vino, 
toma  este  un  color  negro , resultando  lo 
que  se  llama  en  química  un  precipitado , 
y el  que  se  obtiene  en  este  caso  es  ne- 
gro y coposo,  esto  es  sulfuro  de  plomo.»  ; 

Con  los  datos  que  dejamos  expuestos 
y con  los  que  Ja  autoridad  debe  propor- 
cionarse en  cada  caso  con  el  nusilio  de 
los  profesores  de  química,  ó de  medici- 
na y farmacia , no  dudamos  que  podrá 
facilitarse  el  medio  de  buscar  la  verdad, 
y de  hallar,  cuando  ocurra,  las  pruebas 
inequívocas  del  grave  delito  que  castiga 
el  citado  art.  257  del  Código.  Y no  ha- 
blan solo  con  la  autoridad  municipal 
nuestras  advertencias;  que  tanto  ó mas 
pueden  ser  necesarias  para  conocer  si 
hay  ó no  fraude  en  los  suministros  de 
hospitales,  de  las  casas  de  beneficencia, 
los  de  los  cuerpos  del  ejército  y de  las 
cárceles  y presidios. — Y.  Vinos. 

Materias  colorantes  en  vinos , dulces  y li- 
cores. 

La  moda  va  ya  generalizando  mucho 
en  nuestro  pais,  principalmente  en  la 
córte  y en  las  grandes  poblaciones  , el 
uso  de  los  adornos  y pintorreos  en  los 
comestibles  y bebidas  que  se  expenden 
en  las  confiterías  y reposterías  ; y una 
sabia  Administración  debe  mostrarse 
muy  diligente  y celosa  para  que  no  se  em- 
pleen en  la  coloración  de  los  licores  y en 
ios  dulces,  sustancias  minerales  que  son 
venenosas  y pueden  producir  los  mas 
graves  resultados  en  la  salud  pública. 

La  autoridad  municipal  no  debe  pues 
olvidarse  que  para  estos  casos  puede 
ser  también  aplicable  e!  art.  2b 7 del  Có- 
digo penal;  pero  como  la  saludable  ac- 
ción de  una  buena  policía  se  ejerce 


principalmente  previniendo  los  males, 
conviene  que  los  señores  alcaldes  y 
ayuntamientos  y los  padres  de  familia 
conozcan  que  la  costumbre  indicada 
ofrece  grandes  peligros  cuando  falta  la 
discreción  conveniente  en  los  licoristas 
y confiteros,  y que  es  un  imperioso  de- 
ber suyo  precaverlos  adoptando  las  me- 
didas ó prohibiciones  que  sean  del  caso. 
Hé  aquí  para  mas  ilustrar  esta  materia 
un  importante  documento  el  cual  como 
fundado  en  observaciones  y apreciacio- 
nes de  la  química,  no  debe  haber  incon- 
veniente alguno  en  aplicar  á nuestro 
pais.  Es  el  siguiente  : + 

¡Dictamen  del  Consejo  deSanidad  dé  París , so- 
bre las  sustancias  colorantes  que  pueden  ó 
no  emplear  los  confiteros  y licoristas . para 
los  dulces  , pastillas , grajeas  y licores  (1). 

Sustancias  que  pueden  emplear  los  confiteros 
y licoristas. 

Colores  azules.  El  añil  que  se  disuelve 
por  el  áecido  sulfúrico  o aceite  de  vitriolo; 
el  azul  de  Prusia  ó el  de  Berlín,  el  de  Ultra- 
mar. Estos  colores  se  mezclan  fácilmente 
con  todos  los  demás  y pueden  dar  todos  los 
compuestos  en  que  entra  el  azul. 

Colores  encarnados.  La  cochinilla,  el 
carmín,  la  laca  del  carmín,  la  del  Brasil. 

Colores  amarillos.  El  azafran,  la  grani— 
Ha  de  Aviñori  (piraran la)  la  de  Persia  el 
qíiercitron,  el  cúrcuma,  el  fustete,  las  lacas 
aluminadas  de  estas  sustancias.  Los  amari- 
llos que  se  obtienen  con  muchas  de  las  ma- 
terias designadas  y principalmente  con  las 
granillas  de  Aviñon  y de  Persia  son  muy 
brillantes  y menos  apagados  que  las  que 
ofrece  el  cromo,  cuyo  uso  es  peligroso. 

Colores  compuestos.  Verde:  se  puede 
producir  este  color  con  la  mezcla  del  azul 
y del  amarillo:  Pero  uno  de  los  mas  agra- 
dables es  el  que  se  obtiene  con  el  azul  de 
Prusia  y la  grani  lia  de  Persia,  y no  le  aven- 
taja en  nada  por  lo  brillante  el  verde  de 
Scheweinfurt  que  es  un  eficaz  venqno. 

Color  de  violeta.  El  palo  déla  india  y 
azul  de  Prusia. 

* “ 1 ' i • 

— i.  ■ . ■ - — > — 1 . . 'i  1 ■ | \ i 

(i)  Orcíennance  du  prefél  de 'pólice. 'de  22 
septembre  1841.  En  las  ordenanzas  de  po- 
licía de  Madrid,  dice  también  el  art.  279  que 
por  la  autoridad  municipal  se  formará  y cir- 
culará una  instrucción  acerca  de  los  colores 
que  pueden  emplearse  en  los  artefactos  de  con- 
fitería , sin  detrimento  de  la  salud  pública; 
pero  no  sabemos  que  se  haya  hecho. 
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Color  de  pensamiento.  El  carmín  y el 
azul  de  Prusia,  mezcla  que  dá  colores  muy 
brillantes. 

Todos  los  demás  colores  compuestos  pue- 
den prepararse  con  las  mezclas  de  las  diver- 
sas materias  colorantes  que  quedan  indica- 
das, y que  el  conlilero  ó licorista  sabrá 
apropiar  á sus  necesidades. 

Licores.  El  licorista  puede  hacer  uso 
de  todos  los  colores  precedentes,  y si  algu- 
nos otros  lo  son  necesarios  podrá  preparar- 
los con  las  sustancias  siguientes. 

Para  d curazao  de  Holanda.  El  palo  de 

carn  p gol']  g ^ 

Para  los  licores  azules.  El  añil  disuelto 
en  el  alcohol. 

Para  el  ajenjo.  El  azafran.  mezclado  con 
el  añil. 

Sustancias  cuyo  uso  está  prohibido  á los 
confiteros  y licoristas ■ 

Son:  todas  las  sustancias  minerales  (á  ex- 
cepción del  azul  de  Prusia  y el  de  Ultra- 
mar) y muy  principalmente  el  óxido  de 
cobre,  el  de  plomo  el  alhayalde  calcina- 
do (1),  el  minio,  el  vermellon,  el  amarillo 
de  cromo,  el  verde  de  Schweinfurt,  ó el  de 
Sebéele,  ó el  verde  metis,  venenos  activos 
que  contienen  cobre  y arsénico;  el  blanco 
de  plomo  ó alhayalde,  ó el  blanco  de  plata. 

Los  confiteros  y licoristas  cuando  em- 
plean hojas  de  pan  de  oro  ó plata,  deberán 
procurárselo  fino,  pues  que  se  fabrica  tam- 
bién de  chrysocal  que  es  casi  tan  ténue 
como  el  pan  de  oro  y esta  sustancia  no  pue- 
de ser  empleada  porque  contiene  cobre  y 
zinc. 

Algunos  destiladores  se  sirven  de  aceta- 
to ó azúcar  de  plomo  para  clarificar  los  li- 
cores, proceder  que  puede  dar  lugar  á ac- 
cidentes graves  siendo  venenosa  "esta  ma- 
teria. 

Papeles  que  sirven  para  envolver  dul- 
ces. Conviene  poner  mucho  cuidado  en  la 
elección  de  papeles  de  color  y blancos  que 
lian  de  servir  para  envolver  los  dulces.  Los 
papeles  alisados  ó bruñidos,  ya  blancos,  ya 
de  color,  suelen  estar  preparados  con  sus- 
tancias minerales  muy  dañosas,  y no  deben 
emplearse  en  envolver  confites  ó dulces, 
ó azúcares,  pues  que  expuesto  á humede- 
cerse y pegarse  al  papel,  pueden  dar  lugar 
á graves  accidentes.  Esta  exposición  es  do- 
blemente peligrosa  en  los  niños  que  suelen 
maquinalmente  llevar  á la  boca  los  papeles 
que  han  servido  para  cubrir  ó envolver 


(i)  Se  obtiene  esta  disolución  por  medio 
del  ácido  sulfúrico. 


dulces;  costumbre  que  deben  prohibir  los 
padres,  cualquiera  que  sea  el  pape!,  para 
evitar  inconvenientes. 

Procedimiento  para  reconocer  la  naturaleza 
química  de  las  principales  materias  colo- 
rantes, cuyo  uso  está  prohibido  í¿  los  confi- 
teros y licoristas. 

Colores  blancos.  El  blanco  de  piorno  ó 
de  plata,  (alhayalde)  aplicándose  en  capa 
delgada  sobre  un  naipe  ó cartulina  sin  bru- 
ñir ó alisar  y poniéndolo  fuego  produce  el 
plomo  metálico  que  se  deja  ver  en  forma 
de  muchos  y pequeños  glóbulos  de  los  cua- 
les los  mayores  son  como  la  cabeza  de  un 
pequeño  alfiler.  Practicando  esta  combus- 
tión encima  de  una  hoja  de  papel  blanco  y 
mejor  de  un  plato  de  porcelana,  los  glóbu- 
los caen  allí  y son  fáciles  de  apercibirse. 
Hágase  esta  prueba  con  los  papeles  alisados 
de  envolver  dulces  y si  producen  en  la  eon- 
bustion  los  glóbulos  indicados  es  señal  de 
que  ha  entrado  en  su  composición  el  blanco 
de  plomo  (1). 

Colores  amarillos.  El  óxido  de  plomo 
yl  alhayalde  calcinado  se  comprueban  del 
mismo  modo , y del  mismo  también  el  ama- 
rillo de  cromo;  pero  es  necesario  tener  el 
cuidado  de  mezclarlo  bien  con  una  cuarta 
parte  de  su  volümen  de  sal  de  nitro  en 
polvo.  La  mezcla  se  estieude  sobre  el  nai- 
pe, se  enciende  este  y van  apareciendo  los 
glóbulos  de  plomo  a medida  que  adelanta 
la  combustión. 

La  gutta-gamba  disuelta  en  agua  dá  una 
leche  morena  que  se  pone  encarnada  aña- 
diéndola amoniaco  ó aleali  volátil : arroja- 
da sobre  ascuas  ó brasas  se  reblandece; 
después  se  quema  dando  alguna  llama  y 
deja  un  residuo  de  carbón  y "cenizas. 

Colores  encarnados.  El  vermellon  arro- 
jado sobre  ascuas  bien  encendidas  arde  con 
llama  pálida  y produce  el  misino  olor  que 
la  parte  azufrada  de  una  pajuela  durante 
su  combustión ; una  pieza  de  cobre  bien 
limpia  con  arena  , puesta  sobre  el  humo  ó 
vapor  se  cubre  con  un  hafio  blanquecino 
de  mercurio  metálico.  Igual  procedimiento 
se  empleará  para  conocer  si  el  carmín  se 
ha  mezclado  con  vermellon. 

El  minio  ú oxido  de  plomo  se  experi- 
menta como  el  alhayalde. 

Colores  verdes.  El  verde  de  Schwein- 
furt, el  de  Scheele  y metis  son  arsénicos  de 
cobre.  Puestos  en  contacto  en  un  vaso  con 
amoniaco  ó aleali  volátil  so  disuelven  dan- 


. (1)  La  misma  prueba  puede  hacerse  con 
las  targetas  de  ,quo  nos  servimos  para  visitas. 
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do  un  líquido  azul.  Cuando  se  echa  un 
poco  sobre  carbones  bien  encendidos  pro- 
ducen nn  humo  blanco  con  un  olor  muy 
fuerte.  Debe  cuidarse  de  no  respirar  mucho 
este  humo. 

Los  papeles  coloridos  con  estas  sustancias 
se  descoloran  al  contacto  del  amoniaco: 
una  sola  gota  hasta  para  blanquear  el  pa- 
pel en  el  punto  que  toca  y ella  toma  ins- 
tantáneamente el  color  azul.  Quemado  el 
papel  se  deja  percibir  cierto  olor  á ajo,  y 
las  cenizas  que  deja  son  de  un  color  encar- 
nado consistentes  en  gran  parle  en  cobre 
metálico. 

Colores  azules.  Las  cenizas  azules  (óxi- 
do ó carbonato  de  cobre)  dan  con  el  amo- 
niaco un  color  azul. 

Flojas  de  crisocalque.  (Panes  de  oro  ó 
plata  falsos.)  Se  disuelven  poco  á poco  en 
el  amoniaco  tomando  este  un  color  azul.» 

Por  importantes  que  nos  parezcan  las 
anteriores  instrucciones  de!  Consejo  de 
sanidad  en  París,  no  pretendemos  por 
eso  que  sean  bastantes  para  resolver  to- 
dos los  casos,  ni  que  eviten  la  necesidad 
de  contar  con  el  auxilio  de  los  eoncci- 
mientos  químicos  de  los  médicos  y far- 
macéuticos. Es  bueno  sin  embargo  que 
Ja  autoridad  sea  ilustrada  para  que  di- 
rija con  acierto  su  acción  tutelar,  y 
creemos  que  de  lo  que  dejamos  dicho 
nada  sobra  en  tan  vital  asunto. 

§ 3.°  Exact  itud  en  los  pesos  y medidas. 

Aunque  los  fraudes  que  suelen  come- 
terse en  el  peso  y medida  de  los  artícu- 
los de  consumo  , no  son  de  tanta  tras- 
cendencia como  los  relativos  á su  cali- 
dad, es  igualmente  deber  de  la  autori- 
dad municipal  vigilar,  por  sí  y por  sus 
dependientes,  para  que  no  se  estafe  o 
defraude  al  público,  ya  usando  de  me- 
didas ó pesos  falsos,  ya  de  cualquier 
modo  dando  mermas  ó fallas  en  los  ar- 
tículos que  se  expendan. 

En  las  grandes  poblaciones,  que  es 
en  donde  mayores  suelen  ser  los  abu- 
sos, tienen  los  ay  untamientos  oficinas 
de  repeso  á donde  los  compradores  pue- 
den llevar  á pesar  ó medir  los  artículos 
que  presumen  estar  faltos,  lo  cual  es  un 
buen  medio  de  vigilar  el  cumplimiento 
de  este  deber  de  la  policía  municipal. 
Pero  este  medio  no  existe  en  todas  par- 
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tes,  y de  todos  modos  no  basta  por  sí 
solo;  siendo  necesario  y conveniente 
además,  que  se  observe  á los  vendedo- 
res, que  -de  oficio  se  repesen  ó midan 
muchas  veces  los  artículos;  que  se  ins- 
peccione cual  corresponde  los  pesos  y 
medidas  que  usan  los  traficantes;  que  se 
vea  si  están  contrastados,  y que  se  apli- 
quen en  fin  con  todo  rigor  las  disposi- 
ciones del  Código  penal  que  en  su  lugar 
quedan  insertas,  ó las  de  las  Ordenan- 
zas municipales  que  deberán  estar  arre- 
gladas á aquellas,  cuidando  de  distin- 
guir el  delito  de  la  falta. 

Es  falta  el  defraudar  usando  de  me- 
didas ó pesos  falsos  en  el  despacho  de 
los  mantenimientos,  cuando  el  fraude 
no  exceda  de  cinco  duros,  ó cuando 
aquellos  no  tengan  el  peso  ó medida 
correspondientes,  art.  482.  Es  falta  tam- 
bién el  tener  medidas  ó pesos  falsos  aun- 
que con  ellos  no  hubieren  defraudado, 
ó|el  usarlos  no  contrastados,  art.  484. 
Pero  el  hecho  de  defraudar  constituye 
delito,  cuando  el  fraude  excede  de  100 
reales,  y aun  cuando  no  llegue,  si  se 
hace  usando  de  pesos  ó medidas  falsas, 
artículos  449  y 430.  (V.  Fiel  Almota- 
cén, Pesos  y Medidas. 

§ 4.°  Surtido  de  Abastos. 

Cuando  todos  ó alguno  de  los  artícu- 
los sujetos  á la  contribución  de  consu- 
mos están  arrendados  con  la  esclusiva, 
es  deber  de  la  autoridad  municipal  obli- 
gar á los  abastecedores  á que  tengan  e! 
surtido  necesario  de  los  artículos  arren- 
dados, según  hemos  dicho  en  el  artículo 
Abastecedores. 

En  donde  no  esté  arrendada  la  esclu- 
siva, ó respecto  de  los  demás  artículos, 
nada,  absolutamente  nada  debe  hacer 
la  autoridad  municipal  para  que  haya 
surtido,  como  no  sea  el  protejer  la  com- 
pleta libertad  del  tráfico,  con  arreglo  á 
las  leyes,  fomentar  los  mercados,  cuidar 
del  Luen  estado  de  los  caminos  y remo- 
ver cualquier  otro  obstáculo  semejante. 
El  interes  individual  es  bastante  para 
ofrecer  abundancia  de  artículos  en  don- 
de haya  consumo,  y sin  el  miedo  pueril 
de  que  lleguen  á faltar,  que  era  en  otros 
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tiempos  el  asidero  de  los  que  defendían 
la  funesta  administración  de  los  abastos. 

Hay  sin  embargo  circunstancias  cri- 
ticas en  que  la  Administración  no  puede 
menos  de  intervenir  con  medidas  direc- 
tas para  evitar  el  conflicto  de  que  llegue 
á faltar  alguno  de  los  artículos  mas  in- 
dispensables á la  vida,  y principalmente 
el  pan;  pero  es  necesaria  entonces  mu- 
cha prudencia  de  parte  del  Gobierno,  de 
parte  desús  delegados  en  las  provincias, 
y de  parte  de  los  municipios,  para  no 
comprometer  mas  la  delicada  cuestión 
de  subsistencias. . 

No  há  mucho  todavía,  en  1856,  nos 
vimos  amenazados  por  una  crisis  de  este 
género;  y si  llegó  á vencerse  es  necesa- 
rio convenir  que  no  fué  por  la  habilidad 
y eficacia  de  las  medidas  administran- 
vas  que  se  adoptaron,  las  cuales  indu- 
dablemente contribuyeron  á aumentarla 
y á hacerla  mucho  mas  peligrosa.  Se 
recurrió  entonces  á los  acopios  de  gra- 
nos, sistema  funesto  que  rechazan  los 
principios  de  la  ciencia  económica;  y 
acopió  el  Gobierno,  y acopiaron  todas 
las  capitales,  y acopiaron  las  mas  impor- 
tantes poblaciones;  y hubo  provincias, 
como  la  de  Palencia  y otras,  en  que 
todos,  todos  los  pueblos  hasta  los  mas 
insignificantes  hicieron  acopios.  Esta 
medida  la  consideramos  entonces  desa- 
certada é imprudente,  y lo  fué  á no  du- 
darlo. Los  acopios  arrebataron  de  la 
circulación  una  cantidad  inmensa  de 
fanegas  de  trigo,  que  en  manos  dejos 
labradores  y de  los  comerciantes  hubie- 
ran salido  al  mercado  y promovido  una 
saludable  competencia;  y consecuencia 
necesaria  de  esto  fué  que  se  hizo  sentir 
la  escasez;  que  esta  escasez  mas  aparente 
que  real  sostenia  los  altos  precios  en  el 
mercado  y que  la  crisis  se  prolongó  mas 
de  lo  justo  y que  se  hizo  mas  grave  de 
lo  que  debiera. 

Otras  medidas  se  adoptaron  entonces 
que  consideramos  mas  acertadas  y mas 
conformes  con  los  principios  económi- 
cos. Tales  fueron  las  que  dificultaron  la 
exportación  de  nuestros  trigos  y hari- 
nas, las  que  promovieron  y allanaron  el 
camino  á la  importación  de  los  trigos  y 


harinas  del  extranjero.  Acaso  esta  me- 
dida viniera  á neutralizar  el  mal  produ- 
cido por  los  acopios. 

§ 5.°  Orden  y asco  de  los  mercados,  etc. 

Los  arta.  9 y 10  del  R.  D.  de  20  ene- 
ro de  1894  encargan  á la  autoridad  mu- 
nicipal que  señale  uno  ó mas  pnrages 
acomodados  para  mercado  ó plaza  públi- 
ca de  los  artículos  de  abastos,  y para 
mataderos;  procurando  que  haya  buen 
orden  y aseo  y limpieza  en  ellos,  como- 
didad para  los  compradores  y vigilancia 
para  que  no  se  infrinjan  las  reglas  de 
salubridad  y las  relativas  á la  exactitud 
de  los  pesos  y medidas.  Toda  la  doctrina 
que  dejamos  expuesta  en  las  secciones 
anteriores  es  pues  aplicable  á esta;  aun- 
que falta  mucho  que  decir  y reservamos 
para  los  artículos  Albóndigas,  Maca- 
dos, Mataderos.  Indicaremos,  ahora  sin 
embargo,  respeto  de  estos  últimos  que 
debe  cuidarse  mucho  de  que  estén  sanas 
las  reses  que  se  lleven  á ellos,  recono- 
ciéndolas siempre  en  el  acto  antes  de 
matarlas,  y mas  principalmente  cuando 
baya  epizootias  ó enfermedades  conta- 
giosas de  los  ganados. — Y.  Epizootias. 

ABDICACION.  Renuncia  de  la  digni- 
dad regia  ó soberana  ó del  dominio, 
propiedad  ó derecho  de  alguna  cosa.  En 
Aragón  es  lo  mismo  que  revocación. 

Según  el  art.  46  de  la  Constitución 
de  1845,  el  Rey  necesita  estar  autoriza- 
do por  una  ley  especial «6.°  para 

abdicar  la  corona  en  su  inmediato  su- 
cesor.» 

Nuestra  historia  hace  mención  de  las 
abdicaciones  siguientes:  de  la  del  Rey 
Carlos  I en  favor  de  su  hijo  Felipe  II: 
déla  de  Felipe  V en  favor  de  su  hijo  don 
Luis  I;  de  la  de  Carlos  IV  en  favor  de 
Fernando  VIL 

ABEJAR.  Lo  mismo  que  colmenar,  ó 
el  paraje  ó lugar  donde  están  las  colme- 
nas.— Y.  Abejas. 

ABEJAS.  _ Las  abejas,  insectos  notables 
por  su  instinto  industrioso,  su  actividad 
y su  amor  al  orden  viven  con  muchos 
individuos  de  su  especie  en  laboriosas 
sociedades  llamadas  enjambres,  habi- 
tando en  su  estado  silvestre  los  huecos 
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de  los  árboles  y de  las  peñas,  y en  el  do- 
méstico las  colmenas  que  el  hombre  les 
prepara  á fin  de  aprovecharse  de  la  cera 
con  que  fabrican  sus  panales  y de  la 
miel  que  depositan  en  ellos  estraida  de 
las  flores.  Los  enjambres  se  componen 
cada  uno  de  cerca  de  20,000  abejas 
obreras  (sin  sexo),  de  unos  1,000  zán- 
ganos ó abejones  y de  una  hembra  que 
se  llama  reina.  Las  obreras  son  las  mas 
pequeñas.  Los  zánganos  son  mayores 
pero  carecen  de  aguijón  y su  destino 
parece  únicamente  el  de  fecundar  á la 
reina;  pues  terminada  esta  operación  las 
obreras,  celosas  de  que  las  provisiones 
destinadas  á la  manutención  de  las  crias 
sean  consumidas  por  los  machos  se  ar- 
rojan sobre  estos  y los  matan,  sin  que 
uno  solo  se  libre  en  esta  encarnizada 
lucha. 

Las  abejas  son  objeto  de  la  propiedad 
del  hombre  y constituyen  una  de  las 
granjerias  accesorias  de  la  agricultura. 
En  este  supuesto  han  caido  bajo  el  do- 
minio de  nuestra  legislación  que  proteje 
su  propiedad  y la  de  sus  frutos  en  las  le- 
yes siguientes: 

Ley  2.*,  tit.  Lf,  lib.  8,°  Fuero  Juzgo. 
Quien  hiciere  colmenar  en  poblado  y per- 
judicare con  él  á sus  vecinos  lo  quite  inme- 
diatamente y lo  ponga  donde  no  haga  daño 
á hombres  ni  animales. 

Ley  17,  tit.  IV , lib.  III  Fuero  Real. 
Aun  cuando  las  abejas  fugadas  de  las  col- 
menas por  cualquier  accidente  se  posasen 
en  un  árbol  de  propiedad  ajena  al  dueño 
del  enjambre,  este  no  pierde  su  derecho 
sobre  el  mismo  enjambre,  si  va  en  segui- 
miento de  él  para  recobrarlo.  Lo  misino 
se  entienda  de  las  demás  aves  y bestias  bra- 
vas por  naturaleza  que  se  huyan  y queden 
en  su  libertad. 

Ley  22.  ti t.  28  de  la  Partida  3.a  Dispo- 
ne que  el  enjambre  de  abejas  que  posare 
en  algún  árbol,  sea  para  el  dueño  de  él,  en 
el  momento  que  las  encierre  en  colmena  ú 
otra  cosa,  entendiéndoselo  mismo  respecto 
de  los  panales  que  las  abejas  hiciesen  en  ár- 
boles ajenos,  los  cuales  no  pueden  hacer 
suyos  el  dueño  de  estos  hasta  que  los  toma 
y adquiere.  Pero  el  dueño  del  árbol  puede 
impedir  que  otro  alguno  se  llévelos  enjam- 
bres ó panales,  estando  presente  cuando 
este  se  los  quisiera  llevar.  Si  un  enjambre 
volare  de  las  colmenas,  y el  dueño  de  ellas 


le  perdiere  de  vista,  tanto  que  no  pudiera 
recojer  ni  perseguir  las  abejas,  pierde  la 
propiedad  de  ellas  y la  adquiere  el  primer 
ocupante. 

Arl.  7.°  del  R.  D.  de  3 de  margo  1834. 
La  caza  que  cayere  del  aire  en  tierra  de 
propiedad  ó entrare  en  ella  después  de  he- 
rida, pertenece  al  dueño  ó arrendatario  de 
la  tierra  y-  no  al  cazador,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  la  ley  17,  tit.  28  de  la  Parti- 
da 3.a 

Después  de  conocidas  las  leyes  de  que 
liemos  hecho  mérito,  ¿cuál  es,  pregun- 
taremos el  derecho  vigente  en  la  mate- 
ria? ¿Ha  alterado  el  art.  7.°  del  decreto 
de  1834  el  espíritu  de  la  legislación  an- 
tigua? Así  se  ha  creído  por  algunos  ju- 
risconsultos; pero  no  hay  fundamento 
para  sostener  esta  opinión.  Las  abejas 
aunque  fieras  por  naturaleza,  ya  lie- 
mos dicho  que  el  hombre  ha  sabido 
apropiárselas  y que  hace  con  ellas  una 
importante  granjeria.  La  ley  lia  protegi- 
do esta  propiedad,  y ha  sentado  el  prin- 
cipio de  que  su  dueño  conserva  dominio 
sobre  ellas  aunque  huyan  del  abejar  ó 
colmenar  y se  posen  en  propiedad  ó fin- 
ca ajena,  mientras  vaya  en  su  seguimien- 
to y no  las  pierda  de  vista. 

En  lo  que  indudablemente  ha  de  en- 
tenderse reformado  el  derecho,  en  justo 
respeto  al  principio  de  propiedad,  es  en 
; que  no  debe  tener  cualquiera  la  facul- 
tad de  entrar  en  heredad  ajena  á apode- 
rarse de  las  abejas  que  hayan  posado  en 
ella,  á no  ser  que  el  dueño  de  la  here- 
dad se  lo  permita,  lo  cual  debe  enten- 
derse del  mismo  modo  relativamente  á 
la  facultad  de  cazar,  según  diremos  en  el 
artículo  Gaza,  fundados  en  la  ley  de 
acotamientos  de  8 de  junio  de  1813. 

Sin  embargo,  cuando  el  dueño  de  las 
abejas  fugitivas  vaya  en  su  seguimiento 
y posen  en  propiedad  ajena  estando 
abierta  y sin  sembrar,  podrá  entrar  en 
ella,  si  és  posible  con  el  previo  beneplá- 
cito del  dueño  de  la  heredad,  y si  este  se 
opusiere  implorará  el  auxilio  del  Juez  de 
paz  ó del  Alcalde  que  deberá  otorgársele. 

Deberes  y facultades  de  la  Administración. 

Es  en  vano  buscar  en  nuestras  leyes 
administrativas  una  sola  disposición  ge- 
neral que  sirva  como  de  fundamento  á 
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las  ordenanzas  municipales,  y de  reco- 
mendacion  á la  vez  á los  Alcaides  y 
ayuntamientos,  para  que  cuiden  de  fo- 
mentar este  importantísimo  ramo  de  ri- 
queza; y sin  embargo  es  indudable  que 
una  buena  Administración  tiene  interés 
grandísimo  en  su  prosperidad.  Las  So- 
ciedades económicas  de  amigos  del  país 
pudieran  hacer  mucho  en  esta  parte.  La 
de  Madrid  propuso  para  uno  desús  pre- 
mios á fin  del  siglo  pasado  el  modo  de 
fomentar  y poner  en  nn  estado  flore- 
ciente las  colmenas,  hasta  podernos  pasar 
sin  traer  de  fuera  del  reino  mucha  parte 
de  la  cera  que  gastarnos,  y no  sabemos 
que  e!  premio  llegase  al  fin  á adjudicar- 
se. Pero  los  Ayuntamientos  no  deben  es- 
perar á que  otras  sociedades  ú otras  cor- 
poraciones les  acusen  de  poco  celosos. 
Entre  sus  deberes  se  cuenta  muy  prin- 
cipalmente el  de  cuidar  de  la  policía 
rural,  promoviendo  su  prosperidad  y 
fomento,  en  sus  respectivos  distritos,  por 
medio  de  reglamentos  ú ordenanzas 
convenientemente  meditadas  para  con- 
seguir tan  grande  objeto;  y deben  por  lo 
mismo  ó formarlas  de  nuevo  en  don- 
de no  las  haya,  ó corregirlas  ó adicio- 
narlas en  donde  sean  insuficientes;  de 
modo  que  sus  disposiciones  tiendan  á la 
conservación  de  los  colmenares  existen- 
tentes,  y ásu  multiplicación,  principal- 
mente en  aquellos  parages  que  no  sirven 
para  otra  cosa,  removiendo  cuantos  es- 
torbos concurran  á este  fin,  establecien- 
do reglas  para  que  no  sean  sin  embargo 
en  perjuicio  del  público,  y los  oportu- 
nos castigos  para  los  atentadores  á tan 
respetable  propiedad  y para  los  infrac- 
tores de  las  medidas  de  policía  adopta- 
das en  beneficio  del  público. 

ABIGEATO.  En  nuestra  antigua  juris- 
prudencia se  llamaba  así  el  hurto  ó robo 
de  ganados.  Hoy  el  abigeato  no  es  co- 
nocido con  este  nombre  especial  en 
nuestro  Código  penal. 

ABINTESTATG.  Locución  latina  usada 
en  castellano  para  significar  sin  testa- 
mentó',  y así  se  dice  del  que  murió  sin 
testar  que  murió  abintestato.  En  suce- 
sión intestada,  trataremos  de  los  abintes- 
tatos  en  cuanto  á las  personas  llamadas  • 


á suceder,  y en  Juicio  abintestado,  de 
cuándo  es  necesario  este  juicio,  fuero, 
diligencias  que  le  constituyen  etc. — 
Véase  también  Bienes  mostrencos. 

ABJURACION.  La  Iglesia  ha  exigido  en 
todos  tiempos  á los  herejes  y cismáticos, 
sacerdotes  ó legos,  que  quisieren  volver 
á su  seno  la  solemne  retractación  de  sus 
errores.  En  los  países  donde  se  ba  cono- 
cido Ja  inquisición  se  distinguían  estas 
tres  clases:  de  formali,de  vehemenli  y de 
levi.  La  abjuración  de  formali  solo  te- 
nia lugar  con  los  apóstatas  ó herejes  re- 
conocidos públicamente  como  tales  y la 
de  vehemenli  se  hacia  por  el  fiel  profun- 
damente sospechoso.  En  uno  y otro  caso 
se  revestía  el  acusado  de  un  saco  bendito 
que  tenia  en  la  parte  superior  la  figura 
de  una  cruz  de.  color  rojo  azafranado  al 
que  se  llamaba  de  San  Benito:  se  levan- 
taba una  tribuna  y convocado  el  pueblo 
se  pronunciaba  un  discurso  relativo  á la 
ceremonia.  El  culpable  hacia  después 
abjuración  desús  errores  verbalmente  y 
por  escrito  en  manos  del  obispo  y del 
inquisidor.  La  abjuración  de  levi  solo 
sa  exi j La  al  fiel  levemente  sospechoso  de 
heregía,  y se  hacia  secretamente  en  el 
palacio  del  obispo  y del  inquisidor. 

ABOGADO.  Título  que  se  da  á los  li- 
cenciados y doctores  en  derecho  consa- 
grados á ilustrar  á los  ciudadanos  con 
sus  dictámenes  y consejos,  y á defender- 
los ante  los  tribunales.  Erigía  ley  de  En- 
juiciamento  civil  siempre  que  se  habla 
de  abogados  se  les  domina  letrados.  En 
el  Código  de  Jas  Partidas  se  les  llama  á 
la  vez  que  abogados,  voceros  «porque  con 
voces  ó con  palabras  usan  de  su  oficio.» 

§ l.°  Parte  Legislativa. 

PARTIDAS. 

Todo  el  tít.  C.°  de  la  Partida  3.a  está 
dedicado  ?á  hablar  de  los  abogados,  ó vo- 
, ceros.  Después  de  exponer  en  el  preám- 
bulo que  su  oficio  es  muy  provecho- 
so para  ser  mejor  librados  los  pleitos, 
é mas  en  cierto  cuando  son  buenos, 
porque  ellos  aperciben  álos  juzgadores é 
igualan  la  condición  de  los  litigantes  ha- 
ciendo que  no  pierdan  su  derecho  por 
mengua  de  no  saber  razonar,  ó por  mié- 
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do,  ó por  vergüenza  , se  ocupa  en  las 
quince  leyes  que  contiene , en  disponer 
quién  puede  ser  abogado  y quién  no, 
por  sí  ó por  otro  , y de  la  manera  en 
que  debían  razonar,  y de  su  galardón  y 
sus  prohibiciones  y penas  en  que  incur- 
rían prevaricando,  etc.,  etc.,  Derogada 
desde  el  Código  de  Í848  la  antigua  le- 
gislación penal,  es  consiguiente  que  la 
mayor  parte  de  aquellas  leyes,  como  pe- 
nales, han  quedado  sin  efecto,  y nos- 
otros no  queremos  por  lo  mismo  inser- 
tar sinolas  que  estén  vigentes  en  todo  ó 
en  parte,  ó pueda  creerse  que  todavía 
conservan  alguna  fuerza  en  cuyo  caso  se 
hallan  las  siguientes: 

Ley  2.a  tit.  6.”  Part . 3 a No  puede  ser 
abogado  el  menor  de  17  años,  ó el  que 
fuere  sordo  que  no  oiga  nada,  ni  e!  loco, 
ni  el  desmemoriado,  ni  el  que  estuviese  en 
poder  ajeno  por  pródigo.  Tampoco  lo  pue- 
de ser  el  monge  ni  canónigo  regular  por  sí 
ni  por  otro  , sino  por  los  monasterios,  sus 
iglesias  y los  lugares  que  les  pertenezcan. 

Ley  3.a  id.  id.  Ninguna  mujer  puede 
abogar  por  otro,  niel  completamente  ciego. 

Ley  6.a  id.  id.  Los  jueces  deben  dar 
abogado  á la  viuda,  al  huérfano,  y á las  de- 
más personas  desvalidas  y pobres , las  cua- 
les se  concierten  con  él  por  un  estipendio 
moderado  si  tuvieren  con  que  pagarlo,  y 
no  teniendo  debe  el  juez  mandar  las  de- 
tienda  por  amor  de  Dios,  y el  abogado  está 
obligado  á ello. 

Ley  14.  tit.  6.°  Part.  3.a  Prohíbe  al 
abogado  hacer  postura  con  el  litigante  de 
recibir  parle  de  la  cosa  sobre  que  es  la  con- 
tienda. 

Ley  20  tit.  16  Part.  3."  El  abogado  no 
puede  ser  testigo  del  pleito  que  hubiere  co- 
menzado á defender,  pero  bien  lo  podrá  ser 
si  la  parte  contraria  lo  pidiese. 

NOVÍSIMA  RECOPILACION. 

El  tit . *26  lib.  5.°  de  este  Código  lle- 
va por  epígrafe  «de  los  abogados ,»  y á 
tratar  en  ellos  se  dedican  las  30  leyes 
que  contiene,  de  las  cuales  muchas  han 
quedado  ya  sin  efecto  o han  sido  expre- 
samente derogadas  sus  disposiciones. 
Daremos  una  idea  de  todas  ellas  y de 
otras,  que  aparecen  dispersas  en  dicho 
Código  insertando  á la  letra  lo  que  con- 
ceptuamos indispensable. 


43 

Ley  1 de  dicho  tit.  y lib.  Es  de  D,  Fer- 
nando y I).a  Isabel  a 14  de  febrero  de  1495. 
Fundándose  en  que  el  ministerio  de  los 
abogados  es  muy  necesario  y de  gran  pro- 
vecho ú las  partes  cuando  usan  bien  de  él, 
mandó  «que  ninguno  pudiera  ser  abogado 
sin  preceder  su  examen  y aprobación. 

Ley  2.a  id.  id.  Es  de  D.  Cirios  IV 
año  1802.  Disponía  los  estudios  que  debían 
preceder  al  exámen  y aprobación  de  los 
ahogados. 

Ley  3.a  Es  sobre  el  juramento  que  de- 
ben hacer  los  abogados  al  tiempo  de  su  re- 
cibimiento y cada  año.  Este  juramento 
anual  le  exigia  también  el  art.  i 90  de  las 
Ordenanzas  de  las  audiencias,  pero  se  de- 
claró innecesario  por  R.  O.  de  23  de  enero 
de  1859. 

Ley  4.a  Que  los  letrados,  examinados 
abogados  se  sienten  en  los  estrados  por  su 
órden  de  antigüedad 

Ley  5.a  «Que  ningunos  religiosos  ni 
clérigos  de  orden  sacro  ó que  sean  ordena- 
dos de  epístola,  ó beneficiados  de  iglesias 
no  sean  abogados  ante  jueces  algunos  segla- 
res, ni  sean  recibidos  sus  escritos  ó peticio- 
nes, salvo  en  sus  pleitos  mismos  ó de  la 
Iglesia  donde  fuere  beneficiado,  o por  su 
vasallo  ó por  su  paniaguado,  ó por  su  padre 
y madre  ú hombre  á quien  éi  haya  de  he- 
redar, é por  personas  pobres  ó miserables, 
y en  los  otros  casos  por  el  derecho  permi- 
tidos y no  en  otros  algunos. 

Ley  6.a  Los  escribanos  no  puedan  ser 
abogados  de  las  partes,  ni  favorecerlas  en 
los  pleitos  que  ante  ellas  pendan,  ni  asi- 
mismo los  jueces  ni  regidores  en  las  causas 
que  ante  ellos  pendieren.» 

Ley  7.a  En  ios  tribunales  de  la  córte  y 
audiencias,  ninguno  pueda  ser  abogado, 
direete  ni  indirecte,  en  cansa  alguna  en  que 
su  padre,  hijo,  yerno  ó suegro  fueren  jue- 
ces, y en  los  demás  juzgados  en  que  íiaya 
solo  un  juez  no  pueda  abogar  su  padre, 
hijo,  yerno,  hermano  ni  cuñado  de  tai 
juez. 

Ley  8.a  Pongan  todo  cuidado  en  la  de- 
fensa de  sus  partes,  viendo  por  sí  los  origi- 
nales, concertando  las  relaciones  y no  ale- 
gando cosas  maliciosas. 

Ley  9.a  Sean  obligados  á pagar  á las 
partes  con  el  doblo,  los  daños  y costas  que 
les  causen  por  su  malicia,  culpa,  negligen- 
cia é impericia. 

Ley  iü.  Tomen  en  el  principio  de  cada 
pleito  relación  firmada  de  la  parte  y de 
todo  lo  tocante  á su  derecho,  y de  las  es- 
cepciones  que  tenga,  para  que  siempre 
pueda  mostrar  si  han  hecho  cuanto  debían* 
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Ley  11.  Que  los  abogados  no  dejen  los 
negocios  que  han  comenzado. 

Ley  12.  Estableció  pena  para  los  que 
descubriesen  los  secretos  ó aconsejasen  á 
ambas  partes. 

Leyes  13  y 14.  Los  abogados  sean  obli- 
gados de  gracia  y por  amor  de  Dios  á de- 
fender á los  pobres,  y no  aboguen  en  causa 
alguna  contra  leyes  del  reino. 

Ley  15.  Los  jueces  cuiden  de  que  los 
abogados  y todos  en  sus  audiencias  guar- 
den las  leyes  y ordenanzas  de  estos  reinos 
respectivas  a!  órden  de  los  juicios. 

Ley  17,  Den  los  abogados  conocimiento 
de  los  procesos  y escrituras  que  Jes  lleven 
ios  procuradores,  si  se  los  piden.  El  letrado 
que  no  vuelva  los  procesos  pague  el  daño  á 
la  parle. 

Leyes  18,  19  y 20.  Por  estas  tres  leyes 
se  asignaron  los  salarios  que  podían  llevar 
los  abogados  por  las  defensas  de  los  pleitos 
hasta  su  conclusión. 

Ley  21.  Puedan  hacer  igualas  y concier- 
tos de  sus  salarios  al  principio  de  los  plei- 
tos, luego  que  oigan  la  relación  de  las  par- 
tes: pero  no  después  de  haber  visto  sus  es- 
crituras y comenzado  á hacer  peticiones. 

Ley  22.  No  hagan  partido  ni  iguala  con 
la  parte  á quien  defiendan,  sobre  darles 
cierta  cantidad  de  maravedís  ni  otra  cosa 
alguna  por  razón  de  la  victoria  del  pleito 
ni  se  la  aseguren  por  cuantía  alguna,  ni 
hagan  partido  de  seguir  el  pleito  á su  eos-  . 
ta  por  cierta  suma. 

Ley  23.  Es  sobre  pago  de  sus  honorarios 
cuando  las  partes  transigieron  el  pleito. 

Ley  24.  Prohíbe  las  estipulaciones  de 
salarios  anuales  en  los  pleitos. 

Leyes  25  y 26.  Tam bien-sobre  los  hono- 
rarios y juramento  anual. 

Ley  27.  Ningún  abogado  ni  procurador 
se  concierte,  ni  haga  pacto  por  via  directa 
ni  indirecta  para  llevar  parte  alguna  del 
estipendio  6 interés  correspondiente  á los 
abogados  por  los  pleitos  en  que  lo  fueren. 

Ley  29.  Prohibía  á los  abogados  asala- 
riados llevar  albricias  ni  otra  cosa  por  in- 
formar de  palabra  ó por  escrito. 

Ley  29.  Disponíase  por  esta  ley  que  vo- 
tado y determinado  el  pleito  ó artículo  de 
él  hicieran  los  jueces  la  tasación  del  pre- 
mio y precio  de  ios  informes  en  derecho  de 
los  abogados. 

Ley  30,  Redujo  á 200  el  número  de 
abogados  en  Madrid,  como  suficiente  para 
el  servicio  pühlico  y se  encargó  al  Consejo 
que  velara  con  el  mayor  cuidado  para  que 
no  se  estendieran  ni  propagaran  doctrinas 
de  obras  arriesgadas  y perniciosas,  no  dis- 


pensando á los  abogados  en  sus  informes 
de  palabra  ó por  escrito  la  menor  falta  en 
este  sentido,  y se  encargó  á las  chancille- 
rías  y audiencias  igual  reforma  ó arreglo 
en  el  número  y cuidado  en  razón  de  su 
conducta. 

Ti.  O.  30  set.  1790  ( por  nota  á la  ley  an- 
terior). 

Se  previno  al  Consejo  que  d ejemplo  de 
lo  ejecutado  en  la  corte  restringiera  el 
número  de  abogados  en  las  cbancillerías, 
audiencias  y capitales  del  reino,  exponien- 
do á S.  M.  el  número  de  vecinos  que  han 
de  tener  las  ciudades  no  capitales,  villas  y 
lugares  para  haber  en  ellas  uno  ó mas  abo- 
gados. 

Ley  M,  til.  M,  lib.  7.° 

El  asistente  ó gobernador  ó corregidor 
ni  sus  oficiales  no  sean  abogados  de  los 
pleitos  ó causas  que  dentro  de  su  jurisdic- 
ción se  trataren,  ni  ayuden  á persona  es- 
trada de  ella  en  ningún  caso,  ni  ante  nin- 
gnn  juez  seglar  ó eclesiástico. 

Ley  6.a  til.  3.°,  lib.  11. 

El  padre,  hijo,  hermano  ó cuñado  del 
escribano  ante  quien  penda  la  causa  no 
puede  ser  abogado  en  ella. 

DISPOSICIONES  POSTERIORES. 

Plan  literario  de  estudios  publicado  por 
R.  ]).  de  14  octubre  de  1824. 

Determina  en  los  articulos  55  al  G9  los 
cursos  académicos  de  la  carrera  de  leyes  y 
distribuyó  lus  estudios.  El  art.  67  dice: 
«Con  estos  siete  cursos  probados  serán  ad- 
mitidos los  profesores  de  leyes  al  grado  de 
licenciado,  cuyo  título  exhibido  aí  Consejo 
les  sufragará  para  abogar  en  todos  los  tri- 
bunales del  reino.  Los  que  no  se  gradúen 
de  licenciados  estudiarán  otro  año  de  prác- 
tica antes  de  presentarse  al  examen  de  abo- 
gados. 

Tí.  O.  de  8 junio  de  1826. 

(Gra.c.  y JtiST.]  Se  mandó  por  regla  ge- 
neral que  á ninguno  se  expidiese  título  de 
abogado,  inclusos  los  licenciados  y docto- 
res de  las  Universidades  sin  tener  la  edad 
cumplida  de  25  años;  pero  está  derogada 
esta  Real  órden  por  otra  de  27  de  enero 
de  1033. 

Ley  de  enjute,  en  negocios  de  comercio , 
promulgada  en  2 A j ulio  de  1030. 

Art.  38.  Será  arbitrario  en  las  personas 
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que  litigan  en  los  tribunales  de  comercio, 
valerse  de  la  asistencia  y dirección  de  le- 
trado para  el  ejercicio  de  sus  acciones  y 
defensas.  En  su  virtud  tendrán  curso  en  los 
mismos  tribunales  ios  pedimentos  y alegatos 
de  las  partes  con  firma  de  letrado  ó sin  ella, 
y estos  podrán  informar  en  voz  en  sus  au- 
diencias, gozando  cuando  lo  bagan  del  lu- 
gar preferente,  y guardándoseles  las  consi- 
deraciones y prerogativas  que  las  leyes  tie- 
nen declaradas  á su  ministerio. 

Art.  4U.  En  los  negocios  de  comercio 
pendientes  en  los  tribunales  superiores  es- 
tarán sujetas  las  partes  á entablar  sus  re- 
cursos y dirijir  sus  defensas  con  dirección 
de  letrado. 

Real  Cédula  de  27  noviembre  de  1832. 

(Grao,  y Jdst.)  Art.  l.°  La  incorpora- 
ción en  todos  los  colegios  del  Reino,  inclu- 
so el  de  Madrid,  será  libre  á todo  aboga- 
do que  la  solicite  concurriendo  en  él  las 
circunstancias  y cualidades  necesarias  y 
que  las  leyes  exigen. 

2.°  Envíos  pueblos  donde  no  haya 
colegios  se  ejercerá  la  facultad  sin  mas 
restricción  que  la  de  presentarse  con  su 
titulo  al  corregidor  ó Alcalde  mayor  dei 
pueblo  cabeza  de  partido,  ó en  su  defecto 
á la  justicia  ordinaria. 

3 ° En  todas  las  capitales  donde  baya 
número  suficiente  de  abogados  se  crearán 
colegios  sin  plazas  determinadas.  En  su 
formación  entenderán  las  Audiencias  y 
Ghancillerías  respectivas,  y en  que  se  redac- 
ten para  su  gobierno  unas  breves  y acerta- 
das ordenanzas,  arreglándose  en  cuanto 
permitan  las  circunstancias  de  cada  colegio 
á las  establecidas  para  el  de  Madrid,  las 
que  elevarán  después  á la  aprobación  de 
mi  Consejo. 

4. °  En  todos  los  colegios  establecidos  y 
que  se  establezcan  donde  residan  chancille- 
rías  y Audiencias  se  formarán  bajo  ia  pre- 
sidencia de  uno  de  sus  ministros  y de  la 
dirección  de  un  letrado  de  ciencia  y pro- 
bidad, academias  de  práctica  forense  á imi- 
tación de  las  fundadas  en  esta  córte. 

5. u  y 6.°  (Encargan  la  remisión  anual 
de  listas  de  abogados  a las  Audiencias,  y el 
cumplimiento  de  las  leyes  recopiladas. 

R.  C.  de  27  enero  de  1833..*.. 

(Giuc  y Just.}  «He  venido  en  restable- 
cer en  su  fuerza  y vigor  la  ley  2 del  tit.  6.° 
de  la  Part.  3.'  que  señala  la  edad  de  17 
anos  para  ejercer  la  abogacía » 

11.  D.  de  13  abril  de  183  4. 

Mandando  que  las  Audiencias  del  reino 
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examinasen,  á los  que  hallándose  con  los 
requisitos  necesarios  pretendieran  recibirse 
de  abogados. 

fícg.  prov.  de  19  setiembre  de  1835. 

Consúltense  los  arts.  19,  58  y 76.  Se 
halla  inserto  el  reglamento  en  Justicia. 

Ordenanzas  de  las  Audiencias  de  19  de  di- 
ciembre de  1835. 

Trata  el  tit.  3!°,  cap.  l.°  de  los  abogados 
y de  la  defensa  de  pobres.  Consúltese  en 
Audiencias. 

R.  O.  de  5 mayo  de  1836. 

«Y  queriendo  por  una  parte  {S.  M ) 

que  se  conserve  el  respeto  debido  á los  tri- 
bunales que  administran  la  justicia  en  su 
Real  nombre,  y por  otra  qué  se  mantenga 
á la  noble  é importante  profesión  de  la 
abogacía  las  consideraciones  y el  decoro 
que  merece,  se  ha  servido  resolver  que  los 
abogados  á la  entrada  ó salida  de  las  salas 
á que  concurran  para  la  vista  de  los  pleitos 
ó causas,  deben  llevar  la  cabeza  descubier- 
ta: que  luego  que  ocupen  su  asiento  pue- 
den cubrirse  con  la  gorra;  y que  para 
tomar  la  venia  al  empezar  á hablar  y al 
concluir  deben  quitársela,  pudiendo  ponér- 
sela en  seguida.» 

R.  T).  de  20  julio  de  1837. 

Restableciendo  el  decreto  de  las  Corles  de  8 de  junio 
de  1823  sobre  libre  ejercicio  de  las  profesiones  cien- 
tíficas. 

(Gob.)  «Los  abogados,  médicos  y demás 
profesores  aprobados  sean  de  la  profesión 
científica  que  fueren,  pueden  ejercerla  en 
todos  ios  puntos  de  la  Monarquía,  sin  ne- 
cesidad de  adscribirse  á ninguna  corporación 
ó colegio  particular,  y solo  con  la  obliga- 
ción de  presentar  sus  títulos  á(la  Autoridad 
local.» 

R.  1).  de  28  mayo  1838. 

Contieno  los  Estatuios  para  el  régimen  do  los  colé- 
gios  de  abogados  dol  reino. 

Disposiciones  generales. 

Art.  1.°  Los  abogados  pueden  ejercer 
libremente  su  profesión  con  tal  que  se  ha- 
llen avecindados  y tengan  estudio  abierto 
en  la  población  en  que  residan,  sufriendo 
además  las  contribuciones  que  como  tales 
abogados  se  les  impongan.  En  los  pueblos 
en  que  exista  colegio,  necesitarán  también 
incorporarse  en  su  matrícula  (i). 

(i)  Esta  artículo  derogado  por  la  R.  O.  de 
28  de  nov.  de  1841,  y restablecido  por  el  Real 
decreto  de  6 de  junio  de  1844,  ha  sido  refor- 
mado por  el  de  31  de  marzo  de  1863. 
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5.0  Continuarán  loa  colegios  exis-  , acordada  de  la  Audiencia  6 tribunal  donde 


_ 

tcntes  y se  establecerán  de  nuevo:  •!  ."  en  to- 
das las  ciudades  y villas  donde  residan  los 
Tribunales  Supremos  y Audiencias  del  rei- 
no: 2.”  en  todas  las  capitales  de  provincia:  o.° 
en  toáoslos  demás  pueblos  donde  hubiere 
20  abogados,  al  menos,  de  residencia  lija; 
y 4.“,  en  todos  los  partidos  judiciales  don- 
de hubiese  igual  número  de  20  abogados, 
aunque  residan  en  diferentes  pueblos  de  un 
mismo  partido.  Los  abogados  domiciliados 
en  aquellos  en  donde  no  se  junten  en  nú- 
mero de  20,  podrán  incorporarse  en  el  co- 
legio mas  inmediato  ó asociarse  los  de  dos 
ó mas  partidos  que  se  hallen  en  aquel  caso 
para  formar  un  colegio,  que  no  podrá  com- 
ponerse de  menos  de  20  individuos  (1). 

Art.  3.ü  Los  abogados  pueden  ser  indi- 
viduos de  dos  ó mas  colegios  con  tal  que  á 
juicio  del  segundo  á que  intenten  pertene- 
cer, puedan  sufrir  las  cargas  que  en  cada 
«no  les  correspondan. 

Art.  ó.°  Pueden  los  abogados  defender 
en  los  tribunales  que  no  sean  del  territorio 
de  su  colegio  los  pleitos  y negocios  siguien- 
tes: l.°  aquellos  en  que  sean  interesados: 
2."  los  de  sus  parientes  hasta  el  cuarto  gra- 
do civil:  5.°  los  que  hubiesen  sido  seguidos 
por  ellos  anteriormente  en  los  tribunales 
del  territorio  de  su  colegio.  El  decano  con- 
cederá la  habilitación  en  los  casos  expresa- 
dos, y si  ocurrieren  otros  análogos  lo  ve- 
rificará la  junta  de  gobierno,  debiendo 
siempre  el  decano  dar  conocimiento  al  res- 


se  hubiese  despachado  el  título,  ó del  co- 
legio donde  se  hubiese  expedido  el  certifi- 
cado, si  decidiese  en  vista  de  todo  la  ad- 
misión, lo  liará  saber  á los  demás  colegiales 
y lo  pondrá  en  conocimiento  del  tribuna-l 
ó juzgado  que  corresponda  (!;. 

Art.  8.°  Si  la  junta  de  gobierno  hallase 
alguna  causa  justa,  suspenderá  la  admisión, 
haciendo  saber  al  interesado  los  motivos 
en  que  se  funde.  Si  aquel  no  deshiciese  las 
sospechas  ó cargos  que  sirvan  ele  funda- 
mento á la  junta,  y esta  persistiese  en  no 
admitirle,  usara  de  su  derech  > en  el  tribu- 
nal competente  con  arreglo  á las  leves. 

Art.  0.°  Son  motivos  suficientes  para 
declarar  la  suspensión:  l.° dudar  de  la  cer- 
teza ó legitimidad  del  título  de  abogado: 
2.°  todo  impedimento  legal  para  ejercer  la 
abogacía  (2). 

Art.  10.  Si  después  de  admitido  un  in- 
dividuo en  el  colegio  cometiese  fallas  que 
le  hiciesen  desmerecer  del  honroso  margo 
que  desempeña,  la  junta  de  gobierno  le 
amonestará  hasta  tres  veces;  y si  esto  rio 
bastase,  dará  cuenta  en  junta  general  de 
abogados  para  que.  esta  determine  lo  que 
mas  convenga  al  decoro  de  la  profesión  y 
del  colegio.  Si  el  interesado  no  se  confor- 
mase con  la  resolución  de  la  junta,  podra 
acudir  al  tribunal  competente  á u:ar  de  su 
derecho. 

J mitas  generales. 


pecüvo  tribunal  en  la  forma  convenien- 
te (2). 

Art.  S.°  Los  colegios  de  abogados  con- 
currirán a la  apertura  del  tribunal  ó juzga- 
do en  que  ejerzan  su  profesión,  evacuarán 
los  informes  que  el  Gobierno  ó los  tribu- 
nales les  pidieren, y tomarán  en  aquel  acto 
publico  su  asiento  respectivamente  des- 
pués de  los  fiscales  ó promotores  (3). 

De  la  admisión  en  los  colegios . 

Art.  6.°  Todos  los  abogados  que  quie- 
ran pertenecer  á un  colegio  presentarán  á 
la  junta  de  gobierno  de  él  un  escrito  pi- 
diendo su  admisión,  al  que  acompañaran 
el  titulo  de  abogado  ó certificación  de  ser 
individuos  de  otro  colegio. 

Art.  7.°  La  junta  de  gobierno,  prévia 


(1)  Reformado  este  articulo  y los  dos  si- 
guiente por  el  R.  D.  de  31  de  marzo  de  1863. 

(2)  Ver  el  art.  3.°  del  decreto  citado  de  6 
de  junio  de  1844  y su  nota. 

(3)  V.  las  R,  O.  de  23  enero  1839  v 14  v 

17  de  dic.  1848  y 24  dic.  1867.  J y 


Art.  41.  En  el  mes  de  diciembre  y en 
el  dia  que  el  decano  señale,  celebrará  cada 
colegio  una  junta  generala  la  que  concur- 
rirán todos  los  individuos  que  la  compon- 
gan, adoptándose  sus  acuerdos  por  la  mitad 
mas  uno  de  los  concurrentes  (3). 

Art.  \ 2.  En  ella  se  tratará  de  los  obje- 
tos siguientes:  l.°  de  la  aprobación  de  las 
cuentas  que  presente  la  junta  ríe  gobierno 
relativas  á la  inversión  de  los  fondos  re- 
caudados en  el  año  último:  2.”  del  presu- 
puesto de  gastos  para  el  año  siguiente  que- 
presentará  también  la  misma" junta,  y se 
volará  por  los  abogados:  3.°  de  las  provi- 
dencias que  la  misma  haya  adoptado  y de 
las  quejas  que  tenga  contra  algún  indivi- 
duo amonestado  ya  por  tres  veces:  4.°  del 
nombramiento  de  individuos  para  la  junta 
del  año  siguiente,  que  se  hará  á pluralidad 
de  votos  (4). 

, (4)  V.  la  R.  O.  de  3 marzo  1839. 

(2)  Y la  falta  de  cualidades  morales  etc., 
art.  4.°  R.  D.  de  6 junio  1844. 

(3)  Véase  el  R.  D.  de  l.°  abril  1855. 

(4)  Ko  puede  tratarse  de  materias  extrañas 
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Juntas  ele  gobierno. 

Art.  13.  Las  juntas  de  gobierno  de  los 
colegios  de  abogados  se  compondrán  de  un 
decano,  dos  diputados,  un  tesorero  y un 
contador  secretario  (1).  Para  ser  individuo 
de  la  junta  de  gobierno  se  requiere  llevar 
al  menos  seis  años  de  colegio,  cuando  los 
haya  con  este  requisito,  y no  haber  sufrido 
ninguna  amonestación  de  las  que  trata  el 
articulo  10.  Los  colegios  que  se  compongan 
de  los  abogados  de  dos  ó mas  partidos,  ten- 
drán un  diputado  en  cada  cabeza  de  parti- 
do donde  no  resida  el  decano. 

Art.  14.  Los  empleados  de  lajunta  son 
anuales,  pero  cualquiera  de  sus  individuos 
puede  ser  reelegido,  debiendo  ser  volunta- 
ria la  aceptación  en  este  último  caso. 

Art.  15.  La  junta  se  reunirá,  por  lo 
menos  dos  veces  al  mes,  v tendrá  las  atri- 
buciones  siguientes:  1.a,  decidir  sobre  la  ad- 
misión de  los  que  soliciten  entraren  el  co- 
legio: 2.“,  nombrar  las  ternas  de  examina- 
dores para  cada  año  entre  los  individuos 
que  lleven  a lo  menos  tres  de  incorpora- 
dos: 3.“,  velar  sobre  la  conducta  de  los  abo- 
gados en  el  desempeño  de  su  noble  profe- 
sión (2):  4.*,  regular  los  honorarios  de  los 
abogados  cuando  los  tribunales  les  remitan 
los  expedientes  para  ello,  con  sujeción  k lo 
dispuesto  en  las  leyes:  5.*,  citar  á junta  ge- 
neral extraordinaria,  si  creyere  necesaria 
esta  medida  en  algún  caso:  6.a,  distribuir 
los  fondos  del  colegió  en  conformidad  á lo 
dispuesto  por  la  junta  general  y dando 
á esta  cuenta:  7.a,  nombrar  los  abogados 
de  pobres,  teniendo  cuidado  de  repartir  las 
cargas  de  modo  que  cada  colegial  las  sufra 
con  igualdad  según  el  método  que  se  deci- 
da por  la  junta  general  del  colegio  (3),  8.a, 
nombrar  y remover  á los  dependientes: 
3.a,  promover  cerca  del  gobierno  y de  las 
autoridades  cuanto  crea  beneficioso  á Ja 
corporación:  10,  defender  del  modo  que 
juzgue  conveniente  y cuando  lo  considere 
justo  á algún  individuo  del  colegio  perse- 
guido por  el  desempeño  de  su  noble  pro- 


al interés  privativo  de  la  corporación;  art.  14 
R D.  de  6 junio  1844.  Puede  ser  secreta  la  elec- 
ción y basta  la  pluralidad  relativa  de  votos 
de  los  abogados  en  ejercicio,  etc.  li.  O.  de  26 
enero  1840,  12  v 24  julio  de  1850  y 26  lebre- 
ro 1833. 

(1)  Reformada  esta  primera  parte  del  a¡- 
tículo  por  el  5.°  del  R.  D.  de  6 junio  1844. 

(2)  V.  los  arts.  li'  y 12  de  id. 

(3)  Y,  el  art.  19  y la  R.  0.  de  30  clic.  1849 
que  se  cita  en  la  nota. 
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fesion.  En  la  junta  de  gobiérnese  decidirán 
los  asuntos  á pluralidad  de  votos. 

Art.  16.  El  decano  del  colegid  presidirá 
las  juntas  generales  y las  particulares, 
anunciara  y dirigirá  las  discusiones  en  unas 
y otras,  y tendrá  voto  de  cualidad  en  caso 
de  empate  (1). 

Art.  17.  Toca  al  decano  fijar  los  dias 
y el  lugar  en  que  se  ha  de  celebrar  junta  de 
gobierno. 

Art.  18.  Expedirá  los  libramientos 
para  la  recaudación  é inversión  de  los 
fondos. 

Art.  19.  Llevará  los  turnos  ó reparti- 
mientos de  causas  de  pobres  (2). 

Art.  £0.  El  diputado  primero  hará  las 
veces  del  decano  por  ausencia,  enfermedad 
ú ocupación  de  este  (o).  Lo  mismo  hará  el 
diputado  de  la  cabeza  del  partido  que  se 
halle  incorporado  á otro  en  que  resida  el 
decano. 

Art.  21.  El  diputado  segundo  eslara 
encargado  mas  especialmente  de  velar  so- 
bre la  conducta  de  los  abogados  del  cole- 
gio, dando  cuenta  á la  junta  de  gobierno 
de  cualquiera  falta  que  advierta  ó de  cual- 
quiera queja  que  recibiere  por  hechos 
que  sean  contra  el  honor  de  la  profesión. 

Art.  22.  El  tesorero  recaudará  y con- 
servará todos  los  fondos  pertenecientes  a! 
colegio,  pagando  todos  los  libramientos 
que  expida  el  decano  con  la  toma  de  razón 
de  la  contaduría. 

Art.  25.  Para  la  debida  formalidad  lle- 
vará dos  libros,  uno  de  entradas  y otro  de 
salidas,  que  deberán  estar  foliados  y rubri- 
cados por  el  presidente  y secretario. 

Art.  24.  Presentarán  sus  cuentas  á la 
junta  de  gobierno  quince  dias  antes  de  la 
junta  general  de  diciembre,  para  que  aque- 
lla las  apruebe  y las  presente  a la  general. 

Art.  25.  El  secretario  contador  recibi- 
rá todas  las  solicitudes  que  se  hagan  A Ja 
junta  de  gobierno  ó á la  general  del  cole- 
gio, dando  cuenta  de  ellas;  expedirá  con 


(1)  Gozan  los  decanos  de  la  consideración 
de  magistrados  honorarios  etc.  R.  O.  14  de 
diciembre  1848. 

(2)  Y calificará  las  escusas  de  los  aboga- 
dos de  pobres  cuando  pretenden  abstenerse 
de  la  defensa  de  alguna  causa  criminal,  ar- 
ticulo 15  R.  D.  de  6 junio  1844  y R.  O.  de  39 
diciembre  1849. 

(3j  Se  entiende  con  todas  sus  considera- 
ciones y honores.  Así  lo  sostuvo  el  colegio  de 
Rúrgos  en  1851  protestando  contra  un  acuer- 
do de  la  Audiendia.  Recurrió  á S.  M.  y se  re- 
solvió su  queja  por  R.  O.  de  21  de  abril  de 
1851  en  los  términos  que  veremos  en  su  lugar. 
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orden  del  decano  las  certificaciones  que  se 
soliciten,  llevará  un  registro  alfabético  de 
ios  cargos  que  cada  abogado  desempeñe  y 
amonestaciones  que  sufra,  y formará  cada 
año  la  lista  de  los  abogados  de  su  colegio 
con  expresión  de  su  antigüedad. 

Art.  20.  Será  de  su  obligación  insertar 
en  dos  libros  distintos  las  actas  de  la  junta 
general  y las  de  gobierno. 

Art.  27.  Estarán  á 'su  cargo  el  archivo 
y sellos  del  colegio. 

Art.  28.  Como  contador  llevará  dos 
libros  iguales  á los  del  tesorero,  donde  to- 
mará razón  en  uno  de  las  entradas  y en 
otro  de  las  salidas  de  caudales;  registrará  y 
sentará  los  libramientos  que.  expida  el  de- 
cano, y presentará  todos  los  años  un  re- 
s rimen  de  las  cuentas  para  hacer  cargo  ai 
tesoro. 


drá  y la  junta  general  decidirá  si  se  han  de 
hacer  ó no  tales  gastos.  Las  Audiencias  de- 
signarán á los  abogados  un  paraje  decente 
dentro  de  sus  edificios  para  esperar  á la 
vista  de  los  pleitos. 

Art.  34.  El  Gobierno  de  S.  M.  escita  el  > 
celo  de  los  colegios  para  que  se  reúnan  los 
abogados  en  academias,  conferencien  entre 
sí  sobre  las  grandes  cuestiones  de  la  ciencia 
de  la  legislación  y jurisprudencia,  establez- 
can escuelas  gratuitas  de  jurisprudencia 
práctica,  formando  sus  reglamentos,  se  co- 
muniquen mutuamente  sus  observaciones, 
se  suscriban  á obras  españolas  y extranje- 
ras, y sigan  correspondencia  científica  unos 
colegios  con  otros,  para  cuyo  íin  los  tribu- 
nales del  reino  les  facilitarán  cuantos  me- 
dios  se  hallen  en  sus  atribuciones. 

De  los  Montes -Píos. 


De  los  dependientes. 

Art.  20.  Habrá  en  cada  colegio  uno  ó 
mas  porteros  nombrados  por  la  junta  de 
gobierno  con  el  sueldo  y obligaciones  que 
la  general  señale.  Habrá  también  un  es- 
cribiente en  aquellos  colegios  donde  la 
junta  general  crea  que  deba  haberlos  por 
ser  muchos  los  asuntos  que  ocurran. 

De  los  fondos  del  colegio  (1). 

Art.  30.  No  habrá  en  el  colegio  mas 
fondos  que  las  prestaciones  que  sus  mismos 
individuos  señalen  para  cubrir  sus  gastos 
en  la  forma  siguiente: 

Art.  34.  En  la  junta  general  de  diciem- 
bre, después  de  presentado  y aprobado  el 
presupuesto  de  gastos  para  el  año  siguiente, 
se  determinará  la  cantidad  que  correspon- 
da satisfacer  á cada  colegial  en  aquel  año 
para  cubrir  las  atenciones  del  colegio.  Esta 
cantidad  se  calculará,  reparfirá  y cobrará 
del  modo  que  la  junta  determine. 

Art.  32.  Los  gastos  ordinarios  del  co- 
legio serán  el  pago  de  los  salarios  de  los  de- 
pendientes, impresiones  y otros  gastos  me- 
nudos para  su  servicio. 

Art.  33.  Si  algún  colegio  por  el  núme- 
ro considerable  de  sus  individuos  ó por 
otras  causas  quisiere  hacer  otros  gastos, 
como  el  de  tener  otra  habitación  para  las 
reuniones  generales  y particulares,  para  el 
archivo  y secretaria,  formar  biblioteca,  te- 
ner códigos  en  las  salas  destinadas  á los  abo- 
gados en  los  Tribunales  Supremos  y Au- 
diencias, etc.,  la  junta  de  gobierno  propon- 


(4)  V.  las  Rs.  Ords.  de  24  agosto  v 14  di- 

í¿?-deJ847’  22  a2osto  Y l.°  diciembre 
de  1850  y 27  marzo  de  1831. 


Art-.  35.  Invita  asimismo  el  Gobierno  á 
todos  los  abogados  á que  formen  una  aso- 
ciación de  socorros  mutuos  para  sí,  sus  viu- 
das é hijos;  pero  se  abstiene  de  fijar  reglas 
que  deben  ser  convencionales,  reservándose 
remover  los  obstáculos  que  se  opongan  á 
estas  benéficas  asociaciones,  á cuyo  fin,  y 
para  los  demas  efectos  correspondientes,  se 
le  remitirán  por  ei  colegio  ó individuos  que 
se  asocien,  copia  de  la  acta  y estatutos  que 
se  formen. 

Art.  36.  Habiendo  cesado  de  hecho  los 
antiguos  Montes-Pios  forzosos,  en  virtud 
del  decreto  de  las  Córtes  de  8 de  junio  de 
1823,  restablecido  en  H de  julio  de  1837, 
■ las  personas  que  tenían  adquirido  derecho 
á los  fondos  existentes,  se  entenderán  con 
los  colegios  respectivos  y arreglarán  entre 
sí  ó propondrán  los  medios  que  crean  mas 
á propósito  para  que  no  se  canse  perjuicio. 

Art.  37.  Cualquiera  duda  que  ocurra 
sobre  la  inteligencia  de  los  presentes  esta- 
tutos, la  consultarán  las  juntas  de  gobierno 
de  los  colegios  respectivos  con  S.  M.  por 
la  secretaría  del  despacho  de  Gracia  y 
Justicia. 

Art.  38  y último.  En  la  Habana,  Puer- 
to-Principe, Puerto-ltico  y Manila,  se  ar- 
reglarán los  colegios  de  abogados  á lo  dis- 
puesto en  estos  estatutos.  Aquellas  Audien- 
cias procurarán  estender  su  observancia 
conforme  lo  aconsejaren  las  particulares 
circunstancias  de  aquel  pais.» 

R.  O.  de  23  enero  de  1839. 

Dispone  que  se  escuse  en  adelante  exigir 
el  juramento  de  que  trata  el  art.  190  de  las 
Ordenanzas  de  las  Audiencias  á los  aboga- 
dos que  le  hubiesen  prestado  otra  vez  al 


ABOGADO 


tiempo  de  la  apertura  del  Tribunal  ó Juz-  | 
gado  respectivo,  sin  perjuicio  de  concurrir  | 
á tan  solemne  acto  con  arreglo  al  artículo 
citado  de  las  Ordenanzas  y al  5.°  de  los 
estatutos. 

R.  O.  de  3 marzo  de  1359. 

Que  las  acordadas  que  se  dirijan  á los 
Tribunales  supremos  ó superiores,  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  7.°  de  los 
Estatutos  de  los  colegios,  hayan  de  serlo 
por  los  decanos  de  los  mismos  en  oticio,  en 
pliego,  con  tratamiento  á la  cabeza,  y lo 
demás  en  la  íormu  siguiente:»  Habiendo 
acudido  solicitando  incorporación  á este 
colegio  el  licenciado  D.  N para  lo  cual 
ha  exhibido  el  título  de  abogado,  que  pa- 
rece le  i’ué  expedido  por  el  Supremo  (ó  Su- 
perior) Tribunal  en  de 

de  , la  de  Gobierno,  conforme  á lo 
prevenido  en  ei  art.  7.°  de  los  Estatutos  cie- 
los colegios,  ba  determinado  se  eleve  á ese 
Supremo  (ó  Superior)  Tribunal  la  compe- 
tente acordada,  como  lo  ejecuto  para  los 
efectos  convenientes.» 

7?.  O.  de  20  setiembre  de  1839. 

Que  la  facultad  de  los  pobres  para  elegir 
defensor  quede  circunscrita  á ios  abogados 
que  anualmente  compongan  número  délos 
mismos  y que  se  aumente  este  en  términos 
que  laeleccion  tenga  la  libertad  apetecibles. 

R.  0.  de  26  enero  de  1840. 

Que  el  nombramiento  de  los  individuos 
de  las  juntas  de  gobierno  se  verifique  á plu- 
ralidad absoluta  de  votos. 

R.  fí.  de  29  agosto  de  1845. 

'traje  de  los  magistrados,  jueces,  abogados,  escriba- 
nos etc  : Prácticas  y usos  de  los  tribunales. 

(Grao,  y Just.)  «Con  el  fin  de  uniformar 
las  prácticas  y usos  de  todos  los  Tribunales 
del  reino,  y de  desterrar  algunos  ajenos  de 
la  ilustración  y cultura  de  la  presente  épo- 
ca, el  Gobierno  provisional,  en  nombre  de 
S.  M.  la  Rema  doña  Isabel  11,  se  ha  ser- 
vido decretar  los  siguientes  artículos  adi- 
cionales á las  ordenanzas  publicadas  en  19 
de  diciembre  de  183o. 

Articulo  l.°  Queda  prohibido  el  uso  del 
antiguo  traje  de  los  magistrados,  abogados 
y relatores  al  mes  contado  desde  la  fecha 
de  este  decreto,  debiendo  llevarse  precisa- 
mente el  establecido  en  R.  D.  de  28  de  no- 
viembre y R.  O.  de  3 de  diciembre  de  4835, 
con  las  modificaciones  siguientes: 

1.a  En  vez  de  la  gorra  del  nuevo  traje 
se  usará  el  birrete  antiguo  do  seis  lados. 
Tomo  I. 


49 

2.a  Los  jueces  de  primera  instancia  lle- 
varan la  medalla  de  plata  pendiente  de  un 
cordon  del  mismo  metal,  de  dos  líneas  do 
diámetro.  Los  ministros  y fiscales  de  las 
audiencias,  de  oro,  pendiente  de  un  cor- 
don  de  lo  mismo,  y del  diámetro  referido. 
Los  de  los  Tribunales  Supremos  esmaltada, 
y pendiente  de  un  cordon  de  oro  de  tres 
líneas  de  diámetro  (4). 

Art.  2.°  Los  escribanos  de  cámara,  des- 
de Ja  misma  fecha  usarán  frac  y vestido 
completamente  negro. 

Art.  3.°  Lo  mismo  se  entenderá  para 
los  procuradores  y porteros  de  los  Tribu- 
nales. 

Art.  4.°  Los  ministros  délos  Tribunales 
para  formar  sala  se  colocarán  en  una  fila 
bajo  el  dosel,  y detrás  de  una  mesa-  que 
deberá  tener  la  misma  estension  que  este. 

Art.  5.°  Los  abogados  se  sentarán  en 
bancos  con  respaldo  y forrados,  colocados 
en  el  mismo  pavimento  que  los  asientos  de 
los  jueces  y á los  lados  de  las  salas,  de 
modo  que  vengan  á estar  situados  entre  los 
ministros  y el  público,  sin  dar  á este  la  es- 
palda: delante  de  dichos  bancos  habrá  una 
mesa  con  tapete,  de  la  cnal  podrán  usar 
para  colocar  sus  papeles  y hacer  los  apun- 
tes que  estimen  necesarios. 

Art.  6.°  Los  relatores  y escribanos  de 
cámara  se  sentarán  en  un  banco  con  respal- 
do dando  frente  á los  ministros  y en  pavi- 
mento algo  inferior  teniendo  una  mesa  de- 
lante para  los  usos  que  quedan  indicados. 

Art.  7.”  Los  procuradores  se  sentarán 
en  bancos  con  respaldo,  colocados  en  ei 
mismo  pavimento  que  los  relatores  y escri- 
banos de  cámara  en  la  situación  misma  que 
los  de  los  letrados. 

Art.  8.°  Se  pondrán  asimismo  bancos 
en  el  sitio  destinado  ai  público  para  que 
los  concurrentes  puedan  estar  sentados. 

Art.  9.°  Queda  completamente  prohi- 
bido el  tratamiento  impersonal,  y se  usará 
por  los  presidentes  de  las  salas,  al  dirigirse 
á los  letrados  y dependientes  de  los  tribu- 
nales, el  de  usted,  generalmente  recibido. 

Art.  10.  Los  procuradores  podrán  ha- 
cer preceder  a sus  nombres  en  los  escritos 
el  tratamiento  de  don,  usándolo  igualmen- 
mente  en  las  diligencias  de  todo  género.  Lo 
mismo  se  entenderá  con  los  escribanos. 

Art.  41.  Los  decanos  de  los  colegios  de 
abogados  tendrán  asiento  en  Jas  funciones 
públicas  á que  concurran  con  los  Tribuna- 


(1)  Consúltese  en  Magistratura  la  R.  0.  do 
48  diciembre  de  4867  sobre  uso  de  las  insig- 
nias etc. 
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les,  igual  al  de  los  ministros  y después  de 
los  fiscales. 

Art.  12.  Los  Tribunales  vacarán  única- 
mente los  dias  de  fiesta  entera,  los  de  Se- 
mana Santa,  y desde  15  de  julio  hasta  15 
de  agosto,  quedando  para  el  despacho  de 
lo  criminal  tres  ministros,  los  cuales  for- 
maran una  sala  común  durante  dicho  pe- 
ríodo. Los  juzgados  de  primera  instancia 
vacarán  solo  los  dias  de  fiesta  entera  y de 
Semana  Santa. 

Art.  13.  Las  sesiones  del  Tribunal  pleno 
se  celebrarán  después  de  las  horas  destina- 
das al  despacho  y vista  de  pleitos  y causas, 
ó á otras  distintas  de  estas  que  señalen  los 
mismos  Tribunales. 

Art.  14.  Las  salas  variarán  todos  los 
años;  los  regentes  propondrán  al  Gobierno 
en  el  mes  de  diciembre  los  ministros  que 
deban  componerlas,  y este  oportunamente 
Jas  designará.  Dado  en  Madrid  a 29  de  agos- 
to de  1843.»  (CL.  t.  oí  p.  115.) 

ií,  O.  de  G noviembre  de  1843. 

Artículo  l.°  Ei  título  de  licenciado  en 
jurisprudencia  obtenido  en  las  Universida- 
des literarias  será  suficiente  para  ejercer  la 
abogacía  en  todo  el  territorio  español , sin 
necesidad  de  obtener  autorización  previa 
de  los  Tribunales  de  Justicia. 

Art.  2.u  Este  título  será  expedido  de  ór- 
den  de  S.  M.  por  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación de  la  Peninsula.  (Contiene  otros 
artículos  sobre  la  manera  de  remitir  las 
Universidades  los  expedientes  al  Ministerio.) 

Reg.  de  los  juzgados  de  l.°  mayo  de  1844. 

Consúltense  los  arts.  57,  58  y 59  en  Juz- 
gados DE  PRIMERA  INSTANCIA. 

R.  D.  de  6 junio  de  1844. 
Restableciendo  disposiciones  de  los  Estatutos. 

(Grag.  y Just.)  «Teniendo  en  conside- 
ración lo  informado  por  ei  Tribunal  Supre- 
mo de  justicia,  acerca  del  decreto  de  28  de 
noviembre  de  1841  en  que  se  declaró  inne- 
cesaria para  el  ejercido  delaabogacia  la  in- 
corporación en  los  colegios  de  abogados;  lo 
manifestado  en  su  razón  por  las  Audiencias 
de  la  Península,  que  en  general  propenden 
por  el  restablecimiento  de  ios  estatutos  de 
28  de  mayo  de  1838,  y lo  expuesto  por  los 
colegios  de  abogados  de  Sevilla,  Valladolid, 
Murcia  y Oviedo,  en  que  solicitan  se  decla- 
re sin  efecto  el  decreto  citado,  y conside* 
rando  indispensable  la  observancia  de  un 
régimen  disciplinal  dirigido  á sostener  el 
lustre,  decoro  y consideración  de  esa  mis- 
ma clase,  he  venido  en  decretar,  que  hasta 


la  publicación  de  la  ley  de  organización  de 
Tribunales,  en  la  cual  deberán  establecerse 
las  reformas  necesarias  sobre  el  ejercicio 
de  la  abogacía,  se  observen  los  artículos 
siguientes: 

Artículo  l.°  Se  restablece  en  toda  su 
fuerza  y /vigor  artículo  primero  de  los 
estatutos  publicados  en  28  de  marzo  de 
1838  para  el  régimen  de  los  abogados. 

Art.  2.°  Continuarán  los  colegios  exis- 
tentes y se  establecerán  en  todas  las  ciuda- 
des y villas  donde  no  los  haya,  y cuenten 
veinte  abogados  al  menos  con  estudio  abier- 
to y vecindad. 

Art.  3.“  En  los  casos  de  que  habla  el 
art.  4.°  de  los  estatutos  no  podrán  sacarse 
ios  pleitos  y negocios  de  la  residencia  del 
juzgado  ó tribunal  en  que  estuviesen  pen- 
dientes, bajo  la  responsabilidad  de  los  es- 
cribanos que  actúen  en  ellos  (lj. 

Art.  4-°  Además  de  los  motivos  que 
para  suspender  la  admisión  en  los  colegios 
'señala  el  art.  9.“  corno  suficientes,  lo  será 
también  la  falta  de  cualidades  morales  á 
juicio  de  la  junta  de  gobierno  quedando 
expedito  al  interesado  el  derecho  que  le  de- 
clara el  art,  8.°. 

Art.  5.°  Las  juntas  de  gobierno  de  los 
colegios  de  Madrid,  Barcelona,  Sevilla,  Va- 
lencia, Granada,  V*alíadolid,  la  Coruña  y 
Zaragoza  se  compondrán  de  nueve  aboga- 
dos, de  siete  las  délos  colegios  que  cuenten 
cincuenta;  de  cinco  las  de  los  que  tengan 
treinta,  y las  de  los  que  bajen  de  este  nú- 
mero se  compondrán  de  tres. 

Art.  G.°,  7.“,  8.u,  9.°,  10,  13,  y 16  (2). 

Art.  11,  La  facultad  que  concede  á k 
junta  de  gobierno  de  ios  colegios  ei  art.  15 
de  los  estatutos,  de  velar  sobre  la  conducta 
de  ios  abogados  en  el  desempeño  de  su  no- 
ble profesión,  es  extensiva  á la  conducta  y 
costumbres  de  los  incorporados  á los  mis- 
mos colegios. 

Art.  12.  Para  que  esta  vigilancia  no  sea 
ineficaz  queda  autorizada  la  junta  de  go- 
bierna para  amonestarlos  y reprenderlos, 
y podrá  también  decretar  la  suspensión 


(1)  Tener  preesonte  la  R.  O.  de  9 de  agos- 
to de  1867- 

(^)  ^Derogados  por  el  R.  D.  de  l.°  de  abril 
de  1855.  Estos  artieulos  exigían  para  ser  de- 
cano de  un  colegio  diez  años  de  ejercicio  en  el 
mismo  y cinco  para  ser  vocal  de  la  junta;  y 
exigían  también  entre  otras  cosas  la  concur- 
rencia del  ministerio  fiscal  á las  juntas  gene- 
rales para  elección  de  cargos.  Quedaron  por  io 
mismo  subsistentes  las  disposiciones  de  los 
Estatutos  de  1838. 
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temporal  del  ejercicio  de  la  abogacía  por 
un  término  que  no  exceda  de  seis  meses. 

Art.  <3.  (Otro  de  los  derogados.) 

Art.  14,  En  junta  general  de  colegio 
ni  en  la  de  gobierno  no  se  podrá  tratar, 
acordar  resolución,  ni  esteqder  acta  bajo  la 
responsabilidad  del  decano  ó del  que  haga 
sus  veGes,  sobre  materias  extrañas  al  inte- 
rés privativo  de  la  corporación  ó de  sus  in- 
dividuos como  miembros  de  ella. 

Art.  45.  Los  abogados  de  pobres  no  po- 
drán abstenorse  en  causas  criminales  de  las 
defensas  de  oficio  sin  la  aprobación  del  de- 
cano. que  calificará  los  motivos  de  escusa, 
que  no  dimanen  de  consideraciones  de  de- 
licadeza. En  los  negocios  civiles  toca  ex- 
clusivamente á los  mismos  valuar  el  méri- 
to legal  y ia  eficacia  de  los  medios  que  le 
proporcionen  sus  clientes,  pudiendo  estos 
consultar  acerca  de  sus  intereses  á tres  de 
aquellos. 

Art.  46  y último.  (También  derogado.) 
— Lo  que  de  Real  orden  etc.  Dado  en  Bar- 
celona á G de  junio  de  1844.  ( CL . t.  32,  pá- 
gina 744.) 

R.  O.  de  21  octubre  de  1844. 

Mandando  «que  no  se  dé  curso  á ningu- 
na pretensión  (para  entrar  en  la  carrera 
judicial;  sin  que  los  interesados  acompa- 
ñen a ella  el  extracto  ó relación  impresa 
desús  estudios,  título  de  abogado  y méritos 
y servicios,  formada  por  la  cancillería  de 
este  ministerio  (Gracia  y Justicia)  del  mo- 
do acostumbrado.»» 

R.  O.  de  28  marzo  de  1845. 

Declarando  incompatible  el  ejercicio  de 
la  abogacía  con  el  cargo  de  abogado  fiscal. 

Plan  general  de  estudios  publicado  por  Real 
decreto  de  17  setiembre  de  1845. 

Exigió  por  el  art.  19  siete  años  de  estu- 
dios académicos  para  tomar  el  grado  de  li- 
cenciado en  jurisprudencia,  y respecto  del 
que  le  obtenga  se  dijo  en  el  21  «con  cuyo 
título  quedará  autorizado  para  ejercer  la  i 
profesión  de  abogado  en  toda  ia  Monarquía, » 

Reglamento  de  1.°  octubre  de  1845. 

Art.  8.°  En  los  Consejos  provinciales 
no  será  obligatorio  el  ministerio  de  los  abo- 
gados.—V.  Consejos  provinciales. 

R.  O.  de  7 octubre  de  1845  . 

Fundándose  el  Gobierno  en  que  algunos 
defensores  se  habían  propasado  á hacer  ca- 
lificaciones poco  comedidas  y á sostener 
doctrinas  reprobadas,  encargó  por  esta  Real 
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orden  á los  fiscales  su  puntual  asistencia  á 
estrados  «no  consintiendo  que  los  defenso- 
res abusen  de  su  cargo  en  sus  informes  y 
reclamando  lo- conveniente  para  la  repre- 
sión de  cualquier  exceso  que  observaren.» 

U.  O,  de  12  diciembre  de  1845. 

Que  los  agentes  del  ministerio  público 
asistan  precisamente  á la  apertura  de  las 
Audiencias  ocupandojlugar  inmediato  al  fis- 
cal «y  que  el  asiento  del  decano  de  los  abo- 
gados sea  el  primero  de  los  destinados  para 
los  individuos  de  su  colegio.» 

R.  Q.  de  29  enero  de  1846. 

Que  los  abogados  mientras  desempeñen 
el  cargo  de  fiscales  de  los  juzgados  de  las 
comandancias  de  marina,  deben  disfrutar 
el  fuero  especial  que  corresponde  á esta 
clase. 

Reg.  del  Consejo  Real  de  50  dic.  de  1846. 

Art.  27.  En  los  asuntos  contenciosos 
las  partes  contrarias  á la  Administración  es- 
tarán representadas  y serán  defendidas  por 
abogados  del  Consejo. 

Son  abogados  del  Consejo  los  incorpora- 
dos en  el  colegio  de  Madrid  que  tengan 
abierto  su  bufete. 

Art.  28.  La  sección  podrá  permitir  que 
las  partes  actúen  y se  defiendan  por  sí  mis- 
mas en  los  negocios  donde  no  creyere  ne- 
cesario el  ministerio  de  los  abogados. 

Art.  40.  Los  abogados  se  presentarán 
con  el  traje  propio  de  su  profesión. — Véase 
Consejo  de  Estado. 

R.  O.  de  24  agosto  de  1S47. 

(Grao,  y Just.)  Artículo  1.°  Se  auto- 
riza á las  juntas  de  gobierno  de  los  colegios 
de  abogados  para  hacer  efectivas  las  canti- 
dades que  se  aprueben  por  las  juntas  gene- 
rales de  los  mismos  con  el  objeto  de  atenr- 
der  á sus  gastos,  conforme  a lo  prevenido 
en  el  art.  51  de  los  estatutos  vigentes. 

Art.  2. 4 Si  algún  colegia!  dejare  de  pa- 
gar la  cuota  que  le  corresponda  satisfacer, 
se  le  concederá  por  la  junta  de  gobierno 
respectiva  un  plazo  de  15  dias  para  que  lo 
verifique,  y no  haciéndolo  sea  excluido  del 
colegio  y borrado  de  sus  listas. 

Art.  5.°  Todos  los  individuos  de  los  co- 
legios, siempre  que  muden  de  domicilio  ó 
se  trasladen  de  una  casa  a otra,  deberán  po- 
nerlo en  conocimiento  de  las  juntas  de  go- 
bierno: á los  que  no  lo  hicieren  , se  les  re- 
cordará por  medio  de  los  Boletines  oficia- 
les de  la  provincia  el  cumplimiento  de  esta 
obligación,  concediéndoles  al  efecto  45 
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dias;  y si  trascurridos  no  lo  hubiesen  veri- 
ficado, serán  escluidos  en  igual  forma  del 
colegio  á que  correspondan  y borrados  de 
sus  listas.  ( CL . t.  4Ü  pág.  G4U.} 

/?.  O.  de  14  diciembre  de  1848. 

r 

(Grao,  y Just.)  «Queriendo  la  Reina 
nuestra  señora  dispensar  á la  noble  y hon- 
rosa profesión  del  foro  la  consideración  que 
por  su  calidad,  importancia  y servicios  les 
es  debida,  se  ha  dignado  mandar  que  ios  de- 
canos de  ios  colegios  de  abogados,  mientras 
lo  sean,  gocen  en  representación  de  aquel 
los  de  la  consideración  de  magistrados  Ho- 
norarios de  la  Audiencia,  concediéndoles 
por  tanto  en  la  apertura  solemne  de  tribu- 
nales y demás  actos  públicos  un  puesto  de 
honor  correspondiente  á esta  ciase.  Es  asi- 
mismo su  soberana  voluntad,  que  el  decano 
del  colegio  que  húmese  sido  tres  veces  reele- 
gido para  este  cargo,  adquiera  personal- 
mente ios  honores  de  magistrado  de  'la  Au- 
diencia del  territorio,  en  la  que  prestará 
entonces  el  juramento  necesario,  previa  la 
declaración  que  deberá  solicitar  de  este  Mi- 
nisterio, y ia  espedicion  üei  real  título 
correspondiente.»  [CL.  I.  45, p.  411.) 

R.  O.  de  17  diciembre  de  1Í148. 

Designa  las  clases  de  funcionarios  que 
deben  concurrir  á ia  apertura  de  ios  Tri- 
bunales de  justicia  y el  lugar  que  á cada 
una  corresponde;  y entre  ellas,  dice  el  ar- 
ticulo 2.u  deberán  concurrir  con  precisa 
asistencia:  «4.°  Por  la  distinguida  clase  que 
representan  y por  la  importancia  y coope- 
ración de  la  misma  en  la  administración  de 

justicia,  los  colegios  de  abogados » Al 

designar  el  lugar  que  corresponde  á ios  de- 
canos y abogados  en  la  solemnidad  (le  ia 
apertura,  dice; 

«Art.  tí.0  Entre  este  y aquellos  (entre 
el  último  magistrado  del  lado  izquierdo  y 
los  jueces  de  primera  instancia)  ocupará  el 
decano  del  colegio  de  abogados  el  puesto 
de  honor  que  en  representación  del  mismo 
le  corresponde  para  tales  actos  ai  tenor  de 
lo  prevenido  en  R.  O.  de  14  del  corriente.» 

«Art.  7.°  El  colegio  de  abogados  tendrá 
asiento  á continuación  de  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  (1).» 

R.  O.  de  l.°  enero  de  1849. 

Se  declara  que  el  lugar  preferente  que  en 
la  apertura  solemne  de  ios  Tribunales  ocu- 
pan los  decanos  de  los  colegios  de  aboga- 
dos, no  causa  postergación  á los  jueces  de 


primera  instancia,  aun  cuando  estos  estén 
condecorados  con  el  honor  de  la  toga,  por 
cuanto  aquellos  ocupan  el  mencionado  tu- 
gar, no  por  sí , sino  por  los  colegios  á los 
cuales  están  concedidos  dichos  hunorei. 

R.  O.  de  3Ü  diciembre  de  18  49. 

De  conformidad  con  el  parecer  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  se  declaró  que 
ios  abogados  con  estudio  abierto  aun  cuan- 
do sean  magistrados  cesantes,  están  en  la 
obligación  de  levantar  las  cargas  y llenar 
todos  los  deberes  que  las  leyes  les  imponen. 

Código  penal. 

Véanse  los  arts.  273,  274  y 2114  en  Có- 
digo penal. 

Leijprov.  ref.para  la  aplicación  del  Código 
penal. 

Regla  3."  «Los  Alcaldes  y sus  tenientes 
no  admitirán  en  estos  juicios  (de  faltas) 
ningún  genero  de  escritos,  ni  permitirán 
informes  orales  de  letrados.» 

R.  O.  de  12  julio  de  1850. 

(Grac. y Jüst.)  Resuelve:  «l.ü  que  en 
los  colegios  donde,  no  haya  abogados  que 
lleven  lu  años  de  incorporación  en  ¿i,  sean 
hábiles  y elegibles  para  decanos  ios  que  lle- 
ven ios  mismos  diez  años  de  ejercicio  con 
estudio  abierto  y vecindad  en  el  territorio 
del  juzgado  Q). 

2.u  Que  para  ser  válida  la  elección  de 
individuos  de  ia  junta  de  gobierno  de  los 
colegios  baste  ¡a  pturidad  relativa  de  votos. 

Que  el  que  haya  de  nombrarse  de- 
cano, deberá  estar  exento  de  toda  depen- 
dencia que  le  constituya  subalterno  de 
cualquiera  corporación. 

4.u  Que  al  menos  el  decauo  y secretario 
habrán  de  tener  su,  estudio  y vecindad 
continua  en  la  cabeza  de  partido,  siempre 
que  hubiese  bastantes  individuos  en  ella 
que  puedan  turnar  para  dichos  cargos. 

Y 5.°  Que  á pesar  de  los  vicios  de  ele- 
gibilidad que  pudieran  tener  los  individuos 
nombrados  para  componer  la  junta,  una 
vez  elegidos  estos,  deberán  entrar  desde 
luego  en  posesión  de  sus’cargos.»  \CL.  lo- 
mo 56,  p.  593.) 


T)  ^Derogado  por  el  fí.  i),  de  1/  de  abril 
de  1855  el  art.  t>.°  del  de  9 junio  de  1844 
que  exigía  para  ser  decano  de  un  colegio  diez 
anos  de  incorporación  en  el  mismo,  debe  en- 
tenderse y aplicarse  esta  Real  orden  para  cuan- 
do no  haya  abogados  con  seis  años  de  incorpo- 
ración, con  arreglo  ai  art.  13  de  los  Estatutos 
fie  28  mayo  de  1838. 


(1)  Y-  la  R.  0.  de  21  abril  de  1851. 
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R.  O.  de  31  julio  de  1850. 

Se  resuelve:  <d.°  que  los  abogados  in- 
corporados que  no  tengan  estudio  abierto, 
ni  sufran  cargas  en  el  colegio,  pierdan  el 
derecho  de  elegir  los  individuos  que  anual- 
mente deben  gobernarle. 

2.°  Que  tampoco  se  cuenten  en  el  nú- 
mero de  los  colegiales  para  el  efecto  de  au- 
mentar los  individuos  de  la  junta  de  go- 
bierno. 

5.°  Que  conforme  al  art.  fi.°  del  Real 
decreto  de  6 de  junio  de  1844,  no  puede 
aprovechar  á los  colegiales  para  los  efectos 
del  art.  5.°  del  citado  Real  decreto. 

4. °  Que  no  estando  admitidas  ni  reco- 
nocidas por  e!  referido  Real  decreto  de  or- 
ganización de  los  colegios  de  abogados  las 
habilitaciones,  puede  aun  menos  compu- 
tarse el  tiempo  que  así  permanecieron  para 
los  efectos  del  art.  5.° 

5. ”  Que  el  promotor  mas  antiguo  tiene 
derecho  á asistir  á las  juntas  en  el  caso  á 
<jue  se  refiere  dicho  Real  decreto,  porque 
su  cualidad  de  tal  le  dá  mayor  considera- 
ción (1). 

6. °  One  siendo  las  votaciones  secretas 
las  que  ofrecen  mayor  garantía  para  ex- 
plorar la  voluntad  de  los  votantes,  basta 
que  la  soliciten  algunos  colegiales,  por 
corto  que  sea  su  número,  para  que  se  veri- 
fiquen así,  sin  necesidad  de  que  la  mayoría 
sancione  la  petición.»  [CL.  t.  51,  p.  672.) 

R.  O.  de  22  agosto  de  1 850. 

Se  declara  por  punto  general:  «Prime- 

ro. Que  cuando  los  colegios  de  abogados 
ó sus  juntas  de  gobierno  verifican  la  regu- 
lación de  derechos  en  los  expedientes  de 
reducción  de  estos,  á virtud  de  mandato  ju- 
dicial, obran  como  peritos  y tienen  el  de 
percibir  los  que  les  corresponden,  según 
o'  principio  consignado  sobre  esta  materia 
en  los  aranceles  judiciales. 

Segundo.  Que  ya  las  juntas  emitan  su 
dictamen  en  cuerpo,  ya  por  medio  de  ter- 
nas ó comisiones,  atendido  el  decoro  y des- 
interés de  tan  distinguida  clase,  y á fin  de 
no  dificultar  por  gravoso  el  recurso  de  re- 
ducción, para  la  apreciación  del  derecho 
pericial,  se  reputará  que  el  dictamen  ha  si- 
do emitido  por  un  solo  letrado.  ' 

Tercero.  ’Oue  fundarlo  en  los  mismos 
principios,  el  derecho  pericial  consistirá  por 
ahora  en  el  señalado  por  vista  y reconoci- 
miento de  procesos,  hasta  que  con  presen- 


il) Abrogado  este  artículo  en  virtud  del 
R.  D.  de  1,°  de  abril  de  1855. 
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eia  del  resultado  de  esta  determinación,  los 
tribunales  y colegios  de  abogados  expongan 
lo  conveniente  al  mejor  servicio  público  en 
este  punto  importante  de  la  administración 
de  justicia  y al  derecho  que  asista  á los 
segundos. 

Cuarto.  Y que  en  cuanto  á la  inversión 
6 aplicación  de  los  derechos  periciales,  los 
mismos  colegios  de  abogados  determinen 
por  acuerdo  común  lo  que  tengan  por  con- 
veniente, sometiéndolo  á conocimiento 
de  S.  M.»  [CL.  t.  51 , p.  752.) 

Plan  de  estudios  publicado  por  R.  D.  de  28 
de  agosto  de  1850. 

Dice  el  art.  29  en  uno  de  sus  párrafos: 
«Este  título  (el  de  licenciado)  dará  derecho 
para  ejercer  la  abogacía  en  todo  el  reino.» 
i?.  D.  de  7 marzo  de  1851. 

Se  acuerdan  varias  disposiciones  sobre 
concesión  de  honores  de  empleos  judiciales 
y en  el  art.  5.°  se  dice:  «Los  abogados  que 
sean  magistrados  cesantes  ú honorarios, 
cuando  asistan  á estrados  ocuparán  igual 
asiento  y usarán  del  mismo  traje  que  los 
otros  abogados  sin  ningún  otro  distin- 
tivo (1). 

R.  O.  de  l\  abril  de  1851. 

So  resuelve  eraa  exposición  del  colegio  de  Burgos. 

«He  dado  cuenta  á la  Reina  (O.  D.  G.), 
de  la  exposición  elevada  por  la  junta  de  go- 
bierno del  colegio  de  abogados  de  esa  ca- 
pital (Burgos),  con  motivo  de  haber  Ja  Au- 
diencia en" la  apertura  del  Tribunal,  veri- 
ficada en  2 de  enero  último,  negado  el  puesto 
de  honor  concedido  á los  decanos,  al  dipu- 
tado primero  que  por  imposibilidad  del  de 
dicho  colegio  asistió  al  indicado  acto,  quien 
en  el  mismo  protestó  contra  la  expresada 
negativa;  y enterada  S.  M.  se  ha  servido 
mandar,  de  acuerdo  con  lo  informado  por 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  manifies- 
te, como  de  su  orden  lo  ejecuto,  á V.  S.  y 
á la  junta  de  gobierno  del  colegio  de  abo- 
gados, que  esa  Audiencia  habría  llenado 
cumplidamente  el  fin  que  su  Real  ánimo  se 
propuso  y expresó  al  dictar  sus  Reales  ór- 
denes de  14  y 17  de  diciembre  de  1848,  y 
i.°  de  enero  de  1849,  concediendo  al  dipu- 
tado primero  como  á decano  accidental  y 
representante  del  colegio  en  aquel  acto,  el 
puesto  de  honor  de  que  tratan  las  citadas 
disposiciones;  y que  S.  M.  ha  visto  con  dis- 
gusto que  este  no  eligiese  para  protestar 
una  ocasión  de  menos  publicidad  que  en 


(1)  Véase  la  R.  O.  de  30  diciembre  de  1849. 
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manera  alguna  pudiera  rebajar  la  circuns- 
pección debida  á la  solemnidad  del  acto, 
así  como  que  la  junta  de  gobierno  al  elevar 
su  queja  no  lo  hiciera  en  los  términos  mas 
conformes  a!  respeto  y acatamiento  debidos 
al  Tribunal  Superior.» 

R.  0.  de  23  julio  de  1852. 

Se  declara  que  el  beneficio  de  los  ocho 
años  que  la  regla  6.a  de  la  disposición  26 
de  las  que  sobre  clases  pasivas  contiene  la 
ley  de  26  de  mayo  de  1835,  eres  es  tensivo  á 
todos  los  empleados  á quienes  para  el  des- 
empeño de  sus  destinos  se  exija  la  cualidad 
de  letrado»  «y  que  una  vez  adquirido  ese 
derecho  no  se  pierde  en  modo  alguno  por 
traslación  á nueva  colocación  en  otros  des- 
tinos, aun  cuando  para  su  desempeño  no 
sea  necesaria  la  mencionada  cualidad  de 
letrado.» 

R,  D.  de  20  oc'ttbre  de  1852. 

Sujeta  á los  abogados  al  pago  de  la  con- 
tribución de  subsidio  industrial  y de  comer- 
cio, y no  pueden  por  consiguiente  ejercer 
(art.  18)  los  que  no  se  hallen  matriculados. 
Contribuyen  por  la  tarifa  número  l.°  en 
clase  5.a  Gozan  exención  total  (tabla  nú- 
mero 4.°)  los  letrados  que  obtienen  nom- 
bramiento especial  de  abogados  de  pobres. 

• — V.  CONTRIBUCION  INDUSTRIAL  (1). 

7?.  O.  de  26  febrero  de  1833. 

Resuelve  por  via  de  aclaración  al  art.  l.° 
de  la  R.  O.  de  31  de  julio  de  1850  «que  de- 
biendo comprenderse  en  el  número  de  las 
cargas  del  colegio  las  cuotas  que  los  cole- 
giales satisfacen  para  los  gastos  del  misino, 
todos  aquellos  abogados  que  una  vez  ins- 
critos cumpliesen  los  deberes  que  la  corpo- 
ración les  impusiese,  bien  pagando  las  cuo- 
tas que  se  distribuyan,  bien  desempeñando 
cualquiera  comisión  ó encargo  que  se  les 
confie,  tendrán  voto  pura  elegir  aunque  no 
ejerzan  la  profesión  constantemente  con 
estudio  abierto.» 

R.  O de  ií(5  julio  de  i 853. 

, / 

Se  inserta  en  Extranjeros,  y consúltese 
también  el  art.  96  de  la  ley  de  Instrucción 
pública  de  9 de  setiembre  de  1 857.  Tratan 
de  profesores  extranjeros. 


(1)  _ La  instrucción  sobre  contribución  in- 
dustrial no  prohíbe  que  los  letrados  que  no 
pagan  contribución  perciban  honorarios  por 
sus  trabajos  que  no  consisten  en  abogar  como 
los  de  cuentas  y particiones  de  herencias.  Tri- 
bunal Supremo  Sent.  de  o de  marzo  de  1866. 


R,  T).  de  l."  abril  de  1855. 

«En  vista  de  una  exposición  del  decano 
del  colegio  de  abogados  de  Madrid,  su  fecha 
el  18  de  diciembre  último,  de  lo  manifesta- 
do por  el  regente  interino  de  la  Audiencia, 
de  conformidad  con  el  dictamen  del  minis- 
terio fiscal  al  darla  curso,  y teniendo  pre- 
sente lo  informado  con  anterioridad  por  el 
Supremo  Tribunal  de  Justicia  acerca  de 
otras  que  elevaron  á mi  consideración  las 
juntas  de  gobierno  del  mismo  colegio  y de 
los  de  Pamplona,  Sevilla,  Mallorca,  Valla- 
dolid  y otros  pueblos,  vengo  en  derogar  los 
art, ¡culos  6.°,  7 °,  8.°,  9 o,  10,  13  y 16  de 
mi  R.  D.  de  5 de  junio  de  1844,  por  los 
cuales  se  previno,  entre  otras  cosas,  la  asis- 
tencia del  fiscal  donde  hubiese  Tribunal  su- 
perior, y del  promotor  en  las  demás  pobla- 
ciones á las  juntas  de  los  colegios  en  que  se 
eligieran  personas  para  el  desempeño  de 
ciertos  cargos  y en  que  se  nombraran  abo- 
gados de  pobres.»  (CL  t.  64.  pág.  396.) 

7?.  /).  de  27  mayo  de  1855. 

Véase  en  Títulos  profesionales. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Consúltense  los  arts.  19,  78,  80,  181,  472 
y 1136.  Se  baila  inserta  en  Enjuiciamiento 
civil. 

Ley  de  9 setiembre  de  1857. 

Véanse  en  Instrucción  pública  los  artícu- 
los 31, 43,  44,  45,  96  y otros  de  la  ley,  y los 
programas  de  enseñanza,  reformas  etc. 

R.  O.  de  3 abril  de  1858. 

Decanos  de  loscolegios:  categoría. 

(Grac.  y Just.)  «Habiendo  quedado  sin 
efecto  en  virtud  del  R.  D.  de  7 enero  (mar- 
zo) de  1851  la  R.  O.  de  14  do  diciembre  de 
1848,  que  concedía  distinciones  á los  deca- 
nos de  los  colegios  de  abogados,  y querien- 
do que  la  honrosa  profesión  de  la  aboga- 
cía no  se  vea  privada  de  las  consideracio- 
nes á que  sus  servicios  la  hacen  acreedora, 
vengo  en  conceder  á los  decanos  de  los  co- 
legios establecidos  en  los  puntos  de  resi- 
dencia de  las  Audiencias,  mientras  ejerzan 
el  cargo,  y en  representación  de  dichos 
colegios,  la  consideración  de  magistrados 
honorarios  de  Audiencia,  y á.  los  de  los  de- 
más colegios  la  de  jueces  de  primera  ins- 
tancia en  la  categoría  respectiva  á la  del 
juzgado  en  que  aquellos  residan;  debiendo 
unos  y otros  ocupar  en  los  actos  públicos 
el  puesto  de  honor  correspondiente  á su 
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clase.— Dado  en  Palacio  á 3 de  abril  de 
4858.»  (CL.  t.  76,  p.  3.) 

R,  O.  de  13  agosto  de  1858. 

Limitación  del  ejercicio  d3  la  abogacía  al  partido 

en  donde  se  tiene  vecindad  ("1). 

«He  dado  cuenta  ala  Reina  (Q.  D.  G.)de 
la  exposición  que  los  abogados  de  Peñaran- 
da de  Bracarnonte  han  elevado  á este  Minis- 
terio, para  que  se  declare  que  no  deben 
admitirse  en  aquel  partido  judicial  escritos 
firmados  por  letrados  que  no  residan  en  el, 
y contribuyan  en  la  parte  que  les  corespon- 
da  á levantar  las  cargas  de  su  profesión, 
cuya  solicitud  favorablemente  resuelta  por 
el  juez  de  primera  instancia,  ha  sido  revo- 
cada por  acuerdo  de  esa  sala  de  gobierno  á 
instancia  del  colegio  de  Salamanca. 

En  su  vista  y considerando  que  el  artí- 
culo l.°  de  los  estatutos  vigentes  para  el 
establecimiento  y régimen  de  los  colegios 
de  abogados,  fija  como  condiciones  genera- 
les para  el  ejercicio  de  la  profesión,  la  de 
estar  avecindado  y tener  estudio  abierto, 
tanto  eu  los  pueblos  donde  exista  colegio, 
como  en  aquellos  en  que  no  lo  haya:  te- 
niendo presente  qne  aun  bajo  el  sistema  de 
no  ser  necesarios  los  colegios,  se  han  exigi- 
do iguales  circunstancias,  á fin  de  que,  el 
que  disfruta  de  los  beneficios  de  su  profe- 
sión levante  las  cargas  qne  le  son  anejas  de 
pago  de  contribuciones  y defensa  de  po- 
bres, atendiendo  á que  no  han  de 'ser  de 
peor  condición  los  abogados  de  los  puntos 
donde  no  baya  colegio  que  los  de  las  pobla- 
ciones grandes,  en  que  su  número  los  hace 
necesarios;  y que  la  pretensión  entablada 
por  el  colegio  de  Salamanca  de  poder  sus 
individuos  ejercer  la  profesión  en  todos  los 
partidos  donde  no  haya  colegio,  constitui- 
ría un  privilegio  contrarío  á la  letra  y espí- 
ritu de  las  disposiciones  que  rigen:  se  ha 
servido  S.  M-,  de  acuerdo  con  el  parecer  de 
la  sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  estimar  justa  la  solicitud  de  los 
abogados  de  Peñaranda  y anular  el  acuerdo 
de  esa  sala  de  gobierno,  declarando  á la  vez 
que  ningún  abogado  puede  ejercer  su  pro- 
fesión fuera  del  partido  donde  se  halle  ave- 
cindado y tenga  su  estudio  abierto,  según 
determina  el  art.  l.°  de  los  estatutos  vi- 
gentes. De  Real  órden  etc.  Madrid  i o de 
agosto  de  1858.»  (CL.  t.  82,  p.  406.) 

R.  O.  de  24  setiembre  de  1858. 

Es  sobre  abono  de  honorarios  á los  abo- 
gados que  defienden  á las  corporaciones  ad- 

(l)  Sobre  esta  R.  O.  y la  siguiente  véase 
el  R.  D.  de  31  de  marzo  de  1863. 


ministrativas.  Se  halla  inserta  en  el  artícu- 
lo Consejos  provinciales,  así  como  otra  de 
28  de  febrero  de  1868. 

R.  O.  de  3 1 diciembre  de  1859. 

Disponiendo  que  se  circulo  como  regla  general  la  Roal 
órden  «le  13  do  agosto  ds  1855. 

(Grac.  y Jüst.)  «Habiendo  consultado 
la  Audiencia  de  Barcelona  á instancia  de 
los  abogados  del  partido  judicial  de  Tarra- 
sa,  si  debía  considerarse  vigente  la  R.  O.  de 
J3  de  agosto  de  1858,  en  la  que,  de  acuer- 
do con  el  dictámen  de  ese  Supremo  Tribu- 
nal, se  declaró  á favor  de  los  abogados  de 
Peñaranda  de  Bracarnonte  contra  el  colegio 
de  Salamanca,  que  según  lo  dispuesto  en  el 
art.  l.°  de  los  estatutos  vigentes,  ningún 
abogado  podía  ejercer  su  profesión  fuera  del 
partido  donde  se  baila  avecindado  y tiene 
su  estudio  abierto.  La  Reina  íO.  D.  G.)  con- 
siderando qne  la  duda  resuelta  por  la  cita- 
da R.  O.  de  13  de  agosto  para  un  caso  par- 
ticular, se  ha  suscitado  entre  otros  de  igual 
naturaleza,  y por  consiguiente,  su  resolu- 
ción es  aplicable  á todos  ellos,  se  ha  servi- 
do disponer  que  se  circule  como  regla  ge- 
neral y se  inserte  en  la  Colección  legislati- 
va. De  Real  órden  etc.  Madrid  31  de  di- 
ciembre de  1859.»  (CL.  t.  82,  p.  486.) 

R.  O.  de  C marzo  de  1860. 

Sobro  canje  de  título  de  abogado  por  el  de  licenciado. 

(Fom.)  «He  dado  cuenta  á la  Reina  (que 
Dios  guarde)  de  una  instancia  de  D.  Pas- 
cual Perier  y Gallego,  solicitando  que  el  tí- 
tulo de  abogado  que  obtuvo  de  la  Audien- 
cia territorial  de  Granada  se  le  canjee  por 
el  de  licenciado  en  derecho  civil  y canóni- 
co. Y S.  M.  oido  el  dictamen  del  Real  Con- 
sejo de  instrucción  pública,  se  lia  dignado 
conceder  á Perier  la  gracia  que  preten- 
de, siempre  que  en  cualquiera  universidad 
del  reino  satisfaga  3.080  rs.  en  papel  de 
reintegro  y acompañe  el  título  de  abogado 
para  su  cancelación.  Es  también  la  volun- 
tad de  S.  M.  que  este  beneficio  sea  aplica- 
ble á todos  los  que,  hallándose  en  el  caso 
del  recurrente,  cumplan  con  las  condicio- 
nes expresadas.  De  Real  órden  etc.  Madrid 
6 de  marzo  de  1860.»  (CL.  t,  85,  p.  1S3.) 

R.  O.  de  2 2 junio  de  1861. 

Declarando  qne  no  es  necesario  fijar  ios  honorario 
en  los  escritos.  ■ 

(Grao,  y Just.j  «Habiendo  expuesto  la 
junta  del  colegio  de  abogados  de  esta  córte 
' que  con  motivo  de  haberse  incluido  en  la 
| nueva  edición  de  los  Aranceles  judiciales* 
1 reformados  por  R.  ü.  de  28  de  abril  de 
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año  próximo  pasado  el  art.  622,  de  los 
publicados  en  22  de  mayo  de  1846,  se*  exi- 
ge en  algunos  tribunales  por  los  escribanos 
de  Cámara  que  los  letrados  pongan  al  pié 
de  sus  escritos  los  honorarios  correspon- 
dientes, cuya  disposición  estima  la  junta 
derogada  por  el  art.  78  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y pide  una  declaración  ex- 
presa qne  evite  en  lo  sucesivo  dudas  y prác- 
ticas diversas.  _ _ 

Considerando  que  si  bien  el  art.  /8  ci- 
tado, se  refiere  al  caso  en  que  hubiere  con- 
dena de  costas,  y los  aranceles  judiciales 
estatuyen  en  términos  absolutos,  es  eviden- 
te que  el  espíritu  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  fué  conceder  á aquellas  clases 
que  no  están  sujetas  al  arancel  la  libertad 
de  fijar  los  honorarios  por  minutas  parti- 
culares, y que  el  mismo  contexto  del  ar- 
tículo 78  la  supone  general  en  todos  los 
casos,  á cuyo  fin  establece  a continuación 
los  recursos  convenientes  cuando  hubiere 
abusos  que  corregir,  la  Reina  (O.  D.  G)  se 
ha  servido  declarar,  que  conforme  á lo 
prevenido  en  el  art.  78  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  los  abogados  y demás  fun- 
cionarios no  sujetos  al  arancel  están  dis- 
pensados de  poner  al  pié  de  los  escritos 
sus  honorarios,  entendiéndose  modificado 
en  este  sentido  el  art-  626  de  ios  aranceles 
vigentes.  De  real  órden  etc.  Madrid  22  de 
junio  de  186-1.  (CL.  t.  85,  p.  681.) 

R.  O.  de  31  marzo  de  1863. 

Libro  ejercicio  de  la  abogacía  en  todo  el  territorio 
de  la  Monarquía:  reforma  do  artículos  de  los  es- 
tatutos. 

(Grao,  y Just.)  Exposición  á S.  M. — Se- 
ñora: La  libertad  en  el  ejercicio  de  la  abo- 
gacía es  un  principio  consignado  en  la  ley  de 
H de  julio  de  1837  publicada  en  20  del 
mismo.  No  fué  incompatible  con  este  prin- 
cipio la  institución  de  los  colegios,  autori- 
zando la  misma  ley  al  Gobierno  para  que 
arreglase  su  régimen  y estatutos  de  un  modo 
compatible  con  la  libertad  proclamada  en  su 
primer  artículo.  En  cumplimiento  de  este 
mandato  se  publicaron  en  28  de  mayo  de 
1838  los  estatutos  hoy  vigentes,  cuyo  ar- 
tículo 1 establece  que  los  abogados  pue- 
dan ejercer  libremente  su  profesión  con  tal 
de  que  se  hallen  avecindados  y tengan  es- 
tudio abierto  en  la  población  en  que  resi- 
dan; añadiendo  que  en  los  pueblos  en  que 
exista  colegio  necesitarán  además  incor- 
porarse en  su  matrícula.  Pero  el  concepto 
oscuio  de  dicho  artículo  y su  locución 
aparentemente  restrictiva  no  pareció  con- 
forme al  espíritu  déla  ley  de  11  de  j uiio 


de  1837,  y en  tal  concepto  fué  derogado 
por  la  real  órden  de  28  de  noviembre  de 
1841.  Declaróse  entonces  que  los  abogados 
podían  ejercer  libremente  su  profesión  en 
toda  la  Monarquía,  sin  necesidad  de  perte- 
necer á colegio  ó corporación  de  ninguna 
especie,  con  solo  presentar  el  título  á la 
autoridad  local. 

Bajo  esle  sistema,  la  institución  de  los 
colegios  quedaba  destruida  por  su  base, 
porque  ninguna  autoridad  podían  aquellos 
ejercer  sobre  los  letrados,  ni  estos  encon- 
trar estímulo  para  pertenecer  á los  mis- 
mos; así  que  duró  muy  poco  tiempo  su 
observancia,  si  es  que  llegó  á tenerla;  y los 
colegios,  que  de  hecho  guardaron  casi  toda 
su  influencia,  volvieron  á recobrarla  en  la 
esfera  legal  por  el  real  decreto  de  6 de  ju- 
nio de  -1844,  que  restableció  en  su  fuerza 
y vigor  el  artículo  1 ,°  de  los  estatutos  de 
1838.  Por  algún  tiempo  pareció  no  ocurrir 
dificultad  de  ninguna  especie;  pero  en  el 
año  de  1857  reclamaron  algunos  abogados 
de  partidos  judiciales  en  que  no  había  co- 
legio, centra  la  práctica  de  admitirse  es- 
critos autorizados  por  letrados  de  distinta 
residencia  que  no  acreditaban  los  requisi- 
tos prevenidos  por  el  art.  1.°  de  los  estatu- 
tos, y les  causaban  un  perjuicio  real  en  sus 
derechos  é intereses,  porque  al  paso  que 
concurrían  con  ellos  en  e!  despacho  de  los 
negocios  lucrativos,  les  dejaban  exclusiva- 
mente el  despacho  de  los  gravosos.  Aña- 
dían que  la  inteligencia  que  los  colegios 
ciaban  al  expresado  artículo  l.°  constituía 
una  diferencia  entre  los  abogados  colegia- 
les y los  no  colegiales;  pues  los  primeros 
participaban  sin  ninguna  carga  de  los  ne- 
gocios propios  délos  segundos,  al  paso  que 
éstos,  para  concurrir  con  aquellos,  tenían 
que  ingresar  en  el  colegio,  y sufrir  lasque 
en  tal  concepto  pudieran  corresponderles. 

Algo  de  justo  había  en  la  reclamación: 
la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo 
la  juzgó  atendible,  y con  su  acuerdo  se 
dictó  la  real  órden  de  13  de  agosto  de  1858, 
que  encargaba  la  exacta  observancia  del 
artículo  l.°  de  los  estatutos.  Habíase  dado 
á este  generalmente  una  inteligencia  con- 
traria; de  aquí  dificultades  y conflictos  gra- 
ves, á que  fué  indispensable  ocurrir  con  la 
real  orden  aedaratoria  de  7 de  marzo  de 
1800,  que  ofreció  un  remedio  provisional. 

Instruido,  sin  embargo,  un  razonado  y 
completo  expediente  para  poder  adoptar 
una  resolución  definitiva,  aparece  compro- 
bado que  la  dificultad  consiste  en  los  tér- 
minos en  que  se  halla  redactado  el  art.  l.° 
de  los  estatutos,  cuya  letra  y espíritu  no 
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se  avienen  con  el  principio  de  libertad  que 
le  sirve  de  base.  No  es  fácil  por  cierto  con- 
ciliar el  libre  ejercicio  de  la  abogacía  con 
el  sistema  y régimen  propio  de  los  cole- 
gios; -sin  (embargo,  conocido  el  mal,  no 
es  imposible  el  remedio. 

El  Ministro  que  suscribe,  después  de 
examinar  los  datos  acumulados  en  el  expe- 
diente, las  observaciones  de  los  principales 
colegios  de  abogados  del  reino,  el  informe 
de  la  junta  del  ríe  esta  córte,  y los  dictáme- 
nes del  fiscal  y de  la  sala  de  gobierno  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es  de  pare- 
cer que  debe  declararse  de  una  vez  que  la 
profesión  de  abogado  es  libre  en  toda  la 
Monarquía:  cree  también,  sin  embargo  que 
en  nada  se  opone  á este  libre  ejercicio  la 
institución  de  los  colegios,  cuyo  objeto  es 
mantener  el  lustre  y disciplina  de  tan  dis- 
tinguida clase,  sirviendo  al  propio  tiempo 
de  escudo  y amparo  á esa  misma  libertad, 
que  es  condición  indispensable  para  el 
buen  desempeño  délos  deberes  que  le  están 
encomendados.  Tiene  por  objeto  además 
este  proyecto  reintegrar  á los  litigantes  en 
el  derecho  indisputable  de  elegir  el  patro- 
no que  les  inspire  mas  confianza  para  en- 
cargarle la  defensa  de  su  honra,  de  su  for- 
tuna ó de  su  libertad,  sin  mas  restriccio- 
nes que  las  indispensables  á que  el  Estado 
no  puede  ni  debe  renunciar,  y que  la  mis- 
ma importancia  de  las  funciones  del  abo- 
gado reclama  en  interés  del  bien  público. 
Con  él  quedarán  también  remediados  los 
diversos  inconvenientes  que  en  uno  y otro 
sentido  se  han  alegado,  promoviéndose  la 
formación  de  colegios  en  todo  el  reino;  y 
procurando  que  se  reúnan  los  abogados  de 
dos,  tres  ó mas  partidos  judiciales  hasta 
completar  el  número  necesario.  Esta  fa- 
cultad ya  la  tienen  ciertamente;  pero  sea 
cual  fuere  la  causa,  había  quedado  sin  apli- 
cación. Ahora  es  de  esperar  que  los  mis- 
mos abogados,  impulsados  por  su  interés, 
se  apresurarán  a aprovecharse  de  las  ven- 
tajas que  esta  facultad  les  proporciona,  con 
la  seguridad  de  que  en  el  Gobierno  hallarán 
todo  el  apoyo  necesario  para  vencer  las  di- 
ficultades que  se  presenten. 

Por  estas  'consideraciones,  y convencido 
de  la  necesidad  de  modificar  en  la  p«rt,e 
necesaria  los  actuales  estatutos  de  los  cole- 
gios de  abogados,  el  Ministro  que  suscribe 
tiene  la  honra  de  proponer  á Y.  M.  el  ad- 
junto proyecto  de  decreto. 

Madrid  31  de  marzo  de  1863.— Señora. — 
A L.  R.  P.  de  Y.  M.,  Rafael  Manares. 


REAL  DECRETO. 

Atendiendo  á las  razones  que  me  ha  ex- 
puesto el  Ministro  de  Gracia  y Justicia  som- 
bre la  conveniencia  de  modificar  los  esta- 
tutos de  los  colegios  de  abogados,  vengo  en 
decretar  lo  siguiente: 

Se  suprimen  los  cuatro  artículos  prime- 
ros de  los  estatutos  para  el  régimen  de  los 
colegios  de  abogados , publicados  por  mi 
R.  D.  de  28  de  mayo  de  1838,  sustituyen- 
do en  su  lugar  los  que  á continuación  se 
expresan: 

Artículo  1°  Los  abogados  pueden  ejer- 
cer libremente  su  profesión  en  todo  el  ter- 
ritotio  de  la  Monarquía,  menos  en  los  pue- 
blos ó partidos  judiciales  donde  haya  cole- 
gio. Para  que  puedan  ejercerla  en  estos 
pueblos  ó partidos,  deberán  incorporase  en 
los  colegios  ú obtener  habilitación  de  sus 
respectivos  decanos. 

Art.  2.°  Los  abogados  deberán  presen- 
tar á los  jueces  que  conozcan  de  las  causas 
ó pleitos  en  que  deban  actuar,  cuando  no 
sean  los  del  pueblo  ó partido  de  su  vecin- 
dad: primero,  el  título:  segundo  el  docu- 
mento que  acredite  hallarse  al  corriente  del 
pago  de  la  contribución;  y tercero,  una  cer- 
tificación de!  decano  del  colegio  á que  per- 
tenecieren, ó del  juez  en  cuyo  partido  tu- 
vieren su  residencia  y vecindad  y actuare^, 
de  haber  cumplido  las  cargas  de  la  clase. 
Cuando  los  abogados  traten  de  actuar  en 
pueblo  ó partido  donde  haya  colegio,  si  no 
estuvieren  incluidos  en  la  lista  dei  mismo, 
deberán  acreditar  su  incorporación,  ó en 
su  defecto  la  habilitación  del  decano  del 
mismo. 

Art.  3.°  Continuarán  los  colegios  exis- 
tentes, y se  establecerán  de  nuevo,  si  ya  no 
lo  estuvieren;  primero,  en  todas  las  ciuda- 
des y villas  donde  residan  las  Audiencias 
del  reino ; segundo,  en  todas  las  capitales 
de  provincia:  tercero,  en  todos  los  demás 
pueblos  en  donde  hubiere  veinte  abogados 
al  menos  de  residencia  fija;  y cuarto,  en  lo- 
dos los  partidos  judiciales  donde  hubiere 
igual  número  de  veinte  abogados,  aunque 
residan  en  diferentes  pueblos  do  un  mismo 
partido.  Los  abogados  domiciliados  en  aque- 
llos, en  donde  no  se  junten  en  número  de 
veinte  podrán  incorporarse  en  el  colegio 
mas  inmediato,  ó asociarse  los  de  dos  ó mas 
partidos  que  se  hallen  en  aquel  caso  para 
formar  un  colegio,  que  no  podrá  compo- 
nerse de  menos  de  veinte  individuos. 

Art.  4.°  Los  abogados  pueden  ser  indi- 
viduos de  dos  ó mas  colegios  con  tal  que  pa- 
guen los  derechos  de  entrada  ó incorpora- 
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cion  en  ellos.  La  incorporación  no  podrá 
negarse  sino  por  las  causas  que  se  expresan 
en°el  artículo  siguiente. 

Art.  5.°  Serán  causas  suficientes  para 
negar  la  incorporación:  primera,  haber  sido 
espulsado  de  otro  colegio:  segunda,  hallar- 
se sufriendo  alguna  pena:  tercera,  hallarse 
suspenso  disciplinariamente  del  ejercicio 
de  la  abogacía  durante  el  tiempo  de  la  sus- 
pensión: cuarta,  mala  conducta  justificada. 

Art.  6.°  Contra  las  resoluciones  de  la 
junta  de  gobierno  de  los  colegios,  denega- 
torias de  incorporación,  puede  recurrirse 
en  queja  á las  de  los  Tribunales  superiores: 
estos,  oyendo  á aquellas,  determinaran  lo 
que  estimen  justo , sin  ulterior  recurso. 

Art.  7.°  Pueden  ios  abogados  defender 
en  los  tribunales  que  no  sean  del  territorio 
de  su  colegio,  sin  necesidad  de  incorpora- 
ción, los  pleitos  y causas  siguientes:  prime- 
ro; los  en  que  sean  por  si  y bajo  su  nom- 
bre litigantes:  segundo,  los  en  que  lo  sean 
en  igual  forma  sus  parientes  dentro  del 
cuarto  grado:  tercero,  los  en  que  hubieren 
sido  defensores  de  alguna  de  las  partes  en 
los  juzgados  ó tribunales  inferiores. 

Art.  8.°  El  decano  concederá  la  auto- 
rización para  abogar  á los  que  la  soliciten 
en  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el 
artículo  anterior,  dando  conocimiento  de 
ello  aLjuez  ó tribunal  correspondiente. 

Art.  9.°  ¡.os  letrados  que  soliciten  la 
autorización  deberán  justificar  con  docu* 
ineptos  fehacientes  hallarse  en  alguno  de 
los  casos  expresados  en  el  art.  7.° 

Los  restantes  artículos  de  los  estatutos 
tomarán  el  número  que  les  corresponda,  y 
se  hará  de  ellos  una  nueva  edición  con 
las  modificaciones  á que  hubiere  lugar. 
Dado  en  Palacio  á 31  de  marzo  de  1863. 
[CL.  t.  89,  p.  251) 

R.  0.  de  7 junio  de  1863. 

Mandando  que  se  designe  si  lío  decoroso  para  los  abo- 
gados que  concunan  á los  debates  judiciales. 

(Grao,  y Just.)  «Habiendo  hecho  pre- 
sente á S.  M.  que  la  mejor  escuela  prácti- 
ca para  los  letrados  que  se  dedican  á la  no^ 
ble  carrera  del  loro  es  el  foro  mismo,  en 
donde  diariamente  se  controvierten  impor- 
tantes cuestiones  de  derecho  entre  los  de 
nías  antigüedad  y nombradla,  y en  donde 
tienen  lugar  con  frecuencia  las  vistas  de 
causas  célebres,  en  qüe  tornan  parte  ex- 
perimentados y brillantes  oradores:  y sien- 
do necesario  para  ello  facilitar  á los  que 
uBseen  concurrir  á los  dehales  forenses  un 
sitio  propio  . separado  del  público,  cuya 
ialta  na  retraído  á muchos  de  asistir  hasta 


el  dia,  la  Reina  (Q.  D.  G.),  tomando  en 
cuenta  dichas  razones,  y deseando  evitar 
que  los  referidos  letrados  asistentes  á las 
vistas  permanezcan  en  el  corto  recinto  que 
casi  todas  las  salas  de  justicia  tienen  desti- 
nado para  el  público,  y queriendo  que  una 
clase  tan  distinguida  y respetable  aparezca 
siempre  en  los  actos  solemnes  de  su  profe 
sien  con  el  decoro  que  tanto  ha  menester 
para  desempeñar  dignamente  la  importan- 
te misión  que  le  tienen  confiadas  las  leyes, 
se  ha  servido  resolver: 

1. °  One  en  Lodos  los  tribunales  del  rei- 
no se  designe  un  sitio  cómodo  y separado  del 
que  ocupa  el  público,  y de  las  mismas  con- 
diciones, si  es  posible,  que  el  que  hoy  ocu- 
pan los  abogados  actuantes,  para  que  pue- 
dan colocarse  en  él  decorosamente  los  de- 
más letrados  que  deseen  concurrir  á los 
debates  judiciales. 

2. °  Que  para  poder  tomar  asiento  en  el 
lugar  que  se  les  destine,  deben  presentarse 
necesariamente  con  el  traje  de  toga,  propio 
de  su  clase.  De  Real  órden  etc.  Madrid 7 de 
junio  de  186o.' — Monáres.»  ( CL . t.  89,  pá- 
gina 429.) 

R.  O.  de  11  enero  de  loflfi. 

Que  para  el  efecto  del  tumo  en  defensa  de  oficio,  se 

reputen  obligados  los  que  ejerzan  la  profesion'en 

cada  partido,  aunque  no  residan  en  él. 

(Real  Audiencia  de  Albacete.)  Secreta- 
ría.— Por  el  Exento,  Sr.  Subsecretario  del 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia  con  fecha 
41  de  enero  próximo  pasado,  se  comunica 
al  Sr.  Regente  de  la  Audiencia  la  Real  ór- 
den siguiente: 

«El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  dice 
con  esta  lecha  al  Regente  de  esta  Audiencia 
de  Barcelona  lo  que  sigue: 

He  dado  cuenta  á la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  consulta  elevada  por  la  sala  de  gobierno 
de  esa  Audiencia,  manifestando  la  situación 
excepcional  en  que  se  encuentra  el  juzgado 
de  primera  instancia  de  San  Feliu,  en  don- 
de por  no  haber  suficiente  número  de  abo- 
gados avecindados,  y negarse  los  del  cole- 
gio de  Barcelona  que  ejercen  en  él  la  pro- 
fesión á levantar  las  cargas  de  oficio  hubie- 
ra'llegado  el  caso  de  quedar  los  pobres  sin 
defensa,  si  la  sala  provisionalmente  no  hu- 
biera dispuesto  obligarles  por  turno  rigu- 
roso á encargarse  de  las  defensas  de  pobres; 
concluyendo  con  rogar  que  se  adopte  una 
resolución  general  que  evite  tales  conflic- 
tos para  en  adelante.  En  su  vista  y de  con- 
formidad con  el  dictamen  de  la  sección  de 
Estado  y Gracia  y Justicia  del  Consejo  de 
Estado,  se  ha  servido  S.  M.  aprobar  la  me- 
dida provisional  acordada  por  esa  sala  de 
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Gobierno,  disponiendo  como  regla  general 
en  lo  sucesivo  que  para  efecto  del  turno  en 
defensa  de  oficio,  á que  los  letrados  están 
obligados,  se  reputen  residentes  en  cada 
partido  judicial  todos  los  que  en  él  ejercie- 
ren su  profesión,  sin  que  les  sirva  de  escusa 
la  circunstancia  de  levantar  la  misma  carga 
en  el  punto  de  su  residencia.  Lo  qlie  de  Real 
Orden,  comunicada  por  el  expresado  Sr.  Mi- 
nistro, traslado  á V.  S.  para  su  conocimien- 
to, y á fin  de  que  sírva  de  regla  en  los  ca- 
sos análogos  que  puedan  ocurrir  en  el  ter- 
ritorio de  esa  Audiencia.»  Lo  que  por 
acuerdo  de  la  sala  fie  Gobierno  trascribo  á 
V.  para  su  inteligencia  y cumplimiento, 
acusando  V.  el  recibo  de  la  presente.  Dios 
guarde  á Y.  muchos  anos.  Albacete  5 de 
febrero  de  f GGG. — El  Vicesecretario,  José 
Marés.  [Bol.  of.  de  Ciudad-Real  de  19  de 
febrero,  núm.  103.) 

R.  O.  de  7 abril  de  1866. 

Declarando  qno  los  abogados  presos  pueden  ejercer 

su  profesión  de  la  manera  que  sea  compatible  con 

la  prisión. 

(Secretaría  de  la  Audiencia  territorial 
de  Madrid.)  Por  el  lluro.  Sf.  Subsecreta- 
rio de!  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  se 
ba  comunicado  al  Exctno.  Sr.  Regente  de 
esta  Audiencia  con  fecha  7 del  actual  Ja  se- 
guiente Real  orden: 

«Exerno.  Sr.:  El  Sr.  Ministro  dé  Gracia 
y Justicia  dice  con  esta  fecha  al  Presidente 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  lo  que 
sigue:— He  dado  cuenta  á la  Reina  (que 
Dios  guarde)’  del  expedienté  instruido  en 
este  Ministerio  con  motivo  de  una  exposi- 
ción que  á consecuencia  de  haberse  abste- 
nido la  Sala  segünda  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  de  dictar  providencia  sobre  un 
escrito  presentado  en  defensa  de  un  reo  y 
firmado  por  un  abogado  preso  á la  sazón 
por  desacato,  ha  elevado  la  junta  de  abo- 
gados de  aquella  ciudad,  en  solicitud  de 
que  se  declare  que  no  puede  privarse  total 
ni  parcialmente  á un  abogado  del  ejercicio 
de  su  profesión,  sino  en  ios  casos  expresa- 
mente prescritos  en  la  lev  y en  la  forma 
prevenida  en  la  misma.  En  su  virtud,  y 
considerando  que  ninguna  disposición  legal 
estahlece  que  la  prisión  preventiva,  cuyo 
objeto  es  el  de  asegurar  el  fallo  de  la  justi- 
cia, sea  incompatible  con  el  ejercicio  de  la 
abogacía:  Considerando  que  el  preso  no 
puede  ser  privado  antes  de  que  recaiga  sen- 
tencia ejecutoria  de  los  derechos  que  no  sean 
incompatibles  con  la  falta  de  libertad;  S.  M., 
enterada  de  todo,  oido  el  parecer  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  y de  conformi- 
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dad  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado 
en  pleno , ha  tenido  á bien  resolver  que  el 
abogado  presó  ó detenido  puede  ejercer  su 
profesión  de  la  manera  que  sea  compatible 
con  la  prisión.» 

Lo  que  de  órden  de  la  Excma.  Sala  de 
gobierno  de  esta  Audiencia  trascribo  á us- 
ted para  su  conocimiento  y efectos  oportu- 
nos, dando  parte  de  quedar  enterado.  Dios 
guarde  á V.  machos  años;  Madrid  20  de 
abril  de  1866.—  Jasó  Leonardo  Roldan.— 
Sr.  Juez  de  primera  instancia  del  partido 
de...  {Bol.  of.  de  Guadalajara  de  25  abril.) 

Otra  R.  0.  ele  7 abril  de  1866. 

Declaran’»  el  asíanlo  y lugar  que  deben  ocuparen 

los  Tribunales  los  abogados  que  so  defienden  á si 

mismos  en  causas  criminales. 

(Secretaria  de  la  Audiencia  territorial 
de  Madrid.)  Por  el  limo.  Sr.  Subsecreta- 
rio del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  se 
ha  comunicado  al  Excmo.  Sr.  Regente  de 
esta  Audiencia  con  fecha  7 del  actual  la  si- 
guiente Real  órtlen: 

«Excmo.  Sr. : El  Sr.  Ministro  de  Gracia 

y Justicia  dice  con  esta  fecha  al  Presidente 
► 

del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  lo  que 
sigue; — He  dado  cuenta  á la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  espediente  instruido  en 
este  Ministerio  con  motivo  de  la  solicitud 
elevada  por  D.  Lorenzo  López  Morell,  abo- 
gado del  colegio  de  Valencia,  quejándose 
de  no  haberle  permitido  aquel  Tribunal  de- 
fenderse, ocupando  para  ello  en  el  acto  de 
la  vista  de  una  causa  seguida  contrae!  mis- 
mo, el  asiento  destinado  á los  abogados  y 
vestir  la  toga  —En  su  virtud : consideran- 
do que  es  incuestionable,  pues  así  lo  esta- 
blece la  ley  3.a , tí C.  6.°  de  la  Partida  3.a  y 
el  art.  J89  de  las  ordenanzas  para  todas  las 
Audiencias  de  la  Península  é Islas  adyacen- 
tes, el  derecho  que  asiste  al  abogado  encau- 
sado de  defenderse  así  propio,  hablando 
en  derecho:  considerando  que  esto  rio  obs- 
tante y por  mas  que  deba  suponerse  al  pre- 
sunto reo  en  el  goce  de  los  derechos  mien- 
tras no  recaiga  la  sentencia  ejecutoria  corres- 
pondiente, no  le  autoriza  sin  embargo  para 
formular  su  defensa  desde  el  mismo  punto 
de  honor  otorgado  en  los  Tribunales  á los 
letrados  defensores  por  ser  esta  distinción 
una  gracia  concedida  á los  defensores  de 
otros  y no  á los  que  se  defienden  á sí  mis- 
mos en  causas  criminales:  considerando  por 
último  que  siehdo  diversas  las  prácticas  que 
en  este  pünto  se  advierten  en  las  Audien- 
cias, es  conveniente  uniformarlas,  S.  M.  en- 
terada de  todo,  oído  el  parecer  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia , y de  conformidad 
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con  el  dietámen  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  lia  tenido  á bien  resolver  que  los 
abogados  procesados  cuando  quieran  uti- 
lizar por  si  mismos  el  derecho  de  defen- 
sa, si  bien  pueden  asistir  con  toga,  como 
distintivo  de  su  profesión,  deberán  ocupar 
el  mismo  asiento  v logar  destinados  ordina- 
riamenteen  los  Tribunales  á los  demóreos.» 

Lo  que  de  órden  de  la  Excma.  Sala  de 
gobierno  de  esta  Audiencia  trascribo  á us- 
ted para  su  conocimiento  y efectos  oportu- 
nos, dando  parte  de  quedar  enterado.  Dios 
guarde  A Y.  muchos  años  Madrid  20  de 
abril  de  1860  — José  Leonardo  Roldan. — 
Sr.  Juez  de  primera  instancia  del  partido 

de ( Boletín  oficial  de  Guadalajara  de 

2-1  a bril.) 

/?.  O.  de  23  diciembre  de  i 866. 

Resolviendo  que  el  titulo  de  abobado  es  lo  mismo 
que  el  de  licenciado  para  tener  ingreso  en  la 
carrera  de  la  Administración  civil  y económica. 

(Pees,  del  C.  de  M.)  «Dada  cuenta  A la 
Reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
en  esta  Presidencia  con  motivo  de  una  ins- 
tancia presentada  porD.  Vicente  Guerrero 
y Tarifa,  jefe  de  primera  clase  que  '.ha  sido 
de  secciones  provinciales  de  estadística,  en 
solicitud  de  que  se  declare  que  el  título  de 
abogado  que,  previos  los  requisitos  nece- 
sarios, se  le  expidió  en  2 diciembre  de  i 834 
por  el  real  acuerdo  de  la  Audiencia  de 
Granada  es  igual  ó análogo  al  de  licenciado 
obtenido  en  universidades,  para  los  efectos 
prevenidos  en  la  disposición  segunda  del 
arl.  16  de  la  ley  de  25  de  junio  de  1864; 
S;  M. . teniendo  en  cuenta  que  la  citada 
disposición,  al  declarar  que  los  licenciados 
en  derecho  y los  que  tengan  título  acadé- 
mico que  acredite  haber  concluido  una  car- 
rera especial  facultativa,  podrían  tener  li- 
bre ingreso  en  la  de  Administración  civil 
y económica  en  cualquiera  de  las  clases  de 
la  categoría  de  oficiales  establecidas  por  el 
R.  D,  de  18  de  junio  de  1852,  no  tuvo 
otro  objeto  que  buscar  una  garantía  de  su- 
ficiencia en  los  títulos  que  acreditan  haber 
seguido  una  carrera;  y de  conformidad  con 
lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  se  ha  servido  resolver  que  el  titulo  : 
de  abogado  expedido  por  las  Audiencias  es 
igual  al  de  licenciado  obtenido  en  las  uni- 
versidades del  reino  para  los  fines  que  se 
determinan  en  la  precitada  disposición  se- 
gundado! a r t 16  de  laley  de25  de  juniode 
1864.  De  Real  órden  etc.'  Madrid  23  de  di- 
ciembre de  1806.— El  Duque  de  Valencia. 

- Sr,  Ministro  de..,.,»  [Gao,  27  diciembre ,) 


abogado. 

/}.  O.  de  9 agosto  de  1867. 

Declarando  que  cuando  los  autos  hayan  de  salir  de 
la  capital  del  Juzgado  ó Tribunal  por  residir  fue- 
ra el  abogado  sea  bajó  la  responsabilidad  de  esto, 
garantida  á juicio  del  juez  etc. 

(Gbac.  y Just.)  «Los  procuradores  de 
varios  juzgados  de  primera  instancia  han 
solicitado  que  se  obligue  á.  los  abogados 
cuyo  domicilio  se  halle  fuera  de  las  cabe- 
zas" de  los  partidos  judiciales  A residir  en 
ellas;  y en  el  caso  de  que  esto  no  se  esti- 
me, que  se  les  releve  de  la  responsabilidad 
de  los  autos  cuando  hubieren  de  pasarlos 
A letrados  que  no  tuvieren  su  estudio  en 
la  capital. 

La  Reina  (O.  D.  G-j,  en  vista  de  la  con- 
sulta elevada  por  la  Sala  de  Gobierno  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia , y conside- 
rando que  la  libertad  concedida  por  las  le- 
yes al  abogado  de  ejercer  su  profesión  en 
donde  le  convenga  no  debe  servir  de  obs- 
táculo á la  prosecución  natural  de  los  pro- 
cedimientos con  perjuicio  de  la  pronta  ad- 
ministración de  justicia,  ni  gravar  tampo- 
co a los  demás  curiales  que  intervienen  en 
los  juicios  imponiéndoles  gastos  y moles- 
tias superiores  á los  establecidos  en  el  re- 
glamento de  los  Juzgados,  y en  las  Orde- 
nanzas de  las  Audiencias,  se  ha  servido 
mandar: 

t.°  Que  la  facultad  del  abogado  de  re- 
sidir en  cualquiera  población  y ejercer  des- 
de ella  su  profesión  para  ante  cualquier 
Juzgado  ó Tribunal  sea  siempre  sin  emba- 
razar en  lo  mas  mínimo  ed  curso  de  los  pro- 
cedimientos ni  sus  trámites  legales. 

2.°  Que  cuando  los  autos  hayan  de  sa- 
lir de  la  capital  del  Juzgado  ó Tribunal,  en 
los  casos  no  prohibidos  en  el  art.  3.°  del 
R.  D.  de  6 de  junio  de  18 44,  sea  de  cuen- 
ta y bajo  la  responsabilidad  del  abogado, 
garantida  suficientemente  A juicio  del  juez 
ó del  Tribunal  la  recogida  de  aquellos  de 
poder  del  procurador  y su  devolución  al 
mismo.  De  Real  órden  etc.  San  Ildefonso 
9 de  agosto  de  1867.— Roncali. — Sr.  Regen- 
te de  la  Audiencia  de...»  (Gao.  11  agosto.) 

Pi.  O.  de  24  diciembre  de  1867. 
(Grao,  y Just.)  Dispone  «que  se  observe 
puntualmente  lo  prevenido  en  las  Reales 
órdenes  de  14  de  diciembre  de  1848  y 1.° 
de  enero  de  1849,  respecto  del  puesto  de 
honor  que  en  la  apertura  solemne  de  los 
tribunales  deben  ocupar  los  decanos  de  los 
colegios  de  abogados.»  ( Gac . 25  diciembre.) 

Leyes  canónicas. 

Cap.  I del  Concilio  Lateranense  III.  El 
clérigo  ordenado  in  sacris , ó beneficiado, 
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no  puede  ser  abogado  en  el  fuero  secular 
sino  por  si,  su  iglesia  ó personas  mise- 
rables. 

Cap.  II  Inocencio  III,  año  1210.  Los  ca- 
nónigos regulares  no  pueden  abogar,  ni 
tampoco  los  monges,  sino  por  utilidad  de 
la  iglesia,  ó por  su  monasterio  con  precep- 
to del  abad. 

Cap.  III  Gregorio  IX , año  1230.  El  clé- 
rigo de  mayores  ordenado  podrá  abogar  por 
sí,  por  su  iglesia,  parientes  y pobres;  pero 
si  fuere  abogado,  ó procurador  contra  la 
iglesia  donde  tiene  beneficio,  se  le  prive 
de  él. 

§2.°  Excelencia  y consideraciones  de  la 
abogacía. 

«Hay  un  hombre  en  la  sociedad,  que 
consagra  su  vida  al  estudio,  á la  con- 
templación á la  defensa  del  derecho: 
un  hombre  que  destinando  sus  vigilias 
al  exámen  de  lo  que  la  justicia  enseña 
como  leyes  del  mundo,  las  invoca  á la 
luz  del  día,  y las  proclama  ante  los  tri- 
bunales que  ellas  mismas  han  creado 
para  asegurar  su  santo  dominio:  un 
hombre,  que  sometiendo  á la  inteligen- 
cia todos  los  adelantos  de  la  civilización, 
mantiene  á cada  cual  en  el  disfrute  y 
plenitud  de  lo  que  le  pertenece;  un 
hombre,  en  fin,  que  con  voz  tremenda 
estigmatiza  el  crimen  y le  señala  sobre 
la  frente  del  malvado,  ó que  rasgando  la 
máscara  de  infernalescalumnias,  arranca 
del  cuello  de  la  inocencia  el  dogal  que 
la  oprimía,  y embota  y separa  la  cuchi- 
lla que  se  preparaba  para  sacrificarla. — 
¡No!  después  de  la  magistratura  no  hay 
institución  humana  que  pueda  compa- 
rarse con  esta  institución:  después  del 
magistrado  no  hay  ningún  hombre  que 
pueda  compararse  con  este  hombre,  su 
misión  es  una  santidad,  su  destino  es 
un  sacerdocio,  su  historia  es  la  historia 
de  lo  recto  y de  lo  justo  (1). 

Esta  institución  de  que  hablamos  es 
la  abogacía,  este  hombre  el  abogado. 

Nuestras  leyes,  desde  las  Partidas  han 
proclamado  con  terminantes  disposicio- 
nes la  excelencia  de  esta  honrosa  profe- 
sión; todas,  hasta  las  mas  modernas  la 
han  llenado  de  distinciones;  todas  la 


(1)  Crónica  Jurídica,-  1829,  pág.  428. 
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vienen  considerando  por  su  importancia 
y cooperación  en  la  administración  de 
justicia.  Por  eso  y con  el  objeto  de  soste- 
ner el  lustre,  decoro  y consideración  de 
la  clase,  se  han  establecido  y conservado 
los  colegios  de  abogados,  y á eso  tienden 
muchas  ó todas  las  disposiciones  de  sus 
estatutos  (l).Por  eso  mismo  se  ha  man- 
dado que  concurran  á la  apertura  de  los 
tribunales  ocupando  un  lugar  preferente 
en  tan  solemne  acto  (2).  Y por  eso  tam- 
bién, para  que  los  medios  de  llenar  su 
santa  misión  sean  proporcionados  á la 
grandeza  y elevación  de  sus  funciones, 
se  Ies  ha  otorgado  una  prudente  y am- 
plia libertad  en  las  defensas  por  escrito 
y en  estrados,  donde  hablan  cubiertos 
ante  todos  los  tribunales,  y sentados  en 
bancos  con  respaldo  y forrados,  que  se 
colocan  en  el  mismo  pavimento  que  los 
de  los  magistrados  (3). 

Todo  esto  da  bastante  á entender  cuán 
nobles  son  para  la  ley  las  funciones  del 
ministerio  del  abogado,  y la  grande  al- 
tura á que  las  considera. 

§ 3.°  Ejercicio  de  la  abogada. 

Para  el  ejercicio  de  la  abogacía  es  ne- 
cesario: 

1. °  Tener  la  edad  de  17  años.  (Ley 

2.a,  tít.  6.°  part.  3.a  y R.  C.  de  27  de 
enero  de  1833). 

2. °  Obtener  ó haber  obtenido  el  tí- 
título  correspondiente,  previos  los  es- 
tudios que  se  exigen,  que  hoy  son  los 
de  los  arts.  43,  44  y 45  de  la  ley  de  9 
de  setiembre  de  1857,  sin  ser  ya  nece- 
saria autorización  de  los  tribunales. 
(R.  O.  de  6 de  noviembre  1843.) 

3. °  Presentar  el  título  á la  autoridad 


(1)  Principalmente  arts.  10,  pár.  3.°  de 
12  y atribución  3.a  del  15  de  los  Estatuios;  y 
artículos  4.°,  11  y 12  del  R.  1).  de  6 junio  de 
1844. 

(2)  Arts.  190  de  las  Ordenanzas  de  las  Au- 
diencias, 5.°  de  ios  Estatutos,  11  del  R.  D.  de 
29  de  agosto  de  1843,  y Reales  órdenes  de  14 
y 17  dio.  de  1848,  l.°  de  enero  de  1849  y 21 
de  abril  de  1851. 

(3)  Arts.  193  de  las  Ordenanzas  de  las  Au- 
diencias; R.  O.  de  o mayo  de  1836:  art.  5.° 
Real  decreto  de  29  de  agosto  de  1843,  y 58  del 
Reglamento  de  juzgados  de  l.°  mayo  de  1844. 
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local,  ó al  juez  de  primera  instancia,  en 
donde  no  haya  colegio.  (Art.  2.fl  R.  C. 
de 27  noviembre  1832,  y i-°  y 13 del R.  D, 
de  27  de  mayo  de  1855.)  En  donde  ha- 
ya colegio  se  requiere  la  incorporación 
en  su  matrícula  por  los  aris.  i.°  de  la 
citada  R.  C.  de  27  de  noviembre  de  1832, 
189  de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias, 
l.°  6.°  al  9.°  délos  Estatutos,  1°  del 
R.  D.  de  6 de  junio  do  1844  y R.  D.  de 
31  de  marzo  de  1863.  Para  defender  ne- 


gocios propios  ó de  parientes  etc.,  no  es 
de  necesidad  incorporarse  en  el  colegio, 
pero  sí  obtener  la  venia  del  decano. 
(Art.  4.°  Estatutos.) 

4. °  Matricularse  para  el  pago  de  la 
contribución  industrial.  (R.  D.  de  20 
octubre  1852.) 

5. °  No  tener  incompatibilidad  ó 
prohibición  absoluta  ó relativa  en  algún 
tribunal  ó en  cierta  clase  de  negocios. 
Y la  tienen  los  siguientes: 

El  sordo  que  no  oiga  nada,  el  loco, 
el  desmemoriado,  el  pródigo,  el  absolu- 
tamente ciego,  no  pueden  ser  abogados 
según  las  leyes  2/  y 5.a  tít.  6.°,  partida 
3.a  El  ser  sordo  parece  sin  embargo  que 
no  debe  ser  impedimento  para  abogar 
por  escrito. 

Los  monges,  religiosos  y clérigos  solo 
pueden  abogar  en  los  casos  que  dicen  la 
ley  2.a  de  Part.,  la  5.a  tít.  22  lib.  5.°, 
Nov.  Rec.  y los  cánones  que  dejamos 
insertos. 

Los  corregidores  ó Gobernadores,  ni 
sus  oficiales  (boy  parece  deberá  enten- 
derse de  los  Gobernadores  de  provincia 
sus  secretarios,  y de  los  alcaldes  corre- 
gidores), tampoco  pueden  ser  abogados 
délos  pleitos  que  dentro  de  su  jurisdic- 
ción se  trataren.  (Ley  11,  tít.  It  libro 
7.°  Nov.  Rec.) 

Los  escribanos,  sus  padres,  hijos, 
hermanos  ó cufiados  tampoco  pueden 
ser  abogados  en  las  causas  que  pendan 
ante  los  primeros;  ni  ninguno  tampoco 
en  aquellas  en  que  su  padre,  hijo,  yer- 
no ó suegro,  hermano  ó cufiado  fueren 
jueces.  (Leyes  6.a  y 7.a,  tít.  22,  lib.  5 ü 
y 6.a,  tít.  3.°,  lib.  li  Nov.  Rec.) 


§ 4.°  Deberes  de  los  abogados. 

«Los  que  en  nombre  de  la  ley  han  de 
defender  en  los  Tribunales  los  derechos, 
la  libertad,  la  honra,  la  vida  de  sus  con- 
ciudadanos  tienen  que  distinguirse 

principalmente  por  la  solidez  de  su  ins- 
trucción , por  la  sobriedad  en  el  deseo 
de  manifestarla,  por  la  elevación  desús 
sentimientos,  por  el  santo  amor  de  la 
verdad  y de  la  justicia,  y sobre  todo  por 
el  temple  y la  energía  de  un  alma  supe- 
rior que  desprecia  los  peligros  que  pue- 
de acarrearle  su  defensa.  ¿Hay  nada  mas 
noble  y mas  respetable  que  la  voz  de  un 
abogado  que  en  una  causa  impopular 
ahoga  las  murmuraciones  de  la  envidia 
y del  espíritu  de  partido,  ó en  tiempos 
de  proscripción  y de  venganzas  políticas 
salva  las  víctimas  señaladas  por  el  dedo 
de  la  tiranía,  ó marca  con  el  sello  de  la 
afrenta  á sus  dóciles  instrumentos?» 

Hé  aquí  en  las  breves  palabras  trascri- 
tas, que  tienen  grande  autoridad  porque 
son  de  uno  de  nuestros  mas  eminentes 
oradores  yjhombres  de  Estado  (1),  reuni- 
dos los  grandes  deberes  del  abogado, 

«Para  tener  el  abogado  el  orgullo  de 
la  gloria,  dice  otro  escritor  (2),  es  ne- 
cesario que  la  compre  con  sacrificios. 
■Sacerdote  de  la  justicia  tendrá  gloria  si 
fomenta  su  culto;  defensor  del  derecho 
depende  su  opinión  de  la  defensa  que 
del  derecho  haga.  Su  posición  en  la  so- 
ciedad es  bella,  pero  si  no  la  aprovecha 
para  el  bien  mayor  por  lo  mismo  debe 
ser  su  ignominia:  que  nada  hay  tan 
digno  como  la  inteligencia  animada  por 
Ja  virtud,  pero  nada  tan  lleno  de  opro- 
bio como  la  inteligencia  vendida  á la 
mentira  y al  vicio Pasiones  de  ma- 

la índole  han  arrastrado  alguna  vez  al 
hombre  ñaco,  y en  vez  de  sublimes 
ejemplos,  también  se  lian  presentado 
dolorosos  muestras  de  debilidad.  Se  ha 


(t)  Del  Excmo.  Sr.  D.  Salustiano  de  Olóza- 
ga  en  su  discurso  sobre  la  influencia  de  loa 
abogados  en  la  suerte  política  de  las  naciones, 
pronunciado  en  la  Academia  matritense  de  Ju- 
risprudencia, como  presidente,  la  noche  del  5 
de  noviembre  de  1859. 

(2)  En  la  Crónica  jurídica,  lugarya  citado . 
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cedido  al  miedo  cuando  el  afrontar  eí 
peligro  era  una  gloria,  se  ha  caido  en  la 
seducción  cuando  podía  aguardarse  fon 
taleza  para  despreciarla,,,*...  Pero  apar- 
temos la  vista  de  este  espectáculo,  eleve- 
mos nuestra  alma,  empapémosla  en  las 
grandes  doctrinas  y en  los  grandes  ejem- 
plos...... La  templanza  de  nuestra  so- 
ciedad no  permite  tanto  como  en  otros 
tiempos  las  emociones  inmensas  ni  las 
grandes  catástrofes,  que  por  fortuna  no 
son  diarias  en  los  anales  del  mundo.  No 
hay  todos  los  dias  que  acusar  á un  Ver- 
res,  ni  que  defender  á un  Sócrates;  pero 
no  hace  muchos  anos  que  ante  el  tribu- 
nal inas  imponente  de  la  tierra  hubo 
que  defender  á Luis  XVI  y las  voces  de 
Deséze  y de  Malesherbes  se  levantaron  en 
su  defensa.  Honor  y gloria  á los  que  ele- 
vándose en  tan  grande  ocasión  hicieron 
prueba  completa  de  toda  la  rectitud  y la 
santidad  que  se  abrigaba  en  sus  corazo- 
nes. Honor  y gloria  á ios  que  represen- 
taron en  aquel  día  la  nobilísima  misión 
del  abogado,  á los  que  sostuvieron  el 
nombre  de  la  ciencia  y de  la  virtud;  á 
los  que  hicieron  oir  las  grandes  palabras 
del  derecho,  las  grandes  inspiraciones 
de  la  justicia! 

«Pero  si  semejantes  ocasiones  son  ne- 
gadas por  fortuna  á la  mayor  parte,  hay 
otras  que  se  presentan  á cada  paso  y 
que  en  medio  de  su  modestia  y de  su  hu- 
mildad son  sin  embargo  muy  gloriosas. 
¿No  habéis  enjugado  nunca  las  lágrimas 
de  un  hombre  desgraciado  á quien  la 
perfidia  reduce  á la  indigencia  y á la 
desesperación,  y que  cifra  solo  en  vues- 
tra ayuda  el  remedio  de  sus  males,  ia 
subsistencia  de  su  familia  desventurada? 
Y ¿no  habéis  hecho  valer  sus  acciones 
ante  ia  ley,  y no  le  habéis  vuelto  la  es- 
peranza, y luego  el  bienestar,  y no  ha- 
béis presenciado  su  contento  y el  de  sus 
hijos,  y no  habéis  participado  de  él,  y 
no  habéis  gozado  con  sus  goces,  y no 
habéis  sido  feliz  con  su  felicidad  y su 
ventura?— ¿No  habéis  temblado,  no  os 
habéis  estremecido  jamás,  al  oir  las  do- 
loridas palabras  de  la  esposa,  que  espe- 
ra solo  de  vos  la  vida  de  su  esposo,  víc- 
tima de  errores  ó de  maldades;  y no  ha- 
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beis  conoeido  toda  la  grandeza  de  vues- 
tro ministerio  al  disputar  esa  vida  á las 
pasiones;  y n-Q  habéis  sido  mas  grande 
y mas  feliz  que  todos  los  hombres  gran- 
des y felices,  al  arrancar  al  verdugo  sn 
presa, y al  arrojarla  en  sus  brazos  á quien 
os  llama  su  providencia  y su  salvación?» 

«¡Oh!  esto  es  bello  como  nada,  esto 
es  grande  como  nada,  esto  es  glorioso 
corno  nada  en  la  tierra.  No  es  necesario 
disputaren  el  foro  de  Roma,  ni  aguar- 
dar que  su  defensa  sea  leída  dos  mil 
años  después  por  todos  los  hombres  del 
mundo  para  .ser  grande  al  pronunciarla, 
para  ser  feliz  ai  obtener  lo  que  se  pedia. 
También  hay  sublimidad  hasta  en  un 
juzgado  de  partido,  y se  puede  ser  feliz 
en  el  modesto  recinto  de  una  ciudad  de 
tercer  orden.  No  será  felicidad  bullicio- 
sa la  que  allí  nazca  y allí  se  goce;  pero 
podrá  ser  pura  y verdadera;  y á falta  de 
los  aplausos  de  la  muchedumbre,  se 
tendrá  la  gratitud  de  unos  pocos,  y el 
propio  contento  del  corazón.» 

No  es  posible,  mejor  ni  eon  mas  bellos 
rasgos  reducir  á sintesis  ios  grandes  de- 
beres del  abogado. 

Nuestras  leyes,  de  que  no  podemos 
aquí  olvidarnos,  ¡han  establecido  tam- 
bién muy  de  acuerdo  con  el  espíritu  de 
las  ideas  indicadas,  que  los  abogados 
deben  poner  el  mayor  esmero  y cuida- 
do en  la  defensa  de  sus  clientes,  que  no 
puedan  revelar  los  secretos  ni  abando- 
nar las  defensas  después  de  comenza- 
das, etc.,  y que  sean  en  todo  caso  obliga- 
dos á pagar  con  el  doblo  los  daños  y cos- 
tas que  causen  por  su  malicia,  culpa, 
negligencia  é impericia,  sin  perjuicio  de 
las  penas  en  que  puedan  incurrir.  (Le- 
yes 8 y 9,  título  22,  iib.  5.°,  Novísima 
Recopilación  y arts.  273  y 274  Código 
penal.) 

§ 5.°  Defensa  gratuita  de  los  pobres. 

Nuestras  leyes  de  Partidas,  las  de  la 
Nov.  Rec.,  las  Ordenanzas  de  tas  Au- 
diencias, los  Estatutos  de  ios  colegios,  eí 
Reglamento  provisional,  el  de  los  juzga- 
dos, la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
en  una  palabra,  todas  nuestras  leyes  así 
antiguas  como  modernas,  imponen  al 


64 

abogado  Ja  defensa  gratuita  de  los  po- 
bres. ¿Podremos  quejarnos?  ¿Podrá  de- 
cirse que  es  una  carga  penosa  y que 
como  tal  debe  desaparecer?  Jamás 

Acoger  al  pobre,  defenderle  gratuita 
y desinteresadamente  contra  las  opre- 
siones del  poderoso,  sin  que  la  ley  lo 
diga,  es  un  deber  como  inherente  é in- 
nato á las  funciones  de  la  abogacía. 
Nada  mas  grande  decíamos  en  otra  oca- 
sión, nada  mas  glorioso  que  penetrar  en 
el  templo  de  la  justicia  para  hacer  reso- 
nar nuestra  voz  con  valentía  y firmeza 
en  favor  de  los  desvalidos.  El  oro  no 
debe  ser,  pues,  el  único  premio  de 
nuestros  generosos  esfuerzos.  Poco  esti- 
ma, lia  dicho  Mr.  Camus,  su  celo  y sus 
vigilias  el  abogado  que  crea  que  se  pue- 
den valuar  á precio  de  plata,  y que  una 
cierta  cantidad  sea  la  mejor,  ó mas  dig- 
na recompensa. 

§ 6.°  Intervención  del  aboyado  en  los 
juicios. 

Hay  casos  en  que  no  es  necesaria, 
pero  sí  permitida  la  intervención  del 
abogado  en  los  juicios;  otros  en  que 
está  vedada,  y otros  en  que  es  obligato- 
ria. A saber: 

No  es  obligatoria  pero  si  permitida,  á 
voluntad  de  las  partes,  la  intervención 
del  ministerio  del  abogado  en  la  prime- 
ra instancia  de  los  asuntos  mercantiles; 
en  los  eontencioso-administrativos  que 
se  ventilan  ante  los  Consejos  provincia- 
les; en  los  actos  de  la  jurisdicción  vo- 
luntaria, y en  los  pleitos  de  menor  cuan- 
tía en  todos  los  tribunales  en  que  se 
observa  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
(Art.  38,  ley  de  Enj.  mere.;  tit.  8.°  de! 
Reg.  de  los  Consejos  prov.  de  l.°  de 
octubre  de  184o,  y 19  y 36  de  la  ley  de 
Enjc.  civil  (1). 

Los  asuntos  en  que  está  vedada  la  in- 


(1)  En  los  asuntos  contenciosos  que  se 
■ventilan  ante  el  Consejo  de  Etado,  deben  per- 
sonarse las  partes,  ó por  medio  de  uno  de  los 
abogados  del  Consejo,  que  son  todos  los  del 
Colegio  de  Madrid  dándole  poder  al  efecto,  ó 
por  sí  mismas,  cuando  la  sección  de  lo  conten- 
cioso  crcíi  cju6  pueden  defenderse  sin  necesi- 
dad  del  ministerio  de  los  abogados  (Arts  27 
28,  50,  83,  252,253  y 255  del  regí,  de  30  de 
diciembre  de  Í840. 
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tervencion  del  abogado  son:  los  actos  de 
conciliación,  los  juicios  verbales  civiles 
y los  de  faltas.  (Art.  1 9 de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y regla  3.a  de  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código 
penal.) 

El  legislador  se  lia  propuesto  de  este 
modo,  según  ha  dicho  un  dignísimo  vo- 
cal do  la  comison  que  redactó  la  ley  de 
Enjuiciamiento  (l)  «alejar  en  los  actos 
de  conciliación  las  consideraciones  de 
derecho  estricto  á que  tendrían  que  ate- 
nerse los  letrados,  si  en  concepto  de  ta- 
les intervinieran  en  ellos  y confiar  ex- 
clusivamente la  avenencia  de  las  partes 
á los  consejos  de  la  prudencia  y á las 
inspiraciones  de  la  equidad,»  á mas  de 
que  «tampoco  es  necesario  el  auxilio  de 
letrados  para  preparar  una  resolución 
acertada;  pues  que  el  juez  de  paz  no 
está  llamado  á pronunciar  un  fallo,  sino 
solo  ó procurar  con  espíritu  conciliador 
que  los  que  ante  él  se  presentan  transi- 
jan amigablemente  sus  diferencias.» 

«En  los  juicios  verbales,  dice,  ocasio- 
naría la  intervención  de  letrados  gastos 
considerables  atendido  el  corto  valor  de 
lo  que  se  litiga,  á lo  que  se  agrega  que 
la  sencillez  de  las  cuestiones  que  se  ven- 
tilan pocas  veces  deja  de  estar  al  alcance 
de  los  hombres  de  buen  sentido,  sin  ne- 
cesidad de  tener  conocimientos  jurídi- 
cos. Y añade:  «No  quiere  decir  esto  que 
se  cierren  las  puertas  del  juzgado  de 
paz  al  que  teniendo  la  investidura  de 
letrado  se  presente  como  apoderado  en 
un  juicio  verbal,  ó como  hombre  bueno 
en  un  acto  de  conciliación;  el  noble  ca- 
rácter de  la  profeesion  que  ejerce  no  es 
una  inhabilidad;  la  ley  excluye  el  mi- 
nisterio del  letrado,  pero  no  impide  por- 
que no  seria  justo  ni  admitiría  explica- 
ción, que  el  abogado  por  el  hecho  de 
serlo,  pueda  admitir  mandato,  y no 
prestar  un  oficio  de  amistad  y confianza; 
exclusión  tanto  menos  justificada,  cuan- 
tas mas  dotes  reúne  el  que  tiene  cono- 
cimientos jurídicos  para  poder  llevar 
las  cosas  á una  solución  que  concilie 


(!)  El  Sr.  Gómez  de  la  Serna  en  su  obra 
itíoíú'os  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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los  ánimos  y armonice  los  intereses  en- 
contrados. i 

Es  necesario  y obligatorio  e!  minis- 
terio del  abogado  en  todos  los  demás 
negocios  judiciales  no  comprendidos  en 
las  anteriores  reglas,  y de  tal  modo  que 
sin  su  firma  no  puede  proveerse  sobre 
ninguna  solicitud  que  en  ellos  se  aduz- 
ca, salvo  cuando  los  escritos  tengan  por 
objeto  acusar  rebeldías,  pedir  término, 
publicación  de  probanzas,  y señalamien- 
to para  las  vistas  de  los  pleitos,  los  cua- 
les serán  firmados  solo  por  procurado- 
res. (Art.  19,  ley  de  Enj.  civil.) 

Cuestión  debatida  lia  llegado  á ser  la 
de  si  es  ó no  conveniente  dejar  obliga- 
torio el  ministerio  del  abogado  en  los 
juicios,  y la  comisión  de  distinguidos 
jurisconsultos  que  redactó  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  debió  á no  dudarlo 
tratarla  y dilucidarla  con  la  madurez 
propia  de  su  grande  experiencia  y de 
sus  vastos  conocimientos.  Sin  embargo, 
dice  el  Sr.  la  Serna  en  su  obra  citada, 
después  de  exponer  la  importantísima 
misión  de  los  letrados  en  los  pleitos, 
que  la  comisión  «respetó  e)  estado  ac- 
tual de  las  cosas  y se  guardó  de  hacer 
innovaciones  peligrosas,»  convencida  de 
que  en  la  complicación  que  las  necesi- 
dades siempre  crecientes  de  la  sociedad 
han  ocasionado  en  las  leyes,  dejar  á ca- 
da uno  la  plena  libertad  de  defenderse, 
sobre  otros  inconvenientes  en  los  deba- 
tes y desventajas  para  los  litigantes  me- 
nos expertos  «equivaldría  á que  real- 
mente quedarían  muchos  indefensos,  y 
produciría  la  anarquía  el  desconcierto  y 
la  confusión  en  ios  tribunales,»  No  de- 
fendió, pues  la  comisión,  dice,  los  fue- 
ros antiquísimos,  lar  prerogativas  secu- 
lares de  la  clase  á que  correspondían  sus 
individuos,  sino  los  intereses  del  país 
y los  de  la  administración  de  justicia. 

§ 7.°  1 7i formes  orales. 

Lo  que  hemos  dicho  en  el  párrafo  se- 
gundo es  lo  bastante  para  penetrarse  de 
la  grande  importancia  de  las  funciones 
del  abogado;  pero  queremos  indicar 
aunque  brevemente,  respecto  de  los  in- 
formes orales,  que  los  letrados  deben  ir 
Tomo  I. 


siempre  á ellos  convenientemente  pre- 
parados: que  deben  mostrarse  en  todas 
las  ocasiones  altamente  celosos  de  su 
dignidad  y de  su  decoro:  que  no  deben 
usar  espresiones  que  desdigan  del  noble 
ministerio  que  ejercen:  que  por  ninguna 
clase  de  eoilsideraciones  deben  callar 
nada  de  cuanto  convenga  á la  defensa  de 
sus  clientes:  que  en  casos  graves  deben 
producirse  con  toda  la  valentía  y ente- 
reza de  que  sean  capaces,  y que  no 
deben  consenfir  que  sean  hollados  los 
fueros  de  la  libre  defensa.  Este  es  á no 
dudarlo  el  espíritu  de  nuestras  antiguas 
leyes,  el  del  art.  19  del  Reglamento  pro- 
visional y el  del  196  de  las  Ordenanzas 
de  las  Audiencias,  conciliados  con  las 
demás  disposiciones  legales  sobre  pree- 
minencias y consideraciones  de  la  abo- 
gacía; y es  bueno  que  no  los  olviden 
nunca,  ni  los  letrados,  ni  los  jueces,  ni 
los  presidentes  de  los  tribunales. 

Algunos  de  estos  suelen  tener  las  cos- 
tumbre de  manifestar  constantemente 
su  impaciencia  y su  inquietud  mientras 
hablan  los  abogados;  y no  los  atienden, 
y les  interrumpen  también  en  sus  dis- 
cursos con  gran  perjuicio  de  la  causa 
que  defienden.  Esta  costumbre  es  aten- 
tatoria á la  libre  defensa.  Las  interrup- 
ciones desconciertan  los  razonamien- 
tos, y no  es  siempre  fácil  volver  á to- 
mar el  hilo  de  las  ideas.  Uno  de  nues- 
tros distinguidos  abogados  y escritores, 
el  Sr.  Bautista  Alonso,  defendiendo  en 
1839  á un  procesado  político,  fue  inter- 
rumpido en  su  discurso  por  el  juez  de 
la  causa  haciéndole  observaciones  sobre 
un  argumento  que  halda  empleado.  El 
Sr.  Alonso  conoció  perfectamente  que 
el  juez  no  estaba  en  su  derecho,  y se  lo 
hizo  así  entender  con  estas  palabras: 
« ruego  que  no  se  me  interrumpa,  por- 
que las  ideas  se  van  y no  son  moneda 
que  se  pueda  recoger  fácilmente .»  In- 
formando después  en  la  misma  causa 
ante  la  Audiencia,  á propósito  de  otro 
vigoroso  y muy  oportuno  razonamiento 
del  Sr.  Alonso,  le  interrumpió  el  presi- 
dente con  esta  pregunta:  ¿ aparece  ahí 
que  esos  pasos  se  hayan  dado  por  el 
juez ? El  digno  letrado  constestó;  pero 
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protestó  á la  vez,  concillando  así  los 
respetos  que  se  deben  á los  tribunales 
con  el  derecho  que  tenia  á no  ser  inter- 
rumpido. La  prensa  periódica,  dijo,  lo 
ha  publicado  y lo  deja  conocer  bastante 
el  primer  testimonio  del  proceso . Pero 
me  es  forzoso  decir  en  este  momento 
que  se  ha  interrumpido  el  hilo  de  mh 
ideas,  y que  interrumpiéndolas  se  cer- 
cena la  defensa.  Por  muy  laudable  que 
sea  la  indicación  del  Sr.  Presidente, 
es  antes  que  todo  el  derecho  del  proce- 
sado (1).«  Esto  en  cuanto  á las  inter- 
rupciones.— Respecto  á la  impaciencia 
de  los  presidentes  ó al  disgusto  con  que 
alguna  vez  escuchan  á los  abogados  por 
no  ser  tan  breves  como  ellos  quisieran 
en  sus  informes,  diremos  solo  que  « in 
judicando  criminosa  est  celeritas » y de 
paso  recordaremos  para  correctivo  un 
caso  que  nos  refiere  Mr.  Dupin  en  su 
Arte  del  Abogado.  El  abogado  Dumont, 
dice , se  habia  estendido  en  un  infor- 
me mas  de  lo  que  acostumbraba,  el  pre- 
sidente de  Noviou  le  habló  de  concluir. 
Yo  estoy  pronto  á concluir,  respondió 
Dumont  con  loable  valentía,  si  el  tribu- 
nal halla  que  he  dicho  bastante  para  ga- 
nar mi  causa  con  las  costas ; si  no,  ten- 
go todavía  razones  tan  esenciales  que 
me  es  imposible  suprimirlas  sin  hacer 
traición  á mi  ministerio  y á la  confianza 
con  queme  ha  honrado  mi  parte.» 

§ 8.°  Honorarios. 

Los  abogados  no  tienen  arancel  que 
marque  y tase  sus  honorarios:  no  sien- 
do cuando  intervienen  como  contadores 
en  las  particiones  de  las  herencias;  pero 


(\)  Colección  de  causas  célebres,  tomo  6.° 
páginas  30  y 35,  En  el  mismo  tomo  se  encuen- 
tra una  vigorosa  y enérgica  defensa  que  el 
mismo  letrado  hizo  de  sí  mismo  á propósito 
do  una  amonestación  que  el  juez  inferior  le 
impuso  en  la  sentencia,  de  que  en  la  defensa 
de  sus  clientes  se  ajustase  al  lenguaje  del  foro 
que  tan  recomendado  tienen  nuestras  leyes. 
El  discurso  del  Sr.  Alonso  es  muy  notable,  es 
de  gran  mérito,  es  digno  de  la  alta  reputación 
que  tan  justamente  so  ha  ganado  cu  el  foro. 
El  resultado  le  fué-  como  no  podía  menos 
completamente  favorable;  decimos  mal  que 
fué  completamente  favorable  á los  fueros  de  la 
abogacía,  á la  libre  defensa  de  los  acusados. 


al  graduarlos  es  deber  suyo  ser  rígidos 
y severos  consigo  mismos,  teniendo  en 
cuenta  que  por  grandes  que  sean  y por 
mucho  que  merezcan  sus  desvelos,  no 
siempre  el  infeliz  artesano  y el  modesto 
labrador  pueden  retribuirlos  convenien- 
temente, y que  no  es  el  oro,  corno  ya 
hemos  dicho,  el  único  ni  el  mejor  pre- 
mio de  los  trabajos  y vigilias  del  abo- 
gado amante  de  su  reputación  y de 
gloria.  Las  leyes  recopiladas  hablan  de 
honorarios,  pero  principalmente  deben 
hoy  consultarse  el  art.  192  de  las  Or- 
denanzas de  las  Audiencias,  la  atribu- 
ción 4.a  del  art.  15  de  los  Estatutos  de 
los  colegios,  los  arts.  583  a!  587  de  los 
aranceles  judiciales  de  28  de  abril  de 
1869,  la  R.  O.  de  22  de  agosto  de  1850 
y los  artículos  78  y 80  de  Ja  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Estas  disposiciones 
preven  lo  conveniente  para  en  su  caso 
corregir  los  abusos. 

§ 9.°  Prevenciones  generales. 

Nada  de  cuanto  puede  contribuir  al 
lustre  de  la  abogacía  ó á mantener  su 
crédito  y su  prestigio,  lia  olvidado  el 
legislador  desde  los  mas  antiguos  tiem- 
pos. Sobre  exigir  una  larga  carrera  y 
exámenes  y grados  para  probar  la  acti- 
tud de  los  que  aspiran  á desempeñar 
tan  honrosa  profesión,  sobre  obligarles 
á formar  colegios,  sobre  establecer  la 
obligación  de  defender  á los  pobres  gra- 
tuitamente, sobre  concederles  á la  vez 
las  justas  distinciones  que  hemos  visto, 
ha  descendido  la  ley  á resolver  sobre 
muchos  otros  pormenores  que  importan 
mucho  al  fin  indicado,  tales  son: 

Que  asistan  á las  visitas  con  traje  do 
ceremonia,  que  es  el  establecido  por 
los  Rs.  Ds.  de  28  de  noviembre  de  1835 
y 29  de  agosto  de  1843.  (Art.  201  Or- 
denanzas de  las  Audiencias,  40  del  Re- 
glamento del  Consejo  Real  de  30  diciem- 
bre de  184(5  y R.  D.  de  7 marzo  1861.) 

Que  solo  puedan  asistir  dos  abogados 
por  cada  parte.  (Art.  193  Ordenanzas.) 

Que  se  sienten  en  estrados  por  orden 
de  antigüedad.  (Ley  4.a,  tít.  22,  lib.  5.Q 
Nov.  Rec.)  Y no  dice  la  .ey  si  la  anti- 
güedad ha  de  ser  de  título,  de  ejercicio 
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ó de  colegio,  bien  que  pocas  cuestiones 
ocurrirán  de  este  género. 

Que  den  recibo  á los  procuradores 
de  los  procesos  y documentos.  (Ley  17, 
título  y libro  citados)  y no  puedan  sacar- 
los de  la  residencia  del  juzgado  ó tribu- 
nal donde  estuvieren  pendientes,  sino, 
en  su  caso,  bajo  su  responsabilidad.  (Ar- 
ticulo 3.°  VI.  D.  de  6 junio  de  1844,  y 
R.  0.  de  9 agosto  de  1867.) 

Que  firmen  los  escritos  con  firma  en- 
tera y anoten  al  pié  y sin  escusa  los 
honorarios.  (Art.  191  Ordenanzas,  y 57 
de  Reg.  de  juzgados.) 

Que  no  puedan  hacer  conciertos  con 
los  procuradores  de  partir  ó darlos  par- 
te de  los  honorarios  ni  postura  con  los 
litigantes  de  recibir  parle  de  la  cosa  so- 
bre que  sea  la  contienda.  (Leyes  22  y 
y 27,  tít.  22,  lib.  5,  Nov.  Rec.  y 14,  tí- 
tulo 6,  P.  3.a)  (1). 

Que  no  puedan  dejar  los  negocios  co- 
menzados. (Lev  11  , título  v libro  ci- 
lados*) 

Que  no  puedan  ser  testigos  en  pleito 
que  defiendan.  (Ley  20,  tít.  16,  P.  3.a) 

Y últimamente,  que  se  formen  en  to- 
dos los  colegios,  academias  de  práctica 
forense,  donde  ios  abogados  se  reúnan 
y conferencien,  y diluciden  las  grandes 
cuestiones  de  la  ciencia  de  la  legislación 
y la  jurisprudencia. 

En  la  parte  legislativa  hemos  recopi- 
lado con  la  mayor  exactitud  y escrupu- 
losidad todas  las  disposiciones  relativas 
á la  abogacía  6 al  abogado,  y creemos 
que  lo  dicho  en  la  doctrinal  satisfaga 
cumplidamente  á nuestro  objeto. — Véa- 
se Audiencia,  Justicia,  Juzgados,  Tri- 
bunal Supremo  etc. 

ABOGADO  DE  BENEFICENCIA.  Letrado 
que  tiene  á su  cargo  defender  gratuita- 


(t)  La  ley  14,  tít.  6o  Partida  3.*,  que 
prohíbe  al  abogado  hacer  postura  con  el  liti- 
gante, de  recibir  parte  de  la  cosa  sobre  que 
es  la  contienda,  y li  22  tit.  22.  I ib . 5.°  de 
la  Nov.  Rec.,  que  prescribe  que  ningún  abo- 
gado pueda  hacer  iguala  con  la  parte  á quien 
ayudare,  se  refieren  no  solo  al  abogado  que 
firma  los  escritos  en  el  pleito,  sino  también  al 
que  dirige  ó de  otro  modo  patrocina  á la  par- 
te. (Tribunal  Supremo,  sentencia  de  27  de 
enero  de  1*165.) 


mente  á los  establecimientos  de  Benefi- 
cencia en  los  pleitos  que  les  ocúrran,  y 
la  consiguiente  vindicación  délos  dere- 
chos de  estos  a las  fundaciones  y memo- 
rias que  les  pertenezcan.  Los  abogados 
de  pobres  han  sido  siempre  los  encarga- 
dos de  defender  gratuitamente  á los  es- 
tablecimientos de  Beneficencia  hasta  que 
se  crearon  abogados  especiales  por  las 
disposiciones  siguientes: 

R,  D.  de  G julio  de  1833. 

(CrüB.)  En  cada  distrito  judicial  se  nom- 
brarán por  el  gobierno  uno  ó mas  letrados, 
según  exijan  las  atenciones  del  servicio,  á 
cuyo  cargo  se  confie  la  defensa  gratuita  de 
los  derechos  de  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia que  radiquen  en  el  mismo.  Se  de- 
nominarán abogados  de  Beneficencia  y les 
serán  considerados  como  de  doble  abono 
para  la  carrera  de  la  judicatura  los  años 
que  se  consagren  al  desempeño  de  este  mi- 
nisterio, gozando  ademas  de  las  franquicias 
y exenciones  concedidas  á los  abogados  de 
pobres.  ( CL . í.  59,  p,  275.) 

R O.  de  20  julio  Ac  1853. 

ÍGob.)  Mandando  que  se  exijan  en  los 
solicitantes  algunas  de  las  circunstancias 
siguientes: 

«1/  Haber  ejercido  su  profesión  con 
estudio  abierto  por  espacio  de  ocho  años. 

2. a  Haber  desempeñado  en  propiedad 
ó interinamente  algún  destino  de  la  carrera 
judicial  durante  cuatro  años  en  los  juzga- 
dos de  primera  instancia,  y dos  en  los  su- 
periores ó supremos. 

3. a  Haber  obtenido  una  cátedra  de  ju- 
risprudencia ó derecho  administrativo  en 
cualquiera  de  las  universidades  del  reino. 

4. "  Ser  autor  de  una  obra  original  de 
Derecho,  declarada  Util  para  la  enseñanza 
y recomendada  por  el  Consejo  Real  de  ins- 
trucción pública,  ó haber  hecho  oposición 
á cátedras  de  la  misma  facultad  con  ejerci- 
cios aprobados,  siendo  incluido  en  las  pro- 
puestas. 

5. a  Haber  ejercido  los  cargos  de  dipu- 
tado ó consejero  provincia!,  ó el  de  Al- 
calde. 

Y 6.a  Haber  pertenecido  á juntas  de 
Beneficencia  ó dirigido  un  establecimiento 
de  esta  clase  durante  dos  años.-S-  M.  quie- 
re que  ál  recibir  V.  S.  (tos  gobernadores 
de  provincia)  instancias  solicitando  los  ex- 
presados puestos,  y al  remitirlas  á este  Mi- 
nisterio, informe  de  las  cualidades  de  los 
aspirantes,  teniendo  presente  los  requsitos 
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citados,  á fin  de  proceder  con  el  debido 
conocimiento  y con  las  mayores  garantías 
de  acierto  en  la  elección  de  unos  funeio  - 
naríos  cuya  gestión  debe  ser  tan  eficaz  para 
llevar  á cabo  los  nobles  y piadosos  senti- 
mientos de  su  Real  animo.  [CL.  t.  59,  pá- 
gina 370.) 

R.  O.  de  22  diciembre  de  1853. 

Se  declara  que  «los  abogados  de  Benefi- 
cencia no  están  esceptuados  del  pago  de  la 
contribución  industrial.» 

R.  O . de  17  julio  de  1857. 

(Gob.)  «Ha  tenido  á bien  declarar  á 
S.  M.  que  los  abogados  de  Beneficencia  de- 
ben atender  á la  defensa  de  todos  los  asun- 
losque  á ella  correspondan,  yaprocedande 
la  provincial  ó de  la  municipal,  siempre  que 
hayan  de  ventilarse  en  el  juzgado  para  que 
seles  haya  expedido  el  nombramiento.— 
V.  Abogado. 

R.  O.  de  25  setiembre  de  1863. 

Sobre  la  necesidad  de  hacer  renuncia  ios  que  no  con- 
tinúen desempeñando  el  cargo. 

(Gob.)  «Ha  llamado  la  atención  de  Su 
Majestad  la  frecuencia  con  que  los  letrados 
a quienes  está  encomendada  en  los  Tribu- 
nales de  Justicia  la  defensa  de  los  derechos 
de  la  Beneficencia,  cesan  sin  participarlo  al 
Gobierno  en  el  desempeño  de  dicho  cargo 
por  motivos  de  salud,  por  no  convenir  á 
sus  intereses,  ó por  haber  sido  nombrados 
para  otros  destinos.  Y siguiéndose  con  esta 
práctica  notable  perjuicio  a la  Beneficen- 
cia, cuyos  derechos  pueden  quedar  des- 
atendidos por  falta  de  letrado  que  los  haga 
prevalecer  en  juicio;  y considerando  que 
ios  cargos  de  que  se  trata  tienen  el  carácter 
de  públicos,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  ser- 
vido disponer  que  cuando  un  abogado  de 
Beneficencia  quiera  dejar  de  serlo,"  eleve  á 
este  Ministerio  la  oportuna  renuncia  por 
conducto  del  Gobernador  de  la  provincia 
respectiva,  y que  cuando  sea  nombrado 
para  ocupar  otro  destino  que  le  impida 
ejercer  el  de  abogado  de  Beneficencia,  lo 
participe  á este  Ministerio  por  conducto 
también  del  Gobernador,  para  adoptar  en 
ambos  casos  la  resolución  que  proceda.  De 
Real  órden  lo  digo  a Y.  S.  para  los  efectos 
correspondientes.»  {Bol.  of.  de  Soria  de  16 
de  octubre.) 

ABOGADO  FISCAL. — Y.  Ministerio  fis- 
cal. 

ABOGADO  CONSULTOR.  El  letrado  lla- 
mado á dar  su  dictámen  ya  por  escrito 


ya  verbalmante  en  los  asuntos  de  dere- 
cho. Algunas  corporaciones  y socieda- 
des y casas  ricas  nombran  un  abogado 
especial  para  todos  sus  asuntos,  y la  ley 
le  exije  también  en  los  tribunales  de  co- 
mercio para  consultar  en  todas  las  du- 
das que  á los  mismos  ocurran,  ya  en  el 
orden  de  la  sustanciacion,  ya  en  la  de- 
cisión de  los  asuntos  de  su  competen- 
cia. También  se  llamaba  así  en  muchas 
órdenes  religiosas  á los  encargados  de 
representar  en  los  capítulos  las  corpora- 
ciones de  sus  conventos. 

ABOLENGO.  El  patrimonio  ó heren- 
cia que  viene  de  los  abuelos.  También 
se  toma  como  sinónimo  de  genealogía 
y en  este  caso  significa  la  ascenden- 
cia de  abuelos  y antepasados. — Y,  Re- 
tracto. 

ABOLICION.  La  anulación  de  una  ley, 
uso  o costumbre  ó cosa  semejante.  Así 
dice  el  Dice,  de  la  Academia;  pero  tén- 
gase en  icuenta  que  hay  diferencia  en- 
tre abolición,  abrogación  y derogación. 
Abolir  se  dice  de  las  instituciones  fun- 
dadas en  las  leyes  ó en  las  costumbres: 
como  esta  abolida  la  esclavitud,  están 
abolidas  las  levas,  están  abolidos  los 
diezmos,  los  mayorazgos,  los  señoríos, 
etc.  etc.  En  el  lenguaje  oficial  no  se  di- 
ce queda  abolida  la  ley  tal,  ni  tampoco 
queda  abrogada  sino  queda  derogada. 
No  por  eso  es  sustancial  la  diferencia 
entre  derogación  y abrogación.  La  dero- 
gación es  para  nosotros  la  revocación 
expresa.  La  abrogación,  la  revocación 
tácita  consecuencia  de  una  ley  posterior 
que  la  contradice  ó de  un  nuevo  sistema 
que  la  rechaza. 

ABONADO.  El  que  según  derecho  es 
de  fiar  por  su  caudal  y crédito. 

ABONAR.  En  sentido  legal  es  fiar  á 
otro  ú obligarse  á responder  por  él. — 
V.  Fianza.  Eu  el  comercio  se  llama  abo- 
nar el  acto  de  acreditar  alguna  cantidad 
como  satisfecha  ó asentarla  en  el  haber 
de  aquel  de  quien  ó de  cuya  órden  se 
recibe.  Tiene  otras  varias  acepciones  le 
gales  este  verbo;  significando  también, 
responder  de  la  certeza  de  alguna  cosa; 
acreditar  ó calificar  algo  de  bueno;  me- 
jorar de  condición  ó estado. 


ABONARE.- 

ABONARE.  El  documento  ó resguar- 
do que  se  da  para  asegurar  ó hacer  bue- 
na la  entrega  de  una  cantidad.  Se  usa 
principalmente  cuando  por  terceras  per- 
sonas se  hacen  entregas  de  cuenta  de 
otro,  y se  formula  en  estos  términos: 
Dejo  abonados  en  cuenta  corriente  á don 
Pedro  Pita , de  Lérida , la  cantidad  de 
veinte  mil  reales  vellón  que  de  su  cuenta 
me  han  sido  entregados  en  efectivo , por 
Juan  Redon,  ordinario  de  Zaragoza  á 
esta  ciudad ; y para  resguardo  de  éste  le 
doy  cd  presente,  (ó  le  doy  el  presente  por 
duplicado,  'aunque  para  un  solo  efecto) 
en  Barcelona  á lo  de  marzo  de  1851. — 
La  firma  y sello  ó timbre  que  use  el  co- 
merciante. Este  recibo  se  suele  también 
llamar  abono  como  el  asiento  que  causa 
en  el  haber  de  aquel  á cuyo  favor  se 
acredita. 

En  sentido  mas  genérico  se  ¡lama 
abonaré  al  documento  de  crédito  que  se 
expide  por  un  particular,  por  las  auto- 
ridades ó por  el  Gobierno  á favor  de 
otra  persona.  Cuando  en  1852  se  reco- 
gió por  el  Gobierno  la  calderilla  catala- 
na se  dieron  abonarés  á los  que  presen- 
taban al  cambio  mas  de  80  rs.,  v estos 
tuvieron  curso  lega!  como  la  moneda  en 
aquellas  provincias. 

ABQN9.  La  admisión  en  cuenta  de 
alguna  cantidad:  el  recibo  que  se  da,  ó 
el  asiento  que  se  bace  de  lo  que  se  co- 
bra: la  responsabilidad  ó fianza  de  un 
tercero  al  pago  de  una  deuda  ó al  cum- 
plimiento de  una  obligación  contraida 
por  otro,  y la  acción  y efecto  de  abonar 
en  todas  las  demás  acepciones  de  esté 
verbo:  como  abono  de  suministros,  abo- 
no de  testigos  etc. 

ABONO  DE  SUMINISTROS.— V.  Suminis- 
tros. Suministros  atrasados.  Suminis- 
tros URANO  ESES. 

ABONO  DE  TIEMPO  0 DE  AÑOS  DE  SER- 
VICIO. Este  abono  puede  ser  o á los  mi- 
litares ó á los  empleados  civiles.  En  uno 
y otro  caso  el  abono  produce  principal- 
mente sus  efectos  para  los  retiros,  cesan- 
tías y jubilaciones  y también  para  la  an- 
tigüedad y para  los  ascensos  etc.  El  abo- 
no es  ó de  tiempo  servido  efectivamente 
dia  por  día  en  uno  ó mas  cargos  ó des- 
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tinos,  ó concedido  por  gracia  general  ó 
especial  para  premio  ó por  otro  motivo. 
— Y.  Cesantías  y Jubilaciones.  Dere- 
chos pasivos.  Montes  píos.  Retiros. 

ABONO  DE  FIANZAS.  La  garantía  ó in- 
formación que  se  dá  de  suficiencia  de 
las  fianzas,  acreditando  el  valor  y la  ca- 
lidad de  las  fincas  en  que  consisten. — 
Y.  Fianzas. 

ABONO  DE  TESTIGOS.  La  justificación 
que  se  hace  de  la  veracidad  é idoneidad 
de  los  testigos  y de  la  semejanza  de  las 
firmas  que  aparecen  en  alguna  declara- 
ción ó documento,  con  las  legítimas,  me- 
diante no  poder  ratificarse  aquellos  por 
fallecimiento  ú otro  motivo.  En  las  cau- 
sas criminales,  cuando  sea  necesaria  la 
ratificación  de  algún  testigo  que  haya 
fallecido  ó esté  ausente  deberá  hacerse 
la  informacion  de  abono  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  la  R.  0.  de  8 .de  marzo 
de  1840. 

Si  el  testigo  muerto  ó ausente  lo  hubie- 
re sido  en  testamento  cerrado  al  verifi- 
carse su  apertura  será  abonado  exami- 
nándose dos  testigos  que  conozcan  las 
firmas  de  ellos  y aseguren  la  semejanza 
de  las  del  pliego  con  las  legítimas.  (Ar- 
tículos 1393  v 1394  lev  de  Enjuicia- 
miento). — V Testigos. 

ABONO  DE  ESCRIBANO.  Tiene  lugar  la 
información  de  abono  del  escribano,  que 
autoriza  un  testamento  cerrado,  cuando 
hubiere  fallecido  ó estuviere  ausente,  de- 
biendo hacerse  en  la  forma  que  pres- 
criben los  arts.  1393  V 1394  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

ABORDAJE.  En  el  comercio  maríti- 
mo se  llama  así  el  choque  violento  de 
una  embarcación  con  otra.  El  aborda- 
je puede  ser:  l.°  ocasionado  por  fuer- 
za mayor  insuperable,  ó caso  fortuito  ó 
accidente  inevitable:  2.°  por  descuido, 
falta  ó negligencia  de  alguno  délos  capita- 
nes: 3.°  por  dolo  ó mala  fé  de  alguno  de 
los  mismos. 

En  el  primer  caso  los  daños  que  re- 
sulten en  las  embarcaciones  ó cargamen- 
tos, son  de  cargo  de  los  dueños  de  los 
buques  y cargamentos  que  los  hubie- 
ren experimentado,  pues  que  el  Códi- 
go de  Comercio  los  considera  como  ave- 
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ría  simple  ó particular.  (Arts.  682,  934 
y 935.) 

En  el  segundo  el  capitán  que  haya  pa- 
decido el  descuido  ó sido  negligente  es 
el  responsable  civilmente  de  todo  el  da- 
ño que  resulte  en  las  naves  y cargamen- 
tos. Art.  676  y párrafo  7.°  del  935.  Y si 
Jos  dos  capitanes  hubieren  sido  culpa- 
bles del  abordaje  deberá  hacerse  una  ma- 
sa común  de  la  avería  y pagarla  por 
iguales  partes  entre  ambos  capitanes  se- 
gún el  espíritu  de  los  artículos  citados. 

En  el  tercer  caso,  además  de  la  res- 
ponsabilidad civil  de  los  capitanes  debe- 
rán ser  procesados  criminalmente  y cas- 
tigados con  las  penas  prescritas  en  las  le- 
yes. (Art,  676.) 

El  abordaje  es  difícil  en  alta  mar,  pero 
frecuente  en  los  puertos,  en  los  cuales 
por  lo  mismo  se  han  establecido  por  el 
uso  ciertas  reglas  para  su  calificación 
é imputación,  de  tal  modo  que  se  presu- 
me culpable  de  aquel  el  capitán  que  no 
se  conforma  ó se  aparta  de  ellas.  Estas 
reglas  se  enumeran  en  la  Enciclopedia 
española  de  derecho  y administración,  y 
son  en  estrado:  1.a  Presentándose  dos 
buques  para  entrar  en  el  mismo  puerto 
el  mas  lejano  debe  aguardar  á que  haya 
entrado  el  mas  próximo.  2.a  El  buque 
mas  pequeño  debe  ceder  el  paso  al  mas 
grande  por  ser  aquel  mas  ligero  en  sus 
movimientos.  3.a  El  buque  que  sale  de 
un  puerto  debe  dejar  libre  el  paso  al 
que  entra.  4.a  Saliendo  un  buque  de- 
trás de  otro  el  que  sale  después  tiene 
contra  si  la  presunción.  5.a  También  la 
tiene  contra  sí  el  que  se  dá  á la  vela 
durante  la  noche.  6.a  Y el  que  navega 
á velas  desplegadas  si  choca  contra  el 
que  está  á la  capa  ó amarrado.  7.a  Y 
el  que  se  halla  mal  colocado  en  el  puerto 
ó no  guarda  la  distancia  prescrita.  8.a  Y 
el  que  está  amarrado  en  sitio  no  destinado 
al  efecto,  ó no  tiene  cables  suficientes.  Y 
9.a  El  que  no  tenga  boyas  para  indicar 
el  lugar  que  ocupan  las  anclas  y preve- 
nir por  su  medio  el  daño  que  puede  ex- 
perimentarse acercándose  á él. 

La  acción  para  reclamar  el  daño  causa- 
do por  el  abordaje  se  extingue  si  ocur-  ¡ 
riendo  el  accidente  en  paraje  donde  po- 
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der  dirigirse  á la  autoridad  se  deja  pasar 
veinte  y cuatro  horas  sin  hacer  la  de- 
bida protesta , y si  á pesar  de  esta  no 
se  presenta  la  demanda  judicial  en  for- 
ma antes  de  cumplir  dos  meses  desde  la 
misma. 

Son  de  cuenta  y riesgo  del  asegura- 
dor las  pérdidas  ó daños  que  sobreven- 
gan en  las  cosas  aseguradas  por  aborda- 
je casual,  y el  asegurador  se  subroga  en  * 
lugar  del  asegurado  para  todos  los  dere- 
chos y acciones  que  le  competan.  (Ar- 
ticulos  861  y 884.) 

ABORTIVO.  Lo  que  nace  antes  de 
tiempo.  Lo  que  tiene  virtud  para  abor- 
tar. En  esta  última  acepción  se  conside- 
ra como  delito  el  empleo  de  algún  me- 
dio ó recurso  con  el  propósito  de  cau- 
sar el  aborto. — V.  Aborto. 

ABORTIVO.  (Hijo  nacido  antes  de 
tiempo)  Los  hijos  abortivos  no  heredan  á 
sus  padres,  madres  ni  ascendientes  ó no 
gozan  de  los  derechos  de  los  naturalmen- 
te nacidos.  Este  punto  es  de  tanta  impor- 
tancia que  nuestras  leyes  como  las  de 
todos  los  códigos  no  han  podido  menos 
de  definir  claramente  cuales  deben  en- 
tenderse hijos  abortivos  y cuales  no.  El 
art.  107  del  proyecto  de  Codigo  civil 
fijando  también  reglas  ciertas  para  la  via- 
bilidad y apartándose  en  algo  de  nuestra 
antigua  legislación  dice  que  «para  los 
efectos  legales  solo  se  reputa  nacido  el 
feto  que,  desprendido  enteramente  del 
seno  materno,  nace  con  figura  humana  y 
vive  cuarenta  y ocho  horas  naturales.» 
Lo  que  establece  nuestra  legislación  vi- 
gente es  lo  que  sigue: 

Ley  5.a,  tit.  25  Partida  4.a 

Los  que  nacen  sin  figura  de  hombre  y 
son  monstruosos  no  son  reputados  por 
hijos,  como  si  tubiesen  cabeza  ó miembros 
de  bestia;  y no  pueden  heredar  á sus  pa- 
dres, pero  no  queden  privados  de  los  de- 
rechos de  hijos  si  tuvieren  figura  humana, 
aunque  sea  monstruosa  en  los  miembros, 
por  superfluidad,  disminución  ó falta. 

Ley  2.a  tit.  5.°  lib.  10  Nov.  Rec . 

«Por  evitar  muchas  dudas  que  suelen 
ocurrir  cerca  de  los  hijos  que  mueren  re- 
cien nacidos,  sobre  si  han  de  ser  natural- 
mente nacidos,  ó si  son  abortivos,  ordena- 
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mos  y mandarnos  que  el  tal  hijo  se  diga 
que  naturalmente  es  nacido  y que  no,  es 
abortivo,  cuando  nació  vivo  todo  y que  á 
lo  menos  después  de  nacido  vivió  veinte  y 
cuatro  horas  naturales  y fué  bautizado  an- 
tes que  muriese;  y de  si  otra  manera  naci- 
do murió  dentro  de  dicho  término, ó no  fué 
bautizado,  mandamos  que  el  tal  hijo  sea 
tenido  por  abortivo  y que  no  pueda  here- 
dar á sus  padres,  ni  á sus  madres  ni  á sns 
ascendientes;  pero  si  por  ausencia  del  ma- 
rido ó por  el  tiempo  del  casamiento  clara- 
mente se  probase  que  nació  en  tiempo  que 
no  podía  vivir  naturalmente  mandamos  que 
aunque  concurran  en  dicho  hijo  las  calida- 
dades  susodichas,  no  sea  habido  por  parto 
natural  ni  legítimo.» 

Tres  son  los  requisitos  principales  que 
en  esta  ley  se  exigen  para  considerar 
natural  y no  abortivo  el  nacimiento  de 
un  hijo: 

1. °  Haber  nacido  vivo  todo. 

2. °  Haber  vivido  veinte  y cuatro 
horas. 

3. °  Haber  sido  bautizado. 

Concurriendo  juntas  estas  tres  cir- 
cunstancias, la  ley  considera  viable  al 
nacido  y no  quiere  que  se  entre  en  in- 
dagaciones, siempre  difíciles  si  no  im- 
posibles, de  si  realmente  podía  ó no  vi- 
vir naturalmente,  salvo  el  caso  de  qtie 
por  el  tiempo  del  casamiento  ó por  au- 
sencia del  marido,  se  probase  aun  con- 
curriendo dichas  circunstancias,  que  el 
nacido  no  podia  ser  naturalmente  viable. 
En  esta  eseepeion  la  ley  ha  sido  tan  pru- 
dente como  previsora.  Es  mejor  consi- 
derar en  todo  caso  no  viable  á un  nacido 
que  ha  vivido  30, 40  ó mas  horas,  ó al- 
gunos dias  aunque  baya  sido  bautizado, 
(fue  no  precisar  la  acción  de  adulterio  ú 
otra  semejante  siempre  odiosas.—  V.  Hi- 
jo legítimo.  Sucesión. 

ABORTO.  Parto  antes  de  tiempo.  «Es- 
pulsion  del  seno  materno  de  un  feto  an- 
tes de  haber  llegado  al  desarrollo  nece- 
sario para  ser  viable.»  Puede  ser  natural, 
ó puede  ser  violento  y causado  de  pro- 
pósito. En  su  primera  acepción,  véase  lo 
que  dejamos  dicho  en  Abortivo  (Hijo). 
Cuando  se  verifica  de.  propósito  ó se  em- 
plea algún  medio  para  causarle  es  un 
delito,  justamente  castigado  por  todos 
los  Códigos,  antiguos  y modernos;  por- 


que desde  el  momento  que  el  hombre 
está  concebido  debe  la  ley  proteger  su 
existencia.  Véanse  las  disposiciones  de 
nuestro  Código  penal  comprendidas  en 
el  tít.  9.°  de  los  delitos  contra  las  perso- 
nas, cap.  III,  arts.  337  al  340. 

ABREVADERO.  El  estanque,  pilón.  Ja- 
go, balsa  ó parage  de  rio,  arroyo  ó ma- 
nantial, á propósito  para  dar  de  beber  á 
los  ganados. 

Ley  6.“,  tit.  31,  Parí.  3.a 

«Fuente  ó pozo  seyendo  en  heredamien- 
to de  alguno,  ó estanque  de  agua  que  es- 
tuviere cerca  de  heredad  de  otros  si  el 
dueño  del  agua  les  otorgare  que  puedan  y 
beber  ellos  é sus  labradores  é sus  ganados, 
por  tal  otorgamiento  corno  este  débeles  dar 
entrada  en  el  heredamiento  do  es  el  agua 
de  manera  que  puedan  llegar  á ella:  cada 
que  les  fuere  menester. 

Ley  3.a,  tit.  27,  lib.  7.°  Nov.  Recop. 

Mandaba  visitar  los  rompimientos  hechos 
en  los  egidos  , abrevaderos , majadas,  pa- 
sos etc.  y dejarlos  libres  en  todos  los  luga- 
gares  y partes  por  donde  ios  pastores  y ga- 
nados fueren  y vinieren,  procediendo  con- 
tra los  culpados. 

Provisión  de  13  enero  de  1501 . 

Mandó  á los  Alcaldes  entregadores,  abrir 
y amojonar  y reducir  á paso  y pasto  de  los 
ganados  la  cabaña  Real  Soriana  y otras 

cualesquier  cañadas  y abrevaderos 

( Cuad . de  la  Mésta  imparte  priv.  LJ  X § 2/') 

Ley  de  & junio  de  1813. 

Esta  ley  considera  cerradas  y acotadas  to- 
das las  heredades,  con  facultad  en  los  due- 
ños de  cercarlas  etc.  etc.,  pero  «sin  perjui- 
cio de  las  cañadas,  abrevaderos»  y otras 
servidumbres  públicas. — V.  Acotamientos. 

Ordenanza  de  carreteras  14  setiembre  IB 42. 

Artículo  l.°  «No  será  lícito  hacer  re- 
presas pozos  ó abrevaderos  á las  bocas  de 
los  pueriles  y alcantarillas,  ni  á las  márge- 
nes de  los  caminos  á menor  distancia  que 
la  de  30  varas  de  estos.  Los  contraventores 
incurrirán  en  la  mulla  de  50  ó 200  rs.  ade- 
mas de  subsanar  el  perjuicio  causado.» 

R.  O.  de  13  noviembre  de  1844. 

« Que  se  observen  y cumplan  todas 

las  disposiciones  que  declaran  á favor  de  la 
ganadería  el  libre  uso  de...  abrevaderos...» 
— V.  Acotamientos. — Servidumbres  pe- 
cuarias. 
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R.  D.  de  7 abril  de  1848. 

Dicta  reglas  sobre  construcción  y conser- 
vación de  caminos  vecinales,  y en  el*artícu- 
lo  166  se  reproduce  á la  letra  lo  mismo 
que  dispone  el  1.°  de  la  Ordenanza  de  car- 
reteras de  \A  de  setiembre  de  1842. 

R.  O.  de  20  marzo  de  4851. 

Que  los  Gobernadores  cuiden  de  repri- 
mir y evitar  la  destrucción  maliciosa  ó por 
incuria  de  los  pozos  abrevaderos  tan  nece- 
sarios por  el  servicio  que  proporcionan. 

R.  D.  de  31  marzo  de  4854. 

Es  el  reglamento  para  la  organización  y 
régimen  de  la  Asociación  general  de  gana- 
deros. Los  arts.  20  y 92  confieren  á la  Ad- 
ministración pública  la  suprema  inspección 
y jurisdicción  sobre  las  cañadas,  abrevade- 
ros, y demás  servidumbres  públicas  de  la 
ganadería,  y la  vigilancia  sobre  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  y disposiciones  supe- 
riores dictadas  para  el  régimen,  conserva- 
ción y protección  de  la  ganadería. 

Se  halla  inserto  en  Ganadería. 

Le  y de  3 de  agosto  de  1866. 

Es  sobre  el  dominio  uso  y aprovecha- 
miento de  las  aguas.  V.  Aguas.  Los  artícu- 
los 4 47  al  451  tratan  de  la  servidumbre  de 
abrevadero. 

Rey.  para  ¡a  conservación  y policía  de  las 
carreteras  do  49  de  enero  de  4867. 

Está  conforme  el  art.  32  con  lo  que  dis- 
ponen las  Ordenanzas  de  4842. 

Deberes  de  la  Administración. 

Abrevar  es  dar  de  beber  al  ganado  y 
es  consiguiente  que  en  todos  los  pueblos 
son  necesarios  abrevaderos  ó sitios  con- 
venientemente dispuestos  para  abrevar, 
y que  cuanto  mas  abunden  los  ganados, 
mas  y mas  indispensables  son  los  abre- 
vaderos. 

Están  situados  por  lo  general  los  de 
uso  público  en  terrenos  igualmente  pú- 
blicos ó del  común  de  los  pueblos;  pero 
bien  pueden  estarlo  también  en  terrenos 
de  dominio  particular  que  tengan  con- 
tra sí  esta  servidumbre.  No  teniéndola, 
claro  es  que  la  Administración  no  ejerce 
sobre  ellos  atribución  alguna,  como  no 
sea  para  precaver  en  su  caso  el  mal  uso 
de  la  insalubridad  de  los  aguas  en  perjui- 
cio público. 

Los  deberes  de  la  Administración  en 


esta  materia  de  su  peculiar  incumben- 
cia pueden  reducirse  á tres  puntos  prin- 
l cipafes. 

1. °  A cuidar  de  proporcionar  abre- 
vaderos 9 ó construirlos  para  el  uso  pú- 
blico en  donde  no  los  haya  ó sean  in- 
suficientes, cuidando  de  que  estén  apar- 
tados lo  menos  30  varas  de  los  puentes 
y alcantarillas  y de  las  márgenes  de  los 
caminos. 

2. °  A procurar,  bajo  su  responsabi- 
lidad, la  conservación  de  los  que  existan 
en  cuanto  sean  necesarios,  ó mejorarlos 
ó sustituirlos  con  otros  de  mas  ventajo- 
sas condiciones,  no  consintiendo  en 
ningún  caso  las  usurpaciones  que  pue- 
dan cometerse  tanto  en  los  mismos  abre- 
vaderos, como  en  los  pasos,  veredas  y 
demás  servidumbres  pecuarias. 

3. °  A vigilar  para  que  las  aguas  se 
mantengan  sanas,  ó salubres,  adoptando 
aquellas  medidas  que  según  los  casos 
aconseje  la  prudencia,  inclusas  las  de 
buena  policía,  ó que  tengan  por  objeto 
evitar  su  mal  uso. 

En  esta  parte  es  necesario  convenir 
que  carecemos  de  buenas  reglas  y de 
buenas  prácticas,  pues  que  lodo  se  ha 
dejado  para  las  Ordenanzas  municipales 
y estas  ni  se  conocen  en  todos  los  pue- 
blos, ni  en  los  que  se  conocen  llenan  los 
\ requisitos  apetecidos.  Tomando  nosotros 
por  guia  lo  que  en  Francia  se  halla  dis- 
puesto sobre  este  asunto,  indicaremos  á 
las  municipalidades  las  providencias  que 
mas  recomendables  nos  parecen. 

Debe  sobre  todo  procurarse,  en  donde 
sea  posible,  que  los  abrevaderos  sean  na- 
turales ó formados  en  el  álveo  de  los  ríos 
ó arroyos,  que  indudablemente  son  los 
mejores  porque  el  agua  está  siempre  re- 
novándose. 

Cuando  no  sea  posible  tener  abrevade- 
ros naturales,  ó cuando  además  de  estos, 
que  suelen  servir  mas  principalmente 
para  los  rebaños  y hatos  de  ganados,  se 
destinan  para  los  de  labor  los  pilones  de 
las  fuentes  ú otros  pozos  ó balsas  cons- 
truidas á propósito  etc.,  deberá  la  autori- 
dad municipal  procurar  que  las  aguas 
estén  corrientes,  que  se  conserven  Jim- 
1 píos,  que  no  se  laven  en  ellos  ropa  ni 
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yerbas,  ni  se  remoje  paja,  ni  cáñamo,  ni 
se  arrojen  en  ellos  inmundicias,  ni  se 
bañen  los  cerdos  etc.,  etc.  La  desidia  y 
el  hábito,  reunidos  mas  de  una  vez,  in- 
fluyen poderosamente  en  el  abandono  de 
este  importante  punto  de  la  policía  de 
salubridad.  Si  las  aguas  se  corrompen,  lo 
que  están  fácil  en  el  estío,  no  cuidando  : 
de  ellas  como  acabamos  de  decir,  tienen  ! 
que  ser  por  necesidad  dañosísimas  á los 
ganados,  y el  aire  infectado  con  los  mias- 
mas que  de  allí  se  desprenden  no  puede 
ser  tampoco  beneficioso  á la  salud  públi- 
ca. Una  buena  Administración  debe  pues 
prevenir  estos  inconvenientes,  con  las 
medidas  que  según  los  casos  se  recomien- 
den, entre  las  cuales  puede  ser  también 
provechosa  la  de  plantar  árboles  al  rede- 
dor de  los  abrevaderos,  para  resguardar 
á las  aguas  de  los  ardientes  rayos  del  sol 
en  el  estío. 

No  debe  tampoco  una  Administración 
ilustrada  permitir  que  los  ganados  ataca- 
dos de  enfermedades  contagiosas  y epi- 
démicas vayan  á los  abrevaderos  comu- 
nes, con  peligro  de  que  se  contagien  los 
sanos  y se  desarrollen  las  epizootias  que 
son  tan  terribles  en  los  ganados  como  el 
tifus  y el  cólera-morbo  en  la  humanidad,  i 
V.  Epizootias. 

Ni  debe  por  último  dejar  de  adoptar 
todas  las  medidas  de  buen  orden  en  el 
uso  de  los  abrevaderos,  con  las  cuales  se 
eviten  muchas  contiendas  y desgracias  á 
que  expone  la  costumbre  de  llevar  una 
sola  persona  mas  de  dos  ó tres  caballerías, 
y las  de  llevarlas  apareadas  y corriendo, 
y la  de  no  esperarse  para  entrar  en  el 
abrevadero  á que  le  desocupen  las  demás 
caballerías  que  están  abrevando.  Tengase 
en  cuenta  que  estos  hechos  están  explí- 
cita ó implícitamente  comprendidos  en  el 
Código  penal  que  en  los  artículos  484, 
494  y núm.  27  del  495  los  castiga  como 
faltas. 

ABREVAR-  En  el  artículo  Abrevadero 
dejamos  dicho  cuanto  conviene  saber  so- 
bre esta  palabra,  y aquí  solo  añadiremos 
por  ser  de  muy  general  interés  este  asun- 
to, que  es  muy  peligroso  abrevar  los 
animales  á su  llegada  del  trabajo,  ni  en 
viaje  cuando  van  acalorados  ó sofocados? 


como  lo  es  también  el  que  pasen  los  rios 
en  este  estado. 

ABREVIADOR.  Oficia.  de  la  Nunciatu- 
ra nombrado  por  el  Rey,  que  tiene  á su 
cargo  la  redacción  de  las  minutas  de  las 
letras,  despachos  y breves  de  la  misma. 
V.  Nunciatura.  En  la  cancelaría  romana 
se  llama  así  al  prelado  oficial  que  tiene 
obligación  de  mandar  hacer  las  minutas 
y sellarlas  con  plomo.  También  hay  en 
Roma  otros  oficiales  á quienes  se  dá  el 
nombre  de  abrevadores,  encargados  de 
inspeccionar  lasbulasó  examinar  si  se  ex- 
piden según  las  formas  déla  cancelaría  y 
si  pueden  ser  enviadas  al  sello  de  plomo. 
Llámanse  así  porque  redactan  las  minu- 
tas y las  abreviaturas  en  ¡as  letras  apostó- 
licas ú conficiendis  lüerarmi  apostólica - 
rum  breviaturis  sive  minutis. 

ABREVIATURAS-  Palabras  abreviadas 
en  la  escritura  por  medio  déla  supresión 
de  algunas  letras.  Las  abreviaturas  están 
prohibidas  en  las  escrituras  públicas  don- 
de todas  sus  voces  inclusas  las  fechas 
deben  escribirse  con  todas  sus  letras  á 
fin  de  evitar  yerros,  falsificaciones  y con- 
tiendas. Los  privilegios  y escrituras  que 
contengan  abreviaturas  en  cosa  sustan- 
cial no  valen  y el  notario  pagará  el  daño 
á las  partes.  (Ley  7,  tit.  13,  P.  3.a  y ar- 
tículo 2o  ley  del  Notariado). 

Lo  dicho  no  se  entiende  con  las  ini- 
ciales, abreviaturas  ó frases  reconocidas 
comunmente  para  tratamientos  títulos  de 
honor,  espresiones  de  cortesía,  de  respe- 
to ó de  buena  memoria.  (Art.  72  regla- 
mento del  Notariado). 

El  uso  de  las  abreviaturas  es  antiqui- 
simo,  pero  en  los  manuscritos  antiguos 
se  ven  muy  pocas.  En  los  últimos  siglos 
es  cuando  j a se  abusó  de  ellas  ó de  tal 
modo  que  apenas  se  halla  una  línea  en 
las  cartas  y demás  escritos  que  no  con- 
tenga alguna. 

Las  mas  usuales  en  castellano  son  de 
títulos,  dignidades  y tratamientos,  á 
saber: 

A A.  Altezas  ó autores. 

Ant.  Anticuado. 

Art.  Artículo. 

B.  Beato. 

Bmo.  P.  Beatísimo  padre. 
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C.  ó Cap.  Capítujo. 

/).  Don.  DA  Doña. 

I)r.  Doctor .—DD.  Doctores. 

E.  S.  Excelentísimo  Señor. 

Fr.  Fray. 

Id.  El  mismo,  lo  mismo. 

J.  C.  Jesucristo. 

L.  Libro  y también  ley. 

M.  R.  Muy  reverendo. 

M.  P.  S.  Muy  poderoso  Señor. 

Mr.  Monsieur  ó Mister. 

P.  ó Pág.  Página. 

P.  S.  Poderoso  Señor. 

R.  Reverendo. 

R.  C.  Real  Cédula. 

R.  D.  Real  Decreto. 

R.  O.  Real  Orden. 

R.  P.  M.  Reverendo  padre  maestro. 

S.  A.  Su  Alteza. 

S.  A.  R.  Su  alteza  real. 

S.  A.  7.  Su  alteza  imperial. 

S.  A.  S.  Su  alteza  serenísima. 

S.  E.  Su  excelencia. 

S.  E?n.  Su  eminencia. 

S.  ÍI7.  Su  majestad. 

S.  M.  B.  Su  majestad  británica.  (El 
Rey  de  Inglaterra). 

S.  M.  C.  Su  majestad  católica.  (El  Rey 
de  España).  Y su  majestad  cristia- 
nísima. (El  Rey  de  Francia). 

S.  M.  F.  Su  majestad  fidelísima.  (El 
Rey  de  Portugal). 

S.  M.  /.  Su  majestad  imperial. 

S.  S.  Su  Santidad.  (El  Papa). 

8.  P.  Santo  padre. 

SS.  Señores. 

V.  Véase.  Venerable.  Usted. 

Vds.  Ustedes. 

y.  A.  Vuestra  alteza. 

V.  G.  Verbi  gracia  (por  ejemplo). 

V.  M.  V uestra  majestad. 

V.  E.  Vuecencia. 

U.  S,  I.  Usia  ilustrísima. 

ABROGACION.  Anulación,  revocación 
de  lo  que  por  la  ley  ó privilegio  se  ba- 
ilaba establecido.  Al  definir  la  abolición 
hemos  dicho  lo  que  en  nuestro  concepto 
debe  entenderse  por  derogación  y por 
abrogación,  y la  diferencia  que  hay  en- 
tre estas  dos  palabras.— -V.  Abolición. 
Derogación. 

ABSOLUCION  JUDICIAL.  La  declara- 
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cion  contenida  en  la  sentencia  dando 
al  reo  ó demandado  por  libre  déla  de- 
manda ó acusación. 

Las  sentencias,  dice  el  artículo  01  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  deben  ser  claras 
y precisas,  declarando,  condenando  ó 
absolviendo  de  Ice  demanda , sin  que  bajo 
ningún  protesto  puedan  los  tribunales 
aplazar,  dilatar  ni  negar  la  resolución  de 
las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas 
en  el  pleito.  Esto  mismo  se  establece  por 
el  art.  91  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
mercantil,  y de  antiguo  se  estableció  ya 
por  la  ley  15,  til.  22  de  la  Partida  3.a  en 
estos  términos:  « otrosí  non  es  valedero  el 
juicio  en  que  non  es  dado  el  demandado 
por  quito  ó por  vencido. o F undadoen  es- 
ta ley,  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
por  su  sentencia  de  27  de  noviembre  de 
1849,  declaró  la  nulidad  de  la  dictada 
en  grado  de  revista  por  la  Audiencia  de 
Pamplona  en  el  pleito  entre  eí  Ayunta- 
miento de  Ardanaz  y el  duque  de  Ber- 
wik,  por  haber  sido  solo  absolutoria  de 
la  instancia. 

En  los  juicios  criminales  se  halla  es- 
tablecida por  nuestra  jurisprudencia  la 
absolución  de  la  instancia , y el  Tribu- 
nal Supremo  la  tiene  también  reconoci- 
da en  su  sentencia  de  5 de  febrero  de 
1855,  fundándose  en  la  misma  jurispru- 
dencia, y en  que  la  regla  45  de  la  ley 
provisional  para  la  aplicación  del  Códi- 
go penal , nada  resuelve  ni  prohíbe  ter- 
minantemente acerca  de  este  punto. 

De  lo  que  dejamos  dicho  se  deduce: 
que  hay  absolución  de  la  demanda  y ab- 
solución de  la  instancia.  La  primera  es 
la  única  procedente  en  los  juicios  civi- 
les, con  la  cual  se  significa  que  el  de- 
mandante no  tiene  derecho  á lo  que  pre- 
tende en  su  demanda  ó no  es  dueño  de 
la  cosa  que  pide,  ó que  lo  es  solo  en  par- 
te según  los  términos  de  la  demanda  y 
de  la  contestación  (í). 


(1)  La  sentencia  que  absuelve  de  la  deman- 
da resuelve  todas  las  cuestiones  del  pleito  y 
cumple  con  lo  dispuesto  en  el  art.  62  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  sea  necesario 
un  pronunciamiento  especial  para  cada  una  de 
ellas.  Sentencia  de  19  junio  de  1867. — Véase 
BnjciciamientO  civil;  ley  art.  62. 
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La  absolución  de  la  instancia  do  pro- 
cede en  los  juicios  civiles,  pero  sí  en  los 
criminales;  no  es  esta  una  verdadera  ab- 
solución; no  se  reconoce  por  ella  la  ver- 
dadera inocencia  del  acusado  ; deja  pues 
pendiente  sobreél  la  acusación  y el  juicio. 

ABSOLUCION  SACRAMENTAL.  La  que 
se  ejerce  en  el  tribunal  secreto  de  la 
penitencia  , cuyos  efectos  se  limitan  al 
foro  interno  ó de  la  conciencia.  El  de- 
recho de  absolución  conferido  en  la  Igle- 
sia Católica  á los  sacerdotes,  se  funda  en 
las  palabras  del  Salvador,  «aquellos  á 
quienes  perdonareis  los  pecados,  les  se- 
rán perdonados. — V.  Administración  de 
SACRAMENTOS. 

ABSTEMIO.  Aguado:  que  no  bebe 
vino.  Como  que  el  vino  es  necesario  para 
la  celebración  de  la  misa , los  que  no  lo 
pueden  beber  porque  les  causa  repug- 
nancia ó aversión,  tienen  irregularidad 
ó impedimento  que  les  incapacita  para 
recibir  las  órdenes  sagradas. 

ABSTENCION.  (Por  un  juez  del  cono- 
cimiento de  un  asunto.)  No  es  equiva- 
lente á la  recusación  para  el  efecto  del 
art.  133  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil.'— V.  Enjuiciamiento  civil. 

ABUELA  ( renta  de)  . Contribución 
de  origen  árabe  que  se  cobraba  en  la 
provincia  de  Granada  sobre  la  cal,  tejas, 
yeso  y ladrillos.  Cuando  los  Reyes  cató- 
licos conquistaron  aquella  ciudad , la 
aplicaron  á los  propios  por  R.  C.  de  20 
de  setiembre  de  1500.  Después  fué  agre- 
gada á la  H.  P.  recaudándose  por  el 
administrador  de  rentas  provinciales. 
Hoy  abolida  por  la  ley  de  presupuestos 
de  23  de  mayo  de  1845. 

ABUELA.  ABUELO.  ABUELOS.  Cuando  se 
dice  abuelos  se  comprenden  en  general 
los  abuelos  y las  abuelas,  y aun  en  sen- 
tido mas  lato,  todos  nuestros  ascendien- 
tes ya  sean  abuelos  ó bisabuelos  etc. 
Abuelo  sin  embargo  puede  entenderse 
solo  el  padre  de  la  madre  ó del  padre  de 
alguno;  y abuela  la  madre  del  padre  ó 
de  la  madre  de  alguno. 

Los  abuelos  tienen  derechos  y obliga- 
ciones relativamente  á sus  nietos.  Sus 
derechos  son:  exigirles  alimentos,  cuan- 
do sus  hijos  no  puedan  dárselos,  here- 
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darles  á falta  de  padres,  por  lo  menos  en 
las  dos  terceras  partes  de  la  herencia: 
desempeñar  tutela  ó cúratela  á falta  de 
tutor  ó curador  testamentario  , 3?  de  la 
madre.  Sus  obligaciones  son  también  dar 
alimentos  á sus  nietos  y no  disponer  por 
testamento  de  las  cuatro  quintas  par- 
tes de  sus  bienes  que  son  legitima  de 
aquellos. 

E!  Código  penal  en  el  art.  333  castiga 
como  parricida  lo  mismo  al  que  mate  á 
su  padre  etc.  que  á cualquiera  de  sus 
ascendientes , y el  336  atenúa  la  gravedad 
del  delito  de  infanticidio  cuando  es  co- 
metido por  los  abuelos  maternos  para 
ocultar  la  deshonra  de  la  madre. — Véa- 
se Alimentos.  Curador  y tutor.  Sucesión 
testada.  Sucesión  intestada. 

ABUSO.  ABUSOS.  Abuso  es  el  mal  uso 
ó uso  indebido  que  se  hace  de  una  cosa, 
ó de  poder  ó autoridad,  ó de  un  derecho. 

Nuestro  Código  penal  considera  el 
abuso  ó como  delito,  ó como  falta  , ó 
como  circunstancia  agravante  del  delito 
ó falta.  Considérale  como  circunstancia 
agravante  general  en  los  casos  8.°  y 9.° 
del  art.  10  ; y como  circunstancia  agra- 
vante especial  en  otros  varios  casos  en- 
tre los  cuales  citaremos  los  del  art.  147, 
2-26,  237  y 373. 

Bajo  el  epígrafe  y denominación  de 
abuso  califica  expresamente  varios  deli- 
tos de  los  eclesiásticos,  de  los  empleados 
públicos  y ciertos  actos  deshonestos.  Los 
abusos  de  los  eclesiásticos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  están  comprendidos  en 
los  artículos  504,  305  y 306. — V.  Admi- 
nistración de  sacramentos.  — Eclesiás- 
ticos. 

Los  abusos  de  los  empleados  públicos 
contra  particulares  que  son  los  castigos 
indebidos,  la  detención  ilegal,  el  allana- 
miento, las  vejaciones  injustas,  los  apre- 
mios ilegítimos,  la  denegación  de  certi- 
ficaciones, la  solicitación  de  mujeres  y 
otros  hechos  semejantes  , los  castiga  en 
ios  artículos  291  al  303.  Los  abusos  des- 
honestos contra  las  personas  en  el  364, 
366  y 367.  Esta  sencilla  indicación  de 
los  abusos  que  con  este  nombre  enumera 
el  Código  penal  basta  por  ahora  á nuestro 
propósito  pudiendo  consultar  todas  las 
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disposiciones  citadas  en  e!  artículo  Có- 
digo penal  y en  los  demás  especiales. 

Lo  que  no  dejaremos  de  advertir  aquí 
es,  que  hay  ciertos  abusos  no  compren- 
didos en  la  categoría  de  delitos,  cometi- 
dos por  empleados  públicos,  autoridades 
judiciales  y administrativas  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  y en  materias  de  su 
competencia,  los  cuales,  causando  daño 
ó perjuicios  ó á los  particulares,  ó al 
público,  ú ofendiendo  algún  derecho,  ó 
menoscabando  alguna  prerogativa  etc. 
claro  es  que  no  es  justo  queden  impu- 
nes. Pero  cuando,  como  dejamos  dicho 
los  abusos  no  constituyen  delito,  corres- 
ponde privativamente  su  corrección  ó 
castigo  al  superior  gerárquico  en  uso  de 
su  jurisdicción  discipUnal,  que  la  deja 
á salvo  el  art.  22  del  Código  penal.  Al 
superior  gerárquico  debe  pues  acudir  en 
queja  el  que  se  sienta  agraviado  por  un 
abuso  de  empleado  ó funcionario  público 
sin  deducir  interdicto,  ni  otras  acciones 
judiciales  que  son  inprocedentes.  Esta 
doctrina  está  apoyada  en  multitud  de  di- 
cisiones del  Consejo  Real  y de  Estado. 

Hasta  respecto  de  los  abusos  que 
constituyen  delito  debe  tenerse  en  cuen- 
ta: 4.°  que  es  necesaria  la  autorización 
del  Gobernador  de  provincia  para  for- 
mar causa  á un  empleado  ó cuerpo  de- 
pendiente de  la  autoridad  del  mismo  por 
hecho  que  sea  relativo  al  ejercicio  de 
sus  funciones  administrativas;  y 2.°  que 
dicha  autoridad,  no  obstante  que  en  los 
juicios  criminales  no  puede  por  regla 
general  suscitar  contiendas  de  compe-  j 
tencia,  puede  hacerlo  en  aquellos  casos 
en  que  el  castigo  le  esté  reservado  ex- 
presamente por  la  ley,  ó cuando  en  vir- 
tud de  la  misma  ley  deba  decidirse  por 
la  autoridad  administrativa  alguna  cues- 
tión previa  de  la  cual  depende  el  fallo 
que  los  tribunales  ordinarios  ó especia- 
les hayan  de  pronunciar. — V.  Compe- 
tencias. Justicia.  Autorización. 

ACADEMIA.  Sociedad  de  personas  li- 
teratas ó facultativas  establecida  con  au- 
toridad pública  para  el  adelantamiento 
de  las  ciencias,  artes,  buenas  letras,  etc. 
Trae  su  origen  esta  palabra  de  un  paseo 
público  ó sitio  ameno  de  Atenas  que  se 


llamó  Academia  (1)  en  donde  Platón  y 
otros  filósofos  enseñaban  la  filosofía. 

«Las  academias  y asociaciones  cientí- 
ficas y literarias  de  toda  especie  pueden 
contribuir  poderosamente  á difundir  la 
instrucción,  y en  este  concepto  el  Go- 
bierno y sus  delegados  deben  promover- 
las y fomentarlas  por  los  medios  que  es- 
tén á su  alcance  (2). 

Desde  el  último  tercio  del  siglo  pasado 
se  han  creado  en  España  y han  dado  los 
mejores  resultados  , varias  academias 
bajo  la  protección  del  Gobierno,  vinien- 
do por  esta  circunstancia  á ser  como  cor- 
poraciones oficiales  que  á la  vez  que 
trabajan  con  laudable  celo  en  el  fin  para 
que  lian  sido  instituidas,  contribuyen 
mas  de  una  vez  con  sus  ilustrados  infor- 
mes al  mejor  despacho  de  ciertos  asuntos 
en  que  se  considera  conveniente  oír  su 
opinión.  Estas  academias  que  cuentan 
en  su  seno  no  todos,  ni  el  mayor  número 
pero  sí  muchos  de  los  hombres  mas  im- 
portantes de  nuestro  pais,son  la  Española 
que  por  ser  la  primera  creada  se  llamó 
así; — la  de  la  Historia — la  de  Nobles 
Artes  de  San  Fernando  — la  de  Ciencias 
Exactas  Físicas  y Naturales — la  de  Cien- 
cias Morales  y Políticas — la  de  Instruc- 
ción primaria — la  Greco-Latina — la  de 
Medicina  y C i-rujia  —la  de  Ciencias  Ecle- 
siásticas— la  de  Arqueología — la  de  Ju- 
risprudencia— y las  provinciales  de  Be- 
llas Artes , de  todas  las  cuales  vamos  á 
dar  una  idea  breve  pero  bastante  al  plan 
y objeto  de  nuestro  Diccionario. 

Antes  diremos  porque  es  de  este  lu- 
gar que  según  la  ley  de  instrucción  pú- 
blica y para  los  efectos  de  la  misma,  las 


(1)  Este  sitio  que  Servio  Sulpicio  llamaba 
el  mas  célebre  colegio  ó Universidad  del  mun- 
do, tomó  su  nombre  de  Academo  héroe  anti- 
guo que  le  poseyó  en  tiempo  de  los  Tudari- 
das.  Vendido  después  en  unos  diez  mil  reales 
se  hizo  en  él  un  paseo  público  para  los  ciu- 
dadanos de  Atenas.  Poco  á poco,  con  el  dis- 
curso del  Liempo  se  convirtió  en  escuela  de 
filosofía,  y fné  adornado  de  calles  de  árboles, 
de  bosquecillos,  de  pórticos  y de  habitaciones 
cómodas  para  los  maestros  y sirvientes  de  la 
escuela  académica.  ( Historia  de  Cicerón  per 
Gonyers  Middleton.) 

(2)  Instrucción  para  los  subdelegados  de 
fomento,  art.  88. 
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academias  se  consideran  dependencias 
del  ramo  de  instrucción  pública,  (arti- 
culo 158)  y también  que  para  estable- 
cerlas, ó para  establecer  cualesquiera 
otras  corporaciones  que  tengan  por  ob- 
jeto discutir  ó estudiar  cuestiones  relati- 
vas á cualquier  ramo  del  saber  humano, 
se  necesita  autorización  especial  del  Go- 
bierno, el  cual  para  concederla,  debe 
oir  al  Real  Consejo  de  Instrucción  pú- 
blica. Así  lo  establece  el  art.  162  de  di- 
cha ley. 

ACADEMIA  ESPAÑOLA.  Llámase  así  la 
corporación  que  tiene  por  objeto  culti- 
var y fijar  las  voces  de  la  lengua  caste- 
llana, en  su  mayor  propiedad,  elegancia 
y pureza. 

Fue  fundada  por  Felipe  V en  1714 
por  Real  cédula  de  3 de  octubre  que  es 
la  ley  1.a,  tit.  20,  lib.  10  de  la  Novísi- 
ma Recopilación.  El  Sr.  marqués  de  Vi- 
llena  que  estuvo  de  Virey  en  Ñapóles, 
llegó  á observar  el  bajo  concepto  que 
en  Italia  se  tenia  de  nuestro  idioma 
porque  se  atribuía  á defectos  de  este 
el  mal  uso  de  varios  escritores  ; y ha- 
llándose de  mayordomo  mayor  del  Rey 
le  manifestó  el  pensamiento  de  crear 
una  Academia  española,  rogándole  la 
acogiese  bajo  su  Real  protección,  como 
así  fue  en  efecto,  publicándose  la  ley 
citada.  La  Academia  se  compuso  de  un 
director,  de  24  académicos  y un  secre- 
tario con  facultad  de  formar  sus  esta- 
tutos. 

El  primer  cuidado  y principal  encar- 
go que  se  hizo  á la  Academia  fue  Ja 
formación  de  un  Diccionario  de  la  len- 
gua con  la  censura  prudente  de  las  vo- 
ces y modo  de  hablar  que  merecen  ó no 
admitirse  en  nuestro  idioma,  ó sea  com- 
prendiendo en  él  con  sumo  estudio  y 
desvelo  los  vocablos  y frases  mas  pro- 
pias de  que  han  usado  los  autores  espa- 
ñoles de  mejor  nota,  adviniendo  Jas 
anticuadas  y notando  las  bárbaras  y 
bajas.»  Dedicóse  en  efecto  la  Academia 
española  á la  formación  de  tan  impor- 
tante obra,  y gracias  á su  celo  y á su 
grande  ilustración  vió  la  luz  pública 
el  primer  tomo  en  el  año  de  1726,  ha- 
biéndose terminado  en  1739  los  cinco 
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restantes  de  que  consta  aquella  preciosa 
edición. 

Además  del  Diccionario  se  ha  ocupado 
también  la  Academia  en  otros  notables 
trabajos.  Ha  hecho  varias  ediciones  de 
la  Gramática  de  la  lengua  que  compuso 
y de  un  tratado  de  ortografía,  y se  ha 
esmerado  en  la  corrección  de  obras  clá- 
sicas. A su  celo  debemos  la  magnífica 
edición  del  Quijote  de  1780,  y del  F uero 
juzgo  en  latin  y castellano,  cotejado  con 
los  mejores  códices  y precedido  de  un 
escelente  discurso  de  D.  Manuel  de  Lar- 
dizabal  sobre  la  legislación  de  los  Wi- 
sogodos. 

En  1847,  por  R.  D.  de  25  de  febrero, 
se  reorganizó  esta  Academia  á la  vez  que 
la  de  la  Historia;  y de  nuevo  lo  fue  en  24 
de  agosto  de  1859.  Consta  de  36  indivi- 
duos de  número  domiciliados  en  Madrid, 
de  24  correspondientes  españoles  y de  ho- 
norarios y correspondientes  extranjeros. 

La  Academia  española  tiene  el  titulo 
de  Excelencia  y sus  individuos  pueden 
adquirir  y leer  libros  prohibidos.  Usa  de 
un  sello  con  la  empresa  de  un  crisol  en 
el  fuego  y este  lema.  « Limpia  fija  y da 
esplendor».  Fue  su  digno  director  per- 
petuo el  Exeino.  Sr.  D.  Francisco  Mar- 
tínez de  la  Rosa. 

R.  D.  de  24  agosto  de  1859. 

Estatutos  de  la  Real  Academia  Española. 

(Fom.)  «En  vista  de  las  razones  expues- 
tas por  mi  Ministro  de  Fomento  vengo  en 
aprobar  los  siguientes  estatutos  de  la  real 
Academia  Española. 

Articulo  l.°  El  instituto  de  la  Academia 
es  cultivar  y fijar  la  pureza  y elegancia  de 
la  lengua  castellana,  dar  á conocer  sus  orí- 
genes, debatir  y depurar  sus  principios  gra- 
maticales; vulgarizar  por  medio  de  la  es- 
tampa los  escritos  desconocidos  y preciosos 
que  existen  de  lejanos  siglos  y manifiestan 
ei  lento  y progresivo  desarrollo  del  idioma; 
promover  sin  descanso  la  reimpresión  de 
obras  clasicas  en  ediciones  esmeradas,  y 
publicar  en  láminas  excelentes  los  retratos 
de  nuestros  afamados  ingenios,  librándolos 
del  olvido. 

Art.  2.°  Será  constante  ocupación  de  la 
Academia  formar  y enriquecer  el  Dicciona- 
rio Etimológico,  mostrando  á la  vez  las  al- 
teraciones y trasformaciones  sucesivas  que 
ha  experimentado  cada  palabra;  el  dicciona- 
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rio  autorizado  con  testimonios  del  buen  uso 
que  de  cada  voz  han  hecho  escritores  doc-  ' 
tos-  el  diccionario  de  voces  de  artes  y ofi- 
cios- el  de  sinónimos;  el  de  pro'oncialis-  ¡ 
mos;  el  de  arcaísmos;  el  de  neologismos;  y 
el  de  la  rima:  procurando  sacar  á luz  pe- 
riódicamente el  fruto  desús  trabajos,  así  ' 
como  también  publicar  compendios  de  estos 
mismos  diccionarios,  acomodados  a las  fa-  ¡ 
cultades  ó inteligencia  de  toda  clase  de  per-  i 

sonas.  , . 

Art.  Siendo  la  Gramática  de  la  Aca- 
demia texto  obligatorio  y único  en  las  es- 
cuelas de  enseñanza  pública,  por  virtud  del  l 
art.  88  déla  ley  de  9 de  setiembre  de  1 857, 
procurará  esta  corporación  que,  asi  la  Gra-  I 
inática  como  su  compendio  y Epítome,  va-  i 
yan  acomodándose  á la  Índole  de  cada  pe-  i 
ríodo  de  la  enseñanza,  y correspondan  á lo 
que  exige  el  estado  actual  de  los  conocí-  , 
mientos  filológicos  y gramaticales  en  las 
naciones  mas  adelantadas  de  Europa.  Igual- 
mente adoptará  las  reformas  que  la  espe- 
riencia  aconseje,  teniendo  en  cuenta  la  opi- 
nión pública,  la  autoridad  de  escritores  an- 
tiguos y modernos  que  han  cultivado  con 
mayor  tino  estos  estudios,  y las  indicacio- 
nes razonables  de  los  profesores  mas  celo- 
sos y experimentados, 

Art.  4,°  También  se  ocupará  sin  descan- 
so la  Academia  en  preparar  ediciones  cor- 
rectas y convenientemente  ilustradas  de 
nuestros  poetas  y escritores  selectos  de  to- 
dos los  siglos;  empleando  gran  lujo  tipo- 
gráfico en  la  impresión  de  los  monumentos 
literarios  que  por  su  importancia  lo  requie- 
ran, y haciendo  de  estos  y de  todos , con 
igual  esmero  y corrección,  ediciones  claras, 
limpias,  manuables  y baratas,  á fin  de  facili- 
tar el  que  se  difundan  y popularicen  entre 
todas  las  clases  de  la  sociedad, 

Art,  5.°  Dará  á la  estampa  sus  memo- 
rias: y en  colección,  los  discursos  pronun- 
ciados por  sus  individuos  al  ingresar  en  el 
cuerpo:  haciendo  de  estos  volúmenes  un 
precioso  arsenal  de  cuestiones  gramaticales, 
crítico-literarias,  históricas  y filológicas,  y 
un  museo  de  los  antiguos  monumentos  de 
nuestra  lengua  para  guia,  deleite  y ense- 
ñanza dé  los  estudiosos. 

Art.  6.°  Llamará  cada  dos  años  á certá- 
menes públicos,  y oirecerá  premios  para  el 
fomento  de  las  letras  é ilustración  de  ios 
punios  difíciles  de  nuestra  historia  litera- 
ria, y con  preferencia  de  los  que  se  refie- 
ren ¿ la  índole  y vicisitudes  de  la  leimua 
castellana.  0 

Art;  7.  Tendrá  señalados  premios  para 
recompensar  en  todo  tiempo  los  importan* 


ESPAÑOLA. 

tes  ,servicios  y descubrimientos  literarios. 

Art.  8.°  La  Academia  tiene  la  obliga- 
ción de  desvanecer,  en  los  tomos  de  sus 
memorias,  las  falsificaciones  de  escritos  y 
monumentos  literarios. 

Art.  9.°  La  Academia  consta: 

De  36  académicos  de  número,  domicilia- 
dos en  Madrid. 

De  24  correspondientes  españoles,  que 
lo  estén  fuera  de  la  córte. 

De  honorarios  y correspondientes  ex- 
tranjeros. 

Art.  10.  Elegirá  la  Academia  sus  indi- 
viduos entre  las  personas  que  considere 
mas  dignas,  preceda  ó no  solicitud,  en  vo- 
tación secreta  y á pluralidad  absoluta  de 
votos.  ,Guando ; se  presente  propuesta  por 
algunos  académicos  de  número  responderán 
estos  del  asentimiento  del  interesado  en 
caso  de  ser  elegidos. 

Las  plazas  de  número  se  proveerán  pre- 
cisamente en  el  término  de  dos  meses. 

El  ejercicio  del  cargo  de  académico  nu- 
merario, se  considerará  como  continuación 
del  servicio  activo  en  la  carrera  á que  cada 
individuo  pertenezca,  siempre  que  acredite 
haber  asistido  anualmente,  cuando  menos, 
á la  mitad  de  las  sesiones  ordinarias  y ex- 
traordinarias de  la  corporación. 

Art.  11.  Los  elegidos  para  académicos 
de  número,  tomarán  posesión  en  junta  pú- 
blica en  el  término  de  seis  meses;  pasados 
los  cuales  sin  hacerlo,  se  les  prevendrá  que 
si  no  se  presentasen  dentro  de  los  cuatro  si- 
guientes, de  nuevo  se  declarará  vacante  la 
plaza  y se  procederá  á otra  elección.  En  ca- 
so de  impedimento  legítimo  y notorio,  á 
juicio  de  ia  Academia,  podrá  esta  prorogar 
el  plazo  por  dos  meses  mas. 

Art.  12.  Será  obligación  de  los  indivi- 
duos de  número  contribuir  con  sus  trabajos 
literarios  á los  fines  de  la  Academia,  desem- 
peñar las  comisiones  que  la  misma  les  en- 
comiende, asistir  á las  juntas  y votar  en 
todos  los  asuntos  que  lo  requieran. 

Los  correspondientes  y honorarios  esta- 
rán obligados  también  á llenar  el  mismo 
objeto  con  sus  noticias  y luces,  manteniendo 
buenas  relaciones  con  el  cuerpo,  y cum- 
pliéndolos encargos  que  les  diere.  Con  auto- 
rización del  director  podrán  asistir  á las 
juntas  de  la  Academia, solo  cuando  se  trate 
de  materias  literarias,  ,en  las  cuales  ten- 
drán voz. 

Se  pierde  el  carácter  y titulo  de  acadé- 
mico correspondiente,  dejando  de  cumplir 
los  encargos  de  la  corporación,  ó de  remi- 
tir en  el  espacio  de  tres  años  trabajos  pro- 
pios del  instituto. 
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Los  académicos  podrán  usar  de  este  título 
en  los  escritos  y obras  que  publiquen;  pero 
con  obligación  de  espresar  la  clase  á que 
pertenezcan. 

Art.  13.  A la  Academia  corresponde  la 
resolución  de  todos  sus  asuntos  literarios, 
gubernativos  y económicos. 

Art.  14  La  Academia  tendrá  un  direc- 
tor, un  secretario,  un  censor,  un  bibloteca- 
rio  y un  tesorero,  elegidos  por  la  misma 
entre  los  académicos  de  número. 

Los  cargos  de  director  y censor  serán 
trienales;  perpetuos  los  de  secretario  y bi- 
bliotecario; anual  el  de  tesorero. 

Art.  15.  Las  atribuciones  y obligaciones 
del  director,  son: 

Presidir  la  Academia. 

Cuidar  de  la  ejecución  de  sus  estatuios, 
reglamento  y acuerdos. 

Providenciar  en  cualquier  caso  urgente, 
sin  perjuicio  de  dar  cuenta  después  á la 
Academia. 

Señalar  los  días  en  que  se  hayan  de  cele- 
brar las  juntas  extraordinarias. 

Distribuir  las  tareas  académicas. 

Nombrar  los  vocales  de  las  comisiones, 
cuando  á propuesta  suya  las  acuerde  la 
Academia,  y presidirlas  cuando  tenga  por 
conveniente  concurrir  á ellas. 

Designar  los  individuos  que  hayan  de 
sustituir  á los  propietarios  cuando  falten. 

Ejercer  las  demás  facultades  que  se  le 
comieran  por  los  reglamentos  y acuerdos 
de  la  corporación. 

Art.  tb.  Ai  fin  de  cada  trienio,  el  di- 
rector leerá  una  memoria  en  que  dé  cuenta 
del  estado  y trabajos  literarios  de  la  Aca- 
demia. 

Art.  17.  El  director  será  elegido,  en 
votación  secreia  y á pluralidad  absoluta  de 
votos,  por  los  académicos  de  número  pre- 
sentes, que  hubieren.concurrido  por  lo  me- 
nos á seis  juntas  ordinarias  durante  el  año 
inmediatamente  anterior  al  dia  de  la  elec- 
ción. 

Para  ser  reelegido  deberá  reunir,  en  el 
primer  escrutinio,  las  dos  terceras  partes 
de  los  votos;  y no  obteniéndolas,  no  entra- 
rá en  los  siguientes.  Lo  mismo  se  exigirá 
para  la  reelección  del  censor  y tesorero. 

Si  al  segundo  escrutinio  no  resultare  elec- 
ción, solamente  entrarán  en  el  tercero  los 
dos  académicos  que  hubieren  obtenido  ma- 
yor número  de  votos;  y en  caso  de  que  en 
este  haya  empate,  quedará  elegido  el  mas 
antiguo. 

Estas  reglas  se  observarán  también  en  las 
elecciones  para  todos  ios  demás  cargos. 

Para  los  de  director,  secretario  y biblio 


79 

tecario  son  elegibles  todos  los  académicos 
de  número. 

Cuando  vacaré  el  cargo  de  censor  ó el  de 
tesorero,  el  director  poniéndose  de  acuer- 
do con  el  secretario  y tres  individuos  de 
número  mas  antiguos,  propondrá  á la  Aca- 
demia otros  tres  numerarios  que  en  su  juicio 
sean  apropósito  para  desempeñar  el  puesto 
i de  que  se  trate. 

' Art.  18.  El  secretario  dará  cuenta  de  la 
correspondencia;  redactará  y certificará  las 
actas;  extenderá  y firmará  los  documentos 
que  se  hayan  de  expedir,  y escribirá  un 
resúmen  de  la  historia  de  las  ocupaciones 
de  la  Academia  en  cada  año  para  leerlo  en 
la  Junta  pública. 

Art.  19.  Será  obligación  del  censor  ve- 
lar por  la  puntual  observancia  de  los  esta- 
tutos y acuerdos;  tomar  en  cada  junta 
apuntes  para  la  formación  del  acta;  recor- 
dar á los  académicos  el  desempeño  de  las 
comisiones  y trabajos  literarios  que  se  les 
hayan  encomendado;  informar  sobre  los 
escritos  y negocios  que  la  Academia  some- 
ta á su  exámen,  é intervenirlas  cuentas. 

Ar.  20.  Las  obligaciones  del  biblioteca- 
rio serán:  tener  á su  cargo,  y bajo  su  res- 
ponsabilidad, la  conservación  y arreglo  de 
los  libros,  manuscritos  y existencias  de  las 
obras  de  la  Academia;  efectuar  la  compra 
de  libros  ó manuscritos,  con  arreglo  á los 
acuerdos  del  cuerpo;  entregar  á los  acadé- 
micos de  numero,  bajo  recibo,  los  libros  que 
necesiten,  y con  permiso  de  la  Academia, 
los  manuscritos  y los  impresos  raros  cuidan- 
do de  que  se  devuelvan  á su  debido  tiempo. 

Art.  21.  El  tesorero  recaudará  las  can- 
tidades que  por  cualquier  concepto  perte- 
nezcan á la  Academia,  y pagará  en  virtud 
de  libramiento,  llevando  cuenta  y razón  en 
la  forma  que  se  establezca. 

Art.  22.  Toda  entrega  de  efectos  de  la 
Academia  se  ejecutara  bajo  inventario  por 
el  director,  con  asistencia  del  censor  y del 
secretario. 

Art.  23.  La  Academia  celebrará  junta 
ordinaria  un  día  determinado  de  cada  se- 
mana, para  tratar  de  sus  negocios  ordina- 
rios y gubernativos.  Podrá,  sin  embargo, 
suspender  sus  sesiones  en  los  meses  de  julio 
y agosto  si  lo  estimare  conveniente. 

Cuando  sea  necesario  se  tendrán  juntas 
extraordinarias. 

Art  24.  En  los  casos  de  elecciones,  ó 
cuando  la  materia  fuere  grave  á juicio  del 
director  no  se  celebrara  junta  sin  que  pre- 
ceda aviso  ante  diem  á los  académicos,  ni 
se  resolverá  sin  la  concurrencia  de  doce  a 
I lo  menos. 
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Art.  95,  Jin  ausencia  del  director  hará 
sus'veces  el  académico  de  número  mas  an- 
tiguo de  los  presentes  exceptuados  el  secre- 
tario y el  censor.  . 

Art.  26.  Las  votaciones  serán  publicas 
ó secretas. 

En  las  primeras  el  director  tendrá  voto 
de  calidad. 

El  escrutinio  y resumen  de  los  votos  se 
hanin  por  el  secretario  y el  censor  á pre- 
sencia del  director. 

Art.  27.  Se  celebrará  junta  pública 
para  dar  posesión  á los  electos  de  número. 
En  ella  leerán  estos  un  discurso  acerca  de 
las  materias  concernientes  al  instituto  de  la 
Academia, quehabran  debido  presentar  con 
un  mes  de  anticipación;  y al  cual  contesta- 
rá con  Otro  el  director  ó el  académico  que 
al  efecto  hubiere  nombrado.  Acto  continuo 
e!  presidente  entregará  al  nuevo  académico 
el  diploma  y un  ejemplar  impreso  de  los 
estatutos  y reglamentos,  le  pondrá  al  cuello  ' 
la  medalla  con  que  se  distinguen  los  indi- 
viduos de  número,  y dará  por  terminada  la 
sesión. 

Art.  28.  La  Academia  celebrará  todos 
los  años  junta  pública  en  uno  de  los  días 
festivos  del  mes  de  setiembre,  para  solem- 
nizar el  aniversario  de  la  fundación  del 
cuerpo.  Empezará  el  acto  leyendo  el  secre- 
tario un  resúmen  de  las  actas  de  la  Acade- 
mia, de  los  trabajos  en  que  esta  se  ha  ocu- 
pado, de  las  reimpresiones  de  nuestros  clá- 
sicos, publicaciones  y descubrimientos  li-  , 
terarios  que  ha  hecho,  y de  las  tareas  que 
ha  llevado  á cabo  en  exacto  cumplimiento 
de  los  arts.  2.",  3.°,  4.°,  5.°,  6-°,  7.°  y 8.° 
Después  se  anunciarán  los  asuntos  para 
premios,  se  publicarán  los  que  se  hubiesen 
adjudicado,  y por  un  académico  se  leerá  un 
discurso  crítico-literario,  ó el  elogio  de 
algún  insigne  escritor  de  nuestra  patria. 

Art.  29.  No  se  podrá  pronunciar  nin- 
gún discurso,  ni  leer  papel  alguno,  ni  to- 
mar ningún  acuerdo  en  las  juntas  públicas 
sin  que  lo  haya  autorizado  la  Academia  en 
junta  anterior. 

Art.  30.  La  Academia  acordará  la  im- 
presión y publicación  de  sus  obras,  y ten- 
drá la  propiedad  de  las  mismas. 

Art.  ól.  Respecto  de  las  obras  premia- 
das (que  se  publicarán  aparte  y con  esta 
calificación),  solo  la  edición  académica  será 
propiedad  del  cuerpo. 

Art.  32.  En  las  obras  que  la  Academia 
a ^ Poique,  cada  autor  será  respon- 
sable de  sus  asertos  y opiniones;  el  cuerpo 
lo  será  únicamente  de  que  las  obras  mere- 
cen ver  la  pública  luz. 


Art.  33.  La  Academia  tendrá  los  em- 
pleados y dependientes  que  necesite,  sien- 
do todos  nombrados  y amovibles  por  su 
acuerdo. 

Art.  34.  Consistirán  los  caudales  de  la 
Academia: 

Primero.  En  la  asignación  ordinariaque 
se  le  concede  en  ios  presupuestos  del  Esta- 
do, y en  las  extraordinarias  con  que  el  Go- 
bierno y donadores  ó fundadores  particu- 
lares quieran  protejer  algún  objeto  especial 
de  su  instituto. 

Segundo.  En  los  productos  y utilidades 
de  sus  obras. 

Art.  35.  Estos  caudales  serán  recauda- 
dos y pagados  por  el  tesorero,  con  cuenta 
y razón  intervenida  por  el  censor,  y admi- 
nistrados por  una  comisión  compuesta  del 
director,  secretario,  censor,  tesorero  y un 
académico  de  número  elegido  anualmente 
por  el  cuerpo. 

Art.  36.  La  Academia  aplicará  como 
crea  conveniente,  sus  haberes  á las  investi- 
gaciones, adquisiciones  y conservación  de 
libros,  manuscritos  y demás  monumentos 
literarios  que  necesite  para  llenar  los  obje- 
tos de  su  instituto;  á la  impresión  y reim- 
presión de  obras;  á la  adjudicación  de  pre- 
mios y de  retribuciones  por  trabajos  im- 
portantes; al  pago  de  honorarios  de  los 
cargos  y asistencias  de  los  académicos,  de 
sueldos  de  empleados,  salarios  de  depen- 
dientes y gastos  de  escritorio,  aseo,  abrigo 
y decoro. 

Art.  37.  La  Academia  rendirá  cuentas 
i al  Gobierno,  en  la  forma  establecida,  de 
las  cantidades  que  percibiere  del  Estado. 

Art.  38.  Podrá  la  Academia  establecer 
un  sistema  de  contabilidad  particular,  y 
disponer  como  crea  mas  conveniente, de  los 
productos  y utilidades  de  las  obras  de  su 
propiedad, 

Art.  59.  La  Academia  forma  su  regla- 
mento interior  y el  plan  de  sus  tareas  lite- 
rarias. 

Art.  40.  Quedan  derogados  todos  los 
estatutos  anteriores  de  la  Academia. 

Disposici  o n transí  tona . 

El  actual  director  de  la  Real  Academia 
Española  conservara  su  carácter  de  perpé- 
tuo.  Dada  en  San  Ildefonso  á 24  de  agosto 
de  1859.»  (CL.  t,  8i,  p.  570.) 

.ACADEMIA  DELA  HISTORIA.  Fué  tam- 
bién fundada,  como  )a  española,  por  el 
Rey  D.  Felipe  V,  por  decreto  de  18  de 
abril  de  1738  (ley  2.',  tít.  20,  lib.  10. 
í Nov.  Rec.)  á instancia  de  una  junta  de 
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literatos  que  se  congregaban  en  la  Real 
Biblioteca  para  estudio  de  la  historia  y 
formación  de  un  Diccionario  histórico— 
crítico  universal  de  España;  cuya  junta 
se  elevó  por  el  decreto  citado  á la  cate- 
goría de  Real  Academia  de  la  Historia, 
fijándose  en  24  el  número  de  sus  indi- 
viduos inclusos  un  director,  un  secreta- 
rio y un  censor.  Dirigióse  la  erección  de 
esta  Academia  al  cultivo  de  la  historia, 
para  purificar  y limpiar  la  de  nuestra 
España  de  las  fábulas  que  la  deslucen, 
é ilustrarla  de  las  noticias  que  parezcan 
mas  provechosas.  Este  mismo  es  hqy 
también  su  instituto  «ilustrar  la  historia 
de  España*  según  el  R.  D.  de  28  de  ma- 
yo de  1856  que  introdujo  algunas  varia- 
ciones en  los  antiguos  estatutos. 

Por  R.  C.  de  1803  ("ley  3.a,  título  y 
libro  citados)  se  confirió  á esta  Academia 
la  inspección  general  de  las  antigüedades 
que  se  descubran  en  lodo  el  reino  con 
el  objeto  de  ponerlas  á cubierto  de  la 
ignorancia  que  suele  destruirlas  con  da- 
ño de  los  conocimientos  históricos  y de 
las  artes,  á cuyos  progresos  contribuyen 
en  gran  manera.  V.  Antigüedades.  Y 
por  R.  0.  de  1850  se  la  encargó  que  se 
ocupase  con  toda  preferencia  en  ordenar 
y publicar  una  colección  completa  de  los 
cuadernos  de  Cortes  por  orden  cronoló- 
gico, y otra  de  los  Fueros  provinciales  y 
municipales  y Cartas-pueblas  mas  im- 
portantes que  puedan  ejercer  un  influjo 
en  los  estudios  históricos  y de  legislación 
española;  á cuyo  efecto  se  dictaron  algu- 
nas medidas  por  Rs.  Ords.  de  11  de  ma- 
yo de  1853,  22  de  febrero  de  1855,  16  de 
diciembre  de  1856  y últimamente  por  la 
de  21  de  enero  de  1857,  según  las  cuales 
los  Ayuntamientos  y demás  funcionarios 
a quienes  se  dirija  la  Real  Academia  de 
la  Historia  pidiendo  alguno  de  los  indi- 
cados documentos,  que  se  conserven  en 
sus  archivos,  deberán  remitirlos  con  las 
seguridades  que  estimen  convenientes 
por  conducto  de  los  Gobernadores  de 
provincia. 

El  Rey  I).  Fernando  YI  facilitó  ya  á la 
Academia  el  estudio  de  los  preciosos  da- 
tos que  existen  en  los  archivos  públicos 
y aun  particulares,  y de  ellos  sacó  abun- 
Tqmq  I. 
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dante  riqueza,  parte  de  la  cual'ha  sabido 
aprovechar  con  tanto  fruto  en  sus  tra- 
bajos. 

Ha  publicado  corregidas  é ilustradas 
varias  obras  importantes,  y entre  ellas 
las  legales  del  Rey  D.  Alonso  el  Sábio,  el 
Espéculo  ó Espejo  de  las  leyes,  el  Fuero 
Real,  las  leyes  del  Estilo,  las  Partidas,  el 
Ordenamiento  de  las  Tafurerias,  las  le- 
yes de  los  Adelantados,  como  también 
las  Nuevas  ó sean  las  dadas  por  aquel 
Monarca  después  de  la  publicación  del 
Fuero;  y además  el  Diccionario  históri- 
co-crítico-geográfico  de  las  Provincias 
Vascongadas  y Rioja,  obra  redactada  con 
la  mayor  exactitud  y riqueza  de  noticias, 
el  Diccionario  de  voces  españolas  geográ- 
ficas; el  Ensayo  sobre  alfabetos  de  letras 
desconocidas  que  se  encuentran  en  las  an- 
tigüedades, medallas  y monumentos  de 
España,  el  Catálogo  de  nombres  de  pesos 
y medidas  españolas , el  Informe  dado  al 
Consejo  sobre  la  disciplina  eclesiástica 
relativa  al  sitio  de  las  sepulturas , la  Co- 
lección de  Cortes  antiguas  de  los  Reyes  de 
León  y Castilla  y los  tomos  de  sus  Me- 
morias. 

Los  estatutos  de  esta  Academia  se  re- 
formaron , según  ya  dejamos  indicado, 
por  R.  D.  de  28  de  mayo  de  1856,  y en 
él  se  establece  que  constará  de  36  acadé- 
micos de  número  domiciliados  en  Ma- 
drid; de  corresjaondientes  españoles  y 
extranjeros  y de  honorarios  extranjeros; 
correspondiendo  á la  misma  Academia 
la  elección  de  todos  ellos,  y entre  los  de 
número,  la  de  un  director,  un  secreta- 
rio, un  censor,  un  anticuario,  un  biblio- 
tecario y un  tesorero  cuyas  atribuciones 
se  deslindan. 

La  ley  recopilada  prescribió  que  usase 
la  Academia  de  empresa  correspondiente 
á su  instituto  que  será  por  cuerpo  un 
rio  en  su  nacimiento  y por  mote:  InPa- 
triam  Populumque  fluit. 

ACADEMIA  DE  SAN  FERNANDO  (ó  de 
las  tres  nobles  artes).  Tiene  por  ob- 
jeto promover  el  estudio  y perfección  de 
las  tres  nobles  artes,  pintura,  escultura, 
y arquitectura.  Pensóse  en  su  creación 
desde  el  reinado  de  Felipe  IV;  se  insistió 
en  la  misma  idea  en  el  de  Felipe  V,  que 
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como  hemos  visto  tuvo  la  gloria  de  fun- 
dar las  Academias  Españolas  y de  la  His- 
toria así  como  otros  seminarios,  escue- 
las y estudios  públicos,  y por  último  la  ! 


Arzobispos,  Obispos,  Cabildos  y Prelados, 
siempre  que  dispongan  hacer  obras  de  al- 
guna entidad  presenten  los  diseños  de  ellas, 
por  medio  de  sus  apoderados,  en  la  Acade- 
mia de  San  Fernando  para  que  los  exarui- 


llevó  á feliz  término  su  lujo  el  Rey  don!,  n0  CQn  alenc¡on  y brevedad  y sin  el  menor 
Fernando  VI  en  12  de  abril  de  1752,  y j dispendio  de  los  interesados, 
mas  formalmente  por  su  R.  C.de  30  de  I 3<a  ^ 34  7>0  NoVt  fíec% 

mayo  de  1757  que  es  la  ley  1.  , tit.  22,  , J ’ 

lib  8 0 de  la  Nov  Rec.  Diósela  el  nom-  Para'  evitar  que  se  malgasten  caudales 
bre  que  conserva  de  «Real  Academia  en  obras  públicas  que  debiendo  servir  de 


V (F  «ahito  7 de  mi  ornato  y de  modelo,  existen  solo  como  mo- 

de  San  Fernando.»  {Estatutos  de  dü  de  mmeJQS  de  defor¿idadl  de  ignorancia  y 

mayo  de  1 /o/.)  ¡ 

Ésta  Academia  tiene  á su  cargo  la  es-¡ 

cuela  de  bellas  artes  y la  especial  de  ar- 


quitectura (1),  el  examen  y aprobación 
de  los  que  aspiren  á obtener  el  título  de 
arquitectos  (2),  la  inspección  superior 
del  Museo  nacional  de  Pintura  y Escul- 
tura, ¡a  de  los  que  debe  haber  en  las 
provincias  (3)  y el  exámen,  aprobación 
ó enmienda  de  los  diseños  de  obras  de 
Pintura,  Escultura  y Arquitectura  que 
se  construyan  por  los  pueblos,  ó por  las 
iglesias,  ó por  los  particulares,  si  han 
de  estar  en  capillas  ó parages  públicos. 
Esta  última  atribución  corresponde  tam- 
bién á las  academias  de  bellas  artes  en 
sus  respectivos  distritos,  y siendo  impor- 
tante conocer  las  disposiciones  dictadas 
sobre  la  misma  vamos  á recopilarlas 
aquí  en  estracto. 

Disposiciones  sobre  que  se  presenten  A !a  Real  Aca- 
demia de  San  Fernando,  ó á las  de  bellas  artes  los 
diseños  de  obras,  estatuas,  efigies,  etc. 

Ley  4.a,  tit.  2.°  lib.  -1 ,°  Nov.  Rec. 


y 

de  mal  gusto,  se  previno  «á  todos  los  magis- 
trados y Ayuntamientos  de  los  pueblos  del 
reino  que  siempre  que  se  proyecte  alguna 
obra  pública  consulten  á la  Academia  de 
San  Fernando,  haciendo  entregar  al  secre- 
tario de  ella  con  la  conveniente  explicación 
por  escrito  los  dibujos  de  los  planos  alza- 
dos y córtes  de  las  fábricas  que  se  ideen, 
para  que  examinados  atenta,  breve  y gra- 
tuitamente advierta  la  Academia  el  mérito 
ó errores  que  contengan  los  diseños  é in- 
dique el  medio  mas  proporcionado  para  el 
acierto. 

Otras  leyes  recopiladas. 

Igual  encargo  que  por  la  anterior  se  hizo 
por  las  leyes  4.a,  5.a,  6.a,  y 7.a  del  mismo 
título  y libro,  y por  R.  O.  de  25  de  julio 
inserta  en  circular  de  la  Cámara  de  17  de 
octubre  de  1789.  En  esta  última  se  acordó 
la  observancia  6 inviolable  cumplimiento 
de  lo  mandado  sobre  el  particular,  a los 
Ayuntamientos,  M.  RR.  Arzooispos,  Re- 
verendísimos Obispos  y Prelados  regulares 
por  lo  respectivo  á toda  especie  de  obras  ú 
| adornos  de  iglesias,  capillas  y lugares  píos. 
\ (Nota  á la  ley  V.  tit.  2.°  lib.  1 ,°J 


«...  Mando  no  se  haga  ni  ejecute  obra 
alguna,  así  de  escultura  como  de  arquitec- 
tura, en  todas  y cada  una  de  las  iglesias  del 
Obispado  de  Almería,  y en  las  demás  de 
todo  el  Reino  de  Granada,  á no  ser  los  re- 
paros muy  urgentes  y de  poco  coste,  sin 
que  primero  se  hayan  enviado  á mi  Conse- 
jo de  la  Cámara  los  dibujos  y diseños » 

Ley  5.a  tit.  2."  lib.  1.a  Nov%  Rec 

Previene  para  evitar  que  se  edifique  con- 
tra reglas  y pericia  de!  arte,  que  los  señores 


(l)  Art.  31  de  los  estatutos  de  1 0 de  abril 
de  1846. 


i (?L*Arts-  ^ ^ ^ ^el  R.  O.  de  24  de  enero 
de  1855. 

,,í®)  instrucción  pú- 

blica de  9 de  setiembre  de  1857. 


R.  O.  de  11  enero  de  1808. 

Se  previno  que  antes  de  ejecutar  una 
obra,  ya  sea  de  arquitectura,  pintura  ó es- 
cultura, de  las  que  se  costean  de  fondos  mu- 
nicipales ó provinciales,  en  los  templos, 
plazas  ó parajes  públicos  se  obtenga  la  apro- 
bación de  la  Real  Academia  de  San  Fernan- 
do, ó de  las  demás  de  bellas  artes  del  reino 
en  sus  respectivos  distritos,  prévia  la  pre- 
sentación de  los  modelos  y proyectos  cor- 
respondientes. 

Real  cédula  de  2 octubre  de  1814. 

Encarga  por  el  art.  3.s  el  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  anterior. 

R.  O.  de  12  febrero  de  184  7. 

Previene,  ■ con  el  justo  fin  de  evitarse 
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propaguen  en  descrédito  de  la  nación  y de 
las  Nobles  Artes  grabados  defectuosos,  que 
á los  profesores  de  pintura  escultura  y gra- 
bado no  se  les  permita  en  lo  sucesivo  pintar 
esculpir  ni  grabar  imágenes  sagradas,  ó los 
retratos  de  SS.  MM.,  sin  prévia  aprobación 
de  la  Academia  de  San  Fernando. 

R.  O.  de  l.°  octubre  de  Í850. 

Resolviendo  que  no  tan  solo  se  lleve  á 
exacto  y debido  cumplimiento  lo  mandado 
en  la  R.  O.  de  H de  enero  de  i 808  «sino 
que  se  haga  extensiva  á todas  las  obras  del 
arte,  inclusas  las  de  los  particulares,  pues  si 
bien  tienen  estos  derecho  á ejecutar  cuanto 
les  parezca  conveniente  en  sus  respectivas 
propiedades,  debe  entenderse  tal  facultad 
dentro  de  ellas,  y de  ningún  modo  en  las  fa- 
chadas , capillas  y demás  parages  abiertos 
al  público,  en  los  cuales  los  abusos  contra 
las  reglas  del  buen  gusto  redundan,  mas  que 
en  perjuicio  de  sus  autores  en  descrédito  de 
la  nación  que  los  consiente.» 

R.O.de  23  jumo  de  1851. 

Aclaratoria  de  lo  dispuesto  en  la  anterior. 

Como  de  lo  dispuesto  en  la  Real  órden 
anterior  se  deducia  claramente  que  hasta 
para  las  fachadas  de  los  edificios  particula- 
res era  necesaria  la  aprobación  de  los  mo- 
delos ó diseños,  acudió  al  Gobernador  de  la 
provincia  el  Ayuntamiento  de  Madrid  con- 
sultando la  inteligencia  que  debiera  darse 
á la  misma.  El  Gobernador  elevó  la  consul- 
ta al  Gobierno  que  la  resolvió  en  estos  tér- 
minos: 

«...Enterada  S.  M.  y teniendo  presente 
que  el  objeto  de  aquella  soberana  resolu- 
ción, no  es  de  modo  alguno  privar  á los 
Ayuntamientos  de  las  atribuciones  que  la 
ley  les  concede,  y que  hace  relación  á los 
ramos  de  ornato  y seguridad,  sino  evitar 
que  en  los  edificios  y monumentos  pú- 
blicos, especialmente  sagrados,  compren- 
diéndose en  este  número  aun  los  que  sean 
de  propiedad  particular,  con  tal  que  estén 
abiertos  al  público,  se  cometan  abusos  y 
desaciertos  contra  las  reglas  del  buen  gusto, 
se  ha  dignado  mandar,  como  aclaración  de 
lo  prevenido  en  Ja  precitada  Real  órden,  y 
de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Aca- 
demia de  San  Fernando,  adopte  V.  S.  las 
disposiciones  convenientes  para  que  en  esa 
provincia  no  se  pase  á ejecutar  ningún  edi- 
ficio ni  monumento  público  del  arte,  ni  á 
colocar  en  las  fachadas  de  los  que  ya  exis- 
ten, como  tampoco  en  el  interior  de  las 
iglesias  ó capillas  abiertas  al  culto,  siquiera 
sean  de  propiedad  particular,  estátuas, 
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efigies,  ni  bajos-relieves  sin  someter  prévia- 
mente  sus  diseños  a la  Academia  de  Bellas 
Artes  del  distrito  respectivo,  no  debiéndose 
entender  por  esto  privados  los  Ayuntamien- 
tos de  los  pueblos,  de  la  facultad  que  siem- 
pre han  tenido  de  aprobar  6 desechar,  ase- 
sorados de  sus  arquitectos,  los  diseños  de 
fachadas  de  los  edificios  particulares.» 

R.  D.  de  28  julio  de  1852. 

Es  el  orgánico  de  los  teatros. 

Art,  l.°  Nadie  podrá  construir  un  tea- 
tro sin  obtener  licencia  del  Gobierno,  á 
cuyo  fin  deberá  presentar  préviamente  el 
plano  del  edificio  por  conducto  del  Gober- 
nador de  la  provincia.» 

R.  D.  de  20  abril  de  1864. 

Estatutos  de  la  Academia. 

Artículo  l.°  Eí  instituto  de  la  Real 
Academia  de  San  Fernando  es  promover 
el  estudio  y cultivo  de  las  tres  nobles  artes 
pintura,  escultura  y arquitectura,  estimu- 
lando su  ejercicio  y difundiendo  el  buen 
gusto  artístico  con  el  ejemplo  y la  doctrina. 

Art.  2.°  La  Academia  atenderá  al  cum- 
plimiento de!  objeto  de  su  institución: 

1. °  Publicando  biografías  y retratos  de 
profesores  célebres,  monografías  y estam- 
pas de  las  obras  dignas  de  particular  estu- 
dio, diccionarios  y cualesquiera  otra  clase 
de  escritos  que  puedan  contribuir  á ilustrar 
la  teoría  ó la  historia  de  las  bellas  artes,  y 
á propagar  su  conocimiento. 

2. °  Recogiendo  y conservando  ordena- 
damente libros,  dibujos,  estampas,  cuadros, 
esculturas,  diseños  de  obras  arquitectónicas 
y demas  objetos  de  arte. 

3. °  Inspeccionando  los  museos  públicos 
y velando  por  la  conservación  y restaura- 
ción de  los  monumentos  artíscos. 

4. °  Promoviendo  exposiciones  públicas 
y abriendo  concursos  en  que  se  ofrezcan 
premios  a los  que  sobresalgan  en  el  ejerci- 
cio de  las  bellas  artes,  ó escriban  sobre  ellas 
obras  de  reconocido  mérito: 

Art.  3.°  La  Academia  responderá  á las 
consultas  que  le  haga  el  Gobierno,  y le  pro- 
pondrá las  medidas  que  juzgue  conducentes 
al  progreso  de  las  artes. 

Art.  4.°  Un  reglamento  especial,  que  la 
Academia  elevará  en  el  mas  breve  término 
posible  a la  aprobación  del  Gobierno,  de- 
terminará las  relaciones  de  la  corporación 
con  las  comisiones  provinciales  de  monu- 
mentos históricos  y artísticos  y el  modo 
como  ha  de  ejercer  la  inspección  de  los 
museos  que  la  ley  de  instrucción  pública 
, le  encomienda. 
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Art,  5.°  La  Academia  formará  un  re- 
glamento con  sujeción  á lo  prescrito  en 
estos  estatutos  en  que  se  establezca  el  orden 
con  que  ha  de  proceder  en  sus  trabajos,  y 
el  que  ha  de  seguir  en  la  discusión  y orga- 
nización que  deben  tener  las  secciones  (i). 

Tales  son  las  disposiciones  que  rigen 
sobre  aprobación  de  diseños  de  estatuas, 
efigies,  etc.,  por  la  Academia  de  San 
Fernando  ó por  las  provinciales  de,  be- 
llas artes  de)  respectivo  distrito , así  co- 
mo las  de  sus  Estatutos  que  determinan 
el  objeto  de  su  instituto. — Véase  el  ar- 
tículo que  sigue  y los  que  al  fin  del  mis- 
mo se  citan. 


que  á cargo  de  cada  Academia  hubiese 
una  escuela  especial  de  bellas  artes  (ar- 
tículo 3o):  que  la  enseñanza  de  maestros 
de  obras  se  dividiera  en  estudios  prepa- 
ratorios y estudios  de  carrera,  durando 
estos  últimos  tres  años  y haciéndose  ex- 
clusivamente en  la  escuela  (arts.  42  y 
43):  que  la  enseñanza  completa  de  la  ar- 
quitectura sea  privativa  de  la  escuela  es- 
pecial establecida  en  Madrid  (art.  44):  y 
últimamente  se  pusieron  á cargo  de  estas 
academias  los  museos  de  las  respectivas 
provincias. 

Ley  de  Instrucción  pública. 


ACADEMIAS  DE  BELLAS  ARTES,  (ó  pro- 
vinciales de  Nobles  Artes.)  A invitación 
de  la  Academia  de  San  Fernando  se  es- 
tablecieron también  en  algunas  capitales 
en  el  último  tercio  del  siglo  pasado,  aca- 
demias de  las  tres  nobles  artes. 

En  Valencia  fué  creada  con  el  título  de 
Real  Academia  de  S.  Carlos  por  R.  G.  de 
14  de  febrero  de  1768.  En  Valladolid  se' 
creó  en  1779  con  el  titulo  de  Acade- 
mia de  matemáticas  y Nobles  Artes  de  la 
Purísima  Concepción.  Y en  Zaragoza  fué 
erigida  por  R.  G.  de  18  de  noviembre  de 
1732,  bajo  el  titulo  de  San  Luis. 

Todas  estas  academias  se  reorganiza- 
ron en  1849  y se  establecieron  además  en 
otras  ciudades,  en  la  forma  que  establece 
el  siguiente 

li.  D.  de  31  octubre  de  1849. 

«Habra  academias  provinciales  de  bellas 
artes  en  las  ciudades  de  Barcelona,  Bilbao, 
Cádiz,  Coruña,  Granada,  Málaga,.  Oviedo, 
Palma  de  Mallorca,  Santa  Cruz  de  Tenerife, 
Sevilla,  Valencia,  Valladolid  y Zaragoza. — 
Serán  de  1.a  clase  las  de  Barcelona,  Valen- 
cia, Valladolid  y Sevilla  (2).  Las  demas 
quedarán  de  segundas.»  (Arts,  i.°  y 3.°) 

Establécese  después  sobre  el  gobierno 
interior  de  las  academias,  ] untas,  seccio- 
nes y comisiones,  sesiones,  estudios  y 
exámenes.  Sobre  ios  estudios  se  mandó 


. (C  Los  demás  artículos  tratan  de  laoTganiza 
cton  de  la  Academia,  de  los  cargos  académico! 
de  las  juntas  y de  la  administración  dé  ios 
caudales  de  la  Academia. 

(2)  También  la  de  Cádiz  (B.  O.  de  7 di- 
ciembre de  1850.) 


La  ley  de  instrucción  pública  de  9 de  se- 
tiembre de  1857  no  ha  establecido  novedad 
en  las  academias  de  nobles  artes,  y por  el 
contrario  se  ha  mandado  por  la  misma  (ar- 
tículo 157)  que  se  conserven  en  su  actual 
estado.  Por  esta  ley  se  cuenta  entre  las  en- 
señanzas superiores  las  de  bellas  artes  (ar- 
ticulo 47),  y solo  se  comprenden  en  esta 
carrera  las  de  Pintura,  Escultura,  Arqui- 
tectura y Música  (arts.  55  al  58). 

Entre  las  enseñanzas  profesionales  se 
enumera  la  de  maestros  de  obras,  apareja- 
dores y agrimensores,  que  son  en  rigor  tres 
carreras,  o una  dividida  en  tres  ramos,  según 
se  determinará  en  el  reglamento. — Y.  Ar- 
quitecto. Arquitectura.  Aparejador.  Agri- 
mensor.’ Escuelas  especiales.  Maestro  de 
obras. — Obras  . 

ACADEMIA  DE  CIENCIAS  NATURALES. 

Fué  creada  en  Madrid  por  R.  D.  de  7 fe- 
brero de  1834,  con  el  objeto  de  promo- 
ver el  estudio  y propagación  de  dichas 
ciencias,  y suprimida  por  otro  de  25  de 
febrero  de  1847  para  refundirla  en  la 
que  en  esta  fecha  se  creó  con  el  título  de 

ACADEMIA  DE  CIENCIAS  EXACTAS,  FISI- 
CAS Y NATURALES  Esta  Real  Academia 
que  reemplazó  á la  de  Ciencias  Natura- 
les, por  el  R.  D.  de  25  febrero  de  1847, 
es  igual  en  categoría  y prerogativas  á la 
Española,  de  la  Historia  y San  Fernan- 
do. Consta  de  36  académicos,  celebra  se- 
siones mensuales  y una  anual  en  los  pri- 
meros dias  de  octubre.  Despacha  los  in- 
formes, proyectos  y demás  asuntos  que 
le  encargue  el  Gobierno,  y los  que  pro- 
cedan de  autoridades  provinciales  y mu- 
nicipales mediando  también  mandato  del 
Gobierno,  y se  ocupa  en  todo  cuanto 
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conduce  á promover  el  estudio,  adelan- 
tamiento y propagación  de  las  diferen- 
tes partes  de  las  ciencias  que  forman  su 
instituto.  Por  R.  0.  de  14  de  noviem- 
bre de  1854  se  encargó  á esta  Academia 
que  ensayara  y propusiera  al  Gobierno 
algún  medio  de  alejar  los  riesgos  de  los 
incendios  producidos  por  la  inflamación 
del  gas  del  alumbrado,  autorizándola  pa- 
ra abrir  un  concurso  público  sobre  el 
particular. 

ACADEMIA  DE  CIENCIAS  MORALES  Y 
POLITICAS.  Por  el  articulo  160  de  la 
ley  de  instrucción  pública  de  9 de  se- 
tiembre de  1857  se  mandó  crear  otra 
Real  Academia  igual  en  categoría  á la 
Española,  de  la  Historia,  de  S.  Fernan- 
do y de  Ciencias  exactas,  denominada 
de  Ciencias  morales  y políticas;  y en 
cumplimiento  de  esta  disposición  se  dic- 
tó el  Real  decreto  de  30  de  setiembre  del 
mismo  año,  disponiendo  que  se  com- 
ponga de  36  académicos,  que  se  ocupa- 
rán inmediatamente  de  la  formación  de 
sus  estatutos. 

La  Real  Academia  de  Ciencias  mora- 
les y políticas  elige  presidente  de  entre 
sus  individuos  de  número,  con  arreglo 
al  art.  15  de  sus  estatutos.  (R.  D.  de  10 
de  enero  de  1866). 

ACADEMIA  LITERARIA  Y CIENTIFICA  DE 
INSTRUCCION  PRIMARIA.  Tiene  por  ob- 
jeto la  mutua  instrucción  de  sus  indivi- 
duos y el  bien  general  de  la  primera 
enseñanza,  difundiendo  los  conocimien- 
tos y medios  de  generalizar  la  educación 
del  pueblo,  y escitando  la  emulación  y 
celo  de  los  profesores.  Se  estableció 
en  27  de  marzo  de  1849  sobre  la  base  de 
la  que  ya  existia  titulada  Academia  de 
profesores  de  primera  educación , y se  ri- 
ge por  su  reglamento  aprobado  por  Real 
orden  de  30  de  mayo  de  1849  y Estatu- 
tos de  14  de  noviembre  de  1851. 

ACADEMIA  GRECO-LATINA.  Se  cono- 
ció primeramente  con  el  título  de  Aca- 
demia Latina  Matritense  que  fue  una 
asociación  fundada  en  1775  con  objeto 
de  mejorar  la  enseñanza  de  la  latinidad. 
En  1831  se  dió  á esta  Academia  otra 
nueva  forma,  y tomó  el  nombre  de  Real 
Academia  Greco-Latina,  mas  conforme 


con  los  objetos  propios  de  su  nuevo 
instituto  que  son  «la  conservación  y fo- 
mento de  las  lenguas  y literatura  latina 
y griega,  en  la  mayor  pureza  posible.» 
Ha  publicado,  algunas  disertaciones  de 
mérito  y tiene  preparados  varios  tra- 
bajos. 

ACADEMIAS  DE  MEDICINA  Y CIRUJIA. 

Fueron  establecidas  por  R.  D.  de  18  de 
agosto  de  1830,  conocido  también  por  de 
31  del  mismo  mes  porque  se  comunicó 
al  Consejo  en  dicha  fecha,  y por  de  31 
de  enero  de  1831  porque  se  publicó  con 
R.  C.  de  este  día.  Por  él  se  establecieron 
Academias  de  medicina  y cirujia  en  Ma- 
drid para  Castilla  la  Nueva;  eu  Vallado- 
lid  para  Castilla  la  Vieja;  en  Santiago 
para  Galicia  y Asturias;  en  Sevilla  para 
su  reino,  el  de  Córdoba  y provincia  de 
Estremadura;  en  Cádiz  para  la  suya;  en 
Granada  para  su  reino,  el  de  Jaén  y el 
de  Murcia;  en  Valencia,  en  Barcelona; 
en  Zaragoza;  y en  Palma  de  Mallorca 
para  las  Islas  Baleares. 

Entre  los  objetos  propios  de  su  insti- 
tuto se  enumeran  en  el  cap.  9.”  y en  el 
11  los  siguientes: 

Las  academias  ilustrarán  á las  autorida- 
des en  todos  los  asuntos  de  policía  médica, 
y estas  les  deben  consultar  sobre  la  cons- 
trucción de  hospitales,  lazaretos,  hospicios, 
cárceles,  mataderos,  cementerios,  puertos, 
canales,  nuevas  poblaciones,  teatros,  igle- 
sias, desecación  de  balsas  y lagunas,  embal- 
se de  aguas  limpias,  de  cloacas,  situación  de 
las  fábricas,  manufacturas  y almacenes  de 
objetos  que  puedan  perjudicar  á la  sanidad 
general,  sobre  el  modo  de  atajar  los  pro- 
gresos y aun  procurar  la  extinción  de  las 
viruelas  y otros  males  particularmente  so- 
bre los  contagiosos,  con  todos  los  demás 
puntos  que  tengan  una  relación  particular 
con  la  salud  publica,  escepto  con  la  del  mi- 
litar que  está  á cargo  de  los  facultativos  del 
ejército  (cap.  9,  articulo  único.) 

La  Academia  debe  nombrar  al  sócio  ósó- 
cios  que  la  parezcan  para  el  exámen  de  los 
comestibles,  y en  los  pueblos  donde  no  re- 
side aquella  será  esta  atribución  propia, 
exclusiva  é indisputable  de  los  facultativos 
titulares  (cap.  10  art.  10). 

Servirán  al  Estado  en  todo  lo  relativo  á 
la  medicina  legal  y daran  á los  magistrados 
y jueces  las  instrucciones  y declaraciones 
que  pidieren  para  resolver  las  dudas  que  se 


ACADEMIAS  DE  MEDICINA  Y CIRUJIA. 


86 

ofrezcan  en  todos  los  litigios  médico-lega- 
les ó causas  canónicas,  civiles  y criminales 
aue  pertenezcan  á la  jurisprudencia  médi- 
ca- debiendo  en  adelante  ser  elegidos  á pro- 
puesta de  las  academias  los  facultativos  em- 
pleados por  las  academias,  juzgados  y jus- 
ticias (cap.  13  art.  único.) 

En  el  reglamento  de  las  subdelegacio- 
nes  de  sanidad,  aprobado  por  R.  O.  de 
24  de  julio  de  1848  y publicado  por  Real 
decreto  de  2 de  agosto,  se  encargó  á los 
jefes  políticos  que  en  el  nombramiento 
de  subdelegados  tuviesen  presentes  á los 
académicos  numerarios  y corresponsales 
de  las  academias;  pero  en  la  ley  vigente 
de  sanidad  no  se  mienta  ni  á estas  aca- 
demias ni  á sus  académicos. 

R.  D.  de  28  abril  de  1861. 

Reglamento  de  la  Real  Academia  de  Medicina  do 
Madrid. 

(Gob.)  Oido  el  parecer  del  Consejo  de 
sanidad  y el  de  la  sección  de  Gobernación 
y Fomento  del  Consejo  de  Estado,  vengo 
en  aprobar  el  adjunto  reglamento  de  la  Real 
Academia  de  Medicina  de  Madrid.  Dado  en 
Aranjuez  á 28  de  abril  de  1861. 

TITULO  I. 

DEL  OBJETO  DE  LA  ACADEMIA. 

Art.  1."  La  Real  Academia  de  Medicina 
de  Madrid  depende  inmediatamente  del  Mi- 
nisterio de  ía  Gobernación,  y tiene  por 
objeto: 

1.8  Ayudar  al  adelantamiento  de  las 
ciencias  médicas: 

2. °  Examinar  las  doctrinas  y las  nove- 
dades de  importancia  que  vayan  presentán- 
dose en  el  campo  de  la  ciencia,  á fin  de  dis- 
cernir lo  verdadero  de  lo  falso,  y de  dar  al 
ejercicio  de  las  profesiones  médicas  la  di- 
rección que  el  bien  público  reclama. 

3. °  Formar  un  diccionario  tecnológico 
de  las  ciencias  médicas: 

4. 8 Recoger  útiles  materiales  para  escri- 
bir en  su  día  la  historia  erítica  y la  biblio- 
grafía de  la  Medicina  patria,  y para  formar 
la  Geografía  médica  del  país. 

5. ®  Fomentar  el  estudio  y progreso.de 
la  ciencia.,  otorgando  premios  cada  año  á 
los  autores  de  los  mejores  escritos  que  se 
presenten  sobre  puntos  de  interés  prévia- 
mente  designados. 

6.  Ayudar  á la  propagación,  conserva- 
ción y estudio  de  la  vacuna. 

7.  Auxiliar  al  Gobierno  con  sus  cono- 


cimientos científicos,  evacuando  las  cónsul- 
tas  que  le  pida  sobre  cualquier  asunto  de 
su  competencia,  principalmente  sobre  las 
endemias,  epidemias,  contagios,  epizootias 
y demas  que  corresponde  á la  salud  pú- 
blica. 

8. °  Entender  en  cuanto  le  encomiende 
el  Gobierno  relativamente  al  conocimiento  . 
y estudio  médico  de  las  aguas  minero-me- 
dicinales. 

9. °  Practicar  el  exámen  de  los  reme- 
dios nuevos  ó secretos  que  le  encomiende 
también  el  Gobierno,  haciendo  con  ellos  los 
experimentos  que  tenga  por  oportunos,  re- 
mitiendo al  mismo  su  dietámen  respecto  á 
la  originalidad,  conveniencia,  mérito  del 
descubrimiento  ó invención,  y premio  que 
en  su  caso  deba  otorgarse. 

10.  Redactar  las  farmacopeas,  petitorio 
y tarifa  oficiales,  y cuidar  de  su  impresión, 
de  su  expendicion  y revisión  oportuna. 

1 1.  Resolver  las  cuestiones  de  medicina 
legal  que  los  tribunales  superiores  y las  au- 
diencias le  consulten. 

12.  Velar  por  el  buen  órden  en  el  ejer- 
cicio de  las  profesiones  médicas. 

Arl.  2.°  Dará  publicidad  la  Academia 
del  modo  que  estime  mas  conveniente  á los 
escritos  científicos  de  importancia  que  pro- 
duzcan sus  sócios  ó le  hayan  sido  presen- 
tados. 

Art.  3.°  A este  fin  , y para  sufragar  los 
gastos  que  su  sostenimiento  origine,  recibí  - 
rá  del  Gobierno  la  cantidad  anual  que  se  le 
asigne  en  el  presupuesto  correspondiente. 

También  podra  admitir  legados  y dona- 
ciones, siempre  que  para  ello  proceda  la 
superior  aprobación. 

TITULO  IV  (1). 

DE  LAS  TAREAS  DE  LA  ACADEMIA. 

Art.  SO.  Las  secciones  se  ocuparán  del 
exámen  de  las  producciones  científicas  remi- 
tidas á la  Academia,  que  pasen  á su  infor- 
me, dando  cuenta  de  ellas  en  el  extracto,  y 
proponiendo  lo  que  respecto  á cada  caso 
proceda. 

Designarán  además,  en  el  turno  que  á ca- 
da una  corresponda,  los  puntos  para  los  pro- 
gramas de  premios  que  la  corporación  ha 
de  publicar  anualmente,  é informarán,  por 
último,  acerca  de  las  memorias  que  se  pre- 
senten á estos  concursos,  determinando  cuá- 
les consideran  de  mérito  bastante  para  ser 


(1)  Los  títulos  anteriores  tratan  de  la  or- 
ganización de  la  Academia  y cargos  del  presi- 
dente, secretario,  tesorero  y contador. 
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leídas  en  la  Academia,  y entre  estas  las  que 
en  su  concepto  son  dignas  de  premio. 

Art.  31.  Las  secciones  podrán  hacer  los 
estudios  que  gusten  sobse  los  asuntos  cien- 
tíficos que  les- corresponden,  y dirigirse  al 
presidente  de  la  Academia  cuando  al  efecto 
necesitase  datos  ó noticias  para  que  los  pida 
al  Gobierno  ó á quien  pueda  suministrarlos. 

Art-  32.  Las  comisiones  permanentes 
evacuarán  los  informes  que  se  le  pidan  so- 
bre los  asuntos  de  su  competencia,  y des- 
empeñarán los  otros  cargos  que  les  estén 
encomendados  por  las  leyes,  disposiciones 
superiores  y acuerdos  de  la  corporación. 

Art.  33.  Presidirá  las  secciones  y comi- 
siones un  decano  elegido  por  mayoría  abso- 
luta de  votos  entre  los  socios  que  las  compo- 
nen, y en  cada  uua  desempeñará  el  cargo 
de  secretario  el  académico  que  tenga  título 
profesional  mas  moderno. 

Art.  34.  Así  unas  como  otras  se  reuni- 
rán en  el  lugar  y á la  hora  que  acuerden,  ó 
en  la  que  determine  el  respectivo  decano, 
siempre  que  sea  preciso,  para  los  objetos 
de  su  instituto. 

Art.  35.  Encomendarán  los  decanos  al 
secretario  respectivo  el  ordenado  y fiel  es- 
tracto  de  cada  expediente,  que  será  leído  en 
la  sección  ó comisión,  para  que,  enterada 
del  asunto,  designe  qué  académico  ha  de 
redactar  el  informe.  Esteridido  ya  este,  y 
firmado  por  el  ponente,  se  leerá  en  la  sec- 
ción ó comisión,  procediendo  en  seguida  á 
discutirle,  y acordando  en  fin  lo  mas  opor- 
tuno. 

Después  de  aprobados  los  informes  en  la 
sección  ó comisiones  se  remitirán  al  presi- 
dente de  la  Academia  firmados  por  el  po- 
nente, el  decano  y el  secretario. 

Las  memorias  y demás  producciones  li- 
terarias que  pasen  á las  secciones  se  leerán 
primeramente  en  ella  para  adoptar  el  dic— 
támen  que  corresponda,  después  de  lo  cual 
se  formará  el  extracto  y se  redactara  por  el 
académico-ponente  el  informe  acordado. 

Art.  36.  La  comisión  de  epidemias  hará 
los  estudios,  reunirá  ios  dalos  estadísticos, 
evacuará  los  informes  y desempeñará  las 
comisiones  que  el  Gobierno  encomiende  á 
la  corporación;  redactará  las  efemérides 
epidémicas  de  la  capital  por  estaciones,  cu- 
yo trabajo  ha  de  someterse  anualmente  al 
juicio  de  la  corporación,  y procurará  final- 
mente, cuando  se  manifieste  alguna  epide- 
mia , contagio  ó epizootia,  adquirir  de  los 
subdelegados  de  sanidad  y de  los  profesores 
titulares  cuantos  datos  sean  precisos  para 
tomar  conocimiento  fiel  y presentar  unex- 
tenso  y fundado  dictamen. 
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Art,  37.  La  comisión  de  aguas  y baños 
minerales  entenderá  en  todo  lo  concerniente 
á este  ramo  que  el  Gobierno  encargue  á la 
Academia. 

Art.  38,  La  de  vacunación  estudiará  las 
graves  cuestiones  relativas  á este  importan- 
te medio  profiláctico,  utilizando  ai  efecto 
los  datos  y noticias  que  el  Gobierno  le  su- 
ministre, y reclamando  los  demás  que  haya 
menester. 

Cada  año  consignará  el  resultado  de  sus 
tareas  en  una  memoria  que  ha  de  someter- 
se al  examen 'de  la  Academia. 

Art.  39.  La  de  medicina  legal  propon- 
drá lo  que  estime  oportuno  sobre  las  con- 
sultas que  los  tribunales  de  justicia  dirijan 
á la  corporación  para  que  esta  las  evacúe 
del  modo  que  considere  mas  acertado; 

Art.  40.  La  comisión  deexámen  de  re- 
medios nuevos  ó secretos  estará  encargada 
de  cumplir  lo  que  sobre  este  asunto  pre- 
vengan las  leyes. 

Al  efecto,  cuando  juzgue  necesario  pro- 
ceder al  experimento  de  un  medicamento 
nuevo  ó secreto,  hará  los  ensayos  que  esti- 
me, y del  modo  mas  conveniente  observa- 
rá cada  caso  con  la  mayor  escrupulosidad, 
tomando  las  apuntaciones  precisas;  y últi- 
mamente, redactará  el  informe  que  corres- 
ponda para  someterlo  á la  resolución  de  la 
Academia. 

Art.  41.  La  de  farmacopea  se  compon- 
drá de  cuatro  vocales  médicos  y otros  cua- 
tro farmacéuticos  ; estará  presidida  por  el 
presidente  de  la  corporación,  y se  ocupará 
en  formar  y redactar  jel  petitorio,  farmaco- 
pea y tarifa  oficiales,  así  como  en  revisarlos 
cuando  sea  oportuno,  sometiendo  siempre 
el  fruto  desús  tareas  al  exámen  y aproba- 
ción de  la  Academia. 

Esta  comisión  misma  en  unión  de  los  sú- 
cios  veterinarios  que  la  corporación  designe 
redactará  la  farmacopea  veterinaria. 

Art.  42.  La  de  policía  médica,  compues- 
ta de  cinco  vocales  médicos,  tres  farmacéu- 
ticos y un  veterinario,  y presidida  por  el 
vicepresidente  de  la  corporación,  siendo  se- 
cretario de  ella  el  que  lo  sea  perpétuo,  es- 
tará encargada  de  cumplir  cuanto  preven- 
gan las  leyes  y superiores  mandamientos 
respecto  al  buen  órden  y moralidad  en  el 
ejercicio  de  las  profesiones  médicas. 

Art.  43.  Las  comisiones  accidentales 
desempeñarán  su  cometido,  ateniéndose  en 
lo  posible  á las  reglas  generales  estableci- 
das en  los  art.  34  v 35. 
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TITULO  Y. 
de  las  sesiones. 

Art.  44.  Celebrará  la  Academia  sesio- 
nes gubernativas  y literarias. 

Las  primeras  serán  secretas;  solamente 
asistirán  á ellas  los  académicos  de  número 
v los  subdelegados  de  sanidad  que  convenga 
citar  expresamente  para  que  la  ilustren  so- 
bre asuntos  de  su  competencia,  y tendrán 
por  objeto  tratar  los  asuntos  que  hayan  sido 
consultados  ála  corporación,  los  que  estime 
ella  conveniente  consultar  al  Gobierno,  y 
los  relativos  á la  administración  y régimen 
interior. 

Cuanto  se  trate  y resuelva  en  estas  sesio- 
nes tendrá  el  carácter  de  reservado,  y por 
lo  tanto,  deberán  los  Académicos  y los  de- 
pendientes de  la  corporación  mantenerlo 
en  secreto. 

A las  sesiones  literarias  podrán  asistir  los 
socios  honorarios,  los  corresponsales,  los 
subdelegados  de  sanidad  y los  que  presen- 
ten á la  entrada  una  targeta  personal  dada 
por  el  secretario  á petición  de  un  socio  y 
con  anuencia  del  presidente. 

Estas  tai'getas  servirán  para  todo  un  año 
académico;  se  expedirán  en  número  y pro- 
porción á la  capacidad  del  salón  de  actos  y 
se  distribuirán  con  igualdad  entre  los  só- 
cios  numerarios  á petición  suya. 

Art.  45-  La  Academia  celebrará  además 
una  sesión  pública  y solemne  para  inaugu- 
rar cada  año  sus  tareas,  y las  necesarias 
para  la  recepción  de  académicos  de  nú- 
mero. 

Art.  40  Las  sesiones  de  gobierno  se  ve- 
rificarán dos  veces  cada  mes  y tendrán  por 
objeto: 

■1.a  El  despacho  de  los  asuntos  que  las 
secciones  y comisiones  someten  á la  delibe- 
ración de  la  Academia  relativos  á consul- 
tas del  Gobierno , autoridades  y tribunales 
ó á escritos  que  deban  ser  votados  por  la 
corporación, 

2. °  La  elección  de  oficios  cuando  cor- 
responda hacerla, 

3. °  El  nombramiento  de  académicos. 

4. °  En  fin,  todo  lo  que  concierne  al  go- 
bierno interior  y á la  administración  de  la 
Academia, 

Art.  47.  También  se  celebrarán  dos 
veces  cada  mes  las  sesiones  literarias.  En 
ellas  se  ocupará  la  Academia. 

. 1 -°  Do  }as  producciones  científicas,  teó- 
ricas-prácticas que  los  socios  de  número 
presenten  con  la  anticipación  debida. 

De  las  cuestiones  científicas  que 


promuevan  los  mismos  sócios  y sean  toma- 
das  en  consideración. 

3. a  De  los  escritos  remitidos  por  los  só- 
cios corresponsales  ó por  otros  profeso- 
res, cuya  lectura  haya  sido  préviamente 
autorizada  por  la  sección  correspondiente. 

4. °  De  las  efemérides  epidémicas. 

5. °  De  los  casos  que  se  presenten  de  en- 
fermedades raras,  de  monstruosidades  ó vi- 
cios de  organización,  de  los  descubrimien- 
tos anatómicos  y fisiológicos,  de  los  expe- 
rimentos científicos  notables,  de  los  instru- 
mentos y máquinas  ó aparatos  que  se  in- 
venten, de  las  operaciones  nuevas  y de  mé- 
rito que  se  ejecuten,  etc. 

fi.°  En  fin,  de  los  restantes  trabajos  de 
las  secciones  y comisiones.  Sobre  cada 
asunto  de  los  que  sean  sometidos  á la  Aca- 
demia en  estas  sesiones  se  abrirá  discusión, 
pudiendo  tomar  parte  en  ella  los  académi- 
cos de  todas  clases,  y además  los  autores 
de  las  memorias  ó escritos  de  que  se  trate, 
(os  observadores,  operadores,  inventores 
de  instrumentos  etc.  que  tengan  necesidad 
de  apoyar  sus  observaciones  ó inventos. 

Art.  48.  La  sesión  publica  inaugural 
del  año  académico  se  verificará  en  el  dia 
del  mes  de  enero  que  la  junta  de  gobierno 
señale. 

Leerá  en  ella  el  secretario  perpétuo  una 
memoria  circunstanciada  y aprobada  pré- 
viamente por  la  corporación  en  que  se  dé 
cuenta: 

1. °  De  las  tareas  en  que  se  ha  ocupado 
la  Academia  durante  el  año  que  acaba  de 
trascurrir,  dando  idea,  en  un  breve  resú- 
men, de  los  asuntos  literarios,  del  espíritu 
de  la  discusión  que  sobre  ellos  recayó,  y de! 
acuerdo  que  en  cada  caso  hubiere  produci- 
do esta,  así  como  de  los  consultivos  y ad- 
ministrativos, consignando  la  estadística 
correspondiente  á unos  y otros. 

2. °  Del  movimiento  ocurrido  en  el  per- 
sonal de  la  Academia,  manifestando  las  cir- 
cunstancias especiales  de  los  sócios  nombra- 
dos, y haciendo  de  ios  que  hayan  fallecido 
un  expresivo  recuerdo  en  que  se  den  á co- 
nocer sus  principales  méritos  y servicios, 
sus  trabajos  académicos  y las  obras  que  ha- 
yan publicado. 

3. °  Del  aumentó  que  la  biblioteca  haya 
tenido. 

4. °  Finalmente,  de  los  escritos  científi- 
cos que  la  Academia  haya  recibido  y sean 
dignos  de  mención  especial,  y los  que  haya 
puesto  en  turno  la  junta  de  gobierno  para 
las  sesiones  del  año  entrante. 

A la  lectura  de  esta  memoria  seguirá  la 
de  un  discurso  relativo  á un  punto  general 
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de  la  facultad,  compuesto  por  el  académico 
de  número  d quien  corresponda  por  órden 
de  antigüedad,  cuya  lectura é impresión  de- 
berán haber  sido  préviamente  autorizadas 
por  la  Academia. 

Se  hará  después  la  adjudicación  délos 
premios  que  esta  haya  concedido,  leyendo 
el  secretario  el  acta  especial  correspondien- 
te, y terminará  la  sesión  publicando  el  pro- 
grama de  los  que  ofrece  la  Academia  para 
el  año  entrante. 

Art.  49.  En  las  sesiones  de  recepción  se 
dará  cuenta  por  el  secretario  del  acta  espe- 
cial del  nombramiento;  procederá  después 
el  nuevo  académico  á leer  el  discurso  de 
entrada,  seguirá  la  lectura  del  de  contesta- 
ción, y el  presidente  conferirá  por  último, 
al  candidato,  en  nombre  de  S.  M.  la  Reina, 
la  insignia  y el  título  correspondientes. 

Art  50.  Se  celebrarán  además,  por 
acuerdo  de  la  Academia  ó por  citación  del 
presidente,  las  sesiones  extraordinarias  que 
sean  precisas  pava  tratar  algún  asunto  de 
urgencia  ó de  interés. 

Art.  51..  Para  todas  las  sesiones  se  con 
vocará  á los  académicos  con  veinticuatro 
horas  de  anticipación  por  medio  de  oficio 
en  que  se  exprese  el  asunto  ó asuntos  que 
han  de  tratarse,  á no  ser  estos  reservados; 
en  cuyo  caso  se  advertirá  que  ofrecen  este 
carácter. 

Los  asuntos  científicos  que  hayan  de  dis- 
cutirse se  anunciarán  de  una  sesión  para 
otra,  siempre  que  sea  posible. 

Art.  52.  Las  sesiones  empezarán  pun- 
tualmente media  hora  después  de  la  señala- 
da, y para  celebrarlas  deberá  hallarse  á lo 
menos  presente  la  quinta  parte  de  los  aca- 
démicos de  número,  inclusos  el  presidente 
ó el  que  baga  sus  veces,  y e!  secretario. 

Su  duración  no  pasará  de  dos  horas,  á rio 
acordar  la  Academia  que  se  proroguen  por 
media,  ó á lo  sumo  una  hora  mas. 

Art..  53.  Se  dará  principio  á las  sesiones 
de  gobierno  y_á  las  literarias  por  la  lectura 
del  acta  anterior;  se  procederá  en  seguida 
á dar  cuenta  de  las  comunicaciones  del  Go- 
bierno y déla  correspondencia  oficial  y par- 
ticular, y se  pasará,  en  fin , al  despacho  de 
los  asuntos  que  estén  dispuestos. 

Art.  54.  Ninguna  proposición  será  ad- 
mitida que  no  esté  formulada  por  escrito  y 
firmada  por  su  autor. 

De  las  que  se  admitan  dará  cuenta  el  se- 
cretario luego  que  el  despacho  ordinario 
termine;  y si  después  de  apoyada  cada  una 
por  su  autor  la  toma  en  consideración  la 
Academia,  quedará  sobre  la  mesa  hasta  la 
sesión  próxima,  á no  declararse  de  urgencia 
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por  las  dos  terceras  partes  de  los  sócios  de 
número  que  se  hallen  presentes,  en  cuyo 
caso  se  procederá  desde  luego  á su' discusión. 

Art.  55.  Un  acuerdo  expreso  de  la  Aca- 
demia determinará  el  órden  que  ha  de  guar- 
darse en  las  discusiones. 

Art.  56.  Los  acuerdos  que  tome  la-  Aca- 
demia con  arreglo  á lo  establecido  en  este- 
reglamento  no  podrán  derogarse  ni  modifi- 
carse si  no  es  por  la  corporación  misma,  á 
propuesta  de  tres  sócios  de  número,  y en 
sesión  convocada  al  efecto  después  de  aque- 
lla en  que  fué  la  propuesta  tomada  en  con- 
sideración. 

Disposiciones  generales. 

' Art.  75.  Suspenderá  la  Academia  sus 
sesiones  desde  el  15  de  julio  hasta  el  15  de 
setiembre. 

Durante  este  tiempo  la  junta  de  gobierno 
representará  á la  corporación,  y podrá  con- 
vocar á sesión  extraordinaria  á los  acadé- 
micos de  número  que  se  hallaren  en  Madrid 
para  el  despacho  de  algún  asunto  de  interés 
que  el  Gobierno  le  remita  con  urgencia,  ó 
de  algún  expediente  de  policía  médica  cuya 
resolución  apremie. 

Art.  76.  La  Academia  usará  en  sus  do- 
cumentos oficiales  un  sello'  mayor  para  los 
diplomas  de  académicos  y de  los  premios 
con  el  emblema  de  su  instituto  y otro  me- 
nor para  la  correspondencia  con  las  armas 
reales  y el  titulo  que  lleva. 

Art.  77.  La  distribución  de  los  acadé- 
micos en  las  secciones  establecidas  se  hará 
una  sola  vez  por  la  Academia,  llenándose 
después  las  vacantes  que  en  ellas  ocurran 
por  el  método  que  queda  establecido.  La  de 
las  comisiones  permanentes  se  verificará 
también  por  la  Academia  cada  dos  años, 
después  de  renovada  la  junta  de  gobierno, 
y á propuesta  de  esta  misma. 

Al  propio  tiempo  se  nombrará  igualmen- 
te la  comisión  de  revisión  de  estilo. 

Art.  78.  Los  subdelegados  de  sanidad 
serán  considerados  como  unos  auxiliares  de 
la  Academia,  agregados  á ella  mientras  des- 
empeñan aquel  cargo  en  punto  á endemias, 
epidemias  y contagios,  vacunación  y demás 
concernientes  á la  higiene  pública  y á la 
policia  médica. 

Art.  79.  Tendrá  la  Academia  para  su 
servicio  los  dependientes  que  sean  necesa- 
rios, señalándoles  la  asignación  que  consi- 
dere justa. 

Queda  la  junta  de  gobierno  autorizada 
para  su  nombramiento  y separación. 

Art.  80.  El  Secretario  perpétuo  será 
nombrado  por  el  Gobierno  á propuesta  en 
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terna  de  la  Academia.»  (CL.  t.  85,  p.  353. 

R.  O.  de  20  junio  de  1863. 

Consideración  de  las  Academias  en  sus  funciones 
consultivas.  Se  resuelve  cuándo  y cómo  han  de  acu- 
dir  Jos  jueces  á las  Academias. 

(Gob.)  Se  resuelve  por  esta  Real  órden 
de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Consejo 
de  sanidad  del  Reino,  á consecuencia  de 
una  comunicación  de  la  Academia  de  medi- 
cina y cirujía  de  Barcelona  en  que  mani- 
fiesta lo  conveniente  que  sería  dispusiese 
el  Gobierno  que  las  academias  se  ocupen 
tan  solo  de  ¡as  cuestiones  médico -legal es 
que  tengan  por  conveniente  consultarlas  las 
Audiencias  del  distrito  respectivo,  cesando 
Jos  juzgados  de  primera  instancia  de  de- 
mandar su  intervención  como  lo  están  ha- 
ciendo, ya  pretendiendo  que  obren  activa- 
mente, ya  consultándolas  en  otras  ocasio- 
nes, El  Consejo  es  de  este  mismo  parecer, 
y por  lo  menos  considera  «como  de  necesi- 
dad imprescindible,  que  por  el  Ministerio 
de  Gracia  y Justicia  se  disponga  en  primer 
lugar  que  los  Jueces  de  primera  instancia 
solamente  acudan  á las  academias  de  medi- 
cina para  asuntos  consultivos  después  de 
haber  emitirlo  su  dictámen  el  médico  fo- 
rense y cualquiera  otro  facultativo  que  ha- 
yan estimado  conveniente  hacer  intervenir, 
y además  de  esto  que  en  el  caso  de  necesi- 
dad del  auxilio  de  sus  luces  le  reclamen  por 
conducto  del  Regente  de  la  autoridad  del 
distrito  á que  el  juzgado  y la  academia  cor- 
responden.» De  esta  suerte  añade  que  pu- 
dieran atenderse  las  fundadas  razones  en 
que  apoya  su  solicitud  la  academia  de  me- 
dicina de  Barcelona,  poniendo  en  armonía 
el  art.  2o  del  R.  D.  de  13  de  mayo  anterior 
con  lo  que  exigen  la  buena  administración 
de  justicia  y los  especiales  objetos  de  las 
academias  médico-quirúrgicas.  {Gac.  17 
julio,) 

R.  O,  de  46  setiembre  de  1865. 

Cuando  han  do  ' oir;  su  dictamen  los  tribunales  en 
asuntos  médico-legales. 

(Grac.  y Jitst.)  En  vista  de  la  exposi- 
cion  de  la  Real  Academia  >de  Medicina  y 
Cirujía  de  Madrid,  dirigida  por  el  Ministe- 
rio de  su  digno  cargo  A este  de  Gracia  y 
Justicia  en  26  de  enero  de  este  año,  consul- 
tando si  está  ó no  obligada  á evacuar  siem- 
pre y en  cualquier  caso  los  informes  que 
¡os  Jueces  de  primera  instancia  la  pidan  en 
asuntos  médico-legales;  y considerando  que 
si  bien  el  art.  25  del  R.  D.  de  13  de  mayo 
de  4862  prescribe  que  los  Tribunales  de 
Justicia  pueden  oir  el  dictámen  de  las  Rea- 


les Academias  de  Medicina  y Cirujía,  ú 
otras  corporaciones  científicas  legalmente 
establecidas,  no  debe  entenderse  este  trá- 
mite sino  como  un  recurso  extraordinario 
para  ilustrar  la  opinión  judicial  de  uua 
manera  completa  , después  de  apurados 
todos  los  medios  que  -la  actual  organiza- 
ción médico-forense  suministra,  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  oido  el  dictámen  del  Consejo 
de  Estado,  en  secciones  de  Estado  y Gracia 
y Justicia,  y Gobernación  y Fomento,  se  ha 
servido  resolver: 

l.°  Que  por  punto  general  se  reservan 
los  dictámenes  de  la  Real  Academia  de  Me- 
dicina y Cirujía  de  Madrid  para  las  cuestio- 
nes  médico-legales,  promovidas  en  asuntos 
que  pendan  de  la  resolución  de  las  audien- 
cias y Tribunales  Superiores  de  Justicia. 

Y 2.°  Que  si  en  algún  caso  necesitaren 
los  Jueces  de  primera  instancia  oir  á dicha 
Real  Academia,  ú otras  délas  provinciales; 
puedan  hacerlo,  pero  después  de  haber  con- 
sultado á.  un  cuerpo  compuesto  de  médicos 
forenses,  de  profesores  nombrados  al  efec- 
to, ú otra  corporación  científica  legal  mente 
establecida.  De  real  órden  etc.  Madrid  46 
de  setiembre  do  1863.  (CL.  t.  90.  p.  296.) 

R.  O.  de  13  agosto  de  4 866. 

Dictando  algunas  reglas  aclaratorias  de  sus  regla- 
mentos: Académicosdimisionarios:  inasistentes,  etc. 

(Gob.)  «Atendiendo  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
los  justos  razonamientos  en  que  se  funda  la 
Academia  de  Medicina  y Cirujía  de  Barcelo- 
na para  pretender  la  reforma  de  algunos  ar- 
tículos del  reglamento  por  que  se  rigen  es- 
tos cuerpos,  a excepción  del  de  Madrid  que 
tiene  reglas  especiales!  atendiendo  asimismo 
á que  algunas  de.  las  antiguas  prescripciones 
no  se  ajustan  al  régimen  actual  de  escuelas 
ni  á la  forma  en  que  hoy  se  obtienen  las  cá- 
tedras de  aquellas  facultades;  atendiendo  á 
los  inconvenientes  originados  por  conse- 
cuencia del  cambio  de  fisonomía  que  nece- 
sariamente ha  sufrido  la  Administración  des- 
de 1850  en  que  se  publicóel  citado  reglamen- 
to, y A la  conveniencia  de  armonizar  este 
en  lo  posible  con  las  necesidades  actuales: 
considerando  que  la  resistencia  presentada 
por  algunos  catedráticos,  á quienes  la  Aca- 
demia de  Barcelona  ha  conceptuado  como 
socios  natos,  en  virtud  del  art.  49,  capitulo 
2.°  del  citado  reglamento,  tiene  cierta  jus- 
tificación fundada  en  las  leyes  y reglamen- 
tos que  rigen  para  la  obtención  de  estas  pla- 
zas: considerando  que  la  exclusión  á que  se 
condenan  estos  interesados  renunciando  vo- 
luntariamente un  cargo  que  la  Administra- 
ción y la  ciencia  rodean  de  consideraciones 
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honrosas,  mas  bien  redunda  en  su  perjuicio 
que  en  el  de  los  cuerpos  que. les  llaman  í 
su  seno : atendiendo  á que  su  falta  de  asis- 
tencia á las  sesiones  dá  lugar  á que  otros 
señores  académicos  mas  puntuales  se  en- 
cuentren sobrecargados  en  sus  tareas,  y 
roba  á las  consultas  mayor  ilustración  con 
perjuicio  del  interés  general;  teniendo  tam- 
bién presente  que  estos  inasistentes  privan 
á oíros  profesores  aptos  y laboriosos  del 
honroso  título  de  académico  á que  pudie- 
ran optar,  ocupando  las  plazas  que  ellos  no 
sirven:  considerando  que  conviene  tanto  al 
buen  servicio  como  al  buen  nombre  de  las 
Academias,  contener  en  su  seno  un  perso- 
nal constante  en  la  asistencia,  y separar  á 
los  que  no  tomen  parte  en  los  trabajos  de 
estas  corporaciones,  como  se  hace  con  todo 
funcionario  público  que  no  desempeña  su 
cometido;  distinguiendo,  sin  embargo,  á los 
que  por  circunstancias  de  edad,  salud  que- 
brantada ú ocupaciones  justificadísimas  no 
puedan  concurrir  á los  trabajos,  de  aque- 
llos que  sin  causa  legítima  abandonan  el 
cumplimiento  de  los  deberes  que  volunta- 
riamente aceptaron  ; atendiendo  á que  los 
reglamentos  de  las  Academias  han  previsto 
afortunadamente  este  caso,  disponiendo  en 
e!  art.  26  del  cap.  2.°  «que  en  el  caso  de 
«que  un  socio  no  pudiese  por  enfermedad, 
«por  su  avanzada  edad  ó por  otro  motivo 
«poderoso  é involuntario,  continuar  des- 
«empeñando  sus  obligaciones  académicas, 
«quedará  con  las  consideraciones  y distin- 
«ciones  de  que  se  habla  en  ios  párrafos  se- 
«gundo  y cuarto  del  cap.  5.°,  si  hubieren 
«cumplido  con  aquellos  á satisfacción  de  la 
«Academia  por  espacio  de  20  años,»  y en 
el  art.  22  del  cap.  4.°,  «que  no  siendo  jus- 
»ío  que  disfruten  de  las  graeias  concedidas 
«en  los  párrafos  segundo,  tercero,  cuarto, 
«quinto  y sexto  del  cap.  3.°,  los  académicos 
«que  no  asistan  á las  sesiones,  sin  que  sea 
«por  enfermos  ú ocupados  en  el  servicio  ó 
«en  objetos  del  cuerpo,  queden  privados 
«de  las  distinciones,  regalías  y considera- 
«ciones  que  se  expresan  en  los  referidos  ar- 
«tículos»;  atendiendo  asimismo  á que  el 
párrafo  segundo  del  reglamento  de  la  Real 
Academia  de  Medicina  de  Madrid,  reforma- 
do por  R,  D.  de  28  de  abril  de  4 86-1  deter- 
mina que  «pasen  á la  clase  de  honorarios, 
«tanto  los  socios  de  número  que  lo  pidiesen 
«después  de  haber  cumplido  la  edad  de  60 
«anos,  como  los  que  declare  la  Academia 
«comprendidos  en  ella,  por  hallarse  impo- 
«sibilitados  de  tomar  parle  en  sus  tareas,  á 
«causa  de  su  avanzada  edad,  ó por  algún 
«otro  motivo  poderoso  é involuntario ;« 
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considerando,  finalmente,  que  sentada  esta 
jurisprudencia  fundada  en  razones  justas  y 
equitativas,  es  indispensable  continuarla 
con  energía,  ha  considerado  conveniente 
S.  M.  dictar  algunas  reglas  que,  satisfacien- 
do el  objeto  de  la  Administración  al  soste- 
ner estos  honrosos  institutos,  resuelvan  su 
pretensión  bajo  las  siguientes  disposiciones 
generales: 

1 .a  Las  Academias  de  distrito,  poniendo 
en  ejecución  lo  prevenido  en  el  art.  26  del 
capítulo  2.°  del  antiguo  reglamento  por 
que  se  rigen,  declararan  jubilados  en  cada 
año  al  terminar  el  mes  de  diciembre  á los 
individuos  que  por  su  edad  avanzada  ó por 
otro  motivo  justificado,  a juicio  de  las  mis- 
mas, no  pudieran  acudir  á las  sesiones  ni 
desempeñar  los  trabajos  que  les  correspon- 
dan, si  por  espacio  de  20  años  hubiesen 
cumplido  con  ellas  á satisfacción  de  las  ci- 
tadas corporaciones. 

2. a  En  armonia  con  lo  ordenado  en  el 
art.  22  del  capítulo  4.“  del  citado  reglamen- 
to se  considerará  dimisionarios  del  cargo  de 
académicos  á todos  los  que  sin  hallarse  en 
las  condiciones  de  la  anterior  disposición  y 
sin  motivo  legítimo  á juicio  de  la  Academia 
hubiesen  dejado  de  asistir  á la  cuarta  parte 
de  sesiones  que  esta  hubiese  celebrado  en 
cada  año. 

3. a  La  Real  Academia  de  medicina  de 
esta  córte,  en  observancia  de  lo  establecido 
en  el  párrafo  segundo  del  art.  i.°  de  su  re- 
glamento especial,  decretado  por  S.  M.  en 
28  de  abril  de  1864,  procederá  igualmen- 
te á incluir  en  la  clase  de  honorarios  á 
todos  los  académicos  de  número  que  por 
su  avanzada  edad  ú otro  motivo  poderoso, 
legítimo  y justificado,  á juicio  de  la  misma, 
no  acudiesen  á tornar  parte  en  las  tareas  de 
su  desempeño;  declarando  asimismo  dimi- 
sionarios del  cargo  á los  que  no  hallándose 
en  las  circuntancias  expresadas  hubiesen 
dejado  de  concurrir  á la  mitad  de  las  jun- 
tas que  en  el  año  hubiese  celebrado  la  cor- 
poración. 

4. a  En  el  mes  de  enero  de  cada  año  re- 
mitirán todas  las  Academias  á este  Minis- 
terio, como  se  previene  en  el  art,  4 8 de! 
capitulo  2.°  del  reglamento  de  34  de  agosto 
183U;  una  nota  debidamente  autorizada  de 
los  socios  numerarios  que  tengan  exis- 
tentes, con  expresión  de  ios  cargos  que  en 
ellas  desempeñan,  y de  las  vacantes  que  re- 
sulten por  la  aplicación  de  las  anteriores 
disposiciones  generales,  para  debido  cono- 
cimiento del  Gobierno  y para  la  confirma- 
ción del  cese  por  S.  M-,  en  cuyo  real  nom- 
bre se  confieren  las  plazas  de  académicos. 
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5. *  Para  evitar  las  dificultades  que  pu- 
dieran ocurrir  en  la  provisión  de  varias  va- 
cantes que  por  efecto  de  las  expresadas  dis- 
posiciones y otros  motivos  resultaran  á la 
vez  en  estas  corporaciones,  quedan  autori- 
zadas las  mismas  para  suspender  en  todo 
tiempo  su  provisión  en  el  número  que  esti- 
me conveniente,  mientras  á juicio  de  las 
mismas  no  pueda  contarse  con  suficiente 
concurrencia  de  candidatos  (que  reúnan  las 
condiciones  especiales  exigidas  para  el 
buen  desempeño  de  estos  cargos)  entre  quie- 
nes hacer  una  elección  acertada, 

6. a  Estas  disposiciones  tendrán  cumpli- 
do efecto  desde  Juego,  excepto  en  la  parte 
que  se  refiere  a los  inasistentes  sin  causa  le- 
gítima y justificada,  la  cual  empezará  á sur- 
tir sus  efectos  desde  i. 0 de  enero  del  año 
próximo  venidero.  De  orden  de  S-  M.  etc. 
Madrid  13  de  agosto  de  1866.— González 
Brabo.»  {Gao.  19  agosto.) — V.  Facultati- 
vos de  Medicina,  Sanidad. 

ACADEMIA  DE  ARQUEOLOGIA.  Esta  Aca- 
demia se  instaló  en  1837  con  el  título 
de  Sociedad  Numismática , debiendo  su 
fundación  al  celosísimo  anticuario  de  la 
Biblioteca  Nacional  Sr.  D.  Basilio  Sebas- 
tian Castellanos.  En  1839  fue  amplifica- 
da con  el  título  de  Sociedad  Arqueológi- 
ca Matritense  y Central  de  España  y sus 
Colonias,  y en  5 de  abril  de  1844  fue 
por  último  declarada  Academia  Nacio- 
nal. Si  queremos  saber  lo  que  es  la  Aca- 
demia española  de  Arqueología}  nos  lo 
dirá  el  art.  3."  de  sus  estatutos  aproba- 
dos en  27  de  octubre  de  184o.  Dice  que 
es  su  objeto,  entre  otras  cosas,  defender 
en  España  por  todos  los  medios  posibles 
el  estudio  y examen  científico  de  las  an- 
tigüedades en  todos  los  ramos  del  saber: 
buscar  y publicar  las  obras  inéditas  de 
autores  españoles  que  merezcan  ver  la 
luz  pública  y que  versen  sobre  puntos 
arqueológicos  é históricos,  evitando  en 
cuanto  pueda  la  destrucción  de  los  mo- 
numentos antiguos  españoles,  y formar 
la  estadística  monumental  de  Europa  y 
en  particular  de  España.  Esta  Academia 
es  puramente  científica,  literaria  y ar- 
tística.— Y,  Antigüedades.  Monumentos 
ANTIGUOS. 

ACADEMIA  DE  CIENCIAS  ECLESIASTICAS. 

Fué  establecida  en  1751.  En  1763  se  in- 
corporó en  ella  otra  Academia  de  ciencia 
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canónica.  En  4773  se  la  dió  el  título  de 

Academia  de  sagrados  cánones,  liturgia, 
historia  y disciplina  eclesiástica.  En 
1819  se  dieron  nuevos  estatutos,  y últi- 
mamente en  7 de  febrero  de  1837  losque 
la  rigen  en  el  día.  El  principal  objeto  de 
esta  Academia  es  adquirir  un  exacto  co- 
nocimiento de  las  ciencias  eclesiásticas, 
examinando  la  anterior  y la  nueva  dis- 
ciplina de  la  Iglesia,  y las  causas  de  su 
variación,  por  medio  de  la  investigación 
crítica  de  la  historia  eclesiástica  con  es- 
pecial aplicación  á la  Iglesia  española.  Se 
hallan  suspensas  las  reuniones  de  esta 
Academia  desde  1844  en  virtud  de  Real 
orden. 

ACADEMIA  DE  JURISPRUDENCIA  Y LE- 
GISLACION. «La  legislación  y la  juris- 
prudencia dicen  los  ilustrados  autores 
de  la  Enciclopedia  de  Derecho  y Admi- 
nistración, fueron  también  en  el  siglo 
pasado,  pero  particularmente  en  tiempo 
del  glorioso  reinado  de  Carlos  III,  asunto 
especial  de  la  atención  y protección  de 
los  hombres  ilustrados  y de  los  gobier- 
nos. Las  falsas  ideas,  las  rutinas,  y otros 
vicios  de  nuestros  estudios  legales  y ju- 
rídicos babiau  introducido  el  desorden 
v la  oscuridad  en  unos  ramos  tan  dignos 

O C. 

de  ser  estudiados  y tan  íntimamente  en- 
lazados con  la  justicia,  buen  gobierno  y 
bienestar  de  las  sociedades.  Según  la  ex- 
presión de  un  sabio,  habla  llegado  el 
campo  de  la  legislación  y de  la  jurispru- 
dencia á estar  completamente  dominado 
por  Jas  tinieblas  del  caos.  Era  pues  nece- 
sario poner  remedio  á este  mal,  sacar  la 
ciencia  y la  práctica  de  un  estado  tan  las- 
timoso y derramar  sobre  ellas  la  luz  de 
la  verdad,  un  espíritu  filosófico  y civili- 
zador y sobre  todo  poner  en  orden  y ar- 
monía los  conocimientos.  Esta  convic- 
ción fué  la  que  produjo  las  varias  aso- 
ciaciones que  se  establecieron  en  Madrid 
sobre  la  mira  principal  de  mejorar  estos 

estudios  y promover  sus  adelantos » 

La  Academia  de  Jurisprudencia  y Le- 


gislación es  sucesora  de  las  antiguas  co- 
nocidas en  Madrid  con  los  títulos  de 
Santa  Bárbara,  Nuestra  Señora  del  Car- 
men, Carlos  III,  Purísima  Concepción  y 
demás  de  derecho  y práctica  de  la  córte. 
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Se  gobierna  por  sus  estatutos  aprobados 
porR.  0.  de  G de  enero  de  1340,  y tie- 
ne por  objeto  el  estudio  teórico  y prác- 
tico de  la  legislación  y de  la  jurispruden- 
cia por  medio  de  sesiones  ó discusiones 
teóricas  y prácticas  en  donde  se  ventilan 
con  grande  erudición  los  puntos  mas  di- 
fíciles del  derecho. 

ACCESION.  «La  propiedad  de  los  bie- 
nes dá  derecho  á lodo  lo  que  ellos  pro- 
ducen ó se  les  une  é incorpora  natural 
ó artificialmente.  Este  derecho  se  llama 
de  accesión  y es  una  consecuencia  ne- 
cesaria é indispensable  del  derecho  de 
propiedad.  Lo  accesorio  sigue  á lo  prin- 
cipal. 

De  la  misma  definición  se  deduce  que 
la  accesión  puede  entenderse  respecto 
del  producto  de  los  bienes;  que  puede 
ser  natural  é industrial  ó artificial;  y que 
así  puede  tener  lugar  en  los  inmuebles 
como  en  los  muebles.  Vamos  pues  á dar 
una  idea  breve,  pero  en  lo  que  podamos 
clara,  de  esta  importante  materia, 
í.  Accesión  respecto  del  producto  de 

LOS  BIENES. 

Sin  separarnos  de  lo  que  nuestras  le- 
yes vigentes  establecen,  queremos  seguir 
en  lo  posible,  al  proyecto  de  Código  ci- 
vil español  en  el  método,  y en  la  doctri- 
na que  no  esté  en  contradicción  con 
aquellas.  Por  eso  tratamos  separadamen- 
te ¡de  la  accesión  que  es  objeto  de  este 
párrafo,  siguiendo  el  hilo  de  la  defini- 
ción general  que  hemos  adoptado. 

Decimos  que  los  frutos  que  producen 
nuestros  bienes  son  accesión  de  ellos;' y 
en  efecto  de  todos  es  sabido  que  perte- 
necen al  propietario  toda  clase  de  frutos, 
ya  sean  naturales , como  las  produccio- 
nes espontáneas  de  la  tierra  y las  crias 
y demás  productos  de  los  animales;  ya 
sean  industriales  como  los  que  producen 
las  heredades  ó fincas  de  cualquiera  es- 
pecie á beneficio  del. cultivo  ó del  traba- 
jo; ó ya  por  último  los  civiles  con  cuyo 
nombre  {ele  frutos  civiles)  se  ha  conocido 
entre  nosotros  una  contribución  que  vi- 
no á definirlos,  haciéndola  recaer  sobre 
las  rentas  de  arriendos  de  tierras  y fin- 
cas de  todas  clases,  derechos  reales  y ju- 
ros jurisdiccionales. 


Surgen  mas  de  una  vez  dificultades  en 
la  aplicación  de  esta  doctrina  legal;  bien 
cuando  se  disputa  sóbrela  posesión,  ó 
al  tiempo  de  trasmitirse  ó cambiar  de 
dueños  por  título  de  herencia,  ó cuando 
cesa  el  usufructo  etc.  etc.,  y mas  prin- 
cipalmente sobre  el  derecho  á los  frutos 
pendientes  en  los  casos  indicados  ú otros; 
pero  debemos  reservar  esta  doctrina  pa- 
ra otro  lugar. — V.  Frutos. 

II.  Accesión  natural  en  toda  clase 
de  bienes. 

Lo  que  se  une  ó incorpora  á nuestras 
cosas  ó estas  producen  espontáneamen- 
te, por  obra  de  sola  la  naturaleza  sin  Ja 
industria  del  hombre,  constituyen  la  ac- 
cesión natural  que  comprende  las  cua- 
tro especies  siguientes:  crias  de  los  ani- 
males que  nos  pertenecen:  islas,  aluvión 
y mutación  de  cauce. 

Crias  de  animales.  Ya  hemos  com- 
prendido á estas  en  el  párrafo  anterior; 
pero  no  obsta  que  repitamos  aquí  lo  que 
establece  la  ley  25,  tít.  28,  Partida  3.a 
Dice  esta  que  el  parto  de  las  vacas,  ove- 
jas, yeguas,  asnas  ó ganados  semejantes 
es  del  dueño  de  la  hembra  y no  del  ma- 
cho, salvo  que  baya  pacto  entre  los  due- 
ños ó costumbres  en  contrario. 

Isla.  La  que  por  sucesiva  acumula- 
ción de  arrastres  superiores  se  forma  en 
los  ríos,  pertenece  á los  dueños  de  las 
riberas  ú [orillas  mas  cercanas  á cada 
una.  Si  se  forma  en  medio  del  rio  se 
dividirá  entonces  longitudinalmente  por 
mitad  entre  los  dueños  de  ambas  ribe- 
ras. Este  es  el  derecho  vigente  ó de  la 
ley  de  5 de  agosto  de  186G,  art.  83,  que 
ha  modificado  la  legislación  de  las  Par- 
tidas.— V.  Aguas. 

Aluvión.  Según  el  Diccionario  de  la 
Academia  es  «avenida  fuerte  de  agua», 
pero  en  sentido  jurídico  es  por  el  con- 
trario el  acrecentamiento  que  las  fincas 
confinantes  con  los  arroyos,  torrentes, 
ríos  y lagos,  reciben  paulatina  é insen- 
siblemente por  efecto  de  la  corriente,  ó 
sea  por  la  accesión  ó sedimentación  de 
las  aguas.  Este  aumento  pertenece  al 
dueño  de  la  finca  que  le  recibe,  ó sea 
á los  dueños  de  los  terrenos  confinantes. 
(Ari.  84,  ley  3 de  agosto  citada.) 
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Cuando  el  aumento  tiene  lugar  por 
fuerza  del  río  ó sea  por  avenida  fuerte 
de  agua,  de  tal  modo  que  arranque  gran 
porción  de  terreno  de  alguna  heredad, 
a apuntadamente , asi  romo  alguna  parle 
de  ella  con  sus  árboles  ó sin  ellos,»  lo 
que  así  se  agrega  á otra  heredad,  en  tér- 
minos que  se  puede  conocer  la  porción 
agregada  y el  sitio  de  su  procedencia, 
pertenece  incondicionalmente  á su  pri- 
mitivo dueño  salvo  que  estuviese  por 
tanto  tiempo  que  arraigasen  los  árboles, 
pues  entonces  ganaría  su  señorío  el  due- 
ño de  la  heredad  donde  arraigasen,  in- 
demnizando al  otro  el  menoscabo  á justa 
regulación  de  hombres  buenos.  ( Ley  26, 
tit.  28,  Partida  3.%  y arts.  81  y 82 
ley  3 de  agosto  de  1866.) 

Mutación  de  cauce.  La  ley  31  del 
mismo  tít-ulo  y Partida  establece  que 
cuando  el  rio  varia  su  curso  se  divida 
el  álveo  que  queda  seco  entre  los  dueños 
de  las  heredades  fronterizas  en  toda  su 
longitud  respectiva  y declara  que  el 
nuevo  álveo  ó sitio  por  donde  corre  de 
nuevo  se  hace  público.  Lo  mismo  vienen 
á establecer  hoy  los  arts.  78  y 79  de  la 
citada  ley  de  aguas  de  1866  (1).— Véase 
Aguas. 

III.  Accesión  industrial  en  los  bienes 

INMUEBLES.  EDIFICACION.  PLANTACION. 

Siembra. 

Hemos  dichoque  lo  accesorio  sigue  á 
lo  principa!,  ó que  la  propiedad  de  los 
bienes  dá  derecho  á todo  lo  que  á ellos 


(i)  Por  Real  decreto  sentencia  de  24  de 
mayo  de  1864,  se  absuelve  á D.  Ramón  Tey 
de  la  demanda  sobre  que  destruyese  planta- 
ciones en  terrenos  riberiegos.  En  los  funda- 
mentos de  este  fallo  se  establece  la  siguiente 
doctrina: 

«Que  es  derecho  incuestionable  de  los  pro- 
pietarios riberiegos  hacer  suyos  los  terrenos 
que  las  aguas  agregan  natural  y paulatina- 
mente á los  suyos,  aun  cuando  ios  unidos  ó 
agregados  hubiesen  formado  antes  parte  dei 
álveo  del  rio,  siendo  consecuencia  del  mismo 
derecho  el  de  hacer  plantaciones  en  ellos. 

»Que  las  cuestiones  de  esta  especie  toda  vez 
que  no  se  originen  porobras  hechas  en  el  álveo 
ó cáuce  ó con  infracción  de  las  disposiciones 
administrativas,  deben  ventilarse  por  las  par- 
tes ante  el  tribunal  competente,  por  no  serlo 
los. contencioso-administratiYOS.*  (Gac.  de  30 
de  yuho.) 


se  une  ó incorpora,  y esto  tiene  natu- 
ralmente lugar  con  la  edificación,  la 
plantación  y la  siembra  cuando  con  bue- 
na fe  se  verifican  ó en  terrenos  ajenos 
con  materiales,  plantas  ó semillas  pro- 
pias, ó en  terrenos  propios  con  materia- 
les plantas  ó semillas  ajenas.  Veamos 
pues  de  quien  es  la  accesión  en  estos 
casos. 

La  regla  general  respeeto  á esta  ma- 
teria es  que  se  considera  principal  el 
suelo;  y accesorio  lo  edificado,  plantado 
ó sembrado  (1).  De  aquí  se  deduce: 

1,°  Que  el  que  siembra,  planta  ó 
edifica  en  suelo  ajeno  con  semillas,  plan- 
las  ó materiales  propios,  siembra,  planta 
ó edifica  para  el  dueño  del  suelo,  sin 
mas  derecho  que  á reintegrarse  de  lo 
gastado  si  obró  con  buena  fe;  salvo  que 
el  dueño  del  suelo  quiera  mas  bien  ser 
reintegrado  del  valor  del  terreno  en  caso 
de  edificación  ó plantación,  ó de  la  ren- 
ta en  caso  de  siembra. 


(I)  Deben  tenerse  muy  en  cuenta  en  los 
coniratos,  legados,  etc.,  algunas  disposiciones 
de  nuestras  leyes  para  suplir  las  omisiones  de 
los  contrayentes  y resolver  ciertas  dudas  que 
suelen  ocurrir. 

El  que  vende  debe  entregar  al  comprador  la 
cosa  vendida  con  todo  lo  que  la  pertenece.  Si 
un  hombre  vende  á otro  una  casa  no  se  en- 
tiende que  le  vende  la  casa  tan  solamente, 
sino  también  los  pozos,  é las  canales,  é los 
caños,  é todas  las  cosas  que  solian  ser  acos- 
tumbradas para  el  servicio  de  aquella  casa, 
Los  materiales  como  ladrillos,  cantos  y made- 
ras que  están  movidos  ó puestos  en  la  casa 
vendida,  si  son  de  la  misma  casa,  correspon- 
den al  comprador,  y no  si  estuvieren  allí  con 
otro  destino,  ni  tampoco  los  muebles  que  no 
están  pegados  á la  casa,  ni  las  bestias  ni  los 
pescados  que  criare  en  la  casa,  fuente  ó al- 
berca  (Leyes  28,  *9,  30  y 31,  tit.  5.°,  P.  5.a 

Siendo  una  regla  de  derecho  que  el  suelo 
es  lo  principal  y lo  [edificado  lo  accesorio 
(jEdificium  semper  solo  cedit),  si  un  testador 
manda  á uno  un  solar  y después  que  se  lo 
mandó  hiciere  el  testador  easa  ú otro  edificio 
en  él,  entonces  dispone  la  ley  34,  tit.  9.°,  Par- 
tida 6.a,  que  aquel  a quien  fué  hecha  la  man- 
da, debe  haber  también  la  casa  como  el  solar, 
y lo  mismo  será  si  la  manda  fuese  de  un 
campo  y se  hubiese  acrecido  por  accesión,  ó 
se  hubiesen  plantado  árboles  ó viñas. 

Por  la  misma  razón  previene  dicha  ley  qu® 
los  frutos  de  la  cosa  mandada  ó legada  perte- 
necen al  legatario  desde  el  dia  en  que  el  he- 
redero entre  en  la  herencia  por  palabra  ó por 
hecho. 
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2.°  Que  el  que'  edifica,  planta  ó 
siembra  en  suelo  propio  con  materiales, 
plantas  ó semillas  ajenas  hace  sí  suyo  el 
edificio  ó lo  plantado  ó. sembrado,  pero 
debe  restituir  el  valor  de  los  mismos  si 
obró  con  buena  fé.  Entiéndase  lo  dicho 
de  las  plantas  cuando  hayan  echado  raí- 
ces, pues  si  no,  no  le  concede  la  ley  el 
dominio  (Leu es  38  y 43,  tit.  28,  Par- 
tida 3.a) 

No  habiendo  buena  fé  el  hecho  pue- 
de constituir  el  delito  de  usurpación,  ó 
hurto  ú otro  semejante,  y claro  es  que 
lo  que  procede  aquí  no  es  el  premio;  en 
su  caso  es  mas  justo  el  castigo. 

Sin  plantar  árboles  en  terreno  ajeno, 
ocurre  alguna  vez  que  los  que  están  á 
las  lindes  estienden  sus  ramas  ó raíces 
principales  al  terreno  de  otra  heredad, 
en  cuyo  caso  hay  que  estar  á lo  que 
disponen  las  leyes  28,  tit.  15,  Partida  7.a, 
y 43,  tit.  28,  Partida  3.‘  como  veremos 
en  el  artículo  Arbol. 

IV.  Accesión  industrial  en  los  muebles.  ¡ 

Si  dos  ó mas  objetos  ó cosas  muebles 
se  han  unido  ó mezclado,  con  buena  fé, 
y de  tal  modo  que  no  se  puedan  separar 
fácilmente  sin  detrimento,  el  propietario 
de  la  principal  adquiere  la  accesoria  abo- 
nando el  valor  de  ésta;  y siendo  de  una 
misma  especie  y partibies,  cada  dueño 
adquirirá  una  parte  proporcional  corres- 
pondiente al  valor  de  la  cosa  mezclada. 

De  lo  dicho  se  desprende  que  hay  va- 
rias clases  de  accesión  industria!  en  bie- 
nes muebles,  distinguiéndose  tres  prin- 
cipalmente, con  los  nombres  de  conjun- . 
cion,  especificación,  conmistión. 

La  conjunción  se  verifica:  ó por  intro- 
ducción como  si  en  sortija  de  uno  se 
engarza  una  piedra  de  otro;  ó por  solda- 
dura, ó por  el  tejido,  ó por  esciitura,  ó 
por  la  pintura.  La  especificación  se  veri- 
fica formando  una  nueva  especie  con 
materia  ajena,  como  si  de  lana  se  hace 
paño,  ó de  paño  un  vestido,  ó de  uvas 
viuo.  La  conmistión  resulta  cuando  se 
mezclan  materias  de  una  ó distinta  es- 
pecie, como  dos  líquidos,  trigo  y cente- 
no, etc.  etc. 

Puesto  que  lo  accesorio  sigue  á lo  pria- 
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cipa!,  aquí  la  duda  está  en  cuál  es  uno 
y cuál  otro;  y nuestras  leyes  la  resuelven 
con  mas  ó menos  acierto  en  estos  térmi- 
nos. En  la  conjunción  un  pié  se  consi- 
dera accesorio  respecto  de  la  estatua,  la 
escritura  respecto  del  papel,  la  tabla  ó 
lienzo  respecto  de  la  pintura.  En  la  es- 
pecificación si  las  cosas  no  se  pueden  vol- 
ver á su  primitivo  estado,  se  considera 
principal  la  industria;  y si  se  pueden 
volver  á su  antigua  forma  cada  dueño  se 
llevará  la  suya.  En  la  conmistión  debe 
quedarse  con  la  cosa  mezclada  el  que  la 
hizo. 

En  todos  los  casos  entiéndase  que  el 
que  goce  de  la  accesión  ó se  quede  con 
la  cosa  debe  abonar. el  valor  de  la  que 
resulte  conjunta  ó agregada,  y que  de 
todos  modos  se  requiere  siempre  buena 
fé,  pues  faltando  ésta,  el  hecho  es  regu- 
larmente criminal  como  dejamos  dicho 
al  fin  del  párrafo  3.°  {Leyes  35,  36,  37, 
38  y 43,  tít.  28,  Partida  3.a) 

ACCIOH  ADMINISTRATIVA.  Damos  este 
nombre  al  medio  de  reclamar  ante  la 
autoridad  administrativa  contra  las  pro- 
vindeneias  que  dicta,  cuando  nos  causan 
agravio  ó perjuicio.  Debe  tenerse  pre- 
sente sobre  este  particular: 

1. °  Que  los  Gobernadores  de  provin- 
cia pueden  suspender,  modificar  ó revo- 
car, conforme  á las  facultades  que  para 
cada  caso  les  concedan  las  leyes,  los  ac- 
tos de  las  corporaciones,  autoridades  y 
agentes  que  de  ellos  dependan. 

2. °  Que  pueden  también  modificar  ó 
revocar  sus  propias  providencias  y las 
de  sus  antecesores,  á no  ser  que  hayan 
sido  confirmadas  por  el  Ministerio  res- 

1 pectivo  ó sean  declaratorias  de  derechos, 

1 ó hayan  servido  de  base  á alguna  sen- 
! tencia  judicial. 

3. °  Que  en  todo  caso  puede  recur- 
rirse  contra  las  decisiones  de  los  Gober- 
nadores, al  Ministro  del  ramo,  que  por 

' sí  ó por  la  respectiva  Dirección  tiene  fa- 
cultades para  revocarlas  ó modificarlas, 
salvo  cuando  obren  en  virtud  de  delega- 
ción especial  de  las  leyes  ó reglamentos, 
en  cuyo  caso  los  asuntos  se  ultimarán 
ante  las  mismas  autoridades;  ó cuando 
i recaigan  sus  providencias  sobre  materias 
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que  pueden  ser  objeto  de  la  via  eon- 
tencioso-administrativa  que  solo  son  re"' 
clamables  ante  los  Consejos  provincia- 
les (1).  . 

4,°  Que  si  contra  las  resoluciones  de 

los  Gobernadores  puede  recurrirse  al 
Ministerio  del  ramo  y en  materias  con- 
tenciosas á los  Consejos  provinciales, 
contra  las  que  dicten  los  Ministros  cuan- 
do causen  estado,  se  puede  reclamar  en 
la  via  contenciosa,  proponiendo  deman- 
da ante  el  Consejo  de  Estado  (2)  en  el 
plazo  improrogable  de  seis  meses  conta- 
dos desde  el  dia  en  que  se  baya  hecho 
saber  á los  interesados,  en  la  forma  ad- 
ministrativa la  providencia  que  motiva 
el  recurso  (3)  V.  Contencioso  Adminis- 
trativo. 

ACCION  JURIDICA.  El  derecho  de  exi- 
gir alguna  cosa,  ó de  perseguir  en  justi- 
cia lo  que  es  nuestro  ó se  nos  debe:  el 
ejercicio  de  este  mismo  derecho  en  jui- 
cio. Las  acciones  son  ó civiles  ó penales. 

Acción  civil , es  la  que  tiene  por  objeto 
la  reivindicación  de  lo  que  nos  pertenece, 
ó la  restitución  de  una  cantidad,  ó el 
cumplimiento  de  un  contrato,  ó la  nega- 
ción de  una  servidumbre,  ó la  indemni- 
zación de  perjuicios,  etc.  La  acción  civil 
es,  ó real,  ó personal,  ó mixta. 

Acción  real,  es  la  que  nace  del  domi- 
nio ó de  la  herencia,  ó de  la  servidum- 
bre, ó de  la  hipoteca  ó de  la  misma  po- 


(i)  Las  materias  que  pueden  ser  objeto  de 
la  via  contencioso-administrativa,  se  expresan 
en  los  arls.  82,  83  y 84  de  la  ley  para  el  go- 
bierno y administración  de  las  provincias  de 
2o  de  setiembre  de  1863,  que  insertaremos  en 
el  artículo  Gobierno  y Administración  de  las 
provincias.  Anticiparemos  aquí , sin  embargo, 
que  según  el  art.  93  de.  dicha  ley,  el  recurso 
contencioso  deberá  interponese  ante  el  Consejo 
provincial,  dentro  del  preciso  término  de  30 
dias  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  no- 
tificación administrativa.  Esto  debe  entender- 
se en  los  casos  en  que  especialmente  no  se 
señale  otro,  como  por  ejemplo,  el  de  12  dias 
del  art.  47  del  R.  D.  de  20  de  octubre  de  1852, 
para  alzarse  de  las  multas  impuestas  por  de- 
fraudación de  la  contribución  industrial,  y el 
de  igual  término  señalado  por  la  R.  O.  de  6 
de  diciembre  de  1863,  para  alzarse  contra  la 
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ucacion  de  las  multas  hipotecarias. 

0 Art.  56,  ley  de  17  de  agosto  de  1860. 
f)  Arj.  3.°  del  R.  D.  de  21  mayo  de  1853, 
14  del  de  20  de  junio  de  1858. 


sesión  para  ser  mantenidas  en  ella  mien- 
tras no  seamos  vencidos  en  juicio.  Por 
la  acción  real  hace  valer  el  demandante 
sus  derechos  en  la  cosa  mueble  ó raiz  que 
sea  objeto  de  la  demanda,  respecto  de 
cualquiera  persona  que  se  halle  en  injus- 
ta posesión  de  esos  mismos  derechos,  ó 
se  los  desconozca  ó le  prive  de  su  dis- 
frute. 

Acción  personal,  es  la  que  se  ejercita 
contra  la  misma  persona  que  por  virtud 
de  un  contrato  ó de  un  hecho,  se  halla 
obligada  á dar  ó hacer  ó no  hacer  alguna 
cosa,  ó contra  sus  herederos. — V.  Ar- 
rendamiento. Compra-venta.  Contra- 
tos, ETC. 

Acción  mista , es  aquella  que  participa 
de  la  naturaleza  de  real  y personal. 

La  competencia  del  juez  se  determina 
por  la  naturaleza  de  la  acción  que  se 
ejercite,  sobre  cuyo  punto  establece  las 
reglas  convenientes  el  art.  o.°  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento.  Veámoslas. 

Acciones  reales  sobre  bienes  inmue- 
bles: Cuando  se  ejercita  alguna  de  estas 
es  competente  el  juez  del  lugar  (ó  del 
partido)  en  que  esté  sita  la  cosa  litigiosa, 
ó cualquiera  de  ellas  si  .fueren  varias. 
(Párr.  l.°  dicho  arL  o.°). 

Acciones  reales  sobre  bienes  muebles  ó 
semovientes:  Es  competente  en  este  caso 
el  del  lugar  en  que  se  hallen  ó el  del  do- 
micilio del  demandado  á elección  del  de- 
mandante. (Párr.  2.°  de  id.) 

Acciones  personales : Es  competente 
para  conocer  de  estas  el  juez  del  lugar 
en  que  deba  cumplirse  la  obligación;  y á 
falta  de  este  á la  elección  del  demandante, 
el  del  domicilio  del  demandado  ó el  del 
lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él 
aunque  accidentalmente,  puede  ser  em- 
plazado. El  que  no  tuviere  domicilio  fijo, 
podrá  ser  demandado  en  el  lugar  que  se 
encuentre,  ó en  el  de  su  última  residen- 
cia. (1)  (Párr.  3.°  de  id.) 

(i)  Guando  en  un  contrato  ó escritura  de 
sociedad  no  se  expresa  el  lugar  en  que  deban 
cumplirse  las  obligaciones,  es  el  juez  compe- 
tente para  conocer  de  las  acciones  que  emanan 
del  mismo  contrato  el  del  domicilio  de  la  so- 
ciedad. (T.  S.  decisión  do  15  marzo  de  1866  ) 

Para  apreciar  la  competencia  del  juez  del  lü- 
| gar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  bas- 
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Acciones  mistas:  En  los  juicios  en 

que  se  ejerciten  acciones  mistas,  es  juez 
competente  el  del  lugar  en  que  esté  la 
cosa,  ó el  del  domicilio  del  demandado  á 
elección  del  demandante.  ( Párr . 4.°  de 
Ídem.) 

Acciones  respecto  á la  gestión  de  los 
guardadores : Es  competente  el  juez  del 

lugar  en  que  se  hubiese  administrado  lo 
principal,  y en  todo  caso  el  del  domici- 
lio del  guardador,  si  tuviere  el  mismo 
del  menor.  ( Párrafo  último  de  id.) 

Las  reglas  anteriores  no  tienen  lugar 
en  caso  de  sumisión  expresa  ó tácita  de 
un  litigante  á juez  que  ejerza  jurisdic- 
ción ordinaria,  aunque  en  otro  caso  no 
fuera  competente. — V.  Fuero. 

En  los  actos  de  conciliación  prescinde 
el  art.  204  de  las  indicadas  reglas;  y fue- 
ra de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó tá- 
cita á otro  juez  de  paz,  señala  como  com- 
petentes para  conocer  de  ellos,  á preven- 
ción, al  ael  domicilio  del  demandado  ó 
al  de  su  residencia. 

También  es  de  advertirse. en  este  lu- 
gar, sin  perjuicio  de  lo  que  diremos  en 
Prescripción,  que  todas  las  acciones, 
ora  sean  personales,  ora  reales  ó mistas, 
están  sujetas  á los  principios  y reglas 
generales  de  prescripción  establecida  . 
principalmente  en  la  ley  63  de  Toro, 
ó 5.a,  tít.  8.°,  lib.  11  de  la  Nov.  Recop. 

ACCION  CiVIL  PROCEDENTE  DE  DEUTO. 

Esta  acción  es  personal;  tiene  por  objeto 
restituir,  reparar  el  daño  ó indemnizar 
los  perjuicios  en  la  forma  que  se  previe- 
ne en  el  tit.  4.°  del  lib.  l.°  del  Código 
penal,  arts.  115  al  123.  Es  trasmisible  á 
los  herederos  del  perjudicado  por  el  cle- 

ta  que  aparezca  indicado,  pues  la  ley  no  exige 
que  sea  señalado  expresamente.  (T.  S.  decisión 
de  16  enero  de  1866.) 

La  acción  de  saneamiento,  como  personal, 
debe  ejercitarse  ante  el  juez  del  domicilio  deí 
demandado  con  arreglo  al  art.  5.°  de  la  ley 
de  E.  C.,  y no  ante  el  del  que  conoció  delpleito 
en  que  tuvo  lugar  la  citación  de  eviccion  y sa- 
neamiento. (T.  S.  decisión  de 2 marzo  de  1867.) 

La  acción  que  por  la  ley  28,  tít.  S.°,  Parti- 
da 5.a,  compete  respectivamente  al  comprador 
y vendedor  para  el  cumplimiento  de  lo  conve- 
nido en  el  contrato,  es  persdnai,  y como  tal  no 
puede  utilizarse  como  reivindicatoría,  que 
siempre  se  da  contra  un  tercero.  (T.  S.  senten- 
cia de  20  febrero  de  1866. ) 

Tomo  I. 
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lito,  contra  los  herederos  del  responsa- 
ble. (Art.  119  C.  P .) 

ACCION  REIVINDICATORIA.  La  tiene  el 
que  es  dueño  de  una  cosa  contra  el  que 
injustamente  la  posee  para  que  la  resti- 
tuya con  los  frutos  desde  la  contestación 
de  la  demanda  en  todo  caso,  y todos  los 
percibidos  sino  es  poseedor  de  buena  fé. 
Nace  del  dominio  y en  este  concepto  so- 
lo puede  ejercitarse  por  quien  lo  tenga, 
debiendo  acreditar  legalmente  por  un 
justo  título,  dicho  dominio,  ó sea  el  de- 
recho con  que  se  pide  la  cosa  y su  iden- 
tidad (1)  conforme  lo  prescriben  las  le- 
yes 2.a  y 3.a,  tít.  19,  Partida  3.a,  y 
de  acuerdo  con  ellas  la  doctrina  admi- 
tida por  el  Tribunal  Supremo.  (Senten- 
cias de  18  de  mayo  de  1866,  l.°  de  marzo 
de  1867 , 17  de  setiembre  de  1863  y 
otras.) 

Se  dá  esta  acción  no  solo  contra  el  que 
posee  la  cosa  sino  contra  el  que  la  deten- 
ta ó retiene  (2)  (T.  S.  sentencia  de  5 de 
abril  de  1864.) 

Si  bien  la  acción  reivindicatoría  exi- 
ge que  el  dominio  de  que  nace  se  acre- 
dite por  alguno  de  los  títulos  legales,  es 
equivalente  según  derecho  la  prueba  de 
la  posesión  inmemorial,  como  lo  tiene 
declarado  con  repetición  el  Tribunal  Su- 
premo. (Sent.  de  28  de  diciembre  1866.) 

Al  que  ejercita  la  acción  reivindicato- 
ría incumbe  la  prueba  del  dominio,  y 
no  verificándolo  debe  ser  absuelto  el  te- 
nedor de  la  cosa  demandada  aunque  la 
tenga  sin  derecho,  según  la  ley  28,  tí- 
tulo 2.°,  Partida  3.a  siendo  por  lo  misino 
en  dicho  caso  inconducente  querer  de- 
mostrar la  ineficacia  del  titulo  con  que 
el  demandado  posee  la  cosa  reclamada. 
(T.  S.  Sent.  de  14  mayo  de  1867.) 


(1)  Cuestionándose  sobre  la  identidad  de 
la  cosa  cualquiera  que  sea  la  apreciación  que 
de  este  hecho  haga  el  Tribunal  no  puede  fun- 
darse un  recurso  de  casación  sino  en  la  in- 
fracción de  la  ley  ó doctrina  de  jurispruden- 
cia, concreta  al  hecho  de  la  apreciación.  (Sen- 
tencia de  l.°  de  marzo  de  1867). 

(2)  Al  hijo  cuyos  bienes  de  procedencia 
materna  le  han  sido  vendidos  por  su  padre, 
le  compete  la  acción  reivindicatoría;  pero  no 
podrá  hacer  uso  de  ella  en  el  caso  de  aceptar 
la  herencia  de  su  padre.— (V.  Aceptación  de 

HERENCIA.) 
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Sec-un  la  ley  29  del_  mismo  título  2.° 
P.  3?a,  la  acción  reivindicatoría  solo 
puede  dirigirse  y estimarse  contra  el  te- 
nedor de  la  cosa,  porque  nadie  puede 
ser  obligado  á restituir  lo  que  no  tiene 
y posee  un  tercero.  (Tribunal  Supremo 
sentencia  de  18  de  octubre  de  1867.) 

El  que  obtiene  la  restitución  de  la 
cosa  por  virtud  de  la  acción  reivindica- 
toría tiene  derecho  en  todo  caso  á los 
frutos  producidos  desde  la  contestación 
de  la  demanda;  y si  el  poseedor  es  de 
mala  fó  está  obligado  también  á devol- 
ver los  existentes,  los  percibidos  |y  los 
que  pudo  percibir.  Respecto  al  abono  de 
expensas  ó gastos  hechos  en  la  cosa,  véa- 
se el  artículo  Mejoras. 

Otra  advertencia  importante  debemos 
hacer  aquí,  y es  que  no  es  procedente 
obligar  al  que  obtiene  la  reivindicación 
de  una  cosa  á que  abone  al  detentador  ó 
poseedor  vencidos  el  precio  que  dio  por 
ella,  y así  lo  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo  en  sentencias  de  4 y 20  de 
enero  de  1845. 

ACCION  ENF1TEUTICARIA.  Es  la  misma 
acción  reivindicatoría  ejercitada  por  en- 
fiteuta,  ó sea  por  el  dueño  del  dominio 
útil,  contra  cualquier  poseedor  de  los 
predios  dados  en  enfiteusis.  La  escritura 
de  constitución  del  enfiteusis  es  justo  ti- 
tulo para  el  ejercicio  de  esta  acción. 

ACCION  PUBLIC! ANA.  Se  da  al  que  ha 
adquirido  una  cosa  con  justo  título  y 
buena  fé?  contra  cualquiera  otra  persona 
que  se  la  dispute  no  siendo  su  verdade- 
ro dueño.  Esta  acción  se  aproxima  á la 
reivindicatoría,  y se  usa  en  su  lu<.ar 
cuando  es  difícil  probar  que  uno  es  el 
verdadero  y legítimo  dueño  de  la  cosa, 
contra  el  que  la  posee  sin  un  título  bas- 
tante, ó con  título  menos  justo. 

ACCION  OE  QUERELLA  DE  INOFICIOSO 
TESTAMENTO.  Asiste  al  heredero  nece- 
sario que  ha  sido  preterido  ó injusta- 
mente desheredado,  para  que  se  rescin- 
da ó anule  el  testamento  en  lo  que  sea 
necesario.  Se  ejercita  contra  los  demás 
herederos  que  se  hubieren  apoderado  de 
la  herencia  para  que  entreguen  la  parle 
que  corresponda  al  preterido,  ó en  su 
caso  toda  con  los  frutos  producidos. 


ACCION  CONFESURIA.  Compete  al  que 
tiene  una  servidumbre  constituida  á su 
favor  contra  el  que  la  impide  para  que 
no  se  le  perturbe  en  ella,  ó sea  [tara  que 
se  declare  corresponderle  tal  servidum- 
bre condenando  al  demandado  en  los 
perjuicios  que  haya  ocasionado  con  la 
perturbación  y á que  dé  caución  de  no 
perturbarle  en  adelante.  (Ley  21,  tít.  22, 
Partida  3.a) 

ACCION  NEGATORIA.  Es  lo  contrario 
que  la  confesoria,  y se  da  contra  la  ser- 
vidumbre que  se  intenta  establecer  en 
una  heredad  libre  de  ella.  El  dueño  y 
aun  el  simple  poseedor  del  inmueble 
pide  en  dicho  caso  que  se  declare  no 
deber  la  servidumbre  la  tinca  en  que  se 
intenta  establecer,  y que  se  condene  al 
demandado  á la  satisfacción  de  los  per- 
juicios causados  dando  caución  de  no 
perturbar  al  dueño  en  lo  sucesivo.  Esta 
acción  por  su  naturaleza  especial  exige 
del  demandado  la  prueba  posesoria  en 
que  apoya  su  derecho. 

ACCION  HIPOTECARIA.  Las  hipotecas  su- 
jetan directa  é inmediatamente  los  bienes 
sobreque  seimponenal  cumplimiento  de 
las  obligaciones  para  cuya  seguridad  se 
constituyen,  cualquiera  que  sea  su  po- 
seedor. Es  pues  acción  hipotecaria  la 
que  nace  de  la  hipoteca,  la  cual  prescri- 
be á los  20  años  contados  desde  que 
puede  ejercitarse  con  arreglo  al  título 
inscrito,  esto  es,  desde  que  puede  exi- 
girse el  cumplimiento  de  la  obligación. 
(Arts.  105  y 134  de  la  ley  hipotecaria). — 
V.  Acreedor  hipotecario.  Hipoteca. 

ACCIONES  RESCISORiAS  Y RESOLUTO- 
RIAS. Rescisión  es  la  invalidación  de 
algún  contrato,  obligación , testamen- 
to etc.  no  por  que  hayan  dejado  de  lle- 
narse las  formalidades  necesarias  á su 
otorgamiento  sino  por  haber  intervenido 
dolo,  intimidación  ó violencia,  ó daño  ó 
perjuicio  causado  á un  menor  de  edad. 
Las  acciones  rescisorias  prescriben  ó ca- 
ducan á los  cuatro  años,  que  respecto 
de  los  menores  de  edad  se  cuentan  des- 
de que  cumplen  25  años.— V.  Lesión. 
Restitución  in  integrum. 

Las  acciones  resolutorias  nacen  de  las 
condiciones  del.  mismo  nombre,  ó sea 
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de  aquellas  que  cumplidas  producen  la 
resolución,  déla  obligación  reponiéndose 
las  cosas  en  el  estado  que  tenían  antes 
de  otorgarse.  Son  las  condiciones  reso- 
lutorias lo  contrario  que  las  suspenso- 
rias, pues  estas  suspenden  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  hasta  que  se  ve- 
rifique ó no  el  acontecimiento.  Los  ca- 
sos mas  frecuentes  de  condición  resolu- 
toria de  que  hablan  nuestras  leyes  son 
los  de  los  pactos  llamados  de  additione 
in  diem  y de  lege  comnisoria  puestos  en 
la  venta;  pero  no  son  los  únicos  que  dan 
lugar  á la  acción  indicada,  debiendo  so- 
breentenderse siempre  aquella  condi- 
ción en  los  contratos  bilaterales  para  el 
caso  de  que  una  de  las  partes  no  cum- 
pliere la  obligación  que  haya  contraido, 
pues  entonces  la  otra  tendrá  la  elección 
de  compelerla  al  cumplimiento  de  lo  con- 
venido, ó de  pedir  su  rescisión  con  el 
resarcimiento  de  daños  y perjuicios. 

Importantes  son  respecto  dé  las  accio- 
nes rcscisorias  y resolutorias,  las  dispo- 
siciones contenidas  en  el  art,  36  de  la 
ley  hipotecaria,  según  el  cual  dichas  ac- 
ciones no  se  dan  contra  tercero  que  haya 
inscrito  los  títulos  de  sus  respectivos  de- 
rechos conforme  á lo  prevenido  en  la 
misma  ley,  salvo,  según  el  art.  37,  que 
deban  su  origen  á causas  que  consten 
explícitamente  en  el  registro;  ó que  pro- 
cedan de  enajenaciones  hechas  en  fraude  ¡ 
de  acreedores,  siempre  que  la  segunda1 
enajenación  haya  sido  hecha  por  título 
gratuito,  y cuando  el  tercero  haya  sido 
cómplice  en  el  fraude. 

Las  dos  escepciones  del  art.  37  se  es- 
plican  perfectamente  sin  que  dejen  el 
menor  motivo  de  duda;  la  primera,  por 
los  artículos  anteriores  del  mismo  titulo, 
y principalmente  por  el  9.°  que  quiere 
que  en  la  inscripción  se  expresén,  entre 
otras  circunstancias,  las  condiciones  del 
contrato  ó derecho  que  se  inscriba;  la 
segunda,  por  los  arts.  39  al  41,  que  nos 
dicen  lo  que  ha  de  entenderse  por  enaje- 
nación á titulo  gratuito  en  fraude  de  los 
acreedores;  y una  y otra  por  el  art.  38 
que  en  consecuencia  de  lo  dispuesto  en 
el  36  establece  que  «no  se  anularán  ni 
rescindirán  los  contratos,  en  perjuicio  de 
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tercero  que  baya  inscrito  su  derecho  por 
ninguna  de  las  ocho  causas  que  enu- 
mera, que  son: 

1. a  Por  revocación  de  donaciones 
en  los  casos  permitidos  por  la  ley,  escep- 
to  el  de  no  cumplir  el  donatario  con- 
diciones inscritas  en  el  registro. 

2. a  Por  causa  de  retracto  legal  en 
la  venta  ó derecho  de  tanteo  en  la  en- 
fitéusis.  - 

3. a  Por  no  haberse  pagado  todo  ó 
parte  del  precio  de  la  cosa  vendida,  si  no 
consta  en  la  inscripción  haberse  aplaza- 
do el  pago. 

4. a  Por  la  doble  venta  de  una  misma 
cosa,  cuando  alguna  de  ellas  no  hubiere 
sido  inscrita. 

5. a  Por  causa  de  lesión  enorme  ó 
enormísima. 

6. a  Por  efecto  de  la  restitución  in 
integrum  á favor  de  los  que  disfrutan 
este  beneficio . 

7. a  Por  enajenaciones  verificadas  en 
fraude  de  acreedores,  con  exclusión  de 
las  exceptuadas  en  el  artículo  anterior. 

8 a Por  efecto  de  cualesquiera  otras 
acciones  que  las  leyes  ó fueros  especiales 
concedan  á determinadas  personas,  para 
rescindir  contratos,  en  virtud  de  causas 
que  no  consten  expresamente  de  la  ins- 
cripción. 

En  todo  caso  en  que  la  acción  resolu- 
toria ó rescisoria  no  se  pueda  dirigir 
contra  el  tercero,  conforme  álo  dispues- 
to en  este  artículo,  se  podrá  ejercitar  la 
personal  correspondiente  para  la  indem- 
nización de  daños  y perjuicios,  por  el 
que  los  hubiere  causado. 

Respecto  de  las  acciones  reseísorias  y 
resolutorias  existentes  á la  publicación 
de  la  ley,  ha  descendido  esta  á estable- 
cer lo  que  ha  de  observarse,  para  lo  cual 
consúltense  los  arts.  352,  358,  359,  360 
y 361  de  la  misma,  y el  323  del  regla- 
mento. 

ACCION  OE  NULIDAD  DE  UN  ACTO  O CON- 
TRATO. Cualquiera  acción  que  se  fun- 
de ó á que  de  origen  la  nulidad  de  un 
acto  ó contrato,  no  puede  ejercitarse  sino 
después  de  haber  promovido  legal  y di- 
rectamente la  nulidad  en  el  mismo  plei- 
to, ó habiendo  obtenido  antes  la  declara- 
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cion  de  dicha  nulidad,  toda  vez  que  es 
indispensable  la  discusión  y resolución 
previa  de  esta  cuestión.  (T.  S.  sentencias 
de  12  de  setiembre  de  18(53,  .30  de  ene- 
de  1864  y 24  de  febrero  de  1866.) 

' ACCION  REDHIBIT0R1A.  Con  arreglo  á 
]a  ley  65,  tí t.  5.°  de  la  Partida  ó.d,  la 
acción  redhibitoria  ó sea  la  que  compe- 
te al  comprador  de  un  animal  cualquie- 
ra contra  el  vendedor  para  devolvérselo 
y recobrar  su  precio  si  tuviese  alguna 
■mala  enfermedad  ó tacha  por  que  valiese 
menos , es  eficaz,  bien  sea  que  este  sepa  el 
defecto  ó vicio  de  que  adolece  y no  lo 
diga,  ó bien  que  lo  ignore. — V.  Compra- 
venta. 

ACCION  COMMUNI  DIVIDENDO-  Para  ejer- 
citar con  éxito  esta  acción,  es  requisito 
indispensable  la  concurrencia  de  dos  ó 
mas  dueños  en  todas  y cada  una  de  las 
partes  de  una  finca,  que  es  lo  que  cons- 
tituye la  verdadera  pro-indivision.  (Tri- 
bunal Supremo  sentencia  del  15  de  abril 
de  1 867). — V.  Condominio. 

ACCION  DE  DAÑO.  Para  conocer  de  la 
demanda  contra  la  empresa  de  un  ferro- 
carril sobre  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  causados  con  motivo  de  un 
incendio  ocurrido  al  paso  de  un  tren,  es 
competente  el  juez  del  lugar  en  que  el 
daño  fue  hecho.  Asi  lo  establece  el  Tri- 
bunal Supremo  decidiendo  en  3 de  abril 
de  1867,  la  competencia  entre  el  juez  de 
primera  instancia  del  Hospital  de  Ma- 
drid y el  de  Patencia,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  entablada  por 
D.  Marcelino  García  contra  el  director 
del  ferro-carril  del  Norte,  sobre  indem- 
nización de  los  daños  y perjuicios  que 
se  habían  ocasionado  al  demandante  con 
motivo  de  un  incendio  ocurrido  al  paso 
de  un  tren  en  una  viña  de  su  pertenen- 
cia sita  en  el  término  de  aquella  ciudad. 
La  decisión,  en  lo  sustancial,  está  con- 
cebida en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  deteriorada  una  viña 
sita  en  el  término  de  Falencia  con  motivo 
de  un  incendio,  nació  de  ello  la  existencia 
de  derechos  contra  la  empresa  del  ferro- 
carril del  Norte,  que  en  su  caso  han  de  ha- 
cerse efectivos  por  razón  de  la  cosa  en  el 
Jugar  en  que  el  daño  fué  hecho: 
Considerando  que  proviene  de  la  ley  de 


14  de  noviembre  de  1865,  que  versa  sobre 
policía  de  ferro-carriles,  la  obligación  que 
se  reclama  á la  empresa  por  medio  de  la 
acción  personal  de  daño  que  en  este  pleito 
se  ejercita: 

Considerando  que  en  primer  término  el 
juez  competente  para  conocer  de  las  accio- 
nes personales  es  el  del  lugar  en  que  debe 
cumplirse  ¡a  obligación  según  lo  prevenido 
en  el  párrafo  3.°,  art.  5.°  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil: 

Considerando  que  dicha  circunstancia 
concurre  en  el  juzgado  de  primera  instancia 
de  Patencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  estos  autos 
corresponde  al  juez  de  primera  instancia  de 
Patencia,  al  que  se  remitan  unas  y otras  ac- 
tuaciones para  lo  que  proceda  con  arreglo 
á derecho.))  (Gac.  de  6 abril  de  1867.) 

ACCION  PENAL.  La  que  tiene  por  ob- 
jeto el  castigo  de  un  delito. — La  acción 
penal  no  la  estingue  el  perdón  de  la 
parte  ofendida  sino  en  los  delitos  que 
solo  pueden  ser  perseguidos  á instancia 
de  parle.  (Art.  21  C.  P.)  En  los  demás 
casos  es  una  acción  pública  que  se  ejer- 
ce de  oficio  por  el  juez,  ó por  denuncia 
fiscal.  Esto  sin  embargo  no  tiene  lugar 
respecto  de  la  acción  de  calumnia  é in- 
juria que  solo  puede  ejercitarse  á quere- 
lla de  la  parte  ofendida  cuando  es  contra 
particulares  (art.  391);  la  de  estupro  en 
la  que  también  se  exige  la  instancia  de 
la  agraviada  ó de  su  tutor,  padres  ó 
abuelos  (art.  371);  la  de  violación  y 
rapto  ejecutado  con  miras  debonestas  en 
las  que  se  exige  por  lo  menos  denuncia 
de  Ja  persona  interesada,  de  sus  padres 
abuelos,  tutores  ó hermanos,  ó en  de- 
fecto de  estas  personas,  del  procurador 
síndico  ó del  fiscal  por  fama  pública. 
(Art.  371  C.  P.) 

ACCION  POPULAR.  Se  ha  dado  este 
nombre  á la  que  hasta  aquí  podia  ejer- 
citar cualquier  vecino  ó muchos  unidos 
en  los  asuntos  que  interesan  al  pueblo, 
como  en  lo  relativo  á caudales,  servi- 
dumbres públicas,  etc.  Y también  con 
relación  á ios  delitos  públicos,  al  dere- 
cho de  acusarlos  por  toda  clase  de  per- 
sonas. 

¿Subsiste  esta  acción?  En  la  última 
acepción,  creemos  que  aunque  todos  los 
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ciudadanos  tienen  por  regla  general  el 
deber  de  denunciar  los  delitos  públicos, 
no  así  el  derecho  de  mostrarse  acusado- 
res, derecho  que  está  reservado  á las 
personas  agraviadas  ó sus  allegados  por 
el  art.  3.°  del  Reg.  Prov.  de  Justicia,  y 
al  ministerio  fiscal,  como  lo  exigen  ra- 
zones de  moralidad  y de  orden  público. 
Sin  embargo,  no  hallamos  ley  alguna 
prohibitiva,  y como  que  en  algún  caso 
podria  ser  provechoso  al  bien  común  el 
ejercicio  de  este  derecho  por  parte  de 
algún  ciudadano,  creemos  que  con  gran 
prudencia  podrá  otorgarse  por  el  juez  en 
circunstancias  dadas,  muy  principal- 
mente si  el  ministerio  público  no  hallase 
en  su  opinión  motivos  para  sostener  la 
acusación. 

En  cuanto  á la  acción  popular  como 
derecho  de  todos  los  vecinos  ó de  algu-  ■ 
no  de  ellos  á tomar  la  defensa  de  los  in- 
tereses municipales,  ha  declarado  con 
mucho  acierto  el  Consejo  Real  en  varias 
decisiones  que  con  arreglo  al  art.  74,  i 
párrafo  íO  de  la  ley  municipal  solo  al 
Alcalde  como  representante  del  pueblo, 
ó al  pedáneo  en  su  caso,  (núm.  4.°  art.  91 
del  Reg.)  pertenece  ejercitar  en  juicio 
la  acción  popular,  y eso  cuando  esté 
competentemente  autorizado  para  litigar; 
y que  no  corresponde  por  lo  tanto  dicha 
representación  ni  al  síndico  ni  á los  ve- 
cinos particulares,  aunque  digan  que  lo 
hacen  de  su  cuenta  y riesgo  y sin  afectar 
al  presupuesto  municipal,  pues  que  las 
antiguas  leyes  que  lo  autorizaban  están 
derogadas  por  dicho  art.  74  de  la  de  8 
de  enero  de  18i5.  (Decís,  de  25  de  junio 
de  1851;  14  enero  de  1852;  31  de  aqosto 
de  1853.) 

ACCION  DE  COMPAÑIA.  La  fracción 
determinada  de  un  capital  social,  ó el 
documento  que  acredita  esa  fracción  de 
capital  en  un  establecimiento  de  cré- 
dito, por  ejemplo  del  Banco  de  España, 
de  los  Bancos  autorizados  en  las  provin- 
cias, ó de  cualquiera  otra  sociedad  mer- 
cantil ó que  tenga  por  objeto  una  empre- 
sa ú obra  pública  estando  legítimamente 
constituida. 

En  los  artículos  Banco  de  España, 
Bancos  y compañías  mercantiles  se  ha- 
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liará  reunidala  doctrina  correspondien-, 
te  á esta  importante  materia  que,  con- 
secuentes con  el  sistema  que  nos  hemos 
propuesto,  no  queremos  fraccionar.  Da- 
remos aquí  sin  embargo  una  breve  idea 
de  lo  que  son  acciones  de  Bancos  y de 
sociedades  mercantiles. 

ACCIONES  DE  SOCIEDADES  MERCANTI- 
LES. La  ley  de  28  de  enero  de  1848 
exigió  ya  ó una  ley  ó un  Real  decreto 
para  constituir  compañías  mercantiles, 

! cuyo  capital  en  todo  ó en  parte  se  divide 
en  acciones,  las  cuales  deberán  estar 
numeradas  é inscribirse  á nombre  de  la 
persona  ó corporación  á que  correspon- 
dan, pudiendo  cotizarse  como  valores 
comunes  de  comercio  y conforme  á las 
disposiciones  prescritas  en  la  ley  de 
Bolsa.  Todas  las  acciones  tienen  iguales 
' derechos  y participación  en  los  benefi- 
! cios  de  la  empresa,  y para  transferirse 
deben  guardarse  las  formalidades  pre- 
venidas en  el  art.  33  del  Reglamento 
: de  17  de  febrero  de  1848  publicado  para 
; la  ejecución  de  dicha  ley  (1). 

Según  la  ley  de  sociedades  anónimas 
de  crédito  de  28  de  enero  de  1856  las 
acciones  de  estas  son  al  portador,  tienen 
Ja  consideración  de  fondos  públicos  para 
los  efectos  de  contratación,  son  publica- 
das y cotizadas  en  la  Bolsa  y sirven, 
contra  lo  prevenido  para  las  de  Bancos, 
como  garantía  de  préstamos  de  sus  pro- 
pias compañías,  pero  sin  poder  exceder 
los  préstamos  que  sobre  ellas  se  bagan 
del  10  por  100  del  capital  efectivo  de  la 
sociedad,  del  60  por  100  del  valor  que 
tenga  en  la  plaza,  y nunca  del  término  de 
dos  meses.  ( Artículos  4.°  y 7.°  de  dicha 
ley.) 

ACCIONES  DE  BANCOS.  Cualquiera  que 
sea  el  capital  con  que  se  constituya  un 
Banco  sus  acciones  han  de  ser  necesa- 
riamente nominativas,  ó dadas  á nombre 
del  accionista,  y del  valor  fijo  de  2.000 
reales  cada  una,  que  han  de  hacerse 
efectivos.  Estas  acciones  han  de  estar 
numeradas.  Las  de  un  Banco  no  pueden 


(i)  Para  las  compañías  que  tengan  por 
objeto  la  construcción  de  ferro-carriles  bay 
que  eslar  también  d lo  prevenido  en  la  ley 
de  3 de  junio  de  18bo. — Y.  Ferro-carriles, 
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servir  de  garantía  para  préstamos  del 
mismo  Banco,  pero  son  en  todos  los  ca- 
sos enajenables  por  cuantos  medios  re- 
conoce el  derecho , cuando  no  se  haya 
puesto  en  ellas  embargo  por  providencia 
de  autoridad  competente. 

Los  accionistas  de  los  Bancos  no  res- 
ponden sino  de!  importe  de  sus  acciones 
respectivas  y tienen  varios  derechos  que 
se  numeran  en  la  ley,  y principalmente 
en  los  estatutos  y reglamentos  de  cada 
Banco. — V.  Bancos. 

ACCIONES  DEL  BANCO  PERTENECIENTES 
A LOS  PROPIOS.— V.  Bancos,  B.  0.  de  7 
de  diciembre  de  1860. 

ACCIONES  DE  EMPRESTITOS.  Damos 
este  nombre  á los  documentos  de  crédito 
que  se  crean  en  virtud  de  alguna  ley 
con  ciertas  garantías,  hasta  con  la  con- 
sideración de  efectos  públicos,  y un  in- 
terés determinado,  para  levantar  em- 
préstitos y atender  con  ellos  á la  cons- 
trucción, conservación  ó mejora  de  ca- 
minos comunes  y vías  férreas  ó á cual- 
quiera otra  obra  de  interés  público.  En 
este  sentido  se  dice  acciones  del  Canal  de 
Isabel  JI,  de  carreteras , de  ferro-car- 
riles.— V.  Acciones  de  carreteras. 

ACCIONES  DEL  CANAL  DE  ISABEL  II. 

Fueron  emitidas  en  virtud  de  la  ley  de 
19  de  junio  de  1855,  por  valor  cada  una 
de  mil  rs.  basta  constituir  un  empréstito 
de  50.000,000  de  reales,  con  el  interés, 
de  8 por  100  anual  representado  por  cu- 
pones, debiendo  amortizarse  cada  año  el 
10  por  100  por  lo  menos  del  capital.  Estas 
acciones  pueden  ser  objeto  de  contrata- 
ción en  Bolsa  (1),  son  admitidas  por  todo 
su  valor  nominal  en  las  fianzas  de  cual- 
quiera clase  que  hayan  de  prestarse  al 
Gobierno  (2)  y en  las  de  los  recaudado- 
res de  contribuciones  en  garantía  ó fian- 
za de  sus  contratos  (3)  y en  las  fianzas 
de  depósitos  de  las  empresas  periodísti- 
cas. (4). 


(4)  R.  0.  de  il  de  julio  de  1855. 

(2)  R.  D.  ríe  17  de  julio  de  1855. 

(3)  R.  0,  (le  28  de  setiembre  de  1855. 

(4)  R.  O.  de  5 de  junio  de  1856;  esta  Real 
orden  está  derogada  por  el  art.  4.u  de  la  ley 

^LLmp^ünla,  h°y  vi£ef>te>  de  7 de  marzo  de 
lo67. 


ACCIONES  DE  CARRETERAS.  Las  hay 

de  varios  empréstitos  con  sus  respectivas 
garantías  é intereses.  Según  datos  publi- 
cados por  la  Contaduría  general  de  la 
Deuda  pública,  en  l.°  de  noviembre  de 
1857  hnbia  en  circulación  en  estas  accio- 
nes 213  740,000  rs.  cuyos  intereses  as- 
cienden á 42.824,400  rs.  Son  admisibles 
para  las  fianzas  que  se  dan  al  Gobierno. 
Daremos  una  breve  idea  do  los  emprés- 
titos de  que  proceden. 

Empréstitos  de  1833.  Este  emprésti- 
to fué  de  3,000.000  de  reales,  y se  autori- 
zó por  R.  D.  de  23  de  abril  de  aquel  año, 
habiéndose  emitido  513  acciones  de  las 
cuales  508,  existentes  en  2 de  octubre  de 
1841 , fueron  por  Real  orden  de  este  año 
llamadas  á amortizarse  en  18  años  ven- 
cidos en  1859. 

Empréstitos  de  1841.  Hay  también 
acciones  de  carreteras  de  dos  empréstitos 
de  1841,  uno  de  ocho  millones  para  aten- 
der á la  carretera  de  la  Coruña  y otro 
de  nueve  para  la  de  Valencia  por  las  Ca- 
brillas, ambos  autorizados  por  la  ley  de 
16  de  agosto  de  dicho  año.  Las  acciones 
eran  de  1.000  reales  cada  una  con  el  in- 
terés del  6 por  100  al  año  , habiendo 
quedado  ya  amortizadas  todas  ellas  en 
30  de  junio  de  1859. 

Empréstito  de  200  millones.  Fué  au- 
torizado por  la  ley  de  9 de  junio  de  1845, 
en  virtud  de  la  cual  dispuso  el  Gobierno 
¡a  emisión  de  200  millones  de  capital  con 
el  interés  anual  de  6 por  100,  á cuyo 
efecto  y á su  amortización  se  destinaron 
15  millones  anuales.  Se  hicieron  cuatro 
emisiones  de  acciones: 

Una  en  l.°  de  abril  de  1850  de  80  mi- 
llones de  capital  en  20,000  acciones  de 

4.000  rs.  cada  una  amortizables  en  28 
años  que  vencen  en  1879. 

Otra  en  igual  fecha,  de  30  millones 
de  capital  eñ  15,000  acciones  de  2,000 
reales  cada  una,  amortizables  en  22  años 
que  vencen  en  1872. 

Otra  en  l.°  de  junio  de  1851  también 
de  30  millones  en  15,000  acciones  de 

2.000  rs.  cada  una  y amortizables  en  22 
años  que  vencen  en  1873. 

Y otra  en  31  de  agosto  de  1852  de  55 
millones  en  27,500  acciones  de  2,000 
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reales  cada  una  amortizables  en  34  años 

que  vencen  en  1886. 

Las  acciones  de  este  empréstito  son  las 
que  actualmente  vemos  cotizarse  diaria- 
mente en  la  Bolsa  (1). 

Empréstito  de  1856.  Por  la  ley  de  14 
marzode  dicho  añose  autorizó  al  Gobierno 
para  contraer  un  empréstito  de  50  millo- 
nes de  reales  para  reparación  de  carrete- 
ras, emitiendo  acciones  de  obras  públicas 
con  interés  del  6 por  100  anual ; y aunque 
por  R.  D.  de  15  de  abril  ,de.  aquel  año 
se  decretó  la  emisión  de  acciones  hasta 
obtener  30  millones,  al  fin  no  se  llevó 
adelante.  Así  lo  ha  reconocido  el  Gobier- 
no en  el  preámbulo  del  R.  D.  de  4 de 
marzo  de  1857  y en  el  mismo  decreto  al 
fijar  los  presupuestos  del  Estado. — Véa- 
se Empréstitos. 

ACCIONES  DE  FERRO-CARRILES.  Han 

sido  emitidas  en  distintas  épocas.  Las 
que  lo  fueron  en  virtud  de  los  Reales 
decretos  de  19  de  diciembre  de  1851, 
de  28  de  mayo,  13  y 28  de  agosto  de 
1852  y 24  de  marzo  de  1854,  se  mandó 
por  la  ley  de  9 de  marzo  de  1855  que  se 
recogiesen  y cangeasen  por  otras  con 
iguales  garantías,  pero  en  que  se  expre- 
sase la  autorización  de  las  Cortes  para 
crearlas. 

En  l.°  de  noviembre  de  1857,  según 
datos  oficiales  había  en  circulación, 
197.121,000  reales  en  acciones  de  ferro- 
carriles, las  cuales  ganan  el  interés  de 
11.827,260  rs. — Son  admisibles  paralas 
fianzas  que  se  dan  al  Gobierno. — Véase 
Ferro -carriles. 

ACCIONISTA.  El  que  es  dueño  de  al- 
guna ó algunas  acciones  en  compañía 
mercantil. — V.  Sociedades. 

ACEFALO.  Lo  que  no  tiene  cabeza. 
Acéfalo  se  entiende  en  derecho  canónico 
del  monge  ó secta  que  no  tiene  jefe,  del 


(1)  Hé  aquí  la  cotización  del  día  18  de 
marzo  de  1848  en  la  parte  relativa  á acciones 
de  carreteras. 

Acciones  de  carreteras. —Emisión  de  l.°  de 
abril  de  1850.  — Fomento  de  4,000  rs,  91-90. 

Id.  de  á 2,000  rs.  94,  25  p. 

Id.  de  l.°  de  junio  de  1851,  de  á 2,000  rea- 
les 92  p. 

Id.  de  31  de  agosto  de  1852,  de  á 2,000  rea- 
les 89. 


sacerdote  que  se  sustrae  de  la  jurisdic- 
ción de  su  obispo;  del  obispo  cjue  rehúsa 
someterse  á la  de  su  metropolitano. 

ACENSUAR.  Imponer  censo  sobre  al- 
guna finca  ó cosa  raiz. — V.  Censo. 

ACEÑA.  Molino  de  trigo  cuyo  agente 
es  el  agua. — V.  Agua.  Molino. 

ACEPCION  DE  PERSONAS.  Según  él 
Diccionario  de  la  Academia  «inclinación, 
pasión,  afecto  que  se  tiene  á una  perso- 
na mas  que  á otra  sin  atender  al  mérito 
ni  á la  razón.»  Aplicada  esta  palabra  á 
la  administración  de  justicia,  dicen  los 
ilustrados  AA.  de  la  Enciclopedia  de  De- 
recho, expresa  una  acción  vituperable 
en  el  juez  opuesta  á la  imparcialidad  que 
debe  formar  su  carácter  y es  el  mas  be- 
llo atributo  de  aquella  virtud» . Nosotros 
no  podemos  menos  de  convenir  en  que 
la  acepción  de  personas  es  en  efecto  en 
la  administración  de  justicia  una  acción 
altamente  vituperable  y criminal,  que  en 
nada  se  diferencia  de  la  parcialidad,  que 
alcanza  á ella  por  lo  mismo  la  sanción  de 
nuestro  Código,  y que  no  puede  menos 
de  condenarse  en  donde  quiera  que  ha- 
ya alguna  idea  de  la  grandeza  de  las  fun- 
ciones de  la  magistratura ; pero  á la  vez 
no  puede  menos  de  considerarse  también 
en  toda  sociedad  donde  no  predomine  el 
desorden  y en  donde  haya  ideas  de  de- 
coro y de  moralidad,  como  no  menos  in- 
digna y no  menos  vituperable  en  los  Mi- 
nistros y demás  magistrados  políticos  de 
una  nación;  y doblemente  cuando  la 
acepción  se  constituye  en  sistema,  cuan- 
do por  regla  general  se  prescinde  del 
mérito  y de  las  cualidades,  y cuando  se 
prefiere  á las  personas  incapaces  é in- 
dignas, para  un  cargo  público  ú oirá 
distinción  postergando  y olvidando  á las 
dignas. 

ACEPTACION.  La  admisión  de  lo  que 
se  ofrece  ó propone.  El  consentimiento 
expreso  ó presunto  por  el  que  se  admite 
ó recibe  alguna  proposición  ú oferta  ó 
encargo. — V.  Contrato.  Donación.  Le- 
tra DE  CAMBIO,  ETC. 

ACEPTACION  DE  HERENCIA.  Lo  mis- 
mo el  heredero  abiniestato  que  el  insti- 
tuido en  testamento,  pueden  aceptarla 
herencia  ó repudiarla.  La  aceptación  ó 
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repudiación  puede  hacerse  simple  y pu- 
r amente,  ó con  beneficio  de  inventario; 
y a de  una  manera  expresa,  como  si  ma- 
n ¡fiesta  el  heredero  con  palabras  que  no 
dejen  duda  su  voluntad  de  admitir  ó no 
la  herencia;  ya  por  hechos  cuando  eje- 
cuta actos  que  lo  demuestran,  y que  no 
tengan  otra  espiicacion. 

El  heredero,  aceptada  la  herencia,  se 
subroga  como  representante  del  testa- 
dor, ó del  pariente  difunto  en  las  suce- 
siones intestadas,  en  todos  su  derechos, 
beneficios  y acciones.  Contrae  asimismo 
la  responsabilidad  de  sus  cargas  y deudas, 
ya  por  el  todo  si  la  aceptación  ha  sido 
simple,  ó ya  hasta  donde  los  bienes  al- 
cancen si  fue  condicional  ó con  benefi- 
cio de  inventario. 

Pueden  aceptar  la  herencia  las  perso- 
nas que  tienen  capacidad  para  contratar, 
y por  los  que  no  la  tienen,  deben  hacer- 
lo, por  regla  general,  sus  representantes 
legítimos.  Aunque  los  mayores  de  14 
años  menores  de  25  pueden  aceptar  por 
sí  herencias,  esto  se  entiende  interpo- 
niendo su  autoridad  los  padres  ó guar- 
dadores ó el  juez  en  su  defecto. 

La  mujer  casada  no  puede  sin  licen- 
cia del  marido  repudiar  herencia  extes- 
tamento ni  abintestato,  pero  sí  aceptarla 
con  beneficio  de  inventario  y no  de  otro 
modo.  (Ley  54  de  Toro,  ó 10,  tít.  20, 
lib.  10  Nov.  Rccop.) 

Cuando  el  difunto  ha  dejado  mujer  y 
se  presume  ó ella  manifiesta  que  se  halla 
embarazada,  debe  procederse  con  cierta 
cautela  para  evitar  fraudes,  ateniéndose 
en  cuanto  es  dable  á la  ley  17,  tít,  6.°, 
Partida. 6.a,  cuyo  epígrafe  es  « que  guar- 
da deben  poner  los  parientes  del  finado 
cuando  su  mujer  dice  que  es  preñada 
de  él. 

La  aceptación  de  la  herencia  del  pa- 
dre produce  también  respecto  del  hi- 
jo sus  efectos  especiales.  Con  arreglo  á 
la  terminante  disposición  de  la  ley^  24, 
tít.  13,  Partida  5.a,  al  hijo  cuyos  bienes 
de  procedencia  materna  hubieren  sido 
vendidos  por  su  padre  mientras  los  po- 
seyó, le  compele  la  acción  reivindicato- 
ria  contra  los  que  los  compraron,  cuando 
uon  hubiere  querido  heredar  nin  haber . 
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'parte  en  los  bienes  de  su  padre.  Y es  con- 
siguiente, que  la  referida  acción  no  le 
asiste,  en  el  caso  de  haber  aceptado  la 
herencia  de  su  padre  sin  protesta  ni  re- 
serva alguna.  Así  lo  tiene  también  con- 
signado el  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  16  de  enero  de  1862. — V.  Inven- 
TARIO.  JUICIO  DE  TESTAMENTARIA.  Y AB1NTES- 

tato.  Sucesión  intestada.  Testamento. 

ACEQUIA.  Zanja,  canal  ó cauce  por 
donde  se  conducen  las  aguas,  principal- 
mente para  riegos,  pero  también  para 
otros  usos  semejantes. 

Disfrute  de  las  acequias.  Hay  ace- 
quias ó cauces  que  son  propiedad  ó de 
aprovechamiento  esclusivo  de  uno  ó mas 
pueblos;  otras  que  lo  son  de  los  dueños 
de  ciertas  y determinadas  heredades  para 
cuyo  riego  sirven,  y otras  también  que 
son  exclusivas  de  algún  particular  ya  en 
todos  sus  usos,  ya  en  alguno  de  ellos. 
Esta  diferencia  debe  tenerse  muy  en 
cuenta  para  conocer  los  deberes  y atri- 
buciones de  la  Administración  respecto 
á cada  acequia , y también  para  su  dis- 
frute y aprovechamiento. 

Importancia  de  las  acequias.  Hablan- 
, do  el  inmortal  Jovellanos  de  la  falta  de 
riegos  en  España,  de  la  gran  necesidad 
| que  hay  de  ellos  por  ser  su  clima  en  ge- 
neral ardiente  y seco,  y de  los  buenos 
resultados  que  producen  triplicando  por 
lo  menos  las  producciones  del  suelo,  se 
hace  cargo  de  las  grandes  y muy  costo- 
sas obras  que  seria  necesario  emprender 
para  lograrlos  en  una  gran  estension  de 
nuestro  territorio.  La  situación  de  Espa- 
ña, dice,  es  naturalmente  desigual  y 
muy  desnivelada:  sus  ríos  van  por  lo  co- 
mún muy  profundos  y llevan  una  cor- 
riente rapidísima;  es  necesario  fortificar 
sus  orillas,  abrir  hondos  canales,  prolon- 
gar su  nivel  á fuerza  de  esclusas,  ó sos- 
tenerles levantando  los  valles,  abatiendo 
los  montes  ú horadándolos  para  condu- 
cir las  aguas  á las  tierras  sedientas 

Obras  tales  son  superiores  á las  fuerzas 
de  los  particulares  é indican  la  obliga- 
ción y reclaman  poderosamente  el  celo 
del  Gobierno. 

En  efecto  una  buena  Administración, 
un  Gobierno  ilustrado  no  debe  perder 
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nunca  de  vista  este  importantísimo  asun- 
to: y menos  hoy  que  las  grandes  vias 
férreas  en  construcción , las  mejoras  de 
todos  los  caminos  comunes,  y ese  mismo 
movimiento  mercantil  que  se  va  desar- 
rollando prodigiosamente  parecen  exi- 
gir se  piense  mas  seriamente  en  el  fo- 
mento y prosperidad  de  nuestra  agricul- 
tura, abriendo  nuevos  canales  de  riego 
que  fertilicen  nuestro  rico  suelo.  Esas 
obras  costosísimas  no  se  obtienen  solo 
con  simples  recomendaciones  (1);  ni 
basta  como  se  hizo  en  la  instrucción  de 
corregidores  hacer  encargos  que  pasan 
desapercibidos.  Si  han  de  generalizarse 
los  canales  de  riego,  si  han  de  sacarse 
acequias  de  los  rios  sangrando  estos  por 
donde,  sin  irrogar  perjuicios , sea  mas 
conveniente,  es  pues  necesario  que  el 
Gobierno  tenga  presentes  las  palabras  del 
ilustre  Jovellanos,  que  tome  la  inicia- 
tiva, que  mande  á sus  mejores  ingenie- 
ros estudiar  las  cuencas  de  nuestros  rios 
y la  topografía  de  los  terrenos  y que  pu- 
blicando memorias,  facilitando  planos  é 
instrucciones  y ofreciendo  alguna  pru- 
dente subvención  promueba  eficazmente 
la  formación  de  compañías  para  tan  im- 
portantes obras.  La  ley  de  24  de  junio  de 
■1849  sobre  servidumbre  legal  de  acue- 
ducto etc.  no  puede  ser  bastante  al  obje- 
to que  dejamos  indicado. — V.  Aguas 
Cauces.  Canales. 

ACERAS. — V.  Policía  urbana. 

ACERVO.  Cauda!  de  bienes  heredita- 
rios ó de  herencia  indivisa. 

ACLAMACION.  Aplauso  ó consenti- 
miento general  para  conferir  algún  cargo 
u honor.  Por  eso  se  dice  por  aclamación 
para  denotar  que  una  elección  se  ha  he- 
cho por  común  consentimiento  y con 
genera!  aplauso  sin  necesidad  de  vota- 
ción individual.  La  aclamación  ha  ense- 
ñado la  experiencia  que  es,  en  la  mayo- 
ría de  los  casos , mas  que  una  forma  de 
elección  una  forma  de  conspiración. 

ACLARACION  DE  SENTENCIA.  Cuando 
una  sentencia  sea  oscura  en  algún  con- 
cepto ó dé  lugar  á dudas  por  cualquier 
omisión  , puede  aclararse  á instancia  de 
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alguno  de  los  litigantes  si  lo  solicita  den- 
tro del  dia  siguiente  al  de  la  notificación 
de  la  sentencia  no  cambiando  la  fuerza 
y el  entendimiento  de  la  sentencia.  (Ar- 
tículo 77  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
Tribunal  Supremo  sentencia  de  21  de 
junio  de  1866.) 

ACOGIDOS.  Con  este  nombre  se.  desig- 
na á los  ganados  ajenos  que  admite  á 
pastar  con  los  suyos  el  dueño  de  una 
dehesa  por  precio  convenido  sin  adqui- 
rir posesión,  y con  derecho  en  el  prin- 
cipal á despedirlos  cuando  lo  tenga  por 
conveniente. 

ACOLITO.  Eclesiástico  á quien  se  ha 
conferido  la  mayor  de  las  cuatro  órdenes 
menores,  y cuyas  funciones,  según  el 
pontifical,  son  llevar  les  candeleros,  en- 
cender los  cirios  y preparar  el  vino  y el 
agua  para  el  sacrificio,  sirviendo  también 
las  vinajeras  y el  incienso.  También  se 
llama  acólito  al  monacillo  que  sirve  en  la 
iglesia  aunque  no  tenga  orden  alguna  ni 
esté  tonsurado. 

ACOMPAÑADO.  El  juez  nombrado  para 
que  acompañe  en  el  conocimiento  y de- 
terminación de  los  autos  al  que  ha  sido 
recusado  por  la  parte. 

Según  los  arts.  126  y siguientes  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  admitida 
la  recusación  el  magistrado  ó juez  recu- 
sado debe  separarse  enteramente  del  co- 
nocimiento de  los  autos,  y el  juez  deberá 
remitirlos,  citadas  las  partes,  al  del  pue- 
blo mas  inmediato  al  domicilio  de  los 
litigantes,  y si  lo  tuvieren  diverso  al  del 
demandado.  En  los  pueblos  en  que  hu- 
biere dos  jueces  se  remiten  los  autos  al 
no  recusado,  y si  hay  tres  ó mas  al  que 
siga  por  orden  de  antigüedad  al  recusa- 
do, y si  este  fuere  el  mas  moderno  al  mas 
antiguo.  (Arts.  133  y 134).  Ha  quedado 
por  tanto  abolido  el  ineficaz  y desacre- 
ditado sistema  de  acompañados  que  es- 
tablecía nuestra  antigua  jurisprudencia. 

ACONSEJADOR.  ACONSEJAR.  Cuando 
el  Consejo  sea  para  una  acción  criminal 
induciendo,  instigando,  persuadiendo 
directamente  á que  se  corneta,  nuestro 
Código  penal  considera  al  aconsejador 
en  la  categoría  de  autor  de  delito.  El  que 
induce  á otro  á cometer  un  robo  incurre 


(l)  Sirva  de  ejemplo  el  Canal  de  Isabel  II. 
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en  la  pena  del  ladrón;  el  que  induce  á 
matar  en  la  del  homicida,  etc.,  etc.  Hé 
aquí  las  palabras  de  la  ley:  «Se  conside- 
ran autores (del  delito).  2.°  Los 

que  fuerzan  ó inducen  directamente  á 
otros  á ejecutarlo » (Art.  H). 

ACOPIOS.  Reservas,  provisiones  ó de- 
pósitos de  artículos  de  primera  necesidad 
que  se  hacen  por  los  Gobiernos  ó las  au- 
toridades en  tiempo  de  escasez  para  pre- 
venir los  males  de  esta. 

Inconvenientes  de  los  acopios.  En  el 
artículo  Abastos,  subdivisión  surtido  de 
abastos pág.  39,  dejamos  ya  consignada 
nuestra  opinión  sobre  esta  delicada  ma- 
teria. Allí  dijimos  que  los  principios  de 
la  ciencia  económica  rechazan  el  funesto 
sistema  de  acopios,  por  los  grandes  in- 
convenientes que  ofrecen  y por  los  malos 
resultados  que  dan;  y en  efecto  creemos 
que  solo  como  medida  del  momento  pue- 
den recomendarse  en  un  caso  dado,  muy 
rara  vez,  con  mucha  prudencia,  y solo  en 
alguna  población  ó en  alguna  provincia, 
y sin  grande  aparato  para  evitar  la  alar- 
ma; de  ningún  modo,  en  ningún  caso, 
por  ningún  motivo,  como  medida  aplica- 
ble á todos  los  pueblos,  ó á todas  las 
grandes  ciudades,  pues  que  entonces, 
sin  ninguna  ventaja,  se  mata  la  circula- 
ción y el  comercio,  la  alarma  cunde,  los 
precios  suben  y el  mal  se  aumenta  hasta 
tomar  proporciones  colosales. 

Esto,  ni  mas  ni  menos,  fue  lo  que 
sucedió  en  1856  en  España;  se  hizo 
frente  á la  crisis  de  subsistencias  por 
este  medio  y la  crisis  se  agravó,  .... 

. . . ¡Gracias  á las  medidas  de  otro  gé- 
nero, á las  de  aduanas  cuyas  puertas  se 
cerraron  á la  exportación  y se  abrieron 
para  la  importación!  el  mal  se  fue  ha- 
ciendo menos  sensible,  y el  peligro  des- 
apareció. 

ACOPIOS  DE  SAL.  Fueron  suprimidos 
por  R.  D.  de  3 de  agosto  de  1834,  de- 
jando el  surtido  á la  libre  voluntad  de 
los  pueblos  y de  los  individuos.  El  Go- 
bierno se  encargaba  de  distribuir  toda  la 
síiI  que  se  consumía  haciendo  obligatorio 
el  surtido,  pero  los  abusos  á que  este  sis- 
tema dió  lugar  le  hizo  odioso  y fué  abo- 
lido.—V.  Sal. 


ACORDADO  (Alo).  Locución  forense 
con  que  se  evita  la  repetición  de  un  au- 
to  ó decreto  dictado  anteriormente  sobre 
lo  que  es  objeto  de  algún  escrito.  Por 
ejemplo  un  litigante  pide  se  apremie  al 
contrario  para  la  devolución  de  los  autos 
y se  decreta  En  el  dia  bajo  la  multa 
de  etc.  El  apremiado  comparece  en  el 
mismo  dia  sabiendo  ó sin  saber  que  va  á 
ser  apremiado  y pide  nuevo  término.  Si 
se  ha  dado  antes  cuenta  del  anterior  es- 
crito y no  se  estima  el  término,  la  provi- 
dencia que  recae  es  A lo  acordado , es 
decir  que  no  se  le  concede  el  término, 
que  devuelva  los  autos  en  el  dia  y bajo 
la  multa  impuesta. 

— Cuando  después  de  resolver  sobre  la 
cuestión  principal  en  sentencia  ó provi- 
dencia se  emplea  la  fórmula  I lo  acorda- 
do, se  significa  que  hay  una  providencia 
reservada  ó que  no  se  publica,  pero  que 
se  notificará  al  juez  ó funcionario  á quien 
se  refiere,  sobre  alguna  falta  ú omisión  ó 
vicio  que  haya  cometido. 

ACOSTAMIENTO.  El  sueldo  ó estipen- 
dio que  concedia  antiguamente  el  Rey  á 
sus  vasallos,  en  cuya  virtud  estaban  obli- 
gados á servirle  en  la  guerra  con  cierto 
número  de  lanzas,  mientras  duraba  la 
facción  ó campaña  para  que  eran  lla- 
mados, 

ACOTADO.  Coto,  ó terreno  que  tiene 
señales  ó mojones  que  indican  la  prohi- 
bición de  entrar  en  él  las  personas  ó los 
ganados.  En  algunos  pueblos  se  llama  así 
la  cerca  que  se  destina  para  vivero  ó se- 
millero de  árboles.  Y también  la  dehesa 
ú otro  terreno  apartado  para  cierta  cla- 
se de  ganados. — Véase  Acotar,  Acota- 
miento. 

ACOTAR:  ACOTAMIENTO.  Según  el 
Di  ccionario  de  la  Academia,  acotar  es 
«hacer  ó poner  cotos,  amojonar  un  terre- 
no, demarcarle  , señalarle  términos  ; y 
acotamiento  la  acción  y efecto  de  acotar 
ó poner  cotos  ( finium  prescriptio  ) Sin 
embargo  nosotros  debemos  tomar  las  pa- 
labras acotar  ó acotamientos,  ó acotado, 
en  la  acepción  legal,  teniendo  en  cuenta 
que  la  ley  considera  cerradas  y acotadas 
perpétuamente  todas  las  dehesas,  hereda- 
des y demás  tierras  de  cualquiera  clase 
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pertenecientes  á dominio  particular.  Aco- 
tamiento es  pues  en  el  sentido  legal  y 
jurídico,  y para  todos  sus  efectos,  la  pro- 
tección de  la  propiedad  rural  contra  los 
abusos  introducidos  por  las  costumbres, 
y contra  los  privilegios  otorgados  á la 
ganadería  ; y mas  todavía  es  el  recono- 
cimiento solemne  y esplícito  de  que  la 
propiedad  rural,  como  verdadera  propie- 
dad, lleva  consigo  la  accesión  de  todos 
sus  frutos  naturales  y su  aprovechamien- 
to exclusivo  por  parte  de  sus  dueños, 
salvo  que  esté  modificado  este  derecho 
por  contrato  ú otro  título  legitimo  y bas- 
tante. Tal  consideramos  nosotros  la  ver- 
dadera acepción  legal  del  acotamiento  de 
terrenos,  declarado  por  la  ley  de  8 de  ju- 
nio de  1813. 

Es  por  lo  mismo  de  suma  importancia 
esta  materia  y debemos  exponerla  dete- 
nidamente, sin  omitir  en  la  parte  legisla- 
tiva una  breve  reseña  de  lo  dispuesto  en 
nuestras  antiguas  leyes,  por  lo  mucho 
que,  siquiera  como  parte  histórica,  pue- 
de contribuir  á que  sea  mejor  compren- 
dida. 

§ l.°  Parte  Legislativa. 

LEYES  DE  LA  NOVÍSIMA  RECOPILACION. 

Ley  2.°,  tit.  25,  lib.  7.° 

[Año  1490.)  Prevenia  que  en  los  tér- 
minos de  tas  ciudades,  villas  y tugares  del 
reino  de  Granada,  no  se  adehesasen  sin 
Real  licencia  las  heredades  ni  se  impidiese 
el  común  aprovechamiento  de  la  yerba  y 
otros  frutos  que  naturalmente  lleva  la  tier- 
ra, los  cuates  debían  quedar  libres  para  que 
todos  los  vecinos  de  las  dichas  ciudades, 
villas  y lugares  y sus  términos  los  pudieran 
aprovechar  con  sus  ganados,  bestias  y bue- 
yes de  labor,  no  estando  plantadas  ó em- 
panadas, so  pena  de  perder  todo  su  derecho 
el  que  adehesare  ó acotare. 

Ley  5.a  id.  id. 

(^4ño  1491.)  Revoca  la  ordenanza  de  la 
ciudad  de  Avila,  como  contraria  á derecho 
y perjudicial,  sobre  permitir  adehesar  las 
heredades  ó hacerlas  términos  ó cotos  re- 
dondos, y manda  que  todos  los  vecinos 
puedan  pacer  y rozar  en  los  términos  de  la 
ciudad,  tierra  y pueblos  de  ella.  La  orde- 
nanza de  Avila  que  se  inserta  en  la  misma 
ley,  autorizaba  a todos  los  que  en  dicha 
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ciudad  ó su  término  tuviesen  algún  lugar  ó 
aldea  adehesada  ó monte  ó pinar,  en  que 
otros  no  tuviesen  parte,  ó en  que  tuviesen 
solamente  media  yugada  ó menos,  para  po- 
der tenerle  por  término  redondo  y apar- 
tado. 

Ley  9 id.  id. 

( Año  í 63p  ) «...Que  por  cuanto  ha  cre- 
cido demasiadamente  el  plantío  de  las  viñas 
con  perjuicio  de  la  labor  y cria  del  ganado, 
no  se  puedan  hacer  sin  licencia.,.*.» 

Ley  7.a,  tit.  27  lib.  7.° 

[Año  1779.)  Que  los  alcaldes  entrega- 
dores  no  conociesen  de  cotos,  viñas,  entre- 
panes, dehesas,  etc.,  y prohibió  ta  entrada 
ae  ganados  en  viñas  y olivares  en  cualquier 
tiempo  del  año  aun  después  de  cogido  el 
fruto. 

Ley  19,  tit.  24,  lib.  7.° 

( Año  1788.)  Se  concedió  por  punto  ge- 
neral á todos  los  dueños  de  tierras  y arren- 
datarios, la  facultad  de  cerrarlas  ó cercar- 
las por  veinte  años  si  las  destinaban  para 
la  cria  de  árboles  silvestres,  podiendo  des- 
pués los  ganados  entrar  á pastar  las  yerbas 
ael  suelo.  Y respecto  de  las  tierras  en  que 
se  hicieren  plantíos  de  olivares  ó viñas  con 
arbolado,  ó huertas  de  hortaliza  con  árbo- 
les frutales,  deberán  (dice)  permanecer  cer- 
radas perpetuamente  por  todo  el  tiempo 
que  sus  dueños  ó arrendatarios  las  man- 
tengan pobladas  de  olivar,  de  viñas  con  ar- 
bolado , de  árboles  frutales,  ó de  huertas 
con  hortalizas  y otras  legumbres,  para  que 
de  esta  suerte  conserven  los  terrenos  su 
amenidad,  y abunden  en  el  reino  estos  pre- 
ciosos frutos  tan  necesarios  á la  vida  hu- 
mana, En  consecuencia  de  esto  se  dispuso 
también  que  no  fuera  necesario  en  los  ca- 
sos dichos  solicitar  concesiones  especiales 
para  cercar  las  posesiones  ó terrenos,  y se 
previno  á los  tribunales  y justicias  que  fa- 
vorecieran estas  empresas  «sin  embargo  de 
cualquier  uso  ó costumbre  que  no  debe 
prevalecer  al  beneficio  común  y al  derecho 
que  los  particulares  tienen  para  dar  á sus 
terrenos  el  aprovechamiento  y beneficio 
que  les  sea  irías  lucroso (1)» 

(1)  Léese  en  esta  ley  una  nota  (29)  en  que 
se  dice  que.  «á  queja  de  que  los  ganaderos  de 
la  villa  de  Cubillas  introducían  sus  ganados 
lanares  y cabrios  en  las  heredades  y viñas  sin 
otro  privilegio  que  la  costumbre,  mandó  Su 
Majestad  qne  habiendo  en  dicha  villa  pastos 
su&ientes  para  los  ganados  se  prohibiese  ab- 
solutamente la  entrada  de  ellos  en  las  viñas; 
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Ley  11,  tlt.  27  lib.  7.° 

[ Año  1795.)  En  esta  ley  predomina  ya 
otro  espíritu  contrario  al  de  las  dos  ante- 
riores como  se  vé  por  sus  artículos  29  y 30. 
Según  el  29  los  corregidores  que  sustituye- 
ron por  ella  en  sus  funciones  á los  Alcaldes 
entregadores, deberían  informarse  con  toda 
individualidad  de  la  legitimidad  y autori- 
dad con  que  so  liacian  los  acotamientos  de 
viñas  y olivares,  previniendo  que,  no  obs- 
tante lo  dispuesto  en  la  ley  7.a  de  este  tí- 
tulo, no  se  impidiera  la  entrada  de  los  ga- 
nados en  las  viñas  y olivares  siempre  que 
por  costumbre  lo  hubieran  hecho.  Y según 
el  30,  en  los  acotamientos  hechos  <i  virtud 
de  la  facultad  concedida  por  la  R.  C.  de 
1788,  ó ley  19,  Lít.  24  lib.  7.u  deberían 
averiguar  en  toda  forma  por  medio  de  un 
reconocimiento  en  todo  caso,  si  eran  6 no 
á propósito  los  terrenos  para  los  plantíos  á 
que  se  hubiesen  destinarlo,  como  también 
la  clase  de  estos,  si  se  cuidaba  de  su  con- 
servación y fomento  y si  efectivamente  se 
hallaban  ó no  plantados,  etc. , todo  con  el 
fin  (dice)  de  evitar  los  abusos  de  que  á pre- 
testo de  un  ligero  é inútil  plantío  se  pro- 
híba la  entrada  á los  ganados  trashumantes 
para  aprovecharlos  los  dueños  ó los  pue- 
blos con  los  suyos. 

DISPOSICIONES  POSTERIORES. 

D.  de  lasC.  de  14  enero  de  1812. 

Este  decreto  fué  derogado  corno  todos 
los  de  la  época  constitucional,  pero  se  res- 
tableció por  ja  ley  de  24  de  noviembre  de, 

1 836  Véase  en  su  lugar  á continuación  de 
dicha  ley. 

D.  de  las  C.  de  8 junio  de  1813. 

Le  insertamos  á continuación  del  Real 
decreto  de  6 de  setiembre  de  1836  que  le 
restableció. 

R.  O.  de  29  noviembre  de  1831, 

Es  sobre  libertad  de  vendimias,  y se  in- 
serta en  Vendimias. 


y que  solo  en  caso  de  necesidad  pudieran  en- 
trar levantados  los  frutos  en  las  antiguas  y de 
ningún  modo  en  las  nuevas  ó majuelos,  ni 
antes  de  las  vendimias:  declarando  que  en  e! 
caso  de  permitirse  en  las  viñas  ya  hechas  des- 
pués de  las  vendimias,  no  se  est  enda  esta  gra- 
cia á los  pueblos  que  tengan  mancomunidad 
de  pastos,  por  que  esta  recíproca  correspon- 
dencia es  solo  respectiva  á los  sitios  públicos 
o comunes.» 


R.  O.  de  16  noviembre  de  1833. 

Todo  hacendado  pnede  introducir  en  tierras  de  su  pro* 

piedad  en  todo  tiempo  sus  ganados  6 los  ajenos. 

«En  exposición  documentada  solicitó  don 
Sebastian  Criado  Cerezo,  vecino  de  la  Villa 
del  Rio,  provincia  de  Córdoba,  se  declarase 
que  el  auto  publicado  en  1789  por  el  Alcal- 
de mayor  de  Montoro,  por  el  cual  se  pro- 
hibió ía  entrada  de  ganados  en  los  olivares 
V viñas,  aunque  fuesen  de  los  mismos  due- 
ños, y estuviesen  alzados  los  frutos,  está 
derogado  por  posteriores  Reales  órdenes 
que  amparan  el  derecho  de  propiedad,  ta- 
les como  la  Real  cédula  de  19  de  octubre 
de  1814,  que  esceptuó  á los  dueños  parti- 
culares de  montes  de  lo  prevenido  en  la 
ordenanza  de  12  de  diciembre  de  1748,  so- 
bre denuncias  de  daño,  y el  Real  decreto 
de  20  de  febrero  de  1830,  que  los  autoriza 
para  obrar  en  los  suyos  como  tengan  por 
conveniente;  enterada  de  todoS-  M.  la  Rei- 
na Gobernadora  con  presencia  de  los  infor- 
mes que  ha  tenido  á bien  pedir,  y no  pu- 
diendo  aprobarse  el  principio  en  que  se  fun- 
da el  citado  auto  se  ha.  servido  declarar;  que 
en  tierras  de  su  propiedad  puede  cada  cual 
introducir  en  todo  tiempo  sus  ganados  ó 
los  ajenos  á pesar  de  cualquiera  disposición 
municipal  que  loprohiba.» 

R.  D.  de  30  noviembre  de  1833. 

«Art.  5."  ínterin  se  promulga  la  ley 
que  he  mandado  formar  sobre  acotamien- 
tos y cerramientos  de  heredades,  no  perju- 
dicará la  nueva  división  territorial  á los 
derechos  de  mancomunidad  en  pastos,  rie- 
gos y otros  aprovechamientos,  que  los  pue- 
blos ó los  particulares  disfruten  en  los  ter- 
ritorios contiguos  á los  suyos.» 

Ord.  de  montes  de  22  die.  de  1833. 

Dispone  el  art.  3.°  que  todo  dueño  par- 
ticular de  montes  podrá  cerrar  ó cercar  los 
de  su  pertenencia,  siempre  que  los  tuviere 
deslindados  y amojonados,  ó provocar  el 
deslinde  y amojonamiento  de  los  que  aun 
no  lo  estuvieren.  V.  Montes. 

R.  O.  de  20  febrero  de  1854. 

Se  encarga  por  esta  R.  O.  el  exacto 
cumplimiento  de  la  de  29  de  noviembre 
de  1831. 

R.  O.  de  29  marzo  de  1834. 

Mas  sobre  derechos  del  propietario  á introducir'sus 

ganados  en  sus  lincas. 

Por  esta  R.  O.  del  Ministerio  de  lo  Inte- 
rior se  reprodujo  literalmente  la  de  16  de 
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noviembre  de  1833  añadiendo  el  siguiente 
párrafo  con  que  concluye: 

«y  siendo  infinitas  las  reclamaciones  de 
los  pueblos  que  llegan  diariamente  á.este 
Ministerio  en  queja  de  la  inobservancia  de 
lo  prevenido  en  la  soberana  resolución  in- 
serta, quiere  S.  M.  que  cuide  V.  eficazmen- 
te de  su  puntual  cumplimiento;  en  inteli- 
gencia de  que  habrá  de  aplicarse  no  tan 
solo  á montes,  viñas  y olivares,  sino  á toda 
clase  de  tierras  de  propiedad  particular, 
sea  cual  fuere  el  género  de  cultivo  á que  se 
destinen.»  (CL.  t.  19,  p.  178.) 

R.  D.  de  5 mayo  de  1834. 

Es  el  decreto  sobre  caza  y pesca.  Según 
su  art.  4.°  es  permitido  cazar  sin  licencia 
de  sus  dueños,  pero  con  sujeción  á las  res- 
tricciones de  ordenanza  en  las  tierras  abier- 
tas de  propiedad  particular  que  no  estén 
labradas  ó que  estén  de  rastrojo. — V.  Caza. 

R.  O.  de  12  setiembre  de  1834. 

(Interior.)  Se  aclara  por  esta  el  senti- 
do de  la  de  16  de  noviembre  de  1833  tan 
mal  entendida  por  algunos,  que  llevaron  su 
interpretación  hasta  et  extremo  de  impedir 
á un  dueño  directo  el  uso  de  las  yerbas  que 
como  parte  de  canon  se  había  reservado  al 
traspasar  en  censo  enfitcutico  sus  territo- 
rios, y se  dice  que  «ni  fué  ni  pudo  ser  el 
animo  de  S.  M.,  al  expedir  la  Real  orden 
citada,  alterar  en  manera  alguna  los  dere- 
chos de  uso,  aprovechamiento  ó servidum- 
bres con  que  estuviesen  gravadas  Jas  fincas, 
ni  menos  los  que  proceden  de  convenios, 
arriendos  ú otros  contratos  no  terminados, 
bien  hayan  sido  celebrados  entre  particula- 
res, ó entre  estos  y las  corporaciones  mu- 
nicipales ú otras  cualesquiera  á cuyo  cargo 
se  tulle  la  administración  de  los  terrenos 
ó fondos  del  común,  cuyos  contratos  con- 
servan toda  su  fuerza  y efectos  iegales, 
siendo  solamente  la  voluntad  de  S.  Al.  el 
restituir  á los  propietarios  ó sus  represen- 
tantes un  derecho  del  cual  sin  causa  sufi- 
ciente fueron  despojados  en  algunos  pun- 
tos.» (GL.  t.  19  p.  377.) 

R.  O.  de  6 octubre  de  1834. 

(Interior.)  Se  encargó  a las  Audiencias 
que  entonces  ejercían  atribuciones  de  go- 
bierno, y á las  sociedades  económicas,  que 
se  informasen  del  proyecto  de  ley  que  se 
les  remitía  sobre  el  cerramiento  de  las  here- 
dades rurales  é hiciesen  sobre  él  las  obser- 
vaciones convenientes.  En  el  preámbulo  de 
esta  R.  O.  se  dijo  que  exigia  la  convenien- 
cia publica  que  fueran  cesando  tantas  res-  ¡ 
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tncciones  como  oprimían  el  derecho  de 
propiedad,  y entre  ellas  la  prohibición  de 
.errar  ó cercar  las  heredades  rurales,  que 
cs  una  de  las  mayores  vejaciones  que  su- 
fría nuestra  agricultura. 

El  proyecto  de  ley  á que  se  refiere  esta 
R.  O.  que  era  entonces  un  gran  paso  ade- 
lante, pero  que  hoy  serla  un  retroceso , dice 
asi  á la  letra. 

Articulo  4.°  «Todo  dueño  de  fincas  ru- 
rales á quien  no  haya  sido  permitido  hasta 
ahora  cerrarlas  ó cercarlas,  podrá  hacerlo 
libremente  en  lo  sucesivo  con  pared,  seto 
ó cualquiera  otra  especie  de  vallado. 

Art.  2.°  El  que  quisiere  cerrar  ó cercar 
su  heredad  lo  hará  con  citación  de  los  que 
tuviesen  en  ella  alguna  servidumbre  de 
paso  ú otra  rústica  para  no  perjudicarles 
en  el  uso  de  ella:  asimismo  citará  á los 
dueños  de  heredad  eoutigua  para  evitar 
toda  usurpación  de  terrenos. 

Art.  3.°  Nadie  podrá  entrar  sin  el  con- 
sentimiento del  dueño  en  propiedad  ajena 
que  estuviese  cercada  ó cerrada,  bajo  pre- 
testo de  espigar,  rebuscar  ó recoger  des- 
perdicios de  ningún  género. 

Art,  4.°  Los  ganados  de  particulares  y 
del  común  de  vecinos  no  podrán  entrar  á 
pastar  en  los  terrenos  de  propiedad  parti- 
cular que  estuviere  cercada  ó cerrada  á ti- 
tulo de  rastrojera,  agostadero,  ojeadero,  ú 
otros  usos  ó aprovechamientos  que  no  es- 
tén enajenados  ó cedidos  por  los  dueños 
por  contratos  onerosos  especiales  bien  jus- 
tificados. Las  dudas,  si  algunas  hubiese  so- 
bre la  existencia  ó valor  de  semejantes  tí- 
tulos, se  resolverán  con  preferencia  en  fa- 
vor del  derecho  de  dominio. 

Art.  5.°  En  los  terrenos  cedidos  ó ena- 
jenados por  los  pueblos  á particulares  con 
la  reserva  expresa  de  sus  pastos  ú otros 
aprovechamientos  para  los  ganados  del  co- 
mún de  vecinos,  será  permitido  al  dueño 
rescatar  esta  carga,  bien  sea  por  el  precio 
alzado  en  que  se  estimase  el  valor  capital 
de  los  provechos  reservados,  bien  sea  cons- 
tituyendo un  censo  ó canon  de  tres  por 
ciento  correspondiente  al  capital  de  su  es- 
timación y redimible  de  una  vez  por  ente- 
ro á voluntad  del  dueño  mismo.  Estas  can- 
tidades corresponderán  al  fondo  de  pro- 
pios. 

Art.  6.°  No  se  podrán  cerrar  ó cercar 
por  ahora  los  terrenos  destinados  á las  ca- 
ñadas, veredas,  cordeles  ó abrevaderos  ó 
descansaderos  -de  ganados  trashumantes. 
Pero  se  podrá  solicitar  de  los  respectivos 
gobernadores  civiles  la  demarcación  de  ios 
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espacios  necesarios  á tales  usos,  reducién 
dolos  para  las  cañadas  á 45  varas,  las  vere- 
das á 24,  y los  cordeles  á 12.  Guardando 
estos  limites  podrá  el  dueño  cerrar  ó cer- 
car sus  terrenos  como  le  convenga,  é im- 
pedir entonces  la  entrada  en  ellos  á los  ga- 
nados. 

Art.  7.°  Quedan  abolidas  y derogadas 
todas  las  leyes  y demás  disposiciones  que 
se  opongan  á la  presente.» 

Tal  era  el  proyecto.  liemos  indicado 
que  hoy  seria  un  retroceso  lo  contenido  en 
el  porque  la  ley  de  8 de  junio  de  1813  res- 
tablecida en  6 de  setiembre  de  1836  conside- 
ra de  derecho  cerradas  y acotadas  todas  las 
propiedades , y sin  necesidad  de  la  cerca  ó 
cerramiento  material  protege  al  propieta- 
rio en  la  plenitud  de  sus  derechos. 

R.O  de  11  febrero  de  1836. 

Ampara  á los  propietarios  de  terrenos  en  la  libre  dis- 
posición de  sus  rastrojeras,  pasLos,  etc. 

(Gob.)  He  dado  cuenta  á S.  M.  la  Reina 
gobernadora  de  una  instancia  en  que  Don 
Juan  José  Agraz  y otros  propietarios  de 
Albacete  solicitan  se  haga  extensiva  á ellos 
la  R.  0.  de  4 de  julio  de  1835,  expedida  á 
favor  de  los  de  Chinchilla,  é igualmente 
de  una  solicitud  del  Ayuntamiento  de  esa 
ciudad  sobre  que  la  expresada  Real  orden 
se  circunscriba  al  pasto  de  rastrojeras  alza- 
do el  fruto.  Enterada  S.  M.  así  como  de 
un  expediente  promovido  por  los  ganade- 
ros de  Helliu  contra  los  propietarios  sobre 
aprovechamiento  de  pastos,  y conformán- 
dose con  el  dictámen  del  Consejo  Real  de 
España  é Indias,  ha  tenido  ha  bien  resol- 
ver que  no  es  admisible  ía  restricción  pro- 
puesta por  el  Ayuntamiento  de  Chinchilla 
á solo  las  rastrojeras,  sino  que  debe  soste- 
nerse y ampararse  á los  dueños  de  tierras 
en  el  libre  uso  y aprovechamiento  de  los 
pastos  industriales  ó naturales  que  estas 
produzcan,  sin  escepcion;  que  es  justa  la 
pretensión  de  los  hacendados  de  Albacete  y 
otros  pueblos  de  la  provincia  acerca  de 
que  se  reformen  las  providencias  tomadas 
por  ese  Gobierno  civil  en  oposición  á las 
que  se  dictaron  desde  luego  á favor  del  li- 
bre uso  de  los  pastos  en  tierras  de  su  pro- 
piedad particular;  y finalmente,  que  la 
R.  O.  de  4 de  julio  de  1835  sea  extensiva 
á los  propietarios  de  Hellin.  Y á fin  de  que 
no  se  repitan  semejantes  reclamaciones  so- 
bre interpretación  de  las  disposiciones  vi- 
gentes , S.  M.  ha  tenido  á bien  aprobar 
además  las  siguientes  aclaraciones  propues- 
tas ^or  el  Consejo  Real: 

I-  Que  el  principio  da  justicia  y de 


buen  gobierno  que  se  ha  querido  sostener 
en  las  resoluciones  consiguientes  a la  Real 
orden  de  16  de  noviembre  de  1833,  es  el 
de  defender  los  derechos  de  la  propiedad 
agrícola  contra  las  invasiones  que  bajo  di- 
ferentes pretestos  se  han  hecho  en  ella,  pri- 
vando á los  dueños  de  las  heredades  del  li- 
bre uso  de  los  pastos  que  en  ella  se  crian. 

2. a  Que  por  consiguiente  no  deben  te- 
nerse por  títulos  de  adquisición  á favor  de 
otros  particulares  ó comunes  sino  los  que 
el  derecho  tiene  reconocidos  como  tales  tí- 
tulos especiales  de  adquision  de  propiedad, 
excluyéndose  por  lo  mismo  todos  aquellos 
que  se  fundan  en  las  malas  practicas,  mas 
ó menos  antiguas,  á que  se  ha  dado  contra 
lo  establecido  por  las  leyes  el  nombre  de 
uso  ó costumbre. 

3. ”  Que  por  lo  mismo,  el  que  pretende 
tener  ó aprovechar  los  pastos  de  suelo  aje- 
no es  el  que  debe  presentar  el  título  de  su 
adquisición,  y probar  su  legitimidad  y va- 
lidez, sin  que  de  otro  modo  pueda  turbar- 
se al  dueño  en  el  libre  uso  de  su  pro- 
piedad. 

4 a Que  siendo  viciosas  en  su  origen  las 
enajenaciones  ó empeños  que  los  Ayunta- 
mientos hayan  hecho  de  tales  pastos  de  do- 
minio particular,  considerándolos  como  si 
fueran  del  común  por  efecto  de  las  referi- 
das prácticas,  usos  y mal  llamadas  costum- 
bres, no  deben  oponerse  tales  actos  al  rein- 
tegro que  está  mandado  hacer  á los  dueños 
en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  domí- 
nales. 

5.a  Que  si  por  falta  de  los  arbitrios 
procedentes  de  tales  enajenaciones  resul- 
tase alguna  disminución  de  ingresos  en  los 
fondos  municipales,  cuide  Y.  S.  de  que  se 
propongan  otros  medios  mas  legales  y bien 
meditados  que  merezcan  el  apoyo  de  la  Di- 
putación provincial  y la  aprobación  de 
S.  M.,  ó la  de  las  Córtes  si  fuese  necesa- 
rio.» (CL.  t.  21,  p.  67.) 

R.  D.  de  6 setiembre  de  1836. 

Restableciendo  el  decreto  de  las  Cortes  de  8 de  junio 

de  1813,  relativo  al  fomento  de  la  agricultura  y ga- 
nadería. 

(Gob.)  Artículo  único.  «Se  restablece  en 
toda  su  fuerza  y vigor  el  decreto  de  las 
Córtes  generales  y extraordinarias  de  3 de 
junio  de  1813,  relativo  al  fomento  de  agri- 
cultura y ganadería.  El  decreto  restableci- 
do es  como  si  gue : » , 

Decreto  CCLIX  de  8 junio  de  4815- 

Varias  medidas  para  el  fomento  de  la  agricultura  y 
ganadería. 

«Queriendo  las  Córtes  generales  extraor- 
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diñarías  protejer  el  derecho  de  propiedad, 
y que  con  la  reparación  de  los  agravios  que 
ha  sufrido,  logren  al  mismo  tiempo  mayor 
fomento  la  agricultura  y ganadería  por  me- 
dio de  una  justa  libertad  en  sus  especula- 
ciones, y por  la  derogación  de  algunas 
prácticas  introducidas  en  perjuicio  suyo, 
decretan : 

1. °  «Todas  las  dehesas,  heredades  y de- 
más tierras  de  cualquiera  clase  pertene- 
cientes á dominio  particular,  ya  sean  libres 
ó vinculadas,  se  declaran  desde  ahora  cer- 
radas ó acotadas  perpetuamente , y sus 
dueños  ó poseedores  podrán  cercarlas  sin 
perjuicio  de  las  cañadas,  abrevaderos,  ca- 
minos, travesías  y servidumbres,  disfrutar- 
las libre  y exclusivamente,  ó arrendarías 
como  mejor  les  parezca  , y destinarlas  á 
labor,  ó á pasto,  ó á plantío,  ó al  uso  que 
mas  les  acomode;  derogándose  por  consi- 
guiente cualesquiera  leyes  que  prefijen  la 
clase  de  disfrute  á que  deban  destinarse 
estas  fincas,  pues  se  han  de  dejar  entera- 
mente al  arbitrio  de  sus  dueños. 

2. °  «Los  arrendamientos  de  cualesquie- 
ra finca s,  serán  también  libres  á gusto  de 
los  contratantes,  y por  el  precio  ó cuota 
en  que  se  convengan.  Ni  el  dueño  ni  el  ar- 
rendatario de  cualquiera  clase  podrán  pre- 
tender que  el  precio  estipulado  se  reduzca 
á tasación  , aunque  podran  usar  en  su  caso 
del  remedio  de  la  lesión  y engaño  con  arre- 
glo á las  leyes. 

"S.0  »Los  arrendamientos  obligarán  del 
mismo  modo  á los  herederos  de  ambas 
partes. 

4. “  »En  los  nuevos  arrendamientos  de 
cualesquiera  fincas  ninguna  persona  ni  cor- 
poración podrá  bajo  pretesto  alguno,  ale- 
gar preferencia  con  respecto  a otra  que  se 
baya  convenido  con  el  dueño. 

5. “  «Los  arrendamientos  de  tierras  ó 
dehesas,  ó cualesquiera  otros  predios  rús- 
ticos por  tiempo  determinado,  fenecerán 
con  este  sin  necesidad  de  mutuo  desahucio 
y sin  que  el  arrendatario  de  cualquiera 
clase  pueda  alegar  posesión  para  continuar 
contra  la  voluntad  dei  dueño,  cualquiera 
que  haya  sido  la  duración  del  contrato; 
pero  si  tres  dias  ó mas  después  de  conclui- 
do el  término  permaneciese  el  arrendatario 
en  la  finca  con  aquiescencia  del  dueño,  se 
entenderá  arrendada  por  otro  año  con  las 
mismas  condiciones.  Durante  el  tiempo  es- 
tipulado se  observarán  religiosamente  los 
arrendamientos ; y el  dueño  aun  con  el 
protesto  de  necesitar  la  finca  para  sí  mismo, 
no  podrá  despedir  al  arrendatario , sino  en 
los  casos  de  no  pagar  la  renta,  tratar  mal 
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la  finca,  ó faltar  á las  condiciones  estipu- 
ladas. 

6. °  «Los  arrendamientos  sin  tiempo  de- 
terminado duraran  á voluntad  de  las  par- 
tes, pero  cualquiera  de  ellas  que>quiera  di- 
solverlos, podrá  hacerlo  así,  avisando  á la 
otra  un  año  antes;  y tampoco  tendrá  el  ar- 
rendatario, aunque  lo  haya  sido  muchos 
años,  derecho  alguno  de  posesión,  una  vez 
desahuciado  por  el  dueño.  No  se  entienda 
sin  embargo  que  este  artículo  hace  nove- 
dad alguna  en  la  actual  constitución  de  los 
foros  de  Asturias  y Galicia,  y demás  pro- 
vincias que  estén  en  igual  caso. 

7. °  «El  arrendatario  no  podrá  subar- 
rendar ni  traspasar  el  lodo  ni  parte  de  la 
finca  sin  aprobación  del  dueño,  pero  po- 
drá sin  ella  vender  ó ceder  al  precio  que  le 
parezca  alguna  parte  de  los  pastos  ó frutos 
á no  ser  que  en  contrato  se  estipule  otra 
cosa. 

8. °  «Así  en  las  primeras  ventas  como 
en  las  ulteriores,  ningún  fruto  ni  produc- 
ción de  la  tierra,  ni  los  ganados  y sus  es- 
quilmos, ni  los  productos  de  la  caza  y pes- 
ca, ni  las  obras  del  trabajo  y de  la  industria 
estarán  sujetas  á tasas  m posturas,  sin  em- 
bargo de  cualesquiera  leyes  generales  ó mu- 
nicipales. Todo  se  podrá  vender  y revender 
al  precio  y en  la  manera  que  mas  acomode 
á sus  dueños,  con  tal  que  no  perjudiquen  á 
la  salud  pública;  y ninguna  persona,  cor- 
poración ni  establecimiento  tendrá  privile- 
gio de  preferencia  en  las  compras;  pero  se 
continuarán  observando  la  prohibición  de 
extraer  á paises  extranjeros  aquellas  cosas 
que  actualmente  no  se  puede  exportar,  y 
las  reglas  establecidas  en  cuanto  al  modo 
de  exportarse  los  frutos  que  pueden  serlo. 

9. °  «Quedará  enteramente  libre  y ex- 
pedito el  tráfico  y comercio  interior  de  gra- 
nos y demás  producciones  de  unas  á otras 
provincias  de  la  Monarquía,  y podrán  de- 
dicarse á él  los  ciudadanos  de  todas  clases, 
almacenar  sus  acopios  dónde  y como  mejor 
les  parezca,  y venderlos  al  precio  que  les 
acomode,  sin  necesidad  de  matricularse,  ni 
de  llevar  libros,  ni  de  recoger  testimonios 
de  las  compras. 

1U.  «En  ningún  caso  ni  por  ningún  tí- 
tulo se  podrá  hacer  ejecución  ni  embar- 
go en  las  mieses  que  después  de  segadas 
existan  en  los  rastrojos  ó en  las  eras,  hasta 
que  estén  limpios  y entrojados  los  granos; 
pero  se  podra  poner  interventor  cuando  el 
deudor  no  tenga  arraigo,  y no  dé  fianza  su- 
ficiente. Hasta  la  misma  época,  y mientras 
que  los  granos  existan  en  las  eras,  no  per- 
mitirán los  Alcaldes  y Ayuntamientos  de 
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los  pueblos  (JU6  S8  hdgAO  CU  6Ü&S  CUeStaCÍO- 
nes  ni  dctn fiiiílsis  algunas  dG  granos  por  nin- 
guna ciase  de  personas  ni  aun  por  los  reli- 
giosos de  las  órdenes  mendicantes. 

H.  «Se  observará  puntualmente  todo 
lo  demás  que  se  halla  prevenido  por  las  le- 
yes á favor  de  los  labradores  y ganaderos, 
en  cuanto  no  sea  contrario  á lo  que  se 
manda  en  este  decreto.  Lo  tendrá  entendido 
la  Regencia  del  Reino. — Dado  en  Cádiz  á 8 
de  junio  de  1808,»  (Decretos  de  las  Corles, 
t.  4 p.  80.) 

Ley  de  24  noviembre  de  1836. 

Por  esta  ley  se  restablece  el  decreto  de 
Jas  Cortes  de' 4 de  enero  de  1812  sobre 
montes  de  dominio  particular.  Se  inserta 
en  Montes. 

R.  O.  de  17  mayo  de  1838. 

Sobre  el  uso  y mancomunidad  de  pastos  públicos  y 

limitaciones  del  acotamiento, 

(Gob.)  «Enterada  S.  M.  la  Reina  Gober- 
nadora de  una  exposición  de  la  asociación 
general  de  ganaderos,  manifestando  los  ma- 
les que  ocasiona  en  algunos  territorios  la 
inobservancia  de  las  órdenes  vigentes,  so- 
bre el  uso  y mancomunidad  de  pastos  pú- 
blicos en  que  cifran  su  subsistencia  un  gran 
número  de  individuos  dedicados  á la  indus- 
tria pecuaria  con  cortas  piaras  de  ganados, 
y á fin  de  dispensar  á aquellos  la  protec- 
ción que  es  compatible  con  los  intereses  ge- 
nerales de  ios  pueblos,  ha  tenido  a bien  Su 
Majestad  que  se  observen  y cumplan  las 
disposiciones  siguientes: 

I. "  Que  los  jefes  políticos  cuiden  del 
exacto  cumplimiento  del  art.  5.°  del  Real 
decreto  de  división  territorial  de  50  de  no- 
viembre de  4833,  y 11  del  cap.  i.°  de  la 
instrucción,  que  con  la  misma  fecha  se  di- 
rigió á ios  subdelegados  de  fomento,  hoy 
jefes  políticos,  cuyas  disposiciones  no  están 
derogadas  por  ninguna  otra  posterior,  ha- 
ciendo entender  á los  Ayuntamientos  que 
las  demarcaciones  de  limites  entre  provin- 
cias, partidos  ó términos  municipales,  no 
alteran  ios  derechos  de  mancomunidad  de 
los  pueblos  en  los  prados,  pastos,  abreva- 
deros y demás  usufructos  que  han  poseído 
en  común. 

2.'  Que  ínterin  no  se  promulgue  la  ley 
que  anuncia  el  R.  D.,  se  mantenga  la  po- 
sesión de  los  pastos  públicos  y demás  apro- 
vechamientos de  una  sierra  ó de  la  tierra  de 
ciudad  ó villa  ó del  sesmo,  ó de  otro  distri- 
to común  de  cualquiera  denominación,  tal 
como  ha  existido  de  antiguo,  hasta  que  al- 
guno de  los  pueblos  comuneros  han  inten- 


tado novedades  en  perjuicio  de  los  demás. 

5.a  Que  el  Ayuntamiento  de  cualquiera 
de  tales  pueblos  que  pretenda  corresponder- 
le el  usufructo  privativo  para  sus  vecinos 
en  el  todo  ó parte  de  su  término  municipal, 
se  le  reserve  su  derecho,  de  que  podrá  usar 
en  tribunal  competente;  pero  sin  alterar  la 
tal  posesión  y aprovechamiento  común, 
hasta  que  judicialmente  se  declare  la  cues- 
tión de  propiedad. 

4.a  Qne  no  por  esto  se  haga  novedad  en 
el  üso  de  los  egidos  y dehesas  boyales  des- 
tinadas para  cada  pueblo  en  particular,  aun 
que  lo  demas  de  su  término  pertenezca  al 
común  de  la  tierra,  sesmo  ó territorio. 

5 ‘ Que  no  se  dé  al  art.  l.°  del  decreto 
de  las  Cortes  de  8 de  junio  de  1813,  resta- 
blecido por  el  de  S-  M.  de  6 de  setiem- 
bre de  1836,  mas  extensión  que  la  que  ex- 
presa su  letra  y espíritu,  según  los  cuales 
solo  se  autoriza  el  cerramiento  y acota- 
miento de  las  heredades  de  dominio  parti- 
cular, sin  perjuicio  de  las  servidumbres  que 
sobre  sí  tengan;  absteniéndose  de  consi- 
guiente los  Alcaldes  y Ayuntamientos,  bajo 
su  mas  estrecha  responsabilidad,  de  ejecu- 
tar ó consentir  el  acotamiento  ó adehesa- 
miento  de  aquellos  terrenos  públicos  que 
siempre  han  sido  de  aprovechamiento  co- 
mún de  uno  ó mas  pueblos,  sin  que  pre- 
ceda la  competente  facultad,  con  arreglo 
á lo  que  previene  la  ley  de  3 de  febre- 
ro de  1823  para  la  adopción  de  cualesquie- 
ra arbitrios;  impidiendo  asimismo  el  cerra- 
miento, ocupación  u otro  embarazo  de  las 
servidumbres  públicas  destinadas  al  uso  de 
hombres  y ganados,  que  en  ningún  caso 
pueden  ser  obstruidas. 

8.a  Que  las  Diputaciones  provinciales, 
ai  instruir  los  expedientes  sobre  acotar  para 
dehesa  ó labor  terrenos  públicos  de  uso  co- 
mún, cuando  sea  necesario  este  arbitrio,  oi- 
gan á las  juntas  de  ganaderos  ó sus  repre- 
sentantes y cuiden  se  haga  constar  queque- 
dan  pastos  suficientes  para  ios  ganados  del 
pueblo,  y que  no  se  embarazan  los  tránsi- 
tos, abrevaderos  y demás  servidumbres  ru- 
rales y pecuarias;  y si  el  terreno  que  se 
pretendiese  acotar  fuese  de  aprovechamien* 
to  general  de  varios  pueblos  comuneros, 
oirán  también  á sus  respectivos  Ayuntamien- 
tos y juntas  de  ganaderos.»  [CL.  í.  24,£>d- 
gina  127.) 

R.O.de  8 enero  de  1841. 

El  uso  y mancomunidad  de  pastos  públicos,  no  se 

entiende  con  los  de  dominio  particular. 

(Gqb.)  «La  R.  O.  de  17  de  mayo  de  1838, 
sobre  el  uso  y mancomunidad  de  pastos  pú- 
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jjlicos,  ha  dado  lugar  á varias  dudas  é inter- 
pretaciones, en  especial  acerca  del  contesto 
de  las  disposiciones  2.a  y 5. 4 Algunas  cor- 
poraciones y particulares  han  entendido 
que  dichas  disposiciones  se  referían  á man- 
tener en  la  posesión  de  ios  aprovechamien- 
tos á los  pueblos  que  acostumbraban  a dis- 
frutar por  mera  costumbre  terrenos  de  do- 
minio particular.  Enterada  de  estas  dudas 
la  regencia  provisional,  y considerando  ne- 
cesario aclarar  este  punto,  se  ha  servido 
mandar  que  se  haga  entender  que  todas  las 
disposiciones  contenidas  en  aquella  Real 
órden,  solo  tuvieron  por  objeto,  como  lo 
dá  bien  á conocer  su  preámbulo  y la  dispo- 
sición 1.a,  el  que  se  respeten  los  derechos 
de  los  pueblos  á los  pastos  comunes  en  ter- 
renos públicos,  ó mas  claro,  á impedir  que 
un  pueblo  comunero  estorbe  á otro  de  la 
misma  comunidad  la  entrada  de  sus  gana- 
dos «en  terrenos  sitos  en  la  jurisdicción  dei 
primero;  que  era  lo  mismo  que  estaba  man- 
dado en  el  art.  5.°  del  R.  D.  de  30  de  no- 
viembre de  1853,  y en  ei  11  del  capitulo 
primero  de  la  instrucción  de  la  misma  fe- 
chad que  se  refiere  la  disposición  1.a  de  di- 
cha R.  O.,  sin  que  nada  de  esto  tenga  rela- 
ción con  los  terrenos  de  dominio  particular, 
respetados  por  las  resoluciones  anteriores, 
y especialmente  por  el  decreto  de  las  Córtes 
de  8 de  junio  de  1813,  restablecido  por  Real 
decreto  de  6 de  setiembre  de  1836,  que  de- 
clara cerradas  y acotadas  perpetuamente 
las  heredades  de  particular  dominio,  salvas 
las  servidumbres;  y que  por  consiguiente 
cuanto  se  dice  de  pastos  públicos  ó comu- 
nes, debe  entenderse  de  los  que  así  se  de- 
nominan propiamente  por  hallarse  en  ter- 
renos que  lo  sean  de  uno  ó mas  pueblos.» 
{CU  t.  27 ,pág.  25.) 

ií.  O.  de  6 diciembre  de  1841  (1). 

Que  está  abolido  el  privilegio  de  los  ganaderos  de 
yeguas  para  llevarlas  apastar  áias  dehesas  ajenas 
y propiedades  particulares, 

«He  dado  cuenta  al  Regente  del  reino  del 
expediente  remitido  por  V.  S.  en  17  del 
mes  próximo  pasado  sobre  el  privilegio  que 
pretenden  sostener  algunos  criadores  de  ga- 
nado yeguar,  para  pastar  sus  ganados  en 
dehesas  ajenas  y propiedades  de  particula- 
res; y enterado  S.  A.  de  lo  expuesto  por 
esa  Diputación  provincial  y de  lo  que  pre- 
vienen las  disposiciones  vigentes,  se  ha  ser- 
vido resolver,  que  con  arreglo  á la  ley  de  8 
de  junio  de  1813,  esta  abolido  el  privilegio 


{{)  Publicada  con  otra  de  13  de  febrero 
de  1852. 

Tomo  I. 


expresado  de  los  criadores  de  ganado _ ye- 
guar, los  que,  si  se  consideran  agraviados 
podran  deducir  sus  acciones  como  juzguen 
conveniente  y según  lo  dispone  la  Real  ór- 
den de  11  de  febrero  de  1856.» 

R.  O.  de  6 mayo  de  1842. 

Se  halla  inserta  en  Vendimias. 

R.  O.  de  30  inaxjo  de  1842, 

Que  se  abstengan  los  Ayuntamientos  de  subastar  ó 
utilizar  los  pastos  de  propiedad  particular. 

«El  Regente  del  reino  se  ha  enterado  con 
la  mayor  detención  del  expediente  que 
obra  en  esta  secretaria,  instruido  á instan- 
cia de  varios  propietarios  déla  villa  de  Mo- 
lina, sobre  aprovechamientos  de  los  pastos 
de  sus  posesiones,  y en  vista  de  lo  que  re- 
sulta de  todo  lo  actuado,  y teniendo  pre- 
sentes las  disposiciones  legales  de  la  mate- 
ria, se  ha  servido  S.  A.  resolver: 

1. °  Que  tanto  los  reclamantes  como  to- 
dos los  propietarios  tienen  un  derecho  es- 
plícito  y terminante  para  aprovechar  del 
modo  que  mejor  les  convenga  los  pastos 
de  los  terrenos  que  posean  según  lo  dis- 
pone la  ley  vigente  de  8 de  junio  de  1813. 

2. °  Que  el  Ayuntamiento  de  Molina  se 
abstenga  de  subastar  ni  utilizar  en  manera 
alguna  los  pastos  que  se  hallen  en  propie- 
dad particular,  debiendo  acudir  á la  Dipu- 
tación provincial  proponiendo  los  arbitrios 
ó medios  que  necesite  para  cubrir  sus  aten- 
ciones con  arreglo  á la  ley,  valiéndose 
de  las  acciones  que  en  justicia  creyese  asis- 
tirle para  la  validez  del  título  con  que  re- 
clama los  referidos  pastos  según  lo  dispues- 
to en  R.  O.  de  11  de  febrero  de  1836. 

Y 3.°  Que  esta  resolución  sea  general 
para  los  casos  análogos  que  ocurran,  para 
lo  cual  se  dará  la  debida  publicidad  á fin  de 
evitar  reclamaciones  semejantes  y que  la 
propiedad  sea  respetada  según  lo  estable- 
cen las  leyes.» 

R.  O.  de  29  enero  de  1844. 

One  sí!  mantenga  á los  carraleros  en  ol  uso  de  pastos, 
"abrevaderos  y sueltas. 

(Gob.)  «He  dado  cuenta  á S.  M.  la  Rei- 
na de  una  exposición  de  los  comisarios  y 
procurador  general  de  la  asociación  de  car- 
reteros del  reino,  quejándose  de  que  en  al- 
gunas partes  no  se  respetan  los  derechos 
que  tienen  concedidos  para  el  uso  de  pas- 
tos , abrevaderos  , sueltas  y libre  tránsito 
por  los  pueblos,  caminos,  cañadas  y servi- 
dumbres, y solicitando  que  se  observen 
exactamente  las  disposiciones  relativas  á 
este  asunto  ; y en  vista  de  todo  S.  M. 
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ha  tenido  á bien  mandar  que  recuerde  á 
V.  S.,  como  Jo  verifico,  el  mas  exacto  f 
cumplimiento  de  lo  resuelto  por  R.  O.  de  ¡ 
4 de  junio  de  1839  (4),  encargándole  pro-  j 
cure  que  en  todas  partes  se  ampare  y man-  \ 
tenga  á los  carreteros  de  la  Cabaña  en  la  . 
posesión  de  los  derechos  que  con  tanta  jus- 
ticia disfrutan  hace  siglos,  de  manera  que  ; 
no  se  les  cause  vejación  alguna  en  su  paso 
por  los  caminos,  cañadas  y servidumbres,  ■ 
ni  se  les  impida  el  uso  de  sus  pastos,  abre-  f 
vaderos  y sueltas  que  son  comunes  á los  ¡ 
pueblos,  sin  que  por  este  uso  se  ¡es  exija 
tampoco  mas  derechos  ni  otras  cantidades  ■ 
que  el  establecido  por  los  mismos  para  los  [ 
ganados  de  sus  vecinos  en  los  terrenos  co-  jj 
muñes  y baldíos,  todo  en  los  mismos  tér-  ' 
minos  que  ya  están  repetidas  veces  preve-  , 
nidos  en  las  disposiciones  vigentes  acerca 
de  este  particular.»  (GL.  t.  32,  p.  157.) 

R.  O.  de  13  noviembre  de  1 844. 

Libro  uso  de  cañadas  y demás  servidumbres 
pecuarias. 

(Gob.)  «He  dado  cuenta  d S.  M-  de  una 
exposición  del  presidente  de  la  asociación 
general  de  ganaderos,  en  la  que  hace  pre- 
sente los  perjuicios  que  sufre  la  indus- 
tria pecuaria  por  la  inobservancia  de  las 
leyes  y demás  disposiciones  relativas  á la 
misma,  y la  necesidad  de  proveer  á su  re- 
medio haciendo  a los  Ayuntamientos  de 
los  pueblos  ciertas  prevenciones  que  pro- 
pone fundadas  todas  en  la  misma  legisla- 
ción actual. su  vista,  convencida  la  Rei- 
na de  que  ios  perjuicios  de  que  se  queja 
la  asociación  de  ganaderos,  no  traen  su 
origen  de  la  falta  de  leyes  y disposiciones 
protectoras,  sino  de  su  inobservancia  6 
apático  cumplimiento  por  parte  de  las 
autoridades  locales,  dispuestas  muchas  ve- 
ces á favorecer  ios  intereses  propios  mas 
bien  que  los  generales,  y decidida  á con- 
tinuar dispensando  su  protección  á una  in- ' 
dustria  que  tanto  interesa  á la  prosperidad  ] 
pública,  y mas  que  otra  alguna  ha  sufrido  ¡ 
las  calamitosas  consecuencias  de  la  guerra 
y de  los  trastornos  políticos;  se  ha  servido 
resolver,  que  mientras  tanto  que  se  aprue- 
ba por  las  Cortes  el  proyecto  de  ley  pecua- 
ria, cuya  redacción  está  próxima  á termi- 
narse, cuide  V.  S.  con  todo  el  esmero  y vi- 
gilancia posibles,  de  que  se  observen  y 
cumplan  todas  las  disposiciones  que  decla- 
ran á favor  de  la  ganadería  el  libre  uso  de 


(i)  La  R,  O.  de  4 de  junio  que  se  cita  se  li- 
mita a reencargar  el  cumplimiento  de  la  de 
Id  de  octubre  de  1837. 


las  eañadas,  cordeles,  abrevaderos  y demás 
servidumbres  pecuarias  establecidas  para 
el  tránsito  y aprovechamiento  común  de 
los  ganados  de  toda  especie;  los  descansa- 
deros, sesteaderos  y demás  terrenos  que 
bajo  cualquiera  denominación  hayan  dis- 
frutado hasta  aquí  para  sus  viajes  y nece- 
sidades, el  pasto,  no  tan  solo  de  los  terre- 
nos expresados,  sino  también  en  las  tierras 
comunes  en  los  términos  que  están  preve- 
nidos y con  exclusión  de  los  de  propios  y 
baldíos  arbitrados,  en  íin,  todas  las  demás 
concesiones  y protección  que  están  dispen- 
sadas á esta  industria  por  la  ley  Recopilada 
del  tít.  27  libro  7.°,  y Reales  resoluciones 
de  15  de  julio  y 23  de  setiembre  de  1836, 
17  de  mayo  de  1838, 24  de  febrero  de  1839 
y aclaratoria  de  8 de  enero  de  1841,  siendo 
la  voluntad  de  S.  M.  que  V.  S.  impida  por 
todos  los  medios  que  están  a!  alcance  de  su 
autoridad,  que  las  autoridades  locales  ni 
otra  persona  pongan  obstáculo  de  ninguna 
especie  para  el  goce  de  los  derechos  decla- 
rados, amparando  á los  ganaderos  con  arre- 
glo á las  leyes  en  los  casos  que  lo  solicita- 
sen, y concediéndoles  todos  los  auxilios  y 
protección  que  fueren  necesarios  en  obse- 
quio de  este  importante  ramo  de  la  riqueza 
pública.» 

R.  O.  de  25  noviembre  de  1847. 

Aclarando  la  inteligencia  de  las  palabras  «cerrados  y 
acotados.» 

(Com.  Inst.  y O.  P.)  «En  vista  de  la  ex- 
posición de  V.  S.  de  16  de  setiembre  del 
corriente  año  en  que  solicita  se  declaren  los 
términos  del  decreto  de  las  Górtes  de  13  de 
setiembre  de  1837  sobre  caza  y pesca,  en  el 
cual  se  previene  que  el  disfrute  de  ellas  en 
los  montes  y terrenos  de  que  trata  el  ar- 
tículo 3.°  del  decreto  de  14  de  enero  de 
181 2 sobre  abolición  de  ordenanzas  de  mon- 
tes y plantíos,  6 en  otros  que  estuviesen 
cerrados  ó acotados  corresponde  privativa- 
mente á los  dueños,  y que  nadie  podrá  ca- 
zar ni  pescar  en  ellos  sin  su  previo  permiso 
ó de  quien  sus  veces  hiciere;  consultando 
Y.  S.  si  las  cualidades  de  cerrados  y aco- 
tados ha  de  interpretarse  por  el  art.  36  de 
la  ley  sobre  caza  y pesca  dada  en  5 de  mayo 
de  1854,  ó por  el  primero  de  la  ley  de  8 de 
junio  de  1813,  restablecido  por  Real  decreto 
de  S.  M.  de  6 de  setiembre  de  4856,  pues 
de  su  diversa  inteligencia  resulta  que  los 
cazadores  se  crean  con  derecho  a entrar  en 
los  terrenos  de  propiedad  particular  que 
no  están  cerrados  de  pared  continua,  al  paso 
que  los  propietarios  defienden  la  entrada 
de  los  que  se  hallen  amojonados,  sostenien- 
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do  que  esta  es  la  significación  de  la  palabra 
acotados ; que  de  ello  se  originan  frecuentes 
disensiones,  y recientemente  una  en  que 
un  cazador  ha  dado  muerte  á un  criado  de 
labranza  que  se'  oponia  á su  invasión  en  las 
tierras  de  su  amo. 

Considerando:  i.°  Que  el  restableci- 
miento en  6 de  setiembre  de  1836  de  la  ley 
de  8 de  j unió  de  181 3 es  posterior  á la  pro- 
mulgación de  la  de  3 de  mayo  de  1834. 

2. °  Que  el  decreto  de  las  Córtes  de  13 
de  setiembre  de  1837  habla  de  terrenos 
cerrados  ó acolados , que  son  los  que  usa  y 
define  la  citada  ley  restablecida  en  6 de  se- 
tiembre de  1836,  al  paso  que  el  art.  36  de 
la  de  3 de  mayo  de  1834  emplea  y declara 
la  palabra  cerrados,  diferente  de  aquellas 
en  su  uso  y significación,  á que  se  añade 
que  la  ley  de  14  de  enero  de  1812,  resta- 
blecida por  decreto  de  las  Córtes  de  23  de 
noviembre  de  1836  a la  cual  hace  referencia 
el  decreto  de  13  de  setiembre  de  1837,  de 
cuyo  sentido  se  duda,  extendiendo  este  la 
misma  calificación  que  aquella  hace  de  los 
terrenos  destinados  á montes  y plantíos  á 
cualesquiera  terrenos,  cuya  dicha  ley  esta- 
blece que  aquellos  se  declaran  cerrados  y 
acotados,  pudiendo  su  dueño  cercarlos-, 
donde  por  una  parte  se  vé  la  diferencia  que 
hay  entre  ambas  palabras,  y que  la  ley  re- 
conoce por  cerrados  ó acotados  terrenos  que 
no  están  materialmente  cerrados. 

3. °  Que  las  palabras  cerrados  y acotados 
son  diversas,  y que  la  ley  las  reconoce  tales 
cuando  por  medio  de  la  conjunción  disyun- 
tiva las  une  dentro  de  una  misma  califica- 
ción que  aquella,  á saber,  la  de  asegurar 
al  dueño  su  exclusivo  uso. 

4. °  Que  acotar  tanto  quiere  decir  como 
poner  cotos  ó mojones , esto  es,  cualquiera 
señal  material  y visible  que  indique  el  he- 
cho de  la  propiedad  y la  voluntad  del 
dueño  de  disfrutarla  exclusivamente;  S.  M. 
la  Reina  (Q.  D G.)  oido  el  Consejo  Real  de 
Agricultura,  Industria  y Comercio,  me  or- 
dena que  manifieste  á V.  S.  que  no  hay 
lugar  en  el  presente  caso  ni  á duda,  ni  por 
consiguiente  a declaración  alguna:  que  la 
ley  prohíbe  la  invasión  en  todo  terreno  de 
propiedad  particular  que  esté  cerrado  o 
acotado,  sin  exigir  que  esté  cercado  de  pa- 
red continua. 

Por  tanto,  que  así  lo  haga  V.  S.  guardar 
y cumplir  sin  escusa  ni  pretesto  alguno 
contra  los  cazadores,  pescadores  y contra 
cualquiera  otra  persona  que  intente  seme- 
jantes invasiones  contrarias  al  texto  de  las 
leyes  y al  respeto  del  sagrado  derecho  de 
propiedad  que  las  ha  inspirado;  y en  el 
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caso  sensible  que  V.  S.  denuncia,  el  Go- 
bierno deS.  M.  cuenta  con  que  el  presunto 
reo  de  esa  intrusión,  que  lo  es  asimismo  de 
homicidio,  se  hallara  sujeto  á la  califica- 
cio  y fallo  de  los  tribunales  para  recibir, 
si  resultase  culpable,  el  codigno  castigo  de 
ambos  delitos.»  ( CL . t.  42,  p . 363.) 

R.  O.  de  9 junio  de  1848. 

Conforme  al  art.  1 " de  ia  ley  do  8 de  junio  de  1813 
los  dueños  de  las  heredades  tienen  facultad  de 
amojonarlas,  etc. 

(Com.  Inst.  y 0.  P.)  «Vista  la  instancia  de 
D.  Juan  León  y Torres,  propietario  y gana- 
dero de  la  villa  de  Fuente  del  Maestre,  en  esa 
provincia  cuya  instancia  í’ué  dirigida  al  Se- 
nado, y elevada  por  este  á S.  M.  para  la  re- 
solución conveniente,  yen  la  cual  pide  el 
interesado  que  se  fije  el  sentido  de  los  tér- 
minos del  art.  l.°  de  la  ley  de  8 de  junio 
de  1813,  restablecida  en  6 de  setiembre 
de  1836,  declarándose  en  primer  lugar  que 
la  facultad  de  amojonar  los  terrenos  cor- 
responde exclusivamente  a los  dueños  y no 
á los  Ayuntamientos,  ni  á ninguna  otra 
autoridad  ni  persona;  y en  el  segundo, 
que  el  art.  i.°  se  adicione  ó comente  con 
arreglo  á la  5."  de  las  disposiciones  que 
contiene  la  R.  O.  de  17  de  mayo  de  1858, 
y el  3.°  de  la  R.  O.  de  23  de  julio  de  1842. 

Considerando  que  es  terminante  el  tenor 
del  referido  art.  1.°  de  la  ley  de  8 de  junio 
de  1813,  restablecida  en  6 de  setiembre 
de  1836,  cuyo  tenor  es.  , ...  T ....  , 
Considerando  que  el  amojonamiento  es 
un  hecho  indicativo  de  propiedad  que  pue- 
de. tener  dos  orígenes:  primero,  la  volun- 
tad del  propietario,  con  arreglo  al  artículo 
de  la  ley  que  se  acaba  de  citar:  segundo, 
como  consecuencia  de  un  juicio  civil  de 
apeo  y deslinde  entablado  por  propieta- 
rio colindante,  ante  el  juzgado  de  primera 
instancia.  Considerando  qne  la  R.  O.  de  17 
de  mayo  de  1838  dicta  varias  disposiciones 
sobre  el  uso  y mancomunidad  de  pastos 
públicos,  que  por  una  parte  son  referentes 
a la  ley  de  Ayuntamientos  del  3 de  febrero 
de  1823  (ya  derogada)  y por  otra  no  pueden 
tener  aplicación  á las  propiedades  de  do- 
minio particular:  que  en  la  antedicha  de  23 
de  julio  de  1842  se  trata  de  apeos  y des- 
lindes de  terrenos  del  Estado,  ó del  caso 
en  que  aquellos  se  verifiquen  en  tierras  de 
propiedad  particular  lindantes  con  perte- 
nencias de  la  nación,  y finalmente,  que  el 
amojonamiento  de  que  se  habla  en  ellos  no 
es  el  primero,  sino  el  segundo  á que  hace 
referencia  el  considerando  anterior;  la 
Reina  (Q.  D.  G.},  cuyo  Gobierno  está 
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para  cumplir  y hacer  cumplir  las  leyes,  y 
no  para  alterar  su  sentido  con  interpreta- 
ciones y especialmente  siendo  de  aquellas 
que  le’pcrvirlieran  en  vez  de  aclararle,  se 
ha  dignado  disponer:  l.°que  se  reencargue 
el  mas  puntual  cumplimiento  del  artículo 
citado  de  la  ley  restablecida  de  1813,  diri- 
gido a asegurar  á los  propietarios  el  libre  y 
exclusivo  uso  de  su  propiedad,  pero  en  el 
bien  entendido  que  si  él  prefiere  no  ejer- 
citarle, no  ha  de  ser  dado  á ninguna  cor- 
poración ni  persona  atribuirse  este  ejerci- 
cio: y 2."  que  los  demás  extremos  de  la 
solicitud  de  D.  Juan  León  y Torres  son 
improcedentes,  y como  tales  y atentatorios 
al  libre  uso  del  derecho  de  propiedad  que 
la  ley  ha  querido  asegurar,  no  pueden  me- 
nos de  desestañarse  completamente.»  [CL. 
t.  44,  p.  110.) 

R.  O . de  13  febrero  de  1852. 

Qub  está  abolido  el  privilegio  de  los  ganaderos  [de 
yeguas  de  aprovecharse  de  los  pastos  ajenos  etc. 

(Fom.)  «Vista  la  solicitud  deducida  en 
este  Ministerio  por  D.  Francisco  de  Paula 
Horcasitas,  con  objeto  de  que  se  renueve 
la  R.  O.  dirigida  á V.  S.  en  6 de  diciembre 
de  1841  dictada  en  virtud  de  reclamación 
hecha  por  la  Diputación  provincial,  á fin 
de  procurar  el  cumplimiento  de  la  ley  de 
acotamientos  dada  en  8 de  junio  de  1813, 
y restablecida  en  6 de  setiembre  de  1836; 
atendiendo  á que  en  la  citada  Real  disposi- 
ción, al  paso  que  se  promueven  los  intere- 
ses de  la  agricultura,  afirmando  los  de  la 
propiedad  mediante  el  cumplimiento  de  las 
leyes,  se  dejan  á salvo  los  derechos  de  los 
dueños  de  ganado  yeguar  que  se  hallen  fun- 
dados en  algún  título  especial,  S.  M.  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  resolver  que 
se  recuerde  la  observancia  de  la  citada  Real 
orden,  publicándose  en  la  Gaceta  y Boletín 
oficial  de  este  Ministerio  para  el  general 
conocimiento  y observancia  » ( CL . t.  55, 
p.  182.) 

R.  O.  de  15  noviembre  de  1853. 

Derrotas.  Acotamiento  legal,  Rastrojeras  etc. 

(Fom.)  «Enteradas.  M.  la  Reina  (Q.D,  G.) 
de  la  abusiva  costumbre  arraigada  en  mu- 
chos pueblos  de  esa  provincia,  por  la  cual, 
apenas  alzados  los  frutos  de  las  mieses  que 
bajo  una  cerca  tienen  entre  sí  diversos  pro- 
pietarios se  abren  las  barreras  y se  rompen 
los  cierros,  entrando  á pastar  los  ganados, 
como  si  fuera  terreno  común;  atendiendo  á 
que  de  esta  suerte  al  paso  que  se  estropean 
sobremanera  las  expresadas  barreras  y cer- 
raduras, que  es  forzoso  recomponer  y aun 


reconstruir  todos  los  años;  y sobre  todo,  á 
que  con  este  sistema,  al  cual  con  tanta 
exactitud  cuadra  e!  bárbaro  nombre  de 
derrotas  con  que  es  conocido,  se  imposibi- 
ta  la  duplicación  y aun  la  rotación  de  cose- 
chas, el  plantío  de  viñedo  y arbolado,  y el 
cultivo  de  prados  artificiales,  sin  los  cuales 
es  imposible  el  fomento  y mejora  de  toda 
ganadería;  considerando  que  esta  es  una 
irrupción  que  se  hace  sobre  la  propiedad 
privada:,  que  las  leyes  sancionan  y ase- 
guran, y que  es  deber  del  Gobierno  hacer 
que  obtenga  un  respeto  inviolable;  oida 
la  sección  de  agricultura  del  Real  Consejo 
de  Agricultura,  Industria  y Comercio,  y de 
conformidad  con  su  dictámen,  se  ha  digna- 
do S.  M.  dictar  las  disposiciones  siguientes: 

1. a  Quedan  expresa  y terminantemente 
prohibidas,  así  en  esa  provincia  como  en 
todas  las  demás  en  que  estuviesen  introdu- 
cidas, las  llamadas  derrotas  de  las  mieses, 
ó bien  el  abrirlas  alzados  los  frutos  para 
que  entre  á pastarlas  el  ganado  de  todos  los 
vecinos.  Esta  prohibición  es  bajo  la  mas  es- 
trecha responsabilidad  del  Alcalde  y Ayun- 
tamiento que  autorice  ó consienta  cualquier 
contravención,  cuya  responsabilidad  le  exi- 
girá V.  S.  dando  cuenta  á S.  M. 

2. a  Correspondiendo  el  aprovechamien- 
to esclusivo  del  terreno  á su  propietario,  ó 
al  colono  que  le  cultiva,  solo  previo  el 
unánime  consentimiento  de  todos  los  pro- 
pietarios y colonos  de  la  mies,  el  cual  ha- 
brá de  constar  por  escrito,  podrá  autorizar- 
se la  apertura  de  la  misma;  pero  en  el  bien 
entendido  de  que  bastará  la  negativa,  ó el 
hecho  de  no  haber  dado  su  consentimiento 
esplicito,  uno  solo  de  los  mencionados  pro- 
pietatios  ó colonos  para  que  no  pueda  au- 
torizarse la  derrota. 

3. a  Aun  precedido  este  unánime  con- 
sentimiento, no  podra  verificarse  la  aper- 
tura de  la  mies,  sin  que  preceda  la  aproba- 
ción de  V.  S.,  insertándose  con  un  reextrac- 
to del  expediente  en  el  Boletín  de  la  pro- 
vincia, y dando  Y.  S.  cuenta  á la  Dirección 
general  de  Agricultura  con  remisión  de  un 
ejemplar  del  citado  Boletín. 

4. a  Además  de  ejercer  V.  S.  y los  Alcal- 
des la  mas  esquisrta  vigilancia  para  el  cum- 
plimiento de  estas  disposiciones,  los  dele- 
gados de  la  cria  caballar  y los  encargados 
de  sus  secciones  lo  quedan  directamente  de 
reclamar  de  los  Alcaldes  su  mas  puntual 
cumplimiento,  dando,  bajo  su  responsabi- 
lidad, cuenta  á V.  S.  de  toda  contravención 
que  se  hiciere  ó proyectare,  debiendo  poner 
en  conocimiento  de  la  Dirección  de  Agri- 
cultura el  haberlo  así  verificado  en  cada 
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caso  particular  para  poner  á cubierto  esa 
misma  responsabilidad. 

5.a,  6.a  y 7.a  Se  limitan  á encargar  que 
esta  Real  orden  se  inserte  repetidas  veces  en 
los  Boletines  oficiales  y que  «á  ella  se  aten- 
gan estrictamente  los  gobernadores  de  todas 
las  provincias  en  que  se  halle  introducido 
este  abuso.»  j 

«S.  M.  confia  en  el  celo  de  V.  S , de  los  i 
Alcaldes  y Ayuntamientos,  y de  los  delega- 
dos y encargados  de  la  cria  caballar,  y es- 
pera de  la  sensatez  de  los  pueblos  queV.  S 
gobierna  en  su  Real  nombre,  que  contribui- 
rán por  su  parte  á realizar  sus  maternales 
miras,  extirpando  una  corruptela  que  afren- 
ta nuestra  civilización  é impide  todo  ade- 
lanto en  nuestra  agricultura  y ganadería, 
elementos  tan  poderosos  para  la  riqueza  y 
prosperidad  del  Estado,  constante  objeto  de 
su  solicitud.  De  Real  órden  etc.  Madrid  15 
de  noviembre  de  4853.  ( CL . t.  60,  p.  380.) 

R.  O.  de  18  enero  de  1854.  L 

Qup.  so  cumplan  las  Reales  órdenes  de  C>  de  diciembre 

de  1841  y 13  de  febrero  de  1852. 

(Fom.)  «Vista  la  instancia  del  Ayunta- 
miento de  Badajoz  elevada  por  V.  S.  en  que  ; 
reclama  contra  la  R.  O.  de  6 de  diciembre 
de  4841,  cuyo  cumplimiento  se  recordó  por 
la  de  15  de  febrero  de  1852,  y en  las  cuales, 
á tenor  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  8 de 
junio  de  1813,  restablecida  en  6 de  setiem- 
bre de  1836,  el  privilegio  que  pretenden  te- 
ner los  criadores  de  ganado  yeguar  para  l le- 
varle á pastar  á las  dehesas  ajenas  de  pro- 
piedad particular,  se  declaró  abolido  en 
tanto  que  estos  ganaderos  no  estuviesen 
asistidos  de  un  titulo  especial  en  cuyo  caso 
podrían  deducir  las  acciones  que  vieren 
convenirles: 

Visto  el  informe  de  V.  S del  cual  resulta, 
entre  otros  hechos,  que  los  Ayuntamien- 
tos hacen  la  distribución  de  los  ganados  de 
les  vecinos  para  pastar  en  las  expresadas 
dehesas  ajenas: 

Vista  la  mencionada  ley  de  8 de  junio  de  , 
1813,  y la  de  18  de  mayo  de  1837  en  la  cual 
se  previene  que  no  se  inquiete  en  la  pose- 
sión y disfrute  de  sus  propiedades,  ni  aun 
á los  dueños  de  terrenos  que  fueron  arbitra- 
riamente roturados  siempre  que  los  hubie- 
sen mejorado  con  plantíos  de  viñedos  y ar- 
bolado: 

Oído  el  Consejo  Real  en  'sección  de  este 
Ministerio,  y de  conformidad  con  su  dicta- 
men, se  ha  dignado  resolver  que  sostenién- 
dose el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  j 
las  dos  citadas  Rs.  Ords.  de  0 de  diciem- 
bre de  4841  y 13  de  lebrero  de  1852  puesto  i 
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que  no  hay  en  ellas  nada  que  innovar,  pue- 
den los  que  se  consideren  agraviados  ejer- 
citar por  la  vía  competente  las  acciones  de 
que  se  crean  asistidos. — De  Real  órden  etc. 
Madrid  18  de  enerode  1854.»  [CL.'t.  61,jid- 
gina  78.) 

R.  O.  de  26  enero  de  1854. 

Que  los  terrenos  de  propios  repartidos  entre  vecinos 

ó roturados  arbitrariamente,  ate.,  se  consideran 

también  cerradoe  y acotados. 

(Fom.)  «Vista  la  instancia  deducida  por 
D.  Manuel  Marco  y otros  cincuenta  y seis 
individuos,  todos  vecinos  y propietarios  de 
la  villa  de  Encastillo,  en  esa  provincia,  en 
reclamación  contra  una  providencia  del  an- 
tecesor de  V.  E.  (cuyo  informe  asimismo  se 
ha  oido  en  este  expediente);  y por  cuya 
providencia  se  les  ha  privado  del  exclusivo 
aprovechamiento  de  los  pastos  de  sus  here- 
dades, que  han  sido  invadidas  simultánea- 
mente por  los  ganaderos  de  aquella  villa  y 
de  la  de  Sábada: 

Vista  la  ley  de  48  de  mayo  de  1837,  que 
asegura  la  propiedad  <4  todos  los  roturado- 
res de  terrenos  de  propios,  aun  cuando  ar- 
bitrariamente hayan  roturado, con  tal  que 
los  hayan  mejorado  plantándolos  de  viñedo 
o arbolado: 

Vista  la  ley  de  8 de  junio  de  1813,  resta- 
blecida en  6 de  setiembre  de  1856,  en  cuyo 
artículo  l.°  se  establece  que  todas  las  de- 
hesas, heredades  y demás  tierras  de  cual- 
quiera clase  pertenecientes  á dominio  par- 
ticular, ya  sean  libres  ó vinculadas,  se  de- 
claran cerradas  y acotadas  perpetuamente, 
y á sus  dueños  ó poseedores  en  la  facultad 
de  cerrarlas. 

Visto  que  los  reclamantes  afirman  sin  que 
se  haya  contradicho  en  el  expediente,  la 
pacífica  posesión  de  este  derecho  por  el  es- 
pacio de  15  años; 

Y atendiendo  á 'que  las  Rs.  Ords.  de  17 
de  mayo  y 23  de  diciembre  de  1838,  no 
son  ni  pudieran  ser  derogatorias  de  las  le- 
yes anteriormente  citadas;  oida  la  sección 
de  agricultura,  del  Real  Consejo  de  agri- 
cultura, industria  y comercio,  y de  confor- 
midad con  su  dictamen,  S.M.  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  se  ha  servido  resolver,  que  á 
tenor  y en  cumplimiento  de  las  citadas  le- 
yes, y sin  perjuicio  de  las  servidumbres  pú- 
blicas de  tránsito,  si  algunas  hubiere,  se 
tengan  por  cerradas  y acotadas  las  propie- 
dades que  son  objeto  de  esta  reclamación; 
las  cuales  sus  dueños  han  de  poder  cerrar 
i libremente  vedándose  la  entrada  en  ellas  á 
los  ganados.  Lo  cual  no  obste  para  que  si 
i alguno  estuviere  asistido  de  un  titulo  espe- 
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cial  para  Introducir  el  suyo  en  algunas  de 
estas  heredades,  ejercite  su  derecho  donde 
viere  convenirle.» 

R.  O.  de  16  agosto  de  1854. 

Con  arreglo  á la  ley  do  18)3  so  presume  que  la  pro- 
piedad está  libre  de  toda  servidumbre  de  pastos  etc. 

rio  probándose  lo  contrario. 

(Fom.)  «Vista  la  exposición  del  Ayunta- 
miento de  Badajoz,  en  que  reclama  contra 
las  Rs,  Ords.  dictadas  en  6 de  diciembre  de 
18il,  13  de  febrero  de  1852  y 18  de  enero 
de  1854,  por  las  cuales,  en  cumplimiento 
de  la  ley  de  junio  de  181o,  se  declaró  abo- 
lido el  privilegio  que  pretendían  tener  los 
criadores  [de  ganado  [yeguar,  para  que  sus 
ganados  pastasen  en  dehesas  de  propiedad 
particular. 

Vistos  los  documentos  que  e!  Ayunta- 
miento ha  exhibido: 

Visto  el  expediente  remitido  por  el  Mi- 
nisterio de  Gracia  y Justicia,  y á conse- 
cuencia del  cual  recayó  la  R.  O.  de  20  de 
abril  de  1845,  dictada  por  conducto  del 
mismo. 

Considerando,  que  en  las  expresadas  ór- 
denes se  dejan  á salvo  á los  ganaderos  los 
derechos  que  tengan  fundados  en  algún  tí- 
tulo especial;  que  á los  que  afirman  la  exis- 
tencia de  la  servidumbre,  incumbe  la  prue- 
ba: y qne  la  presunción  se  halla  siempre  á 
favor  de  la  libertad  y de  las  consecuencias 
del  derecho  de  propiedad,  tanto  mas  cuanto 
que  estas  se  hallan  expresamente  sanciona- 
das por  el  art.  1.°de  la  citada  ley,  en  el 
cual  se  derogan  hasta  las  leyes  anteriores 
que  hubiere  en  contrario. 

Oido  el  Consejo  Rea!  en  secciones  de  Fo- 
mento y Gracia  y Justicia  unidas,  S.  M.  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  resolver,  que 
se  esté  á lo  dispuesto  por  las  expresadas 
Rs.  Ords.  de  6 de  diciembre  de  1841  y 15 
de  febrero  de  1852,  señaladamente  por  la  de 
18  de  enero  del  año  corriente. — De  Real  or- 
den etc.  Madrid  16  de  agosto  de  1854.»— Lu- 
xan.  {CL.  t.  G2,  página  252.) 

R.  O.  de  28  febrero  de  1855. 
Rastrojeras,  Acotamiento  legal  de  la  propiadad  rural. 

«El  Exorno.  Sr.  Ministro  de  Fomento  me 
ha  dirigido  con  fecha  28  del  mes  próximo 
pasado  la  Real  orden  siguiente: 

«Visto  el  expediente  promovido  por  va- 
rios ganaderos  de  !a  villa  de  Alaejos,  tér- 
mino de  esa  provincia,  por  e!  cual  preten- 
den el  uso  de  los  pastos  y rastrojeras  de 
propiedad  particular  de  otros  labradores: 
Vista  la  resistencia  que  estos  presentan,  in- 
vocando su  derecho  de  propiedad1,  la  san- 


ción que  le  dála  ley  de  13  de  junio  de  1813, 
restablecida  en  1836,  y la  Real  orden  dicta- 
da en  20  de  noviembre  de  1853  que  para 
sostener  el  cumplimiento  de  dicha  ley  pro- 
hibió las  derrotas  en  cuanto  los  propieta- 
rios no  las  consintiesen  unánimemente:  Vis- 
tas las  disposiciones  dictadas  sobre  este 
asunto  por  uno  de  los  antecesores  de  V,  S. 
para  que  haciéndose  una  suma  de  las  obra- 
das de  tierras  que  poseen  los  ganaderos  y 
los  labradores  que  quieran  ceder  sus  pas- 
tos, esta  se  les  dé  junto  á un  lado  del  ter- 
ritorio, y al  opuesto,  junto  también,  se  re- 
serve otra  equivalente  para  los  labradores, 
que  se  resisten  á cederlos:  Considerando  que 
tan  singular  manera  de  expropiación  no 
puede  de  ningún  modo  consentirse;  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer  en- 
cargue á V-  S.  proteja  á los  labradores  en 
el  uso  exclusivo  de  su  propiedad  con  arre- 
glo á la  ley  citada  y á la  expresada  Real  ór- 
iien,  contra  lo  cual  si  alguno  tuviese  dere- 
cho fundado  en  título  especial  que  los  limi- 
te, podrá  acudir  á deducirlo  al  tribunal  ci- 
vil á quien,  como  en  cuestión  de  tuyo  y 
mió,  corresponde  su  calificación.»  De  Real 
orden  lo  digo  a V.  S.  para  su  conocimiento 
y fines  consiguientes  etc.  ( Boletín  oficial  de 
Valladolid  del  7 de  abril  de  1855.) 

Parte  doctrinal. 

§ 2-°  Consideraciones  sobre  la  nueva  legislación  de 
acotamientos. 

Piecopiladas  ya  todas  las  disposiciones 
que  se  han  dictado  sobre  esta  importan- 
te materia,  vamos  á decir  algunas  pala- 
bras, no  para  examinar  el  estado  de  de- 
cadencia y abatimiento  á que  vinieron 
lo  mismo  el  cultivo  que  la  ganadería, 
con  el  funesto  sistema  de  privilegios  con- 
cedidos á esta  en  los  últimos  siglos,  no 
tampoco  paro  averiguar  el  origen  de  es- 
tos privilegios,  sino  para  hacer  conocer 
á los  funcionarios  á quienes  dedicamos 
esta  obra  y á la  clase  agrícola  y ganade- 
ra, cuáles  son  los  derechos  que  según  la 
actual  legislación  disfruta  el  propietario 
agrícola,  cuáles  los  privilegios  que  con- 
serva la  ganadería  y cómo  se  entienden, 
cómo  se  conciban  las  disposiciones  de  la 
ley  de  8 de  junio  de  1813  y demás  que  se 
han  dictado  sobre  el  mismo  objeto,  para 
que  ni  se  menoscaben  aquellos  derechos 
ni  se  vea  la  ganadería  privada  de  los  pri- 
vilegios que  se  la  han  respetado. 

No  ha  mucho  todavía  que  la  propiedad 
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agrícola  no  podía  entre  nosotros  llamar- 
se propiedad;  porque  ni  el  propietario 
tenia  el  libre  y exclusivo  disfrute  de  sus 
fincas,  ni  podía  cerrarlas  ó cercarlas 
para  su  mejor  defensa,  ni  podia  desti- 
narlas á la  labor  ó al  cultivo  que  mas 
conviniere  á sus  intereses  ó á sus  cálcu- 
los, ni  era  dueño  de  hacer  la  cosecha  ó 
la  vendimia  cuando  viese  los  frutos  en 
sazón,  ni  podia  introducir  los  ganados 
propios  ó ajenos  en  sus  heredades , ni 
aprovecharse  de  sus  pastos,  ni  impedir 
por  último,  que  contra  su  voluntad  en- 
trasen los  ganados  de  otros  á aprove- 
charlos. 

Hoy  ha  cesado  por  fortuna  esta  situa- 
ción precaria;  los  exhorbitantes  privile- 
gios de  la  Mesta  y de  la  carreteria  que 
tanto  limitaban  los  derechos  del  propie- 
tario han  sido  abolidos,  ó quedado  re- 
ducidos á lo  que  deben  ser;  y sobre  la 
muerte  de  esos  odiosos  privilegios  mes- 
teños  reconocidos  en  nuestras  leyes  reco- 
piladas, ó en  concesiones  particulares 
de  los  Reyes,  se  ha  proclamado  el  prin- 
cipio de  que  todas  las  dehesas,  hereda- 
des y demás  tierras  de  cualquiera  clase, 
siendo  pertenecientes  á dominio  parti- 
cular, se  consideran  cerradas  y acotadas, 
con  el  exclusivo  disfrute  á favor  de  sus 
dueños,  con  la  libertad  de  cosecha  ó de 
recolección,  ó de  vendimia,  con  la  liber- 
tad de  introducir  el  dueño  sus  ganados 
ó los  ajenos  y de  aprovechar  exclusiva- 
mente sus  pastos  y rastrojeras  etc.,  y con 
la  libertad  de  prohibir  que  los  de  otros 
entren  á aprovecharlos  en  cualquier 
tiempo  que  sea,  antes  ó después  de  alza- 
dos ios  frutos,  sin  que  valgan  viciosas 
prácticas  en  contrario,  ó costumbres 
únicamente  fundadas  sobre  el  abuso,  sin 
título  alguno  legítimo  que  las  justifique. 

Este  principio  protector  de  la  propie- 
dad agrícola,  y reparador  de  los  muchos 
y grandes  agravios  que  ha  sufrido  se  ha- 
lla sancionado  de  una  manera  expresa  en 
el  citado  decreto  de  las  Cortes,  ó ley  de 
8 de  junio  de  1813,  restablecido  en  6 de- 
setiembre  de  1836,  y en  las  demás  dis- 
posiciones que  quedan  insertas  y que 
conviene  sean  bien  conocidas  por  todos, 
para  evitar  errores  ó equivocaciones  fu- 
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nestas,  que  nacen  de  quererse  restringir 
demasiado  ó de  ampliarse  mas  allá  de  lo 
justo  sus  legítimas  consecuencias. 

Pero  no  basta  que  hayamos  reunido 
todas  estas  disposiciones  ; es  necesario 
también  que  expongamos  de  una  mane- 
ra clara  y concisa  los  puntos  cardinales 
que  en  ellas  se  resuelven  , para  que  de 
este  modo  se  facilite  mas  su  inteligencia 
y la  aplicación  á los  casos  que  puedan 
ocurrir,  y se  eviten  tantos  conflictos  co- 
mo ocurren  todavía , ya  con  motivo  de 
indebidas  exigencias  de  los  ganaderos 
mesteños  y de  los  dueños  de  carreterías, 
ó bien  por  la  indebida  resistencia  que 
oponen  los  propietarios  y autoridades  lo- 
cales al  uso  de  las  cañadas,  abrevaderos 
y demás  servidumbres  públicas  que  la 
ley  quiere  que  se  respeten. 

§ 3 ° Punios  cardinales  á que  puede  reducirse  la  le- 
gislación de  acotamientos. 

Derechos  del  propietario.  La  ley  con- 
sidera cerradas  y acotadas,  aunque  no  lo 
estén  materialmente  , todas  las  dehesas, 
heredades  y demás  tierras  de  dominio 
particular,  y garantiza  por  consiguiente 
á los  dueños  su  libre  y exclusivo  goce  y 
aprovechamiento  , pudiendo  por  lo  mis- 
mo impedir  la  entrada  en  ellas  aunque 
no  estén  cercadas  de  pared  ó seto.  Esto 
no  es  aplicable  á aquellos  terrenos  públi- 
cos que  siempre  han  sido  de  aprovecha- 
miento común  de  uno  ó mas  pueblos. 
(Art.  1 . 0 ley  de  8 de  junio  de  1813  ; dis- 
posición 5 .ü  de  la  R.  O . de  17  de  mayo 
de  1838:  y R.  O.  de  25  noviembre  de 
•1847  etc.) 

Entiéndase  que  el  acotamiento  legal, 
si  bien  considera  las  propiedades  como 
cercadas  ó cerradas  para  los  efectos  que 
hemos  dicho  en  la  definición  (pág.  106), 
no  puede  de  ningún  modo  confundirse 
con  el  deslinde  y amojonamiento,  los 
cuales  son  hechos  voluntarios,  ó conse- 
cuencia de  un  juicio  de  deslinde  pero 
indicativos  de  propiedad  , no  los  mis- 
mos efectos  de  la  propiedad.  En  este 
sentido  es  sumamente  importante  la  Real 
orden  de  9 de  junio  de  1848  con  cuyo 
espíritu  y literal  contenido  estamos  de 
todo  punto  conformes. 

El  acotamiento  se  entiende  sin  per- 
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juicio  de  las  cañadas,  abrevaderos,  ca- 
minos, travesías  y toda  clase,  de  servi- 
dumbres que  por  título  legítimo,  pesen 
sobre  las  dehesas,  heredades  ó tierras. 
(Art.  l.°  ley  citada',  disposición  5.a  de 
la  /?.  0.  de  17  mayo  de  1838.) 

A pesar  de  cualesquiera  disposiciones 
municipales,  permisivas  ó prohibitivas, 
todo  propietario  en  uso  del  derecho  que- 
ja ley  le  proteje,  puede  en  todo  tiempo 
introducir  sus  ganados  ó los  ajenos  en 
sus  heredades,  é impedir  que  otros  los 
introduzcan  ó se  aprovechen  de  sus  pas- 
tos etc.  \{Art.  l.°,  ley  de  8 de  junio  de 
1813. — Rs.  Ords.  de  16  de  noviembre 
de  1833,  29  de  marzo  y 12  de  setiem- 
bre de  1834,  disposición  1.a  de  la  de 
11  de  febrero  de  1836.) 

También  puede  todo  propietario  des- 
tinar sus  fincas  al  cultivo  que  le  con- 
venga, ó á plantío,  ó á pasto,  ó ai  uso 
que  mejor  le  parezca,  y hacer  la  cose- 
cha cuando  lo  tenga  por  conveniente. 
[Art.  l.°  ley  de  8 de  junio,  y Reales  ór- 
denes de  31  de  agosto  de  1834,  6 de 
mayo  de  1842,  y 4 de  junio  de  1847.) 

Los  mismos  derechos  tienen  los  due- 
ños de  terrenos  de  propios  repartidos, 
ó arbitrariamente  roturados  en  su  caso. 
(7?.  0.  de  26  enero  de  1854.) 

Títulos  de  servidumbres , pastos  etc. 
No  deben  tenerse  por  títulos  de  servi- 
dumbre y de  pastos  á favor  de  particu- 
lares ó comunes,  sino  los  que  el  dere- 
cho reconoce  como  especiales  para  ad- 
quirir la  propiedad,  escluyéndose  por 
lo  mismo  todos  aquellos  que  se  fundan 
en  las  malas  prácticas  mas  ó menos  an- 
tiguas á que  se  ha  dado,  contra  lo  es- 
tablecido en  las  leyes,  el  nombre  de 
uso  ó costumbre.  (Disp.  2.a  de  la  Real- 
orden  de  11  de  febrero  de  1836. — Reales 
órdenes  de  6 setiembre  de  1841 , 13  fe- 
brero de  1852,  18  enero  y 16  aqosto  de 
1854.)  (1). 


(1)  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  tri- 
butando el  debido  respeto  á la  sanción  de  la 
ley  en  que  se  apoya  también  laR,  0.  de  11  de 
febrero  de  1836,  'ha  dicho  en  algunos  de  sus 
lalios  ue  casación;  que'todas;las  fincas,  por  su 
naturaleza  se  entienden  cerradas  y acotadas, 
y al  que  dispute  contra  esta  presunción  in- 
enmpe  probar  su  aserto,  (Sentencia  de  17  ma- 


E1  que  pretende  aprovechar  los  pas- 
tos de  suelo  ajeno  es  el  que  debe  pre- 
sentar el  título  de  adquisición.  ( Dispo- 
sición 3.a  de  la  R.  O.  de  11  de  febrero 
de  1836,  y demás  citadas  en  el  período 
anterior.) 

Enajenaciones  de  pastos  etc.  hechas 
por  los  Ayuntamientos.  No  valen  las 
enajenaciones  ó empeños  que  los  Ayun- 
tamientos hayan  hecho  de  los  pastos, 
rastrojeras  etc. , de  dominio  particular, 
que  por  efecto  de  malas  prácticas  so 
consideraban  del  común  en  muchas  par- 
tes. (Disp.  4.a  de  la  R.  0.  de  11  febre- 
ro de  1836.) 

Cañadas.— Abrevaderos . Respetados 
como  están,  y no  podian  menos  de  estar, 
por  la  ley  de  8 de  junio  de  1813  y dis- 
posiciones posteriores,  las  cañadas,  cor- 
deles, abrevaderos,  caminos  ó servidum- 
bres públicas,  no  puede  impedirse  su  uso 
ni  á la  carretería  ni  á los  ganados  de  to- 
das especies,  trashumantes,  estantes  ó 
riberiegos,  pudiendo  pacer  en  los  pastos 
comunes  de  los  pueblos  del  tránsito  en 
que  se  les  ha  permitido  hasta  ahora, 
mientras  conserven  esta  calidad.  (Artí- 
culos i.°  y 2.°  del  R.  D.  de  23  de  setiem- 
bre de  1836;  R.  O.  de  13  de  octubre  de 
1837;  disposiciones  5.a  y 6.a  de  la  de  17 
de  mayo  de  1838;  Rs.  Ords.  de  4 junio 
de  1839,  29  de  enero  y 13  noviembre 
de  1844). 

Pastos  comunes.  No  deben  conside- 
rarse pastos  comunes  los  propios  de  los 
pueblos,  ni  los  baldíos  arbitrados,  ni  los 

yo  de  1864):  que  no  se  debe  dar  importancia 
alguna  legal,  calificándolas  de  costumbres,  á 
las  malas  prácticas  que  por  mas  ó menos  tiem- 
po hqyan  prevalecido  en  los  pueblos  en  mate- 
ria de  uso  y aprovechamiento  común  que  co- 
mo servidumbre  pretendan  eorresponderles  en 
las  dehesas,  heredades  y otras  tierras  de  pro- 
piedad; sino  que  estas  servidumbres  han  de  es- 
tar apoyadas  en  títulos  especiales  de  adquisi- 
ción; y aun  en  este  caso  no  pueden  extender- 
se á mas  que  á lo  comprendido  en  los  mismos 
títulos.  (Sentencia  de  14  de  abril  de  1866):  que 
la  prueba  del  derecho  para  el  aprovechamien- 
to de  pastos,  incumbe  al  que  lo  alega,  sin 
que  baste  probar  el  uso  ó costumbre  por  an- 
tiguos que  sean , sino  que  ha  de  presentarse 
el  título  de  adquisición  del  derecho  y.  probar- 
se su  legitimidad  y validez  (sentencia  de  26 
de  noviembre  de  Í864)  —V-  Propiedad.  Ser- 
vidumbres. 
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egidos,  prados  y dehesas  boyales  desti- 
nadas para  cada  pueblo  en  particular, 
aunque  se  aprovechen  en  común.  ( Ar- 
ticulo 2.°  del  R.  D.  de  23  de  setiem- 
bre de  1836;  disp.  4.a  de  la  R.  0.  de 
17  mayo  de  1838.) 

Mancomunidades  de  pastos . Deben 
mantenerse  las  comunidades  de  pastos 
públicos  que  existen  entre  dos  ó varios 
pueblos  de  una  sierra,  ó jurisdicción,  ó 
sesmo,  etc.,  tales  como  hayan  existido 
de  antiguo,  sin  perjuicio  de  que  el  pue- 
blo que  pretenda  el  usufructo  privativo 
de  su  término  municipal,  use  de  su  de- 
recho en  tribunal  competente.  ( Dispo- 
siciones 2.a  y 3.a  de  la  R.  0.  de  17  de 
mayo  de  1838.) 

§ 4.°  Competencia  do  la  Administración  y da  los 

tribunales  en  materia  de  acotamientos. — Jurispru- 
dencia. 

Hay  muchas  competencias  suscitadas 
con  motivo  de  cuestiones  de  pastos  que 
están  relacionadas  con  la  materia  de 
acotamientos,  y aunque  en  el  artículo 
Pastos  comunes  hemos  de  comprender 
uno  por  uno  abreviadamente  todos  los 
puntos  resueltos,  citando  las  decisiones 
en  que  se  encuentran,  bueno  es  que  an- 
ticipemos aquí  para  mayor  ilustración 
del  artículo  Acotamientos  cuál  es  la  doc- 
trina que  sobre  estos  se  establece  por  la 
jurisprudencia  del  Consejo  Real. 

Este  alto  cuerpo  no  ha  podido  menos 
de  reconocer  en  sus  consultas  que  la 
terminante  declaración  de  la  ley,  de  que 
todos  los  terrenos  de  propiedad  parti- 
cular se  consideran  cerrados  y acotados, 
y la  autorización  general  y directa  que 
para  cercarlos  concede  á sus  dueños, 
hace  innecesaria  y supérflua  la  autori- 
zación especial  de  parte  de  los  Ayunta- 
mientos, Diputaciones  y Gobernadores 
de  provincia.  Así  lo  consignó  expresa- 
mente en  su  decisión  de  8 de  agosto  de 
1846,  en  la  competencia  entre  el  Gober- 
nador de  Toledo  (ó  la  Diputación)  y el 
juez  de  Torrijos. 

Pero  como  á la  Administración  la  to- 
ca mantener  el  estado  de  cosas  existen- 
tes en  materia  de  pastos  comunes  y ser- 
vidumbres públicas,  é impedir  por  lo 
tanto  ef  adehesamiento  ó acotamiento  de 


aquellos  terrenos  públicos  que  hubiesen 
sido  siempre  de  aprovechamiento  común 
de  uno  ó mas  pueblos,  siempre  que  sea 
un  hecho  reconocido  que  los  terrenos 
en  cuestión  son  de  aprovechamiento  co- 
mún, de  aqui  la  facilidad  con  que  las 
autoridades  administrativa  y judieial 
confunden  los  límites  de  su  respectiva 
competencia  y la  frecuencia  con  que  se 
han  promovido  contiendas  de  juris- 
dicción. 

A la  autoridad  administrativa  no  la 
toca  pues  intervenir  directamente  en  los 
acotamientos  de  heredades  particulares 
que  la  ley  considera  ya  acotadas;  y en 
este  concepto  hemos  visto  que  se  resol- 
vió en  8 de  agosto  de  1846  la  competen- 
cia entre  el  jefe  político  de  Toledo  y el 
juez  de  Torrijos,  y se  hallan  resueltas 
también  otras  de  19  del  mismo  mes,  de 
24  de  marzo  de  1847;  de  17  noviembre 
del  mismo  año,  y de  23  de  febrero  de 
1848,  suscitadas  respectivamente  entre 
el  jefe  de  Badajoz  y el  juez  de  Llerena, 
el  jefe  de  Toledo  y el  juez  de  Talavera, 
el  referido  jefe  de  Badajoz  y el  juez  de 
Villanueva  de  la  Serena. 

Pero  si  la  autorización  de  la  autoridad 
administrativa  es  innecesaria  en  estos 
asuntos,  no  debemos  perder  de  vista  que 
también  lo  es  la  de  la  autoridad  judicial 
por  la  misma  razón.  Esto  no  tiene  lugar 
en  el  caso  de  promoverse  obstáculos  para 
el  libre  uso  de  la  facultad  concedida  por 
la  ley,  pues  claro  es  que  entonces,  no  se 
invoca  una  autorización  sino  la  protec- 
ción y amparo  en  el  derecho  que  la  mis- 
ma ley  reconoce  Jo  cual  es  propio  de  los 
tribunales. 

Sin  embargo,  hay  que  tener  en  cuen- 
ta, cuando  los  obstáculos  ó dificultades 
consisten  en  una  providencia  adminis- 
trativa, que  según  la  R.  0.  de  8 de  ma- 
yo de  1839,  son  improcedentes  los  inter- 
dictos dirigidos  á contrariar  providencias 
dictadas  por  los  Ayuntamientos,  y demás 
autoridades  administrativas  en  asuntos 
de  sus  atribuciones  según  las  leyes,  y 
que  invocándose  por  estas  la  conserva- 
ción de  una  servidumbre  pública  en  los 
terrenos  que  sean  objeto  de  la  cuestión, 
es  evidente  que  la  materia  es  adminis- 
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trativa,  principalmente  cuando  sea  reco- 
nocido^ indubitable  el  liecho  de  la  ser- 
vidumbre que  se  invoca.  No  se  estiende 
á mas  tampoco  la  facultad  y el  deber  de 
procurar  la  conservación  de  las  fincas  y 
servidumbres  del  común  que  concede  á 
los  Alcaldes  el  art.  74,  párrafo  2.°  de  la 
ley  municipal. — V.  Conservación  de  fin- 
cas del  COMUN. 

Bastantes,  en  nuestro  concepto  estas 
breves  indicaciones  para  determinar  la 
competencia  de  los  tribunales  y de  la  Ad- 
ministración en  esta  importante  materia 
con  relación  á casos  especiales,  solo  nos 
resta  añadir,  que  no  obstante  lo  dicho, 
es  propio  de  la  Administración  el  adop- 
tar medidas  generales  protectoras  de  la 
propiedad,  conformándose  á las  leyes,  y 
procurando  no  herir  intereses  privados; 
que  es  no  solo  una  facultad  que  la  per- 
tenece, sino  hasta  un  deber  estrechísimo 
que  le  está  impuesto  por  las  leyes  de 
Ayuntamientos  y Gobiernos  de  provincia 
de  8 de  enero  y 2 de  abril  de  1845.  Sin 
la  protección,  sin  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad municipal,  sin  las  prudentes  y 
rígidas  medidas  adoptadas  por  sus  ban- 
dos y ordenanzas,  la  propiedad  rural,  no 
merecerla  tal  nombre  y estaría  siempre 
á merced  de  cualquiera. 

Modelo  de  bando 

para  arreglar  el  aprovechara  ¡en  ta  de  rastrojeras  j 
demás  pastos  de  heredades  y sobro  otros  objetos  de 
la  policía  rural. 

Vamos  á dar  un  modelo  de  bando 
para  arreglar  algunos  puntos  importan- 
tes de  la  policía  rural. 

La  propiedad  agrícola,  después  de  ha- 
berse sacudido  de  los  odiosos  é irritantes 
privilegios  establecidos  á favor  de  la  Mes- 
ta  que  tanto  detenían  su  fomento  y des- 
arrollo, bien  necesita  ahora  la  protección 
eficaz  de  la  autoridad  municipal , que 
debe  esmerarse  en  adoptar  las  medidas 
conducentes  para  que  las  leyes  lleguen  á 
ser  una  verdad,  haciendo  que  poco  á 
poco  vayan  desapareciendo  las  rutinas 
que  engendraron  aquellos  privilegios. 

Las  rastrojeras,  la  pámpana,  las  yer- 
bas, los  aprovechamientos  todos  de  las 
propiedades  rurales  ya  hemos  visto  que 
son  exclusivas  de  los  dueños  de  las  mis- 


mas, y es  incalificable  el  abuso  de  conti- 
nuar considerándolos  como  suyos  los 
que  por  tener  rebaños  están  interesados 
en  que  siga  tan  perniciosa  costumbre, 
contra  lo  mandato  en  la  ley  de  8 de  ju- 
nio de  1813  y demás  importantes  dispo- 
siciones sobre  libertad  de  cultivo,  liber- 
tad de  cosechas,  acotamiento  de  hereda- 
dades  y servidumbres  de  pastos. 

Sabemos  bien  nosotros  algo  de  lo  que 
pasa  en  los  pueblos;  sabemos  los  inte- 
reses encontrados  que  hay  necesaria- 
mente entre  los  que  son  propietarios  y 
ganaderos  y los  que  son  solamente  pro- 
pietarios; tenemos  íntimas,  muy  ínti- 
timas  convicciones  en  este  particular,  y 
no  queremos  ni  debemos  retraernos  de 
defender  y propagar  cuanto  nos  sea  po- 
sible la  saludable  doctrina  de  nuestras 
modernas  leyes. 

No  desconocemos  tampoco  lo  difícil 
que  es  en  algunas  localidades  dar  el  pri- 
mer paso,  y hay  que  luchar  á veces  has- 
ta con  dificultades  de  mera  ejecución; 
pero  es  necesario  vencerlas  á toda  costa: 
que  la  inacción  y la  tolerancia  de  la  au- 
toridad municipal  son  de  todo  punto  in- 
disculpables en  esta  materia.  Á un  lado 
pues  toda  clase  de  indebidas  conside- 
raciones, y vayamos  así  poco  á poco  en- 
señando á los  pueblos  que  al  propietario 
es  á quien  pertenecen  exclusivamente 
todos  los  aprovecbamientos.de  sus  here- 
dades. En  el  bando  que  formulamos  á 
continuación  nos  hemos  propuesto  esto 
mismo,  y creemos  que  con  el  medio  en 
él  adoptado  pueden  obtenérselos  mejo- 
res resultados.  Hemos  comprendido  en 
él  algunos  otros  puntos  de  la  policía  ru- 
ral, pero  los  arts.  4.°  y o.°  son  los  que 
principalmente  hemos  dedicado  á dar  so- 
lución á las  mas  graves  dificultades  que 
ofrece  la  ley  de  acotamientos,  atendida 
la  estremada  subdivisión  á que  se  lleva 
en  algunas  provincias  la  propiedad  ter- 
ritorial. Hé  aquí  el  modelo: 

D,  N.  Alcalde  constitucional  de 

Hago  saber:  Que  en  uso  de  sus  atri- 
buciones, y deseando  que  se  guarde  por 
todos  el  respeto  debido  á la  propiedad 
y haya  buen  órden  en  la  recolección  y 
acarreo  de  las  mieses  y uso  de  pastos 
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evitándose  á la  vez  abusos  que  es  ne- 
cesario corregir  á toda  costa,  na  dispues- 
to este  Ayuntamiento  y el  Sr.  Goherna- 
■ dor  de  la  provincia  ha  aprobado  lo  si- 
guiente : 

Artículo  1 ,°  Los  dueños  de  palomares  de- 
berán tener  cerradas  las  palomas  desde 
el  dia  15  de  junio  hasta  igual  dia  del 
mes  de  agosto  (o  dos  meses  que  se  fija- 
rán empezando  á contar  desde  el  dia 
que  se  crea  mas.  á propósito  ) Los  con- 
traventores incurrirán  en  la  multa  de 
10  escudos  por  primera  vez  (1),  la  de 
15  por  la  segunda,  y 20  por  la  tercera. 

Art.  2.°  También  deberán  tenerse  cerra- 
das las  gallinas  y otras  aves  domésti- 
cas de  las  casas  contiguas  á las  eras  y 
heredades  sembradas,  b:  la  multa  de 

un  escudo  por  la  primera  vez,  dos  por  la 
segunda  y ocho  por  la  tercera. 

Art.  3.°  La  misma  pena  del  artículo  ante- 
rior se  impondrá  á los  dueños  de  cerdos 
y de  toda  clase  de  ganados  que  anden 
sueltos  ó en  disposición  de  causar  daño, 
debiendo  tenerse  cerrados  ó echarse  al 
duleroó  porquerizo. 

Esta  pena  se  entiende  sin  perjuicio  de 
la  indemnización  de  daños  que  se  im- 
pondrá por  mi  autoridad  a justa  regula- 
ción de  peritos.  Los  ganados  de  todas 
clases  que  sean  cogidos  abandonados,  ó 
haciendo  daño,  serán  encerrados  en  el 
corral  de  la  Villa  y no  se  soltarán  sin 
que  su  dueño  pague  la  multa  é indem- 
nización ó garantice  su  pago  con  otra 
prenda. 

Art.  4.°  Por  regla  general  se  prohíbe  in- 
troducir los  rebaños  en  las  rastrojeras 
hasta  el  dia  siguiente  inmediato  á ha- 
berse terminado  por  completo  la  reco- 
lección y acarreo  de  las  mieses  del  tér- 
mino. También  se  prohíbe  en  todo  tiem- 
po introducirlos  en  las  heredades,  tier- 
ras de  labor  y viñas  después  de  haber 
llovido  y mientras  la  tierra  no  esté 
oreada,  para  evitar  su  apelmazamiento 
tan  perjudicial  á la  vejetacion  y fertili- 
dad de  los  campos.  En  todo  caso  se  ob- 
servará lo  prevenido  en  las  reglas  1" 
2.a  y 3.a  del  art.  5.° 

Art.  5.°  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  son  libres  los  dueños 
de  heredades  ó sus  arrendatarios  para 
introducir  sus  ganados  ó los  ajenos,  ó 
para  impedir  que  otros  los  introduzcan 


(1)  Artículos  21  y 22  riel  R,  I),  de  3 de  ma- 
yo de  1834,  y regla  3.a  del  de  18  de  igual  mes 
de  1853. 
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en  sus  propias  heredades,  siempre  que 
lo  tengan  por  conveniente, ¿¡n'perjuicio 
de  los  derechos  de  tercero;  pero  en  todo 
caso  cuidarán  de  que  usando  de  su  pro- 
piedad, no  se  cause  el  mas  leve  daño  en 
las  fincas  ajenas,  bajo  las  penas  impues- 
tas en  los  arls.  487,  488,  496  y 497  del 
Código  penal  , y ademas  bajo  las  reglas 
y con  las  limitaciones  siguientes; 

Primera,  Todos  los  años  en  el  mesde...-. 
se  abrirá  en  la  Secretaría  del  Ayunta- 
miento un  registro  de  todos  los  propie- 
tarios y colonos  del  término  municipal, 
que  individualmente  ó unidos  con  otros, 
quieran  disfrutar  el  aprovechamiento 
exclusivo  de  la  pámpana  y rastrojera  y 
de  toda  clase  de  pastos  naturales  de  sus 
heredades.  Los  que  se  reserven  dicho 
aprovechamiento  presentarán  en  la  di- 
cha Secretaría  una  nota  individual  de 
sus  fincas  expresando  suestensíon,  los 
linderos  y la  clase  de  camino,  paso  ó 
entrada  para  cada  una  de  ellas. 

Segunda.  Los  derechos  del  propietario 
reconocidos  en  el  art.  5.“  de  este  hando, 
no  se  entienden  para  con  los  retíanos 
ó hatos  de  ganados  en  las  fincas  que  no 
linden  con  camino  ni  contengan  por  lo 
menos  una  extensión  de  cincuenta  áreas 
para  cada  cinco  cabezas  de  ganado  que 
so  introduzcan  pero  a fin  de  facilitar  el 
libre  ejercicio  de  los  derechos  de  pro- 
piedad , podrán  los  dueños  y colonos 
asociarse  entre  sí  formando  grupos  de 
heredades,  siempre  que  lo  pongan  en 
conocimiento  de  la  municipalidad  como 
se  previene  en  la  regla  anterior. 

Tercera.  Los  que  cada  año  no  manifiesten 
al  Ayuntamiento  en  la  forma  expresada 
en  las  reglas  anteriores,  que  se  reservan 
e!  aprovechamiento  de  los  pastos  de  sus 
heredades  de  labor  ó viñas,  no  se  per- 
judican por  eso  en  su  derecho,  ni  limi- 
tan el  de  poder  llevar  a ellas  sus  propios 
ganados  de  labor,  ni  mucho  menos  el 
labrarlas  y utilizarlas,  cuándo  y cómo  lo 
tengan  por  conveniente:  pero  sise  en- 
tiende que  por  entonces  autorizan  al 
Ayuntamiento  para  que  con  las  limita- 
ciones indicadas  y con  entera  sujeción 
á lo  dispuesto  en  el  art.  4.“  de  este  ban- 
do, pueda  utilizar  exclusivamente  las 
rastrojeras  y demás  pastos,  á beneficio 
del  fondo  municipal  y principalmente 
con  aplicación  á la  policía  rural.  El 
Ayuntamiento  admitirá  . el  encabeza- 
miento de  los  ganados  á razón  de 

milésimas  por  cada  oveja; por  ca- 

bra, etc.  etc.  Si  no  se  concertarse  el  en- 
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cabezamiento  se  abrirá  subasta,  y si 
tampoco  hubiese  postor  se  aprovecharán 
ios  pastos  de  dichos  terrenos  exclusiva- 
mente por  los  ganados  de  labor,  prohi- 
biéndose la  entrada  á los  rebaños,  bajo 
las  penas  establecidas  en  el  Código  penal. 
Al  t.  6.°  Se  prohíbe  atravesar  sembrados 
ajenos,  a pié  ó á caballo,  no  siendo  en 
uso  derecho  de  servidumbre  para  lle- 
gar á.  heredades  propias,  bajo  las  penas 
de  un  escudo  á cuatro  establecidas  en 
el  Código  penal  (i) . 

Arl.  7.“  Se  prohíbe  espigar  en  heredad 
ajena  no  siendo  con  autorización  del 
dueño  de  ella.  Las  personas  que  se  de- 
diquen al  espigueo  solo  podrán  hacerlo 
desde  una  hora  después  de  empezadas 
las  labores  y hasta  otra  hora  antes  de 
dejarlas,  y no  podrán  pernoctar  en  el 
campo. 

Art.  8.w  Los  guardas  municipales  quedan 
encargados  de  denunciar  á mi  autoridad 
y á los  Sres.  Teniente  de  Alcalde  las 
infracciones  de  este  bando,  las  cuales 
serán  castigadas  con  todo  rigor,  dispues- 
to como  estoy  á que  la  propiedad  sea 
por  todos  respetada  y á concluir  con 
abusos  que  son  lan  perjudiciales. 

Tal  parte  á tantos  etc. 

El  Alcalde . 

Tal  es  la  Ordenanza  con  cuyas  dispo- 
siciones creemos  puede  darse  cima  á una 
de  las  mayores  dificultades  que  ofrece 
en  su  aplicación  ia  ley  de  acotamientos. 
Esta  dificultad  es,  ya  lo  dejamos  dicho, 
la  estremada  división  de  la  propiedad 
rural,  la  cual  tanto  contribuye  á eterni- 
zar las  abusivas  costumbres  de  otros 
tiempos  haciendo  en  gran  parte  ilusorio 
el  acotamiento  legal , é ilusorios  á la  vez 
los  grandes  beneficios  que  el  legislador 
quiso  derramar  sobre  la  agricultura  li- 
brándola del  ominoso  yugo  que  la  im- 
pusieron los  exhorbilantes  privilegios  de 
la  mesta. 

§ 5.°  Revisión  de  las  leyes  rurales. 

El  Gobierno  creó  por  R.  D.  de  4 de 
octubre  de  1854  una  comisión  especial 
compuesta  de  personas  muy  competen- 
tes, con  el  encargo  de  revisar  las  leyes  y 
reglamentos  que  interesan  á la  prosperi- 
dad rural.  En  el  preámbulo  decía:  que 
desde  la  primera  época  de  nuestra  rege- 

(1)  Art,  495,  párrafos  21,  22,  23  y 24. 


neracion  política  en  este  siglo,  ha  sido  la 
propiedad  agrícola  objeto  de  constante 
solicitud  para  la  representación  nacional 
y para  el  Gobierno;  pero  que  sus  esfuer- 
zos, aunque  nacidos  de.  un  solo  pensa- 
miento, ni  han  obedecido  siempre  á un 
sistema  fijo,  ni  han  dejado  de  encontrar 
á veces  ya  en  otras  leyes,  ya  en  las  cos- 
tumbres, ya  en  los  hombres  obstáculos 
que  han  enervado  cuando  no  han  para- 
lizado su  acción  : que  la  ley  de  acota- 
mientos de  1813  dictada  con  el  espíritu 
de  dar  seguridad  y ensanche  á la  propie- 
dad rural,  viene  siendo  comentada  con 
variedad  por  la  Administración  y aplica- 
da también  por  los  tribunales  con  varia 
jurisprudencia  , basta  el  punto  en  que 
todo  sea  en  ella  cuestionable ; y que  era 
necesario  por  lo  mismo  «no  solo  resta- 
blecer su  letra  sino  también  decidir  y 
fijar  su  espíritu  y sentido.» 

Sin  que  nosotros  convengamos  en  que 
haya  tanta  necesidad  de  restablecer  la  le- 
tra de  la  ley  de  acotamientos  ni  de  deci- 
dir sobre  su  espíritu  y sentido  , porque 
la  letra  está  viva  y su  espíritu  el  Gobier- 
no no  le  ha  puesto  nunca  en  duda,  con- 
sideramos sí  muy  necesaria  y muy  ur- 
gente una  buena  ley  de  policía  rural , ó 
mejor  , un  buen  Código  rural  que  , con 
sabias  y bien  meditadas  disposiciones, 
restablezca  el  crédito  territorial  y remue- 
va también  cuantos  obstáculos  se  oponen 
á que  en  la  práctica  sea  una  verdad  el 
acotamiento  legal.  Esto  es  indudable- 
mente lo  que  el  Gobierno  se  proponia;  y 
es  de  sentir  que  nada  se  baya  adelantado 
todavía  después  de  cuatro  años. 

§ 6.°  Informe  de  la  Sociedad  económica  Matritense. 


Ya  han  visto  nuestros  lectores  en  su 
Ingar  la  R.  0.  de  6 de  octubre  de  1834 
con  el  proyecto  de  ley  sobre  cerramientos 
rurales  que  el  Gobierno  formuló,  el  cual 
no  llegó  á elevarse  á lev,  ni  tal  como  es- 
taba ni  reformado,  sin  duda  por  el  resta- 
blecimiento de  la  ley  de  8 de  junio  de 
1813. 


La  grande  importancia  de  esta  materia, 
pendiente  todavía  de  revisión  definitiva, 
nos  obliga  á insistir  en  ella  hasta  haber 
interesado  mas  la  atención  de  las  perso- 
nas ilustradas,  y con  este  objeto  inserta- 
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mos  á continuación  el  notable  informe 
que  sobre  el  referido  proyecto  de  ley  re- 
mitió al  Gobierno  en  1835  1a  Sociedad 
económica  Matritense.  Es  el  siguiente: 

Informe 

sobre  el  proyecto  de  ley  de  cerramiento  de  hereda- 
des rumies  remitido  ' al  Gobierno  por  la  Sociedad 
económica  Matritense  (1). 

I.  La  Real  Sociedad  económica  Matri- 
tense ha  examinado  detenidamente  el  pro- 
yecto de  la  ley  sobre  cerramiento  de  las  he- 
redades rurales,  que  de  Real  orden  se  la 
ha  dirigido  para  que  haga  sobre  el  mis- 
ino las  observaciones  que  la  parezcan.  La 
Sociedad  ha  experimentado  el  mas  puro 
placer  al  ver  que  S.  M.  se  ha  dignado  de 
tomar  en  consideración  un  asunto  de  tanto 
interés  y espera  de  la  ley  que  se  prepara, 
no  solo  el  mas  eficaz  fomento  de  nuestra 
decadente  agricultura,  sino  una  mejora 
progresiva  en  la  condición  física  y moral 
de  un  gran  número  de  españoles.  Él  culti- 
vo ganará  inmediatamente  con  el  cerra- 
miento de  las  tierras;  ganarán  los  labrado- 
res aprovechando  todos  los  productos  y 
hasta  los  desperdicios  de  estas;  ganará  la 
población,  y se  extenderá  por  los  campos 
haciendo  mas  sencillas  las  costumbres  y 
mas  fuerte  la  eonstiüiciou  física  de  nuestros 
labradores,  proporcionando  esto,  además 
de  un  aumento  considerable  en  la  riqueza 
pública,  una  seguridad  en  los  caminos,  que 
de  otro  modo  es  difícil  sino  imposible  ob- 
tener. Estas  y otras  ventajas,  que  mas  ó 
menos  prontamente  han  de  ser  el  resultado 
natural  del  cerramiento  de  las  fierras,  eran 
bien  conocidas  de  algunos  distinguidos  eco- 
nomistas y eminentes  patriotas  que  en  el 
siglo  anterior  y principios  de  este  levanta- 
ron su  voz  contra  la  prohibición  de  cerrar 
las  tierras,  que  sin  estar  sancionada  por 
nuestras  leyes,  se  mantenía  por  la  mala  in- 
terpretación de  algunas,  quo  se  dieron  por 
circunstancias  pasageras  y para  determina- 
dos lugares,  y mas  todavía,  por  el  interés 
y empeño  de  los  ganaderos  que  tan  favore- 
cidos han  sido  entre  nosotros  con  mengua 
y notable  daño  de  la  agricultura.  Esta  So- 
ciedad ha  proclamado  también  en  cuantas 
ocasiones  ha  podido  hacerlo,  el  principio 
del  libre  cerramiento  de  las  tierras,  y esta 


(1)  La  Sociedad  y la  clase  de  agricultura  se 
ocuparon  eu  varias'  sesiones  de  las  bases  de 
este  informe  que  redactó  después  con  arreglo 
á las  mismas  el  Sr.  D.  Salustiano  Olózaga.  El 
proyecto  de  ley  queda  inserto  en  su  lugar  con 
la  JL  O.  de  6 de  octubre  de  1834. 


importante  verdad  desconocida  lastimosa- 
mente por  tantos  siglos,  ha  ido  de  este 
modo  haciéndose  lugar  al  través  de  tantas 
preocupaciones  y de  intereses  opuestos. 
Nada  ha  podido  resistir  á la  fuerza  de  su 
demostración,  a la  experiencia  con  que  los 
ejemplos  prácticos  de  otros  países  la  san- 
cionan, al  prestigio,  y autoridad  de  los 
hombres  que  en  el  nuestro  la  han  defendi- 
do. La  verdad  ha  triunfado,  y su  triunfo  es 
tanto  mas  seguro  cuanto  mas  lento  ha  sido. 
Pero  reconocer  un  principio  y proclamarlo 
como  dogma  legal , aunque  sea  lo  principal 
no  es  ciertamente  lo  mas  difícil.  La  mayor 
dificultad  consiste  en  su  aplicación  y la  So- 
ciedad lo  ha  conocido  asi  prácticamente  al 
examinar  en  su  totalidad  y artículo  por  ar- 
tículo el  proyecto  de  la  ley  que  se  le  ha  di- 
rigido. Habiendo  sido  pasado  á la  clase  que 
correspondía,  formada  una  comisión  al  in- 
tento, presentados  varios  trabajos  sobre  el 
particular,  discutidas  todos  los  puntos  con 
el  mayor  detenimiento,  se  han  hecho  sobre 
cada  uno  varias  observaciones  de  mas  órne- 
nos importancia,  que  seria  muy  prolijo 
presentar  con  alguna  extensión  pero  que 
todas  deben  ser  aquí  consignadas  por  si 
fueren  de  alguna  utilidad. 

II.  Empezando  por  el  epígrafe  del  pro- 
yecto de  ley  que  dice  ser  sobre  el  cerra- 
miento de  las  heredades  rurales , cree  ia  so- 
ciedad que  no  expresa  suficientemente  el 
objeto  que  ia  ley  se  propone.  El  cerramien- 
to puede  ser  material  ó convencional.  La 
ley  trata  de  ambos;  ambos  tienen  nombre 
diferente,  y estos  nombres  parece  que  de- 
bían anunciarse  en  el  epígrafe.  Si  la  Socie- 
dad se  hubiera  equivocado  en  la  inteligen- 
cia del  proyecto  de  ley,  si  el  objeto  de  este 
fuese  únicamente  el  dar  facultad  para  cer- 
car materialmente  las  tierras  dejando  las 
demas  en  el  mismo  estado  que  tienen  en  el 
dia,  la  Sociedad  tendría  por  incompleto  el 
proyecto.  Así  que  le  considerará  como  que 
se  estiende  ó debe  estenderse  á toda  clase 
de  cerramientos  De  las  heredades  rurales: 
esta  expresión  es  propia,  pero  no  lo  seria 
menos  la  de  tierras,  que  es  mas  breve,  mas 
popular  y nada  culta.  Ll  estilo  délas  leyes, 
á la  par  que  decoroso,  dehe  ser  en  estremo 
sencillo,  y como  sus  palabras  han  de  ser 
repetidas  por  hombres  de  todas  las  clases  de 
ia  sociedad,  importa  que  sean  muy  claras  y 
sancionadas  por  el  uso,  para  que  hasta  los 
mas  rudos  las  entiendan.  Ademas  permi- 
tiendo, como  parece  debe  permitirse,  cer- 
rar las  tierras  pertenecientes  á los  propios 
de  los  pueblos,  la  palabra  heredad  aplicada 
á estas  no  seria  muy  propia. 
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III.  Pero  quizá  formada  la  ley  desapa- 
rezca el  epígrafe  y esta  observación  sea  in- 
útil- No  lo  sería  del  todo  sin  embargo  porque 
en  el  art.  f.°  se  emplea  la  expresión  fincas 
rurales,  sobre  cuyas  palabras  puede  decirse 
poco  mas  ó menos  lo  mismo  que  sobre  las 
del  epígrafe,  debiendo  además  advertirse 
que  sean  las  que  fueren  las  que  se  adopten, 
deben  usarse  constantemente  y sin  ninguna 
alteración  en  toda  la  ley.  En  el  lenguaje  le- 
gal, mas  que  de  evitar  repeticiones,  se  debe 
cuidar  de  que  baya  suma  claridad  y exacti- 
tud. Importa  por  lo  mismo  distinguir  per- 
fectamente lo  que  se  entiende  por  cerrar  las 
tierras  de  lo  que  se  entiende  por  cercarlas. 
Para  ambas  cosas  concede  justamente  fa- 
cultad el  art.  1."  del  proyecto,  pero  siendo 
tan  diferentes  en  si  mismas  y en  sus  resul- 
tados, debería  el  mismo  articulo  definirlas 
con  toda  precisión.  Cercar  una  tierra  es  ha- 
cer alrededor  de  ella  una  tapia,  vallado  ú 
otra  cosa  que  impida  materialmente  la  en- 
trada. Cerrar  es  acotar  un  terreno  deslin- 
dado para  impedir  la  entrada  en  é!en  nom- 
bre de  la  ley.  Como  acontecerá  frecuente- 
mente que  estas  dos  palabras  cerrar  y cercar 
vayan  juntas  es  muy  fácil  que  se  confundan 
por  la  gran  semejanza  que  tienen  en  su  es- 
tructura y sonido,  y para  evitarlo  podría 
adoptarse  en  lugar  de  la  palabra  cerrar  la 
de  acotar,  que  expresa  perfectamente  la 
misma  idea  (1). 

IV.  En  cuanto  al  art.  l.°  en  que  se  con- 
sagra cual  corresponde  el  principio  de  la 
libertad  de  los  cerramientos,  poco  puede 
decirse.  Solo  seria  de  desear  que  se  hiciese 
de  una  manera  mas  general  y absoluta 
comprendiendo  en  una  sola  palabra  á los 
dueños  de  las  tierras  que  hasta  aquí  se  han 
podido  cerrar  y cercar  y á todos  los  demás. 
Todos  tienen  igual  derecho,  todos  deben  re- 
cibirlo de  la  misma  ley  y sin  diferencia  al- 
guna, ni  aun  en  la  expresión.  Si  hasta  aqni 
ha  habido  terrenos  favorecidos  y otros  per- 
judicados, nada  importa  para  en  adelante 
en  que  todos  han  de  ser  de  igual  condición. 
Sobre  la  clase  de  cerca  que  pueda  emplear- 
se, dice  el  artículo,  pared,  seto  ó cualquiera 
otra  especie  de  vallado.  Debe  en  efecto  de- 
jarse en  esta  parte  la  mayor  libertad  á los 
labradores,  pero  no  tanta  que  perjudique 
á los  dueños  de  las  tierras  colindantes.  Hay 

(i)  En  efecto,  «cerrar»  según  el  Diccionario 
de  la  Academia,  e,s  «poner  algún  impedimento 
que  estorbe  la  entrada  ó salida  de  alguna  co- 
sa.» Basta  pues  para  el  efecto  que  el  impedi- 
mento sea  una  declaración  ó prohibición  de  la 
ley  ó un  coto  ó señal  que  indique  la  propie- 
dad. (N.  del  A.)  * r 


plantas  que  los  autores  geopónicos  reco- 
miendan mucho  para  las  cercas  y que  son 
escelentes  en  efecto,  pero  que  tienen  el 
grande  inconveniente  de  estenderse  dema- 
siado por  las  tierras  inmediatas  y de  inun- 
darlas con  sus  retoños.  Tales  son  las  cam- 
broneras (Lycium  Europeum.  Lin.)  y las 
zarzas  (Rubus  fruticosds.  Lin.)  con  las  que 
no  debe  permitirse  cercar  sino  en  las  orillas 
de  los  caminos  y ríos.  Y cualquiera  que  sea 
la  especie  de  cerca  que  se  haga,  parece  in- 
útil advertir  que  ha  de  ser  en  terreno  pro- 
pio Sin  tomar  nada  de  la  linde. 

V.  Como  esto  puede  dar  lugar  á algunas 
usurpaciones  de  terrenos  y con  las  cercas 
impedirse  el  uso  de  algunas  servidumbres 
trata  el  art.  2.°  de  impedirlo;  pero  parece 
que  esto  debería  ocupar  el  ultimo  lugar  en 
la  ley,  y en  él  lo  examinará  la  Sociedad. 
Primero  es  fijar  los  derechos  y sus  restric- 
ciones, y después  tratar  de  su  ejecución. 

VI.  Pasando  pues  al  art.  3.°  se  reconoce 
fácilmente  como  una  consecuencia  del  l.° 
la  prohibición  que  establece  de  entrar  en 
las  tierras  cerradas  ó cercadas  bajo  pretesto 
de  espigar,  rebuscar  etc.  Un  espíritu  su- 
persticioso y una  compasión  mal  dirigida 
han  hecho  creer  á muchos  que  debían  de- 
jarse á los  pobres  estos  recursos  y respetar- 
se como  si  fueran  su  verdadero  patrimonio; 
pero  este  y otros  medios  semejantes  solo 
han  servido  para  mantener  y fomentar  la 
vagancia  y mendiguez  de  millares  de  espa- 
ñoles. Y no  es  este  el  solo  mal  que  se  ha 
hecho  con  permitir  la  libre  entrada  en  las 
tierras  y el  aprovechamiento  de  sus  des- 
perdicios. El  efecto  moral  y la  tendencia  de 
esta  costumbre  destruye  por  su  base  el  gran 
principio  de  la  propiedad.  Si  ha  de  ser  res- 
petado como  el  bien  de  la  sociedad  exige, 
es  menester  que  no  haya  un  solo  caso  en 
que  la  propiedad  ajena  pueda  ser  hollada, 
en  que  ios  vagos  puedan  aprovecharse  del 
fruto  debido  al  trabajo  de  otros  hombres. 
De  otro  modo  se  pierde  el  santo  prestigio 
con  que  debe  ser  defendida  la  propiedad,  y 
los  que  una  vez  la  han  invadido  con  cierta 
apariencia  de  legalidad  no  la  respetaran 
jamás  aunque  esta  apariencia  falte  si  la  uti- 
lidad existe.  Compárese  la  inseguridad  de 
nuestros  campos  y la  ineficacia  de  los  me- 
dios empleados  para  custodiar  los  frutos 
con  el  espectáculo  que  en  esta  parte  ofrece 
la  Francia  donde  el  hábito  de  mirar  las  he- 
redades como  un  sagrado  en  que  no  es  líci- 
to penetrar  mas  que  á sus  dueños,  hace  que 
pasen  las  gentes  bajo  de  los  árboles  planta- 
dos en  las  lindes  de  los  caminos  sin  que  se 

1 atrevan  jamás  á tocar  las  frutas  con  que 
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convidan.  Estos  resultados  tan  diferentes 
prueban  la  desventaja  de  nuestro  antiguo 
sistema  y merecen  tenerse  presentes  por  los 
que  se  retraerían  de  variarlo  por  una  mal 
entendida  piedad.  Pero  quiza  el  articulo  no 
necesitaba  esta  defensa  porque  pocas  serán 
ya  las  personas  que  no  estén  convencidas 
de  su  grande  utilidad.  En  cuanto  á su  re- 
dacción debe  notarse  que  la  espresion  bajo 
pretesto  de  espigar  no  es  la  mas  propia,  por 
que  no  solo  se  prohibe  la  entrada  con  este 
pretesto  sino  con  este  motivo,  es  decir,  se 
prohibe  la  cosa  en  sí  misma. 

VIL  El  art.  4.°  establece  la  prohibición 
de  entrar  á pastar  los  ganados  en  las  tierras 
cerradas  ó cercadas,  pero  esto  que  es  la 
mayor  ventaja  y el  objeto  principal  de  la 
ley  no  puede  lograrse  sin  algunos  inconve- 
nientes que  importa  examinar,  á fin  de  dis- 
minuirlos en  cuanto  sea  posible.  Despoja- 
dos en  España  desde  tiempo  inmemorial 
los  labradores  del  aprovechamiento  de  los 
restos  y despojos  de  ios  frutos  debidos  á su 
trabajo  y de  los  que  espontáneamente  pro- 
ducen las  tierras,  sostenida  á costa  de  la 
agricultura  la  ganadería,  favorecida  en  de- 
masía por  las  leyes  y las  opiniones  domi- 
nantes, la  ley  que  de  repente  la  prive  de  la 
libertad  indefinida  que  hasta  aquí  ba  tenido 
de  pastar  en  terrenos  ajenos,  causará  una 
verdadera  revolución.  La  revolución  es 
justa,  porque  lo  es  el  principio  que  la  di- 
rige, el  de  la  propiedad  aplicada  en  toda  su 
estension;  la  revolución  es  útil,  porque 
tiende  á unir  la  industria  pecuaria  con  la 
agricultura  que  bien  hermanadas  se  ayuda- 
rán reciprocamente  tanto  como  hasta  aquí 
se  han  perjudicado,  pero  la  revolución  no 
puede  hacerse  sin  causar  un  trastorno  que  , 
produzca  por  de  pronto  males  de  gran  con- 
sideración. Esto  ha  llamado  muy  especial- 
mente la  atención  de  la  Sociedad,  que  con- 
siderando que  promulgada  la  ley  de  que  se 
trata  quedan  sin  pastos  los  ganados  y sin 
ganados  los  labradores,  ha  buscado  con  el 
mayor  empeño  un  medio  que  concilie  estos 
estreñios,  y que  poniendo  en  armonía  loá 
intereses  de  todos  haga  que  ganen  ios  unos 
lo  que  los  otros  pierdan,  y evite  la  ruina 
de  la  ganadería  y el  inmenso  vacío  que  su 
pérdida  dejaría  en  la  riqueza  pública.  Si  la 
Sociedad  creyera  que  eran  rigurosamente 
aplicables  en  todas  ocasiones  las  teorías 
económicas  que  desde  su  fundación  ha  sos- 
tenido y propagado,* vería  con  tranquilidad 
el  porvenir  que  la  ley  anuncia,  y diría: 

Íiues  que  los  ganaderos  carecen  de  pastos  y 
os  labradores  no  los  necesitan,  el  legisla- 
dor puede  abandonar  estas  clases  á si  mis* 
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mas  y ellas  concluirán  por  entenderse:  la 
compra  y venta  de.  los  pastos  será  fácil  y 
justa  como  en  todas  las  cosas  en  que  el  co- 
mercio es  libre.  Así  parece  á primera  vista, 
pero  á poco  que  se  profundice  en  esta  ma- 
teria se  conoce  que  aun  prescindiendo  de 
tantas  dificultades  como  se  opondrían  en  el 
momento  á !a  realización  de  semejantes 
contratos,  el  tiempo  solo  que  invertirían 
los  ganaderos  en  hacerlos  con  los  innume- 
rables dueños  de  las  tierras  que  pastarían 
sus  ganados,  sobre  todo  en  las  provincias 
en  que  está  muy  repartida  la  propiedad  y 
donde  los  rebaños  son  muy  numerosos, 
baria  casi  imposible  la  manutención.  Menos 
tardarían  estos  en  consumir  los  pastos  que 
los  dueños  en  convenirse  sobre  su  precio. 
La  cortedad  de  este,  que  respecto  de  fas 
heredades  pequeñas  se  reducirá  á una  can- 
tidad insignificante  aun  para  los  pobres 
labradores,  los  baria  remisos  cuando  me- 
nos en  arreglar  estos  tratos,  y no  bastaría 
á simplificarlos  toda  la  diligencia  de  ios 
ganaderos.  Ademas,  un  número,  tan  inmen- 
so de  contratos  que  con  poquísimas  escep- 
ciones  se  harían  de  palabra  y muchos  por 
medio  de  terceras  personas,  darian  lugar  á 
infinitas  dudas  y desavenencias  que  origi- 
narían otros  tantos  pleitos,  siendo  en  ulti- 
mo resultado  para  los  curiales  da  utilidad 
que  se  quiere  dejar  á ios  labradores.  Como 
remedio  de  tantos  males  imaginó  la  Socie- 
dad establecer  la  mancomunidad  de  estos 
para  disponer  de  los  pastos  correspondien- 
tes á todos  los  vecinos  de  un  mismo  pue- 
blo. La  operación  se  simplificaba  de  este 
modo  en  beneficio  de  los  ganaderos,  y á los 
labradores  no  se  les  privaba  del  precio  de 
sus  pastos.  Pero  la  mancomunidad  forzada 
no  podía  admitirse,  porque  siendo  el  ob- 
jeto de  la  ley  el  asegurar  a los  particulares 
el  libre  y absoluto  uso  de  sus  propiedades, 
hubiera  sido  establecer  un  contraprincipio 
el  obligarles  á ponerlas  en  común  para 
mayor  comodidad  y ahorro  de  los  ganade- 
ros. Y siendo  libre  la  mancomunidad,  ó lo 
ha  de  ser  tanto  que  solo  se  forme  entre  los 
que  voluntariamente  quieran  hacer  parte 
de  ella,  en  cuyo  caso  no  puede  mandarse 
en  la  ley,  ni  es  necesario  ni  propio  de  su 
objeto  el  aconsejarlo,  ó se  ha  de  obligar  al 
menor  número  á pasar  por  lo  que  decida 
la  mayoría,  y entonces  la  mancomunidad 
es  forzada  para  los  que  no  la  aprueban 
y la  injusticia  con  respecto  de  estos  evi- 
dente, y no  menos  manifiesta  la  contradic- 
ción con  el  objeto  de  la  ley.  Además  si  la 
mancomunidad  se  establecía  de  cualquiera 
de  estos  modos,  se  podía  temer  que  coliga- 
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dos  los  labradores  y orgullosos  por  el  triun- 
fo que  la  ley  les  concede  sobre  los  ganade- 
ros, tratasen  de  dar  la  ley  á estos  y ejer- 
ciesen, alzando  excesivamente  el  precio  de 
jos  pastos,  una  especie  de  represalia  de  las 
vejaciones  que  hasta  aquí  han  sufrido.  Si 
tales  coaliciones  deben  evitarse  con  el  ma- 
yor cuidado  en  todo  buen  régimen  admi- 
nistrativo, es  menester  convenir  que  nin- 
gunas serian  mas  perjudiciales  que  estas; 
porque  además  del  perjuicio  directo  que 
causarían,  harían  uno  muy  grande  á la  na- 
ción. Es  una  verdad  reconocida  por  todos 
los  inteligentes,  que  ninguna  nación  puede 
competir  con  la  España  en  la  baratura  de 
la  manutención  de  sus  ganados,  y de  aquí 
se  deduce  lo  que  interesa  su  multiplicación 
y la  inmensa  utilidad  que  de  esta  granjeria 
podemos  prometernos.  Si  esta  verdad  nece- 
sitase mayor  demostración,  la  tendría  con 
el  auxilio  de  los  interesantes  datos  que  aca- 
ba de  publicar  un  individuo  de  esta  Socie- 
dad, que  tan  justamente  ocupa  en  ella  un 
lugar  distinguido.  Pero  basta  haber  indica- 
do este  gravísimo  inconveniente  que  se  se- 
guiría de  establecer  la  mancomunidad,  aun- 
que no  fuera  esta  inadmisible  por  contrariar 
abiertamente  el  objeto  de  la  ley  que  se  me- 
dita. 

VIH.  Habiendo  pues  de  renunciar  á 
está  idea  por  tan  poderosas  razones,  y no 
hallando  ningún  otro  medio  de  obviar  los 
inconvenientes  que  en  esta  parte  presenta 
la  ley,  parece  que  deben  suspenderse  por 
algún  tiempo  los  efectos  de  esta.  No  pro- 
pone la  Sociedad  una  suspensión  indefinida 
ni  puede  temerse  del  celo  y energía  con 
que,  en  cuanto  de  ella  pende,  promueve  las 
reformas  útiles,  que  vaya  a imitar  la  falsa 
prudencia  de  los  que  siempre  hallan  razo- 
nes para  respetar  los  abusos  y nunca  creen 
llegado  el  tiempo  oportuno  para  hacer  el 
bien.  No,  la  suspensión  que  la  Sociedad 
desea  no  es  para  que  desaprovechando 
esta  ocasión  favorable,  quede  sin  remedio 
un  mal  envejecido  que  se  perpetuaría  con- 
tinuando asi  como  interinamente,  pues 
siempre  se  hallarían  las  mismas  dificulta- 
des para  que  desapareciese;  por  el  contra- 
rio, el  objeto  de  esta  suspensión  es  asegu- 
rar en  todas  sus  partes  el  cumplimiento  de 
la  ley  haciéndola  útil  á todos  los  interesa- 
dos en  su  ejecución.  Esto  se  conseguiría  á 
juicio  de  la  Sociedad  si  promulgada  la  ley 
sin  mas  dilación  que  la  necesaria  para 
proceder  á su  formación  y sanción,  se  fija- 
se en  ella  un  plazo  algo  considerable  para 
que  empezase  á regir  en  todas  sus  partes. 
Eu  este  tiempo  medio  se  coneiliarian  lenta 


y seguramente  los  intereses  de  todos;  los 
labradores  comprarían  ganado  en  propor- 
ción á la  estension  de  sus  tierras  para  apro- 
vechar todos  sus  pastos,  y los  ganaderos, 
que  de  otro  modo  no  podrían  obtenerlos 
cómodamente,  comprarían  tierras  y se  ha- 
rían labradores.  Así  se  hermanarían  la  in- 
dustria pecuaria  y la  agricultura,  que  es 
el  gran  problema  que  hay  que  resolver 
para  que  ambas  progresen  y produzcan  un 
notable  aumento  en  la  riqueza  pública.  De 
este  modo,  además  de  estar  mejor  cuidado 
el  ganado  y de  multiplicarse  con  mas  faci- 
lidad tendrán  los  labradores  pobres  algu- 
nos recursos  muy  importantes , como  la 
carne,  leche,  queso,  lana  y otros;  y en  los 
anos  de  malas  cosechas  será  menos  deses- 
perada su  situación;  y aun  los  infelices 
que  no  puedan  comprar  ningún  ganado, 
lo  tomarán  en  arrendamiento  por  los  mé- 
todos ya  conocidos  y otros  que  se  irán 
introduciendo  tan  pronto  como  se  asegure 
á los  dueños  de  las  tierras  el  aprovecha- 
miento exclusivo  de  sus  yerbas.  Pero  todo 
esto  pide  tiempo,  y este  tiempo  es  el  que 
conviene  fijar  para  que  la  ley  reciba  su 
completa  ejecución.  No  se  aventurará  la 
Sociedad  á fijarla  por  si  misma;  pero  para 
que  no  quede  tan  en  vago  esta  parte  de 
su  informe,  indicará  aunque  con  descon- 
fianza que  no  debe  en  su  opinión  bajar  de 
tres  años.  Pudiera  acaso  sostenerse  que  se 
debería  estender  á cinco  años,  fundándo- 
se en  que  este  es  el  termino  medio  de  la 
vida  de  las  reses  lanares,  y en  que  no  se 
debe  por  consideración  a la  riqueza  pú- 
blica imponer  a ios  ganados  la  pena  de 
esperanza  engañada  que  con  tanto  cuidado 
debe  evitarse  respecto  de  ios  hombres.  Si 
alguno  que  llevado  de  una  laudable  impa- 
ciencia quisiese  ver  realizadas  en  un  solo 
dia  todas  las  mejoras  apetecibles,  tuvieran 
el  plazo  de  tres  años  por  demasiado  largo, 
considere  que  los  años  son  instantes  en  Ja 
vida  de  las  naciones,  y que  los  hombres 
llamados  á gobernarlas  han  de  calcular 
siempre  con  su  inmenso  y grandioso  por- 
venir, sin  tener  en  cuenta  los  limites  mez- 
quinos de  su  abreviada  existencia;  y nure 
también  volviendo  atras  la  vista,  que  es 
obra  de  muchos  siglos  la  que  se  trata  de 
deshacer  en  un  momento.  Ni  hay  que  te- 
mer tampoco  que  la  voz  del  legislador  sea 
menos  imponente  y magestuosa,  porque 
no  exija  desde  el  momento  la  obediencia; 
al  contrario,  nada  hay  mas  sublime  que 
esta  alta  previsión  que  calculando  con  los 
efectos  del  tiempo  y mirando  con  filosófica 
imparcialidad  lo  que  trata  de  destruir  y lo 
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que  debe  sucederle,  fija  el  ínstame  en  que 
la  nueva  ley  debe  empezar  á regir  y hace 
que  preparados  de  antemano  los  objetos 
sobre  que  recae,  dejen  el  rumbo  acostum- 
brado y entren  con  facilidad  en  el  órden 
que  para  en  adelante  se  establece.  Este  es 
el  carácter  de  las  leyes  de  este  siglo,  y esta 
la  tendencia  conocida  de  la  escuela  utili- 
taria en  la  que  el  lema  anunciado  por  el 
gran  Bentham  de  corregir  conservando  ha 
reunido  á todos  los  que  desean  los  progre- 
sos de  los  pueblos,  y a cuantos  se  interesan 
en  su  tranquilidad  y bienestar  presente.  Si 
fueran  necesarios  ejemplos  para  autorizar 
mas  esta  doctrina  la  Sociedad  citaría  uno 
reciente  de  la  Francia.  Acaba  de  ser  des- 
truida en  ella  la  institución  de  la  lotería 
como  lo  ha  sido  en  Bélgica,  como  lo  íuó 
antes  en  Inglaterra  , como  lo  ha  sido  y 
lo  será  en  todos  los  Gobiernos  que  quieran 
presentarse  á sus  pueblos  como  modelos 
de  austera  moralidad;  pero  á pesar  de  la 
justicia  de  esta  medida,  de  los  honrosos 
antecedentes  que  la  aconsejaban  y de  ha- 
llarse menos  ligada  con  la  riqueza  pública 
que  el  proyecto  de  ley  en  cuestión,  no 
creyeron  las  Cámaras  francesas  que  podía 
hacerse  sin  dejar  transcurrir  primero  un 
plazo  de  tres  años.  Quiza  no  fueran  nece- 
sarias todas  estas  indicaciones  para  justifi- 
car la  dilación  que  la  Suciedad  propone; 
pero  como  se  ve  obligada  á reprimir  en  es- 
ta parte  su  anhelo  por  las  reformas,  fia 
creído  de  su  deber  presentar  los  motivos 
que  á ello  le  han  obligado.  Ni  pretende 
tampoco  la  Sociedad  que  la  suspensión 
del  art.  4."  del  proyectóse  entienda  res- 
pecto de  tedas  las  tierras;  al  contrario, 
cree  que  promulgada  la  ley  se  debe  permi- 
tir inmediatamente  cercar  las  tierras  y exi- 
mir a las  que  se  cercaren  de  toda  servi- 
vidumbre  respecto  de  la  ganadería.  En  el 
estado  de  decadencia  en  que  se  halla  nues- 
tra agricultura,  no  se  puede  esperar  que 
haya  muchos  labradores  que  anticipen  los 
gastos  casi  improductivos  que  cuesta  el 
cercar  las  heredades;  asi  con  estos  el  acota- 
miento producirá  sus  efectos  desde  luego. 
Con  los  que  no  cerquen  sus  tierras,  habla 
la  suspensión;  que  no  habiendo  hecho  nin- 
gún gasto,  pueden  esperar  mejor  el  benefi- 
cio de  la  ley. 

IX.  Para  que  cuando  esta  empiece  á 
regir  en  todas  sus  partes  se  haya  hecho  la 
revolución  tan  necesaria  de  unir  la  gana- 
dería y la  labranza  por  tantos  siglos  divor- 
ciadas en  daño  de  una  y otra,  y de  hacer 
que  se  dividan  entre  centenares  de  railes  de 
españoles  los  ganados  poco  repartidos  toda- 
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vía,  hay  un  medio,  que  aun  considerado  sin 
relación  con  esta  ley,  es  de  la  mayor  im- 
portancia por  los  efectos  que  por  si  mismo 
produciría  directamente.  Los  finmensos 
pastos  que  producen  los  baldíos  se  apro- 
vechan en  cada  pueblo  por  un  corto  núme- 
ro de  ganaderos,  en  lo  que  cometen  una 
verdadera  usurpación;  porque  ya  so  atien- 
da á los  principios  de  derecho  público,  ya 
al  origen  histórico  de  los  baldíos,  pertene- 
cen estos  á todos  los  vecinos  de  un  pueblo 
y no  pueden  ser  aprovechados  en  per- 
juicio suyo  por  uno  ó varios  particulares. 
La  justicia  y la  conveniencia  pública  exi- 
gen que  se  devuelva  á la  generalidad  este 
derecho  de  que  han  estado  privados,  y fijan- 
do el  que  a cada  uno  corresponda  según 
el  número  de  vecinos  y la  estension  de  los 
baldíos,  tendrá  un  estímulo  para  adquirir 
el  número  de  cabezas  que  pueda  mantener 
de  este  modo  y una  utilidad  en  cederlo  á 
otro,  mientras  los  dueños  de  rebaños  nu- 
merosos tendrán  necesidad  de  irlos  dismi- 
nuyendo. La  Sociedad  ha  meditado  mucho 
sobre  la  división  y aprovechamiento  de  los 
' baldíos,  porque  estaba  puede  decirse  vir- 
jen  esta  materia  tan  importante  y tan  inti- 
mamente enlazada  con  la  ley  de  cerramien- 
tos. Pero  habiendo  visto  que  el  Gobierno 
la  ha  tomado  en  consideración  en  et  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  arreglo  de  la  deuda 
interioi  presentado  últimamente  á las  Cór- 
tes,  no  cree  oportuno  aventurar  sobre  el 
particular  sus  ideas.  Una  indicara  sin  em- 
bargo para  que  se  vea  como  procuraba 
conciliar  lodos  los  intereses  en  beneficio  de 
la  agricultura  y la  ganadería,  y del  Estado 
eu  general.  Dividiendo  en  cinco  suertes  ó 
porciones  los  baldíos  de  cada  pueblo,  se 
podria  dar  una  en  cada  año  en  arrenda- 
miento por  un  canon  muy  moderado,  pa- 
gado en  frutos.  El  resultado  de  esto  seria 
para  los  ganaderos,  que  las  tierras  que  no 
se  sembrasen  cuatro  años  después  de  haber 
sido  cultivadas  uno,  darían  unos  pastos 
diez  veces  mas  abundantes  y mejores  que 
si  estuvieren  eriales:  para  los  labradores 
hacer  reducido  a cultivo  una  porción  in- 
mensa de  terreno  que  ahora  es  perdido  del 
todo  o aprovechado  únicamente  por  los 
ganados,  y para  la  nación  además  del  au- 
mento consiguiente  á su  riqueza,  una  con- 
tribución que  aunque  módica  para  cada 
uno  de  los  que  la  pagan,  producirla  por  el 
gran  número  de  estos  una  cantidad  consi- 
derable, Pero  sin  insistir  mas  en  esto  por  la 
razón  que  queda  insinuada,  cree  la  Socie- 
dad que  basta  lo  expuesto  para  demostrar 
la  necesidad  de  suspender  por  tres  ó mas 
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años  la  prohibición  de  entrar  los  ganados 
en  Jas  tierras  acotadas  que  establece  el  ar- 
tículo 4/  del  proyecto,  quedando  en  lo 
demás  como  está,  salva  una  ligera  equivo- 
cación que  en  él  so  ha  cometido.  Se  dice 
que  no  tendrán  los  ganaderos  usos  ni  apro- 
vechamientos que  no  les  hayan  sido  cedidos 
por  contratos  onerosos.  Esta  última  palabra 
se  ha  puesto  demás  sin  duda  por  equivoca- 
ción: pues  no  es  de  creer  que  se  haya  que- 
rido quitar  á los  pastos  la  cualidad  de  do- 
uahles  que  tienen  todas  las  cosas  que  están 
en  el  comercio  de  los  hombres;  aunque  la 
ley  en  esta  materia  no  debe  reconocer  por 
legítimas  las  donaciones  tácitas. 

X.  Por  el  art.  5.°  se  concede  facultad 
para  consolidar  con  ei  dominio  de  las  tier- 
ras el  derecho  de  . los  pastos  que  se  haya 
reservado  al  venderlos  el  común  de  los  ve- 
cinos de  algún  pueblo.  Este  principio  es 
justísimo  y tiene  una  conocida  tendencia  á 
afianzar  la  deseada  alianza  entre  la  agricul- 
tura y la  ganadería.  Faltaba  solo  para  que 
fuese  mas  eficaz,  que  se  estendiese  á tudas 
las  tierras  vendidas  por  particulares,  ma- 
yorazgos u otra  especie  de  manos  muertas; 
y que  asi  como  se  facilita  la  adquisición  de 
los  pastos  á los  dueños  de  las  tierras,  tu- 
vieran los  dueños  de  aquella  la  facultad  re- 
cíproca, que  es  consiguiente  á los  propieta- 
rios de  los  terrenos  que  no  se  aprovechen 
de  la  suya  en  el  término  que  se  les  fije. 
Asentado  el  principio,  parece  que  no  puede 
menos  de  admitirse  esto  que  es  una  conse- 
cuencia natural  dei  mismo  y un  modo  se- 
guro de  que  tenga  cumplido  efecto.  Estas 
ventas  no  pueden  hacerse  de  repente  por 
unos  ni  por  otros,  pero  se  harán  lentamen- 
te y del  modo  que  mas  convenga  dentro  del 
plazo  en  que  debe  durarla  facultad  que 
temporalmente  se  deje  á los  ganaderos  de 
aprovecharse  de  pastos  que  no  sean  suyos. 
Así  el  espíritu  mismo  de  este  artículo  acon- 
seja la  suspensión  que  se  ha  creído  necesa- 
ria ai  tratar  del  anterior. 

XI.  El  ü.u  la  establece  positivamente 
respecto  de  los  terrenos  destinados  á caña- 
das, abrevaderos  y demás  pastos  y sitios  de 
descanso  de  los  ganados  trashumantes.  No 
entrará  ahora  la  Sociedad  en  la  cuestión 
tan  batallada  sobre  la  utilidad  ó desventa- 
jas de  la  trashumacion,  le  basta  que  exista 
para  respetarla  como  es  justo,  y cuidar  de 
que  no  perezcan  en  un  dia  los  restos  de 
nuestra  célebre  cabaña  trashumante.  Así 
sucedería  si  de  repente  se  la  privase  de  las 
cañadas,  veredas,  cordeles  y descansade- 
ros que  de  tiempo  inmemorial  viene  disfru- 
tando, y quedarían  entonces  malogrados  los 


riquísimos  pastos  que  en  estaciones  alter- 
nadas ofrecen  la  Estremadura  y las  sierras 
nevadas.  Lejos  pues  de  reprobar  la  conti- 
nuación por  ahora  de  tales  usos  en  favor  de 
los  ganados  trashumantes,  siente  la  Socie- 
dad que  se  les  escatime  el  terreno,  como  se 
hace  con  el  proyecto  de  ley.  ¿A  qué  redu- 
cir las  cañadas  á 45  varas?  ¿que  se  lia  de 
hacer  de  las  otras  45?  Nadie  puede  alegar 
el  menor  derecho  al  terreno  sobrante,  pues 
los  dueños  de  las  tierras  contiguas  las  lian 
comprado  ó adquirido  con  los  limites  exis- 
tentes en  el  día.  Estos  son  los  únicos  á quie- 
nes podrían  ser  de  alguna  utilidad,  pero  se- 
guros por  la  misma  razón  de  no  tener  nin- 
guna concurrencia  si  se  pusieran  en  venta, 
las  pagarían  poco  ó nada.  Asi  se  baria  un 
despojo  tanto  mas  injusto,  cuanto  que  no 
es  de  ningún  modo  necesario,  para  hacer 
después  una  donación  supérflua  y capricho- 
sa, y nunca  aparecería  mas  clara  que  en  el 
presente  la  verdad  de  este  principio  tan  im- 
portante en  política,  que  nunca  se  hacen 
tan  amigos  de  un  Gobierno  los  que  de  él 
reciben  algún  favor  como  enemigos  los  que 
son  perjudicados.  Esto  que  se  dice  de  las 
cañadas, se  entiende  igualmente  respecto  de 
las  veredas  y cordeles  reducidos  en  el  pro- 
yecto á “24  varas  las  primeras  y 12  ios  se- 
gundos. Se  omite  en  este  articulo  hablar  sin 
duda  por  olvido  de  ios  puntos  donde  no 
habiendo  cañada  fija  tienen  los  ganados  el 
puso  por  ciertas  tierras  por  convenio  de  los 
pueblos  ó usurpación  ae  ios  mesteños.  Go- 
mo quiera  que  sea,  mientras  no  se  fijen  las 
cañadas,  á lo  que  tienen  los  pueblos  un  de- 
recho reconocido,  debe  respetarse  este  pa- 
so. Pero  no  son  solo  los  ganados  trashu- 
mantes los  que  entran  por  tierras  ajenas, 
y se  aprovechan  sin  retribución  ninguna  de 
los  pastos.  Iguales  ó semejantes  privilegios 
tienen  la  Cabaña  Real  de  carreteros  y ia 
cabaña  mular  que  merced  á ellos  y a la 
preferencia  que  obtienen,  ejercen  un  es- 
candaloso monopolio  con  mengua  de  la  in- 
dustria de  cuantos  se  dedican  á cierta  clase 
de  trasportes.  Los  principios  económicos  que 
condenan  estas  compañías  privilegiadas,  de- 
ben aplicarse  con  el  mayor  rigor  en  el  caso 
presente,  y como  no  hay  en  él  ningún  mo- 
tivo de  los  que  obligan  á contemporizar 
con  el  ganado,  deben  los  carreteros  quedar 
privados  de  sus  odiosos  privilegios.  El  si- 
lencio de  la  ley  debería  entenderse  como 
anulación  de  ellos,  puesto  que  no  escep- 
tu  ando  los,  deben  quedar  comprendidos  en 
la  regla  general;  pero  ia  abolición  repenti- 
na causaría  grandes  perjuicios  á ios  que  tu- 
vieran hechos  ajustes  de  trasporte,  siendo 
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muchos  los  perjudicados,  porque  los  de  esta 
clase  suelen  hacerse  con  algunos  meses  de 
anticipación.  Para  obviar  este  inconvenien- 
te podria  prevenirse  en  la  ley  que  empeza- 
ría esta  á regir,  en  cuanto  á las  cabanas  de 
que  se  trata,  un  año  después  de  sus  pro- 
mulgación. En  este  tiempo  podrán  también 
venderse  cómodamente  los  ganados  que  de- 
berán dedicarse  á la  labranza. 

XI!.  Indicadas,  aunque  rápidamente  las 
observaciones  principales  que  sobre  el  pro- 
yecto de  ley  ha  creido  conveniente  hacer  la 
Sociedad,  resta  solo  fijar  ei  modo  de  resol- 
ver las  dudas  á que  pueda  dar  lugar  su  eje- 
cución, lo  que  en  su  sentir  debe  ser  la 
última  parte  de  la  ley.  Si  se  considera  el 
abandono  y desorden  en  que  están  entre 
nosotros  las  cosas  del  campo,  el  descuido 
con  que  en  muchas  provincias  se  miran  los 
apeos  y deslindes  de  las  tierras,  ia  arbitra- 
riedad'y confusión  con  que  de  hecho  y de 
derecho  se  establecen  comunmente  las  ser- 
vidumbres rústicas,  y si  se  reflexiona  por 
otra  parte  que  todo  esto  va  á recibir  con  la 
ley  de  cerramientos  un  movimiento  que 
cambie  su  faz  y altere  en  su  esencia  el  es- 
tado actual,  se  podrá  formar  una  idea  apro- 
ximada del  sinnúmero  de  pleitos  que  pu- 
lularán en  todo  el  territorio  español  que  va 
a cercarse  en  pequeñas  porciones  y acotarse 
de  nuevo  como  si  vinieran  á cultivarlo 
nuevos  pobladores.  Pero  este  espectáculo 
que  la  España  va  á ofrecer  magnífico  y pro- 
pio de  sus  tiempos  primitivos,  no  estará 
exento  como  en  ellos  de  pequeñas  turbu- 
lencias. Si  la  mano  del  despotismo  ha  de- 
tenido y contrariado  en  su  curso  la  civiliza- 
ción de  este  pueblo,  de  modo  que  no  le  es 
dado  gozar  hasta  ahora  de  sus  principales 
encantos,  la  fuerza  del  ejemplo,  la  des- 
igualdad de  las  fortunas  y otros  inconve- 
nientes necesarios  de  las  sociedades  políti- 
cas han  bastado  á producir  las  pasiones  que 
inquietan  á los  pueblos  civilizados,  y á cu- 
ya cabeza  se  presenta  siempre  la  sórdida 
codicia.  Asi  la  veremos  desgraciadamente 
mezclarse  en  el  general  movimiento  que  la 
ley  de  cerramientos  va  á causar;  y parte  por 
esta  razón,  parte  por  las  dudas  que  en  tan 
difícil  y complicado  asunto  ocurrirán  á los 
hombres  de  buena  fe,  nacerán  pleitos  sin 
cuento  entre  los  dueños  de  las  tierras  con- 
tiguas y entre  los  que  están  en  posesión  de 
algunas  servidumbres,  que  según  su  natu- 
raleza, convendrá  extinguir  ó conservar.  Ya 
se  ha  previsto  esto  en  el  proyecto  de  ley,  y 
por  eso  se  dispone  que  el  que  quiera  cercar 
ó cerrar  sus  tierras,  lo  haga  concitación  de 
estos  interesados.  Pero  la  citación  no  basta 


ordinariamente  para  resolver  las  diferen- 
cias que  pueden  ocurrir;  al  contrario,  es  el 
primer  acto  de  un  juicio,  y una  vez  empe- 
zado, preciso  es  que  siga  su  curso.  La  So- 
ciedad cree  que  debe- marcarse  este  en  el 
proyecto  de  ley,  y en  esta  parte  lo  encuen- 
tra incompleto.  Si  quedase  así,  equivalía 
á mandar  que  después  de  la  citación  se 
continuasen  los  juicios  por  las  leyes  comu* 
nes  de  sustanciacion;  ó lo  que  es  lo  mismo 
que  para  cada  terreno  qne  se  cercase  ó aco- 
tase se  siguiera  un  pleito  ordinario  que  con- 
sumiese, no  solo  la  utilidad  que  de  la  ley 
puede  resultar  á los  labradores,  sino  el  va- 
lor mismo  de  las  tierras.  Es  por  consi- 
guiente indispensable  que  se  fije  un  modo 
de  concluir  breve  y económicamente  estos 
pleitos;  y la  Sociedad  después  de  haber 
examinado  con  mucho  detenimiento  este 
asunto,  no  cree  posible  que  se  pueda  esto 
lograr  si  se  deja  el  conocimiento  de  tales 
negocios  á los  jueces  letrados.  Además  de 
la  incomodidad  y los  gastos  que  ha  de  cau- 
sar á los  labradores  el  acudirá  la  cabeza  de 
partido  donde  estos  residen,  se  opondrían  á 
ia  pronta  conclusión  de  estos  pleitos,  entre 
otras  muchas  causas  tres  principales:  su 
número  que  será  escesivo;  la  rutina  de  la 
lentitud  sancionada  con  la  admisión  de  ar- 
tículos dilatorios,  prorogacion  de  términos 
legales,  facilidad  en  dar  traslados,  que  se 
dice  que  no  causen  perjuicio  aunque  eter- 
nícen un  pleito,  y otros  errores  dominan- 
tes, y prácticas  abusivas;  y finalmente  el 
interés  de  los  jueces,  y mas  todavía  de  los 
escribanos  que  en  esta  parte  está  en  oposi- 
ción con  el  de  los  litigantes.  Y después  de 
tantas  dilaciones  y tantos  dispendios,  no  hay 
que  creer  que  se  fallasen  estos  pleitos  con 
mucha  justicia.  Haciendo  á los  jueces  la 
que  en  general  se  merecen,  suponiéndoles 
el  deseo  de  acertar,  encontrarían  en  su  ig- 
norancia en  tales  materias  una  dificultad 
invencible;  porque  no  solo  no  tienen  en 
ellas  conocimientos  positivos  como  se  ne- 
cesitan, sino  que  habiéndolas  mirado  siem- 
pre con  desden,  no  pueden  aplicar  á estos 
objetos  las  fuerzas  intelectuales  que  en  la 
pueril  gimnástica  de  las  universidades  ad- 
quirieron. Así  que  para  fallar  con  acierto, 
tendrían  que  sujetarse  al  dictamen  de  los 
peritos  labradores,  y al  ver  que  en  último 
resultado  este  dictámen  ha  de  ser  la  sen- 
tencia, ocurre  naturalmente  el  preguntar 
por  qué  no  lo  es  desde  luego.  Las  actuacio- 
nes judiciales  que  precedan  al  reconoci- 
miento del  terreno  serán  inútiles,  pues  no- 
habráu  preparado  la  resolución  de  la  duda 
que  ocurra;  las  que  sigan  al  parecer  dado 


ACOTAMIENTO. 


en  virtud  del  reconocimiento,  lo  serán  tam- 
bién porque  ya  está  de  hecho  resuelta;  de 
modo  que  el  juicio  se  reduce  al  reconoci- 
miento y parecer  de  los  peritos.  Despojóse- 
le  pues  de  toda  sustanciacion  inútil  para  el 
acierto,  larga  y costosa  para  los  litigantes, 
y sean  jueces  los  que  son  entendidos  en  las 
materias  sobre  que  han  de  fallar.  La  Socie- 
dad se  congratula  de  haber  hallado  natu- 
ralmente y sin  pensarlo  la  institución  del 
jurado  como  complemento  necesario  de  la 
ley  de  cerramientos.  No  es  del  momento 
demostrar  las  ventajas  de  esta  institución, 
fiel  custodio  de  la  libertad  civii  y la  políti- 
ca, y que  mas  tarde  ó mas  temprano  se  adop- 
tará indudablemente  en. España.  Lo  esta  en 
todos  ios  Gobiernos  representativos,  y vá 
adquiriendo  cada  dia  mayor  fuerza  y ex- 
tensión, al  par  que  van  perdiendo  su  pres- 
tigio los  jueces  letrados.  _ Mucho  respeto 
merecen  estos  por  las  virtudes  que  acom- 
pañan naturalmente  á su  profesión  y por 
el  recuerdo  de  los  servicios  que  han  pres- 
tado á los  pueblos  protegiéndolos  contra 
el  poder  del  feudalismo,  y atrayendo  las 
partes  dislocadas  de  la  sociedad  a fo<  mar 
esta  unidad  moral,  este  todo  compacto  que 
llamamos  nación.  Pero  su  misión  se  ha 
cumplido;  los  pueblos  ya  formados  mar- 
chan por  si  mismos  y aunque  así  no  fuera, 
no  podría  ya  guiarlos  la  luz  opaca  del  es- 
colasticismo, antorcha  única  en  otro  tiem- 
po de  la  ietradura,  que  eu  el  lenguaje  de 
entonces  venia  a significar  lo  misino  que 
omnisapi encía.  Hay  sin  embargo  magistra- 
dos á quienes  una  educación  viciosa  no  ha 
podido  torcer  una  razón  superior  con  que 
el  cielo  los  dotara;  hay  almas  grandes  que 
no  sienten  ni  conciben  un  mezquino  espí- 
ritu de  cuerpo  y un  apego  servil  á lo  que 
existe;  almas  de  ciudadanos  que  desprecian 
las  prerogativas  de  una  profesión  honorí- 
fica cuando  se  trata  del  bien  de  la  patria, 
y estos  hombres  pueden  hacerla  un  servi- 
cio distinguido  franqueando  el  depósito  de 
su  experiencia,  y entregando  á otros  ciu- 
dadanos el  legado  que  recibieron  de  siglos 
menos-  ilustrados.  De  esta  manera  con  ei 
auxilio  de  los  representantes  de  la  nación 
y de  un  Gobierno  ilustrado,  es  de  esperar 
que  se  aclimate  entre  nosotros  la  admirable 
y esencialmente  liberal  institución  del  ju- 
rado. Pero  nada  contribuirá  tanto  á juicio 
de  la  sociedad  á plantearla  últimamente  en 
España  y á formar  en  esta  parte  nuestra 
educación  política,  como  el  hacer  arguuos 
ensayos  en  materias  fáciles  y nada  peligro- 
sas. Por  eso  propone  lo  que  aun  sin  esta 
idea  cree  útil  en  sí  mismo,  á saber;  que  se 


declare  por  la  ley  que  todos  los  que  cul- 
tivan tierras  en  España,  propietarios  ó co- 
lonos, si  están  en  el  ejercicio  do  los  dere- 
chos de  ciudadano  y han  cumplido  la  edad 
de  treinta  años,  son  jurados  desde  la  pro- 
mulgación de  la  ley  de  cerramientos,  para 
decidir  las  cuestiones  que  con  motivo  de  su 
ejecución  ocurran  entre  los  particulares. 
Que  antes  de  esto  se  forme  en  todos  los 
pueblos  un  jurado  especial  que  declare  sus 
servidumbres  públicas  de  sus  respectivos 
términos,  y los  divida  para  su  cerramiento 
en  tantos  lotes  como  se  crean  necesarios, 
atendida  su  estenaion.  Que  previo  este 
apeo  general  se  saquen  por  suerte  diez  y 
ocho  hombres  de  jurados,  y después  de 
reunidos  se  saque  del  mismo  modo  el  lote 
de  terreno  sobre  cuyo  cerramiento  han  de 
decidir  si  hubiese  alguna  contestación.  Que 
los  interesados  después  de  recusar  necesaria- 
mente seis  jurados  cada  uno,  la  propongan 
por  sí  mismo  verbalmente,  y que  si  alguno 
de  ellos  ío solicitara  y apoyase  un  jurado, se 
trasladen  estos  al  sitio  en  cuestión,  y no  se 
separen  hasta  haberla  decidido  por  una  ma- 
yoría, cuando  menos  de  cuatro  votos  contra 
dos.  Las  razones  en  que  estas  disposicio- 
nes se  fundan,  son  demasidado  obvias  para 
que  la  Sociedad  crea  necesario  exponerlas, 
ni  juzga  preciso  tampoco  indicar  algunos 
pormenores  de  ejecución,  como  que  estos 
juicios  absolutamente  gratuitos,  si  se  eseep- 
tua  el  corto  estipendio  que  se  dé  al  escri- 
bano por  ostender  todas  las  sentencias  que 
on  un  dia  pronuncíen  ios  jurados,  deben 
celebrarse  en  domingo,  y otras  particula- 
ridades de  esta  especie.  Si  se  adoptase  esta 
idea,  fácil  es  determinar  todos  los  medios 
convenientes  para  llevaría  á cabo;  si  por 
cualquiera  razón  no  se  creyera  oportuna, 
la  Sociedad  tendrá  siempre  en  su  abono 
las  dobles  ideas  que  la  han  dirigido  y el 
ejemplo  de  las  ventajas  que  produce  en  una 
materia  casi  idéntica,  un  tribunal  seme- 
jante en  España  mismo.  La  Sociedad  se 
refiere  al  de  los  acequieros  de  Valencia, 
cuyas  admirables  ordenanzas  conocidas  y 
apreciadas  en  Italia,  Francia  y otras  nacio- 
nes, ha  tenido  á la  vista,  y de  las  que  baria 
con  gusto  un  breve  análisis,  sino  temiera 
prolongar  demasiado  este  informe,  ya  de 
suyo  difuso.  Una  observación  sola  añadirá 
al  concluirlo,  y es  que  cualquiera  que  sea  el 
medio  que  se  adopte  para  decidir  los  plei- 
tos que  naturalmente  han  de  ocurrir,  exige 
esto  mucho  tiempo  y hace  doblemente  ne- 
cesaria la  suspensión  que  ha  indicado  al 
tratar  del  artículo  4.u  Si  la  Sociedad  no  ha 
acertado  á corresponder  á la  confianza  con 
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que  la  ha  honrado  el  Gobierno,  se  conso- 
lará si  ha  habido  otras  mas  felices,  porque 
solo  desea  la  prosperidad  de  la  nación  en 
cuyo  obsequio  consagra  sin  cesar  sus  débi- 
les esfuerzos.  Madrid  13  de  enero  de  1835.» 

Aunque  después  que  se  dio  el  anterior 
informe  no  tardó  mucho  en  restablecer- 
se la  famosa  ley  de  acotamientos  de  1813, 
que  va  mucho  mas  allá  de  donde  el  Go- 
bierno se  proponia  en  su  proyecto  de 
1835,  no  por  eso  ha  perdido  aquel  do- 
cumento su  importancia,  que  la  tiene  y 
muy  grande  por  la  escelente  doctrina 
que  encierra.  Yo  creo  a!  comprenderle 
en  el  Diccionario  haber  interpretado  el 
deseo  de  las  personas  ilustradas  que  me 
ayudan  á su  publicación:  y creo  mas, 
que  hago  un  servicio  á nuestro  pais  ge- 
neralizando el  conocimiento  de  memo- 
rias, informes,  dictámenes  y otros  traba- 
jos de  mérito  que  ó bien  son  hoy  esclu- 
sivo  patrimonio  de  unos  pocos,  ó perma- 
necen ignorados  sin  dar  fruto  entre  el 
polvo  de  los  archivos.— Y.  Agricultura. 

ACRECER.  (Derecho  de)  Acción  de  un 
coheredero  ó colegatarioá  la  parte  de  he- 
rencia ó legado  á que  ha  sido  llamado 
conjuntamente  con  otro  ú otros,  cuando 
dicha  parte  queda  vacante  antes  de  su 
aceptación,  ó por  falta  de  aceptación. 

Vamos  en  muy  pocas  palabras  á dar 
una  idea  lo  mas  exacta  que  podamos  de 
lo  que  es  este  derecho. 

Desde  que  la  ley  del  Ordenamiento  de 
Alcalá,  1.a  tít.  18,  lib.  10  Novísima  Re- 
copilación, vino  á abolir  el  famoso  prin- 
cipio copiado  por  nuestras  leyes  de  Par- 
tida de  las  Promanas,  de  que  nadie  podía 
morir  en  parte  testado  y en  parte  intes- 
tado, mandando  que  el  testamento  hecho 
en  forma  «valga  en  cuanto  á las  mandas 
y otras  cosas  que  en  él  se  contienen  aun- 
que el  testador  no  haya  hecho  heredero 
alguno,»  han  perdido  toda  su  importan- 
cia las  famosas  cuestiones  á que  daba 
lugar  este  derecho,  las  cuales  hoy  se  re- 
suelven por  la  voluntad  del  testador  en 
lo  que  esté  expresa,  y en  lo  que  no  por 
lo  que  se  presume  de  una  manera  ine- 
quívoca. Así,  pues,  tiene  lugar  el  dere- 
cho de  acrecer  en  las  herencias  y lega- 
dos, cuando  dos  ó mas  están  llamados  á 
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una  misma  herencia  ó á cierta  porción 
de  ella,  ó á una  cosa  determinada  sin 
designar  parte  á cada  uno;  pues  desig- 
nándose, la  del  que  no  quiere  ó no  puede 
aceptar  la  herencia  va  á los  herederos 
abintestato,  presumiéndose  que  en  esta 
porte  ha  muerto  sin  testamento.  Si  por 
ejemplo  Antonio  hace  testamento  insti- 
tuyendo á Pedro  y Juan  per  sus  únicos 
y universales  herederos,  la  parte  del  uno 
acrecerá  al  otro  sino  pudiese  ó no  qui- 
siese aceptarla.  Pero  si  dijese  instituyo  á 
Pedro  heredero  de  mis  viñas  y á Juan  de 
mis  tierras,  entonces  no  tendría  lugar  el 
derecho  de  acrecer,  y la  parte  del  que 
no  aceptase  por  no  poder  ó no  querer 
iría  á los  herederos  abintestato  (1). 

Todavía  sin  embargo  pueden  ocurrir 
cuestiones,  si  la  institución  de  heredero 
ó el  legado  no  están  concebidos  en  tér- 
minos bien  explícitos;  sobre  lo  cual  de- 
ben poner  mucho  cuidado  los  notarios  y 
los  testadores,  porque  la  voluntad  del 
testador  es  aquí  la  única  ley;  y en  lo  que 
no  esté  expresa  hay  que  presumirla. 

Figuremos  el  caso  deque  Antonio  al 
nombrar  á Pedro  y Juan  por  sus  herede- 
ros lo  hiciese  en  estos  términos;  insti- 
: tuyo  á Pedro  y Juan  por  herederos  de 
todos  mis  bienes  y lo  será  uno  en  tan- 
ta parte  y otro  en  tanta,  ó cada  uno 
en  la  mitad.  Aquí  los  términos  de  la 
institución  no  son  tan  absolutos  como 
diciendo  «á  Pedro  y Juan  por  mis  únicos 
y universales  herederos»  ¿Tendrá  aquí 
lugar  el  derecho  de  acrecer?  Yro  en- 
tiendo que  no;  porque  se  designó  expre- 
samente una  parte  ó cada  uno,  ó la 
mitad  á cada  uno  de  los  herederos.  Otra 
cosa  es  cuando  no  se  hace  esta  desig- 


(1)  Para  que  tenga  lugar  el  derecho  de  acre- 
cer, á favor  de  los  que  sobreviven,  cuando  se 
manda  á muchos  ayuntadamente  alguna  cosa, 
es  preciso  que  mueran  en  ante  que  el  tostador 
aquellos  cuya  porción  ha  de  acrecer,  ú exista 
alguna  otra  razón  de  las  expresadas  en  la  ley 
33,  tít.  9.°  de  ia  Partirla  6.a  (Tribunal  Supre- 
mo, sentencia  de  30  diciembre  de  1863). 

Constituido  un  logarlo  puro  y sin  condición 
sobre  una  misma  cosa  á favor  de  dos  ó mas 
personas,  al  fallecimiento  de  una  de  estas  antes 
que  el  testador,  su  parte  acrece  á los  otros  co- 
logatarios.  (Tribunal  Supremo,  sentencias  de, 
12  junio  de  1863  y 24  enero  de  1862). 
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naeion.  Es  decir  que  yo  no  creo  que  sea 
necesario  que  se  designe  la  cosa,  sino 
que  basta  que  se  designe  expresamente 
la  parte,  para  que  ni  en  la  herencia  ni 
en  el  legado  tenga  lugar  el  derecho  de 
acrecer.  Este  es  también  el  espíritu  de 
los  arts.  8 10,  817  y 818  de  nuestro  pro- 
yecto de  Código  civil  (1)  los  cuales  no 
son  ley  todavía  ni  sabemos  si  llegarán  á 
serlo;  pero  bien  pueden  considerarse 
como  el  comentario,  como  la  interpreta- 
ción genuina  de  nuestro  derecho  vigen- 
te,— y.  Legado.  Testamento. 

ACREEDOR.  Acreedor  no  se  dá  sin 
ue  haya  deudor,  de  manera  que  son 
os  palabras  correlativas  ó que  tienen 
entre  sí  relación  recíproca.  Acreedor  es 
el  que  tiene  el  derecho  de  exigir  de  otro 
el  pago  de  una  cantidad,  como  es  deu- 
dor el  que  tiene  obligación  de  pagarla. 
Pero  en  sentido  mas  lato,  acreedor  es  no 
solo  el  que  tiene  derecho  á exigir  el  pa- 
go de  cierta  cantidad,  sino  el  que  tiene 
derecho  á que  se  le  entregue  una  cosa 
mueble  ó inmueble,  ó á que  se  Je  pres- 
te un  servicio. 

Acción  del  acreedor.  Cuando  el  deu- 
dor se  niegue  al  pago  de  la  deuda  ó á la 
entrega  de  la  cosa  ó á la  prestación  del 
servicio,  podrá  el  acreedor  compelerle 
invocando  ante  la  autoridad  pública,  el 
auxilio  de  la  acción  jurídica  ó adminis- 
trativa que  según  los  casos  corresponda; 
pero  nadie  puede  por  sí  ni  ante  sí  apo- 
derarse de  cosa  ó cosas  pertenecientes  á 
su  deudor  para  hacerse  pago  con  ellas; 
ni  compeler  á otro,  á no  estar  legítima- 


(i ) Estos  artículos  dicen  así: 

Árl.  816.  En  las  herencias  por  testamento 
el  derecho  de  acrecer  solo  tiene  lugar  cuando 
dos  ó mas  son  llamados  por  el  testador  á una 
misma  herencia  ó á una  porción  de  ella  sin 
designación  especial  de  partes  á cada  uno  de 
los  llamados.— En  tal  caso  la  parte  del  que  no 
quiere  ó no  puede  aceptar  acreee  á la  del  co- 
heredero, ó coherederos  con  las  mismas  cargas 
y obligaciones.  El  coheredero  ó coherederos  no 
pueden  aceptar  su  parle  personal  y renunciar 
la  que  acrece,  ni  al  contrario. 

Art.  817.  La  expresión  por  partes  iguales 
no  se  tiene  por  designación  para  impedir  el  de- 
recho de  acrecer. 

Art.  818.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos 
anteriores  se  observará  igualmente  en  los  le- 
ga. uoSi 


mente  autorizado,  á que  ejecute  lo  que 
no  quiera,  sea  justo  ó injusto  so  pena  de 
incurrir,  mediando  violencia,  en  el  de- 
lito de  coaccioyi  que  castigan  los  artícu- 
los 420  y 421  de  nuestro  Código  penal. 
Sabido  es  de  todos  que  nadie  puede 
constituirse  en  juez  de  su  misma  cau- 
sa y menos  en  perjuicio  de  tercero. 

So^re  la  acción  que  asiste  al  acreedor 
en  caso  de  enajenación  fraudulenta  del 
deudor  nos  remitimos  al  artículo  Ena- 
jenación EN  FRAUDE  DE  ACREEDORES  y de- 
jatllOS  también  para  el  artículo  Concur- 
so de  acreedores  el  dar  una  idea  pre- 
cisa y,  en  cuanto  nosotros  podamos, 
exacta  de  las  varias  clases  de  acreedo- 
res particulares,  con  todas  sus  diferen- 
cias legítimas  que  nacen  de  gozar  ó 
no  privilegio  para  ser  mas  ó menos  pre- 
feridos en  el  pago,  ó de  fundarse  en 
el  dominio,  ó de  tener  ó no  la  garan- 
tía de  hipoteca  ó de  prenda  etc.— Véase 
Contratos.  Obligaciones.  Acción  civil. 

ACREEDOR  HIPOTECARIO.  El  que  para 
garantía  de  su  crédito  tiene  constitui- 
da hipoteca  á su  favor.  El  acreedor  hi- 
potecario no  puede  dirigir  su  acción 
contra  el  tercer  poseedor  de  los  bienes 
hipotecados,  sino  cuando  el  deudor  no 
le  pague  en  los  diez  dias  siguientes  al 
vencimiento  de  la  obligación,  dentro  de 
los  cuales  deberá  aquel  pedir  al  deu- 
dor su  cumplimiento  judicial  ó extra- 
judicialmente , por  comparecencia  de 
conciliación,  por  notificación  de  nota- 
rio, ante  testigos  ó por  cualquier  otro 
medio  que  baste  á acreditar  el  hecho  y 
su  fecha.  Llenado  este  requisito,  y pa- 
sados los  diez  dias  referidos,  puede  ya 
dirigirse  el  acreedor  contra  el  tercer  po- 
seedor de  la  hipoteca,  y requerido  este 
deberá  pagar  en  el  término  de  otros  diez 
dias,  ó desamparar  los  bienes  hipoteca- 
dos. (Arts.  127  á 129  ley  hipotecaria, 
102  y 103  del  reglamento.) — V.  Hipote- 
ca, en  donde  insertamos  textualmente 
los  artículos  de  la  ley. 

ACREEDOR  REFACCIONARIO.  El  que 
presta  dinero  ó materiales  para  construir 
ó reparar  un  edificio.  Ha  tenido  hasta 
aquí  el  acreedor  refaccionario  hipoteca 
tácita  legal  y privilegiada  sobre  el  valor 
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del  mismo  edificio  para  recobrar  su  cré- 
dito con  preferencia  á otros  acreedores 
hipotecarios  aun  siendo  mas  antiguos; 
pero  la  ley  hipotecaria  ha  concluido  con 
tan  irritante  privilegio  reduciendo  á lo 
justo  el  derecho  de  los  acreedores  refac- 
cionarios. Requiere  el  crédito  refaccio- 
nario para  ser  hipotecario,  la  anotación 
preventiva  en  primer  término  (1)  la  cual 
puede  convertirse  después  en  inscrip- 
ción de  hipoteca  con  ciertas  formalida- 
des y requisitos,  según  puede  verse  en 
los  artículos  42,55,59,  60  á64,  86  y 
92  á 95  de  la  ley,  y 51  á 56  del  regla- 
mento . 

El  crédito  hipotecario  anterior  no  se- 
rá en  todo  caso  perjudicado  y el  re- 
faccionario será  considerado  como  hi- 
potecario respecto  á lo  que  exceda  el 
valor  de  la  finca  al  de  las  obligaciones 
anteriormente  inscritas,  y en  todo  ca- 
so respecto  á la  diferencia  entre  el  precio 
dado  á la  misma  finca  antes  de  las  obras 
y el  que  alcanzare  en  su  enajenación 
judicial,  si  se  vendiese  para  hacer  pa- 
go á los  acreedores. 

ACREEDORES  CONTRA  AYUNTAMIENTOS. 

Del  mismo  modo  que  un  particular  pue- 
de ser  acreedor  de  otro  particular,  pue- 
de igualmente  serlo  de  un  Ayuntamien- 
to; y un  Ayuntamiento  puede  serlo  tam- 
bién de  otro,  y puede  serlo  del  mismo 
modo  una  provincia  y hasta  el  Estado  ó 
la  Hacienda  pública,  por  razón  de  con- 
tribuciones ó por  otro  motivo.  Ahora 
bien  , cualquiera  que  sea  el  acreedor 
contra  el  Ayuntamiento  ¿ cómo  deberá 
procederse  para  hacer  efectivo  el  crédito? 
Hé  aquí  lo  que  vamos  á examinar  en  es- 
te artículo  , teniendo  en  cuenta  que  la 
cantidad  en  que  consista  la  deuda  , así 
como  puede  estar  comprendida  en  el  pre- 
supuesto municipal  , puede  también  no 
estarlo.  Nos  ocuparemos  con  separación 
de  estos  dos  casos  , y después,  especial- 
mente del  en  que  sea  la  Hacienda  la  que 
tenga  que  reclamar  contra  el  Ayunta- 
miento, á que  queremos  dedicar  un  pár- 
rafo especial. 


(d)  V.  Anotación  preventiva  párrafo  i.° 
número  7.° 


§ l.°  Deudas,  cuyo  pago  está  consignado  en  el 
presupuesto. 

El  presupuesto  municipal  es,  como  si 
dijéramos,  un  reglamento  de  recaudación 
y distribución  de  fondos,  de  obligatoria 
observancia  para  los  Alcaldes  que,  como 
administradores  de  los  pueblos,  están  en- 
cargados de  ejecutarle,  expidiendo  los  li- 
bramientos para  que  se  verifiquen  los  pa- 
gos de  las  cantidades  consignadas  en  él. 
Cuando  por  cualquier  motivo  no  alcan- 
zaren los  fondos  presupuestados,  no  por 
eso  dejan  de  cubrirse  los  gastos,  y menos 
los  obligatorios  , si  no  que  los  Alcaldes 
forman  con  los  Ayuntamientos  nueva 
propuesta  de  arbitrios  , con  arreglo  á los 
arts.  401  y 105  de  la  ley  municipal  (1)  y 
á las  instrucciones  vigentes. 

Es  consiguiente  por  lo  tanto  que  cuan- 
do la  deuda  de  un  Ayuntamiento  está 
consignada  en  su  presupuesto  no  puede 
menos  de  hacerse  efectiva  dentro  del  año 
en  que  rige,  pues  tal  es  la  mente  de  la  ley; 
y si  no  se  hiciere  cometo  un  abuso  el  Al- 
calde dejando  de  ejecutarlo  consignado 
en  el  presupuesto. 

¿ Y qué  recurso  tendrá  en  este  caso  el 
acreedor  del  Ayuntamiento?  La  contes- 
tación no  debe  ofrecer  duda  , atendidos 
los  supuestos  que  dejamos  sentados.  El 
recurso  no  puede  ser  una  demanda  or- 
dinaria; porque  no  hay  duda  sobre  la  le- 
gitimidad de  la  deuda  , en  el  hecho  de 
estar  reconocida  y consignada  en  el  pre- 
supuesto. Tampoco  puede  ser  la  deman- 
da ejecutiva;  ya  porque  esta  es  de  todo 
punto  improcedente  é incompatible  con 
el  sistema  de  contabilidad  municipal,  se- 
gún está  expresamente  declarado  y ve- 
remos en  el  párrafo  inmediato,  ya  tam- 
bién porque  los  abusos  de  una  autoridad 
administrativa  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones no  corresponde  corregirlos  sino 
al  superior  gerárquico  , salvo  que  cons- 
tituyan delito,  en  cuyo  caso  la  autoridad 
judicial , solo  puede  proceder  llenando 
las  formalidades  establecidas  como  , por 
ejemplo , la  prévia  autorización  , ó des- 
pués de  resuelta  alguna  cuestión  prévia 


(i)  Hoy,  según  la  reforma  hecha  en  21  de 
octubre  1866,  son  los  arts.  103  y 107. 
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de  la  cual  dependa  el  fallo  que  en  todo 
caso  habría  de  pronunciar. 

Por  lo  mismo  cuando  un  acreedor  de 
Ayuntamiento,  cuyo  crédito  esté  consig- 
nado en  el  presupuesto,  no  logre  en  sus  re- 
clamaciones al  Alcalde  ó al  mismo  Ayun- 
tamiento, para  que  se  le  baga  efectivo  el 
crédito,  debe  recurrir  en  queja  al  supe- 
rior gerárquico  que  es  hoy  el  gobernador 
de  la  provincia ; y el  gobernador  deberá 
hacer  que  sea  una  verdad  el  presupues- 
to. Si  esta  autoridad  observa,  por  el  re- 
sultado del  expediente  , que  se  han  dis- 
traído de  su  objeto  especial  los  fondos 
municipales , entonces  deberá  prevenir 
según  los  casos  lo  que  sea  equitativo  y 
justo;  pues  ocasiones  hay  en  que  un  mo- 
tivo extraordinario  obliga  á echar  mano 
de  fondos  para  un  objeto  legítimo  pero 
que  no  está  autorizado  etc.  etc.  Pero  si 
la  distracción  ó la  causa  de  no  pagar  con- 
siste en  malversación  ú otro  motivo  que 
constituya  delito,  entonces,  sin  perjuicio 
de  acordar  desde  luegojsobre  la  reclama- 
ción del  acreedor  lo  que  sea  procedente 
y justo  , deberá  poner  á ios  culpables  á 
disposición  de  los  tribunales  con  el  tanto 
de  culpa. 


§ 2.°  Deudas  cuyo  pago  no  está  consignado  en  el 
presupuesto. 


Los  artículos  91  , 93 , 98  y 104  de  la 
ley  municipal  de  8 de  enero  de  1845,  (1) 
establecen  , como  bases  invariables  de 
contabilidad  en  la  Administración  muni- 
cipal , la  formación  en  cada  año  de  un 
presupuesto  de  gastos  é ingresos  y el 
pago  de  todas  las  cantidades  en  él  inclui- 
das por  medio  de  libramientos  debida- 
mente autorizados.  Entre  los  gastos  obli- 
gatorios se  enumeran  (art.  95)  el  pago 
de  deudas  y réditos  de  censos,  para  el 
cual  autorizan  los  arts.  103  y 106  la 
formación  de  presupuestos  adicionales 
cuando  no  se  hallen  por  cualquier  motivo 
comprendidos  en  los  ordinarios  , ó no 
sean  suficientes  las  cantidades  consig- 
nadas. 


hecha  en°^>i’*a’  ^ *^6  según  la  reforma 

hecha  en  2L  de  octubre  de  J866. 
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Era  consiguiente  á este  sistema  la  im- 
procedencia de  la  vía  ejecutiva  y de  apre- 
mio para  exigir  sus  deudas  á los  Áyun- 
mientos ; y habiéndose  desconocido  esta 
doctrina  al  ponerse  en  ejecución  la  indi- 
cada ley  se  suscitaron  innumerables  con- 
tiendas de  competencia  que  fueron  re- 
sueltas por  el  Consejo  Rea)  en  el  sentido 
indicado  , hasta  que  por  último  se  dictó 
de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  esta- 
blecida el  siguiente 

/?.  D.  de  12  marzo  de  1847. 

Reglas  para  haceT  efectivos  los  créditos  contra  Ayun- 
tamientos. 

(Grao,  y Just.)  «Habiendo’tomado  en 
consideración  la  Real  órden  circular  expe- 
dida por  el  Ministerio  de  la  Gobernación 
en  21  de  enero  de  1845  por  la  que  se  apla- 
za la  via  ejecutiva  por  créditos  contra  los 
Ayuntamientos,  mediante  á que  estos  cré- 
ditos deben  incluirse  en  el  presupuesto 
municipal  como  gastos  obligatorios  en  con- 
formidad á lo  dispuesto  en  la  ley  de  8 de! 
mismo  mes;  teniendo  también  presente  lo 
i que  acerca  de  la  mencionada  circular  ha 
expuesto  el  Consejo  Real  en  consulta  de 
¡ 28  de  mayo  del  año  próximo  pasado;  con- 
formándome sustancialmente  con  el  pare- 
cer del  mismo,  y á fin  de  que  la  expresa- 
da Real  órden  tenga  su  cumplido  efecto 
sin  inconveniente  alguno  he  venido  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

, Artículo  1.°  Cuando  las  deudas  de  los 
Ayuntamientos  no  se  hallen  declaradas  por 
una  ejecutoria,  toca  A la  Administración 
examinarlas,  a fin  de  determinar  si  han  de 
incluirse  ó no  según  que  fuere  clara  ó du- 
dosa su  legitimidad,  en  el  presupuesto  or- 
dinario ó en  el  adicional  correspondiente. 

' Art.  2.°  El  Ayuntamiento  resolverá, 
bajo  su  responsabilidad,  en  el  preciso  tér- 
mino de  un  mes,  contado  desde  el  dia  en 
que  hubiere  presentado  la  solicitud  el  in- 
teresado á quien  en  el  acto  de  la  presenta- 
ción se  dará  el  correspondiente  recibo  por 
el  secretario  de  la  corporación. 

Art.  3.°  En  los  diez  dias  inmediatos  si- 
guientes al  en  que  espire  el  término,  se 
elevará  el  expediente  con  una  exposición 
razonada  á la  autoridad  á quien  con  arre- 
glo al  art.  98  de  la  citada  ley  corresponda 
la  aprobación  del  presupuesto  municipal, 
dando  desde  luego  el  oportuno  conocimien- 
to por  escrito  al  interesado, 
i Art.  4.°  El  Jefe  político,  y en  su  caso 
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el  Gobierno,  resolverán  á la  mayor  breve- 
dad lo  que  estimen  justo.  Cuando  se  apro- 
bare la  resolución  en  que  el  Ayuntamiento 
haya  desestimado,  ó se  desaprobare  la  en 
que  haya  admitido  como  legítimo  el  crédi- 
to reclamado,  se  autorizará  al  mismo  tiem- 
po i aquella  corporación  para  comparecer 
en  el  juicio  que  á consecuencia  de  ello 
promueva  el  interesado. 

Art.  5.°  Declarada  la  legitimidad  de 
la  deuda  por  una  ejecutoria  la  incluirá  el 
Ayuntamiento,  bajo  su  responsabilidad  en 
el  presupuesto  municipal  dentro  de  los  diez 
dias  siguientes  al  en  que  presentare  aquel 
documento  al  acreedor,  a quien  en  el  acto 
se  dará  el  oportuno  recibo. 

Art.  6.°  Si  aplicadas  las  disposiciones 
que  en  semejantes  casos  deben  observarse 
con  arreglo  á la  citada  ley  de  8 de  enero 
de  á Í34í>  resultare  que  algún  pueblo  no  tie- 
ne medios  ni  recursos  para  pagar  todas 
sus  deudas,  el  Ayuntamiento  propondrá  al 
acreedor  ó acreedores  el  arreglo  que  esti- 
me oportuno.  Puesto  de  acuerdo,  el  Ayun- 
tamiento y los  interesados,  ó negándose 
estos  á admitir  la  propuesta  de  aquel.se 
remitirá  el  expediente  al  Gobierno  ó al  jefe 
político,  según  lo  que  corresponda  confor- 
me á la  regla  contenida  en  el  art.  3.°  de 
este  decreto  para  que  resuelvan  lo  que  es- 
timen justo. 

Art.  7.°  La  decisión  de  las  cuestiones 
concernientes  al  arreglo  de  que  se  trata  en 
el  artículo  anterior,  como  el  arreglo  mis- 
mo, toca  exclusivamente  á la  Administra- 
ción, exceptuando  la  de  aquellas  que  sean 
relativas  á la  legitimidad  y antelación  de 
créditos,  las  cuales  se  llevarán  á los  tribu- 
nales competentes  — Dado  en  Palacio  á 12 
de  marzo  de  1846  [CL.  t.  40, p.  270.) 

§ 3-°  Deudas  de  los  Ayuntamientos  al  Estado  ó á la 
Hacienda  pública. 

Como  se  vé  en  las  reglas  que  estable- 
ce el  R.  D.  de  12  marzo  de  1847  que 
queda  inserto,  no  hay  excepción  alguna 
para  el  caso  de  que  el  acreedor  de  un 
Ayuntamiento  sea  el  Estado  ó. la  Hacien- 
da pública.  Y el  espíritu  da  las  disposi- 
ciones de  la  ley  municipal,  en  que  se 
funda  el  citado  decreto,  es  este  sin  duda 
alguna.  A mayor  abundamiento  hay  una 
Real  orden  expedida  por  Hacienda  que 
así  lo  declara  terminantemente. 

Dice  así. 
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R.  O.  de  22  setiembre  de  1845. 

Deudas  de  los  Ayuntamientos  á la  Hacienda. — Inteli- 
gencia que  debe  darse  á la  circular  en  que  se  pro- 
venía que  los  Intendentes  no  procediesen  en  el  cobro 
de  deudas  contra  los  fondos  públicos  municipales  ó 
provinciales  por  medio  de  apremios  (I). 

(Hac.)  «Por  circular  del  Ministerio  de 
la  Gtbernacion,  fecha  19  de  mayo  último, 
se  advirtió  á los  jefes  políticos  que  S.  M.  se 
había  servido  mandar  se  digera  á este  Mi- 
nisterio de  mi  cargo  que  previniese  á los 
Intendentes  no  procedieran  en  adelante  en 
el  Icobro  de  las  deudas  contra  los  fondos 
públicos,  ora  municipales,  ora  provincia- 
les, por  medio  de  ejecuciones  ó de  apre- 
mio. Mas  como  ba  sido  tan  varia  la  inte- 
ligencia de  la  citada  disposición,  cuyo  solo 
objeto  es  poner  en  armonía  la  bien  enten- 
dida y eficaz  administración  de  todos  los 
fondos  destinados  á cubrir  los  gastos  públi- 
cos, sin  menoscabar  los  derechos  y accio- 
nes que  se  han  reconocido  constantemente 
en  los  representantes  de  la  Hacienda  públi- 
ca, ha  tenido  á bien  S.  M.  declarar  que  en 
modo  alguno  se  entiendan  restringidos  ni 
derogados  los  derechos,  acciones  y privile- 
gios que  corresponden  á la  Hacienda  para 
hacer  efectiva  la  recaudación  délas  canti- 
dades que  forman  el  presupuesto  general 
de  ingresos  del  Estado;  y únicamente  con- 
sultando los  perjuicios  que  se  eausarian  á 
los  fondos  públicos  en  concepto  de  muni- 
cipales ó provinciales,  si  por  efecto  de 
procedimientos  apremiantes  disminuía  sus 
ingresos,  es  como  S.  M.  ha  tomado  en  su 
alta  consideración  y aprobó  la  medida 
de  que  los  intendentes,  antes  de  proceder 
según  sus  atribuciones,  manifiesten  á lús 
jefes  políticos  el  estado  de  los  descubiertos 
líquidos  en  que  puedan  bailarse  los  Ayun- 
tamientos ó corporaciones  de  la  inmediata 
dependencia  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción, á fin  de  que  por  los  medios  que  mar- 
ca la  ley  municipal  y demás  instrucciones 
comunicadas  y que  se  les  comuniquen, 
hagan  efectivas  las  cantidades  qi¿e  se  adeu- 
den á la  Hacienda,  considerando  este  cré- 
dito de  interés  general,  preferente  á todo 
otro,  y haciendo  responsables  á los  Alcal- 
des y depositarios  de  Ayuntamiento  de 
cualquiera  pago  que  hicieren  sin  estar  com- 
pletamente pagada  la  Hacienda;  siendo  al 
mismo  tiempo  la  voluntad  de  S.  M.  que  se 

(1)  Esta  R.  O.  no  está  en  la  Colección  de 
decretos,  pero  se  halla  en  la  Guia  legislativa 
de  Hacienda  tomo  de  1845,  pág.  701.  La  que 
ni  está  en  la  Guia  de  Hacienda  ni  en  la  Colec- 
ción legislativa  es  la  circular  de  19  de  mayo 
que  se  cita  en  ella. 
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ponga  en  conocimiento  del  Ministerio  de 
la  Gobernación  la  precedente  declaración 
para  que  se  comunique  á las  autoridades 
de  su  dependencia  con  las  instrucciones  que 
tenga  por  conveniente,  y eviten  los  con- 
flictos y entorpecimientos  á que  ha  dado  lu- 
gar la  variada  inteligencia  que  ha  tenido  la 
mencionada  circular.  Dios  etc.  Mon. — Se- 
ñor Intendente » 

Creemos  pues  que  conforme  á la  ley 
municipal,  á ¡la  Real  orden  anterior  y al 
R.  D.  de  12  de  marzo,  ni  aun  la  Hacien- 
da puede  proceder  por  la  via  ejecutiva  ó 
de  apremio  para  hacer  efectivos  sus  cré- 
ditos contra  los  pueblos,  pues  aunque  se 
consideran  de  interés  general  y preferen- 
tes á cualquiera  otro,  deben  seguirse 
para  su  cobro  las  reglas  que  dejamos 
dichas  en  el  párrafo  anterior. 

Esto  no  obstante  mas  de  una  vez  he- 
mos visto  en  los  Boletines  oficiales  con- 
minados los  pueblos  con  que  si  los  Ayun- 
tamientos no  hacían  efectivos  sus  des- 
cubiertos atrasados  del  20  por  100  de 
propios,  se  embargarían  los  productos 
de  los  bienes  de  aquellos  hasta  conseguir 
que  el  Tesoro  se  reintegrase,  cuya  inti- 
mación nos  parece  extralegal,  y hoy 
mas  que  cuando  se  dictaron  las  Reales 
disposiciones  citadas  por  haber  reunido 
los  Gobernadores  de  provincia  las  atri- 
buciones que  antes  correspondían  á los 
intendentes. — Y.  Apremios. 

§ 3-°  Jurisprudencia. 

No  haremos  aqni  mención  del  sinnú- 
mero de  cuestiones  de  competencia  que 
con  anterioridad  al  R.  D.  de  12  marzo 
de  1847  han  tenido  lugar  entre  los  Go- 
bernadores de  provincia  y los  jueces  y 
tribunales  sobre  el  conocimiento  de  re- 
clamaciones de  créditos  contra  pueblos 
y Ayuntamientos.  Seria  esta  tarea  in- 
terminable y no  vendríamos  á dar  mas 
luz  á esta  materia  que  ia  que  le  dio  el 
Real  decreto  citado  que  vino  á ponerlas 
término.  Sin  embargo  debemos  hacer 
mérito  de  algunas  decisiones  de  pleitos 
y de  competencia,  porque  con  ellas,  sin 
ei  inconveniente  indicado,  basta  para 
conocer  nuestra  jurisprudencia. 

R.  D.-S.  de  31  julio  de  1847. 

Pleito  puesto  por  el  conde  de  Cedillo 


y otros  al  Ayuntamiento  de  Osuna,  ante 
el  Consejo  provincial  de  Sevilla,  sobre 
inclusión  en  el  presupuesto  de  cierta 
cantidad  procedente  de  pensiones  atra- 
sadas de  un  censo. 

El  Consejo  Real  con  vista  de  dicho  ar- 
tículo 2C8  del  reglamento,  el  párrafo  8.° 
del  93  y el  98  de  la  ley  municipal,  y 
1 .°,  2.°  y 3.°  del  R.  D.  de  12  de  marzo 
de  1847  decide  este  pleito  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

«Considerando  que  no  resulta  de  los  au- 
tos que  el  conde  de  Cedillo  haya  pedido  di- 
rectamente al  Ayuntamiento  demandado 
la  inclusión  de  su  crédito  en  el  presupuesto 
municipal,  ni  aparece  probada  la  legitimi- 
dad de  esta  en  cantidad  líquida,  ni  su  for- 
mal reconocimiento  por  parte  de  dicho 
Ayuntamiento: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  91,  en  el  parr.  B.°  del  93  y en  el  98 
de  la  ley  de  Ayuntamientos  de  8 de  enero 
de  1843  corresponde  á los  mismos  Ayunta- 
mientos acordar  la  inclusión  en  el  presupues- 
to municipal  de  las  cantidades  destinadas 
al  pago  de  deudas  y réditos  de  censos,  de- 
biendo este  acuerdo  someterse  á la  aproba- 
ción del  jefe  político  6 á la  del  Gobierno  en 
su  caso: 

Considerando  que  con  arreglo  al  artícu- 
lo l.°  del  R.  D.  de  12  de  marzo  último  cuan- 
do las  deudas  que  se  reclaman  de  los  Ayun- 
tamientos no  están  declaradas  por  una  eje- 
cutoria, toca  á la  Administración  examinar- 
las para  decidir  si  se  han  de  incluir  ó no  en 
el  presupuesto;  y que  con  arreglo  art.  2.° 
del  mismo  R.  D.  este  exámen  debe  princi- 
piar presentando  ei  interesado  sú  reclama- 
ción al  Ayuntamiento  deudor  para  que  de^ 
cida  sobre  ella  en  el  término  de  un  mes: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en 
los  artículos  citados  de  la  ley  de  8 de  enero 
de  1845  y en  el  artículo  3.°  del  decreto 
también  citado  de  12  de  marzo  último,  al 
jefe  político,  y al  Gobierno  en  su  caso,  y 
no  á los  consejeros  provinciales  correspon- 
de conocer  de  las  reclamaciones  que  pro- 
duzcan los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos 
sobre  inclusión  en  el  presupuesto  munici- 
pal de  partidas  para  el  pago  de  sus  deudas 
debiéndose  decidir  precisamente  por  los  tri- 
bunales ordinarios  cualquiera  duda  que  so- 
bre su  legitimidad  se  promoviere: 

Considerando  que  en  ningún  caso  según 
los  citados  artículos  de  las  leyes  y Reales 
decretos  corresponde  al  Consejo  provincial 
de  Sevilla  como  tribunal  administrativo  el 
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conocimiento  de  la  actual  reclamación  del 
conde  de  Gedillo,  y que  asi  debió  deciarario 
el  jefe  político  con  arreglo  á los  artículos 
24  y 25  del  reglamento  de  los  Consejos 
provinciales  cuando  se  le  presentó  la  ins- 
tancia del  conde: 

Considerando  que  aun  cuando  el  procedi- 
miento no  fuere  nulo  por  la  incompetencia 
del  Consejo  provincial  de  Sevilla  lo  seria 
por  los  vicios  de  sustanciacion,  pues  en  la 
primera  instancia  se  proveyó  el  auto  apela- 
do sin  haber  dado  audiencia  al  Ayunta- 
miento de  Osuna  demandado: 

Considerando  que  cuando  ha  habido  in- 
competencia para  conocer  de  un  negocio, 
como  sucede  eu  la  demanda  á que  ha  dado 
lugar  el  auto  apelado;  procede  la  declara- 
ción de  nulidad  con  arreglo  al  párr.  2.°  del 
artículo  268  del  reglamento  de  30  de  di- 
ciembre de  1846: 

Oido  el  Consejo  Real,  vengo  en  declarar 
nulo  todo  lo  actuado  en  este  pleito:  acudan 
las  partes  interesadas  á donde  corresponda. 
( Publicada  por  R.  D.  de  31  de  julio  de 
1847. — CL.  núm.  3 ,pág.  CVI de  dicho  año.) 

R.  D.-S.  de  27  octubre  de  1847. 

Pleito  puesto  por  la  comisión  del  ca- 
mino de  las  Encartaciones  al  Ayunta- 
miento de  Begoña  sobre  el  pago  de  un 
arbitrio  de  14  mrs.  por  cántaro  de  vino, 
en  cumplimiento  de  una  ejecutoria. 

Vista  la  sentencia  ejecutoria  de  la  Au- 
diencia de  Burgos: 

Vistos  los  artículos  268  del  reglamento 
del  Consejo  Real,  35,  71  y 72  del  de  Conse- 
jos provinciales,  el  R.  D de  12  de  marzo 
de  1847  y la  ley  de  Ayuntamientos. 

Se  declara  la  nulidad  de  todo  lo  actuado 
en  este  pleito  mandando  que  las  parles  acu- 
dan á usar  de  su  derecho  donde  y según 
corresponda,  estableciendo  como  funda- 
mento, principalmente  lo  siguiente: 

Que  las  ejecutorias  no  pueden  invalidar- 
se ni  revocarse  por  ninguna  vía: 

Que  resistido  el  pago  del  arbitrio  por 
d Ayuntamiento  de  Begoña,  la  junta  di- 
rectiva debió,  con  arreglo  á la  citada  ley 
de  Ayuntamientos  y R.  O.  de  21  de  enero 
de  1845,  acudir  al  jefe  político  y no  al  juez 
de  primera  instancia  ni  al  Consejo  provin- 
cial, para  que  en  cumplimiento  de  la  eje- 
cutoria obligase  á,  Begoña  á satisfacer  el  ar- 
bitrio por  lo  respectivo  á los  años  de  42  y 
siguientes,  mucho  mas  hallándose  dicho  ar- 
bitrio destinado  á una  obra  pública,  por 
cuya  circunstancia  no  debió  tampoco  sus- 
pender su  exacción,  cualesquiera  que  fueran 


las  escepciones  alegadas  por  el  Ayuntamien- 
to para  eludir  el  pago,  (CL.  núm . 41,  de 
1847.) 

R.  D.-S.  de  5 julio  de  1848- 

Pleito  promovido  ante  el  Consejo  pro- 
vincial de  Guadalajara  por  doña  María 
Cruz  Bratuli  contra  el  Ayuntamiento  de 
Yebra  sobre  pago  de  305,405  rs.  de  pen- 
siones atrasadas  á que  se  opuso  dicho 
Ayuntamiento  negando  el  derecho;  Se- 
guido en  apelación  ante  el  Consejo  Real, 
se  declara  la  nulidad  de  lo  actuado  por 
incompetencia  de  la  Administración  con- 
tenciosa, con  vista  de  la  ley  de  Ayunta- 
mientos del  R.  D.  de  12  de  marzo  de 
1847  y del  art.  268  del  reglamento  del 
Consejo  Real,  por  que  cuestionándose 
sobre  la  legitimidad  del  crédito  reclama- 
do esta  demanda  es  propia  y exclusiva 
de  los  tribunales  ordinarios.  (CL.  núme- 
ro 17  de  dicho  año.) 

R.  D.-S.  de  1U  agosto  de  1868. 

Pleito  promovido  por  la  viuda  de  un 
cirujano  al  Ayuntamiento  de  Aviles  so- 
bre pago  de  sueldos  atrasados  correspon- 
dientes á la  dotación  del  cirujano  titular 
que  fué  de  aquella  villa  D.  Pedro  Luis 
Martínez.  Seguido  en  apelación  ante  el 
Consejo  Real  se  declara  nulo  lo  actuado 
con  vista  de  los  artículos  91,  92  y 98  de 
la  ley  de  Ayuntamientos  de  8 de  enero  de 
1845,  y del  R.  D.  de  12  marzo  del  1847. 

Considerando  que  con  arreglo  á los  ar- 
tículos citados  de  la  ley  de  8 de  enero  de 
4845  y á mi  R.  D.  también  citado  de  12  de 
marzo  de  1847,  el  pago  do  las  deudas  de  los 
Ayuntamientos  debejreclamarse  ante  la  Ad- 
ministración activa  en  los  términos  y por 
los  trámites  que  en  aquel  se  expresan. 

Considerando  que  según  lo  prescrito  en 
dichas  diposiciones,  la  vía  contenciosa  en- 
tre los  tribunales  competentes  civiles  ó ad- 
ministrativos solo  procede,  cuando  mi  Go- 
bierno ó los  jefes  políticos  en  los  casos  res- 
pectivos, desestiman  la  inclusión  del  crédi- 
to reclamado  en  el  presupuesto: 

Considerando  que  en  este  pleito  se  enta- 
bló desde  luego  el  procedimiento  conten- 
cioso sin  haber  reclamado  préviamente  ante 
la  administración  activad  pago  de  la  canti- 
dad adeudada;  y que  por  consiguiente  ni 
estaba  preparado  el  recurso  ante  el  Consejo 
provincial  ni  este  ha  sido  competente  para 
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conocer  en  el  estado  que  ha  tenido  y tiene 
este  litigio.»  ( CL . mím.  25  de  dicho  año.) 

Decís,  de  16  marzo  de  d 867. 

Las  cuestiones  sobre  validez  ó nulidad 
de  escrituras  de  recibo  de  efectos  ó canti- 
dades, ó sobre  legitimidad  de  obligaciones 
contraidas  por  Ayuntamientos  á favor  de 
particulares,  y sobre  la  eficacia  de  títu- 
los del  derecho  civil,  son  de  la  competen- 
cia de  los  Tribunales,  pues  que  en  su  otor- 
gamiento obran  aquellas  corporaciones  co- 
mo personas  jurídicas;  sin  perjuicio  deque 
hecha  la  declaración  respecto  de  la  legi- 
timidad de  la  deuda  se  llenen  por  la  Ad- 
ministración las  condiciones  del  R.  D.  de  12 
de  marzo  de  1847.  (R.  D.  de  16  de  marzo 
de  1867  decidiendo  á favor  de  la  autoridad 
judicial  la  competencia  suscitada  por  el 
Gobernador  de  Navarra  al  Juez  de  Pam- 
plona.) 

Decís,  de  20  julio  de  1887. 

Es  privativo  de  la  autoridad  judicial  de- 
clarar la  legitimidad  de  una  deuda  ó la 
obligación  de  deber,  pero  solo  toca  á la 
Administración  determinar  cuando  ha  de 
incluirse  en  el  presupuesto  municipal,  ha- 
biendo sido  el  objeto  del  R.  D.  de  12  de 
marzo  de  1847  impedir  los  procedimientos 
ejecutivos  contra  los  fondos  municipales 
por  medio  de  reglas,  para  que  la  Adminis- 
tración al  formar  y aprobar  los  presupues- 
tos incluya  en  eílos  los  débitos  reconoci- 
dos ó declarados  legítimos  por  la  Autoridad 
judicial.  (R.  D,  de  20  de  julio  de  1867  de- 
cidiendo á favor  de  la  Administración  la 
competencia  entre  el  Gobernador  de  Ma- 
drid y el  juez  de  Colmenar  viejo.) 

Decís,  de  21  julio  de  1867. 

Cuando  la  demanda  contra  un  Ayunta- 
miento se  dirige  á obtener  el  reconoci- 
miento de  un  censo  y el  pago  de  sus  rédi- 
tos, como  que  el  objeto  del  juicio  es  la  de- 
claración de  un  derecho  real  fundado  en 
títulos  y leyes  puramente  civiles  es  esclu- 
sivo  de  los  tribunales  su  conocimiento. 
(R.  D.  de  21  de  julio  de  1867  decidiendo 
competencia  entre  el  Gobernador  de  Pa- 
lencia  y el  juez  de  Cervera.) 

Decís,  de  21  julio  de  1867. 

La  legitimidad  de  una  deuda,  en  el  caso 
de  que  un  Ayuntamiento  sea  deudor,  la 
declara  la  Autoridad  judicial,  como  cues- 
tión de  propiedad,  sin  perjuicio  de  que 
para  ejecutar  la  sentencia  se  tengan  presen- 
tes las  reglas  establecidas  en  el  Real  decre- 
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to  de  12  de  marzo  de  1847.  (R.  D.  de  21  de 
julio  de  1867  decidiendo  una  competencia 
entre  el  Gobernador  de  Palencia  y el  Juez 
de  Cervera.) 

Decís,  de  15  abril  de  1867. 

Cuando  no  se  cuestiona  sobre  la  legitimi- 
dad ó antelación  de  un  crédito  declarado 
por  ejecutoria  sino  simplemente  sobre  su 
pago,  los  Ayuntamientos  no  pueden  ser 
compelióos  en  la  via  ejecutiva  por  los  Tri- 
bunales según  el  R.  D.  de  12  de  marzo 
de  1847.  (R.  D.  de  15  de  abril  de  1867  de- 
cidiendo la  competencia  entre  el  Goberna- 
dor de  Palencia  y el  Juez  de  Saldaba.) 

§ 4.o  Aplicación  de  las  reglas  establecidas  sobro  re- 
clamación de  créditos  contra  Ayuntamientos. 

Habíase  dictado  ya  por  el  Ministerio  de 
la  Gobernación  en  21  de  enero  de  1845 
una  Real  orden  en  cuya  ejecución  no  de- 
jaron-de  ofrecerse  algunas  dificultades. 
Mandóse  jior  ella  que  suspendiéndose 
todo  procedimiento  de  apremio  y ejecu- 
¡ cion  contra  los  fondos  públicos,  inclu- 
yesen los  Ayuntamientos  sus  deudas  lí- 
quidas en  el  presupuesto  municipal  como 
gastos  obligatorios,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  8 de  enero  de  aquel 
mismo  año,  y que  hiciesen  lo  mismo  por 
medio  de  otro  presupuesto  adicional, 
cuando,  en  vista  de  documentos,  los  cré- 
ditos no  reconocidos  ni  liquidados  pasa- 
; sen  á la  clase  de  los  anteriores.  Esta  Real 
orden  expedida  por  Gobernación  no  la  he- 
mos hallado  en  la  colección  de  decretos 
de  aquel  año,  ni  tampoco  otra  de  19  de 
mayo  que  hemos  citado  en  la  de  22  de 
setiembre  de  1845,  expedida  por  Hacien- 
da. Sin  embargo,  hoy  ya  no  tiene  objeto 
aquella  por  ser  posterior,  mas  categóri- 
co, mas  terminante  y decisivo  y de  mas 
' fuerza  el  Real  decreto  inserto  de  12  de 
marzo  de  1847,  que  contiene  las  reglas 
que  deben  observarse  por  los  acreedores 
de  los  Ayuntamientos  para  reclamar  sus 
créditos  cuando  no  están  consignados 
en  sus  prepuestos. 

No  pueden  estar  mas  claras  ni  ser  mas 
terminantes.  En  ningún  caso,  según 
ellas,  procede  la  via  ejecutiva  y de  apre- 
mio para  hacer  efectivos  los  créditos 
contra  Ayuntamientos,  aunque  el  docu- 
mento tenga  esta  fuerza,  aunque  la  deu- 
da esté  declarada  por  ejecutoria.  Lo  que 


ACREEDORES 

si  procede  es,  en  todo  caso,  recurrir  al 
mismo  Ayuntamiento  para  que  exami- 
nando y reconociendo  la  deuda  acuerde 
1 su  inclusión  en  el  presupuesto  munici- 
pal, cuya  reclamación  sigue  los  breves  y 
sencillos  trámites  que  establecen  las  re- 
glas 1.a  á la  4.a 

Puede  suceder  que  por  la  providencia 
administrativa  , confirmatoria  ó revoca- 
toria de  la  del  Ayuntamiento,  se  reco- 
nozca como  legitimo  el  crédito  reclama- 
do; entonces  su  inclusión  en  el  presu- 
puesto ordinario  ó adicional  es  de  nece- 
sidad. 

Puede  suceder  que  no  se  reconozca 
como  legítimo;  y entonces  el  acreedor, 
si  se  cree  perjudicado  con  esta  declara- 
ción ó providencia  administrativa,  pro- 
pone la  demanda  ordinaria  que  corres- 
ponda para  íe  se  declare  legítimo  su 
crédito.  Esta  demanda  será  contencioso- 
administratíva  si  la  materia  objeto  de  la 
reclamación  es  de  esta  naturaleza  ; como 
por  ejemplo,  si  la  deuda  se  funda  en  el 
cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y 
efectos  de  un  contrato  ó remate  celebra- 
do para  un  servicio  ú obra  municipal,  y 
será  ordinaria  ante  el  juzgado  competen- 
te, si  la  cuestión  es  de  otra  naturaleza  ó 
sea  sobre  asunto  no  comprendido  en  el 
art.  8.°  de  la  ley  de  atribuciones  de  los 
Consejos  provinciales  de  2 de  abril  de 
1845.  Paréceme  que  esta  y no  otra  es  la 
mente  de  la -regla  4.a  y de  las  decisiones 
de  la  jurisprudencia. 

Si  en  el  juicio  que  se  promueva  por 
el  acreedor  se  declarase  por  ejecutoria 
la  legitimidad  de  la  deuda,  el  acreedor 
recurre  al  Ayuntamiento  presentando 
aquel  documento  bajo  recibo;  y dentro 
de  los  diez  dias  siguientes  no  podrá  ya 
menos  dicha  corporación  de  incluir  la 
referida  deuda  en  el  presupuesto  muni- 
cipal, formando  el  adicional  correspon- 
diente. No  haciéndolo  así  el  Ayunta- 
miento incurre  en  responsabilidad.  Así 
lo  establece  la  regla  5.a 

Pudiendo  alguna  vez  perjudicarse  el 
servicio  público,  ó las  preferentes  aten- 
ciones del  presupuesto  municipal,  si  el 
pago  de  una  ó varias  deudas  de  entidad 
tuviera  siempre  que  verificarse  en  ei  mo- 
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mentó  de  declararse  su  legitimidad  ó 
por  la  Administración  ó por  los  Tribu- 
nales, ha  establecido  la  regla  6.a  que  en 
este  caso  se  acuerde  entre  el  Ayunta- 
miento y el  acreedor  ó acreedores  un  ar- 
reglo prudente  y oportuno  que  se  some- 
terá á la  aprobación  superior.  Esto  supo- 
ne que  en  ningún  caso  podrá  declararse 
en  concurso  un  Ayuntamiento,  ni  tam- 
poco desatender  sus  gastos  mas  precisos 
y perentorios.  El  pago  ha  de  hacerse  sin 
perjudicar  á estos. 

ACREEDORES  CONTRA  ESTABLECIMIEN- 
TOS DE  BENEFICENCIA.  La  misma  doc- 
trina que  dejamos  sentada  respecto  de 
los  créditos  contra  Ayuntamientos  es 
igualmente  aplicable  á los  créditos  con- 
tra establecimientos  de  beneficencia,  cu- 
yos fondos  se  consideran  ó municipales 
ó provinciales,  según  que  el  estableci- 
miento sea  municipal  ó provincial.  No 
procede  por  lo  mismo  en  ningún  caso  la 
via  ejecutiva  y de  apremio  para  reclamar 
esta  clase  de  créditos;  debiendo  con  ar- 
reglo á la  ley  de  beneficencia  hoy  vigen- 
te de  20  de  junio  de  18 i 9 y al  regla- 
mento de  14  de  mayo  de  1852,  ser  com- 
prendidos en  el  respectivo  presupuesto, 
ó seguirse  en  otro  caso  los  trámites  esta- 
blecidos en  las  reglas  del  decreto  de  12 
de  marzo  de  1847  que  quedan  insertas 
en  la  página  136.  Esta  misma  doctrina 
está  confirmada  por  la  siguiente  senten- 
cia del  Consejo  Real  aunque  basada  so- 
bre la  ley  de  beneficencia  de  1822. 

Sentencia  de  8 noviembre  de  1848. 

Pleito  promovido  por  1).  Clemente  de 
los  Ríos  contra  la  Junta  de  beneficencia 
de  Ciudad-Real  sobre  pago  de  15.934  rs. 
de  medicamentos  suministrados  al  hos- 
pital de  la  misma.  Seguidoen  apelación 
y visto  el  reglamento  de  Beneficencia  de 
6 de  febrero  de  1822  restablecido  por 
14.  D.  de  8 de  setiembre  de  1836,  las 
Rs.  Ords.  de  20  de  agosto  y 30  de  no- 
viembre de  1838  y la  de  4 de  abril  de 
1846,  la  ley  de  Ayuntamientos  de  8 de 
enero  de  1845,  el  decreto  de  12  de  mar- 
zo de  1847  y el  art.  268  del  reglamento 
del  Consejo  Real,  se  declara  la  nulidad 
de  lo  actuado  por  incompetencia  en  los 
términos  siguientes: 
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Considerando:  l.°  que  con  arreglo  á lo 
prescrito  en  la  citada  ley  de  8 de  enero  de 
1845,  y en  el  R.  D.  de  12  de  marzo  de 
1847  aclaratorio  de  la  misma,  cuando  las 
deudas  de  los  Ayuntamientos  no  están  de- 
claradas por  una  ejecutoria,  debe  recla- 
marse el  pago  ante  la  administración  acti- 
va, no  teniendo  lugar  ni  aun  después  de 
su  resolución  la  via  contenciosa  ante  el  tri- 
bunal competente,  sino  en  el  caso  de  poner 
en  cuestión  la  legitirnidaddel  crédito: 

2. °  Que  asi  por  la  ley  de  febrero  de  1822 
restablecida  por  R.  D.j¡  de  8 de  setiembre 
de  1838  como  por  las  Reales  órdenes  pos- 
teriores, las  juntas  municipales  de  benefi- 
cencia son  corporaciones  auxiliaros  de  los 
Ayuntamientos,  sus  fondos  se  consideran 
municipales  y sus  presupuestos  forman  par- 
te del  municipal: 

3. °  Que  en  conformidad  de  estos  prin- 
cipios, la  demanda  jpresentada  por  Ríos 
contra  la  junta  de  Ciudad-Real  fué  contes- 
tada por  el  Alcalde  como  presidente  del 
Ayuntamiento,  y que  con  él  se  han  conti- 
nuado todas  las  actuaciones  en  este  pleito: 

4. °  Que  el  hecho  de  haber  pedido  Ríos 
el  pago  de  su  crédito  por  el  Ayuntamiento 
envuelve  la  suposición  de  creer  el  deman- 
dante que  los  fondos  municipales  estaban 
obligados  á dicho  pago,  y que  en  tal  su- 
puesto ha  debido  reclamar  primero  al  mis- 
mo Ayuntamiento  y después  á mi  Gobier- 
no ó al  jefe  político,  según  el  caso,  antes 
de  entablar  ante  quien  corresponda  la  vía 
contenciosa  que  no  estaba  preparada  con 
arreglo  á las  disposiciones  vigentes: 

5. °  Que  no  pueden  estimarse  cumplidos 
los  trámites  legales  con  la  solicitud  que  en 
otro  tiempo  hizo  el  interesado  ante  ¡a  Di- 
putación provincial,  pues  ni  esta  llegó  á 
resolver, ?ni  en  aquella  se  pidió  el  pago  de 
toda  la  cantidad  que  ahora  se  reclama: 

Y 6.°  Que  por  todo  lo  expuesto  el  Con- 
sejo provincial  de  Ciudad-Real  no  debió 
conocer  de  este  pleito  y que  por  lo  mismo, 
según  el  art.  288  procede  Ja  nulidad  de  lo 
actuado.  ( CL . núm.Ai  de  dicho  año.) 

acreedores  contra  provin- 
cias. También  para  el  pago  de  las  deu- 
das provinciales  se  halla  establecido  el 
procedimiento  administrativo  que  esclu- 
ye  la  via  ejecutiva  y de  apremio.  Según 
el  art.  56  de  la  ley  de  Diputaciones  pro- 
viuciales  de  8 de  enero  de  i845  ó igual 
artículo  de  la  de  25  de  setiembre  de  1863, 
dichas  corporaciones  pueden  deliberar 
con  sujeción  á las  leyes  y reglamentos 


sobre  los  litigios  que  convenga  intentar 
ó sostener,  y según  el  59  de  la  primera 
y 61  de  la  última,  ninguna  acción  j udi - 
cial  puede  intentarse  contra  una  pro- 
vincia sino  á dos  meses  de  haberse  dado 
por  el  interesado  conocimiento  al  go- 
bernador de  la  reclamación  y de  los 
motivos  en  que  se  funda  salvo  en  caso 
de  urgencia.  Esto  unido  al  sistema  de 
presupuestos  de  gastos  ó ingresos,  esta- 
blecido en  dichas  leyes  hace  que  sea  de 
todo  punto  improcedente  la  acción  eje- 
cutiva para  reclamar  las  deudas  contra 
las  provincias,  y así  se  halla  también  re- 
suelto por  la  jurisprudencia.  Hé  aquí 
un  caso  que  contiene  mucha  doctrina. 

Decisión  de  9 julio  de  1846. 

Competencia  entre  el  jefe  político  y el 
juez  de  Oviedo  sobre  el  Embargo  hecho 
por  este  en  los  fondos  provinciales  para 
pago  de  pensiones  atrasadas  de  un  censo. 

«Vistos  el  expediente  y los  autos  respec- 
peclivamente  remitidos  por  el  jefe  político 
y el  juez  de  primera  instancia  de  Oviedo, 
de  los  cuales  resulta:  Que  para  hacer  efec- 
tivo el  pago  de  pensiones  atrasadas  de  un 
censo  constituido  porla  antigua  Diputación 
del  principado  de  Asturias  á favor  del  Du- 
que de  Frías,  sobre  el  arbitrio  de  dos  rea- 
les por  fanega  de  sal,  se  despachó  á su  ins- 
tancia por  el  expresado  juez  ejecución  con- 
tra los  fondos  de  aquella  provincia  en  20 
de  mayo  de  1845:  que  así  en  las  diligencias 
consiguientes  á este  auto  como  en  Jas  ac- 
tuaciones preparatorias  que  tuvieron  lugar 
en  el  negocio,  hizo  al  jefe  político  por  me- 
dio de  procurador  y como  parte,  en  repre- 
sentación de  la  misma,  las  gestiones  de  opo- 
sición que  creyó  oportunas,  y entre  otras 
ia  de  apelar  del  auto  de  ampliación  de  em- 
bargo proveído  á solicitud  del  actor:  que 
en  este  estado,  en  cumplimiento  de  una 
Real  orden  expedida  al  efecto,  y de  que 
trasmitió  la  correspondiente  copia  al  juez, 
promovió  dicho  jefe  político  la  competen- 
cia de  que  se  trata: 

Vistos  los  arts.  60,  61  y 69,  64,  65  y 67 
de  la  ley  de  organización  y atribuciones 
de  las  Diputaciones  provinciales  de  8 de 
enero  de  1845,  en  los  cuales  se  fija  el  mo- 
do de  pagar  las  deudas  exigidles  de  las  pro- 
vincias y seda  al  mismo  tiempo  la  mas  am- 
plia autorización  para  reunir  á este  fin  los 
fondos  necesarios: 

Visto  su  art,  56,  que  autoriza  á las  Di- 
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putaciones  provinciales  para  deliberar  con 
sujeción  a las  leyes  y reglamentos  entre 
otras  cosas,  sobre  los  litigios  que  convenga 
intentar  ó sostener  sometiendo  estas  deli- 
beraciones á la  aprobación  del  Gobierno  6 
de  los  jetes  políticos,  según  los  casos: 

Visto  el  art.  59  de  la  misma  ley,  según 
el  cual  no  puede  intentarse  acción  alguna 
judicial  contra  una  provincia,  sino  a los 
dos  meses  de  haberse  dado  por  el  interesa- 
do conocimiento  al  jefe  político  de  la  re- 
clamación y de  los  motivos  en  qne  se  tun- 
da, debiendo  este  representar  á aquella  en  , 
juicio; 

Visto  el  art.  6.°  de  la  ley  para  el  gobier-  ' 
no  de  las  provincias  de  2 de  abril  de  184o,  i 
que  da  á les  jefes  políticos  el  carácter  de 
delegados  del  poder  Real; 

Considerando:  l.°  Que  para  el  pago  de 
las  deudas  provinciales,  cualquiera  que  sea 
el  título  que  acredite  su  legitimidad,  se  es- 
tablece por  la  citada  ley  de  8 de  enero  de 
1845,  sin  distinción  de  casos,  y de  consi- 
guiente para  todos  un  procedimiento  admi- 
nistrativo, según  el  cual  solo  puede  aquel 
hacerse  por  un  depositario  responsable, 
que  no  debe  obedecer  para  ello  a ninguna 
otra  persona  ni  autoridad,  mas  que  al  jefe 
político,  y aun  á este  solo  cuando  consigne 
su  orden  en  un  libramiento  espedido  con 
arreglo  al  presupuesto  provincial: 

2/  Que  este  procedimiento  es  incom- 
patible con  las  ejecuciones,  porque  en  ellas 
solo  manda  el  juez,  y á él  solo  se  obedece, 
y siendo  incompatible  con  las  ejecuciones, 
las  excluye. 

3.°  Que  fuera  de  esto,  la  imposibilidad 
legal  de  pagar  las  dichas  deudas  de  distinto 
modo  que  el  insinuado,  hace  que  la  apli- 
cación de  las  formas  del  juicio  ejecutivo  á 
su  exacción  envuelva  una  injusticia,  una  ! 
ilegalidad,  ana  insubsanable  y notoria  nu-  ¡ 
lidat;  una  injusticia,  porque  supone  que  la 
ley  hace  á los  deudores  comunes,  aun  los 
mas  insignificantes,  de  mejor  condición 
que  á las  provincias,  negando  á esta  la  ven- 
taja que  á ellos  proporciona  de  evitar  los 
gastos  y las  vejaciones  de  la  vía  ejecutiva; 
satisfaciendo  desde  luego  sus  deudas:  una 
ilegalidad,  porque  manifiestamente  lo  es  que 
el  juez  tomando  el  nombre  de  la  ley,  como 
tiene  que  hacerlo  siempre  para  mandar, 
iqtírne  al  jefe  político  en  el  concepto  de  re- 
presentante judicial  de  su  provincia,  que 
pague  las  deudas  de  la  misma,  prescindien- 
do de  lo  que  para  ello  dispone  de  un  modo 
absoluto  la  ley  mencionada:  una  nulidad, 
en  fin,  tan  notoria  como  insubsanable,  por- 
que esta  intimación,  que  por  absurda  no 
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puede  hacerse  de  un  modo  legal,  debe  en 
el  juicio  ejecutivo,  para  que  sea  valedero, 
preceder  indispensablemente,  primero  al 
embargo,  y despees  á las  diligencias  de 
venta  de  los  bienes  embargados. 

4/  Que  por  lo  dicho  no  pudo  el  juez 
de  Oviedo  despachar  la  ejecución  que  dio 
origen  á esta  competencia  sin  que  contra 
ello  pueda  sacarse  argumento  alguno  de  la 
conducta  observada  por  el  jefe  político  de 
aquella  provincia  en  este  negocio:  lo  uno, 
por  pie  no  pudiendo  dicho  funcionario  al- 
terar de  ningún  modo  lo  dispueslo  sobre 
pago  de  deudas  provinciales  por  la  ley,  sino 
solo  observar  las  prescripciones  de  esta  y 
hacer  que  se  observen  en  Ja  provincia  de  su 
mando,  no  se  infiere  otra  cosa  de  lo  dicho 
sino  que  guió  sus  primeros  pasos  una  idea 
equivocada  que  pudo  rectificar  y rectificó 
oportunamente  la  insinuada  Real  órden;  y 
lo  otro  porque  las  gestiones  del  represen- 
tante judicial  de  la  provincia  no  pueden 
obstar  de  modo  alguno  al  uso  obligatorio 
de  las  facultades  del  delegado  del  poder 
Real: 

Se  decide  esta  competencia  á favor  del 
jefe  político  de  Oviedo,  á quien  se  devuel- 
va su  expediente  con  ios  autos,  para  que 
bajo  su  responsabilidad,  y en  el  término 
de  los  dos  meses  señalados  por  el  art.  59 
referido  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845, 
oiga  con  arreglo  al  art.  56  de  la  misma  á la 
Diputación  provincial  sobre  la  legitimidad 
de  la  deuda  reclamada;  disponga  su  inclu- 
si  m si  fuese  legitima,  ea  el  presupuesto 
provincial,  formando  para  ello  el  adicional 
correspondiente,  según  los  arts.  60  y 67  de 
dicha  ley,  por  ser  el  pago  de  las  deudas  ob- 
jeto indispensable;  haga  la  aplicación  que 
se  requiere  de  su  art.  65  para  que  sin  re- 
tardo pueda  realizarse  el  pago  que  se  exige; 
y en  el  caso  de  ser  dudosa  la  legitimidad 
de  la  deuda  á que  este  se  refiere,  devuelva 
así  que  trascurra  el  expresado  término,  los 
autos  al  juez,  manifestándole  su  resolución 
de  defender  á la  provincia  en  el  correspon- 
diente juicio  ordinario  dándose  á aquel  des- 
de luego  conocimiento  de  esta  decisión  y 
sus  motivos.  ( Publicada  por  R.  O.  de  9 de 
•julio  de  1846. — GL.  núm.  28  de  dicho  año , 
pág.  LVJII.) — V.  Litigios  de  las  provin- 
cias. 

ACREEDORES  CONTRA  EL  ESTADO.  No 

vamos  á ocuparnos  aquí  de  las  diferen- 
tes clases  de  deudas  del  Estado  recono- 
cidas y representadas  por  documentos 
de  crédito,  de  lo  cual  nos  reservamos 
dar  una  idea  en  el  articulo  Deuda.  Aho- 
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ra  solo  es  nuestro  ánimo  indicar  que 
tampoco  es  procedente  en  ningún  caso 
la  via  ejecutiva  contra  la  Hacienda  pú- 
blica, según  se  desprende  de  lo  que  de- 
jamos dicho  respecto  á las  deudas  de  los 
pueblos  por  ser  idéntica  la  razón  y aun 
de  mucha  mayor  fuerza  en  este  caso.  Hé 
aquí  una  R.  0.  muy  poco  conocida  en 
que  se  establece  importante  doctrina  y se 
declara  así  de  una  manera  terminante. 

R.  O.  de  28  febrero  de  1844  (1). 

«Habiendo  dado  cuenta  á S.  M.  de  dos 
comunicaciones  de  la  Administración  ge- 
neral de  bienes  nacionales,  manifestando  el 
resultado  de  los  autos  llevados  en  apelación 
á la  Audiencia  territorial  por  D.  Pedro 
Barbería  sobre  reintegro  de  Ü6,0G0  rs.  que 
le  exigieron  los  monjes  de  Guadalupe  por 
la  cabaña  lanar  que  había  comprado  y sa- 
tisfecho al  Estado  en  el  año  de  1821,  se  sir- 
vió mandar  pasar  todos  los  antecedentes  de 
este  asunto  al  asesor  de  la  superintenden- 
cia de  la  Hacienda  pública;  y en  25  del  ac- 
tual emitió  su  dictamen  en  los  términos  si- 
guientes: La  urgencia  con  que  se  me  ha  pa- 
sado por  V.  E.  este  expediente,  la  que  ma- 
nifiesta la  Administración  general  de  bienes 
nacionales  a!  pedir  la  autorización  compe- 
tente para  transigir  sobre  el  medio  de  hacer 
el  pago  á D.  Pedro  Barbería  de  los  96,000 
reales  a que  fué  condenada  la  amortización 
por  sentencia  de  la  Audiencia  territorial,  y 
el  apremio  con  que  reclama  la  subdelega- 
cion  de  rentas  de  esta  provincia  que  dicho 
pago  se  verifique,  para  no  verse  en  la  pre- 
cisión de  proceder  ejecutivamente  contra  el 
Estado,  ó lo  que  es  lo  mismo,  contra  los 
bienes  nacionales  que  son  su  propiedad,  en 
virtud  de  la  sentencia  ejecutoriada  y á ins- 
tancia del  que  obtuvo  la  sentencia  favora- 
ble, todo  indica  que  ciertamente  puede  te- 
ner lugar  dicha  ejecución,  y puede  tratarse 
del  embargo  y apoderamiento  de  las  ren- 
tas, bienes  y efectos  públicos  para  llevar  á 
efecto  la  providencia  del  tribunal.  Según 
los  apuros  y el  ahogo  que  se  advierten  en 
la  Administración  general  de  bienes  nacio- 
nales^ para  ver  de  satisfacer  a nn  acreedor 
del  Estado  la  parte  de  crédito  que  le  cor- 
responda; según  el  apremio  con  que  se  exi- 


(J)  No  se  halla  ni  en  la  Colección  de  de 
cretcs  m en  la  Guía  de  Hacienda.  Está  tomad: 
- la  Jurisprudencia  Administrativa  dei  se 

S5í«  í*ÍCe  haberla  tomado  del  Bo 

a de tóst  ¿S™™'  12>  nim ■ 98  ie 


ge  este  por  el  interesado,  y en  vista  de  las 
amenazas  del  juzgado  inferior  de  proceder 
ejecutivamente  á la  satisfacción  de  aquel 
crédito  bajo  el  supuesto  de  que  no  está  en 
sus  facultades  dejar  de  llevar  á cabo  la  cosa 
juzgada  por  un  tribunal,  no  parece  sino  que 
de  tal  modo  es  preferente  el  crédito  de  que 
se  trata,  y que  tal  es  la  fuerza  de  la  provi- 
dencia del  tribunal,  que  á la  satisfacción  de 
aquel  crédito  y por  esta  providencia  deben 
ser  postergadas  todas  las  atenciones  públi- 
cas, por  perentorias  que  sean,  y por  mas 
autorizadas,  sagradas  y obligatorias  que  se 
supongan  las  seguridades  con  que  á dichas 
atenciones  se  debe  responder.  En  el  expe- 
diente no  aparece  la  sentencia  cuya  ejecu- 
ción se  encarece,  y á él  debió  haberse  traído 
una  copia  de  su  literal  tenor  para  que  el 
Gobierno  pudiera  conocer  los  pronuncia- 
mientos que  contiene  antes  de  conceder  á 
la  Administración  general  la  autorización 
que  pide.  El  Gobierno  sabe  únicamente  que 
D.  Pedro  Barbería  pretendía  el  pago  de 
los  96.U00  rs.  que  había  satisfecho  en  una 
transacción  celebrada  por  él  con  los  monjes 
del  monasterio  de  Guadalupe,  con, posterio- 
ridad a la  abolición  del  sistema  constitucio- 
nal, por  virtud  de  cuya  transacción  el  inte- 
resado había  dejado  de  devolver  á aquel 
monasterio  una  cabaña  lanar  riberiega,  que 
como  perteneciente  antiguamente  á dicha 
comunidad  suprimida  en  aquella  época,  le 
había  sido  entonces  vendida  por  el  Estado. 
El  Gobierno  no  se  creyó  autorizado  por  las 
leyes  para  acceder  á la  pretensión  de  Bar- 
bería; y por  lo  misino  y basta  tanto  que 
por  la  potestad  legislativa  que  reside  en  las 
Górtes  con  el  Rey,  no  se  acordase  lo  con- 
veniente sobre  el  particular,  declaró  que 
no  procedía  al  pago  que  se  solicitaba  en 
aquel  concepto.  El  interesado  recurrió  á 
tos  tribunales;  en  ellos  habrá  presentado  sin 
duda  datos  y antecedentes  que  el  Gobierno 
no  conoce;  y los  tribunales  de  justicia  la 
habrán  administrado  rectamente  (como  así 
debe  suponerse)  al  declarar  que  debia  ve- 
rificarse el  pago  que  el  Gobierno,  fiel  ob- 
servador de  las  leyes,  habia  resistido.  Sabi- 
da como  es  la  pretensión  entablada  ante  el 
Gobierno  por  Barbería,  y suponiendo  que 
la  misma  debe  haber  deducido  en  juicio 
contencioso,  la  resolución  ó providencia 
judicial  que  en  mí  concepto  debe  haber 
recaido,  ya  que  se  parte  del  supuesto  que 
fué  perjudicial  al  Estado,  es  la  declaración 
del  derecho  del  demandante  á ser  satisfecho 
de  la  cantidad  reclamada,  y la  obligación 
del  Estado  á su  satisfacción.  Siempre  que 
en  la  esencia.se  haya  reducido  á esto  lá 
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sentencia  del  tribunal,  su  ejecución  debe 
consistir  en  el  reconocimiento  del  crédito 
de  Barbería;  pero  para  la  satisfacción  del 
crédito  de  ningún  modo  deben  ser  ocupa- 
das ni  vendidas  las  rentas,  bienes  y efectos  ; 
públicos,  afectos  y destinados  en  virtud  de 
las  leyes  á sostener  las  cargas  de!  Estado, 
en  la  forma  y modo  que  las  mismas  dispo- 
nen. De  poder  hacerse  el  pago  privilegiada 
y ejecutivamente  según  se  supone  á favor 
de  un  interesado  por  providencia  de  un  tri- 
bunal, vendría  á seguirse  que  aquellos  es- 
larian  facultados  para  pedir,  y los  tribuna- 
les para  otorgar,  el  total  aniquilamiento  de 
tos  intereses  del  Estado;  y de  aquí  resultaría 
que  en  beneficio  de  algunos  particulares,  y 
por  sentencias  de  los  tribunales  de  justicia, 
serian  desatendidas  y abandonadas  las  aten- 
ciones públicas  mas  privilegiadas  y peren- 
torias, y que  las  leyes  quedaban  sin  valor 
ni  fuerza  por  acuerdo  de  unos  cuerpos  que 
reciben  su  poder  y sus  facultades  de  ellas 
mismas.  Ni  D.  Pedro  Barbería  pudo  tratar 
de  llevar  sus  exigencias  hasta  el  extremo 
que  aparece.  Bastante  favorecido  ha  venido 
á salir  con  la  declaración  del  crédito  por 
la  cantidad  que  dió  en  transacción  á ios 
m onjes  y sin  tomarse  en  cuenta  los  frutos 
y utilidades  de  la  cabaña  que  había  com- 
prado en  la  época  constitucional  anterior; 
en  lo  cual  ha  venido  á aparecer  de  mejor 
condición  que  todos  los  compradores  de 
aquel  tiempo,  que  no  percibieron,  ni  pre- 
tenden, ni  pueden  otorgárseles  los  frutos 
de  los  bienes  que  compraron  y que  volvie- 
ron el  de  23  á poder  de  los  regulares.  Bar- 
bería, por  la  cantidad  entregada  por  la 
transacción,  siguió  siendo  dueño  y perci- 
biendo como  taí  los  frutos  de  la  cosa  com- 
prada; y ahora,  al  devolvérsele  aquella 
cantidad  resulta  que  en  realidad  la  devolu- 
ción de  los  bienes  enajenados  por  el  Estado 
en  la  anterior  época  constitucional  no  tuvo 
aplicación  respecto  de  él.  Pero  aun  cuando 
sus  exigencias  fuesen  tan  allá  como  apare- 
ce, ni  el  juzgado  de  la  subdelegacion  debe 
proceder  ejecutivamente  en  el  caso  presen- 
te contra  las  rentas,  bienes  y efectos  del 
Estado  (en  cuyo  concepto  se  tienen,  y á 
cuya  clase  corresponden  las  rentas  y arbi- 
trios de  amortización),  ni  la  Administra- 
cion  general  de  bienes  nacionales,  ni  la 
parte  fiscal  de  la  Hacienda  pueden  consen- 
tirlo. Así  pues,  y en  vista  de  todo  lo  ex- 
puesto, corresponde  que  la  autorización 
que  se  conceda  para  ja  transacción  que 
pide  el  administrador  general  de  bienes  na- 
cionales, sea  y se  entienda  únicamente  para 
fijar  la  categoría  de  los  acreedores  del  E&- 
Tomo  I. 
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tado  en  que  deba  ser  colocado  con  arreglo  á 
las  disposiciones  legales  vigentes  en  la  ma- 
teria D.  Pedro  Barbería,  que  obtuvo  en  su 
favor  la  declaración  del  crédito  de  que  se 
trata  por  sentencia  del  Tribunal  Superior 
del  territorio.  Que  al  mismo  tiempo  se  diga 
al  subdelegado  de  rentas  de  la  provincia, 
que  las  rentas,  bienes  y efectos  pertene- 
cientes al  Estado  que  constituyen  la  Hacien- 
da pública,  cuya  administración,  aplicación 
y distribución  están  á cargo  del  Gobierno 
con  arreglo  a las  leyes,  no  pueden  ser  obje- 
to de  procedimientos  ejecutivos  sino  en  los 
casos  especiales  que  las  mismas  leyes  pres- 
criben; que  el  modo  de  llevar  á ejecución 
las  sentencias  de  los  tribunales  que  decla- 
ran á favor  de  los  particulares  derecho  á 
percibir  del  Estado  por  ciertos  conceptos 
algunas  cantidades,  se  reduce  á hacer  que 
sean  reconocidos  tales  particulares  como 
acreedores  del  Estado  y con  derecho  á per- 
cibir el  valor  de  sus  créditos  en  el  modo, 
tiempo  y lugar  acordado  por  el  Gobierno, 
y dispuesto  por  las  leyes  respecto  de  los 
demás  de  su  clase;  que  con  arreglo  á estas 
reglas  que  reconocen  por  base  y fundamen- 
to las  disposiciones  legales  vigentes,  y la 
necesidad  de  atender  con  la  debida  regula- 
ridad á las  cargas  públicas,  proceda  bajo  su 
responsabilidad  en  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia pasada  en  Autoridad  de  cosa  juzgada 
de  la  sala  tercera  de  la  Audiencia  del  terri- 
torio de  que  queda  hecho  mérito, .y  á la  que 
se  refiere  en  su  oficio  dirigido  a la  Admi- 
nistración general  de  bienes  nacionales  de  7 
de  este  mes,  ú rio  ser  que  por  un  motivo  es- 
pecial y con  arreglo  á las  leyes  entienda 
que  debe  obrar  de  otro  modo;  en  cuyo  ca- 
so, con  justificación  de  los  antecedentes,  y 
con  expresión  de  las  disposiciones  legales 
en  que  se  funde,  consulte  sobre  el  particu- 
lar á quien  corresponda.  Tara  que  esta  re- 
solución tenga  efecto,  y sea  observada  por 
los  tribunales,  conviene  y corresponde  que 
se  comunique  á los  mismos  por  el  Ministe- 
rio de  Gracia  y Justicia,  con  el  cual  deberá 
al  efecto  ponerse  de  !a  cu  ordo  el  del  digno 
cargo  de  V.  E » 

R.  O . de  14  junio  de  1845. 

Con  ocasión  de  un  caso  igual  al  que  dió 
motivo  a la  R.  O,  de  28  de  febrero  de  1S44, 
se  mandó  que  esta  «se  tuviese  por  disposi- 
ción y regla  general  en  todos  los  casos  de  la 
misma  especie.»  ( Tampoco  es td  en  la  CL . ni 
en  la,  Guia  de  Hacienda,  pero  la  cita  el  se- 
ñor Sunyé  tomada  del  Boletín  citado  de  Va- 
lencia). — V.  Demandas  contra  ei.  Estado, 
Deuda. 
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ACREEDORES...— ACTAS  MUNICIPALES. 


acreedores  contra  potencias  EX- 
TRAJERAS.— V.  Suministros  franceses. 
Créditos  procedentes  de  tratados. 

ACTA.  Relación  por  escrito  que  con- 
tiene las  deliberaciones  y acuerdos  de 
cada  una  de  las  sesiones  de  cualquiera 
corporación  ó juma  (. Diccionario  de  la 
Academia.)  También  se  llama  así  á la 
relación  del  resultado  de  una  elección,  ó 
de  un  juicio  verbal  , ó de  acto  concilia- 
torio , ó de  otro  acto  cualquiera  judicial 
ó administrativo. 

ACTA  NOTARIAL.  El  articulo  101  del 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley 
del  Notariado  prescribe  que  los  notarios 
levanten  acta  de  todo  lo  que  autoricen 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  y que  no 
de  lugar  á matriz  inclusos  los  protestos  y 
las  legalizaciones.  Estas  actas  deberán  le- 
vantarlas los  notarios  á requerimiento  de 
parte,  haciendo  un  brevísimo  estrado  del 
documento  que  hayan  librado  ó del  acto 
en  que  hayan  interpuesto  su  ministerio, 
sin  necesidad  deque  copien  integramente 
aquel  ó al  que  baga  relación  este,  y si  solo 
en  cuanto  baste  para  acreditar  su  autenti- 
cidad en  caso  de  duda  ó impugnación 
judicial.  Los  notarios  no  pueden  exigir 
derechos  por  las  actas,  pero  sí  por  las 
copias,  como  si  fueran  de  escritura  públi- 
ca. Las  actas  de  los  protestos  están  sujetas 
al  arancel.  (Art.  101  del  reglamento  cita- 
do y circulares  de  28  de  marzo  y 12  de 
abril  de  1863.) — V.  Notariado. 

ACTAS  MUNICIPALES.  Las  que  se  es- 
tieuden  en  el  libro  que  debe  llevarse  ai 
efecto  en  todas  las  secretarías  de  Ayun- 
tamiento haciendo  constar  lo  acordado 
día  por  día  en  cada  sesión.  La  extensión 
de  las  actas  y certificación  de  ¡os  acuer- 
dos es  cargo  del  secretario. 

Las  actas  deberán  contener  entre  otras 
indicaciones  la  presidencia , la  fecha,  la 
hora  de  la  apertura  de  la  sesión  y la  en 
que  se  cierra,  los  concejales  concurren- 
tes y todos  los  acuerdos  que  se  tomen. 
En  las  actas  debe  i nsertarse  el  voto  de  les 
que  hayan  disentido  de  la  mayoría  si  así 
lo  solicitaren.  (Arts.  66  ley  de  8 de  enero 
de  1845,  y 94  del  reglamento). — 

Las  actas  de  las  sesiones  extraordina- 
rias deberán  contener  además  la  circuns- 


tancia de  haberse  convocado  especial- 
mente á los  concejales  y á cuantos  ten- 
gan que  concurrir  á ellas,  pues  sin  la 
convocatoria  especial  serian  nulas. 

Todas  las  actas,  cualquiera  que  sea  la 
clase  de  la  sesión  que  las  motive,  deben 
colocarse  por  ei  orden  riguroso  de  fechas 
á continuación  las  unas  de  las  otras,  fir- 
mándose al  final  de  cada  una  por  el  pre- 
sidente , por  los  concejales  que  hayan 
concurrido  al  acuerdo  y por  el  secre- 
tario. 

Como  al  principio  del  año  debe  seña- 
larse, según  la  ley,  el  número  de  las  se- 
siones ordinarias  y los  dias  de  su  cele- 
bración, aparecería  siempre  un  vacío  no- 
table en  los  libros  si  faltase  alguno  de  esos 
dias  el  acta  correspondiente  ; y por  lo 
mismo  , aun  cuando  alguna  vez  no  hu- 
biera negocios  sobre  que  deliberar  , no 
por  eso  debe  omitirse  la  extensión  del  * 
acta  , ni  la  reunión  del  Ayuntamiento, 
reducida  en  este  caso  á breves  palabras. 

El  libro  de  acias  municipales  debe  for- 
marse en  papel  del  sello  4.°  y es  uno  de 
los  mas  indispensables  de  la  secretaria  co- 
mo que  según  dejamos  dicho,  está  desti- 
nado á la  consignación  de  las  deliberacio- 
nes y acuerdos  de  los  Ayuntamientos  so- 
bre los  numerosos  é importantes  asuntos 
sometidos  á sus  atribuciones.  Los  secreta- 
rios deben  llevar  este  libro  con  el  mayor 
orden  y limpieza,  no  trasladando  al  mis- 
mo las  actas,  basta  que  leidas  en  la  sesión 
inmediata  sean  aprobadas;  y cuidando 
mucho  de  que  se  autoricen  con  la  firma  ó 
media  firma  por  lo  menos,  no  solo  del 
presidente,  que  es  indispensable,  sino  de 
todos  los  concejales  que  concurrieran  al 
acuerdo  y con  la  suya  propia  que  exige 
también  la  ley  para  su  validez. 

Foliado  este  libro  y con  nota  formal  de 
las  hojas  que  contieno,  serán  todas  rubri- 
cadas por  el  presidente  del  Ayuntamiento. 

Minutario . De  lo  dicho  se  desprende 
que  además  del  libro  antes  indicado,  os 
no  solo  conveniente  sino  inevitable  un  li- 
bro minutario  que  se  formará  en  papel 
común  , destinado  á sentar  en  el  acto  de 
la  sesión  un  resúmen  de  los  acuerdos  del 
Ayuntamiento,  y por  su  orden  los  puntos 
que  se  pongan  á votación  nominal,  y el 
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resultado  de  estas , para  poder  despucs 
estender  el  acta. 

Borrador.  La  primera  extensión  del 
acta  se  hace  también  en  papel  común  co- 
mo borrador,  y por  aquí  se  dá  cuenta  en 
la  sesión  inmediata  para  su  aprobación. 
Aprobada  que  sea,  el  presidente  firmará 
dicho  borrador,  y se  traslada  al  libro  de 
actas  , poniéndose  de  nuevo  á la  firma 
del  presidente  y á la  de  ios  concejales,  y 
autorizándola  el  secretario.  Los  borrado- 
res conviene  irlos  enlegajando  y archi- 
vando. 

ACTAS  DE  NAVEGACION.  Llámanse  asi 

las  leyes  ó disposiciones  legales  que  tie- 
nen por  objeto  fomentar  c!  comercio  na- 
cional, ya  haciendo  exclusiva  de  los  bu- 
ques nacionales  la  navegación  de  las  cos- 
tas propias,  ya  favoreciendo  con  rebaja 
de  derechos  el  tráfico  marítimo  nacio- 
nal.— V.  Abanderamiento.  Nave. 

ACTIVO.  En  su  acepción  mas  genéri- 
ca, es  todo  lo  que  obra  ó tiene  virtud  de 
obrar.  En  el  lenguaje  mercantil  es  el  ha- 
ber de  una  casa  de  comercio  ó de  una 
sociedad,  en  contraposición  á su  pasivo. 
El  activo  es  el  capital  que  uno  tiene  in- 
cluyendo los  créditos  cobrables,  el  pasi- 
vo lo  que  debe. 

En  el  activo  se  coloca  el  metálico  en 
caja,  las  letras  y abonarés  en  cartera,  las 
mercancías  en  almacén,  los  saldos  deu- 
dores de  cuentas  corrientes.  En  el  pasi- 
vo las  letras  aceptadas,  los  saldos  acree- 
dores por  cuentas  corrientes,  etc.  En  el 
Código  de  comercio  se  encuentran  va- 
rias disposiciones  encaminadas  á que  los 
comerciantes  lleven  al  corriente  sus  li- 
bros y asientos  para  hacer  constar  el  ac- 
tivo y pasivo,  y á que  anualmente  for- 
men su  inventario  de  aquel  y de  este. 

ACTOR.  El  que  deduce  en  juicio  al- 
guna acción  ó propone. alguna  demanda. 
Actor  y demandante  soo  pues  una  mis- 
ma cosa. — V.  Demanda. 

ACTOR  DRAMATICO:  ACTRII.  Artistas 
que  representan  en  el  teatro,  ya  en  el 
género  dramático,  ya  en  el  músico,  ya 
en  el  pantomímico.  Han  sido  general- 
mente conocidos  ó denominados  cómi- 
cos, pero  hoy  no  se  aplica  este  nombre 
sino  á ios  actores  de  escaso  mérito  cono- 


cidos también  por  de  la  legua.*— V.  Tea- 
tros en  donde  se  hallará  toda  la  legisla- 
ción relativa  á esta  materia. 

ACTOS  ADMINISTRATIVOS.  Llámanse 
así  las  resoluciones,  mandatos  y acuer- 
dos de  las  Autoridades  y corporaciones 
administrativas  en  materias  de  sus  atri- 
buciones. Un  bando  de  un  Alcalde,  una 
providencia  cualquiera  tomada  de  oficio 
ó á instancia  de  un  particular  en  asun- 
tos de  su  competencia  administrativa, 
con  arreglo  á los  arts.  73  al  79  de  la  ley 
de  Ayuntamientos  de  8 de  enero  de 
1845,  hoy  75  al  81  es  un  acto  adminis- 
trativo;— lo  es  también  la  providencia  de 
un  pedáneo  en  su  caso; — lo  es  el  acuer- 
do y ordenanza  de  un  Ayuntamiento  so- 
bre materias  de  su  incumbencia; — lo  es 
la  resolución  de  un  Gobernador  ó de  una 
Diputación  provincial,  ó de  otra  corpo- 
ración ó funcionario  administrativo,  ó 
de  alguna  Dirección  general  ó del  Go- 
bierno. 

Cuando  los  resoluciones  ó disposicio- 
nes del  Gobierno  ó de  sus  delegados  son 
medidas  generales  que  tienen  por  objeto 
la  ejecución  de  las  leyes,  mas  bien  que 
actos  administrativos  son  entonces  actos 
de  Gobierno;  cuando  recaen  en  expe- 
dientes aplicando  las  leyes  á casos  espe- 
ciales, entonces  son  propiamente  actos 
de  administración. 

Dividiremos  este  artículo  para  su  me- 
jor inteligencia  en  tres  párrafos.  A saber: 

1. °  Actos  administrativos  para  el 
efecto  de  no  poder  ser  reformados  ni 
contrariados  por  medio  de  interdictos. 

2. °  Actos  administrativos  para  el 
efecto  de  no  poder  ser  procesados  los 
funcionarios  públicos  sin  autorización. 

3. °  Actos  administrativos  corno  fun- 
damento de  los  recursos  coníencioso- 
administrativos. 

1 1°  Actos  administrativos,  para  «1  efecto  de  repeler 

el  interdicto. 

Los  actos  administrativos  no  pueden 
ser  anulados,  reformados  ni  interpreta- 
dos sino  por  la  misma  Administración, 
ya  gubernativa  ya  contenciosamente.  Gu- 
bernativamente por  medio  de  quejas  ó 
recursos  ante  el  superior  gerárquico. 
Contenciosamente t ante  los  tribunales  ad- 
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ministrativos;  pero  no  siempre  sino  solo 
cuando  apurada  en  su  caso  la  via  guber- 
nativa. se  alegue  aue  el  acto  administra- 
tivo ha  vulnerado  derechos. 

La  R.  0.  de  8 de  mayo  de  1839  prohí- 
be expresamente  la  admisión  de  inter- 
dictos contra  hs  providencias  de  los 
Ayuntamientos  y Diputaciones  provin- 
ciales , y la  jurisprudencia  establecida 
por  ei  Consejo  Real  en  sus  decisiones  de 
competencias  no  deja  Ja  menor  duda  de 
que  en  el  mismo  caso  que  las  providen- 
cias de  los  Ayuntamientos  y Diputacio- 
nes están  también  las  de  los  Alcaldes  y 
pedáneos,  las  de  sus  delegados,  las  de 
los  Gobernadores,  las  de  las  comisiones 
superiores  de  instrucción  primaria,  las 
del  Gobierno  y en  general  las  de  todos 
'los  funcionarios  y cuerpos  administrati- 
vos (1)  Veamos  los  términos  en  que  está 
concebida  la  citada 


(1)  Decisión  de  11  setiembre  de  1850,  en  la 
competencia  entre  el  Gobernador  de  Falencia 
y el  juez  de  la  capital:  á favor  de  la  Adminis- 
tración, por  ser  aplicable  la  R.  O.  de  8 de  ma- 
yo 1839  á las  providencias  de  policía  urbana 
que  dicten  ios  Alcaldes. 

Decisión  de  9 octubre  de  1850,  en  la  competen- 
cia entre  el  intendente  de  Huelva  y el  juez  de 
Val  verde:  También  á favor  de  la  Administra- 
ción, porque  dicha  R.  0.  de  8 mayo  compren- 
do en  su  espíritu  á toda  Autoridad  adminis- 
trativa, y por  tanto  á los  Alcaldes. 

Decisión  de  23  febrero  de  1848,  en  la  compe- 
tencia entre  el  jefe  político  y el  juez  de  la  Go- 
ruña:  A favor  de  Ja  Administración,  porque  en 
el  mismo  caso  que  los  Alcaldes  están  los  pe- 
dáneos. 

Decisión  de  2(5  enero  de  1848,  en  la  compe- 
tencia entre  el  jefe  político  de  Oviedo  y el  juez 
de  Cangas  de  Onis:  A favor  de  la  Administra- 
ción porque  en  el  mismo  caso  que  las  provi- 
dencias de  los  Ayuntamientos  están  la  de  sus 
delegados,  en  cuyo  concepto  no  fué  procedente 
un  interdicto  contra  cierto  acto  de  un  capataz 
de  caminos  vecinales  de  la  provincia  de  Ovie- 
do; porque  á los  Ayuntamientos  está  encargada, 
la  conservación  y reparación  de  dichos  cami- 
nos, etc. 

Decisión  de  31  julio  de  1847,  en  la  compe- 
tencia entre  el  jefe  político  y uno  de  los  jue- 
ees  de  primera  instancia  de  Zaragoza:  A favor 
dé  la  Administración,  porque  ..no  siendo  pro- 
cedentes (según  la  R.  O.  de  8 mayo  de  1839) 
los  interdictos  con  respecto  á providencias  de 
un  Ayuntamiento, bien  ó mal  dadas,  pero  den- 
tro del  circulo  de  sus  atribuciones  deben  serlo 
mucho  menos  respecto  de  las  que  dictan  en 
asuntos  de  su  incumbencia  ios  jefes  políticos.» 


R.  O . de  8 mayo  de  1839. 

Que  son  improcedentes  ¡os  interdictos  contra  las  pro- 
videncias administrativas  de  los  Alcaldes  y Ayun- 
tamientos. 

(Grac.  y Jüst.)  «Para  evitar  que  las 
providencias  gubernativas,  dictadas  por  los 
Ayuntamientos  y Diputaciones  provinciales 
dentro  del  límite  de  sus  facultades,  puedan 
anularse,  recurriendo  á la  autoridad  judi- 
cial para  pedir  amparo  en  la  posesión  ó res- 
titución por  el  que  se  diga  despojado-,  y á 
fin  de  que  no  se  reproduzcan  con  este  mo- 
tivo los  graves  y perjudiciales  conflictos  que 
mas  de  una  vez  han  tenido  lugar  entre  las 
Autoridades  judiciales  y las  administrativas, 

; oido  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  y con 
formándose  con  su  parecer,  se  ha  servido 
! Su  Majestad  declarar  por  punto  general, que 
las  disposiciones  y providencias  que  dicten 
los  Ayuntamientos,  y en  su  caso  las  Dipu- 
taciones provinciales,  en  los  negocios  que 
pertenecen  a sus  atribuciones  según  las  le- 
yes, forman  estado  y deben  llevarse  á efec- 
to, sin  que  los  tribunales  admitan  contra 
ellas  los  interdictos  posesorios  de  manuten- 
ción ó restitución,  aunque  deberán  admi- 
nistrar justicia  a las  partes,  cuando  entablen 
las  otras  acciones  que  legitímente  les  com- 
petan.» ( GL . t.  25,  p.  294.) 

Recursos  coutra  las  providencias 
administrativas. 

Pero  entiéndase  bien  el  espíritu  de 
dicha  Real  orden  y el  principio  en  que  se 
funda,  y cuídese  mucho  de  no  dar  una 
interpretación  equivocada  á multitud  de 
competencias  decididas  por  el  Consejo 
Real  á favor  de  la  Administración. 

Si  es  cierto  que  ios  tribunales  no  de- 
ben contrariar  por  medio  de  interdicto 
los  actos  administrativos,  porque  enton- 
ces destruirían  la  independencia  de  la 
Administración,  que  es  lo  único  que  di- 
chas decisiones  vienen  á significar,  tam- 
poco es  menos  cierto  que  si  hay  abuso  ó 
exceso,  debe  dirigirse  la  queja  ó recurso 
ai  superior  gerárquico  de  la  Autoridad  ó 
funcionario  que  le  haya  cometido,  y que 
si  hay  un  derecho  vulnerado  y no  se  re- 
para el  agravio  procede  el  recurso  con- 
teneioso-administrativo,  el  de  responsa- 
bilidad criminal  en  su  caso  por  abuso, 
y aun  sin  mediar  este  el  juicio  de  pro- 
piedad eri  su  caso  también  ante  los  tri- 
bunales civiles. 

Muy  conveniente  seria  que  se  deslin- 
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dase  bien  por  la  ley  esta  importantísima 
materia  en  la  cual  no  dejan  de  ofrecerse 
graves  dudas,  no  obstante  las  muchas  y 
variadas  resoluciones  del  Consejo  Real. 

La  primera  dificultad  está  en  la  defi- 
nición de  los  actos  administrativos.  Es 
necesario  para  que  le  haya  que  medie 
una  providencia  de  Autoridad  o corpo- 
ración administrativa;  y es  necesario 
que  esta  providencia,  siquiera  sea  abusi- 
va, ó injusta  ó atentatoria,  esté  acordada 
dentro  de  sus  atribuciones  o en  materia 
de  su  competencia.  Fuera  de  esos  casos 
el  acto  no  será  considerado  como  admi- 
nistrativo y podrá  ser  revocado  ó refor- 
mado por  el  interdicto.  Pero  supuesta 
una  materia  administrativa  ¿cuándo  pue- 
de decirse  que  la  providencia  está  en  las 
atribuciones  de  la  Administración,  si- 
quiera en  su  ejercicio  baya  abuso  ó alen- 
tado? ¿No  es  sumamente  fácil  confundir 
muchas  veces  el  abuso  de  atribuciones- 
con  la  incompetencia?  Ciertamente,  es 
muy  difícil  señalar  los  limites  de  un  acto 
de  Autoridad  administrativa  en  lo  que 
constituye  abuso,  y en  lo  que  envuelve 
incompetencia;  pero  esta  regla  nos  faci- 
.ita  el  medio  de  conocer  si  proceded  no 
el  interdicto,  6 si  una  providencia  es  ó 
no  acto  administrativo,  ó si  hay  abuso 
de  funciones. 

Contra  el  abuso  no  se  dá  interdicto; 
búsquese  el  remedio  en  el  recurso  al  su- 
perior gerárquico,  ó agotado  este  en  el 
coritcncioso-administrativo  si  procedie- 
re, según  luego  veremos. 

Cuando  haya  ímcompetencia,  no  en 
cuanto  al  modo  de  ejecutar  un  acto,  sino 
en  cuanto  á la  materia,  entonces  sí  pro- 
cede el  interdicto. 

Puntos  cardinales  sobre  esta  materia. 

No  deja  de  ofrecer  confusión  el  estu- 
dio comparativo  de  las  decisiones  del 
Consejo  Real  en  esta  importante  materia, 
pero  la  doctrina  que  dejamos  consigna- 
da se  funda  en  los  buenos  principios,  y 
en  muchas  de  aquellas  decisiones  que 
se  hallarán  en  los  artículos  especiales 
de  Acreedores  de  los  Ayuntamientos, 
Aguas,  Aprovechamientos  comunes,  Ca- 
minos, etc.  etc.,  en  los  cuales  prócura- 
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remos  con  vista  dé  las  leyes  é invocando 
la  autoridad  de  dichas  decisiones.,  esta- 
blecer los  limites  de  la  jurisdicción  ad- 
ministrativa respecto  de  cada  materia. 
Bástanos  aquí  consignar  los  principios 
fundamentales  que  sirven  de  apoyo  á las 
mismas  decisiones  tomándolos  de  ellas 
sustancialmente  ó á la  letra.  Helos  aqui: 
Primero’.  Los  actos  administrativos 
no  pueden  ser  anulados,  reformados  ni 
interpretados  sino  por  la  Administra- 
ción, ya  gubernativa  ó ya  judicialmente, 
pues  que  la  intervención  de  ios  tribuna- 
les civiles  para  decidir  sobre  la  validez 
ó nulidad  de  tales  actos  seria  contraria 
al  art.  6(1  de  la  Constitución,  y destruiría 
la  absoluta  independencia  de  aquella 
consignada  en  las  leyes  y en  los  arts.  42, 
43  y 64  de  la  misma  Constitución,  rela- 
tivos á las  facultades  del  Gobierno  para 
hacer  ejecutar  las  leyes  y conservar  el 
orden  público  bajo  la  responsabilidad 
ministerial.  ( Considerando  l.°  de  la  de- 
cisión de  14  de  setiembre  de  1849). 

Segundo : Cualquiera  interpretación 

de  los  principios  constitucionales  y de 
las  leyes,  por  la  cual  se  reconociera  en  la 
autoridad  judicial  facultades  para  anu- 
lar los  actos  administrativos,  no  solo 
seria  contraria  á los  citados  artículos  de 
Ja  Constitución  y confundiría  las  distin- 
tas atribuciones  del  poder  público,  según 
su  diferente  modo  de  obrar,  sino  que 
producirla  graves  conflictos  para  el  Go- 
bierno y opondría  sérios  obstáculos  á su 
I acción  libre  y desembarazada,  viéndose 
frecuentemente  detenido  en  su  marcha 
por  decisiones  de  los  tribunales,  y ha- 
llándose en  tales  casos  obligado  á atacar 
la  inviolabilidad  de  la  cosa  juzgada  ó á 
prescindir  de  los  sagrados  deberes  que 
la  Constitución  la  ha  impuesto,  encar- 
gándole la  ejecución  de  las  leyes  y el  im- 
pulso y la  protección  de  los  intereses 
morales  y materiales  de  la  sociedad. 

( Considerando  6.°  de  Ídem.) 

Tercero'.  El  testo  de  la  R.  0.  de  8 de 
mayo  de  1839  que  tuvo  por  objeto  evi- 
tar los  repetidos  conflictos  que  el  olvi- 
do ó la  ignorancia  de  estos  principios 
producía  entre  las  autoridades  judicia- 
les y administrativas,  escluye  el  inter- 
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dicto  y la  competencia  de  la  autoridad 
judicial,  cuando  la  administrativa  ha 
decidido  en  materias  de  su  atribución 
seeun  las  leyes,  aunque  la  decisión  en 
el  fondo  ó en  la  forma  no  sea  conforme 
con  las  prescripciones  legales.  ( Conside- 
randos 2.°  y 3."  de  id.  y sent.  del  Con- 
sejo Real  de  29  de  noviembre  de  1848, 
número  42  de  dicho  año.) 

Cuarto : Excluyéndose  por  la  Real 

orden  de  8 de  mayo  los  interdictos  de 
manutención  y restitución  contra  las 
providencias  administrativas,  con  mas 
motivo  debe  entenderse  también  exclui- 
do el  de  adquirir  puesto  que  goza  en  el 
derecho  menos  favor  que  los  otros  dos. 
(. Decisión  de  21  de  abril  1847  en  compe- 
tencia entre  el  jefe  polít  ico  de  Murcia  y 
el  juez  de  Larca.) 

Quinto:  En  este  caso,  ó sea  para  re- 

formar los  actos  injustos  ó arbitrarios 
de  la  Administración,  y poner  á cubier- 
to los  derechos  de  los  particulares  de  los 
perjuicios  que  la  ignorancia  ó mala  fe 
de  los  funcionarios  administrativos  pu- 
dieran causarles  con  providencias  ilega- 
les en  el  fondo  ó en  la  forma,  las  leyes 
han  establecido  los  recursos  ante  el  su- 
perior gerárquico  en  la  línea  de  la  Ad- 
ministración activa,  y ante  los  tribuna- 
les administrativos  por  la  via  conten- 
ciosa, cuando  se  alega  que  hay  derechos 
vulnerados.  ( Considerando  4.°  decisión 
de  14  set.  cit.) 

Sesto:  Las  decisiones  administrati- 
vas que  autorizan  empresas  por  razones 
de  conveniencia  pública,  no  pueden  per- 
judicar los  derechos  de  tercero  ni  los 
que  á las  partes  conceden  las  leyes,  pues 
la  apreciación  de  unos  y otros  queda 
reservada  á los  tribunales  competentes. 
(Considerando  5.°  de  la  sentencia  de  21 
de  julio  de  1848  núm,  21  de  dicho  año.) 

Sétimo:  Las  concesiones  ó autori- 
zaciones dadas  por  la  autoridad  ad- 
ministrativa para  aprovechamiento  de 
aguas  etc.,  ya  porque  lleven  la  cláusula 
de  sin  perjuicio  de  tercero  6 porque  ne- 
cesariamente le  envuelven  en  sí  mis- 
mas,  no  obstan  á la  procedencia  del  in- 
terdicto que  se  deduzca  por  un  tercero 
siempre  que  se  interponga;  no  sobre  el 


fondo  de  la  misma  concesión  ó autori- 
zación sino  sobre  el  perjuicio  que  cause 
á tercero , porque  el  auto  restitutorio 
no  hará  mas  en  su  caso  que  declarar  la 
existencia  del  perjuicio,  y no  puede  por 
lo  mismo  decirse  que  es  opuesto  á la 
R.  0.  de  8 de  mayo  de  1839.  ( Decisión 
de  25  de  agosto  1847,  en  comp.  entre  el 
jefe  de  Alicante  y el  juez  de  Denia 
Id.  de  29  dic.  entre  el  mismo  jefe  y el 
juez  de  Callosa: — Id.  de  27  julio  1848, 
entre  el  jefe  de  Valencia  y el  juez  de 
Moneada.)  En  todos  estos  casos  se  de- 
cidió la  competencia  á favor  de  la  auto- 
ridad judicial,  confirmando  la  doctrina 
que  dejamos  expuesta. 

Octavo:  Los  gobernadores  deben  aco- 
ger las  reclamaciones  ó quejas  que  ante 
ellos  se  propongan  contra  actos  admi- 
nistrativos de  los  Alcaldes  y Ayunta- 
mientos, providenciando  sobre  el  fondo 
sin  remitir  á las  partes  ante  los  jueces  ó 
Tribunales;  pero  dicha  remisión  ó auto- 
rización para  comparecer  ante  los  Tri- 
bunales no  hace  procedente  el  interdic- 
to; porque  es  contrario  á la  Real  orden 
de  8 de  mayo  de  1839,  y los  goberna- 
dores no  pueden  contrariar  ó modificar 
la  legislación  administrativa.  ( Decisión 
de  29  de  julio  1846  en  competencia  en- 
tre el  jefe  de  Santander  y el  juez  de 
Villacarríedo .) 

§ Sí.0  Actos  amicislrativos  para  el  efecto  de  no  po- 
der ser  procesados  los  funcionarios  públicos  sin 

autorización. 

Trataré  convenientemente  este  asunto 
en  el  artículo  Autorización  para  proce- 
sar Á LOS  FUNCIONARIOS  ADMINISTRATIVOS, 

y ahora  solo  diré  que  por  los  hechos 
relativos  al  ejercicio  de  sus  funciones 
administrativas  no  se  puede  procesar  á 
los  gobernadores  de  provincia  sin  auto- 
rización del  Gobierno,  ni  sin  la  de  los 
gobernadores  á los  empleados  y corpo- 
raciones dependientes  de  su  autoridad. 
A los  jueces  y Tribunales  compete  sin 
embargo  la  facultad  de  perseguir  y cas- 
tigar los  delitos  quien  quiera  que  sea 
su  autor;  pero  es  con  la  limitación  in- 
dicada ,que  se  ha  puesto  por  los  artícu- 
los 4.°  y 9.°  de  la  ley  de  2 de  abril 
de  1845  y por  el  R.  D.  de  27  de  marzo 
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de  1850  para  que  no  se  turbe  la  armo- 
nía constitucional,  para  que  no  se  des- 
truya el  principio  de  la  reciproca  inde- 
pendencia do  los  poderes. 

Este  es  no  solo  el  fundamento  de  este 
párrafo  sino  de  todo  el  artículo.  V.  AU- 
TORIZACION PARA  PROCESAR. 

§ 3.°  Actos  administrativos  como  fundamento  de  Jos 
recursos  con  teñe  i o so-administrativos. 

Sin  acto  administrativo  no  es  proce- 
dente en  ningún  caso  la  acción  conten- 
cioso-administrativa,  siendo  además  ne- 
cesario: 

l.°  Que  el  acto  sea  especial,  ó sea 
que  recaiga  en  expediente  á instancia 
de  parte: 

Y 2.°  Que  vulnere  un  derecho  pre- 
existente. A esto  puede  reducirse  toda 
la  doctrina  sobre  actos  administrativos 
como  origen  y fundamento  de  los  re- 
cursos contenciosos  de  la  Administración, 

Preciso  es,  sin  embargo,  convenir  en 
que  nuestras  leyes  administrativas  no 
están  en  esta  parte  todo  lo  claras  y ex- 
plícitas que  debieran,  y convendría  que 
lo  estuviesen.  Acto  administrativo  que 
no  puede  ser  rechazado  por  la  via  de  in- 
terdicto, ya  liemos  visto  que  lo  es  la  pro- 
videncia de  un  Alcalde,  ó el  acuerdo  de 
un  Ayuntamiento  en  uso  desús  atribu- 
ciones; y sin  embargo,  los  Alcaldes  tie- 
nen el  doble  carácter  de  delegados  del 
Gobierno  y de  administradores  de  los 
pueblos.,  y los  Ayuntamientos  unas  ve- 
ces ejercen  sus  atribuciones  privativa- 
mente (art.  79  hoy  81  ley  municipal), 
otras  bajo  la  vigilancia  de  la  Adminis- 
tración superior  (art.  80  boy  82),  y otras 
bajo  la  inmediata  dependencia  de  la  mis- 
ma, de  modo  que  en  este  último  caso 
no  son  ejecutivas  hasta  su  aprobación. 
¿Cuándo  pues  constituirá  acto  adminis- 
trativo la  providencia  de  un  Alcalde  ó 
Ayuntamiento?  Para  el  efecto  de  no  po- 
der ser  rechazado  por  la  via  de  inter- 
dicto entendemos  que  siempre,  mien- 
tras esté  dentro  de  su  competencia  ad- 
ministrativa, aunque  baya  abuso;  mas 
no  creemos  lo  mismo  para  el  efecto  de 
proponer  la  acción  contenciosa  ante  el 
Consejo  provincial,  sobro  cuyo  punto  la 
ley  guarda  silencio,  y la  jurisprudencia 
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no  ha  decidido  todavía  ningún  caso  que 
venga  á ilustrarnos.  Pero  hay  mas  toda- 
vía; es  sabido  qnc  los  recursos  guber- 
nativos solo  están  limitados  por  la  ley  en 
algunos  casos  especiales,  como  por  ejem- 
plo respecto  de  créditos  contra  Ayunta- 
mientos (F.  Acreedores) , y en  los  nego- 
cios en  que  se  versan  recíprocas  obliga- 
ciones de  la  Hacienda  y los  particulares 
(F.  Hacienda  pública .)  Fuera  de  estos 
casos,  todos  los  dias  estamos  viendo  que 
contra  las  providenciss  de  los  Alcaldes  ó 
Ayuntamientos  se  recurre  á los  gober- 
nadores y contra  las  de  los  Gobernado- 
res al  Gobierno,  y á veces,  antes  á las 
Direcciones  generales.  ¿Quiére  esto  de- 
cir que  las  partes  pueden  elegir  y utili- 
zar el  recurso  gubernativo  hasta  el  últi- 
mo grado  antes  de  proponer  la  demanda 
contenciosa?  Ni  mas  ni  menos,  esto  es 
lo  que  está  pasando  en  el  dia;  pero  este 
sistema  es  inconveniente  y seria  mejor 
determinar  los  casos  en  que  hay  acto  ad- 
ministrativo para  proponer  si  procedie- 
re, la  via  contenciosa,  y aquellos  en  que 
podrían  recorrerse  todos  ios  grados  de 
la  gerarquía  administrativa  que  debe- 
rían ser  los  de  grande  entidad,  y todos 
aquellos  en  que  por  ser  exclusivos  de  la 
Adminisli  acción  activa  no  sea  proceden- 
te el  recurso  contencíoso-administrati- 
vo  (1). 

Vamos  á ver  algunas  resoluciones  en 
pleitos,  que  confirman  nuestra  doctrina 
é ilustran  esta  importante  materia,  ha- 
ciéndose á la  vez  doblemente  inteligible 
á todos. 

Sentencia  de  o julio  de  1848. 

Pleito  entre  D.  Pedro  García  Matanzo 
y el  Ayuntamiento  de  Distriana  sobre  to- 
ma de  aguas  y construcción  de  un  molino. 

Don  Pedro  García  Matanzo  solicitó  del 
jefe  político  de  León  que  le  autorizase 
para  levantar  un  molino  en  el  término 

(1)  Por  la  ley  de  25  dcscüenibre  de  1863 
para  el  Gobierno  y Administración  de  las  pro- 
vincias se  ha  dispuesto  ya  lo  conveniente  so- 
bre este  asunto,  determinando  los  artículos  83 
y 84  las  materias  que  pueden  ser  objeto  de  la 
via  conteneioso-administrativa  ante  los  C.  P. 
y estableciendo  en  el  12  y 14  que  las  provi- 
dencias que  recaigan  sobre  estas  materias  solo 
serán  reclamables  ante  estos. 
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de  Castrillo  y acequia  que  conduce  las 
aguas  para  el  uso  común  de  vecinos  y 
terratenientes  de  Distriana,  fundándose 
en  que  si  bien  las  aguas  eran  propias  del 
Ayuntamiento,  la  nueva  construcción 
seria  de  conocida  utilidad  para  una  fá- 
brica de  curtidos  del  interesado  y nin- 
gún perjuicio  causaría  ni  al  dueño  de 
jas  aguas,  ni  á los  de  los  molinos  inme- 
diatos ni  á los  pueblos.  Pedido  informe 
al  Ayuntamiento  de  Distriana,  le  evacuó 
oponiéndose  á que  se  diera  la  licencia, 
para  que  no  se  distrajeran  las  aguas  de 
su  pertenencia;  y el  jefe  político  en  su 
vista  mandó  devolver  á Matanzo  su  pre- 
tensión  para  que  la  dedujera  ante  el  Con-  ; 
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■i.°  Que  así  en  la  demanda  como  en 
todo  el  procedimiento  García  Matanzo  solo 
ha  alegado  en  apoyo  de  su  pretensión  mo- 
tivos de  conveniencia  particular  inmedia- 
ta, y que  aun  en  el  caso  de  que  resultase 
utilidad  pública  de  la  obra,  la  apreciación 
de  las  razones  que  para  probar  este  segun- 
do aserto  espone,  corresponde  esciusiva- 
menteá  la  Administración  activa. 

5.°  Que  en  vista  de  los  anteriores  su- 
puestos el  jefe  político  de  León  no  debió 
pasar  al  Consejo  provincial  la  solicitud  del 
demandante,  sino  ó bien  resolverla  si  esti- 
maba que  se  había  acudido  á su  autoridad 
para  que  la  decidiese  en  uso  de  las  faculta- 
des que  le  conceden  las  leyes  ya  citadas  de 
Ayuntamientos  y Gobiernos  políticos,  ó 
bien  remitirla  á mi  Gobierno  después  de 
instruido  el  oportuno  expediente  si  oonsi- 


sejo  provincial.  Dedújola  en  efecto,  y n , , 

seauiüos  los  trámites  legales  se  dictó  fallo  ; deraba  aplicable  !a  R.  O.  de  H de  mano 
& ]•  i n • m nn  de  1846  también  citada;  pero  dejando  á 

por  dicho  Consejo  declarando  que  no  j galvo  en  ambos 

casos  los  derechos  de  nro- 

correspondia  á Matanzo  derecho  para  a pje(ja(j 

, según  en  las  mismas  se  previene. 


construcción  del  molino  y condenándole 
a que  se  abstuviese  de  ejecutarlo. 

Entablada  la  apelación  y sustanciada 
en  forma,  el  Consejo  Real,  con  vista  de 
la  regla  1.a  de  la  R.  0.  de  14  de  mayo 
de  1846  sobre  obras  en  los  ríos,  de  los 
párrafos  l.°  y 5.°  art.  74,  del  párrafo  2.° 
del  80  y del  9.°  del  81  de  la  ley  de 
Ayuntamientos,  del  párrafo  6.°  art.  5.° 
y del  art,  10  de  la  ley  de  2 de  abril  del 
mismo  año,  así  como  el  art.  268  del  re- 
glamento del  Consejo  Real,  dictó  su  de- 
finitiva declarando  la  nulidad  de  lo  ac- 
tuado por  incompetencia. 

«Considerando  4.°  que  no  existe  acto 
administrativo  que  haya  dado  origen  al 
pleito  y la  demanda  tiene  por  objeto  que  se 
le  autorice  por  la  vía  contenciosa  para 
construir  un  molino  en  la  acequia  de  Dis- 
tríana. 

2. °  Que  aún  cuando  se  hubiera  toma- 
do por  el  jefe  político  una  resolución  con- 
tra la  cual  creyese  García  Matanzo  que 
debía  reclamar,  esta  reclamación  no  ha- 
bría debido  deducirse  ante  el  Consejo  pro- 
vincial porque  no  alegando  derecho  ó in- 
terés legítimo  preexistente  que  hubiese 
sido  vulnerado,  no  existia  fundamento 
para^entablar  la  demanda. 

3. °  Que  p0r  j0  espuesto  faltan  en  este 
ungió  dos  circunstancias  esenciales  para 
que  proceda  h via  contenciosa , cuales  son 
ei  act0  administrativo  y el  derecho  perju- 


Y 6.°  Que  en  conformidad  á lo  prescri- 
to en  el  párr.  2.°  del  arl.  268  del  regla- 
mento del  Consejo  Real  procede  la  declara- 
ción de  incompetencia  y nulidad  de  lo 
actuado  en  este  pleito».  ( CL , núm.  16.) 

R.  D.-S.  de  27  julio  de  4848. 

Pleito  entre  D.  José  Bonifacio  Gómez 
y consortes  con  D.  José  Joaquín  Vidal 
y otros  sobre  escavacion  en  busca  de 
aguas,  etc. 

Gómez  y consortes  acudieron  ante  la 
Diputación  provincial  solicitando  queso 
les  concediera  permiso  para  realizar  á 
sus  expensas  una  escavacion  en  terreno 
realengo  ó de  particulares  que  lo  consin- 
tieran para  el  riego  de  algunas  tierras, 
garantizando  al  común  de  vecinos  el 
aumento  de  aguas  de  su  fuente  pública 
y obligándose  á contribuir  al  fondo  de 
propios  con  el  cánon  anual  que  se  gra- 
duase justo,  á cuya  solicitud  se  adhirió 
el  Ayuntamiento  del  mismo  pueblo  en  el 
informe  que  se  le  mandó  evacuar. 

Don  José  Joaquín  Vidal  y Doña  Te- 
lesfora  Biosca  se  opusieron  al  referido 
proyecto  pretendiendo  que  no  se  conce- 
diera el  permiso  solicitado  ínterin  no  se 
afianzará  suficientemente  la  indemniza- 
ción de  los  daños  y perjuicios  que  pu- 
dieran seguirles  por  la  disminución  de 
las  aguas  de  su  propiedad,  y habiéndose 
negado  los  peticionarios  á este  afianza- 
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miento,  el  jefe  político  en  4 de  agosto  de 
1846,  sin  dar  ‘providencia  sobre  el  fondo , 
acordó  que  pasase  el  asunto  al  Consejo 
provincial,  por  creerle  ya  de  su  compe- 
tencia con  arreglo  al  párrafo  l.°  del  ar- 
ticulo 8,°  de  la  ley  de  2 de  abril  de  1845, 
mandando  que  se  hiciera  saber  á las  par- 
tes para  que  pudieran  exponer  ante  aquel 
su  derecho.  Hízose  así  y por  R.  D.-S.  de 
27  de  julio  se  declaró  la  nulidad  de  lo 
actuado  en  los  términos  siguientes: 

«Vistas  las  actuaciones  de  la  primera 
instancia,  y en  especial  la  sentencia  pro- 
nunciada en  15  de  junio  de  1847,  por  la 
que  se  declaró  que  los  demandantes  Gómez 
y eonsócios  podian  realizar  su  proyecto 
sin  necesidad  de  dar  la  fianza  pretendida 
de  contrario  con  tal  que  antes  compráran 
los  terrenos  para  hacer  las  escavaciones,  y 
se  mandó  devolver  las  diligencias  guberna- 
tivas al  jefe  político  para  que  en  uso  de 
sus  facultades  otorgase  ó denegase  el  per- 
miso.—Visto  el  recurso  de  nulidad  y ape- 
lación y las  pretensiones  deducidas  por 
las  partes  en  esta  segunda  instancia. — Vis- 
to lo  expuesto  por  el  fiscal  del  Consejo  Real 
para  que  se  declare  la  nulidad  de  todo  el 
procedimiento  por  incompetencia  de  la 
Administración  contenciosa  para  conocer 
en  él. — Vistas  las  leyes  de  Consejos  pro- 
vinciales y de  Gobiernos  políticos  de  2 de 
abril  de  1845  y los  Rs.  Ds.  de  l.°  octubre 
de  dicho  año  y 50  diciembre  de  184$: 

Considerando  l.°  que  la  solicitud  de 
Gómez  y consocios  debió  resolverse  por  el 
jefe  político  de  Valencia,  al  que  esclusiva- 
mente  correspondía  apreciar  los  perjuicios 
ó ventajas  que  la  empresa  pedia  causar  al 
público. 

2.°  Que  sí  bien  dicha  autoridad,  para 
negar  ó conceder  absolutamente  ó bajo 
ciertas  condiciones  el  permiso  solicitado 
debia  tener  en  cuenta  la  oposición  de  Vida! 
y consortes,  no  por  esto  procedía  pasar  el 
asunto  sin  previa  decisión  suya  como  con- 
tencioso al  Consejo  provincial,  pues  aque- 
lla ni  variaba  la  naturaleza  de  la  preten- 
sión, ni  por  consiguiente  su  competencia 
para  resolver. 

_ 3.°  Que  aun  cuando  hubiera  disposi- 
ción administrativa  , con  arreglo  á la  cual 
debiera  exigirse  en  el  presente  caso  antes 
de  dar  el  permiso  el  afianzamiento  preten- 
dido por  Vidal,  el  recurso  contencioso, 
por  violación  de  las  formas,  no  habría  pro- 
cedido hasta  después  que  el  jefe  político 
hubiera  decidido. 
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4 o Que  por  haberse  prescindido  de  es- 
tos principios  se  entabló  el  pleito  sin  que. 
hubiera  acto  administrativo  que  le  diera 
origen,  se  ha  convertido  en  procedimiento 
contencioso  lo  que  debió  ser  expediente 
instructivo  para  preparar  la  resolución  de 
la  administración  activa,  se  ha  pronun- 
ciado un  fallo  condicional  y se  han  segui- 
do unas  actuaciones  del  todo  innecesarias 
en  el  evento  legal  de  que  el  jefe  político 
negase  al  fin  el  permiso  solicitado, 

5. °  Que  la  decisión  administrativa  re- 
ducida á autorizar  ó no  la  empresa  por 
razones  de  conveniencia  pública,  en  nada 
podia  perjudicar  los  derechos  de  tercero  ni 
los  que  á las  partes  conceden  las  leyes, 
pues  la  apreciación  de  unos  y otros  queda  - 
ba  siempre  reservada  á los  tribunales  com- 
petentes. 

6. °  Que  de  todo  resulta  la  nulidad  de 
lo  actuado  y que  en  este  pleito  procede  la 
aplicación  del  párr.  del  art.  208  del 
reglamento  del  Consejo  Real: 

Oido  el  Consejo  Real,  vengo  en  declarar 
incompetente  la  Administración  contencio- 
sa para  conocer  en  este  asunto  y nulo  todo 
lo  actuado  en  él,  condenando  manoomu  - 
nadarnente  en  las  costas  de  esta  instancia 
al  jefe  político  de  Valencia  que  acordó  el 
citado  decreto  de  4 de  agosto  de  1848  y á 
tos  consejeros  provinciales  que  dictaron  el 
fallo  de  Í5  de  junio  de  1847  : acudan  las 
partes  donde  y según  corresponda.  {CL.  nú 
mero  21,  p.  CXVI  del  mismo  año.) 

Son  de  consultarse  además  otras  va- 
rias sentencias  y entre  ellas  las  de  27  oc- 
tubre de  4847,  29  de  diciembre  de  1847, 
las  de  10  de  julio  de  1850  y 14  de  enero 
de  1852  y la  de  20  de  enero  de  1855. 

En  estos  fallos  se  reconoce  el  princi- 
pio, en  que  se  fundan,  de  que  es  nece- 
sario para  entablar  demanda  conteneio- 
so-administrativa,  que  sobre  el  asunto 
que  la  motive  recaiga  una  providencia 
administrativa  y que  esta  vulnere  un 
derecho  preexistente. 

Cuando  no  se  alegue  ó no  se  vulnere 
este  derecho  preexistente,  no  lia  lugar, 
no  procede  el  recurso  contencioso-ail- 
ministrativo. — V.  Contencioso-aominis- 

TRATIVO. 

ACTOS  DE  HEREDERO.  Eos  que  indu- 
cen á creer  que  el  heredero  ha  aceptado 
la  herencia,  aunque  no  lo  haya  manifes- 
tado expresamente. — V.  Aceptación  de 
herencia,  Sucesión. 
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ACTOS  JUDICIALES.— ACTUACION... 


ACTOS  JUDICIALES.  Los  que  se  prac- 
tican ó tienen  lugar  en  presencia  de  un 
juez  ejerciendo  su  ministerio,  ó se  au- 
torizan por  él,  ó por  sus  funcionarios 
auxiliares;  tales  como  las  sentencias, 
autos,  mandamientos,  comparecencias, 
declaraciones,  notificaciones  y otras  di- 
ligencias semejantes. 

Los  actos  judicialas  son  ó de  jurisdic- 
ción contenciosa,  ó de  jurisdicción  vo- 
luntaria. 

ACTOS  DE  JURISDICCION  CONTENCIO- 
SA. Son  los  que  tienen  lugar  habien- 
do pleito  ó cuestión  empeñada  entre 
partes  conocidas  y determinadas. — Véa- 
se Juicios. 

ACTOS  DE  JURISDICCION  VOLUNTA- 
RIA. Son  aquellos  en  que  es  necesaria 
ó se  solicita  la  intervención  del  juez  sin 
estar  empeñada  ni  promoverse  cuestión 
alguna  entre  partes  conocidas  y deter- 
minadas. (. Art . 1207  ley  de  enj .) 

No  era  posible  que  la  ley  descendiese 
determinar  uno  por  uno  todos  los  actos 
de  la  jurisdicción  voluntaria,  ó sea  los 
casos  en  que  el  interés  individual  ó de 
Jas  familias  puede  creer  conveniente  so- 
licitar, la  intervención  de  la  autoridad 
judicial,  y asi  es  que  solo  hace  mención 
especial  de  algunos,  aunque  da  reglas 
generales  (art.  1208)  para  proceder  en 
todos  cuantos  ocurran. 


Los  asuntos  de  que  la  ley  de  Enjuicia- 
miento hace  mención  especial,  conside- 
rándolos de  la  jurisdicción  voluntaria 
son: 

1. °  Los  alimentos  provisionales.  (Ar- 
ticulos  1210  al  1218  ) 

2. °  El  nombramiento  de  tutores  y 
curadores,  y el  discernimiento  de  estos 
cargos.  ( Arts . 1219  a/  1276.) 

3. °  Los  depósitos  de  personas.  (Ar- 
tículos 1277  al  1322.) 

4. °  El  deslinde  y amojonamiento. 
(Arts.  1323  al  1334.) 

5. °  Las  informaciones  para  dispensa 
de  la  ley.  (Arts,  1335  al  1358.) 

6. °  La  habilitación  á los  hijos  de  fa- 
milia y á las  mujeres  casadas  para  com- 
parecer en  juicio.  (Arts.  1350  al  1358.) 

7. J  Las  informaciones  para  perpetua 
memoria.  (Arts.  1359  al  1366.) 


8. °  El  suplemento  del  consentimien- 
to de  los  padres  y curadores  para  con- 
traer matrimonio.  (Art.  1367  al  1373.) 

9. °  Las  subastas  voluntarias. 

10.  La  reducción  á escritura  públi- 
ca de  los  testamentos  hechos  de  palabra. 
(Arts.  1380  al  1389.) 

11.  La  apertura  de  los  testamentos 
cerrados.  (Arts.  1390  al  1400.) 

12.  La  venta  de  bienes  de  menores 
ó incapacitados  y transacción  sobre  sus 
derechos.  (Arts.  1401  al  1413.) 

De  todos  estos  asuntos  nos  ocupare- 
mos en  sus  respectivos  lugares,  limitán- 
donos ahora  á decir  que  todas  las  actua- 
ciones relativas  á ellos  deben  practicar- 
se en  los  juzgados  de  primera  instancia 
y ante  escribano , consignándose  en  el 
papel  sellado  correspondiente;  pero  son 
hábiles  para  ellas  todos  los  dias  y horas 
sin  escepcion,  y no  es  necesaria  la  in- 
tervención de  abogado  ni  de  procura- 
dor. (Arts.  13,  19  y 1208.) 

ACTOS  Y FUNCIONES  PUBLICOS.— Véa- 
se Precedencia  y Presidencia  en  actos 

PÚBLICOS. 

ACTOS  DE  CONCILIACION. — V.  Conci- 
liación. 

ACTUACION  JUDICIAL.  Todo  acto  de' 
un  juicio.  Son  pues  actuaciones  los  au- 
tos, declaraciones,  emplazamientos,  no- 
tificaciones y demás  diligencias  que  tie- 
nen lugar  en  un  juicio  y que  debida- 
mente autorizadas  constituyen  el  proce- 
so. Se  consideran  como  documentos  pú- 
blicos y solemnes  para  los  efectos  de  la 
ey;  (Articulo  280  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil.) 

Todas  las  actuaciones  judiciales  de- 
ben escribirse  en  el  papel  sellado  corres- 
pondiente y practicarse  en  dias  y horas 
hábiles.  Son  horas  hábiles  desde  la  sali- 
da á la  puesta  del  sol ; pero  entiéndase 
que  evacuada  en  su  mayor  parte  una 
diligencia  antes  de  la  puesta  del  sol,  y 
por  consecuencia  en  horas  hábiles,  no 
puede  invalidarla  el  que  se  firmara  con 
luz  artificial;  porque  los  actos  válidos 
no  se  inutilizan  porque  sobrevenga  al- 
gún caso  que  en  su  tiempo  hubiera  im- 
pedido la  celebración,  como  así  lo  ha 
reconocido  el  Tribunal  Supremo  eu  sen- 
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tencia  de  19  de  abril  de  1865. — V.  Días 

I HORAS  INHÁBILES. 

ACTUARIO.  El  funcionario  que  in- 
terviene en  los  autos  autorizando  las  ac- 
tuaciones. En  los  juzgados  de  primera 
instancia  todas  las  actuaciones  deben  au- 
torizarse por  escribano.  En  los  juzgados 
de  paz  por  los  secretarios  que  nombran 
los  mismos  jueces,  salvo  en  las  diligen- 
cias de  deslinde  de  terrenos.  En  los  jui- 
cios de  faltas  y primeras  diligencias  de 
las  causas  criminales  de  que  conocen 
los  Alcaldes  debe  intervenir  escribano  ó 
notario  si  los  hubiere;  y no  habiéndolos 
basta  que  intervenga  fiel  de  fechos  con- 
forme á la  práctica  genera!  que  reeono- 
ce  la  regla  8.a  de  la  ley  provisional  para  , 
la  aplicación  de!  Código  penal. — V.  Es- 
cribano. 

ACUEDUCTO. — V.  Acequia.  Aguas.  Al- 
veo. Canal.  Cauce  y Servidumbre  de 
acueducto.  — Esta  servidumbre  puede 
constituirse  forzosamente  por  razón  de 
utilidad  pública  y en  beneficio  de  cier- 
tas empresas  privadas,  con  arreglo  á la 
ley  de  24  de  junio  de  1849,  y hoy  se- 
gún la  de  3 de  agosto  de  1866  que  la 
regulariza  y amplía  en  sus  arts.  117  al 
141  , como  veremos  en  Aguas.  ! 

ACUERDO.  «Resolución  que  por  to- 
dos los  votos  ó la  mayor  parte  de  ellos 
se  toma  en  los  tribunales,  comunidades 
ó juntas.»  (Dice,  de  la  Ac.)  También  se 
ha  dado  el  nombre  de  acuerdo  al  cuer- 
po de  los  ministros  de  una  chancillería 
ó audiencia  reunidos  con  el  presidente,  I 
hoy  regente,  para  tratar  asuntos  no  con-  \ 
tenciosos. 

ACUERDOS  MUNICIPALES.  Son  las  re-  j 

soluciones  adoptadas  por  la  mayoría  ab- 
soluta de  los  individuos  que  concurren  | 
á Ayuntamiento  , en  los  asuntos  de  sus  j 
atribuciones,  siempre  que  se  baile  legíti-  ! 
mámente  reunido  bajo  la  presidencia 
del  Gobernador,  ó del  Alcalde,  ó del 
que  legalmente  le  sustituya,  y esté  prc-  ' 
sente  la  mitad  mas  uno  de  los  indivi- 
duos que  le  componen.  (Arts.  62,  64  y 
66  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845  y 60 
del  Reglamento.) 

Los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos, 
unos  son  ejecutorios  desde  luego,  y 


otros  no  pueden  llevarse  á efecto  sin  la 
aprobación  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia ó del  Gobierno  en  su  caso. 

Son  ejecutorios  cuando  recaen  sobre 
materias  de  sus  privativas  atribuciones 
ó sea  en  los  casos  de  los  arts.  81  y 83 
déla  ley.  Estos  acuerdos  podrán  ser  sin 
embargo  suspendidos  por  los  goberna- 
dores, de  oficio  ó á instancia  do  parte, 
si  fueren  contrarios  á las  leyes,  regla- 
mentos ó Reales  órdenes,  pero  ha  de 
ser  con  audiencia  del  Consejo  provin- 
cial y dando  cuenta  al  Gobierno.  (Ar- 
ticulo 82  de  la  ley  y 71  del  Rey.) 

No  son  ejecutorios  ó no  pueden  lle- 
varse á efecto  sin  la  aprobación  del  Go- 
bernador los  acuerdos  tornados  por  los 
Ayuntamientos  en  virtud  de  las  atribu- 
ciones que  les  concede  el  art.  83,  y de- 
berán oir  al  respectivo  Consejo  provin- 
cia! cuando  el  acuerdo  verse  sobre  en- 
tablar ó sostener  algún  pleito  en  nombre 
del  común.  (Art.  83  ley  y 72  Reg.) 

Los  Alcaldes,  corno  encargados  de  la 
ejecución  de  los  acuerdos  de  los  Ayun- 
tamientos (76  ley,  y 76  Reg.) , son  los 
únicos  responsables  de  su  ejecución 
cuando  fueren  contrarios,  á las  leyes,  ó 
causen  perjuicios  públicos.  Esta  doctri- 
na está  confirmada  por  varias  decisio- 
nes del  Consejo  Real,  y guarda  relación 
con  la  facultad  que  les  concede  el  mismo 
artículo  de  suspender  el  cumplimiento 
de  dichos  acuerdos  cuando  puedan  oca- 
sionar perjuicios,  ó versen  sobre  asun- 
tos ajenos  de  la  competencia  de  los 
Ayuntamientos.  Hé  aquí  varias  decisio- 
nes que  pueden  consultarse : 

Decisión  de  14  febrero  de  1852. 

Se  concede  autorización  para  procesar 
al  Alcalde  de  Pozuelo  por  haber  llevado  á 
efecto  un  acuerdo  del  Ayuntamiento  sin  la 
aprobación  del  Gobernador  que  era  nece- 
saria por  tratarse  de  atribuciones  com- 
prendidas en  el  art.  83  de  la  ley  munici- 
pal , y se  niega  respecto  del  Ayuntamien- 
to. ( Gac . del  2 de  marzo), 

Decisión  de  i.0  abril  de  1852. 

(Considerando  l.°)  Que  la  responsabili- 
dad que  puede  resultar  de  la  ejecución  de 
un  acuerdo  de  Ayuntamiento,  «debe  en- 
tenderse circunscrita  á la  persona  del  Al- 
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calde,  pues  siendo  estos  funcionarios,  se- 
tnin  el  art.  76  de  la  ley,  los  ejecutores  de 
íor  acuerdos  y deliberaciones  de  los  Ayun- 
tamientos, con  obligación  de  suspender  su 
cumplimiento  cuando  encerrasen  incom- 
petencia ó pudiesen  ocasionar  perjuicios, 
sobre  ellos  debe  recaer  esclusivamerite  la 
responsabilidad  de  todo  acto  de  ejecución.» 
( Gac . del  14  de  abril.) 

Decisión  de  28  abril  de  -1852. 

(Considerando  1.®)  Es  igual  al  de  la  deci- 
sión anterior,  y se  denegó  la  autorización 
para  procesar  al  Ayuntamiento  de  Espar- 
ragóse de  Lares.  (Gac.  de  0 de  mayo.J 

ACUERDOS  DE  LAS  DIPUTACIONES  PRO- 
VINCIALES. Las  resoluciones  que  por 
mayoría  absoluta  toman  estas  corpora- 
ciones sobre  las  materias  que  son  de  su 
competencia  hallándose  legítimamente 
reunidas  y presente  la  mitad  mas  uno 
de  los  diputados.  (Art. s.  40  y siguientes 
ley  de  25  de  set.  de  1863.J 

La  ejecución  de  los  acuerdos  corres- 
ponde á los  Gobernadores  que  podrán 
suspenderlos  si  en  ellos  hubiera  algún 
exceso,  pero  dando  cuenta  al  Gobierno. 
{Art.  46  ley.) 

ACUERDOS  DE  LAS  DIRECCIONES.  Véa- 
se la  1L  0.  de  30  de  marzo  de  1867  en 
Ministerio  de  Hacienda. — V.  Conten- 
cioso ADMINISTRATIVO. 

ACUMULACION  DE  AUTOS.  La  reunión 
que  se  hace  de  unos  aulos  ó procesos  á 
otros  que  se  forman  por  separado  , ya 
ante  el  mismo  juez  y escribano  , ya  ante 
distinto  escribano  aunque  ante  el  mismo 
juez,  ó ya  ante  juzgados  diferentes,  para 
que  se  continúen  y decidan  como  un 
solo  juicio  ó pleito. 

Cuándo  puede  decretarse  la  acumula- 
ción, sus  causas  , sus. efectos,  etc.,  pue- 
den verse  en  los  arts.  156  á 178  y 383 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

ACUÑACION-  — V.  Moneda. 

ACUSACION.  Acción  que  se  ejercita  re- 
clamando en  toda  forma  ante  un  juez  ó 
tribunal  la  persecución  de  un  delito  ó 
mas  bien  el  castigo  del  delincuente. 

Para  la  averiguación  de  los  delitos  y 
castigo  de  los  culpables  quiere  la  ley  que 
procedan  los  jueces  de  oíicio,  ó por  exci- 
tación del  Ministerio  fiscal  , (véase  esta 
palabra)  pero  sin  necesidad  de  querella 


de  las  personas  agraviadas  ó perjudicadas 
por  el  delito,  sin  embargo  deque  pueden 
1 mostrarse  partes.  Los  que  sin  ser  perju- 
dicados por  un  delito,  ni  allegados,  quie- 
ran ejercitar  esta  acción  contra  alguno, 
deberán  prestar  lianza  de  calumnia,  res- 
tricción justísima  con  que  la  ley  se  ha 
propuesto  poner  eoto  á querellas  apasio- 
nadas y calumniosas.  Ni  aun  con  esta  res- 
tricción creemos  ya  procedente  sino  muy 
rara  voz  el  ejercicio  de  la  acción  popular, 
según  liemos  dicho  en  este  artículo  pági- 
na 150.  Los  acusadores  calumniosos  de- 
clarados tales  por  sentencia  ejecutoriada 
incurren  en  la  pena  del  art.  248  del  Có- 
digo penal. 

(lasos  en  que  no  puedo  procederse  de  oficio  , ó en  que 
es  necesaria  instancia  do  parle. 

Según  el  art.  21  del  Código  penal,  en 
armonía  con  otros  que  vamos  á citar, 
no  son  punibles  de  oíicio  los  delitos  si- 
guientes: 

El  adulterio  que  solo  puede  perseguir- 
le el  marido  agraviado.  (Arts.  358  al 
. 361  C.  P.) 

El  amancebamiento-,  solo  tiene  acción 
para  perseguirle  la  mujer  agraviada.  (Ar- 
tículo 362.) 

La  violación  de  mujer,  y el  rapto  tam- 

■ bien  de  mujer  ejecutado  con  miras  des- 
I honestas.  Para  perseguir  estos  delitos  bas- 

■ ta  la  denuncia  de  la  persona  interesada, 

¡ de  sus  padres,  abuelos  ó tutores,  ó á fal- 
ta de  estas  personas,  ó tratándose  de  una 
mujer  desvalida  , el  síndico  ó íiscal  por 
fama  pública  aunque  no  formalicen  ins- 
tancia. (Arts.  368  al  371.) 

El  estupro : solo  puede  procedersc  á 
instancia  de  ¡a  agraviada  ó de  su  tutor, 
padres  ó abuelos.  (Art.  317.) 

La  calumnia  y la  injuria  : solo  puede 
perseguirse  á querella  de  parte  ofendida, 
y habiendo  muerto,  de  su  heredero,  as- 
cendientes, descendientes,  cónyuges  y 
hermanos.  (Arts.  388  y 391.)— V.  De- 
! uros  públicos.  Delitos  privados.  Proce- 
¡ OIMIENTO  penal. 

ACUSADO.  La  persona  que  está  sujeta 
á un  procedimiento  criminal  por  razón 
de  delito,  ya  como  autor , ya  como  cóm- 
plice, ya  como  encubridor. 

ACUSANZA.  Voz  antigua,  lo  mismo 
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que  acusación.  En  nuestras  leyes  de  par- 
tida se  definÍ3  Profazamiento  que  un 
hombre  hace  á otro  ante  el  juez. 

ACUSAR  REBELDIA —V.  Rebeldía. 

ADALID.  Jefe  de  gente  de  guerra,  in- 
mediatamente inferior  al  caudillo , ó sea 
cargo  de  la  milicia  antigua  española  que 
correspondía  á lo  que  hoy  conocemos  con 
el  nombre  de  jefe  de  estado  mayor. 

ADARME.  La  décima  sexta  parte  de 
una  onza  ó la  mitad  de  un  drama.  Sin 
perjuicio  de  tratar  estensamente  este 
asunto  en  el  artículo  Pesos  t Medidas  di- 
remos aquí,  que  el  quintal  tiene  4 arro- 
bas: la  arroba  25  libras,  la  libra  2 mar- 
cos: el  marco  8 onzas,  la  onza  8 dracmas 
ú ochavas:  la  draxma  2 adarmes:  el  adar- 
me 3 tomines:  el  tomín  12  granos. 

La  libra  medicinal  de  que  usan  los  bo- 
ticarios se  divide  en  12  onzas  iguales  á 
las  del  marco  español  (es  decir  que  es 
marco  y medio;)  y cada  dracma  de  una 
de  estas  onzas  se  divide  en  3 escrúpulos, 
y el  escrúpulo  en  24  granos.  — Véase 
Moneda.  Pesos  y Medidas. 

ADEHALAS.  Gratiíicacio  nes  6 gajes  con 
que  se  obsequia  á algún  empleado  ó 
funcionario  público,  ó que  se  agregan  á 
su  sueldo  si  le  tuvieren.  También  lo  que 
se  dá  de  gracia  sobre  el  precio  de  lo  que 
se  compra  ó vende. 

Los  empleados  y funcionarios  públi- 
cos deben  tener  entendido  que  basta  por 
ejecutar  un  acto  lícito  les  está  prohibido 
el  recibir  dádivas  ó aceptar  promesas  y 
que  hasta  la  simple  admisión  de  regalos 
se  considera  delito  (art.  314  G.  P.)  cuan- 
do se  les  hace  en  consideración  á su  car- 
go, á ellos  mismos  ó á sus  esposas  ó hi- 
jos, siempre  que  se  conozca  hay  el  objeto 
de  defraudar  la  disposición  penal. 

Justísimo  nos  parece  en  esta  parte  el 
rigor  de  nuestra  ley  penal;  los  emplea- 
dos públicos  deben  ser  probos  sobre  to- 
do, y por  severa  que  sea  la  ley  lo  es  con 
razón.  El  mal  está  sin  embargo  en  que 
no  se  cumple  cual  debiera. 

Además  de  la  disposición  penal  que 
dejamos  citada,  hay  algunas  otras  pro- 
hibitivas de  las  adehalas,  y son  las  si- 
guientes; 


Ley  27,  tit.  16,  lib.  7.°  Nov.  Rec. 

Hace  prevenciones  sobre  subastas  de  pro- 
pios y dice  que  si  se  justificare  colusión  én 
la  subasta  «ó  que  con  título  de  adehala  ó 
sobre-precios  que  están  prohibidos  se  dis- 
minuyese el  legítimo  producto  de  los  ra- 
mos  se  impondrá  la  pena  del  cuatro 

tanto  que  establecen  las  leyes  para  seme- 
jantes casos.» 

R.  O.  de  13  octubre  de  1826. 

Manda  que  cese  el  abuso  de  gratificar  á 
los  escribanos  de  Rentas  por  los  remates  y 
que  no  se  cobren  mas  gajes  y adehalas  que 
los  derechos  de  arancel.  ( CD . tom.  11  pá- 
gina 183.) 

R.  O.  de  28  enero  de  \ 837. 

Manda  S-  M.  que  se  cumpla  un  acuerdo 
de  las  Cortes  del  25  dol  mismo  mes  decla- 
rando abolidas  todas  las  adehalas  de  cual- 
quiera clase  que  se  encuentren  establecidas 
en  cualquiera  pueblo  de  la  Península  á fa- 
vor de  empleados  públicos  ó autoridades 
municipales.  [CD.  tom.  22pág.  36.) 

AQEHESAMIENTQ.  El  acto  de  reducir 
á debesa  las  tierras  de  labor.  V.  Dehesa. 

ADELANTADO.  ¡En  lo  antiguo  el  Gober- 
nador civil  y militar  de  una  provincia 
fronteriza.  Había  un  adelantado  mayor 
del  Rey  ó de  la  córte,  adelantados  mayo- 
res de  frontera,  y aun  adelantados  me- 
nores. Los  adelantados  ejercían  jurisdic- 
ción superior  y conocían  en  ciertos  ne- 
gocios en  segunda  instancia;  tenían  el 
gobierno  político  y militar  de  las  provin- 
cias con  el  mando  de  todas  las  armas  de 
su  distrito.  Esta  dignidad  era  muy  con- 
siderada y equivalía  á la  de  presidente  ó 
justicia  mayor  de  una  provincia,  y á la 
de  capitán  general. 

El  título  y nombre  de  adelantado  es 
propio  de  nuestra  España,  y parece  que 
el  primero  á quien  se  dió  este  título,  fue 
á D.  Sancho  Martínez  de  Xodar,  capitán 
y Gobernador  de  la  frontera;  después 
usurparon  este  mismo  nombre  los  que 
tenían  el  gobierno  de  merinos  mayores 
de  Castilla,  de  León,  de  Galicia  y de 
otras  provincias.  Según  las  leyes  de  par- 
tida el  adelantado  era  sobre-juez  ó juez 
supremo  en  grado  de  apelación.  En  Ara- 
gón se  llamaban  sobre-junleros  por  estar 
sobre  las  juntas  ó comunidades  cuyos 
presidentes  eran. 
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En  su  principio  futí  el  adelantado  ofi- 
cio de  dignidad  que  se  daba  por  tiempo 
limitado,  y después  pasó  á ser  título  de 
honor  perpetuo  y hereditario  (I).  Hoy 
Jas  funciones  que  ejercían  los  adelanta- 
dos están  repartidas  principalmente  en- 
tre los  gobernadores  de  provincia,  au- 
diencias y capitanes  generales. 

ADICION  IN  DIEM.  Llámase  así  el  pac- 
to que  suele  hacerse  entre  el  vendedor 
y el  comprador  de  una  cosa,  estipulando 
que  si  el  primero  encuentra  hasta  cierto 
día  que  se  señale,  quien  de  mas  por  la 
cosa,  quede  nula  la  primera  venta.— 
V.  Compra-venta. 

ADICIONAL.  Artículo,  cláusula  ó ar- 
tículos y cláusulas  que  se  añaden  á una 
ley,  reglamento  ó tratado  bien  al  final 
del  mismo  como  transitorios,  ó bien 
después  para  enmendar  ó suplir  algún 
vacío. 

ADIVINO,  ADIVINACION.  Se  dá  el  nom- 
bre de  adivino  á aquel  en  quien  se  ha 
supuesto  (ó  que  se  atribuye  él  mismo)  el 
don  de  descubrir  las  cosas  ocultas  y por 
venir,  ejercitándose  en  ello.  Adivinación 
se  dice  del  acto  mismo,  ó del  arte  ó ma- 
nera con  que  se  dá  á entender  que  se 
conoce  lo  oculto  ó se  predice  lo  futuro. 

j Resumen  histórico.  En  nuestras  le- 
yes de  partida  y de  la  recopilación  se 
castigaba  con  gravísimas  penas  á los  ago- 
reros, adivinos  y sorteros  llegando  áj 
imponerles  hasta  la  pena  de  muerte,  y ¡ 
á sus  encubridores  el  estrañamiento  per- 
petuo, y á los  que  acudían  ó ellos  y los 
creian  la  pérdida  de  la  mitad  de  sus  bie- 
nes, y á las  justicias  negligentes  para  su 
castigo  la  privación  de  oficio  y confisca- 
ción de  la  tercera  parte  de  su  hacienda; 
penas  severisimas  cuyo  rigor  había  tem- 
plado la  práctica  conmutándolas  con 
otras  mas  benignas,  las  cuales  han  des- 
aparecido también,  con  mucha  justicia, 
de  nuestro  actual  derecho. 

Derecho  vigente.  Con  efecto,  según 
el  Código  penal,  el  acto  ó mas  bien  el 
ejercicio  de  interpretar  sueños , hacer 
pronósticos  y adivinaciones,  ó abusar 
de  la  credulidad  de  otra  manera  «seme- 

(J)  El  P.  Berganza.  Antigüedades  de  Es- 
pana. 
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jante,  como  objeto  de  lucro,  ha  venido 
á reducirse  á una  simple  falta  que  cas- 
tiga con  la  multa  de  medio  duro  á cua- 
tro el  art.  495  en  su  párrafo  6.°  estable- 
ciendo de  este  modo  una  notabilísima 
diferencia  entre  el  antiguo  derecho  y el 
novísimo. 

¿Y  hay  razón  para  esta  diferencia? 
¿Puede  justificarse  la  lenidad  de  hoy  á 
la  vez  que  la  severidad  de  nuestras  an- 
tiguas leyes? 

Sí,  indudablemente,  aunque  solo  has- 
ta cierto  punto.  En  los  antiguos  tiempos 
se  velan  adivinos  por  todas  partes,  que 
á favor  de  la  superstición  ejercían  sus 
imposturas  con  grave  perjuicio  púbfico, 
y se  hizo  preciso  reprimirlos  prescri- 
biendo penas  severisimas;  pero  hoy,  (co- 
mo acertadamente  dice  el  Sr.  Escriche) 
la  ilustración  mas  que  el  castigo  va  des- 
truyendo las  preocupaciones  y los  erro- 
res, y ya  no  hay  quien  pueda  persuadir- 
se que  las  cosas  venideras  se  descubren 
con  el  vuelo  de  las  aves,  en  las  palmas 
de  los  niños,  en  las  cabezas  de  los  muer- 
tos, en  la  combinación  de  los  naipes,  en 
ios  proverbios  yeslornudos  etc.,  habien- 
do desaparecido  los  embaucadores  que 
sonsacaban  á la  gente  sencilla  sin  que- 
dar mas  que  los  decidores  de  buena 
ventura. 

Cuando  hay  delito . Pero  si  en  nues- 
tro Código  se  considera  como  simple  fal- 
ta el  abuso  de  la  credulidad  por  pro- 
nósticos y adivinaciones,  hay  que  tener 
en  euenta  lo  que  dispone  el  art.  258  del 
mismo  sobre  vagos,  debiendo  perseguir- 
se como  á tales  á los  que  merezcan  esta 
calificación,  y además,  en  su  caso  como 
á estafadores  con  arreglo  á los  arts.  450 
y 458,  cuando  se  cometa  por  este  medio 
alguna  defraudación  que  en  los  mismos 
artículos  se  castiga . — V.  en  Código  penal. 

Derecho  canónico.  Varios  concilios 
han  condenado  á los  adivinos  y á los  que 
los  consultan.  El  canon  de  San  Basilio 
dice:  Cosque  se  valen  de  la  adivinación, 
é introducen  en  su  casa  individuos  para 
desencantar,  harán  seis  años  de  peni- 
tencia. En  la  misma  pena  incurren,  se- 
gún el  Concilio  de  Roma,  los  que  dicen 
la  buena  ventura  y demás  charlatanes. 
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Estos  cánones  prueban  bastante  lo  que 
piensa  la  Iglesia  de  los  adivinos  y la  adi- 
vinación. 

ADHERIRSE  A LA  APELACION.  Lo  que 

es,  cuando  debe  formularse  la  adhesión 
y sus  efectos.  — V.  en  Enjuiciamiento  ci- 
vil (ley)  arts.  844,  845,  854,  855,  856  y 
857,  con  las  notas  que  contienen. 

ADJUDICAR.  Ded  arar  á uno  la  perte- 
nencia de  alguna  cosa,  y por  lo  común 
en  herencias,  particiones,  remates  de  to- 
das clases,  etc. — V.  Particiones.  Sobre 
adjudicación  de  bienes  de  herencia  ha- 
blan los  arts.  478,  479  y 491  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento;  de  la  de  bienes  en 
concurso  los  arts.  563  y 564;  de  la  de 
bienes  ejecutados  el  art.  986,  todos  los 
que  pueden  verse  en  Enjuiciamiento  ci- 
vil. De  las  adjudicaciones  de  remates  en 
subastas  de  obras,  servicios  públicosetc. 
— V.  Arbitrios.  Consumos,  Contribucio- 
nes, Contratos  be  obras  y servicios  pú- 
blicos etc. 

ADMINISTRACION  PUBLICA.  Tiene  la 
palabra  Administración  diferentes  acep- 
ciones. Expresa  unas  veces  la  idea  del 
poder  administrativo,  se  toma  otras  por 
el  Derecho  y es  también  la  misma  Cien- 
cia administrativa.  Sin  empeñarnos  en 
estas  distinciones,  diremos  que  la  Admi- 
nistración representa  para  nosotros  el 
conjunto  de  todos  los  servicios  públicos, 
y en  esta  acepción  lata  debemos  consi- 
derarla en  esta  obra  para  que  responda 
al  título  que  lleva. 

Sin  la  vana  presunción  de  querer  ex- 
poner en  pocas  líneas  la  teoría  y la  prác- 
tica de  la  Administración,  vamos  á dar 
una  concisa  idea  de  lo  que  es,  de  su  ob- 
jeto, de  sus  relaciones  con  los  poderes 
públicos  y de  su  organización.  Eminen- 
tes escritores  como  M.  Laferriere  (i) 
Ilenrion  de  Panseey,  Vivien,  Bechard  y 
otros  podrian  servir  á personas  mas  com- 
petentes, con  un  estudio  profundo  de 
nuestras  instituciones  y de  nuestras  cos- 
tumbres, de  pauta  para  aquella  tarea  en 
un  libro  que  con  otros  que  ya  tenemos, 
contribuyese  á difundir  los  principios  de 
la  ciencia  y todos  los  conocimientos  ad- 


(1)  Gouts  de  droit  public  et  administraüf. 
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ministrativos.  Nosotros  aquí  no  pode- 
' mos  aspirar  sino  á hacer  simples  indica- 
ciones, en  las  que,  lo  decimos  con  inge- 
nuidad, seguimos  en  parte  á un  notable 
escritor  del  vecino  imperio  (1)  adverten- 
cia que  hacemos  de  una  vez  para  no  te- 
ner que  repetirlo. 

La  Administración  en  general. 

«La  ciencia  administrativa  puede  ser 
considerada  ó bajo  el  aspecto  económi- 
co, ó bajo  el  aspecto  legal.  En  el  primer 
caso  se  propone  aplicar  los  principios  de 
la  economía  política  á un  orden  deter- 
minado de  hechos  sociales.  En  el  segun- 
do reúne  en  un  cuerpo  de  doctrina  las 
leyes,  Reales  decretos,  reglamentos  é 
instrucciones  relativos  á estos  mismos 
hechos,  estableciéndose  así  el  Derecho  ad- 
ministrativo. 

«La  economía  política,  aplicada  á estos 
estudios,  puede  ser  considerada  como  la 
teoría,  ó si  se  quiere  la  parte  especulati- 
va de  la  ciencia  administrativa;  el  dere- 
cho administrativo  es  su  parte  concreta  y 
práctica.  Aquella  es  la  opinión  de  un  in- 
dividuo, de  uno  ó de  muchos  sabios  so- 
bre las  materias  administrativas,  este  re- 
presenta en  general  el  pensamiento  de 
toda  una  generación,  y aun  algunas  ve- 
ces el  de  una  serie  do  generaciones. 

«Aun  cuando  la  economía  política  sea 
verdaderamente  una  ciencia  de  observa- 
ción, es  posterior  al  derecho  positivo  de 
quien  forma  el  comentario  y á quien 
justifica  ó critica.  Et  derecho,  por  su  par- 
te, nos  hace  conocer  implícita  ó explí- 
citamente, los  principios  económicos  ó 
morales  adoptados  por  la  nación,  de 
quien  es  casi  siempre  la  expresión  mas 
pura,  mas  concisa,  mas  verdadera  y me- 
nos apasionada.» — El  Derecho  es  pues  lo 
que  constituye  la  tarea  de  este  Diccio- 
nario, y es  tarea  vasta,  si  hemos  de  re- 
copilar ese  gran  número  de  leyes,  decre- 
tos, ordenanzas,  reglamentos,  instruc- 
ciones, etc.  analizarlos,  distinguir  las  dis- 
posiciones vigentes  de  las  abrogadas  ó 
caídas  en  desuso,  y clasificar  con  méto- 
do los  materiales  de  este  modo  reunidos. 


(1)  Mr.  Block,  Diccionaire  de  I ‘Adminis- 
tración Francaise. 
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Y no  es  esto  todo.  Por  mas  explícita  que 
sea  una  ley,  por  muy  detalladas  que  sean 
Jas  instrucciones  de  un  Ministro,  es  im- 
posible que  todos  los  casos  puedan  ser 
previstos,  que  no  se  cometa  alguna  equi- 
vocación, que  no  haya  lugar  á interpre- 
taciones diversas.  Las  dudas  que  se  ori- 
ginan, las  contiendas  mismas  que  son 
su  consecuencia,  dan  lugar  á soluciones 
bajo  la  forma  de  sentencias  del  Consejo 
de  Estado,  de  denegaciones  ele  la  vía 
contenciosa,  de  competencias  ó de  deci- 
siones ministeriales.  El  pensamiento  del 
legislador,  se  encuentra  asi  comentado 
de  un  lado  por  la  jurisprudencia  y de 
otro  por  la  tradición  de  los  centros  ad- 
ministrativos, datos  preciosos  que  facili- 
tan el  conocimiento  de  la  Administra- 
ción de  un  pais. 

La  Administración  en  sus  relaciones  con  los 
podares  del  Estado. 

La  sociedad  no  podría  existir  sin  le- 
yes. Estas  se  establecen  de  una  manera 
solemne  por  el  poder  legislativo  que  se- 
gún nuestra  Constitución  (arts.  12  y 35 
á 38)  reside  en  las  Cortes  con  el  Rey. 

El  poder  ejecutivo  reúne  en  sí  tres 
autoridades  cuyas  funciones  son  muy 
distintas:  el  Gobierno,  la  Administra- 
ción, la  Justicia. 

El  Gobierno  comprende  la  dirección 
superior  de  los  intereses  del  Estado  tan- 
to en  el  interior  como  en  el  exterior.  En 
las  Monarquías  es  el  jefe  supremo  del 
Gobierno  el  Rey. 

La  Administración  y la  Justicia  están 
especialmente  llamadas  á ejecutar  ó apli- 
car las  leyes,  pero  cada  uno  ejerce  su 
autoridad  en  una  esfera  diferente. 

«Confúndese  muchas  veces,  aunque 
sin  motivo,  el  Gobierno  con  la  Adminis- 
tración, y esta  confusión  proviene  sin 
duda  de  que  la  autoridad  gubernativa  y 
la  autoridad  de  la  Administración  están 
por  lo  común  reunidas  en  la  misma  per- 
sona, como  en  la  del  Rey  y de  los  Mi- 
nistros, y de  que  los  funcionarios  y agen- 
tes administrativos  están  por  orden  ge~ 
rárquico  subordinados  á los  miembros 
del  Gobierno,  y forman,  por  decirlo  así, 
cuerpo  con  él.  Pero  estas  dos  Autorida- 
des son  tan  distintas  la  una  de  la  otra 


como  la  voluntad  de  la  acción.  El  Go- 
bierno es  quien  dirige,  quien  da  el  im- 
pulso; la  Administración  la  que  obra;  la 
que  ejecuta.  La  autoridad  que  ejerce  la 
Administración  es  delegada,  sea  de  una 
manera  general  por  el  hecho  de  su  ins- 
titución, sea  de  una  manera  particular 
por  una  ley  especia!.  Hay  leyes  que  re- 
gulan todos  los  detalles,  y no  dejan  á la 
Administración  mas  que  la  ejecución 
pura  y simplemente  de  sus  prescripcio- 
nes; hay  otras  que  sientan  solamente  los 
principios,  y confian  á la  Administración 
el  cuidado  de  hacer  los  reglamentos  ne- 
cesarios para  su  aplicación;  y otras,  en 
fin,  cuyo  número  es  .grande,  se  limitan  á 
encargarla  de  un  servicio  público,  de- 
jándola toda  latitud  para  la  ejecución. 

«Esta  latitud  es  muchas  veces  indispen- 
sable en  p¡ esencia  de  innumerables  inte- 
reses que  se  cruzan  y chocan  entre  si,  de 
la  diversidad  de  circunstancias  locales  y 
de  acontecimientos  de  toda  especie  que 
pueden  surgir.  Por  mas  clara  y precisa 
que  sea  una  ley,  es  probable  que  será  mal 
comprendida  por  el  uno,  mal  interpreta- 
da por  el  otro,  ó que  su  aplicación  rigo- 
rosa encontrará  , en  ciertos  casos  , obs- 
táculos insuperables.  Las  dificultades  que 
nazcan,  el  funcionario  competente  debe- 
rá resolverlas,  según  las  circunstancias. 
En  este  caso  es  donde  el  axioma  «admi- 
nistrar es  transigir»  podrá  algunas  veces 
tener  útil  aplicación. 

Además,  hay  dificultades  que  se  repro- 
ducen frecuentemente  y sin  grandes  va- 
riaciones. Si  su  solución  no  es  , desde 
luego  la  mejor,  después  ¡de  algunos  en- 
sayos se  aprende  á evitarlos  inconvenien- 
tes que  han  podido  resultar  de  las  prime- 
ras decisiones  , v no  se  tarda  en  encon- 
trar la  jurisprudencia  que  conviene 
adoptar.  Así  se  forma,  en  los  centros  ad- 
ministrativos, una  tradición  cuya  utilidad 
no  puede  apreciar  convenientemente  el 
público  aunque  la  aproveche  todos  los 
dias.» 

La  Administración  y la  justicia. 

«Las  relaciones  de  la  Administración 
con  la  justicia  son  de  una  naturaleza  muy 
delicada.  Ramas  del  poder  ejecutivo,  es- 
tas dos  autoridades  son  paralelas  é inde- 
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pcndienles  la  una  de  la  otra:  se  auxilian 
y perfeccionan  mutuamente  , siendo  del 
mismo  modo  indispensables  al  bien  del 
Estado.  Por  lo  demás  , difieren  , por  su 
naturaleza,  su  poder,  su  objeto  y su  for- 
ma de  proceder. 

Por  su  naturaleza:  porque  la  autoridad 
judicial  se  delega  á jueces  inamovibles, 
mientras  que  la  autoridad  administrativa 
está  confiada  á funcionarios  á quienes  se 
puede  remover. 

Por  su  poder  : porque  la  Administra- 
ción goza  , dentro  de  ciertos  límites,  de 
un  derecho  de  iniciativa;  obra  cuando  lo 
cree  útil,  sin  esperar  á que  sea  inducida 
á ello  , y prescribe  medidas  obligatorias 
para  los  ciudadanos;  mientras  la  justicia 
solo  ejerce  su  acción,  por  lo  común, 
á instancia  de  parte,  no  establece  ni  or- 
dena nada  como  regla  general;  juzga  y sus 
juicios  constituyen  la  verdad  en  el  asun- 
to controvertido. 

Por  su  objeto:  La  Administración  está 
encargada  de  los  intereses  generales , al 
paso  que  la  justicia  tiene  por  nfision  la 
resolución  de  las  dificultades  que  se  sus- 
citan entre  intereses  privados.  Esta  dis- 
tinción se  nota  aun  cuando  la  Adminis- 
tración parezca  ocuparse  de  intereses  pri- 
vados, ó la  Justicia  de  intereses  públicos: 
en  el  primer  caso,  el  particular  se  encuen- 
tra en  relación  ó colisión  con  el  bien  pú- 
blico, ó es  necesario  aplicarle  prescrip- 
ciones legislativas  obligatorias  á todos  los 
ciudadanos  ; en  el  segundo  , el  Estado 
representa  una  persona  civil,  defendien- 
do sus  intereses  privados. 

Por  su  forma  de  proceder,  en  fin,  que 
es  mas  solemne,  y por  lo  regular  de  una 
lentitud  calculada  , la  de  la  Justicia  ; y 
sencilla  y casi  siempre  rápida  la  de  la 
Administración. 

Existen,  sin  embargo,  entre  la  Admi- 
nistración y la  Justicia  muchas  y recípro- 
cas relaciones,  cuyos  límites  se  tocan  sin 
que  algunas  veces  puedan  ser  bien  des- 
lindados y entonces  tiene  lugar  lo  que 
vamos  á ver. 

Competencias. 

Por  bien  aparentemente  definidas  que 
estén  las  atribuciones  respectivas  de  la 
Administración  y de  los  tribunales,  no 
Tomo  l. 
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siempre  es  fácil  distinguirlas  y aun  es 
muy  fácil  y frecuente  que  se  confundan. 
Acontece  entonces  una  de  dos  cosas  , ó 
que  cada  una  de  ambas  autoridades  se 
cree  competente,  ó que  las  dos  se  decla- 
ran incompetentes.  En  el  primer  caso 
hay  competencia  positiva;  en  el  segundo 
competencia  negativa  , correspondiendo 
en  ambos  al  Rey  su  decisión  , pues  que 
como  autoridad  suprema  colocada  en  la 
cúspide  de  las  dos  jurisdicciones,  debe 
llevar,  como  dice  Macare!,  con  mano  igual 
y firme  la  balanza  en  que  se  asientan  los 
dos  poderes. — V.  Competencias. 

Conlenciosoadmimstralivo, 

Es  evidente  que  las  competencias  entre 
las  autoridades  administrativas  y las  ju- 
diciales, no  podrían  tener  lugar  sino  con 
motivo  de  cuestiones  sobre  intereses  pri- 
vados. En  efecto  , con^oniéndose  la  so- 
ciedad de  individuos,  y estando  llamada 
la  Administración  á prescribir  medidas 
de  interés  general,  debe  encontrarse  mas 
de  una  vez  en  el  caso  de  perjudicar  á in- 
tereses privados.  Y aun  acontecerá  que 
un  acto  administrativo  cause  lesión  á 
ciertos  derechos  privados  justamente  es- 
tablecidos, de  suerte  que  el  particular,  si 
i en  la  via  gubernativa  no  puede  ser  aten- 
dido , se  verá  obligado  á entablar  su  re- 
clamación por  la  via  contenciosa  ante  la 
misma  Administración,  salvo  que  por  su 
naturaleza  esté  reservado  el  asunto  ó á la 
Administración  activa  ó á los  tribunales. 
— V.  Acción  administrativa  , Actos  ad- 
ministrativos , Consejos  provinciales, 
Consejo  de  Estado  , Gobierno  de  las 
provincias. 

Objeto  de  la  Administración. 

Puede  decirse  con  toda  propiedad  que 
la  Administración  acoje  al  niño  apenas 
nace,  para  inscribirle  en  los  registros 
del  estado  civil;  que  si  es  huérfano  tie- 
ne el  cuidado  de  su  sustento,  de  su  sa- 
lud, de  su  instrucción;  que  vigila  su 
aprendizaje;  que  hecho  hombre,  le  acom- 
paña y rodea  con  su  celo  á cada  instan- 
te y en  todas  las  circunstancias  de  su  vi- 
da, y que  aun  en  su  muerte,  después  de 
haber  levantado  el  acta  de  su  defunción, 

' le  procura  el  reposo  de  la  tumba. 
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No  es  esto  todo.  Si  vemos  á la  Admi- 
nistración ocupada  de  intereses  priva- 
dos, que  tienen  la  consideración  de  ge- 
nerales en  cuanto  se  refieren  y afectan 
ó todos  por  razón  de  cada  individuo, 
existen  además,  otros  intereses  generales 
propiamente  dichos,  que  no  podrían  ser 
considerados,  al  menos  en  la  práctica, 
como  la  suma  de  los  intereses  privados. 
Hablamos  del  interés  del  Estado  como 
cuerpo  social,  que  la  Administración  (ó 
el  Gobierno)  se  encuentra  algunas  veces 
en  la  necesidad  de  defender  contra  sus 
propios  ciudadanos  y contra  la  agresión 
del  extranjero. 

El  conjunto  de  las  atribuciones  de  ¡a 
Administración  presenta  un  campo  tan 
vasto  que  no  se  podría  abarcar  de  una 
sola  ojeada.  Es  necesario  pues  conside- 
rarle en  sus  subdivisiones  y detalles,  en 
los  diferentes  artículos  del  Diccionario. 
Diremos  sin  embargo  que  entran  en  el 
objeto  de  la  Administración  la  Fuerza, 
la  Seguridad,  la  Beneficencia,  la  Hacién- 
dala instrucción  y la  Moralidad  y la  P«.i- 
queza  públicas  de  que  solo  vamos  á ha- 
cer aquí  ligeras  indicaciones  (1). 

Fuerza  pública. 

La  fuerza  pública  es  uno  de  los  ele- 
mentos del  Gobierno  y buena  adminis- 
tración de  un  Estado;  pero  téngase  en 

(i)  La  Administración  pública,  debe  ser  ai 
Estado  ó á la  sociedad  ó al  ciudadano.  Jo  que 
el  padre  es  á su  familia  y á cada  uno  de  sus 
hijos.  Un  buen  padre  debe-  cuidar  de  que  en 
su  casa  haya  huen  orden,  de  que  se  dé  bue- 
na educación  á sus  hijos  corrigiendo  mode- 
radamente sus  vicios  y premiando  su  laborio- 
sidad y su  mérito,  de  que  se  guarden  todos 
los  individuos  de  la  familia  los  respetos  debi- 
dos, de  que  se  promueva  por  el  trabajo  y la 
industria  la  satisfacción  de  todas  las  necesi- 
dades de  la  familia  y el  aumento  de  su  fortu- 
na particular,  de  que  se  ejerza  la  caridad  con 
el  verdadero  necesitado,  de  que  se  paguen  re- 
ligiosamente las  deudas  y se  cobren  los  cré- 
ditos, de  que  su  casa  esté  bien  ventilada,  de 
que  se  permita  cierto  desahogo,  y las  posibles 
comodidades  para  la  vida,  de  que  sus  puertas 
y cerraduras  ofrezcan  seguridad  é inspiren 
confianza,  y de  que  no  caigan  en  las  manos 
inespertas  de  sus  hijos  las  armas  que  posee 
para  su  defensa  etc.,  etc.  Pues  esta  misma  es 
respecto  de  toda  la  nación  y de  los  municipios 
y do  las  familias  y de  los  ciudadanos  lo  que 
miembros  del  Estado,  la  misión  benéfica  de  la 
Administración  según  vamos  á indicar. 


cuenta  que  no  es  la  misma  Administra- 
ción; es  decir,  que  la  misión  de  la  fuer- 
za pública  es  robustecer  al  Gobierno,  y 
la  acción  de  sus  dos  grandes  agentes  la 
Administración  y la  Justicia,  los  cuales 
obran  en  distinta  esfera  y con  indepen- 
dencia entre  si.  Todo  lo  relativo  á la  or- 
ganización, armamento  y distribución 
de  Ja  fuerza  pública  etc.  está  bajo  la  de- 
pendencia del  Ministerio  de  la  Guerra. 
— V.  Ej lóiíciTO.  Fuerza  pública.  Guardia 
civil.  Ministerio  de  la  Guerra.  Estados 
de  smo. 

Seguridad  pública. 

«La  seguridad  pública  es  para  el  cuer- 
po social,  lo  que  el  aire  es  para  el  cuer- 
po humano;  la  primera  condición  de  su 
existencia.  La  autoridad  á quien  está 
inas  especialmente  encargada  se  llama 
¡ policía , palabra  que  la  ciencia  toma  en 
un  sentido  mas  lato,  que  tiene  en  el  len- 
guaje vulgar.  El  pueblo  no  ve  en  la  poli- 
cía mas  que  al  agente  de  la  represión 
que  arresta  y vigila  á los  malhechores; 
la  ciencia  administrativa  la  atribuye  con 
Macare!  el  título  de  providencia  huma- 
na, porque  su  misión  es  la  seguridad 
del  Estado,  la  protección  de  las  perso- 
nas y de  las  propiedades,  la  vigilancia 
sobre  lodo  cuanto  puede  comprometer 
la  libertad  bien  entendida  y el  orden 
público  en  todo  etc.  etc.» — V.  Policía 
j UDicíARiA . Policía  administrativa.  Po- 
licía GENERAL  DEL  ESTADO.  POLICÍA  MU- 
NICIPAL. Policía  urbana.  Orden  públi- 
co etc. 

Benefiucniúa  pública. 

«Se  considera  muchas  veces^á  la  bene- 
ficencia como  á una  de  las  funciones  de 
la  policía,  y esta  definición  es  exacta  en 
los  países  én  que,  como  en  Alemania, 
policía  es  sinónimo  de  Administración. 
Pero  cuando  se  toma  esta  palabra  en 
sentido  mas  limitado  conviene  separarla 
de  la  beneficencia,  para  no  dar  lugar á 
pensar  que  la  sociedad  socorre  á los  des- 
graciados porque  les  teme. 

Como  una  buena  madre  cuida  con 
preferencia  al  hijo  desfavorecido  por  la 
naturaleza  , de  la  misma  manera  ia  so- 
ciedad debe  cubrir  con  su  protección 
particular  á sus  miembros  maltratrados 
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por  la  suerte  * Por  eso  acoge  á los  niños 
abandonados,  á los  huérfanos  y desam- 
parados, á los  indigentes , á los  impedi- 
dos , á los  enfermos,  á los  ancianos,  á 
las  pobres  mujeres  que  han  sido  vícti- 
mas de  su  inesperiencia  ó de  su  debili- 
dad y se  ven  en  la  necesidad  de  ocultar 
su  deshonra  etc.;  á todos  tiende  la  Be- 
neficencia su  manto  protector,  ya  faci- 
litando trabajo  ya  estableciendo  cocinas 
económicas,  ya  suministrando  socorros 
á domicilio,  ya  abriendo  á los  necesita- 
dos las  puertas  de  esos  piadosos  estable- 
cimientos que  conocemos  con  el  nombre 
de  hospitales,  hospicios,  casas  de  cari- 
dad, de  maternidad  y de  socorro,  cole- 
gios de  huérfanos  etc.  y sin  negarles 
otros  auxilios  como  puede  verse  en  Ba- 
ños minerales  , Beneficencia.  Hospita- 
les etc.  etc. 

Hacienda  pública. 

La  gestión  de  la  Hacienda  pública  es 
una  de  las  funciones  mas  importantes  de 
la  Administración.  Los  servicios  públi- 
cos ocasionan  gastos  y la  Administración 
debe  proveer  los  medios  de  cubrirlos  sin 
lastimar  el  interés  individual,  sin  obs- 
truir las  fuentes  de  la  prosperidad  y de 
la  producción  de  la  riqueza.  El  Ministe- 
rio de  Hacienda  tiene  exclusivamente  á 
su  cargo  este  vasto  é importantísimo  ra- 
mo, habiéndose  centralizado  en  él  la  re- 
caudación de  todos  los  fondos  que  pocos 
años  ha  corría  á cargo  de  los  respectivos 
departamentos.  Este  principio  se  ¡leva 
hasta  casi  sus  últimas  consecuencias. 
Los  gastos  hechos  por  los  diversos  servi- 
cios públicos  se  comprueban  adminis- 
trativamente por  el  referido  Ministerio 
y bajo  una  forma  judicial  por  el  Tribu- 
nal de  Cuentas.  Nuestra  Hacienda  pú- 
blica la  constituyen  todas  las  contribu- 
ciones, rentas,  fincas,  valores  y derechos 
que  pertenecen  al  Estado. 

Instrucción  y moral  religiosa. 

La  instrucción  pública  comprende  dos 
ramos  inseparables,  la  dirección  moral  y 
la  intelectual  de  los  pueblos.  La  morali- 
dad. del  Estado  es  la  base  de  su  dicha 
y bienestar.  Ella  sola  floja  los  críme- 
nes, infunde  el  respeto  á la  propiedad, 
garantiza  los  derechos  de  todos,  alian- 


za el  cumplimiento  de  los  deberes  de 
cada  uno  é imprime  la  regularidad  y el 
orden  en  la  sociedad.  La  instrucción  es 
la  luz  que  guia  á las  naciones  en  los  ade- 
lantos de  todo  género.  La  moralidad  sin 
la  instrucción  hace  á los  pueblos  estacio- 
narios y fanáticos,  les  detiene  en  su  cur- 
so progresivo  é impide  su  necesario  des- 
arrollo. La  instrucción  sin  la  moralidad 
lanza  á los  pueblos  en  senderos  peligro- 
sos, favorece  la  subversión  del  orden, 
pone  en  peligro  todos  los  derechos,  con- 
culca los  principios  y conturba  á las  na- 
ciones (1).  Por  eso  pues,  una  buena  Ad- 
ministración no  debe  descuidar  !a  ins- 
trucción pública,  porque  «con  ella  todo 
se  mejora  y florece  y sin  ella  todo  so  ar- 
ruina en  un  Estado»  (2)  ni  la  moral  re- 
ligiosa que  es  y debe  ser  la  moral  del 
pueblo,  como  lo  es  para  el  filósofo  mismo 
despucs  que  ha  enriquecido  su  razón  é 
ilustrado  su  entendimiento  (3). — V.  Cul- 
to, Instrucción  pública,  Moral  pública. 

Riqueza  pública. 

La  fuente  de  la  riqueza  es  el  trabajo. 
La  agricultura,  la  industria  y el  comer- 
cio son  los  mas  importantes  ramos  de  la 
producción.  Una  sábia  Administración 
debe  cuidarse  de  promover  la  mas  fre- 
cuente comunicación  entre  el  cultiva- 
dor, el  industrial  y el  comerciante,  y 
debe  dispensar  á estas  industrias  su  pro- 
tección, porque  el  interés  individual  á 
pesar  de  su  actividad  propia  no  siempre 
se  coloca  al  nivel  de  ios  adelantos  y de 
las  verdaderas  necesidades  de  la  socie- 
dad. Pero  la  Administración  no  debe 
empeñarse  en  dar  preferencia  á deter- 
minada industria,  ni  debe  cuidarse  muy 
de  cerca  de  los  intereses  privados,  sino 
solo  de  los  colectivos.  Su  misión  en  este 
punto  no  es  mandar,  sino  ilustrar,  acon- 
sejar, alentar,  remover  los  obstáculos  de 
todas  clases  que  se  opongan  á la  libre 
acción  del  interés  individual.  A este  fin 
conducen  las  leyes  protectoras  del  tra- 
bajo, de  la  propiedad  y de  la  industria, 
la  creación  de  escuelas  de  agricultura 


(1)  T os t.  do  26  enero  de  1850. 

(2)  Joveilanos:  Memoria  sobre  la  instruc- 
ción pública. 

(3)  La  citada  Inst,  de  i8oÜ. 
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é industriales»  ios  concursos,  los  ex— 
posiciones  públicas,  ios  premios  á los 
que  introdúzcan  mejoras  en  el  cultivo  o 
en  la  producción,  la  construcción  de 
carreteras  y caminos  de  todas  clases^  de 
canales  de-”  navegación  y riego,  el  esta- 
blecimiento de  ferias  y mercados,  las 
subvenciones  á los  que  acometan  em- 
presas que  exijan  sacrificios  individuales 
y de  utilidad  para  el  país  en  general,  ó ¡ 
para  comarcas  y localidades  determina- 
das, y el  establecimiento  de  bancos  ter- 
ritoriales, agrícolas  é industriales  y de 
otras  instituciones  de  crédito. 

La  creación  de  las  Secciones  de  Fo- 
mento en  los  Gobiernos  de  provincia  ha 
tenido  entre  nosotros  este  loable  propó- 
sito, y tal  es  también  el  de  la  de  las 
juntas  de  agricultura,  industria  y co- 
mercio. 

La  instrucción  para  el  fomento  de 
los  intereses  morales,  intelectuales  y 
materiales  del  país,  mandada  observar 
por  R.  0.  de  26  de  enero  de  1830,  la 
de  los  subdelegados  de  Fomento  de  30 
noviembre  de  J 833  ,y  la  de  28  de  junio 
de  1859,  diríjida  á los  gobernadores  pa- 
ra el  mejor  desempeño  de  ios  asuntos 
puestos  á cargo  de  las  Secciones  de  Fo- 
mento creadas  en  los  Gobiernos  de  pro- 
vincia, contienen  abundante  y preciosa 
doctrina  administrativa  y son  juntas  el  ' 
mejor  libro  en  que  los  gobernadores  de- 
ben estudiar  ia  grande  importancia  de 
sus  funciones  (1). 

Organización  administrativa. 

La  Administración  no  puede  ser  con- 
siderada únicamente  en  sus  relaciones 
con  los  poderes  públicos  ó con  ios  ciu- 
dadanos, ó sea  bajo  el  punto  de  vista  de 
lo  que  es  objeto  de  su  noble  é impor- 
tante misión,  sino  también  en  su  meca- 
nismo orgánico  ó sea  en  su  organización 
interior  y en  las  relaciones  recíprocas 
de  sus  distintos  agentes.  Sin  una  buena 
organización  en  que  todos  los  agentes 
funcionen  con  regularidad  y Fuen  or- 
den, seria  imposible  que  la  Administra- 
ción respondiese  a las  grandes  y muchas 

(1)  Se  inserían  fcn  ‘Gcmkrno  lk  las  tuoyin- 
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veces  perentorias  necesidades  do  un  Ls- 
tado. 

F;1  Rey. 

El  primero  en  el  orden  gerárquico  de 
la  Administración  es  el  Rey,  en  quien 
reside  la  potestad  de  hacer  ejecutar  las 
leyes  expidiendo  los  decretos,  regla- 
mentos é instrucciones  que  sean,  con- 
ducentes al  objeto.  Su  autoridad  se  en- 
tiende á todo  cuanto  conduce  á la  con- 
servación del  orden  público  en  lo  inte- 
rior-y  á la  seguridad  del  Estado,  en  lo 
exterior  conforme  á la  Constitución  y á 
; las  leyes.  (Const.  art.  40  y siguientes.) 
V.  Constitución.  Lev  etc. 

Los  Ministros. 

Forman  los  Ministros  el  segundo  gra- 
do de  la  gerarquía  administrativa.  Todo 
lo  que  el  Rey  mandare  ó dispusiere  en 
el  ejercicio  de  su  autoridad  deberá  ser 
firmado  por  el  Ministro  dei  ramo  á que 
corresponda,  de  tal  modo  que  ningún 
funcionario  público  puede  dar  cumpli- 
miento á lo  que  carezca  de  dicho  requi- 
sito. ( Const.  art.  64)  Hasta  el  año  de 
1705  no  hubo  en  España  mas  que  un 
Ministro,  ó sea  una  sola  secretaria  ael 
despacho  universal.  En  dicho  año  se  di- 
vidieron los  asuntos  en  dos  secretarias, 
encargándose  una  de  todos  los  pertene- 
cientes á Guerra  y Hacienda  y otra  de 
todos  los  demás.  Ue»pues  en  1714  se  au- 
mentó á cinco  el  número  de  secretarías 
y en  1754  y 1753  se  las  dió  nueva  forma 
■ y distribución  de  negocios,  habiéndose 
conservado  así  basta  nuestros  días  con 
algunas  variaciones.  íloyg  pues,  conoce- 
mos ocho  Ministerios  que  se  denominan 
de  Estado,  de  Gracia  y justicia,  de  Guer- 
ra, de  Marina,  de  Hacienda,  de  la  Go- 
bernación, de  Fomento  y de  Ultramar, 
con  mas  la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros,  (boy  á cargo  del  de  la  Guerra) 
con  atribuciones  propias.  Cada  uno  de 
estos  Ministros  despacha  los  negocios  que 
son  propios  de  su  respectivo  ramo,  según 
veremos  en  Ministerios.  Eli  ciertos  ca- 
\ sos  se  necesita  el  acuerdo  del  Consejo  de 
Ministros  y aun  se  exige  para  garantía 
del  acierto  en  los  negocios  arduos  de  la 
Administración  la  consulta  del  Consejo 
de  Estado,. 


ADMINISTRACION  PUBLICA. 

Gobernadores  da  provincia. 


Son  los  gobernadores  los  representan- 
tes de  la  Administración  general  en  las 
provincias  y ocupan  el  tercer  lugar  en  el 
orden  gerárquico  de  la  misma.  Su  nom- 
bramiento corresponde  al  Rey,  debiendo 
hacerse  por  Real  decreto  acordado  en 
Consejo  de  Ministros  y refrendado  por 
su  presidente.  Sus  atribuciones  están  de- 
terminadas en  la  ley  de  55  de  setiembre 
de  1 8(53  con  las  reformas  mandadas  ob- 
servar por  R.  D.  de 2!  octubre  de  1866. 

SufjKofoernadores. 

Nuestra  división  territorial  no  reco- 
noce la  de  distritos  de  Subffobiernos. 
Hay  solo  dos  determinados  por  la  ley, 
el  de  Menorca,  y el  de  la  Gran  Canaria. 
Para  establecer  subgobernadores  en  otros 
puntos,  se  necesita  instruir  un  expe- 
diente especial  para  cada  caso  con  arre- 
glo al  art.  3.°  de  la  ley  citada  de  55  de 
setiembre  de  1 P63,  y al  9.°  y siguientes 
del  reglamento.  Sus  atribuciones  se 
determinan  en  un  reglamento  especial 
de  la  referida  fecha.  Son  pues  los  sub- 
gobernadores en  las  demarcaciones  en 
que  se  hallen  establecidos,  los  agentes 
de  la  Administración  general  interme- 
diarios entre  los  gobernadores  y los  Al- 
caldes. Actualmente  solo  hay  estableci- 
dos subgobernadores  en  el  Ferrol,  en 
Santiago,  en  Antequera,  en  Mabon,  (Me- 
norca) en  la  Gran  Canaria  y en  Heus. 

Alcaldes. 

Así  corno  la  Administración  central 
extiende  su  acción  á las  provincias  por 
medio  de  los  gobernadores,  sus  delega- 
dos ó agentes,  asi  también  del  centro  de  j 
cada  provincia,  se  comunica  á los  muñí-  ¿ 
ripios  por  medio  de  los  subgobernadores 
ó de  los  Alcaldes,  directamente,  en  los 
pueblos  que  no  están  sujetos  á la  de- 
marcación de  un  subgobierno.  Los  Al- 
caldes son  pues  no  solo  los  administra- 
dores de  sus  respectivos  pueblos,  los  re-  . 
presentantes  del  poder  municipal,  pro-  ; 
píamente  dicho,  sino  también  funciona- 
rios del  Estarlo,  y en  La!  concepto  los 
órganos  de  los  intereses  generales,  los 
agentes  delegados  del  Gobierno,  el  po- 
der ejecutivo,  el  Gobierno  mismo  en  el 
recinto  de  sus  municipalidades. 


m 

Los  Alcaldes  ejercen  su  autoridad 
bajo  la  de  los  subgobernadores  en  donde 
los  hay,  con  arreglo  á lo  que  dispane  el 
reglamento  de  estos  funcionarios;  y en 
i donde  no,  bajo  la  inmediata  de  los  go- 
’ bernadores,  Su  cargo  es  gratuito,  hono- 
rífico y obligatorio,  y se  eligen  por  el 
Rey  ó por  el  Gobernador  comq  delegadlo 
suyo,  de  entre  los  concejales,  sin  per- 
juicio  de. poder  el  Rey  nombrar  libro- 
mente  Alcalde  corregidor  en  las  pobla- 
ciones donde  lo  conceptúe  conveniente 
según  el  art.  10  de  la  ley  municipal  re- 
formado por  R.  D.  de  21  de  octubre 
de  1866. 

Cuerpos  consultivos. 

La  acción  de  la  Administración  debe 
ser  pronta  y enérgica,  pero  debe  á la  vez 
ser  ilustrada;  solo  así  puede  muchas  ve- 
ces  encontrar  la  solución  conveniente  á 
las  difíciles  y complicadas  cuestiones  en 
que.  está  llamada  á conocer.  Por  eso  al 
lado  del  Gobierno  se  ha  instituido  el 
Consejo  de  Estado;  cuerpo  supremo  con- 
sultivo en  los  asuntos  de  Gobernación  y 
Administración,  y en  los  eqntencioso-ad- 
ministrativos  de  la  Península  y de  Ultra- 
mar; y por  eso  también  se  han  creado  en 
algunos  ramos  Juntas  ó Consejos  faculta- 
tivos, llamados  á intervenir  con  su  dic- 
tamen en  la  instrucción  de  los  expedien- 
tes ó en  las  resoluciones  que  se  dicten. — 
V.  Consujo  de  estado.  Juntas  consulti- 
vas etc. 

A!  lado  de  los  gobernadores  se  han  es- 
tablecido también  Diputaciones  provin- 
ciales, que  son  corporaciones  económi- 
co-administrativas de  elección  popular 
con  atribuciones  propias;  y Consejos 
provinciales,  de  nombramiento  Real  lla- 
mados á conocer  en  los  asuntos  conten- 
cioso-administrativos  y á informar  en 
otros  que  determinen  las  leyes,  ó cuando 
los  gobernadores  les  pidan  su  dictamen. 
— V.  Consejos  provinciales.  Diputacio- 
nes PROVINCIALES. 

Y últimamente  al  lado  de  los  Alcaldes, 
pueden  y deben  ilustrar  su  acción  en 
muchos  casos,  oyendo  el  dictamen  de  los 
síndicos,  e!  de  los  Ayuntamientos,  el  de 
las  Juntas  periciales,  el  de  las  locales  de 
primera  enseñanza  y de  sanidad  etc.~^ 
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Subgobernadoros. 

Basta  á nuestro  propósito  la  ligera 
idea  que  acabamos  de  dar  de  la  Adminis- 
tración pública.  Hemos  dicho  al  princi- 
pio que  para  nosotros  la  Administración 
es  el  conjunto  de  todos  los  servicios  pú- 
blicos, y en  este  supuesto  deberíamos  aquí 
hacer  mención  de  los  agentes  adminis- 
trativos ó funcionarios  de  los  Ministerios 
de  Estado,  de  Guerra  y Marina,  de  Gra- 
cia y Justicia,  de  Hacienda,  de  Ultramar 
y otros  de  Gobernación  y Fomento.  No 
es  posible,  sin  embargo  que  entremos 
aquí  en  otros  detalles  que  debemos  re- 
servar y se  hallarán  en  los  correspun- 
dienles  artículos  del  Diccionario  á los 
cuales  nos  referimos. — V.  Administra- 
ción central.  Alcaldes  y Ayuntamien- 
tos. Gobierno  de  las  provincias.  Minis- 

TER  IOS  ETC. 

ADMINISTRACION  CENTRAL.  La  mis- 
ma Administración  pública  emanando 
inmediatamente  del  Gobieno  Supremo. 
Componen  la  Administración  pública  el 
Rey  en  primer  término,  como  jefe  su- 
premo del  Gobierno,  y sus  Ministros 
responsables;  el  Consejo  Supremo  de 
Administración  de  Estado;  los  Tribuna- 
les Supremos;  las  Direcciones  generales 
y todas  las  demás  autoridades  y oficinas 
generales  que  ejercen  superioridad  so- 
bré las  autoridades  y oficinas  de  provin- 
cia. Se  dice  central  por  contraposición  á 
provincial  ó local.— V.  Administración 
pública.  Consejo  de  Estado.  Direccio- 
nes generales.  Juntas  consultivas.  Ley. 
Ministerios.  Rey.  Tribunal  supremo  etc. 

ADMINISTRACION  CIVIL  PROVIN- 
CIAL. La  misma  Administración  pú- 
blica cuya  acción  se  circunscribe  á una 
provincia  determinada  bajo  la  depen- 
dencia de  la  Administración  central. 
Por  el  R.  D.  de  30  de  noviembre  de  1833 
que  estableció  la  división  del  territorio 
español  en  49  provincias,  se  dispuso 
(art.  4.°)  que  esta  división  no  se  enten- 
diese limitada  al  orden  administrativo 
sino  que  se  arreglaran  á ella  las  demar- 
caciones militares,  judiciales  y de  Ha- 
cienda.— V.  Administración  pública. 
Consejos.  Diputaciones  provinciales. 


División  territorial.  Gobierno  de  las 
provincias.  Hacienda  pública,  etc. 

ADMINISTRACION  CONTENCIOSA.— Véa- 
se Actos  administrativos.  Consejos 
provinciales.  Consejo  de  Estado.  Con- 
tencioso-administrativo,  etc. 

ADMINISTRACION  ECONOMICA.  Ramo 
de  la  Administración  pública  que  tiene 
á su  cuidado  las  contribuciones,  rentas, 
fincas,  valores  y derechos  que  pertene- 
cen al  Estado,  cuyos  rendimientos  for- 
man el  haber  del  Tesoro  y se  aplican  á 
cubrir  los  gastos  de  todos  los  ramos  de 
la  Administración. 

Hasta  fines  del  siglo  pasado  se  vinie- 
ron recaudando  en  España  todas  las  ren- 
tas del  Estado,  que  eran  harto  complica- 
das y de  distinta  índole,  por  el  sistema 
de  asientos  y arrendamientos  que  oca- 
sionaban á los  contribuyentes  grandes 
vejaciones  y molestias  y estafas  al  Erario. 
Este  sistema,  origen  fecundo  de  grandes 
demasías  y arbitrariedades  (1)  acabó  en 
1730,  sustituyéndole  la  Administración 
por  cuenta  del  Estado. 

En  1779  se  dispuso,  para  atender  me- 
jor á la  recaudación  de  las  rentas,  que 
en  las  capitales  de  provincias  y partidos 
hubiera  una  sola  Administración  con  su 
contaduría,  tesorería  ó depositaría,  su- 
primiéndose las  demás  dependencias 
que  se  habian  creado  menos  la  Adminis- 
tración de  Aduanas  en  puertos  habilita- 
dos; y así  con  corta  diferencia  siguieron 
las  oficinas  de  la  Administración  econó- 
mica en  las  antiguas  provincias  y des- 
pués en  las  nuevas,  hasta  el  estableci- 
miento deí  sistema  tributario  en  1845, 
desde  el  cual  han  sufrido  todavía  algu- 
nas modificaciones. — V.  Contribucio- 
nes. Direcciones  generales.  Hacienda 
pública.  Rentas  del  Estado  etc. 


(1)  De  las  estafas  y rapiñas  de  los  arren- 
dadores ha  nacido  el  proverbio  español  «Ar- 
rendadorcillos  comer  en  plata  y morir  en  gri- 
llos,» Cervantes  los  motejó  con  gran  propiedad 
cuando  hace  decir  á la  mujer  del  escudero 
«no  pienso  parar  hasta  verte  arrendador  ó 
alcabalero,  que  son  oficios  que  aunque  lleva 
el  diablo  á quien  mal  los  usa  en  fin  tienen  y 
manejan  dinero.»  Hacemos  mérito  de  esto  para 
prevenir  á los  pueblos  contra  la  p>  re  ocupación 
harto  arraigada  en  ellos  de  que  todo  lo  anti- 
no era  bueno. 
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ADMINISTACION  DE  JUSTXIA-V.  Justi- 
cia y los  demás  artículos  que  allí  se  citan. 

ADMINISTRACION  MILITAR- — v-  Ejér- 
cito  en  la  parte  correspondiente  á la  ad- 
ministración militar. 

ADMINISTRACION  MUNICIPAL.  Sub- 
división de  la  Administración  pública. 
Ejerce  su  acción  en  la  circunscripción 
de  su  territorio  que  se  llama  distrito  mu- 
nicipal ó lugar,  pueblo,  villa,  ciudad, 
etc.  etc.  Las  funciones  de  la  autoridad 
municipal  son  ó propias  ó delegadas,  se- 
gún que  interesan  directa  é inmediata- 
mente á la  localidad,  6 al  cuerpo  gene- 
ral del  Estado.  La  Constitución,  (ar- 
tículos 73  y 74)  establece,  como  no  po- 
día menos,  que  en  los  pueblos  baya  Al- 
caldes y Ayuntamientos  estos  últimos 
nombrados  por  los  vecinos  y con  la  or- 
ganización y atribuciones  que  determi- 
ne la  ley. — V.  Ar.cAr.nns  y Ayuntamien- 
tos, etc.  Presupuestos  municipales. 

ADMINISTRACION  OE  SACRAMENTOS.  El 
acto  y efecto  de  administrar  ó conferir 
los  Santos  Sacramentos.  Es  propia  esta 
función  de  los  obispos,  y de  los  párro- 
cos respecto  de  sus  feligreses,  porque 
ocupan  el  lugar  de  los  obispos  en  sus 
parroquias.  Los  Sacramentos  fueron  ins- 
tituidos por  Jesucristo,  lo  que  es  de  fé, 
para  remedio  universal  contra  los  peca- 
dos; y son  como  los  define  el  Catecismo 
del  Concilio  de  Trento,  signos  sensibles 
que  tienen  la  virtud  de  significar  y pro- 
ducir la  santidad  y la  justicia. 

Lo  que  nos  incumbe  en  este  Diccio- 
nario respecto  á la  materia  de  este  ar- 
tículo es  indicar,  que  no  solo  es  un  de- 
recho sino  un  deber  muy  esencial  de  los 
párrocos  el  administrar  los  Sacramentos 
a sus  feligreses,  aun  en  las  ocasiones  en 
que  hubiese  peligro  de  su  vida  (11,  y 
sin  descender  nunca  en  las  santas  fun- 
ciones de  su  ministerio  al  terreno  de  las 
pasiones,  como  en  estos  tiempos  se  han 
visto  frecuentes  ejemplares. 

Un  autor  de  derecho  canónico  hablan- 
do de  este  abuso,  dice  así:  «Si  sucediese 
«que  un  cura  fuera  tan  mal  pastor  que 
«rehusare  los  Sacramentos  á sus  feligre- 
ses, además  de  la  pérdida  de  las  almas 

(i)  S.  Thom.  2.a,  2.aeq.  285,  arl  5 


« de  que  seria  responsable  ante  Dios , de- 
«beria  ser  castigado  severamente.  Los  ca- 
«nonistas  no  determinan  la  pena,  porque 
«depende  de  las  circunstancias.  El  cánon 
» Quicumque  presbyter  de  consecr.  dist.  4, 
«pronuncia  la  de  deposición.» 

El  autor  de  este  Diccionario  fué  con- 
sultado en  1856  sobre  dos  casos  de  de- 
negación de  Sacramentos.  Versaba  uno 
sobre  si  era  ó no  abusiva  la  conducta  de 
un  párroco  que  se  resistía  á la  lectura 
de  amonestaciones  ‘ó  proclamas  y á la 
celebración  de  un  matrimonio  bajo  el 
pretesto  de  no  haberse  hecho  el  funeral 
del  padre  de  uno  de  los  contrayentes. 
Sobre  este  punto  contestó  con  vista  de 
los  arts.  300  y 306  del  Código  penal, 
que  en  efecto  era  abusivo  el  proceder 
del  párroco;  abuso  escandaloso,  pues  de- 
negaba ó retardaba  la  administración  de 
un  Sacramento,  como  un  medio  de  obli- 
gará que  le  pagasen  derechos  funerarios. 

El  otro  caso  fué  sobre  haberse  negado 
un  cura  á oir  en  confesión  á un  feligrés, 
porque  decia  haber  comprado  los  bienes 
del  curato;  y el  Alcalde  del  pueblo  á 
quien  se  quejó  el. feligrés  preguntaba  lo 
que  debería  hacer  en  este  caso.  La  contes- 
tación fué,  que  si  el  hecho  tuvo  lugar  con 
la  reserva  propia  del  confesonario,  el  Al- 
calde, como  delegado  del  Gobierno  nada 
podía  hacer;  que  si  mediaba  alguna  pu- 
blicidad y queja,  debía  aconsejar  y pre- 
venir al  párroco  reservadamente  que  no 
diese  lugar  á las  quejas  de  que  era  obje- 
to; que  si  insistía  y se  repelían  las  que- 
jas, lo  pusiesen  en  conocimiento  de)  Go- 
bernador de  la  provincia  y del  Prelado, 
y que  si  en  el  hecho  se  daba  escándalo  ó 
tenia  lugar  con  publicidad,  procedía  la 
formación  de  causa  (i).  Cuestiones  son 
estas  sumamente  delicadas  y en  que  es 
necesaria  mucha  circunspección  y pru- 
dencia, poro  no  puede  prescindirse  de 
adoptar  alguna  medida  si  han  de  evi- 
tarse mas  graves  consecuencias.  Así  está 
también  mandado  por  la  siguiente  Pical 
orden,  comunicada  por  el  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia  al  de  la  Gobernación, 
que  dice  así: 

(1)  Consultar:  Colección  de  1850,  páginas 
44  y 46.  1 
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ADMINISTRADOR.» 

R.  0.  de  14  mayo  de  1847. 

Manifestando  al  Ministerio  de  la  Gobernación  las 
disposiciones  adoptadas  para  reprimir  los  abusos 
que  ciertos  eclesiásticos  hacen  de!  confesonario. 

«Excmo.  Sr. : En  vista  de  la  comunica- 
ción de  V.  E.  fecha  5 del  actual,  escitando 
A que  por  este  Ministerio  se  adopten  las 
medidas  conducentes  á reprimir  los  abu- 
sos que  ciertos  eclesiásticos  hacen  del  con- 
fesonario con  el  fin  de  comprometer  el  ór- 
den  público,  turbando  la  tranquilidad  de 
las  conciencias,  S.  M.  se  ha  servido  man- 
dar manifieste  á Y.  E.,  como  de  su  Real 
orden,  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  lo  ejecuto,  que  tan  luego 
como  se  ha  tenido  noticia  de  semejantes 
escesos,  se  ha  prevenido  á los  regentes  y 
fiscales  de  las  audiencias  territoriales  que 
provean  lo  conveniente  para  la  pronta 
averiguación  de  los  hechos  y castigo  de 
los  culpados:  exigiéndose  además  de  aque- 
llos funcionarios  que  den  cuenta  á,  este 
Ministerio  cada  quince  dias  del  estado  de 
la  causa,  y encomendando  á los  diocesa- 
nos que  procedan  por  su  parte  en  la  forma 
que  prescriben  las  leyes  eclesiísticas  y ci- 
viles, é inculquen  al  cloro  las  máximas  de 
órden  y respetuosa  sumisión  al  Gobierno 
que  son  de  su  deber  el’ostentar. 

Y lo  digo  á Y.  E.  de  órden  de  S.  M-,  co- 
municada por  el  espresado  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  para  su  inteligencia  y 
efectos  correspondientes.  Dios  guarde  á 
Y.  E.  muchos  años.  Madrid  \4  de  mayo -de 
1847—  Diego  de  Mier. — Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación  del  Reino.»  ( CL . t.  41,  p.  40} 
—Véase.  Bautismo.  Confesión.  Cura  pár- 
roco, Eclesiásticos,  Fuerzas,  Matrimo- 
nios, etc.  etc. 

# ADMINISTRADOR.  Es  el  empleado  del 
orden  económico  que  tiene  á su  cargo 
la  administración  de  contribuciones, 
rentas,  fincas,  valores  ó derechos  que 
pertenecen  al  Estado.  Véase  en  esta  acep- 
ción.— Hacienda  pública.  Lotf.rías.  Ren- 
ta de  aduanas.  Rentas  estancadas,  etc. 

ADMINISTRADOR  DE  PARTICULARES.  El 
que  cuida  , dirige  y gobierna  los  bienes 
ó negocios  de  otra  persona. 

El  administrador  particular,  puede 
serlo  ó voluntario  , ó mandatario  , ó ju- 
dicial 6 legitimo. 

Administrador  voluntario  es  el  que 
toma  sobre  si  por  amistad  ó parentesco, 
voluntariamente  ó sin  mandato  el  euida- 
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do  de  los  bienes  ó negocios  de  algún  au- 
sente. (Ley  26  , til.  12,  Part.  5.a)  Este 
administrador  tiene  derecho  á que  se  le 
abonen  los  gastos  necesarios  y útiles  que 
hubiere  hecho  en  la  Administración  y 
está  obligado  á dar  cuentas  al  dueño  y 
entregarle  los  productos  que  hubiere 
percibido  con  baja  de  dichos  gastos. — 
V.  Condominio. 

Sobre  administrador  mandatario,  véa- 
se Mandato, 

Administrador  judicial  es  el  que  se 
nombra  por  el  juez  para  que  se  encargue 
de  cuidar  de  los  bienes  vacantes  por 
muerte  de  su  dueño  ó pendientes  de  ad- 
judicación en  los  abintestatos  y testa- 
mentarías. Sobre  administración  de  abin- 
testatos ténganse  presentes  los  arts.  559, 
361,  384  al  387,  401  y 402  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  Sobre  administra- 
dor de  testamentarías  los  mismos  artícu- 
los y además  el  424  y el  491)  al  503.  La 
recompensa  del  administrador  en  todo 
caso  es.  la  establecida  en  el  art.  401. 

Administrador  legitimo  es  el  que  ejer- 
ce el  cargo  por  ministerio  de  la  ley.  E! 
marido  es  administrador  legítimo  de  los 
bienes  de  su  mujer.  El  padre  lo  es  del 
peculio  adventicio  de  sus  hijos.  El  tutor 
lo  es  de  los  bienes  de  los  huérfanos;  y 
el  curador,  por  último,  lo  es  de  sus  me- 
nores é incapacitados.  Todos  estos,  como 
tales  administradores  legítimos,  están  fa- 
cultados para  representar  respectivamen- 
te y sin  necesidad  de  poder,  á la  mujer, 
hijos,  huérfanos  y menores  é incapacita- 
dos.— V.  Bienes.  Contratos.  Curador. 
Dote.  Hijos.  Marido.  Mujer  casada.  Pa- 
dre. Peculio.  Tutor,  etc. 

ADOLESCENCIA.  Es  la  edad  desde  los 
14  á los  25  años,  ó sea  uno  de  los  pe- 
ríodos de  la  vida  humana  que  empieza 
con  la  pubertad  y comprende  hasta  los 
25  años.  Todo  cuanto  interesa  conocer 
respecto  á las  diferentes  edades  del  hom- 
, bre,  sobre  los  privilegios  establecidos 
^ para  protegerle  en  su  debilidad  é in- 
esperiencia,  los  derechos  que  en  sus  va- 
rias situaciones  le  concede  y las  obliga- 
ciones que  le  impone  se  hallará  en  el 
artículo  Edad  á donde  remitimos  al 
. lector. 
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ADOPCION.  ARROGACION.  PROHIJAMIEN- 
TO. Adopción  llamada  también  por  fija - 
miento  en  nuestras  leyes  de  Partida,  es 
un  acto  solemne  en  virtud  del  que  se  su- 
pone hijo  ó nieto  de  una  persona  á quien 
no  lo  es  naturalmente.  Se  diferencia  la 
adopción  según  el  estado  natural  y civil 
en  que  se  encuentren  las  personas  que 
adoptan  ó son  adoptadas,  conociéndose 
las  tres  clases  siguientes:  Adapción  sim- 
ple, que  es  el  prohijamiento  de  una  per- 
sona que  no  es  descendiente  del  adop- 
tante, y que  se  baila  bajo  la  patria  po- 
testad de  otro.  (Ley  7,  tít.  7,  P.  4.a) — 
Adopción  plena , prohijamiento  que  hace 
un  ascendiente  de  un  descendiente  suyo 
que  está  bajo  la  patria  potestad.  ('Leyes 
(j  y 10,  tít.  16,  P.  4.a) — Arrogación,  pro- 
hijamiento que  hace  cualquiera  de  una 
persona  no  sujeta  á la  patria  potestad. 
(Ley  7,  tít.  7,  P.  4.a) 

Pueden  adoptar  y arrogar  todos  los 
hombres  que  hayan  salido  de  la  patria 
potestad  y excedan  al  que  se  ha  de  adop- 
tar como  hi  jo  en  18  .años,  y al  que  se  ha 
de  adoptar  como  nieto  en  36.  (Ley  29, 
título  16,  P.  4.a)  No  pueden  adoptar  las 
mujeres  á no  ser  que  hubiesen  perdido 
un  hijo  en  acción  de  guerra.  (Ley  2.a  ci- 
tada); ni  tampoco  los  hombres  cuando 
sean  impotentes  por  naturaleza  para  pro- 
crear; ni  los  tutores  respecto  de  sus  pu- 
pilos hasta  la  mayor  edad  de  estos  y asi 
solo  mediando  Real  facultad  (Ley  6.a,  tí- 
tulo 16,  P.  4.');  r;i  los  que  tengan  hijos 
ó nietos  legítimos  (Ley  1.a,  tít.  22,  li- 
bro 4."  Fuero  Real);  ni  los  clérigos  ú 
hombres  de  orden.  (Ley  3.a,  tít.  22  li- 
bro 4/  Fuero  Real.) 

Pueden  ser  adoptados  únicamente  los 
hijos  que  se  hallan  bajo  la  patria  potes- 
tad, cualquiera  que  sea  su  edad,  bastan- 
do el  consentimiento  del  pudre  sin  con- 
tradicción del  adoptando.  Arrogados  no 
pueden  serlo  los  infantes  ó menores  de 
siete  años,  pero  si  todas  las  demás  per- 
sonas sui  juris  ó rio  sujetas  á la  patria 
potestad. 

Formas  de  la  adopción  y de  la  arro- 
gación.— Guarda  completo  silencio  sobre 
este  punto  la  nueva  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  pero  es  indudable  que  se  halla 
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comprendido  en  la  segunda  parte  de  la 
misma  ó sea  en  los  arts.  1,207,  1,208  y 
demás  disposiciones  generales  del  título 
primero.  Para  la  adopción  deberá  acre- 
ditarse la  edad  del  adoptante  y adoptado 
y el  consentimiento  del  padre.  Para  la 
arrogación,  además  de  la  edad,  que  el 
arrogado  no  está  bajo  la  patria  potestad. 
Guando  el  arrogado  es  menor  de  14 
años,  ó cuando  el  arrogante,  en  todo  ca- 
so, sea  su  tutor,  será  necesaria  dispensa 
de  ley,  observándose  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1 ,335  al  1 ,349  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento. 

Efectos  de  la  adopción. — Los  princi- 
pales son:  l.“  En  la  adopción  plena  en- 
tra el  arrogado  en  la  patria  potestad  del 
arrogante.  2.°  Toda  adopción  produce 
impedimento  civil  para  el  matrimonio, 
constituyendo  en  su  caso  el  delito  pena- 
do en  el  art.  401  del  Código  penal,  todo 
en  la  forma  que  veremos  en  el  artículo 
Matrimonio.  3.°  El  adoptante  y el  adop- 
tado contraen  la  obligación  recíproca  de 
suministrar  alimentos.  4 .°  El  adoptado 
hereda  abintestato  al  adoptante  en  el  su- 
puesto de  que  no  tenga  descendientes  ni 
ascendientes  legítimos;  pero  no  es  here- 
dero forzoso,  y puede  por  lo  mismo  el 
adoptante  disponer  de  sus  bienes  á favor 
de  otras  personas.  5.°  La  adopción  se  di- 
suelve cuando  quisiere  el  adoptante,  con 
razón  ó sin  razón.  (Leyes  7.a,  tít.  7,  y 
1.a,  9 y 10,  tít.  16,  P.  4.a) 

Efectos  de  la  arrogación : Son  princi- 
palmente los  siguientes:  1.°,  2.°  y 3.°  los 
de  la  adopción  que  hemos  enumerado: 
4.°  El  arrogado  es  heredero  forzoso  en 
el  supuesto  de  que  no  tenga  el  arroga- 
dor descendientes  ni  ascendientes:  5 0 El 
arrogador  no  puede  en  su  caso  deshere- 
dar al  arrogado  no  siendo  por  justa  cau- 
sa, ni  sacarlo  tampoco  de  su  poder  (I) 


(1)  El  tít.  V del  lib.  I tlel  Proyecto  de  Có- 
digo civil  Español  está  dedicado  á la  adopción. 
Comprende  solo  nueve  artículos,  sin  estable- 
cerse diferencia  alguna  entre  adopción  y arro- 
gación, Permite  la  adopción  á las  personas  de 
ambos  sexos  de  45  años  cumplid,  s,  teniendo 
15  años  mas  que  el  adoptado;  se  la  proliibe  á 
los  eclesiásticos,  á los  que  tengan  descendien- 
tes legítimos,  á los  tutores  hasta  tener  aproba- 
das las  cuentas  de  la  tutela,  y á ios  cónyuges 
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no 

ADOPCION  0 PROHIJAMIENTO  DE  EXPO- 
SITOS y oíros  huérfanos  acogidos  en  las 
casas  de  Beneficencia.  La  adopción  de 
que  hemos  hablado  en  el  articulo  ante- 
rior, la  adopción  propiamente  dicha  que 
tan  en  boga  estuvo  entre  los  romanos, 
está  escrita^  en  nuestras  leyes  de  Partida, 
pero  no  está  ya  en  nuestras  costumbres. 
En  lugar  de  esta  adopción,  se  va  poco  á 
poco  generalizando  entre  nosotros,  como 
dice  un  ilustrado  escritor,  «otra  especie 
ó imagen  de  ella,  mas  útil  á la  humani- 
dad y mas  digna  de  la  ilustración  y de  la 
filosofía  de  nuestros  tiempos.»  Esta  es  la 
que  se  verifica  en  los  niños  expósitos  ó 
abandonados  que  no  son  reclamados  por 
sus  padres,  y en  los  huérfanos  de  padre 
y madre,  acogidos  en  los  establecimien- 
tos de  Beneficencia.  Nuestras  leyes  mo- 
dernas no  han  podido  mirar  con  indife- 
rencia á estos  séres  desgraciados  y han 
dictado  disposiciones  muy  oportunas  so- 
bre el  particular.  Haremos  mérito  de 
ellas. 

Ley  3.a,  tit.  37  lib.  7.°  Nov.  Recop.  ó 
circular  de  2 junio  de  1788. 

Dispone  que  los  rectores  de  las  casas  ríe 
expósitos  cuiden  mucho  de  saber  quien  sa- 
ca de  ellas  las  criaturas  y de  que  se  les  dé 
buena  educación  y enseñanza,  no  debiendo 
entregarlas  sino  con  las  seguridades  y for- 
malidades necesarias  á personas  que  los 
mantengan  y enseñen  oficios  convenientes  á 
ellos  mismos  y al  público. 

Ley  5.a,  titulo  y libro  citado , ó R.  C.  de 
\\  diciembre  1798. 

Que  se  procure  hallar  personas  conve- 
nientesque  con  buenas  condiciones  adopten 
y prohijen  á los  niños  expósitos.  (A rls.  t7 

Y 19-) 


sin  el  consentimiento  de  su  consorte.  Exije  el 
consentimiento  del  adoptando  ó de  las  perso- 
nas que  respectivamente  deban  prestarlo  para 
que  pueda  casarse,  y para  la  del  demente  el 
de  su  curador.  La  forma  de  la  adopción  se  re- 
duce (arl.  139)  á presentarse  ante  el  Alcalde 
el  adoptante,  el  adoptado  y las  personas  que 
en  su  caso  han  de  prestar  el  consentimiento, 
consignándolo  en  escritura  pública.  Los  efec- 
tos son  el  de  poder  usar  el  adoptado  con  el 
apellido  de  su  familia  el  del  adoptante,  si  así 
se  estipula  y prestarse  recíprocamente  alimen- 
tos, pero  sin  derecho  alguno  á heredarse  sin 
testamento. 


Reglamento  general  de  beneficencia  de  6 
febrero  1822. 

Sus  artículos  65  al  08  están  conformes 
con  lo  dispuesto  en  el  nuevo  reglamento 
hoy  vigente  de  1 4 de  majo  de  1852. 

Reglamento  de  14  de  mayo  de  \ 852 

Ejecución  de  la  ley  de  beneficencia  de  H de  junio 
de 

Los  artículos  22  al  25  disponen  que  los 
expósitos  y demás  niños  acogidos  en  los 
establecimientos  de  beneficencia  puedan 
ser  prohijarlos  por  personas  honradas,  á 
discreción  de  las  juntas  provinciales  de 
beneficencia  que  cuidarán  de  que  lesseap. 
guardados  todos  sus  derechos  y de  volver- 
los á tornar  bajo  su  amparo  cuando  la  pro- 
hijación no  les  viniese  á ser  beneficiosa. 
Este  prohijamiento,  dice,  artículo  22,  no 
producirá  mas  efecto  que  el  que  determi- 
nen las  leyes.  Véase  literal  este  reglamento 
en  el  artículo  Beneficencia. 

Ley  de  reemplazos  de  26-30  enero  de  1856. 

Regla  6.a  del  art.  37:  que  el  punto  en 
que  residan  las  personas  que  tengan  pro- 
hijado un  expósito  se  considere  como  la  re- 
sidencia de  su  padre  para  la  formación  del 
empadronamiento. — Párrafo  6.°  del  artí- 
culo 76:  que  para  los  efectos  de  la  escep- 
cion  del  servicio  de  que  hablan  los  prime- 
ros cinco  párrafos  del  artículo,  el  expósito 
sea  considerado  como  hijo  respecto  á la 
persona  que  le  crió  y educó  conservándole 
en  su  compañía  desde  la  infancia;  pero  sin 
que  esto  perjudique  al  derecho  de  los  hi- 
jos únicos  legítimos  según  se  declara  por 
R.  O.  de  U de  octubre  de  1857. — Véase 
Quintas. 

ADUANAS.  Los  oficinas  destinadas  pa- 
ra registrar  ó intervenir  los  géneros  y 
mercaderías  á su  entrada  ó salida  en  la 
nación  , y á cobrar  los  derechos  reales 
que  adeudan.  Esta  es  la  definición  que 
generalmente  se  dá  de  las  aduanas ; sin 
embargo  , nosotros  creemos  hay  mas 
propiedad  en  decir  que  son  una  renta 
del  Estado  que  consiste  en  los  derechos 
que  pagan  á su  entrada  ó salida  del  rei- 
no los  géneros  extranjeros  y nacionales, 
graduados  de  modo  que  á la  vez  que  se 
facilite  la  importación  de  las  mercaderías 
extranjeras  que  nos  son  convenientes  y 
la  extracción  de  las  que  no  necesitamos, 
se  dificulten  ó impidan  las  exportaciones 


ADULTERINO- 

ó importaciones  que  puedan  sernos  per- 
judiciales.—Y.  Renta  de  aduanas. 

ADULTERINO.  Se  aplica  comunmente 
al  hijo  que  nace  en  adulterio. — Véase 
Hijos. 

ADULTERIO.  Delito  que  consiste  en 
yacer  con  mujer  casada  no  siendo  su 
marido.  Incurren  en  é!  la  mujer  infiel  y 
el  que  yace  con  ella.  (Art.  358  del  Có- 
digo penal.) 

Los  arts.  359  y 360  disponen  que  solo 
pueda  perseguirse  á instancia  del  marido 
agraviado  , y que  este  pueda  remitir  la 
pena  impuesta  á su  consorte  volviendo  á 
reunirse  con  ella,  teniéndose  también  en 
este  caso  por  remitida  la  pena  al  adúltero. 

La  ley  ha  salido  justamente  en  defen- 
sa de  los  fueros  del  marido  y de  la  fa- 
milia con  las  disposiciones  que  dejamos 
indicadas,  castigando  el  adulterio  con 
todo  el  rigor  merecido  y salvando  á la 
vez  la  honra  dél  marido  agraviado,  á 
quien  se  reserva  esclusivamente  el  de- 
recho de  acusar  la  infidelidad  de  su 
mujer  y de  remitirla  la  pena.  No  olvi- 
darse tampoco  de  lo  que  se  dispone  en 
el  art.  348,  que  atenúa  considerable- 
mente el  rigor  de  la  pena  y aun  exime 
en  ciertos  casos  de  toda  responsabilidad 
al  marido  que  matare  ó hiriere  en  el 
acto  al  que  sorprendiere  en  adulterio 
con  su  mujer  ó á la  mujer  misma. 

Diferencia  entre  la  infidelidad  del 
marido  y la  de  la  mujer.  La  infidelidad 
del  marido  no  se  reputa  en  rigor  como 
adulterio  por  nuestra  ley  penal  ; pero 
también  para  el  marido  infiel  alcanza 
su  sanción  (art  362)  cuando  tuviere 
manceba  dentro  de  la  casa  conyugal  ó 
fuera  de  ella  con  escándalo,  concedién- 
dose á la  mujer  en  este  caso  los  mismos 
derechos  que  al  marido  respecto  del 
adulterio  en  los  citados  arts.  359  y 360. 
Hay  como  se  vé  notable  diferencia  en 
el  rigor  que  la  ley  emplea  respecto  de 
la  mujer;  pero  esta  diferencia  es  racio- 
nal y insta,  porque  sobre  las  consecuen- 
cias que  trae  consigo  toda  infidelidad  ¡ 
entre  esposos  de  debilitar  los  lazos  so-! 
ciu les , de  atacarlas  buenas  costumbres, 
de  introducirla  guerra  y la  discordia  al 
bogar  doméstico,  la  mujer  infiel  puede 
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llevar  a!  matrimonio  hijos  bastardos 
que  , con  el  nombre  y las  apariencias 
de  legítimos,  usurparían  á estos  sus  tí- 
tulos y sus  derechos  y su  justa  conside- 
ración, y tal  vez  basta  el  cariño  ,de  su 
engañado  padre. — V.  Acusación.  Aman- 
cebamiento. Delitos  privados.  Divorcio. 

ADVERACION  DE  TESTAMENTO.  En 
Aragón,  el  acto  de  elevar  á escritura  pú- 
blico, con  las  solemnidades  prevenidas 
por  sus  fueros,  los  testamentos  nuncu- 
pativos  otorgados  ante  dos  testigos  y el 
párroco,  por  falta  de  escribano  ó-.por  no 
haber  dado  lugar  la  enfermedad  del  tes- 
tador á su  asistencia. 

Como  que  el  testamento  otorgado  de 
este  modo  no  hace  fé  hasta  que  está  ad- 
verado, prescribían  los  fueros  las  so- 
lemnidades de  la  adveración.  El  Alcalde 
asistido  de  escribano,  el  cura  y los  tes- 
tigos se  reunían  todos  á la  puerta  de  la 
iglesia;  el  cura  leía  la  minuta  de  la  de- 
claración de!  testador,  y jurando,  lo 
mismo  que  los  testigos,  que  era  aquella, 
el  escribano  estendia  acta  de  todo,  y del 
conocimiento  del  párroco  y testigos  y el 
Alcalde  mandaba  protocolizarla. 

Publicada  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  han  ocurrido  dudas  hasta  pocos 
meses  hace,  sobre  si  la  adveración  debía 
hacerse  con  arreglo  a!  fuero,  ó confor- 
me á las  prescripciones  de  dicha  ley,  y 
por  R.  0.  de  4 de  febrero  de  1867  se  ha 
resuelto  que  se  practique  la  adveración 
con  las  solemnidades  establecidas  por  el 
fuero,  á instancia  de  parte  legítima,  por 
el  Juez  de  primera  instancia  del  partido, 
ó por  el  de  paz  en  quien  puede  delegar, 
y que  resultando  del  acta  las  circuns- 
tancias expresadas  en  el  art.  1387  de  la 
repetida  ley,  e!  juez  haga  la  declaración 
prevenida  en  el  mismo,  mandando  pro- 
tocolizar el  testamento,  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  1388  y 1389, 

Esto  no  obstante  se  manda  por  la  mis- 
ma Real  orden  que  los  Registradores  de 
la  Propiedad  admitan  á inscripción  los 
testamentos  hechos  hasta  ahora,  así  los 
adverados  con  arreglo  al  fuero  aragonés 
y según  la  práctica  antigua,  como  los 
elevados  á escritura  pública  sin  esa  so- 
lemnidad foral,  conforme  á las  prescrip- 
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ciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
siempre  que  concurran  los  demás  re- 
quisitos prevenidos;  entendiéndose  todo 
sin  perjuicio  de  las  cuestiones  que  ante 
los  Tribunales  competentes  puedan  pro- 
mover los  interesados  sobre  la  validez  ó 
nulidad  de  tales  testamentos. 

En  Cataluña  se  conoce  también  el 
testamento  foral  otorgado  ante  Notario 
y dos  testigos,  y el  llamado  sacramental; 
y ni  á uno  ni  á otro  se  refieren  los  ar- 
tículos 1380  y siguientes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  según  se  deduce  de  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  establecida  en  sus  fallos  de  25 
de  octubre  de  4861, 18  de  marzo  y 18 
de  junio  de  1 864.- — V.  Testamento. 

AFERIR.  Marcar  las  medidas,  pesas  y 
pesos  para  hacer  constar  que  son  de  ley. 
Afericion , es  el  acto  de  marcar  las  me- 
didas y pesos,  y también  la  oficina  don- 
de se  ejecuta. — V.  Contraste,  Fiel  Al- 
motacén. 

AFIAN1AR.  Constituir  fianza:  salir  ga- 
rante del  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción ajena  — V.  Fianza,  Fiador. 

AFINIDAD.  El  parentesco  que  existe 
entre  el  marido  y los  parientes  de  la 
mujer  y entre  la  mujer  y los  parientes 
del  marido,  siempre  que  el  matrimonio 
se  haya  consumado. 

La  computación  de  este  parentesco  es 
muy  sencilla.  El  marido  está  en  igual 
grado  de  afinidad  con  los  parientes  de 
su  mujer  que  ésta  de  consanguinidad 
con  aquellos;  y lo  mismo  la  mujer  res- 
pecto de  los  parientes  del  marido. 

La  afinidad  es  impedimento  dirimen- 
te del  matrimonio  en  la  línea  recta  sin 
distinción  de  grados  y en  la  trasversal 
hasta  el  4.°  grado  inclusive. — Con  la 
cópula  ilícita  se  contrae  tapibien  afini- 
dad, pero  entonces  el  impedimento  no 
pasa  del  2.°  grado  según  explicaremos 
en  Impedimentos,  Parentesco. 

Aun  no  habiéndose  consumado  el  ma- 
trimonio, siempre  que  se  haya  celebrado 
válidamente,  y hasta  los  simples  espon- 
sales válidos  producen  cierta  especie  de 
afinidad  que  es  un  impedimento  del  ma- 
trimonio que  llaman  los  canonistas  de 
pública  honestidad.  Y.  Impedimentos. 


AFORADO.  El  que  goza  de  un  fuero 
especial,  como  el  eclesiástico,,  el  mili- 
tar, etc. — V.  Atorados  de  Guerra  y Ma- 
rina. Fuero  eclesiástico.  Fuero  mis- 
tar, etc. 

AFORAOOR.  AFORO.  Llámase  aforo  a! 
reconocimiento  y cálculo  que  se  hace 
del  número  de  arrobas  de  vino,  aguar- 
diente, aceite  y otros  líquidos  conteni- 
dos en  una  cuba,  pipa  ú otra  hasija  ó 
corambre  para  el  pago  de  derechos. 

Por  circular  de  la  dirección  de  adua- 
nas de  21  de  octubre  de  1846,  dictando 
disposiciones  sobre  aforo  de  los  líqui- 
dos, se  declaró  que  la  arroba  ó cámara 
de  aguardiente  se  entiende  de  32  cuar- 
tillos y no  libras,  igual  se  dispone  en  la 
regla  35  de  las  que  acompañan  á los 
aranceles  de  aduanas  publicados  en  vir- 
tud de  la  R.  0.  de,  2 de  octubre  de  1857 
para  empezar  á regir  desde  l.°  de  enero 
de  1858.  Dice  así  dicha  regla: 

35.  «Las  pesas  y medidas  serán  las  le- 
gales de  Castilla,  entendiéndose  la  arroba 
en  sólidos  por  peso  de  '25  Jibias  de  16  on- 
zas; y en  líquidos  de  32  cuartillos.  Se  es- 
ceptúa  el  aceite  que  se  considera  como  só- 
lido. 

La  tonelada  contendrá  20  quintales  cas- 
tellanos. 

E]  quintal  será  de  100  libras. 

La  vara  de  36  pulgadas. 

La  moneda  el  real  de  vellón  dividido  en 
100  céntimos.» 

De  aforo  toma  el  nombre  la  persona 
que  se  ejercita  en  aforar,  conociéndose 
por  aforador.  Este  ejercicio  exige  titulo 
y hoy,  desde  el  R.  D.  de  19  de  febrero 
de  1852,  estudios  especiales.  No  es,  sin 
embargo,  una  profesión  especial,  pues 
ha  estado  siempre  unida  á la  de  agri- 
mensor, como  so  ve  por  la  ley  3.a  tít.  22, 
lib.  8.°  Nov.  Roe.,  por  las  Reales  órde- 
nes y decretos  de  1 1 de  mayo  de  1830, 
25  de  enero  de  1834,  23  de  mayo  de 
1837,  22  de  igual  mes  de  1838,  15  de 
julio  de  1847,  31  de  octubre  de  1848, 
19  de  febrero  de  1852,  24  de  enero  y 6 
de  febrero  de  1855,  todas  las  cuales  se 
se  hallarán  en  el  artículo  Agrimensor. 

En  la  ley  de  instrucción  pública  dejl 
de  setiembre  de  1857  se  habla  (art.  07) 
de  los  estudios  que  comprende  la  car- 
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rera  de  maestros  de  obras,  aparejadores, 
y agrimensores,  pero  se  dice  á ia  vez, 
que  el  reglamento  determinará  qué  par- 
to de  estudios  habrá  de  exigirse  para  ob- 
tener el  título  correspondiente  á cada 
uno  de  ios  ramos  de  esta  carrera..  El  re- 
glamento no  se  ha  publicado  todavía,  y 
sí  solo  por  R.  D.  de  20  de  setiembre 
de  1858  el  programa  general  de  los  estu- 
dios de  las  carreras  de  maestros  de  obras 
y aparejadores  y agrimensores;  efi  cuyo 
programa  se  consideran  como  dos  car- 
reras distintas,  una  de  maestros  de  obras 
y otra  de  aparejadores  y agrimensores. 
No  se  habla  de  at'oradores,  sin  duda  por 
que  se  ha  considerado  como  ramo  de  esta 
misma  carrera. 

AFORADOS  DE  GUERRA  Y MARINA.  Co- 

nóeense  bajo  esta  denominación  genérica 
todos  los  militares  en  activo  servicio,  do 
reemplazo,  retirados  y demás  personas 
que  gozan  de  fuero  militar  ó sea  del  de 
la  Guerra  y de  Marina.  No  nos  detendre- 
mos aquí  á exponer  las  diferencias  que 
existen  en  el  fuero  de  Guerra,  ni  las  per- 
sonas que  le  gozan  ni  los  casos  en  que 
tiene  ó no  lugar,  etc.,  lo  cual  reservamos 
para  los  artículos  Fueno  y Jurisdicción 
militar:  lo  que  ahora  nos  proponemos, 
atendida  Ja  importancia  de  ¡a  materia, 
es  reunir  todo  lo  que  se  halla  dispuesto 
sobre  prerogativas  y exenciones  de  las 
aforados,  principalmente  en  lo  relativo 
á cargas  públicas  y derechos  vecinales, 
sobre  cuyo  particular  todos  los  dias  se 
suscitan  y empeñan  multitud  de  cues- 
tiones en  ios  pueblos,  en  las  que  por  ne- 
cesidad ha  tenido  (pie  tomar  parte  el 
Gobierno,  dictando  ya  por  el  Ministerio 
de  la  Guerra,  ya  por  el  de  Marina,  ya 
por  el  Gobernación,  ya  por  Hacienda  y 
ya  por  Fomento  tantas  y tantas  disposi- 
ciones que  van  á ver  nuestros  lectores,  y 
que  conviene  mucho  conocer  porque 
constituyen  hoy  la  jurisprudencia  en  la 
materia.  Son  pues  las  siguientes: 

Parte  legislativa. 

Arl.  3.°,  tit.  I,  trat.  B.°  de  las  Ordenanzas 
■militares. 

Que  á.  los  oficiales  y soldados  qae  estu- 
vieren en  actual  servicio  tío  pueden  las  jus< 
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líelas  apremiarlos  á tener  oficios  concegi- 
les,  ni  de  cruzada,  mayordomía  ni  tutela 
contra  su  voluntad.*-.* 

Arl.  del  mismo  Ululo  y tratado. 

Los  oficiales,  sargentos,  cabos  y solda- 
dos, que  se  retiraren  de  mi  servicio  con  li- 
cencia habiendo  servido,  quince  años  sin 

intermisión «no  podrán  ser  apremiados 

á tener  oficios  de  concejo  contra  su  volun- 
tad, ni  se  les  impondrá  alojamiento,  repar- 
timiento de  carros,  bagajes,  ni  bastimentos 
si  no  fueren  para  mi  Real  casa  y córte,  y 
las  mismas  preeminencias  gozarán  sus  mu- 
jeres  » 

Real  resolución  de  17  octubre  de  1795. 

Se  declara  que  no  vale  el  fuero  militar  en 
los  casos  de  cobranza  de  contribuciones. 
{Nota  16  del  til.  4.°,  lib.  6.°  Novísima  re- 
copilación. 

Ley  3.a,  tit.  32,  lib.  VII,  Nao.  Rec. 

Se  pierde  el  fuero  de  guerra  en  todo  lo  relativo  al  des- 
empeño de  cargos  municipales  etc. 

....«Declaro  por  punto  general  que  todo 
militar  que  ejerza  empleo  político  pierda 
su  fuero  en  todos  los  asuntos  gubernativos 
y políticos,  y mando  que  esta  mi  Real  cé- 
dula se  siente  en  los  libros  capitulares. 
(Céd.  del  Cons.  de  i.0  de  set.  de  i 771.) — 
Lo  mismo  se  previene  por  la  ley  25,  tit.  4.% 
I¡b.  VI. 

Ley  4.’,  tit.  52,  lib.  Vil  Nov.  Rec. 

Sé  priva  del  fuero  de  guerra  á los  contraventores  de 
los  bandos  publicados  por  las  justicias  ordinarias 
en  asuntos  de  policía. 

«Por  cuanto  por  no  estar  prevenido  ex- 
presamente en  las  ordenanzas  del  ejército, 
silos  militares  y demás  que  gozan  del  fue- 
ro militar  de  Guerra,  deben  estar  sujetos  á 
ia  jurisdicción  real  ordinaria  en  Ja  obser- 
vancia de  los  bandos  y edictos,  que  por  esta 
mandan  publicar  tocantes  á policía,  buen 
gobierno  de  los  pueblos  y penas  en  que  in- 
curran los  contraventores,  he  resuelto  a 
consulta  de  mi  Consejo  Supremo  de  guerra 
de  20  de  lebrero  último,  cun  el  fin  de  evi- 
tar los  recursos,  perjuicios  y competencias 
que  de  ello  resultan,  que  en  los  citados  ca- 
sos no  valga  el  fuero  de  Guerra  á los  mili- 
tares, y demás  que  lo  gocen,  así  de  tierra 
como  de  Marina,  y que  se  proceda  contra 
ios  contraventores  á lo  que  haya  lugar  se- 
gún las  .providencias  dañasen  dichos  ban- 
dos y edictos  por  la  justicia  real  ordinaria 
en  el  conocimiento  de  las  causas,  y á la 
¡ exacción  de  penas  por  contravención  a los 
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referidos  bandos  y reglas  de  policía  sin  dis- 
tinción de  fuero.» 

R.  O.  de  29  agosto  de  1816. 

Alojamientos. 

One  se  guarde  la  exención  á los  matricu- 
lados de  Marina.  ( CD . Ap.  p ■ 187.) 

R.  O.  de  22  setiembre  de  1817. 

Bagajes  y otras  cargas. 

Que  se  guarde  la  exención  de  bagajes  y 
otras  cargas  á los  alorados  de  Marina.  (CD. 
Ap.  p.  401.) 

A.  O.  de  4 mayo  de  1819. 

Los  militares  vecinos  están  sujetos  á contribuir  para 
Jas  obras  municipales  ó de  policía;  obediencia  á 
la  Autoridad  civil. 

«He  dado  cuenta  ai  Rey  nuestro  señor  de 
una  representación  del  Alcalde  mayor  de 
la  villa  de  las  Peñas  de  San  Pedro,  en  que 
manifiesta  que  hallándose  intransitables  si- 
no con  mucho  riesgo  algunas  calles,  y en- 
tradas y salidas  de  ellas,  y no  habiendo  cau- 
dales en  el  fondo  de  propios  para  su  com- 
posición, dispuso  que  los  vecinos  pobres  en 
los  dias  festivos,  y los  acomodados  en  otros 
que  les  señalaren  concurriesen  por  sí,  y si 
no  querían  concurrir  contribuyesen  con  una 
moderada  cuota  á la  composición  de  aque- 
llas: que  en  esta  carga  vecinal  y obra  de  po  - 
licía, fueron  comprendidos  los  vecinos  que 
son  milicianos:  que  el  corone!  de  milicias 
de  Chinchilla  le  ofició  para  que  les  eximie- 
se de  esta  cajga,  y sobre  el  particular  me- 
diaron varias  con  tes '.aciones;  en  que  por 
parte  del  Alcalde  recurrente  se  hizo  ver  que 
en  asuntos  de  policía  no  exime  el  fuero  mi- 
litar de  obedecer  las  providencias  emana- 
das de  la  jurisdicción  real  ordinaria,  y que 
Ja  composición  de  calles  es  obra  de  policía, 
según  aparece  de  las  leyes  2.a  y 4.a  ti t.  32, 
libro  7,  Novísima  Recopilación;  y que  ha- 
biéndole dejuinciado  el  coronel  competen- 
cia sobre  esto,  no  la  admitió  por  prohibirlo 
las  mismas  leyes,  mediante  lo  cual  y la  im- 
portancia de  que  se  reconozcan  semejantes 
obligaciones  á que  están  sujetos  ios  mili- 
cianos mientras  viven  en  los  pueblos  como 
los  demás  vecinos,  y la  conducta  que  de- 
bían guardar  las  Autoridades  en  tales  cases 
para  que  resulte  el  mejor  servicio  público 
de  igual  utilidad  para  todos,  pide  se  haga 
la  declaración  correspondiente  por  S.  M. 
Enterado  S.  M.  de  ella,  y oído  sobre  el  par- 
ticular el  dictamen  del  señor  duque  presi- 
dente del  Consejo  Rea!,  se  lia  servido  de- 
clarar, conformándose  con  él,  que  no  tuvo 
razón  el  expresado  coronel  para  apoyar  la 


resistencia  de  los  vecinos  que  son  milicia 
nos,  á concurrir  con  los  demás  á dicha- 
obras,  pues  están  sujetos  á ello  según  las 
leyes  citadas,  mucho  mas  cuando  por  ser 
aquellas  tan  recomendables  y prevenir- 
se con  tanta  repetición  y eficacia  por  las 
leyes  á las  justicias  por  la  común  utilidad 
que  de  ellas  resulta,  debiera  rebajarse  algo 
cualquier  privilegio,  aunque  le  hubiese,  en 
favor  de  una  causa  tan  interesante,  no  per- 
judicándose por  otra  parte  al  servicio  de  Su 
Majestad  — De  Real  órdcn  etc.  Madrid  4 de 
mayo  de  1819.  (Circulada  en  1 $ junio  (CU. 
tit.  6,p.  26 l.J 

R.  O.  de  42  mayo  de  1819. 

Los  militares  no  puoiten  eximirse  de  obedecer  á la  Au- 
toridad en  materias  de  policía. 

Exmo.  Sr.:  He  dado  cuenta  al  Rey  nues- 
tro Señor  de  una  exposición  documentada 
del  capílan  general  interino  de  Andalucía, 
relativa  á las  contestaciones  que  han  me- 
diado entre  el  Gobernador  militar  y polí- 
tico de  Sanlúcar  de  Barrarneda  y el  coman- 
dante de  matriculas  de  aquel  distrito,  pi- 
diendo el  primero  una  relación  de  los  indi- 
viduos de  marina  y sus  habitaciones,  y ne- 
gándose á darla  el  segundo,  á no  ser  que  se 
le  manifestase  el  objeto  con  que  se  le  pedia, 
sobre  cuyo  particular  apoyó  el  capitán  ge- 
neral del  departamento  la  conducta  del 
comandante,  y el  de  la  provincia  pide  la 
declaración  conveniente.  Enterado  S.  M. 
de  esto,  y siendo  cierto  que  el  Gobernador 
ejerce  su  soberana  autoridad  en  los  negocios 
económicos  y políticos  del  pueblo,  la  cual 
debe  ser  obedecida  en  los  mismos  por  el 
comandante  y por  todos  los  matriculados, 
sin  que  su  fuero  pueda  eximirlos  de  esta 
obediencia  en  materias  de  policía,  se  ha  ser- 
vido desaprobar  la  resistencia  que  opuso 
dicho  comandante,  á dar  la  relación  que 
aquel  le  pidió,  mandando  se  le  haga  enten- 
der qne  debe  dar  dicha  noticia  y otra  cual- 
quiera que  pueda  necesitar  el  Gobernador 
para  el  mejor  desempeño  de  sus  obligacio- 
nes en  el  gobierno  del  pueblo,  sin  que  le 
declare  el  motivo  que  tiene  para  pedirlas. 
Lo  participo  a V.  E.  etc.  Madrid  42  de  ma- 
yo de  4819.  Circulada  en  45  de  junio  (CD. 
tit.  6,  p.  263.) 

R.  O.  de  45  junio  de  1849. 

Se  circulan  por  esta  Real  orden  las  de  4 
y 12  de  mayo  de  este  mismo  año  que  que- 
dan insertas  (CD.  t . 0,  p.  261.) 
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R.  O.  de  27  setiembre  de  1819. 

Oficios  de  república. 

...«S.  M.  se  ha  dignado  mandar  que  á los 
oriciales  retirados  no  se  les  obligue  á ejer- 
cer contra  su  voluntad  olidos  de  república. 
(CD.  t.  ü,  p.  591 .) 

R,  O.  de  5 octubre  de  1819. 

Se  decide  por  esta  Real  órden  una  com- 
petencia suscitada  entre  un  Gobernador  mi- 
litar y un  comisionado  para  hacer  efectivos 
ciertos  créditos  á los  caudales  propios  de 
una  ciudad  de  que  en  parte  debía  respon- 
der un  capitán  agregado  al  Estado  mayor 
de  la  misma  que  había  sido  Alcalde  y se  de- 
claró corresponder  al  conocimiento  al  refe- 
rido comisionado  «por  no  haber  fuero  pri- 
vilegiado en  lo  tocante  al  buen  desempeño 
y responsabilidad  de  los  militares  que  sir- 
ven cargos  de  república.»  (CD.  t.  6,  pági- 
na 401.) 

R.  O.  de  6 octubre  de  1819. 

Exacción  de  multas. 

«He  dado  cuenta  al  Rey  de  lo  que  ha  ex- 
puesto el  regente  de  la  Real  Audiencia  de 
Sevilla  en  razón  de  que  la  exacción  de  las 
penas  pecuniarias  impuestas  á las  personas 
de  fuero  privilegiado  por  las  justicias  ordi- 
narias se  exijan  por  las  mismas,  á íin  de 
que  no  las  eludan  corno  acontece  declinan- 
do de  jurisdicción,  según  está  expresamen- 
te declarado  por  lo  respectivo  á las  de  in- 
fracción de  ios  bandos  de  policía  en  las  le- 
yes 3 y 4,  tít.  52  dei  libro  7 de  la  Novísima 
Recopilación;  y conformándose  el  Rey  con 
el  parecer  que  esa  subdelegaron  ha  dado, 
después  de  haber  oido  a su  riscal,  se  ha  ser- 
vido mandar  que  las  personas  de  fuero  pri- 
legiadú  no  le  tengan  por  lo  que  respecta  á 
la  exacción  de  multas  y penas  pecuniarias 
impuestas  por  los  juzgados  ordinarios.  De 
Real  orden  lo  traslado  a V.  E.  para  que  dis- 
ponga lo  conducente  á su  cumplimiento.— 
Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años.  Palacio 
<5  de  octubre  de  1819.»  [CD.  t.  6,  p.  404.) 

D.  de  las  C.de  11  setiembre  de  1820. 

Declaraciones  de  aforados. 

(Se  halla  terminantemente  declarado  por 
este  decreto  que  toda  persona  cualquiera 
que  sea  su  fuero  etc.,  está  obligada  á com- 
parecer ante  el  juez  cuando  tenga  que  de- 
clarar como  testigo  en  causa  criminal.  (Véa- 
se literal  en  Justicia  donde  se  anotan  varias 
Reales  órdenes  importantes.] 


R.  O.  de  10  enero  de  1827. 

Licencias  de  caza. 

(Se  declara  que  todas  las  clases  del  Esta- 
do están  sujetas  a sacar,  la  licencia  para  ca- 
zar, de  la  policía,  escepto  los  militares,  que 
estos  la  obtendrán  de  sus  jefes  naturales, 
por  ser  conforme  lo  que  determina  la  Or- 
denanza general  del  ejército  y demás  órde- 
nes posteriores.) 

R.  O.  de  30  agosto  de  1828. 

Exhibición  do  pasaportes. 

....  «Se  lia  servido  S.  M.  resolver  que 
debiendo  todo  privilegiado  acreditar  su  pri- 
vilegio, están  obligados  los  que  se  presen- 
ten con  traje  y carácter  militar  á exhibir  el 
pasaporte  á la  Autoridad  conocida  por  don- 
de se  justifique  que  con  efecto  son  tales  mi- 
litares, siempre  que  sean  requeridos  para 
ello;  pues  de  otro  modo  estaría  en  arbitrio 
de  cualquiera  burlar  la  vigilancia  de  la  po- 
licía con  solo  fingirse  militar,  cuando  la  ex- 
hibición del  pasaporte  no  siendo  para  re- 
frendarle ni  ponerle  otra  glosa,  si  que  so- 
lamente para  el  fin  de  satisfacerse  de  la  ca- 
lidad del  portador,  ningún  perjuicio  infiere 
á los  privilegiados  de  sn  clase.»  (Vallecillo 
tít.  5.“,  p.  i 'in.J 

R.  O.  de  2 diciembre  de  Í828. 

Gaza  con  galgos. 

Se  declara  que  la  licencia  para  cazar  que 
se  concede  á los  militares  por  sus  jefes  na- 
turales, les  sirva  también  para  verificarlo 
con  galgos  ú otra  clase  de  perros,  guardan- 
do siempre  los  tiempos  y términos  vedados. 
(CD.  t.  13,  p.  387.) 

R.  O.  de  16  noviembre  de  1830. 

Pesca. 

Se  declaró  por  esta  Real  órden  sujetos  á 
los  oficiales  del  ejército  ó armada  á sacar 
licencia  de  la  policía  para  dedicarse  á la  di- 
versión de  la  pesca,  en  razón  a que  esta  no 
tiene  como  sucede  en  la  caza,  analogía  al- 
guna con  la  profesión  militar;  pero  se  dero- 
gó por  otra  de  4 de  julio  de  1831, 

R.  O.  de  30  abril  de  1831. 

Conducion  de  pliegos,  presos  etc.  Diferencias  entre 
las  distintas  clases  de  retirados. 

«He  dado  cuenta  al  Rey  nuestro  Señor 
del  oficio  que  V.  E.  dirigió  á este  Ministerio 
en  4 de  julio  del  año  pasado,  en  el  que  ha- 
ciendo presente  que  las  justicias  ordina- 
rias de  los  pueblos  de  esa  provincia  gravan 
continuamente  á los  oficiales  retirados  en 
ella  del  mismo  modo  que  á los  demás  ve- 
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cinos  con  el  servicio  personal  de  conducir  ¡ 
pliegos,  presos,  veredas  y otros  , consulta 
V.  E.  5!  con  arreglo  al  arl.  l.°,  lít.  l.°, 
trát.  8.°  de  la  Ordenanza  general  del  ejér- 
cito, y sin  embargo  de  no  ser  casos  expre- 
sos en  ella,  están  libres  de  dicha  carga; 
y S.  M-,  teniendo  en  su  soberana  conside- 
ración la  diferencia  que  existe  entre  las 
distintas  clases  de  retirados,  de  los  cuales 
unos  por  haber  cumplido  sencillamente  el 
tiempo  de  su  empeño  toman  la  licencia  ab- 
soluta, quedandu  por  consiguiente  sin  con- 
sideración alguna  militar  en  la  misma  cla- 
se de  paisanos  en  que  se  hallaban  anterior- 
mente, otros  que  habiendo  permanecido 
voluntariamente  mas  tiempo  en  el  servicio 
se  separan  de  él  con  solo  fuero  criminal  , y 
otros  que  por  tener  cumplido  el  término 
que  el  reglamento  de  retiros  señala  obtie- 
nen el  entero  militar  : conformándose  con 
lo  que  sobre  el  particular  ba  expuesto  su 
Consejo  Supremo  de  la  Guerra  en  acorda- 
da de  28  de  febrero  último,  se  ha  dignado 
resolver:  que  a ios  individuos  comprendi- 
dos en  la  última  clase,  que  se  retiran  del 
servicio  con  goce  de  fuero  militar,  ieses^ 
tan  declaradas  las  exenciones  de  los  artícu- 
los 6.c,  7.°  y 8.°  del  til.  1 Irat.  8.°  de  la 
Ordenanza  general  del  ejército  en  sus  casos 
respectivos,  en  los  que,  aunque  no  se  de- 
claren ó expresen  por  sus  nombres  pro- 
pios , están  comprendidas  las  exenciones 
de  los  servicios  personales  que  V.  E.  con- 
sulta;» De  Real  orden  etc.  Madrid  30  de 
abril  de  1831.  ( CL . f.  16,  p.  139.) 

i?.  O.  de  i julio  de  1831. 

Licencias  de  pesca. 

Se  resuelve  «que  las  licencias  do  pescar 
se  expidan  á los  militares  por  los  Capitanes 
generales , gobernadores  ó comandantes 
militares  a quienes  corresponda,  del  mis- 
mo modo  que  se  practica  con  las  de  caza, 
en  conformidad  de  lo  dispuesto  en  las  Rea- 
les órdenes  de  10  de  enero  de  1827,  18  de 
octubre  y 2 de  diciembre  de  1828,  aunque 
sujetos  siempre  á las  reglas  que  gobiernan 
por  reales  cédulas  y bandos  publicados  ó 
que  se  publiquen  en  lo  sucesivo,  por  las 
autoridades  competentes , sobre  los  tiem- 
pos , sitios , instrumentos  é ingredientes 
vedados,  y quedando  por  consecuencia  de- 
rogada cualquier  disposición  anterior  que 
pueda  ser  contraria  á la  presente.»  [CL.  to- 
mo 16,  p.  215.) 

R.  O.  de  25  marzo  de  1832. 

Liceneias  para  cazar. 

. S.  M.  ha  tenido  i bien  resolver.  «Que 


los  sugetos  á quienes  los  jefes  militares 
pueden  conceder  licencias  para  cazar,  son 
ios  que  componen  las  clases  del  ejército 
activo  y ramo  político  de  guerra,  ¡os  que 
gozan  el  fuero  entero  militar,  y los  que 
están  retirados  con  el  goce  del  criminal 
por  habérseles  considerado  con  quince  años 
de  servicio;  debiendo  todos  los  demás  acu- 
dir á la  policía,  aunque  gocen  el  mismo 
fuero  criminal  por  otras  causas  ó disfruten 
pensiones  alimenticias  ó escudos  de  venta- 
ja.» De  Real  órden  etc.  Madrid  25  de  mar- 
zo de  1832.  (CL,  1. 17,  p.  58.) 

R.  O.  de2  1 diciembre  de  1856. 

Partes  de  nacidos  ele. 

Se  comunica  por  Guerra  en  21  dediciem- 
bre la  Real  órden  expedida  por  Goberna- 
ción en  10  del  mismo,  declarando  «que 
todo  individuo,  cualquiera  que  sea  su  cla- 
se, condición,  fueroójurisdiccion  esta  obli- 
gado, bajo  la  multa  que  los  alcaldes  res- 
pectivos establezcan,  a dar  parte  al  ayun- 
tamiento de  los  nacidos,  casados  y muertos 
que  ocurran  en  sus  respectivas  familias.» 
(VallecUlo  t,  3.%  p.  149;  y CL.  t.  21, 
página  570.,) 

D.  de  las  C.  de  19  marzo  de  1837* 
Alojamientos. 

(Derogó  todas  las  exenciones  de  aloja- 
mientos inclusa  la  de  los  militares  retira- 
dos. Y.  Bagajes  y Alojamientos.) 

R.  O de  5 marzo  de  1838, 
Alojamientos. 

(Gob).  . . . . . S.  M.  . . se  ha  servi- 
do resolver  que  no  se  exima  de  alojamien- 
tos á mas  personas  que  á los  militares  y 
empleados  que  sigan  el  ejército  en  sus  ope- 
raciones ; y que  á las  mujeres  de  estos  se 
les  exima  también  en  casos  ordinarios,  inas 
no  en  las  de  llena  en  que  el  común  del 
vecindario  tenga  alojamientos  duplicados. 
Dó  Real  órden  etc.  [CD.  t . 24, jo.  97,). 

R.  O.  de  27  noviembre  de  1838. 

Cargos  de  Concejales. 

....  «S.  M.  . . se  ha  servido  resol- 
ver que  todos  los  matriculados  de  mar,  que 
no  se  hallen  en  servicio  activo,  están  obli- 
gados á desempeñar  los  cargos  municipa- 
les, y sujetos  al  pago  de  tributos  y repar- 
tos provinciales  y comunales.»  (G.  del  Gas- 
tdlano , í.  5,  p.  257). 

R.  O.  de  30  junio  de  1843. 

Militares  retirados. 

Que  están  vigentes  los  arls.  4.°,  6.a,  7.ü 
y 8.“  del  tit.  4.°,  tratado  8.a  de  las  Orde- 
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nanzas  del  ejercito  y que  aunque  por  Real 
orden  de  12  de  marzo  de  1837  (1)  se  suje- 
tó á los  retirados  á la  carga  de  alojamien- 
to, esta  determinación  ha  de  considerarse 
caducada  desde  la  terminación  de  la  guerra, 
debiendo  guardarse  a aquellos  sus  respec- 
tivas exenciones.  (DeVailecillo,  f.  ‘i.0, -pá- 
gina 91). 

ñ.  O.  de  24  febrero  de  1845. 

Alojamientos. 

(Guerra).  Resolviendo.  . . . «que  se 
guarde  la  exención  de  la  carga  de  aloja- 
mientos á todos  los  jefes  y oficiales  del 
cuerpo  administrativo  del  ejército  que  se 
hallen  en  posesión  del  fuero  de  Guerra  y 
sirvan  en  actividad,  ínterin  que  se  delibere 
por  las  Górles  sobre  el  proyecto  de  ley  para 
las  nuevas  ordenanzas  militares.»  (CL,  t.  44, 
p.  92;. 

R , O.  de 24  febrero  de  4845. 

Alojamientos. 

(Guerra).  Se  manda  que  no  obstante  la 
R.  O.  de  5 de  marzo  de  1838.  . . «se  guar- 
de á los  jefes  y oficiales  del  ejército  que 
se  hallen  en  clase  de  escedentes  ó en  situa- 
ción de  remplazo  la  exención  de  la  carga 
de  alojamientos.»  (CL.  t.  44,  p.  93J, 

R,  O.  de  28  febrero  de  1845. 

Exenciones. 

(Guerra.)  Se  resuelve  que  ínterin  se  de- 
libera por  las  Corles  sobre  el  proyecto  de 
ley  para  las  nuevas  Ordenanzas,  se  lleve  á 
efecto  lo  prevenido  en  la  R.  O.  de  50  de 
jumo  de  1843,  guardándose  á todos  los  afo- 
rados de  Guerra  sus  respectivas  exencio- 
nes... «pero  entendiéndose  que  el  fuero  no 
exime  de  los  impuestos  que  recaen  sobre 
haciendas. y bienes  de  fortuna,  sino  solo  de 
los  que  afectan  la  persona  y sueldo  militar; 
declarando  al  propio  tiempo  S.  M.  para  la 
debida  inteligencia  de  esta  medida,  que  por 
ahora  está  vigente  la  Ordenanza  en  todo  el 
tít.  1 .°  del  tratado  8.“ : que  los  aforados  de 
Guerra  deben  participar  de  los  aprovecha- 
mientos vecinales:  que  deben  estar  exentos 
de  trabajos  y cargas  concejiles:  que  solo  se 
suspenden  las  exenciones  de  alojamientos 
y bagajes  cuando  sobrevienen  casos  estraor- 
dinarios  de  llena  en  que  todas  las  casas  es- 
tan  ocupadas,  inclusas  las  de  los  Conceja- 
les, ó que  el  común  del  vecindario  tiene 
alojamientos  duplicados,  y cuando  Jas  acé- 
milas y carros  de  los  demás  vecinos  no  son 

(i)  Debe  ser  el  decreto  de  las  Córtes  del 
49  de  marzo. 

Tomo  1, 


suficientes , estando  obligados  á contribuir 
con  el  contingente  que  quepa  á su  caudal 
por  compensación  ó equivalencia,  de  tales 
servicios  donde  este  método'  se  halle  esta- 
blecido; y finalmente  que  con'  respecto  á 
los  retirados  de  las  milicias  de  Canarias,  se 
observe  lo  prevenido  en  su  reciente  regla- 
mento de  22  de  abril  último.  De  Real  ór~ 
den  etc.  Madrid  28  de  febrero  de  4845.— 
Narvaez.— Señor...  (De  Vallecillo , t.  3.°, 
página  02.) 

R.  O.  de  27  noviembre  de  1845. 

(Se  limita  á reiterar  lo  prevenido  en  las 
Rs.  Ords.  de  24  y 28  de  febrero,  (Vallecillo, 
tomo  3.°,  p.  63.) 

R.  O.  de  7 enero  de  1846. 

Prestación  personal. 

(Gob.)  «La  Reina  se  ha  enterado  de  la 
comunicación  de  V.  S.  fecha  4.°  de  julio 
último,  en  que  participaba  las  contestacio- 
nes habidas  con  las  autoridades  de  Marina, 
á causa  de  la  resistencia  opuesta  por  las 
mismas  á que  los  matriculados  del  puerto 
de  Sada  concurriesen  á la  reparación  de  los 
caminos  vecinales,  según  lo  dispuesto  en  el 
reglamento  aprobado  al  efecto  por  V.  S. 
En  su  consecuencia,  considerando  S.  M. 
que  cuando  los  matriculados  residen  en  los 
respectivos  pueblos,  en  ellos  tienen  su  ve- 
cindad, y como  tales  disfrutan  de  los  bene- 
ficios comunes  á todos;  ha  tenido  á bien 
declarar,  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  la  ley  5.a,  del  lib.  6.°,  tít.  4 7 de  la  No- 
vísima Recopilación,  no  derogada  por  otra 
alguna,  que  los  aforados  de  Marina  como 
matriculados  que  permanezcan  avecindados, 
están  sujetos  a prestar  el  servicio  personal 
que  exije  la  buena  conservación  y mejoras 
de  los  caminos  públicos,  pudiendo  sin  em- 
bargo hacerlo  por  sustitución  cuando  no 
quieran  prestar  por  sí  este  servicio.»  De 
Real  orden  etc.  (CL.  t.  56,  p.  55). 

R.  O.  de  4.°  febrero  de  1846. 

Cargos  municipales. 

(Marina.)  Se  manda  por  S.  M.  que  sean 
atendidas  todas  las  reclamaciones  de  los 
aforados  de  Marina,  fundadas  en  las  Orde- 
nanzas de  la  armada  y la  de  matrículas, 

pero  se  declara «que  estos  no  deben 

obrar  arbitrariamente  eximiéndose  por  sí 
y abandonando  los  cargos  concejales  para 
que  hayan  sido  nombrados  cuando  no  se 
hallen  en  actual  servicio,  y ejerciendo  sus 
respectivos  empleos,  sino  que  deben  hacer 
sus  reclamaciones  y aguardar  la  resolución 
correspondiente.»  (CL,  t.  36,  *>.  483). 

12 
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r.  O.  de  21  marzo  de  1846. 

Cargos  municipales. 

(Gob.)  Se  manda  que  no  se  obligue  a los 
retirados  del  ejército  y armada  á desempe- 
ñar oficios  de  Ayuntamiento  escepto  á los 
que  los  aceptaren  sin  contradicción , y que 
e(  Consejo  Real  consulte  lo  que  se  le  ofrez- 
ca y parezca  acerca  del  particular  para 
adoptar  una  resolueion  definitiva.  ( CL . to- 
mo 56,  p.  504). 

R.  O.  de  24  marzo  de  1846. 

Cargas,  Impuestos,  etc. 

....  «Enterada  S.  M.  . . se  ha  digna- 
do resolver  que  mientras  por  una  ley  hecha 
en  Córtes  y sancionada  por  la  Corona  no  se 
altere  lo  prevenido  en  las  Ordenanzas  ge- 
nerales del  ejército  y armada  y en  la  parti- 
cular de  matrículas,  deben  guardarse  y 
cumplirse  á los  aforados  dependientes  de 
ambos  Ministerios  todas  las  exenciones  que 
en  ellos  les  están  declaradas,  asi  de  cargas 
concejiles,  impuestos  locales  y demás,  co- 
mo de  bagajes  y alojamientos,  exceptuando 
en  esto  los  casos  extraordinarios  de  llena 
en  que  se  hallen  ocupadas  las  casas  de  todos 
los  individuos  del  Ayuntamiento,  ó que  el 
común  del  vecindario  tenga  alojamientos 
duplicados;  pero  entendiéndose  que  el  fue- 
ro no  exime  de  las  contribuciones  ó im- 
puestos que  recaen  sobre  los  bienes  pro- 
pios de  fortuna,  sean  rústicos  ó urbanos 
que  posean  los  aforados,  sino  solo  de  los 
que  afectan  la  persona  ó sueldo  que  disfru- 
ten.. » (CL.  t.  36,  p.  524). 

R.  Ó.  de  27  marzo  de  4846. 

Perito  repartidores. 

(Hac.)  Se  manda  que  por  el  Ministerio 
de  la  Guerra  se  hagan  las  prevenciones 
oportunas  á los  capitanes  generales,  á fin 
de  que  no  susciten  el  menor  embarazo  al 
puntual  cumplimiento  de  ia  ley  de  presu- 
puestos de  23  de. mayo  de  1845 , que  obliga 
á los  militares  á ejercer  el  cargo  de  repar- 
tidores de  la  contribución  de  inmuebles 
cuando  para  él  fueran  nombrados  legal- 
mente. (CL.  t.  36,  p.  549). 

R.  O.  de  41  abril  de  1846. 

Retirados. 

(Gob.)  «Al  prevenirse  en  la  circular  j 
de  21  de  marzo  último  que  por  ahora  no  se 
obligue  á los  oficiales  retirados  del  ejército 
y armada  á desempeñar  oficios  de  Ayunta- 
miento, fué  el  ánimo  de  S.  M.  comprender 
éú  esta  disposición  á los  retirados  de  todas 
clases.»  De  Real  órden  etc.  {CL.  t.  47,  pá- 
gina téZf) 


R.  O.  de  27  mayo  de  1846. 

Peritos  repartidores. 

(Guerra.)  .....  «Es  la  Real  voluntad 
que  estos  (los  militares  retirados)  admitan 
y cumplan  el  cargo  de  peritos  repartidores 
para  que  sean  nombrados  , exceptuándose 
solo  aquellos  que  al  tiempo  del  nombra- 
miento estuvieren  desempeñando  alguna 
comisión  de  activo  servicio.  De  Real  orden 
etc.  (CL.  t.  37,  p.  404.) 

R.  O.  de  47  julio  de  1846. 

Repartimientos  de  consumos. 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  la  consulta  que  en  12  de  no- 
viembre del  año  último  hizo  Y.  S.  á este 
Ministerio  y que  ha  reproducido  en  3 del 
actual  á consecuencia  de  la  solicitud  del 
Ayuntamiento  de  la  ciudad  de  Huesca,  so- 
bre que  se  declarase  debían  ser  compren- 
didos en  los  repartimientos  vecinales  por 
el  impuesto  de  consumos  todos  los  emplea- 
dos civiles  y militares  que  tuviesen  resi- 
dencia fija  en  los  pueblos.  Enterada  S-  M., 
conformándose  con  lo  propuesto  por  esa 
ireeeion,  se  ha  servido  declarar  que  todos 
los  empleados  civiles  y los  militares  cuyos 
destinos  son  de  residencia  fija  en  los  pue- 
blos, están  sujetos  al  pago  de  la  cantidad 
que  les  corresponda  en  los  repartimientos 
vecinales  que  se  verifiquen  por  la  contri- 
bución de  consumos,  pero  exceptuándose 
los  cuerpos  del  ejército  y todo  militar  cu- 
yo servicio  se  considere  en  filas. — Y de  la 
propia  Real  órden  lo  traslado  á V.  E.  sig- 
nificándole la  necesidad  de  que  por  el  Mi- 
nisterio de  su  digno  cargo  se  sirva  hacer 
las  prevenciones  oportunas  a las  autorida- 
des militares  a fin  de  que,  teniendo  presen- 
te dicha  resolución,  la  cumplan  en  la  parte 
que  les  toca  prestando  su  apoyo  y protec- 
ción á las  oficinas  de  Hacienda  pública  al 
hacer  realizables  los  impuestos  con  que 
han  de  cubrirse  las  graves  atenciones  del 
Estado.  Dios  etc.— Madrid  17  de  julio  de 
1846.  (CL.  t.  38,  p.  83  ) 

R.  O.  de  12  setiembre  de  1846. 

Alojamientos  y bagajes. 

(Gob.)  Informe  del  Consejo  Real  y re- 
solución de  S.  M. — Excmo.  Sr.:  «Remitido 
al  Consejo  Real  el  expediente  formado  á 
virtud  de  las  diversas  oolicitudes  de  los  afo- 
rados de  Guerra  y Marina  para  eximirse  de 
la  carga  de  alojamientos  y bagajes,  ha  con- 
sultado, después  de  oir  el  dictámen  de  las 
secciones  reunidas  de  Guerra,  Marina  y Go- 
bernación lo  siguiente: 
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Por  R.  0.  de  21  de  marzo  último  ha  te- 
nido á bien  disponer  S.  M.  que  el  Consejo 
Real  consulte  lo  que  se  le  ofrezca  y parez- 
ca sobre  las  exenciones  que  en  las  cargas 
de  alojamientos  y bagajes  deben  disfrutar 
los  aforados  de  Guerra  y Marina,  ó cuyo 
efecto  remitió  también  este  último  con  fe- 
cha 30  del  propio  mes  de  marzo  los  ante- 
cedentes que  en  el  obraban. 

El  art.  9.°,  tratado  8.°,  tít.  l.°  de  las  Or- 
denanzas de  matriculas  de  1802  son  el  fun- 
damento principal  en  que  apoyan  los  afo- 
rados de  Guerra  y Marina  su  exención  de 
las  cargas  de  alojamientos  y bagajes. 

Pero  aumentando  considerablemente  este 
número  de  exentos  por  las  diferentes  cédulas 
y leyes  que  hicieron  extensivo  este  privi- 
legio á otras  clases  del  Estado,  el  Sr.  Don 
Fernando  Vil,  ya  en  los  años  de  1817  y 
1819  se  propuso  limitarlo,  puesto  que  en 
algunas  poblaciones  abenas  quedaban  para 
levantar  tan  pesada  carga  mas  que  los  po- 
bres y jornaleros  que  carecen  de  medios, 
resultando  perjudicado  el  servicio  activo  de 
las  armas  por  las  ventajas  otorgadas  a las 
clases  activas  de  Guerra  y Marina.» 

En  efecto,  los  oficiales  y criados  de  la 
Real  Casa  y las  viudas,  disfrutaban  la  mis- 
ma exención  que  los  aforados,  con  arreglo 
al  tít.  18,  lib.  6.°  de  la  Nov.  Recop.;  los 
recien  casados  por  espacio  de  cuatro  años, 
y los  padres  con  seis  hijos  varones  vivos, 
leyes,  7 y 8 del  tít.  2.°,  libro  10  de  la  mis- 
ma; las  viudas  del  estado  noble  y general 
sin  distinción,  R.  O.  de  13  de  marzo  de 
1756,  que  es  la  nota  2.'  de  la  ley  12,  títu- 
lo 19,  lib.  6."  de  la  misma  Recopilación; 
los  jefes  de  hacienda  en  todos  sus  ramos 
que  tengan  oficinas  en  su  casa.  Real  cédala 
de  28  de  agosto  de  1807;  los  jefes  y em- 
pleados de  correos,  Real  cédula  de'  18  de 
diciembre  de  1816,  los  dependientes  de  in- 
quision  , Cruzada,  los  que  gozan  de  fuero 
académico  y los  síndicos  de  la  órden  de  San 
Francisco,  Real  cédula  ya  citada  de  1807; 
los  nobles  de  privilegio,  los  caballeros  de 
las  órdenes  militares  y los  que  disfrutan  de 
nobleza  personal,  ley  12,  til.  19,  lib  6.°  de 
la  Novísima,  los  padres  cuyos  hijos  sir- 
van en  milicias  provinciales  y están  bajo 
la  patria  potestad,  Ordenanzas  de  30  de 
mayo  de  1787;  los  infanzones  é hijos-dalgos 
de  sangre  y naturaleza  recibidos  por  taies 
en  los  pueblos,  Real  cédala  de  1816;  y úl- 
timamente, los  eclesiásticos  y cuantos  go- 
zan del  privilegio  clerical,  con  arreglo  á 
los  cánones  y leyes  Reales. 

PeroiM  .cn  .todos  tiempos  debian  hacer 
sumamente  embarazoso  este  servicio  tal  i: 


número  de  exenciones,  en  tiempo  de  guer- 
ra los  inconvenientes  fueron  de  lauto  bul- 
to, que  confirmando  las  Reales  órdenes  de 
28  de  abril  de  1817  y 29  de  diciembre  de 
1819,  bastante  severas  en  la  materia,  las 
Córtes  de  1837,  que  .publicada  la  Constitu- 
ción de  4812  podían  dar  órdenes  y espedir 
decretos , hicieron  uso  de  esta  facultad, 
mandando  en  17  de  marzo  de  4857,  que  si 
ya  en  el  anterior  reinado  se  habían  reduci- 
do las  exenciones  de  alojamientos  y haga- 
jes  a solo  los  obispos  y párrocos,  con  mas 
razón,  después  de  proclamada  la  Constitu- 
ción, deben  cesar  semejantes  exenciones; 
cuya  disposición  fué  todavía  corroborada 
por  R.  O.  de  5 de  marzo  de  4 858,  decla- 
rando que  tampoco  debian  eximirse  los 
matriculados  de  Marina  que  no  estuviesen 
en  activo  servicio. 

Las  secciones  no  desconocen  que  algunas 
de  estas  disposiciones  pueden  ser  conside- 
radas como  transitorias  y propias,  de  si- 
tuaciones extraordinarias,  violentas;  pero 
no  pueden  tenerse  en  este  concepto  las  del 
Sr.  D.  Fernando  Vil  en  los  citados  años  de 
4817  y 1819  en  que  reinaba  la  mas  pro- 
funda y completa  tranquilidad  en  la  Mo- 
narquía. 

Considerando  por  lo  tanto  que'si  subsis- 
ten las  exenciones  y privilegios  declarados 
en  el  art.  6 °,  trat.  8,°,  tit.  l.°  de  las  Or- 
denanzas militares,  en  el  tít.  5.“  de  las  Or- 
denanzas de  matriculas  de  1802:  no  te- 
niéndose por  derogadas  ni  por  las  declara- 
ciones posteriores  ni  por  el  art.  6.°  de  la 
Constitución,  en  este  caso,  con  igual  dere- 
cho reclamarían  los  suyos  los  comprendi- 
dos en  las  citadas  leyes  de  la  Novísima  Re- 
copilación y en  las  cédulas  de  4807  y 1816; 
de  lo  cuál  resultarían  graves  perjuicios  á 
los  demás  contribuyentes  y notables  es- 
torbos y dificultades  para  el  mejor  servi- 
cio del  Estado  en  los  movimientos  de  las 
tropas. 

Considerando  que  por  la  ley  de  presu- 
puestos del  año  pasado  de  1845,  sanciona- 
da por  S.  M.  y vigente  en  el  dia,se  estable- 
ce como  un  canon  fundamental  que  todos 
los  españoles  deben  acudir  en  proporción 
de  su  riqueza  á las  contribuciones  impues- 
tas bajo  todos  conceptos,  esceptuando  si-n 
embargo  de  ellas  esplícitay  terminante- 
mente los  sueldos  de  los  empleados; 

Considerando  que  además  dos  de  Guerra 
y Marina,  así  en  servicio  activo  como  reti- 
rados , sufren  un  descuento  proporcional 
á los  haberes  que  en  dicho  concepto  dis- 
frutan: 

¡Las  secciones  .reunidas  de  Eélada  y Mari-». 
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na  Guerra  y Gobernación,  sin  perjuicio’de 
ocuparse  detenidamente  del  encargo  que  por 
R.  O.  de  21  de  marzo  ultimo  les  está  enco- 
mendado de  presentar  un  proyecto  de  ley 
liara  el  arreglo  del  servicio  de  bagajes,  opi- 
nan que  desde  luego  puede  servirse  el  Con- 
sejo consultar  á S.  M. , que  los  atorados  de 
Guerra  y Marina  comprendidos  en  el  citado 
art.  6.° , tratado  3.°  , tít.  i.°  de  las  Orde- 
nanzas militares  y tít.  5.°  de  las  Ordenan- 
zas de  matrículas,  qbe  no  disfruten  de  otra 
renta  que  el  sueldo  ó haber  de  su  retiro, 
se  consideren  exentos  con  su  casa-habita- 
cion  y caballo  de  tos  servicios  de  bagajes  y 
alojamientos;  pero  que  con  arreglo  á la 
R.  O.  de  28  de  abril  de  18 17  los  individuos 
de  dichas  clases  que  además  sean  labradores 
y granjeros  vecinos  con  casa  abierta  y con 
goce  de  todos  los  aprovechamientos  comu- 
nes, contribuyan  bajo  este  concepto  al  ser- 
vicio de  alojamientos  y bagajes,  conservan- 
do la  exención  dicha  de  la  casa-habilacion 
ó caballo. 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  resolver  como 
parece  al  Consejo  , lo  digo  á V.  E.  de  Real  | 
órden  para  su  conocimiento  y á fin  de  que 
se  sirva  circular  á sus  subordinados  las  ór- 
denes correspondientes  á su  cumplimiento. 
Dios  guarde  á Y.  E.  muchos  años.  Madrid 
12  de  setiembre  de  1846 .»  [CL.  t.  38  pági- 
na 346.) 

R.  O . de  23  junio  de  1847. 

Repartimientos  de  consumos. 

(Guerra.)  Por  el  ministerio  de  Hacien- 
da se  dijo  á este  de  la  Guerra  en  17  de  julio 
del  año  próximo  pasado  lo  que  sigue.  (Aquí 
la  R.  O.  de  17  de  julio  de  1846  que  está  ya 
inserta.) — Lo  que  de  Real  órden  etc.  Madrid 
23  de  junio  de  1847.  [De  Vallecülo,  t.  3.° 
página  Ti.) 

R.  O.  de  9 julio  de  1847. 

Cargos  mnuicipales. 

(Gob.)  Se  mandó  que  no  se  obligase  á 
los  oficiales  retirados  del  ejército  y armada 
á desempeñar  ei  cargo  de  concejales,  siem- 
pre que  alegaran  y probaran  su  cualidad  de 
tales  oficiales  retirados  ante  el  jefe  político 
respectivo  en  ei  término  que  para  deducir 
toda  clase  de  excepciones  señala  la  ley. 
[CL.  t.  41  p.  324 .)  ¡ 

R.  O.  del  setiembre  de  1847. 

(Se  comunica  por  Guerra  la  R.  O.  de  9 
de  julio  del  mismo  año.) 

R.  O.  de  29  marzo  de  1848. 

Peritos  repartidores. 

(Hac.)  Se  hace  presente  á los  Ministe- 


rios de  la  Guerra  y Marina  la  conveniencia 
de  que  por  estos  se  aclare  la  R.  O;  de  27  de 
mayo  de  1846  en  el  sentido  de  que  no  se 
escusen  de  desempeñar  el  cargo  de  peritos 
repartidores  de  la  contribución  territorial  y 
de  depositarios  de  embargo  los  individuos 
de  la  reserva  y los  factores  de  provisiones 
(CL.  t.  43,  p.  336./ 

R.  O.  de  15  abril  de  1S48. 

Peritos  repartidores.  . ■ 

(Marina.)  «La  Reina  Ntra.  Sra.  confor- 
mándose con  el  parecer  asesorado  de  V.  E.  se 
ha  servido  determinar  que  la  R.  O.  de  27  de 
mayo  de  1346  expedida  por  el  Ministerio  de 
la  Guerra,  y de  que  acompaño  a V.  E.  copia, 
se  haga  extensiva  á los  retirados  y matricu- 
las de  marina,  para  que  no  se  escusen  de 
aceptar  los  cargos  de  peritos  repartidores  de 
la  contribución  territorial  y de  depositarios 
de  embargos  que  originen  las  ejecuciones 
de  apremio  en  los  pueblos  de  su  permanen- 
cia, á no  ser  que  el  nombrado  estuviese  fí- 
sicamente impedido  , ó.  tuviese  que  ausen- 
tarse por  mas  de  dos  meses  y á mayor  dis- 
tancia de  tres  leguas  del  punto  donde  resi- 
dan. De  Real  orden  etc.  Madrid  15  de  abril 
de  1843.  [CL.  t.  45,  p.  ATÓ.) 

R.  O.  de  22  abril  de  1 848. 

(Es  á la  letra  el  mismo  informe  y resolu- 
ción de  S.  M.  que  se.  contiene  en  la  Real 
órden  de  12  de  setiembre  de  1846,  y que 
se  comunica  á los  jefes  políticos.  [CL.  tomo 
43,  p.  490 .) 

R . O.  de  26  abril  de  1843. 

(Es  la;  misma  que  sigue  de  9 de  julio  de 
1848  en  que  se  circuló" por  Guerra). 

R.  O.  de  9 julio  de  18481 

Cargo  tb  diputado  provincial. 

El  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  del 
Pieino  dice  en  26  de  abril  último  al  que  lo 
es  de  la  Guerra  io  siguiente: 

«He  dado  cuenta  a S,  M.  la  Reina  de  la 
comunicación  de  V.  E.  fecha  50  de  marzo 
último,  en  que  participa  haber  sido  eximido 
del  cargo  de  diputado  provincial  D.  Pedro 
Bahamonde,  en  consideración  á ser  aforado 
de  Guerra,  En  su  vista  me  manda  S.  M.  de- 
cir á V.  E.  que  con  esta  fecha  se  comunica 
al  jefe  político  de  Lugo. la  órnen  oportuna 
para  que  si  Bahamonde  recurre  a su  auto- 
ridad reclamando  la  exención  .referida,  se 
la  declare  en  ios  mismos  términos  que  si  se 
tratase  del  cargo  de  concejal.  Es  al  propio 
tiempo  la- voluntad  de  S,  M.  manifieste  á 
Y.  E.  que  con  arreglo  á la  ley  de de  enero 
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de  4845  corresponde  á este  Ministerio  el  co- 
nocimiento'de  todos  los  recursos  individua- 
les sobre  exención  del  cargo  de  diputado 
provincial,  y que  es  de  absoluta  necesidad 
que  por  el  de  su  digno  cargo  se  baga  en- 
tender á los  aforados  de  Guerra  que  cuantas 
exenciones  creyeren  asistirles,  deben  ha- 
cerlas valer  ante  el  jefe  político  respectivo 
segun  se  dispone  terminantemente  en  el  ar- 
ticulo 34  de  la  ley  citada,  debiendo  recur- 
rir en  queja  á este  Ministerio  siempre  que 
no  se  conformen  con  la  decisión  de  dicha  au- 
toridad» De  Real  órden  etc.  Madrid  9 de 
julio  de  1848»  (CL.  t.  43,  p.  502). 

1 1 ' • ■ 1 

fí.  O.  de  30  falto  de  1848. 

Peritos  repartidores.  Depositarios  ele. 

(Guerra.)  El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
dijo  desde  San  Ildefonso  con  fecha  de  ayer 
al  de  Hacienda  lo  que  sigue: 

«lie  dado  cuenta  a la  Reina  (Q.  Di  G.)  de! 
escrito  que  V.  E.  dirigió  á este  Ministerio 
en  29  de  marzo  último,  relativo  á la  nece- 
sidad de  que  no  se  exima,  tanto  á los  indi- 
viduos de  la  reserva  cuando  estén  en  pro- 
vincia, como  á los  factores  de  provisiones 
por  encargo  ó comisión  de  los  asentistas, 
del  cargo  de  peritos  repartidores  de  la  con- 
tribución territorial  y de  depositarios  de 
los  embargos  que  originan  las  ejecuciones 
de  apremio.  Enterada  S.  M.,  y oido  el  dic- 
tamen del  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y 
Marina  acerca  de  este  asunto,  con  el  cual 
está  conforme,  se  ha  servido  declarar  exen- 
tos de  los  referidos  cargos  á los  individuos 
de  la  reserva,  por  cuanto  la  situación  pu- 
ramente accidental  de  provincia  no  les  pri- 
va del  ejercicio  actual  de  su  empleo,  y 
siempre  están  en  disponibilidad  para  ser 
llamados  al  servicio  cuando  el  Gobierno  lo 
juzgue  conveniente  ó las  necesidades  lo  re- 
clamen, y esto  hace  que  no  se  ¡es  pueda 
considerar  en  el  caso  que  ;i  los  retirados, 
para  quienes  está  determinado  que  no  les 
comprende  la  exención  que  marca  el  pár- 
rafo 3 u del  art.  15  del  R.  D.  de  25  de  mayo 
de  1845.  Y que  en  cuanto  á los  factores  de 
provisiones  que  lo  sean  solo  por  comisión 
de  los  asentistas  se  les  obligue  á aceptarlos, 
siempre  que  las  necesidades  del  servicio  mi- 
litar no  exijan  de  ellos  la  movilidad  que  en 
ciertos  y determinados  casos  y circunstan- 
cias requiere  el  suministro  y asistencia  de 
las  tropas,  pues  que  entonces  esto  es  prime- 
ro que  todo  y no  puede  desatenderse.»  De 
Real  orden  etc.  Madrid  31  de  julio  de  1848. 
(CL.  t.  44,  p.  250). 
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fí.  O.  de  Ai  octubre  de  1848.- 

Cargos  municipales.  ■. 

(Guerra.)  La  Reina  (Q.  D.  G.)  de  con- 
formidad con  lo. expuesto  por  el  Sr.  Minis- 
tro de  la  Gobernación  del  Reino  en  8 de 
agosto  último  se  ha  servido  resolver  en  esta 
fecha,  que  cuando  los  aforados  de  Guerra 
tengan  que  reclamar  contra  las  decisiones 
de  los  jefes  políticos  sobre  cargos  concejiles 
acudan  con  sus  solicitudes  á aquel  Ministe- 
rio en  el  término  señalado  por  la  ley  de 
Ayuntamientos,  conforme  con  lo  prevenido 
en  el  último  párrafo  de  la  circular  de  9 de 
julio  de  1847.  De  Real  órden  etc.  Madrid 
11  de  octubre  de  1848.  {CL.  t.  45,  p.  205). 

' fí.  O.  de  14  mayó  de  4849. 

Prestación  personal. 

(Com.,  Iinst.  y O.  P.)  «He  dado  cuenta 
á la  Reina  (Q.  D G.)  de  la  comunicación 
de  Y.  S.,  su  fecha  18  de  abril  último  con- 
sultando si  lus  militares  en  activo  servicio 
están  ó no  sujetos  a la  prestación  personal 
para  la  construcción  de  caminos  vecinales; 
y enterada  de  todo  S.  M.,  se  ha  servido  de- 
clarar por  regla  general  que  los  militares 
en  activo  servicio  están  exentos  de  contri- 
buir con  la  prestación  personal,  en  razón  a 
que  su  estancia  eventual  no  es  el  verdadero 
domicilio  que  exige  la  regla  primera  del 
artículo  3.“  de  la  ley , y que  los  militares 
retirados  que  tengan  domicilio  fijo  en  un 
pueblo,  están  sujetos  á la  prestación,  del 
mismo  modo  que  lo  están  los  domiciliados 
en  él,  según  prescribe  la  citada  regla  pri- 
mera del  referido  articulo  3.°  de  la  ley.  De 
Real  órden  etc.  Madrid  14  de  mayo  de 
1849.  {CL.  t.  47,  pág.  51.) 

fí.  O.  de  Í2  marzo  de  1850. 

Bagajes  y alojamientos. 

(Gob.)  Por  esta  Real  órden  se  encargó 
el  cumplimiento  de  la  de  22  de  abril  de 
1848,  a fin  de  que  con  arreglo  á ella...  «no 
gocen  de  la  escepoion  del  servicio  de  alo- 
jamiento y bagajes  mas  personas  que  los 
aforados  de  Guerra  y Marina  en  activo  ser- 
vicio, los  retirados  que  no  disfruten  otro 
sueldo  ó haber  que  el  retiro,  y los  que  ade- 
más son  labradores  y granjeros  con  casa 
abierta  solo  se  les  conceptúa  en  lo  respec- 
tivo á su  casa  y caballo  de  su  uso,»  [Bol. 
of.  de  Albacete,  núm . 38  de  28  de  marzo 
de  1851 .} 

fí.  O.  de  9 abril  de  1850. 

(Véase  31  do  julio  de  1850,  en  cuya  fe- 
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cha  aparece  comunicada  por  Guerra  esta 
misma  Real  orden.) 

R.  O.  de  29  mayo  de  1850. 

Alojamientos  y tagajos. 

(Gob.)  «He  dado  cuenta  á !a  Reina  (que 


AFORADOS. 

Considerando:  1.*  Que  los  asesores  no 
soíi  militares  en  activo  servicio  aunque  dis- 
fruten el  fuero  de  Guerra. 

2.°  Que  aun  cuando  lo  fuesen  , no  por 
eso  estarían  exentos  del  servicio  de  presta- 
ción, puesto  que  el  fuero  que  conceden  las 


Dios  guarde)  de  la  comunicación  de  V.  S.,  i ordenanzas  y demás  Reales  disposiciones  a 

fecha  24  de  abril  último,  en  que  manifiesta  ^ . 

que  el  comandante  de  Marina  de  esa  pro- 
i/inAía  había  indicado  no  nodia  dar  el  de- 


vincia  habla  indicado  no  podía 
bido  cumplimiento  á la  R.  O.  de  12  de 
marzo  ,anterior,  en  que  se  reencargaba  la 
puntual  observancia  de  la  de  22  de  abril 
de  1848,  relativa  á las  exenciones  del  ser- 
vicio de  alojamientos  y bagajes  hasta  que 
le  fuera  aquella  comunicada  por  el  Minis- 
terio de  que  depende,  y que  el'  comandante 
de  Marina  de  Mataré  indicó  también  que 
cumplirá  con  dicha  disposición  dejando 
exentos  á los  aforados  respecto  á su  casa 
y caballo  de  su  uso,  dando  origen  este  in- 
cidente á que  V.  S.  solicite  que  se  disponga 
lo  mas  oportuno  al  cumplimiento  de  las 
disposiciones  mencionadas. 

Enterada  S.  M.,  asi  como  de  las  frecuen- 
tes dudas  que  se  suscitan  acerca  de  la  inte- 
ligencia de  la  última  parte  de  la  ¡l.  O.  ci- 
tada de  22  de  abril,  y en  vista  de  las  recla- 
maciones que  con  dicho  motivo  se  dirigen 
á este  ministerio,  se  ha  servido  resolver  que 
los  aforados  de  Guerra  y Marina  compren- 
didos en  los  artículos  6.°,  tratado  íj.°,  ti- 
tulo 1 . * de  las  Ordenanzas  militares  y titu- 
lo 5.°  de  la  de  matriculas,  que  además  del 
sueldo  ó haber  de  retiro  que  disfruten,  sean 
labradores  ó granjeros  con  casa  abierta  y 
con  goce  de  todos  los  aprovechamientos  co- 
munes, contribuyan  al  servicio  de  aloja- 
mientos y bagajes,  pagando  los  que  les  cor- 
respondan, y sin  que  en  ningún  caso  pueda 
obligárseles  á que  presten  el  servicio  con  su 
casa , habitación  y caballo  de  su  uso.»  De 
Real  órden  etc.  Madrid  29  de  mayo  de  1850. 
(Se  halla  copiada  en  la  Colección  legislati- 
va t.  51,  388.) 

il.  O.  de  29  mayo  de  1850. 

Prestación  personal.  Alojamientos.  Bagajes.  Obedien- 
cia á la  autoridad  civil. 

(Com.  Inst.  Y o.  P.)  Por  R.  O.  de  29  de 
mayo  último  se  dijo  al  gobernador  de  la 
provincia  de  Castellón  lo  que  sigue: 

«Vista  la  comunicación  de  V.  S.  de  lü del 
corriente  mes,  las  reclamaciones  hechas  por 
el  comandante  general  de  esa  provincia  y 
Capí  i an  general  de  Valencia  para  que  se  es- 
ceptúe  de  la  prestación  personal  al  asesor 
de  la  primera  de  dichas  dos  autoridades  , y 
las  razones  alegadas  por  este  para  fundar  ]a 
exención  que  pretende  tener 


los  militares  quedó  derogado,  respecto  á U 
prestación,  por  la  ley  de  28  de  abril  de 
1849  , y solo  están  eseeptuados  de  contri- 
buir á ella  en  virtud  de  una  prescripción  de 
la  misma  ley,  que  requiere  el  domicilio  fijo 
para  imponer  á un  individuo  esta  contri- 
bución , circunstancia  que  se  encuentra  en 
don  Pelegrin  del  Campo  , que  es  vecino, 
propietario  y abogado  con  estudio  abierto 
y residencia  fija  en  Castellón. 

3*°  Que  es  un  error  asegurar,  como  lo 
hace  el  referido  asesor  , que  sobre  los  mili- 
tares solo  mandan  las  autoridades  recono- 
cidas en  la  milicia;  porque  las  leyes  obligan 
igualmente  á todos  tos  españoles,  y porque 
los  oficiales  retirados  que  gozan  también 
el  fuero  de  Guerra,  tienen  el  deber  de  obe- 
decer á las  autoridades  civiles  en  todas  las 
disposiciones  que  tenga  por  objeto  el  cum- 
plimiento de  dichas  leyes , y aun  los  mis- 
mos militares  en  activo  servicio  se  sometan 
á ios  bandos  de  buen  gobierno  y de  policía 
dictados  por  las  expresadas  autoridades  en 
uso  de  sus  atribuciones. 

4. °  Que  la  prestación  personal  no  pue- 
de equipararse  con  el  servicio  de  aloja- 
miento y bagajes , porque  este  es  una  carga 
en  beneficio  de  toda  la  nación  interesada 
en  la  conservación  del  ejército,  mientras 
que  aquella  es  una  contribución  local  prin- 
cipalmente útil  á los  vecinos  de  la  pobla- 
ción, y entre  ellos  a!  asesor  de  que  se  trata, 
que  obtendrán  ventajas  de  que  los  habitan- 
tes de  los  pueblos  circunvecinos  puedan 
trasladarse  con  mas  facilidad  á la  capital, 
tal  vez  á proporcionarle  trabajo  en  su  pro- 
fesión de  abogado  ; del  mayor  valor  que 
deberán  adquirir  las  tierras  de  su  propie- 
dad de  resultas  de  la  comodidad  y econo- 
mía en  los  trasportes-,  y de  otros  muchos 
beneficios  consiguientes  á la  perfección  de 
las  comunicaciones, 

5. °  Que  ni  un  magistrado  militar  ni 
ninguna  otra  persona , cualesquiera  que 
sean  su  tratamiento  y consideraciones  se 
degrada  en  obedecer  á un  Alcalde  , que  no 
es  un  mero  ejecutor  de  las  decisiones  del 
Ayuntamiento,  como  supone  Campo  equi- 
vocadamente , sino  el  delegado  del  poder 
ejecutivo  , el  representante  de  la  autoridad 
reai  encargado  de  hacer  respetar  y obedecer 
las  leyes  en  el  distrito  de  su  jurisdicción. 
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6.°  Que  la  misma  R.  O.  de  3 de  junio 
de  1849  que  ninguna  fuerza  tiene  contra,  el 
texto  expreso  de  la  ley  y que  está  además 
derogada  por  otras  posteriores,  aun  cuando 
estuviese  vigente,  es  enteramente  contra- 
ria á la  pretensión  deD.  Pelegrin  del  Cam- 
po, puesto  que  los  fiscales  del  tribunal  de 
Guerra  y Marina,  con  cuyo  dictamen  tuvo 
á bien  conformársela  Reina  (Q.  D.  G.)  opi- 
naron que  los  aforados  de  Guerra  y Marina 
que  no  disfrutasen  mas  que  el  sueldo  esta- 
ban exceptuados  de  la  prestación,  pero  no 
así  los  que  fueran  propietarios,  ó ejerciesen 
otro  género  de  industria  , que  es  el  caso  en 
que  se  encuentra  el  recurrente. 

Considerando,  por  último  que  la  presta- 
ción no  obliga  personalmente,  toda  vez  que 
puede  redimirse  legalmente  por  una  canti- 
dad en  efectivo;  y que  de  consiguiente  no  es 
en  último  resultado  mas  que  un  reparto  ve- 
cinal, al  cual  dice  Campo  que  no  tendrá  in- 
conveniente en  someterse;  S.  M.  se  ha  dig- 
nado resolver  que  el  asesor  de  la  comandan- 
cia general  de  Castellón  y todos  los  demás 
aforados  de  Guerra  y Marina  , esoepto  los 
militares  en  activo  servicio,  están  obligados 
al  servicio  de  prestación  personal,  conforme 
;i  lo  establecido  terminantemente  en  la  ley 
de  28  de  abril  de  1849  , que  ha  derogado 
todas  las  disposiciones  anteriores  en  que 
pudiera  fundarse  la  exención  pretendida.» 
Lo  que  traslado  á V.  S.  á fin  de  que  la  pre- 
cedente determinación  sirva  de  regla  en  lo 
sucesivo  y se  evite  la  repetición  de  alterca- 
dos y consulta  sobre  el  particular.  Dios  etc. 
Madrid  il  de  junio  de  1850. — El  director 
general , José  Caveda.— Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de ( CL . t.  50,  p.  174.) 

Cód.  Pen.  30  junio  de  1850. 

Juicios  do  faltas  contra  aforados. 

Según  las  reglas  I a y 56  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código , en 
materia  de  faltas  son  siempre  jueces  com- 
petentes los  Alcaldes  ó Tenientes  de  Alcal- 
de, no  reconociéndose  por  lo  mismo  fuero 
alguno  privilegiado  en  esta  parte. 

Ley  de  Enj.  civil;  5 octubre  de  1855. 
Juicios  do  conciliación  y verbales  con  aforados. 

Son  competentes  los  jueces  de  paz  para 
conocer  en  estos  juicios  y para  llevar  á 
efecto  las  providencias,  sin  que  valga  á 
ellos  el  fuero  militar.  Art,  201  y siguien- 
tes y 4162  y siguientes  ley  de  Enjuicia- 
miento. Son  puntos  ya  resueltos  por  el  Tri- 
bunal Supremo. 


R.  O.  de  31  julio-  de  18B0. 

Obras  do  utilidad  comunal. 

(Guerra. ) Por  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación del  Reino,  con  fecha  9 de  abril 
último,  se  dijo  á este  de  la  Guerra  lo  si- 
guiente: «Con-  esta  fecha  digo  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Badajoz  lo  que  sigue: 
Pasado  á informe  de  las  secciones  de 
Guerra  y Gobernación  del  Consejo  Real  el 
expediente  instruido  en  virtud  de  lo  con- 
sultado por  V.  S.  en  %\  de  setiembre  del 
año  anterior  sobre  si  los  aforados  de  Guer- 
ra avecindados  en  los  pueblos  que  son  á la 
vez  labradores  ó granjeros  están  ó no  obli- 
gados á contribuir  como  tales  al  pago  de 
las  obras  de  utilidad  común  como  los  de- 
más vecinos,  con  fecha  26  de  marzo  último 
dijeron  lo  siguiente: 

Exmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  Real 
órelen  de  25  de  octubre  último,  estas  sec- 
ciones han  examinado  la  adjunta  comuni- 
cación del  jefe  político  de  Badajoz,  en  soli- 
citud de  que  se  resuelva  por  S.  M.  si  los 
aforados  de  Guerra  avecindados  en  los  pue- 
blos y dedicados  á la  agricultura  deben 
concurrir  y contribuir  como  los  demas  ve- 
cinos á las  obras  de  utilidad  común:  Las 
secciones: 

Considerando  que  según  el  art.  6.°  de 
la  Constitución,  torio  español  está  obligado 
a contribuir  en  proporción  á sus  haberes 
para  los  gastos  del  Estado: 

Considerando  que  las  obras  de  utilidad 
común  redundan  en  beneficio  de  todos  los 
vecinos,  y que  por  lo  mismo  ninguno  debe 
eximirse  legaímente  de  contribuir  cuando 
sea  llamado  con  sus  brazos  ó con  sus  capi- 
tales, según  su  condición  á su  construcción, 
mejora  ó perfeccionamiento: 

Considerando  que  no  puede  entenderse 
comprendidas  en  ningún  fuero  especial  mas 
exenciones  que  aquellas  que  terminante- 
mente expresen  las  leyes  que  lo  deter- 
minen: 

Considerando  que  la  R.  O.  de  22  de  abril 
de  1848,  relativa  á las  exenciones  que  go- 
zan los  aforados  de  Guerra  que  sean  labra- 
dores ó granjeros,  vecinos  con  casa  abierta 
y con  goce  do  los  aprovechamientos  comu- 
nales, tan  solo  se  refiere  á las  caigas  de  ba- 
gajes y alojamientos  y esto  circunscrito  á 
la  casa,  habitación  y caballo  del  aforado: 
Considerando  que  nadie  con  menos  mo- 
tivo que  D.  Hipólito  Granadilla  puede  ex- 
cusarse de  contribuir  á la  reedificación  de 
una  fuente,  que  proporcionando  á los  ve- 
cinos aguas  potables  y para  el  rjego,  le  ha- 
rá disfrutar  un  doble  beneficie?  en  su  cali- 
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dad  de  vecino  y labrador,  opinan  que  ni  el 
citado  Granadilla  ni  ningún  aforado  vecino 
puede  excusarse  de  contribuir  en  la  pro- 
porción que  los  demás  de  las  obras  de  uti- 
lídad  vecinal,  debiendo  obligarse  al  mismo 
á devolver  al  Ayuntamiento  de  Yalverde 
los  20  rs.  que  este  en  uso  de  su  autoridad, 
le  exigió  por  su  negativa.  V.  E.  sin  embar- 
go, se  servirá  proponer  á S.  M.  lo  que  es- 
time mas  acertado. 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  conformarse  con  el  preinser- 
to dictamen,  de  su  Real  orden  lo  traslado  á 
V.  S.  para  su  cumplimiento  y demás  efec- 
tos correspondientes.»  Y S.  M.  enterada, 
se  ha  servido  resolver  lo  traslade  á V,  etc. 
Madrid  31  de  julio  de  -1 050  (CL.  t.  50,  pá- 
gina 674.) 

i?.  O.  de  13  diciembre  de  1850. 

Se  expide  por  el  Ministerio  de  Marina  para 
recordar  el  cumplimiento  de  las  de  12  de 
setiembre  de  11346  y 29  de  mayo  de  1850 
que  en  su  lugar  quedan  insertas.  (CL.  f.5f, 
p.  385.) 

R.  O.  de  10  enero  de  1851. 

(Esta  R.  O.  es  la  de  29  de  mayo,  pues  se 
circuló  á los  Gobernadores  con  aquélla  fe-  \ 
cha.  No  se  halla  en  la  CL.  pero  la  hemos  1 
visto  en  el  Boletín  Oficial  de  Santander  de 
29  de  enero  de  1851.) 

R.  O.  de  7 marzo  de  1851 . 

(Guerra.)  Se  encarga  el  cumplimiento 
de  la  de  22  de  abril  de  1848  y las  de  12  de 
marzo  y 29  de  mayo  de  1850.  (Bol.  of . de 
Albacete  de  28  de  marzo  de  1851.) 

R.  O.  de  2 setiembre  de  1851 . 

Cargos  municipales. 

(Guerra.)  S.  M.  ....  Teniendo 

en  consideración  lo  terminantemente  pre- 
venido en  el  art.  l.°,  tratado  8.°  de  las 
Ordenanzas  del  ejército;  en  el  art,  10:  tí-  ■: 
tulo  6.°  tratado  4.“  de  las  de  la  armada;  en  ¡ 
los  arts.  5.D  y 6.°  de  la  de  matriculas  en  los  ! 
65,  276,  277,  278  y 279  del  reglamento  or- 
gánico de  las  milicias  provinciales  de  Ca- 
narias de  22  de  abril  de  1844;  en  las  Rea- 
les órdenes  aclaratorias  de  30  de  julio  de 
1Í343,  24  y 28  de  marzo  y 27  de  noviembre 
de  1845,  y 21  de  marzo  de  1846,  y en  las 
expedidas  por  el  Ministerio  de  Marina  en  8 
y 9 de  octubre  de  1844,  y 24  de  marzo  de  ' 
1846,  se  ha  servido  declarar  conformándo- 
se con  lo  informado  por  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Guerra  y Marina:  que  los  individuos 
que  gocen  fuero  militar  están  exentos  de 


ejercer,  contra  su  voluntad,  los  cargos 
concejiles  de  que  se  trata,  puesto  que  las 
disposiciones  de  las  expresadas  órdenes  no 
solo  comprenden  á los  retirados  del  ejérci- 
to, de  milicias  y de  la  armada,  sino  tam- 
bién á todos  los  aforados  de  ambos  ministe- 
rios.» De  Real  orden  etc.  Madrid  2 de  se- 
tiembre de  1851.  (CL.  t.  54,  p.  9.) 

R.  O.  de  15  marzo  de  1852. 

Bagajes  y alojamientos.  Ar.laraciones. 

(Guerra.)  «Habiéndose  ocurrido  á va- 
rias autoridades  dependientes  de  este  Mi- 
nisterio algunas  dudas  sobre  la  inteligen- 
cia do  las  Rs.  Ords.  de  12  de  marzo  y 29 
de  mayo  de  1850  , expedidas  por  el  de  la 
Gobernación  del  Reino,  como  aclaratorias 
de  la  de  22  de  abril  de  1848,  dictada  por  el 
mismo,  que  trata  de  las  exenciones  qué  de- 
ben disfrutar  los  aforados  de  Guerra  en  las 
cargas  de  alojamientos  y bagajes,  cuya  Real 
orden  se  circuló  á Y.  E.  por  el  de  mi  car- 
go en  4 de  junio  siguiente  y luego  las  acla- 
ratorias en  7 de  marzo  próximo  pasado;  la 
Heina  (Q.  D.  G.)  queriendo  que  quede  acla- 
rado de  una  manera  terminante  el  espíritu 
de  sus  mencionadas  Reales  disposiciones,  se 
ha  servido  resolver: 

1. °  Que  los  aforados  de  Guerra  en  acti- 
vo servicio  están  completamente  exentos, 
con  su  casa-habitacion  y caballo  de  su  uso, 
del  servicio  de  bagajes  y alojamientos  y de 
las  derramas  que  por  tal  concepto  se  hagan 
en  los  pueblos. 

2. °  Que  de  la  referida  exención  en  to- 
das sus  partes  han  de  disfrutar  también  los 
retirados  que  no  tengan  mas  sueldo  ó ha- 
ber que  el  de  su  retiro. 

Yr  3.°  y último.  Que  todos  los  de  esta 
última  clase  que  además  de  tener  su  sueldo 
ó haber  de  tales  retirados,  sean  también  la- 
bradores ó granjeros  con  casa  abierta  y con 
goce  de  todos  los  aprovechamientos  comu- 
nes quedan  obligados  á prestar  los  referi- 
dos servicios  de  bagajes  y alojamientos  y 
á sufrir  las  derramas  generales  que  puedan 
efectuarse,  pero  con  la  exención,  siempre, 
de  su  casa-habitacion  y caballo  de  su  uso, 
que  deben  considerarse  libres  de  las  citadas 
cargas,  debiendo  por  lo  tanto  rebajarse  á 
dichos  individuos  con  las  derramas  genera- 
les de  la  parte  que  en  concurrencia  con  los 
demas  vecinos  del  pueblo,  en  qué  residan, 
pudieran  tocarles,  lo  que  corresponda  por 
su  citada  casa  y caballo  de  su  uso.»  De  Real 
orden  etc.  Madrid  15  de  marzo  de  1852. 
(CL.  t.  55,  p.  460.) 
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R.  O.  de  12  mayo  de  1853. 

Rundas.  Obras  comunales,  etc. 

(Gob.)  «Enterada  la  Reina  (Q„  D.  G.) 
del  expediente  instruido  en  este  Ministerio 
con  motivo  de  una  consulta  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Badajoz  sobre  la 
aplicación  de  la  R.  O.  circular  de  10  de 
enero  de  11151,  y sobre  si  los  aforados  de 
Guerra  y Marina  A que  la  misma  se  refiere 
deben  prestar  el  servicio  de  rondas  y otros 
personales;  de  acuerdo  con  el  dictamen  de 
las  secciones  de  Gobernación,  Marina  y 
Guerra  del  Consejo  Real , y considerando 
que  las  mismas  razones  en  que  se  fundó  la 
expresada  Real  órden  concurren  para  hacer 
estensiva  a otros  servicios  la  obligación  que 
en  ella  se  impone  á los  individuos  de  la 
de  la  mencionada  clase,  S.  M.  se  ha  servido 
resolver  que  los  aforados  de  Guerra  y Ma- 
rina comprendidos  en  la  citada  R.  O.  cir- 
cular de  10  de  enero  de  1851,  contribuyan 
al  servicio  de  las  cargas  personales  de  cons- 
trucción y reparación  de  muros,  puentes, 
calzadas,  fuentes  públicas,  caminos  vecina- 
les y rondas,  teniéndose  presente  sin  embar- 
go lo  dispuesto  en  las  Rs.  Ords.  de  l.°  y 21 
de  marzo  y 11  de  abril  de  1346,  por  las 
que  se  exime  a los  retirados  de  todas  clases 
del  ejército  y armada,  y á los  matriculados 
de  Marina,  de  servir  los  oticios  concejiles, 
en  cuya  exención  deben  continuar.  De  Real 
orden  etc,  Madrid  12  de  mayo  de  4 855. 
(CL.  t.  59,  p.  61.) 

R.  O.  de  17  octubre  de  4 853.) 

Bagajes.  «Caballo  de  su  uso.» 

(Guerra.)  «lie  dado  cuenta  á la  Reina 
(O.  D.  G.)  de  la  comunicación  documentada 
de  Y E,  de  23  de  octubre  del  año  próximo 
anterior,  en  la  que  al  propio  tiempo  que  re- 
fiere las  contestaciones  que  tuvieron  lugar 
entre  su  autoridad  y la  del  Gobernador  de 
esa  provincia,  con  motivo  de  haber  obliga- 
do el  Alcalde  de  Cortes  de  Baza  al  soldado 
Tomás  Torralbo,  retirado  en  dicho  pueblo 
a salisfacer  la  derrama  de  bagajes  por  una 
sola  caballería  menor  que  poseía,  contra  lo 
dispuesto  acerca  de!  particular  en  diversas 
Reales  órdenes  y muy  especialmente  en  la 
de  15  de  marzo  de!  citado  año;  solicita  que 
se  aclare  el  verdadero  sentido  de  esta  últi- 
ma en  la  parte  relativa  al  caso  de  que  se 
trata,  en  términos  que  no  ofrezca  dudas  ni 
dificultades  en  su  aplicación,  ni  se  preste  á 
interpretaciones,  perjudiciales  siempre  á los 
aforados  de  Guerra.  Y S.  M.  enterada,  y de 
conformidad  con  el  dictámen  del  Tribunal 


Supremo  de  Guerra  y Marina,  se  ha  dig- 
nado declarar: 

i.°  Que  el  soldado  Tomás  Torralbo  tie- 
ne un  derecho  incuestionable  á que  se  le 
conserve  en  el  goce  de  la  exención  com- 
pleta del  servicio  de  bagajes  que  se  le  dis- 
puta. 

Y 2.°  Que  por  la  palabra  caballo  que 
contienen  las  Reales  órdenes  mencionadas, 
deben  entenderse  la  genérica  de  caballería , 
sea  esta  de  la  especie  que  se  quiera;  y que 
la  frase  de  su  uso  que  sigue  en  las  mismas 
á aquella  palabra,  rio  indica  que  la  caballe- 
ría haya  de  servir  solo  para  montar,  ó séa- 
se  para  comodidad  ó recreo,  sino  para  em- 
plearla en  los  usos  ú ocupaciones  propias 
que  el  militar  dueño  de  ella  juzgue  conve- 
niente.» De  Real  órden  etc.  Madrid  17  de 
octubre  de  1853.  [CL.  t.  60.  p.  269.) 

R.  O.  de  15  diciembre  de  1853. 

Caza.  Licencias  á militares  etc, 

(Guerra.)  «Las  muchas  personas  que 
solicitan  licencias  de  caza  y pesca  sin  estar 
comprendidas  en  la  R.  O.  de  25  de  marzo 
de  1832,  que  autoriza  á los  jefes  militares 
para  expedirlas  á las  clases  que  ella  desig- 
na, ha  dado  lugar  al  expediente  instruido  en 
este  Ministerio,  consultando  algunos  Capita- 
nes generales  acerca  de  una  aclaración  que 
determine  si  se  han  de  dar  ó no  dichas  licen- 
cias á los  hijos  y criados  de  los  aforados  de 
Guerra,  á los  empleados  en  la  Real  Casa  y 
Patrimonio  y a los  individuos  de  la  reserva. 
Enterada  S.  M.  y de  conformidad  con  lo  in- 
formado por  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra 
y Marina  en  sus  acordadas  de  26  de  mayo 
de  1851,  y 20  de  agosto  del  actual,  ha  ve- 
nido en  resolver  que,  consecuente  con  lo 
dispuesto  en  la  mencionada  R.  O.  de  25  de 
marzo  de  1332,  los  jefes  militares  pueden 
conceder  licencias  para  cazar  y pescar,  A 
los  que  componen  las  clases  del  ejército  ac- 
tivo y ramo  político  de  guerra,  los  que  go- 
zan el  fuero  militar  entero  y los  retirados 
con  uso  de  uniforme  y fuero  criminal,  que 
por  haber  servido  quince  años,  incluso  los 
abonos  de  campaña,  se  hallan  comprendi- 
dos en  el  art.  6.c,  tí t.  l.°,  trat.  8.°  de  las 
Ordenanzas  generales  del  ejército;  ni  los 
empleados  de  la  Real  Casa  y Patrimonio,  ni 
las  demás  personas  no  comprendidas  en  las 
clases  expresadas  anteriormente  tienen  de- 
recho á ¡a  licencia  de  caza  y pesca,  aunque 
gocen  el  fuero  militar  por  otras  causas,  ó 
disfruten  pensiones  alimenticias  ó escudos 
de  ventaja.  De  Real  órden  etc.  Madrid  15 
de  diciembre  de  1353.  (CL.  t.  60,  p.  451.) 
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j{,  O.  de  23  febrero  de  <854. 

Cédulas  de  vecindad. 

Se  declara  que  el  R.  D.  de  15  del  mismo 
mes  (por  el  que  se  suprimieron  los  pasapor- 
tes y se  crearon  las  cédulas  de  vecindad)  no 
tiene  conexión  alguna  con  el  ramo  de  Guer- 
ra, no  siendo  de  consiguiente  aplicable  á 
los  individuos  del  ejército  ni  á los  aforados 
de  Guerra.  ( CL . t.  61,/).  266.) 

R.  O.  de  18  febrero  de  1856. 


de  derrama  general , dispuso  el  art.  25  que 
cuando  los  pueblos  la  pagasen  por  repar- 
timiento, se  exceptuasen  de  este  únicamente 

los  simples  jornaleros,  los  pobres  de  so- 
lemnidad, y los  hacendados  forasteros  sin 
casa  abierta,  igual  disposición  se  reprodu- 
ce en  e!  art.  52  de  la  instrucción  de  la  mis. 
ma  fecha  en  el  que  se  define  lo  que  es  casa 
abierta.  No  se  esceptúa  á los  aforados  como 
tales.) 

R.  O.  de  8 noviembre  de  1856. 


Derramas  municipales. 

(Guerra.)  «Dada  cuenta  á la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  escrito  que  V.  E.  dirigió 
á este  Ministerio  con  fecha  3 de  agosto  úl- 
timo, en  el  que,  con  motivo  de  haberse 
comprendido  por  el  Ayuntamiento  consti- 
tucional de  Salamanca  á varios  aforados  de 
Guerra  en  una  derrama  para  gastos  muni- 
cipales, solicitaba  se  hiciese  la  oportuna 
aclaración  sobre  el  particular,  S.  M.  tuvo 
por  conveniente  oir  acerca  del  asunto  al 
Tribunal  Supremo  de  Guerra  y Marina;  y 
conformándose  con  el  informe  emitido  por 
el  mismo  en  acordada  de  13  de  noviembre 
próximo  pasado,  ha  venido  en  declarar,  con 
presencia  de  todo,  y de  acuerdo  con  el  pa- 
recer del  Consejo  de  Ministros,  lo  siguiente; 

1. °  Que  el  Ayuntamiento  de  Salaman- 
ca ha  traslimitado  sus  facultades  en  el  he- 
cho de  comprender  los  sueldos  de  los  afo- 
rados de  Guerra  (exentos  solemne  y repe- 
tidamente de  toda  contribución  que  no  sea 
la  del  descuento  gradual)  en  la  derrama 
practicada  para  cubrir  el  déficit  de  sus 
gastos  municipales. 

2. °  Que  el  Alcalde  primero  de  aquella 
capital  se  ha  excedido  también,  no  solo  al 
desconocer  las  exenciones  y prerogativas 
que  gozan  y deben  guardarse  á los  aforados 
ríe  Guerra,  sino  al  amenazarlos  con  apre- 
mios y embargos. 

3. °  Que  no  debiendo  ahora,  ni  en  lo  su- 
cesivo, y mientras  otra  cosa  no  se  deter- 
mine en  contrario,  sufrir  aquellos  semejan- 
tes impuestos,  se  le  reintegre  desde  luego 
de  lo  que  haya  podido  exigírseles  con  dicho 
motivo  id).  De  Real  órden  etc.  Madrid  18 
de  febrero  de  1856.  (CL.  t.  67,  p.  248.) 

Ley  de  presupuestos  de  16  abril  de  <856. 


Derrama. 


(Hablando  de  la  contribución  establecida 
por  el  art.  16  de  esta  ley,  con  el  nombre 


a (1>  Yé^  ^s‘  de  8 de  noviembr 
de  ibo6,  19  de  febrero  y 2 de  marzo  de  185' 
que  disponen  ya  lo  contrario. 


Derramas. 

(Hac.)  Exorno.  Sr.:  la  Reina  (que  Dios 
guarde)  se  ha  enterado  de  las  comunicacio- 
nes que  han  elevado  á este  Ministerio  va- 
rios gobernadores  de  provincia,  dando  cuen- 
ta de  que  los  Capitanes  generales  de  su  res- 
pectivo distrito  habían  ordenado  que  se 
excluyera  a los  aforados  de  Guerra  délos 
repartimientos  de  la  derrama,  y que  se  de- 
volvieran las  cantidades  que  por  este  con- 
cepto se  les  hubiesen  cobrado,  fundándose 
para  ello  en  la  Real  órden  expedida  por  el 
Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E.  con  fe- 
cha 18  de  febrero  de  este  año,  en  su  vista  y 
considerando: 

1. °  Que  posteriormente  á dicha  Real  ór- 
den se  publicó  la  ley  de  16  de  abril  último, 
en  cuyo  art.  25  se  manda  que  para  el  re- 
partimiento de  los  cupos  de  la  mencionada 
derrama  se  tomen  por  base  las  utilidades 
del  contribuyente  por  razón  de  su  profe- 
sión, empleo,  sueldo,  pensión,  etc.,  excep- 
tuándose únicamente  á los  simples  jornale- 
ros, los  pobres  de  solemnidad  y los  hacen- 
dados forasteros  sin  casa  abierta. 

2. °  Que  las  utilidades  antedichas  no  de- 
ben servir  de  tipo  para  los  repartimientos, 
sino  en  cuanto  puedan  indicar  las  comodi- 
dades, goces  y bienestar  que  disfrute  por 
ellas  cada  uno  de  los  que  las  perciben,  y 
que  son  la  verdadera  base  del  reparto. 

Y 3.°  Que  por  otra  parte,  siendo  la  der- 
rama una  contribución  indirecta  sóbrelos 
consumos,  y pudiendo  los  Ayuntamientos 
elegir  el  medio  de  hacer  efectivos  sus  cupos, 
los  aforados  de  Guerra  que  satisfarían  los 
arbitrios  sobre  las  especies,  si  aquellos  los 
hubieran  acordado,  están  en  el  caso  de  sa- 
tisfacer el  impuesto  cuando  en  su  equiva- 
lencia se  adopta  el  medio  del  repartimien- 
to, pero  siempre  en  la  forma  y bajo  la  base 
mencionada;  por  todas  estas  razones,  Su 
Majestad,  conformándose  con  lo  propuesto 
por  la  Dirección  general  de  contribuciones, 
se  ha  servido  mandar  que  se  diga  á Y.  E. 
que  los  aforados  de  Guerra  no  están  exen- 
tos de  los  repartimientos  de  la  derrama  por 
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razón  de  sus  sueldos,  pensiones  ó empleos, 
á tenor  die  lo  dispuesto  en-  el  art.,  25  de  la 
referida  ley.  De  Real  orden  lo  digo-á  Y.  E. 
para  su  conocimiento,  y que  se  sirva  dictar 
las  disposiciones  oportunas  á fin  de  que- no 
se  oponga  obstáculo  alguno  para  su  cum- 
plimiento por  parte  de  las  Autoridades  mi- 
litares de  los  distritos  del  Reino. — Dios  ete. 
Madrid  8 noviembre  de  1856. — Manuel  Bar- 
zanallana. — Sr.  Ministro  de  la  Guerra.  {CL. 
t,  70,  p.  221.) 

11.  O.  de  19  febrero  de  -1857. 

Derramas. 

(Guerra.)  «Habiendo  dado  cuenta  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  de  las  diferentes  comuni- 
caciones que  los  Capitanes  generales  de  los 
distritos  y otras  Autoridades  del  ramo  di- 
rigieron á este  Ministerio  exponiendo  las 
razones  que  consideran  militan  en  favor  de 
los  aforados  de  Guerra  para  no  ser  com- 
prendidos en  la  derrama  general  de  que  tra- 
ta la  ley  de  presupuestos  de  14  de  abril  del 
año  último,  S.  M.  tuvo  por  conveniente  oir 
en  asunto  de  tanta  importancia  el  parecer 
de  su  Consejo  de  ministros;  y conformándo- 
se con  el  acuerdo  del  mismo  acerca  del  par- 
ticular, ha  venido  en  resolver  que,  estando 
terminante  y expreso  el  artículo  de  la  ley 
citada  en  que  se  fundan  las  oficinas  de  Ha- 
cienda para  la  exacción  referida,  los  afora- 
dos de  Guerra  se  hallan  sujetos  á la  derra- 
ma general  en-  los  puntos  donde  se  haga  por 
reparto  vecinal;  en  cuyo  concepto  es  también 
la  Real  voluntad  que  las  Autoridades  mili- 
tares correspondientes  celen  por  su  pariese 
verifique  aquella  en  la  forma  mas  equitati- 
va, y entendiéndose  únicamente  por  los 
meses  vencido  ¿,  pues  á consecuencia  del 
restablecimiento  de  la  contribución  de  con- 
sumos cesa  desde  la  época  marcada  el  pago 
de  la  indicada  derrama. — De  órden  de  Su 
Majestad  etc.  Madrid  19  de  febrero  de  1857 
{CL.  t.  71,  p.  208.) 

/?.  O.  de  2 marzo  de  1857. 

Derramas. 

(Marina.)  La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  declarar,  en  analogía  con  lo  dis- 
puesto en  !a  R.  O.  de  19  de  febrero  último, 
expedida  por  el  Ministerio  de  la  Guerra,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  que  los 
aforados  de  Marina  se  hallan  como  los  de 
Guerra  sujetos  á la  derrama  general  de  que 
trata  la  ley  de  presupuestos  de  16  abril  del 
año  próximo  pasado,  en  los  puntos  donde 
se  hagan  por  reparto  vecinal,  y disponer 
que  las  autoridades  militares  de)  ramo  cui- 
den que  la  distribución  se  verifique  en  la 


forma  mas  equitativa,  entendiéndose  unir; 
camente  por  los  meses  vencidos,  pues  que 
á consecuencia  del  restableci.mientq  de  la 
contribución  de  cpnsúmos  eesadesdé  aqué- 
lla época  el  pago,  de  la  citada  derrama.-— De 
Real  orden  ele.  Madrid  2 de  marzo  de  1857. 
(CL.  í.  71,  p.  250.) 

R.  O.  de  26  noviembre  de  1857.' 

Cargos  municipales.  Escusas  de- aforados.  . 

(Gob.)  «Determinándose  por  el  art.  52 
de  la  ley  de  Ayuntamientos  vigente  que  la 
lista-  de  los  elegidos  para  desempeñar  cargos 
de  concejales  ¿c 'exponga  al  público  por  él 
Alcalde  desde  él  10  de  noviembre  hasta  el 
15  inclusive,  y que  durante  este  plazo  pre- 
senten á la  misma  Autoridad  las  oportunas 
reclamaciones  ios  que  intenten  eximirse  de 
ejercer  dichos  cargos,  S.  M.  la  Reina  (que 
Dios  guarde),  por  resolución  de  24  del  cor- 
riente; de  acuerdo  con  el  diclámen  del  Con- 
sejo Real,  se  ha  dignado  declarar,  que  no 
pueden  tener  efecto  ni  [valor  ninguno  las 
Reales  órdenes  expedidas  por  este  y otros 
Ministerios  en  que  se  contraviene  a lo  dis.- 
puesto  en  el  art  52  de  la  citada  ley  (1);  de- 
biendo por  lo  tanto  acudir  en  el  plazo  y á 
la  Autoridad  que  en  el  mismo  se  mencionan 
así  los  aforados  de  Guerra  y Marina  como 
cualesquiera  otros  individuos  que  se  crean 
con  derecho  á aducir  excusas  para  los  efec- 
tos antes  expresados. — De  Real  órden  etc. 
Madrid  26  de  noviembre  de  1857.  (CL.  ti- 
tulo 7-í,  p.  172.) 

R.  0.  de  12  mayo  de  1858. 

Derramas.  Consumos. 

(Hag.)  Se  resuelve  en  un  expediente  ins- 
truido con  motivo  de  reclamaciones  del  Ca- 
pitán general  de  Galicia  y Comandante  ge- 
neral del  departamento  del  Ferrol,  que  se- 
gún el  art.  25  de  la  ley  de  16  de  abril  de 
1855  y las.Rs.  Ords.  de  8 de  noviembre  y 
17  de  febrero  (deberá  ser  19)  del  año. últi- 
mo, «toda  la  clase  activa  militar  y de  Mari- 
na,sean  cualesquiera  los  destinos,  empleos  ó 
comisiones  que  desempeñen  ó pensiones  que 
sus  individuos  perciban,  puede  ser  incluida 
con  arreglo  al  mencionado  art.  25  de  la  ley 
de  16  de  abril  de  1856  en  los  repartimien- 
tos a que  se  refiere,  cuando  se  hubiese  ele- 
gido ó se  elija  por  los  Ayuntamientos  este 
medio  de  cubrir  sus  cupos  ó descubiertos 
por  la  derrama  general  de  aquel  año,  con- 
siderándose no  obstante  exceptuados  de  esta 


(1)  Alude  principalmente  á las  Rs.  Ords.  de 
i.°  de  febrero  de  1846,  y 9 de  julio  y 7 de  se- 
tiembre de  18-47. 


AFORADOS. 


188 

regla  á los  cuerpos  armados  del  ejército  y 
Marina  y las  dotaciones  de  los  buques  dé  la 
Armada,  en  forzosa  razón  á que  su  constan- 
te movilidad  y eventual  permanencia  en  un 
punto  dado,  constituyen  á eslas  clases  res- 
pecto ¡l  las  restantes  del  Estado  en  un  caso 
que  las  excluye  y ha  excluido  siempre  de 
todos  los  tributos  análogos  al  de  que  se 
trata,  mediante  la  imposibilidad  de  desig- 
narles cuotas  que  por  otra  parte  serian  de 
difícil  y costosa  realización » 

Gomo  fundamento  de  esta  resolución 
se  dice  en  la  parte  expositiva  de  la  misma 
textualmente  lo  que  sigue: 

aQue  siendo  la  derrama  general  de  135G 
el  equivalente  al  impuesto  que  rigió  en  años 
anteriores  y rige  en  el  actual  sobre  las  es- 
pecies de  consumos,  los  repartimientos  he- 
chos por  las  municipalidades  de  la  Coruña 
y el  Ferrol,  así  como  por  otras  de  varias 
capitales  y pueblos  del  Reino  representan 
las  cuotas  equivalentes  al  derecho  de  con-- 
sumos  que  se  hubiesen  devengado  en  la  in- 
troducción de  los  artículos » { CL . to- 

mo 76,  p.  445). 

De  modo  que  lo  declarado  respecto  de 
la  derrama  tiene  aplicación  con  igual  ó 
mayor  fundamento  al  impuesto  de  con- 
sumos, y así  se  resolvió  en  efecto  por 
Rs.  Ords.  de  i 7 de  julio  de  1846  y 23 
de  junio  de  1847  que  quedan  ya  inser- 
tas,— V.  Consomos. 

R.  O.  de  8 octubre,  29  diciembre  de  1358. 

«Por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  ha  pa- 
sado á este  de  la  Gobernación  con  fecha  8 
de  octubre  último  la  Real  orden  siguiente: 

He  dado  cuenta  á la  Reina  (Q.  I).  G-)  de 
la  comunicación  que  uno  de  los  antecesores 
de  V.  E.  dirigió  á este  Ministerio  con  fecha 
14  de  noviembre  de  1855,  haciendo  presen- 
tes las  quejas  producidas  por  los  oftciales 
retirados  á quienes  se  incluye  en  los  repar- 
tos del  jornal  personal  para  la  recomposi- 
ción de  caminos,  á pesar  de  la  excepción 
concedida  á los  que  no  poseen  bienes.  Ente- 
rada S M.,  y de  conformidad  con  lo  infor- 
mado por  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y 
Marina  en  acordada  de  23  de  setiembre 
próximo  pasado,  se  ha  servido  mandar  que 
siempre  qué  los  interesados  ,1  que  se  refiere 
la  precitada  comunicación  , no  tengan  otra 
cosa  que  su  haber  de  retiro,  no  solo  se  les 
exima  en  lo  sucesivo  de  toda  derrama  ó con- 
tribución no  autorizada  por  la  ley,  sino  que  ■ 
se  Ies  rein  tegre  de  lo  que  sin  razón  y contra-  [ 
viniendo  á lo  dispuesto  en  diferentes  Reales  ■ 


órdenes  expedidas  por  este  Ministerio  y 6j 
de  la  Gobernación  se  les  haya  exigido  bajo 
el  titulo  de  jornal  personal  ú q tras  cargas 
provinciales  ó municipales.» 

Y de  la  propia  Real  orden,  comunicada 
por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gohevnooion , lo 
traslado  á V.  S.  para  su  conocimiento  y 
efectos  consiguientes.  Dios  guarde  etc.  [Bo- 
letín oficial  de  Burgos  de  i 8 enero  de  1859). 

Por  la  anterior  Real  orden  lia  resuelto 
el  Ministerio  de  la  Guerra  que  los  mili- 
tares retirados  que  no  poseen  bienes  no 
están  sujetos  á la  prestación  personal;  y 
se  dice  en  ella  que  esta  excepción  está 
concedida  por  diferentes  Reales  órdenes 
expedidas  por  el  mismo  Ministerio  y por 
el  de  la  Gobernación.  No  acertamos  á 
concebir  cómo  en  un  documento  oficial 
de  este  género  puede  cometerse  una  in- 
exactitud tan  grave;  pues,  precisamente 
lo  declarado  antes  de  ahora  por  ambos 
Ministerios  y por  el  de  Comercio,  Ins- 
trucción y Obras  públicas  es  todo  lo  con- 
trario, y con  la  notable  circunstancia  de 
que  en  una  de  ellas  se  invoca  la  ley  de  28 
de  abril  de  1849  contra  una  excepción 
pretendida  por  un  aforado,  y se  consigna 
el  principio  de  que  una  R.  0.  do  3 de 
junio  de  1849  en  que  se  fundaba  el  afo- 
rado estaba  derogada;  pero  que  aun  no 
estándolo  ninguna  fuerza  tendria  contra 
el  texto  expreso  de  la  ley. 

Por  lo  mismo,  como  que  el  texto  de  la 
ley  citada  de  28  de  abril  de  1849  (reglas 
■1.a  y 3.a  del  art.  3.°)  está  terminante 
en  no  esceptuar  de  la  prestación  perso- 
nal sino  á los  ordenados  in  sacris , á los 
impedidos  habitualmente  y á los  pobres 
de  solemnidad,  estando  domiciliados  en 
un  pueblo;  y como  que  la  R.  0.  de  8 de 
octubre  se  opone  á esta  disposición,  nos- 
otros entendemos  que  carece  de  fuerza 
obligatoria,  tanto  mas,  teniendo  en 
cuenta  la  inexactitud  de  sus  fundamen- 
tos, pues  lo  resuelto  antes  de  ahora,  re- 
petimos, no  es  lo  que  dice  el  Ministerio 
de  la  Guerra  sino  todo  lo  contrario,  como 
puede  cualquiera  persuadirse  sin  mas 
que  consultar  la  R.  0.  de  14  de  mayo  de 
1849,  la  de  29  del  mismo  mes  de  Í850, 
la  de  31  de  julio  del  mismo  año  y la  de 
12  de  mayo  de  1853  que  literales  apare- 
cen insertas,  y en  cuya  parte  dispositi- 
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va  (copiando  las  mismas  palabras)  se 
dice  asi: 

La  R.  0.  de  14  de  mayo  de  1849:  « que 

los  militares  retirados  que  tengan  domici- 
lio fijo  en  un  pueblo,  están  sujetos  á la 
prestación  del  mismo  modo  que  lo  están 
los  domiciliados  en  él,  según  prescribe  ja 
regla  1.a  del  art.  3.°  de  la  ley  de  28  de 
abril  de  1849.» 

La  de  29  de  mayo  de  1850  circulada  á los  ¡ 
gobernadores  en  10  de  enero  de  1851:  ¡ 
«que  el  asesor  de  la  comandancia  general 
de  Castellón  y todos  los  demás  aforados  de 
Guerra  y Marina,  excepto  los  militares  en 
activo  servicio , están  obligados  al  servido 
de  prestación  jiersonal,  conforme  á lo  esta- 
blecido terminantemente  en  la  ley  de  28  de 
abril  de  1849.» 

La  de  31  de  julio  de  1850:  «que  ningún 
aforado  vecino  puede  escusarse  de  contri- 
buir en  la  proporción  que  los  demás  á las 
obras  de  utilidad  vecinal....-» 

Y la  de  12  de  mayo  de  1853:  «que  los 
aforados  de  Guerra  y Marina  comprendidos 
en  la  R.  O.  circular  de  10  de  enero  de  1851  j 
(es  decir  todos  los  aforarlos,  excepto  los 
militares  en  activo  servicio),  contribuyan 
a-1  servicio  de  las  cargas  personales  de  cons- 
trucción y reparación  de  muros , puentes , 
calzadas , fuentes  públicas,  caminos  veci- 
nales y rondas....» 

Siendo,  pues,  tan  terminantes  las 
Reales  órdenes  preinsertas  , y lo  que  es 
mas,  no  habiendo  encontrado  una  sola 
que  haya  establecido  jurisprudencia  en 
el  sentido  que  dice  la  de  8 de  octubre 
que  dá  motivo  á estas  lineas,  para  nos- 
otros, no  cabe  la  menor  duda  de  que  se 
ha  incurrido  en  una  equivocación;  y 
para  salvarla,  y evitar  nuevos  conflictos 
en  lo  sucesivo  , convendría  que  el  señor 
Ministro  de  la  Gobernación  no  dejase 
pasar  desapercibidamente  lo  que  deja- 
mos dicho. 

Y el  asunto  es  mas  importante  de  lo 
que  parece.  Los  pueblos  miran  con  odio- 
sidad toda  clase  de  infundados  privile- 
gios, y este  es  en  nuestro  entender  uno 
de  aquellos  contra  los  cuales  se  han  mos- 
trado siempre  mas  empeñados. 

R.  O.  de  21  noviembre  de  18G3. 

Declarando  que  los  retirados  del  ejército  y demás  afo- 
rados, estáu  sujetos  á prestar  tus  servicios  perso- 
nales do  vecindad. 

(Guerra.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G ) 


de  la  comunicación  de  V.  E.,  fecha  1G  de 
diciembre  de  1883,  en.  que  consultaba  á 
este  Ministerio  si  debería  eximirse  al  te- 
niente retirado  en  Yillafranca  D.  Joa'quin 
Gamiza,  de  la  carga  que  le'  habiá  impuesto 
el  Ayuntamiento  de-dicha  villa consisten- 
te en  poner  un  peón  en  caminó  vecinal, 
atendido  su  fuero  militar  y'  no  poseer  el 
interesado  mas  bienes  que  su  sueldo  de  re- 
tiro; ha  tenido  á bien  resolver  de  confor- 
midad con  lo  expuesto  por  las  secciones 
de  Guerra  y Marina  y Gobernación  y Fo- 
mento del  Consejo  de  Estado , qüede  dero- 
gada la  R.  O.  de  31  de  julio  dé  4850  que 
aclaraba  la  de  9 de  abril  anterior,  quedan- 
do sujetos  ios  retirados  del  ejército  -y  los 
demás  aforados  de  Guerra , aun  cuando  solo 
gocen  el  haber  de  retiro,  pensión  ó viude- 
dad por  derechos  pasivos,  á prestar  los 
servicios  personales  de  vecindad.  De  Real 
orden,  etc.  Madrid  21  de  noviembre  de 
1865.»  (CL.  t.  9 A,pág.  830.; 

Parte  doctrinal. 

I. 

Por  la  multitud  de  disposiciones  que 
quedan  insertas,  se  vé  cuán  debatida  ha 
sido  siempre  la  materia  que  es  objeto  de 
este  artículo.  El  empeño  de  los  aforados 
militares  se  ha  llevado  frecuentemente  á 
querer  emanciparse  para  todo  de  la  au- 
toridad civil , á rehuir  toda  clase  de  su- 
misión y obediencia  á esta,  á excusarse 
de  todos  las  cargas,  y á solicitar  á la  vez 
participación  en  todos  los  beneficios. 
Los  pueblos  por  su  parte  mostrándose 
no  menos  empeñados  contra  las  exencio- 
nes como  perjudiciales  al  interés  de  la 
generalidad,  se  han  resistido  con  ener- 
gía, y creemos  que  muchas  veces  con  ra- 
zón á las  exenciones  de  los  aforados.  Ya 
no  hay  privilegios,  han  dicho;  todos,  to- 
dos sin  distinción,  debemos  contribuir  á 
los  gastos  y cargas  públicas.  Y en  verdad: 
las  exenciones  no  se  han  limitado  como 
debieran  á las  clases  activas  del  ejército, 
sino  que  indebidamente  se  han  conside- 
rado extensivas  á tantas  y tantas  perso- 
nas  que  gozan  el  fuero  militar,  hacién- 
dose de  este  modo  mayores  y mas  peno- 
sas las  cargas  de  la  clase  laboriosa,  en 
beneficio  de  muchos  que  viven  holgada- 
mente y con  desahogo  en  los  pueblos, 
haciendo  alarde  de  sus  injustos  privi- 
legios. 
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Naturalmente,  de  tan  encontrados  in- 
tereses debieron  nacer  infinitas  reclama- 
ciones y quejas,-  y de  estas  tantas  y tan 
contradictorias  resoluciones  como  hemos 
visto.  Hubo  un  dia  en  que  se  dijo;  aca- 
báronse los  privilegios.  Ya  no  hay  escu- 
sas para  las  cargas  de  bagajes  y aloja- 
mientos y otras  generales  y municipales; 
pero  otro  dia  se  declaró  ya  lo  contrario, 
y apenas  hemos  conseguido  sino  mante- 
ner la  confusión  y el  desorden  que  de 
antiguo  lamentaba  el  Gobierno  sobre  este 
punto, 

Algo,  sin  embargo,  hemos'  adelantado, 
como  puede  convencerse  cualquiera  con 
la  simple  lectura  de  la  R.  0.  de  12  de 
setiembre  de  1846';  y lo  que  conviene 
por  lo  mismo  es  no  pasar  desapercibidas 
las  limitaciones  que  se  hallan  estableci- 
das hasta  respecto  de  los  retirados. 

)í.  Prueba  del  fuero.  No  basta  el  criminal  para  gozar 
de  las  exenciones. 

Las  exenciones  téngase  en  cuenta  solo 
debeD  otorgarse  á los  que  prueben  en  su 
caso  derecho  á ellas.  No  hasta  decir  yo 
soy  aforado;  es  necesario  que  conste. 
Respecto  de  los  militares  activos  cuando 
están  agregados  á sus  cuerpos  no  pueden 
suscitarse  dudas;  y cuando  estén  con  co- 
misión, avecindados  en  un  pueblo  ó con 
licencia,  ó retiro,  etc.  el  despacho  ó pa- 
saporte ha  de  declararlo. 

Pero  importa  también  mucho  distin- 
guir que  para  gozar  exenciones  no  basta 
probar  que  se  tiene  fuero,  sino  que  es 
igualmente  indispensable  que  por  la  ca- 
lidad del  fuero  esté  concedida  la  exen- 
ción de  que  se  trate.  El  fuero  militar, 
que  comprende  el  de  Guerra  y el  de  Ma- 
rina^,le  gozan  muchos,  pero  á unos  se 
les  concede  el  fuero  completo  y á otros 
solamente  el  criminal.  La  R.  0.  de  30 
de  abril  de  1831  esplica  esto  con  bastan- 
te claridad  , y á su  contenido  remitimos- 
á nues’tros  lectores,  bastándonos  con  de- 
jar consignado  q.ue  según  ella,  y según 
la  doctrina  corriente,  las.  Reales  órde- 
nes que  .hablan  de  aforados  en  general 
eoji, cediéndoles  exenciones  etc.  no  tie- 
nen en  ningún  concépto  aplicación  á los 
que  solo  gozan  el  fuero  criminal. 


III.  Exenciones. 

Las  exenciones  que  están  concedidas 
á los  aforados  son  según  puede  verse  fá- 
cilmente en  las  resoluciones  que  deja- 
mos insertas  las  siguientes: 
j 1.a  De  los  cargos  de  jueces  de  paz 
de  oficios  concejiles,  mayordoinía  y cru- 
zada. 

2. a  De  los  cargos  de  tutor  y curador. 

3. a  De  bagajes  y alojamientos,  pero 
solo  con  respecto  á la  casa-habitacion  y 
caballo  de  su  uso,  de  ningún  modo 
cuando  los  aforados  son  labradores  ó 
granjeros  con  casa  abierta  y con  goce  de 
todos  los  aprovechamientos,  en  cuyo  ca- 
so la  exención  se  limita  á la  casa-habi- 
tacion y caballo  de  su  uso. 

4. a  De  licencias  de  la  policía  para 
cazar  y pescar,  en  la  forma  que  dicen 
las  Reales  órdenes  de  10  de  enero  de 
1827,  2 de  diciembre  de  1828,  16  de 
noviembre  de  1830,  4 de  julio  de  183:1 
y 25  de  marzo  de  1832. 

5. a  Y muy  principalmente  según  ve- 
remos en  el  artículo  Jurisdicción  mili- 
tar, los  aforados  gozan  el  privilegio  de 
ser  juzgados  por  la  jurisdicción  militar, 

' según  el  fuero,  y salvo  los  casos  de  des- 
afuero. 

Conviene  advertir  que  cuando  los  afo- 
rados intenten  escusarse  de  los  cargos 
de  concejales  ó jueces  de  paz  etc.,  ó re- 
clamar contra  el  repartimiento  de  algu- 
na carga  que  consideren  contraria  á sus 
privilegios  deben  hacerlo  ante  la  auto- 
ridad competente,  como  si  no  fuesen  ta- 
les aforados,  sin  perjuicio  en  todo  caso 
de  elevar  sus  quejas  á sus  propios  jefes 
para  que  estos  hagan  la  reclamación  con- 
veniente cuando  sus  exenciones  no  fue- 
sen atendidas.  Así  lo  exige  el  buen  or- 
den y el  respeto  y acatamiento  debido 
por  todos  á la  ley  y á la  autoridad  civil, 
y así  está  también  mandado  de  una  ma- 
nera expresa  en  la  R.  0.  de  26  de  no- 
viembre de. 1857. 

IV.  Limitación  de  las  exenciones. 

. No  sabemos  de  otras  exenciones  por- 
que hoy  no  la  gozan  en  lo  relativo >á  las 
derramas  de  consumos  cuando  están  ave- 
cindados, ni  .para  la  prestación  personal 
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en  obras  públicas  y municipales,  ni  para 
ser  peritos  repartidores  de  la  contribu- 
ción territorial,  ó depositarios  de  em- 
bargos, todo  según  terminantemente  se 
declara  para  las  Reales  órdenes  insertas 
en  la  parte  legislativa. 

Además  no  se  pierda  de  vista,  aparte 
de  lo  que  expondremos  en  el  artículo 
Jurisdicción  militar,  que  no  vale  el  fue- 
ro en  lo  relativo  á la  cobranza  de  las  con- 
tribuciones, ni  en  el  desempeño  de  car- 
gos públicos,  ni  en  los  juicios  de  faltas, 
ni  en  los  de  conciliación,  ni  en  los  ver- 
bales civiles,  ni  por  último  en  todo  lo 
que  se  refiere  á la  observancia  de  ios 
bandos  de  policía  y á la  exacción  de  mul- 
tas, ya  hayan  sido  impuestas  gubernati- 
vamente ó ya  por  la  jurisdicción  ordi- 
n aria. 

En  el  acto  de  arreglar  este  artículo  se 
está  discutiendo  en  las  Cortes  un  pro- 
yecto de  ley  con  el  que  aprobado  que 
sea,  desaparece  el  fuero  militar  en  ma- 
teria civil. — Y.  Fuero  militar.  Presta- 
ción PERSONAL  ETC. 

AGENTE.  Esta  voz  tiene  una  signifi- 
cación bastante  lata  como  la  de  la  latina 
agere  de  donde  procede. 

En  el  orden  físico  se  llama  agente 
todo  aquello  que  obra  por  actividad  pro- 
pia y produce  acción,  movimiento  ó re- 
sultado. 

En  el  orden  social  y administrativo  se 
denomina  así  á la  persona  que  desempe- 
ña un  cargo  á nombre  de  otro,  con  fa- 
cultades para  conseguir  un  objeto  deter- 
minado. En  este  sentido  se  dice  agentes 
administrativos,  diplomáticos,  consula- 
res, de  preces,  de  cambios,  de  nego- 
cios etc.,  de  que  vamos  á ocuparnos  en 
los  siguientes  artículos. 

AGENTES  DE  ADMINISTRACION  PUBLI- 
CA. Los  mismos  funcionarios  del  Go- 
bierno en  todas  las  escalas  y jerarquías. 

Hablando  el  eminente  escritor  Mr.  Vi - 
vien  de  los  funcionarios  públicos,  los 
considera  como  ios  dispensadores  ó los  ; 
instrumentos  de  la  fuerza  social.  «La  ley, 
dice,  encuentra  en  ellos  inteligencias 
que  ia  fecundan , la  interpretan  ó la 
aplican.  Por  su  medio  se  administra  la 
justicia,  se  propaga  la  instrucción,  se 
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l observa  la  policía,  se  recaudan  los  im- 
puestos, se  administra  la  Hacienda  pú- 
blica, se  acrece  la  riqueza  nacional,  y se 
mantienen  y garantizan  la  seguridad,  la 
dignidad  y la  grandeza  del  país,  Ellos, 
añade,  ocupan  todos  los  grados  de  la 
escala  social;  residen  en  todos  los  pun- 
tos del  territorio  y representan,  bajo  sus 
múltiples  aspectos,  el  poder  público, 
siendo  las  ruedas  qué  reciben  y trasmi- 
ten el  movimiento  á la  máquina  del  Es- 
tado, los  conductos  por  donde  pasan  los 
beneficios  de  un  Gobierno  estable  y re- 
gular y las  fuerzas  animadas  que  dan 
vida  á las  resoluciones  abstractas  de  Jos 
grandes  poderes.»  No  puede  darse  idea 
mas  exacta  ni  mas  completa  de  lo  que 
son  los  agentes  de  la  Administración; 
instrumentos  del  poder  con  grandes  de- 
beres, cuyas  faltas  pueden  secar  las  fuen- 
tes de  la  prosperidad  pública,  y cuyos 
talentos  por  el  contrario  vivificarla. 

Es  un  principio  de  justicia  que  los 
agentes  de  Administración  sean  respon- 
1 sables,  pero  al  querer  conciliar  este  prin* 

! cipio  con  el  de  la  independencia  del  po- 
1 der  administrativo  , se  lia  tocado  el  in- 
conveniente de  debilitar  demasiado  el 
primero:  inconveniente  que  es  grande  y 
cuyo  remedio  se  hace  cada  vez  mas  ur- 
gente para  evitar  la  impunidad  de  los 
abusos  , y con  ella  el  desprestigio  de  la 
justicia. 

Lo  que  en  nuestras  leyes  se  halla  es- 
tablecido sobre  la  responsabilidad  de  los 
agentes  administrativos,  es  lo  siguiente: 

Art.  42  déla  Constitución.  «La  persona 
del  Rey  es  sagrada  é inviolable,  y no  está 
sujeta  á responsabilidad.  Son  responsables 
los  Ministros.» 

Arl.  7.a  ley  2 abril  1845.  Los  jefes  polí- 
ticos bajo  su  responsabilidad  están  obliga- 
dos á obedecer  y cumplir  las  disposiciones 
y órdenes  del  Gobierno  que  al  efecto  se  les 
comuniquen  por  el  conducto  debido  , sin 
que  por  su  obediencia  puedan  nunca  incur- 
rir en  responsabilidad  de  ninguna  clase. 

Art.  8.°  Lo  prevenido  en  el  artículo  an- 
terior se  entiende  con  los  funcionarios  ó 
agentes  inferiores  respecto  de!  jefe  político 
de  la  provincia. — V.  Autorización  para 

PROCESAR  Á FUNCIONARIOS  ADMINISTRATIVOS . 

AGENTES  DIPLOMATICOS.  Los  manda- 
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tarios  y ministros  de  un  soberano  cerca 
de  otro  para  tratar  de  los  negocios  polí- 
ticos y comerciales,  ó sea  para  represen- 
tar al  que  los  envía  en  los  negocios  pú- 
blicos que  puedan  interesar  á su  país,  á 
fin  de  que  no  sean  perjudicados  , arre- 
glando en  su  caso  las  diferencias  que  se 
susciten  * Los  agentes  diplomáticos  son 
conocidos , según  su  respectiva  clase, 
con  los  nombres  de  Nuncios,  Legados, 
Internuncios,  Embajadores,  Enviados, 
Ministros  plenipotenciarios , Ministros 
residentes  y Encargados  de  negocios,  to- 
dos los  cuales  gozan  de  cierta  inmunidad 
y otras  prerogativas. — V.  Carrera  diplo- 
mática. Cuerpo  diplomático.  Embajado- 
res Y OTROS  MINISTROS  EXTRANJEROS. 

AGENTES  CONSULARES.  Los  que  ejer- 
cen funciones  consulares,  y mas  espe- 
cialmente cuando  lo  hacen  por  delega- 
ción de  los  cónsules  y bajo  las  instruc- 
ciones y responsabilidad  de  estos. — Véa- 
se Cónsules. 

AGENTE  DEL  REY  0 AGENTE  REAL  DE 
PRECES  A ROMA.  Oficial  público  creado 
para  remitir  á Roma  las  preces  y recibir 
de  aquella  Corte  las  bulas  , breves  y de- 
más gracias,  evitando  los  grandes  gastos 
y perjuicios  que  con  los  agentes  ó soli- 
citadores particulares  se  originaban  á los 
fieles  que  las  imploraban  y aun  á las  so- 
beranas regalías  del  patronato. 

Los  prelados  diocesanos  son  pues  en 
sus  respectivas  diócesis  los  encargados 
de  recibir  las  solicitudes  que  se  les  pre- 
senten para  Roma  y remitirlas  á la 
Agencia;  y esta  lo  hace  al  Ministerio  de 
Estado  que  las  dá  curso.  Esta  comisión 
dada  á los  prelados  la  ejercen  por  medio 
de  oficiales  llamados  espedicioneros  de 
preces,  quienes  á la  vez  que  las  solicitu- 
des reciben  en  depósito  la  cantidad  á 
que  puedan  ascender  los  gastos  para  ob- 
tener la  gracia  ó dispensa  que  se  pide. 
Obtenida  esta  y recibida  la  bula  ó breve 
de  ella,  la  agencia  se  encarga  de  obtener 
el  exequátur,  y con  él  la  remite  á los 
mismos  diocesanos  para  su  entrega  á los 
interesados.  La  agencia  de  preces  fue 
suprimida  por  R.  D.  de  7 de  junio  de 
1835  , con  objeto  , se  dijo  , de  aliviar  al 
Erario  público  y con  el  de  remediar  los 


abusos  introducidos  en  la  contabilidad 
y manejo  de  los  caudales  que  corren  á 
su  cargo  , pero  se  encargaron  sus  fun- 
ciones á la  pagaduría  del  Ministerio 
de  Estado  y á su  cargo  corrieron  basta 
su  nuevo  restablecimiento  en  26  de  se- 
tiembre de  1851.  Sobre  las  atribuciones 
de  los  agentes  de  preces  , motivo  de  su 
institución,  etc.,  lie  aquí  las  disposicio- 
nes que  se  lian  dictado. 

Parte  legislativa. 

R.  C . de  30  noviembre  de  \ 708  (4). 

«.  , .Desde  boy  en  adelante  se  observen 
y guarden  inviolablemente  por  las  perso- 
nas que  sirvieren  el  oficio  de  mi  agente  en 
esta  Corte  y oficial  de  mi  secretaría  delReal 
Patronato,  los  capítulos  siguientes: 

Capítulo  i. 

Que  respecto  que  ha  de  correr  por  su 
mano  remitir  á Roma  todos  los  despachos 
de  Gracia  y Justicia,  para  obtener  en  su 
virtud  las  bulas  apostólicas,  y que  el  fin 
principal  que  se  tuvo  desde  la  erección  de 
este  oficio  para  dar  esta  comisión  á los 
agentes,  fué  para  que  por  este  medio  se 
consiguiese  la  mas  breve  expedición  de  las 
bulas,  que  los  electos  no  las  dilatasen  á su 
arbitrio,  y que  en  ellas  no  se  incluyesen  er- 
rores perjudiciales  contra  mi  Real  derecho, 
ha  de  ser  de  la  obligación  del  agente  que 
luego  que  se  haya  publicado  en  mi  Conse- 
jo de  la  Cámara  ia  aceptación  de  los  arzo- 
bispados y obispados,  forme  la  minuta  de 
los  poderes  y consentimiento  de  pensiones 
y renuncias  que  han  de  otorgar  los  electos, 
y dejando  en  blanco  la  cantidad  de  pensión 
que  se  les  ha  de  cargar,  y Jos  nombres  de 
las  piezas  eclesiásticas  que  quedaren  vacas 
por  su  promoción  a mi  provisión  por  el  de- 
recho de  resulta,  las  ponga  en  mano  del  ofi- 
cial mayor  que  es,  ó fuese,  de  mi  secretaría 
del  Real  Patronato,  para  que  llene  la  can- 
tidad y se  dirijan  á ios  electos  con  carta  ó 
billete  del  secretario  de  mi  Real  Patronato, 
en  la  forma  que  se  ha  practicado  hasta 
aquí;  y si  los  electos  estuviesen  en  mi  Cor- 
te, ha  de  recibir  cerrado  el  pliego  y le  ha 
de  entregar  al  electo  en  su  mano,  procu- 
rándose que  los  instrumentos  que  haya  de 
otorgar  sean  ante  notario,  de  cuyo  nombre 
y fidelidad  no  pueda  haber  duda;  y otor- 
gados los  referidos  instrumentos  en  ia  for- 


(i)  No  se  halla  recopilada.  La  tomamos  de 
la  Enciclopedia  de  Derecho  y Administración , 
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ma  que  se  practica  al  presente,  ó se  orde- 
nase en  adelante  los  entregará  al  oficial 
mayor  de  la  secretaría  para  que  los  reco- 
nozca. 

Capítulo  ii. 

Que  asimismo  se  les  cometió  fuese  de  su 
obligación  asistir  al  tribunal  de  la  Nuncia- 
tura a ver  hacer  las  informaciones  de  los 
electos  á los  arzobispados,  obispados  y aba- 
días que  requieren  esta  circunstancia,  co- 
mo lo  han  ejecutado  hasta  aquí.  Y porque 
conviene  que  estas  informaciones  se  hagan 
de  forma,  que  por  defecto  de  ellas  no  se 
detenga  ni  dilate  en  Roma  el  paso  de  las 
iglesias;  ha  de  estar  muy  atento  el  agente 
al  modo  con  que  se  ejecutan,  así  en  las  cir- 
cunstancias del  valor  de  las  iglesias,  como 
en  las  que  tocan  á los  ministros  electos.  Y 
si  acaso  se  encontrase  algún  reparo  que 
pueda  embarazar  el  breve  curso  que  con- 
tiene, dará  cuenta  en  la  secretaría  para  que 
le  haga  presente  á la  Cámara,  y tome  la 
providencia  conveniente.  Y cerradas  las  in- 
formaciones las  ha  de  traer  A la  secretaría, 
como  so  ha  hecho  siempre  para  remitirlas 
con  mis  Reales  despachos.  Asimismo  ha  de 
vigilar  sobre  que  los  ministros  de  la  Nun- 
ciatura no  atieren  la  forma  de  las  mismas 
informaciones,  ni  alteren  los  derechos  que 
deben  llevar  por  ellas,  y por  los  inventa- 
rios que  hacen  los  electos,  y en  caso  que 
en  uno  ó en  otro,  hagan  novedad,  dé  cuen- 
ta sin  la  menor  dilación. 

Capítulo  m. 

Que  habiéndose  experimentado  graves 
perjuicios  de  que  tas  bulas  de  pensiones, 
resultas  y otras  se  expidiesen  en  Roma  por 
sola  la  intervención  de  mi  agente  general  y 
expedicioneros  en  aquella  corte,  sin  noti- 
cia de  mi  embajador  en  ella,  y que  los 
agentes  de  la  mía,  entregaban  las  bulas  á 
las  partes  sin  presentarlas  en  mi  secretaría 
del  Real  Patronato,  ordeno  y mando  que 
desde  hoy  en  adelante  inviolablemente  se 
observe,  que  todos  los  despachos  de  presen- 
tación de  los  arzobispados,  deanatos,  obis- 
pados, abadías,  pensiones,  provisiones  de 
resulta,  y los  demás  que  se  ofrecieren  de 
oficio  y partes  se  remitan  á mi  embajador 
en  Roma,  ó al  que  á la  sazón  sirviere  este 
empleo,  con  cartas  de  mi  secretaría  del  Real 
Patronato,  en  las  cuales  se  avise  de  la  cali- 
dad de  cada  uno,  y de  las  demás  circuns- 
tancias que  se  le  deban  advertir  para  la  in- 
tegridad de  mi  Real  derecho  y utilidad  de  las 
arles,  previniendo  al  embajador  que  las 
«las  que  emanasen  de  mis  Reales  despachos 
Tomo  1,. 


con  sus  trasuntos  y las  cuentas  originales 
que  de  su  costa  diere  el  agente  en  Roma, 
las  remita  con  carta  para  Mi,  ó mi  secreta- 
rio del  Real  Patronato,  expresando  loque 
se  ofreciere  sobre  la  expedición.  Y’  para  que 
no  se  vulnere  esta  providencia,  con  ningún 
pretesto  ni  motivo,  se  ha  de  prevenir  que 
las  referidas  bulas  no  se  entreguen  á mer- 
cantes de  aquella  corte  por  causa  de  empe- 
ño, ú otra  que  la  distraiga  de  esta  precisa 
remisión  á mi  secretaría  del  Real  Patronato. 
Y para  obviar  á los  perjuicios  que  podrían 
seguirse  á mis  vasallos  presentados  en  pie- 
zas de  mi  Real  Patronato,  de  que  no  halla- 
sen tan  fácilmente  quien  les  supliese  el  di- 
nero necesario  para  obtener  sus  despachos, 
cuando  se  hallen  precisados,  ó por  falta  de 
medios,  ó por  otro  motivo  de  su  conve- 
niencia, á tomarle  de  los  mercantes  de  Ro- 
ma, sea  de  la  obligación  de  mi  agente  en 
aquella  corte  prevenir  á los  mismos  mer- 
cantes, que  las  referidas  bulas  estarán  depo- 
sitadas en  mi  secretaría  de!  Real  Patronato 
(como  lo  mando)  sin  entregarlas  á las  par- 
tes hasta  que  consten  en  ella  haberse  satis- 
fecho á sus  correspondientes  en  España  la 
porción  que  así  suplieron  para  la  obtención 
de  ellas,  ó consientan  que  se  entreguen  á 
las  mismas  partes.  Y lo  mismo  se  entienda 
de  la  obligación  de  mi  agente  en  esta  corte 
en  el  caso  que  á las  partes  se  les  dé  por  al- 
gunas personas,  residentes  en  estos  reinos, 
lo  que  necesitaren  para  el  coste  de  las  refe- 
ridas bulas.  Y a!  tiempo  que  en  la  forma 
referida  se  escriba  por  mi  secretario  del 
Real  Patronato  á mi  embajador  en  Roma, 
escribirá  el  agente  de  esta  al  de  aquella, 
previniéndole  los  despachos  que  se  remiten 
al  embajador,  y lo  demás  que  fuese  nece- 
sario para  la  expedición  de  las  bulas,  y las 
respuestas  que  tuviere  de  aquel,  las  ha  de 
presentar  en  la  secretaría,  donde  precisa- 
mente han  de  estar  siempre  todos  los  pa- 
peles del  agente. 

Capítulo  iv. 

Que  para  el  coste  de  las  bulas  no  ha  de 
obligar  el  agente  á las  partes  á que  tomen 
de  é!  dinero  para  ellas,  sino  que  se  haya 
de  estar  á la  elección  de  las  mismas  parles 
dar  letras  ó créditos  de  hombres  de  nego- 
cios, siéndoles  de  mas  comodidad;  pero  de- 
berá advertir  que  las  bulas  no  han  de  ve- 
nir en  empeño  á los  mismos  que  diesen  los 
créditos,  sino  en  derechura  á mi  secretaría 
de  Real  Patronato,  como  queda  expresado. 

Capítulo  v. 

Que  si  por  defecto  de  no  ir  bien  ejecuta- 
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do  el  despacho  de  mi  presentación,  ó por 
otro  motivo  que  sea  de  la  obligación  dfl 
arrente  advertirlo,  viniesen  erradas  las  bu- 
las y las  partes  no  pueden  usar  de  ellas,  las 
ha  de  volver  á despachar  el  agente  de  mi 
corte,  ó hacer  enmendar  de  su  cuenta,  sin 
que  ninguna  de  las  partes  tenga  obligación 
á darle  cosa  alguna,  ni  él  lo  pueda  llevar. 

Capítulo  vi. 

Que  no  ha  de  llevar  por  los  despachos 
mas  que  una  sola  agencia  por  sí  y por  sus 
correspondientes  en  liorna  , guardando  en 
todo  el  arancel  que  se  le  ha  de  entregar,  ó 
lo  que  sobre  este  punto  se  ordenase  en  ade- 
lante. 

Capítulo  vii. 

Que  para  que  el  agente  pueda  estar  ple- 
namente instruido  de  todas  las  noticias  ne- 
cesarias para  servir  con  mayor  acierto  este 
oticio,  ha  de  ser  de  su  obligación,  luego  que 
entre  á ejercerle,  formar  un  libro  en  que 
con  gran  claridad  y distinción  estén  sepa- 
radamente cada  uno  de  los  arzobispados  y 
obispados  de  mis  remos  de  Castilla  y León, 
Indias  , Aragón  , Valencia  , Cataluña  y los 
demás  que  hubieren  de  despacharse  por  su 
oficio,  la  lasa  que  cada  uno  tiene  en  Roma, 
los  prelados  que  ha  habido  en  ellos,  cuán- 
do fueron  presentados  y se  les  pasó  la  Igle- 
sia, la  costa  que  tuvieron  sus  bulas  y los 
demas  requisitos  que  concurrieron,  y en 
esta  forma  se  proseguirá  en  todas  las  pro- 
visiones que  se  hicieren. 

Capítulo  viii. 

Que  no  obstante  el  irrefragable  derecho 
que  tengo  á presentar  todas  las  prebendas, 
beneficios  y piezas  eclesiásticas  que  vacan 
por  resulta  de  las  promociones  á iglesias  y 
otras  prebendas  de  mi  Real  Patronato  , y 
que  para  usar  y ejercer  este  mismo  dere  - 
cho  de  resulta,  no  hay  limitación  alguna 
que  le  embarece,  como  es  notorio,  los  mi- 
nistros de  Su  Santidad  introdujeron  que 
estas  provisiones  se  despachasen  por  vía  de 
Resigna  con  poder  de  los  que  las  dejan.  Y 
siendo  este  un  abuso  de  sumo  perjuicio  á 
mi  mismo  derecho  y á las  partes  los  exce- 
sivos gastos  que  les  hacen  pagar,  ordeno  y 
mando  que  el  agente  procure  con  la  mayor 
claridad  y brevedad  posible  reconocer,  por 
los  papeles  de  la  secretaría,  el  origen  que 
tuyo  el  abuso  de  despacharse  en  Roma  por 
resignación  y poder  de  los  promovidos,  es- 
tas provisiones  de  resulta , qué  causas  y 
motivos  concurrieron  para  esta  perniciosa 
novedad , como  se  despachaban  antes  de 
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ella,  y de  todas  las  piezas  eclesiásticas  de 
resulta,  para  las  cuales  no  eran  preciso  por 
lo  pasado  el  Recurso  á Roma  , y solo  se 
acudía  á recibir  la  institución  de  los  ordi- 
narios de  estos  reinos  á donde  tocaba.  Y 
procurará  juntar  y deducir  todas  las  noti- 
cias que  haya;  y sean  convenientes  para  la 
integridad  de  este  derecho,  así  en  el  mas 
pleno  uso  de  su  provisión,  como  en  que  las 
bulas  se  expidan  con  la  menos  costa,  ó con 
a precisa  de  los  24  escudos  de  oro  de  Ca- 
mará. 

Capítulo  ix. 

Que  asimismo  han  introducido  los  mi- 
nistros de  Roma  llevar  componendas  y otros 
escesivos  gastos  por  las  bulas  de  pensiones 
sobre  obispados  que  se  conceden  á incapa- 
ces, siendo  cierto  que  antes  se  expedían  por 
la  misma  costa  que  á los  demás  que  no  te- 
nían esta  circunstancia.  Reconocerá  el  agen- 
te lodo  lo  que  toca  á este  importante  pun- 
to, y pondrá  con  gran  claridad  en  el  libro 
expresado  todo  lo  que  toque  á este  dere- 
cho de  proveer  pensiones,  los  gastos  que 
deben  tener  en  Roma,  expedición  de  cada 
una,  en  que  se  han  aumentado,  por  qué  ra- 
zón, y de  la  que  hallare  ha  de  formar  un 
tratado  con  gran  claridad  para  que  siempre 
conste. 

Capítulo  x. 

Que  por  haberse  incluido  los  agentes  an- 
tecesores á solicitar  ante  el  tribunal  de  la 
Nunciatura  negocios  y dependencias  extra- 
ñas de  su  mismo  oficio,  y ajenas  del  fin  para 
que  se  erigió,  se  prohíbe  al  agente  tenga  en 
aquel  tribunal  dependencia  ni  negocio  al- 
guno por  via  de  agencia  ó interposición, 
mas  que  ios  que  expresamente  tocan  á mi 
Real  servicio,  ó que  se  le  ordenasen  por  mi 
secretario  del  Real  Patronato. 

Capítulo  xi. 

Y finalmente  ha  de  ser  de  su  obligación  ob- 
servar puntualmente,  todas  las  providencias 
y órdenes  que  ha  dado  la  Cámara  sobre  el 
modo  de  ejercer  este  oficio,  las  que  se  le  par- 
ticipasen verbaímente  por  mi  secretario  ú 
oficial  mayor  de  la  secretaría  de  mi  Real 
Patronato,  que  ahora  son,  y fueren  en  ade- 
lante, á los  cuales  máiido  estén  muy  aten- 
tos, y que  en  el  modo  de  servirse  este  ofi- 
cio se  guarde  lo  por  Mí  resuelto  a la  consul- 
ta citada  de  26  de  marzo  de  este  año,  y todo 
lo  conveniente  á mi  Real  servicio  y á las 
partes-  Y de  lo  que  faltase  se  hará  grave 
cargo  á la  secretaria.  Todo  lo  cual  mando  se 
guarde,  cumpla  y ejecute  sin  faltar  en  cosa. 
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alguna,  que  así  procede  de  mi  Real  volun- 
tad. Fecha  en  Madrid  á 6 de  diciembre  del 
4708.- — Yo  el  Rey.— Por  mandado  del  Rey 
nuestro  Señor.  -D.  José  Francisco  Saenz  de 
Vitoria.» 

Ley  12  tit.  3.°,  lib.  2.°  Nov.  Rec. 

Proiiibe  solicitar  directamente  de  Roma 
dispensas,  indultos,  y otras  gracias,  y se 
manda  que  los  interesados  acudan  con  sus 
preces  á sus  diocesanos  ó personas  que  es- 
tos diputen,  quienes  la  remitirán  á S.  M. 
con  su  dictámen  por  la  primera  secretaría 
de  Estado  y del  Despacho  para  darles  la 
mas  segura  y menos  costosa  dirección:  que 
obtenidas  las  dispensas,  indultos  ó gracias 
y prévio  el  exequátur , se  remitan  á los  mis- 
mos diocesanos  á fin  de  que  lleguen  á los 
interesados  para  su  uso. 

Circular  á los  prelados  (1). 

Se  encarga  por  carta  circular  á los  prela- 
dos el  cumplimiento  de  la  ley  anterior,  ex- 
poniendo en  ella  los  grandes  abusos  que 
hasta  entonces  había  originado  el  modo  ar- 
bitrario de  acudir  á Roma  directamente  en 
solicitud  de  las  dispensaciones,  indultos  ó 
gracias  que  se  necesitan  ó se  desean.  Y 
dice  textualmente  uno  de  sus  períodos: 

«Gran  parte  de  estos  abusos  se  origina  del 
modo  arbitrario  con  que  se  acude  a Roma 
en  solicitud  de  las  dispensaciones,  indultos 
ó gracias  que  se  necesitan  ó desean.  Aun- 
que hay  algunos  que  tienen  solicitadores 
propios,  los  mas  so  valen  de  agentes  desco- 
nocidos: muchas  veces  pasan  los  encargos 
de  unas  personas  en  otras  con  lucro  de  to- 
dos; y aun  suele  suceder  que  en  los  pueblos 
lejanos  de  las  capitales  se  ignora  el  modo 
de  dirigirlos.  De  aquí  proviene  las  solicitu- 
des ociosas,  las  mal  entabladas,  las  dilacio- 
nes, la  duplicación  de  gastos,  los  ejemplos 
de  haberse  pagado  por  las  gracias  mucho 
mas  de  loque  costarían  si  se  dirigiesen  las 
solicitudes  por  medios  conocidos,  prácticos 
y autorizados:  la  suplantación  de  documen- 
tos, las  alteraciones  de  preces,  los  jura- 
mentos falsos  y otros  medios  ilícitos  y re- 
probados para  obtener  muchas  de  las  mis- 
mas gracias  de  que  S.  M.  tiene  recientes 
noticias,  los  cuales  llevan  consigo  el  riesgo 
de  que  no  sean  válidas  las  concesiones  con 
grave  daño  de  las  conciencias;  y aun  tam- 
bién pueden  provenir  de  esto  las  quejas  que 
suelen  oirse  de  las  oficinas  de  la  curia,  con 


(i)  No  la  hemos  visto  recopilada.  Se  en- 
cuentra en  Gowrmbias,  Máximas  sobre  recur- 
sos de  fuerza,. 3.a  edición,  p.  357. 
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detrimento  de  ella  misma  y de  sq  decoro.» 
(Sigue  la  carta  circular  exponiendo  el  con- 
tenido de  la  ley  anterior.) 

R.  D.  'i de  1 junio  de  1837. 

Supresión  de  la  plaza  de  agente  de  precas. 

Se  suprimió  por  él  la  Agencia  general  de 
preces  á Roma,  y todas  las  funciones  que 
desempeñaba  se  encargaron  á la  Pagaduría 
del  Ministerio  de  Estado. 

R,  D.  de  26  setiembre  de  4851. 

Restablecimiento  de  la  plaza  de  agente  de  preces. 

«Habiendo  consultado  ios  antecedentes  de 
la  extinguida  Cámara  de  Castilla  acerca  de 
la  plaza  de  agente  Real  de  preces  á Roma  y 
resultando, que  casi  constantemente  estuvo 
á cargo  de  un  oficial  de  la  secretaría  de  la 
misma,  y teniendo  presente  mi  R.  D.  de  2 
de  mayo  último,  por  el  que  tuvo  á bien  es- 
tablecer un  Consejo  de  negocios  eclesiásti- 
cos con  la  denominación  de  Cámara  ecle- 
siástica, formando  su  secretaria  ios  em- 
pleados en  el  Ministerio  de  Gracia  y Justi- 
cia de  la  sección  de  negocios  eclesiásticos, 
vengo  en  decretar  lo  siguiente  : 

Artículo  l.°  Se  restablece  la  plaza  de 
agente  del  Rey,  ó agente  Real  de  preces  á 
Roma, 

Art.  2.°  Esta  plaza  será  desempeñada 
precisamente  por  un  oficial  de  sección  de  la 
de  negocios  eclesiásticos  del  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia. 

Art.  5. 9 El  desempeño  de  su  cargo  lo 
hará  el  agente  Real  gratuitamente;  y mi 
Gobierno  le  asignará  una  gratificación,  para 
gastos,  de  4,000  rs.  anuales,  pagada  del  pre- 
supuesto del  culto  y clero. 

Art.  4.°  Se  cobrarán  sin  embargo  los 
correspondientes  derechos  por  jas  dispensas 
beneficíales,  los  cuales  ingresarán  en  el  Te- 
soro público. 

Art.  5.°  Las  funciones  de  este  cargo  se- 
rán las  mismas  que  de  antiguo  han  ejercido 
dichos  agentes  Reales  » Dado  en  Palacio  á 
26  de  setiembre  de  1851.  (CL.  t.  54,  pági- 
na 138.) 

V.  Bulas,  Breves  y Rescriptos  pontifi- 
cios. Dispensas  matrimoniales. 

AGENTES  DE  BOLSA  0 DE  CAMBIOS. 

Funcionarios  de  nombramiento  del  Go- 
bierno que  intervienen  en  las  negocia- 
ciones de  efectos  públicos  y valores  co- 
merciales. Sobre  su  nombramiento,  nú- 
mero, funciones  , etc.,  etc. — V,  Bolsa 

DE  COMERCIO. 

AGENTES  DE  LA.  CONTRiSUCtOM  INDUS- 
TRIAL.— V.  Investigadores... 


AGENTES  DE  NEGOCIOS. 


AGENTES  DE  NEGOCIOS.  Los  que  se 

ocupan  en  promover  y activar  en  las 
oficinas  públicas  y tribunales  las  solici- 
tudes ó expedientes  que  en'  ellos  radican, 
en  virtud  de  orden,  aviso  ó poder  de  los 
interesados.  Las  leyes  que  hablan  de  los 
agentes  son  las  siguientes: 

Ley  1.a,  til.  27,  lib.  i.°  Nov.  Rec. 

No  pueden  ser  agentes  los  eclesiásticos. 

Prohíbe  esta  ley  que  los  religiosos  y sa- 
cerdotes seculares  sean  agentes  ni  solicita- 
dores de  negocios,  sino  es  en  los  que  toca- 
ren á Ja  religión  de  cada  uno,  y eso  con  li- 
cencia de  sus  prelados  que  primero  deben 
exhibir.  (R.  D.  de  25  agosto  de  ICOS.) 

Ley  2.a,  tit.  y lib.  citados. 

Lo  mismo  que  la  anterior. 

. . . «He  tenido  por  bien  de  mandar  que 
se  renueve  el  R.  D.  de 25  agosto  de  1688ete., 

(ley  anterior;  y «que  no  se  permita  á 

los  eclesiásticos  seculares  y regulares  que  se 
mezclen  en  pleitos  ó negocios  temporales, 
en  que  no  solo  se  relaja  el  estado  que  pro- 
fesan, sino  que  de  ello  resulta  ademas  la 
menos  decencia  y estimación  de  sus  perso- 

MílS.  . )) 

Ley  1.a,  tit.  26 ¡lib.  4.° Nov.  Rec. 

Establece  registro  de  agentes. 

«Todos  los  solicitadores  y agentes  de  ne- 
gocios que  hay  en  esta  córte «se  regis- 

tren en  la  escribanía  de  gobierno  del  Con- 
sejo, declarando  de  dónde  son  naturales, 
por  qué  salieron  de  sus  tierras,  cuánto  ha 
que  están  en  la  córte,  en  que  negocios,  con 
qué  salarios  y eu  qué  tribunales  negocian  y 
asisten » 

Ley  2.a,  tit.  y lib.  citados. 

No  pueda  babor  agentes  sin  título. 

«Sin  especial  Real  título  no  pueda  haber 
agentes  ni  solicitadores  de  pleitos,  preten- 
siones y negocios,  pues  deben  ser  personas 
conocidas,  por  los  evidentes  perjuicios  y da- 
ños que  resultan  al  público  en  común,  y á 
los  individuos  en  particular.» 

R.  D.  de  20  enero  de  1815. 

Prohíbe  á los  empleados  de  todas  clases  constituirse 
en  agentes. 

«Habiendo  llegado  á mi  noticia  de  que 
muchos  de  los  jefes  y empleados  en  mis 
Reales  oficinas,  abandonando  sus  primiti- 
vas obligaciones  no  solo  en  las  horas  des- 
tinadas á la  ocupación  de  sus  trabajos,  sino 
en  otras  se  dedican  á promover  el  curso  de 


los  pleitos,  instancias,  recursos  y otras  so- 
licitudes que  toman  á su  cuidado,  cuyo  pro- 
cedimiento, sobre  ser  contrario  á lo  manda- 
do en  repetidos  tiempos,  es  perjudicial  ísi- 
mo,  por  los  males  que  se  causan,  y son  fá- 
cilesde  conocer;  para  evitarlos,  resuelvo  que 
en  lo  sucesivo  ninguno  de  los  citados  em- 
pleados de  cualquiera  ciase  y condición  que 
sean,  se  substraigan  de  modo  alguno  de  las 
peculiares  á sus  destinos;  que  no  tomen  i 
su  cuidado  las  indicadas  solicitudes  bajo 
ningún  pretexto,  respecto  á deber  ocuparse 
solo  en  llenar  su  principal  instituto,  y á. 
que  dichos  encargos  deben  desempeñarse 
por  los  procuradores  de  mis  tribunales  y 
personas  autorizadas  al  intento,  y en  el  ca- 
so de  que  alguno  contraviniere  á esta  mi 
soberana  resolución,  por  el  mismo  hecho 
le  privo  de  su  destino,  y me  reservo  impo- 
nerle las  demás  penas  convenientes  á su 
desobediencia.  Tendréislo  entendido,  y lo 
comunicareis  á quien  corresponda  para  su 
puntual  cumplimiento.  Palacio  20  enero  de 
1815.»  ( CL . t.  2 ,p.  26.) 

Rcg.  del  Trib.  Supremo  de  7 oct.  de  1835. 

Al  t.  104.  Los  llamados  agentes  de  ne- 
gocios no  tendrán  intervención  legal  en  los 
de  la  atribución  del  tribunal. 

Real  resolución  de  17  marzo  de  1847. 

Colegio  de  agentes. 

Se  autoriza  al  establecimiento  del  Cole- 
gio de  agentes  de  negocios  en  Madrid  bajo 
las  siguientes  bases:  1.a  Dejar  á los  que 
ejerzan  esta  profesión  en  la  libertad  de  in- 
gresar en  él.  2.a  Exigir  á los  que  lo  hagan, 
¡as circunstancias  de  moralidad,  capacidad 
é inteligencia,  probidad,  buena  conducta 
y abono.  3."  Poner  en  conocimiento  del 
público  la  existencia  de  la  asociación,  ha- 
ciendo uso  de  la  imprenta  y de  los  demás 
medios  lícitos  que  se  consideren  oportu- 
nos, á fin  de  que  la  cualidad  de  asociado 
sea  una  garantía  para  el  que  necesite  elegir 
agente. 

R.  O.  de  18  febrero  de  1856. 

Abusos  de  agentes  en  desprestigio  de  la  Administra- 
ción etc. 

«Ha  llegado  á noticia  del  Gobierno  de 
S.  M,  que  en  algunas  provincias  de  la  Mo- 
narquía se  cree  que  para  conseguir  una  re- 
solución favorable  en  asuntos  que  afectan 
el  interés  particular  de  corporación  ó de 
localidad:  es  indispensable  hacer  sacrificios 
pecuniarios.  Semejante  preocupación,  que 
ofende  ia  indisputable  moralidad  del  em* 
pleado  y la  severa  imparcialidad  que  pre- 
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side  en  todos  los  actos  de  las  oficinas  del 
Estado,  tienen  su  origen  en  la  criminal  in- 
dustria de  algunas  personas  que,  fingién- 
dose influyentes  cerca  de  los  altos  funcio- 
narios públicos,  prometen  á los  pueblos  y 
á los  particulares  el  pronto  y favorable 
despacho  de  sus  reclamaciones , estén  ó no 
basadas  en  principio  de  estricta  justicia, 
con  tai  que  los  esponentes  se  hallen  dis- 
puestos a1  recompensarles  con  cantidades 
que  suponen  entregadas  á los  empleados, 
y que  ellos  solo  reciben ; estafándolas  á los 
que  .se  dejan  fascinar  por. la  inmoralidad  y 
cinismo  de  los  que  se  titulan  agentes  de  ne- 
gocios con  mengua  del  prestigio  de  la  Ad- 
ministración y del  buen  nombre  de  los  su- 
jetos que  legalmente  se  dedican  á esta  pro- 
fesión . 

Celoso  el  Gobierno  de  su  propia  reputa- 
ción, y en  la  obligación  de  defender  la  de 
todas  las  dependencias  del  Estado  , ha.  re- 
suelto cortar  de  raíz  un  mal  de  inmensa 
trascendencia,  ya  por  las  proporciones  que 
ha  tomado,  pues  que  ha  sido  objeto  de 
sentidas  quejas  y de  excitaciones  en  el  se- 
no mismo  de  la  Representación  nacional. 

En  su  consecuencia,  y haciéndose  preci- 
sa !a  adopción  de  una  medida  enérgica  que 
evite  de  una  vez  y para  siempre  los  abusos 
indicados,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
nado mandar  prevenga  a V.  S.,  que  en  ío 
sucesivo  no  se  dé  curso  en  este  Ministerio 
á instancia  alguna  que  no  venga  por  con- 
ducto regular,  ni  se  atienda  ninguna  recla- 
mación que  para  activar  el  despacho  de  los 
expedientes  se  le  dirija  en  otra  forma  que 
la  señalada  en  las  leyes. 

Es  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  que 
al  publicar  esta  disposición  en  el  Boletín 
oficial  de  esa  provincia,  procure  V.  S.  des- 
vanecer toda  prevención  que  exista  en  el 
indicado  sentido,  inculcando  en  el  ánimo 
de  los  pueblos,  corporaciones  y particula- 
res, la  idea  de  que  las  dependencias  todas 
del  Estado  despachan  los  asuntos  por  de- 
ber y obligación,  ajustando  sus  resolucio- 
nes á las  prescripciones  de  la  ley,  y sin  que 
el  sórdido  interes  influya  jamás  en  los  trá- 
mites y ultimación  de  los  negocios  sujetos 
ásu  decisión  y conocimiento. 

^ Por  último,  S.  M.  desea  también  que 
V-  S.._por  cuantos  medios  le  sugiera  su  re- 
conocido celo  en  pró  del  servicio,  baga  en- 
tender á esos  habitantes  la  conveniencia  de 
que  denuncien  al  Gobierno  de  S.  M.  cual- 
quiera hecho  de  esta  naturaleza,  á fin  de 
imponer  el  correctivo  oportuno  á quien 
corresponda;  debiendo  V.  S.  por  su  parte 
procurar  que  se  castigue  con  arreglo  á las 


leyes  á cuantos  resulten  culpables  de  este 
delito.»  De  R.  O.  etc.— Madrid  18  febrero 
de  1856.  (CL.  t.  67,  p.  253.) 

Fundónos  de  agentes.— Abusos,  etc. 

Hoy  la  profesión  ú oficio  del.  agente 
de  negocios  es  completamente  libre,  en 
cuanto  no  son  necesarios  estudios  ni  exá- 
menes, ni  título. 

No  todos,  sin  embargo,  pueden  dedi- 
carse á esta  ocupación,  pues  les  esta 
prohibido  á los  eclesiásticos  por  las  le- 
yes 1.a  y 2.a  del  tít.  27,  lib.  d.°  de  la 
Nov.  Rec.,  y á todos  los  empleados  pú- 
blicos por  varias  leyes  recopiladas  y muy 
señaladamente  por  el  R.  D.  de  20  de 
enero  de  1815. 

Aunque  antiguamente  intervenían  en 
los  asuntos  de  algunos  tribunales  y prin- 
cipalmente en  los  del  Consejo  los  agen- 
tes de  negocios,  boy  ya  no  tienen  en 
ellos  intervención  alguna  legal,  la  cual 
se  ha  hecho  esclusiva  de  los  procurado- 
res. Téngase  esto  muy  en  cuenta  para 
conocer  la  razón  de  las  leyes  del  tít.  26, 
lib.  4.°  de  la  Nov.  Rec.,  y del  art.  104 
del  Reglamento  del  Tribunal  Supremo 
de  17  de  octubre  de  183$  que  se  inser- 
tan en  la  parte  legislativa  de  este  articu- 
lo. Esto  no  obstante,  quedan  todavía  en 
la  córte  algunos  restos  ó reminiscencias 
de  aquella  costumbre,  siendo  á veces 
ocasión  de  abusos,  como  deciamos  en 
1852  en  un  artículo  de  la  Revista  délos 
Tribunales  (1),  saliendo  á la  defensa  de 
cierto  acuerdo  del  Colegio  de  procura- 
dores de  Madrid  contra  la  indicada  in- 
tervención de  los  agentes,  el  cual  habia 
sido  impugnado  por  otro  periódico.  V. — 
Procuradores. 

Según  fácilmente  se  deduce  de  lo  di- 
cho, no  debieran  ser  necesarios  los  agen- 
tes, ó debieran  serlo  muy  poco;  pero 
los  hace  precisos  el  exagerado  sistema 
centralizador  de  nuestra  Administración 
pública,  y,  aunque  sea  doloroso  confe- 
sarlo, la  falta  que  se  nota  de  todo  aquel 
celo  y laboriosidad  de  los  empleados  pú- 
blicos. Hoy  es  inmenso  el  número  de 
expedientes  y reclamaciones  que  van  á 


(1)  En  el  núm.  22  de  24  de  agosto  de  18Ú2> 
pág.  291. 
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las  capitales  de  provincia  ó vienen  á la 
córte,  cuando  debieran  quedar,  en  su 
mayor  parte,  los  primeros  en  los  muni- 
cipios, ó en  diputaciones  de  partido,  y 
los  otros  en  las  diputaciones  y gobiernos 
de  provincia,  y resolverse  todos  por  su 
turno  sin  necesidad  de  gestiones  que 
hoy  son  de  tal  modo  indispensables,  que 
no  mediando  reclamación  no  se  despa- 
chan; y asuntos  hay  que  la  reclamación 
tiene  que  ser  acompañada  de  cartas  re- 
comendatorias, y á veces  de  cartas  de 
grande  efecto.  Estos  abusos,  que  lo  son, 
traen  otros,  y la  verdad  es  que  la  Admi- 
nistración se  desprestigia. 

Por  eso  estamos  tan  de  acuerdo  con 
el  R.  D.  de  20  enero  de  1815  y con  la 
R.  0.  de  18  de  febrero  de  1856;  y casi 
podríamos  decir  haber  contribuido  á 
que  esta  última  se  dictara,  pues  18  dias 
antes,  y á propósito  de  una  circular  de 
la  Administración  de  Hacienda  pública 
de  Lugo  sobre  el  mismo  asunto,  digimos 
textualmente  en  El  Consultor  de  Ayun- 
tamientos lo  siguiente. 

«Lo  que  sí  condenaremos,  lo  que  nos 
parece  inmoral  y altamente  pernicioso, 
lo  que  causa  un  mal  grave  y de  incal- 
culables consecuencias  es  el  que  dentro 
de  las  mismas  oficinas  haya  agentes,  el 
que  entre  los  porteros  y los  escribientes 
y los  oficiales  haya  algunos  que  se  cons- 
tituyan en  negociadores ¿Y  saben  el 

Gobierno  ó sus  delegados  que  esto  es 
una  verdad  en  todas  ó casi  todas  las  ofi- 
cinas? ¿Sabe  cuáles  son  sus  consecuen- 
cias? ¿No  sabe  que  esos  agentes  hacen 
necesaria  su  intervención?  ¿No  sabe  que 
á los  pueblos  que  no  se  valen  de  ellos 
para  sus  negocios,  para  hacerlos  sus  re- 
partimientos ó formarlos  sus  expedien- 
tes, ó para  presentarlos  en  las  oficinas  etc. 
no  se  les  aprueban  ó se  les  ponen  gran- 
des reparos,  ó se  les  causan  vejacio- 
nes?....» 

Digimos  la  verdad,  quiso  ponerse  re- 
medio, pero  no  debió  ser  muy  eficaz. 

AGIO.  AGIOTAJE.  AGIOTISTA.  Agio  es 
una  voz  italiana  que  en  el  lenguaje  del 
Comercio  y de  la  Hacienda  representa 
la  pérdida  que  en  el  cambio  por  el  di- 
nero sufren  las  letras  de  giro,  el  papel 


moneda  y las  acciones  de  bancos,  y de 
los  préstamos  negociados  por  los  gobier- 
nos. 

Agiotaje  es  la  especulación  de  co- 
mercio que  se  hace  cambiando  el  papel 
moneda  en  dinero  efectivo  ó el  dinero 
en  papel,  con  el  designio  de  verificar  el 
agio,  aprovechando  ciertas  circunstan- 
cias para  conseguir  mayor  utilidad  en 
las  operaciones. 

Agiotista  es  el  que  se  dedica  y em- 
plea en  el  agiotaje.  Solo  pueden  inter- 
venir en  las  negociaciones  de  efectos  pú- 
blicos, los  agentes  de  bolsa,  según  vere- 
mos en  el  artículo  Bolsas  de  Comercío. 

El  agio,  dice  Canga  en  su  D.  de  H.,  le- 
jos de  contribuir  á la  producción  de  la 
riqueza,  arrebata  los  capitales  á la  circu- 
lación, desmoraliza  el  pueblo,  facilita  á 
los  dueños  del  dinero  el  medio  de  enri- 
quecerse sin  trabajar,  aparta  muchos 
fondos  de  las  empresas  útiles  y da  lugar 
á fraudes  engañosos,  acostumbrando  á 
los  hombres  á faltar  á sus  empeños  y á 
satisfacer  sus  deudas  con  una  parte  de 
ellas.  A pesar  de  tamaños  inconvenien- 
tes el  agio  produce  la  ventaja  de  mante- 
ner el  valor  del  papel  del  Gobierno  y de 
proporcionar  al  tenedor  de  él  el  medio 
de  hallar  si  no  todo  parte  del  caudal  que 
representa;  cosa  que  no  conseguiría  á no 
mediar  el  agio. 

Sobre  el  mismo  asunto  dice  la  Enci- 
clopedia Española  de  derecho  del  señor 
Arrazola  que  el  carácter  distintivo  del 
agiotaje  es  que  no  enriquece  á uno  sino 
empobreciendo  á otro,  apartando  de  la 
producción  nacional  los  capitales  que 
pudieran  servir  para  procurar  su  des- 
arrollo. Engendrado  por  el  ocio  y la  co- 
dicia y siempre  en  brazos  de  la  suerte, 
hace  su  carrera  destructora  elevando  á 
los  unos  sobre  la  ruina  de  los  otros.  Es 
un  juego  que  reprueba  altamente  la  mo- 
ral por  mas  que  lo  tolere  muchas  veces 
la  política. — Y.  Bolsas. 

AGNACION.  Parentesco  de  consangui- 
nidad entre  agnados,  esto  es,  entre  los 
varones  descendientes  de  un  padre 
común. 

Agnados  son  los  parientes  por  parte 
de  padre,  que  descienden  de  un  mismo 
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tronco  masculino  de  varón  en  varón.  La 
agnación  es  el  lazo  de  parentesco  que 
viene  por  paite  de  los  varones,  á dife- 
rencia de  la  cognación  que  viene  por 
parte  de  las  hembras. — V.  Parentesco. 

AGORERO.  V.  Adivino. 

AGRAVACION.  La  circunstancia  que 
aumenta  la  malicia  ó culpabilidad  de  un 
delito. 

AGRAVIO.  Ofensa  ó perjuicio  que  se 
hace  á alguna  persona  en  sus  intereses 
ó derechos.  Dícese  alegar  de  agravios 
ya  por  el  escrito  en  que  se  exponen  los 
motivos  para  considerar  injusto  un  fallo, 
ya  en  cuanto  á los  perjuicios  que  se  di- 
cen irrogados  en  cuentas. 

Sobre  reclamaciones  por  agravios  en 
materia  de  contribuciones,  véase  en 
Contribución  territorial  el  art.  49  del 
R.  D.  de  23  de  mayo  de  1845,  la  Real 
orden  de  23  de  diciembre  de  1846,  la 
instrucción  de  l.°  de  febrero  de  1847, 
los  arts.  3.o  y 4.°  de  la  R.  0.  de  3 de 
setiembre  del  mismo  año,  las  de  l.°  de 
enero  y 8 de  agosto  de  1848,  de  10  de 
julio  de  1849,  10  de  mayo  y 12  de  di- 
ciembre de  1850,  6 noviembre  de  1852 
y las  de  24  de  febrero  y 20  de  marzo 
de  1854.  En  Contribución  industrial 
los  arts.  25  al  30,  34  al  36  y 45  del 
R.  D.  de  20  octubre  de  1852,  etc.  Y en 
Contribución  de  consumos  los  arts.  cor- 
respondientes de  la  Real  instrucción  del 
ramo. 

AGREGADOS  A EMBAJADA.  V.  Carre- 
ra DIPLOMATICA. 

AGRICULTURA.  El  cultivo  y labranza 
de  la  tierra.  Uno  de  los  agentes,  el  mas 
principal  sin  duda  de  la  riqueza  pública 
y su  manantial  mas  copioso.  En  la  ins- 
trucción para  los  subdelegados  de  Fo- 
mento en  30  de  noviembre  de  1833,  en 
la  de  26  de  enero  de  1850  para  el  fo- 
mento de  los  intereses  morales,  intelec- 
tuales y materiales  del  pais,  y en  la  dic- 
tada para  los  gobernadores  en  1859  con 
motivo  de  la  creación  de  las  Secciones 
de  Fomento,  se  dice  lo  bastante  y con 
grande  acierto  sobre  la  situación  de 
nuestra  agricultura,  los  usos  y rutina 
que  la  son  perjudiciales,  las  clases  de 
auxilios  que  el  Gobierno  debe  prestarla, 


las  causas  de  su  decadencia,  y los  debe- 
res de  la  Administración  en  cuanto  á 
promover  su  fomento.  Allí  pues  remiti- 
mos á nuestros  lectores  (se  insertan  en 
Gobierno  de  las  provincias)  del  mismo 
modo  que  á Acotamiento,  Administra- 
ción pública,  y á tantos  otros  artículos 
como  tienen  relación  con  este  y que  lue- 
go mencionaremos. 

No  es  posible  por  lo  mismo  que  nos 
detengamos  á reunir  toda  la  vastísima 
legislación  relativa  á este  importante 
asunto  por  otra  parte  tan  compleja  y 
tan  relacionada  con  muchos  ramos  de  la 
Administración  pública. 

A nuestro  propósito  basta  con  indicar 
muy  someramente  la  respetable  opinión 
del  ilustre  Jovellanos  sobre  este  asunto, 
sin  perjuicio  de  dar  á conocer  una  por 
únalas  corporaciones  ó sociedades  recien- 
temente instituidas  para  que  se  ocupen  en 
promover  por  distintos  medios  el  acre- 
centamiento de  la  riqueza  agrícola. 

En  su  informe  sobre  la  ley  agraria , 
Jovellanos  empezó  combatiendo  el  error 
harto  generalizado,  aun  en  estos  tiem- 
pos, de  que  nuestra  agricultura  se  ha- 
llaba en  una  extraordinaria  decadencia; 
reseñó  su  historia  con  su  esquisita  eru- 
dición y dedujo  la  consecuencia  de  que 
en  ninguna  época  habia  sido  tan  exten- 
dida ni  habia  estado  tan  animada  como 
en  la  coetánea  á la  del  informe.  Dijo,  y 
con  razón,  que  la  agricultura  se  halla 
siempre  en  una  natural  tendencia  hacia 
la  perfección,  y que  el  oficio  de  las  le- 
yes para  favorecer  esta  tendencia  no  debe 
ser  dirigir,  sino  solo  remover  los  estorbos 
que  puedan  obstruir  ó entorpecer  la  ac- 
ción del  interés  particular,  en  proteger, 
en  una  palabra,  la  propiedad  de  la  tierra 
y del  trabajo. 

Sigue  Jovellanos  enumerando  esos  es- 
torbos que  debe  remover  una  buena  Ad- 
ministración para  que  la  agricultura 
prospere,)'  los  encuentra  de  tres  clases; 
politicos,  morales  y físicos;  haciéndose 
cargo  de  todos  con  profunda  sabiduría. 

En  los  estorbos  políticos  comprendió 
los  baldíos  entonces  protegidos  por  la 
legislación;  las  propiedades  concejiles; 
la  abertura  délas  heredades;  la  preiacion 
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dada  á ciertos  cultivos ; la  raesta  ; la  ! 
amortización  civil  y eclesiástica  , y la 
anarquía  y mala  distribución  de  los  im- 

^UEn  los  estorbos  morales  nos  habló  de 
Ja  falta  de  conocimientos  económicos  por 
parte  del  Gobierno,  siendo  causa  de  erro- 
res funestos;  y de  la  de  conocimientos 
agrícolas  por  parte  de  los  particulares, 
“y  entre  los  estorbos  físicos  indicó  la 
falta  de  caminos  y carreteras,  de  canales 
de  navegación  y de  riego,  y de  buenos 
puertos  de  comercio.  Pero  no  se  contentó 
con  indicarlos  estorbos,  sino  que  descen- 
dió á la  vez  á los  medios  de  remover  unos 
y otros;  pudiendo  asegurarse  que  la  luz 
que  difundieron  las  doctrinas  de  este 
hombre  eminente  en  esta  parte  de  su  no- 
table informe,  han  sido  una  semilla  fe- 
cunda que  está  boy  dando  los  mas  opi- 
mos frutos. 

No  se  tocan,  es  cierto,  todavía  todos 
los  buenos  resultados  que  son  de  espe- 
rarse; pero  el  Gobierno  y el  legislador 
han  puesto  la  mano  sobre  los  enumera- 
dos estorbos  del  fomento  nacional,  y á la 
desaparición  de  estos  sucederá  progresi- 
vamente la  prosperidad  de  nuestra  agri- 
cultura. Ya  las  leyes  han  tratado  de  que 
se  beneficien  los  baldíos;  han  puesto  en 
venta  las  tierras  concejiles;  han  sancio- 
nado c!  acotamiento  de  la  propiedad,  sin 
dar  prclacion  á ninguna  clase  de  cultivo; 
han  abolido  los  funestos  privilegios  mes- 
tefios;  han  determinado  la  desamortiza- 
ción de  toda  la  propiedad;  se  ha  esta- 
blecido un  sistema  de  impuestos  mas  ra- 
cional y justo;  se  han  creado  cátedras 
de  agricultura  y de  economía  social  y se 
ha  llenado,  por  último,  el  gran  vacio 
que  se  dejaba  sentir  sobre  comunicacio- 
nes por  tierra,  fomentando  los  caminos 
y carreteras  de  todas  clases  y alentando 
la  construcción  de  las  vias  férreas.  Es 
decir,  en  breves  palabras,  que  el  tiempo 
vino  á sancionar  todo  lo  que  propuso  el 
gran  Jovellanos,  colocándole  en  el  puesto 
eminente  de  hombre  sabio  y amante  de 
su  pais,  que  conoció  á fondo  los  males 
políticos  de  que  adolecía  y supo  indicar 
su  eficaz  y oportuno  remedio. — V.  Aco- 
tamiento. Administración.  Aguas,  Escue- 
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LAS  DE  AGRICULTURA.  GRANOS  V HARINAS. 

Instrumentos  agrícolas.  Ganadería, 
Pastos  etc. 

En  cuanto  á las  sociedades  ó corpora- 
ciones recientemente  creadas,  y cuyo 
objeto  es  ilustrar  al  Gobierno  y á los  par- 
ticulares para  remover  todos  los  obstá- 
culos que  se  oponen  al  fomento  de  nues- 
tra agricultura,  reuniremos  las  disposi- 
ciones que  á cada  una  se  refieren  en  ar- 
tículos separados. — V.  Agricultura  (Co- 
misiones regias  de).  Agricultura  (, Tun- 
ta general  de).  Agricultura  , Industria 
y Comercio  ( Real  Consejo  de).  Agricul- 
tura, Industria  y Comercio  (Juntas  pro- 
vinciales de).  Ganadería  ( Asociación  de 
ganaderos).  Sociedades  Económicas. 

AGRICULTURA,  (Comisiones  regias 
de)  Fueron  creadas  por  R.  D.  de  5 de 
octubre  de  1848,  con  el  objeto  de  ins- 
peccionar el  estado  de  la  agricultura  en 
la  nación  y estudiar  los  obstáculos  que 
se  oponen  á su  desarrollo.  Las  disposi- 
ciones de  este  decreto  y las  instruccio- 
nes aprobadas  por  S.  M.  en  igual  fecha 
para  el  desempeño  de  dichas  comisiones 
son  como  sigue: 

R.  D.  de  5 octubre  de  1848. 

Creación  de  las  Comisiones  regias  de  Agricultura. 

«Penetrada  de  la  conveniencia  de  proce- 
der en  las  disposiciones  que  preparo  en  be- 
neficio de  la  agricultura,  con  arreglo  a 
un  sistema  general  que,  partiendo  del  cono- 
cimiento de  lo  existente,  coutribuya  á con- 
seguir las  mejoras  que  me  propongo  en  be- 
neficio del  Estado;  de  conformidad  con  las 
razones  que  me  ha  expuesto  mi  Ministro 
de  Comercio,  Instrucción  y Obras  públicas, 
y de  acuerdo  con  mi  Consejo  de  Ministros, 
vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.°  Se  crean  Comisiones  ré- 
gias  con  el  objeto  de  inspeccionar  el  esta- 
do general  de  la  agricultura  en  la  nación, 
y estudiarlos  obstáculos  que  puedan  opo- 
nerse á su  desarrollo  y progreso. 

Art.  2.°  Las  Comisiones  tendrán  por 
objeto  principal  en  sus  trabajos  estudiar  y 
descubrir: 

1. °  Los  medios  de  aumentar,  variar  y 
mejorar  las  producciones  agrícolas. 

2. °  Los  medios  de  facilitar  el  consumo 
de  las  producciones  agrícolas,  fijándose 
especialmente  en  las  comunicaciones, 

3. °  Los  medios  de  mejorar  la  condición 
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'moral  y fisica  de  la  población  destinada 
inmediatamente  á las  faenas  agrícolas. 

4.“  Los  parajes  donde  puedan  establecer- 
se nuevas  poblaciones  rurales,  los  términos 
en  que  pudieran  crearse,  y los  elementos 
de  progreso  y prosperidad  con  que  puedan 
contar. 

5 ° Los  medios  de  fijar  en  los  campos 
la  población  agrícola , y las  ventajas  que 
de  ello  pudieran  reportar  los  agricultores 
mismos,  la  agricultura  y la  sociedad- 
Art.  3.°  Los  comisionados  regios  para 
llenar  su  encargo  se  propondrán  examinar, 
respecto  á cada  uno  de  los  cinco  objetos 
expresados,  los  puntos  que  se  determinan 
en  las  instrucciones  generales  que  acompa- 
ñan y los  que  comprendan  las  especiales 
que  se  Ies  comunicaren. 

Art.  4.°  Los  jefes  políticos,  jefes  civi- 
les, Alcaldes  y demas  empleados  públicos 
dependientes  del  Ministerio  de  Comercio, 
Instrucción  y Obras  públicas  reconocerán 
la  inspección  de  los  comisionados  régios 
sobre  todos  los  asuntos  que  son  concer- 
nientes á su  encargo,  y les  auxiliarán  para 
que  puedan  llenar  el  eminente  servicio  pú- 
blico que  les  está  encomendado.  Al  mismo 
fin  cooperarán  por  su  parte  las  Diputacio- 
nes y Consejos  provinciales,  las  juntas  de 
agricultura  y las  de  comercio,  las  socieda- 
des económicas  y demas  corporaciones  que 
deban  contribuir  á la  mejora  de  los  ramos 
de  Administración  y Fomento  que  á las 
comisiones  se  encomiendan. 

Art.  5.°  Los  comisionados  régios  po- 
dran pedir  de  los  archivos  públicos  del  rei- 
no cuantas  noticias  y datos  estimen  con- 
ducentes al  cumplimiento  de  su  encargo. 

Art.  6.°  Tendrán  los  comisionados  re- 
gios á sus  órdenes,  y llevarán  por  auxilia- 
res, al  ingeniero  ó ingenieros  del  cuerpo  de 
caminos  y canales  que  para  cada  comisión 
se  designaren. 

Art,  7.“  Estas  comisiones  son  gratuitas, 
pero  se  abonarán  á los  comisionados  regios 
los  gastos  que  se  les  ocasionen  y los  que 
tengan  que  hacer  para  el  pago  de  escribien- 
tes temporeros.  Los  ingenieros  disfrutarán, 
además  de  su  sueldo,  la  indemnización  de 
gastos  que  les  corresponda  con  arreglo  á 
las  instrucciones  que  rigen  en  la  materia.» 
Dado  en  Palacio  á 5 de  octubre  de  1848. 

Instrucciones  generales  para  el  desempeño 
de  las  comisiones  regias  de  inspección 
del  estado  general  de  la  agricultura  en  el 
reino. 

«A  fin  de  que  los  comisionados  régios 
puedan,  con  arreglo  á un  sistema  general, 


dedicarse  al  desempeño  det  importante  en- 
cargo que  les  ha  sido  confiado  de  inspec- 
cionar el  estado  general  de  la  agricultura, 
en  nuestra  nación,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
dignado  dictar  las  instrucciones  siguientes: 

1.a  En  el  artículo  2 “ del  R.  D.  de  es- 
tablecimiento de  las  comisiones  se  expre- 
san los  cinco  objetos  principales  que  aque- 
llas han  de  proponerse  en  sus  trabajos-  Pa- 
ra llenarlos  cumplidamente  deberán  üjar 
su  atención  sobre  los  puntos  que  á conti- 
nuación se  indican. 

Primer  objeto  de  las  comisiones, 

1 0 Productos  naturales  de  cada  país, 
como  indicadores  de  los  climas;  las  prácti- 
cas de  cultivo  establecidas  en  eí Jos,  y los 
medios  con  que  ei  arte  puede  auxiliarlas. 
Este  estudio  puede  servir  de  base  á Ja  geo- 
grafía agronómica  del  reino. 

2 ° Condiciones  mecánicas  de  los  ins- 
trumentos agrarios  que  indican  también  Ja 
naturaleza  de  los  terrenos. 

3. °  Medidas  agrarias,  así  de  estension 
como  de  peso  y capacidad,  tan  intimamen- 
te ligadas  con  la  producción  y el  consumí^. 
Con  ejemplares  de  ellas,  de  los  productos 
é instrumentos,  podra  procederse  en  lo  su- 
cesivo á la  formación  de  un  museo  nacional 
de  agricultura. 

4. °  Relaciones  entre  la  agricultura  y la 
ganadería,  que  deben  estar  unidas  en  ma- 
nos del  labrador. 

5. ”  Observaciones  sobre  los  ganados  de- 
toda  especie,  describiendo  sus  cualidades 
en  cada  localidad,  y proponiéndolas  cru- 
zas convenientes  para  mejorarlos.  Situa- 
ción de  los  depósitos  de  caballos  padres, 
asi  del  Estado  como  de  particulares. 

6. °  Posibilidad  de  conseguir  la  conna- 
turalización de  plantas  exóticas,  coloniales 
y extranjeras,  y entre  ellas  las  que  espe- 
cialmente se  recomienden. 

7. °  Ensayos  de  cultivo  é instrumentos 
que  convenga  adoptar  en  cada  localidad. 

8. °  Mejoras  de  que  sea  susceptible  la 
cria  del  gusano  de  la  seda  y la  industria  que 
elabora  este  producto. 

9. °  Arles  agrícolas.  Primeras  trasfor- 
maciones ó nuevos  productos  que,  con  los 
del  campo,  pueden  obtenerse  en  el  campo 
mismo  ó en  casa  del  labrador.  Cultivo  y 
aplicaciones  de  las  plantas  testiles  y colo- 
rantes. 

10.  Relación  y croquis  de  todas  las  ace- 
quias de  riego  que  hoy  existen,  el  método 
de  distribución  de  aguas;  número  de  las  fa- 
negas de  tierra  que  riegan,  y su  referencia 
con  nuestro  sistema  métrico  y el  decimal. 
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Ordenanzas  y reglamentos  que  rigen  en 
cada  junta  ó sindicato,  con  los  datos  y ob- 
servaciones convenientes  acerca  de  sus  Tri- 
bunales de  aguas. 

Segundo  objeto  de  las  comisiones. 

1. °  Estudiar  y proponer  los  medios  de 
procurar  ahorros  en  los  gastos  de  produc- 
ción y equidad,  asi  en  el  repartimiento, 
como  en  la  exacción  de  contribuciones,  de- 
rechos y arbitrios. 

2. °  Calcular  la  relación  entre  los  pro- 
ductos y el  consumo,  proponiendo  las  bases 
para  generalizar  este  cálculo  á toda  la  na- 
ción, á fin  de  evitar  las  carestías  ó el  temor 
de  que  sobrevengan 

5 ° Medios  de  aumentar  los  consumos, 
y precauciones  que  deban  adoptarse  para 
evitar  el  contrabando  de  cereales. 

A.'  Noticias  acerca  de  las  ferias  y mer- 
cados que  haya  en  cada  país,  y de  la  con- 
veniencia de  otros  nuevos. 

íí.0  Examen  de  las  vias  actuales  de  co- 
municación, con  expresión  de  su  estado,  y 
de  las  nuevas  que  convendria  abrir,  y cla- 
sg  á que  todas  ellas  correspondan. 

G.“  Estados  de  los  puertos  y su  mejo- 
ramiento, considerados  corno  el  término  de 
las  vias  de  comunicación;  aprovechamiento 
de  los  rios  así  para  la  navegaci  m,  como 
para  el  riego  ó para  la  construcción  de  ca- 
nales con  los  mismos  objetos. 

7.*  Examen  de  lo  que  se  baya  hecho  en 
cada  provincia  en  el  importante  ramo  de 
caminos  vecinales,  con  arreglo  á lo  preve- 
nido en  los  Rs.  Ds.  de  7 de  abril  y 7 de  se- 
tiembre de  este  año,  y sus  reglamentos  res- 
pectivos. Líneas  que  con  preferencia  de- 
ban trazarse  y emprenderse.  Esfuerzos  he- 
chos ó que  sean  necesarios  para  realizarlas, 
exponiendo  los  obstáculos  que  haya  que 
vencer. 

Tercer  objeto  de  las  comisionas. 

1. °  Medios  de  combinar  el  estudio  teó- 
rico de  la  agricultura  con  sus  aplicaciones 
prácticas . 

2. °  Establecimiento  de  escuelas  prácti- 
cas de  agricultura  en  las  zonas  agrícolas  del 
reino  que  indiquen  las  observaciones.  Medio 
de  plantearlas  , su  organización  y presu- 
puesto. 

3. °  Profesores  de  veterinaria;  sus  rela- 
ciones con  el  Ministerio  encargado  del  tó- 
menlo y mejora  de  la  ganadería. 

y Cajas  de  ahorros  y Montes  pios  de 
labradores:  en  qué  forma  y por  qué  medios 
podrían  plantearse. 

5.  Posibilidad  de  que  los  labradores  y 
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!sus  familias  en  los  tiempos  y horas  de  des- 
canso se  ocupen  en  el  ejercicio  de  alguna 
industria  que  pueda  mejorar  su  situación  y 
bienestar. 

6.‘  Sistema  adoptado  en  cada  localidad 
para  el  servicio  de  bagajes;  medio  de  redi- 
mir a la  agricultura  de  las  vejaciones  y dis- 
pendios  que  de  él  se  le  originan  , y de  dis- 
minuirlos mientras  no  sea  dado  adoptar 
una  reforma  radical. 

7 ° Establecimientos  de  Cajas  de  ahorros 
y Montes  pios  de  labradores,  combinándo- 
los con  el  de  Bancos  de  préstamos  y des- 
cuentos, y aprovechando  para  ellos  los  fon- 
dos que  aun  restan  de  pósitos  de  los  pue- 
blos y arbitrios  que  se  propongan. 

8.°  Las  horas  de  trabajo,  e!  jornal  en  las 
diversas  épocas  y el  sustento  de  los  brace- 
ros, expresando  si  se  costean  ellos  ó lo  re- 
ciben de  la  persona  que  los  emplea.  Cuál 
es  el  nímiero  de  brazos  que  se  necesitan  en 
cada  provincia , y cuántos  proporciona  el 
país , indicando  de  dónde  proviene  el 
esceso. 

Cuarto  objeto  de  las  comisiones. 

t,°  Reconocer  las  poblaciones  nuevas, 
como  las  de  Sierra  Morena,  creadas  por  el 
Sr.  Rey  D.  Cárlos  111  , estudiando  sobre  ol 
terreno  los  efectos  que  hayan  producido 
los  fueros  de  población  y leyes  especiales 
con  que  en  algunas  materias  se  hayan  re- 
gido. Examinar  su  estado  actual  y esperan- 
zas que  ofrezcan. 

2.°  Exponer  si  será  acertado  aplicar  el 
mismo  sistema  de  colonización  a los  despo- 
blados que  haya  en  las  mismas  provincias 
ó en  otras,  ó qué  plan  se  deberá  seguir  para 
conseguirlo. 

Quinto  objeto  de  las  comisiones. 

l.°  Medios  de  inculcar  y hacer  efectivo 
el  respeto  á la  propiedad  en  los  campos  y 
garantir  la  seguridad  de  las  personas  y la 
inviolabilidad  de  las  propiedades  y los  fru- 
tos como  el  mas  poderoso  estímulo  para 
fijar  en  el  campo  la  población  agrícola. 

2.'  Organización  de  ia  guardia  rural; 
sistema  con  que  en  cada  localidad  se  halla 
establecida.  Plan  general  que  respecto  áella 
pudiera  adoptarse. 

3.°  Comparación  de  las  penas  por  in- 
fracción de  policía  rural,  con  las  que  para 
ellas  sanciona  el  nuevo  Código  penal.  Efec- 
tos de  estas  disposiciones,  medios  de  evitar 
conflictos  y asegurar  cumplidamente  al 
propietario  el  disfrute  de  sus  fincas  y el  de 
los  productos  de  su  trabajo.  . 

A.°  Estudio  de  las  relaciones  entre  el 


5. °  Contratos  que  entre  las  tres  diver- 
sas clases  se  verifican.  Precios  de  la  renta 
y jornales.  Observaciones  que  de  ello  de- 
duzcan los  comisionados  régios. 

6. °  Reflexiones  que.  les  sugieran  su  ilus- 
tración y su  celo  para  la  mas  acertada  re- 
forma del  sistema  hipotecario. 

Si  para  el  mejor  desempeño  de  su  encar- 
go encontraren  los  comisionados  régios 
conveniente  el  exámen  de  cualquiera  otra 
cuestión  ó proyecto  no  comprendido  en  las 
anteriores  instrucciones,  procederán  áelio, 
expresando  sus  observaciones.  En  todos 
casos , los  comisionados  regios  se  han  de 
atener  mas  bien  al  espíritu  que  a la  letra  y 
tenor  estricto  de  las  disposiciones  que  dic- 
tan su  establecimiento;  en  la  inteligencia 
de  que  siendocpor  su  naturaleza  estos  car- 
gos de  suma  confianza,  los  que  los  ejerzan 
sabrán  corresponder  á la  de  S.  M.  insistien- 
do en  la  senda  que  les  está  trazada  para 
asegurar  el  logro  de  las  Reales  intenciones 
en  materia  de  tanta  importancia.  Madrid  5 
de  octubre  de  1848.  ( CL . í.  45,  p.  192.) 

R.  O.  de  16  noviembre  de  1848. 

No  3c  sujeten  á los  límites  materiales  de  las 
provincias. 

. . . «Se  ha  servido  S.  M.  declarar  que 
los  comisionados  régios  en  sus  escursiones, 
descripciones  y proyectos  determinados, 
no  tienen  necesidad  de  sujetarse  á los  ¡imi- 
tes materiales  de  las  provincias  que  les  es- 
tén designadas  , sino  que  pueden  , cuando 
conduzca  al  fin  que  se  proponen,  compren- 
der en  aquellos  la  parte  que  convenga  de 
las  oirás.  Y que  cuando  se  designe  por 
S.  M.  mas  de  un  comisionado  para  una  pro- 
vincia determinada,  haga  cada  uno  sus  ob- 
servaciones y proyectos  en  la  parte  de  ella 
que  considere  mas  á propósito  al  objeto  que 
se  hubiese  propuesto.»  De  Real  orden  etc. 
Madrid  16  de  noviembre  de  1848.  í CL . to- 
mo 45,  p.  273.) 

R.  O.  de  15  febrero  1849. 

Los  comisionados  réjios  en  rotaciones  con  las  juntas 
de  agricultura. 

«Atendiendo  á que  los  comisionados  ré- 
gios para  la  inspección  genera!  de  la  agri- 
cultura del  reino,  st  han  de  llenar  como 
corresponde  las  importantes  funciones  en- 
comendadas á su  cargo,  necesitan  oir  el 
parecer  de  corporaciones  entendidas  que 
puedan  ilustrarles  sobre  los  asuntos  de  su 


guíente: 

l.o  Cuando  los,  comisionados regiqs con- 
sideren oportuno  oirá  las  juntas  de  ¡rgri— 
cultura,  ó á cualquiera  otra  corporación  ó 
funcionarios,  sean  ó no  dependientes  del 
Ministerio  de  Comercio,  Instrucción  y Obras 
públicas , sobre  asuntos  propios  de  sus  atri- 
buciones, recurrirán  á los  jefes  políticos 
para  que  reúnan  aquellas  o pongan  á los 
últimos  en  contacto  con  los  comisionados 
régios. 

2.a  Estos  tendrán,  en  las  corporaciones 
de  la  especial  dependencia  de  este  Ministe- 
rio, la  presidencia  siempre  que  no  concur- 
riere el  jefe  político.  De  Real  órden  etc. 
Madrid  15  febrero  de  1849.  (CL.  t.  46,  pá- 
gina 164.,) 

AGRICULTURA.  (Junta  general  de) . 

Fué  establecida  por  R.  D.  de  26  de 
julio  de  1849,  componiéndose  de  los 
funcionarios  y personas  que  en  el  mismo 
se  dicen  para  tratar  de  asuntos  de  interés 
de  la  agricultura.  Hé  aquí  el  Real  De- 
creto de  su  creación,  la  R.  0.  de  29  de 
julio  del  mismo  año,  acordando^  la  re- 
unión de  la  junta  y el  programa  de  las 
cuestiones  cuyo  exámen  se  la  enco- 
mendó etc  : 

R.  D.  de  26  julio  1849. 

Creación  de  la  junta  general  de  agricultura. 

(Com.  Inst.  v O.  P.)  Conformándome 
con  lo  propuesto  por  mi  Ministro  de  Co- 
mercio, Instrucción  y Obras  públicas,  oido 
el  dictárnen  de  la  sección  del  Real  Consejo 
de  agricultura,  industria  y comercio,  ven- 
go en  decretar  lo  siguieme  : 

Articulo  1.°  Todos  los  años,  en  la  es- 
tación de  otoño,  y en  el  dia  en  que  mi  Mi- 
nistro de  Comercio  designare,  se  reunirá 
en  Madrid  una  junta  general  de  agricul- 
tura.' 

Art,  2.°  Serán  vocales  déla  misma  jun- 
ta los  comisionados  régios  para  la  inspec- 
ción déla  agricultura  del  reino,  los  profe- 
sores de  esta  ciencia;  los  individuos  de  ias 
juntas  provinciales  de  agricultura , de  las 
sociedades  económicas,  de  la  comisión  per- 
manente de  la  asociación  general  de  gana- 
deros, y las  demás  personas  distinguidas 
por  sus  conocimientos  agronómicos  ó por 
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propietario  que  arrienda  , el  colono  y los 
braceros  que  emplea.  Medios  que  tiendan 
á hermanar  sus  intereses  y á evitar  toda 
rivalidad  entre  ellos. 


competencia;  teniendo  presente  la  catego- 
ría de  estos  altos  funcionarios;  consideran-r 
do  también  que  los  jefes  políticos  son  las 
autoridades  superiores  y ios  representantes 
del  Gobierno  en  ■ las  provincias , la  Reina 
(Q„  D.  G.)  se  ha  servido  determinar  lo  si- 


*04  AGRICULTURA 

su  práctica  en  el  cultivo,  que  mi  Ministro 
de  Comercio  convocare. 

Art.  3.°  El  presidente  y vicepresiden- 
te de  la  junta  serán  nombrados  por  mi  en- 
tre los  individuos  de  la  sección  de  agricul- 
tura del  Rea!  Consejo  de  agricultura,  in- 
dustria y comercio. 

Art.  4.®  Serán  voluntarios  y gratuitos 
los  cargos  de  los  que  conpongan  la  junta 
general  de  agricultura. 

Art.  5.°  Antes  de  asistir  A las  sesiones 
presentarán  los  interesados  sus  respectivas 
credenciales  en  la  Direcion  general  de  agri- 
cultura, industria  y comercio,  para  el  exa- 
men y aprobación  de  las  mismas. 

Art.  6.“  Corresponde  al  presidente  de- 
signar los  dias  y horas  en  que  haya  de  re- 
unirse la  junta,  y resolver  sobre  el  órden 
de  la  discusión  é incidentes  de  ella,  asi  co- 
mo también  sobre  todo  lo  relativo  A la  po- 
licía interior  de  la  junta. 

' Art.  7.°  Corresponde  á esta  el  nombra- 
miento de  dos  secretarios  de  su  seno,  y de 
todas  la  comisiones  que  juzgue  convenien- 
te , á fin  de  que  informen  sobre  los  pun- 
tos que  se  sometan  á discusión,  como  asi- 
mismo determinar  las  horas  que  lian  de 
durar  las  sesiones. 

Art.  8.°  El  número  de  estas  en  cada  año 
será  de  veinte,  y solamente  á propuesta 
de  la  junta  podrá  el  Gobierno  aumentar 
dicho  número  hasta  el  improrogable  de 
treinta. 

Art.  9.°  En  la  última  sesión  enviará  la 
junta  todos  sus  trabajos  al  Ministerio  de  Co- 
mercio, Instrucción  y Obras  publicas,  des- 
de cuyo  momento  se  considerará  disnelta. 

Art.  10.  Mi  Ministro  de  Comercio  desig- 
nará los  puntos  sobre  que  han  de  versar  las 
deliberaciones  de  la  junta:  esta,  sin  embar- 
go, antes  de  su  disolución,  propondrá  un 
programa  de  las  cuestiones  que  conviene 
examinar  eri  la  junta  del  año  siguiente: 

Art.  1 í.  A fin  de  utilizar  debidamente 
los  trabajos  de  la  junta,  el  Gobierno  cuida- 
rá de  que  á las  sesiones  asistan  taquígrafos 
que  recojan  notas  de  los  discursos  que  se 
pronuncien,  y de  que  á estos  se  dé  la  con- 
veniente publicidad.  Dado  en  San  Ildefonso 
á 26  de  julio  de  1819 .[CL.  t.  47,  p.  530.) 

fí.  O.  de  27  julio  de  1849. 

Reunión  de  la  junta  general.  Programa  de  trabajos. 

limo.  Sr.:  A fin  de  llevar  á efecto  desde 
luego  lo  dispuesto  en  el  R.  D.  de  26  del  cor- 
riente, S.  M.  (Q  D.  G.l  ha  tenido  á bien 
disponer  que  para  el  dia  l.“  de  octubre 
próximo  venidero  se  reúna  en  Madrid  la 
junta  general  de  agricultura,  á cuyo  exávi 


. (Junta  gen.) 

men  se  someterán  las  cuestiones  que  expre- 
sa el  adjunto  programa.,..»» 

Programa  de  las  cuestiones  en  cuyo  exámen 

se  ha  de  ocupar  en  el  presente  año  la  jun- 
ta general  de  agricultura. 

Parte  legislativa. 

Sobre  el  sistema  que  en  beneficio  de  la 
agricultura  convendrá  seguir  respecto  de  los 
campos  comunes  y de  tas  fincas  rústicas  de 
propios. 

Sobre  las  mejoras  que  deban  introducirse 
en  el  sistema  hipotecario. 

Sobre  las  ventajas  é inconvenientes  del 
sistema  de  formar  establecimientos  para  fa- 
cilitar socorros  directos  a los  labradores. 

Sobre  las  variaciones  que  convenga  in- 
troducir en  nuestra  legislación  con  respecto 
á los  préstamos  á interés. 

Sobre  el  mejor  sistema  que  por  nuestra 
legislación  pudiera  adoptarse  en  punto  á 
riegos. 

Sobre  el  establecimiento  de  colonias  agrí- 
colas. 

Sobre  las  variaciones  que  convenga  in- 
troducir en  nuestra  legislación  para  el  fo- 
mento de  los  montes  y plantíos. 

Sobre  cerramiento  ele  terrenos. 

Parle  científica. 

Exámen  de  las  causas  que  contribuyen 
á que  muchas  de  nuestras  producciones 
agrícolas  sean  mas  caras  que  las  de  otras  na- 
ciones. 

Examen  de  las  diferentes  alternativas  de 
cosechas  que  pudieran  seguirse  en  España, 
habida  consideración  á diversos  climas,  ter- 
renos y necesidades  del  consumo. 

Exámen  de  las  ventajas  é inconvenientes 
del  sistema  de  barbechos,  con  relación  al 
suelo  y clima  de  la  Península  y al  estado  de 
nuestra  población. 

Exámen  de  las  relaciones  que  debe  haber 
entre  la  agricultura  y la  ganadería  en  bene- 
ficio de  ambos  ramos  de  riqueza. 

Examen  de  las  ventajas  é inconvenientes 
de  la  trashuniacion  del  ganado  lanar,  con- 
siderada bajo  todos  sus  aspectos. 

Exámen  de  la  influencia  de  la  sal  dada  á 
los  ganados,  principalmente  al  lanar. 

Examen  de  los  medios  de  mejorar  la  ca- 
lidad de  nuestras  lanas  finas. 

Y últimamente,  exámen  del  mejor  siste- 
ma general  de  premios  para  la  ganadería  » 

Jl.  O.  de  16  setiembre  de  1850.  . 

Se  mandó  mientras  otra  cosa  no  se  dis- 
ponga, suspender  la  reunión  periódica  de  la 


AGRICULTURA,  IND.  Y COM.  {Consejo.) 


m 


Junta  general  de  Agricultura  , -aplazándolo 
para  época  mas  oportuna. 

AGRICULTURA,  INDUSTRIA  Y COMERCIO. 

(Consejo  de)-  Cuerpo  consultivo  creado 
por  R.  D.  de  9 de  abril  de  1847  para  los 
negocios  agrícolas  y comerciales.  Pos- 
teriormente por  otro  decreto  de  7 de  oc- 
tubre del  mismo  año  se  completó  su  or- 
ganización para  que  pudiera  ser  igual- 
mente consultado  en  los  negocios  indus- 
triales, tomando  desde  entonces  el  nom- 
bre de  Real  Consejo  de  Agricultura , 
Industria  y Comercio.  Hé  aquí  las  dispo- 
siciones que  se  lian  dictado  sobre  el  par- 
ticular, incluso  el  de  14  de  diciembre  de 
1859  sobre  su  última  organización  y 
atribuciones. 

R.  D.  de  9 abril  de  1847. 

(Com.  Inst.  y O.  P.)  «Conformándome 
con  lo  propuesto  por  mi  Ministro  de  Co- 
mercio, Instrucción  y Obras  públicas,  he 
venido  en  decretar  lo  siguiente: 

Art.  1.°  Se  crea  un  Consejo  de  agricul- 
tura y comercio  adicto  al  Ministerio  de  este 
nombre,  y compuesto  del  Ministro  del  ra- 
mo, presidente;  de  un  vicepresidente  nom- 
brado por  mí;  del  director  general  de  Co- 
mercio, y de  catorce  vocales,  de  los  cuales 
me  propondrá  doce  el  Ministro  de  Comer- 
cio y dos  el  de  Hacienda.  Será  secretario  del 
Consejo  de  comercio  el  oficial  del  Ministe- 
rio encargado  de  este  ramo.  Todas  estas 
funciones  serán  gratuitas. 

Art.  2.°  El  Consejo  dará  su  dictamen 
sobre  todas  las  cuestiones  que  mi  Ministro 
de  Comercio  juzgue  conveniente  someterle. 

Art.  5.°  Mi  Ministro  de  Comercio  po- 
drá autorizar  al  Consejo,  sea  a petición  de 
este,  sea  de  oficio,  para  que  proceda  á la 
averiguación  de  hechos  que  puedan  conve- 
nirle, por  medio  de  información  escrita  ó 
verbal. 

Art.  4.°  El  Consejo  celebrará  sus  se- 
siones en  el  mismo  edificio  que  ocupe  el 
Ministerio  de  Comercio,  y en  los  dias  que 
mi  Ministerio  de  Comercio  designare.  Dado 
en  Palacio  á 9 de  abril  de  1847.  iCL.  t.  40, 
p.  358.) 

R.  D.  de  29  abril  de  1847. 

Aumento  del  número  de  vocales.  Secretario  del  ramo 

de  agricultura. 

Se  dispone  que  el  número  de  vocales  del 
Consejo  sea  de  veinte  en  lugar  de  los  cator- 
ce designados  en  el  R.  D.  de  9 del  actual, 
) que  para  facilitar  el  despacho  de  loa  ne- 


gocios, además  del  secretario  para  los  asun- 
tos de  comercio,  haya  otro- para. loá  dé  agri- 
cultura, que  lo  será  el  jefe  del  negociado 
de  dicho  ramo  ea  el  Ministerio,  hoy  de  Fo- 
mento. (CL.  t.  40,  p.  451.) 

R.  D.  de  7 octubre  de  1847. 

Se  completa  la  organización,  ) toma  otro  nombre. 

Extinción  de  la  Dirección  de  la  cria  caballar. 

«Conformándome  con  lo  propuesto  por 
mi  Ministro  de  Comercio,  Instrucción  y 
Obras  públicas  en  exposición  de  este  día, 
vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.°  El  Consejo  de  agricultura 
y comercio,  creado  por  ini  R.  D.  de  9 del 
abril  último,  se  denominará  en  adelante 
Consejo  Real  de  agricultura,  industria  y 
comercio. 

Art.  2.“  El  Consejo  Real  de  agricultu- 
ra, industria  y comercio  constará  de  los 
individuos  que  actualmente  lo  componen: 
de  los  que  componen  la  junta  consultiva 
de  la  cria  caballar,  y de  diez  y ocho  mas 
que  me  dignaré  nombrar. 

Art.  3.°  La  junta  consultiva  de  la  cria 
caballar  queda  refundida  en  el  Consejo 
Real  de  agricultura,  industria  y comercio. 

Art.  4/  Queda  estinguida  la  Dirección 
de  la  cria  caballar  y su  secretaría.  Los 
subdirectores,  con  el  nombre  de  delegados, 
se  entenderán  directamente  con  la  Direc- 
ción de  agricultura,  industria  y comercio. 

Art.  5.°  El  Consejo  Real  de  agricultu- 
ra, industria  y comercio  se  dividirá  en  tres 
secciones,  que  se  denominarán,  una  de 
agricultura,  otra  de  industria  y otra  de  co- 
mercio. 

Art.  6.°  En  cada  una  de  las  secciones 
del  Consejo  habrá  un  vicepresidente  nom- 
brado por  mí. 

Art.  7.°  Las  secciones  serán  convoca- 
das junta  6 separadamente,  según  lo  dis- 
ponga mi  Ministro  de  Comercio,  Instruc- 
ción y Obras  públicas,  que  será  presidente 
nato  de  cada  una.  El  director  general  de 
agricultura,  industria  y comercio  será  in- 
dividuo nato  de  todas  las  secciones,  las 
cuales  tendrán  por  secretarios  los  respec- 
tivos jefes  de  negociado  del  mismo  Mi- 
nisterio. 

Art.  8.°  Mi  Ministro  de  Comercio,  Ins- 
trucción y Obras  publicas  me  propondrá 
el  nombramiento  de  inspectores  que  con- 
sidere convenientes  para  el  buen  desempe- 
ño de  las  atribuciones  del  Consejo. 

Art.  9.°  Queda  vigente  el  R.  D.  de  9 de 
abril  de  este  año  en  cuanto  sus  disposicio- 
nes no  se  opongan  a las  del  presente. 

Dado  en  Palacio  á 7 do  octubre  de"  1847 
(CL.  í.  42,  p.  221.)  ' 
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R.  D.  de  30  noviembre  de  1849: 

Se  mandan  pasar  al  Consejo  los  trabajos 
hechos  por  la  junta  general  de  agricultura, 
para  que  consulte  las  medidas  que  en  vista 
de  ellos  deban  dictarse. 

R.  D,  de  14  diciembre  de  1859. 

Dando  nueva  organización  al  Real  Consejo  de  Agri- 
cultura, Industria  j Comercio  para  que  pueda  des- 
empeñar mas  fácilmente  sus  importantes  funciones. 

(Fom.)  «Artículo  l.°  Se  reorganiza  el 
Heal  Consejo  de  agricultura,  industria  y co- 
mercio en  la  forma  que  se  establece  en  los 
artículos  siguientes: 

Art.  2."  El  Real  Consejo  de  agricultura, 
industria  y comercio  se  compondrá: 

l.°  Del  Ministro  de  Fomento. 

S.°  De  los  consejeros  natos  que  se  desig- 
nan en  el  art.  4.® 

5.®  De  treinta  consejeros  ordinarios. 

Art.  3.°  El  Ministro  de  Fomento  será 
el  Presidente  del  Consejo  y de  las  secciones. 

Art.  4,°  Serán  consejeros  natos: 

El  Director  general  de  agricultura,  in- 
dustria y comercio. 

El  Presidente  de  la  Asociación  general 
de  ganaderos. 

El  Director  general  de  Aduanas. 

El  Director  general  de  Ultramar. 

El  Director  general  del  arma  de  caba- 
llería. 

El  Intendente  general  de  la  Real  Casa  y 
Patrimonio. 

El  Director  de  la  sociedad  Económica 
Matritense. 

El  Gobernador  del  Banco  de  España. 

Art.  5.°  El  número  de  consejeros  ordi- 
narios no  podrá  ampliarse  sino  en  virtud 
de  un  Real  decreto  expedido  por  el  Minis- 
terio de  Fomento,  después  de  oido  en  el 
mismo  Consejo  sobre  la  conveniencia  de  su 
aumento,  y de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros, 

Art.  6."  El  nombramiento  de  conseje- 
ros ordinarios  se  hará  por  Real  decreto  á 
propuesta  del  Ministerio  de  Fomento,  y re- 
caerá precisamente  en  personas  que,  ha- 
llándose domiciliadas  en  Madrid,  se  hayan 
distinguido  notablemente  por  su$  conoci- 
mientos ó servicios  en  cualquiera  de  los 
tres  ramos  que  dan  nombre  al  Consejo. 

Art.  7/  El  Consejo  tendrá  un  vicepre- 
sidente, que  se  nombrará  por' Real  decreto 
entre  los  consejeros. 

Art.  8.®  Cada  uno  de  las  secciones  en 
que  el  Consejo  se  divido  tendrá  un  vice- 


presidente. Su  nombramiento  se  hará  igual- 
mente por  Real  decreto  , y recaerá  en  un 
consejero. 

Art.  9.w  El  cargo  de  consejero  es  gra- 
tuito, honorífico  y compatible  con  cual- 
quiera otro  de  Real  nombramiento. 

Art.  10.  Los  consejeros  de  Agricultura 

Industria  y Comercio,  teñirán  el  trata- 
miento de  Ilustrísima,  y usarán  el  unifor- 
me que  se  someterá  á mi  Real  aprobación. 

Art.  U . El  tiempo  del  servicio  prestado 
en  el  cargo  de  consejero  se  computará,  pa- 
ra la  declaración  de  los  derechos  pasivos 
á los  que  tengan  adquiridos  ó adquieran  en 
lo  sucesivo  opcion  á ellos. 

Asimismo  se  tendrán  en  cuenta  dichos 
servicios  para  proponer  en  su  caso  la  re- 
compensa especial  que  mi  Gobierno  estime 
justa. 

Art.  12.  Desempeñará  las  funciones  de 
Secretario  general  del  Consejo,  el  oficial 
del  Ministerio  de  Fomento  que  yo  nom- 
brare. 

El  Consejo  tendrá  además  los  subalter- 
nos de  Real  nombramiento  quesean  indis- 
pensables para  el  servicio  del  mismo. 

Art.  13.  El  Real  Consejo  de  Agricultu- 
ra, Industria  y Comercio,  será  consultado 
por  conducto  de  cualquiera  de  los  Ministe- 
rios cuando  el  Gobierno  lo  estime  conve- 
niente, sobre  los  asuntos  concernientes  á 
los  tres  ramos  de  su  denominación,  y seña- 
ladamente: 

1. °  Sóbrelos  proyectos  de  ley,  decre- 
tos y reglamentos  que  puedan  tener  influ- 
jo directo  en  el  estado  y prosperidad  de  la 
agricultura,  industria  y comercio. 

2. ®  Sobre  los  sistemas  que  convenga  en- 
sayar en  beneficio  de  los  tres  ramos  expre- 
sados. 

3. "  Sobre  la  organización  de  los  servi- 
cios públicos  concernientes  á los  mismos. 

4. *  Sobre  las  ordenanzas  de  agu  as,  pas- 
tos, acotamientos  y demas  ramos  de  poli- 
cía rural. 

5. °  Sobre  establecimiento  de  poblacio- 
nes rurales  ó colonias  agrícolas. 

6. °  Sobre  creación  de  bancos  agrícolas 
ó sociedades  de  crédito  territorial  ó agrí- 
cola. 

7°  Sobre  la  formación,  revisión  de 
aranceles  de  importación  y exportación,  y 
providencias  que  puedan  afectarles  de  una 
manera  importante. 

Art.  14  El  Gobierno  podrá  autorizar  al 
Consejo  para  que  proceda  é la  averiguación 
de  hechos  cuyo  estudio  fuese  útil  ó necesa- 
rio , por  media  de  información  escrita  ó 

verbaL 
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Art.  15.  El  Consejo  se  dividirá  an  tres 
secciones  de  Agricultura,  de  Industria  y de 
Comercio. 

Art  16.  El  Director  general  de  Agricul- 
tura, Industria  y Comercio  será  consejero 
nato  de  todas  las  secciones.  El  reglamento 
establecerá  la  distribución  entre  ellas  de 
los  demás  consejeros  natos. 

Art.  17.  La  distribución  de  los  conse- 
jeros ordinarios  entre  las  secciones  se  hará 
por  mi  Ministro  de  Fomento. 

Art.  18.  El  Consejo  sera  consultado  en 
pleno  ó en  secciones  según  lo  determine  el 
Gobierno,  ó en  su  defecto  acuerde  el  vice- 
presidente. 

Art.  19.  El  eximen  de  los  expedientes 
y preparación  de  los  acuerdos  se  efectuará 
por  el  oficial  de  secretaria  a cuyo  negocia- 
do corresponda  el  asunto,  por  un  consejero 
ponente,  ó una  comisión,  según  su  caso, 
con  arreglo  á lo  que  prevenga  el  regla- 
mento. 

Art.  20.  Asi  las  comisiones  como  las 
secciones  del  Consejo  podrán  invitar  á las 
personas  estrañas  al  cuerpo  á quienes  por 
sus  especiales  conocimientos  convenga  con- 
sultar en  casos  determinados. 

Art.  24.  Podrán  reunirse  dos  secciones 
para  despachar  un  asunto  siempre  que  por 
exigirlo  la  naturaleza  de  este  lo  ordenare 
el  Gobierno  ó lo  acordare  el  vicepresiden- 
te del  Consejo. 

Art.  22.  El  Consejo  celebrará  una  se- 
sión ordinaria  cada  quince  dias , y además 
todas  las  extraordinarias  que  á juicio  del 
vicepresidente  fuesen  precisas  para  el  des- 
pacho de  los  negocios. 

Art.  23.  A falta  del  presidente  y vice- 
presidente, presidirán  por  órden  de  anti- 
güedad los  vicepresidentes  de  las  secciones 
y á falta  de  estos  los  consejeros  ordinarios 
en  iguales  términos.  Eu  las  secciones  pre- 
sidirá también  en  defecto  del  vicepresiden- 
te el  consejero  mas  antiguo. 

¡Art,  24.  Las  consultas  se  evacuarán 
por  escrito  en  la  forma  que  determine  el 
reglamento. 

Art.  25.  Un  reglamento  determinará 
las  obligaciones  especiales  y atribuciones 
del  vicepresidente  del  Consejo  y de  los  vi- 
cepresidentes de  sección;  los  casos  en  que 
por  falta  de  asistencia  ú otros  motivos  de- 
ban entenderse  vacantes  las  plazas  de  con- 
sejeros, y todo  lo  concerniente  al  régimen 
interior  de  la  corporación. 

(Siguen  cuatro  artículos  adicionales 
transitorios.) 

Dado  en  Palacio  á'14  de  diciembre  de 
tí 50.  (CL.  L 82  pág.  385,) 
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Por  R.  0.  de  5 de  setiembre  de  4860, 
se  aprobó  el  reglamento  á que  se  refiere 
el  art.  25  del  anterior  decreto  que  es  co- 
mo sigue: 

R.  O.  de  5 setiembre  de  1860. 
Roglamcnto  DEL  REAL  consejo  de  agricultura, 

INDUSTRIA  Y COMERCIO- 

CAPITULO  I. 

Del  Consejo  pleno  y sus  sesiones. 

«(Fom.)  Articulo  1.*  El  Consejo  pleno 
se  compone  del  Ministro  de  Fomento  de  los 
consejeros  natos  y de  los  ordinarios. 

Art.  2.°  Para  que  el  Consejo  pleno  pue- 
da celebrar  sesión  se  necesita  la  concur- 
rencia de  diez  y seis  consejeros. 

Art.  3.‘  El  Consejo  se  reunirá  cada 
quince  dias,  siempre  que  haya  asuntos  de 
que  tratar,  y cuando  sea  convocado  por  su 
Presidente  ó vicepresidente. 

Art.  4 0 Las  sesiones  del  Consejo  dura- 
rán tres  horas:  cuando  durante  ellas  no  se 
hayan  evacuado  los  asuntos  señalados  pa- 
ra su  discusión,  el  Cuerpo  acordará  si  ha 
de  pro  rogarse  ó aplazarse  la  sesión  para 
Otro  dia. 

Art.  5.*  La  hora  de  las  sesiones  ?e  fijará 
por  el  Presidente  ó Vicepresidente  del  Con- 
sejo en  la  papeleta  ó aviso  de  convoca- 
toria. * 

Art.  6.°  Luego  qne  el  Presidente  ó vi- 
cepresidente abra  !a  sesión,  leerá  el  secre- 
tario general  el  acta  de  )a  anterior,  que  de- 
berá siempre  contener  el  nombre  de  los 
consejeros  que  hayan  asistido  á ella,  y apro- 
bada ó rectificada  que  sea,  dará  cuenta  de 
las  Reales  órdenes  y disposiciones  del  Go- 
bierno, comunicadas  al  Consejo,  y leerá  un 
estado  de  los  negocios  distribuidos  a las 
Secciones. 

CAPITULO  II. 

De  la  forma  de  las  deliberaciones  del 

Consejo  pleno. 

Art.  7.°  Cuando  en  los  expedientes  que 
se  remitan  á informe  del  Consejo  no  se  ex- 
prese si  ha  de  evacuar  la  consulta  el  mismo 
Consejo  en  pleno  ó una  sección,  el  vicepre- 
sidente lo  someterá  á la  deliberación  del 
primero  ó de  una  ó mas  de  las  segundas. 

Art.  8."  Todos  los  asuntos  que  hayan  de 
ser  objeto  de  las  deliberaciones  del  Consejo 
pleno,  se  someterán  préviamenie  al  exámen 
de  la  sección  respectiva  ó de  una  Comisión 
especial,  á juicio  del  vicepresidente,  y no 
podrá  abrirse  discusión  sino  sobre  el  chctá^ 
men  que  se  propusiere. 
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Art.  9.”  Los  consejeros  podrán  pedir 
aue  eí  dictámen  quede  sobre  ia  mesa;  y 
acordado  así  por  el  Consejo,  se  dará  cuenta 
con  preferencia  en  la  sesión  inmediata  ó en 
la  extraordinaria  que  se  señale  al  efecto  en 
caso  de  urgencia. 

Art.  10.  Si  no  pidiese  la  palabra  en  con- 
tra ningún  consejero,  se  pondrá  desde  lue- 
go á votación  el  dictamen,  lo  cual  en  este 
caso  se  hará  levantándose  los  que  aprue- 
ben, y permaneciendo  sentados  los  que  des- 
aprueben. 

Art.  M.  Pedida  la  palabra  en  contra,  se 
abrirá  discusión  sobre  el  dictamen,  y se  ha- 
rá uso  en  ella  de  la  palabra  por  el  órden 
con  que  la  hayan  pedido  los  consejeros,  al- 
ternando los  impugnadores  y los  defenso- 
res, principiando  el  turno  por  aquellos. 

Art.  12.  Ningún  consejero  podra  hablar 
mas  de  una  vez  en  pro  ó en  contra,  pero 
siendo  uno  solo  el  que  haya  pedido  la  pa- 
labra en  contra,  se  le  permitirá  que  hable 
dos  veces. 

Se  exceptúan  los  individuos  de  la  Sección 
ó Comisión  cuyo  dictamen  se  discuta,  quie- 
nes podrán  usar  de  la  palabra  cuantas  veces 
lo  juzguen  conveniente  sin  consumir  turno. 

Art.  4 3.  Después  de  haber  hecho  uso  de 
1a  palabra,  solo  se  permitirá  á los  conseje- 
ros rectificar  equivocaciones  de  concepto; 
pero  sin  volver  de  ningún  modo  a entrar  en 
el  fdndo  de  la  cuestión. 

Art  14.  Así  que  hubieren  hablado  tres 
Consejeros  en  pro  y tres  en  contra,  el  Pre- 
sidente consultará  al  Consejo  si  está  el  pun- 
to suficientemente  discutido.  En  caso  de 
que  la  contestación  sea  negativa,  seguirán 
haciendo  uso  de  la  palabra  los  que  la  hu- 
bieren pedido;  pero  en  cualquier  estado  de 
la  discusión  podrá  un  consejero  pedir  que 
se  haga  de  nuevo  la  expresada  consulta. 

Art.  15.  Cuando  se  pidiese  por  dos  ó 
mas  consejeros  la  palabra  á un  tiempo  en 
un  misino  sentido;  se  dará  antelación  en  el 
uso  de  ella  al  de  mayor  edad. 

Art.  16.  El  consejero  que  haya  obteni- 
do la  palabra  podrá  renunciarla  ó cederla 
áotro  que  la  tenga  pedida  en  el  mismo  sen- 
tido. 

Art.  17.  Antes  de  proceder  á la  votación 
podrá  la  Sección  ó la  Comisión  retirar  su 
dictámen  y en  tal  caso  se  aplazará  la  reso- 
lución nara  cuando  de  nuevo  le  presenten, 
debiendo  verificarlo  dentro  del  término  de 
quince  dias. 

Art.  18.  Los  acuerdos  del  Consejo  se  to- 
marán á pluralidad  absoluta  de  votos,  y el 
del  Presidente,  en  caso  de  empale,  será  de- 
cisivo. 


Art.  19.  La  discusión  de  dictámenes  que 
tengan  diferentes  artículos,  se  dividirá  en 

dos  partes: 

1 .*  Sobre  la  totalidad. 

2.a  Sobre  los  artículos. 

Art.  20.  Terminada  la  discusión  sobre 
la  primera  parte,  y si  fuese  tornada  en  con- 
sideración, se  pasará  á la  discusión  por  ar- 
tículos. 

Aun  cuando  el  dictámen  no  tenga  artícu- 
los, si  el  Consejo,  á petición  de  algún  con- 
sejero, lo  acordaré,  se:  podra  discutir  por 
párrafos  ó partes. 

Art.  21.  Las  enmiendas  ó adiciones  que 
se  presenten  durante  la  discusion.se  discu- 
tirán ó votarán  al  mismo  tiempo  que  los 
dictámenes. 

Art.  22.  Cuando  un  dictámen  fuese  des- 
echado, se  hará  la  pregunta  de  si  volverá  á 
la  Sección  ó Comisión.  Si  se  acuerda  que  no, 
el  Presidente  nombrará  una  Comisión  para 
que  redacte  la  consulta  conforme  á las  opi- 
niones de  la  mayoría. 

Art.  23.  Los  consejeros  podrán  pedir 
que  su  voto  quede  consignado  en  el  acta 
cuando  sea  contrario  al  acuerdo  del  Con- 
sejo. 

Art.  24.  Igualmente  podran  los  conse- 
jeros que  hubieren  impugnado  el  dictámen 
aprobado  por  el  Consejo,  declarar  que  for- 
man voto  particular  antes  que  se  levante 
la  sesión,  y adherirse  á este  voto  en  la  mis- 
ma ó en  la  inmediata  los  demás  consejeros 
que  en  la  votación  hayan  formado  la  mi- 
noría. 

El  voto  particular,  para  que  se.  le  dé  cur- 
so, debe  presentarse  motivado  en  la  sesión 
ordinaria  próxima  á la  del  acuerdo  del  Con- 
sejo, ó en  la  extraordinaria  que  se  señale, 
habiendo  urgencia;  y ha  de  firmarse  por  su 
autor  y.  los  Consejeros  que  se  adhieran  á él, 
pudiendo  estos  retirar  su  adhesión  antes  de 
suscribirlo. 

Art.  23.  Las  consultas  del  Consejo  se 
insertarán  en  el  extracto  del  expediente  al 
pié  del  acuerdo  de  la  Sección  ó Comisión 
respectiva, expresándose  al  márgenlos  con- 
sejeros que  hubiesen  concurrido  á la  vota- 
ción. Serán  redactadas  por  el  consejero  que 
haya  desempeñado  en  la  Sección  ó Comi- 
sión, cuyo  dictámen  se  hubiese  admitido, 
las  funciones  de  Ponente,  y firmadas  por  él 
vicepresidente  y Secretario.  Si  hubiere  vo- 
tos particulares  se  insertarán  á eontinna- 
cion,  redactándolos  uno  de  sus  autores  y 
con  la  formalidad  expresada  en  el  articulo 
anterior. 

Si  la  índole  del  asunto  exigiere  que  las 
razones  de  la  consulta  se  inserten  con  toda 
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extensión,  podrá  acordarse  que  se  redacte 
en  comunicación  expeeial,  incluyéndose  en 
tal  caso  en  el  cuerpo  de  la  misma  el  dicta- 
men aprobado  y el  voto  ó yotos  particu- 
lares. 

CAPITULO  III. 

De  las  Secciones . 

Art.  26.  Las  Secciones  se  compondrán 
de  los  consejeros  ordinarios  que  designe 
el  Ministro  de  Fomento  al  principio  de  ca- 
da año.  La  de  Agricultura  se  compondrá 
además  del  Presidente  dé  la  Asociación  ge- 
neral de  ganaderos,  del  Director  general  de 
caballería  y del  Intendente  de  la  Real  Casa 
y Patrimonio;  y la  de  Comercio  del  Gober- 
nador del  Banco  de  España  y del  Director 
general  de  Aduanas.  El  Director  general  de 
Agricultura,  Industria  y Comercio,  el  de 
Ultramar  y el  de  la  Sociedad  económica  Ma- 
tritense corresponden  á todas  las  Secciones. 

Art.  27.  Las  Secciones  celebrarán  sesión 
el  día  de  la  semana  que. de  antemano  desig- 
ne el  respectivo  vicepresidente  , siempre 
que  haya  asuntos  de  que  tratar,  y además 
todas  lasque  sean  necesarias. 

Art.  26.  Para  que  las  Secciones- puedan 
formar  acuerdo  se  necesita  que  asistan  al 
menos  cinco  de  sus  individuos. 

Art.  29.  En  los  expedientes  que  direc- 
tamente se-Jiayan  pasado  á informe  de- una 
ó mas  de  las  Secciones,  la  preparación  y 
propuesta  de  consulta  será  atribución  del 
Oficial  de  Secretaría  á quien  corresponda  el 
asunto.  Podra,  sin  embargo,  el  vicepresiden- 
te de  la  Sección  ó Secciones  determinar  que 
pase  el  expediente  para  su  preparación  y 
exámen  a uno  de  sus  Vocales,  que  nombra- 
rá el  mismo. 

Art.  30.  Guando  el  expediente  se  haya 
de  someter  á informe  del  Consejó  en  ple- 
no, la  preparación  ante  la  Sección  respec- 
tiva se  verificará  por  el  consejero  que  el 
vicepresidente  de  la  Sección  designe. 

Art.  31.  Los  consejeros  no  podrán  for- 
mar voto  particular  en  las  Secciones  res- 
pecto á los  proyectos  de  dictamen  que  las 
mismas  aprueben  y hayan  de  someterse  á la 
deliberación  del  Consejo  pleno,  y si  solo 
reservarse  el  derecho  de  impugnarlos  ó vo- 
tar contra  ellos  en  este. 

Si  el  expediente  se  hubiere  sometido  solo 
á informe  de  la  Sección  podrán  los  que  di- 
sientan formar  voto  particular. 

Art. '32.  Los  dictámenes  délas  Seccio- 
nes se  insertarán  en  el  extracto  del  expe- 
diente al  pié  del  acuerdo  de  pase  al  Conse- 
jo, y en  la  misma  forma  que  previene  el  ar- 
Tomo  I. 


tíeulo  25  respecto  de  los  acuerdos  del  Con- 
sejo pleno,  con  la  sola  diferencia  de  que  en 
el  caso  de  haberse  hecho  la  preparación  del 
expediente  por  el  oficial  respectivo  de  Se- 
cretaría, será  la  redacción  del  acuerdo  atri- 
bución del  Secretario  del  Consejo,  y que 
cuando  el  asunto  deba  ser  sometido  á Con- 
sejo pleno  se  expresará  si  el  dictámen  fué 
aprobado  por  unanimidad  ó mayoría.  ■. 

Art.  33.  Cuando  alguna  de  las  Seccio- 
nes creyese  conveniente  oir  en  conferencia 
á consejeros  de  las  otras  ó á cualquiera  de 
los  jefes  de  la  Administración  pública,  pro- 
fesor ú otro  funcionario  ó particular  de  es- 
peciales conocimientos  ó experiencia,  po- 
drá invitarles  á sus  sesiones,  poniéndolo 
en  noticia  del  vicepresidente  del  Consejo 
en  el  primer  caso  y del  Ministro  del  ramo 
en  los  demás. 

También  las  Secciones  podrán  pedir,  por 
conducto  de  la  Secretaria  general,  los  ante- 
cedentes que  estimen  necesarios  para  la  ins- 
trucción de  los  expedientes. 

Art.  34.  Es  aplicable  á la  discusión  de 
las  Secciones  lo  prescrito  en  los  dos  ante- 
riores capítulos,  ce  lo  que  no  se  oponga 
á las  disposiciones  especiales  del  presente. 

CAPITULO  IV. 

De  la  reunión  de  las.  Secciones. 

Art.  3o.  No  podrán  reunirse  dos  Sec- 
ciones sino  en  los  casos  en  que  expresa- 
mente lo  ordenase  el  Gobierno  ó cuando  asi 
lo  disponga  el  vicepresidente  del]  Consejo. 

Art.  56.  Para  celebrar  sesión  las  Sec- 
ciones reunidas  han  de  concurrir  cuando 
menos  cinco  individuos  por  cada  una. 

Art.  37.  El  vicepresidente  del  Consejo, 
cuando  concurra  á una  Sección,  la  presidi- 
rá y lo  mismo  cuando  asistiese  á dos  Sec- 
ciones reunidas  en  su  defecto,  el  Vicepre- 
sidente mas  antiguo. 

En  concurrencia  de  vicepresidentes  de 
igual  antigüedad  presidirá  el  de  mayor  edad. 

Art.  3H.  Las  Secciones  reunidas  se  ten- 
drán por  una  sola  para  las  votaciones  y re- 
dacción de  los  acuerdos,  á no  ser  que  una 
de  ellas  disienta  de  la  otra  por  unanimidad, 
en  cuyo  caso  se  someterá  el  asunto  al  Con- 
sejo pleno,  aun  cuando  el  negocio  se  haya 
sometido  solo  á informe  de  dichas  Sec- 
ciones. 

CAPITULO  V. 

De  las  Comisiones. 

Art.  39.  Cuando  la  calidad  del  asunto 
sometido  á informe  del  Consejo  pleno  hi- 
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CÍ616  preferible  á juicio,  del  vicepi  esiden— 
te  que  la  preparación  del  mismo  se  verifi- 
que por  una  Comisión  de  su  seno,  nombra- 
ra aquel  ios  individuos  que  han  de  compo- 
nerla, que  serán  tres  ó cinco-  El  consejero 
mas  an tiguo  de  los  nombrados  desempeña- 
rá las  funciones  de  Presidente,  y á él  se  pa- 
sara el  expediente. 

Art.  40-  Las  Comisiones  procederán  en 
la  misma  forma  que  respecto  de  las  Seccio- 
nes previene  el  capítulo  III  de  este  Regla- 
mento, con  las  modi-ficaciones  siguientes: 
Primera : Se  reunirán  en  uno  de  los  tres  días 
inmediatos  á aquel  en  que  el  Presidente  de 
la  Comisión  reciba  el  expediente  que  le  pa- 
sará la  Secretaria  general,  con  el  nombre  de 
ios  consejeros  de  que  se  componga , en  la 
hora  y lugar  que  aquel  estime  oportuno. 
Segunda:  La  Comisión  se  considerará  cons- 
tituida, reuniéndose  la  mayoría  desús  indi- 
viduos. Tercera : El  Ponente  deberá  formu- 
lar el  dictámen  antes  de  trascurrir  el  plazo 
de  ocho  dias,  á no  ser  que  la  urgencia  del 
caso  requiera  fijar  un  término  mas  corto, 
ó que  por  el  contrario,  la  gravedad  del 
asunto  aconsejara  ampliarle  á juicio  de  la 
Comisión. 

CAPITULO  VI. 

Del  Presidente  del  Consejo. 

Art.  41.  El  Ministro  de  Fomento,  como 
Presidente  nato,  convocara,  siempre  que  lo 
estime  conveniente,  al'Consejo  y á las  Sec- 
ciones. 

Art.  42.  Cuando  la  convocación  se  hi- 
ciere por  el  Vicepresidente,  se  pondrá  en 
conocimiento  del  Presidente  el  objeto  de  las 
reuniones  del  Consejo  por  si  tuviese  á bien 
presidirlas. 

CAPITULO  VII. 

Del  Vicepresidente  del  Consejo. 

Art.  43.  Son  atribuciones  del  Vicepre- 
sidente: 

U°  Señalar  ordinariamente  los  días  de 
sesión  del  Consejo  pleno,  comunicando  ia 
órden  verbal  ó- escrita  al  Secretario  general 
para  la-correspondiente  convocatoria. 

2. °'  Dirigir  las  discusiones. 

3. '  Designar  la  Sección  ó Secciones  que 
hayan  de  evacuar  dictámen,  caso  de  no  ha- 
berlo determinado  el  Gobierno. 

4-°  Nombrar  las  comisiones  especiales 
que  hayan  de  entender  en  el  eximen  de  los 
expedientes  y propuestas  de  informes  al 
Consejo  pleno  en  el  caso  que  se  refiere  en 
el  wrt« 


5. °  Firmar  las  actas  del  Consejo,  des* 
pues  de  aprobadas  por  éste,  y las  comuni- 
caciones ó consultas  que  dirijan  al  Go- 
bierno. 

6. °  Tomar  juramento  á los  Consejeros 
que  ingresen  de  nuevo. 

7. °  Nombrar  las  Comisiones  que  en 
actos  públicos  hayan  de  representar  al 
Consejo. 

CAPITULO  VIII. 

De  los  Consejeros. 

Art.  44.  Corresponde  á los  consejeros: 

4.°  Asistir  a las  reuniones  del  Consejo, 
de  las  Secciones  ó Comisiones  para  las  cua- 
les sean  convocados,  ó dar  aviso  á la  Secre- 
taria general,  en  caso  de  no  poder  concur- 
rir, expresando  la  causa. 

2. °  ■ Desempeñar,  cuando  les  correspon- 
da, el  cargo  de  Presidente  de  Comisión  ó de 
vocales  ponentes  en  los  términos  preveni- 
dos en  los  artículos  anteriores. 

3. °  Asistir  á los  actos  públicos  en  re- 
presentación del  Consejo,  siempre  que  se 
les  comisione  para  esLe  objeto. 

4. °  Pasar  nota  escrita  á la  Secretaria  ge- 
neral cuando  varíen  de  habitación. 

Art.  4$,  Los  cuarenta  dias  siguientes  ai 
14  de  julio  de  cada  ano,  serán  de  vacación 
para  el  Consejo;  pero  en  casos  urgentes 
podra  ser-  consultado,  convocándose  los 
consejeros  residentes  en  Madrid.  Fuera  de 
este  tiempo  110*  podrán  ausentarse  de  la  cór- 
te los  consejeros  ordinarios,  mas  de  dos 
meses,  sin  la  correspondiente  Real  licencia, 
que  solicitarán- por  conducto  del  vicepresi- 
dente. Cuando  por  reunir  al  de  consejero 
ordinario  otro  carácter  oficial  se  obtuviere. 
Real  licencia  por  distinto  conducto,  sedará 
cuenta  al  mismo  vicepresidente,  á quien  se 
avisará  el  regreso  en  ambos  casos. 

Art.  46.  Los  consejeros  natos  podrán 
ser  representados  por  quienes  en  su  ausen- 
cia ó enfermedad  los  suplan  en  sus  cargos 
oficiales. 

Art.  47.  Todo  nuevo  consejero,  luego- 
que  se  haya  leído  el  acta  de  ia  sesión  ante- 
rior y el  Real  decreto  de  nombramiento, 
prestará  juramento  en  la  siguiente  forma: 

«¿Juráis  fidelidad  á la  Reina  Doña  Isa- 
bel II  y haberos  bien  y fielmente  en  el  des- 
empeño del  cargo  de  consejero  de  Agricul- 
tura, Industria,  y Comercio? 

Si  juro. 

Si  asi  lo  hiciereis,  Dios  os  lo  premie,  J 
si  nq  os  io  demande.»  , 

Art*  48.  Los  Consejeros  ordinarios  se 

proveerán  del  correspondiente  Real  título. 
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Su  antigüedad  se  contará  desde  el  dia  de  la 
toma  de  posesión. 

Art.  49.  Cuando  un  consejero  ordina- 
rio no  asista  á seis  reuniones  consecutivas, 
computadas  las  del  Consejo  pleno  y Sección, 
sin  excusarlo  oportunamente  con  causa  le- 
gítima, ó falte  en  el  curso  de  un  año  á diez 
reuniones  con  la  misma  condición,  se  en- 
tenderá que  renuncia  el  cargo  y se  dará 
cuenta  al  Gobierno  para  los  efectos  opor- 
tunos. 

CAPITULO  IX. 

Del  Secretario  general. 

Art.  50.  Corresponde  al  Secretario  ge- 
neral: 

1. °  Estender  y dirigir  las  convocatorias 
para  el  Consejo  y las  Secciones,  según  las 
órdenes  verbales  ó escritas  que  le  sean  co- 
municadas por  los  respectivos  vicepresi- 
dentes. 

2. °  Concurrir  á las  sesiones  del  Consejo 
pleno  y de  las  Secciones. 

3-ü  Estender  en  uno  y otro  caso  las  ac- 
tas y firmarlas  después  de  aprobadas. 

4 o Remitir  los  expedientes  á los  vice- 
presidentes de  la  Sección  á que  correspon- 
dan, según  lo  hubiere  determinado  el  Go- 
bierno ó lo  disponga  el  vicepresidente;  del 
Consejo. 

5. °  Remitirlos  también  á las  Comisiones 
que  se  nombren,  pasándolos  al  consejero 
ordinario  mas  antiguo. 

6. °  Dar,  cuenta  en  las  sesiones  del  acta 
anterior,  que  deberá  contener  el  nombre 
de  los  consejeros  que  hubiesen  asistido,  y 
aprobada  ó rectificada  que  sea,  dara  cuenta 
también  de  las  comunicaciones  recibidas, 
de  los  negocios  distribuidos  á las  Secciones 
y de  los  dictámenes  pendientes  de  la  apro- 
bación del  Consejo. 

7. °  Suscribir  con  el  vicepresidente  del 
Consejo,  ó los  de  las  Secciones,  las  consul- 
tas que  hayan  de  elevarse  al  Gobierno,  ya 
se  hayan  insertado  en  los  extractos  de  los 
expedientes,  ya  extendido  en  comunicación 
especial. 

8. °  Distribuir  entre  los  empleados  los 
trabajos  relativos  al  Consejo,  a las  Seccio- 
nes y a las  Comisiones. 

9. u  Fijar  á los  mismos  las  horas  ordina- 
rias ó extraordinarias  que  juzgue  conve- 
nientes para  el  despacho  de  los  asuntos, 
haciendo  que  todos  cumplan  con  los  debe- 
res que  se  les  impongan,  amonestándoles  si 
por  su  proceder  lo  mereciesen,  y dando 
cuenta  al  vicepresidente,  caso  de  reinciden- 
cia ó de  falta  grave  de  insubordinación  ú 
otra  especie. 


10.  Cuidar  de  que  lleven  con  exactitud 
y al  corriente  los  libros  de  actas,  de  acuer- 
dos y demás  que  sean  precisos. 

11.  Llevar  un  inventario  de  las  obras 
que  se  reciban,  y procurar  la  adquisición  de 
otras  para  formar  la  Biblioteca  del  Consejo. 

12.  Expedir  con  el  V.°  B.°  del  vicepre- 
sidente las  certificaciones  que  se  soliciten 
relativamente  á asuntos  del  Consejo  ó sus 
individuos,  con  arreglo  á los  datos  que 
existan  en  Secretaría,  prévio  mandato  del 
Presidente  ó vicepresidente  de  la  Corpo- 
ración. 

Art.  51.  En  ausencia  ó enfermedades  del 
Secretario  general,  desempeñará  sus  fun- 
ciones interinamente  el  oficial  del  Ministe- 
rio de  Fomento  que  designe  el  Ministro  del 
ramo. 

CAPITULO  X. 

De  los  empleados. 

Art.  52.  Los  empleados  del  Consejo  de- 
penden inmediatamente  del  secretario  ge- 
neral; de  él  recibirán  las  órdenes  para  la 
asistencia  á las  oficinas  á horas  ordinarias 
y extraordinarias,  según  la  importancia  ó 
urgencia  de  los  asuntos. 

Art.  53.  Los  empleados  del  Consejo  no 
podrán  ausentarse  del  Consejo  de  Madrid 
sin  la  competente  licencia. 

Art.  54.  Los  empleados  concurrirán  á 
las  sesiones  del  Consejo  pleno,  de  las  Sec- 
ciones ó de  las  Comisiones,  según  lo  dis- 
ponga la  Secretaría  genera!,  para  facilitar 
los  documentos  que  puedan  necesitarse  ó 
prestar  cualquier  otro  auxilio  en  el  despa- 
cho de  los  negocios. 

Madrid  5 de  setiembre  de  1860. — Apro- 
bado por  S.  M. — Corvera.  ( CL . f.  85,  pági- 
na 591.) 

AGRICULTURA,  INDUSTRIA  Y COMERCIO 

(Juntas  provinciales  de).  Fueron  es- 
tablecidas en  1848,  componiéndose  de 
ciertos  funcionarios  públicos  y de  perso- 
nas renovadas  periódicamente  por  elee- 
cionj  y competentes  para  conocer  en 
cada  provincia  las  necesidades  locales 
del  ramo,  y para  servir  de  órganos  así 
para  exponerlas  como  para  remediarlas. 

El  celoso  é ilustrado  Ministro  que 
aconsejó  á S.  M.  la  creación  de  estas 
juntas,  decía,  y con  razón,  que  promo- 
viendo la  agricultura,  fuente  privilegia- 
da de  producción  en  nuestro  pais,  se 
promueven  los  intereses  generales  del 
Estado;  y ereia  tanto  mas  útil  la  institu* 
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cion  de  estos  centros  locales  del  fomento 
de  tan  importante  ramo  de  la  riqueza 
de  ios  pueblos,  porque,  según  la  expe- 
riencia de  mucho  tiempo  ha  demostrado, 
no  se  hace  en  España  en  favor  de  la  agri- 
cultura nada  á que  esta  no  corresponda 
colmadamente. 

Esta  misma  debía  ser  también  la  con- 
vicción de  otro  de  nuestros  Ministros 
mas  ilustrados  y competentes  en  la  ma- 
teria; pues  al  aconsejar  á S.  M.  en  1854 
cierta  modificación  en  la  manera  de  ele- 
gir los  vocales  de  las  juntas  reconoció 
la  grande  importancia  de  estas  y el  bien 
que  se  había  hecho  al  pais  con  su  crea- 
ción, como  llamadas  á ser  activos  agen- 
tes déla  prosperidad  agrícola,  á ilustrar 
al  Gobierno  en  cuanto  conduce  al  buen 
éxito  en  los  ensayos  de  nuevos  métodos 
de  cultivo,  en  los  de  la  introducción  de 
plantas  y semillas  útiles,  y en  la  difícil 
empresa  de  desarraigar  las  prácticas 
abusivas  y los  errores  sostenidos  por  la 
tradición  y la  costumbre. 

La  misión  de  las  juntas  de  agricultura 
debe  ser  esta,  en  efecto,  y aunque  no 
dudamos  que  hasta  ahora  han  corres- 
pondido noblemente  á ella  en  algunas 
provincias,  tenemos  la  mas  íntima  con- 
fianza de  que  sin  pasar  mucho  tiempo 
han  de  corresponder  todavía  mas  cum- 
plidamente á las  elevadas  miras  de  su 
establecimiento,  doblemente  desde  que 
reúnen  también  las  secciones  de  Indus- 
tria y Comercio. 

Veamos,  pues,  el  Real  decreto  de ‘la 
creación  de  las  juntas,  y las  demás  dis- 
posiciones dictadas  hasta  el  día  sobre  su 
instalación,  funciones,  renovación  etc. 

R.  D.  de  1 abril  de  1848  (1). 

Creación  do  las  juntas:  sus  vocales:  atribuciones:  se- 
siones:  gastos  etc. 

(Com.,  Inst.  y 0.  P. ) «Atendiendo  á 
las  razones  que  me  ha  expuesto  mi  Mi- 
nistro de  Comercio,  Instrucción  y Obras 
públicas,  oida  la  sección  de  agricultura,  del 
Consejo  Real  de  agricultura,  industria  y co- 
mercio, y conformándome  con  el  parecer 


; i f A 1 R°y  hay  que  estar  sobre  organización, 
HÍte¿°aes  etc-  al  R D-  de  14  de  diciembre 


de  mi  Consejo  de  Ministros,  vengo  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

Arlíeulo  l.°  En  todas  las  provincias  del 
reino  se  establecen  juntas  de  agricultura, 
las  cuales  residirán  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia. Se  esceptúa  la  de  Cádiz,  en  la  cual, 
por  sus  circunstancias  especiales,  se  insta- 
lará la  junta  en  Jerez  de  la  Frontera. 

Art.  2.°  Las  juntas  de  agricultura  cons- 
tarán de  tantos  vocales  como  individuos 
cuente  la  Diputación  de  la  provincia;  de 
manera  que  cada  distrito  ó partido  que  ten- 
ga un  vocal  en  la  Diputación  provincial, 
tendrá  otro  en  la  junta. 

Art.  3.°  EL  eargo  de  vocal  de  las  juntas 
de  agricultura  es  voluntario,  gratuito  y ho- 
norífico, y no  es  incompatible  con  ningún 
otro  del  Estado,  de  la  provincia  ni  de  la  lo- 
calidad. Los  que  desempeñen  el  cargo  de 
vocales  de  las  juntas,  y con  especialidad 
los  de  vicepresidente  y secretario,  como 
mas  recargados  de  trabajo,  serán  acreedo- 
res á mi  Real  benevolencia  y á la  conside- 
ración de  mi  Gobierno. 

Art.  4.°  El  tiempo  de  duración  de  estos 
cargos  será  de  cuatro  años.  A los  dos  años 
de  ejercicio  se  renovará  la  mitad;  si  fuere 
par  el  número  de  vocales,  ó la  mayoría  ab- 
soluta, si  fuere  impar;  al  fin  de  los  dos  que 
siguen,  la  otra  mitad  ó la  minoría,  y qsí  su- 
cesivamente. Los  individuos  salientes  pue- 
den ser  reelegidos. 

Arí,  5.°  Siendo  muy  conveniente,  aun- 
que no  indispensable,  que  los  distritos  sean 
representados  en  las  juntas  por  individuos 
que,  avecindados  en  ellos,  conozcan  páti- 
camente sus  necesidades,  y no  siendo  equi- 
tativo exigir  la  prestación  de  dos  servi- 
cios públicos,  el  uno  de  ellos  tan  gravoso 
ue  exige  la  traslación  por  aigun  tiempo 
e su  domicilio  á la  capital,  el  Gobierno 
presentará  á las  Córtes  un  proyecto  de  ley 
para  que  el  cargo  de  vocal  de  la  junta  sea 
escusa  voluntaria  de  los  municipales. 

Art.  6.°  Son  individuos  natos  de  la  jun- 
ta el  jefe  político,  el  jefe  civil  del  distrito, 
si  lo  hubiere,  el  Alcaide  del  pueblo  donde 
se  halle  establecida,  los  cuales  las  presidirán 
por  su  órden  cuando  concurran;  el  regidor 
síndico  de  la  población,  el  catedrático  de 
agricultura  ó botánica  de  la  universidad,  ó 
á falta  de  esta  del  instituto;  el  delegado  de 
la  cria  caballar,  el  mariscal  que  actualmen- 
te fuere  de  la  comisión  consultiva  hasta  la 
primera  renovación  de  la  mitad  de  la  junta, 
y en  adelante  el  subdelegado  de  veterinaria. 

Art;  I.”  Lás  juntas  eligirán  un  vicepre- 
sidente y un  secretario  de  entre  sus  mis- 
mos individuos»  de  cuyos  nombramientos 
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dará  el  jefe  político  cuenta  al  Gobierno  para 
su  aprobación. 

Art.  8.°  Las  atribuciones  de  la  junta  de 
agricultura  serán:  evacuar  los  informes 
que  les  pidan  el  Gobierno,  el  Consejo  Real 
de  agricultura,  industria  y comercio,  ó su 
sección  de  agricultura,  y el  jefe  político, 
entendiéndose  sin  embargo  que  en  ningún 
caso  podran  ser  obligados  á suministrar  da- 
tos fiscales;  esto  es,  que  sirvan  ó puedan 
servir  para  la  imposición  ó levantamiento 
de  contribuciones;  proponer  las  medidas 
que  crean  oportunas  en  favor  de  los  inte- 
reses generales,  colectivos  ó locales  de  la 
agricultura. 

Art.  9.a  Podrán  ser  especialmente  con- 
sultadas sobre  las  alteraciones  ó reformas 
que  se  proyecten  en  la  legislación  que  pue- 
dan afectar  á los  intereses  agrícolas  con  re- 
lación, ya  á los  impuestos,  ya  á los  dere- 
chos de  entrada: 

Sobre  los  arbitrios,  ora  generales,  ora 
provinciales  ó locales  que  hayan  de  esta- 
blecerse y afecten  á los  productos  de  la 
agricultura: 

Sobre  reforma  del  sistema  hipotecario  y 
del  servicio  de  bagajes: 

Sobre  materias  de  acotamientos,  de  po- 
licía rural  y sobre  las  ordenanzas  munici- 
pales, en  cuanto  tenga  relación  con  esta. 
Convendrá  que  los  kyuntamientos  las  con- 
sulten al  efecto;  y los  jefes  políticos,  antes 
de  dar  su  aprobación  a dichas  ordenanzas, 
oirán  su  dictamen  si  en  el  expediente  no 
constare  que  lo  han  emitido.  Lo  mismo  po- 
drá hacer  el  Gobierno  en  su  caso,  esto  es, 
si  en  uso  de  su  derecho  avocare  á sí  el 
conocimiento  de  dichas  ordenanzas  ó le 
elevaren  á él  en  virtud  de  reclamación  de 
parte: 

Sobre  concesión  de  privilegios  ó patentes 
que  tengan  relación  con  las  materias  agro- 
nómicas: 

Sobre  el  establecimiento  de  nuevos  rie- 
gos, aprovechamiento  de  aguas  sobrantes, 
y demás  obras  de  que  se  trata  en  la  Real 
órden  circular  de  14  de  marzo  de  1846: 

Sobre  formación  y aprobación  de  carti- 
llas rurales: 

Sobre  declaración  de  hallarse  en  el  caso 
de  admitir  la  importación  de  granos  ex- 
tranjeros con  arreglo  á la  ley,  ó sobre  dis- 
posiciones que  deban  adoptarse  para  pre- 
venir ó evitar  la  carestía: 

Sobre  creación  de  bancos  agrícolas, 
granjas- modelos,  institutos  agrarios,  cáte- 
dras de  agricultura,  depósitos  de  caballos 
.padres,  y demas  establecimientos  análogos 
á su  profesión: 


Sobre  proposición  de  premios,  y en  ge- 
neral acerca  de  euanto  pueda  ser  concer- 
niente á los  intereses  que  las  juntas  están 
llamadas á promover  y representar: 

Art.  10.  Serán  además  consejo  del  jefe 
político:  primero,  sobre  pósitos:  segun- 
do, sobre  la  manera  de  organizar  en  la 
provincia  el  servicio  de  bagajes:  tercero, 
sobre  fomento  y mejora  de  la  cria  caballar, 
y administración  y régimen  de  los  depósir- 
tos,  y sobre  el  cruzamiento  y mejora  de 
todo  género  de  ganados:  cuarto,  sobre  los 
establecimientos  agrónomos  que , ó por 
cuenta  del  Estado,  ó de  cualesquiera  otros 
fondos,  planteare  el  Gobierno:  quinto,  so- 
bre estincion  de  plagas  y animales  nocivos. 

Art.  11.  Propondrán  al  jefe  político  los 
labradores  que  en  calidad  de  peritos  deben 
examinar  los  granos  que  se  introduzcan 
cuando  haya  sospecha  de  que  sean  extran- 
jeros. 

Art.  12.  Asimismo  corresponderá  á las 
juntas  la  designación  de  vocales  que  por 
la  provincia  hayan  de  concurrir  á las  jun- 
tas generales  de  agricultura  de  todo  el  rei- 
no cuando  se  establecieren,  y para  las  de 
información  si  se  convocaren. 

Art.  13.  Todas  las  autoridades  y cor- 
poraciones facilitaran  á las  juntas  de  agri- 
cultura cuantos  datos  y noticias  necesiten 
para  el  mejor  desempeño  de  su  encargo, 
en  que  se  interesa  tanto  el  servicio  del 
Estado. 

Art.  14.  Las  juntas  celebrarán  sus  se- 
siones en  el  salón  del  Consejo  provincial, 
en  el  de  la  Diputación  provincial  ó casas 
consistoriales,  ó en  otra  que  se  considere  á 
propósito,  designándoles  uno  determinado 
el  jefe  político,  á menos  que  el  Gobierno 
les  facilite  local  en  cualquier  establecimien- 
to público,  sobre  lo  cual  podrán  elevar 
ellas  mismas  la  correspondiente  propuesta. 

Art.  15.  Las  juntas  celebrarán  sesiones 
generales  y ordinarias;  las  primeras  se  ten- 
drán dos  veces  al  año,  siendo  á lo  menos  de 
un  mes  la  duración  de  cada  una,  y deberán 
ser  convocados  á ellas  todos  los  vocales  de 
la  provincia;  las  segundas  un  día  en  cada 
semana  por  los  que  residan  habitual  ó ac- 
cidentalmente en  la  capital.  Las  habrá  tam-' 
bien  extraordinarias  á convocación  del  jefe 
político  ó del  vicepresidente.  Para  las  jun- 
tas generales  se  elegirán  las  épocas  de  me- 
nos ocupación  en  las  faenas  agrícolas;  y á 
fin  de  consultar  mejor  las  necesidades  de 
cada  provincia,  deliberarán  acerca  de  este 
punto  las  juntas,  elevando  al  Gobierno  la 
propuesta  por  conducto  y con  informe  del 
jefe  político. 
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Art.  46.  Para  los  gastos  de  las  juntas 
de  agricultura  se  asigna  la  cantidad  de 
3 000  rs.  vn.  anuales,  que  con  el  carácter 
de  pago  preferente  se  entenderá  incluida 
desde  la  publicación  de  este  R.  D.  en  el 
presupuesto  provincial,  en  el  cual  se  con- 
signará en  adelante  todos  los  años. 

Art.  17.  Si  las  Diputaciones  considera- 
sen necesario  algún  mavor  gasto  á propues- 
ta de  fas  juntas,  podran  consignarlo  en  el 
presupuesto  voluntario,  y el  Gobierno  re- 
solverá acerca  de  su  aprobación. 

Art.  18.  Donde  baya  establecidos  ó se 
establezcan  en  !o  sucesivo  eseuelas  ó insti- 
tutos de  agricultura,  dependerán  en  la 
parte  científica  de  la  Dirección  general  de 
instrucción  pública,  tendrán  por  director 
inmediato  al  vicepresidente  de  la  junta,  y 
por  consejo  de  disciplina  á la  junta  misma, 

Art.  19.  Deliberaran  las  juntas  y pro- 
pondrán al  Gobierno  lo  que  estimen  con- 
veniente acerca  de  los  medios  de  hacer  la 
elección  de  sus  individuos  en  lo  sucesivo, 
partiendo  de  la  base  de  que  ha  de  ser  di- 
recta, hecha  por  el  cuerpo  de  agricultores, 
y en  personas  que  lo  sean,  ó propietarios 
rurales,  ganaderos  ó catedráticos  de  agri- 
cultura ó botánica,  ó dotadas  de  conoci- 
mientos especiales  en  el  ramo,  fijando  las 
cuotas  que  deben  pagarse  respectivamente 
para  ser  electores  y elegibles. 

Art.  20.  Las  consultas  de  las  juntas  de 
agricultura  se  elevarán  al  Gobierno  por 
conducto  del  jefe  político,  el  cual  podrá 
informar  sobre  ellas  cuando  lo  juzgare  con- 
veniente.» 

(Siguen  varias  disposiciones  transitorias 
por  las  que  se  mandó  que  sirvieran  por 
entonces  de  base  para  la  instalación  de  las 
juntas  las  comisiones  consultivas  de  la  cria 
caballar  y vacuna,  y que  se  procediera  des- 
de luego  a la  indicada  instalación.)  Dado  en 
Palacio  á 7 de  abril  de  1848.  ( GL . t.  43, 
p . 450.,) 

R.  O.  de  11  abril  de  4848. 

Se  mandó  proceder  á la  inmediata  instá^ 
lacion  de  las  juntas  conforme  á lo  dispues- 
to en  el  Real  Decreto  anterior,  dando  al  ac- 
to toda  la  importancia  y solemnidad  que 
exige  la  importancia  del  asunto.  { CL . tomo 
43,  p.  468.) 

R.  O.  de  25  abril  de  1846. 

Se  resuelven  varias  dmlas. 

Para  la  instalación  de  las  juntas  sobre  la 
base  de  las  comisiones  consultivas  de  la  cria 
caballar , conforme  al  U.  D.  de  7 de  abril, 


se  ofrecieron  al  jefe  político  de  Zamora, 
varias  dudas  por  no  existir  en  dicha  pro- 
vincia la  indicada  comisión  y fueron  resuel- 
tas por  el  Gobierno  en  los  tórminos  si- 
guientes: 

. . . «La  Reina  (Q.D.  G.)  se  ha  servido 
resolver:  Primero,  que  puesto  que  en  esa 
provincia  no  existe  comisión  consultiva  de 
la  cria  caballar  , proceda  V.  S-  a elegir  los 
vocales  de  la  junta  de  agricultura,  consti- 
tuyendo la  junta  ■ electoral  los  diputados 
provinciales  y los  consejeros,  con  inclusión 
de  los  supernumerarios,  el  Alcalde,  el  re- 
gidor síndico  y otro  regidor  de  los  del 
Ayuntamiento,  y tres  labradores  nombra- 
dos por  esta  corporación  ; y teniéndose  por 
constituida  en  la  primera  reunión  si  con- 
curren las  dos  terceras  partes  de  los  electo- 
res. Segundo,  que  el  número  de  vocales  da 
las  juntas  de  agricultura  ha  de  ser  igual  al 
de  diputados  provinciales,  como  se  estable- 
ce en  el  art.  2.°  del  Real  decreto  de  su 
creación  ; pero  que  este  debe  entenderse 
respecto  á los  vocales  que  se  han  de  elegir, 
sea  por  la  junta  electoral  de  ahora,  sea  por 
las  que  en  adelante  hagan  la  elección,  no 
contando  de  consiguiente  en  e!  número  de 
vocales  fijado  en  dicho  art,  2.°  los  indivi- 
duos declarados  vocales  natos  por  el  6.° 
Tercero , y finalmente,  que  no  habiendo 
mariscal  electo  por  la  comisión  consultiva 
de  la  cria  caballar,  el  subdelegado  de  vete- 
rinaria es  desde  luego  vocal  nato  de  la  jun- 
ta de  agricultura  , y ha  de  concurrir  á ¡a 
elección.  Es  asimismo  la  voluntad  de  Su 
Majestad  que  en  las  provincias  que  se  en- 
cuentren en  el  mismo  caso  que  la  de  Zamo- 
ra, se  observen  las  precedentes  disposicio- 
nes, constituyéndose  la  junta  electoral  de 
una  manera  análoga,  á cuyo  efecto  se  pu- 
blicarán aquellas  en  la  Gaceta  y el  Boletín 
oficial  de  este  Ministerio. — De  Real  ór- 
den  etc.  Madrid  25  de  abril  de  1848.  {CL. 
t.  43,  p.  494.) 

R.  O.  de  24  mayo  de  4848. 

Los  vocales  natos  no  deben  tener  asignación  de 
distrito. 

(Com.,Inst.  y O.  P.)  Por  el  art.  6.°  del 
Real  decreto  de  7 de  abril  próximo  pa- 
sado se  declaran  individuos  natos  de  las 
juntas  de  agricultura,  pero  sin  que  deban 
tener  designación  fija  ni  representará  nin- 
gún distrito  determinado,  el  jefe  político, 
el  jefe  civil  del  distrito,  si  lo  hubiere,  el 
Alcalde  del  pueblo  donde  se  halle  estable- 
cida la  junta,  .ó  el  que  baga  sus  veces,  el 
regidor  síndico  del  Ayuntamiento,  el  cate- 
drático do  agricultura  ó botánica  de  la  uni- 
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versidad  ó de!  instituto,  el  delegado:  de-  la 
cria  caballar,  el  mariscal  veterinario  que 
actualmente  fuere  de  la  comisión  consulti- 
va, hasta  la  primera  renovación  de  la  mitad 
de  la  junta,  y en  adelante  el  subdelegado 
de  veterinaria.  La  Reina  (Q.  1).  G.  ) ha  no- 
tado, sin  embargo,  que  algunos  jefes  políti- 
cos han  designado  á aquellos  individuos  la 
representación  de  partidos  judiciales,  al  pa- 
so que  otros  no  lo  han  hecho  con  los  voca- 
les de  la  comisión- consultiva  dé  la  cria  ca- 
ballar por  considerarlos  natos  de  la  de  agri- 
cultura. Y S.  M.  con  objeto  de  evitar  que  en 
lo  sucesivo  haya  dudas  de  esta  clase,  se  ha 
servido  declarar: 

4.°  Que  los  vocales  natos  que  expresa 
el  citado  art.  G.”  del  R.  D.  de  7 de  «abril 
último,  no  siendo  electivos  no  deben  tener 
asignación  de  distrito,  ni  por  consiguiente 
contarse  en  el  número  de  los  que  fija  el 
art.  2.°  del  misino  decreto. 

Y 2.°  Que  no  sucede  lo  mismo  con  los 
vocales  de  las  comisiones  consultivas,  que 
no  lo  son  natos,  sino  que  han  sido  decla- 
rados electos,  y por  lo  tanto  deben  repre- 
sentar distrito  y entrar  en  suerte  para  la 
primera  renovación  de  las  juntas,  trascur- 
ridos dos  años  desde  su  instalación.  S-  M se 
ha  dignado  mandar  al  mismo  tiempo  re- 
cuerde á Y.  S.  el  exacto  cumplimiento  de 
la  circular  de  15  del  actual,  acerca  de  la  in- 
mediata remisión  de  la  nota  completa  de 
lodos  los  individuos  que  componen  esa 
junta,  con  expresión  de  los  nombres  y ape- 
llidos de  todos  sus  vocales  para  el  Real  co- 
nocimiento y su  inserción  en  el  Boletín 
oficial  de  este  Ministerio.» — De  Real  or- 
den etc.  Madrid  24  de  mayo  de!848,  ( CL . to- 
mo 44,  p.  76). 

R.  O.  de  7 agosto  de  i 84 8. 

Sobre  presidencia  de  las  juntas. 

(Idem.)  «Vista  la  comunicación  de  V.  S. 
de  9 del  mes  próximo  pasado,  consultando 
quién  ha  de  sustituir  al  jefe  político  en  la 
presidencia  de  la  junta  de  agricultura,  en 
caso  de  enfermedad  ó ausencia  de  aquella 
autoridad  superior,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se 
ha  servido  declarar  [que  con  arreglo  al  ar- 
tículo 6.°  del  R.  D.  de  6 de  abril  úitimo,  son 
presidentes  natos  de  las  juntas  de  agricul- 
tura: Primero,  el  jefe  político.  Segundo,  el 
jefe  civil  del  distiitjo,  si  lo  hubiere  en  el 
punto  donde  estén  aquellas  establecidas. 
Y tercero,  el  Alcalde-corregidor,  si  lo  hay 
en  la  capital,  ó el  Alcalde  en  su  caso.  Que 
cada  uno  de  estos  funcionarios,  por  su  or- 
den, debe  presidir  la  junta  de  agricultura 
en  ausencia,  enfermedad  ó por  no  concur- 


rir-á las  sesiones  el  que,  ó los  que, le  .pre- 
ceden, y que  cnandoytodos  ellos' déjen- de 
hacerlo  á las  sesiones  de  aquella  corpora- 
ción, corresponda  entonces  presidirla.al  vi- 
cepresidente que  ha  elegido  la  misma  y 
cuyo  nombramiento  ha  aprobado  S.  M.» — 
De  Real  orden  etc.  San  Udelfonso  7 de 
agosto  de  4 848.  (CL.  t.  44,  p.  275). 

pira  de  igual  fecha. 

Nombramiento  de  corresponsales. 

(Idem.)  «En  vista  de  las  razones  expues- 
tas por  la  junta  de  agricultura  de  la  pro- 
vincia de  Burgos,  la  Reina  (Q.  D.  G)  se  ha 
servido  autorizar  á todas  las  del  reino  para 
que  puedan  elegir  corresponsales  en  los 
partidos  judiciales  de  su  respectiva  provin- 
cia, con  objeto  de  ilustrarlas  en  todos  los 
negocios  sometidos  á su  conocimiento,  y 
que  lo  requieran  por  las  circunstancias  de 
cada  localidad.» — De  Real  órden  etc.  San 
Ildefonso  7 de  agosto  de  1848.  (CL.  t.  44, 
pág.  276.) 

R.  O.  de  29  diciembre  de  4 848. 

Vocales  natos  de  las  juntas, 

(Idem.)  Vista  una  intancia  de  !a  Asocia- 
ción general  de  ganaderos  del  Reino, en  que 
solicita  se  declaren  vocales  de  las  juntas  do 
agricultura  á los  que  son  numerarios  de  las- 
comisiones  auxiliares  de  ganaderos,  la  Rei- 
na (O.  D.  G.),  de  conformidad  con  lo  pro- 
puesto por  la  sección  de  agricultura  , del 
Real  Consejo  de  agricultura,  industria 
y comercio  , se  ha  servido  disponer  que 
se  asocie  á esa  junta  de  agricultura,  en  con- 
cepto del  vocal  nato,  un  individuo  de  la 
comisión  auxiliar  de  ganaderos  de  esa  pro- 
vincia elegido  de  entre  ellos  mismos  por  el 
método  que  estimen  conveniente,  dando 
V.  S.  cuenta  á la  Dirección  de  agricultura 
del  que  haya  merecido  esta  confianza;  ad- 
virtiendo que  este  vocal,  por  serlo  nato 
como  representante  de  la  ganadería,  no  ha 
de  serlo  con  especial  asignación  á ninguno 
de  los  partidos  de  la  provincia.— De  Real 
órden  etc.  Madrid  29  de  diciembre  de  1848. 
(CL.  t.  45,  p.  426  ) 

R.  O.  de  40  setiembre  de  4 849. 

Modo  de  reemplazar  á los  vocales  dimisionarios,- 

(Idem.)  Vístala  consulta  de  V.  S.  sobre 
la  manera  de  reemplazar  los  tres  vocales 
de  la  junta  de  agricultura  de  esa  provincia 
que  han  hecho  dimisión  de  sus  cargos,  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  resolver  que 
se  verifique  el  reemplazo  por  los  electores 
que  sea  posible  reunir  de  ios'  que  concur- 
rieron á formar  la  junta  actual,  los  cua- 
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les  en  unión  con  los  individuos  de  esta  ele- 
girán por  votación  las  personas  que  han  de 
suceder  á los  dimisionarios. — De  Real  ór- 
den  etc-  Madrid  10  de  setiembre  de  1849. 
(CL.  t.  48  p 22.) 

R.  O.  de  16  enero  de  1854. 

Sobre  elección  de  yocalcs. 

Excmo.  Sr.:  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha 
tenido  á bien  aprobar  el  nombramiento  de 
secretario  de  esa  junta  de  agricultura  he- 
cho en  el  vocal  D.  Mariano  Fagés  de  Saba- 
ter,  previniendo  que  en  lo  sucesivo  en  la 
renovación  de  sus  vocales  que  no  nombre 
directamente  S.  M.  y se  hayan  de  elegir  en 
la  misma  provincia,  voten  ios  individuos 
de  la  propia  junta,  además  de  los  demás 
vocales  designados  por  Reales  órdenes  an- 
teriores; disposición  que  es  la  voluntad  de 
S.  M.  se  adopte  para  todas  las  provincias. 
—De  Real  órden  etc.  Madrid  16  de  enero 
de  1854.  (CL.  t.  61,  p.  64.) 

R.  O.  de  6 mayo  de  1855. 

Sobre  la  macera  de  renovar  las  juntas.  Vocales. 

Electores.  Elecciones. 

«Atendida  la  importancia  de  las  juntas 
de  agricultura,  creadas  por  R.  D.  de  7 de 
abril  de  1848  T y en  vista  de,  las  razones 
que  me  ha  manii'estado  el  Ministro  de  Fo- 
mento para  su  renovación  periódica,  oido 
el  Real  Consejo  de  agricultura , industria 
y comercio,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.°  Las  juntas  de  agricultura 
se  compondrán,  como  hasta  aquí,  de  voca- 
les natos  y vocales  electivos. 

Art.  2 g Serán  vocales  natos  de  las  jun- 
tas de  agricultura,  además  de  ios  funciona- 
rios públicos  y profesares  que  designa  el 
articulo  6.a  del  R.  D.  de  7 de  abril  de  1848, 
los  consejeros  de  agricultura,  industria  y 
comercio,  en  cualquiera  provincia  donde 
se  encuentren;  los  comisarios  régios  de 
agricultura,  y la  persona  que  elija  como 
su  representante  en  cada  provincia  la  aso- 
ciación general  de  ganaderos. 

Art.  3.°  Los  vocales  natos  continuarán 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  únicamente 
mientras  conserven  los  destinos  y categoría 
á que  se  halla  anejo  este  cargo,  según  el 
artículo  anterior. 

Art.  4.°  Conforme  al  art.  4.°  del  Real 
decreto  de  7 de  abril  de  1848,  el  cargo  de 
vocal  electivo  durará  cuatro  años. 

Art.  5.°  No  verificándose  ia  elección 
por  partidos  judiciales,  tampoco  sera  con- 
dición indispensable  que  cada  uno  de  ellos 
tenga  un  representante  en  la  junta,  pu- 
dendo sus  vocales  ser  elegidos  sin  conside^ 


ración  al  lugar  en  que  hayan  fijado  su  re- 
sidencia dentro  déla  provincia. 

Art.  6 o Habrá  en  cada  junta  tantos  vo- 
cales electivos  como  partidos  judiciales  ten- 
ga la  provincia  en  que  se  halla  estable- 
cida. 

Art.  7.°  Los  gobernadores  de.  provin- 
cia, en  vista  de  los  certificados  expedidos 
por  las  oficinas  de  contribuciones,  decla- 
rarán electores  para  las  juntas  de  agricul- 
tura á los  dos  mayores  contribuyentes  de 
cada  partido  judicial. 

Art.  8.°  Si  hubiere  mas  de  dos  mayores 
contribuyentes  en  un  mismo  partido  judi- 
cial que  satisfagan  igual  cuota,  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  confiará  á la  suerte  la 
designación  de  los  que  han  de  ser  electo- 
res, expidiéndoles  el  certificado  que  los 
acredite  como  tales. 

Art.  9.°  Los  nombres  de  todos  los  elec- 
tores se  publicarán  en-  el  Boletín  oficial  de 
la  provincia  quince  dias  antes  de  verificar- 
se las  elecciones. 

Art.  10,  Se  reunirá  la  junta  electoral 
el  primer  domingo  de  diciembre  en  la  ca- 
pital de  la  provincia,  bajo  la  presidencia 
deí  Gobernador,  para  proceder  a la  elec- 
ción de  los  vocales  electivos,  y el  2 de  ene- 
ro próximo  quedará  instalada  la  nueva 
junta  de  agricultura. 

Art.  11.  La  elección  se  verificará  por 
mayoría  absoluta  de  votos  de  los  electores 
presentes;  y cuando  no  hubiere  la  mitad 
rúas  uno  para  formarla,  se  completará  con 
los  vocales  actuales  de  la  junta  que  entren 
en  el  número  de  los  que  han  de  ser  reem- 
plazados, á cuyo  efecto,  y como  una  medi- 
da preventiva,  los  convocará  de  antemano 
el  Gobernador  de  la  provincia. 

Art.  12.  Del  resultado  de  la  elección 
dará  parte  el  Gobernador  al  Ministro  de 
Fomento. 

Art.  13.  Las  juntas  se  renovarán  por 
mitad  de  dos  en  dos  años,  conforme  á lo 
dispuesto  en  el  art.  4.°  del  R.  D.  de  7 de 
abril  de  1848. 

Art.  14.  Para  asegurar  la  regularidad 
de  las  elecciones  en  lo  sucesivo , y sujetar- 
las definitivamente  á una  regla  invariable» 
teniendo  en  cuenta  la  organización  actual 
de  las  juntas  y el  número  de  vocales  que 
las  forman,  no  igual  en  todas  partes,  se 
observarán  en  esta  primera  renovación  las 
disposiciones  siguientes: 

l.“  En  las  juntas  de  agricultura  donde 
haya  actualmente  un  número  de  vocales 
electivos  mayor  que  el  de  los  partidos  ju- 
diciales, se  igualará  con  este  último  elimi- 
nando á la  suerte  los  vocales  excedentes. 
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2.a  Si  el  número  de  vocales  existentes 
en  cualquiera  de  las  juntas  fuere  menor  que 
el  de  los  partidos  judiciales,  después  de  se- 
ñalar la  suerte  la  mitad  de  los  que  deban 
quedar  hasta  la  inmediata  renovación,  se 
procederá  á elegir  los  vocales  que  han  de 
componer  la  otra  mitad. 

Art.  15.  Tendrá  lugar  esta  primera  elec- 
ción en  el  penúltimo  domingo  del  mes  de 
junio;  de  manera  que  las  juntas  de  agricul- 
tura queden  instaladas  el  2 de  julio  inme- 
diato. 

Dado  en  Aranjuez  á 6 de  mayo  de  1855. 
(CL.t.  65, p.  19). 

R,  O del  octubre  de  1856. 

Mas  sobre  instalación  do  las  juntas. 

Los  Gobernadores  de  varias  provincias, 
movidos  por  un  laudable  celo  en  favor  de 
los  altos  intereses  que  les  están  encomen- 
dados, han  hecho  presente  á este  ministe- 
rio algunas  dificultades  que  han  entorpeci- 
do la  renovación  de  las  juntas  provinciales 
de  agricultura,  conforme  á lo  dispuesto  en 
el  R.  D.  de  6 de  mayo  de  1855.  Debiendo 
verificarse  las  elecciones,  según  el  mismo, 
con  la  asistencia  á la  capital  de  los  dos  ma- 
yores contribuyentes  de  cada  partido  judi- 
cial, no  ha  sido  posible  en  muchas  provin- 
cias constituir  la  junta  electoral  por  la  fal- 
ta de  concurrencia  de  las  personas  designa- 
das por  la  ley  para  formarla;  y bien  sea 
porque  unas  veces  las  distancias  de  locali- 
dad dificultan  la  reunión;  otras  porque  el 
interés  privado  ó una  indiferencia  deplora- 
ble se  anteponen  al  bien  general  de  la  pro- 
vincia; ú otras,  en  fin,  porque  se  descono- 
ce la  inmensa  importancia  de  estos  cuerpos 
consultivos,  llamados  á iniciar  mejoras  tras- 
cendentalesen  losramos  desu  competencia, 
e!  resultado  es  que  las  autoridades  superio- 
res de  muchas  provincias  carecen  del  con- 
sejo y auxilio  de  tan  benéficos  institutos, 
con  detrimento  del  desarrollo  de  nuestros 
elementos  de  riqueza. 

En  consideración  a lo  expuesto,  sin  que 
se  entienda  alterado  el  espíritu  del  citado 
Real  decreto,  é ínterin  se  consulta  lo  mas 
conveniente  al  Real  Consejo  de  agricultu- 
ra, industria  y comercio,  la  Reina  (que  Dios 
guarde),  siempre  solícita  por  el  bien  de  los 
pueblos,  y deseosa  de  que  la  instalación  de 
las  juntas  de  agricultura  se  lleve  sin  mas 
demora  á efecto  en  todas  las  provincias  del 
reino;  ha  tenido  á bien  disponer  que  se  ob- 
serven por  esta  vez,  al  fin  expresado,  las 
reglas  siguientes; 

1.a  Los  Gobernadores  en  cuyos  territo- 
rios no  hayan  tenido  lugar  las  renovacio- 
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nes  de  las  juntas  de  agricultura*  60n  arre- 
glo á lo  prevenido  en  el  R.  D.  de  6 d®  mayo 
ae  1855,  harán  que  desdé  luego  se  lleven  á 
debido  efecto,  publicando  préviamente  en 
los  Boletines  oficiales  los  nombres  de  todos 
los  electores,  con  expresión  del  número  de 
vocales  que  deben  elegirse  en  cada  provin- 
cia, y facultando  á los  mayores  contribu- 
yentes para  que  puedan  remitirle  sus  vo- 
tos, en  caso  de  no  asistencia,  por  conducto 
del  Alcalde  respectivo. 

2. a  La  elección  se  verificará  en  la  capi- 
tal con  los  asistentes,  cualquiera  que  sea  su 
número,  y tomando  en  cuenta  los  votos 
remitidos,  en  la  forma  indicada  por  los  au- 
sentes. 

3. a  En  el  caso  no  esperado  de  que  aun 
por  tales  medios  no  pueda  obtenerse  la  re- 
novación apetecida,  se  nombrarán  por  el 
Gobernador  las  personas  mas  acreditadas 
por  su  celo  y amor  á la  agricultura,  hasta 
completar  el  número  de  vocales  de  que  ha- 
yan de  componerse  las  juntas  respectivas. 

4 a La  duración  de  dichos  cargos  será 
la  que  dispone  el  expresado  Real  decreto, 
considerando,  para  los  efectos  del  art.  10 
■ á los  que  en  esta  ocasión  resulten  elegidos, 
como  si  lo  hubiesen  sido  en  2 de  enero  pró- 
ximo pasado. 

6.a  Las  juntas  provinciales  de  agricul- 
tura han  de  quedar  constituidas  en  todo  el 
reino  en  el  día  15  del  inmediato  mes  de  no- 
viembre, en  cuya  fecha  los  Gobernadores 
darán  cuenta  á este  Ministerio  del  perso- 
nal de  que  las  mismas  se  componen,  ha- 
ciendo presente  las  observaciones  que  cada 
uno  conceptúe  convenientes,  para  en  su 
vista  proponer  á S.  M.  lo  que  mas  con- 
venga al  mejor  servicio.  De  Real  órden  etc. 
Madrid  7 de  octubre  de  1856.  [CL.  t.  70 
pág.  52.) 

Con  motivo  de  haberse  dado  nueva 
organización  al  Consejo  de  agricultura, 
industria  y comercio,  por  R.  I).  de  14 
de  diciembre  de  1859  que  queda  inser- 
to en  su  lugar,  fue  preciso  poner  en  ar- 
monía con  dicha  organización  la  de  las 
' corporaciones  ó juntas  encargadas  de 
consultar  á la  Administración  provin- 
cial en  la  gestión  de  los  negocios  corres- 
pondientes á los  mismos  ramos,  y se 
[ hizo  en  efecto  por  otro  decreto  de  la 
misma  fecha  que  contiene  el  reglamento 
hoy  vigente.  Es  como  sigue: 

R.  D.  de  14  diciembre  de  1859. 

(Fom.)  aEn  atención  á las  razones  xe- 
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puestas  por  el  Ministro  de  Fomento,  vengo  I ausencia  ilimitada  de  algún  vocal  ó vocales 
en  aprobar  el  adjunto  reglamento  orgánico  j se  proveerá  la  vacante  en  la  primera  elec- 
de  las  juntas  provinciales  de  agricultura,  | oion  bienal,  nombrando  el  Gobernador  en- 
industria  y comercio.  Dado  en  Palacio  a 14  I tretanto  un  interino. 


de  diciembre  de  1859.it 

Reglamento  ORGANICO  DE  LAS  JUNTAS  PROVINCIA- 
LES DE  AGRICULTURA,  INDUSTRIA  Y COMERCIO. 

CAPÍTULO  PRIMERO. 

Organización  de  las  juntas. 

Art,  l.°  Las  juntas  de  agricultura  crea- 
das por  R.  D.  de  7 de  abril  de  1848,  las, de 
comercio  que  existen  en  las  capitales  de 
provincia,  y las  de  industria  ó fábricas  que 
tengan  la  misma  condición,  formarán  en 
cada  capital  de  provincia  una  sola  corpo- 
ración, que  se  llamará  junta  provincial  de 
agricultura,  industria  y comercio,  y que 
se  dividirá  en  las  tres  secciones  de  los  ra- 
mos que  espresa  su  denominación. 

Art.  2.°  Las  juntas  serán  presididas  por 
o]  Gobernador  de  la  provincia,  ó en  su  de- 
fecto por  el  vicepresidente. 

Art.  3.°  Las  juntas  se  compondrán  de 
vocales  natos  y electivos. 

Art.  4.°  Son  vocales  natos: 

El  jefe  de  la  sección  de  Fomento  de  la 
provincia. 

El  comisario  regio  de  agricultura. 

Los  ingenieros  jefes  de  aislrito  de  los  ra- 
mos de  caminos,  minas  y montes. 

El  director  del  instituto  provincial  de  se- 
gunda enseñanza. 

Los  presidentes  de  las  juntas  sindicales 
de  los  colegios  de  agentes  de  bolsa  y cor- 
redores de  comercio. 

El  delegado  de  la  cria  caballar. 

El  visitador  principal  de  ganadería  y ca- 
ñadas. 

El  subdelegado  de  veterinaria. 

El  jefe  de  la  sección  de  Fomento  es  vocal 
nato  de  todas  las  secciones. 

El  comisario  régio  de  agricultura. 

El  ingeniero  jefe  de  montes. 

El  delegado  de  la  cria  caballar,  el  subde- 
legado de  veterinaria,  y el  visitador  de  ga- 
nadería y cañadas  pertenecerán  á la  sección 
de  agricultura. 

El  director  del  instituto  y el  ingeniero 
jefe  de  minas  á la  de  industria. 

Los  presidentes  de  las  juntas  sindicales  y 
colegios  de  corredores,  y el  ingeniero  jefe 
de  caminos  á la  de  comercio. 

Art.  5 0 Los  vocales  electivos  serán  15, 
que  se  distriburán  por  terceras  partes  en 
■las  mencionadas  secciones.  Este  cargo  du- 
rará cuatro  años,  renovándose  la  totalidad 
de  los  vocales  por  mitad  cada  dos. 

En  los  casos  de  fallecimiento,  renuncia  ó 


Art.  6.°  El  cargo  de  vocal  electivo  es 
voluntario,  honorílieo,  gratuito  y compa- 
tible con  cualquiera  otro  de  la  provincia  ó 
del  municipio. 

Art.  7.“  El  nombramiento  de  vicepre- 
sidente de  la  junta  sera  atribución  del  Go- 
bernador, y recaerá  en  uno  de  los  vicepre- 
sidentes de  sección. 

Art.  8.°  Desempeñará  las  funciones  de 
secretario  de  la  junta  el  oficial  de  la  sec- 
ción de  Fomento  del  Gobierno  de  la  pro- 
vincia que  el  Gobernador  designe. 

Art.  9.°  Cada  sección  elegirá  entre  sus 
individuos  un  vicepresidente  y un  secre- 
tario. 

Art.  10.  Las  juntos  serán  consultadas 
en  pleno  ó en  una  ó mas  secciones,  según 
lo  determine  el  Gobierno  ó el  Gobernador 
de  la  provincia,  ó en  su  defecto  lo  acuerde 
el  vicepresidente. 

Art.  H.  Las  juntas  y sus  secciones,  se 
comunicarán  con  el  Gobierno  y dirección 
del  ramo  por  conducto  del  Gobernador  de 
la  provineii,  haciéndolo  directamente  con 
el  Real  Consejo  de  agricultura,  industria  y 
comercio,  para  evacuar  ios  informes  que 
este  las  pida. 

Art.  12.  Las  juntas  provinciales  de  agri- 
cultura, industria  y comercio,  como  cuer- 
pos consultivos  de  la  Administración,  ten- 
drán representación  oficial  en  los  ramos  de 
su  instituto  y en  los  actos  públicos  á que 
concurran. 

CAPITULO  II. 

Elección  de  los  vocales. 

Art.  i3.  La  elección  de  los  vocales  de 
las  juntas  provinciales  de  agricultura,  in- 
dustria y comercio  corresponde  á los  ma- 
yores contribuyentes  en  cada  uno  de  estos 
tres  ramos. 

Art.  14.  Son  electores: 

De  la  sección  de  agricultura: 

Los  50  mayores  contribuyentes  de  pro- 
piedad rural  y pecuaria. 

De  la  sección  de  induslria: 

Igual  número  de  mayores  contribuyen- 
tes de  la  industria  fahril  y manufacturera. 

De  la  sección  de  comercio: 

El  mismo  número  de  la  clase  de  comer- 
ciantes. 

También  serán  electores  los  que  contri- 
buyan con  una  cuota  igual  á la  mas  baja 
que  se  deba  pagar  para  ser  elector,  con  ar- 
reglo á la  base  aütenor. 
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Art.  15.  En  ausencia  de  los  mayores 
contribuyentes  se  considerarán  electores 
sus  administradores  ó apoderados,  acredi- 
tando este  carácter  en  debida  forma. 

Art.  16.  Si  en  la  relación  de  mayores' 
contribuyentes  constase  alguna  sociedad  ó 
empresa  será  elector  en  su  representación 
el  Director  gerente. 

Art.  17.  En  los  ocho  primeros  dias  del 
mes  de  octubre  se  publicarán  en  el  Boletín 
oficial  las  listas  nominativas  de  los  electo- 
res con  distinción  de  clases,  y convocando 
á cada  uno  de  sus  grupos  en  día  y hora  de- 
terminada. 

Dichas  listas  se  imprimirán  y repartirán 
á los  Ayuntamientos  de  la  provincia,  los 
cuales  las  haran  fijar  en  sitio  público. 

Art.  18.  Las  elecciones  se  verificaran 
antes  del  31  de  octubre.  Cada  grupo  de 
electores  votará  los  individuos  de  la  sec- 
ción respectiva  sin  lomar  parte  en  la  elec- 
ción de  las  otras,  á no  ser  que  algún  elector 
lo  sea  por  mas  de  un  concepto. 

Serán  nombrados  vocales  de  las  juntas 
los  que  reúnan  mayor  número  de  votos, 
pudiendo  ser  elegidos  los  salientes.  En  caso 
de  igualdad  de  votos,  se  repetirá  la  elección 
entre  los  interesados;  y si  resultase  nuevo 
empate,  decidirá  la  suerte. 

Art.  Í9.  El  presidente  decidirá  de  plano 
cualquiera  cuestión  á que  pueda  dar  lugar 
esta  operación. 

Art.  20.  Para  que  pueda  tener  lugar  la 
Operación  electoral,  será  preciso  que  con- 
curra la  mitad  mas  uno  de  los  electores  de 
cada  sección.  Si  en  alguna  no  concurriese 
dicho  número  de  electores,  el  Gobernador 
propondrá  al  Gobierno  en  terna  el  nom- 
bramiento de  sus  vocales  por  conducto  del 
Ministerio  de  Fomento.  Por  este  mismo  se 
expedirán  dichos  nombramientos,  de  real 
orden,  funcionando  los  nombrados  en  la 
misma  furma  que  los  vocales  electivos. 

Art.  21 . El  Gobernador  presidirá  la  elec- 
ción, o por  su  delegación  el  vicepresidente 
del  Consejo  provincial:  dos  electores  de- 
signados por  el  presidente  desempeñarán 
las  funciones  de  secretarios  escrutadores. 

Art.  22.  En  la  primera  semana  de  no- 
viembre se  reunirán  las  secciones,  y se  lia- 
ran los  nombramientos  de  vice  presidentes 
y secretarios.  Los  Gobernadores  comunica- 
ran nota  de  los  nombrados  para  estos  car- 
gos y de  los  demás  vocales  a la  Dirección 
general  de  agricultura,  industria  y comer- 
cio, con  la  anticipación  necesaria,  para  que 
puedan  hallarse  allí  dichas  noticias  antes 
del  20  del  propio  mes.  Los  nombres  de  los 
elegidos  se  publicarán  en  la  Gacela. 


CAPITULO  III. 

Atribuciones. 

Art.  23.  Las  juntas  provinciales  de  agri- 
cultura, industria-  y comercio,  serán  con- 
sultadas sobre,  las  materias  siguientes: 

. ' 1.a  Aprobación  de  ordenanzas  munici- 
pales en  la  parte  que  tengan  contacto  con 
la  policía  rural. 

2. ‘  Autorización  para  nuevos  riegos  y 
aprovechamiento  de  aguas. 

3. a  Mejora  de  toda  clase  de  ganados, 
fomento  de  la  cria  caballar  y establecimien- 
to  de  los  depósitos  de  caballos  padres,  sec- 
ciones de  los  mismos  y paradas  particulares. 

4. "  Extinción  de  plagas  del  campo. 

5. a  Disposiciones  que  deben  adoptarse, 
con  arreglo  á la  legislación  vigente,  acerca 
de  la  importación  de  granos  extranjeros  y 
para  evitar  la  carestía. 

6. a  Autorización  para  celebrar  ferias  y 
mercados. 

7. a  Establecimiento  ó reforma  de  lo?  de- 
rechos de  corretaje  ó de  cualquier  otro  ser- 
vicio mercantil  ó industrial  sujeto  á tarifa. 

8. a  Práctica  y próroga  de  los  privilegios 
de  invención  é introducción  en  los  términos 
que  prevenga  la  legislación  especial  refe- 
rente á los  mismos. 

9. a  Celebración  de  exposiciones  provin- 
ciales ó locales  de  agricultura  é industria. 

10.  Cualquiera  otra  materia  en  que  los 
reglamentos  y disposiciones  generales  exi- 
jan el  dictamen  de  estas  corporaciones. 

Art.  24.  El  Gobierno  y la  Dirección  de 
agricultura,  industria  y comercio,  y el  Real 
Consejo  del  ramo,  consultarán  á las  juntas 
en  todos  aquellos  asuntos  que  crean  conve- 
niente oir  su  parecer. 

Art.  25  Podrán  dichas  juntas  ser  con- 
sultadas por  el  Gobierno,  Dirección  y Con- 
sejo del  ramo,  ó bien  por  los  gobernadores, 
sobre  las  materias  siguientes: 

1. a  Arbitrios  que  hayan  de  establecerse 
y que  afecten  á la  agricultura,  á la  indus- 
tria ó al  comercio. 

2. a  Establecimiento  y supresión  de  gran- 
jas-mcdelo,  de  escuelas  de  agricultura,  in- 
dustriales, de  comercio,  de  náutica  y de 
veterinaria. 

3. a  Conveniencia  de  la  autorización  pa- 
ra el  establecimiento  de  algún  banco  ó so- 
ciedad mercantil  por  acciones  ó minera. 

4. a  Creación  de  nuevos  tribunales  de 
comercio. 

5. a  Establecimiento  de  bolsas,  casas  de 
contratación  , y creación  ó aumento  de 
agentes  de  cambio  y corredores  de  co- 
mercio. 
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6. *  Organización  del  servicio  de  hagajes 
en  lo  que  pueda  afectar  á la  agricultura. 

7. *  Reclamaciones  acerca  del  impuesto 
del  subsidio  industrial  y de  comercio  en 
los  casos  previstos  por  los  arts.  5.°,  2¡J,  29 
y 3(1  de  la  R.  O.  circular  de  20  de  octubre 
de  1852. 

Art.  26.  Si  la  capital  en  que  la  junta 
residiese  fuese  puerto  habilitado,  tendrá  la 
sección  de  comercio  la  atribución  peculiar 
de  aconsejar  cuanto  crea  conveniente  res- 
pecto á la  compra  y conservación  de  uten- 
silios para  socorro  de  los  buques , limpia  y 
reparación  de  los  puertos  y gastos  de  vigías 
y la  ros. 

Las  autoridades  y demas  funcionarios  á 
quienes  corresponda  proporcionarán  á aque- 
lla todos  los  datos  que  necesite,  y permiti- 
rán á sus  comisionados  se  enteren  del  •esta- 
do de  los  almacenes  , progreso  de  las  obras 
y demás  que  tenga  relación  con  el  servicio 
de,  los  puertos,  á fin  de  que  acerca  de  él 
puedan  dar  en  beneficio  del  comercio  los 
informes  que  el  Gobierno  pida,  ó presentar 
á este  las  observaciones  que  consideren 
oportunas. 

Art.  27.  Las  juntas  provinciales  de  agri- 
cultura, industria  y comercio,  propondrán 
al  Gobernador  ó at  Gobierno  por  conducto 
de  aquel,  lo  que  estimare  oportuno  para  el 
fomento  de  los  intereses  generales  ó locales 
en  la  parte  agrícola,  comercial  y mercantil. 

Art.  28.  Las  juntas  de  agricultura,  in- 
dustria y comercio,  podrán  desempeñar  las 
funciones  de  arbi  tractores,  amigables  com- 
ponedores ó terceros  en  jos  juicios  y en  la 
forma  á que  se  refiere  el  tít.  16  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y el  art.  296  y siguien- 
tes de  la  de  procedimientos  en  negocios 
mercantiles. 

CAPITULO  IY. 

Vicepresidentes , secretarios , empleados  y 
gastos . 

Art.  29.  Corresponde  ál  vicepresidente 
de  la  junta: 

1. °  Citar  á, sesión. 

2. °  Determinar  en  los  expedientes  que 
se  remitan  á informe  de  la  junta  en  pleno 
qué  sección  ha  de  proponer  el  acuerdo. 

■3.°  Designar  si  ha  de  ser  la  junta  ó bien 
una  sección  , la  que  ha  de  informar  en  el 
ca^o  último  á que  se  refiere  el  art.  10. 

4.“  Dirigir  el  orden  de  las  discusiones. 

u.°  Nombrar  el  vocal  ó vocales  que  ha- 
yan de  lormular  el  proyecto  de  consulta  en 
el  caso  á que  se  refiere  el  párrafo  último  del 
artículo  40. 


6.°  Firmar  las  actas  de  la  junta  después 
de  aprobadas  por  esta,  y las  comunicacio- 
nes ó consultas  de  la  misma. 

Art.  50.  Los  vicepresidentes  de  las  sec- 
ciones desempeñarán,  respecto  de  ellas,  las 
mismas  atribuciones  señaladas  al  vicepre- 
sidente dela.junta  en  los  párrafos  I,0,  4,0 

o.°  y 6.°  del  artículo  anterior. 

Art.  31.  Corresponde  al  secretario  ge- 
neral: 

1 . °  Repartir  entre  las  secciones  los  ex- 
pedientes que  se  remitan  á.  informe  de  una 
sección  determinada. 

2 . “  Extender  las  actas  y comunicaciones 
de  la  junta  plena. 

3. °  Autorizar  sus  acuerdos  en  los  mis- 
mos expedientes  á continuación  de  los  dic- 
támenes de  las  secciones. 

4. °  Dar  cuenta  á la  junta  de  las  comu- 
nicaciones que  se  reciban. 

5. °  Custodiar  el  archivo  y biblioteca  de 
la  junta. 

Es  obligación  del  secretario  al  cesar  en 
su  cargo,  hacer  entrega  al  que  lo  sustituya, 
por  medio  de  inventario,  de  los  expedien- 
tes, libros  y demás  efectos  de  la  junta. 

Art¡  52.  El  Secretario  general  redacta- 
rá en  el  mes  de  enero,  y remitirá  á la  Di- 
rección general  de  agricultura,  industria  y 
comercio,  por  conducto  del  Gobernador  un 
resúmen  de  los  trabajos  de  la  junta  durante 
el  año  anterior; 

Art.  33.  Los  secretarios  de  las  seccio- 
nes desempeñarán , respecto  de  estas,  las 
: mismas  funciones  que  los  párrafos  segun- 
do, tercero  y cuarto  de!  art.  31  señalan  al 
secretario  general  de  la  junta. 

Art.  34.  Cuando  se  reúnan  dos  seccio- 
nes, corresponde  presidir  la  reunión  al  vi- 
cepresidente de  mas  edad , en  el  caso  de  no 
serlo  de  una  de  ellas  el  vicepresidente  de 
la  junta. 

Art.  35.  Las  juntas  nombrarán  para  el 
servicio  de  las  secretarías  de  las  mismas 
uno  ó mas  oficiales,  cuya  dotación  no  ex- 
ceda de  lo  consignado  en  el  presupuesto 
provincial  para  este  objeto. 

Art.  -36.  En  los  presupuestos  provin- 
ciales se  consignará  todos  los  años  para 
gastos  de  las  juntas  de  agricultura,  indus- 
tria y comercio. 

12  000  reales  para  personal  en  las  pro- 
vincias de  primera  clase. 

9.000  en  las  de  segunda,  y 

7.000  en  las  de  tercera. 

Para  material  3.000  reales  en  cada  pro- 
vincia. 

Subsistirán  las  mayores  cantidades  que 
se  han  incluido  hasta  ahora  en  los  prestí- 
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puestos  provinciales  para  estos  servicios, 
pero  podrán  disminuirse  a propuesta  de  las 
juntas  con  aprobación  del  Gobernador,  y 
aumentarse  previo  espediente  que  instruirá 
el  mismo  Gobernador,  oyendo  á la  Diputa- 
ción provincial,  y remitiéndolo  al  Ministe- 
rio de  Fomento  para  su  resolución. 

CAPITULO  V. 

Régimen  interior. 

Art.  37.  Los  expedientes  sobre  los  cua- 
les se  pida  informe  a la  junta  pasarán  antes 
á la  sección  respectiva  para  que  formule  la 
propuesta  de  acuerdo,  y llenará  ante  ella 
las  funciones  de  ponente  el  vocal  ó vocales 
que  el  vicepresidente  Lde  la  sección  dis- 
ponga. 

Art.  38.  El  exámen  y preparación  de 
los  expedientes  que  se  remitan  directa- 
mente á informe  de  una  ó mas  secciones  se 
efectuará  por  el  Oficio  de  la  sección  de  Fo- 
mento del  Gobierno  de  provincia  á quien 
corresponda  el  asunto.  Podrá  sin  embargo, 
la  sección  ó secciones  determinar  que  pase 
el  expediente  para  su  preparación  á uno  de 
sus  vocales,  que  designará  el  vicepresi- 
dente. 

Art.  39  Para  tomar  acuerdo  las  seccio- 
nes será  preciso  que  se  hallen  presentes  á 
la  discusión  tres  vocales.  Para  tomarlo  la 
junta  es  preciso  que  asistan  ocho.  Los 
acuerdos  se  tomarán  en  votación  ordinaria 
y por  mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  40.  Si  al  votarse  un  asunto  por  la 
sección  ó por  la  junta  no  resultare  mayoría 
absoluta  de  votos,  serán  remitidos  á la  au- 
toridad que  hubiere  pedido  informe,  el  de 
la  mayoría,  el  de  la  minoría  y los  votos 
particulares.  También  tendrán  derecho,  en 
el  caso  de  haberse  adoptado  un  acuerdo  por 
mayoría  absoluta,  a formular  voto  particu- 
lar el  vocal  ó vocales  que  asi  lo  deseasen, 
Cuando  la  junta  rechazare  la  propuesta  de 
la  sección,  pasara  el  expediente  á una  co- 
misión que  designará  el  vicepresidente  para 
que  proponga  nuevo  dictamen. 

Art.  41.  Cuando  la  junta  resolviere  ha- 
cer uso  de  la  atribución  que  le  señala  el  ar- 
tículo 27,  determinará  si  ha  de  pasar  á la 
sección  del  ramo  para  que  formule  la  pro- 
puesta, ó á una  comisión  especial  quedesig- 
nará  el  vicepresidente. 

Art.  42.  Los  acuerdos  de  las  secciones 
y de  las  juntas  se  anotarán  fundados  en  el 
expediente  por  el  oficial  ó vocal  que  haya 
redactado  el  informe  admitido,  con  la  rú- 
brica del  vicepresidente  respectivo  y firma 
del  secretario. 


Art.  43.  Las  juntas  celebrarán  sus  se- 
siones en  el  salón  del  Consejo  provincial, 
en  el  de  la  Diputación,  en  el  Ayuntamien- 
to ó en  otro  edificio  destinado  al  servicio 
público  que  se  considere  á propósito  y el 
Gobernador  designe. 

Art-  44,  La  junta  celebrará  sesión  ge- 
neral ordinaria  el  primer  domingo  de  cada 
mes,  ó en  su  defecto  en  uno  de  los  ocho  pri- 
meros dias.  Las  secciones  se  reunirán  en  se- 
sión ordinaria  una  vez  cada  quincena,  y 
tanto  las  primeras  corno  las  segundas  ten- 
drán sesión  extraordinaria  tantas  veces 
cuantas  la  acumulación  de  negocios  lo  exi- 
ja, á juicio  del  Gobernador  ó del  vicepresi- 
dente respectivo. 

Art.  45.  Las  autoridades  y corporacio- 
nes facilitarán  á las  juntas  cuantos  datos  y 
noticias  necesiten,  así  para  informar  sobre 
los  asuntos  que  les  son  propios,  como  para 
promover  el  fomento  de  los  ramos  de  su 
denominación. 

CAPITULO  Vf. 

Disposiciones  generales  y transitorias. 

Art  .46.  Las  juntas  de  industria,  las  de 
comercio  y de  agricultura,  existentes  en  la 
actualidad  en  puntos  que  no  son  capitales 
de  provincia  continuarán  con  el  carácter  de 
locales  y corresponsales  de  las  de  provincia 
que  por  este  derecho  se  organizan. 

Art.  47.  Las  juntas  locales  de  comercio 
se  regirán  por  las  prescripciones  del  Real 
decreto  de  7 de  octubre  de  1847,  en  la  parte 
actualmente  vigente  y demás  disposiciones 
relativas  á ellas,  con  las  modificaciones 
siguientes: 

1. a  Caso  de  no  haber  elección  con  arre- 
glo al  art.  5.°  del  expresado  real  decreto, 
propondrá  el  Gobernador  el  nombramiento 
en  la  forma  que  previene  el  art.  20  de  este 
reglamento. 

2. ‘  Las  atribuciones  de  dichas  juntas 
serán  las  que  señalan  á las  provinciales  los 
párrafos  quinto  y sétimo  del  art.  23,  y los 
primero,  segundo,  tercero,  cuarto  y quinto 
del  25,  y los  20,  27  y 28  de  este  reglamen- 
to, entendiéndose  que  su  intervención  se  li- 
mitará á los  asuntos  que  directamente  afec- 
ten á sus  localidades  respectivas. 

5.a  Las  juntas  locales  dirigirán  sus  con- 
sultas a!  Gobierno,  á la  Dirección  general  y 
Real  Consejo  dei  ramo  ó á las  juntas  pro- 
vinciales, cuya  autoridad  ó corporación  hu- 
biese pedido  el  informe. 

Art.  48.  Las  juntas  locales  de  industria 
6 fábricas  se  regirán  por  sus  respectivas 
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ordenanzas,  y la  de  agricultura  de  Jerez  de 
la  Frontera  subsistirá  como  corresponsal, 
sujetándose,  en  punto  á sus  relaciones  con 
Jas  provinciales,  á las  bases  que  se  deter- 
minan en  los  artículos  anteriores  respecto 
de  las  locales  de  comercio. 

Art.  49.  En  l.°  de  marzo  de  1860  se 
constituirán  las  juntas  provinciales  de  agri- 
cultura, industria  y comercio,  bajo  la  pre- 
sidencia de  los  Gobernado res^quienes  con- 
vocarán igualmente  á las  secciones  en  el 
mismo  dia  ó en  uno  de  los  inmediatos.  Las 
secciones  procederán  en  el  dia  de  la  cons- 
titución a elegir  vicepresidente  y secre- 
tario. 

De  las  actas  de  estas  reuniones  se  remiti- 
rá copia  á la  Dirección  general  de  agricul- 
tura, industria  y comercio 

Art.  50.  Las  operaciones  preliminares 
á la  elección  tendrán  lugar  por  esta  vez  en 
los  quince  primeros  dias  del  mes  de  enero, 
verificándose  la  elección  antes  del  15  de  fe- 
brero. 

Art.  51.  La  minoría  de  los  vocales  nom- 
brados en  la  primera  elección  se  renovará 
por  suerte  en  octubre  de  1 861 , cesando  los 
que  permanezcan  al  cumplirse  los  dos  años, 
á contar  de  dicha  época. 

Art.  52.  Hasta  tanto  que  se  verifique  la 
instalación  de  las  nuevas  juntas  provincia- 
les de  agricultura,  industria  y comercio, 
continuarán  las  actuales  juntas  residentes 
en  las  capitales  de  provincia  con  su  actual 
organización  y personal.  Llegado  que  sea 
aquel  plazo,  cesaran  las  expresadas  corpo- 
raciones. 

Aprobado  por  S.  M. — Madrid  14  de  di- 
ciembre de  1859. — Corvera.  (GL.  t.  82,  pá- 
gina 402.) 

R.  D.  de  27  enero  de  1864. 

(Fom.)  aVengi  en  declarar  vocales  na- 
tos de  las  juntas  de  agricultura,  industria  y 
comercio  y con  destino  á la  sección  de  in- 
dustria, á los  directores  de  las  escuelas  in- 
dustriales superiores  establecidas  ó que  se 
establezcan  en  las  capitales  de  provincia. 
Dado  en  Palacio  27  de  enero  de  1864. — Ga- 
ceta 51  enero.) — V.  Administración.  Agri- 
cultura, Comercio.  Industria. 

AGRIMENSOR.  Persona  que  ejerce  con 
título  el  arte  de  medir  las  tierras.  Anti- 
guamente se  llamaba  también  geómetra 
de  geometría  con  cuyo  título  se  recono- 
cía (a  agrimensura. 


Parte  legislativa. 

Ordenanzas,  preeminencias  y exenciones  que  las  jus- 
ticias de  todas  las  ciudades,  villas  y lugares  de  estes 
remos  deben  mandar  se  les  guarde  á los  geóme- 
tras agrimensores  que  miden  las  heredades  y tér- 
minos en  nombre  de  S.  M.  y su  SupVemo  Real 
Consejo  de  Castilla, 

1. "  Debe  ser  el  agrimensorio  primero 
muy  especulativo  y práctico  para  que  las 
medidas  que  ejecutare  de  cualquier  figura 
sean  exactamente  hechas  como  manda  el 
arte;  estable  y fiel  en  la  medida  del  marco, 
sin  aumentarle  ni  disminuirle  una  vez  ele- 
gido el  largo  que  ha  de  tener  según  cos- 
tumbre de  ta  tierra,  como  en  todo  lo  de- 
más que  fuere  de  su  obligación. 

2. a  Que  cualquier  agrimensor  tenga  fa- 
cultad de  nombrar  un  escribano  para  que 
este  haga  las  citaciones  á las  personas  que 
tienen  las  tierras,  linderos  á las  heredades 
que  fuere  á medir,  por  si  se  quieren  ha- 
llar presentes  á la  dicha  medida,  y no  ten- 
gan disculpa  si  en  algún  tiempo  les  sobre- 
viniere algún  perj  uicio,  alegando  no  supie- 
ron ni  conocieron  al  geómetra  que  hizo  la 
medida,  si  era  de  ciencia  ó conciencia,  ü 
otros  motivos  que  la  malicia  de  algunos 
suele  alegar. 

3. °  Que  el  agrimensor  siendo  nombra- 
do para  que  mida  los  términos  de  las  juris- 
dicciones de  las  ciudades,  villas  ó lugares, 
moníes  ó dehesas,  pueda  pedirles  muestren 
los  despachos  necesarios  para  que  lo  ejecute, 
y no  habiéndolos,  tiene  obligación  á dar 
cuenta  al  Consejo  Real  de  Castilla  para  que 
remita  despacho,  mandando  lo  ejecute.- 

4. °  Que  la  declaración  que  el  geómetra 
diere  de  las  hanegas  que  hubiere  medido 
en  cuaiesquier  heredades  hade  ir  firmada 
de  su  mano  solamente,  y no  es  necesario 
que  la  autorice  escribano  alguno  para  que 
haga  fé  en  cualquier  tribunal,  sino  en  caso 
de  pedirlo  las  partes  que  lo  autorice,  lo 
que  ha  de  ser  a costa  de  los  dueños  que  lo 
piden. 

5. °  Tiene  obligación  el  geómetra  me- 
didor á tener  título  para  ejercer  el  dicho 
empleo,  y a este  fin  de  acudir  al  Consejo 
Real  de  Castilla  , dando  petición  para  que 
se  le  apruebe  por  el  maestro  de  matemáticas, 
de  los  caballeros  pages  de  S.  M.  ó maestro 
mayor  de  las  obras  Reales,  ó alguno  de  ios 
ingenieros  militares  del  Rey,  para  que  ha- 
llándole idóneo  le  dén  su  aprobación,  y en 
vista  de  ella  le  mande  el  Consejo  despachar 
tituló  en  forma,  para  que  pueda  ejereer  en 
cualquier  parte  en  el  arte  de  geometría, 
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con  las  preeminencias  y exenciones  que  les 
están  concedidas  á los  profesores  de  artes 
liberales,  y el  tal  título  que  tuviere  sea  pri- 
vativo á los  demás  títulos  de  otras  partes, 
aunque  sean  despachados  por  las  ciudades 
capitales  que  tienen  voto  en  Corles. 

ti.0  Que  los  jueces  de  cualesquier  ciuda- 
des,villas  ó lugares  de  estos-  reinos,  pue- 
dan obligar  á los  vecinos  á que  midan  sus 
tierras  y heredades  antes  que  ningún  es- 
cribano otorgue  carta  de  venta  de  ninguna 
de  ellas,  faltando  este  requisito,  sin  embar- 
go de  que  no  esté  puesto  en  costumbre  en 
aquella  parte,  como  asimismo  que  no  con- 
sientan que  hagan  ajustes  los  vecinos  con 
ios  segadores,  á trozos  ó por  pedazos,  por 
ser  en  grave  perjuicio  á los  segadores,  y en 
benelicio  grande  á los  labradores,  pues  co- 
mo estos  saben  las  hanegas  que  tienen  de 
tierra  por  las  que  han  sembrado  poco  mas 
ó menos,  conocen  a cierta  ciencia  las  que 
han  de  segar,  y van  seguros  sobre  el  ajus- 
te y los  pobres  trabajadores  van  in- 
ciertos. 

7. "  Que  todos  los  Gobernadores,  corre- 
gidores ú otros  jueces,  tengan  obligación 
antes  que  cumplan  su  tiempo  de  medir  los 
términos  de  la  jurisdicción  que  ha  sido  de 
sn  cargo. 

8. °  Que  los  dichos  jueces  sea  de  su  obli- 
gación hacer  medir  las  tierras  que  fueren 
propias  de  las  ciudades  y villas,  y no  con- 
sientan se  dén  á ojo,  por  ser  en  grande  per- 
juicio de  la  villa,  y en  utilidad  conocida  á 
los  regidores  y otras  personas  que  mandan 
y tienen  manejo  en  el  Gobierno. 

9. °  Que  los  jueces  en  vista  de  la  decla- 
ración del  geómetra,  sin  mas  averiguación 
han  de  mandar  pagar  lo  que  se  les  debiese 
de  su  trabajo  á los  jornaleros  ó segadores, 
por  razón  de  las  hanegas  de  tierra  que  hu- 
bieren segado;  y si  el  labrador  pidiese  se 
vuelva  á medir  con  otro  agrimensor  acom- 
pañado , por  parecerle  que  la. medida  que 
ha  ejecutado  no  es  justa  , haga  primero  el 
juez  se  les  pague  á los  segadores  en  lo 
que  fuere  alcanzando,  por  no  ser  razón  de- 
tenerlos, y sea  motivo  para  que  los  traba- 
jadores gasten  lo  que  han  ganado  con  la 
detención  que  les  hacen,  y si  vuelta  á ha- 
cer la  dicha  medida  segunda  vez  con  el  geó- 
metra acompañado,  se  halla  que  la  decla- 
ración dada  de  la  medida  antecedente  está 
bien  hecha,  y conviene  con  la  del  acompa- 
ñado media  hanega  de  tierra  mas  ó menos, 
ha  de  hacer  el  juez  que  el  dueño  de  las  tier- 
ras pague  al  geómetra  solo  por  la  deten- 
ción á razón  de  34  mrs.  por  cada  hanega  de 
las  que  hubiese  medido  , y si  las  medidas 
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no  conviniesen  y no  hubiese  tantas  como  se 
les  pagó  á los  segadores  , en  tal  caso  se  le 
ha  de  condenar  al  medidor;  primero  á que 
pague  loque  importa  el  tres  tanto  del  im- 
porte de  las  hanegas  que  salieron  de  más, 
como  también  ha  de  perder  lo  que  ha  lle- 
vado por  medirlas , y que  además  de  esto 
quede  reprobado  y no  pueda  volverá  eje- 
cutar ninguna  medida  en  aquella  jurisdic- 
ción, y si  sacase  menos  hanegas,  de  modo 
que  los  segadores  fuesen  damnificados,  está 
obligado  el  medidor  á pagarlos  el  importe 
de  las  hanegas  que  sacó  de  menos,  como 
asimismo  el  interés  que  hubiese  llevado 
por  razón  de  la  medida,  para  que  sepan 
que  no  se  han  de  poner  á medidores  los  que 
no  lo  entienden  ni  tienen  prática  en  ella, 
por  ser  un  arte  á quien  le  fian  su  acierto 
las  partes  interesadas. 

UJ.  Que  por  cuanto  en  muchas  partes 
se  acostumbra  á pagar  las  hanegas  medi- 
das por  mitad  ó por  dias  entre  los  dueños 
y los  segadores,  por  cuya  razón  y para  su 
claridad  se  han  de  medir  siempre  las  que 
fueren,  y solo  se  podrá  escusar  en  caso  que 
antecedentemente  estén  medidas  por  agri- 
mensor aprobado  por  el  Real  Consejo;  y si 
los  segadores  quisieren,  aunque  preceda 
este  requisito,  que  se  mida,  ha  de  ser  de 
cuenta  de  ellos  pagar  al  geómetra  su  tra- 
bajo y medida  á lo  que  ajustaren,  y el  juez 
les  puede  obligar  á ello. 

11.  Que  todas  las  cabezas  de  partido 
tengan  obligación  á tener  un  agrimensor  con 
título  despachado  por  el  Consejo  en  la  for- 
ma arriba  dicha,  para  que  pueda  él , y no 
otro  estrado,  aunque  tenga  titulo,  medir  en 
la  dicha  jurisdicción  cuanto  se  ofreciere, 
asi  de  los  propios  del  Consejo  como  de  sus 
vecinos,  y pagándole  por  cada  hanega  de  las 
que  midiese  a un  real  de  vellón,  luego  que 
dé  cuenta  de  la  declaración  firmada  de  su 
mano  solamente. 

12.  Que  todas  las  justicias  de  las  ciuda- 
des, villas  y lugares  de  estos  reinos  y se- 
ñoríos de  España,  no  consientan  que  á los 
geómetras  que  tuvieren  título  despachado 
por  el  Real  Consejo  en  la  forma  referida  en 
la  ordenanza  5.1  se  tes  reparta  adehala  nin- 
guna de  pecho,  repartimiento  de  alcabala, 
ni  quintas  de  soldado,  alojamientos  ni  otro 
tributo  alguno  de  los  que  suelen  repartir 
á los  vecinos  de  las  referidas  poblaciones; 
sino  que  se  les  haga  observar  y guardar  las 
preeminencias  y exenciones  que  les  están 
concedidas  de  tiempo  inmemorial  á esta 
parte  por  los  señores  Emperadores  romanos 
y Reyes  católicos  de  España , corno  profe- 
sores” da  un  arte  tan  noble  y liberal  como  lo 
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es  la  geometría,  una  de  las  partes  principa- 
les de  las  matemáticas  (1). 

Ley  3.a,  tit.  22,  lib  8.°  Nov.  Reo. 

Es  una  Real  cédula  de  '¡4  de  febrero  de 
4 768  por  la  cual  se  creó  en  Valencia  la  aca- 
demia de  bellas  artes  de  San  Carlos,  y por 

su  art.  5.°  se  dispuso  que «en  adelante 

solo  puedan  ejercer  la  profesión  de  agri- 
mensores y aforadores  los  que  la  academia 
examinare  y aprobare...,.» 

R.  O.  de  i 1 mayo  de  1830. 

Se  declaró  por  punto  general  «que  el 
exámen  y aprobación  de  la  clase  de  agri- 
mensores y aforadores  quede  en  todo  el 
Reino  sujeto  á los  cuerpos  facultativos.» 

(■ CL . t.  15,  p.  206). 

R.  0.  de  25  enero  de  1834. 

Artículo  1 La  Real  academia  de  nobles 
artes  de  San  Fernando' de  esta  córte  ó sus 
juntas  delegadas  en  las  provincias,  y las 
academias  de  la  misma  clase  de  Valencia, 
San  Luis  de  Zaragoza,  y la  Concepción  de 
Valtadolid,  serán  las  únicas  que  examinen 
y aprueben  á los  que  pretendan  ser  agri- 
mensores y tengan  las  circunstancias  pre- 
venidas en  los  reglamentos. 

Art.  2.°  A los  que  fueren  aprobados  les 
expedirán  las  cuatro  academias  los  corres- 
pondientes títulos  con  inhibición  de  otra 
cualquier  autoridad. 

Art.  3.°  (Exigía  la  consignación  de  36Ü 
reales  por  derechos  de  título  y examen  con 
la  aplicación  que  se  dice). 

R.  O.  de  23  mayo  de  1837. 

Dispuso  que  con  arreglo  a!  art.  129  de 
la  ley  de  3 de  febrero  de  1823,  continua- 
rán por  entonces  las  Diputaciones  provin- 
ciales en  su  cargo  de  hacer  examinar  á los 
agrimensores. 

R>  O.  de  15  julio  de  1847. 

Reglas  para  la  concesión  de  título  de  agrimensor. 

Con  el  fin  de  simplificar  el  curso  de  los 
expedientes  que  se  forman  para  la  expedi- 
ción de  títulos  de  agrimensor,  y cortar  el 
abuso  que  se  observa  de  que  ejerzan  esta 
profesión,  no  solo  aquellos  que  si  bien  han 
sufrido  los  ejercicios  prevenidos,  no  han 
recogido  el  correspondiente  titulo  para  evi- 
tar el  pago  de  derechos,  sino  también  otros 


(1)  No  hemos  bailado  este  documento  en  las 
colecciones  oficiales,  y le  tomamos  de  la  En- 
ciclopedia española  del  Sri  Arrazola. 


que  hasta  carecen  de  aquel  requisito ; la 
Reina  (Q-  D.  G.)  se  ha  dignado  mandar: 

1. °  Que  los  aspirantes  al  título  de  agri- 
mensor consignen  prévíamente  al  exámen, 
en  la  depositaría  del  distrito  universitario 
á que  corresponda  su  residencia,  los  314 
reales  24  maravedís  vellón  de  derechos  por 
dicho  título,  facilitándoseles  en  la  misma 
la  oportuna  carta  de  pago. 

2. °  Que  los  jefes  políticos  no  admitan 
solicitud  alguna  para  examen  de  agrimen- 
sor, que  no  vaya  acompañada,  además  de 
los  documentos  hasta  aquí  exigidos,  de  la 
expresada  carta  de  pago. 

3. "  Que  así  formalizado  el  expediente, 
se  remita  integro  y original  con  el  certifica- 
do de  exámen  á lá  Dirección  de  instrucción 
publica,  para  que  estando  conforme  se  ex- 
pida el  título,  el  cual  se  enviará  al  respec- 
tivo jefe  político  para  su  entrega  a!  intere- 
sado., con  sujeción  á las  formalidades  esta- 
blecidas en  las  circulares  de  21  de  abril  y 8 
de  junio  últimos. 

4. °  Que  no  se  facilite  a los  examinados 
certificado  de  aprobación,  no  solo  por  in- 
necesario, dirigiéndose  de  oficio,  el  que  ha 
de  producir  el  titulo,  sino  también  para  evi- 
tar el  abuso  que  en  parte  motiva  estas  dispo- 
siciones. 

o.°  Que  los  jefes  políticos,  en  sus  res-  ' 
pectivas  provincias,  indaguen  los  sugetos 
que  ejercen  la  profesión  de  agrimensor  sin 
el  titulo  correspondiente,  prohibiéndoles 
continuar,  y recogiendo  á los  meramente 
examinados  el  certificado  en  virtud  del  cual 


ejercen,  sin  perjuicio  de  exigirles  la  mulla 
conveniente  si  con  su  reincidencia  dieren 
lugar  á ello. 

6.°  Que  á los  ya  examinados  se  les  ad- 
mita también  el  depósito  en  los  distritos 
universitarios,  facilitándoles  la  carta  de 
pago  que  lo  acredite,  á fin  de  que  presen- 
tándola en  la  Dirección  de  instrucción  pú- 
blica, pueda  tener  efecto  la  estension  del 
título  y su  remisión  al  jefe  político  respec- 
tivo para  su  entrega,  según  queda  indi- 
cado. 

Y 7.°  A fin  d&  evitar  dudas  y reclama- 
ciones en  los  casos  de  no  ser  aprobados  los 
aspirantes  en  el  exámen,  se  declara  que 
podrán  ser  admitidos  á nuevos  ejercicios 
otras  dos  veces,  con  intórvalo  de  medio  ano 
la  segunda,  y de  esta  á la  tercera  un  ano 
entero,  pudiendo  solamente  reintegrarle 
de  la  mitad  del  depósito  para  el  título , si 
así  lo  solicitaren,  a la  segunda  vez , y per- 
diendo el  todo  si  en  la  tercera  no  fuesen 
tampoco  aprobados;  en  la  inteligencia  ae 
que  en  todas  abonarán  los  derechos  á los 
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examinadores. — De  Real  orden  etc.  Madrid 
15  de  julio  de  1848.  (CL  t.  41, p.  346). 

R.  D.  de  7 setiembre  de  1847. 

Se  dispone  que  los  directores  de  caminos 
vecinales  y canales  de  riego,  puedan  ejer- 
cer donde  les  convenga  la  profesión  de 
agrimensores  sujetándose  al  arancel  de  es- 
tos. V.  Director  de  caminos  vecinales. 

R . O.  de  31  octubre  de  1848. 

Edad  para  ser  agrimensor. 

Se  resuelve  que  en  adelante  solo  se  ex- 
pida título  de  agrimensor  á los  aspirantes 
que  hayan  cumplido  20  años  de  edad. 
(CL.  t.  45,  p.  232.) 

R.  D.  de  \ 7 febrero  de  1852.. 

Estudios  y exámenes  para  obtener  título  de  agrimen- 
sor y aforador. 

(Fom  ) Conformándome  con  lo  expues- 
to por  el  Ministro  de  Fomento  sobre  la  ne- 
cesidad de  regularizar  la  enseñanza  de  los 
agrimensores  y afora  dores,  vengo  en  de- 
cretar lo  siguiente: 

Artículo  l.°  Los  estudios  para  obtener 
el  título  de  agrimensor  y aforador  abraza- 
rán las  materias  siguientes : 

Primera.  Los  años  primero  y segundo 
de  la  enseñanza  industrial  elemental , ó en 
su  defecto  los  dos  de  matemáticas  elemen- 
tales que  se  esplícan  en  los  Institutos  de 
segunda  enseñanza. 

Segunda.  Un  curso  especial  teórico- 
practico  de  agrimensura,  hecho  posterior- 
mente á aquellos  estudios. 

Tercera.  Delineacion  y dibujo  topográ- 
fico. 

Árl.  2.°  Los  estudios  que  comprende 
el  párrafo  primero  de  la  disposición  ante- 
rior deberán  hacerse  precisamente  en  los 
establecimientos  que  en  él  se  mencionan, 
obteniéndose  certificación  de  examen  y 
prueba  de  curso. 

Art.  3.°  El  estudio  especial  de  agrimen- 
sura se  hara  en  las  Academias  de  bellas 
artes  de  ¡primera  clase,  donde  se  establece- 
rá esta  asignatura,  poniéndola  á cargo  del 
profesor  de  dibujo  topográfico,  cuyo  suel- 
do, en  virtud  de  este  aumento  de  trabajo, 
y del  que  ha  de  ocasionarle  la  práctica  de 
toda  clase  de  operaciones  topográficas,  será 
igual  al  de  los  demás  catedráticos  de  la  en- 
señanza de  maestros  de  obras.  A su  debido 
tiempo  se  señalará  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, oyendo  a quien  corresponda,  el 
programa  denlas  materias  y ejercicios  que 
ha  de  abrazar  este  curso. 

Tomo  1. 
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Art.  4.°  La  delineacion  y el  dibujo  to- 
pográfico se  estudiarán  también  sn  los  mis- 
mos establecimientos  simultáneamente  con 
el  curso  de  agrimensura , sujetándosey con- 
cluido que  sea  este,  á exámen  de  una  y 
otra  asignatura,  y obteniendo  el  competen- 
te certificado  de  aprobación. 

Art.  5.°  Los  exámenes  para  alcanzar 
el  título  de  agrimens  or  y aforador  se  veri- 
ficarán en  las  academias  de  bellas  artes  de 
primera  clase.  El  aspirante  presentará  para 
elfo  al  presidente  una  solicitud,  a la  que 
acompañará  los  siguientes  documentos  : su 
fó  de  bautismo  por  la  que  acredite  haber 
cumplido  la  edad  de  veinte  años;  las  certi- 
ficaciones de  que  tratan  los  arts.  2.°  y 4 % 
y la  de  haber  hecho  en  la  depositaría  del 
Gobierno  de  la  provincia  el  depósito  de 
520  rs.  por  derechos  de  título.  Pagará  ade- 
mas 120  rs.  para  los  examinadores. 

A Art.  6.°  El  presidente  de  la  Academia, 
aprobado  que  hubiere  el  expediente,  dará 
la  orden  para  el  examen,  y nombrará  un 
tribunal  que  se  compondrá  de  tres  de  los 
profesores  que  tienen  a su  cargo  la  ense- 
ñanza de  maestros  de  obras.  El  de  mas  edad 
hará  de  presidente,  y el  mas  joven  de  se- 
cretario. 

Art.  7.°  Los  ejercicios  serán  tres  : 

Primero.  Un  exámen  de  preguntas,  que 
durará  una  hora,  sobre  todos  los  conoci- 
mientos teóricos  que  ha  debido  adquirir  el 
aspirante. 

Segundo.  Un  ejercicio  práctico  sobre  el 
terreno  en  algún  campo,  huerta  ó hacien- 
da, sirviéndose  el  examinando  de  los  ins- 
trumentos. 

Tercero.  Otro  ejercicio  de  dibujo  topo- 
gráfico hecho  en  ei  término  de  diez  horas, 
con  reclusión  en  la  Academia  ú otro  edifi- 
cio, y en  el  que  el  actuante  ejecutará  el 
proyecto  que  le  señalen  los  jueces. 

Art.  8.°  Concluidos  los  ejercicios,  los 
examinadores  votarán  la  aprobación  ó re- 
probación del  aspirante.  En  el  primer  caso 
firmarán  el  acta,  que  entregarán  al  presi- 
dente de  la  academia  para  que  la  remita 
<1  Ministerio  de  Fomento,  por  donde  debe 
expedirse  el  título.  En  el  segundo  caso,  di- 
cho aspirante  perderá  los  derechos  de  exa- 
men ; pero  i>e  devolverá  el  depósito  , no 
pudiendo  presentarse  á nuevos  ejercicios 
hasta  pasados  seis  meses. 

Art.  9.°  Quedan  esceptuados  de  las  an- 
teriores disposiciones  los  alumnos  que  hu- 
bieren curiado  y ganado  los  tres  años  de 
enseñanza  de  las  escudas  elementales  de 
agricultura  de  Tudelá  y Oñate,  Jos  cuales 
obtendrán  el  título  de  agrimensores  y afo- 
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radio  res  con  sujeeion  á las  reglas  que  en  las 
Reales  órdenes  orgánicas  de  aquellos  esta- 
blecimientos se  determinan. 

J£2Art.  10.  A fin  dé  respetar  los  derechos 
adquiridos,  durante  el  presente  curso  se 
admitirá  al  examen  para  el  título  de  agri- 
mensor y aforador  con  los  estudios  hechos 
en  la  forma  que  hasta  aquí;  pero  este  exa- 
men se  verificará  en  las  Academias  de  be- 
llas artes  referidas,  y sujetándose  a los 
ejercicios  que  señala  el  art.  7.w 

11.  Los  expedientes  incoados  seguirán 
su  curso,  siempre  que  sean  presentados  en 
ei  Ministerio  de  Fomento  con  antelación 
al  día  1 0 de  mayo  próximo , sin  cuyo  re- 
quisito no  se  expedirán  ya  los  títulos. 

Dado  en  palacio  a M de  febrero  de  1852. 
(CL.  t.  55, p.  ida). 

R.  O.  de  19  marzo  de  1852. 

Expsdieutes  de  examen. 

(Fomento.)  «La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  mandar  que  "todos  los  expedientes 
de  exámen  de  agrimensor  incoados  en  ese 
Gobierno  de  provincia  antes  de  la  publica- 
ción del  R.  D.  17  de  lebrero  último  se  re- 
mitan originales  á este  Ministerio  luego  que 
haya  tenido  efecto  aquel  acto,  y que  en  las 
actas  de  aprobación  se  naga  constar  la 
firma  del  examinando,  conforme  á lo  pre- 
venido en  la  R.  O.  de  21  de  abril  de  1847, 
en  la  inteligencia  de  que  no  se  dará  curso 
¿ ningún  expediente  que  carezca  de  este  re- 
quisito. De  Real  orden  etc.  Madrid  19  de 
marzo  de  1852.»  ( GL.t . 55,  p.  483). 

R.  O.  de  20  noviembre  de  1854. 

Se  concedió  un  plazo  de  cuatro  meses 
para  que  pudieran  presentarse  á exámen 
los  aspirantes  al  título  de  agrimensores  en 
la  forma  y de  las  materias  que  prevenía  la 
legislación  auteriordel  reglamento  de  1852. 

R.  D.  de  24  enero  de  1855. 
«Conformándome  con  lo  que  me  propo- 
ne el  Ministro  de  Fomento , oido  el  voto 
unánime  de  la  Real  Academia  de  Nobles 
Artes  de  San  Fernando,  y de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros,  vengo  en  decretar 
lo  siguiente: 

Articulo  !.°  Se  suprimen  las  enseñan- 
zas de  maestros  de  obras  y directores  de  ca- 
minos vecinales,  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos adquiridos  por  los  que  han  obtenido 
título  dé  estas  profesiones,  por  los  que  so- 
metiéndose á examen  dentro  del  plazo  pre- 
fijado en  la  R.  O.  de  20  de  noviembre  ulti- 
mo, resulten  aprobados,  y por  los  qne  se 
hallen  matriculados  hasta  esta  fecha  en  di- 
chas enseñanzas. 


Art,  2.°  En  todas  las  Academias  de  No- 
bles Artes  donde  existían  aquellas  ense- 
ñanzas, se  establece  otra  de  aparejadores 
de  obras,  subsistiendo  además  la  de  agri- 
mensores. 

Los  profesores  que  desempeñaban  las  cá- 
tedras de  las  enseñanzas  su  prímulas,  obten- 
drán las  que  nuevamente  se  establecen. 

Art  3. 11  Concedo  mi  Real  aprobación 
al  reglamento  para  las  escuelas  de  apareja- 
dores de  obras  y agrimensores,  habiéndose 
de  publicar  á continuación  del  presente 
Real_ decreto,  y advirtiendo  que  la  nueva 
enseñanza  no.se  planteará  hasta  el  curso  in- 
mediato. Dado  en  Palacio  a 24  de  enero  de 
4855. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — 
Ei  Ministro  de  Fomento,  Francisco  de  Ln- 
xán. 

Reglamento  paba  las  escuelas  de  agrtmen- 

SORES  Y APAREJADORES. 

capitulo  i. 

De  las  enseñanzas. 

Articulo  1.”  Las  escuelas  de  agrimenso- 
res y aparejadores  constituirán  parle  de  las 
enseñanzas  que  se  hallan  á cargo  de  las 
Reales  Academias  de  Nobles  Artes,  y esta- 
rán bajo  la  dependencia  inmediata  de  sus 
respectivos  directores  de  escuelas. 

Será  director  de  la  establecida  en  Madrid 
el  de  la  especial  de  Arquitectura. 

Art.  2.°  Se  darán  en  cuatro  años  todas 
tas  enseñanzas  , dividiéndose  en  la  forma 
siguiente: 

PRIMER  AÑO. 

Parte  oral. — Aritmética:  geometría  ele- 
mental. 

Parte  gráfica — Dibujo  lineal  y topográ- 
fico. 

SEGUNDO  AÑO. 

Para  los  agrimensores. 

Parte  oral.  — Trigonometría  rectilínea; 
topografía,  agrimensura  y aforos:  parte  le- 
gal que  corresponde  á los  mismos. 

Farte  gráfica.— Copia  de  planos  topográ- 
ficos a la  pluma  y color:  prácticas  de  topo- 
grafía . 

En  este  año  termina  la  enseñanza  del 
agrimensor. 

Para  los  aparejadores. 

Parte  oral. — Nociones  sobre  la  teoría  de 
las  proyecciones:  principios  generales  de 
construcción:  conocimiento  de  materiales: 
su  manipulación  y empleo  en  las  obras. 

Parle  gráfica.— Resolución  de  problemas 
sobre  las  intersecciones  de  superficies  y su 
desarrollo. 
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TERCER  ANO. 

Parte  oral,— Construcciones  de  tierra, 
ladrillo,  manipostería,  piedra  labrada,  ma- 
dera y hierro:  estudio  del  hierro  como  au- 
xiliar y como  elemento  de  construcción: 
montea  apocada  á la  cantería  , carpintería 
y obras  de  armar. 

Parte  gráfica. — Ejercicios  sobre  las  tra- 
bazones de  toda  clase  de  fábricas , despezos 
de  cantería  y trazado  de  la  carpintería  de 
armar. 

CUARTO  año. 

Parte  oral. -Fabricas  mistas:  replanteos 
y obras  subterráneas  : undamios,  cimbras, 
apeos  y enlucidos:  medición  de  toda  clase 
de  obras  y parte  legal  que  le  corresponde. 

Parte  gráfica. — Copia  de  detalles  de  cons- 
trucción: planos  de  plantas,  fachadas  y 
cortes. 

Art.  3.°  La  carrera  de  agrimensor  ha 
de  durar  dos  años,  y cuatro  la  de  apare- 
jador. 

Art.  4.°  Serán  públicas  las  lecciones,  y 
el  curso  empezará  el  l.°  de  octubre  para 
terminar  el  ultimo  dia  de  mayo. 

Art  3.°  Se  consideran  comunes  al  agri- 
mensor y al  aparejador  todas  las  enseñanzas 
de  primer  año,  las  cuales  abrazarán  la  arit- 
mética, la  geometría  y el  dibujo  topográ- 
fico. 

Art.  6.°  1.a  aritmética  comprenderá  el 

cálculo  de  los  números  enteros,  fracciona- 
rios, complejos  y decimales;  el  sistema  mé- 
trico decimal;  la  formación  de  potencias  y 
extracción  de  las  raíces  cuadrada  y cúbica, 
y las  proporciones,  reglas  de  tres,  interés, 
aligación  y compañía. 

Art.  7.°  Dará  la  geometría  cabal  idea  de 
la  naturaleza  de  las  lineas,  de  los  ángulos  y 
polígonos  ; de  la  circunferencia  : de  las  re- 
laciones de  las  lineas;  las  figuras  semejantes 
y sus  propiedades,  de  las  medidas  de  las  lí- 
neas rectas  , arcos  de  circulo  y ángulos;  de 
la  superficie  de  las  figuras  y su  irasfonna- 
cion;  de  la  parte  del  espacio,  que  compren- 
derá el  estudio  del  plano  en  combinación 
con  la  línea  recta  y los  ángulos  de  los  pía-, 
nos;  de  los  cuerpos  ó sólidos,  sussuperficies, 
volúmenes  y desarrollo  ; de  las  superficies 
de  los  poliedros  regulares  y cuerpos  re- 
dondos. 

Art.  8.°  El  dibujo  será  de  pura  imita- 
ción y lineal.  La  enseñanza  del  primero  ten- 
drá lugar  al  mismo  tiempo  que  la  de  la  arit- 
mética, y la  del  segundo  ha  dejempezar  con 
la  de  la  geometría.  Entonces  se  estudiarán 
los  medios  de  representación  y trazado  de ; 
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toda  clase  de  polígonos , curvas  originadas 
por  arcos  de  círculo  , como  log  óvalos,  las 
espirales,  las  volutas- etc.  ; la  elipse,  la. .pa- 
rábola y la  hipérbola,  así  como  también  Ja 
construcción,  de  las  figuras  iguales  y seme- 
jantes. . 

Art  9,°  Ei  segundo  año  estudiarán  los 
agrimensores;  ./?■,: 

Primero.  En  trigonometría,  las  láneas 
trigonométricas  y sus  fórmulas;  los  loga- 
ritmos y el  uso  de  sus  tablas;  las  fórmulas 
para  la  resolución  de  los  triángulos  rectán- 
gulos y oblicuángulos,  y su  aplicación  á ca- 
sos dados.  : . . 

Segundo.  En  topografía,  la  medición  de 
las  lineas  accesibles  é inaccesibles;  el  tra- 
zado en  ei  terreno, de  toda  clase  de  figuras, 
el  levantamiento  de  planos  con  la  pantóme- 
tra, la  plancheta,  la  brújula  y el  grafóme- 
tro; sucintas  nociones  de  las  curvas  de  ni- 
vel para  levantar  los  planos,  y la  forma- 
ción de  los  perfiles  del  terreno  y división 
de  figuras. 

Tercero.  En  agrimensura,  el  conoci- 
miento y estudio  de  los  terrenos;  división 
de  las  heredades,  apeos  y deslindes,  aforos 
de  toda  especie,’ y la  parte  legal  que  cor- 
responde á esta  profesión. 

Al  estudio  de.  las  materias  expresadas  se 
acompañarán  durante  todo  el  curso  ¡os  ejer- 
cicios del  dibujo  topográfico  á pluma  y co- 
lor, empleándose  los  signos  últimamente 
adoptados. 

Art.  tú.  Para  los  aparejadores  com- 
prenderá el  segundo  añola  teoria  dejas 
proyecciones,  los  principios  de  la  cons- 
trucción y el  dibujo. 

Art.  ÍL  Se  limitará  la  teoría  de  las 
proyecciones  á nociones  generales,  y á los 
métodos  de  representar  por  medio  de  las 
proyecciones  octogonales  el  punto,  recta 
y plano:  del  mismo  modo  se  han  de  repre- 
sentar los  poliedros  y cuerpos  redondos  ó 
de  revolución,  y se  determinarán  las  in- 
tersecciones que  formen  entre  sí,  ó con  el 
plano  hallándose  además  el  desarrollo  de 
sus  respectivas  superficies. 

Art  12.  La  construcción  abrazará: 

Primero.  Los  principios  en  que  estriba 
la  de  toda  clase  de  fábricas,  cualquiera  que 
sea  su  aplicación  y objeto. 

Segundo,  El  conocimiento  y análisis 
práctico  de  los  materiales,  ya  los  produz.ea 
el  arle,  ó ya  la  naturaleza. 

Tercero.  Su  manipulación  y conserva- 
ción. 

Cuarto.  Los  diferentes  sistemas  que  pue 
dea  seguirse  ¡para  emplearlos  en  las  obras 
del  arte. 
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Art.  13.  Se  aplicará  el  dibujo  á la  reso- 
lución gráfica  de  los  problemas  relativos 
á las  proyecciones  mereciendo  particular 
atención  las  intersecciones  y el  desarrollo 
de  las  superficies,  para  adquirir  la  mayor 
práctica  posible  en  el  trazado  correcto  de 
las  plantillas  destinadas  al  labrado  de  la 
piedra  y la  madera 

Art.  i 4.  El  tercer  año  de  la  carrera  del 
aparejador  se  destinará  á las  materias  si- 
guientes: 

Primera.  Las  construcciones  de  tierra, 
su  preparación  y las  precauciones  que  de- 
ban  adoptarse  para  emplearlas  con  buen 
éxito. 

Segunda.  Las  de  ladrillo,  ya  crudo  6 
ya  cocido,  con  las  combinaciones  á que 
dan  lugar  para  producir  una  sólida  fabri- 
cación. 

Tercera.  La  manipostería  ya  sea  consi- 
derada aisladamente,  ó ya  se  combine  con 
otros  materiales. 

Cuarta.  Las  eondic:ones  que  debe  sa- 
tisfacer una  obra  de  cantería. 

Quinta.  Ei  conocimiento  de  las  diferen- 
tes preparaciones  del  hierro,  y su  aplica- 
ción á los  diversos  usos  á que  se  destina  en 
la  construcción. 

Art.  15.  Conocida  la  índole  de  las  di- 
versas construcciones  de  que  hace  mérito 
el  artículo  anterior,  se  esplicará  e!  apare- 
jo de  muros,  puertas  y bóvedas  de'  cante- 
ría y ladrillo,  tratándose  mas  particular- 
mente de  las  de  cañón  seguido  por  arista, 
rincón  de  cláustro  y esféricas.  Se  dara  igual 
atención  al  trazado  de  los  ensambles,  em- 
palmes y refuerzos  que  con  mayor  frecuen- 
dia  se  emplean  en  la  construcción  de  los 
entramados,  armaduras  y escaleras,,  mere- 
ciendo estas  sobre  todo  una  particular  aten- 
ción por  su  importancia  misma,  para  el 
mej  r servicio  y distribución  de  los  edi- 
ficios. 

Art.  16.  Auxiliará  el  dibujo  la  teoría  y 
la  practica  de  todas  las  nociones  expresa- 
das en  los  artículos  anteriores,  aplicándose 
á la  resolución  dé  los  problemas  de  mon- 
tea, ya  sea  de  piedra  ya  de  madera.  Se  tra- 
zarán también  tas  plantillas  necesarias  para 
el  labrado  de  una  y otra  materia  en  un  ta- 
maño bastante  grande,  y con  sujeción  a. 
escala. 

Art  17.  En  sus  prácticas  formarán  los 
alumnos  colecciones  de  problemas  retativos 
al  trazado  y de  inmediata  aplicación,  fa- 
miliarizándose con  los  principios  geomé- 
tricos, que  son  su  fundamento.  Igual  em- 
peño pondrán  en  el' estudio  de  las  trabazo- 
nes para  toda  cíase  de  fábricas,  siendo  un 


deber  de  los  profesores  promover  y dirigir 
estos  ejercicios. 

Art.  18.  El  cuarto  año  analizarán  los 
aparejadores  ias  fabricas  mixtas,  ejercitán- 
dose en  la  descripción  completa  de  un  edi- 
ficio dado  y siguiendo  todos  los  trámites 
de  sus  diversas  construcciones,  desde  que  se 
esplana  el  terreno  en  que  hade  fundarse, 
hasta  la  terminación  de  su  fábrica. 

Serán  en  este  exámen  un  objeto  especial 
de  estudio  todos  los  detalles  de  la  fabrica- 
ción, tales  como  la  apertura  y macizado  de 
los  cimientos,  cualquiera  que  sea  la  natu- 
raleza del  terreno;  los  pozos,  alcantarillas 
y targeas;  las  minas  de  agua,  la  elevación 
de  los  muros,  las  construcciones  de  suelos 
y bóvedas,  los  andamios,  cimbras,  arma- 
duras comunes  ó de  forma,  los  pavimen- 
tos, enlucidos,  y cuanto  concierne  á los  di- 
ferentes oficios  que  concurren  á la  edifi- 
cación. 

Finalmente  se  enseñará  la  medición  de 
las  diferentes  obras  que  tienen  lugar  en  un 
edificio,  así  como  también  la  parte  regla- 
mentaria, á que  según  tas  leyes  debe  suje- 
tarse el  aparejador  en  el  desempeño  de  sus 
funciones. 

Art.  19.  Durante  el  cuarto  año  se  apli- 
cará el  dibujo  a!  trazado  de  algunos  deta- 
lles de  construcción,  y á las  copias  de  plan- 
tas, alzados  y cortes  dedos  edificios. 

CAPÍTULO  II. 

De  los  profesores. 

Art.  20.  Para  las  clases  de  que  hacen 
mérito  los  artículos  precedentes,  habrá 
cuatro  profesores:  uno  de  aritmética,  geo- 
metría, dibujo  lineal  y principios  de  topo- 
grafía, otro  de  topografía,  agrimensura  y 
dibujo  topográfico : otro  de  principios  ge- 
nerales de  construcción  y montea,  y otro 
de  construcción  y dibujo  de  edificios. 

Art.  21.  El  profesor  de  aritmética  dará 
diariamente  una  lección  oral  ; y para  que 
los  alumnos  adquieran  la  práctica  necesa- 
ria en  las  combinaciones  numéricas,  les 
propondrá  los  ejemplos  que  estime  conve- 
nientes, y siempre  con  aplicación  ai  objeto 
especial  de  su  carrera.  Durará  este  ejercicio 
hora  y media,  invirtiéndose  el  tiempo  res- 
tante de  la  lección  en  corregir  el  dibujo. 

Art.  22.  Después  de  ¡a  esplieaeion  de 
las  teorías  correspondientes  á la  topografía 
y la  agrimensura,  el  profesor  que  tiene  á 
su  cargo  estas  enseñanzas  .corregirá  también 
los  dibujos  de  sus  alumnos,  haciéndoles 
notar  sus  faltas,  é indicándoles  la  manera 
de  enmendarlas.  Corno  estos  ejercicios  sen 
particularmente  para  los  agrimensores.,  se 
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reducirán  á la  práctica  en  el,  campo  duran- 
te los  dos  últimos  meses  de  la  enseñanza  y 
á las  primeras  horas  de  la  mañana. 

Art.  23.  En  cada  uno  de  los  dos  cursos 
confiados  d¡\  profesor  de  principios  genera- 
les de  construcción  y montea;  ha  de  dar 
este  tres  lecciones  orales  por  semana , ocu- 
pando el  tiempo  restante  en  corregir  los  di- 
bujos, que  se  harán  siempre  en  grande  es- 
cala. 

Es  también  uno  desús  principales  cargos 
la  esplicacion  y desenvolvimiento  de  todas 
las  plantillas  necesarias  para  la  labra  de  la 
piedra  y la  madera,  y para  las  obras  de  al- 
bañilería  que  las  requieren. 

Art.  24.  El  profesor  de  construcción  ha 
de  esplicar  cuatro  lecciones  por  semana, 
terminándolas  siempre  con  el  examen  y 
corrección  de  las  trazas  de  todo  género  de 
fábricas,  y de  las  copias  de  las  plantas,  al- 
zados y cortes  de  casas  particulares. 

Art.  25,  Es  un  deber  de  los  profesores 
auxiliarse  mutuamente  en  sus  respectivas 
clases,  supliendo  los  unos  la  asistencia  de 
los  otros  en  sus  ocupaciones,  ausencias  y 
enfermedades. 

Art  26.  Todas  las  enseñanzas  empeza- 
rán- al  anochecer,  y 'mda  lección  durará  dos 
horas  y media:  la  primera  ha  de  destinarse 
a!  dibujo,  y el  tiempo  restante  á la  lección 
oral.  Se  exceptúan  únicamente  de  esta  dis- 
tribución aquellas  asignaturas  que,  confor- 
me á lo  prevenido  en  los  artículos  anterio- 
res, deben  ocupar  en  ciertos  dius  todas  las 
horas  destinadas  á la  enseñanza. 

Art.  27.  Los  profesores  de  estas  ense- 
ñanzas gozarán  de  todos  los  derechos  y 
consideraciones  que  disfrutan  los  de  las 
universidades.  Será  objeto  de  un  expedien- 
te particular  equilibrar  el  sueldo  de  los 
primeros  con  el  que  disfrutan  los  segundos. 

CAPITULO  III. 

Délos  alumnos . 

Art.  28.  Para  ingresar  en  la  escuela  de 
agrimensores  y de  aparejadores,  el  que  si- 
ga la  carrera  de  los  primeros  tendrá  diez  y 
ocho  años  cumplidos;  y el  que  se  dedique  á 
la  de  los  segundos,  diez  y seis.  Unos  y 
otros  safaran  leer,  escribir,  y las  cuatro  pri- 
meras reglas  de  la  aritmética. 

Art.  2b.  Desde  el  20  hasta  el  30  de  se- 
tiembre de  cada  año  se  abrirán  las  matrícu- 
las El  que  pretenda  ser  comprendido  en 
ellas,  ha  de  presentar  con  su  fé  do  bautis- 
mo, una  papeleta  firmada  de  su  mano,  en 
que  conste  su  naturaleza  y domicilio. 

Art.  30.  Ni  por  ia  matrícula  ni  por  el 


exámen  de  curso  satisfarán  los  alumnos  can- 
tidad alguna. 

Art.  Los  que  reúnan  los  requisitos 
expresados  en  los  artículos  anlerioies,  po- 
drán matricularse  como  discípulos  en  cual- 
quiera de  los  años  de  la  carrera,  siempre 
que  se  sujeten  á exámen  de  los  anteriores, 
en  la  forma  que  se  establece  por  el  capitu- 
lo IV,  y sean  aprobados. 

Art.  32.  Si  el  alumno  faltare  al  órdeny 
debida  compostura  en  las  clases,  ser*  amo- 
nestado por  la  primera  vez,  y en  el  caso  de 
reincidencia  perderá  curso;  y cuando  la  fal- 
ta sea  grave,  á juicio  de  la  junta  de  profe- 
sores, propondrá  esta  su  expulsión  al  Go- 
bierno. 

Art.  33.  Cuando  el  alumno  cuente  trein- 
ta faltas  involuntarias  de  asistencia  ú ocho 
voluntarias;  perderá  el  año. 

Art.  34.  Abonarán  los  agrimensores  320 
reales  por  derechos  del  título,  y 120  por  los 
de  exámen. 

- CAPITULO  IV. 

De  ’os  exámenes. 

Art.  35.  Habrá  exámenes  de  mitad  y de 
fin  de  curso,  y las  preguntas  se  sacarán  a 
suerte  por  medio  de  bolas  numeradas. 

Art.  36.  En  los  examenes  de  mitad  de 
curso  no  habrá  mas  juez  que  el  profesor  de 
cada  año  respectivo. 

Para  los  que  deben  celebrarse  á fin  de 
curso,  se  formará  un  tribunal  compuesto 
de  tres  profesores;  el  de  la  asignatura  que 
es  objeto  del  exámen,  y otros  dos  nombra- 
dos por  el  director.  Hará  en  estos  actos  de 
secretario  el  que  lo  sea  de  la  junta. 

Art.  37.  Los  exámenes  de  mitad  de  cur- 
se serán  orales,  y los  de  final  de  curso  ora- 
les y gráficos. 

Art.  38.  Concluidos  los  exámenes  se 
extenderán  por  triplicado  listas  de  los  que 
hayan  sido  aprobados:  una  para  el  Gobier- 
no, otra  para  la  Academia  de  San. Fernan- 
do, y otra  que  ha  de  quedar  archivada  en 
la  secretaría  de  la  escuela. 

Art.  39.  Se  expedirá  por  el  secretario 
de  la  junta,  con  el  V.°  B.°  del  director, 
certificación  de  haber  ganado  curso  al  alum- 
no que  la  solicite. 

Art.  40.  Cuando  un  alumno  repita  cur- 
so, deberá  asistir  á la  clase  de  su  año,  y ser 
examinado  en  los  mismos  términos  que  si 
por  primera  vez  concurriese  á ella. 

Art.  41.  El  que  sea  aprobado  en  todas 
las  enseñanzas  de  la  carrera,  obtendrá  de 
las  respectivas  Academias,  ¿ quienes  las  es- 
cuelas correspondan,  el  certificado  que  así 
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lo  acredite,  pudíendo  titularse  aparejador, 
y ejercer  en  tal  concepto  su  profesión. 

3 Art.  42.  Para  oblar  al  título  de  agri- 
mensor, y prévia  la  aprobación  de  los  dos 
años  de  esta  carrera,  presentará  el  aspiran- 
te una  solicitud  al  presidente  de  la  Acade- 
mia, acompañando  la  certificación  de  haber 
ganado  los  dos  años  mencionados.  En  su 
virtud  dispondrá  este  que  en  un  dia  deter- 
minado sufra  el  exárnen  puramente  practi- 
co, que  se  reducirá  á levantar  el  plano  de 
un  terreno  dado,  empleando  al  efecto  los 
instrumentos  que  se  le  designen, 

El  tribunal  de  examen  se  compondrá  de 
tres  profesores  nombrados  por  el  director 
de  la  escuela,  los  cuales  extenderán  el  acta 
de  aprobación,  para  que  por  conducto  de 
la  Academia  se  eleve  al  Ministerio  de  Fo- 
mento, donde  en  su  vista,  y prévia  la  en^ 
trcga  de  Ja  cantidad  que  se  exige  para  el 
pago  de  los  derechos,  se  expedirá  al  intere- 
sado el  título  de  agrimensor. 

(Siguen  tres  artículos  adicionales  sobre 
sueldo  de  los  catedráticos  ó profesores  de 
estas  enseñanzas. 

Aprobado  por  S.  M.  en  el  despacho  de 
24  enero  de  1855-  ( CL . t.  64,  p.  90.) 

R.  O.  <ie  6 febrero  de  1855. 

Se  dictaron  reglas  para  el  cumplimiento 
de  la  R.  O.  de  20  de  noviembre  de  1854, 
las  cuales  ya  no  tienen  efecto  desde  que  pa- 
so el  plazo  de  cuatro  meses  señalados  en  la 
misma. 

R.  I.  de  31  mayo  de  1855. 

Es  la  publicada  para  el  cumplimiento  de 
la  ley  de  desamortización  de  i.°  de  mayo 
de  1855.  Su  art,  i87diee¿A  los  agrimenso- 
res aprobados  por  las- Academias  se  les  abo- 
narán 30  rs.  por  cada  dia  de  trabajo  en  las 
tasaciones  que  bagan  en  Madrid.  En  las  pro- 
vincias por  un  día  24  rs.  (1). 

Ley  de  Inst.  pública  de  9 de' set.  1857. 

Art-  61.  «Son  enseñanzas  profesiona- 
les... la  de  maestro  de  obras  aparejadores 
y agrimensores.» 

.Art.  67.  aLa  carrera  de  maestros  de 
obras,  aparejadores  y agrimensores  com- 
prende: 


(1)  No  conocemos  arancel-  ó tarifa  alguna 
para  los  trabajos  de  los  agrimensores  fuera  de 
los  actos  j udiciales,  como  lio  sea  lo  dispuesto 
en  este  artículo  y en  el  11  de  las  Ordenanzas 
que  como  hemos  visto  señalan  un  real  de  ve- 
llón por  cada  hanegada  de  las  que  midiese.  En 
lo  judicial.  V.  Aranceles  judiciales. 


Aritmética  y geometría. 

Topografía  y agrimensura. 

Principios  generales  de  construcción  y 
montes. 

Dibujo  lineal,  topográfico  y de  edificios. 
Trabajos  prácticos  y formación  de  pro- 
yectos. 

El  reglamento  determinará  qué  parte  de 
estos  estudios  habrá  de  exigirse  para  obte- 
ner el  titulo  correspondiente  á cada  uno  de 
los  ramos  de  esta  carrera.» 

Art.  140  Dispone  entre  otras  cosas 
«que  la  enseñanza  de  maestros  de  obras, 
aparejadores  y agrimensores  se  dará  en  la 
escuela  de  este  rauco  agregada  á la  de  ar- 
quitectura en  Madrid,  y en  provincias,  en 
las  escuelas  agregadas  á las  respectivas  aca- 
demias provinciales.» 

Tarifa  que  acompaña  á la  ley,  de  los  dere- 
chos de  matricula  y titulo. 

Por  la  matrícula  en  cada  asignatura  suel- 
ta en  facultad  ó carrera  profesional  60  rea- 
reales. 

Por  el  título  de  agrimensor  320  reales. 

Programa,  general  de  estudios  de  las  carre* 
ras  de  maestros  de  obras , aparejadores 
y agrimensores,  aprobado  por  R.  D.  de 
20  setiembre  1858. 

«Articulo  i.°  Para  principiar  la  carrera 
de  aparejador  y agrimensor  se  requiere: 

1 Haber  probado  académicamente: 
Elementos  de  aritmética  y álgebra  hasta 
las  ecuaciones  del  segundo  grado  inclusive, 
teoría  y aplicación  de  los  logaritmos. 

Elementos  de  geometría  y trigonometría 
rectilínea . 

2. °  Tener  conocimiento  de  dibujo  li- 
neal hasta  copiar  los  vanos  órdenes  de  ar- 
quitectura. 

3. °  Ser  aprobado  en  un  exámen  de  las 
materias  expresadas  en  los  dos  números 
anteriores. 

Art.  2.°  Para  aspirar  al  titulo  de  apare- 
jador y agrimensor  se  necesita  haber  estu- 
diado, en  dos  años  á lo  menos: 

1. °  Topografía,  reducida  al  levanta- 

miento de  planos,  construcción  de  perfiles 
y trazado  de  las  curvas  de  nivel. 

2. °  Elementos  de  geometría  descripti- 
va y sus  aplicaciones  á las  sombras  y a los 
cortes  de  piedras,  maderas  y metales. 

3. °  Nociones  de  mecánica  aplicada  á la 
construcción. 

4. °  Conocimiento  de  los  materiales,  su 
manipulación  y empleo  en  las  obras;  cons- 
trucción de  todos  géneros:  montea  aplica- 
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da  á !a  cantería*  carpintería  y obras  de 
hierro. 

Art.  3.°  Para  aspirar  al  titulo  de  maes- 
tro de  obras  estudiaran  los  alumnos,,  des- 
pués de  aprobadas  las  asignaturas  expresa-- 
das  el  articulo  anterior:  ■■ 

l.°  Composición  de  edificios  rurales  y 
demás  que  los  maestros  de  obras  están  au- 
torizados á dirigir. 

■ 2.°  Parte  legal  correspondiente  á la 
profesión. 

Art,  4.“  Cada  una  de  las  asignaturas* 
enumeradas  en  los  dos  artículos  anteriores 
se  dará  en  un  curso  de  tres  lecciones  se- 
manales. 

Las  lecciones  orales  durarán  hora  y me- 
dia, empleándose  el  tiempo  restante  hasta 
cuatro  horas  que  los  alumnos  deben  per- 
manecer diariamente  en  la  escuela,  en  ejer- 
cicios gráficos  y trabajos  prácticos,  que  se 
haran  en  la  forma  siguiente: 

Mientras  los  alumnos  estudien  topogra- 
fía y geometría  descriptiva,  se  ejercitaran 
en  el  levantamiento  y construcción  de  pia- 
nos, en  la  resolución  gráfica  de  problemas 
y en  copiar  detalles  de  edificios  particu- 
lares. 

Durante  los  cursos  de  nociones  de  mecá- 
nica y construcción  se  ejercitarán  en  la  re- 
solución gráfica  de  problemas  de  construc- 
ción y en  copiar  edificios  particulares. 

Durante  el  estudio  de  la  composición, 
los  ejercicios  gráficos  serán  ios  propios  de 
esta  asignatura. 

Art.  5.°  Los  estudios  de  esta  carrera 
deberán  hacerse  en  el  orden  en  que  han 
sido  enunciados;  pero  podrán  simultanear- 
se la  topografía  con  las  nociones  de  geo- 
metría descriptiva,  las  nociones  de  mecá- 
nica con  el  curso  de  construcción  y la  parte 
legal  con  los  principios  de  composición. 

Art.  6.u  Cuando  un  alumno  pierda  el 
curso  de  una  asignatura  deberá  repetir 
también  los  ejercicios  gráficos  correspon- 
dientes á ella, 

Art.  7 ° Los  alumnos  podrán  entrar  al 
examen  de  aparejador  y agrimensor  y de 
maestro  de  obras  apenas  terminen  los  esta- 
dios propios  do  cada  profesión,  pero  no  ob- 
tendrán el  titulo  hasta  que  hayan  cumplido 
veinte  años.» 

liarte  doctrinal. 

Hasta  el  R.  D.  de  17  de  febrero  de 
1 87)2,  la  carrera  de  los  agrimensores  y 
aforadores,  era  la  única  entre  todas  jlas 
profesionales  que  no  exigía  estudios  de- 


terminados, ni  mas  requisitos  ique  acre- 
ditar la  idonéidad  por  medio  cíe  una  cer- 
tificación de  práctica  y exá  rífen  por  co- 
misión en  cualquiera  provincia. 

Después  de  dicho  decreto  el  progra- 
ma de  estudios  publicado  por  Real  de- 
creto de  20  de  setiembre  da  1853  y 
los  arts.  67  y 140  de  la  ley  de  instrucción 
pública  de  9 del  mismo  mes  de  1857, 
contienen  hoy  las  bases  principales  so- 
bre tan  útil  é importante  carrera,  sin 
que  por  eso  deje  de  tener  interés  la  le- 
gislación anterior  que  queda  inserta,  la 
cual  consideramos  vigente  en  su  parle 
reglamentaria,  por  nó  haberse  publicado 
todavía  el  reglamento  ofrecido  en  la  in- 
dicada ley.  Las  Ordenanzas  que  se  en- 
cuentran al  principio  de  este  artículo  las 
insertamos  principalmente  como  ilustra- 
ción histórica  , y por  la  buena  idea  que 
dan  de  la  importancia  de  esta  profesión, 
y de  la  delicadeza  con  que  debe  ejercer- 
se. Dice  su  art.  l.°  que  «estable  y fiel  de- 
be ser  el  agrimensor  en  la  medida  del 
marco»  y en  efecto,  debe  tenerse  muy  en 
cuenta-que  el  mas  pequeño  error  de  cál- 
culo , el  haber  lomado  un  ángplo  en  la 
operación  con  algún  grado  mas  ó menos 
produce  una  diferencia  muy  notable  que 
puede  causar  perjuicios  de  considera- 
ción á una  familia,  y complicaciones  y 
embrollos  que  la  buena  fé  del  profesor 
á la  vez  que  su  pericia  deben  procurar 
evitar  á toda  costa  para  no  hacerse  res- 
ponsables de  sus  consecuencias  y de  las 
penas  establecidas  contra  la  prevarica- 
ción, el  cobecho,  los  fraudes  y otros 
abusos  de  los  que  desempeñan  cargos 
públicos,  sobre  cuyos  particulares  remi- 
timos á nuestros  lectores  á las  disposi- 
ciones del  tít.  8.° , lib.  2.°  del  Código 
pena!  y muy  especialmente  á sus  artícu- 
los 275,  313,  314,  324  y 331. 

Sobre  las  exenciones  y privilegios  de 
que  habla  el  art.  42  úe  las  mismas  orde- 
nanzas , nos  basta  con  advertir  que  hoy 
han  desaparecido  estos  y otros  privile- 
gios , y que  todos  los  españoles  están 
sujetos  á las  cargas  públicas. — V.  Afu- 
rador,  Deslindes.  Maestros  de  obras. 
Montes  etc. 

AGRIMENSORES  EN  NAVARRA.  Sobre 
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el  ejercicio  de  esta  profesión  en  esta  pro- 
vincia se  ha  dictado  la  siguiente: 

(Fou.)  R-  O.  de  26  agosto  de  1863.— 

« S.  M.  la  Reina  (Q.  D*  G.)  oido  el 

Rea í Consejo  de  instrucción  pública  y de 
conformidad  con  el  de  Estado,  ha  tenido  á 
bien  resol  ver: 

\ ‘ Que  se  revaliden  los  títulos  de  agri- 
mensores y peritos  tasadores  de  tierras  ex- 
pedidos por  la  Diputación  de  esa  provincia 
(Navarra)  desde  que  se  publicó  en  ella  la 
ley  de  8 de  enero  de  1845  hasta  la  promul- 
gación de  la  de  instrucción  pública  de  9 de 
setiembre  de  1857 , prévio  el  pago  de  dere- 
chos por  los  interesadas  con  arreglo  á la  ta- 
rifa establecida, 

2.°  Que  se  declaren  nulos  , sin  ningún 
valor  ni  efecto  los  expedidos  por  la  misma 
Diputa)  ion  desde  que  se  publicó  en  la  pro- 
vincia la  mencionada  ley  de  instrucción  pú- 
blica. 

3 ° Que  se  prevenga  á esa  Diputación 
que  se  abstenga  en  lo  sucesivo  de  expedir 
nuevos  títulos  de  agrimensor  y perito  tasa- 
dor de  tierras. 

Y 4.°  Que  respecto  de  los  interesados 
que  obtuvieron  sus  títulos  de  la  junta  car- 
lista de  Estella,se  forme  expediente  sepa- 
rado, averiguando  V.  S.  si  se  acogieron  ó no 
al  Convenio  de  Yergara,  ó si  por  otra  razón 
les  corresponden  los  beneficios  otorgados  ,1 
los  que  fueron  autorizados  para  ejercer  se- 
mejantes profesiones  durante  la  guerra  ci- 
vil; reuniendo  los  demás  datos  necesarios 
para  la  resolución  que  en  su  dia  proceda,  y 
manteniéndose  entre  tanto  la  suspensión 
del  ejercicio  de  dicha  profesión  acordada 
por  V.  S.  De  Real  orden  etc.  Madrid  26  de 
agosto  de  1863. — Alonso  Martínez. — Señor' 
Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra.» 
(Gac.  13  setiembre.)  > 

La  anterior  Real  orden  , según  en  el 
preámbulo  de  la  misma  se  expresó  , ha 
venido  .á  dictarse  á consecuencia  de  re- 
clamaciones producidas  por  varios  agri- 
mensores y tasadores  de  tierras  de  Navar- 
ra, con  motivo  de  intrusarse  en  dicha 
profesión  muchos  que  no  tienen  título 
legítimo  para  ejercerla,  habiendo  resul- 
tado en  efecto  de  averiguaciones  practi- 
cadas, que  existen  en  dicha  provincia 
cuatro  clases  de  agrimensores: 

1. a  Los  que  obtuvieron  el  título  del 
antiguo  Consejo. 

2. a  Los  autorizados  por  la  junta  car- 
lista de  Estella. 


3."  Los  que  lo  han  sido  por  la  Di- 
putación provincial. 

Y 4."  Los  que  tienen  título  del  Go- 
bierno. 

Se  ha  tenido  presente  para  la  resolu- 
ción lo  dispuesto  en  la  ley  de  16  de  agos- 
to de  1841  y singularmente  en  su  art.  10 
en  la  R.  0.  de  23  de  mayo  de  1837 , en 
la  ley  de  Diputaciones  de  8 de  enero  de 
1846,  en  ios  Rs,  Ds.  de  17  de  febrero  de 
1852  y 24  de  enero  de  1855,  en  los  ar- 
tículos 67  y 79  de  la  ley  de  Instrucción 
pública  de  9 de  setiembre  de  1857;  en 
el  art.  8 0 del  programa  general  de  estu- 
¡ dios  de  segunda  enseñanza  aprobado  en 
.26-30  de  agosto  de  1858,  y en  el  de  estu- 
dios de  la  carrera  de  agrimensores  de  20 
de  setiembre  del  mismo  año,  cuyos  do- 
cumentos pueden  verse  en  los  artículos 
Agiumensores,  Fueros  de  Navarra,  Ins- 
trucción pública  , Diputaciones  provin- 
ciales etc. 

AGRIMENSURA.  Arte  de  medir  la  su- 
perficie de  las  tierras , prados  , bos- 
ques, etc,  fijando  su  estension  y trazan- 
do en  pequeño  sus  dimensiones.  Como 
se  deduce  de  la  definición  la  agrimensu- 
ra consta  de  dos  operaciones:  medir  el 
terreno  ; formar  su  plano,  ó sea  trazar 
sobre  el  papel  y reducir  á pequeño  to- 
das las  medidas.  El  resultado  debe  ser 
conocer  el  área  del  terreno  medido,  ó 
sea  su  cabida  en  hectáreas,  áreas,  cenliá- 
reas  etc. 

La  base  de  este  arte  son  el  punto  , la 
linea,  el  ángulo  y la  superficie.  Por  me- 
dio de  los  pumos  se  forman  las  líneas, 
por  estas  los  ángulos  y por  las  líneas  y 
ángulos  se  determíhan  las  superficies  y 
todas  las  figuras  valiéndose  de  los  ins- 
trumentos necesarios  como  son  el  grafó- 
metro, la  brújula,  la  escuadra,  y la  plan- 
cheta, una  cadena,  dos  piquetes  y una 
regla  ó escala. — V.  Agrimensor. 

AGUAS,  La  sustancia  líquida  de  que 
están  formados  los  mares,  rios,  arroyos, 
fuentes,  estanques  y lagunas.  El- ramo 
de  aguase s uno  de  los  mas  importantes 
de  la  Administración  publica,  por  ser  su 
uso  de  indispensable  necesidad  para  la 
vida  del  hombre  , de  los  brutos  y de  las 
plantas  , por  los  objetos  industriales  á 
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que  se  aplican  en  diferentes  conceptos 
y por  sus  usos  medicinales.  Vamos  por 
¡o  mismo  á reunir  cuidadosamente  en 
este  artículo  las  disposiciones  que  se  han 
dictad#  por  nuestra  legislación  civil  y 
administrativa  hasta  la  ley  vigente  de 
1866  inclusive  , sobre  el  dominio  de  las 
aguas  y sus  usos  y aprovechamientos,  cu- 
ya concesión  corresponde  á la  Adminis- 
tración pública  etc..,  reduciendo  después 
á compendio  la  doctrina  general  sobre 
esta  importante  materia. 

Pdrte  legislativa. 

Ley  3.a,  tít.  28,  Partida  3.a 

«Las  cosas  que  comunalmente  pertenecen 
á todas  las  criaturas  que  viven  en  este 
mundo  son  estas,  el  aire  é las  aguas  de  la 
lluvia,  é ia  Atar  0 su  ribera » 

Ley\$,tit.  31,  Partida  3.a 

«Establece  que  la  servidumbre  que  hace 
servicio  á alguno  cotidianamente  sin  obra 
del  que  la  recibe,  como  si  fuere  aguaducho 
que  corre  de  fuente  que  nace  en  campo  de 
otro;  si  el  vecino  se  sirve  con  buena  fé  de 
esta  agua  regando  su  heredad  diez  años  sin 
contradicción,  estando  el  dueño  en  la  tier- 
ra, ó veinte  si  está  ausente,  gana  tal  servi- 
dumbre, y que  esto  mismo  tenga  lugar  res- 
pecto de  la  servidumbre  de  verter  las  aguas 
de  un  tejado  sobre  otro;  pero  que  nada  de 
esto  no  tiene  lugar  cuando  el  servicio  no  es 
cotidiano,  pues  siendo  una  vez  á la  semana, 
ó al  mes  ó al  año  y no  cada  dia  se  requiere 
para  ganar  la  servidumbre  que  no  se  pue- 
dan acordar  los  omes  cuanto  ha  que  lo  co- 
menzaron á usar.» 

Ley  13,  tit.  32,  Partida  3.a 

Ordena  que  el  juez  atienda  la  demanda 
del  que  proceda  contra  su  vecino  para  que 
derribe  las  canales  que  haya  puesto  en  su 
casa,  sacándolas  tan  afuera  que  cayese  el 
agua  sobre  las  paredes  de  los  tejados  del 
que  se  queje,  y lo  mismo  para  que  se  derri- 
be la  pared  ó estacada,  ó vallada  ú otra 
labor  hecha  por  alguno  en  su  heredad,  con 
la  que  el  agua  no  pueda  correr  por  el  lugar 
por  donde  solia. 

Ley  14,  id.,  id. 

Que  aunque  corra  el  agua  de  la  heredad 
que  está  mas  alta  í otra  mas  baja,  ó des- 
ciendan piedras  ó tierra  por  movimiento  de 
lasaguasóde  otra  manera  en  que  no  medie 


233 

malicia,  el  daño  causado  no  es  imputable  al 
dueño  de  la  heredad  alta.  ■ 

Ley  45,  id.,  id. 

Que  si  el  agua  que  pasa  por  heredad  de 
muchos  llevase  consigo  maderas,  piedras, 
cieno,  ú otra  cosa  cualquiera,  y se  saliese 
poco  á poco  de  su  cauce  natural  con  per- 
juicio de  algún  vecino,  pueda  este  obligar  á 
aquel  en  cuya  heredad  se  estancó  el  agua  á 
que  la  limpie  y vuelva  á dar  al  agua  su  cur- 
so ordinario  ase  lo  deje  hacer  á él.  Y si  el 
lugar  do  se  destajase  el  agua  fuere  acequia 
que  perteneciese  á muchos,  cada  cual  en  la 
frontera  de  su  heredad  está  obligado  á ayu- 
dar á contenerla  de  manera  que  vaya  el  agua 
por  donde  solia. 

Ley  i 8, id.,  id. 

Dispone  que  el  dueño  de  un  molino  ó 
aceña  no  puede  impedir  que  se  haga  otro 
molino  ó aceña  en  la  misma  agua,  ya  en  he- 
redad propia,  ya  en  suelo  que  sea  de  térmi- 
no del  Rey,  ó de  algún  concejo  con  otorga- 
miento de  estos,  «pero  debe  esto  ser  fecho 
de  manera  que  el  corrimiento  del  agua  Don 
se  embargue  al  otro,  mas  que  la  haya  libre- 
mente según  que  era  ante  acostumbrada  á 
correr. . . , . » 

Ley  19,  ia. , id. 

Establece  que  cualquiera  pueda  abrir  en 
su  heredad  fuentes  y pozos,  aunque  con 
ello  mengüen  las  aguas  de  las  fuentes  ypo- 
zosde  los  vecinos;  que  estos  solo  tienen  de- 
recho á impedirlo  cuando  puedan  probar 
malicia  ó intención  de  hacer  daño. 

R.  D.  de  3 febrero  de  1834. 

Es  el  reglamento  para  la  dirección  y go- 
bierno de  las  aguas  y baños  minerales  del 
reino.— V.  Baños  yaguas  minerales. 

R.  O.  de  5 abril  de  1834. 

Aguas  de  manantía! is  ó rios.  No  puedan  distraerso 

en  su  origen  ni  en  su  curso. 

, (Fom.)  Se  resolvió  en  un  expediente 
con  D.  Ginés  Valcarcel  vecino  deHelíin  so- 
bre aprovechamiento  de  las  aguas  del  rio 
Mundo,  que  ni  el  mismo  Valcarcel  ni  nin- 
gun  otro  individuo  ni  cuerpo  alguno  pueda 
sustraer  aguas  reservándole  sin  embargo  el 
derecho  que  crea  asistirle  para  que  use  de 
él  en  justicia.  Y se  añade: 

«Con  este  motivo  se  ha  servido  decla- 
rar S.  M.  por  regla  general  que  ningún  par- 
ticular ni  corporación  pueda  distraer  en  su 
origen  ni  en  su  curso  las  aguas  de  manan- 
tiales ó rios,  que  de  tiempos  antiguos  ríe- 
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gan  otros  terrenos  mas  bajos,  los  cuales  no 
pueden  ser  despojados  del  beneficio-adqui- 
rido en  favor  de  otros,  que  por  el  hecho  de 
no  haberle  aprovechado  antes,  consagraron 
el  derecho  de  los  que  ¡e  aprovecharon.» — 
De  Real  Orden  ele.  Madrid  5 de  abril  de 
1834.  (CL.  t.  \ 9,  p.  131.) 

Art, . 45,  ley  de  caza  y pesca  3 mayo  1834. 

Prohíbe  pescar  envenenando  ó inficio- 
nando las  aguas  en  ningún  caso  fuera  de  el 
de  ser  estancadas  y estar  enclavadas  en  tier- 
ras cercadas  de  propiedad  particular. — 
V.  Caza  y Pesca. 

R O . de  22  noviembre  de  1836. 

(Gob.)  Disp.  1.a  Los  jefes  políticos  en 
sus  respectivas  provincias,  cuidarán  de  la 
observancia  de  las  ordenanzas,  reglamen- 
tos y disposiciones  superiores  relativas  á 
la  conservación  de  las  obras,  policía,  dis- 
tribución de  aguas  para  riegos,  molinos  y 
otros  artefactos:  navegación,  pefcoa,  arbo- 
lado y demás  adherenles  de  los  canales, 
caminos,  etc. 

R.  O.  de  20  julio  de  1839. 

Distribución  do  aguas  para  riegos,  molinos,  etc., 

obras  en  los  ríos,  etc. 

(Gob.)  A consecuencia  de  quejas  sobre 
abusos  y excesos  que  cometían  los  pueblos 
colindantes  con  Jos  terrenos  de  la  laguna 
de  la  Nava,  se  dictaron  como  regla  general 
las  siguientes  disposiciones: 

1.a  «Los  jefes  políticos  en  sus  respecti- 
vas provincias  cuidarán  de  la  observancia 
de  las  ordenanzas,  reglamentos  y disposi- 
ciones superiores  relativas  á las  conserva- 
ción de  las  obras,  policía,  distribución  de 
aguas  para  riegos;  molinos  y otros  artefac- 
tos; navegación,  pesca,  arbolados  y demás 
adherentes  dedos  canales,  caminos,  etc. 

2 a Los  Alcaldes  de  los  pueblos  exigi- 
rán en  el  modo  y forma  que  dichos  regla- 
mentos y ordenanzas  prevengan,  las  mul- 
tas señaladas  á los  contraventores,  á conse- 
cuencia de  las  denuncias  que  ante  ellos  se 
hicieren. 

3. a  Si  los  Alcaldes  se  negaren  á apli- 
car y exigir  las  multas  correspondientes, 
deberán  los  guardas  dar  parte  á su  inme- 
diato jefe  para  que  este  lo  ponga  en  cono- 
cimiento del  jefe  político,  á fin  de  que 
acuerde  lo  conveniente  según  los  casos.  A 
esta  autoridad  podrán  también  acudir  los 
particulares  que  se  creyeren  agraviados  por 
la  cantidad  de  la  multa  ó por  el  comporta- 
miento de  los  Alcaldes  y guardas. 

4. a  Los  jefes  políticos  remitirán  a to- 


dos los 'Alcaides  en  cuya  jurisdicción  haya 
obras  públicas  de  las  mencionadas,  las  or- 
denanzas, reglamentos  y demás  disposicio- 
nes vigentes  para  su  cumplimiento,  de- 
biéndose fijar  en  los  parajes  mas  atables 
para  que  nadie  alegue  ignorancia. 

5 a Los  jueces  de  primera  instancia  co- 
nocerán de  todos  los  negocios  contenciosos 
con  apelación  al  Tribunal  Supremo  de  ape- 
laciones de  correos  y caminos;  en  el  concep- 
to de  que  donde  haya  dos  ó mas  jueces  de 
primera  instancia,  tendrán  prevenciones  en 
el  conocimiento  de  tales  causas.»  (CL.  to- 
rno 2o,  p.  393.) 

R.  O.  de  14  marzo  de  1846. 

Reglas  para  el  aprovechamiento  ele  aguas  de  los 

rios  en  nuevos  riegos,  artefactos,  etc. 

(Gob.)  «En  vista  de  las  dificultades  que 
suelen  presentarse  al  establecimiento  de  nue- 
vos riegos,  fábricasy  otras  empresas  agríco- 
las é industriales  en  que  se  trata  de  apro- 
vechar de  diversos  modos  las  aguas  de  los 
rios;  y en  atención  á las  causas  que  moti- 
van por  lo  común  la  instrucción  de  expe- 
dientes gubernativos  y judiciales  sobre  es- 
tos asuntos,  á la  alarma  en  que  suelen  po- 
ner tales  empresas  á los  riberiegos,  y á la 
poca  seguridad  con  que  pueden  intentarlas 
ios  especuladores,  retraídos  por  el  temor 
;ie  verse  envueltos  en  pleitos  dispendiosos, 
se  ha  servido  S.  M.  resolver,  en  tanto  que 
oido  el  Consejo  Real  se  establece  un  regla- 
mento de  Administración  pública  conforme 
á la.  legislación  del  reino  y á las  necesida- 
des de  la  época,  que  se  observen  las  reglas 
siguientes: 

1. a  Será  necesaria  una  autorización  Real, 
prévia  la  instrucción  de  expediente,  para 
permitir  en  lo  sucesivo  el  establecimiento 
de  cualquiera  empresa  de  interés  privado 
que  tenga  por  objeto  ó pueda  hallarse  en 
relación  inmediata:  primero,  con  la  nave- 
gación do  los  ríos,  o su  habilitación  para 
conducir  á flote  balsas  ó almadías:  segundo, 
con  el  curso  y régimen  de  los  mismos  rios, 
sean  ó no  navegbles  y flotables;  tercero,  con 
el  uso,  aprovechamiento  y distribución  de 
sus  aguas;  cuarto;  con  la  construcción  de 
toda  clase  de  obras  nuevas  en  los  mismos 
rios  incluyendo  los  puentes  de  todas  clases. 

2. "  Los  empresarios  ó autores  del  pro- 
yecto acudirán  al  jefe  político  manifestan- 
do el  objeto  de  las  obras  ó del  estableci- 
miento que  promuevan,  expresando  el  pa- 
raje en  que  quieren  realizar  su  pensamien- 
to, y suministrando  los  datos  ó noticias 
por  donde  se  venga  en  conocimiento  de  las 
principales  circunstancias  que  tuviere  el 
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proyecto  con  relación  á los  objetos  ya  men- 
cionados. 

3. "  Será,  obligación  de  los  mismos  au- 
tores ó empresarios  presentar  durante  la 
instrucción  do!  expediente  las  relaciones  y 
memorias  facultativas,  así  como  los  planos 
y perfiles  que  sean  necesarios  para  la  inte- 
ligencia y comprobación  de  los  puntos  so- 
bre los  cuales  se  presuma  ó funde  alguna 
oposición  por  razón  de  perjuicios  públicos  j 
ó particulares  que  el  proyecto  hubiera  de  j 
ocasionar  al  tiempo  ó después  de  su  eje- 
cución. 

4. a  Siendo  el  objeto  de  los  expedientes 
que  han  de  instruirse  conciliar  los  intere- 
ses de  la  industria  con  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  propiedad  y la  conveniencia 
del  Estado,  los  jefes  políticos,  reconocida 
la  instancia  y hallando  en  buena  forma  los 
documentos  expresados,  dispondrán  que  se 
dé  publicidad  al  proyecto  por  medro  del 
Boletín  oficial,  señalando  un  término  que 
no  pasará  de  treinta  dias  para  que  los  par- 
ticulares ó corporaciones  a quienes  intere- 
se el  asunto  puedan  tomar  conocimiento 
en  la  secretaría  del  gobierno  político,  Igua- 
les anuncios  deberán  fijarse  en  los  parajes  ! 
acostumbrados  del  pueblo  ó pueblos  A que 
se  estienda  el  proyecto. 

5. a  De  las  reclamaciones  que  hagan  los 
que  se  creyeren  perjudicados  se  dará  cono- 
cimiento al  autor  del  proyecto  ó empresario  1 
para  que  exponga  en  su  razón  lo  que  estime 
conveniente. 

6. a  Llenada  la  formalidad  anterior,  se 
pasará  el  expediente  ai  ingeniero  de  la  pro- 
vincia para  que  arreglándose  al  espíritu  de 
la  disposición  4.a  informe  lo  que  se  le  ofrez- 
ca y parezca;  y si  para  evacuarlo  con  pleno 
conocimiento  y fundar  su  dictamen  necesi- 
tase nuevos  datos  ó juzgase  indispensable 
verificarlos  sobre  el  terreno,  pasara  á re- 
conocerlo. 

7. a  El  ingeniero  redactará  su  informe 
haciendo  ana  exposición  clara  y sucinta  de 
los  puntos  de  hecho  que  hubiesen  motiva- 
do las  oposiciones  ó reparos  puestos  al  pro- 
yecto, y lo  terminará  enunciando  las  obli- 
gaciones y cláusulas  particulares,  bajo  la; 
cuales  podrá  autorizarse  su  ejecución 

8. a  En  tal  estado,  oirá  el  jefe  político 
al  Consejo  provincia!,  sometiendo  al  efecto 
á su  exárnen  el  expediente,  y lo  remitirá 
después  al  Ministerio  de  la  Gobernación  de 
la  Península  consignando  su  dictamen, 
para  que  con  presencia  de  todo  y sin  per- 
juicio de  los  derechos  de  propiedad,  se 
proponga  á S.  M.  la  resolución  que  cor- 
responda. 
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9.a  Cuando  los  proyectos  de  esta  clase 
tengan  por  objeto  el  establecimiento  de 
nuevos  riegos,  deberá  instruirse  un  expe- 
diente en  igual  forma  en  las  provincias  por 
donde  aguas  abajo  atraviese  el  rio  que  ha 
de  suministrarlas,  ó el  de  quien  fuere 
afluente  inmediato. — De  Real  órden  etc. 
Madrid  14  marzo  de  1846.»  ( CL . t,  36,  pá- 
gina 459). 

R.  D>  de  10  junio  de  1847. 

Se  disuelve  por  él  el  establecimiento  co- 
nocido con  el  nombre  de  la  empresa  de 
Lorca  creándose  un  Sindicato  de  riegos , 
(V.  esta  palabra)  y dice  el  art.  7.a  «Una 
sección  del  sindicato  presidida  por  el  direc- 
tor formará  el  tribunal  de  aguas  que  deci- 
dirá de  plano  y sin  apelación  en  las  cuestio- 
nes de  hecho  que  se  susciten  entre  los  inte- 
resados en  los  riegos.  Las  que  se  deriven  del 
cumplimiento  de  las  ordenanzas  ó del  de 
algún  acto  administrativo  serán  de  la  com- 
petencia del  Consejo  de  provincia;  las  que 
versen  sobre  la  propiedad  ó la  posesión,  de 
los  tribunales  civiles.» 

R.O.  de  18  agosto  de  1847. 

Se  dispone  la  observancia  del  reglamento 
para  el  establecimiento  del  sindicato  de 
riegos  del  Alfas  en  la  provincia  de  Ali- 
cante.— V.  Sindicatos. 

R.  O.  de  23  mayo  de  1848. 

Aguas  de  los  rios  de  la  Corona  de  Aragón. 

(Con.  Inst.  y O.  P.)  «Visto  el  expedien- 
te instruido  á consecuencia  de  una  ins- 
tancia del  Intendente  del  Real  Patrimonio,  á 
fin  de  que  se  deje  á este  á salvo  el  de- 
recho de  conceder  aguas  de  los  rios  que 
corren  por  el  territorio  de  la  Corona  de  Ara- 
gón , mediante  cierto  canon,  en  reconoci- 
miento del  dominio  mayor  de  S.  M..  piévias 
algunas  formalidades,  según  costumbre  de 
tiempo  inmemorial,  reformándose  en  esta 
parte,  la  R.  O.  de  14  de  marzo  de  184G:  Con- 
siderando que  el  dominio  mayor  de  los  bie- 
nes públicos  pertenece  al  Estado,  y no  al 
Patrimonio  privado  de  S M.:  Considerando 
que  por  las  leyes  del  reino  no  se  puede  ga- 
nar por  tiempo  tributo,  pecho,  renta  ni  de- 
recho alguno  que  pertenezca  al  Estado;  y 
I que  por  consiguiente,  no  ha  lugar  á la  pres- 
cripción por  posesión  inmemorial  que  el 
Patrimonio  Real  alega: -Considerando  que 
el  canon  de  que  se  trata,  ó pertenece  al  Es- 
tado, si  procede  de  obras  hechas  en  los 
rios,  como  que  lo  fueron  en  tiempo  en  que 
estaban  en  uno  el  Patrimonio  del  Rey  y el 
caudal  de  la  nación,  ó quedó  abolido  por 
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a lev  de  las  Córtes  de  6 de  agosto  de  181 1, 
restablecida  por  la  de  2 de  febrero  de  1837> 
si  procede  de  señorío:  .Considerando  qae 
por  la  ley  de  2 de  abril  de  1845  corres- 
ponde á la  Administración  pública  enten- 
der en  el  régimen  y distribución  de  las 
aguas:  Oido  el  Consejo  Real  en  sección  de 
Comercio,  Instrucción  y Obras  públicas  y 
de  conformidad  con  su  dictamen,  la  Reina 
íQ.  D.  G.)  se  ha  dignado  resolver  que  en  el 
estado  actual  de!  expediente,  y por  lo  que 
de  él  resulta,  no  ha  lugar  á la  declaración 
que  se  solicita,  sin  perjuicio  de  cualquier 
derecho  civil  queel  Patrimonio  tuviese  y 
pueda  acreditar  en  cumplida  forma — De 
Real  orden  etc.  Madrid  23  mayo  de  1848.» 
{CL.  í.  45,  p.  73  ) 

R.  D.  de  27  octubre  de  1848. 

Es  sobre  subsistencia  de  los  tribunales  de 
aguas  para  las  cuestiones  de  hecho,— Véase 

CÓDIGO  PENAL. 

R . O.  de  15  marzo  de  1849. 

Tribunales  de  aguas:  su  competencia  y la  de  los 
civiles . 

(Com.,  Inrt.  y'O.  P.)  Se  ordenó:  «1.°  ha- 
llarse subsisl  ntes  y que  no  se  ponga  estor- 
bo á los  tribunales  de  aguas  de  Tudela  y 
Corel  la  limitándose  á conocer  en  materia 
de  policía  de  aguas  y en  cuestiones  de  he- 
cho entre  los  inmediatamente  interesados 
en  el  riego,  siendo  de  la  competencia  de 
los  tribunales  civiles  decidir  sobre  aquellas 
que  se  susciten  entre  los  mismos  regantes 
y versen  sobre  derechos;  de  las  del  Conse- 
jo provincial  las  relativas  al  cumplimiento 
de  las  ordenanzas  ó á algún  hecho  adminis- 
trativo ó con  ocasión  de  él,  correspondien- 
do á la  autoridad  encargada  de  la  policía 
los  campos  ó de  los  riegos,  ó á los  tribuna- 
les ordinarios  la  represión  de  las  faltas  ó 
delitos  según  la  gravedad  del  hecho.  Y 2.° 
que  de  los  fallos  dados  por  los  tribunales 
de  aguas  dentro  del  círculo  de  sus  atribu- 
ciones no  hay  apelación  alguna  » (CL.  i.  46  i 
p.  240.)  1 

Ley  de  24  junio  de  1849. 

Es  sobre  exención  de  tributos  á los  nue- 
vos riesgos  y artefactos,  y sobre  la  servi- 
dumbre legal  de  acueducto  ó paso  de  las 
aguas, — V.  Servidumbre  de  acueducto. 

R.  O.  de  30  junio  de  1849. 

Sindicatos  de  riego, 

. Es  el  reglamento  para  el  sindicato  de  rie- 
gos  de  la  acequia  de  Tauste  cuyos  arls.  50 
al  53  determinan  la  competencia  en  las 


cuestiones  que  ocurran  y la  del  tribunal  de 
aguas.  Dicen  así: 

«Art.  50.  De  las  cuestiones  que  puedan 
suscitarse,  las  de  derecho  que  se  refieran  á 
la  propiedad  ó posesión,  son  de  la  compe- 
tencia de  los  tribunales  civiles.  Las  que 
versen  sobre  el  cumplimiento  de  los  regla- 
mentos, repartimientos,  pago  de  cuentas, 
cuestiones  con  empresarios,  y las  que  se 
susciten  á consecuencia  ó con  ocasión  de 
algún  acto  administrativo,  corresponden  al 
Consejo  provincial . 

Art  51.  Conforme  á lo  dispuesto  por 
el  Real  decreto  de  27  de  octubre  de  1848, 
dado  en  virtud  de  la  autorización  de  las 
Córtes  para  plantear  el  Código  penal,  que 
es  por  tanto  de  ley,  y como  parte  del  mis- 
mo, para  decidir  las  cuestiones  de  hecho 
sobre  aprovechamiento  de  las  aguas,  habrá 
una  junta  que  se  denominará  Tribunal  do 
aguas,  compuesta  del  director  y de  dos  sín- 
dicos, alternando  estos  dos  últimos  según 
el  turno  que  acuerde  el  sindicato. 

Art.  52.  La  jurisdicción  de  este  tribu- 
nal yio  se  extiende  á mas  personas  que  a los 
regí  ntes,  y á estos  sobre  cuestione:;  de  he- 
cho en  que  por  los  interesados  no  se  alegue 
fundamento  en  derecho  ninguno,  ó que  ver- 
sen sobre  la  policía  de  las  aguas.  Las  deci- 
siones en  estos  puntos  son  inapelables,  pe- 
ro no  podrán  comprender  nunca  ñas  que 
la  decisión  del  hecho,  el  resarcimiento  del 
daño,  y la  reprensión  con  arreglo  á las  or- 
denanzas y reglamentos  dictados  ó que  se 
dictaren,  con  vista  de  lo  dispuesto  en  el'ar- 
tículo  493  del  Código  penal. 

Art.  53.  La  represión  de  las  demas  fal- 
tas y delitos  corresponde,  con  arreglo  al 
mismo  (Código  penal,  y según  su  naturale- 
za, al  Alcalde  ó al  juzgado  de  primera  ins- 
tancia.» 

En  la  misma  fecha  se  aprobó  también 
el  reglamento  de  sindicato  de  riegos  pa- 
ra la  huerta  de  Alicante,  y sus  arts.  31 
al  34  son  copia  literal,  dól  50  al  53  que 
quedan  insertos.— V.  Sindicatos. 

R.  O.  de  24  agosto  de  4849. 

Aclaración  de  la  R.  O.  de  14  de  marzo  de  1846,  sobre 

aplicación  de  aguas  públicas  á empresas  de  interés 
privado . 

(ídem.)  «Al  cumplir  la  R.  O.  de  44  de 
marzo  de  1846  sobre  aprovechamiento  pri- 
vado de  aguas  corrientes  y públicas,  han 
ocurrido  a veces  algunas  dificultades  ó du- 
das que  S.  M.,  consultando  la  letra  y espí- 
ritu de  nuestro  derecho  público  y adminis- 
trativo, y los  intereses  colectivos  de  laagri- 
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cultura  é iudustria,  se  ha  dignado  resolver 
en  los  términos  siguientes: 

l.°  Las  concesiones  de  aguas,  ha  de  en- 
tenderse que  llevan  la  condición  implícita 
de  caducidad,  siempre  que  no  se.  acredite 
haber  hecho  uso  de  ellas  en  el  término  de 
seis  meses,  á contar  desde  la  lecha  de  su 
concesión,  cuando  esta  haya  sido  para  un 
nuevo  uso.  Esto  se  acreditará  ante  el  jefe 
político,  prévio  informe  del  ingeniero  del 
distrito,  con  el  V.0  B.°  del  jefe  del  mismo 
é informe  de  la  junta  de  agricultura.  En  el 
caso  de  haber  trascurrido  el  término  sin 
haberse  acreditado  dicho  uso,  podrá  cual- 
quiera solicitar  paca  sí  nueva  concesión;  y 
justificando  que  no  se  ha  hecho  aplicación 
de  la  antigua,  se  declarará  caducada,  delibe- 
rándose sobre  la  que  nuevamente  se  solici- 
ta. Por  manera  que  el  haber  acreditado  ó 
no  el  uso,  determinará  quién  hade  probar, 
pues  en  el  primer  caso  no  se  admitirá  la 
nueva  solicitud,  á menos  que  el  que  la  en- 
table reclame  contra  la  providencia  del  jefe 
político  que  declare  aplicada  la  concesión; 
al  paso  que  si  no  se  hubiere  solicitado  esta 
declaración,  se  admitirá  desde  luego  aque- 
lla, y el  concesionario  estará  obligado  á 
probar  la  práctica  de  la  autorización  otor- 
gada. Finalmente,  á fin  de  julio  y a fin  de 
diciembre  de  cada  año  remitirán  los  jefes 
políticos  un  estado  de  las  autorizaciones 
otorgadas  en  el  año  anterior,  y cuyo  tér- 
mino venció  en  el  semestre  finado,  y el  Go- 
bierno las  declarará  caducadas,  aun  cuando 
no  haya  nuevos  solicitantes,  publicándose 
en  la  Gaceta,  en  el  Boletín  oficial  del  Minis- 
terio y en  los  de  las-  provincias.  De  esta 
suerte,  á los  seis  meses  de  concedida  una 
autorización,  si  no  se  ha  puesto  en  uso,  se 
declarará  caducada  cuando  havaá  ella  nue- 
vo pretendiente.  Pasado  este  plazo,  y den- 
tro del  de  un  año,  podrá  serlo  de  oficio, 
aunque  no  exista  ninguna  nueva  solicitud. 

2. 11  Caerán  también  de  su  derecho  los 
concesionarios  que,  después  de  haber  pues- 
to en  uso  la  autorización  que  se  les  dio,  le 
interrumpen,  desistiendo  ó cesando  en  la 
aplicación.  Si  desisten  oficial  ó manifiesta- 
mente, caducara  la  concesión  desde  luego; 
si  solo  cesan  en  los  riegos  ó en  la  fabrica- 
ción, al  año  de  haber  cesado,  si  hay  otro 
que  solicita;  ó dentro  de  dos  años  aunque 
no  le  hubiere,  en  la  misma  forma  respecti- 
vamente, y con  los  trámites  marcados  en 
la  instrucción  anterior. 

Y 3.°,  Los  jefes  políticos  y los  demás 
funcionarios  encargados  de  coadyuvar  con 
el  Gobierno  para  la  equitativa  y mas  pro- 
vechosa concesión  de  estas  automaciones, 


no  (olvidarán  en  ningún  caso  que.  han  de 
recaer  sobre  aguas  corrientes  y públicas, 
en  que  de  ning'una  manera  puedan  versar 
sobre  los  alumbramientos  hechos  en  ter- 
reno de  dominio  particular,  los  cuales,  con 
arreglo  á las  leyes  1.a  ti t.  28;  15,  til.  ñl ; y 
19,  tít.  32  de  la  Partida  3.'  (í),  pertenecen 
exclusivamente  al  dueño  del  terreno,  sin 
que  la  Administración  pueda  intervenir  en 
la  aplicación  que  les  dé,  á menos  que  sea 
directamente  nociva  á la  salubridad  ó la 
seguridad  pública.  Con  arreglo  á estas  ins- 
trucciones, que  hará  V.  S.  publicar  en  el 
Boletín  oficial  de  la  provincia,  circulándo- 
las á cuantos  han  de  contribuir  á su  pun- 
tual observancia,  cuidarán  de  inculcar  el 
respeto  que  merece  toda  suerte  de  propie- 
dad, persuadiendo  á los  pueblos  cuya  ad- 
ministración les  estáeonfiada  por  S.  M.,de 
que  la  observancia  y la  consideración  de 
todos  los  derechos,  asi  de  la  sociedad  como 
del  individuo,  es  la  mas  preciosa  conquista 
de  la  civilización  sobre  la  barbarie,  y que 
en  lograrla  cumplidamente  están  cifrados 
la  verdadera  libertad,  el  crédito  del  Go- 
bierno y la  estabilidad  de  las  institucio- 
nes.»— De  Real  orden  etc.  Madrid  21  de 
agosto  de  1849.  ( CL . t.  47,  p 655.) 

R.  0.  de  25  setiembre  de  1849. 

Sobre  jurisdicción  da  aguas  de  riegos. 

(Com.,  ínst.  y O.  P.)  . . ..  «La  Reina 

(Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer  y decla- 
rar lo  siguiente: 

1 ° Se  formará  un  sindicato  de  riegos 
entre  los  pueblos  interesados  en  los  del  rio 
Queiles. 

2. °  Hasta  que  esto  se  verifique,  conti- 
núa subsistente  e!  tribunal  privativo  de 
Tíldela,  con  arreglo  al  R.  D.  de  27  de  oc- 
tubre de  1848. 

3. °  Este  tribunal  debe  limitarse  á ¡a 
policía  de  las  aguas  y al  conocimiento  de 
las  cuestiones  de  hecho  entre  los  inmedia- 
tamente interesados  en  el  riego,  corres- 
pondiendo el  de  las  demás  faltas  y delitos 
cometidos  por  personas  extrañas;  con  arre- 
glo al  Código  penal,  y por  su  órden,  ai  Al- 
calde y al  juez  de  primera  instancia  de  lú- 
dela. 

4. °  El  antedicho  juzgado  de  aguas  no 
impondrá  en  lo  sucesivo  mayores  penas 
que  las  señaladas  en  el  Código  penal. 


(1)  La  primera  de  estas  leyes  dispone  sobre 
el  señorío  que  jme  ha  en  su  cosa  de  facer  de 
ella  ó en  ella  lo  que  quisiera. — V.  Dominio: 
PbovieoaI).  Las,  otras  dos  leyes  véan-  e en  la 
parte  legislativ  a. 


238 


AGUAS. 


5. °  Sus  fallos  son  inapelables  por  su  ; 
naturaleza,  corno  se  declara  en  la  R.  O.  de 
15  de  marzo  último. 

6. °  Ejercerá  el  juzgado  de  aguas  el  Al- 
calde de  Tudela,  y no  el  Ayuntamiento,  que 
con  arreglo  á las  leyes  no  puede  desempe- 
ñar funciones  judiciales. 

7. °  La  jurisdicción  de  aguas  de  los  ex- 
presados riegos  se  ejercerá  en  los  términos 
prescritos  en  la  concordia  celebrada  en 
1819  entre  Tudela  y Cascante,  y aprobada 
por  la  Audiencia  de  Navarra  en  4 de  mayo 
de  1820,  y en  las  demás  disposiciones  vi- 
gentes relativas  al  régimen  especial  de  's- 
tos  riegos,  salvas  las  modificaciones  expre- 
sadas en  la  presente  Real  órden. 

8. °  Finalmente,  para  que  tenga  cumpli- 
do efecto  la  primera  de  las  disposiciones 
anteriores,  es  asimismo  la  voluntad  de  Su 
Majestad  que  sobre  las  bases  del  reglamento 
adoptado  para  los  sindicatos  del  Canal  im- 
perial de  Aragón,  que  es  adjunto,  oyendo 
á los  mismos  pueblos  interesados,  á la  j un-  ! 
ta  de  agricultura  y al  Consejo  provincial, 
forme  y remita  V.  S-  á este  Ministerio  un 
proyecto  de  sindicato  aplicado  a las  cir- 
cunstancias de  la  localidad  sometiéndole  á 
la  Real  aprobación. — De  Real  órden  etc. 
Madrid  25  de  setiembre  de  1849.  ( CL . t.  48, 
pág.  83). 

R . O.  de  18  octubre  de  1849. 

Aguas  de  los  ríos  de  la  Corona  de  AragoD. 

(Com.,  ínst.  y O.  P.)  «Visto  el  expe- 
diente promovido  por  el  Gobernador  de  Pa- 
lacio pidiendo  que,  prévia  consulta  de  la 
sección  de  Gracia  y Justicia  del  Consejo 
Real,  se  revoque  la  R,  O.  de  2o  de  may.o  de 
1848,  por  la  que  S.  M.  tuvo  á bien  resolver 
que  no  habia  lugar  á la -instancia  hecha 
por  el  intendente  del  Patrimonio  Real  en 
solicitud  deque  se  declarase,  salvo  el  dere- 
cho del  Patrimonio,  y de  imponer  cierto 
cánort  por  concesión  de  establecimiento  de 
aguas  de  los  rios  que  corren  por  el  territo- 
rio de  la  Corona  dé  Aragón  en  reconocí-  i 
miento  del  dominio  mayor;  oidas  las  sec- 
ciones reunidas  de  Comercio,  Instrucción  y 
Obras  públicas  y de  Estado  y Gracia  y Jus- 
ticia del  Consejo  Real,  de  cuya  consulta  es 
adjunta  copia  , la  Reina  (Q.  D.  G.)  confor- 
mándose en  un  todo  con  lo  propuesto  en 
la  mencionada  consulta,  se  ha  dignado  de- 
clarar que.  no  ha  lugar  á hacer  innovación 
alguna  en  lo  dispuesto  en  la  referida  Real 
órden  de  25  de  mayo  de  I 84L.»-— De  la  pro- 
pia, lo  co mímico  á V.  E.  etc.  Madrid  18  de 
«ctubrc  de  '1 849.»  [CL.- í.  48 , p.  212.) 


, R • O.  de  i.D  diciembre  de  1849. 

Apertura  do  pozos  etc.  con  perjuicio  del  surtido  en  las 
fuentes  publicas. 

(Cons.  Inst.  y O.  P ) Visto  el  expedien- 
te instruido  con  motivo  de  haber  abierto 
D.  Juan  Luengo  un  pozo-noria  en  un  ter- 
reno inferior  é inmediato  á la  fuente  públi- 
ca de  agua  potable  de  la  ciudad  de  Soria,  y 
á otra  que  provee  af  hospital  general,  aten- 
diendo a que  con  la  construcion  de  esta  no- 
ria coincidió  una  notabilísima  disminución 
en  el  caudal  de  aquella,  de  lo  cual  resulta- 
ron quejas,  riñas  y desmanes;  á que  consi- 
derando V.  S.  este  asunto  como  contencioso 
entre  parles,  previno  que  el  Alcalde  eligiese 
un  perito,  nombrando  otro  Luengo,  cuyos 
dictámenes,  en  caso  de  discordia,  debió n 
ser  calificados  por  otro  designado  por  Y.  S ; 
á que  nombrados  ios  dos  primeros  peritos, 
han  emitido  su  parecer,  resultando  no  estar 
conformes  en  él;  por  lo  cual,  y en  atención 
a |qne  compromisos  de  delicadeza  impiden 
dar  dictamen  acerca  del  particular  al  inge- 
niero de  esta  provincia,  que  es  hermano  po- 
lítico del  interesado  Luengo,. consulta  V.  S. 
á quién  hade  nombrarse  para  tercer  perito 
en  discordia:  Considerando,  primero,  que  la 
presente  cuestión  nunca  ha  sido  entre  par- 
tes, sino  entre  el  Alcalde,  representante  de 
la  Administración  , y un  particular,  y por 
motivo  de  abastecimiento  público  de  aguas, 
con  la  circunstancia  de  ser  la  fuente  de  que 
se  tratada  única  potable  que  hay  en  el  pue- 
blo; segundo,  que  el  informe  del  arquitecto 
D.  José  María  Guallar,  nombrado  perito 
por  el  Alcalde,  convence  hasta  la  eviden- 
cia, no  solo  la  existencia  y gravedad  de!  da- 
ño, sino  las  causas  físicas  que  le  producen, 
siendo  de  notar  que  en  el  mismo  informe 
del  arquitecto  D.  Rafael  Jimeno  elegido  por 
Luengo,  aunque  favorable  á este,  lejos  de 
desvanecerse  aquella  presunción,  se  confir- 
ma, sí. bien  indirectamente;  tercero,  que 
par  tanto  es  indudable  ei  hecho,  é induda- 
ble .por  la  apreciación  facultativa  la  causa 
de  donde  procede  ; lo  que  hace  innecesario 
el  nombramiento  de  tercer  perito  en  dis- 
cordia; cuarto,  que  es.de  la  mas  privilegia- 
da atención  el  abastecimiento  de  aguas  pa- 
ra un  pueblo;  por  lo  cual , no  solo  en. un 
caso  como  e!  presente,  sino  aun  cuando  se 
tratase  de  una  fuente  de  propiedad  particu- 
lar que  sin  título  ni  prescripción  se  hubie- 
ra apropiado  un  pueblo  para  aquel  uso, 
con  arreglo  a los  buenos  principios  admi- 
nistrativos, no  podría  tolerarse  que' ni  aun 
el  mismo  dueño  distrajese  el  agua  de  ella 
que  fuese  necesaria  para  el  vecindario»  sin 
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perjuicio  de  la  correspondiente  indemniza- 
ción; quinto  y por  último,  que  la  presente 
cuestión  versa  sobre  una  fuente  pública, 
cuyas  aguas  se  disminuyen  por  obras  de  un 
particular,  que  no  está  autorizado  para  su 
ejecución;  la  Reina  (Q  D.  G.)  se  ha  servido 
resolver  que  ha.ga  V.  S.  cesar  inmediata- 
mente .dichas  obras  de  la  noria  hechas  por 
D.  Juan  Luengo,  reponiendo  las  cosas  al  ser 
y estado  que  antes  tenían,  y para  que  no  sea 
perjudicado  el  vecindario  a menos  que  Luen- 
go se  obligue  ¿"construirlas  con  todas  las 
precauciones  que  exige  el  arquitecto  Gua- 
1 lar  en  el  referido  dictamen,  y que  salven 
el  expresado  inconveniente;  sin  perjuicio 
de  lo  cual,  si  resultaren  insuficientes  aque- 
llas, ha  de  estar  y pasar  en  lo  sucesivo  por 
lo  que  se  determine,  á fin  de  asegurar  á 
Soria  el  libre  y completo  uso  de  las  aguas 
que  hoy  la  abastecen. —De  Real  orden  etc. 
Madrid  U°  diciembre  de  4819.»  ( CL,  t . 48. 
pág.  f>45 .) 

R.  O.  de  25  noviembre  de  4830. 

Sobre  repartimiento  de  aguas  de  un  rio  y observan- 
cia dfi  ejecutoria. 

(Com.  Inst.  y O.  P.)  «Visto  el  expe- 
diente promovido  en  9 de  agosto  del  pre- 
sente año  por  los  Alcaldes  de  Aiboioduy, 
Santa  Cruz  y Alsodux  en  esa  provincia, 
en  que  reclaman  contra  la  revocación  he- 
cha en  4 de  mayo  por  ese  Gobierno  políti- 
co de  la  providencia  dictada  por  el  mis- 
mo en  31  de  agosto  de  1849  sobre  la  ma- 
nera de  repartir  las  aguas  del  rio  Alboio- 
duy  al  tenor  de  la  ejecutoria  de  la  Audien- 
cia de  Granada  de  24  de  julio  de  1848,  que 
reservó  a la  Administración  este  derecho, 
resultando  que  la  cuestión  principal  consis- 
te en  que  los  pueblos  que  reclaman,  regan- 
tes inferiores,  pretenden  que  las  palabras 
í odas  laa  aguas  del  rio  Aiboioduy  que  em- 
plea la  ejecutoria  son  aplicables  á todo  el 
caudal  de  aguas  que  lleva  respectivamente 
al  pasar  por  cada  uno  de  los  puebljs regan- 
tes, mientras  Nacimiento  sostiene  que  se  han 
de  entender  también  las  que  recoge  mas 
abajo  de  él,  y con  las  cuales  no  puede  ro- 
gar habiéndosele  de  compensar  estas  con  las 
que  se  le  den  de  mas  por  la  cabeza  del  rio: 

Vista  la  ejecutoria  citada: 

Visto  el  expediente  original  seguido  en 
ese  Gobierno  político; 

Considerando  que  las  providencias  decla- 
ratorias de  derechos  no  son  reformables 
por  autoridades  de  la  misma  línea,  sino  por 
la  superior  inmediata,  y tanto  mas  cuanto 
en  este  asunto  la  que  fué  reformada  había 
sido  dictada  de  acuerdo  con  el  Consejo  pro - 
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vincial,  y el  deslinde  hecho,  con-  asistencia 
de  los  interesados,  careciendo  de  ambas  cir- 
cunstancias la  que  se  dictó  para  la  revoca- 
ción, S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
nado ordenar: 

l.°  Que  acerca  de  la  duda  antedicha  se 
oiga  al  Consejo  Real  en  sección  de  este  Mi- 
nisterio con  remisión  de  lodo  el  expedien- 
te, para  que  consulte  cuanto  se  le  ofrezca  y 
parezca. 

2vu  Que  en  tanto  que  con  vista  de  la 
consulta  resuelve  S.  M.  definitivamente* -no 
habiendo  habido  méritos  ni  competencia 
para  revocar  lo  dispuesto  por  el  jefe  políti- 
co en  31  de  agosto  de  1849,  se  restablezca 
de  nuevo,  estándose  para  la  repartición  de 
las  aguas  entre  los  pueblos  contendientes, 
a la  distribución  acordada  en  10  de  setiem- 
bre del  mismo  afta-por  el  comisionado  don 
Ignacio  Gil  de  Sagrado. 

3.°  Que  cuidando  V.  S.  del  estricto  y 
puntual  cumplimiento  de  esta  disposición, 
haga  respetar  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes á los  guardas  de  aguas,  castigando  seve- 
ramente á los  que  pretendan  impedirlas,  ó 
contravengan  á aquella— De  Real  orden  etc. 
Madrid  35  de  noviembre  de  1850.  ( CL . lo- 
mo 54,  p.  837.) 

R.  O.  de  21  marzo  de  1851. 

Sobro  perjuicios  ocasionados  por  no  atenerse  á i as 
condiciones  de  la  autorización,  etc. 

(Com.  Inst.  y O.  P.)  «Vista  la  instan- 
cia elevada  en  22  de  febrero  de  este  año 
por  Don  Juan  Micha  Ion,  natural  de  Fran- 
cia y vecino  de  Fuensanta  dei  Jucar,  en 
esa  provincia,  quejándose  de  que  el  .abu- 
so  hecho  por  Don  Santiago  Gosalvez , ve- 
cino de  Villargordo , de  las  compuertas 
que  se  le  ha  autorizado  á tener  entre  los 
ojos  de  la  puente  de  D.  .1  :an,  le  ha  destrui- 
do el  molino  y presa  que  el  reclamante  se 
halla  asimismo  autorizado  á establecer  so- 
bre el  propio  rio  en  el  término  de  la  Fuen- 
santa y Tarazona,  en  cuya  virtud  pide:  pri- 
mero que  se  disponga  que  e!  ingeniero  del 
distrito  reconozca  ios  daños  causados  al  su- 
plicante por  las  citadas  compuertas,  con  au- 
diencia de  los  pueblos  para  su  satisfacción 
y pago:  á.°  Que  se  le  mande  dar  certifica- 
ción de  la  autorización  otorgada  á Gosalvez 
en  20  de  abril  de  1850:  Y 3 o que.se  le  con- 
ceda lo  que  ha  pedido  á V.  S.  para  trasla- 
dar su  presa  á setecientas  varas  de  distan- 
cia de  la  que  se  le  ha  destruido,  lo  cual  ha 
dicho  V.  S.  que  no  puede  concederse  sino 
por  S.  M.  y prévia  la  formación  del  expe- 
diente qué  marea  la  circular  de  44  de  mar- 
zo de  1846;  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
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nado  aprobar  esta  contestac-ion  de  V.  S,  por 
hallarse  conforme  con  los  reglamentos  vi- 
gentes en  la  materia,  y no  ser  dado  alterar 
los  términos  de  estas  concesiones  sin  cer- 
ciorarse previamente  de  si  existen  otros  de- 
rechos que  puedan  perjudicarse;  que  en 
cuanto  á la  pretensión  relativa  al  precio  é 
indemnización  de  los  daños  causados,  ins- 
truya V.  S.,  expediente  para  la  averiguación 
de!  hecho  y su  calificación,  a saber:  si  ha 
ocurrido  por  no  haber  observado  Gosaívez 
todas  las  condiciones  de  la  autorización,  ó á 
pesar  de  haberlo  sido  prévio  reconocimien- 
to del  ingeniero  con  citación  de  Gosaívez 
y el  reclamante;  advirtíendo,  que  si  con  la 
providencia  de  la  Administración  no  se  con- 
formaren , les  quedará  respectivamente  á 
salvo  su  derecho  para  ejercitarle  ante  el 
tribunal  contencioso-admiñistralivo.  Final- 
mente, por  lo  que  respecta  al  estremo  de  la  i 
solicitud  de  Michalon,  relativo  á que  se  le  ‘ 
dé  certificación  de  la  autorización  concedi- 
da á Gosaívez,  si  bien  no  cree  conveniente 
S.  M.  acceder,  ha  dispuesto  que  se  publi- 
que en  el  Boletín  oficial  de  este  Ministerio, 
y en  los  de  esa  provincia  y la  de  Cuenca, 
según  se  hal  la  prevenido  en  esta  clase  de  con- 
cesiones qué  confieren  derechos  y pueden 
ofender  otros  anteriormente  existentes.— Lo 
que  de  Real  órden  etc.  Madrid  21  de  mar- 
zo de  1854.»  (CL.  t.  52,  p.  405 .) 

R.  O.  de  16  mayo  de  1851. 

No  se  estima  cierta  oposición  á la  autorización  pa- 
ra construir  un  molino. 

«Visto  el  expediente  que  remitió  V.  S. 
con  fecha  20  de  febrero  anterior,  instruido 
á instancia  de  D.  Antonio  González,  vecino 
de  Vezdemarban,  en  solicitud  de  Real  au- 
torización para  construir  un  molino  hari- 
nero en  ios  términos  de  Ureña  y Villanue- 
va  de  los  Caballeros,  sobre  un  arroyo  que 
conduce  al  rio  Sequillo  las  aguas  sobrantes 
del  canal: 

Vistas  las  oposiciones  deducidas  por  el 
Ayuntamiento  y vecinos  de  Villa  García  de 
Campos  y por  el  Ayuntamiento  de  Villa- 
nueva  de  los  Caballeros,  fundadas  princi- 
palmente, la  primera  en  temor  de  inunda- 
ciones, y la  segunda  en  que  aquel  vecin- 
dario posee  el  solar  de  otro  molino  ruinoso 
y su  presa,  en  la  mayor  parte  corriente, 
que  reciben  las  aguas  del  Rio  Sequillo  de 
modo  que  autorizada  la  obra  que  pretende 
González,  quedaría  inutilizada  la  presa  an- 
tigua, y perdido  para  aquel  vecindario  el 
derecho  que  posee  mas  ha  de  un  siglo;  y 
atendiendo  á que  los  recelos  de  los  veci- 
nos do  Villa  García  de  Campos  se  hallan 


desvanecidos  con  la  adopción  de  las  medi- 
das que  propone  el  ingeniero,  y á queres- 
pectoá  la  reclamación  deVillanueva  de  ios 
Caballeros  previene  el  párrafo  2.°  de  la 
R.  O.  de  21  ‘de  agosto  de  A 849,  dictada  so- 
bre el  aprovechamiento  de  aguas  de  los 
nos),  que  caerán  de  su  dereaho  los  conce- 
sionarios que  después  de  haber  puesto  en 
uso  la  autorización  que  se  les  dió,  le  inter- 
rumpen desistiendo  ó cesando  en  iaaplica- 
cion*-cuyo  derecho  ha  de  caducar  pasando 
el  año  del  no  uso,  si  hubiere  reclamación, 
c pasados  dos  años,  aun  cuando  no  la  hu- 
biere; S.  M.  .la  Reina  (Q,  D.  G-),  confor-- 
mándose  con  lo  propuesto  por  Y.  S.,  de 
acuerdo  con  ei  Consejo  provincial,  se  ha 
dignado  conceder  a González  la  autoriza- 
ción que  solicita,  siempre  que  conste  que  el 
molino  y presa  del  común  de  Villariueva 
de  los  Caballeros  se  hallan  sin  uso  hace  dos 
años.  S.  M.  me  manda,'  sin  embargo,  ad- 
vertir á V.  S.  que  esta  autorización  ha  de 
ser  y se  ha  de  entender  con  las  condiciones 
siguientes,  propuestas  por  el  ingeniero: 
Primera.  Que  el  concesionario  ha  de 
encauzar  artificialmente  las  márgenes  pa- 
ra evitar  toda  filtración  á los  terrenos  con- 
tiguos, construyendo  diques  en  ambas  ori- 
llas por  todo  el  espacio  que  ocupen  las 
siguas  remansadas  por  la  presa,  con  la  al- 
tura necesaria  para  que  no  desborden,  la 
cual  bajo  su  responsabilidad  fijará  prévia 
y oficialmente  el  ingeniero. 

Segunda.  Que  pudiendo  ser  que  las 
obras  para  el  encauzamiento  del  Rio  Se- 
■ quillo  influyan  en  las  que  son  objeto  de  la 
t presente  concesión,  quedan  estas  sujetas  á 
! las  consecuencias  del  expresado  encauza- 
! miento,  sin  que  su  dueño  tenga  en  ningún 
« tiempo  derecho  á reclamar  cosa  ninguna 
por  daños  y perjuicios  de  cualquier  deter- 
minación que  en  el  asunto  se  -tome. 

Y á fin  de  que  la  obra  se  lleve  á cabo  con 
arreglo  al  plano  probado,  lo  devuelvo  á 
V.  S rubricado  por  la  Dirección  general 
de  agricultura. — De  Real  órden  etc.  Madrid 
16  de  mayo  de  1851. ><  [CL.  t.  53,  p.  150.) 

R.  O.  de  2 setiembre  de  1852. 

En  los  expedientes  sobre  concesión  de  aprovecha- 
mientos de  aguas  se  oiga  también  á la  Dirección 
de  obras  públicas.  ■■  i 

« S.  M se  ha  servido  resolver,  que 

en  los  expedientes  de  concesión  de  toda 
clase  de  aprovechamientos  de  agua,  tapio 
para  riego  como  para  artefactos,  se  oiga, 
además' ue  los  ingenieros  de  las  provincias, 
á.  la  Dirección  de  obras^públicas  que  fijará 
las  condiciones  facultativas  que  hayan  de. 
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servir  de  base  para  la  concesien,  estampan- 
do en  los  planos  y demás  documentos  fa- 
cultativos su  aprobación  ó censura,  para 
que  pueda  en  iodo  tiempo  servir  de  base' 
en  las  cuestiones  que  en  lo  sucesivo  ocur- 
ran en  el  particular.»— De  Real  órden  etc. 
San  Ildefonso  2 de  setiembre  de  1852.  (Co- 
lee jion  legislativa  t.  57,  p.  4.) 

R.  O.  de  20  noviembre  de  1852. 

Declaraciones  acerca  del  aprovechamiento  de  aguas 
del  rio  Segura. 

(Fom.)  «Visto  el  expediente  promovido 
entre  los  regantes  de  Cieza  , Murcia  y Ori- 
huela  sobre  el  aprovechamiento  del  Segu- 
ra: vistas  las  informaciones  y documentos 
exhibidos  por  ambas  partes ; atendiendo  á 
que  aparece  comprobado  que  no  existen 
hoy  sobrantes  en  et  Segura,  y que  antes- 
por  el  contrario  el  caudal  de  sus  aguas  es 
harto  escaso  para  las  necesidades  de  ios  rie- 
gos actualmente  establecidos  en  las  huer- 
tas de  Onhuela  y Murcia,  según  el  sistema 
que  hoy  para  ellos  se  observa;  atendiendo 
á que  igualmente  resulta  indubitada  la  to- 
ma de  aguas  que  disfruta  Cieza  sobre  el 
mismo  Segura  para  las  acequias  del  Horno 
y de  la  Verediila,  cuyo  disfrute  se  com- 
prueba adquirido,  cuando  menos,  por  pres- 
cripción; atendiendo  á que  no  se  acreditan 
limitados  por  esta  los  términos  del  disfrute 
en  cuanto  á la  disposición  de  los  cauces  an- 
teriores, como  pretenden  Murcia  y Orihue- 
la;  S.  M.  la  Rema  (Q,  D.  G.)  se  ha  dignado 
disponer  lo  siguiente: 

4.°  Se  declara  á Cieza  en  la  posesión  no 
interrumpida  de  las  tomas  de  agua  del  Hor- 
no y de  la  Yeredilla,  pasando  con  toda  ur- 
gencia un  ingeniero  á fijar  la  cantidad  de 
agua  que  por  ellos  percibe,  y proponiendo 
los  medios  de  asegurar  que  no  se  altere  la 
del  actual  disfrute. 

2. *  Los  regantes  de  Cieza,  sin  poder  ha- 
cer obra  en  el  cauce  del  rio  que  altere  la 
presa,  ni  influya  en  e!  aumento  de  la  toma 
de  aguas,  y sí  solo  lo  que  sea  necesario  para 
su  religiosa  conservación,  quedan  sin  em- 
bargo en  libertad  de  distribuir  los  cauces 
interiores , y ordenar  el  disfrute  del  agua 
que  perciben  de  la  manera  que  mas  les  con- 
venga. 

3. °  ‘No  habiendo  sobrantes  en  el  Segura 
no  ha  lugar  á conceder  á Cieza  ningún  nue- 
vo aprovechamiento  , que  seria  en  perjui- 
cio de  los  regantes  y de  los  artefactos  inte- 
riores. 

4. °  Sin  perjuicio  de  estas  declaraciones, 
quedan  A salvo  d las  partes  los  derechos 
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que  crean  asistirles  para  reclamarlos  según 
su  naturaleza  dónde  y en  la  forma  que  cor- 
responda.»—De  Real  orden  ele.  Madrid  20 
de  noviembre  de  1852.  ( CL . t.  57,  p.  494.) 

R.  O.  de21  abril  de  4853. 

Por  esta  Real  orden  se  aprueban  las  or- 
denanzas de  riego  para  la  acequia,  mayor 
de  Murviedro.— V.  Riego.  Sindicatos. 

R O.  de  24  mayo  de  1853. 

Las  aguas  y cauces  de  los  ríos  no  son  susceptibles  de 
apropiación  privada,  sino  en  virtud  de  Real  autori- 
zación. 

(Fom.)  «En  el  expediente  instruido  en 
ese  Gobierno  de  provincia,  á instancia  de 
D.  Pedro  Aparicio,  en  solicitud  de  Real  au- 
torización para  construir  un  batan  aprove- 
chando las  aguas  del  rio  Cuerpo  de  Hom- 
bre, aparece  que  el  interesado,  fundaba  su 
derecho  en  una  toma  de  posesión  arbitra- 
ria que  dice  biene  en  costumbre , y por  la 
cual  ios  particulares,  para  apropiarse  el  rio' 
A los  uses  que  les  convienen,  no  necesitan 
mas  que  ec-har  en  el  mismo  ciertas  piedras 
que  marcan  la  parte  del  que  intentan  utili- 
zar, y en  la  cual  se  crean  con  solo  este  ac- 
to derechos  de  propiedad  y de  posesión  á 
favor  del  ocupante.  En  su  vista,  S.  M.  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  A bien  disponer 
encargue  % V.  S.  no  consienta  semejante 
costumbre  abusiva  y contraria  á las  leyes 
del  Reino,  cen  arreglo  á las  cuales  las  aguas 
de  los  rios  y sus  cauces  son  de  dominio  pú- 
blico, y por  tanto  no  susceptibles  de  apro- 
piación privada;  sin  que  fuera  de  los  usos 
comunes  que  pertenecen  á todos  pueda  es- 
tablecerse en  ellos  ninguno  privado,  sino 
en  virtud  de  Real  autorización  y con  arre- 
gio á los  reglamentos  de  Administración 
pública.  Estos  principios  han  de  guardarse 
invariablemente  en  esa  provincia,  si  en 
realidad  existiere  dicho  abuso,  así  como  en 
cualquier  otra;  a cuyo  efecto  se  publica 
esta  órden  en  la  Gaceta  y el  Boletín  oficial 
de  este  Ministerio  para  la  general  observan- 
cia.— De  Real  orden  etc.  Aranjuez  24  de 
mayo  de  1853.»  (CL.  t.  59,  p.  409.)  <■ 

R.  O.  de  10  agosto  de  4853. 

Cuestiones  sobre  aguas.  Competencia  de  los  tribuna- 
les. Id.  de  la  Administración. 

(Fom.)  «Visto  el  expediente  promovido 
por  los  pueblos  de  Canals  y la  Alcudia  de 
Grespins , de  esa  provincia,  en  solicitud  de 
que  se  declare  que  ciertas  providencias  dic- 
tadas por  V.  S.  son  de  la  competencia  de  los 
tribunales  ordinarios: 
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Considerando,  que  esta  pretensión  puede 
y debe  ser  estimada  por  la  Administración 
activa  cuando  se  trate  de  un  asunto  que, 
como  el  presente  , se  halle  en  la  vía  guber- 
nativa: 

Considerando  , que  esta  declaración  no 
procede  en  favor  de  la  autoridad  judicial 
como  Jo  piden  los  recurrentes ; en  primer 
lugar,  porque  no  se  trata  de  la  declaración 
del  derecho  á las  aguas  , el  cual  está  fijado 
por  una  ejecutoria  invariable,  sino  de  la 
simple  aplicación  de  esta  y consiguiente 
realización  de  aquel  derecho,  lo  cual  como 
objeto  y parte  integramente  de  las  Orde- 
nanzas, es  de  la  competencia  de  la  Adminis- 
tración en  virtud  de  las  Rs.  Ords.  de  22  de 
noviembre  de  1836  y 20  de  julio  de  1859, 
según  está  declarado  por  la  decisión  de  la 
competencia  entre  V.  S.  y el  juez  de  prime- 
ra instancia  de  Cailet,  en  que  eran  intere- 
sados los  regantes  de  la  acequia  de  Escalo- 
na: en  segundo  lugar,  porque  un  manantial 
que  fecunda  tos  términos  de  quince  pueblos 
no  es  susceptible  del  carácter  de  propiedad 
privada;  y aun  cuando  lo  fuera,  la  multitud 
y contrariedad  de  autoridades  é intereses 
harían  necesaria  la  intervención  del  poder 
público  : en  tercer  lugar  , porque  adminis- 
trativa fué  la  autoridad  que  intervino  antes 
de  1844,  pues  no  otro  carácter  tenían  en  es- 
tas materias  las  Audiencias  y el  Consejo  de 
de  Castilla;  y últimamente,  porque,  como  le 
reconocieron  los  mismos  recurrentes  en 
1844,  la  materia  es  esencialmente  adminis- 
trativa por  tratarse  del  mejor  modo  y for- 
ma de  llevar  á efecto  un  aprovechamiento 
común,  sin  tocar  para  nada  el  derecho  esen- 
cial y reconocido  de  cada  uno  de  los  partí- 
cipes: 

Considerando,  que  el  agravio  que  los  re- 
currentes suponen  se  les  causa  en  este  dere- 
cho por  efecto  de  las  obras  acordadas,  no 
puede  provenir  de  que  se  alteren  ó no  las 
dimensiones  de  las  boqueras  por  donde  re- 
ciben el  agua,  como  parecen  suponerlo, 
pues  no  son  estas  dimensiones  el  t;po  ó base 
de  su  derecho  sino  la  parte  alícuota  del  vo- 
lumen total  del  agua  cuya  distribución  ó 
medio  material  de  hacerla  no  fué  objeto  de 
la  ejecutoria,  y debe  por  lo  tanto  acomo- 
darse a los  adelantos  que  sobre  este  punto 
ha  hecho  la  hidráulica. 

Considerando,  que  tampoco  son  atendi- 
bles las  demás  objeciones  que  se  hacen  á 
las  obras  acordadas;  pues  además  del  dictá  - 
men,  siempre  respetable  de  los  facultativos, 
consta  en  el  expediente  el  muy  calificado 
de  la  autoridad  superior  de  la  provincia, 
con  la  particularidad  de  haberse  construido 


sobre  el  terreno,  y oido  en  él  á los  intere- 
sados: 

Considerando,  por  último  que  la  circuns- 
tancia de  ser  los  recurrentes  primeros  re- 
gantes, compensa  con  ventaja  la  de  tener 
menos  representación  en  la  junta  por  ser 
también  menor  su  interés,  y no  puede  du- 
darse de  la  conveniencia  y justicia  de  las 
medidas  y ob/as  acordadas,  cuando  por  es- 
pacio de  medio  siglo,  y por  personas  tan  ca- 
lificadas como  las  que  informan  en  et  expe- 
diente, se  vienen  las  mismas  constante  y 
unánimemente  reclamando  y aplaudiendo; 
S.  M.  la  Beina  (Q.  D G j,  conformándose 
con  lo  propuesto  por  la  sección  de  este  Mi- 
nisterio del  Consejo  Real,  se  ha  dignado  re- 
solver lo  siguiente: 

Primero.  Que  correspondiendo  al  Go- 
bierno de  S.  M,  determinar  ahora  sobre  la 
cuestión  de  competencia,  debe  declarar  y 
declara  que  continué  conociendo  la  admi- 
nistración. 

Y Segundo.  Que  se  alce  la  suspensión 
de  las  obras  y se  lleven  á efecto,  y conti- 
núen observándose  las  providencias  dicta- 
das sobre  este  particular  y sobre  el  gobier- 
no del  rio. — De  Real  órden  etc.  Madrid  10 
de  agosto  de  1853.  ( CL . t . 59,  p.  475). 

R.  O.  de  13  febrero  de  1854. 

Se  dispuso  por  ella  que  en  los  expe- 
dientes «se  acompañen  duplicados  todos  los 
documentos  relativos  á dar  á conocer  las 
obras  que  se  intenten  ejecutar  , como  son 
las  memorias  descriptivas  y planos  a fin  de 
poder  devolver  un  ejemplar  competente- 
mente autorizado  al  interesado  y quedar 
otro  en  el  expediente  para  los  efectos  que 
en  lo  sucesivo  pudieran  convenir.  [Circu- 
lar núrn.  161  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Huesca  de  23  de  marzo  de  1854.) 

R.  O.  de  8 febrero  de  4 855. 

Concesiones  de  ajruas.  Rectificación  posterior  de 
cauces  de  Cataluña. 

(Fom.)  Es  sobre  autorización  para  cons- 
truir un  molino,  eti  la  que  se  concluye  con 
esta  importante  disposición  general:  «Ade- 
mas, hallándose  pendientes  de  rectificación 
los  cauces  de  los  rios  de  alguna  importan- 
cia de  Cataluña,  es  asimismo  la  voluntad 
de  S.  M.  conste,  que  tanto  esta  autorización 
como  cualquiera  otra  análoga  que  se  haya 
concedido  á otro?  lia  de  entenderse  some- 
tiéndose los  concesionarios  á las  consecuen- 
cias  á que  pudiere  dar  lugar  la  ejecución 
de  los  proyectos  de  rectificación  expresa- 
dos sin  que  puedan  alegarse  derechos  con- 
tra ella  ni  demandarse  perjuicios  con  oca,- 
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sion  de  la  misma » ( Gac . del  13  ds 

núm.  773.) 

R.  0.  de  20  abril  de  i 855. 

Sobre  planos  y memorias  en  los  expedientes. 

(Fom.)  «Es  por  desgracia  bastante  fre- 
cuente la  falta  de  propiedad  en  el  dibujo 
topográfico  de  los  planos  que  acompañan 
los  expedientes  instruidos  en  solicitud  de 
Real  autorización  para  aprovechamiento  de 
aguas  con  destino  á riegos'y  artefactos..  A 
fin  de  evitar  este  abuso,  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  se  ha  dignado  disponer  cuiden 
V.  S.  y los  ingenieros  de  esa  provincia,  de 
ue  en  lo  sucesivo  se  observen  con  to- 
a escrupulosidad  las  disposiciones  si- 
guientes: 

Primera.  No  se  admitirá  plano  ni  me- 
moria en  los  expedientes  de  concesión  de 
aguas,  corno  no  estén  suscritos  por  inge- 
niero, arquitecto,  maestro  de  obras  ó di- 
rector de  caminos  vecinales. 

Segunda.  Del  titulo  del  autor  del  pla- 
no se  pondrá  nota  en  el  expediente. 

Tercera.  Si  á pesar  de  este  requisito, 
los  planos  no  estuvieren  levantados  y di- 
bujados según  las  reglas  de  la  ciencia,  y 
determinadas  sns  dimensiones  por  unida- 
des del  sistema  métrico  decimal,  según  se 
halla  dispuesto  por  la  R.  O.  de  21  de  mar- 
zo próximo  anterior,  el  ingeniero  los  de- 
volverá á los  interesados,  quedando,  en  ca- 
so contrarío,  sujeto  a responder  de  las  con- 
secuencias. 

Cuarta.  Si,  contra  lo  que  es  de  esperar, 
algún  facultativo  de  los  que  se  hallap  auto- 
rizados para  esta  clase  de  trabajos,  reinci- 
diere en  presentarlos  de  una  manera  incom- 
pleta y poco  correspondiente  á su  impor- 
tancia, dará  V.  S.  cuenta  á este  Ministerio, 
con  remisión  de  los  planos,  a fin  de  que, 
oyéndose  a la  corporación  científica  á que 
pertenezca  el  interesado,  se  dicte  la  resolu- 
ción conveniente. 

Quinta.  Correspondiendo  á la  Dirección 
general  de  obras  públicas,  y á la  junta  con- 
sultiva de  caminos  y canales  la  calificación 
facultativa  de  los  expresados  planos  y pro- 
yectos, por  aquella  se  dictarán  las  instruc- 
ciones convenientes,  á fin  de  que  la  men- 
cionada junta  comprenda  en  su  di  chimen 
cuanto  crea  oportuno  observar  acerca  del 
mejor  y mas  exacto  cumplimiento  de  estas 
disposiciones,  que  comunicará  V.  S.  a los 
ingenieros  de  esa  provincia,  haciéndolas 
insertar  en  el  Boletín  de  la  misma  para  su 
general  conocimiento  y puntual  observan- 
cia.»—De  Real  órden  etc.  Madrid  20  de 
abril  de  1855.  (CL.  t.  74, p.  431). 
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R.  O.  de  3 mayo.de  \ 885? 

Concesiones  legaM?  de  aprcmchamientos  de  agqas. 

(Fom.)  Exorno.  Sr,:  Vista  la  instancia 
presentada  por  Q,  Joaquín  Sola  Torres, 
vecino  de  S.  Roque,  á nombre  y como  apo- 
derado del  conde  de  Luqpe,  en  la  cual  ex- 
ppne  que  poseyendo  este  en  el  término  de 
Algeciras  é inmediato  á íps  Barrio#  pn  ma- 
lino harinero  llamado  Botafuego,  y el  apro- 
vechamiento de  las  aguas  de  la  garganta 
llamada  del  Hornillo  ó del  Capitán,  situada 
á corta  distancia,  ha  sido  privado  de  estas 
aguas,  porque  habiendo  adquirido  eq  j852 
D.  Diego  Ar?ú  la  propiedad  dé  otro  qrte- 
fado  igual,  nombrado  los  Cachpnes,  obtu- 
vo del  Ayuntamiento,  y posteriormente 
del  Gobernador  de  la  provincia,  con  au- 
diencia del  Consejo  provincial,  la  rehabili- 
tación de  un  canee  antiguo  que  conduce  á 
dicha,  finca  l^s  aguas  de  la  expresada  gar- 
ganta desde  el  molino  del  Coudq;  adyir— 
tiendo  que  para  cubrir  el  cauce  se  invadie- 
ron terrenos  de  propiedad  de  este. 

Visto  e|  expediente  instruido  al  efecto, 
del  cual  resulta  que  ni  sq  ha  pbfepido  la 
Real  autorización  que  marca  la  circular  de 
14  de  marzo  de  1846,  ni  se  ha  practicado 
reconocimiento  alguno  por  ningún  inge- 
niero, ni  ha  precedido  la  declaración  de 
utilidad  pública,  ni  el  expediente  que  la 
ley  dq  17  de  julio  de  1836  exige  para  cali- 
ficarla en  su  caso  y lugar,  ni  le  hay  final- 
mente en  este  asunto  pqra  la  imposición  de 
la  servidumbre  legal  de  qcuedqcto,  que  es- 
tablece solo  en  fayqr  de  la  agricultura  la 
ley  de  25  de  junio  de  1849;  S M,  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  oido  et  dictamen  del  abogado 
consultor  de  este  Ministerio,  y de  confor- 
midad con  ei  mismo,  se  ha  servido  resolver 
lo  siguiente: 

1. °  Se  declara  que  el  Gobernador  de  la 

provincia  de  Cádiz  y el  de 

los  Barrios  se  excedieron  de  sus  atribucio- 
nes al  conceder  en  la  mencionada  época  la 
autorización  del  aprovechamiento  de  aguas 
al  molino  de  los  Cachones,  que  cop  arreglo 
á la  R.  O.  de  21  de  agosto  de  49  había 
perdido  ya  por  el  desuso. 

2. °  Animismo  se  excedieron  en  la  re- 
habilitación del  cauce  antiguo,  y ¡doble- 
mente si  esta  radica  en  terreno  de  propie- 
dad particular. 

o.°  Por  lq  tapio  cesará  en  el  aprove- 
chamiento de  las  aguas  el  molino  de  los 
Cachones  basta  que  se  instruya  el  expe- 
diente qup  iparcfi  la  circular  de  14  ¡le  mar- 
zo líe  1846,  cuya  base  han  de  ser  los  apro- 
vechamientos ^ue  tenia  el  Copie  dé  Luí|uq 
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si  estaban  debidamente  autorizados,  ó te- 
nían ya  á su  favor  lá  prescripción  legal. 

4“  Respecto  á la  rehabilitación  del  cau- 
ce antiguo  se  investigara  si  es  necesario  ó 
no,  para  lo  cual  el  ingeniero  de  la  provin- 
cia pasará  á reconocer  el  terreno,  conser- 
vándose aquel  sin  cegarse  hasta  que  se  re- 
suelva, con  vista  de  lo  que  resultare. — De 
Real  orden,  etc.  Madrid  3 de  mayo  de  1855. 
(Crac.  núm.  862.) 

R,  O.  de  16  mayo  de  1855. 

Negociado  de  aguas. 

(Fom.)  Al  Director  general  de  Agricul- 
tura, Industria  y Comercio,  digo  con  esta 
fecha  lo  siguiente: 

«limo.  Sr.:  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se 
ha  servido  disponer  que  el  ramo  de  distri- 
bución y aprovechamiento  de  aguas  que 
radica  en  la  dirección  á su  cargo  pase  á 
formar  parte  de  las  obras  públicas.» — De 
Real  órden,  etc.  Madrid  16  ue  de  mayo  de 
1855.  [CL.  í.  65,  p.  76.) 

R . O.  de  15  agosto  de  1855. 

Abastecimiento  do  aguas  á las  poblaciones;  se  decla- 
ra de  utilidad  pública,  etc. 

(Fom.)  «En  vista  del  expediente  remi- 
tido por  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Toledo  sobre  una  propuesta  presentada  por 
D.  Nicolás  Grouseüe  y compañía  para  abas- 
tecer á la  misma  capital  de  aguas  del  rio 
Tajo,  y de  acuerdo  culi  lo  informado  por  la 
junta  consultiva  de  caminos,  canales , y 
puertos,  S-  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  ser- 
vido resolver  io  siguiente: 

1. °  Se  declara  de  utilidad'  pública  el 
abastecimiento  de  aguas  á la  ciudad  de  To- 
ledo, lomándolas  del  rio  Tajo,  con  arreglo 
á la  propuesta  de  D.  Nicolás  Grouselle  y 
compañía,  en  atención  á que  esta  obra  está 
comprendida  en  el  articulo  2.°  de  la  ley  de 
47  de  julio  de  4836. 

2. °  Para  proceder  á la  ejecución  de  las 
obras  deberán  los  proponentes  formar  y so: 
meter  á la  aprobación  del  Gobierno  el  pro- 
yecto definitivo  del  referido  abastecimien- 
to, después  que  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia haya  dado  cumplimiento  á lo  que 
previenen  los  artículos  4.°  y 5.°  de  la  men- 
cionada ley,  acerca  de  la  ocupación  de  las 
propiedades  cuya  expropiación  aparezca 
necesaria  en  el  proyecto  definitivo. 

Y 3.“  Después  de  redactado  esté,, y lue- 
go que  sobre  él  haya  informado  el  inge- 
niero de  la  provincia,  se  procederá.  A cele- 
brar, con  el  Ayuntamiento  dé  Toledo  uu 
contrato  definitivo  en  el  que  se ) detaliep 
cbo  claridad  todos  los  compromisos  mu- 


tuos, la  época  de  construcción,  los  medios 
de  inspección  y cuanto  garantice  los  inte- 
reses públicos  y los  de  los  proponentes,  so- 
bre cuyo  contra  o deberá  también  recaer  la 
aprobación  del  Gobierno  antes  de  que  sea 
obligatorio,  toda  vez  que  ha  de  ser  parte  in- 
tegrante del  proyecto  de  abastecimiento  — 
De  Real  órden,  etc.  Madrid  15  de  agosto 
de  1855.»  [CL.  t.  65,  p.  676). 

R.  O.  de  9 setiembre  de  4858. 

Los  Ayuntamientos  no  pueden  hacer  concesiones  de 

aprovechamiento  de  aguas  de  los  ríos. 

(Fom.)  «*  . . . . S.  M.  se  ha  dignado 

habilitar  la  autorización  concedida  á 

por  el  Ayuntamiento  de  Manilla,  en  virtud 
de  la  cual  construyó  una  presa  que  toma 
tas  aguas  del  riachuelo  llamado  Manzanares 
para  dar  movimiento  á una  fábrica  de  cho- 
colate. 

Al  propio  tiempo  es  la  voluntad  de  S.  M. 
se  advierta  al  Gobernador  de  la  provincia, 
para  que  lo  haga  saber  al  expresado  Ayun- 
tamiento y demás  de  la  misma,  que  en  lo 
sucesivo  se  abstengan  de  estralimitar  sus 
atribuciones  concediendo  permisos  para  es- 
ta clase  de  aprovechamientos,  que  única- 
mente puede  otorgar  el  Gobierno  supremo, 
con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  R.  O.  de 
44  de  marzo  de  4846. — De  Real  orden,  etc. 
Madrid  9 de  setiembre  de  1858.»  [Bol.  of. 
de  Cádiz  del  5 de  octubre.) 

R.  O.  de  5 abril  de  1859. 

Autorizaciones  para  hacer  derivaciones  y toda  clase 

de  obras  cu  los  rios:  aeberes  de  ¡a  autoridad. 

(Fom.)  «Por  Rs.  Oros,  de  44  de  marzo 
de  1846  y 2í  de  agosto  de  1849  se  dictaron 
reglas  fijas  y uniformes  para  el  aprove- 
chamiento de  las  aguas  públicas,  exigién- 
dose precisa  é indispensablemente  una  Real 
autorización  para  aplicarlas  á nuevos  rie- 
gos, movimiento  de  artefactos  y demás  em- 
presas agrícolas  e industriales  de  interés 
privado.  Cou  sujeción  á estas  reglas  han 
venido  concediéndose  por  el  Gobierno  in- 
numerables autorizaciones,  siempre  que 
con  ellas  se  ha  demostrado  no  causase  per- 
juicio alguno  al  bien  publico  en  general  ó 
á derechos  particulares  anteriormente  ad- 
quiridos. Pero  cuando  la  sencilla  tramita- 
ción del  expediente  que- para  ello  se  re- 
quiere,.y la  actividad  con  que  en  las  ofi- 
cinas superiores  se  procura  su  despacho, 
debían  ser  una  garantía  de  que  nadie  se 
atreviera  á usurpar  las  atribuciones  del  po- 
der supremo  / tomar  la  aguu  de  su  , propia 
autoridad,  ¿je  observa  por  desgracia  que 
muchos  hacen  derivaciones  eñ  tos  rios  y 


AGUAS. 


corrientés  sin  permiso  del  Gobierno,  Seme- 
jante abuso,  tan  contrario  al  buen  orden 
administrativo  y á lo  pieceptuado  sobre  el 
particulur  no  ha  podido  menos  de  llamar  la 
atención  de  S.  M.,  que  solícita  por  el  exacto 
cumplimiento  de  unas  disposiciones  cuyo 
objeto  no  es  otro  que  asegurar  á sus  súb- 
ditos el  mayor  cúmulo  de  bienes  posibles, 
sin  perjuicio  de  tercero  ni  de  los  altos  in- 
tereses de  la  generalidad,  ha  tenido  á bien 
mandar  se  hagan  á los  Gobernadores  é in- 
genieros jefes  de  las  provincias  las  preven- 
ciones siguientes: 

i,a _ Los  Gobernadores  de  provincia 
adoptarán  las  disposiciones  oportunas  para 
que  nadie  emprenda  obras  de  ningún  géne- 
ro, (Frígidas  á aprovechar  las  aguas  de  rio», 
riachuelos,  arroyos,  torrentes  ú otra  cor- 
riente natural,  sea  cual  fuere  su  denomina- 
ción, sin  que  previamente  esté  autorizado 
por  el  Gobierno  con  arreglo  á lo  prescrito 
en  la  R.  O.  de  14  de  marzo  de  1846. 

2. a  Esta  prohibición  es  extensiva  á to- 
das las  demás  obras  deque  habla  la  citada 
Real  orden,  la  cual,  así  como  su  aclarato- 
ria de  21  de  agosto  de  1849,  se  hallan  vi- 
gentes en  todas  sus  parles. 

3. a  Los  ingeníelos  jefes  de  las  provin- 
cias vigilaran  por  si  y por  medio  de  sus  su- 
balternos para  que  no  se  haga  obra  alguna 
délas  anteriormente  indicadas,  dando  cuen- 
ta al  Gobernador  y á esa  Dirección  de  las 
infracciones  que  observen. 

4. a  En  el  caso  de  que  se  emprenda  ó 
ejecute  alguna  de  las  obras  referidas,  el  Go- 
bernador acordará  inmediatamente  su  de- 
molición, sin  admitir  escusa  ni  pretexto  de 
ningún  género,  y sin  perjuicio  de  exigir  la 
responsabilidad  a la  autoridad  local  que  la 
hubiere  consentido  ó tolerado. 

5. a  Los  Gobernadores  é ingenieros  pro- 
curarán que  se  despachen  con  ia  mayor  ac- 
tividad ios  expedientes  que  promuevan  los 
interesados,  al  tenor  de  lo  prevenido  en  la 
referida  R.  O.  de  14  de  marzo  de  1846. — 
De  órden  de  S.  M.  etc.  Madrid  8 de  abril  de 
1859.»  (CL.  t..  80,  p.  47). 

R.  O.  de  1 4 abril  de  1859. 

Aguas  encauzadas  de  acequias 

(Eom.)  «Visto  el  expediente  promovido 
por  D.  Julio  Oiiete,  vecino  de  Mas  de  las 
Matas,  en  solicitud  de  autorización  para 
aprovechar  en  el  movimiento  de  una  fábri- 
ca de  hilados  el  salto  de  agua  que  hoy  utili- 
za corno  fuerza  motriz  de  un  martinete  pa- 
ra batir  cobre,  cuya  construcción  fué  auto- 
rizada por  R.  O,  de.  45  de  marzo  de  4855: 

Vista  la  instrucción  dada  al  referido  ex- 
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pediente  en  el  Gobierno  de  la  prpyippia  de 
Terue’,con  arreglo  4 lo  prevenido' en; la, Real 
órden  de  44  de  marzo  ríe  1846.  , " ; .. 

Visto  asimismo  el  que  se  instruyó  en  el 
citado  año  de  4855,  para  la  construcción  .del 
martinete.  ' ...  ■ , ■ 

Considerando  que  las  aguas  que  se  inten- 
ta aprovechar  no  han  de  tomarse  de  ningún  _ 
rio  ¿ otra  corriente  natural»  sino  déla  ace- 
quia llamada  de  las  Vegas,  destinada  para 
el  riego  y derivada  de  Ja  acequia  mayor  dei 
pueblo. 

Considerando  que  la£  aguas  referidas  no 
pueden  calificarse  como  públicas  para  los 
efectos  de  la  citada  R.  O.  de  14  de  marzo 
de  1846;  pues  aunque  la  derivación  de  la 
acequia  mayor  es  del  rio  Guadalupe,  pier-r 
den  aquel  carácter  en  el  momento  en  que 
entran  en  un  cauce  .artificial  y se  destinan 
á los  usos  generales  de  un  pueblo,  sin  que 
para  aprovecharlas  ya  en  este  caso  sea  ne- 
cesario hacer  obra  alguna  en  rioú  otra  cor- 
riente natural,  único  en  que  tiene  aplica- 
ción aquella  Real  órden: 

Considerando  que  las  aguas  expresadas 
son  por  consiguiente  aguas  comunes  ó de 
aprovechamiento  de  un  común  de.  vecinos, 
y están  sujetas  á las  disposiciones  déla  ad- 
ministración municipal,  con  arreglo  ;i  lo 
prescrito  en  el  pár.  2.°  del  art.  80  de  la  ley 
de  8 de  enero  de  1845. 

Considerando  por  último,  que  si  bien  el 
Ayuntamiento  de  Mas  de  las  Matas  convino 
y concedió  á Oiiete  la  construcción  de!  mar- 
tinete, de  batir  cobre,  se  opuso  entoncec  y 
se  opone  ahora  á la  de  la  fábrica  de  hi- 
lados. 

S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á bien 
desestimar  la  solicitud  de  D.  Julio  Oiiete  y 
mandar  se  devuelva  el  expediente  al  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Teruel,  para  que, 
al  tenor  de  lo  que  se  previene  en  el  párra- 
fo citado  de  la  ley  municipal,  se  acuerde  lo 
que  proceda  por  quien  corresponda,  sin 
perjuicio  de  obligar  á Oüete  á que  destruya 
las  obras  que  hubiere  hecho  para  la  nueva 
fábrica  proyectada,  é impedir  la  construc- 
ción de  otras  algunas  mientras  no  se  ha- 
lle debidamente  autorizado. —De  Real  "or- 
den, etc.  Madrid  14  de  abril  de  1859». -(Bo- 
ietin  oficial  de  Búrgos  del  22  de  abril.) 

R.  O.  de  4 diciembre  de  1859. 

Derivaciones  de  acequias  de  particulares  ó de  corpo- 
raciones..... ' 

(Fom  ) «Al  restablecer  y poner  en  vigor 
la  R.  O.  de  44  de  marzo  de  1846  las  dispo- 
siciones do  nuestras  antiguas  leyes  que  pro- 
hibían el  aprovechamiento  de  las  aguas  de 
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los  tíos  sin  preceder  Real  autorización,  dic- 
tó reglas  cottstahtfeS  y uniforme*  Con  suje- 
ción á las  cuáles  debían  instruirse  los.  ex- 
pedientes que  se  infcóaslpn  coil  aqutel  'objeto. 
Aclarada  y hecha  extensiva  aquella  supe- 
rior resolución  á todas  las  aguas  públicas 
por  otra  R.  O.  de  21  de  agosto  de  1Í149,  sur- 
gió la  duda  de  si  estaban  comprendidas  in- 
distintamente en  esta  calificación  todas  las 
aguas  que  no  teniendo  su  origen  en  un  fun- 
do de  dominio  privado  ó no  siendo  producto 
de  alumbramientos  practicados  por  la  ma- 
no del  'hombre,  no  entraban  rigurosamente 
eri  el  círculo  dé  la  propiedad  particular,  ó 
si  debiah  también  exceptuarse  y quedar  fue- 
ra de  la  acción  del  Gobierno  las  que  deri- 
vadas de  urt'a  corriente  natural,  estaban 
aplicadas  de  antemano  á usos  determina- 
dos, ora  por  un  individuo,  ora  por  una  co- 
munidad. Daba  lugar  á interpretaciones  la 
cuestión  todavía  no  resuelta,  de  si  las  aguas 
públicas  pierden  este  carácter  en  el  mo- 
mento en  que  salen  de  sus  cáuces  natura- 
les; y de  aquí  la  diversidad  Óe  pareceres,  y 
por  consecuencia  de  ella  la  falla  de  Unifor- 
midad en  las  resoluciones;  y viéndose  en. 
uhos  casos  aceptada  y aun  exigida  por  las 
Autoridades  provinciales  la  instrucción  del 
expediente  prevenido  por  la  R.  O.  de  14  de 
marzo  de  1846,  para  utilizar  en  el  movi- 
miento de  artefactos,  aguas  ya  encauzadas 
por  una  acequia  particular  ó de  común 
aprovechamiento,  mientras  que  en  otras 
partes  se  autorizaba  su  uso  por  los  dueños 
de  la  acequia  ó por  las  corporaciones  mu- 
' nicipales  sin  conocimiento  ninguno  del  Go- 
bierno, Sea  cual  fuere  el  valbr  de  las  opi- 
niones que  en  la  cuestión  indicada  dividen 
á los  publicistas,  tenernos  afortunadamente 
datos  légales  y suficientes  para  resolver  en 
la  práctica  la  duda  ocasionada  por  las  dis- 
posiciones citadas  anteriormente.  Supuesto 
el  principio,  ya  generalmente  admitido,  de 
que  las  aguas  qué  discurren  por  los  ríos, 
arrdyos,  ú otra  corriente  natural  son  del 
dominio  público,  y descartando  las  de  pro- 
piedad particular,  ajenas  enteramente  á la 
intervención  dél  poder  Administrativo,  que- 
dan las  qúe  derivadas  de  alguna  de  áq bellas  ¡ 
Corrientes  é introducidas  en  UheÍLucé  artifi-  ; 
cial,  sirven  para  el  riego  ú otros  Usoá  dé  una 
población  ó comarca,  ó están  aprovechadas 
por  un  individuo  ó empresas  de  interés 
privado. 

Según  el  párrafo  2.°  del  art.  80  de  la  ley 
de  8 de  enero  de  1845,  corresponde  a los 
Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de  acuer- 
dos el  disfrute  de  las  primeras,  porque  no 
Utras  pueden  Comprenderse  bajo  el  nombre  i 


de  aguas  comunes  que  es  el  que  usa  la  ley- 
Sdtvb  el  Caso  éh  que  hUbieste  establecido  uii 
régitóten  especial,  pues  entonces  pertenece- 
rá aquella  facultad  á la  corporación  encar- 
gada de  él  especialmente.  El  Gobierno  por 
consiguiente  no  puede  sin  invadir  y hacbr 
ilusorias  las  atribuciones  de  la  autoridad 
municipal,  abrogarse  el  conocimiento  y re- 
solución de  los  expedientes  que  se  promue- 
van para  disfrutar  esa  clase  de  aguas  como 
fuerza  motriz  de  un  establecimiento  indus- 
trial, siempre  que  para  ello  no  se  haya  de 
aumentar  la  derivación  primitiva.  El  in- 
dividuo ó sociedad  que  con  la  autorización 
debida  ha  construido  una  presa  ó abierto 
una  acequia  para  aprovechar  las  aguas  con 
un  objeto  de  interés  particular,  ha  adqui- 
rido una  propiedad,  ya  que  no  sobre  las 
aguas  mismas,  según  el  parecer  de  los  que 
las  consideran  siempre  como  públicas,  so- 
bre las  obras  ejecutadas  al  menos  según  la 
opinión  Universal. 

El  Gobierno,  por  lo  tanto,  no  puede  fa- 
cultar á un  tercero  para  que  altere  ó se  sir- 
va de  esas  obras  contra  la  voluntad  de  su 
dueño,  á menos  siquiera  que  la  nueva  apli- 
cación sea  de  tal  importancia  que  pueda 
tener  lugar  la  expropiación  forzosa  por 
causa  de  utilidad  pública.  Cualquiera  prác- 
tica que  en  uno  ú otro  caso  de  los  indica- 
dos se  haya  seguido  en  contrario,  es  digna 
de  corrección  y enmienda;  y aunque  es  de 
esperar  que  la  ley  general  de  aprovecha- 
miento de  aguas,  cuyo  proyecto  se  está  re- 
dactando, uniforme  la  jurisprudencia  en 
esta  parte  con  arreglo  á los  buenos  princi- 
pios, sin  embargo,  como  entré  tanto  urge 
y conviene  evitar  en  este  Ministerio  la  aglo- 
meración de  expedientes  que  no  son  de  la 
competencia  del  Gobierno,  y mas  aun  eco- 
nomizar el  tiempo  que  hoy  pierden  y los 
perjuicios  que  sufren  los  promovedores  de 
empresas  siempre  interesantes  para  la  in- 
dustria, S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.),  en  vista 
de  cuanto  queda  expuesto,  ha  tenido  é 
bien  dictar  las  disposiciones  sigúientes: 

1. a  La  Real  autorización  qúe  para  el 
aprovechamiento  de  aguas  públicas,  con 
destino  á artefactos  ó establecimientos  in- 
dustriales exige  el  párrafo  3.°  de  la  regla 
1.*  de  la  R,  O.  da  14  de  marzo  de  1846,  se- 
rá tan  solo  necesaria  cuando  para  realizar 
el  proyecto  se  hayan  de  derivar  aquellas 
inmediatamente  de  algún  rio  ü otra  cor- 
riente natural. 

2. a  Si  las  aguas  quese  pretende  utilizar 
hubiesen  salido  ya  de  su  cauce  natural  y 
discürrieseñ  por-  UDa  acequia  destinada  de 
antemano  á usos  de  común  aprovechamien- 
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tü  ó de  interésprivado,  deberá  impetrare 
el  permiso  del  Ayuntamiento,  ó Corporation 
encargada  del  régimen  y administración  de 
la  acequia,  ó del  dueño  particular  de  está;  ; 
salva  en  el  primer  caso  la  facultad  que  con- 
cede á los  Gobernadores  de  provincia  el  ar- 
tículo 80  de  la  ley  municipal. 

3. ®  Para  conceder  ó negar  los  Ayunta- 
mientos ó corporaciones  encargadas  del 
régimen  de  las  aguas  el  permiso  de  que  ha- 
bla la  disposición  anterior,  deberán  exigir 
al  interesado  ei  proyecto  de  la  obra  que  in- 
tenta construir,  dar  publicidad  al  mismo, 
abrir  un  juicio  contradictorio  en  que  se  ven- 
tilen las  oposiciones  de  los  que  se  crean 
perjudicados,  y oir  el  dietámen  facultativo 
de  personas  peritas  en  la  materia. 

4. a  Cuando  el  proyecto  no  pudiera 
realizarse  sin  aumentar  el  caudal  de  agua 
que  la  acequia  ya  construida  recibe  inme- 
diatamente del  rio  o corriente  donde  tiene 
su  derivación  , se  instruirá  el  expediente 
prevenido  por  la  citada  R.  O.  de  14  de 
marzo  de  1846,  y se  impetrará  la  autoriza 
cion  del  Gobierno,  pero  prévio  el  requisito 
indispensable  de  haber  obtenido  el  permi- 
so de  que  habla  la  disposición  '2.a 

5. ‘  Las  prevenciones  anteriores  se  re- 
fieren tan  solo  al  aprovechamiento  de 
aguas  para  empresas  de  interés  privado. 
Las  que  tengan  por  objeto  algún  servicio 
de  utilidad  pública,  necesitarán  en  todo  caso 
Real  autorización.— De  Real  órden  etc,  Ma- 
drid 4 de  diciembre  de  1859.  [CL.  t.  82, 
pág  364')! 

R . D.  de  29  abril  de  1860 

Bases  para  la  autorización  do  obras  y . concesiones  de 
aguas:  respeto  al  derecho  de.  propiedad:  límites  entre 
la  acción  administrativa  y la  especu'acion  privada, 
y entre  la  Administración  y Jos  trihunales:  prefe- 
rencias etc. 

(Fom.)  «Conformándome  con  lo  que  me 
propone  el  Ministro  de  Fomento,  de  acuer- 
do con  el  Consejo  de  Ministros,  vengo  en 
decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1 .°  Será  necesaria  autorización 
Real  para  llevar  á cabo  cualquier  empTesa 
de  interés  público  ó privado  que  tenga  por 
objeto: 

1. °  El  aprovechamiento  de  las  aguas  de 
rios,  riachuelos,  rieras,  arroyos  ó cualquie- 
ra otra  clase  de  corrientes  naturales;  sea 
cual  fuere  su  denominación. 

2. °  El  de  las  aguas  de  fuentes,  panta- 
nos, estanques,  lagos,  lagunas  ó albuferas, 
nacidas  ó formadas  en  terreno  del  Estado  ó 
del  común,  y de  las  que  no  tengan  dueño 
particular  conocido. 


3.°  El  de  las  aguas  subterráneas,  síetn- 
íe  que  para  su  iluminación  se  hayan  de 
acer  calicatas,  minas  ó investigaciones 
en  terrenos  del  Estado  y del  común,  ó que 
no  pertenezcan  á ningún  particular; 

Art.  2.*  La  autorización  se  entenderá 
Siempre  hecha  sin  perjuicio  de  tercero  m 
del  derecho  de  propiedad. 

Art.  3.°  Se  concederá  por  un  Real  de- 
creto cuando  la  empresa  sea  de  utilidad 
pública  y haya  de  gozar  de  los  beneficios 
que  disfrutan  las  obras  de  esta  clase,  y por 
Real  órden  emanada  del  Ministerio  de  Fo- 
mento cuando  su  objeto  sea  meramente  de 
interés  privado. 

Art.  4.°  En  uno  y otro  caso  deberá  pre- 
ceder la  instrucción  del  oportuno  expe- 
diente en  el  Gobierno  de  la  provincia  don- 
de baya  de  hacerse  la  derivación  y en  los 
de  las  que  aguas  abajo,  atraviese  el  rio  que 
ha  de  suministrarlas  ó el  de  quien  fuere 
afínenle  inmediato. 

Art.  S.°  En  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  públicas  se  observará  el  siguiente 
órden  de  preferencia: 

1. °  Abastecimiento  de  aguas  potables. 

2. °  Abastecimiento  de  ferro- carriles. 

3. °  Riegos. 

4 ° Canales  de  navegación  y flote. 

8.°  Movimiento  de  artefactos. 

Dentro  de  cada  clase  serán  preferidas  las 
empresas  de  mayor  importancia  y utilidad, 
y en  igualdad  de  circunstancias  las  que  an- 
tes hubieren  solicitado  el  aprovechamiento. 

Art.  6.°  Las  concesiones  de  aguas  pú- 
blicas para  riegos,  hechas  individual  ó co- 
lectivamente á los  propietarios  de  las  tier- 
ras que  las  han  de  utilizar,  serán  á perpe- 
tuidad: las  que  se  hicieren -á  empresas  ó 
particulares  para  regar  tierras  ajenas,  me- 
diante el  pago  de  un  cánon,  durarán  un 
número  determinado  de  años  trascurrido 
el  cual  desaparecerá  el  gravámen  que  para 
facilitar  el  riego  se  hubiese  impuesto  á las 
tierras  regables,  quedando  obligados  los 
dueños  de  estas  á solos  los  gastos  de  con- 
servación y reparación 

Art.  7.°  Siempre  que  hubiere  aprove- 
chamientos inferiores , -deberá  preceder  á 
la  concesión  el  aforo  de  las  aguas  estiales, 
pudiendo  tener  tan  solo  lugar  aquella  cuan- 
do resulte  excedente  el  caudal  necesario, 
después  de  cubierto  con  exceso  el  riego 
inferior,  tomadas  en  cuenta  la  calidad  y 
posición  de  las  tierras  que  este  fertilice. 

Art.  8.°  No  se  necesitará,  sin  embar- 
go, este  requisito  para  hacer  concesiones 
de  las  aguas  invernales  y torrenciales  que 
no  estuviesen  aprovechadas  por  terrenos 
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inferiores  siempre  que  la  derivación  se  co- 
loque á la  altura  competente  y re  adopten 
las  precauciones  necesarias  para  que  no  fal- 
te el  riego  que  utilicen  ios  antiguos  usua- 
rios en  las  corrientes  ordinarias. 

Art.  9.°  Los  concesionarios  de  aguas 
públicas  con  aplicación  al  riego  tendrán 
derecho  á utilizar  la  servidumbre  forzosa 
de  acueducto  establecida  por  la  ley  de  24 
de  junio  de  4 849,  y en  uso  de  este  derecho 
podrán  ejecutar  en  terreno  ajeno  y prévia 
indemnización  todas  las  obras  necesarias 
para  detener  las  aguas  en  el  punto  de  la  cor- 
riente donde  haya  de  hacerse  Ja  derivación 
y conducirlas  á ios  terrenos  regables. 

Art.  \ 0 . A toda  concesión  de  aguas  para 
el  riego  que  afecte  los  intereses  de  una 
comarca  deberá  seguir  el  establecimiento 
de  una  junta  sindical  y formación  de  un  re- 
glamento para  la  buena  gestión  de  todo  lo 
relativo  al  uso  de  las  aguas»  aprobado  por 
mi  Gobierno  ó sus  delegados  en  las  provin- 
cias, según  los  casos.  Por  punto  general, 
servirá,  de  base  para  estos  reglamentos  el 
principio  de  la  Administración  de  las  aguas 
por  los  interesados  en  ellas,  con  la  inter- 
vención necesaria  de  la  autoridad  local, 
provincial  ó del  Gobierno  supremo. 

Art.  11.  Se  dispondrá  lo  conveniente 
para  que  á los  aprovechamientos  que  exis- 
ten en  la  actualidad  debidamente  autoriza- 
dos, se  aplique,  si  ya  no  lo  estuviese,  lo 
prevenido  en  el  artículo  anterior. 

Art.  12.  Las  concesiones  para  el  movi- 
miento de  artefactos  serán  perpétuas,  pero 
se  harán  siempre  sin  perjuicio  de  los  rie- 
gos existentes  y con  la  condición  cuando 
hubiese  aprovechamientos  inferiores,  de 
devolver  el  agua  al.  cáuce  público  ántes  de 
la  derivación  de  aquellos. 

Art.  13.  Mientras,  hecho  ei  estudio  de 
las  cuencas  de  ios  ríos,  se  determinan  las 
corrientes  que  pueden  utilizarse  en  apro- 
vechamientos de  interés  general,  las  con- 
cesiones que  se  hagan  para  objetos  de  inte- 
rés privado  quedarán  sujetas  á la  eventual- 
idad de  aquella  determinación,  y los  con- 
cesionarios no  podrán  reclamar,  cuando  se 
les  prive  de  las  aguas  por  esta  causa,  sino 
el  valor  material  de  las  obras  ejecutadas. 

Art.  14.  En  toda  concesión  se  expresa- 
rá por  hectáreas  la  extensión  del  terreno 
que  se  ha  de  regar,  y se  fijará  en  - metros 
cúbicos  por  hora  ó en  litros  por  segundo 
de  tiempo  la  cantidad  de  aguas  cuyo  apro- 
vechamiento se  concede.  Cuando  no  fuere 
posible  fijar  este  caudal,  ó no  se  hubiere 
expresado  en  la  concesión,  se  entende- 
rá concedido  únicamente  el  necesario  para 


los  usos  á que  el  aprovechamiento  se  des- 
tine. 

Art.  15.  A medida  que  lo  permitan  las 
atenciones  del  personal  del  cuerpo  de  in- 
genieros de  caminos,  canales  y puertos,  se 
practicara  un  escrupuloso  reconocimiento 
de  todos  los  aprovechamientos  existentes 
i que  no  tuviesen  determinada  la  dotación 
de  agua  que  han  de  utilizar,  y se  fijará  la 
que  les  corresponda  según  sus  necesidades, 
estableciendo  á costa  de  los  interesados  los 
módulos  convenientes. 

Art.  16.  En  toda  concesión  de  aguas 
públicas  va  incluida  la  de  los  terrenos  que 
hayan  de  ocuparse  para  las  obras,  siempre 
ue  sean  baldíos,  ora  pertenezcan  al  Esta- 
o,  ora  al  común  de  vecinos  Si  pertene- 
ciesen á los  propios  de  algún  pueblo,  debe- 
rá acreditarse  previamente  su  adquisición 
con  arreglo  á las  leyes,  á menos  que  por  la 
naturaleza  de  la  obra  hubiese  lugar  á la 
expropiación  forzosa. 

Art.  17.  Las  aguas  concedidas  para  un 
objeto  no  pueden  aplicarse  á otro  uso  dis- 
tinto sin  nueva  autorización.  Sin  embargo, 
si  la  variación  fuese  dentro  de  la  misma 
clase  de  aprovechamiento,  y para  ello  no 
se  hubiere  de  tomar  mayor  cantidad  de 
agua  ni  hacer  alteración  alguna  en  la  deri- 
vación, podrá  autorizarse  por  el  Gobernador 
de  la  provincia,  prévio  informe  del  ingenie- 
ro jefe  de  la  misma,  y dando  de  ello  cono- 
cimiento al  Gobierno. 

Art.  18.  Las  concesiones  de  aprovecha- 
miento de  aguas  públicas  se  consideran  ca- 
ducadas sin  necesidad  de  declaración  explí- 
cita, y el  Gobierno  queda  facultado  para 
otorgarlas  á un  tercero  siempre  que  el  con- 
cesionario no  haga  uso  de  la  autorización 
dentro  del  plazo  marcado  en  la  concesión 
ó en  su  defecto  dentro  de  un  año  contado 
desde  la  fecha  de  la  autorización,  ó cuando 
después  de  haber  hecho  uso  de  ella  lo  in- 
terrumpa por  espacio  de  dos  años. 

Art.  19.  Los  cáuces  de  losrios,  arroyos 
y demás  corrientes  naturales  á que  se  re- 
fiere el  párrafo  1,°  del  art.  l.°  son  del  do- 
minio público,  así  como  las  aguas  que  por 
ellos  discurren.  Se  entiende  por  cáuce  el 
espacio  de  terreno  que  bañan  las  aguas  en 
sus  crecidas  ordinarias. 

Art.  20.  Fuera  del  derecho  de  aluvión, 
ó sea  la  agregación  paulatina  y natural  de 
terreno,  y el  de  apropiación  de  las  islas  for- 
madas también  naturalmente  dentro  de  los 
rios,  que  conceden  nuestras  leyes  á los  ri- 
bereños, no  tendrán  estos  qtro  alguno  sobre 
los  cáuces  limítrofes  ni  podrán  hacer  de 
ellos  nías  usos  que  los  que  están  concedidos 
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por  regla  general  á todos  los  habitantes  res- 
pecto á las  cosas  de  dominio  público. 

Art.  21.  Los  dueños  de  las  tierras  lin- 
dantes con  el  cálice  de  los  tíos  navegables 
y flotables  no  podrán  impedir  el  uso  pú- 
blico de  dichos  terrenos  á la  distancia  de 
cuatro  metros  para  los  servicios  de  nave- 
gación, pesca  y conducción  de  maderas. 
Queda  prohibida  en  su  consecuencia  á la 
distancia  referida,  la  edificación  de  toda 
clase,  la  plantación  do  árboles  formando 
bosque  ó empalizada,  y cualquier  otro  obs- 
táculo que  dificulte  el  libre  tránsito  y ser- 
vicios expresados  en  cualquier  punto  en 
que  estos  se  hallaren  establecidos. 

Art.  22.  Podrán,  sin  embargo,  los  ri- 
bereños construir  diques  y malecones  rara 
defender  sus  campos  de  los  ataques  de  la 
corriente  con  tal  que  lo  verifiquen  dentro 
de  su  propiedad,  á la  parte  exterior  del 
cauce,  en  términos  que  ni  se  altere  el  ré- 
gimen de  las  aguas  ni  se  contravenga  á lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  y siem- 
pre con  la  autorización  del  Gobernador  de 
la  provincia  y bajo  la  inspección  del  inge- 
niero de  la  rni'ma. 

Art.  23.  Todas  las  cuestiones  que  se 
promuevan  sobre  deslinde  de  los  cauces  y 
terrenos  adyacentes  serán  del  conocimien- 
to de  la  Administración,  salva  la  compe- 
tencia de  los  tribunales  ordinarios  en  las 
que  afecten  exclusivamente  á ¡a  propiedad. 

Art.  24.  Las  presas  y azudes  y las  ace- 
quias de  conducción  y desadie,  mientras 
continúen  destinadas  al  objeto  de  la  con- 
cesión, son  de  propiedad  de  los  concesio- 
narios perpétua  ó temporalmente  según 
fueren  perpéluas  6 temporales  las  conce- 
siones, y no  podrán  alterarse  sus  niveles  y 
dimensiones  sin  expreso  consentimiento  del 
dueño,  ó sin  que  proceda  la  expropiación 
forzosa  por  causa  de  utilidad  pública. 

Art.  25.  Los  cajeros  de  las  acequias  son 
asimismo  del  aprovechamiento  de  los  due- 
i os  de  estas,  á no  ser  que  apareciere  lo 
contrario  por  títulos  ó documentos  feha- 
cientes; y su  anchura,  cuando  otra  cosa 
no  constare  ó estuviere  prescrita  en  orde- 
nanzas ó reglamentos  especiales,  se  re- 
putará siempre  igual  á la  profundidad  del 
cáuce. 

Art.  26.  Autorizado  el  aprovechamien- 
to de  aguas  públicas  procedentes  de  lagos, 
lagunas  6 pantanos,  se  entienden  cedidos 
al  concesionario  los  terrenos  del  Estado 
ó del  común  que  resulten  desecados  ó sa- 
neados. 

Art.  27.  Las  aguas  subterráneas  saca- 
das á la  superficie  por  medio  de  investiga- 


ciones, pozos  ó minas  abiertos  con  la  debi- 
da autorización  en  terrenos  del  Estado  ó 
del  común,  son  propiedad  del  inventor,  el 
cual  podrá  disponer  de  ellas  a perpetuidad 
como  mejor  le  conviniere. 

Art.  28.  El  presente  Real  decreto  se  re- 
fiere tan  solo  al  aprovechamiento  de  las 
aguas  públicas  que  hayan  de  tomarse  di- 
rectamente de  sus  cauces  naturales.  Para 
las  derivaciones  con  destino  al  movimiento 
de  artefactos,  de  las  que  discurren  por  ace- 
quias particulares  o de  alguna  corporación 
ó municipalidad,  se  estará  á lo  dispuesto 
en  'a  R.  O.  de  4 de  diciembre  del  año  úl- 
timo mientras  otra  cosa  no.se  dispusiere. 
Se  necesitará  sin  embargo  la  aprobación 
del  Gobierno  cuando  la  derivación  hubie- 
re de  tener  lugar  en  cáuees  de  aguas  muer- 
tas ó procedentes  de  avenamientos. 

Art.  29.  Corresponde  á la  Administra- 
ción la  policía  de  las  aguas,  así  públicas 
como  privadas,  y dictar  en  su  consecuen- 
cia las  medidas  que  crea  necesarias  para 
evitar  los  perjuicios  que  por  estancamien- 
tos ú filtraciones  pudieran  ocasionarse  á la 
salud  pública. 

Art  30.  La  instrucción  de  los  expe- 
dientes que  deben  preceder  a las  concesio- 
nes de  aprovechamiento  de  aguas  publicas 
se  sujetará  á los  formularios  y reglamento 
que  publicara  mi  Gobierno  para  la  ejecu- 
ción del  presente  decreto.  Entre  tanto,  se 
observara  lo  dispuesto  en  la  instrucción  ge- 
neral de  obras  públicas  de  10  de  octubre 
de  1845  y Rs.  Ords.  de  1 4 de  marzo  de  1846, 
13  de  febrero  de  1854  y 20  de  abril  de  1855. 
—Dado  en  el  Palacio  de  Aranjuez  á 29  de 
abril  de  1860.»  (CL.  t.  83,  p.  371.) 

A.  O.  de  28  febrero  de  1861. 

Sobre  reparación  do  presas  etc. 

(Fom.)  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
enterado  de  lo  expuesto  por  e!  Gobernador 
de  la  provincia  de  Palencia  con  motivo  de 
haberse  dado  conocimiento  á esa  Dirección 
de  que  en  la  referida  provincia  se  creía  in- 
necesaria la  autorización  del  Gobierno  pa- 
ra la  construcción  de  obras  en  los  ríos, 
siempre  que  no  sirviesen  para  hacer  nue- 
vas derivaciones  en  los  mismos,  practicán- 
dose así  generalmente  respecto  de  la  repa- 
ración y reconstrucción  de  las  presas  anti- 
guas. En  su  vista  y considerando.  Primero. 
Que  según  el  art.  17  del  R.  D.  de  29  de 
abril  del  año  último,  no  hay  necesidad  de 
autorización  Real  para  variar  el  objeto  de 
una  concesión  de  aguas  públicas,  siempre 
que  la  variación  sea  dentro  de  la  misma 
clase  de  aprovechamiento,  y para  ello  pq 
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«e  hubiere  de  tomar  mayor  cantidad  de 
agua  ni  hacer  alteración  alguna  en  la  deri- 
vación. Segundo.  Que  la  misma  razón  exis- 
te para  dispensar  de  aquel  requisito  la  re- 
paración y reconstrucción  de  presas  ya  de 
antemano  y competentemente  autorizadas. 
Y tercero.  Que  el  obligar  á los  dueños  de 
estas  á promover  la  instrucción  del  expe- 
diente prevenido  para  la  ejecución  de  Jas 
obras  nuevas,  ocasionaría  con  frecuencia 
raves  perjuicios  á la  agricultura  y á la  in- 
uStria,  dilatando  la  aplicación  de  las  aguas 
al  servicio  para  que  estaban  destinadas; 
S M.  ha  tenido  á bien  aprobar  la  conduc- 
ta del  Gobernador  de  Palencia  y declarar, 
por  punto  general,  que  basta  el  permiso 
de  la  autoridad  provincial  para  la  repara- 
ción y reconstrucción  de  las  presas  anti- 
guas, siempre  que  la  obra  se  limite  ú la 
simple  reposición  de  lo  que  existía,  no  al- 
tere lá  derivación,  y entre  ella  y la  des- 
trucción de  la  presa  no  haya  mediado  tiem- 
po suficiente  para  crear  derechos  de  terce- 
ro que  puedan  resultar  perjudicados.  Asi- 
mismo ha  resuelto  S.  M.  se  prevenga  á los 
Gobernadores  que  a!  conceder  esta  clase  de 
autorizaciones,  cuiden  muy  especial  mente 
de  que  se  vigile  el  uso  de  ellas  por  el  inge- 
niero jefe  de  la  provincia,  á fin  de  que  no 
sirvan  de  pretesto  para  alterar  en  lo  mas 
mínimo  la  concesión  primitiva. — Lo  que 
traslado  etc.  Madrid  28  de  febrero  de  1861 .» 

( CL . t . 115,  p.  227.) 

R.  O.  de  10  enero  de  1863. 

Prescribiendo  las  disposiciones  á que  debe  sujetarse 
la  iformalizacion  del  proyecto  para  la  conducción 
de  aguas  de  dominio  privado  y aprovechamiento 
de  las  públicas. 

(Fom.)  «En  vista  de  la  comunicación  de 
V.  S.  de  25  de  noviembre  último,  con  la 
que  remite  á la  aprobación  de  este  Minis- 
terio el  contrato  aprobado  ya- por  el  de  la 
Gobernación,  y celebrado  entre  ese  Ayun- 
tamiento y el  marqués  de  Mal  pica  para  la 
conducción  de  aguas  á esa  capital  que  na- 
cen en  terrenos  de  propiedad  de  este  últi- 
mo; S.  M-  la  Reina  (Q.  D.  G ) se  ha  servi- 
do resolver  se  manifieste  a V.  S.,  como  de 
su  real  órden  lo  ejecuto,  que  por  esté  Mi- 
nisterio procede  respetar  la  sanción  que  ha 
recibido  ei  mencionado  contrato  por  no  ser 
de’  su  competencia  otorgar  la  que  se  pre- 
tende; previniendo  ,á  V.  S.,  además  que 
para  la  conducción  de  aguas  de  dominio 
privado  y aprovechamiento  de  las  de  domi- 
nio público  de  que  sé  trata,  debe-  íormali- 
, zats'e  el  proyecto  oportuno  é instruirse  el* 
expediente  que  previene  la  R.  O.  dé  14  de 


marzo  de  1846  y R.  D.  de  29  de  abril  de 
1860,  y someterse  uno  y otro  á la  aproba- 
ción de  este  Ministerio.  Dios  guarde  A Y.  S. 
muchos  años.  Madrid  10  de  enero  de  1863.» 

■ — Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Tole- 
do.— ( Gac . 6 febrero.) 

R.  O.  de  18  diciembre  de  1865. 

Expedifiutes  para  su  concesión  y para  las  obras  de 

desagüe  v desecación,  etc.— Vigilancia  de  las  obras 

que  se  ejecuten  por  tos  concesionarios. 

(Fom.)  limo.  Sr.:  «En  vista  délas  razo- 
nes expuestas  por  esa  Dirección  general  y 
por  la  junta  consultiva  de  caminos,  canales 
y puertos  sobre  la  conveniencia  de  estable- 
cer nuevas  reglas  para  la  instrucción  de  los 
expedientes  que  se  refieren  ai  ramo  de 
aguas  publicas,  y respecto  á la  vigilancia  de 
las  obras  que  ejecuten  los  concesionarios, 
S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.j  ba  tenido  á bien 
dictar  las  disposiciones  siguientes: 

1.a  Antes  de  anunciar  al  público  los 
proyectos  de  aprovechamiento  de  aguas  o 
de  desecación  y saneamiento  de  terrenos 
pantanosos  que  presenten  los  particulares  ó 
empresas,  los  remitirán  los  Gobernadores  á 
los  ingenieros  jefes  de  las  provincias,  á fin 
de  que  manifiesten  con  urgencia  si  están 
redactados  en  la  forma  y con  los  datos  con- 
venientes. 

2 ‘ Cuando  algún  particular  ó empresa 
necesitare  ocupar  terrenos  de  propiedad 
privada  para  llevar  á cabo  cualquier  pjjo- 
yecto  de  aprovechamiento  de  aguas,  en  que 
no  proceda  la  declaración  de  utilidad  públi- 
ca ni  la  servidumbre  de  acueducto  que  au- 
toriza la  ley  de2i  de  junio  de  1849,  habrán 
de  acreditar  debidamente  ante  e!  Goberna- 
dor el  consentimiento  de  los  dueños  délos 
terrenos;  y de  no  hacerlo  así,  se  devolverán 
los  proyectos  á los  autores. 

3. a  Siempre  que  los  ingenieros  jefes  de_ 
las  provincias,  al  emitir  dictámen  en  los  ex- 
pedientes , propongan  modificaciones  que 
aumenten  el  costo  de  las  obras  proyectadas, 
los  Gobernadores  darán  conocimiento  de 
ello  á los  particulares  ó empresas  respecti- 
vas para  que  manifiesten) si  aceptan  ó no 
las  variaciones. 

4. a  En  los  expedientes  que  se  promue- 
van desde  esta  fecha  y en  las  autorizacio- 
nes que  en  su  virtud  se  concedan,  habrá  de 
fijarse  la  altura  de  las  presas  , si  se  hubiere 
de  emplear  este  medio  para  hacer  la  deri- 
vación , y además  en  litros  por  segundo  la 
cantidad  "máxima  de  agua  que  se  haya  de 
utilizar  en  cada  nuevo  uso  ó aprovecha- 
miento, siempre  que  la  lleve  el  rio;  y para 
los  expedienté»  ya  en  trámite,  que  carezcan 
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del  dato  de  la  cantidad  máxima,  se-  subsa- 
nará esta  falta  en  la  concesión  encargando 
á los  ingenieros  jefes  qúe  procedan  á dicho 
señalamiento  antes  de  qué  se  principien  las 
obras,  y que  den  cuenta  á esa  Dirección  ge- 
neral de  haberlo  así  efectuado. 

5 a Todas  las  autorizaciones  que  se  con- 
cedan por  S.  M.  para  aprovechar  aguas  pú- 
blicas ó para  desecación  ó saneamiento  de 
terrenos  pantanosos  se  insertarán  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid.  Las  que  concedan  los  Go- 
bernadores con  el  objeto  de  reparar  y re- 
construir presas  antiguas  y para  variar  el 
uso  de  jas  aguas  se  publicarán  en  el  Boletín 
oficial  de  !a  provincia, 

6. a  Tanto  unas  como  otras  llevarán  la 
condición  de  que  los  concesionarios  han  de 
ejecutar  las  obras  bajo  la  vigilancia  de  los 
ingenieros  jefes  de  las  provincias. 

7. a  Al  ejercer  la  vigilancia  prescrita  en 
la  disposición  anterior,  cuidaráp  los  inge- 
nieros, no  solo  de  que  se  ejecuten  las  obras 
con  arreglo  á la  memoria  y planos  autori- 
zados, y según  las  condiciones  de  cada  con- 
cesión, sino  también  de  que  la  altura  de  las 
presas  se  refiera  a un  punto  fijo  del  terre- 
no inmediato,  á fin  de  que  en  todo  tiempo 
pueda  ser  comprobada.  Si  no  existiere  pun- 
to á propósito,  se  establecerá  uno  artificial- 
mente por  cuenta  de  los  concesionarios. 

8. a  Cuidarán  asimismo  los  ingenieros  de 
que  se  bagan  las  construcciones  de  manera 
que  no  se  pueda  tomar  mayor  caudal  de 
agua  que  el  señalado  para  cada  aprovecha- 
miento . 

9. a  Concluidas  que  sean  las  obras,  remi- 
tirán los  ingenieros  jefes  de  la  provincia  á 
esa  Dirección  general  un  certificado  en  que 
conste  haberse  cumplido  las  condiciones  de 
la  autorización.  También  estarán  obligados 
á remitir  en  el  mes  de  enero  de  cada  año 
un  estado  de  las  construcciones  que  se  eje- 
cuten bajo  su  vigilancia. 

ID.  Al  trasladar  los  Gobernadores  las 
órdenes  de  autorización  prevendrán  á los 
concesionarios  que  cuando  principien  y ter- 
minen las  obras  den  aviso  á los  ingenieros 
encargados  de  vigilarlas  ; é igualmente  les 
recomendarán  que  tengan  muy  presentes 
las  prescripciones  de  los  arts  17  y 18  del 
R D.  de  29  de  abril  de  1860,  respecto  á la 
variación  del  uso  de  las  aguas  y á la  cadu- 
cidad de  las  concesiones,  trascribiéndoselos 
a!  efecto  literalmente. 

11.  Los  Gobernadores  y los  ingenieros 
jefes  de  las  provincias  activarán  la  instruc- 
ción de  los  expedientes  de  aprovechamiento 
de  aguas  y de  desagüe  y saneamiento  de 
terrenos  pantanosos,  con  todo  el  celo  que 


reclama  el  desarrolló  de  la  agricultura  y el 
aumento  de  la  riqueza  hácional.  De  Real 
órdén  etc.  Madrid  18  de  diciemhré  de  V865. 
—Vega  de  Armijo.»  [CL.  t.  94,  pá-g.  9¿3.) 

R.  O.  de  14  enero  de  1866- 

Disponiendo  que  en  los  dictámenes  qne  émitóá  lo» 
funcionarios  administrativos  en  los  expedientes  so- 
bre su  aprovechamiento,  consignen  so  opinión  so- 
bro las  oposiciones  presentadas  etc. 

(Fom*)  limo.  Sr.:  Al  emitir  dictámen  en 
los  expedientes  promovidos  sobre  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas,  manifiestan 
algunas  corporaciones  y funcionarios  no  ser 
de  su  incumbencia  examinar  las  reclama- 
ciones de  índole  meramente  privada  que  se 
presentan  contra  los  proyectos;  suponiendo 
que  no  se  debe  mezclar  en  ellas  la  Adminis- 
tración, y que  las  ha  de  reservar  integras  á 
las  gestiones  extraoficiales  de  los  interesa- 
dos, ó á la  decisión  de  los  Tribunales  de 
Justicia.  Mas  como  quiera  que  la  Adminis- 
tración no  puede  autorizar  ningún  aprove- 
chamiento dé  aquellos  en  que  no  procede  la 
expropiación  a que  se  refiere  la  ley  de  17 
de  julio  de  1836,  cuando  los  daños  son  ma- 
nifiestos é indudables,  y cuando  para  llevar 
á cabo  un  proyecto  se  han  de  causar  veja- 
ciones y perjuicios  ó lastimar  el  derecho  de 
propiedad.  Como  quiera  que  al  resolver  un 
expediente  de  esta  clase  necesita  el  Gobier- 
no conocer  con  toda  exactitud  la  razón  y 
naturaleza  de  los  intereses  que  afecta  y la 
opinión  de  los  cuerpos  y funcionarios  llama- 
dos á intervenir  en  semejantes  asuntos  y te- 
niendo presente  que  la  formula  de  salvo  el 
derecho  de  propiedad  y sin  perjuicio  de  ter- 
cero, usada  en  todas  las  reales  autorizacio- 
nes, se  encamina  á borrar  hasta  las  últimas 
sombras  de  lesión  y daño  , y á manifestar 
que  la  concesión  descansa  en  haberse  am- 
pliamente justificado  lo  beneficioso  é ino- 
fensivo del  proyecto;  la  Reina  (Q  D.  G.)  se 
ha  servido  resolver,  de  conformidad  con  io 
propuesto  por  esa  Dirección  general,  se  pre- 
venga á los  Gobernadores,  Consejos,  juntas 
de  Agricultura,  Industria  y Comercio  é in- 
genieros jefes  de  las  provincias,  que  al  emi- 
tir dictamen  en  los  expedientes  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas,  no  se  limiten, 
como  suelen  hacerlo,  á examinar  si  en  la 
instrucción  de  ellos  se  han  llenado  los  trá- 
mites que  prescribe  la  legislación  actual  y 
á manifestar  que  juzgan  útiles  los  proyectos 
en  cuanto  no  afectan  al  régimen  de  los  rios 
ó á otra  clase  de  intereses  públicos;  sino  que 
también  han  de  tener  en  cuenta  y han  de 
consignar  clara  y minuciosamente  su  opi- 
nión respecto  de  las  oposiciones  presentadas 
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por  los  particulares,  y sobre  los  fundamen- 
tos ■ que  encuentren  en  ellas,  procurando  ■ 
ilustrar  con  su  razonado  voto  el  juicio  de 
esa  Dirección  y de  las  altas  corporaciones 
del  Estado  que  acaso  'engan  que  informar 
en  los  mismos  expedientes , á fin  de  que  . 
siempre  se  pueda  proponer  a S.  M,  la  resolu- 
ción mas  acertada.  De  Real  órden  etc.  Ma- 
drid 14  deenero  de  1866. — Vega  de  Armi- 
jo.  (Gac.  17  Ídem  yCL.  t.  95 ,pag.  19.) 

inserta  queda  ya  la  legislaciou  vigen- 
te en  el  ramo  de  aguas , hasta  el  momen- 
to de  dictarse  la  ley  de  3 de  agosto  de 
1866.  El  Gobierno  venia  de  muy  atrás 
reconociendo  la  necesidad  de  una  ley 
general  sobre  tan  importante  materia. 
Én  27  de  abril  de  1859  creó  una  comi- 
sión encargada  de  redactar  el  proyecto, 
y la  comisión  le  redactó  en  efecto  y pre- 
sentó su  delicado  y difícil  trabajo  con 
una  importante  exposición  de  motivos, 
que  ha  de  ser  el  mejor  comentario  de  las 
disposiciones  de  la  ley  (1).  El  proyecto 
fué  discutido  por  los  Cuerpos  Colegisla- 
dores,  en  donde  se  alteró  algún  tanto  su 
estructura  y la  reducción  de  algunos  ar- 
tículos, viniendo  en  3 de  agosto  de  1866 
á ser  ley,  llenando  en  nuestro  pais  un  in- 
menso vacío  y satisfaciendo  una  impe- 
riosa necesidad.  Es  la  siguiente: 

Ley  de  3 agosto  de  1 866. 

Sobre  el  dominio,  «so  y aprovechamiento  délas  aguas 
do!  mar  y tei  restres,  su  régimen  y policía  etc.— Pla- 
yas.— Alveos  ó cáuces  y riberas  — I.águDas. — Servi- 
dumbres,— Canales. — "Riegos.—  Navegación. — Pes- 
ca, etc. 

(Fom.)  «Doña  Isabel  II , por  la  gra- 
cia de  Dios  y la  Constitución  de  Ja  Mo- 
narquía española.  A todos  los  que  la 
presente  vieren  y entendieren  , sabed, 
que  las  Cortes  han  decretado  y Nos  san- 
cionado lo  siguiente : 

TITULO  PRIMERO. 

DE  LAS  AGUAS  DEL  MAR. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Del  dominio  de  las  aguas  del  mar  y de  sus 
playas , de  las  accesorias  y de  las  servidum- 
bres de  los  terrenos  contiguos . 

Articulo  1."  Son  del  dominio  nacional 
y uso  público: 

(l)  La  insertamos  litera!  en  la  parte  doc- 

trinal de  este  artículo.  . , 


L°  Las  costas  ó fronteras  marítimas  del 
territorio  español , con  sos  obras,  ensena- 
das, calas,  radas,  hahíasy  puertos. 

2.(l) 11  El  mar  litoral,  ó bien  la  zona  ma- 
rítima que  ciñe  las  costas,  en  toda  la  anchu- 
ra determinóla  por  el  derecho  internacio- 
nal. En  esta  zona  dispone  y arregla  el  Es- 
tado la  vigilancia  y los  aprovechamientos, 
así  como  el  derecho  de  asilo  ó inmunidad, 
conforme  á las  leyes  y á los  tratados  inter- 
nacionales. 


3.°  Las  playas.  Se  entiende  por  playa  el 
espacio  que  alternativamente  cubren  y des- 
cubren las  aguas  en  el  movimiento  de  la 
marea.  Forma  su  límite  interior  ó terrestre 
la  línea  hasta  donde  llegan  las  mas  altas 
mareas  y equinocciales.  Donde  no  fueren 
sensibles  las  mareas,  empieza  la  playa  por 
la  parte  de  tierra  en  la  línea  adonde  llegan 
las  aguas  en  las  tormentas  ó temporales  or- 
dinarios. 

Art.  2 ° Tienen  la  consideración  de  puer- 
tos maritimos  las  rias  y las  desembocadu- 
ras de  los  rios  hasta  donde  se  internan  las 
embarcaciones  de  cabotaje  y altura  que  ha- 
cen el  comercio  marítimo.  Fuera  de  este 
caso  , las  riberas  ú orillas  de  los  rios  con- 
servan su  carácter  especial  de  fluviales,  aun 
cuando  estén  bañadas  por  las  aguas  del 


mar. 


Art.  3.°  Son  propiedad  del  Estado  los 
fondeaderos,  varaderos,  astilleros,  arsena- 
les y otros  establecimientos  destinados  ex- 
clusivamente al  servicio  de  la  marina  de 
guerra. 

Lo  son  igualmente  las  islas  formadas  y 
que  se  formaren  en  la  zona  marítima,  ó en 
las  rias  y desembocaduras  de  los  rios,  con- 
siderados como  puertos  maritimos  según  el 
art.  2.° 

Mas  si  las  islas  procediesen  de  haber  un 
rio  cortado  terrenos  de  propiedad  particu- 
lar, continuarán  estos  perteneciendo  á los 
dueños  de  la  finca  ó fincas  desmembradas. 

Art.  4.°  Son  del  dominio  público  los  ter- 
renos que  se  unen  alas  playas  por  las  acce- 
siones y aterramientos  que  ocasiona  el  mar. 
Cuando  ya  no  los  bañen  las  aguas  del  mar, 
ni  sean  necesarios  para  los  objetos  de  utili- 
dad pública,  ni  para  el  establecimiento  de 
especiales  industrias,  ni  para  el  servicio  de 
vigilancia,  el  Gobierno  los  declarará  pro- 
piedad de  los  dueños  de  las  fincas  colindan- 
tes en  aumento  de  ellas. 

Art.  5.°  Los  terrenos  ganados  al  mau 
por  consecuencia  de  obras  construidas  por 
el  Estado  ó por  las  provincias,  pueblos  ó 
particulares  competentemente  autorizados, 
serán  de  propiedad  de  quien  hubiere  cons- 
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truido  las  obras,  á no  haberse  establecido  i 
otra  cosa  en  la  autorización. 

Art.  6 ° Pertenece  al  Estado  todo  lo 
que,  no  siendo  producto  del  ma-,  sea  arro- 
jado por  este  á la  costa , y no  tenga  dueño 
conocido.  La  Hacienda  pública  se  posesio- 
nará de  ello,  prévio  inventario  y justipre- 
cio, quedando  responsable  á las  reclamacio- 
nes de  tercero  y al  pago  de  ios  derechos  y 
recompensa,  de  hallazgo  y salvamento,  con  . 
arreglo  á lo  prescrito  en  las  ordenanzas  na- 
vales y disposiciones  vigentes. 

Art.  7.°  El  Gobierno,  ateniéndose  á las 
ordenanzas  navales,  proveerá  al  salvamen- 
to de  los  buques  náufragos*  sus  cargamen- 
tos y efectos,  asi  como  á su  extracción  en 
caso  de  pérdida  total. 

Art.  8.°  Las  heredades  colindantes  al 
mar  ó sus  playas,  están  sometidas  á las  ser- 
vidumbres de  salvamento  y de  vigilancia 
litoral. 

Art.  9.°  La  servidumbre  de  salvamento 
comprende  una  zona  de  20  metros,  conta- 
dos tierra  adentro  desde  el  límite  interior 
de  la  playa;  y de  ella  se  h.nrá  uso  público 
en  los  casos  ae  naufragio  para  salvar  y de- 
positar ios  restos,  efectos  y cargamentos  de 
los  buques  náufragos.  También  los  barcos 
pescadores  podrán  varar  en  esta  zona,  cuan- 
do á ello  los  movieren  el  estado  de  la  mar, 
y depositar  momentáneamente  en  tierra  sus 
efectos,  sin  causar  daño  á las  heredades 

Esta  zona  litoral  terrestre  ó Je  salvamen- 
to avanzará  conforme  el  mar  se  retirase  y 
se  retirará  donde  el  mar  avanzase,  porque 
siempre  ha  de  estar  adherida  á la  playa. 

Por  los  daños  causados  á las  heredades 
en  las  ocasiones  de  salvamento,  habrá  lu- 
gar á indemnización;  pero  solamente  hasta 
donde  alcanzare  el  valor  de  las  cosas  salva- 
das, después  de  satisfechos  los  gastos  de 
auxilios  prestados  y recompensa  de  ha- 
llazgo. 

Art.  10.  Consiste  la  servidumbre  de  vi-, 
gilancia  litoral  en  la  obligación  de  dejar  ex-  , 
pedita  una  vía,  que  no  excederá  de  seis  me- 
tros de  anchura  demarcada  por  la  Adminis- 
tración pública.  Esta  vía  se  bailará  dentro 
de  la  zona  litoral  terrestre  de  que  habla  el 
articulo  anterior:  en  los  parajes  de  tránsito 
difícil  ó peligroso  podrauniernarse  la  vía 
lo  extrietamente  necesario. 

Las  heredades  que  no  hubiesen  estado 
hasta  aqui  sometidas  á la  servidumbre  de 
vigilancia,  obtendián  la  correspondiente  ia-  i 
deinnizacion  por  este  gravamen.  • 

Art.  11.  La  servidumbre  de  salvamento 
no  es  obstáculo  para  que  los  dueños  de  las 
heredades  contiguas  al  mar  ó sus  playas 
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siembren,  planten  y levanten  dentro  de  la 
zona  litoral  terrestre  y en  terreno  propio, 
edificios  agrícolas  y casas  de  recreo. 

Para  la  edificación  en  tales  sitios  se  dará 
prévio  conocimiento  á la  autoridad  de  ma- 
rina, la  cual  solamente  podrá  oponerse 
cuando  hubiese  de  resultar  notorio  impe- 
dimento al  ejercicio  de  la  servidumbre  del 
art.  9." 

La  servidumbre  de  vigilancia  da  paso  á 
latvia  de  que  trata  el  artículo  anterior, 
por  terrenos  cercados  lo  mismo  que  por  los 
abiertos. 

CAPITULO  II. 

Del  y,so  y aprovechamiento  de  las  aguas  del 
mar  y de  sus  playas. 

Art,  12.  La  navegación  dentro  del  mar 
litoral  ó de  la  zona  litoral  marítima  es  co- 
mún á todos  los  buques  nacionales  ó ex- 
tranjeros, con  sujeción  á las  leyes  y regla- 
mentos especiales  dictados  6 que  se  dicta- 
ren sobre  el  particular. 

Art.  13.  Las  operaciones  de  carga  y des- 
carga en  los  puertos:  en  tanto  que  las  mer- 
cancías y efectos  se  hallen  a lióte,  serán 
propias  de  la  tripulación  del  buque  respec- 
tivo ó de  los  matriculados  de  mar,  sin  dis- 
tinción de  departamentos  marítimos  ni  pri- 
vativa de  agremiaciones.  Las  mismas  ope- 
raciones sobre  los  muelles  ó embarcaderos 
son  enteramente  libres. 

Art.  14.  El  derecho  de  pescar  desde  la 
playa  es  del  público,  conforme  á los  regla- 
mentos y policía  del  ramo.  El  de  pescar  á 
flote  en  la  zona  litoral  marítima  es  exclusi- 
vo de  los  matriculados  ó mareantes  espa- 
ñoles con  sujeción  a las  leyes  y reglamen- 
tos sobre  la  pesca  marítima,  mientras  sub- 
siste el  privilegio  que  actualmente  gozan. 

Art.  15.  En  las  charcas,  lagunas  ó es- 
tanques de  agua  del  mar  formados  en  pro- 
piedad particular,  no  susceptibles  de  comu- 
cacion  permanente  con  aquel  por  medio  de 
embarcaciones,  solamente  podrán  pescar 
sus  dueños,  sin  mas  restricciones  que  las 
relativas  á la  salubridad  pública. 

Art.  16  El  uso  délas  aguas  del  mar  es 
público  quedando  sujeto  en  cuanto  á la  fa- 
bricación de-  la  sal  á lo  que  prescriben  las 
leyes  especiales  de  Hacienda. 

Art.  17.  El  uso  de  las  playas  es  también 
público  bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad 
civil;  y todos  pueden  pasearse  en  ellas,  la- 
varse, bañarse,  embarcarse  y desembarcar 
para  paseos  de  recreo,  tender  y enjugar  ro- 
pas y redes,  bañar  ganados  y recoger  are- 
na, piedras,  conchas,  asi  como  plantas,  ma- 
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riscqs  y demás  productos  del  mar  y ejecu^ 
tar  otros  actos  semejantes.  Estos  derechos 
podrán  ser  limitados  en  virtud  de  regla- 
mentos, siempre  que  lo  exijan  la  defensa  ó 
vigilancia  del  territorio  ó la  utilidad  ó de- 
cencia públicas. 

Arl.  18.  En  ningún  punto  de  las  costas 
playas,  puertos  y desembocaduras  de  los 
rios;  ni  en  las  islas  de  que  trata  el  arl.  5.°, 
se  podrán  ejecutar  obras  nuevas,  de  cual- 
quiera especie  que  fueren,  ni  construir  edi- 
ficio alguno  sin  ia  competente  autorización 
con  arreglo  á lo  establecido  en  esta  ley  ó á 
lo  que  se  eslablezca  en  la  de  los  puertos. 

Exceptúanse  las  construcciones  permiti- 
das por  el  arl,  1 1 . 

Arl.  19.  Él  permiso  para  levantar  en 
los  playas,  sea  dentro  ó fuera  de  los  puer- 
tos, chozas  ó barracas  estacionales  con  des- 
tino á baños  durante  la  temporada  de  estos,  ! 
se  concederá  por  los  Gobernadores  en  las 
capitales  marítimas  y en  los  demás  pueblos 
por  los  Alcaldes,  dando  noticia  al  Gober- 
nador después  de  oido  en  todos  los  casos  la 
autoridad  de  marina. 

Art.  20.  El  permiso  para  levantar  cho- 
zas ó barracas  de  uso  no  permanente,  ó pa- 
ra establecer  depósitos  temporales  de  mate- 
riales ü otros  efectos  cercados  solamente 
por  vallas  de  madera  ó cuerdas,  se  concede- 
rá por  el  Gobernador  de  la  provincia,  oido 
el  comandante  de  marina  y el  ingeniero  je.- 
fe.  Si  se  hubieren  de  situar  dentro  de  la  zo- 
na de  alguna  plaza  de  guerra,  se  observará 
además  lo  prescrito  por  las  ordenanzas  y 
reglamentos  militares. 

Art.  21.  Estas  concesiones  caducarán 
siempre  que  lo  exijan  la. mejor  vigilancia 
de  las  playas,  la  policía  urbana  ó rural  , ó 
la  concesión  del  terreno  para  otras  empre- 
sas de  mayor  utilidad  y cuantía.  En  tales 
casos  dispondrán  libremente  los  antiguos 
concesionarios  de  todos  los  materiales  por 
ellos  empleados,  sin  derecho  á indemniza- 
ción. El  térmitio  para  el  desahucio  será  de 
40  dias. 

Art.  22.  La  autorización  para  construir 
con  destino  al  servicio  particular  dentro  de 
la  maréen  las  playas  ó terrenos  contiguos, 
muelles,  embarcaderos , astilleros,  varade- 
ros ó careneros  y caminos  de  sirga,  ó ffára 
formar  salinas,  fábricas  ú otros  cualesquie- 
ra establecimientos  industriales,  se  conce- 
derá por  el  Ministerio  á quien  correspondie- 
re la  resolución. 

En  caso  de  necesitarse  algún  terrepo  de 
propiedad  privada , habrá  de  preceder  in-r 
dispensablemente  el  permiso  del  dueño. 

Arb  23.  Del  mismo  utfidQ  se  canead grá 


la  competente  autorización  á empresas  par- 
ticulares para  establecer  pesqueras  en  las  ■ 
playas  , así  como  para  criaderos  de  peces  y 
moluscos. 

Art.  24.  Dentro  de  su  propiedad  parti- 
cular cada  uno  puede  construir  estanques 
artificiales  de  agua  del  mar  en  comunicación 
con  este  para  baños,  viveros  de  peces  ó cual- 
quier otro  objeto  de  utilidad  ó recreo,  po- 
niéndolo en  conocimiento  del  Gobernador 
de  la  provincia.  Este  tendrá  durante  dos 
meses  la  facultad  de  mandar  suspender  la 
obra,  si  oidos  el  comandante  de  marina  y 
el  ingeniero  provincial  resultare  que  puede 
irrogarse  conocido  perjuicio  al  público.  Eu 
tal  caso  podrá  el  interesado  recurrir  al  Go- 
bierno. 

Art.  25.  El  aprovechamiento  de  terre- 
nos de  las  costas  para  levantar  edificios 
permanentes  de  baños  y para  los  demás  usos 
que  se  expresan  en  el  art.  22  y primer  pár- 
rafo del  23  , está  sujeto  á los  trámites  si- 
guientes: 

1. °  Presentación  de  los  planos  del  edifi- 
. ció  ó establecimiento  proyectado,  y una 

memoria  descriptiva  del  mismo  y de  la  in- 
dustria a que  se  le  destina. 

2. "  Publicación  de  la  solicitud  en  el  Bo- 
letín oficial  de  la  provincia  en  la  forma  que 
determine  el  reglamento. 

3. °  Informesdel  Ayuntamiento  en  cuyo 
término  baya  de  levantarse  el  edificio  ó for- 
marse el  establecimiento,  del  comandante 
de  marina,  del  ingeniero  jefe,  de  la  junta 
provincial  de  sanidad,  del  Gobernador-  de 
la  provincia  y del  capitán  general  del  dis- 
trito. 

Las  autorizaciones  cuya  concesión  cor- 
responde al  ramo  de  marina  seguirán  los 
tramites  de  sus  ordenanzas  y reglamentos. 

Art.  26.  El  Gobierno  podrá  conceder 
para  su  desecación  las  marismas  propias  del 
Estado  ó de  uso  comunal  de  los  pueblos, 
cuando  oidos  el  comandante  de  marina,  el 
.jefe  provincial  de  ingenieros  de  caminos,  el 
Gobernador  de  la  provincia  y la  junta  con- 
sultiva de  obras  públicas  en  el  Ministerio, 
conste  que  de  elio  no  puede  resultar  per- 
juicio á la  navegación  de  los  ríos  ó conser- 
vación de  los  puertas. 

Las  marismas  de  propiedad  particular  po- 
drán ser  desecadas  por  sus  dueños  con  li- 
cencia del  Gobernador  de  la  provincia, 
quien  la  expedirá  en  el  término  de  dos  me- 
ses, después,  de  oidos  el  comandante  de  ma- 
rina y el  ingeniero  jefe  de  la  provincia,  y 
siq  que  ponda  iwnganse  perjuicio  á U - 
vegacioa  de  los  ríos  ó conservación  de  los 
puertas. 
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Art.  27.  El  Gobierno,  oido  el  Consejo 
de  Estado,  tendrá  la  facultad  de  conceder  el 
aprovechamiento  de  las  islas  de  que  habla 
el  art.  3 o á empresas  colonizadoras  ó in- 
dustriales. 

Art.  28  Las  concesiones  de  aprovecha- 
miento de  que  tratan  los  arts.  19  á 27  que- 
dan sujetas  alas  disposiciones  generales  so- 
bre concesión  de  aprovechamiento  de  aguas, 
contenidos  en  los  arts.  192  y siguientes,  en 
cuanto  les  sean  aplicables  sin  complicar  la 
tramitación. 

Art.  29.  Las  obras  permanentes  de  de- 
fensa, en  las  costas  para  protejer  del  emba- 
te de  tas  olas  las  heredades  ó edificios  par- 
ticulares se  autorizarán  por  el  Gobernador, 
oido  el  dictámen  de  la  Autoridad  de  mari- 
na y del  jefe  provincial  de  ingenieros  de 
caminos. 

TITULO  SEGUNDO. 

DE  LAS  AGUAS  TERRESTRES. 

CAPITULO  III. 

Del  dominio  de  las  aguas  pluviales. 

Art.  30.  Pertenecen  al  dueño  de  un  pré- 
dio  las  aguas  pluviales  que  caen  ó se  reco- 
gen en  el  mismo,  mientras  discurran  por  él , 
Podra  en  consecuencia  construir  dentro  de 
su  propiedad  cisternas,  algibes,  estanques 
ó pantanos  donde  conservarlas,  siempre  que 
con  ello  no  cause  perjuicio  al  público  ni  á 
tercero. 

Art.  31.  Pertenecen  al  dominio  público 
las  aguas  pluviales  que  discurren  por  tor- 
rentes ó ramblas,  cuyos  cauces  sean  del 
mismo  dominio  público. 

Art.  32.  Los  Ayuntamientos,  dando 
cuenta  al  Gobernador  de  la  provincia,  po- 
drán conceder  autorización  al  que  la  soli- 
cite para  construir  en  terrenos  públicos  de 
su  término  y jurisdicción  cisternas  ó algi- 
bes donde  se  recojan  las  aguas  pluviales. 

En  caso  de  negarla  podrá  acudirse  al  Go- 
bernador, quien,  resolverá,  oidos  el  inge- 
niero jefe  del  ramo  de  minas  en  la  provin- 
cia ó distrito,  el  arquitecto  de  la  provincia 
y el  Consejo  provincial.  Al  concederse  la 
autorización,  se  fijarán  las  condiciones  ne- 
cesarias para  la  seguridad  de  los  transeúntes. 

CAPITULO  IV. 

Del  dominio  de  las  aguas  vivas,  manantiales 
y corrientes. 

Art.  33.  $o.n  públicas  ó del  dominio 
público. 

i.°  Las  aguas  que  nacen  continua  ó dis- 


continuamente en  terrenos  del  mismo  do- 
minio. . 

2 o Las  de  los  ríos. 

3.°  Las  continuas  ó discontinuas  de  ma- 
nantiales y arroyos  que  corren  por  sus  cáu- 
ces  naturales 

Art.  34.  Tanto  en  los  predios  de  los  par- 
ticulares corno  en  ios  de  propiedad  del  Es- 
tado, de  las  provincias  ó de  los  pueblos,  las 
aguas  que  en  ellos  nacen  continua  ó discon- 
tinuamente pertenecen  al  dueño  respectivo 
para  su  uso  y aprovechamiento  mientras 
discurren  por  los  mismos  pvédios. 

En  cuanto  las.  aguas  no  aprovechadas  sa- 
len del  prédio  donde  nacieron,  ya  son  pú- 
blicas para  los  efectos  de  la  presente  ley,  si 
pasan  á correr  por  sus  cauces  públicos  na- 
turalmente formados.  Mas  si  después  de  ha- 
ber salido  del  prédio  de  su  nacimiento  y 
antes  de  llegar  á los  cáuces  públicos  entran 
a correr  por  otro  prédio  de  propiedad  pri- 
vada, el  dueño  de  este  las  hace  suyas  para 
su  aprovechamiento  eventual,  y luego  el 
inmediatamente  inferior  si  lo  hubiere  y así 
sucesivamente,  aunque  con  sujeción  á lo 
que  se  prescribe  en  el  párrafo  segundo  del 
artículo  40. 

Estos  aprovechamientos  eventuales  podrá 
interrumpirlos  el  dueño  del  prédio  donde 
nace  el  agua  por  empezar  á aprovecharla 
él,  aun  cuando  los  inferiores  la  hubiesen 
usado  por  mayor  tiempo  de  un  año  y un 
dia,  ó construido  obras  para  su  mejor  ser- 
vicio Unicamente  pierde  el  derecho  á la 
interrupción  el  dueño  del  prédio  del  naci- 
miento del  agua,  cuando  alguno  ó algunos 
de  los  interiores  tuviesen  á su  favor  el  de- 
recho por  ellos  adquirido,  al  tenor  del  ar- 
tículo 59,  ó cuando  fuese  aplicable  el  pár- 
rafo primero  del  artículo  42- 

Art.  35.  Las  aguas  no  aprovechadas  por 
el  dueño  de!  prédio  donde  nacen,  así  como 
las  que  sobraren  de  sus  aprovechamientos, 
saldrán  del  prédio  por  el  mismo  punto  de 
su  cáuce  natural  y acostumbrado,  sin  que 
puedan  ser  en  manera  alguna  desviadas  del 
curso  por  donde  primitivamente  se  aleja- 
ban. Lo  mismo  se  entiende  c m el  prédio  in- 
mediatamente inferior  respecto  del  siguien- 
te, observándose  siempre  este  órden . 

Art.  38.  Las  aguas  que,  después  de  ha- 
ber corrido  por  cáuce  público,  vienen  na- 
turalmente á atravesar  un  predio  de  pro- 
piedad privada,  contraen,  mientras  no  sa- 
len de  él,  el  carácter  señalado  en  los  dos 
artículos  precedentes  respecto  á su  apro- 
vechamiento eventual. 

ArL  37.  Todo  !p  relativo  al  aprovecha- 
miento eventual  de  las  aguas  de  manantía- 
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les  y arroyos  en  cauces  naturales,  pueden 
libremente  ponerlo  por  obra  los  dueños  de 
los  prédio3  interiormente  situados,  siempre 
que  no  empleen  otro  atajadizo  mas  que  de 
tierra  y piedra  suelta,  y que  !a  cantidad  de 
a<rua  p"or  cada  uno  de  ellos  consumida  no 
exceda  de  10  litros  por  segundo  de  tiempo. 
Solamente  será  obligación  suya  el  dar  parte 
al  Alcalde  del  pueblo  para  conocimiento 
del  Gobernador  de  la  provincia. 

Si  en  el  curso  de  un  arroyo,  y antes  de 
su  incorporación  á un  rio,  existiese  algún 
prédio  atravesado  por  Ja  corriente,  tendrá 
preferencia  sobre  los  colindantes  al  cálice 
en  toda  su  longitud.  Sino  existiese  prédio 
atravesado  por  la  corriente,  los  colindantes 
ó fronteros  al  cáuce  entrarán  á disfrutar 
por  su  orden  las  ventajas  concedidas  arriba 
y en  el  art.  41. 

Se  entiende  que  ningun  aprovechamien- 
to eventual  podrá  interrumpir  ni  atacar  de- 
rechos anteriormente  adquiridos  sobre  las 
mismas  aguas  en  región  inferior. 

Art.  33.  Pertenecen  al  Estado  las  aguas 
halladas  en  la  zona  de  los  trabajos  de  obras 
públicas,  aunque  se  ejecuten  por  concesio- 
narios, á no  haberse  estipulado  otra  cosa  en 
las  condiciones  de  la  concesión.  Disfruta- 
rán, no  obstante  su  aprovechamiento  gra- 
tuito para  el  servicio  de  construcción  de  las 
mismas  obras. 

Pertenecen  á los  pueblos  las  aguas  so- 
brantes de  sus  fuentes  cloacas  y estableci- 
mientos públicos. 

Art.  39.  El  derecho  á aprovechar  inde- 
finidamente las  aguas  de  manantiales  y ar- 
royos se  adquiere  por  los  dueños  de  terre- 
nos inferiores,  y en  su  caso  de  los  colindan- 
tes, cuando  las  hubiesen  aplicado  sin  inter- 
rupción por  tiempo  de  29  años. 

Art.  40.  Si  el  dueño  de  un  prédio  don- 
de sale  un  manantial  natural  no  aprove- 
chase mas  que  la  mitad,  la  tercera  parte  ú 
otra  cantidad  fraccionaria  de  sus  aguas,  el 
remanente  ó sobrante  entra  en  las  condicio- 
nes del  avt.  34  respecto  de  aprovechamienr 
tos  inferiores. 

Guando  el  dueño  del  predio’ donde  sale 
ún  manantial  natural  no  aprovecha  mas 
que  una  parte  fraccionaria  de  sus  aguas, 
pero  determinada,  continuará,  en  épocas  de 
disminución  ó empobrecimiento  del  ma- 
nantial, usando  y disfrutando  la  misma 
cantidad  absoluta  de  água  y la  merma  será 
en  desventaja  y perjuicio  de  los  regantes  ó 
usuarios  inferiores,  cualesquiera  que  fuesen 
sus  títulos  al  disfrute.  x 

Art.  44.  Si  el  dueño  del 'prédio  donde 
naturalmente  na-en  unas  aguas  dejase  tras- 


currir 20  años  después  de. la  promulgación 
de  la  presente  ley  sin  aprovecharlas,  con- 
sumiéndolas total  ó parcialmente  de  cual- 
quier modo,  perderá  todo  derecho  á inter- 
rumpir los  usos  y aprovechamientos  infe- 
riores de  las  mismas  aguas  que  por  espacio 
de  un  año  y un  dia  consecutivo  se  hubie- 
sen ejercitado. 

Por  consecuencia  de  lo  aquí  dispuesto 
los  prédios  inferiormente  situados  y los  la- 
teralmente en  su  caso,  adquieren  por  el  ór- 
den  de  su  colocación  la  opción  á aprove- 
char aquellas  aguas  y consolidar  por  el  uso 
no  interrumpido  su  derecho. 

Pero  se  entiende  que  en  estos  prédios  in- 
feriores ó laterales  el  que  se  anticipare  ó 
hubiese  anticipado  por  un  año  y un  dia  en 
ei  aprovechamiento  no  puede  ser  ya  priva- 
do de  él  por  otro,  aun  cuando  este  estuvie- 
se situado  mas  arriba  en  el  discurso  del 
agua. 

Art.  42.  Tanto  en  el  caso  del  art.  54 
como  en  el  del  4l,  siempre  que  trascurri- 
dos 20  años  de  la  publicación  de  la  presen- 
te. ley,  el  dueño  del  prédio  del  nacimiento 
de  unas  aguas,  después  de  liaber  empezado 
á. usarlas  y consumirlas  en  todo  ó en  parte 
interrumpiese  su  aprovechamiento  por  es- 
pacio de  un  año  y un  dia  consecutivo»,  per- 
derá el  dominio  del  todo  ó de  la  parte  no 
aprovechada  de  aquellas  aguas,  adquirien- 
do el  derecho  quien  ó quienes  por  igual  es- 
pacio de  un  año  y un  día  las  hubieren 
aprovechado,  según  el  mismo  art.  41. 

Siñ  embargo  el  dueño  del  prédio  del  na- 
cimiento conservará  siempre  el  derecho  á 
emplear  las  aguas  dentro  del  mismo  prédio 
como  fuerza  motriz  ó en  otros  usos  que  no 
produzcan  merma  apreciable  en  su  caudal. 

Art.  43.  El  dominio  de  las  aguas  mine- 
ro-medicinales se  adquiere  por  los  mismos 
medios  que  el  de  las  aguas  superficiales  y 
subterráneas,  siendo  del  dueño  del  prédio 
en  que  nacen  si  las  utiliza,  ó del  descubri- 
dor si  las  diere  aplicación  con  sujeción  á 
los  reglamentos  sanitarios. 

Las  distancias  para'el  alumbramiento  de 
estas  aguas  especiales  por  medio  de  pozos 
ordinarios,  socavones  y galerías,  y de  po- 
zos artesianos  para  los  ascendentes,  serán 
las  mismas  que  se  establecen  para  las  aguas 
comunes. 

Por  causa  de  salud  pública  el  Gobierno, 
oyendo  á la  junta  provincial  y Consejo  de 
Sanidad  y al  Consejo  de  Estado,  podrá  de- 
clarar la  expropiación  forzosa  de  las  aguas 
minero-medicinales  nó  aplicadas  á la  cura- 
ción y de  los  terrenos  adyacentes  que  sé  ne- 
cesitaren para  formar  establecimientos  bal- 
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nearios,  aunque  concediéndose  dos  años  de 
preferencia  a los  dueños  para  verificarlo 
por  sí. 

CAPITULO  V. 

Del  dominio  de  las  aguas  muertas  ó estan- 
cadas. 

Art.  44.  Son  del  dominio  público  los 
lagos  y lagunas  formados  por  la  naturaleza 
que  ocupan  terrenos  públicos  y se  alimen- 
tan con  aguas  públicas. 

Son  propiedad  de  los  particulares,  del 
Estado  ó de  las  provincias,  los  lagos,  lagu- 
nas y charcas  formados  en  terrenos  de  su 
respectivo  dominio,  así  como  los  situados 
en  terrenos  de  aprovechamiento  comunal 
pertenecen  á los  pueblos  respectivos. 

CAPITULO  VI. 

Del  dominio  de- las  aguas  subterráneas. 

Art.  45.  Pertenecen  al  dueño  de  un  pre- 
dio en  plena  propiedad  las  aguas  subterrá- 
neas que  en  él  hubiere  obtenido  por  medio 
de  pozos  ordinarios,  cualquiera  quesea  el 
aparato  empleado  para  extraerlas. 

Art.  46.  Todo  propietario  puede  abrir 
libremente  pozos  y establecer  artificios  pa- 
ra elevar  aguas  dentro  de  sus  fincas,  aun- 
que con  ello  resultasen  amenguadas  las  aguas 
de  sus  vecinos.  Deberá  sin  embargo  guar- 
darse la  distancia  de  dos  metros  entre  pozo 
y pozo  dentro  de  las  poblaciones  y de  15 
metros  en  el  campo,  ontre  la  nueva  esea- 
vacion  y los  pozos,  estanques,  fuentes  y 
acequias  permanentes  de  los  vecinos. 

Ar.  47.  La  autorización  para  abrir  po- 
zos ordinarios  ó norias  en  terrenos  públicos 
se  concederá  por  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos,  con  arreglo  á los  arts.  34  y 40.  El 
que  la  obtenga  adquirirá  plena  propiedad 
de  las  aguas  que  hallare. 

Art.  48.  Cuando  se  buscare  el  alumbra- 
miento de  aguas  subterráneas  por  medio  de 
pozos  artesianos  ó por  socavones  ó galerías 
el  que  las  hallase  é hiciese  surgir  á la  su- 
perficie del  terreno  será  dueño  de  ellas  á 
perpetuidad,  sin  perder  su  derecho  aunque 
salgan  de  la  finca  donde  vieron  la  luz  cual- 
quiera que  sea  la  dirección  que  el  alum- 
brador quiera  darles  en  todo  tiempo. 

Si  el  dueño  de  las  aguas  alumbradas  no 
construyese  acueducto  para  ellas  en  los  pré- 
dios  inferiores  que  atraviesen,  sino  que  las 
dejase  abandonadas  á su  curso  natural,  en- 
tonces entrarán  los  dueños  de  estos  prédios 
á disfrutar  del  derecho  eventual  que  les 
confiere  el  art.  34  respecto  de  los  manan- 
tiales naturales  superiores. 

Tomo  í. 


Art.  49.  El  dueño  de  cualquier  terreno 
puede  alumbrar  y apropiarse  plenamente 
por  medio  de. pozos  artesianos  y por  soca- 
vones ó galerías  las  aguas  que  existen  de- 
bajo de  la  superficie  de  su  finca,  con  tal  que 
no  distraiga  ó aparte  aguas  públicas  de  su 
corriente  natural. 

Por  regla  general,  cuando  amenazare  pe- 
ligro inminente  de  que  un  pozo  artesiano, 
ó un  socavón'  ó galería  distraiga  ó merme 
las  aguas  de  una  fuente  ó de  una  corriente 
destinadas  al  abastecimiento  de  una  pobla- 
ción ó riegos  existentes,  se  suspenderán  las 
obras  siempre  que  fuesen  denunciadas  por  el 
Ayuntamiento  ó por  la  mayoría  de  los  re- 
gantes. Si  del  reconocimiento  por  dos  peri- 
tos nombrados  por  las  partes  y tercero  en 
discordia  según  el  derecho  común,  resul- 
tare existir  el  peligro  inminente,  no  podrán 
continuarse  las  labores,  sino  que  se  decla- 
rará por  el  Gobierno  anulada  la  concesión, 
_ Art.  50.  Las  labores  deque  habla  el  ar- 
tículo anterior  para  alumbramiento  no  po- 
drán ejecutarse  á menor  distancia  de  40 
metros  de  edificios  ajenos,  ni  de  un  ferro- 
carril ó carretera,  ni  á menos  de  100  me- 
tros de  otro  alumbramiento  ó fuente,  canal 
ó acequia  ó abrevadero  público,  sin  la  li- 
cencia correspondiente  de  los  dueños,  ó en 
su  caso  de  los  Ayuntamientos,  prévia  for- 
mación de  expediente;  ni  dentro  de  la  zona 
de  los  puntos  fortificados,  sin  permiso  de 
la  autoridad  militar. 

Tampoco  podrán  ejecutarse  dichas  labo- 
res, dentro  de  una  pertenencia  minera,  sin 
prévia  estipulación  de  resarcimientos  de 
perjuicios. 

Si  no  hubiere  avenencia,  fijará  las  condi- 
ciones de  la  indemnización  la  autoridad 
administrativa,  prévio  informe  de  peritos 
nombrados  al  efecto. 

Art.  51.  Nadie  podrá  hacer  calicatas  en 
busca  de  aguas  subterráneas  en  terrenos 
de  propiedad  particular  sin  expresa  licencia 
de  sus  dueños.  Para  hacerlas  en  terrenos 
del  Estado  ó del  coman  de  algún  pueblo  se 
necesita  ¡a  autorización  del  Gobernador  de 
la  provincia. 

Sin  embargo,  cuando  la  negativa  del 
dueño  del  terreno  contrariase  fundadas  es- 
peranzas de  hallazgo  de  aguas  según  crite- 
rio pericial,  podra  el  Goberna  ior,  oidas  las 
razones  en  que  se  funde  la  negativa,  conce- 
der el  permiso  limitado  á tierras  incultas  y 
de  secano;  siendo  las  de  regadío,  jardines 
y parajes  cercados,  exclusiva  de  los  dpeños 
la  concesión,  sin  recurro  alguuo  contra  su 
negativa. 

Art.  52.  En  la  solicitud  para  lascalica- 
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tas  ó investigaciones  se  expresará  el  paraje 
que  se  intenta  explorar  y la  extensión  su- 
perficial del  terreno  para  las  operaciones. 
El  Gobernador  de  la. provincia,  prévios  los 
trámites  que  establezca  el  reglamento,  con- 
cederá ó negará  la  autorización , la  cual  se 
entenderá  siempre  salvo  el  derecho  de  pro- 
piedad y sin  perjuicio  de  tercero,  en  lo  que 
sea  extraño  á los  resultados  fortuitos  del 
alumbramiento. 

Art.  53.  Las  limitaciones  contenidas  en 
los  artículos  49  y 50,  respecto  al  dueño  de 
un  terreno,  son  también  aplicables  á las  au- 
torizaciones que  concede  la  Administración 
en  los  del  Estado  ó del  común. 

Art.  54-  A toda  autorización  para  cali- 
catas precederá  siempre  la  constitución  de 
un  depósito  en  metálico  de  100  á 2.000  es- 
cudos, según  los  casos,  ó en  su  equivalencia 
en  papel  de  la  deuda  del  Estado,  para  res- 
ponder de  los  daños  y perjuicios  que  se  oca- 
sionaren, y de  la  reposición  de  las  cosas 
ai  ser  y estado  que  tenían  antes,  si  no  se 
llevase  á cabo  el  alumbramiento. 

Art.  55.  Al  otorgarse  la  autorización 
para  calicatas,  se  demarcara  tma  zona  para- 
lelográmica,  dentro  de  la  cual  nadie  podra 
hacer  iguales  exploraciones.  La  dimensión 
de  esta  zona  será  mayor  ó menor,  segun  la 
constitución  y circunstancias  del  terreno; 
pero  nunca  excederá  para  socavones  ó ga- 
lerías, de  la  superficie  de  cuatro  hectáreas. 
Un  mismo  individuo  podrá  obtener,  á la  vez 
ó sucesivamente,  la  autorización  para  diver- 
sas zonas,  cumpliendo  respeeto.de  cada  una 
con  las  condiciones  del  art.  54  y demás  de 
esta  ley. 

Art.  56.  Dentro  de  seis  meses,  contar 
dos  desde  que  se  conceda  la  autorización 
para  calicatas,  formalizará  el  concesionario 
la  solicitud  para  la  realización  de  su  proyec- 
to, acompañando  una  memoria  explicativa. 
Instruido  el  expediente'en  los  términos  que 
establezca  el  reglamento,  y anunciando  el 
proyecto  en  el  Boletín  oficial , lo  resolverá 
el  Gobernador,  oido  el  ingeniero  jefe  del 
ramo  de  minas  en  la  provincia  ó distrito  y 
dando  parte  al  Gobierno. 

Art.  57.  Terminados  los  trabajos  del 
alumbramiento  dentro  de  los  plazos  señala- 
dos en  la  concesión,  se  expedirá  el  corres- 
ondient'e  título  de  propiedad  de  las  aguas 
aliadas. 

Art.  58.  Los  que  dentro  de  los  seis  me- 
ses otorgados  para  las  operaciones  explora- 
torias no. solicitaren  la  concesión  definitiva, 
los  que  no  terminaren  los  trabajos  de  alum- 
bramiento en  el  plazo  señalado  en  la  orden 
de  autorización , y los  que  después  de  ter- 


minados y aun  de  haber  obtenido  el  títnlo 
de  propiedad,  dejaren  cegar  las  obras  6 
inutilizarse  las  aguas  halladas,  perderán 
los  derechos  que  hubiesen  adquirido  por  las 
respectivas  autorizaciones  y concesiones, 
las  cuales  podran  declararse  caducadas  de 
oficio  ó á instancia  de  parte. 

A la  declaración  de  caducidad  precederá 
indispensablemente  la  audiencia  del  conce- 
sionario, ó su  citación  por  edictos,  ó por  los 
periódicos  oficiales,  si  se  ignorase  su  para- 
dero, pudiendo  prorogársele  el  plazo  si  lo 
solicitase  y presentase  fianza  suficiente  a 
juicio  de  la  Administración. 

Art.  59.  El  alumbramiento  de  aguas 
subterráneas  por  medio  de  pozos  artesianos 
queda  sujeto  á las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  anteriores  para  el  que  se  veri- 
fica por  socavones  ó galerías,  con  las  dife- 
rencias siguientes: 

1. ‘  Los  seis  meses  que  en  los  artículos 
56  y 58  se  conceden  para  la  exploración  se 
entenderán  aquí  para  dar  principio  á los 
trabajos. 

2. a  No  se  fijará  plazo  para  la  conclusión 
de  estos;  pero  el  concesionario  no  podrá 
suspenderlos  por  mas  de  cuatro  meses  ba- 
jo pena  de  caducidad,  á no  mediar  fuerza 
mayor. 

5.a  En  lugar  de  la  zona  de  que  habla  el 
articulo  55,  se  marcará  otra  que  podrá  ex- 
tenderse hasta  1,000  hectáreas. 

Todas  las  aguas  subterráneas  llevadas  á la 
superficie  tendrán  para  su  aplicación  el  de- 
recho de  la  servidumbre  forzosa  de  acue- 
ducto y el  de  la  ocupación  temporal  para 
la  construcción  de  sus  obras  así  superficia- 
les como  subterráneas. 

Art.  60.  Los  concesionarios  de  perte- 
nencias mineras,  socavones  y galerías  ge- 
nerales de  desagüe  de  minas,  tienen  la  pro- 
piedad de  las  aguas  halladas  en  sus  labo- 
res mientras  conserven  la  de  sus  minas  res- 
pectivas. 

Art.  61.  En  la  prolongación  y conser- 
vación de  minados  antiguos  en  busca  de 
agua,  continuaran  guardándose  las  distan- 
cias que  requieren  para  su  construcción  y 
explotación  en  cada  localidad,  respetándo- 
se siempre  los  derechos  adquiridos. 

Art  62.  El  Gobierno  podrá  hacer  con- 
cesiones para  la  exploración  y alumbra- 
miento de  aguas  subterráneas  en  cuencas  ó 
valles,  formando  estos  deextensionlimitada 
por  las  vertientes  ó divisorias,  con  la  mi- 
ra del  abastecimiento  de'  las  poblaciones  y 
grandes  riegos  ú otras  aplicaciones  útiles, 
siempre  que  á juipio  dé  facultativos  no  pue- 
dan perjudicar  á tercero. 
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CAPITULO  VII. 

Disposiciones  concernientes  d los  capítulos 
anteriores. 

Art.  63.  Si  las  aguas  sobrantes  de  las 
fuentes,  cloacas  y establecimientos  públi- 
cos de  las  poblaciones  hubiesen  sido  apro- 
vechadas por  los  dueños  de  los  terrenos  in- 
feriores el  tiempo  de  20  años,  no  podrán  los 
Ayuntamientos  alterar  el  curso  de  aquellas 
aguas  ni  impedir  la  continuación  del  apro- 
vechamiento, sino  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica debidamente  justificada  y previa  in- 
demnización de  daños  y perjuicios. 

Art.  64.  También  en  las  aguas  alumbra- 
das, que  por  sobrantes  corriesen  libremente 
y fuesen  aprovechadas  por  los  prédios  infe- 
riores á virtud  de  obras  permanentes  ó bien 
por  división  continua  ó de  turno  y tandeo, 
por  tiempo  de  20  años  á ciencia  y paciencia 
del  alumbrador  dueño  de  ellos,  podrán  los 
tales  prédios  inferiores  continuar  aprove- 
chándolas indefinidamente. 

Art.  63.  Respecto  de  unas  y otras  aguas, 
de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores, 
los  prédios  inferiormente  situados  que,  por 
su  posición  y mayor  proximidad  al  naci- 
miento, tuviesen  preferencia  para  el  apro- 
vechamiento eventual  sin  ponerlo  en  prác- 
tica, la  perderán  relativamente  á los  mas  ba- 
jos y lejanos,  que  por  espacio  de  un  año  y 
un  dia  hubiesen  consecutivamente  aprove- 
chado aquellas  aguas,  según  en  los  artícu- 
los 41  y 42  se  dispuso  respecto  de  las  de  ma- 
nantiales naturales. 

TITULO  TERCERO . 

DE  LOS  ALVEOS  Ó CAUCES  DE  LAS  AGUAS,  DE 
LAS  RIBERAS  Ó MÁRGENES  Y DE  LAS 
ACCESIONES  . 

CAPÍTULO  VIII. 

De  las  ramblas  y barrancos  que  sirven  de 
álveo  á tas  aguas  pluviales. 

Art.  66.  Alveo  ó cáuce  natural  de  las 
corrientes  de  aguas  pluviales  es  e!  terreno 
que  estos  cubren  durante  sus  avenidas  or- 
dinarias, en  barrancos,  ramblas  ú otras 
vias  naturales. 

Art.  67.  Las  cáuces  naturales  de  que 
habla  el  artículo  anterior  y que  no  son  de 
propiedad  privada,  pertenecen  al  dominio 
público. 

Art.  68.  Son  de  propiedad  privada  los 
cáuces  naturales  de  aguas  de  lluvia  que 
atraviesan  fincas  de  dominio  privado. 


Art'.  69.  El  dominio  privado-  de  los  ál- 
veos de  aguas  pluviales  no  autoriza  para 
construir  en  ellos  obras  que  puedan  hacer 
variar  el  curso  natural  de  las  mismas  en 
perjuicio  de  tercero,  ó cuya  destrucción  por 
la  fuerza  de  las  avenidas  pueda  causar  gra- 
ve daño  á prédios,  fábricas  ó establecimien- 
tos, puentes,  caminos  ó poblaciones  infe- 
riores. 

Del  álveo  de  los  arroyos  y ríos,  y de  las 
riberas  de  estos. 

Art.  70.  Alveo  ó cáuce  natural  de  un 
arroyo  ó rio  es  el  terreno  que  oubren  sus 
aguas  en  las  mayores  crecidas  ordinarias. 

Art.  71.  Los  álveos  de  todos  los  arroyos 
pertenecen  á los  dueños  de  las  heredades  ó 
de  los  terrenos  que  atraviesen.  ■ 

Art.  72.  Son  de  dominio  público  los  ál- 
veos en  terreno  público,  de  los  arroyos  por 
donde  corren  aguas  manantiales. 

Corresponden  también  al  dominio  públi- 
co los  álveos  ó cáuces  naturales  de  los  rios. 

Art.  73.  Se  entienden  por  riberas  de  un 
rio  ia  fajas  ó zonas  laterales  de  sus  álveos 
que  solamente  son  bañadas  por  las  aguas  en 
las  crecidas  que  no  causan  inundación.  El 
dominio  privado  de  las  riberas  está  sujeto 
á la  servidumbre  de  tres  metros  de  zona 
para  uso  público,  en  el  interés  general  de  la 
navegación,  la  flotación,  la  pesca  y el  sal- 
vamento. 

Sin  embargo,  cuando  los  accidentes  del 
terreno  lo  exigieren  ó lo  aconsejaren,  se 
ensanchará  ó se  estrechará  la  zona  de  esta 
servidumbre,  conciliando  todos  los  inte- 
reses. 

Del  álveo  y orillas  de  los  lagos,  lagunas  ó 
charcas. 

Art.  74.  Alveo  ó fondo  natural  de  los 
lagos,  lagunas  ó charcas,  es  el  terreno  que 
en  ellos  ocupan  las  aguas  en  su  mayor  altu- 
ra ordinaria. 

Art.  75.  Corresponden  á los  dueños  de 
las  fincas  colindantes  los  álveos  de  los  la- 
gos, lagunas  ó charcas  que  no  pertenezcan 
al  Estado,  ó por  título  especial  de  dominio 
á algún  particular. 

Art.  76.  Las  orillas  de  los  lagos  nave- 
gables que  se  hallen  cultivadas  no  están  su- 
jetas á mas  servidumbre  que  á la  de  salva- 
mento en  casos  de  naufragio,  en  los  térmi- 
nos establecidos  en  los  arts.  8.°  y siguien- 
tes, para  las  heredades  limítrofes  al  mar. 
Se  exceptúan  los  puntos  que  la  autoridad 
designe  para  embarque  y desembarque,  de- 
pósitos ae  barcos  y demás  operaciones  del 
servicio  de  navegación. 
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De  las  accesiones , arrastres  y sedimentos  de 
las  aguas. 

Art.  77.  Los  terrenos  que  fueren  acci- 
dentalmente inundados  por  las  aguas  de  los 
lagos  ó por  los  arroyos,  ríos  y demás  cor- 
rientes, continuarán  siendo  propiedad  de 
sus  dueños  respectivos. 

Art.  78.  Los  educes  de  ríos  que  queden 
abandonados  por  variar  naturalmente  el 
cprso  de  las  aguas,  pertenecen  á los  dueños 
de  los  terrenos  en  toda  longitud  respectiva. 
Si  el  cáuce  abandonado  separaba  heredades 
de  distintos  dueños,  la  nueva  linea  divisoria 
correrá  equidistante  de  unas  y otras. 

Art.  79.  Cuando  un  rio  navegable  ó 
flotable,  variando  naturalmente  de  direc- 
ción, se  abra  un  nuevo  cáuce  en  heredad 
privada,  este  cáuce  entrara  en  el  dominio 
público.  El  dueño  de  la  heredad  lo  reco- 
brará, siempre  que  las  aguas  volviesen  á de- 
jarlo en  seco,  ya  naturalmente,  ya  por  vir- 
tud de  trabajos  al  efecto. 

Art.  80.  Los  cauces  públicos  que  queden 
en  seco  á consecuencia  de  trabajos  autori- 
zados por  concesión  especial,  son  de  los 
concesionarios,  á no  establecerse  otra  cosa 
en  las  condiciones  con  que  aquella  se  hizo. 

Art.  8t.  Guando  la  corriente  de  un  ar- 
royo, torrente  ó rio  segrega  de  su  ribera 
una  porción  conocida  de  terreno  y lo  tras- 
porta á las  heredades  fronteras  ó á las  infe- 
riores, su  dueño  conserva  su  propiedad. 

Art.  82.  Si  la  porción  conocida  del  ter- 
reno segregado  de  una  ribera  queda  aislada 
en  el  cáuce,  continúa  perteneciendo  íncon- 
dicionalmente  á su  antiguo  dueño.  Lo  mis- 
mo sucederá  cuando,  dividiéndose  un  rio 
en  -brazos,  circunde  y aísle  algunos  ter- 
renos. 

Art.  83.  Las  islas  que  por  sucesiva  acu- 
mulación de  arrastres  superiores  se  van  for- 
mandu  en  los  ríos,  pertenecen  álos  dueños 
de  las  riberas  ú orillas  mas  cercanas  á cada 
una,  ó á los  de  ámbas  riberas  si  la  isla  se 
hallase  en  medio  del  rio,  dividiéndose  en- 
tonces longitudinalmente  por  mitad.  Si  una 
sola  isla  asi  formada  distase  de  una  ribera 
mas  que  de  otra,  será  únicamente  y por 
completo  dueño  suyo  el  de  la  ribera  mas 
cércana. 

Art.  84,  Pertenece  á los  dueños  de  los 
terrenos  confinantes  con  los  arroyos,  tor- 
rentes, ríos  y lagos,  ebacrecentamiento  que 
réeiban  paulatinamente  por  Ja  accesión  ó 
sedimentación  de  las  aguas. 

_ Los  sedimentos  minerales  quedan  sujetos 
én  cuanto  á su  explotación,  a lo  dispuesto 
en  la  ley  de  minas. 


Art.  85.  Cualquiera  puede  recoger  y 
salvar  los  animales,  maderas,  frutos,  mue- 
bles y otros  productos  de  la  iudustria,  ar- 
rebatados por  la  corriente  de  las  aguas  pú- 
blicas ó sumergidos  en  ellas,  presentándo- 
los inmediatamente  á la  autoridad  local, 
que  dispondrá  su  depósito  ó su  venta  en 
pública  subasta  cuando  no  puedan  conser- 
varse. Se  anunciará  en  seguida  el  hallazgo 
en  el  mismo  pueblo  y limítrofes  superio- 
res; y si  dentro  de  seis  meses  hubiese  re- 
clamación por  parte  del  dueño,  se  le  entre- 
gará el  objeto  ó su  precio,  previo  abono 
de  los  gastos  de  conservación  y del  derecho 
de  salvamento.  Este  derecho  consistirá  en 
un  10  por  100.  Trascurrido  aquel  plazo  sin 
haber  reclamado  el  dueño,  perderá  este  su 
derecho,  y se  devolverá  todo  á quien  lo 
salvó,  previo  abono  de  los  gastos  de  con- 
servación. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no 
tendrá  lugar  desde  el  momento  en  que  el 
dueño  de  los  objetos  provea  á su  salva- 
mento. 

Art.  86.  ■ Las  brozas,  ramas  y leñas  que 
vayan  flotando  en  las  aguas,  ó sean  deposi- 
tadas por  ellas  en  el  cáuce  ó en  terrenos  del 
dominio  público,  son  del  primero  que  las 
recoge;  las  dejadas  en  terrenos  del  duminio 
particular  ó sus  riberas  son  del  dueño  de 
las  fincas  respectivas. 

Art.  87.  Los  árboles  arrancados  y tras- 
portados por  ia  corriente  de  las  aguas  per- 
tenecen al  propietario  del  terreno  á donde 
vinieron  á parar,  si  no  los  reclaman  dentro 
de  un  mes  sus  antiguos  dueños,  quienes  de- 
berán abonar  los  gastos  ocasionados  en  re- 
coger los  árboles  ó ponerlos  en  lugar  se- 
guro. 

Art.  88.  Los  objetos  sumergidos  en  los 
cauces  pñblicos  siguen  perteneciendo  á sus 
dueños;  pero  si  durante  un  año  no  los  ex- 
trajeren, serán  de  las  personas  que  lo  veri- 
ficasen, prévio  el  permiso  de  la  autoridad. 
Si  ofreciesen  obstáculo  en  perjuicio  de  las 
corrientes,  ó de  la  viabilidad,  se  concederá 
por  la  autoridad  un  término  prudente  á los 
dueños;  y trascurrido  aquel  sin  que  hagan 
uso  de  su  derecho,  se  procederá  á la  extrac- 
ción como  de  cosa  abandonada. 

El  dueño  de  objetos  sumergidos  en  aguas 
de  propiedad  particular  solicitará  del  due- 
ño de  estas  el  permiso  para  extraerlos,  cu- 
yo permiso  no  podrá  negarse  cuando  se 
afiance  la  indemnización  de  daños  y perjui- 
cios. En  caso  de  negativa,  concederá  el  per- 
miso la  autoridad  local  prévia  fianza  a su 
satisfacción  y bajo  la  responsabilidad  del 
solicitante.' 
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CAPITULO  IX. 

De  las  abras  de  defensa  contra  las  aguas 
públicas . 

Art.  89.  Los  dueños  de  prédios  lindantes 
con  cauces  públicos  tienen  libertad  de  lia- 
cer  plantaciones  en  sus  respectivas  márge- 
nes y riberas  y poner  defensas  de  estanca ■? 
das  contra  las  aguas  siempre  que  lo  juz- 
guen necesario,  dando  de  ello  oportuna- 
mente noticia  á la  autoridad  local.  La  au- 
toridad, no  obstante,  podrá,  después  de  oír 
á los  interesados,  mandar  suspender  ta- 
les operaciones,  cuando  por  su  naturaleza 
amenacen causár  perjuicios  á la  navegación 
ó flote  de  los  rios,  desviar  las  corrientes  de 
su  curso,  natural  ó producir  inundaciones. 

Art.  90.  Cuando  las  plantaciones  y cual- 
quiera obra  de  defensa  que  se  intente  hayan 
de  invadir  el  canee,  no  podran  ejecutarse 
sin  previa  autorización  del  Gobierno  en  los 
rios  navegables  y flotables,  y del  Goberna- 
dor de  ¡a  provincia  en  los  demás  rios, 

Art.  91 . Al  solicitar  la  autorización,  los 
interesados  acompañarán  un  plano  ó cro- 
quis según  le  exija  la  importancia  de  la 
obra;  y oidos  los  dueños  de  los  terrenos  co- 
lindantes y fronterizos  y el  ingeniero- de  la 
provincia,  concederá  el  Gobernador  ó ne- 
gará el  permiso,  expresándose  en  uno  y 
otro  caso  los  motivos  en  que  se  funde  la 
resolución. 

Art.  92.  En  los  cauces  donde  conven- 
gan obras  poco  costosas  de  defensa,  los  Go- 
bernadores concederán  una  autorización 
general  para  que  los  dueños  de  los  prédios 
limítrofes,  cada  cual  en  la  parte  de  cauce 
lindante  con  su  respectiva  ribera,  puedan 
construirlas;  pero  sujetándose  a las  condi- 
ciones que  se  fijen  en  la  concesión,  enca- 
minadas á evitar  que  unos  propietarios  cau- 
sen perjuicio  á otros. 

Art.  9ñ.  Guando  las  obras  proyectadas 
sean  de  alguna  consideración,  el  Goberna- 
dor de  la  provincia,  á solicitud  de  los  que 
las  promuevan:  podrá  obligar  á costearlas 
á todos  los  propietarios  que  hayan  de  ser 
beneficiados  por  ellas,  siempre  que  preste 
su  conformidad  la  mayoría  de  estos,  com- 
putada por  la  parte  de  propiedad  que  cada 
una  represente,  y que  aparezca  completa  y 
facultativamente  justificada  la  común  utili- 
dad que  las  obras  hayan  de  producir.  En 
tal  caso,  cada  cual  contribuirá  al  pago  se- 
gún las  ventajas  que  reporte. 

Art.  94.  Para  hacer  constar  la  voluntad 
de  los  interesados,  ó séa  de  la  comunidad, 
se  convocará  á todos  ellos  á junta  general, 


que  se  reunirá  ante' el  Alcalde  deb  pueblo 
donde  hayan  de  construirse  las  obrás;  ó an- 
te la  persona  que  designe  el  Gobernador  de 
la  provincia  si  interesasen  é vatios  pueblos. 

Resultando  la  conformidad  dé  la  mayor  * 
parte  de  los  concurrentes,  según  el  cómpu- 
to establecido  en  el  artículo  anterior,  nom- 
brarán acto  continuo  y á pluralidad  de  vo- 
tos una  comisión  que  forme  el  reparto  de 
cargas  con  arreglo  al  beneficio  que  haya 
de  reportar  la  propiedad  contribuyente,  y 
luego  se  ocupará  de  su  recaudación  y apli- 
cación. 

Art.  95.  La  ejecución  de  las  obras  se 
hará  por  el  sistema  que  prefiere  la  comu- 
nidad, y se  llevará  á cabo  bajo  la  dirección 
de  un  ingeniero,  mediante  la  activa  vigi- 
lancia de  la  comisión  encargada  de  la  re- 
caudación y pagos,  la  cual  rendirá  cuenta 
justificada  á sus  comitentes. 

Los  que  en  cualquier  concepto  se  consi- 
deren perjudicados  por  los  acuerdos  y ac- 
tos de  la  comisión  podrán  recurrir  en  queja 
al  Gobernador  de  la  provincia,  quien  ejer- 
cerá sobre  todos  los  actos  de  la  comunidad 
la  alta  inspección  que  le  corresponde. 

Art.  98.  Siempre  que  para  precaver  ó 
contener  inundaciones  inminentes  sea  pre- 
ciso en  casos  de  urgencia,  practicar  obras 
provisionales  ó destruir  las  existentes  en 
toda  clase  de  prédios,  la  autoridad  admi- 
nistrativa local  podrá  acordarlo  desde  lue- 
go bajo  su  responsabilidad;  pero  en  la  in- 
teligencia de  que  habrán  de  indemnizarse 
después  las  pérdidas  y los  perjuicios  oca- 
sionados, señalándose  un  5 por  \ 00  anual 
de  interés,  desde  el  dia  en  que  se  causó  el 
daño  basta- que  se  verifique  la  indemniza- 
ción. Ei  abono  de  esta  indemnización  cor- 
rerá respectivamente  á cargo  del  Estado, 
de- los  Ayuntamientos  ó de  los  particula- 
res, según  á quien  pertenezcan  los  objetos 
amenazados  por  la  inundación,  y cuya  de- 
fensa haya  ocasionado  los  daños  indemni- 
zables. 

Art.  97.  Las  obras  locales  que  según  lo 
arriba  prescrito  se  construyan  para  defender 
las  poblaciones  ó los  caminos  vecinales  de 
un  término  municipal -estarán  á cargo  de  los 
Ayuntamientos  respectivos,  y serán  costea- 
dos por  ellos. 

Serán  de  cuenta  del  Estado  las  obras  de 
interés  general  necesarias  para  defender  de 
inundaciones  las  vías,  establecimientos  pú- 
blicos y territorios  considerables,  y para 
conservar  encauzados  y expeditos  los  ríos 
navegables  ó flotables. 

Art.  98.  Cuando  por  efecto  de  las  obras 
costeadas  por  el  Estado  ó por  los  pueblos 
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hubieren  de  recibir  también  beneficio  ó 
acrecerías  propiedades  ribereñas,  contri- 
buirá la  colectividad  de  los  dueños  de  estas 
con  la  parte  proporcional  que  convengan 
con  el  Estado  ó con  el  Ayuntamiento.  La 
cuota  individual  de  cada  interesado  se  fija- 
rá por  un  perito  nombrado  por  cada  parte 
y tercero  en  caso  de  discordia,  según  el  de- 
recho común. 

Art.  99.  El  Gobierno  completara  el  es- 
tudio genera!  de  los  rios,  para  señalar  con 
acierto  los  puntos  donde  convengan  obras 
de  encauzamiento  y defensa  destinadas  á 
preservar  las  heredades,  evitar  inundacio- 
nes, sanear  eneharcamientos  y mantener  ex- 
pedita la  flotación  y navegación. 

CAPITULO  X. 

De  la  desecación  de  lagunas  y terrenos 
pantanosos. 

Art.  100.  Los  dueños  de  lagunas  ó ter- 
renos pantanosos  ó encharcadizos  que  quie- 
ran desecarlos  ó sanearlos,  podrán  extraer 
de  terrenos  públicos  con  permiso  del  Go- 
bernador, la  piedra  y tierra  que  consideren 
indispensables  para  el  terraplén  y demás 
obras. 

Art.  101.  Cuando  las  lagunas  ó terre- 
nos pantanosos  pertenezcan  á varios  due- 
ños, y no  siendo  posible  la  desecación  par- 
cial, pretendan  varios  de  ellos  que  se  efec- 
túe en  común,  el  Gobierno  podra  obligar  á 
todos  los  propietarios  á que  costeen  colec- 
tivamente, las  obras  destinadas  al  efecto, 
siempre  que  esté  conforme  la  mayoría,  en- 
tendiéndose por  tal  los  que  representen 
mayor  extensión  de  terreno  saneable.  Si  al- 
guno de  los  propietarios  resistiese  el  pago 
y prefiriese  ceder  gratuitamente  á los  con- 
dueños su  parte  de  propiedad  saneable  po- 
drá hacerlo. 

Art.  102.  Para  explorar  la  voluntad  de 
la  mayoría 'se  convocará  a todos  los  pro- 
pietarios á una  junta  en  los  términos  que 
establece  el  art.  94,  observándose  en  su  ce- 
lebración y . en  la  ejecución  de  las  obras  que 
se  acuerden  las  demas  prescripciones  con- 
tenidas.en  ei  mismo. 

Art.  103.  Si  las  lagunas  ó parajes  pan- 
tanosos perteneciesen  al  Estado  ó á algún 
común  de  vecinos,  procurará  el  Gobierno 
que  se  desequen  y saneen  para  el  ensanche 
de  terreno  laborable  en  el  país. 

Art.  104.  Cuándo  se  declarase  insalubre 
por  quien  corresponda  una  laguna  ó terre- 
no pantanoso  ó encharcadizo,  procede  for- 
zosamente su  desecación  ó saneamiento.  Si 
fuere  de  propiedad  privada,  se  hará  saber  á 


los  dueños  para  que  dispongan  el  desagüe  ó 
terraplén  en  un  plazo  que  se  les  señalará 
por  el  Gobierno.  . 

Art.  105.  Si  la  mayoría  de  los  dueños 
se  negase  á ejecutar  la  desecación,  el  Go- 
bierno podrá  concederla  á cualquiera  parti- 
cular ó empresa  que  se  ofreciese  á llevarla 
a cabo,  previa  Real  aprobación  del  proyec- 
to y píanos. 

El  terreno  saneado  quedará  de  propiedad 
de  quien  hubiese  realizado  la  desecación  ó 
saneamiento,  abonando  únicamente  á los 
antiguos  dueños  la  suma  correspondiente  á 
la  capitalización  del  rendimiento  anual  que 
de  tales  pantanos  ó encharcamiento  per- 
cibían. 

Art.  106.  Si  los  pantanos,  lagos  ó ter- 
renos encharcadizos  declarados  insalubres, 
perteneciesen  al  Estado  y se  presentase 
quien  se  of.ezca  á desecarlos  y sanearlos, 
será  admitida  su  proposición  mediante  el 
abono  por  el  concesionario  del  rendimiento 
anual  capitalizado  según  el  artículo  an- 
terior. 

Si  no  hubiera  quien  se  presentase  á hacer 
proposición,  ó esta  fuera  inatendible,  se 
dispondrán  por  el  Gobierno  los  estudios  y 
planos,  y se  presentará  un  proyecto  de  ley 
de  subvención  del  Tesoro,  mediante  la  cual 
se  saque  la  empresa  á pública  licitación. 

Art.  107.  El  peticionario  de  desecación 
y saneamiento  de  lagos,  pantanos  ó enchar- 
camientos  pertenecientes  al  Estado,  al  co- 
mún de  vecinos  ó á particulares,  podrá  re- 
clamar , si  le  conviniese , la  declaración  de' 
utilidad  pública. 

Art.  108.  Cuando  por  efecto  de  la  dese- 
cación pueda  darse  riego  mediante  el  pago 
de  un  cánon,  el  derecho  á su  cobro  no  ex- 
cederá de  99  años,  al  cabo  de  los  cuales  se 
aplicarán  á los  regantes  los  beneficios  del 
art.  256. 

Art.  109.  Las  disposiciones  generales 
contenidas  en  los  artículos  de  la  presente1 
ley,  relativas  á las  autorizaciones  de  estu- 
dios y derechos  de  los  que  las  obtengan, 
obligaciones  de  los  concesionarios,  caduci- 
dad de  las  concesiones  y reconocimiento  de 
las  obras  ejecutadas  para  el  aprovechamien- 
to de  aguas  públicas,  así  como  los  beneficios 
de  que  gozan  las  empresas  de  canales  de 
riegos,  según  los  arts.  245  y 246 , son  apli- 
bles  á las  autorizaciones  otorgadas  á em- 
presas particulares  para  la  desecación  de 
pantanos  y eneharcamientos,  sin  perjuicio 
de  las  condiciones  especiales  que  en  cada 
caso  se  fijen  y establezcan. 

Art.  110.  Los  terrenos  reducidos  á cul- 
tivo  por  medio  de  la  desecación  ó terraplén, 
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gozarán  de  las  ventajas  de  los  terrenos  que 
de  nuevo  se  roturan. 

TITULO  CUARTO/ 

DB  LAS  SERVIDUMBRES  EN  MATERIA  DE  AGUAS. 

CAPITULO.  XI. 

De  las  servidumbres  naturales „ 

Art.  111.  Los  terrenos  inferiores  están 
sujetos  á recibir  las  aguas  que  naturalícen- 
te y sin  obra  del  hombre  fluyen  de  los  su- 
periores, así  como  la  piedra  ó tierra  que 
arrastran  en  su  curso.  Pero  si  las  aguas  fue- 
sen producto  de  alumbramientos  artificiales, 
o sobrantes  de  acequias  de  riego,  ó proce- 
dentes de  establecimientos  industriales  que 
de  nuevo  se  crearen  , tendrá  el  dueño  del 
prédio  inferior  derecho  á exigir  resarci- 
‘ miento  de  daños  y perjuicios. 

Art  112.  Si  en  cualquiera  de  los  tres 
últimos  casos  del  artículo  precedente,  que 
confieren  derecho  de  resarcimiento  al  pré- 
dio inferior,  le  conviniese  al  dueño  de  este 
dar  inmediata  salida  á las  aguas  para  exi- 
mirse déla  servidumbre,  sin  perjuicio  para 
e!  superior  ni  para  tercero,  podrá  hacerlo  á 
su  costa  ó bien  aprovecharse  eventualmen- 
le  de  las  mismas  aguas  si  le  acomodase,  re- 
nunciando entre  tanto  el  resarcimiento. 

Art.  113.  Él  dueño  del  prédio  inferior 
ó sirviente  tiene  también  derecho  á hacer 
dentro  de  él  ribazos  , malecones  ó paredes 
que,  sin  impedir  el  curso  de  las  aguas,  sir- 
van para  regularizarlas,  ó para  aprovechar- 
las en  su  caso. 

Art.  114.  Del  mismo  modo  puede  el 
dueño  del  prédio  superior  ó dominante 
construir  dentro  de  él  ribazos , malecones  ó 
paredes  que,  sin  agravar  la  servidumbre 
del  prédio  inferior,  suavicen  la  corriente  de 
las  aguas,  impidiendo  que  arrastren  consi- 
go la  tierra  vegetal  ó causen  otros  desper- 
fectos en  la  finca. 

Art.  115.  Cuando  el  dueño  del  prédio 
inferior  varié  la  salida  de  las  aguas  proce- 
dentes de  alumbramiento  según  los  artícu- 
los 48  y 112,  y con  ello  irrogue  daño  á ter- 
cero, podrá  este  exigir  indemnización  ó re- 
sarcimiento. No  se  reputa  daño  el  contra- 
riar ó suprimir  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  sobrantes  á los  que  lo  venían  disfru- 
tando eventual  mente- 

Art.  116.  Cuando  el  agua  acumule  en 
un  prédio,  piedras,  tierra,  brozad  otros  ob- 
jetos que , embarazando  su  curso  natural, 
puedan  producir  embalses  con  inundacio- 
nes, distracción  de  las  aguas  ñ otros  daños, 


los  interesados  podrán  exigir  del  dueño  del 
prédio  que  remueva  el  estorbo  ó les  permi- 
ta removerlo. 

Si  el  dueño  no  residiere  en  el  pueblo,  el 
requerimiento  se  entenderá  con  su  apode- 
rado ó colono ; y si  tampoco  estos  estuvie- 
sen  en  él  y el  caso  fuese  urgente  ó se  nega- 
se infundadamente  el  permiso,  lo  concede- 
rá la  autoridad  local.  Los  gastos  que  se  ori- 
ginen de  los  trabajos  de  desbroce  y limpia 
serán  satisfechos  por  todos  los  propietarios 
que  participen  de  su  beneficio,  en  propor- 
ción al  interés  que'  reporten. 

Si  hubiese  lugar  á indemnización  de  da- 
ños, será  'á  cargo  del  causante. 

De  la  senndumbre  de  acueducto. 

Art.  117.  Puede  imponerse  la  servidum- 
bre forzosa  de  acueducto  para  la  conduc- 
ción de  aguas  destinadas  á algún  servicio 
público  que  no  exija  la  formal  expropia- 
ción del  terreno.  Si  la  obra  hubiese  de  ser 
costeada  con  fondos  del  Estado,  decretará 
la  servidumbre  el  Gobierno,  y si  con  fon- 
dos provinciales  6 municipales,  el  Gober- 
nador de  la  provincia,  después  de  oir,  se- 
gún los  casos,  á la  Diputación  provincial  ó 
al  Ayuntamiento. 

Art.  H8.  Puede  imponerse  también 
la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  para 
objetos  de  interés  privado  en  los  casos  si- 
guientes; 

1 . °  Establecimiento  ó aumento  deriegos. 

2. °  Establecimiento  de  baños  y fábricas. 

3. °  Desecación  de  lagunas  y terrenos 
pantanosos. 

4. ”  Evasión  ó salida  de  aguas  proceden- 
tes de  alumbramientos  artificiales. 

5. °  Salidas  de  aguas  de  escorrentías  y 
drenajes. 

En  los  tres  primeros  casos  puede  impo- 
nerse la  servidumbre,  no  solo  para  la  con- 
ducción de  las  aguas  necesarias,  sino  tam- 
bién para  la  evasión  délas  sobrantes. 

Art.  119.  La  servidumbre  según  el  ar- 
ticulo anterior  la  decretará  et  Gobernador 
de  la  provincia,  prévia  instrucción  de  ex- 
pediente, con  audiencia  de  los  dueños  de  los 
terrenos  que,  hayan  de  sufrir  el  gravamen. 

Art.  120.  No  puede  imponerse  la  servi- 
dumbre forzosa  de  acueducto  sobre  edifi- 
cios, ni  sobre  jardines,  ni  huertos  existentes 
al  tiempo  de  hacerse  la  solicitud. 

Ar¿.  121.  Tampoco  podrá  tener  lugar  la 
servidumbre  forzosa  de  acueducto  por  den- 
tro de  otro  acueducto  preexistente;  pero’si 
el  dueño  de  este  la  consintiere  y el  dueño 
del  prédio  sirviente  se  negare,  se  instruirá 
el  oportuno  expediente  para  obligar  al  del 


264 

predio  á avonirse  3.1  nuevo  gravámen,  pré- 
via  indemnización,  si  se  le  ocupase  mayor 
zona  de  terreno. 

\rt.  122.  Siempre  que  un  terreno  de 
regadío  que  antes  recibía  ei  agua  por  un  so- 
lo'punto  se  divida  por  herencia  venia  úotro 
título,  entre  dos  ó mas  dueños,  los  de  la 
parte  superior  quedan  obligados  á dar  paso 
ai  agua  como  servidumbre  de  acueducto  para 
el  riego  de  las  inferiores,  sin  poder  exigir 
por  ello  indemnización,  á no  haberse  pacta- 
do otra  cosa  en  la  traslación  de  dominio. 
El  acueducto  ó regadera  se  abrirá  por  don- 
de designen  peritos  nombrados  por  las  par- 
tes y tercero  en  discordia  según  derecho, 
quienes  procurarán  conciliar  el  mejor  apro- 
vechamiento del  agua  con  el  menor  perjui- 
cio del  prédio  sirviente. 

Art.  123.  La  servidumbre  forzosa  de 
acueducto  se  constituirá. 

1°  Con  acequia  abierta,  cuando  no  sea 
peligrosa  por  su  profundidad  ó situación, 
ni  ofrezca  otros,  inconvenientes. 

2. °  Con  acequia  cubierta  cuando  lo  exi- 
jan su  profundidad,  su  contigüidad  á habi- 
taciones ó caminos,  ó algún  otro  motivo 
análogo  á juirio  de  la  Autoridad. 

3. °  Con  cañería  ó tubería,  cuando  pu- 
dieran las  aguas  inficionará  otras,  ó absor- 
ber sustancias  nocivas  6 causar  daño  á obras 
ó edificios. 

Art.  124.  Si  el  acueducto  hubiese  de 
atravesar  vías  comunales,  concederá  el  per- 
miso el  Alcalde,  y cuando  necesitase  atra- 
vesar vias  ó cáuces  públicos,  lo  concederá 
el  Gobernador  de  la  provincia  en  la  forma 
que  prescribe  el  reglamento.  Cuando  tuvie- 
se que  cruzar  canales  de  navegación  ó rios 
navegables  ó flotables,  otorgara  el  permiso 
el  Gobierno. 

Art.  125.  El  dueño  del  terreno  sobre 
que  trate  de  imponerse  la  servidumbre  for- 
zosa de  acueducto  podra  oponerse  por  al- 
gunas de  las  causas  siguientes: 

1. a  Por  no  ser  el  que  la  solicite  dueño  ó 
concesionario  del  agua  ó del  terreno  en  que 
intente  utilizarla. 

2. a  Por  poderse  establecer  sobre  otros 
prédios  con  iguales  ventajas  para  el  que  pre- 
tenda imponerla,  y menores  inconvenientes 
para  el  que  haya  de  sufrirla. 

Art.  126.  Si  hubiese  oposición  se  comu- 
nicará el  escrito  al  que  solicitó  la  servidum- 
bre, y.  admitidas  las  justificaciones  por  una 
y otra  parte,  se  oirá  al  Consejo  provincial, 
el  cual  emitirá  su  diclámen  dentro  de  un 
mes  y el  Gobernador  resolverá  concediendo 
ó negando  dentro  de  otro  mes  con  recurso 
á la  vía  contenciosa, 
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Si  la  oposición  se  fundase  en  lo  dispuesto 
en  la  condición  1.a  del  art.  í 25  y el  peti- 
cionario de  la  servidumbre  acreditase  estar 
poseyendo  el  agua  ó el  terreno  Como  dueño 
accederá  el  Gobernador,  sin  perjuicio  délo 
que  resuelva  en  juicio  de  propiedad.  En 
caso  dudoso  declarara  que  no  ha  lugar  á la 
concesión  hasta  que  se  decída  la  cuestión  de 
propiedad  por  los  tribunales. 

Art.  127  La  servidumbre  forzosa  de 
acueducto  puede  establecerse  temporal  ó 
perpetuamente.  Se  entenderá  perpetua  para 
los  efectos  de  esta  ley  cuaudo  su  duración 
exceda  de  diez  años. 

Art.  128.  Si  la  servidumbre  fuese  tem- 
poral, se  abonará  previamente  al  dueño  del 
terreno  el  duplo  del  arriendo  correspon- 
diente á la  duración  del  gravámen  por  la 
parte  que  se  le  ocupa,  con  la  adición  del 
importe  de  los  daños  y desperfectos  que  por 
el  mismo  espacio  de  tiempo  se  computen 
para  el  resto  de  la  finca.  Además  será  de 
cargo  del  dueño  del  pfédio  dominante  el 
reponer  las  cosas  á su  antiguo  estado,  ter- 
minada la  servidumbre.  Si  esta  fuese  perpe- 
tua, se  abonará  el  valor  del  terreno  ocupa- 
do y ei  de  los  daños  y perjuicios  que  se 
causaren  al  resto  de  la  finca,  inclusos  los 
que  procedan  de  su  fraccionamiento  por  in- 
terposición de  la  acequia. 

ES  valor  del  terreno  ocupado  á perpetui- 
dad se  graduará  por  el  amillaramiento,  au- 
mentado de  un  5U  por  100. 

Art.  120.  La  servidumbre  temporal  no 
puede  prorogarse,  pero  sí  convertirse  en 
perpétua  sin  necesidad  de  nueva  concesión, 
abonando  el  concesionario  lo  establecido  en 
el  artículo  anterior,  aunque  tomándose  en 
consideración  y cuenta  lo  satisfecho  por  la 
servidumbre  temporal. 

Art.  130,  Serán  de  cuenta  del  que  baya 
promovido  y obtenga  la  servidumbre  de 
acueducto  todas  las  obras  necesarias  para  su 
construcción,  conservación  y limpia.  A es- 
tos fines  podrá  ocupar  temporalmente  ios 
terrenos  indispensables  para  el  depósito  de 
materiales,  prévia  indemnización  de  daños 
y perjuicios,  ó fianza  suficiente.  La  Admi- 
nistración ó los  interesados  podrán  compe- 
lerlo á ejecutar  las  obras  y mondas  necesa- 
rias para  impedir  estancamientos  ó filtra- 
ciones de  que  se  originen  deterioros. 

Art.  131.  Al  establecerse  la  servidum- 
bre forzosa  de  acueducto  se  fijará,  según  la 
naturaleza  y configuración  del  terreno,  la 
anchura  que  deben  tener  la  acequia  y sus. 
márgenes. 

Art.  132.  A la  servidumbre  forzosa  de 
acueducto  es  inherente  el  derecho  de  paso 
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por  sus  márgenes  para  su  exelusivo  ser- 
vicio. 

Art.  4 33.  Si  el  acueducto  atravesase 
vias  públicas  ó particulares,  de  cualquier 
naturaleza  que  sean,  quedara  obligado  el 
que  haya  obtenido  la  concesión  á construir 
y conservar  Jas  alcantarillas  y puentes  ne- 
cesarios, y si  hubiese  de  atravesar  otros 
acueductos,  se  procederá  de  modo  que  no 
retardé  ni  acelere  el  curso  de  las  aguas,  ni 
disminuya  su. caudal  ni  adultere  su  calidad. 

Art.  13 i.  Cuando  el  dueño  de  un  acue- 
ducto que  atravesase  tierras  ajenas  solicite 
agrandarle  para  que  reciba  mayor  caudal  de 
agua,  se  observarán  los  mismos  trámites  que 
para  sb  establecimiento. 

Art.  135.  El  dueño  de  un  acueducto  po- 
drá fortificar  sus  márgenes  con  céspedes, 
estacadas,  paredes  ó ribazos  de  piedra  suel- 
ta, pero  no  con  plantaciones  de  ninguna  cla- 
se. El  dueño  del  predio  sirviente  tampoco 
podrá  hacer  plantación  ni  operación  alguna 
de  cultivo  en  las  mismas  márgenes;  y las 
raíces  que  penetren  en  ellas  podrán  ser  cor- 
tadas por  el  dueño  del  acueducto. 

Art.  íñfj  La  servidumbre  de  acueducto 
no  obsta  para  que  el  dueño  del  predio  sir- 
viente pueda  cerrarlo  y cercarlo,  asi  como 
edificar  sobre  el  acueducto  mismo,  de  ma- 
nera que  este  no  esperimente  perjuicio  ni 
se  imposibiliten  las  reparaciones  y limpias 
necesarias.  Las  hará  oportunamente  el  due- 
ño dei  acueducto,  dando  aviso  anticipado  al 
dueño,  arrendatario  ó administrador  del 
prédio  sirviente.  Si  para  la  limpia  y monda 
fuese  preciso  demoler  parte  de  algún  edifi- 
cio, el  costo  de  su  reparación  será  de  cargo 
de  quien  hubiese  edificado  sobre  el  acue- 
ducto, en  caso  de  no  haber  dejado  las  cor- 
respondientes aberturas  ó boquetes  para 
aquel  servicio. 

Art.  157.  El  dueño  de  un  prédio  sirvien- 
te podrá  construir  sobre  el  acueducto  puen- 
tes para  pasar  de  una  á otra  parte  de  su  pré- 
dio; pero  lo  bara  con  la  solidez  necesaria  y 
de  manera  que  no  se  amengüen  las  dimen- 
siones del  acueducto , ni  se  embarace  el 
curso  del  agua. 

Art.  138.  En  toda  acequia  ó acueducto 
el  agua,,  el  cauce,  los  cajeros  y las  márge- 
nes, serán  considerados  como  parte  inte- 
grante de  la  heredad  ó edificio  á que  van 
destinadas  las  aguas. 

Art.  139.  En  su  consecuencia,  nadie  po- 
dra, sino  en  los  casos  de  los  arts.  436  y 4 57, 
construir  edificio,  puente  ni  acueducto  so- 
bre acequia  ó acueducto  ajenos,  ni  derivar 
agua,  ni  aprovecharse  de  los  productos  de 
ella,  ni  de  los  de  sus  márgenes,  ni  utilizar 


la  fuerza  de  la  corriente,  sin  expreso  con- 
sentimiento del  dueño. 

Tampoco  podrán  los  dueños  de  los  prédios 
que  atravesare  una  acequia  ó acueducto  ó 
por  cuyos  linderos  corriere,  alegar  derecho 
de  posesión  al  aprovechamiento  de  su  cauce 
ni  márgenes  á no  fundarse  en  títulos  de 
propiedad  expresivos  de  ■ tal  derecho.  Sí 
por  s.er  la  acequia  de  construcción  inme- 
morial ó por  otra  causa  no  estuviese  bien 
: determinada  su  anchura,  ó sea  la  de  su  cáu- 
ce,  se  fijará  según  el  art.  131 , cuando  no 
hubiese  restos  y vestigios  antiguos  que  la 
comprueben. 

En  las  acequias  pertenecientes  á comuni- 
dades regantes,  se  observará  sobre  el  apro- 
vechamiento de  las  corrientes  y de  los  cáu- 
ces  y margenes  lo  prescrito  en  las  respecti- 
vas ordenanzas. 

Art.  140.  La  concesión  de  la  servidum- 
bre legal  de  acueducto  sobre  los  prédios 
ajenos  caducará,  si  dentro  del  plazo  que  se 
hubiese  prefijado  no  hiciese  el  concesiona- 
rio uso  de  ella,  después  de  completamente 
satisfecha  al  dueño  de  cada  prédio  sirviente 
la  valoración  según  el  art.  128. 

La  servidumbre  ya.  establecida  se  extin- 
guirá: 

1 0 Por  consolidación,  ó sea  reuniéndose 
en  una  sola  persona  el  dominio  de  las  aguas 
y el  de  los  terrenos  afectos  á la  servidumbre. 
. 2.°  Por  espirar  el  plazo  menor  de  diez 
años,  fijado  en  la  concesión  de  la  servidum- 
bre temporal. 

3. °  Por  el  no  uso  durante  el  tiempo  de 
veinte  años,  ya  por  imposibilidad  ó negli- 
gencia de  parte  del  dueño  de  la  servidum- 
bre, ya  por  actos  del  sirviente  contrarios  á 
ella  sin  contradicción  del  dominante. 

4. °  Por  expropiación  forzosa  por  causa 
de  utilidad  pública. 

El  uso  de  la  servidumbre  de  acueducto 
por  cualquiera  de  los  condominios  conserva 
el  derecho  para  todos  impidiendo  la  pres- 
cripción por  desuso. 

Extinguida  una  servidumbre  temporal  de 
acueducto  por  el  trascurso  del  tiempo  y 
vencimiento  del  plazo,  el  dueño  de  ella 
tendrá  solamente  derecho  á aprovecharse 
, de  los  materiales  que  fuesen  suyos,  vol- 
viendo las  cosas  á su  primitivo  estado.  Lo 
mismo  se.  entenderá  respecto  del  acueducto 
perpetuo  cuya  servidumbre  se  extinguiere 
por  imposibilidad  ó desuso. 

Art.  141.  Las  servidumbres  urbanas  de 
acueducto,  canal,  fuente,  cloaca,  sumidero 
y demás  establecidos  para  el  servicio  pú- 
blico y privado  de  las  poblaciones,  edificios 
jardines  y fábricas,  se  regirán  por  las  orde- 
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nanzas  generales  y locales  de  policía  urba- 
na. Las  procedentes  de  contratos  privados 
que  no  afeeten  á las  atribuciones  de  los 
cuerpos  municipales  se  regirán  por  las  le- 
yes comunes. 

De  la  servidumbre  de  estribo  de  presa  y de 
parada  ó partidor. 

Art.  142.  Puedejmponerse  forzosamen- 
te la  servidumbre  de  estribo  cuando  el  que 
intente  construir  una  presa  no  sea  dueño 
de  las  riberas  ó terrenos  donde  haya  de 
apoyarla,  y el  agua  que  por  ella  se  deba 
tomar  se  destine  á un  servieio  público  ó de 
los  de  interés  privado  comprendidos  en  el 
art  \ 18. 

Art.  143.  Si  la  presa  fuese  para  el  apro- 
vechamiento de  aguas  públicas,  el  Gobierno 
instruirá  expediente,  y a!  hacer  la  conce- 
sión decretará  también  la  servidumbre  for- 
zosa de  estribo,  prévia  audiencia  del  dueño 
ó dueños  del  terreno.  Si  las  aguas  fuesen 
de  dominio  privado,  la  servidumbre  la  im- 
pondrá el  Gobernador  de  la  provincia,  con 
sujeción' á los  trámites  establecidos  para  la 
de  acueducto. 

Art.  'i44.  Decretada  la  servidumbre  for- 
zosa de  estribo  de  presa,  se  abonará  prévia- 
mente  al  dueño  del  prédio  ó predios  sir- 
vientes el  valor  del  terreno  que  deba  ocu- 
parse, según  el  art.  128,  y luego  el  de  los 
daños  y perjuicios  que  puedan  resultar  al 
resto  de  las  fincas. 

Art.  145.  El  que  para  dar  riego  á su 
heredad  ó mejorarla  necesite  construir  pa- 
rada ó partidor  en  la  acequia  ó regadera 
por  donde  haya  de  recibirlo,  sin  vejamen 
ni  mermas  á los  demás  regantes,  podrá 
exigir  que  los  dueños  de  las  margenes  per- 
mitan su  construcción , prévio  abono  de 
daños  y perjuicios,  inclusos  los  que  se  ori- 
ginen en  la  nueva  servidumbre. 

Art.  146.  Si  los  dueños  de  las  márgenes 
se  opnsieren,  el  Alcalde,  después  de  oirlos, 
y a!  sindicato  encargado  de  la  distribución 
aél  agua  si  lo  hubiere,  y á falta  de  este  at 
Ayuntamiento,  podrá  conceder  el  permiso. 
De  su  resolución  cabrá  recurso  al  Goberna- 
dor de  la  provincia. 

De  la  servidumbre  de  abrevadero  y de  saca 
de  agua. 

Art.  147.  Las  servidumbres  de  abreva- 
dero y de  saca  de  agua,  solamente  podrán 
imponerse  en  lo  sucesivo  por  causa  de  uti- 
lidad publica  en  favor  de  alguna  población 
ó caserío,  prévia  la  correspondiente  indem- 
nización. 

Art.  148.  No  se  impondrán  en  lo  suce- 


sivo estas  servidumbres  sobre  los  pozos  or- 
dinarios, las  cisternas  ó algibes,  ni  los  edi- 
ficios ó terrenos  cercados  de  pared. 

Art.  149.  Las  servidumbres  de  saca  de 
agua  y abrevadero  llevan  consigo  la  obli- 
gación de  los  prédios  sirvientes  de  dar  paso 
a personas  y ganados  hasta  el  punto  donde 
hayan  de  surtirse  de  agua  y apagar  la  sed. 
Precederá  indemnización. 

Art.  15Ü.  Corresponde  al  Gobernador 
de  la  provincia  decretar  la  imposición  for- 
zosa de  estas  servidumbres,  con  sujeción 
á los  trámites  establecidos  para  la  de  acue- 
ducto. Al  decretarla  se  fijará  según  su  ob- 
jeto y las  circunstancias  de  la  localidad,  la 
anchura  de  la  via  ó senda  que  haya  de  con- 
ducir al  abrevadero  ó al  punto  destinado 
para  sacar  el  agua. 

Art.  151.  Los  dueños  de  los  prédios  sir- 
vientes podrán  variar  la  dirección  de  la  via 
ó senda  destinada  al  uso  de  estas  servidum- 
bres, pero  no  su  anchura  ni  entrada,  y en 
lodo  caso,  sin  que  la'variacion  perjudique 
al  uso  de  la  servidumbre. 

De  la  servidumbre  de  camino  de  sirga  y de- 
más inherentes  á los  prédios  ribereños. 

Art.  152.  Los  prédios  contiguos  á las  ri- 
beras de  los  rios  navegables  ó flotables  es- 
tán sujetos  á la  servidumbre  de  camino  de 
sirga.  La  anchura  de  este  será  de  un  metro 
si  .se  destinase  á peatones  , y de  dos  si  á ca- 
ballerías. Cuando  lo  escarpado  del  terreno  ó 
otros  obstáculos  lo  exijan,  el  camino  de 
sirga  se  abrirá  por  el  punto  mas  conve- 
niente. 

Art.  153.  El  Gobierno,  al  clasificar  los 
rios  navegables  y flotables , determinará  el 
ancho  del  camino  de  sirga  y la  márgen  del 
rio  por  donde  haya  de  llevarse. 

Art.  154.  En  los  rios  que  nuevamente  se 
declaren  navegables  ó flotables , precederá 
al  establecimiento  del  camino  de  sirga  la 
correspondiente  indemnización,  .con  arreglo 
á la  ley  de  expropiación  forzosa. 

Art.  1 55.  Cuando  un  rio  navegable  ó flo- 
table deje  permanentemente  de  serlo,  cesará 
también  la  servidumbre  del  camino  de  sirga. 

Art.  156.  El  camino  de  sirga  es  exclu- 
sivo para  el  servicio  de  la  navegación  y flo- 
tación fluvial. 

Art.  157.  Los  canales  de  navegación  no 
tienen  derecho  al  camino  de  sirga  ; mas  si 
surgiere  la  necesidad  de  él,  podrá  imponerse 
esta  servidumbre  según  la  ley  de  expropia- 
ción forzosa. 

Art.  158.  En  el  camino  de  sirga  no  po- 
drán hacerse  plantaciones,  siembras,  cer- 
cas , zanjas,  ni  cualesquiera  otras  obras  ó la- 
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bores  que  embaracen  el  uso.  El  dueño  del 
terreno  podrá  no  obstante  aprovecharse  ex- 
clusivamente de  las  leñas  bajas  ó yervasque 
naturalmente  se  crien  en  él. 

Art.  159,  Las  ramas  de  los  árboles  que 
ofrezcan  obstáculos  á la  navegación  ó flota- 
ción y al  camino  de  sirga  serán  cortadas  á 
conveniente  altura. 

Art.  160.  Los  predios  ribereños  están  su- 
jetos á la  servidumbre  de  que  en  ellos  se 
amarren  ó afiancen  las  maromas  ó cables  ne- 
cesarios para  el  establecimiento  de  barcas  de 
paso,  prévia  indemnización  de  daños  y per- 
juicios. 

Art.  161.  El  establecimiento  de  esta  ser- 
vidumbre para  barcas  corresponde  al  Go- 
bernador de  la  provincia,  oidos  previamente 
los  dueños  de  los  terrenos  sobre  que  haya  de 
imponerse. 

Art.  162.  Si  para  precaver  que  las  ave- 
nidas arrebaten  las  maderas  conducidas  á 
flote  por  los  rios  fuere  necesario  extraerlas 
y depositarlas  en  los  predios  ribereños , los 
dueños  de  estos  no  podrán  impedirlo , y solo 
tendrán  derecho  al  abono  de  daños  y perjui- 
cios. A él  quedarán  especialmente  responsa' 
bles  las  maderas,  las  cuales  no  se  retirarán 
sin  que  sus  conductores  hayan  pagado  ó pres- 
tado fianza. 

Art  163.  También  están  sujetos  los  pré- 
dios  ribereños  á consentir  que  se  depositen 
las  mercancías  descargadas  y salvadas  en 
caso  de  avería,  naufragio  ü otra  necesidad 
urgente  , quedando  responsables  las  mismas 
al  abono  de  daños  y perjuicios  en  los  tér- 
minos del  artículo  anterior. 

Art.  164.  Los  dueños  de  las  riberas  de 
los  rios  están  obligados  á permitir  que  los 
pescadores  tiendan  y sequen  en  ellas  sus  re-  ! 
des,  y depositen  temporalmente  el  producto 
de  la  pesca  sin  internarse  en  la  finca  , ni  se- 
pararse mas  de  tres  metros  de  la  orilla  del 
rio,  según  el  art.  73  , á menos  que  los  acci- 
dentes del  terreno  exijan  en  algún  caso  la 
concesión  y fijación  de  mayor  latitud.  Donde 
no  exista  la  servidumbre  del  tránsito  por  las 
ritieras  para  los  aprovechamientos  comunes 
de  las  aguas,  podrá  el  Gobernador  estable- 
cerla, señalando  su  anchura,  prévia  indem- 
nización del  dueño  del  terreno. 

Art.  165.  Cuando  los  cauces  de  los  rios 
d barrancos  hayan  de  desbrozarse  y limpiar- 
se de  arena,  piedras  ú otros  objetos  deposi- 
tados por  las  aguas,  que  obstruyendo  ó tor- 
ciendo su  curso  amenacen  causar  daño,  se 
someterán  los  predios  ribereños  á la  servi- 
dumbre temporal  y depósito  de  las  materias  ■ 
extraídas;  abonándose  previamente  los  daños 
y perjuicios  ó dándose  Inoportuna  fianza. 
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TITULO  QUINTO. 

DE  LOS  APBOVECHAMIENTOS  COMUNES  DE  LAS 
AGUAS  PÚBLICAS. 

' CAPITULO  XII. 

* 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públi- 
cas para  el  servicio  doméstico , fabril  y 

agrícola. 

Art.  166.  Mientras  las  aguas  corran  por 
sus  cauces  naturales  y públicos , todos  po- 
| drán  usar  de  ellas  para  beber,  lavar  ropas, 
i vasijas  y cualesquiera  otra  clase  de  objetos, 
1 bañarse  y abrevar  ó bañar  caballerías  y ga- 
nados, con  sujeción  á los  reglamentos  y ban- 
dos de  policía  municipal. 

Art.  167.  En  las  aguas  que,  apartadas 
artificialmente  de  suscáuces  naturales  y pu  - 
blicos,  discurriesen  por  canales,  acequias  ó 
acueductos  descubiertos,  aunque  pertenez- 
can á concesionarios  particulares,  todos  po- 
| drán  extraer  y conducir  en  vasijas  lo  que 
' necesiten  para  usos  domésticos  ó fabriles  y 
' para  el  riego  de  plantas  aisladas,  pero  la  ex- 
tracción habrá  de  hacerse  precisamente  á 
mano,  sin  género  alguno  de  máquina  ó apa- 
rato y sin  detener  el  curso  del  agua  ni  dete- 
: riorar  las  márgenes  del  canal  ó acequia.  To- 
. davía  deberá  la  autoridad  limitar  el  uso  de 
¡ este  derecho,  cuando  cause  perjuicio  al  con- 
■ cesionario  de  las  aguas.  Se  entiende  que  en 
propiedad  privada  nadie  puede  entrar  para 
buscar  ó usar  el  agua,  á no  mediar  licencia 
del  dueño, 

Art.  168.  Del  mismo  modo  en  los  cana- 
les, acequias  ó acueduclos  de  aguas  públicas 
al  descubierto,  aunque  de  propiedad  tempo- 
ral de  los  concesionarios,  todos  podrán  lavar 
ropas,  vasijas  ú otros  objetos,  siempre  que 
con  ello  no  deterioren  las  márgenes,  ni  exija 
el  uso  á que  se  destinen  las  aguas  que  se 
conserven  en  estado  de  pureza.  Pero  no  se 
podrán  bañar  ni  abrevar  ganados  ni  caballe- 
rías, sino  precisamente  en  los  puntos  desti- 
nados á este  objeto. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  la  pesca. 

Art.  169.  Todos  pueden  pescar  en  cáli- 
ces públicos,  sujetándose  á los  reglamentos 
de  policía,  con  tal  que  no  se  embarace  la  na- 
vegación y flotación. 

Art.  170.  En  los  canales,  acequias  ó 
acueductos  para  la  conducción  de  aguas  pú' 
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blicas  , aunque  construidos  por  concesiona- 
rios de  estas,  y á menos  de  habérselas  reser- 
vado el  aprovechamiento  de  la  pesca  por  las 
condiciones  de  la  concesión,  puede  el  públi- 
co pescar  con  anzuelos,  redes  tí  nasas,  suje- 
tándose á los  reglamentos  con  tal  que  no  se 
embarace  el  curso  del  agua,  ni  se  deteriore 
el  canal  ó sus  márgenes. 

Art.  171.  Solamente  con  licencia  de  los 
dueños  de  las  riberas  se  podrán  construir  en 
ellas  tí  en  la  parte  del  cauce  conLiguo,  enca- 
ñizadas tí  cualesquiera  otra  clase  de  apara- 
tos destinados  á la  pesca. 

Art.  172.  En  los  rios  navegables  no  po- 
drá ejercerse  sin  embargo , ni  aun  por  los 
mismos  dueños  de  las  riberas,  el  derecho 
consignado  en  el  artículo  anterior,  sin  per- 
miso del  Gobernador  de  la  provincia  quien 
únicamente  lo  concederá  cuando  no  se  emba- 
race el  curso  de  la  navegaciou.  En  los  flota- 
bles no  será  necesario  el  permiso ; pero  los 
dueños  de  las  pesqueras  estarán  obligados  á 
quitarlas  y dejar  expedito  el  cauce,  siempre 
que  á juicio  de  la  autoridad  puedan  estorbar 
ó perturbar  la  flotación. 

Art.  173-  Los  dueños  de  encañizadas  ó 
pesqueras  establecidas  en  los  rios  navegables 
d flotables  no  tendrán  derecho  á indemniza- 
ción por  los  daños  que  eu  ellas  causaren  los 
barcos  ó las  maderas  en  su  uavegacion  tí  flo- 
tabion,  á no  mediar  por  parte  de  los  conduc- 
tores iufracciou  de  los  reglamentos,  malicia 
ó evidente  negligencia. 

Art.  174.  Én  las  aguas  de  dominio  pri- 
vado y en  las  concedidas  para  establecimien- 
to de  viveros  tí  criaderos  de  peces  solamente 
podrán  pescar  los  dueños  tí  concesionarios, 
tí  los  que  de  ellos  obtuvieren  permiso,  sin 
mas  restricciones  que  las  relativas  á la  salu- 
bridad pública. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públi- 
caslpara  la  navegación  y flotación. 

Art.  175.  El  Gobierno,  con  audiencia  de 
las  juntas  de  agricultura,  industria  y comer- 
cio y de  las  Diputaciones  provinciales  respec- 
tivas, declarará  por  medio  dé  Reales  Decre- 
tos los  rios  que  en  todo  tí  en  parte  deban 
considerarse  como  navegables  tí  flotables. 

ATt.  176.  Enlos  rios  navegables  la  au- 
toridad designará  los  sitios  para  el  embarque 
y desembarque  de  pasajeros  y mercancías. 
Eos  terrenos  necesarios  para  este  uso  estarán 
sujetos  á expropiación  forzosa. 

Art.  177.  Las  obras  para  canalizar  tí  ha-  1 
cer  navegables  tí  flotables  los  rios  que  no  lo 
sean  naturalmente,  podrán  ser  ejecutadas  | 
por  el  Estado  tí  por  empresas  concesionarias.  I 


En  este  ultimo  caso  las  concesiones  se  suje- 
tarán á los  trámites  prescritos  para  las  de 
canales  de  navegación. 

Art.  178.  Cuando  para  convertir  un  rio 
en  navegable  tí  flotable  por  medio  de  obras 
de  arte  baya  que  destruir  fábricas,  presas  ú 
otras  obras  legítimamente  construidas  en  sus 
cauces  tí  riberas,  tí  privar  del  riego  ú otro 
aprovechamiento  a los  que  con  buen  derecho 
lo  disfrutasen,  precederá  la  expropiación  for- 
zosa 6 indemnización  de  los  daños  y perjui- 
cios . 

■ Art.  179.  La  navegación  en  los  rios  es 
enteramente  libre  para  todos  los  buques  na- 
cionales, exclusivamente  dedicados  á ella, 
aunque  con  sujeción  á los  reglamentos  y al 
pago  de  los  derechos  para  la  generalidad  es- 
tablecidos o que  se  estableciesen.  De  ellos  se 
formará  en  cada  rio  una  matrícula  especial. 
Los  demás  buques  nacionales  tí  eslranjeros 
navegarán  por  los  rios,  ateniéndose  á las  re- 
glas generales  de  la  navegación  marítima  que 
les  sean  aplicables. 

Art.  1 80.  El  mando  y tripulación  de  los 
barcos  destinados  exclusivamente  á la  nave- 
gación fluvial , son  profesión  ú ocupación 
completamente  libres. 

Art.  181,  Los  barcos  propios  dé  los  ri- 
bereños tí  de  algún  establecimiento  industrial 
con  destino  exclusivo  al  servicio  tí  recreo  de 
sus  dueños  no  satisfarán  derechos  de  nave- 
gación, ni  estarán  sujetos  á mas  disposiciones 
reglamentarias  que  las  que  sean  exigidas  por 
la  policía  del  rio  y la  seguridad  de  los  demás 
barcos  que  por  él  navegaren. 

Art.  182.  En  los  rios  no  declarados  na- 
vegables y flotables,  todo  el  que  sea  dueño 
de  ambas  riberas,  tí  obtenga  permiso  de  quie- 
nes lo  fueren,  podrá  establecer  barcas  de  pa- 
so para  el  servicio  de  sus  predios  tí  de  la  in- 
dustria á que  estuviese  dedicado, 

Art.  l8á.  En  los  rios  meramente  flota- 
bles no  podrá  verificarse  la  conducción  de 
maderas  sino  en  las  épocas  que  para  cada 
uno  de  ellos  se  designare  por  el  Gobierno, 
oidas  las  juntas  de  agricultura  , industria  y 
comercio  y las  Diputaciones  provinciales , á 
fin  de  conciliar  esta  atención  con  la  de  los 
riegos. 

Art.  184.  Cuando  en  los  rios  no  declara- 
dos flotables  pueda  verificarse  la  flotación 
en  tiempo  de  grandes  crecidas  tí  con  el  au- 
xilio de  presas"  movibles,  podrá  utilizarla  el 
Gobernador  de  la  provincia  siempre  que  no 
perjudique  á los  riegos  tí  industrias  estable- 
cidas , y se  afiance  por  los  peticionarios  al 
pago  de  daños  y perjuicios. 

Art,  185.  En  los  rios  navegables  tí  flota- 
bles no  se  podrá  construir  en  lo  sucesivo  nin- 
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guna  presa  síu  las  necesarias  esclusas  y por- 
tillos ó canalizos  para  la  navegación  ó flota- 
ción , siendo  su  conservación  de  cuenta  del 
dueño  de  tales  obras 

Art.  186.  En  los  rios  navegables  y flota- 
bles , los  patrones  de  los  barcos  y los  con- 
ductores de  las  maderas  serán  responsables 
tic  los  daños  que  aquellos . y estas  ocasio- 
naren 

La  responsabilidad  se  hará  efectiva  sobre 
los  barcos  ó maderas,  á no  mediar  lianza  su- 
ficiente , sin  perjuicio  del  derecho  que  á los 
dueños  compela  contra  los  patrones  ó con- 
ductores. 

Art.  1 87.  A!  cruzar  los  puentes  ú otras 
obras  del  Estado  ó del  común  de  los  pueblos 
ó de  particulares,  se  ajustarán  los  patrones 
y conductores  á las  prescripciones  reglamen- 
tarias y bandos  déla  autoridad.  Si  causaren 
algún  deterioro  , abonará»  todos  los  gastos 
que  produzcan  su  reparación , previa  cuenta 
justificada. 

Art.  188.  Los  daños  y deterioros  causa- 
dos seguu  los  artículos  anteriores  en  las  he- 
redades, en  los  puentes,  ó cu  otras  obras  de 
los  rios  ó sus  riberas,  se  apreciarán  por  peri- 
tos nombrados  por  las  partes  y tercero  en 
discordia,  conforme  al  derecho  común. 

Art.  189.  Los  peritos  y los  funcionarios 
públicos  que  intervengan  en  los  reconoci- 
mientos y diligencias  consiguientes  á la  apre- 
ciación de  daños  y deterioros  no  devengarán 
mas  derechos  que  los  señalados  en  los  aran- 
celes judíales.  lNinguua  otra  autoridad,  cor- 
poración ó particular  podrá  percibir  por  ello 
derecho  ó emolumentos  de  ninguna  es- 
pecio. 

Art.  190.  Toda  la  madera  que  vaya  á 
Cargo  de  un  mismo  conductor  será  responsa- 
ble al  pago  de  los  daños  y deterioros,  aun 
cuando  perteneciese  á diferentes  dueños  y 
la  de  uno  solo  fuese  la  causante.  El  dueño  ó 
dueños  de  la  madera  que  so  embargue  y ven- 
da en  su  caso  podrá  reclamar  de  los  demás  el 
reintegro  de  la  parte  que  á cada  cual  corres- 
ponda pagar  á prorata,  sin  pul-juicio  del  de- 
recho que  á todos  asista  contra  el  conductor. 

Art.  19 1.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior se  observará  también,  cuando  por  ave- 
nidas ü otra  causa  se  hayan  reunido  dos  ó 
mas  conducciones  diferentes  de  maderas, 
mezclándose  de  tal  suerte  que  no  sea  posible 
determinar  á cuál  de  ellas  pertenecía  la  cau- 
sante del  daño.  En  tal  caso  se  considerarán 
como  una  sola  conducción,  y los  procedimien- 
tos se  entenderán  con  cualquiera  de  los  con- 
ductores, al  cual  quedará  á salvo  el  derecho 
de  reclamar  contra  los  demás  el  pago  de  lo 
que  pudiere  coi-responderle. 


TITULO  SEXTO. 

DE  LAS  CONCESIONES  Y APROVECHAMIENTOS  ES- 
PECIALES DE  LAS  AGUAS  PÚBLICAS. 

CAPITULO  XIII.  - 

Disposiciones  generales  sobre  concesión  de 
aprovéchame  entos . 

Art.  í 92.  Es  necesaria  autorización  para 
el  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas, 
especialmente  destinadas  á empresas  de  inte- 
rés público,  privado,  salvo  los  casos  excep- 
tuados en  los  arts.  37,  223,  225,  226  y 233 
de  la  presente  ley. 

ArL.  193.  Al  que  tuviere  derechos  decla- 
rados de  las  aguas  públicas  de  un  rio  ó ar- 
royo, y no  los  hubiese  ejercitado,  ó única- 
mente en  parte,  se  le  conservan  íntegros  por 
el  espacio  de  veinte  anos  después  de  la  pro- 
mulgación de  La  presente  ley. 

Pasado  este  tiempo  caducarán  tales  dere- 
chos á la  parte  de  las  aguas  no  aprovechadas, 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  dispone  por  regla 
general  en  el  siguiente  artículo. 

Eu  tal  caso  es  aplicable  al  aprovechamien- 
to ulterior  de  las  aguas  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 34,  37 , 4 1 y 42. 

De  todos  modos,  cuando  se  anuncie  un  pro- 
yecto de  riego  ó de  aplicación  industrial  de 
las  mismas  aguas  , tendrá  el  poseedor  de 
aquellos  derechos  la  obligación  de  presentar 
su  título  en  el  término  de  un  año  después  del 
anuncio.  Si  sus  derechos  reconociesen  el  ori- 
gen de  titulo  oneroso,  obtendrán  eu  su  caso 
ia  correspondiente  indemnización. 

Art.  194.  El  que  durante  veinte  años  hu- 
biese disfrutado  de  un  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  sin  oposición  de  la  autoridad 
ni  de  tercero , continuará  disfrutándolo  aun 
cuando  no  pueda  acreditar  que  obtuvo  la  cor- 
respondiente autorización. 

Art.  195.  Toda  concesión  de  aguas  pú- 
blicas se  entenderá  sin  perjuicio  de  tercero 
y salvo  el  derecho  de  propiedad. 

El  otorgamiento  de  aguas  publicas  para 
cualquier  aprovechamiento  no  infiere  respon- 
sabilidad al  Gobierno  respecto  de  la  disminu- 
ción que  por  causas  fortuitas  pudiesen  expe- 
rimentar las  mismas  aguas  en  lo  sucesivo. 

Art.  ty ti.  En  las  concesiones  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  va  incluida  la  de 
los  terrenos  necesarios  para  las  obras  de  la 
presa  y de  los  canales  y acequias , siempre 
que  sean  públicas  d del  Estado  ó del  comuu 
de  vecinos.  - 

Respecto  de  los  terrenos  de  propiedad  par- 
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ticular,  procede  según  los  casos  la  servidum- 
bre forzosa  acordada  por  el  Gobernador,  Ó 
bien  la  expropiación  acordada  por  el  Gobier- 
no, previo  siempre  expediente  , salvo  lo  dis- 
puesto eo  el  art.  125. 

Las  aguas  concedidas  para  un  aprovecha- 
miento pueden  aplicarse  á otro  diverso  con 
solo  el  permiso  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, si  el  nuevo  aprovechamiento  no  exigiere 
mayor  cantidad  de  agua,  ni  alteración  algu- 
na en  la  calidad  y pureza  de  esta,  ni  en  la  al- 
tura de  la  presa,  dirección  y nivel  de  la  cor- 
riente. 

Art.  197.  En  toda  concesión  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  se  fijará  en  me- 
tros cúbicos  ó en  litros  por  segundo  la  canti- 
dad de  agua  concedida;  y si  fuere  para  riego, 
se  expresará  además  por  hectáreas  la  exten- 
sión del  terreno  que  haya  de  regarse.  Si  en 
aprovechamientos  anteriores  á la  presente  ley 
no  estuviera  fijado  el  caudal  de  agua,  se  en- 
tenderá concedido  únicamente  el  necesario 
para  el  objeto  del  aprovechamiento,  pudiendo 
el  Gobierno  establecer  al  efecto  los  módulos 
convenientes  á costa  de  los  interesados. 

La  aplicación  de  estas  disposiciones  y los 
pormenores  sobre  el  modo  y tiempo  del  dis- 
frute del  agua  se  encomiendan  á los  regla- 
mentos administrativos  ó á las  Ordenanzas  de 
las  comunidades  regantes  de  que  trata  el  ca- 
pítulo XV. 

Art.  1 9S.  Siempre  que  en  las  concesiones 
y en  los  disfrutes  de  cantidades  determinadas 
de  aguas  por  espacio  fijo  de  tiempo  no  se  ex- 
prese otra  cosa,  el  uso  continuo  se  entiende 
por  todos  los  instantes  ; si  fuese  por  dias,  el 
dia  natural  se  entenderá  de  24  horas  desde 
media  noche;  si  fuese  durante  el  dia  ó la  no- 
che, se  entenderá  entre  la  salida  y la  puesta 
del  sol;  y si  fuese  por  semanas , se  contarán 
desde  las  doce  de  la  noche  del  domingo  ; si 
fuese  por  los  dias  festivos  ó con  exclusión  de 
ellos,  se  entenderán  los  de  precepto  en  que  no 
se  pueda  trabajar,  considerándose  únicamen- 
te dias  festivos  aquellos  que  eran  tales  en  la 
época  de  la  concesión  ó del  contrato. 

Art.  199.  Las  autorizaciones  para  hacer 
estudios  de  todo  aprovechamiento  de  aguas 
marítimas  ó terrestres  las  concederá  el  Go- 
bernador de  la  provincia  , y llevarán  consigo 
los  derechos  siguientes: 

1. °  El  de  poder  reclamar  la  protección  y 
auxilio  dé  las  autoridades. 

2. °  El  de  poder  entrar  en  propiedad  aje- 
na para  verificar  los  estudios,  prévio  permiso 
del  dueño,  administrador  ó colono  > sr residie- 
se en  el  pueblo;  y en  caso  contrario,  ó en  el 
de  negativa,  el  del  Alcalde,  quien  deberá 
concederlo  siempre  que  se  afiance  competen- 


temente el  pago  dentro  de  tercero  dia,  de  los 
daños  que  pudiesen  causarse. 

3.°  El  de  conservar  la  propiedad  de  sus 
estudios  y planos  y disponer  de  ellos. 

Art.  200.  Siempre  que  mediase  subven- 
ción del  Estado,  de  las  provincias  ó délos  pue- 
blos, las  concesiones  de  aprovechamiento  de 
aguas , lo  mismo  que  las  de  desecación  y sa- 
neamiento, se  adjudicarán  en  pública  subasta. 
En  tal  caso,  si  el  remate  no  quedare  á favor 
de  quien  presentó  los  estudios  y planos  apro- 
bados, será  reintegrado  del  valor  de  ellos  por 
el  rematante  en  virtud  de  tasación  pericial  an- 
terior á la  subasta. 

No  mediando  subvención,  serán  preferi- 
dos para  la  concesiom  los  proyectos  de  mas 
importancia  y uLilidad,  y en  igualdad  de 
circunstancias  los  que  antes  hubiesen  sido 
presentados. 

En  todo  caso  se  fijará  en  la  concesión  el 
máximo  cónon  que  el  concesionario  pueda 
exigir  á los  regantes  por  cada  metro  cúbico 
de  agua. 

Art.  204.  Todo  concesionario  deposita- 
rá en  garantía  del  cumplimiento  de  las 
condiciones  deja  adjudicación  ó concesión 
1 por  400  del  presupuesto  de  las  obras.  Si 
dejare  trascurrir  quince  dias  sin  hacer  el 
depósito,  se  declarará  sin  efecto  la  adjudi- 
cación ó concesión. 

Si  hubiese  mediado  subasta  pública  con 
fianza  exigida  a los  que  tomasen  narte  en 
ella,  esta  fianza  la  perderá  el  adjudicatario 
que  á los  quince  dias  de  la  adjudicación 
no  constituyere  el  depósito  de  que  trata  el 
párrafo  anterior. 

Art.  202.  A las  empresas  concesiona- 
rias se  les  devolverá  la  suma  del  depósito 
de  garantía  á medida  que  acrediten  haber 
ejecutado  los  trabajos  suficientes  á cubrir 
su  importe,  y en  reemplazo  del  depósito  se 
considerará  especialmente  hipotecada  la 
obra  hecha. 

Art.  203.  En  toda  concesión  de  apro- 
vechamiento de  aguas  públicas  se  fijará  el 
término  para  la  conclusión  de  las  obras. 
Trascurrido  este  sin  haberse  terminado  las 
obras,  ni  solicitádose  próroga  mediante  jus- 
ta causa,  la  autoridad  de  quien  hubiese 
emanado  la  concesión  la  declarará  caduca- 
da por  si  ó á instancia  de  tercero  y previa 
audiencia  de  concesionario.  Podrá  dictarse 
igual  declaración  siempre  que,  aun  después 
de  terminadas  las  obras,  haya  dejado  de  ha- 
cerse uso  del  agua  por  espacio  de  un  año 
y un  dia  continuos  en  el  objeto  para  que 
fué  concedida,  á no  mediar  fuerza  mayor 
ü otra  causa  excepcional.  . ■ . 

Art.  204.  Guando  á consecuencia  de  la. 
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declaración  de  caducidad  de  un  aprovecha-  j 
miento  de  aguas  públicas  se  hiciere  nueva  J 
concesión  á un  tercero,  podrá  este  aprove- 1 
cbar  las  obras  hechas  por  el  anterior  con-  ; 
cesionario;  reintegrándole  de  su  valor  á 
juicio  de  peritos,  siempre  que  sean  decla- 
rados útiles  y necesarios. 

Art.  205.  Terminadas  las  obras,  se  pro- 
cederá á su  inspección  facultativa  para  de-- 
clarar  si  se  han  ejecutado  con  arreglo  á las 
condiciones  de  la  concesión.  Esta  declara- 
ción se  hará  por  la  misma  autoridad  que 
hubiere  concedido  el  aprovechamiento. 

Art.  206.  En  todo  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  para  canales  de  navegación 
ó riego,  acequias  y saneamientos,  serán 
propiedad  perpétua  de  los  concesionarios 
ios  saltos  de  agua  y las  fábricas  y estableci- 
mientos industriales  que  á su  inmediación 
hubiesen  construido  y planteado. 

Art.  207.  En  la  concesión  de  aprovecha- . 
miento  de  aguas  públicas  se  observara  el  si- 
guiente órden  de  preferencia: 

I o Abastecimiento  de  poblaciones. 

2. °  Abastecimiento  de  ferro-carriles. 

3. °  Riegos. 

4. °  Canales  de  navegación. 

5. °  Molinos  y otras  fábricas,  barcas  de 
paso  y puentes  flotantes. 

6. °  Estanques  para  viveros  ó criaderos 
de  peces. 

Dentro  de  cada  clase  serán  preferidas  las 
empresas  de  mayor  importancia  y utilidad; 
y en  igualdad  de  circunstancias,  lasque  an- 
tes hubiesen  solicitado  el  aprovechamiento. 

Art.  208.  Todo  aprovechamiento  de 
aguas  públieas  esta  sujeto  á expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública,  previa  la  in- 
demnización correspondiente  en  favor  de 
otro  aprovechamiento  que  le  preceda  según 
el  órden  fijado  en  el  articulo  anterior;  pero 
no  en  favor  de  los  que  le  sigan,  á no  ser  en 
virtud  de  ley  especial. 

Art.  209.  En  casos  urgentes  de  incen- 
dio, inundación  ú otra  calamidad  pública, 
la  autoridad  ó sus  dependientes  podrán  dis- 
poner instantáneamente  y sin  trámitacnn 
ni  indemnización  prévia,  pero  con  sujeción 
a ordenanzas  y reglamentos,  de  las  aguas 
necesarias  para  contener  ó evitar  el  daño. 
Si  las  aguas  fuesen  publicas,  no  habrá  lu- 
gar á indemnización;  mas  si  tuviesen  apli- 
cación industrial  'ó  agrícola,  ó fueren  de 
dominio  particular,  y oon  su  distracción  se 
hubiese' ocasionado  perjuicio  apreciable, 
sera  este  indemnizado  inmediatamente. 

Art,  210.  En  toda  concesión  de  canales 
de  navegación  ó riego,  ó de  acequias,  así 
como  en  las  empresas  de  desecación  y sa- 


neamiento, los  capitales  extranjeros  que  9e 
empleen  en  la  construcción  de  las  obras  y 
adquisición  de  terrenos,  quedan  bajo  la  sal- 
vaguardia del  Estado,  y están  exentos  de 
represalias,  confiscaciones  y embargos  por 
causa  de  guerra. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 

para  abastecimiento  de  poblaciones . 

Art.  1 . Unicamente  cuando  el  caudal 
normal  de  agua  que  disfrute  una  población 
no  llegare  á 50  litros  afdia  por  cada  habi 
tante,  podra  concedérsele  de  las  destinadas 
á otros  aprovechamientos  la  cantidad  que 
falte  para  completar  aquella  dotación. 

Art.  2 1 á.  Si  la  población  necesitada  de 
aguas  potables  disfrutase  ya  un  caudal  de 
las  no  potables,  pero  aplicables  á otros  ca- 
sos públieos  y domésticos,  podrán  comple- 
társele 20  litros  diarios  de  las  primeras  por 
habitante,  aunque  esta  cantidad,  agregada 
á la  no  potable,  exceda  de  los  cincuenta  li- 
tros fijados  en  el  artículo  anterior. 

Art.  2< 3 Cuando  el  agua  que  para  el 
Abastecimiento  de  una  población  se  tome  in- 
mediatamente de  un  rio  no  exceda  de  la  vi- 
gésima parte  de  la  destinada  á aprovecha- 
mientos inferiores,  no  habrá  lugar  a la  in- 
demnización, sino  que  todos  los  que  dis- 
fruten de  tales  aprovechamientos  se  some- 
terán a la  disminución  que  á proporción  les 
corresponda.  En  los  demás  casos  deberá  in- 
demnizarse préviamente  á aquellos  á quie- 
nes se  prive  de  aprovechamientos  legítima- 
mente adquiridos. 

Art.  2í4.  No  se  decretará  la  enajena- 
ción forzosa  de  aguas  de  propiedad  particu- 
lar para  el  abastecimiento  de  una  pobla- 
ción sino  cuando  falten  aguas  públicas  que 
puedan  ser  fácilmente  aplicadas  al  mismo 
objeto. 

Art.  215.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
ios  artículos  anteriores,  podrá  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  en  épocas  de  extrordi- 
naria  sequía,  y oido  el  Consejo  provincial, 
acordar  la  expropiación  temporal  del  agua 
necesaria  para  el  abastecimiento  de  una  po- 
blación, prévia  la  correspondiente  indem- 
nización en  el  caso  de  que  el  agua  fuese 
de  dominio  particular. 

Art.  216.  Las  concesiones  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  para  abasteci- 
miento de  poblaciones  se  otorgarán  por  el 
Gobernador,  siempre  que  la  cantidad  no 
excediese  de  5Ü  litros  por  segundo,  median- 
1 te  instrucción  de  expediente  eu  que,  dada 
! la  debida  publicidad  al  proyecto  sean  oidos 
i cuantos  se  consideren  expuestos  1 algún 
1 perjuicio.  En  excediendo  de  50  litros  por 
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segundo,  la  cantidad  de  agua  para  el  abas- 
tecimiento de  una  población,  se  hará  la  con- 


cesión  por  si  Gobierno, 

Art.  2í7.  Cuando  la  concesión  se  otor- ; 
gue  en  favor  de  una  empresa  particular,  se 
Jijará  en  la  misma  concesión,  próvios  los 
trámites  reglamentarios,  la  tarifa  de  pre- 
cios que  puedan  percibirse  por  suministro 
del  agua  y tubería. 

Art.  218.  Las  concesiones  de  que  habla 
el  articulo  anterior  serán  temporales,  y su 
duración  no  podra  exceder  de  99  años;  tras- 
curridos los  cuales  quedarán  todas  las  obras, 
así  como  la  tuhería,  en  favor  del  común  de 
los  vecinos,  pero  con  la  obligación  por 
parte  del  Ayuntamiento  de  respetar  los  con- 
tratos celebrados  entro  la  empresa  y los  par- 
ticulares para  el  suministro  del  agua  a do- 
micilio. 

Art.  219.  Otorgada  la  concesión,  cor- 
responde al  Ayuntamiento  el  formar  los 
reglamentos  para  el  régimen  y distribución 
de  las  aguas  en  el  interior  de  tas  poblacio- 
nes, con  sujeción  á las  disposiciones  genera- 
les administrativas. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 

para  abastecimiento  de  fcrro-cárriles. 

Art.  220.  Las  empresas  de  ferro-carriles 
podrán  aprovechar  con  autorización  com- 
petente, las  aguas  públicas  que  sean  nece- 
rias  para  el  servicio  de  los  mismos.  Si  las 
aguas  estuvieren  destinadas  de  antemano  á 
otros  aprovechamientos,  deberá  preceder 
la  expropiación  con  arreglo  á lo  dispuesto 
en  el  art.  208. 

La  autorización  la  concederá  el  Gober- 
nador de  la  provincia  cuando  el  gasto  de. 
agua  no  hubiere  de  exceder  de  50  metros 
cúbicos  al  dia:  en  pasando' de  esta  cantidad, 
resolverá  el  Gobierno. 

Art.  221.  Con  igual  autorización  y para 
el  mismo  objeto  podrán  las  empresas  abrir 
galerías,  pozos  verticales  ó norias,  y perfo- 
rar pozos  artesianos  en  terrenos  públicos 
ó comunes;  y cuando  fueren  de  propiedad 
privada,  previo  permiso  del  dueño  ó de  la 
au  toridad  en  su  caso,  con  lo  demás  que  pre- 
vienen ios  arts.  51  y siguientes; 

Art.  222.  La  autorización  se  concederá 
después  de  instruido  expediente,  con  cita- 
ción y audiencia  de  los  particulares  ó cor- 
poraciones á quienes  pudiera  perjudicarse. 

Art.  223.  Cuando  los  ferro-carriles  atra- 
viesen terrenos  de  regadío  en  que  el  apro- 
vechamiento del  agua  sea  inherente  ál  do- 
minio de  la  tierra,  las  empresas  tendrán  de- 
recho á tomar' en  los  puntos  , mas  conve- 
nientes para  el  'servicio  del  ierro-carril  la 


cantidad  de  agua  correspondiente  al  terre- 
no que  hayan  ocupado  y pagado,  quedan- 
do obligados  á satisfacer  en  la  misma  pro- 
porción el  canon  de  regadío  ó á sufragar  los 
gastos  ordinarios  y extraordinarios  de  ace- 
quia, según  los  casos. 

Art.  2 ‘24.  A falta  de  los  medios  autori- 
zados en  los  artículos  anteriores  podrán  las 
empresas  de  ferro-carriles  pedir  la  expro- 
piación para  el  exclusivo  servicio  de  estos, 
y con  arreglo  á la  ley  de  expropiación  for- 
zosa, del  agua  de  dominio  particular  que 
no  esté  destinada  á usos  domésticos. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  riegos . 

Art.  225.  Los  dueños  de  prédios  conti- 
guos á vias  públicas  podrán  recoger  las 
aguas  pluviales  que  por  ellas  discurran  y 
aprovecharlas  en  el  riego  de  sus  prédios', 
sujetándose  á las  disposiciones  que  las  Au- 
toridades administrativas  adoptaren  para  la 
conservación  de  las  mismas  vias. 

Art.  226,  Los  dueños  de  los  prédios  lin- 
dantes con  cáuces  públicos  de  rieras,  ram- 
blas ó barrancos,  pueden  aprovechar  en  su 
regadío  las  aguas  pluviales  que  por  ellos 
discurran,  construyendo  a!  efecto  sin  nece- 
sidad de  autorización,  malecones  de  tierra 
y piedras  sueltas  ó presas  móviles  ó auto- 
móviles. 

Art.  227.  Cuando  estos  malecones  ó 
presas  puedan  producir  inundaciones  ó cau- 
sar cualquier  otro  perjuicio  a!  público,  el 
Alcalde  por  si  ó á instancia  de  parte,  com- 
probado el  peligro,  mandará  al  que  los 
construyó  que  los  destruya  ó reduzca  sus 
dimensiones  á las  necesarias  para  desvane- 
cer todo  temor.  Si  amenazaren  causar  per- 
juicio á los  particulares,  podrán  estos  re- 
clamar á tiempo  ante  la  Autoridad  local;  y 
si  el  perjuicio  se  realiza,  tendrán  expedito 
su  derecho  ante  los  tribunales  de  justicia. 

Art.  228.  Los  que  durante  20  años  hu- 
biesen aprovechado  para  el  riego  de  sus 
tierras  las  aguas  pluviales  que  discurren  por 
una  riera,  rambla  ó barranco  del  dominio 
público,  podrán  oponerse  á que  los  dueños 
de  prédios  superiores  les  priven  de  este 
aprovechamiento.  Pero  si  solamente  hubie- 
sen aprovechado  parte  del  agua,  no  podrán 
impedir  que  otros  utilicen  la  restante,  siem- 
pre que  quede  expedito  el  curso  4®  Ia  can‘ 
tidad  que  de  antiguo  aprovechaban  ellos. 

Art.  229.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
que  preceden  respecto  á aguas  pluviales  es 
aplicable  á los  manantiales  discontinuos, 
que  sólo  fluyen  en  épocas  de  abundancia  de 
lluvias. 
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Art.  230.  Cuando  se  intente  construir 
presas  ó azudes  permanentes  de  fábrica,  á 
fin  de  aprovechar  en  el  riego  las  aguas  plu- 
viales o los  manantiales  discontinuas  que 
corran  por  los  cáuces  públicos  será  necesa- 
ria la  autorización  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia. Esta  autorización  se  concederá  pré- 
via  presentación  del  proyecto  de  la  obra, 
al  cual  se  dará  publicidad  para  que  acudan 
á oponerse  los  que  á ello  se  creyesen  con 
derecho. 

Art.  231.  Para  construir  pantanos  dedi- 
cados á recoger  y conservar  aguas  públicas 
pluviales  ó manantiales,  se  necesita  autori- 
zación del  Gobierno  ó del  Gobernador  de  la 
provincia,  según  se  determine  en  los  re- 
glamentos. 

Art.  232.  Si  estas  obras  fueren  declara- 
das de  utilidad  pública,  podrán  ser  expro- 
piados, previa  ia  correspondiente  indem- 
nización, los  que  tuviesen  derecho  adqui- 
rido á aprovechar  en  su  curso  inferior  las 
aguas  pluviales  ó manantiales,  discontinuas 
ó continuas,  que  hayan  de  ser  detenidas  y 
acopiadas  en  el  pantano.  Si  mediase  con- 
cierto y aveniencia,  podrán  los  interesados 
inferiores  aquietarse  adquiriendo  el  dere- 
cho á determinados  riegos  con  las  aguas  del 
pantano. 

Art.  233.  En  los  rios  navegables,  los  ri- 
bereños podran  en  sus  respectivas  riberas 
establecer  libremente  norias , bombas  ó 
cualquier  otro  artificio  destinado  á extreer 
las  aguas  necesarias  para  el  riego  de  sus 
propiedades- limítrofes,  siempre  no  causen 
perjuicios  á la  navegación.  En  los  demás 
rios  públicos  será  necesaria  la  autorización 
del  Gobernador  de  la  proviucia. 

Si  en  cualquiera  de  los  casos  del  párrafo 
anterior  hubiera  de  hacerse  la  expropiación 
del  agua  funcionando  el  vapor  como  fuerza 
motriz,  la  autorización  del  Gobernador  re- 
caerá sobre  expediente  instruido,  con  pu- 
blicación en  el  Bohtin  oficial  y apreciación 
de  oposiciones. 

Art.  234.  Es  necesaria  ia  concesión  del 
Gobierno  para  el  aprovechamiento  de  aguas 
públicas  con  destino  á riegos,  cuya  deriva- 
ción ó toma  deba  verificarse  por  medio  de 
presas,  azudes  ú otra  obra  importante  y 
permanente,  construida  e.u  ríos,  rieras,  ar- 
royos y cualquier  otra  clase  de  corrientes 
naturales  continuas,  siempre  que  hayan  de 
derivarse  mas  de  4 Ü0  litros  de  agua  por  se- 
gundo. 

Art.  23a.  Si  la  cantidad  de  agua  que  ha 
de  derivarse  ó distraerse  de  su  corriente  na- 
tural no  excediese  de  100  litros  por  segun- 
do, se  hará  la  concesión  por  el  Gobernador 

Tomo  I. 


de  la  provincia,  prévio  el  oportuno  expe- 
diente. _ ' : 

En  la  misma  forma  autorizarán  los  Go- 
bernadores la  reconstrucción  de  lás  presas 
antiguas  destinadas  á riegos  ú otros  usos. 
Cuando  sean  mera  reparación  las  obras  que 
hubieren  de  ejecutarse  en  las  presas,  basta- 
rá la  autorización  de  los  Alcaldes. 

Art.  236.  Las  concesiones  de  agua  he- 
■ chas  individual  ó colectivamente  á los  pro- 
pietarios de  las  tierras  para  el  riego  de  es- 
tas serán  á perpetuidad.  Las  que  se  hicie- 
ren á sociedades  ó empresas  para  regar  tier- 
ras ajenas,  mediante  el  cobro  de  un  canon, 
serán  por  un  plazo  que  no  excedan, de  99 
años,  trascurrido  el  cual,  quedaran  las  tier- 
ras libres  del  pago  del  cánon  y pasará  á la 
comunidad  de  regantes  el  dominio  colectivo 
de  las  presas,  acequias  y demás  obras  ex- 
clusivamente precisas  para  los  riegos. 

Art.  237.  Al  solicitar  las  concesiones  de 
que  tratan  los  artículos  anteriores,  se  acom- 
pañará: 

1. °  El  proyecto  de  las  obras. 

2. °  Si  la  solicitud  fuere  individual,  jus- 
tificación de  estar  poseyendo  el  peticionario 
como  dueño  de  las  tierras  áque  intente  dar 
riego. 

3. a  Si  fuere  colectiva,  la  conformidad 
de  la  mayoría  de  los  propietarios  de  las 
tierras  regables  computada  por  la  extensión 
superficial  que  cada  uno  represente. 

4. °  Si  fuere  por  sociedad  ó empresario, 
las  tarifas  del  cánon  que  en  frutos  ó en  di- 
nero deban  pagar  las  tierras  que  hayan  de 
regarse. 

Art  238,  En  las  provincias  donde  de- 
ban tomarse  las  aguas  se  expenderán  al  pü- 
1 blico  los  planos,  la  memoria  explicativa  y 
el  presupuesto  de  ga'stos,  con  la  tarifa  del 
cánon  de  riego,  anunciándose  la  admisión 
por  término  de  un  mes  de  las  oposiciones  y 
reclamaciones. 

Si  la  toma  de  aguas  excediere  de  100  li- 
tros por  segundo,  se  hará  también  la  publi- 
cación del  anuncio  en  las  provincias  infe- 
riormente  situadas,  a fin  de  que  puedan  re- 
clamar los  que  se  creyeren  perjudicados. 

Art.  239.  De  las  oposiciones  y reclama- 
ciones se  dará  conocimiento  al  peticionario 
de  las  aguas  para  que  conteste.  En  seguida 
se  pedirá  informe  a la  junta  provincial  de 
agricultura,  industria  y comercio,  para  que 
manifieste  si  es  ó no  útil  el  proyecto  á la 
industria  rural  ó fabril,  y para  que  en  su 
caso  proponga  el  máximo  cánon  exigible  á 
los  regantes  por  metro  cubico;  al  Consejo 
provincial  para  que  exponga  si  se  atacan  ó 
vulneran  derechos  adquiridos;  y al  ingenie- 
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ro  iefe  provincial  de  caminos,  canales  y \ 
puertos  para  que  dé  concretamente  su  uc-. 
támen  facultativo  sobre  ia  solidez  de  las  . 
presas,  puentes,  alcantarillas  y otras  obras  [ 
de  arte  proyectadas,  y sobre  si  la  ejecución  1 
del  proyecto  amenazaría  estancamientos 
perjudiciales  ¡i  la  salud  pública. 

Lo  mismo  se  ejecutará  en  los  proyectos 
de  canales  de  navegación  y en  los  de  dese- 
cación de  lagunas  y parajes  encnarcadizos. 

Asi  el  expediente,  resolverá  el  Goberna- 
dor en  vista  de  ios  informes,  si  estuviere  en 
sus  facultades,  según  el  art.  235,  ó en  otro 
caso  lo  remitirá  al  Ministerio  con  su  propio 


dictamen. 

Art.  240.  Los  proyectos  presentados  á 
los  Gobernadores  de  las  provincias  por  par- 
ticulares, comunidades  o empresas  en  lo 
relativo  a cualquiera  de  los  puntos  para  cu- 
ya decisión  les  faculta  la  presente  ley,  serán 
despachados  y resueltos  eri  el  término  de 
seis  meses.  De  no  ser  así  se  entenderá  apro- 
bado el  proyecto  ó concedida  la  petición. 

Cuando  la  decisión  correspondiere  al  Go- 
bierno de  S.  M.,  nunca  se  dejará  trascurrir 
el  tiempo  de  seis  meses,  sin  que  sobre  cada 
asunto  recaiga  alguna  disposición,  ó de  tra- 
mite ó definitiva,  que  se  comunicará  preci- 
samente al  interesado. 

Art.  241.  Cuando  existan  aprovecha- 
mientos en  uso  de  un  derecho  reconocido  y 
valedero,  solamente  cabrá  nueva  concesión 
en  el  caso  de- que  del  aforo  de  las  aguas  en 
años  ordinarios  resultase  sobrante  el  caudal 
que  se  solicite,  después  de  cubiertos  com- 
pletamente en  la  forma  acostumbrada  los 
aprovechamientos  existentes  Hecho  el  afo- 
ro, se  tendrá  en  cuenta  la  época  propia  de 
los  riegos,  según  terrenos  y cultivos  y ex- 
tensión regable. 

En  años  de  escasez  no  podrán  tomar  el 
agua  los  nuevos  concesionarios  mientras  no 
estén  cubiertas  todas  las  necesidades  de  los 
usuarios  antiguos. 

Art.  242.  No  será  necesario  el  aforo  de 
las  aguas  estiales  para  hacer  concesiones  de 
las  invernales,  primaverales  y torrenciales 
que  no  estuviesen  estacional  ó accidental- 
mente aprovechadas  en  terrenos  inferiores, 
siempre  que  la  derivación  se  establezca  a la 
altura  ó nivel  conveniente,  y se  adopten 
las  precauciones  necesarias  para  evitar  per- 
juicios ó abusos. 

Art.  243.  Cuando  corriendo  las.  aguas 
públicas  de  un  rio  en  todo  ó parte  por  ba- 
jo de  la  superficie  de  su  lecho  inpercepti- 
bies  á la  vista,  se  construyan  malecones  ó 
se  empleen  otros  medios  para  elevar  su  ni- 
vel hasta  hacerlas  aplicables  al  riego  ú otros 


usos,  este  resallado  se  considerará  para  lo* 
efectos  de  la  presente  ley  como  uu  alum- 
bramiento del  agua  convertida  en  utili- 
zable. 

Sin  embargo,  los  regantes  é industriales 
interiormente  situados  que  por  prescripción 
ó por  reales  concesiones  hubiesen  adquirido 
legítimo  título  al  uso  y aprovechamiento 
de  aquellas  aguas,  artificialmente  reapareci- 
das á la  superficie,  tendrán  derecho  a reda- 
mar y oponerse  al  nuevo  alumbramiento 
superior,  en  cuanto  hubiese  de  ocasionarles 
perjuicio. 

Art.  244.  Los  molinos  y otros  estableci- 
mientos industriales  que  resultasen  perju- 
dicados por  la  desviación  de  las  aguas  de 
un  rio  ó de  un  arroyo,  según  lo  dispuesto 
en  la  presente  ley,  recibirán  en  todo  caso 
del  concesionario  de  la  nueva  obra  la  in- 
demnización correspondiente.  Esta  consis- 
tirá en  el  importe  del  perjuicio,  por  con- 
venio entre  las  partes,  mas  si  no  hubiese 
avenencia,  procederá  (a  expropiación  por 
causa  de  utilidad  pública,  acordada  por  el 
Gobernador  de  la  provincia,  previo  expe- 
diente, haciéndose  la  valoración  del  moli- 
no ó establecimiento  por  capitalización  de 
ia  contribución,  según  el  art.  128. 

Art.  245.  Las  empresas  de  canales  de 
riego  gozarán: 

1. °  De  la  facultad  de  abrir  canteras,  re- 
coger piedra  suelta,  construir  hornos  de 
cal,  yeso  y ladrillo  y depositar  efectos  ó es- 
tablecer talleres  para  la  elaboración  de  ma- 
teriales en  los  terrenos  contiguos  a las  obras-. 
Si  estos  terrenos  íuesen  públicos  ó de  apro- 
vechamiento común,  usarán  las  empresas 
de  aquella  facultad  con  arreglo  á sus  nece- 
sidades; mas  si  fuesen  de  propiedad  priva- 
da, se  entenderán  previamente  con  el  due- 
ño ó su  representante  por  medio  del  Alcal- 
de, y afianzarán  competentemente  la  in- 
demnización de  los  daños  y perjuicios  que 
pudieran  irrogar. 

2. °  De  la  exención  de  los  derechos  de 
hipotecas  que  devenguen  las  traslaciones 
de  dominio,  ocurridas  en  virtud  de  la  ley 
de  expropiación. 

3. °  De  la  exención  de  toda  contribución 
á los  capitales  que  se  inviertan  en  las 
obras. 

4. °  En  los  pueblos  en  cuyos  términos 
se  hiciere  la  construcción,  los  dependientes 
y operarios  de  la  empresa  tendrán  derecho 
á las  leñas,  pasto  para  los  ganados  de  tras- 
porte empleados  en  los  trabajos  y demás 
ventajas  que  disfruten  los  vecinos. 

Art.  24tí.  Durante  los  40  primeros  años 
se  computará  á los  terrenos  reducidos  nue- 
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vamente  á riego  la  misma  renta  imponible 
que  tenían  asignada  en  el  último  amillara-r 
miento,  y con  arreglo  á ella  satisfarán  las, 
contribuciones  é impuestos. 

Art.  247.  Será  obligación  de  las  empre- 
sas conservar  las  obras  en  buen  estado  du- 
rante el  tiempo  de  la  concesión.  Si  estas  se 
inutilizaran  para  el  riego,  dejarán  las  tier- 
ras de  satisfacer  el  cánon. establecido  mien- 
tras carezcan  del  agua  estipulada,  y el  Go- 
bierno lijará  un  plazo  para  la  reconstruc- 
ción ó reparación.  Trascundo  este  plazo  sin 
haber  cumplido  el  concesionario,  á no  me- 
diar fuerza  mayor,  en  cuyo  caso  podrá  pro- 
rogársele, se  declarará  caducada  la  conce- 
sión. 

Art.  248.  Hecha  la  declaración  de  ca- 
ducidad, tanto  en  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo anterior,  como  en  el  de  no  haberse 
terminado  las  obras  en  el  plazo  señalado  en 
las  condiciones  de  la  concesión,  se  sacará 
esta  á nueva  subasta  y se  adjudicará  al  que  ■ 
con  derecho  á percibir  de  los  regantes  el 
mismo  canon  ofrezca  mayor  cantidad  por  la 
compra  ó trasporte.  Esta  cantidad  se  entre- 
gará al  antiguo  concesionario  como  valor 
de  las  obras  existentes  y terrenos  expro- 
piados, quedando  subrogado  el  nuevo  en 
sus  derechos  y obligaciones. 

Art.  249.  Tanto  en  las  concesiones  co- 
lectivas otorgadas  á propietarios,  como  en 
las  hechas  á empresas  ó sociedades,  todos 
los  terrenos  comprendidos  en  el  plano  ge- 
neral aprobado  de  los  que  pueden  recibir 
riego  quedan  sujetos,  aun  cuando  sus  due-  ; 
ños  lo  rehúsen,  al  pago  del  cánon  pensión  ' 
que  se  establezca,  luego  que  sea  aceptada 
por  la  mayoría  de  los  propietarios  interesa- 
dos, computada  en  la  forma  que  so  deter- 
mina en  el  núm.  3.“  del  art.  237.  Los  pro- 
pietarios que  rehúsen  el  pago  del  cánon  es- 
tarán obligados  á vender  sus  tierras  rega- 
bles á la  empresa  concesionaria  del  canal 
ó acequia,  por  su  valor  en  secano  computa- 
do por  la  contribución  según  amiiíaramíen- 
to,  y aumento  del  50  por  100  al  tenor  del 
art.  128.  Si  la  empresa  no  comprase  las 
tierras,  el  propietario  que.no  las  riegue  es- 
tara  exento  de  pagar  el  cánon. 

Exceptúase  siempre  del  cánon  las  tierras 
que  con  anterioridad  á la  concesión  tenían 
ya  su  riego,  en  cuanto  sus  dueños  no  pidan 
mayor  cantidad  de  agua  que  la  que  disfru- 
taban. 

Art.  250.  Para  el  aprovechamiento  de 
las  aguas  públicas  sobrantes  de  riegos  y pro- 
cedentes de  filtraciones  ó eseorrentias,  así 
como  para  las  de  arenajese  observará  don- 
de no  hubiera  establecido  un  régimen  es- 


pecial , lo  dispuesto  en  los  artículos  34  y 
siguientes  sobre  aprovechamiento  de  aguas 
sobrantes  de  dominio  particular. 

Art.  251.  En  los  regadlos  hoy  existen- 
tes y regidos  por  reglas,  ya  escritas  ya  con- 
suetudinarias, ningún  regante  será  perju- 
dicado ni  menoscabado  en  el  disfrute  del 
agua  de  su  dotación  y uso  por  la  introduc- 
ción de  cualquiera  novedad  en  la  cantidad, 
aprovechamiento  ó distribución  de  las  aguas 
en  el  término  regable.  Pero  tampoco  ten- 
drá derecho  á ningún  aumento,  si  se  acre- 
centase el  caudal  por  esfuerzos  de  la  comu- 
nidad de  los  mismos  regantes  ó de  alguno 
de  ellos,  á menos  que  él  hubiese  contribui- 
do á sufragar  proporcional  mente  los  gastos. 

Art.  252.  En  interés  general  de!  mejor 
aprovechamiento  de  las  aguas,  proveerá  el 
Gobierno  al  reconocimiento  de  los  riegos 
existentes,  con  la  mira  de  alcanzar  que  nin- 
gún reganLe  desperdicie  el  agua  de  su  dota- 
ción que  pudiera  servir  á otro  necesitado 
de  ella,  y con  la  de  evitar  que  las  aguas  tor- 
renciales se  precipiten  improductiva  y aun 
nocivamente  en  el  mar,  cuando  otras  co- 
marcas las  apetezcan  y pidan  para  riegos  y 
aprovechamientos  estacionales  sin  menos- 
cabo de  derechos  adquiridos. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  canales  de  navegación. 

Art.  25o.  La  autorización  á una  socie- 
dad, empresa  ó particular  para  canalizar  un 
rio  con  el  objeto  de  hacerlo  navegable,  ó 
para  construir  un  canal  de  navegación,  se 
otorgará  siempre  por  una  ley,  en  la  que  se 
determinará  si  la  obra  ha  de  ser  auxiliada 
con  fondos  del  Estado,  y se  establecerán  las 
demás  condiciones  de  la  concesión. 

Art.  254.  La  duración  de  estas  concesio- 
nes no  podrá  exceder  de  99  años;  pasados 
los  cuales,  entrará  el  Estado  en  el  libre  y 
completo  disfrute  de  las  aguas  y del  mate- 
rial de  explotación,  con  arreglo  á las  con- 
diciones en  la  concesión  establecidas. 

Exceptúanse,  según  la  regla  general,  los 
saltos  de  agua  utilizados  y los  edificios  cons- 
truidos para  establecimientos  industriales, 
que  quedarán  de  propiedad  y libre  disposi- 
ción de  los  concesionarios. 

Art.  255.  Al  presentarse  á las  Cortes  el 
proyecto  de  ley  para  la  concesión,  se  acom- 
pañarán los  documentos  siguientes: 

1 . °  El  proyecto  completo  de  las  obras, 
con  arreglo  á formularios. 

2. °  La  tarifa  de  precios  máximos  que 
puedan  exigirse  por  navegación,  pasaje  y 
trasporte. 

3. °  Una  información  de  utilidad  del  pro* 
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naveeacion  y flotación,  así-corno  por  la  se- 


m 

vpí'pi  con  audiencia  de  la  respectiva  Dipu- 
tación provincial  y de  las  de  las  provincias 
inferiorniente  situadas. 

Arl.  256.  Pasados  los  10  primeros  años 
de  hallarse  en  explotación  un  canal,  y en  lo 
sucesivo  de  10  en  10  años  se  procederá  á la 
revisión  de  las  tarifas. 

Art.  257.  Las  empresas  podrán  en  cual- 
quier tiempo  reducir  los  precios  de  las  ta- 
rifas, poniéndolo  en  conocimiento  del  Go- 
bierno. En  este  caso,  lo  mismo  que  en  los  del 
artículo  anterior,  se  anunciaran  al  público 
con  tres  meses  al  menos  de  anticipación  las 
alteraciones  que  se  hicieren. 

Art.  256.  Sera  obligación  de  los  conce- 
sionarios conservar  en  buen  estado  las  obras 
así  como  el  servicio  de  explotación,  si  estu- 
viere á su  cargo. 

Guando  por  faltar  al  cuinplimeinto  de  1 
este  deber  se  imposibilitase  la  navegación, 
el  Gobierno  fijara  un  plazo  para  la  repara- 
ción de  las  obras  ó reposición  del  material; 
y trascurrido  que  sea  sin  haberse  consegui- 
do el  objeto,  declarara  caducada  la  conce- 
sión y anunciará  nueva  subasta,  que  tendrá 
lugar  en  los  términos  proscritos  para  los  ca- 
nales de  riego  en  el  art.  247. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  barcas  de  paso , puentes  y 
establecimientos  públicos . 

Art.  259.  En  los  ríos  no  navegables  ni 
flotables,  los  dueños  de  ambas  riberas  po- 
dran establecer  barcas  de  paso  ó puentes  de 
madera  destinados  al  servicio  publico,  p ré— 
via  la  autorización  del  Alcalde,  quien  lija- 
rá las  tarifas  y las  condiciones  necesarias 
para  que  su  construcción,  colocación  y ser- 
vicio ofrezcan  á los  transeúntes  ia  debida 
seguridad. 

Art.  260.  El  que  quiera  establecer  en 
los  rios  meramente  flotables  barcas  de  paso 
ó puentes  para  poner  en  comunicación  pú- 
blica caminos  rurales  ó vecinales  solicitará 
la  autorización  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, expresando  el  punto  en  que  intente 
colocarlos,  sus  dimensiones,  sistema  y ser- 
vicio, acompañando  la  tarifa  de  pasaje.  El 
Gobernador  concederá  ia  autorización  en 
los  términos  prescritos  en  el  articulo  ante- 
rior respecto  de  los  Alcaldes,  cuidando  ade- 
más de  que  no  se  embarace  el  servicio  de 
la  flotación. 

Art.  261 . En  los  rios  navegables  tan  so- 
lo el  Gobierno  podra  conceder  autorización 
á particulares  para  establecer  barcas  de  pa- 
so ó puentes  flotantes  para  uso  público.  Al 
concederla,  fijará  las  tarifas  de  pasaje  y las 
Condiciones  requeridas  por  el  servicio  de  la 


guridad  de  los  transeúntes. 

Art.  262.  Las  concesiones  de  que  ha- 
blan los  artículos  anteriores  no  obstarán 
para  que  el  Gobierno  establezca  barcas  de 
paso  y puentes  flotantes  6 fijos  siempre  que 
lo  considere  conveniente  para  el  servicio 
público.  Guando  este  nuevo  medio  de  trán- 
sito imposibilitarse  ó dificultase  material- 
mente el  uso  de  una  barca  ó puente  de  pro- 
piedad particular,  se  indemnizará  al  dueño 
con  arreglo  á la  ley  dé  expropiación  forzosa. 

Art.  263.  En  jos  nos  no  navegables  ni 
flotables,  el  que  fuese  dueño  de  amnas  ri- 
beras puede  libremente  establecer  cualquier 
artificio,  maquinaria  ó industria.  Siendo  so- 
lamente dueño  de  una  ribera,  no  podrá  pa- 
sar del  medio  del  cauce.  En  uno  y otro  ca- 
so deberá  plantear  el  establecimiento  sin 
perjuicio  de  los  predios  limítrofes  ni  de  los 
regadíos,  y sin  peligro  para  las  industrias 
i ufe  normen  te  situadas. 

Art.  264.  La  autorización  para  estable- 
cer en  los  ríos  navegables  ó flotables  cua- 
lesquiera aparatos  6 mecanismos  flotantes, 
hayan  ó no  de  trasmitir  el  movimiento  a 
otros  lijos  en  la  ribera,  se  concederá  por 
el  Gobernador,  previa  la  instrucción  de  ex- 
pediente en  que  se  oiga  á los  dueños  de  una 
ribera  y otra  y a las  de  los  establecimien- 
tos industriales  inmediatamente  inferiores 
acreditándose  además  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1. “  Ser  el  solicitante  dueño  de  la  ribera 
donde  deban  amarrarse  las  barcas  para  el 
proyectado  establecimiento  o haber  obte- 
nido permiso  de  quien  lo  sea. 

2, a  No  ofrecer  obstáculo  á la  navega- 
ción ó flotación. 

Art.  265.  Siempre  que  la  alteración  de 
las  corrientes  ocasionadas  por  los- estable- 
cimientos flotantes  produjese  daño  eviden- 
te á los  ribereños  ó cuando  lo  exig  ese  el- 
tráfico  de  la  navegación  ó flotación , podrá 
derogarse  la  concesión , sin  derecho  -en  el 
concesionario  a indemnización  alguna.  Si 
por  cualquier  otra  causa  de  utilidad  públi- 
ca hubiese  necesidad  de  suprimir  los  meca- 
nismos de  esta  clase,  serán  indemnizados 
, sus  dueños,  con  arreglo  á la  ley  de  expro- 
piación forzosa,  con  tal  que  hubiesen  sido 
establecidas  legalmente  y estuviesen  en  uso 
constante.  Se  entenderá  que  no  están  en 
uso  constante  cuando  hubiesen  trascurrido 
dos  años  consinuos  sin  tenerlo. 

Art.  266.  Tatito  en  ios  ríos  navegables 
ó flotables  como  en  los  que  no  lo  sean,  com- 
pete al  Gobernador  la  autorización  para  el 
establecimiento  de  molinos  ü otros  meca- 
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nismos  industriales  en  edificios  construi- 
dos cerca  de  las  orillas,  á los  cuales  se  con- 
duzca por  cacera  el  agua  necesaria,  que 
después  se  reincorpore  á la  corriente  del 
rio.  Precederá  la  presentación  del  proyecto 
completo  de  las  obras,  al  que  se  dará  pu- 
blicidad, instruyéndose  el  oportuno  expe- 
diente, con  citación  de  los  dueños  de  las 
presas  inmediatas,  superiores  é inferiores. 
En  ningún  caso  se  concederá  esta  autoriza- 
ción perjudicándose  á la  navegaceon  ó flo- 
tación de  los  rios  y establecimientos  indus- 
tríales  existentes. 

Art.  2G7.  Para  aprovechar  en  el  movi- 
miento de  mecanismos  fijos  las  aguas  que 
discurran  por  un  canal  ó acequia  propios 
de  una  comunidad  de  regantes,  será  nece- 
sario el  ^permiso  de  estos.  Al  efecto  se  reu- 
nirán en  junta  general  y decidirá  la  mayo- 
ría do  los  asistentes,  computados  los  votos 
por  la  propiedad  que  cada  uno  represente. 
De  su  negativa  cabrá  recurso  al  Goberna- 
dor, quien  oyendo  á los  regantes,  al  inge- 
niero de  la  provincia  y al  Consejo  provin- 
cial , podrá  conceder  el  aprovechamiento 
siempre  que  no  cause  perjuicio  a!  riego  ni 
á otras  industrias,  á no  ser  que  la  comuni- 
dad. de  regantes  quisiera  aprovechar  por  sí 
misma  la  fuerza  motriz;  en  cuyo  caso  ten- 
drá la  preferencia  debiendo  dar  principio 
á las  obras  dentro  de  un  año. 

Art-  268.  Cuando  un  establecimiento 
industrial  comunicase  á las  aguas  sustan- 
cias y propiedades  nocávas  á la  salubridad 
ó á la  vegetación,  el  Gobernador  dispondrá 
que  se  haga  un  reconocimiento  facultativo 
y si  resultase  cierto  el  perjuicio,  mandará 
que  se  suspenda  el  trabajo  industrial  has- 
ta que  sus  dueños  adopten  el  oportuno  re- 
medio. Los  derechos  v gastos  del  reconoci- 
miento serán  satisfechos  por  el  que  hubie- 
re dado  la  queja  si  resultase  infundada  y en 
otro  caso  por  el  dueño  del  establecimiento. 

Art.  2G9.  Las  concesiones  de  aprove- 
chamiento de  aguas  públicas  para  estable- 
cimientos industriales  serán  á perpetuidad. 

Art.  270.  Los  mecanismos  y los  esta- 
blecimientos industriales  que  dentro  de  los 
rios  ó en  sus  riberas  aprovechen  el  agua  co- 
mo fuerza  motriz  , estarán  exentos  de  con- 
tribución durante  los  10  primeros  años. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas 
para  viveros  ó criaderos  de  peces. 

Art..  271.  Los  Gobernadores  podrán 
conceder  et  aprovechamiento  de  aguas  pú- 
blicas para  formar  lagos,  remansos  ó estan- 
ques destinados  á viveros  ó criaderos  de  pe- 
ces siempre  que  no  se  cause  perjuicio  á 


otros  aprovechamientos  inferioras  con  de- 
recho adquirido. 

Art.  272.  Para  la  industria  de  que  ha- 
bla el  articulo  anterior,  el  peticionario  pre- 
sentará el  proyecto  completo  de  las  obras 
y e!  título  que  acredite  ser  dueño  del  ter- 
reno donde  hayan  de  construirse,  ó haber 
obtenido  el  consentimiento  de  quien  lo  fue- 
re. El  Gobernador  instruirá  el  oportu- 
no expediente  con  citación  ó audiencia  de 
los  dueños  de  los  prédios  limítrofes  y del 
Ayuntamiento  y junta  de  sanidad. 

Art.  273.  Los  concesionarios  de  aguas 
públicas  para  riegos,  navegación  ó estable- 
cimientos industriales,  podrán  formar  en 
sus  canales  ó terrenos  contiguos  que  hubie- 
sen adquirido,  remansos  ó estanques  para 
viveros  de  peces,  con  autorización  del  Al- 
calde, previos  los  requisitos  establecidos  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  274.  Las  autorizaciones  para  esta- 
blecimiento de  viveros  de  peces  son  á per- 
petuidad- 

TITULO  SEPTIMO. 

DEL  RÉGIMEN  Y POLICIA  DE  LAS  AGUAS  Y'  DE 
LA  COMPETENCIA  DE  JURISDICCION. 

CAPITULO  XIV. 

De  la  policía  de  las  aguas. 

i 

Art.  275.  Corresponde  á la  Adminis- 
tración cuidar  del  gobierno  y policía  de 
las  aguas  públicas  y sus  cáuces  naturales, 
así  como  vigilar  sobre  las  privadas,  en 
cuanto  puedan  afectar  á la  salubridad  pú- 
blica y seguridad  de  las  personas  y bienes. 

El  Gobierno  dictará  al  efecto  las  disposi- 
ciones generales  convenientes,  fijando  las 
penas  pecuniarias  con  que  deban  ser  casti- 
gados los  infractores,  en  armonía  con  las 
prescripciones  del  Código  penal. 

Art.  276.  La  policía  de  los  muelles  en 
rios,  lagos  y puertos  estará  á cargo  de  la 
autoridad  civil  local,  con  intervención  de 
la  de  marina,  en  donde  la  hubiere,  en  la 
parte  que  le  atribuye  el  tratado  5.°,  li- 
bro 7.°  de  las  ordenanzas  generales  de  la 
armada,  relativamente  á la  policía  de  los 
puertos.  Mientras  se  publica  la  ley  de  puer- 
tos, un  reglamento  especial  dictado  por  el 
Gobierno  determinará  la  intervención  y 
cooperación  del  ramo  de  marina  y de  la 
Administración  civil  en  lo  concerniente  á 
puertos  y playas,  muelles  y embarcaderos, - 
dejando  á la  industria  privada  toda  la  lati- 
tud de  acción  que  requiere  para  su  desar- 
rollo, sin  perjuicio  del  buen  orden. 

Art.  277.  Las  providencias  dictadas  por 
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la  Administración  activa  en  materia  de 
aguas  según  la  presente  ley , causarán  esta- 
do si  no  se  recurriese  contra  ellas  por  la 
vía  gubernativa  ante  el  inmediato  superior 
gerárquico;  ó por  la  via  contenciosa,  siem- 
pre que  proceda  dentro  de!  plazo  que  se- 
ñalen las  leyes  y reglamento;  ó en  su  de- 
fecto, dentro  de  tres  meses,  contados  desde 
la  fecha  en  que  se  publicase  ia  providencia 
ó se  notificare  al  interesado. 

Art.  278.  Contra  las  providencias  dicta- 
das por  la  Administración  dentro  del  círcu- 
lo de  sus  atribuciones  en  materia  de  aguas 
no  se  admitirán  interdictos  por  los  tribu- 
nales de  justicia.  Unicamente  podrán  cono- 
cer estos  á instancia  de  parte  cuando  en  los 
casos  de  expropiación  forzosa  prescritos  en 
esta  ley  no  hubiese  precedido  al  desahucio 
la  correspondiente  indemnización. 

CAPITULO  XV. 

De  las  comunidades  de  regantes  y sus  sin- 
dicatos. 

Art.  279.  En  los  aprovechamientos  co- 
lectivos de  aguas  públicas  para  riegos  siem- 
pre que  número  de  hectáreas  regables  lle- 
gase á 200,  se  formará  necesariamente 
una  comunidad  de  regantes  sujeta  al  régi- 
men de  sus  ordenanzas  de  riego;  y cuando 
fuere  el  menor  el  número  de  hectáreas,  que- 
dará á voluntad  de  Ja  mayoría  la  forma- 
ción de  la  comunidad,  salvo  el  caso  en  que 
á juicio  del  Gobernador  de  la  provincia  lo 
exigiesen  los  intereses  locales  de  la  agri- 
cultura. 

Art  280.  Toda  comunidad  tendrá  un 
sindicato  eligido  por  ella,  y encargado  de 
la  ejecución  de  las  ordenanzas  y de  los 
acuerdos  de  la  misma  comunidad. 

Art.  281.  Las  comunidades  de  regantes 
formarán  las  ordenanzas  de  riegos  con  arre- 
glo á las  bases  establecidas  en  esta  ley,  so- 
metiéndolas á la  aprobación  del  Gobierno, 
quien  no  podrá  negarlo,  ni  introducir  va- 
riaciones sin  oir  sobre  ello  ai  Consejo  de 
Estado. . 

Las  aguas  públicas  destinadas  á aprove- 
chamientos colectivos  que  hasta  ahora  ha- 
yan tenido  un  régimen  especial  consignado 
en  sus  ordenanzas  continuarán  sujetas  al 
mismo  mientras  la  mayoria  de  los  interesa- 
dos no  acuerden  modificarlo,  con  sujeción 
á lo  prescrito  en  la  presente  ley. 

Art.  282.  Cuando  en  el  curso  de  un  rio 
existan  varias  comunidades  y sindicatos, 
podrán  formarse  por  convenio  mutuo  uno  ó 
mas  sindicatos  centrales  ó comunes  para  la 
defensa  de  los  derechos  y conservación  y 


fomento  de  los  intereses  de  todos.  Se  com- 
pondrán de  representantes  de  las  comunida- 
des interesadas. 

El  número  de  los  representantes  que  ha- 
yan de  nombrarse  será  proporcional  á la 
extensión  de  los  terrenos  regables,  com- 
prendidos en  las  demarcaciones  respectivas. 

Art.  283.  El  número  de  los  individuos 
del  sindicato  ordinario  y su  elección  por  la 
comunidad  de  regantes  se  determinarán  en 
las  ordenanzas,  atendida  la  estension  de  los 
riegos,  según  las  acequias  que  requieran  es- 
pecial cuidado  y los  pueblos  interesados  en 
cada  comunidad. 

En  las  mismas  Ordenanzas  se  fijarán  las 
condiciones  de  los  electores  y elegibles,  y se 
establecerán  el  tiempo  y forma  de  la  elección 
así  como  la  duración  de.los  cargos,  que 
siempre  serán  gratuitos , y no  podrán  rehu- 
sarse sino  en  caso  de  reelección 

Art.  284.  Todos  los  gastos  hechos  por 
una  comunidad  para  la  construcción  de  pre- 
sas y acequias,  ó para  su  reparación,  entre- 
tenimiento ó limpia,  serán  sufragados  por  los 
regantes  en  equitativa  proporción. 

Los  nuevos  regantes  que  no  hubiesen  con- 
tribuido al  pago  de  las  presas  ó acequias 
construidas  por  una  comunidad  sufrirán  en 
beneficio  de  esta  un  recargo  , concertado  en 
términos  razonables. 

Guando  uno  ó mas  regantes  de  una  comu- 
nidad obtuviesen  el  competente  permiso  para 
hacer  de  su  cuenta  obras  en  la  presa  d ace- 
quias con  el  fin  de  aumentar  el  caudal  de  las 
aguas , habiéndo'se  negado  á contribuir  los 
demás  regantes , estos  no  tendrán  derecho  á 
mayor  cantidad  de  agua  que  la  que  anterior- 
mente disfrutaban.  El  aumento  obtenido  será 
de  libre  disposición  de  los  que  hubiesen  cos- 
teado las  obras,  y en  su  consecuencia,  se  ar- 
reglarán los  turnos  de  riego  para  que  sean 
respetados  los  derechos  respectivos. 

Y si  alguna  persona  pretendiese  conducir 
aguas  á cualquiera  localidad  aprovechándose 
de  la  presa  ó acequias  de  una  comunidad  de 
regantes,  se  entenderá  y ajustará  con  ella  lo 
mismo  que  lo  baria  un  particular. 

Art.  285,  En  los  sindicatos  habrá  preci- 
samente un  vocal  que  represente  las  fincas 
que  por  su  situación  ó por  el  orden  estable- 
cido sean  las  últimas  en  recibir  el  riego  ; y 
cuando  la  comunidad  se  componga  de  varias 
colectividades  , ora  agrícolas  , ora  fabriles, 
directamente  interesadas  en  la  buena  admi- 
nistración de  unas  aguas,  tendrán  todas  en  el 
sindicato  su  correspondiente  representación 
proporcionada  al  derecho  que  respectivamen- 
te les  asista  al  uso  y aprovechamiento  de  las 
mismas  aguas.  Del  propio  modo,  cuando  el 


AGUAS.  ( Ley  general.)  279 


aprovechamiento  haya  sido  concedido  á una 
empresa  partir, ular,  el  concesionario  será  vo- 
cal nato  del  sindicato. 

Art.  286,  El  reglamento  para  el  sindicato 
lo  formará  la  comunidad.  Serán  atribuciones 
del  sindicato: 

1 .  a Vigilar  los  intereses  de  la  comunidad, 
promover  su  desarrollo  y defender  sus  de- 
rechos. 

2. a  Dictar  las  disposiciones  convenientes 
para  la  mejor  distribución  y aprovechamien- 
to de  las  aguas,  respetando  los  derechos  ad- 
quiridos y las  costurantes  locales. 

3. a  ISombrar  y separar  sus  empleados  en 
la  forma  que  establece  el  reglamento. 

4. a  Formar  los  presupuestos  y repartos, 
y censurar  las  cuentas , sometiendo  unas  y 
otras  á la  aprobación  de  la  junta  de  la  comu- 
nidad. 

5 a Convocar  á juntas  generales  extraor- 
dinarias cuando  lo  crea  necesario. 

6. a  Proponer  á las  juntas  las  Ordenanzas 
y el  reglamento  ó cualquiera  alteración  que 
conceptuase  útil  introducir  en  lo  existente. 

7. a  Establecer  los  turnos  rigurosos  de 
agua,  conciliando  los  intereses  de  los  diversos 
cultivos  entre  los  regantes  y cuidando  de  que 
eu  los  años  de  escasez  se  disminuya  en  justa 
proporción  la  cuota  respectiva  á cada  finca. 

8. a  Todas  las  que  les  concédanlas  Orde- 
nanzas de  la  comunidad  ó el  reglamento  es- 
pecial del  mismo  sindicato. 

Art.  287.  Cada  sindicato  elegirá  de  entre 
sus  vocales  un  presidente  y un  vicepresidente 
con  las  atribuciones  que  establezcan  las  Or- 
denanzas y el  reglamento. 

Art,  280.  Las  comunidades  de  regantes 
celebrarán  juntas  generales  ordinarias  en  las 
épocas  marcadas  por  las  Ordenanzas  de  rie- 
go. Estas  Ordenanzas  determinarán  las  con- 
diciones requeridas  para  tomar  parte  en  las 
deliberaciones , y el  modo  de  computar  los 
votos  , en  proporción  á la  propiedad  que  re- 
presenten los  interesados. 

Art  28!).  Las  juntas  generales,  á las  cua- 
les tendrán  derecho  de  asistencia  todos  los 
regantes  de  la  comunidad  y los  industriales 
interesados,  resolverán  sóbrelos  asuntos  ar- 
duos de  interés  común  que  los  sindicatos  ó al- 
guno de  los  concurrentes  sometieren  á su 
decisión. 

De  los  jurados  de  riego. 

Art.  290.  Además  del  sindicato  habrá  en 
toda  comunidad  de  regantes  uno  ó mas  jura- 
dos, según  lo  exija  la  extensión  de  los  riesgos. 

Art.  291.  Cada  jurado  se  compondrá  de 
uu’presidente,  que  será  un  vocal  del  sindicato 
designado  por  este,  y del  número  de  jurados, 


tanto  propietarios  como  suplentes  que  fije  el 
reglamento  del  sindicato  , nombrados  todos 
por  la  comunidad. 

Art.  292.  Las  atribuciones  de  los  jurados 
se  limitarán  al  inmediato  cuidado  de  la  equi- 
tativa distribución  de  las  aguas  según  los  res- 
pectivos derechos  y al  reconocimiento  y re- 
solución de  las  cuestiones  de  hecho  que  se 
susciten  sobre  el  riego  entre  los  interesados 
en  él.  Sus  procedimientos  serán  públicos  y 
verbales  en  Ja  forma  que  determine  el  regla- 
mento, pero  consignándose  en  un  libro  los  fa- 
llos que  serán  ejecutorios. 

Art.  293.  Las  penas  que  se  señalen  en  las 
ordenanzas  de  riego  por  infracciones  ó abu- 
sos en  el  aprovechamiento  de  las  aguas,  obs- 
trucción de  las  acequias  ó de  sus  boqueras  y 
otrqs  excesos,  consistirán  únicamente  en  in  - 
demnizaciones  pecuniarias  que  se  aplicarán 
al  perjudicado  y á los  fondos  de  la  comu- 
nidad. 

Si  el  hecho  envolviese  criminalidad , podrá 
;ser  denunciado  al  tribunal  competente  por 
el  regante  ó el  industrial  perjudicados  y por 
el  sindicato. 

Art.  294.  Donde  existan  de  antiguo  jura- 
dos de  riego,  continuarán  con  su  actual  or- 
ganización mientras  las  respectivas  comuni- 
dades no  acuerden  proponer  al. Gobierno  su 
reforma. 

CAPITULO  XVI. 

Déla  competencia  de  jurisdicción  en  mate- 
ria de  aguas. 

Art.  295.  Compete  á los  tribunales  con- 
tencioso-administrativos  conocer  de  los  re- 
cursos contra  las  providencias  dictadas  por 
la  Administración  en  materia  de  aguas,  en 
los  casos  siguientes : 

1 . 0 Cuando  por  ellas  se  lastimen  derechos 
adquiridos  en  virtud  de  disposiciones  emana- 
das de  la  misma  Administración. 

2. °  Cuando  se  impoDga  á la  propiedad 
particular  una  servidumbre  forzosa  ó alguna 
otra  limitación  ó gravámen  en  los  casos  pre- 
vistos por  esta  ley. 

3. “  En  Jas  cuestiones  que  se  susciten  so- 
bre resarcimientos  de  daños  y perjuicios  á 
consecuencia  de  las  linutaciones  y graváme- 
nes de  que  habla  el  párrafo  anterior. 

Art.  296.  Compete  á los  tribunales  de 
justicia  el  conocimiento  de  las  cuestiones  re- 
lativas : 

1 . “  Al  dominio  de  las  aguas  públicas  y al 
dominio  y posesión  de  las  privadas. 

2. °  Al  dominio  de  las  playas,  álveos  ó 
cáuces  de  los  rios  y al  dominio  y posesión  de 
las  riberas , sin  perjuicio  de  la  competencia 
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de  la  Administración  para  demarcar,  apear  . 
deslindar  lo  perteneciente  al  dominio  pu- 

'á/  A las  servidumbres  de  aguas,  funda- 
das en  títulos  do  derecho  civil. 

4.0  Al  derecho  de  pesea. 

Art.  297.  Corresponde  también  á los  tri- 
bunales de  justicia  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  suscitadas  entre  particulares  so- 
bre preferente  derecho  de  aprovechamiento 
según  la  presente  ley  : 

1. " De  las  aguas  pluviales 

0. °  De  las  demás  aguas  fuera  de  sus  cáu- 
bos  naturales  cuando  la  preferencia  se  funde 
en  títulos  de  derecho  civil. 

Art.  298.  Compele  igualmente  á los  tri- 
bunales de  justicia  - e]  conocimento  de  las 
cuestiones  relativas  á daños  y perjuicios  oca- 
sionados á tercero  en  sus  derechos  de  pro- 
piedad particular  cuya  enajenación  no  sea 
forzosa : 

1. °  Por  la  apertura  de  pozos  ordinarios,  í 

2. °  Por  la  apertura  de  pozos  artesianos.! 
y por  la  ejecución  de  obras  subterráneas. 

3. °  Por  toda  clase  aprovechamientos  en  t 
favor  de  particulares. 

DISPOSICIONES  GENERALES . 

Art.  299.  Todo  lo  dispuesto  en  esta  ley  ; 
es  sin  perjuicio  de  los  derechos  legítimamea-  ¡ 
te  adquiridos  con  anterioridad  á su  publica- 
ción, así  como  también  del  dominio  privado 
que  tienen  los  propietarios  de  aguas  de  ace- 
quias y do  fuentes  ó manantiales,  en  virtud 
del  cual  las  aprovechan,  venden  ó permutan 
como  propiedad  particular. 

Art.  300.  Quedan  derogadas  todas  las 
leyes.  Reales  decretos.  Reales  órdenes  y de- 
más disposiciones  que  acercado  las  materias 
comprendidas  en  la  presente  ley  se  hubiesen 
dictado  con  anterioridad  á su  promulgación  y 
estuviesen  en  contradicción  con  ella. 

Por  tanto,  mandamos  etc.  Dado  en  San 
Ildefonso  á 3 de  agosto  de  1866. — Yo  la  Rei- 
na,— El  Ministro  de  Fomento,  Manuel  de 
Oróvio.»  ( Gac . 7 agosto  y CL.,  t . 96,  p.  294.) 

Parte  doctrinal. 

§ i.°  Resúmen. de  la  ley  de  aguas. 

Las  aguas  son  uno  de  los  ramos  mas 
importantes  de  la  Administración  públi- 
ca en  su  relación  con  las  grandes  nece- 
sidades que  satisfacen. 

La  ley  de  3 de  agosto  de  1866,  general 
sobre  todo  cuanto  á, las  aguas  se  refiere, 
verdadero  cuerno  legal  aue  ha  venido  á 


comprendo  en  sus  disposiciones  todo 
cuanto  tiene  relación  con  el  dominio,  uso 
y aprovechamiento  de  las  aguas. 

Divídese  dicha  ley  en  siete  títulos,  que 
comprenden  cort  numeración  correlativa 
16  capítulos  y 300  artículos. 

El  título  1.°  está  dedicado  á las  aguas 
del  mar  y en  dos  capítulos  trata  del  do- 
minio, uso  y aprovechamiento  de  las 
aguas  del  mar  y de  sus  playas,  de  las 
accesorias,  y de  las  servidumbres  de  lo5 
terrenos  contiguos;  limitándose  á clasi- 
ficar como  del  dominio  nacional  las  de 
la  zona  marítima. 

Trata  el  título  2.°  del  dominio  de  las 
aguas  terrestres,  en  cuya  clasificación 
comprende  las  superficiales  y las  subter- 
ráneas, contando  entre  las  superficiales, 
las  pluviales  ó de  lluvia,  las  manantia- 
les, las  corrientes  de  los  rios  y arroyos, 
y las  muertas  ó estancadas  de  los  lagos, 
lagunas  y charcas. 

El  título  3.ü  está  dedicado  á los  álveos 
ó cáuces  de  las  aguas , á las  riberas  ó 
márgenes  y á sus  accesiones.  Define  los 
álveos  de  toda  clase  de  aguas,  establece 
reglas  sobre  su  propiedad,  sobre  sus  ac- 
cesiones, arrastres  y sedimentos  y sobre 
plantaciones  y obras  de  defensa"  en  las 
márgenes  y riberas  ó en  los  predios  con- 
tiguos, así  como  para  todo  lo  relativo  á 
la  desecación  de  lagunas  y terrenos  pan- 
tanosos. (Arts.  66  á 110). 

Se  establece  en  el  titulo  4.°  todo  lo 
que  concierne  á las  servidumbres  en  ma-. 
feria  de  aguas,  (arts.  111  á 163j  deslin- 
dando en  primer  término  la  natural,  que 
consiste  en  recibir  el  predio  inferior  las 
aguas  del  superior  (arts.  111  á 1 16)  des- 
pués la  forzosa  de  acueducto,  (arts.  117 
á 141 ; las  de  estribo  de  presa,  y de  pa- 
rada y partidor,  Ja  de  abrevadero  y de 
saca  de  agua,  la  de  camino  de  sirga  y 
otras  inherentes  á los  prédios  riboreños. 

El  titulo  5.ú  contrae  sus  disposiciones 
á los  aprovechamientos  comunes  de  las 
aguas  públicas,  ya  en  lo  que  se  refiere  al 
servicio  doméstico,  fabril  y agrícola  (la- 
var, beber,  abrevar  y bañarse,  llenar  va- 
sijas, etc.)  ya  en. cuanto  á la  pesca,  ya 
en  cuanto  á la  navegación  y flotación. 


llenar  una  imperiosa  necesidad  del  país,  | (Arts.  166  á 191). 
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El  título  6.°  establece  las  reglas  para 
las  concesiones  y aprovechamientos  espe- 
ciales de  aguas  públicas , deslindando  la 
clase  de  autorización  y las  formalidades 
necesarias  según  los  casos,  para  lo  cual 
en  secciones  especiales  trata  de  las  con- 
cesiones para  el  abastecimiento  de  las 
poblaciones  y de  los  ferrocarriles,  para 
riegos,  para  canales  de  navegación,  para 
barcas  de  paso,  puentes  y establecimien- 
tos industriales  y para  viveros  ó criade- 
ros de  peces.  (Arts.  492  á 274). 

Y últimamente  el  título  7.°  le  dedica 
al  régimen  y policía  de  las  aguas  y á la 
competencia  de  la  Administración  y de 
los  Tribunales  en  tan  importante  materia; 
por  lo  que  en  él  se  encuentran  disposi- 
ciones que  se  reíiereu  á la  policía  de  las 
aguas  públicas  y privadas,  á los  muelles 
en  rios,  lagos  y puertos,  etc.  y á las  co- 
munidades de  regantes,  sindicatos  y ju- 
rados de  riego.  Y en  cuanto  á la  compe- 
tencia de  jurisdicción,  se  deslindan  los 
asuntos  en  que  han  de  entender  las  au- 
toridades administrativas  y tos  que  cor- 
responden á los  tribunales. 

Dos  disposiciones  generales  se  contie- 
nen al  final  de  la  ley,  y ambas  de  grande  1 
importancia. 

La  primera  establece  que  lo  dispuesto 
en  la  misma  ley  es  sin  perjuicio  de  los 
derechos  legítimamente  adquiridos  con  j 
anterioridad  á su  publicación,  y sin  per- 
juicio también  del  dominio  privado  que 
tienen  los  propietarios  de  aguas  de  ace- 
quias ó de  fuentes  ó manantiales,  en 
virtud  de  la  cual  las  aprovechan,  ven- 
den ó permutan  como  propiedad  par- 
ticular. 

Y por  la  segunda  y final,  se  declara 
que  quedan  derogadas  todas  las  leyes, 
decretos,  Reales  órdenes,  y demás  dis- 
posiciones que  acerca  dé  las  materias 
comprendidas  en  la  presente  ley  se  hu- 
bieren dictado  con  anterioridad  á su 
promulgación  y estuviesen  en  contradic- 
ción con  ella.  Esta  manera  de  revoca- 
ción no  necesitaba  consignarse  expresa- 
mente, ni  significa  en  rigor  sino  la  des- 
« confianza  que  tiene  el  legislador  de  ha- 
ber omitido  en  la  ley  algo  sustancial. 


§ 2.°  Aguas  pública^. 

Son  aguas  públicas , ó de  uso  público: 

Las  del  mar,  sin  perjuicio  de  lo  que 
en  cuanto  á la  fabricación  de  la  sal  pres- 
criben las  leyes  especiales  de  Hacienda.. 

Las  pluviales  que  discurren  por  tor- 
rentes ó ramblas  cuyos  cáuces  sean  del 
.dominio  público  (art.  31.) 

Las  que  nacen  continua  ó disconti- 
nuamente en  terrenos  del  mismo  do- 
minio (art.  33).  . ■ 

Las  de  los  rios  (art.  33). 

Las  continuas  ó discontinuas  de  ma- 
nantiales ó arroyos  que  corren  por  sus 
cáuces  naturales  (art.  33). 

Antes  de  la  ley  citada  no  hallamos 
las  aguas  públicas  definidas  en  ninguna 
otra;  pero  se  han  reputado  por  tales  to- 
das las  que  corren  perennemente,  ó sean 
las  de  los  ríos  y demás  corrientes  natu- 
rales t según  lo  que  se  deduce  de  la  ley 
18,  tit.  31,  Partida  3.a,  y de  las  Reales 
órdenes  de  5 de  abril  de  1834,  14  de 
marzo  de  1846,  21  de  agosto  de  1849, 
5 y 14  de  abril  y 4 de  diciembre  de 
1859,  y R.  D.  de  29  de  abril  de  1860, 
que  son  las  fundamentales  en  la  mate- 
ria. Según  estas  disposiciones  nadie  po- 
día distraer  en  su  origen  ni  en  su  cur- 
so las  aguas  de  los  rios,  siendo  necesa- 
rio para  llevar  á cabo  cualquiera  em- 
presa de  interés  público  ó privado,  ó 
sea  para  toda  clase  de  aprovechamientos 
del  sus  aguas,  obtener  la  autorización 
de  Gobierno,  previo  expediente  instrui- 
do con  sujeción  á las  reglas  establecidas 
por  las  citadas  disposiciones. 

El  aprovechamiento  de  las  aguas  pú- 
blicas se  hace  bien  comunalmente,  ó 
bien  en  particular  por  virtud  de  conce- 
sión ó autorización  especial. 

Aprovechamientos  romanes  de  aguas  públicas. 

Trata  de  los  aprovechamientos  comu- 
nes el  tit.  5.°  de  la  ley  y quiere  que  to- 
dos puedan  pescar  en  cáuces  públicos 
con  sujeción  á los  reglamentos  de  poli- 
cía, y que  mientras  las  aguas  corran  por 
sus  cáuces  naturales  y públicos  todos 
puedan  usar  de  ellas  para  beber,  lavar 
ropas,  vasijas  y cualesquiera  otra  clase 
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de  objetos,  bañarse  y abrevar  ó bañar 
caballerías  y ganados  con  sujeción  á los 
reglamentos  ó bandos  de  policía  muni- 
cipal, derecho  que  en  gran  parte  se  con- 
serva aun  en  los  canales,  acequias  ó 
acueductos  de  propiedad  temporal  de 
los  concesionarios.  (Art.  166  d 191.) 

Respecto  de  las  aguas  del  mar,  su  uso 
es  público  en  la  forma  que  determinan 
las  disposiciones  contenidas  en  el  título 
l.°  de  la  ley,  principalmente  los  artícu- 
los 12  al  29.  Todos  pues,  pueden  usar 
de  las  playas,  pasearse  en  ollas,  lavarse, 
bañarse  y bañar  ganados,  etc.,  salvas 
las  limitaciones  reglamentarias  por  ra- 
zón de  vigilancia , utilidad  ó decencia. 
(Arts.  22  ó 29  ley). — V.  Mar.  Nave- 
gación. Pesca. 

Aprovechamientos  coa  autorización. 

De  las  concesiones  de  aprovechamien- 
tos especiales  de  las  aguas  públicas,  tra- 
ta el  tít.  6.°  de  la  ley,  y exige  autoriza- 
ción especial,  siempre  que  se  trata  de 
destinarlas  á empresas  de  interés  públi- 
co, privado,  en  la  forma  y con  los  re- 
quisitos que  allí  se  determinan.  Respec- 
to á las  concesiones  de  aguas  del  mar  y 
de  sus  playas  rigen  los  arts.  18  al  28. 

Gomo  puede  haber  intereses  encon- 
trados en  la  concesión,  establece  la  ley 
(art.  207)  que  se  observe  en  su  caso  es- 
te orden  de  preferencia:  l.°  abasteci- 
miento de  poblaciones:  2.°  abastecimien- 
to de  ferro-carriles:  3.°  riegos:  4.°  ca- 
nales de  navegación:  5.°  molinos  y otras 
fábricas,  barcas  de  paso  y puentes  flo- 
tantes; y 6,°  estanques  para  viveros  ó 
criaderos  de  peces. 

En  el  mismo  artículo  se  determina  la 
preferencia  que  dentro  de  cada  clase  de- 
be darse  á las  empresas  de  mayor  impor- 
tancia, y en  su  caso  á la  solicitada  con 
anterioridad. 

Según  la  naturaleza  de  las  otras  y de 
los  aprovechamientos,  así  la  concesión  ó 
autorización  se  dá  unas  veces,  por  los 
Alcaldes1,  otras  por  los  Ayuntamientos, ¡ 
otras  por  las  comunidades  de  .regantes, 
otras  por  los  Gobernadores,  otras  por  el 
Gobierno  y otras  en  fin  exigen  una  ley 
especial. 


No  nos  detendremos  á exponer  uno 
por  uno  todos  I03  casos  en  que  se  exi»e 
la  autorización  ó permiso  de  las  respec- 
tivas autoridades,  etc.,  limitándonos  á 
recomendar  que  se  consulten  principal- 
mente respecto  de  los  Alcaldes  los  artí- 
culos 19,  37,  89  y 259  de  la  ley;  respecto 
de  los  Ayuntamientos  los  arts.  32  y 47- 
respecto  de  los  Gobernadores  los  artícu- 
los 19,  20,  24,  29,  51,  52,  90,  92,  93 
172,  196,  199,  216,  220,  230,  231,  233’ 
260,  264,  266  y ‘271;  y respecto  del  Go- 
bierno los  arts.  22,  26,  27,  62,  90,  105, 
231,  234  y 261.  Exige  una  ley  especial 
la  autorización  para  canalizar  algún  rio, 
ó para  construir  algún  canal  de  navega- 
ción, art.  253.  Se  requiere  el  permiso 
de  las  comunidades  de  regantes  para 
utilizar  las  aguas  que  discurren  por  sus 
acequias  en  el  movimiento  de  mecanis- 
mos fijos  (art.  267). 

Una  disposición  importante  se  contie- 
ne en  el  art.  240  de  la  ley  que  por  ser 
de  aplicación  general  á todos  los  expe- 
dientes, nos  parece  debiera  estar  colo- 
cada entre  las  generales  con  que  empie- 
za el  capitulo  XIII  ; es  el  señalamiento 
de  seis  meses  para  que  los  Gobernado- 
res despachen  y resuelvan  los  proyectos 
que  se  les  presenten,  entendiéndose  que 
si  pasa  dicho  término  se  consideran 
aprobados  ó concedida  la  petición.  Cuan- 
do la  decisión  corresponda  al  Gobierno, 
dispone  dicho  artículo,  que  nunca  se 
dejará  trascurrir  el  tiempo  de  seis  me- 
ses sin  que  recaiga  alguna  disposición, 
ó de  trámite  ó definitiva,  que  se  comu- 
nicará precisamente  al  interesado.  Aun 
así,  es  harto  complicada  nuestra  Admi- 
nistración para  que  deje  de  invertirse 
mucho  tiempo  en  la  tramitación  de  los 
proyectos,  lo  cual  tanto  desalienta,  tanto 
mata  el  estímulo  de  las  empresas  útiles, 
costosas  ó difíciles. 

* La  autorización  se  concede  con  las 
condiciones  administrativas  y facultati- 
vas que  se  consideran  convenientes,  (1) 


(1)  Véase  en  el  «párrafo  8.°  Jurispruden- 
cia» el  núm.  XXVI,  y también  deben  consul- 
tarse, sobre  derechos  de  los  concesionarios  los 

núms.  VIII,  IX,  X,  XVIII,  XXVI,  XXVII, 
XXXVI  y XXXVII  del  mismo  § 8.° 
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pero  sin  cánon  de  ningún  género,  ni 
aun  en  la  Corona  de  Aragón,  según  se 
previene  en  las  Rs.  Ords.  de  23  de  ma- 
yo de  1848  y 18  de  octubre  de  1849. 

Vamos  á ver  en  el  párrafo  inmediato 
qué  cons'deracion  tiene  ante  la  ley  el 
concesionario  de  aguas  públicas. 

§ 3.°  Aguas  industriales. 

Damos  la  denominación  de  industria- 
les á las  mismas  aguas  públicas,  cuando 
en  virtud  de  autorización  están  destina- 
das á empresas  agrícolas  ó industriales, 
bien  sin  distraerlas  de  su  curso,  ó bien 
dándolas  otra  dirección.  En  este  caso  se. 
encuentran  los  saltos  de  agua  utilizados: 
para  artefactos,  las  que  se  emplean  en  el 
riego  y las  que  se  encauzan  para  cual- 
quiera de  dichos  objetos  ó para  la  nave- 
gación etc.  Estas  aguas  por  la  autoriza- 
ción tácita  de  nuestra  antigua  jurispru- 
dencia fundada  en  la  ley  18,  lít.  32  Par- 
tida 3.a,  ó por  la  expresa  que  se  exige 
desde  ia  R.  0.  de  14  de  marzo  de  1846, 
son,  digámoslo  así,  de  una  naturaleza 
especial.  No  son  ya  públicas,  porque  en 
virtud  de  la  autorización  las  ha  apropia- 
do ó un  particular  ó una  compañía  para 
los  usos  que  determine  la  autorización. 
Y no  entran  tampoco  en  la  clase  de  aguas 
privadas  ó de  propiedad  particular  por- 
que están  sujetas  á condiciones  distin- 
tas. El  Estado,  que  ejerce  sobre  las 
aguas  de  los  rios  el  dominio  mayor,  no 
se  desentiende  de  él  por  completo:  con- 
cede la  autorización  de  su  uso  ó apli- 
cación bajo  ciertas  condiciones,  expresas 
unas  y legales  otras,  que  deben  cumplir- 
se; y si  no  se  cumplen  caduca  la  conce- 
sión. Esto  nos  lo  dijo  perfectamente  la 
R.  0.  de  2 1 de  agosto  de  1849,  y lo  es- 
tablece también  la  nueva  ley  modifican- 
do en  parte  lo  dispuesto  en  aquella,  y 
declarando  que  procede  la  caducidad  de 
la  concesión  (art.  203)  cuando  las  obras 
no  se  terminan  en  e!  plazo  fijado,  y 
cuando  después  de  terminadas,  se  deja 
de  hacer  uso  del  3gua  por  espacio  de  un 
año  y un  dia  continuos,  en  el  objeto 
para  que  fué  concedida.  (Art.  192  á 210.) 

También  en  cuanto  á la  expropiación 
de  las  aguas  industriales  contiene  la  ley 


algunas  disposiciones  de  aplicación  es- 
pecial á las  mismas,  en  los  artsé  208, 
209,  213  á 215,  224  y otros;  y lo  mismo 
respecto  de  su  aprovechamiento  para 
usos  domésticos,  fabriles  ele.,  como  la- 
var, coger  agua  á mano  etc.,  de  qué  ha- 
blan los  arts.  167  y 168. 

§ 4.°  Aguas  de  uso  ó aprovechamiento 

COMUNAL  DE  LOS  PUEBLOS.  CARÁCTER  DE 

LAS  PROVIDENCIAS  DE  LOS  ALCALDES  ETC. 

Entre  las  mas  importantes  atribucio- 
nes de  los  Ayuntamientos  señala  el  ar- 
tículo 80  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845, 
el  arreglar  por  medio  de  acuerdos  con- 
formándose con  las  leyes  y reglamen- 
tos. . . 2.°  el  disfrute  de  las.  . . aguas 
y demás  aprovechamientos  comunes  en 
donde  no  haya  un  régimen  especial,  au- 
torizado competentemente.  Es  decir:  en 
donde  no  haya  régimen  establecido  los 
Ayuntamientos  pueden  establecer  sin 
mas  limitaciones  que  las  del  referido  ar- 
ticulo; y en  donde  le  haya  pueden  va- 
riarle por  lo  dispuesto  en  el  art.  81  for- 
mando la  correspondiente  ordenanza  ó 
reglamento,  con  audiencia  de  los  que 
por  la  novedad  puedan  sentir  algún  per- 
juicio, y sin  afectar  á ios  derechos  pri- 
vados; obteniendo  de  todos  modos  la 
aprobación  superior.  Esto  es  lo  que  dis- 
pone la  ley  sobre  atribuciones  de  los 
Ayuntamientos  en  materia  de  aguas  de 
uso  ó aprovechamiento  común.  ¿Cuáles 
son  estas  aguas?  Nosotros  creemos  que 
lo  son  todas,  en  general,  las  que  están 
destinadas  al  uso  ó aprovechamiento  co- 
mún, ya  sean  las  de  los  rios  ya  se  deri- 
ven de  ellos  por  medio  de  cáuces  artifi- 
ciales, ya  de  manantiales,  ya  de  sobran- 
tes de  las  fuentes  públicas  etc.  etc.;  y en 
otro  sentido,  ya  la  propiedad  comunal 
se  funde  en  autorización,  ya  en  título 
especial,  ya  en  la  ley,  ya  en  la  costum- 
bre que  constituye  derecho. 

Pero  téngase  siempre  muy  presente 
que  la  facultad  concedida  á los  Ayunta- 
mientos por  el  art.  80,  párrafo  2.°  de 
la  ley  municipal,  de  arreglar  por  medio 
de  acuerdos  el  disfrute  de  los  .aprove- 
chamientos comunes,  se  contrae  única- 
mente al  modo  de  usar  de  ellos,  tenien^ 
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do  no  obstante  los  Alcaldes  atribuciones 
para  reparar  por  si  ó con  sus  providen- 
cias las  perturbaciones  del  derecho  co- 
munal de  aguas  cuando  aquellas  sean 
recientes,  del*  mismo  modo  que  si  se 
tratase  de  intrusiones  en  terrenos  de 
propios  ó comunales  (1). 

Las  cuestiones  á que  den  lugar  las 
providencias  que  dicten  los  Alcaldes  y 
Ayuntamientos  ó autoridades  adminis- 
trativas contrarias  al  libre  goce  de  las 
aguas  de  propiedad  particular  son  por 
regla  general  de  la  competencia  de  los 
tribunales,  porque  la  ley  no  señala  ni 
podía  señalar  entre  lasatribuciones  de  la 
Administración  pública  ni  municipal  la 
de  disponer  de  las  aguas  privadas,  sino 
únicamente  la  de  arreglar  el  uso  y apro- 
vechamiento de  las  públicas  ó comunales 
y procurar  la  observancia  de  las  leyes 
sobre  su  policía  y sobre  conservación  de 
las  obras  para  riegos,  artefactos,  etc. 

Sin  embargo,  esta  regla  general  está 
sujeta  á ciertas  escepciones  en  determi- 
nados casos  y circunstancias  graves,  y 
no  precisamente  por  tratarse  de  aguas 
sino  cualquiera  que  sea  la  cosa  ú objeto 
que  pueda  justificar  la  medida  á que 
den  lugar.  Por  ejemplo:  un  Alealde  en 
momentos  dados  podrá  obligar  á un  al- 
macenista á que  abra  sus  graneros,  co- 
mo podrá  mandar  que  se  agreguen  á las 
aguas  públicas  las  que  sean  de  propie- 
dad particular.  Si  esta  medida  se  reco- 
mienda por  razón  de  orden  público,  si 
las  circunstancias  eran  tan  críticas  que 
la  exigian,  si  su  adopción  era  inevitable, 
en  estos  casos  claro  es  que  los  actos  de 
la  autoridad  son  administrativos  y no  de 
dominio,  y consiguientemente  las  recla- 
maciones á que  den  lugar  de  la  compe- 
tencia del  superior  gerárquico,  á quien 
toca  averiguar  si  fue  ó no  razonable  tan 
grave  medida,  ó si  en  la  forma  se  guar- 
daron las  consideraciones-  debidas  al 
propietario,  ó si  en  la  indemnización  que 
es  debida  ó en  la  manera  ó tiempo  de 
hacerla  se  faltó  ó no  á lo  prevenido  por 
las  leyes.  Pero  pasan  los  momentos  erí- 


(1)  \éase  el  § 8.°  «Jurisprudencia»  prin- 
Píenle  los  núms,  I,  VI,  XIV,  XV,  XIX, 
XÍV,  XXXII,  XXXIII,  XXXIV  y XLIII 
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ticos,  la  medida  no  puede  ya  continuar 
ó para  continuar  será  necesario  instruir 
expediente  de  expropiación  por  causa  de 
utilidad  pública.  Esta  doctrina  tiene 
también  su  apoyo  en  una  decisión  del 
Consejo  Real  de  23  de  febrero  de  1848, 
y está  en  armonía  con  lo  que  se  dispone 
en  la  R.  0.  de  l.°  diciembre  de  1849, 
sobre  las  facultades  de  la  Aministracion 
en  lo  relativo  á procurar  que  con  la 
apertura  de  pozos  no  se  perjudique  el 
surtido  en  las  fuentes  públicas. 

§ 5,°  Aguas  de-propiedad  particular. 

Son  aguas  privadas  ó de  propiedad 
particular  las  que  discurren  por  cauces 
de  igual  naturaleza  (V.  Cauces),  las  plu- 
viales que  nacen  ó se  recogen  en  los  pré- 
dios  de  particulares  , las  que  nacen  en 
en  ellos  coulínua  ó discontinuamente,  ó 
las  subterráneas  que  se  obtienen  en  los 
mismos  por  medio  de  pozos  ordinarios, 
y aun  artesianos,  no  distrayendo  aguas 
publicasen  su  corriente  natural. 

Se  llaman  así,  porque  pertenecen  á 
alguno  en  propiedad  ni  mas  ni  menos 
que  una  finca,  ó cualquiera  otra  cosa. 
Todo  lo  dispuesto  en  la  ley  de  aguas  es 
sin  perjuicio  de  las  de  dominio  priva- 
do, como  así  lo  dice  el  art.  299,  pudien- 
do  los  propietarios  aprovecharlas,  ven- 
derlas ó permutarlas  como  de  propiedad 
particular  (1). 

El  Estado,  las  provincias,  los  pue- 
blos, etc.  pueden  ser  propietarios  de 
aguas.  Pero  hay  que  hacer  distinción  en- 
tre el  dominio  público  y el  dominio  pri- 
vado; y la  hace  expresamente  la  ley,  se- 
gún puede  verse  en  el  art.  l.°  compara- 
do con  el  3.°;  en  et  4.°  comparado  con 
el  6.°;  en  el  33  comparado  con  el  38  etc. 


(1)  A las  aguas  de  propiedad  particular  es 
aplicable  de  lleno  el  principio  inconcuso  de 
nuestro  derecho  constitucional  y común  de 
que  nadie  puede  ser  en  ningún  caso  privado 
do  su  propiedad  sino  por  causa  justificada  de 
utilidad  pública,  con  las  formalidades  preve- 
nidas por  la  ley  y prévia  la  correspondiente 
indemnización,  ni  mas  ni  menos  que  si  se  tra- 
tase de  una  finca  <5  de  cualquiera  otra  c.  sa  que 
pertenezca  á la  propiedad  privada.— V,  Aguas 
industriales  en  el  § 3.°  y en  el  «§  8-°  Juris- 
prudencia» principalmente  los  números  V,aa, 
XXII,XXII1,  XXIV,  XXX,  XL1  y XLII. 
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La  ley,  nada  deja  que  desear  sobre  este 
punto. 

Indicaremos  las  mas  fundamentales 
disposiciones  de  la  ley  sobre  aguas  pri- 
vadas. 

Aguas  de  manantial. 

Pertenecen  las  aguas  de  manantiales  á 
los  dueños  de  los  predios  en  que  nacen, 
continua  ó discontinuamente,  pudiendo 
usarlas  y aprovecharlas  mientras  discur- 
ren por  los  mismos  predios,  sin  que  los 
dueños  délos  inferiores  ó de  los  colin- 
dantes puedan  alegar  derecho  alguno  que 
obste  al  exclusivo  aprovechamiento  del 
dueño  del  predio  en  que  nacen  aunque 
hayan  hecho  obras,  á no  ser  que  le  ten- 
gan adquirido  en  todo  ó en  alguna  parte 
por  el  uso  no  interrumpido  durante  20 
años.  ( Artículos  34  y 38  ley). 

Pero  entiéndase  que  si  e!  dueño  del 
prédio  donde  naturalmente  nacen  unas 
aguas  dejase  trascurrir  20  años  después 
de  la  promulgación  de  la  presente  ley,' 
sin  aprovecharlas,  consumiéndolas  tota!  ó ■ 
parcialmente  de  cualquier  modo,  perde- 
rá todo  derecho  á interrumpir  ios  usos 
y aprovechamientos  inferiores  de  las  mis- 
mas aguas  que  por  espacio  de  un  año  y 
un  dia  consecutivo  se  hubiesen  ejercita- 
do; adquiriendo  entonces  los  prédios  in- 
feriormente  situados,  y los  lateralmente 
en  su  caso,  por  el  orden  de  su  colocación, 
la  opcion  á aprovechar  aquellas  aguas  y 
consolidar  por  el  uso  no  interrumpido 
su  derecho.  En  los  prédios  inferiores  ó 
laterales  el  que  se  anticipare  ó hubiese 
anticipado  por  un  año  y un  dia  en  el 
aprovechamiento  no  puede  ser  ya  priva- 
do de  él  por  otro,  aun  cuando  este  estu- 
viese situado  mas  arriba  en  el  discurso 
del  agua.  (Art,  41.) 

Aunque  por  el  no  uso  ó aprovecha- 
miento de  las  aguas,  pierda  su  derecho  el 
dueño  del  prédio  en  que  nacen,  conser- 
vará siempre  el  derecho  á emplear  las 
aguas  dentro  del  mismo  prédio  como 
fuerza  motriz  ó eu  otros  usos  que  no 
produzcan  merma  apreeiable  en  su  cau- 
dal. (Art.  42.) 

El  dueño  del  prédio  inferior  tiene  en 
todo  caso  derecho  á que  las  aguas  so- 
brantes ó no  aprovechólas  por  el  dueño 
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del  prédio  donde  nacen  salgan  siempre 
por  el  mismo  punto  de  su  cauce  natu- 
ral y acostumbrado  para  que  no  sea  per- 
judicado en  su  aprovechamiento.  (Ar- 
tículos 35  y siguientes.) 

Aguas  muertas  ó estancadas. 

Se  llaman  aguas  muertas  ó estancadas 
las  de  los  lagos,  lagunas  y charcas,  cuyo 
dominio  pertenecen  al  dueño  del  terre- 
no que  ocupan  (Art.  44  ley).  Los  artícu- 
los 100  al  110,  hablan  de  la  desecación 
de  lagunas  y terrenos  pantanosos,  según 
la  respectiva  pertenencia,  su  insalubri- 
dad, etc.,  y de  los  derechos  que  con  ella 
se  adquieren.— Y.  Alveo.  Lagunas. 

Aguas  pluviales. 

Pertenecen  al  dueño  de  un  prédio  las 
aguas  pluviales  que  caen  ó se  recogen  en 
el  mismo,  mientras  discurran  por  él  (1). 
Podrá  en  consecuencia  construir  dentro 
de  su  propiedad  cisternas,  algibes,  es- 
tanques ó pantanos  donde  conservarlas, 
siempre  que  con  ello  no  cause  perjuicio 
al  público  ni  á tercero.  (Art.  30  ley  ci- 
tada) Los  arts.  31  y 32,  hablan  de  las 
aguas  pluviales  que  discurren  por  tor- 
rentes ó ramblas  cuyos  cauces  sean  de 
dominio  público,  y de  la  autorización  que 
se  requiere  para  construir  en  terrenos 
públicos  cisternas  ó algibes  donde  se  re- 
cojan dichas  aguas. — V.  Alveo.  Cauce. 

Aguas  subterráneas. 

Pertenecen  al  dueño  de  un  prédio,  en 
plena  propiedad,  las  aguas  subterráneas 
que  en  él  hubiere  obtenido  por  medio 
de  pozos  ordinarios,  cualquiera  que  sea 
el  aparato  empleado  para  extraerlas  (2). 


(1)  Véanse  en  el  «§  8.°  Juhísprudencta»  los 
números  11  y 12. 

(2)  El  Real  Patrimonio  tenia  en  Cataluña  y 
otros  puntos  la  facultad  privativa  (le  dispo* 
ner  de  las  aguas  subterráneas,  pudiendo  con- 
ceder á entiteusis  el  derecho  de  buscarlas, 
conducirlas  y aprovecharlas  en  riegos,  bajo  el 
cánou,  condiciones  y pactos  que  por  mutuo 
acuerdo  se  fijaban:  pero  aquella  facultad  dejó 
de  existir  desde  el  R D.  de  19  de  noviembre 
de  183o  (V.  Artes  y oficios),  por  el  cual  se 
concedió  permiso  i todos  los  habitantes  de  Ca- 
taluña, Valencia  y Mallorca,  para  abrir  catas 
y hacer  zanjas  para  buscar  aguas  subterráneas 
y utilizarse  de  las  propias  y abrir  pozos  y 
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Todo  propietario  puede  abrir  libre- 
mente pozos  y establecer  artificios  para 
efevar  aguas  deDtro  de  sus  fincas,  aun-  I 
que  con  ello  resultasen  amenguadas  las 
aguas  de  sus  vecinos  (1).  Deberá  sin  em-  ¡ 
bargo  guardarse  la  distancia  de  dos  me- 
tros entre  pozo  y pozo  dentro  de  las  po- 
blaciones y de  lo  metros  en  el  campo, 
entre  la  nueva  excavación  y los  pozos, 
estanques,  fuentes  y acequias  permanen- 
tes de  los  vecinos.  ( Art . 45  y 46  ley). 

igual  derecho  asiste  al  dueño  de  cual- 
quier terreno  para  alumbrary  apropiar- 
se plenamente  por  medio  de  pozos  arte- 
sianos , y por  socavones  ó galerías , las 
aguas  que  existen  debajo  de  la  superficie 
de  su  linca,  con  tal  que  no  distraiga  ó 
aparte  aguas  públicas  de  su  corriente  na- 
tural, en  cuyo  caso,  podrá  ordenarse  la 
suspensión  de  las  labores  en  la  forma 
que  disponen  los  arts.  49,  50  y otros  de 
la  ley  citada. 

En  terrenos  de  propiedad  particular, 
solo  por  su  dueño  ó con  licencia  de  su 
dueño,  pueden  hacerse  calicatas  en  bus- 
ca de  aguas  subterráneas;  requirióndose 
la  autorización  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia para  hacerlas  en  terrenos  del  Esta- 
do ó de  algún  pueblo.  La  negativa  del 
dueño  puede  suplirse  por  el  mismo  Go- 
bernador tratándose  de  terrenos  incul- 
tos y de  secano,  con  arreglo  á los  artícu- 
los 51  y siguientes  de  dicha  ley. 

En  las  aguas  alumbradas  que  por  so- 
brantes corriesen  libremente  y fuesen 
aprovechadas  por  los  predios  inferiores, 
á virtud  de  obras  permanentes  6 bien 
por  división  continua  ó de  turno  y tan- 

ventanas,  todo  sin  otra  sujeción  que  á las  re- 
glas del  derecho  común. 

Dicho  permiso  sin  embargo,  no  pudo  inva- 
lidar los  derechos  adquiridos  por  los  enfiteu- 
tas  durante  la  época  anterior,  debiendo  res- 
petarse todo  lo  que  en  esta  línea  existiere  al 
tiempo  de  la  publicación  de  dicho  decreto, 
siempre  que  hubiera  llegado  á existir  en  vir- 
tud de  títulos  legítimos  que  lo  son  únicamente 
por  la  especialidad  de  la  malcría,  la  concesión 
hecha  por  el  Real  Patrimonio,  o la  posesión  de 
treinta  años  que  es  la  exigida  por  la  legislación 
especial  del  pais  para  ganar  servidumbre  por 
medio  de  la  prescripción.  ( Sent . del  T.  S.  de 
30  de  enero  de  1865.)  ■ 

' (i)  Véase  en  el  «§  8.°  Jurisprudencia»  el 
número  19. 


deo,  por  tiempo  de  veinte  años,  á cien' 
cia  y paciencia  del  alumbrador  dueño  de 
ellos,  podrán  los  tales  predios  inferiores 
continuar  aprovechándolas  indefinida- 
mente. Este  derecho  pueden  perderle  re- 
lativamente á los  predios  mas  bajos  y le- 
janos, que  por  espacio  de  un  año  y un 
dia  hubiesen  consecutivamente  aprove- 
chado aquellas  aguas.  (Art.  64  y 05  ley). 

§ 6.°  Servidumbres . 

De  las  servidumbres  en  materia  de 
aguas  trata  estensamente  la  ley  en  el  ti- 
tulo IV  (arts.  111  á 165),  según  hemos 
dicho  en  el  párr.  1 ,°  Hablaremos  de  ellas 
en  particular  eu  el  artículo  Servidumbres 

DE  AGUAS. 

§ 7.°  Cuestiones  sobreaguas. 

Las  cuestiones  sobre  aguas  pueden  te- 
ner lugar,  principalmente,  6 con  motivo 
de  las  concesiones  de  las  de  los  rios  y del 
uso  que  se  hace  de  estas  concesiones,  ó 
por  causa  de  las  providencias  adminis- 
trativas de  los  Gobernadores  de  provin- 
cia y de  ios  Alcaldes  sus  delegados,  co- 
mo encargados  que  están  de  la  observan- 
cia-de sus  ordenanzas  y reglamentos  y de 
la  policía  de  orden,  ó con  motivo  de  la 
distribución  de  las  comunales  que  hacen 
los  Ayuntamientos  de  que  hemos  ya  ha- 
blado en  el  pár.  4.° 

Cuestiones  que  nacen  de  las  coucesioues. 

La  regla  general  es  que  el  conocimien- 
to de  las  cuestiones  á que  dan  lugar  las 
concesiones  de  aprovechamientos  de 
aguas  ó las  obras  en  su  virtud  hechas  en 
los  rios  etc.  es  de  la  competencia  de  los 
tribunales  civiles^  pero  solamente  cuan- 
do el  perjuicio  que  producen  es  a\  inte- 
rés particular  ó puramente  privado  (1). 
Cuando  es  al  interés  ó derecho  colectivo 
. al-  que  se  cause  el  perjuicio,  el  conoci- 
miento es  propio  de  la  Administración . 
Y es  la  razón  de  esta  diferencia,  porque 
la  Administración  encargada  exclusiva- 
mente de  proteger  los  intereses  comunes 
y colectivos  de  la  agricultura  y de  la  in- 
dustria y de  conciliarios  cuando  se  pre- 
sentan encontrados,  no  podria  desempe- 
ñar tan  importante  cargo  si  no  tuviera  la 

(i)  Véase  el  número  9 del  § 8.° 
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facultad  de  examinar  y decidir  si  las 
obras  causaron  ó no  perjuicio  al  interés 
ó derecho  colectivo;  y porque,  en  sentido 
inverso,  cuando  es  puramente  privado  el 
interés  que  ofrecen  estos  negocios,  no 
puede  exigirse  á su  favor  la  protección 
administrativa,  reservada  para  los  indi- 
cados intereses  colectivos,  debiendo  por 
lo  mismo  conocer  en  ellos  los  tribunales 
civiles,  los  cuales  admitiendo  los  inter- 
dictos que  se  propongan  ó fallando  los 
pleitos  que  se  promuevan  no  deciden  so- 
bre las  concesiones,  ni  las  modifican 
tampoco,  sino  solo  sobre  las  condiciones 
con  que  fueron  otorgadas  y que  es  pre- 
ciso se  cumplan.  Por  eso  se  entiende  que 
todas  las  concesiones  de  aprovechamien- 
to de  aguas  envuelven  por  su  propia  na- 
turaleza la  cláusula  de  sin  perjuicio  de 
tercero , y la  verdad  es  que  soio  con  ella, 
implícita  ó explícitamente  impuesta,  pué- 
dela Administración  otorgar  permisos  de 
esta  clase  según  lo  establece  el  art.  195 
de  la  ley. 

A estos  principios  obedece  la  misma 
ley  en  sus  arts.  295  al  298,  en  los  cuales 
se  deslindan  los  asuntos  que  en  mate- 
ria de  aguas  corresponden  al  conocimien- 
to de  los  tribunales  de  justicia,  y los 
que  son  propios  de  los  contencioso-admi- 
nistrativos. 

Cuestiones  á que  dan  íugar  las  providencias  sobre 
policía  de  aguas. 

Las  providencias  dictadas  por  la  Ad- 
ministración activa  en  materia  de  aguas, 
son  reclamables,  ó por  la  via  gubernati- 
va al  superior  gerárquico,  ó por  la  via 
contenciosa,  siempre  que  proceda,  den- 
tro del  plazo  que  las  leyes  señalen,  ó de 
tres  meses  en  su  defecto  contados  desde 
la  notificación.  Los  tribunales  no  admi- 
tirán interdictos  contra  dichas  providen- 
cias si  están  dictadas  dentro  del  círculo 
de  las  atribuciones  de  la  Administra- 
ción. (Arts.  277  y 278.) 

§ 8.°  Jurisprudencia. 

Por  mas  que  no  podamos  todavía  pre- 
sentar casos  de  jurisprudencia  fundados 
en  la  ley  de  aguas,  no  por  eso  dejan  de 
tener  interés  y aplicación  ios  basados 
en  las  disposiciones  anteriores  , de  que 


enumeraremos  algunos  , exponiendo  en 
resúmen  la  doctrina  que  contienen.  Hé 
aquí  la  t 

Doctrina  establecida  en  los  fallos  que  sfl  citen  del 

Consejo  Real  y de  Estado,  y del  Tribunal  Supremo 

de  JusLicia. 

I.  El  Ayuntamiento  de  Alicante  acordó 
tapiarlos  agujeros  por  donde  penetraba  el 
agua  de  un  manantial  en  varios  terrenos  d 
huertos.  Los  interesados  propusieron  ínter - 
dicto  ante  el  juez,  y promovida  competencia 
por  el  jefe  político  se  decidid  á favor  de  este, 
con  vista  del  art.  80  , párrafo  2.ü  de  la  ley 
municipal,  del  art.  8 o,  párrafo  2.°  ley  de 
Consejos  provinciales  y de  la  R.  O.  de  1839, 
por  tratarse  de  un  acuerdo  administrativo; 
porque  estos  no  pueden  dejarse  sin  efecto  por 
medio  del  interdicto;  y por  que  si  en  la  esfe; 
ra  contenciosa  correspondia  el  conocimiento 
al  Consejo  provincial,  en  la  gubernativa  es 
forzoso  confonne  á la  ley  que  pertenezca  al 
jefe  político.  (Decís,  de  22  octubre  de  1840.) 

II.  Promovióse  competencia  entre  el  jefe 
político  de  Granada  y el  juez  de  Orgiva,  so- 
bre si  tenia  ó no  el  dueño  de  un  terreno  don- 
de nacía  una  fuente  derecho  preferente  al 
aprovechamiento  de  sus  aguas,  contra  la  pro- 
videncia de  un  Ayuntamiento  que  le  igualó  á 
los  demás  regantes:  y se  declaró  por  iguales 
consideraciones  que  correspondia  el  cono- 
cimiento á la  Administración.  (Decís,  de  15 
setiembre  de  1847.) 

III.  Las  leyes  anteriores  á 1845  no  con- 
cedían derecho  para  alterar  el  curso  de  las 
aguas  ni  para  aprovecharlas  , aun  habiendo 
hecho  obras  en  el  álveo  de  un  rio  si  no  se  ha- 
bia  obtenido  préviamente  el  permiso  de  la 
Administración.  (Sent.  del  T.  S.  de  28  mar - 
zo  de  1852.) 

IV.  Conforme  álas  Rs.  Ords.  de  20  de  no- 
viembre de  183b  y 2 de  julio  de  1839,  la  au- 
toridad administrativa  es  la  encargada  de  cui- 
dar de  que  se  observen  los  reglamentos,  or- 
denanzas y disposiciones  superiores,  relati- 
vas á la  conservación  de  las  obras,  policía  y 
distribución  de  aguas  para  riegos;  y es  im- 
procedente por  lo  tanto  el  interdicto  cuando 
por  su  medio  se  viene  á contrarestar  mas  ó 
menos  directamente  la  monda  de  un  cauce 
acordado  por  la  municipalidad  con  sujeción 
á las  ordenanzas.  (R..D.  de  22  enero  de  1862 
decidiendo  á favor  de  la  Adm.  la  compe - 
tencia  entre  el  Gobernador  de  Valencia  y el 
Juez  del  distrito  del  Mercado  de  la  misma 
ciudad  ) 

V.  Las  facultades  que  las  Rs.  Ords.  de  22 
de  noviembre  de  1836  y 20  de  julio  de  1839, 
el  art.  9.°  de  la  ley  de  2 de  abril  de  1845, 
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ellO  y 11  del  R.  D.  de  29  de  abril  de  1860, 
v el  11  y 12  del  reglamento  para  el  sindica- 
to de  riegos  de  las  vegas  de  Almería  aproba- 
do por  R.  O.  de  19  de  diciembre  de  1851, 
dan  á la  Administración  para  la  distribución 
de  aguas  públicas  con  arreglo  á las  ordenan 
zas  que  existan,  no  alcanzan  al  conocimiento 
de  las  demandas  ordinarias  de  declaración  de 
derechos  de  propiedad,  que  corresponden, 
conforme  á las  mismas  disposiciones , á los 
tribunales  de  justicia.  (Tí.  D.  de  12  febrero 
de  1862.  decidiendo  á favor  de  la  autoridad 
judicial  la  competencia  entre  el  Gobernador 
de  Málaga  y el  Juez  de  Velez  Málaga.) 

VI.  Hallándose  los  Ayuntamientos  en- 
cargados de  la  distribución  de  las  aguas  de 
común  aprovechamiento,  los  abusos  que  en 
esta  materia  puedan  cometer  no  son  de  lá 
competencia  de  los  tribunales  ordinarios, 
aun  en  el  caso  de  que  envuelvan  la  infrac- 
ción de  alguna  disposición  legal.  (Sentencia 
del  T.  S.  de  18  marzo  de  1 B 6 2 j . 

VIL  Con  vista  de  las  Rs-  Ords.  de  22  de 
noviembre  de  1856,  20  de  julio  de  1839,  14 
de  marzo  de  1846,  y su  aclaratoria  de  21 
de  agosto  de  1849,  5 de  abril  de  1889,  28 
de  febrero  de  1861  y R.  D.  de  29  de  abril  ! 
de  186$  (art.  23)  relativamente  á obras  en  1 
los  rios  y cuestiones  sobre  aprovechamiento  ; 
de  aguas;  y de  los  arts,  96,  párrafo  8.°  y 
178  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855 
relativamente  á incidencias  de  ventas  de  bie- 
nes nacionales,  se  decide  á favor  de  la  Ad- 
ministración la  competencia  suscitada  entre 
el  Gobernador  de  Tarragona  y la  Sala  se- 
gunda de  ia  Audiencia  de  Barcelona,  á con- 
secuencia de  dos  interdictos  sobre  conserva- 
ción ó destrucción  de  una  empalizada  ó pre- 
sa en  un  rio  para  aumentar  las  aguas  de  un 
molino  enajenado  por  el  Estado,  con  perjui-. 
ció  de  los  regantes.  Se  funda  esta  decisión 
del  Consejo  de  Estado:  l.°  en  que  el  asunto 
es  administrativo,  porque  no  se  trata  de 
cuestión  alguna  de  los  regantes  entré  sí,  (en 
cuyo  caso,  y según  fueren  las  circunstancias, 
pudiera  ser  la  cuestión  de  carácter  privado) 
sino  de  mantener  el  estado  de  cosas  existen  - 
' te  en  materia  de  aprovechamiento  de  aguas; 
de  cumplimiento  en  su  caso  de  la  condición 
con  que  fueron  coucedidas  las  aguas  á los 
regantes;  de  deslinde  de  cáuces  y sus  terre- 
nos adyacentes,  y de  ejecución  ó de  ineje- 
cución de‘  obras  de  presa  ó de  parada  do 
aguas,  que  aun  habiendo  existido  de  antiguo 
no  pueden  reponerse  sin  autorización  admi- 
nistrativa. Y 2.”  en  que  es  igualmente  ad- 
ministrativo el  asunto  por  referirse  á recla- 
maciones ó incidencias  en  venías  de  bienes 


VIH.  Promovió  pleito  la  junta  direc- 
tiva del  canal  déla  izquierda  del  Llobregat 
y de  los  dueños  de  las  fábricas  y molinos 
establecidos  en  toda  su  prolongación,  pi- 
diendo que  se  dejase  sin  efecto  una  Real 
orden  de  12  de  mayo  de  1859,  que  les 
limitaba  la  toma  de  agua  necesaria  para 
el  curso  de  los  molinos  y fabricas,  como 
venían  verificándolo  en  virtud  de  auto- 
rización real  concedida  en  1817.  Lo  que 
rara  vez  acontece , el  Gobierno  no  se 
conformó  con  e]  proyecto  de  sentencia 
consultado  por  el  Consejo  de  Estado , y 
tanto  por  esto  como  por  la  importan- 
cia misma  de  las  declaraciones  que  se 
hacen,  ü de  la  doctrina  que  se  consig- 
na sobre  los  derechos  de  los  concesio- 
narios de  las  aguas  de  los  rios,  liaremos 
mérito  de  lo  testual  de  ambos  fallos. 

El  consultado  por  el  Consejo  de  Esta- 
do dice  así  en  su  parte  sustancial. 

«Considerando  en  cuanto  al  fondo  que,  si 
bien  está  en  las  facultades  de  la  Administra- 
ción resolver  las  cuestiones  de  actualidad 
relativas  al  uso  y aprovechamiento  de  las 
aguas,  no  así  hacer  declaraciones  sobre  la 
estension  ó la  inteligencia  de  los  derechos 
que  uacen  de  los  títulos  de  concesión,  alte- 
rando, como  ha  sucedido  eu  el  caso  actual, 
el  estado  de  larga  posesión  en  que  se  halla 
el  expresado  canal,  porque  semejantes  de- 
claraciones corresponden  privativamente  ¿i 
los  tribunales  de  Justicia  en  juicio  plenario 
de  posesión,  ó en  el  de  propiedad: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la 
sala  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Es- 
tado, 

Vengo  en  declarar,  que  mientras  la  Admi- 
nistración no  obtenga  en  los  tribunales  com- 
petentes la  correspondiente  ejecutoria  que  la 
autorice  para  disponer  del  agua  del  referido 
canal , sobrante  para  el  riego  , ó no  aplique 
en  su  caso  la  ley  de  expropiación  por  causa 
' de  utilidad  pública,  no  puede  llevarse  á efec- 
to lo  que,  resuelto  ahora  en  la  via  guberna- 
tiva, ha  motivado  el  presente  litigio;  >* 

Y el  definitivamente  dictado  por  el 
Gobierno,  con  arre.glo  al  art.  63  de  la 
ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado, 
está  concebido  en.  en  los  términos  si- 
guientes. 

i .«Visto  el  art.  15  del  R.  D.  de  29  de  abril 
de  1860,  en  que  se  dispone  que  la  Adminis- 
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tracion  practicará  un  escrupuloso  reconoció 
miento  de  todos  los  aprovechamientos  de 
aguas  públicas  qne  no  tuvieren  determinada' 
la  cantidad  de  agua  que  han  de  utilizar,  á 
lin  de  señalar  á cada  uno  la.que  le  corres- 
ponda según  sus  necesidades,  estableciendo 
á costa  de  los  interesados  los  módulos  con- 
venientes: 

Considerando  que  la  autorización  conce- 
dida por  mi  augusto  Padre  á los  propietarios 
terratenientes  en  la  izquierda  del  rio  Llobre- 
gat  para  tomar  las  aguas  de  dicho  rio,  y re- 
ducir á riego  una  extensión  de  terreno  , así 
como  la  facultad  que  posteriormente  se  les 
otorgo  para  utilizar  los  saltos  que  proporcio- 
nase el  canal,  no  son  sino  actos  de  la  Admi- 
nistración del  Estado,  cualquiera  que  fuere 
la  forma  en  que  esta  se  ejerciese , según  el 
sistema  de  gobierno  á la  sazón  vigente  : 

Considerando  que  la  Administración  al 
conceder  esta  clase  de  gracias  nunca  ha  po- 
dido entenderlas  á mas  que  á lo  que  fuese 
necesario  para  el  objeto  con  qne  las  conce- 
día ; y que  si  bien  está  en  el  deber  de  respe- 
tarlas no  puede  renunciar  al  derecho  que  la 
dá  el  R.  D.  de  2 i)  de  abril  de  1860  arriba 
citado,  examinando  el  uso  que  se  hace  de 
ellas , reglamentando  el  aprovechamiento  de 
las  aguas  y evitando  que  estas  se  malversen 
y desperdicien  con  grave  perjuicio  de  los  in- 
tereses públicos. 

Considerando  que  los  mismos  demandantes 
hau  reconocido  este  derecho  en  la  Adminis- 
tración, puesto  qne  aceptando  el  señalamien- 
to de  la  cantidad  de  agua  fijada  para  el  riego, 
pidieron  tan  solo  se  les  diese  además  la  nece- 
saria para  el  movimiento  de  las  fábricas  y 
molinos : 

Considerando  que  los  dueños  de  estos  tie- 
nen un  derecho  legílimo  al  disfrute  de  las 
aguas  que  real  y verdaderamente  necesiten 
para  el  curso  de  los  artefactos,  sin  que  pue- 
dan ser  despojados  de  él  sino  en  virtud  de 
expropiación  forzosa,  mediando  causa  reco- 
nocida de  utilidad  pública: 

De  acuerdo  con  mi  Consejo  de  Ministros, 
y no  conformándome  con  el  proyecto  de  sen- 
tencia consultado  por  la  sala  de  lo  Conten- 
cioso del  Consejo  de  Estado, 

Vengo  en  revocar  la  R.  O.  de  \ 2 de  majm 
de  ÍS59,  por  la  que  se  denegó  el  aumento  do 
doLacion  de  agua  del  canal  de  la  Infanta  so- 
licitado por  su  Junta  directiva  y los  dueños 
de  los  molinos  y fábricas  establecidos  en  el 
mismo : y ep  declarar  que  mientras  no  se  ve- 
rifique la  expropiación  de  estos  por  causa  de 
utilitad  pública,  la  Administración  debe  per- 
mitir que  el  expresado  canal , además  de  la 
cantidad  de  agua  fijada  de  antemano  para  el 
Tomo  I. ' 
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riego,  tome  del  rio  Llobregat  la  que  practi- 
cados los  reconocimientos  oportunos,  resulte 
ser  necesaria  para  el  movimiento  de  los  men- 
cionados molinos  y fábricas.  (Sentencia  de  17 
de  mayo  de  1862;  Gac.  del  30  de  mayo.) 

Según  se  vé,  así  el  fallo,  consultado 
por  el  Consejo,  como  el  definitivamente 
dictado  por  el  Gobierno,  están  confor- 
mes en  considerar  como  una  propiedad 
de  los  concesionarios  de  aguas,  el  dis- 
frute de  estas,  propiedad  de  que,  no  pue- 
den ser  despojados  sino  por  causa  reco- 
nocida de  utilidad  públiea , en  virtud 
■ de  expropiación  forzosa, 

IX.  Autorizado  Ignacio  Ventura  para 
aprovechar  las  aguas  de  un  rio  como  motor 
de  un  molino  harinero , sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  propiedad  de  cualquier  otro  in- 
teresado, empezó  á ejecutar  las  obras,  y 
promovido  interdicto  ante  el  juez  de  Albarra- 
cin , por  un  tercero , fundándose  en  que  el 
terreno  sobre  que  se  ejecutaban  le  pertenecía, 
se  suscitó  competencia  que  fue  decidida  á 
favor  de  la  autoridad  judicial , considerando: 

«Que  si  bien  las  atribuciones  que  las  Reales 
órdenes  de  22  de  noviembre  de  1836  y 20  de 
julio  de  1 839  confieren  á los  Gobernadores 
de  provincia  sobre  policía  y distribución  de 
aguas,  alcanzan  á la  ejecución  de  la  Real  or- 
den en  que  se  autorizó  á Ventura  para  apro- 
vechar las  aguas  del  rio  Guadalaviar  y á la 
subsiguiente  solución  de.  las  cuestiones  admi- 
nistrativas que  se  susciten- por  cualquier  in- 
terés colectivo  de  la  agricultura  y de  la  in- 
dustria , partícipe  en  el  aprovechamiento  del 
propio  rio,  no  les  cenceden  ni  pueden  conce- 
derles facultad  alguna  respecto  á dar  al  con- 
cesionario con  ocasión  del  aprovechamiento 
la  posesión  y el  disfrute  de  terrenos  de  otros 
dueños  particulares  sin  previo  consentimiento 
de  los  mismos,  materia  esencialmente  vedada 
en  caso  de  esta  especie  á la  Administración, 
así  en  la  línea  gubernativa  como  en  la  con- 
tenciosa. 

»Quc  es  por  lo  mismo  evidente  que  al  ad- 
mitir el  interdicto  el  juez  de  primera  instan- 
cia de  Albarracin  no  puede  decirse  que  tien- 
da á contrariar  ni  á la  Real  orden  de  conce- 
sión , ni  á ningún  otro  acto  administrativo 
legítimo.  (R.  X).  de  9 de  julio  de  1862.' — Ga- 
ceta del  21.) 

X.  Por  R,  O.  de  6 febrero  de  1863  se  au- 
torizo á D.  Juan  Utrera  al  tenor  délo  prescri- 
to en  la  R.  O de  14  marzo  de  1846  para  que 
aprovechase  las  aguas  del  rio  Alagon  como 
motor  de  un  molino  harinero,  sujetándose  á 
las  condiciones  establecidas,  y entre  ellas 
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q«e  «el  concesionario  no  podrá  hacer  uso  de 
esta  autorización,  mientras  no  acredite  en  el 
Gobierno  de  la  provincia  que  le  pertenece  el 
terreno  en  que  ha  construido  el  molino  ó ha- 
ber obtenido  el  consentimiento  del  dueño.» 

Esta  coDilicion  especial  «n  el  caso  á que  se 
refiere,  tuvo  sin  duda  alguna  por  objeto  evi- 
tar una  falsa  inteligencia  de  lo  que  es  y de  lo 
que  significa  la  Real  autorización  de  aprove- 
chamiento de  aguas. 

XI.  . Si  bien,  según  la  ley  3.a,  tít.  28,. Par- 
tida 3.a,  las  aguas  pluviales  son  comunes,  y 
su  aprovechamiento  del  primero  que  las  ocu- 
pa ó retiene  en  su  predio,  este  derecho  se 
puede  remunerar,  ceder  o ser  trasferido  á 
otro  por  un  título  especial  que  constituya 
obligación.  (Sent.  del  Tribunal  Supremo  de 
21  de  febrero  de  1863.) 

XII.  Las  aguas  de  lluvia  no  son  suscep- 
tibles de  posesión  en  su  estado  de  descenso 
y curso  natural,  y no  puede  fundar  en  ella 
un  derecho  de  prelacion  el  dueño  de  los  ter- 
renos inferiores,  porque  su  aprovechamiento 
ha  dependido  de  la  iacultad  qne  tiene  el  de 
las  superiores  para  tomarlas  o dejarlas  dis- 
currir. En  su  aprovechamiento,  según  la  ley 
de  Partida  citada,  se  dá  la  preferencia  al 
dueño  de  terrenos  superiores  respecto  del  de 
los  inferiores,  si  este  no  tiene  un  titulo  espe- 
cial que  constituya  á sufavor  obligación  para 
el  disfrute  de  este  beneficio.  (Sent.  del  Tribu- 
nal Supremo  de  12  de  octubre  de  1860,  y 28 
febrero  de  1 865.) 

XIII.  Varios  vecinos  de  la  parroquia  de 
Achas  acudieron  al  juez  de  Cañiza  para  que 
notificase  a los  demás  que  tuvieran  interés 
en  el  aprovechamiento  de  aguas  de  los  ma- 
nantiales denominados  rías,  se  procediera  al 
nombramiento  de  perito  para  hacer  el pro- 
rateo  de  las  indicadas  aguas  entre  los  que 
poseen  terrenos  que  con  ellas  se  fecundi- 
cen. Estando  el  juez  procediendo  en  el 
asunto  el  Gobernador  de  Pontevedra  le  pro- 
movió competencia  que  con  vista  de  las 
Reales  órdenes  de  22  de  noviembre  de  1836 
y 20  de  julio  de  1839  y de  las  arts.  4U,  11 
y 23  del  R D de  29  de  abril  de  1800  se 
decidió  a favor  de  la  Administración. 

« Considerando  que  el  prorateo  de  aguas- 
solicitado  al  juez  de  primera  instancia  de 
Cañiza  por  una  comunidad  de  regantes  y 
por  consiguiente  en  interés-  colectivo  de  la 
agricultura  tiene  que  arreglarse  a los  orde- 
nanzas, ya  escritas,  ya  tradicionales,  que 
rijan  sobre  el  indicado  aprovechamiento  de 
liguas,  y en  tal  concepto  debe  verificarse  an- 
te la  autoridad  del  órden  administrativo, 
ségun  las  disposicione  s «Radas,  sin  que  sean 


de  admitir  por  los  Tribunales  ordinarios  mas 
cuestiones  de  aprovechamiento  de  aguas 
que  las  de  propiedad  en  el  correspondien- 
te juicio  plenario.»  (R.  D.  de  24  febrero 
de  1863.) 

XIV.  Las  concordias  entre  pueblos  so- 
bre aprovechamiento  de  aguas  no  pueden 
menos  de  tener  el  carácter  de  ordenanzas 
cuyo  cumplimiento  está  encomendado  a la 
Administración;  y consiguientemente  son 
improcedentes,  por  la  vía  de  interdicto,  las 
reclamaciones  sobre  observancia  ó inob- 
servancia det  régimen  establecido,  debien- 
do dirigirse  el  que  las  deduzca  á ¡a  Autori- 
dad del  órden  administrativo  con  arreglo  á 
las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembre  de 
1836  y 20  de  julio  de  1839  y á los  arts.  10, 
11  y 23  del  R.  D.  de  29  de  abril  de  1860. 
(R.  D.  de  l.°  de  abril  de  1863  decidiendo 

■ competencia  á favor  de  la  Administración.) 

XV.  Los  principios  generales  que  esta- 
: blecen  las  leyes  19,  tit.  32,  y 1.a,  Lít.  28  de 

la  Partida  3.a,  así  como  la  doctrina  sobre  la 
¡ preferencia  que  ha  de  darse  al  dueño  de  un 
j predio  superior  respecto  al  del  inferior  para 
i el  aprovechamiento  de  las  aguas  que  por  él 
pasen,  esián  subordinados  á la  excepción  de 
que  no  se  perjudique  a uu  tercero  que  haya 
adquirido  por  algún  título  legítimo  los  dere- 
chos que  consignan.  (Sent.  del  Tribunal  Su- 
premo de  28  de  abril  de  1863.) 

XVI.  Las  cuestiones  sobre  apertura  o 
conservación  de  cáuces  para  aprovechamien- 
to de  aguas  publicas  ócowunes  son  de  índole 
administrativa,  sin  perjuicio  de  los  derechos 
de  propiedad  que  á los  interesados  asista,  re- 
cursos que  podrán  utilizar  en  su  caso  ante  la 
jurisdicción  ordinaria  si  así  lo  creyeren 
oportuno.  (R.  D.  de  10  de  junio  1863  deci- 
diendo compentencia  d favor  de  la  Adminis- 
tración.) 

XVII.  Las  cuestiones  sobre  aprovecha- 
miento de  aguas  que  afectan  á las  comuni- 
dades de  regantes  no  pueden  ser  objeto  de 
interdicto  por  corresponder  su  conocimien- 
to á la  autoridad  administrativa,  como  en- 
cargada por  las  disposiciones  citadas  del 
cuidado  de  la  observancia  de  las  ordenan- 
zas de  aguas,  ya  escritas  ya  consuetudina- 
rias que  respondan  á intereses  colectivos 
de  la  agricultura.  (R.  D.  de  111  de  juuio  de 
1863  decidiendo  competencia  a favor  de  la 
Administración.) 

XVItl.  La  coaoesion  del  uso  y aprove- 
chamiento de  bis  aguas  para  el  establecí 
miento  de  artefactos  es  exclusiva  dé  la  Admi- 
nistración activa;  y preservados  en  la  auto- 
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rizacion  los  derechos  de  los  terceros  intere- 
sados , la  indemnización  de  los  perjuicios  ¡ 
que  el  nuevo  establecimiento  pueda  ocasionar 
solo  se  resuelve  en  una  cuestión  de  interés 
privado  propia  de  los  tribunales  ordinarios.» 
(R.  O.  de  2 de  julio  de  18(33  dictada  con  vista 
de  la  de  14  de  marzo  de  1846  y del  art.  56 
de  la  ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado, 
denegando  la  admisión  de  una  demanda  en  la 
via  contenciosa.; 

XIX.  A los  Ayuntamientos  corresponde 
arreglar  por  medio  de  acuerdos  el  disfrute 
de  las  aguas,  pastos  y demás  aprovecha- 
mientos comunes  sin  régimen  especial  com- 
petentemente autorizado,  y son  del  resorte 
de  la  Autoridad  administrativa  las  recla- 
maciones ocurridas  con  motivo  de  la  nove- 
dad causada  en  el  curso  de  las  mismas.  (Real 
decreto  de  7 de  octubre  de  1863,  dictado 
con  vista  del  art.  74,  párrafo  5.°,  y art.  80 
párrafo  2.°  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845, 
decidiendo  competencia  á favor  de  la  Ad- 
ministración.) 

XX.  Las  cuestiones  en  que  solo  se  agi- 
tan intereses  particulares,  sobre  los  que  se 
ha  litigado  en  los  tribunales  ordinarios,  y 
celebrado  contratos  solemnes  de  cuya  eje- 
cución se  trate,  corresponden  al  conoci- 
miento de  la  Autoridad  judicial.  (R,  D.  de 
30  de  diciembre  de  1863,  decidiendo  com- 
petencia á favor  de  la  Autoridad  judicial, 
sin  perjuicio  de  las  facultades  que  á la  Ad- 
ministración corresponden  respecto  ¡i  la 
policía  de  las  aguas  y á la  intervención  en 
las  obras  que  hayan  de  hacerse.) 

XXI.  Las  cuestión  es,  sobre  obras  que  al- 
teran esencialmente  el  curso  y aprovecha- 
miento de  las  aguas,  cuyo  origen,  policía  y 
distribución,  están  bajo  la  acción  tutelar 
de  las  Autoridades  administrativas,  son  de 
la  competencia  de  la  Administración.  (Real 
decreto  de  42  de  enero  de  4864,  decidiendo 
la  competencia  promovida  por  el  Goberna- 
dor de  Navarra  al  Juez  de  Tafalla,  para  que 
cesase  en  el  conocimiento  del  interdicto  de 
despojo  presentado  por  D.  Fermín  José  Sa- 
gardía,  dueño  de  un  molino  harinero  que 
habia  comprado  al  Ayuntamiento  de  Pe- 
ralta en  1845,  contra  D.  Sandullo  Moreno, 
por  haberle  perturbado  en  la  posesión  en 
que  estaba  de  utilizar  ei  agua  que  alcanza- 
ba el  molino,  conservando  abierto  el  bocal 
de  la  ribera,  con  las  mismas  dimensiones 
que  tenia  al  comprarlo,  ensanchando  dicho 
bocal.  La  decisión  se  funda  en  el  art.  80  de 
la  ley  de  Ayuntamientos  vigente  y en  las 
Rs.  Ords.  de  22  de  noviembre  de  1856,  20 
de  julio  y 8 de  mayo  de  1839.) 
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XXII.  Son  del  conocimiento  de  ía  ju- 
risdicción ordinaria  las  cuestiones  entre  par- 
ticulares sobre  aprovechamiento  de  aguas, 
que  bajan  por  un  cauce. artificial  de  pro- 
piedad privada,  y sobre  servidumbres  y 
perjuicios  mútuos.  (Sent.  del  T.  S.  de  22 
de  marzo  de  1864.) 

XXIV.  A los  tribunales  ordinarios  cor- 
responde la  declaración  de  la  extensión  ó 
inteligencia  de  los  derechos  de  propiedad  y 
posesión  p!  enaria,  nacidos  de  los  títulos  de 
concesión,  estando  limitarla  la  competencia 
de  la  jurisdicción  contencioso-adrninistra- 
tiva,  á la  resolución  tan  solo  del  hecho  mi- 
terial  de  la  posesión  en  el  acto  de  interpo- 
nerse la  demanda  contenciosa.  (R.  D.-S  de 
15  de  abril  de  1864  dictada  con  vista,  de 
las  Reales  órdenes  de  15  de  marzo  de  1849 
y 4 0 de  agosto  de  1853  en  pleito  sobre  de- 
recho á regar  á turno  ciertas  tierras.) 

XXV.  Los  Ayuntamientos  solo  pueden 
disponer  de  las  que  pertenecen  á bienes  de 
propios  ó al  uso  y aprovechamiento  comu- 
nal de  los  pueblos. 

Por  mas  que  sea  materia  administrativa 
el  aprovechamiento  de  aguas  públicas,  su 
concesión  está  sujeta  á condiciones  que  ga- 
rantizan losderechos preexistentes,  y mien- 
tras no  se  obtenga  esta  en  la  debida  forma 
no  puede  causar  efecto  y menes  en  perjui- 
cio de  tercero,  etc.  (R.  D.  de  2 de  junio  de 
4864  decidiendo  competencia, ) 

XXVI.  Otorgado  un  aprovechamiento 
de  aguas  con  sujeción  al  plano  presentado, 
corresponde  á la  facultad  discrecional  del 
Gobierno  admitir  ó no  modificación  en  el 
plano,  y contra  lo  que  resuelva  no  es  pro- 
cedente la  via  contenciosa.  (R.  D.-S.  de  5 
de  febrero  de  1865  absolviendo  á la  Admi- 
nistración de  la  demanda  presentada  por 
D.  José  Igual  y Cano  contra  una  Real  orden.) 

XXVIh  Competencia  entre  el  Gober- 
nador de  Segovia  y el  Juez  de  la  capital 
que  conocía  de  una  demanda sobredestruc- 
cion  y arreglo  de  las  obras  hechas  en  la 
presa  do  un  molino  en  el  rio  Eresma.  Con 
vista  de  las  Rs.  Ords.  de  22  de  noviembre 
do  1836,  20  de  julio  de  1839,  14  de  marzo 
de.  1846  y su  aclaratoria  de  21  de  agosto  de 
1849,  de  los  arts.  23  y 29  del  R.  D.  de  29 
de  abril  de  4 860  de  la  R.  O.  de  28  de  fe- 
brero de  1861  y del  art.  85  de  la  ley  de  25 
de  setiembre  de  4863  para  el  gobierno  y 
administración  de  las  provincias,  se  decide 
la  competencia  á favor  de  la  Administra- 
ción: 

«Considerando:  Í.°  Que  el  origen  de  la 
presente  cuestión  es  la  obra  hecha  en  la 
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np^a  del  molino  del  Arco,  la  cual  no  puede 
menos  de  afectar  ai  curso  de  las  aguas  del 
rio  y á su  distribución  y aprovechamiento. 

2,o  Quesea  una  obra  nueva  ó puramen- 
te una  reparación  ó construcción  no  puede 
h.  cerse  según  las  citadas  disposiciones  sin 
que  intervenga  la  autoridad  administrativa 
encargada  de  vigilar  sobre  el  curso  apro- 
vechamiento y distribución  de  las  aguas  pú- 
blicas, como  materia  de  interés  general. 

Y 3.°  Que  a parte  de  ia  previa  autori- 
zación necesaria  para  esta  clase  de  obras,' 
es  privativo  de  la  Administración  el  cono- 
cimiento de  las  cuestiones  á,  que  den  lugar, 
así  ¿corno  de  las  relativas  al  curso  de  las 
aguas  públicas.»  (Decís,  de  12  de  febrero 
de  1865.) 

XXVIII.  Cuando  una  cuestión  entre 
dos  colectividades  de  regantes  sobre  apro- 
vechamiento de  aguas  no  versa  sobre  la 
primera  distrioucion  de  las  de  un  rio,  ni 
hay  que  aplicar  ordenanza  ni  régimen  an- 
teriormente establecido,  la  competencia  de 
la  Administración  se  limita  á decidir  sobre 
el  hecho  de  la  posesión  actual  mantenien- 
do en  ella  á los  que  la  tuvieren  legalmente, 
y reservando  á los  tribunales  las  cuestio- 
nes de  posesión  plena  fundada  en  títulos 
que  nacen  del  derecho  civil.  (R.  D.-S.  de 
21  de  mayo  de  1865,  dejando  sin  efecto 
varias  resoluciones  gubernativas  y mandan- 
do que  la  distribución  de  las-aguas  siga  ha- 
ciéndose como  antes  de  que  se  dictarán  sin 
perjuicio  del  derecho  de  las  partes  acerca 
de  la  posesión  plenaria. 

XXIX.  La  ley  19,  tít.  32,  p.  3."  que 
lleva  por  epígrafe  «como  puede  borne  facer 
de  nuevo  pozo  ó fuente  en  su  heredad»  sí 
bien  concede  este  derecho  á todo  dueño  pa- 
ra sacar  y aprovechar  aguas  en  su  propia 
finca  es  con  las  limitaciones  que  determi- 
na, entre  ellas  la  de  «no  destajar  ó menguar 
las  venas  por  do  viene  el  agua  á pozo  ó 
fuente  de  otro,  ca  entonces,  según  espre- 
sa  la  misma  ley,  bien  lo  podía  vedar  que  lo 
non  ñciere  é si  lo  viese  fecho  podian  gelo 
facer  derribar  é cerrar.»  (Sent.  del  T,  S.  de 
24  de  setiembre  y 7 noviembre  de  1865.) 

XXX.  Las  cuestiones  sobre  aguas  que  no 
son  públicas  ó que  discurren  por  una  rega- 
dera particular  no  son  de  la  competencia  de 
la  Administración.  Es  procedente  el  inter- 
dicto, cuando  no  contraría  providencia  al- 
guna administrativa.  (R.  D.  de  26  de  noviem- 
bre de  1865  decidiendo. á favor  de  la  Auto- 
ridad judicial  una  competencia  promovida 
por  el  Gobernador  de  Tarragona.) 

XXXI.  En  materia  de.  aprovechamien- 


to de  aguas,  antes  que  las  reglas  generales 
son  los  pactos  expresos,  y 'los  derechos 
creados  por  el  uso  debidamente  justificados. 
(Sent.  del  T.  S.  de  3 de  marzo  de  1866  ) 

XXXII.  Las  facultades  de  la  Adminis- 
tración en  materia  de  aguas,  en  cuanto  al 
disfrute  y al  mantenimiento  del  estado  po- 
sesorio, se  limitan  a las  que  son  públicas  ó 
de  común  aprovechamiento  y no  alcanzan 
á las  de  propiedad  particular,  respecto  á 
las  cuales  solo  corresponde  á la  Adminis- 
tración dictar  las  medidas  que  crea  necesa- 
rias para  evitar  los  perjuicios  que  por  es- 
tancamientos ó filtraciones  pudieran  oca- 
sionarse á la  salud  pública. 

XXXllI.  Si  los  Ayuntamientos  pueden 
acordar  lo  que  estimen  oportuno  sobre  las 
aguas  de  común  aprovechamiento,  no  pue- 
den hacerlo  respecto  de  las  iluminadas  en 
terrenos  de  propiedad  particular,  ni  priván- 
dole de  ellas,  ni  distrayéndolas  de  su  curso, 
y si  lo  hacen  procede  el  interdicto  porque 
este  no  contraría  providencia  legítima  de 
la  Administración  ni  versa  sobre  materia 
administrativa  (R.  D.  de  22  marzo  de  1866, 
decidiendo  á favor  de  la  Autoridad  judicial 
una  competencia  con  vista  del  numero  2.IJ 
del  art.  60  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845, 
los  arts.  l.°  y 29  del  R.  D.  de  29  de  abril 
dé  1860,  las  Us.  Ords.  de  14  de  marzo  de 
1846,  *21  de  agosto  de  1849,  4 de  diciembre 
de  1659  y 8 de  mayo  de  1639,  así  como  de 
ja  ley  1 9,  lit.  52,  P.  3.a/ 

XXXIV..  A la  Administración  solo  cor- 
responde la  conservación  de  los  aprovecha- 
mientos comunes  cuando  la  usurpación  es 
reciente  y de  fácil  comprobación,  y arre- 
glar el  disfrute  de  los  mismos  aprovecha- 
mientos, reservándose  á ia  Autoridad  judi- 
cial ei  conocimiento  de  ios  derechos  en  que 
el  aprovechamiento  se  funde.  (R,  D.  de  26 
de  marzo  de  1866,  decidiendo  una  compe- 
tencia á favor  de  la  Autoridad  judicial.) 

XXXV.  Es  improcedente  la  via  con- 
tencioso-administrativa  contra  las  reales 
órdenes  que  autorizan  para  el  aprovecha- 
miento de  aguas  aunque  sean  de  propiedad 
particular,  cuando  la  concesión  es  solo  para 
las  sobrantes  y con  otras  limitaciones.  (Real 
órden  de  9 de  abril  de  1666  denegando  ia 
admisionde  una  demanda.) 

Otra  resolución  igual  fundada  en  que  la 
concesión  del  uso  y aprovechamiento  de 
aguas  públicas  corresponde  exclusivamente 
a ia  Administración  activa  por  deberse  fun- 
dar su  resolución  en  motivos  de  utilidad 
pública  de  que  solo  es  apreciador  el  Gobier- 
no supremo,  concillando  los  intereses  ge- 
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ñeralescon  los  particulares.  (R.  O.  de  18  de 
mayo  de  1866.) 

XXXVI.  La  concesión  de  aguas  para 
una  empresa  industrial,  se  entiende  sin  per* 
juicio  del  derecho  que  otro  tenga  y de  que 
se  halle  en  pacifica  posesión,  y no  puede 
válidamente  escepcionarse  ni  la  concesión 
misma  ni  la  omisión  de  la  parte  perjudica- 
da en  acudir  en  tiempo  y forma  á oponerse 
en  el  expediente  gubernativo.  (Sentencia 
del  T.  S.  de  26  de  mayo  de  1866,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  José  Flores  contra  sen- 
tencia que  le  condenaba  á hacer  en  el  rio 
Ter  las  obras  necesarias  para  evitar  el  per- 
juicio que  sufrían  Doña  Eulalia  Borria  y un 
hijo,  por  no  poder  desaguar  su  acequia  etc.) 

XXXVII.  Las  cuestiones  sobre  obras  he- 
chas en  los  ríos  sin  intervención  de  la  Au- 
toridad administrativa,  son  de  la  competen- 
cia de  esta  y no  cabe  sumisión  de  las  partes. 
(R.  D.  de  2 de  agosto  de  1866,  decidiendo 
a favor  de  la  Administración  la  competen- 
cia entre  el  Gobernador  de  Lugo  y la  Sala 
primera  déla  Audiencia  déla  Goruña,  con 
motivo  de  interdicto  promovido  por  D.  Jo- 
sé Balino  y otros,  contra  Francisco  Prieto 
para  recobrar  el  uso  de  las  aguas  del  rio  Es- 
toa,  en  él  que  habían  sido  perturbados  en 
virtud  de  ciertas  obras  construidas  por  este. 

XXXVIII.  No  procede  recurso  conten- 
cioso contra  las  resoluciones  del  Gobierno 
cuando  no  hay  un  derecho  conculcado,  ni 
cuando  no  se  ha  apurado  la  vía  gubernati- 
va. (R.  O.  de  16  de  diciembre  de  1866  de- 
negando la  admisión  de  unas  demandas  ) 

XXXIX,  No  tienen  el  carácter  de  admi- 
nistrativas para  los  efectos  de  prohibir  la 
admisión  de  interdictos,  las  providencias 
que  dictan  las  juntas  de  aguas,  cuando  es- 
tas son  de  propiedad  particular.  (R.  IJ  de 
26  de  diciembre  de  1866  decidiendo  compe- 
tencia a favor  de  la  Administración.) 

XL.  Las  cuestiones  sobre  inteligencia  y 
aplicación  de  las  ordenanzas  de  aguas  pú- 
blicas, ó sobre  el  aprovechamiento  y dis- 
tribución de  las  mismas,  son  de  la  compe- 
tencia de  la  Administración.  (R,  D.  de  16 
de  enero  de  1867.) 

XL1.  Las  Rs.  Ords.  de  22  de  noviembre 
de  1836  y 20  de  julio  de  1839,  nn  son  apli- 
cables cuando  no  se  trata  de  las  ordenanzas 
ni  reglamentos  administrativos,  ni  tampo- 
co de  la  policía  de  las  aguas,  y compete  á 
la  Autoridad  judicial  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  sobre  propiedad  de  derechos  rea- 
les. (R.  D.  de  16  de  octubre  de  1867,  decir 


diendo  la  conipetencia  entTe  el  Goberna- 
dor de  Murcia  y la  Audiencia  de  Albacete.) 

XLII.  Cuando  los  derechos  de  un  parti- 
cular en  materia  de  aguas  están  subordina- 
dos al  aprovechamiento  común  de  las;  mis- 
mas, el  determinar  su  extensión  y régimen 
corresponded  Autoridades  administrativas, 
como  materia  de  interés  general,  que  no 
puede  someterse  á la'apreciacion  de  los  tri- 
bunales de  justicia.  {Reales  decretos  de  12 
de  abril  de  1865  y 1 i de  enero  de  1867,  de- 
cidiendo competencias  ó favor  de  la  Admi- 
nistración.) 

XLTÍI.  A las  Autoridades  administrati- 
vas está  confiado  el  régimen,  aprovecha- 
miento y distribución  de  las  aguas  públicas, 
y la  conservación  del  estado  posesorio  de 
ellas,  y las  cuestiones  sobre  inteligencia  y 
aplicación  de  sus  ordenanzas,  ó sobre  el 
aprovechamiento  y distribución  de  las 
aguas,  son  de  la  competencia  de  la  Admi- 
nistración. (R.  D.  fie  16  de  enero  de  1S67, 
decidiendo  competencia  á favor  de  la  Admi- 
nistración.) 

§ 9.°  Exposición  de  motivos  de  la  ley. 

De  propósito  y para  cerrar  este  artícu- 
lo sobre  ia  importantísima  materia  de 
aguas,  liemos  reservado  la  exposición  de 
motivos  que  la  comisión  encargada  de. 
redactar  el  proyecto  de  ley  acompañó 
al  mismo.  Es  á no  dudarlo  este  docu- 
mento la  fuente  de  mas  pura  doctrina 
para  comprender  el  fundamentó  de  las 
disposiciones  de  la  ley;  y de  su  consulta 
no  podrán  menos  de  sacar  provecho 
cuantos  á él  acudan  en  las  dudas  que  les 
ocurran.  Lo  que  sí  deberemos  advertir 
es  que  la  exposición  de  motivos  se  refie- 
re al  proyecto  de  ley  y que  en  la  discu- 
sión se  alteró  el  orden  ue  su  división  ó 
estructura,  y la  redacción  de  algunos  de 
sus  artículos.  Dice  así  testualmente  la 

EXPOSICION. 

«Excmo.  Sr,:  La  éomision  que  suscri- 
be tiene  la  honra  de  elavar  á manos  de 
V.  E.  el  proyecto  de  ley  de  aguas , cuya 
formación  se  le  encomendó  por  R.  D. 'de 
27  de  abril  de  18ííD,  y al  verificarlo  cree 
que  debe  exponerlos  motivos  en  que  se 
fundan  sus  principales  disposiciones,  pa- 
ra que  pueda  ser  juzgado  con  pleno  co- 
nocimiento antes  de  someterse  á la  apro- 
bación de  las  Cortes. 
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No  necesita  esta  comisión  encarecer  do  varias  corporaciones  y autoridades 
la  importancia  y dificultad  del  trabajo  centrales,  los  Consejos  provinciales,  jun- 
que  se  le  ha  encomendado  puesto  que  ya  tas  y comisarios  régios  de  agricultura, 
fueron  reconocidas  en  el  preámbulo  de  sociedades  económicas  y otras  corpora- 
aquel  decreto;-  pero  séale  permitido  re-  ciones  y autoridades  provinciales,  ha  sa- 
cordar  siquiera  como  disculpa  de  los  de-  cado  la  comisión  un  apreciable  conjunto 
fectos  de  que  naturalmente  adolecerá  su  de  datos  y observaciones  que  le  han  da- 
obra,  que  es  la  primera  de  su  género  en  do  á conocer  los  diversos  intereses  de 
Europa  y si  bien  no  original  en  gran  par-  cada  localidad  y la  necesidad  de  conser- 
te de  sus  disposiciones,  lo  es  ciertamen-  var  en  las  disposiciones  de  la  ley  tal  am- 
te  en  su  plan,  estructura  y método  , que  plitud  y holgura  que  dentro  de  ella  que- 
eonstituyen  quizas  lo  mas  importante  y pan  y á.sus  preceptos  puedan  amoldarse 
difícil  de  esta  clase  de  trabajos.  La  comi-  los  variados  usos  y costumbres  que  se 
sion  no  tiene  noticia  de  que  en  las  demás  observan  en  el  aprovechamiento  délas 
naciones  de  Europa  que  caminan  al  fren-  aguas.  La  comisión  cree  que  no  ha  dejado 
te  de  la  moderna  codificación  , se  haya  desatendida  ninguna  observación  impor- 
publicado  código  ó ley  alguna  general  de  tante  y fundada:  y que  si  ha  prescindido 
aguas  que  pudiera  servirle  de  guia.  Al-  de  otras,  no  dejará  de  encontrarse  la  ra- 
guna  que  otra  ley  especial  sobre  deter-  zon  de  ello  en  la  presente  exposición. 

minados  aproveehamWntos,  alguno  que  BITMS,0!f  Y limites  de  lk  ley. 

otro  articulo  consignado  en  los  códigos 

civiles  y tomado  del  derecho  romano,  es  Lo  primero  que  naturalmente  hubo  de 
lo  único  que  existe  en  el  dia  en  Francia,  resolverla  comisión  fué  la  extensión 
Italia  y Alemania.  Y no  es  de  extrañar  que  que  debía  dar  á su  proyecto:  si  este  ha- 
estas  naciones,  llevando  antes  su  espíritu  bia  de  ser  de  una  ley  general  de  aguas 
de  reforma  á otros  objetos  de  la  legisla-  que  comprendiese  todas  las  disposicio- 
cion,  hayan  pospuesto  las  aguas;  porque  nes  relativas  á este  objeto,  ó de  una  ley 
estas  no  tienen  ni  pueden  tener  en  ellas  especial  sobre  aprovechamiento  de  las 
la  gran  importancia  que  en  la  mayor  par-  aguas  públicas.  Bien  pesadas  las  razones 
te  de  nuestras  provincias  , donde  su  es-  que  en  pro  de  uno  ú otro  sistema  pue- 
casez,  unida  á las  necesidades  del  clima  dan  alegarse,  la  comisión  ha  creído  que 
y á la  naturaleza  de  los  terrenos,  la  con-  debia  adoptar  el  primero,  mas  conforme 
vierten  en  la  mas  codiciada  riqueza  como  por  otra  parte  con  el  objeto  que  el  Go- 
fuente  y origen  de  todas  las  demás.  bierno  de  S.  M.  se  propone.  Una  ley  que 

Esta  falta  de  modelos  extranjeros  que  se  limitase  al  mero  aprovechamiento  de 
imitar  ó mejorar  ha  sido  en  parte  com-  las  aguas  públicas,  seria  necesariamente 
pensada  con  los  documentas  reunidos  incompleta  y no  satisfaría  las  mas  ur- 
por  el  Gobierno  y pasados  á esta  comi-  gentes  necesidades  del  pais  en  este  ramo, 
sion  para  que  los  aprovechase  en  sus  tra-  No  pueden  darse  reglas  sobre  el  apro- 
bajos.  Entre  ellos  merecen  ocupar  el  pri-  vechamiento  de  las  aguas  públicas,  sin 
mer  lugar  y la  comisión  se  complace  en  resolver  antes  la  cuestión  cardinal  de 
consignarlo  aquí , como  débil  tributo  de  cuales  sean  estas,  y tal  cuestión  no  pue- 
gratitud  á sus  autores  y pequeña  mués-  de  resolverse  sin  fijar  reglas  claras  y pre- 
tra  del  interés  con  que  los  ha  leído  y es-  cisas,  hasta  ahora  no  fijadas  en  nuestras 
tudiado,  algunos  proyectos  mas  ó menos  leyes  civiles  ó administrativas,  en  virtud 
estensos,  formados  anteriormente  y con-  de  las  cuales  queden  perfectamente  de- 
servados en  el  Ministerio  de  Fomento  finidas  y deslindadas  las  aguas  pertene- 
que  honran  á los  celosos  empleados  é cientes  al  dominio  público  y al  privado, 
ilustradas  corporaciones  que  los  redac-  Mas  como  entre  estas  reglas  es  indispen- 
taron.  De  ellos,  asi  como  de  los  informes  sable  que  reine  mútua  conformidad  y 
que  sobre  el  proyecto  de  un  código  ge-  armonía,  so  pena  de  introducir  en  nues- 
neral  de  aguas  del  Sr.  Franquet  han  da-  tra  legislación  una  confusión  mayor  que 
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la  que  se  trata  de  evitar,  preciso  es  re- 
unir en  una  sola  ley  cuanto  se  refiere  al 
dominio  asi  público  como  privado  del 
agua.  Tampoco  es  posible  señalar  los 
cauces  y riberas  que  deben  quedar  so- 
metidos á la  acción  directa  de  la  Admi- 
nistración, como  pertenecientes  al  domi- 
nio público,  sin  separarlos  y deslindar- 
los de  los  que  corresponden  al  dominio 
privado,  sobre  los  cuales  no  obstante  es 
necesario  que  la  Administración  conser- 
ve ciertas  atribuciones,  ora  para  el  man- 
tenimiento délas  servidumbres  públicas 
á que  están  sujetos,  ora  para  el  ejerci- 
cio de  la  policía  necesaria  en  los  terre- 
nos lindantes  con  los  cauces  públicos. 

Lo  dicho  respecto  al  dominio  es  tam- 
bién aplicable  á las  servidumbres  relati- 
vas á las  aguas.  El  sistema  mejor  com- 
binado de  concesiones  de  aprovechamien- 
tos seria  estéril  en  la  mayor  parte  de  los 
casos,  si  no  fuera  acompañado  de  la  im- 
posición forzosa  de  varias  servidumbres 
que  aunque  de  utilidad  directa  meramen- 
te privada  ó particular,  son  indispensa- 
bles para  que  puedan  obtenerse  del  agua 
los  grandes  beneficios  que  este  precioso 
elemento  está  llamado  á derramar  en 
nuestro  país. 

No  desconoce  la  comisión  que.  á su 
sistema  podrá  objetarse  que  todo  lo  re- 
lativo al  dominio  del  agua,  al  de  los  cau- 
ces y riberas,  y aun  á las  servidumbres 
pertenece  á la  esfera  del  derecho  civil, 
en  cuyo  código  mas  bien  que  en  esta  ley 
debiera  tener  su  oportuno  lugar.  Es,  sin 
embargo,  el  agua  de  índole  tan  especial, 
y se  diferencia  de  tal  manera  de  las  de- 
más cosas  sujetas  al  dominio  del  hom- 
bre, en  el  que  no  siempre  es  posible  re- 
tenerla indefinidamente ? que  lia  dado 
ocasión  á empeñadas  cuestiones  sobre 
la  naturaleza  y límites  de  su  dominio, 
las  cuales  no  será  dado  evitar  mientras 
no  se  establezcan  reglas  especiales,  que 
aunque  acomodadas  en  lo  posible  á las 
generales  del  derecho  civil  y tomándo- 
lo por  base,  lo  modifiquen  en  aquello 
que  la  misma  naturaleza  del  agua  exija. 

Y no  es  este  el  único  ejemplo  de  ra- 
mos del  derecho  que  aunque  enlazados 
íntimamente  con  el  civil  y derivados  de 


él,  son  en  casi  todas  lp_s  naciones  objeto 
de  leyes  ó códigos  especiajes;  los  contra- 
tos mercantiles,  aunque  análogos  á los 
comunes  y ordinarios,  tienen  sin  em- 
bargo circunstancias  que  de  ellos  los  dis- 
tinguen y exigen  una  legislación  espe- 
cial. 

Mas  no  por  esto  se  crea  que  la  comi- 
sión ha  invadido  el  terreno  del  derecho 
civil  mas  allá  de  donde  la  índole  de  su 
objeto  lo  exigia.  Ha  deslindado  las  aguas 
de  dominio  público  de  las  de  dominio 
privado,  y ha  fijado  todas  las  que  á este 
último  pertenecen;  pero  desde  ese  pun- 
to las  ha  abandonado  al  derecho  civil, 
único  al  que  incumbe  todo  lo  relativo  á 
las  trasmisiones  y modificaciones  de  ese 
dominio.  Solo  se  dan  algunas  reglas  so- 
bre la  pérdida  ó adquisición  del  de  los 
sobrantes,  por  ser  esta  calificación  pe- 
culiar y esclusiva  de  las  aguas  corrien- 
tes, y no  aplicable  según  el  derecho  civil 
á ninguna  de  las  otras  cosas  sujetas  al 
dominio  del  hombre.  El  mismo  límite 
se  ha  trazado  respecto  á las  servidum- 
bres: nada  se  dispone  acerca  de  las  que 
legal  ó convencionalmente  pueden  esta- 
blecerse con  relación  al  agua  como  á to- 
das las  demás  cosas:  y solo  se  dan  reglas 
sobre  las  que  naturalmente  exigen  la  cor- 
riente de  aquella  y el  declive  de  los  ter- 
renos, y sobre  las  que  el  fomento  de  la 
riqueza  pública  reclama  que  se  impon- 
gan forzosamente.  Si  pues  ha  habido 
que  llegar  alguna  vez  á los  confines  del 
derecho  común  y aun  traspasarlos  algún 
tanto,  ha  sido  lo  absolutamente  indis- 
pensable, sin  que  pueda  decirse  que  se 
pretesto  de  formar  una  ley  general  de 
aguas,  se  han  comprendido  en  ella  dis- 
posiciones que  solo  debieran  tener  cabi- 
da en  el  Código  civil. 

Razones  de  igual  peso  han  decidido  á 
la  comisión  á conservar  en  este  proyecto 
la  mayor  parte  de  lo  que  relativamente 
al  mar  y sus  playas  había  comprendido 
en  el  suyo  el  Sr.  Franquet,  Estas  y aquel 
en  su  zona  litoral  pertenecen  al  dominio 
público  de  la  nación,  y son  susceptibles 
de  aprovechamientos  importantes  para 
el  fomento  de  la  riqueza:  parece  pues 
que  una  ley  general  de  aguas  sea  la 
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mas  oportuna  para  fijar  la  naturaleza  y 
límites  de  aquel  dominio  y de  estos  apro- 
vechamientos. El  mas  importante  de 
ellos,  la  navegación,  se  halla  sujeta  á or- 
denanzas especiales,  dictadas  por  el  Mi- 
nistro de  Marina,  cuyas  atribuciones  ha 
respetado  la  comisión,  absteniéndose  de 
cuanto  pudiera  menoscabarlas.  En  caso 
parecido  aunque  no  idéntico,  se  encuen- 
tra la  pesca,  que  en  tanto  se  halla  some- 
tida á las  autoridades  de  marina,  en 
cuanto  constituye  una  industria  cuyo 
ejercicio  está  reservado  esclusivamcnte 
á los  matriculados;  pero  desde  que  fo- 
mentada en  estanques  particulares  deja 
de  ser  privilegio  de  los  mismos,  ó depo- 
sitado su  producto  en  tierra,  forma  ya 
un  ramo  importante  de  riqueza  y da  ori- 
gen á nuevas  industrias  como  la  de  sa- 
lazones, entra  naturalmente  bajo  la  ins- 
pección de  aquel  ramo  de  Administra- 
ción que  tiene  por  objeto  el  fomento  de 
la  riqueza  pública. 

Por  eso  la  comisión  se  ha  abstenido  de 
fijar  regla  alguna  en  cuanto  á la  pesca 
ejecutada  á flote  por  medio  de  buques  ó 
de  otros  artificios  que  no  pueden  colo- 
carse ó usarse  sin  su  auxilio;  pero  ha 
creido  que  debía  fijarlas  sobre  la  conce- 
sión del  terreno  de  las  playas  necesario 
para  chozas,  pesquerías,  fábricas  de  sa- 
lazón, establecimientos  de  baños  y otros 
análogos  que  no  tienen  ya  relación  con 
Ja  navegación  ni  con  los  privilegios  de 
los  matriculados,  sino  que  atañen  al  fo- 
mento de  la  riqueza  ó á la  moralidad  y 
salubridad  públicas. 

Trazados  con  arreglo  á estos  princi- 
pios los  límites  del  proyecto,  solo  se  ha 
comprendido  dentro  de  ellos  lo  que  cons- 
tituye verdadero  objeto  de  una  ley,  esto 
es,  lo  que  fija  los  derechos  y obligacio- 
nes del  Estado  y de  los  particulares, 
prescindiendo  de  todo  lo  que  pueda  con- 
siderarse como  reglamentario  y propio 
del  poder  ejecutivo.  Sin  embargo  la  co- 
misión ha  creido  que  la  misma  ley  debe 
descender  á fijar  los  trámites  para  la  im- 
posición de  servidumbres  forzosas  y el 
otorgamiento  y' caducidad  de  las  conce- 
siones á fin  de  cerrar  la  puerta  á toda 
arbitrariedad  y dar  la  competente  seguri- 


dad á los  derechos  individuales  que 
por  aquellos  actos  pudieran  ser  perjudi- 
cados, y que  siempre  son  tan  dignos  de 
respeto. 

PLAN  T MÉTODO  DE  LA  LEY. 

Consideraciones  importantes  se  han 
expuesto  sobre  este  punto  en  los  proyec- 
tos que  existían  en  el  Ministerio  y en  los 
informes  de  las  corporaciones  consulta- 
das. Estudiados  unos  y otros,  y medita- 
das Jas  razones  en  ellos  emitidas,  se  ha 
creido  conveniente  variar  el  orden  se- 
guido por  el  Sr.  Franquet  en  su  pro- 
yecto, aunque  ^recomendado  especial- 
mente como  guia  para  los  trabajos  de 
esta  comisión,  y adoptar  otro  mas  análo- 
go á la  naturaleza  de  una  ley,  conside- 
rando al  agua  y á los  álveos  y riberas  en 
sus  diversas  relaciones  jurídicas,  ó sea 
como  objeto  de  dominio,  de  servidum- 
bre y de  aprovechamientos.  Se  ha  con- 
servado, no  obstante,  el  libro  primero, 
consagrado  exclusivamente  á las  aguas 
del  mar,  porque  la  naturaleza  especial 
de  este  y de  sus  aprovechamientos  exige 
que  cuanto  á él  se  refiere  quede  comple- 
tamente separado  é independiente  de  las 
aguas  terrestres,  contribuyendo  también 
esta  separación  á la  mayor  claridad  y 
consiguiente  facilidad  en  el  manejo  de 
la  ley,  objetos  preferentes  á que  convie- 
ne sacrificar  á veces  el  rigor  de  un  mé- 
todo puramente  científico.  Este  libro  se 
ha  dividido  en  dos  títulos,  de  los  cuales 
el  primero  trata  del  dominio,  accesiones 
y servidumbres,  y el  segundo  del  apro- 
vechamiento de  las  aguas  del  mar  y de 
sus  playas  (1). 

El  libro  segundo  (tít.  2.°  de  la  ley) 
comprende  lo  relativo  á las  aguas  terres- 
tres, y se  ha  dividido  en  dos  títulos:  uno, 
del  dominio  de  las  aguas  y de  sus  cáuces 
y riberas,  con  las  modificaciones  de  ese 
dominio  ; y otro  , de  las  diversas'  clases 
de  aprovechamiento  de  que  son  suscep- 
tibles las  aguas  públicas. 

Al  establecer  reglas  sobre  el  dominio 


(1)  En  la  ley  se  ha  alterado  algún  tanto  la 
estructura  del  proyecto  y la  redacción  de  al- 
gunas disposiciones.  El  libro  1 delproyecto  es 
título  I de  la  ley,  etc.,  como  dejamos  ya  dicho. 
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de  las  aguas  y de  los  cáuces  y riberas, 
se  ha  creído  preferible,  como  mas, claro 
y natural,  seguir  un  orden  acomodado  á 
las  diversas  maneras  como  aquellas  se 
presentan  en  la  naturaleza  , dividiéndo- 
les en  pluviales  , manantiales  ó corrien- 
tes, estancadas  y subterráneas. 

Esto  lia  parecido  también  el  lugar  mas 
oportuno  para  tratar  de  las  obras  de  de- 
fensa contra  las  aguas  públicas  como  me- 
dio de  proteger  los  terrenos  contiguos  á 
ellas,  y de  la  desecación  de  las  lagunas  y 
terrenos  pantanosos,  estériles  para  sus 
dueños  y nocivos  para  la  salud  pública. 
El  título  sobre  el  dominio  debia  termi- 
nar naturalmente  con  el  capítulo  de  las 
servidumbres,  que  no  son  sino  una  mo- 
dificación ó limitación  de  aquel. 

Los  aprovechamientos  de  las  aguas  pú- 
blicas se  han  dividido  en  dos  clases;  la 
primera  comprende  los  que  son  inheren- 
tes á la  naturaleza  pública  del  agua,  cc- 
munes,  por  tanto,  á todos,  y que  no  exi- 
gen autorización  ó concesión  especial, 
puesto  que  se  limitan  á usar  de  las  cor- 
rientes sin  consumirlas  ni  impedir  igua- 
les aprovechamientos  por  parte  de  otros; 
y la  segunda  los  que  consumiendo  el 
agua  ó impidiendo  que  otros  la  aprove- 
chen en  el  mismo  punto  y de  la  misma 
manera  , exigen  concesiones  especiales 
por  parte  del  poder  encargado  de  man- 
tener el  orden  y procurar  la  armonía  en 
el  disfrute  de  toda  clase  de  aprovecha- 
mientos públicos.  A los  primeros  se  les 
ha  dado  el  nombre  de  aprovechamientos 
comunes,  y son  el  de  las  aguas  necesa- 
rias para  el  servicio  doméstico  , fabril  y 
agrícola  , el  de  la  pesca  y caza  de  aves 
acuáticas,  y el  de  la  navegación  y flote. 

Los  segundos  , calificados  de  aprove- 
chamientos especiales,  son  los  que  tienen 
por  objeto  el  abastecimiento  de  pobla- 
ciones , el  de  ferro-carriles  , los  riegos, 
canales  de  navegación  , barcas  de  paso, 
puentes  flotantes  , artefactos  y viveros  ó 
criaderos  de  peces.  A las  secciones  en 
que  se  dan  reglas  especiales  sobre  cada 
uno  de  estos  aprovechamientos  precede 
otra  que  comprende  las  generales  sobre 
toda  clase  de  concesiones. 

Finalmente,  en  el  libro  3.°,  destinado 


á tratar  del  régimen  ó gobierno  y poli- 
cía de  las  aguas  , después  de  establecer 
algunas  disposiciones  generales,  se  sien-* 
tan  las  bases  de  la  organización  y atribu- 
ciones de  los  sindicatos  y jurados  de 
riegos,  y los  principios  fundamentales  de 
la  competencia  de  jurisdicción  en  mate- 
ria de  aguas.  Tal  es  el  cuadro  general  de 
todo  lo  que  abraza  la  ley,  y el  orden  con 
que  está  distribuido. 

FUNDAMENTOS  DE  SUS  DISPOSICIONES. 

Si  el  respeto  á las  costumbres  anti- 
guas y tradicionales  en  cuanto  no  estén 
en  oposición  con  lo  que  exijan  los  ade- 
lantos y nuevas  necesidades  de  la  socie- 
dad, es  siempre  prenda  de  acierto  óuan- 
. do  se  trata  de  codificar  ú ordenar  la 
legislación  de  un  país  y medio  seguro 
de  granjearle  respeto  y obediencia,  quizá 
en  ningún  ramo  es  mas  conveniente  y 
aun  necesario  que  en  el  relativo  á aguas, 
no  solo  por  los  grandes  intereses  á que 
está  enlazado  cuanto  á ellas  se  refiere, 
sino  porque  aquellos  á quienes  princi- 
palmente incumbe  saber  y respetar  esta 
legislación  , sobre  todo  en  lo  tocante  á 
riegos,  por  lo  mismo  que  viven  esparci- 
dos por  ios  campos  y en  poco  contacto 
eon  ios  grandes  centros  de  población  y 
cultura,  suelen  ser  mas  apegados  á aque- 
llas leyes  y costumbres  que  aprendieron 
tradicionalmente  de  sus  mayores.  La 
comisión  , pues  , ha  tomado  como  base 
de  su  trabajo  la  legislación  actual , sin 
introducir  en  ella  mas  variaciones  que 
las  absolutamente  indispensables  , limi- 
tándose á ampliarla  y completarla  en  todo 
aquello  que  se  echaba  de  menos  ó que 
era  suplido  por  costumbres  locales. 

DOMINIO  DE  LAS  AGUAS  DEL  MAR  T DE  SUS 
PLAYAS. 

(Tít.  l.°  de  la  ley,  arts.  l.°  í 29.) 

Aunque  el  mar,  destinado  por  la  Pro- 
videncia á servir  de  via  universal  de  co- 
municación entre  los  pueblos,  no  perte- 
nece al  dominio  de  nación  alguna  , ja 
seguridad  é independencia  de  estas  exi- 
gen que  se  considere  como  parte  del  ter- 
ritorio de  las  mismas  la  zona  marítima 
contigua  á sus  playas.  Conformes  en  este 
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principio  todos  los  escritores  de  derecho  bastante  para  las  necesidades  de  la  na- 
internacional  (1),  discrepan  no  obstante  vcgaeion  y pesca;  y en  vez  de  la  zona 
en  la  anchura  de  esa  zona,  que  solo  por  contigua  de  20  varas,  que  de3poes  se 
mutuo  acuerdo  entre  las  naciones  puede  ha  considerado  como  ensanche  de  aque- 
eficazmente  establecerse.  La  comisión  ha  lias,  se  establecen  sobre  las  heredades 
creído,  pues,  que  debía  abstenerse  de  limítrofes  las  servidumbres  de  salvamen- 
fijarla,  limitándose  á declarar  que  esa  to  y vigilancia,  con  las  cuales  quedan 
zona  marítima  territorial,  cualquiera  que  suficientemente  atendidos  los  intereses 
sea  la  extensión  que  el  derecho  interna-  de  la  navegación  en  casos  de  naufra- 
cional  le  conceda,  pertenece  ai  dominio  gio,  y los  de  la  Hacienda  pública  para 
público  de  la  nación,  así  como  las  obras,  vigilancia  de  las  costas,  sin  necesidad 
bahías,  radas  , calas  y ensenadas  forma-  de  condenar  á perpetua  esterilidad  terre- 
das  por  las  costas  del  territorio  español  nos  que  en  algunas  comarcas  son  sus- 
y los  puertos  naturales  ó construidos  con  eeptibles  de  cultivo, 
fondos  públicos  para  el  servicio  general,  Las  islas  formadas  dentro  de  la  zona 
á diferencia  de  los  construidos  para  el  marítima  territorial  y en  las  rías  y des- 
servicio esclusivo  del  Estado,  que  per-  embocaduras  de  los  rios  en  el  mar,  se 
tenecen  al  dominio  particular  de  este,  declaran  también  del  dominio  público 

Al  adoptar  por  primera  vez  estas  clasi-  de  la  nación,  facultando  no  obstante  al 
fícaeiones  de  dominio,  repetidas  después  Gobierno  para  conceder  su  aprovecha- 
con  frecuencia,  cree  la  comisión  necesa-  miento  á empresas  colonizadoras  ó in- 
rio  espíicar  la  signiücacíon  que  les  dá  y dustriales. 

el  sentido  en  que  las  usa.  Por  dominio  Objeto  fué  de  una  detenida  discusión 
público  de  la  nación  entiende  el  que  á el  decidir  si  las  heredades  limítrofes  al 
esta  compete  sobre  aquellas  cosas  cuyo  mar  ó sus  playas  deben  ó no  de  gozar 
uso  es  común  por  su  propia  naturaleza  ó del  derecho  de  aluvión.  La  comisión  al 
por  el  objeto  á que  se  hallan  destina-  íin  se  decidió  por  la  afirmativa,  porque 
das;  tales  son,  por  ejemplo,  las  playas,  entiende  que  son  aplicables  á este  caso 
rios,  caminos,  muelles  y puertos  pú-  las  razones  de  justicia  y conveniencia  en 
blicos;  su  carácter  principal  es  ser  inena-  que  se  funda  el  derecho  de  aluvión  con- 
jenable é imprescriptible.  Y por  dominio  cedido  a los  predios  ribereños.  Si  el 
particular  del  Estado  entiende  el  que  acrecentamiento  que  en  virtud  de  este 
á este  compete  sobre  aquellas  cosas  des-  adquieren  á veces  se  considera  como 
tinadas  á su  Servicio,  ó sea  á la  satisfac-  una  compensación  del  riesgo  que  otras 
cion  de  sus  necesidades  colectivas,  y corren  de  verse  cercenados  por  la  fuer- 
no  al  uso  común,  cosas  de  las  que  dispo-  za  de  las  aguas  á igual  riesgo  se  hallan 
ne  como  ¡os  particulares  de  las  que  cons-  expuestos  los  limítrofes  al  mar  y sus  pla- 
tituyen  su  patrimonio:  tales  son,  entre  yas;  y si  el  fomento  de  la  riqueza  pú- 
otras  muchas,  los  montes,  minas,  ar-  hlica  reclama  que  el  terreno  que  paula- 
señales,  fortalezas  y edificios  militares,  tinamente  va  añadiéndose  al  antiguo  se 

Al  declarar  también  del.  dominio  pú-  adjudique  al  dueño  de  este,  único  que 
blico  de  la  nación  las  playas,  se  ha  creído  puede  irlo  reduci^do  á cultivo  á medida 
conveniente  restablecer  la  disposición  de  que  va  formándose,  mas  imperiosamente 
nuestras  antiguas  leyes,  que  de  acuer-  lo  exige  con  respecto  á los  predios  limí- 
do  con  las  romanas,  fes  lijaban  por  límite , trofes  á las  playas;  cuyos  aluviones  son 
aquel  donde  alcanzan  las  olas  del  mar  generalmente  estériles,  y solo  pueden 
en  sus  temporales  ordinarios  t espacio  fecundarse  á fuerza  de  constancia  y de 
- m trabajo  (1). 

{!)'  Grocio,  lib.  2.°,  capítulo  3.°,  párrafo  13  ' * * . 

— VatteLlib.  l.°,  capítulo  22.^-Reynebal , li-  (1)  En  efecto  la  comisión  así  lo  consignó  en 

bro  2 capítulo  9.°,  párrafo  10.-  Vheaton,  se-  el  art.  7.ü  del  Proyecto,  pero  en  la  discusión 
gunda  parte,  cap.  4.°,  párrafo  6.°— Klüber,  se  modificó  como  puede  verse  en  ei  art.  4.°  de 
párrafo  130, — Heffter,  lib.  i.°,  párrafo  78.  la  ley  que  corresponde  á aquel. 
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DOMINIO  DE  T-AS  AGUAS  TEB RESTRES.  . 

(Tít.  2.°  de  la  ley.  Art*.  30  á 65.) 

Queda  ya  indicado  en  otro  lugar  que 
el  dominio  privado  de  las  aguas  ha  da- 
do lugar  á empeñadas  cuestiones  entre 
célebres  jurisconsultos,  negando  algunos 
que  el  agua  corriente  sea  susceptible  de 
él,  al  paso  que  otros  lo  han  estendido 
mas  allá  de  los  límites  convenientes.  No 
cree  la  comisión  propio  de  su  objeto  ni 
de  la  índole  de  su  trabajo  entrar  en  una 
discusión  académica  sobre  este  punto: 
bástale  indicar  con  la  brevedad  y clari- 
dad que  aquella  reclama,  la  opinión  que 
ha  creido  deber  adoptar  con  preferencia 
y los  motivos  en  que  se  funda. 

El  obstáculo  que  para  el  dominio  pri- 
vado del  agua  encuentran  muchos  en  su 
cualidad  de  corriente,  no  lo  es  en  sentir 
de  la  comisión:  tal  cualidad  no  se  opone  á 
su  apropiación  y consumo;  y todo  lo  que 
es  susceptible  de  apropiación  y consumo 
puede  ser  objeto  de  dominio  privado. 
Cierto  es  que  en  muchos  casos  la  apropia- 
ción délas  aguas  corrientes  no  podrá  ser 
indefinida  y permanente,  ni  su  consumo 
absoluto  y total;  pero  esto  no  podrá  ser 
obstáculo  para  la  existencia  del  dominio; 
podrá  cuando  mas  modificarlo  y limitarlo. 
Los  que  se  oponen  de  una  manera  abso- 
luta al  dominio  privado  délas  aguas  cor- 
rientes, no  pueden  citar  en  apoyo  de  su 
opinión  la  legislación  de  ningún  pais, 
pues  todas  lo  han  reconocido  y sancionado 

Mas  de  que  las  aguas  corrientes  sean 
por  su  propia  naturaleza  susceptibles  de 
dominio  privado,  no  se  infiere  que  la 
ley,  apoyada  en  motivos  de  conveniencia 
pública;  no  pueda  limitarlo  solo  á algu- 
nas, reservando  otras  al  dominio  público 
de  la  nación. 

No  es  fácil  en  verdad  trazar  estos  lí- 
mites, acerca  de  los  cuales  reina  gran 
confusión  en  la  mayor  parte  de  las  le- 
gislaciones y variedad  de  opiniones  entre 
sus  comentadores.  Los  de  ia  romana  han 
tratado  de  conciliar  el  texto  de  las  insti- 
tuciones en  que  se  declaran  públicos  to- 
dos  los  rios  (1),  con  el  del  Digesto,  en 

(1)  Lil).  2.°,  tít.  l.°,  pár.  2,°  Flumina  au- 
tem  omnia,  el  pertus  publica  sunt. 
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que  se  reconoce  la  distinción  entre  pú- 
blicos y privados  (1);  y si  bien  están  to- 
dos conformes  con  la  existencia  de  estos 
últimos  no  en  la  regla  que  debia  servir 
para  distinguirlos  de  los  primeros.  Él 
jurisconsulto  Cassio  calificó  de  público  á 
todo  rio  perenne;  y aun  cuando  Celso 
aprobó  este  parecer,  Ulpiano  solo  se  atre- 
vió á calificarlo  de  probable.  Si  pues  aun 
los  mismos  jurisconsultos  romanos,  que 
tan  profundamente  conocían  su  propio 
derecho,  no  podían  establecer  una  regla 
cierta  para  la  clasificación  de  los  ríos,  no 
es  de  extrañar  que  tampoco  hayan  podi- 
do fijarla  sus  comentadores  é intérpretes, 
limitados  á estudiar  los  mutilados  frag- 
mentos que  de  aquellos  nos  quedan  y á 
cotejarlos  con  los  de  otros  escritores  coe- 
táneos de  re  agraria. 

Destruido  el  imperio  romano  y asen- 
tado sobre  sus  ruinas  en  toda  Europa  el 
régimen  feudal,  su  influencia  no  pudo 
menos  de  dejarse  sentir  también  sobre  la 
legislación  relativa  á las  aguas  corrien- 
tes. Confundidas,  ó por  lo  menos  unidas 
con  estrecho  vínculo  las  ideas  de  poder 
público  y de  señorío  ó dominio  territo- 
rial, los  señores  feudales,  ejerciendo  so- 
bre las  aguas  corrientes  de  sus  respecti- 
vos territorios  las  atribuciones  inheren- 
tes al  primero,  concluyeron  por  conside- 
rarse verdaderos  poseedores  del  segundo, 
reservándose  exclusivamente  ciertas  cla- 
ses de  aprovechamientos  y concediendo 
otros  á sus  vasallos,  bien  gratuitamente, 
bien  en  cambio  de  ciertas  prestaciones  y 
tributos.  En  vano,  pues,  buscaríamos  en 
aquella  época  de  fraccionamiento  de  los 
Estados  y de  variedades  en  sus  legisla- 
ciones, principios  fijos  y uniformes  acer- 
ca del  dominio  de  las  aguas. 

Todavia  se  han  dejado  sentir  sobre 
este  en  muchas  naciones  de  Europa  las 
consecuencias  del  abolido  régimen  feu- 
dal ai  realizar  en  los  últimos  tiempos  la 
codificación  del  derecho  civil.  En  Ingla- 
terra, aunque  la  Carta  Magna  del  rey 
Juan  prohibió  cercar  las  riberas  de  los 
rios  ó torcer  el  curso  de  estos,  que  así 
como  los  bosques  debían  ser  públicos, 

■(1)  D.  Lib.  43,  tít.  12,  lib.  l.°  pár.  3 °,  Flu- 
minum  queedam  publica  sunt  queedan  non. 
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hay  sin  embargo,  algunos  que  se  repu- 
tan propiedad  de  los  señores  cuyas  tier- 
ras atraviesan.  El  agua  es  considerada 
como  accesoria  del  terreno  que  cubre  , y 
la  jurisprudencia  no  reconoce  acción 
para  reivindicarla  sino  juntamente  con 
esto  (1). 

Unos  estados  de  Europa  solo  han  cla- 
sificado de  dominio  público  los  rios  na- 
vegables ó flotables , reconociendo  á to- 
dos los  demás  como  susceptibles  de  do- 
minio privado  (2),  al  paso  que  otros  han 
declarado  del  dominio  público  ó real 
toda  clase  de  rios  y torrentes  (3). 

Menos  esplícita  la  legislación  francesa 
al  enumerar  entre  las  cosas  sujetas  al 
dominio  público  solo  los  rios  navegables 
y flotables  (4),  sin  hacer  mención  de  los 
que  no  lo  son ; y al  conceder  á los  ribe- 
reños el  derecho  de  aprovechar  las  aguas 
de  estos  para  el  riego  de  sus  hereda- 
des (5),  ha  dado  ocasión  á que  los  juris- 
consultos y escritores  de  aquel  pais  se 
dividan  en  tres  opiniones.  Unos  sostie- 
nen que  revertidos  al  Estado  los  dere- 
chos de  los  antiguos  señores  feudales, 
ha  adquirido  y conserva  el  señorío  ter-  ! 
ritorial  droit  tres  f antier  que  á aquellos 
competia  sobre  los  rios  no  navegables 
ni  flotables,  aunque  sujeto  á los  apro- 
vechamientos concedidos  á los  ribere- 
ños (6) ; otros  defienden  que  tales  rios 
y sus  cauces  pertenecen  á los  propieta- 
rios ribereños  (7);  otros,  finalmente,  ne- 
gando tanto  á estos  como-al  Estado  todo 
dominio  sobre  ellos , enseñan  que  las 
aguas  corrientes  y sus  cauces  son  cosas 


(1)  Blackslone,'  Comentarios  sobre  las  le- 
yes inglesas. 

(2)  Prusia,  Ley  sobre  riegos , promugalda 
en  1843.  Parma,  Plasencia  y Guaslala,  Códi- 
go civil , art.  397. 

(3)  Código  de.  Cerdeña , art,  420.  Código 
austríaco,  art.  287. 

(4)  Código  civil , art.  538. 

(5)  Código  civil , art.  644. 

(6j  Proudhon  . Du  domaine  public. — Fou- 
carl,  Elements  de  droit  public  et  administra - 
tif: — La  Ferriere,  Cours  de  droit  public  et 
administratif. — Rives,  De  la  propiete  du  cours 
et  du  Ut  des  vivieres  non  navigables. 

(7)  D.ivicl,  Cnrs  d éau,  tomo  2.°— Troplong, 
Prescription,  Chap.  i.°,  núm.  145.  — Cham- 
pioniere,  Traite  sur  la  propiete  des  éaux  cotí - 
rantes. — Pardessus,  Traité  des  servitudes. 


comunes,  cuyo  dominio  á nadie  perte- 
nece V cuyo  uso  es  de  todos,  citando  en 
apoyo  de  su  doctrina  varios  fallos,  tanto 
del  tribunal  de  casación  como  del  Con- 
sejo de  Estado,  en  los  cuales  parece  ser 
esta  la  jurisprudencia  que  prevalece  (1). 

La  antigua  legislación  de  Castilla  es 
incompleta  y oscura  en  esta  parte  : cosa 
natural  si  se  tiene  en  cuenta  que  tanto 
los  fueros  generales  y especiales  como 
las  leyes  de  Partida  se  publicaron  cuan- 
do á la  sazón  era  en  ella  casi  desconoci- 
do el  riego,  por  lo  que  no  podia  darse 
importancia  al  dominio  de  las  aguas  en 
corrientes  algo  caudalosas,  que  iban  á 
perderse  sin  fecundar  parte  alguna  del 
suelo,  ni  obtener  de  ellas  mas  ventaja 
que  el  aprovechamiento  de  su  fuerza 
motriz  en  alguno  que  otro  grosero  y sen- 
cillo artefacto.  Las  leyes  de  Partida  se 
limitan  á declarar  común  el  uso  de  los 
rios,  y á prohibir  que  en  los  navegables 
se  ejecute  obra  alguna  que  embarace  la 
navegación  (2)  ; pero  nada  disponen 
acerca  del  dominio  de  los  no  navegables, 
ni  conceden  derecho  alguno  á los  ribe- 
reños para  .la  derivación  de  las  aguas, 
siendo  por  ello  cuanto  se  refiere  ai  do- 
minio de  estas  uno  de  los  puntos  mas 
oscuros  é inciertos  de  la  antigua  legisla- 
ción de  Castilla.  Sus  jurisconsultos,  sin 
embargo,  siguiendo  á los  comentadores 
del  derecho  romano  , y apoyados  en  al- 
gunos testos  de  este,  han  sostenido  que 
eran  públicos  todos  los  rios  continuos 
que  corren  tanto  en  invierno  como  en 
verano,  y privados  los  que  solo  corren 
en  invierno,  llamados  comunmente  tor- 
rentes. (3). 

Algo  menos  vaga  fuó  en  esta  parte  la 
legislación  de  Cataluña  y Valencia,  don- 
de declarados  de  uso  común  los  rios  (4), 
se  reservaron  los  reyes  como  una  de  las 

(1)  Naudault  de  Buffon,  tomo  2.°— Tarbé 
de  Yancleurs,  Dictionaire  des  travaux  pu- 
blics  cours  d‘cau — Dufour,  Traite  general  de 
droit  administratif. 

(2)  Leyes  6.a  y 8.a,  tít.  28,  Partida  3.a 

(3)  Lagiunez,  ■ Tractaius  de  fructibus,  Pars 
i.,  cap.  5.o,  núm: '61. 

(4)  Fort  Regni  Valentice,'  lib.  9.°,  Rub.  12, 
fort.  11:  Tots  los  flums,  els  ports  de  les  aygues 
dolces  ó de  la  mar  son  publichs  é comuns 
á tots. 


AGUAS-  ( Motivos  de  la  ley.) 


301 


regalías  llamadas  menores  la  concesión 
del  aprovechamiento  de  sus  aguas  (i). 
En  el  reino  de  Valencia  todas  estas,  así 
las  públicas  como  las  privadas,  nacidas 
en  terrenos  de  realengo,  pertenecieron 
además  por  derecho  de  conquista  al  Rey 
D.  Jaime  I,  que  agració  á los  prelados 
y ricos  hombres  con  las  que  nacían  en 
los  términos  de  los  pueblos  de  que  les 
hizo  donación  y pasaban  por  ellos,  con- 
servando en  la  corona  la  regalía  de  los 
rios  y aguas  públicas,  y las  privadas  de 
los  términos  realengos  (2).  Por  esta  ra- 
zón en  los  pueblos  de  señorío,  que  eran 
casi  todos  los  de  aquel  reino,  las  aguas 
corrientes  fueron  consideradas  como 
propiedad  de  los  señores,  del  mismo 
modo  que  los  montes,  pastos  y todo  ter- 
reno inculto.  Mas  por  una  feliz  combi- 
nación de  circunstancias,  lejos  de  opo- 
ner esto  un  obstáculo  como  en  otras 
partes,  contribuyó  y poderosamente  al 
incremento  de  los  riegos  y fomento  de 
la  agricultura.  Adoptado  generalmente 
por  ios  señores  territoriales  el  sistema 
de  explotación  agrícola  por  medio  de  la 
enütéusis  á principios  del  siglo  XVU 
después  de  la  espulsion  de  los  moriscos, 
repartieron  las  casas  que  estos  habían 
abandonado  y las  tierras  que  habían  de- 
jado en  el  mas  floreciente  estado  de  cul- 
tivo, á los  nuevos  pobladores,  que  se 
obligaban  á pagar  una  parte  proporcio- 
nal de  los  frutos  que  cogiesen,  cedién- 
doles los  señores  toda  el  agua  necesaria 
para  el  riego,  y comprometiéndose  al- 
gunos á conservar  á su  costa  las  presas 
ó azudes,  acequias  y demás  obras  de  rie- 
go, en  cuyo  mejoramiento  estaban  inte- 
resados tan  directamente,  como  que  de 
él  pendían  la  seguridad  y aumento  de 
sus  rentas.  De  este  modo  contribuyó 
aquella  organización  de  la  propiedad  á 
conservar  y aun  á extender  y mejorar 
el  admirable  sistema  de  riegos  que  de- 
jaron establecidos  los  árabes  en  una  épo- 


(1)  Ripoll;  De  regaliis,  cap.  8.°. — Cáncer, 
Varias  resoluciones. — Partida  3.a,  cap.  8,° — 
Vives,  Constilutiones  de  Cataluña,  lib.  4.°, 
tit.  3.° 

(2)  Branchat,  Tratado  de  los  derechos  y 
regalías  del  real  patrimonio , tomo  l.°,  ca- 
pitulo 6.° 


ca  en  que,  desconocidos  los  modernos 
recursos  del  crédito  y el  espíritu  de  aso- 
ciación, solo  los  grandes  señores  terri- 
toriales contaban  con  caudales  bastantes 
para  acometer  empresas  tan  costosas.  De 
aquí  el  que  en  Cataluña  y Valencia  nun- 
ca se  hayan  considerado  las  aguas  de  los 
rios,  aunque  no  sean  navegables  ni  flo- 
tables, como  propiedad  de  los  ribereños, 
ni  se  hayan  creído  esíos  autorizados  pa^- 
ra  hacer  derivaciones  de  ellos  sin  obte- 
ner préviamente  autorización  de  los  re- 
yes ó señores  territoriales. 

Tal  era  en  España  el  estado  de  la  le- 
gislación sobre  esta  materia,  cuando  en 
el  último  .tercio  del  siglo  pasado  comen- 
zaron á estudiarse  y aplicarse  en  ella 
los  buenos  principios  de  Administra- 
ción. Exigen  estos  la  intervención  del 
poder  público  en  el  disfrute  y aprove- 
chamiento de  aquellas  cosas  que,  aun- 
que son  de  uso  común,  no  bastan  para 
el  consumo  de  todos.  La  sociedad  no 
puede  abandonarlas  al  interés  ó á la  co- 
dicia individual  sin  ocasionar  grandes 
perturbaciones  en  el  orden  público;  y el 
fomento  de  la  riqueza  exige  por  otra 
parte  que  se  dé  la  preferencia  á aquellos 
aprovechamientos  que  mas  puedan  con- 
tribuir á ella,  distribuyendo  esos  bienes 
comunes  con  la  misma  economía  y acier- 
to con  que  un  prudente  padre  de  fami- 
lia distribuye  los  suyos.  Con  estas  razo- 
nes sostienen  los  escritores  consagrados 
al  estudio  de  este  ramo  especial  de  la 
Administración  pública  la  conveniencia 
de  declarar  del  dominio  público  todas 
las  corrientes  de  aguas  como  único  me- 
dio de  distribuirla  con  acierto  y de  con- 
ciliar las  necesidades  de  la  navegación, 
de  Ja  agricultura  y de  la  industria. 

Por  fortuna  poco  tiene  que  innovar 
ya  la  comisión  en  este  punto:  tiempo 
hace  que  estos  buenos  principios  de  Ad- 
ministración han  ido  arraigándose  en- 
tre nosotros.  La  instrucción  de  inten- 
dentes corregidores  de  1749  (1)  al  en-  ' 
cargarles  que  «se  informasen  por  medio 
de  los  ingenieros,  de  los  rios  que  se  po- 
drían comunicar,  engrosar  y hacer  na- 
vegables, ó qué  costa  y con  qué  utiiida— 

(i)  Ley  24,  tit.  U,  lib.  7.°,  Rec , 
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des,  y dónde  podría  y convendría- abrir 
nuevas  acequias  útiles  para  regadío  de 
las  tierras  fábricas,  molinos  ó batanes,» 
releva  claramente  que  el  Gobierno  Su- 
premo se  reservaba  la  dirección  ó im- 
pulso de  las  obras  necesarias  para  el 
aprovechamiento  de  las  aguas  públicas. 
Por  la  R.  0.  de  14  de  marzo  de  1846  se 
declaró  necesaria  una  autorización  real 
para  permitir  en  lo  sucesivo  el  estable- 
cimiento de  cualquiera  empresa  que  pu- 
diera hallarse  en  relación  inmediata  con 
el  curso  y régimen  de  los  rios,  sean  ó 
no  navegables  y flotables,  y con  el  uso, 
aprovechamiento  y distribución  de  las 
aguas.  El  R.  D.  de  29  de  abril  de  1860 
fué  todavía  mas  esplícito,  exigiendo  igual 
autorización  para  llevar  á cabo  cual- 
quier empresa  de  interés  público  ó pri- 
vado que  tuviese  por  objeto  el  apro- 
vechamiento de  las  aguas  de  rios,  ria- 
chuelos, rieras,  arroyos  ó cualquiera 
otra  clase  de  corrientes  naturales,  sea 
cual  fuere  su-  denominación  ,. viniendo 
de  este  modo  á quedar  declarado  im- 
plícitamente el  dominio  público  de  to- 
das las  corrientes  naturales. 

La  comisión  ha  partido,  pues  de  es- 
te principio  sentado  por  el  Gobierno  y 
aceptado  sin  contradicción  por  la  opi- , 
nion  pública  del  pais.  Una  escepcion, 
sin  embargo,  ha  creído  que  debía  esta- 
blecer en  favor  de  aquellas  aguas  que, 
aunque  comprendidas  en  la  anterior  re- 
gla general,  sean  aprovechadas  oclusi- 
vamente durante  el  tiempo  establecido 
por  la  ley  civil  para  la  prescripción  de 
cosas  inmuebles  de  ausentes  por  uno 
ó mas  dueños  de  prédioS  particulares, 
sin  dependencia  alguna  de  la  Admistra- 
cion.  Hay  en  efecto  multitud  de  peque- 
ños manantiales  que  aunque  nacidos  en 
terrenos  públicos,  van  á fertilizar  esclu- 
sivamente  algunos  predios' cuyos  dueños 
diligentes  fueron  los  primeros  en  apro- 
vecharlos. Estos  manantiales  se  han  con- 
siderado siempre  como  una  pertenencia 
del  predio  que  riegan  , y la  comisión  no 
ha  creído  conveniente  hacer  inovaeion 
alguna  en  esta  parte;  porque  la  acción 
de  h Administración  no  debe  descender 
á tan  pequeños  pormenores  que  amorti- 


güe y extinga  el  interés  individual  allí 
donde  este  no  pueda  ocasionar  perjuicio 
al  público.  Pero  cuando  esos  riegos  se 
hallan  bajo  la  dependencia  de  la  Admi- 
nistración que  interviene  en  ellos  por  me- 
dio de  sus  agentes  ó de  sus  reglamentos, 
no  puede  reconocerse  verdadero  dominio 
sobre  tales  aguas  en  quienes  debe  presu- 
mirse que  solo  las  aprovechan  en  virtud 
de  una  concesión  hecha,  vigilada  y regia-, 
mentada  por  la  misma  Administración, 
Tales  son  los  principios  cardinales  que 
han  guiado  á esta  comisión  al  establecer 
reglas  sobre  el  dominio  de  las  aguas  su- 
perficiales. 

Respecto  á las  subterráneas  es  todavía 
mas  escasa  nuestra  legislación,  hallándo- 
se sujeto  este  punto  á meras  costumbres 
locales,  que  por  lo  mismo  que  son  in- 
ciertas y varias,  ocasionan  frecuentes  li- 
tigios en  aquellos  puntos  donde,  como 
en  Cataluña,  hay  que  recurrir  á mina- 
dos y galerías  pora  extraer  á la  superfi- 
cie de  la  tierra  y aplicar  al  riego  ó á la 
industria  las  aguas  que  encierra  en  sus 
entrañas. 

Dos  intereses  encontrados  era  necesa- 
rio conciliar  aquí:  el  del  investigador  de 
estas  aguas  que  con  su  cap  ita  1 y trabajo 
descubre  manantiales  escondidos  para 
fecundar  campos  sedientos,  y el  del  due- 
ño del  terreno  cuya  superficie  ó subsuelo 
hay  que  perforar.  La  comisión  ha  creido 
conciliarios,  reservando  al  dueño  del  ter- 
reno la  facultad  exclusiva-  de  abrir  en  él 
pozos  ordinarios  y norias,  y el  dominio 
del  agua  extraída  por  estos  medios,  y 
concediendo  al  descubridor  el  de  la  ha- 
llada por  pozos  artesianos  y por  socavo- 
nes ó galerías. 

Solo  el  dueño  de  un  terreno  puede 
dar  licencia  para  perforar  la  superficie 
por  cualquiera  de  estos  medios,  y en  los 
públicos  la  concede  el  Gobernador  seña- 
lando una  zona  dentro  déla  cual  nadie 
puede  hacer  iguales  exploraciones;  pero 
en  uno  y otro  caso  con  sujeción  á ciertas 
restricciones,  necesarias  para  evitar  todo 
daño  á edificios  ajenos  y á las  obras,  vias 
y servidumbres  públicas. 

Finalmente : bajo  el-  título  de  Disposi- 
ciones comunes  se  han  comprendido  en 
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una  sección  especial  las  relativas  á las 
aguas  abandonadas  por  sus  dueños,  cuya 
propiedad  se  concede  al  que  las  aprove- 
che durante  el  tiempo  exigido  por  la  ley 
civil  para  la  prescripción  de  las  cosas  in- 
muebles; y al  de  las  sobrantes,  cuyo 
aprovechamiento  en  caso  de  no  cederlo 
el  dueño  á otro  se  concede  por  la  ley, 
aunque  á título  de  precario,  á los  de  los 
terrenos  inferiores  por  donde  discurran. 

CAUCES  Y RIBERAS,  ACCESIONES,  ARRASTRES 
Y SEDIMENTOS  DE  LAS  AGUAS. 

(Tit.  3.“  de  la  ley,  arts,  66  á 110.) 

Resuelta  la  cuestión  del  dominio  de 
las  aguas,  quedábalo  también  la  de  sus 
cáuces,  que  naturalmente  deben  seguir 
la  condición  de  aquellas.  La  comisión 
por  tanto  no  ha  tenido  que  hacer  mas 
que  ir  aplicando  á las  diferentes  espe- 
cies de  cáuces  las  reglas  establecidas 
acerca  del  dominio  de  las  aguas  que  por 
ellos  discurren;  mas  como  respecto  á las 
pluviales  creyó  indispensable  adoptar  un 
orden  inverso,  haciendo  depender  su 
dominio  del  de  sus  cáuces,  al  tratar  de 
estos  es  cuando  ha  tenido  que  establecer 
las  reglas  para  su  dominio.  Imposible 
ha  sido  encontrar  un  principio  absoluto 
dependiente  solo  de  las  circunstancias 
naturales  del  cáuce  ó del  caudal  de 
aguas  que  por  él  discurra.  Ilay  pequeños 
barrancos  que  por  su  profundidad,  por 
la  frecuencia  de  sus  avenidas  y por  la 
violencia  de  estas  no  son  susceptibles  de 
cultivo;  siendo  considerados  por  todos 
como  públicos;  y existen  también  ram- 
blas que  por  su  mucha  anchura  y escasa 
profundidad,  y por  lo  raro  y manso  de 
sus  avenidas,  aunque  á veces  caudalo- 
sas, son  poseídas  y cultivadas  como  ter- 
renos de  propiedad  'particular.  La  co- 
misión pues  no  ha  encontrado  otro  cri- 
terio mas  adecuado  que  el  de  la  posesión 
para  distinguir  entre  los  álveos  ó cáuces 
de  lagunas  pluviales,  los  públicos  de  los 
privados.  Ha  declarado  que  pertenecen 
al  dominio  público  todos  los  que  no 
sean  de  propiedad  partícula’  y á esta  to- 
dos los  que  estén  poseídos  legítimamen- 
te, entendiéndose  legitima  la  posesión 
cuando  haya  durado  el  tiempo  exigido 
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por  lo  ley  civil  para  la  prescripción  de 
cosas  inmuebles  de  ausentes;  pero  repu- 
tándose actos  posesorios  únicamente  el 
cultivo  ó aprovechamiento  esclusivo  de 
los  productos  vegetales  del  cáuce. 

Mayor  dificultad  ofrecía  el  establecer 
una  regla  general  sobre  el  dominio  de 
las  riberas.  Cualquiera  que  sea  el  peso 
de  las  razones  alegadas  para  que  se  le 
declare  público,  considerándolas  como 
parte  ó complemento  del  cáuce,  es  lo 
cierto  que  la  ley  de  Partida  (i),  siguien- 
do las  tradiciones  del  derecho  romano, 
las  declaró  de  aquellos  cuyas  son  las  he- 
redades contiguas  , aunque  sujetas  á 
ciertas  servidumbres  públicas.  Esta  de- 
claración lia  creado  derechos  tanto  mas 
respetables  cuanto  mas  antiguos,  y de 
los  cuales  á nadie  puede  privarse  por 
una  declaración  contraria  sin  una  in- 
demnización cuyo  importe  no  es  posible 
calcular.  La  comisión  ha  creído  lo  mas 
prudente  abstenerse  de  toda  declaración 
absoluta  y abandonar  este  punto  á las 
reglas  ordinarias  del  derecho  civil.  Allí 
donde  los  ribereños,  en  uso  del  derecho 
que  les  concede  la  ley  de  Partida,  hayan 
poseído  como  dueños  las  riberas,  conti- 
nuarán disfrutándolas  sin  perjuicio  de 
que  la  Administración  pueda  espropiar- 
ios  por  causa  de  utilidad  pública.  Pero 
donde,  renunciando  á aquel  derecho, 
las  hayan  abandonado,  ó jamás  las  hayan 
poseído,  siendo  consideradas  como  pú- 
blicas, conservarán  este  carácter.  El  do- 
minio de  las  riberas  sin  embargo  está 
limitado  por  las  servidumbres  consi- 
guientes al  uso  público  de  las  mismas. 

Poco  ha  tenido  la  comisión  que  aña- 
dir ó variar  acerca  de  las  accesiones  que 
provienen  de  las  aguas.  Unicamente  cree 
necesario  exponer  los  motivos  que  la 
han  decidido  á no  introducir  en  el  de- 
recho vigente,  conforme  con  el  romano, 
una  variación  adoptada  en  muchos  có- 
digos modernos  y en  el  proyecto  del  ci- 
vil, que  hace  años  se  publicó,  y á sepa- 
, rarse  en  otro  punto  de  aquel. 

Una  ley  de  Partida  (2j,  de  acuerdo 
I con  el  Derecho  romano,  concede  á loa 


(1)  Ley  6.a  tít.  28,  Partida  3.a 

(2)  Ley  31,.  tít.  28,  Partida  3.» 
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dueños  de  los  terrenos  colindantes  en 
toda  la  estension  de  sus  fronteras  los 
cauces  abandonados  por  variar  natural- 
mente el  curso  de  las  aguas.  Mas  el  có- 
digo civil  francés,  y á su  imitación  otros 
varios,  los  conceden  al  dueño  del  terre- 
no nuevamente  ocupado  por  la  corrien- 
te, como  una  indemnización  de  los  per- 
juicios que  con  ella  esperimenta.  Aun- 
que esto  parece  mas  justo  y equitativo, 
la  comisión  sin  embargo  no  se  atreve  á 
aceptarlo  por  los  graves  inconvenientes 
que  en  su  concepto  lia  de  ofrecer  en  la 
práctica,  sobre  todo  en  un  pais  como  el 
nuestro  en  que  los  rios  son  poco  cauda- 
losos y la  propiedad  en  algunas  provin- 
cias está  tan  dividida.  Kl  terreno  aban- 
donado ¿se  dividirá  entre  los  dueños  del 
perdido  á proporción  del  valor  ó de  la 
estension  de  este?  ¿Cómo  se  averiguará 
con  exactitud  uno  y otra?  ¿Por  dónde  se 
dará  paso  á los  nuevos  dueños  del  cáuce 
abandonado?  ¿Qué  provecho  podrán  es- 
tos sacar  de  un  corto  pedazo  del  terreno 
separado  del  resto  de  su  propiedad?  Bas- 
ta indicar  estas  dificultades  para  con- 
vencerse, como  se  ha  convencido  la  co- 
misión, de  que  la  conveniencia,  pública 
aconseja  que  el  cáuce  abandonado  se  ad- 
judique á los  dueños  de  terrenos  colin- 
dantes, únicos  que  pueden  irlo  redu- 
ciendo á cultivo  con  facilidad  y ventaja. 

Cuando  la  isla  formada  de  nuevo  ocu- 
paba el  medio  del  rio,  el  derecho  roma- 
no la  dividia  entre  los  dueños  de  ambas 
riberas;  y si  estaba  mas  próxima  á una 
de  estas,  la  adjudicaba  por  entero  á su 
dueño.  Divididos  los  intérpretes  sobre 
el  modo  como  esta  última  debia  enten- 
derse, la  ley  de  Partida  (1)  adoptó  la 
opinión  de  los  que  sostenían  que  debia 
limitarse  al  caso  en  que  toda  la  isla  es- 
tuviese mas  próxima  á una  ribera,  pues 
en  otro  debia  dividirse  por  la  mitad  del 
rio  dando  ácada  ribera  la  parte  mas  pro 
lima  á ella.  La  comisión  entiende  que 
esto  ha  de  ofrecer  inconvenientes.  Las 
islas  que  de  nuevo  se  formen  en  rios  tan 
poco  caudalosos  como  en  su  mayor  parte 
son  los  nuestros,  han  de  ser  de  corta  es- 


(1)  Loy  27,  tXt.  28,  Partida  3.8, 


tensión  y su  división  entre  los  propieta- 
rios de  ambas  riberas  dejará  tan  reduci- 
da la  parte  de  cada  uno,  que  de  nada  le 
aprovechará.  Por  ello  la  cornisón  ha  crei- 
do  que  debia  separarse  de  la  disposición 
de  la  ley  de  Partida,  y adjudicar  la  isla 
por  entero  al  dueño  de  la  ribera  á que 
se  halle  mas  cercana  en  todo  ó en  su  ma- 
yor porte. 

Varios  y aun  encontrados  pareceres 
se  han  emitido  sobre  las  accesiones  de 
terrenos  debidas  al  aluvión  y corriente 
de  las  aguas,  no  faltando  personas  y aun 
corporaciones  muy  competentes  que  en 
sus  informes  han  propuesto  se  niegue 
aquel  derecho  á los  dueños  de  predios 
ribereños,  como  medio  de  precaver  sus 
intrusiones  sobre  los  cauces  públicos. 
Parece  sin  embargo,  que  no  es  esta  razón 
bastante  para  introducir  una  innovación 
tan  importante,  y negar  á los  dueños  ri- 
bereños un  derecho  que  trae  origen  d* 
lomas  remota  antigüedad,  puesto  que 
i ya  le  consagró  la  legislación  romana,  y 
■ de  ella  pasó  á la  nuestra  sin  que  jamás 
' haya  sufrido  interrupción.  Mas  no  es  so- 
lo el  respeto  á su  aníigüedad,  sinola  jus- 
ticia en  que  se  funda,  lo  que  ha  decidi- 
do á la  comisión  á conservarlo;  porque 
si  el  ribereño  está  expuesto  á que  la  cor- 
riente de  las  aguas  arrebate  parte  de  su 
propiedad,  ó las  inundaciones,  la  esteri- 
licen por  algún  tiempo,  justo  es  que  ten- 
ga una  compensación  en  el  aumento  que 
estas  mismas  aguas  proporcionan  á ve- 
ces á sus  campos.  Hasta  la  -conveniencia 
pública  viene  también  en  apoyo  del  dere- 
cho del  aluvión,  porque  sin  él  quedarían 
yermos  y estériles  los  terrenos  nueva- 
mente formados,  susceptibles  muchas 
veces  de  varios  é importantes  productos. 
Y si  bien  no  puede  desconocerse  que  es- 
te derecho  es  ocasionado  á abusos, *ya  se 
conceden  á la  Administración  encargada 
| de  la  policía  de  las  aguas  públicas  las 
facultades  y medios  necesarios  para  pre^ 
caverlos. 

La  comisión  por  último  ha  creido  que 
debia  completar  esta  materia  con  algu- 
nas disposiciones  relativas  á la  estrae- 
cion  y salvamento  de  los  objetos  arras- 
trados ó sumergidos  en  las  aguas,  acer- 
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Ca  de  lo  cual  no  tiene  noticia  de  que 
exista  ley  ni  regla  alguna. 

OBRAS  DE  DEFENSA  CONTRA  LAS  AGUAS  PÚ- 
BLICAS. 

(Cap.  9 do  la  Ley;  art.  89  á 99.)  * 

El  agua,  benéfico  elemento  de  toda 
vida,  que  desarrolla  la  vegetación  en  los 
campos,  suministra  fuerza  motriz  á las 
industrias,  conserva  la  salud,  y dando 
animación  y alegría  contribuye  al  ornato 
público  en  las  poblaciones,  conviértese 
á veces  en  un  enemigo  terrible  y pode- 
roso, que  ora  desbordándose  en  impe- 
tuosas avenidas  y grandes  inundaciones 
esparce  la  desolación  y la  ruina  por  di- 
latadas comarcas,  ora  con  su  mansa  y 
apacible,  pero  incesante  corriente,  va 
socavando  los  terrenos  contiguos  y ha- 
ciendo desaparecer  con  ellos  la  fortuna 
de  sus  propietarios.  El  acarreo  incesan- 
te de  los  aluviones  obstruye  por  otra 
parte  los  cauces,  ofreciendo  obstáculos 
á la  navegación  y flote,  y produciendo 
inundaciones.  El  interés  de  ios  ribere- 
ños y el  dei  público  exigen  pues  del  con- 
suno que  se  fortifiquen  las  márgenes  y 
riberas,  y que  se  conserven  desembara- 
zados los  cauces  de  las  corrientes  públi- 
cas para  evitar  aquellos  daños. 

Pero  si  la  Administración  abandona 
al  mero  interes  individual  esta  clase  do 
obras  y no  ejerce  sobre  ellas  una  ince- 
sante vigilancia , lejos  de  ser  provecho- 
sas, pueden  agravar  los  daños  que  tratan 
de  evitar.  La  codicia  de  aumentar  su 
propiedad  por  aluvión  ó el  deseo  de  ale- 
jar las  molestias  y peligros  de  una  cor- 
riente inmediata,  pueden  dar  ocasión  á 
que  estrechando  su  cauce  ó torciendo 
su  dirección,  se  causen  males  gravísi- 
mos, no  solo  á los  ribereños  vecinos, 
sino  á poblaciones  y aun  á comarcas  en- 
teras. Grande  ha  sido  hasta  ahora  en 
esta  parte  el  abandono  de  nuestra  Admi- 
nistración, al  cual  y á la  funesta  tala  de 
los  montes  se  debe  la  frecuencia  con  que 
se  repiten  devastadoras  inundaciones. 

La  comisión  ha  creido  por  tanto  indis- 
pensable fijar  en  la  ley  los  derechos  y 
obligaciones  de  los  ribereños  acerca  de 
estas  obras,  dejando  asentadas  las  bases 
Tomo  1. 


sobré  que  la  Administración  ha  de  for- 
mar sus  reglamentos.  La  primera  y la 
mas  importante  cuestión  que  debía  re- 
solver era  la  de  si  la  facultad-,  que  no 
puede  menos  de  reconocerse  en  todo  ri- 
bereño, de  hacer  en  su  propiedad  las 
obras  que  exija  la  segundad  de  esta, 
deberia  someterse  al  sistema  preventivo 
de  autorización  ó abandonarse  al  repre- 
sivo , concediendo  á la  Administración 
la  facultad.de  demoler  las  obras- que  á 
su  juicio  puedan  ocasionar  perjuicios 
públicos.  Fuertes  razones  se  alegaron  en 
la  discusión  en  apoyo  de  cada  uno  de 
estos  sistemas;  pero  la  comisión  prefirió 
el  segundo,  porque  cree  que  la  Admi- 
nistración no  debe  amortiguar,  entrabar 
el  interés  privado  á pretesto  de  precaver 
sus  abusos,  cuando  tiene  medios- fáciles 
de  corregirlos.  La  estension  que  por  otra 
parte  se  ha  dado  á la  calificación  de  cáu- 
ces  públicos,  en  la  mayor  parte  de  los 
cuales  son  frecuentes  y de  poquísima 
importancia  las  obras  de  defensa,  hubie- 
ra sobrecargado  á la  Administración  con 
un  cúmulo  de  licencias,  que  ó hubieran 
sido  gravosas  para  los  particulares  y em- 
barazosas para  ella  sí  las  babia  de  conce- 
der con  pleno  é ilustrado  conocimiento 
de  causa,  ó se  hubieran  convertido,  co- 
mo sucedia  en  otro  tiempo  con  los  pasa- 
portes y otras  disposiciones  preventivas, 
en  meras  é inútiles  fórmulas. 

Con  arreglo  al  principio  adoptado  por 
la  comisión,  se  concéde  á los  dueños  de 
predios  lindantes  con  cauces  públicos  la 
facultad  de  hacer  en  sus  respectivas 
márgenes  y riberas  plantaciones  y obras 
de  defensa  contra  las  aguas  sin  necesi- 
dad de  previa  autorización  ; pero  se  deja 
á la  Administración  la  facultad  de  man- 
dar por  sí  ó á instancia  de  los  interesa- 
dos suspender  y arrancar  las  plantacio- 
nes ó demoler  las  obras  cuando  puedan 
causar  perjuicios  á la  navegación  ó flote 
de  losrios,  desviar  las  corrientes  de  su 
curso  natural,  ó producir  inundaciones 
considerables;  y se  reserva  á los  parti- 
culares el  derecho  de  solicitar  ante  los 
tribunales  ordinarios  la  suspensión  ó de- 
molición de  las  obras  que  les  pueden 
causar  perjuicios  difíciles  ó costosos  de 
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precaver;  á no  ser  que  á ellos  dé  ocasión 
la  apatía  ó indolencia  en  defender  de  las 
aguas  su  propiedad,  en  cuyo  caso  no  es 
justo  que  puedan  alegarlos  para  impedir 
que  otro  defienda  la  suya. 

M Mas  cuando  las  plantaciones  y obras 
havan  de  invadir  el  cauce,  no  deben  eje- 
cutarse sin  previa  autorización  del  Go- 
bierno en  los  rios  navegables  y flotables, 
y del  Gobernador  de  la  provincia  en  los 
demás  canees  públicos.  Con  el  objeto  de 
evitar  á los  particulares  y á la  Adminis- 
tración la  modestia  y embarazo  consi- 
guiente á la  concesión  de  autorizaciones 
parciales,  podrán  otorgarse  autorizacio- 
nes generales  donde  las  obras  de  defen- 
sa convengan  y no  puedan  causar  daño, 
para  que  los  dueños  de  ios  predios  limí- 
trofes, cada  cual  en  la  parte  de  cauce 
lindante  con  su  respectiva  frontera, 
construyan  las  obras  con  sujeción  á las 
condiciones  lijadas  en  la  concesión. 

Guando  las  obras  proyectadas  intere- 
sen ,á  toda  una  comarca  y la  mstyoría  de 
los  propietarios  de  esta  se  conformen  en 
costearlas,  su  acuerdo  será  obligatorio 
para  todos  ; porque  no  es  justo  que  el 
vituperable  egoísmo  de  algunos  sirva  de 
rémora  y obstáculo  para  su  ejecución,  ó 
reciba  por  recompensa  el  beneficio  gra- 
tuito de  aquellas.  También  se  autoriza 
la  creación  de  sindicatos  especiales  para 
las  obras  de  defensa,  á imitación  dejas 
de  riego  , en  los  ríos  cuyos  desborda- 
mientos las  exijan  ‘permanentes. 

Una  facultad  discrecional  ha  ejercido- 
hasta  ahora  nuestra  Administración,  no 
autorizada  por  ley  alguna,  sino  por  el 
principio  vulgar  de  que  carece  de  ella  la 
suprema  necesidad:  tal  es  la  de  practi- 
car obras  provisionales  ó destruir  las 
existentes  en  toda  clase,  de  propiedades, 
sin  previa  indemnización  ni  formalidad 
alguna,  cuando  es  indispensable  para 
precaver. ó contener  inundaciones  inmi- 
nentes. Seria  en  efecto  absurdo  que  en 
aquellos  .momentos  supremos  de  tribu- 
lación y angustia,  cuando  la  salvación 
de  los  intereses,  y lo  que  es  aun  mas,  de 
•Jas  vidas,  - exige  resoluciones  instantá- 
neas ejecutadas  con  rapidez,  la  Admi- 
ttistfaciaa  hubiera  de  permanecer  con 


las  manos  atadas  mientras  instruía  pre- 
vio expedienteo  indemnizaba  perjuicios,, 
viniendo  áser  siempre  los  resultados  de 
su  acción  completamente  inútiles  por 
tardíos.  La  conciencia  pública  lo  reco- 
noce así,  y jamás  ha  levantado  acusación 
alguna  contra  el  proceder  verdadera- 
mente discrecional  y-  arbitrario  de  las 
autoridades  en  tales  casos.  Lo  que  está 
gravado  en  la  conciencia  de  todos  con- 
viene que  esté  escrito  y sancionado  en  la 
ley,  revistiendo  á la  Administración  de 
facultades  completamente  discrecionales, 
sin  mas  restricción  que  la  de  su  propia 
responsabilidad  por  el  abuso  que  come- 
ta de  ellas;  pero  consagrando  también  el 
derecho  del  particular  á ser  indemniza- 
do de  todos  los  daños  y perjuicios  que 
en  beneficio  público  se  ie  causen. 

DESECACION  DE  LAGUNAS  Y TE1UIENOS  PAN- 
TANOSOS. 

(Cap.  X de  la  ley;  arts.  100  y siguientes)'. 

Dos  objetos  pueden  exigirla:  el  cultivo 
y la  salud  pública. 

En  el  primer  caso,  solo  el  interés  de 
los  propietarios  debo  ser  juez  de  su  con- 
veniencia, sin  que  el  Estado  pueda  com- 
pelerles á mejorar  la  condición  de  su 
propiedad  solo  para  convertirla  en  fruc- 
tífera, como  no  compele  al  dueño  de  un 
terreno  erial  á que  lo  roture,  ó al  del 
dedicado  á un  cultivo  poco  productivo 
á que  lo  destine  á otro  mas  pingue.  La 
comisión  está  convencida  de  que  la  in- 
tervención del  Estado  debe  limitarse,  en 
lo  que  solo  afecta  á intereses  individua- 
les, á remover  obstáculos,  difundir  la 
ilustración  y estimular  con  medios  indi- 
rectos. Hay  sin  embargo  casos  en  que  la 
absoluta  e ilimitada  libertad  de  un  indi- 
viduo se  opone  al  ejercicio  de  igual  de- 
recho en  otros,  y entonces  la  interven- 
ción del  Estado  es  ya  necesaria  para 
procurar  la  conciliación  de  encontrados 
derechos.  Asi  acontece  cuando  pertene- 
ciendo á varios  dueños  un  terreno  pan- 
tanoso, cuya  desecación  parcial  no  es  po- 
sible, y no  estando  conformes  lodos  en 
.verificarla,  son  inútiles  cuantos  esfuerzos 
hagan  algunos  para  sanear  su  parte, 
mientras  otros  no  lo  verifiquen  con  fa 
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Suya;  de  suerte  que  la  mera  oposición  ó 
indolencia  de  alguno  basta  para  esterili- 
zar los  trabajos  de  otros. 

Establecida  de  esto  modo  por  la  mis- 
ma naturaleza  cierta  mancomunidad  de 
intereses  entre  los  dueños  de  tal  terreno,  ' 
es  ya  necesaria  la  intervención  del  Es- 
tado para  someterlos  á la  ley  de  las  ma- 
yorías, único  criterio  á que  en  Jales  ca- 
sos puede  recurrí rse.  La  resolución  pues 
de  la  mayoría,  deberá  ser  obligatoria 
para  la  minoría,  porque  ni  es  razonable 
que  la  obstinación  de  esta  oponga  á las 
decisiones  de  aquella  un  veto  insupera- 
ble, ni  es  justo  que  disfrute  del  beneficio 
del  saneamiento  sin  contribuir  á sus  gas- 
tos, dado  que  la  mayoría  se  decidiese  á 
reportarlos  exclusivamente.  Esta  razón 
es  la  misma  que  antes  se  ha  indicado 
para  hacer  obligatorias  á la  minoría  las 
obras  comunes  de  defensa  acordadas  por 
la  mayoría. 

Mas  cuando  convertidos  los  terrenos 
pantanosos  en  focos  de  infección,  la  sa- 
lud pública  exige  su  saneamiento,  hay 
ya  un  grande  interés  social  que  reclama 
la  intervención  del  Estado  y hasta  la  ex- 
propiación del  terreno,  previa  la  corres- 
pondiente indemnización,  cuando  sus 
dueños  se  negasen  á sanearlos  por  sí. 
Tales  son  los  principios  que  lia  adoptado 
la  comisión  por  creerlos  preferibles  á los 
establecidos  en  Francia  , donde  tras  va- 
rias tentativas  no  muy  fecundas  en  re- 
sultados, la  ley  de  1807,  que  no  los  ha 
dado  mucho  mejores,  autoriza  al  Estado 
para  declarar  obligatorio  el  saneamiento, 
aun  cuando  este  tenga  solo  por  objeto  el 
aumento  de  la  producción  agrícola;  y en 
el  caso  de  otorgarlo  á empresas  por  ne- 
garse á verificarlo  por  su  cuenta  los  pro- 
pietarios, no  se  procede  desde  luego  á la 
expropiación,  sino  que  solo  se  concede 
á aquellas  una  parte  del  aumento  de) 
valor  que  reciba  la  propiedad. 

SERVIDUMBRES  RELATIVAS  Á LAS  AGUAS. 

(TU.  IV  do  ]a  ley,  arls.  111  y siguientes). 

La  comisión  ha  procurado  no  traspa- 
sar el  límite  que  se  ha  impuesto  respecto 
á las  servidumbres,  absteniéndose  de 
tratar  de  las  que  legal  ó convencional- 


mente puedan  establecerse  coii  relación 
al  agua  como  á todas  las  demás  ¿ésas,  y 
concretándose  á las  que  exige  la  misma 
naturaleza  y á las  que  deben  imponerse 
forzosamente  para  el  fomento  de  la  ri- 
queza pública.  Nada  ha  tenido  que  inno- 
var respecto  á las  primeras,  perfecta- 
mente definidas  por  nuestras  leyes  que 
marcan  los  derechos  y deberes  que  la 
respectiva  situación  de  sus  predios  con- 
fiere ó impone  á dominantes  y sirvien- 
tes. Ha  creído,  sin  embargó,  conveniente 
autorizarlos  para  ejecutar  lo  que  mejore 
su  situación  sin  agravar  la  del  otro,  con 
arreglo  á aquella  máxima  de  equidad 
natural  proclamada  por  el  derecho  roma- 
no (t):  Prodesse  sibi  unusquisque , dum 
alii  non  nocet , non  prohibetur. 

SERVIDUMBRE  DE  ACUEDUCTO., 

(Art.  117  141  de  la  ley.) 

Esta  servidumbre,  establecida  forzo- 
samente para  el  riego  por  los  fueros  de 
Valencia  desde  la  primera  mitad  del  si- 
glo XIII  (2),  y entendida  á todo  el  rei- 
no por  la  ley  de  24  de  junio  de  * 849, 
se  amplia  por  la  comisión  al  estableci- 
miento de  baños,  fábricas  ó artefactos,  á 
la  desecación  de  terrenos  pantanosos,  y 
á la  evasión  ó salida  de  aguas  proceden- 
tes de  alumbramientos  artificiales.  No 
hay  en  efecto  razón  alguna  para  que  es- 
ta servidumbre  se  limite  á un  solo  apro- 
vechamiento del  agua,  cuando  hay  otros 
importantes  que  la  reclaman  con  igual 
urgencia.  Ampliada  de  este  modo,  y de- 
biendo ser  mas  frecuentes  ios  casos  en 
que  habrá  de  decretarse  su  imposición, 
la  comisión  no  ve  en  esta  un  asunto  de 
tamaña  importancia  que  deba  reservarse 
al  Gobierno  Supremo,  centralizando  de 


(1)  Dig.  1 ib-  39,  tít.  3.0  ley  1.a  párrafo  11. 

(2)  Si  algii  baurá  cases  ó ediíicis  ó cainp  6 
altre  sol  de  Ierra  que  ne  avironat  de  cascuna 
parí  deis  venios:  en  aixi  que  no  baurá  carrera 
on  hi  pusgue  entrar  ni  metre  ni  menar  aygua, 
ni  sia  sabnl  per  cual  kch  cert  antiguament  ell 
bagues  carrera  on  pangues  entrar  á aqucll 
camp  seu  á menar  aygua,  los  vehins  que  me- 
nys  dañ  y haurán  donen  á ell  ó á ops  dell  da- 
munt  dit  loch  per  aquells  lurs  logars  sens  tot 
preu  carrera  hon  hipusca  entrar  ó metro  é me- 
llar aygua.  Lib  3.*,  rub.  16,  fuero  22. 
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una  manera  innecesaria  y perjudicial 
para  los  particulares  y el  mismo  Gobier- 
no la  acción  benéfica  de  la  Administra- 
ción. Se  concede  pues  á los  Gobernado- 
res la  (acuitad  de  decretar  esta  servi- 
dumbre; mas  para  cerrar  la  puerta  á to- 
da arbitrariedad  y proteger  contra  ella 
los  intereses  y derechos  particulares,  se 
determinan  los  tres  casos  en  que  el  due- 
ño del  terreno  sobre  que  trate  de  impo- 
nerse la  servidumbre  pueda  resistirlo, 
fundados  todos  en  evidentes  principios 
de  justicicia  y equidad,  á saber:  cuando 
el  que  solicita  la  imposición  no  sea  due- 
ño ó concesionario  del  agua  ó del  terre- 
no en  que  quiera  utilizarla:  cuando  los 
perjuicios  que  haya  de  causar  la  servi- 
dumbre al  que  la  sufra  sean  mayores  que 
los  beneficios  que  haya  de  proporcionar 
al  que  la  disfrute;  y cuando  pueda  esta- 
blecerse sobre  otros  predios,  con  iguales  ; 
ventajas  para- el  que  la  solicite  y meno- 
res perjuicios  para  el  que  la  haya  de 
sufrir. 

Se  fijan  también  como  prendas  de 
acierto  jos  trámites  principales  del  expe- 
diente; se  establecen  los  varios  modos 
de  constituir'  la  servidumbre  con  ace-  j 
quia  abierta  ó cubierta,  ó con  cañería  ó ; 
tubería,  según  las  circunstancias;  y por 
último  los  derechos  y obligaciones  del 
dominante  y del  sirviente. 

SERVIDUMBRES  DE  ESTRIBO  DE  TRESA.  Y DE 

PARADA  Ó PARTIDOR. 

(Árt.  á I46  de  la  ley.) 

La  servidumbre  de  acueducto  seria 
inútil  en  muchos  casos  si  no  fuera  acom- 
pañada de  la  de  estribo  de  presa,  cuan- 
do el  .que  necesite  construirla  para  de- 
rivar el  agua  no  sea  dueño  de  las  riberas 
ó terrenos  donde  haya  de  apoyarla.  Las 
mismas  razones,  pues,  que  exigen  la  im- 
posición forzosa  de  aquella,  reclaman  la 
de  esta.  Así  se  reconoció  en  Francia, 
donde  la  ley  de  29  de  abril  de  184o  que 
estableció  laservidumbre  forzosa  de  acue- 
ducto para  el  riego,  hubo  de  ser  com- 
pletada por  la  ley  de  11  julio  de  i8i7, 
que  estableció  la  de  apoyo  ó estribo  de 
presa.  La  comisión  no  ha  vacilado  en 
admitirla  y aun  en  darle  mayor  esfen- 


sion  que  la  ley  francesa,  la  cual  solo  la 
concede  al  dueño  de  una  ribera  que  ne- 
cesita apoyar  en  la  opuesta  el  otro  estre- 
mo  de  la  presa  construida  sóbrela  suya. 
El  derecho  de  aprovechar  las  aguas  para 
el  riego  no  se  limita  por  este  proyecto  á 
los  ribereños,  y las  concesiones  hechas 
á los  que  no  lo  son  quedarían  inútiles  si 
no  se  les  concediese  al  mismo  tiempo  el 
apoyo  de  presa  en  ambas  riberas.  La  fa- 
cultad de  conceder  esta  seividumbre  se 
reserva  al  Gobierno  cuando  tiene  por 
objeto  el  aprovechamiento  de  aguas  pú- 
blicas, previa  audiencia  del  dueño  ó due- 
ños de!  terreno;  y se  atribuye  al  Gober- 
nador de  la  provincia  en  los  demás  casos 
con  sujeción  á ios  trámites  establecidos 
para  la  de  acueducto . 

La  subdivisión  de  los  prédios  en  las 
tierras  de  huerta  ó regadío  exige  con 
frecuencia  la  construcción  de  nuevos  par- 
tidores y paradas  por  donde  cada  parte 
de  aquellos  reciba  su  riego  con  indepen- 
dencia de  la  otra  y notable  economía  de 
agua  ; pero  como  la  margen  opuesta  de 
la  acequia  ó regadera  donde  deban  cons- 
truirse suele  pertenecer  á otro  dueño,  la 
comisión  ha  creído  necesario  imponerle 
forzosamente  esta  servidumbre,  pequeña 
en  sí,  pero  no  en  su  resultado.  Atendi- 
do el  corto  importe  de  los  perjuicios  que 
puede  ocasionar  al  que  la  sufra,  que  sin 
embargo  deberán  abonársele  previamen- 
te, puede  encargarse  su  concesión  á los 
Alcaldes,  oyendo  á los  interesados,  al 
sindicato  de  riego,  si  lo  hubiere,  y a fal- 
ta de  este  al  Ayuntamiento. 

SERV1DUMDRE  DE  ABREVADERO  Y DE  SACAR 
AGUA. 

(Art.  147  á 151  de  la  ley.) 

A las  aldeas  ó pequeñas  poblaciones 
nacientes  no  son  aplicables  las  reglas 
que  mas  adelante  se  establecerán  para 
el  abastecimiento  de  aguas  potables,  que 
siempre  exige  obras  costosas  que  aquella 
no  tienen  medio  de  sufragar.  Y siendo- 
por  otra  parte  conveniente  facilitar  el 
acrecentamiento  de  la ’ población  rural, 
tan  necesaria  para  el  mas  esmerado  cul- 
tivo de  los  campos,  la  comisión  ha  creido 
, conveniente  el  establecimiento  forzoso  de 


las  servidumbres  de  abrevadero  y de  sa- 
car agua  en  favor  de  las  poblaciones  que 
cuenten  al  menos  diez  vecinos,  previa  la 
correspondiente  indemnización. 

SERVIDUMBRE  DE  CAMINO  DE  SIRGA  V DEMAS 
INHERENTES  Á LOS  PREDIOS  RIBEREÑOS. 

(Art.  152  á 165  de  la  ley.) 

Estendiéndose  las  riberas  de  los  rios 
solo  hasta  donde  llegan  las  aguas  en  las 
avenidas  que  no  causen  inundación  , es 
necesario  que  fuera  del  limite  de  aquellas 
sufran  Jos  prédios  contiguos  la  servi- 
dumbre de  camino  de  sirga,  sin  la  cual 
quedaría  interrumpido  el  servicio  de  la 
navegación  y Hoto  durante  las  crecidas. 
Abandonada  entre  nosotros  esta  servi- 
dumbre á Ordenanzas  y costumbres  lo- 
cales, no  tenemos  ley  alguna  que  consa- 
gre su  existencia  y establezca  sus  condi- 
ciones; pues  aun  cuando,  interpretando 
en  un  sentido  amplio  la  ley  6 ü,  tít.  28, 
Partida  3.a,  que  consagra  el  uso  público 
de  las  riberas , se  considerase  como 


inherente  á este  el  camino  de  sirga,  no 
podria  traspasar  los  límites  de  aquellas, 
viniendo  á quedar  cubierto  por  las  aguas 
é ioulilizado  en  el  tiempo  de  avenidas. 
Ha  sido,  pues,  necesario  consignaren 
esta  ley  la  existencia  de  esa  servidumbre, 
conocida  desde  lamas  remota  antigüe- 
dad, y establecer  sus  condiciones. 

Considerados  los  ríos  como  vias  pú- 
blicas destinadas  por  la  misma  naturale- 
za á la  navegación  ó flote,  debo  tenerse 
también  por  natural  esta  servidumbre, 
sin  la  cual  no  podrian  tener  aquel  des- 
tino: su  establecimiento,  pues,  no  exige 
indemnización  sino  en  aquellos  rios  que 
fueren  nuevamente  declarados  navega- 
bles ó flotables  , en  cuyo  caso  la  servi- 
dumbre proviene  , no  de  la  naturaleza 
del  rio , sino  de  las  obras  de  arte  que  la 
cambian. 

El  origen  y objeto  de  esta  servidum- 
bre quedarían  desnaturalizados  si  no  se 
limitase  exclusivamente  al  servicio  de  la 
navegación  y flotación:  no  deben  por  lo 
tanto  usar  del  camino  de  sirga  los  due- 
ños de  los  prédios  ribereños  para  entrar 
en  sus  heredades  ni  los  que  se  dirijan  al 
rio  á sacar  agua,  bañarse,  abrevar  gana- 
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dos,  lavar  ó hacer  del  agua  cualquier 
otro  de  los  usos  comunes.  Para' esta  cla- 
se de  aprovechamientos,  la  comisión  ha 
creído  conveniente  dejar  al  Gobierno  la 
\ facultad  de  establecer  donde  no  exista  la 
servidumbre  de  tránsito  por  las  riberas- 
de  propiedad  particular  , por  si  los  ca- 
minos vecinales  y los  abrevaderos,  vados 
y riberas  públicas  no  bastasen  para  el 
acceso  del  público  a!  rio. 

También  se  impone  á los  prédios  ri- 
bereños la  servidumbre  de  sufrir  que  en 
ellos  se  amarren  ó afiancen  las  maromas 
ó cables  necesarios  para  las  barcas  de 
paso,  prévia  la  correspondiente  indem- 
nización de  daños  y perjuicios.  Por  la 
poca  importancia  de  esta  servidumbre, 
se  concede  su  establecimiento  al  Gober- 
nador de  la  provincia. 

Las  demás  inherentes  ;í  los  prédios 
ribereños  fueron  ya  establecidas  por  las 
leyes  de  Partida  , y consisten  en  per- 
mitir que  en  las  riberas  se  aten  y repa- 
ren las  naves  y sus  aparejos,  se  tiendan 
las  redes  y se  depositen  temporalmente 
las  maderas  conducidas  á flote  que  sea 
necesario  extraer  para  que  no  las  arre- 
baten las  avenidas,  las  mercancías  des- 
cargadas en  caso  de  naufragio,  avería  ú 
otra  necesidad  urgente,  los  productos  de 
la  pesca,  y la  arena,  piedras  ó demás 
materias  extraídos  de  los  cauces  cuando 
se  limpien  ó desembaracen.  Tales  servi- 
dumbres, consiguientes  al  uso  público 
de  las  riberas , no  exigen  indemnización; 
pero  cuando  estas  no  ofrezcan  espacio 
suficiente  para  el  depósito  de  maderas  ó 
mercancías  en  los  casos  de  urgencia,  po- 
drá este  verificarse  en  los  prédios  conti- 
guos, quedando  obligados  los  conducto- 
res y responsables  los  objetos  depositados 
al  abono  de  daños  y perjuicios. 


APROVECHAMIENTOS  COMUNES  DE  LAS  AGUAS 
PÚBLICAS. 

(Tít.  V.  do  la  ley;  arls.  166  y siguientes.) 

Antes  de  entrar  en  la  exposición  de 
las  diferentes  clases  ae  aprovechamien- 
tos, juzga  la  comisión  indispensable  de- 
terminar los  caracteres  generales  que 
separan  y diferencian  el  aprovechamien- 
to del  dominio.  Este  es  un  derecho  ab- 
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soluto  é ilimitado  sobre  la  cosa,  que  nos 
autoriza  para  hacer  libremente  de  ella  el 
uso  que  nos  plazca,  siempre  que  no  las- 
timemos el  derecho  de  otro  El  dueño 
de  una  cosa  lo  tiene  no  solo  para  usar, 
sino  para  abusar  de  ella,  sin  que  el  po- 
der público  pueda  impedir  este  abuso 
mientras  coq  él  no  cause  perjuicio  á 


zacíon,  y los  que  por  consumir  cantidad 
considerable  de  agua  ó impedir  otros 
aprovechachamienlos  idénticos,  exigen 
concesiones  especiales  por  parte  del  po- 
der público.  Los  comprendidos  en  la 
primera  ciase  son  los  siguientes: 

SERVICIO  DOMÉSTICO  FABRIL  Y AGRICOLA. 


• tercero. 


(Cap.  XII  de  la  ley,  art.  16G  y siguienies.) 


El  aprovechamiento,  por  el  contrario, 
es  un  derecho  limitado,  sujeto  á las  con-  i 
diciones  impuestas  por  quien  lo  concede, 
y que  no  autoriza  para  abusar,  sino  solo 
para  usar  en  la  forma  y para  el  objeto 
concedido  El  aprovechamiento  es  el  uso 
á que  por  la  misma  naturaleza  se  bailan 
destinadas  las  cosas  comunes,  revestido 
de  aquellas  formas  que  el  poder  público 
juzga  indispensables  para  evitar  conflic- 
tos v nara  nue  á todos  alcance  ese  uso 
cuando  es  posible,  y cuando  no,  á aque- 
llos que  puedan  obtener  de  él  ó propor- 
cionar al  público  mayores  ventajas. 

Por  eso  la  comisión  no  reputa  jamás  á 
los  concesionarios  de  aguas  públicas  co- 
mo verdaderos  dueños  de  estas,  ni  aun 
después  de  separadas  de  sus  cauces  na- 
turales ; sino  como  meros  usuarios  , li- 
mitados al  objeto  para  que  se  les  conce- 
dieron, y sujetos  siempre  á la  vigilancia 
de  la  Administración,  encargada  de  pre- 
caver todo  abuso  y desperdicio.  No  es 
nueva  esta  doctrina,  sino  consagrada  por 
los  siglos,  especialmente  en  aquellas  pro- 
vincias donde  mas  codiciados  y esmera- 
dos han  sido  los  aprovechamientos  del 
agua.  La  antigua  legislación  foral  de  Va- 
lencia ofrece  repetidas  pruebas  de  que 
los  reyes  se  reservaron  siempre  la  su- 
prema vigilancia  sobre  los  aprovecha' 
mientes  de  las  aguas  públicas,  y cuida- 
ron de  que  en  tiempo  de  escasez  se  dis- 
tribuyeran entre  los  concesionarios  con 
arreglo  á sus  necesidades  y á lo  que  exi- 
gía la  pública  conveniencia. 

Ya  se  indicaron  antes  los  motivos  que 
la  comisión  lia  tenido  para  distinguir  en- 
tre los  aprovechamientos  comunes,  que 
por  no  consumir  el  agua  ó consumiría 
solo  en  una  pequeña  cantidad  y no  im- 
pedir otros  iguales , constituyen  propia- 
mente un  mero  uso  y no  exigen  autori- 


Aun  los  que  atribuyen  á los  ribereños 
un  derecho  de  propiedad  sobre  las  aguas 
corrientes,  reconocen  en  todos  como  un 
derecho  natural  no  sujeto  á las  reglas 
del  civil  , la  facultad  de  sacar  agua  para 
las  necesidades  domésticas  ó para  abre- 
var los  ganados  (i);  con  mayoría  de  ra- 
zón, pues,  declaradas  aquellas  públicas, 
debe  reconocerse  el  derecho  de  usar  de 
ellas  mientras  discurran  por  sus  cauces 
naturales  para  beber,  lavar  ropas,  vasi- 
jas, ó cualquiera  otra  clase  de  objetos, 
bañarse  y abrevar  ó bañar  caballerías  y 
ganados,  sin  perjuicio  de  que  la  Admi- 
nistración reglamente  este  uso,  según  lo 
exijan  la  salud,  la  moral  ó la  convenien- 
cia pública. 

Mayor  dificultad  ofrecía  el  resolver  si 
estos  usos  de  las  aguas  públicas,  y sobre 
todo  la  facultad  de  extraerlas  en  vasi- 
jas, deberían  extenderse  aun  á aquellas 
que  derivadas  de  sus  cauces  naturales, 
correr:  por  canales,  acequias  ó acueduc- 
tos propios  de  los  concesionarios.  Por 
una  parte  podia  alegarse  el  derecho  ex- 
clusivo de  estos  al  aprovechamiento  del 
agua  derivada,  y por  otra,  que  la  con- 
cesión para  un  aprovechamiento  deter- 
minado no  hace  perder  á las  aguas  su 
calidad  de  públicas  ni  debe  obstar  á los 
usos  comunes  consiguientes  á ella.  La 
comisión  se  ha  inclinado  en  favor  de  lo 
ultimo,  que  es  lo  conforme  con  los  usos 
y costumbres  aun  de  aquellas  provin- 
cias en  donde  inas  se  aprecia  el  agua. 
Reconoce,  pues,  en  todos  el  derecho  de 
extraer  con  vasijas  de  los  canales,  ace- 
quias ó acueductos  descubiertos  aunque 
sean  propios  de  los  concesionarios,  el 
agua  necesaria  para  usos  domésticos  ó 


(i)  Daniel,  mím.  542.-Dufour.  Cours  d‘eau 
usages  i eo  inmunes . 
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fabriles  y para  el  riego  de  plantas  aisla- 
das; pero  con  el  objeto  de  que  la  ex- 
tracción no  pueda  ser  de  una  cantidad 
tan  considerable  en  proporción  á la  que 
corra  por  el  acueducto  que  ocasione 
perjuicio  notable  al  concesionario,  de- 
berá verificarse  á mano  sin  género  al- 
guno de  máquina  ó aparato,  y sin  dete- 
ner el  curso  del  agua,  ni  deteriorar  las 
márgenes  ó cajeros.  Asimismo  se  reco- 
noce en  todos  el  derecho  de-  lavar  ro- 
pas, vasijas  ú otros  objetos  en  dichas 
aguas,  siempre  que  el  uso  á que  se  des- 
tine no  exija  que  se  conserven  en  esta- 
do de  pureza  y que  tampoco  deterioren 
las  márgenes. 

PESCA  y CAZA  DE  AVES  ACUÁTICAS.  . 

1 -(Art.  169  á 174  de  la  ley.) 

La  ordenanza  de  caza  y pesca  de  3 de 
mayo  de  1834  establece  que  en  las  cor- 
rientes á que  sirven  de  linde  tierras  de 
propiedad  particular,  puedan  los  due- 
ños de  estas  pescar  desde  la  orilla  hasta 
la  mitad  de  la  corriente,  y ningún  otro 
sin  su  licencia.  Pero  este  precepto,  po- 
co conforme  á las  antiguas  costumbres 
- y tradiciones,  no  ha  estado  en  observan- 
cia, por  lo  menos  en  toda  su  extensión. 
Los  dueños  de  las  tierras  lindantes  con 
corrientes  públicas,  ó han  ignorado  el 
derecho  que  se  les  concedía,  ó lu  han 
renunciado  de  hecho  en  favor  de  aque- 
llos que  por  afición  ó por  oficio  se  de- 
dican con  aparatos  movibles  á la  pesca, 
quienes  á su  vez  tampoco  se  han  cuida- 
do de  obtener  tantos  permisos  cuantos 
son  los  dueños  de  las  tierras  que  con- 
frontan con  los  rios,  en  las  no  muy  cor- 
tas distancias  que  á veces  han  de  re-- 
correr  para  satisfacer  su  afición  ó nece- 
sidad. 

La  comisión  no  ve  por  otra  parte  ra- 
zón alguna  de  justicia  ó conveniencia 
en  que  pueda  fundarse  la  disposición  de 
3a  ordenanza  de  1834.  Si  son  públicas 
las  aguas  y los  cáuces  que  las  contienen, 
¿en  qué  puede  fundarse  el  monopolio- 
absoluto  de  la  pesca  concedido  á los 
dueños  de  los  predios  ribereños?  ¿Puede 
acaso  considerarse  como  accesión  de  es- 
tos el  pez  que  nada  libre  en  el  agua  y la  , 


recorre  en  todas  direcciones  y basta  en 
largas  distancias?  Y si  no  hay  principio 
alguno  de  justicia  que  exija  se  reserve 
á los  dueños  ribereños  el  monoptílm  de 
la  pesca,  la  conveniencia  pública  lo  ré-r 
chaza.  Someter  á ios  que  ejercitan  por 
afición  ó por  oficio,  á obtener  el  permiso 
do  todos  los  dueños,  desconocidos  mu- 
chas veces,  ausentes  otras,  .equivaldría 
á impedir  una  diversión  tan  inofensiva 
é inocente,  y á suprimir  un  oficio  en 
cuya  conservación  está  interesado  en  al- 
gunos puntos  el  abastecimiento  de  los 
mercados.  La  comisión,  pues,  en  vista 
dé  estas  razones  y de  lo  expuesto  por 
las  corporaciones  de  Toledo  y Salaman- 
ca, donde  la  pesca  de  rio  constituye' al 
parecer  una  verdadera  industria,  no  ha 
vacilado  en  declarar  que  todos  pueden 
pescar  y cazar  aves  acuáticas  en  los  cáu- 
ces públicos,  con  tal  que  no  embaracen 
la  navegación  y flotación  de  los  mismos, 
y con  sujeción  á los  reglamentos;  y aun 
en  los  construidos  por  los  concesiona- 
rios de  aguas  públicas,  siempre  que  por 
las  condiciones  de  la  concesión  no  se  les 
haya  reservado  el  aprovechamiento  de 
la  pesca.  Mas  cuando  esta  haya  de  veri- 
ficarse por  medio  de  encañizadas  ó apa- 
ratos permanentes;  solo  podrán  cons- 
truirlos los  dueños  de  las  riberas  ó los 
que  de  ellos  obtengan  licencia,  para  pre- 
caver de  este  modo  los  perjuicios  que 
pudieran  causárseles. 

Navegación  y flote.. 

(Art.  173  á 191  de  la  ley.) 

Aunque  respecto  al  dominio  de  sus 
aguas  y cauces  no  hay  diferencia  entre 
los  rios  navegables  y flotables  y los  que 
no  lo  son,  las  hay  muy  importantes  res- 
pecto á los  derechos  y obligaciones  de 
los  ribereños.  Necesario  es  por  tanto 
conceder  al  Gobierno  la  facultad  de  de- 
clarar, oyendo  á las  juntas  de  agricultu- 
ra, industria  y comercio  y á las  Diputa- 
ciones provinciales,  qué  rios  ó qué  par- 
te de  ellos  deban  considerarse  como  na- 
vegables y flotables;  fa  de  designar  íos 
sitios  para  el  embarque  y desembarque 
de  pasajeros  y mercancías , adquiriendo 
con  arreglo  á la  ley  de  enajenación  for- 
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zosa  los  terrenos  necesarios  cuando  sean 
de  dominio  particular,  y la  de  dictarlos 
reglamentos  convenientes. 

En  los  ríos  meramente  flotables  debe 
limitarse  la  flotación  á los  meses  que 
para  cada  uno  de  ellos  se  designen,  á 
fin  de  conciliar  este  servicio  con  el  de 
Jos  riegos  y artefactos,  y someterlo  á 
ciertas  reglas  para  el  tránsito  do  las  ma- 
deras por  las  presas  ó azudes,  á fin  de 
asegurar  por  una  parte  la  indemnización 
de  los  perjuicios  que  ocasionen,  y librar 
por  otra  á esta  industria  de  las  gabelas 
que  hasta  abora  han  pesado  sobre  ella, 
debidas  á inveterados  abusos  ; pero  cui- 
dando de  dejar  siempre  á salvo  los  in- 
tereses que  por  indolencia  ó culpa  de 
los  conductores  pudieran  ser  perjudi- 
cados. 

Aprovechamientos  especiales  de  las 
aguas  públicas. 

(Tit.  VI,  cap.  13,  arts  192  y siguientes.) 

DISPOSICIONES  GENERALES  SOBRE  SU 
CONCESION. 

La  índole  de  estos  aprovechamientos 
exige  oue  se  obtengan  por  autorización 
del  ptaaer  público.  Este  es  el  principio 
general  sentado  por  la  comisión  con  muy 
pocas  escepctones.  Mas  esta  autorización 
¿deberá  ser  siempre  expresa,  ó podrá 
admitirse  la  tácita  ó presunta?  Cuestión 
es  esta  mas  dfícil  de  resolver  de  lo  que 
á primera  vista  parece;  porque  aun  exi- 
gida ia  expresa,  tal  podría  llegar  á ser, 
andando  el  tiempo,  su  antigüedad,  que 
no  fuera  posible  ó por  lo  menos  fácil 
presentar  su  título  fehaciente. 

En  Cataluña  y Valencia,  desde  el  tiem- 
po efe  la  conquista,  en  que  se  reservaron 
los  reyes  la  facultad  de  conceder  el  apro- 
vechamiento del  agua,  no  se  lia  construi- 
do ningún  artefacto  que  la  utilice  como 
fuerza  motriz  sin  la  competente  autori- 
zación; y sin  embargo,  pocos,  Dinguno 
quizás  de  los  mas  antiguos  podrán  pre-  , 
sentar  el  título  que  la  acredite,  después 
de  los  innumerables  tránsitos  que  ha  ex- 
perimentado la  propiedad..  Hay,  pues, 
siempre  que  admitir  una  prescripción, 
«n  titulo  originario  de  concesión,  fun- 


dada en  la  mera  posesión,  y la  cuestión 
queda  reducida  á si  se  ha  de  exigir  para 
esta  el  trascurso  de  un  tiempo  mas  ó 
menos  largo.  La  comisión  ha  creído  su- 
ficiente el  de  la  prescripción  de  cosas  in- 
muebles de  ausentes.  Si  las  concesiones 
se  fundan  en  la  necesidad  de  evitar  per- 
juicios al  público  ó á tercero,  la  demos- 
tración mas  conveniente  de  que  no  los 
causa  un  aprovechamiento  es  que  la  Ad- 
ministración y los  particulares  lo  hayan 
tolerado  por  tantos  años.  Esta  tolerancia, 
imputable  á la  Administración,  cuyos 
agentes  deben  impedir  el  establecimien- 
to de  aprovechamientos  ilegales,  equivale 
á una  concesión  tácita,  y la  comisión  en- 
tiende que  debe  dársele  fuerza  de  tal, 
so  pena  de  mantener  la  legitimidad  de 
los  aprovechamientos  tanto  mas  en  in- 
cierto, cuanto  mayor  fuere  el  número  de 
años  que  se  exigierepara  su  prescripción. 

Tras  el  principio  de  la  necesidad  de 
la  concesión  expresa  ó tácita  se  estable- 
ce otro  no  menos  importante  y cuya  jus- 
ticia no  exije  demostración,  á saber:  que 
toda  concesión  se  entiende  sin  perjuicio 
i de  tercero,  ni  del  derecho  de  propiedad, 
precediendo  la  correspondiente,  indem- 
nización ó expropiación  en  las  que  sean 
para  objetos  de  utiiiddad  pública. 

En  los  artículos  siguientes  se  consig- 
nan la  necesidad  de  fijar  en  toda  la  con- 
cesión la  cantidad  de  agua,  objeto  de 
ellas,  los  derechos  de  que  deben  gozar 
los  que  obtengan  autorización  para  ve- 
rificar estudios,  y las  causas  de  cadu- 
cidad. 

Siendo  el  agua  susceptible  de  diferen- 
tes aprovechamientos  y pudiendo  solici- 
tarse varios  de  ellos,  ¿deberá  la  ley  fijar 
el  orden  de  preferencia  con  que  deban 
concederse,  ó abandonarlo  al  libre  juicio 
del  Gobierno?  La  comisión  lia  optado 
por  lo  primero,  porque  no  cree  que  ma- 
teria de  tal  importancia  deba  fiarse  á 1a 
preponderancia  de  influencias  persona- 
les ó locales,  de  cuyas  importunas  exi- 
gencias se  libra  á la  misma  Administra- 
ción, trazándole  el  orden  de  preferencia 
á que  deba  acomodarse  en  sus  concesio- 
nes. Este  mismo  orden  deberá  observar- 
se en  la  expropiación  de  aprovechamien- 
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tas,  que  solo  podrá  tener  lugar  en  favor  J 
de  los  que  les  precedan,  pero  no  de  los  I 
que  le  sigan,  á no  ser  en  casos  urgentes , 
de  incendio,  inundación  ú otra  calami- 
dad pública,  en  los  que  se  conceden  á la 
Administrarion,  por  las  mismas  razones 
que  ya  se  expusieron  en  otro  lugar,  fa- 
cultades escepeionales  para  disponer  ins- 
tantáneamente, sin  trámite  ni  indemni- 
zación previa,  de  las  aguas  necesarias 
para  contenerla  ó evitarla,  indemnizán- 
dose después  los  perjuicios  ocasionados 
cuando  aquellas  fueren  de  dominio  par- 
ticular. No  desconoce,  sin  embargo,  la 
comisión  que  circunstancias  extraordi- 
narias podrán  exigir  en  algún  caso  que 
se  altere  el  orden  establecido;  pero  que- 
da el  recurso  de  hacer  esa  alteración 
por  una  ley  especial,  que  es  prenda  de  > 
acierto  y escudo  contra  importunas  exi-  ; 
gencias. 

Aceptada  la  conveniencia  de  establecer 
un  orden  de  prelacion  entre-  los  aprove- 
chamientos, no  ofrecía  gran  dificultad  el 
fijarlo  con  arreglo  á la  importancia  so- 
cial y económica  de  estos.  Solo  podían 
dar  ocasión  á duda  la  navegación  y los 
riegos,  por  existir  en  favor  de  cada  cual 
de  estos  aprovechamientos  fundadas  ra- 
zones de  preferencia.  Mas  cualesquiera 
que  sean  las  que  en  general  ó en  abs- 
tracto puedan  alegarse  en  favor  de  la  na- 
vegación, que  realmente  la  obtuvo  entre 
los  antiguos  y en  la  mayor  parte  de  las 
naciones  modernas,  la  comisión  no  ha 
vacilado  en  darla  á los  riegos.  Así  lo  exi- 
gen las  circunstancias  especiales  de  nues- 
tro país,  donde  las  frecuentes  sequías 
que  afligen  á muchas  de  sus  provincias 
reclaman  que  se  dé  á estos  la  mayor  ex- 
tensión, y en  el  que  pocos  rios  y solo  en 
una  corta  parte  de  su  curso  son  navega- 
bles. No  hay  además  medio  alguno  de 
suplir  el  riego,  tan  importante  para  !a 
producción  agrícola  en  un  clima  como 
el  nuestro,  al  paso  que  los  ferro-carriles 
suplen  y aun  aventajan  como  medio  de  co-  i 
municacion  á los  canales  de  navegación. 

Expuestas  estas  consideraciones  sobre 
la  concesión  de  aprovechamientos  en  ge- 
neral, resta  solo  examinar  las  relativas  á 
cada  uno  de  ellos  en  particular. 


abastecimíento  de  poblaciones.  ' m 

■ , . ' * 

(Art.  211  i 219  de  la  ley.) 

Naturalmente  debia  este  ocupar  el  pri-’ 
mer  lugar  en  el  orden  de  preferencia* 
adoptado  por  la  comisión,  porq ue  no  hay 
otro  que  le  iguale  en  importancia.  Es  tan 
grande  la  que  el  agua  tiene  en  los  usos 
de  la  vida  doméstica,  en  la  higiene,  po- 
licía y,  ornato  públicos  y en  el  desorrollo 
de  la  industria,  que  desde  la  nías  remon- 
ta antigüedad  sé  ha  procurado  surtir  de 
ella  abundantemente  á las  poblaciones 
sin  reparar  en  lo  costoso  de  las  obras.- 
Cuando  existen  corrientes  abundantes, 
no  aprovechadas  en  su  parte  inferior, 
puede  tomarse  de  ellas  el  caudal  que  se 
quiera  para  dotar  abundante  y aun  pró- 
digamente á las  poblaciones;  tanto  mas, 
cuanto  el  sobrante  de  estas,  si  lo  hubie- 
re, siempre  será  susceptible  de  aprove- 
chamientos inferiores.  Mas  cuando  para 
el  abastecimiento  de  una  población  sea 
preciso  cercenar  aprovechamientos  infe- 
riores, dignos  siempre  de  respeto,  es  ya 
indispensable  ponerle  un  límite  y de- 
jarlo reducido  á lo  prudentemente  nece- 
sario. 

No  es  fácil  fijar  de  una  manera  abso- 
suta  y general  ese  límite  que  cambia  con 
los  adelantos  de  la  civilización;  la  comi- 
sión sin  embargo,  ha  creído  que  por  aho- 
ra, y atendido  el  estado  de  nuestras  cos- 
tumbres, podía  reducirlo  á SO  litros  dia- 
rios por  habitante.  No  desconoce  que  esta 
cantidad  podrá  tacharse  de  escasa  para 
satisfacer  en  las  grandes  poblaciones  to- 
das las  exigencias  de  la  comodidad  do- 
méstica, y del  ornato  público;  pero  tén- 
gase presente  que  se  trata  del  caso  en 
que  hayan  de  cercenarse  aprovechamien- 
tos inferiores,  sobre  todo  el  riego  que 
mayor  consumo  hace  de!  agua:  y que  no 
es  conveniente  ni  político  arrebatar  á la 
poblaron  agrícola  una  parte,  siquiera 
sea  pequeña,  de  su  escaso  sustento,  para 
favorecerlas  comodidades  y el  lujo  de 
las  capitales. 

Cuando  una  población  disfrute  un 
caudal  de  agua  que  aunque  no  potable 
aproveche  para  otros  usos  públicos  y da- 
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másticos,  deberá  reducirse  á 20  litros 
diarios  por  habitante  el  límite  deí  agua 
que  se  le  conceda. 

Mayor  dificultad  ofrece  resolver  si 
cuando  para  el  abastecimiento  de  una 
población  se  toma  inmediatamente  de  un 
rio  parle  del  agua  destinada  á aprovecha- 
mientos inferiores,  deben  estos  ser  ó no 
indemnizados.  Por  una  parte  el  respeto 
debido  á derechos  anteriormente  adqui- 
ridos, parece  que  exije  como  de  justicia 
la  indemnización  de  los  menoscabos  que 
se  les  causen.  Por  otra  la  condición  tá- 
cita que  lleva  toda  concesión  de  que  se 
entienda  sin  perjuicio  délos  usos  comu- 
nes de  la  vida  á que  por  naturaleza  se 
halla  destinada  el  agua,  y sobre  todo  lo 
vario  del  caudal  de  los  rios  que  dá  oca*- 
sion  á que  en  tiempo  de  escasez  no  pue- 
dan contar  siempre  con  una  dotación  fija 
los  que  aprovechan  sus  aguas,  dispensan 
en  muchos  casos  de  una  indemnización 
incierta  en  su  valor,  cuantiosa  para  el 
que  la  hubiere  de  pagar  y despreiable 
para  los  muchos  entre  quienes  se  habría 
de  distribuir. 

Un  ejemplo  reciente  ha  sugerido  á la 
comisión  el  medio  de  resolver  esta  cues- 
tión de  un  modo  que  concilia  e!  interés 
de  las  poblaciones  y el  de  los  aprovecha- 
mientos inferiores.  Sabido  es  que  no  hay 
ningún  rio  cuyas  aguas  se  aprovechen 
con  tanto  afan  y sean  tan  codiciadas  co- 
mo el  Turia,  que  después  de  dar  riego  á 
gran  número  de  pueblos,  fertiliza  con 
sus  últimas  aguas  ia  eslensa  huerta  de 
Valencia,  quedando  su  cauce  completa- 
mente exhausto  la  mayor  parte  del  año. 
No  ha  mucho  que  en  él  se  hizo  una 
nueva  derivación  para  dotar  á la  capital 
de  agua  potable;  y ni  se  indemnizó  á los 
regantes  inferiores,  ni  estos  hicieron  re- 
clamación alguna,  ni  se  ha  notado  que 
el  corto  caudal  de  agua  destinado  al 
abastecimiento  de  la  población  haya  cau- 
sado una  diminución  sensible  y aprecia- 
ble  para  los  regantes  inferiores.  La  co- 
misión, pues,  en  vista  de  este  ejemplo  y 
de  las  razones  antes  expuestas,  ha  esta- 
blecido que  cuando  el  caudal  que  para 
el  abastecimiento  de  una  población  se 
tome  inmediatamente  de  un  ri  ?,  no  ex~ 


ceda  de  ía  vigésima  parte  de  la  que  se 
halle  destinada  á aprovechamientos  in- 
feriores, no  habrá  lugar  á indemniza- 
ción; pero  todos  los  que  disfruten  de  ta- 
les aprovechamientos  deberán  sufrir  la 
diminución  que  á proporción  íes  corres- 
ponda. En  todos  los  demás  casos  deberán 
indemnizárseles  de  los  perjuicios  que  se 
les  causen  (1). 

Las  concesiones  de  aprovechamiento 
de  aguas  públicas  para  el  abastecimiento 
de  poblaciones  se  concederán  por  el  Go- 
bierno en  pública  subasta  cuando  sean 
en  favor  de  una  empresa  particular,  no 
pudiendo  exceder  su  duración  en  este 
caso  de  99  años,  trascurridos  los  cuales 
quedarán  en  favor  del  público. 

ABASTECIMIENTO  DE  FERRO-CARRILES. 

(Arts.  220  á 225  Je  la  ley. 

El  agua  que  engendra  el  vapor  en  las 
calderas  de  las  locomotoras  ha  venido  á 
ser  el  alimento  indispensable  de  ese  po- 
tente y rápido  medio  de  traslación,  que 
constituye  el  descubrimiento  mas  tras- 
cendental de  los  tiempos  modernos.  La 
necesidad  social  que  de  ese  modo  satis- 
face es  tan  importante,  que  la  comisión 
no  ha  vacilado  en  dar  á este  aprovecha- 
miento el  segundo  lugar.  Destinado  á 
un  objeto  de  notoria  utilidad  común,  el 
Gobierno  podrá  conceder  las  aguas  pú- 
blicas, prévia  indemnización  si  estuvie- 
ren destinadas  de  antemano  á otros  apro- 
vechamientos. Podrá  también  autorizar 
para  la  apertura  de  galerías,  pozos  ver- 
ticales ó norias  y perforación  de  artesia- 
nos en  toda  clase  de  terrenos,  eseepto  en 
el  interior  de  les  edificios,  jardines,  huer- 
tos y cercados  unidos'á  Jas  habitaciones; 
precediendo  indemnización  de  la  parte 
ocupada  y de  los  daños  y perjuicios  oue 
se  ocasionen  cuando  sean  de  propiedad 
particular.  También  se  concede  á las 
empresas  de  ferro-carriles  el  dereeho  de 
tomar  en  los  puntos  mas  convenientes 
para  el  servicio  ía  cantidad  de  agua  cayo 
aprovechamiento  vaya  inherente  al  do- 


(i)  Entiéndese  Guando  se  trata  de  aprove- 
chamientos legítimamente  adquiridos.  (Artí- 
culo 213  de  la-ley.) 
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minio delterreno  ele  huerta  ó regadío  que 
hayan  ocupado  con  la  via , porque  ha- 
biendo pagado  á sus  anteriores  dueños  su 
valor  íntegro,  claro  es  quesubrogarios  en 
su  lugar  tienen  derecho  á aprovecharse 
de  la  misma  cantidad  de  agua  de  que 
aquellos  se  aprovechaban.  Finalmente, 
á falta  de  los  medios  anteriores  se  les 
concede  la  facultad  de  expropiar  con  ar- 
reglo á ley  de  enajenación  forzosa  el 
agua  de  dominio  particular  que  no  esté 
destinado,  á ¡os  usos  domésticos. 

RIEGOS. 

(Arls.  22o  á 232  de  la  ley.) 

El  aprovechamiento  de  las  aguas  cor- 
rientes de  lluvia  para  el  riego  es  de  tan- 
ta importancia  en  algunas  de  nuestras 
provincias  meridionales,  afligidas  cons- 
tantemente por  la  sequía,  que  desde  an- 
tiguo se  ha  procurado  recoger  con  dili- 
gencia el  agua  de  las  vertientes  de  los 
montes  y la  quo  corre  por  las  ramblas, 
conduciéndola  por  cauces  llamados  co- 
munmente boqueras  para  el  riego  de  los 
campos,  especialmente  de  las  viñas  y ar- 
bolados. Escasa  por  demás  en  este  punto 
nuestra  antigua  legislación,  limitada  á 
una  ley  de  Partida  que  declara  común  á 
todos  y del  primero  que  de  eila  se  apro- 
veche el  agua  de  la  lluvia,  han  estado  re- 
gidos hasta  ahora  estos  aprovechamien- 
tos por  meras  costumbres  locales  y por 
una  jurisprudencia  no  siempre  unifor- 
me en  sus  fallos. 

La  ley  de  aguas  debe  hacer  cesar  este 
estado  de  incertidumbre  y dar  la  com- 
petente seguridad  á los  capitales  emplea- 
dos en  fomentar  esos  riegos  y en  adqui- 
rir lincas  cuyo  valor  aumenta  considera- 
blemente por  la  legítima  posesión  en  que 
sus  dueños  están  de  disfrutarlos.  Para 
ello  no  necesita  mas  que  aplicar  á las 
aguas  pluviales  el  incuestionable  princi- 
pio de  justicia,  de  equidad  y de  conve- 
niencia pública  que  respecto  á las  ma- 
nantiales proclamó  la  R O de  5 abril  de 
1834  al  prohibir  que  «ningún  particu- 
lar ni  corporación  pudiese  distraer  en 
su  origen  ni  en  su  curso  las  aguas  de 
manantiales  ó ríos  que  desde  tiempos 
antiguos  regasen  otros  terrenos  mas  ba- 


jos, los  cuales  no  podrían  ser ' despioja- 
dos del  beneficio  adquirido  en  favor  de 
otros  que  por  el  hecho  de  no  haberle 
aprovechado  antes  consagraron  el  dere- 
cho de  los  que  le  aprovecharon  » 

La  comisión  no  encuentra  entre  las 
aguas  manantiales  y las  de  lluvia,  cuan- 
do. unas  y otras  corren  por  sus  cauces 
naturales,  mas  diferencia  que  la  conti- 
nuidad ó discontinuidad  de  su  curso*  y 
esta  no  le  parece  bastante  para  negar  que 
las  segundas  sean  tan  susceptibles  de  po- 
sesión corno  las  primeras.  Si  las  aguas  de 
lluvia  no  fueran- susceptibles  de  posesión 
porque  han  de  ocuparse  nuevamente  ca- 
da vez  que  caen  y corren,  lo  mismo  acon- 
tecería con  las  perennes  ó continuas, 
puesto  que  cada  momento  se  renuevan 
las  que  pasan  por  el  cauce.  La  comisión 
mira  estos  argumentos  mas  bien  como 
sutilezas  escolásticas  que  como  razones 
dignas  de  ser  tomadas  en  cuenta  por  el 
legislador.  Lo  cierto  es  que  así  como  ha- 
ciendo una  derivación  en  corriente  de 
agua  continua  se  adquiere  un  derecho, 
no  solo  á la  que  en  cada  momento  va  en- 
trando, sino  á la  que  debe  entrar  en  lo 
sucesivo,  derecho  del  cual  no  pueden 
privar  al  que  lo  adquiere  otras  deriva- 
ciones superiores,  así  haciéndola  en  un 
cauce  de  aguas  pluviales  ó discontinuas, 
puede  adquirirse  igual  derecho  á las  que 
por  él  corran  en  adelante. 

Tales  son  las  razones  quehan  inducido 
á esta  comisión,  no  solo  á declarar  co- 
mún el  aprovechamiento  para  el  riego  de 
■ las  aguas  pluviales  que  corren  por  los  ca- 
minos y por  las  ramblas  y barrancos  sin 
necesidad  de  previa  autorización  cuando 
solo  se  construyan  malecones  de  tierra  ó 
piedra  suelta  ó presas  móviles  ó automó- 
viles, sino  á consagrar  el  derecho  de  los 
que  durante  el  tiempo  exigido  por  la  ley 
civil  para  la  prescripción  de  las  servi- 
dumbres discontinuas,  hubieren  disfru- 
tado de  aquel  aprovechamiento,  acomo- 
dándose de  este  modo  á la  jurispruden- 
cia que  mas  comunmente  ha  prevalecido 
en  nuestros  tribunales.  Cuando  para  el 
aprovechamiento  de  las  aguas  pluviales 
hayan  de  construirse  presas  ó azudes 
permanentes  de  fábrica,  se  exige  3Utori* 
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zacion  del  Gobernador  de  la  provincia  y J 
del  Gobierno  para  la  construcción  de 
pantanos. 

En  los  rios  navegables  cuyo  caudal  no 
puede  experimentar  disminución  sensi- 
ble por  este  medio,  se  concede  á los  ri- 
bereños la  facultad  de  establecer  en  sus 
respectivas  riberas  norias,  bombas  ó cual- 
quier otro  artefacto  para  extraer  las  aguas 
necesarias  para  e!  riego  de  sus  propieda- 
des limítrofes,  siempre  que  no  causen 
perjuicio  á la  navegación.  En  los  demás 
rios  de  mas  escaso  caudal  se  exige  auto- 
rización del  Gobierno  para  precaver  los 
perjuicios  que  de  esta  facultad  ilimitada 
pudieran  seguirse  á los  aprovechamien- 
tos inferiores.  Finalmente,  se  reserva 
también  al  Gobierno  la  concesión  de 
aprovechamiento  para  riegos  de  aguas 
públicas,  cuya  derivación  ó toma  deba 
verificarse  por  medio  de  obras  perma- 
nentes construidas  en  toda  clase  de  cor- 
rientes continuas. 

Estas  últimas  concesiones,  cuando  se 
hacen  individual  ó colectivamente  á los, 
propietarios  de  las  tierras, son  perpéluas, 
y cuando  á sociedades  ó empresas  para 
regar  tierras  ajenas  mediante  el  pago  de 
un  canon  ó pensión,  no  deben  exceder 
de  noventa  y nueve  años,  trascurridos 
los  cuales  quedan  las  tierras  regables  li- 
bres de  aquel.  La  comisión  ha  creído  con- 
veniente establecer  esta  duración  limita- 
da, porque  la  experiencia  ha  demostra- 
do con  cuánta  repugnancia  se  pagan  esos 
cánones  Ó pensiones  cuando  perdida  por 
el  trascurso  del  tiempo  la  memoria  y aun 
la  tradición  de  lo  justo  de  su  origen,  el 
interés  incita  á mirarlos  como  odiosas  ga- 
belas. Un  canon  ó pensión  alta  que  per- 
mita á la  empresa  quedar  reembolsada 
de  su  capital  y réditos  en  el  plazo  de  la 
concesión,  es  preferible  para  todos  á otro  ¡ 
mas  moderado,  pero  que  grave  perpetua- 
mente la  tierra. 

En  cambio  de  este,  que  algunos  juz- 
garán inconveniente  para  las  empresas, 
se  les  concede  una  ventaja  de  gran  im- 
portancia. Tal  es  la  de  que,  aceptado  por 
la  mayoría  de  los  propietarios  de  los  ter-  ! 
reños  comprendidos  en  el  plano  general 
de  los  que  deban  recibir  riego  el  pago  ‘ 


del  canon  ó pensión  que  se  establezca, 
sea  obligatorio  para  todos.  Fúndase  esto 
en  un  principio  de  notoria  equidad  y 
conveniencia  público,  ya  que  no  de  ri- 
gorosa justicia.  Para  que  puedan  em- 
prenderse grandes  obras  de  riego  por  el 
aliciente  de  una  regular  utilidad  para 
los  capitales  en  ellas  invertidos,  es  nece- 
sario que  aquel  se  estienda  á todos  los 
terrenos  comprendidos  en  la  zona  ó pla- 
no general.  En  la  alternativa,  pues,  de 
que  hayan  de  recibir  el  riego  todos  ó 
ninguno,  no  es  equitativo  ni  convenien- 
te que  la  obstinación  caprichosa  de  unos 
pocos  prevalezca  sobre  la  conveniencia 
de  la  mayoría.  En  Francia  se  echa  de 
menos  una  disposición  tan  importante 
para  el  establecimiento  de  los  riegos  co- 
lectivos que  son  los  mas  convenientes;  y 
aunque  al  discutirse  la  ley  de  1845  al- 
gunos oradores  indicaron  ya  que  no  bas- 
taba expropiar  á los  propietarios,  sino 
que  convenia  obligarlos  á entrar  en  el 
número  de  los  regantes,  introduciendo 
en  esta  materia  el  poder  de  la  asociación, 
y dando  á la  autoridad  pública  la  facul- 
tad de  intervenir,  no  para  enriquecer 
á uno  á espensas  de  otro,  sino  para  es- 
tablecer canales  de  riego  colectivos,  sus- 
trayéndolos á ios  abusos  de  un  dominio 
privado,  y constituyéndolos  en  propie- 
dades colectivas  reglamentadas,  no  fué 
aceptado  por  entonces  este  principio, 
cuya  falta  lamentan  ilustrados  escritores  , 
de  aquella  nación. 

Son  tan  obvios  los  motivos  en  que  se 
fundan  los  requisitos  que  deben  prece- 
der á las  concesiones  de  riegos,  las  exen- 
ciones y beneficios  de  que  deben  disfru- 
tar los  terrenos  nuevamente  regados,  los 
capitales  extranjeros  y las  empresas,  sus 
obligaciones  y los  casos  de  caducidad  de 
las  concesiones,  que  la  comisión  no  cree 
necesario  detenerse  en  exponerlos. 

CANALES  DE  NAVEGACION.  ' 

(Arts.  253  á 258  de  Ja  ley.) 

Los  principios  cardinales  adoptados 
por  la  comisión,  sqn:  que  toda  autori- 
zación á sociedades,  empresas  ó particu- 
lares para  canalizar  un  rio  con  objeto  de 
hacerle  navegable  ó para  construir  un 
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Canal  de  navegación,  se  otorgue  siempre 
atendida  su  importancia  por  una  ley  en 
la  que  se  determine  si  la  empresa  ha  de 
ser  auxiliada  con  fondos  del  Estado,  y 
se  establezcan  las  demás  condiciones  de 
la  concesión;  que  la  duración  de  esta  no 
exceda  de  9Ü  años;  que  se  adjudique  en 
publica  subasta,  y que  las  empresas  y 
Jos  capitales  extranjeros  empleados  en 
ellas  disfruten  de  las  mismas  exenciones 
y beneficios  que  las  de  riego. 

BARCAS  DE  PASO,  PUENTES  FLOTANTES  T 
ARTEFACTOS. 

(Arts."259  á 270  de  la  ley.) 

En  los  rios  no  navegables  ni  flotables, 
el  establecimiento  de  barcas  de  paso  des- 
tinadas á facilitar  la  comunicación  entre 
ambas  riberas,  cuando  el  que  lo  solicite 
sea  dueño  de  estas,  no  puede  ofrecer  ta- 
les inconvenientes  que  exijan  se  reserve 
su  concesión  á otra  autoridad  superior  á 
la  local.  La  comisión  ha  ereido  por  tanto 
que  podía  encomendarse  al  Alcalde,  re- 
servándola al  Gobernador  en  los  rios  me- 
ramente flotables,  y al  Gobierno  en  los 
navegables.  Al  conceder  estas  autoriza- 
ciones deberán  fijarse  las  condiciones 
necesarias  para  el  buen  servicio  y se- 
guridad de  los  transeúntes  y aprobarse 
las  tarifas  de  peaje. 

El  establecimiento  de  artefactos  flo- 
tantes no  puede  causar  perjuicios  al  pú- 
blico en  los  rios  navegables  ni  flotables: 
por  eso  se  permite  sin  prévia  autoriza- 
ción al  que  sea  dueño  de  ambas  riberas 
y al  que  lo  sea  solo  de  una , con  tal  que 
no  pase  del  medio  del  cauce,  debiendo 
ser  en  uno  y otro  caso  sin  perjuicio  de 
los  predios  limítrofes  ni  de  los  riegos,  y 
sin  peligro  para  las  construcciones  ó ar- 
tefactos inferiores.  Pero  en  los  rios  na- 
vegables ó flotables  se  exige  ya  la  auto- 
rización del  Gobierno,  para  precaver  que 
embaracen  la  navegación  y flote.  Igual 
autorización  será  necesaria  para  aprove- 
charlasaguas  públicasque  discurren  por 
sus  cauces  naturales  en  toda  clase  de  ar- 
tefactos fijos,  porque  estos  exigen,  no 
solo  obras  permanentes,  sino  presas, 


derivaciones  y alteraciones  de  nivel  en 
" las  aguas.  , 

j Aun  después  de  haber  salido  estas  de 
, sus  cáuces  naturales  y discurriendo  por 
acequias  ó canales  de  riego  propios  de 
los  concesionarios,  ofrecen  con  frecuen- 
cia desniveles  que  permiten  aprovechar- 
las corno  fuerza  motriz.  ¿Deberá  dejarse 
este  nuevo  aprovechamiento  á exclusiva 
disposición  del  concesionario,  ó permi- 
tirlo á otro  cuando  aquel  no  quiera  uti- 
lizarlo? La  comisión  ha  resuello  esta 
cuestión  del  modo  mas  conforme  á la 
equidad,  á la  conveniencia  pública  y 3 
la  práctica  comunmente  observada  has- 
: ta  ahora.  Guando  la  acequia  ó canal  son 
propios  de  un  particular  ó empresa,  su 
mismo  interés  las  mueve  á utilizar  por 
sí  ó conceder  á otros  el  aprovechamiento 
de  la  fuerza  motriz  del  agua.  A ese  in- 
terés, pues,  identificado  con  el  público, 
debe  fiarse  exclusivamente  la  decisión  de 
uu  punto  que  puede  resolver  con  mas 
acierto  que  nadie. 

Pero  cuando  el  canal  ó acequia  perte- 
necen á una  corporación  de  regantes,  la 
rutina,  las  preocupaciones,  la  indolencia 
y hasta  cierto  egoísmo  y espíritu  de  cuer- 
po mal  entendido,  que  suelen  predomi- 
naren corporaciones  tan  numerosas,  son 
causa  de  que  con  frecuencia  prefieran 
que  se  pierda  la  fuerza  motriz  del  agua 
antes  que  concederá  otro  su  aprovecha- 
miento. El  poder  público  no  debe  tole- 
rar que  sin  motivo  fundado  se  condenen 
á perpetua  esterilidad  fuerzas  producti- 
vas que  tanto  contribuyen  al  incremento 
de  la  riqueza  y bienestar  general.  Por  eso 
cuando  la  corporación  de  regantes  nie- 
gue su  permiso  para  aprovechar  como 
fuerza  motriz  los  desniveles  que  existan 
en  su  canal  ó acequia  , se  reserva  al 
Gobernador  la  facultad  de  concederlo, 
siempre  que  no  cause  perjuicio  al  riego 
ni  á otros  artefactos,  ó que  la  corpora- 
ción de  regantes,  á quienes  es  justo  dar 
esta  preferencia,  no  quiera  aprovechar- 
los por  sí  misma.  Finalmente,  se  esta- 
blece que  las  concesiones  de  aprovecha* 
miento  de  aguas  públicas  para  artefactos 
sean  perpetuas,  como  Jas  de  riego  otor- 
gadas individúal  o colectivamente  á los 
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mismos  dueños  del  terreno,  y que  los  ar-  j 
tefaetos  queden  exentos  de  contribución 
durante  los  diez  primeros  años. 

VIVEROS  Ó CRIADEROS  DE  PECES. 

(ArU.  271  á 7¿2  de  la  ley.) 

La  industria  conocida  eon  el  nombre  ' 
de  piscicultura  y que  de  algunos  arios  ' 
acá  ba  tomado  en  otros  países  consule-  I 
rabie  incremento,  no  debía  quedar  ol vi—  ¡ 
dada  en  una  ley  general  de  aguas.  Se  le 
ba  consagrado,  pues,  una  sección  espe- 
cial, en  la  que  se  reserva  al  Gobierno  la 
concesión  de  aguas  públicas  para  esta- 
blecer lagos,  remansos  ó estanques  des- 
tinados á viveros  ó criaderos  de  peces, 
siempre  que  no  se  cause  perjuicio  á 
otros  aprovechamientos  inferiores.  Mas 
cuando  los  concesionarios  de  riegos, 
'navegación  y artefactos  soliciten  estable- 
cer en  sus  canales  ó terrenos  contiguos 
á los  mismos,  remansos  ó estanques  pa- 
ra igual  objeto,  bastará  la  autorización 
del  Gobernador  de  la  provincia. 

RÉGIMEN  Y POLICIA  DE  LAS  AGUAS.  DISPOSI- 
CIONES GENERALES. 

(Tit.  Vil  déla  ley,  art.  27  5 y siguientes) 

La  calificación  de  aguas  públicas  da 
por  sí  sola  á entender  que  todo  lo  rela- 
tivo al  régimen  ó gobierno- y policía  de 
las  mismas  y de  sus  cauces,  debe  estar 
encomendado  á la  Administración;  en 
las  privadas  no  debe  intervenir  sino  en 
cuanto  puedan  afectar  á la  seguridad  y 
salubridad  públicas. 

Para  que  las  providencias  dictadas  por 
la  Administración  con  arreglo  á esta  ley 
ofrezcan  seguridad. áf  los  capitales  que  a ! 
consecuencia  de  ella  se  comprometen  á 
veces  en  obras  costosas,  la  comisión  ba 
creido  necesario  establecer  que  aquellas 
providencias  causen  estado  si  no  se  re- 
curre contra  ellas  por  la  via  gubernati- 
va ó por  la  contenciosa  según  proceda, 
dentro  del  plazo  que  señalen  las  leyes 
administrativas,  ó en  su  defecto  dentro 
de  seis  meses. 

Finalmente,  el  respeto  debido  á la  pro- 
piedad que  debe  estar  siempre  baje  la 
salvaguardia  de  los  tribunales  de  justi- 


cia, exige  que  se  establezca  una  escep- 
cion  a!  principio  general  de  que  contra 
las  providencias  dictadas  por  la  Admi- 
nistración dentro  del  circulo  de  sus  atri- 
buciones no  deben  admitirse  interdictos 
pora  aquellos  casos  en  que  debiendo 
preceder  expropiación  con  arreglo  á la 
lev,  fuere  ocupada  la  propiedad  privada 
sin  que  aquella  preceda.  Si  jamás  se  es- 
tienden  á esto  las  atribuciones  de  la  Ad- 
ministración, que  solo  alcanzan  á expro- 
piar con  arreglo  á la  ley,  pero  no  á ocu- 
par arbitrariamente  la  propiedad  priva- 
da, todavía  con  mayor  motivo  debe  pre- 
caverse este  abuso  cuando,  como  acon- 
tece en  materia  de  aguas,  puede  come- 
terse en  favor  de  intereses  particulares, 
á los  que  solo  por  causa  de  una  utilidad 
pública  indirecta  se  concede  el  benefi- 
cio de  la  expropiación. 

SINDICATOS  DE  RIEGOS. 

(Cap.  lo  de  la  ley.  art  279  á 289.) 

La  mancomunidad  de  intereses  á que 
dan  lugar  los  aprovechamientos  colecti- 
vos de  aguas  públicas  exige  una  admi- 
nistración común.  Esta  ha  sido  enco- 
mendada desde  la  mas  remota  antigüe- 
dad á juntas  elegidas  por  los  mismos  in- 
teresados, que  con  la  denominación  de 
sindicatos  ú otra  equivalente  lían  cuida- 
do de  la  administración  de  los  fondos 
comunes  y de  la  buena  distribución  de 
las  aguas  con  arreglo  á ordenanzas  espe- 
ciales. 

La  comisión  cree  necesario  no  solo 
conservar  esta  institución  sino  ampliar- 
la, haciéndola  obligatoria  siempre  que 
el  número  de  propietarios  regantes  exce- 
da de  50.  Las  ordenanzas  de  riegos  debe'- 
berán  ser  formadas  por  los  mismos  inte- 
resados y aprobadas  por  el  Gobierno, 
que  no  podrá  negarles  la  aprobación  ni 
introducir  variaciones  sin  la  anuencia 
de  aquellos  ó sin  oir  sobre  ello  al  Con- 
sejo de  Estado.  La  esperiencia  ha  dado 
á conocer  también  la  ventaja  de  sindica- 
tos centrales,  compuestos  de  represen- 
tantes de  todos  los  parciales  que  existan 
en  el  curso  de  un  mismo  rio,  para  la  de- 
fensa de  los  derechos,  conservación  y 
promoción  de  los  intereses  comunes.  La 
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lev  autoriza  la  creación  de  estos  sindi- 
catos, pero  á instancia  de  los  interesados 
sin  la  cual  lejos  de  contribuir  á mante- 
ner la  armonía,  serian  tal  vez  un  ma- 
nantial de  discordias  entre  ellos.  En  los  ; 
artículos  restantes  de  esta  sección  se  es-  ; 
tablecen  las  bases  generales  de  la  orga- 
nización y atribuciones  de  los  sindicatos 
á que  deben  acomodarse  sus  reglamen- 
tos especiales. 

JURADOS  DE  RIEGOS. 

(Arts.  200  á 295-  de  la  ley.) 

El  llamado  tribunal  de  aguas  de  Va- 
lencia, tan  encomiado  de  propios  y ex- 
traños, y cuya  organización  y atribucio- 
nes datan  del  tiempo  de  la  dominación 
de  ios  sarracenos,  no  es  propiamente  un 
jurado  encargado  de  aplicar  en  un  pro- 
cedimiento sumarísimo  y verbal  las  mul- 
tas impuestas  en  las  ordenanzas  por  in- 
fracciones cometidas  en  el  riego.  Aunque 
la  comisión  no  cree  que  sus  ventajas 
sean  de  tal  importancia  y magnitud  cual . 
algunos  han  ponderado,  puesto  que  no 
resuelve  las  cuestiones  de  derechos  que 
son  las  mas  arduas  y costosas,  ni  aun  las 
de  mera  posesión,  con  todo,  reconoce 
que  las  tiene  y que  ofrece  un  ejemplo 
digno  de  ser  imitado,  estableciendo  en 
todas  las  comunidades  de  regantes  suje- 
tas al  régimen  de  un  sindicato  uno  ó 
mas  jurados  de  riego  según  lo  exija  su 
extensión.  Cada  jurado  deberá  compo- 
nerse de  un  presidente,  vocal  del  sindi- 
cato elegido  por  este,  y del  número  de 
individuos,  propietarios  y suplentes  que 
fije  el  reglamento  del  sindicato,  elegidos 
por  sus  electores.  Sus  atribuciones  se  li- 
mitarán á la  policía  de  las  aguas  y al  co- 
nocimiento de  las  cuestiones  de  hecho 
entre  los  inmediatamente  interesados  en 
el  riego;  sus  procedimientos  serán  pú- 
blicos y verbales. 

COMPETENCIA  DE  JURISDICCION. 

(Gap.  16  de  la  ley;  art.  293  á 238. 

La  comisión  entiende  que  la  ley  no 
debe  ser  casuística  en  esta  materia,  sino 
limitarse  á íijar  reglas  generales,  pero 
claras  y terminantes.  Los  derechos  vul- 
nerados por  providencias  administrati- 


vas pueden  haberse  adquirido' en  virtud 
dq  disposiciones  anteriores  de  la  misma 
Administración,  ó en  virtud  de  títulos  de 
derecho  civil.  En  esta  distinción  cardi- 
nal ha  fundado  la  comisión  la  competen- 
cia de  lo  contencioso-administrativo  y de 
lo  judicial  en  materia  de  aguas. 

Las  cuestiones  suscitadas  sobre  dere- 
chos adquiridos  en  virtud  de  disposicio- 
nes administrativas,  solo  deben  ser  de- 
cididas y resueltas  por  la  misma  Admi- 
nistración, única  á quien  compete  inter- 
pretar y declarar  los  efectos  de  sus  actos 
discrecionales  ó de  mera  autoridad,-  cua- 
les son  aquellos  en  cuya  virtud  otorga 
concesión.  Pero  cuando  los  derechos,  no 
emanan  de  una  concesión  ó acto  discre- 
; eional  de  la  Administración,  sino  de  la 
: misma  ley  ó de  un  título  de  derecho  ci- 
vil, entonces  deben  estar  colocados  por 
regla  general  bajo  la  salvaguardia  de  los 
tribunales  de  justicia.  Casos  hay,  sin  em- 
bargo, en  que  á pesar  de  estar  reconoci- 
do el  derecho  de  propiedad,  la  utilidad 
' pública  exige  que  sufra  alguna  limita- 
ción ó gravamen,  bien  se  baile  este  pre- 
visto y declarado  por  la  misma  ley,  como 
, las  servidumbres  inherentes  á los  pre- 
dios ribereños,  bien  se  conceda  á la  Ad- 
ministración la  facultad  de.  imponerlo, 
como  acontece  con  las  servidumbres  for- 
zosas, temporales  ó perpetuas.  El  cono- 
cimiento de  las  cuestiones  á que  pueden 
dar  lugar  la  declaración  ó imposición  de 
estus  gravámenes,  y el  resarcimiento  de 
i los  daños  y perjuicios  ocasionados  por 
¡ ellos,  corresponde  indudablemente  á los 
tribunales  contencioso-admiuistrativos, 
puesto  que  tales  gravámenes  y limitacio- 
nes de  la  propiedad  deben  su  origen  á 
un  interés  público  confiado  á la  vigilan- 
cia de  la  Administración. 

Con  arreglo  á estos  principios  se  de- 
clara que  compete  á los  tribunales  con- 
tencioso-administrativos  conocer  de  los 
recursos  contra  las  providencias  dietas- 
das  por  la  Administración  en  materia 
de  aguas  que  perjudiquen  derechos  ad- 
quiridos en  virtud  de  disposiciones  ema- 
nadas de  la  misma  AdíainistracitiíOL)  ó 
que  impongan  á la  jwopúedad  pa<mcnla¿r 
alguna  limitación  ó gravátaea  en  los  ca- 
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sos  establecidos  por  esta  ley,  así  coind 
de  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre 
resarcimientos  de  daños  y perjuicios  oca- 
sionados por  tales  limitaciones  y gra- 
vámenes. 

A los  tribunales  de  justicia  correspon- 
de el  conocimiento  de  las  cuestiones  re- 
lativas á la  propiedad  y posesión  de  toda 
clase  de  aguas,  de  las  playas,  álveos  ó 
cauces  y riberas,  de  las  servidumbres 
relativas  á aquellas,  y del  derecho  de 
pesca  y caza  de  aves  acuáticas.  Deben 
conocer  asimismo  de  las  suscitadas  sobre 
preferente  derecho  al  aprovechamiento 
de  las  aguas  pluviales,  y de  todas  las  de- 
más fuera  de  sus  cauces  naturales  cuan- 
do (a  preferencia  se  funde  en  títulos  de 
derecho  civil,  Y por  último,  de  las  rela- 
tivas á daños  y perjuicios  ocasionados 
por  la  apertura  de  pozos  ordinarios  y no- 
rias, y por  la  de  pozos  artesianos  y ga- 
lerías sin  haber  obtenido  la  autorización 
cuando  esta  es  necesaria;  pues  si  se  hu- 
biere obtenido,  solo  corresponderán  á 
los  tribunales  de  justicia  , en  este  co- 
mo en  todos  los  demas  casos  en  que  hu- 
biere mediado,  cuando  los  daños  y per- 
juicios ocasionados  á tercero  recaigan 
sobre  sus  derechos  de  propiedad  parti- 
cular cuya  enajenación  no  sea  forzosa. 

Con  dos  disposiciones  generales  ter- 
mina la  ley;  por  la  primera,  fundada  en 
el  sabido  principio  de  que  las  leyes  no 
deben  tener  efecto  retroactivo;  se  decla- 
ra que  todo  lo  dispuesto  en  ella  es  sin 
perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  an- 
tes de  su  publicación;  y por  la  segunda 
se  derogan  todas  las  leyes,  Reales  decre- 
tos, órdenes  y demás  disposiciones  que 
acerca  de,  las  materias  comprendidas  efc 
ella 'se  hubieren  dictado  con  anteriori- 
dad á su  promulgación. 

Tales  son  los  motivos  y razones  que 
han  guiado  á la  comisión  en  su  trabajo, 
que  tiene  la  honra  de  someter  á la  apro- 
bación de  V.  EX  Muy  lejos  está  de  su 
ánimo  el  presumir  que  su  obra  sea  per- 
fecta y no  adolezca  de  lunares  y defec- 
tos. La  cree  sin  embargo  merecedora  de 
indulgencia  con  que  deben  siempre  mi- 
rarse los  primeros  trabajos  hechos  en  una 
■vía  nueva  y desconocida,  dejando  su  per- 


feccionamiento ulterior  al  tiempo  y á la 
esperieneia. 

Madrid  29  de  abril  de  1863. — Exce- 
lentísimo Sr. — Manuel  Alonso  Martincz. 
— Cirilo  Franquet.— Agustín  Pascual.— 
Víctor  Vergara.—  Guillermo  Sehulz.— 
Felipe  Ramos  Izquierdo. — Manuel  María 
de  Basualdo. — Manuel  María  de  Azofra. 
— Antonio  Rodríguez  de  Cepeda. — To- 
más de  Ibarrola. — Vicente  Comis. — Ex- 
celentísimo Sr.  Ministro  de  Fomento. 
— V.  Artefactos.  Baños  y aguas  mine- 
rales Fuentes  púi.bicas.  Manantiales. 
Mar.  Obras  públicas.  Policía.  Riegos. 
Paos.  Sanidad. Sindicatos. Servidumbres. 

AGUARDIENTE  Y JABON.  (Fabricación 
de).  Está  prohibido  establecer  fábricas 
de  aguardiente  ó de  jabón  duro  ó blan- 
do y cualesquiera  otras  en  que  se  invier- 
tan especies  gravadas  con  el  impuesto 
de  consumos,  sin  permiso  de  la  Admi- 
nistración. Sobre  este  asunto  se  dictaron 
algunas  disposiciones  en  ios  articules  60 
al  64  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de  1843, 
y después  por  circular  de  la  Dirección 
general  de  contribuciones  indirectas  de 
20  de  agosto  de  1848;  pero  fueron  mo- 
dificadas y refundidas  en  los  arts.  102  al 
117  de  la  instrucción  de  24  de  diciem- 
bre de  1866,  y en  los  116  á 123  de  la  de 
l.°  de  julio  de  1864,  según  puede  verse 
en  Contribución  de  consumos. 

AGUARDIENTE  Y LICORES,  (Renta  de). 

Ha  sido  una  de  las  rentas  mas  pro- 
ductivas de  la  corona  el  estanco  de  este 
artículo.  Se  estableció  en  1632  para  aten- 
der á las  urgencias  del  erario  y ahorrar 
por  este  medio  la  multiplicación  de  im- 
puestos onerosos.  Ha  pasado  por  muchas 
alternativas,  ya  de  estanco  ya  de  admi- 
nistración por  arriendo,  yá  directamen- 
te de  eueDta  de  la  Hacienda,  ya  por  últi- 
mo concediendo  á los  pueblos  las  ventas 
al  pormenor,  ó enteramente,  con  la  car- 
ga de  pagar  ciertas  cuotas,  subrogándo- 
se por  el  encabezamiento  en  lugar  de  la 
hacienda  en  cuanto  á percibir  los  dere- 
chos durante  el  mismo.  • 

Con  el  sistema  tributario  de.  1845  esta 
renta  desapareció , formando  desde  en- 
tonces parte  de  la  contribución  de  con- 
sumos á la  que  se  sujetaron  las  especies 
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de  vino,  sidra,  chacolí,  cerveza,  aguar- 
dientes, licores,  aceite  , jabón  y carnes. 
V.  Contribución  de  consumos. 

AGÜEROS-  V.  Adivinación. 

ALABAREROS.  V.  Guardia  real  de 

alabarderos. 

ALARIFE.  Palabra  antigua  con  que  se 
ha  designado  á los  peritos  ó maestros  de 
obras  ó de  albafiilería. — V.  Academia  de 
San  Fernando.  Arquitecto.  Maestro  de 
obras,  etc. 

ALARMA.  V.  Orden  público. 

ALBACEA.  La  persona  á quien  el  tes- 
tador encarga  la  ejecución  de  todo  ó par- 
te de  su  testamento  ú otra  última  volun- 
tad, Llámale  también  la  ley  1.a,  tít.  10, 
Partida  6.a,  cabezalero,  testamentario, 
niansesor  y fideicomisario.  Puede  darse 
este  encargo  al  mayor  de  17  años  y á la 
mujer,  según  costumbre  recibida  en  la 
práctica;  á uno  ó á muchos;  entendién- 
dose que  no  previniéndolo  expresamente 
el  testador,  no  es  requisito  preciso  que 
se  desempeñe  el  albaceazgo  por  todos 
juntos,  bastando  que  concurra  la  mayo- 
ría ó alguno  de  ellos  si  los  demás  no  pu- 
diesen ó no  aceptasen.  ( Ley  6.a,  tít.  10, 
Partida  6.a  y sents.  del  Tribunal  Su- 
premo de  18  de  junio  de  1864,  18  de 
marzo  de  1865  y otras  varias). 

Las  facultades  de  los  albaceas  ó testa- 
mentarios, proceden  de  la  voluntad  de 
los  testadores,  y por  lo  tanto  se  extienden 
no  solo  al  cumplimiento  de  las  mandas 
piadosas,  sino  también  al  de  los  demás 
encargos  que  les  enconmienden  aque- 
llos, en  aquella  manera  que  dejaron  dis- 
puesta (1). 


(1)  Procediendo  tas  facultades  de  los  alba- 
ceas  de  la  vol  ai  tad  de  los  testadores  son  nulos 
sus  actos  en  cuanto  no  se  ajustan  á lo  dispues- 
to por  estos.  La  ley  6.a  tít.  10,  P.  1.a,  consigna 
testualmente  el  deber  que  tienen  lo¿  testamen- 
tarios de  cumplir  su  encargo  «en  aquella  ma- 
nera que  el  finado  mandó  en  su  testamento.» 
Es  doctrina  legal  admitida  por  los  tribunales 
que  las  facultades  de  los  albaceas  se  extienden, 
no  solo  al  cumplimiento  de  las  mandas  piado- 
sas, sino  también  al  de  les  demás  encargos  que 
les  encomiendan  los  testadores  en  sus  últimas 
voluntades,  siendo  por  tanto  válidos  los  actos 
de  aquellos,  en  cuanto  se  ajustan  á lo  dispues- 
to por  estos.  (Sent.  del  Tribunal  Supremo  de 
i7  enero  de  1866). 

Las  leyes  10  y 11,  tít.  21,  lib.  10  do  la  Noví- 
Tgmo  I. 


Cuando  el  testador  no  dispone  otra 
cosa,  los  albaceas,  según  la  ley  6.a,  tí- 
tulo 10,  Partida  6.a,  deben  terminar  las 
funciones  de  albaceazgo  dentro  de  un 
año  contado  desde  la  muerte  del  tes- 
tador. 

El  carácter  de  árbitros,  arbitradores 
y amigables  componedores  de  que  estén 
revestidos,  no  les  dispensa  de  cumplir 
con  las  formalidades  que  exijen  la  ley  60, 
título  48 , Partida  3.a  y otras  del  mismo 
Código,  para  enajenar  bienes  raíces  de 
menores  ni  [¡ara  prescindir  déla  forma- 
lizaron de  inventario,  base  de  la  parti- 
ción, y esto  por  mas  amplio  que  sea  su 
mandato,  y aunque  los  bienes  se  enaje- 
nen para  pagar  deudas,  ó con  grande  uti- 
lidad de  los  mismos,  no  siendo  con  li- 
cencia ú otorgamiento  de!  juez  del  lugar. 
(Sents.  del  T.  S.  de  2 diciembre  de  1862, 
23  octubre  de  1867  y otras). — V.  Bienes 

DE  MENORES.  INVENTARIO.  TESTAMENTO. 

No  pueden  los  albaceas  ó cabezaleros 
comprar  pública  ni  secretamente  cosa  al- 
guna de  los  bienes  de  la  testamentaria. 
( Ley  4.a,  tít.  42,  lib.  40,  Novísima  Re - 
copilaaion.) 

ALBEITARES  Y VETERINARIOS.  Para 
formar  idea  mas  completa  de  las  distin- 
tas clases  de  profesores  consagrados  á la 
curación  de  los  irracionales  y de  las  fa- 
cultades que  respectivamente  les  corres- 
ponden, hemos  considerado  conveniente 
reunir  en  este  artículo  toda  la  legislación 
sobre  la  materia.  De  este  modo  se  pueden 
sin  gran  dificultad  deslindar  las  distintas 
clases  que  hoy  tenemos  de  veterinarios 
y de  albe'itares , sus  diferencias  entre  si? 
y lo  que  hoy  son  las  clases  de  herrado- 
res y castradores. 


sima  Recopilación  que  imponen  á los  testa- 
mentarios el  deber  de  presentar  á la  aproba- 
ción judicial  las  cuentas  y particiones  de  he- 
rencia en  que  estén  interesados  menores,  des- 
pués de  practicadas  extrajudicialinente , sin 
cuyo  requisito  se  infiere  no  han  de  perjudica 
á aquellos,  no  determinan  que  su  omisión  pro- 
duzca la  nulidad  de  las  mismas  particiones. 
En  el  supuesto  de  ser  rescindibles  unas  parti- 
ciones por  la  expresada  omisión,  cuando  pro- 
ceda Ja  reparación  de  perjuicios,  debe  intentar- 
se el  remedio  de  la  restitución  in  i ntegrum 
dentro  del  cuadrienio  legal.  (Sent.  del  Tribu-' 
nal  Supremo  de  29  de  abril  de  1867.) 

1 ni  * 
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Leyes  del  tit.  H,  Hb.  8 Nov.  Recop. 

Eximen  Responsabilidad  en  su  oficio. 

, Ley  f.a,  título  y libro  atados.— Dispuso 
sobre  el  examen  de  los  albéitares  y herra- 
dores por  el  proto-albeilarato,  para  ejercer 
sus  oficios;  pero  hoy  debe  estarse  á lo  pre- 
venido en  las  disposiciones  que  luego  se  in- 
sertan. Y sobre  responsabilidad  dice:  «cuan- 
do algún  albéitar  ó herrador  errare  en  su 
oficio,  siendo  examinado  ó no,  puedan  ha- 
cer información  de  ello  (viene  hablando  de 
los  albéitares  y herradores  mayores)  y de- 
nunciarlo á nuestras  justicias  donde  lo  tal 
acaesciese,  para  que  lo  castiguen;  y de 
las penas  pecuniarias  en  que  los  con- 

denaren é incurrieren  den  á los  dichos  al- 

béitares  y herradores  mayores  la  mitad 

( Prágm . de  1500). 

Consideración. 

Ley  5.a  id.—« Que  á los  albéitares 

aunque  sean  herradores,  y no  á estos  sin 
ser  albéitares,  se  les  debe  reputar  y tener 
como  profesores  del  arle  liberal  y cientí- 
fico. , i » 

Facultades.  Clases  etc. 

Ley  5.a  id.— Se  concedió  á los  alumnos 
aprobados  de  la  escuela  veterinaria  (1)  de 
(Madrid  «las  gracias  y exenciones  siguientes: 

«1.a  Que  puedan  llevar  el  uniforme  de 
alumnos  de  la  escuela  , con  el  galón  de  oro 
en  la  vuelta,  como  los  sub-proíesores,  y 
el  uso  de  la  espada. 

2. a  Que  en  virtud  de  un  Real  titulo  con 
las  armas  Reales,  que  ha  de  expedírseles, 
han  de  considerarse  autorizados  para  poder 
ejercer  el  arte  de  la  veterinaria  libremente 
en  todas  las  provincias  del  reino. 

3. a  Que  las  plazas  de  proto-albéitares 
que  hay  en  algunas  no  puedan  darse  en  lo 
sucesivo  sino  es  á los  alumnos  de  dicha  es- 
cuela que  hayan  estudiado  y obtenido  di- 
cho título,  optando  en  ellas  por  oposición, 
que  ha  de  tenerse  en  la  misma  escuela;  y 
en  los  propios  términos  todas  las  plazas  de 
mariscales  mayores  que  vaquen  en  los  re- 
gimientos de  caballería  y dragones,  las  de 
herradores  de  caminos,  y de  mariscales  de 
las  Reales  caballerizas. 

4. a  Que  además  de  las  expresadas  gra- 

(1)  Por  nota  á esta  ley  se  dice  que  «en  ór- 
den  de  23  de  febrero  de  1792  se  sirvió  S.  M.  apro- 
bar la  erección  de  la  escuela  veterinaria  y su 
establecimiento  en  Madrid  que  había  juzgado 
el  Consejo  absolutamente  necesaria  para  pro- 
pagar por  principios  científicos  y práctica  ilus- 
trada una  facultad  en  que  se  interesan  la  agri- 
cultura, el  tráfico,  la  fuerza,  la  riqueza  y ali- 
mento del  reino-...,» 


VETERINARIOS. 

cías  y exenciones,  en  el  título  que  ha  de 
darse  á los  alumnos  de  dicha  escuela  por 
el  protector  de  ella,  después  de  concluidos 
sus  estudios  con  aprovechamiento,  se  ex- 
presen las  de  ser  admitidos  por  las  justicias 
en  sus  respectivos  pueblos  con  preferencia 
á los  que  no  hayan  hecho  sus  estudios  com- 
pletos en  dicha  escuela  ; confiriéndoles  cua- 
lesquier  plazas  de  albéitares  que  haya  esta- 
blecidas, y vacaren;  valiéndose  de  ellos  en 
todos  los  actos  de  albeiteria  que  ocurran  en 
ferias  y mercados,  en  certificaciones  en 
juicio  y fuera  de  él , registros  y demás  di- 
ligencias pertenecientes  al  ramo  de  la  ca- 
ballería; ejecutándose  todos  estos  actos  pre- 
cisamente por  uiciros  profesores  veteri- 
narios, habiéndolos  en  el  pueblo,  y no  por 
otros  albéitares.» 

R.  O.  de  9 marzo  de  1826. 

Se  suprimieron  por  esta  Real  orden  los 
destinos  de  proto-albéitares  que  habia  en 
algunas  provincias,  con  facultad  en  el  pro- 
to-  albeitarato  de  valerse  de  los  mismos  pro- 
fesores en  clase  de  subdelegados  para  los  ca- 
sos que  ocurran  en  las  mismas  provincias. 
( CL . í.  41,  p.  65.) 

R.  O.  de  tí  agosto  de  1835. 

Bnunion  de J proto-albo.tarato  á la  veterinaria. 

. Se  mandaron  reunir  la  escuela  de 'veteri- 
naria y el  tribunal  d i prolo-albeitarato  to- 
mando el  nombre  de  facultad  de  veterinaria, 
formando  una  junta  consultiva  y otra  de 
exámenes,  y fijando  los  depósitos  que  debian 
hacer  los  albéitares,  y herradores  castrado- 
res. (CL.  í.  20,  p.  356.) 

Circular  de  19  marzo  de  1837. 

Se  declara  por  el  protector  de  la  facultad  veterina- 
ria que  es  necesario  titulo  para  ejercer  el  arte  do 
herrador. 

(PROTECCION  DE  LA  FACULTAD  VETERINARIA.) 

«Siendo  muy  repetidas  las  quejas  que  se  han 
dirigido  á esta  Protección,  relativas  á que 
muchos  intrusos  se  hallan  ejerciendo  el  arte 
de  herrador  sin  el  competente  titulo,  pre- 
lestando  estar  autorizados  para  ello  por  el 
decreto  de  las  Corles  de  8 de  junio  de  1813, 
que  se  ha  restablecido  ahora,  y por  el  cual 
se  declara  que  todos  pueden  ejercer  libre- 
mente cualquiera  industria  ú oficio  útil  sin 
necesidad  de  examen,  título  ó incorporación 
á los  gremios  respectivos,  sirviéndose  de  es- 
te decreto  para  no  habilitarse  del  correspon- 
diente título;  he  creído  necesario  tomar  pro- 
videncias capaces  de  cortar  semejantes  abu- 
sos, y habiéndome  asesorado  en  este  parti- 
cular, la  junta  consultiva  de  la  facultad,  en 
su  informe  de  27  de  febrero  último,  se  ex- 
presa así:  v ¡ 
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«Para  cortar  de  raiz  los  abusos  que  se  de- 
nuncian, se  hace  indispensable  hacer  cono- 
cer á todos  aquellos  que  se  bailen  obceca- 
dos en  semejante  error,  que  el  referido  de- 
creto se  limita  solo  á las  artes  industriales, 
y el  arte  de  herrar  no  se  cuenta  entre 
ellas:  pues  para  ejercerle  se  necesitan  cono- 
cimientos científicos,  como  son,  el  estudio 
para  el  conocimiento  de  las  partes  anatómi- 
cas del  casco;  el  grado  de  sensibilidad  con 
que  cada  una  de  ellas  está  dotada;  saber  los 
diferentes  defectos  y enfermedades  que  pue- 
den presentarse  para  poderlas  corregir  con 
la  herradura;  saber  enmendar  con  esta  los 
vicios  de  conformación  de  que  son  suscepti- 
bles las  estreraidades  de  los  animales.  Con 
todos  estos  conocimientos  reunidos  se  forma 
un  buen  herrador,  y careciendo  de  estos  ele- 
mentos científicos,  se  cometen  errores  que 
dan  lugar  á enfermedades  tan  complicadas 
como  difíciles  de  curar:  sin  ellos  se  les  pone 
en  estado  de  manquedad,  se  ocasionan  por 
el  mal  método  de  herrar  los  cuartos,  ya 
simples  ó ya  compuestos,  las  razas,  galápa- 
gos, gabarros  simples,  compuestos  y tendi- 
nosos, el  [opino,  el  aneado,  el  emballestado, 
etc.,  ele.  Si  á todas  estas  enfermedades  di- 
chas, dá  lugar  un  herrador  á consecuencia 
de  sus  pocos  ó ningunos  conocimientos  de  la 
parte  sobre  que  opera,  y al  contrario,  si 
adornado  de  ellos  no  solo  evita  su  desenvol- 
vimiento sino  es  que  las  cura  radicalmente 
con  la  aplicación  metódica  de  una  herradura 
¿se  podrá  colocar  el  arte  de  herrar  cutre  los 
industriales?  Parece  que  no,  y si  que  se  le 
debe  mirar  como  científico  y como  una  par- 
te esencialísima  de  la  veterinaria. 

Y no  teniendo  réplica  las  razones  de  la 
junta,  he  resuclicfque  de  mi  orden  y copián- 
dolas literales,  ponga  V.  un  aviso  en  el  Bo- 
letín oficial  de  esa  provincia  para  desenga- 
ño de  los  herradores  intrusos,  y que  con- 
venza al  mismo  tiempo  á las  autoridades  de 
que  no  pueden  consentir  de  ningún  modo  ta- 
les abusos;  antes  por  el  contrario,  es  un  de- 
ben1 suyo , y así  lo  espero  de  su  celo  por  el 
servicio  nacional,  el  no  permitir  que  ningún 
individuo  ejerza  el  arte  de  herrador  sin  el 
competente^título,  y de  haber  V.  cumplí1 
meulado  esta  orden  me  pasará  el  correspon- 
diente aviso,  esperando  del  interés  con  que 
mira  V.  cuanto  pueda  contribuir  al  bien  ge- 
neral, al  particular  de  los  que  profesan  la  fa- 
cultad veterinaria,  y á los  adelantos  que  de- 
ben procurarse  en  esta,  que  tratará  V.  por 
todos  los  medios  que  estén  á su  alcance,  de 
cortar  los  abusos  que  quedan  indicados.  Dios 
guarde  á V.  muchos  años.  Madrid  19  de 
marzo  de  1837.— -El  Duque  de  Alagou.— Se- 
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ñor  subdelegado  de  veterinaria  de  la  provin  - 
cía  de  Lérida.  (C.  del  Castellano , t.  2,  pá- 
(jina  130.; 

R.  O.  de  11  diciembre  de  1841. 

Supresión  dé  la  protecloria, 

(Gob.)  Ai’lículo  1."  Quedan  suprimidos 
el  cargo  de  Protector  y vice -protector  de  la 
escuela  de  veterinaria. 

Art.  2.°  El  Gobierno  superior  6 inme- 
diato y las  atribuciones  anejas  á los  cargos 
suprimidos  se  cometen  á la  Dirección  gene- 
ral de  estudios ( CL . t.  30,  p.  14.) 

II.  O.  de  20  enero  de  1045  (1). 

s - 

Veterinarios  extranjeros. 

(Gon  ) El  profesor  de  veterinaria 

extranjero  que  solicite  habilitarse  para  ejer- 
cer la  profesión  en  España  ha  de  llenar  pre- 
cisamente los  requisitos  siguientes: 

1. “  Presentar  el  título  original  visado 

por  el  representante  español,  y una  traduc- 
ción del  mismo  título  autorizada  por  la  in- 
terpretación de  lenguas. 

2. °  La  fé  de  bautismo  y una  certificación 
de  buena  conducta. 

3. °  Hacer  el  depósito  de  ordenanza 

4. °  Sufrir  un  examen  en  el  colegio  de  la 
facultad1!  De  Real  orden  etc.  (CL.  t.  50,  pá- 
gina 14.) 

R D.  de  10  agosto  de  1847. 

Contiene  este  decreto  el  pian  de  enseñanza  do  la  ve- 
terinaria. El  til.  i.°  sobre  la  enseñanza  y el  <J.° 
sobre  matriculas  y alumnos,  ios  omitimos  como 
sustituidos  por  el  reglamento  de  t'i  de  octubre  de 
18 j7.  El  3."  dice  asi: 

TITULO  III. 

DE  LAS  DIFERENTES  CLASES  DE  VETERINARIOS  Y 
DE  LAS  REVÁLIDAS. 

Art,  17.  «Las  clases  que  se  dediquen  en 
adelante  al  ejercicio  de  las  diferentes  partes 
de  la  ciencia  veterinaria,  serán  las  siguientes: 
Primera  clase.  Pertenecerán  á ella  los 
que  hubieren  hecho  sus  estudios  completos 
en  la  escuela  de  Madrid.  Sus  facultades  se- 
rán ejercer  la  ciencia  en  toda  su  ostensión, 
no  solo  para  la  curación,  cria,  propagación 
y mejora  de  todos  los  animales  domésticos, 
sino  también  para  intervenir  en  los  casos  de 
enfermedades  contagiosas,  policía  sanitaria 
y reconocimiento  de  pastos.  Pasados  cinco 
anos  después  de  la  publicación  de  este  de- 
creto, solo  se  proveerán  en  profesores  de  es- 
ta clase  las  plazas  de  veterinarios  militares 
y las  de  visitadores,  inspectores,  peritos  y 

(1)  Véase  el  art.  17  del  reglamento  de  14 
de  octubre  de  1837 . 
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titulares  de  los  pueblos.  Depositarán  para  el 
título  1,100  reales. 

Segunda  clase.  Comprenderá  los  alum- 
nos aprobados  de  los  colegios  subalternos. 
Sus  facultades  se  extenderán  á la  curación 
del  caballo,  mulo  y asno,  prohibiéndoseles 
el  ejercicio  de  las  demás  partes  que  compren- 
de la  veterinaria,  menos  el  herrado  y los  re- 
conocimientos de  sanidad.  En  pueblos  cortos 
podrán , á falta  de  veterinario  de  primera 
clase,  curar  toda  especie  de  animales  domés- 
ticos j ser  nombrados  titulares  por  el  Ayun- 
tamiento. Depositarán  para  el  título  1.6(10 
reales.  Para  ser  admitidos  á la  reválida  en 
estas  dos  clases,  deberán  los  aspirantes  acre- 
ditar, además  de  sus  estudios  hechos  en  to- 
da regla,  dos  anos  de  practica,  con  profesor 
aprobado,  antes  b después  de  dichos  estu- 
dios ó simultáneamente  con  ellos. 

Art.  18.  (Es  el  ib  del  nuevo  plan  ó re- 
glamento de  14  de  octubre  de  1857.) 

Art.  19.  Hasta  l.'J  de  octubre  de  1850 
podrán  recibirse  de  albéitares  herradores, 
mediante  examen,  eu  cualquiera  de  las  tres 
escuelas  (1)  y uo  de  otro  modo,  los  que  pre- 
senten los  documentos  siguientes:  Primero: 
Fé  de  bautismo , por  la  que  conste  haber 
cumplido  22  años.  Segundo.  Cerlilicacion  de 
profesor  d profesores  bajo  cuya  dirección 
hayan  estado  estudiando  y practicando  seis 
años  por  lo  menos,  y en  la  cual  se  expresen 
las  materias  aprendidas , el  tiempo  invertido 
en  cada  una,  y los  libros  que  hubieren  ser- 
vido para  la  enseñanza.  Tercero:  (Jira  certi- 
ficación del  Alcalde  del  pueblo  ó pueblos 
donde  hubiesen  hecho  la  practica,  acreditan 
do  ser  cierto  lo  manifestando  en  el  auLerior 
documento.  Cuarto:  Atestado  de  buena  vida 
y costumbres.  El  depósilo  para  este  examen 
será  de  2,000  reales. 

Art.  20-  Hasta  la  misma  época  los  actua- 
les albéitares  ó albeitares-herradores , po- 
drán revalidarse  de  profesores  de  segunda 
clase,  y los  actuales  veterinarios  de  profeso- 
res de  primera,  presentándose  respectiva- 
mente en  la  correspondiente  escuela  á ser 
examinados  de  las  materias  que  el  actual 
arreglo  exige  para  cada  clase.  Unos  y otros 


(1)  Para  que  fuesen  admitidos  á examen 

ante  las  subdelegaciones  los  que  estudiaban 
por  pasantía  para  albéi tares-herradores,  albéi- 

tares solo  y herradores  solo,  se  concedieron  al- 
gunas prérogas  hasta  el  l.°  de  octubre  de 

18oU  por  Us,  Ords,  de  2o  de  octubre  de  1847,  4 
enero  y 5 junio  de  1848  , 20  de  junio  y 10  de 
octubre  de  1849  y circular  de  26  de  marzo  y 
31  de  agosto  de  1830,  las  cuales  no  inserta- 
mos hoy 'por  ser  ya  del  todo  inútil  su  cono- 
cimiento. 
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pagarán  500  rs.  por  el  nuevo  título,  cance- 
lándose el  antiguo. 

Art.  21.  Mientras  no  se  establezcan  las 
escuelas  subalternas  , los  exámenes  de  que 
hablan  los  dos  artículos  anteriores  se  harán 
en  la  de  Madrid. 

Al  t.  22.  Todo  examen  por  pasantía  cesa- 
rá desde  la  indicada  época  de  l.°  de  octubre 
de  í 850,  y posteriormente  á ella,  solo  se  ad- 
mitirá á la  reválida  para  las  clases  que  esta- 
blecen los  arls.  17  y 18,  y del  modo  que  en 
los  mismos  se  expresa. 

Art. 1 * *  42T  Quedan  desde  luego  suprimidos 
los  exámenes  para  solo  herradores,  pudicn- 
do,  los  que  ahora  existen,  recibirse  de  albéi- 
tares herradores  en  la  forma  arriba  prescri- 
ta, pero  depositando  únicamente  1.000  reales 
para  el  titulo. 

Art.  2í.  (Es  sobre  diplomas  de  veterina- 
rios extranjeros  igual  al  art.  17  del  regla- 
mento de  U de  octubre  de  1 85 7 . ) 

....  Dado  en  Palacio  á 19  de  agosto  de 

1 847.  (CL  t.  41 , p.  627. ¡ 

Reglamento  de  24  julio  de  1848. 

Es  el  de  las  subdelegaciones  de  sanidad 
que  se  circuló  por  ü.  O,  de  2 de  agosto  de 

1848.  Véase  eu  su  lugar  respectivo  en  el  ar- 
Lículo  Sanidad,  consultándose  principalmen- 
te los  arts-4.0,  7.“,  id  y 14. 

/?.  I).  de  15  febrero  de  1854. 

Otra  reforma  dd  plan. 

(Fom  ) Este  decreto  contenia  un  nuevo 
plan  para  la  enseñanza  de  la  veterinaria  en 
sustitución  del  de  19  de  agosto  de  1847  con 
igual  número  y división  de  títulos  También 
es  inútil  que  insertemos  el  contenido  del  títu- 
lo 1."  sobre  la  enseñanza*y  el  2."  sobre  los 
alumnos  como  sustituidos  por  el  reglamento 
vigente  de  t i de  octubre  de  1847.  El  til  3.° 
tiene  el  misino  epígrafe:  comprende  5 artícu- 
los, desde  el  15  al  2(1  y disponen: 

Art.  15.  (Es  igual  al  17  del  plan  de  i§i7 
con  levísimas  diferencias,) 

Art.  17.  (Enteramente  igual  al  18  del 
plan  de  1 847.) 

Art.  18.  Los  actuales  albéitares  ó albéi- 
tares-herradores  podrán  revalídese  de  pro- 
fesores de  segunda  clase,  presentándose  euia 
correspondiente  escuela  a ser  examinados  de 
las  materias  que  este  decreto  señala  para  la 
expresada  clase,  abonando  además  500  reales 
por  el  nuevo  título,  que  no  se  les  expedirá 
basta  la  cancelación  del  antiguo. 

Art,  1 9.  Del  mismo  modo  los  veterinarios 
procedentes  del  antiguo  colegio  de  esla  Cór- 
te que  deseen  obtener  el  titulo  de  profesores 
de  primera  clase,  presentarán  en  la  escuela 
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superior  una  memoria  sobre  cualquiera  de  ] 
los  puntos  que  comprende  la  Agricultura  y la  j 
Zoonomologí?,  y aprobada  que  sea  por  el  ¡ 
tribunal  nombrado  al  efecto.,  se  les  expedirá  j 
prévio  el  pago  de  320  rs.,  el  correspondiente  j 
titulo,  cancelándose  el  antiguo,  al  tenor  de 
lo  resuelto  en  la  R,  O.  de  20  de  junio  de 
1849. 

Art.  20.  (Igual  al'16  del  de  14  de  1857.) 

R.  O.  de  '¿\  mayo  de  1856. 

Facultades  de  los  albéitarcs-he irado  res,  5'  veterinarios.  . 


((Han  llamado  la  atención  de  la  Reina 
(Q.  D. . G.)  diferentes  instancias  dirigidas 
unas  por  profesores  de  veterinaria  estableci- 
dos en  las  provincias  y otras  per  albéiíarcs- 
berradores,  quejándose  los  primeros  de  que 
estos  con  notoria  infracción  de  las  disposi- 
ciones vigentes  se  extralimitan  en  sus  facul- 
tades, haciendo  reconocimientos  en  las  ferias 
y mercados,  y ejerciendo  en  toda  su  exten- 
sión la  ciencia  de  curar,  y pidiendo  los  se- 
gundos se  declare  basta  dónde  pueden  esten- 
derse  en  el  ejercicio  de  su  profesión  con 
arreglo  al  título  que  les  fué  expedido.  En  su 
vista,  de  lo  informado  por  el  Director  de  la 
escuela  superior  de  veterinaria  y penetrada 
S.  M.  de  la  necesidad  que  existe  de  desterrar 
los  abusos  poniendo  en  armonía  con  las  leyes. 
Reales  decretos  y órdenes  vigentes  las  fa- 
cultades que  á cada  uno  de  dichos  profeso- 
res corresponden  por  sus  respectivos  títulos 
se  lia  servido  resolver: 

l.°  Que  no  se  prohíba  á los  albéi tares- 
herradores,  hacerlos  reconocimientos  á sa- 
nidad del  caballo,  muía  y asno  , puesto  que 
por  la  ley  3.a,  tít.  15,  libro  8."  déla  Novísi- 
ma Recopilación  y con  los  títulos  de  tales  se 
hallan  autorizados  para  ello,  como  lo  están 
también  para  curarlos. 

2 ° Que  si  en  las  poblaciones  donde  se 
verifican  ferias  ó mercados  hubiere  cou  esta- 
blecimiento abierto  algún  veterinario  de  pri- 
mera clase,  solo  á este  compete  hacer  los  re- 
conocimientos cu  el  local  en  que  se  verifique 
la  feria  ó mercado;  per  o no  podrá  prohibirse 
el  que  dichos  albéi  tares  herradores  ó los  so- 
los albéitares  los  hagan  en  sus  propios  esta- 
blecimientos ó fuera  de  sitio  de  la  feria  para 
los  clientes  del  pueblo  en  que  ejerzan  la  fa- 
cultad. 


; 

! 

: 


3. ‘  Que  donde  no  haya  veterinarios  de 
primera  ni  segunda  clase  puedan  dichos  albéi-  ¡ 
tares  ejercer  la  ciencia  en  toda  su  extensión,  ; 
pues  en  el  caso  contrario  deberán  limitarse 
únicamente  á los  solípedos. 

4. °  Que  se  recomiende  á Y.  S.  para  que 
lo  haga  á quien  corresponda , el  puntual 
cumplimiento  de  la  ley  5.a,  tít.  t i , lib.  8.  ° 


de  la  Nov.  Recop.  á fin  de  que  , .con  arreglo 
á ella  y demás  disposiciones  vigentes,  sean 
preferidos  en  los  casos  que  puedan  ocurrir  en 
juicio  y fuera  de  él,  en  primer  lugar  los  pro- 
fesores veterinarios  de  primera  clase,  habién- 
dolos en  el  pueblo;  á falta  de  estos  los  de  se- 
gunda v por  último  el  albéitar  que  goce  de 
mas  crédito.  De  Real  orden  lo  digo  á V.  S. 
para  su  inteligencia  y efectos  consiguientes.» 
Madrid  31  de  mayo  de  1856.  ( Boletín  oficial 
de  Burgos  del  28  junio.) 

Ley  de  í)  de  setiembre 'de  1857. 

Es  la  general  de  instrucción  pública,  cuyos 
arts.  61,  62,  63  y 140  se  refieren  á la  carre- 
ra de  veterinaria  que  coloca  entre  las  profe- 
sionales 

Según  el  art.  63  el  reglamento  determina- 
rá qué  parte  de  estudios  y qué  práctica  ha- 
brán de  exigirse  para  obtener  el  titulo  de  ve- 
terinario de  segunda  clase  y demás  títulos 
de  auxiliares  y subalternos. 

fí.  O.  de  14  octubre  de  4857. 

(Fom.)  «Atendiendo  á las  razones  que  me 
ha  expuesto  mi  Ministro  de  Fomento,  vengo 
eu  aprobar  el  siguiente  reglamento  provisio- 
nal para  las  enseñanzas  de  veterinaria,  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  de  instruc- 
ción publica  de  9 de  setiembre  próximo  pa- 
sado.— Dado  en  Palacio  á 14  de  octubre  de 
1857. 

Reglamento 

provisional  para  las  enseñanzas  de  veteri- 
nario, con  arreglo  á lo  dispuesto  en  Ja  ley 

de  instrucción  publica  de  9 de  setiembre  úl- 
timo. 

TITULO  I. 

DE  LAS  ENSEÑANZAS,  MATRICULAS,  ORDEN  Y 
DURACION  DE  LOS  ESTUD’OS,  TÍTULOS,  DERECHOS 
QUE  ESTOS  CONFIEREN  Y PREMIOS. 

Art.  l.°  Las  escuelas  de  veterinaria  tie- 
nen por  objeto  la  enseñanza  de  los  que  se 
dedican  á esta  profesión. 

Art.  2.°  La  enseñanza  de  veterinaria  se 
dividirá  en  dos  períodos:  el  primero  durará 
cuatro  años  y compreuderá  las  materias 
siguientes: 

Anatomía  general  y descriptiva  de  todos 
los  animales  domésticos. 

Exterior. 

Fisiología. 

Higiene. 

Derecho  veterinario  comercial. 

Veterinaria  legal. 

Patología  general  y especial. 

Policía  sanitaria. 
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Terapéutica. 

Farmacología. 

Arte  de  recetar. 

Obstetricia. 

Arte  de  forjar  y herrar. 

Medicina  operatoria  y clínica  con  aplica- 
ción á los  animales  domésticos. 

Historia  crítica  de  estos  ramos. 

Arl,  3 ü Ademas  de  las  enseñanzas  teó- 
ricas precedentes,  habrá  las  prácticas  que  á 
continuación  se  expresan. 

Disección. 

Vivisecciones. 

Clínicas. 

Forjado  y herrado. 

A g rie n 1 tura  aplicada. 

Física  y química. 

Art.  4.°  El  segundo  período  que  durará 
un  año,  se  dará  en  la  escuela  de  Madrid , y 
comprenderá  las  materias  siguientes: 

Física,  química  é historia  natural,  con 
aplicación  á las  diferentes  partes  de  la  vete- 
rinaria. 

A gri  cu  llura  aplicada . 

Zootecknia. 

Art.  5.°  Eos  estudios  del  primer  perío- 
do de  la  carrera  veterinaria  se  liarán  en  el 
orden  siguiente. 

PRIMER  AÑO. 

Anatomía  general  descriptiva  de  todos  los 
animales  domésticos. 

Exterior. 

SEGUNDO  AÑO. 

Fisiología. 

Higiene. 

TERCER  AÑO. 

Patología  general  y especial. 
Farmacología. 

Arte  de  recetar. 

Terapéutica. 

Policía  sanitaria. 

Clínica  médica. 

CUARTO  AÑO. 

Patología  quirúrgica. 

Operaciones  y vendajes. 

Derecho  veterinario  comercial, 

Veterinaria  legal. 

Arte  de  forjar  y herrar. 

Clínica  quirúrgica. 

Historia  crítica  de  estos  ramos. 

Art  G.u  Las  prácticas  se  distribuirán  en 
los  cuatro  años  del  modo  siguiente: 

Primero.  Disecciones  por  el  supernume- 
rario correspondiente,  bajo  la  dirección  del 
catedrático  de  primer  año. 


Segundo.  Vivisecciones  por  el  mismo, 
bajo  la  dirección  del  catedrático  de  segundo 
año. 

Tercero.  Clínicas  por  los  catedráticos  de 
tercero  y cuarto  año  y el  supernumerario 
que  debe  encargarse  de  la  enfermería. 

Cuarto.  Forjado  y herrado  por  el  pro- 
fesor de  fragua,  bajo  la  dirección  de  su  res- 
pe c tí v o catedrático. 

Art.  l.°  Los  alumnos  aprobados  en  es- 
tos cuatro  años  podrán  revalidarse  de  pro  fu- 
sor es  de  veterinaria  de  segunda  clase,  y re- 
cibir el  correspondiente  titulo  para  ejercer  la 
ciencia  en  la  parte  médica  y quirúrgica  sin 
limitación  alguna,  previo  el  pago  de  los  de- 
rechos correspondientes  ; pero  los  destinos 
que  obtengan  6 comisiones  oficiales  que  se 
les  confien  serán  con  carácter  de  interinidad, 
basta  (pie  puedan  proveerse  en  profesores 
de  categoría  superior. 

Art.  ti.9  Los  estudios  del  segundo  perío- 
do, quinto  año  de  la  carrera  , establecido  en 
la  escuela  de  Madrid,  se  darán  en  esta  forma. 

Física  , química  é historia  natural  con 
aplicación  á Jas  diferentes  partes  de  la  vete- 
rinarias Lrn  profesor. 

Agricultura  aplicada  y Zootecknia.  Un 
profesor. 

Art.  9.°  Al  estudio  de  estas  asignaturas 
acompañarán  los  correspondientes  ejercicios 
prácticos  necesarios  para  el  mayor  aprove- 
chamiento de  los  alumnos,  á juicio  de.  los  res- 
pectivos catedráticos  y con  aprobación  del 
director  de  la  escuela. 

Art.  10.  Los  que  habiendo  ganado  los 
cnalro  primeros  años  de,  la  carrera  veterina- 
ria, háganlos  estudios  de  que  trata  el  artícu- 
lo 8 sufrirán  uu  examen  general  do  todas 
las  materias  comprendidas  cu  los  dos  períodos 
de  la  enseñanza,  y obtendrán,  si  fuesen  apro- 
bados, previo  igualmente  el  pago  de  los  de- 
rechos correspondientes,  el  titulo  de  profe- 
sores de  veterinaria  de  primera  clase.  Con 
este  título  podrán  ejercer  la  ciencia  en  toda 
su  estension ; debiendo  ser  preferidos  para 
intervenir  en  todos  los  casos  de  enfermedades 
contagiosas  , policía  sanitaria  y reconoci- 
miento de  pastos,  así  como  ser  nombrados 
por  las  autoridades  civiles  y militares,  cot) 
preferencia  á los  demás  profesores , para 
cuantos  casos  ocurran  en  juicio  y fuera  de  él 
referentes  á la  veterinaria, 

Art.  I I . Por  los  derechos  del  título  de 
profesor  de  veterinaria  de  segunda  clase  sa- 
tisfará el  alumno  1/200  rs.,  y por  el  de  pri- 
mera Í,í>üQ.  Los  que  opten  al  segundo,  te- 
niendo el  primero,  solo  pagarán  la  diferencia. 

Art.  12.  Los  actuales  veterinarios  de 
primera  clase  serán  iguales  eu  categoría  y 
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derechos  á los  que  se  crean  por  la  ley,-  y si 
quieren  canjear  el  título,  pagarán  100  rea- 
les por  expedición  y sello 

Art.  13-  Los  veterinarios,  de  la  antigua 
escuela  de  Madrid  podrán  optar  al  titulo  su- 
perior presentando  en  la  misma  una  menyria 
sobre  un  punto  del  segundo  periodo  de  la  en- 
señanza y satisfaciendo  320  reales.  Mientras 
no  lo  verifiquen,  quedarán  en  la  misma  cate- 
goría que  los  de  segunda  clase , creados  por 
este  reglamento 

Art " 14.  Los  actuales  veterinarios  de 
segunda  clase  que  hubiesen  hecho  sus  estu- 
dios en  las  escuelas  subalternas  podrán  ad- 
quirir los  misinos  derechos  que  los  de  igual 
clase  que  se  crean  por  este  reglamento,  su- 
jetándose á sufrir  un  exámen  eu  cualquiera 
de  las  escuelas,  el  cual  deberá  versar  sobre 
enfermedades  contagiosas  y policía  sanitaria, 
abonando  por  el  nuevo  título  320  rs.  en  com- 
pensación de  los  menores  sacrificios  que  tie- 
nen hechos  ; verificado  lo  cual , si  quieren 
oblar  al  de  primera  clase,  deberán  hacer  el 
estudio  del  quinto  año  en  la  escuela  de  Ma- 
drid, pagando  por  el  nuevo  titulo  la  diferen- 
cia , si  la  hubiere,  entre  lo  que  satifacieron 
por  el  que  tengan  y lo  que  se  asigna  á aquel; 
y si  no,  los  100  rs. 

Art.  15.  Los  demás  veterinarios  de  se- 
gunda clase  que  quieran  optar  al  mismo  tí- 
tulo deberán  estudiar  el  cuarto  año  en  cual- 
quiera escuela,  y en  el  ínterin  no  lo  verifi- 
quen, se  limitarán  á la  curación  del  caballo, 
mulo  y asno,  y á hacer  los  reconocimientos 
á sanidad  en  los  términos  que  expresa  la  Real 
orden  de  31  de  mayo  de  is56  para  los  albéi- 
larcs,  herradores  y los  solo  albeitares.  Nin- 
guno podrá  usar  mas  dictado  que  el  que  su 
título  le  concede; 

Art  16,  Habrá  además  de  las  clases  an- 
teriores , otras  dos,  que  serán  los  castrado- 
res y herradores  de  (¡añado  vacuno  Los  as- 
pirantes á ellas  recibirán  mediante  examen- 
en  las  escuelas,  acreditando  la  edad  de  21 
años  cumplidos  y haber  practicado  dos  con 
profesor  aprobado  Los  primeros  depositarán 
800  rs.  por  la  licencia  de  ejercer,  que  les  se- 
rá expedida  por  el  director  de  la  escuela  don- 
de verifiquen  el  examen,  y 6ü0  los  segundos. 

Art.  17.  Los  diplomas  de  los  veterinarios 
extranjeros  podrán  ser  revalidados  en  Espa- 
ña para  ejercer  en  ella  la  profesión,  presen- 
tando los  documentos  que  señala  la  K O.  de 
20  de  enero  de  1843,  y dando  cumplimiento 
á lo  que  en  la  misma  se  preceptúa.  La  revá- 
lida se  hará  en  la  escuela  de  Madrid,  y los  in- 
teresados recibirán  el  título,  según  las  mate- 
rias que  los  diplomas  expresen  ó hubiesn 
estudiado,  satisfaciendo  los  derechos  que 
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correspondan  según  el  título  que  . reciban. 

Art.  18.  La  matrícula  paralas  escuelas 
de  veterinaria  se  abrirá  el  1 0 de  setiembre 
y durará  hasta  el  15  del  mismo.  Por  causas 
debidamente  justificadas  podrá  el  rector  de 
la  universidad  ó los  directores  admitir  alum- 
nos hasta  el  30  del  propio  mes.  . 

Art.  19.  Para  ser  admitido  en  cualquiera 
de  las  escuelas  de  veterinaria  se  requiere  : 

Primero.  Haber  cumplido  17  años  de 
edad. 

Segundo.  Acreditar  con  la  certificación 
correspondiente  el  estudio  de  las  materias 
que  comprende  la  primera  enseñanza  supe- 
rior y el  de  elementos  de  Algebra  y Geome- 
tría. 

Tercero.  Presentar  un  atestado  de  bue- 
na conducta  y certificación  de  salud  y ro- 
bustez. 

Todos  estos  documentos  deberán  estar  le- 
galizados en  debida  forma. 

Art  20,  La  matrícula  será  personal:  na- 
die podrá  á título  de  pariente  ó encargado, 
i presentarse  para  que  se  incluya  en  ella  á nin- 
gún cursante. 

Art.  2l.  Se  acompañará  á la  solicitud 
de  matricula  una  papeleta  en  que  consten  el 
nombre  y apellidos,  naturaleza  y edad  del 
interesado.  Esta  papeleta  deberá  ir  firmada 
por  los  padres  ó tutores  del  alumno  aspiran- 
te, ó en  su  defecto  por  persona  domiciliada 
en  el  pueblo  en  que  se  halle  establecida  la 
escuela.  También  se  expresarán  en  ella  las 
señas  de  la  casa  del  alumno  y de  su  encar- 
gado. 

Art.  22.  El  secretario  dará  al  alumno 
otra  papeleta  por  laque  conste  hallarse  ma- 
triculado, escribiendo  en  ella  el  numero  de 
presentación  que  le  corresponda  en  su  curso 
ó asignatura.  El  cursante  presentará  esta 
papeleta  á sus  catedráticos  el  primer  dia  de 
lección  para  que  anoten  su  nombre  y núme- 
ro, pero  se  quedará  luego  con  ella  Al  res- 
paldo de  la  misma  deberán  estar  impresas  las 
principales  obligaciones  de  los  alumnos,  para 
que  en  ningún  tiempo  aleguen  ignorancia.  .4 

Art.  23."  Los  alumnos  de  una  escuela  po- 
drán trasladar  á otra  la  matrícula  durante  el 
curso  en  la  forma  prescrita  en  el  reglamento 
general  de  estudios  de  10  setiembre  de  1852. 

Are.  24.  Perderán  cursólos  alumnos  que 
hubiesen  faltado  voluntariamente  álas  clases 
que  tengan  lección  diaria  quince  veces,  y 
ocho  á las  de  dias  alternados:  cuando  la  falla 
proviniese  de  enfermedad  debidamente  jus- 
tificada , se  tolerará  al  alumno  hasta  treinta 
en  el  .primer  caso,  y diez  y seis  en  el  segun- 
do. Si  excediesen  de  éste  número  será  borra- 
do de  la  matrícula. 
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Art.  25.  Los  que  se  matriculen  en  las 
escuelas  para  profesores  veterinarios  satisfa- 
rán i (10  rs.,  en  dos  plazos,  por  cada  uno  de 
los  cuatro  cursos  del  primer  período-  y otros 
ÍOí),  también  en  dos  plazos,  los  que  lo  veri 
gquén  para  el  quinto  año  en  la  escuela  de 
Madrid, 

Act  26.  Cada  uno  de  los  cursos  durará 
desde  15  de  setiembre  hasta  lo  de  junio,  em- 
pleando los  quince  últimos  dias  de  este  mes 
en  los  exámenes  ordinarios,  y los  quince  pri- 
maros de  setiembre  en  los  extraordinarios  y 
de  ingresos. 

Art.  27.  El  Gobierno  designará,  oido  el 
Real  Consejo  de  iuslruccion  pública,  los  li- 
bros que  lian  de  servir  de  texto  en  cada  asig- 
natura y el  coste  de  cada  uno. 

Art.  2S.  Sin  ser  examinado  y aprobado 
en  cada  curso,  no  podrá  el  alumno  ser  admi- 
tido en  el  que  siga , seguu  el  orden  sucesivo 
de  las  enseñanzas. 

Art.  29.  Los  que  quieran  cursar  alguna 
asignatura  suelta  podran  matricularse  en  ella 
satisfaciendo  la  mitad  de  los  derechos  señala- 
dos en  el  art.  20. 

Art.  30.  Habrá  plazas  de  alumnos  agre- 
gados á las  dependencias  de  las  escuelas,  las 
cuales  se  darán  por  oposición  concluidos  los 
exámenes  ordinarios. 

El  número  y destino  de  estas  plazas  así 
como  los  ejercicios  que  se  han  de  practicar, 
para  obtenerlas,  se  fijarán  en  el  reglamento 
interior  de,  cada  escuela. 

La  remuneración  del  servicio  que  presten 
dichos  alumnos  consistirá  en  la  mayor  ins- 
trucción práctica  que  adquieran  y en  la  dis- 
pensa del  pago  del  derecho  de  matrícula  y 
título.  El  agregado  al  botiquín  además  reci- 
birá del  material  la  gratificación  de  2 reales 
diarios. 

Art.  31.  I.a  oposición  pava  estas  plazas 
se  hará  solo  entre  ios  alumnos  que  vayan  á 
cursar  cuarto  año  y que  hayan  obtenido  una 
nota  de  sobresaliente,  por  lo  menos,  en  algu- 
na de  las  asignaturas  que  tengan  estudiadas 
oscepto  para  la  plaza  del  anfiteatro,  á la  que 
podrán  optar  los  que  vayan  ganado  segundo 
año.  Si  no  hubiere  bastante  número  con  este  \ 
requisito,  se  admitirá  con  solo  nota  de  bueno.  ¡ 

El  compromiso  de  los.  agraciados  solo- du-  ] 
rara  hasta  ganar  el  curso  en  que  d n’en  con- 
cluir la  carrera;  pero  perderán  todo  derecho 
si  no  cumplen  con  las  obligaciones  que  les 
imponga  el  reglamento  intenor. 

Art.  32.  El  Gobierno  podrá  conceder 
hasta  ocho  pensiones  para  cursar  el  segundo 
período  de  la  enseñanza  á alumnos  de  los  mas 
aventajados  del  primero  en  quienes  concur- 
ran además  las  circunstancias  de  pobreza 


acreditada  y buena  conducta.  Rara  poder 
obtar  á estas  pensiones  se  necesita  haber  ob- 
tenido, durante  el  estudio  del  primer  período 
de  la  enseñanza,  dos  notas  de  sobresaliente. 

TITULO  II. 

DK  LAS  ESCUELAS  Y MEDIOS  MATERIALES  DE  LA 
ENSEÑANZA. 

Art.  33.  Las  escuelas  de  veterinaria 
correrán  á cargo  de  sus  respectivos  direc- 
tores, nombrados  por  el  Gobierno,  debien- 
do estos  comunicarse  directamente  con  el 
rector  del  distrito  en  todo  lo  relativo  al 
gobierno  y administración  de  las  mismas. 

En  casos  de  gravedad  y urgencia  podrán, 
sin  embargo,  dirigir  sus  comunicaciones  á 
la  Dirección  general  de  Instrucción  públi- 
ca, dando  conocimiento  al  redor. 

Art.  34.  Por  ahora  habrá  escuelas  pro- 
fesionales de  veterinaria  en  Madrid,  Córdo- 
ba, León  y -Zaragoza. 

Solo  en  la  de  Madrid  se  darán  los  dos 
periodos  de  la  enseñanza.  En  las  demás  es- 
cuelas únicamente  el  primero. 

Art.  35.  El  Gobierno  se  reserva  crear 
nuevas  escuelas  de  veterinaria  en  cualquier 
otro  punto  donde  se  consideren  necesarias. 

Art.  36.  Las  escuelas  de  veterinaria  se- 
rán sostenidas  por  el  Estado,  el  cual  perci- 
birá las  rentas  y productos  de  estos  esta- 
blecimientos, así  como  los  derechos  de  ma- 
trícula y demás  títulos  científicos. 

Art.  57.  En  cada  escuela  de  veterina- 
ria habrá: 

Primero.  Un  número  de  aulas  propor- 
cionado á sus  asignaturas. 

Segundo.  Una  biblioteca. 

Tercero.  Sala  de  disección. 

Cuarto.  Gabinetes  anatómico  y pato- 
lógico. 

Quinto.  Enfermerías. 

Sesto.  Botiquín. 

Sétimo.  Fragua. 

Además  en  la  escuela  de  Madrid  un  ga- 
binete de  física. 

Un  laboratorio  de  química. 

Olro  de  historia  natural  aplicada. 

Un  jardín  botánico. 

Otro  para  ei  cultivo  de  plantas  y de 
prados. 

El  reglamento  interior  determinará  todo 
lo  concerniente  al  servicio  de  estas  oficinas. 

TITULO  ni. 

DEL  PROFESORADO  Y SU  ORGANIZACION. 

Art.  38.  Las  enseñanzas  que  compren- 
de el  primer  período  de  la  carrera  se  da- 


ALBEITARES  Y VETERINARIOS. 


rán  por  cuatro  catedráticos  de  número, 
distribuidos  en  la  forma  que  se  indica  en 
eJ  art.  5.a 

En  la  escuela  de  Madrid  habrá  otros  dos 
encargados  de  la  enseñanza  del  segundo  pe- 
ríodo. 

Art.  39.  En  cada  escuela  de  provincia 
habrá  dos  profesores  supernumerarios,  uno  1 
con  destino  á las  clínicas  y sustitución  de 
tercero  y cuarto  año,  y otro  encargado  de 
las  prácticas  de  primero  y segundo,  de 
sustituir  á las  cátedras  de  estos  y desempe- 
ñar la  secretaría  y biblioteca. 

Art.  40.  En  la  escuela  de  Madrid  los 
supernumerarios  serán  tres,  distribuidos 
del  modo  siguien te: 

Uno  con  destino  á las  clínicas  y sustitu- 
ción de  tercero  y cuarto  año. 

Otro  encargado  de  las  prácticas  de  pri- 
mero y segundo  año  y sustitución  de  las 
cátedras  de  los  mismos  años  : desempeñará 
además  la  secretaría  y el  cargo  de  biblio- 
tecario. 

Otro  destinado  á los  laboratorios  de  físi- 
ca y química,  jardines  y botiquín:  sustitui- 
rá además  á los  catedráticos  del  segundo 
período. 

Art.  4t.  El  sueldo  de  los  catedráticos 
numerarios  y supernumerarios  en  las  es- 
cuelas de  veterinaria  será  el  que  se  expre- 
sa en  los  arts.  2tü  y 224  de  la  ley. 

Art.  42.  En  todas  las  escuelas  habrá  un 
disector  encargado  de  los  trabajos  anató- 
micos y constructor  de  piezas  artificiales, 
con  el  haber  de  10,000  rs.  el  de  l,a  escuela 
de  Madrid  y 6,000  los  de  las  provincias. 
Habrá  además  en  cada  una  de  estas  un  pro- 
fesor de  fragua,  cuyas  obligaciones  marca- 
rá el  reglamento  interior,  debiendo  pro- 
veerse estas  plazas  en  profesores  de  cual- 
quier categoría  que  hayan  hecho  sus  estu- 
dios en.  una  escuela,  y siempre  por  opo- 
sición. 

TITULO  IV. 

DEL  PERSONAL  ADMINISTRATIVO  DE  LAS  ESCUE- 
LAS, PROVISION  DE  CÁTEDRAS,  ASÍ  NUMERA- 
RIAS COMO  SUPERNUMERARIAS  , OBLIGACIO- 
NES DE  LOS  CATEDRÁTICOS  , EXÁMENES  DE 

PRUEBA  DE  CURSO  Y DE  REVÁLIDA. 

Art.  43.  Corresponde  al  director: 

Primero.  Procurar  el  mas  exacto  cum- 
plimiento del  reglamento  de  la  escuela,  así 
como  también  de  las  disposiciones  que  le 
comunique  la  superioridad. 

Segundo.  Consultar  al  rector  y al  Go- 
bierno en  su  caso  las  dudas  en  la  inteligen- 


329 

cía  y aplicación  de  las  disposiciones  relati- 
vas á la  enseñanza. 

Tercero.  Proponer  cuanto  crea  condu-  . 
eente  á facilitarla  y estenderla. 

Cuarto.  Elevar  á la  superioridad  con 
su  informe  las  exposiciones  que  por  su  con- 
ducto hagan  los  catedráticos,  alumnos,  em- 
pleados y dependientes  de  las  escuela. 

Quinto.  Conceder  á los  catedráticos, 
empleados  y dependientes  hasta  quince  dias 
de  licencia. 

Sesto.  Presidir  el  consejo  de  estudios  y 
el  de  disciplina  y los  examenes  de  carrera. 

Sétimo.  Ejecutar  los  acuerdos  del  Con- 
sejo de  disciplina. 

Octavo.  Vigilar  la  conducta  de  los  em- 
pleados de  la  escuela  y ia  que  en  ella  ob- 
serven los  alumnos,  procurando  el  pronto 
remedio  de  las  faltas  que  advierta,  con  su- 
jeción á las  prescripciones  de  este  regla- 
mento. 

Noveno.  Suspender  de  sus  funciones  á 
los  catedráticos,  empleados  y dependien- 
tes de  la  escueta  que  no  sean  de  su  nom- 
bramiento, dando  cuenta  al  Gobierno,  y 
oyendo  préviarnente,  si  se  tratare  de  algún 
catedrático  al  Consejo  de  disciplina. 

Décimo.  Nombrar,  suspender  y sepa- 
rar á los  porteros,  mozos  de  oficio  y demás 
empleados  subalternos  del  establecimiento 
cuyo  sueldo  no  llegue  á 4,0110  rs. 

Undécimo.  Formar  los  presupuestos  or- 
dinarios y extraordinarios  que  deben  remi- 
mitirse  a!  Ministerio  de  Fomento.  ' 

Duodécimo.  Ordenar  los  pagos  con  ar- 
reglo á los  presupuestos  aprobados. 

Decimotercero.  Examinar  y autorizar 
las  cuentas  de  gastos  y remitirlas  á la  su- 
perioridad para  su  aprobación. 

Décimocuarto.  Dirigir  anualmente  al 
Gobierno  una  Memoria  sobre  el  estado  de 
la  escuela  y les  resultados  de  sus  enseñan- 
zas con  las  observaciones  que  le  hubiere 
sugerido  la  experiencia. 

Art.  44.  Es  obligación  del  secretario: 

Primero.  Instruir  los  expedientes  y es- 
tender  las  consultas  y comunicaciones  que 
se  ofrezcan  con  arreglo  á las  órdenes  del 
director. 

Segundo.  Llevar  los  registros  de  la  es- 
cuela y ordenar  los  documentos  relativos 
á la  misma. 

Tercero.  Hacer  el  asiento  de  las  matrí- 
culas, exámenes  y pruebas  de  curso,  y ex- 
pedir los  certificados  correspondientes  con 
el  V.°  B.°  del  director. 

Cuarto.  Intervenir  en  los  pagos  que 
éste  disponga,  con  arreglo  á los  presupues- 
tos aprobados,  . 
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Quinto.  Estender  y publicar  las  actas 
del  consejo  de  disciplina. 

Art.  45.  Habrá  en  cada  escuela  un  con- 
serge  encargado  de  la  conservación  del  edi- 
ficio y de  sus  enseres,  de  los  gastos  ordina- 
rios y del  material,  y de  vigilar  la  conducta 
de  los  demás  dependientes  y subalternos; 
todo  con  .sujeción  á las  órdenes  que  reciba 
del  jefe  del  establecimiento. 

Tendrá  ademas  el  conserge  las  obligacio- 
nes que  se  le  señalen  en  el  reglamento  in- 
terior de  la  escuela. 

Arl,  46  Habrá  en  cada  establecimiento 
el  numero  de  dependientes  y subalternos 
que  reclamaren  las  necesidades  del  servi- 
cio, cuyas  obligaciones  se  expresarán  ta  ti- 
bien en  el  reglamento  interior. 

Art.  47  Anunciada  en  la  Gaceta  y fío- 
letines  oficiala  de  las  provincias  la  oposi- 
ción á una  plaza  de  catedrático  supernu- 
merario, los  aspirantes  á ella  dirigirán  sus 
solicitudes  á la  Dirección  general  de  ins- 
trucción pública  en  el  término  de  dos  me- 
ses, contados  desde  e!  dia  en  que  se  publi- 
que el  anuncio  en  la  Gaceta. 

Art.  46.  Para  ser  opositor  se  necesita: 
Primero.  Ser  español. 

Segundo.  Tener  25  años  cumplidos. 
Tercero.  Haber  obtenido  el  titulo  de 
profesor  veterinario  de  primera  clase. 
Cuarto.  Acreditar  buena  conducta  moral. 
Art.  49,  Los  ejercicios  de  oposición  ver- 
sarán precisamente  sobre  las  materias  q je 
comprendan  las  asignaturas  en  que  ti  agra- 
ciado hubiere  de  servir,  y deberán  verifi- 
carse en  Madrid. 

Art.  50.  Los  jueces  de  las  oposiciones 
serán  cinco  ó siete,  nombrados  por  el  Go- 
bierno. 

Presidirá  los  actos  el  que  la  Dirección 
general  de  instrucción  pública  designe'. 

Art.  51.  El  nombramiento  del  presi- 
dente y de  los  jueces  so  comunicará  al  rec- 
tor de  la  Universidad  central  para  que  dis- 
ponga todo  lo  necesario  á fin  de  que  las 
oposiciones  se  verifiquen  debidamente  y en 
el  dia  que  el  presidente  señale. 

Art.  52.  Antes  de  que  llegue  este  dia, 
previo  aviso  del  presidente,  se  reunirán  los 
jueces  para  instalar  la  junta  censoria  y 
tratar  del  modo  de  proceder  á los  actos  del 
concurso.  Se  leerá  la  lista  de  los  opositores 
y.  se  examinarán  los  documentos  que  hu- 
biesen presentado,  cor.  el  objeto  de  saber 
si  tienen  las  circunstancias  que  se  exijan  en 
la  convocatoria:  en  caso  de  duda  se  con- 
sultará al  Gobierno. 

Art.  53.  Concluida  la  anterior  opera- 
ción, se  acordará  el  dia  y hora  en  que  se 
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baya  de  reunir  á los  opositores,  para  lo 
cual  se  fijaran  carteles  con  tres  dias  de  an- 
ticipación en  los  parajes  acostumbrados, 
publicándose  también  en  el  Diario  de 
Avisos . 

Art.  54.  En  dicho  dia,  reunidos  los  jue- 
ces en  público,  se  escribirán  en  cédulas  los 
nombres  de  los  opositores  y se  introducirán 
en  una  urna.  Acto  continuo  el  presidente 
ira  sacando  estas  papeletas.,  leyendo  en  alta 
voz  los  nombres  que  contengan,  y se  for- 
marán las  trincas  para  los  ejercicios,  re- 
uniéndolos  de  tres  en  tres, 'según  ei  orden 
de  numeración  en  que  vayan  saliendo.  Si 
el  número  de  opositores  no  fuese  exacta- 
mente divisible  por  tres  y sobrasen  dos,  es- 
tos formarán  solo  una  pareja;  si  sobrase 
uno.  éste  se  unirá  á los  tres  anteriores,  for- 
mando con  los  cuatro  dos  parejas. 

Art.  55.  El  dia  y hora  en  que  cada  trin- 
ca ó pareja  haya  de  actuar  se  anunciará 
con  48  horas  de  anticipación.  Si  media  ho- 
ra después  de  la  señalada  no  se  presentase 
el  opositor  a!  ejercicio,  sin  mediar  impe- 
dimento, de  que  deberá  dar  aviso  oportu- 
namente justificándolo,  se  entenderá  que 
renuncia  al  concurso.  Aun  mediando  impe- 
dimento, nunca  se  retardarán  las  oposicio- 
nes por  mas  tiempo  que  el  de  ocho  dias, 
pudiéndose  entre  tanto  pasar  á los  ejerci- 
cios de  otra  trinca  ó pareja  si  la  hubiere. 

Art.  56.  Cuatro  ó cinco  serán  los  ejer- 
cicios de  oposición,  según  las  asignaturas 
que  comprenda  la  cátedra  vacante,  y todos 
públicos. 

El  primero  consistirá  en  un  discurso  es- 
crito en  casteileno,  cuya  lectura  no  exce- 
derá de  tres  cuartos  de  hora,  ni  bajará  de 
media,  compuesto  en  el  espacio  de  24  ho- 
ras por  cada  uno  de  los  opositores,- con  re- 
clusión en  el  punto  donde  se  verifiquen  los 
actos  y completa  incomunicación,  facili- 
tándose á todos  libros,  cama,  alimentos  y 
demás  que  necesiten,  mudándose  de  la  in- 
comunicación, pura  lo  cual  se  adoptarán 
por  el  rector  de  la  Universidad  ó por  el  di- 
rector del  establecimiento  las  disposiciones 
convenientes. 

Art.  57.  Se  preparará  este  acto  el  mis- 
mo dia  en  que  se  reúnan  los  jueces  para  la 
formación  de  las  trincas,  acordando  aque- 
llos doce  puntos  generales  relativos  á la 
asignatura  vacante,  los  cuales  se  escribirán 
en  otras  tantas  papeletas,  que  custodiará 
eb  presidente,  y cuyo  contenido  no  podrá 
ser  revelaéo  á nadie.  En  el  dia  y hora  acor- 
dados, reunidos  en  público  los  jueces  y 
opositores,  se  pondrán  en  una  caja  las  doce 
papeletas,  y el  opositor  mas  jóven  de  la 
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triaca  ó pareja  á quien  tocare  tomar  pun- 
tos sacará  á la  suerte  una,  que  entregará  al 
presidente,  y éste  la  pasará  al  secretario 
para  que  la  lea  en  voz  alta.  Esta  papeleta 
no  podrá  volver  á entrar  en  suerte,  y se  su- 
plirá por  otro  punto  que  acordarán  los  jue- 
ces. En  seguida  el  secretario  dará  una  co- 
pia de  ella  á cada  contrincante  para  que 
forme  su  discurso,  anotándose  la  hora,  á 
fin  de  que  á la  misma  de!  dia  inmediato 
entreguen  todos  al  presidente  su  escrito  fir- 
mado y cerrado,  y firmada  también  la  cu- 
bierta. 

Art.  58.  Los  jueces  señalarán  dia  y hora 
para  la  lectura  de  cada  discurso  por  su  Or- 
den. Llegado  que  sea  el  momento,  el  pre- 
sidente devolverá  al  opositor  su  discurso 
en  los  términos  que  lo  recibid;  y verifica- 
da que  sea  la  lectura,  le  harán  los  contrin- 
cantes las  objeciones  que  les  parezcan  por 
espacio  de  inedia  hora  cada  uno.  Si  no 
hubiera  mas  que  un  solo  contrincante,  este 
las  hará  por  espacio  de  tres  cuartos  de  ho- 
ra; y en  el  caso  de  haberse  presentado  al 
concurso  un  solo  opositor,  las  objeciones 
se  harán  durante  la  hora  entera  por  los  jue- 
ces. Concluido  el  ejercicio,  se  entregara  el 
discurso  á estos  para  que  lo  examinen  y se 
una  al  expediente. 

Art.  5b.  El  segundo  ejercicio  consistirá 
en  una  lección  de  hora,  tal  como  la  daría 
el  opositor  ó los  alumnos,  sobre  un  punto 
de  la  asignatura  vacante,  que  elegirá  de 
tres  sacados!  la  suerte.  Con  este  objeto  los 
jueces  distribuirán  anticipadamente  en  lec- 
ciones la  materia  ó materias  de  la  asigna- 
tura á que  corresponda  la  cátedra  vacante, 
escribiéndolas  en  otras  tantas  cédulas,  que 
conservará  en  su  poder  el  presidente.  La 
papeleta  que  fuere  elegida  no  podrá  volver 
á entrar  en  suerte. 

Art.  60.  Si  la  cátedra  vacante  fuere  de 
anatomía,  consistirá  el  tercer  ejercicio  en 
una  preparación  anatómica.  Si  de  patología 
en  la  historia  completa  de  la  enfermedad 
que  padezca  uno  de  los  animales  existentes 
en  las  enfermerías.  Y si  de  eirujía,  en  una 
operación.  Los  jueces  formarán  con  antici- 
pación las  papeletas  correspondientes,  y 
concederán  el  tiempo  necesario  al  opositor, 
el  cual  en  todos  los  casos  sacará  tres  pun- 
tos para  elegir  uno  de  ellos  Concluida  la 
preparación,  pasarán  los  jueces  y oposito- 
res á la  sala  de  actos:  e!  actuante  dirá  lo 
que  se  le  ofrezca  y parezca  sobre  aquella, 
procediéndose  en  seguida  a las  argumenta- 
ciones, pero  solo  por  un  cuarto  de  hora. 

Art.  61.  El  cuarto  ejercicio  consistirá 
en  un  examen  de  preguntas  sueltas  sacadas 
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á la  suerte' sobre  todas  las  materias  de  la 
asignatura  vacante.  Si  esta  no  fuere  de  de- 
mostración, este  ejercicio  será  el  tercero. 
Para  verificarlo,  los  jueces  de  concurso  dis- 
pondrán é introducirán  en  una  urna*  con 
ia  anticipación  conveniente,  50  cuestiones 
escritas  en  otras  tantas  cédulas.  El  opositor 
sacará  una  á una  hasta  !ü  lo  menos;  y le- 
yéndolas en  alta  voz  conforme  vayan  sa- 
liendo, dirá  sobre  ellas  lo  que  se  le  ofrezca 
y parezca.  El  acto  no  podra  durar  mas  de 
una  hora. 

Art.  52.  Durante  los  ejercicios,  los  jue- 
ces tomarán  para  su  uso  particular  las  no- 
tas que  les  parecieren  oportunas  en  un  plie- 
go que  cada  uno  tendrá  preparado  al  ei'ec- 
i to.  También  tendrán  á mano  una  lista'  de 
ios  libros  que  cada  opositor  hubiere  pedido 
para  los  diferentes  actos. 

Art.  63.  Terminada  la  oposición,  los 
jueces  del  concurso,  dentro  de  tres  dias  y 
después  de  conferenciar  entre  sí,  harán  la 
propuesta  de  los  tres  mas  beneméritos. 
Este  acto  se  verificará  en  los  términos  si- 
guientes: 

Se  preguntará  por  el  presidente  si  ha  ó ■ 
no  lugar  u hacer  la  propuesta,  y los  jueces 
decidirán  en  votación  secreta  por  medio  de 
bolas  blancas  y negras.  Acto  continuo  so 
procederá  á la  votación  ck  los  ejercicios, 
teniendo  presente  el  mérito  relativo  de  los 
practicados  por  los  actuantes,  esciuyendo  á 
los  que  se  reprueben. 

Si  la  resolución  fuese 'afirmativa,  se  pro- 
cederá al  señalamiento  del  que  ha  de  ser 
colocado  en  primer  lugar,  para  lo  cual  el 
secretario  entregará  a cada  juez  el  pombre 
de  cada  opositor  repelido  tres  veces,  mas 
tres  papeletas  en  blanco.  En  seguida  se  ha- 
rá la  votación  comenzando  por  el  presi- 
dente y terminando  por  el  secretario,  do- 
blando é introduciendo  en  la  urna  la  pape- 
leta. Hecho  esto,  el  presidente  sacará  y lee- 
rá todas  las  papeletas,  que  pasará  en  segui- 
da al  secretario  para  que  cuente  y anote  los 
votos.  En  el  caso  de  que  ningún  opositor 
hubiere  sacado  mayoría  absoluta,  se  proce- 
derá á nueva  votación  entre  los  dos  mas  fa- 
vorecidos. 

Volado  que  sea  el  primer  lugar,  se  hará 
lo  mismo  para  el  segundo,  y luego  para  el 
tercero  si  hubiera  suficiente  número  de 
opositores  con  que  llenar  la  terna. 

El  que  por  cualquier  causa  no  quisiera 
proponer,  echará  la  papeleta  en  blanco,  no 
pudiendo  excusarse  de  ponerla  en  la  urna. 
Cuando  no  haya  mas  que  un  opositor,  solo 
se  hará  la  pregunta  si  ha  lugar  ó no  á pro 
ponerlo  para  la  vacante;  pero  si  bubie-» 
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re  dos,  no  dejará  por  esto  de  hacerse  lavo 
tacior:  para  el  segundo  lugar  como  tampoco 
para  el  tercero  si  fuesen  tres  los  opositores 
cuyos  ejercicios  se  hubieren  aprobado. 

Si  ja  mayoría  de  las  papeletas  resultare 
eu  blanco,  significará  que  no  hay  propues- 
ta para  el  Jugar  que  se  vota,  y se  pasará  al 
siguiente: 

En  el  acta  se  expresarán  los  votos  que 
hubiere  tenido  cada  opositor;  pero  no  se 
hará  mención  de  los  restantes,  omitiendo 
toda  clasificación  de  sus  actos. 

Art.  C4.  Concluidas  las  oposiciones,  el 
tribunal  propondrá  al  Gobierno  en  terna, 
si  el  número  y mérito  de  los  opositores 
diere  lugar  á ello,  los  que  considere  mas 
dignos. 

Art.  65.  Dos  terceras  partes  de  las  va- 
cantes de  catedráticos  de  número  de  las  es- 
cuelas de  provincia,  se  proveerán,  previo 
concurso,  anunciado  con  dos  meses  de  an- 
ticipación, y á propuesta  del  Real  Consejo 
de  instrucción  pública,  entre  los  supernu- 
merarios de  la  asignatura  á que  pertenezca 
la  vacante,  y la  otra  tercera  parte  por  rigo- 
rosa oposición. 

Art.  66.  Si  en  las  vacantes  que  ocur- 
ran en  las  expresadas  escuelas  solicitase  al- 
gún catedrático  su  traslación,  podrá  el  Go- 
bierno concedérsela,  siendo  de  la  misma 
asignatura  que  desempeña,  y oyendo  al  Real 
Consejo  de  instrucción  pública.  En  este  ca- 
so será  aplicable  la  disposición  anterior  á la 
resulta. 

Art.  67.  Asimismo  se  proveerán  dos  de 
cada  tres  vacantes  que  resulten  en  la  escue- 
la de  Madrid,  prévio  concurso  y á propuesta 
de!  Real  Consejo  de  instrucción  pública  en 
catedráticos  propietarios  de  las  de  provin- 
cia. La  tercera  se  proveerá  en  la  forma  ex- 
presada entre  los  supernumerarios  de  la 
misma  escuela. 

Art.  68.  Es  obligación  de  los  catedráti- 
cos de  número: 

Primero.  Concurrir  con  puntualidad  á 
sus  respectivas  cátedras,  y permanecer  en 
ellas  el  tiempo  señalado,  dando  parte  al  di- 
rector si  por  enfermedad  ú otra  causa  legí- 
tima no  pudiesen  asistir. 

Segundo.  Mantener  el  órden  y discipli- 
na en  las  mismas. 

Tercero:  Dar  parte  a!  director  de  las 
faltas  graves  de  los  alumnos,  y en  caso 
necesario  prohibirles  la  asistencia  á clase 
mientras  el  consejo  de  disciplina  ó el  Go- 
bierno en  su  caso  resuelven  sobre  su  dis- 
posición. 

Cuarto.  Llevar  un  registro  de  las  faltas 
du  asistencia  de  los  alumnos. 


1 Quinto.  Presentar  en  la  secretaria  el 
último  día  de  cada  curso  la  calificación  de 
los  alumnos  de  su  clase,  con  nota  de  las  fal- 
tas en  que  hubieron  incurrido,  y su  juicio 
sobre  la  capacidad,  aplicación  y aprovecha- 
miento de  los  mismos. 

Sesto.  Asistir  á los  consejos  de  discipli- 
plina,  á los  exámenes  y oposiciones. 

Art.  09.  Corresponde  a los  supernume- 
rarios: 

Primero.  Suplir  á los  de  número  en  au- 
sencias, enfermedades  y vacantes. 

Segundo.  Concurrir  con  ellos  á los  ejer- 
| cicios  prácticos. 

Tercero.  Formar  parte  de  los  tribuna- 
les de  exámenes  con  iguales  derechos  que 
losdo  número,  según  la  distribución  que  ha- 
ga el  jefe  del  establecimiento. 

Cuarto.  Encargarse  de  las  bibliotecas, 
archivos,  gabinetes  y colecciones  que  sir- 
van para  la  enseñanza  en  las  asignaturas  de 
que  fueren  ayudantes. 

Quinte.  Asistir  á los  consejos  de  estu- 
dios con  voz  consultiva  cuando  fueren  lla- 
mados por  los  mismos,  por  el  rector  de  la 
Universidad  ó director  de  la  escuela. 

Art.  70.  Terminados  los  exámenes  de 
fin  de  curso,  los  catedráticos  podrán  tras- 
1 ladarse-  á los  puntos  que  tuvieren  por  con- 
veniente sin  prévia  autorización  del  direc- 
tor, aunque  dándole  conocimiento  del  lu- 
gar de  su  residencia.  Para  venir  á la  Córte 
ó pasar  al  extranjero  necesitan  licencia  del 
Gobierno. 

Art.  71.  Ningún  catedrático  podrá  faltar 
á la  clase  ni  un  solo  dia  sin  justa  causa,  ni 
ausentarse  del  punto  de  su  residencia  sin 
autorización  del  jefe  de  la  escuela. 

Art.  72.  Los  catedráticos  supernumera- 
rios encargados  de  las  dependencias  que  ha- 
yan de  permanecer  abiertas  todo  el  año  no 
podrán  ausentarse  sin  prévio  permiso  del 
jefe  de  la  escuela  y sin  que  este  haya  dis- 
puesto lo  conveniente  para  la  sustitución. 

Art  73.  Para  el  cobro  de  haberes  en  las 
licencias  que  obtengan  los  catedráticos  du- 
rante el  curso  se  seguirán  las  reglas  pres- 
critas en  general  para  Jos  empleados  del 
Ministerio  de  Fomento.  Por  las  ausencias 
en  tiempo  de  vacaciones  no  sufrirán  des- 
cuento alguno.  Toda  licencia  caducará  en 
el  mero  hecho  de  haber  trascurrido  un  mes 
sin  haber  usado  de  ella. 

Art.  74,  Al  fin  de  cada  año  escolar  se 
celebrarán  exámenes  generales  de  prueba 
de  curso.  Con  45  dias  de  anticipación  pasa- 
rán todos  los  catedráticos  á la  secretaría  una 
l nota  de  los  alumnos  que  bajo  cualquier  con- 
I cepto  hayan  sido  borrados  de  la  lista. 
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Art.  75.  Los  alumnos  que  quieran  suje- 
tarse á eximen  se  presentarán  en  la  secre- 
taría desde  el  \ .°  de  junio  á sacar  la  corres- 
pondiente-papeleta, en  la  que  se  pondrá 
una  numeración  correlativa  y rigorosa,  ade- 
mas del  número  que  tengan  en  la  clase.  Pa- 
garán 20  rs.  por  derechos  de  examen.  Esta 
papeleta  no  se  entregará  sin  que  el  alumno 
presente  el  documento  que  acredite  haber 
satisfecho  el  segundo  plazo  de  matricula. 

Art.  76  Los  alumnos  serán  llamados  á 
exámen  por  el  tribuna!,  siguiendo  el  órden 
de  numeración  que  exprese  su  respectiva 
papeleta. 

Art.  77.  El  dia  15  de  junio  se  anuncia- 
rán para  el  siguiente  los  exámenes,  que  se- 
rán públicos,  y las  horas  en  que  se  han  de 
efectuar. 

Art.  70.  El  director  distribuirá  á los  ca- 
tedráticos de  numero  y supernumerarios  en 
tribunales,  de  los  que  se  procurará  que  for- 
men partee!  catedrático  respectivo,  y el  que 
ha  de  recibir  á los  aprobados  el  siguiente 
año.  Igualmente,  siempre  que  se  pueda,  es- 
tarán en  mayoría  los  catedráticos  de  número. 

Art.  79  En  el  tribunal  en  que  no  está 
el  director  hará  de  presidente  el  catedráti- 
co mas  antiguo.  Sera  secretario  el  supernu- 
merario ó el  catedrático  mas  moderno. 

Art.  80.  Et  director  podrá  asistir  á los 
tribunales  que  guste,  en  cuyo  caso  presi- 
dirá sin  voto. 

Art.  81 . Empezados  los  exámenes,  si  no 
se  presenta  el  alumno  llamado  por  el  órden 
de  numeración  de  las  papeletas,  se  pasará 
al  que  tenga  el  número  siguiente,  dejando  á 
aquel  para  el  último  dia:  y si  llamado  en- 
tonces de  nuevo  tampoco  se  presentase, 
quedara  para  los  exámenes  extraordinarios 

Art.  82.  Ai  presentarse  un  alumno  pa- 
ra ser  examinado  entregara  al  secretario  del 
tribunal  la  papeleta  que  se  le  dió  en  secre- 
taría, este  la  leerá  en  alta  voz,  y cada  exa- 
minador escribirá  en  una  papeleta  impresa 
el  nombre  y apellido  del  examinando  y el 
número  que  tuviese  en  cátedra. 

Art.  8;i.  Si  las  materias  que  se  ensenan 
en  un  curso  lo  fuesen  por  un  solo  profesor, 
el  alumno  sacará  de  la  urna  dos  lecciones  por 
cada  juez,  si  fuesen  dos  los  catedráticos,  sa- 
cara tres  de  las  materias  enseñadas  por  ca- 
da uno,  á no  ser  que  el  numero  de  leccio- 
nes sea  diferente;  en  cuyo  caso  sacara  mas 
para  la  de  mas  duración. 

Art.  84.  El  examinando  buscará  por  su 
órden  en  el  programa  las  lecciones  que  hu- 
biese sacado,  y leídas  en  alta  voz,  princi- 
piará el  interrogatorio,  que  será  relativo  á 
la  lección  sacada. 
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El  exám,en  de  cada  alumno  durará  por  lo 
menos  quince  minutos. 

Art.  85.  Concluido  el  acto,  cada  jtiez, 
sin  comunicarse  con  los  demás,  calificará 'al 
alumno  según  el  juicio  que  hubiere  fórma- 
do,  escribiendo  en  una  papeleta  que  rubri- 
cara, sobresaliente,  bueno  ó suspenso. 

El  secretario  del  tribunal  recogerá  estas 
papeletas,  que  con  ,1a  de  exámen  formarán 
ti  expediente. 

Art.  86.  Terminados  los’ exámenes  de 
cada  dia,  los  jueces  se  reunirán  en  secreto, 
y con  arreglo  de  lo  que  resulte  Je  las  pape- 
letas, harán  la  calilioaciun.  Encaso  de  du- 
da decidirá  la  opinión  del  catedrático  res- 
pectivo. 

Art.  87.  Los  alunmosque  fuesen  decla- 
rados suspensos  en  cualquiera  de  las  mate- 
rias de  que  se  compone  el  curso,  podran 
presentarse  en  los  extraordinarios  a sufrir 
nuevo  exámen,  y si  tampoco  consiguiesen 
la  aprobación  perderán  el  curso,  debiendo 
repetir  et  año  para  continuar  la  carrera. 

Ar.  88.  Ninguno  de  los  alumnos  sus- 
pensos en  los  exámenes  ordinarios  obtendrá 
en  los  extraordinarios  la  nota  de  sobresa- 
liente. 

Art.  89.  Los  exámenes  extraordinarios 
se  verificarán  en  los  primeros  15  dias  de  se- 
tiembre, principiando  por  los  suspensos  y 
terminando  por  los  no  presentados  en  los 
ordinarios:  se  haian  por  el  mismo  órden 
con  la  diferencia  de  no  poderse  obtener  la 
nota  de  sobresaliente  y de  no  haber  ya  lu- 
gar á la  de  suspenso. 

Art  90-  Los  que  se  presenten  en  los 
exámenes  extraordinarios  pagarán  iguales 
derechos  que  en  los  ordinarios , sea  cual- 
quiera la  causa  por  ia  cual  no  le  sufrieron 
en  aquella  época. 

A¡t.  91.  Las  censuras  de  les  examina- 
dores son  decisivas,  y contra  ellas  no  se 
admitirá  reclamación  alguna  ni  petición  de 
nuevo  examen,  sea  la  que  quiera  la  causa 
que  se  alegue.  Por  lo  tanto,  ni  por  Ja  Direc- 
ción general  de  instrucción  pública,  ni  por 
el  Rector  de  la  Universidad  ó director  de  la 
escuela,  se  dará  curso  á las  solicitudes  de 
esta  naturaleza. 

Art.  92.  Durante  el  curso  nadie  será 
admitido  á exámen  y prueba  de  estudios 
anteriores  como  no  sean  de  reválida.  Si  al- 
gurm,  por  circunstancias  muy  especiales, 
que  deberá  comprobar  en  debida  forma, 
tuviese  precisión  de  sufrir  el  exámen,  soli- 
citará la  gracia  del  Gobierno,  el  cual,  para 
resolver,  oirá  al  director  de  la  escuela  en 
que  deba  verificarse. 

Art,.  95.  Terminados  los  exámenes  ex- 
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traordinários,  se  imprimirá  y publicará  el 
estado  de  las  censuras  que  los  alumnos  hu- 
biesen obtenido,  se  remitirá  al  Gobierno 
un  ejemplar  autorizado  por  el  director  de 
Ja  escuela. 

Art.  94.  Para  ser  revalidado  en  cual- 
quiera escuela  se  requiere  haber  hecho  los 
estudios  completos,  y en  la  que  se  pidiere 
el  exámen,  el  ultimo  año  de  la  carrera. 

Art.  95.  El  alumno  que  quiera  revali- 
darse presentará  al  director  de  la  escuela 
una  exposición  en  que  exprese  el  nombre 
y apellidos,  pueblo  y provincia  de  su  natu- 
raleza, año  y escuela  en  que  comenzó  y 
concluyó  sus  estudios,  acompañando  una 
certificación  que  justifique  este  último  es- 
trerno.  El  jefe  del  establecimiento  lo  pasa- 
rá todo  á secretaría  para  que  manifieste  lo 
ue  conste  en  e!  libro  de  matriculas  acerca 
el  interesado:  si  este  procediera  de  otra 
escuela,  se  reclamará  á olla  el  expediente. 

Art.  96.  INo  habiendo  inconveniente,  se 
le  mandará  hacer  el  depósito  en  la  forma 
que  se  halla  deierminado  y se  señalará  día  y 
hora  para  el  examen,  á cuyo  fin  el  secre- 
tario citará  al  tribunal  correspondiente. 

El  examinando  abonará  1U0  rs.  por  de- 
recho de  exámen. 

Art,  97.  Los  ejercicios  serán  tres:  el 
primero,  de  preguntas  de  todas  las  parles 
de  la  ciencia,  en  lo  que  se  invertirá  media 
hora  por  lo  menos:  el  segundo  una  histoiia 
de  la  enfermedad  del  animal  que  se  le  se- 
ñale concediendo  al  examinando  un  tiempo 
prudencial,  y hadándole  los  jueces  las  ob- 
servaciones que  crean  convenientes;  y el 
tercero  forjar  y poner  una  herradura. 

Art.  98.  Terminado  cada  ejercicio,  los 
jueces  determinarán  la  censura  que  cada 
uno  merezca,  y estas  calificaciones  so  con- 
signarán en  el  acta 

Art.  99.  Las  disposiciones  precedentes 
se  observarán  en  todas  las  escuelas  para 
las  reválidas  de  profesores  de  veterinaria 
de  segunda  clase:  ademas  en  la  escuela  de 
Madnd,  si  el  título  á que  aspira  el  exami- 
nando es  de  primera  clase,  habrá  otro  ejer- 
cicio sobre  las  materias  del  segundo  periodo. 

Art.  100.  Si  el  examinando  no  saliese 
aprobado  en  uno  de  los  ejercicios,  el  tribu- 
nal le  suspenderá  por  el  tiempo  que  con- 
ceptúe necesario,  no  continuando  los  de- 
más si  todavía  quedare  alguno.  Esta  sus- 
pensión se  pondrá  en  conocimiento  del  di- 
rector para  que  mande  anotarlo  en  el  expe- 
diente. El  suspenso  perderá  los  derechos  de 
exámen . 

Art.  101.  El  catedrático  mas  antiguo 
presidirá  el  tribunal;  el  mas  moderno  será 
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el  secretario  y estenderá  el  acia,  que  firma- 
rán todos  ios  jueces.  El  director  remitirá 
al  Gobierno  todo  el  expediente  para  la  ex- 
pedición del  titulo. 

Art.  102.  El  que  fuere  aprobado  en  to- 
dos los  ejercicios  prestará  el  juramento  pre- 
venido. 

ARTÍCULO  TRANSITORIO. 

Las  disposiciones  de  este  reglamento  em- 
pezarán a regir  desde  el  presente  curso. 

Madrid  14  de  octubre  de  1857.— Apro- 
bado por  S.  M. — Moyano. 

R.  O.  de  3 julio  de  1858. 

Mas  sobre  deslinde  de  las  facultados  de  las  diversas 
clases  de  profesores. 

«La  interpretación  generalmente  dada  á 
los  Reales  decretos  de  i9  de  agosto  de  1847 
y 15  de  lebrero  de  1834  respecto  á la  limi- 
tación que  para  los  profesores  veterinarios 
de  segunda  clase  establecieron  en  lo  cura- 
ción de  animales  domésticos  habia  ya  he- 
cho sentir  la  necesidad  de  declarar  y fijar 
el  Verdadero  espíritu  de  ambas  disposicio- 
nes. Tuvo  por  objeto  la  R.  O.  de  51  de  ma- 
yo de  1856  deslindar  las  atribuciones  que 
conforme  á los  precitados  Reales  decretos 
y á !a  legislación  vigente  corresponden  á 
cada  una  de  las  diversas  clases  en  que  se 
halla  dividida  la  profesión  veterinaria  y sin 
embargo  últimamente  D Marcelo  Rodrigúese 
Villalva,  a Ibéitar  revalidado  de  profesor  ve- 
terinario de  segunda  clase,  establecido  en 
Talayera  de  la  Reina,  acudió  á S.  M.  en 
queja  de  haberle  sido  impuesta  la  mulla  de 
cien  reales  por  la  asistencia  facultativa  que 
prestó  en  la  enfermedad  de  una  res  vacuna 
propia  de  uno  de  sus  clientes;  mientras  que 
en  la  misma  población  existen  albéi tares- 
herradores  .á  quienes  no  se  les  prohibe  cu- 
rar toda  clase  de  animales,  alegando  para 
ello  la  autorización  de  su  titulo  y la  limi- 
tación arriba  mencionada.  Enterada  la  Rei- 
na (Q  D.  G.)  y considerando  que  el  espíri- 
tu de  las  precitadas  disposiciones  no  pudo 
ser  el  de  dar  mayores  facultades  á.  los  al- 
béi tares  que  á los  veterinarios  de  segunda 
clase  proredan  ó no  de  escuela  subalterna: 
ni  tampoco  que  á tos  albéi  lares  que  pasan 
1 veterinarios  de  segunda  clase  mejorando 
su  categoría  después  de  nuevo  exámen  y 
depósito  se  les  coarte  sus  atribuciones  y 
pierdan  ei  derecho  que  como  simples  albéi- 
tares  tenían.  S.  M.  oido  el  Real  Consejo  de 
instrucción  pública,  de  conformidad  con  su 
paceeér  y eon  lo  propuesto  por  la  Direc- 
ción general  del  ramo,  se  ha  servido  man- 
dar se  amplíe  la  R.  O.  de  31  de  maya  de 
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1 856,  autorizando  A los  veterinarios  de  se- 
gunda clase  para  la  curación  de  todos  los 
animales  domésticos,  como  lo  están  los  al- 
béitares, reservando  para  los  de  primera 
clase  los  cargos  superiores  de  la  profesión 
y demás  derechos  que  les  concede  la  ley 
de  9 de  setiembre  de  1857  y el  R.  D.  de  14 
de  octubre  siguiente:  estableciendo  á fin  de 
evitar  dudas  en  los  casos  de  elección  ofi- 
cial, la  siguiente  escala  de  preferencia,  in- 
dicada en  dicho  R.  D.  á saber:  veterinarios 
de  primera  clase;  veterinario  puro  ó de  la 
antigua  escuela  de  Madrid;  veterinario  de 
segunda  clase  procedente  de  escuela;  vete- 
rinario de  segunda  clase  pasantía;  alhéi- 
tares-herradores;  y finalmente  albéitares, 
pudiendo  intervenir  todos  en  los  casos  de 
curación  general.»  De  Real  órden,  etc.  (Bo¿. 
of.  de  Albacete,  núm . 97.) 

R.  O.  de  22  junio  de  1859.  (1 ) 

Solo  tengan  un  banco  6 establecimiento. 

(Gob  ) Se  aprueba  una  resolución  del 
Gobernador  de  Mallorca  y se  declara  «que 
ningún  veterinario,  al beitar-herrador  ó solo 
herrador  puede  abrir  al  público  mas  de  un 
establecimiento,  banco  o tienda,  y esto  en 
el  pueblo  de  su  habitual  residencia.» 

R.  O.  de  43  diciembre  de  1859. 

Actos  mecánicos  que  pueden  ejecutar  los  mance- 
bos y los  que  no,  etc...  . 

(Gob.)  Resolviendo  una  instancia  con- 
suela, sobre  si  los  mancebos  de  albéitares 
pueden  ejecutar  actos  mecánicos  de  la  facul- 
tad bajo  las  óidenes  y dirección  de  los  pro- 
fesores, informó  el  Consejo  de  sanidad  y se 
mandó  por  esta  Real  órden  servir  de  regla 
general,  que  no  hay  motivo  para  prohibir 
que  los  mancebos  practiquen  las  operacio- 
nes de  cirujía  menor,  por  mandato  de  sus 
principales,  pero  siempre  bajo  la  dirección 
de  estos  y según  las  siguientes  bases: — «En 
el  primer  año  que  lleven  de  mancebos  po- 
drán practicar  por  sí  el  braceo,  poner  y 
curar  vejigatorios  y ventosas,  hacer  san- 
grías locales,  inclusa  la  juntura  del  casco, 
descubrir  un  escarzo  y volver  a colocar  Jos 
apósitos.  Desde  el  segundo  año  en  adelante, 
la  sangría  general,  las  operaciones  del  cuar- 
zo, raza  y galápago,  el  despalme,  la  inocu- 
lación de"la  viruela  y la  amputación  de  las 
orejas  en  los  animales  pequeños.  Las  demás 
operaciones  debe  hacerlas  el  profesor,  ayu- 
dándole ó no  sus  mancebos.»  Do  El  Consul- 
tor de  Ayuntamientos.) 

(i)  Ni  esta  ni  las  demás  disposiciones  que 
siguen  se  encuentran,  tampoco  en  la  Colección 
legislativa. 
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| R.  O.  de  24  junio  de  1861. 

Se  declara  que  con  arreglo  al  art.  15  del 
R.  D.  de  24  de  junio  de  1857,  ningún  pro- 
fesor puede  usar  en  ios  rótulos  de  sus  esta- 
blecimientos otros  dictados  que  el  que  su 
titulo  les  concede.  (Bol.  of.  de  León , nú- 
mero 90.) 

R.  O.  de  21  diciembre  de  1861. 

Deslinda  las  facultades'de  los  meros  albéitares, 

(Gob.)  «El  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
ción ha  dicho  con  fecha  21  de  diciembre  de 
18GÍ  ai  Gobernador  de  la  provincia  de  Lé- 
rida, lo  que  sigue. 

En  el  expediente  promovido  por  D.  José 
Roig,  sobre  que  se  declare  que  los  meros 
albéitares  están  autorizados  al  verificar  la 
curación  de  los  cascos  de  los  animales,  para 
levantar  las  herraduras  y colocar  otras  que 
sujeten  los  medicamentos  aplicados,  el  Con- 
sejo de  Sanidad,  con  fecha  27  del  mes  últi- 
mo, lia  informado  lo  siguiente: — Excelen- 
tísimo Sr.:— En  sesión  de  ayer  aprobó  este 
Consejo  el  dictamen  de  su  sección  primera 
que  á continuación  se  inserta — La  sección 
ha  examinado  el  expediente  instruido  á 
consecuencia  de  una  instancia  que  el  alhci- 
tar  D.  José  Roig  dirigió  al  Excmo.  Sr.  Mi- 
nistro de  Fomento,  con  objeto  de  que  se  de- 
clarara que  los  de  su  clase  puedan  levantar 
y volver  á colocar  las  herraduras  en  los 
casos  de  enfermedades  del  casco,  o en  el  de 
operaciones  verificadas  en  la  región  del  pié. 

Considerando  que  los  meros  albéitares 
están  autorizados  para  curar  y operar,  co- 
mo lo  están  los  albéitares,  herradores  y ve- 
terinarios. 

Considerando  que  el  pié  padece  enferme- 
dades como  otra  cualquiera  parte  del  cuer- 
po, y para  reconocerte  y poderlas  tratar 
hay  que  levantar  muchas  veces  la  herradu- 
ra y volverla  á colocar. 

Considerando  que  en  las  operaciones  del 
casco  constituye  la  herradura  una  parte 
esencia!  del  aparato,  y que  seria  ridículo,  á 
la  par  que  poco  científico,  obligar  al  albéi- 
tar  á que  intervimora  un  herrador  en  el 
acto  mecánico  de  quitar  y poner  la  herra- 
dura, cuando  eslo  no  es  practicar  el  herra- 
do.—Visto  el  científico  y luminoso  dicta- 
men que  la  junta  de-  catedráticos  da  la  es- 
cuela profesional  de  Veterinaria  de  Madrid, 
ha  emitido  ya,  y que  obra  en  el  expedien- 
te , la  sección  cree  puede  el  Consejo  con- 
sultar al  Gobierno  la  aprobación  del  men- 
cionado dictámen  en  todas  sus  partes. — Y 
habiéndose  dignado  la  Reina  (Q.  D.  G.)  re- 
solver de  conformidad  con  el  preinserto  in- 
forme, de  su  Real  órden  lo  comunico  á Y,  S% 
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para  ios  efectos  correspondientes.»  ( Boletín 
de  Soria,  del  1 4 de  febrero.) 

R.  O.  de  . .. de  1863. 

Se  deniega  la  solicitud  de  un  Ayuntamiento  decla- 
rando que  los  herreros  no  pueden  ejercer  el  arte 
de  herrar. 

a Enterada  la  Reina  (que  Dios  guarde) 
de  la  solicitud  que  hace  el  Ayuntamiento 
de  Sarroca  remitida  por  V.  S.  en  28  de  mar- 
zo último  en  que  pide  se  autorice  a un  prác- 
tico herrador  domiciliado  en  el  pueblo  para 
continuar  herrando  las  caballerías  de  ios 
vecinos;  y habiendo  oido  sobre  el  particu- 
lar a!  Consejo  de  Sanidad  del  reino,  dicho 
cuerpo  ha  consultado  lo  siguiente.— Exce- 
lentísimo Sr.  En  sesión  de  ayer  aprobó  este 
Consejo  el  diclámen  de  su  sección  primera 
que  á continuación  se  inserta.— -Vista  la 
instancia  documentada  del  Ayuntamiento 
de  Sarroca  provincia  y partido  judicial  de 
Lérida,  suplicando  se  autorice  á Miguel 
Cruelles,  herrero  de!  pueblo  para  que  pue- 
da herrar  las  caballerías  de  labor,  por  cau- 
sa de  no  haber  allí  profesor  examinado.— 
Vista  la  resolución  que  el  Gobernador  civil 
tomó  cuando  recurrió  el  Ayuntamiento  en 
queja  de  la  justa  determinación  del  subde- 
legado de  veterinaria  para  que  el  Cruelles 
se  abstuviera  de  ejercer  el  herrado  por  no 
hallarse  autorizado  para  ello,  imponiéndole 
aquella  autoridad  la  multa  de  40  rs.,  pero 
permitiéndole  ejercer  por  seis  meses,  á c u- 
sa  de  estar  en  la  fuerza  de  las  faenas  agrí- 
colas durante  cuyo  tiempo  debía  la  muni- 
cipalidad ó los  vecinos  buscar  un  profesor 
autorizado  residiera  ó no  en  el  pueblo. — 
Vista  la  denegación  del  Gobernador  á la 
nueva  súplica  de!  Ayuntamiento  para  que 
el  herrero  Cruelles  continuase  herrando 
por  todo  el  año  actual. — Considerando  que 
desde  el  tiempo  de  los  Reyes  Católicos  está 
prohibido  el  ejercicio  de  cualquiera  de  las 
partes  que  componen  el  estudio  de  la  vete- 
rinaria sino  poseer  el  correspondiente  título 
que  á ello  autorice,  prévio  el  exámen  res- 
pectivo.— Considerando  que  si  bien  por  el 
R.  D.  de  19  de  agosto  de  1847  se  suprimie- 
ron los  examenes  por  pasantía,  se  concedie- 
ron no  obstante  varias  prórogas  hasta  fines 
de  setiembre  de  I8&2*para  que  pudieran 
examinarse  los  que  estuvieran  en  casa  de 
maestros  como  mancebos  ó aprendices  y no 
les  resultaren  perjuicios. — Considerando 
que  por  varias  y repetidas  Reales  resolucio- 
nes se  ha  encargado  á los  Gobernadores  ci- 
viles y subdelegados  de  medicina,  cirujía, 
farmacia  y veterinaria  que  por  ningún  mo- 
tivo ni  bajo  pretesto  alguno  consientan  el 


respectivo  ejercicio  mas  que  á los  que  po- 
seen la  competente  autorización,  prohibien- 
do por  lo  tanto  la  perjudicial  y trascenden- 
tal existencia  de  las  intrusiones  — Conside- 
rando que  los  labradores  de  Sarroca  pueden 
igualarse  para  el  herrado  de  sus  caballe- 
rías con  el  herrador  mas  próximo  ó con 
el  profesor  de  veterinaria  que  asista  en 
caso  de  enfermedad  y que  es  seguro  lesidi- 
rá  donde  lo  haga  el  médico  cirujano  ó far- 
macéutico que  asistan  á las  personas  en  sus 
dolencias  y faciliten  los  medicamentos  re- 
cetados.— Y considerando  en  fin  que  no 
puede  haber  en  todos  los  pueblos  profeso- 
res del  arte  de  curar;  que  los  de  corto  ve- 
cindario pueden  agregarse  á otros  como 
anejos  y que  los  labradores  dé  Sarroca  de- 
ben hacer  esto  mismo  para  el  herrado  y 
asistencia  de  sus  caballerías  , como  es 
también  común  en  los  que  se  encuentran 
en  idénticos  casos;  la  Sección  opina  que  el 
Consejo  se  sirva  consultar  al  Gobierno  la 
conveniencia  de  llevar  á cumplido  efecto  la 
resolución  del  Gobernador  civil  de  Lérida, 
prohibiendo  al  herrero  Miguel  Cruelles  e! 
ejercicio  del  arte  de  herrar  y encargando  al 
subdelegado  de  veterinaria  la  mas  severa 
vigilancia  y al  Alcalde  el  mas  exacto  cum- 
plimiento en  la  parte  que  le  corresponde. — 
Y habiéndose  conformado  S-  M.  con  el  an- 
terior inserto  de  su  Real  orden  lo  comunico 
á V.  S.  para  los  efectos  correspondientes.» 
{Bol.  of.  de  Lérida  núm.  134  de  1862.) 

Parte  doctrinal. 

Al  establecerse  en  Madrid  en  1792 
una  escuela  veterinaria  se  tuvo  presen- 
te que  en  el  estudio  de  esta  facultad  «se 
interesan  la  agricultura,  el  tráfico,  la 
fuerza,  la  riqueza  y el  alimento  del  rei- 
no.» Díjose  esto  entonces  en  justo  elogio 
de  tan  importante  profesión  y nada  mas 
ni  mejor,  ni  en  menos  palabras  puede 
decirse  para  dar  una  idea  de  lo  que  es 
la  carrera  de  veterinaria  elevada  hoy  por 
la  ley  de  9 de  setiembre  de  1857  y regla- 
mento de  14  de  octubre,  á la  altura  que 
es  conveniente,  por  los  estudios  preli- 
minares que  se  exigen  y por  los  años  de 
enseñanzas  teóricas  y de  prácticas  rela- 
tivas al  ejercicio  profesional,  que,  con 
rigurosos  exámenes,  son  necesarios  pa- 
obtener  el  título  de  veterinario. 

La  ley  solo  habla  ya  ó establece  ya  pa^ 
ra  lo  sucesivo  veterinarios  de  1.a  y de 
2.a  clase,  borrando  las  antiguas  deno- 
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minaciones  de  albéitares  y herradores 
que  se  conocían  por  la  antigua  legisla- 
ción; pero  quiere  y es  muy  justo  que  es- 
tos conserven  el  dictado  que  les  dá  su 
titulo  sin  poder  usar  otro,  y claro  es  que 
les  respeta  el  derecho  de  ejercer  según 
él,  corno  así  bien  el  de  poder  cambiarle 
ó aspirar  al  de  veterinario  con  sujeción 
á ciertas  reglas  que  se  establecen  en  los 
arts.  12  al  15  del  Reglamento. 

Entre  tanto,  multiplicadas  las  clases 
de  profesores  veterinarios  y confundi- 
das sus  denominaciones  vamos  á enu- 
merarlas brevísivamente , con  la  misma 
facilidad  que  podrán  hacerlo  nuestros 
lectores  hallándose  ya  metódica  y fiel- 
mente reunida  toda  la  legislación  sobre 
la  materia. 

Ilay  pues  en  la  actualidad  las  siguien- 
tes clases  de  profesores: 

Veterinarios  de  1.a  clase.  Fueron 
creación  del  R.  D.  de  19  de  agosto  de 
1847,  subsistentes  por  el  de  15  de  febre- 
ro de  1854,  y reconocidos  por  la  nueva 
ley  de  instrucción  pública.  Sus  faculta- 
des están  determinadas  en  el  art.  17  del 
primero,  en  el  l(i  del  dé  1854,  en  et  2.° 
y 3.°  de  la  R.  0.  de  31  de  mayo  de  1856, 
en  el  '10  del  reglamento  del  14  do  octu- 
bre de  1-857  y al  final  de  la  R.  0.  de  3 
de  julio  de  1858.  Todos  los  veterinarios 
de  1.a  clase  son  iguales  en  facultades, 
según  se  dispone  en  el  art.  12  del  citado 
reglamento,  pudiendo  los  antiguos  can- 
jear el  título  sin  mas  que  pagar  100  rea- 
les por  expedición  y sello. 

Veterinarios  puros  ó de  la  antigua  es- 
cuela de  Madrid.  Estos  siguen  en  la  es- 
cala á los  dos  de  1.a  clase.  Son  los  de  la 
escuela  creada  en  1792  de  que  habla  la 
ley  5.a  del  tít.  14,  lib.  8.  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  y han  quedado  hoy  en 
la  categoría  de  2.a  clase  con  opcion  al  tí- 
tulo superior,  sí  cumplen  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  13  del  reglamento  en 
que  les  considera  sin  embargo  mas  que 
á los  de  2.a  clase,  en  el  hecho  de  exigir- 
les menos  requisitos  para  aspirar  á dicho 
tíiulo  superior  (1).  También  se  les  guar- 1 
■ ■“ — — " “ — * 

(i)  Por  el  art.  20  del  R.  D.  de  19  de  agos- 
to de  1847  y por  el  19  del  de  15  de  febrero  de 
1854,  se  les  exigían  mayores  requisitos  para 
Tomo  1. 
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da  mayor  consideración  en  la  escala  de 
preferencia  que  se  forma  al  final  de  la 
Real  orden  de  3 de  julio  d§  1858,  para 
los  casos  de  elección  oficial. 

Veterinarios  de  2.a  clase.  Esta  fué 
creación,  como  la  1.a,  del  R.  D.  de  1847; 
quedó  subsistente  por  el  de  1854,  y ha 
sido  también  restablecida  por  el  nuevo 
reglamento.  Según  el  art.  14  de  este, 
hay  alguna  diferencia  entre  los  veteri- 
narios de  2.a  clase,  conforme  al  plan  por 
el  que  lo  sean,  teniendo  mayor  conside- 
ración los  del  vigente  á cuyo  título  pue-  t 
den  aspirar  los  demás.  En  la  escala  de 
preferencia  para  los  casos  de-  elección 
oficial  que  se  pone  al  final  de  la  R,  0.  de 
3 de  julio  de  1858,  parece  que  no  se  tu- 
vo del  todo  presente  lo  dispositivo  de  este 
artículo. 

Entre  los  veterinarios  de  2.a  clase  que 
boy  se  conocen,  no  todos  proceden  de 
escuela;  pues  hay  algunos  que  habiendo 
estudiado  por  pasantía  para  albéitares  ó' 
aibéitares-herradores  con  arreglo  á la  le- 
gislación antigua,  se  hicieron  luego  ve- 
terinarios de  2.a  clase  por  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  20  det  R.  D.  de  1847 
ó en  el  18  del  de  1854.  Con  estos  es  con 
quienes  se  entiende  el  art.  15  del  regla- 
mento. 

Aibéitares-herradores.  Hasta  el  año 
de  1792  en  que  se  creó  la  escuela  vete- 
rinaria, todos  los  profesores  veterinarios 
eran  alíiéitaresó  herradores,  que  estudia- 
ban por  pasantía  y eran  después  exami- 
dos  por  el  Proto-albeitarato  ó por  las  sub- 
delegaeiones.  Después  de  la  creación  de 
dicha  escuela,  se  conocieron  ya  las  dos 
clases  de' veterinarios  y albéitares,  y así 
1 Continuó  en  el  mismo  estado  hasta  el 
i Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1847 
qué' reformó  la  enseñanza  de  veterina- 
ria, y.  se  crearon  las  dos  clases  únicas  de 
veterinarios  de  1.a  y veterinarios  de  2.a 
clase.  A los  albéitares  y albéitares-herra- 
dores  se  les  facultó  para  aspirar  con 
ciertos  requisitos  al  título  de  veterina- 
rios, pero  se  respetó  de  todos  modos  el 
derecho  que  tenían  de  ejercer  su  facultad 
con  arreglo  á su  título,  conforme  deja- 

— * 

aspirar  á título  superior.  Hoy  se  les  ha  hecho 
mas  justicia  por  el  13  del  reglamento. 

22 


$38' 


ALBEÍTARES  Y VETER.— ALCAIDES.... 


raos  indicado  al  hablar  de  los  veterina- 
rios de  2/  clase.  La  R.  O.  de  3 de  julio 
de  1858  colocó  á estos  en  la  escala  de 
preferencia  para  los  casos  de  elección 
oficial  después  de  los  veterinarios  por 
pasantía,  y antes  qlie  los  si  robles  albéita- 
res  que  quedaron  en  último  lugar. 

Castradores.  Herradores  de  ganado 
vacuno.  La  ley  no  debió  querer  con- 
siderar á estos  entre  los  profesores  vete- 
rinarios, y sin  duda,  como  se  deduce 
del  art.  03,  fue  su  ánimo  llamarlos  au- 
xiliares ó subalternos;  pero  el  reglamen- 
to dice  expresamente  en  su  art.  16  que 
habrá  además  de  las  clases  anteriores  las 
de  castradores  y herradores  de  ganado 
vacuno,  para  las  cuales  no  ex, je  sino  la 
práctica  de  dos  años  con  profesor  apro- 
bado, y el  examen  en  las  escuelas  con 
los  requisitos  que  allí  establece. 

Solo  nos  hemos  propuesto  indicar  las 
distintas  clases  de  profesores  veterinarios, 
y habiéndolo  hecho  tan  brevemente  co- 
mo nos  propusimos,  remitiremos  á nues- 
tros lectores  á la  parte  legislativa  en  todo 
lo  relativo  á sus  facultades,  considera- 
ción, etc.  Las  Rs.  Ords.de  31  de  mayo 
de  185Í3  y la  de  3 de  julio  de  1838  que 
se  hallan  en  su  lugar  las  consideramos 
rnuy  importantes  para  aclarar  ciertas  du- 
das. No  están  comprendidas  en  la  Colec- 
ción oficial  legislativa  y nos  ha  sido  pre- 
ciso tomarlas  con  otras  muchas  de  los 
Boletines  oficiales  de  las  provincias. 

ALCABALA.  Tributo  del  tanto  por 
ciento  que  se  ha  pagado  desde  muy  an- 
tiguo hasta  el  establecimiento  del  nuevo 
sistema  tributario,  sobre  el  valor  ó pre- 
cio de  todas  las  cosas  muebles,  inmue- 
bles y semovientes.  Este  impuesto  ha  si- 
do siempre  considerado  como  de  funes- 
tísimos resultados  para  nuestra  agri- 
cultura y nuestra  industria  por  las  in- 
mensas trabas  que  ponía  á la  circulación 
de  la  riqueza;  y desde  muy  antiguo  dio 
lugar  á quejas  muy  amargas  por  parte  de 
los  pueblos  y contribuyentes  que  las  de- 
jaron oir  repetidas  veces  en  las  Cortes  de 
Burgos  y León  contra  el  mismo  impues- 
to, contra  el  método  de  recaudación  y 
contra  los  abusos  de  los  recaudadores. 
En  vano,  dice  el  Sr.  Canga  Argüelles  on 


su  Diccionario  de  Hacienda,  se  empeña- 
ron el  marqués  de  la  Ensenada  y el  con- 
de de  Causa  en  suprimir  este  impuesto 
subrogándole  por  otros  que  al  rendi- 
miento unieran  la  facilidad  del  cobro  y 
los  menores  daños  posibles;  sus  esfuer- 
zos se  desvanecieron  y el  impuesto  se  ha 
mantenido  hasta  nuestros  dias  (l). 

Ya  por  fortuna  la  alcabala  ha  desapa- 
recido con  el  nuevo  sistema  tributario 
planteado  por  la  ley  de  presupuestos  de 
23  de  mayo  de  18io,  que  la  refundió  en 
la  contribución  de  consumos,  disponían-, 
dose  por  el  art,  46  que  de  los  productos 
del  derecho  de  consumo  se  satisfaga  á 
los  dueños  de  alcabalas  y cientos  enaje- 
nados de  la  Hacienda  pública  la  cantidad 
que  resultara  haberles  correspondido  en 
el  año  común  del  último  quinquenio,  y 
que  este  abono  continuara  haciéndoseles 
| mientras  no  se  acuerde  otro  medio  de 
indemnización, — V.  Cargas  de  justicia, 

ALCABALA  DEL  VIENTO.  Impuesto  que 
se  cobraba  en  todas  las  especies  que  se 
importaban  y vendían  en  los  lugares  que 
se  hallaba  establecida. 

ALCAIDE.  En  lo  antiguo  se  daba  este 
nombre  al  noble  que  tenia  á su  cqrgo  la 
guarda  ó defensa  de  algún  castillo  ó for- 
taleza, bajo  juramento  ó pleito  lioítiena— 
je.  La  voz  alcaide  fue  tomada  del  árabe 
como  significación  de  capitán  ó manda- 
rín. Toledo  alcanzó  el  honor  de  tener  por 
primer  alcaide  al  Cid. 

ALCAIDES  DE  CARCELES.  Son  los  fun- 
cionarios encargados  de  la  custodia  y 
seguridad  de  los  presos.  Estos  destinos 
han  sido,  hasta  la  presente  época,  pro- 
piedad particular  ue  los  que  los  desem- 
peñaban, ó de  otras  familias  ó corpora- 
ciones que  tenian  el  derecho  de  nom- 
brarlos, pero  han  sido  después  incorpo- 
rados á la  Corona. 

En  las  leyes  del  tít.  29,  P.  6.a  se  en- 
cuentran algunas  disposiciones  sobre  es- 
tos funcionarios,  pero  así  estas  leyes  co- 
mo las  del  tít.  38,  i ib.  42  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  han  sido  refundidas  en 
el  cap.  il  de  las  Ordenanzas  de  las  au- 


(1)  Mendizabal  suprimió  este  impuesto, 
siendo  Ministro  de  Hacienda  en  2Ü  de  junio  de 
1843,  pero  después  volvió  á restablecerse. 
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cüencias,  en  la  sección  7.a  del  regla- 
mento de  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia, en  el  tít.  4.°  de  la  ley  de  prisio- 
nes de  1849,  en  el  Código  penal  y en 
otras  Reales  órdenes  según  vamos  á ver. 
Hé  aquí: 

Ordenanzas  de  las  audiencias  de  20 
diciembre  de  4335. 

Los  arts.  477  al  488  de  estas  Ordenanzas 
están  dedicados  á los  alcaides  de  las  cárce- 
les, estableciendo  que  habiten  precisamen- 
te en  un  departamento  de  la  misma,  los  li- 
bros que  han  de  llevar,  las  formalidades 
que  lian  de  guardarse  para  recibir  a cual- 
quiera persona  en  clase  de  presa  ó arrestada,  ) 
y la  manera  de  tratar  á los  presos,  etc. — 
V.  Auuikjjcias  en  cuyo  artículo  se  insertan 
las  Ordenanzas. 

Ley  de  4 7 abril  de  1 821  restablecida  por 
R.  O.  de  30  agosto  de  1836. 

Cuándo  cometen  detención  arbitraria;  responsabilidad 
de  los  alcaides. 

Art.  50.  Comete  el  crimen  de  deten- 
ción arbitraria: 

« 5.°  Cuando  el  alcaide,  sin  recibir 

esta  copia  (la  del  auto  motivado)  é inser- 
tarla en  et  libro  de  presos,  admite  alguno 
en  calidad  de  tal. 

7.°  Cuando  el  alcaide  los  tenga  priva- 
dos de  comunicación  sin  órden  judicial,  ó 
en  calabozos  subterráneos  ó mal  sanos,  ú 
oculte  algún  preso  en  las  visitas  de  cárcel 
para  que  no  se  presente  en  ellas.» 

Constitución  de  1812. 

Dispuso  en  su  art.  297  que  el  alcaide  ten- 
drá á los  presos  en  buena  custodia,  sepa- 
rando los  que  el  juez  mande  tener  sin  co- 
municación, pero  nunca  en  calabozos  sub- 
terráneos ni  mal  sanos. 

R.  O.  de  9 junio  de  4838. 

Tanteo  do  las  alcaidías  y organización  de  otros  em- 
pleos en  las  cárceles, 

(Gob.)  «Artículo  4.°  Se  procederá  in- 
mediatamente por  los  Ayuntamientos,  pré- 
via  la  aprobación  de  las  Diputaciones  pro- 
vinciales, á introducir  las  demandas  de  tan- 
teos de  alcaidías  de  cárceles,  cuya  incorpo- 
ración á la  Corona  interesa  esencialmente 
para  el  'huen  régimen  de  esta  clase  de  es- 
tablecimientos, dándose  cuenta  en  el  tér- 
mino preciso  de  un  mes  de  haberse  efec- 
tuado, ó si  hubiere  fundados  motivos  para 
no  hacerlo,  expresando  cuáles  sean. 

2,°  Las  vacantes  de  alcaidías  de  esta 
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especie  cuando  ocurran,  no  principiarán 
á servirse  por  propietarios  ó tenientes,  como 
tampoco  los  empleos  subalternes  de  las 
cárceles,  sin  la  aprobación  del  Gobierno; 
con  la  circunstancia  de  que  no  se  le  pro- 
pondrán sino  personas  que  reúnan  las  cali- 
dades necesarias  para  desempeñar  bien  estos 
oficios. 

5.°'  Los  que  en  adelante  hayan  de  ser- 
vir las  alcaidías  han  de  tener  arraigo  ó pres- 
tar fianzas  con  personas  que  lo  tengan,  de 
moralidad,  buen  concepto  publico,  no  pro- 
cesados, no  menores  de  35  años,  casados, 
y que  sepan  por  lo  menos  leer,  escribir  y 
contar;  sin  que  en  adelante  se  provean  estas 
plazas  en  quienes  no  reúnan  los  requisitos 
expresados. 

4. °  Los  alcaides  actuales  que  se  hallan 
en  este  caso,  sean  propietarios  ó tenientes, 
continuarán  en  el  goce  de  sus  empleos  hasta 
el  arreglo  definitivo,  y posteriormente  si  á 
ello  se  hiciesen  acreedores. 

5. “  Se  establecerá  por  punto  general  el 

número  suficiente  de  empleados  subalter- 
nos con  arreglo  ai  de  los  presos  que  por  un 
cálculo  prudente  se  presuma  puede  haber, 
los  cuales  han  de  estar  suficientemente  do- 
tados y pagados  de  los  productos  de  las  al- 
caidías que  disfrutan  en  propiedad  ó por  ar- 
riendo, siendo  pagadas  sus  asignaciones 
antes  de  pereihir  aquellos  cantidad  ningu- 
na de  la  que  produzcan  los  derechos  de 
cárceles.  „ 

6. °  Aunque  la  elección  de  estos  emplea- 
dos corresponderá  á los  alcaides  propieta- 
rios, de  quienes  es  la  principal  responsabi- 
lidad, mientras  tengan  sus  empleos  por  este 
título,  nunca  echarán  mane  ni  propondrán 
sino  sugetos  de  moralidad,  buena  opinión; 
no  procesados,  mayores  de  25  años,  buena 
salud,  que  sepan  leer  y escribir,  y capaces 
de  concurrir  con  los  alcaidesá  la  realización 
de  Las  grandes  ideas  que  S.  M.  se  ha  pro- 
puesto llevar  adelante.  , 

7. °  Los  jefes  políticos  remitirán  á este 
Ministerio  en  el  término  prefijado  una  razón 
puntual  y exacta  de  todos  los  alcaides  de 
las  cárceles  qwl  hay  en  la  capital  de  su  pro- 
vincia, y en  los  pueblos  cabezas  de  los  par- 
tidos judiciales,  expresando  por  quién  han 
sido  nombrados  si  tienen  sus  plazas  como 
propietarios  ó por  arriendo,  y lo  que  pa- 
gan en  este  caso,  debiendo  comprenderse  en 
ella  todos  los  dependientes,  manifestando 
si  hay  bastante  número  con  proporción  á 
los  presos  que  acostumbran  á repnírse,  y 
si  aquellos  reúnen  la  aptitud  y demás  cir- 
cunstancias requeridas  para  servir  sus  car- 
gos á satisfacción.» 
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Todo  lo  que  Comunico  á V.  S.  de  Real 
órden  etc.  Madrid  9 de  junio  de  i 839. 
CL.  t.  24,  p . 242). 

R.  O.  de  12  enero  de  1839. 

Modo  de  enlabiar  las  demandas  de  tanteo. 

(Gob.)  « Que  las  demandas  de  tanteo 

de  alcaidías,  de  que  trata  la  circular  de  9 
de  junio  último,  se  introduzcan  previa  la 
aprobación  de  las  Diputaciones  provincia- 
les como  en  la  misma  se  dispone,  por  los 
Ayuntamientos  de  las  capitales  donde  es- 
tuvieren las  cárceles  por  de  pronto  con  los 
fondos  que  tuvieren,  y sin  perjuicio  de 
reintegrarse  á costa  de  la  provincia  por  re- 
partos equitativos  y proporcionados.» 

R.  O.  de  26  enero  de  1840. 

Oficios  de  alcaides.  Nombramientos. 

(Gob.)  «...S.  M...  ha  resuelto  se  ob- 
serven las  disposiciones  siguientes: 

a 1.a  Los  que  posean  olicios  de  alcaides 
de  cárceles  por  concesión  graciosa  de  ia 
Corona,  y los  que  en  virtud  de  nombra- 
miento de  los  propietarios,  los  desempeñen 
actualmente,  cesarán  de  ejercerlos  tan  lue- 
go como  llegue  á su  noticia  esta  circular. 
Los  jefes  políticos  nombrarán,  las  personas 
que  hayan  de  sustituirlos  interinamente,  ó 
les  confirmarán  en  el  mismo  concepto  en 
sus  cargos,  si  los  juzga  merecedores  de  esta 
confianza. 

2.a  Los  Ayuntamientos  de  poblaciones 
donde  los  oficios  de  alcaides  hayan  sido 
enajenados  de  la  Corona  á título  oneroso, 
procederán  sin  dilación  á introducir  las  cor- 
respondientes demandas  de  tanteo  en  la 
forma  prevenida  en  la  circular  de  9 de  ju- 
mo de  1838. 


do,  depositándose  en  ellas  considerable  nú- 
mero de  reos  de  diversas  procedencias,  y 
reclamando  urgentemente  et  interés  públi- 
co la  ejecución  de  ia  reforma  acordada.en 

R.  O.  de  9 de  junio  de  1838,  S M.  desean- 
do dar  un  testimonio  solemne  del  vivo  in- 
terés con  que  mira  la  mejora  de  las  cárce- 
les, ha  resuelto  que  desde  luego  se  proceda 
al  tanteo  de  las  alcaidías  de  villa  y córte, 
anticipándose  de  los  fondos  del  Ministerio 
de  la  Gobernación  las  cantidades  necesa- 
rias, sin  perjuicio  del  reintegro  prevenido 
en  el  caso  de  que  habla  la  disposición  4.a 
de  esta  circular. 

7. a  Los  propietarios  de  las  expresadas 
alcaidías  presentarán  al  jefe  político  de  Ma- 
drid en  el  término  presento  por  la  disposi- 
ción 5.a,  los  títulos  de  su  propiedad,  para 
que  procediendo  inmediatamente  á la  liqui- 
dación de  las  cargas  que  tengan,  acuerden 
la  forma  y medios  cíe  cubrirlas,  y la  justa 
indemnización  de  ellas. 

8. a  S.  M.  á propuesta  de  los  jefes  polí- 
ticos, y oyendo  a las  autoridades  y corpo- 
raciones que  tenga  por  conveniente,  nom- 
brará en  lo  sucesivo  los  alcaides  de  las  cár- 
celes, cuyos  oficios  reviertan  á la  Corona, 
ó sean  tanteados  conforme  á las  disposicio- 
nes de  esta  circular. 

9 * Los  jefes  políticos  vigilarán  su  cum- 
plimiento, y procuraran  remover  cuantos 
obstáculos  se  opongan  á él  dando  cuenta  á 

S.  AI.  ; en  la  inteligencia  de  que  verá  con 
singular  aprecio  el  celo  que  despleguen  pa- 
ra satisfacer  sus  benéficas  miras,  y mostra- 
rá su  Real  desaprobación  á los  que  por  su 
indecisión  o apatía  dejen  frustradas  las  gra- 
tas esperanzas  que  ha  concebido.  De  Real 
órden  ele..  Madrid  28  de  enero  de  1840.» 


5.a  Los  Ayuntamientos  satisfarán  el  va- 
lor de  las  alcaidías.  Para  su  debido  reinte- 
gro, las  Diputaciones  de  cada  provincia  pro- 
pondrán los  arbitrios  menos  gravosos  y 
de  mas  fácil  y pronta  recaudación,  los  cua- 
les se  repartirán  de  una  manera  proporcio- 
nal y justa  entre  todos  los  pueblos  de  la 
misma. 


4. a  _ No  tendrán  dereclf^á  este  reinte- 
gro, siempre  que  aparezca  de  los  títulos  de 
ios  propietarios  actuales  que  verificaron  la 
enajenación  délas  alcaidías,  y recibieron  el 
precio  de  la  egresión. 

5. a  Para  juzgar  este  punto,  los  propie- 
tarios presentarán  dentro  del  término  de 


quince  días  á las  Diputaciones  provinciales 
respectivas  los  títulos  primordiales  de  su 
adquisición! 

, 8-  Debiendo  ser  las  cárceles  de  Ma- 
drid el  modelo  de  todas  las  demas  del  Esta- 


(CL. t.  26  p.  SI.) 

R . O.  de  3 octubre  de  1843. 

Sobre  provisión  da  Alcaidías. 

(Gob.)  «Deseoso  el  Gobierno  provisio- 
nal de  la  nación  de  la  pronta  reguiarizacion 
del  sistema  carcelario  preventivo;  porcuan- 
to  es  de  suma  utilidad  y conveniencia  que 
las  alcaidías  de  las  cárceles  que  se  hallasen 
vacantes  por  haber  revertido  á la  Corona, 
ó por  haberse  tanteado  por  los  Ayunta- 
mientos con  arreglo  á las  Rs.  Ords.  de9  de 
junio  de  1838,  y 2(j'de  enero  de  184U,  sean 
provistas  sin  pérdida-de  tiempo  y recaigan 
en  individuos  que  reúnan  las  circunstan- 
cias exigidas  en  dichas  órdenes,  ha  tenido  á 
bien  autorizar  á V.  S-  para  que  eu  las  va- 
cantes de  la  expresada  clase  que  ocurrieren 
en  los  partidos  judiciales  de  su  provincia, 
coloque  sin  consultar  al  Gobierno,  prévios 
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los  informes  que  jnzgue  oportunos,  á los 
individuos  mas  dignos  entre  los  que  se  pre- 
senten con  los  requisitos  prevenidos,  limi- 
tándose V.  S.  tan  solo  á poner  en  conoci- 
miento del  Gobierno  los  nombramientos 
que  hubiese  conferido,  y los  nombres  de 
los  agraciados  con  dichos  oficios.  De  or- 
den etc.  Madrid.  3 de  octubre  de  1843.» 
(CL.  t.  31,  p.  205.) 

Reglamento  de  l.°  mayo  de  1844. 

Es  el  de  los  juzgados  de  primera  instan- 
cia, que  se  insertan  en  Juzgados.  Consúl- 
tense sobre  deberes  y responsabilidad  de 
los  alcaides  los  arts.  67  al  72. 

R.  D.  de  28  abril  de  1860. 

Consúltese  en  Aranceles  judiciales  el  ar- 
ticulo 031,  que  dispone  sobre  los  derechos 
de  los  alcaides. 

Ley  de  26  julio  de  1849. 

Régimen  general  de  prisiones. 

Esta  ley  se  inserta  íntegra  en  Prisiones, 
y son  referentes  ú los  alcaides  los  arts  3.°, 
4.°  y 14  al  22,  que  deben  consultarse. 

R.  O.  de  13  setiembre  de  -1849. 

Propuestas  para  alcaides.  Libros  para  p rasos  tran- 
seúntes. 

(Gob.)  Diría  disposiciones  para  la  eje- 
cución de  la  ley  de  prisiones  (V.  Prisiones) 
y entre  ellas  las  siguientes: 

« 1.a  Las  propuestas  para  la  provi- 

sión de  las  alcaidías  vacantes  á.  que  se  re- 
fiere el  art.  4.°  de  la  expresada  ley,  se  veri- 
ficará en  terna,  no  proponiendo  á personas 
que  carezcan  de  las  condiciones  prescritas 
en  el  párrafo  5.ü  de  la  R.  O.  de  9 de  junio 
de  1838  » 

o 4.a  Cuando  los  presos  transeúntes 

se  detengan  en  los  pueblos  para  pernoctar, 
ó por  efecto  del  temporal  ú otra  causa  que 
justifique  la  detención,  ingresarán  por  re- 
gla general  en  los  depósitos  municipales,. ... 
pudiendo  con  igual  separación  tener  ingre- 
so en  las  cárceles 

Para  uno  y otro  caso  tendrán  los  alcai- 
des de  las  cárceles  y los  de  los  depósitos 
municipales  un  registro  especial  en  que 
anotarán  los  presos  de  tránsito  de  que  se 
hagan  cargo,  presentándolo  á la  autoridad 
civil  cuando  visite  el  establecimiento..-.,»  !! 

R.  O.  de  12  febrero  de  1850. 

Sobro  provisión  do  las  vacantes  é instrucción  del  ex-  | 
pediente. 

(Gob.)  Ha  observado  S.  M.  que  los  ex-  j 
pedientes  para  la  provisión  de  las  alcai—  i 
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días  de  las  cárceles  no  están  en  general  ins- 
truidos con  las  formalidades  prescritas  en 
la  disposición  1.*  de  la  R.  O.  circular  de 
13  de  setiembre  último;  y con  el  fin  de  evi- 
tar los  males  que  pueden  seguirse  de  con- 
fiar á personas  poco  aptas  la  dirección  in- 
mediata de  unos  establecimientos  que  tanto 
afectan  al  úrden  público,  se  ha  servido  dis- 
poner: 

1. °  Que  cuando  quede  vacante  alguna 
alcaidía  de  provisión  del  Gobierno  nom- 
bren sin  demora  los  Gobernadores  una  per- 
sona de  confianza  para  que  la  desempeñe 
interinamente. 

2. °  Que  sin  demora  también  anuncien 
los  mismos  Gobernadores  la  vacante  en  el 
Boletín  oficial  de  la  provincia  respectiva, 
expresando  la  dotación  de  la  plaza  y las 
condiciones  que  han  de  reunir  los  aspiran- 
tes, cuyas  solicitudes  documentadas  y es- 
critas por  los  mismos  interesados  habrán 
de  ser  presentadas  en  el  termino  de  un 
mes,  contado  desde  el  dia  de  la  publica- 
ción del  anuncio. 

3. °  Que  los  aspirantes  deberán  justifi- 
car la  edad,  no  menor  de  55  anos,  con  la 
fé  de  bautismo,  el  estado  de  casados  con  la 
partida  de  matrimonio;  la  moralidad,  buen 
concepto  público  y el  requisito  de.  no  estar 
procesados,  con  certificaciones  de  la  auto- 
ridad de  los  pueb’os  de  su  residencia;  y la 
circunstancia  en  fin,  de  tener  arraigo  ó de 
responder  por  ellos  personas  que  lo  tengan, 
con  los  documentos  correspondientes. 

4. °  Y por  último,  que  trascurrido  el 
mes  desde  el  anuncio  de  la  vacante,  esco- 
jan ¡os  Gobernadores  á los  tres  aspirantes 
mas  acreedores  en  su  concepto  á obtener  el 
nombramiento,  y eleven  la  propuesta  al 
director  de  corrección  en  este  Ministerio 
(Gobernación)  acompañando  los  expedien- 
tes originales  de  los  comprendidos  en  ella. 
De  R.  O.  etc.  Madrid  12  de  febrero  de 
1850.  (CL.  í.  49,  p.  266.) 

Código  penal. 

Responsabilidad  criminal  de  alcaides. 

Consúltense  los  arts.  276,  295,  296,  297, 
298  y 303  en  Código  penal. 

Ley  provisional  para  la  aplicación  del  Có- 
digo penal. 

Regla  52.  Dice  cómo  debe  proceder  el 
alcaide  para  la  recepción  de  presos. — Véa- 
se Código  penal. 

R.  D.  de  2 mayo  de  1851. 

Fa  c ulta  á los  Gobernadores  para  su  nombramiento- 

(Gob.)  ...,„  Art.  5.°  Igualmente  pro- 
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veerán  jos  Gobernadores  las  plazas  de....* 
alcaides  y dependientes  de  las  cárceles  mu- 
nicipales, de  subalternos  de  las  de  capital 
y de  partido  y las  de  las  casas-galeras,  con 
sujeción  á lo  dispuesto  en  ia  ley  de  prisio- 
nes  

Art.  7.°  Para  la  provisión  de  las  plazas 
mencionadas  en  los  arts.  i.°  y 5.°,  tomarán 
los  Gobernadores  en  consideración  los  mé- 
ritos y servicios  de  los  que  las  soliciten, 
prefiriendo  á los  cesantes,  y entre  estos  á 
los  que  perciban  haber  del  Tesoro.» 

R.  O.  de  28  agosto  de  1857. 

Reduce  á 30  años  la  edad  para  desempe- 
ñar el  cargo  de  alcaide  en  lugar  de  la  de 
55  señalada  por  el  art.  3.°  de  la  Real  órden 
de  M febrero  de  1850,  «continuando  en 
los  demás  extremos  vigente  la  citada  real 
disposición.» 

R.  O.  de  l.°  noviembre  de  1866. 

Mandando  observar  la  de  12  de  febrero  de  1850  so- 
bre provisión  de  plazas  de 

(Gob.)  «La  Reina  (Q,  D.  G.},  enterada 
del  expediente  instruido  en  esa  dirección 
con  motivo  de  bailarse  vacante  la  alcaidía 
de  la  cárcel  de  Tarragona,  y de  conformi- 
midad  con  lo  manifestado  por  V.  I.,  ha  te- 
nido á bien  mandar  que  tanto  para  la  pro- 
visión de  dicha  plaza,  como  las  de  todas 
las  demás  de  su  clase,  se  observe  puntual- 
mente lo  dispuesto  en  R.  O.  de  12  de  fe- 
brero de  1850;  recordando  al  efecto  á los 
Gobernadores  de  provincia  cnanto  en  ella, 
se  previene  relativamente  á la  manera  de 
instruir  los  expedientes  para  la  provisión 
de  dichas  plazas.  De  Real  órden,  etc.— Ma- 
drid l.°de  noviembre  de  1866.— González 
Brabo. — Señor  Director  general  de  estable- 
cimientos penales.» 

Los  alcaides  son  empleados  que  de- 
penden de  la  autoridad  administrativa  y 
de  la  judicial.  Son  nombrados  por  el 
Ministerio  de  la  Gobernación,  con  suje- 
ción á lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  de  la 
ley  de  26  de  julio  de  1849,  y dependen 
del  mismo  Ministerio,  y consiguiente- 
mente de  los  Gobernadores  de  provin- 
cia y de  los  alcaldes  respectivos  (articu- 
lo 3.°),  en  todo  lo  que  es  relativo  al  ré- 
gimen interior  de  las  prisiones,  á su  se- 
guridad, salubridad,  comodidad,  policía 
y disciplina,  distribución  de  los  presos1 
en  sus  correspondientes  localidades  y 
tratamiento  que  se  les  dá.  Su  dependen- 
cia de  la  autoridad  judicial  no  es  tan 


estrecha,  pero  está  algún  tanto  determi- 
nada por  el  art.  67  del  reglamento  de  los 
juzgados  y por  el  tít.  Vil  de  la  citada  ley 
de  prisiones,  principalmente  por  el  ar- 
tículo 30,  en  donde  hablándose  del  de- 
recho de  visita  que  tienen  los  tribunales 
y jueces  en  los  depósitos  y cárceles,  etc. 
se  dice  que  los  alcaides  deberán  obede- 
cer las  órdenes  que  en  lo  que  es  objeto 
de  aquellas  visitas  les  comuniquen.  Es 
conveniente  por  lo  mismo  que  deslinde- 
mos esta  dependencia,  por  la  doctrina  de 
las  decisiones  del  Consejo  de  Estado  en 
cuestiones  sobre  autorización  para  pro- 
cesar. Este  alto  cuerpo  ha  dicho  que  los 
alcaides  y sus  subordinados  son  conside- 
rados dependientes  de  la  autoridad  judi- 
cial en  todo  lo  relativo  á la  prisión,  in- 
comunicación y soltura  de  los  presos: 
que  las  fallas  que  cometen  en  cuanto  de- 
penden de  la  autoridad  judicial,  son  de  la 
competencia  de  esta  y no  se  requiere  au- 
torización: que  es  necesario  para  los  de- 
mandaderos  y ayudantes  de  las  cárceles 
en  concepto  de  empleados  públicos:yque 
ei  conocimiento  de  las  faltas  que  pueda 
cometer  un  alcaide  en  el  desempeño  de 
su  cargo  es  de  la  competencia  de  la  au- 
toridad administrativa. 

Decisión  de  14  de  abril  de  ISG6.  El 
alcaide  de  la  cárcel  de  Inhestó,  á pretex- 
to de  que  el  local  destinado  para  esto  era 
insalubre,  permitió  salir  de  él  á dos  in- 
dividuos procesados  por  la  autoridad 
militar.  El  juez  pidió  al  Gobernador  de 
Oviedo  autorización  para  procesar  al  al- 
caide , y el  Gobernador  la  negó  por  ha- 
ber este  procedido  según  decia  con 
anuencia  ó autorización,  no  escrita  , del 
Alcalde  y el  facultativo  del  pueblo.  A 
consulta  del  Consejo  de  Estado , se  de- 
clara innecesaria  la  autorización,  con 
vista  del  art.  67  del  reglamento  de  los 
juzgados  de  l.°  mayo  de  1844. 

«Considerando  cjue,  con  arreglo  al  artícu- 
lo que  se  acaba  de.  citar,  el  alcaide  á quien 
se  intenta  procesar  dependía  en  el  caso  á que 
se  refiere  este  expediente  de  la  autoridad  ju- 
dicial, por  tratarse  de  la  custodia  do  presos 
con  causa  pendiente;  por  cuya  razón  no  le 
alcanza  la  garantía  de  lá  autorización  pre- 
via.» {Gac.  2 mayo.) 

Decisión  de  30  de' abril  de  1866.  El 
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depositario  del  fondo  de  presos  pobres 
de  Torrox,  denunció  a!  juzgado  que  al 
repartir  los  socorros  de  costumbre  no  se( 
hallaba  entre  los  presos  uno  de  ellos  lla- 
mado Sánchez.  El  juzgado  instruyó  di- 
ligencias en  averiguación  de!  hecho  pi- 
diendo para  ello  autorización  al  Gober- 
nador de  Málaga,  quien  hubo  de  negar- 
la por  cuanto  dicho  Sánchez,  por  orden 
del  alcaide,  que  estaba  facultado  verbal- 
mente por  dicho  Gobernador,  le  tenia 
ocupado  momentáneamente  fuera  del 
establecimiento  bajo  su  vista  y respon- 
sabilidad : é insistiendo  el  juzgado  , por  j 
R.  D.  de  30  fie  abril  de  1806,  á consul- 
ta del  Consejo  de  Estado,  y en  vista  del 
art.  276  del  Código  penal  y del  art.  10 
de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863, 
se  confirma  la  negativa  del  Gobernador. 

«Considerando  que  de  lo  actuado  en  este 
expediente  no  aparece  que  el  alcaide  á quien 
se  iuLcnta  procesar  sea  culpable  del  delito 
previsto  en  el  anterior  artículo  del  Código, 
puesto  que  ni  hubo  evasión  de  preso  alguno, 
ni  siquiera  existen  sospechas  de  que  nadie 
tratase  de  hacerlo: 

Considerando  que  al  destinar  algún  preso 
para  el  desempeño  de  ciertos  servicios  que 
hacían  indispensable  su  salida  del  estableci- 
miento, el  alcaide  obraba  en  uso  de  la  facul- 
tad que  tenia  por  autorización  del  Goberna- 
dor, al  cual  corresponderá  en  su  caso  apre- 
ciar si  abusó  ó no  de  ella  mientras  no  lle- 
gue á constituir  delito,»  ( Gac . 3 junio.) 

Decisión  de  19  áe  mayo  de  1866.  Ha- 
biéndose fugado  de  las  cárceles  de  la 
Audiencia  de  Granada  un  preso  apodado 
el  Niño  del  Altar,  procesado  en  Archi- 
dona  por  cuatro  homicidios  y condena- 
do en  primera  instancia  á la  última  pe- 
na: al  cual  se  tenia  por  el  alcaide,  no  en 
el  lugar  que  le  correspondía,  sino  en  ca- 
lidad de  ranchero  en  la  cocina,  resul- 
tando también  de  un  escrupuloso  reco- 
nocimiento de  muros  v puertas  que  la 
fuga  Labia  tenido  lugar  sin  violencia  de 
cosa  ninguna;-  el  juzgado  pidió  autoriza- 
ción para  procesar  al  'alcaide,  al  deman- 
dadero y al. ayudante  de  aquella  cárcel. 
El  Gobernador  de  Granada,  recociendo 
la  gravedad  del  hecho,  pero  fundándose 
en  que  no  estaba  debidamente  compro- 
bada la  connivencia,  negó  la  autoriza- 
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cion  de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
cial; y á consulta  del  de  Estado,  por 
R.  D.  de  19  de  mayo  y en  vista  del  ar- 
tículo 67  del  reglamento  de  juzgados  de 
l.°  de  mayo  de  1844  y del  276  del  Có- 
digo penal,  se  declara  innecesaria  la  au- 
torizacion  respecto  del  alcaide  y se  con- 
cede en  cuanto  á los  otros  dos  funcio- 
narios: 

“Considerando  quédelo  actuado  en  este 
expediente  se  desprenden  graves  fundamen- 
tos para  presumir  que  los  empleados  en  la 
cárcel  de  la  Audiencia  de  Granada,  á quienes 
se  intenta  procesar , si  no  tuvieron  directa- 
mente parte  en  la  evasión  dd  preso,  por  lo 
menos  mostraron  una  punible  negligencia 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  facilitan- 
do con  día  la  fuga  de  aquel  criminal: 

Considerando  que  por  ser  el  alcaide  de- 
pendiente del  juzgado  no  le  alcanza  la  ga- 
rantía de  la  previa  autorización,  conforme  al 
citado  artículo  del  reglamento  de  juzgados, 
y que  para  el  ayudante  y demandadero  debe 
concederse  por  su  carácter  de  empleados 
públicos.»  (Gac.  4 mayo.) 

Decisión  de  11  de  junio  de  1866,  Ha- 
biendo llegado  á noticia  del  juzgado  de 
marina  Cartagena  que  se  permitía  la 
salida  de  la  cárcel  á alguno  de  los  presos 
pendientes  de  causa  sujetos  á.su  juris- 
dicción, determinó  practicar  cierta  dili- 
gencia en  averiguación  del  hecho,  y co- 
mo apareciese  que  dos  presos  con  causa 
pendiente,  uno  de  ellos  por  homicidio, 
salían  del  establecimiento  con  permiso 
del  alcaide  y con  objeto  de  hacer  varias 
compras,  pasó  al  de  primera  instancia 
las  actuaciones.  Este  solicitó  autoriza- 
ción, y aunque  el  Gobernador  la  negó, 
por  R.  D.  de  11  de  junio  se  declara  in- 
necesaria y lo  acordado , con  vista  del 
artículo  67  ibl  reglamento  de  los  juzga-' 
dos  y del  17  de  la  ley  de  prisiones  de  26 
de  julio  de  1849: 

“Considerando  que  los  alcaides  y sus  su- 
bordinados tienen  el  carácter  de  dependien- 
tes de  la  autoridad  judicial  en  todo  la  relati- 
vo á la  custodia  de  los  presos  que  los  tribu- 
nales ponen  á su  cuidado,  y que  no  obran  en 
el  ejercicio  de  funciones  administrativas  en 
lo  concerniente  á la  prisión , incomunicación 
y soltura  de  los  presos  con  causa  pendiente. 

Considerando  que  los  presos  que  salían  del 
establecimiento  estaban  á la  disposición  del 


344  ALCALDES  Y AYUNTAMIENTOS. 


juzgado,  toda  vez  que  sus  causas  se  hallaban 
en  tramitación.”  (Gac.  30  jumo.) 

No  nos  detenemos  á hablar  de  los  de- 
beres y atribuciones  de  los  alcaides  y de 
lo  demás  relativo  al  ejercicio  de  sus  de- 
licados cargos,  porque  seria  ocioso  estan- 
do tan  esplicitas  las  disposiciones  legis- 
lativas que  quedan  insertas  y las  demás 
á que  nos  hemos  referido  que  pueden 
consultarse  en  sus  lugares  respectivos. 

ALCALDES  Y AYUNTAMIENTOS.  Ayun- 
tamiento en  el  sentido  que  aquí  toma- 
mos esta  palabra  es  la  corporación  que 
en  cada  pueblo  componen  principalmen- 
te el  Alcalde,  el  teniente  ó tenientes  de 
Alcalde  y los  regidores,  y que  está  encar- 
gada de  la  Administración  y gobierno 
económico  del  mismo  pueblo.  Se  cono- 
ce también  con  los  nombres  de  concejo, 
reyimienlo  , cabildo  , municipalidad  y 
cuerpo  municipal.  Nuestra  Constitución 
dice  que  habrá  en  los  pueblos  Alcal- 
des y Ayuntamientos.  Alcalde  es  el  fun- 
cionario municipal  elegido  de  entre  los 
regidores  que  preside  el  Ayuntamiento, 
que  cuida  de  la  ejecución  de  sus  acuer- 
dos, que  vigila  la  buena  Administración 
de  ios  bienes  y fondos  del  común,  y que, 
representando  al  Gobierno  en  el  distrito 
de  su  jurisdicción,  vela  por  la  propiedad 
y seguridad  personal  , con  facultad  de 
imponer  multas  y otras  correcciones  ar- 
reglándose á las  leyes.  Los  Alcaldes  ejer- 
cen también  funciones  judiciales  como 
luego  indicaremos.  Vamos  primero  á 
reunir  toda  la  legislación  que  correspon- 
de á este  artículo. 

Leyes  de  la  Novísima  Recopilación. 

Construcción  de  casas  de  Ayuntamiento.  Arca  de  tres 
llaves. 

Ley  1.a,  tit.  2.°.  lib.  7.°  «Ennoblézcanse 
las  ciudades  y villas  en  tener  casas  grandes 
y bien  fechas  en  que  fagan  sus  Ayuntamien- 
tos y concejos  y en  que  se  ayunten  las  jus- 
ticias y regidores  y oficiales  á entender  en  ! 
las  cosas  cumplideras  á la  república  que  han  ; 
de  gobernar;  por  ende  mandamos  á todas  las 
justicias  y regidores  de  las  ciudades  .y  vi- 
llas,.... que  no  tienen  casa  pública  de  cabil- 
do ó Ayuntamiento.....  que  la  fagan.++r.» 
(D.  Fernando  y Doña  Isabel  año  ibtiO) 

Ley  2.a  id.  Dispuso  que  en  los  pueblos  : 
en  donde  no  hubiere  casa  de  Ayuntamiento  [ 


se  construyese.  «Y  otrosí  que  hagan  arca 
donde  estén  los  privilegios  y escrituras  del 
concejo  á buen  recaudo,  que  á lo  menos  ten- 
gan tres  llaves,  que  la  una  tenga  la  justicia 
y la  otra  uno  de  los  regidores  y la  otra  el 
escribano  (boy  secretario)  del  concejo,  de 
manera  que  no  se  puedan  sacar  de  allí,  y que 
cuando  hubiere  necesidad  de  sacar  alguna  es- 
critura, la  saque  la  justicia  y regidores,  y 
que  aquel  á quien  la  entregaren  se  obligue  á 
tornarla  dentro  de  cierto  término  y dé  cono- 
cimiento de  lio,  y quede  en  el  arca  del  con- 
cejo, y que  el  escribano  del  concejo  tenga 
cargo  de  solicitar  que  se  t orne » 

Libros  para  escribir  las  cédulas:  privilegios  etc.» 

Ley  3."  id.  Mando  que  en  todas  las  villas 
ó Ayuntamientos  hubiese  un  libro  en  que  es- 
cribir las  cartas  y ordenanzas  reales  respec- 
tivas al  pueblo  y las  albalacs  y cédulas  que 
en  los  cabildos  fueren  presentadas,  y en  prin- 
cipio de  él  una  tabla  expresiva  de  todas  y so- 
bre qué  es  cada  una;  y otro  libro  en  que  se 
escriban  lodos  los  privilegios  del  pueblo  y 
sentencias  dadas  á su  favor  sobre  términos  y 
cosas  tocanLes  al  bien  común. 

Sesiones.  Secretarios. 

Ley  4 a id.  « Ordenamos,  que  en  las  nues- 
tras ciudades,  villas  y lugares  de  nuestros 
reinos  do  hay  regidores,  no  entren  ni  estén 

con  ellos  en  sus  Ayuntamientos otras 

personas que  los  , Alcaldes,  regidores  y 

escribano  de  concejo Y establecemos  que 

los  escribanos  de  los  concejos  no  tengan  voz 

ni  voto  en  ellos » 

Recusación  de  concejales  etc. 

Ley  6.a  id.  «Mandamos  que  cada  y cuan- 
do se  platicare  alguna  cosa  en  concejo,  que 
particularmente  toque  á alguno  (le  los  regi- 
dores, ó á otras  personas  que  ende  estuvie- 
ren, se  salga  luego  la  tal  persona  ó personas 
! á quien  tocare  el  negocio  y no  torne  entre 
tanto  que  aquel  negocio  se  platicare;  y esto 
mismo  se  haga  si  el  negocio  tocare  á otra 
persona  que  con  él  tenga  tal  (leudo  ó tal  amis- 
tad ó razón  por  cuya  causa  deba  ser  recusa- 
do; y los  autos  que  se  hicieren  contra  esto 
que  no  valan.  (Prag.  de  1 500.) 

Los  militares  en  los  Ayunt.  uso  de  uniforme  y espada. 

Ley  10  id.  ( Decreto  de  16  noviembre  de 
1737.)  Declaró  que  todos  los  oficiales  y 
cadetes  de  los  regimientos  de  milicias  que 
sean  regidores  deben  entrar  en  los  Ayunta- 
mientos, en  la  misma  forma  que  los  demás, 
con  vestidos  negros,  dejando  el  bastón  á la 
entrada  del  Ayuntamiento,  como  lo  acos- 
tumbran hacer  los  ancianos  con  el  báculo  á 
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muleta  que  por  razón  de  su  edad  ó acha- 
ques usan, 

Ley  1 i ¡d.  ( Decreto  de  21-30  mayo  de 
1775.)  Dispuso  que  los  oficiales  militares 
que  tengan  empleo  político  en  los  Ayunta- 
mientos y tribunales  sean  admitidos  á todos 
los  actos  ó funciones  de  su  estatuto,  corres- 
pondientes á sus  respectivos  encargos,  con 
el  uniforme  propio  de  su  clase. 

Ley  12.  {R.  O.  de  11  enero,  28  marzo  y 
27  julio  de  171)7.)  Dispone  que  los  milita- 
res usen  eu  los  Ayuntamientos  del  distintivo 
del  bastón  que  les  pertenezca  por  su  grado 
en  los  casos  y actos  en  que  los  capitulares 
usen  de  espada. 

Ley  13  id.  [R.  O.  de  24  febrero  de  1799 
inserta  en  circular  de  30  octubre  de  1799.) 
«...  Los  militares  deben  concurrir  á todos 
los  actos  públicos,  de  cualquiera  naturaleza 
que  sean  con  las  insignias  propias  de  sus 
empleos. » 

Ley  2."  id.  suplemento.  ( R . O.  de  30  ju- 
lio de  1805  insería  en  circular  de  27  setiem- 
bre de  1805.)  «Para  evitar  las  continuas  du- 
das  con  respecto  al  uso  de  la  espada  y 

bastón  en  los  oficiales  que  asistan  á los  Ayun- 
tamientos ú otros  cuerpos,  ya  sean  indivi- 
duos de  ellos,  ó ya  convidados  á concurrir 
en  algún  acto  publico  ó privado  me  he  servi- 
do declarar:  que  todo  militar  entre  y asis- 
ta con  espada  en  todos  los  mencionados  ac- 
tos públicos  ó privados,  y con  bastón  aque- 
llos que  puedan  usarle  por  sus  empleos.» 

Caballeros  de  las  Ordenes. 

Ley  3.a  id.  suplemento.  ( Circular  de  23 
mayo  y 13  noviembre  de  1806.)  Dispone 
que  la  concesión  hedía  á los  militares  en  la 
ley  que  precede  se  extienda  á los  sugetos 
que  visten  el  hábito  de  las  Ordenes  militares, 
de  la  de  San  Juan  y de  la  de  Cárlos  III. 

Extranjeros. 

{ Ley  2.a,  tü . 5.°,  lib.  7.°,  Nov.  Recop.) 
Dispone  que  ningún  extranjero  pueda  tener 
ni  teDga  en  el  reino  oficios  de  república. 

Ley  2.a,  tít.  18,  lib.  7.° 

Incompatibilidad  por  parentesco. 

Habla  de  elección  de  diputados  y persa- 
ñeros  del  común,  y dispone  en  su  art.  8.u  que 
«no  podrá  recaer  esta  elección  en  ningún  re- 
gidor ni  individuo  del  Ayuntamiento,  ni  en 
persona  que  esté  en  4.°  grado  de  parentesco 
con  los  mismos.» 

Constitucwn  de  1812. 

Todo  eí  cap.  l.°  del  tít.  6.°  (arts.  309  á 
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323)  es  sobre  Ayuntamientos:  dispuso  que 
fueran  elegidos  por  los  pueblos,  que  se  esta- 
blecieran en  los  que  no  los  tuvieran  si  con- 
venía , debiendo  haberlos  precisamente  en 
aquellos  que  llegasen  á mil  almas:  míe  nadie 
pudiera  ser  elegido  para  Alcalde  o regidor 
sin  pasar  por  lo  menos  dos  años,  y descen- 
dió á fijar  algunas  de  sus  atribuciones. 

Decreto  de  23  mayo  de  1 8 12. 

Dispuso  sobre  formación  de  Ayuntamien- 
tos en  pueblos  que  no  los  habían  tenido  has- 
ta entonces;  que  en  cumplimiento  del  artícu- 
lo 312  de  la  Constitución  de  1812  cesasen 
los  regidores  y demás  oficios  perpétuos  de 
Ayuntamiento,  incluyéndose  por  elección 
conformé  á ciertas  reglas  que  se  fijaban. 

Decreto  de  10  julio  de  1812. 

Es  sobre  formación  de  Ayuntamientos  cons- 
titucionales, y se  mandó  que  cesasen  en  sus 
funciones  los  regidores  perpétuos. 

Decreto  de  19  mayo  de  1813. 

<« Que  debe  guardarse  en  la  elección 

de  los  individuos  de  Ayuntamiento  la  ley 
sobre  parentescos;  no  derogada  por  la  Cons- 
titución   » 

Decreto  de  11  agosto  de  1813. 

Se  resolvieron  varias  dudas  sobre  sustitu- 
ción en  las  vacantes  y se  suprimieron  «los 
sueldos  que  en  algunos  pueblos  de  la  monar- 
quía disfrutaban  los  Alcaldes,  regidores  y 
procuradores  síndicos. 

R.  D.  de  lo  junio  de  1814. 

Se  mandó  que  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos  se  arreglarán  en  el  uso  de  sus  facul- 
tades económicas  según  y en  la  manera  que 
regian  en  el  año  de  1808. 

Real  cédula  de  50  julio  de  1814. 

Por  esta  cédula  se  disolvieron  y esíinguie- 
ron  los  Ayuntamientos  constitucionales  de- 
clarando nulos  y de  ningún  valor  ni  efecto 
los  decretos  y disposiciones  de  las  Cortes  re- 
lativos á su  formación,  en  todo  lo  que  fueran 
•contrarios  á las  leyes,  costumbres  y Orde- 
nanzas municipales  de  los  pueblos  que  re- 
gian en  lS  de  marzo  de  1808. 

Ley  de  3 febrero  de  1823. 

Es  la  instrucción  para  el  Gobierno  econó- 
mico político  de  las  provincias  Contiene 
cuatro  capítulos,  que  tratan  t.°  de  los  Ayun- 
tamientos; 2.°  de  las  Diputaciones  provincia- 
les; 3.°  de  los  Alcaldes;  y 4.°  de  los  jefes 
políticos. 

R.D.de  l.°  octubre  de  1823. 

Se  declararon  nulos  y de  ningún  valor  ni 
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efecto  todos  los  actos  del  Gobierno  constitu- 
cional. 

Tí.  D.  de  2 febrero  de  1833. 

Se  dictan  disposiciones  provisionales  para 
la  elección  de  oficios  de  justicia  y de  Ayun- 
tamiento. 

Instrucción  para  los  subdelegados  de  fo- 
mento de  ?0  nov.  de  1833. 

Se  hallará  íntegra  en  el  artículo  Gobierno 

DE  LAS  PROVINCIAS. 

R.  O.  de  12  febrero  de  1834-. 

Se  declaró  que  no  correspondía  á los  sub- 
delegados de  fomento  (hoy  Gobernadores) 
presidir  los  Ayuntamientos. 

R.  D . de  23  julio  de  1833. 

Arreglo  provisional  do  los  Ayuntamientos.  Supresión 
de  los  regidores  perpetuos  etc. 

Está  dividido  el  decreto  en  10  títulos  que 
contienen  67  artículos. 

El  tít.  1 trata  de  la  organización  de  los 
Ayuntamientos,  componiéndose  de  un  Alcal 
de,  uno  ó‘  mas  tenientes,  de  cierto  número  de 
regidores,  desde  2 hasta  22,  y un  procurador 
síndico.  Se  conservaron  los  Ayuntamientos 
existentes  y se  autorizó  la  formación  de  otros 
nuevos  en  los  pueblos  que  no  le  tuvieran  y 
llegaran  á 100  vecinos. 

Ll  tít.  2.°  habla  de  la  naturaleza  de  los 
oficios  de  república,  su  duración  y prero- 
galivas , declarándolos  todos  de  elección  li- 
bre , y suprimiendo  los  de  regidores  , veinti- 
cuatros, jurados,  alféreces,  escribanos,  al- 
guaciles, guardas  ú otros  cualesquiera  ena- 
jenados á perperluidad  ó de  por  vida,  ó 
provistos  temporalmente  por  vía  de  merced 
que  se  hallaren  anejos  á los  Ayuntamientos; 
indemnizándose  á los  propietarios  por  el  es- 
tado ó por  el  pueblo,  según  que  la  agresión 
proceda  de  uno  ó de  otro.  La  duración  del 
cargo  de  regidor  se  fijó  en  cuatro  años  y en 
dos  el  de  Alcalde.  Se  declararon  gratuitos  y 
honoríficos  estos  cargos  , con  el  goce  de  la 
exención  de  bagajes  y alojamientos,  durante 
su  desempeño,  saívo  en  casos  extraordinarios. 

Dedicase  el  tít.  3.°  á determinar  los  veci- 
nos electores  y elegibles , el  4.°  á la  manera 
de  hacer  las  elecciones,  el  5.*,  6-°,  7.°yfl.°á 
las  facultades  y obligaciones  respectivas  de 
los  Alcaldes,  de  los  tenientes,  de  los  Ayunta- 
mientos y del  procurador  del  común,  el  9.° 
á las  sesiones  y el  10  á los  secretarios. 

Zí.  O.  de  25  julio  1836. 

(Gob,)  « Ha  tenido  á bien  declarar 

S.  M. . . . . que  es  incompatible  el  desempe- 
ño de  todo  empleo  público  con  los  oficios 


concejiles,  y que  en  consecuencia  los.  em- 
pleados que  se  hallen  en  el  caso  de  reunir 
ambas  funciones,  opten  por  las  que  les  con- 
viniese, dándose  la  otra  por  vacante.  De  Real 
orden  etc.  Madrid  27  de  enero  de  t837 
(CL.  t.  21,  p.  288  J 

R.  O.  de  5 noviembre  de  1836. 

«...  S.  M.  ...  ba  tenido  á bien  re- 
solver que  los  Alcaldes  ordinarios  y Ayunta- 
mientos constitucionales  se  encarguen  de  las 
funciones  que  estaban  cometidas  á los  Alcal- 
des de  Mesta,  y las  desempeñen  con  arreglo 
á la  Constitución  y á las  leyes  y reglamentes 
vigentes  del  ramo  de.  ganadería.. — Lo  que  de 
Real  orden  etc.  Madrid  5 de  noviembre  de 
1836. 

Ley  de  8 diciembre  de  1836. 

Es  el  decreto  de  las  Cortes  de  29  de  no- 
viembre por  el  que  se  restablecieron  los  de 
10  de  julio  de  1812  y de  H de  agosto  de 
1813  sobre  formación  de  Ayuntamientos. 

7?.  O.  de  27  diciembre  de  1836. 

Se  declararon  vigentes  varios  decretos  de 
1812,  1813  y 1821  relativos  á la  formación 
y renovación  de  Ayuntamientos. 

R.  O.  de  19  enero  de  1837. 

«Conformándose  S.  M la  Reina  Goberna- 
dora con  el  parecer  del  Supremo  Tribunal 
de  Justicia  acerca  de  una  consulta  del  juez 
de  primera  instancia  de  Murcia,  sobre  si  se- 
parado D.  José  de  L ara  y Nicolás  de  la  se- 
cretaría de  aquel  A yuntamienlo,  debería  ó 
no  continuar  ejerciéndola  escribanía  nume- 
raria que.  le  está  aneja,  ha  tenido  á bien  re- 
solver: que  así  al  referido  Lara  como  todos 
los  demás  que  se  hallen  en  igual  caso,  se  les 
permita  el  uso  y ejercicio  de  las  escribanías 
numerarias  que  desempeñan,  aunque  estén 
unidas  á las  de  Ayuntamientos  suprimidos, 
basta  tanto  que  se  acuerda  y publica  el  arre- 
glo general  de  escribanos  de  los  juzgados. 
Lo  que  de  Real  orden  etc.  Madrid  19  de  ene- 
ro de  1837.  (C.  del  Cast.,  t.  2.°,  p.  33.) 

R.  O.  de  20  mayo  de  1837. 

i Hac  ) S.  M,  ha  tenido  á bien  mandar 

que  se  esté  á lo  que  previene  elart.  222  de 
la  ley  de  3 de  febrero  de  1823  por  el  cual  se 
prohíbe  á los  Alcaldes  y secretarios  de  Ayun- 
tamiento cobrar  derechos  en  expedientes  gu- 
bernativos... » 

R.  O.  de  23  diciembre  de  1838. 

(Gob.)  S.  M.  ha  tenido  á bien  man- 
dar  que  con  arreglo  á la  ley  de  %%  de  di- 

ciembre de  1836  y las  demás  que  en  ella  se 
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declaran  vigentes,  respecto  á Ay  untamientos,  ■ 
solo  los  empleados  de  Real  nombramiento 
están  exentos  de  servir  los  oficios  municipa- 
les. De  orden  de  S.  Ul.  etc. 

R.  O.  de  8 mayo  de  1839. 

Es  sobre  que  no  se  admitan  interdictos 
contra  las  providencias  de  los  Ayuntamientos 
eD  los  negocios  de  sus  atribuciones,  y se  ha- 
lla inserta  en  el  artículo  Actos  administra- 
tivos, tomo  1.°,  pág.  214. 

R.  D.  de  16  noviembre  de  1839. 

Art.  6.°  <¡La  renovación  de  Ayuntamien- 
tos se  verificará  en  las  cuatro  provincias  Viz- 
caya , Alava,  Guipúzcoa  y Navarra)  según 
tengan  de  fuero  y costumbre,  debiendo  to- 
mar posesión  de  sus  destinos  los  nuevamente 
nombrados  para  el  l.°  de  enero  del  año  pró- 
ximo de  1840.  Los  nombramientos  de  Alcal- 
des se  expedirán  gratis  en  iNavarra  por  el 
Yirey.» 

R.  O.  de  9 enero  de  1840. 

* 

« S.  M....  ha  tenido  á bien  mandar  que 

se  encargue  muy  particularmente  á los  Ayun- 
tamientos de  los  pueblos  designados  para  el 
establecimiento  de  distritos  electorales  que 
procuren  destinar  para  este  objeto  edificios 
que  no  estén  consagrados  al  culto  divino;  y 
que  en  el  caso  de  no  haber  otro  local  á pro- 
pósito, ó en  el  de  no  poderse  habilitar  por  la 
premura  del  tiempo,  se  adopten  por  la  auto- 
ridad local  las  medidas  oportunas  para  que 
los  concurrentes  observen  todo  el  decoro  y 
reverencia  que  corresponde  á la  santidad  de 
los  templos  consagrados  al  culto  de  nuestra 
religión.  De  Real  ordénete.  Madrid  9' de  ene- 
ro de  1840.» 

R.  O.  de  13  julio  de  1840. 

Se  suspendió  la  ejecución  de  la  ley  de 
Ayuntamientos  que  había  sido  sancionada  en 
14  de  julio  del  mismo  año. 

R.  D.  de  30  diciembre  de  1843. 

Se  mandó  poner  eu  ejecución  la  ley  sobre 
organización  y atribuciones  de  los  Ayunta- 
mientos de  1840,  con  algunas  modificaciones 
que  en  ella  se  hicieron. 

Constitución  de  1845. 

«Art.  73.  Habrá  en  los  pueblos  Alcaldes 
y Ayuntamientos.  Los  Ayuntamientos  serán 
nombrados  por  los  vecinos  a quienes  la  ley 
confiera  este  derecho.» 

Ley  de  8 enero  de  1845. 

Es  la  de  organización  y atribuciones  de 


los  Ayuntamientos,  y se  inserta  al  final  en 
la  parte  legislativa -de  este  artículo,  con  las 
reformas  hechas  por  el  R.  D.  de  21  de  oo- 
tubre  de  186o. 

R.  O.  de  25  enero  de  1845. 

Supresión  de  Ayuntamientos  en  pueblos  que  no  pasen 
de  treinta  vecinos  (1). 

(Gon.)  «Deseando  la  Reina  que  se  pon- 
ga en  ejecución  con  la  brevedad  posible  el 
articulo  70  de  la  nueva  ley  municipal  en 
la  parte  en  que  previene  se  supriman  los 
Ayuntamientos  existentes  en  poblaciones 
que  no  pasen  de  treinta  vecinos,  se  ha  ser- 
vido mandar  que  V.  S.  instruya  los  opor- 
tunos expedientes  con  arreglo  á las  preven- 
ciones que  siguen: 

1. a  Consúltala  V.  S.  la  voluntad  de  to- 
dos los  pueblos,  cuyo  número  de  vecinos 
no  exceda  de  treinta,'  para  saber  á cual  quie- 
ren agregarse. 

2. a  Oirá  V,  S.,  no  solo  al  pueblo  con 
quien  se  intente  la  agregación,  sino  á todos 
los  demás  que  confine  la  población  cuyo 
Ayuntamiento  ha  de  suprimirse. 

3. a  Hará  V.  S.  constar  en  el  expediente 
las  distancias  que  separan  al  pueblo  cuyo 
Ayuntamiento  haya  de  suprirmirse,  de  los 
demás  sus  limítrofes,  el  número  de  vecinos 
que  cuenta  cada  uno  y el  estado  de  sus  ca- 
minos, la  clase  de  relaciones  que  tienen  en- 
tre si,  los  intereses  que  los  ligan  y los  que 
los  separan,  como  asimismo  las  condicio- 
nes ó convenio  con  que  se  ha  de  verificar 
la  agregación. 

4. ”  Para  cada  pueblo  que  se  halle  en  el 
caso  referido  formará  V.  S.  un  expediente 
separado,  en  el  que  será  oida  la  Diputación 
provincia!,  remitiéndolo  original  con  su  in- 
forme á este  Ministerio  luego  que  se  halle 
debidamente  instruido,  y acompañando  un 
resumen  arreglado  a!  modelo  adjunto. 

5. a  Cuando  por  haber  en  un  partido  ju- 
dicial muchos  pueblos  que  no  excedan  de 
treinta  vecinos  convenga  hacer  una  nueva 
división  municipal,  prepondrá  V.  S.  cuan- 
to estime  conveniente  para  que  así  se  ve- 
rifique; en  el  supuesto  de  que,  no  median- 
do convenio  entre  los  interesados,  las  agre- 
gaciones que  se  hagan  en  cumplimiento  del 
citado  art.  70  de  la  ley,  no  han  de  afectar 
en  lo  mas  mínimo  el  derecho  de  pastos  y 
demás  aprovechamientos  que  disfrutan  los 
pueblos.» — De  Real  orden  etc.  Madrid  25 
de  enero  de  1845.  ( CL . t.  54,^.  65.) 


(i)  Hoy,  véase  el  art,.  70  reformado  en  1866 
y la  R.  O.  de  23  de  octubre  de  1867. 
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R.  O.  de  i4  marzo  de  <845. 

Oue  no  se  obligue  á los  Ayuntamientos  ;i  comparecer 
v en  los  juzgados  á ratificar  documentos. 

«El  jefe  político  de  Badajoz  y la  Diputa- 
ción provincial  de  Oviedo  han  acudido  á la 
Reina  nuestra  Señora  manifestando  que  al- 
gunos jueces  de  primera  instancia  obligan 
á los  Ayuntamientos  á que  comparezcan  en 
Ja  capital  del  juzgado  para  que  ratifiquen 
los  documentos  justificativos  de  la  aptitud 
legal  de  los  sustitutos  de  quintos,  y que- 
riendo  S.  M.  evitar  á dichas  corporaciones 
los  perjuicios'  que  experimentan  saliendo 
fuera  de  su  domicilio  para  tales  diligencias, 
conforme  con  lo  expuesto  por  el  Ministerio 
de  la  Guerra,  ha  tenido  á bien  declarar  Su 
Majestad  que  solo  en  los  casos  en  que  las 
Autoridades  ó personas  que  tengan  que  re- 
conocer, legalizar  ó ratificar  los  documen- 
tos de  sustitución  residan  en  la  capital  del 
partido,  deben  practicarse  dichas  diligen- 
cias por  los  jueces  de  primera  instancia,  los 
cuales  delegarán  en  otro  caso  sus  facultades 
en  los  Alcaldes  que  no  tuvieren  incompati- 
bilidad por  haber  de  reconocer  y ratificar 
documentos  en  que  hayan  intervenido,  ó 
bien  en  otras  personas  que  merezcan  la  con- 
fianza de  dichos  jueces,  y á quienes  pueden 
comisionar  al  efecto  en  virtud  de  las  facul- 
tades que  les  concede  el  art.  34  del  regla- 
mento de  justicia.» — De  Real  orden  etc.  Ma- 
drid 14  de  marzo  de  1845.  (CL,  t,  3 pá- 
gina 1 07.) 

R.  O.  de  15  enero  de  1846. 

Empate  en  las  votaciones. 

(Gob.)  Extracto.— Dispone  que  cuan- 
do resulte  empate  en  las  votaciones  de  ios 
Ayuntamientos,  «se  repita  la  votación  en 
la  sesión  inmediata,  y si  en  ella  saliese 
también  empatada,  decida  el  voto  del  presi- 
den te.» 

71.  O.  de  16  enero  de  1846. 

Numero  de  electores  para  que  haya  votación. 

(Gob.)  La  Reina  se  ha  enterado  de  la 
comunicación  de  V.  S.  de  15  de. noviembre 
último,  en  la  que,  con  motivo  de  lo  acae- 
cido en  las  elecciones  municipales  de  Pue- 
bla de  los  Infantes,  propone  se  fije  el  núme- 
ro de  electores  que  por  lo  menos  barí  de 
votar  para  que  sea  válida  la  elección.  En 
su  vista  me  manda  S.  M . decir  á V.  S, , que 
en  el  texto  de  la  ley  no  cabe  la  declaración 
que  V.  S.  desea,  la  cual  por  otra  parte  tie- 
ne entre  varios  inconvenientes  el  de  hacer 
mucho  mas  frecuentes  ¡aselecciones,  puesto 
que  el  elector  que  no  se  presente  a emitir  su 


sufragio  puede  presentarse  para  delegar  sus 
facultades  en  los  que  lo  hagan. — Dios  etc. 
Madrid  16  de  enero  de  1846.  [CL.  t.  36,  pá- 
gina 69.) 

R.  O.  deTí  enero  de  1846. 

ContinúíD  los  mayordomos,  celadores,  etc, 

«He  dado  cuenta  a la  Reina  de  la  comu« 
nicacion  de  V.  S.,  su  fecha  18  del  mes  ulti- 
mo, núm.  489,  en  que  participa  la  dispo- 
sición que  adoptó  publicada  en  el  Boletín 
oficial  de  esa  provincia,  núm.  166,  previ- 
niendo á los  Alcaldes  diesen  las  órdenes 
oportunas  para  la  continuación  de  los  de 
barrio,  mayordomos,  vicarios,  celadores  y 
otros  de  local  denominación  á fin  de  que  no 
carezcan  , así  como  los  Ayuntamientos  y 
Alcaldes  pedáneos,  de  los  medios  necesa- 
rios para  la  mas  expedita  é inmediata  ejecu- 
cueion  de  las  determinaciones  que  puedan 
dictar  ó deban  hacer  cumplir  y llevar  á efec- 
to S.  M.,  penetrada  del  celo  con  que  V.  S,  en 
bien  de  esa  provincia  ha  dictado  la  circular 
proponiéndose  que  sin  aumentar  los  presu- 
puestos municipales  se  conserven  en  las  par- 
roquias, feligresíasy  pueblos  estos  agentes, 
de  antiguo  conocidos  entre  los  naturales  si 
bien  con  diversos  nombres  en  unos  ú otros, 
son  sin  embargo  para  un' mismo  destino, 
que  es  el  de  ejecutar  las  órdenes  de  la  Ad- 
ministración, y prestar  inmediata  auxilio  á 
sus  convecinos;  se  ha  servido  aprobar  la  re- 
solución de  V.  S.:  y considerando  que  los 
mayordomos,  vicarios,  celadores  y demas 
agentes  de  esta  clase  son  dependientes  mu- 
nicipales subordinados  a los  Alcaides  de  dis- 
trito, á los  tenientes  y pedáneos,  ha  tenido 
á bien  declarar: 

1. °  Que  según  el  párrafo  6.° del  articulo 
74  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  toca  a los 
Alcaldes  de  distrito -su  nombramiento  á 
propuesta  en  terna  por  los  Ayuntamientos 

2. °  Que  los  mayordomos  y mas  depen- 
dientes indicados  deben  renovarse  ordina- 
riamente cada  dos  años,  ó cuando  durante  el 
inlérvato  de  una  á otra  elección  municipal 
general  ocurra  la  vacante  por  muerte,  mu- 
danza de  domicilio  y vecindad,  incapacidad 
ú otr-a  causa  que  imposibilite  el  ejercicio  de 
este  encargo. 

3. ”  Que  habiéndole  desempeñado  por 
dos  años  seguidos  pueden  no  aceptarle  ios 
individuos  que  fueren  reiteradamente  nom- 
brados. 

4. ”  Y ultimo.  Que  á los  Alcaldes  de> 
distrito  corresponde  oír  y decidir  las  excu- 
sas y exenciones  que  los  nombrados  pro- 
pongan para  no  admitir  el  encargo,  y eje- 
cutándose su  decisión,  que  quede  á los  ifl- 


ALCALDES  y AYU 

teresados  expedito  el  recurso  á V.  S.  para 
obtener  su  reforma  d aprobación. — De  Real 
orden  etc.  Madrid  27  de  enero  de  1846. 
(CL.  t.  36,  p.  96.) 

R.  O.  de  21  marzo  de  1646. 

Es  sobre  exención  de  aforados.  V.  Afo- 
rados. 

R.  O.  de  25  marzo  de  1846. 

Sobre  los  arls.  11,  22  y 23  de  la  ley. 

«Por  algunos  jefes  políticos  se  han  ele- 
vado al  Gobierno  de  S.  M.  diferentes  con- 
sultas con  objeto  de  evitar  las  dudas  que  se 
les  ofrecieron  en  la  aplicación  de  la  ley  de 
Ayuntamientos  de  6 de  enero  de  1845;  y 
habiéndose  dignado  resolverlas,  es  la  vo- 
lunta l de  S.  M.  que  como  adiciones  al  re- 
glamento de  16  de  setiembre  último  dado 
para  la  mejor  ejecución  de  esta  ley,  se  ob- 
serven las  prevenciones  siguientes: 

«1.a  Guando  ninguno  de  ios  moradores 
de  la  población,  parroquia  ó feligresía  en 
que  deba  haber  Alcalde  pedáneo  tenga  la 
cualidad  de  elector  que  exige  el  art  11  de 
Ja  ley,  se  hará  el  nombramiento  de  este  fun- 
cionario de  entre  los  primeros  contribuyen- 
tes de  la  parroquia,  feligresía  ó población. 

2.a  Se  considerarán  empleados  públi- 
cos para  los  efectos  del  párrafo  2.°,  art.  22 
de  la  ley,  los  escribanos  que  al  mismo  tiem- 
po son  contadores  de  hipotecas,  los  maes- 
tros de  postas,  los  carteros  y los  estan- 
queros. 

5.a  No  se  considerarán  comprendidos 
en  el  artículo  y párrafo  mencionados  lop 
meros  escribanos,  los  comisionados  espe- 
ciales para  la  venta  de  bienes  nacionales, 
los  asesores  de  las  intendencias  militares  y 
los  bailes  del  Real  patrimonio. 

4. a  Los  poseedores  de  fincas  de  propios 
con  obligación  de  pagar  un  canon  bien  pro- 
ceda la  posesión  de  la  Real  cédula  de  1770, 
bien  de  repartimientos  donde  sea  costum- 
bre hacerlos  sin  subasta  pública,  no  están 
comprendidos  en  el  párrafo  5.°,  art.  22  de 
la  ley,  y pueden  en  consecuencia  desem- 
peñar cargos  munieipales^si  reúnen  las  cir- 
cunstancias que  la  ley  exige. 

5. a  El  impedimento  que  para  ser  con- 
cejales tienen  por  el  expresado  párrafo  5.°, 
art.  22,  los  arrendatarios  de  propios,  arbi- 
trios y abastos  de  los  pueblos  y sus  fiadores 
solo  debe  entenderse  en  el  caso  de  que  su 
patrimonio  no  exceda  del  triple  valor  de  la 
obligación  ó fianza. 

6. a  La  exención  que  el  párrafo  f.°  ar- 
ticulo 23  de  la  ley  concede  a los  mayores 
de  sesenta  años,  solo  aprovecha  para  no 
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aceptar  el  cargo,  no  para  dejarlo  de  servir 
una  vez  aceptado, 

7.a  Cuando  dos  ó mas  candidatos  ob- 
tienen igual  número  de  votos  en  las  elec- 
ciones municipales  y alguno  ó algunos  no 
pueden  tener  entrada  en  el  Ayuntamiento 
por  no  permitirlo  el  número  de  concejales 
que  al  pueblo  corresponde,  decidjrá  la 
suerte. — De  Real  orden,  etc.  Madrid  2o  de 
marzo  de  1846.  [CL.  t.  56,  p.  540.) 

R:  O.  de  2 abril  de  1846. 

Que  se  remita  nota  de  concejales  y de  las  trariacio- 

nes  que  ocurran  en  el  personal, 

(Gob.)  Estrado,— Dispone  que  los  jefes 
políticos  mánden  ai  ministerio  «una  lista 
de  los  concejales  que  componen  los  Ayun- 
tamientos de  los  pueblos  en  que  el  nom- 
bramiento de, Alcalde  y tenientes  de  Alcalde 
corresponde  á la  Corona,»  y que  en  lo  su- 
cesivo «den  parte  de  cualquiera  alteración 
que  sufra  el  .personal  de  dichas  corpora-  • 
clones.» 

R..  O.  de  4 abril  de  1846. 

Priores  y cónsules  de  los  tribunales  de  comercio. 

(Gob.)  Como  en  virtud  de  un  nombra- 
miento Real  ejercen  los  priores  y cónsules 
de  tribunales  de  comercio  funciones  judi- 
ciales, declara:  «que  dichos  funcionarios 
son  empleados  públicos  para  los  efectos  de 
la  ley  de  Ayuntamientos,  y están  compren- 
didos por  consecuencia  en  el  párrafo 
art.  22  de  la  misma.» 

R.  O.  de  i i abril  de  1846. 

Se  halla  en  Aforados,  t,  l.°  p.  713. 

R.  O.  de  17  agosto  1846.  V j).  J ¿ 4 

Extralimitaeion  de  atribuciones. 

(Gob.)  «He  dado  cuenta  á S.  M.  la  Rei- 
na de  la  comunicación  de  V.  S.,  su  fecha 
12  del  actual,  acompañando  en  copia  la 
que  con  fecha  del  11  le  ha  dirigido  el  in- 
tendente de  esa  provincia  con  ia  manifes- 
tación del  Ayuntamiento  de  Palma,  resis- 
tiéndose á contribuir  al  reparto  del  segun- 
do semestre  de  la  contribución  territorial 
de  este  año.  S M.  ha  visto  con  el  mayor 
desagrado  el  ilegal  y sedicioso  acuerdo  de 
este  Ayuntamiento,  y tomando  en  conside- 
rucion,  que  olvidados  de  sus  deberes  los 
individuos  que  lo  hayan  autorizado,  lian 
traslimitado  sus  atribuciones,  reduciendo  a 
cuestión  política  la  obligación  de  contribuir 
al  reparto  del  segundo  semestre  de  este 
año,  lomando  para  eludirla  por  pretesto  el 
.respeto  aparente  á la  Constitución,  y per- 
mitiéndose formar  cargos  al  Gobierno,, para 
lo  cual  no  están  autorizados,  se  ha  digna- 
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do  mandar  que  V.  S,  disuelva  al  Ayunta- 
miento destituyendo  de  sus  cargos  á los  in- 
dividuos que  hayan  autorizado  con  sus  vo- 
tos el  acuerdo  de  11  del  actual,  trascrito  á 
V.  S.  por  el  intendente  con  la  misma  fecha, 
y que  los  reemplace  conforme  á lo  dispues- 
to en  la  ley  de  8 de  enero  de  1845  Es  al 
mismo  tiempo  la  voluntad  de  S.  M que 
V.  £.  pase  inmediatamente  noticia  docu- 
mentada de  este  hecho  a!  Tribunal  compe- 
tente para  que  proceda  con  arreglo  á dere- 
cho al  castigo  de  los 'Culpados.» — De  Real 
órden,  etc.  Madrid  17  de  agosto  de  1846. 
{CL.  t.  38, p.  199.) 

R,  O.  de  1 .°  setiembre  de  1846. 

Incomp.  de  ios  administradores  de  bienes  nacionales. 

(IIac.)  «.  ...S.  M . ha  tenido  á bien 

resolver que los  administradores  de 

bienes  nacionales  mientras  lo  sean,  están 
incapacitados  de  obtener  los  destinosde  Al- 
calde ó individuo  de  Ayuntamiento  y demás 
cargos  públicos  de  gobierno  ó administra- 
ción de  los  pueblos  como  comprendidos  en 
el  art.  22  de  la  ley  de  Ayuntamientos  de 
8 de  enero  de  11Mb.»  ( CL . t.  38, p.  246.) 

R.  O.  de  24  setiembre  de  1846. 

Avisos  á la  Guardia  civil. 

(Gob.)  «Aunque  por  el  art.  30  del  capí- 
tulo 3.“  del  reglamento  de  9 de  octubre 
de  1844  (1),  esta  obligada  la  Guardia  ci- 
vil á rondar  continuamente  en  los  caminos 
y puntos  que  ofrecen  habitual  mente  algu- 
na inseguridad,  conviene  que  los  Alcaldes 
cooperen  por  su  parte  á hacer  mas  eficaz 
la  acción  de  aquella  fuerza.  Con  este  lia 
ha  tenido  á bien  la  Reina  (Q.  D.  G.)  orde- 
narme decir  a Y.  S.,  como  de  su  Real  or- 
den lo  ejecuto,  que  prevenga  á los  Alcaldes 
den  aviso  siempre  que  les  sea  posible,  ai 
jefe  de  destacamento  de  la  Guardia  civil 
del  término  de  su  Ayuntamiento,  de  la 
aparición  en  él  de  cualquiera  persona  sos- 
pechosa, para  que  con  esta  noticia  pueda 
ser  observada  en  sus,  movimientos  y accio- 
nes.»—De  Real  órden,  etc.  Madrid  24  de  se- 
tiembre de  1846.  {CL.  t.  38, p.  384.) 

R.  O.  de  6 octubre  de  1846. 

Exclusiones  ¿el  cargo  de  coneeja  1, 

(Gob.)  aS  M.  la  Reina  se  ha  enterado 
de  la  exposición  del  Ayuntamiento  de  Je- 
rez de  la  Frontera  que  V.  S.  remitió  á este 
Ministerio  con  fecha  de  ¿9  de  agosto  último , 


(i)  Hoy  es  el  art.  26  del  reglamento  de (i)  2 

de  agosto  de  Í852.—Y,  Guardia  civil. 


solicitando  se  dicte  una  medida  capaz  de 
impedir  que  las  personas,  mas  acomodadas 
eludan  la  obligación  de  servir  cargos  con- 
cejiles. En  su  visla,  se  ha  servido  declarar 
S.  M.  que  el  que  sea  incluido  en  las  listas 
electorales  de  dos  ó mas  pueblos  por  tener 
en  ellos  casa  aL-ierta  y no  reclame  su  ex- 
clusión en  tiempo  oportuno,  desempéñe  el 
cargo  de  concejal  si  en  alguna  fuese  elegido 
y que  si  dos  ó mas  pueblos  le  eligiesen, 
opte  por  el  que  tenga  por  mas  convenien- 
te.»— De  R.  O.  etc/ Madrid  6 de  octuurc  de 
1846 .(CL.  t.  59,  p.  19.) 

R.  O.  de  23  octubre  de  1846. 

Conocimiento  de  excusas  y exenciones  para  el  cargo  de 
concejal. 

(Gob.)  «S.  M la  Reina  se  ha  servido 
declarar  que  corresponde  a los  jefes  políti- 
cos el  conocimiento  de  las  excusas  y exen- 
ciones que  se  aleguen  para  dejar  de  desem- 
peñar el  cargo  de  concejal,  aun  cuando  los 
reclamantes  reúnan  la  circunstancia  de  ha- 
ber sido  nombrados  por  la  Corona  Alcal- 
des ó tenientes.»— De  R.  O.  etc.  Madrid  23 
de  octubre  de  1846.  [CL.  t.  39,  p.  61). 

R.  D.  de  12  marzo  de  1847, 

Establece  reglas  para  el  exámen  y pago 
de  las  deudas  de  los  pueblos,  y se  hallan 
insertas  en  el  artículo  Acreedores  de  los 

AYUNTAMIENTOS. 

R . O.  de  15  mayo  de  1847. 

Certificaciones  de  conducta  de  confinados. 

(Gob.)  «En  atención  á qué  los  Ayunta- 
mientos carecen  de  los  datos  necesarios  pa- 
ra certificar  sobre  la  conducta  de  los  confi- 
nados anterior  al  delito  origen  de  la  con- 
dena, la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  re- 
levar á estos  cuerpos  de  la  obligación  de 
expedir  los  certificados  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 2.°  del  R,  D.  de  20  de  diciembre  Je 
1843,  debiendo  en  lo  sucesivo  facilitar  se- 
mejantes documentos  los  comisarios  de 
protección  y seguridad  pública  de.í  partido 
ó cuartel  en  que  los  confinados  hayan  te- 
nido su  vecindad. — De  R.  O.  etc.  Madrid  13 
de  mayo  de  1847 .»  [CL.  t.  41,  p.  39.) 

R.  O.  de  9 julio  de  1847. 

Renovación  de  Ayuntamientos. Total:  bienal. 

(Gob.)  « Se  ha  servido  S.  M.  dictar 

las  disposiciones  siguientes: 

i.*  En  toda  elección  inmediata  á la  re- 
novación total  de  un  Ayuntamiento,  que- 
dará sin  renovar  un  numero  de  concejales 
de  los  existentes  igual  á la  mitad  de  los 
que  debe  haber  en  el  año  siguiente  á la 
elección,  con  arreglo  al  vecindario  del  dis- 
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trito  municipal,  y se  elegirá  otro  número 
de  concejales  igual  al  que  quede  sin  re- 
novar. 

2.a  En  el  sorteo  de  que  habla  el  -art.  60  1 
de  la  ley  de  Ayuntamientos  entrarán  todos 
los  concejales  existentes,  inclusos  los  Al- . 
caldes  y los  tenientes  de  Alcalde. 

5.a  Para  los  electos  de  toda  renovación  1 
bienal  se  entenderá  que  todos  los  Ayunta- 
mientos se  instalaron  el  día  1."  de  enero 
del  uño  anterior  a la  elección,  y que  en  el 1 
mismo  dia  lomaron  posesión  todos  los  con- 
cejales existentes,  sea  la  que  quieta  la  fe- 
cha de  la  instalación  y de  la  torna  de  po- 
sesión. 

4. a  En  la  renovación  próxima  se  con- 
siderarán vacantes  las  plazas  de  concejales 
para  que  en  la  elección  anterior  fueron  ele- 
gidos oficiales  retirados  del  ejército  y ar- 
mada, y á quienes  no  se  les  ha  obligado  á 
desempeñar  sus  cargos,  én  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  la  R.  O.  circular  de  21  de  marzo 
de  1846. 

5. a  Si  en  la  próxima  renovación  fueren 
elegidos  algunos  oficiales  retirados  del  ejér- 
cito ó armada,  no  se  les  obligará  á desem- 
peñar el  cargo  siempre  que  aleguen  y prue- 
ben su  cualidad  Je  tales  oficiales  retirados 
ante  el  jefe  político  respectivo  en  el  térmi- 
no que  para  deducir  toda  clase  de  exen- 
ciones señala  la  ley;  esto  sin  perjuicio  de 
lo  que  acerca  de  los  aforados  de  Guerra  y 
Marina  se  resuelva  con  presencia  de  lo  con- 
sultado por  el  Consejo  Real. — De  órden  de 
S.  M.  etc.  Madrid  9 de  julio  de  1847.  [CL. 
t.  41,  p.  321.) 

■ R.  O.  de  9 julio  de  1847. 

Se  halla  inserta  en  Aforados. 

R.  O.  de  10  julio  de  á 847- 

Incompatibilidades  y exenciones. 

«Para  que  la  ejecución  de  la  ley  de  Ayun- 
tamientos sea  uniforme  en  todas  las  pro- 
vincias, ha  tenido  a bien  mandar  S.  M.  que 
se  circulen  las  siguientes  resoluciones  dic- 
tadas en  vista  de  varias  consultas  de  los 
jefes  políticos. 

1. a  Se  considerarán  empleados  públi- 
cos para  los  efectos  del  párrafo  2.°,  art.  22 
de  lia  ley  los  depositarios  de  los  gobiernos 
políticos,  tos  administradores  principales  de 
bienes  nacionales  y los  asesores.de  las  sub- 
delegado ues  de  rentas. 

2. '1  No  se  considerarán  comprendidos  en 
el  articulo  y párrafo  mencionados  los  re- 
partidores de  los  sumarios  de  cruzada  y co- 
gedores de  sus  limosnas. 

3. a  Están  incapacitados  para  ejercer  oil- 
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cios  municipales  los  consejeros  provincia- 
les supernumerarios. 

4. *,  Corresponde  á los  jefes  políticos  el 
conocimiento  de  todas  las  escusas  y exen- 
ciones que  se  aleguen  para  dejar  de  des- 
empeñar el  cargo  de  concejal,  aun  cuando 
los  reclamantes  reúnan  la  circunstancia  de 
haber  sido  nombrados  por  la  Corona  Alcal- 
des ó tenientes  de  Alcalde. 

5. a  La  exención  del  cargo  de  Alcalde  ó 
tenientes  no  lleva  envuelta  la  exención  de 
concejal.  • 

6. a  Siempre  que  un  concejal  adquiera 
una  incapacidad  que  le  inhabilite  para  con- 
tinuar desempeñando  el  cargo,  la  expondrá 
al  jefe  político  para  que  este  resuelva  lo 
conveniente,  no  dejando  de  pertenecer  ai 
Ayuntamiento  hasta  que  aquel  declare  la 
incapacidad. 

7. a  Podrán  eximirse  del  cargo  de  con- 
cejal los  que  cumplan  sesenta  años  antes 
del  día  en  que  el  Ayuntamiento  para  que 
fuesen  elegidos  se  instale,  con  tal  que  la 
exención  la  aleguen  en  el  término  que  la 
ley  señala  para  deducir  toda  clase  de  exen- 
ciones. 

8. a  Los  concejales  que  fuesen  nombra- 
dos diputados  á Cortes,  no  dejan  de  perte- 
necer al  Ayuntamiento  mientras  no  renun- 
cien el  cargo  de  concejales. — De  Real  ór- 
den etc.  Madrid  40  de  julio  de  4847.  ( CL . 
tomo  41,  p.  326.) 

R.  O.  de  22  agosto  de  4847. 

Uso  de  armas  los  Alcaldes. 

(Gob.)  «Enterada  Ja  Reina  (Q.  D.  G.) 
de  ío  manifestado  por  V.  E.  en  su  comuni- 
cación de  22  del  mes  último,  ha  tenido  á 
bien  resolver  que  los  Alcaldes,  como  agen- 
tes de  la  Administración  están  autorizados 

para  usar  armas  sin  licencia » — De  Reai 

órden  etc.  Madrid  22  de  agosto  de  1847. 
(CL.  t.  41,  p.  638  .) 

R.  O.  de  15  setiembre  de  4847. 

Renovación  de  Ayunt.  Vacantes.  . 

(Gob.)  «S.  M.  la  Reina  ha  tenido  á bien 
mandar  que  si  después  de  verificado  el  sor- 
teo para  designar  los  concejales  que  deben 
salir  en  la  renovación  inmediata  á la  total 
de  un  Ayuntamiento,  y antes  de  la  elección 
ocurriese  el  fallecimiento  de  algún  conce- 
jal de  los  que  por  la  suerte  hubiera  de  con- 
tinuaren el  bienio  siguiente,  ó dejase  de  per- 
tenecer á la  corporación  municipal  por 
cualquier  motivo,  se  aumenten  estas  vacan- 
tes al  número  de  los  designados  en  el  sor- 
teo.»—De  R.  O.  etc.  Madrid  45  de  setiem- 
bre de  IU47.  (CL.  t,  42,3).  120.) 


alcaldes  y ayuntamientos. 


R.  O.  de  23  setiembre  de  1847. 

Es  sobre  atribuciones  judiciales  de  los 
Alcaldes;"  Se  baila  en  Juzgados. 

R.  O.  de  29  noviembre  de  1847. 

(Gob.)  S.  M.  la  Reina  se  ha  servido  de- 
clarar que  los  que  son  Alcaldes  ó tenientes 
de  Alcalde  en  un  bienio  y les  corresponde 
continuar  de  simples  concejales  en  el  si- 
guiente, deben  ocupar  por  su  órden  en  el 
Ayuntamiento  los  primeros  lugares  entre 
los  regidores.»—  DeR  O.  etc.  Madrid  29  de 
noviembre  de  1847.  (CL.  t.  42,  p.  374.) 

R.  O.  de  28  abril  de  \ 843. 

.Sollos  para  autorizar  los  documentos. 

(Gob.)  Estrado. — Con  objeto  de  evitar 
«los  fraudes  á que  puede  dar  lugar  la  falla 
de  conocimiento  de  los  nombres  y firmas 
con  que  se  autorizan  los  documentos  ó cer- 
tificaciones que  como  justificantes  se  pre- 
sentan en  la  sección  de  Ajustes  para  el  abo- 
no de  haberes  á los  individuos  sueltos  de 
las  armas  del  ejército  que  no  pudiendo  in- 
corporarse á sus  cuerpos  pasan  revista  ante 

los  Alcaldes  de  los  pueblos «S.  M.  se 

ha  ábrvido  resolver  que  los  Ayuntamientos 
de  esa  provincia  que  carezcan  de  su  corres- 
pondiente sello,  se  provean  inmediatamen- 
te de  uno  especial,  como  gasto  obligatorio, 
procediendo  desde  luego  á sellar  los  docu- 
mentos militares  que  se  expresan.. » 

(< CL . t.  43,  p.  504.) 

jR.  O.  de  10  julio  de  1843. 

Traslaciones  simuladas  de  domicilio  • 

(Gob.)  Estrado. — Para  que  no  se  eva- 
da el  desempeño  de  cargos  concejiles  pre- 
textando traslaciones  de  domicilio  , en  su 
mayor  parte  ficticias  y abusivas,  dispone: 
«que  no  se  entienda  por  traslación  de  domi- 
cilio para  los  efectos  de  la  ley.  sino  aquella 
que  se  verifique  real  y efectivamente  por 
el  que  hace  cabeza  de  la  familia  con  la  ma- 
yor parte  de  esta,  y que  continúa  por  mas 
de  un  ano»  y si  antes  de  este  término  vuel- 
ve, debe  entenderse  acepta  el  cargo,  «que- 
dando relevado  el  que  en  su  lugar  fuese 
elegido,»  [CL.t.  44, p.  217.) 

R.  O.  de  22  setiembre  de  1849-, 

Sobre  los  sellos  do  estas  corporaciones. 

(Gob.)  Extracto. — Encarga  el  cumpli- 
miento de  la  R O.  de  28  de  abril  de  1848 
para  que  se  provean  los  Ayuntamientos  de 
sellos  para  autorizar  sus  documentos  y fija 
el  término  de  dos  meses  para  que  lo  verifi- 
quen. {CL.  t.  48, j).  53.) 


R.  O.  de  12  enero  de  1850. 

(Gob.)  « S.  M.  la  Reina  se  ha  ser- 

vido declarar  que  no  debe  entenderse  en-' 
causado  criminalmente  un  individuo  para 
los  efectos  de  la  ley  municipal,  mientras 
no  se  dicte  contra  él  auto  de  prisión.»  ( Bo- 
letín oficial  de  Logroño  del  27  enero  1850.) 

R.  O.  de  16  abril  de  1850. 

Ordena  que  con  arreglo  á la  disposición 
2.a  del  art.  22  de  la  ley  municipal  los  ad- 
ministradores de  loterías  deben  considerar- 
se inhabilitados  para  el  cargo  de  Alcaldes 
y concejales.  [CL.  t.  49,  p.  734.) 

R.  O.  de  16  octubre  de  1850. 

Honores  en  solemnidades  religiosas. 

«Conformándose  S.  M la  Reina  con  el 
díctámen  evacuado  por  el  Consejo  Rea!,  y 
teniendo  presente  la  Real  cédula  de  15  de 
junio  de  1795,  así  como  también  que  el  je- 
fe civil  del  distrito  de  las  Palmas,  en  el  dia 
Alcalde-corregidor,  era  la  autoridad  supe- 
rior del  mismo,  y como  tal  el  representan- 
te de  la  Real  Patrona,  ha  tenido  á bien 
: mandar  que  cuando  este  funcionario  con- 
curra a las  solemnidades  religiosas,  presi- 
diendo al  Ayunlarmenlo,  salga  á recibirle 
y á despedirle  á ia  puerta  de  la  Iglesia  ca- 
tedral eh cabildo  eclesiástico  con  asperso- 
rio, incienso,  y paz,  dándole  además  asien- 
to en  los  bancos  de  terciopelo  sin  otra  es- 
cupirían que  la  de  hallarse  presente  el  Go- 
bernador de  la  povincia,  en  cuyo  caso  de- 
berán hacerse  á este  las  distinciones  cita- 
das. Al  mismo  tiempo  es' la  voluntad  de  Su 
Magestud  que  en  lo  sucesivo  procure  el  ca- 
bildo eclesiástico  guardar  la  mejor  armo- 
nía con  la  autoridad  civil,  á fin  de  evitar 
desagradables  d’sensiones  , cuyo  resultado 
inmediato  es  rebajar  el  prestigio  que  todos 
deben  conservar,  ahora  mas  que  nunca  ne- 
cesario.»— De  Real  órden  etc»  Madrid  16  de 
octubre  de  1850,  Sr.  Obispo  de  Canaria. 
[CL.  t,  51,  p.  195.) 

R.  O.  de  21  enero  de  1851. 

Honores  en  solemnidades  religiosas. 

(Grac.  y Just.)  «He  dado  cuenta  á 
S.  M.  del  expediente  instruido  con  motivo 
de  la  consulta  elevada  por  "ese  cabildo  en  29 
de  marzo  de  1848  acerca  de  si  el  jefe  civil 
de  esa  ciudad  habían  de  tributarse  los  mis- 
mos honores  que  antes  á los  corregidores 
de  ella  según  esta  autoridad  pretendía,  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  tomando  en  considera- 
ción que  dichos  honores  se  prestaban  á los 
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expresados  funcionarios  romo  representan- 
tes que  eran  en  su  época  del  Gobierno,  ó sea 
del  poder  publico,  y que  esta  misma  repre- 
sentación tienen  hoy  los  Alcaldes-corregi- 
dores, oídas  las  secciones  de  Gracia  y Jus- 
ticia y Gobernación  del  Consejo  Real,  y de 
acuerdo  con  su  parecer,  se  ha  servido  re- 
solver que  á los  Alcaldes- corregidores  de 
esa  ciudad  con  Real  nombramiento  de- 
ben prestarse  hoy  por  ese  cabildo  los  mis- 
mos honores  que  en  su  tiempo  se  tributa- 
ban .1  los  suprimidos  corregidores.» — De 
Real  orden  etc.  Madrid  21  de  enero  de 
1351.  Sr.  Gobernador  eclesiástico  de  Gua- 
dix.  (CL.  t.  52,  p.  108.) 

R D.  de  14  abril  de  1852. 

Dependencia  etc.  del  Ayuntamiento  de  Madrid. 

(Gob.)  «Conformándome  con  lo  propues- 
to por  el  Ministro  de  la  Gobernación,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  vengo 
en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1."  Él  Alcalde-corregidor  de 
Madrid  se  entenderá  en  lo  sucesivo  directa- 
mente con  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
sin  perjuicio *de  que  este  oiga  al  Goberna- 
dor de  la  provincia,  en  los  casos  lo  croa  con-  . 
veniente,  en  todo  lo  relativo  á la  policía 
urbana  y demas  asuntos  que  correspondan 
á la  Administración  municipal. 

Art.  2.u  El  Ayuntamiento  de  Madrid 
dependerá  directa  e inmediatamente  del 
mismo  Ministerio  en  lo  concerniente  á pre- 
supuestos y cuentas  municipales. 

Art.  3.°  En  consecuencia  de  los  artícu- 
los anteriores,  el  Alcalde-corregidor  de  Ma- 
drid comunicará  al  Ministerio  de  ¡a  Gober- 
nación para  mi  Real  aprobación,  sin  Ja  cual  ■ 
no  podrán  llevarse  á efecto  los  acuerdos  que  | 
con  arreglo  al  art.  81  de  la  ley  de  8 de,  ene- 
ro de  1845  adopte  el  Ayuntamiento  sobre 
los  objetos  siguientes: 

Primero.  Sobre  la.formacion  de  las  or- 
denanzas municipales  y reglamentos  de  po- 
licía urbana  y rural. 

Segundo.  Sobre  las  obras  de  utilidad 
pública  que  se  costeen  de  los  fondos  muni- 


Sétimo.  Sobre  ia  enajenación  de  bienes 
muebles  é inmuebles  y sus  adquisiciones', 
redención  de  censos,  préstamos  y.  transac- 
ciones de  cualquier  especie  que  tuviera  que 
hacer  e!  común. 

_ Octavo.  Sobre  conceder  socorros  ó pen- 
siones individuales  a los  empleados  munici- 
pales en  recompensa  de  sus  buenos  servi- 
cios, igualmente  que  á sus  viudas  y huér- 
fanos. 

Art.  4.°  Será  igualmente  atribución  del 
Alcalde-corregidor  de  Madrid  remitir  al 
Ministerio  de  la  Gobernación  para  mi  Real 
aprobación: 

Primero.  El  presupuesto  municipal  dis- 
cutido y votado  por  el  Ayuntamiento,  en  los 
plazos  y época  que  señala  mt  R.  D.  de  31  de 
enero  de  1849. 

Segundo.  Las  adiciones  que  haya  nece- 
sidad de  hacer  al  mismo  durante  el  trascur- 
so del  año. 

Tercero.  El  presupuesto  adiciona!  que 
debe  formarse  anualmente  en  lodo  el  mes 
de  enero  para  enlazar  los  resultados  de  la 
contabilidad  del  año  precedente  con  la  del 
sucesivo. 

Cuarto.  Los  proyectos  de  obras  nuevas 
ó reparos  de  consideración  en  las  antiguas, 
y los  planos  que  en  su  caso  fuere  necesario 
acompañar  á dichos  proyectos. 

Quinto.  Los  pliegos  de  condiciones,  con 
arreglo  á los  cuales  haya  de  subastarse  cual- 
quiera clase  da  obras  y servicios  municipa- 
les, y los  expedientes  originales  de  las  su- 
bastas de  unas  y otros. 

Sesto.  Las  cuentas  de  Administración 
del  mismo  Alcalde-corregidor  y las  de  cau- 
dales del  depositario  del  Ayuntamiento,  en 
la  forma  y época  que  fija  mi  R.  D.  de  25  de 
marzo  de  este  año. 

Art.  5."  En  todos  los  rlemáslasuntosjjno 
mencionados  en  los  artículos  anteriores,  el 
alcalde-corregidor  y el  Ayuntamiento  de 
Madrid  continuarán  entendiéndose  con  el 
Gobernador  de  la  provincia,  bajo  su  inme- 
diata dependencia.»  Dado  en  Palacio  á 14 
de  abril  de  1852.  {CL.  t.  55, p.  «21.) 


cipa  les. 

Tercero.  Subre  las  mejoras  materiales 
de  que  sea  susceptible  la  población  . 

Cuarto.  Sobre  formación  y alineación 
de  lascadles,  pasadizos  y plazas. 

Quinto.  Sobre  los  arrendamientos  de  j 
fincas,  arbitrios  y otros  bienes  del  común,  j 

Seslo.  Sóbrela  supresión,  reforma,  sus- 
titución y creación  de  arbitrios,  recargos  ó 
derechos  municipales,  y modo  de  recau- 
darlos. 

Tomo  l. 


R.  O.  de  12  junio  de  1852. 

Asistencia  de  los  mayores  contribuyentes  á las  se- 
siones. 

'(Gob)  «Remitida  á informe  déla  sec- 
ción de  Gobernación  de!  Consejo  Real  la 
consulta  promovida  por  el  Alcalde  de  Gijon 
sobre  los  medios  hábiles  de  completar  el 
número  de  mayores  contribuyentes»  cuan- 
do la  ley  exige  su  concurso  en  el  Ayunta- 
miento , que  V.  E.  dirigió  á este  Ministerio 
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en  10  de  setiembre  del  año  próximo  pasa-  1 
do  la  ha  devuelto  exponiendo  io  siguiente: 
í -.«.Kn  cumplimiento  de  la  it.  O.  de  17  de 
noviembre  del  año  último,  esta  sección  ha 
examinado  la  consulta  elevada  a instancia 
del  Alcalde  de  Gijon,  provincia  de  Oviedo, 
sobre  los  medios  hábiles  de  completar  el 
número  de  mayores  contribuyentes,  cuan- 
do la  ley  exige  su  concurso  y cooperación 
con  el  Ayuntamiento. 

Dice  el  Alcalde,  que  no  habiendo  habido 
conformidad  entre  el  Ayuntamiento  y la 
empresa  del  ferro-carril  acerca  de  la  cesión 
de  calles  y apertura  de  otras  nuevas  dentro 
de  la  población,  la  municipalidad  acordó,  á 
petición  de  alguno  de  sus  individuos  , que 
el  Ayuntamiento,  asociado  á los  mayores 
contribuyentes,  se  ocupase  del  asunto,  con 
el  fin  de  procurar  un  convenio  aceptable 
para  ambas  partes.  Para  este  fin  los  con  zo- 
co por  dos  veces;  y en  la  primera,  de  -18 
concejales  y 1 8 contribuyentes,  conmine- 
ron  ■12  de  ios  primeros  y S de  los  segundos, 
y en  la  segunda,  de  19  del  Ayuntamiento  y 
otros  tantos  contribuyentes  citados,  solo 
asistieron  13  do  la  municipalidad  y 7 de  los 
últimos,  En  este  estado,  y teniendo  el 
Ayuntamiento  presente  lo  determinado  en 
los  artículos  100  y 1 05  de  la  tey  municipal, 
acordó  consultar  al  Gobernador  sobre  los 
medios  de  que  se  hubia  de  valer  el  Alcalde 
para  hacer  qae  concurran  á lo  menos  la  mi- 
tad mas  uno  de  los  mayores  contribuyen- 
tes convocados  en  igual  número  que  el  de 
individuos  del  Ayuntamiento;  y si  exigién- 
doles su  conformidad  en  asistir,  caso  que 
expresen  que  no  lo  harán,  se  ha  de  citar  en 
su  sustitución  á los  que  les  sigan  en  el  or- 
den de  mayoría. 

La  sección  en  su  vista: 

Considerando  que  tratándose  de  apertura 
de  nuevas  calles  y de  enajenación  o cesión 
de  otras,  que  disfruta  el  público,  deben 
asociarse  al  Ayuntamiento  ios  mayores 
contribuyentes  como  cuando  se  trata  de  fin- 
cas de  propios,  pues  si  el  interesado  debe 
conceptuarse  al  pueblo  en  la  conservación 
de  aquellas  cuyos  productos  están  destina- 
dos á cubrir  las  atenciones  municipales;  con 
mayor  razón  debe  suponerse  lo  esté  en  las 
destinadas  á servidumbres  públicas. 

Considerando,  queeslando  mandudo^  por 
el  art.  103  de  la  ley  municipal,  que  asistan 
á estas  deliberaciones  un  numero  igual  de 
mayores  contribuyentes  al  de  concejales, 
esta  asistencia  debe  estimarse  obligatoria, 
y el  Alcalde  en  el  caso  de  hacer  que  la  ley 
tenga  cumplimiento. 

Considerando  que  si  por  ausencia,  enfer- 


medad ú otra  justa  causa,  á juicio  del  mis- 
ino Alcalde,  alguno  ó algunos  de  los  cita- 
dos mayores  contribuyentes  no  pudiese 
asistir,  parece  consiguiente  le  sustituya 
aquel  ó aquellos  que  por  órden  de  mayor 
cuota  aparecen  como  mayores  contribuyen- 
tes, puesto  que  siendo  este  concurso  perso- 
nal, no  puede  delegarse,  ni  la  misma  ley 
permite  sea  menor  el  número  de  mayores 
contribuyentes  at  de  concejales. 

Opina  que  el  Alcalde  de  tíijon  debe  ha- 
cer deliberar  con  el  Ayuntamiento,  en  el 
caso  que  consulta,  un  número  igual  de  ma- 
yores contribuyentes  al  de  concejales,  obli- 
gándoles á ello  por  los  medios  que  la  ley  le 
conliere:  y dado  caso  que  alguno  de  los 
mayores  contribuyentes  por  ausencia,  en- 
fermedad ú otra  justa  causa,  a juicio  del 
mismo  Alcalde,  no  pueua  acudir,  que  le 
reemplace  aquel  que  siga  en  mayor  cuota 
de  contribución. 

Y habiéndose  conformado  S.  M.  con  el 
preinserto  dictamen,  lo  traslado  á Y,  E.  pa- 
ra los  efectos  correspondientes.  Dios  guar- 
de á Y.  E.  muchos  años.  Madrid  12  de  ju- 
nio de.  1832.  ( GL . t.  56.  p.  104.) 

7?.  O.  de  14  junio  de  1052. 

Se  declara  que  los  fiscales  y escribanos 
de  rentas  son  empleados  públicos  para  los 
efectos  del  párrafo  2.“  del  art.  22  de  la  ley 
municipal. 

R.  O.  de  17  noviembre  de  1852. 

Extranjeros,  Cargos  municipales. 

(Estado.)  Fijando  los  derechos , obliga- 
ciones y condición  civil  de  los  extranjeros 
domiciliados  y transeúntes,  dispone  en  su 
art.  27  que  «tampoco  podrán  los  extranje- 
ros ejercer  los  derechos,  municipales  en  las 
elecciones  para  los  Ayuntamientos,  ni  ob- 
tener cargos  municipales,  ni  empleo  en  las 
diversas  carreras  del  Estado,  sino  renun- 
cian expresamente  por  sí  y por  sus  lujos  la 
exención  del  servicio  militar,  y á.  toda  pro- 
tección extraña  en  lo  relalívo  al  servicio 
de  sus  cargos.»  {GL.  t.  57 , p-  435j. — Véase 
Extranjeros. 

R.  D de  IG  febrero  de  1853. 

Por  este  Real  decreto  se  creó  una  comi- 
sión coa  el  encargo  de  revisar  las  leyes  or- 
gánicas de  Gobiernos  de  provincia,  Diputa- 
ciones, Consejos  provinciales  y Ayuntamien- 
tos, así  como  todas  bs  demás  leyes  y decre- 
tos que  tengan  relación  con  ellas,  para  pro- 
poner las  mejoras  y reformas  de  que  sean 
susceptibles  dejando  á la  autoridad  admi- 
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nislrativa  mas  expedito  y desembarazado  su 
ejercicio  que  lo  está  por  el  sistema  planteado 
en  1845.  \CL.  t.  58,  p.  177.) 

/?,  O.  del  noviembre  de  1853. 

Escribanos.  Incompatibilidad. 

(Gob.)  o S.  M.  ha  tenido  á bien  de- 

clarar incompatibles  no  solo  el  cargo  de  Al- 
calde, sino  el  de  concejales,  con  el  desempe- 
ño de  las  escribanías  titulares  y de  juzgado; 
y que  por  lo  tanto  están  comprendidos  los 
escribanos  de  número  en  el  caso  2.°,  art.  22 
de  la  ley  municipal  vigente.»'  [CL.  t.  60,  pá- 
gina 360.) 

R.  O . de  9 diciembre  de  i 853. 

Sobre  lo  mismo  que  la  anterior. 

(Gob.)  «En  vista  de  la  comunicación  de 
Y.  S.  de  22  de  noviembre  ultimo  en  que  con- 
sulta acerca  de  la  verdadera  inteligencia  de 
la  R.  O.  de  7 del  mismo,  sobre  la  incompa- 
tibilidad entre  los  cargos  de  concejal  y es- 
cribano de  número,  la  Reina  (Q,  1).  G.ise 
ba  servido  resolver  se.  diga  á V . S.,  como  de 
su  Real  orden,  comunicada  por  el  $r.  Minis- 
tro de  la  Gobernación  lo  ejecuto,  que  según 
la  letra  y espíritu  de  dicha  Real  orden  los 
individuos  á quienes  comprende  deben  cesar 
desde  luego  en  el  ejercicio  de  sus  cargos 
concejales.»  Dios  etc.  Madrid  9 diciembre  de 
1853.  (Bol.  of.  de  Valladolid  ) 

R.  O.  de  7 agosto  de  1854. 

Se  restableció  la  ley  de  3 de  febrero  de 
1283,  mandando  que  los  Ayuntamientos  etc. 
se  arreglarán  á ella  eu  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones. 

Ley  de  5 julio  de  1 856. 

Es  la  ley  sobre  organización  y atribucio- 
nes de  los  Ayuntamientos  aprobada  por  las 
Cortes  Constituyentes  en  24  de  junio  y san- 
cionada por  S.  iVI.  en  o de  julio. 

Esta  ley  quedó  sin  efecto  por  un  Real  de- 
creto de  1 6 de  octubre  de  1836,  que  resta- 
bleció en  to  la  su  fuerza  y vigor  las  leyes 
sobre  organización  y atribuciones  de  los 
Ayuntamientos,  Diputaciones  y Consejos 
provinciales. 

R.  O.  de  20  noviembre  de  1857. 

Se  halla  en  Aforados. 

R.  O.  de  20  febrero  de  1858. 

Policía  de  las  carreteras. 

(Gob.)  Siendo  repetidas  las  quejas  pro- 
ducidas por  la  falta  de  cumplimiento  á lo 
dispuesto  en  la  ordenanza  para  conserva- 
ción y policía  de  las  carreteras , aprobada 
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por  Real  órden  de  14  de]seliembre  de  1842; 
y eontribuyendo  á ello,  en  gran  parte,  la 
indiferencia  ó debilidad  de  las  autoridades 
locales  á quienes  se  dirigen  las  denuncias, 
las  cuales,  por  regla  genera!,  no  castigan  ni 
protegen,  como  es  de  su  deber,  á los  em- 
pleados de  carreteras,  resultando  por  este 
concepto  graves  perjuicios  al  servicio  pú- 
blico; la  Reina  (Q.  D,  G.)  ha  tenido  á bien 
disponer,  que  con  el  mayor  celo  é interés 
recuerde  V.  E.  á los  Alcaldes  de  las  pobla- 
ciones situadas  en  las  carreteras  ó sus  inme- 
diaciones, la  responsabilidad  que  pesa  so- 
bre aquellas  autoridades,  y e!  deber  que 
tienen  de  cooperar  con  los  encargados  de 
la  conservación  de  las’vias  públicas,  á ha- 
cer cumplir  lo  que  en  la  citada  ordenanza 
se  previene  y corregir  los  abusos  que  se 
deploran, — Lo  que  de  Real  órden  etc.  Ma- 
drid 20  de  febrero  de  1858. — {Rol.  of.  de 
Madrid , núm.  1321.) 

R.  O.  de  16  abril  de  1860. 

Partes  á la  Guardia  civil. 

(Gob.)  «Por  Rs.  Ords  de  24  de  setiem- 
bre de  1846  y 4 de  junio  de  1852  se  dispu- 
so que  las  autoridades  locales  diesen  aviso 
á la  Guardia  civil  de  la  aparición  de  per- 
sonas sospechosas  y de  los  delitos  que  se 
cometieran  en  sus  respectivos  términos  ju- 
risdiccionales con  expresión  de  las  señas  de 
los  delincuentes  y de  los  demás  datos  ne- 
cesarios para  su  captura.  Constando,  sin 
embargo,  en  este  Ministerio  que  algunos 
Alcaldes  omiten  el  facilitar  dichas  noticias 
ó no  lo  hacen  tan  pronto  corno  debieran, 
por  cuya  razón  no  se  verifica  muchas  ve- 
; ces  la  aprehensión  de  los  criminales,  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á bien  mandar 
1 recuerde  Y-  S.  á los  Alcaldes  de  los  pueblos 
de  esa  provincia  el  exacto  y puntual  cum- 
plimiento del  deber  que  les  imponen  las 
mencionadas  reales  órdenes;  advirtiéndoles 
que  los  avisos  de  que  se  trata  han  de  darlos 
al  puesto  mas  inmediato  de  la  Guardia  civil 
y con  la  brevedad  posible. — De  real  órden 
lo  digo  á Y S.  para  los  efectos  correspon- 
dientes.» [Bol.  of,  de  Ciudad-Real  de  30  de 
abril.) 

R,  O.  de  30  setiembre  de  1861. 

Declara  que  el  cargo  de  concejal  es  incompatible  con 
el  de  Secretario  y otros  retribuidos. 

(Gob.)  «La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha  ente 
radu  de  la  comunicación  de  Y.  S.  de  21  de 
junio  próximo  pasado  consultando  si  á 
D.  Tomás  Alvarez , Regidor  Sindico  del 
Ayuntamiento  de  Garballino,  se  le  puede 
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admitir  como  aspirante  á la  secretaría  va- 
cante de  dicha  corporación;  y vista  la  in- 
compatibilidad que  existe  entre  e!  cargo  de 
concejal  y cualquier  otro  retribuido  de  fon- 
dos municipales;  considerando  que  no  pue- 
de haber  opción  entre  ambas  clases  de  car- 
gos por  cuanto  que  el  de  concejal  no  es 
renunciabie  por  ser  obligatorio  á tenor  de 
lo  presento  en  el  art.  6 0 de  la  ley  munici- 
pal vigente;  considerando  que  no  hay  pa- 
ridad entre  el  caso  presente  y e!  que  V S. 
cjta,  de  individuos  que  perteneciendo  á una 
corporación  municipal  son  agraciados  con 
destinos  públicos  por  el  Gobierno  ele  Su 
Majestad;  considerando  por  último,  que  po- 
dría conducir  a la  ilegalidad  la  influencia 
natural  de  que  goza  todo  individuo  de 
Ayuntamiento  bi  se  reconociese  en  ellos  la 
posibilidad  do  ser  nombrados  para  cargos 
retribuidos  por  la  misma  corporación  á que 
pertenecen,  S.  M.  ha  tenido  á bien  resolver 
negativamente  la  Consulta  mencionada. — 
.De  real  orden  etc.  Madrid  30  de  setiembre 
de  1881. — Posada  Herrera.  (Gao  2 marzo  ) 

R.  O.  de  lf  marzo  de  4862. 

Arcas  de  caudales.  • 

(Gob.)  «Al  Gobernador  de  la  provincia 
de  Salamanca  se  comunica  con  esta  fecha  la 
orden  siguiente:— «He  dado  cuenta  á la  Rei- 
na (Q.  D.G.)  de  la  comunicación  que  V.  S. 
ha  dirigido  á.  este  Ministerio  con  fecha  de 
19  de  enero  último,  dando  conocimiento  de 
las  prevenciones  que  con  sujeción  á las  ins- 
trucciones legislativas  vigentes  sobre  la  Ad- 
ministración municipal , se  había  visto  en 
la  necesidad  de  circular  á los  A juntamien- 
tos de  esa  provincia  en  vista  del  olvido  que 
lia bia  notado  en  su  observancia,  siendo  una 
de  ellas  la  de  prescribir  que  ninguna  muni- 
cipal dad  prescindiese  de  tener  un  arca  de 
caudales  con  tres  llaves  distintas,  distribui- 
das entre  los  funcionarios  responsables  de 
los  fondos:  el  Alcalde,  el  secretario  como 


tenido  á bien  aprobarla , 'mandando  que  se 
haga  extensiva  á todas  las  provincias  del 
Remo  » (Boletín  oficial  de  Ciudad-Real  de 
26  de  marzo  ) 

La  ley  *£  a,  lít.  2.°  lib.  7.°  de  la  No- 
vísima Recopilación,  dispuso  hubiese  en 
los  pueblos  arcas  de  tros  llaves  para  con- 
servar los  privilegios  y escrituras.  Para 
ia  conservación  de  fondos  de  propios  no 
, se  hallan  terminantemente  prescritas  en 
nuestra  legislación,  pero  no  obstante,  se 
dictó  la  Real  órden  que  queda  inserta. 

R,  D.  de  17  octubre  de  1863. 

Este  decreto  por  el  que  se  dictan  dispo- 
siciones descentralizando  la  acción  admi- 
nistrativa del  ‘ Hibierno,  se  halla  inserto  en 
Gobierno  de  las  provincias. 

R.  O.  de  26  febrero  de  1803. 

Declarando  que  los  concejales  no  pueden  ser  nombra- 
das  .secretarios  del  municipio  en  que  desempeñan  su 
car;;0. 

(Gob,)  Enterada  la  Reina  Q.  D.  G.)  do 
las  comunicaciones  de  V.  S de  20  de  junio 
del  año  próximo  pasado  y 23  de  enero  úl- 
timo, consultando  si  puede  ser  nombrado 
secretario  de  un  Ayuntamiento  un  regidor 
del  mismo;  y vista  la  R.  O de  30  de  setiem- 
bre de  '1861,  comunicada  al  Gobernador  do 
la  provincia  de  Orense,  dictada  íl  conse- 
cuencia de  un  expediente  igual  al  de  que  se 
trata,  la  cual  se  funda  eu  la  incompatibili- 
dad que  existe  entre  el  cargo  de  concejal  y 
cualquier  otro  retribuido  de  fondos  muni- 
cipales; en  que  no  es  posible  la  opcion  por 
uno  ú otro,  puerto  que  e!  de  concejal  no  es 
renunciabie;  y en  que  el  reconocer  la  posi- 
bilidad de  que  los  concejales  fuesen  nom- 
brados para  cargos  retribuidos  por  el  Ayun- 
tamiento conducirla  á la  ilegalidad,  aten- 
dida la  influencia  natural  que  seria  dable 
ejercer,  S.  M.  ha  tenido  á bien  resolver  se 
anule  el  nombramiento  de  secretario  de 


intpr  üflnfnii  xr  n»  < ■ • /*  i ttlJUIC  UUUmicllGlCll  tu  U<5  OaUlUiaiiv 

doT S Í.«S  manifestan-  A „lam¡enl0  de  Hnerla,  origen  de  la  eon- 

dLoliri  J «¡ Z 1 r 1C  a lle  «?  4 fllC5a  sulla  de  V.  S. , y que  se  publique  la  citada 

S M 'éTe’d W e \ r \dL*PJ>bm0\Íe  B.  O.  de  110  de  setiembre' de  1*4,  para  que 

¿¿"¿torta  , , a2t„  l P"e  r ■*  *>  regla  general  en  io  sucesivo.-De 

uuiigdioiia,  va  que,  si  bien  se  deduce  lógi-  ,>  , . , s „ , ■ , a.  f0urB.n  aP 

camente  de  la  obligación  periódica  de  ve-  ^ ¿ d b 

ribcur  los  arqueos  impuesta  por  la  regla  l osada  Hencra. 

+.  de  la  instrucción  de  2ü  de  noviembre  de  R.  O.  de  28  diciembre  d&  1863. 

no  se  encuentra  termin, intérnente 

prescrita  en  la  indicada  legislación;  y S.  M.  bobre  partes  Je  defunción  do  militares, 

considerando  muy  acertada  y oportuna  la  (Gob.)  «Por  el  Ministerio  de  la  Guerra 
xpresacla  prevención  de  Y.  S.álos  Ayun-  se  comunica  á este  de  mi  cargo  en  27  del 
auiientos,  por  cuanto  en  algunos  pueblos  mes  ultimo  la  Real  órden  siguiente: 

i e™ailcia  una  garantía  mas  de  C-.m  viniendo  ai  mejor  servicio  de  S.  «• 
&e$uri(Wa  de  los  fondos  municipales , ha  que  ios  jefes  de  los  batallones  prpoinoi*»* 
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tengan  puntual  noticia  del  fallecimiento  de 
jos  individuos  de  tropa  pertenecientes  á los 
de  su  mando,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  disponer  manifiesle'á  V.  E.  la  pre- 
cisa necesidad  de  que  por  el  Ministerio  de 
su  digno  cargo  se  ordene  á los  Alcaldes  ó 
autoridades  civiles  de  los  pueblos  y demas 
localidades  notifiquen  inmediatamente  al 
Gobernador  militar  de  la  provincia  á que 
correspondan  siempre  que  ocurra  el  falle- 
cimiento de  alguno  de  los  expresados  indi- 
viduos residentes  en  el  vecindario  de  su  ju- 
risdicción, para  que  oportunamente  llegue 
á conocimiento  de  los  jefes  respectivos.— 
De  Real  órden  etc.  Madrid  28  de  diciembre 
de  1863. — Vaarnonde. — Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de. . . , - . » 

i?.  D.  de  22  julio  de  1806. 

Reposición  de  Ayuntamientos.  Alcaldes  etc. 

(Gob.)  Por  este  decrelo  se  declararon 
repuestos  todos  los  Alcaldes,  Tenientes, 
Concejales  y Secretarios  de  Ayuntamiento 
separados  ó suspensos  de  sus  cargos  desde 
1.°  de  julio  de  1865,  si  para  su  separación 
ó suspensión  no  se  formó  expediente  en 
que  se  acreditarán  de  un  modo  cumplido 
los  motivos,  ó si  los  expedientes  , en  su 
caso,  no  pasaron  á los  tribunales  de  justicia 
para  los  procedimientos  á que  hubiere  ha- 
bido lugar.  (CL.t.  96,  p.  loO.) 

/?.  D.  de  21  octubre  de  1866. 

Reforma  do  la  ley  municipal. 

(Gob)  «De  conformidad  con  lo  que  me 
ha  propuesto  el  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros, vengo  en  decretar  lo  siguipnte: 

«Se  reforman  ¡as  leyes  sobre  organiza- 
ción y atribuciones  de  los  Ayuntamientos  y 
sobre  gobierno  y administración  de  las  pro- 
vincias en  los  términos  que  expresan  los 
adjuntos  proyectos  de  ley  , los  cuales  re- 
girán como  leyes  del  reino  basta  obtener  la 
aprobación  de  las  Córtes,  á las  que  serán 
presentados  en  la  próxima  legislatura.— Da- 
do en  Palacio  á 21  de  octubre  de  1866.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Mi- 
nistro de  la  Gobernación , Luis  González 
Bravo. 

Proyectos  de  ley. 

Reformando  la  leioslaidoQ  vidente  sobre  organiza- 
ción y atribuciones  á<?  los  Ayuntamientos. 

Artículo  1.°  Los  arts.  1».°  tit.  I;  10  tí- 
tulo II;  20  lit.  III  cap.  2."  ; 70,  71  y 72  li- 
tulo  V;  quedarán  reformados  del  modo  si- 
guiente: \Es  como  aparecen  en  su  lugar  en 
la  ley  que  insertamos  á continuación,) 


Art.  2.°  Se  adiciona  el  tit.  V con  los 
dos  artículos  siguientes.  (Son  ¿os  arts.  73 
y 74  tales  como  aparecen  en  su  lugar  en  la 

ley-) 

Art.  3,°  Los  arts.  93  y 104  tit.  Vil  que 
por  la  adición  de  otros  dos  al  tít.  V serán 
los  95  y 106,  se  reforman  en  los  términos 
siguientes:  (Es  como  aparecen  en  su  lugar 
en  la  ley.) 

Art.  4.°  Es  hoy  el  art.  116  de  la  ley. 

Art.  5 o.  Al  hacer  la  edición  oficial  de 
la  ley  de  Ayuntamientos  de  que  trata  el  ar- 
tículo precedente  se  sustituirá  el  título  de 
Jefes  políticos  ron  e!  tle  Gobernadores  civi- 
les que  ahora  llevan  las  autoridades  supe- 
riores de  las  provincias.  Madrid  21  de  oc- 
tubre de  1866 — Luis  González  Bravo. 

Otro  R.  D.  de  igual  fecha. 

Por  otro  R.  D.  de  21  de  octubre  se  dispu- 
so que  fuese  total  la  renovación  de  los  con- 
cejales, y que  por  tanto  se  eligieran  , como 
se  hizo,  todos  los  individuos  correspon- 
dientes á cada  Ayuntamiento. 

ñ,  O.  de  22  octubre  de  1866. 

(Gob.)  «Reformada  por  Rea!  decreto  de 
ayer  la  ley  de  organización  y atribuciones 
de  los  Ayuntamientos  la  Reina  (Q,  D.  G.) 
se  lia  dignado  mandar  que  se  entiendan 
asimismo  reformados  en  el  reglamento  para 
la  ejecución  de  dicha  ley,  los  artículos  101 , 
■102,  103,  104  y 105  del  capítulo  10,  los 
cuales  se  entenderán  en  lo  sucesivo  del  mo- 
do siguiente.  (Es  corno  aparecen  ya  en  su 
lugar:) 

He  aquí  ahora  la  ley  de  Ayuntamien- 
tos y el  reglamento  para  su  ejecución, 
que  tornarnos  textualmente  de  la  nueva 
edición  oficial,  en  que  se  han  tenido  pre- 
sentes las  reformas  de  que  hablan  el  Real 
decreto  de  ‘21  de  octubre,  de  1866  y la 
Rea!  órden  del  22. 

Hubiera  sido  de  desear  que  la  nueva 
edición  se  hallase  arreglada  á las  dispo- 
siciones dictadas  sobre  presupuestos  y 
contabilidad  desde  1845  hasta  el  dia, 
pues  parece  anómalo  que  llevando  la  ley 
y el  reglamento  las  fechas  de  21  y 22  do 
octubre  de  1866,  no  se  hayan  tenido 
e.n  cuenta  las  alteraciones  introducidas 
en  tan  importante  ramo,  durante  mas 
de  veinte  años,  y haya  que  prescindir 
de  la  letra  de  algunas  dispcsiciones  del 
reglamento, siquiera  sean  deforma  ó de 
trámite,  para  amoldarlas  á lo  que  rige 
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npnR  económicos  ó sobre  los  perío- 
dos* de  discusión,  aprobación  y ejerció 
cios  de  los  presupuestos  y cuentas,  etc. 
Por  eso,  pues,  hacemos  por  notas  algunas 
breves  indicaciones  que  bastan  á nues- 
tro objeto,  toda  vez  que  en  su  lugar  res- 
pectivo (en  Presupuestos  y cuentas  muni- 
cipales) se  hallará  tratada  esta  materia. 

LEY  de  organización  y atribuciones  de  los 
Ayuntamientos,  sancionada  por  S.  M.  en 
8 de  enero  de  1845;  con  las  reformas  man- 
dadas observar  por  R.  D.  de  21  de  octu- 
bre de  1866. 

TITULO  PRIMERO. 

DE  LA  ORGANIZACION  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 

Artículo  l.°  En  todos  los  pueblos  que 
con.  arreglo  á esta  ley  deban  tener  una  Ad- 
ministración municipal  serparaila  habrá  un 
Alcalde  y un  Ayuntamiento. 

Art.  2.°  £1  Alcalde  preside  el  Ayunta- 
miento. 

Art.  3.°  Los  Ayuntamientos  se  compon- 
drán del  número  de  concejales  que  les  cor- 
responda, con  arreglo  ála  escala  siguiente: 
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En  los  pueblos,  distritos  ó con- 

cejos  que  no  pasen  de  50  ve- 

cinos.  

>> 

3 

4 

En  los  de  51  á 200, 

i 

4 

6 

En  los  de  201  á 400., ....... 

i 

6 

8 

En  los  de  40 1 á 600 

2 

9 

12 

En  los  de  6Ü1  á 1,000 , 

0 

11 

14 

En  los  de  1,001  á 2,500,. . . . 

2 

13 

16 

En  los  de  2,501  á 5,000 

3 

16 

20 

En  los  de  5,001  á 10.000. . . . 

4 

19 

24 

En  los  de  10,001  á 15,000. . 

4 

25 

30 

En  los  de  15,001  á 20,000. . 

5 

29 

36 

En  los  de  20,001  arriba 

6 

31 

38 

En  Madrid 

10 

37 

48 

Art.  4.°  Para  desempeñar 

el  cargo 

de 

procurador  síndico  en  todos  los 

casos  en  que 

las  leyes  exijan  su  intervención,  nombrará 
el  Ayuntamiento  uno  de  los  regidores  en  la 
primera  sesión  de  cada  año.  (82  al  84  R.  )(«)• 


(a)  Para  quo  al  primer  golpe  de  vista  pue- 
dan  saberse  los  artículos  del  reglamento  que 
se  refieren  ó concuerdan  con  los  de  la  ley, 
ponemos  en  los  de  esta  las  citas  ó referencias. 
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Art.  5.°  Cuando  el  distrito  de  un  Ayun- 
tamiento se  componga  de  varias  parroquias, 
feligresías  ó poblaciones  apartadas  entre  si* 
se  nombrará  un  Alcalde  pedáneo  para  cada 
una  de  ellas,  escepto  el  caso  de  que  en  la 
misma  resida  alguno  de  los  tenientes.  (86  R.) 

Art.  6.°  Los  cargos  de  Alcalde,  Teniente 
de  Alcalde  y Regidor  son  gratuitos,  lionorí- 
licos  y obligatorios.  Los  de  Alcalde  y Te- 
niente duraran  dos  años : el  de  concejal 
cuatro. 

Art.  7.°  Todos  los  concejales  se  renova- 
rán por  mitad  cada  dos  años:  los  que  dejen 
de  ser  Alcaldes  ó Tenientes  continuarán  per- 
teneciendo al  Ayuntamiento  si  no  hubieren 
cumplido  los  cuatro  años  de  concojal. 

'Art.  8.°  El  que  baya  sido  Alcalde  ó Te- 
niente un  bienio  puede  ser  nombrado  por  el 
Gobierno  ó sus  delegados  para  el  inmediato; 
trascundo  este  plazo,  no  podrá  volver  á ob- 
tener dicho  nombramiento  hasta  después  de 
dos  años  por  lo  menos. 

Los  demás  individuos  de  Ayuntamiento 
podrán  ser  reelegidos;  pero  en  tal  caso  ten- 
drán la  facultad  de  aceptar  ó no  el  cargo,  (a) 

TTIULO  II. 

DEL  NOMBRAMIENTO  DE  ALCALDE  Y TENIENTES 
' DE  ALCALDE. 

Art.  9.°  Los  Alcaldes  y Tenientes  de  Al- 
caide serán  nombrados  por  el  Rey  en  todas 
las  capitales  de  provincia  y en  las  cabezas 
de  partido  judicial  cuya  población  llegue  á 
2,000  vecinos.  (43  R . ) 

En  los  demás  pueblos  los  nombrará  el  Go- 
bernador civil  por  delegación  del  Rey.  (41  R.) 

En  ambos  casos  se  hará  el  nombramiento 
entre  los  concejales  elegidos  por  los  pueblos. 

'Art.  10.  El  Rey,  sin  embargo  podránom- 
brar  en  las  poblaciones  donde  lo  conceptúe 
conveniente  un  Alcalde-Corregidor  en  lugar 
del  ordinario. 

El  sueldo  del  Alcalde-Corregidor  .se  inclui- 
rá en  el  presupuesto  municipal  |5) 

Art.  11.  Los  Alcaldes  pedáneos  serán 
nombrados  por  los  Gobernadores  de  provin- 
cia, á propuesta  del  Alcalde  del  distrito,  de 


expresando  el  número  d^l  artículo  y la  letra 
R.  que  quiere  decir,  véase  tai  articulo  (el  que 
sea)  del  Reglamento. 

(а)  Todos  los  artículos  que  han  sido  refor- 
mados por  c!  R D de  21  de  octubre  de  1860, 
ván  indicados  con  un  asterisco. 

(б)  Antes  , decía  asf  este  artículo.  «El  Al- 
calde y todos  los  individuos  de  Ayuntamien- 
to podrán  ser  reelegidos;  pero  en  este  caso, 
tendrán  la  facultad  de  aceptar  ó no  el  caigo.» 
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entre  los  electores  de  la  respectiva  población, 
parroquia  o feligresía.  (86  al  90  R.) 

TITULO  III. 

DE  LA  ELECCION  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 

Art.  12.  Los  Ayuntamientos  serán  elegi- 
dos por  los  vecinos  «le  los  pueblos  que,  con 
arreglo  á las  disposiciones  que  siguen,  se  ha- 
llen incluidos  en  las  listas  de  electores. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  los  electores. 

Art.  13.  Son  electores  todos  los  vecinos 
del  pueblo,  ó concejo  ó término  municipal 
que  paguen  mayores'  cuotas  de  contribución 
hasta  el  número  de  individuos  que  determina 
la  escala  siguiente: 

En  los  pueblos  que  no  pasen  de  60  Aceri- 
nos, todos  serán  electores,-  á escepcion  de 
los  pobres  de  sol.  nulidad. 

En  los  que  no  pasen  de  1.000  habrá  60 
electores,  mas  la  décima  parte  del  numero 
de  vecinos  que  excedan  de  f 0 

En  los  que  no  pasen  de  5.000  habrá  1 51 
electores  (máximo  de!  caso  anterior),  mas  la 
undécima  parte  de  los  vecinos  que  excedan 
de  1.000. 

En  los  que  no  pasen  de  20.000  habrá  517 
electores  'máximo  del  caso  anterior),  masía 
duodécima  parte  del  número  de  los  vecinos 
que  excedan  de  5.000. 

En  los  que  pasen  de  20.000  habrá  1.767 
electores  (máximo  del  caso  anterior),  mas  la 
décimatercia  parte  del  número  de  vecinos  que 
excedan  de  20  000. 

Se  consideran  como  vecinos,  para  los  efec- 
tos de  esta  ley,  lodos  los  que  siendo  cabezas 
de  familia  con  casa  abierta,  tengan  además 
un  año  y un  día  de  residencia,  ó hayan  obte- 
nido vecindad  con  arreglo  á las  leyes  (o). 

Art.  14.  También  serán  incluidos  en  las 
listas  lodos  los  que  contribuyan  con  cuota 
igual  á la  mas  baja  que  en  cada  pueblo  se 
deba  pagar  para  ser  elector  con  arreglo  á la 
anterior  escala.  (9.°  R.) 

Art.  15.  Para  estimar  la  cuota,  se  acu- 
mularán las  que  paguen  los  contribuyentes, 
dentro  y fuera  del  pueblo,  por  contribución 
general  directa,  y los  repartimientos  vccina- 


(o)  Véase  en  vecindad  la  R.  O.  de  £0  ele  agos- 
to de  1849  reproducida  por  otra  de  30  de  igual 
mes  de  1853:  Sobre  simulaciones  de  traslacio- 
nes de  domicilio  para  evadir  el  desempeño  du 
cargos  concejales,  véanse  las  R.  O.  de  6 de  oc- 
tubre de  1846  y 10  julio  de  1848. 


les  que  satisfagan  para  cubrirri  presupuesto 
ordinario  municipal  ó provincial.  (lOR.) 

Art.  1 6.  En  los  pueblos  donde  no  hubie- 
re contribuciones  directas  ni  repartimientos 
vecinales,  se  llenará  el  número  de  electores 
con  los  vecinos  mas  pudientes.  (23  y 29  R.) 

Art.  17.  Para  computar  la  contribución, 

. ó la  renta  en  su  caso  , se  reputarán  bienes 
propios: 

1 0 Respecto  de  los  maridos  los  de  sus 
mujeres  mientras  subsista  la  sociedad  con- 
yugal. 

2. °  Respecto  de  los  padres  los  de  sus  hi- 
jos mientras  sean  legítimos  administradores 
de  ellos. 

3. ü  Respecto  de  los  hijos  los  suyos  pro- 
pios de  que  por  cualquier  concepto  sean  sus 
madres  usufructuarias. 

Art.  lí!.  Tendrán  también  derecho  á ve- 
tar, siendo  mayores  de  veinte  y cinco  años 
(7.°  R.)  y vecinos  del  pueblo  ó término  mu- 
nicipal : 

t.”  Los  individuos  de  las  Academias  Es- 
pañola, de  la  de  Historia  y de  San  Fer- 
nando. 

2. °  Los  doctores  y licenciados. 

3. °  Los  individuos  de  los  cabildos  ecle- 
siásticos, los  curas  párrocos  y sus  tenientes. 

4. °  Los  magistrados  , jueces  de  primera 
instancia  y promotores  fiscales. 

5 ° Los  empleados  activos,  cesantes  ó 
jubilados  cuyo  sueldo  llegue  á 10,000  reales 
anuales. 

6. a  Los  oficiales  retirados  del  ejército  y 
armada. 

7. a  Los  abogados  con  dos  años  de  estu- 
dio abierto 

8 ° Los  médicos,  cirujanos  y farmacéu- 
cos  con  dos  años  de  cjccicio. 

9 0 Los  arquitectos,  pintores  y esculto- 
res con  título  de  académicos  en  alguna  de 
las  Academias  de  Nobles  Arles. 

10.  Los  profesores  ó maestros  en  cual- 
quier establecimiento  de  enseñanza  costeado 
de  fondos  públicos. 

Los  individuos  comprendidos  en  estas  cla- 
ses que  paguen  la  cuota  prescrita  á los  ma- 
yores contribuyentes,  serán  contados  en  el 
número  de  estos , y votarán  en  calidad  de 
tales. 

Art.  19.  No  podrán  ser  electores: 

j.°  Los  que  al  tiempo  de  las  elecciones.  ■ 
se  hallen  procesados  criminalmente  (o). 

2.a  Los  que  por  sentencia  judicial,  hayan 
sufrido  penas  corporales,  aflictivas  d infáma- 


la) Con  auto  de  prisión  según  la  Real  ó r- 
den  insería  de  12  de  enero  de  1850, 
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lorias , y no  hubieren  obtenido  rchabilita- 

Los  que  se  hallen  bajo  la  interdic- 
ción judicial  por  incapacidad  tísica  tí  inoral. 

4.0  Los  que  estuviesen  fallidos  ó en  sus- 
pensión de  pagos,  tí  con  sus  bienes  interve- 
nidos. 

5.°  Los  que  se  hallen  apremiados  como 
deudores  á la  Hacienda  pública  tí  á los  fondos 
comunes  de  los  pueblos  en  calidad  de  segun- 
dos contribuyentes. 

f>.°  Los  que  en  virtud  de  sentencia  judi- 
cial se  bailen  bajo  la  vigilancia  de  las  auto-  ’ 
r id  ades. 

CAPITULO  II. 

De  los  elegibles. 

'Art.  20.  En  los  pueblos  que  no  pasen  de 
00  vecinos,  todos  los  electores  son  elegibles. 

En  los  pueblos  que  no  pasen  de  1.0 00  ve- 
cinos serán  elegibles  las  dos  terceras  parles 
de  los  electores  contribuyentes,  contándose 
de  mayor  á menor,  mas  todos  los  que  paguen 
cuota  igual  á la  del  último  de  dichas  dos  ter- 
ceras partes,  no  debiendo  sin  embargo  bajar 
nunca  de  GO. 

En  los  pueblos  de  1 Oftl  á 5 000  vecinos, 
serán  elegibles  una  tercera  parte  de  los  elec- 
tores contribuyentes  contándose  igualmente 
de  mayor  á menor  , mas  todos  los  que  paguen 
cuota  igual  á la  del  último  de  dicha  tercera 
parte,  no  debiendo  sin  embargo  bajar  nunca 
de  1 02,  máximo  del  caso  anterior. 

En  los  de  5.001  á 20.000  vecinos,  serán  ' 
elegibles  la  cuarta  parte  de  los  electores  con-  ' 
Iribuyentcs,  contándose  asimismo  de  mayor  ■ 
á menor,  mas  todos  los  que  paguen  cuota 
igual  á la  del  último  de  dicha  cuarta  parle, 
no  debiendo  sin  embargo  bajar  nunca  de  i i 2, 
máximo  del  caso  anterior. 

En  los  que  excedan  de  20.000  vecinos,  se- 
rán elegibles  la  quinta  parte  de  los  electores 
contribuyentes,  contándose  siempre  de  ma- 
yor á menor,  mas  todos  los  que  paguen  cuo- 
ta igual  á la  del  último  de  dicha  quinta  par- 
teno  debiendo  bajar  nunca  de  441,  máximo 
de  i caso  anterior. 

Art,  21.  En  los  pueblos  nue  pasen  de  60 
vecinos  se  requiero  como  cualidad  precisa 
para  ser  Alcalde  y Teniente  la  de  saber  leer 
y escribir.  Sin  embargo,  el  Gobernador  civil 
podrá  dispensar  esta  circunstancia  donde  lo 
creyere  necesario  (42  R.) 

Art,  22.  fto  pueden  ser  Alcaldes  ni  indi- 
viduos de  Aj'untamineto  (a). 


(a)  Sobre  incapacidades  adquiridas  con  pns- 
tenomiar]  á la  elección,  veas?  la  R.  O-  de  10 
de  julio  de  1847,  disp.  6.» 


1. ”  Los  ordenados  in  sacri s. 

2. °  Los  empleados  públicos  en  activo  ser- 
vicio (a). 

3 Los  que  perciban  sueldo  de  los  fondos 
municipales  tí  provinciales. 

4.°  Los  diputados  provinciales  por  el 
tiempo  que  obtengan  estos  cargos. 

í>.°  Los  arrendatarios  de  los  propios',  .ar- 
bitrios y abastos  de  los  pueblos,  y sus  fia- 
dores. 

Art.  23.  Podrán  escusarsc  de  servir  los 
mismos  oficios : 

Lu  Los  mayores  de  sesenta  anos  y los  fí- 
sicamente impedidos  (b). 

2 0 Los  diputados  á Cortes  y diputados  de 
provincia  hasta  un  año  después  de  haber  ce- 
sado en  sus  cargos  (c). 

Art.  24.  Cuando  un  Ayuntamiento  sea 
disuelto,  no  podrán  ser  nombrados  en  la  pri- 
mera elección,  ni  en  la  ordinaria  general  in- 
mediata, los  individuos  que  le  hubieren  com- 
puesto. 


CAPITULO  IU. 

De  las  listas  de  electoras. 

Al  t,  25.  Para  la  primera  elección  que  se 
vcriíique  después  de  publicada  esta  ley,  los 
Alcaldes,  asociados  á dosjmncej^lgs  y dos. 


uiay ou^S-nonti’ ibuyjmtjm  (4 , n y 5.“  R.)  desig- 
nados por  el  Ayuntamiento,  formaránJasiíir 
í as  de  electores  y elegibles,  con  sujeción  á 
los  datos  estadísticos  de  contribuciones  y 
repartimientos  que  podrán  reclamar  de  las 
oficinas  de  Hacienda.  ¿8.°  R.) 

Art.  2 (i.  Estas  listas,  una  vez  formadas, 
serán  permanentes  y servirán  pava  todas  las 
elecciones  sucesivas  con  las  oportunas  rec- 
tificaciones que  harán  igualmente  el  Alcalde 
y sus  asociados.  (3.UR.) 

Art.  27.  En  la  rectificación  se jvxchiirá  á 
los  que  hubieren  fallecido  o mudado  de  ve- 
cindad ; pero  á los  que  por -cualquier"  otro 
concepto  se  creyere  que  han  perdido  el  de- 
recho electoral,  no  se  les  borrará  sino  des- 
nues  de  ser  citados  v oidos,  si  se  presentasen 
á impugnar  la  eselusion  (6."  R.) 

Art  28.  Las  listas  rectificadas,  firmadas 
por  el  Alcalde  y sus  asociados,  se  expondrán 


U 

A 

$ 

c 

3 


l 

5 

t 

c 


c 

|V 


(a)  Quienes  son  considerados  empleados 
públicos  para  los  efectos  deesle  artículo,  véa- 
se en  la  R.  0.  de  4 de  febrero  de  1846  y dis- 
posición 2.a  de  la  de  25  de  marzo  del  mismo 
año. 

(b)  Véanse  la  R.  O.  de  10  da  julio  de  1847 
y la  disp.  6.a  de  Ja  R.  O.  de  25  de  marzo  de 
1846. 

le)  Consúltese  la  R,  O.  de  10  de  julio  de 
1847: 
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al  público  todos  los  años  en  truc  correspon- 
da hacer  elección  general,  desde  el  día  lo 
de  agosto  hasta  el  3 i inclusive.  Durante  este 
tiempo  se  liarán  las  oportunas  reclama  cienes 
por  omisión  ó inclusión  wdebidás*1(Wd  elec- 
tor inscrito  en  las  listas,  está  facultado  para 
hacer  estas  reclamaciones,  y el  que  omitido 
¡se  presumiese  elector,  podrá  pedir  su  per- 
sonal inclusión  (13,  14  y 15  R.) 

Art.  20.  Las  reclamaciunes  se  dirigirán 
al  Alcalde,  que  oyendo  á los  asociados  , las 
decidirá  bajo  su  responsabilidad.  ¡ 1 5 y 16  R.) 

Art.  00.  El  día  10  de  setiembre  se  ex- 
pondrán, otra  vez  al  público  las  listas  con 
las  nuevas  rectificaciones  que  el  Alcaide  hu- 
biere hecho,  para  que  lleguen  á conocimien- 
to délos  interesados.  (17  R ) 

Art.  31.  Los  que  no  se  conformaren  con 
la  decisión  del  Alcalde,  podrán  acudir  antes 
del  20  de  setiembre  al  Gobernador  civil  quien 
decidirá  definitivamente  y sin  ulterior  recur- 
so basta  el  15  de  octubre,  oyendo  al  Consejo 
provincial.  (18,  1 0 y 26.) 

Art.  32.  El  Gobernador  civil  comunicará 
antes  del  25  de  octubriTsus  resoluciones  al 
Alcalde  que,  con  arreglcT  á elbfsT  publicaba 
las  listas  ya  definitivamente  rectificadas.  Es- 
tas listas  servirán  para  la  nueva  elección  ge- 
neral y para  todas  las  parciales  que  ocurran 
durante  los  dos  años  siguientes.  21  al  23  R.) 

Art.  33.  En  los  casos  en  que,  con  arre- 
glo al  art’,  4 6 sea  preciso  hacer  las  lisias  con 
los  mas  pudientes,  se  seguirán  los  mismos 
trámites  señalados  en  los  artículos  ante- 
riores. 


Árl.  34  Solo  los  comprendidos  en  la  lis- 
ta general  de  electores,  después  de  rectifica- 
da, podrán  votar  para  los  cargos  municipa- 
les Los  no  comprendidos  no  volarán  , aun 
cuando  tengan  los  requisitos  necesarios  para 
ser  electores. 


Art.  37.  El  día  28  de  octubre*  á mas 
tardar,  anunciará  al  público  el  Alcalde  la 
designación  de  distritos  y el  sitio  y hora 
en  que  las  juntas  electorales  habrán  de  ce- 
lebrarse. 

Art.  58.  En  los  pueblos  que  no  tengan  ■ 
mas  de  un  distrito  electoral,  los  electores 
nombrarán  á todos  los  individuos  del  Ayun- 
tamiento. 

En  los  pueblos  que  tengan  mas  de  un 
distrito,  Jos  electores  solo  nombrarán  el  nú- 
Vnero  de  concejales  que  corresponda  al  su- 
yo. Este  número  será  igual  en  todos,  escep- 
lo  cuando  el  de  concejales  no  se  pueda  di- 
vidir exactamente  por  el  de  distritos:  en 
este  caso  nombraran  un  concejal  mas  los 
distritos  que  designe  la  suerte.  (34  y 32  R.) 

Al  t.  39.  Se  procederá  á la  elección  ge- 
neral de  Ayuntamientos  en  todos  los  pue- 
blos de  la  Península  é islas  adyacentes  el  día 
1.°  de  noviembre,  cada  dos  años  (33  R.) 

Art.  40.  El  Alcalde,  y donde  hubiere 
mas  de  un  distrito  electoral,  los  Tenientes 
ó regidores,  por  su  órden,  presidirán  el 
acto  de  la  elección. 

Art.  41.  Para  la  constitución  de  la  me- 
sa se  asociarán  al  concejal  que  presida  dos 
electores  nombrados  por  el  mismo  de  en- 
tre los  presentes 

Los  electores  que  concurran  en  el  primer 
dia  y primera  hora  de  votación,  entregarán 
al  presidente  una  papeleta,  que  podrán  lle- 
var escrita  ó escribir  en  el  acto,  en  la  cual 
se  designarán  dos  electores  para  secretarios 
escrutadores.  El  presidente  depositara  la 
papeleta  en  la  urna  á presencia  del  elector. 
Concluida  esta  votación,  se  verificará  el  es- 
crutinio, y quedarán  nombrados  secreta- 
rios escrutadores  los  cuatro  electores,  que 
hallándose  presentes  ai  tiempo  del  escru- 
tinio, hayan  reunido  á su  favor  mayor  nú- 
mero de  votos.  Estos  secretarios,  con  el  Ai- 


CAPITULO  IV.  < 

De  las  juntas  electorales. 

Art.  35.  En  los  pueblos  donde  no  cor-  ; 
responda  nombrar  Teniente  de  Alcalde,  ó 
se  nombre  solamente  uno  , habrá  un  solo 
distrito  electoral. 

Art.  36.  En  los  pueblos  donde  corres- 
pondan dos  ó mas  Tenientes,  habrá  tantos 
distritos  electorales  cuantos  sean  aquellos. 
El  Alcalde  hará  la  división  oyendo  al  Ayun- 
tamiento y procurando  que  el  distri  o mas 
numeroso  no  exceda  al  menor  en  50  electo- 
res. La  división  de  distritos  asi  hecha,  ser- 
virá para  todas  las  elecciones  que  se  verifi- 
quen, y no  se  podra  variar  sm  urden  del 
Gobernador  civil.  (30  R.) 


calde,  Teniente  ó regidor  presidente,  cons- 
tituirán definitivamente  la  mesa. 

Si  por  resultado  del  escrutinio  no  saliese 
el  número  suficiente  de  secretarios  escruta- 
dores, el  presidente  y los  elegidos  nombra- 
rán de  entre  los  electores  presentes  los  que 
falten  para  completar  la  mesa. 

En  caso  de  empate  decidirá  la  suerte. 
(34  R ) 

Arl.  42.  Constituida  la  mesa,  empezará 
la  votación,  que  durará  tres  dias,  á rio  ser 
que  antes  hubiesen  dado  su  voto  todos  los 
electores  del  distrito.  La  votación  será  se- 
creta. E¡  presidente  entregara  una  papeleta 
rubricada  a!  elector;  este  escribirá  en  ella 
dentro  del  local  y a la  vista  de  la  mesa  , 6 
hará  escribir  por  otro  elector,  los  nombres 
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de  los  candidatos;  y el  presidente  introdu- 
cirá la  papeleta  en  la  urna  delante  del  mis- 
mo elector,  cuyo  nombre  y vecindad  se 
anotarán  en  una  lista  numerada. 

Art.  43.  Las  operaciones  electorales 
empezaran  á las  nueve  de  la  mañana  y ter- 
minarán á las  dos  de  la  tarde. 

Art.  í4.  Luego  que  se  concluya  la  vo- 
tación de  cada  día,  el  presidente  y los  se- 
cretarios harán  el  escrutinio  de  los  votos, 
leyendo  en  alta  voz  las  papeletas,  confron- 
tando el  número  de  ellas  con  e!  de  ios  vo- 
tantes anotados  en  las  listas,  y eslendíendo 
del  resultado  el  acta  correspondiente. 

En  todo  el  escrutinio  leerá  el  presidente 
en  alta  voz  las  papeletas,  y del  contenido 
de  ellas  se  cerciorarán  los  secretarios  es- 
crutadores. 

Art.  45.  Cuando  las  papeletas  conten- 
gan mas  nombres  que  los  precisos,  serán 
nulos  ios  votos  dados  á los  últimos,  so- 
brantes; pero  valdrán  los  de  las  papeletas 
que  contengan  menos  nombres  que  los  pre- 
cisos. 

Art.  46.  Terminado  el  escrutinio,  y 
anunciado  el  resultado  á los  electores,  se 
quemarán  ¿presencia  del  público  todas  las 
papeletas. 

Art.  47.  Antes  de  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  dia  siguiente,  se  fijará  en  la  parte 
esterior  del  edificio  donde  se  celebre  la 
elección,  la  lista  nominal  de  lodos  los  elec- 
tores que  hayan  concurrido  á votar  el  dia 
anterior,  y el  resumen  de  los  votos  que  ca- 
da uno  hubiere  obtenido. 

Art  48.  Al  día  siguiente  de  haberse 
acabado  la  votación,  yá  la  hora  de  las  diez 
de  la  mañana,  los  presidentes  y secretarios 
escrutadores  se  presentarán  ante  el  Ayun- 
tamiento pleno  del  pueblo;  y cada  mesa, 
por  su  órden,  hara  el  escrutinio  general  de 
los  votos  de  su  distrito,  y extenderá  y fir- 
mará el  acta  del  resultado,  expresando  el 
número  total  de  electores  que  hubiere  en 
dicho  distrito,  el  número  de  los  que  han 
tomado  parte  en  la  elección  y el  de  votos 
que  cada  candidato  haya  obtenido. 

Art.  49.  Así  en  las  votaciones  diarias, 
corno  en  el  escrutinio  general,  el  presiden- 
te y secretarios  escrutadores  resolverán  á 
pluralidad  de  votos  cuantas  dudas  y recla- 
maciones se  presenten;  pero  no  tendrán  fa- 
cultad para  anular  votos,  consignando  úni- 
camente, en  el  acta  su  opinión  y las  reso- 
luciones que  hubieren  tomado. 

Art.  50.  El  acta  original  se  depositará 
en  el  archivo  del  Ayuntamiento,  y una  co- 
pia certificada  de  ella  se  pasará  al  Alcalde. 


CAPITULO  V. 

Del  examen  y aprobación  de  las  elecciones. 

Art.  51.  Quedarán  elegidos  por  cada 
distrito  para  concejales  los  candidatos  que 
hubieren  obtenido  mayoría  relativa  de  vo- 
tos (44  y 45.  R ) (o). 

Art.  52.  La  lista  de  los  elegidosje  ex- 
pondrá at  público  por  el  Alcalde  desde  el  1 
10  de  noviembre  hasta  el  15  inclusive.  Du-  ■ 
rante  este  plazo  se  presentarán  á la  misma  J 
Autoridad  las  reclamaciones  y escusas  que 
se  intentaren  {3üTUT^ 

Art.  53.  El  Alcalde  remitirá  el  dia  16 
de  noviembre  al  Gobernador  civil  las  actas 
de  las  elecciones,  con  una  lista  de  los  elegí- 
dos,  y otra  de  los  concejales  correspon- 
dientes á la  mitad  que  no  se  renueva.  Re- 
mitirá asimismo  los  expedientes  relativos  á 
las  reclamaciones  y escusas  que  se  hubieren 
presentado.  (37  y 38  R.) 

Art.  54.  El  Gobernador  civil,  oyendoal 
Consejo  provincial,  decidirá  sobre  lu  vali- 
dez de  las  actas:  si  hubiere  nulidad,  dará 
inmediatamente  órden  para  que  se  subsane, 
repitiéndosela  elección  en  el  todo  ó en  la 
parteen  que  la  nulidad  estuviese. 

Del  propio  modo  resolverá  el  Gobernad 
dor  civil  todas  las  reclamaciones  y escusas.  / 
(39,  40  y 44  R.)  y 

Art.  55.  Cuando  las  elecciones  estén  ar- 
regladas á la  ley  se  procederá  al  nombra- 
miento de  Alcalde  y Tenientes,  conforme  al 
art.  9 °,  pudiéndose  hacer  indistintamente 
dicho  nombramiento  entre  los  nuevos  con- 
cejales y los  que  continúen  siéndolo. 

Art,  56.  El  nuevo  Alcalde,  los  Tenientes 
y Regidores  se  presentarán  á tomar  posesión 
de  sus  cargos  el  dia  l.°  de  enero  prévio 
aviso  de!  Alcalde  saliente,  y prestarán  el 
debido  juramento  a!  Rey,  á la  Constitución 
y á las  leyes;  no  teniéndose  este  acto  por\ 
las  reclamaciones  que  tuvieren  hechas  los 
nombrados.  (46  al  49  R.) 

Art.  57.  Si  por  cualquiera  causa  no  es- 
tuviese nombrado  el  nuevo  Ayuntamiento 
para  e!  dia  l.°  de  enero,  continuarár-el  an- 
tiguo hasta  que  aquel  pueda  instalarse. 

Art.  58.  Las  vacantes  de  Alcalde  y Te- 
nientes de  Alcalde  s_e  proveerán  por  el  mis- 
mo método  del  art.  9.°  (51  R.) 

Las  vacantes  temporales  del  Alcalde  las 
suplirán  los  Tenientes  por  su  órden;  las  de 


(a)  Consúltese  la  R.  O.  de  46  de  enero  de 
4846  y la  de  2o  de  marzo  de  dicho  año. 

( b ) Yéase  la  R,  0.  de  26  de  noviembre  de 

4857. 
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estos,  los  Regidores  por  el  suyo  hasta  reso- 
lución del  Gobernador  civil.  (52  R.) 

Art.  59.  Las  vacantes  de  Regidores  no  se 
reemplazarán  sino  cuando  falte  mas  de  la 
tercera  parte  de  los  que  deba  tener  el  Ayun- 
tamiento. En  este  caso  se  procederá  á ¿lec- 
ción parcial,  nombrando  cada  distrito  el 
reemplazo  del  Concejal  ó Concejales  que  le 
correspondan.  (53  R.) 

Art.  60.  El  órden  numérico  de.  los  re- 
gidores se  decidirá  por  la  suerte.  Del  pro- 
pio modo  se  determinarán  los  Concejales 
que  deban  salir  en  la  renovación  de  la  pri- 
mera mitad  siempre  que  haya  elección  ge- 
neral de  todo  un  Ayuntamiento.  (54,  60 
y 61  R.)  (a), 

TITULO  IV. 

DE  LAS  SESIONES  DE  LOS  AYUNTAMIENTOS. 

Art.  61.  Podrán  celebrarlos  Ayunta- 
mientos dos  sesiones  ordinarias  cada  sema- 
na para  el  despacho  de  los  negocios  propios 
de  sus  atribuciones,  y el  Alcalde  convocará 
á sesión  extraordinaria  cuando  lo  creyere 
oportuno;  pero  en  este  caso  no  podrá  tra- 
tarse de  otros  asuntos  que  de  los  expre- 
sados en  la  cédula  de  convocatoria.  (5ÍÍ 
y 59  R.) 

Art.  62.  No  podrá  reunirse  el  Ayunta- 
miento sino  bajo  la  presidencia  del  Gober- 
nador civil,  del  Alcalde  ó del  que  légal- 
mente  le  sustituya.  Toda  reunión  que  ca- 
rezca de  este  requisito  será  ilegal,  y nulo 
cuanto  se  acordare  en  ella.  (60  y 69  R.) 

Art.  63.  Ningún  individuo  de!  Ayunta- 
miento dejará  de  asistir  á las  sesiones  sino 
por  enfermedad  ú otro  impedimento  legí- 
timo de  que  dará  cuenta  al  Alcalde.  Tam- 
poco podrá  , sin  previo  conocimiento  del 
mismo,  ausentarse  del  pueblo  por  mas  de 
odio  dias.  El  Alcalde,  siempre  que  se  au- 
sente, lo  avisará  al  que  deba  suplirle,  y 
dará  parte  al  Gobernador  civil,  quien  por 
justas  causas  podrá  concederle  la  licencia 
que  juzgue  oportuna.  (66  y 67  R.) 

Art.  6í.  No  se  considerará  legítimamen- 
te reunido  €^¡  Ayuntamiento,  ni  serán  váli- 
dos sus  acuerdos,  á no  estar  presente  la 
mitad  mas  uno  de  los  individuos  que  le 
componen.  Sin  embargo,  si  intimados  para 
asistir  á sesión  los  concejales,  se  negase  u 
hacerlo  la  mayoría,  los  que  concurran  po- 
dran despachar  los  negocios  ordinarios  mas 


(o)  Consúltese  sobro  este  artículo  la  R.  O. 
de  Ó de  julio  de  1847  y la  de  15  de  setiem- 
bre del  mismo  año. 
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urgentes;  y si  no  concurriese  ninguno,  e 
Alcalde  resolverá  por  sí,  dando  en  ambos 
casos  parte  al  Gobernador  civil  para  la  de- 
terminación á que  hubiere  lugar.  (68  R.) 

Art.  65.  Los  Ayuntamientos  celebrarán 
á puerta  cerrada  sus  sesiones,  escepto  aque- 
l las  en  que  traten  de  los  alistamientos  y 
sorteos  para  el  servicio  militar. 

Art,  66.  Los  acuerdos  se  harán  á plu- 
ralidad absoluta  de  votos.  En  el  acta  se  in- 
sertará  el  voto  de  los  que  hayan  disentido 
de  la  mayoría  si  así  lo  solicitasen  (70  R.)  (o). 

Art.  67.  El  Gobernador  civil  puede,  en 
caso  de  falta  grave,  suspender  á un  Ayun- 
tamiento, al  Alcalde,  ó á cualquiera  de  los 
Concejales,  dando  en  seguida  cuenta  al  Go- 
bierno. (62,  63  y 64  R.) 

Art.  66,  El  Gobierno,  mediando  causas 
graves,  puede  destituir  á un  Alcalde,  Te- 
niente ó Regidor,  y disolver  un  Ayunta- 
miento, pasando  en  seguida,  si  lo  creyese 
necesario,  noticia  de  los  hechos  al  tribunal 
competente  para  que  proceda  con  arreglo  á 
derecho  en  la  averiguación  y castigo  de  ios 
culpados.  (65  RJ 

Art.  69.  En  caso  de  disolución  de  un 
Ayuntamiento,  se  convocará  a nueva  elec- 
ción para  su  reemplazo  dentro  del  término 
de  tres  meses:  en  el  entretanto,  el  Gobier- 
no podrá  llamar  para  componer  el  Ayun- 
tamiento interino  á los  Concejales  de  los 
años  anteriores,  ó nombrar  Concejales  de 
entre  los  vecinos  inscritos  en  la  lista  de  ios 
elegibles.  (65  R j 

TITULO  V. 

DE  LOS  AYUNTAMIENTOS  ACTUALES. 

"Art.  70.  Se  conservarán  todos  los  Ayun- 
tamientos que  hoy  existen  en  poblaciones 
de  mas  de  200  vecinos  con  arreglo  á Ja  or- 
ganización y disposiciones  de  la  ley  (b). 

"Art.  71.  El  Gobierno  adoptará  las  me- 
didas convenientes  á fin  de  en  el  plazo  de 
dos  años,  á contar  desde  la  publicación  de 
la  presente  ley , queden  suprimidos  los 
Ayuntamientos  en  todos  los  distritos  mu- 
nicipales que  no  lleguen  a 200  vecinos,  re- 
uniendo dos  ó mas  de  los  que  se  encuen- 


(«)  Sobre  empates  véase  la  R.  O de  15  de 
enero  de  1S46. 

(ñ)  La  primitiva  redacción  de  este  articulo 
mandaba  conservar  los  Ayuntamientos  exis- 
tentes en  poblaciones  de  mas  de  30  vecinos,  y 
sobre  su  cumplimiento  se  dictó  la  R.  O.  de  25 
de  enero  de  1845.  Hoy  véase  principalmente  Ja 
de  23  de  octubre  de  1867  que  se  inserta  des- 
pués de  esta  ley. 
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tren  en  este  caso  para  formar  nuevos  dis- 
tritos que  alcancen  ó pasen  de  este  nú- 
mero; quedando,  sin  embargo,  autorizado 
para  conservar  aquellos  que  aun  cuando  no 
reúnan  200  vecinos,  no  puedan  por  sus 
circunstancias  particulares  ser  agregados 
á otro. 

La  incorporación  de  distritos  municipa- 
les podrá  hacerse: 

Por  disposición  del  Gobierno,  en 
uso  de  la  facultad  que  le  confiere  el  prece- 
dente párrafo. 

2.°  Por  petición  de  los  Ayuntamientos 
■de  dos  ó mas  distritos  municipales  intere- 
sados en  que  la  incorporación  se  verifique. 

*Art.  72.  Podrá  suprimirse  un  distrito 
municipal  en  cualquiera  de  los  casos  si- 
guientes: 

1. °  Cuando  careciere  de  recursos  para 
sufragar  los  gastos  municipales. 

2. °  Cuando  lo  solicitare  el  Ayuntamien- 
to en  unión  de  un  numero  de  vecinos  ma- 
yores contribuyentes  igual  al  de  Conce- 
jales. 

En  este  caso  el  Gobierno  determinará, 
después  de  instruido  el  oportuno  expedien- 
te, el  distrito  municipal  á que  ha  de  incor- 
porarse el  vecindario  del  suprimido. 

'Art.  73.  La  segregación  departe  de  un 
distrito  municipal  o de  varios  para  agregar- 
se á otros  existentes  podrá  verificarse: 
í.°  Cuando  lo  solicitare  el  Ayuntamien- 
to ó Ayuntamientos  interesados. 

2. °  Cuando  lo  p dieren  la  mayoría  de  los 
vecinos  de  la  porción  ó porciones  que  hu- 
bieren de  segregarse. 

3. °  Cuando  el  Gobierno  lo  considere 
conveniente  por  las  circunstancias  parli- 
cu'aresdela  porción  ó porciones  que  ha- 
yan de  segregarse  para  agregarlas  á otros 
distritos. 

’An  74.  Los  Gobernadores  civiles  ins- 
truirán los  expedientes  relativos  á la  supre- 
sión y segrega  ion  de  Ayuntamientos  y tér- 
minos municipales,  oyendo  á los  interesa- 
dos, á las  Diputaciones  respectivas  y á los 
Consejos  provinciales,  verificándola  división 
de  los  terrenos,  bienes,  pastos  y aprove- 
chamientos comunes, usos  públicos  y crédi- 
tos activos  pasivos,  y teniendo  en  cuenta 
la  población,  riqueza,  distancias  respecti- 
vas y condiciones  topográficas.  Estos  expe- 
dientes, prévia  consulta  del  Consejo  de  Es- 
lado  en  pleno,  serán  definitivamente  re- 
sueltos per  el  Gobierno. 


TÍTULO  VI. 


DE  LAS  ATRIBUCIONES  DE  LOS  ALCALDES  Y 
AYUNTAMIENTOS. 


CAPITULO  TRIMERO. 


De  las  atribuciones  de  los  Alcaldes. 


Art.  7o  (antes  73).  Come  delegado  del 
Gobierno,  corresponde  al  Alcalde,  bajo  la 
autoridad  inmediata  del  Gobernador  ci- 
vil (ai). 

L°  Publicar,  ejecutar  y hacer  ejecutar 
las  leyes,  reglamentos,  Reales  órdenes  y 
disposiciones  de  la  Administración  supe- 
rior (b). 

2. °  Adoptar,  donde  no  hubiere  delega- 
do del  Gobierno  para  este  objeto,  todas  las 
medidas  protectoras  de  la  seguridad  perso- 
nal de  la  propiedad  y de  la  tranquilidad  pú- 
blica con  arreglo  á las  leyes  y disposicio- 
nes de  las  autoridades  superiores. 

A este  efecto  podrá  requerir  de  quien 
corresponda  el  auxilio  de  la  fuerza  ar- 
mada (c). 

3. °  Activar  y auxiliar  el  cobro  y recau- 
dación de  las  contribuciones,  prestando  el 
apoyo  de  su  autoridad  a los  recaudado- 
res (d). 

4. “  Desempeñar  todas  las  funciones  es- 
peciales que  le  señalen  las  leyes,  Reales  ór- 
denes y reglamentos  sobre  reemplazos  del 
ejército,  beneficencia,  instrucción  publi- 
ca, estadística  y demás  ramos  de  la  Admi- 
nistración. 

5. °  Suministrar  á las  tropas  nacionales 


(a)  Nótese  bien  la  diferencia  entre  las  fun- 
ciones que  ejercen  los  Alcaldes  por  el  art.  73, 
y las  que  les  atribuye  el  74.  Las  del  art.  73  son 
propias  del  poder  ejecutivo  del  Estado,  y por 
eso  las  ejercen  como  delegados  del  Gobierno 
y bajo  la  autoridad  inmediata  de  los  Goberna- 
dores de  provincia.  Las  del  74  tienen  por  prin- 
cipal é inmediato  objeto  la  buena  administra- 
ción de  los  intereses  municipales  ó comunales 
de  tos  pueblos,  y las  ejercen  no  precisamente 
bajo  la  autoridad  inmediata  de  los  Goberna- 
dores, sino  como  administradores  de  dichos- 
intereses,  bajo  la  vigilancia  de  la  administra- 
ción superior. 

( b ) Sobre  la  forma  de  la  publicación  etc. 
véase  Ley:  Promulgación. 

(c)  Siempre  las  justicias  de  los  pueblos  han 
podido  requerir  e,l  auxilio  en  fuerza  armada, 
y esta  ha  estado  en  la  obligación  de  prestárse- 
le. (Leyes  2.a  y 5.a,  tit.  17,  lib.  12,  Nov  )— 
Véanse,  boy,  los  arts.  43,  14,  15,  19  y 20  del 
reglamento  de  la  Guarida  civil  de  2 de  agosto 
de  1852.  . 

( d ) Véase  en  su  lugar  la  R.  O.  de  17  da 

agosto  de  1846.  ^ 
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los  bagajes  y alojamientos  con  arreglo  á lo 
quedisponen  ó dispusieren  las  leyes. 

6.“  Publicar  los  bandos  que  creyere 
conducentes  at  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes: de  los  que  dicte  relativas  ¿.intereses 
permanentes  ó de  observancia  constante, 
pasaiá.  copia  al  Gobernador  civil,  antes  de 
ejecutarlos,  para^su  aprobación. 

Art.  70  (antes  74)  Como  administrador 
del'  puedo,  corresponde  al  Alcalde,  bajo 
la  vigilancia  de  la  Administración  supe- 
rior: 

1. *  Ejecutar  y hacer  ejecutar  los  acuer- 

dos y deliberaciones  del  Ayuntamiento 
cuando  tengan  legalmente  el  carácter  de 
ejecutorios.  Cuando  versen  sobre  asuntos 
ajenos  de  la  competencia  de  la  corpora- 
ción municipal,  ó puedan  ocasionar  per- 
juicios públicos,  _& u. ci.qp , 

consultando  ir.med latamente  al  Gobernador 
civil.  V7GR.) 

2. °  Procurar  la  conservación  de  las  fin- 
cas pertenecientes  al  común. 

3. “  Vigilar  y activar  las  obras  públicas 
que  se  costeen  de  los  fondos  municipales. 

4. °  Presidir  las  subastas  y remates  pú- 
blicos de  ventas  y arrendamientos  de  bie- 
nes propios,  arbitrios  y derechos  del  co- 
mún, con  asistencia  del  regidor  síndico  y 
otorgar  las  escrituras  de  compras,  ventas, 
transacciones  y demás  para  que  se  halle 
autorizado  el  Ayuntamiento. 

5. °  Cuidar  de  todo  lo  relativo  á policía 
urbana  y rural,  conforme  á las  leyes,  re- 
glamentos y disposiciones  de  la  autoridad 
superior  y ordenanzas  municipales. 

6. °  Nombrar  á propuesta  en  terna  he- 
cha por  el  Ayuntamiento,  todos  los  depen- 
dientes de  los  ramos  de  policía  urbana  y 
rural  para  quienes  no  baya  establecido  un 
modo  especial  de  nombramiento;  suspen- 
derlos y destituirlos.  Estos  empleados  no 
tendrán  dereqho  á cesantía  ni  jubilación. 

7. °  Velar  sobre  el  buen  desempeño  de 
los  Administradores  y empleados  cu  la  re- 
caudación é intervención  de  los  fondos  co- 
munes. 

Dirigir  los  establecimientos  muni- 
cipales ue  instrucción  pública,  beneficencia 
y demas  sostenidos  por  los  fondos  del  co- 
mún, con  sujeción  á las  leyes  y á los  re- 
glamentos especiales  de  los  mismos  estable- 
cimientos. 

9. °  Conceder  ó negar  permiso  para 
toda  clase  de  diversiones  públicas,  y pre- 
sidirlas cuando  no  lo  haga  el  Gobernador 
civil.  (74  R.) 

10.  Representar  en  juicio  al  pueblo  ó 
¡jAdisUiia  municipal,  ya  sea  como  actor,  ya 
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| como  demandado,  cuando  estuviere  com- 
petentemente autorizado  para  litigar.  En 
casos  urgentes,  podrá  sin  embargo  presen- 
tarse en  juicio  desde  luego,  dando  cuenta 
inmediatamente  al  Gobernador  civil  para 
obtener  la  correspondiente  autorización  {a). 

A !.  Elevar  ai  Gobernador  civil,  y en  su 
caso  al  Gobierno  por  conducto  del  mismo 
Gobernador  civil , las  exposiciones  ó reo  La*. 
nmcioneMjue  el  Ayuntamiento  acuerde  so- 
bre™asu utos  propios  de  sus  atribuciones.  ' 
(75  R.) 

12.  Corresponderse  con  los  Alcaldes  de 
otros  pueblos  ó distritos  en  la  misma  pro- 
vincia, cuando  fuese  necesario,  pura  arre- 
glar intereses  comunales,  ó para  el  mejor 
desempeño  de  sus  peculiares  obligaciones. 

Art.  77  (antes  75)  El  Alcalde  podrá  apli- 
car gubernativamente  las  nenas  señaladas  en 
las  leyes  y reglamentos  de  policía  y en  las 
ordenanzas  municipales,  é imponer  y exigir 
multas  con  las  limitaciones  siguientes:  Has- 
ta 400  rs.  vn.  en  los  pueblos  que’ no  lle- 
guen á 500  vecinos;  hasta  300  en  los  que 
no  lleguen  á 5.000,  y hasta  500  en  los  res- 
tantes. Si  la  infracción  ó falta  mereciese 
por  su  naturaleza  penas  roas  severas,  ins- 
truirá la  correspondiente  sumaria,  que  pa- 
sará at  juez  ó tribunal  competente. 

Art.  7Ü  (antes  76).  Si  un  Alcalde  deja- 
se de  ejecutar  algún  acto  prescrito  por  la 
ley,  el  Gobernador  civil,  después  de  haber- 
le requerido  al  cumplimiento,  deberá  pro- 
ceder oficialmente  u su  ejecución,  ya  por 
sí,  ya  por  medio  de  comisionados;  dando 
en  seguida  parte  al  Gobierno  de  la  desobe- 
diencia del  Alcalde  para  la  resolución  á que 
hubiere  lugar.  (75  R.) 

Art..  79  (antes  77).  El  Alcalde  podrá  se- 
ñalar á los  tenientes  de  Alcalde  los  ramos 


(a)  Téngase  presento  que  según  el  párrafo  12 
del  art.  83,  co:  responde  al  Ayuntamiento  deli- 
berar sobre  entablar  ú sostener  algún  pleito  en 
nombre  del  común,  sometiendo  el  acuerdo  at 
Gobernador  do  la  provincia  , quien  para  apro- 
barle deberá  oir  ai  Consejo  provincial,  según 
io  dispone  ai  art.  72  del  Reglamento. 

Por  lo  demás  el  Consejo  Real  ha  decidido  en 
varios  casos  de  competencia,  que  solo  los  Al- 
caldes pueden  representar  icgalmente  á los 
pueblos,  á los  pedáneos  en  el  caso  del  párrafo 
4.°,  avt.  92  del  Reglamento  para  ia  ejecución 
de  esta  ley:  que  los  síndicos  no  tienen  ya  hoy 
este  carácter  y esta  representación  legal,  y que 
tampoco  la  tienen  los  vecinos  ó particulares 
por  virtud  de  la  acción  popular,  aunque  digan 
que  lo  hacen  de  su  cuenta  y riesgo,  y sin  afec- 
tar al  presupuesto  municipal.  (Véanse  las  de- 
cisiones de  2o  de  junio  de  1851,  14  de  enero 
1832  y 31  de  agosto  de  1853.} 
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de  la  Administración  comunal  de  que  deban 
cuidar  en  todo  ó en  parte,  y las  atribucio- 
nes que  tenga  por  conveniente  delegar  en 
ellos,  dentro  de  los  límites  que  prescríban 
las  leyes,  reglamentos  y disposiciones  su- 
periores. 

Art.  80  (antes  78),  Los  Alcaldes,  ade- 
más de  las  facultades  que  esta  ley  les  seña- 
la, ejercerán  las  atribuciones  judiciales  que 
las  leyes  ó reglamentos  les  conceden,  ó en 
lo  sucesivo  les  concedieren. 

CAPITULO  II. 

De  las  atribuciones  de  los  Ayuntamientos. 

Art.  81  (antes  79),  Es  privativo  de  los 
Ayuntamientos: 

i.°  Nombrar,  bajo  sn  responsabilidad, 
los  depositarios  y encargados  de  la  ínter— 
venqion  de  los  fondos  del  común  donde 
sean  necesarios,  y exigirles  las  competen- 
tes fianzas. 

2. 11  Admitir  bajo  las  condiciones  pres- 
critas én  las  leyes  ó reglamentos,  los  fa- 
cultativos de  medicina,  cirujia,  farmacia 
y veterinaria,  ios  maestros  de  primeras 
letras,  y los  de  otras  enseñanzas  que  se 
paguen  de  los  fondos  del  común. 

3.°  Nombrar  los  empleados  y depen- 
dientes de  su  inmediato  servicio. 

Art.  82  (antes  80).  Es  atribución  de  los 
Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de 
acuerdos  conformándose  con  las  leyes  y re- 
glamentos: 

1. °  El  sistema  de  administración  de 
los  propios,  arbitrios  y demás  fondos  del 
común. 

2. °  El  disfrute  de  los  pastos,  aguas  y 
demás  aprovechamientos  comunes  en  don- 
de no  haya  un  régimen  especial  autorizado, 
competentemente. 

3. °  El  cuidado,  conservación  y repara- 
ción de  los  caminos  y veredas,  puentes  y 
pontones  vecinales. 

4. °  Las  mejoras  materiales  de  que  sea 
susceptible  el  pueblo  cuando  su  costo  no 
pase  de  200  rs.  vn.  en  los  pueblos  de  me- 
nos de  200  vecinos;  de  500  en  los  pueblos 
de  200  á 1.000  vecinos,  y de  2.000  en  los 
restantes. 

5. °  La  repartición  de  granos  de  los  pó- 
sitos y la  administración  y fomento  de  es- 
tos establecimientos. 

Los  acuerdos  lomados  por  los  Ayunta- 
mientos sobre  cualífujera  de  estos  objetos 
son  ejecutorios;  .sin  enTB^oTl  el  Goberna- 
dor .fcLvH  podrá  Je- o fi cToTTTá  instancia  ée 
parte,  acordar  su  suspensión  si  los  hallare 
contrarios  á las  leyes,  reglamentos  6 Rea- 


les órdenes,  dictando  en  su  conformidad,  y 
oido  previamente  el  Consejo  provincial" 
las  providencias  oportunas  (71  R.) 

Art.  83  (antes  81),  Los  Ayuntamientos 
deliberan  conformándose  á las  leyes  y re- 
glamentos. 

1. °  Sobre  la  formación  de  las  ordenan- 
zas municipales  y reglamentos  de  policía 
urbana  y rural. 

2. °  Sobre  las  obras  de  utilidad  pública 
que  se  costeen  de  los  fondos  del  común. 

3. °  Sobre  las  mejoras  materiales  de  que 
sea  susceptible  el  pueblo,  cuando  su  costo 
pase  de  las  cantidades  señaladas  en  el  pár- 
rafo 4.u  del  artículo  anterior. 

4. °  Sobre  la  formación  y alineación  de 
las  calles,  pasadizos  y plazas. 

5 ° Sobre  los  arrendamientos  de  fincas, 
arbitrios  y otros  bienes  del  común. 

6. °  Sobre  el  plantío,  cuidado  y aprove- 
chamiento de  los  montes  y bosques  del  co- 
mún, y la  corta,  poda  y beneficio  de  sus 
maderas  y leñas. 

7. °  Sobre  h supresión,  reforma,  susti- 
tución y creación  de  arbitrios,  repartimien- 
tos ó derechos  municipales,  y modo  de  su 
recaudación. 

8. °  Sobre  los  establecimientos  munici- 
pales que  convengan  crear  ó suprimir. 

ÍL°  Sobre  la  enajenación  de  bienes 
muebles  é inmuebles  y sus  adquisiciones, 
redención  de  censos,  préstamos  y transac- 
ciones de  cualquiera  especie  que  tuviere 
que  hacer  el  común. 

10.  Sobre  el  establecimiento, 'supresión 
ó traslación  de  ferias. y mercados. 

M.  Sobre  la  aceptación  de  las  donacio- 
nes ó legados  que  se  hicieren  al  común  ó á 
algún  establecimiento  municipal. 

Tul- Sobre  entablar  y sostener  algún 
pleito  en  nombre  del  común. 

13.  Sobre  conceder  socorros  ó pensio- 
nes individuales  a los  empleados  del  co- 
mún en  recompensa  de  sus  buenos  servi- 
cios, igualmente  que  á sus  viudas  y huér- 
fanos. 

4 4.  Sobre  los  demás  asuntos  y objetos 
que  las  leyes  y reglamentos  determinen. 

Los  acuerdos  sobre  cualquiera  de  estos 
puntos  se  comunicaran  al  Gobernador  ci- 
vil, sin  cuya  aprobación  ó la  del  Gobierno 
en  su  caso,  no  podrán  llevarse  á efecto. 
(72  R.) 

Art.  84  (antes  82).  Los  Ayuntamientos 
evacuarán  las  consultas  é informes  que  les 
pidan  los  Gobernadores  civiles  y Alcaides 
en  todos  los  casos  en  que  crean  convenien- 
te oir  su  opinión,  ó cuando  lo  dispusieren 
las  leyes,  Reales  órdenes  y reglamentos. 
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Art.  85  (antes  83).  Los  Ayuntamientos 
tendrán  en  el  repartimiento  de  las  contri- 
buciones la  parte  que  prescriben  ó pres- 
cribieren las  leyes. 

Art.  8(>  (antes  84).  Tendrán  igualmente 
las  atribuciones  designadas  en  las  mismas 
leyes 'en  lo  relativo  á quintas. 

Art.  87  (antes  55).  Los  Ayuntamientos 
no  podrán  deliberar  sobre  mas  asuntos  que 
los  comprendidos  en  la  presente  ley,  ni 
hacer  por  si,  no  prohijar,  ni  dar  curso  a 
exposiciones  sobre  negocios  políticos,  ni 
publicar  sin  permiso  del  Gobernador  civil 
tas  exposiciones  que  hicieren  dentro  del 
círculo  de  sus  atribuciones,  como  tampoco 
otro  papel  alguno,  sea  de  la  clase  que  fue- 
re. (61  ii.) 

CAPITULO  III. 

De  los  Tenientes  de  Alcalde , Regidores , Al- 
caldes pedáneos  y Secretarios. 

Art.  83  (antes  80).  Los  Tenientes  de  Al- 
calde, además  de  la  parte  que  como  conce- 
jales les  corresponde  en  las  deliberaciones, 
acuerdos  y consultas  del  Ayuntamiento, 
ejercerán  las  funciones  que  con  arreglo  á 
las  leyes,  instrucciones  y reglamentos  les 
cometa  el  Alcalde  como  á delagados  suyos. 

Ejercerán  asimismo  las  atribuciones  ju- 
diciales que  las  leyes  o reglamentos  les  con- 
ceden 6 en  io  sucesivo  les  concedieren.  (78 
al  30  R.) 

Art.  88  (antes  87.)  Los  Regidores,  ade- 
más de  tener  voz  y voto  en  las  sesiones  del 
Ayuntamiento,  evacuarán  los  informes  que 
la  corporación  ó el  Alcalde  les  pidieren,  y 
desempeñarán  las  comisiones  que  el  Alcal- 
de les  encargare. 

Art.  90  (antes  88).  Los  Alcaldes  pedá- 
neos como  delegados  del  Alcalde,  ejercerán 
las  funciones  que  este  les  señale  con  arre- 
glo á los  reglamentos  y disposiciones  de  la 
autoridad  superior.  Asistirán  además  al 
Ayuntamiento  siempre  que  en  él  se  trate 
de  asuntos  de  interés  especial  de  su  demar- 
cación, (91  al  93  R.) 

Art.  91  (antes  89).  Los  Secretarios  de 
■Ayuntamiento  serán  nombrados  por  la  mis- 
ma corporación  municipal;  pero  su  sepa- 
ración no  podrá  acordarse  por  el  Ayunta- 
miento sino  en  virtud  de  expediente  en  que 
resulten  Ios-motivos  de  esta  providencia.  El 
Gobernador  civil,  mediando  causa  grave, 
podrá  también  suspender  y destituir  á los 
Secretarios  de  Ayuntamiento  dando  cuenta 
al  Gobierno  para  la  resolución  que  con- 
venga. (94  al  100  R.) 

Art.  92  (antes  90).  El  Gobierno  señala- 
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rá  los  pueblos  en  que  el  Alcalde  pueda  te- 
ner un  Secretario  particular:  en  los  demas 
los  cargos  de  secretario  del  Ayuntamiento 
; y del  Alcalde  serán  servidos  por  una  mis- 
persona. 

Los  Secretarios  particulares  de  los  Alcal- 
des* y los  demás  dependientes  de  su  Secre- 
taria, cuando  ios  hubiere,  serán  nombra- 
dos por  el  mismo  Alcalde, 

TITULO  VII. 

DEL  PRESUPUESTO  MUNICIPAL  (fit). 

Art.  93  (antes  91).  El  presupuesto  mu- 
nicipal se  formará  para  cada  año  por  el  Al- 
caide, y lo  discutirá  y votará  el  Ayunta^ 
miento,  aumentándolo  ó disminuyéndolo, 
según  crea  conveniente.  (107  al  1U9.) 

Art.  94  (antes  92.)  Las  gastos  qne  se  in- 
cluyan en  el  presupuesto  se  dividirán  en 
obligatorios  y voluntarios. 

*Art.  93  (antes  93).  Son  obligatorios: 

L°  Los  del  personal  y material  de  las 
oficinas  del  Ayuntamiento  y de  la  contadu- 
duna  de  fondos  municipales. 

2. "  Los  haberes  de  los  facultativos  titu- 
lares de  meduia  y cirujíu,  farmacia  y vete- 
rinaria, según  ios  términos  del  contrato 
celebrado  con  cada  uno  de  ellos:  y los  suel- 
dos de  los  arquitectos  municipales  y de  los 
inspectores  de  las  carnes  que  se  destinen  al 
consumo  del  público. 

3. u  Los  gastos  de  entretenimiento  y con- 


( a ) Sobre  presupuestos  y cuentas  munici- 
pales se  han  dictado  importantes  disposicio- 
nes que  indicaremos  brevemente.  Conforme  al 
Real  decreto  de  31  de  enero  de  1849  los  presu- 
puestos ordinarios  debían  discutirse  y votar- 
se en  los  meses  de  febrero  y marzo,  y remi- 
tirse á ia  aprobación  antes  del  i.ü  de  abril;  y 
según  la  Real  órden  de  15  de  julio  de  1850 
debían  formarse  en  enero  presupuestos  adicio- 
nales al  ordinario  en  ejercicio,  para  incluir  en 
este  los  saldos  de  31  de  diciembre,  ias  existen- 
cias en  metálico  que  hubieren  resultado  en 
caja,  cou  relación  al  arqueo,  y los  ingresos 
calculados  que  no  se  realizaron.  Hoy,  sin  per- 
juicio de  ia  tramitación  que  exije  la  ley,  no 
son  tan  perentorios  los  plazos,  y hay  además 
que  arreglarlos  á los  años  económicos.  La  Real 
orden  de  30  de  julio  de .1859  señala  el  dia  l.° 
de  agosto  (hoy  de  febrero)  de  cada  año  eomo 
término  para  la  presentación  de  los  presu- 
puestos ordinarios,  y ios  meses  de  abril  y ma- 
yo (octubre  y noviembre)  para  la  de  los  adi- 
cionales, en  que  deben  comprenderse  las  re- 
sultas por  ingresos  y gastos  del  presupuesto 
anterior  y los  gastos  nuevos  que  sea  convenien- 
te incluir  en  el  ordinario  que  se  ejercita,  etc» 
(Véase  la>  nota  al  art.  99,) 
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servacion  de  la  Casa  Consistorial  y demás 
fincas  comunales. 

4 0 pos  que  ocasione  la  comisión  de 
evaluación  de  la  riqueza  territorial  del  dis- 
trito municipal. 

5.°  Los  que  ocasionen  las  quintas  en  la 
forma  dispuesta  por  la  ley  de  remplazo^. 

5 ’ Los  gastos  de  las  funciones  y los  de 
representación  del  Ayuntamiento  en  los  ac- 
tos y festividades  públicas. 

7. °  Los  gastos  que  el  servicio  de  segu- 
ridad local  y rural  hagan  necesarios. 

8. °  Los  que  ocasionen  los  socorros,  se- 
guros y otros  medios  preventivos  contra 
incendios. 

9. °  Los  que  exija  el  cumplimiento  de 
las  reglas  de  policía  urbana  establecidas  en 
las  ordenanzas  y reglamentos  municipales: 
así  como  los  de  deslinde  y amojonamiento 
del  término  jurisdiccional  y de  cualesquie- 
ra otros  terrenos  pertenecientes  al  co- 
mún. 

10.  Los  gastos  del  personal  y material 
de  los  establecimientos  de  instrucción  pu- 
blica y de  beneficencia  en  cuanto  corres- 
ponda su  sostenimiento  al  municipio,  como 
igualmente  los  soeorros  domiciliarios,  los 
cue  deban  abanarse  á los  emigrados  pobres 
y á los  enfermos  quesean  trasladados  á los 
hospitales  de  distrito. 

11.  Los  gastos  de  construcción,  conser- 
vación y reparación  de  las  travesías  y ve- 
redas, puertos,  pontones,  barcas  y caminos 
que  no  formen  parte  del  plan  general  de 
carreteras  que  construya  el  Gobierno,  así 
como  los  que  correspondan  al  municipio 
con  arreglo  á las  leyes  respectivamente  a 
las  carreteras  comprendidas  en  el  referido 
plan  general . 

12.  Los  do  construcción,  conservación 
y policía  de  los  cementerios. 

j1  43.  Los  de  conservación  y reparación 
de  las  fuentes,  cañerías,  acequias,  canales  y 
depósitos  de  aguas  de  propiedad  común. 

14.  Los  de  conservación,  reparación  y 
policía  de  las  alcantarillas,  mataderos,  mer- 
cados y puestos  en  las  férias,  y de  las  ace- 
ras y empedrados  de  las  calles  y plazas. 

15.  El  importe  de  la  manutenciony  so- 
corro de  los  presos  pobres  y demás  gastos 
carcelarios,  en  cuanto  esta  obligación  deba 
cubrirse  por  et  municipio  con  arreglo  á las 
leyes,  así  como  el  personal  y material  de 
las  cárceles  de  partido  y Audiencia. 

16.  Los  gastos  de  conservación  y fo- 
mento de  los  montes,  en  cuanto  deban  pe- 
sar sobre  los  fondos  municipales  por  virtud 
de  las  leyes  y reglamentos. 

17.  Los  que  exija  el  cumplimiento  y la 
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aplicación  inmediata  de  las  leyes  por  parle 
de  los  Ayuntamientos. 

4 8.  Las  pensiones,  jubilaciones  y viu- 
dedades legal  mente  , concedidas  sobre  los 
fondos  municipales,  los  censos  y otras  car- 
gas de  justicia  y las  deudas  reconocidas,  y 
liquidadas,  así  como  los  créditos  y obliga- 
ciones procedentes  de  empréstitos  y con- 
tratos  celebrados  con  la  debida  autorización. 

19.  Las  subvenciones  con  que  deban 
contribuir  los  pueblos  para  la  construcción 
de  ferro-carriles. 

20.  Las  indemnizaciones  de  terrenos  ex- 
propiados en  virtud  de  autorización  com- 
petente. 

21  Lasuscricion  al  Boletín  oficial  en  to- 
dos los  pueblos  del  Reino,  y A la  Gaceta  de 
Madrid  en  las  cabezas  de  partido  judicial  y 
demás  distritos  municipales  que  excedan  de 
<300  vecinos. 

22.  Los  gastos  qbe ocasionen  á los  Ayun- 
mieutos  los  litigios  que  entablen  con  la  au- 
torización competente,  así  como  las  deman- 
das ante  el  Consejo  de  la  provincia. 

25.  Los  de  calamidades  públicas  dentro 
del  termino  municipal,  mientras  su  impor- 
tancia y gravedad  no  reclame  el  auxilio  del 
Estado. 

24.  Los  que  originen  las  elecciones  mu- 
nicipales, provinciales  y de  Diputados  á 
Cortes,  en  la  parte  que  de  ellas  correspon- 
de á los  municipios. 

2o.  Una  partida  para  gastos  imprevistos 
que  se  aplicara  a cubrir  los  que  ocasionen 
servicios  no  comprendidos  en  el  presupues- 
to, pero  que  deban  ser  satisfechos  por  los 
fondos  municipales,  ó que  sean  de  interés 
del  municipio.  De  esta  partida  solo  podrá 
disponerse  cuando  y en  la  forma  que  de- 
terminen de  común  acuerdo  el  Alcalde  y el 
Ayuntamiento;  prévia  aprobación  de  este 
acuerdo  por  el  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  96  (antes  94).  Los  gastos  no  com- 
prendidos en  la  enumeración  anterior  en- 
tran en  la  clase  de  voluntarios. 

Art.  97  (antes  95).  Los  ingresos  se  divi- 
dirán en  dos  clases:  ordinarios  y extraordi- 
narios. 

Art.  98  (antes  96).  Son  ordinarios: 

1. °  Los  productos  de  ios  propios,  arbi- 
trios y derechos  de  toda  especie  legalmen- 
te establecidos. 

2. "  Los  réditos  de  censos  ó de  capitales 
puestos  á interés,  y los  de  papel  del  Estado. 

3. °  La  parte  que  las  leyes  y ordenanzas 
municipales  conceden  á los  Ayuntamien- 
tos en  las  multas  de  todas  clases.  - 

4. Q  Y en  general  todo  impuesto,  dere* 
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cho  ó percepción  que  las  leyes  autoricen. 

Art.  9a  (jantes  y7j.  Son  ingresos  ex- 
traordinarios: 

1. ®  Los  repartimientos  vecinales  hechos 
legalmente. 

2. °  JK1  producto  de  los  empréstitos. 

3. °  El  precio  en  venta  de  los  prédios 
rústicos  y urbanos  y el  de  los  derechos  que 
se  enajenen. 

4. °  El  capital  de  los  censos  que  se  redi- 
man y el  valor  del  papel  del  Estado  que  se 
enajene. 

5/0  Los  rendimientos  de  cortas  extraor- 
dinarias en  toda  clase  de  arbolado. 

6. ®  Los  donativos,  legados  y mandas. 

7. °  Cualquier  otro  ingreso  áccidenthl. 

Art  100  (antes  98).  Luego  que  el  pre- 
supuesto esté  discutido  y votado  por  el 
Ayuntamiento,  pasará  á la  aprobación  del 
Gobernador  civil  si  la  suma  de  los  ingre- 
sos ordinarios  no  llegase  á 200,000  rs. ; y si 
llegase,  á la  del  Rey. 

Se  entiende,  que  los  ingresos  ordinarios 
ascienden  á 200,000  rs.  cuando  hubieren 
llegado  á esta  cantidad  en  alguno  de  ios  cua- 
tro últimos  años.  (108  R.)  ' 

Art.  101  (antes  99).  Si  por  cualquier 
causa  no  se  hallase  aprobado  el  nuevo  pre- 
supuesto á principio  del  año,  continuara  ri- 
giendo el  del  anterior  (a). 

Art,  102  (antes  100),  El  Gobierno  y en 
su  caso  el  Gobernador  civil,  podrán  redu- 


(a)  Entiéndase  del  año  económico.  Aunque 
en  31  de  junio  se  cierra  la  cuenla  del  presu- 
puesto, no  así  la  de  los  pagos  por  servicios 
realizados  dura’n  le  el  año  del  ejercicio  de  aque- 
llos; pues  estas  obligación:  s deben  ser  satis- 
fechas, con  los  créditos  autorizados  para  cu- 
brirlas hasta  el  día  31  de  setiembre,  desde  cu- 
yo día  se  cierra  definitivamente  la  cuenta  de 
_ pagos.  Esta  importante  novedad  se  introdujo 
por  el  art.  12  de  la  R.  O.  de  30  de  julio  de 
1859;  pues  basta  entonces  vino  rigiendo  en  el 
particular  lo  dispuesto  por  las  Rs.  Ords.  de  lo 
de  julio  de  1850  y 10  de  marzo  de  1851  que 
querían  se  cerrase  precisamente  cu  3f  de  dr 
cietnbre  toda  cuenta,  asi  de  presupuestos  co- 
mo de  obligaciones  procedentes  de  los  mismos. 
Ahora,  pnes,  en  31  de  junio  se  hace  el  arqueo; 
en  l.°  de  julio  empieza  á regir  eí  presupues- 
to del  año,  pero  siguiendo  pagándose  como 
dejamos  dicho  las  obligaciones  por  servicios 
realizados;  en' 31  de  setiembre  se  cierra  ya  de- 
hnitivamante  la  cuenta  del  año  anterior;  en 
iodo  el. mes  de  octubre  se  hace  la  liquidación 
general  del  presupuesto:  é inmediatamente 
después  puede  formarse,  si  es  necesario  el  pre- 
supuesto adicional  para  remitirle  á la  aproba- 
ción superior  antes  del  1.°  de  diciembre.  (Ar- 
tículos 12  al  19  de  la  R.  O-  de  30  de  julio  de 
1859  y % de  la  de  15  de  setiembre  de  Í857 J 
Tomo  L 


cir  ó desechar  cualquiera  partida  d © gastos 
voluntarios  incluidos  en  el  presupuesto  mu- 
nicipal; pero  no  haran  aumento  alguno  á 
rio  ser  en  la  parte  relativa  á gastos  obliga- 
torios. 

En  ambos  casos  se  oirá  préviamente  al 
Ayuntamiento  asociado  al  efecto  con  un  nú- 
mero de  mayores  contribuyentes  igual  al  de 
los  concejales. 

Art.  103  (antes  101).  Si  el  producto  de 
los  ingresos  ordinarios  y extraordinarios  no 
bastase  á cubrir  el  presupuesto  de  gastos 
obligatorios,  «e  llenará  el  déficit  píte  medio 
de  un  repartimiento  ó arbitrio  extraordi- 
nario que  el  Ayuntamiento  propondrá  a la 
aprobación  del  Gobierno.  (LIO  R.)  (a). 

Art.  104  (untes  102).  P.odrá  incluirse  en 
el  presupuesto  municipal,  para  gastos  im- 
previstos, una  partida  proporcionada,  de  la 
que  dispondrá  el  Alcalde,  pi é vio  el  corres- 
pondiente acuerdo  del  Ayuntamiento,  ha- 
ciéndose mención  especial  de  su  irwersion 
en  la  cuenla  general. 

Art.  105  (antes  103).  Si  aprobado  el 
presupuesto  municipal,  se  reconociese  la. 
necesidad  de  un  aumento  de  gastos  para  ob- 
jetos indispensables,  se  seguirán  para  la 
aprobación  de  este  presupuesto  adicional 
los  mismos  tramites  que  para  el  ordinario. 
Si  hubiere  urgencia  podrá  el  Gobernador 
civil  aprobarlo,  aun  en  los  casos  en  que  cor- 
responda hacerlo  al  Gobierno,  pero  dando 
(Mienta  inmediatamente  á la  superioridad. 

'Art,  106  (antes  104).  Los  pagos  sobre 
las  cantidades  presupuestas  se  liarán  por 
medio  de  libramientos,  que  expedirá  el  Al- 
calde con  las  formalidades  correspondien- 
tes. El  depositario  ó mayordomo  será  res- 
ponsable de  todo  pago  que  no  estuviese  ar- 
reglado á las  partidas  dei  presupuesto , y 
bajo  este  concepto  podra  negarse  á pagar 
los  libramientos  del  Alcalde.  Las  dudas  y 
diferencias  suscitadas  con  este  motivo  las 
decidirá  el  Gobernador  civil  de  acuerdo 
con  el  Consejo  provincial. 

El  depositario  ó mayordomo  dará  una 
fianza  proporcionada  á los  fondos  que  haya 
de  manejar,  la  cual  fija: á el  Gobernador 
oyendo  al  Ayuntamiento. 

Art  107  jantes  105).  Siempre  que  pa- 


(a)  En  la  R.  O.  de  15  de  setiembre  de  1S57’ 
es  donde  los  Ayuntamientos  deben  hoy  bus- 
car las  disposiciones  sobre  arbitrios  para  cu" 
brir  el  déficit  de  sus  presupuestos.  También 
deben  consultarse  la  de  16  de  setiembre  de 
1858,  la  de  30  de  julio  y 26  de  noviembre  de 
1859(  la  de  16  de  febrero  de  este  año  y la  cir- 
cular de  42  de  marzo  del  mismo  que  se  hallan 
reunidas  en  Presupuestos  municipales. 
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T3L  obras  de  utilidad  pública,  ú otro  objeto 
correspondiente  á gastos  voluntarios,  vo- 
tados por  el  Ayuntamiento,  y aprobados 
por  U superioridad,  fuese  preciso  recur- 
rir ¿ un  impuesto  extraordinario  por  me- 
dio de  repartimiento  ó de  otro  arbitrio,  se 
agregará  al  Ayuntamiento,  para  la  discu- 
sión y votación  de  este  impuesto,  el  cor- 
respondiente número  de  mayores  contribu- 
yentes, en  los  términos  que  se  dispone  en  el 
art.  102.  Lo  mismo  se  hará  siempre  que  se 
hayan  de  votar  empréstitos  6 enajenaciones. 

Art.  108  (antes  100).  Cuando  se  pro- 
yecte alguna  obra  nueva,  ó se  intenten  re- 
paros y mejoras  de  consideración  en  las  an- 
tiguas, se  pasaran  los  presupuestos  de  su 
costo  y los  planos,  si  fuesen  necesarios,  á 
Ja  aprobación  del  Gobierno,  siempre  que  el 
gasto  excediese  de  100,000  rs.,  y á la  del 
Gobernador  civil  cuando  no  llegue  á esta 
cantidad. 

Art.  1-09  (antes  107).  El  Alcalde  presen- 
tará al  Ayuntamiento  en  el  mes  de  enero 
de  cada  año,  las  cuentas  del  año  anterior; 
ei  Ayuntamiento  las  examinará  y censura- 
rá; y con  el  dictámen  de  la  corporación 
municipal,  las  remitirá  el  Alcalde  al  Go- 
bernador civil  para  su  aprobación,  O para 
la  del  Gobierno,  según  los  casos  que  esta- 
blece el  art.  100  respecto  de  los  presupues- 
tos. (111  al  1 13  R.) 

Art.  H(J  (antes  108).  Las  cuentas  del 
depositario  ó mayordomos  se  presentarán 
igualmente  al  Ayuntamiento  para  su  exá- 
men  y censura.  En  seguida  se  pasarán  al 
Gobernador  civil  para  sn  ultimación  en  el 
Consejo  provincial,  sino  llegase  el  presu- 
puesto dei  pueblo  a 200,000  rs.  yn.;  y si  lle- 
gase, para  que  con  el  dictámen  del  mismo 
Consejo  se  remitan  ai  Gobierno,  (i  14  11.)  (a) 


(a)  Hoy  téngase  presente  la  R.  O.  de  30  de 
julio  de  1839  y la  circular  de  ía  Dirección  ge- 
neral de  Administración  local  de  7 de  marzo 
de  1860,  según  las  que  los  depositarios  deben 
dar  una  cuenta  de  los  doce  meses  del  año  al 
finalizar  el  mismo,  y otra  adicional  de  los 
tres  meses  siguientes  de  ampliación  del  ejerci- 
cio del  presupuesto;  y los  Alcaldes  una  anual 
el  io  de  octubre,  dividida  en  dos,  conforme 
en  dicha  circular  se  establece. 

Por  el  R.  D.  de  23  de  marzo  de  1832  se 
introdujeron  ciertas  modificaciones  á lo  pre- 
venido en  este  artículo.  Con  arreglo  al  mismo 
decreto,  á la  R.  0.  de  30  de  julio  de  1839  y á la 
circular  de  7 de  marzo,  los  depositarios  de  los 
pueblos  cuyos  presupuestos  exceden  de 200.000 
reates  deben  dar  cuenta  mensual  documenta- 
da y anual  sin  documentar,  y además  las  adi- 
cionales mensuales  de  julio,  agosto  y setiem- 
bre y la  adicional  general.  Por  R.  O.  de  28  de 


Art.  11  i (antes  109).  Si  del  examen  de 
las  cuentas  resultase  algún  alcance  sera  in- 
mediatamente satisfecho;  y si  el  interesado 
quisiere  ser  oido  en  justicia,  deberá  deposi- 
tar previamente  el  importe  de  dicho  alcan- 
ce. De  estos  recursos  conocerá  el  Consejo 
provincial  con  apelación  al  tribunal  mayor 
de  cuentas. 

Art.  112  (antes  110).  Cuando  se  exa- 
minen en  el  Ayuntamiento  las  cuentas  del 
Alcalde,  si  continuase  la  misma  persona 
ejerciendo  este  cargo,  presidirá  la  sesión  el 
teniente  mas  antiguo.  De  todos  modos,  po- 
drá asistir  el  interesado  á las  deliberacio- 
nes; pero  se  retirara  en  el  acto  de  la  vo- 
tación. 

Art.  113  (antes  111).  Las  cuentas  del 
Alcalde  se  imprimirán  y publicarán  si  lle- 
gasen los  gastos  á lUO. 000  rs.  vru:  si  no  lle- 
gasen , quedará  el  hacerlo  al  arbitrio  del 
Ayuntamiento;  pero  en  todos  casos  se  ten- 
drán de  maniíiesto  en  la  casa  consistorial, 
por  el  término  de  un  mes,  con  los  docu- 
mentos justiticativos.  (1 15  R.) 

Art.  114  (antes  112).  El  Gobierno  ex- 
pedirá los  reglamentos  é instrucciones  ne- 
cesarios para  la  ejecución  de  esta  ley  en  to- 
das sus  partes. 

Art,  113  ^antes  115).  Quedan  derogadas 
todas  las  leyes  anteriores,  decretos  y dis- 
posiciones- vigentes  sobre  organización  y 
atribuciones  de  los  Ayuntamientos. 

'Art.  116.  Queda  derogado  el  art.  l.°de 
la  ley  adicional  á las  de  Ayuntamientos 
y de  Gobierno  de  provincias  publicada  en 
2,4  de  abril  de  18o4. 

El  Gobierno  dará  las  instrucciones  regla- 
mentarias convenientes  para  la  ejecución  de 
lo  prevenido  en  esta  ley  y dispondrá  que 
inmediatamente  se  naga  una  edición  oficial 
de  la  de  Ay  untamientos,  según  queda  des- 
pués de  la  reforma  que  por  esta  ley  se  pre- 
ceptúa.—Madrid  2í  de  octubre  de  1866. 
Luis  González  Brabo. 

Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley 

DE  AYUNTAMIENTOS  SANCIONADA  POR  S-  AL 

EN  8 DE  ENERO  DE  4845,  CON  LAS  MODIFI- 
CACIONES ACORDADAS  POR  R.  O.  DE  22  RE 

OCTUBRE  DE  1866. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  las  listas  de  electores  y elegibles  para 
los  cargos  municipales. 

Artículo  1."  En  los  meses  de  abril  y 


enero  de  1852  se  exigen  además  extractos  men- 
suales de  cuentas  á los  depositarios  de  fon- 
dos municipales- 
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ttjayo  del  año  en  que  corresponda  hacer  la 
elección  general  de  Ayuntamientos,  los  Go- 
bernadores civiles  rectificarán  ia  estadísti- 
ca del  vecindario  de  los  nueblos  de  sus  res- 
pectivas provincias,  adoptando  las  mas  efi- 
caces medidas  para  que  resulte  tan  exacta 
como  sea  posible,  dando  aviso  al  Gobierno  ' 
antes  del  l.ü  de  junio  de  haberlo  así  verifi- 
cado, 

Art.  2.°  En  el  mismo  mes  de  junio  se- 
ñalaran á cada  pueblo  el  número  de  elec-  ¡ 
tores  contribuyentes,  el  de  elegibles  y el 
de  concejales  que  les  corresponda  con  ar- 
reglo al  vecindario  que  resulte  tener,  é 
■igualmente  e,l  de  distritos  electorales  en 
que  se  han  de  dividir  los  que  deban  tener 
mas  de  uno. 

De  haberlo  hecho  asf  darán  aviso  al  Go- 
bierno antes  del  l."  de  julio  (art.  3.°,  43', 
20,  55  y 56  de  la  ley.)  (a). 

Art.  5."  Al  hacer  ei  señalamiento  de 
que  habla  el  articulo  anterior  prevendrán 
á los  Alcaldes  que  en  el  mes  de  julio  han 
de  rectificarse  las  listas  electorales,  y que 
los  Ayuntamientos  en  la  última  sesión  que 
celebren  en  junio  á mas  lardar,  nombren 
los  dos  Concejales  y los  dos  mayores  con- 
tribuyentes que  asociados  al  Alcalde  han 
de  practicar  la  rectificación.  Dichos  Conce- 
jales y mayores  contribuyentes  deberán  sa- 
ber leer  y escribir  si  fuese  posible.  Los  Go- 
bernadores civiles  exigirán  aviso  para  el 
4.°  de  julio  del  nombramiento  de  los  aso- 
ciados, y para  el  t.°  de  agosto  de  haberse 
efectuado  la  rectificación,  lo  cual  pondrán 
en  conocimiento  del  Gobierno  antes  del  15 
■del  mismo  mes  de  agosto  (art.  26.) 

Art.  4.u  Se  entiende  por  mayores  con- 
tribuyentes para  los  efectos  del  artículo  an- 
terior ios  inscritos  como  elegibles  en  la  lis- 
ta que  va  á rectificarse. 

Art.  5.“  Ai  nombrar  los  Ayuntamien- 
tos los  cuatro  asociados  del  Alcalde,  nom- 
brarán además  dos  suplentes,  uno  de  la 
clase  de  concejales  y otro  de  la  de  contri- 
buyentes; estos  suplentes  entrarán  á reem- 
plazar á los  propietarios,  siempre  que  fal- 
ten por  cualquiera  causa. 

Art.  tb°  La  rectificación  se  hará  bor- 
rando de  las  listas  á los  que  hubieren  fa- 
llecido ó muctado  de  vecindad.  A los  que 
por  cualquier  otro  concepto  se  creyere  que 
han  perdido  el  derecho  electoral,  el  Alcal- 


(a)  Los  artículos  de  la  ley  que  concuerdan 
con  los  del  reglamento  los  indicamos  en  cada 
unu  de  estos  entre  paréntesis. 


de  los  citará  personalmente,  y si  esto  no 
pudiese  ser,  por  medio  de  cédula  que  se 
entregará  bajo  recibo  á sus  familias  ó cria- 
dos, señalándoles  el  término  de  cuatro  dias, 
para  que  si  lo  tienen  por  eopveniente,  se 
presenten  á impugnar.  1a  esclusion.  El  Ai- 
caldo  y los  asociados,  si  e!  citado  no  se  pre- 
sentase en  el  término  señalado,  ó si  se  pre- 
sentase, después  de  haberle  oido,  decidirán 
lo  que  estime  justo.  Contrajo  que  resol- 
vieren  no  habrá  ulterior  recurso,  pero  los 
asi  escluidos  podrán  pedir  su  inclusión  en 
ios  dias  en  que  las  listas  están  expuestas  al 
público  (art.  27. ) 

Art.  7.°  Siendo  necesaria  la  edad  de 
25  años  para  ser  elector,  ya  como  con- 
tribuyente, ya  como  capacidad,  el  que  la 
hubiere  de  cumplir  antes  del  í.°  dé  no- 
viembre del  año  en  que  corresponda  la 
elección  general,  sera  incluido  en  la  lista 
con  tai  que  reúna  las  cualidades  exigidas 
en  la  ley. 

Art.  8.°  Siempre  que  para  la  formación 
de  las  listas  electorales  necesite  el  Alcalde 
datos  de  los  que  obran  en  las  oficinas  de 
Hacienda,  lo  avisará  a!  Gobernador  civil 
para  que  éste  los  reclame  de  aquellas. 

Art.  9.°  Las  cuotas  que  han  de  servir 
para  clasificar  los  electores  contribuyen  tes 
serán  las  del  año  en  que  se  rectifiquen  las 
listas,  á no  ser  que  no  estuviesen  aproba- 
dos los  repartimientos,  en  cuyo  caso  ser- 
virán las  del  año  anterior. 

Art.  40.  Para  justificar  un  elector  la 
cuota  que  pague  fuera  del  distrito  muni- 
cipal, ya  por  contribución  general  directa, 
ya  por  repartimientos  vecinales,  deberá 
acreditarlo  con  la  exhibición  de  los  recibos 
originales. 

Art.  41.  La  lista  de  elegibles  se  forma- 
rá con  los  electores  contribuyentes  de  ma- 
yores cuotas  que  no  tengan  impedimento 
¡ega!  para  ser  Concejales,  hasta  completar 
el  número  que  con  arreglo  al  vecindario 
'corresponda. 

Art.  12.  Las  listas  se  formarán  divi- 
diéndolas en  dos  partes,  de  las  cuales  la 
primera  comprenderá  los  contribuyentes 
elegibles  y no  elegibles,  y la  segunda  las 
capacidades,  con  arreglo  al  modelo  núme- 
ro 4.°  Todos  los  contribuyentes  electores 
y elegibles  del  término  municipal  se  colo- 
carán por  el  órden  de  mayor  á menor,  se- 
gún la  contribución  que  paguen.  Cuando 
el  distrito  municipal  pasé  dé  2.000  vecinos 
sé  expresará  la^habitación  de  los  eíectóres. 
Siempre  que  el  distrito  se' componga  de  va- 
. rías  parroquias, feligresías  ó poblaciones  ru- 
| rales,  sea  el  que  quiera  su  vecindario , se 
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expresará  la  parroquia,  feligresía  ó pobla- 
ción en  que  reside  el  elector.  . 

Art.  Id.  La  lista  firmada  por  el  Alcal- 
de y asociados  se  expondrá  al  publico  des- 
de el  día  45  al  31  de  agosto  ambos  inclusi- 
ve, de  los  años  en  que  corresponda  elec- 
ción general  (art.  28.) 

Art.  14.  Así  la  lista  á que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  como  todas  las  demás  que 
con  arreglo  á lo  prevenido  en  este  capítulo  y 
en  el  siguiente  barí  Je  exponerse  al  publico, 
se  colocarán  en  una  tabla  que  esté  lijada  á 
la  altura  conveniente  en  la  parte  exterior 
de  las  salas  consistoriales  desde  las  ocho  de 
la  mañana  hasta  las  seis  de  la  tarde.  El  Al- 
calde adoptará  las  medidas  necesarias  para 
su  conservación. 

Art,  lo.  El  Alcalde  por  sí  ó por  medio 
de  persona  que  designe  al  electo,  recibirá 
todas  las  reclamaciones  que  se  le  dirijan 
desde  el  15  al  31  de  agosto,  anotando  en 
ellas  el  dia  y la  hora  de  su  presentación,  y 
dando  al  interesado  recibo  si  lo  pidiere 
(art.  28.) 

Art.  té.  Desde  el  dia  l.°al  19  de  se- 
tiembre se  expondrá  al  público  una  lista 
firmada  por  el  Alcalde  y asociados  de  las 
reclamaciones  presentadas  desde  el  4 5 al  31 
de  agosto, 

Art.  17.  Decididas  las  reclamaciones  por 
el  Alcalde  oyendo  á ios  asociados,  se  for- 
mará una  nueva  lista  con  sujeción  ai  mis- 
mo modelo  que  la  anterior,  expresando  al 
final  de  ella  por  medio  de  una  nota,  todos 
los  qiie  quedan  excluidos,  asi  por  haberse 
probado  que  no  reúnen  las  cualidades  ne- 
cesarias, como  porque  sin  embargo  de  ser 
contribuyentes,  no  les  alcanza  el  dérecho 
electoral  por  la  inclusión  de  otros  de  ma- 
yores cuoias.  Esta  lista  estará  expuesta  al 
público  desde  el  4 0 al  19  de  setiembre  am- 
bos inclusive  (art.  50.) 

Art.  18.  Los  que  no  se  conformaren  con 
las  decisiones  del  Alcalde,  bien  por  no  ha- 
ber sido  incluidos  en  la  lista,  bien  por  no 
haber  sido  excluido  algún  elector,  bien  por- 
que con  la  inclusión  de  otro  ú otros  pier- 
dan el  voto  activo  ó pasivo,  podrán  acudir 
al  Gobernador  civil  por  conducto  del  Al- 
calde, á quien  en  tregarán  la  oportuna  soli- 
citud. El  Alcalde  por  si  ó por  medio  de 
persona  que  designe  al  efecto,  recibirá  es- 
tas solicitudes,  anotando  en  ellas  el  día  y 
hora  de  su  presentación,  y dando  recibo 
al  interesado  sí  lo  pidiere. 

El  Alcalde  facilitará  á los  reclamantes 
, cuantos  datos  pidan  para  fundar  sus  recla- 
maciones (art.  31.) 

Art-  19*  Todas  las  solicitudes  que  se 


presenten  desde  el  10  al  19  de  setiembre, 
las  remitirá  el  día  20  el  Alcalde  con  su  in- 
forme y el  de  los  asociados  al  Gobernador 
civil  acompañando  cuantos  antecedentes 
sean  necesarios  para  mayor  ilustración  (ar- 
ticulo 3i.) 

Art.  20.  Desde  el  expresado  dia  20  de 
setiembre  al  30  del  propio  mes  se  expon- 
drá al  público  una  lisia  firmada  por  el  Al- 
calde, de  tudas  las  reclamaciones  y escusas 
presentadas  del  10  al  19  dei  propio  mes. 

Art.  24.  El  Gubernador  civil  luego  que 
reciba  las  reclamaciones  las  pasará  al  Cun- 
sejo  provincial  para  que  dé  su'  parecer,  y 
antes  del  25  de  octubre  comunicará  al  Al- 
calde lo  que  resol  viere  (art.  31  y 32) 

Art.  22.  Recibidas  por  el  Alcalde  las  re- 
soluciones del  Gobernador  civil,  formará 
U lisia  definitivamente  rectificada,  siempre 
con  sujeción  ai  mismo  modelo,  ia  cual,  fir- 
mada por  él  y por  los  asociados,  se  expon- 
drá al  público  desde  el  día  30  de  octubre 
hasta  el  3 de  noviembre. 

Art.  23.  En  las  poblaciones  en  que  ha- 
ya de  nombrarse  mas  de  un  temente  de  Al- 
caide, además  de  la  Lsta  general  se  expon- 
drán al  publico  en  los  días  marcados  en  el 
artículo  anterior,  listas  parciales  de  ios  elec- 
tores y elegibles  correspondientes  a cada  dis- 
irito  electoral.  Estas  listas  parciales  so- 
lo comprenderán  la  expresión  de  electo- 
res y elegibles  con  arreglo  ai  modelo  nú- 
mero 2.u 

Art.  24.  Desde  el  3 de  noviembre  hasta 
dos  años  después,  se  colocarán  las  listas  de 
que  hablan  los  dos. artículos  anteriores  en 
la  secretaria  del  Ayuntamiento,  en  dispo- 
sición de  que  puedan  verse  por  todo  eique 
quiera  consultarlas. 

Art.  25.  Una  copia  de  la  lista  general 
definitivamente  rectificada,  firmada  por  el 
Alcalde  y asociados,  y esteudida  en  papel 
de  tamaño  igual  al  del  sellado,  se  remitirá 
ai  Gobernador  civil  de  la  provincia  en  el 
expresado  mes  de  noviembre  siguiente. 

Art.  26.  Cuando  en  los  días  del  10  al 
19  de  setiembre  no  se  presente  ninguna  re- 
clamación, el  Alcalde  lo  participará  asi  al 
Gobernador  civil  el  día  20  iel  mismo  mes. 

Art.  27.  En  las  grandes  poblaciones,  sin 
perjuicio  de  llevarse  á efecto  lo  prevenido 
en  los  anteriores  artículos,  se  dara  á las 
listas  toda  la  puUlieulad  pusible. 

Art.  28.  En  los  casos  en  que  con  arre- 
glo al  art.  16  de  ia  ley,  sea  precisó  hacer 
las  listas  con  los  mas  pudientes,  se  seguirán 
los  mismos  trámites  señalados  en  los  artícu- 
los anteriores. 

Art.  29*.  Para  quQ  tenga  aplicación  el  ar- 
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tí  culo  16  de  la  ley,  es.  necesario  que  en  el 
pueblo  no  baya  contribuciones  directas  ni 
repartimientos  vecinales.  Donde  hubiere 
aquellas  6 -estos,  y el  número  de  contribu- 
yentes no  alcanzase  á cubrir  el  de  electores 
que  corresponda  con  arreglo  al  vecindario 
no  habrá  mas  electores  que  los  contribu- 
yentes que  resulten  y las  capacidades  que 
reúnan  las  circunstancias  exigidas  en  la  ley. 
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CAPITIÍLO  II. 


D e las  elec  clones. 

Art.  30.  En  los  pueblos  donde  corres- 
ponda nombrar  mas  de  un  Teniente  de  Al- 
calde, h i rá  e!  Alcalde  la  división  de  distri- 
tos, oyendo  al  Ayuntamiento  y procurando 
que  el  distrito  mas  numeroso  no  exceda  al 
menor  en  50  electores.  Antes  de  la  primera 
elección  que  se  verifique  con  arreglo  á la 
ley  actual,  dará  parte  el  Alcalde  al  Gober- 
nador civil  de  la  división  de  distritos  que 
hiciere,  la  que  no  podrá  vanarse  en  lo  su- 
cesivo sin  órden  de  la  misma  autoridad  (ar- 
tículo 55.) 

Art.  31.  En  los  pueblos  que,  teniendo 
mas  de  un  Teniente  de  Alcalde,  no  pueda 
dividirse  exactamente  el  número  de  con- 
cejales por  el  de  distritos  nombrarán  un 
Concejal  mas  los  distritos  que  designe  la 
suerte.  A este  electo  el  Alcalde  señalará 
con  cuarenta  y ocho  horas  de  anticipación 
el  dia  en  que  esta  operación  ha  de  practi- 
carse. El  acto  se  verificará  ante  el  Ayunta- 
miento y dos  electores  contribuyentes  de 
cada  distrito,  designados  por  la  misma  cor- 
poración. Introducidas  en  una  urna  tantas 
papeletas  cuantos  sean  los  distritos,  los  que 
aparezcan  en  las  papeletas  que  primero  sal- 
gan, serán,  los  que  nombren  un  Concejal 
mas  ( art  38.) 

Art.  32.  El  sorteo  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior  ha  de  verificase  precisamen- 
te ocho  dias  antes  por  lo  menos  de  la  elec- 
ción de  Conocíales. 

Art.  33.  El  Alcalde  cuidará  de  remitir 
á todos  los  Presidentes  de  mesa  dos  copias 
firmadas  por  el  mismo  y por  los  asociados 
de  la  lista  definitivamente  rectificada  de  los 
electores  correspondientes  al  distrito  res- 
pectivo -Una  de  estas  listas  se  fijará  duran- 
te los  dias  de  elercion  dentro  del  mismo  lo- 
cal en  que  la  junta  se  celebre.  La  otra  lista 
servirá  para  que  la  mesa  compruebe  la  iden- 
tidad de  los  electores  que  se  presenten  á 
votar. 


Art.  34.  Con  arregloal  art,  41  déla  ley, 
los  electores  que  concurran  en  el  primer 
dia  y primera  hora  de  votación  elegirán  la 
mesa.  Para  que  se  cumpla  esta  disposición, 
el  Presidente  de  la  junta  adoptará  las  me- 
didas necesarias  y anunciará  en  alta  vuz, 
pasada  la  primera  hora,  que  solo  pueden 
votar  la  mesa  los  electores  que  hasta  enton- 
ces se  hubiesen  presentado. 

Art.  55.  Las  papeletas  y el  acta  de  las 
elecciones,  se  estenderá  con  sujeción  á los 
modelos  núms.  3.°  y 4.° 

_ Art  36.  La  lista  dé  los  elegidos  eon  de- 
signación de  los  distritos  donde  hubiere 
mas  d‘e  uno,  se  expondrá  al  público  firma- 
da por  el  Alcalde  desde  el  10  al  1 5 de  no- 
viembre ambos  inclusive.  Las  reclamacio- 
nes y escusas  que  se  intentaren  duranle  este . 
plazo,  se  presentarán  al  Alcalde  quien  las 
recibirá  por  sí  ó ñor  medio  de  persona  que 
comisione  al  efecto,  anotando  el  dia  y la  ho- 
ra de  la  presentación  y dando  recibo  al  in- 
teresado si  lo  pidiere.  El  Alcalde  facilitará 
á los  reclamantes  cuantos  datos  pidan  para 
fundar  sus  reclamaciones  íart.  52.) 

Art.  37.  El  dia  16  de  noviembre  remi- 
tirá el  Alcalde  al  Gobernador  civil  las  re- 
clamaciones y escusas  que  se  hubieren  pre- 
sentado, acompañándolas  con  su  informe  y 
con  cuantos  antecedentes,  juzgue  oportunos 
para  su  mas  acertada  resolución.  Si  ningu- 
na reclamación  ni  escusa  se  hubiere  pre- 
sentado, remitirá  una  certificación  en  que 
asi  se  acredite.  Remitirá  al  propio  tiempo 
las  actas  de  la  elección,  una  lista  de  los  ele- 
gidos con  expresión  de  los  que  saben  leer  y 
escribir,  y otra  de  los  Concejales  corres- 
pondientes á la  mitad  que  no  se  renueva 
(art,  53.) 

Art.  38.  Desde  el  expresado  dia  16  de 
noviembre  basta  el  19  ambos  inclusive,  se 
expondrá  al  pú'dieo  una  lista  firmada  por 
el  Alcaide  de  todas  las  reclamaciones  y es- 
cusas presentadas  desde  el  10  al  15  del  pro- 
pio mes. 

A rt.  39.  El  Gobernador  civil,  oyendo  al 
Consejo  provincial,  decidirá  sobre  ia  vali- 
dez de  las  actas.  Aprobadas  estas,  y no  ha- 
biendo reclamaciones  ó escusas,  ó habién- 
dolas, una  vez  resueltas,  no  se  admitirán 
nuevas  reclamaciones,  sino  por  impedimen- 
to legal  sobrevenido  con  posterioridad  (ar- 
tículo 54.) 

Art.  40.  Las  reclamaciones  por  impe- 
dimento legal  sobrevenido  cespues  de  la 
toma  de  posesión  de  los  Concejales,  serán 
decididas  por  los  Gobernadores  civiles, 
oyendo  al  Consejo  provincial  (art.  54  ) 

A rt.  41 . En  los  pueblos  en  que  el  nouw 
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bramiento  de  Alcaldes  y Tenientes  corres- 
ponda al  Gobernador  civil,  lo  verificará  éste 
por  medio  de  una  credencial  dirigida  á cada 
uno  de  los  elegidos  sin  perjuicio  de  noti- 
ciarlo al  Alcalde,  á guien  manifestará  ade- 
mas los  que  quedan  de  simples  Concejales, 
modelos  números  5.°  y 6.°  (art.  8.°) 

Art,  42.  Solo  por  motivos  muy  especia- 
les dispensarán  los  Gobernadores  civiles  la 
circunstancia  de  saber  leer  y escribir  á los 
Alcaldes  y Tenientes  de  Alcalde  en  los  pue- 
blos en  que  dichos  funcionarios  deben  te- 
nerla. De  todas  las  dispensas  de  esta  na- 
turaleza que  concedan,  darán  parte  at  Go- 
bierno, expresando  las  causales  (art  2fi). 

Art.  43.  Cuando  el  nombramiento  de 
Alcalde  y Teniente  de  Alcalde  corresponda 
al  Rey,  remitirá  el  Gobernador  civil  al  Go- 
bierno la  lista  de  los  Concejales  elegidos 
con  sujeción  á los  modelos  números  7.°  y 
8.°  (art.  9.°). 

Art.  44.  Si  por  consecuencia  de  las  re- 
clamaciones y escusas  admitidas,  ó bien  por 
haber  nombrado  varios  distritos  á unas 
mismas  personas,  resultase  incompleto  el 
número  de  Concejales,  se  procederá  á elec- 
ción parcial  para  completar  el  número, 
siempre  que  los  Concejales  que  falten  exce- 
dan dé  una  cuarta  parte;  sino  excedieren, 
se  procederá  al  nombramiento  de  Alcaide  y 
Tenientes. 

Art.  45.  Cuando  una  misma  persona 
sea  elegida  por  des  ó mas  distritos,  optará 
por  el  que  tenga  por  conveniente  antes  de 
tomar  posesión,  noticiándolo  al  Alcalde, 
quien  !o  pondrá  en  conocimiento  del  Go- 
bernador civil  para  los  fines  oportunos. 

Art.  46.  El  dia  l.°  de  enero  del  año  si- 
guiente á aquel  en  que  se  verificó  la  elec- 
ción general,  previo  aviso  del  Alcalde  sa- 
liente, se  reunirán  los  Concejales  que  cesan, 
los  que  continúan,  los  nuevos  y los  Alcal- 
des pedáneos  del  distrito  municipal.  El  Al- 
calde entrante,  después  Je  prestar  en  ma- 
nos del  saliente  el  juramento  prevenido  en 
la  ley,  se  lo  tomará  á los  que  han  de  ser 
Teniente  de  Alcalde,  Concejales  y Alcaldes 
pedáneos  aquel  año,  y declarará  instalado 
el  nuevo  Ayuntamiento,  retirándose  en  se- 
guida los  individuos  que  concluyen  y los 
Alcaldes  pedáneos.  La  fórmula  del  júra- 
lo será  la  que  sigue:  «¿Juráis  por  Dios  y 
»por  los  santos  Evangelios  guardar  y hacer 
«guardar  la  Constitución  de  la  Monarquía 
»y  las  leyes,  ser  fiel  á S.  M.  doña  Isabel  II, 
«y  conduciros  bien  y leal  mente  en  el  des- 
«empeño  de  vuestro  cargo.  — Si  juro . — Si 
«asi  lo  hiciéreis,  Dios  os  lo  premie,  y si  no 
«os'lo  demande.» 


Cuando  el  Gobernador  civil  asista  á la 
instalación  de  un  Ayuntamiento,  será  él 
quien  tome  el  juramento  á todos  los  Con- 
cejales y á los  Alcaldes  pedáneos  (art.  58). 

Art.  47.  Ningún  Alcalde,  Teniente  de 
Alcalde,  Regidor  ni  Alcalde  pedáneo,  empe- 
zará á desempeñar  su  cargo  sin  prestar  an- 
tes el  juramento  que  queda  prescrito 

Art.  43.  En  una  comunicación  que  fir- 
marán el  Alcalde  saliente  y el  entrante,  se 
dará  parte  al  Gohernador  civil  el  mismo 
dia  i.°  de  enero  de  quedar  instalado  el 
nuevo  Ayuntamiento,  expresando  los  Con- 
cejales que  asistieron  al  acto,  y el  impedi- 
mento que  tuvieron  los  que  no  concur- 
rieron. 

Art.  49.  Ei  Gobernador  civil  dará  parte 
al  Gobierno  antes  de!  dia  15  de  enero  de 
quedar  instalados  todos  los  Ayuntamientos 
de  su  provincia,  ó bien  manifestará  ios  in- 
convenientes que  lo  hubiesen  impedido. 

Art.  50.  En  el  caso  de  fallecer  ó de  im- 
posibilitarse legítimamente  alguno  ó algu- 
nos de  los  individuos  de  Ayuntamiento,  el 
Alcalde  ó quien  haga  sus  veces  dará  inme- 
diatamente aviso  al  Gobernador  civil. 

Art.  51.  Cuando  ocurra  la  vacante  per- 
petua de  un  Alcalde  ó Teniente  de  Alcalde, 
si  de  su  resultas  hubiere  de  proeederse  a 
elección  parcial  por  no  haber  de  quedar  el 
número  de  regidores  marcado  en  el  articu- 
lo 59  de  la  ley- se  podrá  proceder  desde  lue- 
go á reemplazar  la  vacante  ó esperar  el  re- 
sultado de  la  elección  parcial. 

Art.  52.  Siempre  que  ocurriere  la  va- 
cante temporalde  un  Alcalde  ó Teniente  de 
Alcalde,  el  Gobernador  civil  podrá  reem- 
plazarla interinamente,  dando  parle  al  Go- 
bierno si  aquella  ocurriese  en  la  capital  de 
la  provincia  ó en  cabeza  de  partido  judicial 
cuya  población  llegue  á Oúü  vecinos. 

Art.  53.  Cuando  por  faltar  mas  de  la 
tercera  partede  los  concejales  haya  de  pro- 
ceder á la  elección  parcial,  esta  se  verifica- 
rá por  los  mismos  distritos  que  nombraron 
á los  Concejales  que  dejaron  de  serlo  (ar- 
tículo 59). 

Art.  54.  Para  la  primera  renovación 
que  se  verifique  después  de  una  elección 
general  de  Ayuntamiento  se  sacará  á la 
suerte  en  una  de  las  sesiones  del  mes  de 
julio  los  Concejales,  que  hayan  de  salir 
(art  60).. 

Art.  55.  Si  en  algún  pueblo  no  se  pu- 
diese verificar  la  elección  de  Concejales  por 
falla  de  concurrencia  de  los  electores,  lo 
avisará  el  Alcalde  al  Gobernador  civil.  Este, 
después  de  enterado  de  los  motivos  que  pue- 
dan retraer  á los  electores,  y adoptándolas 
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disposiciones  oportunas  para  que  desaparez- 
can, convocará  á nueva  elección;  y si  suce- 
diese lo  mismo , se  entenderá  que  el  Ayun- 
v tamiento  ha  sido  reelegido.  Hecho  esto,  si 
alguno  ó algunos  de  los  Concejales  renun- 
ciase su  cargo,  volverán  á ser  convocados 
los.electores;  y si  tampoco  concurriesen,  el 
Gobernador  civil  hará  el  nombramiento  en- 
tre los  vecinos  inscritos  en  la  lista  de  ele- 
gibles. 

Art.  56.  Lo  prevenido  en  el  artículo 
anterior  no  se  observara  cuando  la  elección 
sea  consecuencia  de  la  disolución  del  Ayun- 
tamiento; pues  en  este  caso,  si  á la  primera 
vez  no  concurren  los  electores,  se  enten- 
derá e'egido  definitivamente  el  Ayunta- 
miento interino. 

- Art.  57.  También  se  entenderá  defini- 
tivamente elegido  el  Ayuntamiento  inte- 
rino, cuando  en  la  elección  inmediata  á la 
disolución  fuesen  nombrados  contra  lo  que 
dispone  la  ley,  todos  ó la  mitad  al  menos 
de  los  individuos  del  Ayuntamiento  di- 
suelto. 

CAPITULO  III. 

De  los  ayuntamientos . 

Art.  58.  En  una  de  las  primeras  sesio- 
nes de  cada  año  señalarán  los  Ayuntamien- 
tos los  dias  en  que  han  de  celebrar  las  se- 
siones ordinarias.  El  Alcalde  dará  aviso  al 
Gobernador  civil  de  la  provincia  de  este 
señalamiento,  así  como  de  cualquiera  va- 
riación que  en  él  se  hiciere  con  posteriori- 
dad (art  61). 

Art.  59.  El  Gobernador  civil  podrá 
disponer  cuando  lo  tenga  por  conveniente, 
que  el  Alcalde  le  dé  aviso  con  la  antici- 
pación oportuna  de  todas  las  sesiones  ex- 
traordinarias áque  convoque,  con  expresión 
del  motivo  de  la  reunión. 

Art.  60.  Si  un  Ayuntamiento  se  reuniese 
sin  ser  presidido  por  el  Gobernador  civil 
superior  ó subalterno  donde  le  hubiere, 
por  ti  Alcalde  ó quien  legalmente  le  esté 
sustituyendo,  el  Gobernador  civil  tomará 
inmediatamente  las  disposiciones  oportu- 
nas para  que  nada  de  lo  que  acordare  se 
lleve  á efecto,  y procederá  contra  los  Con- 
cejales á lo  que  hubiere  lugar,  según  las 
circunstancias,  dando  sin  dilación  parle  al 
Gobierno  (art  62). 

Art.  61.  Si  un  Ayuntamiento,  en  con- 
travención al  art.  85  de  la  ley  , deliberase 
sobre  otros  asuntos  que  los  comprendidos 
en  la  misma,  hiciese  por  si,  prohijase  ó 
diese  curso  á exposiciones  sobre  negocios 
políticos,  ó publicase  sin  permiso  del  Go- 


bernador oivil  exposiciones  ú otro  papel, 
sea  de  la  clase  que  fuere,  procederá  inme- 
diatamente dicha  autoridad  á tomar  lae  dis- 
posiciones convenientes,  inclusa  la  suspen- 
sión , si  la  creyese  necesaria,  dando  en  se- 
guida parte  al  Gobierno. 

Art.  62.  Cuando  el  ‘Gobernador  civil 
suspenda  a un  Ayuntamieuto.íal  Alcalde  ó á 
cualquiera  de  los  Concejales  en  uso  de  ia 
autorización  que  le  concede  el  art.  67  de 
la  ley,  formara  un  expediente  en  que  apa- 
rezcan gubernativamente  probadas  las 
causas  de  la  suspensión,  y remitirá  al  Go- 
bierno sin  dilación  una,  copia  íntegra  de 
este  expediente,  acompañada  de  un  informe 
razonado. 

Art.  65.  Los  Gobernadores  civiles  solo 
procederán  ¿ suspender  á un  Ayuntamiento 
ó á alguno  de  sus  individuos  por  causas 
graves,  como  previene  la  ley.  Si  la  sus- 
pensión no  fuere  muy  urgente,  la  consulta- 
rán al  Gobierno,  y nunca  la  acordarán  sino 
como  medida  estrema  y después  de  haber 
apurado  sin  fruto  otros  medios,  si  hubiese 
lugar  a ellos. 

Art  64.  En  caso  de  suspensión  de  un 
Ayuntamiento,  el  Gobernador  civil  al  mis- 
mo tiempo  que  la  acuerde,  llamará  como 
interinos  á los  concejales  de  los  años  ante- 
riores por  su  orden,  ó propondrá  al  Go- 
bierno el  nombramiento  libre  entre  los 
elegibles. 

Art.  65.  Cuando  el  Gobernador  civi 
creyese  haber  méritos  bastantes  para  desti- 
tuir á un  Alcalde,  Teniente  ó Regidor,  ó 
para  disolver  un  Ayuntamiento,  los  consig- 
nará en  un  expediente  que  remitirá  origi- 
nal con  su  informe  razonado  al  Gobierno, 
acompañando  al  propio  tiempo  una  lista 
de  las  personas  que  en  su  concepto  con- 
venga nombrar  interinamente  en  caso  de 
aecederse  á la  disolución  (artículos  68 
y 69). 

Art.  66.  Sí  un  individuo  de  Ayunta- 
miento dejase  de  asistir  á las  sesiones  sin 
impedimento  legítimo,  ó se  ausentase  del 
pueblo  por  mas  de  ocho  dias  sin  prévio 
conocimiento  del  Alcaide,  este  dará  aviso 
al  Gobernador  civil  para  los  efectos  á que 
hubiere  lugar  (art.  63). 

Art.  67.  El  Alcalde  necesita  para  ausen- 
tarse la  licencia  del  Gobernador  civil..  Al 
hacer  uso  de  ella , lo  pondrá  en  conoci- 
miento de  dicha  autoridad  y de  quien  deba 
reemplazarle.  Este  avisará  al  Gobernador 
civil  haberse  encargado  del  mando  (art.  63). 

Art.  68i  El  Gobernador  civil  pondrá  en 
conocimiento  del  Gobierno  las  medidas  que 
adoptare  cuando  todos  ó la  mayor  parte  de 
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los  individuos  de  un  Ayuntamiento  se  nega- 
sen á concurrir  á las  sesiones  (art,  64). 

Art.  69.  El  Gobernador  civil  no  tiene 
voto  cuando  asiste  á las  sesiones  de  los  Ayun- 
tamientos. 

Art.  70.  Los  concejales  cuando  asisten 
á las  sesiones  del  Ayuntamiento  no  pueden 
abstenerse  de  volar. 

Art.  71  Los  Gobernadores  civiles  darán  : 
parte  al  Gobierno  siempre  que  con  arreglo  ; 
á las  facultades  que  les  concede  el  art.  80  ' 
de  la  ley,  suspendan  de  oficio  d á instancia 
df<  parle,  los  acuerdos  tomados  por  los  Ayun- 
tamientos, cuando  los  hallaren  contrarios  á 
las  leyes , reglamentos  ó llealcs  órdenes  vi- 
gentes. 

Art.  72.  Para  aprobar  el  Gobernador  ci- 
vil cuando  corresponda  á su  autoridad,  los 
acuerdos  de  los  Ayuntamientos  sobre  enta- 
blar tí  sostener  algún  pleito  en  nombre  del 
común,  oirá  al  Consejo  provincial  (art.  83). 

CAPITULO  IV. 

De  los  Alcaldes. 

Art.  73.  Todas  las  exposiciones  y recla- 
maciones que  sobre  asuntos  propios  de  sus 
atribuciones  acordare  un  Ayuntamiento  di- 
rigir al  Gobierno  tí  al  Gobernador  civil,  las 
remitirá  por  conducto  dei  Alcalde.  Toda  ex- 
posición tí  reclamación  de  los  Ayuntamientos 
que  no  se  dirija  de  este  modo,  quedará  sin 
curso,  adoptándose  además  las  medidas  á 
que  hubiere  lugar,  según  las  circunstancias 
Siempre  que  el  Alcalde  tenga  que  elevar,  en 
concepto  de  tal  Alcalde,  exposiciou  tí  recla- 
maciones al  Gobierno,  lo  liará  precisamente 
por  conducto  del  Gobernador  civil  (art?.  76). 

Art.  74.  La  facultad  de  conceder  permi- 
so para  toda  clase  de  diversiones  públicas  I 
que  por  el  art.  74  de  la  ley  compete  á los 
Alcaldes,  no  comprende  á las  prohibidas  por 
las  leyes. 

Art...  75.  Cuando  un  Alcalde  dejase  de 
cumplir  algún  acto  prescrito  por  la  ley  des- 
pués de  haber  sido  requerido  á ello  el  Go- 
bernador civil  además  de  ejecutarlo  oficial- 
mente, bien  por  sí,  bien  por  medio  de  comi- 
sionados, procederá  á lo  que  hubiere  lugar, 
según  las  circunstancias,  con  arreglo  alas 
leyes  y dará  parte  al  Gobierno  (art.  78). 

Art.  70.  Siempre  que  el  Alcalde  suspen- 
da la  ejecución  de  los  acuerdos  y delibera- 
ciones del  Ayuntamiento,  ya  porque  versen 
sobre  ásuutos  ajenos  á la  competencia  de  la 
corporación  municipal,  ya  porque  puedan 
ocasionar  perjuicios  públicos,  procederá  el 
Gobernador  civil,  según  las  circunstancias 


aconsejen,  dando  cuenta  al  Gobierno ' de  lo 
que  acordare  (art,  76). 

Art.  77.  Guando  el  Gobierno  tuviese  por 
conveniente  nombrar  Alcalde  corregidor  pa- 
ra un  pueblo,  en  el  momento  que  tome  pose- 
sión, cesará  el  Alcalde  ordinario,  quien  pa- 
sará á ser  primer  Teniente  de  Alcalde,  que- 
dando de  Regidor  el  último  Teniente. 

CAPITULO  Y. 

De  los  Tenientes  de  Alcalde. 

Art.  78.  Los  Tenientes  de  Alcalde  solo 
: ejercerán  las  tres  clases  de  atribuciones  si- 
guientes: 

I .ü  Las  que  les  corresponden  como  Gon- 
! cójales. 

2. °  Las  que  les  cometa  el  Alcalde  con 
arreglo  á las  leyes,  instrucciones  y regla- 
mentos. k 

3. °  Las  judiciales  que  las  leyes  y regla- 
mentos les  conceden  tí  en  lo  sucesivo  les 
concedieren  (art.  88). 

Art.  79.  El  Alcalde  podrá  señalar  á los 
Tenientes  un  distrito  tí  radio  en  que  ejerzan 
las  atribuciones  que  al  mismo  competen  por 
la  ley  y en  clase  de  delegados  suyos  (artícu- 
lo 88j. 

Art.  80.  Siempre  que  un  Teniente  de  Al- 
calde se  entrometa  á ejercer  atribuciones  no 
comprendidas  en  el  art.  78  de  este  regla- 
mento, el  Alcalde,  además  de  adoptar  las 
medidas  oportunas  para  hacer,  respetar  su 
autoridad,  dará  inmediatamente  parte  al  Go- 
bernador de  la  provincia  á fin  de  que  este 
resuelva  lo  conveniente, 

CAPITULO  VI. 

De  los  Regidores. 

Art.  81.  En  la  primera  sesión  que  cele- 
bre un  Ayuntamiento  después  do  su  instala- 
ción se  sacará  á la  suerte  el  orden  numérico 
de  los  Regidores  entrantes,  quedando  en  los 
primeros  lugares  los  Regidores  que  conti- 
núan por  el  mismo  orden  que  tuvieron  en  el 
bienio  anterior  (ant.  60;. 

CAPITULO  VII. 

De  los  síndicos. 

Art.  82.  En  la  primera  sesión  de  cada' 
año  nombrará  el  Ayuntamiento  un  Regidor 
que  desempeñe  el  cargo  de  Procurador  sín- 
dico. El  nombrado,  siendo  posible,  deberá 
saber  leer  y escribir.  Del  nombramiento  se 
dará  parte  al  Gobernador  de  la  provincia 
(art.  4.°). 

Art,  83.  Si  el  Regidor  nombrado  Rro- 
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curador  sindico  pasase  i desempeñar  inte-  delincuentes  é instruyendo  las  primeras  di- 
rmamcnte  e caigo  de  Alcalde  o Teniente  ligencias,  de  que  dará  inmediatamente  on- 
de Alcaide,  el  Ayuntamiento  designará  otro  ticia  al  Alcalde. 


Regidor  que  le  reemplace  también  interina-  2.°  Cuidar  de  la  policía  urbana  v rural 
mente  en  aquel  cargo.  Lo  mismo  sucederá  en  su  demarcación,  dei  cumplimiento  de 
cuando  el  nombrado  I rocín  ador  sindico  se  los  bandos  de  buen  gobierno  y ordenan- 
ausente  o se  imposibilite  temporalmente.  zas  locales 
Art.  84.  Si  el  Regidor  nombrado  Pro-  3°  ln<¡npí>f>mnar  v viíniai*  ina  acf.iVvidr*í_ 


ausente  o se  imposibilite  temporalmente.  zas  locales 
Art.  8i;  Si  el  Regidor  nombrado  Pro*  3.°  Inspeccionar  y vigilar  los  establecí- 
curador  sindn-o  dejase  de  ser  concejal,  o mientos  públicos  que  en  su  distrito  hubiere, 
fuese  nombrado  Alcalde,  o Teniente,  el  4.0  Representar  en  juicio  ó fuera  de  él 
Ayuntamiento  elegirá  otro  regidor  para  que  al  vecindario  de  su  distrito,  cuando  se 
desempeñe  aquel  cargo  basta  la  primera  trate  de  acciones  v derechos  que  á él  solo 
sesión  del  mes  de  enero  del  año  siguiente  competan. 


(art.  4.°b 


5.°  Ejercer  las  demás  funciones  que  les 


Art.  85.  El  regidor  nombrado  procu  cometan  las  leyes,  reglamentos  y Reales 
rador  sindico  puede  ser  reelegido  indeíini-  órdenes. 


damente  para  este  cargo  mientras  conserve  Art  93.  En  caso  de  ausencia,  enferme- 
el  carácter  de  Regidor  (art.  4.°).  dad,  ü otro  impedimento  temporal  del  Al- 

PA PITITI  ti  YTlí  calde  pedáneo  uara  sus  veres  el  elector  ma- 

yor contribuyente  que  haya  en  el  pueblo 
De  los  Alcaldes  pedáneos.  hasta  la  determinación  del  Alcalde,  quien 

dará  parle  al  Gobernador  civil  de  lo  que 
Art.  86»  Los  Gobernadores  civiles  de-  resolviere.  " 
signarán  las  parroquias,  feligresías  y pobla- 
ciones rurales  en  que  baya  de  haber  Alcalde  CAPITULO  IX. 

pedáneo,  con  arreglo  al  art.  S.°  de  la  ley, 

y dispondrán  que  los  Alcaldes  les  hagan  las  De  los  Secretarios  de  Ayuntamiento  y de  los 


CAPITULO  YI1I. 

De  los  Alcaldes  pedáneos. 


CAPITULO  IX. 


respectivas  propuestas  para  proceder  á los 
nombramientos.  Estos  se  harán  por  medio 
de  una  credencial  dirigida  al  nombrado  y 


de  un  oficio  al  Alcalde  del  distrito,  con  ar-  Ayuntamiento: 


particulares  de  los  Alcaldes. 

Art.  94.  Corresponde  al  Secretario  del 


reglo  á los  modelos  números  9.°  y 10  (ar- 
tículo 1 1). 


Art.  87.  El  cargo  de  Alcalde  pedáneo  es  con  su  firma. 


1.“  ■ Esiender  las  actas  y certificar  los 
acuerdos  del  Ayuntamiento  autorizándolos 


como  el  de  Concejal,  gratuito,  honorífico  y 
obligatorio.  Durará  dos  años  (art.  fi,0). 


2.°  Firmar  igualmente  los  libramientos 
y órdenes  que  expida  el  Alcalde  para  que 


wAMigniV'i  j j 1 ti.  1 ijb  a.*  ■ wuvu  \ » v • • y » 1 j w ■■  v-  ~ ~ ~ ■ - y * ~ — ■ — - ~ 

Art  88.  Los.  Alcaldes  pedáneos  pueden  ■ el  depositario  de  los  fondos  del  común  re- 

ser reelegidos,  pero  en  este  caso  tendrán  la  ciba  ó pague  alguna  cantidad. 

« . - 1 * 1 / , rv  « , . (I  A ‘ I 1 1 11  -11.  . . . 1 


facultad  de  aceptar  ó no  el  cargo  (art.  8.°). 
Art.  89.  El  Gobernador  civil  (le  la  pro- 


vincia puede  por  causas  graves  suspender  1 rúente  ocuparle. 


5."  Asistir  al  Alcalde  para  el  despacho 
de  los  negocios  cuando  tuviere  por  conve- 


y destituir  á un  Alcalde  pedáneo,  dando 
en  seguida  cuenta  al  Gobierno. 

Art.  90.  Eos  Alcaldes  pedáneos,  siendo 
posible,  deberán  saber  leer  y escribir. 


4.°  Tener  á su  cargo  y bajo  su  respon- 
sabilidad el  archivo,  custodiando  en  él 
los  libros  y documentos  pertenecientes  al 
Ayuntamiento  cuando  no  hubiere  otra  per- 


Art.  91.  No  ejerciendo  los  Alcaldes  pe-  sona  destinada  al  efecto. 


dáñeos  mas  funciones  que  las  que  les  seña- 


Ejercer  cualesquiera  otras  atribu- 


le el  Alcalde  con  arreglo  á los  reglamentos  clones  que  se  le  confieran  por  Jas  leyes,  re- 
y disposiciones  de  la  autoridad  superior,  si  glamemos  ú ordenanzas  municipales, 
se  excediesen  de  ellas,  el  Alcalde,  además  Art.  95.  El  Secretario  no  tendrá  voz  ni 
de  hacer  respetar  su  autoridad  lo  pondrá  voto  en  las  deliberaciones  del  Ayuntamien- 
inmediatjmen'e  en  conocimiento  del  Go-  to;  en  sus  ausencias  y enfermedades,  y en 
bernador  civil,  á fin  de  que  este  resuelva  el  caso  de  suspensión  ó destitución,  será 
lo  conveniente  senin  las  circunstancias  (ar-  sustituido  por  ia  persona  que  designe  el 
tículo  90)  5 Ayuntamiento. 

Art.  92.  Las  atribuciones  que  los  Alcal-  Art.  9(L  Los  Secretarios  de  Ayunta- 
des  pedáneos  pueden  desempeñar  son:  miento  no  cesarán  anualmente,  ni  vacarán 

l.°  Cuidar  de  la  seguridad  y tranquil!-  sus  destinos  sino  por  muerte,  imposibilidad, 
dad  pública  de  su  distrito,  arr-restando  á los  1 renuncia,  incapacidad  legal  ó destitución 
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pronunciada  por  el  mismo  Ayuntamiento  ó 
por  el  Gobernador  civil. 

Art.  97.  Siempre  que  ocurra  la  vacan- 
te de  una  Secretaría  de  Ayuntamiento,  el 
Alcalde  ¡a  pondrá  en  conocimiento  del  Go- 
bernador civil  de  la  provincia,  quien  la 
anunciará  en  el  Boletín  oficial , señalando 
un  mes  de  termino  para  que  se  presenten 
los  aspirantes 

Art  98.  Cuando  un  Ayuntamiento  se- 
pare á su  Secretario,  el  Alcalde  dará  cuen- 
ta al  Gobernador  civil  con  expresson  de  los 
motivos  de  esta  determinación. 

Art.  99.  Cuando  por  mediar  causas  gra- 
ves considere  el  Gobe  nador  civil  necesaria 
la  suspensión  ó destitución  de  un  Secretario 
de  Ayuntamiento,  instruirá  el  oportuno 
expediente,  del  que  remitirá  copia  íntegra 
al  Gobierno  al  propio  tiempo  que  dé  parte 
de  la  suspensión  ó destitución,  si  la  decre- 
tare. 

Art.  100.  Los  gobernadores  civiles  ma- 
nifestarán al  Gobierno  los  pueblos  en  que 
convenga  que  el  Alcalde  tenga  Secretario 
particular,  expresando  las  razones  para 
que  asi  se  verifique  (art.  92). 

CAPITULO  X. 

De  la  creación  y supresión  de  Ayuntamien- 
tos, agregación  y separación  de  pueblos. 

* Art.  101.  Si  los  Gobernadores  conside- 
rasen conveniente  la  formación  de  tin  Ayun- 
tamiento nuevo,  ó las  solicitasen  los  veci- 
nos de  alguna  población,  instruirán  el 
oportuno  expediente  en  que  se  compruebe 
la  utilidad  ó ventaja  de  esta  medida,  y los 
remitirán  con  informe  razonado  al  Gobier- 
no para  su  resolución.  En  el  expediente 
deberá  aparecer  además  de  lo  proscripto 
en  el  art.  74  de  la  ley. 

1. °  Una  lista  nominal  de  todos  los  veci- 
nos del  pueblo  en  que  se  intentare  estable- 
cer Ayuntamiento,  con  expresión  de  las 
contribuciones  directas  que  por'  todos  con- 
ceptos paga  cada  uno,  ó hiende  su  riqueza 
donde  no  hubiere  aquellas. 

2. °  La  posición  topográfica  del  pueblo, 
su  riqueza  y demás  circunstancias. 

3. a  Los  recursos  con  que  cuenta  para  el 
sostenimiento  de  las  cargas  municipales,  y 
para  el  establecimiento  de  una  escuela  de 
primeras  letras  si  no  la  hubiere. 

4. °  Las  distancias  y el  estado  de,  los  ca- 
minos que  separan  al  pueblo  en  que  se  pre- 
tende establecer  Ayuntamiento,  no  solo  de 
su  matriz,  sino  de  todas  las  cabezas  de  dis- 
trito, sus  limítrofes,  acompañados  siempre 
que  pueda  ser  un  croquis  del  terreno. 
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5. °  Los  intereses  que  ligan  y separan  á 
los  pueblos  que  han  de  segregarse. 

6. °  El  término  que  convendrá  señalar  al 
nuevo  dis.trito  municipal. 

7. °  La  población  que  por  su  situación 
deba  ser  cabeza  de  distrito,  en  caso  de  que 
el  distrito  que  intente  formarse  comprenda 
varias  poblaciones. 

8. °  Los  informes  de  los  Ayuntamientos 
comarcanos. 

9. °  Cuantos  datos  y antecedentes  se  con- 
sideren oportunos. 

* Art.  1U2.  Pudiendo  verificarse  lá  re- 
unión de  unos  Ayuntamientos  á otros,  á ins- 
tancia de  jos  interesados-,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 71  de  la  ley,  cuando  se  solicite,  debe- 
rá presentarse  al  Gobernador  la  exposición 
conveniente  para  S M.  El  Gobernador  civil, 
instruyendo  expediente  en  que  aparezcan 
con  exactitud  las  miras  que  se  proponen  los 
interesados,  la  situación  topográfica,  ri- 
queza y vecindario  de  los  pueblos  que  in- 
tenten unirse,  la  distancia,  facilidad  ó di- 
ficultad de  comunicaciones  entre  si,  los  de- 
rechos , aprovechamientos  ú otros  goces 
que  deban  conservar  los  moradores  en  el 
pueblo  agregado  y demas  circunstancias,  lo 
remitirá  original  al  Gobierno  con  su  infor- 
me, el  de  la  Diputación  y Consejo  provin- 
cial y los  de  los  Ayuntamientos  de  los  pue- 
blos limítrofes. 

* Art.  103.  Lo  mismo  se  observará  cuan- 
do un  pueblo  pretenda  segregarse  de  aquel 
á que  estuviese  incorporado. 

* Art.  104.  Los  expedientes  de  que  se 
: habla  en  los  artículos  anteriores  se  remiti- 
rán por  el  Gobernador  civil  al  Gobierno 
para  su  definitiva  resolución. 

* Art.  105.  También  se  remitirán  al  Go- 
bierno para  su  resolución  los  expedientes 
que  se  instruyan  sobre  traslación  de  capi- 
tales, en  los  que  se  hará  constar  las  distan- 
cias y el  estado  de  los  caminos  que  separan 
á todos  los  pueblos  del  distrito  entre  sí;  el 
vecindario  de  cada  uno  y las  razones  que 
aconsejen  ó se  opongan  á la  variación  de 
capitalidad,  acompañando  un  croquis'del 
terreno. 

Art.  106.  Cuando  se  acordare  por  el 
Gobierno  la  creac’on  de  un  Ayuntamiento 
nuevo'.el  Gobernador  civil  lo  nombrarádes- 
de  luego  provisionalmente  de  éntrelos  elegi- 
bles del  nuevo  distrito  municipal  El  Ayun- 
tamiento asi  nombrado,  continuará  hasta  la 
próxima  renovación  de  Ayuntamientos  si 
faltase  menos  de  un  año;  pero  si  faltase  mas, 
se  procederá  lo  mas  pronto  posible  á elec- 
ción con  arreglo  á la  ley. 
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CAPITULO  XI. 

Bel  presupuesto  municipal. 

Art.  4 07 . El  presupuesto  municipal  lo 
formará  el  Alcalde  por  triplicado  en  pl  mes 
de  agosto  de  cada  año,  con  sujeción  al  mo- 
delo que  al  efecto  se  circule;  discutido  y 
votado  por  el  Ayuntamiento  en  el  mes  de 
setiembre,  y reservando  uno  de  los  ejem- 
plares para  que  se  conserve  en  la  Secretaría 
de  la  corporación,  remitirá  el  Alcalde  el  •!.” 
de  octubre  los  otros  dos  al  Gobernador  ci- 
vil de  la  provincia  , quien  antes  dei  15  de 
diciembre  devolverá  uno  de  ellos,  puesta 
la  aprobaron , conservando  el  otro  en  su 
Secretajia  anotado  convenientemente  (ar- 
tículos. 93  y 100). 

Art.  108.  Lo  preceptuado  en  el  artículo 
anterior  se  entenderá  en  el  caso  de  que  la 
suma  de  los  ingresos  ordinarios  del  pueblo 
no  llegue  á 2(10.0(10  rs.  en  los  términos 
prevenidos  en  el  art.  9S  de  la  ley;  pues  si  1 
llegase,  el  Gobernador  civil  remitirá  al  Go-  ¡ 
bierno  uno  de  los  ejemplares  del  prcsupues-  ; 
to  y una  copia  de  él  con  su  informe  antes 
del  20  de  octubre. 

Art.  1 09 . Durante  el  mes  de  setiem-  ¡ 
Lre  se  tendrá  de  manifiesto  en  la  Secretaría  i 
del  Ayuntamiento  el  presupuesto  formado 
por  el  Alcalde,  adoptando  el  Gobernador 
civil  para  que  así  se  verifique  las  medidas 
oportunas.  Al  presupuesto  se  agregará  un 
resúmen  del  mismo  expresan  lose  á conti- 
nuación y con  claridad  si  hubiese  déficit, 
los  medios  que  se  proponen  para  cubrirlo.  \ 
El  xMcalde  anunciara  al  público  hallarse  los  i 
expresados  documentos  en  la  Secretaría  del  ■ 
Ayuntamiento. 

Art.  110.  Cuando  en  los  presupuestos 
se  propongan  arbitrios  ó repartimientos  pa- 
ra cubrir  el  déficit  de  los  ingresos,  se  for- 
marán con  la  debida  anticipación  á fin  de 
que  puedan  presentarse  con  aquellos  los  ex- 
pedientes (oportunos  arreglados  á las  ins- 
trucciones que  rijan.  Estos  expedientes  ¡os 
pasara  el  Gobernador  civil  á las  oficinas  de 
rentas  para, que  den  su  parecer,  y los  diri- 
girá originales  con  su  informe  al  Gobierno, 
acompañando  los  respectivos  presupuestos 
si  llegasen  a 209. 0G0  rs.  y manifestando  en 
otro  caso  el  déficit  que  baya  que  cubrir,  y 
que  será  el  que  resulte  del  presupuesto  ¡ 
aprobado  (art.  10o). 

Art.  ill.  En  el  mes  de  enero  de  cada 
año  se  presentaran  al  Ayuntamiento  por 
triplicado  con  sujeción  al  modelo  que  se 
circule,  las  cuentas  del  Alcalde  y las  del  De- 
positario ó Mayordomo  correspondieiítes  al 


año  anterior.  El  Ayuntamiento  las  exami-» 
nará  y censurará  en  el  mes  de  febrera,  y 
dejando  un  ejemplar  en  el  archivo  de  la  cor- 
poración remitirá  el  Alcalde  los  otros  dos 
al  Gobernador  civil  el  día  1.°  de  marzo  (ar~ 
tic  uto  199). 

Art.  1 i 2 . El  Gobernador  civil  antes  del 
l.“  de  agosto  devolverá  al  Alcalde  uno  de 
los  dos  ejemplares  de  su  cuenta  puesta  la 
aprobación,  conservando  en  la  Secretaría  el 
otro  anotado  convenientemente  (art.  109). 

Art.  113.  Lo  preceptuado  en  el  artícu- 
lo anterior  se  entenderá  en  el  caso  de  que  el 
presupuesto  del  pueblo  no  llegue  á 200.000 
reales  pues  si  llegase,  el  Gobernador  civil 
remitirá  al  Gobierno  antes  del  1.°  de  junio 
un  ejemplar  de  la  cuenta  v una  copra  de 
ella  con  su  informe  (art.  109). 

Art.  114.  Recibida  por  el  Gobernador 
civil  la  cuenta  del  Depositario  ó Mayordo- 
mo, lo  pasará  al  Consejo  provincial  para  su 
ultimación  si  el  presupuesto  del  pueblo  no 
llega  á 200.000  rs.,  y para  su  informe  si 
llegase.  En  e!  segundo  caso,  el  Gobernador 
civil  remitirá  al  gobierno  antes  del  l.°de 
junio  un  ejemplar  de  la  cuenta,  una  copia 
de  ella,  el  informe  del  Consejo  provincial  y 
el  sayo  (art.  1 10.) 

Art.  113-  Durante  el  mes  de  febrero  se 
tendrá  de  manifiesto  en  la  secretaria  del 
Ayuntamiento  la  cuenta  del  Depositario  con 
los  documentos  justificativos,  y se  anun- 
ciará al  público.  El  Gobernador  civil  de  la 
provincia  adoptará  las  medidas  oportunas 
para  que  así  se  verifique  (art.  113.) 

CAPITULO  XII. 

De  los  registros  que  han  de  llevarse  en  los 
Gobiernos  civiles.  . 

Art.  1 16.  En  todos  los  Gobiernos  civi- 
les se  llevarán  los  registros  siguientes: 

l.o  Del  número  de  vecinos  de  cada  pue- 
blo, electores,  elegibles,  Alcaldes,  Tenien- 
tes, Regidores  y Alcaldes  pedáneos  (mode- 
los números  1 1 y 12). 

Los  datos  necesarios  para  formar  este  re- 
gistro se  lomaran  de  las  listas  de  electores 
y elegibles  que  los  Alcaldes  deben  remitir 
á los  Gobernadores  civiles  con  arreglo  ai 
art.  25  de  este  reglamento. 

2.°  De  las  poblaciones  de  que  se  com- 
pone cada  distrito  municipal,  con  expre- 
sión de  lasque  tienen  Alcaldes  pedáneos, 
y de  las  que  no  los  tienen  por  residir  en 
ellas  algún  Teniente  de  Alcalde  (modelo  nú- 
mero 13). 

Los  registros  de  los  modelos  núms.  11  y 
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Í2  y 13  se  encuadernarán  juntos  para  que 
formen  un  solo  volümen. 

3. »  De  todos  los  electores  por  todos 

conceptos.  Este  registro  se  formará  encua- 
dernando las  listas  originales  que  los  Al- 
caldes deben  remitir  á los  Gobernadores  ci- 
viles en  cumplimiento  del  art.  2b  de  este 
reglamento. 

4. °  De  todos  los  elegidos  para  cargos 
municipales,  con  expresión  de  los  nombra- 
dos Alcaldes,  Tenientes  de  Alcalde,  Procu- 
radores síndicos  y Alcaldes  pedáneos.  Una 
hoja  cuando  menos  del  libro,  se  destinará 
para  cada  pueblo,  á fin  de  poder  anotar  en 
ella  todas  las  alteraciones  que  ocurran  de 
una  elección  general  á otra. 

5 o De  todos  los  distritos  municipales 
por  orden  alfabético  en  que  haya  mas  de 
un  distrito  electoral  para  la  elección  de 
Ayuntamientos,  con  especificación  de  los 
que  sean  y de  los  barrios  ó calles  que  com- 
prendan. 

6. °  De  todos  los  presupuestos  munici- 
pales de  la  provincia. 

7. °  De  todas  las  cuentas  de  los  Ayun- 
mientos. 

Los  dos  anteriores  registros  se  formarán 
encuadernando  los  ejemplares  de  los  pre- 
supuestos y de  las  cuentas  que  deben  que- 
dar en  los  Gobiernos  civiles. 

8. °  Resdmen  de  los  presupuestos  muni- 
cipales de  la  provincia,  según  fueren  apro- 
bados con.  arreglo  al  modelo  que  se  cir- 
culará. 

9. °  Resumen  de  las  cuentas  de  los 
Ayuntamientos  según  fueren  aprobadas,  con 
arreglo  al  modelo  que  ta  i bien  se  circulará. 

10  Registro  de  todas  las  consultas  que 
se  hagan  relativas  á la  ejecución  de  la  lev 
de  Ayuntamientos,  resoluciones  que  recai- 
gan, y observaciones  á que  dé  Jugarla  es- 
periencia. 

Art.  117.  Los  registros  l.°,  2 °,  3.°, 
í.°  y 5.°,  se  renovarán  cada  dos  años  en  el 
mes  de  enero  siguiente,  al  en  que  corres- 
ponda elección  general  de  Ayuntamientos, 
haciéndose  las  variaciones  á que  dieren 
lugar  el  movimiento  del  vecindario,  la 
alteración  de  las  listas  electorales,  la  crea- 
ción y supresión  de  Ayuntamientos,  y la 
agregación  y separacíon'de  pueblos. 

Art.  118.  Antes  del  dia  15  de  febrero 
remitirán  los  Gobernadores  civiles  al  Go- 
bierno dos  copias  íntegras  de  los  registros 
l.°  y 2.°,  v participarán  hallarse  conclui- 
dos el  3.°,  4."  y 5.° 

Art.  119.  Los  registros  fi.°,  7.°,  8.°  y 
9.°  se  renovarán  todos  los  año^;  el  6.°  y el 
8.°  en  el  mes  de  febrero , y el  7.°  y 9.°  en 


el  de  setiembre,'  á no  ser  que  para  estas 
épocas  estuviesen  sin  aprobarse  algunos 
presupuestos  ó cuentas. 

Art  120.  Antes  del  15  de  marzo  remi- 
tirán los  Gobernadores  civiles  al  Gobierno 
dos  copias  íntegras  del  registro  8.’  dando 
parte  al  propio  tiempo  de  hallarse  con- 
cluido el  6.° 

Art.  12!.  Antes  del  15  de  octubre  re- 
mitirán otras  dos  copias  íntegras  del  regis- 
tro 9.°  dando  parte  de  hallarse  termina- 
do el  7.° 

Art.  122.  Todos  los  registros  de  que 
queda  hecha  mención,  se  custodiarán  en 
ios  gobiernos  civiles  bajo  la  responsabilidad 
de  los  Secretarios  , quienes  rubricarán 
todas  sus  hojas. 

CAPITULO  XIII. 

Disposición  general . 

Art.  123.  Queda  derogado  el  regla- 
mento de  6 de  enero  de  1844,  para  la  eje- 
cución de  la.  ley  de  Ayuntamientos  sancio- 
nada en  Barcelona  á 14  de  julio  de  1840. 

Madrid  22  de  octubre  de  1866.— Gonzá- 
lez Brabo. 

Modelo  mím.  l.° 

Para  las  listas  de  los  pueblos  que  no  lleguen  á 2,000 
vecinos  ni  su  población  esté  diseminada, 

PUEBLO  DE 


Tiene  tantos  vecinos  , tontos  electores 
contribuyentes,  tantos  elegibles. 

LISTA  DE  'LOS  ELECTORES  Y ELEGIBLES  PABA 
LOS  CARGOS  MUNICIPALES. 


MAYORES  COINTRIBUYEINTES. 


Electores  elegibles. 


SOMBRES. 

CUOTA 

que  papan 
por  eontribu- 
,c  ones  gene- 
: rales  direc- 
rectas. 

IDEM 

por  reparti- 
mientos para 
el  presupues- 
to ordinario 
municipal  ó 
provincia). 

TOTAL. 

N.  P í. 

240  rs. 

20  rs. 

1 260  rs. 

N.  X. 

200 

18 

21 8 

X.  N. 

150 

1> 

150 

N.  X. 

» 

100 

100 

Etc  i etc. 

60  * 

12 

72 

Jg 

| 


í 

i ¡ 

i». 


ALCALDES  Y AYUNT.  (Het/lám.)  381 


Electores  no  elegibles. 

JN.  Tí.  » 50  50 

N.  H.  .38  ■ 9 47 

».  JN.  36  8 44 

Etc.  etc.  30  » 30 

CAPACIDADES. 

Electores  no  elegibles. 


JN.  JN Académico  da  la  Historia 

W.  JN . Idem. 

N.  N Abogado. 

JN.  JN. ..... . Idem. 

Etc.  etc Idem. 


En  las  capacidades  se  colocarán  reunidos 
todos  los  que  sean  electores  por  un  mismo 
concepto. 

En  los  pueblos  que  lleguen  á 2,000  veci- 
nos se  aumentará  uua  quinta  casilla  para  ex- 
presar las  senas  de  la  habitación  de  los  elec- 
tores. 

En  los  distritos  municipalidades  que  se 
compongan  de  varias  poblaciones,  también 
se  aumentara  una  quinla  casilla  para  expre- 
sar el  punto  de  residencia  de  cada  elector. 

Modelo  núm.  2.° 

Pueblo  de. .....  . 

Distrito  de.  .... . 

LISTA  DE  LOS  ELECTORES  ELEGIBLES  PARA  LOS 

CARGOS  MUNICIPALES  CORRESPONDIENTES  A 
DICHO  DISTRITO. 


Electores  elegibles. 


N.  JN. 

JN.  JN. 

JN.  IN. 

JN.  JN  . 

JN.  JN. 

JN.  JN. 

JN.  JN. 

JN.  JN. 

JN.  JN. 

- 

Electores. 

JN.  JN. 

JN.  IN. 

JN.  IN. 

JN.  JN. 

JN.  JN. 

IN.  IN. 

Advertencia. 


Se  colocarán  por  orden  alfabético  de  ape- 
llidos. 

Modelo  núm.  3.° 

Concejales. 

D. 

D 

D. 

D. 

El  número  que  corresponda»  cada  pueblo. 


Modelo  núm.  4.° 

ACTA  DE  ELECCION  DE  AYUNTAMIENTO. 

Provincia  de...  Partido  de...  Distrito  de....* 
(donde  hubiere  mas  de  uno.)  Pueblo  de..... 

En  la  ciudad,  villa  ó pueblo  de. 

á- . . dei  mes  de año  de. ....  reunida 

la  junta  electoral  para  la  elección  de  Ayun- 
tamiento ( donde  hubiere  mas  de  un  distrito 
electoral  se  pondrá:  En  la  ciudad,  villa  ó 

pueblo  de á. . del  mes  de. .....  ► 

ano  de reunida  la  junta  electoral  para 

la  elección  del  número  de  Concejales  corres- 
pondientes al  distrito  de ) en  el  lo- 

cal . designado  al  efecto  con  anterio- 
ridad, siendo  las  nueve  de  la  mañana,  el  se- 
ñor Alcalde  ( Teniente  ó Regidor)  D.  JN. 
anunció  que  iba  á procederse  al  nombramien- 
to de  la  mesa,  y que  al  efecto  se  asociaba  á 
los  dos  electores  D.  JN.  y D.  IN.  que  se  ha- 
llaban en  el  salón.  Acto  continuo  se  proce- 
dió á la  elección  de  cuatro  Secretarios  escru- 
tadores, y el  señor  Presidente  recibió  las  pa- 
peletas que  fue  depositando  én  la  urna,  de 
todos  los  electores  que  se  presentaron  hasta 
las  diez,  en  cuya  hora  anunció  que  los  elec- 
tores que  no  se  hubiesen  presentado  hablan 
perdido  el  derecho  de  volar  la  mesa.  En  se- 
guida se  principió  el  escrutinio  leyendo  el 
señor  Presidente  en  alta  voz  dichas  papele- 
tas, las  cuales  dieron  el  resultado  siguiente, 
que  aquel  publicó: 

D.  JN.  tant os  votos.  (Se  colocarán 

D.  IN.  tantos.  los  nombres  por 

D,  IN.  tantos.  el  orden  del  nú- 

D.  IN.  tantos.  mero  de  votos  de 

Etc.  mayor  á menor. 

El  número  de  vo-  . 
tos  se  expresará 
en  letra  y en  gua- 
rismo.) 

Y estando  presentes  D.  N.,  D.  N , D.  JN. 
y D.  JN.,  que  fueron  los  que  tuvieron  mas 
votos  quedaron  elegidos  secretarios  escru- 
tadores. 

i,Sí  no  resultasen  con  votos  al  menos  cua- 
tro electores  , se  pondrá:  Y no  habiendo 
tenido  votos  mas  que  D.  If,  D.  JN.  y D.  IN., 
los  tres  quedaron  elegidos  Secretarios  escru- 
tadores , y en  unión  con  el  señor  Presidente 
nombraron  para  completar  el  número  á D.  JN. 
que  también  estaba  presente.) 

(Si  hubiese  empate  lo  decidirá  la  suerte 
y se  expresará  en  este  lugar). 

(Si  alguno  ó algunos  de  los  qm  obtuvie- 
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sen  mas  Votos  no  se  hallase  présenle  al  ve- 
rificarse el  escrutinio,  se  pondrá:  Y estan- 
do presentes  D.  IV . , D.  J V.  y D.  JV.,  queda - 
ron  elegidos  Secretarios  escrutadores,  por 
ser  los  que  obtuvieron  irías  votos;  y no  es- 
tando 1)  N quedó  elegido  en  su  lugar  D.  IV. 
que  seguía  en  número  de  votos.) 

Quemadas  las  papeletas  en  presencia  de 
los  electores  quedó  constituida  la  mesa  á 
tal  hora. 

Se  procedió  en  seguida  á la  elección  de 
Concejales,  estando  preparadas  y rubricadas 
de  antemano  lns  papeletas  como  se  dispone 
en  la  ley,  y teniendo  á la  vista  la  lista  délos 
( lectores.  Los  que  de  estos  se  presentaron 
escribieron  dentro  del  local  y á la  vista  de 
la  taesa,  unos  por  sí  y otros  valiéndose  de 
otros  electores,  los  nombres  de  los  candida- 
tos, y entregaron  las  papeletas  al  señor  Pre- 
sidente, quien  las  depositó  en  la  urna  delan- 
te de  los  mismos  votantes,  cuyos  nombres  se 
escribieron  con  expresión  de  la  vecindad  de 
caria  uno  en  una  lista  numerada. 

Dadas  las  dos  de  la  tarde  se  comenzó  el 
escrutinio,  leyendo  el  señor  Presidente  en 
alta  voz  todos  los  nombres  inteligibles,  anu- 
lándose los  que  no  lo  eran  y los  que  estaban 
repetidos  ó excedian  del  número  prefijado. 
Cerciorados  los  Secretarios  escrutadores  del 
contenido  de  las  papeletas,  y confrontado  el 
número  de  estas  con  el  de  los  votantes  ano- 
tados en  la  lista:  anunció  el  Presidente  el  si- 
guiente resultado. 


D.  N.  tantos  votos. 
D.  IV.  tantos. 

D.  N.  tantos . 

D.  IN.  tantos. 

Etc. 


(Se  colocarán 
los  nombre $ por 
el  orden  del  nú- 
mero de  votos  de 
mayor  á menor. 
El  número  de  no- 


tos se  expresará 
en  letra  y en  gua- 
rismo ) 

(Todas  las  dudas  y reclamaciones  que  se 
susciten,  se  expresarán  en  este  lugar , asi 
como  las  resoluciones  de  la  mesa.) 

Quemadas  á presencia  del  público  todas 
las  papeletas,  se  dio  por  terminado  el  acto 
de  dicho  dia. 

Fijados  antes  de  las  nueve  de  la  mañana 
del  siguiente  dia  tantos , en  la  parte  exterior 
del  edificio  ‘donde  se  celebra  la  elección,  la 
lista  nominal,  de  todos  los  electores  que  en 
el  anterior  concurrieron  á votar,  y el  resu- 
men de  los  votos  que  á cada  candidato  obtu- 
vo, se  continuó  á dicha  hora  la  votación  en 
la  misma  forma  que  el  expresado  dia  ante- 
rior; y verificado  el  escrutinio  dio  el  siguien- 
te resultado: 


D.  IV.  tantos  votos.  (Por  el  orden 
D.  IV.  tantos.  que  queda  pres- 

D,  3V.  tantos.  crilo). 

(Todas  las  dudas  y reclamaciones  que  se 
susciten , se  expresarán  en  este  lugar,  asi 
corno  las  resoluciones  de  la  mesa.) 

Quemadas  á presencia  del  público  todas 
las  papeletas,  se  dio  por  terminado  el  acto 
de  dicho  dia. 

Fijados  antes  de  las  nueve  de  la  mañana 
del  siguiente  dia  tantos,  en  la  parte  exterior 
dei  edificio  donde  se  celebra  la  elección,  la 
lista  nominal  de  lodos  los  electores  que  en 
el  anterior  concurrieron  á volar,  y el  resu- 
me,n de  los  votos  que  cada  candidato  obtu- 
vo, se  continuó  dicha  hora  la  votación  en 
la  misma  forma  que  en  el  expresado  dia  an- 
terior; y verificado  el  escrutinio  dio  el  si- 
guiente resultado: 

D.  N.  tantos  votos;  (Por  el  orden 
D.  1*.  tantos.  que  queda  pres- 

D.  IN.  tantos.  crilo.) 

Etc.,  etc. 


(Todas  las  dudas  y reclamaciones  que  se 
susciten  , se  expresarán  en  este  lugar , asi 
como  las  resoluciones  de  la  mesa.) 

Quemadas  á presencia  del  público  todas 
las  papeletas,  se  dio  por  terminado  el  acto  de 
este  dia  y por  concluidas  las  elecciones. 

( Donde  hubiere  mas  de  un  distrito  se  aña- 
dirá de  este  distrito).  En  fé  de  todo  lo  cual 
firmamos  está  acta  dicho  dia  tantos  de  tal 
mes  y año. 

El  Alcalde  ( Teniente  ó Regidor ),  Presidente. 

N.  N. 

El  Srio.  escrutador.  El  Srio.  escrutador,' 
N.N.  N.  N.  ' 


El  Srio.  escrutador, 

N.  N. 


El  Srio.  escrutador, 

N.  N. 


A continuación  se  pondrá: 

En  la  ciudad,  villa,  ó pueblo  de  ........ 

á. . . .de.l  mes  de. . . .año  de. . . .siendo  las 
diez  de  la  mañana,  se  reunieron  ante  el 
Ayuntamiento  pleno,  el  Presidente  y Secre- 
tarios escrutadores  ( donde  hubiere  mas  de 

un  distrito  se  añadirá  del  distrito  de ) 

que  abajo  firman,  para  hacer  el  resumen 
general  de  votos  emitidos  en  los  tres  días  an- 
teriores. 

Por  el  Secretario  escrutador  D.  IN.  se  leyó 
el  acta  anterior,  y verificado  el  resumen,  de 
los  votos,  eF señor  Presidente  anunció  el  si- 
guiente resultado: 
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Concejales . 

I).  N.  tantos  votos.  ( Por  el  orden 

.1).  N.  tantos.  que  queda  p res- 

D.  IN.  tantos.  crilo.) 

Etc. 

Además  han  tenido  votos. 

D.  K.  tantos,  (Por  el  orden 

D.  IN.  tantos.  que  queda  pres- 
tí. IN.  tantos.  evito.) 

( Todas  las  dudas  y reclamaciones  que  se 
susciten  , se  expresarán  en  este  lugar , asi 
como  las  resoluciones  de  la  mesa.) 

Siendo  el  número  de  los  electores  del  dis- 
trito municipal  ( donde  hubiere  mas  de  un 
distrito  se  pondrá:  Siendo  el  número  de  elec- 
tores del  distrito  de. ... ) tantos , han  toma- 
do parte  en  la  votación  tantos. 

Y en  cumplimiento  de  lo  que  previene  la 
ley,  firmamos  dicho  dia  esta  acta  que  queda- 
rá original  en  el  archivo  del  Ayuntamiento, 
debiéndose  sacar  una  copia  de  ella  para  re- 
mitirla á su  tiempo  al  señor  Gobernador 
déla  provincia,.. 

El  Alcalde  ( Teniente  o Regidor), 

N.  A\ 

El  Srio,  escrutador.  El  Srio.  escrutador 
N.  N.  N.  N. 


aptitud  legal  necesaria  D.  Pí.  IN  , y don 
1N.  PE,  serán  Concejales  de  esa  población  en 
el  bienio  próximo: 

D.  N.  re 

d.  re  w. 

D N.  IN.  ' 

Etc.,  etc., 

juntamente  con  los  que  lo  eran  en  el  bienio 
anterior 

D.  K.  Jí. 

D.  A.  N. 

D.  W.  N. 

Etc.,  etc. 

Dios  guarde  á Y.  muchos  años. — Fe- 
cha y firma. 

Sr.  Alcalde  de  Jerez  de  la  Frontera. 

Modelo  núm.  9.° 

En  vista  de  la  propuesta  que  me  ha  dirigi- 
do el  Alcalde  del  distrito  municipal  de. ...  . 
he  nombrado  á Y.  con  esta  fecha  Alcalde 

pedáneo  de Lo  participo  á V.  á fin  do 

que  tal  dia  id  inmediatamente > se  preseuLe 
V . á prestar  ante  el  referido  Alcalde  el  ju- 
ramento prevenido.  Dios  guarde  á V.  mu- 
chos años. — Fecha  y Firma. 

Sr.  D. 

Modelo  núm.  10. 


El  Srio.  escrutador , El  Srio.  escrutador, 
N.  N.  N.  N. 

Modelo  núm.  5.a 


Por  delegación  de  S.  M.  la  Beina  Doña 
Isabel  II,  y con  arreglo  al  art.  9.ü  de  la  ley 
de  8 de  enero  de  184a,  nombró  á V Alcal- 
de [teniente  de  Alcalde  l.°,  2.°,  3.°  ó 4.“) 
de  Jerez,  de  la  Frontera,  en  uso  de  la  facul- 
tad que  me  concede  el  expresado  art.  9-J  de 
la  ley  de  Ayuntamientos:  lo  digo  á V para 
que  se  presente  á tomar  posesión  de  dicho 
cargo  tal  dia  ó inmediatamente.,  Dios  guar- 
de á V.  muchos  años.  Fecha  y Firma. 

Sr.  I). 

Modelo  núm.  6.° 

Ctm  esta  fecha  he  aprobado  las  elecciones 
municipales  de  esa  población  y nombrado 
Alcalde  á D.  IN.  iN.,  Teniente  de  Alcalde 
primero  áD.  IN.  IN.,  segundo  á D.  JN.IN., 
tercero  á D.  N.  N.,  y cuarto  á D.  N.  IN. 

Habiendo  estimado  bastante  las  escusas 
presentadas  por  D.  ñí.  N.  para  desempeñar 
el  cargo  de  Concejal  y declarado  no  tener  la 


En  vista  de  la  propuesta  de  Y.  be  nom- 
brado Alcalde  pedáneo  de. . . .á  D.  N.  N.  á 
quien  se  lo  participo  con  esta  fecha,  previ- 
niéndole que  tal  dia  tó  inmediatamente ) se 
presente  á prestar  juramento  en  manos  de 
V.  Dios  guarde  á V.  muchos  años. — Fe- 
cha y Firma. 

Señor  Alcalde  de 

R O.  de  18  enero  1 febrero  de  18G7. 

Los  oficiales  retirados  cuando  sean  concejales,  pue- 
dan asistir  á Ins  actos  públicos  ó privados  de  los 
Ayuntamientos  con  uniforme  y espada...,, 

(Guerra  y Gob  ) «El  Exorno'.  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra  dice  con  esta  fecha  al 
Capitán  general  de  Granada  lo  siguiente: 
Por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  del 
Reino  se  dijo  de  Real  orden  á este  de  la 
Guerra  con  fecha  18  del  mes  próximo  pa- 
sado lo  siguiente:  El  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación dice  con  esta  fecha  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Jaert  lo  que  sigue: 
«Remitido  á informe  del  Consejo  de  Esta- 
do en  sus  Secciones  reunidas  de  Guerra  y 
Marina  con  Gobernación  y Fomento  el  ex- 
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pediente  instruido  con  motivo  de  la  Conw 
petencia  entablada  entre  V.  S.  y el  capitán 
general  de  Granada  acerca  de  si  el  Concejal 
del  Ayuntamiento  de  Béjijar,  capitán  reti- 
rado D.  Pedro  Linares,  puede  ó uo  asistir 
de  uniforme  y eon  bastón  á las  sesiones  que 
el  mismo  celebre;  dichas  Secciones  han 
emitido  el  siguiente  dictamen. 

«Excorio.  Sr.;  Con  Rs.  órds.  de  29  de 
junio  y 12  de  julio  del  año  próximo  pasado 
se  lian  remitido  á informe  de  las  Secciones 
reunidas  de  Guerra  y Marina  y de  Gober- 
nación y Fomento  los  documentos  que  for- 
man el  expediente  instruido  á virtud  de 
instancia  de  D.  Pedro  Linares  y Rimirez, 
capitán  retirado  y Concejal  del  Ayunta- 
miento de  Béjijar  en  la  provincia  de  Jaén, 
en  la  que  solicita  que  se  le  mantenga  en  el 
derecho  de  usar  su  uniforme  cuando  con- 
curra á las  sesiones  de  la  municipalidad: 

£1  Alcalde  y el  Gobernador  de  la  provin- 
cia se  opusieron  á que  el  interesado  usara  su 
uniformé,  fundándose  en  que  por  el  hecho 
de  ser  Concejal  y servir  este  cargo  volun- 
tariamente estaba  privado  del  fuero  militar 
en  todo  cuanto  fuera  concerniente  al  expre- 
sado cargo,  no  debiendo  por  tanto  presen- 
tarse armado  en  las  sesiones  que  celebrara 
el  Ayuntamiento: 

Pero  de  las  Reales  órdenes  y sentencias 
que  se  citan  por  las  autoridades  civiles  en 
apoyo  de.  sus  providencias,  si  bien  se  dedu- 
ce (lo  que  es  incuestionable)  que  los  mili- 
tares, Concejales  á la  vez,  pierden  su  fuero 
cuando  incurren  en  responsabilidad  ejer- 
ciendo los  cargos  municipales,  no  se  sigue 
que,  fuera  del  caso  de  responsabilidad  en 
que  puedan  ser  justiciables  por  los  tribu- 
nales ó corregidos  gubernativamente  pór- 
las  autoridades  civiles  superiores  en  gerar- 
quía,  carezcan  del  fuero  y del  uso  de  uni- 
forme, los  cuales  según  la  R.  O.  de  3 de 
julio  de  iU34,  así  como  las  demás  preroga- 
tivas que  á los  militares  están  concedidas, 
lilas  bien  que  un  privilegio  deben  conside- 
rarse como  una  parte  de  su  haber  ó sueldo: 

Sí,  pues,  por  ¡as  disposiciones. en  que  se 
fundan  la?  referidas  autoridades  no  están  ni 
expresa  ni  aun  tácitamente  derogadas  otras 
muchas  que  conceden  á los  militares  el  uso 
de  uniforme  cuando  concurran  á los  Ayun- 
tamientos, hay  que  estar  á lo  que  por  ella 
se  dispone  sobre  el  particular:  consultando 
estas  disposiciones,  se  encuentra  la  Real 
provisión  de  10  de  abril  de  1767  que  orde- 
na que  los  capitulares  que  sean  militares 
entren  con  el  uniforme  del  cuerpo  á que 
hubieren  pertenecido,  el  R.  D.  de  21  mayo 
<Je  177$  dispone  igualmente  que  los  milita- 


res que  tengan  empleo'  político  en  los  Tri- 
bunales ó Ayuntamientos  sean  admitidos  á 
todos  los  actos  de  su  estatuto  con  el  uni- 
forme propio  de  #u  clase.  La  R.  O.  de  27  de 
julio  de  1797  determina  que  ios  milita- 
res que  sean  regidores  puedan  asistir  á los 
Ayuntamientos  con  uniforme  y bastón  en 
todos  los  actos  en  que  los  capitulares  ó re- 
gidores usaran  espada.  Otra  R.  O.  de  24  de 
febrero  de  1799  deciara  que  los  militares  de- 
ben concurrir  á todos  los  actos  públicos  de 
cualquier  naturaleza  que  sean  con  las  in- 
signias propias  de  su  empleo.  Y por  último, 
el  R.  D de  50  de  julio  de  1805  asimismo 
dispone  que  todo  militar,  sea  miembro  de 
Ayuntamiento  ó convidado  por  el  mismo, 
pueda  concurrir  con  espada  á todos  los  ac- 
tos públicos  ó privados  de  dichas  corpora- 
ciones, y aun  con  bastón  los  que  puedan 
usarle  por  razón  de  sus  empleos; 

Tan  incontrovertible  es  el  derecho  que 
tienen  ios  militares,  ora  sean  retirados  con 
uso  de  uniforme  ó en  activo  servicio,  para 
vestir  siempre  el  traje  correspondiente  á su 
clase,  que  por  R.  O de  27  de  mayo  de  1819 
se  resolvió  que  aun  á los  actos  de  oposición 
de  beneficios  curados  asistieren  los  milita- 
res de  uniforme  y no  con  hábito  talar,  co- 
rno pretendió  el  Vicario  eclesiástico  presi- 
dente de  un  concurso  que  tuvo  lugar  en  el 
Arzobispado  de  Toledo,  por  estar  prohibido 
en  diferentes  Reales  órdenes  que  los  oficia- 
les del  ejército  y armada  puedan  usar  de 
oiro  traje  que  el  uniforme  respectivo: 
Otras  disposiciones  pudieran  también  ci- 
tarse á este  tenor;  pero  las  secciones  para  no 
hacer  difuso  este  informe  se  limitarán  á re- 
cordar la  de  13  de  noviembre  de  1863,  ex- 
pedida por  el  Ministerio  de  la  Guerra  con 
acuerdo  de  la  Sección  de  Guerra  y Marina 
del  Consejo  y comunicada  al  de  Goberna- 
ción; en  ei  cual  se  declaró  que  a los  oficia- 
les del  ejército  no  poJia  privárseles  que 
usaran  de  la  espada  como  parte  integrante 
de  su  uniforme  en  ninguna  función  publi- 
ca, y que  solo  en  el  caso  en  que  la  calidad 
¡ del  espectáculo,  corno  acontece  en  los  bai- 
les de  máscaras,  aconsejara,  á juicio  de  la 
autoridad  civil,  que  Jos  concurrentes  se  pre- 
. sentaran  sin  araras,  se  hiciera  en  ios  anun- 
cias la  debida  prevención: 

Finalmente, "harán  mención  también  las 
secciones  de  la  Real  órden  expedida  en  22 
de  enero  último,  p.or  la  cual  se  dispuso  el 
exacto  cumplimiento  de  las  que  prohíben 
que  vistan  de  paisano  los  jetes  y oficiales 
del  ejército.  Y si  pudiera  objetarse  que  tales 
disposiciones  se  refieren  mas  bien  a los  del 
ejército  activo  y no  á los  retirados,  no  debe 
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perderse  de  vista  que  la  que  para  aquellos 
es  un  deber  indeclinable  para  estos  es  un 
derecho,  del  cual  pueden  usar  como  una 
parte  de  su  haber  ó sueldo  según  expresa  la 
citada  R.  O.  de  5 de  julio  de  1834. 

No  estuvo,  por  consiguiente,  en  su  dere- 
cho el  Alcalde  ue  Bejijar  ni  el  Gobernador 
de  Jaén  al  prohibir  al  capitán  retirado  Don 
Pedro  Linares  y Ramírez  que  asistiera  como 
concejal  a las  sesiones  del  Ayuntamiento 
con  ei  uniforme  y espada  respectivo  á su 
clase,  si  bien  lo  estuvo  indudablemente  en 
impedir  que  asistiese  dicho  individuo  con 
bastón,  pues  ni  por  su  empleo  ni  por  su 
cualidad  de  retirado  le  corrcspondia  usar 
esta  insignia  de  mando. 

Así,  pues,  las  secciones  juzgan  que  se 
resuelva  este  expediente  en  el  sentido  de 
que  los  oficiales  retirados,  cuando  sean  con- 
cejales, puedan  asistir  á ios  actos  públicos 
ó privados  de  los  Ayuntamientos  con  uni- 
forme y espada,  pero  no  con  bastón,  en 
cumplimiento  de  las  Reales  órdenes  dife- 
rentes que  se  han  dictado  sobre  el  parti- 
cular. Y que  con  el  fin  de  evitar  conflictos 
en  lo  sucesivo  se  pongan  de  acuerdo  los 
Ministerios  de  la  Guerra  y Gobernación 
para  dictar  la  resolución  mencionada,  la 
cual  deberá  comunicarse  á las  autoridades 
y corporaciones  que  de  los  referidos  Minis- 
terios dependan. 

Tal  es  el  parecer  de  dichas  secciones; 
V.  E.  sin  embargo  resolverá  con  S.  M.  lo 
que  estime  mas  procedente. 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  resolver  de 
conformidad  con  lo  propuesto  en  el  prein- 
serto dictamen,  de  Real  órden  lo  digo  a 
Y.  S.  para  los  efectos  correspondientes.» 

De  Real  órden,  comunicada  por  dicho 
Sr.  Ministro,  lo  traslado  á V.  E.  pera  su 
conocimiento  y efectos  consiguientes.  Dios 
guarde  á V.  muchos  años.  Madrid  1A  de  fe- 
brero de  1801.  El  Subsecretario  Francisco 
Parreño.  [Gac.  íl  febrero.) 

R.  O.  de  23  octubre  de  1867. 

Dicla  reglas  para  la  prosscucion  de  los  expsdianíej 

sobre  modificaciones  do  los  distritos  municipales. 

(Gob.)  «Atendiendo  á las  dificultades 
naturales  que  puede  hallar  V.  S.  en  la  ins- 
trucción de  ios  expedientes  sobre  modifica- 
ciones de  antiguos  distritos  municipales  , al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  til.  5.°,  artícu- 
los 71,  72  y 73  de  la  vigente  ley  de  Ayun- 
tamientosy con  el  íin  de  dar  unidad  á su 
tramitación,  atendiendo  asimismo  a la  pe- 
rentoriedad del  plazo  legal  y á la  conve- 
niencia de  atraer  la  mayor  ilustración  posi- 
Tomq  I. 


ble  sobre  todas  las  cuestiones  que  pueden 
suscitarse  para  su  conveniente  resolución, 
sujetará  V.  S.  la  prosecución  de  los  expe- 
dientes á las  siguientes  reglas: 

Primera.  Para  los  efectos  del  art.  71  de 
la  ley  de  Ayuntamientos  vigente  regirá  el 
censo  oficial  de  18IJU. 

Segunda.  Tan  pronto  como  reciba  Y.  S- 
la  presente,  circular,  procederá  á formar  un 
anteproyecto  en  que  conste: 

1 Los  Ayuntamientos  que  por  exceder 
de  200  vecinos  y no  hallarse  en  los  casos 
de  los  párrafos  primero  y segundo  del  ar- 
tículo 72,  deben  subsistir. 

2. °  Los  Ayuntamientos  que  por  no  te- 
ner 200  vecinos  deben  suprimirse. 

3. °  Los  que  pueden  suprimirse  por  ha- 
llarse comprendidos  en  los  párrafos  prime- 
ro y segundo  del  art.  72  de  la  ley. 

4. °  Las  segregaciones  y agregaciones  de 
los  pueblos,  aldeas  , caseríos,  poblaciones 
rurales,  despoblados,  feligresías,  parro- 
quias, anteiglesias  y demás  entidades  de 
población  que  constituyen  parte  integrante 
de  un  distrito  municipal,  cualquiera  quesea 
su  denominación.  Este  anteproyecto  com- 
prenderá además  la  división  de  terrenos, 
bienes,  pastos,  usos- públicos  y créditos  ac- 
tivos y pasivos,  con  expresión  de  los  apro- 
vechamientos comunes  á todo  un  distrito  y 
de  los  que  á titulo  de  propiedad  estén  re- 
servados á individualidades  ó agrupaciones 
de  población  determinadas;  procurando  no 
alterar  el  staiu  quo  consagrado  por  la  po- 
sesión ó costumbre  autorizada,  fuera  de  los 
casos  en  que,  á petición  de  tos  mismos  ve- 
cinos ó entidades  expresadas,  procediese 
variar  el  actual  estado. 

Tercera.  En  el  término  de  un  mes,  con- 
tado desde  la  fecha  de  esta  circular,  y oidás 
la  Diputación  y el  Consejo  provincial,  pu- 
blicará Y.  S.  el  anteproyecto  por  medio  de 
Holetin  extraordinario  , encargando  á los 
Alcaldes  su  mayor  publicidad  para  que 
llegando  á conocimiento  de  los  interesados 
puedan  estos  en  el  improrogable  término 
de  otro  mes  dirigir  á ese  Gobierno  de  pro- 
vincia cuantas  observaciones , peticiones  ó 
reclamaciones  conduzcan  á la  ilustración 
de  los  expedientes. 

Cuarta.  Trascurridos  los  plazos  que  se 
indican,  formará  V.  S.  expedientes  separa- 
dos de  cada  una  de  las  combinaciones  pro- 
yectadas, con  inclusión  de  todas  las  recla- 
maciones que  hubiese  suscitado  el  antepro- 
yecto ; pasándolos  al  Consejo  provincia!, 
quien  informará  en  ei  preciso  término  de 
otro  mes. 

Quinta.  Cumplidos  estos  requisitos  con-» 

2o 
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voeará  Y.  S.  la  Diputación  provincial  para 
oiría  sobre  tan  importante  asunto,  consig- 
nando el  dietámen  de  esta  corporación  en 
cada  uno  de  los  expedientes  - 

Seíta.  Ante-  del  1 de  abril  del  próxi- 
mo año  de  11568  remitirá  V.  S sin  excusa 
alguna  a este  Ministerio  lo  lo-,  los  expedien- 
tes ultimados,  con  su  informe  razonado  sl 
su  opinión  no  estuviese  conforme  con  los 
dictámenes  de  la  Diputación  y C tosejo  pre- 
vio ial,  ó consignando  su  conformidad  en 
caso  de  aceptar  el  parecer  de  dichas  corpo- 
raciones. 

Sétima.  Excepto  en  el  término  señala- 
do á la  publicidad  del  anterior  proyecto, 
queda  V.  S.  autorizado  para  abreviar  los 
demás  plazos  á lin  de  poder  acreditar  su 
celo  y acLividaden  tan  importante  servicio. 
De  Real  orden  etc  Madrid  2J  de  octubre  de 
1867.  — Valero  y Soto.»  (Gao.  7 noviembre.) 

Parte  doctrinal. 

§ l.°  Resumen  histórico  de  los  Ayunta- 
mientos. 

La  institución  del  poder  municipal  es 
antiquísima,  y no  puede  menos  de  ser 
así.  ¿Quién  se  atrevería  á poner  en  duda 
la  existencia  del  poder  paterno  desde  el 
momento  en  que  exi.-tió  la  familia?  Pues 
del  mismo  modo,  desde  que  las  fami- 
lias se  fueron  multiplicando,  desde  que 
formaron  tribus,  desde  que  hubo  pue- 
blos, se  hizo  sentir  también  la  indispen- 
sable necesidad  de  un.  poder  superior  al 
de  cada  familia,  de  un  poder  regulador 
que  terminase  sus  diferencias  , y que 
cuidase  del  arreglo  de  los  distintos  y en- 
contrados intereses  que  se  refieren  al  in- 
dividuo, á la  familia,  á la  propiedad,  á 
la  comodidad,  al  buen  orden  yá  los  res- 
petos entre  convecinus.  Por  lo  mismo, 
al  poder  de  la  familia- 6 paterno  filé  ne- 
cesario agregar  el  poder  municipal  que 
debió  elegirse  mas  ó menos  libremente 
en  bien  y provecho  de  las  familias  que 
reunidas  formaron  pueblos;  y como  na- 
•turalmente  los  mismos  pueblos  hubieron 
de  multiplicarse,  y tener  entre  sí  rela- 
ciones e intereses  muy  inmediatos,  hé 
aquí  igualmente  la  necesidad  de  fede- 
rarse para  su  mutua  seguridad  forman- 
do con  el  tiempo,  lo  quq  se  llama  nación 


i ó Estado  con  relación  al  territorio,  ó im- 
perio, ó república  ó monarquía  con  re- 
lación á la  forma  ó clase  de  poder  esta- 
blecido. ( 

No  entra  en  nuestro  plan  hacer  la 
historia  harto  oscura  y complicada  do 
nuestros  Ayuntamientos,  tarea  que  han 
desempeñado  ya  escritores  muy  compe- 
1 lentes  y entre  otros  Marina  y Seinper  y 
; Guarinos.  Diremos  si  que  después  de  la 
| historia  honrosa  de  nuestras  municipa- 
¡ lidades  romanas,  ios  sucesos  y los  caui- 
; bios  de  los  tiempos  llegaron  á matar  el 
poder  municipal  apoderándose  de  él  los 
¡ grandes  y señores,  y constituyéndose  en 
; tiranos  y verdugos  de  los  pueblos  de 
| los  cuales  disponían  á su  antojo.  ¡Qué 
degradación!  No  recordemos,  no,  las 
iniquidades  de  aquellos  tiempos  en  que 
los  grandes  lo  eran  todo,  en  que  la  mo- 
ral y las  leyes  llegaron  á ser  impotentes, 
en  que  se  confundió  hasta  la  idea  de  la 
humanidad.  Estos  tiempos  eran  los  del 
feudalismo,  tiempos  de  oprobio  y de 
baldón  en  que  los  grandes,  los  obispos, 
los  abades,  dueños  de  personas  y de  ha- 
ciendas tenían  á los  pueblos  oprimidos  y 
degradados  con  su  detestable  tiranía. 

Pero  la  injusticia,  dice  bien  un  ilus- 
trado escritor,  siempre  produjo  la  inde- 
pendencia, y la  de  los  señores  leúdales, 
su  insoportable  despotismo,  dio  origen 
á nuestras  famosas  municipalidades  que 
datan  del  siglo  XII  á lasque  los  pueblos 
deben  su.  libertad,  y los  reyes  el  haber 
salido  de  la  tutela  vergonzosa  en  que  les 
retenían  el  clero  y los  magnates.  Ei  po- 
der de  estas  municipalidades  fue  inmen- 
so (1).  Venia  á ser  cada  una  una  peque- 
ña república  en  que  se  reconocía  corno 
poder  reguladorel  del  monarca.  Los  ha- 
bitantes de  cada  pueblo  se  reunían  en 
concejo  y allí  discutían  y arreglaban  los 
asuntos  de  ínteres  común  y nombraban 
sus  Alcaldes,  jurados  y otros  ministros 
de  justicia  con  jurisdicción  civil  y cri- 
minal. (2j 


(1)  Ortiz  de  Zarate,  Análisis  historieo-crí- 
tico  de  la  legislación  española, 

(2_)  Despijadas  de  sus  antiguas  prerogati- 
vas  las  municipalidades,  ha  dicho  acertada» 
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Poco  á poco,  sin  embargo,  fue  amen- 
guándose el  gran  poder  de  las  munici- 
palidades á medida  que  crecía  el  de  la 
monarquía,  y á las  grandes  juntas  de 
concejos  sucedieron  las  de  cierto  y limi- 
tado número  de  personas  que  represen- 
taban la  municipalidad,  siendo  estas  ele- 
gidas entre  las  mas  notables  de  las  cuales 
por  motivos  que  no  son  de  este  lugar 
muchas  lograron  perpetuarse  en  los  ofi- 
cios, dando  motivo  para  la  creación  de 
diputados  y procuradores  di  cotnun, 
con  atribuciones  muy  en  armonía  con 
su  nombre,  y que  venían  á ser  nivelado- 
ras de  la  preponderancia  que  en  la  ad- 
ministración local  habia  vuelto  á reco- 
brar la  clase  noble. 

Sobre  la  manera  del  nombramiento 
da  regidores  no  se  hallaba  establecido  un 
sistema  general  y uniforme,  y ya  se  hacia 
por  elección  de  los  vecinos,  ya  por  suer- 
te. ó insaculación,  ya  por  los  mismos 
Ayuntamientos  cesantes,  etc.,  etc.;  pero 
esto  cesó  en  1824  en  que  se  dio  un  de- 
creto adoptando  por  regla  general  la 
elección  por  las  Audiencias  á propuesta 
délos  Ayuntamientos  sistema  que  rigió 
hasta  la  muerte  de. Fernando  Vil  en  cu- 
ya época  empezaron  á plantearse  im- 
portantes reformas  en  la  parte  orgánica 
y de  atribuciones  de  las  corporaciones 
municipales , que  pueden,  verse  en  la 
parle  legislativa  de  este  artículo  en  don- 
de se  halla  comprendida  con  todas  sus 
aclaraciones  la  ley  de  8 de  enero  de  1845 
que  hoy  rige  con  las  reformas. 

§ 2.°  Su  organización  actual. 

Habrá  en  los  pueblos  Alcaldes  y Ayun- 
tamientos y serán  estos  elegidos  por  los 
vecinos  á quienes  la  ley  confiera  este  do- 


men t'j  Mr.  Vivien,  ya  no  son,  con  relación  al 
Gobierno  general  del  reino,  sino  una  simple 
di  visión  administra  ;i  va,  el  último  círculo  á 
donde  alcanza  y en  donde  se  ejerce  la  autori- 
dad pública.  Contribuyen  á la  acción  del  po- 
der central,  á la  ejecución  de  Jas  leyes,  pero 
estas  facultades  que  lo  son  de  la  Admininis- 
tracion  pública  las  ejercen  por  delegación,  y 
de  ningún  modo  constituyen  ya  la  muni- 
cipal. 


recho,  esto  es  lo  que  dice  la  Constitu- 
ción, y de  acuerdo  con  ella  la  ley  vigen- 
te de  1845  Los  cinco  primeros  títulos 
de  esta  tratan  de  su  organización.  El  l.° 
lleva  este  mismo  epígrafe,  y aunque  los 
demas  no  lo  lleven  no  por  eso  deja  de 
corresponderá  la  parte  orgánica  todo  lo 
que  es  relativo  al  nombra. (liento  de  Al- 
caldes y Tenientes,  á la  designación  de 
los  vecinos  electores  y elegibles,  á la  ma- 
nera de  hacer  las  elecciones,  al  examen 
y aprobación  de  las  mismas  y á la  cele- 
bración de  sesiones,  que  es  la  manera  de 
ser  de  los  Ayuntamientos.  A la  vez  que 
la  ley,  es  necesario  no  perder  de  vista 
las  disposiciones  del  reglamento. 

En  cuanto  á incompatibilidades  se 
han  dictado  después  de  la  publicación  de 
la  ley  muchas  aclaratorias  que  quedan 
insertas  por  su  orden  cronológico  en  es- 
te artículo  y que  también  deben  con- 
sultarse para  la  mejor  interpretación  de 
aquella. 

§ 3.°  Funciones  de  la  autoridad  muni- 
cipal. 

Las  funciones  de  la  autoridad  muni- 
cipal deben  mirarse  bajo  este  doble  es- 
pacio ó como  propias  de  la  Administra- 
ción local,  que  son  las  que  interesan  di- 
recta é inmediatamente  á cada  localidad, 
ó como  propias  de  la  Administración  ge- 
nera! ó central  en  cuanto  interesan  al 
cuerpo  general  del  Estado,  pero  que  por 
delegación  de  aquella,  ejerce  la  autori- 
dad municipal. 

La  Administración  municipal  la  com- 
ponen principalmente  los  Alcaldes  y 
Ayuntamientos  , asociándose  en  ciertos 
casos  de  otras  personas,  y la  ejercen  ba- 
jo la-  autoridíid  unas  veces  y otras  bajo  la 
vigilancia  de  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. Sus  atribuciones  son  las  que  se 
determinan  en  la  ley,  en  el  reglamento 
V en  otras  disposiciones  que  quedan  in- 
sertas, no  pudiendo  aquí  detenernos  á 
exponerlas,  consideramos  sin  embargo 
en  general: 

l.°  Los  Alcaldes  y Tenientes  de  Al- 
calde. 2.°  Los  Ayuntamientos  encuer- 
po. 3.°  Los  Regidores.'.  f 

Respecto  de  los  Alcaldes  pedáneos  bas- 
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ta  referirnos  á los  arts.  5.°,  1 1 y 90  de  la 
ley,  86  al  90  del  reglamento,  y R.  0.  de 
25  de  marzo  de  1846.  De  los  secretarios 
de  Ayuntamiento  trataremos  en  su  lu- 
gar correspondiente. 

§ 4.°  Atribuciones  de  los  Alcaldes. 

Los  Alcaldes  tienen  un  triple  carácter 
en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones.  Son 
jueces,  son  delegados  del  Gobierno,  son 
también  administradores  de  los  pueblos. 
Sus  funciones  tienen  por  lo  mismo  una 
importancia  muy  grande  en  la  buena 
Administración  pública. 

Como  jueces  conocen  en  primera  ins- 
tancia de  los  juicios  criminales  sobre  fal- 
tas, y auxilian  á la  Administración  de 
justicia  en  la  averiguación  y castigo  de 
ios  delitos  y en  todo  lo  que  los  juzgados 
y tribunales  les  encargan  , del  mismo 
modo  que  diremos  en  el  párrafo  6.°  res- 
pecto de  los  Tenientes. 

Como  autoridad  administrativa  son  los 
órganos  de  los  intereses  generales,  son 
los  agentes  delegados  del  Gobierno,  son 
el  poder  ejecutivo',  el  Gobierno  mismo 
en  el  recinto  de  sus  municipalidades. 

Y son  también  en  este  mismo  orden, 
aunque  bajo  distinto  concepto,  los  ad- 
ministradores délos  pueblos;  son  los  ór- 
ganos de  los  intereses  municipales,  son 
en  fin,  los  agentes  legítimos  de  ejecución 
de  todas  cuantas  medidas  deban  adop- 
tarse en  beneficio  del  interés  económico 
de  los  mismos  pueblos.  La  misión  es 
muy  importante,  y difícil  el  buen  des- 
empeño de  este  delicado  y laborioso 
cargo. 

§ 5.°  Diferente  naturaleza  de  las  funcio- 
nes administrativas  de  ¡os  Alcaldes , 

Dejando  por  ahora  á un  lado  las  fun- 
ciones judiciales  de  los  Alcaldes,  vamos 
á preguntarnos,  ¿qué  diferencia  hay  en- 
tre las  atribuciones  que  la  ley  munici- 
pal comete  á dichos  funcionarios  por  el 
-ÜXt._2 %^ba)0  la  autoridad  inmediata  del 
gobernador  de  la  provincia  y las  que  le 
atribuye  el  bajo  la  vigilancia  de 

aquella  auTorTdacT" provincial?  ¿Tienen 
estas  palabras  alguna  significación  legal? 


La  simple  comparación  de  unas  y 
otras  funciones  hace  conocer  perfecta- 
mente su  distinta  naturaleza.  Las  del  ar- 
tículo 7o  son  propias  de  la  Administra- 
ción activa  ó del  poder  ejecutivo  del  Es- 
tado, porque  tienen  por  objeto  el  interés 
inmediato  de  este  ó sea  la  ejecución  de 
las  leye*;  y por  eso  los  Alcaldes  las  ejer- 
cen por  delegación,  y consiguientemen- 
te bajo  la  autoridad  inmediata  ó á las  ór- 
denes de  los  Gobernadores  de  provincia 
que,  en  escala  superior,  son  los  verdade- 
ros delegados  del  poder  Real.  Las  del 
art.  76  son  ya  estrañas  hasta  cierto  pun- 
to al  interés  directo  de  la  Administración 
central,  pues  tienen  por  principal  objeto 
la  buena  administración  de  las  munici- 
palidades. Por  eso  respecto  á estas  ha 
querido  la  ley  que  no  obren  los  Alcaldes 
bajo  la  autoridad  inmediata  ó las  órde- 
nes de  los  Gobernadores  y sí  solo  bajo  su 
vigilancia,  dejándoles  el  derecho  propio 
de  deliberar  y obrar  por  sí,  con  mas  au- 
toridad y con  mas  libertad  de  acción, 
para  acordar  lo  conveniente  á los  intere- 
ses comunales. 

Pero  no  por  esto  la  Administración 
municip^Tía^q__sjtutfíi>erse  con.  entera 
jnB-é^end encia_en  cuanto  concierne  al 
ejercicio  de  estas  funciones;  muy  al  con- 
trario. La  ley  quiere  que  las  ejerza  bajo 
la  vigilancia  de  la  Administración  supe- 
rior, vigilancia  que  debe  concillarse  de 
manera  que  no  se  oponga  á la  libre  de- 
liberación y acuerdo,  y que  se  funda  en 
el  interés  que  tiene  siempre  el  cuerpo 
general  del  Estado  en  que  los  pueblos, 
que  son  su  elemento,  estén  debidamente 
administrados.  Mas  ó menos,  bajo  de  la 
actual  organización  ó eort  otra  distinta, 
el  Estado  no  puede  desprenderse  de  esa 
especie  de  tutela  que  siempre  le  ha  cor- 
respondido hasta  sobre  el  ejercicio  de 
los  poderes  propios  de  los  cuerpos  mu- 
nicipales. Pero  según  el  Gobierno  mis- 
mo lo  ha  reconocido,  en  la  ley  de  18'tS 
se  ha  exagerado  el  principio  de  la  cen- 
tralización algo  mas  de  lo  que  exigían 
las  necesidades  del  servicio  como  lo, de- 
mostraremos en  el  párrafo  7.Ü~V.  Abas- 
tos. Acopios.  Acotamiento.  Adehalas. 
Administración.  Aguas,  Allanamiento 
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be  morada.  Auxilio  de  fuerza  armada. 
Bandos.  Bagajes  y alojamientos.  Benefi- 
cencia. Contratos.  Contribuciones.  Di- 
versiones públicas.  Instrucción  pública. 
Montes.  Ley.  Secretarios  de  ayunta- 
miento, y las  demás  palabras  que  se  ci- 
tan al  final  del  párrafo  8.°,  con  otras. 

§ 6.°  ¿Lo  facultad  de.  suspender  á los  Al 
cáleles  es  privativa  de  los  Gobernado- 
res civiles,  ó pueden  acordarla  también 
los  jueces^ 

Vamos  á hacernos  cargo  de  dos  impor- 
tantes decisiones  del  Consejo  de  Estado 
que  han  de  contribuir  á evitar  en  lo  su- 
cesivo las  frecuentes  cuestiones  suscita- 
das sobre  este  asunto,  nacidas  del  distin- 
to carácter  de  las  funciones  de  los  Al- 
caldes. Ambas  decisiones  recayeron  en 
contiendas  de  compentencia  , habiéndo- 
se resuelto  la  una  á favor  de  la  Adminis- 
tración y la  otra  á favor  de  la  autoridad 
judicial,  sin  que  por  eso  resulte  contra- 
dicción de  doctrina.  En  ambos  casos,  á 
la  decisión  acompaña  un  «y  lo  acorda- 
do» cuya  significación  en  abstracto  co- 
nocen perfectamente  nuestros  lectores  (a) 
pero  que  no  es  posible  adivinar  contra- 
yéndose á los  referidos  casos. 

Para  que  su  estudio  comparativo  pue- 
da dar  los  debidos  resultados,  lié  aquí  á 
la  letra  las  dos  aludidas  resoluciones: 

Decisión  de  2 febrero  de  1859. 

«En  el  expediente  y autos  de  competencia, 
entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huel 
va  y el  juez  de  Moguer,  de  los  cuales  re- 
sulta: 

»Que  habiendo  formado  causa  el  expresa- 
do juez  á D.  Miguel  Muniz,  Alcalde  que  fué 
de  Villarrasa,  dio  aviso  al  Gobernador  de  la 
provincia  expresando  solo  que  era  por  des- 
obediencia marcada:  Que  el  Gobernador,  te- 
niendo en  consideración  las  funciones  de  dis- 
trntas  especies  que  desempeñan  los  Alcaldes, 
lo  hizo  presente  al  juez,  a fin  de  que  se  sir- 
viese ampliar  el  aviso  que  lehabia  dado,  con 
arreglo  al  K D de  27  de  marzo  de  1 lis 0.  y 
el  juez  contesto  que.  estando  ejerciendo  la 
Alcaldía  de  Villarrasa  D.  Miguel  Muñiz,  le 


(o)  V.  Acordado  en  la  p-  106. 


dirigió  orden  para  qué  cesara  en  el  desem- 
peño del  cargo  de  Alcalde  segundo  D.  Juan 
Antonio  Muñiz;  pero  que  esta  orden,  que 
confiesa  D.  Miguel  Muíut,  que  recibió  y de 
que  no  acusó  recibo,  la  dejo  estraviar  ei  mis- 
mo  sin  darle  cumplimiento:  Que  el  Goberna- 
dor. en  vista  de  esta  comunicación  y de  to- 
dos los  autecedmtes  , consideró  que  el  juez 
se  habia  abrogado  en  el  asunto  facultades  de 
la  autoridad  gubernativa,  que  es  la  que  pue- 
de suspender  á los  Alcaldes;  y en  su  conse- 
cuencia, el  propio  Gobernador  provocó  y sos- 
tuvo, de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial, 
la  presente  competencia,  conforme  al  Real 
decreto  de  i de  junio  de  1847: 

Vislo  el  art.  i>.°,  párrafo  ñ.“  de  la  ley  de 
2 de  abril  de  18  i 5: 

Visto  el  art.  3.u,  párrafo  1 .*  del  Real  de- 
creto de  4 de  junio  de  1847  que  prohíbe 

Considerando:  I .“  Que  siendo,  como  es, 
propia  de  los  Gobernadores,  con  arreglo  á 
la  ley  citada,  la  facultad  de  suspender  á los 
Alcaldes,  no  puede  menos  de  corresponder- 
les, al  mismo  tiempo,  defender  y sostener 
esta  facultad  que  la  ley  les  concede,  cuando 
la  ven  invadida  por  autoridades  á quienes  no 
pertenece. 

2.°  Que  la  provocación  de  competencia 
por  el  Gobernador  de  Huelva  ha  tenido  por 
objeto  defender  y sostener  la  expresada  fa- 
cultad contra  una  invasión  del  juez  de  pri- 
mera instancia  de  Moguer,  sin  que  obste  que 
con  motivo  de  esta  invasión  se  haya  origina- 
do el  juicio  criminal  que  se  promueve  al  Al- 
calde de  Villarrasa,  porque  el  Gobernador, 
en  su  facultad  de  acordar  bajo  su  responsa- 
bilidad la  conveniencia  en  el  tiempo  y forma 
de  la  suspensión  del  Alcalde  segundo,  tiene 
los  medios  de  resolver  la  cuestión  prejudicial, 
que  es  la  base  del  procedimiento,  y hay,  por 
tanto,  en  el  presente  negocio  una  cuestión 
previa  de  las  comprendidas  en  el  artículo  y 
párrafo  en  el  último  lugar  diado,  del  Real 
decreto  de  4 de  junio  de  1847; 

Oido  el  Consejo  de  listado,  vergoen  deci- 
dir esta  competencia  á favor  de  la  Adminis- 
tración, y lo  acordado.» 

Decisión  de  4 febrero  de  1863. 

«En  el  expediente  y autos  de  competencia 
entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Mur- 
cia y el  Juez  de  Muía,  de  los  cuales  resulta: 
Que  habiendo  celebrado  el  Alcalde  de  Moli- 
na D Antonio  García  Sánchez  cierto  juicio 
de  faltas  por  danos  en  una  colmena,  sin  per- 
seguir un  hecho  que  el  juez'de  primera  ins- 
tancia del  partido  considera  que  podría  esti- 
marse como  delito  de  hurto  del  corcho  de  la 
misma  colmena,  se  procedió  por  el  expresado 
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íuez  á la  formación  do  causa  contra  el  Al- 
calde, en  el  concepto  de  que  había  incurrido 
en  una  infracción  del  art.  '271  del  Código  pe- 
nal. y lo  puso  en  conocimiento  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  sin  pedir  su  autorización, 
por  cuanto  no  se  trataba  de  actos  relativos 
al  ejercicio  de  funciones  administrativas:  que 
continuando  el  sumario,  eljm-z  dio  auto  sus- 
pendiendo al  Alcalde  de  su  cargo,  sobre  lo 
cual  sostuvo  contestaciones  con  el  Goberna- 
dor, quien  ;í  la  vez  que  manifestó  que  queda- 
lia  enterado  respecto  al  procedimiento  rela- 
tivo á actos  ejecutados  en  el  ejercicio  de  fun- 
ciones judiciales,  promovió  competencia,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  en  cuan- 
to a la  suspensión  del  referido  Alcalde  como 
autoridad  municipal,  negando  que  el  juez  tu- 
viera facultad  pava  ello  en  el  estado  en  que 
se  hallaba  la  causa  cu  sumario,  ó invocando 
el  art  5.“,  párrafo  5.°  de  la  ley  de  2 de  abril 
de  ! 845:  Y que  habiendo  resistido  el  juez  el 
requerimiento  conforme  con  la  censura  fis- 
cal, fundándose  en  el  art.  22  del  Código  pe- 
nal. resultó  el  presente  conflicto: 

Visto  el  art.  ó.“,  párrafo  5.”  de  la  ley  de 
2 de  abril  de  1845  en  que... 

Visto  el  R.  D.  de  27  de  marzo  de  1850, 
en  que... 

Visto  el  art.  22  del  Código  penal.... 

'Considerando. 

»1. 0 Que  si  bien  es  peculiar  de  los  Go- 
bernadores  de  provincia,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 5.°  de  la  ley  de  2 de  abril  de  1845,  la 
facultad  de  suspender  á los  Alcaldes  como 
funcionarios  administrativos,  esta  regla  gene-, 
ral  no  puede  menos  de  tener  una  limitación 
desde  el  momento  en  que  abierto  contra  un 
Alcalde,  cual  sucede  en  el  caso  presente,  un 
procedimiento  criminal,  el  Gobernador  no 
halla  términos  hábiles  de  interponer  el  veto 
administrativo  y deja  completamente  subju- 
d’/ce  al  mismo  Alcalde,  conforme  á las  ar- 
tículos 7 0 y 8 0 di  l R.  D.  de  4 de  junio  de 
1850,  con  la  manifestación  hecha  al  juez  de 
quedar  enterado; 

»2."  Que  en  casos  de  esta  especie  es  in- 
dispensable dejar  al  criterio. judicial  la  apre- 
ciación de  la  necesidad  de  suspensión  del  Al- 
calde en  los  términos  que  expresa  el  art.  22 
del  Código  penal; 

"Conformándome  con  lo  consultado  por  el 
Consejo  de  Estado  ea  pleno,  Vengo  en  deci- 
dir esta  competencia  á favor  de  la  autoridad 
judicial  y lo  acordado.»  (Cae.  21  id.) 

Son,  como  se  vé,  dos  casos  muy  dis- 
tintos tos  que  han  motivado  ias  anterio- 
res decisiones,  y aunque  se  usaron  en  la 
de  1859,  términos  al  parecer  absolutos, 


siempre  creimos  , y así  lo  dejamos  con- 
signado en  El  Consultor  de  dicho  año 
(|>ág.  84),  que  no  por  eso  se  descono- 
cían las  facultades  que  son  propias  de 
los  tribunales  de  justicia.  Cuando  el  pro- 
cedimiento criminal,  deciamos,  contra 
un  funcionario  público,  produzca  auto 
de  prisión,  consigo  lleva  esto,  de  hecho, 
la  suspensión  del  cargo.  Cuando  no  sea 
procedente  la  prisión,  anadiamos,  al  dar 
cuenta  el  Juez  de  la  formación  de  causa 
al  Gobernador  de  la  provincia,  con  ar- 
reglo al  R.  D.  de  27  de  marzo  de  1850, 
podrá  indicarle  la  conveniencia  de  la 
suspensión,  y en  todo  caso,  si  se  sigue 
la  causa,  la  pena  que  se  imponga,  sea 
suspensión  ó inhabilitación  de  cargo,  co- 
mo principal  ó como  accesoria,  no  puede 
menos  de  cumplirse,  procediendo  como 
se  ordena  en  el  art.  11  del  R.  D.  de  14 
de  diciembre  de  1855. 

Esta  doctrina,  no  solo  ha  venido  boy 
á sancionarse  con  la  reciente  decisión  de 
2 de  febrero,  sino  que  se  desprende  de 
esta , que  con  arreglo  á las  disposicio- 
nes que  cita  y principalmente  al  art.  22 
del  Código  penal,  el  juez  que  está  proce- 
diendo criminalmente  contra  un  Alcal- 
de (y  lo  mismo  deberá  entenderse  de 
otros  funcionarios  públicos)  tiene  fa- 
cultades para  decretar  su  suspensión  sin 
que  el  Gobernador  pueda  oponerse  á 
ello,  si  no  le  asiste  razón  legal  para  in- 
terponer el  veto  administrativo  contra 
el  procedimiento  criminal,  ya  cenar- 
reglo  al  R,  D.  de  4 de  junio  de  1847, 
promoviendo  competencia  si  procediese, 
ya  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  de  27 
de  marzo  de  1850  sobre  autorización 
para  procesar  á funcionarios  públicos  (1). 

§ 7.°  Tenientes  de  Alcalde . 

Los  Tenientes  de  Alcalde  no  ejercen 
autoridad  alguna  gubernativa  no  siendo 
por  delegación  del  Alcalde  ó en  sustitu- 
ción de  e$le;  y sus  funciones  están  per- 
fectamente determinadas  en  ¡os  arts.  79 
y 80  de  la' ley,  en  armonía  con  el  78  al 


(1)  Hoy  en  uno  y otro  caso  con  arreglo  á la 
ley  para  él  gobierno  y administración  de  las 
provincias  de  2o  de  setiembre  de  iSód. 
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80  del  reglamento.  En  cuanto  á las  fun- 
ciones judiciales,  los  Tenientes  de  Alcal- 
de son  jueces  propios  para  conocer  en 
los  juicios  verbales  de  faltas  y en  la  ins- 
trucción de  las  primeras  diligencias  de 
las  causas  criminales,  á prevención  con 
los  Alcaldes  en  aquellos  pueblos  que  no 
están  divididos  en  demarcaciones,  y pri- 
vativamente en  su  respectiva  demarca- 
ción cuando  la  tengan  determinada.  Véa- 
se Justicia,  (arts.  21  al  3o  del  reglamento 
provisional  con  sus  notas,  Código  penal: 
Juicio  de  faltas. 

^ § 8.°  Atribuciones  délos  Ayuntamien- 

tos. Inconvenientes  de  la  escesiva  cen- 
tralización. 

Tres  distintas  clases  viene  á establecer 
la  ley  en  las  atribuciones  de  estos  cuer- 
pos. A saber: 

1.a  clase.  Atribuciones  privativas,  las 
cuales  se  enumeran  en  el  art,  81. 

2 a Atribuciones  que  ejercen  solo 
bajo  la  vigilancia  de  la  Administración 
superior,  ó cuyos  acuerdos  son  ejecuto- 
rios desde  luego,  sin  perjuicio  de  poder 
suspenderlos  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia'cuando  sean  contrarios  á las  leyes, 
reglamentos  ó Reales  órdenes  vigentes, 
con  las  formalidades  que  se  establecen 
en  el  art  82  de  la  lev  que  jas  enumera, 
y en  e!  71  del  reglamento. 

3.a  Atribuciones  que  ejercen  bajo  la 
inmediata  dependencia  de  los  Goberna- 
dores por  cuanto  sus  acuerdos  no  pue- 
den ejecutarse  sin  su  aprobación. 

Bien  meditadas  las  disposiciones  de 
la  ley,  los  Ayuntamientos  puede  decirse 
que  han  quedado  por  ella  reducidos  á 
simples  cuerpos  consultivos.  Las  atribu- 
ciones que  se  dicen  privativas  no  lo  son 
en  realidad  , pues  lus  reglamentos  se  las 
limitan  en  unos  casos,  y en  otros  las 
conceden  á los  Alcaldes  y Gobernadores, 
como  puede  verse  en  Alcaides.  Algua- 
ciles, Guardas  municipales.  Facultati- 
vos titulares  de  los  pueblos  etc,  Las  del 
art.  82,  cuyos  acuerdos  son  ejecutorios 
sin  perjuicio  de  suspensión  en  su  caso, 
son  además  mezquinas  y hasta  nulas  al- 
gunas, como  las.  de  los  párrafos  1 .°  y 
2.°,  por  no  distinguirse  bien  de  las  del 


artículo  83,  y estas  que  son  digámoslo 
así  todas,  las  ejercen  bajo  la  dependen- 
cia inmediata  de  la  Administración  su- 
perior, sin  poder  ejecutarse  los  acuerdos 
sin  su  aprobación. 

Sobre  este  punto  creemos  que  la  opi- 
nión está  ya  formada  en  contra  de  tan 
exagerada  centralización,  y el  Gobierno 
mismo  ha  reconocido  los  inconvenientes 
que  se  han  tocado,  diciendo  en  el  preám- 
bulo del  R.  D de  1(1  de  febrero  de  1853,' 
que  la  ley  de  1845  no  solo  mata  el  espí- 
ritu público,  y debilita  el  patriotismo, 
sino  que  con  ella  se  han  tocado  grandes 
desventajas;  porque  recargadas  las  auto- 
ridades superiores  con  el  inmenso  cú- 
mulo de  negocios  que  ofrece  la  Adminis- 
tración local  tienen  que  confiar  la  reso- 
lución de  muchos  de  ellos  á funcionarios 
subalternos;  porque  careciendo  los  car- 
gos municipales  de  la  importancia  que 
en  otro  caso  tendrian,  es  motivo  para 
que  no  los  apetezcan  las  personas  llama- 
das por  su  posición  á desempeñarlos; 
porque  para  conciliar  la  intervención 
recíproca  de  multitud  de  funcionarios  de 
categorías  diversas,  se  embaraza  y se  de- 
tiene su  resolución  con  largos  trámites 
que  no  siempre  son  indispensables  para 
,el  acierto  y que  á veces  malogran  el  efec- 
to de  las  mejores  providencias  impidien- 
do dictarlas  oportunamente;  y última- 
mente porque  la  centralización  llevada 
al  exceso,  sin  favorecer  las  prerogativas 
del  trono,  llega  á hacer  de  la  Adminis- 
tración una  máquina  harto  complicada 
que  no  puede  moverse  sin  una  conside- 
rable muchedumbre  de  agentes  y auxi- 
liares, gravosa  al  Erario,  sin  tradiciones 
en  nuestro  país  y adecuada  para  favore- 
cer la  preocupación  tan  general  hoy  co- 
mo peligrosa  de  preferir  á casi  todas  las 
profesiones  útiles  el  servicio  en  Jas  car- 
reras del  Estado. 

Es  pues  indispensable,  es  convenien- 
te, sin  género  alguno  de  duda,  que  se 
concluya  con  tan  inconveniente  y exa- 
gerada centralización  administrativa,  de- 
jando á las  municipalidades  mas  inde- 
pendencia en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, como  se  había  hecho  ya  con  grande 
acierto  en  la  ley  de  5 de  julio  de  1856, 
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derogada  por  el  R.  D.  de  Ib  de  octubre 
del  mismo  año,  que  se  restableció  á la 
vez  que  la  de  1845. 

No  hacemos  mérito  en  particular  de 
todas  y cada  una  de  las  atribuciones  de 
los  Ayuntamientos  por  ser  agcno  á nues- 
tro plan,  ¡ludiendo  consultar  los  artícu- 
los Actos  administrativos.  Acuerdos  mu- 
nicipales. Aguas.  Alguaciles.  Arbitrios 
Autorización.  Calles  y plazas.  Caminos. 
Presupuestos  y contabilidad  municipal. 
Contribuciones.  Facultativos  titulares 
DE  LOS  PUEBLOS.  FERIAS  Y MERCADOS.  MON- 
TES. Obras  municipales.  Ordenanzas  mu- 
nicipales. Pastos.  Plantíos  Pósitos. 
Propios  Quintas,  etc. 

. § 9.°  Asociados  del  Ayuntamiento. 

El  Ayuntamiento  quiere  la  ley  que 
se  asocie  para  deliberar  sobre  ciertos 
asuntos  un  numero  igual  ó duplo  se- 
gún los  casos,  de  mayores  contribu- 
yentes ó de  contribuyentes  de  varias  cla- 
ses, entendiéndose  por  tales  los  que  pa- 
gan mayor  cuota  de  contribución  en  el 
pueblo  por  orden  rigoroso.  Cuando  ¡os 
asociados  no  quieran  concurrir,  el  Al- 
calde podrá  obligarles  á ello  por  tos  me- 
dios de  que  puede  disponer.  Arts.  102 
y 107  de  la  ley  municipal  y R.  0.  de  12 
de  junio  de  1852. 

§ 10.  Los  regidores.  Sesiones.  Síndicos. 

El  art.  89  de  la  ley  determina  e]  de- 
recho de  los  re. idores  en  particular; 
juntos  todos  componen  e!  cuerpo  del 
Ayuntamiento,  y sus  facultades  son  las 
que  ya  dejamos  indicadas  en  el  párrafo 
anterior,  las  cuales  se  ejercitan  en  las 
reuniones  periódicas  llamadas  sesiones 
que  se  celebran  una  ó dos  veces  á la  se- 
mana, ó en  otras  extraordinarias  previa 
citación,  bajo  la  presidencia  del  Gober- 
nador, del  Alcalde  ó del  que  legalmente 
le  sustituya,  y con  la  necesaria  asisten- 
cia de  la  mitad  mas  uno  de  los  indivi- 
duos que  componen  la  corporación.  Los 
arts.  61  al  69  de  la  ¡ey  y 58  al  65  del  re- 
glamento establecen  el  orden  y las  so- 
lemnidades de  las  sesiones.  Constituye 
acuerdo  la  mayoría  absoluta  de  votos, 
( y . cuerdos  municipales)  y s j resulta 


empate  se  resuelve  en  la  manera  que  di- 
ce la  R.  0.  de  15  de  enero  de.  1846. 

Sobre  el  cargo  de  Síndico  nada  aña- 
diremos aquí  á lo  que  disponen  el  ar-r 
tículo  4.°  de  la  ley  y el  82,  83  y 84  del 
reglamento.  En  los  pueblos  que  no  son 
cabezas  de  juzgados,  los  Síndicos  ejer- 
cen el  ministerio  fiscal  en  los  juicios  so- 
bre faltas,  conforme  á la  regla  22  de  la 
ley  provisional  para  la  aplicación  del  Có- 
digo.— V.  Síndico. 

§11  Formación  y extinción  de 
Ayuntamientos. 

Los  arts.  70  a!  74  de  la  ley,  101  al 
106  del  reglamento,  hoy  reformados  en 
un  sentido  que  no  ereeemos  ha  de  pro- 
ducirsino  funestos  resultados,  establecen 
con  la  R.  0.  de  23  de  octubre  de  1867 
los  casos  y las  formalidades  para  modi- 
ficar los  distritos  municipales,  supri- 
miendo Ayuntamientos  ó segregando  de 
ellos  pueblos  para  unirlos  á otros.  Este 
asunto  es  de  la  mayor  importancia,  por- 
que, como  muy  elocuentemente  dice 
un  ilustre  escritor,  las  reuniones  ó se- 
gregaciones de  pueblos  de  un  distrito 
municipal  atacan  no  pocas  veces  dere- 
chos reales  y verdaderos,  antiguas  y ar- 
raigadas costumbres  que  el  Gobierno  de- 
be respetar  mucho. 

De  todos  modos  cuando  la  medida  sea 
inevitable  deberán  previamente  determi- 
narse los  derechos  que  conservan  los 
pueblos  agregados,  y basta  seria  muy 
conveniente  que  á proporción  de  su  ve- 
cindario nombrase  cada  pueblo  con  se- 
paración el  número,  de  regidores  que  les 
correspondiere. 

§ 12  Fondos  municipales Presupuestos. 

Contabilidad.  . 

Reservamos  para  el  artículo  Presu- 
puestos y Contabilidad  municipal  las 
disposiciones  dictadas  especialmente  so- 
bre este  importante  punto,  en  donde  se 
hallarán  cuidadosamente  compiladas.  En 
las  notas  á los  arts.  93  y sigs.  de  la  ley 
nos  hemos  concretado  á hacer  ligerísi- 
mas  indicaciones  sobre  las  reformas  in- 
troducidas con  posterioridad  á 1845  en 
el  sistema  en  contabilidad  municipal.  . 
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ALCALDES  Y AYUNTAMIENTOS  EN  NA- 
VARRA. la  ley  de  16  de  agosto  de 
18il,  sobre  modificación  de  los  fueros 
de  Navarra,  se  dispuso' que  la  elección 
y organización  de  los  Ayuntamientos  se 
verifique  con  arreglo  á la  ley  que  rija 
para  toda  la  nación,  y que  las  atribucio- 
nes relativas  á la  administración  econó- 
mica interior  de  los  fondos,  derechos  y 
propiedades  de  los  pueblos  se  ejerzan 
bajo  la  dependencia  de  la  Diputación 
provincial  con  arreglo  á su  legislación 
especial,  y en  las  demás  atribuciones  con 
sujeción  d la  ley  general . — Véase  ínte- 
gra esta  ley  en  el  articulo  Fueros  de  Na- 
varra. 

ALCALDES  Y AYUNTAMIENTOS  EN  LAS 
PROVINCIAS  VASCONGADAS.  Dispúsose 
por  el  art.  3.°  del  K.  D.  de  29  de  octu- 
bre de  1 84 L que  los  Ayuntamientos  de 
estas  provincias  se  organicen  con  arre- 
glo á las  leyes  y disposiciones  generales 
de  la  Monarquía,  pero  nada  se  dijo  res- 
pecto de  atribuciones,  estando  de  todos 
modos  pendientes  la  ley  que  arregle  este 
importantísimo  asunto. — V.  Fueros  de 
las  Provincias  Vascongadas. 

ALCALDES  como  Autoridades  mi- 
litares. Desde  los  tiempos  mas  anti- 
guos, dice  la  R.  0.  de  2o  de  mayo  de 
1833,  han  sido  reputados  los  Alcaldes 
como  jefes  militares  de  los  puntos  en 
que  no  hay  autoridades  de  esta  clase;  y 
así  es  en  efecto,  pues  á su  autoridad  se 
han  encomendado  los  refrendos  de  pa- 
saportes, las  revistas  mensuales  admi- 
nistrativas de  las  partidas  de  tropa  des- 
tacadas, etc.,  etc.  A mayor  abundamien- 
to asi  se  lia  declarado  mas  expresamente 
por  otra  R.  0.  de  21  de  febrero  de  1867. 
lié  aquí  estas  disposiciones: 

Tí.  O.  de  25  mayo  de  1853. 

Los  Alcaldes  como  jefes  militares. 

(Guerra.)  «Con  motivo  de  la  comuni- 
cación de  Y.  E.  de  3Ü  de  abril  del  año  úl- 
timo consultando  ¡5¡  quien  deben  dirigirse 
los  exhortos  en  pueblos  en  que  no  baya 
juez  de  primera  instancia  ni  comandante  de 
cantón;  por  qué  conducto  deberán  ser  di- 
rigidos y e!  modo  en  que  debe  satisfacerse 
ol  gasto  de  correo  á que  este  servicio  diere 
lugar,  tuvo  á bien  S.  M.  oir  el  parecer  del 


Tribunal  Supremo  dé  Guerra  y Marina,  y 

conformándose  con  su  opinión,  se  ha  servi- 
do resolver  manifieste  á V.  E.  que  desd® 
los  tiempos  mas  antiguos  las  justicias  de  loa 
pueblos  están  reputadas  como  jefes  milita- 
res lie  ¡os  puntos  en  que  no  haya  autorida- 
des de  esta  clase;  de  consiguiente  los  exhor- 
tos y demás  despachos  se  dirigirán  á los 
Alcaldes,  los  cuales  están  obligados  ¡i  cum- 
plimentarlos en  la  forma  que  se  Ies  pre- 
venga en  los  mismos  exhortos,  de  lo  con- 
trario incurrirán  en  falta  mas  ó menos 
grave  exigiéndose  la  responsabilidad  al  Al- 
calde que  se  negare  á cumplimentar  un  des- 
pacho de  la  autoridad  militar.  En  cuanto 
al  conducto  por  donde  deben  dirigirse  los 
despachos  ó exhortos,  debiendo  los  Alcal- 
des auxiliar  á la  jurisdicción  militar  en  los 
casos  en  que  las  leyes  determinan  será  di- 
recto, á no  ser  que  circunstancias  particu- 
lares ó la  costumbre  hayan  establecido  al- 
guna practica  que  en  tal  caso  para  ser  in- 
novada deberá  ser  antes  conocida.  Respecto 
al  abono  de  gasto  de  correspondencia  que 
origine  este  servicio,  en  atención  de  que  el 
importe  de  correo  de  los  exhortos  de  las 
autoridades  civiles  a las  militares  lo  satis- 
facen estas,  es  la  voluntad  de  S.  M.  que 
aquellos  en  justa  correspondencia  satisfa- 
gan el  que  ocasionen  los  despachos  y exhor- 
tos que  les  dirijan  las  autoridades  milita- 
res, pudiendo  cargarse  á los  fondos  muni- 
cipales, prévia  justificación  en  la  forma 
acostumbrada.— De  Real  orden  ele.  Madrid 
25  de  inayo  de  1853.»— (CL.  t.  58,  p.  110  J 

R.  O.  de  21  febrero  de  1867. 

Disponiendo  quo  á falla  de  jefes  ú oficiales  que  des- 
empeñen ¡as  Comandancias,  se  encarguen  de  ellas 
los  Alcaldes. 

(Guerra.)  ...«La  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  disponer  que  á fin  de  evitar  eom- 
plioaeioP.es  y aumento  de  personal  en  el 
presupuesto,  se  encarguen  de  las  Coman- 
dancias militares  en  los  puntos  en  que  an- 
tes lo  eran  los  jefes  de  los  disueltus  provin- 
ciales, los  jefes  ú oficiales  en  activo  mas 
caracterizados  que  se  encuentren  en  los 
mismos,  y en  donde  no  los  hubiere,  que 
sea  tal  comandante  militar  el  Alcalde  del 
mismo,  según  está  prevenido. — De  Real  or- 
den etc.  Madrid  21  de  febrero  de  1867.» 
(CL.  t.  97,  p.  311,; 

R.  O.  de  i 7 abril  de  1867. 

Cómo  deben  conducirse  los  Alcaldes  cuando  desem- 
peñan las  Comandancias  militares  do  cantón  y haya 
temores  de  que  se  altere  el  orden. 

(Guerra.)  «Habiéndose  significado  cor 
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esta  fecha  a?  Ministerio  de  la  Gobernación 
la  conveniencia  de  que  por  el  mismo  se 
prevenga  á los  Gobernadores  civiles  de  las 
provincias,  para  que  estos  lo  hagan  á los 
Alcaldes  oe  los  pueblos,  que  siempre  que 
por  hallarse  desempeñando  la  Comandan- 
cia militar  de  un  punto  por  consecuencia 
ile  lo  que  est A establecido,  y obrando  como 
tal  autoridad  militar,  tengan  que  dar  co- 
nocimiento de  haber  sospechas  de  que  pue- 
da alterarse  el  órden,  entiendan  que  de- 
ben hacerlo  precisamente  al  Capílan  gene- 
ral del  distrito  y al  Comandante  general 
de  la  provincia,  pues  que  de  no  hacerlo 
así  resultaría  que  el  Alcalde  como  autori- 
dad militar  de  la  población  seria  el  juez 
único  para  apreciar  los  sucesos  al  desem- 
peñar los  dos  cargos  ;í  la  vez;  y que  cuando 
los  Gobernadores  civiles  se  vean  en  la  pre- 
cisión de  expulsar  de  sus  provincias  á al- 
gún individuo  del  ejército  ó alorado  de 
guerra,  se  pongan  previamente  de  acuerdo 
con  la  autoridad  superior  militar  del  dis- 
trito para  determinar  lo  que  consideren 
mas  acertado;  la  Reina  (Q.  L).  G.)  ha  teni- 
do á bien  disponer  lo  ponga  en  conoci- 
miento de  V.  E.  á lin  de  que  ínterin  se  co- 
munican las  instrucciones  convenientes  por 
el  Ministerio  de  la  Gobernación  se  punga 
V E de  acuerdo  con  los  Gobernadores  ci- 
viles para  que  pueda  llevarse  á efecto  lo 
expresado  respecto  de  ambos  particulares. 
— De  Real  órden  lo  digo  á V.  E.  para  su 
conocimiento  v efectos  correspondientes.!) 
(Bol.  of.  de  Burgos,  núm.  67. ) 

ALCALDES,  como  encargados  de  la 
correspondencia  pública.  Sobre  es- 
te particular,  lié  aquí  lo  que  se  dispone 
por  la  Dirección  del  ramo  en  la  siguiente 


Circular  de  % julio  de  1858. 

Los  Alcaldes  como  encargados  de-  la  correspondencia 
pública. 

«El  limo.  Sr.  Director  general  de  correos 
con  fecha  8 del  actual  con  motivo  del  es- 
tablecimiento del  correo  diario  en  esta  pro- 
vincia, me  dice  !ó  siguiente: 

\ .a  «Los  Alcaldes  de  los  pueblos  donde 
se  verifiquen  los  arranques  de  los  conduc- 
tores, cuyas  obligaciones  y exacto  cumpli- 
miento han  garantizado  siempre  que  ño  ha- 
ya estafetas  ó carterías, cuidarán  de  ha  er 
que  inmediatamente  dé  la  hora  de  la  llega- 
da del  correo,  salgan  aquellos  conduciendo 
la  correspondencia  á los  que  deben  servir. 

2."  Vigilarán  también  para  que  el  re- 
parto de  las  cartas  y periódicos  se  haga  por 
el  cartero  nombrado  á propuesta  de  los' 


mismos  los  cuales  tendrán  derecho  á perci- 
bir un  cuarto  en  carta  ó periódico  que  re- 
partan en  el  pueblo  y á los  Ayuntamientos 
á mas  de  la  flotación  señalada  por  el  Go- 
bierno: pero  de  ningún  modo  tomarán  re- 
tribución alguna  por  lasque  reciban  de  su 
mismo  pueblo  en  el  buzón,  ni  mucho  me- 
nos por  las  que  lleguen  de  los  oíros,  cuyo 
enlace  primero  se  encuentra  en  ias  carte- 
rías. 

d.a  La  misma  retribución  de  un  cuarto 
en  carta  y periódico  tendrán  los  conducto- 
res que  bagan  el  reparto  en  los  pueblos  y 
Ayuntamientos  por  donde  transitan,  ó en 
el  de  término  de  su  expedición;  y como  los 
anteriores  no  gozarán  de  igual  beneficio 
por  las  que  conduzcan  de  vuelta  para  ser 
dirigidas  por  las  estafetas  ó carterías  de  que 
dependan. 

4. a  En  los  pueblos  donde  no  haya  esta- 
feta, ni  carterías,  cuidarán  los  Alcaldes  de 
poner  en  sitio  público  una  caja  con  buzón, 
para  que  los  vecinos  y transeúntes  puedan 
depositar  las  cartas. 

5. a  Siempre  que  los  conductores  contra- 
tados no  tengan  tiempo  para  repaitir  la 
correspondencia  en  los  pueblos  del  tránsito 
ó en  el  de  término,  porque  de  otro  modo  se 
perjudicarían  ios  enlaces,  nombrarán  ios 
Alcaldes  una  persona  de  confianza  para  que 
haga  la  entrega  á los  interesados,  con  la 
única  subvención  de  un  cuarto  en  carta  ó 
periódico  de  los  que  repartan 

G a Ala  llegada  de  los  conductores  abri- 
rán los  Alcaldes  la  bal  i jn  donde  se  conduce 
la  correspondencia,  ó la  harán  abrir  por 
algún  individuo  del  A vuntamientn , que 
volverá  á cerrarla  inmediatamente  á fin  de 
que  por  el  tránsito  de  un  pueblo  á otro,  no 
pueda  el  conductor  ver  lo  que  la  misma 
contiene. 

Si  el  mismo  conductor  ha  de  repartirla, 
se  le  entregara  el  paquete  para  que  lo  veri- 
fique; en  otro  casóla  entregará  á la  perso- 
no designada  con  anterioridad  con  el  mismo 
objeto. 

7. a  Al  regreso  del  conductor,  si  es  por 
el  mismo  camino  que  llevó. ó al  hacer  lo 
que  se  previene  en  la  observación  anterior, 
recogerá  el  Alcalde  las  cartas  depositadas 
en  el  buzón  y las  incluirá  en  la  ba  i i j a for- 
mando un  paquete. 

8. a  Quedan  encargados  los  Alea’des  de 
poner  en  conocimiento  del  Administrador 
principal  de  correos  déla  provincia,  cual- 
quiera falta  que  noten  en  el  exacto  cuq¡- 
pümiento  del  servicio  encomendado  a los 
carteros  y conductores,  bien  sea  que  se  re- 
liera  á detenciones  inmotivadas,  á morosi- 
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dad  ó abusos  en  el  reparto  y recibo  de  la 
correspondencia,  á fiii* de  poner  el  correc- 
tivo necesario.  » ( Del  Boletín  oficial  de 

■Cuenca  mím.  866  de ' 18514.^ 

Consúltese  además  en  Peatones  conduc- 
tores de  la.  correspondencia  la  inst.  de 
26  de  junio  de  1861 . 

ALCALDES  PEDANEOS.  Cuando  el  dis- 
trito de  un  Ay  un  la  miento  se  compone 
de  varias  parroquias,  feligresías  ó pobla- 
ciones apartadas  entre  sí,  se  nombra  un 
Alcalde  peuóneo  para  cada  una  de  ellas, 
escepto  el  caso  de  que  en  la  misma  resi- 
da alguno  de  los  tenientes.  El  nombra- 
miento de  Alcalde  pedáneo  se  hace  por  el 
Gobernador  civil  á propuesta  del  Alcal- 
de del  distrito,  de  entre  los  electores  de 
la  respectiva  población,  y si  no  hubiere 
electores  de  entre  los  mas  contribuyen- 
tes. El  cargo  es  gratuito,  honorífico  y 
obligatorio,  y sus  funciones  son  las  que 
determinan  principalmente  los  arts.  88 
de  la  ley,  92  y 93  del  reglamento  muni- 
cipal. Sobre  todo  lo  dicho  y sobre  sus- 
titución del  pedáneo  en  ausencia  y en- 
fermedades, consúltense  los  arts.  5,  11 
y 88  de  la  ley,  desde  el  80  al  93  del  re- 
glamento, y Ja  L\.  0.  de  2o  de  marzo  de 
1846. 

Es  cuestionable,  y nosotros  no  nos 
atrevemos  á resolver  la  duda,  si  los  Al- 
caldes pedáneos  son  meramente  agentes 
administrativos,  ó se  consideran  tam- 
bién investidos  del  carácter  de  justicia. 
La  mayor  dificultad  para  nosotros,  es  el 
hallar  ia  doctrina  del  Tribunal  Supremo 
en  contradicción,  por  lo  menos  aparente, 
con  la  del  Consejo  de  Estado;  y decimos 
aparente,  suponiendo  que  la  K.  0.  de  4 
de  marzo  de  1862  que  se  di  tó,  « oido  el 
Consejo  en  sección  de  Estado  y Gracia  y 
Justicia »>  lo  fué  de  acuerdo  con  su  dic- 
tamen. De  todos  modos,  lo  que  importa 
es  conocer  dicha  Heal  orden  y la  juris- 
prudencia que  sobre  este  asunto  se  halla 
establecida,  y vamos  á verlo. 

R.  O.  de  i marzo  de  1862. 

Se  declara  que  los  Alcaides  pedáneos  solo  ejercen 
funciones  administrativas,  y que  es  necesaria  autori- 
zación para  procesarlos. 

«Enterada  ia  Reina  (Q.  D.  G.)  de  que  el 
juzgado  de  Guerra  de  esa  provincia  procede 
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criminalmente  contra  Varios  pedáneos  en 
concepto  de  que  como  autoridades  locales 
eran  ó podían  ser  responsables  de  la  ocul- 
tación de  desertores  del  ejército  sin  haber 
obtenido  competente  autorización  como  se 
dispone  en  e!  R.  D.  de  27  de  mayo  de  1856, 
fundándose  para  legitimar  el  procedimien- 
to en  que  obraban  en  tales  casos  aquellos 
funcionarios  como  delegados  de  la  -utori- 
dad  judicial  según  se  había  resuelto  en  otro 
análogo  por  R.  O.  de  2Ü  mayo  de  1838;  y 
enterada  asimismo  de  la  comunicación  de 
V.  S.  de  27  de  junio  pasado,  en  la  queá  la 
vez  que  manifiesta  su  opinión  contraria  á la 
del  Capitán  general  del  distrito  que  consi- 
dera innecesaria  la  autorización,  consulta 
el  caso  y la  resolución  que  proceda;  y visto 
el  art.  88  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845 
que  concede  á los  pedáneos  solo  el  carácter 
de  delegados  de  los  Alcaldes  de  Ayunta- 
miento para  ciertos  casos  y diligencias: 

Visto  el  92  del  reglamento  para  la  ejecu- 
cion  de-la  anteriormente  citada  que  deter- 
mina y circunscribe  las  atribuciones  que  en 
virtud  de  la  facultad  concedida  en  el  88  de 
la  ley,  pueden  ios  Alcaldes  delegar  en  los 
ped  úneos: 

Visto  el  art.  106  delreglamento  de  juz- 
gados de  primera  instancia  de  1.°  de  mayo 
de  1844,  según  el  cual  los  Alcaldes  y sus 
Tenientes  en  ias  diligencias  que  practiquen 
sobre  persecución  de- delincuentes,  serán 
considerados  por  delegados  y auxiliares  de 
ios  juzgados  y subordinados  por  lo  tanto  á 
ellos: 

Considerando  que  las  funciones  que  pue- 
den ejercer  los  pedáneos  en  virtud  de  la 
ley  y reglamento  para  su  ejecución  ambos 
citados  se  refieren  únicamente  a las  de  or- 
den administrativo  y á las  de  policía  del 
misino  ramo: 

Considerando  que  el  reglamento  de  juz- 
gados de  primera  instancia  que  los  consi- 
dera dependientes  de  las  autoridades  judi- 
ciales se  refiere  únicamente  á los  Alcaldes 
y Tenientes  que  son  los  de  Ayuntamientos 
considerando  por  lo  mismo  excluidos  de 
aquella  categoría  a los  pedáneos  y que  en 
caso  alguno  están  llamados  a sustituirá  los 
Alcaldes  que  pueden  ser  únicamente  susti- 
tuidos poi  sus  Tenientes: 

Considerando  que  si  no  tienen  los  pedá- 
neos atribuciones  judiciales  por  la  citada 
ley  y reglamentos  ni  por  otras  disposicio- 
nes especiales,  tampoco  pueden  obrar  ni  ser 
respo:  saldes  en  concepto  de  delegados  de 
la  autoridad  judicial  de!  fuero  común  ó de 
los  especiales;  oído  el  Consejo  en  sección  de  . 
Estado  y Gracia  y Justicia,  se  ha  servido 
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S.  M.  declarar  que  el  Tribunal  judicial  de 
Guerra  está  obligado  á solicitar  la  compe- 
tente autorización  conforme  a lo  dispuesto 
en  el  R.  D.  de  2 7 de  marzo  de  1 8f>0  para 
procesar  á tos  pedáneos  por  delitos  cometi- 
dos en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

De  Real  orden  etc.  Comunicada  en  4 de 
marzo  de  1802  al  Gobernador  de  Orense  é 
inserta  en  el  Bol.  of  de  l.°  de  mayo  ) 

Conforme  con  lo  dispuesto  por  ia  Real 
orden  anterior  es  de  todo  punto  induda- 
ble que  si  los  Alcaldes  pedáneos  son 
agentes  administrativos,  para  procesar- 
los por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  administrativas,  se  re- 
quiere la  autorización  del  Gobernador,}' 
así  lo  tiene  consignado  la  jurisprudencia 
del  Consejo  de  Estado  en  sus  decisiones, 
ya  confirmando  negativas  acordadas  por 
Gobernadores,  ó ya  concediéndolas,  co- 
mo puede  verse  entre  otras,  en  la  de  8 
de  febrero  de  1864. — V.  Autorización 

PARA  PROCESAR. 

Pero  la  Real  orden  dice  terminante- 
mente que  los  Alcaldes  pedáneos  no  tie- 
nen atribuciones  judiciales,  y en  este  im- 
portantísimo punto  es  en  lo  que  el  Tribu- 
nal Supremo  tiene  establecida  la  doctrina 
contraria.  Hé  aquí  la  contenida  en  la 

Sent,  de  6 setiembre  de  1866, 

Suscitada  competencia  entre  el  juzga- 
do de  la  comandancia  de  Marina  de  Al- 
mería y el  juez  de  primera  instancia  de 
la  misma  ciudad,  acerca  del  conocimien- 
to de  la  causa  formada  por  el  último 
contra  los  matriculados  Juan  García  Car- 
iñosa y otros,  por  desacato  y atentado 
contra  el  Alcalde  pedáneo  de  la  Cañada 
de  San  Urbano,  extramuros  de  la  expre- 
sada ciudad.  Fundó  su  requerimiento  el 
juzgado  de  Marina  en  que  el  cargo  con- 
tra los  procesados  era  el  de  atentado,  re- 
sistencia y desobediencia  al  pedáneo, 
cuyo  acto  no  constituye  desacato  porque 
este  delito  solo  tiene  lugar  respecto  de 
aquellos  que  ejercen  jurisdicción  y ad- 
ministran justicia.  Y el  de  primera  ins- 
tancia se  negó  á la  inhibición  y alega 
pora  sostener  su  competencia  que  no  se 
trata  de  un  simple  atentado  cometido 
contra  un  agente  de  la  autoridad  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  sino  de  un 


PEDANEOS. 

atentado  grave,  de'  una  resistencia  vio* 
lenta  hecha  á mano  armada  por  alguno 
: de  los  procesados  contra  el  Alcalde  pe- 
dáneo: que  estos  ejercen  funciones  judi- 
ciales permanentes,  teniendo  por  lo  mis- 
mo el  carácter  de  justicias:  que  la  des- 
. obediencia  y atentado  contra  la  justicia 
! en  el  ejercicio  de  su  cargo  causan  des- 
¡ acato,  y quedan  desaforados  los  que  de 
palabra  ú obra  desacaten  á la  autoridad, 

! según  lo  fijó  y determinó  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  30  de  agosto 
de  1*62  y lo  determinan  la  ley  9.a,  titulo 
10,  lib.  Í2  de  la  Nov  Recop.  y R.  0.  de 
8 de  abril  de  183 ! . 

El  Tribunal  Supremo  por  sentencia 
de  6 de  setiembre  de  1866  decidió  la 
competencia  á favor  del  juez  de  primera 
instancia  de  Almería: 

«Considerando  que  los  Alcaldes  pedáneos 
no  son  meramente  agentes  administrativos, 
pues  aunque  delegados  de  los  Alcaldes,  des- 
empeñan en  su  respectiva  localidad  las  atri- 
buciones que  les  confiere  el  art.  92  del  re- 
glamento de  16  de  setiembre  de  1 Ri5,  dicta- 
do para  la  ejecución  de  la  ley  de  Ayunta- 
mientos: 

Considerando  que  en  este  concepto  están 
aquellos  llamados  á ejercer  en  su  propia  de- 
marcación cierta  clase  de  funciones  de  índo- 
le judicial  y por  consiguiente  se  hallan  in- 
vestidos, como  los  Aleades,  del  carácter  de 
justicia,  en  todos  aquellos  actos  en  que  de 
una  manera  clara  y terminante  no  resulte  que 
desempeñan  atribuciones  administrativas: 

Considerando- que  lejos  de  constar  asien 
el  caso  presente,  aparece  por  el  contrario 
que  la  agresión  y desacato  contra  el  Alcal- 
de pedáneo  de  la  Canadá  de  San  Urbano  tu- 
vieron lugar  con  motivo  de  proceder  á la 
averiguación  del  autor  de  ciertos  hechos  jus- 
ticiables, que  le  habian  sido  denunciados: 

Considerando  que  según  la  ley  todo  des- 
acato cometido  contra  la  justicia  causa  des- 
afuero y deja  sujeto  á ella  al  que  le  cometa, 
por  privilegiado  que  sea,  como  está  declara- 
do por  regla  general  en  R.  O.  de  8 de  abril 
de  1831: 

1 Y considerando  que  esta  disposición,  aten- 
dida la  época  en  que  se  dictó  tiene  fuerza  de 
ley  y es  derogatoria  de  las  anteriores  dicta- 
das en  sentido  contrario,  según  lo  estableci- 
do por  la  jurisprudencia  constante  de  este 
Supremo  Tribunal.»  (Gac.  14 setiembre.) 

Y la  misma  doctrina  que  en  el  fallo 
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anterior  viene  ya  consignada  en  otros 
anteriores  decidiendo  competencias,  co- 
jeo puede  verse  principalmente  en  el  de 
de  mayo  de  1854,  en  que  se  dice  que 
los  Alcaldes  pedáneos  ejercen  jurisdic- 
ción en  sus  demarcaciones  porque  repre- 
sentan á los  Tenientes  de  Alcalde  y que 
el  desacato  cometido  por  aforados  de 
Guerra  contra  aquellos  produce  por  tan- 
to desafuero. — V.  Desacato. 

ALCALDES  DE  BARRIO.  Eran  como  su 
mismo  nombre  lo  dice,  unos  funciona- 
rios que  en  las  grandes  poblaciones,  di- 
vididas, en  barrios  ó cuarteles,  se  nom- 
braban para  cuidar  en  cada  uno  del  buen 
orden,  quietud  y policía  de  su  demarca- 
ción. La  institución  de  estos  Alcaldes 
tuvo  lugar  en  el  reinado  de  Carlos  III  y 
se  han  conservado  hasta  nuestros  dias 
basta  por  la  ley  de  3 de  febrero  de  1823 
con  las  facultades  que  les  atribuian  las 
le^es  10,  tít,  22.  lib.  3,  y 1.a  tít  13,  li- 
bro 5 de  la  Nov.  Recop. 

La  vigente  ley  de  Ayuntamientos  no 
habla  d#estos  funcionarios,  y por  lo  mis- 
mo se  han  considerado  suprimidos,  ha- 
biéndolo así  declarado  el  Gobierno  por 
una  Real  orden  comunicada  al  Goberna- 
dor de  Sevilla  que  literalmente  dice  así: 

Ministerio  de  la  Gobernación  del  rei- 
no.— Dirección  de  Gobierno — Núm.  309. 
Se  ha  enterado  la  lleina  (Q.  D.  G.)  de  la 
comunicación  de  V.  S.  fecha  19  de  mayo  úl- 
timo en  que  propone  se  declare  obligatorio 
el  cargo  de  Alcalde  de  barrio,  cuyos  fun- 
cionarios son  de  necesidad  en  algunas  po- 
blaciones desde  la  supresión  de  los  comísa- 
nos y celadores  de  protección  y seguridad 
pública  de  ios  partidos;  y teniendo  en  cuen- 
ta S.  M.  que  la  ley  no  reconoce  mas  que 
Alcaldes  pedáneos  y que  nada  mas  se  nece- 
sita para  satisfacer  las  exigencias  de  la  Ad- 
ministración, se  ha  servido  mandarme  diga 
á V.  S.,  como  de  su  Real  orden  lo  ejecuto, 
que  no  puede  autorizarse  el  establecimien- 
to de  Alcaldes  de  barrio. — Dios  guarde  etc. 
Madrid  íL\  de  julio  de  1849. — San  Luis, — 
Sr.  Jefe  político  de  Sevilla. 

Esta  Beal  orden  no  se  halla  en  la 
Colección  legislativa  ni  sabemos  que  es- 
té  publicada  en  los  Boletines  oficiales, 
pero  no  obstante  nos  ha  parecido  conve- 
niente incluirla  aquí,  ya  que  debamos 
Su  conocimiento  á un  celoso  é ilustrado 


oficial  que  fue  de  aquel  Gobiernode  pro- 
vincia, hoy  Secretario  del  de  la  de  Va- 
lladolid.  Lo  que  no  podemos  dejar  de  ad- 
vertir es  que  el  contenido  de  esta  Real 
orden  está  en  oposición  con  lo  dispues- 
to en  la  de  27  de  enero  de  1846  inserta 
en  la  pág.  348  por  la  que  se  autorizó  ]a 
continuación  de  los  Alcaldes  de  barrio, 
mayordomos,  vicarios  celadores  y otros 
cargos  semejantes  de  local  denomina- 
ción y se  dieron  á la  vez  reglas  para  su 
nombramiento  y renovación  en  donde 
los  hubiere. 

ALCALDES  DE  CASA  Y CORTE.  Jueces 
togadosque  componían  un  Tribunal  Su- 
premo de  justicia  criminal,  conocido 
con  el  nombre  deSala  de  Alcaldes , por- 
que era  una  de  las  del  Consejo  Real. 
Ejercían  también  jurisdicción  civil  y cri- 
minal en  primeia  instancia  en  los  diez 
cuarteles  de  Madrid,  pero  sin  formar  sa- 
la, cada  uno  de  los  diez  Alcaldes  mas 
antiguos. 

ALCALDES-CORREGIDORES.  Corno  es- 
cepcion  de  las  reglas  establecidas  por  la 
ley  municipal  sobre  el  nombramiento 
de  concejales  y Alcaldes  ordinarios,  dice 
el  art.  1 0 de  la  misma  que  el  Rey  pueda 
nombrar  un  Alcalde-corregidor  en  lugar 
del  ordinario  en  las  poblaciones  donde 
lo  conceptúe  conveniente,  siendo  en  es- 
te caso  de  duración  ilimitada  y con  suel- 
do á cargo  de!  presupuesto  municipal. 
Cuando  S.  M.  baga  uso  de  esta  facultad 
en  un  pueblo,  cesa  su  Alcalde  ordinario 
desde  el  momento  en  que  toma  posesión 
el  corregidor  y pasa  aquel  á ser  primer 
teniente,  quedando  de  regidor  el  último 
de  estos.  (Art.  10  de  la  ley  y 77  del  re- 
glamento.) 

Las  atribuciones  de  los  Alcaldes-cor- 
regidores son  las  mismas  que  las  de  los 
Alcaldes  ordinarios  menos  los  judiciales; 
pues  como  autoridades  puramente  gu- 
bernativas y políticas,  no  tienen  juris- 
dicción judicial.  (Regla  5.a  de  la  ley' 
provis.  para  la  aplicación  del  Códi- 

00  lO- 

Guando  disfruten  licencia  los  Alcal- 

(1)  Consiguientemente  el  desacato  á los 
Alcaldes-corregidores  no  produce  desafuero, 
(Seat,  del  T-  S.  de  i,*  abril  de  I8B4.j 
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des-corregidores  para  restablecersu  salud 
ó por  otra  causa,  los  Ayuntamientos  á 
quienes  conviniere , deuerán  tener  pre- 
sente la  R.  O.  de  29  de  enero  de  1850, 
en  la  que  se  dispuso  que  asi  dichos  fun- 
cionarios como  cualesquiera  otros  em- 
pleados, cuyos  sueldos  ésten  consigna- 
dos sobre  los  presupuestos  municipales 
ó provinciales,  deben  estar  sujetos  en 
cuanto  al  percibo  de  ellos,  durante  el 
tiempo  que  se  hallen  usando  de  Real  li- 
cencia, á las  reglas  establecidas  en  el 
R.  D.  de  23  de  febrero  de  1848,  ó á las 
que  en  adelante  puedan  dictarse  para  los 
que  dependen  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, y habiéndose  dictado  en  efec- 
to nuevas  reglas  en  R.  D.  de  28  de  ene- 
ro de  1852,  á ellas  deberá  estarse  para 
dicho  abono.  Son  estas  en  resumen  las 
siguientes:  si  la  licencia  es  para  restable- 
cer la  salud,  se  abona  el  sueldo  por  ente- 
ro, y en  la  próroga  para  el  mismo  obje 
to  la  mitad  del  sueldo;  cuando  la  licen- 
cia es  por  cualquiera  otra  causa,  no 
se  hace  durante  ella  abono  de  sueldo. 

Las  disposiciones  que  sobre  Alcaldes- 
corregidores  se  han  dictado  , aparte  de 
los  artículos  de  la  ley  son  como  siguen: 

H.  O.  de  4 mayo  de  1853. 

Suprimiendo  las  Alcaldías-corregimientos,  escepto  en 

Madrid  y Barcelona. 

(Gob.)  «Artículo  1.®  Se  suprimen  las 
Alcaldías-corregimientos  del  remo  á escep- 
cion  de  ias  de  Madrid  y Barcelona'. 

Art.  2.°  Cuando  en  algunos  pueblos  por 
circunstancias  especiales  de  su  administra- 
ción, se  consideren  indispensables  estos  fun 
cionarios,  se  restablecerán  de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros.  Dado  en  Aranjuez 
á 4 de  mayo  de  1853.»  (CL.  t.  59,  9.) 

Por  virtud  del  decreto  anterior  que- 
daron suprimidas  124  Alcaldías-Corregi- 
mientos. 

Ley  de  21  abril  de  1864. 

Disponiendo  donde  puede  haberlos  y sobre  su  sueldo 

y el  <le  los  delegados  de  los  Gobernadores. 

(Gob.)  «Doña  Isabel  ll,  etc. 

Articulo  l.°  No  podra  haber  Alcaldes- 
Corregidores  sino. en  los  pueblos  que  pasen 
de  40,900  almas,  y en  ningún  caso  presidi- 
rán las  mesas  electorales.  ‘Los  sueldos  de 
estos  funcionarios  se  pagarán  como  basta 
aquí  con  cargo  ai  presupuesto  munieip  al. 


Art.  2.°  Las  dietas  ó sueldos  que  deben 
disfrutar  los  delegados  de  los  Gobernadores 
de  provincia  eon  arreglo  á lo  dispuesto  en 
el  caso  8.“  del  art,.  j I de  la  ley  vigente  de 
gobiernos  de  provincia,  se  abonarán  por  el 
Estado,  consignándose  al  efecto  un  cnMito 
anual  en  el  presupuesto  de  !a  Gobernación. 

Por  tanto  mandamos,  etc.  Palacio  á 21 
de  abril  de  1864  —Yo  la  Reina.— E,  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  Antonio  Cánovas  del 
Castillo.»  [ Gaceta  27  abril.) 

í».  D.  de  21  octubre  de  1866, 

Derogando  el  art.  l.°  de  la  ley  anterior. 

Por  el  artículo  4.°  (boy  art.  116  de  la 
ley,  ha  quedado  derogado  e!  art  l.°de  la 
ley  anterior  de  21  de  abril  de  1804.  V.  Al- 
CAi.r -es  y Ayuntamientos. 

ALCALDES  DE  LA  HERMANDAD.  Véase 

HlíltM  ANDAD. 

ALCALDE  DE  MIJOS-DALCQ.  En  mu- 
chos pueblos  se  dividían  los  cargos  con- 
cejiles entrp  los  nobles  y los  individuos 
del  estado  llano  ó general,  y se  llamaba 
alcalde  de  hijos-da Igo  al  que  se  nombra- 
ba por  aquellos.  Hoy  todos  los  oficios  de 
república  ó cargos  municipales  son  de 
elección  libre,  habiéndose  suprimido  los 
perpetuos,  etc.,  como  se  ve  por  la  Cons- 
titución de  1812,  por  el  decreto  de23  de 
mayo  y 40  de  julio  del  mismo  año,  por 
el  R.  D.  de  23  de  julio  de  1833,  por  la 
Constitución  de  184o,  y por  el  art.  12 
de  la  ¡ey  vigente  de  4843. 

ALCALDES  DE  LA  MESTA.  Suprimidos' 
estos  funcionarios,  sus  funciones  fueron 
encargadas  á los  Alcaldes  y Ayuntamien- 
tos por  R.  0.  de  3 de  noviembre  de  4836, 
según  diremos  en  el  articulo  Mesta. 

ALDEA.  Lu  gar  sin  jurisdicción  propia 
que  depende  de  la  villa  ó jurisdicción 
en  cuyo  distrito  está  situado. — V.  Vi- 
llazgo. 

ALFARERIA.  V.  Minas,  en  cuya  ley 
se  reconoce  el  derecho  de  poder  explotar 
tierras  arcillosas,  etc.,  aplicables  á la  va- 
sijería  de  alfar,  fabricación  de  loza  y por- 
celana, ladrillos  refractarios,  cristai  ó vi- 
drio, etc  con  autorización  del  Gobierno, 
cuando  el  dueño  del  terreno  no  consien- 
te voluntariamente,  ó no  se  obliga  por  si 
á hacer  la  explotación. 

ALFOLI.  Granero  público,  albóndiga 
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ó pósito  donde  se  guarda  el  trigo.  El  al- 1 
macen  en  donde  se  vende  la  sal. 

ALFOI.  Voz  antigua  cuya  significa- 
ción es  campo  raso  ó territorio  fuera  de 
la  villa  Cuando  en  los  antiguas  privile- 
gios se  lee  que  el  Rey  concedí  j algún 
territorio  con  su  alfoz  y honor,  debe  en- 
tenderse que  le.  concedía  con  el  señorío 
v jurisdicción. 

ALGO.  Se  usa  esta  palabra  en  nues- 
tras leves  de  Partida,  con  la  significa- 
ción de  renta , haberes,  sueldo , bienes , 
tierras,  viñas , dote,  donación  y arras. 

ALGUAC  L.  El  miuislro  inferior  de  jus- 
ticia encargado  de  hacer  ejecutar  las  ór- 
denes de  los  Tribunales  y jueces,  como 
prisiones,  embargos,  citaciones,  etc  Los 
alguaciles,  dice  una  ley  de  Partida,  deben 
ser  sigilosos.,  entendidos,  leales  y esfor- 
zados, y saber  leer  para  no  tener  nece- 
sidad de  ponerse  en  manos  de  quien  re- 
vele las  cosas  que  deben  reservar.  En  la 
Novísima  Recopilación  se  marcan  sus 
principales  deberes  que  son:  jurar  al 
tiempo  de  su  recepción  que  liarán  bien 
y fielmente  sus  oficios,  ejecutar  con  pun- 
tualidad y exactitud  cuanto  respecto  á los 
mismos  los  jueces  les  ordenaren,  buscar 
los  delincuentes  y evitar  escándalos,  pen- 
dencias y ruidos,  asistiendo  para  ello  en 
los  sitios  públicos  con  vara  descubierta 
y propio  trage,  {Leyes  del  til.  30,  lib.  4.° 
y tu.  33,  lib.  o.°) 

Se  conocen  varias  clases  de  alguaciles. 
Unos  son  municipales,  otros  do  los  .luz- 
gados  de  primera  instancia,  otros  do  las 
Audiencias,  etc.  De  los  de  los  Juzgados 
hablan  los  arts.  73  6 78  del  reglamento 
de  1.°  de  mayo  de  1844.  Los  municipa- 
les están  á las  inmediatas  órdenes  de  los 
Alcaldes,  siendo  nombrados  por  estos  á 
propuesta  en  terna  bocha  por  los  Ayun- 
tamientos, con  arreglo  al  párrafo  5.°,  ar 
tiento  75  de  la  ley  do  8 de  enero  de  1845 
y á la  li,  0.  de  24  de  jumo  de  1849.  Es- 
ta Real  orden  dice  asi: 

« La  Rema  (Q.  D.  O.)  de  conformidad 

con  lo  UisputísLo  on  el  párrafo  2.u  art.  74 
de  la  ley  municipal,  se  lia  servido  declarar 
que  los  alguaciles  de  los  Ay  untamientos, 
como  encargados  del  cumplimiento  de  los 
bandos  de  policía  urbana,  deben  ser  nom- 
brados por  los  Alcaldes,  á quienes  también 


corresponde  la  suspensión  y destitución  de 
dichos  funcionarios.»  De  Real  órden,  etc. 

( Del  Bol.  of.  de  Valludolid , número  114  de 
7 de  agosto  de  1849.) 

El  carácter  que  revisten  los  alguaciles 
en  la  ejecución  ó cumplimiento  de  las 
providencias  de  los  Alcaldes,  es  el  que 
estos  tengan  en  el  negocio  ó asunto  en 
que  las  dicten.  Así  es  que  cuantío  los 
alguaciles  cumplen  alguna  providencia 
gubernativa  del  Alcalde,  no  tienen  el  ca- 
rácter de  justicia;  pero  sí  le  tendrán 
cuando  ejecuten  providencias  ú óideaes 
judiciales,  dándose  á conocer  como  agen- 
tes de  esta  Autoridad,  en  cuyo  caso  la  re- 
sistencia queso  les  hace  se  reputa  hecha 
á la  justicia.  (Sentencias  del  T,  8 del 
21  de  setiembre  de  1851,  il  de  setierrw 
bre  de  1855  y i t de  diciembre  de  1859.) 

Cuando  los  alguaciles  obran  como  au- 
xiliares de  la  justicia  no  es  necesaria  au- 
torización para  procesarles  por  los  delitos 
ó abusos  que  cometan;  pero  sí  cuando 
obran  como  agentes  administrativos.  (De- 
cisión de  8 de  marzo  de  1857. — V.  AU- 
TORIZACION PARA  PROCESAR.  — DESACATO, 

ALHAJAS.  V.  Plata  y oro.  Pedrería. 

ALMONDIGA.  Casa  pública  destinada 
para  ia  compra  y venta  de  trigo,  v en  al- 
gunos pueblos  para  el  depósito,  compra 
y venta  de  otros  granos,  comestibles  ó 
mercaderías.  La  inspección  de  la  policía 
municipal  debe  ser  sumamente  celosa  y 
esmerada  respecto  de  las  albóndigas,  á 
íin  de  que  haya  en  ellas  limpieza,  buen 
órden,  comodidad  para  los  compradores, 
legalidad  en  los  pesos  y medidas,  y que 
los  comestibles  no  sean  dañosos  á la  sa- 
lud.—V.  Abastos.  Pesas  y Medidas. 

AUMENTOS.  El  padre,  la  madre  y- 
los  hijos,  no  solo  los  legítimos  sino  aun 
los  naturales,  se  deben  recíprocamente 
alimentos,  ó sea  la  comida,  la  bebida,  el 
vestido,  el  calzado,  la  habitación  y la 
asistencia  y cuidado  en  las  enfermeda- 
des, ó bien  una  asignación  proporciona- 
da al  caudal  y circunstancias  del  que 
está  obligado  á dar  alimentos  y á las  ne- 
cesidades de  quien  los  recibe.  En  delec- 
to de  padres,  ó cuando  estos  son  ricos, 
recae  la  obligación  alimenticia  en  los 
abuelos,  los  cuales  tienen  á la  vez  igual 
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derecho  respecto  de  sus  nietos.  ( Leyes 
2.a,  5.a  y 4.a,  tít.  19,  P.  4.a;  (1). 

No  siendo  legítimos  ni  naturales  los 
hijos  sino  espúreos  ó bastardos,  sola- 
mente estarán  obligados  á darles  alimen- 
tos los  ascendientes  maternos  y no  los 
paternos,  bien  que  estos  podrán  hacer- 
lo por  compasión,  como  lo  liarían  con 
un  estraño.  (Ley  5.a,  título  y libro  ci- 
tados.) 

Los  hermanos  se  deben  también  ali- 
mentos si  se  ha  de  atender  á la  ley  1.a, 
título  8.°,  lib.  3 del  Fuero  Real,  y asi 
lo  sostienen  muchos  intérpretes,  si  bien 
otros  lo  niegan  alegando  que  dicha  ley 
no  está  en  uso. 

Marido  y mujer  se  deben  también  re- 
cíprocamente alimentos,  no  solo  vivien- 

(1)  La  ley  3 a,  tí t.  19,  P.  4.a,  refiere  á los 
padres  solamente  la  obligación  de  criar  á los 
hijos.  Las  leyes  4.a  y 5.a  del  mismo  titulo  im- 
ponen igual  obligación  á los  abuelos  ó parien- 
tes que  suben  por  la  línea  derecha  del  padre 
como  de  la  madre,  mas  es  subsidiaria,  para 
solo  el  caso  de  la  pobreza  de  los  padres,  cuya 
apreciación  corresponde  á la  Sala  sentencia- 
dora. (Sentencia  del  T.  S.  de  27  de  junio  de 
1864).  Es  decir  que  para  que  pese  sobre  los 
abuelos  la  obligación  de  alimentar  á sus  nie- 
tos es  indispensable  se  justifique  por  el  de- 
mandante que  los  padres  de  estos  carecen  ab- 
solutamente de  medios  para  hacerlo.  (Senten- 
cia de  7 de  setiembre  de  1860. ) 

La  obligación  que  las  leyes  imponen  á los 
padres  de  alimentar  á sus  hijos,  se  limita  al 
caso  de  necesidad,  y cesa  cuando  estos  tienen 
medios  para  subsistir  de  lo  suyo,  ó de  su  in- 
dustria ó trabajo,  en  cuyo  caso  se  halla  el  hi- 
jo mayor  de  edad  que  tiene  la  robustez  nece- 
saria para  el  trabajo  y sabe  un  oficio.  (Senten- 
cia de  26  de  febrero  de  1860  ) 

Según  la  ley  2.a,  tí t.  19,  P.  4.a,  los  alimen- 
tos de  los  hijos  naturales  deben  ser  proporcio- 
nados á su  c indicien  y necesidades,  y al  cau- 
dal de  que  puedan  disponer  sus  padres;  pero 
no  designándose  fijamente  toca  á los  Tribuna- 
les su  apreciación  según  las  circunstancias. 
(T.  S.  sentencia  de  29  de  febrero  de  1864.,) 

La  ley  2.a,  tít.  19,  P 4.a  solo  exije  que  los 
alimentos  de  los  hijos  sean  proporcionados  ¿ 
su  condición  y necesidades  y al  caudal  de  que 
puedan  disponer  sus  padres,  dependiendo  por 
consiguiente  de  la  apreciación  de  aquellas  cir- 
cunstancias el  .fijar  la  suma  alimenticia  en 
cada  caso. 

Las  sentencias  que  señalan  la  cantidad  á 
que  debe  ascender  la  pensión  por  razón  de  ali- 
mentos de  los  padres  á sus  hijos  naturales,  no 
infringen  disposición  alguna  legal,  porque  no 
hay  una  donde  se  designe,  fijamente.  (Senten- 
cia del  T.  S.  de  l.°  de  marzo  de  1864. ) 


do  en  matrimonio,  lo  cual  no  es  dudoso, 
sino  también  cuando  están  separados  por 
providencia  judicial.  En  este  caso  si  el 
marido  hubiere  dado  motivo  á la  sepa- 
ración, los  alimentos  lian  de  ser  propor- 
cionados á sus  facultades  y. las  circuns- 
tancias de  la  mujer;  y si  lo  hubiere 
dado  la  mujer,  consistirán  solamente  en 
lo  mas  preciso  para  su  subsistencia. 
Cuando  los  Tribunales  eclesiásticos  co- 
nozcan en  causas  de  divorcio  no  se  en- 
trometerán en  las  cuestiones  de  alimen- 
tos, litis  expensas  ó restitución  de  dotes 
que.  deben  reservar  á los  jueces  secula- 
res. (Ley  20,  tít.  l.°,  lib.  2.°  Novísima 
Recopilación.) 

Cuando  el  matrimonio  se  disuelve  por 
muerte  del  marido,  deben  darse  alimen- 
tos á la  viuda  si  ha  quedado  embaraza- 
da, y en  todo  caso  durante  la  proindi- 
vision  del  caudal  hereditario,  ó hasta 
que  se  la  entregase  la  dote  si  la  hubiere 
aportado. — V.  Aceptación  de  herencia. 
La  ley  32,  tít,  11,  P.  4.a,  quiere  tam- 
bién que  cuando  el  marido  tenga  que 
restituir  la  dote  á la  mujer  ó á sus  here- 
deros, por  separación  ó disolución  del 
matrimonio,  si  no  puede  entregarla  toda 
en  los  plazos  legales  ó convencionales, 
■debe  el  juez  hacer  que  pague  lo  que  pue- 
da, de  modo  que  le  quede  alguna  cosa 
{jara  vivir,  dando  caución  de  que  la  pa- 
gará lo  antes  que  pueda. 

Cesa  la  obligación  de  dar  los  alimen- 
tos por  la  muerte  del  alimentario,  por 
la  conclusión  del  término  para  que  se 
concedieron,  por  ingratitud  de  aquel,  y 
porvenir  á menos  la  fortuna  del  alimen- 
tista, de  modo  que  no  pueda  seguir  su- 
ministrándolos. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  sus 
arts.  1209  á 1218  trata  de  los  alimentos 
provisionales  como  asuntos  de  jurisdic- 
ción voluntaria,  de  la  exclusiva  compe- 
tencia de  la  jurisdicción  ordinaria,  que- 
dando á los  tribunales  del  fuero  del  de- 
mandado el  conocimiento  de  las  deman- 
das ordinarias,  conforme  á su  espíritu  y 
á lo  que  tiene  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo por  sentencias  de  28  de  marzo  y 21 
de  junio  dé  1860.  La  misma  ley  en  sus 
arts.  632  al  635  nos  habla  de  los  alimen* 
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tos  que  han  de  señalarse  en  su  caso ; a! 
que- tenga  sus  tienes  en  concurso. 

ALINEACION  OE  CALLES.  Obligarlos  los 
propietarios  de  casas  á conformarse  ri- 
gorosamente conlns  prescripciones  déla 
Autoridad  municipal  sin  poder  avanzar 
ni' retroceder  de  la  alineación  aprobada, 
conviene  consultar  en  el  articulo  Poli- 
cía urbana  para  resolver  con  acierto  las 
cuestiones  que  sobre  este  asunto  se  pro- 
muevan , las  Reales  órdenes  é instruccio- 
nes de  10  de  junio  de  185 't , 19  de  di- 
ciembre de  1859, 2 de  agosto  de  1801, 

9 de  febrero  de  1863,  4 de  julio  y 26  de 
setiembre  de  1804  y ¡a  ley  dictada  para 
regularizar  el  ensanche  de  las  poblacio- 
nes de  29  de  junio  de  1864  con  el  re- 
glamento para  su  ejecución  de  25  de 
abril  de  1867. 

Sobre  recursos  contra  las  providencias 
de  los  Ayuntamientos  y Gobernado- 
res, etc.,  véanse  también  en  el  mismo 
articulo  Policía  urbana  las  Rs.  Ords,  de 
i 3 de  setiembre  de  1869,  16  de  enero 
de  1866  y 9 de  febrero  de  i 867. 

Aquí  solamente  anticiparemos  que  son 
esencialmente  administrativas  las  cues- 
tiones relativas  al  trazado  y alineación  de 
edificios  ó formación  y alineación  de-  ca- 
lles, pasadizos  y plazas;  y corno  tales  de 
la  resolución  de  los  Alcaldes  y Ayunta- 
mientos según  el  art.  76,  párrafo  5.n,  y 
art.  83,  párrafo  4,u  de  la  ley  de  8 de  ene- 
ro de  1843,  y que  hallándose  incoado 
expediente  gubernativo,  aunque  sean  in- 
formales, desacertadas  ó injustas  las  pro- 
videncias, pa  ulen  los  interesados  acudir 
al  Gobernador  de  ia  provincia  pidiendo 
las  consiguientes  reparaciones,  poro  no 
á los  tribunales  por  la  via  sumarísima  de 
interdicto.  El  interdicto,  sin  embargo, 
será  procedente  en  cuanto  no  contraríe 
el  acuerdo.  (Decisiones  del  Consejo  de 
Estado  de  8 de  enero,  12  de  febrero,  14 
de  marzo  de  i86i,  25  de  mayo  de  1863 
y otras.) 

ALMIRANTAIS3.  AUAIMSTE.  pícese 
almirante  el  jete  supermr  que  tm  las  co- 
sas de  mar  tenia  jurisdicción  con  mero 
misto  imperio  y con  mando  absoluto  so- 
bre las  armadas,  navios  y galeras.  Este  : 
título  y autoridad  vino  á significar  en  su 
Tomo  L 


lima  lo  que  en  la  suya  éXádúMniádd.  El 
último  era  el  Capitán  general,,  (goberna- 
dor y Juez  de  la  frontera,  v eí  almirante 
era  el  Capitán  general  f justicia  mayor 
de  las  armadas. y d!el  ejército  qué  anda- 
ba por  e!  mar.  (1)  El  santo  Rey  I).  Fer- 
nando creó  esta  dignidad  en  el  año  áé 
1247,  siendo  el  primero  que  la  gozó  el 
caballero  Ramón  Ron’faz,  húrgales,  quien 
se  dice,  rompió  con  admiración  la  cade- 
na que  habían  formado  los  moros  para 
que  el  santo  Rey  no  pudiera  conquistar 
a Sevilla. 

Hubo  muchos  almirantes  que  solo  go- 
zaron lo  honorífico  del  empleo.  Felipe  V 
restableció  esta  dignidad  en  favor  de  su 
hijo  el  infante  D.  Felipe;  pero  desdo 
1743  que  este  se  posesionó  de  los  estados 
de  Fariña,  etc.,  quedó'  sin  proveer  basta 
1807  que  se  concedió  á D.  Manuel  Go- 
doy,  príncipe  de  la  Paz. 

O e la  voz  almirante  se  formó  la  de  al- 
mirantazgo, entendiéndose  por  tal  el  em- 
pleo y dignidad  de  almirante  y también 
el  consejo  ó tribunal  ó junta  con  mas  ó 
menos  facultades,  ya  consultivas,  ya  di- 
rectivas, etc.,  según  ios  tiempos,  pues 
ha  tenido  este  cargo  muchas  alternativas. 
LO  ti  ma  mente  por  el  R.  D.  de  7 de  no- 
viembre de  1856  se  suprimió  el  almiran- 
tazgo restableciéndose  la  Dirección  yene- 
va',  de  la  Armada. 

ALAIOuED A.  En  algunas  provincias  se 
dá  este  nombre  a!  derecho  de  riego  du- 
rante cierto  número  de  dias  , ó por 
tandas . 

ALMUJARIFAIGO.  Derecho  que  co- 
braban los  moros  en  los  puertos  de  An- 
<|a| ucía,  y que  después,  conquistada  Se- 
villa, conservó  el  Rey  San  Fernando. 
Arregla  Jos  en  ¡783  los  aranceles  de  Es- 
paña, se  refundió  en  ellos  el  derecho  de 
almojarifazgo  quedando  desde  entonces 
suprimido.  Almojarife  se  llamó  al  que  te- 
ma á su  cargo  la  recaudación  de  estos 
derechos. 

AL  VUTAUEN.  V.  Fiel  Almotacén. 

¿iLdúíAL.  AL: Did.  Llamáronse  en  lo 
animo  o bienes  alodiales  los  libres  y 
exentos  de  toda  carga  y derecho  señorial, 
; ■■  - 

11)  üürganza.  Antigüedades  de  España. 

¿6 


4 (&■  ALOGAMIENTO. -ALLANAMIENTO  DE  MORADA. 

en  oposición  á los  enfeudados  que  tenían  I con  sus  aguas  los  lagos,  lagunas  ó char- 
sobrasí  cargas  de  dicha  naturaleza.  ! cas.  Hay  pues  según  la  ley  de  3 de  agosto 

ALOGAMIENTO.  Se  usa  en  nuestras  le-  de  1866,  álveo  de  aguas  pluviales;  álveo 
yes  de  Partida,  corño  equivalente  de  al-  de  los  arroyos  y ríos  y de  las  riberas  de 
quiler  y arrendamiento.  estos;  y álveo  de  los  lagos,  lagunas  ó 

ALOJAMIENTO.  Hospedaje  que  se  dá  charcas;  de  todos  los  cuales  tratan  con 
á los  militares.  El  Ministro  de  Fernán-  separación  los  arts.  66  al  76  de  dicha 
do  Vil,  Garay,  llamaba  insoportable1  ley. 

esta  carga,  diciendo  que  es  un  triste  res-  Los  álveos  de  las  aguas  pluviales  que 
to  de  ¡as  barbaras  costumbres.  no  son  de  propiedad  privada  pertenecen 

Y efectivamente  es  dolorosísimo  que  al  dominio  público.  Son  de  propiedad 
no  se  haya  relegado  y a á la  historia,  sien-  privada  los  que  atraviesan  fincas  de  do- 
do  doblemente  injusta  eri  las  grandes  po-  minio  privado. 

blaeiones,  yen  tiempos  normales  en  que  El  dominio  privado  de  los  álveos  de 
las  pagas  están  al  corriente. — V.  Baga.-  aguas  pluviales  no  autoriza  para  cons- 
jes  y alojamientos.  truir  en  ellos  obras  que  puedan  hacer 

ALQUILER.  V.  Arrendamiento.  variar  el  curso  natural  de  las  mismas  en 

ALTAR.  Mesa  enja  que  ofrece  el  sa-  perjuicio  de  tercero,  ó cuya  destrucción 
cerdote  el  sacrificio  incruento  del  cuerpo  por  ¡a  fuerza  de  las  avenidas  pueda 
y sangre  de  Jesucristo.  Deben  ser  de  causar  grave  daño  á prédios,  fábricas  ó 
piedra,  ó por  lo  menos  la  lapida  consa-  establecimientos,  puentes,  caminos  ó 
grada  ó ara  donde  se  pone  ei  cáliz.  poblaciones  inferiores.  (Arts.  66  ó 69). 

ALTEZA.  V.  tratamientos.  Los  álveos  de  los  rios  son  en  todo 

ALUMBRADO  MARITIMO.  Se  compren-  caso  de  dominio- público,  y lo  son  tara- 
den  bajo  esta  denominación  los  faros , bien  los  de  los  arroyos  en  terreno  pú- 
fanales  y linternas,  las  vaiizas,  boyas  y Lilico.  Cuando  los  arroyos  atraviesan 
otras  señales  semejantes  que  sirven  de  heredades  particulares,  los  álveos  per- 
guia  á los  navegantes,  indicándoles  la  tenecen  á los  dueños  de  las  mismas.  Los 
ruta,  y marcando  la  situación  de  los  ha-  álveos  de.  los  lagos,  lagunas  ó charcas 
jos  y de  otros  escollos  peligrosos  de  las  que  no  pertenezcan  al  Estado,  ó por 
costas. — V.  Faros.  • título  especial  de  dominio  á algún  par- 

ALUMBRADO  NOCTURNO*  Uno  de  los  ticular,  corresponden  á los  dueños  de  las 
mas  importantes  deberes  de  ia  policía  fincas  colindantes  salva  en  su  caso  la 
municipal  es  cuidar  de  la  seguridad  de  servidumbre  de  salvamento.  (Artículos 
las  personas  y de  las  propiedades,  sin  74  ú 76. — V.  Aguas,  Cauces,  Rtos,  etc. 
desatenderle  durante  la  noche  en  que  ALZAMIENTO.  ALZAR.  Tiene  este 
debe  redoblarse  la  vigilancia,  poniendo  ■.  palabra  estas  dos  principales  acepciones, 
los  medios  conducentes  para  conseguir  ó la  de  quiebra  maliciosa  ó la  d e.suble- 
tan  importante  objeto.  Entre  estos  me-  nación  ó rebelión.  V.  quiebra.  Rebelión. 
dios  sa  cuentan  el  establecimiento  de  se-  El  alzarse  con  sus  bienes  en  perjuicio  de 
renos.,  y el  alumbrado  nocturno,  adopta-  otro,  constituye  el  delito  que  castiga  el 
dos  ya  en  las  poblaciones  de  alguna  con-  . art.  443  del  Código  penal . 
sideración  é importancia,  y que  poco  á \ ALLANAMIENTO  DE  MORADA-  El  acto 
poco  se-  irán  generalizando  en  otras  de  ■!  de  entrar  un  particular  con  violencia  ó 
seguñdp  orden. — V.  Seranos  y policía  contra  la  voluntad  de  su  dueño  en  mora- 
urbana.  da  ó casa  agena,  ó la  misma  autoridad 

ALUViDN-r”“Y-  Accesión  en  el  § 1',  faltando  á las  formalidades  prescritas  por 
pag.  93.  la  ley.  Es  muy  importante  que  consig- 

ALVEQ.  El  cá,u,ce  por  donde  corren  nem.os  aquí  los  respetos  que  se  deben  al 
na,tpralu¡te:nte  durapte  sus.  avenidas  or-  domicilio  de  los  ciudadanos  y los  casosi 
diñarías  las  aguas  pluviales,  ó la  de  los  y formalidades  en  que  puede  procederá 
rios  ó arroyos ; ó.  ei  terreno  que  cubren  aj.  allanamiento  de  morada. 


ALLANAMIENTO  DE  MORADA- 


§ 4.°  Respetos  que  se  deben  al  domicilio. 

El  art.  7.4  de  la  Constitución  dispone 
entre  otras  cosas  que  no  pueda  ser  alla- 
nada la  casa  de  ningún  español  sino  en 
los  casos  y en  la  forma  que  las  leyes 
prescriban,  consignando  de  esta  manera 
solemne  el  principio  de  que  la  casa , 
como  muy  elocuentemente  dice  un  emi- 
nente jurisconsulto,  es  el  asilo  inviolable 
del  ciudadano  y de  su  familia , el  velo 
que  cubre  aquellos  actos  que  fuera  de  ella 
no  deben  salir  ni  publicarse  y el  muro 
que  segrega  á la  familia  de  las  otras  fa- 
milias y de  la  ciudad. 

¡Qué  idea  tan  encantadora!  Que  den- 
tro del  recinto  de  su  casa  esté  el  hom- 
bre en  cierto  modo  emancipado  de  la 
sociedad : que  en  su  casa  sea  cada  pa- 
dre de  familia  un  jefe  á quien  todos  de- 
ban tributar  los  mas  altos  respetos  y 
consideraciones,  de  que  no  están  dis- 
pensadas las  autoridades  mismas : que 
sin  cerrojos  en  las  puertas  se  considere 
cada  familia  segura  en  su  albergue,  en 
sus  personas  y en  todos  sus  secretos, 
esto  es  lo  que  la  ley  ha  querido  al  con- 
signar en  el  art.  7.'J  de  la  Constitución 
esa  garantía  que  hemos  dicho.  Por  eso 
manda  que  solo  en  los  casos  y en  la 
forma  que  las  leyes  establezcan,  pueda 
ser  allanado  el  domicilio  del  ciudadano; 
por  eso  viene  después  en  su  apoyo  el 
Código  penal  é impone  una  pena  al  par- 
ticular que  entrare  en  morada  age  na 
contra  la  voluntad  de  su  morador  (ar-| 
tíeuio  414)  y al  empleado  público  que  j 
abusando  de  su  oficio  allanare  la  casa  ) 
de  cualquier  persona,  á no  ser  en  los  \ 
casos  y en  la  forma  que  prescriban  las  j 
leyes,  (art.  299 i. 

Pero  y ¿qué  casos  son  esos,  se  nos  1 
preguntará,  en  que  las  autoridades  pu  : 
dan  avasallar  al  ciudadano  en  su  propia  ¡ 
casa  entrando  en  ella  contra  su  volun- 
tad? ¿Qué  formalidades  son  necesarias 
para  verificarlo? — Sepámoslo. 

§2.°  Casos  en  que  puede  proceder  la 

AUTORIDAD  AL  ALLANAMIENTO  DE  DOMICILIO. 

Limitados  son  los  casos  en  que  la  ley 
autoriza  el  allanamiento  del  domicilio;  y 
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en  esos  porque  serian  muy  graves  los 
inconvenientes  de  hacerle  absolutamen- 
te inviolable.  Lejos  de  conseguirse  el 
'objeto  que  con  esta  garantía  se  propu- 
siera el  legislador,  quedarían  por  el  con*' 
trario  sin  defensa  la  propiedad,  la  segu- 
ridad individual,  él  orden  público  y 
todos  cuantos  intereses  son  objeto  de  la. 
ley  penal.  El  criminal  se  albergaría  en 
su  casa,  y escudado  con  la  inviolabilidad 
del  domicilio,  haria  mofa  y escarnio  de 
los  derechos  del  ciudadano  y desafiarla 
descarada  ó impunemente  á la  sociedad 
desarmada  entonces,  y á la  discreccion 
deí  malvado. 

La  casa,  por  lo  mismo  , no  puede  ser 
garantida  como  asilo  del  crimen  y de  la 
mala  fó,  y por  eso  con  las  formalidades! 
que  después  se  dirán,  puede  la  autori- 
dad pública  penetrar  en  la  de  cualquier 
ciudadano  en  los  casos  siguientes: 

1. °  Para  prender  á los  reos  contra 
quienes  haya  recaído  auto  de  prisión. 

2. °  Para  asegurar  la  persona  de  un 
delincuente  conocido,  por  haber  sido 
hallado  in  fraganti , ó por  tener  contra 
sí  indicios  fundados  de  su  delincuencia , 
aunque  no  baya  recaído  auto  de  pri- 
sión. 

3. °  Para  impedir  la  realización  de 
un  crimen  que  se  está  preparando  ó co- 
metiendo. 

4. °  Para  buscar  y asegurar  objetos 
procedentes  de.  un  delito,  ó las  pruebas 
de  su  perpetración  y de  los  delincuentes., 

o.°  Para  perseguir  y aprehender  el 
contrabando  de  etectos  estancados. 

6.u  Para  hacer  embargo  de  bienes. 

Fuera  de  estos  casos  no  sabemos  de 
otro  alguno  en  que  pueda  justificarse  ei 
allanamiento  de  morada,  y estos  han  de 
consistir  en  hechos  palpables  ó de  certeza 
notoria,  no  bastando  un  pretesto  que  la 
ley  penal  no  dispensa,  y siempre  guar- 
dando las  formalidades  que  la  ley  pre- 
viene para  evitar  los  abusos  ó para'  difi- 
cultarlos en  lo  posible. 

§ 3.°  Formalidades  legales  para,  el 
allanamiento. 

Como  regla  general  puede  sentarse, 
que  para  proceder  al  allamiento  de  una 
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casa  con  cualquier  objeto  que  sea¿  bien 
con  e!  de  inspeccionarla,  ó para  prender 
á una  persona,  ó para  hacer  embargo  de 
bienes,  se  requiere  auto  del  juez,  prévia 
Ja  sumaria  información  que  en  cada  caso 
corresponda. 

El  auto  no  ha  de  ser  precisamente 
para  que  se  allane  la  casa  ; basta  el  auto 
de  prisión  ó el  de  embargo  de  bienes  en 
estos  casos;  pero  hay  otros  que  le  requie- 
ren especial , como  para  que  se  inspec- 
cione una  casa  con  el  íin  de  hallar  los 
efectos  de  un  delito  ó pruebas  del  mis- 
mo, y entonces  deberá  ser  muy  expresa 
la  providencia,  especificando  en  ella  qué 
es  lo  que  se  ha  de  reconocer  para  evitar 
Ja  fiscalización  de  los  secretos  de  una 
familia,  que  son  tan  respetables  ante  la 
ley  misma,  en  cuanto  no  interesen  á la 
vindicta  pública. 

Cuando  el  allanamiento  no  se  practi- 
que por  el  mismo  juez,  debe  expedir 
mandamiento  en  forra  i ; pues  los  minis- 
tros inferiores  no  pueden  proceder  á la 
práctica  de  diligencias  tan  delicadas  sin 
acjueí  requisito.  ( Nota  9,  til.  30,  lib.  4.u, 
Nov.  Recop.) 

Para  la  práctica  de  una  diligencia  tan 
delicada  como  lo  es  siempre  e!  recono- 
cimiento ó inspección  de  una  casa,  ade- 
más de  lo  que  dejamos  dicho,  debe  em- 
pezarse por  requerir  al  dueño  de  la  mis- 
ma para  que  voluntariamente  se  preste  á 
franquearla , ó á lo  que  es  objeto  de  la 
pesquisa  del  juez. 

Este  requerimiento  debe  hacerse  con 
mucha  prudencia,  como  cumpliendo  con 
un  deber  penoso  é imprescindible;  no 
con  la  arrogancia  que  irrita  y que  supo- 
ne racionalmente  un  proceder  arbitrario 
y abusivo. 

El  dueño  de  la  casa  tiene  derecho  á 
exigir  que  la  autoridad  le  manifieste  el 
motivo  y el  objeto  del  reconocimiento 
que  en  su  casa  se  intente;  tiene  derecho 
á exponerá  la  consideración  de  la  auto- 
ridad las  razones  que  le  asistan  para 
oponerse  en  todo  ó para  que  se  contrai- 
ga á lo  necesario  ; y si  sus  razones  se 
desoyen,  tiene  por  último  el  de  protestar 

en  el  acto  contra  el  allanamiento  y el  de 
hacer  que  conste  la  protesta ; tiene  el  Üe 


presenciar  todas  las  operaciones  del  re- 
conocimiento de  su  casa,  y tiene  el'  ele 
exigir  respetuosamente  de  la  autoridad 
que  las  personas  que  la  acompañen  en- 
tren en  ella  á cuerpo  descubierto  para 
evitar  los  abusos  á que  lo  contrario  po- 
dría dar  lugar.  Mala  idea  daría  de  su  au- 
toridad el  funcionario  público  que  se 
negase  á estas  tan  justas  y debidas  exi- 
gencias, siendo  en  todo  caso  su  conduc- 
ta un  precedente  para  graduar  el  abuso 
en  el  fondo  y en  la  forma,  que  la  ley  pe- 
nal no  deja  nunca  impune,  según  el  ar- 
tículo 29d  antes  citado. 

Aquí  deberíamos  csplicar  ias  diferen- 
cias que  hay  siempre  y no  puede  menos 
de  haber  entre  el  allanamiento  de  casa 
particular  y el  de  establecimiento  públi- 
co, casas  de  embajadores , cuarteles , Pa- 
lacios Reales  , del  Senado,  y Congreso , 
templos,  embarcaciones,  etc,,  pero  este  y 
otros  importantes  puntos  se  determinan 
perfectamente  en  los  arts.  41  y siguien- 
tes hasta  el  o2  del  R.  D.  de  20  de  junio 
de  1832  sobre  procedimiento  en  mate- 
rias de  contrabando  y defraudación,  en 
el  reglamento  para  el  servicio  de  ia 
Guardia  civil  de  2 de  agosto  del  mismo 
año  arts.  3(5,  43  y 44  , y en  los  arts.  1 59 
al  162  de  la  Real  instrucción  de  l.°  de 
julio  de' 1864  para  la  administración  y 
recaudación  de  consumos  ; que  en  sus 
respectivos  artículos  de  este  Diccionario 
podrán  consu  lar  nuestros  lectores. — 
V,  Contrabando.  Guardia  civil.  Con- 
tribución DE  CONSUMOS.- 

AMANCEBA  íliEMTO,  Es  un  delito  que 
consiste  en  tener  un  hombre  casado  man- 
ceba en  la  casa  conyugal,  ó fuera  de 
ella  con  escándalo,  el  c.ual  se  castiga  solo 
á instancia  de  ia  mujer  agraviada.  Esto 
debe  entenderse  sin  perjuicio  de  la  ac- 
ción de  la  autoridad  administrativa  para 
hacer  por  medios  prudentes  y sigilosos 
que  desaparezca  eC- escándalo  cuando 
realmente  exista,  con  daño  de  las  cos- 
tumbres ó de  la  moral  pública.  En  el  ar- 
tículo Adulterio  hemos  dicho  la  gran 
diferencia  que  existe  entre  el  amanceba- 
miento y el  adulterio.  ' 

AMIGABLES  COMPONEDORES.  V.  Jui- 
cio de  Amigables  componedores. 


AMILLARA  MIENTO,  ■ 

AMILLARAMIFNTO  DE  LA  RIQUEZA.  La 

contribución  sobre  el  producto  líquido 
de  los  bienes  inmuebles,  cultivo  y gana- 
dería, exige  necesariamente  operaciones 
preliminares  para  saber  el  valor  de,  la 
riqueza,  para  apreciar  los  gastos,  para 
•conocer  en  último  resultado  el  producto 
líquido.  Ei  resultado  definitivo  de  estos 
trabajos  preliminares  en  donde  consta 
depurado  y clasificado  el  producto  lí- 
quido, es  lo  que  se  llama  amillar  amien- 
to déla  riqueza.  V.  Contribución  terri- 
torial. 

AMOJONAMIENTO.  El  amojonamiento 
es  un  hecho  indicativo  de  propiedad  que 
puede  tener  dos  orígenes:  primero,  ¡a 
voluntad  de!  propietario  con  arreglo  ai 
art.  1.°  de  la  ley  de  8 de  junio  de  1813: 
segundo,  como  consecuencia  de  un  jun 
ció  civil  de  apeo  y deslinde  entablado 
por  propietario  colindante  ante  el  juz- 
gado de  primera  instancia.  Esta  doctri- 
na que  nos  parece  importante  y sólida, 
está  reconocida  expresamente  en  un  con- 
siderando de  la  R.  O.  de  9 de  junio  de 
1848  aclaratoria  del  buen  sentido  de  la 
citada  ley  de  acotamientos,  y es  de  no- 
tar, que  el  Ministro  que  la  suscribió  el 
Sr.  Bravo  Murillo,  la  dá  todavía  mayor 
autoridad,  por  su  bien  merecida  fama  de 
entendido  jurisconsulto.  En  el  artícelo 
Acotamiento  la  hallarán  textual  nuestros 
lectores  (pág.  115)  y al  mismo  nos  re- 
mitimos por  habernos  estendijo  en  él 
lo  bastante  para  nuestro  propósito,  de- 
biendo igualmente  tenerse  muy  presente 
lo  que  sobre  estos  asuntos  se  dispone  en 
los  arls.  1323  al  1334  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

Son  sin  embargo  muy  frecuentes  las 
cuestiones  qnc  sobre  esta  materia  se 
suscitan  por  oposicionesal  amojonamien- 
to fundadas  en  antiguos  abusos;  y por 
lo  que  pueda  interesar  á nuestros  lecto- 
res vamos  á trascribir  una  consulta  que 
hemos  contestado  resolviendo  un  caso 
de  esta  naturaleza.  La  consulta  es  Ja  si- 
guiente: 

¿El  amojonamiento  hecho  por  los  propie- 
tarios es  suficiente  para  que  sean  respetadas 

las  propiedades' amojonadas,  y se  pueda 
castigar  á los  invasores  de  las  mismas? 
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¿Será  necesario  para  el  amojonamiento  que 
se  pida  ante  el  juez  competente  ó ante  el 
Gobernador  de  la  provincia , presentando 
los  títulos  justificativos  de  la  propiedad  y 
oyendo  á personas  que  puedan  tener  ínteres 
en  utilizar  los  pastos  de  las  propiedades , 
como  ha  opinado  un  letrado? 

Contestación. 

Mi  opinión  sobre  lo  que  es  objeto  de 
las  anteriores  preguntas  es  que  la  ley 
está  clara  y terminante  y que  según  ella 
basta  el  amojonamiento  hecho  por  los 
propietarios,  puesto  que  de  derecho  se 
consideran  cerradas  y acotadas  todas  las 
dehesas,  heredades  y demás,  tierras  de 
propiedad  particular.  Es,  pues,  innece- 
saria la  intervención  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa en  los  acotamientos  de  he- 
redades de  propiedad  particular,  salvo 
que  linden  ó en  loque  linden  con  caña- 
das y otras  servidumbres  públicas,  ó 
que  se  trate  de  impedir,  cerrar  ó emba- 
razar el  uso  de  las  mismas;  y es  también 
innecesaria  la  intervención  de  la  autori- 
dad judicial  toda  vez  que  no  se  trate  del 
, deslinde,  ó del  amojonamiento  como  con- 
i secuencia  del  mismo.  La  ley,  en  una 
palabra,  no  exige  para  que  se  respete  la 
propiedad  diligencia  alguna  judicial  ni 
administrativa,  ni  se  limita  á dar  dere- 
cho á los  propietarios  para  que  soliciten 
. e!  acotamiento,  sino  que  le  declara  por 
j sí  de  una  manera  esplícita  y terminante, 
j Por  eso,  antes  de  ahora,  hemos  conside- 
I rado  el  acotamiento  de  la  ley  de  8 de 
junio  de  1813  como  el  reconocimiento 
solemne  y esplícito  de  que  la  propiedad 
rural,  como  verdadera  propiedad,  lleva 
consigo  la  accesión  de  todos  sus  frutos 
naturales  y su  aprovechamiento  esclusi- 
vo  por  parte  de  sus  dueños,  salvo  que 
esté  modificado  este  derecho  por  con- 
trato ú otro  título  legítimo  y bastante. 

Dista  mucho,  como  se  vé,  nuestra  opi- 
nión de  la  del  abogado  á quien  se  refiere 
la  pregunta,  pues  nosotros  entendemos, 
y esto  con  vista  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  no  es  de  ningún  modo 
necesaria  la  intervención  judicial  para 
que  surta  todos  sus  efectos  la  ley  de  aco- 
tamientos, ó sea  para  amojonar  ó poner 
j en  una  heredad  señales  ó distintivos  que 
I indiquen  los  limites  de  la  misma  ó la 
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intención  de  su  dueño  de  aprovechaila 

esclusivamente. 

Pero  se  dirá  ¿y  si  hay  alguna  comu- 
nidad ó pueblo  ó particular  que  tenga 
aprovechamiento  de  pastos  en  alguna  o 
en  todas  las  fincas  amojonadas,  en  vir- 
tud de  titulo  especial  y legítimo?  ¿Qué 
se  hace  en  este  caso?  ¿Cómo  se  evita  el 
inconveniente  que  el  amojonamiento  pro- 
duciría? 

Fácilmente  diremos  nosotros. 

Si  el  derecho  so  funda  en  mera  cos- 
tumbre, esta  costumbre  está  abolida 
como  viciosa,  pues  tal  fué  precisamente 
el  objeto  de  la  ley  de  8 de  junio  de  1813 
en  su  an.  l.°,  y tal  lia  sido  también  ¡a 
mente  de  las  Hs.  Ords.  de  TI  de  febrero 
de  183(5,  8 de  enero  y (5  de  diciembre  de 
J84I,  9 de  junio  de  1848,  '!-3  de  febre- 
ro de  1832,  18  de  enero  y 1(4  de  agosto 
de  1834  y 28  de  febrero  de  1833  todas 
fundadas  en  la  referida  ley. 

Pero  si  el  derecho  no  se  funda  en 
mera  costumbre,  sino  que  hay  título,  de 
donación,  compra,  ú otro  legítimo,  y 
contra  su  tenor  el  dueño  del  terreno 
impide  al  que  tiene  el  derecho  de  pas- 
tos introducir  en  él  los  ganados,  enton- 
ces la  cuestión  es  judicial:  ni  mas  ni 
menos  que  sucede  respecto  de  otros  de- 
rechos'de  propiedad.  Acuda  el  que  se 
crea  con  derecho  á los  tribunales,  pre- 
sente el  título  en  que  funda  su  derecho, 
como  lo  exige  el  espíritu  de  la  ley  y lo 
preceptúa  la  disposición  3.a  de  la  R.  (3.  de 
11  de  setiembre  de  1836,  y los  tribuna- 
les le  harán  justicia.  Esta  es  nuestra 
opinión.' 

AMOJONAMIENTO  DE  CARRETERAS. 

Consúltese  en  Carreteras  la  R.  O.  de  27 
de  mayo  de  1846  sobré  acotamiento  y 
amojonamiento  de  los  terrenos  adyacen- 
tes á las  carreteras,  para  evitar  usurpa- 
ciones. 

AMOJONAMIENTO  DE  FERRO-CARRILES. 

La  Instrucción  sobre  el  modo  de  practi- 
carle se  halla  inserta  en  Rs.  Ords.  de  ití 
de  julio  de  1833  y 16  de  mayo  de  1857. 
Pueden  consultarse  en  Ferro-carriles. 

AMOJONAMIENTO  DE  CANALES.™ Véase 
en  Canales  la  R.  0.  de  2 de  noviembre 
, de. 1846, 


GUARIAS.  En  el  articulo  Cañadas  com- 
prendemos una  importante  circular  de  9 
de  noviembre  de  1838  en  que  se  contie- 
nen doctrinas  sobre  amojonamiento  de 
servidumbres  pecuarias  que  será  conve- 
niente consultar  como  así  bien  otras  que1 
allí  tienen  cabida. 

AMONESTACIONES.  V.  Matrimonio. 

AMORTIZACION.  Esta  palabra  deriva- 
da de  arnoríir  significa  la  extinción  de 
alguna  cosa,  el  estancamiento,  ó la  vin- 
culación de  bienes  en  una  familia  de- 
terminada para  que  los  goce  perpetua- 
mente; ó la  traslación  de  su  propiedad  á 
manos  muertas,  ó la  redención  de  cen- 
sos ú otras  cargas  ó la  extinción  de  deu- 
das. La  amortización  se  divide  en  civil 
y eclesiástica. 

Entran  en  la  denominación  genérica 
de  amortización  civil  los  mayorazgos  y 
otras  vinculaciones  semejantes  de  legos 
y las  adquisiciones  de  las  manos  muer- 
tas de  carácter  civil.  Llámase  amortiza- 
ción eclesiástica  la  adquisición  de  bie- 
nes raíces  por  las  iglesias,  monasterios 
y otros  lugares  píos:  Hoy  no  se  pueden 
amortizar  bienes  según  veremos  en  los 
artículos  Desamortización:  Manos  muer- 
tas: Mayorazgos. 

AMORTIZACION  DE  LA  DEUDA  PUBLI- 
CA. La  extinción  ó el  pago  que  el  Es- 
tado hace  de  las  deudas  que  tiene  con- 
tra sí,  lo  cual  ejecuta  ya  comprando  en 
la  bolsa  los  títulos  que  las  representan, 
ya  admitiéndolos  en  pago  de  contribu- 
ciones, ya  en  cambio  de  bienes,  etc. — 
V.  Caja  de  amortización.  Deuda  pú- 
blica. 

ANATA  Y MEDIA-AMATA.  La  palabra 
anata  ó annata  significa  el  tributo  ó im- 
puesto consistente  en  la  renta  de  un 
año;  y media-anata  el  de  la  mitad  de  la 
renta  ó sueldo  del  primer  año  de  ejer- 
cicio ó desempeño  de  un  cargo  ó empleo, 
Hav  anatas  civil  y eclesiástica. 

Anata  y media-anata  eclesiástica. 
La  anata  se  pagaba  por  los  beneficios 
mayores  como  arzobispados,  episcopa- 
dos, etc.,  y la  media-anata  parios  bene- 
ficios mayores.  El  concilio  de  Basilea 
prohibió  exigir  nada  por  la  vacante  y 


ANATA 

colación  de  beneficios  y condenó  las 
anatas. 

Anata  y media-anata  civil.  La  ana- 
ta-entera,  puede  decirse  que  nunca  se 
conoció'  en  España  La  media-anata  se 
mandó  pagar  por  decreto  de  22  de  mayo 
de  1631, . de  todos  los  oficios,  cargos, 
mercedes,  pensiones,  honores  etc.,  com- 
prendiendo á los  Grandes  Títulos  y Ba- 
rones. Esta  media-anata  importa  hoy  di- 
vidirla en  tres  clases,  que  son:  de  títulos 
y grandezas,  de  gracias  y honores,  y de 
empleos. 

ANATA  DE  TITULOS  Y GRANDEZAS. 

Está  suprimida  desde  l.°  de  enero  de 
18^-7  por  virtud  de  la.  ÍT.  O.  de  28  de 
diciembre  de  1846,  dictada  en  uso  de 
la  autorización  concedida  al  Gobierno 
por  el  art.  15  de  la  ley  de  presupues-  . 
tos  (ingresos)  de  23  de  mayo  de  1845, 
para  hacer  modificaciones  en  este  im- 
puesto; pero  al  suprimirse  se  creó  otro 
que  le  sustituyó  con  el  nombre  de  im- 
puesto especial  sobre  grandezas  y Mu- 
los— V.  Grandezas  de  España  y títulos 
de  Castilla. 

ANATA  DE  EMPLEOS.  También  está 
suprimida  por  las  leyes  de  presupues- 
tos de  i 835  y de  1845  y así  se  declaró 
con  referencia  á dichas  leyes,  por  las 
Rs.  Ords,  de  25  de  setiembre  de  1845 
y 26  de  noviembre  18-48  que  dicen  así: 

R.  O.  de  25  setiembre  de  1845, 

(Hac.)  « S.  M se  ha  dignado  re- 

solver: 

l.°  Que  los  magistrados,  jueces  y de- 
más personas  á quienes  se  les  exige  la  me- 
dia-anata, deben  pagarla  hasta  14  de  junio 
del  presente  año,  que  es  la  fecha  en  que 
circuló  el  R.  D.  de  23  de  mayo  anterior 
sancionando  la  ley  de  presupuestos. 

'2.°  Que  ni  los  magistrados,  id  los  jue- 
ces, ni  ninguna  de  las  personas  á quienes 
se  les  exigía  hasta  ahora  están  ya  sujetos  á 
ella  desde  el  referido  U de  junio  último. 

3 0 Que  continúe  el  pago  de  la  referida 
media-anata  por  los  honores  que  se  confie- 
ran. De  Real  Orden  etc  Madrid  25  de  se- 
tiembre de  1845. 

R.  O.  de  26  noviembre  de  1848. 

Se  declara  «que  no  están  sujetos  al  pago 
de  la  media  anata  los  magistrados,  fiscales, 
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jueces  y promotores  de  los  tribunales  y 
juzgados  dependientes  de  aquel  Ministerio 
que  hubiesen  sido  nombrados  con  posterio- 
ridad á la  época  en  que  principió  a regir  el 
presupuesto  de  1835,  y que  en  su  conse- 
cuencia se  acrediten  en  las  respectivas 
cuentas  corrientes  las  cantidades  que  por 
aquel  concepto  se  les  hayan  descontado  de 
sus  sueldos,  quedando  derogado  lo  preva- 
nido  en  conclusión  por  el  art.  l.°  de  la 
R.  O.  de  25  setiembre  de  1845.» 

ANATA  DE  HONORES.  Subsiste  según 
declaración  del  art.  3 n de  la  ley  orden 
inserta  de  25  de  setiembre  de  1845. 
Las  bases  para  su  exacción,  hoy,  son  las 
establecidas  en  la  ley  de  presupuestos 
de  29  de  junio  de  1867,  bajo  la  letra  D . 
A saber: 

Bases  para  las  concesiones  de  honores  de 

empleos  de  las  carreras  civiles,  citadas  en 

el  art.  6.°  de  la  ley. 

1. a  Los  derechos  de  media-annata  se- 
ñalados para  las  concesiones  de  honores  de 
empleos  de  las  carreras  civiles  de  la  Admi- 
nistración pública  se  fijan  en  la  octava  par- 
te del  sueldo  asignado  á la  última  clase  de 
la  categoría  sobre  que  verse  la  concesión. 

Se  exigirán  además  por  derechos  de  ex- 
pedición de  títulos  300  escudos  para,  las 
concesiones  de  honores  qne  lleven  trata- 
miento, y 450  escudos  para  lasque  solo  den 
opcion  ai  uso  de  uniforme. 

2. *  Los  empleados  de  ias  carreras  civi- 
les de  la  Administración  pública,  que  como 
recompensa  de  servicios  especiales  obten- 
gan honores  de  la  categoría  superior  inme- 
diata al  destino  que  desempeñaren  ó hubie- 
ren desempeñado,  satisfarán  únicamente  la 
cuota  de  media  anata,  regulándose  esta  por 
la  diferencia  entre  los  derechos  asignados 
á la  categoría  que  ya  tuvieran  y los  que 
correspondan  a !a  que  se  les  conceda. 

3. "  Los  empleados  de  las  carreras  civi- 
les de  la  Administración  pública  que  como 
gracia  especial  ó por  distinto  Ministerio  del 
en  que  sirvan  obtengan  honores  de  catego- 
ría superior  a su  destino,  satisfarán  los  de- 
rechos de  media-anata  y de  expedición  de 
títulos  con  arreglo  á lo  que  determina  la 
base  1.a 

4. a  Podrán  concederse  honores  de  la 
categoría  inmediata  superior,  con  excep- 
ción de  toda  clase  de  derechos,  al  ser  jubi- 
lados los  funcionarios  públicos,  si  por  sus 
servicios  y merecimientos  fuesen  acreedo- 
res á esta  recompensa. 

5. a  Las  concesiones  de  honores  de  em- 
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píeos  caducarán,  y serán  nulas  y de  ningún 
valor  ni  efecto,  cuando  lies  nio.^es  después 
de  obtenidas  no  se  haya  veníi-aüo  el  pago 
de  los  derechos  correspondientes,  publicán- 
dose en  la  Gaceta  por  la  Dire  clon  de  con- 
tribuciones las  que  estén  en  este  caso 

(;.a  Quedan  sometidas  á estas  disposi- 
ciones respecto  al  pago  de  media— anula  y 
derechos  de  expedición  le  títulos  todas  ¡as 
concesiones  de  honores  de  empleos  hechas 
anteriormente,  cuyos  derechos  no  hayan 
ingresado  en  el  Tesoro  público.  El  plazo  de 
tres  meses  para  L caducidad  de  la  conce- 
sión empezara  á contarse,  en  cuanto  á estas 
últimas,  desde  la.  fecha  de  la  ley  da  presu- 
puestos de  este  año, 

7.a  El  Ministro  de  Hacienda  queda-en- 
cargado de  cumplir  las  anteriores  disposi- 
ciones, y se  le  dará  conocimiento  en  lo  su- 
cesivo por  ¡os  diversos  Ministerios  ve  todas 
las  concesiones  de  honores  para  la  exacción 
de  los  derechos  correspondientes  —V.  Tí- 
tulos de  HONORES. 

ANATOMIA —V.  Autopsia. 


ANIMALES-  Se  comprenden  bajo  esta 
denominación  los  seres  vivos  y sensi- 
bles que  no  están  dotados  de  razón,  que 
son  todos  menos  los  de  la  especie  hu- 
mana. 

Nuestras  leyes  de  las  Partidas  supo- 
nen tres  clases  de  animales,  que  importa 
conocer  para  los  efectos  deí  derecho. 
Unos  son  fieros,  otros  amansados  y otros 
mansos. 

Se  llaman  fieros  ios  que  por  instinto 
vagan  libremente  por  la  tierra,  por  el 
aire  ó por  el  mar.  En  esta  clase  se  coni- 
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prenden  todos  los  que  no  están  en  poder 
de  tos  hombres  de  cualquiera  naturaleza 
que  sean. — V.  Caza  y pesca. 

Se  llaman  mansos,  los  que  nacen  y se 
crian  en  poder  de  alguno,  como  las  ga- 
llinas, los  bueyes,  los  caballos,  etc.,  etc,,1 
los  cuales  y sus  productos  ó crias  son 
como  cualquiera  otra  cosa  objeto  de  la 
propiedad  del  hombre  según  hemos  di- 
cho en  el  artículo  Accesión. 

Y por  último  en  la  clase  de  amansados  j 
entran  lodos  ios.  que  habiendo  sido  fie- 
ros ó salvajes  por  naturaleza  los  ha  ad- 
quirido, ó ganado  el  hombre,  amansán- 
dolos ó acostumbrándolos  á su  compañía, 
com'o  son  las  palomas,  las  abejas,  etc. 
Lo  que  en  general  es  necesario  tener 
muy  presente  respecto  de  los  animales 


mansos  ó que  están  en  la  propiedad  del 
hombre  es  que  si  bien  los  animales  nu 
pueden  delinquir  ni  ser  por  consiguien- 
te castigados,  la  responsabilidad  por  los 
daños  que  causen  recae  sobre  su  dueño; 
de  mudo  que  si  un  caballo, ’ó  mulo,  ó 
asno  ó buey  etc.,  entra  en  los  sembrados, 
ó lanza  coces  ó de  otra  manera  semejante 
cau>a  daño  en  las  personas  ó en  los  ani- 
males ó en  las  cosas,  su  dueño  es  quien 
está  obligado  á indemnizarle. 

La  policía  municipal  en  lo  que  se  re- 
fiere á los  ^animales  tiene  también  im- 
portantes deberes  que  cumplir  Lí  cui- 
dado de  los  campos,  la  seguridad  de 
las  personas,  u sanidad  y salubridad 
pública  exigen  la  vigilancia  constante  de 
una  buena  policía,  para  que  los  ganados 
no  invadan  las  propiedades,  para  que 
los  perros  y otros  animales  no  acométan 
ni  atropellen  de  otro  modo  á las  perso- 
nas, para  combatir  la  hidrofobia  ó mal 
de  rabia  ó evitar  esta  enfermedad  que 
tan  terribles  estragos  causa,  para  que  se 
evite  ia  propagación  de  las  epizootias, 
para  que  solo  se  lleven  á los  mataderos 
las  reses  que  estén  bien  sanas,  para  que 
los  animales  muertos  no  se  arrojen  en 
sitios  públicos  ó á las  inmediaciones  de 
los  caminos  y de.  las  poblaciones,  y últi- 
mamente ¡¡asta  para  impedir  que  la 
crianza  de  cerdos  ó. de  otros  animales  se 
baga  sin  las  precauciones  convenientes 
en  las  poblaciones  aglomeradas  ó de  es- 
casa ventilación.  A todo  esto,  pues,  y ¿ 
mucho  mas  se  estienden  los  cuidados  de 
una  buena  policía,  según  especialmente 
indicaremos  en  los  artículos  respecti- 
vos.— V.  Anímales  domésticos.  Animales 

ABANDONADOS.  CAZA.  DaÑOS.  EPIZOOTIAS. 

Hidrofobia.  Mataderos.  Polícía  rural. 
Sanidad,  etc. 

ANIMALES  DOMESTICOS.  Nuestra  ley 
penal  no  comprende  bajo  su  sanción  á 
los  que  maltratan  ó los  animales  propios 
y ejercen  actos  de  crueldad  con  ellos. 
Sin  embargo  en  algunas  poblaciones,  ios 
bandos  de  la  autoridad  municipal  han 
tratado  de  poner  remedio  á un  abuso 
que  es  harto  frecuente. y lamentable.  Un 
periódico  de  noticias  de  Madrid,  decía  en 
1864  lo  siguiente: 
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. «Las  autoridades  de  Zaragoza  mullan  dia- 
riamente á los  carreteros  que  maltratan  pú  ■ 
tilicamente  á las  caballerías:  las  autoridades 
de  Madrid  debían  también  imitar  su  ejem- 
plo, porque  se  crispan  los  nervios  efecti- 
vamente cuando  se  ve,  como  ayer  lo  vimos 
en  la  calle  do  la  Abada,  que  a tres  muías 
que  arrastraban  mas  de  2o 0 arrobas  de  peso 
las  castigaban  horriblemente  los  carreteros 
porque  no  podían  subir  una  cuesta  á pesar 
de  sus  esfuerzos,  Echar  á los  animales  mas 
carga  de  la  que  pueden  resistir,  es  contra 
las  leyes  de  la  naturaleza  y tampoco  sede- 
be  consentir  » 

Otro  acreditado  periódico  jurídico,  ha- 
ciéndose cargo  de  las  anteriores  líneas 
y no  encontrando  en  eí  Código  penal 
disposición  alguna  correctiva  de  este 
abuso,  en  cuanto  á animales  propios,  ex-  ■ 
puso  muy  atendibles  consideraciones  pa- 
ra justificar  la  necesidad  de  llenar  este 
vacío  citando  á la  Inglaterra,  Suiza  y 
ciertos  Estados  de  Alemania  en  donde 
existen  instituciones  protectoras  de  los 
animales,  y haciendo  mérito  do  la  socie- 
dad creada  con  este  mismo  objeto  en 
Francia,  en  i 846,  que  propuso  en  I8i9 
un  proyecto  de  ley.  ! 

Nosotros  no  podemos  menos  de.  estar  ! 
conformes  en  que  ios  malos  tratamientos  I 
á los  animales  domésticos  tengan  un  lu-  i 
gar  entre  ias  faltas  que  pena  el  Código,  ! 
¡Y  cómo  no  estarlo.1  ¿Quién  no  ha  de  ! 
condenar  esos  actos  da  barbarie  que  son 
por  desgracia  muy  frecuentes,  que  vemos  j 
ejecutar  á la  luz  del  dia,  con  grande  es- 
cándalo, de  una  manera  brutal  é inhu-  j 
mana,  sobre  animales  inofensivos,  sobre 
los  que  son  mas  útiles  al  hombre? 

Es,  pues,  en  efecto,  una  necesidad  j 
que  la  ley  penal  llene  el  vacío  que  deja  j 
en  sus  artículos,  dedicando  uno  en  el  ! 
libro  de  las  faltas,  á corregir  la  de  que  J 
venimos  hablando,  ó que  se  haga  si  no  j 
por  una  ley  especial,  como  ha  sucedido 
en  Francia,  en  donde  desde  el  2 de  julio 
de  18o O,  rige  como  ley  el  proyecto  á que 
se  refiere  al  periódico  aludido,  presenta- 
do por  la .i  i edad  creada  el  año  anterior 
i na  ocuparse  en  dicho  asunto.  Esta  ley 
irancesa,  llamada  ley  Grammont , del 
nombre  de  su  autor,  puede  traducirse 
al  español  sin  dificultad  de  ningún  gé- 


nyro,  como  se  traducen  otras  que  suelep 
ofrecerlas,  porque  la  verdad.es,  que  ni 
somos  menos  humanitarios  que  nuestros 
vecinos  (I),  ni  se  deja  por  otra  parte 
sentir  aquí  menos  que  allí  la  necesidad 
de  corregir  tan  abusivos  hechos.  La  alu- 
dida ley  francesa  solo  contiene  una  dis- 
posición que  dice  así: 

«Artículo  único.  Serán  castigados 
con  inulta  de  uno  á tres  duros,  y podrán 
serlo  también  con  arresto  de  uno  á cin- 
co dias  los  que  causen  pública  y abusi- 
vamente malos  tratamientos  á los  anima- 
les domésticos.  La  pena  de  arresto  será 
aplicada  siempre  á los  réinci denles.  Se- 
ra aplicable  en  todo  caso  ei  art.  40d  del 
Código  penal.» 

Mas  ni  mejor  no  se  puede  decir  en 
tan  pocas  palabras,  porque  no  falta  ni 
sobra  ninguna:  siendo  preciso  que  los 
animales  sean  domésticos , de  esos  que 
se  familiarizan  con  el  hombre  y de  Jos 
que  sirven  á sus  necesidades:  que  los 
malos  tratamientos  consistan  en  hechos 
abusivos , esto  es,  en  actos  directos  ó in- 
directos de  brutalidad  ó de  violencia,  y 
que  sean  públicos , porque  la  ley  para 
este  caso  no  debe  penetrar  en  e!  hogar, 
ni  es  allí  donde  por  lo  regular  suelen 
ser  mas  frecuentes  los  hechos  de  que 
hablamos. 

Pero  no  esperemos  ver  tan  pronto 
adoptada  entre  nosotros  tan  humanita- 
ria ley.  Se  opone  á ello  uno  de  los  es- 
pectáculos que  mas  éxito  han  alcanzado 
en  las  grandes  poblaciones,  las  corridas 
de  toros , «en  qué  se  arriesgan  hombres, 
se  destruyen  animales  útiles , se  endure- 
cen los  corazones,  y que  los  progresos 
de  la  razón  pública  desterrarán  mas  tar- 
de ó mas  temprano .»  Medite  el  Gobierno 
sobre  las  elocuentes  palabras  de  la  ins- 
trucción del  Sr.  Burgos,  que  dejamos 
subrayadas  [i)',  y vea  si  es  posible,  en 
buenos  términos,  adoptar  la  ley  france- 
sa que  dejamos  copiada,  mientras  sigan 

(1)  La  prueba  es  que,  á pesar  de  la  ley 
francesa,  siguen  los  hechos  abusivos  que  sou 
unjer-o  de  la  misma,  tanto  que  en  1860  se  vio 
precisado  el  Ministro  del  Interior  á recomen- 
dar á los  prefectos  (Gobernadores  de  provincia) 
la  puntual  ejecución  de  la  ley  represiva. 

(2)  V.  Corridas  de  toros.  Espectáculos. 


. 
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tan  autorizadas  las  corridas  de  toros, 
mientras  se  abran  á los  municipios  cré- 
ditos para  levantar  plazas,  sin  tener  aca- 
so todas  las  escuelas  primarios  que  la 
población  exija,  ó sin  que  piensen  en 
el  establecimiento  de  las  de  adultos,  ó 
en  cubrir  otras  importantísimas  necesi- 
dades de  los  pueblos. 

ANIMALES  DAÑINOS.  Véase  en  Caz  a 
el  tú.  IV  del  R.  1).  de  3 de  mayo  de 
1834,  cuyo  objeto  es  el  exterminio  de 
los  animales  dañinos,  tan  perjudiciales 
á la  agricultura  y ganadería.  Por  Real  or- 
den de  12  de  julio  de  1862  se  llamó  la 
atención  de  fos  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias para  que  estimulasen  el  celo  de 
¡os  Alcaldes,  recomendándoles  la  perse- 
cución de  los  lobos  y alimañas,  valién- 
dose de  los  cazadores  que  se  dediquen 
á esta  industria  ó estimulando  á los  de- 
mas, mediante  los  premios  ofrecidos  por 
el  Real  decreto  vigente  de  1834,  los  cua- 
les deberán  ser  satisfechos  puntualmente 
de  los  fondos  consignados  para  esta  aten- 
ción ó de  los  imprevistos , sin  causar  ve- 
jaciones ni  demoras  en  el  pago , para  no 
entiviar  el  celo  de  los  dedicados  á esta 
útil  ocupación. 

ANIMALES  ABANDONADOS.  Cuando  se 
encontrare  algún  ganado  ó animal  ex- 
traviado ó abandonado,  quiere  la  ley  5.a, 
tít . 22,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  que 
el  que  lo  hallase  lo  tenga  60  días  y lo 
haga  pregonar  en  los  mercados  para  en- 
tregarlo á su  dueño  si  pareciere  pagan- 
do la  costa  que  hubiere  hecho. 

El  hecho  de  abondonar  ganados  ó ani- 
males, puede  constituir  por  sí  solo  la 
falta  penada  en  el  núrn.  9.°  del  art.  495 
del  Código,  pero  en  todo  caso  el  dueño, 
responderá  de  los  daños  que  causen  co- 
rno veremos  en  el  artículo  Daños,  y aun 
sin  causar  daño  responderán  también 
del  simple  hecho  de  entrar  en  heredad 
ajena,  rio  siendo  permitido,  penado  en 
los  arts.  488  y 496. — V.  Daños. 

ANIVERSARIO.  Sufragio  anual  en  vir- 
tud de  fundación.  También  el  oficio  ó 
misa  que  se  celebra  en  sufragio  de  algún 
difunto  al  cumplir  el  año  de  su  falleci- 
miento, y en  este  sentido  se  dice  igual- 
mente oficios  y cabo  de  año.  Tanbien  se 


aplica  á las  festividades  ó funciones  anua- 
les por  algún  acontecimiento  notable.  ' 

Respecto  á las  fundaciones  perpétuas, 
cuando  los  suf.agios  ó aniversarios  son 
demasiado  gravosos  por  la  disminución 
de  las  rentas  ú otro  motivo  pueden  los 
obispos  acordar  su  reducción  con  arre- 
glo á lo  dispuesto  en  el  Concilio  de 
Trento  que  rige  en  España,  no  obstante 
haberse  decidido  lo  contrario  por  la 
Congregación  de  este  Concilio  en  1625. 
Por  la  ley  de  24  de  junio  de  1867  que 
con  ti  ne  el  Con  venio  con  la  Santa  Sede , 
sobre  capellanías  colativas  de  patronato 
familiar  y otras  fundaciones  piadosas,  y 
por  la  Instrucción  para  su  cumplimiento 
de  23  del  mismo  mes,  se  hace  obligatoria 
la  redención  en  la  forma  que  se  dice,  de 
los  aniversarios  y otras  cargas  puramen- 
te eclesiásticas  que  graven  ios  bienes  de 
aquellas  fundaciones,  y se  deja  á la  dis- 
creción de  ios  poseedores  de  otros  bie- 
nes que  estén  gravados  con  dichas  car- 
gas el’ hacerlo,  si  tal  fuere  su  voluntad, 
como  puede  verse  consultando  los  do- 
cumentos citados  en  el  artículo  Cape- 
llanías. 

ANONIMOS.  Escritos  ó libelos  infa- 
matorios, sin  la  firma  ni  nombre  de 
autor  ó de  persona  conocida.  Nuestras 
leyes  prohíben  la  admisión  de  anónimos 
para  fundar  por  ellos  un  procedimiento 
criminal  y hasta  eD  asuntos  de  gracia. 
Veamos: 

Ley  7.a,  tít.  33,  lib.  12,  Nov.  Rec. 

«Prohibimos,  defendemos  y mandamos 
que  en  ninguno  de  nuestros  Consejos,  Tri- 
bunales, Chanci Herías,  Audiencias,  cole- 
gios, ni  universidades  ni  otras  congrega- 
ciones ni  juntas  seglares,  ni  por  otros  nin- 
gunos Corregidores  ni  jueces  de  comisión 
ni  ordinarios,  no  se  admitan  memoriales 
gue  no  sean  firmados  de  persona  conocida 
y entregándolos  la  misma  parte  personal- 
mente ó por  virtud  de  su  poder,  obligán- 
dose y dando  fianza  primero  y ante  todas 
cosas  á probar  y averiguar  lo  en  ellas  con- 
tenido; so  pena  de  las  costas  que  de  sus 
averiguaciones  se  causaren,  y de  quedar 
expuesto  á la  pena  que  en  falta  de  verifi- 
carlo se  le  impusiere,  quedando  esta  á ja 
disposición  y arbitrio  del  juez  que  de  la 
causa  conociere. 
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Ley  8,  tit.  y lib.  citados. 

...Deseando  que  no  padezcan  alalinas 
personas  injustamente  con  la  temeridad  de 
voluntarias  calumnias,  las  que  regular- 
mente se  verifican  en  les  memoriales  y 
cartas  sin  firmar,  con  otros  muchos  daños 
que  resultan  de  la  inobservancia  de  la  ley 
Real;  prohíbo  de  nuevo  que  se  admitan 
semejantes  papeles  ó delaciones  para  el 
efecto  de  formalizar  pesquisas  ni  otra  es- 
pecie de  sumaria  información  que  sirva  en 
juicio. 

R.  O.  de  21  julio  de  1826. 

No  se  les  dé  curso  y se  averigüen  y castiguen  los  i 
autores. 

(Grac.  y Just  ) «Con  motivo  de  cierta 
causa  en  que  fueron  comprendidos  indebi- 
damente algunos  fieles  servidores  del  Rey 
nuestro  Señor,  ha  representado  á S.  M.  la 
Sala  de  Corte  de  los  males  que  ocasiona  á 
la  Administración  de  justicia,  al  bien  del 
Estado  y á la  seguridad  de  los  buenos  va- 
sallos, la  inobservancia  de  las  leyes  que 
prohíben  admitir  ni  dar  curso  á memoria- 
les, cartas,  delaciones  y otros  papeles 
anónimos  ó sin  firma  de  persona  conocida, 
ni  menos  proceder  por  ellos  a formalizar 
pesquisas  ni  otras  diligencias  que  sirvan  en 
juicio;  y convencido  S.  M.  de  que  en  todos 
tiempos,  y mas  aun  en  las  presentes  cir- 
cunstancias, conviene  impedir  los  funestos 
efectos  de  tales  papeles,  se  ha  dignado 
mandar,  conformándose  con  lo  propuesto 
por  la  misma  sala,  que  se  recuerde  el 
puntual  cumplimiento  de  las  leyes  citadas, 
y que  los  tribunales,  jueces  y demás  auto- 
ridades, observándoles  inviolablemente  ba- 
jo la  mas  estrecha  responsabilidad,  procu- 
ren en  su  caso  descubrir  los  autores  y 
cómplices  de  dichos  anónimos  para  impo- 
nerles el  castigo  á que  sean  acreedores.» 
De  Real  órden  etc.  Madrid  21  de  julio  de 
1826.  (CL.  t.  II,  p 143.) 

Circular  de  8 marzo  de  1849. 

Que  la.  Inspecciou  de  la  Guardia  civil  inutilícelos 

que  reciba. 

(Irspec.  de  la  G.  C.)  Extracto.-  Esta 
circular  dispone:  que  siendo  perjudicial  ái 
la  disciplina  esta  clase  de  escritos,  no  se 
atenderán  sino  «las  reclamaciones  que  con 
la  firma  del  interesado  se  dirijan  a la  ins- 
pección por  el  conducto  de  ordenanza,  ó 
directamente,  en  el  solo  caso  de  no  haber 
obtenido  resultado  las  reclamaciones  que 
hayan  dirigido  á sus  inmediatos  jefes,» 
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siendo  castigados  los  que  los  promuevan, 
é inutilizándose  en  el  momento  que  se  reca- 
ba un  anónimo.  (CL.  t.  p.  215.) 

ANOTACION  PREVENTIVA.  Especie  de 
inscripción  preventiva  que  tiene  por  ob- 
jeto, asegurar  las  consecuencias  de  un 
procedimiento  judicial,  quitando  al  deu- 
dor los  medios  de  destruir  la  cosa,  de 
enajenarla  y de  constituirse  el  mismo  en 
insolvencia;  ó asegurar  ciertos  derechos 
reales  ya  existentes,  peroqueno  se  hallan 
en  el  easo  de  ser  inscritos,  bien  porque 
no  son  aun  definitivos,  ó bien  porque  su 
verdadera  importancia  no  está  aun  de- 
terminada. 

La  anotación  preventiva  aunque  tiene 
este  doble  objeto,  ha  venido  á sustituir  á 
las  hipotecas  judiciales  de  que  habla  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil , según  va- 
mos á exponer  brevemente. 

§ í Quién  puede  pedir  anotación  preven- 
tiva y casos  en  que  debe  decretarse  ya 

A INSTANCIA  DE  PARTE  Ó DE  OFICIO. 

Puede  pedir  anotación  preventiva  de 
sus  respectivos  derechos  en  el  Registro 
público  correspondiente,  según  se  dis- 
pone en  el  art.  42  de  la  ley  hipotecaria. 

I.0  El  que  demandare  en  juicio  la  pro- 
piedad de  bienes  inmuebles,  6 la  consti- 
tución, declaración,  modificación  ó ex- 
tinción de  cualquier  derecho  real,  (pár- 
rafo l.°  art.  42  citado).  La  anotación 
puede  pedirse  ó al  interponer  la  deman- 
da ó después,  ofreciendo  indemnizar  los 
perjuicios  que  de  ella  pueden  seguirse 
al  demandado,  en  caso  de  ser  absuelto; 
y el  juez  si  la  cree  justa  y está  fundada 
en  documento  bastante  á su  prudente 
arbitrio,  la  ordenará  al  tiempo  de  pro- 
veer sobre  la  admisión  de  la  demanda  ó 
en  el  término  de  tercero  dia,  si  se  pidie- 
re después.  (Art.  43,  ley,  y 41  reglamen- 
to). Esta  providencia  es  apelable  por 
ambas  partes  en  un  solo  efecto,  (art.  68 

Jey-) 

2.°  «El  que  en  un  juicio  ejecutivo 
obtuviere  á su  favor  mandamiento  de 
en  bargo  que  se  haya  hecho  efectivo  en 
bienes  raíces  del  deudor»  es  el  segundo 
de  los  cssos'en  que  puede  pedirse  la  ano- 
tación preventiva,  la  cual  es  obligatoria 
según  lo  dispuesto  en  el  art.  43  de  la 
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ley,  en  el  42  y 43  reglamento  y en  el 
953  de  la  de  Enjuiciamiento,  civil,  aun- 
que el  embargo  sea  preventivo  ó se  de- 
crete en  causa  criminal. 

3.a  El  que  en  cualquier  juicio  obtu- 
viere sentencia  ejecutoria  condenando 
a!  demandado,  es  el  tercer  caso  en  que 
puede  pedirse  la  anotación  preventivo; 
pero  es  preciso  que  recaiga  el  manda- 
miento de  embargo  de  bienes  inmuebles 
del  condenado  por  ella,  en  Informa  pre- 
venida respecto  al  juicio  ejecutivo  {Ar- 
ticulas h&,  ley , 45  y 44  reglamento ). 

i.°  «El  que  demandando  eri  juicio 
ordinario  el  cumplimiento  de  cualquiera 
obligación,  obtuviere  con  arreglo  á las 
leyes  providereia  ordenando  el  secuestro 
ó prohibiendo  la  enajenación  de  bienes 
inmuebles»  es  el  cuarto  caso  en  que  pro- 
cede la  petición  de  anotación  preventi- 
ti va , y debe  decretarse  sin  admitirse 
oposición  de  la  parte  contraria,  (arí.  42, 
ley,  y 43  reglamento). 

5. u  El  que  propusiere  demanda  con 
objeto  de  que  se  declare  la  incapacidad 
legal  para  administrar  , ó la  presunción 
de  muerte  de  personas  ausentes,  ó se  im- 
ponga la  pena  de  .'interdicción  ó cual- 
quiera otra  por  la  que  se  modifique  la 
capacidad  civil  de  las  personas  en  cuan- 
to á la  libre  disposición  de  sus  bienes, 
es  el  quinto  caso  en  que  puede  pedirse 
la  anotación  preventiva;  y el  juez  podrá 
decretarla  de  oficio  á su  prudente  arbitrio 
cuando  no  hubiere  interesados  que  la  re- 
clamen. La  providencia  es  apelable  en 
un  solo  efecto,  (arts.  42  , 43  y 158  ley). 

6. °  El  legatario  que  no  tenga  dere- 
cho, según  las  leyes  á promover  al  jui- 
cio de  testamentaria  (.!),  puede  pedir  en 
cualquier  tiempo,  anotación  preventiva 
sobre  la  misma  cosa  legada  si  fuere  de- 
terminada é inmueble;  y dentro  de  los 
180  dias  siguientes  á la  muerte  del  tes- 
tador si  el  legado  no  fuere  de  especie,  ó 
sea  si  fuere  del  género  ó cantidad,  en 
cuyo  caso  la  anotación  del  valor  del  le- 

(1)  Los  legatarios  de  parte  alícuota  del  cau- 
dal (de  una  parte  de  la  herencia  como  los  del 
quinto,  etc.)  son  los  que  pueden  premover  el 
juicio  de.  testamentaria  según  el  art.  406  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


gado  se  hace  sobre  cualesquiera  bienes 
raíces  de  la  herencia  bastantes  para  cu- 
brirlo no  estando  legados  especialmente 
á otros.  (Arts.  42,  párrafo  6o y 45  ley.) 
Aun  pasando  dicho  término  de  180  dias 
podrá  el  legatario  que  no  sea  de  especie 
pedir  la  anotación  preventiva  sobre  los 
bienes  de  la  herencia  que  subsistan  en 
poder  del  heredero,  pero  sin  que  surta 
efecto  contra  el  que  antes  haya  adquiri- 
do é inscrito  aiguri  derecho  sobre  los 
bienes  hereditarios  y con  otras  ventajas 
de  que  hacen  mérito  los  arts.  52  al  54. 
de  la  ley. 

La  anotación  preventiva  del  legado  se 
decretará  a petición  departe  con  audien- 
cia previa  y sumaria,  en  juicio  verbal, 
de  los  que  puedan  tener  interés  en  con- 
tradecirla, por  el  juez  competente  para 
conocer  de  la- testamentaria  y con  apela- 
ción en  ambos  efectos  ante  la  Audiencia 
del  territorio,  en  la  forma  que  disponen 
¡os  artículos  ya  citados  y el  55,  57,  68  y 
otros.  También  puede  pedirse  la  anota- 
ción preventiva  de  los  legados  por  con- 
venio entre  las  partes,  presentando  en 
el  registro  un  testimonio  de  la  cabeza, 
pié  y cláusula  respectiva  del  testamento 
con  una  solicitud  al  registrador,  y seña- 
lando de  común  acuerdo  los  bienes  en 
que  haya  de  verificarse,  (arts.  56  ley , y 
46  reglamenta) . — V Legado. 

7.°  «El  acreedor  refaccionario  mien- 
tras duren  las  obras  que  sean  objeto  de 
la  refacción,»  puede  también  pedir  ano- 
tación preventiva  sobre  la  finca  refaccio- 
nada por  las  cantidades  que  anticipare, 
la  eual  se  decretará  con  audiencia  pre- 
via y sumaria  de  los  que  puedan  tener 
interésen  contradecirla,  siendo  apelable 
en  ambos  efectos  la  providencia  cuando 
se  oponga  á la  anotación  el  que  tuviere 
á su  favor  algún  derecho  real  anterior 
sobre  el  inmueble  anotado  (arts.  42, 
párrafo  6.°,  55,  59  y 60,  ley).  También 
puede  constituirse  la  anotación  en  virtud 
de  contrato  privado  por  escrito,  firmán- 
dole y concurriendo  personalmente  al 
registro  todos  los  interesados  en  la  anota- 
ción con  sujeción  á los  arts.  51  y 52  del 
reglamento. — "V.  Acreedor  refaccio- 
nario. 
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g.°  «El  que  presentare  en  el  oficio 
del  registro  algún  título  cuya  inscripción 
no  pueda  hacerse  definitivamente  por 
falta  de  algún  requisito  subsanable  ó por 
imposibilidad  del  registrador ,»  puede 
pedir  la  anotación  preventiva  (art.  4 2, 
párrafo  6.°).  Sobre  este  caso  hay  que  te- 
ner presentes  los  arts.  19,  65,  66,67  y 
96  de  la  ley,  57,  58  y 64  del  reglamento, 
así  como  también  las  Rs.  Ords.  de  17  de 
enero  de  1864  y 6 de  enero  de  1866.  Di- 
remos solo  que  cuando  el  defecto  del  tí- 
tulo es  subsanable,  á juicio  del  registra- 
dor, este  liará  la  anotación  preventiva  en 
lugar  de  la  inscripción,  y cuando  no  le 
crea  subsanable  no  podrá  hacer  ni  la 
anotación  ni  la  inscripción;  pero  sí  pon- 
drá al  asiento  de  presentación  la  nota 
marginal  de  que  habla  el  art.  6o.  Contra 
la  negativa  de  inscripción  ó anotación, 
hay  el  recurso  gubernativo  al  regente,  y 
en  último  término  a la  Dirección,  ú in- 
dependientemente el  judicial  de  que  ha- 
blan el  art.  42  y el  65  al  67,  que  deberá 
interponerse  dentro  de  Lreinta  dias  si- 
guientes á la  fecha  del  asiento  de  pre- 
sentación. 

9.°  «El  que  en  cualquier  otro  caso 
tuviere  derecho  á exigir  anotación  pre- 
ventiva conformo  á io  dispuesto  en  la  ley. 

§ 1“  SUS  EFECTOS. 


§ 3.°  SU  EXTINCION. 

_ Trata  de  la  extinción  de  las  inscrip- 
ciones y anotaciones  preventivas  el  títu- 
lo 4.°  de  la  ley,  y según  dice  la  exposi- 
ción de  motivos,  el  principio  dominante 
en  toda  esta  materia,  es  que  las  inscrip- 
ciones no.  se  extinguen  en  cuanto  á ter- 
cero, sino  por  su  cancelación  ó por  la 
inscripción  de  trasfereneia  del  dominio 
ó del  derecho  Real  inscrito:  que  las  ano- 
taciones preventivas  no  solo  se  cancelan 
por  la  extinción  del  derecho  anotado, 
sino  también  cuando  se  conviene  en  es- 
critura ó se  dispone  por  providencia  ju- 
dicial convertirlas  en  inscripciones  de- 
finitivas; y por  último,  que  la  cancela- 
ción de  las  inscripciones  ó anotaciones 
preventivas  no  extingue  por  su  propia 
virtud,  en  cuanto  á las  partes,  los  dere- 
chos inscritos  á que  afectan,  surtiendo 
todos  sus  efectos  en  cuanto  á terceros  que 
después  hayan  adquirido  ó inscrito  al- 
gún derecho. 

No  es  posible  que  podamos  aquí  ex- 
tendernosá  mas  espiraciones  en  tan  vas- 
ta materia,  remitiéndonos  por  lo  tanto 
á loque  disponen  los  arts.  77  al  104  de  la 
Jey,  y el  66  al  9o  del  reglamento  citados 
que  se  insertan  en  Hipotecas. 

ANTiCUAHíO- — V.  Archiveros  y biblio- 


Debe  tenerse  muy  presente  que  el 
que  pudiendo  pedir  la  anotación  preven- 
tiva de  un  derecho  dejare  de  hacerlo 
dentro  del  termino  señalado  al  efecto, 
como  hemos  visto  en  los  números  ti.0  y 
8.°  del  párrafo  anterior,  no  podrá  des- 
pués inscribirlo  á su  favor  en  perjuicio 
de  tercero  que  haya  inscrito  el  mismo  de- 
recho, adquiriéndolo  de  persona  que  apa- 
rezca en  eí  Registro  con  facultad  de  tras 
muirlo.  (Art.  ü 9 ley  y 65  reglamento.)  j 
Guando  la  anotación  preventiva  de  un 
derecho  se  convierta  en  inscripción  defi- 
nitiva del  mismo,  surtirá  esta  sus  efectos 
desde  la  fecha  de  la  anotación,  sin  que 
pueda  perjudicar  al  interesado,  en  dicho 
caso,  el  que  los  bienes  anotados  se  ha- 
yan enajenado  ó gravado,  pues  esta  ena- 
jenación es  y se  entiende  sin  perjuicio 
de  su  derecho.  (Art,  70  y 71  ley.) 


TECAU10S. 

ANTIGÜEDADES.  Con  esta  palabra  se 
designan  los  restos  de  monumentos  y 
otrus  objetos  curiosos  de  una  edad  re- 
mota. Nuestras  leyes  atendiendo  á lo 
mucho  que  ias  antigüedades  contribuyen 
para  el  estudio  de  la  historia,  y para  el 
descubrimiento  ó investigación  de  cier- 
tos hechos,  ó ignorados  ó poco  conocidos, 
han  dictado  importantes  disposiciones' so- 
bre el  particular  que  según  indicamos 
en  el  articulo  Academia  de  i a Historia, 
vamos  á reunir  aquí:  Son  las  siguientes: 

Ley  3.a,  tít.  20,  hb.  Nov.  fíec. 


f.u  Par  monumentos  antiguos  se  deben 
entender  las  estatuas.,  bustos  y bajos  relie- 
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nes,  mosaicos,  monedas,  de  cualquiera  cla- 
se, camafeos,  trozos  de  arquitectura,  co- 
lumnas miliarias  ; instrumentos  músicos  co- 
mo sistros,  liras,  crótalos;  sagrados,  como 
preferículos  , símpulos,  litaos ; cuchillos  sa- 
crificatorios, segures,  aspersorios,  vasos, 
trípodes;  armas  de  todas  especies,  como  ar- 
cos, flechas,  glandes,  carcaxes,  escudos;  ci- 
viles, como  balanzas  y sus  pesas,  romanas, 
relojes  solares  ó maquinales,  amulas,  colla- 
res, coronas,  anillos,  sellos;  toda  suerte  de- 
utensilios,  instrumentos  de  artes  liberales  y 
mecánicas;  y finalmente  cualesquiera  cosas 
aun  desconocidas , reputadas  por  antiguas, 
ya  sean  púnicas,  romanas,  cristianas,  ya  go- 
das, árabes  y de  la  baja  edad. 

2."  JDe  lodos  estos,  mouumentos  serán 
dueños  los  que  los  bailaren  en  sus  hereda- 
des y casas  o los  descubran  á su  costa  y por 
su  industria.  Los  que  se  bailaren  en  temió 
rio  público  ó realengo  (de  que  soy  dueño; 
cuidarán  de  recogerlos  y guardarlos  los  ma- 
gistrados y justicias  de  los  distritos.  Puestos 
en  custodia  los  descubridores,  poseedores  y 
justicias  respectivamente  darán  parte  y no- 
ticia circunstanciada  de  lodo  á la  Real  Aca- 
demia de  la  Historia  por  medio  de  su  secre 
tario,  á iin  de  que  esta  Lome  el  correspon- 
diente conocimiento,  y determine  su  adqui- 
sición por  medio  de  compra,  gratificación,  .ó 
según  se  conviniese  con  el  dueño. 

d.°  Cooperarán  á todo  lo  dicho  en  cuanto 
sea  de  su  parte,  como  personas  ilustradas 
los  M.  RR.  Arzobispos,  RR.  Obispos,  Aba- 
des, cabildos  y demás  superiores  eclesiásti- 
cos, asi  como  los  magistrados  seculares, 
indagando  y adquiriendo  noLicia  de  los 
hallazgos,  y poniéndolos  en  la  dc¿  la  Acade- 
mia según  y para  los  fines  enunciados  en  el 
artículo  2.a 

4. 0 Los  descubridores  -tendrán  el  mayor 
cuidado  dé  notar  puntualmente  el  parage  de 
los  hallazgos,  para  que  por  este  medio  pue- 
da la  Academia  congeturar  ó resolver,  á qué 
pueblo,  colonia  d municipio  pudieron  perte- 
necer; expresando,  con  exactitud  a cuántas 
leguas,  millas  ó pasos  estén  de  ciudad,  villa, 
lugar,  rio , monte  ó valle  conocido,  y hácia 
qué  región  celeste  de  ellos,  esto  es,  si  al 
Levante,  Norte,  Sur  ó Poniente. 

5.°  Si  en  algunas  ciudades  ó pueblos  hay 
antigüedades  de  las  marcadas  en  el  art.  í.'t 
halladas  en  otro  tiempo , y que  aun  existan 
en  parages  en  que  puedan  aniquilarse  por 
descuido  ó por  injuria  del  tiempo,  sus  dueños, 
ó las  justicias  darán  noticias  del  mismo  modo 
que  se  ha  dicho,  para  que  la  Academia  la 
tenga  de  ellas,  y vea  las  ventajas  que  pueda 
sagar  nuestra  historia  secular  o eclesiástica. 


tí.°  La  Acadenúa  quedará  agradecida  á 
los  buenos  patriotas  que  coadyuven  á la  ilus- 
tración de  ía  patria  por  el  medio  de  buscar, 
conservar  y comunicarla  los  monumentos  an- 
tiguos arriba  nombrados;  sin  que  por  eso  de- 
je de  satisfacer  á los  poseedores  de  las  cosas 
bailadas  el  tanto  eu  que  se  convinieren,  que- 
dando la  conducción  de  ellas  á cargo  de  la 
Academia. 

7.a  Generalmente  las  justicias  de  todos 
los  pueblos  cuidarán  de  que  nadie  destruya 
ni  maltrate  ios  monumentos  descubiertos  , -o 
que  se  descubrieren,  puesto  que  tanto  iule- 
lesan  ai  honor,  antigüedad  y nombre  de  los 
pueblos  mismos;  lomando  las  providencias 
convenientes  para  que  asi  se  verifique  Lo 
mismo  practicarán  en  ios  edificios  amiguos 
que  boj  existen  en  algunos  pueblos  y des- 
poblados, sin  permitir  que  se  derriben  juL to- 
quen sus  materiales  para  ningún  fin,  antes 
bien  cuidará  de  que  se  conserven,  y en  caso 
de  amenazar  próxima  ruiua  la  pondrán  en 
noficia  de  la  Academia  por  medio  de  su  se- 
cretario, á efecto  de  que  esta  lome  las  pro- 
videncias necesarias  para  su  conservación.» 

Ced.  del  ü.  iL  de  2 octubre  de  1818. 

Ljue  no  se  destruyan  ni  maltraten  los  eximios  y mo- 
numentos de  antigüedad. 

Extracto.  - «En  la  ley  á.\  tít,  20,  lib.  8.a 
de  la  i\ov.  Reo.  se  halla  inserta  la  instruc- 
ción expedida  por  S.  M.  á consulta  del  Con- 
sejo en  R.  C.  de  6 de  jubo  de  1803,  que 
prescribe  el  modo  de  recoger  y conservar  los 
mouumentos  antiguos  que  se  descubran  en  el 
reino,  bajo  la  inspección  de  la  Real  Acade- 
mia de  ia  Historia;  y en  su  cap,  7.u  se  pre- 
viene lo  siguiente; 

(Aquí  copia  el  capítulo  7.°  de  la  ley  an- 
terior.; 

Al  mismo  tiempo  dicta  medidas  para  la 
conservación  de  los  monumentos  de  antigüe- 
dad descubiertos  en  1789  en  la  Cabeza  del 
Griego,  cerro  situado  en  el  término  de  la  vi- 
lla de  Saeiices,  provincia  de  Cuenca,  y con- 
cluye mandando  «se  recuerde  á las  justicias 
del  reino  la  obligación  que  tienen  do  velar 
sobre  el  cumplimiento  de  dicha  ley  y la  con- 
servación de  la  gloria  y buen  nombre  dé  sus 
pueblos.»  (CL.  t.  5,p.  581.^ 

Otra  de  19  de  setiembre  de  1827. 

Mandando  nuevamente  conservar  los  resto*  y vesti- 
gios de  antigüedades. 

En  esta  circular  en  que  se  recuerda  Ia  an~ 
terior  y el  deber  que  aquella  y disposiciones 
vigentes  imponen  se  inserta  una  ReahDcdeQ 
«expedida  por  la  expresada  primera  secreta-' 
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ría  dpi  dospacüo  -de  Estado)  con  fecha  12 
de  agosto  próximo,  inauiíestaudo  al  Consejo, 
que  noticioso  oí  Hoy  del  estado  do  deterioro 
de  las  respetables  ruinas  de  la  Itálica,  y 
deseaudo  evitar  su  total  destrucción,  se  habla 
dignado...  mandar  que  i a lieai  Academia  dé- 
la Historia  informase  y propusiese  lo  que 
creyese  mas  conveniente  por  panto  general 
para  la  conservación  de  los  monumentos  de 
antigüedad  que  kabia  esparcidos  en  las  di- 
ferentes provincias  del  remo,  y ios  medios 
oportunos  no  solo  para  impedir  su  total  des- 
trucción, sino  para  restaurarlos  y conser- 
varlos en  el  mejor  estado  posible,  en  cuya 
consecuencia  había  manifestado  que  poco 
ó nada  podia  añadirse  á las  disposiciones 
gubernativas  vigentes  sobre  la  materia;,.. 
y á.  M conformándose  en  un  lodo  con  este 
dicta  me  u ie  la  Academia,  Labia  resuelto 
que  se  renovasen  las  órdenes  y circulares 
anteriores  expedidas  sobre  la  materia,  re- 
comandándose  su  mas  puntual  observancia, 
muy  par  lien  lamiente  ú todos  aquellos  á 
quienes  compitiese.»  Publicada  cu  el  Gouse- 
jo  etc.  Madrid  i 9 de  setiembre  de  11127.  [CL. 
í.  12.  p.  203.) 

Ced.  de  28  de  abril  de  IÓ37. 

Prohibiendo  la  salida  do  la  Península  de  pinturas,  li- 
bros y manuscritos  antiguos. 

(Gob.)  «Entre  los  horrores  que  las  guer- 
ras, y nías  las  intestinas,  arrastran  tras  sí, 
no  es  menor  el  estrago  que.  causau  á la 
ilustraciou,  barbarizando  los  pueblos  con 
la  destrucción  de  ios  objetos  científicos,  lite- 
rarios y artísticos.  Las  dos  pertinaces  y 
sangrientas  guerras  entrañadas  en  el  remo 
por  los  aspirantes  al  cetro  á principios  del 
pasado  y del  presente  siglo,  no  menos  que 
la  que  cinco  años  há  nos  tiene  encendida  el 
nuevo  pretendiente,  han  devastado  tanto 
estos  preciosos  articnios,  que  apenas  nos 
quedan  ya  en  esta  linea  modelos  que  imitar. 
A esta  devastación  se  agrega  la  estraocion 
que  la  indas  ría  extranjera  calculando  fría- 
mente sus  medros  sonre  nuestras  propias 
ruinas,  hace  de  tales  curiosidades,  aprove- 
chándose de  nuestras  disensiones  domésticas 
para  despojarnos  de  cnanto  ha  sido  siempre 
cebo  de  su  envidia.  Por  Lanío,  ó.  M.  la  Lema 
Gobernadora,  para  ocurrir  á este  daño,  y 
teuiendo'preseuLe  la  ideal  orden  circular  do 
iíi  de  octubre  de  1779,  reproducida  en  t i del 
mismo  mes  de  1 80 1 y las  de  2 y i de  se- 
tiembre del  año  próximo  pasado,  en  que  se 
prohíbe  la  extracción  de  pinturas  y otros 
objetos  artísticos  antiguos  ó de  autores  que 
ya  uo  viven,  se  ha  servido  mandar  que  bajo 


ningún  pretexto  permita  V.  S.  extraer- de  la 
Península  para  el  extranjero  ni  proviucias  de 
Ultramar  pinturas,  libros  ni  manuscritos 
antiguos  de  autores  españoles  sin  "expresa 
Leal  orden  que  lo  autorice»  Lo  comunico 
á V.  S,  etc.  Madrid  28  de  abril  de  1837 ..[CL. 
t.  22,  pág.  198L 

s ■ i • . 

R O.  de  3 de  mayo  de  1040. 

Pidiendo  inlormc  del  estado  de  los  monumentos  y se 
pulcros  do  personajes  céle  ..res. 

(Gob.)  «Habiendo  hecho  presente  á este 
Ministerio  la  Academia  de  la  Historia  al  eva- 
cuar un  informe  que  se  fe  pidió  con  motivo 
de  la  proyectada  traslación  á la  iglesia  cate- 
dral de  Barcelona  de  los  restos  mortales  de 
Berenguer  ÍLI;  que  según  noticias  seguras, 
los  sepulcros  de  los  reyes  de  Aragón  que  se 
bailaban  en  el  monasterio  de  Poblet,  habían 
sido  profanados  cola  época  de  835,  que- 
brantándose las  urnas  que  contenían  sus  ce- 
nizas ; se  ba  servido  b.  M.  la  flema  Gober- 
nadora mandar  que  no  solo  se  la  informe 
circunstanciadamente  acerca  del  estado  eu 
que  se  halle  el  panteón  de  Poblet,  siuo  que 
Lodos  los  Jefes  políticos  remitan  á este  Mi- 
nisterio noticia  de  los  templos  de  su  respec- 
tiva provincia  eu  que  existan  sepulcros  que 
por  serlo  de  reyes  ó persouages  célebres,  ó 
por  la  belleza  y mériLo  de  su  construcción, 
merezcan  conservarse  cuidadosamente,  en- 
tendiéndose lo  mismo  respecto  de  cualquier 
otro  monumento  no  cinerario  que  sea  digno 
de  mencionarse.  De  Real  orden  etc.  Madríd 
3 de  mayo  de  1 8iÜ.  fiL.  L 2b  , p.  189.) 

R,  O.  de  ti  junio  de  18(35. 

Encargando  el  cumplimiento  de  la  ley  recopilada  so- 
bra su  inspección 

(Fom.)  «La  ley  3.a,  til.  20,  libro  8.°  de 
la  Novísima  Recopilación,  encarga  á la  Real 
Academia  de  la  Historia  la  inspección  de 
las  antigüedades  que  se  descubran  en  todo 
el  remo,  imponiendo  á las  autoridades,  des- 
cubridores y poseedores  de  antiguos  monu- 
mentos, la  obligación  de  dar  parte  á dicho 
cuerpo  literario.  El  olvido  en  que  parece  se 
tiene  esta  disposición  lia  sido  causa  de  que 
en  algunas  ocasiones  salgan  de  España  ó se 
destruyan  objetos  preciosos  y de  importan- 
cia suma  para  el  esclarecimiento  de  la  his- 
toria de  nuestra  patria,  y que  se  remitan  los 
Jatos  y objetos  encontrados  á otras  corpo- 
raciones que  a la  Real  Academia.  Y desean- 
do S.  AL  la  Reina  (Q,  D.  G.j  poner  remedio 
en  lo  posible,  se  ha  dignado  mandar  me  di- 
rija á V...,  como  de  su  real  órden  io  ejecu- 
to, excitando  su  celo  y el  de  esa  comisión1 
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de  monumentos  para  que  se  cumpla  exao- 
mente  lo  dispuesto  en  la  precitada  ley.  Dios 
oUárde  á V.  muchos  anos.  Madrid  6 de  ju- 
nio de  4865.— Orovio.— Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de.....  (Gac.  48  id-) 

Di  gnas  son  de  todo  elogio  las  disposi- 
ciones preinsertas  sobre  conservación  de 
nuestras  antigüedades.  A fin  conseguir 
mejrr  tan  importante  objeto  se  ha  creado 
una  Academia  de  Arqueología  declara- 
da nacional  en  5 de  abril  de  1844,  y se 
han  establecido  también  con  este  y otros 
objetos  comisiones  de  monumentos  histó- 
ricos y artísticos  cuyas  atribuciones  se  fi- 
jaron por  R.  D.  de  lo  de  noviembre  de 
•1854  y por  el  nuevo  reglamento  de  24 
de  noviembre  de  1865.  Una  instrucción 
publicada  en 24  de  julio  de  1844  y que  se 
hallará  en  el  articulo  Monumentos  histó- 
ricos y artísticos,  con  otras  importantes 
disposiciones,  hizo  encargos  muy  espe- 
ciales á los  Alcaldes  sobre  conservación 
de  objetos  históricos,  ele.,  y entre  ellos 
por  la  disposición  5.a  del  art.  53  se  les 
impuso  la  obligación  de  recoger  todos 
los  fragmentos  de  lápidas,  estatuas,  co- 
lumnas, medallas,  vasos  y otros  objetos 
de  antigüedad  que  se  descubrieren  en 
su  término  y remitirlos  á las  comisiones, 
expresando  el  lugar  dónde  fueren  halla- 
dos con  prevención  de  que  cuando  el  ob- 
jeto encontrado  esté  lijo  en  el  suelo  ó sea 
de  tal  magnitud  que  pueda  peligrar  re- 
moviéndolo, no  se  proceda  á tomar  me- 
dida alguna  sin  anuencia  de  la  comisión 
provincial  que  determinará  lo  mas  con- 
veniente. Dictada  esta  disposición  como 
correctivo  de  abusos  que  se  habían  de- 
jado sentir  no  podemos  menos  de  reco- 
mendar su  muy  estricta  observancia  ó 
les  señores  Alcaldes  y á los  comisiones, 
y- de  ese  modo  no  desaparecerán  los  es- 
casos y preciosos  restos  que  nos  quedan 
de  Cíunia,  la  Itálica,  Termes,  Monda, 
Osma,  Cartaya  y tantas  otras  antiguas 
poblaciones  de  grande  importancia  en 
los  tiempos  de  la  dominación  romana  en 
España. — -V.  Monumentos  históricos, 
Bibuolecas,  Archivos  y Museos  arqueo- 
lógicos. 

ANUALIDAD  ECLESIASTICA.  Y-  Con- 
cordato art.  37. 


Aunque  el  año' se  cuenta 
de  enero  y termina  en  31  de 
su  medida  es  de  365  dias, 
¡le  manera  que  cuando  se  fija  el  plazo  ' 
de  un  año,  para  algún  efecto  legal,  do- 
be  rá  contarse  de  día  á día.  Año  rural  ó 
agrícola  se  entiende  de  frutos  á frutos, 
según  los  países  y las  costumbres  esta- 
blecidas, de  modo  que  respecto'  de  las 
viñas  se  entenderá  de  vendimia  á ven- 
dimia, respecto  de  sembrados  de  siega  á 
siega,  etc.  Nada  hay  determinado  "ex- 
presamente para  resolver  las  cuestiones 
frecuentes  que  se  suscitan  sobre  este 
punto,  y es  muy  recomendable  en  los 
contratos  que  se  establezcan  condiciones 
terminantes  que  eviten  dudas.  En  (o  de- 
mas, véase  Calendario. 

AÑO  ECONOMICO.  Por  la  ley  de  20  de 
junio  de  1862,  se  amplió  el  presupues- 
to general  de  Estado  de  Í862  hasta  el 
30  de  junio  de  1863,  mandándose  que 
se  fijen  ios  gastos  públicos  y se  compu- 
ten los  ingresos  por  el  período  que  me- 
dia desde  l.°  de  julio  de  un  año,  hasta- 
el  30  de  junio  del  siguiente,  considerán- 
dose abierto  su  ejercicio  para  concluir  la 
cobranza  de  haberes  y pago  de  obligacio- 
nes basta  31  de  diciembre,  y que  las 
cuentas  generales  del  Estado  v todos  los 
actos  de  contabilidad  pública  preveni- 
dos en  la  ley  de  20  de  febrero  de  1850. 
(V.  Hacienda  pública]  se  arreglen  por  el 
orden  que  la  misma  determina  á los  pla- 
zos que  por  la  presente  de  1862  se  lijan 
para  los  ejercicios  del  presupuesto.  Se 
¡¡ama  pues  año  económico  al  período 
indicado  en  que  rige  el  presupuesto  del 
Estado;  reforma  que  se  lia  hecho  exten- 
siva á los  presupuestos  provinciales  y 
municipales  por  el  R D de  31  de  oc- 
tubre de  1862  y Real  orden  déla  misma 
fecha  que  dicta  medidas  para  llevarla  á 
efecto.  — V.  Contribuciones.  Presupues- 
tos PROVINCIALES  Y MUNICIPALES.  PRESU- 
PUESTO del  Estado. 

APABCíRIA.  Especie  de  arrendamien- 
to, u mas  bien  compañía  ó sociedad  que 
tiene  por  objeto  beneficiar  las  haciendas 
del  campo,  o la  cria  de  ganados,  etc.  Es_ 
ericlie,  csplica  lo  ,que  es  aparcería  con 
un  ejemplo,  diciendo  que  existe,  v.  g< 
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APAREJADOR  DE  OBRAS.- 

fiuandc  el  dueño  de  un  campo  lo  dá  en 
arriendo  a!  colono  no  por  una  retribu- 
ción en  dinero,  sino  por  una  parte  de  los 
frutos  que  se  cojan,  y no  por  una  parle 
alicuanta  que  consiste  en  cierta  medida 
determinada , como  diez  lanegasó  arro- 
bas, etc.,  sino  por  una  parte  alícuota, 
como  !a  mitad,  la  tercera  ó lacuarta. 
V,  Arrendamiento.  Contrato.  Sociedad. 

APAREJADOR  DE  ORRAS.  El  inmedia- 
to dependiente  de.i  arquitecto  ó maestro 
de  obras  director  de  una  construcción, 
en  la  que  interviene  haciendo  que  los 
operarios  cumplan  las  disposiciones  de 
aquel.  A su  cargo  está  la  inspección  de 
materiales. 

Es  responsable  de  la  falta  de  cumpli- 
miento de  las  órdenes  del  director  y de 
las  que  se  cometan  en  la  obra  relativas 
á policía  urbana  y de  contigüidad. 

Este  cargo  que  no  tenia  en  las  obras 
otra  consideración  que  la  que  le  daba 
la  práctica  de  que  estaba  adornado  el 
que  le  ejercía,  se  hizo  mas  importante 
desde  24  de  enero  de  1855  en  que  se 
creó  en  todas  las  Academias  de  Nobles 
Arles  la  enseñanza  de  aparejador,  exi- 
giendo estudios  facultativos  que  se  dis- 
tribuyeron en  cuatro  años,  según  mar- 
ca el  regla  mentí  ■■  de  esta  enseñanza  y de 
la  de  agrimensor,  en  cuyo  artículo  le 
hemos  comprendido,  pág.  222  de  este 
tomo,  como  así  también  los  artículos, 
que  les  conciernen  de  la  ley  de  Instruc- 
ción pública  de  y de  setiembre  de  1857. 

Por  el  art.  til  de  la  citada  ley  se  de- 
clara el  cargo  de  aparejador  carrera  pro- 
fesional, lo  cual  le  da  un  realce  de  que 
careció  basta  entonces  Réstanos  solo 
añadir,  que  el  programa  general  de  es- 
tudios, de  esta  carrera  aprobado  por 
R.  D.  de  20  de  setiembre  de  1858,  in- 
serto igualmente  en  la  pág.  250,  'modifica 
esencialmente  el  reglamento  que  aprobó 
el  citado  Real  decreto  'por  el  cual  se 
creó  esta  enseñanza,  puesto  que  en  su 
artículo  2.°  lija  soio  dos  años  como 
tiempo  necesario  para  aspirar  al  titulo 
de  aparejador. 

Las  facultades  de  los  aparejadores  se 
hallan  determinadas  en  el  reglamento 
de  22  de  julio  de  1864,  que  tuvo  por 
Tomo  1. 
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objeto  deslindar  las.  .atribuciones  délos 
arquitectos,  maestros  de  obras  y apare- 
jadores, y se  inserta  íntegro  en  el  artícu- 
lo Arquitecto  á que  nos  remitimos. 

APARTADO  EN  CORREOS.  Es  el  servi- 
cio que  se  buce  en  las  administraciones 
de  correos,  de  apartar  á ciertas  personas 
su  correspondencia  para  entregársela 
con  anticipación.  Dícenos  la  R.  0.  de  25 
de  marzo  de  1 846,  los  funcionarios  que 
gozan  el  apartado  gratuito  y la  cuota 
que  deben  pagar  asi  los  particulares, 
como  las  autoridades  que  no  disfrutan 
la  esencion  del  pago.  Los  pueblos  que 
costean  los  conductores  distribuidores 
de  la  correspondencia  están  relevados 
de  la  consignación  ó pago  del  apartado, 
según  expresa  declaración  de  la  Real 
orden  de  l.°  de  julio  de  '1850.  Hé  aquí 
as  disposiciones  citadas: 

R.  O.  de  25  marzo  de  1846. 

Se  mandan  observar  las  simientes  realas  sobre  pago 
del  apartado:  exenciones,  ete. 

tenido  á bien  mandar  S.  M.  que 
se  observen  las  reglas  siguientes: 

],a  En  la  Administración  general,  en 
las  principales  y en  las  subalternas  de  cor- 
reos, continuará  el  servicio  de  apartar  la 
correspondencia  de  L.s  personas  que  lo  so- 
liciten, para  entregársela  con  anticipación, 
bien  d i reo  te:  nenie  ó por  mano  de  sus  de- 
pendientes, y no  por  la  lista  general  ó por 
conducto  de  los  caí  teros. 

2.u  Para  los  empleados  de  correos  será 
obligatorio  este  servicio. 

3/  Los  que  bagan  uso  de  él  entregarán 
por  trimestres  anticipados,  en  las  respecti- 
vas administraciones  de  correos,  las  cuotas 
que  convengan  cun  los  jefes  de  ellas  bajo  el 
máximum  anual  de  doscientos  cuarenta  rea- 
les en  Madrid,  doscientos  en  ¡as  capitales  de 
provincia  de  primera  clase,  ciento  sesenta 
en  las  de  segunda,  ciento  en  las  de  tercera, 
y ochenta  en  las  Administraciones  de  Jos 
demás  puntos,  debiendo  ser  el  mínimum, 
también  anual,  'a  mitad  de  las  sumas  que 
respectivamente  quedan  designadas. 

4 * por  consecuencia  de  Jo  determinado 
en  el  Real  decreto  y ordenanza  filada  y de 
las  innovaciones  introducidas  posterior- 
mente. quedarán  exentos  del  pago  de  la 
cuota  que  se  establece  en  la  regla  anterior 
las  personas  reales,  Jos  Ministros  secreta- 
rios de  Estado,  los  presidentes  de  los  Cuer- 
pos colegisladores  y los  de  los  Consejos  y 
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Tribunales  Supremos,  los  Capitanes  gene- 
rales de  distritos  militares  y departamen- 
tos marítimos,  los  subsecretarios  de  los  Mi- 
nisterios, los  inspectores  y directores  gene- 
rales de  todas  armas  y ramos  de  la  Admi- 
nistración, el  contador  general  dei  remo, 
eJ  intendente  general  militar  y los  de  dis- 
trito, los  ministros  de  la  tabla,  fiscales  y 
secretarios  de  los  referidos  Consejos  y Tri- 
bunales Supremos,  ¡os  Jefes  políticos  é in- 
tendentes de  las  provincias,  los  comandan- 
tes generales  de  estas  en  lo  tocante  á Guer- 
ra y Marina,  y ios  regentes  y fiscales  de  las 
Audiencias. 

5.a  La  mitad  del  producto  total  de  las 
cuotas  que  se  fijan  en  la  regla  3.a,  ingresa- 
rá en  las  cajas  de  correos  con  aplicación 
á sus  atenciones,  y la  otra  so  distribuirá 
por  partes  iguales  entre  *los  empleados  de 
planta  de  las  Administraciones  respectivas 
desde  el  jefe  basta  el  último  oficial  de  nú- 
meio  como  se  ha  hecho  hasta  aquí,  en  re- 
muneración del  mayor  trabajo  que  les  oca- 
siona este  servicio  extraordinario.  De  Real 
orden,  etc.  Madrid  25  de  marzo  de  Í8i6. 
(CL.  t.  36,  p.  533.) 

R.  O . de  1.°  julio  de  1850. 

No  le  pagan  los  pueblos  que  costean  su  distribuidor. 

« . . . S.  M.  la  Reina  se  ha  servido  disponer 
ue  los  pueblos  que  costean  los  conductores 
¿stribuidores  de  su  correspondencia,  que- 
dan relevados  del  pago  de  las  consignacio- 
nes de  apartado  a que  se  les  sujeta  por  al- 
gunas Administraciones  de  aquel  ramo 
(CL.  tomo  50,  p.  565.) 

R.  O.  de  22  mayo  de  1851. 

Que  le  disfruten  los  visitadores  generales  de  Ha- 
cienda. 

(IIac.)  Se  manda  que  los  visitadores  ge- 
nerales de  Hacienda  pública  de  distrito,  dis- 
fruten el  beneficio  ue  apartado  de  la  cor- 
respondencia en  los  mismos  términos  que 
las  demás  autoridades  de  provincia.  (CL. 
t.  53, p.  188.) — V.  Correos. 

APEAR.  APEO.  Es  la  operación  de 
medir  las  tierras  deslindadas.  V.  Amojo- 
namiento. Deslinde.  En  r^quitectura  se 
llama  apeo  al  apuntalamiento  de  algún 
edificio,  ya  porque  amenace  ruina,  ya 
ara  su  mayor  seguridad  mientras  se 
aeen  ciertas  obras  en  los  edificios  in- 
mediatos, etc. 

APELAR.  Recurrir  á un  superior  en 
queja  ó reclamación  contra  ia  decisión 
de  un  inferior. — Y.  Código  penal.  Con- 


sejo provincial,  Consejo  de  Estado,  En- 
juiciamiento CIVIL,  ETC. 

APELLIDO.  El  sobrenombre  con  que 
distinguen  las  familias  unas  de  otras. 
Para  dar  una  idea  breve  y exacta  del 
origen  de  los  apellidos  y de  cuanto  á 
| este  asunto  tiene  relación  copiaremos  lo 
que  dice  Escriohe. 

«Nuestros  primeros  padres,  dice,  no 
tenían  apellidos;  cada  uno  de  ellos  era 
conocido  con  su  nombre  propio,  y no 
se  confundían  con  los  demás,  como 
Adan,  Eva,  Noé,  Abraham.  También 
entre  los  antiguos  pueblos  del  Asia  se 
usaba  solo  un  nombre,  como  Oiro,Xer- 
xes,  Alejandro,  Priamo,  Ector,  Agame- 
nón, Ulises,  Meneiao,  Casandra,  etc.  Lo 
mismo  sucedía  entre  los  pueblos  de  la 
Germania,  que  saliendo  del  seno  de  sus 
ciénagas  y pantanos  en  los  primeros 
tiempos  «le  la  era  cristiana,  inundaron  la 
Europa  y derribaron  el  coloso  del  Impe- 
rio romano.  Efectivamente,  nuestros  an- 
tiguos reyes  no  tenían  mas  que  sus  nom- 
bre propio  e individual,  Ataúlfo,  Walia, 
Tunsrnundo,  Alarico,  Tulga,  Wainba, 
Witiza.  Les  romanos  por  el  contrario, 
además  del  nombre  propio,  usaban  de  dos 
apellidos,  uno  que  se  aplicaba  al  tronco 
y pasaba  á todas  sus  ramas,  y otro  con 
¡ que  se  designaba  cada  rama. 

Los  españoles,  imitando  en  parte  á los 
I romanos  establecieron  apellidos  para  dis- 
j tinguirse  y los  hicieron  hereditarios.  Su 
origen  fué  muy  diverso:  unos  lo  tomaron 
del  nombre  de  los  lugares  ó pueblos  que 
babian  ganado  á fuerza  de  armas,  ó en 
que  poseían  haciendas,  ó donde  nacieron 
ó habitaron,  como  ios  Toledo,  Córdoba, 
Avilés  , Salamanca,  Zaragoza  , Teruel, 
Daroca: — otros,  del  do  !as  provincias  ó 
reinos  en  que  habian  ejercido  grandes 
cargos,  o en  que  habían  ceñido  la  corona 
sus  progenitores,  como  los  Castilla,  León, 
Aragón  y otros: — algunos,  del  de  las  tier- 
ras, sitiqs  ó cosas  notables,  de  que  éran 
dueños  ó señores: — muchos  del  nombre 
propio  desús  padres  ó abuelos  con  alguna 
modificación  ó añadidura,  especialmente 
con  la  terminación  ez  que  significa  de , 
como  López  de  Lope,  Diaz  de  Diego,  Lai- 
nez  de  Lain,  Perez  de  Pedro,  Martínez  de 
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Martin , Fernandez  de  Fernando: — va- 
rios, de  la  profesión  ú oficio  á que  se  de  - 
dicaban, como  Escribano,  Barbero,  Mo- 
linero , Zapatero  , Herrero  , Lavandera, 
Carnicer,  Carpintero,  Armero,  Tejedor* 
— no  pocos,  del  color  de  la  cara,  del  pe- 
lo, ó de  los  ojos,  como  Blanco,  Negro, 
Rubio,  Rojo,  Bermejo,  Cano,  Moreno, 
Prieto,  Colorado,  Pardo,  Zarco,  Dora- 
do:—estos  de  algún  nombre  propio  que 
era  ordinario  en  la  familia,  como  Vicen- 
te, Martin,  Manuel,  Domingo,  y tal  vez 
de  algún  mote  ó apodo  que  pasaba  de 
padres  á hijos,  como  Piernas,  Barriga, 
Molinillo,  Raposo,  Guisado,  Lanceta, 
Navaja,  Puñal,  Grasa,  Manteca,  Maja- 
granzas:— aquellos  de  la  edad,  de  los 
defectos  corporales,  de  las  buenas  ó ma- 
las cualidades  y de  otras  circunstancias, 
como  Joven,  Mozo,  Ligero,  Calvo,  Ro- 
mo, Gafo,  Marmol,  C-abezudo,  Bueno, 
Malo,  Zorrilla,  Valiente,  Brioso,  Ver- 
gonzoso, Cortés,  Bonifaz,  Rico: — mu- 
.chísimos',  de  la  vida  agrícola  y pastoril, 
como  Labrador,  Pastor,  Cabrero,  Boye- 
ro , Vaquero,  Cabañero,  Colmenero, 
Abejero;  ó de  las  flores,  árboles,  frutas  y 
plantas,  como  Flor,  Rosa,  Clavel,  Moral, 
Manzano,  Pera!,  Granado,  Alamo,  Enci- 
na, Robles,  Pino,  Espino,  Acebo,  Ace- 
bedo, Ciruelo,  Nogueras,  Olmo,  Morera, 
Parra,  Sarmiento, "Viñas,  Olivares,  Mata, 
Romero,  Aliaga,  Melón,  Trigo,  Col,  Ber- 
za,' Nuez,  Limón,  Tomate,  Espárrago, 
Cebolla;  ó bien  de  los  animales,  corno 
Caballo,  Bu.. y,  Vaca,  Toro,  Becerra,  Be- 
cerril,  Cabra,  Cordero,  Borrego,  Lobo, 
Oso,  Conejo,  Gallo,  Aguila,  Cuervo, 
Avecilla,  Pardillo,  Sardina,  y Salmón;  ó 
bien  de  las  partes  de  un  edificio  y mue- 
bles del  menage,  como  Casa,  Tapia,  Pa- 
redes, Muro,  Puerta,  Llave,  Portal,  Esca- 
lera, Sala,  Cortina,  Mesa,  Espejo,  Parri- 
lla, Botella,  Perol,  Bodega,  Cubas,  Pozo, 
Cuadra,  Corral,  Caño  y Palomar;  ó bien 
del  reino  mineral,  como  Hierro,  Acero, 
Plata,  Oro,  Mina;  y de  una  infinidad  de 
objetos  que  hacen  parte  de  la  tierra,  co- 
mo Sierra,  Montes,  Valle,  Risco,  Cum- 
bres-altas, Peña,  Piedra,  etc.  Los  cargos 
de  la  magistratura,  los  empleos,  las  dig- 
nidades y los  títulos  que  tuvo  alguno  de 


los  antepasados,  fueron  también  una 
fuente  en  que  diversas  familias  buscaron 
su  apellido,  como  Alcalde,  Juez,  Merino, 
Alcaide,  Coronel,  Abad,  Prior,  Conde, 
Marqués,  Barón. — No  faltaron  tampoco 
personas  á quienes  se  dio  apellido  por  al- 
guna acción  ilustre  ó algún  grande  servi- 
cio hecho  al  Estado,  como  Maza,  Cabeza 
de  Vaca,  Machuca,  Ladrón  de  Guevara: 
finalmente,  los  judíos  y moros  converti- 
dos adoptaron  los  de  sus  padrinos,  ó de 
las  personas  que  los  bautizaban,  ó de  las 
que  los  acojian  bajo  su  protección,  ó tal 
vez  tos  nombres  de  los  pueblos  ó provin- 
cias en  que  nacian  á la  fé  cristiana. 

El  apellido  se  trasmite  de  padres  á hi- 
jos, ora  sean  estos  legítimos  ó legiti- 
mados, y aun  naturales  reconocidos, 
ora  sean  varones  ó hembras;  con  la  dife- 
rencia de  que  los  varón -o  y no  las  hem- 
bras continúan  pasándoles  sucesivamen- 
te á sus  descendientes,  porque  los  hijos 
siguen  la  familia  de  su  padre  y no  la  de 
su  madre. 

Las  hembras  que  se  casan  dejan  en 
algunos  países  el  apellido  de  su  padre 
p:  ra  tomar  el  de  su  marido;  y en  otros 
suelen  conservarle,  usándole  antes  ó des- 
pués de  este. 

El  apellido  de  cada  familia  pertenece 
exclusiva  y privativamente  á ella,  y no 
puede  adquirirse  sino  por  los  que  de  va- 
rón en  varón  traen  su  origen  de  la  mis- 
ma, pues  que  no  es  mas  que  una  señal 
del  hecho  de  la  descendencia.  Así  que, 
cada  uno  de  los  individuos  de  La  familia 
tiene  derecho  á él,  y ninguno  puede  ena- 
jenarle ni  comunicarle  á otra  familia  es- 
’traña  como  que  es  un  bien  común  á to- 
dos ellos;  y aun  si  llevase  consigo  privi- 
legios perjudiciales  a la  suciedad,  no.  ra- 
na bastante  para  su  comunicación  el 
consentimiento  de  toda  la  familia.» 

Suscítase  una  cuestión  muy  innortan- 
tanl.e  sobre  si  puede  cua'quiera  variarse 
ó mudarse  el  apellido,  tomando  otro  dis- 
tinto. A nosotros  nos  parece  que  no  de'- 
be  ser  lícito  hacerlo  por  sí,  y mucho  me- 
nos cuando  el  apellido  nuevo  que  se  to- 
me pertenezca  ya  á otra  familia,  por 
cuanto  podrán  perjudicarse  los  intereses 
de  esta  confundiéndose  las  filiaciones. 
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La  lev  2.a,  tít.  7,  P.  7.a  dijo  ya,  que  ha- 
cia falsedad  el  que  cambiaba  maliciosa- 
mente su  nombre;  y si  bien  nuestro  Có- 
digo penal  no  ha  castigado  los  simples 
cambios,  los  cambios  caprichosos  é hijos 
de  la  vanidad  que  suelen  hacerse  dejan- 
do  el  apellido  del  padre  ó de  la  madre  ! 
para  tornar  el  de  algún  remoto  ascen- 
diente, ni  esto  debe  obstar  para  que  los  ! 
que  [leven  un  apellido  puedan  reclamar 
ante  el  tribunal  competente  para  que 
otro  no  se  le  arrogué  sin  derecho,  ni  me- 
nos ha  querido  dejar  im  punes  los  actos  de 
esta  naturaleza,  cuando  se  emplean  co- 
mo el  medio  de  ejecutar  ó facilitar  la  eje- 
cución de  otros  que  como  el  fraude  y la 
usurpación  del  estado  civil  (art,  394)  es- 
tán expresamente  penados  por  el  misino. 

todos  modos  téngase  en  cuenta  que 
el  ocultar  su  ver  ¡ladero  nombre  y apelli- 
do á la  Autoridad  ó persona  que  tenga 
derecho  á exigir  que  lo  manifieste,  es, 
aun  sin  otra  intención,  cuando  menos 
una  falta  que  eastiga  el  art.  4U4  del  mis- 
mo Código. 

APERCIBIMIENTO-  Excitación,  ó re- 
querimiento que  se  hace  á alguno  para 
que  ejecute  alguna  cosa,  ó para  queevite 
diligentemente  faltas  ú omisiones  que  á 
ser  maliciosas  constituirían  delito.  Equi- 
vale unas  veces  á reprensión,  otras  mas 
bien  á amonestación,  y otras  á requeri- 
miento. 

APERTURA  DE  LOS  TRIBUNALES.  Con- 
súltese en  el  Apéndice,  Anuario  de  18(58, 
el  R.  D.  de  31  de  marzo  de  18(58  que  es- 
tablece la  apertura  solemne  de  los  Tribu- 
nales en  el  Supremo  de  Justicia  , el  dia 
15  de  setiembre  de  cada  año. 

APOCA.  Escrito  en  que  se  confiesa  es- 
tar pagada  una  deuda.  Es  lo  mismo  que 
carta  de  pago. 

APOSENTADOR.  La  persona  encargada 
de  procurar  el  alojamiento  oficial  á las 
personas  que  gozan  de  este  derecho. 

APOSENTO  (Regalía  de).  Es  un  im- 
puesto ó censo  sobre  las  casas  de  Madrid. 
Por  hacerse  córte  ofreció  á Felipe  II  dar- 
le palacio  cómodo  y alojamiento  para 
toda  su  comitiva.  Se  puso  en  ejecución 
la  oferta;  pero  quejas  repetidas  de  los  alo- 
jados y de  los  dueños  hicieron  en  tiem- 


po de  Felipe  IV  que  la  villa  se  allanase 
como  se  allanó  á pagar  una  contribución 
perpetua  en  cambio  del  alojamiento.  Es- 
ta contribución  ó impuesto  es  lo  que  se 
llama  regalía  de  aposento,  la  cual  se  de- 
claró redimible  después  y lo  es  hoy  se- 
gún se  ve  por  las  disposiciones  si- 
guientes: 

Ley  de  23  mayo  de  1 845. 

Que  se  puede  redima  e*U  carga. 

(''Hac.)  Art.  {2.  Desde  la  publi- 
cación de  esta  ley  será  admitida  la  reden- 
ción de  la  earga  de  aposento  con  que  están 
gravadas  algunas  casas  de  Madrid,  en  la  for- 
ma, prescrita  por  el  art.  3.°  de  la  ley  de  31 
de  mayo  de  A 037  para  la  redención"  de  fo- 
ros en  favor  del  Estado....»  (CL.  tomo  34, 
página  2 i 4. ) 

/f.  O.  de  19  enero  de  1852. 

Se  admitan  títulos  del  g por  100  en  pago  de  esta 
carga . 

(Hac.)  «He  dado  cuenta  á la  Reina  de  la 
comunicación  de  V.  E.  de  5 del  corriente, 
en  que  consulta  en  qué  clase  de  créditos  de- 
be admitirse  el  pago  de  la  redención  de  la 
carga  de  aposento  con  que  se  hallan  grava- 
dos varias  casas  de  esta  córte,  autorizada  por 
el  R.  D.  de  13  de  diciembre  ultimo  y te- 
niendo presente  que  aunque  por  la  ley  de 
23  mayo  de  1845  se  concedió  el  derecho 
de  redimir  la  citada  carga  en  títulos  de!  4 ó 
o por  KM),  no  pueden  en  el  día  considerarse 
igualados,  porque  la  ley  de  l.d  de  agosto 
ul limo,  sobre  arreglo  de  ia  deuda,  previene 
que  los  primeros  sean  considerados  por  el 
s(>  por  i o(J  para  su  conversión  en  deuda  di- 
ferid:. del  5 por  100;  se  lia  dignado  8u  Ma- 
jestad mandar,  conformándose  con  el  pare- 
cer de  esa  Dirección,  que  en  pago  de  la  re- 
dención de  la  carga  aposento  se  admitan  tí- 
tulos del  5 por  1U0  ó los  equivalentes  de 
deuda  diferida  que  se  expidan  al  venticarse 
la  conversión.» — De  Real  orden,  etc.  Ma- 
drid 19  de  enero  de  1852,  (CL.  t.  55,p.58.) 

It.  O.  de  5 marzo  de  1853. 

(Hac.)  Se  declaró  que  las  fincas  devuel- 
tas al  clero  para  su  dotación  sujetas  al  pa- 
go de  la  regalía  de  aposento,  se  consideren 
para  su  venta  como  si  no  lo  estuviesen. 

APREMIAR.  APREMIO.  El  acto  de  au- 
toridad por  el  que  se  obliga  á alguno  a 
que  haga  ó ejecute  alguna  cosa.  Él  apre- 
mió  puede  ser  ó judicial  ó administrati- 
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vó,  y tener  por  objeto  ya  la  prestación  ! 
de  un  servicio  ó la  ejecución  de  un  he- 
cho ó el  pago  de  alguna  cantidad. 

No  hablaremos  aquí  de  los  apremios 
judiciales,  sobre  los  cuales  deben  tener- 
se presentes  principalmente  los  artícu- 
los 7.°,  8,°  y otros  del  reglamento  provi- 
sional de  justicia,  la  R.  C.  de  25  de  julio 
de  1814  y los  arts.  979  al  1000  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  en  que  se  trata 
del  procedimiento  de  apremio  para  la 
ejecución  de  las  sentencias  (i).  Hablare- 
mos solo  aquí  de  los  apremios  en  el  ra- 
mo de  gobernación,  y de  los  apremios 
contra  deudores  por  contribuciones. 

APREMIOS  EN  EL  RAMO  DE  GOBERNA- 
CION- Para  e rregir  el  abuso  de  algu- 
nos señores  Gobernadores  que  manda- 
ban comisionados  de  apremio  contra 
Alcaldes,  Ayuntamientos  y particulares 
para  precisarles  al  cumplimiento  de  al- 
gún mandato  ú orden  se  dictó  la  si- 
guiente : 

R.  O.  de  14  febrero  de  1850. 

Suprimiéndoles  en  el  ramo  de  Gobernación. 

(Gob.)  «Numerosas  son  las  quejas  pro- 
ducidas así  por  los  Ayuntamientos  como  por 
particulares,  contra  el  abuso  cometido  por 
algunas  autoridades  en  la  expedición  de  co- 
misionados de  apremios  que,  lejos  de  procu- 
rar el  cumplimiento  de  las  órdenes  cjue  se  les 
cometen,  atienden  solo  á la  prolongación  de 
sus  dietas,  causando  con  ellos  grandes  vejá- 
menes á los  pueblos.  Infructuosos  son  para 
la  Administración  estos  medios,  puesto  que 
sin  aumentar  los  ingresos  del  Tesoro  con  el 
producto  de  estas  penas  conminativas,  ni 
consiguiendo  muobas  veces  el  objeto  que  se 
prepusieron  las  autoridades,  sirven  solo  para 
distraer  de  sus  ocupaciones  á los  subalternos 
y á otra,s  personas  que  frecuentemente  no 
son  las  mas  celosas  de  la  moralidad  y buen 
nombre  de  la  Administración.  En  esta  aten- 
ción, S.  M.  siempre  solícita  por  el  bien  de 
los  pueblos,  y en  hacer  desaparecer  esos 
alardes  de  coacción  que  nos  recuerdan  omi- 
nosas épocas  , ha  tenido  á bien  mandar  que 
en  lo  sucesivo  se  supriman  los  comisionados 
de  apremio  en  el  ramo  de  Gobernación  , y 
que  en  su  lugar  se  conmine  á los  Alcaldes  y 
particulares,  cuando  por  incuria  ó neghgen-  j 


(1)  V.  Justicia  (art.  7.u  y 8o.  del  reglamen- 
to provisional  etc.)  Enjuiciamiento  civil:  Tor- 
mento. 
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cia  no  cumplieren  con  lo  preceptuado  por  la 
autoridad,  con  apremio  diario  en  prpel  de 
multas,  quedando  solo  subsistentes  los  comi- 
sionados de  ejecución  en  los  casos  que  mar- 
ca.! las  leyes  6 instrucciones  vigentes.»  De 
Rear  orden,  etc.  Madrid  14  de  febrero  de 
1856  (CL.  t.  b7,  p.  2ÜJ.J 

Sien  nos  parece  la  resolución  conte- 
nida en  la  anterior  Real  orden,  y según 
ella  es  abusivo  lo  práctica  que  totlavía  se 
observa  en  algunos  Gobiernos  de  pro- 
vincia de  expedir  'plantones  de  aprei.úo 
como  medio  de  hacerse  obedecer;  prác- 
tica que  sobre  ilegal  no  nos  parece  de- 
corosa ni  está  en  armonía  con  los  buenos 
principios  de  la  Administración. 

APREMIOS  POR  CONTRIBUCIONES.  Es- 
tos pueden  ser  ó contra  primeros  contri- 
buyentes, es  decir,  contra  los  mismos 
contribuyentes,  ó contra  los  cobradores  ó 
contra  Ayuntamientos  ó contra  los  Al- 
caldes. 

Las  disposiciones  que  sobre  apremios 
deben  consultarse,  principalmente,  son 
los  arts.  65  allí  del  R.  D.  de  23  de 
mayo  de  1845  sobre  contribución  terri- 
torial , que  contienen  las  medidas  coac- 
tivas contra  los  contribuyentes  morosos, 
contra  los  cobradores  y contra  los  Ayun- 
tamientos y Alcaldes,  y el  de  23  de  ju- 
lio de  1850que  vino  á organizar  conve- 
nientementc  la  ejecución  de  los  apremios 
contra  los  primeros  contribuyentes. 

Dejando  para  el  artículo  Contribución 
territorial  ¡a  inserción  íntegra  del  Real 
decreto  de  23  de  mayo  de  1845  hó 
aquí  el 

R.  D.  de  '23  julio  de  1850. 

Organizando  el  sistema  de  apremios. 

(Hac.)  «Atendiendo  á la  necesidad  que 
hay,  según  me  ha  expuesto  el  Ministro  de 
Hacienda,  de  resolver  las  dudas  suscitadas 
en  la  ejecución  de  los  apremios  contra  pri- 
meros contribuyentes,  á que  se  refieren 
ias  disposiciones  del  cap.  7.°  del  Real  de- 
belo de  23  de  mayo  de  1845  respectivo  á 
la  contribución  territorial,  que  rige  tam- 
bién para  con  las  demás,  así  como  de  evi- 
tar los  conflictos  en  que  se  ve  la  adminis- 
tración provincial,  ya  por  la  imposibilidad 
de  justificar  si  se  les  entrega  ó no,  tanto  la 
papeleta  en  que  conste  la  cuota  y cantida- 
des adicionales  que  les  hayan  tocado  en 
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los  repartimientos,  cuanto  la  de  conmina- 
ción con  la  multa  de  4 mrs.  en  real  que 
constituye  el  primero  de  los  tres  apremios 
contra  ellos  establecidos  cuando  no  veri li  — 
can  el  pago  en  el  plazo  señalado,  ya  por 
}os  resultados  que  en  la  práctica  está  ofre- 
ciendo  la  responsabilidad  colectiva  im- 
puesta á los  morosos  en  las  dietas  y costas 
que  se  devengan  en  los  procedimientos  de 
secundo  grado,  que  se  contraen  á la  venta 
de°bienes  muebles,  corno  en  los  de  tercero 
para  la  de  los  inmuebles. 

Y considerando:  I.°  Que  si  bien  en  las 
capitales  de  provincia  y pueblos  cabeza  de 
partido  administrativo  los  apremios  de  los 
tres  grados  de  que  se  trata  deben  expedir- 
se corno  está  mandado  por  los  administra* 
dores,  en  nombre  y con  aprobación  simul- 
tánea ó prévia.  en  su  caso,  de  los  gober- 
nadores, según  el  art.  8 • de  dicho  Real 
decreto,  el  2."  del  de  28  de  diciembre 
de  4 8 i 9 y 5.”  de  mi  Real  disposición  de  18 
de  junio  del  presente,  por  la  inmediata, 
constante  y e'icaz  vigilancia  que  les  toca 
ejercer  en  todos  los  actos  de  los  ejecuto- 
res, no  se  puede  en  caso  alguno  privar  de 
dicha  facultad  á los  Alcaldes  en  todos  los 
demás  pueblos,  ni  consentir  que  estos  de- 
jen de  ejercerla,  porque  de  lo  contrario, 
obrando  en  ellos  por  sí  los  comisionados 
si n otras  restricciones  que  las  del  ulterior 
ex  á en  en  de  sus  procedimientos,  quedarían 
los  contribuyentes  sin  las  garantías  que  la 
ley  les  concede,  y tal  vez  la  Hacienda  sin 
el  puntual  ingreso  en  arcas  de  los  fondos 
que  la  corresponden: 

2. °  Que  teniendo  por  objeto  las  papele- 
tas de  que  hablan  los  arts.  (M  y 69  de 
dicho  Real  decreto  dar  ;¡  conocer  á cada 
contribuyente,  por  la  primera  cuota  anual 
que  por  contribución  y cantidades  adicio- 
nales se  les  asigna  en  los  repartimientos  y 
la  obligación  en  que.  están  de  verificar  su 
pago  dentro  del  plazo  establecido,  y por  la 
segunda  la  pena  en  que  se  les  declara  in- 
cursos en  el  caso  de  no  cumplir  aquel  de- 
ber, es  tan  precisa  é indispensable  la  en- 
trega de  estos  dos  documentos,  cuanto  que 
sin  el  primero  no  puede  tener  lugar  la  im- 
posición de  la  multa  que  envuelve  el  se- 
gundo, como  tampoco  sin  este  los  ulterio- 
res procedimientos  q .e  son  consiguientes: 

3. °  Que  al  paso  que  la  responsabilidad 
individual  que  en  el  apremio  de  primer 
grado  se  impone  á los  contribuyentes  mo- 
rosos ba  ofrecido  hasta  de  presente  los  me- 
jores resultados  en  el  servicio  de  la  recau- 
dación, por  el  contrario  la  colectiva  y man- 
comunada que  para  el  pago  de  dietas  y 


costas  determina  el  art.  8o  en  los  apremios 
de  segundo  y tercer  grado,  solo  ha  ocasio- 
nado en  lo  general  perjuicios  y vejaciones 
á los  Icón  tribuy entes,  ya  porque  la  calidad 
de  los  deudores  haya  ofrecido  procedí  - 
mientas  y dilaciones  no  previstos  en  ins- 
trucción, ya  porque  los  comisionados,  á la 
sombra  de  la  Ity,  prolonguen  la  termina- 
ción de  su  cometido  mas  allá  de  lo  que 
debían,  ó yu  en  ñn,  porque  la  escala  gra- 
dual que  el  mismo  artículo  establece  no 
esté  en  verdadera  proporción  con  los  gas- 
tos que  llevan  consigo  estos  procedimien- 
tos y con  la  josta  v prudente  recompensa 
que  deben  disfrutar  los  agentes  encarga- 
dos de  su  ejecución,  ofreciendo  por  lo  tan- 
to el  sensible  resultado  de  que  las  cuotas 
de  menor  cuan  lía  puedan  salir  gravadas 
desde  el  70  al  300  por  ciento,  al  puso  que 
1 se  nota  un  alivio  desproporcionado  en  las 
de  mas  importancia,  ora  se  hayan  ejercido 
contra  muchos  contribuyentes  á la  vez, 
ora  contra  uno  ó dos  independientemente: 

4.°  Y por  ultimo,  deseando  poner  bien 
en  claro  la  responsabilidad  colectiva  y 
mancomunada  que  conforme  á lo  resuelto 
en  el  art.  10  de  mi  Real  declaración  de  3 
de  setiembre  de  1817  conservan  los  ayun- 
tamientos en  el  servicio  de  la  recaudación, 
mientras  de  ella  no  se  encargue  la  Admi- 
nistración de  la  Hacienda  pública,  para 
que  no  se  entienda  ser  distinta  de  la  priva- 
tiva y especial  de  los  recaudadores  nom- 
brados por  el  Gobierno,  ni  se  confunda 
tampoco  con  1 ¡ que  ahora  se  establece  para 
los  primeros  contribuyentes,  y mas  aun 
para  que  no  se  hagan  declinar  sobre  estos 
los  procedimientos  y gastos  que  con  arre- 
glo al  art.  U de  la  referida  declaración 
deben  pesar  sobre  los  ayuntamientos  y re- 
caudadores en  ios  casos  que  comprenden 
las  disposiciones  del  cap.  8-°  del  mencio- 
nado R.  D.  de  2o  de  mayo  de  1845; 

Oido  mi  Consejo  de  Ministros,  y de  con- 
formidad con  su  parecer,  Vengo  en  decre- 
tar lo  siguiente:  * 

Articulo  1,"  La  facultad  de  expedir 
los  apremios  contra  primeros  contribuyen- 
tes de  que  trata  el  art.  87  del  R.  D.  de 
23  de  mayo  de  1 845,  compete  a los  ad- 
ministradores en  las  capitales  de  provincia 
y en  los  pueblos  cabezas  de  partido  admi- 
nistrativo, uon  aprobación  simultanea  ó 
prévia  de  los  Gobernadores,  en  cuyo  nom- 
bre lo  expedirán,  y en  todos  lo»  demás 
pueblos  á los  Alcaldes  .presidentes  de  los 
Ayuntamientos,  ya  se  haga  la  cobranza 
' por  cuenta  de  estos,  ya  de  la  Hacienda; 
entendiéndose  que  esta  facultad  se  ha  ele 
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ejercer  en  los  términos  y bajo  las  reglas 
que  contienen  los  arts.  66  deí  propio  Real 
decretó,  y 39.  y 40  de  la  instrucción  de 
cobradores  de  5 de  setiembre  de  1845. 

Art,2.5  Kn  la  papeleta  de  que  habla  el 
art.  61  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de  1845  se 
expresará  la  cuota  anual  de  contribución 
y cantidades  adicionales  con  que  cada  indi- 
viduo se  halle  inscrito  en  la  lista  cobra  lo- 
ria sacada  del  repartimiento,  y los  plazos 
en  que  respectivamente  deberá  ejecutar  su 
pago 

La  papeleta  se  extenderá  por  los  recau- 
dadores con  referencia  á las  mismas  listas 
y con  el  visto  bueno  de  los  administradores 
en  las  capitales  de  provincia  y en  los  pue- 
. blos  cabeza  de  partido  administrativo,  y 
del  Alcalde  en  los  restantes,  y se  repartirá 
en  todos  á domicilio  por  tos  agentes  de!  re- 
caudador. A los  contribuyentes  forasteros 
que  no  tengan  colono  ni  encargado  en  el 
pu  blo,  se  Jes  remitirán  por  conducto  de 
los  Alcaldes  de  los  pueblos  en  que  residan. 
Las  papeletas  que  no  puedan  ser  repartidas 
se  devolverán  a la  Administración  ó al  Al- 
calde en  su  caso  par.  que  conste  la  razón 
por  qué  no  han  sido  entregadas  á los  res- 
pectivos interesados. 

Al  principiar  y concluir  la  distribución 
de  pápete  tas  se  anunciará  en  los  parajes 
públicos  y en  los  Boletines  oficiales , para 
qúe  el  contribuyente  que  no  reciba  la  que 
le  sea  respectiva  pueda  reclamarla  de  la  au- 
toridad correspondiente. 

Art.  Fi  0 Antes  del  vencimiento  de!  pla- 
zo señalado  para  la  cobranza  de  las  cuotas 
de  cada  uno  de  los  cuatro  trimestres  del 
año,  los  recaudadores  liarán  insertar  los 
oportunos  anuncios  en  los  Boletines  oficía- 
les de  la  capital  de  provin-ia,  y fijarlos  en 
los  parages  públicos  y de  costumbre  en  los 
demas  pueblo,  invitando  a los  contribuyen- 
tes á que  dentro  del  plazo  marcado  por  íns- 
tru'  Cion  verifiquen  el  pago  de  sus  respecti- 
vas cuotas  en  los  puntos  que  los  mismos 
recaudadores  designarán,  de  acuerdo  con 
las  respectivas  autoridades,  excepto  en  las 
capitales  de  provincia  en  que  la  cobranza 
se  hará  á domicilio,  según  está  mandado, 
evitando  de  este  modo  que  el  primer  aviso 
que  reciban  los  contribuyentes  sea  el  apre- 
mio de  primer  grado. 

Art.  4.°  Eos  apremios  de  primero  y se- 
gún grado  se  comprenderán  en  lo  sucesivo 
en  un  solo  despacho,  que  deberá  expedirse 
el  dia  6 del  segundo  mes  de  cada  trimestre. 

K1  apremio  del  primer  grado  se  concre- 
tará á imponer  á cada  contribuyente  mo  - 
rososo  el  recargo  de  4 tnrs  en  real  de  los 


que  constituyan  su  total  débito,  Jo  cual  se 
participará  por  el  ejecutor  al  interesado  al 
tiempo  de  entregarle  !a  papeleta  de  que 
trata  el  art.  69  del  expresado  Real  decreto, 
en  los  términos  y bajo  las  formalidades  que 
ei  mismo  dispone,  extendiendo  de  ello  la 
oportuna  diligencia  para  los  efectos  subsi- 
guientes. 

El  de  segundo  grado,  ó sea  el  de  ejecu- 
ción con  venta  ,.s  bienes  muebles,  tendrá 
lugar  al  cuarto  dia  de  entregada  la  pape- 
leta del  primero,  si  el  contribuyente  no  sa- 
tisface su  débito  con  arreglo  á los  trámites 
establecidos  en  las  disposicidfees  del  citado 
capítulo  7.°,  sin  perjuicio  de  cbntinuar  des- 
pués, si  fuese  necesario,  el  del  tercer  grado 
para  ejecutar  los  inmuebles  ó raíces,  en 
caso  de  acordarlo  así  el  Ayuntamiento,  con- 
forme a la  facultad  que  le  concede  el  ar- 
tículo 83  del  propio  Real  decreto. 

Art.  5 ü Deja  de  ser  colectiva  la  obli- 
gación de  los  primeros  contribuyentes  al 
pago  de  las  dietas  y costas  de  los  apremios 
de  segundo  y tercer  grado,  y en  su  lugar  se 
establece  la  individua!  como  en  el  del  pri- 
mer grado,  en  esta  forma: 

Se  exigirá  ¡i  cada  contribuyente  en  el 
apremio  de  segundo  grado,  además  del  re- 
cargo de  4 mrs.  en  real  sobre  débitos: 

Desde  1 á.  1,000  rs..  el  10  por  100. 

de  1 001  á 3.000  ...el  6 por  100. 

de  3.00J  á 5.000  ...  el  4 por  100. 

y de  5.00!  en  adelante,  el  2 por  100. 

En  el  apremio  de  tercer  grado  se  exigí- 
girá  sobre  los  recargos  correspondientes 
al  I o y 2.° 

Desde  í a 1,000  rs..  el  5 por  100. 

de  1.001  á 3.000  ....  el  3 por  100. 

de  3.001  á S.OcO  ....  el  2 por  100. 

y de  5.001  en  adelante,  el  1 por  100. 

Art.  6.°  Los  recargos  que  se  imponen 
por  cada  uno  de  los  tres  referidos  apremios 
se  devengan  y son  exigibles  desde  el  mo- 
mento, y no  antes,  en  que  el  ejecutor  los 
notifique  á los  respectivos  interesados,  se- 
gún el  órden  gradual  en  que  deben  ejer- 
cerse. 

Art.  t.0  Los  expresados  recargos  per- 
tenecen exclusivamente  á los  ejecutores, 
obligados,  como  lo  quedan,,!  llevar  ade- 
lante y terminar  los  tres  apremios;  pero 
no  se  íes  entregarán;  ingresando  y perma- 
neciendo entre  tanto  en  poder  de  los  re- 
caudadores, hasta  que  se  halle  realizado  el 
pago  del  débito  y concluido  el  procedimien- 
to; dando  para  ello  la  administración,  lue- 
go que  examine  y apruebe  ios  expedientes, 
la  oportuna  órden  al  recaudador. 
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Art  8 0 Será  obligación  del  ejecutor 
satisfacer  las  dietas  queso  devenguen  pol- 
los auxiliares  y peritos  de  la  comisión,  así 
como  los  deiechos  del  papel  del  despacho 
y cualesquiera  otros  gastos  que  en  ella  se 
ocasionen,  bajo  e*  concepto  de  que  los  con- 
tribuyentes ño  deben  pagar  por  los  apre- 
mios otra  cantidad  que  la  de  los  recargos 
expresados. 

Art.  8.°  El  intenden!  de  Madrid  y los 
administradores  de  provincia  y de  partido 
no  expedirán  en  lo  sucesivo  otros  apremios 
de  primero, segundo  y tercer  grado  contra 
primeros  cofSribuyentes  que  los  que  se  ha- 
llen dentro  de  los  casos  marcados  en  este 
Rea!  decreto,  y los  que  se  consideren  in- 
dispensables para  realizar  los  descubiertos 
procedentes  de  contratos  celebrados  pol- 
los deudores  con  la  Administración  de  la 
Hacienda  pública,  ó de  ramos  ó impuestos, 
cuya  cobranza  directa  se  halle  á cargo  de  la 
misma  Administración,  pues  en  los  demás, 
esta  facultad  es  de  la  competencia  y obliga- 
ción de  los  Alcaldes  de  los  pueblos  como 
queda  dispuesto. 

Art.  10.  No  se  hará  novedad  en  el  sis- 
tema establecido  por  las  disposiciones  del 
capítulo  8.°  de  mi  citado  R.  D.  de  23  de 
mayo  de  1845  nara  el  apremio  de  ejecución 
contra  ios  recaudadores,  que  sen  responsa- 
bles directos  á la  Hacienda  del  importe  de 
tas  contribuciones  cuya  cobranza  les  está 
encomendada,  entendiéndose  comprendidos 
en  este  caso  los  Ayuntamientos  que  asimis- 
mo la  verifican  con  arreglo  á la  declaración 
quecontienen  los  arte.  10  y 11  de  mi  Real 
disposición  de  3 de  setiembre  de  1847. 

Art.  lt . Las  dietas  y costas  que  se  de- 
venguen en  los  apremios  contra  los  Ayun- 
tamientos y recaudadores  como  responsa- 
bles de  la  cobranza  do  los  impuestos  en  los 
casos  á que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
se  señalarán  y exijirán  con  sujeción  á lo 
dispuesto  en  el  cap.  8.°  del  expresado  Real 
decreto  sin  que  en  ningún  caso,  ni  bajo 
pretesto  alguno,  se  hagan  recaer  sobre  los 
primeros  contribuyentes.  Dado  en  Palacio 
á 23  de  julio  de  1850.»  [CL.  t.  50,  p.  652.) 

Parte  doctrinal. 

Apremios  contra  cobradores,  Ayuntamientos 
y Alcaldes. 

En  los  apremios  ó medidas  coactivas 
para  hacer  efectivas  las  contribuciones 
é impuestos  vamos  á considerar  princi- 
palmente los  que  tienen  lugar  contra  ¡ 
primeros  contribuyentes. 


Respecto  de  los  apremios  contra  co- 
bradores, Ayuntamientos  y Alcaldes , so- 
lo diremos  que  según  expresamente  se 
ordena  en  los  arts.  10  y 1 1 del  R.  D.  de 
23  de  julio  de  1850,  debe  estarse  á lo 
dispuesto  en  los  capítulos  VIH  y IX  del 
R.  D.  ele  23  de  mayo  de  1845  asi  en 
cuanto  á los  trámites  y formalidades  con 
que  deben  ejecutarse,  como  respecto  de 
los  casos  en  que  deben  tener  lugar.  Es- 
cusando  repetir  lo  que  en  dichos  capí- 
tulos se  dispone,  hablaremos  solo,  como 
de  mas  interés,  de  los  apremios  contra 
primeros  contribuyentes,  cuya  materia 
para  mayor  claridad  dividimos  en  los 
seis  párrafos  siguientes: 

§ l.°  Deberes  de  la  Administración  en 
materia  de  apremios. 

La  ley  es  justa  en  los  trámites  que  se- 
ñala para  ¡a  cobran-a  de  los  impuestos. 
Lejos  de  querer  que  se  causen  vejacio- 
nes á los  contribuyentes,  se  afana  por 
concederles  todas  aquellas  consideracio- 
nes que  exija  siempre  la  equidad  y que 
no  perjudican  ¿ la  recaudación. 

En  principio  de  cada  año  es  deber 
de  los  cobradores  repartir  á cada  contri- 
buyente una  papeleta  visada  por  el  ad- 
ministrador en  las  capitales,  ó por  e.l  Al- 
calde en  los  demás  pueblos,  en  la  que, 
con  referencia  a las  listas  cobratorias,  se 
expresa  la  cuota  anual  que  debe  pagar 
con  inclusión  de  los  recargos.  (Arts.  61 
del  fí.  D.  de  23  de  mayo  de  1845,  y 
del  de  23  de  julio  de  1850.) 

La  ley  no  se  contenta  con  esto;  quie- 
re además  que  el  repartimiento  de  pape- 
letas se  anuncie  eD  los  Boletines  y en  los 
parajes  públicos,  y quiere  que  por  estos 
mismos  medios  de  publicidad,  se  invite 
á los  contribuyentes  antes  del  venci- 
miento de  los  plazos,  para  que  dentro  de 
ellos  paguen  sus  respectivas  cuotas,  hu- 
yendo siempre  del  peligro  de  que  el  pri- 
mer aviso  que  recitan  sea  el  apremio. 

§ 2.°  Plazos  para  el  pago. 

Tanto  la  contribución  territorial  como 
la  industrial,  y en  su  caso  la  de  consu- 
mos, se  pagan  trimestralmente,  y debe- 
mos por  lo  mismo  recordar  que  los  pía- 
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zos  se  entienden  vencidos  el  dia  l.°  del 
secundo  mes  de'  cada  trimestre,  esto  es, 
el  dia  i.  de  los  meses  de  febrero , mayo , 
agosto  y noviembre.  Art.  1 0 del  R.  D.  de 
23  de  mayo  de  1846  que  modifica  si  57 
del  de  igual  dia  y mes  Je  1845. 

■ Esto  no  obstante,  desde  el  dia  l.°  al 
5 no  se  puede  apremiar  á los  contribu- 
yentes según  se  deduce  del  art.  68  del 
dicho  Real  decreto,  con  la  reforma  he- 
cha por  el  otro  de  ¡846. 

§ 3.°  Obligación  de  los  contribuyentes. 

Los  contribuyentes  están  obligados  á 
hacer  el  pago  antes  del  dia  o del  segun- 
do mes  de  cada  trimestre,  en  el  sitio  de- 
signado por  ios  recaudadores,  de  acuer- 
do cor)  las  respectivas  autoridades.  (Ar- ' 
tículo  67  referido,  modificado  en  cuanto  ' 
d la  designación  por  el  art.  3.°  del  Real  \ 
decreto  de  23  julio  de  1850,) 

Si  el  recaudador  ha  faltado  al  deber 
que  dicho  art.  3.°  Je  impone,  presen- 
tándose á hacer  la  cobranza  sin  haber 
llenado  previamente  sus  formalidades, 
el  Alcalde  podrá  suspenderle  observando 
el  art.  62  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de 
1845  sobre  inmuebles. 

En  las  capitales  de  provincia  se  bace 
la  cobranza  á domicilio,  pero  á condi- 
ción de  que  anunciado  el  plazo,  los  que 
dejen  de  satisfacer  el  importe  de  sus 
cuotas  á la  presentación  de  los  agentes 
de!  recaudador,  quedan  sujetos  á veri- 
ficar el  pago  en  la  oficina  de  la  recau- 
dación , y á sufrir  si  no  las  medidas 
coactivas.  ( R . O de  25  junio  de  1849, 
y art.  3.°  del  R.  D.  de  23  julio  de  1850.) 

El  dia  o del  segundo  mes  de  cada  tri- 
mestre, el  cobrador  presentará  al  Alcal- 
de una  relación  de  los  contribuyentes 
que  no  hubieren  satisfecho  sus  cuotas. 
{Art.  3.”  del  R . I),  de  23  mayo  de  1846 
yne  modifica  el  68  del  ele  1845.) 

§ 4.°  Apremios.  Sus  grados. 

La  facultad  de  expedir  apremios  con- 
tra los  primeros  contribuyentes,  com- 
pete á los  IcAaldes  en  los  pueblos. donde 
haya  Administración  de  provincia  ó 
de  partido,  ya  se  haga  la  cobranza  por 
euenta  de  los  Ayuntamientos  ó de  la  Ha- 
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cienda.  Al  efecto  tendrán  nombrado  un 
ejecutor  de  apremios,  único  encargado 
de  llevarlos  á efecto,  sin  otra  retribu- 
ción que  los  recargos  correspondientes 
al  apremio  de  que  se  trate.  (Art.  í.°  y 

9. °  del  R.  D.  de  23  julio  de  1850,  y 68, 
69  y 70  del  R.  D.  de  23  mayo  de  1845.) 

Tres  grados  de  apremio,  ó sea  tres 
apremios  concedo  la  ley  contra  los  con- 
tribuyentes que  no  pagan  oportunamen- 
te sus  cuotas,  según  la  mayor  ó menor 
morosidad  del  deudor  y se  llaman  de 
primero,  segundo  y tercer  grado  según 
vamos  á ver. 

Apremio  de  primer  grado.  ■ 

Consiste  el  apremio  de  primer  grado 
en  imponer  á los  contribuyentes  que  no 
pagan  con  oportunidad,  un  recargo  de 
cuatro  mrs.  en  cada  real  de  los  que  cons- 
tituyen su  total  debito.  (Art.  4.°  del 
R.  b.  de.  23  julio  de  1850.) 

Se  expide  el  dia  6 del  segundo  mes 
de  cada  trimestre,  pasándose  al  deudor 
una  papeleta  conminatoria  firmada  por 
el  Alcaide  y repartida  con  las  formalida- 
des prevenidas  en  los  arts.  67  y 69  del 
* R.  1).  de  1845.  No  es  exigible  el  reear- 
t go  según  e!  art.  O.0  del  mismo  decreto, 
sino  desde  el  momento  v no  antes  en 
que  se  le  notifique  al  deudor.  Hecha 
esta  notificación  se  suspende  todo  pro- 
cedimiento hasta  que  pasen  tres  dias  en 
que  se  ¡leva  á efecto  el  apremio  de  se- 
gundo grado 

Hecha  la  entrega  de  papeletas,  el  eje- 
cutor suspenderá  sus  procedimientos, 
sin  poderlos  continuar  hasta  que,  pre- 
sentada nueva  lista  de  deudores  por  el 
cobrador  el  Alcalde  mande  proceder  al 
apremio  de  segundo  grado. 

El  cobrador  debe  en  los  dias  8,  9 y 

10.  ó plazo  que  se  señale  de  tres  dias, 

. constituirse  en  cobranza,  vigilando  y 

haciendo  el  Alcalde  que  así  se  cumpla, 

| á no  ser  que  en  el  primero  ó segundo 
\ hayan  pagado  todos  los  deudores.  Al 
\ providenciar  el  apremio  de  segundo  gra- 
do debe  el  Alcalde  tener  la  convicción 
de  que  han  dado  lugar  á él  1-os  mismos 
contribuyentes.  A este  fin;  y para  que 
el  cobrador  no  alegue  ignorancia,  será 
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bueno  se  le  notifique  los  días  señalados 
para  robrar  el  débito  inclusos  los  cuatro 
maravedises  en  real. 

Si  todos  pagan  en  ese  plazo,  conclu- 
yó el  procedimiento  para  todos.  Si  solo 
algunos,  habrá  concluido  para  estos,  se- 
gún.el  art.  8ü  del  Real  decreto  de  in- 
muebles, presentándose  nueva  lista  de 
los  que  aun  continúan  deudores  el  dia 
11,  ó el  siguiente  al  del  vencimiento  de! 
plazo  señalado,  comprendiéndose  en  ella 
el  nuevo  recargo  sobre  los  4 maravedi- 
ses en  reai;  y empezando  el  segundo 
apremio  conforme  al  art.  70  de  dicho 
decreto  que  se  seguirá  como  veremos  en 
el  siguiente. 

Apremio  de  segundo  grado. 

Se  comprende  el  apremio  de  segundo 
grado  en  el  mismo  despacho  ó providen- 
cia que  el  anterior  de  primer  grado,  y . 
solo  se  lleva  á efecto  al  cuarto  dia  de  en-  . 
íregada  la  papeleta  conminatoria,  si  el  \ 
deudor  no  ha  satisfecho  su  débito  con 
el  recargo  de  los  4 mrs.„del  apremio  del 
primer  grado.  Al  cuarto  dia  forma  el 
cobrador  la  lista  de  deudores,  y con  la 
venia  del  Alcalde  procede  el  ejecutor  al 
api  enai  o de  segundo  grado.  ( Párrafo ' 
final  del  art.  4.°  citado). 

Este  apremio  de  segundo  grado  con- 
siste en  ejecución  con  cenia  de  bienes 
muebles , y al  que  dá  lugar  á él  se  1«  exi- 
ge además  del  recargo  de  los  4 marave- 
dís del  primer  apremio,  otro  segundo 
recargo  determinado  en  el  art.  5.°  del 
citado  decreto. 

El  contribuyente  no  debe  en  ningún 
caso  pagar  por  este  apremio  mas  que  la 
cantidad  proporcional  del  recargo  ex- 
presado, siendo  de  cuenta  del  ejecutor, 
á quien  pertenece  integro  el  satisfacer 
las  dietas  que  devenguen  los  auxiliares 
y peritos  de  la  comisión,  los  derechos 
del  papel  dei  despacho  y cualesquiera 
otros,  (iríí.  5.°,  7.°  y 8.°). 

El  producto  de  la  venta  se  entrega  al 
cobrador  y este  le  aplica  á cubrir  el  dé- 
bito de  la  contribución;  con  lo  que  so- 
brare se  pagan  lis  recargos,  y lo  demás 
se  devuelve  al  interesado.  {Art.  79  Real 
decreto  de  2-3  de  mayo). 


En  el  caso  de  no  haber  efectos  mue- 
bles, ni  los  frutos  ó rentas  de  que  habla 
el  art.  80  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de 
184o,  ó que  estos  no  sean  suficientes, 
después  do  hacerlo  constar  el  ejecutor 
en  el  expedente,  suspenderá  sus  proce- 
dimientos y entregará  al  Alcalde  las  di- 
ligencias actuadas,  para  que  el  Ayunta- 
miento con  ¡os  mayores  contribuyentes 
acuerde  respecto  de  cada  deudor,  en  la 
forma  y tiempo  que  luego  veremos,  si 
ha  de  procederse  al  apremio  de  tercer 
grado,  ó ha  de  considerarse  partida  fa- 
llida. {Arts.  82  del  mismo  R.  D y \ \ y 
13  de  la  instrucción  de  20  de  diciembre 
de  1847). 

Bienes  esceptuados  de  embargo  y ven- 
ta. Se  expresan  en  el  art.  72  del  Real 
decreto  de  23  de  mayo  de  1845  al  cual 
referirnos  á nuestros  lectores.  Hay  que 
tener  presente  que  según  e!  artículo  83, 
cuando  el  valor  de  los  efectos  hallados 
al  deudor  no  alcance  á cubrir  el  débito 
se  extiende  el  embargo  á los  frutos  ó ren- 
tas que  le  pertenezcan,  encargando  al 
depositario  de  su  recolección  y cobran- 
za. La  ley  no  habla  de  escepeion  alguna 
de  bienes  raines  sujetos  en  su  caso  al 
apremio  de  tercer  grado  de  que  hemos 
de  ocuparnos. 

Depositarios.  El  deudor  ejecutado 
tiene  el  derecho  de  designar  depositario 
de  sus  bienes  embargados,  siendo  per- 
sona abonada  ó que  ofrezca  garantía. 
Cuando  sea  uno  el  ejecutado  y no  le 
nombre,  lo  hace  el  ejecutor.  Siendo  va- 
rios, el  Alcalde  nombrará  depositario  á 
propuesta  del  ejecutor.  {Arts.  73  y 74 
B.  i 0.  de  23  de  mayo). 

Todos  los  contribuyentes  establecidos 
en  el  pueblo  no  hallándose  físicamente 
imposibilitados,  están  obligados  á acep- 
tar el  cargo  de  depositarios,  siendo  nom- 
brados por  el  Alcalde,  aunque  con  abono 
de  los  gastos  del  depósito,  {Art.  74)  no 
pudiendo  escusarse  ni  los  aforados  de 
Guerra  y Marina,  ó retirados,  ó indivi- 
duos de  los  cuerpos  de  reserva,  no  es- 
tando sobre  las  armas.  {B.  O.  de  29  de 
marzo  de  1848  inserta  en  Aforados). 

Resistencia  al  embargo.  Allanamien- 
to. El  art.  75  del  R.  D.  de  23  de  mayo 
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de  1845  preve  el  caso  de  que  al  ir  á ve- 
rificarse el  embargo  se  niegue  el  deudor 
á abrir  las  puertas  de  su  casa,  ú oponga 
resistencia  de  cualquier  otro  modo.  Lo 
que  en  este  caso  corresponde  al  ejecutor 
es  oficiar  a!  Alcalde  ó reclamar  su  auxi- 
lio por  medio  de!  alguacil.  El  Alcalde 
deberá  acudir  acompañado  del  mismo  ó 
de  otro  alguacil , intimar  al  deudor  la 
obediencia,  formar  en  el  acto  si  no  obe- 
dece auto  de  oficio  ante  escribano  y exa- 
minando testigos,  dictar  providencia  de 
allanamiento,  y si  todavía  se  resistiere, 
forzar  la  casa  auxiliándose  del  herrero  ó 
de  los  vecinos;  todo  sin  perjuicio  de  con- 
tinuar la  causa  dando  parte  al  juzgado  y 
remitiéndole,  formadas  que  sean  , las 
primeras  diligencias.  Desaprobamos  co- 
mo ilegal  el  allanamiento  sin  que  prece- 
dan estas  formalidades. 

Venta  de  los  bienes.  Practicado  el  em- 
bargo y hecho  el  inventario  y depósito 
de  los  muebles  (arts.  73  y 74)  se  proce- 
de al  nombramiento  de  peritos  para  la 
tasación  ; uno  nombra  el  deudor  y otro 
el  ejecutor,  y en  su  caso  nombra  el  Al- 
calde un  tercero  (art.  7(1) . 

Hecha  inmediatamente  la  tasación  se 
pasan  al  Alcalde  las  diligencias,  y este 
manda  en  el  acto  sacar  los  bienes  á pú- 
blica subasta,  la  cual  tendrá  lugar  (ar- 
ticulo 77)  á los  tres  dias  del  embargo, 
prévio  anuncio  al  público,  presidiéndola 
el  mismo  Alcalde  y admitiendo  las  pos- 
turas que  llenen  los  requisitos  del  articu- 
lo 78.  En  caso  de  insuficiencia  de  los 
bienes  embargados  se  amplía  á los  frutos 
y rentas  del  deudor  conforme  al  art  80. 

Vendidos  los  bienes  , el  ejecutor  reu- 
nirá las  piezas  y hará  al  Alcaide  la  entre- 
ga de  ellas,  á tenor  del  art.  82. 

Declaración  de  fallidos. 

Luego  que  el  ejecutor  baya  entregado 
•as  diligencias  infructuosamente  practi- 
cadas en  el  apremio  de  segundo  grado, 
ó en  que  uo  resulten  cubiertos  los  débi- 
tos porque  fueron  expedidos,  el  Alcalde 
reunirá  el  Ayuntamiento  con  los  mayo- 
res contribuyentes  si  se  trata  de  la  con - 
tribucion  de  inmuebles , y examinarán 
dichas  diligencias  con  objeto  de  declarar 


si  algunos  ó todos  los  deudores  son  ó no 
fallidos.  (Art.  83  é instrucción  de  1847). 

Si  se  declara  que  ninguno  de  los  deu- 
dores es  fallido,  no  hay  mas  que  expedir 
el  despacho  al  ejecutor  y formar  la  rela- 
ción de  los  deudores,  procediendo  en  lo 
demás  como  veremos  después. 

Respecto  de  los  contribuyentes  á quie- 
nes el  Ayuntamiento  y asociados  crean 
de  todo  punto  insolventes,  ó de  las  cuo- 
tas que  por  cualquier  concepto  no  pue- 
dan ó no  deban  hacerse  efectivas,  lo  de- 
clararán así  mandando  suspender  el  apre- 
mio de  tercer  grado,  y que  en  el  plazo 
qúe  marca  la  citada  R.  O.  de  l.ü  de  julio 
de  185(1,  se  instruya  el  expediente  para 
la  declaración  de  fallidos,  observando  lo 
dispuesto  en  la  R.  O.  de  1 ,°  de  julio  de 
1856  y en  el  art.  13  de  la  instrucsion  de 
1847.  Este  quiere : 

1. °  Que  se  forme  por  el  Secretario  de 
Ayunt.  relación  nominal  de  los  contribu- 
yentes fallidos  ó insolventes,  cuotas,  etc. 

2. °  Su  exposición  al  público  por  es- 
pacio de  seis  días. 

3. °  Anuncio  prévio  de  ello  por  edic- 
tos y pregones. 

4. °  Admisión  de  reclamaciones  ver- 
bales ó escritas  de  los  contribuyentes. 

Practicadas  que  sean  las  precedentes 
diligencias,  el  Ayuntamiento  y sus  aso- 
ciados se  reúnen  nuevamente  , exami- 
nan las  reclamaciones  presentadas,  y 
con  vista  de  ellas  acuerdan  decisivamen- 
te sobre  fas  que  les  ofrecieron  duda  ó 
hayan  sido  objeto  de  alguna  reclama- 
ción. Las  diligencias  las  remite  el  Alcal- 
de por  conducto  de  la  Administración  al 
Gobernador  de  la  provincia.  La  decla- 
ración de  partidas  f allidas  de  la  contri- 
bución industrial  , se  hace  trimestral- 
mente por  el  Alcalde  y dos  industriales, 
si  es  posible  de  la  misma  clase  ó de  otra 
análoga  , y en  las  capitales  por  tres  in- 
dustriales del  gremio,  y el  sindico,  guar- 
dando las  reglas  establecidas  por  la  cir- 
cular de  20  de  junio  de  1&56. 

Apremio  de  tercer  grado. 

Consiste  el  apremio  de  tercer  grado, 
según  el  art.  64  del  R.  D.  de  23  de  ma- 
yo’ de  1845,  en  la  ejecución  y ' venta  de 
bienes  inmuebles  J raíces  de  los  deudores 
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Para  hacer  el  pago  dé  sus  descubiertos. 
Solo  se  procede  á éi  cuando  seguido  ei 
apremio  de  segundo  grado  no  tuviese  el 
deudor,  ó no  fueren  suficientes  los  efec- 
tos muebles,  ni  los  frutos  ó rentas  de  que 
habla  el  art.  80  del  citado  decreto,  si 
prévio  el  exámén  de  las  diligencias  lo 
acordare  asi  el  Ayuntamiento  con  los 
mayores  contribuyentes  en  la  formo  que 
dejamos  dicho  en  el  anterior  párrafo,  ó 

10  que  es  igual,  con  arreglo  á lo  preveni- 
do en  el  art.  83  del  R.  D'.  de  23  de  ma- 
yo de  1845,  el  1 1 y siguientes  de  la  Real 
Instrucción  de  20  de  diciembre  de  1847, 
R.  0.  de  l.°  de  julio  de  1856,  y circular 
de  la  Dirección  general  de  26  de  junio 
del  mismo  año. 

Solo  advertiremos  especialmente  res- 
pecto del  apremio  de  tercer  grado  que 
la  venta  de  raíces  debe  anunciarse  por 
quince  dias,  en  el  mismo  pueblo  é inme- 
diatos y en  las  cabezas  de  partido;  y que 
no  puede  aprobarse  el  remate  cuando  la 
postura  baje  de  las  dos  terceras  partes  de 
la  cantidad  en  que  hubieren  sido  tasadas 
las  fincas.  (Art.  11  de  la  inst.  de  20  de 
diciembre  de  1847.) 

§ 5.°  Apremios  por  consumos  y 
subsidio,  etc. 

En  los  apremios  contra  contribuyentes’ 
cobradores  y Ayuntamientos  por  consu- 
mos deben  observarse  Ids  mismos  trámi- 
tes y formalidades  prescritos  para  el  co- 
bro de  la  contribución  de  inmuebles  (ar- 
tículo 229  de  la  R.  I;  de  24  de  diciem- 
bre de  1856).  Iguales  trámites  y forma- 
lidades deben  observarse  parala  cobranza 
de  la  contribución  del  subsidio,  y de 
cualquiera  cantidad  que  se  adeude  al 
Estado  por  razón  de  impuestos  ó por  des- 
cubiertos procedentes  de  contratos,  etc. 
(Art.  9 del  R,  D.  de  23  de  julio  de  1850, 
R.  0.  de  7 de  marzo  de  1850,  y artículo 

11  del  R.  D.  de  20  de  octubre  de  1852 
que  se  hallarán  en  Contribución  indus- 
trial.) 

§ 6.°  Advertencias  generales. 

Donde  la  cobranza  esté  á cargo  de  lá 
Administración,  los  apremios  dé  todos  los 
grados  se  expiden  por  el  Gobernador  de 


la  provincia  ó Administración  de  Hacieu. 
da,  conforme  lo  dispone  el  art.  87  del 
decreto  de  23  de  mayo;  pero  esto  no  obs- 
tante, quiere  el  mismo  artículo  que  para 
la  venta  dé  bienes  raíces  se  consulte 
siempre  al  Ayuntamiento,  en  cuyo  caso 
se  procederá  con  los  mayores  contribu- 
yentes á la  declaración  de  fallidos  ó no 
fallidos,  etc.,  en  la  misma  forma  que  pa- 
ra cuando  la  cobranza  esté  á cargo  de  los 
Ayuntamientos. 

En  las  poblaciones  en  que  con  arreglo 
al  art.  47  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de 
1845,  haya  comisión  especial  de  evalua- 
ción y repartimiento  de  la  contribución 
territorial,  á esta  es  á quien  corresponde 
en  sustitución  del  Ayuntamiento,  el  co- 
nocimiento y aclaración  de  las  partidas 
fallidas  por  dicha  contribución,  asociada 
también  de  un  número  de  mayores  con- 
tribuyentes igual  al  de  sus  vocales  (pár- 
rafo final,  art.  l.°  de  la  R.  I.  de  20  de 
diciembre  de  1847),  Tampoco  tienen  in- 
tervención alguna  los  Alcaldes,  porque 
son  los  presidentes  de  esas  comisiones. 

Guando  competa  al  Alcalde  expedirlos 
apremios  se  lleva  á efecto  el  apremio  de 
tercer  grado  contra  los  que  hubiesen 
sido  declarados  no  fallidos  en  ambos 
acuerdos  del  Ayuntamiento  y sus  aso- 
ciados, expidiendo  el  mismo  Alcalde  un 
despacho  á favor  del  ejecutor  y uniendo 
á él  la  relación  nominal  de  los  deudores. 
La  forma  de  proceder  la  hemos  dicho  en 
el  párrafo  8.° 

APREMIOS  CONTRA  COMPRADORES  DE 
BIENES  NACIONALES.  Se  procede  en  es- 
tos apremios  como  en  los  procedentes 
de  débitos  por  rentas  ó contribuciones. 
Consúltense  principalmente  en  el  artícu- 
lo Desamortización  las  Rs.  Ords.  de  3 
de  setiembre  de  1862  y la  de  25  de  ene- 
ro de  1867,  en  las  cuales  se  establece  la 
tramitación  de  ejecuciones  contra  los 
compradores  morosos,  las  dietas  de  los 
comisionados,  lo  relativo  á la  declara- 
ción de  quiebra  y la  forma  de  las  nuevas 
subastas. 

APRENDI1.  APRENDIIAGE.  No  ha  mu- 
cho, todavía  que  para  el  ejerció  de  un 
arte  ú oficio  se  requería  haber  trabajado 
precisamente  en  el  taller  de  algún  maes- 
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!¿()  cierto  número  de  años,  sufrir  al  ca- 
bo-de ellos  un  examen,  y ser  matricula- 
jo  por  último  e-L  el  gremio  correspon- 
diente, previo  el  pago  de  la  cantidad  'de- 
terminada por  las  ordenanzas.  Disposi- 
ciones muy  sabias  del  último  tercio  del 
siglo  pasado  fueron  modificando  poco  á 
poco  tan  funesto  sistema,  y hoy  sin  ha- 
berse acabado  los  aprendices  ni  losapren- 
dizages  de  oficios,  que  podrán  estipu- 
larse y hacerse  como  se  quiera,  tenemos 
ya  sancionada  la  completa  libertad  de 
industria  por  el  decreto  de  20  de  enero 
de  1834  y por  la  ley  de  8 de  junio  de 
1813,  comoveremos  en  Artes:  Fábricas. 

APROVECHAMIENTOS  COMUNES.  Lla- 
mánse  así  los  pastos,  aguas,  leñas  ú 
otros  objetos  semejantes  que  en  virtud 
de  título  legítimo  se  disfrutan  en  común 
por  uno  ó mas  pueblos,  ó por  alguna 
provincia.  Todas  las  cuestiones  sobre,  po- 
sesión, uso  ó distribución  de  aprovecha- 
mientos provinciales  y comunales,  cuan- 
do pasan  á ser  contenciosas,  son  de  la 
competencia  de  los  Consejos  provincia- 
les, según  lo  dispuesto  en  la  ley  para  el 
gobierno  y administración  délas  provin- 
cias. Siendo  las  cuestiones  sobre  pro- 
piedad del  conocimiento  esclusivo  do  los 
tribunales  civiles.  V.  Acción  administra- 
tiva. Aguas.  Bienes  comunales.  Leñas. 
Pastos.  Vecindad,  etc. 

ARANCEL.  Redámenlo  hecho  con  au- 
toridad pública  en  que  se  señalan  los  de- 
rechos que  se  han  de  llevar,  6 bs  pre- 
cios á que  se  han  de  vender  las  cosas. 
En  este  sentido  se  dice  Aranceles  j udicia- 
les, de  la  Renta  de  aduanas,  de  Dere- 
chos de  estola,  de  Portazgos,  pontaz- 
gos y harcages,  etc,  á cuyas  palabras  re- 
mitimos á nuestros  lectores,  menos  en 
lo  relativo  á los  judiciales  de  que  habla- 
mos á continuación. 

. ARANCELES  JUDICIALES.  En  3 de  no- 
viembre de  1837  autorizaron  las  Cortes 
«d  ohierno  pata  poner  en  ejecución  los 
aranceles  procesales  que  había  lormado 
una.  comisión  nombrada  3l  efecto  en 
1836;  y usando  el  Gobierno  de  esta  au- 
torización los  publicó  en  29  del  mismo 
mes  para  empezar  á regir  en  l.°  de  fe- 
brero de  1838. 
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Después,  en  2 de  mayo  de  1843,  se 
sancionó  una  ley  derogando  los  citados 
aranceles  de' 1837  y mandando  observar 
otros  nuevos;  pero  se  levantó  un  clamor 
general  contra  algunas  de  sus  disposi- 
ciones que  elevaban  demasiado  ciertos 
derechos  de  los  relatores,  escribanos  y 
otros  funcionarios,  y se  hizo  necesario 
reformarlos.  La  reforma  no  se  dejó  es- 
perar mucho  tiempo,  pues  se  aeordó  por 
R.  D.  de  22  de  mayo  de  1846,  el  cual 
contiene  solos  tres  artículos.  Por  el  l.° 
se  aprobaron  diferentes  modificaciones. 
Por  el  2.°  se  mandó  que  empezasen  á 
regir  desde  1 .°  de  agosto  del  mismo  año, 
V por  el  3C  que  se  hiciese  nueva  edición 
de  ios  aranceles  con  todas  las  modifica- 
ciones y supresiones  aprobadas. 

Los  aranceles  de  22  de  mayo  de  1846, 
estuvieron  en  observancia  14  años,  has- 
ta el  l.°  de  junio  de  1860  en  que  empe- 
zaron á regir  los  actuales,  arreglados  al 
R.  D.  de  28  de  abril  de  dicho  año.  El 
Gobierno  se  propuso  con  la  reforma  po- 
ner en  armonía  los  derechos  de  los  fun- 
cionarios que  intervienen  en  ios  juicios, 
con  la  nueva  situación  creada  por  las 
variaciones  introducidas  en  les  procedi- 
mientos, suprimiendo  instancias  y sim- 
plificando trámites  inútiles;  hacer  iguales 
en  todas  las  Audiencias  los  derechos  aran- 
celarios, y establecerlos;)  la  vezpara aque- 
llas actuaciones  que  introdujo  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y para  ios  secreta- 
rios de  ios  juzgados  de  paz. 

No  estamos  sin  embargo  en  la  idea  de 
que  el  Gobierno  aceítase  en  la  reforma, 
m menos  de  que  llenase  los  vacíos  que  se 
dejaban  sentir  para  evitar  interpretacio- 
nes abusivas,  y algo  de  esto  indicaremos 
luego,  empezando  por  insertar  íntegros 
los  referidos  aranceles,  hoy  vigentes. 
f¡ . D.  de  2í!  abril  de  1 860. 

Modificando  los  aranceles  de  1846. 

(Grao  y Just.)  «Tomando  en  considera- 
ción las  razones  que  me  lia  expuesto  elMi- 
n i siró  de  Gracia  y Justicia  sobre  la  urgente 
necesidad  de  refoi  mar  los  aranceles  judicia- 
les dentro  de  los  limites  que  establece  la 
ley  do  2 de  mayo  de  1845,  y en  uso  de  la 
autorización  concedida  por  la  de  25  de  abril 
del  mismo  año,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 
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Artículo  1.°  Los  aranceles  judiciales 
publicados  por  ini  R.  D.  de  22  de  mayo  de 
4íi46,  se  modificarán  con  arreglo  á las  dis- 
posiciones que  contiene  mi  resolución  de 
esta  fecha. 

Aru  2."  Se  suprime  la  división  de  Au- 
diencias de  primera  y segunda  clase,  y en 
su  virtud,  se  cobrarán  en  todas  las  del  rei- 
no unos  mismos  derechos. 

Art.  3.°  Los  aranceles  reformados  en 
los  términos  que  expresan  los  artículos  an- 
teriores, empezarán  a regir  desde  )1  dia  l.° 
de  junio  próximo,  hasta  tanto  que  se  publi- 
que la  ley  que  determine  la  organización 
de  los  tribunales  y laclase  y renumeracion 
de  los  subalternos. 

Art.  4.°  Por  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justiciase  hará  una  nueva  impresión  y pu- 
blicación de  ios  aranceles  judiciales,  suje- 
tándose á las  prescripciones  de  este  decre- 
to,» Dado  cu  Aranjuez  á 2Í1  de  abril  de 
1860. — Está  rubricado  de  la  real  mano. — 
El  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  Santiago 
Fernandez  Negrete.  ( CL . t.  83  p.  355. ) 

La  resolución  adjunta  de  que  habla  el 
art.  í.°  especifica  todas  las  modificacio- 
nes, las  cuales  se  hallan  contenidas  en 
los  nuevos  aranceles  que  son  como  sigue: 

ARANCELES  JUDICIALES. 

Modificados  con  arreglo  al  real  decreto  y reso- 
lución de  S.  Al.  de  28  ue  abril  de  1860. 


TITULO  I. 

DE  LOS  NEGOCIOS  *DEL  TRIBUNAL 
SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

Articulo!.0  Los  subalternos  y depen- 
dientes de  este  tribunal  cobrarán  sus  dere- 
chos conforme  al  arancel  establecido  para 
las  Audiencias,  con  el  aumento  de  una  cuar- 
ta parte  sobre  las  cantidades  asignadas  á 
estas. 

TITULO  II. 

DE  LOS  NEGOCIOS  DEL  TRIBUNAL  ESPECIAL 
DE  LAS  ÓRDENES  MILITARES. 

Art.  2.°  Los  subalternos  y dependientes 
de  este  tribunal  cobrarán  sus  derechos  con- 
forme á lo  establedido  para  las  Audiencias. 


TITULO  m. 

DE  LOS  NEGOCIOS  DE  LAS  AUDIENCIAS  ■ 
TERRITORIALES. 

SECCION  PRIMERA- 

Expedientes  de  la  atribución  del  Tribunal 

pleno  de  la  sala  de  Gobierno  y de  la  re- 
gencia. 

CAPITULO  I. 

Del  secretario  de  gobierno. 

Art.  3.°  Por  el  reconocimiento  del  pri- 
mer recurso  y de  ios  documentos  que  le 
acompañan,  llevará  por  hoja  84  cénts. 

Art.  4.°  Por  el  reconocimiento  y estu- 
dio de  los  expedientes,  para  dar  cuenta  al 
Tribunal  pleno  ó sala  de  Gobierno,  siendo 
estos  originales  llevará  por  cada  hoja,  re- 
partido entre  los  interesados,  84  cénts. 

Art.  5.°  Y siendo  en  compulsa,  i real. 

Art.  6.°  Si  por  la  gravedad  ó complica- 
ción del  negocio  ó por  providencia  dél  tri- 
bunal formare  en  algún  caso  extracto,  por 
cada  hoja  del  expediente  siendo  original, 
distribuido  entre  los  interesados,  y sin  que 
puedan  percibirse  ya  de  los  mismos  en  nin- 
gún coso  derecnos  algunos  por  este  motivo, 
sino  de  lo  aumentado,  que  se  cobrará  por 
entero  90  cénts. 

Art.  7.°  Y siendo  el  expediente  en  com- 
pulsa, 1 real. 

Art.  8.°  Los  secretarios  no  devengarán 
derechos  por  ningún  examen  posterior  de 
hojas  por  cuyo  reconocimiento  hubieren  ya 
devengado  los  de  vista. 

Art.  P.°  Por  dar  cuenta  al  Tribunal  ple- 
no ó saia,  de  Gobierno  de  los  recursos  ó ex- 
pedientes, estender  la  providencia  siendo 
de  instrucción,  16  rs. 

Art.  10.  Y siendo  de  resolución,  26  rs. 

Art.  11.  Por  dar  cuenta  al  regente  de 
cualquier  recurso  ó diligencia  practicada,  y 
estender  la  providencia  que  este  dictare, 
8 reales. 

Art.  12.  Por  las  notificaciones  que  de- 
ben hacer  á los  interesados,  inclusa  la  co- 
pia de  la  providencia  en  los  expedientes  de 
su  competencia,  llevarán  los  mismos  dere- 
chos que  por  igual  motivo  perciben  los  es- 
cribanos de  cámara. 

Art.  13.  Por  ios  oficios  li  órdenes  en  re- 
lación ó insertando  ¡a  determinación  que 
hubiere  recaído,  no  pasando  de  medio  piie- 
go,  6rs.  v 

Art.  14.  Por  cada  medio  que  pase,  5 
reales. 
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Art.  15.  Por  cada  medio  pliego  de  copia 
literal  de  dichos  oficios  ú órdenes,  4 rs. 

Arí.  16.  Por  los  oficios  u órdenes  de 
simple  recuerdo,  de  remisión  y recibo  de 
diligencias  ó expedientes  y otros  semejan- 
tes,-llevará  porcada  uno,  4 rs. 

Art.  17t  Por  cada  pase  de  expedientes 
ó diligencias  á los  Sres.  Ministros,  señor  fis- 
cal, relator,  tasador  y repartidor,  5 rs. 

Art.  18.  Por  las  notas  de  desglose  de 
documentos,  de  pase  del  expediente  ó dili- 
gencias á personas  que  no  firman  en  el  libro 
de  conocimientos,  y las  demás  que  ios  inte- 
resados pidan  qv.e  sé  pongan  en  el  expe- 
diente, en  cuyo  caso  se  expresará  así,  4 rs. 

Art.  19.  Por  poner  en  el  expediente 
certificación  de  los  documentos  que  se  man- 
den desglosar,  de  las  reales  órdenes,  ú otro 
que  obre  en  la  secretaria,  por  cada  medio 
pliego,  2 rs. 

Art.  20.  Por  cada  pliego  de  consulta  ó 
informe  en  relación,  distribuidos  entre  los 
interesados,  16  rs. 

Art.  21.  Y por  cada  uno  de  los  de  inser- 
ción, 5 rs. 

Art.  .22.  Por  cada  hoja  de  consulta  ó 
informe  que  ponga  en  limpio  para  remitirlo 
al  Gobierno  ó al  Tribunal  Supremo,  ó de 
comunicación  á autoridad  que  no  corres- 
ponda al  poder  judicial,  o rs. 

Art.  23.  Por  copiar  las  consultas  ó in- 
formes en  el  libro  de  su  registro,  llevará 
por  cada  hoja  de  original , 3 rs. 

Art.  24.  Por  el  informe  que  se.  les  man- 
de dar  con  vista  de  los  precedentes,  pur  ca- 
da hoja  siendo  en  relación,  i 4 rs. 

Art.  25.  Y por  cada  una  de  insertos, 
4 reales. 

Expedientes  de  exámenes  y juramentos. 

Art.  26.  Por  el  señalamiento  y entrega 
del  expediente  al  examinado,  9 rs. 

Art.  27.  Por  la  asistencia  al  acto  de 
exdmen  de  escribano,  12  rs. 

Art.  28.  Por  recibir  ei  juramento  de  los 

escribanos,  1 6 rs. 

Art.  29.  Por  la  certificación  de  apro- 
bación de  examen  ó juramento  de  los  mis- 
mos, 17  rs. 

Art.  50  Por  cada  expediente  de  jura- 
mento de  los  jueces  de  primera  instancia, 
certificación  y copia  en  su  caso  dei  titulo  en 

registro,  44  rs. 

Art.  31.  por  el  de  cualquier  subalterno, 
certificación  y registro,  25  rs. 

Art.  32.  Y por  el  de  los  dependientes, 
16  reales. 

Art.  33.  Por  la  toma  de  razón  de  los  tí- 
tulos de  los  escribanos,  por  cada  hoja  del 
0r‘ginai,  6 rs. 
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Art.  34.  En  los  demás  actos  no  expre- 
sados de  estos  expedientes,  se  arreglará  á lo 
señalado  en  el  capítulo  anterior. 

Art.  55.  Por  los  nombramientos,  pose- 
sa011 Y juramentos  de  los  jueces  de  paz,  no 
se  devengarán  deiechos  de  ninguna  especie, 
asignándose  en  los  expedientes  de  renuncia, 
escusas  y licencias,  10  rs.  vn.  por  todas  las 
diligencias,  sin  que  nunca  pueda  exigirse 
mas  de  esta  cantidad. 

CAPITULO  II. 

De  los  porteros. 

Art.  36.  Por  la  asistencia  á los  juramen- 
tos expresados  en  el  capítulo  anterior  lle- 
varán entre  todos,  24  rs. 

CAPITULO  DI. 

De  los  alguaciles. 

Art.  37.  Por  la  asistencia  á los  juramen- 
tos referidos  llevarán  entre  todos,'  22  rs. 


SECCION  SEGUNDA. 

líe  los  negocios  de  tas  salas  de  justicia* 

CAPITULO  i. 


De  los  relatores. 

Art.  38.  Por  dar  cuenta  de  expedientes, 
y estender  ei  auto  que  recaiga,  siendo  de 
sustanciacion,  ó de  pase  al  fiscal,  ó de  ad- 
misión de  súplica  rio  contradicha,  lleva- 
rá 13  rs. 

. Art.  39.  Si  fuere  para  recibimiento  á 
prueba  no  impugnada  ó de.  resolución  de 
algún  incidente  de  los  que  se  determinan  en 
ei  despacho  sin  proceder  vista  formal,  con 
inclusión  de  la  esteiisiou  dei  auto,  26  rs. 

Art.  40.  Porcada  articulación  de  prue- 
ba hecha  en  escrito  ú otrosí,  y por  cada 
pregunta  útil  dei  interrogatorio,  además  de 
los  derechos  señalados  en  el  artículo  ante- 
rior, dos  rs.  G0  cents. 

Art  41.  Por  el  reconocimiento  y estu- 
dio dé  los  pleitos  y causas,  siendo  origina- 
les, por  cada  hoja  y de  cada  una  de  las  par- 
tes, no  excediendo  estas  de  dos,  76  cents. 

Art.  42.  Y siendo  en  compulsa,  i real, 

Art.  45.  En  los  pleitos  de  cuentas,  par- 
tición y división  de  bienes,  de  sucesión  a tí- 
tulos, prerogativas  de  honor  y cualesquie- 
ra otras  preeminencias  anejas  á las  vincula- 
ciones, de  sucesión  según  ios  llamamientos 
de  la  fundación  á bienes  que  fueron  vincu- 
lados, eu  los  de  concurso  de  acreedores 
cuando  en  este  se  trate  de  la  liquidación  y 
graduación  de  lqs  medidos  y no  de  algún 
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incidente  ó articulo,  y en  las  causas  ele  cua> 
tro  ó mas  reos,  ó cuando  á uno  solo  se  le 
hicieren  mas'  de  seis  cargos,  por  hoja  en 
iguales  términos,  i rea!. 

Art.  44.  Y siendo  en  compulsa,  un  real 
24  cénts. 

Art.  45.  Cuando  formen  parte  de  los 
autos  algunas  piezas  ó documentos  que  por 
ser  de  letra  antigua  hagan  conocidamente 
difícil  su  reconocimiento,  la  Sala  graduará 
la  cantidad  que  por  este  deba  cobrarse.  Lo  ! 
mismo  se  observará  respecto  de  los  planos 
topográficos. 

A t.  46.  Por  la  formación  de  apunta- 
miento, cualquiera  que  sea  el  número  de 
sus  hojas,  llevará  por  cada  uno  de  los  au- 
tce  originales,  y de  cada  una  de  las  partes, 
no  excediendo  estas  de  dos,  5U  cents. 

Art.  47.  Siendo  los  autos  en  compulsa, 
por  hoja  y parte  en  los  mismos  términos 
60  cénts. 

Art.  413.  En  los  pleitos  y causas  expre- 
sadas en  el  art.  43,  72  cénts. 

Art.  49.  Y en  los  mencionados  en  el 
artículo  44,  en  unos  y otros  por  hoja  y par- 
te en  la  forma  referida,  78  cénts. 

Art.  50.  Cuando  el  apuntamiento  no 
comprenda,  atendido  el  punto  que  se  va  á 
decidir,  todo  el  i estillado  del  proceso  ni  de 
los  autos  que  hubiesen  sido  acumulados,  los 
derechos  se  exigirán  en  proporción  al  nú- 
mero de  hojas  que  hubiese  tenido  que  reco- 
nocer el  relator,  sobre  lo  que  pondrá  su 
correspondiente  nota. 

Art,  51.  Si  fuese  necesario  formarot.ro 
apuntamiento  por  no  servir  el  primero 
atendida  la  diversidad  del  punto  que  va  á 
decidirse  y del  anterior,  se  percibirá  la  mi- 
tad de  derechos  de  las  hojas  ya  reconocidas 
de  que  sea  preciso  hacer  nuevamente  méri- 
to, si  se  hubiesen  cobrado  anteriormente 
por  entero,  de  lo  que  se  pondrá  la  oportu- 
na nota. 

Art.  52.  Por  el  cotejo  de  apuntamiento 
con  citación  de  las  partes  llevará  por  cada: 
hora  de  las  que  dure  esta  operación  dividi- 
dos entre  aquellas  si  se  verificase  este  acto  ? 
de  conformidad  de  las  mismas,  y en  otro  1 
caso  de  la  que  lo  hubiere  solicitado,  22 
reales. 

Art.  53.  Por  corregir  las  pruebas  del 
apuntamiento,  si  se  imprimiese,  llevará  por 
cada  pliego  de  impresión  de  este,  en  los  tér- 
minos prevenidos  en  el  artículo  anterior,  8 
reales. 

Art.  54.  Por  examinarlo  ya  irhpreso, 
corregir  y salvar  las  erratas. que  todavía  hu- 
biese, autorizar  el  ejemplar  que  ha  de  cor- 
rer con  el  proceso,  los  que  han  de  repartir- 


se á los  Ministros  y á las  partes,  y el  que  ha 
de  quedar  para  gobierno  del  relator,  lleva- 
rá, incluso  el  acto  de  repartirlos,  por  cada 
ejemplar,  6 rs. 

Art.  55.  Por  reconocer  las  alegaciones 
ó papeles  en  derecho  manuscritos,  é infor- 
me que  ha  de  dar  á la  Sala,  por  pliego,  4 rs. 

Art.  56.  Por  el  reconocimiento  délos 
mismos  papeles  ó alegaciones  después  de 
impresos,  y poner  la  nota  mandada  por  la 
ley,  por  pliego  de  impresión  de  r.n  ejem- 
plar, 8 rs. 

Art.  57.  Y por  el  reconocimiento  y no- 
tas de  ios  demás  ejemplares  hasta  el  núme- 
ro prevenido  en  el  art  54,  incluso  e!  acto 
de  repartirlos,  por  cada  uno,  4 rs. 

Art.  58-  Por  la  formación  de  árboles,  no 
pasando  de  treinta  casillas,  llevará  por  ca- 
da una  del  original  que  ha  de  acompañar  al 
apuntamiento  , repartidos  entre  todas  las 
partes,  4 rs. 

Art  59.  Y si  pasaren  de  treinta,  porca- 
da una  de  las  que  excedan,  5 rs. 

Art,  6U  Por  cada  casilla  de  las  copias, 
que  han  de  ser  tantas  como  ios  Mnn>tros  de 
la  dotación  de  la  Sala,  relator  y abogados 
de  las  partes,  48  cents, 

Ai  t 61.  Cuando  por  haberse  valido  ca- 
da una  de  las  parles  de  distinto  árbol  genea- 
lógico, sea  preciso  en  el  que  forma  el  rela- 
tor para  la  vista  del  negocio  presentar  aque- 
llos con  separación,  cada  parte  satisfará  los 
derechos  correspondientes  á las  casillas  del 
presentado  por  la  misma. 

Art.  62.  Por  la  formación  de  la  lista  ori- 
ginal de  los  bienes 'raíces  litigiosos,  cuando 
fuere  absolutamente  necesaria  para  mejor 
inteligencia  del  negocio,  llevará  por  cada 
uno  de  los  bienes,  un  real  74  cénts. 

Art.  6a.  Por  la  de  la  lista  original  de 
reos  ó personas  comprendidas  en  las-causas, 
por  cada  uno,  un  real  72  cénts. 

Art.  64.  Por  el  decreto  original  que  se 
forme  en  los  pleitos  de  cuentas,  por  cada 
hoja  que  tenga  el  apuntamiento,  distribui- 
do entre  las  partes,  un  real  24  cénts. 

Art.  65.  Y por  cada  pliego  de  copia,  6 
reales. 

Art.  66.  Cuando  los  pleitos  ó causas  vi- 
niesen en  apelación  ó consulta  de  artículo, 
auto  interlocutorio  ú otro  de  cualquiera 
clase,  no  siendo  ae  sobreseimiento,  senten- 
cia ó definitivo  que  termine  el  negocio,  lle- 
vará según  la  clase  de  aquellos,  los  dere- 
chos de  reconocimiento  de  las  hojas  de  que 
hubiera  tenido  que  practicarla,  y los  de 
apuntamiento  que  correspondan  "conforme 
a lo  prevenido  en  el  art.  50,  da.io  que  pon- 
drá la  oportuna  nota. 


ARANCELES 

Art.  67.  Si  loa  pleitos  ó causas  volvie-  j 
ren  por  cualquiera  motivo  á la  superioridad  : 
percibirá  por  reconocimiento  la  mitad  de 
derechos  de  las  hojas  ya  reconocidas  de  que 
sea  necesario  hacer  nuevamente  mérito,  y 
en  !a  misma  proporción  por  apuntamiento, 
si  fuere  preciso  formarlo  según  lo  estable- 
cido en  el  art.  51 . 

Art.  68.  En  los  artículos  é incidentes 
de  prueba,  súplica  , reposición  ó acumula- 
ción de  procesos  contradichos,  ó cualquiera 
otro  paia  el  que  preceda  vista,  y en  los  de 
libertad  ó indulto  , haya  ó no  contradic- 
ción , en  los  recursos  de  fuerza  y en  las 
competencias,  en  los  casos  en  que  deban  ' 
pagarse  derechos,  se  arreglará  respectiva-  ■ 
mente  para  el  percibo  de  los  que  devengue 
á lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  ante- 
riores. 

Art.  69.  Por  la  asistencia  á las  vistas  y 
hacer  relación  para  la  decisión  de  los  plei- 
tos ó causas,  tanto  en  lo  principal  como  en 
los  artículos  ó incidentes,  ya  sean  en  se- 
gunda ó tercera  instancia,  llevará  par  cada 
hora,  aunque  no  llegue  á ella,  divididos  en- 
tre las  partes,  26  rs. 

Art.  70.  Por  la  estension  de  un  auto  pa- 
ra mejor  proveer,  12  rs. 

Art.  71.  Si  practicadas  y venidas  á la 
sala  las  diligencias  mandadas  en  este  auto 
se  resolviese  el  negocio  definitivamente  sin 
necesidad  de  nueva  vista,  cobrará  la  cuarta 
parte  de  reconocimiento,  y de  los  árboles 
y listas  que  fueren  necesarios,  y el  todo  de  j 
reconocimiento  y apuntamiento  de  lo  au-  ; 
mentado.  Pero  si  hubiere  nueva  vista,  per- 
cibirá la  tercera  parte  de  los  derechos  que 
por  reconocimiento,  árboles  y listas  hubie- 
re llevado  en  la  anterior,  y el  todo  de  re- 
conocimiento y apuntamiento  de  lo  aumen- 
tado, y lo  que  importe  la  asistencia  á la 
nueva  vista. 

Art.  72.  Por  la  estension  del  auto  re- 
mitiendo el  asunto  en  discordia  á mas  seño 
res,  10  rs. 

Art.  73.  En  la  vista  para  dirimir  una 
discordia  cobrará  la  tercera  parte  de  los 
derechos  de  reconocimiento,  árboles  y lis- 
tas que  usare,  de  lo  que  pondrá  nota,  y de 
lo  que  importa  la  asistencia  á esta  vista. 

Art.  74.  Si  los  autos  no  se  remitiesen 
en  discordia  sobre  lo  principal,  sino  sobre 
algún  punto  subalterno,  accesorio  ó dife- 
rente. percibirá  además  de  los  derechos-de 
asistencia  á la  nueva  vista,  la  tercera  parte 
de  los  de  reconocimiento  de  lo  que  sea  re- 
lativo, y de  los  árboles  y listas  que  en  su  ' 
caso  usare,  de  lo  que  pondrá  igualmente 
nota. 
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Art.  75.  Si  por  declararse  no  visto  el 
pleito  ó causa,  ó por  cualquier  otro  motivo 
independiente  del  relator  fuere  preciso  pro- 
ceder á nueva  vista,  percibirá  los  derechos 
señalados  en  el  art.  73. 

Art.  76.  Por  la  estension  de  las  senten- 
cias que  han  de  publicarse  en  la  sala,  40 
reales. 

Art.  77.  Por  la  délos  autos  definitivos, 

22  rs. 

Art.  78.  En  las  revistas  percibirá  por 
entero  los  derechos  de  reconocimiento  y 
apuntamiento  de  todo  lo  aumentado  y de 
las  copias  de  árboles  y listas  que  necesitare 
formar,  de  que  pondrá  nota,  y la  mitad  de 
derechos  de  reconocimiento  de  lo  actuado 
hasta  la  vista. 

Art.  79.  Iguales  derechos  cobrará  por 
la  segunda  vista  de  un  negocio  en  que,  re- 
servido  algún  incidente  para  definitiva , no 
hubiese  recaido  determinación  sobre  lo  prin- 
cipa! en  la  primera. 

Art.  80,  Por  dar  cuenta  de  una  causa 
de  sobreseimiento,  además  de  los  derechos 
de  reconocimiento  señalados  en  el  art.  41  y 
siguientes,  18  rs. 

Art.  81.  Por  la  estension  del  auto  que 
recaiga,  no  siendo  de  pase  al  fiscal,  en  cuyo 
caso  percibirá  la  mitad  de  derechos,  12  rs. 

Art.  82.  Por  cada  pliego  de  consulta  en 
relación,  además  de  lo  que.  corresponda  por 
reconocimiento  de  lo  que  fuere  relativo, 
no  habiendo  apuntamiento,  y los  de  forma- 
ción de  este,  en  su  caso,  llevará  entre  par- 
tes, ó de  la  que  cause  la  consulta,  12  rs. 

Art.  83.  Y porcada  uno  de  los  de  in- 
serción en  los  mismos  términos,  5 rs. 

Art.  84.  Si  al  relator  se  le  encargase  por 
la  salaalguna  liquidación,  cobrará  la  mitad 
de  los  derechos  de  vista  de  todo  lo  que  ne- 
cesitare reconocer,  en  el  caso  de  haberlos 
cobrado  antes  por  entero,  y por  cada  plie- 
go, distribuidos  entre  las  partes,  40  rs. 

Art.  85.  Si  señalado  un  pleito  para  su 
vista,  las  partes  transigieren  antes  de  veri- 
ficarse esta,  cobrará  el  relator  los  derechos 
expresados  en  este  arancel , escoplo  los  de 
asistencia'. 

Art.  86  Si  el  número  de  partes  litigan- 
tes excediese  de  dos,  se  distribuirá  entre 
todas  las  que  litiguen  la  suma  á que  ascien- 
dan los  derechos  correspondientes  á las  dos. 

Art.  87.  Para  graduar  el  númerode  par- 
tes litigantes  en  todos  los  casos  expresados 
en  los  artículos  de  esta  sección  se  previene: 
1.°  Que  en  los  asuntos  civiles  y querellas 
por  meras  injurias,  aunque  sean  dos  ó mas 
los  que  litiguen  , si  lo  hacen  en  un  mismo 
escrito  sosteniendo  el  mismo  derecho,  se- 


Tqmo  I. 


434  ARANCELES 

rán  considerados  como  una  sola  parte;  pero 
si  los  derechos  que  sostuvieren  fuesen  dis- 
tintos, serán  considerados  como  partes  tam- 
bién distintas , aunque  litiguen  unidos:  2.° 
Que  en  las  causas  criminales,  si  seis  ó mas 
tratados  como  reos  se  defendiesen  bajo  de 
un  escrito,  serán  considerados  como  dos 
partes. 

Arl.  88.  Por  cualquier  motivo  que  que- 
dase vacante  una  relataría,  percibirá  el  que 
la  desempeñó,  ó sus  herederos,  la  renume- 
racion  íntegra  de  los  trabajos  que  estuvie- 
ran concluidos  y firmados  al  tiempo  de  la 
vacante,  y el  sucesor  en  el  destino  no  de- 
vengará derechos  de  lo  que  su  antecesor 
hubiese  ya  llevado  en  el  mismo  negocio, 
aunque  tuviese  que  hacer  nuevo  reconoci- 
miento ó trabajo. 

CAPITULO  Ií. 

De  los  escribanos  de  cámara. 

Art.  89.  Por  buscar,  bien  a instancia  de 
parle  ó mandato  del  tribunal,  un  pleito  cau- 
sa ó expediente  que  estuviese  en  la  escriba- 
nía sin  curso,  aunque  sea  por  mas  de  un 
año,  5 rs. 

Art.  90.  Por  la  comprobación  de  las 
piezas  de  autos  y sus  fojas  con  el  índice 
qne  debe  acompañarlas  cuando  el  reparti- 
dor los  entrega  en  la  escribanía,  si  no  llega 
á cuatrocientas  hojas,  6 rs. 

Art.  91  Por  cada  ciento  de  las  que  pa- 
sen de  este  número,  1 real. 

Art.  92.  Pur  el  reconocimiento  yexá- 
men  que  debe  hacer  de  tos  autos,  de  su  es- 
tado, naturaleza  y parles  que  litigan,  y en 
su  progreso,  de  susianciacion,  y por  la  dis- 
tocia de  los  mismos  y sus  antecedentes , y 
consiguiente  responsabilidad,  llevará  de  ca- 
da una  de  las  partes,  no  excediendo  estas 
de  düs , y por  cada  hoja  de  las  del  juzgado 
de  primera  instancia,  y de  lo  que  se  obre  , 
en  la  audiencia,  24  cénts. 

Art.  93.  St  el  número  de  partes  litigan- 
tes excediese  de  dos  , se  distribuirá  entre 
ellas  la  suma  que  corresponda  á las  dos,  sin 
que  de  la  que  haya  satisfecho  estos  dere- 
chos una  vez,  pueda  cobrarse  mas  que  el 
aumento  sucesivo,  anotándose  de  oficio  su 
pago  en  el  proceso.  Tampoco  podrá  cobrar- 
se mas  que  este  aumento  del  que,  habiendo 
ya  dos  parles  e.n  el  proceso,  se  mostrase  tal 
en  él,  pero  sin  perjuicio  de  que  reintegre  ó 
los  que  anteriormente  litigaban,  la  suma 
que  le  hubiere  correspondido  satisfacer  de 
lo  ya  actuado,  si  desde  un  principio  se  hu- 
biera mostrado  parte. 

Art.  94.  por  ios  autos  acumulados  no 
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siendo  de  la  misma  escribanía,  llevará  la 
mitad  de  los  derechos  señalados  en  el  'ar- 
tículo  92,  y la  cuarta  parte  si  lo  fuesen  y 
estuviesen  sobreseídos  por  mas  de  un  año; 
en  uno  y otro  caso,  cuando  la  acumulación 
se  hubiese  decretado  en  términos  que  indi- 
quen una  verdadera  y perpetua  unión  ó 
acumulación. 

Art.  95  Por  el  reconocimiento  de  com- 
petencias, en  los  casos  en  que  deban  pagar- 
se derechos  en  estas  llevará,  distribuidos  en- 
tre las  partes,  7 rs. 

Art.  96.  Por  el  de  las  causas,  que  se  re- 
mitan á la  sala  con  auto  de  sobreseimiento 
divididos  entre  los  procesados,  9 rs. 

Art.  97  Por  el  de  los  documentos  que 
se  presenten  ó exhiban  con  recursos,  y de 
las  diligencias  quese  practiquen  en  los j uz- 
gados  en  virtud  de  órdenes  o despachos  de 
la  sala,  inclusa  la  rúbrica  marginal,  llevaiá 
por  hoja,  36  cents. 

Art.  98.  Por  dar  cuenta  por  primera 
vez  de  lodo  pleito,  causa,  ó parle  de  su  for- 
ma-ion, re-  ursos  á la  sala,  y estender  el 
auto  que  recaiga,  7 rs. 

Art.  99.  Perlas  providencias  que  cau- 
sen estado,  como  la  admisión  de  súplica  no 
contradicha,  declaración  de  pasada  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  cualquiera  sentencia 
ó auto  de  la  sala,  y otras  semejantes  que 
esta  dictare  pur  la  relación  del  escribano  de 
cámara,  7 rs. 

Art.  i 00.  Por  los  demás  autos  de  sus- 
lanciacion  que  se  provean  en  lodo  el  curso 
de  los  pleitos  y causas,  por  cada  uno.  5 rs. 

Aid.  101.  Por  cana  notificación  en  los 
estrados  de  la  audiencia,  2 rs. 

Art.  102.  Por  las  que  se  hagan  á los 
procuradores,  inclusa  ia  copia,  3 rs.  50 
céntimos. 

Art.  103.  Por  las  que  se  hagan  á les  in- 
teresados, inclusa  la  copia,  y firmen  ó no 
aquella,  7 rs. 

Art.  104.  Por  las  que  se  hicieren  á per- 
sonas a quienes  previamente  se  pasase  re- 
cado de  atención,  con  copia,  10  rs. 

Art.  105.  Y si  se  hiciese  á corporacio- 
nes ó personas' para  las  que  sea  preciso  se- 
ñalamiento de  día  y hora,  por  todos  los  de- 
rechos 20  rs. 

Art.  106.  Y por  cada  una  al  fiscal  de 
S.  M.,  inclusa  la  copia,  5 rs. 

Art.  1 j7.  Por  la  estension  déla  res- 
puesta en  que  en  el  acto  de  la  notificación 
se  diese,  cuando  esté  mandado  ainiitirla, 
5 reales. 

Art.  108  Por  la  entrega  de  los  autos  al 
procurador,  incluso  el  recibo,  3 rs, 

Art.  4 09.  Por  reconocerlos  ai  tiempo 
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de  la  devolución,  y cancelar  el  recibo,  % 
reales. 

Art.  HO.  Por  los  pases  de  autos,  cau- 
sas y expedientes  ó diligencias  mandadas 
unir  á los  mismos,  á los  magistrados,  fiscal 
de  S.  M.,  relator,  tasador,  registrador  y 
correo,  con  inclusión  de  la  nota,  3 rs. 

Art.  111.  Por  cada  medio  pliego  de  ór- 
den,  oficio  ó aviso  con  relación  á "pleitos  ó 
causas,  3 rs. 

Art  112.  Por  cada  medio  pliego  de  es- 

ceso,  2 rs. 

Art.  113.  Por  las.  notas  y diligencias  de 
desglose  de  documentos,  de  presentación 
de  escritos  en  términos  fatales,  y las  demás 
prescritas  en  las  ordenanzas,  con  especial 
prevención  de  que  no  devengan  derechos 
mas  notas  que  las  que  en  este  articulo  se 
especifican,  3 rs. 

Art.  114,  Por  cada  certificación  en  re- 
lación, no  pasando  de  medio  pliego,  B rs 

Art.  113.  Por  cada  medio  de  eseeso,  4 
reales. 

Art.  116.  Por  los  insertos  que  conten- 
gan, por  hoja,  3 rs. 

Art,  117.  Por  cada  provisión  ó despa- 
cho para  prueba,  emplazamientos,  ú otros 
semejantes  que  se  expidan  durante  el  curso 
del  negocio,  no  pasando  de  un  pliego,  12 
reales. 

Art.  113.  Por  cada  medio  pliego  de  ex- 
ceso, 5 rs. 

Art.  119.  Por  las  ejecutorias  para  el 
cumplimiento  de  sentencias,  llevarán  por 
cada  hoja  en  relación,  0 rs. 

Art.  120.  Por  cada  hoja  de  insertos,  3 
reales. 

Art.  121.  í.as  ejecutorias  se  despacha- 
rán solo  cuando  alguna  de  las  partes  lo  so- 
licite; la  cual  costeará  los  gastos  de  su  ex- 
pedición, y señalará  los  insertos  que  hayan 
de  contener  y los  documentos  que  se  hubie- 
ren de  relacionar.  Si  las  partes,  aunque  pi- 
dan el  despacho  de  las  ejecutorias,  no  hi- 
ciesen el  señalamiento,  se  insertarán  los 
documentos  que  previene  el  art.  G.u  del 
R.  D.  de  3 de  enero  de  1844. 

Art.  122.  Cuando  las  certificaciones, 
provisiones  y ejecutorias  se  pidieren  por 
duplicado,  solo  llevará  la  mitad  de  los  de- 
rechos asignados. 

Art.  123.  Por  las  copias  certificadas  de 
los  documentos  mandados  desglosar  de  los 
autos,  llevarán,  incluso  el  desglose  y reci- 
bo, por  cada  hoja,  3 rs. 

Art.  124.  Por  la  notificación,  acepta- 
ción, juramento,  obligación  y fianza  de  los 
curadores  ad  litera  y defensores  de  ausen^ 
tes,  testamentarias  y concursos,  20  rs. 
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Art.  125.  Por  el  auto  de  discernimiento 
de  la  sala,  6 rs 

Art.  126.  Por  cada  hora  de  ocupación 
en  el  cotejo  de  documentos  y en  recibir 
toda  clase  de  declaraciones,  asi  en  causas 
civiles  como  criminales,  confesiones  con 
cargos,  reconocimiento  en  rueda  de  presos 
y ratificaciones  de  testigos  ó partes  en  de- 
claraciones ó escritos,  siendo  dentro  de  la 
Audiencia,  llevará,  pero  sin  que  en  ningún 
caso  perciba  menos,  10  rs. 

Art.  127.  Cuando  las  diligencias  que 
expresa  el  artículo  anterior  se  practiquen 
fuera  de  la  Audiencia,  asi  como  también  en 
los  embargos  y depósitos,  llevarán  por  ho- 
ra, en  tos  términos  expresados,  12  rs. 

Art.  128.  Por  el  edicto  original,  que 
debe  quedar  en  los  autos,  llamando  á los 
tratados  como  reos,  ó litigantes  ausentes  y 
desconocidos,  3 rs. 

Art.  129.  Por  cada  copia  y diligencias 
de  fijarlos,  ó de  pasarlos  á las  redacciones 
ó autoridades  para  su  inserción  en  los  pa- 
peles públicos  oficiales,  5 rs. 

Art.  130.  Por  la  diligencia  de  no  haber- 
se presentado  el  emplazado,  3 rs. 

Art  1 5 1 . Por  el  mandamiento  de  pri- 
sión, 7 rs. 

Art.  132.  Por  la  fianza  de  estar  á dere- 
cho, pagar  juzgado  y sentenciado,  40  rs. 

Art.  133.  Por  la  de  cárcel  segura,  20 
reales. 

Art.  134.  Por  la  de  caución  juratoria, 
12  reales. 

Art  135.  Por  el  mandamiento  de  sol- 
tura, cualquiera  que  sea  el  número  de  los 
que  comprenda,  7 rs. 

Art.  136.  Por  la  asistencia  á una  vista 
ocular  dentro  de  la  población  cobrará  cada 
dia,  ocupando  seis  horas,  G0  rs. 

Art.  137.  Por  la  asistencia  á la  vista  de 
pleitos  y causas  llevará  por  cada  hora,  aun- 
que no  llegue  á ella,  12  rs. 

Art.  158.  Y por  la  asistencia  á la  publi- 
cación de  sentencias  que  debe  hacerse  en  la 
sala,  llevará,  con  inclusión  de  Ja  diligencia 
de  pronunciamiento,  12  rs. 

Art.  139.  Por  la  copia  certificada  de  las 
sentencias  con  sus  notificaciones  que  debe 
unirse  a los  autos,  si  excediese  de  una  ho- 
ja, 10  rs. 

Por  cada  hoja  de  exceso,  3 rs. 

Por  cada  medio  pliego  de  la  copia,  en  la 
notificación  á las  partes,  3 rs. 

Art.  140.  Y por  la  de  los  definitivos  y 
cualquiera  otro  auto  apelado  que  quede  eñ 
el  rollo  cuando  el  proceso  se  devuelva  al 
juzgado  de  primera  instancia,  7 rs, 

Art  141 . Por  la  tasación  de  costas  é in- 
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forme  sobre  ellas,  cuando,  con  arreglo  á la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  deban  practi- 
carla los  escribanos  de  cámara,  llevarán  los 
derechos  asignados  al  tasador  en  los  artícu- 
los 1 7 G y 177 

Ari.  4 42.  Por  la  remisión  de  autos  al 
Tribunal  Supremo,  ó su  devolución  á los 
juzgados,  con  el  índice  de  las  piezas  y ho- 
jas de  que  se  componen,  llevará  además  de 
Jos  derechos  de  la  previsión  o cei  tilicacion 
en  su  caso,  8 rs. 

Art.  143  Cuando  tenga  que  salir  de  la 
población  donde  resida  la  Audiencia  á algu- 
na comisión  que  la  misma  le  confiera,  le 
seguirán  regulados  los  derechos  por  esla;  y 
si  hubiere  de  desempeñarla  dentro  de  la 
población,  percibirá  los  señalados  en  el  ar- 
ticulo 136. 

CAPITULO  IIL 
De  los  porteros, 

Art.  144.  Por  llevar  un  oíicio  A cual- 
quiera autoridad,  oficina  ó persona  en  vir- 
tud de  mandato  del  Tribunal  y mediando 
interés  de  parte,  3 rs.  60  cents. 

Art  143-  Por  cada  apremio  para  la  de- 
volución de  autos,  JO  rs. 

Art.  lid.  Por  cada  recogida  de  autos 
cuando  el  apremio  queda  sin  efecto,  ó cuan- 
do el  tribunal  lo  mande  sin  que  preceda 
apremio,  8 rs. 

Art.  1 47.  Por  la  asistencia  á la  vista  de 
cada  pleito  6 causa  para  deliuitiva,  y lla- 
mar á las  partes,  12  rs. 

Por  esta  misma  asistencia  cuando  la  vista 
es  de  artículo  con  llamamiento  de  partes, 
6 reales. 

Art.  148.  Y si  la  vista  durase  mas  que 
una  audiencia,  por  cada  una  de  estas  lleva- 
rán igu.il  cantidad  en  sus  casos  respectivos. 

Art.  4 49.  Por  la  asistencia  a la  publi- 
cación de  sentencias,  por  cada  una  de  estas, 

3 reales, 

Art.  d 50  Por  la  asistencia  cuando  se 
practique  alguna  diligencia  fuera  de  las  ho- 
ras del  tribunal  por  el  presidente  ponente 
ó algún  otro  Ministro  de  la  sala,  por  comi- 
sión déla  misma,  llevará  por  hora,  aunque 
no  llegue  á eiia,  5 rs. 

CAPITULO  IV. 

De  los  alguaciles . 

Art  451.  Por  llevar  un  oficio  á cual- 
quiera autoridad,  oficina  ó persona  por 
mandato  del  tribunal  y mediando  interés  | 
de  parle,  4 rs. 

Art.  452.  Por  la,  asistencia  a la  vista  de  ¡ 
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cada  pleito  ó causa  para  definitiva,  40  rs. 

Por  esta  misma  asistencia  cuando  la  vista 
es  de  artículo  con  llamamiento  de  partes, 

5 reales. 

Art.  4 53.  Y si  la  vista  durase  mas  de 
una  audiencia,  por  cada  una  de  estas  lleva- 
rán igual  cantidad  en  sus  casos  respectivos. 

Art.  154.  Por  la  prisión  de  cada, reo,  de 
la  que  llevará  dobles  derechos  siendo  de 
noche,  1 ’l  rs. 

Art.  15o.  Por  la  diligencia  de  embargo 
y depósito  de  bienes,  ó de  su  desembargo, 
no  excediendo  de  una  hora,  8 rs. 

Art.  158.  Y por  cada  una  de  las  que  ex- 
ceda, 5 rs.  -* 

Art.  157.  Por  la  guarda  de  vista  de  un 
reo,  por  cada  día,  20  rs, 

Art.  '158.  Y por  cada  noche,  24  rs. 

Art  159  Por  cada  citación  ó emplaza- 
miento, 5 rs. 

Art.  160.  Por  la  asistencia  á la  publica- 
ción de  sentencias,  por  cada  una  de  estas, 
3 reales. 

Art.  101.  Por  su  asistencia  en  el  caso 
prevenido  en  el  art.  450,  llevará  iguales 
umeches  que  ¡os  que  en  el  mismo  se  seña- 
lan á los  porteros. 

SECCION  TERCERA. 

De  los  funcionarios  que  intervienen  en  los 

negocios  de  gobierno,  y en  las  salas  de  jus- 
ticia. 

CAPITULO  I. 

Del  canciller  registrador. 

Art.  162.  Por  poner  el  sello  en  ios  tí- 
tulos y cualquiera  despacho,  no  siendo  pro- 
visiones ejecutorias,  (i  rs. 

Art.  163.  Y en  estas,  8 rs. 

■ Art.  16 1.  Por  cada  pliego  de  la  copia 
que  saque  de  los  documentos  de  que  haya 
de  lomar  razón,  6 rs. 

Art.  165.  Por  cotejar  la  copia  de  regis- 
tro con  el  original  o con  la  copia  unida  á 
los  autos  en  los  pleitos  que  se  siguen  por 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  pliego, 
2 reales. 

Art.  4 66.  Por  cada  certificación  que 
diere  de  las  copias  que  obren  en  su  oíicio, 
por  pliego,  6 rs. 

Art.  16 1.  Por  la  busca  de  los  registros 
llevará  los  derechos  que  se  señalan  al  ar- 
chivero. 

CAPITULO  II. 

De  los  archiveros. 

Art.  168.  Por  la  busca  de  cualquier  ex- 
pediente, pleito  ó documento,  no  excedien- 
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do  de  dietarios  el  tiempo  de  estar  archiva- 
do, 40  rs. 

Art.  169.  Y por  cada  uno  de  los  que  ex- 
ceda, 4 real. 

Art  170.  Si  no  se  diese  razón  exacta 
dei  negocio  ó del  tiempo  en  que  pasó  al  ar- 
chivo, llevará  además  por  cada  año  que  el 
interesado  le  designe  para  registrar,  2 rs. 

Art.  471.  Si  á pesar  de  las  diligencias 
que  practique  no  se  encuentra  el  expedien- 
te, pleito  ó documento,  llevará  la  mitad  de 
derechos  respectivamente  señalados  en  los 
artículos  anteriores,  con  inclusión  de  la  cer- 
tificación negativa  que  en  su  caso  ponga. 

Art.  472.  Por  cada  certificación  en  re- 
lación, no  pasando  de  un  pliego,  12  rs. 

Art.  175.  Y si  excediese,  por  cada  me- 
dio pliego,  6 rs. 

Art.  47-i.  Y por  cada  hoja  de  inserto  ó 
copia  literal,  2 rs.  50  cénts. 

Art  4 75.  Por  el  pase  de  expedientes, 
pleitos  ó documentos  á la  escribanía,  3 rea- 
les G0  cénts. 

CAPITULO  HI. 

Del  tasador  y repartidor. 

Art.  4 76.  Por  cada  hoja  útil  de  la  pieza 
ó piezas  de  autos  que  haya  de  reconocer 
para  hacer  la  tasación  llevará,  con  inclu- 
sión de  lo  escrito,  15  cénts. 

Art.  477.  Si  se  hiciese  por  el  Tribunal 
condenación  especia!  de  costas  causadas  por 
una  ó mas  personas  siendo  varios  los  com- 
plicados, ya  lengan  que  graduar  las  que 
cada  uno  hubiese  causado,  dividir  las  co- 
munes, ó costas  por  sí  y para  sí  cansadas, 
llevara  por  hoja  útil  de  los  autos  que  re- 
gule, incluso  lo  escrito,  como  cantidad  úni- 
ca en  la  que  esta  comprendida  la  del  artículo 
anterior,  5ü  cénts. 

Art.  478  Por  cada  hoja  de  informe  que 
evacúe  á instancia  de  parte  y por  mandato 
del  Tribunal  por  cualquiera  motivo  inde- 
pendiente del  lasado,  llevará,  incluso  lo  es- 
crito y reconocimiento  de  los  autos,  1t  rs. 

Art.  179.  Por  repartir  cada  pleito,  cau- 
sa, expediente,  recurso,  ó parte  de  causa 
criminal,  no  habiendo  antecedentes  en  el 
registro,  5 rs. 

Art.  ISO.  Y si  ya  estuviese  repartido  el 
asunto  á que  se  refiere  el  proceso,  recurso 
ó parte,  3 is. 

Art.  ¡81.  Por  dar  noticia  de  la  escriba- 
nía de  enmara  donde  radica  el  negocio,  si 
este  se  hubiere  repartido  dentro  del  año, 
4-  rofllcs* 

Art.  ¡82.  Y si  hubiere  trascurrido  mas 
de  un  año  desde  que  se  repartió  el  negocio, 
llevará  por  la  indicada  noticia  5 rs. 


CAPITULO  IV. 

De  los  procuradores. 

Art.  483.  Por  cada  aceptación  de  poder, 
anotándolo  en  el  libro,  3 rs. 

Art.  134.  Por  la  tirina  de  la  sustitución 
del  poder  en  favor  de  cualquiera  otro  pro- 
curador, 2 rs. 

Art  4 85.  Por  la  aceptación  de  curadu- 
ría y defensa  de  menores,  ausentes  y entre- 
dichos, 4 rs. 

Art.  1 86.  Por  la  obligación  y fianza  que 

debe  constituir  en  el  caso  expresado  en  el 
artículo  anterior,  4 rs. 

Art.  4S7.  Per  la  entrega  al  repartidor  de 
toda  pretensión  nueva,  y averiguar  la  es- 
cribanía de  cámara  donde  radica  el  negocio 
que  busca,  para  mostrarse  parte  ó saber  su 
estado,  3 rs. 

Art,  188.  Por  cada  pedimento  de  hecho 
razonado  con  vista  ó relación  á documentos, 

8 rea' es, 

Art..  4 89.  Por  cada  escrito  ó pedimento 
de  sustanciacion , en  toda  clase  de  juicios, 
4 reales. 

Art.  190.  Por  la  firma  en  los  escritos 
estendidos  por  letrado,  é instruirse  de  su 
contenido,  4 rs. 

Art  494.  Por  la  copia  de  los  mismos  en 
papel  sellado,  por  la  que  de  ellos  remita  ó 
entregue  á la  parte  cuando  esta  se  lo  encar- 
gue, y por  la  de  los  presentados  por  los  de- 
más litigantes,  mediando  igual  encargo, 
llevará  por  hoja  del  presentado  en  los  au- 
tos, 2 rs  50  cents. 

Art.  192.  Por  cada  notificación  que  se 
haga  al  procurador,  inclusa  la  firma  de  ella, 
llevará  5 rs. 

Art.  195.  Por  el  nombramiento  de  peri- 
tos en  el  acto  de  la  notificación  de  la  pro- 
videncia del  Tribunal,  sea  uno  solo  ó mu- 
chos , 3 ts. 

Art.  494.  Por  la  toma  de  autos  de  la  es- 
cribanía, y pasarlos  al  ahogado  haciéndole 
cara' o en  el  libro  de  conocimientos,  4 rs. 

Art.  495  Por  devolverlos  a la  escriba- 
nía, cancelando  el  cargo  hecho  al  abogado, 
y el  recibo  que  dejó  aquella,  3 rs. 

Art.  496  Por  la  presentación  material 
de  cada  uno  de  los  testigos  para  las  pruebas 
y justificaciones  de  las  partes,  inclusa  la  no- 
ta  de  ellos,  que  se  unirá  a los  autos,  2 rs. 

Art.  4 97.  Por  la  formación  de  los  árbo- 
les genealógicos  que  se  acompañasen  á cual- 
quier escrito,  donde  hubiere  costumbre  de 
que  los  procuradores  bagan  este  trabajo,  lle- 
varan por  cada  casilla,  i real  72  cénts. 

Art.  198.  Por  cadaaviso  de  señalamiento 
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ó suspensión  de  la  vista  del  pleito,  hecho 
al  abogado,  á la  parte,  á su  apoderado  ó á 
cualquiera  otra  persona  por  óiden  de  estos, 
verificándolo  en  el  mismo  dia  en  que  se  le 
hubiese  notificado  la  providencia,  4 rs. 

Art.  4ÍMJ.  Por  la  asistencia  personal  del 
procurador  a cualquiera  diligencia  que  de- 
ba practicarse  y exija  su  presencia,  llevará 
por  cada  hora,  aunque  no  llegue  á ella,  4 
reales. 

Art.  200.  Por  su  asistencia  á la  vista  de' 
pleitos  y causas  para  los  efectos  prevenidos 
en  las  ordenanzas,  llevará  por  cada  audien- 
cia, 40  rs. 

Art.  201.  En  el  caso  de  que  no  se  verifi- 
que la  vista,  no  habiéndosele  hecho  saber 
en  tiempo  oportuno  la  suspensión  percibirá 
la  miiad  de  derechos. 

Art.  202.  Por  su  asistencia  á cualquiera 
junta,  no  pasando  de  una  hora,  44  rs. 

Art.  203.  Y por  cada  hora  de  esceso  8 
reales. 

Art.  204.  Siempre  que  el  procurador 
tenga  que  dar  recibo,  sea  cualquiera  su  ob- 
jeto, 3 rs. 

Art.  205.  Cuando  hubiere  de  asistir  á 
alguna  diligencia  que  se  practique  fuera  del 
pueblo,  llevará  por  dieta,  48  rs, 

Art.  200.  Por  la  agencia  de  cada  nego- 
cio contencioso,  teniendo  un  curso  activo 
no  justificándose  por  el  procurador  estar 
convenido  con  los  interesados,  se  le  gradua- 
rá por  oada  mes,  20  rs. 

CAPITULO  V. 

De  las  otras  personas  que  devengan  dere- 
chos en  los  juicios. 

Art.  207.  Los  abogados,  médicos,  ciru- 
janos y profesores  de  farmacia,  observarán 
lo  que  acerca  de  ellos  se  previene  en  el  aran- 
cel para  los  juzgados  de  primera  instancia 
y en  las  disposiciones  generales. 

Art.  208.  Los  contadores  de  hipotecas, 
los  revisores  de  letras  antiguas' y sospecho- 
sas, los  tasadores  de  jojas  y muebles,  los 
agrimensores  y peritos  de  labranza,  los  ar- 
tesanos y menestrales,  por  cualquiera  dili- 
gencia ó acto  que  practiquen  ó certificación 
que  dieren  para  hacer  uso  de  ella  en  los 
juicios  que  se  sigan  en  los  tribunales  supe- 
riores, llevaran  los  derechos  que  les  están 
respectivamente  señalados  en  e¡  arancel  de 
los  juzgados  de  primera  instancia. 

CAPITULO  VI. 

Disposición  particular  para  los  subalternos 

del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y de 

las  Audiencias. 

Art.  209,  Si  se  hubiesen  omitido  en  es- 
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te  arancel  algunos  casos  que  se  hallen  com- 
prendidos en  el  de  los  juzgados  de  primera 
instancia,  los  subalternos  de  las  audiencias 
cobraran  una  cuarta  parte  mas  de  lo  que 
esté  asignado  á los  juzgados  contenidos  en 
Sus  territorios;  y los  del  Tribunal' Supremo 
de  Justicia  una  cuarta  parle  mas  que  los  su- 
! bailemos  de  las  Audiencias.  Pero  respecto 
á los  instrumentos  públicos  que  otorguen, 
no  se  hará  alteración  alguna  en  su  gradua- 
ción, sea  escribano  numerario,  real  o de  cá- 
mara, el  que  la  autorice. 

TITULO  IV. 

DE  LOS  TRIBUNALES  Y JUZGADOS  DE  PRIMERA 
INSTANCIA . 


SECCION  PRIMERA. 

CAPITULO  UNICO. 

De  los  negocios  de  los  Tribunales  de 
Comercio. 

Art.  210  Los  letrados  consultores  de 
los  Tribunales  de  Comercio  percibirán  los 
derechos  asignados  á los  jueces  de  primera 
instancia  del  territorio  respectivo. 

Los  subalternos  de  estos  Tribunales  per- 
cibirán los  derechos  con  arreglo  á lo  desig- 
nado para  los  de  los  juzgados  de  primera 
instancia  del  territorio  en  que  aquellos  es- 
tuviesen establecidos. 

SECCION  SEGUNDA. 

CAPITULO  UNICO. 

De  los  negocios  de  los  Tribunales  y juzgados 
eclesiásticos  y de  los  de  Hacienda  pública. 

Art.  214.  Los  tribunales  y juzgados  ecle- 
siásticos y los  de  Hacienda  pública  se  regi- 
rán en  la  exacción  de  derechos  conforme  á 
lo  prescrito  respecto  de  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia  en  cuyo  territorio  estuvieren 
establecidos. 

SECCION  TERCERA. 

(1)  De  los  juzgados  ordinarios  de  primera 
instancia. 

CAPITULO  I. 

Délos  jueces  letrados  de  primera  instancia • 
Juicios  verbales. 

Art.  212.  Los  jueces  de  primera  instan- 

(1)  Los  capítulos I y III  de  esta  sección  solo 
tienen  aplicación  en  las  provincias  Vasconga- 
das y Navarra,  donde  por  no  ser  obligatorio  el 
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cia  percibirán  por  todos  sos  derechos  en  las 
comparecencias  y juicios  verbales,  sobre  in- 
jurias leves  y asuntos  de  menor  cuantía, 
hasta  la  cantidad  de  200  rs.,  0 rs. 

Art.  213.  Y por  los  que  excedan  de  esta 
cantidad  hasta  la  de  500,  por  todos  sus  de- 
rechos inclusos  los  de  llevar  á efecto  la 
providencia,  10  rs. 

Art.  214.  Si  la  duración  del  juicio  ex- 
cediese de  dos  ó mas  horas,  bien  por  el  exá- 
ínen  de  testigos  ó por  otra  causa,  percibirán 
por  todos  sus  derechos,  inclusos  los  de  ju- 
ramentar y examinar  á los  mismos  testigos, 
y los  de  llevar  á efecto  las  providencias,  sin 
que  en  ningún  caso  y bajo  ningún  pretexto 
puedan  exigir  mas,  <20  rs. 

Pleitos  ordinarios. 

Art.  215.  Por  el  auto  de  admisión  ó de 
negación  de  una  demanda,  5 rs. 

Art  216.  Por  el  de  contestación  á la 
demanda  y demás  autos  de  sustanciacion, 
en  toda  clase  de  juicios,  2 rs. 

Art.  217.  Si  el  auto  contuviese  resolu- 
ción de  alguno  ó de  algunos  otrosíes,  por 
cada  uno,  i real. 

Art.  218.  Por  el  auto  recibiendo  el  plei- 
to á prueba,  no  habiendo  contradicción  de 
las  partes,  12  rs. 

; Art.  210.  Por  el  mismo,  habiendo  con- 
tradicción, preceda  ó no  vista,  14  rs. 

Art.  220.  Cuando  se  diele  un  auto  ad- 
mitiendo el  interrogatorio,  por  cada  pre- 
gunta útil  que  se  articule  en  un  escrito  ú 
otrosí  del  mismo,  además  de  los  derechos 
de  dicho  auto,  percibirá  1 rea!. 

Art.  221 . Por  el  auto  abordando  la  aper- 
tura de  pliegos  cenados  que  se  hubiesen 
presentado  en  esta  forma,  inclusa  la  dili- 
gencia de  apertura,  8 rs. 

Art,  222.  Por  la  diligencia  de  juramen- 
to de  las  ['artes  ó testigos,  cuando  se  hace 
con  separación  antes  de  la  extensión  de  las 
declaraciones  prévia  citación  de  aquellas  ó 
á su  presencia,  llevará  por  cada  uno  de  los 
que  presten  juramento,  1 real. 

Art.  223.  Por  las  declaraciones  de  los 
testigos  ó de  las  partes,  llevará  porcada  ho- 
ja, aunque  no  llegue  a una,  5 rs. 

Art  224.  Por  cada  ratificación  simple, 
3 reales. 

Art.  225.  Cuando  en  las  ratificaciones 
se  haga  alguna  ampliación  ó enmienda,  per- 


uso  del  papel  sellado,  ingresan  los  derechos  en 
el  Tesoro,  practicándose  la  recaudación  y en- 
trada en  aquel,  según  se  verifica  en  la  actua- 
lidad. ( Nota  oficial.) 
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eibirá  en  los  mismos  términos  los  derechos 
que  se  señalan  para  las  declaraciones, 

Art  226  Si  las  declaraciones  ó ratifica- 
ciones se  recibiesen  por  medio  de  intérpre- 
te llevará,  no  pasando  de  una  hora,  18  rs. 

Art.  227.  Y por  cada  una  de  exceso,  12 
rea'es. 

Art  228.  Por  la  vista  pública  de  los 
autos  llevará  por  cada  hora  aunque  no  lle- 
gue, 18  rs. 

Art.  229  Por  el  reconocimiento  de  los 
autos  para  recibir  el  pleito  á prueba,  des- 
pachar ó denegar  la  ejecución,  decisión  de 
artículo,  acumulación,  aprobación  de  cuen- 
tas, particiones  ó liquidaciones,  cobrará  por 
cada  hoja  de  las  que  debiese  reconocer,  84 
céntimos. 

Lo  mismo  se  llevará  por  cada  hoja  de  lo 
que  se  hubiere  aumentado  y fuere  preciso 
reconocer  para  sentencia  definitiva, con  su- 
jeción al  art.  231. 

Art.  230.  Pero  si  fuesen  en  compulsa  ó 
de  pleitos  de  cuentas,  partición  y división 
de  bienes  de  sucesión  á títulos,  prerogati- 
vas de  honor  y cualesquiera  otras  preemi- 
nencias anejas  á las  vinculaciones;  de  suce- 
sión según  ios  llamamientos  (lela  fundación 
á bienes  que  fueron  vinculados;  de  concur- 
so de  acreedores,  cuando  en  este  se  trate  de 
la  liquidación  y graduación  de  los  créditos, 
y no  de  algún  incidente  ó artículo;  y en  las 
causas  de  cuatro  ó mas  reos,  ó cuando  á al- 
guno de  ellos  se  le  hiciesen  mas  de  seis  car- 
gos, 1 real. 

Art.  231.  No  se  devengaran  por  el  juez 
derechos  de  reconocimiento  ó vista  mas  que 
una  sola  vez,  y únicamente  en  los  casos  ex- 
presados en  ios  arls.  229  y 230,  sin  que 
nunca  se  lleven  estos  derechos  cuando  p«ra 
dictar  una  providencia  no  es  preciso  reco- 
nocer los  autos. 

Art.  232.  Por  la  asistencia  á compulsas, 
cotejos  de  instrumentos  y vistas  oculares, 
llevara,  no  pasando  de  una  hora,  2z  rs. 

Art.  233.  Y por  cada  una  que  baya  de 
exceso,  1 1 rs. 

Alt.  234.  Por  el  auto  decisorio  de  al- 
gún artículo,  el  de  acumulación,  y lodos  los 
interlocutorios  con  fuerza  de  definitivos,  12 
reales. 

Art.  233.  Si  precediese  vista  para  la 
resolución  de  los  mismos  autos,  llevará, 
14  reales. 

Art.  236.  Por  las  sentencias  definitivas, 
20  reales. 

Art.  237.  Por  el  primer  auto  en  las  in- 
formaciones de  cualquiera  dase,  y expe- 
dientes de  nombramientos  de  peritos,  tuto- 
res y curadores  de  menores,  defensores  de 
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ausentes,  de  reduecion  á acto  público  del 
testamento  nuocupativo,  de  protocoliza- 
ción , ü otros  de  esta  clase,  5 rs. 

Art.  238.  Por  el  auto  de  aprobación 
de  transacciones  é informaciones,  por  el 
definitivo  de  resolución  de  los  expedientes 
designados  en  e!  articulo  anterior,  y por 
todos  los  demás  autos  en  vista,  1 4 rs. 

Art.  259.  Por  el  auto  mandando  discer- 
nir el  cargo  de  tutor  y curador  para  bienes 
y pleitos  de  menores,  8 rs. 

Art,  240.  Por  el  discernimiento  del  mis- 
mo cargo  para  bienes  de  menores,  6 rs. 

Art,  241.  Parigual  discernimiento  para 
pleitos  y nombramientos  de  defensores  de 
ausente,  ignorados  ó entredichos,  4 rs. 

Art,.  242  Por  el  auto  de  cumplimiento 
de  ejecutorias,  requisitorias,  exhortas,  cer- 
tificaciones, reales  provisiones  y despachos 
de  todas  clases  que  se  libren  por  los  tribu- 
nales, sin  perjuicio  de  los  derechos  de  reco-  , 
nocimiento,  5 rs. 

Art.  245.  Por  los  despachos,  exhortos, 
suplicatorias  y requisitorias  que  se  libren 
á cualquier  tribunal  ó juzgado,  llevará  4 ' 
reales. 

Art.  244.  Por  cada  medio  pliego  de  I 
oficio  de  consulta,  5 rs, 

Art.  245.  Por  cada  informe  con  vista 
de  ¡os  autos  ademas  de  los  derechos  de 
reconocimiento,  llevará  por  pliego,  36  rs. 

Art.  246.  Por  cada  mandamiento  com- 
pulsorio, 4 rs. 

Art,  247.  Por  la  legalización  de  docu- 
mentos para  el  extranjero,  26  rs. 

Art.  248.  Por  el  depósito'  de  unajóven 
para  suplir  el  consentimiento  paterno,  ó 
por  el  de  otra  persona  con  cualquiera  ob- 
jeto, 80  reales. 

Juicios  ejecutivos  y sumarios. 

Art.  249  Por  el  auto  en  que  se  manda 
jurar  y reconocer  un  vale,  letra  de  cambio, 
ó cualquier  otro  documento,  5 rs. 

Art.  “250.  Por  e!  auto  en  que  se  manda 
despachar  ó mejorar  la  ejecución,  ó en  el 
que  se  declara  no  haber  lugar  á ella,  4 2 
reales. 

Art.  251.  Por  el  mandamiento  de  eje- 
cución ó de  pago,  4 rs. 

Art.  252.  Por  la  sentencia  de  remate, 
no  procediendo  vista,  16  rs. 

Art.  253.  Y si  precediese  vista  habiendo 
oposición,  se  cobrarán  los  derechos  señala- 
dos en  los  juicios  ordinarios  para  las  sen- 
tencias definitivas. 

Art.  254.  Por  el  auto  mandando  fijar 
edictos  para  la  venta  de  bienes,  4 rs. 
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' Art.  255.  Por  cada  edicto  anunciando  la 
venta  de  bienes  ó efertos,  5 rs. 

Art.  256.  Por  el  anuncio  de  los  mismos, 
ó de  otra  clase,  que  se  remita  para  su  in- 
serción en  los  papeles  públicos  oficiales,  4 
reales. 

Art.  257.  Por  la  asistencia  á un  remate, 
no  pasando  de  una  hora,  22  rs. 

Art.  258.  Y si  excediere,  por  cada  una 
de  exceso,  4 1 rs. 

Art.  259.  Por  el  auto  de  aprobación  ó 
nulidad  Je  un  remate,  no  habiendo  oposi- 
ción ni  precediendo  vista,  42  rs. 

Art.  260.  Y si  ia  hubiere,  con  abogados 
ó sin  ellos,  14  rs. 

Art.  261.  Por  el  auto  de  posesión,  8 rs. 

Art.  262.  Por  el  auto  y mandamiento  de 
posesión,  dando  para  ello  comisión,  16  rs. 

Art.  26  !.  Por  la  asistencia  a dar  pose- 
sión de  bienes  raíces,  60  rs. 

Art.  264.  Por  el  auto  de  aprobación  de 
liquidación  de  cargas,  no  precediendo  vis- 
ta, 12  rs. 

Art.  265.  Si  hubiese  vista,  cobrará  los 
mismos  derechos  que  por  las  sentencias  de- 
finitivas. 

Art.  266.  Por  el  otorgamiento  de  la  es- 
critura de  venta  judicial,  cualquiera  que 
sea  su  estension,  28  rs. 

Art.  267.  Por  el  auto  en  que  se  admite 
justificación  sobre  cualquiera  clase  de  in- 
terdictos, 5 rs. 

Art.  268.  Por  el  auto  en  que  se  otorga 
ó ruega  el  interdicto,  12  rs. 

Art.  269  Cuando  el  juez,  por  efecto  de 
la  naturaleza  del  interdicto,  tuviere  que 
constituirse  en  el  sitio  objeto  de  la  denuncia 
ó reclamación,  cobrará  por  estas  diligencias, 
no  pasando  de  una  hora,  22  rs. 

Art.  270.  Y por  cada  hora  de  esceso,  4 1 
reales. 

Art.  271.  Por  el  auto  de  retención  pre- 
ventiva de  efectos  ó de  cualquiera  otra 
cosa,  42  rs. 

Testamentarías,  abintestatos  y concursos. 

Art.  272.  Por  el  auto  de  prevención  de 
abinlestato  ó testamentaría  de  oficio  ó á 
instancia  de  parte,  5 rs. 

Art.  275.  Por  la  asistencia  á la  forma- 
ción de  un  inventario  y demás  diligencias 
necesarias  hasta  poner  los  bienes  en  seguri- 
dad, no  excediendo  de  una  hora,  22  rs. 

Art.  274.  Y si  excediere,  por  cada  hora 
de  exceso,  4 í rs. 

Art.  275.  Por  las  diligencias  y asisten- 
cia á la  apertura  de  un  testamento  cerrado, 
sin  perjuicio  de  recibir  los  derechos  de  las 
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declaraciones  de  los  testigos  por  separado, 
70  reales. 

Art  276.  Por  el  auto  de  aprobación  de 
inventario  y partición  de  bienes.  50  rs. 

Art.  277.  Por  el  auto  en  qne  se  admite 
la  dimisión  de  bienes,  5 rs. 

Art.  276.  Por  el  en  que  se  declara  por 
bien  formado  el  concurso,  y se  nombra  ad- 
ministrador de  los  bienes  concursados,  12 
reales. 

Art  279.  Por  el  mandamiento  de  ampa- 
ro al  concursado,  el  de  posesión,  de  inqui- 
linato, de  dote  y otros  semejantes,  8 rs. 

Art.  280.  Por  el  título  de  administrador 
de  bienes  raíces,  derechos  ó rentas  de  cual- 
quiera clase,  22  rs. 

Art.  “281.  Por  la  asistencia  á junta  de 
acreedores,  70  rs. 

Ar.  282.  Por  la  sentencia  de  gradua- 
ción, además  de  los  derechos  de  reconocí- 
miento  y vista  si  la  hubiere,  llevará  no  pa- 
sando de  una  hoja,  30  rs. 

Art.  283.  Y si  excediere,  por  cada  ho- 
ja 30  rs. 

Art.  28 í.  Por  cada  libramiento  judicial 
hasta  la  cantidad  de  4.000  rs  , 10  rs. 

Art.  285.  Y si  excediere  de  esta  canti- 
dad, cualquiera  que  sea  la  que  se  libre,  lle- 
vará, 20  rs. 

* \ 
Causas  criminales. 

Art.  286.  Por  los  autos  de  oficio  y de 
admisión  de  querellas,  8 rs. 

Art  287.  Por  ¡as  declaraciones  indaga- 
torias de  los  procesados,  diligencia  de  ca- 
reo, reconocimiento  en  rueda  de  presos,  y 
confesión  con  cargos,  no  excediendo  de  una 
hora,  24  rs. 

Art.  288.  Y si  pasare,  por  cada  hora 
rnas,  12  rs. 

Art.  289.  Por  el  auto  motivado  de  pri- 
sión, si  no  contuviese  mas  que  una  perso- 
na, 12  rs. 

Art.  290.  Y si  excediere,  por  cada  una 
de  las  mandadas  prender,  6 rs. 

Art.  291 . Por  el  auto  de  soltura,  no 
conteniendo  mas  que  una  persona,  12  rs. 

Art.  292.  Y por  cada  una  además,  6 rs. 

Art.  293.  Por  el  mandamiento  de  pri- 
sión, 5 rs. 

Art.  294.  Por  el  mandamiento  de  sol- 
tura, 5 rs. 

Art  295.  Por  la  ocupación  en  las  dili- 
gencias para  la  prisión  de  un  reo,  levanta- 
miento de  un  cadáver,  y demás  que  se 
practiquen  en  estos  actos,  reconocimiento 
de  heridos,  medición  de  un  terreno,  forma- 
ción de  planos,  exámen  de  papeles,  inspec- 
ción de  muebles  ó de  efectos,  cotejo  de  do- 
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cumentos,  y otros  semejantes,  no  excedien- 
do de  una  hora,  24  rs. 

Art.  296.  Y por  cada  una  que  haya  de 

exceso,  18  rs. 

Art.  297.  Por  la  asistencia  á la  disec- 
ción anatómica  de  un  cadáver  ó su  exhu- 
mación, uo  pasando  de  una  hora,  36  rs. 

Art.  298.  Y si  excediere,  por  cada  una, 
24  rs. . 

Art,  299.  Por  las  declaraciones  y ratifi- 
caciones de  los  testigos,  llevará  los  derechos 
señalados  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  300.  Pero  si  las  declaraciones  se 
recibiesen  en  el  término  de  prueba  hacien- 
do preguntas  las  partes,  ó si  en  los  mismos 
términos  se  verificasen  las  ratificaciones  de 
los  testigos,  llevará  por  cada  hora  de  ocupa- 
ción 20  rs. 

Art.  301.  Por  cada  comparecencia,  4 rs. 

Art.  302.  Por  el  auto  recibiendo  la  cau- 
sa á prueba  con  calidad  de  todos  cargos, 
12  reales 

Art.  303.  Por  la  diligencia  de  juramen- 
tar á les  testigos  antes  de  estenderse  sus 
declaraciones,  llevará  lo  mismo  que  se  ha 
señalado  en  el  juicio  civil  en  este  parti- 
, colar. 

Art.  304.  Por  cada  edicto  citando  ó em- 
i plazando  á reos  ó testigos  ausentes,  4 rs. 

Art.  305.  Par  cada  anuncio  que  se  re- 
; mita  para  su  inserción  en  los  periódicos  ofi- 
; cíales  citando  á reos  ó designando  efectos, 
¡ 5 reales. 

Art.  306.  Si  para  la  evacuación  deal- 
■ guua  cita  interesante,  recepción  de  indaga- 
toria, loma  de  confesión,  ralificai-ion  ó de- 
claración, tuviere  el  juez  que  trasladarse  á 
la  casa  del  citarlo,  por  hallarse  este  enfer- 
mo ó impedido  lo  mismo  que  á los  hospita- 
les, hospicios  ó salas  de  presidiarios,  tanto 
1 para  la  práctica  de  las  diligencias  que  van 
referidas,  como  para  algunas  otras  seme- 
jantes, llevará  no  excediendo  de  una  hora, 
24  reales. 

Art  307.  Y por  cada  hora  de  exceso, 
18  reales. 

Art.  308.  Por  el  acto  público  de  las  vis- 
tas en  los  juicios  sobre  abusos  de  libertad 
de  imprenta,  incluso  el  examen  de  testigos, 
cuando  ios  haya,  llevará  por  cada  hora,  20 
reales. 

Art.  309.  Por  el  acto  público  de  las  vis- 
tas de  causas  de  conspiración  contra  el  sis- 
tema constitucional,  y las  de  igual  sustau- 
ciacion  que  se  celebren  conforme  á la  ley 
de  28  de  abril  de  1821,  sin  incluir  el  exá- 
men  de  testigos  llevará  por  cada  hora,  20 
reales. 

Art.  310.  Por  el  auto  de  sobreseimiento 
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ó de  indulto  además  de  los  derechos  de  re- 
conocimiento, 16  rs. 

Art.  311.  Por  las  sentencias  definitivas, 

llevará  los  mismos  derechos  que  en  et  juicio 
ordinario. 

Art.  312.  Cuando  el  juez  hubiere  de  sa- 
lir fuera  de  la  población  de  la  residencia 
ordinaria  del  juzgado,  cobrará  por  razón 
de  dieta  de  seis  horas  de  ocupación  en  cada 
día,  90  rs. 

CAPITULO  II. 

De  las  demás  personas  que  regentan  juris- 
dicción. 

Art.  313.  Los  jueces  nombrados  en  co- 
misión en  las  vacantes,  ausencias  y enfer- 
medades del  propietario  cobrarán  la  mitad 
del  sue'do  que  a este  corresponde,  así  como 
también  los  jueces  de  paz  ó suplentes  que 
ejerzan  la  jurisdicción  en  la  forma  preve- 
nida por  ios  decretos  vigentes,  pero  en  el 
caso  de  que  sean  legos  deberán  nombrar  un 
asesor  para  todos  los  negocios,  que  será 
quien  perciba  entonces  la  mitad  del  sueldo. 

CAPITULO  III. 

De  los  promotores  fiscales. 

Art.  314.  Por  los  escritos  de  derecho, 
los  de  sustanciacion,  vista  é informes  en  es- 
trados en  todos  los  negocios,  percibirán  los 
promotores  fiscales  de  los  juzgados  los  ho- 
norarios que  gradúen,  como  cualquier  otro 
letrado. 

Art.  515.  Por  su  asistencia  de  las  di  1 i—  ‘ 
gencias  de  prueba  en  las  causas,  y otras  cua- 
lesquiera en  toda  clase  de  juicios  á que  de- 
ban concurrir  personalmente,  cobrarán  la 
cuarta  parte  menos  de  los  derechos  que  á 
los  jueces  se  señalan  por  las  mismas. 

Art.  316.  Los  promotores  fiscales  no  po- 
drán percibir  derechos  en  los  negocios  cri- 
minales sino  en  el  caso  de  haber  condena- 
ción de  costas,  y los  cobrarán  de  la  parte 
contra  quien  esta  hubiere  recaído. 

CAPITULO  IV. 

De  los  escribanos  de  número  de  los  juzgados 
de  primera  instancia. 

Juicios  verbales  y de  menor  cuantía. 

Art.  5i7.  Por  la  eslension  y autoriza- 
ción de  las  comparecencias  y juicios  verba- 
les sebre  injurias  leves,  llevarán  los  escri- 
banos por  lodos  sus  derechos,  8 rs. 

Art.  518.  Por  la  estension  y autoriza- 
ción de  las  comparecencias  de  las  apelacio- 
nes de  los  juicios  verbales,  civiles,  percibi- 
rán por  todos  sus  derechos,  inclusos  los  del 


examen  de  testigos  y los  del  testimonio  del 
fallo  que  ha  de  remitirse  al  juez  de  paz  pa- 
ra su  ejecución,  siempre  que  la  duración  del 
acto,  no  exceda  de  una  hora,  10  rs 

Si  pasare  de  ella,  cualquiera  que  fuere 
. el  tiempo  de  exceso,  20  rs. 

Art.  319.  Las  disposiciones  del  articulo 
anterior  son  aplicables  á los  juicios  verba- 
les que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  in- 
troducido de  nuevo  en  sus  arts.  638,  681, 
71)2,  714,  738  y 754  respecto  de  los  juicios 
de  desahucio,  retractos  é interdictos. 

Pleitos  ordinarios. 

Art.  320.  Por  el  auto  de  admisión  ó de- 
negación de  toda  demanda,  5 rs. 

Art.  321.  Por  examinar  y rubricar  los 
documentos  que  se  presenten  con  la  de- 
manda 6 con  cualquier  escrito  durante  la 
sustanciacion  de  los  negocios  de  todas  cla- 
ses, llevará  por  cada  hoja,  42  cénts. 

Art.  322.  Por  cotejar  ¡acopia  de  la  de- 
manda en  papel  común  que  la  debe  acom- 
pañar con  la  misma  demanda,  llevará  por 
cada  hoja,  42  cénts. 

Art.  323.  Por  cada  notificación,  citación 
ó requerimiento  que  se  haga  á los  procura- 
dores ó á los  interesados,  siendo  en  la  es- 
cribanía ó en  donde  deban  estar  para  oir- 
ías, con  inclusión  dé  las  copias  de  la  provi- 
dencia, 2 rs.  60  cénts. 

Art.  324.  Y si  se  verficase  fuera  de  la 
escribanía,  llevará  en  los  mismos  términos, 
5 reales. 

Art.  525.  Por  las  notificaciones,  empla- 
zamientos y requerimientos  que  se  bagan  í 
personas  particulares  prévio  recado  de  aten- 
ción cuando  este  fuese  de  absoluta  necesi- 
dad, y en  los  casos  tan  solo  en  que  el  uso 
y la  práctica  constante  lo  tienen  estableci- 
do, 9 rs. 

Art.  326.  Y si  se  hiciese  á corporaciones 
ó persjnas  prévio  señalamiento  de  día  y ho- 
ra, llevará  por  todos  sus  derechos  y copia 
de  la  providencia,  como  en  los  artículos  an- 
teriores, 16  rs. 

Art.  327.  Si  se  verificase  por  medio  de 
cédula  ó memoria,  llevará,  inclusos  los  de- 
rechos de  la  diligencia  de  haberla  dejado,  8 
reales. 

Art.  328.  Si  se  practicase  en  estrados,  1 
real  60  cénts. 

Art  329  Por  cada  notificación,  cita- 
ción, requerimiento  ó anuncio  que  se  baga 
en  los  papeles  públicos  oficiales,  5 rs. 

Art.  330.  Por  la  extensión  de  ia  res- 
puesta que  en  el  acto  de  la  notificación,  ci- 
tación ó requerimiento  se  diere,  cuando  se 
mande  admitirla,  2 rs. 
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Árt.  331.  Por  la  única  diligencia  en  bus- 
ca de  la  parte  ó testigos  cuando  la  persona 
que  ha  de  ser  notificada  se  niega  á firmar 
la  diligencia,  4 rs. 

Art.  332.  Porcada  entrega  de  los  autos 
4 los  procuradores  o á las  parles,  y cance- 
lar el  recibo  á su  devotuc  on,  3 rs. 

Árt.  333.  Por  reoojerlos  a la  escribanía 
en  virtud  de  mandato  de!  juzgado,  5 rs. 

Art.  554.  Por  la  entrega  de  los  que  se 
manden  acumular,  ó de  cuyo  conocimiento 
se  inhiba  el  juzgado,  á la  escribanía  donde 
deben  radicar,  3 rs.  " 

Art.  333.  Por  el  pase  de  los  oficios, 
pleitos  y causas  al  regente,  fiscal,  tasador 
de  pleitos , promotor  fiscal,  corporaciones, 
oficinas,  correo  ó cualquiera  otra  persona, 
en  donde  no  la  practiquen  los  alguaciles,  3 
reales. 

Art.  336.  Si  el  volumen  de  los  autos  exi- 
giese el  trabajo  de  un  mozo  para  conducir- 
los á cualquiera  parte  de  las  designadas  en 
el  artículo  anterior,  llevará  3 rs. 

Art.  337.  Cuando  se  le  mande  por  el 
juez  hacer  constar  la  entrega  de  autos  ó 
pliegos  á alguna  persona  ú oficina  ó en  la 
administración  decorreos,  llevará  por  todos 
sus  derechos,  8 rs. 

Art.  338.  Por  e!  auto  de  contestación  á 
la  demanda  y demás  de  sustanciado»  en  -to- 
da clase  de  juicios,  3 rs. 

' Art.  339.  Y si  el  auto  contuviese  reso- 
lución acerca  de  alguno  ó algunos  otrosíes, 
llevará  además  por  cada  uno  de  estos,  48 
céntimos. 

Art.  340.  Por  el  auto  de  prueba,  de  acu- 
mulación, los  que  deciden  artículos,  los  in- 
terlocutorios  con  fuerza  de  definitivos,  los 
de  aprobación  de  transacciones  ó de  desisti- 
miento d o la  prosecución  de  los  pleitos,  no 
precediendo  vista,  llevará  6 rs. 

Art.  341.  Si  precediese  vista,  llevará  8 
reales. 

Art.  342.  Por  la  copia  del  escrito  á que 
se  refiere  la  segunda  parte  del  art.  2íl  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  así  corno  por 
las  de  interrogatorios  y otras  que  se  saquen 
por  los  escribanos,  cuando  no  las  presentan 
las  partes,  por  hoja,  2 rs. 

Alt.  343.  Por  la  diligencia  de  juramen- 
to de  las  partes  ó testigos,  cuando  se  hace 
préviamente  á la  recepción  de  las  declara- 
ciones y con  separación,  llevará  por  cada 
uno  de  los  que  lo  hayan  prestado,  48  cén- 
timos. 

Art.  344.  En  las  declaraciones  de  los 
testigos  ó de  las  partes,  llevará  por  cada 
hoja,  aunque  no  llegue,  5 vs. 

Art.  345.  Por  las  ratificaciones  simples 


JUDICIALES.  443 

de  testigos,  de  escritos  ó pretensiones  de 
las  partes,  llevara  por  cada  una,  3 rs. 

Art.  346.  Si  en  las  ratificaciones  se  va- 
riasen las  declaraciones  ó pretensiones  am- 
pliándolas ó modificándolas,  cobrará  los 
derechos  marcados  para  las  declaraciones. 

Art.  347.  Si  las  declaraciones  ó ratifi- 
caciones, se  recibiesen  por  medio  de  intér- 
prete, llevará,  no  pasando  de  una  hora,  40 
reales. 

Art.  348.  Y si  excediese,  llevará  por  ca- 
da media  hora,  5 rs. 

Art.  349.  Por  comunicar  á las  partes  los 
nombres,  profesión  ó residencia  de  los  tes- 
tigos, por  cada  una  de  las  listas,  4 rs. 

Art.  350.  Por  los  mandamientos  com- 
pulsorios, 6 rs. 

Art.  354.  Por  la  asistencia  á los  cotejos 
y compulsas  de  documentos,  reconocimien- 
tos y vistas  oculares,  llevará,  no  pasando  de 
una  hora,  40  rs. 

Art,  352  Y por  cada  hora  de  exceso,  8 
reales. 

Art.  353.  Por  la  formación  de  árboles 
genealógicos,  prévio  mandato  del  juzgado, 
uniéndolos  al  proceso,  llevará  por  cada  ca- 
silla original,  1 real  50  cents 

Art.  354.  Por  las  copias  que  fueren  ne- 
cesarias para  el  juez  y letrados  defensores 
de  las  partes,  llevará  por  cada  casilla,  30 
céntimos. 

Art.  355.  Por  la  extensión  de  tas  notas 
de  presentación  de  escritos,  cuando  las  par- 
tes lo  soliciten  ó lo  exija  el  estado  y clase 
de  los  negocios,  las  de  expedición  de  testi- 
monios, despachos,  oficios  y demas  de  esta 
clase,  1 rea!. 

Art.  556.  Por  las  diligencias  de  desglose 
de  documentos  y su  entrega,  y demás  que 
acrediten  la  ejecución  de  lo  mandado  por  el 
juez,  2 rs.  50  cénts. 

Art.  557.  Por  los  oficios  que  compren- 
dan cualquiera  determinación  del  juez,  los 
de  remisión  de  autos  ó causas  a ia  Audiencia 
del  territorio  ó otro  tribunal  ó juzgado,  con 
expiesion  del  número  de  piezas  y hojas  de 
que  se  componen,  no  pasando  de  medio 
pliego,  4.  rs. 

Art.  358.  Y por  cada  medio  pliego  de 
exceso,  2 rs. 

Art.  359.  Por  los  oficios  sencillos  con- 
testando el  recibo  de  autos  ó diligencias, 
por  los  de  recuerdo  de  comunicaciones  an- 
teriores, remisión  de  despachos  y partes  á 
Ja  Audiencia,  y otros  de  esta  clase,  llevará 
por  cada  uno,  5 rs. 

Art.  560.  Por  la  formación  de  extracto 
para  la  vista  de  autos,  ó para  dar  cuenta  en 
junta  de  acreedores  en  los  casos  en  que  sea 
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necesario,  llevarán  los  escribanos  del  Tri- 
bunal de  Comercio,  por  cada  hoja  de  las 
originales  que  tengan  el  pleito,  los  mismos 
derechos  que  se  han  señalado  á los  rela- 
tores. 

Art  3 di.  Por  la  asistencia  á las  vistas 
de  pleitos  y causas,  llevará  por  cada  hora, 
tí)  reales. 

Art.  562.  Por  la  estension  de  autos  defi- 
nitivos ó sentencias,  9 rs, 

Art.  363.  Por  cada  hoja  de  la  sentencia 
después  de  la  primera,  3 rs, 

Art.  364.  Por  el  auto  en  que  se  manda 
recibir  información  dé  cualquiera  clase,  el 
de  aprobación  de  los  nombramientos  de  tu- 
tores y curadores  de  menores  y ausentes,  ó 
de  peritos  con  cualquier  objeto,  y otros  de 
esta  clase,  5 rs. 

Art.  365.  Por  el  auto  de  cumplimiento 
de  ejecutorias,  requisitorias  y despachos 
que  se  libren  por  otros  tribunales,  5 rs. 

Art  566.  Por  el  reconocimiento  de  di- 
chos documentos,  llevará  por  hoja  36  cénts 
Art.  367.  Por  la  exposición  de  autos  en 
las  escribanías  para  que  se  enteren  las  par- 
tes ó sus  defensores  de  las  pruebas  ó docu- 
mentos en  ios  cssos  determinados  por  la 
ley,  llevarán  por  cada  día,  40  rs. 

Art.  368.  Por  los  despachos  ó testimo- 
nios que  se  libren  para  ejecutar  el  auto  ó 
sentencia. definitiva  del  pleito  ó causa  de- 
terminada, llevará  por  cada  hoja  eu  rela- 
ción, 6 rs. 

Art.  369.  Por  los  despachos,  testimo- 
nios, suplicatorias  y requisitorias  que  se  li- 
bren con  cualquier  objeto  durante  la  sus- 
tanciacionde  los  negocios,  llevará  12  rs. 

Art.  570.  Por  la  compulsa  literal  de 
autos,  escrituras  y otros  documentos,  lleva- 
rá por  cada  hoja,  3 rs 
Art.  371 . Por  cada  hoja  de  insertos,  su 
relación  y rúbrica,  3 rs. 

Art.  372.  Por  el  testimonio  en  relación 
del  contenido  del  proceso,  no  comprendien- 
do mas  insertos  que  el  auto  en  que  se  man- 
da dar,  llevará  porcada  pliego,  12  rs. 

Art.  373  Si  estos  testimonios,  despa- 
chos ó compulsas  se  pidieren  por  duplica- 
do, solo  llevará  por  hoja  de  relación  ó in- 
sertos, 3 reales. 

Art.  374.  Por  el  testimonio  que  se  debe 
dar  á la  escribanía  donde  radica  cualquier 
pleito,  cuando  se  estima  la  acumulación  pe- 
dida ó controvertida,  7 rs. 

Art.  375.  Si  contuviese  insertos,  se  ar- 
reglará á lo  prevenido  en  los  artículos  an- 
teriores 

Art.  376.  Por  las  copias  de  provisiones, 
despachos  ó certificaciones  que  se  manden  ^ 
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unir  á los  autos,  ó de  solicitudes  do  que  de- 
ba quedar  copia  en  ellos,  por  las  que  se  en- 
treguen a los  vicarios,  visitadores  eclesiás- 
ticos ó provisores  de  la  diícesis,  cabildos  ú 
otras  corporaciones,  llevará  por  cada  hoja 
3 reales.  * ’ 

Art.  377.  Por  poner  en  limpio  los  infor- 
mes en  los  pleitos  y causas  que  evacúen  los 
jueces  para  los  tribunales  superiores,  lleva- 
rá por  pliego,  3 rs. 

Árt.  578.  Por  el  depósito  de  una  joven 
para  suplir  el  consentimiento  paterno,  ó 
por  el  de  otra  persona  con  cualquier  obje- 
to, 36  reales. 

Juicios  ejecutivos  y sumarios. 

Art.  379.  Por  el  auto  en  que  se  manda 
reconocer  un  vale  ó contrata,  4 rs. 

Art.  380.  Por  el  auto  en  que  se  manda 
despachar  ó mejorar  la  ejecución,  5 rs. 

Art.  58l . Por  eí  mandamiento  de  ejecu- 
ción, 4 rs. 

Art.  382.  Por  el  requerimiento  al  pago, 
5 reales. 

Art.  383.  Por  la  diligencia  de  traba  y 
mejora  de  ejecución,  embargo  y desembar- 
go de  bienes  y su  depósito,  ó del  despojo 
de  inquilinos,  no  pasando  de  una  hora,  11 
reales. 

Art.  384.  Y por  cada  hora  de  exceso,  8 
reales. 

Art.  385.  Por  el  testimonio  del  embar- 
go ó desembargo  de  bienes,  sueldos  ó al- 
quileres, que  dé  á las  partes  ó al  deposita- 
rio de  lo  embargado,  llevara  por  cada  hoja 
3 reales. 

Art.  386.  Por  la  nota  de  recargo  en 
cualquier  testimonio  de  otro  embargo,  y la 
que  debe  poner  en  los  arriendos  ó recibos 
de  iqnil inato,  llevará  porcada  una, 9 rs. 

Art  387.  Por  el  auto  en  que  se  admite 
la  consignación  que  haga  el  ejecutado  de 
la  cantidad  pedida,  5 rs. 

Art.  388.  Por  la  citación  de  remate,  6 
reales. 

Art  389.  Por  la  estension  de  la  senten- 
cia de  remate,  no  precediendo  vista,  7 rs. 

Art  390.  Por  cada  hoja  qüe  siga  á Ja 
primera  llevará  2 rs. 

Art.  391.  Si  precediese  vista,  se  cobra- 
rá lo  mismo  que  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  392.  Por  cada  requerimiento  al 
deudor,  al  depositario  ó á las  partes,  para 
que  nombren  tasadores  de  los  bienes  em- 
bargados, 4 rs 

Art.  393  Por  la  notificación,  aceptación 
y juramento  de  los  peritos  tasadores  lleva- 
rá por  todos  sus  derechos,  7 rs. 

I Art.  394.  Por  el  edicto  original,  quede- 
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bé  quedar  en  autos,  anunciando  al  público 
la  subasta,  4 rs. 

Art.  39o.  Por  cada  copia  del  mismo,  no 
excediendo  de  medio  pliego,  3 rs. 

Art.  396.  Por  la  diligencia  de  haberse 
fijado  el  edicto,  2 rs. 

Art.  397.  Por  el  anuncio  de  fincas,  ó de 
otra  ciase,  y el  pase  para  su  inserción  en  los 
papeles  públicos  oficiales , 4,js, 

Art.  393.  Por  la  asistencia  á la  venta  ! 
de  bienes  muebles  ó raíces,  no  excediendo 
de  una  hora  de  ocupación,  11  rs. 

Art.  399.  Y por  cada  una  de  exceso,  8 
reales. 

Art.  400.  Por  la  estension  de  la  diligen- 
cia de  remate  de  hienes,  12  rs. 

Art.  401 . Por  el  reconocimiento  de  títu- 
los y documentos  que  sean  necesarios  para 
practicar  la  liquidación  de  cargas,  llevara  ' 
por  cada  hoja  útil  que  haya  de  reconocer, 
expresándolo  por  nota  en  el  expediente,  42 
céntimos. 

Art.  402.  Pero  si  estos  documentos  ha-  i 
hieren  sido  traídos  al  pleito,  y hubiese  co- 
brado anteriormente  los  derechos  de  reco- 
nocimiento, solo  percibirá  la  mitad  de  los 
asignados  en  el  número  anterior. 

Art.  405.  Por  la  liquidación  de  cargas 
de  ia  tinca,  llevará  por  hoja,  18  rs. 

Art.  404.  Por  el  testimonio  de  insertos  ¡ 
para  unirlo  at  original  de  la  escritura  de 
venta,  donde  haya  práctica  de  eslenderlo, 
y que  solo  comprenderá  la  demanda,  pro- 
videncias definitivas,  tasación  de  fincas,  re- 
mate, liquidación  de  cargas  y su  aproba- 
ción, á no  pedir  expresamente  la  parle  la 
inserción  de  algún  otro  documento,  llevará 
por  cada  hoja , 3 rs. 

Art.  405.  Por  el  testimonio  que  se  expi- 
da en  la  córte  para  la  contaduría  de  aposen-  j 
to  llevará  16  rs. 

Art.  406.  Por  el  que  se  dá  para  el  regis- 
tro de  hipotecas  ú otro  equivalente,  8 rs. 

Art.  407.  Por  la  diligencia  de  contar  el 
dinero  consignado  pur  el  deudor  ó por  el 
comprador  de  ios  bienes,  ó cualquiera  can- 
tidad que  se  entregue  en  la  escribanía,  y su 
traslación  al  Banco  ó at  depósito  que  desig- 
ne el  juez,  llevará  por  cada  hora  de  ocupa- 
ción. 8 rs. 

Art.  408.  Por  pasar  á hacer  las  entregas 
del  dinero  de  la  venta  y recoger  las  cartas 
de  pago  cuando  se  lo  encarguen  las  partes, 
llevará  no  excediendo  de  una  hora,  11  rs. 

Art.  409.  Y por  cada  hora  de  exceso,  8 
reales. 

Art.  410.  Por  el  auto  en  que  se  manda 
dar  ia  posesión  de  los  bienes  vendidos  ó ad- 
judicados, 7 rs. 
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Art.  411.  Por  el  mandamiento  de  pose- 
sión, 9 rs. 

Art.  412.  Por  la  asistencia  á la  posesión 
de  bienes  raíces,  ó muebles  ó de  derechos, 
inclusa  la  diligencia  de  posesión,  siendo  en 
el  pueblo  donde  reside  el  juzgado,  25  rs. 

Art.  413.  Si  la  posesión  fuere  de  mu- 
chos bienes  divididos  en  distintas  porciones, 
y en  uno  ó varios  pueblos,  cobrará  sus  de- 
! rechos  con  arreglo  á la  dieta  que  se  le  se- 
ñala en  el  art.  478  de  este  arancel. 

Art.  414.  Por  el  auto  en  que  se  admite 
justificación  sobre  cualquiera  clase  dft  in- 
terdicto, 5 rs. 

Art.  41o.  Por  el  auto  en  que  se  otorga 
ó niega  el  interdicto,  7 rs. 

Art.  416.  Cuando  acompañe  al  juez  al 
sitio  del  interdicto,  inclusa  la  diligencia, 
no  excediendo  de  una  hora;  llevará,  11  rs. 

Art,  417.  Y por  cadahorade  exceso,  8rs. 

Art.  418.  Por  el  auto  de  retención  pre- 
ventiva, cuando  esta  se  pida  á perjuicio  de 
la  parte,  y demás  diligencias  sumarias  has- 
ta dejar  asegurados  y en  poder  de!  deposi- 
tario ios  efectos  y muebles  que  son  objeto 
de  la  petición,  llevará  los  mismos  derechos 
que  se  lian  señalado  al  auto  de  ejecución, 
traba  y demás  diligencias  que  tienen  rela- 
ción con  este  particular. 

Abiulestatos,  testamentarías  y concursos. 

Art.  419.  Por  el  auto  para  prevenir  el 
conocimiento  del  abintestato  ó testamenta- 
ría, de  oficio  ó á instancia  de  parte,  5 rs. 

Art.  420.  Por  todas  las  diligencias  de 
apertura  de  un  testamento  y su  publicación, 
sin  incluirse  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos, otí  rs. 

Art.  421.  Por  las  curadurías  de  meno- 
res para  pleitos,  nombramiento  de  defenso- 
res de  ausentes,  testamentarías  ó concur- 
sos, su  aceptación,  juramento,  obligación, 
lianza  y discernimiento  en  los  autos,  20  rs. 

Art.  422.  Por  las  tutelas  ó curadurías 
de  personas  y bienes,  su  aceptación,  jura- 
mento, obligación  y discernimiento,  ha- 
biendo relevación  de  fianzas,  llevará  por 
todos  sus  derechos,  20  rs. 

Art.  423.  Si  no  se  relevase  de  fianza  al 
administrador,  tutor  ó curador  en  cualquie- 
ra de  los  casos  que. se  nombre,  se  arreglará 
el  escribano  para  la  percepción  de  los  dere- 
chos de  la  fianza,  á lo  determinado  en  el 
art.  491 . 

Art.  424.  Por  las  diligencias  á que  con- 
curra para  la  formación  de  inventario,  ta- 
sación de  bienes,  poner  estos  en  custodia  en 
los  abiniestatos,  testamentarías  y concursos 
llevará  no  excediendo  de  una' hora,  11  rs. 
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Art.  425.  Y por  cada  hora  de  ocupación 
ademas,  8 rs.  , 

Art-  426.  Por  el  auto  y aprobación  de 
inventario  y partición  de  bienes,  y por  el 
que  se  declara  por  bien  formado  el  concur- 
so y se  nombra  administrador  de  los  bienes 
concursados,  15  rs. 

Art.  427.  Por  el  testimonio  de  nombra- 
miento ó titulo  de  administrador  de  bienes 
raíces,  rentas  ó derechos  de  cualquiera  cla- 
se, ti  rs. 

Art.  428.  Por  el  mandamiento  de  am- 
paro al  concursado,  14  rs. 

Art.  429.  Por  la  asistencia  á las  juntas 
de  acreedores  y estender  el  acta  que  acuer- 
den y su  autorización,  no  excediendo  de 
una  hora  y aunque  no  llegue,  26  rs. 

Art.  430.  Y por  cada  hora  además,  11 
reales. 

Art.  451.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
anteriores  es  aplicable  a las  juntas  que  pre- 
vienen los  art*.  37  4 y 423  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  para  declarar  el  derecho 
de  los  que  se  crean  herederos  en  los  juicios 
de  testamentarias  y abinteslatos. 

Art.  452.  Por  la  extensión  de  la  senten- 
cia de  graduación,  llevará  por  la  primera 
hoja,  1 U rs. 

Art.  433.  Y por  cada  una  de  las  demás,  j 
8 reales. 

Art.  454.  Por  la  protocolización  de  par- 
ticiones judiciales  ó extrajudiciales,  llevará 
por  hoja,  así  como  por  las  memorias  testa- 
mentarias, 42  cents. 

Art  435.  Si  las  particiones  se  verifica- 
sen por  instrumento  público  de  convenio  de 
las  partes,  se  arreglará  á lo  prevenido  en  ei 
artículo  406. 

Art.  456.  Por  los  testimonios  de  dichas 
particiones  ó de  las  hijuelas  que  se  dónalos 
interesados,  llevara  por  cada  hoja,  5 rs. 

Art.  457.  Y por  cada  hoja  de  insertos 
que  comprendan,  3 rs. 

Art,  453.  Por  cada  libramiento  judicial, 
hasta  la  cantidad  de  4.000  rs.,  4 0 rs. 

Art.  439.  Y si  excediese  de  esta  canti- 
dad, cualquiera  que  sea  la  que  se  libre,  lle- 
vará por  libramiento,  20  rs. 

Causas  criminales. 

Art.  440.  Por  los  autos  de  oficio  y de 
admisión  de  querellas,  5 rs. 

Alt.  441.  Por  el  auto  motivado  de  pri- 
sión ó de  soltura,  incluso  el  testimonio  que 
debe  dar  al  interesado,  7 rs. 

Art.  442.  Por  el  mandamiento  de  pri-  ; 
sion  ó de  soltura,  4 rs. 

Art,  445.  Por  la  ocupación  en  las  dili- 


gencias para  la  prisión  de  un  reo,  levanta- 
miento de  un  cadáver,  y demás  que  se  prac- 
tiquen en  estos  actos,  reconocimiento  de 
heridos,  medición  de  terrenos,  formación 
de  planos,  exámen  de  papeles,  inspección 
de  muebles  ó efectos,  cotejo  de  documen- 
tos y otros  semejantes,  llevará,  no  exce- 
diendo de  una  hora,  12  rs. 

Art.  444.  Y por  cada  una  que  haya  de 
exceso,  10  rs. 

Art.  4 45.  Por  la  asistencia  á la  disec- 
ción anatómica  de  un  cadáver  ó su  exhu- 
mación, no  pasando  de  una  hora,  18  rs. 

Art,  446.  Y si  excediere,  por  cada  ho- 
ra, 1 4 rs 

Art.  447.  Por  el  testimonio  dando  parte 
á la  Audiencia  del  territorio  de  la- formación 
de  una  causa,  8 rs 

Art.  448.  Por  el  que  acredite  su  estado 
y progreso  en  los  plazos  que  se  señalen, 
6 reales. 

Art  4 49.  Por  la  diligencia  de  haberse 
expuesto  un  cadáver  para  ser  reconocido, 

3 reates. 

Art.  460.  Por  pasar  á saber  el  estado 
del  herido  ó en  busca  de  testigos  ó partes 
en  virtud  de  mandato  judicial,  5 rs. 

Art.  451.  Por  cada  edicto  original,  que 
debe  quedar  en  la  causa,  citando  y empla- 
zando á reos  ausentes,  6 rs. 

Art.  452.  Por  la  copia  del  mismo,  5 rs. 

Art.  453.  Por  la  diligencia  de  haber 
fijado  el  edicto,  2 rs. 

Art.  454.  Por  el  anuncio  y pase  pora  su 
inserción  en  los  papeles  públicos  oficiales, 

4 reales. 

Art.  455.  Por  la  diligencia  de  haberse 
presentado  ó no  en  la  cárcel  el  reo  ausen- 
te, 5 rs. 

Art.  456.  Por  la  asistencia  á poner 
guarda  de  vista  ó de  apremio,  y estender  la 
diligencia,  7 rs. 

Árt.  457.  Por  la  en  que  dá  fé  de  su  con- 
tinuación diaria,  3 rs. 

Art.  458.  Por  las  declaraciones  indaga- 
torias de  los  procesados,  diligencia  de  ca- 
reo y confesión  con  cargos,  inclusa  la  dili- 
gencia de  lectura  de  todo  el  sumario,  y re- 
conocimiento en  rueda  de  presos,  llevará 
no  excediendo  de  una  hora,  I I rs. 

Art.  459.  Y por  cada  hora  de  exceso,  8 
reales. 

Art.  460.  Por  las  declaraciones  y rati- 
ficaciones de  los  testigos  llevará  los  dere- 
chos señalados  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  461.  Pero  si  las  declaraciones  se 
recibiesen  en  el  término  de  prueba  hacien- 
do preguntas  las  partes,  ó si  en  los  mismos 
términos  se  practicase  la  ratificación  ¿e  l°s 
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testigos,  llevará  por  cada  hora  de  ocupa- 
ción 9 rs. 

Art.  462.  Por  cada  comparecencia  4 
reales. 

Art.  463.  Cuando  en  virtud  de  alguna 
cita  interesante  ó cualquiera  otra  diligen- 
cia precisa  tuviese  que  trasladarse  con  el 
juez  á la  casa  de  algún  enfermo  ó impedido 
6 á algún  hospital,  hospicio  ó sala  de  presi- 
diaros, llevará  no  pasando  de  una  hora,  11 
reales. 

A^t.  464.  Y por  cada  hora  de  exceso, 

9 reales. 

Art.  465.  Por  la  caución  juratoria,  0 
reales. 

Al  t.  466.  Por  el  auto  de  sobreseimien- 
to ó de  indulto,  7 rs. 

Art.  467.  Por  las  sentencias  definitivas 
llevará  lo  mismo  que  en  el  juicio  ordinario. 

Art.  468  Por  la  asistencia  al  acto  pú- 
blico del  jurado  de  calificación  en  el  juicio 
sobre  abusos  de  libertad  de  imprenta,  sin  in- 
cluir el  examen  de  testigos  cuando  los  ha- 
ya, llevará  no  excediendo  de  una  hora,  11 
reales. 

Art.  469.  Y si  pasare,  porcada  hora 
mas.  8 rs. 

Art.  470.  Por  los  oficios  de  citación 
pava  los  jueces  de  hecho  que  deben  concur- 
rir para  la  calificación  , llevará  por  el  pri- 
mero, 5 rs. 

Art  471.  Y por  cada  uno  de  los  restan- 
tes para  tos  demás  jueces,  5 rs. 

Art.  472.  Por  la  eslension  del  acta,  lle- 
vará por  cada  hoja,  5 is. 

Art.  473.  Por  el  testimonio  en  relación 
que  debe  dar  al  interesado,  si  lo  pidiese, 
por  hoja , 4 rs. 

Art.  474.  Y por  cada  una  de  insertos,  5 
reales. 

Art.  475.  Por  la  asistencia  á los  juicios 
públicos  en  las  causas  contra  el  sistema 
constitucional,  y las  de  igual  sustanciacion 
que  se  celebren  conforme  á la  ley  de  26  de 
abril  de  1821,  sin  incluir  el  examen  de  tes- 
tigos y sus  ratificaciones,  qúe  cobrará  por 
separado,  llevará  por  la  primera  hora,  11 
reales. 

Art.  476.  Y por  cada  una  de  las  restan- 
tes, 8 rs. 

Art.  477.  Por  la  asistencia  á la  ejecu- 
ción de  la  pena  de  muerte,  y testimonio  de 
haberse  ejecutado,  56  rs. 

Art.  478.  Guando  los  escribanos  hubie- 
ren de  salir  déla  población  de  la  residencia 
del  juzgado  con  el  juez  ó por  comisión  del 
mismo,  cobrarán  por  razón  de  dietas  de  seis( 
horas  de  trabajo  en  cada  día  natural,  53f 
1 reales. 


derechos  de  tasación  y repartos. 

Art.  479.  Por  la  regulación  de  los  de- 
rechos de  pleitos  y causas  en  que  se  ha  con- 
denado á una  parte,  cuando  se  pida  ó man- 
de practicar  por.  el  juez  en  donde  no  haya 
tasador  llevará  el  escribano  por  cada  hoja 
útil,  12  céntimos. 

Art.  480.  Por  la  que  practique  cuando 
recaiga  condenación  de  costas,  y sea  mas 
de  una  parte  la  condenada  á su  pago,  lleva- 
rá por  cada  hoja  de  las  que  haya  de  reco- 
nocer, 24  cénts. 

Art.  481.  Por  el  reparto  de  primeras 
instancias  civiles  y criminales,  llevará  por 
anotarlo  en  el  libro  y entregarlo  á la  escri- 
banía que  corresponda,  3 rs. 

Art.  482.  Porcada  noticia  que  dé  á los 
interesados  para  saber  el  paradero  de  cual- 
quiera negocio  repartido  dentro  del  año,  2 
reales. 

Art.  483.  Y si  pasase  el  reparto  de  un 
año  llevará  por  la  indicada  noticia,  4 rs. 

Escrituras  y demás  actos  públicos  que  pasan  ante 
escribano. 

Art.  484.  Porcada  hoja  de  registro  de 
testamento  ó codicilio  muneupativo,  12  rs. 

Art,  485.  Y si  el  otorgamiento  fuese  en 
casa  del  testador,  ó en  otra  parte  á su  ins- 
tancia, llevara  además  de  los  derechos  de 
registro,  si  fuese  de  día,  18  rs. 

Art.  486.  Y si  l'nese  de  noche,  26  rs. 

Art.  487.  Por  el  otorgamiento  dei  tes- 
tamento ó codieilo  cerrado,  30  rs. 

Art.  488.  Por  el  registro  y copia  de  la 
declaración  de  pobre,  16  rs. 

Art.  ,489.  Por  el  registro  y copia  de  la 
escritura  de  fianza  carcelera,  20  rs. 

Art.  49U.  Por  la  escritura  de  lianza  de 
estar  á derecho,  pagar  juzgado  y senten- 
ciado, y su  copia,  36  rs. 

Art/491.  Por  la  escritura  de  fianza  de 
saneamiento,  la  de  la  ley  de  Toledo,  Jas  de 
administradores  de  bienes  de  testamentarias 
y concursos,  curadores  de  bienes,  ú otras 
de  esta  clase,  no  excediendo  el  valor  de  los 
bienes  de  11,000  rs.  28  rs, 

Art.  492.  Y excediendo  de  dicha  suma, 
cualquiera  que  sea  la  cantidad,  llevará  por 
la  escritura  de  fianza,  56  rs. 

Art.  493.  Por  el  registro  y copia  de  po- 
der para  pleitos,  20  rs. 

Art.  494  Por  la  sustitución  de  poderes, 
ya  sea  á su  continuación  ya  en  los  autos,  5 
reales. 

Art.  495,  Por  cada  hoja  de  registro  de 
los  demás  poderes  , de  cualquiera  clase  y 
naturaleza  que  sean,  12  rs. 
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Art.  496.  Por  cada  hoja  de  registro  de 
escrituras  de  transacción,  ajaste  de  cuentas, 
concordia,  partición  de  bienes  , compañía 
ó sociedad,  capitulación  matrimonial,  do- 
naciones y fundaciones,  prohijamiento,  im- 
posición y redención  de  censos,  nombra- 
mientos ó presentaciones  de  todas  clases, 
i 4 reales. 

Art.  497.  Por  cada  hoja  de  registro  de 
escritura  de  obligación  con  hipoteca  espe- 
cial, carta  do ta I , renuncia  de  legítimas  y 
otros  derechos  y acciones,  arrendamientos, 
la  de  eníiléusis,  compras  y ventas,  y las  que 
se  ejecuten  judicialmente,  15  rs. 

Art.  493.  Por  cada  hoja  de  registro  de 
escrituras  de  obligación  simple,  de  cartas 
de  pago  y letras  satisfechas  en  el  arlo,  de 
las  de  compromiso,  nombramiento  de  ár- 
bitros, cesiones , y demás  documentos  pú- 
blicos no  expresados  en  los  artículos  ante- 
riores, de  cualquiera  clasey  naturaleza  que 
sean,  I 1 rs. 

Art.  499.  Por  el  reconocimiento  de  los 
papeles  y documentos  necesarios  para  el 
otorgamiento  de  las  escrituras  y demás  ins- 
trumentos comprendidos  en  los  artículos 
anteriores,  llevará  por  cada  hoja  útil  que 
haya  de  reconocer,  36  cénts. 

Art.  500.  Pero  si  estos  documentos  se 
hubiesen  presentado  en  tos  autos  y por  ellos 
hubiese  ya  cobrado  el  escribano  los  dere- 
chos de  reconocimiento,  solo  percibirá  por 
ellos  la  mitad  de  los  derechos  que  se  seña- 
lan en  el  artículo  anterior. 

Art.  501.  Por  cada  hoja  de  copias  de 
testamentos,  escrituras,  poderes  é instru- 
mentos de  todas  clases  no  expresados  en  los 
artículos  anteriores,  5 rs. 

Art.  502.  Por  los  testimonios  de  ventas 
judiciales,  y de  otros  documentos  que  se 
unan  á los  registros  de  las  escrituras  ante- 
riores, solo  llevará  el  escribano  los  dere- 
chos de  copia  que  quedan  expresados  en  eí 
artículo  anterior. 

Art.  503.  Por  cada  nota  de  desglose  que 
se  ponga  en  el  registro  ó instrumento,  la  to- 
ma de  razón  en  la  contaduría  de  aposenlo, 
alcabala  é hipoteca,  escepto  la  de  dar  copia, 
5 reales. 

Art.  5U4.  Por  el  pase  á la  contaduría  de 
hipotecas,  aposento  ú otra  oficina  para  la 
toma  de  razón,  4 rs. 

Art,  505.  Si  se  hubiese  de  otorgar  fue- 
ra del  pueblo  de  la  residencia  del  escriba- 
no, á instancia  de  cualquier  interesado  ú 
corporación  que  lo  busque,  algún  testamen- 
to, poder  ó escritura,  cobrará  ademas  de 
los  derechos  señalados  la  dieta  que  se  le 
asigna  en  el  art.  478  de  este  arancelen  ra- 
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zon  de  las  horas  que  ocupe  en  el  viaje  de 
ida  y vuelta. 

Art..  506.  Por  las  escrituras  que  de  con- 
sentimiento de  los  escribanos  numerarios, 
y para  poner  en  sus  registros  pasen  ante  los 
reales,  llevarán  por  la  protocolización,  por 
cada  hoja  de  registro,  51)  cénts. 

Art.  507.  Por  estender  la  legalización 
en  cualquier  ducumeuto,  4 rs. 

Art.  508.  Por  cada  signo  en  las  legali- 
zaciones, 2 rs. 

Art.  509.  Por  cada  protesto  de  letra  de 
cambio,  20  rs. 

Art.  510.  En  las  demás  diligencias  que 
ocurran  sobre  protestos  se  arreglará  á lo 
determinado  en  este  arancel.  . 

Arl.  511.  Por  cada  fé  de  vida  ó de 
muerte,  5 rs. 

Art.  512.  Por  la  busca  de  cualquier  ins- 
trumento, ó pleito  siendo  otorgado  ó se- 
guido en  tiempo  del  que  ejeice  la  escriba- 
nía, ó aunque  sea  de  su  antecesor  si  se  le 
diere  noticia  fija  del  escribano,  año  y día, 
6 reales. 

Art.  513.  Siendo  de  diferente  escribano 
y no  dándosele  la  noticia  indicada,  llevará 
además  por  cada  año  de  los  que  el  intere- 
sado le  mande  registrar,  t real. 

Art.  514.  Por  la  guardia  y custodia,  por 
cada  año  de  su  antigüedad  , 50  cénts. 

En  el  caso  de  que  habiéndose  de  buscar 
mas  de  nn  instrumento,  estén  todos  ó va- 
rios de  ellos  en  el  protocolo  de  un  mismo 
año,  y se  hayan  pedido  a un  tiempo  por  un 
interesado  los  derechos  de  busca  y guarda 
de  que  tratan  los  artículos  anteriores  no  se 
devengarán  por  cada  uno  de  dichos  instru- 
mentos, sino  los  que  corresponden  á uno 
solo  por  todos  ellos.  Mas  si  la  busca  se 
hubiere  pedido  en  distintas  ocasiones,  se 
devengarán  en  cada  una  de  ellas  los  dere- 
chos expresados,  aunque  los  instrumentos 
estén  en  el  protocolo  de  un  mismo  ano. 

Art.  51o.  Por  la  exhibición  de  registros 
públicos  para  compulsar  ó cotejar  instru- 
mentos por  otro  escribano  llevará,  además 
de  los  derechos  de  busca  y custodia,  (>  rs. 

Art.  516.  El  archivero  especial  de  es- 
cribanías, donde  lo  haya,  llevara  los  mis- 
mos derechos  de  busca,  custodia  y exhibi- 
ción designados  en  los  artículos  anteriores. 

CAPITULO  V. 

De  los  alguaciles  y porteros. 

Art.  517.  Por  asistir  con  el  escribano  á 
una  declaración  cuando  se  les  dé  comisión, 
3 reales. 
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Art.  518  Por  el  examen  de  cada  testigo, 
en  los  mismos  términos,  3 rs. 

Art,  519.  Por  la  ratificación  de  los  tes- 
tigos, en  igual  forma,  1 real. 

Art.  520.  Por  la  traba  de  ejecución,  em- 
bargo y depósito  de  bienes  ó su  desembar- 
go, y por  las  diligencias  de  despojo  de  un 
inquilino  y retenciones  preventivas  de  bie- 
nes muebles,  llevará  por  la  primera  hora 
que  ocupe,  5 rs. 

Art.  521.  Y por  cada  hora  además  que 
haya  de  exceso,  3 rs. 

Art.  522.  Por  cada  requerimiento  á los 
inquilinos,  para  la  retención  de  alquileres, 
2 reales . 

Art.  523.  Por  cada  nota  que  ponga  en 
los  recibos  de  inquilinato  donde  sea  costum- 
bre, 1 real. 

Art.  524.  Por  cada  dia  de  guarda  de 
apremio  12  rs. 

Art.  525.  Por  cada  dia  de  guarda  de  vis- 
ta, 16  rs. 

Art.  520.  Y por  cada  noche  de  guarda 
de  vista,  24  rs. 

Art.  527.  Por  cada  apremio  para  la  vuel- 
ta de  los  autos,  ó para  recogerlos  cuando  se 
le  mande,  6 rs. 

Art.  528.  Por  la  asistencia  á inventarios, 
tasaciones  y venta  de  bienes  muebles  ó raí- 
ces, llevará,  no  excediendo  de  una  hora,  6 
reales. 

Art.  529.  Y por  cada  una  que  pase  4 rs. 

Art.  530,  Por  la  asistencia  á dar  pose- 
sión de  bienes  raíces,  no  pasando  de  una 
hora,  12  rs. 

Art.  531.  Y si  excediese,  llevará  por 
hora,  4 rs. 

Art.  532.  Por  la  asistencia  al  depósito 
de  una  joven,  en  el  expediente  para  suplir 
el  consentimiento  paterno,  ó al  de  otra  per- 
sona con  cualquier  objeto,  ó por  el  alzamien- 
to de  dicho  depósito,  cuando  se  le  diese  co- 
misión, 12  rs. 

Art.  533.  Por  la  misma  diligencia  asis- 
tiendo el  juez,  8 rs. 

Art.  534.  Por  la  asistencia  á la  junta  de 
acreedores,  vista  de  pleitos  y causas,  lleva- 
ra por  cada  audiencia,  12  rs. 

Art.  535.  Por  los  pases  de  oficio  llevará 
por  cada  uno  3 rs. 

Art.  536.  Por  cada  citación  ó requeri- 
miento 4 rs. 

Art.  537.  Por  cada  hora  de  ocupación 
en  las  diligencias  de  levantamiento  de  un  ca- 
dáver, ó su  exhumación,  disección  anatómi- 
ca y demás  que  se  practican  en  dichos  ac- 
tos, reconocimiento  de  heridos,  ó enfermos, 
ropas,  muebles  y toda  clase  de  efectos,  ter- 
renos ó edificios,  12  rs. 

Tomo  I. 
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Art.  558.  Por  la  prisión  de  cada'  reo, 
asistiendo  el  juez,  16  rs. 

Art.  539.  Y si  se  le  diese  comisión  para 
verificarla  no  asistiendo  el  juez,  24  rs. 

Art.  540.  ■ Por  cada  diligencia  en  busca 
para  verificar  la  prisión,  4 rs. 

Art.  541.  Por  la  conducción  de  reos  co- 
brará por  cada  tránsito,  30  rs. 

Art.  542.  Por  13  traslación  de  los  presos 
al  hospital,  á la  cárcel  ó á otro  punto  den- 
tro do  la  población,  10  rs. 

Art,  543.  Por  la  asistencia  á caballo  á 
la  ejecución  de  la  pena  capital,  30  rs. 

Art  544.  Cuando  los  alguaciles  y por- 
teros hubieren  de  salir  fuera  de  la  población 
déla  residencia  ordinaria  del  juzgado,  co- 
brarán por  razón  de  dieta  de  seis  horas  de 
ocupación  en  cada  dia,  24  rs. 

CAPITULO  VI. 

De  los  'procuradores.  (1) 

Art.  545.  Por  cada  aceptación  de  poder, 
anotándolo  en  el  libro,  y por  su  presenta- 
ción en  la  escribanía,  2 rs. 

Art.  546.  Por  la  firma  de  sustitución  de 
peder  en  favor  de  cualquiera  otro  procura- 
dor, 1 real. 

Art.  547.  Por  la  aceptación  de  curaduría 
y defensorio  de  menores,  ausentes  ó entre- 
dichos, 4 rs. 

Art.  548.  Por  la  obligación  y fianza  que 
debe  constituir  en  el  caso  expresado  cd  el 
artículo  anterior,  4 rs. 

Art.  549.  Por  cada  entrega  de  cualquie- 
ra pretensión  al  repartidor,  y averiguar  la 
escribanía  donde  radica  el  negocio  ¡ para 
mostrarse  parte  ó saber  su  estado,  I real. 

Art.  550.  Por  cada  pedimento  de  hecho 
razonado  con  vista  de  documento,  6 rs.  - 

Art.  55 i.  Por  cada  escrito  ó pedimento 
de  sustanciacion  en  toda  clase  de  juicios,  3 
reales. 

Art  552.  Por  la  firma  en  los  escritos  ex- 
tendidos por  letrados,  3 rs. 

Art.  553.  Por  la  copia  de  dichos  escritos 
puestos  por  el  abogado,  y por  la  de  los  pre- 
sentados por  los  demás  litigantes  que  remi- 
tan ó entreguen  á la  parte  cuando  esta  se  lo 
encargue,  llevará  por  hoja  de  los  presenta- 
dos, 3 rs. 

Art.  554.  Por  cada  notificación  que  se 
haga  al  procurador,  inclusa  la  firma  de  ella, 

3 reales. 

Art.  555.  Por  el  nombramiento  de  peri- 


({)  En  su  lugar  cronológico  véase  la  Real 
órden  de  20  de  junio  de  4863,  que  adiciona  el 
Arancel  de  los  procuradores. 
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tos  en  el  acto  de  la  notificación  de  la  provi- 
dencia,  sea  uno  cascan  muchos,  3 rs. 

Art.  536.  Por  la  toma  de  autos  de  la  es- 
cribanía, y pasarlos  al  abogado  haciéndole 
cargo  en  el  libro  de  conocimientos,  3 rs. 

Art- 537.  Por  devolverlos  á la  escriba- 
nía, cancelando  el  cargo  hecho  al  abogado  y 
el  recibo  que  dejó  en  aquella,  3 rs. 

Art  558.  bi  el  volumen  de  los  autos  exi- 
giere el  trabajo  de  uu  mozo  para  conducir- 
los, llevará,  3 rs. 

Art.  559.  Por  la  presentación  de  cada 
uno  de  los  testigos  para  las  probanzas  y jus- 
tificaciones de  las  parles,  inclusa  la  uoLa  de 
ellos,  que  deberá  unirse  á los  autos,  \ real. 

Art.  560  Por  la  formación  de  árboles  ge- 
nealógicos que  se  acompañaren  á cualquier 
escrito,  donde  hubiere  costumbre  que  los 
procuradores  hagan  este  trabajo,  llevará  por 
cada  casilla,  I real.  • 

Art.  56 1.  Por  cada  aviso  de  señalamien- 
to ó suspensión  de  la  vista  del  pleito  ó cau- 
sa, hecho  al  abogado,  a la  parte,  su  apode- 
rado ó cualquiera  oirá  persona  por  orden  de 
estos,  verificándolo  en  el  mismo  día  en  que  se 
le  hubiese  notificado  la  providencia,  4 rs. 

Art,  562.  Por  la  asistencia  personal  del 
procurador  á cualquiera  diligencia  que  deba 
practicarse  y exija  su  presencia,  llevará  por 
cada  hora,  5 rs 

Art.  563 . Por  su  asistencia  á las  vistas 
de  pleitos  ó causas,  anotándose  su  concur- 
rencia, llevará  por  cada  audiencia,  8 rs. 

Art  564.  En  el  caso  de  que  no  se  verifi- 
que la  vista  y no  se  le  haya  dado  aviso  con  la 
debida  anticipación,  5 rs 

Art.  565.  ¡siempre  que  el  procurador 
tenga  que  dar  recibo,  sea  cualquiera  su  obje- 
to, llevará  por  él,  2 rs. 

Art.  566.  Por  la  agencia  de  cada  nego- 
cio contencioso,  teniendo  un  curso  activo, 
llevará  por  mes  sin  incluir  los  portes  de  car- 
tas, 12  rs 

Art.  567.  Cuando  los  procuradores  hu- 
biesen de  salir  fuera  de  la  población  de  la  re- 
sidencia ordinaria  del  juzgado  á practicar 
diligencias,  cobrarán  por  dieta  de  seis  horas 
de  ocupación  en  cada  dia,  30  rs. 

CAPITULO  VIL 

De  los  secretarios  y porteros  de  los  juzgados 
de  paz. 

Juicios  de  conciliación. 

Art  568.  Por  la  providencia  señalando 
dia  y hora  para  el  acto  de  conciliación  y no- 
tificación al  interesado,  llevará  el  secretario, 
2 reales. 

Art.  569.  Por  la  citación  dentro  de  la 
población,  llevará,  2 rs. 
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Si  hubiere  de  expedirse  oficio  por  estar  el 
demandado  fuera  de  la  población  llevará  el 
secretario  2 rs. 

Art.  57  0 Por  la  comparecencia  y osten- 
sión en  el  libro  del  acta  de  la  conciliación,, 
llevará  el  secretario  10  rs. 

Art  571.  Por  cada  certificación  del  acta, 

4 reales. 

Art.  57 2.  Por  la  asistencia  tendrá  el  por- 
tero 4 rs. 

Juicios  verbales. 

Art.  573.  Por  la  providencia  señalando 
dia  y hora  para  la  celebración  del  juicio,  1 
real, 

Art.  574.  Por  la  citación  y entrega  de 
la  papeleta,  2 rs 

Art.  575.  Por  cada  oficio  de  emplaza- 
miento, cuando  el  demandado  residiere  fue- 
ra, llevará  el  secretario,  2 rs. 

Art.  576.  Por  el  requerimiento  a testi- 
gos, que  firmen  el  recibo  cuando  se  niegue 
el  demandado,  2 rs.  • 

Art  577.  Por  la  estension  de  respuestas 
cuando  se  manden  admitir  ó se  dén  escusas 
para  no  concurrir  al  juicio,  2 rs. 

Art.  578  Por  la  asistencia  del  secretario 
y estension  del  acta  de  la  comparecencia, 
por  todos  sus  derechos,  inclusa  la  notifica- 
ción de  la  sentencia  si  no  pasare  el  acto  de 
una  hora,  10  rs. 

Si  pasare  de  este  tiempo,  por  cada  hora  de 
mas,  4 rs. 

Alt.  579.  Por  el  auto  admitiendo  ó ne- 
gando la  apelación,  1 real. 

Art.  5*0  Por  la  remisión  de  autos  al 
juez  de  primera  instancia,  inclusa  la  citación, 

3 reales. 

Art.  581.  El  portero  por  la  asistencia,  4 
reates. 

Art.  582  Por  las  diligencias  de  ejecu- 
ción de  lo  convenido  en  los  juicios  de  conci- 
liación y de  las  sentencias  de  los  verbales, 
así  como  en  los  embargos  preventivos,  tes- 
tamentarías y demás  actos  en  que  entienden 
los  jueces  de  paz  por  delegación,  percibirán 
los  secretarios  las  dos  terceras  partes  de  los 
derechos  asignados  á los  escribanos  de  juzga- 
do, y los  porteros  las  dos  terceras  partes  de 
los  que  correspondan  á los  alguaciles. 

TITULO  V. 

DE  LAS  DEMÁS  PERSONAS  QUE  DEVENGAN  DERE- 
CHOS Ú HONORARIOS  EN  LOS  JUICIOS. 

CAPÍTULO  PRIMERO. 

De  los  abogados. 

Art., 583.  Por  el  reconocimiento  de  los 
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autos  de  inventario,  tasación  de  bienes,  y de- 
más documentos  que  se  le  presenten  para  la 
ejecución  de  una  liquidación  ó partición  de 
bienes,  llevarán  los  letrados  por  hoja,  84 
céntimos. 

Art.  584.  Por  h formación  y estension 
de  Ja  liquidación,  cuenta  y partición,  y ad- 
judicación de  bienes,  llevará  por  cada  ‘pliego 
en  limpio  de  supuesto  y declaraciones,  70 
reales. 

Art.  585.  Porcada  pliego  en  limpio  de 
los  demás  que  comprenda  la  operación  y sea 
relativo  al  cuerpo  de  Hacienda  sus  bajas  6 
hijuelas  ele  las  partes,  y adjudicación  para 
el  pago,  3 ti  rs. 

Art.  586 . Por  los  escritos  de  derecho, 
los  de  suslanciaeion,  vista  ó informes,  y por 
las  diligencias  á que  asislen  por  encargo  de 
las  partes  cuya  defensa  practiquen,  percibi- 
rán los  honorarios  que  gradúen. 

Art.  587.  Guando  en  estos  casos  alguna 
parte  se  queje  por  exceso  en  la  designación 
de  los  honorarios,  el  tribunal  o el  juez  de 
primera  instancia  regularán  los  que  deban 
ser  satisfechos,  oyendo  á los  colegios  de 
ahogados  donde  los  haya,  y donde  no,  á dos 
letrados  de  conocida  esperiencia  (I). 

CAPITULO  II. 

De  los  fieles  de  fechos,  hombres  buenos  y 
secretarios  de  Ayuntamiento. 

Art.  588.  Los  fieles  de  fechos,  hombres 
buenos  y secretarios  de  Ayuntamiento  de  los 
pueblos,  cuando  á falta  do  escribano  practi- 
quen algunas  diligencias  de  orden  de  los  Al- 
caldes, jueces  de  primera  instancia  ó perso- 
nas particulares,  cobrarán  por  (días  dos  ter- 
ceras partes  de  los  derechos  que  se  señalan 
á los  escribanos  numerarios. 

capitulo  III. 

De  los  contadores  de  cuentas  y particiones. 

Art.  581).  Si  las  cuentas,  particiones  ó li- 
quidaciones, de  cualquiera  clase  y naturaleza 
que  sean,  se  ejecutasen  por  peritos  no  letra- 
dos, llevarán  estos  la  mitad  de  los  derechos 
que  por  las  mismas  se  señalan  á los  ahogados 
en  el  capítulo  l.°  de  este  titulo. 

capitulo  IV. 

De  los  contadores  de  hipotecas  (2). 

Art.  590.  Por  los  derechos  de  registro  y 

(1)  En  cuyo  caso  p rciben  derechos  los  co- 
legios con  arreglo  á la  R.  O-  de  22  de  ago.íto 
de  1850  inserta  en  Abogado. 

(2)  Véase  el  arancel  de  los  actuales  regis- 
tradores, en  Hipotecas. 
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nota  de  loma  de  razón  en  la  contaduría  de 
hipotecas  de  cualquiera  escritura  que  no  pa- 
se de  doce  hojas  llevará,  lé  rs. 

Art.  591.  Si  pasare  de  este  número,  lle- 
vará por  la  indicada  toma  de  razón,  l í rs. 

Art.  592.  • Por  el  reconocimiento  de  las 
escrituras  que  excedan  de  i2  hojas,,  por  cada 
una  de  estas,  llevará  30  cents 

Art.  593.  Por  cada  nota  que  se  haya  de 
poner  en  diferente  registro,  de  fincas  dise- 
minadas en  distintos  pueblos  , comprendidas 
en  varios  libros  ó legajos  del  oficio  de  hipote- 
cas, 4 rs. 

Art.  594.  Por  la  nota  de  cancelación 
puesta  en  el  registro,  de  cualquiera  gravá- 
men  de  que  conste  haberse  tomado  razón,  8 
reales. 

Art  595.  Por  la  busca  en  el  archivo,  á 
petición  departe  ó de  mandato  judicial,  para 
averiguar  si  contra  determinada  finca  hay  ó 
no  algún  gravámen,  llevará  por  cada  año, 
i real. 

Art.  596.  Por  cada  certificación  que  die- 
ren no  pasando  de  un  pliego,  12  rs. 

Art.  597.  Por  cada  hoja  de  exceso  6 rs. 

CAPITULO  V. 

De  los  revisores  de  letras  antiguas  y sos- 
pechosas. 

Art.  598.  Por  el  reconocimiento  y decla- 
ración que  han  de  prestar  los  revisores  de 
letras  y firmas  sospechosas  llevarán,  no  pa- 
sando de  una  hora,  18  rs. 

#Att.  599.  Y por  cada  hora  de  exceso, 
14  reales. 

Art.  600.  Si  se  demandasen  reducir  á es- 
critura corriente  documentos  antiguos  ó ave- 
riados por  la  injuria  de  los  tiempos,  llevarán 
por  hoja,  siendo  de  los  siglos  XV  y XAH, 
10  reales. 

Art  601.  Y si  fuesen  de  los  siglos  XIII 
y XIV,  llevarán  por  hoja,  20  rs. 

Art  G02.  Y si  fuesen  del  siglo  Xll  ó 
anteriores,  30  rs. 

Art.  605.  Si  se  ejecutasen  las  operacio- 
nes comprendidas  en  los  tres  artículos  ante- 
riores en  un  tribunal,  archivo  ú oficina  pu- 
blica, ó en  otro  paraje  fuera  de  su  casa,  co- 
brarán una  cuarta  parte  mas. 

Art  (104.  Si  los  que  practican  estas  ope- 
raciones no  fuesen  revisores  con  título  de 
talos  por  no  haberlos,  llevarán  la  mitad  de 
los  derechos  que  se  expresan  en  los  artícu- 
los anteriores. 
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CAPITULO  VI. 

De  los  arquitectos , agrimensores  y peritos 
de  labranza  (1). 

Art.  G05.  Cuando  los  profesores  acadé- 
micos de  arquitectura  practiquen  medición, 
deslinde,  amojonamiento  de  tierras  ó térmi- 
nos, formando  croquis  ó plano  do  los  terre- 
nos’ tasación  en  venta  y renta  de  predios 
rústicos  ó urbanos,  y en  otros  trabajos  de  su 
profesión,  llevarán  por  dieta  de  seis  horas, 
cobrando  por  separado  ios  planos  que  se  les  i 
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varán  asimismo  por  cada  hora  de  ocupación, 

10  reales.  , , , . 

Art.  6 ! 2,  Solo  se  abonara  a los  compren- 
didos en  los  artículos  anteriores  á razón  de 
seis  horas  de  trabajo  en  cada  día,  cualquiera 
que  sea  el  tiempo  que  inviertan  en  la  ta- 
sación. 

Art.  013.  Los  tasadores  de  efectos  de 
comercio,  llevarán  por  dicta  diaria  de  seis 
horas  de  trabajo,  ya  sea  en  la  misma  plaza  ó 
punto  donde  se  hallen  los  almacenes  ó bu- 
ques que  conLengan  los  efectos,  ó ya  salien- 
do fuera  á practicar  esta  operación,  50  rs. 


mande  levantar,  70  rs, 

Art.  005.  Si  estas  operaciones  se  practi- 
casen por  agrimensores  examiuados,  llevarán 
por  dieta  de  seis  horas  de  trabajo,  aunque 
no  llegue,  con  inclusión  de  lo  cscriLo,  35  rs, 
Art.  607.  Si  se  hiciesen  por  peritos  de 
labranza  por  convenio  de  las  partes  o de 
mandato  del  tribunal,  lie  varán  por  dieta  de 
seis  horas,  aunque  no  llegue,  22  rs. 

CAPITULO  VII. 

De  los  médicos,  cirujanos  y profesores  de 
farmacia  (2). 

Art.  608.  Los  médicos  cirujanos  y pro- 
fesores de  farmacia,  llevarán  por  las  dili- 
gencias de  reconocimiento  de  enfermos,  he- 
ridos ó muertos,  disecciones  anatómicas,  dc- 
clai  aciones  parciales,  análisis  y demás  tra- 
bajos que  por  los  tribunales  ó juzgados  se  les 
encarguen,  los  honorarios  que  gradúen 
ArL.  5 0 - En  los  casos  en  que  alguna 
parle  se  queje  por  exceso  en  la  designación 
de  los  honorarios  de  estos  profesores,  el  tri- 
bunal o juez  regulará  prudencialmente  los 
que  deban  ser  satisfechos,  oyendo  a los  cole- 
gios de  medíenla,  cirujía  y farmacia  donde 
los  hubiese,  y donde  no,  á dos  profesores  de 
conocida  esperiencia  de  la  respecLiva  fa- 
cultad. 


CAPITULO  VIII. 


De  los  tasadores  de  joyas,  muebles  y géneros  : 
de  comercio. 

Art.  610.  Los  tasadores  de  joyas  lleva- 
ran por  cada  hora  de  ocupación  en  esta  ope- 
ración, 16  rs. 

Art.  6 ti.  Los  tasadores  de  muebles  lie-  . 


, /'n.  el  artículo  Arquitectos  se  halla  k 

los  ^murarlos  de  ios  arquitectos  poj 

Urbajos  de  su  profesión;  perc 
solo  debe  en  tenderse  aplicable  á los  asunto' 
que  no  son  judiciales.  asumo. 

(2)  V.  Médicos  forenses  y Autopsias. 


CAPITULO  IX. 

De  los  artesanos  y menestrales. 

Art.  Olí.  Los  artesanos  y menestrales 
de  todas  clases  que  fuesen  llamados  como  pe- 
ritos para  reconocimientos  y otras  operacio- 
nes propias  de  sus  respectivas  profesiones, 
percibirán  uu  jornal  igual  al  que  por  regla 
general  llevan  los  de  su  clase,  aunque  su 
ocupación  no  llegue  á un  día:  si  pasare  de 
este  tiempo,  otro  jornal,  y así  progresiva- 
mente. 

Art.  615.  Sintiéndose  agraviada  alguna 
de- las  parles  de  la  regulación  del  valor  do 
los  jornales  hecha  por  los  peritos  de  artes  ú 
olidos , decidirá  el  tribunal  0 juez  sus  reda- 
maciones, oyendo  verbalmente  ai  veedor  del 
gremio,  y á falla  de  estos,  á dos  artesanos  de 
probidad  y esperiencia. 

TITULO  VI. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Árt.  616.  Los  derechos  señalados  á toda 
clase  de  subalternos  ó personas  indicadas  en 
este  arancel  se  entienden  siempre  con  esclu- 
sion  del  papel  sellado , que  pagarán  separa- 
damente los  interesados . 

Art.  617.  En  ningún  caso,  ni  por  la  ca- 
lidad de  las  personas  ni  por  la  de  los  nego- 
cios, se  exigirán  derechos  dobles,  ni  para  su 
exacción  se  atenderá  nunca  al  número  de 
, las  personas  que  litigan,  sino  al  de  las  par- 
tes, entendiéndose  por  una  sola  Lodos  los 
que  litigan  unidos  bajo  un  contesto;  y los 
derechos  se  percibirán  siempre  distribuidos 
i entre  las  partes,  excepto  en  las  limitaciones 
! hechas  sobre  el  particular  en  los  arts  86  y 
87,  ó en  los  casos  en  que  literal  y expresa- 
mente se  establezca  que  hayan  de  ser  de  ca- 
da una  de  ellas 

Art.  618.  No  devengan  derechos  mas  ac- 
tos que  los  que  directa  y claramente  se  ex- 
presan en  estos  aranceles;  y si  algún  intere- 


Aranceles 

gado  creyese  dignos  de  inclusión  algunos  de 
los  omitidos,  lo  expondrá  al  Gobierno  por  el 
conducto  ordinario. 

Art.  619.  No  se  reputarán  omitidos  para 
la  exacción  de  los  derechos  los  actos  y di- 
ligencias comunes  á varios  juicios  que  no  se 
hallen  expresados  en  cada  uno  de  estos,  sien- 
do suficiente  que  se  designen  en  alguno:  en 
su  virtud,  si  en  los  pleitos  ordinarios  ocur- 
riesen algunas  diligencias  no  designadas  en 
ellos,  pero  expresadas  en  algún  otro  juicio, 
se  cobrarán  los  derechos  que  en  este  se  de- 
signen; y lo  propio  se  hará  cuando  en  cual- 
quier otro  juicio  ocurriesen  diligencias  ex- 
presadas solamente  en  los  ordinarios. 

Art,  620.  Si  los  jueces,  escribanos,  pro- 
curadores y alguaciles  hubieren  de  salir  fue- 
ra de  la  población  de  la  residencia  ordina- 
ria del  juzgado,  ó en  comisión  fuera  de  los 
límites  del  partido,  cobrarán  las  dietas  que 
respectivamente  vau  señaladas  á cada  uno 
en  este  arancel,  siendo  siempre  de  cuenta 
de  las  partes  los  gastos  de  ida  y vuelta  del 
viaje,  pero  na  los  de  manutención:  debién- 
dose anotar  las  horas  de  ocupación,  que  nun- 
ca podrán  exceder  de  seis  en  cada  dia  natu- 
ral, aunque  sean  mas  las  que  ocupen  y se 
manden  habilitar:  y cobrando  dietas,  no  per- 
cibirán derechos;  excepto  en  los  casos  en  que 
literal  y expresamente  se  establezca  lo  con- 
trario. 

Art.  621.  El  relator  ó escribano  de  cá- 
mara, juez  de  primera  instancia  ó escriba- 
no de  número  que  fueren  recusados , per- 
cibirán los  derechos  que  devenguen  en  la 
forma  que  se  expresa  en  el  arancel  y los 
acompañados  los  cobrarán  de  la  parte  que 
recusó  á aquellos,  desde  que  se  admitió  la 
recusación. 

Art.  622.  Los  escribanos  reales  ó nota- 
rios, de  reinos,  por  los  instrumentos  que  las 
leyes  les  permiten  autorizar  v por  la  prác- 
tica de  las  diligencias  que  se  les  encarguen 
llevarán  una  cuarta  parle  menos  de  lo  que 
se  asigna  á los  escribanos  numerarios  de  los 
juzgados. 

Art  623  En  los  casos  en  que  los  dere- 
chos se  regulen  por  pliegos,  como  en  las 
reales  provisiones,  cumpulsas  y copias  sim- 
ples, se  entiende  que  han  de  tener  veinte 
renglones  por  llana  en  la  parte  del  sello , y 
veinticuatro  en  las  otras,  y siete  partes  cada 
renglón 

Art.  624.  Para  acreditar  la  duración  de 
los  actos  y diligencias  cuyos  derechos  se  ! 
gradúan  por  horas,  firmarán  las  partes  la 
nota,  si  asistieren  al  acto;  y si  no  asistieren,  I 
se  observarán  las  reglas  siguientes:  1.a  La 
duración  de  las  vistas  de  pleitos  se  acredita- . 


JUDICIALES.  ' 453 

rá  en  los  Tribunales  Supremo  y superiores 
por  nota  que  extenderá  y firmará  el  relator, 
y en  los  juzgados  por  nota  del  escribano  ac- 
tuario 2.a  La  de  las  diligencias  de  cotejos, 
inventarios,  embargos  y otras  de  igual  natu- 
raleza, por  nota  del  relator  ó diligencia  del 
escribano  actuario  dando  fé  3.a  Los  tasado- 
res de  joyas,  y demás  personas  que  practi- 
quen en  sus  respectivas  casas  los  trabajos 
propios  de  sus  profesiones,  la  expresarán  al 
final  de  la  certificación  que  deben  dar,  ó en 
la  ratificación  que  presten  bajo  juramento  eu 
forma. 

Art.  625.  Los  jueces  y los  escribanos 
numerarios  y demás  subalternos,  percibirán 
una  tercera  parte  mas  de  los  derechos  asig- 
nados en  este  arancel,  siempre  que  siendo  de 
dia  se  traslade  la  audiencia  fuera  de  la  po- 
blación en  que  resida,  y dentro  de  su  térmi- 
no Si  la  diligencia  se  practicase  de  noche 
dentro  de  la  población,  cobrarán  una  mitad 
mas  de  los  derechos  señalados;  y si  se  prac- 
ticase extramuros  de  la  población,  siendo  de 
noche,  doble  cantidad  de  la  que  respectiva- 
mente se  señala.  Esta  regla  no  se  entiende 
respecto  de  los  juicios  verbales. 

Art.  626.  Los  jueces  y lodos  los  subal- 
ternos pondrán  al  pié  de  la  firma,  bajo  la 
mulla  de  ciento  á dos  cientos  reales,  los  de- 
rechos que  devenguen  tanto  en  los  negocios 
civiles  como  enlos  criminales  y aunque  no' 
los  hayan  de  llevar,  expresándolos  en  letra 
y no  en  guarismos.  Lo  mismo  verificarán  las 
demás  personas  que  devenguen  derechos  y 
honorarios  en  los  juicios,  y sin  esta  circuns- 
tancia no  tendrán  acción  á ellos , debiendo 
dar  unos  y otros  recibo  á las  partes  que  lo 
exijan,  sin  llevar  por  esto  derechos.  Si  por 
efecto  de  la  designación  se  quejase  algún  in- 
teresado ó se  conociese  que  hay  exceso  en 
los  derechos,  el  infractor  devolverá  dicho 
exceso  y además  pagará  por  la  primera  vez 
una  multa  equivalente  al  cuadruplo  del  mis- 
mo; la  segunda  doble  cantidad;  y si  rein- 
cidiere, se  procederá  contra  el  á la  forma- 
ción de  causa  ]>i  los  escribanos  de  cáma- 
ra ni  los  tribunales  inferiores,-  admitirán  nin- 
gún escrito  de  abogado  que  no  tenga  al  pió 
los  honorarios  correspondientes,  en  letra  y 
sin  abreviatura;  y si  lo  admitieren,  incur- 
i rirán  en  la  multa  de  doscientos  reales 

Art.  627.  Cuando  se  reclamase  sobre  ta- 
sación de  costas,  el  magistrado  mas  moder- 
no de  la  sala  examinará  la  operación,  y se- 
rán de  cuenta  del  tasador  los  derechos  que  se 
causen  en  estas  diligencias,  si  aquella  estu- 
viere defectuosa.  Lo  mismo  se  entiende  res- 
pecto á los  juzgados  de  primera  instancia, 
debiendo  el  juez  practicar  en  este  caso  la  re- 
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visión,  y ser  responsable  el  escribano  que 
hubiese  hecho  la  tasación. 

Art.  628.  Cuando  alguno  de  los  litigan- 
tes sea  defendido  por  pobre,  no  satisfará  de- 
rechos algunos,  ni  su  parte  se  encargará  á 
ninguno  de  los  colitigantes.  Si  hubiere  con- 
denación de  costas,  los  subalternos  percibi- 
rán los  derechos  correspondientes  al  pohre, 
de  la  parte  á quien  se  hubiesen  impuesto.  En 
las  causas  criminales,  si  hubiese  mancomuni- 
dad en  la  condenación  de  costas,  solo  se  exi- 
girán las  de  oficio,  y no  las  devengadas  en  la 
defensa  del  pobre,  esceplo  cuando  este  sea 
el  querellante  ó actor,  y nunca  hasta  hallar- 
se ejecutoriada  la  sentencia. 

Art.  629.  Los  abogados,  procuradores, 
escribanos,  y cuautas  personas  intervienen 
en  los  juicios  o presenten  escritos  ante  los 
tribunales,  pondrán  al  pié  de  la  súplica,  en  ■ 
letra  y no  en  guarismos,  la  fecha  del  dia,  , 
mes  y año  en  que  lo  ejecuten  ó en  que  des-  j 
pachen  el  escrito,  sin  cuyo  requisito  no  se  ¡ 
les  dará  curso. 

Art.  630.  El  que  presida  el  Tribunal,  dis- 
pondrá que  se  tenga,  donde  crea  mas  conve- 
niente, un  ejemplar  del  arancel  general,  fir- 
mado por  él  mismo  y por  el  secretario  del 
Tribunal  pleno,  y por  el  secretario  del  juz- 
garlo en  este:  y cada  uno  de  los  subalternos 
fijará  además  en  su  despacho  un  ejemplar  de 
su  respectivo  arancel,  autorizado  de  la  mis- 
ma manera  El  que  contraviniere  á esta  dis 
posición,  pagará  cien  reales  de  multa  de 
irremisible  exacción. 

Art.  651.  Interin  se  establece  el  arancel 
correspondiente  para  los  alcaides  de  las  cár- 
celes, y para  los  pregoneros  por  lo  tocante  á 1 
las  publicaciones  que  hacen  en  los  remates, 
continuarán  en  observancia  los  que  rigen  en 
el  dia,  o la  práctica  que  hubiese  cu  la  percep- 
ción de  los  derechos. 

Art.  632.  En  los  negocios  de  menor  cuan- 
tía, los  jueces,  curiales  y cuantos  tienen  op- 
ción á cobrar  derechos,  no  podrán  percibir 
mas  que  la  mitad  de  los  designados  por  cada 
actuación  ó diligencia  en  eslos  aranceles.  La 
diligencia  de  prueba  se  considerará  como  la 
vista  pública  de  los  autos,  y los  derechos 
que  se  devenguen  se  graduarán  por  horas, 
percibiéndose  también  la  mitad  de  los  desig- 
nados á aquella. 

En  aquellos  pleitos  que,  pasando  de  2.000 
reales,  no  esceiian  de  los  5.000  que  es  el  lí- 
mite que  con  arreglo  á la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  sirve  para  distinguir  las  de  ma- 
yor y menor  cuantía,  se  devengarán  las  dos 
terceras  partes  de  los  derechos  asignados  en 
este  arancel  y en  los  que  excedan  de  3.000 
reales  los  derechos  íntegros. 
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Art.  633.  En  las  poblaciones  donde  los 
procuradores  ejercieren  su  oficio  á la  vez  en 
el  Tribunal  Superior  y en  el  tribunal  ó juz- 
gado de  primera  instancia  , percibirán  sus 
derechos  con  arreglo  al  arancel  del  tribunal 
ó juzgado  que  entienda  en  el  negocio  por  el 
cual  los  devenguen 

Art.  634  Para  evitar  los  gastos  de  do- 
bles apuntamientos,  inmediatamente  que  se 
reinita  á un  Tribunal  Superior  ó al  Supremo 
algún  pleito  ó causa  criminal  en  apelación  ó 
consulta,  del  repartimiento  pasará  el  proceso 
al  relator  para  la  formación  del  apuntamien- 
to ó memorial  ajustado,  el  cual  correrá  uni- 
do al  pleito  ó causa  para  que  los  defensores 
saquen  las  copias  ó anotaciones  que  tengan 
por  conveniente;  y formando  el  apuntamien- 
to, seguirá  el  asunto  su  legal  sustancia cion. 

Art  63o.  Como  se  deduce  de  los  artícu- 
los desde  el  464  al  ñ 16  y del  epígrafe  que  les 
precede,  los  escribanos  Reales  ó notarios  de 
reinos  están  comprendidos  en  eslos  aranceles, 
y deben  ajustarse  á ellos  con  sujeción  á lo 
prevenido  en  el  art.  622.» 

R.  O.  de  22  agosto  de  1850. 

Es  sobre  derechos  de  los  colegios  de  abo- 
gados en  las  regulaciones  de  honorarios.  Se 
hada  en  el  articulo  Abogado. 

R.  O.  de  24  febrero  de  1851. 

Las  actuaciones,  en  los  expedientes  de  mostrencos,  son 
de  oficio. 

(Hac.)  «...Excmo.  Sr.:  He  dado  cuenta 
a la  Reina  de  la  consulta  de  esa  Dirección 
general  de  26  de  julio  de  1848,  en  que  ma- 
nifiesta que  declarado  de  la  pertenencia  del 
Estado,  por  no  haberse  presentado  dueño 
conocido,  un  bote  hallado  en  la  playa  de 
San  Pedro  de  Benquerencia,  partido  de  Ri- 
vadeo,  cuyo  valor  fué  tasado  en  320  rs.,  as- 
cendieron las  costas  ocasionadas  en  la  ayu- 
dantía militar  de  Marina  á 323  rs.  14  mrs.,  y 
á 94  y 2 mrs.  las  que  se  causaron  después  en 
el  juzgado  de  primera  instancia,  habiéndose 
notado  el  mismo  exceso  en  el  expediente  re- 
lativo á un  bote  inglés  hallado  en  las  pla- 
yas del  distrito  de  Foz.  En  su  vista,  y pan 
evitar  los  graves  perjuicios  que  resultan  al 
Estado,  se  ha  servido  declarar,  confor- 
mándose con  el  parecer  de  la  Dirección  ge- 
neral de  lo  Contencioso  , que  con  arreglo 
á la  práctica  que  se  observa  por  regla  gene- 
ral en  los  asuntos  judiciales  en  que  tiene 
interés  la  Hacienda  publica,  contra  la  cual 
nada  previene  en  contrario  la  ley  de  9 de 
mayo  de  1835,  las  actuaciones  en  los  expe- 
dientes sobre  declaración  de  bienes  mos- 
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trencos  deben  ser  de  oficio  y no  devengar 
derechos  de  ninguna  clase.»  Y S M.  ha  Te- 
nido á bien  mandar  se  guarde  y cumpla  etc. 
Madrid  1 I de  marzo  de  1851.  \CL.  t.  62, 
página  215 ) 

R.  D.  de  21  mayo  de  1831. 

Derechos  de  los  síndicos  en  los  juicios  sobre  faltas. 

(Guac.  y Just.)  «Usando  de  la  facultad 
que  me  está  reservada  según  el  art.  614  de 
los  Aranceles  judiciales  vigentes...  vengo 
en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  único.  Siempre  que  según  lo 
dispuesto  en  la  regla  22  de  la  ley  provisio- 
nal para  la  aplicación  del  Código  penal, 
asistan  los  síndicos  de  Ayuntamiento  a los 
juicios  verbales  sobre  faltas,  cobraran  la 
cuarta  parte  menos  de  los  derechos  que  per- 
ciben los  Alcaldes,  según  lo  dispuesto  en  los 
artículos  323  y 324  de  los  Aranceles  vigen- 
tes (1)  —Dado  en  Palacio  a 21  de  mayo  de 
1851.»  [CL.  t.  53,  p.  171.) 

R.  O.  de  16  noviembre  de  185!. 

Que  tas  comisiones  de  la  Academia  de  San  Fernando 
consideren  su  trabajo  comprendido  en  el  art.  COI. 

(Fom.)  «He  dado  cuenta  á la  Reina  (que 
Dios  guarde)  de  una  exposición  que  ha  ele- 
vado e^a  Real  Academia  manifestando  que 
son  infinit  >s  los  casos  en  que,  ya  á petición 
de  laspart.es.  ya  espontáneamente,  los  Tri- 
bunales y Autoridades  se  dirigen  á la  mis- 
ma para  que  nombre  comisiones  y peritos 
que  den  dictámenes  facultativos  en  asun- 
tos contenciosos  con  el  objeto  de  dirimir 
discordias,  sin  retribuirlos  de  manera  algu- 
na, en  cuya  virtud  solicita  la  corporación 
se  declare  que  en  cualquiera  de  dichos  ca- 
sos y en  asunto  de  interés  privado,  los  pro- 
fesores han  de  devengar  los  debidos  hono- 
rarios v ser  estos  sat  isfechos  por  quien  cor- 
responda. Enterada  S.  M.  se  ha  dignado  re- 
solver, oido  el  Real  Consejo  de  Instrucción 
pública  y de  conformidad  ron  el  parecer  del 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  que  lasco- 
misiones  á que  se  refiere  esa  Academia,  en 
asuntos  de  interés  privado,  pueden  conside- 
rarse comprendidas  en  el  art.  601  de  los 
Aranceles  judiciales  vigentes,  y por  lo  tan- 
to con  arreglo  al  mismo  deben  de  ser  remu- 
nerados los  trabajos  prestados  por  aquellas, 
siempre  que  cumplan  la  obligación  que  les 
impone  el  at  t 622  de  los  mencionados 
Aranceles.» — De  Real  órden,  ele.  Madrid 
16  de  noviembre  de  1851.(CL  t.  54,  pági- 
na 433.) 


R.  O.  de  27  diciembre  de  1831 . * 

Cesen  los  jueces  y promotores  de  percibir  derechos. 

(Grao,  y Just.)  «En  los  presupuestos 
que  han  de  regir  en  el  año  próximo  de  1852, 
se  ha  señalado  á los  jueces  de  primera  ins- 
tancia de  término  el  sueldo  anual  de  20.000 
reales;  A los  de  ascenso  el  de  16  000,  y el 
de  12.000  á los  de  entrada,  señalándose  ade- 
más para  gastos  de  representación  10.000 
reales  anuales  á los  de  Madrid,  y 2.000  (1) 
á los  de  Barcelona,  Sevilla,  Granada  y Va- 
lencia. En  los  mismos  presupuestos  se  se- 
ñala á los  promotores  fiscales  de  término  el 
sueldo  anual  de  9,000  rs.  (2);  á los  de  ascen- 
so de  7.000,  y á los  de  entrada  5.000,  con 
mas  6 000  rs.  de  gastos  de  representación  á 
los  de  Madrid,  y 3.000  á los  de  las  otras 
cuatro  capitales  dichas.  Al  hacer  esta  de- 
signación, se  determinaba  que  resaria  el 
percibo  de  derechos  desde  que  ella  empeza- 
se á tener  cumplimiento;  y debiendo  con 
efecto  principiar  desde  1.’  de  enero  el  abono 
de  los  sueldos,  se  ha  servido  S.  M.  mandar 
que  desde  la  misma  fecha  cesen  los  citados 
funcionarios  de  percibir  los  derechos  que 
les  estaban  asignados  en  los  Aranceles,  cual- 
quiera que  sea  su  clase,  denominación  y 
motivo.— Madrid  27  de  diciembre  de  1851 .» 
(CL.t.  54,  p-  7(10.) 

i?.  O.  de  8 enero  de  1852. 

No  perciban  derechos  los  subdelegados  de  rentas,  pero 
si  los  asesores  y fiscales, 

(Hac.)  «limo.  Sr.:  La  Reina  nuestra  Se- 
ñora  atendida  la  índole  especial  y ac- 

tual situación  de  los  juzgados  de  Hacienda 
pública,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  este  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  se 
ha  dignado  resolver:  1 .°  Que  hasta  que  no 
se  proceda  al  arreglo  de  los  juzgados  de  Ha- 
cienda, ó se  determine  por  este  Ministerio 
lo  que  corresponda,  no  se  observe  en  ellos 
lo  dispuesto  en  el  capítulo  IV  de!  citado 
R.  D.  de  8 de  agosto.  2.°  Que  los  subdele- 
gados de  rentas  no  perciban  derechos  en  los 
juicios  y negocios  que  se  ventilen  ante  los 
mismos.'  Y 5.°  Que  los  perciban  los  aseso- 
res y fiscales  de  las  subdelegaciones  hasta 
que  se  verique  dicho  arreglo  » De  Real  ór- 


(1)  Aun  cuando  la  colección  legislativa  tie- 
ne puesto  2 0 K)  por  el  presupuesto  general  del 
Estado  se  señalan  6 000,  y está  en  armonía 
con  lo  mareado  para  representación  á los  pro- 
motores fiscales. 

(2)  Por  los  presupuestos  vigentes  se  les  se- 
ñala 10.000,  8.000  y 6.000  rs.  respectivamente. 


(I)  Eran  los  de  1846. 


456  ARANCELES 

den,  etc.  Madrid  8 de  enero  de  1852.  (CL. 
t.  55,  p.  30.) 

fí.  O.  de  12  enero  de  1852. 

Los  aranceles  en  los  juzgados  especiales. 

(Gra c.  y Just.)  «Dado  cuenta  á la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  de  una  comunicación  del  fis- 
cal de  la  Audiencia  de  Valladolid S.  M. 

se  ha  servido  mandar  á V.  S que  la  prohi- 
bición de  percibir  los  derechos  de  arancel, 
está  limitada  á los  jueces  ordinarios  de  par- 
tido y a sus  promotores,  mientras  que  por 
el  Alini.-terio  respectivo  no  se  disponga  otra 
cosa.»  Madrid  12  de  enero  de  1852.  (CL.  to- 
mo 55,  p.  40.) 

R.  O.  de  14  enero  de  1852. 

Los  Alcaldes,  etc.  en  funciones  de  jueces  de  primera 
instancia  sin  asesores,  etc. 

(Grac.  y Just.)  o La  Reina  (Q.  D.  G.) 

se  ha  servido  resolver: 

l.°  Que  cuando  los  Alcaldes  desempe- 
ñen los  juzgados  de  primera  instancia  no 
deben  percibir  parte  de  sueldo  ni  derechos 
de  ninguna  clase,  por  ser  esta  una  de  las 
obligaciones  impuestas  por  disposiciones 
vigentes  á los  mismos  cargos  puramente 
gratuitos. 

2/  Que  en  el  caso  de  que  los  Alcaldes 
cuando  ejerzan  jurisdicción  tengan  que  va- 
lerse de  asesores,  ó los  misinos  Alcaldes  y 
los  jueces  de  primera  instancia  tengan  que 
nombrar  acompañados  por  causa  de  incom- 
patibilidad ó por  cualquier  otro  motivo, 
perciban  los  derechos  de  arancel,  como  se 
ha  practicado  hasta  aquí,  los  letrados  que 
desempeñen  estas  funciones.»  Madrid  14  de 
enero  de  1852.  (CL.  t.  55,  p.  47.) 

R.  O.  de  10  noviembre  de  1853. 

El  litigante  pobre  no  puede  ser  compeüdo  al  pago 
do  costas. 

(Grac.  y Just.)  ......Teniendo  presente 

S.  M.  que  en  el  art.  624  de  los  aranceles 
judiciales  se  previene,  sin  distinguir  de  ca- 
sos y de  la  manera  mas  absoluta,  que  los 
litigantes  defendidos  por  pobres  no  satisfa- 
rán derechos  algunos;  después  de  haber 
oido  á la  sección  de  Gracia  y Justicia  del 
Consejo  Real,  de  conformidad  con  su  dictá- 
men,  se  ha  servido  declarar  que  el  litigante 
pobre  no  puede  ser  compelido  al  pago  de 
las  costas  mientras  no  venga  á mejor  fortu- 
na, aunque  haya  sido  condenado  en  ellas 

Por  ^ temeridad  manifiesta » Dios,  etc. 

Madrid  10  de  noviembre  de  1853.  (CL.  to- 
mo 60,  p . 368.) 
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R.  D.  de  22  octubre  de  1855. 

Aranceles  en  las  juzgados  de  paz. 

Extracto. — Los  jueces  de  paz  no  perci- 
ben derechos,  por  ser  honorífico  y gratuito 
su  cargo.  Los  secretarios  y porteros  perci- 
birán los  establecidos  en  los  aranceles  vi- 
gentes, ó los  que  se  establezcan  en  lo  su- 
cesivo. ( Arts . 3 y 1 1 del  citado  decreto) . 

R.  O.  de  1G  abril  de  1857. 

Alguaciles.  Sobre  los  arts.  210  y 553. 

«....S.  M...  se  ha  servido  aumentar  á 
40  rs.  diarios  las  dietas  que  deben  abonar- 
se á los  alguaciles  de  audiencia  porteado- 
res de  las  Reales  provisiones  secretas  para 
la  ejecución  de  penas  capitales.»  De  Real 
orden  etc.  Madrid  16  de  abril  de  1057. 
(CL.  t.  72,  p.  127.) 

■ R.  O.  de  12  mayo  de  1857. 

Escribanos  en  las  escrituras  públicas. 

«...S.  M.  se  ha  dignado  autorizar  á los 
escribanos  y notarios  del  reino  para  que 
exijan  de  los  otorgantes  de  instrumentos 
públicos  además  de  los  derechos  marcados 
en  el  arancel  el  importe  en  metálico  de 
medio  pliego  de  papel  del  sello  4/  por 
cada  uno  de  los  contratos  que  autoricen 
con  destino  á la  formación  de  los  referidos 
índices  (de  los  testimonios  anuales  de  los 
índices  de  sus  protocolos  que  tienen  el  de- 
ber de  remitir  á las  audiencias)  expresán- 
dolo así  en  la  minuta  de  derechos  que  en- 
treguen á los  interesados.»  De  Real  ór- 
den  etc.  Madrid  16  de  abril  de  1857. 

R.  O.  de  20  junio  de  1863. 

Se  modifica  y adiciona  el  arancel  de  los  procuradores. 

(Grac.  y Just.)  «En  vista  de  las  continuas 
reclamaciones  de  los  colegios  de  procurado- 
íes  del  Reino  solicitando  aumento  de  los  de- 
rechos asignados  en  los  aranceles  vigentes  á 
las  diligencias  en  que  intervienen ; y consi- 
derando que  la  ley  de  Enjuiciamiento  .civil 
introdujo  algunas  actuaciones  nuevas  y mo- 
dificó otras,  de  modo  que  no  es  fácil  hacer 
una  justa  aplicación  de  los  artículos  análo- 
gos de  los  aranceles;  atendiendo  por  otra  par- 
te á que  los  procuradores  fueron  los  únicos 
subalternos  de  los  tribunales  que  en  la  re- 
forma verificada  en  el  año  d ; 1860  no  tuvie- 
ron aumento  en  sus  derechos,  á pesar  Je  que 
la  disminución  de  los  negocios  y la  carestía 
de  los  artículos  necesarios  para  la  vida  que 
fueron  los  principales  fundamentos  de  la 
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reforma,  les  alcanzan  igualmente;  teniendo 
en  cuenta  que  si  se  señalan  derechos  propios 
á las  actuaciones  nuevas  y 'se  fijan  de  una 
manera  absoluta  los  de  agencias,  quitando 
la  facultad  de  celebrar  convenios  con  las 
partes,  se  puede  mejorar  algo  la  suerte  de 
los  procuradores,  se  ha  servido  S.  M.  re- 
solver, que  provisionalmente  se  adicionen 
jos  aranceles  judiciales  en  tanto  que  se  ve- 
rifica la  reforma  definitiva  con  el  concurso 
del  poder  legislativo  en  la  forma  siguiente: 

Arancel  adicional, 

1. °  Por  la  asistencia  á los  juicios  vcrba> 
les  en  los  casos  nuevamente  introducidos 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según 
los  arts.  661,  669,  681,  702,  715,  734,  758, 
754,  901  , 1.144,  1.151 , 1.163,  y en  cual- 
quiera otro  acto  ó comparecencia  que  ten- 
ga analogía  con  los  expresados,  llevará  por 
cada  hora  útil,  20  rs. 

2. u  Por  cada  escrito  de  rebeldía,  á que 
se  refieren  los  arts.  232,  838,  961  y 1.039, 
y cualquiera  otro  que  presente  el  procura- 
dor sin  dirección  de  letrado,  llevará  con 
inclusión  de  la  firma,  10  rs. 

3. °  Por  instruirse  e¡  procurador,  cuan- 
do no  lo  haga  el  letrado,  de  las  pruebas  y 
de  las  demás  actuaciones  á que  se  refieren 
los  arts.  243,  347,  434,  453,  481,  551  y 
683  de  la  ley,  cuando  los  autos  se  pongan 
de  manifiesto  en  la  escribanía,  llevará  por 
reconocimiento  de  cada  hoja  50  cents* 

4. °  Por  asistencia  á las  diligencias  de 
reconocimiento  por  peritos,  á que  se  refie- 
ren los  arts.  303  y 305  de  la  ley , ú otras 
análogas,  llevará  por  cada  hora  útil  20  rs. 

5. °  Por  asistencia  al  juramento  de  tes- 
tigos, con  arreglo  al  art.  313  de  la  ley,  lle- 
vará por  cada  testigo  4 rs. 

6o  Por  asistencia  á las  juntas  á que  se 
refieren  los  arts.  374,  423,  443,  458,  467, 
475,  478,  486  , 511,  539,  575,  594,  622  y 
661  de  la  ley,  ó á otras  análogas,  llevará 
por  cada  hora  útil  20  rs. 

7. °  Por  cada  citación  y emplazamiento 
4 rs. 

8. °  Por  el  otorgamiento  de  la  fianza  á 
que  se  refiere  e!  art.  932  de  la  ley,  cuando 
tenga  poder  para  ello,  10  rs. 

9 0 Por  los  escritos  apartándose  de  ape- 
laciones, recurso  de  casación  ú otros  análo- 
gos, siempre  que  no  vayan  con  dirección 
de  letrado,  llevará,  con  inclusión  de  la  fir- 
ma ¡0  rs. 

10.  Por  los  escritos  de  demanda,  con- 
testación proponiendo  pruebas  y otros, 
cuando  lo  haga  sin  dirección  de  letrado  en 
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los  casos  en  que  no  es  precisa,  llevará  por 
cada  hoja  20  rs. 

11.  Por  asistencia  é informe  sobre  he- 
chos en  los  juicios  de  menor  cuantía,  cuan- 
do se  presente  con  arreglo  al  art.  1.157, 
llevara  por  audiencia  60  rs. 

12.  Por  asistencia  á los  juicios  verbales 
en  los  casos  de  los  arts.  1.172  y 1.179, 
cuando  el  valor  de  lo  que  se  litiga  no  pasa 
de  600  rs.,  llevará  por  cada  audiencia  10 
reales. 

13.  Por  la  asistencia  á los  actos  de  con- 
ciliación, cuando  concurriere  á ellos,  lle- 
vará por  audiencia  2Ü  rs 

14.  Por  agencia  y solicitud  y demás  di- 
ligencias extrajudiciales  que  el  procurador 
tiene  que  practicar  en  todos  los  pleitos  y 
negocios  judiciales  en  que  interviene,  lle- 
vará por  cada  mes,  hallándose  en  curso,  en 
las  audiencias  50  rs.,  y en  los  juzgados  de 
primera  instancia  20  rs. 

Observándose,  respecto  del  Tribunal  Su- 
premo, lo  dispuesto  en  el  art.  l.°  délos 
aranceles  vigentes.  De  Real  orden  etc.  Ma- 
drid 20  de  junio  de  1863.»— Rafael  Mona- 
res. — (Gac.  del  23.) 


Insertos  á la  letra  los  aranceles  judi- 
ciales vigentes  con  las  disposiciones  que 
se  han  dictado  aclarando  ó reformando 
algunas  de  sus  disposiciones,  solo  nos 
proponemos  aquí  indicar  alfabéticamente 
respecto  de  cada  funcionario,  los  artícu- 
los que  les  son  aplicables  para  el  percibo 
de  los  derechos  que  les  corresponden. 

En  ningnn  caso  debe  olvidarse  la  dife- 
rencia que  establece  el  art.  632,  entre 
los  negocios  de  menor  cuantía  ó que  no 
exceden  de  3.1  00  rs.;  pues  si  lo  litigioso 
no  excede  de  2-.Ü00  rs.  solo  se  percibe  la 
mitad  de  los  derechos  señalados  á cada 
actuación  y desde  2.000  á 3.000,  solo  las 
dos  terceras  partes.  En  ios  negocios  de 
mayor  cuantía  ó que  exceden  de  3.000 
reales  se  perciben  íntegros  los  derechos. 

Respecto  de  los  jueces  y promotores 
fiscales  ténganse  presentes  las  Reales  ór- 
denes de  27  de  diciembre  de  4851  y 7 
de  enero  de  1852,  ó sea  la  nota  oficial  de 
la  pág.  438. 

He  aquí,  pues,  los  artículos  que  de- 
ben consultarse  respecto  de  los  derechos  * 
de  cada  funcionario,  etc. 

Abintestatos;  419  y siguientes, 

Abogados,  207,  583  á 587, 
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Notarios ; 622  635. 
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Academia  de  S.  Fernando ; R.  O.  de  16  de 
noviembre  de  165!. 

Agrimensores;  208,  í>06. 

Alcaides  de  las  cárceles;  631. 

Alcaldes ; V.  su  Arancel  de  Alcaldías  en 
la  pág  139. 

Alguaciles  de  las  Audiencias;  37,  151  á 1 6 1 . 
— De  los  Juzgados  517  á 544,  y R.  O.  de  16 
de  abril  d t 1857. 

Archiveros  de  las  Audiencias;  1611  á 175 
y 21 6 

Arquitectos;  605. 

Artesanos  y Menestrales  208,  614. 
Audiencias;  til.  2.°  art.  3.°  á 209. 
Canciller- registrador  162  á 167  y 216. 
Causas  criminales  (los  escribanos)  440 
á 485. 

Cirujanos ; 207  608. 

Colegio  de  Abogados;  R.  O.  de  22  agosto  de 
1850,  y art.  587. 

Conciliación;  -568  ¿i  572, 

Concursos ; 41 9 y siguientes  (los  escri- 
banos). 

Contadores  de  hipotecas;  208,  590. 

— De  cuentas  y particiones,  589. 

Cuantías  Derechos  según  las)  032. 

Derechos  dobles ; (No  son  legítimos)  617. 
Dietas;  620. 

Disposiciones  generales : 616  y siguientes. 
Escribanos  de  número  de  los  Juzgados;  317 
a 517,  020. 

— Reales  y Notarios,  622. 

—De  cámara  89  á 143,  y 216. 

Escrituras  y demas  actos  públicos  ante  es- 
cribanos 484  á 516. 

Farmacéuticos ; 207,  608. 

Fieles  de  fechos ; hombres  buenos  y Secre- 
tarios de  Ayuntamiento,  588. 

Hacienda  (pleitos  en  que  litiga  la)  R.  O.  de 
24  de  febrero  de  1851.  V.  Tribunales. 
Jueces  de  paz-,  313. 

Juicios  verbales ; 573  á 582;  en  apela- 
ción etc.,  á 319. — Ejecutivos  y su- 
marios; 379  á 418. 

Juzgados  de  primera  instancia  212  y si- 
guientes, y nota  al  principio  de  la  sec- 
ción; R,  O.  de  27  diciembre  de  1851. 
Juzgados  eclesiásticos;  211, 

— De  Guerra  y Marina;  V.  Aranceles  en  los 
Juzgados  de  Guerra  y Marina  en  la  pági- 
na 159  y R.  O.  de  12  de  enero  de  1852. 
Juzgados  especiales;  R.  O.  de  12  de  enero 
de  1852. 

Letrados  consultores  del  Tribunal  de  Co- 
mercio, 210 ; 

Litigantes  pobres,  628  y Rs.  Ords,  de  50  de 
octubre  de  1847  y 10  noviembre  de  1853. 
Médicos-,  207,  608. 

Negocios  de  menor  cuantía;  632. 


Peritos  de  labranza;  208,  607. 

Peritos  de  artes  y oficios;  615  V.  Artesanos, 
Tasadores,  etc. 

^ Pleitos  ordinarios,  (los  escribanos)  320  á 
578. 

Pobres;  628,  y Rs.  Ords.  de  3 de  octubre  de 
■1847,  y 10  de  noviembre  de  1853. 
Porteros  de  bis  Audiencias  56,  144  á 150, 
— d>e  los  Juzgados;  517  á 544. 

— De  los  de  paz;  572,  581,  582. 

—De  los  juzgados  545  á 567. 

Pregoneros;  631. 

Procuradores  de  las  Audiencias;  183  á 
266  633. 

Promotores  fiscales;  314  y nota  á la  sec- 
ción 5.a  det  tít.  4.°  y R.  O.  de  27  de  di- 
ciembre de  1851 . 

Provincias  Vascongadas  y Navarra;  Nota  ¿i 
la  sección  5."  del  lit.  4.°  y R.  O.  de  7 de 
enero  de  1 852. 

Recusación;  621. 

Relatores ; 38  á 88. 

Revisores  de  letras  antiguas  etc.  208,  598. 
Secretarios  de  Gobierno  de  las  Audiencias 
3.°  al  35  — 

— De  los  Juzgados  de  paz;  568  4 571. 

— De  Ayuntamiento  588. 

Síndicos ; R.  O.  de  21  de  Mayo  de  1831. 
Subalternos  y dependientes  del  T,  S. 
Subdelegados  y Fiscales  de  Rentas;  R.  O.  de 
8 de  enero  de  1852. 

■ Tasador  repartidor;  176  á 182. 

Tasadores  de  joyas,  muebles  etc.  208,  610, 
61 G y siguientes. 

Testamentarias ; 419  y siguientes  (los  es- 
cribanos). 

Tribunal  Supremo  tít.  l.°,  art.  1 .n,  id.  9. 
Tribunal  de  las  Ordenes ; titulo  2 art.  2.°, 
Tribunales  y Juzgados  eclesiásticos  y de 
Hacienda;  2^  I 
— De  comercio  210 

Bastando  esto  á nuestro  propósito, 
concluiremos  diciendo  que  deben  tener- 
se muy  presentes  las  disposiciones  ge- 
nerales de  los  arts.  .612  al  634,  sobre 
exclusión  del  papel  sellado,  derechos 
dobles,  casos  omitidos,  dietas  cuando 
se  sale  fuera  de  las  poblaciones,  dere- 
chos en  casos  de  recusación,  número  de 
renglones,  nota  de  dirección  de  los  ac- 
tos, obligación  de  anotar  ios  derechos 
al  pié  de  la  firma  y fechar  los  escritos, 
con  otros  particulares  que  pueden  verse 
en  su  lugar.  V.  Costas. 

ARANCELES  EH  LAS  PROVINCIAS  VAS- 
* C0NGADAS  Y NAVARRA.  Como  en  estas 
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provincias  no  tiene  aplicación  lo  dis- 
puesto sobre  papel  sellado,  con  cuyo 
producto  se  cubren  los  sueldos  señalados 
por  la  anterior  Real  orden,  y por  otra 
parte,  como  no  es  justo  que- ya  que  no 
contribuyan  por  ese  concepto  el  Estado 
pague  á estos  funcionarios  que  allí  han 
de  actuar,  se  ha  resuelto  por  Real  orden 
de  7 de  enero  de  1852^  que  no  satisfagan 
por  ahora  los  derechos  de  arancel  en  los 
procesos,  pero  quedeá^bligados  á abo- 
nar los  que  se  vayan  devengando  para 
verificarlo  en  el  caso  de  que  las  mismas 
provincias  no  se  presten  á facilitar  lo 
que  importen  los  consabidos  sueldos, 
para  lo  que  se  invitará  á sus  Diputacio- 
nes por  medio  de  los  Gobernadores  res- 
pectivos. (CL.  t.  55  p.  24.) 

ARANCELES  EN  LOS  TRIBUNALES  ECLE- 
S1AST  COS  Y DE  HACIENDA.  San  los  mis- 
mos que  los  de  los  juzgados  del  fuero 
común,  según  el  art.  21  t pag.  439. 

ARANCELES  EN  LOS  JUZGADOS  DE  GUER- 
RA, MARINA  Y EXTRANJERIA.  Rigen  los 
mismos  que  en  los  tribunales  del  fuero 
común,  según  se  dispuso  para  los  de 
1846,  por  R.  0.  de  18  de  Marzo  de 
1848,  y después  por  otra  de  16  de  febre- 
ro de  1803  que  dice  así: 

(Guerra.)  «Enterada  la  Reina  ÍQ.  D.  G.j 
de  la  autorización  dada  por  ese  Tribuna' 
Supremo  (de  Guerra  y Marina)  para  que  en 
los  de  Guerra,  Marina  y Extranjería  se 
adopleo  las  variaciones  hechas  en  los  aran- 
celes judiciales  por  el  real  decreto  de  28  de 
abril  de  18150,  de  conformidad  con  lo  ex- 
puesto por  bs  secciones  de  Gracia  y Justi- 
cia y Guerra  y Manea  del  Consejo  de  Es- 
tado, al  propio  tiempo  que  aprobar  la  refe- 
rida disposición,  S.  M.  se  ha  servido  orde- 
nar que  para  lo  sucesivo  rijan  en  los  expre- 
sados juzgados  los  mismos  aranceles  que  ri- 
gieren en" ios  tribunales  del  fuero  común.» 
De  real  orden  etc  Madrid  16  de  febrero  de 
48(>3.  — (Gac.  4 arzo .) 

ARANCEL  DE  LAS  ALCALDIAS.  Las  atri- 
buciones judiciales  de  los  Alcaldes  y Te- 
nientes de  Alcalde  han  quedado  reduci- 
das desde  la  creación  de  los  jueces  de 
paz.  í.°  A la  instrucción  de  las  pri me- 
ras diligencias  de  las  causas  criminales, 
y arresto  de  los  reos  en  los  casos  en  que 
se  comete  algún  delito  en  sus  pueblos, 


ó se  encuentre  en  ellos  algún  crimínaL 
2.ü  Al  conocimiento,  en  primera  instan- 
cia, de  los  juicios  verbales  sobre  fallas, 
con  apelación  á los  jueces  del  respectivo 
partido  Y 3.°  á la  práctica  de  las  demás 
diligencias  que  deleguen  en  ellos  los 
tribunales  y juzgados.  ( Arts . 33  y 34 
del  reglamento  provisional  y regla  1.a,' 
de  la  ley  para  la  aplicación  del  Código 
penal.) 

En  los  aranceles  de  1846  habia  un  ca- 
pítulo destinado  é fijar  los  derechos  de 
¡os  Alcaldes  y sus  Tenientes,  así  en  los 
juicios  de  conciliación  y verbales  como 
en  los  demás  negocios  judiciales  que 
eran  de  su  competencia  ó se  les  delega- 
ban. Este  capítulo  se  lia  suprimido  ín- 
tegro, en  los  aranceles  vigentes,  y es  sin 
duda: 

1. D  Porque  los  juicios  de  concilia- 
ción y los  verbales  civiles  con  otros 
asuntos,  han  pasado  por  ia  ley  de  En- 
juiciamiento civil  af  conocimiento  de 

los  j ueees  de  paz. 

2. °  Porque  según  terminantemente 
dispone  la  ley  para  la  aplicación  del  Có- 
digo penal  «los  Alcaldes  y sus  Tenientes 
no  devengan  derechos  en  los  juicios  so- 
bre faltas.»  (Regla  20.) 

Y 3 o Porque  cuando  se  suprimieron 
los  derechos  de  los  jueces,  se  declaró 
aunque  no  de  una  manera  genérica,  que 
no  debían  tampoco  percibirlos  los  Alcal- 
des por  ser  este  cargo  puramente  gra- 
tuito. (R.  0.  de  14  enero  de  1832.) 

Lo  cierto  es  que  no  hay  en  el  arancel 
vigente,  artículo  alguno  que  señale  de- 
rechos á los  Alcaldes  y sus  Tenientes,  y 
que  por  lo  tanto  y por  lo  demás  que  de- 
jamos dicho,  no  pueden  percibirlos  en 
ningún  caso. 

ARANCELES  DE  LOS  ESCRIBANOS  Y FIELES 
DE  FECHOS  EN  LCS  JUICIOS  DE  FALTAS. 

Llamados  estaban  los  nuevos  aranceles  a 
fijar  los  derechos  de  los  funcionarios  que 
intervienen  en  los  juicios  verbales  de  fal- 
tas penadas  en  el  libro  3.°  del  Código 
penal,  de  que  en  primera  instancia  co- 
nocen los  Alcaldes  y sus  Tenientes  con 
apelación  á los  juzgados  de  partido;  pe- 
ro lia  sido  muy  incompleta  la  reforma 
en  esta  parte,  como  si  su  autor  no  hu- 
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hiera  tenido  presente  que  existe  el  Có- 
digo penal,  como  si  realmente  no  se 
hubiera  este  publicado,  ó como  si  no  se 
conocieran  los  juicios  verbales  de  faltas. 
Es  en  verdad  incomprensible  cómo  en 
el  capítu'o  4.°  de  )a  sección  3.a  tít.  IV 
que  determina  los  derechos  de  los  escri- 
banos de  número  de  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia,  se  pasa  por  alto  el  seña- 
lamiento de  derechos  á dichos  funciona- 
rios cuando  autorizan  los  juicios  de  fal- 
tas. Esta  es  una  omisión  que  no  halla- 
mos disimulable,  después  de  tanto  tiem- 
po como  se  ha  tomado  el  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia  para  hacer  la  apetecida 
reforma;  es  una  omisión  que  pone  en 
evidencia  la  falta  de  meditación  y estu- 
dio con  que  algunas  veces  se  elaboran 
los  documentos  oficiales. 

En  efecto  habla  el  art.  317  de  los  dere- 
chos de  los  escribanos  por  la  extensión 
y autorización  de  las  comparecencias  y 
juicios  verbales  sobre  injurias  leves  ¿pe- 
ro en  dónde  se  dice  los  que  les  corres- 
ponden cuando  autorizan  los  demás  jui- 
cios de  faltas?  ¿Y  en  dónde  los  derechos 
de  las  apelaciones?  Este  artículo  podia 
haber  pasado  muy  bien  en  1847,  cuan- 
do no  regia  el  Código  penal;  pero  hoy 
que  este  Código  en  su  libro  3.°  ha  defi- 
nido y clasificado  las  faltas  y que  por  la 
ley  provisional  para  su  aplicación  se  ha 
atribuido  su  conocimiento  en  primera 
instancia  á los  Alcaldes  y tenientes  de 
Alcalde,  estando  las  injurias  livianas  re- 
putadas como  tales  faltas  por  el  núm.  4.° 
del  art.  493,  no  se  concibe  ni  se  esplica 
esa  viciosa  redacción  dada  al  art.  317, 
esa  notable  omisión  que  dá  por  vigente 
todavía  la  antigua  jurisprudencia  crimi- 
nal sobreestá  materia,  que  lodos  saben, 
en  España,  por  eslraños  que  sean  á la 
carrera  del  foro,  que  caducó  en  1848 
con  la  publicación  del  Código  penal. 

Nosotros,  pues,  creyendo  equivocar- 
nos en  nuestro  juicio,  hemos  recorrido 
muchas  veces  los  capítulos  y artículos  de 
los  aranceles,  ansiosos  de  hallar  una  dis- 
posición que  llene  tan  notable  vacío;  y 
convencidos  de  que  se  ha  padecido  un 
descuido,  rogamos  al  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  que  le  repare,  enmen- 1 


dando  ó adicionando  los  arts.  317  y 318, 
ó todavía  mas  fácilmente,  declarando 
aplicables  los  arts.  574  al  582  á los  jui- 
cios verbales  de  faltas,  ó á los  funciona- 
rios que  en  ellos  intervienen,  como  pue- 
de hacerse  sin  dificultad.  De  otro  modo 
hoy,  no  obstante  los  aranceles  judiciales 
modificados , no  tendremos  el  de  los  jui- 
cios verbales  sobre  faltas  que  es  tan  ne- 
cesario, por  lo  mismo  que  son  tan  fre- 
cuentes en  todosJos  pueblos. 

Bastan  á nuestro  objeto  estas  indica- 
ciones que  quisiéramos  llamasen  la  aten- 
ción de  dicho  Sr.  Ministro.  Hé  aquí  en- 
tre tanto  lo  que  se  halla  dispuesto  sobre 
derechos  en  estos  juicios: 

Comparecencias.  Por  la  extensión  y au- 
torización de  las  comparecencias  y juicios 
verbales  sobre  injurias  leves,  llevarán  los 
escribanos  por  todos  sus  derechos  8 rs.  (4r- 
ticulo  ?1  Arañe  ) 

Absolución  de  costas.  Cuando  el  acusa- 
do fuere  absuelto  lo  será  sin  costas  ni  gé- 
nero alguno  de  derechos.  (Regla  16  de  la 
ley  provisional.) 

Tampoco  podrán  imponérsele  si  en  el 
acto  del  juicio,  reconociendo  la  falta,  se 
sometiere  á la  pena  señalada  por  el  Código. 
( Regla  17  id.) 

Máximum  de  id  En  la  primera  instan- 
cia de  los  juicios  verbales  no  excederán  las 
cosías  en  ningún  caso  de  lo  que  importe  la 
cuarta  parte  de  la  multa  que  se  impusiere 
al  acusado.  ( Regla  18  id  ) 

Si  en  la  instancia  de  apelación  se  modi- 
ficare la  pena  atenuándola,  no  se  hará  au- 
mento alguno  en  la  cantidad  de  las  costas: 
si  se  confirmare  la  sentencia  ó agravare  la 
pena,  podrá  aquella  aumentarse  hasta  el 
equivalente  á la  tercera  parle  de  la  multa 
impuesta.  ( Regla  i 9 id.) 

De  oficio.  Las  diligencias  que  se  practi- 
quen para  determinar  si  el  hecho  punible 
es  fálta  ó delito  se  reputarán  encaminadas 
á fijar  la  competencia;  y por  tanto  las  cos- 
tas y gastos  se  entenderán  de  oficio.  (Re- 
gla 21.) 

Las  disposiciones  anteriores,  bien  me- 
ditadas equivalen  á decir  que  los  fun- 
cionarios que  intervienen  en  los  juicios 
faltas  no  perciben  derechos;  ya  porque 
así  se  determina  para  muchos  casos,  ya 
porque  en  todos  los  demás  tienen  que 
ser  demasiado  mezquinos. 

ARANCEL  OE  LOS  JUECES  DE  PAZ.  Los 
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jueces  de  paz  no  perciben  derechos.  Su 
cargo  es  gratuito.  (. Art . 3.°  R.  D.  de  ti 
octubre  de  1855.) 

Cuando  sustituyen  á los  jueces  de  pri- 
mera instancia,  se  está  a lo  dispuesto  en 
el  art.  313  de  los  aranceles. 

ARANCEL  DE  LOS  SECRETARIOS  Y POR- 
TEROS DE  LOS  JUZGADOS  DE  RAI.  Los 
■ secretarios  y porteros  de  los  juzgados  de 
paz,  percibirán  los  derechos  establecidos 
en  los  aranceles  vigentes  ó ios  que  se 
establezcan  en  lo  sucesivo  para  los  actos 
en  que  funcionan  como  tales.  Los  gastos 
que  ocasione  el  desempeño  de  la  secre- 
taría serán  de  cuenta  del  secretario.  (Ar- 
tículo 1 1 del  R.D  de  i i octubre  de  1855.) 

Los  derechos  de  estos  funcionarios  son 
los  contenidos  en  los  arts.  568  al  583  de 
los  aranceles  ya  insertos.  Lo  que  deben 
tener  muy  presente  respecto  á los  nego- 
cios á que  se  refiere  el  articulo  582,  es 
Ja  distinción  de  cuantías  que  establece 
el  63^2. 

ARANCELES  DE  LOS  ASESORES  DE  LOS 
JUECES  DE  PA1  Y ALCALDES.  La  ley 

impone  á los  jueces  de  p;iz,  no  siendo 
letrados,  la  obligación  de  valerse  de  ase- 
sor en  las  diligencias  preventivas  de  los 
abintestatos,  cuando  las  practiquen  en 
los  pueblos  en  que  no  residen  los  jueces 
de  primera  instancia,  y lo  mismo  para 
decretar  embargos  preventivos.  ( Artícu- 
los 357  y 930  ley  de  E ,t.  l.°,  p.  605. 

A los  Alcaldes  y sus  tenientes,  cuando 
no  son  letrados,  y tengan  que  instruir 
las  primeras  diligencias  de  un  sumario 
por  delito  grave  en  sí,  ó por  sus  cir- 
cunstancias, ó por  la  alarma  ó escándalo 
que  causen  les  está  también  prevenido 
que  se  valgan  de  asesor  siendo  posible  ú 
oigan  por  lo  menos  su  dictámen  verbal. 
(R.  0.  de  18  agosto  de  1849.) 

Natural  parccia  que  en  los  aranceles 
se  hubiese  cuidado  de  señalar  los  dere- 
chos que  en  los  casos  indicados  deben 
percibir  los  asesores  de  los  Alcaldes  y de 
los  jueces  de  paz,  siquiera  por  medio  de 
una  disposiciou  general,  como  se  hacia 
en  el  art,  327  de  los  aranceles  de  1846; 
pero  suprimido  inconsideradamente  este 
artículo  comprendido  en  el  capítulo  que 
hablaba  *de  los  Alcaldes  constituciona- 
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! les»  y no  habiendo  otro  alguno  que  lle- 
ne este  vacío,  ocurre  necesariamente  la 
duda  de  si  percibirán  ó no  los  asesores, 
como  antes,  los  mismos  derechos  seña- 
lados á los  jueces  de  primera  instancia. 
Nuestra  opinión  particular  es  que  debe- 
rán les  letrados  asesores  atenerse  al  aran- 
cel de  los  jueces,  sin  que  les  sea  lícito 
apartarse  de  él;  pero  mejor  que  decir 
nuestra  opinión  quisiéramos  que  se  hu- 
biera establecido  así  de  una  manera  ter- 
minante. No  se  justifica  pues  la  supre- 
sión del  antiguo  art.  327,  porque  la  su- 
presión deja  un  vacío,  como  deja  otro  la 
supresión  del  328  que  hablaba  de  los 
árbitros.  Mas  que  la  supresión  lo  que 
procedía  era  la  modificación  para  que 
hubiera  comprendido  también  á los  ase- 
sores de  los  jueces  de  paz. 

Respecto  á los  asesores  de  los  jueces 
de  paz  de  las  capitales  de  partido,  cuan- 
do en  las  vacantes,  ausencias  ó enferme- 
dades del  propietario  regentan  la  juris- 
dicción, ya  hemos  dicho  hablando  de  los 
jueces  de  paz  que  no  perciben  derechos 
y sí  la  mitad  del  sueldo  del  juez  de  pri- 
mera instancia  con  arreglo  al  art.  313 
de  los  aranceles. 

ARANCEL  DE  LOS  REGIDORES  SINDI- 
COS. Los  nuevos  aranceles  nada  dicen 
de  ios  síndicos,  ó de  sus  derechos  en  los 
juicios  de  faltas,  en  que  intervienen  con- 
forme á la  regla  ii  de  la  ley  provisional 
para  la  aplicación  del  Código.  ¿Será  que 
se  hayan  querido  suprimir?  Nosotros  mas 
bien  lo  atribuimos  á un  olvido,  porque 
de  otro  modo  se  hubiera  dicho  algo  en 
el  R.  D.  de  28  abril.  Lo  que  sobre  el 
particular  se  halla  dispuesto  con  ante- 
rioridad, pueden  verlo  nuestros  lectores 
en  el  R.  D.  de  21  de  mayo  de  1S5Í  in- 
serto en  la  pág.  455. 

ARBITRADORES.  V.  Juicio  de  amiga- 
bles COMPONEDORES. 

ARBITRIOS.  V.  Arbitrios  extingui- 
dos Contribuciones.  Impuestos.  En  el 
artículo  Presupuestos  municipales  y pro- 
vinciales se  comprenden  las  disposicio- 
nes sobre  concesión  de  arbitrios  para 
cubrir  las  obligaciones  de  los  munici- 
pios y de  las  provincias. 

ARBITRIOS  EXTINGUIDOS  V.  Contri- 
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buchones.  Impuestos.  En  ei  artículo  Ar 
chivos  de  Hacienda,  debe  consultarse  el 
R.  D.  de  15  de  enero  de  1854  que  con- 
tiene una  instrucción  para  el  régimen 
de  los  de  Hacienda,  pues  enumera  los! 
arbitrios  extinguidos  y los  boy  subsis- 
tentes y contiene  otros  datos  curiosos 
sobre  contribuciones  é impuestos,  de 
ios  cualeshablamos  en  los  artículos  espe- 
ciales. 

ARBOL-  Los  árboles, "se  ha  dicho  con 
razón,  que  son  el  término  mas  elevado, 
el  mas  perfecto  de  la  vida  vegetal,  aven- 
tajando á todas  las  demás  plantas  en  al- 
tura, en  su  magestuoso  porte,  en  el  vigor 
y la  abundancia  de  sus  jugos  vitales,  en 
su  duración,  en  el  conjunto  de  todas  sus 
partes  y en  la  gran  utilidad  que  bajo 
distintos  aspectos  prestar..  La  legislación 
relativa  á los  montes  y arbolados  en  con- 
junto, véase  en  Montes  y plantíos,  abora 
solo  vamos  á indicar  lo  que  el  derecho 
establece  sobre  la  propiedad  del  árbol  ó 
sus  productos  ó accesiones  y las  circuns- 
tancias que  pueden  modificar  esta  mis- 
ma propiedad. 

En  el  artículo  Accesión,  párrafo  3.° 
fpágina  94),  hemos  dicho  á quién  cor- 
responde lo  plantado  en  suelo  ajeno  con 
plantas  propias,  ó en  suelo  propio  con 
plantas  ajenas,  según  la  ley  43,  tít  28, 
Partida  3.a 

Esta  misma  ley  establece  que  si  uno 
plantare  árbol  en  su  heredad  y después 
que  lo  hubiere  plantado  se  estendiesen 
las  raices  por  heredad  ajena,  de  manera 
que  las  principales  se  nutran  de  esta,  su 
dueño  gana  el  señorío  del  árbol  aunque 
estén  las  ramas  del  árbol  sobre  la  here- 
dad de  aquel  que  lo  plantó.  Si  las  raices 
principales  se  eslienden  por.  ambas  he- 
redades, entonces  será  el  árbol  de  los 
dueños  de  ambas  por  mitad.  Cuando  no 
son  las  raices  las  que  se  eslienden  por 
heredad  ajena  sino  únicamente  las  ramas 
ó el  tronco,  en  este  caso  todo  el  fruto 
corresponde  al  dueño  del  árbol,  quien 
tiene  derecho  á que  se  le  permita  entrar 
en  el  fundo  ajeno  por  término  de  tres 
dias  á recojer  lo  que  en  él  hubiese  caído. 
Esto  no  tiene  lugar  en  Aragón  eh  donde 
el  dueño  de  la  finca  sobre  que  qaen  ra- 


mas de  árbol  ajeno  tiene  derecho  á la 
mitad  de  los  frutos  de  dichas  ramas  ó 
si  no  á cortarlas. 

La  ley  22,  tít.  31,  Partida  3.a  quiere 
que  cuando  se  mueren  ó se  secan  árbo- 
les frutales  ó se  arrancan  ó quiebran 
por  e!  ímpetu  do  los  vientos  ú otro  acci- 
dente, correspondan  al  usufructuario  de 
la  heredad  corno  indemnización  de  la 
pérdida  de  frutos  que  experimenta,  bien 
que  con  la  obligación  de  plantar  otros 
en  su  lugar. 

Puede  suceder  que  las  raices  de  un  ár- 
bol, ó sus  ramas  perjudiquen  á la  casa  ó 
heredad  lindante;  en  este  caso  según  la 
ley  28,  tít.  15,  Partida  7.a,  el  dueño  de 
la  casa  ó heredad  puede  obligar  judicial- 
mente al  que  lo  es  del  árbol,  á que  cor- 
te ó el  árbol,  ó las  raíces  ó tas  ramas  que 
causen  el  daño  ó que  caigan  sobre  la 
casa,  ó que  penetren  en  la  heredad  ajena 
nutriéndose  con  sus  jugos.  ■ 

Nuestro  derecho  está  hoy  escaso  en 
disposiciones  sobre  tan  importante  ma- 
teria y deja  un  vacío  notable  sobre  las 
distancias  que  deben  mediar  entre  los  ár- 
boles y las  líneas  divisorias  de  las  here- 
dades. A falla  de  regla  general,  debe  es- 
tarse por  lo  mismo  á lo  establecido  por 
las  ordenanzas  municipales,  y no  ha- 
biéndolas, á la  costumbre;  y si  tampo- 
co la  hay  que  la  determine  convendría 
fijarla. 

Supliendo  este  vacío,  nuestro  proyec- 
to de  Código  civil  dedica  un  artículo,  el 
52(5,  á establecer  que  nadie  pueda  plan- 
tar árboles  cerca  de  heredad  ajena  sino  á 
U distancia  de  ocho  piés  de  la  línea  di- 
visoria, si  la  plantación  se  hace  de  árbo- 
les altos  y robustos;  y á la  de  dos  pies  si 
la  plantación  es  de  arbustos  ó árboles  ba- 
jos; y que  todo  propietario  tenga  derecho 
á pedir  que  se  arranquen  los  árboles 
plantados  á menos  distancia  de  su  he- 
redad. En  cuanto  a plantaciones  en  las 
márgenes  de  los  ri os,  ó sea  en  sus  ribe- 
ras veánse  en  Aguas  los  arls.  89  y si- 
guientes del  cap.  IX  de  la  ley. 

Respecto  á los  daños,  ya  constituyan 
delito  ó falta,  que  se  cometan  en  arbo- 
lados, véase  lo  que  decimos  en  el  artículo 
Montes  y plantíos  principalmente  lo  que 
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determina  el  til.  IX  del  R.  D.  de  17  de 
mayo  de  1855,  debiendo  tenerse  en  cuenta 
Jo  dispuesto  sobre  este  asunto  en  el  Có- 
digo pENALen  sus  arts.  474  al  478  y 473, 
los  números  2.°  3.°  y i3  del  485,  y los 
487,  488,  49 U,  492,  49(0,  497  y 499. 

ARBOL  GENEALOGICO.  Descripción  figu- 
rada en  forma  de  árbol  en  que  se  de- 
muestra la  ascendencia  ó descendencia 
de  una  familia,  para  conocer  las  relacio- 
nes de  origen  y parentesco  de  ciertas 
personas  y arreglar  las  sucesiones  y ma- 
trimonios.  V.  Pa  REÑI  USGO. 

ARCAS  DE  FONDOS  MUN, CIPALES.  Nos 

remitimos  á la  R.  0.  de  11  de  marzo 
de  18(52  inserta  en  !a  pág.  35(5 , y á la 
ley  2.a,  tít.  2.°,  lib.  VU  de  la  Nov.  Re- 
copilación inserta  en  la  pág.  344. 

ARCEDIANO.  U na  de  las  cuatro  digni- 
dades de  que  según  el  art.  13  del  Con- 
cordato de  1851  debe  componerse  el  ca- 
bildo de  las  iglesias  catedrales.  V.  Con- 
cordato. 

ARCHIDUQUE,  En  su  origen  fué  un 
duque  revestido  de  autoridad  superior 
á la  de  otros  duques;  pues  archi  palabra 
griega  significa  jefe.  Hoy  es  un  título 
peculiar  de  la  casa  de  Austria  que  se  dá 
á todos  los  principes  y princesas  de  la  ■ 
misma . 

ARCHIVERAS-BIBLIOTECARIOS.  Tiene 

en  origen  la  clase  de  archiveros-bibliote- 
carios en  la  creación  déla  escuela  de  Di- 
plomática en  1856.  Por  R.  D.  de  17  de 
julio  de  1858  se  creó  un  Cuerpo  faculta- 
tivo de  archiveros-bibliotecarios  , boy 
también  anticuarios,  cuya  clasificación, 
estudios,  funciones,  ele.,  se  determi- 
nan en  el  mismo,  en  el  de  8 de  mayo 
de  1859,  en  la  R.  0.  de  12  del  mismo 
mes  y año,  en  el  reglamento  de  la  escue- 
la de  Diplomática  de  3 1 de  mayo  de  18(50, 
en  las  Reales  órdenes  de  9 de  mayo  y 17 
de  junio  de  1805  y en  los  artículos  10 
al  32  del  R.  D.  de  l2de  junio  de  1867, 
que  se  insertan  en  el  articulo  Bibliote- 
cas Archivos  y Museos,  y en  Escuela 
de  Diplomática. 

El  titulo  de  aptitud  para  archivero-bi- 
bliotecario obtenido  en  la  escuela  supe- 
rior de  Diplomática  es  profesional , y 
cuando  los  Tribunales,  la  Administra- 


-ARCÍI1V0S  PUBLICOS.  . 463 

cion  ó las  personas  particulares  necesi- 
ten pruebas  periciales  en  cualquiera  de 
los  ramos  que  abraza  la  enseñanza  de 
dicha  escuela,  habrán  de  valerse  de  per- 
sonas que  posean  el  indicado  título  como 
competentes,  según  Ja  regla  2.a  del  ar- 
tículo 303  de  la  ley  de  E.  C.  sin  perjui- 
cio de  los  derechos  de  los  revisores  y 
lectores  de  letra  antigua. 

ARCHIVOS  PUBLICOS.  Es  archivo  el 
lugar  ó parage  en  que  se  conservan  con 
separación  ó seguridad  papeles  ó docu- 
mentos de  importancia.  Los  mismos  do- 
cumentos ó papeles  conservados  ordena- 
damente. Hay  archivos  particulares,  ar- 
chivos de  escribanos,  archivos  munici- 
pales, archivos  provinciales,  archivos  de 
los  tribunales,  y oficinas  públicas  del 
Gobierno,  y archivos  generales  á donde 
se  llevan  de  los  tribunales  y oficinas  para 
su  ordenación  y conservación  ulterior 
los  documentos  de  interés. 

Según  los  Reales  decretos  de  17  de 
julio  de  1858,  8 de  mayo  de  1859  y 12 
de  junio  de  1867,  los  archivos  públicos 
en  que  se  conservan  documentos  histó- 
ricos se  clasifican  en  generales,  provin- 
ciales y municipales,  perteneciendo  á los 
primeros  el  Central  de  Alcalá  de  Hena- 
res, el  Histórico  nacional  de  Madrid  el 
de  Simancas  y el  de  Barcelona , con  mas 
los  de  Valencia  Galicia  y Mallorca. 

Veamos  las  disposiciones  que  rigen 
sobre  archivos,  remitiéndonos  respecto 
de' algunas  al  artículo  Bibliotecas,  Ar- 
chivos y Museos  arqueológicos  en  donde 
se  hallan  para  no  fraccionar  los  Reales 
decretos  en  que  se  contienen. 

Ley  4.a,  tit.  t.°,  lib.  5 Nov.  Rec. 

Dispone  que  en  las  Chanciilerías  haya 
archivos  para  la  custodia  de  los  procesos 
que  se  determinaren  y pragmáticas  ó pri- 
vilegios y demás  escrituras  concernientes 
á su  estado  y preeminencias  so  llave  y 
del  guarda  del  canciller. 

Leyes  2.a  y 3.a,  tit.  2.°,  lib.  1 id. 

Son  sobre  construcción  de  arcas  dónde 
guardar  las  escrituras  y privilegios  de  los 
Concejos  á buen  recaudo,  etc.  y se  hallan 
¡ en  el  articulo  Alcaldes  y Ayuntaaiientos. 
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Ley  15,  tit.  10,  lib.  H id. 


Qne  no  se  taquen  los  documentos  de  los  archivos 

«Mandamos  que  los  receptores  no  puedan 
sacar  de  los  archivos  las  escrituras  origina- 
les. Y por  punto  general....,  que  no  se 
puedan  sacar  de  las  iglesias  los  libros  par- 
roquiales, ni  de  los  oficios  de  escribanos 
los  protocolos,  ni  de  los  archivos  de  las 
ciudades,  villas  y lugares,  ni  otras  comu- 
nidades particulares  (le  estos  reinos  los  pa- 
drones y papeles  originales,  los  cuales  solo 
se  han  de  manifestar  á los  informantes, 
para  que  en  presencia  délas  personas  á cu- 
yo cargo  esté  la  autoridad  de  dichos  libros, 
instrumentos  y papeles  puedan  copiar  las 
partidas  é instrumentos  que  necesitaren 
para  sus  informaciones,  legalizados  y com- 
probados..-..» 

Ley  20,  tit.  4.°,  lib.  3 ° id. 

Formalidad  para  entregar  papeles  del  archivo  á los 
Consejeros. 

« — No  se  entreguen  papeles  algunos  del 
archivo  (del  Consejo)  á ningún  Ministro 

sin  expresa  orden  del  Consejo dejando 

recibo  en  forma  con  expresión  por  menor. 

R.  O.  de  2 junio  de  1814. 

Que  se  formen  listas  de  los  objetos  llevados  á Fran- 
cia para  su  reclamación, 

«Excmo.  Sr.:  El  Rey  ha  resuelto  que  se 
reclamen  al  Gobierno  actual  de  Francia  to- 
dos los  papeles,  pinturas  y objetos  de  Be- 
llas Artes  é Historia  natural  que  hubiese 
trasladado  á aquel  reino  el  Gobierno  intru- 
so de  José  Bonaparte  durante  su  domina- 
ción; y al  efecto  ha  determinado  S.  M.  que 
por  las  fespectivas  secretarías  del  despacho 
se  pidan  listas  exactas  de  lo  que  se  lleva- 
ron los  enemigos  del  archivo  de  Simancas, 
de!  de  Sevilla  y del  de  la  Corona  de  Ara- 
gón; de  los  palacios  reales,  del  Monasterio 
del  Escorial,  catedrales  y otras  iglesias,  co- 
mo igualmente  del  gabinete  de  Historia  na- 
tural y de  la  Dirección  de  trabajos  hidro- 
gráficos; cuyas  listas  deberán  ser  remitidas 
á esta  primera  secretaría  de  Estado  de  mi 
cargo,  para  que  desde  ellas  sean  dirigidas 
al  Sr.  D.  Pedro  Labrador , y a fin  de  que  al 
tenor  de  ellas  pueda  hacer  la  debida  re- 
clamación, según  ie  está  encargado.  De 
Real  orden  etc.  Madrid  2 de  junio  de  18 i 4.» 
(CL.  t.  1 .°,p.  51.) 

fí.  O.  de  20  ohrt'i  de  1844. 

Reglas  para  franquear  documentos  de  archivos, 

(Gob.)  « He  dado  cuenta  á la  Reina 


PUBLICOS. 

de  un  expediente  instruido  en  este  Minis- 
terio de  mi  cargo  con  motivo  de  las  licen- 
cias solicitadas  por  nacionales  y extranje- 
ros para  registrar  los  archivos  del  reino,  y 
tomar  en  ellos  apuntes  y copias  de  los  do- 
cumentos que  encierran,  ya  para  ilustrar  ¡a 
historia,  ya  con  diferente  objeto.  S.  M.  ha 
tomado  en  consideración  este  importante 
asunto;  y penetrada  de  que  el  estado  actual 
de  la  civilización  no  permite  tener  cerrados 
á la  investigación  de  las  personas  ilustradas 
estos  preciosos  depósitos,  pero  que  tampo- 
co el  interés  del  Estado  consiente  se  fran- 
queen indiscretamente  á todos  los  que  de- 
seen penetrar  sus  secretos,  deseando  que 
se  establezcan  reglas  generales  pa;a  huir  de 
entrambos  estrenaos  y para  que  sepan  to- 
dos á qué  atenerse  en  este  punto:  se  ha  ser- 
vido resolver  lo  siguiente: 

1. °  Los  depósitos  puramente  literarios 
que  existen  en  los  archivos  del  reino  , y 
otros  establecimientos  análogos,  se  pueden 
franquear  tanto  á nacionales  como  á ex- 
tranjeros siempre  con  aquellas  precaucio- 
nes justas  y encaminadas  á evitar  el  menor 
daño  ó eslravio,  que  estén  prescritas  en  los 
reglamentos  particulares  de  dichos  estable- 
cimientos, y bajo  la  inspección  y responsa- 
bilidad de  los  jefes  respectivos;  suminis- 
trándose á cuantos  los  deseen  los  datos  de 
esta  clase  que  les  convengan  , y permitién- 
doles sacar  apuntes  y copias. 

2. °  En  cuanto  á los  papeles  puramente 
históricos  no  se  permitirá,  ni  á nacionales 
ni  a extranjeros,  registrar,  ni  mucho  me- 
nos copiar,  cuantos  sean  correspondientes 
al  siglo  próximo  pasado  y a lo  que  va  del 
presente,  pero  sí  se  podran  franquear  los  de 
épocas  anteriores,  con  las  restricciones  que 
luego  so  dirán. 

3. °  Serán  reservados  para  todos,  á no 
ser  que  se  conceda  especial  autorización, 
los  papeles,  de  cualquier  época  que  sea, 
que  versen  sobre  títulos  y modo  de  adqui- 
sición de  propiedades  ded  Estado  y perte- 
nencia de  territorios,  como  asimismo  los 
que  contengan  noticias  particulares  acerca 
de  la  vida  privada  de  los  señores  reyes, 
principes  ü otros  personajes  eminentes. 

4. “  Los  papeles  que  interesen  particu- 
larmente, bajo  cualquier  aspecto  que  sea  á 


corp  iraciones,  fami 
darán  también  en 


las  ó individuos,  que- 
a clase  de  reservados. 


Cualquiera  podra  dirigirse  al  archivero  pa- 
ra que  averigüe  si  existen  los  que  necesite, 
expresando  el  objeto  para  que  los  desea:  si 
existiesen,  el  archivero  lo  hará  presente  al 
Gobierno  manifestando  si  hay  ó no  incon- 
veniente en  la  entrega,  y solo  en  virtud  de 
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real  licencia  se  dará  una  copia;  pero  nun- 
ca el  original. 

5. "  Cuando  se  conceda  autorización  pa- 
ra ver,  copiar  ó extractar  algunos  papeles 
de  los  no  permitidos,  se  expresará  la  época, 
el  hecho  ó el  documento  sobre  que  recai- 
ga dicha  autorización;  y los  encargados  de 
los  archivos  no  permitirán  que  la  investi- 
gación se  eslienda  á mas  de  lo  que  permita 
la  real  licencia. 

6. "  En  todos  los  casos  se  anotará  en  un 
libro  de  registro  que  han  de  llevar  los  em- 
pleados del  archivo,  los  extra-nos,  copias  ó 
notas  que  se  saquen,  expresándose  de  qué 
papeles,  en  qué  dias  y por  cuáles  personas. 

7. °  Todo  papel  que  no  sea  puramente 
literario  habrá  de  ser  examinadas  por  el  ar- 
chivero antes  de  permitir  que  de  él  se  sa- 
que copia,  extracto  ó anotación;  y si  á jui- 
cio del  mismo  archivero  hubiere  inconve- 
niente en  que  se  publique,  consultará  al 
Gobierno,  expresando  el  objeto  á que  se 
refiere. 

B.°  Si  entre  los  papeles  del  archivo  hu- 
biese algunos  que  por  su  importancia  y tras- 
cendencia sean  capaces  de  comprometer  los 
intereses  nacionales, cuidará  el  archivero  de 
colocarlos  en  paraje  reservado  para  que  en 
ningún  caso  puedan  ser  examinados;  y si 
constasen  en  el  registro  general,  se  pondrá 
al  margen  la  nota  de  muy  reservados  para 
evitar  exigencias  inútiles. 

9.°  No  se  permitirá  tomar  apuntes,  ni 
sacar  copias  de  nmgun  papel  como  no  sea 
por  conducto  de  los  dependientes  del  archi- 
vo, que  lo  harán  con  la  brevedad  posible,  y 
con  sujeción  por  parle  de  los  interesados  al 
pago  de  los  derechos  establecidos  por  tari- 
fa,—De  Real  orden,  etc.  Madrid  20  de  abril 
de  1844.»  (CL.  t.  32,  p.  540.} 

# 

fí.  O.  de  2 diciembre  de  1845. 

Sobre  reconocimiento  y saca  de  copias  de  causas, 

pleitos  y otros  documentos  de  los  archivos  judicia- 
les: reglas  qv.e  han  de  observarse  ote. 

(Guau,  y Just.)  «Habiéndose  elevado  á 

S.  M-  varias  exposiciones  dirigidas  á que 
por  los  Tribunales  y archivos  dependientes 
de  este  Ministerio  se  permita  reconocer  y 
sacar  copias  de  causas  y otros  documentos 
judiciales,  se  dignó  S.  M.  oír  el  parecer  del 
Tribunal  Supremo;  y deseando  poruña  par- 
te dar  toda  la  latitud  posible  al  principio 
de  publicidad  de  ios  juicios,  consignado  en 
nuestra  actual  legislación,  y evitar  por  otra 
los  abusos  que  pudieran  cometerse  liando 
sin  ninguna  precaución  á miras  especúlate 
Tomo  1. 


vas  documentos  en  que  se  consignan  respe- 
tables intereses  délas  familias  y del  Estado, 
se  ha  servido  S-.  M.  acordar  las  siguientes 
reglas: 

L*  Los  tribunales  y juzgados  mandarán 
facilitar  testimonio  á cualquiera  que  lo  pi- 
da de  las  causas  ó pleitos  fenecidos  que  se 
hubieren  incoado  con  posterioridad  ai  26 
de  setiembre  de  4 835,  salva  la  excepción 
contenida  en  el  art.  10  del  reglamento  pro- 
visional. 

2. a  Cuando  el  testimonio  que  se  solici- 
te fuere  relativo  á causa  ó pleito  promovido 
con  anterioridad  ¿ dicha  fecha  ó á expe- 
dientes ó asuntos  gubernativo-judiciales,  ó 
correspondiente  á la  jurisdicción  volunta- 
ria, los  tribunales  y jueces  concederán  ó 
negaran  la  licencia,  según  lo  creyeren  con- 
veniente, atendido  el  interés  de  las  familias 
y del  público,  pero  oyendo  siempre  at  mi- 
nisterio fiscal  y á las  partes  interesadas 
cuando  sea  procedente. 

3. *  Cuando  los  testimonios  que  se  pidan 
no  sean  literales  de  todo  un  pleito,  causad 
otro  documento,  sino  solo  de  alguna  parte 
de  él,  antes  de  mandarse,  expedir  se  pasará 
la  petición  al  Ministerio  fiscal  para  que  ha- 
ga las  adiciones  que  crea  necesarias,  a fin 
de  que  aparezcan  Íntegros  los  hechos  ó las 
razones  que  contengan  los  procesos  ó do- 
cumentos. 

4. "  Los  testimonios  se  expedirán,  con 
sujeción  al  señalamiento  que  se  hiciere,  por 
el  escribano  á qjien  corresponda,  abonan- 
do el  que  los  pida  los  derechos  con  arreglo 
al  arancel,  y sin  poder  para  ello  extraerse 
de  la  escribanía  los  documentos  originales. 

5/  Si  los  testimonios  de  pleitos  ó cau- 
sas se  sacaren  para  imprimirlos,  se  suprimi- 
rán en  la  impresión  los  nombres  de  los  ma- 
gistrados ó jueces  y de  las  demás  personas 
que  en  cualquier  concepto  hubieren  inter- 
venido en  el  asunto,  sustituyendo  en  su  lu- 
gar letras  ó números. 

6. “  La  providencia  judicial  en  que  se 
mande  franquear  el  testimonio  no  eximirá 
de  la  pena  en  que  incurra  con  arreglo  á de- 
re:hp  á la  persona  responsable  de  la  pu- 
blicación. 

7. a  Las  peticiones  que  se  dirijan  á reco- 
nocer y sacar  copias  de  lus  documentos  y 
pape'es  no  comprendidos  en  los  arts,  1.°,. 
2.°  y 3.%  y que  se  custodian  en  cualquiera 
de  los  demas  archivos  dependientes  de  este 
Ministerio,  se  elevarán  á S.  M.  por  conduc- 
to del  mismo,  y serán  resueltas  con  sujeción 
á las  regias  establecidas  en  la  circular  del 
Ministerio  de  la  Gobernación  de  20  de  abril 
de  1844.  De  Real  orden  etc.  Madrid  2 de 
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diciembre  de  484o. — Mayans.  (CL.  t.  3o, 
p.  587.; 

Ciro,  de  las  Direcciones  ele  Hac.  Pub.  y 
Contaduría  general  del  Reino  de  15  ma- 
yo 1847. 

Qué  noticias  lian  de  dar  las  secciones  de  contabilidad 
de  las  provincias. 

Extracto. — Expuesto  por  las  secciones  de 
contabilidad  de  las  provincias  lo  dilícil  de 
llevar  este  cometido  con  el  servicio  ordina- 
rio «han  acordado  estas  Dilecciones  gene- 
rales y contaduría  general  del  reino  que  di- 
chas secciones  solo  están  obligadas  á redac- 
tar las  noticias  que  deban  sacarse  de  los  li- 
bros y papeles  existentes  en  los  archivos, 
siempre  que  se  refieran  á los  negocios  que 
han  quedado  á su  cuidado,  y á fací  litar  los 
antecedentes  que  les  pidan  las  demás  ofici- 
nas de  provincia,  respectivos  á los  asuntos 
de  su  particular  incumbencia,  quedando  á 
cargo  de  estas  últimas  hacer  los  demás  tra- 
bajos que  correspondan. — Lo  que  las  Direc- 
ciones, etc.  Madrid  45  de  mayo  de  1847.» 
(CL.  f.  41,  p.  42.) 

R.  D.  de  5 noviembre  de  1847. 

Juntas  de  archivos. 

(Grac.  y Just.)  Extracto. — Reconocien- 
do el  Gobierno  la  necesidad  de  dar  una  or- 
ganización coinun  y uniforme  á los  archivos 
generales  dependientes  del  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia,  se  crearon  para  su  arreglo, 
dirección  y conservación  una.  junta  supe- 
rior en  la  córte,  y otras  de  distrito  de  Au- 
diencia, de  provincia  y de  partido.  (CL.  tí- 
tulo 42,  p.  302.) 

R,  O.  de  6 noviembre  de  4847. 

Organización  de  la  junta  superior  directiva. 

(Grac.  y Just.)  «Para  llevar  á cumplido 
efecto  el  R.  D.  de  5 del  actual  sobre  con- 
servación y arreglo  de  los  archivos  del  rei- 
no dependientes  del  ministerio  de  mi  cargo, 
ha  tenido  á bien  resolver  S.  M.  que  la  junta 
superior  directiva  observe  las  reglas  si- 
guientes: 

Articulo  4."  Instalada  que  sea  la  junta 
superior  directiva,  elevará  á S.  M.  propues- 
ta en  terna  para  la  elección  de  dos  vice-pre- 
sidenles  de  entre  sus  propios  individuos. 

Art.  2.°  Se  dividirá  la  junta  en  las  sec- 
ciones que  estimen  necesarias  a fin  de  dar 
mayor  facilidad  y expedición  á los  trabajos; 
pero  las  resoluciones  definitivas  que  se  ha- 
yan de  consultar  con  ei  Gobierno  ó elevar 
á-sii  aprobación,  se  adoptarán  por  la  junta 


plena,  y se  trasmitirán  como  todas  las  de- 
más comunicaciones  por  medio  del  vice- 
presidente á quien  corresponda, 

Art.  3.°  La  junta  propondrá  y pedirá 
desde  luego  los  efectos  y manos  auxiliares 
que  creyere  necesarios,  y siempre  la  coope- 
ración que  necesitare  de  parte  del  Gobier- 
no para  vencer  cualquier  genero  de  dificul- 
tades que  se  opongan  al  desempeño  de  su  co- 
metido. 

Art.  4."  Propondrá  asimismo  desde  lue- 
go á la  aprobación  de  S.  M.  la  forma  pro- 
visional, y la  definitiva  en  su  tiempo  y caso, 
que  hubiere  de  darse  a las  juntas  de  partido 
y de  provincia. 

Art.  5.“  Organizadas  estas,  se  dedicará 
la  junta  superior  á conocer  el  estado  en  que 
se  encuentra  el  protocolo  general  o sean  los 
archivos  del  notariado  y de  la  fé  pública, 
los  judiciales  de  las  Audiencias,  ChancUle- 
rias,  Consejo  de  Navarra,  Tribunal  especial 
de  las  órdenes,  Supremo  de  Justicia,  ¡os 
generales  de  la  Cámara,  Consejo  y presi- 
dencia de  Castilla,  el  particular  de  la  se- 
cretaría de  Gracia  y Justicia,  y todos  los  de- 
más civiles  ó eclesiásticos  que  bajo  cual- 
quiera denominación  hayan  dependido  ó de- 
pendan, dentro  ó fuera  de  la  corte,  de  este 
Ministerio,  dirigiendo  respecto  de  todos 
ellos  al  Gobierno  los  informes  correspon- 
dientes. 

Art.  6.°  Los  trabajos  á que  ha  de  consa- 
grarse la  ¡unta  para  llenar  cu  nphdamente 
el  fin  que  se  propuso  S.  M-  al  dictar  el  Real 
decreto  de  5 del  actual,  han  de  abarcar  por 
lo  menos  los  siguientes  puntos: 

4 0 Arreglo  y organización  de  los  archi- 
vos de  la  fe  pública  del  moda  mas  eficaz,  á 
juicio  de  la  junta,  para  ocurrir  a los  incon- 
venientes y eventualidades  de  la  inseguri- 
dad ,y  el  fraude  de  los  protocolos  sobre  las 
bases  de  un  doble  registro  y de  que  no  ha 
de  continuar  en  poder  del  escribano  el  pro- 
tocolo general,  y sí  solo  el  corriente,  con- 
cillando esta  determinación  con  el  derecho 
del  mismo  á testimoniar  los  instrumentos 
autorizados  por  él  ó correspondientes  á su 
oficio  éntrelos  archivados. 

2.°  Clasificación  .general  de  todos  los 
papeles  y documentos  que  encierran  los 
mencionados  archivos  judiciales  y genera- 
les con  dobles  índices' cronológico  y alfabé- 
tico, proponiendo  los  que  deban  ser  trasla- 
dados á los  archivos  de  Simancas,  Sevilla  ó 
Barcelona,  á fin  de  completar  las  respecti- 
vas colecciones  que  en  ellos  existan,  y los 
que  hayan  de  quedar  en  la  córte  para  la 
formación  de  un  archivo  general  en  la 
misma . 
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3. °  Planta  y presupuesto  de  este  archi- 
vo genera!,  ordenándole  por  secciones  á las 
cuales  hayan  de  dirigirse  los  papeles  y do- 
cumentos del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia 
y de  los  tribunales  establecidos  en  Madrid, 
y los  que  por  su  singularidad  ó importancia 
convenga  reclamar  de  los  de  provincia,  no 
permaneciendo  nunca  en  unos  ni  en  otros 
sino  lo  pendiente  é indispensable. 

4. °  üictámen  ó juicio  razonado  acerca 
de  las  colecciones,  códices  ó documentos 
importantes  que  convenga  dar  á la  luz  pú- 
blica, bien  por  el  mismo  Gobierno,  ó bien 
por  corporaciones  particulares  con  su  au- 
torización. 

El  juicio  ó dictámen  expresado  versará 
por  lo  menos: 

Sobre  legislación,  con  el  objeto  de  dar  á 
la  prensa  colecciones  generales  ó especiales 
de  leyes,  fuerus,  cartas-pueblas,  .Reales  cé- 
dulas, decretos,  órdenes,  providencias  ó re- 
soluciones no  conocidas  ó no  recopiladas 
todavia: 

Sobre  jurisprudencia;  á fin  de  reunir  y 
dar  á conocer  las  buenas  prácticas  de  los 
Consejos,  Cámara  y altos  tribunales  supri- 
midos, ordenando  en  su  caso  colecciones 
de  causas  célebres  y de  resoluciones  nota- 
bles acerca  de  los  graves  y especiales  nego- 
cios que  tuvieron  ásu  cargo: 

Sobre  doctrina;  formando  asimismo  co- 
lecciones escogidas  de  los  dictámenes  fisca- 
les, informes  y consultas  mas  importantes 
de  las  altas  corporaciones  expresadas: 

Sobre  estranjería;  recopilando  datos  y 
noticias  acerca  de  la  materia  de  extradi- 
ciones y otros  puntos  de  derecho  interna- 
cional, de  recíproco  interés: 

Sobre  regalías  y prerogativas  de  la  Coro- 
na; derechos  del  Real  patronato,  concorda- 
tos, negocios  eclesiásticos,  cuestiones  ó con- 
troversias ocurridas  sobre  el  particular  y 
practicas  observadas  por  la  suprimida  Cá- 
mara en  el  despacho  y resolución  delosgra- 
ves  y delicados  asuntos  sometidos  á su 
exámen: 

Sobre  formación  de  urx  bulario  general 
relativo  á los  dominios  españoles,  y de  los 
especiales  que  la  junta  creyere  oportuno. 

Y finalmente,  sobre  asuntos  científicos, 
históricos  y literarios,  acerca  de  los  cuales 
tantos  y tali  importantes  datos  encierran 
los  archivos,  y sobre  cualesquiera  otros 
cuya  noticia  y publicación  pueda  importar 
á la  prosperidad  ó á la  gloria  del  pais,  á 
juicio  de  la  junta. 

Art.  7.°  Las  series  ó colecciones  ya 
formadas  de  documentos  importantes  que 
se  bailen  imcompletas,  bien  sea  por  el  mo- 


do con  que  se  han  efectuado  las  remesas  de 
papeles  á los  archivos  generales,  bien  por 
sustracción  ó por  las  calamidades  y.  per- 
turbaciones de  los  tiempos,  se  completarán, 
reclamando  ó remitiendo  respectivamente 
las  piezas  descabaladas,  ó supliéndolas  por 
medio  de  testimonios  fehacientes  y sacados 
con’ pro  lija  exactitud.  — De  Real  orden  etc. 
Madrid  6 de  noviembre  de  1847.»  (CL.  to- 
mo 42,  p.  504). 

R.  O.  de  29  agosto  de  1848. 

(Grac.  y Just.)  Se  mandó  expedir  y ex- 
pidió un  reglamento  fechado  en  26  de  agos- 
to para  la  organización  de  las  juntas  subal- 
ternas de  archivos,  haciendo  depender  las 
de  provincia  de  las  de  distrito,  las  de  par- 
tido de  las  de  provincia  y- todas  de  la  su- 
perior. (CL.  t.  44,  f.  320). 

R.  D.  de  l.°  diciembre  de  1848, 

(Grac.  y Just.)  Se  suprimió  por  este 
Real  decreto  la  junta  superior  directiva  de 
los  archivos  dependientes  del  Ministerio 
de  Gracia  y Justicia  establecida  por  el  de  5 
de  noviembre  de  1847,  y en  su  lugar  se 
creó,  con  igual  objeto,  una  Dirección  ge- 
neral de  los  archivos  de  España  y Ultramar 
correspondiente  al  mismo  Ministerio.  [CL. 
t.  47,  p.  107). 

R.  O.  de  24  mayo  de  1849. 

(Grac.  y Just.)  Se  aprobó  por  esta  Real 
órden  el  reglamento  orgánico  del  personal 
de  los  archivos  puestos  bajo  la  Dirección 
general  creada  en  l.°  de  diciembre  de  1848. 

R.  O.  de  26  junio  de  1849. 

Autorizando  al  director  genera'  para  inspeccionar  loa 
de  las  provincias  Vascongadas. 

(Grac.  y Just.)  «Exorno.  Sr. ; Corres- 
pondiendo al  Consejero  Real  D.  Pedro 
Sainz  de  Andino  proponer  el  plan  que  para 
el  arreglo  de  los  archivos  dependientes  del 
Ministerio  de  mi  cargo,  cuya  Dirección  ge- 
no al  le  está  confiada,  y siéndole  indis-, 
pensabie  tomar  un  conocimiento  exacto 
de!  actual  estado  de  los  mismos,  se  ha  ser- 
vido S-  M.  autorizarle  para  que  haga  Ja 
inspección  que  por  el  reglamento  orgánico 
le  compete  de  los  archivos  de  las  provin- 
cias Vascongadas,  en  razón  a que  habién- 
dose establecido  bajo  la  legislación  foral, 
exigen  disposiciones  especiales,  segregán- 
duse  de  la  parte  política  y administrativa 
todo  lo  que  sea  concerniente  á las  actua- 
ciones judiciales  y documentos  de  la  fé 
pública  que  han  de  formar  parte  de  losar- 
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chivos  que  están  bajo  la  dependencia  de  la 
Dirección  general. 

De  orden  de  S.  M.  lo  comunico  á V.  E. 
para  su  debido  conocimiento  y que  se  sirva 
expedir  las  órdenes  oportunas  á los  Jefes 
políticos  de  las  tres  provincias  Vasconga- 
das, á fin  de  que  presten  al  mencionado 
Director  genera!  su  celosa  é ilustrada  co- 
operación en  cuanto  haya  menester  para 
el  mejor  y mas  breve  desempeño  de  las 
funciones  que  les  están  cometidas,  recla- 
mando de  las  Diputaciones  focales  las  no- 
ticias y documentos  que  pidiere  relativas 
á la  administración  de  justicia,  á ia  fé  pú- 
blica, y á cualesquiera  otros  asuntos  que 
tengan  enlace  y dependencia  con  esta  se- 
cretaria del  despacho.  Dios  etc.  Madrid  26 
de  junio  de  184!}.»  ( CL . t.  47,  p.  281). 

Circular  de  3 julio  de  1849. 

Pidiendo  dalos  para  la  formación  del'ecDtral. 

(Dir.  uen.  de  Archivos.)  Se  dispuso  que 
por  los  directores  de  los  archivos  de  pro- 
vincia y partidos  se  remitiesen  noticias  de 
los  existentes  en  sti  respectivo  territorio, 
orden,  fondos,  documentos  y servicio  de  los 
mismos,  con  objeto  de  servir  á la  creación 
de  uno  central.  Solo  estamparemos  la  dis- 
posición segunda  de  esta  circular  por  pare- 
cemos útil. 

<' 2.a  Para  los  efectos  de  esta  circu- 

lar se  consideran  archivos  públicos:  l.° To- 
dos los  que  tengan  empleados  especíales 
asalariados  por  fondos  públicos,  cuales- 
quiera que  sean  estos.  2."  Los  de. los  cuer- 
pos y corporaciones  publicas,  municipales, 
eclesiásticas  y de  otra  cualquiera  especie, 
escepto  los  de  academias  y cuerpos  sabios, 
aunque  no'hayaen  ellos  empleados  espe- 
ciales para  la  conservación  de  los  papeles 
y arreglo,  ni  estén  dotados  aquellos  por 
fondos  públicos.»  {CL.  t.  47,  p.  324). 

R.  O.  de  12  julio  de  1849. 

Asistencia  al  cotejo  de  documentos  en  el  archivo  de 
la  Corona  do  Aragón. 

(Com.  Inst,  y O.  P.)  aLa  Reina  (que 
Dios  guarde)  conformándose  con  el  dicta- 
men del  Consejo  Real,  se  ha  servido  decla- 
rar por  punto  general  que  en  todos  los  casos 
que  ocurran  relativamente  al  derecho  co- 
mún que  tienen  las  partes  y el  representante 
de  la  Hacienda  para  asistir  al  cotejo  de 
aquellos  documentos  que  existan  en  el  mis- 
mo (en  el  archivo  de  la  Corona  de  Ara- 
gón), y de  los  cuales  deban  librarse  copias, 
ge  observe  estrictamente  lo  prevenido  en  el 
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art.  4.°  de  la  ley  de  20  marzo  de  1846  (1), 
por  la  que  se  halla  derogada  la  Real  cédu- 
la de  11  de  octubre  de  1772. — De  Real  or- 
den etc.  Madrid  12  de  julio  de  1849.— Se- 
ñor Archivero  general  de  la  Corona  de  Ara- 
gón.» [CL.  t,.  47,  p.  426). 

R.  O de  16  julio  de  1849. 

Faculta  á los  tribunales  para  la  es  raccion  de  docu- 
mentos del  .Mmislerio  de  la  Gobernación. 

(Gob.)  «En  cumplimiento  de  la  Real 
orden  de  12  de  enero  último,  estas  seccio- 
nes, se  han  enterado  de  la  de  21  de  di- 
ciembre anterior,  comunicada  al  Ministe- 
rio del  digno  cargo  de  V.  E.  por  el  de 
Gracia  y Justicia,  proponiendo  se  adopte 
como  medida  general  la  facultad  de  que 
los  tribunales,  en  los  cases  en  que  lo  juz- 
guen necesario  para  la  recta  administra- 
ción de  justicia,  puedan  disponer  la  estrac- 
cion  de  ios  documentos  originales  de  las 
oficinas  del  ramo  de  Gobernación,  quedan- 
do en  su  lugar  copia  literal  que  haga  sus 
veces  hasta  que  aquellos  se  devuelvan,  con- 
cluida la  diligencia  judicial  que  hizo  nece- 
saria la  eslraecion  del  original. 

Las  secciones,  partiendo  del  principio  de 
que  á la  administración  de  justicia  se  le 
deben  proporcionar  cuantos  medios  sean 
posibles  para  obtener  el  debido  acierto  en 
sus  decisiones,  creen  seria  muy  convenien- 
te adoptar  lo  dispuesto  por  el  art.  189  del 
reglamento  del  Consejo  Real  de  30  de  di- 
ciembre de  1846  en  los  términos  propues- 
■ tos  por  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia, 
con  la  limitación  de  que  en  los  casos  en  que 
el  jefe  administrativo  de  ia  dependencia  de 
que  haya  de  extraerse  el  documento  origi- 
nal crea  perjudicial  ó inconveniente  su  en- 
trega al  Tribunal  de  justicia  que  lo  reclame, 
deba  préviamente  consultar  al  Gobierno 
acerca  de  este  punto. 

Por  lo  demas,  esta  disposición  no  puede 
considerarse  sino  como  puramente  regla- 
mentaria, sin  que  para  su  establecimiento 
obste  la  ley  15,  tí t.  10,  lib.  11  de  la  No- 
vísima Recopilación,  en  cuanto  por  la  mis- 
ma se  prohíbe  sacar  de  los  archivos  las  es- 
crituras y papeles  originales  para  prueba 


(1)  Se  refiere  esta  ley  á indemnización  de 
partícipes  legos  y dispone  el  art.  4.°:  que  para 
la  calificación  de  derechos  »se  tendrán  presen- 
tes los  títulos  originales  de  propridad,  ó testi- 
monios de  ellos,  concertados  con  los  mismos 
por  mandamiento  judicial,  y con  asistencia  del 
representante  de  la  Hacienda  pública. — Véase 
Participes  legos  de  los  diezmos. 
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ninguna  judicial.  Dios  etc.  Madrid  Id  de 
julio  de  1849.»  ( CL . t.  47,  p.  448).  ¡ 

R.  D.  de  10  junio  de  1851. 


R.  0.  de  80  mayo  de  1855.  ■ )' 

Se  halla  inserta  en  Archivos  de  Hacienda. 


(Grac  y Just.)  Se  suprimen  por  este 
Real  decreto  las  direcciones  subalternas  de 
archivos  y juntas  consultivas  de  provincia 
y de  partido  que  se  crearon  por  el  regla- 
mento de  26  de  agosto  de  1818  circulado 
en  29  del  mismo,  y también  la  secretaría 
de  la  Dirección  general.  {CL.  t.  53,  pá- 
gina 261). 

R.  O.  de  4 julio  de  1851. 

Autorfiacion,  forma  y modo  de  extender  las  copias  de 
documentos. 

(Grac.  y.Iust.)  «Artículo  1 Las  certi- 
ficaciones de  cualesquiera  documentos  que 
existan  en  los  ai  chivos  de  la  córte,  que 
dependan  inmediatamente  del  Ministerio 
de  Gracia  y Justicia,  se  extenderán  y li- 
brarán por  el  oficial  de  sección  á cuyo  cargo 
esté  el  archivo  donde  se  encuentre  el  do- 
cumento que  haya  de  trasladarse  ó refe- 
riré, previa  órden  por  escrito  del  Minis- 
tro ó subsecretario. 

Art  2.°  Para  que  hagan  fe  dichas  cer- 
tifi  raciones  serán  además  autorizadas  ó le- 
galizadas por  l.1  jefe  de  mesa  en  su  calidad 
de  archivero,  quien  las  liará  sellar  con  el 
del  Ministerio. 

Art.  3.°  Los  documentos  de  que  se  trata 
en  los  dos  precedentes  artículos  se  exten- 
derán todos  precisamente  en  papel  del  sello 
de  Ilustres,  en  la  forma  prevenida  en  la 
Real  cédula  de  12  de  mayo  de  1824.  Dalo 
en  Palacio  á 4 de  julio  de  1851.»  {CL.  to- 
mo 53,  p.  437). 

R.  O.  de  25  enero  de  1852. 

Que  no  so  expida,  sino  en  virtud  de  Iteal  Cédula, 
copia  ni  test  i moni  o de  las  escrituras  depositadas 
en  archivos  generales  (L). 

(Grac.  y Just.)  «A  fin  de  regularizar  el 
servicio  público  en  lo  concerniente  á la  ex- 
pedición de  copias  y testimonios  de  ias  es- 
crituras depositadas  en  los  archivos  gene- 
rales del  reino,  S.  M.  (Q.  D.  G.)  se  ha  dig- 
nado disponer  que  en  lo  sucesivo  no  se 
libre  por  los  jefes  de  los  expresados  archi- 
vos documento  alguno  de  aquella  clase  sino 
á virtud  de  la  oportuna  Real  cédula,  expe- 
dida por  la  cancillería  de  este  Ministerio. 
De  Real  órden,  etc.  Madrid  25  de  enero  de 
1852.»  [CL.  t.  55,  p.  82.) 


(i)  Véase  la  R.  0.  de  10  de  agosto  de  1855 
que  modifica  la  presente. 


R.  D.  de  23  febrero  de  1‘855.  ' 
Reformando  la  planta  del  de  Sevilla.  . ¡' 

(Presid.  del  C.  de  M.)  «En  considera- 
'’iori  á lo  que  me  ha  expuesto  el  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros,  vengo  en  dispo- 
ner que  la  planta  del  archivo  general  de  Iri- 
dias en  Sevilla  conste  desde  el  dia  l.°  de 
marzo  próximo  de  un  archivero  jefe  de 
negociado  con  el  sueldo  de  16.001)  reales 
anuales,  un  oficial  primero  con  el  de  12.000, 
y un  oficial  segundo  con  el  de  10,000.  Dado 
en  Palacio  á 23  de  febrero  de  1853.»  (CL.to- 
mo  58,  p.  107.) 

R.  D.  de  12  mayo  de  1854. 

Archivos  de  las  Audiencias:  Expurgo  de  papeles, 
creación  de  las  juntas  de  archivos. 

(Grao,  y Just.)  «En  vista  de  las  razones 
que  me  ha  expuesto  el  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.°  Se  procederá  sin  levantar 
mano  á hacer  un  escrupuloso  espurgo  y 
arreglo  en  todos  los  archivos  de  las  Au- 
diencias de  la  Península  é islas  advacentes. 

Art.  2.°  Para  que  estos  importantes  tra- 
bajos puedan  realizarse  con  el  conocimien- 
to y preca.uniones  debidas  se  crea  en  cada 
Audiencia  una  junta  denominada  de  archi- 
vos, compuesta  del  regente,  que  será  el 
presidente;  del  fiscal,  de  dos  magistrados 
elegidos  per  la  sala  de  gobierno,  de  un  te- 
niente fiscal  nombrado  por  el  fiscal,  y de 
un  perito  versado  en  paleografía  y en  an- 
tigüedades históricas  que  me  propondrá  la 
junta  por  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia 
en  la  primera  sesión  que  celebre  para  ins- 
talarse: todos  estos  cargos  serán  honoríficos 
y gratuitos. 

Art.  3.°  El  secretario  de  gobierno  lo 
será  también  de  esta  junta  y le  auxiliarán 
en  sus  trabajos  los  abogados  que  lo  solici- 
ten y merezcan  este  honor  á juicio  de  la 
junta. 

Art.  4.°  A los  quince  dias  de  publicado 
este  decreto  en  la  Gaceta  de  Madrid  dará 
cuenta  el  regente  de  hallarse  instalada  la 
junta  y haber  principiado  sus  trabajos;  y 
en  la  misma  comunicación  se  hará  la  pro- 
puesia  que  previene  el  art.  2.° 

Art.  5.°  La  junta  celebrará  al  menos 
una  sesión  por  semana  en  horas  distintas 
de  las  del  Tribunal,  y allí  se  dará  cuenta 
por  cada  individuo  de  todos  los  documen- 
tos, procesos  y expedientes  que  haya  exa- 
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minado  en  el  archivo  desde  la  junta  ante- 
rior clasificándolos  en  esta  forma:  inútiles 
que  pueden  venderse  sin  peligro  alguno:  y 
útiles  que  deben  conservarse;  la  junta  acor- 
dará la  calificación  que  crea  oportuna. 

' Art.  6.°  De  cada  una  de  estas  clases  se 
formará  un  índice  que  exprese:  la  época 
del  expediente  ó proceso;  los  nombres  de 
los  litigantes,  reos  acusadores  y fiscales:  la 
materia  del  expediente,  pleito  ó causa; 
cualquiera  otra  circunstancia  notable  ó que 
llame  la  atención. 

Art  7.°  El  dia  primero  de  cada  mes  se 
remitirán  estos  índices,  estendidos  con  la 
posible  claridad,  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  para  que  revisados  conveniente- 
mente pueda  aprobarse  la  clasificación  he- 
cha y disponerse  de  los  papeles  como  sea 
mas  útil  y conveniente. 

Art-  8.u  Los  servicios  que  presten  los 
individuos  de  la  junta  y sus  auxiliares,  se 
anotarán  en  sus  respectivos  expedientes  y 
Ies  servirán  en  su  carrera  como  méritos 
muy  recomendables. 

Art.  9.°  A todas  las  personas  que  no 
gocen  retribución  del  Estado  y auxilien  6 
presten  trabajo  de  cualquiera  clase  en  es- 
tas juntas  se  les  gratificará  en  proporción 
de  sus  trabajos  á propuesta  de  las  mismas 
juntas.  Dado  en  Palacio  á 12  de  mayo  de 

1854. »  [CL.  t.  02,  p.  37.) 

R.  0.  de  10  de  agosto  de  1855. 
Expedición  de  copias  de  documentos  de  los  archivos, 

(Fom.)  «limo  Sr.:  La  Reina  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  disponer  que  en  lo  sucesivo 
se  proceda,  en  virtud  de  orden  de  esa  Di- 
rección general  en  cada  caso,  y previo  in- 
forme del  archivero  respectivo,  á la  expe- 
dición de  las  copias  de  testimonios  de  las 
escrituras  depositadas  en  los  archivos  ge- 
nerales del  reino  que  soliciten  los  particu- 
lares, sin  que  se  les  exija  la  Real  cédala  que 
previno  la  circular  de  25  de  enero  de  1852. 
De  Real  órden  etc.  Madrid  10  de  agosto  de 

1855. »  (CL.  t.  65,  p 666.) 

R.  0.  de  21  enero  de  1857. 

Reglas  para  la  conducción  de  documentos, 

!Gob.)  «Para  el  mas  exacto  y formal 
cumplimiento  de  la  Real  orden  circular  de 
H de  mayo  de  1853,  reiterada  en  22  de  fe- 
brero de  1855  y 16  de  diciembre  próximo 
pasado  (1),  y á fin  de  que  la  Real  Acade- 


(!)  Se  refiere  á pedir  noticia  á los  Ayunta- 
mientos de  los  ordenamientos,  cuadernos  de 
Cdrtes  y cartas-pueblas  que  se  hallen  en  sus 
respectivas  localidades. 


mia  de  la  Historia  pueda  reconocer  los  do- 
cumentos originales  que  necesite  publicar, 
sin  que  estos  padezcan  el  menor  extravío, 
S.  M.  se  ha  dignado  ampliar  aquella  sobe- 
rana resolución  con  las  aclaraciones  y pres- 
cripciones siguientes: 

1/  Los  Ayuntamientos  y demas  fun- 
cionarios á quienes  corresponde  la  obser- 
vancia [de  [la  circular  referida  , remitirán 
á disposición  de  los  Gobernadores  de  las 
provincias  respectivas  y con  las  segurida- 
des que  estimen  convenientes,  los  docu- 
mentos que  se  conservan  en  los  archivos, 
relativos  á los  ordenamientos  y cuadernos 
de  Cortes,  fueros  y cartas-pueblas,  á me- 
dida que  se  vayan  pidiendo  por  la  Real 
Academia  de  la  Historia. 

2. a  Siempre  que  los  Ayuntamientos  ó 
los  encargados  de  los  archivos  lo  reclama- 
ren, se  les  expedirá  por  los  Gobernadores 
e!  correspondiente  resguardo  de  la  entrega 
de  los  documentos,  con  expresiva  descrip- 
ción de  cada  uno  de  ellos,  en  que  se  dé  á 
conocer  su  naturaleza  y clase:  si  es  fuero  ó 
cartas-pueblas,  ordenamiento  ó cuaderno 
de  Cortes;  su  forma,  si  es  original,  testimo- 
nio ó copia  simple;  sise  halla  escrito  en 
pergamino  ó en  papel,  y por  último,  su  es- 
tado de  conservación. 

3. a  Corresponde  asimismo  á los  Gober- 
nadores et  [disponer  que  dichos  documen- 
tos se  coloqúen  en  paquetes  bien  dispues- 
tos, y que  inventariados,  se  entreguen  á 
los  administradores  de  correos  para  que  es- 
tos remitan  á la  Academia  con  certificado 
de  oficio. 

4. a  La  Real  Academia  de  la  Historia, 
inmediatamente  que  reciba  los  documen- 
tos, dará  aviso  á los  Gobernadores,  admi- 
nistradores de  correos  y Ayuntamientos 
remitentes,  con  inclusión  del  resguardo  ne- 
cesario, y señalando  un  breve  plazo  para 
la  devolución  de  los  mismos. 

5. a  En  la  devolución  expresada  se  ob- 
servará el  mismo  orden  señalado  para  la 
remisión. 

6. a  A fin  de  evitar  dilaciones,  la  Aca- 
demia podrá,  mantener  correspondencia  di- 
recta con  las  autoridades  y funcionarios 
referidos  en  lo  concerniente  al  objeto  de 
esta  circular.  De  Real  ónien  etc.  Madrid  21 
de  enero  de  1857.»  (CL.  t.  71,  p.  87.) 

R.  D,  de  17  julio  de  1858. 

Por  este  Real  decreto  se  clasificaron  los 
archivos  públicos  y bibliotecas,  se  mandó 
establecer  un  archivo  general  central,  se 
creó  una  Junta  superior  directiva  de  archi- 
vos y bibliotecas,  determinándose  sus  atri— 
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buciones,  y se  creó  también  el  cuerpo  fa- 
cultativo de  archiveros  bibliotecarios.  In- 
sértase  en  Bibliotecas,  archivos  y museos. 

R.  D.  de  3 mayo  de  1359. 

Se  contienen  en  este  decreto  las  bases 
para  la  organización  y régimen  de  los  ar- 
chivos y bibliotecas  públicas  del  reino,  y 
se  inserta  también  en  el  artículo  Bibliote- 
cas, ARCHIVOS  Y MUSEOS. 

R.  D.  de  28  marzo  de  186G. 

Organizando  un  archivo  histórico  nacional. 

(Fom.)  Teniendo  en  consideración  las  ra- 
zones que  me  ha  expuesto  mi  Ministro  de 
Fomento,  vengo  en  decretarlo  siguiente: 

Artículo  l.°  En  conformidad  á (o  dis- 
puesto en  mis  Rs.  Ds.  de  17  de  julio  de 
1833  y 8 de  mayo  de  1859,  se  declara  ar- 
chivo público  general  de)  reino,  bajo  la  de- 
nominación de  archivo  histórico  nacional, 
al  reunido  con  los  documentos  procedentes 
délas  suprimidas  corporaciones  monásticas 
por  la  Real  Academia  de  la  Historia  en  esta 
corle,  donde  en  adelante  habrá  de  perma- 
necer. 

Alt.  2.°  El  personal  que  actualmente 
sirve  en  el  mencionado  archivo,  ingresará 
en  el  Cuerpo  facultativo  de  archiveros-bi- 
bliotecarios, en  la  categoría,  grado  y anti- 
güedad que  respectivamente  corresponda  á 
sus  individuos,  pt'évia  clasificación  con  ar- 
reglo á la  base  3.a  del  R.  D.  de  3 de  mayo 
de  1859. 

Art.  3.°  Al  frente  del  archivo  habrá  un 
comisario  regio.  Este,  cargo  será  honorílico 
y gratuito,  y para  desempeñarlo  se  nom- 
brará por  el  Gobierno  un  individuo  de  nú- 
mero de  la  Reai  Academia  de  la  Historia. 

Art.  4.°  Por  mi  Ministro  de  Fomento, 
de  acuerdo  con  el  de  Hacienda,  se  adopta- 
rán las  disposiciones  necesarias  á fin  de 
que  sean  trasladados  al  archivo  histórico 
nacional  todos  los  documentos  proeedenles 
de  las  suprimidas  comunidades  monásticas 
que  existan  en  las  Administraciones  de  Ha- 
cienda pública  y no  fueren  indispensables 
para  acreditar  derechos  de  propiedad.  Dado 
en  Palacio  á 28  de  marzo  de  1866  — Está 
rubricado  de  la  Real  mano.-— El  Ministro 
de  Fomento,  Antonio  Aguilar  y Correa. 
(Gao.  31  marzo  ) 

R.  D.  de  12  julio  de  1867. 

Archivos,  bibliotecas  y museos  arqueológicos. 

Por  este  decreto  se  ponen  las  bibliotecas 
públicas,  los  archivos  generales  y los  mu- 


seos de  .antigüedades  ó arqueológicos,  bajo 
la  inmediata  dependencia  de  la  Dirección 
general  de  Instrucción  pública,  clasificando 
de  nuevo  estos  establecimientos.  Respecto 
de  los  archivos,  se  establece,  (art  7.°)  que 
no  se  remitirán  á los  generales  mas  papeles 
que  aquellos  que  el  trascurso  del  tiempo 
haya  hecho  innecesarios  para  la  instruc- 
ción y despacho  délos  negocios  corrientes, 
considerándose  por  regla  general  en  este 
caso,  los  referentes  á los  últimos  30  años. 
Se  dictan  también  nuevas  disposiciones  so- 
bre el  Cuerpo  de  bibliotecarios , archiveros 
y anticuarios,  que  así  se  denominan  ya,  di- 
vidiéndose en  tres  secciones,  y se  da  nue- 
va organización  á la  junta  consultiva  del 
cuerpo,  y estienden  sus  atribuciones.  Se  in- 
serta en  Bibliotecas,  Archivos  y Museos. 

Parte  doctrinal. 

Dejamos  ya  reunida  la  legislación  so- 
bre are, ñivos,  y en  medio  del  celo  que 
últimamente  ha  desplegado  e!  Gobierno 
sobre  tan  importante  asunto  ¡cuánto  no 
queda  todavía  por  hacer! 

Tenemos  tres  grandes  archivos  dig- 
nos de  toda  la  atención  del  legislador; 
el  de  Simancas,  el  de  la  Corona  de  Ara- 
gón y el  de  Sevilla;  y además  se  ha 
creado  otro  Central  en  Aléala  de  Hena- 
res, y otro  Histórico  nacional  en  Ma- 
drid, organizado  este  último  con  los  do- 
cumentos reunidos  por  la  Academia  de 
la  Historia,  procedentes  de  los  archivos 
monásticos  de  España,  que  «fueron  des- 
de tiempos  antiguos  abundantes  y pre- 
ciosos depósitos  donde  se  iban  acumu- 
lando desde  el  principio  de  nuestra  glo- 
riosa reconquista  los  monumentos  escri- 
tos de  la  religión,  de  la  historia,  de  las 
artes  y letras  españolas.» 

El  archivo  ele  Simancas  Establecido  en 
ios  tiempos  de  Felipe  Ií,  encierra  una 
inmensa  riqueza;  pero  hemos  oido  ase- 
gurar que  á escepcion  de  algunos  estan- 
tes, los  demás  papeles  están  allí  hacina- 
dos sin  concierto  y sin  índices,  exigien- 
do su  necesario  arreglo,  muchas  manos, 
mucho  tiempo  y mucho  celo,  para  que 
sirvan  algo  al  estudio  y á los  demás  im- 
portantes objetos  de  todo  archivo,  la 
multitud  de  diplomas  y documentos 
antiquísimos,  tratados,  correspondencia 
de  Estado,  interior  y esterior,  libros, 
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registros,  consultas,  expedientes  y toda 
clase  de  papeles  de  que  se  compone  re- 
levos á los  Ministerios,  Cámaras,  Con- 
sejos Contadurías  y demás  'oficinas  de 
córte. 

El  de  la  Corona  de  Aragón,  existente 
hoy  en  el  Palacio  de  la  antigua  Diputa- 
ción de  Cataluña,  nos  le  pintan  ya  en 
esta  última  época  en  mejor  situación 
que  el  de  Simancas,  y es  si  no  tan  im- 
portante como  este,  muy  notable  también 
por  la  originalidad  é interés  de  los  do- 
cumentos que  encierra  y por  su  larga  y 
no  interrumpida  série  de  diez  siglos  de 
existencia.  Mas  de  veinte  mil  escrituras 
sueltas  en  pergamino  hasta  el  año  de 
1238;  mas  de  900  bulas  pontificias  ori- 
ginales; procesos  de  las  antiguas  Cortes, 
causas  de  Estado,  códices,  tratados  con 
diferentes  reyes  cristianos  y moros,  y 
otros  papeles  de  no  menos  interés,  per- 
tenecientes á Aragón,  Cataluña,  Valen- 
cia, Mallorca  y demás  Estados  que  for- 
maban la  Corona  de  Aragón,  hé  aquí,  en 
resúmen  lo  que  constituye  tan  notable 
archivo. 

Respecto  del  de  Sevilla,  llamado  de 
Indias,  como  destinado  á reunir  todos 
los  documentos  relativos  al  nuevo  mundo 
que  conocemos  con  el  nombre  de  Amé- 
rieas,  y entre  ellos  la  correspondencia 
autógrafa  de  ios  conquistadores,  no  pue- 
de dudarse  de  su  importancia,  y con  ra- 
zón se  la  dio  el  Gobierno  clasificándole 
por  el  R.  D.  de  8 de  mayo  de  1859  como 
general  de  1.a  clase,  en  unión  con  los 
dos  anteriores  y el  central  que  se  manda 
crear. 

Las  disposiciones  que  quedan  insertas 
versan  en  su  mayor  parte  sobre  custodia 
de  papeles  archivados,  y era  natural  que 
se  dictasen  reglas  como  se  han  dictado, 
para  evitar  sustracción  de  documentos, 
para  sacar  en  caso  necesario  los  origi- 
nales, ó certificaciones,  ó copias  sim- 
ples, ó tomar  apuntes,  ó hacer  cote- 
jos etc.  según  puede  verse  en  ellas. 
V.  Archivos  militares.  Archivos  de  Ha- 
cienda pública.  Bibliotecas,  Archivos  y 
Museos  Arqueológicos  etc. 

ARCHIVOS  MILITARES.  Con  objeto  de 
pustodiap  los  documentos  que  sirvan 


para  el  despacho  corriente  de  los  nego- 
cios se  mandó  por  R.  0.  de  15  de  marzo 
de  1865  constituir  un  solo  Archivo  en 
cada  una  de  las  Direcciones  generales  del 
ejército  disponiéndose  al  efecto  lo  si- 
guiente: 

l.°  En  cada  una  de  las  Direcciones  ge- 
nerales de  todas  las  armas  del  ejército  se 
constituirá  un  solo  y único  archivo,  donde 
se  custodiarán  ios  documentos  que  sirvan 
para  el  despacho  corriente,  y los  que  los 
cuerpos  de  su  arma  hayan  dejado  en  las  di- 
versas capitanías  generales  ó en  otras  par- 
tes, siempre  que  no  sean  duplicados  de  los 
que  ya  existan  en  ta  misma  Dirección, 

2 0 Para  lograr  este  importante  y nece- 
sario objeto  se  reducirán  primeramente  los 
actuales  archivos  de  las  Direcciones  á solo 
los  papeles  que  deban  conservarse,  y se 
tratara  en  seguida  de  traer  á ellos  los  so- 
brantes de  los  cuerpos. 

3. °  Estos  remitirán  á la  Dirección  res- 
pectiva copia  de  los  inventarios  por  los  cua- 
les verificaron  las  entregas  en  las  capitanías 
generales,  los  que  después  de  examinados 
servirán  para  que  el  director  dé  conoci- 
miento á los  capitanes  generales  de  los  que 
hayan  de  remitir,  y de  los  que  pueden  ser 
enajenados  por  inútiles  ó convenga  darles 
otro  destino. 

4. °  En  el  caso  de  que  algún  cuerpo  no 
tenga  copia  de  los  inventarios  de  entrega, 
el  director  de  quien  depende  pedirá  á ios 
capitanes  generales  que  por  sus  dependen- 
cias se  firmen  y se  le  pase  un  ejemplar  para 
decidir  cuales  han  de  utilizarse. 

5. °  Si  hubiese  en  las  capitanías  genera- 
les documentos  de  cuerpos  que  no  consten 
por  inventario  y de  los  que  no  tenga  noti- 
cia la  Dirección  general,  los  respectivos 
capitanes  generales  participarán  a!  director 
á quien  corresponda  los  papeles  de  dicha 
procedencia  que  existan  en  sus  archivos  por 
medio  de  una  relación  para  la  resolución 
de  que  trata  el  párrafo  anterior. 

6. °  Los  capitanes  generales  de  distrito, 
los  gobernadores  de  plazas  y los  de  provin- 
cias cooperarán  eficazmente  a ayudar  á los 
directores  facilitándoles  las  noticias  que  les 
pidan,  remitiéndoles  los  documentos  que 
reclamen  y procediendo  á la  venta  de  los 
que  declaren  inútiles  para  que  queden  ex- 
peditos los  locales  que  en  el  día  ocupen 
aquellos  á fin  de  que  puedan  regularizar  y 
ordenar  los  archivos  anejos  á sus  cargos. 

7. ®  En  lo  sucesivo  no  depositarán  nin- 
guna clase  de  documentos  en  las  capitanías 
generales  y gobiernos  militares  de  plazas  y 
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ále  provincias  los  regimientos,  batallones  y 
escuadrones  de  todas  las  armas,  y los  di- 
rectores generales  respectivos  circularan  las 
instrucciones  convenientes,  para  que  no  lle- 
ven en  los  archivos  de  los  cuerpos  mas  que 
los  absolutamente  precisos,  fijando  al  pro- 
pio tiem  po  el  modo  y forma  de  que  los  do- 
cumentos cuya  conservación  crean  necesa- 
ria se  pasen  al  archivo  de  la  Dirección. 

Y B.°  Los  directores  generales  propon- 
drán cuanto' consideren  indispensable  para 
llegaren  breve  al  arreglo  del  archivo,  bajo  el 
concepto  de  que  se  han  de  limitar  al  menor 
gasto  posible.  De  real  órden  etc.  Madrid 
15  de  marzo  de  1865.»  ( Gac . 9 abril.) 

ARCHIVOS  DE  LA  HACIENDA  PUuLICA. 

— Las  disposiciones  contenidas  en  el 
Real  decreto  de  12  de  junio  de  1867  y 
en  los  anteriores  de  17  de  julio  de  1858 
y 8 de  mayo  de  1859,  son  indudable- 
mente aplicables  á los  papeles,  y docu- 
mentos de  todos  los  Ministerios;  pero 
conviene  conocer  las  especiales  dictadas 
para  el  de  Hacienda,  que  son  principal- 
mente las  siguientes: 

R.  D.  de  21  junio  de  1850. 

Creación  de  uno  general  de  Hacienda. 

(Hac.)  Al  organizar  por  Real  decreto 
de  esta  fecha  este  Ministerio  se  dispuso 
en  su 

Articulo  11.  «Habrá  un  solo  archivo 
general  del  Ministerio  de  Hacienda,  en  el 
que  se  depositarán  todos  los  expedientes 
y documentos  de  la  subsecretaría  y direc- 
ciones que  formen  parte  integrante  del 
mismo  Ministerio,  quedando  de  consi- 
guiente refundidos  en  él  los  denominados 
en  el  dia  de  las  Direcciones  de  Rentas  y de 
la  del  Tesoro  y Contaduría  general  del 
Reino. « ( CL . t.  50 p.  524.) 

R.  O.  de  25  junio  de  1850. 

Mandando  que  se  forme  el  archivo  anterior. 

(Hac  ) Extracto.— Ordena  llevará  efec- 
to lo  dispuesto  en  el  anterior  Real  decre- 
to, quedando  el  personal  de  los  tres  ar- 
chivos allí  citados  á las  órdenes  del  archi- 
vero general  y formando  una  sola  escala. 
[CL.  t.  50 p.  352.) 

R.  O de  24  de  enero  de  1852. 

Archivos  de  la  Orden  de  San  Juan. 

(Hac.)  «Excmo.  Sr.:  Enterada  la  Reina 
de  un  expediente  promovido  por  el  mar- 
qués de  Fuentes  de  Duero,  quejándose  de 


no  habérsele  entregado  los  títulos  de  per- 
tenencia de  varias  fincas  procedentes  de  la 
Orden  de  San  Juan  de  Jerusalen  que  ha 
comprado  y satisfecho  por  completo,  con 
mo'ivo  de  no  haberse  incorporado  las  ad- 
ministraciones de  contribuciones  directas, 
estadística  y fincas  del  Estado  de  los  ar- 
chivos de  las  reeibidurías  de  la  expre- 
sada Orden  de  San  Juan,  se  ha  dignado 
S.  M.  mandar  se  signifique  de  nuevo  á 
V.  E.  la  necesidad  de  que  por  ese  Ministe- 
rio se  expidan  las  órdenes  oportunas,  para 
que  los  archiveros  de  la  Orden  de  San  Juan 
en  las  provincias,  se  entreguen  a los  ad- 
ministradores de  contribuciones  directas 
los  títulos,  papeles  y demás  documentos 
respectivos  á los  bienes  de  la  Orden,  como 
se  indicó  á V.  E.  en  Real  órden  de  13  de 
junio  último,  y que  por  de  pronto  lo  veri- 
fiquen desde  luego  de  aquellos  que  los  ad- 
ministradores les  designen,  correspondien- 
tes á fincas  ya  enajenadas,  que  deben  en- 
tregarse á los  compradores  con  arreglo  á 
las  disposiciones  vigentes.  De  Real  ór- 
den etc.  Madrid  24  enero  de  1852.»  [CL. to- 
mo. 55, página  80.) 

R.  O.  de  30  may o de  1852. 

Sobre  exhibición  de  documentos  para  practicar  cote- 
ios  ó compulsas  en  oficinas  del  Estado. 

(Hac.)  «La  Reina  (Q.  D.  CL)  se  ha  ente- 
rado de  lo  expuesto  por  esa  Dirección  ge- 
neral en  26  de  agosto  último  , con  motivo 
de  un  exhorto  del  juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Vaüadolid,  para  que  por  escribano 
se  compulsase  una  certificación  dada  por  el 
secretario  de  esa  oficina,  en  virtud  de  pro- 
videncia judicial;  y conformándose  S.  M. 
con  el  pare  er  del  Consejo  real,  ha  tenido 
á bien  mandar  que  en  los  casos  semejantes 
que  ocurriereu  en  3o  sucesivo  se  observen 
las  reglas  siguientes: 

1. n  Los  jefes  de  la  administración  supe- 
rior, y los  de  las  provincias  en  su  caso, 
cuando  en  virtud  de  exhorto  librado  por 
los  tribunales  de  justicia  fueren  requeridos 
oficialmente  para  la  exhibición  de  docu- 
mentos que  se  conserven  en  sus  dependen- 
cias con  objeto  de  practicar  alguna  com- 
pulsa ó cotejo,  con  certificaciones  ó trasla- 
dos fehacientes,  presentados  en  juicio  ó 
que  hayan  dado  lugar  á procedimiento  cri- 
minal, dispondrán  lo  conveniente  para  que 
estas  diligencias  se  practiquen  con  su  asis- 
tencia ó la  de  un  delegado  de  la  misma  ofi- 
cina, avisando  por  oficio  al  juez  requirente 
el  dia  y hora  en  que  pueden  verificarse. 

2. a  Si  los  exhortos  no  contuviesen  la 
expresión  suficiente  para  venir  en  conocí-* 


ARCHIVOS  DE  HACIENDA. 


474 

miento  del  origen  de  la  causa  ó pleito,  ó 
del  objeto  para  que  se  estima  necesaria  la 
diligencia,  podrán  pedir  las  noticias  que 
consideren* conducentes  para  ilustrarse  y 
acordar  el  cumplimiento. 

3.a  No  podrá,  demorarse  dar  principio 
á la  diligencia  por  mas, de  seis  dias  después 
del  recibo  del  oficio  adjunto  al  exhorto,  ó 
de  la  contestación  al  pedido  de  masámplias 
noti'ias. 

Y 4.a  Cuando  los  jefes  requeridos  ad- 
viertan que  graves  consideraciones  de  go- 
bierno y de  interés  de!  Estado  se  oponen 
al  cumplimiento  del  exhorto  darán  cuenta 
motivada  directamente  los  de  la  adminis- 
tración superior,  y por  conducto  de  estos 
los  de  provincia,  al  Ministerio  respectivo 
para  la  resolución  oportuna,  y manifesta- 
rán por  oficio  al  tribunal  requirente  que  su 
contestación  depende  de  la  decisión  supe- 
rior. En  tales  casos,  recibido  este  aviso,  los 
tribunales  lo  elevarán  con  justificación  al 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia  para  los 
efectos  correspondientes.  De  Real  orden  etc. 
Madrid  30  de  inayo  de  11152. — Bravo  Mu- 
rillo. — Sr.  Director  general  de  Contabili- 
dad de  la  Hacienda  pública. ^ [C-L.  t.  56, 
pág.  i 00: ) 

R.  O.  de  27  setiembre  de  1852. 

(Hac.)  Extracto. — Se  mandó  que  con- 
currieran al  arreglo  de  los  archivos  del  ra- 
mo de  Hacienda  de  las  provincias,  en  horas 
extraordinarias,  los  individuos  de  todas  las 
oficinas  del  propio  ramo,  inclusos  los  jefes, 
como  se  ha  hecho  con  buen  éxito  en  varias 
partes.  { CL . t.  57,  p,  197.) 

R.  O.  de  20  abril  de  1853. 

Archivos  generales  de  Hacienda. 

'(Hac.)  Extracto. — Para  adelantar  en  el 
arreglo  de  los  archivos  generales  de  Ha- 
cienda en  las  provinc  as,  y considerando 
insuficiente  lo  dispuesto  en  R O.  de  27  de 
setiembre  de  1852,  se  resolvió  que  ios  Go- 
bernadares  nombrarán  comisiones  tempo- 
rales que  se  auxiliasen  en  las  horas  ex  traor- 
dinarias  por  los  demás  empleados,  haciendo 
los  trabajos  con  separación  de  libros  y pa- 
peles, bajo  el  plan  y orden  abordado  por  la 
junta  de  jefes,  debiendo  pasar  desde  luego 
las  oficinas  provinciales  á los  archivos  to- 
dos los  libros  y documentos  que  conservan 
de  años  anteriores,  inclusos  los  correspon- 
dí mies  al  ramo  de  fincas  del  Estado,  para 
que  puedan  ser  comprendidos  en  los  inven- 
tarios generales  que  se  formarán,  y cuidan- 
do de  hacerlo  anualmente  en  lo  sucesivo. 
[CL.  í.  58,  jp.  316.) 


R.  O.  de  15  enero  de  1854. 

Instrucción  para  el  régimen  de  los  archivos  generales 
de  Hacienda. 

(Hac.)  «La  Reina  ;Q.  D,  G.'i  se  ha  servi- 
do aprobar  la  siguiente  instrucción: 

Artículo  1 La  reunión  de  todos  los  do- 
cumentos, libros  y papeles  que  pertenecen  á 
la  Hacienda  pública  en  cada  provincia,  cons- 
tituye. su  archivo  general. 

Art.  2.°  Se  establecerán  en  cada  archivo 
cuatro  secciones,  á saber: 

1. a  Documentos  relativos  á fincas,  dere- 
chos, pertenencias  de  todas  clases  del  Estado 
y crédito  público. 

2. a  Todos  los  demás  documentos  que  no 
pertenezcan  á la  1.a  sección  y sean  anterio- 
res al  año  de  1824. 

3. a  Los  documentos  que  no  pertenezcan 
á dicha  t.a  sección  y correspondan  á la  épo- 
ca de  i.°  de  enero  tic  1824  á fin  de  junio  de 
1845. 

Y 4.a  Todos  los  que  hallándose  en  dicho 
caso  de  no  pertenecer  á la  1.a  sección,  pro- 
cedan desde  el  establecimiento  de]  sistema 
tributario  en  1,°  de  julio  de  1845  en  ade- 
lante. 

Art.  3.“  La  1.a  sección,  que  ha  de  com- 
prender sin  distinción  de  épocas  todos  los 
papeles,  libros  y documentos  que  se  refieran 
á los  objetos  en  ella  citados,  se  subdividirá 
en  las  ciases  siguientes: 

1 .a  Fincas. — Se  clasificarán  conveniente- 
mente y por  años,  siempre  que  sea  posible, 
los  i.ítulos  de  propiedad,  tanto  de  las  del  Es- 
tado, cuanto  de  las  vendidas,  y que  por  no 
haber  sido  satisfecho  completamente  su  im- 
porte no  han  debido  ser  aquellos  entregados; 
ios  expedientes  de  ventas;  los  de  reclamacio- 
nes que  estas  hayan  originado;  los  de  anu- 
laciones; los  de  arriendos;  los  inventarios  de 
entrega  al  clero,  etc  , etc. 

2. a  Derechos  y pertenencias  del  Esta- 
do.— Comprenderá  las  escrituras  de  censos 
que  aun  no  han  sido  redimidos;  los  expedien- 
tes de  redención;  los  de  venta;  los  documen- 
tos que  acrediten  cualquiera  otra  clase  de 
derechos , va-  señoriales  ó territoriales,  ya 
pertenecientes  á las  extinguidas  comunidades 
religiosas  de  propiedad  del  Estado,  etc  .etc. 

3,  * Crédito  publico. — Todo  lo  relativo  á 
la  antigua  caja  de  consolidación;  vales  Rea- 
les; arbitrios;  rentas  y derechos  y que  han 
estado  permanentemente  aplicados  á la 
amortización  de  la  deuda,  á saber: 

ARBITRIOS  EXTINGUIDOS. 

Contribución  de  vales  sobre  títulos. 
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Diez  por  ciento  de  vales  sobre  sucesiones 
directas  de  vínculos  y mayorazgos. 

Diezmos  exentos  y novales  y los  de  nue- 
vos riegos. 

Donaciones  reales. 

Dos  por  ciento  anual  de  la  renta  de  dona- 
ciones reales. 

Dos  por  ciento  de  bienes  amortizados. 
Derecho  de  reemplazo. 

Herencias,  mejoras  y legados. 

Impuesto  de  vino. 

Indulto  cuadragesimal  de  Indias. 
Incorporaciones  y tanteos. 

Minas  por  géneros  plomizos. 

Media  anata  sobre  sucesiones  trasversales 
de  vínculos  y mayorazgos. 

Medio  por  ciento  de  hipotecas. 

Media  anata  de  donaciones  reales. 
Secuestros  y confiscos. 

Sucesiones  de  vínculos  y mayorazgos. 

ARBITRIOS  SUBSISTENTES. 

Anualidades  y vacantes. 

Cinco  por  ciento  de  rentas  y oficios  ena- 
jenados. 

Cinco  por  ciento  de  arbitrios  municipales 
y particulares. 

Gracias  al  sacar  y dispensas  de  ley. 

Gracias  de  cruces  españolas  y extran- 
jeras. 

Medias  anatas  de  mercedes  v sus  quin- 
denios. 

Oficios  de  hipotecas. 

Quince  y veinticinco  por  ciento  de  adqui- 
sición de  manos  muertas 
Valimientos  de  oficios  enajenados. 

Producto  de  arriendos  de  escribanías  y 
notarías. 

En  las  provincias  en  que  hubo  mesas 
maestrales  se  comprenderán  también  en  esta 
subdivisión  todos  los  papeles,  libros  y docu  - 
montos  procedentes  de  las  mismas  por  diez- 
mos, pertenencias  territoriales  y demás  de- 
rechos que  les  correspondían,  expedientes  de 
prestaciones  en  frutos,  etc.,  etc. 

Art.  í,u  La  2.a  sección,  que  comprende 
todos  los  documentos  anteriores  á 1824,  se 
subdividirá  en  cinco  clases: 

1.a  Contribuciones  directas. — La  cons- 
tituirán todos  los  papeles,  libros  y docu- 
mentos que  se  refieran  á la  de  paja  y uten- 
silios, y la  de  cuarteles  en  Madrid  y radio 
de  diez  leguas;  la  de  frutos  civiles;  las  de 
criados,  tiendas  y coches;  la  contribución 
directa  decretada  por  las  Cortes  en  1 1 de 
junio  de  1 8 1 3 y restablecida  en  IB  de  agos- 
to de  1820:  la  contribución  única  pirateada 
por  R.  D.  de  30  de  mayo  de  1817?;  las  de  pa- 


tentes y registros  decretadas  en  1821;  la5 
penas  de  cámara,  etc.,  etc  Se  separarán  los 
datos  estadísticos , especialmente  los  reuni- 
dos para  el  proyecto  de  la  contribución  úni- 
ca decretada  en  l.“  de  octubre  de  1 749,  y 
para  la  misma  contribución  única  establecida 
finalmente  en  1817. 

2. a  Contribuciones  indirectas. — Se  cla- 
sificará cuanto  á las  mismas  haga  relación, 
comprendiendo  las  alcabalas  y tercias  regla- 
mentadas por  los  Reyes  Católicos,  los  ser- 
servicios  de  millones  acordados  por  el  reino 
y separadamente  los  encabezamientos  de 
rentas  provinciales  formados  á virtud  de  los 
reglamentos  do  1785,  y como  parte  de  estas 
todo  lo  relativo  á alcabalas,  cientos,  millo- 
nes, fiel  medidor,  ramos  de  velas  de  sebo, 
nieve  y hielo , martiniega , sosa  y barrilla; 
los  derechos  de  puertas  y la  renta  de  aguar- 
diente y licores,  la  contribución  de  consumos 
establecida  en  1821,  etc.,  etc. 

3. a  Rentas  estancadas.-— Todos  los  da- 
tos, libros  y documentos  referentes  á ellas, 
tanto  los  de  fabricación  como  los  de  admi- 
nistración y expendieion;  expedientes  de  re- 
partos de  sal  en  las  épocas  en  que  esta  renta 
se  administraba  por  acopios,  etc.,  etc. 

4. a  Aduanas. — Todos  los  documentos 
relativos  á esta  renta,  tanto  en  la  importa- 
ción y exportación  para  el  extranjero,  cuan- 
to de  los  derechos  exigidos  en  las  interiores 
que  existían  en  el  reino. 

En  esta  subdivisión  y en  las  tres  anterio- 
res se  comprenderán  con  las  contribuciones, 
rentas  y ramos  mencionados,  cuanto  haga 
relación  á sus  recargos,  bien  fuesen  con  apli- 
cación á partícipes  por  la  cobranza,  ó bien 
por  arbitrios  concedidos  á corporaciones  ó 
particulares. 

5. '1  Contabilidad,  recaudación  y distri- 
bución de  los  caudales  públicos. — Todos  los 
libros  de  intervención  de  las  cajas  de  totales 
y líquidos;  cuentas  de  deudores  y acreedo- 
res; las  de  tesorería;  actas  de  arqueo  y toda 
clase  de  estados. 

He  comprenderá  además  lo  concerniente 
á declaración  de  derechos  y pagos  de  clases 
activas  y pasivas,  distinguiéndose  personal- 
mente lo  relativo  á empleados  en  los  diferen- 
tes ramos  de  la  Administración  por  depen- 
dencias, y en  cuanto  á las  clases  pasivas  se- 
gún la  clasificación  de  aquella  época  á saber; 

Monte  pío  de  oficinas  y de  Ministerio. 

Montes  píos  militares. 

Pensiones  de  gracia  de  todaselases  . 

Asignaciones  y limosnas. 

Retirados. 

Jubilados. 

Cesantes, 
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Reformados. 

Emigrados  en  América . 

Art.  5.°  La  3.“  sección,  comprensiva  de 
ios  documentos  que  procedan  desde  i.“  de 
enero  de  1824  á fin  de  .junio  de  1855,  se  sub- 
dividirá en  las  cinco  ciases  expresadas  para 
la  2.a,  que  son: 

Contribuciones  directas. 

Idem  indirectas. 

Rentas  estancadas.  ! 

Idem  de  aduanas. 

Contabilidad. 

Figurará  en  la  de  contribuciones  directas 
todo  lo  concerniente  á la  de  frutos  civiles, 
especialmente  las  relaciones  de  fincas  y los 
trabajos  practicados  por  las  comisiones  crea- 
das en  i «S25  para  abrir  los  registros  determi- 
nados en  6 de  octubre  de  dicho  año  ; los 
repartimientos  y demás  datos  relativos  á la 
contribución  ordinaria  de  paja  y utensilios,  y 
á la  extraordinaria  de  28.000,000  creada  en 
1829  para  pago  de  la  deuda  de  Francia  - el 
subsidio  industrial  y de  comercio;  el  4 por 
1 00  de  venta  de  posesiones,  pues  aunque  for- 
mase parte  de  las  reutas  provinciales,  marca 
el  movimiento  de  la  riqueza  territorial;  la 
manda  pía  forzosa;  penas  de  Cámara  hasta 
1855;  las  contribuciones  extraordinarias  de 
guerra  decretadas  en  1834  y 1840;  la  del 
culto  y clero  establecida  en  1841,  etc. 

En  la  de  contribuciones  indirectas  figura- 
rán los  encabezamientos  de  rentas  provincia- 
les, expedientes  de  puestos  públicos  y ramos 
arrendables;  recargos  impuestos  sobre  dife- 
rentes especies;  todo  lo  relativo  á pueblos 
administrados  por  la  Hacienda  ; derechos  de 
puertas;  partícipes  de  alcabalas  enajenadas 
de  la  Corona,  y 10  por  1Ü0  de  administra- 
ción de  partícipes,  según  las  contribuciones 
ó rentas  de  que  lo  fuesen. 

En  las  de  reutas  estancadas  y aduanas  se 
procederá  según  lo  determinado  para  la  2.a 
sección.  ¡ 

En  la  de  contabilidad,  además  de  lo  re- 
lacionado para  la  2.a  sección,  y de  clasificar 
todo  lo  relativo  á clases  pasivas , según  las 
denominaciones  que  han  tenido,  se  cuidará 
de  comprender  con  la  debida  distinción  cuan- 
to concierne  á préstamos,  expedición  y re-' 
cogida  de  letras,  billetes  y toda  clase  de 
valores  del  Tesoro. 

Se  comprenderán  también  con  la  oportuna 
separación  los  libros  y documentos  pertene- 
cientes á las  suprimidas  comisiones  de  liqui- 
dación de  atrasos  de  Guerra  y Hacienda,, 
creadas  por  R.  O.  de  4 de  junio  de  1827. 

Art.fi.0  En  la  subdivisión  de  contribu- 
ciones directas  de  la  2.a  y 3.a  sección  se 
comprenderán  separadamente  los  papeles  y 


libros  de  las  extinguidas  administraciones 
decimales. 

Art.  7.°  La  4.*  sección  que  abraza  la 
época  desde  1."  de  julio  de.  18  i o en  adelante 
se  suodividirá  en  las  mismas  cinco  clases  que 
las  anteriores,  siendo  innecesarias  adverten- 
cias especiales,  puesto  que  el  actual  sistema 
tributario  deslinda  con  claridad  las  divisiones 
marcadas  de  contribuciones  directas,  indirec- 
tas, rentas  estancadas,  aduanas  y contabili- 
dad, recaudación  y distribución  de  los  cau- 
dales públicos,  que  siendo  las  bases  de  que 
parLe  la  organizaciou  de  la  Hacienda,  debe 
serla  asimismo  de  la  de  los  archivos,  cuyo 
objeto  no  es  otro  que  facilitar  los  datos  pre- 
cisos para  la  mejor  Administración  de  las 
rentas  y contribuciones,  y esclarecer  los  de- 
rechos del  Estado  y de  los  particulares. 

Art.  8 0 En  las  provincias  exentas,  en 
las  de  la  Corona  de  Aragón  y Principado  de 
Cataluña,  donde  han  regido  diversos  siste- 
mas de  Hacienda,  se  subdividirán  los  pape- 
les con  arreglo  á las  bases  fijadas  según  la 
índole  de  cada  impuesto,  ya  que  hubiese 
gravitado  directamente  sobre  la  riqueza  ó 
por  capitación,  ó ya  que  fuesen  exigidos  por 
derechos  sobre  especies  determinadas  de 
consumo  6 de  otra  manera  indirecta. 

Art.  9.°  Subdivídidos  los  papeles,  libros 
y documentos  de  cada  archivo  en  las  seccio- 
nes y clases  determinadas  en  la  presente  ins- 
trucción, seguirán  aquellos  en  cada  una  de 
estas  últimas  el  orden  de  fechas  y se  agru- 
parán en  lo  posible  los  de  cada  ramo  ó con- 
tribución. 

Art.  '0  Ningún  legajo  contendrá  pape- 
les de  distintos  ramos,  rentas  ó contribucio- 
nes, aunque  pertenezcan  á la  misma  clase  y 
sección 

Los  libros  de  cada  clase  se  separarán  y 
clasificarán  por  las  oficinas  que  los  llevaron. 

Art.  11  . Cada  legajo  tendrá  un  larjeton 
ó colgante  en  que  se  exprese  su  número,  la 
sección  y clase,  y año  á que  corresponden 
los  documentos  que  contiene,  y abreviada- 
mente una  reseña  de  los  que  sean  en  esta 
forma: 


I\T.°  4.a  SECCION. 


AÑO  DE.  . . ' Fincas, 


Títulos  de  pertenencia  de  fincas  rústicas , 
término  del  pueblo  de. ....  que  pertene- 
cieron al  convento  de .... . 
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5í.°  V SECCION. 


¿ÑO  DE  1827.  Contribuciones  indirectos. 


Encabezamientos  de  rentas  provinciales  de 
los  pueblos  de. ... . 

4.a  SECCION. 

AÑO  DE  1848.  Contribuciones  directas. 


Matriculas  del  subsidio  de  los  pueblos. 
(Los  que  sean.) 

Art.  12  Los  legajos  se  numerarán  por 
clases  desde  el  uno  en  adelante,  y se  guar- 
dará en  lo  posible  d orden  correlativo  de 
las  fechas  de  los  documentos,  de  forma  que 
en  cada  archivo  habrá  tres  numeraciones 

fiara  la  1 .a  sección  y cinco  para  cada  una  de 
as  restantes,  que  son  las  clases  en  que  están 
subdivididas. 

Art.  15.  Los  archiveros  son  responsables 
de  la  custodia  y buena  conservación  de  los 
documentos,  así  como  los  contadores  de  Ha- 
cienda pública  de  las  provincias,  bajo  cuya 
inmediata  inspección  y vigilancia  han  de  es- 
tar aquellos. 

Art.  14.  En  el  caso  de  vacante,  ausencia 
tí  enfermedad  del  archivero,  el  contador  de 
la  provincia  nombrará  un  oficial  de  su  de 
pendencia  que  le  sustituya,  dando  cuenta  a 
la  Dirección  de  Contabilidad. 

Art.  Jo.  El  oficial  de  la  contaduría  en- 
cargado interinamente  del  archivo  no  tendrá 
Opción  por  esto  á otro  haber  que  el  de  su 
plaza  efectiva. 

Art.  lt>.  Cuando  el  archivero  tenga  que 
dirigirse  á los  jefes  de  provincia,  a!  gober- 
nador ó á Jas  oficinas  generales,  lo  hará 
por  conducto  del  contador,  su  inmediato  jefe. 

Art  17,  Corresponde  á los  archiveros  la 
expedición  de  las  certificaciones  referentes  á 
los  papeles  que  tengan  á su  cargo. 

Art.  18.  Las  certificaciones  á reclama- 
ción de  parte  se  expedirán  en  e-1  papel  cor- 
respondiente por  acuerdo  de  los  gobernado- 
res .Je  provincia,  que  oirán  previamente  á los 
contadores. 

Art.  19.  Los  conducentes  á puntos  de  de  - 
da  ración  de  derechos  de  clases  pasivas  se 
expedirán  en  papel  de  oficio,  y remitirán  di- 
rectamente á la  junta  de  aquellas  para  evitar 
gastos  y dilaciones  á los  interesados.  ^ 

Art.  ¡20.  No  serán  válidas  las  certificacio- 
nes que  expidan  los  archiveros  sin  que  sean 
visadas  por  los  contadores  y selladas  con  el 
de  las  contadurías. 


Art.  21.  Los  contadores  determinarán  al 
informar  sobre  la  procedencia  d improceden- 
cia de  las  certificaciones  que  se  soliten,  con 
arreglo  á Reales  órdenes  é instrucciones,  si 
han  de  insertarse  íntegros  los  documentos 
que  se  pidan,  ó ha  de  hacerse  solamente  re- 
ferencia de  una  parte  de  ellos. 

Art.  22.  Si  hubiere  que  sacar  del  archi- 
vo, para  asuntos  del  servicio,  algún  expe- 
diente, libro  tí  cualquiera  otra  clase  de  docu- 
mento, el  empleado  que  lo  necesite  hará  el 
pedido  en  papel  de  membrete  de  la  depen- 
dencia en  que  sirva,  visado  por  el  jefe  de  la 
nusma;  lo  presentará  al  archivero  para  su 
resguardo  y que  le  haga  entrega  del  objeto 
pedido,  quien  lo  devolverá  al  recibir  de  nue- 
el  expediente,  libro  tí  documento  que  lo  hu- 
biere motivado. 

Art.  28.  Sin  la  formalidad  marcada  en  el 
artículo  anterior  no  se  sacará  documento  al- 
guno del  archivo,  ni  se  permitirá  examinar- 
los ni  tomar  de  ellos  notas  tí  apuntaciones  de 
ninguna  clase. 

Art.  24.  Si  los  documentos  que  se  extrai- 
gan del  archivo  no  se  devuelven  en  un  térmi- 
no  prudencial,  los  archiveros  harán  las  ges- 
tiones oportunas  para  recuperarlos;  y si  fue- 
sen ineficaces,  lo  pondrán  en  conocimiento 
de  los  contadores  para  los  efectos  que  haya 
lugar. 

Art.  25.  Las  oficinas  de  provincia  no 
conservaran  otros  libros  y documentos  que 
los  del  año  corriente  y aquellos  de  los  ante- 
riores que  tuvieren  en  curso. 

Art.  2lj.  En  fin  de  diciembre  de  cada 
año  habrán  entregado  en  el  archivo,  con  in- 
ventario duplicado,  los  libros,  expedientes  y 
demás  documentos  terminados  del  anterior, 

Art.  27.  El  archivero  devolverá  uno  de 
los  inventarios,  firmado  á su  pié  el  recibí, 
para  resguardo  de  la  oficina  á que  cor- 
responda. 

Art.  28,  Las  oficinas  de  los  partidos  ad- 
ministrativos remitirán  t.esdc  luego  a los  ar- 
chivos de  provincia  todos  los  documentos  an- 
teriores á l.°  de  julio  de  1845  y los  posterio- 
res que  no  les  fuesen  necesarios  para  el  ser- 
vicio, cuidando  de  organizar  los  que  conser- 
ven con  arreglo  á la  presente  instrucción. 

Art.  29.  Las  administraciones  subalter- 
nas de  estancadas  y aduanas  remitirán,  antes 
de  finalizar  el  mes  de  febrero  de  cada  año,  á 
la  principal  de  la  provincia  tí  partido  de  que 
dependan,  los  libros  y documentos  del  ante- 
rior, para  que  los  incluyan  en  el  inventario 
con  que  deben  pasar  los  suyos  al  archivo  ge- 
nera), conforme  á lo  prevenido  en  el  art.  26. 

Art.  30.  Los  superintendentes  de  las  ca- 
sas de  moneda  y minas,  los  administradores 
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jefes  de  las  fabricas  de  sal  y tabacos,  y el 
juez  comisario  de  empaques  de  las  Ataraza- 
nas de  Sevilla  , dispondrán  inmediatamente 
la  formación  de  un  índice  detallado  de  todos 
los  papeles,  libros  y documentos  que  existan 
en  los  archivos  especiales  de  sus  dependen- 
cias, del  cual  remitirán  una  copia  á la  Direc- 
ción general  de  contabilidad  y otra  á la  ofici- 
na general  de  que  dependan,  para  que  pues- 
tas de  acuerdo  resuelvan  los  que  deban  pasar 
á los  archivos  de  provincia. 

Art.  31.  Los  archiveros  practicarán  las' 
mas  activas  diligencias  para  averiguar  si  cu 
las  oficinas  subalternas,  en  los  Ayuntamien- 
tos ó en  poder  de  particulares  se  hallan  pa- 
peles, libros  ó documentos  pertenecientes  á 
la  Hacienda  pública,  reclamándolos,  en  su 
caso,  por  conducto  de  los  contadores  para  su 
ingreso  inmediato  en  el  archivo  general  de  i 
la  provincia. 

Art.  32.  Los  únicos  documentos  que  no 
han  de  pasar  á los  archivos  , y se  custodiarán 
en  las  contadurías  de  provincia  bajo  ha  inme- 
diata responsabi  idad  de  sus  jefes,  son  las  es- 
crituras de  fianza  no  canceladas  de  todos  los 


empleados  que  manejan  caudales  ó efectos 
públicos. 

Art.  33.  Para  encontrar  pronta  y fácil- 
mente los  documentos  archivados  se  abrirán 
registros  prontuarios  por  clases  y secciones, 
arreglados  al  adjunto  modelo. 

Art.  34  Los  prontuarios  se  estenderán 
en  libros  foliados  y rubricados  por  los  Go- 
bernadores y conladores  de  provincia,  y se- 
rán tantos  cuantas  las  clases  en  que  está  sub- 
di vid  ido  el  archivo. 

Art.  35.  Silos  locales  en  que  se  hallan 
situados  actualmente  no  fuesen  á propósito 
para  la  custodia  y buena  conservación  de  los 
papeles,  los  Gobernadores  de  provincia  cui- 
darán de  facilitar  otros  que  reúnan  aquellas 
condiciones  en  los  edificios  que  ocupan  las 
oficinas. 

Art.  36.  La  Dirección  general  de  Conta- 
bilidad resolverá  las  dudas  que  pudieran  ocu- 
: rir  para  el  cumplimiento  de  esta  instrucción, 
y acordará  ó propondrá  acerca  de  ella  las 
variaciones  que  la  experiencia  aconseje  De 
Real  orden  etc.  Madrid  lo  de  enero  de 
1851.»  [CL.  t.  61,  p.  47.) 


(Modelo  del  rcgisti'o»proiituario.) 
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DE  Contribuciones  indirectas. 


Registro-prontuario  de  los  documentos  y libros  que  existen  en  este  archivo  pertenecien- 
tes á contribuciones  indirectas  anteriores  á 1824. 


NÚMERO 

del 

legajo. 

SUJETOS, 

corporación,  pueblo  ó ramo  á 
que  pertenece. 

A. 

Años. 

DOCUMENTOS  QUE  CONTIENEN. 

1 

Alcabala? . ¿ 

1598 

Exenciones  de  Alcabala  á ferias  cele- 
bradas en  diferentes  pueblos. 

4 

Alcabalas  enajenadas 

1640 

Sobre  enajenación  hecha  por  la  Coro- 
na de  las  Alcabalas  de  diferentes 
pueblos . 

6 

)) 

)) 

7 

Aguardiente  y licores, 

1801 

Permisos  para  vender  por  mayor  y me- 
nor en  pueblos  administrados  por  la 
Hacienda. 

(Sucesivamente  se  registrarán  por  fechas  y números  todos  los  legajos  , dividido  el  pron- 
tuario en  las  letras  del  alfabeto;  y en  cada  una,  según  la  denominación  del  ramo,  el  nombre 
del  pueblo,  la  corporación  ó el  apellido  del  que  hubiese  promovido  los  expedientes.) 

(hl  mismo  úrden  se  observará  en  los  registros-prontuarios  de  las  demás  clases  y sec* 
ciones.)  ■ 
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Circular  de  10  junio  de  1856. 

(D.  G.  DE  CONTABILIDAD  DE  H.  P.)  Se  eu- 
cargóá  las  contadurías  de  H.  P.  de  las  pro- 
vincias la  eficacia  eu  los  trabajos  para  lograr 
eí definitivo  y pronto  arreglo  de  los  archivos, 
cuidando  como  una  de  sus  preferentes  aten- 
ciones del  puntual  cumplimiento  de  la  Real 
instrucción  de  15  de  enero  de  1854. 

ARSHIVOS  DE  ESCRITURAS  PUBLICAS. 

Según  el  art.  37  de  la  ley  del  Nota- 
riado de  28  de  mayo  de  1862,  debe  ha- 
ber en  cada  Audiencia  y bajo  su  inspec- 
ción un  archivo  general  de  escrituras 
públicas,  los  cuales  se  contraen  á los 
protocolos  de  los  Notarios  del  territorio. 
Dedícase  á estos  archivos  notariales  el 
título  7.°  del  reglamento  de  28  de  mayo, 
y con  objeto  de  adoptar  las  disposiciones  ' 
que  reclama  el  importante  servicio  de  la 
formación  de  los  mismos,  se  dictaron  las  . 
Reales  ordenes  de  21  febrero  de  1866  y 
31  de  diciembre  de  1867,  pidiendo  datos 
á los  Notarios  y el  inventario  de  los  pro- 
tocolos y mandando  recoger  los  de  Nota- 
rías vacantes  que  existan  en  poder  de 
corporaciones  ó particulares,  cumplién- 
dose así  el  artículo  del  reglamento  de 
que  ninguna  persona  que  no  sea  Notario 
podrá  tener  á su  cargo  archivo  de  proto- 
colo. Se  hallarán  dichas  disposiciones 
con  otras  en  Notariado. 

ARCHIVOS  MUNICIPALES.  «No  es  aven- 
turado predecir  que  llegará  tiempo  en 
que  la  biblioteca,  el  archivo  y el  museo, 
sean  una  necesidad  para  cada  provincia, 
para  cada  Municipio,  en  que  cada  pueblo 
querrá  tener,  como  por  necesidad  lo  tie- 
nen las  casas  solariegas,  un  panteón  de 
sus  tradiciones,  mirándolo  con  igual- 
amor  y respeto  que  al  sepulcro  de  sus 
padres » Así  leemos  en  el  preámbu- 

lo del  importante  R.  D.  de  12  de  junio 
de  1867,  sobre  bibliotecas,  archivos  y 
muscos  arqueológicos,  y sucederá  así  en 
efecto.  Hoy,  sin  embargo  es  lamentable 
el  estado  de  los  pueblos,  el  abandono  que  ' 
se  advierte  en  este  importantísimo  asun-  1 
to , al  que  hemos  deJ.cado  mas  de  un 
recuerdo  en  El  Consultor  de^Ayunta- 
mientos.  Veamos  lo  que  en  183 i decla- 
mes dirigiéndonos  á los  nuevos  Ayunta- 
mientos recientemente  elegidos. 
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«Los  archivos  municipales.  Hé  aquí 
por  dónde  deben,  empezar  los  nuevos 
Alcaldes  y Ayuntamientos  la  visita  que 
les  recomendamos  en  el  núm.  13  para 
conocer  el  estado  en  que  se  hallan  los 
distintos  ramos  de  la  Administración  de 
sus  pueblos. 

¡Qué  pocos  Ayuntamientos  habrá  que 
los  tengan  bien  ordenados  ni  mediana- 
mente siquiera!  Un  suscritor  nos  pinta- 
ba el  año  pasado  con  estos  tristes  colores 
la  situación  del  de  su  pueblo.  «Todos  los 
documentos,  decía,  se  encuentran  casti- 
gados por  la  dejadez  del  Secretario  del 
Ayuntamiento  y por  el  poco  carácter  de 
ciertos  Alcaldes.  Unos  se  ven  tirados  de- 
bajo de  una  cama;  otros  encima  de  una 
silleta;  otros  sobre  la  tapa  de  un  cofre; 
otros  debajo  de.  una  arca:  cuáles  en  casa 
del  Secretario;  cuáles  en  la  del  Alcalde; 
cuáles  otros  en  la  de  los  Alcaldes  que 
fueron  , ó de  algún  Regidor,  y todo  así 
en  el  mayor  desorden.  (1)» 

Estas  palabras,  deciamos  que  forman 
el  retrato  al  daguerreotipo  de  lo  que  pa- 
sa en  un  gran  número  de  pueblos;  y de- 
ciamos y hoy  repetimos,  sin  querer  por 
eso  que  la  responsabilidad  caiga  toda  so- 
bre los  Ayuntamientos,  que  no  son  cul- 
pables de  este  abandono  los  Secretarios, 
ó no  lo  son  siempre  y casi  nunca  ; ya 
porque  regularmente  no  son  ellos  los 
encargados  de  los  archivos  , ya  porque, 
aun  siéndolo,  carecen  de  elej^ntos  ma- 
teriales para  arreglarlos , ó oten  porque 
causas  de  lodos  conocidas  influyen,  en 
que  estos  funcionarios  se  vean  precisa- 
dos á acceder  á todo,  y á transigir  con 
todas  las  exigencias,  que  son  grandes  en 
los  pueblos,  creyéndose  todos,  hasta  el 
último  vecino,  con  derecho  á mandar 
sobre  el  Secretario  y á poseer  hasta  los 
papeles  ó documentos  de  mayor  impor- 
tancia , que  convendría  mucho  estuvie- 
sen siempre  conservados  bajo  dos  ó mas 
llaves  y que  no  salieran  de  las  arcas  ó 
estantes  sino  en  casos  de  necesidad  y con 
prudentes,  precauciones. 

(i)  Lo  que  equí  se  dice  de  los  archivos  mu- 
nicipales, íué  ni  mas  ni  menos  el  fundamento 
de  las  leyes  15,  tit.  10,  lib.  XI  y 20,  tít.  3.° 
de  la  Nov.  Recóp,,  de  que  hacemos  mérito  al 
principio  del  artículo  Archivos  generales. 
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No  debemos  nosotros  pasar  ya  por 
mas  tiempo  en  silencio  tan  grande  y tras- 
cendental abandono,  que  tan  inmensos 
perjuicios  puede  traer  sobre  los  pue- 
blos. 

Los  archivos  municipales  se  compo- 
nen de  títulos  de  propiedad,  de  cartas 
ejecutorias,  de  antiguos  contratos  y con- 
cordias, de  planos,  de  acuerdos  y deoi- 
cisiones  administrativas,  de  censos  y pa- 
drones de  población  y de  riqueza,  de 
colecciones  legales,  de  obras  y periódi- 
cos administrativos , de  expedientes  de 
todas  clases,  de  libros  dé  la  secretaría, 
de  la  correspondencia  oficial,  y de  tantos 
otros  documentos  en  que  se  contienen  ó 
pueden  contener  las  pruebas  de  las  pro- 
piedades y derechos  de  los  municipios  y 
de  los  particulares. 

En  interés  de  los  mismos  particulares, 
en  interés  de  lo?  pueblos  está  el  que  se 
ponga  orden  sobre  esta  importantísima 
materia,  y aconsejamos  á los  Sres.  Alcal- 
des y Ayuntamientos  que  lo  hagan.  Em- 
piecen pues  por  pasar  revista  escrupulo- 
sa á todos  ios  papeles,  separándolos  y 
clasificándolos  convenientemente;  pro- 
curen recoger  los  que  estén  fuera  del 
archivo,  ó en  poder  de  particulares;  en- 
carguen una  buena  estantería  cerrada 
para  su  colocación,  y con  dos  ó tres  lla- 
ves para  la  sección  de  documentos  de 
mas  interés;  y formalizando  á la  vez  in- 
ventario^plicado  de  todo,  habrán  cum- 
plido con  uno  desús  mas  estrechos  de- 
beres , darán  una  prueba  de  que  son 
dignos  de  la  confianza  que  han  inspira- 
do á sus  convecinos,  y evitarán  la  respon- 
sabilidad de  tomar  á su  cargo  los  docu- 
mentos y moviliario  del  municipio,  sin 
estar  seguros  como  hoy  sucede,  de  su 
existencia.  Esto  es  lo  que  cumple  al 
deber  de  los  Sres.  Alcaldes  y Ayunta- 
mientos. Sigan  estos  nuestro  consejo,  y 
no  les  pesará,  es  seguro,  de  llenar  tan 
importante  formalidad. 

> bespuesen  la  pág.  70  del  mismo  anua- 
rio continuamos  tratando  de  este  mismo 
asunto  y dimos  un  modelo  de  registro- 
inventario. 

ARCIPRESTAIGQ.  ARCIPRESTE.  Arci- 
prestazgo  es  la  dignidad  de  arcipreste  ó 


el  territorio  de  su  jurisdicción.  Arcipres- 
te es  dignidad  eclesiástica  que  significa 
el  principal  ó primero  de  los  presbíteros. 
Las  funciones  de  los  arciprestes,  se  re- 
ducen ordinariamente  á una  especie  de 
inspección  sin  jurisdicción  propiamente 
dicha  sobre  los  párrocos  de  su  arcipres- 
lazgo  para  advertir  al  obispo  el  modo  con 
que  se  conducen;  pero  estas  mas  bien  las 
determinan  en  cada  obispado  sus  cons- 
tituciones sinodales.  Para  la  ejecución 
del  Concordato  de  1 851  se  ha  dictado  el 
siguiente: 

R D.  de  21  noviembre  de  1851. 

Que  se  nombren  arciprestes  en  los  partidos  al  menos. 

«A  fin  de  facilitar  cuanto  sea  posible  la 
ejecución  del  último  Concordato....  vengo 
en  disponer  lo  siguiente: 

Artículo  1 ,°  Se  dirigirá  á los  diocesanos 
cédula  de  ruego  y encargo  para  que  nom- 
bren desde  luego  arciprestes  amovibles  ad 
nutum , poniendo  uno  al  menos  en  cada  par- 
tido judicial,  escepto  el  de  la  capital  de  la 
diócesi,  para  que  ejerzan  las  funciones  de 
vicarios  foráneos  con  las  limitaciones  que 
los  mismos  diocesanos  tengan  por  conve- 
niente establecer,  y á fin  de  que,  realizada 
que  sea  la  nueva  circunscripción  de  diócesi, 
pueda  procederse  sin  demora  á la  demarca- 
ción ue  parroquias,  según  dispone  el  articu- 
lo 24  del  Concordato,  formándose  los  cor- 
respondientes planos  beneficíales.  Los  dio- 
cesanos me  noticiarán  las  personas  que  nom- 
bren para  estos  cargos. 

Art.  2.°  Los  diocesanos  procurarán  en 
cuanto  ser  pueda  que  los  nombramientos 
de  arciprestes  recaigan  en  eclesiásticos  que 
residan  habitualmente  en  la  cabeza  del  par- 
tido judicial. 

Art.  3.°  El  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
dará  las  disposiciones  convenientes  para  la 
ejecución  del  presente  decreto.  Dado  en  Pa* 
lacio  á 21  de  noviembre  de  1851  » ( CL . to- 
mo 54,  p.  441.)  V.  Concordato. 

AREA.  Med  ida  superficial  del  sistema 
métrico  hoy  legal:  unidad  usual  de  m 
cuadro  de  diez  metros  de  lado,  ó sea  de 
cien  metros  cuadrados. — Se  toma  tam- 
bién por  el  espacio  de  tierra  que  ocupa 
un  edificio. — V.  Pesos  y medidas. 

ARGOLLA.  (Pena.)  Consiste  en  colo- 
car al  que  la  sufre  en  un  asiento  sobre 
el  cadalso,  asido  á un  madero  por  una  ar- 
golla que  se  le  pondrá  al  cuello,  y en  cu- 
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ya  situación  debe  permanecer  mientras 
otro  ú otros  reos  sufran  la  pena  capital. 
Sobre  los  casos  en  que  se  impone,  sus 
circunstancias,  etc.  etc. , pueden  verse  los 
artículos  24,  29,  51,  52  y 113  del  Códi- 
go penal. 

ARGOLLA.  (Símbolo,  ó signo  de  ju- 
risdicción.) Hasta  los  modernos  tiem- 
pos soüa  haber  una  argolla  pendiente  en 
los  rollos  de  las  ciudades  y villas,  y ade- 
más, en  una  parte  elevada  del  término  de 
las  mismas,  una  horca  ó dos  palos  en 
figura  de  horca,  con  cuchillo,  quo  eran 
indudablemente  símbolo  ó signos  de  ju- 
risdicción criminal;  y aun  recordamos 
haber  leido  la  cláusula  de  concesión  de 
horca  y cuchillo  en  antiguas  ejecutorias 
de  villazgos.  Sea  de  ello  lo  que  quiera  si 
eran  signos  jurisdiccionales,  se  tenían  á 
la  vez  por  de  vasallage,  y siendo  así  ra- 
zón han  tenido  los  pueblos  para  manifes- 
tarse poco  celosos  por  La  conservación  de 
tan  bárbaros  restos  de  feudalismo.  Pié 
aquí  loque  nuestros  legisladores  de  1812 
dispusieron  sobre  el  particular. 

Decreto  de  26  mayo  de  1813. 

Sb  quiten  los  signos  de  vasallage  de  los  pueblos. 

«Las  Cortes  generales  y extraordinarias, 
accediendo  á los  deseos  que  les  han  mani- 
festado varios  pueblos,  han  tenido  á bien 
decretar  por  regla  general  lo  siguiente:  Los 
Ayuntamientos  de  Lodos  los  pueblos  proce- 
derán por  si,  y sin  causar  perjuicio  alguno, 
á quitar  y demoler  todos  los  signos  de  vasa- 
llage que  haya  en  sus  entradas,  casas  capi- 
tulares, ó cualesquiera  otros  sitios,  puesto 
que  los  pueblos  de  la  Nación  española,  no 
reconocen  ni  reconocerán  jamas  oíros  seño- 
río que  e!  de  la  Nación  misma,  y que  su  no- 
ble orgullo  no  sufriría  tener  á la  vista  un 
recuerdo  continuo  de  su  humillación. — Lo 
tendrá  entendido  la  regencia  del  reino,  y 
dispondrá  lo  necesario  á su  cumplimiento, 
haciéndolo  imprimir,  publicar  y circular. 
T)ado  en  Cádiz  á 26  de  mayo  de  1815. » {De- 
cretos de  las  Cortes , t.  4,p.  76.) 

Ley  de  23  enero  de  1337. 

Se  restablece  el  anterior  decreto. 

Doña  Isabel  II  etc.— «Las  Cortes  usando 
de  la  facultad  que  se  les  concede  por  la 
Constitución,  han  decretado:  Se  restablece 
en  toda  su  fuerza  y vigor  el  decreto  de 
de  mayo  de  1815,  por  el  que  las  generales 
y extraordinarias  mandaron  quitar  y demo- 
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ler  todos  los  signos  de  vasallage  quehubiere 
en  los  pueblos,  según  en  el  mismo  se  pre- 
viene. Por  tanto  mandamos,  etc.  En  Pala- 
cio á 27  de  enero  de  1337.»  (CL.  t.  22,  pá- 
gina 33.) 

ARMAS.  (Uso  de)  Las  disposiciones 
que  rigen  sobre  uso  de  toda  clase  de  ar- 
mas son  las  siguientes: 

Leyes  del  tit.  19,  lib.  12.  Nov.  Rec. 

Arcabuces  menores  de  vara. 

Ley  2.a  «....De  aquí  adelante  no  se  la- 
bren en  estos  nuestros  reinos  ni  metan  de 
fuera  del  reino  arcabuces  menores  de  una 
vara  de  medir,  ó cuatro  palmos  el  cañón, 
so  pena  de  lo  haber  perdido  y de  10.000 
maravedises  para  nuestra  cámara. . .»  (Año 
1558.) 

Espadas:  verdugos:  estoques: 

■ Ley  3.a  «....Ninguna  persona  de  cual- 
quier calidad  y condición  que  sea,  no  sea 
osado  de  traer  ni  traya  espadas,  verdugos  ni 
estoques  de  mas  de  cinco  cuartas  de  yara 
de  cuchilla  en  largo..-.»  (Año  1534.) 

Uso  do  pistoletes  menores  de  cuatro  palmos. 

Ley  4.a  «....Persona  alguna  de  estos 
nuestros  reinos,  ni  fuera  de  ellos,  sea  osado 
á traer  de  dia  m de  noche,  en  cualquier  lu- 
gar ó parte  de  ellos,  aunque  vaya  de  cami- 
no, pistolete  alguno  que  no  tenga  cuatro 
palmos  de  vara  de  cañón..,.»  ( Año  1591.) 

Mas  sobre  uso  y tenencia  de  pistoletes. 

Ley  5.a  «....Ninguna  persona  de  ningún 
estado,  calidad  y condición  que  sea,  no  sea 
osado  de  tener  pistoletes  y arcabuces  pe- 
queños que  fueren  menores  de  cuatro  pal- 
mos el  cañón,  ni  los  puedan  traer  consigo, 
ni  tenerlos  en  su  casa....»  ( Pragmática  de 
1618.) 

Sobre  lo  mismo. 

Ley  6."  Reencarga  el  cumplimiento  de 
la  ley  precedente  y luego  establece  la  facul- 
tad de  conocer  los  jueces  ordinarios  á pre- 
vención con  los  privilegiados  en  las  causas 
sobre  averiguación  y castigo  de  las  contra- 
venciones, «contra  todas  y cualesquier  per- 
sonas de  cualquier  calidad  que  sean,  justi- 
cias y ministros  de  ella,  caballeros  de  las 
órdenes  militaros,  capitanes,  soldados,  arti- 
lleros, criados  de  mi  casa,  oficiales  titula- 
dos ó familiares  del  santo  oficio,  y á los  de- 
mos exentos  de  la  jurisdicción  ordinaria, 
sin  escepcion  de  persona  alguna...  y que  «el 
que  primero  prendiere  al  delincuente,  ó 
aprehendiere  ó hallare  el  pistolete  ó arma 
de  fuego  tenga  el  conocimiento...»  ( Prag . de 
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Uso  de  espadas,  estoques,  vordugos,  etc. 


Leu  7.a  «....Que  ninguna  persona,  aun- 

que tenga  cédula  ó privilegio  para  poder 
traer  cualesquier  armas  ofensivas  ó defensi- 
vas, como  no  sean  pistoletes,  pueda  usar 
espadas  con  vainas  abiertas  con  agujas,  ú 
otras  modos  ó invención  para  desenvainar- 
las mas  ligeramente,  ni  estoques,  verdugos 
buidos  de  marca,  ó mayores  que  ella,...» 

Leyes  H*,  9.a,  10,  11,  etc.  Continúan 
repitiendo  las  prohibiciones,  pero  omitimos 
sus  detalles  por  haberse  reasumido  en  ia 
ey  19. 

Privilegios  da  loa  militares. 

Ley  15.  Dispone  que  «los  generales  y 
demás  oficiales  hasta  coronel  inclusive,  pue- 
dan traer  en  viajes  y tener  en  sus  casas  ca- 
rabinas y pistolas  de  arzón  de  reguiar  me- 
dida, y estas  yendo  á caballo.» 

Ley  14.  «Para  desaforar  á los  militares 
por  el  uso  de  armas  cortas  de  fuego  ó blan- 
cas, ha  de  intervenir  precisamente,  ademas 
del  uso,  la  aprehensión  real  de  estas  armas 
por  el  juez  ordinario  ...»  (Año  1733.) 

Cuchillos  de  monte. 

Se  comprendieron  en  la  prohibición,  en- 
tre otros  instrumentos  enumerados  en  la  ley 
19,  los  llamados  couteaux  de  chase  ( Nota 
1 1 del  tít.  y Ub.  citados , d R.  O.  de  13  marzo 
de  1753.) 

Reasume  las  prohibiciones  ds  uso  y venta  de  armas 

blancas  y d9  fuego  menores  do  cuatro  palmos. 

Ley  19.  «Conviniendo  á mi  Real  ser- 
vicio y bien  de  mis  vasallos  revalidar  para 
todos  mis  reinos  y señoríos,  inclusos  los  de 
Aragón  y Valencia,  Cataluña  y Mallorca, 
las  pragmáticas  de  1663,  82  y 91  , y 
de  1713  y 757,  que  son  las  leyes  8,  9,  10, 
1 1 y 18  de  este  titulo,  prohibitivas  del  uso 
de  armas  cortas  de  fuego  y blancas;  man- 
do se  observen  y cumplan  en  todo  y por 
todo,  y la  prohibición  del  uso  de  dichas 
armas,  corno  son  pistolas,  trabucos  y cara- 
binas que  no  lleguen  á la  marca  de  cuatro 
palmos  de  cañón,  puñales,  jiferos,  almara- 
das, navaja  de  muelle  con  golpe  ó hirola, 
daga  sola,  cuchillo  de  punta,  chico  ó 
grande,  aunque  sea  de  cocina  y de  moda 
de  faltriquera,  bajo  de  las  penas  impuestas 
en  dichas  Reales  prágmaticas,  y son,  á los 
nobles  la  de  seis  años  de  presidio,  y á los 
plebeyos  los  mismos  de  minas;  y á los  ar- 
cabuceros, cuchilleros,  armeros,  tenderos, 
mercaderes,  prenderos  ó personas  que  las 
vendieren  ó tuvieren  en  su  casa  ó tienda, 
por  la  1.a  vez  cuatro  años  de  presidio,  y 
por  la  2,.*  seis  al  noble  y los  mismos  de 
minas  ai  plebeyo...  Permito  solameñte  á 


todos  los  caballeros,  nobles,  hijos-dalgo  de 
estos  mis  reinos  y señoríos  en  el  uso  de 
pistolas  de  arzón  cuando  vayan  montados 
en  caballos,  ya  sea  de  paseo  ó de  camino, 
pero  no  en  muías  ni  machos,  ni  en  otro 
carruage  alguno,  y en  traje  decente  inte- 
rior, aunque  sobre  él  lleven  capa,  capingot 
ó redmgot  con  sombrero  de  picos;  pero 
quedando  en  su  fuerza  la  prohibición  y sus 
penas  para  el  uso  de  pistolas  de  cinta, 
charpa  y faltriquera,  y para  el  que  trajere 
las  de  arzón  sin  las  expresadas  circunstan- 
cias, aunque  sea  noble.»  Sigue  despuesigual 
prohibición  para  los  cocheros,  lacayos  y 
criados  de  librea.  ( Pragm . de  1761Q 

Escepcion  áe  lo  dispuesto  en  la.  ley  anterior. 

Ley  20...  «Sean  esceptuados  de  lo  dis- 
puesto en  la  ley  anterior  aquellos  empleados 
que  para  practicar  diligencias  concernientes 
ai  Real  servicio  lleven  cuchillos  con  licen- 
cia por  escrito  de  los  jefes  de  la  tropa  des- 
tinada á perseguir  contrabandistas  y mal- 
hechores.» 

Ley  21,  Atribuía  el  conocimiento  de  las 
causas  sobre  delitos  en  que  intervenga  arma 
prohibida  ¿ los  gobernadores  de  Cádiz  y 
Málaga. 

R.  0.  de  7 de  agosto  de  18113. 

Se  construyan  en  España. 

Extracto.  — «Exorno,  fer. : Supuesto  que 
han  variado  las  circunstancias  de  premura 
con  que  se  necesitaban  msiles  y otras  ar- 
mas... ha  resuelto  S.  M.  que  con  respecto 
al  surtido  de  armas...  todas  las  que  se 
contemplen  necesarias  se  construyan  en  las 
fábricas  del  reino,  celando  sobre  este  punto 
el  director  general  del  Real  cuerpo  de  Ar- 
tillería...» ( CL . t.  2.°,  p.  547.) 

Cap.  xiv  del  Reg.  de  policía  de  ¿ Madrid 
de  <20  febrero  de  1824. 

Liconcias  para  usar  armas,  etc. 

Art.  115.  Nadie  puede  usar  de  armas 
de  fuego  no  prohibidas  sin  estar  autortzado 
para  ello  por  las  leyes,  ó haber  obtenido 
una  licencia  de  la  policía, 

Art.  116.  Las  licencias  para  usar  armas 
no  prohibidas  no  se  expedirán  sino  á indi- 
viduos que  presenten  carta  de  seguridad, 
por  la  cual  hayan  pagado.retnbucion,  ó que 
exhiban  titulo  ó despachó  que  les  exima  de 
la  obligación  de  tener  dicho  documento. 
La  retribución  que  se  pagará  por  ellas  será 
de  30  rs.,  en  conformidad  de  lo  dispuesto 
en  el  decreto  de  organización  de  la  policía. 

Art.  1 i 7.  No  se  concederá  licencia  para 
usar  de  armas  á ningún  individuo  que  haya 
sido  condenado  á presidios,  .caminos  ó arse- 
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nales,  sino  después  de  seis  años  de  cum- 
plida su  condena,  y esto  siempre  que  du- 
rante dicho  espacio  de  tiempo  haya  tenido 
una  conducta  arreglada,  y no  haya  sido 
procesado,  encarcelado  ó perseguido  por 
otros  excesos. 

Art.  118.  Tampoco  se  conceden!  dicha 

licencia  á los  individuos  que  no  tengan 
medios  de  existencia  conocidos,  ni  á los 
titiriteros,  saltimbanquis,  y demás  que  ejer- 
cen profesiones  ambulantes. 

Art.  vi  9.  Todo  el  que  solicite  licencia 
para  usar  de  armas  no  prohibidas,  estará 
obligado  á declarar  el  número  y la  calidad 
de  las  que  desea  usar.  Esta  obligación  es 
común  á-  las  personas  que  para  usarlas  no 
necesitan  licencia  de  la  policía,  escopleán- 
dose los  individuos  pertenecientes  ai  ejér- 
cito, á los  cuerpos  de  voluntarios  realistas  y 
á los  Resguardos  de  Real  Hacienda  y mu- 
nicipales, los  cuales  no  están  obligados  á 
declarar  las  armas  que  deban  usar  para  el 
desempeño  de  su  servicio. 

Art.  120.  El  superintendente  hará  for- 
mar un  padrón  general  de  las  armas,  cuyo 
uso  individual  autoricen  las  leyes,  6 las  li- 
cencias de  la  policia,  con  expresión  de  su 
calidad  y de  las  personas  en  cuyo  poder 
existan. 

Art.  121.  Los  armeros  llevarán  un  re- 
gistro diario  de  las  armas  de  fuego  que  ven- 
dan, con  expresión  del  nombre  y domicilio 
del  comprador.  Este  registro  estarán  obli- 
gados á manifestarlo  a la  policía  siempre 
que  para  ello  sean  requeridos. 

Art.  122.  Las  Ucencias  para  cazar  se 
concederán  solo  á las  personas  que  la  ten- 
gan para  usar  armas,  o que  las  puedan  usar 
sin  ella;  y esto  mediante  una  retribución 
de  €0  rs.  Las  de  los  cazadores  de  oficio  que 
viven  únicamente  de  esta  profesión,  será 
solo  de  30  rs  , una  y otra  sin  perjuicio  de 
la  retribución  que  corresponde  ul  permiso 
de  usar  armas. 

Art.  123.  Las  licencias  para  usar  armas 
y para  cazar  espiran  de  derecho  el  último 
día  del  año.  Los  que  quieran  continuar 
usando  de  ellas  deben  renovarlas  antes  que 
espiren,  pagando  cada  vez  nueva  retribu- 
ción. 

Art.  124.  Las  licencias  para  cazar  se 
entenderán  concedidas  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  propiedad,  y con  sujeción  á las 
leyes  de  veda.» 

Contravenciones  y penas. 

Art.  150.  El  que-  use  de  armas  no  pro- 
hibidas no  estando  para  ello  autorizado  por 
las  leyes  ó por  una  licencia  de  la  policía, 


pagará  100  ducados  de  multa,  y sufrirá  50 
dias  de  prisión. 

Art.  151.  El  que  autorizado  para  usar 
de  armas  tuviese  alguna  mas  de  las  que 
consten  del  registro  que  se  extenderá  con 
arreglo  á sus  declaraciones,  pagara  50  du- 
cados de  multa,  y perderá  el  derecho  de 
usar  armas  por  un  año. 

Art.  152.  El  armero  que  venda  armas 
sin  anotar  en  su  registro  diario  el  nombre 
y el  domicilio  del  comprador,  pagará  la 
multa  de  50  ducados. 

Al  t.  153.  Los  que  espirado  el  término 
de  la  licencia  que  hayan  obtenido  para  usar 
armas  continuaren  usándola  sin  haberla  re- 
novado, pagaran  una  multa  de  100  duca- 
dos, y no  podrán  obtener  nueva  licencia 
hasta  pasado  un  año. 

An  i 54.  Los  que  autorizados  por  las 
leyes,  para  usar  armas  no  den  noticia  á la 
policía  del  número  y calidad  de  las  que  po- 
sean, sufrirán  las  penas  que  en  los  artícu- 
los anteriores  se  imponen  á los  que  necesi- 
tan licencia  de  la  policia. 

Art.  155  El  que  salga  á cazar  sin  ha- 
ber obtenido  previamente  la  licencia  de  la 
policía,  aun  cuando  la  tenga  para  usar  ar- 
mas ó esté  autorizado  para  usarlas  sin  ella, 
pagará  una  multa  de  20  ducados  y perderá 
el  arma.» 

Cap.  xv  del  lieg.  de  policía  para  las  pro- 
vincias, de  24  febrero  de  1824. 

Licencias  para  usar  armas,  etc. 

Art.  101.  Las  disposiciones  contenidas 
en  el  cap.  XIV  del  reglamento  de  Madrid 
para  usar  armas,  cazar  y pescar,  son  comu- 
nes á las  provincias. 

Art.  102.  Por  las  licencias  para  usar 
armas  no  prohibidas  se  pagarán  en  todo  el 
reino  la  misma  retribución  que  en  Madrid, 
exceptuando  á los  habitantes  de  los  caseríos 
aislados  que  las  necesiten  para  defensa  de 
sus  propiedades.  Estos,  aunque  exentos  dei 
pago  de  la  retribución,  no  lo  están  de  la 
obligación  de  tomar  las  licencias,  y de  su- 
jetarse a las  demás  formalidades  que  exige 
el  reglamento  de  Madrid. 

Art.  103.  Por  las  licencias  para  cazar 
se  pagara,  además  de  la  retribución  corres- 
pondiente al  uso  de  armas,  la  cuota  de  60 
reales  en  todos  los  pueblos  del  reino  que 
pasen  de  10.000  almas.  En  los  que  no  pa- 
sen de  este  numero  la  retribución  será  solo 
de  40  rs.  En  estos  últimos  pueblos  los  ca- 
zadores de  oficio  pagarán  solo  20  rs. 

Al  t.  104.  Los  habitantes  de  los  caseríos 
aislados  ú otras  propiedades  rurales  exen- 
. tos  del  pago  de  la  retribución  correspon- 
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diente  al  uso  de  armas,  no  lo  están  de  la 
que  corresponde  á las  licencias  para  cazar, 
por  las  cuales  pagarán  siempre  40  rs.,  aun 
cuando  el  pueblo  de  que  dependan  ¡os  ca- 
seríos que  habiten  exceda  de  10  000  almas. 

Art.  1 13.  «...Las  contravenciones  rela- 

tivas al  uso  de  armas  en  las  provincias,  se<- 
rán  castigadas  con  las  mismas  penas  que 
en  Madrid.» 

R.  O.  de  12  diciembre  de  1824. 

Licencias  gratis  á los  rabadanes,  pastores,  etc. 

« Superintendencia  general  de  policía  del 
reino. — ......Enterarlo  el  Rey  nuestro  Se- 
ñor de  lo  expuesto  por  Y.  S,  en  oficio  de 
28  de  noviembre  último,  se  ha  servido 
mandar  se  den  gratis  las  licencias  para  el 
uso  de  armas  á los  rabadanes,  pastores  y 
zagales  del  ganado  trashumante  y demás 
hermanos  del  concejo  de  la  Mesta,  en  los 
términos  que  lo  ha  solicitado  de  V.  S.  el 
presidente  del  mismo  concejo  De  Real  or- 
den etc.  Madrid  2 de  diciembre  de  1824.» 

En  13  de  abril  de  1825  se  pidió  por  la 
superintendencia  de  policía  para  dar  cum- 
plimiento á esta  orden,  al  señor  presidente 
de  la  Mesta,  noticia  relativa  á las  circuns- 
tancias y documentos  que  deben  presentar 
los  rabadanes,  pastores  y zagales  de  ganados 
trashumantes  á lo  que  se  contestó: 

......  Que  todo  ganadero  trashumante, 

por  solo  esta  circunstancia,  es  hermano  nato 
del  concejo  en  todos  los  casos,  sin  necesi- 
dad de  otra  justificación  ó documento  que 
lo  acredite  que  el  hecho  mismo  de  trashu- 
mar ó pasar  puertos  los  ganados  de  su  per- 
tenencia. 

Además  son  también  hermanos  del  con- 
cejo los  dueños  de  ganados  trasterrninan- 
tes,  estantes  ó viteriegos  moradores,  asi  de 
sierras  como  de  tierras  llanas  que  estén 
abscritos  á cuadrillas,  añadiéndose  que  es- 
tán también  sujetos  á la  jurisdicción  mes- 
teña  y son  hermanos  del  concejo  los  gana- 
deros del  remo  en  los  tres  casos  prescripíos 
por  las  leyes,  de  despojo  de  posición  de 
pastos,  señalar  tierra  á los  ganados  dolien- 
tes para  evitar  el  contagio  de  los  sanos,  y 
hacer  inestas  para  devolver  á sus  dueños 
las  reses  ó cabezas  estraviadas,  estando  por 
diversas  Reales  provisiones  comprendidos 
ó considerados  todos  los  ganados  por  de  la 
Real  cabaña.  Que  para  evitar  fraudes  en  la 
expedición  de  las  licencias  gratas  para  el 
uso  de  armas  que  les  está  concedido  por  la 
citada  R.  o.  de  l.°  de  diciembre,  deberán 
acreditar  los  trashumantes,  trasterminan- 
tes  y estantes  serranos  que  generalmente 
están  incorporados  á cuadrillas,  el  número 


de  cabezas  de  ganado  lanar,  cabrio,  vacuno 
y yeguar  que  les  pertenece,  dehesas  donde 
pastan,  si  lo  custodian  por  sí,  y los  pasto- 
res destinados  al  efecto. 

Que  los  ganaderos  que  habitan  en  tierras 
llanadas  donde  se  carece  de  cuadrillas,  de- 
ben también  justificar  los  mismos  extremos 
con  un  documento  idéntico  firmado  de  los 
corregidores  ó Alcaldes  mayores  en  con- 
cepto de  subdelegados  de  la  presidencia,  re- 
frendado de  los  respectivos  escribanos  de 
subdelegacton,  y los  ganaderos  moradores 
en  pueblos  donde  se  carezca  de  dichas 
autoridades,  lo  acreditarán  con  iguales  do- 
cumentos por  el  escribano  de  Ayuntamien- 
to, advirtiéndose  que  para  ser  hermano  de 
Mesta  ha  de  tener  por  lo  menos  el  número 
de  15i)  cabezas  de  ganado  de  una  de  dichas 
especies. 

Y últimamente,  para  que  tanto  los  sub- 
delegados como  ios  Alcaldes  de  cuadrilla 
den  con  uniformidad  los  documentos  que 
se  expresan  á los  dueños  de  ganado  que  lo 
pretendan,  y sus  pasaportes,  he  dispuesto 
se  les  comunique  con  toda  brevedad  la  or- 
den cifcular  correspondiente,  con  encargo 
de  que  no  se  expidan  á favor  de  ninguno 
que  carezca  de  estas  circunstancias  por  no 
deber  estos  disfrutar  de  la  gracia  concedida 
por  S.  M.  Dios  etc.  Madrid  12  de  marzo  de 
1825.  [QL.  t.  60,  p.  93.) 

JR.  O.  de  4 junio  de  1826. 

Quién  las  pueda  usar  y quién  no. 

(Grac.  y Just.)  Extracto. — Se  ordena  en 
varios  de  sus  artículos  se  recojan  las  licen- 
cias de  uso  de  armas  á los  que  pertenecie- 
ran á las  milicias  nacionales  locales  volun- 
tarias, a los  cuerpos  francos,  batallones  sa- 
grados, cazadores  de  montaña  y otros  crea- 
dos para  sostener  la  Constitución;  á los  ex- 
cluidos del  cuerpo  de  voluntarios  realistas, 
á los  oficiales  indefinidos  procedentes  del 
ejército  revolucionario  y á ios  nobles  y de- 
más personas  á quienes  por  la  ley  se  fes 
permite  el  uso  de  armas,  si  pertenecieron 
á dichos  cuerpos. 

Asimismo  se  dispone  pueden  asarlas  «los 
individuos  de  los  resguardos  reales  y los  de- 
más empleados  en  los  diferentes  ramos  del 
Estado.»  [CL.  t.  11, p.  128.) 

R.  O.  de  26  marzo  de  1833. 

Sobre  uso  de  toda  clase  de  armas. 

(Guerra.)  «Por  repetidos  partes  ha  lle- 
gado á noticia  del  Rey  nuestro  Señor  el 
abuso  de  poco  tiempo  introducido  que  ha- 
cen algunas  gentes  llevando  armas  ocultas 
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debajo  de  las  capas,  infringiendo  las  leyes 
que  tan  acertadamente  prohíben  su  uso  en 
los  casos  y personas  no  autorizadas  para 
ello';  y queriendo  S M.  refrenar  desórde- 
nes de  tanto  escándalo,  y apartar  los  me- 
dios de  disfrazarlos,  ha  venido  en  mandar 
lo  siguiente: 

1. °  Un  bando  publicado  per  la  autori- 
dad competente.,  recordará  á todos  la  pun- 
tual observancia  de  lo  dispuesto  por  las  le- 
yes acerca  de  la  prohibición  de  armas,  y de 
las  penas  en  que  incurren  los  contraven- 
tores. 

2. °  Las  autoridades  competentes  y la 

policía  cuidarán  de  su  extricta  ejecución,  y 
serán  responsables  de  la  menor  negligencia 
en  esta  parte,  pues  que  en  la  autoridadad 
militar,  y en  la  fuerza  de  que  esta  dispone, 
hallarán  toda  la  protección  y auxilio  que 
hayan  menester. 

3. °  Las  disposiciones  anteriores  se  ex- 
tienden no  solo  al  escandaloso  desorden  de 
hallarse  en  las  calles  con  armas  á los  que 
no  están  autorizados  para  llevarlas,  sino  á 
todos  y á cualquiera  de  estos  que  se  encuen- 
tre armado  en  cualesquiera  casas,  cuartos 
ó puntos  de  reunión,  y á los  cómplices,, 
propietarios  ó inquilinos  que  habitan  las 
dichas  casas  ó cuartos  en  que  se  encuentren 
las  personas  armadas,  ó cualquiera  depósi- 
to de  armas  por  pequeño  que  fuere. 

4. °  Las  patrullas  militares  arrestarán  en 
el  acto  y conducirán  á la  cárcel  pública  á 
todos  los  paisanos  que  encontraren  arma- 
dos por  las  calles,  y barón  lo  mismo  aun  con 
los  individuos  de  los  cuerpos  militares  ó vo- 
luntarios realistas  que  llevaren  armas  dis- 
tintas de  las  de  su  clase,  ó sin  estar  vesti- 
dos del  uniforme  militar  que  le  represente, 
todos  los  cuales  serán  pronta  y severamente 
juzgados  en  la  forma  competente. 

5. °  y 6 0 (Prevenía  que  los  voluntarios 
realistas  llevasen  el  uniforme,  etc...)  Ma- 
drid 2(1  de  marzo  de  4833.  {CL.  t.  48,  pá- 
gina 78.) 

R.  O.  de  14  julio  de  1844. 

Prohibiendo  su  uso  al  que  no  esté  autorizado.  Pro-  i 
venciones  á ios  armeros. 

(Gob.)  «Con  el  objeto  de  remediar  el 
desórden  que  en  el  di  a se  observa  respecto 
aluso  de  armas  sin  la  debida  autorización  y 
en  oposición  manifiesta  a las  leyes  y regla- 
mentos vigentes,  la  Reina,  en  vista  de  las 
frecuentes  denuncias  que  el  Gobierno  ha 
recibido  sobre  un  punto  en  que  tanto  se 
interesa  el  buen  concepto  administrativo, 
la  seguridad  personal  y el  reposo  publico, 
ha  tenido  á bien  mandar  lo  siguiente.  1 


Artículo  i 0 Conforme  A lo  dispuesto 
en  las  leyes  y reglamentos  vigentes , nadie 
podra  usar  armas  sin  estar  autorizado  por 
las  leyes  ó sin  obtener  préviamente  licen- 
cia del  Jefe  superior  político  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  2.°  Los  Jefes  políticos  no  concede- 
rán licencia  para  uso  de  armas  sino  á los 
vecinos  que  se  hallen  empadronados  en  los 
libros  de  su  barrio  respectivo,  y que  al 
propio  tiempo  inspiren  completa  confianza 
deque  no  harán  de  ellas  un  uso  punible. 

Art.  5.°  Los  que  usen  ó tengan  armas 
sin  la^autonzaeiou  debida,  incurrirán  en  la 
multa  de  100  ducados  y en  la  pena  de  3U 
dias  de  prisión , según  "lo  dispuesto  en  el 
reglameiitu  de  20  de  febrero  de  1824  no  de- 
rogado en  esta  parte, 

Art.  4.°  Debiendo  anotarse  en  la  licen- 
cia el  número  de  armas  que  motiva  la  con- 
cesión, incurrirá  en  la  mulla  de  80  ducados 
y en  la  pérdida  del  derecho  de  usarlas  du- 
rante un  año  el  que  tuviere  mas  de  las  per- 
mitidas. 

Art.  5.°  Se  exigirá  la  multa  de  400  du- 
cados al  que  no  renueve  la  licencia  pasado 
el  término  de  un  año,  plazo  fijado  en  el  re- 
glamento para  su  duración. 

Art.  6.°  Las  mullas  impuestas  en  cum- 
plimiento de  los  artículos  anteriores,  se  dis- 
tribuirán conforme  al  citado  reglamento  en 
la  forma  siguiente:  Una  tercera  parte  al  de- 
nunciante, otra  tercera  parte  al  aprehen- 
sor, otra  al  Tesoro  público. 

Art.  7.“  Si  las  armas  fuesen  prohibidas, 
además  de  la  multa  en  que  se  hubiere  in- 
currido según  los  artículos  precedentes  por 
contravención  a lo  dispuesto  en  cuanto  al 
uso  de  armas  en  general,  quedara  el  con- 
traventor sujeto  á formación  de  causa  por 
el  tribunal  competente. 

Art  8.°  Mediante  á los  avisos  que  el 
Gobierno  recibe  de  que  se  acopian  armas 
con  el  criminal  designio  de  alterar  el  orden 
y la  quietud  general,  se  considerará  todo 
depósito  de  armas  de  que  no  tenga  circuns- 
tanciada noticia  la  autoridad,  como  un  de- 
lito contra  el  sosiego  y el  orden  público,  y 
Jos  culpables  serán  encausados  en  ese  con- 
cepto. 

Art.  9.°  Los  armeros  presentarán  á los 
Jefes  políticos  respectivos  un  estado  de 
las  armas  que  tengan  en  la  actualidad,  y 
en  los  ocho  primeros  dias  de  cada  mes  una 
razón  de  las  que  hubieren  vendido  en  el 
anterior  y de  las  que  todavía  conserven. 
De  Real  orden  etc:  Madrid  44  de  julio  de 
4844.»  {CL.  t.  33,  p.  32.) 
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R,  O de  25  enero  de  1845. 

Dependientes  de  geguridad  pública  y de  Justicia  y Ha- 
cienda:  Armas  prohibidas. 

«Enterada  S.  M.  de  lo  expuesto  al  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  por  el  regente  de 
la  Audiencia  y juez  de  primera  instancia 
de  Albacete  sobre  la  prisión  del  celador  de 
protección  y seguridad  pública  de  aquella 
capital,  D Ginés  López,  por  haberse  servi- 
do de  una  pistola  para  la  captura  de  dos 
soldados  del  provincial  de  Huesca  que  ase- 
sinaron á un  paisano,  teniendo  á la  vista 
las  leyes  49  y 20  del  tit.  19,  (ib.  12  de  la 
Nov.  Recop.  y las  Rs,  Ords.  de  29  dé  no- 
viembre de  1828  y lfi  desetiembre  de  1831, 
expedidas  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
tuvo  á bien  resolver  y declarar:  que  los  de- 
pendientes de  protección  y segundad  publi- 
ca y los  de  justicia,  los  conductores  de  cau- 
dales de  la  Hacienda  Nacional,  ¡os  tesore- 
ros, depositario?,  estanqueros,  peones  ca- 
mineros, y en  fin,  torios  los  empleados  que 
por  razón  de  sus  destinos  tengan  que  per-, 
seguir  malhechores,  velar  por  el  órden  y 
tranquilidad  pública,  custodiar  ó conducir 
caudales,  puedan  ser  autorizados  por  los 
Jefes  políticos  para  usar  las  armas  pro- 
hibidas en  la  referida  ley  19;  siendo  al 
mismo  tiempo  su  Real  voluntad,  que  en  la 
concesión  de  estos  permisos  se  observe  la 
mayor  circunspección  y parsimonia,  dán- 
dolos únicamente  cuando  sea  necesario  y 
no  en  otros  casos,  y en  todos  expresando  en 
las  licencias  el  nombre,  apellido,  vecindad, 
empleo  y señas  particulares  del  individuo, 
y el  número  y calidad  de  las  armas  cuyo 
uso  se  le  permite,  llevándose  en  las  secreta- 
rias de  los  gobiernos  políticos  un  registro 
exacto  de  las  licencias  que  se  concedan.» 
(Rec,  de  leyes  de  la  G.  C.  pág.  466.) 

R.  O.  de  20  mayo  de  1846. 

Pueden  usarlas  los  ordenanzas  de  telégrafos. 

(Gob.)  «Establecida  la  escuela  práctica 

de  telégrafos  desde  esta  córte  á Burgos 

será  de  necesidad  precisa  la  comunicación 
de  los  telégrafos  entre  sí  y la  de  las  dife- 
rentes secciones  de  la  misma  línea,  con  los 
jefes  del  ramo  establecidos  en  ella  y con  la 
Administración  central  que  está  á cargo  del 
director  general  de  caminos.  Para  este  ac- 
tivo servicio,  peculiar  de  los  ordenanzas  de 
telégrafos,  los  autoriza  el  reglamento  á usar 
armas  en  los  actos  propios  de  su  servicio, 
y en  consecuencia  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  resolver  que  lo  ponga  en  no- 
ticia de  V.  S..„.  á fin  de  que  prevenga  á 
los  Alcaldes  y demas  subordinados  á quien 


convenga  hacer  igual  advertencia,  no  de- 
tengan a los  ordenanzas  que  en  la  línea  en- 
contraren conduciendo  pliegos  ú otras  co- 
municaciones oficiales,  por  las  armas  que 
llevaren  para  su  propia  defensa  y mayor 
seguridad  del  servicio,  antes  bien  les  pres- 
ten todos  los  auxilios  posibles  con  el  celo 
y consideración  que  merece  el  interesante 
ramo  á que  están  destinados.  De  Real  ór- 
den etc.  Madrid  20  de  mayo  de  1846.»  ( CL . 
t.  31,  p.  283.) 

R.  O.  de  30  mayo  de  1846. 

So  renueven  las  licencias  antes  que  espiren. 

(Gob.)  «La  diversa  y contradictoria  in- 
teligencia que  en  varios  puntos  del  reino 
ha  dado  al  término  por  el  que  están  conce- 
didas las  licencias  de  uso  de  armas,  y las  de 
caza,  ha  sido  causa  de  desavenencias  entre 
las  personas  que  las  llevaban  y los  emplea- 
dos de  protección  y los  guardias  civiles. 
Enterada  la  Reina  nuestra  Señora,  se  ha 
servido  encargarme  decir  á V.  S..  como  de 
su  Real  órden  lo  ejecuto,  que  disponga 
V.  S.  se  recuerde  á todos  por  medio  de  re- 
petidos avisos  en  el  Boletín  oficial  de  esa 
provincia  el  art.  123  del  reglamento  de  po- 
licía de  20  de  febrero  de  1824  que  dice  así: 
Las  licencias  para  usar  armas  y para  cazar, 
espiran  de  derecho  el  último  dia  del  año. 
Los  que  quieran  continuar  usando  de  ellas, 
deben  renovarlas  antes  que  espiren,  pagan- 
do cada  vez  nueva  retribución.  Dios  etc. 
Madrid  30  de  mayo  de  1846.»  [CL.  t.  37, 
p.  434.} 

R.  O.  de  1 4 julio  de  1846. 

Nadie  las  use  síd  autorización. 

Esta  Real  órden  es  una  exacta  reproduc- 
ción de  la  que  con  la  misma  fecha  del  año 
1844  dejamos  trascrita  mas  arriba. 

R.  O.  de  15  julio  de  1846. 

Calibre  y longitud  legal  de  las  escopetas. 

(Gob.)  «He  dado  cuenta  á la  Reina  (que 
Dios  guarde)  de  la  comunicación  de  V.  S. 
de  27  de  junio  último,  manifestando  haber 
sido  ocupadas  por  los  guardias  civiles  va- 
rias escopetas  ú los  portadores  de  ellas  que 
tenían  las  licencias  necesarias,  por  la  cir- 
cunstancia de  calzar  bala  de  catorce  á diez 
y seis  adarmes,  fundándose  los  guardias 
civiles  en  el  art.  6.°  del  cap.  5.°  de  la  car- 
tilla redactada  por  la  inspección  del  arma. 
Enterada  S.  M.  ha  tenido  á bien  encargar- 
me, como  de  su  Rea!  órden  lo  ejecuto,  que 
ha  procedido  V.  S.  acertadamente  en  la 
devolncion  de  dichas  escopetas,  pues  siem- 
pre que  el  portador  las  lleve  con  la  licen- 
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cia  requerida  y el  arma  no  esceda  de  aquel 
calibre,  ni  tenga  menor  longitud  que  la 
marcada  en  la  ley  19,  tit.  15,  lib.  12  de  la 
Nov.  Rec.,  no  debe  ser  incomodado,  dete- 
nido ni" perturbado  en  su  uso  el  que  la  He* 
ve.  De  Real  orden,  etc.  Madrid  15  de  julio 
de  1846.»  (CL.  t.  38,  p.  80.) 

R.  O.  de  21  noviembre  de  1846. 

Los  que  las  usan  legítima  monta  no  necesitan  usar 
traje  especial. 

(Gob.)  « lia  tenido  á bien  la  Reina 

(Q.  D.  G.)  encargarme  decir  á V.  E.  que 
habiéndose  extinguido  las  fuerzas  que  exis- 
tían en  las  provincias,  con  los  nombres  de 
escopeteros,  migueletes,  miñones  y otras, 
á escepcion  de  las  escuadras  de  Cataluña  y 
fusileros  de  Valencia,  no  corresponde  á es- 
te Ministerio  de  mi  cargo  el  resguardo  de  la 
sal,  aguardiente  y demás  de  que  V.  E.,  tra- 
ta, ni  puede  obligarse  á los  arrieros  y tra- 
ficantes ni  a los  cazadoros  de  oficio,  ó afi- 
ción, á vestir  un  traje  particular,  como 
V.  E propone,  para  el  que  tenga  licencia 
de  uso  de  armas.  De  real  orden,  etc.  Ma- 
drid 21  de  noviembre  de  1846.»  (CL.  t,  59, 
página  150). 

R.  O.  de  22  agosto  de  1847, 

Uso  da  armas  los  Alcaldes:  véase  en  la  pág.  128. 

R.  O.  de  5 marzo  de  1850. 

Permitiendo  la  entrada  de  los  bastones  con  estoque 
corto  ó puñal. 

(IIag.)  «limo.  Sr.:  Enterada  S.  M.  la 
Reina  del  expediente  instruido  en  esa  Di- 
rección general  acerca  de  si  se  deben  ó no 
detener  en  la  aduana  los  bastones  con  esto- 
que corto  ó puñal  que  se  presenten  al  des- 
pacho, ha  acordado,  de  conformidad  con  el 
parecer  de  V.  S.  1.,  que  uo  hallándose  pro- 
hibida la  entrada  de  los  bastones  con  armas 
blancas  ó de  fuego  en  el  arancel  de  5 de  oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  no  se  deten- 
ga el  despacho  de  los  que  se  presenten  de- 
bidamente autorizados  con  los  djcumentos 
prevenidos,  en  instrucción  y órdenes;  sin 
perjuicio  de  que  en  cuanto  al  uso  de  armas 
se  lleven  á efecto  las  disposiciones  y regla- 
mentos de  policía  vigentes  De  Real  or- 
den, etc.  Madrid  5 de  marzo  de  1850.» 
(CL.  t.  69,  p.  474). 

i}.  O.  de  21  junio  de  1850. 

(Com.  Inst.  y O.  P.)  Es  sobre  cómo  debe 
costearse  el  armamento  y equipo  de  los  peo- 
nes camineros.  (CL.  t.  50,  p.  344. > 

Código  penal. 

Art.  10.  Entre  las  circunstancias  agra- 


vantes de  los  delitos  se  enumera  «22.  Eje- 
cutarlos haciendo  uso  de  armas  prohibidas 
por  las  leyes  y reglamentos.» 

Ténganse  además  presentes  el  párrafo  5.° 
del  art.  484  y el  6.°  del  494. 

Cap.  V,  de  la  cartilla  de  la  Guardia  civil, 
aprobada  en  la  R . O . de  29  de  julio  de  1852, 

Uso  de  armas,  licencias,  etc. 

Caí»,  V.  Art.  1.°  Vigilará  el  guardia  civil, 
que  nadie  ande  con  armas  por  los  caminos, 
despoblados,  ni  otra  parte  alguna,  sin  la 
correspondiente  licencia  para  usarlas;  con- 
forme está  prevenido  en  las  Rs.  Ords.  de  1 4 
de  julio  de  1844,  25  de  enero  de  184b  y 21 
de  junio  de  1850,  en  cuya  última  se  pre- 
viene que  no  esceda  de  un  año  el  uso  de  la 
autorización,  á contar  desde  la  fecha  en  que 
se  concede'. 

2. °  Cuidará  de  observar  si  las  señas  que 
en  las  licencias  deben  ir  estampadas,  con- 
vienen con  las  de  las  personas  que  las  lle- 
van, debiendo  en  el  caso  de  hallar  la  me- 
nor diferencia  en  ellas,  recogerlas  y con- 
ducirlas con  sus  dueños  ante  la  autoridad 
competente;  así  como  si  el  arma  fuese  de 
distinta  clase  que  la  expresada  en  la'  li- 
cencia. 

3. °  Estando  prevenido  que  no  se  expi- 
dan licencias  de  uso  de  armas  á los  que  se 
ejercitan  en  el  tráfico  del  contrabando;,  aun- 
que vayan  provistos  de  dicha  autorización, 
se  les  recogerá  esta  y las  armas,  á fin  de 
que  no  las  puedan  usar,  á lodos  cuantos  se 
dediquen  al  mencionado  trafico. 

4. ”  Para  que  al  ser  devueltas  á sus  due- 
ños las  armas  que  les  fueren  recogidas  por 
la  guardia  civil,  no  puedan  manifestar  que 
no  son  las  de  su  propiedad,  siempre  que  se 
recoja  alguna  de  aquellas  se  liarán  constar 
sus  señas,  con  ei  nombre  de  su  dueño  v 
pueblo  de  su  naturaleza,  exigiéndose  los 
oportunos  resguardos,  en  iguales  términos 
hasta  llegar  á donde  hayan  de  ser  deposita- 
das; recogiéndose  del  encargado  del  depó- 
sito otro  recibo  de  la  misma  forma,  para 
que  en  todo  caso  quede  a cubierto  el  buen 
nornbn  de  los  individuos  de!  cuerpo. 

5. °  Pueden  usar  aruias  sin  licencia:  los 
oficiales  del  ejército  y armada,  los  matri- 
culados y aforados  de  marina;  los  conducto- 
res de  caudales  del  Erario,  y los  Alcaldes  de 
los  pueblos,  como  agentes  de  la  Adminis- 
tración, y también  los  dependientes  del  ra- 
mo de  Hacienda,  y los  de  la  empresa  de  la 
sa|,  á quienes  facultan  al  efecto  las  autori- 
dades competentes. 

6. °  Además  de  los  expresados  en  el  ar- 
ticulo anterior,  pueden  usar  armas  prohibí- 
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das,  los  dependientes  de  vigilancia  pública, 
los  de  justicia,  peones  camineros  y demás 
empleados  que  por  razón  de  sus  destinos, 
tengan  que  perseguir  malhechores,  vigilar 
portel  orden  ó tranquilidad  pública  y cus- 
todiar ó conducir  caudales;  pero  unos  y 
otros  deben  tener  precisamente  licencia1 
expedida  al  efecto,  con  el  nombre,  apelli- 
do, vecindad,  empleo  y señas  particulares 
del  individuo,  y número  y calidad  de  las 
armas,  cuyo  uso  se  les  permite. 

7. a  Toda  persona  que  use  ó tenga  ar- 
mas sin  licencia,  es  castigada  con  un  mes  de 
prisión  y cien  ducados  de  multa,  según 
Real  Orden  de  i 4 de  julio  de  1844. 

8. °  Esta  prohibido  de  ordinario,  dispa- 
rar armas  de  fuego  dentro  de  las  poblacio- 
nes, aunque  sea  con  pólvora  sola,  pues  po- 
drían causarse  incendios  ó desgracias  per- 
sonales. 

9. °  Asimismo  está  prohibido  disparar- 
las, á.  menor  distancia  de  quinientas  varas 
de  las  poblaciones,  contadas  desde  las  últi- 
mas casas,  sin  qne  el  contraventor  pueda 
justificarse  aunque  haga  los  disparos  en  ter- 
reno propio,  pues  la  prohibición  es  ab- 
soluta. 

10.  Las  armas  de  fuego  no  prohibidas 
son:  las  escopetas  de  encaro  de  vara  caste- 
llana; esto  es,  que  el  canon,  medido  desde 
el  oido  a la  boca,  tenga  una  vara  cumplida 
de  longitud,  que  solo  calce  la  carga  ordina- 
ria y la  bala  decatorce  á diez  y seis  adarmes 
á lo  mas,  como  está  prevenido  por  R.  O.  de 
15  de  julio  de  1846;  no  debiendo  incomo- 
darse al  que  vaya  autorizado  competente- 
mente para  el  uso  de  las  armas  de  esta 
clase. 

11.  Todas  las-armas  de  fuego  que  sean 
mas  cortas  y alcancen  municiones  de  ma- 
yor calibre  que  el  designado  en  el  artículo 
anterior,  están  prohibidas  por  la  ley;  así 
como  á los  paisanos  el  uso  de  los  fusiles  y 


pistolas,  y otras  armas,  que  solo  son  propias 
de  los  militares. 

12.  Las  armas  blancas  son  prohibidas, 
por  regla  seneral,  y muy  particularmente 
las  navajas  de  muelle,  ó que  sin  él  tengan 
la  hoja  calada;  los  bastones  de  estoque, 
chuzos,  puñales  y demás  de  esta  especie. 

13.  El  adjunto  modelo  demuestra  los 
términos  en  que  deben  estar  libradas  las  li- 
cencias para  uso  de  armas;  pero  las  de  los 
aforados  de  Guerra  y Marina  han  de  ser 
concedidas  por  los  capitanes  generales  res- 
pectivos.» 

Reg.  de  la  G.  C.  de  2 agosto  de  1852. 


Yéanse  en  Guardia  civil  los  arts.  SO  pár- 


rafo o.°  y 36,  también  párrafo  3.°  en  que  se 
encarga  á este  cuerpo  velar  sobre  la  obser- 
vancia de  las  leyes,  sobre  uso  de  armas,  pu- 
diendo  exigir  la  presentación  de  licencias 
para  conocer  las  infracciones. 

Jl.  O.  de  16  de  setiembre  de  1853. 

Uso  de  — Licencias  gratis. 

(Goe.)  Extracto. — Careciendo  algunos 
gobernadores  de  unas  disposiciones  man- 
dadas observar  por  R.  O.  circular  dé  22  de 
octubre  de  1882,  que  era  fuerza  consultar 
«la  Reina  (O.  D.  G.)  se  lia  servido  mandar: 

1. °  Que  por  lo  que  resta  de!  presente 
año  se  faciliten  por  dichas  autoridades  licen- 
cias gratis , manuscritas,  á los  que  deban 
usarías. 

2. °-  Que  se  remita  á este  Ministerio  cada 
tres  meses,  una  lista  nominal  y circunstan- 
ciada de  las  licencias  de  esta  clase  que  se  ha- 
yan expedido. 

Y 3.°  Que  á fin  de  qne  los  Gobernadores 
procedan  con  toda  seguridad  y tengan  cono- 
cimiento de  las  clases  á que  alcanza  aquella 
franquicia,  se  publiquen  en  la  Gaceta  co- 
pias literales  de  las  disposiciones  vigentes 
que  la  establecen.  De  R.  O.  etc.  Madrid  16 
de  setiembre  de  1853.»  ( CL . t.  60,  p.  91 .) 

Copias  que  se  citan. 

Trascribe  los  artículos  102  y 104  del  re- 
glamento de  policía  para  las  provincias,  de 
20  de  febrero  de  1824,  y también  la  R.  O. 
de  12  de  diciembre  de  1824,  que  quedan. ya 
insertos. 

fí.  O.  de  2 5 marzo  de  1856. 

Que  no  se  den  licencias  á ¡os  domiciliados  fuera  do 
la  provincia. 

(Gob.)  «Habiendo  llegado  á conoci- 
miento del  Gobierno  de  S M.  que  en  al- 
gunas provincias  se  conceden  licen  das  ¡de 
uso  de  armas  á personas  que  no  tienen  fi- 
jado en  ellas  su  domicilio,  la  Reina  (que 
Dio-  guarde)  se  ha  servido  mandar: 

4 ,°  Que  los  Gobernadores  civiles  no  ex- 
pidan tales  licencias  á personas  que  no  es- 
tén domiciliadas  en  sus  respectivas  provin- 
cias, cualesquiera  que  sean  las  lianzas  y se- 
guridades que  presten,  . . : 

2.°  Que  á las  que  otorgaren  á individuos 
que  se  hallen  avecindados  en  el  territorio 
de  su  mando,  preceda  siempre  el  informe 
de  la  autoridad  local , haciéndose  canstar 
expresa  y terminantemente  la  circunstancia 
de  que  el  interesado  no  se  dedica  al  tráfico 
ilegal  del  contrabando.  De  R.  O.  etc.  Ma- 
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drid  2 ¡5  de  marzo  de  1856.»  (CL.  t.  67,  i 
página  412. 

R,  O.  de  4 octubre  de  1856. 

Que  se  permita  el  embarque  dn  armas  para  los  puertos 
del  reino. 

(Hac.)  Extracto.— Preguntado  por  el 
cónsul  de  Marsella  si  permitiría  el  embar- 
que de  armas  para  la  Península,  se  le  pre- 
vino perú  itiese  «el  embarque  para  los  puer- 
tos habilitados  del  reino  de  todas  las  armas 
cuya  importación  esté  autorizada  por  el 
arancel  de  aduanas,  escepto  de  aquellas  que 
se  destinen  para  el  Principado  de  Catalu- 
ña, ínterin  continúe  vigente  el  citado  ban- 
do del  Capitán  general  del  mismo.»  (CL.  to- 
mo 70,  página  37.) 

R.  O.  de  26  mayo  de  1661. 

Aprobando  fa resolución  de  un  Alcalde  sobre  impo- 
sición de  multas  por  uso  do  armas... 

«Remitido  a informe  de  la  sección  de  Co- 
bernacioii  y Fomento  del  Consejo  de  Estado  1 
el  expediente  instr  uido  en  virtud  de  recia-  [ 
macion  de  D.  Ramón  Depret,  contra  la  auto-,  [ 
ridad  de  V.  S-  y Alcalde  de  Valdeverdeja, 
ha  consultado  lo  siguiente: 

En  cumplimiento  de  la  R.  Ó.  de  21  de  fe- 
brero próximo  pasado,  esta  sección  ha  exa- 
minado el  expediente  instruido  por  D.  Ra- 
món Depret,  en  queja  del  Gobernador  de 
Toledo  y del  Alcalde  de  Valdeverdeja,  pue- 
blo basta  hace  poco  de  su  residencia,  por 
las  arbitrariedades  de  que  supone  haber  si-  . 
do  objeto  sin  motivo  justificado. 

Resulta:  que  citadoD.  Ramón  Depret  por  | 
el  referido  Alcalde  y habiendo  comparecido  ■ 
en  la  secretaría  dei  Ayuntamiento  donde 
debía  notificársele  una  providencia  del  juez 
del  partido,  dicha  autoridad  hubo  de  apre- 
henderle un  bastón  de  estoque,-  por  cuya 
falta  le  impuso  la  mulla  de  50  rs.  Habiendo 
acudido  Depret  al  Gobernador  en  queja  de 
•esta  providencia,  v pidiendo,  no  solo  el  al- 
zamiento de  la  mulla,  sino  la  devolución  del 
estoque,  que,  según  manifestaba,  era  de 
propiedad  del  párroco  y que  había  llevado  , 
consigo  al  acto  de  la  notificación  mencio- 
nada como  mera  precaución  contra  los  pe- 
ligros que  pudiera  correr  su  persona  en  la 
travesía,  dado  lo  intempestivo  de  la  hora  y 
en  atención  á las  enemistades  que  se  había 
creado  con  motivo  de  la  denuncia  que  había 
hecho  de  algunos  crímenes  que  permane- 
cían ocultos;  el  Gobernador,  previos  los  in- 
formes que  tuvo  por  conveniente  pedir  al 
Alcalde  de  Valdeverdeja,  ai  juez  de  prime- 
ra instancia  del  partido  y al  comandante  de 
la  Guardia  civil»  no  solo,  confirmó  sino  que 


amplié  á 100  rs.  la  multa  impuesta,  previ- 
niendo al  Alcalde  que  remitiese  el  estoque 
al  gobierno  de  provincia. 

D.  Ramón  Depret,  en  su  instancia  á V.  E. 
de  9 de  junio  del  año  próximo  pasado,  des- 
pués de  exponer  losfundamentos  de  su  que- 
ja, pide  que  asi  el  Alcalde  como  el  goberna- 
dor expongan  á V.  E.  las  disposiciones  en 
que  se  han  fundado  pava  decomisarle  e!  bas- 
tón é imponerle  la  multa  de  que  se  ha  he- 
cho referencia,  y los  motivos  de  desconfian- 
za en  que  han  apoyado  tales  procedimiento?. 

Respecto  á lo  primero,  no  hay  duda  que, 
tanto  el  Alcalde  de  Valdeverdeja  como  el 
.Gobernador  han  podido  imponer  al  intere- 
resado  la  multa  contra  que  reclama:  El  ar- 
tículo t.°de  la  R.  O.  de  14  de  julio  de  1846 
dice:  que  nadie  podrá  usar  armas  sin  estar 
autorizado  por  las  leyes  ó sin  obtener  pre- 
viamente licencia  del  Jefe  político,  hoy  Go- 
bernador; y el  3.°  añade:  que  los  que  usen 
ó tengan  armas  sin  la  autorización  debida, 
incurrirán  en  la  multa  de  cien  ducados  y 
en  la  pena  de  treinta  dias  de  prisión,  según 
lo  dispuesto  en  el  reglamento  de  20  de.  fe- 
brero de  1824,  no  derogado  en  esta  parte. 
Los  treinta  dias  de  prisión  claro  es  que  no 
pueden  imponerse  gubernativamente;  pero 
sí  la  multa  hasta  el  límite  que  marca  la  dis- 
posición citada,  pues  el  art.  50o  de!  Código 
penal  dice  que  las  disposiciones  de  su  libro 
tercero  no  excluyen  ni  limitan  las  atribu- 
ciones que  por  las  leyes  de  8 de  enero  y 2 
de  abril  de  1 845  y cualesquiera  otras  espe- 
ciales competan  á los  agentes  de  la  Admi- 
nistración para  dictar  bandos  de  policía  y 
buen  gobierno  y para  corregir  gubernativa- 
mente las  faltas  en  los  casos  en  que  su  re- 
presión les  esté  encomendada  por  las  mis- 
mas leyes.  Lo  que  dicho  artículo  prohíbe 
en  su  primera  parte  es,  que  eu  las  ordenan- 
zas municipales  y demás  reglamentos  gene- 
rales ó particulares  de  la  Administración 
que  se  publiquen  en  lo  sucesivo  so  establez- 
can mayores  penas  que  las  señaladas  en  di- 
cho libro,  aun  cuando  hayan  de  imponer- 
se en  virtud  de  atribuciones  gubernativas, 
;i  no  ser  que  se  determine  otra  cosa  por 
leyes  especiales;  pero  esto  no  se  refiere  á 
los  reglamentos  administrativos  anteriores 
á la  publicación  del  mencionado  Código, 
como  es  el  de  policía  de  20  de  febrero  de 
182-4,  no  derogado  en  la  parte  de  que  se 
trata  por  ninguna  disposición  especial,  sino 
antes  bien  confirmado  por  la  citada  Real 
orden  de  14  de  julio  de  1846. 

En  cuanto  al  decomiso  del  bastón,  no  es 
menos  cierto  que,  constituyendo  por  su  ca- 
lidad de  estoque  un  arma  prohibida3  ó de 
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las  consideradas  como  tales  por  nuestras 
antiguas  leyes,  es  una  medida  que  no  pue- 
de desaprobarse  siquiera  en  la  actualidad 
se  manifieste  alguna  tolerancia  respecto  al 
uso  de  dicha  arma;  y por  lo  que  toca,  en 
fin,  á I03  motivos  de  desconfianza  que  ha- 
yan tenido  así  el  Alcalde  como  el  Goberna- 
dor para  proceder  contra  D.  Ramón  Depret 
en  los  tóiminos  que  quedan  referidos,  la 
sección  cree  que  no  puede  darse  satisfacción 
ninguna  en  esta  parte  al  reclamante.  Esos 
motivos  constituyen  el  secreto  de  la  autori- 
dad y solo  deben  ser  conocidos  y apreciados 
por  el  Gobierno,  al  juzgar,  como  en  la  oca- 
sión presente,  de  los  actos  de  sus  delegados, 
y hacer  suya  la  responsabilidad  que  dichos 
actos  lleven  consigo. 

En.  resúmen,  la  sección  opina  que  mere- 
ce aprobarse  por  el  Ministerio  del  digno 
cargo  de  V.  E.  la  providencia  adoptada  por 
el  Alcalde  de  Vaideverdeja  y confirmada 
por  el  Gobernador  de  Toledo  contra  D.  Ra- 
món Depret. 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  la  Reina 
(Q.  D.  G)  resolver,  de  conformidad  con  lo 
consultado  por  la  referida  sección,  de  Real 
orden  lo  comunico  á V.  S para  su  inteli- 
gencia y efectos  consiguientes.»  Bol.  ofic,  de 
Castellón , nüm  70.) 

R.  O,  de  5 abril  de  1862. 

Aprobando  una  circular  del  Gobernador  de  Logroño 
sobre  uso  de  navajas  prohibidas. 

La  Reina  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á bien 
aprobar  la  circular  publicada  por  V.  S.  en 
22  de  febrero  último  (1)  y mandar  que  se 
manifieste  á Y.  S.  que  ha  visto  con  satisfac- 
ción tan  acertada  medida.  Es  asimismo  su 
voluntad,  que  se  prevenga  á V.  S.  que  las 


(1)  En  esta  importante  circular,  el  Sr.  Don 
Manuel  Somoza,  entonces  Gobernador  de  Lo- 
groño, hizo  ver  á los  Sres.  Alcaldes  de  la  pro- 
vincia las  causas  que  producen  ordinariamen- 
te los  delitos,  los  medios  que  deben,  emplearse 
para  evitarlos,  y las  ventajas  conseguidas  des- 
de 1860,  efecto  sin  duda  de  las  medidas  toma- 
das contra  el  uso  de  las  navajas  prohibidas, 
como  lo  demuestra  con  los  datos  de  causas  ior- 
madas  en  los  juzgados  de  la  misma  provincia, 
por  homicidio  y lesiones  en  1859,  1860  y 1861, 
en  que  fué  notándose  el  descenso.  El  Sr.  So- 
moza, concluía  su  circular  recordando  la  mul- 
ta. de  cien  ducados  que  por  uso  de  armas  pro- 
hibidas impone  el  reglamento  de.  policía  de 
1824,  y recomendando  á los  Alcaldes,  guardias 
civiles  y demás  dependientes  de  su  autoridad, 
que  para  aplicarla  y en  caso  de  insolvencia  el 
arresto,  instruyesen  el  oportuno  expediente 
justificativo.  Se  halla  inserta  en  El  Consultor 
de  Ayuntamientos  ue  1863. 


multas  que  imponga  á los  contraventores, 
sean  arregladas  á sus  circunstancias  y á la 
clase  de  navaja  que  se  les  ocupe,  sin  que  por 
esto  deje  de  exigirles,  en  caso  necesario,  has- 
ta la  de  mil  reales.  De  Real  orden  lo  digo  á 
V.  S.  para  los  efectos  correspondientes  etc. 
Comunicada  en  5 de  abril  al  Sr.  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Logroño.  (Bol.  of. 
núm.  47  de  16  de  abril.) 

B.  O.  de  15  noviembre  de  14162. 

Sobre  licencias  y armas  de  caza  á ios  aforados  do 
Guerra. 

(Guerra.)  «Enterada  la  Reina  (O.  D.  G.) 
del  oficio  de  V E.,  lecha  3 de  junio  último, 
consultando  acerca  de  las  autoridades  mili- 
tares á quien  corresponde  la  concesión  de 
licencias  para  uso  de  armas  de  caza  se  ha 
servido  resolver  S.  M.,  de  conformidad  con 
el  dictámen  emitido  por  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Guerra  y Marina  en  acordada  de  10 
del  actual,  que  es  atribución  exclusiva  de 
los  capitanes  generales  de  los  distritos  el  ex- 
pedir licencias  de  uso  de  armas  á los  afora- 
dos de  Guerra  que  según  las  Reales  dispo- 
siciones vigentes  puedan  obtenerlas;  debien- 
do los  interesados  que  se  encuentren  en  si- 
tuación pasiva  pedirlas  por  conducto  del  Go- 
bernador militar  de  la  provincia  y por  el 
de  sus  jefes  inmediatos  los  que  se  hallen  sir- 
viendo activamente.»  De  Real  orden  etc. 
Madrid  {5  de  noviembre  de  186j2.'(6’I.  t.  88, 
p.  510.) 

R.  O.  de  29  abril  de  1865. 

Que  se  den  gratis  las  licencias  á los  receptores  da 
Cruzadas. 

(Gob.)  El  Excmo  Sr.  Ministro  déla  Go- 
bernación, con  fecha  29  de  abril  último  me 
dice  lo  que  sigue: 

«A  este  Ministerio  se  dice  por  el  de  Gra- 
cia y Justicia  lo  que  sigue:  Excmo  Sr.:  El 
Administrador  económico  de  la  diócesis  de 
Tarragona  se  ha  quejado  á la  ordenación 
general  de  pagos  de  este  Ministerio,  de  que 
por  el  Gobierno  civil  de  aquella  provincia 
se  niega  la  concesión  gratuita  de  licencias 
para  uso  de  armas  á los  expendedores  de 
Cruzada.  Instruido  expediente  con  tal  mo- 
tivo, aparece  que  en  7 de  abril  de  1855,  se 
expidió  por  el  Ministerio  del  digno  cargo  de 
Y.  E.  una  Real  órden  circular,  por  la  cual 
se  declaró  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  el  de  Hacienda,  que  los  receptores,  ve- 
rederos y colectoras  de  la  limosna  de  la 
SantaCruzada,  debenser  considerados  como 
los  demás  empleados  públicos  que  recaudan 
fondos  del  Estado,  y que  en  este  concepto 
les  corresponden  las  mismas  exenciones  y 
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prerogativas  que  á estos  conceden  las  leyes 
y disposiciones  vigentes.  La  falta  de  cum- 
plimiento de  dicha  real  disposición,  puede 
influir  notablemente  en  la  disminución  de 
los  productos  de  la  gracia,  por  cuanto  las 
exenciones  otorgadas  ¿i  los  receptores  y 
colectores  son  las  que  esencialmente  les  es- 
timulan a la  aceptación  de  tales  cargos;  y 
como  la  baja  en  estos  valores  causarla  daño 
al  Tesoro  público,  puesto  que  están  desti- 
nados al  pago  de  las  obligaciones  del  culto 
y clero  consignadas  en  presupuesto,  la  Rei- 
na (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á bien  disponer 
signifique  á V.  E.  la  conveniencia  y necesi- 
dad deque  se  sírva  dar  las  prevenciones 
oportunas  al  Gobernador  de  la  provincia 
de  Tarragona  y á los  demás  de  su  clase,  pa- 
ra que  conforme  á lo  mandado  en  esta  ma- 
teria, no  se  oponga  á la  concesión  de  licen- 
cias gratis  para  uso  de  armas  A los  mencio- 
nados funcionarios.  Lo  que  de  Real  Orden, 
traslado  á V.  S.  á fin  de  que  teniendo  pre- 
sente la  citada  circular  de  7 de  abril  de 
1853,  disponga  lo  que  proceda  para  la  ex- 
pedición gratis  dej  ¡as  licencias  de  armas  á 
los  expendedores  de  Cruzada.» 

l.o  que  se  inserta  en  este  periódico  ofi- 
cial, para  la  debida  publicación  y afectos 
consiguientes.  Lérida  92  de  mayo  de  d S65. 
— Perfecto  M.  de  Olalde.  (Bol.  of.de  lapro - 
viñeta  de  Lérida  núm.  67 .) 

Ley  de  20  mar  so  de  i 867. 

Es  la  de  orden  público  que"  se  insertará 
en  su  lugar.  El  arta  26  previene  que  «no 
se  podra  usar  armas  sino  mediante  la  li- 
cencia de  la  Autoridad  que  la  concederá 
solo  después  de  tomar  informes  de  la  hon- 
radez, buena  conducta  y hábitos  regulares 
y pacíficos  del  que  solicita  el  permiso,»  y 
que  «los  armeros  y dueños  ó encargados  de 
los  establecimientos  en  que  se  expendan 
armas  de  cualquier  clase.,  no  podrán  ex- 
penderlas sin  estar  autorizados  por  un  per- 
miso especial- de  la  autoridad.»  Y.  Orden 
público. 

Parte  doctrinal. 

Entre  el  uso  de  armas  y el  uso  de  ar- 
mas prohibidas,  hay  una  notable  dife- 
rencia que  conviene  tener  muy  presente. 
Es  decir  que  h^y  armas  permitidas  por 
los  reglamentos,  obteniendo  la  licencia 
que  en  ellos  se  exige,  y las  hay  prohibi- 
das ó ilícitas,  que  no  se  pueden  usar  ni 
aun  con  licencia,  no  siendo  especial, 
contándose  entre  estas  por  nuestras  leyes 
recopiladas,  las  de  fuego  con  cañón  me- 


nor de  cuatro  palmos,  los  puñales,  jife- 
ros, almaradas,  navajas  de  muelle  con 
golpe  ó bírola,  las  dagas  solas,  los  cu- 
chillos de  punta  chicos  ó grandes  ó de 
cualquier  calidad  y tamaño , aunque 
sean  de  cocina  y de  faltriquera,  y los  lla- 
mados comunmente  couteaux  de  chasse. 

Desde  luego  se  ve  que  la  prohibición 
es  absurda  llevada  hasta  los  cuchillos  de 
cocina  de  cualquier  calidad  y tamaño, 
y es  lo  cierto,  sin  embargo,  que  subsiste 
todavía,  y que  mas  de  una  vez  se  apli- 
can multas  de  consideración  por.  la  pose- 
sión inocente  de  estos  instrumentos  tan 
necesarios  para  el  uso  doméstico,  á la 
vez  que  se  tolera  la  fabricación  de  las  ar- 
mas mas  alevosas,  y que  se  exponen  pú- 
blicamente á la  venta , en  medio  de  las 
calles  mas  concurridas  y en  las  ferias  y 
en  los  mercados. 

Nosotros  creemos  que  las  leyes  deben 
establecer  de  una  manera  absoluta  la 
prohibición  de  fabricar,  vender  y usar 
ciertas  armas,  como  las  grandes  navajas 
de  punta  y muelle,  y que  muchas  de  las 
hoy  prohibidas  pudieran  entrar  en  el  ca- 
tálogo de  las  permitidas,  con  prudentes 
disposiciones  reglamentarias  que  debe- 
rían ser  mas  ó menos  fiscales  y mas  ó 
menos  restrictivas,  según  la  clase  de  ar- 
mas, estableciendo  una  tarifa  racional  y 
prudente  para  las  permisiones  ó licen- 
cias y modificando  las  penas  gubernati- 
vas para  asegurar  su  exacta  aplicación. 

Esto,  que  ya  há  mucho  tiempo  que 
viene  reconociéndolo  el  Gobierno  como 
una  necesidad , evitaría  el  conflicto  en 
que  boy  se  encuentran  las  autoridades 
de  proceder  con  rigor,  so  pena  de  con- 
siderar culpables  á todos  los  españoles, 
sin  distinción  ni  escepeion  alguna,  faci- 
litaría á los  ciudadanos  honrados  las  ar- 
mas que  necesitan  para  su  defensa  en 
sus  casas  y en  los  campos , dejando  á la 
vez  expedito  y franco  el  castigo  para 
los  hombres  de  perversas  inclinaciones 
ó de  malos  antecedentes,  que  descara- 
damente usan  hoy  toda  clase  de  armas 
alevosas,  y no  habría  tampoco,  con  gran 
provecho  del  pais,  tantos  y tantos  proce- 
sos por  heridas  y muertes  en  riña,  donde 
nuestra  noble  juventud  tan  repetidas  ve~ 
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C65  sepulta  su  Bscasa  fortuna  , su  felici— 
dad  de  toda  la  vida,.  la  felicidad  de  su 
familia  toda,  por  la  simple  imprudencia 
de  un  momento,  por  llevar  una  fatal  na- 
vaja, cuya  posesión  le  tolera,  si  no  le 
permite,  el  desuso  á que  con  sobra  de 
razón  han  venido  las  leyes  y reglamentos 
sobre  esta  materia. 

Creemos,  pues,  muy  del  caso,  por  lo 
mismo,  llamar  la  atención  del  Gobierno 
sobre  este  asunto,  para  que  no  tenga 
olvidada  por  mas  tiempo  la  reforma  dé- 
las leyes  sobre  armas  prohibidas,  la  cual 
no  es  empresa  tan  ardua  que  no  pueda 
llevarse  adelante  con  un  poco  de  acierto 
y el  mejor  éxito,  sin  mas  que  empeñar- 
se en  ello  con  buen  deseo,  y sin  dejar 
de  tener  en  cuenta  los  grandes  intereses 
sociales  que  á no  dudarlo  están  compro- 
metidos en  materia  que  parece  á prime- 
ra vista  no  -tener  el  interés  y da  impor- 
tancia que  nosotros  la  damos,  y que  pue- 
de apreciarse  mas  todavía  registrando 
nuestra  estadística  criminal,  si  es  que  se 
quiere  que  sirva  para  algo, 

Pero,  lejano  como  vemos  el  dia  en  que 
el  Gobierno  se  ocupe  seriamente  de  pre- 
sentar á las  Cortes  una  ley  que  evite  los 
inconveninntes  que  hoy  lamentamos,  y 
mas  lejano  todavía  aun,  supuesta  la  ley, 
el  de  la  publicación  de  buenos  regla- 
mentos, dirigirnos  mas  principalmente 
nuestras  excitaciones  á los  Gobernado- 
res de  provincia  y á las  autoridades  lo- 
cales, para  que  sobre  este  importante 
asunto  adopten  las  medidas  que  estén 
dentro  de  sus  atribuciones  y consideren 
conducentes  á concluir  con  el  lamenta- 
ble y funesto  abuso  de  armas  ilícitas, 
que  mas  principalmente  se  advierte  ó en 
las  gentes  de  dudosa  reputación,  ó en 
los  inexpertos  jóvenes  ó mozos  de  los 
pueblos.  Entre  estos  es  muy  común  ha- 
cer alarde  de  gastar  cachorrillos  y gran- 
des navajas  que  llevan  siempre  consigo, 
sobre  todo  en  sus  diversiones  y rondas 
nocturnas;  y como  la  juventud  es  de 
suyo  valerosa,  por  una  simple  palabra 
mal  dicha,  ó un  gesto  mal  interpretado, 
ó cuando  mas  por  una  ligera  impruden- 
cia, se  promueve  una  cuestión  y aquella 
arma  alevosa  y tentadora  que  lleva  un 


compañero  le  hiere  á él  y él  hiere  con 
la  suya  á su  compañero,  y se  vé  correr 
lastimosamente  la  sangre  de  inexpertos 
jóvenes,  de  amigos,  de  parientes,  de 
hermanos  tal  vez,  y se  levantan  procesos 
y se  siembran  odios  y animosidades  en 
las  familias,  y se  compromete  así  en  un 
instante  el  porvenir  de  toda  la  vida  y la 

felicidad  doméstica Por  eso,  pues, 

nuestras  excitaciones  no  pueden  concre- 
tarse al  Gobierno,  se  dirigen  también  á 
los  Sres.  Gobernadores  civiles  de  pro- 
vincia, y se  dirigen  también  á los  Alcal- 
des quienes  no  pueden  ni  deben  ser  to- 
lerantes en  este  punto. 

Persuádanse,  sí,  de  que  su  alta  mi- 
sión no  es  tanto  castigar  como  prevenir 
los  males  á sus  administrados;  y lo  lo- 
grarán poniéndose  de  acuerdo  con  el 
Gobernador  ó con  el  jefe.de  la  Guardia 
civil  para  hacer  recogida  de  armas  de 
mala  ley.  Esto  hecho,  no  se  empeñen  en 
estorbar  á los  jóvenes  que  se  diviertan  y 
ronden  una  vez  á la  semana  ó cuando 
lo  tengan  por  conveniente;  permítanles, 
por  el  contrario  tan  justo  esparcimiento, 
y protéjanles  en  é!,  mientras  no  se  en- 
treguen á excesos  y guarden  como  es  re- 
gular el  orden  y la  compostura  y los 
respetos  debidos  á las  personas  y á las 
cosas.  Exijan  pues  las  autoridades  loca- 
les que  los  jóvenes  cuenten  con  su  be- 
neplácito para  las  diversiones  noctur- 
nas; hagan  además  que  algunos  de  los 
mozos  garanticen  la  conservación  de  la 
paz  y buen  orden  durante  la  reunión, 
cuiden  de  que  no  vayan  provistos  de  ar- 
mas, corrijan  sus  excesos  con  la  dulzu- 
ra que  su  misión  exige,  pero  con  toda 
la  severidad  que  lo  hace  respecto  de  sus 
hijos  un  buen  padre  de  familias,  y' bien 
seguro  es  que  no  tendrán  que  lamentar 
las  consecuencias  de  una  costumbre  que 
por  sí  sola  nosotros  hallamos  no  solo 
inocente  y lícita,  sino  hasta  necesaria  y 
consoladora  en  las  poblaciones  rurales 
donde  la  juventud  carece1  por  lo  general 
de  otros  pasatiempos. 

ARMAS  REALES.  Insignias  de  que  usa 
el  Rey  en  su  escudo,  ó el  mismo  escudo. 

Gire,  de  i 0 noviembre  de  1819. 

(Coks.  Süp.  de  Hac.)  A fin  de  remedia  í 
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los  abasos  que  se  observan  eu  algunos  fabri- 
cantes  y artistas  que  tienen  colocado  sobre 
las  puertas  de  sus  fábricas,  talleres  y tien- 
das el  escudo  de  las  Reales  armas,  sin  tener 
facultad  para  ello. . . el  Consejo  Supremo  de 
Hacienda  se  ba  servido  acordar ...  se  quiten 
todos  los  escudos  de  armas  reales  que  se  en- 
cuentren colocados  eu  las  fábricas,  talle- 
res etc.,  pues  solo  pueden  disfrutar  de  tal 
distinción  las  clases  expresadas  (los  emplea- 
dos de  la  Real  Casa  que  tienen  permiso)  é 
igualmente  las  administraciones  ó estanque- 
ros de  tabacos  y de  sal,  las  estafeta  de  cor- 
reos, casas  de  hospitalidad  y todo  lo  que  se 
considere  casa  y depósito  de  la  Real  Hacien- 
da. Y lo  comunico  etc.  Madrid  10  de  no- 
viembre de  1819.  ( CL . t.  6,  p.  450.) 

R.  O.  de  31  julio  de  1827. 

Cantidad  por  colocarlas  en  los  establecimientos  par- 
ticulares. 

(Hac  ) «Ei  Rey  nuestro  Señor,  confor- 
mándose con  el  parecer  de  V.  SS.  y del  con- 
tador general  de  valores,  ba  tenido  á bien 
fijar  en  4.400  rs.  vn.,  el  servicio  por  gracia 
de  colocar  el  escudo  de  armas  Reales  en  es- 
tablecimientos particulares,  cou  aplicación 
al  foudo  de  la  Real  caja  de  amortización; 
mandando  de  consiguiente  que  los  satisfaga 
el  fabricante  de  curtidos  de  Pamplona  don 
Juan  Pío  Jaén  por  la  que  le  fue  concedida  en 
R.  O.  de  19  de  abril  último  De  la  de  S.  M.  lo 
participo  á V.  SS,  etc.  Madrid  51  de  julio 
de  1827.»  [CL.  t.  1 2,p.  159.) 

R.  O.  de  9 enero  de  1828. 

Que  no  se  estampen  sin  los  requisitos  prevenidos. 

(Hac.)  «Conformándose  el  Rey  nuestro 
señor  cou  lo  expuesto  por  V.  SS  en  21  de 
noviembre  último,  se  ha  servido  mandar  Su 
Majestad,  por  punto  general;  que  no  se  es- 
tampen las  armas  reales  en  los  naipes  y cu- 
biertas de  las  barajas,  ni  en  ninguna  otra 
manufactura  de  establecimientos  particulares 
cuyo  dueño  no  obtenga  eu  adelante  Real  per- 
miso para  ello,  pagando  además  el  servicio 
de  4.400  rs.,  señalado  en  favor  de  la  Real 
caja  de  Amortización  por  R.  O.  de  31  de  ju- 
lio último.  De  orden  de  S.  M.  etc.  Madrid  9 
de  enero  de  1828.»  [CL.  1. 13,  p.  5.)  V.  Es- 
codo DE  ARMAS. 

ARQUITECTO.  ARQUITECTURA-  Es 

aquel,  el  que  instruido,  examinado  y 
aprobado  en  el  arte  de  construir,  profe- 
sa la  ciencia  ó arte  de  la  arquitectura 
cou  título  de  tal.  Es  su  ministerio  estu- 
diar los  proyectos , ejecutar  los  corres- 
pondientes diseños,  dirigir  ris  obras  y 


tener  á sus  ordfenes  todos  los  operarios. 
La  arquitectura,  ya  considerada  como 
ciencia  ya  como  arte,  es  la  que  dá  reglas 
para  idear  y ejecutar  las  obras  que  cons- 
tituyen su  objeto  en  los  distintos  ramos 
que  abraza.  Está  considerada  por  la  ley 
de  instrucción  pública  como  una  de  las 
carreras  de  bellas  artes  comprendidas 
entre  las  enseñanzas  superiores.  Los  dis- 
posiciones sobre  enseñanza  se  bailarán 
en  el  artículo  Escuela  de  arquitectura. 

Ley  10,  tit.  34,  lib.  7.°  Nov.  Recop. 

Prohibición  á los  arquitectos,  etc. 

«Mando  por  punto  y regla  general  que  no 
se  admitan  á posturas  y remates  de  cuales- 
quiera obras  que  se  ejecuten,  bien  sea  en 
la  construcción  de  puentes,  su  reparación  y 
obras  públicas,  los  facultativos  que  las  hu- 
bieren regularlo  y tasado,  y quiero  que  en 
los  remates  que  se  hicieren  de  ellas  se  ponga 
por  precisa  coudiciun  esta  circunstancia,  y 
que  los  postores  y rematantes  hagan  jura- 
mento de  que  no  tienen  ni  tendrán  parte  di- 
recta ni  indirecta  en  dichas  obras  los  maes- 
tros ó facultativos  que  hubiesen  tasado  y 
regulado  su  coste,  bajo  la  pena,  además  de 
la  nulidad  del  remate,  de  privación  do  oficio  y 
de  no  ser  admitidos  átales  contratos  los  que 
en  algún  caso  contravinieren  á esta  mi  dis- 
posición.» [Céd . del  C.  de  1786.) 

Ley  1."  tit.  22,  lib.  S.°  Nou.  Rec. 

Ejercicio  de  la  profesión. 

«...Todos  los  académicos  (de  la  de  San 
Fernando)  que  residen  fuera  de  la  córte  po- 
dran ejercer  libremente  su  profesión,  sin 
que  por  ningún  juez  ó tribunal  puedan  ser 
obligados  á incorporarse  en  gremio  alguno, 
ni  á ser  visitados  de  veedores  ó síndicos.  Y 
el  que  en  desestimación  de  su  noble  artese 
incorporare  en  algún  gremio,  por  el  mismo 
hecho  quede  privado  de  tos  honores  y gracias 
de  académico...»  [R.  0. 1757.) 

Ley  2.a,  tit.  22,  lib.  \\.°Nov.  Roe. 

Sobre  ciámen  y aprobación. 

«...Mando,  que  desde  el  dia  de  la  fecha 
(es  la  cédula  de  30  de  mayo  de  1757)  de  este 
mi  despacho  por  ningún  tribunal,  juez  ó 
magistrado  de  mi  córtese  conceda  á persona 
alguna  título  ó facultad  para  poder  medir, 
tasar  ó dirigir  fábricas,  sin  que  preceda  aí 
exámen  y aprobación,  que ie  déla  Academia, 
de  ser  hábil  y á propósito  para  estos  minis- 
terios; y cualquiera  titulo,  que  sin  estas  cir- 
cunstancias se  conceda,  lo  declaro  nulo,  y de 
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uingun  valor  ni  efecto;  y el  que  lo  obtuvie- 
re, además  de  las  penas  en  que  han  de  in- 
currir todos  los  que  practiquen  las  tasas  y 
medidas  sin  título  legitimo,  quedarlinhábil 
aun  para  ser  admitido  á examen  por  tiem- 
po de  dos  años.» 

Continuando,  impone  la  multa  de  100 
ducados  por  la  primera  vez,  500  por  la  se- 
gunda y 300  por  la  tercera  á todo  el  que, 
sin  título  autorizado,  intentare  tasar,  medir 
ó dirigir  fábricas,  y que  en  adelante  nadie 
pueda  ser  aprobado  sino  por  ia  Academia 
que  lo  hacia  á los  que  encontraba  hábiles 
sin  exigir  derecho  alguno.  (7?.  C.  1757.) 

Ley  7,  tit.  22,  lib.  8.°  Nov.  Rec. 

Nadie  puede  mas  que  la  Academia  dar  titulo  de 
arquitecto. 

/ 

Observándose  negligencia  en  el  cumpli- 
miento de  1a  ley  anterior  se  amplia  por  esta 
lo  en  ella  dispuesto,  haciendo  ostensiva  á 
todo  tribunal,  ciudad,  villa  y cuerpo  ecle- 
siástico ó secular  la  prohibición  de  conce- 
der el  titulo  de  arquitecto  y el  de  maestro 
de  obras.  {Cir.  1787.) 

Ley  8,  tit.  22,  lib  8.a  Nov.  Rec. 

Reenearga  el  cumplimiento  de  la  prece- 
dente y se  reitera  la  prohibición  de  que 
pueda  expedir  títulos  de  arquitectos  la  co- 
fradía de  nuestra  Señora  de  Belen.  (Realór- 
den  1800  y provis.  de  la  C.  de  1001.) 

R.  C.  de  2 octubre  de  1014. 

Aprobación,  títulos  y nombramientos. 

«Don  Fernando  VII  por  la  gracia  de  Dios... 
he  tenido  á bien  mandar: 

1. “  Que  se  guarde  el  estatuto  33  de  la 
Academia  de  San  Fernando  en  su  párrafo  3.D 
sobre  la  aprobación  de  arquitectos  y maes- 
tros de  obras,  continuando  la  prohibición 
de  que  ningún  tribunal,  ciudad,  villa  ni 
cuerpo  alguno  eclesiástico  ó secular  conce- 
da título  de  arquitecto  ni  de  maestro  de 
ohras,  ni  nombre  para  dirigirlas  al  que  no 
se  haya  sujetado  al  riguroso  examen  de  la 
Academia  de  San  Fernando  ó de  la  de  San 
Carlos  en  el  reino  de  Valencia;  y quedando 
abolidos  los  privilegios  que  conservaron  al- 
gunos pueblos  de  poder  dar  títulos  de  arqui- 
tectos y de  maestros  de  obras  arbitraria- 
mente. 

2. °  Que  con  arreglo  á la  circular  expe- 
dida en  28  de  febrero  de  1787  los  arquitec- 
tos o maestros  mayores  de  las  capitales  y 
cabildos  eclesiásticos  principales  del  reino 
sean  precisamente  académicos  de  mérito  de 
San  Femando  ó San  Cárlos,  si  fuere  -en  el 
reiuo  de  Valencia;  para  lo  anal  siempre  que 


baya  vacante  de  este  empleo,  lo  avisen  á di- 
chas Academias,  con  expresión  del  sueldo 
asignado,  y de  los  sugetos  dignos  de  desem- 
peñarlo que  hayan  determinado  elegir  antes 
de  darles  posesión;  quedando  siempre  en  su 
fuerza  y vigor  ia  orden  circular  de  55  de 
noviembre  de  1777,  expedida  á todos  los  re- 
verendos obispos  y prelados  del  reino,  en 
que  se  previene  que  se  presenten  á una  de 
las  dos  referidas  Academias,  para  su  apro- 
bación, el  diseño  de  los  retablos  y demás 
obras  de  los  templos,  y la  de  20  de  diciem- 
bre de  1798,  expedida  á todos  los  Ayunta- 
mientos, Cuerpos,  Magistrados  y personas 
á quienes  compitiese,  con  especial  encargo 
de  que  antes  de  dirigir  a mi  Consejo  los  pro- 
yectos, planes  y dibujos  de  obr;  s de  arqui- 
tectura, se  presenten  á 1.a  Academia  para  su 
examen  y aprobación,  ó enmienda  en  caso 
de  necesitarla,  con  la  explicación  conve- 
niente por  escrito  de  los  dibujos  de  los  pla- 
nes, alzados  y córtes  de  las  fábricas  que  se 
ideasen,  pava  que  examinados  atenta,  bre- 
ve y gratuitamente  por  los  profesores  de  ar- 
quitectura, advierta  la  misma  Academia  el 
mérito  ó errores  que  contuviesen,  dándose 
de  todo  la  certificación  correspondiente  por 
el  secretario  de  la  misma  Academia,  según 
todo  se  expresa  en  la  citada  Real  previsión 
de  5 de  enero  de  1801,  y bajo  las  penas  con- 
tenidas en  ella  y demás  órdenes  y circulares 
que  van  expresadas. 

3.°  Y úitimamenle , que  se  presenten  en 
la  Academia  los  diseños  de  pinturas  ó esta- 
tuas que  han  de  fijarse  ó colaearse  en  sitios 
públicos  y templos  a espensas  de  los  cau- 
dales también  públicos,  ó de  comunidades 
ó de  otros  cuerpos;  conforme  ¿ lo  prevenido 
por  los  sagrados  cánones  y en  cumplimien- 
to de  la  R.  O.  de  H de  enero  de  1808. 

Publicada  en  el  ini  Consejo  esta  mi  Real 
determinación,  acordó  su  cumplimiento,  y 
para  ello  expedir  esta  mi  cédula.  Por  la 
cual  os  mandó  á todos  y á cadada  uno  de 
vos  en  vuestros  lugares,  distritos  y juris- 
dicciones, la  veáis,  guardéis,  cumpláis  y 
ejecutéis,  y hagais  guardar,  cumplir  y eje- 
cutar en  la  parte  que  os  corresponda  , sin 
contravenirla,  permitir  ni  dar  lugar  á que 
se  contravenga  en  manera  alguna.  Y encar- 
go á los  muy  reverendos  arzobispos,  reve- 
rendos obispos,  cabildos  de  las  Santas  Igle- 
sias , prelados  regulares  y demás  jueces 
eclesiásticos  de  estos  mis  reinos,  contribu- 
yan al  cumplimiento  y observancia  de  lo 
que  va  mandado  en  lo  que  les  Corresponda, 
dando  para  elto  las  órdenes  y providencias 
que  tuvieren  por  oportunas;  que  así  es  mi 
voluntad;  y que  al  traslado  impreso  de  esta 
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mi  cédala,  firmado  de  D.  Bartolomé  Mu- 
ñoz de  Torres,  mi  secretario,  escribano  de 
cámara  roas  antiguo  y de  Gobierno  de  mi 
Consejo,  se  le  dé  la  misma  fé  y crédito  que 
á su  original.  Dado  en  Palacio  á 2 de  octu- 
bre de  1814.»  (CL.  t . 1.°,  p.  294.) 

C.  del  C.  R.  de  30  de  abril  de  1816. 

Reencarga  las  disposiciones  vigentes  sobro  las  cir- 
cunstancias que  deben  tener. 

Extracto. — Haciéndose  cargo  de  dos  Rea- 
les órdenes  de  24  y 31  de  marzo  de  1815 
por  las  que  se  encarga  el  cumplimiento 
de  las  vigentes,  dice:  «S.  M ha  acor- 

dado se  expida  circular  á las  Ghancillerias 
y Audiencias  Reales,  Corregidores  y Alcal- 
des mayores  del  reino  y a los  muy  reve- 
rendos arzobispos,  reverendos  obispos,  ca- 
bildos de  las  Santas  Iglesias,  prelados  re- 
gulares y demás  jueces  eclesiásticos  de  es- 
tos reinos,  reencargando  e!  mas  puntual  y 
exacto  cumplimiento  de  la  Real  provisión 
de  5 de  enero  de  1801  y Real  cédula  de  2 
de  octubre  de  1814 que  quedan  referidas.» 
(CL.  t.  5.°, p.  1 13.) 

R.  O.  de  20  noviembre  de.  1827. 

Que  los  Directores  subinspectores  de  ingenieros  nom- 
bren tos  de  las  plazas,  asi  como  los  maestros  de 
obras. 

(Guerra.)  «En  16  de  marzo  de  1826  mi 
antecesor  el  Marqués  de  Campo  Sagrado 
dijo  al  de  V.  E.  en  aquella  fecha  lo  siguien- 
te; El  Rey  nuestro  señor  ha  resuelto  que  en 
la  plaza  de  Jaca  haya  un  arquitecto  ó maes- 
tro mayor  de  albañileria,  que  atienda  á 
los  reparos  y reconocimientos  que  se  ofrez- 
can en  las  fortificaciones  y edificios  milita- 
res de  ella,  por  cuyo  trabajo  quiere  Su 
Majestad  que  disfrute  de  la  dotación  de  100 
ducados  anuales,  que  deberán  cargarse  en 
las  relaciones  semanales  de  obras,  sin  per- 
juicio de  que  cuando  haya  trabajos  forma  - 
les en  dicha  plaza,  disfrute  el  jornal  labo- 
rarlo que  le  corresponda  en  los  dias  que  se 
emplee  exclusivamente  en  ellos;  y para  di- 
cho destino  ha  nombrado  S.  M.  al  profesor 
de  arquitectura  Mariano  Oliva;  debiendo 
los  que  en  lo  sucesivo  obtengan  este  desti- 
no ser  nombrados  por  el  director  subins- 
pector de  ingenieros  del  reino  de  Aragón, 
con  aprobación  del  ingeniero  general , de 
cuyo  nombramiento  deberá  lomarse  razón 
en  las  oficinas  de  cuenta  y razón.  Cuya 
Real  determinación  me  manda  S-  M.  que 
la  repita  nuevamente  á V.  E*,  á fin  de  que 
se  sirva  disponer  se  traslade  por  el  Ministe- 
rio de  su  cargo  á las  intendencias  de  todas 
las  provincias,  para  que  tanto  con  el  de  la 


expresada  plaza  como  con  los  que  se  nom- 
bren para  los  demás  puntos  que  el  ingenie- 
ro general  conceptúa  necesarios,  siguién- 
dose el  mismo  método  establecido  para 
aquel,  según  particularmente  se  le  previno 
al  darle  traslado  de  la  inserta  Real  órden, 
se  observe  su  cumplimiento  y se  torne  ra- 
zón por  las  oficinas  de  Ueal  Hacienda  de  los 
respectivos  nombramientos,  para  que  en 
las  relaciones  sexmensales  se  les  pueda  ha- 
cer el  abono  de  la  asignación  fija  que  se  les 
señale  en  ellos.  De  Real  orden  .etc.  Madrid 
20  de  noviembre  de  1827.»  (CL.  t.  12  apén- 
dice p.  268.) 

R.  C „ de  21  abril  de  1828. 

Sobre  el  nombramiento  de  los  de  corporaciones  y 
ejercicios  de  las  nobles  artes. 

Extracto.— Esta  Real  cédula  fechada  en 
Vitlafrariea  de  Ebro,  después  de  un  estenso 
preámbulo,  recuerda  en  sus  varios  artícu- 
los las  disposiciones  vigentes  , ordenando 
su  cumplimiento.  Soloen  el  3.°  contiene 
una  nueva  disposición  que  en  aquellas  no 
se  observa,  dice  así: 

«3.°  Que  los  arquitectos  maestros  ma- 
yores de  ías  capitales  y cabildos  eclesiásti- 
cos del  reino,  sean  precisamente  académi- 
cos de  mérito  ó arquitectos  de  San  Fernan- 
do, ó de  San  Cárlos  si  fuese  en  el  reino  de 
Valencia,  y de  San  Luis  de  Zaragoza  y Con- 
cepción de  Valladobd  en  sus  respectivos 
distritos;  para  lo  cual  siempre  que  haya» 
vacante  de  este  empleo,  lo  avisen  á dichas 
Academias,  con  espresion  del  sueldo  asig- 
nado y de  los  sugetos  dignos  de  desempe- 
ñarlos, que  hayan  determinado  de  elegir 
antes  de  darles  posesión,  cuya  elección  será 
libre,  aunque  guardando  ia  prerogativa  á los 
académicos  de  respecto  de  los  arquitectos, 
y á estos  la  que  por  sus  facultades  y mayor 
suficiencia  se  adquirieron  sobre  los  maes- 
tros de  obras  autorizados  por  las  mismas 
con  facultades  restrictas.» 

R.  O.  de  7 febrero  de  1835. 

Que  sean  nombrados  maestros  mayores  de  obras  de 
los  Ayuntamientos  y otras  corporaciones. 

«Los  arquitectos  y maestros  de  obras 
aprobados  por  la  Real  Academia  de  San 
Fernando,  residentes  en  Barcelona,  han 
acudido  á S.  M.  ia  Reina  Gobernadora  ha- 
ciendo presente  que  á pesar  de  lo  preveni- 
do en  la  R.  C.  de  21  de  abril  de  1828,  man- 
dada observar  en  aquel  principado  por  Real 
órden  de  26  de  diciembre  de  1833,  no  han 
podido  conseguir  ser  nombrados  maestros 
mayores  de  Us  obras  de  los  Ayuntamientos, 
cabildos,  Audiencias  y otras  corporaciones, 
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á pesar  de  haber  ofrecido  servir  esto3  en- 
eanros  sin  mas  situados  que  las  dietas  ó ho- 
norarios que  devenguen  en  las  comisiones, 
las  cuales  se  confian  por  las  autoridades  á 
albañiles.  Enterada  S.  M.  y conformándose 
con  lo  expuesto  por  la  citada  Real  Acade- 
mia, se  ha  servido  mandar  que  en  la  com- 
prensión de  ese  Gobierno  civil  cuide  V.  S. 
de  que  tenga  efecto  y debido  cumplimiento 
Ja  expresada  Real  cédula  y demás  disposi- 
ciones que  gobiernan  en  la  materia,  por  lo 
que  en  ello  se  interesa  el  ormato  de  los 
pueblos  y la  seguridad  de  los  edificios.  De 
Real  orden,  etc.  Madrid  7 de  febrero  de 
11135.»  (CL.  t.  20,  apénd p.  a.) 

II.  O.  de  19  junio  de  1859. 

Qu«  puedan  adquirir  el  título  de  agrimensor. 

(Gob.)  « S.  M se  ha  dignado  re- 

solver que  á los  arquitectos  aprobados  por 
cualquiera  (Academia)  de  las  Noble»  Artes 
se  les  expida  el  titulo  de  agrimensores,  cuan- 
do lo  soliciten,  con  solo  acreditar  que  ha 
obtenido  el  de  tales  arquitectos,  acompa- 
ñando la  certificación  competente  á la  ins- 
tancia que  debe  presentar  cada  interesado 
al  Jefe  político  respectivo  á fin  de  que  pa- 
sándola á este  Ministerio,  se  le  dé  el  curso 
regular  hasta  que  se  les  expida  el  título, 
previo  el  pago  de  los  derechos  establecidos, 
y rebajándose  de  ellos  la  parte  correspon- 
dente al  exámen  de  que  se  les  dispensa. 
Digolo  á V.  S.,  etc.  Madrid  19  junio  de 
1839.»  (CL.  t.  25,  p.  362. J 

R.  O.  de  16  febrero  de  1844. 

Que  la  Academia  y los  arquitectos  no  invadan  las 

Atribuciones  de  lus  ingenieros. 

(Gob.)  «He  dalo  cuenta  á la  Reina  de 
lo  expuesto  por  esa  Academia  en  24  de  oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  con  motivo 
de  haberse  resuelto  por  R.  O.  de  21  de 
marzo  anterior  que  se  pusieran  bajo  la  di- 
rección del  ingeniero  de  la  provincia  de 
Barcelona  las  obras  de  la  carretera  proyec- 
tada desde  dicha  ciudad  á Vich,  que  la  Di- 
putación provincial  habia  encomendado  an- 
tes a un  arquitecto:  y enterada  S.  M.  del 
expediente  instruido  con  este  motivo,  así 
como  de  las  disposiciones  vigentes  relati- 
vas á la  organización  y servicio  de  las  obras 
públicas  de  caminos,  canales,  puertos  y 
demás  análogas  dependientes  de  este  Mi- 
nisterio, ha  tenido  á bien  mandar  se  mani- 
fieste á esa  Academia  que  la  resolución  ci- 
tada y sus  consecuencias  están  acordes  con 
la  legislación  vigente  de  las  expresadas 
obras,  las  cuales  por  su  trascendencia  en  ei 
fomento  de  la  riqueza  general,  forman  una 


parte  principal  de  la  Administración  pú- 
blica, y se  hallan  por  lo  tanto  bajo  la  su- 
prema vigilancia  y dirección  del  Gobierno, 
que  por  delegación  del  mismo,  ejercen  esas 
atribuciones  la  Dirección  general  ¿ingenie- 
ros del  ramo,  bien  sean  costeadas  las  obras 
con  fondos  del  Tesoro  público,  con  arbitrios 
generales  ú con  los  particulares  de  las  pro- 
vincias, en  la  forma  que  para  unas  y otras 
determinan  las  referidas  disposiciones  vi- 
gentes; y que  la  misma  Academia  procure 
tener  presente  la  distinción  que  establecen 
aquellas  entre  las  obras  délos  edificios  y 
monumentos  urbanos,  propias  de  su  com- 
petencia y de  los  arquitectos,  y las  de  ca- 
minos, canales,  puertos  y demás  análogas,  á 
fin  de  que  se  inhiban  en  lo  sucesivo  del  co- 
nocimiento que  basta  aquí  hayan  podido  te- 
ner respectivamente  en  el  exámen,  aproba- 
ción y dirección  de  estas  últimascuando  sean 
costeadas  con  fondos  públicos.  Dios,  etc. 
Madrid  16  de  febrero  de  1844.  Sr.  Secreta- 
rio de  la  Academia  de  Nobles  Artes  de  San 
Fernando.  (CL.  t.  32,  p.  228.) 

R.  O.  de  25  noviembre  de  1846. 

Qué  intervención  deben  tener  en  Lis  obras  públicas 
y pavadas:  id.  ios  ingenieros. 

(Gob.)  «Excmo.  Sr.:  He  dado  cuenta 
á la  Reina  (Q.  D.  G.)  de  las  exposiciones 
elevadas  á este  Ministerio,  por  los  arqui- 
tectos de  Valencia,  Zaragoza,  Barcelona, 
Sevilla,  Valladolid,  León  y Granada,  en  so- 
licitud deque  se  haga  una  aclaración  sobre 
el  decreto  de  10  de  octubre  del  año  ultimo, 
relativa  á las  obras  públicas  de  caminos, 
canales  y puertos,  y enterada  S.  M,  de  to- 
do, se  ha  dignado  resolver  lo  siguiente: 

Artículo  1.®  Las  obras  públicas  desig- 
nadas en  el  art.-1.°  de  la  instrucción  de  10 
de  octubre  de  1845,  son  las  que  por  los  re- 
glamentos orgánicos  de  la  Dirección  gene- 
ral y del  cuerpo  de  ingenieros  de  caminos, 
canales  y puertos. forman  este  ramo  de  la 
Administración. 

Art.  2.“  Corresponde  á los  profesores 
de  arquitectura  proyectar  y dirigir  las  obras 
de  nueva  planta  de  toda  clase  de  edificios, 
tanto  públicos  como  particulares,  las  de 
fontanería;  la  medida,  tasación  y repara- 
ción, así  interior  corno  esterior  de  las  mis- 
mas obras,  y las  visitas  y reconocimientos 
que  en  ellas  se  ejecuten  ya  sean  por  man- 
dato judicial,  ya  gubernativo,  ó ya  por 
convenio  de  las  partes. 

Art.  3.“  De  igual  modo  podrán  los  ar- 
quitectos proyectar  y dirigir  los  caminos, 
puentes,  canales  y demás  obras  de  servi- 
cio particular  y utilidad  privada,  sujetáis 
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dose  en  su  ejecución  á las  disposiciones  ge- 
nerales que  rigen  respecto  á las  expresadas 
obras. 

Art.  4.°  Quedan  sin  ningún  efecto  des- 
de esta  fecha  las  lis.  Ords.  de  7 y 25  de  no- 
viembre de  1853,  por  las  cuales  se  enco- 
mendaba á los  ingenieros  de  caminos  la  di- 
rección de  las  obras  de  los  presidios  cor- 
reccionales. 

Art.  5.°  La  Real  Academia  de  San  Fer- 
nando cuidará  de  que  se  observe  puntual- 
mente en  lo  sucesivo  lo  dispuesto  en  la 
R.  O.  de  16  de  febrero  de  1844,  por  la  cual 
se  declaró  que  no  son  de  su  competencia 
ni  de  la  de  los  arquitectos  las  obras  públi- 
cas de  caminos,  canales,  puertos  y demás 
análogas,  cuidando  también  por  su  parte  la 
Dirección  general  de  que  ios  ingenieros  de 
caminos  se  limiten  á las  construcciones  que 
se  bailan  puestas  a su  cargo  por  la  instruc- 
ción y reglamentos  cúados  en  el  art.  I .'  de 
de  esta  aclaración. 

De  Real  orden,  ele.  Madrid  25  de  no- 
viembre de  1846.  [CL.  i.  39,  p.  170.) 

Tí.  O.  de  24  marzo  de  1854. 

Aprueba  una  tarifa  de  honorarios  de  Jos  arquitectos. 

Esta  Real  orden  y tarifa  que  no  se  insertó 
en  la  colección  legislativa,  se  reprodujo  pos- 
teriormente en  1858  donde  la  veremos. 

R.  O.  de  14  setiembre  de  1855. 

Nombrando  una  comisión  para  deslindar  sus  atribu- 
ciones, las  de  los  ingenieros  y maestros  de  obras. 

(Fom.)  «(Exorno.  Sr. : La  multitud  de  que- 
jas que  hace  largo  tiempo  se  .lian  producido  . 
por  los  arquitectos  de  esta  córte  y los  de  va-  | 
lias  provincias,  respecto  á la  invasión  por  los 
maestros  de  obras  y otras  clases  mas  subal  - 
ternas de  atribuciones  que  creen  aquellos 
pertenecerles  legítima  y exclusivamente,  ha- 
ría infructuosa  una  medida  que  no  fuese  ra- 
dical é hija  de  la  meditación  de  personas 
ilustradas  y de  la  -confianza  del  Gobierno 
dcS.  M. 

Mas  como  no  solo  hayan  surgido  diferen- 
cias cutre  l;is  referidas  clases,  sino  que  los  ; 
arquitectos  creen  también  que  á los  ingenie- 
ros de  caminos,  can  alas  y puertos  se  les  han 
confiado  obras  que  por  su  naturaleza  requie- 
ren la  dirección  ó intervención  facultativa  de 
los  arquitectos,  de  aquí  nace  la  necesidad  de 
meditar  igualmente  sobre  este  punto,  deslin- 
dando, si  es  posible,  las  atribuciones  de  unos 
y otros,  ó mejor  dicho,  las  de  todas  las  pro- 
fesiones citadas  que  puedan  dar  lugar  á con- 
fusión ó interpretaciones. 

A fin  pues  de  conseguir  estos  objetos,  y el 

Tomo  I. 
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tal  vez  no  menos  útil,  siendo  factible  y con- 
veniente, de  organizar  el  servicio  de  obras 
civiles  en  todas  las  provincias  del  reino  en 
razonables  límites,  sin  excesivo  gravámen  de 
sus  presupuestos,  con  utilidad  de  las  mismas, 
y de  manera  que  la  instalación  pueda, ser  bien 
recibida;  la  Reina  Q.  D.  G.jse  ha  servido 
nombrar  una  comisión  presidida  por  V.  E. 
compuesta  de  los  arquitectos  ó ingenieros  si- 
guienles:  D.  Antonio  de  Zabalela,  D.  Cárlos 
María  de  Lastro,  D.  José  Jesús  de  la  Llave, 
D.  Lucio  del  Valle,  D José  Al  mazan,  y don 
José  Joaquín  lbarrola,  haciendo  de  secreta- 
rio con  voto  el  mas  joven  de  los  vocales. 

EsLa  comisión  tendrá  por  objeto  discutir  el 
pliego  de  deslinde  de  atribuciones  y demás 
proyectos  que  presentará  la  clase  de  arqui- 
tectos por  tener  ya  trazados  algunos  trabajos 
de  esta  especie,  fundados  en  casos  prácticos, 
y proponer  al  Gobierno  de  S M.  lo  que  crea 
acertado  para  dictar  en  su  vista  las  disposi- 
ciones mas  convenientes  á los  intereses  del 
país  y al  de  las  respectivas  profesiones, 
S.  M.  confia  asimismo  a la  rectitud  é inteli- 
gencia de  la  comisión  nombrada  el  respeto,  y 
caso  necesario,  la  defensa  legal  y justa  de 
las  atribuciones  de  las  clases  que  en  aquella 
no  tienen  representación,  y que  no  por  ser 
subalternas  son  menos  dignas  de  la  considera- 
ción del  Gobierno.  De  Real  orden  eLc.  Ma- 
drid 14  de  setiembre  de  1855. » [CL.  t.  66, 

p.  81.) 

Tí.  O.  de  31  mayo  de  1858, 

Sobre  honorarios  de  ios  arquitectos. 

(Gob.)  «El  presidente  de  la  Real  Acade 
mia  de  Nobles  Artes  de  San  Fernando  se  ha 
dirigido  á este  Ministerio  exponiendo  la  in- 
observancia que  se  advierte  en  repetidos  ca- 
sos de  la  tarifa  especial  de  los  honorarios  que 
corresponden  á los  arquitectos  por  los  traba- 
jos de  su  profesión,  aprobada  por  R . Ü.  de 
21  de  marzo  de  1834,  rebajándose  arbitraria 
y discrecionalmente  las  cuentas  que  presen- 
tan, y lastimando  con  ello  á la  vez  los  intere- 
ses y el  decoro  de  tan  honrosa  profesión, 
cuyos  servicios  artísíico-cienlíficos  nunca 
pueden  apreciarse  por  el  tiempo  que  invier- 
ten. En  su  consecuencia,  y deseando  S,  M. 
que  no  se  menoscaben  los  ligítiinos  derechos 
declarados  á los  arquitectos  por  la  referida 
Real  orden,  ha  tenido  á bien  mandar  que  se 
reproduzca  la  publicación  de  la  mencionada 
tarifa  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  y 
encargando  á V.  S.  que  prevenga  á'los 
Ayuntamientos,  corporaciones  y particulares 
de  la  misma  su  puntual  observancia.  De  or- 
den de  S.  M.  etc.  Madrid  31  de  mayo  de 
1858  » (CL.  t.  76,  p.  316.) 
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TARIFA 

de  los  honorarios  que  deberán  percibir  los 
arquitectos  de  la  Real  Academia  de  San 
Fernando  por  los  diferentes  trabajos  de  su 
profesión. 


HONORARIOS  RELATIVOS  AL  COSTE  TOTAL  Ó 
VALOR  DE  LAS  FINCAS.  _ 

Obras  de  nueva  planta  en  el  punto  de  resi- 
dencia de  los  arquitectos. 

Por  dirección,  planos  de  proyecto  y demás  necesarios 
en  obras  particulares. 


Hasta  100,000  rs.  de  coste. 

w 

o p 

150,000. 

4,75 

200,000 

4,5 

300,000.  

4,25 

400,000 

4 

500,000 

3,75 

600,000. 

3,5 

700,000. , 

3,25 

800,000 

3 

900,000 

2,75 

1.000.000. 

2,5 

1.300,000 

2,25 

2.000,000 

2 

Por  planos  do  proyecto  y su  presupuesto  en 
[particulares. 

Hasta  -100,000  rs.  de  coste. 

2,5  p 

150,000 

2,375 

200,000 

2,25 

300,000 

2,125 

400,000.  

2 

500,000.- 

1,875 

600,000. . 

1,75  ■ 

700,000.  .......... 

-1,625 

800,000 

4,5 

900,000.  .......... 

1,375 

1. 000,000., 

■1,25 

1.500,000 

1,125 

2.000,000 

4 

Por  planos  do  proyecto  para  obras  particulares. 
Hasta  -100,000  rs.  de  coste.  2 p.g 


150,000 

4,9 

200,000 

1,8 

300,000.  

4,7 

400, 0b0 

1,6 

500,0^0. . . . . , 

1,5 

600,000 

4,4 

700,000 ....... 

1,3 

800.000.  , 

4,2 

900,000 ;■ 

1,1 

1.000/000.  

i 

1.500,000..  ........ 

0,9 

2.000,000.  

0,8 

Por  presupuestos  para  obras  particulares. 


100,000  rs.  de  coste. 

0,5  p 

150,000 

0,475 

200,000 

0,45 

300,000 

0,425 

400,000 

0,4 

500,000 

0,575 

600,000 ..  . .. 

0,35 

700,0(10 

0,325 

800,000 

0,3 

9üu,Ul)Ü 

0,275 

1.000,000 

0,25 

1,500,000 

0,225 

2.000,000 

0,2 

Por  copia  de  planos  de  proyecto  para  oblas 
particulares. 


Hasta  100,000 6,5  p.g 

450.000  (),47o 

200.000. ... 0,45 

300.000 . ..........  0,425 

400.000  0,4 

500.000  0,375 

600.000.  ..........  0,35 

700,000...........  0,325 

500.000  0,3 

900.000  0,275 

1.000. 000.... 0,25  ■ 

1.500,000 0,225 

2.000. 000 0,2 


INOTAS. 

Cuando  el  coste  exceda  de  dos  millones 
de  reales  se  abonará  al  arquitecto  uu  suel- 
do anual  de  i 2 á 16,000-  rs  , mas  el  } por 
l (JO  del  coste  por  los  planos  y presupuestos. 

A todo  proyecto  debe  acompañar  el  pre- 
supuesto si  el  dueño  de  la  obra  lo  exije.  De 
todos  modos  el  arquitecto  lo  hará  para  cal- 
cular los  honorarios  que  le  corresponden. 

Si  ios  planos  de  proyecto  estuviesen  en 
croquis  solamente,  se  rebajará  un  10  por 
100  de  su  importe. 

Cuando  la  obra  no  se  ejecute  quedándose 
solo  en  proyecto,  se  arreglarán  los  hono- 
rarios por  el  presupuesto  que  forme  el  ar- 
quitecto. 

Cuando  la  obra  se  ejecute,  si  su  coste  ex- 
cede al  presupuesto,  se  arreglarán  los  hono- 
rarios por  el  presupuesto;  y si  este  excede  á 
aquel,  se  arreglaran  por  el  coste,  siempre 
que  en  ambos  casos  se  ejecute  la  obra  sin 
variar  el  proyecto. 

Obras  de  reforma,  apeos , demoliciones,  etc. 

En  las  obras  de  reforma  en  que  sea  nece- 
saria la  formación  de  planos,  se  arreglarán 
los  honorarios  por  la  tarifa  (pie  corresponde 
á ias  de  nueva  planta. 


ARQUITECTO. 

Donde  no  haya  planos  los  honorarios  se 
calcularan  por  un  tanto  mensual  que  será 
en  las  que  duren  mas  de  una  semana,  de 
600  rs. 

En  las  que  no  lleguen  á durar  una  semana 
se  considerarán  las  existencias  como  recono- 
cimientos. 
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Hasta  250.  'tJ  549 

500.. U6 

¿00 ■ 4,36 

600 4 

.900 3,32 

4,200.  .........  2,8 

Desde  1,200  en  adelante.  2,46 


HONORARIOS  POR  TASACIONES  DE  FINCAS  UR- 
BANAS . 


Hasta 


50,000  rs.  de  coste 

0,5 

100,000 

0,47 

200,000. 

0,44 

300,000 

0,42 

400,000 

0,42 

500,000 

0,4 

600,000 

0,37 

700,000 

0,34 

800,000 

0,32 

900,000 

0,31 

1.000,000.  . 

0,3 

1 .500,000 

0,28 

2.000,000 . . ... 

0,27 

2.500,000 

0,26 

3.000,000  

0,25 

4.000,000. „ 

0.24 

5.000,000 

0,23 

6.000,000 

0,22 

7.000.000 

0,21 

8.000,000.. 

0,2 

IX ota  . Cuando  las 


tasaciones  tengan  por 


objeto  la  división  de  las  (incas,  los  honorarios 
serán  dobles,  debiendo  el  arquitecto  entre- 
gar á los  diferentes  interesados  lus  planos 
respectivos;  y en  caso  de  no  tener  esta  obli- 
gación, deberán  serlos  honorarios  solo  la  mi- 
tad mas  de  los  marcados  en  la  tabla  anterior. 


HONORARIOS  RELATIVOS  Á LA  ESTEN SION  SU- 
PERFICIAL DE  LAS  FINCAS. 


Por  medición  de  fincas  urbanas  para  averiguar  la  es- 
tensión  superficial  que  ocupan. 


Hasta  100  mets.  cuads.  3,2  rs.  p.  metr. 

150 2,8 

200 2,68 

250 2,56 

300 2,3 

400..  2, ib 

600 ■ . ■ r - 2 

900 1,66 

1/200 M 

Desde  1,200  en  adelante.  1,28 


Por  medición  de  fincas  urbanas  entregando  los  planos 
á los  interesados. 

Hasta  100  mets.  cuads.  6,4  rs.  p.  metr. 

ri-0.  5^, 

200 5h>6 


Por  medición  do  solans  para  averiguar  y certificar  su 
extensión  superficial. 


Hasta 

1 00  mets.  cuads. 

1 ,G  rs,  p. 

metr 

150 

1,4 

200.  

1,34 

250 

1,28 

300 

1,15 

400 

1,9 

600 

1 

900 

0,33 

1,200  en  adelante . 

0,7 

Desde 

1,200 

0,64 

Por  medición  y división  de  valores  entregando  los 

planos. 

Hasta 

100  mets.  cuads. 

2,5  rs.  p. 

metr 

150 ... 

2,5 

20U 

2,1 

2oü ... 

2 

300. . ......... 

1,9 

400. . ......... 

US 

600 

1,7 

900 

1,6 

1,200.  . 

4,4 

Desde 

1,200  en  adelante. 

1,28 

Honorarios  por  reconocimiento , certifica- 
t 'iones,  consultas  y reconocimientos  de  tí- 
tulos, planos  tí  otros  documentos. 

Cada  asistencia  á reconocimiento  , 60 
reales.  Cada  certificación,  60  rs.  Cada  con- 
sulta, 40  rs.  Para  reconocer  títulos,  planos 
ú oiros  documentos  se  aumentará  á los  de- 
rechos desde  60  rs.  á 200. 

Nota.  En  todos  los  reconocimientos  y 
consultas  se  abonarán  además  los  honora- 
rios correspondientes  álos  trabajos  de  pla- 
nos ü otros  que  ocurran. 

Honorarios  por  los  diferentes  trabajos  que 
los  arquitectos  de  la  Real  Academia  de 
San  Fernando  ejecuten  relativamente  a 
su  profesión  fuera  del  punto  de  su  resi- 
dencia. 

Siendo  á distancia  menor  de  cuatro  le- 
guas, los  honorarios  se  aumentarán  un  25 
por  10b  sobre  los  establecidos  para  cada 
clase  de  trabajos,  escepto  los  presupuestos, 
los  planos  de  proyecto  y sus  copias,  que  no 
variarán. 

Siendo  á distancia  de  4 á 10  leguas  , se 
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aumentará  un  30  por  i 00  con  las  mismas 
escepciones  anteriores. 

Siendo  á distancia  de  10  a 20  leguas , el 
aumento  será  de  7o  por  100,  esceptuando 
los  mismos  trabajos  que  en  los  anteriores. 

Siendo  á distancia  que  pase  de  20  leguas, 
el  aumento  será  de  100  por  100  con  las  es- 
cepciones indicadas. 

Nota.  En  todos  los  casos  serán  pagados 
los  gastos  de  viaje. 

Notas  generales. 

Los  honorarios  por  Administración  de 
fondos  serán 'en  todos  los  casos  el  1 por  100 
del  costeó  valor  de  las  obras. 

Los  honorarios  por  reconocimiento  do 
grande  interés  ó de  gravedad,  siendo  impo- 
sible fijarlos,  quedarán  a la  prudencia  del 
profesor. 

Los  honorarios  que  los  arquitectos  de  la 
Real  Academia  de  San  Fernando  deben  ; 
percibir  por  ios  diferentes  trabajos  de  su  [ 
profesión  en  la  Dirección  de  edificios  pú- 
blicos no  pueden  señalarse,  en  razón  á que 
generalmente  se  señala  al  director  de  tales 
trabajos  un  sueldo  decoroso. 

Sin  embargo,  debe  considerarse  que  los 
derechos  por  ios  planos  de  proyecto  serán 
en  general  el  doblo  de  ios  establecidos  para 
fas  casas  particulares.  Además  debe  adver- 
tirse que  no  corresponde  ai  arquitecto  sa- 
tisfacer los  honorarios  á los  auxiliares  que 
necesite  para  sus  trabajos. 

Por  las  tasaciones  de  edificios  públicos 
ios  derechos  son  los  mismos  que  para  los 
particulares. 

En  las  restauraciones  de  monumentos  el 
profesor  con  su  prudencia,  atendiendo  á la 
importancia  del  asunto  y á las  circunstan- 
cias particulares  de  cada  caso,  lijará  los  ho- 
norarios que  le  corresponde  percibir.» 

R.  D.  de  l.°  diciembre  de  11158. 

Creando  plazas  de  arquitectos  provinciales  y fijando 
sus  atribuciones. 

(Gob.)  «Tomando  en  consideración  las 
razones  que  me  ha  expuesto  el  Ministro  de 
la  Gobernación,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

Artículo  i."  Habrá  en  cada  provincia 
un  arquitecto  con  el  cual  deberá  asesorar- 
se el  Gobernador  siempre  que  baya  de  tu- 
rnar disposiciones  acerca  de  la  construc- 
ción de  edificios  del  Estado,  de  la  provin- 
cia y de  los  Ayuntamientos,  así  como  en 
todos  los.  asuntos  de  policía  urbana. 

Alt.  2,°  Estos  arquitectos  dirigirán 


también  todas  las  obras  de  su  competencia 
que  les  encarguen  los  Gobernadores  de  las 
provincias,  cualquiera  que  sea  su  natura- 
leza. 

Art,  3.°  Donde  no  baste  el  arquitecto 
de  provincia  para  ocurrir  á todas  las  aten- 
ciones del  servicio,  deberán  los  Goberna- 
dores proponer  á las  Diputaciones  provin- 
ciales la  creación  del  numero  de  plazas  de 
arquitectos  de  distrito  que  sean  necesa- 
rios. 

Art.  4.°  Corresponde  á los  arquitectos 
de  provincia,  y en  su  caso  á los  do  distri- 
to: primero,  hacer  los  planos,  proyectos, 
presupuestos  y pliegos  de  condiciones  de 
las  obras  del  Éstado,  provinciales  y muni- 
cipales; levantar  y rectificar  los  píanos  de 
las  poblaciones  y ejecutar  las  tasaciones, 
reconocimientos  y demás  trabajos  faculta- 
tivos que  les  encarguen  los  gobernadores; 
segundo,  evacuar  los  informes  que  estas 
autoridades  Íes  pidan  en  io  relativo  á su 
arte;  tercero,  vigilar  por  la  observancia  dé- 
las reglas  que  se  refieran  á su  profesión, 
proponiendo  á los  Gobernadores  lo  que  en 
este  sentido  estimen,  y especialmente  las 
mejoras  que  crean  convenientes  respecto  á 
los  edificios  públicos  y á la  salubridad,  re- 
creo y ornato  de  las  poblaciones. 

Art.  5 0 Los  Ayuntamientos  de  las  po- 
blaciones que  por  su  importancia  y la  ex- 
tensión de  sus  necesidades  quieran  tener 
arquitectos  propios,  podrán  tenerlos,  pa- 
gados de  su  presupuesto. 

Art.  6°  Tanto  los  arquitectos  de  dis- 
trito como  los  municipales,  reconocerán 
por  jefe  común  al  arquitecto  de  provincia, 
en  la  forma  que  determinen  los  regla- 
mentos. 

Att.  7.a  Las  autoridades  y corporacio- 
nes que  necesiten  del  auxilio  oficial  de  los 
arquitectos  de  provincia  ó de  distrito  de- 
berán solicitarlo  de  los  Gobernadores. 

Art.  8.a  Los  Ayuntamientos  conserva- 
rán la  dirección  que  les  concede  la  ley  vi- 
gente y la  que  puedan  concederles  las  pos- 
teriores en  las  obras  costeadas  por  los  fon- 
dos municipales  y las  ejecutarán  por  me- 
dio de  sus  propios  arquitectos,  cuando  los 
■tuvieren,  ó por  los  provinciales  ó de  distri- 
to que  á petición  suya  les  señale  el  Gober- 
nador. 

Art.  9 U Así  los  arquitectos  provincia- 
les como  ios  de  distrito  serán  individuos 
natos  de  las  comisiones  de  monumentos  ar- 
tísticos é históricos  de  las  provincias  en 
que  sirvan, 

Art.  10.  La  dotación  anual  de  ios  ar- 
quitectos provinciales  será  en  las  provin* 


cías  de  primera  y segunda  clase  de  15,000 
reales  á lo  menos,  y no  bajará  de  12,000  en 
las  de  tercera.  La  de  los  arquitectos  de  dis- 
trito será,  cuando  menos,  de  10.000  rs.  en 
las  provincias  de  primera  y segunda  clase, 
y de  8.000  en  las  de  tercera. 

Art.  11.  Disfrutarán  además  dichos  ar- 
quitectos, en  las  salidas  que  verifiquen  de 
su  domicilio  oficial  para  asuntos  y trabajos 
del  servicio,  de  una  indemnización  diaria 
de  40  reales  vellón . 

Art.  12.  Los  sueldos  de  que  trata  el 
art.  10  se  incluirán  en  los  presupuestos 
provinciales  y figurarán  en  ellos  como 
gastos  necesarios:  la  indemnización  por  las 
salidas  de  su  domicilio  se  satisfará  con  car- 
go al  capítulo  de  imprevistos  de  los  mismos 
presupuestos. 

Art.  13.  Así  los  arquitectos  de  provin- 
cia como  los  de  distrito  serán  nombrados 
por  mi  Gobierno  á propuesta  en  terna  de 
las  respectivas  Diputaciones  provinciales, 
anunciándose  siempre  las  vacantes  con  un 
mes  de  anticipación  en  el  Boletín  oficial  de 
la  provincia  y Gacela  de  Madrid,  á fin  de 
que. puedan  solicitarlas  cuantos  lo  estimen 
conveniente. 

Los  arquitectos  de  distrito  y municipa-  . 
les  con  tres  años  deservicio,  ocuparan  pre- 
cisamente el  primer  lugar  en  las  ternas;  y 
cuando  haya  mas  de  uno  que  se  encuentren 
en  tal  caso,  ocupará  este  lugar  el  mas  an- 
tiguo. 

Art.  14.  Los  Gobernadores,  oyendo  á 
las  Diputaciones  provinciales,  señalarán  á 
los  arquitectos  de  distrito  el  que  deba  ocu- 
par cada  uno,  procurando  que  abrace  un 
número  de  partidos  judiciales  completo. 
Los  arquitectos  de  provincia  tendrán  su 
residencia  oficial  en  las  capitales. 

Art.  15.  Las  relaciones  de  los  arqui- 
tectos de  provincia  con  los  municipales 
serán  respecto  de  las  obras  y trabajos  eje- 
cutados por  estos,  las  que  puedan  delegar- 
les los  Gobernadores  por  la  acción  que  en 
cada  caso  les  competa  con  arreglo  á las 
leyes. 

Art.  16.  Los  arquitectos  de  provincia 
serán  reemplazados  en  sus  ausencias  y en- 
fermedades por  el  mas  antiguo  de  los  de 
distrito,  donde  los  haya;  á falta  de  estos, 
por  los  municipales,  y cuando  esto  no  pue- 
da ejecutarse  sin  daño  del  servicio,  pro- 
pondrá el  Gob:  mador  ¡i  mi  Gobierno,  oyen- 
do á la  Diputación  provincial,  el  nombra- 
miento  interino  de  otro  arquitecto  y el  sueldo 
que  deba  dársele,  el  cual  seiá  satisfecho  de 
los  fondos  provinciales  con  cargo  al  ca- 
pítulo de  imprevistos. 
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Art.  17.  Solo  podrán  los  arquitectos 
de  provincia  y los  de  distrito  dirigir  las 
obras  de  particulares  y ocuparse  de  otros 
trabajos  de  su  profesión  mientras  los  Go- 
bernadores de  las  provincias  no  estimen 
indispensable  que  se  dediquen  exclusiva- 
mente al  desempeño  de  sus  destinos. 

Art.  18.  A las  órdenes  inmediatas  de 
cada  arquitecto  provincial  y de  distrito 
habrá  un  delineante,  que  residirá  en  la 
misma  población.  Su  dotación  será  en  las 
provincias  de  primera  y segunda  clase  de 
S,000  rs.  anuales,  y de  6,000  en  las  de 
tercera.  Disfrutaran  además  en  las  salidas 
que  verifiquen  de  su  domicilio  oficial  para 
asuntos  y trabajos  del  servicio  de  una  in- 
demnización diaria  de  24  rs.  vn.  Los  sueldos 
é indemnizaciones  de  estos  delineantes  se 
pagarán  también  de  los  fondos  provincia- 
les, en  la  misma'  forma  que  se  establece 
respecto  de  los  arquitectos,  y para  el  nom- 
bramiento de  cada  uno  propondrá  la  Dipu- 
tación una  terna,  siempre  que  sea  posible, 
á la  elecion  del  Gobernador,  que  resolverá 
oyendo  precisamente  al  arquitecto  de  pro- 
vincia. 

Art.  19.  Los  arquitectos  provinciales 
y municipales  de  Madrid  continuaran  en 
los  términos  que  basta  aquí,  ínterin  no 
sean  objeto  de  una  resolución  especial. — • 
Dado  en  P Jacio  á 1.”  de  diciembre  de 
-1858.»  ( GL , I 78,  p.  203.' 

R.  D.  de  í 4 marzo  de  1860. 

Aprobando  el  rojamente  para  la  organización  del 
servicio  do  arquitectos  provinciales. 

(Gob.)  «Conformándome  con  lo  que  me 
propone  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
Vengo  en  aprobar  el  reglamento  siguien- 
te para  la  ejecución  de  mi  R.  D.  de  f.“  de 
diciembre  de  4 858.  Dado  en  Palacio  á <4  de 
marzo  de  -1860. 

REGLAMENTO 

para  la  ejecución  del  R.  T).  de  i 0 de  diciem- 
bre de  Í838,  sobre  organización  del  servicio 
público  de  arquitectos  provinciales. 

DISPOSICIONES  ORGÁNICAS. 

Artículo  Lfl  Los  arquitectos  de  provin- 
cia y de  distrito  dependen  del  Ministerio  de 
la  Gobernación  y de  la  Dirección  general  de 
Administración  local,  ó de  la  que  en  ade- 
lantóse determine,  y ejercen  sus  actos  á las 
inmediatas  órdenes  de  los  Gobernadores  de 
provincia. 

Art.  2.°  La  provisión  de  las  plazas  de 
arquitecto  de  provincia  y de  distrito  se  ha- 
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rá  por  primera  vez  en  los  términos  que 
prescribe  el  art.  15  del  R.  D.  de  4 .°  de  di- 
ciembre de  1858. 

Art.  3.“  Para  ingresar  en  lo  sucesivo  en 
las  plazas  á que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior se  requiere: 

1. °  Ser  arquifecto. 

2. °  Llevar  dos  años  de  ejercicio  de  la 
profesión. 

3. "  No  haber  sido  privado  de  él  en  nin- 
gún tiempo. 

Art  4.°  El  ingreso  será  siempre  en  la 
clase  de  arquitecto  de  distrito  de  provin- 
cia de  tercera  clase,  y los  ascensos  serán 
graduales  y sucesivos. 

Art.  5-°  El  orden  de  aseensos  será  de 
arquitecto  de  distrito  de  provincia  de  terce- 
ra clase,  a arquitecto  de  distrito  de  pro- 
vincia de  primera  ó segunda  clase, de  arqui- 
tecto de  distrito  de  provincia  de  primera  6 
segunda  clase,  á arquitecto  de  provincia  de 
tercera  clase:  de  arquitecto  de  provincia  de 
tercera  clase,  á arquitecto  de  provincia  de 
primera  ó segunda  clase. 

Art.  6.°  Las  vacantes  para  ingresar  en 
la  carrera  serán  de  elección  libre  del  Go- 
bierno:  las  demás  se  proveerán  precisamen- 
te en  los  de  la  clase  inferior  inmediata, 
dándose  la  mitad  por  antigüedad  y la  otra 
mitad  á los  que  el  Gobierno  juzgue  mas  be- 
neméritos. = 

ATRIBUCIONES  Y DEBERES. 

Art.  7.°  Corresponde  á los  arquitectos 
de  provincia  y de  distrito. 

1. "  Estudiar  y formar  los  proyectos  de 
obras  de  nueva  construcción,  las  de  rapa- 
ración  y demolición  que  sean  de  importan- 
cia y se  les  encarguen  por  el  Gobernador  de 
la  provincia  en  todo  lo  re'ativo  á templos  y i 
parte  de  ellos,  palacios  de  Autoridades  ó 
Corporaciones,  establecimientos  de  admi- 
nistración de  justicia,  de  corrección,  de  sa- 
nidad, de  beneficencia,  de  instrucción  pú- 
blica, pósitos,  mercados,  cementerios,  ma- 
taderos, lavaderos,  baños,  teatros,  fuentes 
públicas,  conducción  y distribución  de 
aguas,  acequias,  alcantarillas,  empedrados; 
en  general  todas  las  construcciones  urba- 
nas sin  distinción  de  ningún  género  dentro 
de  las  poblaciones  y fuera  de  ellas,  todas  las 
rurales  y las  adyacentes  á las  carreteras, 
siempre  que  no  sean  del  servicio  inmediato 
de  estas. 

2. °  La  formación  de  presupuestos  para 
todas  estas  obras  y de  los  pliegos  de  con- 
diciones bajo  las  cuales  hayan  de  sacarse  á 
pública  subasta>  ó ejecutar  por  administra- 


ción en  los  casos  en  que  deba  hacerse  así, 
con  arreglo  á las  disposiciones  vigentes. 

5.°  La  medición- y tasación  de  las  obras 
y edificios  que  se  les  encargue  por  el  Go- 
bierno de  la  provincia. 

4. °  La  dirección  facultativa  de  todas  las 
obras  que  se  costeen  por  los  fondos  provin- 
ciales y se  ejecuten  por  administración. 

5. °  La  inspección  de  todas  las  obras  pro- 
vinciales que  se  ejecuten  por  contrata. 

6. °  La  dirección  é inspección  en  los 
mismos  casos  de  todas  las  obras  municipales 
euundo  no  existan  en  lapoblaeiun  arquitec- 
tos municipales. 

7. "  La  inspección  de  todas  las  demás 
obras,  de  cualquiera  clase  que  sean,  ya  cos- 
teadas por  corporaciones,  ya  por  empresas 
ó particulares,  con  arreglo  á lo  que  se  ex- 
presa en  el  art.  7.°  del  R.  D.  l.°  de  diciem- 
bre de  -1 858. 

8. °  Evacuar  ios  informes  facultativos  que 
se  le  pidan  ó encarguen  por  el  Gobierno  de 
la  provincia. 

9. °  Procurar  la  conservación  y repara- 
ción de  los  monumentos  arlisticos  é histó- 
ricos, poniéndose  de  acuerdo  con  la  comi- 
sión provincial  respectiva,  de  la  que  sera  in- 
dividuo nato. 

10.  Vigilar  como  delegado  de  la  Autori- 
dad superior  de  la  provincia  sobre  la  exac- 
ta observancia  de  las  leyes  y disposiciones 
vigentes,  relativas  á las  construcciones,  po- 
licía y salubridad  de  los  pueblos  y á la  guar- 
da y conservación  de  los  derechos  y deberes 
respectivos  de  los  arquitectos,  maestros  de 
obras  y demás  constructores:  haciendo  las 
denuncias  de  los  abusos  que  observare  ante 
las  Autoridades  local  ó provincial,  según  los 
casos.  Si  el  caso  lo  requiere  deberá  dar  par- 
te de  la  ocurrencia  á la  Autoridad  local,  im- 
petrando de  la  misma  las  disposiciones  ó au- 
xilios que  en  las  circunstancias  parezcan 
convenientes  ó necesarias,  y si  no  fueren 
atendidos  lo  pondrá  en  conocimiento  del 
Ministerio. 

Art.  8.°  En  todos  los  asuntos  referentes 
al  desempeño  de  su  cargo  procederán  los  ar- 
quitectos de  provincia  bajo  la  inmediata  de- 
pendencia de  los  Gobernadores,  y con  su- 
jeción á las  instrucciones  generales  y parti- 
. Rulares  que  á unos  y otros  dicte  el  Minis- 
terio de  la  Gobernación,  el  cual  se  dirigirá 
siempre  á los  de  distrito  por  medio  de  los 
de  provincia, 

¡ Art.  9.“  Los  proyectos  y presupuestos 
de  obras,  ya  de  nueva  planta,  ya  de  repa- 
ración ó conservación  que  se  traten  de  eje- 
cutar, se  estudiarán  y ejecutarán  con  todos 
los  pormenores  de  construcción  y decoración 
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La  redacción  de  todo  proyecto  compren- 
de ios  documentos  siguientes:  memoria 
descriptiva  y facultativa,  precios  de  jorna- 
les» ídem  de  materiales,  ídem  elementales 
de  obras,  datos  para  la  cubicación,  aplica- 
ción á esta  de  los  precios  medios,  resu- 
men de  los  presupuestos,  pliegos  de  condi- 
ciones facultativas  y económicas  para  la  su- 
basta y los  planos,  que  comprenderán  plan- 
tas, alzados  y el  número  neces  ario  de  sec- 
ciones para  dar  idea  exacta  del  proyecto, 

Art.  JO.  En  las  obras  de  reparación, 
restauración  Je  monumentos  antiguos  ó 
continuación  de  edificios  comenzados,  de- 
berán formarse  planos  detallados  de  su  es- 
tado actual,  y acompañar  la  memoria  des- 
criptiva con  todos  los  datos  históricos  que 
puedan  recogerse  y el  análisis  artístico  de 
su  carácter  ó estilo  y época  á que  pertene- 
ce, á fin  de  que  la  restauración  6 continua- 
ción no  desdiga  de  lo  ejecutado,  antes  bien 
forme  con  ello  un  todo  regular  y homo- 
géneo. 

Art.  4 1.  Éscepto  en  Jos  casos  de  fuerza 
mayor,  cuya  apreciación  se  hará  siempre 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  'os  ar- 
quitectos no  podrán  ejecutar  mas  trabajos 
que  aquellos  cuyos  planos,  presupuestos  y 
condiciones  hayan  sido  aprobados  y autori- 
zados por  la  superioridad,  siendo  personal- 
mente responsables  de  los  actos  y gastos 
que  produzcan  las’  modificaciones  ó altera- 
ciones que  hayan  tenido  los  proyectos. 

Art.  12.  En  todos  los  casos  en  que  cir- 
cunstancias imprevistas  reclamen  alteracio- 
nes en  el  proyecto  ó presupuesto  primitivo, 
deberá  ponerse  previamente  en  conoci- 
miento de  la  superioridad,  para  que  esta 
acuerde  lo  que  estime  oportuno,  y no  po- 
drá ya  darse  principio  á los  trabajos  sin  au- 
torización expresa  de  la  misma. 

Art.  lo.  Todo  trabajo  no  autorizado  de- 
bidamente y ejecutado  fuera  del  presupues- 
to primitivo  ó de  los  adicionales,  quedará 
sin  abono  y por  cuenta  del  arquitecto  y de 
los  contratistas  en  lo  que  á cada  uno  cor- 
responda. 

Art.  4 4.  En  las  obras  de  particulares, 
corporaciones  ó empresas,  la  vigilancia  del 
arquitecto  se  reducirá  á que  se  observen  las 
alineaciones  y alturas  marcadas,  así  como 
las  demás  reglas  de  policía  urbana  que  haya 
establecidas  en  cuanto  a salubridad,  solidez, 
dimensiones  de  la  fábrica  etc.,  y por  últi- 
mo, á que  la  obra  sea  dirigida  por  facultati- 
vo competentemente  autorizado  según  su 
importancia  y destino. 

Art.  15.  En  cuanto  á la  conservación  y 
reparación  de  monumentos  artísticos  ó, his- 


tóricos, los  arquitectos  de  provincia  pro- 
pondrán en  la  comisión  provincial  cuanto 
estimen  conveniente  y las  modificaciones 
que  deban  hacerse,  arreglándose  á las  dis- 
posiciones porque  se  rigen,  y solicitando  en 
sus  casos  respectivos  la  cooperación  de  las 
reales  academias  de  la  Historia  y de  Bellas 
Artes  de.  San  Fernando. 

Art.  4 6.  El  desempeño  del  cargo  de  ar- 
quitecto provincial  es  incompatible  con  el 
de  distrito  municipal  y con  cualquiera  otro 
que  disfrute  sueldo  ó emolumento  de  los 
fondos  generales  del  Estado,  provinciales  ó 
municipales. 

Art.  47.  Los  Gobernadores  nodrán!  dis- 
poner el  estudio  y formación  de  proyectos 
de  obras  cuyo  presupuesto  no  exceda  de  la 
cifra  hasta  la  que  les  corresponde  su  apro- 
bación, según  la  legislación  vigente.  En  to- 
dos los  demás  casos  sera  necesaria  la  autori- 
zación del  Ministerio  correspondiente.  Los 
mismos  podrán  autorizar  á los  arquitec- 
tos, prévia  instancia  de  los  Alcaldes. para 
que  se  empleen  en  obras  municipales  cuyos 
presupuestos  puedan  ser  aprobados  por  es- 
tos funcionarios  según  la  legislación  vigen- 
te. E u otro  caso  la  autorización  será  soli- 
citada del  Gobierno  por  conducto  del  Go- 
bernador. 

Art.  18.  Tan  luego  como  los  arquitec- 
tos provinciales  tomen  posesión  de  sus  des- 
tinos se  dedicarán  á. enterarse  de  las  obras, 
ajustes,  subastas,  comisiones,  informes  y 
demas  asuntos  que  baya  pendientes,  estu- 
diando con  esmero  los  planos,  memorias, 
pliegos  de  condiciones  y demás  documen- 
tos, á fin  de  dar  con  prontitud,  eficacia  y 
acierto  su  dictámen  sobre  todos  ellos,  sin 
que  sufran  mas  retraso  que  el  puramente 
preciso. 

Art.  19..  Aprovechando  los  intervalos 
que  las  ocupaciones  preferentes  de  su  car- 
go les  dejen  desocupados,  y utilizando  los 
viajes  que  estas  mismas  ocupaciones  les 
obliguen  á hacer  por  los  pueblos  de  su  pro- 
vincia, se  dedicarán  á reunir  los  datos  úti- 
les para  la  resolución  de  los  variados  é im- 
portantes asuntos  sobre  que  han  de  dar  sus 
informes  y estudios,  ordenando  con  método 
y claridad  sus  apuntes  sobre  los  particulares 
siguientes; 

1 Noticia  de  los  edificios  públicos  no- 
tables, tanto  religiosos  como  civiles  y mili- 
tares de  todas  clases,  expresando  sucinta- 
mente su  destino  primitivo  y actual,  su 
estado  de  conservación,  mérito  artístico, 
género  ó estilo  á que  pertenecen,  época  de 
su  construcción  y datos  históricos  que  ha- 
yan podido  recoger  acerca  de  ellos,  acom- 


g04  ARQUITECTO.- 

pañando  cuando  lo  crean  necesario  los  di- 
bujos ó apuntes  gráficos  que  puedan  con- 
ducir á su  mas  perfecto  conocimiento. 

2.°  Iguales  noticias  sobre  los  monumen- 
tos artísticos  6 históricos,  si  los  hubiese  en 
la  provincia 

5."  Establecimientos  agrícolas  é indus- 
triales, con  los  datos  estadísticos  mas  indis- 
pensables para  formar  una  idea  exacta  de 
su  estension  é importancia.  ¡ 

4. °  Escuelas  y establecimientos  de  ins- 
trucción de  ambos  sexos. 

5. °  Establecimientos  de  beneficencia  y 
sanidad. 

6. °  Establecimientos  de  corrección  y 
administración  de  justicia. 

7. °  Casas  consistoriales. 

8. °  Establecimientos  de  recreo  y espec- 
táculos. 

9. °  Establecimientos  de  utilidad  y co- 
modidad pública. 

10.  Noticias  de  los  materiales  de  cons- 
trucción que  produce  la  provincia,  sus  pre- 
cios usuales  y sus  cualidades  y usos. 

11.  Noticias  de  las  fábricas  y estable- 
cimientos que  se  dedican  á la  explotación 
y manipulación  de  los  materiales  naturales 
y artificiales,  como  canteras,  hornos  de  cal 
y de  yeso,  tejares,  alfarerías,  vidrierías, 
talleres  etc. 

12.  Noticia  del  personal  que  exista  en 
la  provincia,  de  arquitectos,  maestros  de 
obras,  directores  de  caminos  vecinales, 
agrimensores  y aparejadores,  así  como  de 
los  oficios  que  intervienen  en  la  construc- 
ción, como  albañiles,  carpinteros,  canteros, 
herreros,  vidrieros,  pintores  etc. 

13.  Noticia  de  los  valores  usuales  de 
los  jornaleros  de  las  diferentes  clases  de 
obreros  y del  precio  medio  de  las  unidades  i 
de  los  diferentes  trabajos. 

Art.  20.  La  estadística  exacta  de  los 
edificios  y materiales  de  la  provincia  que 
con  estos  datos  bien  ordenados  y dispues- 
tos podrá  formar  el  arquitecto  provincial, 
y de  que  deberá  aprovecharse  para  los  es- 
tados y memorias  que  remitirá  anualmente 
al  Ministerio  de  la  Gobernación,  le  servirá 
de  fundamento  para  estudiar  y conocer  á 
fondo  las  [necesidades  de  la  provincia,  y 
para  promover  por  cuantos  medios  le  su- 
giera su  celo  y experiencia  la  construcción 
de  los  edificios  mas  necesarios  y la  mejora 
de  los  que  ya  existan,  cónsul  t indo  siempre 
los  intereses  de  los  pueblos  con  una  bien 
entendida  economía,  escogitando  los  me- 
dios mas  á propósito  para  la  creación  de  ar- 
bitrios ó recursos  sin  afectar  á los  presu- 
puestos, ó para  que  los  gastos  efectivos  que  ■ 
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haya  que  hacer  sean  reproductivos,  además 
del  beneficio  que  siempre  produce  el  em- 
pleo de  brazos  en  las  obras,  y la  utilidad, 
comodidad  y ventajas  que  cou  ellas  esperi- 
mentan  los  pueblos. 

Art.  21.  Guando  los  arquitectos  de  pro- 
vincia ó de  distrito  se  empleen  en  obras 
de  particulares,  para  lo  cual  es  necesario 
la  autorización  del  Gobernador,  lo  harán 
como  meros  arquitectos,  despojándose  de 
todo  carácter  oficial;  y si  en  estas  obras  de- 
biese mediar  informe  ó reconocimiento  del 
arquitecto  provincial,  lo  evacuará  en  este 
caso  el  otro  arquitecto  de  provincia  ó el  su- 
plente nombrado  por  el  Gobernador  con 
arreglo  á las  prevenciones  del  art.  15  del 
Real  decreto  orgánico  de  t.°  de  diciembre 
de  1Í158. 

Art.  22.  Conforme  á lo  que  prescribe 
el  art.  7.°  del  referido  Real  decreto  los  ar- 
quitectos de  provincia  y de  distrito  tendrán 
obligación  de  auxiliar  A las  autoridades  y 
corporaciones  de  carácter  público  que  lo 
necesiten  prévio  permiso  del  Gobernador; 
pero  deberá  entenderse  que  cuando  estos 
servicios  se  presten  eu  obras  que  no  sean 
provinciales  ni  municipales,  los  arquitectos 
devengarán  honorarios  con  arreglo  á la  ta- 
rifa y por  cuenta  y cargo  de  las  corpora- 
ciones ó Ministerios  que  los  ocupen. 

Art  23.  Los  arquitectos  asistirán  á to- 
dos los  remates  para  la  ejecución  ó repara- 
ción de  edificios  públicos;  darán  las  espira- 
ciones que  se  soliciten;  cuidarán  del  exacto 
cumplimiento  del  R.  D.  de  27  de  febrero 
de  1852,  y desempeñarán  en  estos  actos  las 
mismas  funciones  que  los  ingenieros  de  ca- 
minos en  lo  correspondiente  á obras  pú- 
blicas de  sú  competencia. 

Art.  24.  Todas  las  órdenes  que  comu- 
niquen los  arquitectos  á los  contratistas, 
subalternos  etc.,  las  dirigirán  constante- 
mente por  escrito,  conservando  en  un  re- 
gistro la  copia  de  ellas. 

Art.  25.  Las  solicitudes  y reclamacio- 
nes que  hubieren  de  hacerse  deberán  diri- 
girlas precisamente  por  conducto  del  Go- 
bernador de  la  provincia. 

Art.  2G.  Todos  los  proyectos  que  for- 
men los  arquitectos,  cuyo  presupuesto  ex- 
ceda de  la  cifra  hasta  la  que  están  autori- 
zados los  Gobernadores  para  conceder  su 
aprobación,  serán  remitidos  al  Ministerio 
de  la  Gobernación,  sin  cuya  aprobación  no 
podra  darse  principio  á las  obras.  Estos 
proyectos  deberán  enviarse  por  duplicado. 

Art.  27.  Ala  formación  de  todo  proyec- 
to para  un  edificio  público,  deberá  prece- 
der un  programa  formado  por  el  centro 
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administrativo  á que- corresponda,  en  el 
que  se  establecerán  las  condiciones  que  de- 
be satisfacer  el  edificio.  El  arquitecto,  sin 
embargo,  en  circunstancias  especiales  y por 
razones  que  deberá  exponer,  podrá  intro- 
ducir algunas  variaciones  en  dicho  pro- 
grama. 

Art.  28.  Cuando  las  obras  se  ejecuten 
por  contrata,  al  arquitecto  compete  expe- 
dir los  certificados  á buena  cuenta  por  los 
trabajos  que  se  verifiquen  sucesivamente, 
y a las  autoridades  correspondientes  prestar 
ó no  su  conformidad  y ordenar  el  pago. 
Estos  documentos  no  tendrán  mas  valor  que  ' 
el  de  justificativos  para  la  contabilidad; 
pero  no  servirán  de  excepción  para  la  res- 
ponsabilidad á que  pueda  dar  lugar  la  mala 
construcción  de  las  obras. 

Art.  29.  Al  terminarse  una  obra  que  se 
haya  ejecutado  por  Administración  ó por 
contrata,  deberá  el  arquitecto  hacer  una  li- 
quidación general  detallada  que  compren- 
da todos  los  trabajos  hechos,  las  cantidades 
invertidas  ó satisfechas  á buena  cuenta  y 
su  comparación  con  el  presupuesto,  espli- 
cando  las  diferencias  que  resulten  de  mas  ó 
de  menos  en  esta  comparación. 

Art.  30.  Guando  la  importancia  de  las 
obras  lo  reclame,  á juicio  del  gobernador  6 
del  Alcalde,  segun  los  casos,  propondrá  el 
arquitecto  encargado  de  ellas  el  nombra- 
miento de  aparejadores , maestros  de  obras 
ó director  de  caminos  vecinales  para  que 
vigile  inmediatamente  su  construcción.  Los 
nombramientos  se  harán  por  las  autorida- 
des citadas  á propuesta  en  terna  del  arqui- 
tecto, y dando  conocimiento  á la  superio- 
ridad. 

Art.  31.  Ya  se  ejecuten  las  obras  por 
administración,  ya  por  contrata,  y cual- 
quiera que  sea  la  clase  de  fondos  con  que  se 
atienda  á su  construcción,  los  arquitectos 
llevaran  una  relación  para  cada  una  de 
ellas  de  las  cantidades  totales  mensual  men- 
te invertidas,  formando  luego  un  resumen 
anual  que  remitirán  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación. Los  arquitectos  de  distrito  com- 
prenderán únicamente  en  estas  relaciones 
los  gastos  correspondientes  á su  demarca- 
ción; pero  las  cjue  formen  los  provinciales 
deberán  abrazar  todos  los  de  la  provincia. 

Art.  32.  Siendo  el  principal  objeto  del 
servició  á que  deben  atender,  tanto  los  ar- 
quitectos provinciales  como  los  de  distrito, 
el  proyectar,  dirigir  ó inspeccionar  los  edi- 
ficios públicos,  no  deberán  ocuparse  de  > 
otra  clase  de  obra  sino  cuando  lo  permitan 
aquellas  atenciones.  Deberán,  sin  embargo, ; 
dar  cumplimiento  inmediato  á todas  las 
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j órdenes  qne  se  les  comuniquen  por  los  'Go- 
| bernadores,  limitándose  á hacerles  las  ob- 
servaciones oportunas  cuando  las  juzguen 
en^  oposición  con  lo  que  dispone  este  ar- 
tículo. 

Art.  33.  Los  arquitectos  de  provincia  y 
de  distrito  disfrutarán  una  retribución  de 
3.000  rs,.  anuales  para  gastos  de  oficina  y 
de  dibujo. 

Art.  34,  Los  mismos  reclamarán  de  los 
Gobernadores  los  instrumentos  necesarios 
para  las  operaciones  de  campo,  cuya  im- 
portancia y número  se  determinarán  por  el 
Ministerio  de  la  Gobernación. 

Art  35.  Los  arquitectos  de  provincia  y 
de  distrito  disfrutarán  del  franqueo  de  la 
correspondencia  oficial  que  tengan  que  sos- 
tener con  arreglo  a lo  que  dispone  el  Real 
decreto  de  16  de  marzo  de  1854. 

Alt.  36.  Los  arquitectos  y sus  ayudan- 
tes en  los  viajes  que  tengan  que  hacer  por 
la  provincia  para  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, podrán  reclamar  siempre  que  lo 
necesiten  la  protección  y auxilio  de  la 
fuerza  pública. 

Art.  37.  Los  arquitectos  no  pueden 
ausentarse  de  la  capital  ni  de  los  trabajos 
que  dirijan,  sin  conocimiento  y autoriza- 
j ciori  del  Gobernador  de  la  provincia. 

Art.  38.  Guando  por  cualquiera  causa 
¡ ó motivo  hiciese  un  arquitecto  dimisión  de 
su  destino,  no  podrá  abandonarlo  ni  ausen- 
tarse del  punto  de  su  residencia  sin  haber 
antes  obtenido  la  autorización  del  Gober- 
nador, y hecho  entrega  al  que  fuese  nom- 
brado en  su  lugar.  ! a falta  de  cumplimien- 
to de  esta  disposición  será  castigada  con 
arreglo  á lo  prevenido  en  el  Código  pena!. 

Art.  59.  Los  arquitectos  están  autori- 
zados en  e!  territorio  de  su  provincia  ó dis- 
trito y en  los  casos  urgentes,  y de  cuya  di- 
lación resultasen  graves  perjuicios,  para  dar 
' providencias  acerca  de  ia  ejecución  de  las 
obras  y reparaciones  que  sean  indispensa- 
bles, dando  parte  sin  pérdida  de  tiempo  al 
Alcalde  ó Gobernador  y á la  Dirección  de 
que  dependan. 

Art.  40.  Si  en  los  casos  expresados  en 
el  articulo  anterior  necesitase  de  auxilios 
extraordinarios,  acudirá  al  Gobernador  y 
demás  autoridades  administrativas,  á fin 
de  que  les  suministren  los  que  fuesen  nece- 
sarios. 

Ar.  4i.  Cuando  los  arquitectos  se  ha- 
llen al  servicio  de  empresas  ó particulares, 

' prévia  autorización  del  Gobernador,  perci- 
birán de  ellos  los  honorarios  que  conven- 
gan ó lo  que  por  tarifa  les  corresponde; 
pero  en  todos  los  demás  casos  no  podrán 
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recibir  retribución  ni  emolumento  alguno, 
ya  sea  con  el  título  de  derechos  ó con  el 
de  otro  cualquiera.  Las  faltas  que  se  come- 
tan acerca  de  este  punto  serán  castigadas 
con  arreglo  á las  leyes. 

Art.  42.  Se  prohibe  á dichos  empleados 
que  en  las  obras  puestas  á su  cuidado  ten- 
gan directa  ni  indirectamente  participa- 
ción en  las  contratas.ó  ajustes  de  las  mis- 
mas, y el  emplear  materiales  de  fábricas 
propias  ó en  compañía,  y el  dar  coloca- 
ción en  ellas  á carros  ó caballerías  de  su 
propiedad.  La  menor  falta  d estas  prescrip-  ■ 
ciones  se  castigará  con  la  separación  del 
destino. 

Árt.  43.  Serán  responsables  los  mismos 
de  todos  sus  actos,  y en  especial  de  la  exac- 
titud y veracidad  de  los  datos,  noticias, 
precios  y resultados  que  suministren  en 
cumplimiento  de  su  deber  y al  evacuar 
cualquiera  de  sus  cometidos.  Las  faltas  en 
estos  casos  serán  calificadas  de  leves  ó gra- 
ves, según  provengan  de  descuidos  involun- 
tarios, ó de  poca  exactitud  y celo  ó mora- 
lidad en  el  cumplimiento  desús  deberes, 

Art.  44.  Las  faltas  que  en  el  . cumpli- 
miento de  sus  deberes  cometieren  los  ar- 
quitectos, se  clasificarán  para  su  corrección 
y castigo  en  leves,  graves  y muy  graves . 

Art.  43.  Se  repulan  faltas  leves  las  que 
manifiesten  descuido,  morosidad  y abando- 
no en  la  vigilancia  que  deben  ejercer  en 
los  trabajos  y sobre  sus  respectivos  subor- 
dinados y el  retardo  en  el  cumplimiento  de 
las  órdenes  que  se  les  comuniquen,  siem- 
pre que  no  se  sigan  consecuencias  graves,  i 

Se  corregirán  dichas  faltas  con  las  amo- 
nestaciones y reprensiones  oportunas,  ó ¡ 
bien  imponiéndoles  suspensión  de  funcio- 
nes y sueldo  y la  nota  que  corresponda  en 
la  respectiva  hoja  de  servicios.  La  califica- 
ción y corrección  de  estas  faltas  correspon- 
den á los  Gobernadores  de  provincia. 

Art.  46.  Se  califican  de  faltas  graves  la 
reincidencia  en  las  leyes;  la  insubordina- 
ción de  palabra,  acción  ó por  escrito;  todo 
abuso  ó exceso  cometido  sobre  sus  subor- 
dinados, la  aplicación  de  efectos,  peones  y 
operarios,  ó de  sus  gastos  á distinto  objeto 
del  que  estuvieren  destinados  y toda  falta 
que  provenga  de  ignorancia,  descuido  ó 
abuso  de  funciones  en  e!  cumplimiento  de 
su  deber,  y de  la  cual  se  haya  seguido  solo 
un  trastorno  perjudicial  para  el  servicio.  _ 

Serán  castigadas  estas  faltas  gubernati- 
vamente con  la  suspensión  del  sueldo  des- 
de 15  dias  hasta  tres  meses,  según  fueren 
las  circunstancias  y gravedad  de  cada  caso; 
y en  último  caso  con  la  separación  del  des- 
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tino,  sin  perjuicio  de,  si  hubiese  lugar,  en- 
tregarle á los  tribunales  ordinarios. 

Art.  47.  Se  consideran  faltas  muy  gra- 
ves la  reincidencia  en  las  graves  de  insu- 
bordinación, la  connivencia  ó disimulo  que 
se  Íes  probare  respecto  de  las  condiciones 
estipuladas  en  las  contratas  para  el  acopio 
de  materiales  ó ejecución  de  obras,  y en 
genera!  toda  operación  y acto  que  por  su 
naturaleza  y resultados  descubra  algún  pro- 
pósito contrario  á la  probidad  y justifica- 
ción de  dichos  empleados. 

Art.  48.  La'  calificación  de  las  faltas 
graves  se  hará  siempre  por  la  junta  con- 
sultiva, prévia  la  instrucción  del  expedien- 
te gubernativo,  y mediante  propuesta  del 
Gobernador,  después  de  lo  cual  determina- 
rá el  Ministerio  la  pena  gubernativa  que 
corresponda.  Guando  las  faltas  fueran  muy 
graves,  después  de  instruirse  el  expediente 
gubernativo,  como  en  las  graves,  el  Minis- 
terio acordará  lo  que  sea  conveniente. 

Art.  49.  La  calificación  de  las  faltas  gra- 
ves y muy  graves,  y la  corrección  guberna- 
tiva que  se  imponga  por  ellas  se  entiende 
sin  perjuicio  de  los  procedimientos  crimi- 
nales á que  den  lugar  con  arreglo  á las  le- 
yes y disposiciones  que  rigen  acerca  de  los 
delitos  de  los  funcionarios  públicos. 

Articulo  adicional.  A la  Dirección  ge- 
! neral  de  Administración  local  corresponde 
! mientras  no  se  acuerde  otra  cosa,  dictar  las 
instrucciones  necesarias  para  el  cumpli- 
miento de  este  reglamento  y para  la  forma- 
ción de  proyectos  y ejecución  de  las  obras 
pertenecientes  á todas  las  dependencias  del 
Ministerio  de  la  Gobernación.  - Aprobado 
por  S-  M.—  Posada  forrera.  [CL.  t.  83,  pá- 
gina 194.) 

R.  0.  de  18  mayo  de  4 860. 

Los  arquitectos  como  directores  de  caminos  vecinales. 

(Fom.)  Con  vista  del  art.  5 0 del  Real 
decreto  de  7 de-setiembre  de  1848,  y te- 
niendo en  cuenta  que  la  supresión  de  la  en- 
señanza de  directores  de  caminos  vecinales 
por  R.  D.  de  24  de  enero  de  1855,  se  fundó 
entre  otras  razones  en  que  los  arquitectos 
eran  también  directores  de  dichos  caminos 
y debían  dirigir  los  de  las  provincias  donde 
se  encontraban,  se  declaró  «que  en  [as  fa- 
«cultades  y atribuciones  de  los  arquitectos 
»se  hallan  comprendidas  las  de  los  direcío- 
»res  de  caminos  vecinales,  entendiéndose 
«quedan  aquellos  sujetos  á las  obligaciones 
»de  estos  últimos,  y sin  mas  opeion  que  á 
»sus  derechos  cuando  ejerzan  como  tales 
«directores.»  {CL.  t.  83,  p . 465). 
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R.  D.  de  22  julio  de  1864. 

Se  deslindan  las  atribuciones  áfilos  arquitectos,  maes- 
tros  de  obras  y aparejadores. 

(Gob.)  Oida  la  sección  de  Gobernación  y 
Fomento  del  Consejo  de  Estado. 

Vengo  en  aprobar  el  adjunto  reglamento  . 
sobre  atribuciones  de  los  arquitectos,  maes- 
tros  de  obras  y aparejadores.  Dado  en  San 
Ildefonso  á 22  de  julio  de  1864.— Está  ru- 
bricado de  la  Real  mano.  El  Ministro  de 
la  Gobernación,  Antonio  Cánovas  del  Cas- 
tillo. 

REGLAMENTO 

SOBRE  ATRIBUCIONES  DE  LOS  ARQUITECTOS, 

MAESTROS  DE  OBRAS  T APAREJADORES. 

Artículo  í.°  Las  personas  que  en  dife- 
rentes conceptos  y con  distintas  atribucio- 
nes intervienen  en  la  construcción  y direc- 
ción de  las  obras  civiles,  se  dividen  en  dos 
clases.  Componen  la  primera  los  arquitectos 
con  titulo  expedido  por  la  real  academia  de 
San  Fernando  de  Madrid,  ó por  la  de  Va- 
lencia, Zaragoza  y Valladolid,  en  la  época 
en  que  estuvieron  autorizadas  para  hacerlo, 
y los  procedentes  de  la  escuela  especial  de 
Madrid,  únicos  que  deben  quedar  en  'o  su- 
cesivo. Forman  la  segunda  los  maestros  de 
obras  examinados  con  posterioridad  al  re- 
glamento de  28  de  setiembre  de  1345,  y 
después  del  plazo  y próroga  concedidos 
para  que  pudieran  sufrir  su  examen  los  que 
tuviesen  comenzada  su  carrera;  los  proce- 
dentes de  las  escuelas  establecidas  en  las 
Academias  de  primer  orden  y los  aparejado- 
res. Unos  y otros  son  auxiliares  facultativos 
de  los  arquitectos. 

Art.  2.°  Los  maestros  de  obras  antiguos, 
esto  es,  los  examinados  antes  de  la  citada 
fecha  de  28  de  setiembre  de  1845,  ó dentro 
de  la  próroga  señalada,  se  consideran  igua- 
les en  categoría  á los  modernos,  conservan- 
do ¡as  atribuciones  y derechos  que  siempre 
disfrutaron. 

Art.  3.°  El  título  de  académico  de  mé- 
rito ó de  número  de  alguna  de  las  acade- 
mias, es  puramente  un  diploma  honorífico, 
y no  da  categoría  ni  facultades  especiales 
al  arquitecto  que  lo  posea.  Los  académicos 
sin  embargo  gozaran  de  las  prerogativas  ó 
preeminencias  que  los  estatuios  de  sus  res- 
pectivas corporaciones  les  concedan. 

Art.  4.ü  Los  individuos  que  reúnan  los 
dos  títulos  de  directores  de  caminos  veci- 
nales y maestros  de  obras,  no  tendrán  por 
sto  categoría  superior,  puesto  que  ambos 
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pertenecen  á una  misma;  pero  se  reunirán 
las  facultades  y atribuciones  que  corresr 
ponden  á ambos  títulos  y se  detallan  en  los 
artículos  siguientes. 

Art.  Los  arquitectos  pueden  pro- 
yectar y dirigir  toda  clase  de  edificios,  así 
públicos  como  particulares;  ejecutar  medi- 
ciones, tasaciones  y reparaciones,  así  inte- 
riores como  esteriores  en  todos  ellos,  y ejer- 
cer cuantos  actos  les  convenga  relativos  á la 
profesión  sin  limitación  alguna.  - 

Art.  6.°  Los  maestros  de  obras  antiguos 
pueden  proyectar  y dirigir  toda  clase  de 
edijjcios  de  particulares,  pero  no  los  que 
sean  costeados  por  los  fondos  públicos  ó de 
corporaciones,  ni  tampoco  aquellos  que, 
aunque  de  propiedad  particular,  tengan  un 
uso  público,  como  capillas,  hospitales,  tea- 
tros, etc.  También  pueden  medir,  tasar  y 
reparar  interior  y exteriormenle  las  mismas 
obras  y con  las  mismas  escepciones. 

Art.  7.°  Los  maestros  de  obras  moder- 
nos, es  decir,  los  procedentes  de  las  escue- 
las establecidas  en  las  Academias  de  prime- 
ra clase,  y todos  los  que  por  cualquiera 
concesión  especial  hayan  obtenido  un  títu- 
lo con  posterioridad  á las  fechas  citadas, 
ejercerán  libremente  su  profesión  en  los 
pueblos  que  no  lleguen  á 2.000  vecinos, 
siempre  que  no  sean  capitales  de  provincia, 
entendiendo  en  los  proyectos  y construc- 
ción de  edificios  particulares  de  uso  priva- 
do, y en  la  medición,  tasación  y reparación 
de  los  mismos.  En  las  capitales  de  provincia 
y en  los  pueblos  donde  haya  arquitecto,  se 
limitarán  a la  construcción  de  edificios  con 
sujeción  á los  planos  y bajo  la  dirección 
de  los  arquitectos,  y estos  intervendrán  en 
la  medición,  tasación  y reparación  de  los 
edificios. 

Art.  8.°  Los  directores  de  caminos  ve- 
cinales no  podran  oponerse  a que  los  arqui- 
tectos y los  maestros  de  obras  que  sean  al 
mismo  tiempo  directores  de  caminos  dirijan 
la  construcción  de  molinos,  acequias  de  rie- 
go y otras  obras  anatogas  costeadas  por  par- 
ticulares aunque  sea  en  los  pueblos  donde 
aquellos  estén  asalariados,  correspondién- 
doles entonces  tan  solo  el  vigilar  dichas 
obras  por  si  acaso  perjudicasen  a los  inte- 
reses generales  del  pueblo  ó pueblos  que  ios 
pagan  y sostienen. 

Art.  9.°  Todo  el  que  obtenga  un  título 
superior  se  supone  que  posee  implícitamen- 
te todos  los  inferiores  y las  facultades  que  á 
cada  uno  corresponden,  y puede  por  consi- 
guiente sin  otro  requisito  ejercer  todos  y 
cada  uno  de  los  actos  correspondientes  á los 
de  inferior  categoría.  De  donde  resulta  que 
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los  arquitectos  son  de  hecho  directores  de 
caminos  vecinales,  y estos  y los  maestros 
de  obras  agrimensores. 

Art.  10.  Los  aparejadores  y los  prácti- 
cos de  a lbañileria  trabajaran  siempre  bajo 
¡a  dirección  de  arquitecto,  y solo  podrán 
ejecutar  por  si  mismos  los  blanqueos,  rete- 
jos, cogimiento  de  goteras,  recomposiciones 
de  pavimentos,  y en  general  todos  aquellos 
reparos  de  menor  cuantía  en  que  no  se  al- 
tere lo  mas  mínimo  la  disposición  de  las  fá- 
bricas y armaduras  ni  el  aspecto  exterior 
de  las  fachadas. 

Art.  11.  Las  plazas  de  arquitecto^  ó 
maestros  mayores  de  las  catedrales  ó cole- 
giatas, Ayuntamientos,  Tribunales  y demás 
corporaciones  se  proveerán  precisamente  en 
arquitectos;  á falta  de  estos,  podrán  desem- 
peñarlas también  los  maestros  de  obras  en 
poblaciones  que  no  lleguen  á 2,000  vecinos, 
exceptuándose  el  caso  en  que  se  trate  de 
ediíicios  de  carácter  monumental,  ó histó- 
rico, donde  quiera  que  se  hallen  situados, 
según  las  disposiciones  vigentes  acerca  de 
dichos  edificios. 

Art.  12.  El  arquitecto  que  fije  de  nuevo 
su  domicilio  en  una  población  de  mas  de 
2.000  vecinos,  no  podra  impedir  á los  ornes- 
tros  de  obras,  residentes  con  anterioridad 
en  la  misma  el  que  continúen  dirigiendo 
obras  de  particulares,  pero  si  á los  maestros 
que  vayan  posteriormente.  Sin  embargo,  la 
autoridad  municipal  queda  facultada  para 
servirse  del  arquitecto  con  el  fin  de  conocer 
el  estado  de  las  obras,  y para  suspenderlas, 
previo  informe  del  mismo,  pero  los  gastos 
que  se  originen  en  estos  casos,  serán  de 
cuenta  de  la  autoridad  que  los  ocasione  has- 
ta que  el  resultado  del  expediente  que  se 
forme  justifique  la  legalidad  de  las  provi- 
dencias adoptadas,  y entonces  correspon- 
derán á quien  aparezca  responsable. 

■ Art.  13.  Las  vistas  y reconocimientos 
periciales,  ya  se  hagan  por  órden  de  cual- 
quiera autoridad  ó por  convenio  de  las  par- 
tes, podrán  ejecutarse  por  los  arquitecto-  y 
maestros  de  obras  dentro  del  círculo  de  sus 
respectivas  atribuciones,  alternando  los  se- 
gundos con  los  primeros,  siempre  que  el 
asunto  de  que  se  trate  quepa  dentro  de  sus 
facultades. 

Art.  14.  Cuando  ocurriese  discordia  en- 
tre dos  profesores,  se  nombrará  para  diri- 
mirla otro  cuya  categoría  sea  por  lo  menos 
igual  a la  de  aquel  de  los  dos  que  la  tenga 
mayor. 

Art.  15.  Toda  infracción  en  la  obser- 
vancia de  este  reglamento  será  castigada  con 
arreglo  ála  legislación  penal  vigente. 


Art.  16.  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  anteriores  que  se  opongan  á 
las  contenidas  en  este  reglamento. 

Aprobado  por  S.  M.  por  Rea)  decreto  de 
esta  fecha. — San  Ildefonso  22  de  julio  de 
1864.— Cánovas.  ( CL . ¿.92,  pág.  2Í5. 

R.  O.  de  20  marzo  de  186b. 

Sobre  aumento  de  sueldos  á los  arquitectos 
municipales. 

(Gob.)  «El  Exorno.  Sr.  Ministro  déla 
Gobernación  con  fecha  20  del  próximo 
pasado  me  comunica  la  Real  órden  si- 
guiente: 

La  Reina  (Q,  D.  G.j  ha  tenido  á bien  de- 
clarar que,  cuando  por  razones  atendibles 
importe  señalar  á las  plazas  de  arquitectos 
municipales  mayor  sueldo  que  el  de  los  ti- 
pos lijados  en  la  R.  O.  de  10  de  abril  de 
1860  deberá  solicilarse  la  oportuna  autori- 
zación de  esta  superioridad,  expresando  las 
causas  y el  aumento  que  corresponda  De 
órden  de  S.  M.  lo  digo  á Y.  para  su  conoci- 
miento. 

Loque  he  dispuesto  se  inserte  en  este  pe- 
riódico oficial  para  conocimiento  de  quien 
corresponda.  Lérida  4 de  abril  de  1865.— 
Perfecto  M,  de  Olalde  » (Bol.  of.  de  Lérida, 
núm.  42.) 

R.  O.  de  7 enero  de  1867. 

Estableciendo  los  trámites  y formalidades  que  han 
de  observarse  en  la  provisión  de  vacantes  de  los  pro- 
vinciales ó de  distrito. 

(Gob.)  «El  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
ción dice  con  esta  fecha  al  Gobernador  de 
la  provincia  de  Ciudad-Real  lo  que  sigue: 
«En  vista  de  la  consulta  que  elevó  V.  S.  á 
este  Ministerio  acerca  de  los  trámites  y for- 
malidades que  han  de  observarse  en  la  pro- 
visión de  las  plazas  vacantes  en  esa  provin- 
cia de  arquitecto  de  distrito  y de  delineante, 
á consecuencia  de  haber  trascurrido  con  ex- 
ceso el  término  que  se  señaló  para  la  ad- 
misión de  solicitudes,  faltando  solo  que  la 
Diputación  provincial  propusiese  en  terna, 
según  le  competía  por  la  ley  de  25  de  se- 
tiembre de  1863,  hoy  derogada;  Conside- 
rando que,  tratándose  de  destinos  que  de- 
ben proveerse  por.  concurso,  no  tocaba  ya 
á dichas  Corporaciones  el  proponer  según  lo 
dispuesto  en  e!  tercer  extremo  del  núm.  5..® 
del  art.  55  de  la  citada  ley,  así  como  no 
les  corresponde  tampoco  hoy  con  arre- 
glo al  propio  artículo,  capítulo  5 0 del  pro- 
yecto de  ley  que  rige  como  tal  por  R.  D.  de 
21  de  octubre  último,  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  dictar  la  declaración  oportu- 
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na  en  este  sentido , y disponer  que  para  la 
provisión  de  los  cargos  de  arquitectos  pro- 
vinciales ó de  distrito  y sus  delineantes  se 
observen  las  reglas  siguientes: 

,1.a  Siempre  que  ocurra  alguna  vacante 
en  los  expresados  destinos,  se  anunciará  en 
el  Boletín  oficial  de  la  provincia  correspon- 
diente y en  la  Gaceta  de  Madrid  bajólos 
términos  que  previene  la  disposición  \ .*  de 
la  R.  O.  circular  de  20  de  mayo  de  1 1165, 
señalándose  el  plazo  de  un  mes  que  expre- 
sa el  art.  13  del  R.  D.  de  l.“  de  diciembre 
de  1858,  con  objeto  de  que  puedan  solici- 
tarla cuantos  se  consideren  con  derecho  a 
ella  ó lo  estimen  conveniente,  y presentar 
los  documentos  que  acrediten  su  aptitud, 
méritos  y servicios. 

2.a  Los  aspirantes  á las  plazas  de  arqui- 
tectos provinciales  ó de  distrito  deberán 
acompañar  á la  instancia  su  hoja  de  servi- 
cios si  perteneciesen  ya  al  personal  faculta- 
tivo de  construcciones  civiles,  provinciales 
ó municipales,  yon  caso  contrario  una  co- 
pia autorizada  de  su  titulo  académico;  así 
corno  los  que  pretendan  los  cargos  de  deli- 
neantes presentarán,  además  de  la  certilica- 
cion  de  sus  estudios,  los  trabajos  gráficos 
que  se  lijen  en  la  convocatoria. 

5.a  Las  propuestas  para  la  provisión  se 
harán  por  los  Gobernadores  de  las  provin- 
cias, formulando  terna  siempre  que  lo  con- 
sintiese el  número  de  aspirantes,  prévio  in- 
forme del  Consejo  de  la  provincia,  en  e! 
caso  de  que  la  vacante  se  refiera  á una  plaza 
de  arquitecto  provincial  ó de  distrito  pero 
si  fuese  de  delineante,  la  calificación  y el 
informe  corresponderán  al  arquitecto  de  la 
provincia,  ante  el  cual  practicaran  los  aspi- 
rantes los  ejercicios  que  el  mismo  designe. 

Y 4.a  Los  Gobernadores  remitirán  á es- 
te Ministerio  las  mencionadas  propuestas, 
acompañando  las  instancias  de  todos  los  as- 
pirantes y su  documentación,  con  el  infor- 
me y calificación,  bien  del  Goasejo,  bien 
del  arquitecto  déla  piovineia,  según  los 
casos.» 

Lo  que  de  Real  órden,  comunicada  por  el 
expresado  Sr.  Ministro,  trascribo  á V . S. 
para  su  inteligencia  y fines  consiguientes. 
Dios  guarde  á V-  b.  muchos  años.  Maüiid 
7 de  enero  de  18t>7. — El  Suosecretario, 
Juan  Valero  y boto.— ár.  Gobernador  de  la 
provincia  de...»  [Gac.  4 3 enero.) 

Parte  doctrinal. 

Re  este  articulo  son  complemento  el 
de  Academia  de  San  Fernando  o de  las 


tres  nobles  Artes  inserto  en  la  pág.  81 , 
el  de  Escuelas  de  Arquitectura,  el  de 
Obras  y construcciones  civiles  y Poli- 
cía urbana.  En  Academia  se  encuentran 
reunidas  las  disposiciones  de  las  leyes 
recopiladas  y posteriores  sobre  que  se 
presenten  á la  misma  todos  los  diseños 
de  obras,  estátuas , efigies;  disposicio- 
nes que  deben  tener  muy  presentes  los 
Ayuntamientos  y Diputaciones  provin- 
ciales por  lo  que  hace  á las  obras  muni- 
cipales y provinciales,  los  M.  RR.  Arzo- 
bispos y RR.  Obispos  por  lo  respectivo  á 
las  obras  y adornos  de  iglesias,  capillas 
y lugares  pios,  y aun  los  mismos  parti- 
culares respecto  á los  edificios  ó monu- 
mentos públicos,  especialmente  sagrados 
abiertos  al  público,  según  se  declaró  por 
Rs.  Ords.  de  t.ü  de  octubre  de  1850  y 
23  de  junio  de  1851 . 

Ejercicio  profesional. 

El  ejercicio  de  la  honrosa  profesión 
del  arquitecto  que  tantos  estudios  y tan 
vastos  conocimientos  supone,  es  exclusi- 
vo de  los  que  han  obtenido  el  título  aca- 
démico. Siempre  ha  sido  este  neces.  rio, 
prévio  el  examen  y aprobación  de  la 
Academia  de  nobles  Artes  que  le  expedia, 
pero  hoy  se  exige  una  larga  carrera,  cuya 
enseñanza  viene  siendo  objeto  de  fre- 
cuentes reformas  desde  el  R.  D.  de  25 
de  setiembre  de  1844 , hasta  el  último 
arreglo  hoy  vigente  en  30  de  noviembre 
de  1864,  como  veremos  en  Escuelas  de 
Arquitectura.  Aq u i nos  basta  con  repe- 
tir la  indicación  que  sobre  este  punto 
dejamos  hecha,  de  que  no  se  puede  as- 
pirar al  titulo  de  arquitecto  para  ejercer 
la  profesión  en  los  dominios  de  España, 
sin  haber  cursado  precisamente  y sido 
aprobado  en  la  escuela  especial  del  ra- 
mo, lo  cual  no  obsta  á que  los  arquitec- 
tos con  título  extranjero  puedan  aspirar 
á su  habilitación  en  España,  cumpliendo 
con  lo  prevenido  en  la  ley  de  Instrucción 
pública  y en  otras  disposiciones,  como 
veremos  en  Profesores  extranjeros. 

Facultades  de  los  arquitectos. 

Las  facultades  de  los  arquitectos  son 
latísimas  en  lo  relativo  á la  construcción 
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y dirección  de'  obras  civiles,  sin  mas 
restricciones  que  las  reglamentarias  im- 
puestas por  Ordenanzas  municipales  ó 
Jas  indicadas  en  el  articulo  Academia  de 
San  Fernando.  Estas  facultades,  estable- 
cida la  línea  divisoria  de  las  que  cor- 
responden á los  maestros  de  obras,  están 
determinadas  en  el  R.  D.  de  22  de  julio 
de  1864;  y son  proye nar  y dirigir  toda 
clase  de  edificios,  así  públicos  como  par- 
ticulares, ejecutar  mediciones,  tasacio- 
nes y reparaciones,  así  interiores  como 
esteriores  en  todos  elfos  y ejercer  cuan- 
tos actos  les  convenga  relativos  á la  pro- 
fesión, sin  limitación  alguna,  entendién- 
dose que  con  este  título  superior  poseen 
implícitamente  el  inferior  de  director  de 
caminos  vecinales  y pueden  por  consi- 
guiente ejercer  todos  y cada  uno  de  los 
actos  correspondientes  al  mismo,  aunque 
cuando  obren  como  tales  directores,  que- 
dan sujetos  á las  obligaciones  de  estos  y 
sin  mas  Opción  que  á sus  derechos.  (Ar- 
tículos l.°,  5.°  y 9.°  R.  D.  de  22  de  ju- 
lio de  1864  y R.  0.  de  18  de  mayo  de 
1860.) 

Las  facultades  de  los  maestros  de 
obras  ya  antiguos,  ya  modernos  ó [ oste- 
riores  al  Reglamento  de  28  de  setiembre 
de  1845,  se  determinan  también  en  el 
Real  decreto  citado  de  22  de  julio  de 
1864,  y á él  nos  remitimos  y á Maestros 
de  obras,  adviniendo  que  las  plazas  de 
arquitectos  ó maestros  mayores  de  las 
catedrales,  colegiatas,  Ayuntamientos, 
Tribunales  y demás  corporaciones,  solo 
podrán  proveerse  en  maestros  de  obras, 
á falta  de  arquitectos,  en  poblaciones  que 
no  lleguen  á 2.000  vecinos,  exceptuán- 
dose el  caso  en  que  se  trate  de  edificios 
de  carácter  monumental  ó histórico. 
(Aí’í.  ll  decreto  citado). 

Los  arquitectos , lo  mismo  que  los 
maestros  de  obras,  respectivamente  se- 
gún sus  facultades,  desempeñan  también 
sus  importantes  cargos  como  peritos,  au- 
xiliando á la  Justicia,  en  cuyo  caso  les 
son  aplicables  los  arts.  275,  284,  314, 
324  y 245  al  247  del  Código  penal. — 
V.  Peritos.  Igualmente  se  consideran  en 
los  cargos  que  ejercen  cerca  de  los 
Ayuntamientos  y Diputa ciones  provin- 


ciales, como  auxiliares  de  la  Administra- 
ción, en  cuyo  concepto  tienen  otros  de- 
beres relativos  á la  seguridad,  al  ornato, 
á la  salubridad  pública,  etc. 

Arquitectos  provinciales. 

De  la  creación  de  plazas  de  arquitec- 
tos provinciales  trata  el  R.  D.  de  l.°  de 
diciembre  de  1858,  que  según  su  preám- 
bulo, obedeció  á la  «necesidad  general- 
mente sentida  de  que  la  dirección  de  las 
obras  públicas  encargadas  á las  provin- 
cias y á los  Ayuntamientos  se  baile  con- 
fiada á profesores  idóneos,  y de  que  la 
autoridad  local  tenga  á su  inmediación 
agentes  facultativos  de  quien  valerse  y 
asesorarse  para  la  mas  acertada  resolu- 
ción de  las  cuestiones  que  diariamente 
surgen  en  materias  de  policía  urbana. > 
En  ei  citado  decreto  y en  el  reglamento 
para  su  ejecución  de  14  de  marzo  de 
1800  , se  establece  la  organización  del 
servicio  de  los  arquitectos  provinciales,  se 
fijan  las  relaciones  que  deben  existir  en- 
tre la  autoridad  y los  mismos,  definien- 
do los  deberes  y atribuciones  de  estos 
en  el  levantamiento  de  planos,  formación 
de  proyectos,  presupuestos  etc.,  en  todo 
lo  relativo  á ia  construcción  de  edificios 
del  Estado,  de  las  provincias  y de  los 
Ayuntamientos  y en  ios  asuntos  de  po- 
licía urbana. 

Responsabilidad. 

Los  arquitectos,  maestros  de  obras, 
alarifes,  etc.,  que  se  encargan  de.  una 
obra  están  obligados  á construirla  según 
las  reglas  del  arte  y con  sujeción  al  pla- 
no que  se  trazó.  Si  durante  la  cons- 
trucción se  arruinare  estarán  obligados 
á levantarla  de  nuevo,  salvo  que  esto 
no  se  deba  á su  impericia  ni  á otro  mo- 
tivo que  les  sea  imputable , y sí  á algún 
acontecimiento  imprevisto  como- inun- 
dación , terremoto  , etc.  Terminada  la 
obra,  puede  su  dueño,  antes  de  reci- 
birla, hacerla  reconocer  por  peritos;  y 
no  haciéndose  reconocimiento  deberá 
durar  quince  años  sin  falsear  para  ser 
tenida  por  válida  y bien  hecha,  salvo  al- 
gún acontecimiento  fortuito.  ( Leyes  16  y 
17,  í-íí.'8'.0ll,24,  25  y 28  tit.  Par- 
tida 5.a,  y 21 , titulo  32,  Partida  3.a) 
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Todos  los  espertos  en  sus  oficios  que 
tomen  obras  á destajo , ó en  almoneda 
no  pueden  alegar  engaño  en  mas  de  la 
mitad  del  justo  precio,  i Ley  4.a,  tit  \ 0 
lib.  10  Nov.  Rec.) 

En  el  articulo  Arrendamiento  se  ha- 
llan insertas,  con  otras,  las  leyes  de  Par- 
tida que  hemos  citado. 

ARRAS.  Donación  que  hace  el  esposo 
á la  esposa  en  consideración  á la  dote  ó á 
.sus  prendas  personales.  Esta  donación 
no  puede  exceder  de  la  décima  parte  de 
los  bienes  del  donante,  habidos  ya  al  ha- 
cerse la  donación,  ya  al  disolverse  el  ma- 
trimonio si  se  hubieren  aumentado;  y en 
cuanto  excedan  no  vale.  ( Leyes  1.a  y 
7.a,  tit.  3.°,  lib.  10  Nov.  Recop .) 

La  mujer  hace  suyas  las  arras  desde  la 
celebración  y consumación  del  matrimo- 
nio; y suelen  comprenderse  en  la  escri- 
tura dotal  como  aumento  de  dote,  en 
cuyo  caso  gozan  de  hipoteca  legal  con 
arreglo  al  art.  168  de  la  ley  hipotecaria, 
’y  no  si  se  ofrecieran  sin  dicho  requisito 
como  lo  establece  el  art.  178,  en  cuyo 
caso  solo  existe  obligación  personal  (1) . 

Como  á los  herederos  de  la  mujer 
corresponden  las  arras  en  el  caso  de 
que  muera  sin  disponer  de  ellas  ni  dejar 
descendientes  , ( Ley  51  de  Toro)  para 
evitarlo,  puede  el  esposo  donante  , po- 
ner por  tcondicion  que  en  el  indicado 

(1)  Según  el  derecho  foral  de  Aragón  el 
marido  está  obligado  á dotar  decentemente  á 
la  mujer,  y esta  dote  se  llama  allí  donación 
propter  nuptias ; la  mujer,  puede,  sin  embar- 
go, eximirle  de  está  obligación,  por  ser  lavo- 
rable  á ella  sola.  {Obs.  o.a  de  donai.,  lib.  H.°) 
Muerto  el  marido  no  queda  á la  mujer  otro 
derecho  que  el  de  viudedad  en  dicha  dote  y 
si  casa  segunda  vez  es  para  los  hijos  del  pri- 
mer marido  y en  su  defecto  para  sus  pa- 
rientes. 

Navarra.-  En  Navarra  no  puede  darse  a la 
mujer  por  razón  de  arras  mas  que  la  octava 
parte  de  ia  dote  qne  aportó  al  matrimonio,  sin 
que  pueda  renunciarse  ia  prohibición.  La 
mujer  se  hace  dueña  de  las  arras,  y no  tiene 
como  en  Castilla  la  obligación  de  reservarlas 
para  los  hijos  del  primer  matrimonio.  _ 

Cataluña.-^E n Cataluña  están  admitidas 
las  donaciones  llamadas  propter  nupUas  ex- 
creix  ó esponsalicio , que  hace  el  marido  a su 
esposa  por  razón  déla  virginidad  ó de  Ja  dote. 
En  esta  donación  conserva  la  mujer  el  usu- 
fructo aun  en  el  caso  de  pasar  á segundo  ma- 
trimonio. 


caso  sean  para  él  ó para  sus  herederos. 

Si  el  marido  ofreciere  á la  mujer  arras 
y donación  esponsalicia^solaménte  que- 
dará obligado  á constituir  hipoteca  por 
las  unas  ó por  la  otra,  á elección  de  la 
misma  mujer,  ó á la  suya  si  ella  no  opta- 
se en  el  plazo  de  veinte  dias  que  la  ley 
señala,  contando  desde  el  en  que  se  hizo 
la  promesa.  Así  ,1o  establece  el  art.  179 
déla  ley  hipotecaria. — V.  Hipoteca  do- 
tal.  Bienes  reservarles. 

ARREGLO  PARROQUIAL.  Por  R.  0.  de 
23  de  agosto  de  1861  se  recuerda  á los 
prelados  eclesiásticos  que  teniendo  pre- 
sentes el  art.  24  del  Concordato  de  1851, 
y el  17  del  Convenio  de  1859  ó ley  de  4 
de  abril  de  1860  así  como  las  bases  de 
la  Real  cédala  de  ruego  y encargo  de 
3 de  enero  de  1854  abrevien  la  termina- 
ción de  los  expedientes  de  arreglo  y de- 
marcación parroquial,  y remitan  los  au- 
tos al  Gobierno,  para  que,  oido  el  Conse- 
jo de  Estado,  pueda  S.  M.  acordar  lo  que 
procediere.  Hoy  rlebe  estarse  al  R.  D.  de 
15  de  febrero  de  1 867. — V.  Concordato. 

ARRENDAMIENTO.  Contrato  en  que 
una  de  las  partes  se  obliga  á ceder,  ó ce- 
de á otro  el  goce  de  una  cosa,  ó á pres- 
tarle un  servicio  personal  por  precio  de- 
terminado. Cuando  el  arriendo  recae  so- 
bre cosas  muebles  ó semovientes  se  de- 
nomina alquiler , y aun  así  se  dice  tam- 
bién de  las  casas,  tiendas  etc.  Cuando 
recae  sobre  naves  se  llama  fletamento. 

El  arrendatario  que  es  el  que  toma  la 
cosa  en  arriendo  es  conocido  general- 
mente con  el  nombre  de  colono  si  se  tra- 
ta de  fincas  rústicas,  con  el  de  inquilino 
en  las  casas,  y fletador  en  iasnaves. 

Hay  también  ana  especie  de  arrenda- 
miento, aunque  realmente  no  loes,  que 
consiste  en  percibir  cierta  parte  propor- 
cional de  los  frutos  el  colono,  y otra  par- 
te también  proporcional  el  dueño,  con- 
trato que  se  conoce  con  el  nombre  de 
aparcería. 

La  doctrina  de  nuestras  leyes  sobre 
arrendamientos  es  la  siguiente: 

Ley  21,  tit.  32,  Part.  3.“ 
Responsabilidad  de  los  que  ejecutan  mal  uda  obra. 

«Lealmente  et  con  grant  femencia  deben 
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mandar  facer  las  labores  aquellos  que  son 
puestos  sobre  ellas , de  manera  que  por  su 
culpa  nin  por  su  pereza  non  sea  y fecha  al  - 
guna falsedat»  dice  la  ley,  y considera  que 
la  hay  si  tiene  sentimiento  ó se  arruina  la 
obra  antes  de  quince  años  debiendo  en  tal 
caso  el  que  le  ejecuta  ó sus  herederos  de 
hacerla  á su  costa  á no  ser  que  sobrevenga 
la  ruina  por  caso  fortuito,  como  terremoto, 
rayo,  avenida  de  rios  lí  otros  semejantes. 

A pesar  de  no  referirse  esta  ley  sino  á las 
obras  públicas  todos  los  legisladores  y los 
intérpretes  de  nuestras  leyes  la  hacen  esten- 
siva  á las  particulares. 

Ley  11,  tit.  5,  Part.  5.a 

Se  refiere  esta  ley  á las  cosas  que  se  ven- 
den antes  que  existan,  y como  tal  consideran 
nuestras  leyes  el  contrato  de  obra  cuando  el 
que  ajusta  pone  la  materia  principal  ó sea  el 
suelo,  y dice  valga  la  venta,  es  decir  haya 
de  cumplir  el  contrato  aunque  la  obra  se 
arruine  ó menoscabe  por  causa  fortuita,  pues 
se  tiene  por  vendedor  de  una  cosa  futura . 

Leyes  24,  25  y 26,  tit.  5,  Part.  5.a 

Responsabilidad  del  daño  sobrevenido  por  demora... 

Establece  la  24  que  el  daño  que  sobrevi- 
niese á uua  cosa  después  de  requerido  el  due- 
ño para  hacerse  entregar  de  ella,  si  este  la 
demora  sea  en  perjuicio  suyo;  la  25  que  si  en 
alguna  venta  con  condición  se  muriese  el 
comprador  ó vendedor  y después  se  cum- 
pliese la  condición,  valdria  la  venta  y los  he- 
rederos estañan  obligados  á tenerla  por  va- 
ledera; y la  26  que  si  el  que  vende  uua  cosa 
retarda  la  entrega  á pesar  de  ser  instado  por 
el  comprador  á ello  y sobreviene  daño  será 
de  su  cuenta;  no  así  si  el  daño  sobreviniere 
cuando  el  comprador  hubiese  retardado  el  re- 
, cibirla,  aun  siendo  requerido  después  de  al- 
gún retraso. 

Ley  3,  tit.  8,  Part.  5.a 

Cosas  que  pueden  arrendarse. 

«Obras  que  lióme  faga  con  sas  manos,  et 
bestias  et  naves  para  traer  mercaderías  ó 
para  aprovecharse  del  uso  dellas,  et  todas 
las  otras  cosas  que  home  suele  alogar,  pue- 
den ser  logadas  ó arrendadas.» 

Ley  9,  tit.  8.°  Part.  5.a 

Prorateo  de  los  salarios  ú honorarios  en  caso  de 
muerte.,.,. 

Esta  ley  después  de  hablar  de  ciertos  fun- 
cionarios públicos  ó maestros  de  ciencias  que, 
percibiendo  cierta  dotación,  muriesen  antes 


del  año  y de  disponer  que  en  semejante  caso 
los  herederos  han  de  percibir  la  dotación  ín- 
tegra, añade:  «Mas  si  algún  abogado  pley- 
tease  (ajustase)  con  algunt  home  que  razona- 
se por  él  algunt  pleyto,  maguer  haya  comen- 
zado el  pleyto,  non  debe  haber  todo  el  sala- 
rio si  non  razonase  el  pleyto  fasta  que  fuere 
acabado;  ante  decimos  que  si  se  moriese  des- 
pués que  el  pleyto  es  comenzado,  que  sus 
herederos  deben  haber  tanta  parte  del  sala- 
rio quanto  fallaren  en  verdat  que  habie  ven- 
cido et  non  mas;  pero  si  quisieren  dar  otro 
abogado  que  sea  sabidor  para  razonar  el 
pleyto  fasta  que  sea  acabado,  devengólo  res- 
cibir,  et  entonce  débenles  dar  todo  el  salario. 
Esto  mesmo  decimos  de  los  menestrales  que 
pleyteasen  (ajustasen)  algunas  obras  et  pro- 
metieren délas  acabar  por  precio  cierto,  que 
si  se  morieren  ante  que  las  acaben,  que  de- 
ben haber  sus  herederos  aquello  que  bebie- 
ren ellos  merescido  et  non  mas;  pero  si  todo 
el  precio  quisieren,  deben  dar  otros  menes- 
trales tan  sabidores  como  aquellos  que  fina- 
ron que  acábenlas  obras.» 

Ley  10,  tit.  8."  Part.  5.a 

Daño  causado  por  impericia  de  los  que  reciñen  pre- 
cio por  hacer  alguna  obra. 

Si  un  lapidario  recibe  una  piedra  preciosa 
para  engarzarla  en  sortija,  ú otra  cosa,  por 
precio  cierto,  y ia  rompe  por  no  ser  perito, 
pague  la  estimación  de  ella  según  se  aprecie 
por  los  maestros;  salvo  si  probare  que  la 
piedra  tenia  algún  pelo  ó señal  de  quebradu- 
ra, que  en  tal  caso  no  es  responsable  al  da- 
ño. Esceptiiase  el  caso  en  que  se  hubiera 
obligado  expresamente  á responder  de  todo 
daño,  de  cualquiera  manera  que  aconteciese. 
Lo  mismo  se  entiende  de  los  demas  maestros, 
cirujanos,  albéitares  etc.  si  yerran  por  su 
culpa  ó por  meugua  de  saber . 

Ley  16,  tit.  8.°  Part.  5.a 

Responsabilidad  por  mala  construcción,.. 

El  maestro  ú obrero  que  toma  á destajo 
alguna  obra,  y la  hace  mezquinamente  ó tan 
falsa  y endeble  que  su  mala  construcción 
causa  que  se  derribe  antes  de  concluirse, 
esta  obligado  á reedificarla  de  nuevo,  ó vol- 
ver el  precio  con  daños  y menoscabos,  pero 
si  no  se  cae  antes  de  acabarse,  y al  dueño  le 
parece  no  ser  segura  la  obra,  puede  hacer  la 
reconocer  por  peritos  inteligentes;  y si  estos 
declarasen  que  está  mal  construida  y que  el 
yerro  proviene  de  culpa  del  maestro,  deberá 
este  edificarla  y pagar  y devolver  el  precio 
ton  los  daños  y menoscabos,  salvo  no.  siendo 
culpado,  porque  fuese  la  causa  un  caso  for- 
tuito y no  su  mala  construcción. 
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Ley  17,  tit.  s.°Part:  5.* 

Obras  á contentamiento:  responsabilidad. 

Prometiendo  el  maestro  hacer  alguna  obra 
al  gusto  y albedrío  del  dueño  de  ella,  y este 
pagarla  cuando  la  viese  concluida,  si  des- 
pués dijese  maliciosamente  que  no  le  gusta- 
ba por  retener  el  precio,  deberán  reconocer- 
la los  peritos,  y si  dicen  que  es  buena,  el 
dueño  pagará  el  precio  al  maestro  apremián- 
dole el  juez  á ello.  El  que  toma  á destajo  una 
obra  y estipula  con  el  dueño  ser  responsable 
á cualquier  peligro  que  acaezca  en  ella,  ó á 
deshacerla  y reedificarla  hasta  tanto  que  le 
guste  al  dueño,  si  concluida  requiere  á este 
para  reconocerla,  y él  lo  dilatare  d no  se 
diese  por  entendido  aunque  la  vea,  si  es  bue- 
na la  obra  y se  pierde  ó derriba  desde  este 
requerimiento  en  adelante  por  ocasión  y sin 
culoa  del  maestro,  el  peligro  corresponde  al 
dueño.  Lo  mismo  debe  decirse  si  gustándole 
se  derriba  ó menoscaba  después. 

Ley  1 .a,  tít.  26,  id.  id. 

Horas  diarias  de  trabajo. 

Para  evitar  fraudes  se  dispone  que  todos 
los  carpinteros  y albañiles,  obreros,  jornale- 
ros y otros  menestrales  que  suelen  alogar  y 
alquilar  sus  servicios,  salgan  á las  plazas 
«do  es  acostumbrado  de  se  alquilar»  con  sus 
herramientas;  de  modo  que  puedan,  caso  de 
ser  tomados,  salir  del  lugar  para  las  labores 
al  romper  el  sol,  y le  dejen  á tiempo  de  lle- 
gará casa  al  ponerse  el  sol,  bajo  pena  de  no 
abonarles  el  cuarto  del  jornal  que  ganaren. 
Los  que  trabajasen  en  el  pueblo  en  que  fue- 
sen tomados,  trabajarán  desde  que  sale  has- 
ta que  se  pone  el  sol  (años  1369  y 1548). 

Ley  2.a  id.  id. 

Pago  á los  obreros  diariamente. 

Que  se  pague  á los  obreros  en  la  noche  de 
cada  dia  que  trabajaren,  si  así  lo  quieren  al 
dejar  el  trabajo;  dejándolo  para  otro  dia  si 
ese  es  su  deseo. 

Fijaba  esta  ley  en  12  los  obreros  que  cada 
uno  puede  emplear  cada  dia  con  objeto  de 
que  no  falten  obreros  para  otros.  (LL.  de 

Toro,  1369). 

Ley  4.*,  id  id. 

Tasa  proporcional  de  los  jornales. 

Prevenia  que  los  concejos  y Alcaldes  de 
cada  pueblo  fijasen  el  tipo  de  los  jornales  y 
quedo  hicieran  «según  que  los  precios  de  las 
viandas  valieren»  para  evitar  que  sean  ex- 
cesivos (Año  de  1373). 

Tomo!. 
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Por  nota  á esta*  ley  hay  una  Real  orden 
de  1767 , dejando  en,  libertad  á los  jornaleros 
para  concertar  sus  salarios  con  los  diieBos  de 
las  tierras,  y hoy  tenemos  ya  sancionada  la 
libertad  de  toda  'clase  de  arrendamientós 
por  la  ley  de  H de  junio  de  1813. 

Ley  7 , tit.  10,  lib.  10  Nov.  Recbp.  b 

Como  han  de  arrendar  los  militares  las  caBas."  ! 

Siendo  costumbre  en  algunos  pueblos  ha- 
! cer  los  arriendos  por  San  Juan  ó Navidad  y 
pagar  seis  meses  adelantados,  dispone  que  los 
militares  en  las  casas  que  estéu  desocupadas 
después  de  San  Juan,  y no  en  otras,  sean 
preferidos  para  su  arrendamiento  y las  pa- 
guen por  meses  ( 1 790).- 

Ley  de  8 junio  de  i8l3. 

‘Libertad  en  los  precios  de  los  jornalas  y en  los  ar- 
rendamientos de  todas  clases. 

Esta  ley  es  la  llamada  de  acotamientos, 
que  derogando  prácticas  introducidas  en  per- 
juicio de  la  agricultura  y de  la  ganadería, 
declaró  cerradas  y acotadas  todas  las  here- 
dades; estableció  la  libertad  en  las  condicio- 
nes de  los  arriendos  haciéndolos  obligatorios, 
durante  el  tiempo  estipulado,  á las  partes  y 
á sus  herederos,  sin  privilegios  ni  preceden- 
cias; fijó  reglas  para  la  terminación  de  los 
contratos  cuando  se  señalase  tiempo,  y abo- 
lió las  tasas  de  las  obras  del  trabajo  y de  la 
industria,  sin  embargo  de  cualesqu'era  leyes 
generales  ó municipales.  Véase  literal  en 
Agotamiento. 

R.  O.  de  12  octubre  de  1814.  ■ 

Que  paguen  las  oficinas  de  la  R.  H.,  ejército  etc. 

Extracto.  — Derogando  las  disposiciones 
por  que  se  disfrutaban  en  arriendo  gratis  las 
fincas  del  Real  Patrimonio,  se  dispuso  que 
desde  l.°  de  mayo  del  mismo  ano  pagasen, 
la  renta  que  se  tasare,  las  oficinas  de  la  Real 
Hacienda,  ejército  y particulares  que  las 
ocuparen  en  Valladolid  y su  término.  {CL. 
tomo  2.°,  p.  175.) 

Ced.  del  C.  R.  de  4 0 octubre  de  1817.  ■ 

Juicios  sobre  inquilinatos. 

Extracto.— Perteneciendo  ios  inquilinatos 
de  casas  á la  policía  de  los  pueblos  se  declaró 
eran  dé  la  competencia  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, doctrina  que  está  vigente  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

R.  O.  de  17  enero  de  1828.  ■ ■ ■■ 

Desahucios  contra  militares  etc, 

(Guerra.)  Extracto.— Debiendo  enten- 
derse la  Ced.  del  G.  R.  de  10  de  octubre  de 

33 
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1,817  coa  referencia  al  conocimiento  dequien 
debe  ser  preferido  á ocupar urna  casa  vacia,, 
se  resuelve  que  son -distintas  la  acción  de 
desahucio  y la  de  reclamar  alquileres  venci- 
dos, y que  cuando  se  intentan  contra  milita- 
res «el  conocimiento,  de  la-  primera  corres- 
ponde á la  autoridad  civil,  por  ser  ún  punto 
de  policía;  y la  seguuda  á la  jurisdicción  mi- 
litar, porque  sj  trata  de  una  acción  directa 
contra  el  individuo  aforado.»  [CL.  t.  13, 
página 5,j 

■ fí.  0¡.  de  30  noviembre  de  4 830, 

Sean  preferidos  en  los  arriendos  los  militares. 

Extracto. -r-Dispone,  asi  como  la  ley  7-“,  ¡ 
tít.  10,  lib.  10  de  la  Nov.  Rccop;  y la  1.a 
del  mismo  título  y libro,  suplemento  , sean 
preferidos  los  mililares  en  el  arrendamiento  ' 
de  casas,  y lo  que  han  de  hacer  para  solici- 
tarlo. [CL.  t.  15,  p.  432.) 

R.  D.  de  3 febrero  de  1831 .. 

Aboliendo  preferencias,  de  los  militares. 

(Guerra  ) Extracto . —Anula  la  Real  dr- 
den  de  30  de  noviembre  de  483U  que  daba 
preferencia  á los  militares  para  los  inquili- 
natos y destierra  este  privilegio.  [CL,  t.  48, 
página  d(J5.) 

Ley  de  í>  abril  de  184*2. 
Arrendamiento  de  casas  y demás-  edificios  urbanos. 

(Grao,  y Jüst.)  «Doña  Isabel  II  etc.  sa- 
bed: que  las  Cortes  han  decretado*  y Nos 
sancionado  lo*  siguiente: 

Artículo  1. 0 los  dueños  de  las  casas  y 
otros  edificios  urbanos,  así  en  la  corte  como 
en  los  demas  pueblos  de  la  Península  é Islas 
adyacentes,  en  uso  del  legítimo  derecho  de 
propiedad,  podrán  arrendarlos  libremente 
desde  la  publicación  de  esta  ley,  arreglando 
y estableciendo'  c'ofi  los  . arrendatarios  los 
pactos  y condiciones  qne  íes  parecieren  con- 
venientes, los  cuales  serán  cumplidos  y ob- 
servados á la  letra. 

Art.  2.°  Si  en  estos  contratos  se  hubiere 
estipulado  tierqpo  fijo  para  su  duración;  fe- 
necerá el  arrendamiento  cumplido  .el  plazo, 
sin  necesidad  de  desahucio  por  una  ni  otra 
parte.  Mas  si  no  se  hubiese  fijado  tiempo, 
ni  pactado  desahucio,  ó cumplido,  el  tiem- 
po fijado  continuase  dé  hecho  el  árlénda- 
mienio  por  consentimiento;  tácito  de  fas  par- 
tes, el  dueño  no  podrá  desalojar  al  arren- 
datario, ni  este  dejar  el  prédio  sin  dar  aviso 
á-  1$  ofra  parte  con  la,  anticipación*  que  se 
adoptada  por  . la  coguumbm  general  ] 


del  pueblo,  y en  otro  caso  con  la  de  cua- 
renta dias  (1).  •• 

Art.  3ri  . Los  arrendamientos  ya  hechos 
y pendientes  á la  publicación  de  esta  ley 
se  cumplirán  en  los  misffibs  términos  en'  eme 
se  hayan  celebrado,  y por  todo  el  tiempo 
y en  la  forma  que  debían  durar  con  arre-  , 

. glo  á la  ley  que  ha  regido  en- ¡Madrid  has- 
ta ahora,  reales  resoluciones,  práctica  y cos- 
tumbres vigentes  al  tiempo  de  celebrarse  di- 
chos contratos. 

Art.  4.°  Quedan  derogadas  para  lo  suce- 
sivo la  ley  8,  tít.  !0,  lib  UI,  Novísima  Re- 
copilación, y cualesquiera  otras  reales  re- 
soluciones, práctica  ó costumbres  que  sean 
contrarias  á lo  establecido  en  los  artículos 
precedentes.  Por  tanto  etc.  En  Madrid  á 9 
de  abril  de  18Í2.»  ( CL.t . 28,  p.  164.) 

Darte  doctrinal. 

Condiciones  de  los  arrendamientos.  Modps  de  con-, 
i;  eluirse. 

La  ley  de  8 de  junio  de  1813  restable- 

1“  cida  por  R.  D.  de  6 de  setiembre  de 
1836,  y la  de  9 de  abril  de  1812  vienen 
á constituir  hoy  nuestro  derecho  sobre 
1 toda  clase  de  arrendamientos. 

Los  pactos  y condiciones  que  se  pon- 
gan en  estos  contratos,  hemos  visto  que 
, quiere  la  ley  que  sean  cumplidos  y ob- 
! servados  á la  letra.  Por  lo  mismo  solo 
■debe  darse  per  concluido  el  arrenda- 
miento: l.°  Por  haber  espirado  el  plazo 
;i  ó tiempo  prefijado  en  la  .forma  que  .se- 
gún los  casos  disponen  los  aris.  5.'°  y 6.° 

! de  la  ley  de  1813  y 2.°  de  la  de.1842.  2.° 
j Por  mutuo  consentimiento.  3>.°  Por- la 
destrucción  ó pérdida  fortuita  de  la  cosa, 
i 4.°  Por  no  pagar  la  rema,  tratar  mal  la 
finca,  ó faltar  á las  condiciones  estipula- 
das, lo  cual  está  expresamente  dispuesto 
por  la  ley  de  1813,  y creo  que  está  en  la 
inente  de  la  de  1842. 

• .Tales  son  los  mas  principales  modos 
de  terminar  este  contrato,  y añadiremos 
í para  mayor  claridad , que  nd  caduca 
por  la  muerte  del  dueño  de  la  cosa,  ni 
¡por  la  del  arrendatario,  ni  por  necesitar 
leí  dueño  la  finca  para  sí  ó su  familia,  ni 

(1)  :La  disposición  consignada  en  éste  ár- 
: tiento,  solo  es* aplicable!  cuando  se  han  cu  a»- 
I piído  fias  ¡obligaciones,  estipuladas  en  a3u®*  : 
i contrato  por  el  arrendatario.  (S,  4«*  i - P-  dv: 
J ió  de  junio  de  1864.)  , vi./  ,•  -••■u- 


I 


arrendamiento 

por  enajenarla.  El  contrato,  dice  la  lev. 
debe  cumplirse  religiosamente  por  am- 
bas partes,  y por  mas  que  respeto  mu- 
cho la  opinión  de  autorizados  escritores, 
que  señalan  como  término  del  arren- 
damiento la  venta  de  la  cosa  arrendada, 
yo  he  venido  sosteniendo  lo  contrario 
respecto  de  los  arrendamientos  inscri- 
tos en  el  Registro,  como  hoy  lo  deben 
estar  según  la  ley  hipotecaria,  si  se  ins- 
criben los  de  bienes  inmuebles  por  un 
período  que  exceda  de  seis  años,  ó en  los 
que  se  baya  anticipado  la  renta  de  tres  ó 
mas;  disposición  que  es  aplicable  tam- 
bién á los  contratos  de  subarriendo,  sub- 
rogaciones, cesiones  y retrocesiones  de 
arrendamientos  que  reúnan  las  circuns- 
tancias indicadas  (í).  (Art.  2 % párrafo 
h,°  y 6 .°,  ley  hipotecaria , y 5.°  del  re- 
glamento.) 

Acciones  que  nacen  del  arrendamiento. 
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Dueño  y arrendatario  tienen  obliga- 
ciones recíprocas,  y cuando  no  se  cum- 
plen voluntariamente,  necesario  es  im- 
plorar el  auxilio  del  juez. 

El  dueño  pedirá  en  su  caso  que  el  ar- 
rendatario le  pague  el  precio  del  arren- 
damiento, ó que  se  lo  pague  en  la  ma- 
nera y forma  convenida ; podrá  pedir 
también  en  dicho  caso , y siempre  que 
el  arrendatario  falte  á las  condiciones 
estipuladas,  lo  mismo  que  cuando  el 
contrato  finalice  y no  quiera  que  conti- 
núe , que  le  deje  libre  y desembarazada 
la  finca.  Esto  último  es  lo  que  se  llama 
juicio  de  desahucio , siempre  con  dero- 
gación de  todo  fuero  ante  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  domicilio  del  deman- 
dado , ó en  que  esté  sita  la  cosa  , á elec- 
ción del  demandante,  debiendo  preceder 
acto  de  conciliación  y observar  los  trá- 
mites y formalidades  que  previenen  los 
arts.  636  y siguientes  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  (2). 

"Tí)  Taña b i e n la  ley  5.a,  t¡t-  8 «,  Partida  5.a 
que  trata  del  arrendamiento,  esta  derogada 
por  la  de  9 de  abril  de  1842,  en  todo  lo  que^  e 
sea  contraria.  (T.  S.  sentencia  de  ¿i  e 

víembre  1864.)  , 

Í2)  En  sentencia  de  12  de  setiembre 
1863,  consigna  el  Tribunal  Supremo  la  doc- 
trina de  que  la  disposición  de  la  ley  19,  titu- 
lo 3.°  de  la  Partida  3.a,  según  la  cual  el  com- 


no- 


de 


rm  arrónaatario,  cuanqo  no  se  ie  res- 
pete y defienda  en  el  goce  de  las  venta- 
jas del  arrendamiento,  ó se  destruya  ó 
deteriore  notablemente  la  cosa  arrenda: 
da,  de  modo  que  no  le  sirva,  podrá  pédií 
que  se  cumpla  el  contrato,  ó que  se  res- 
cinda. 

La  ley  23  tít.  8.°  Partida  5.a  impone 
al  arrendatario  que  se  obliga  á los  ca- 
sos fortuitos,  el  deber  de  satisfacer  el 
precio  integro  del  arrendamiento,  aun 
cuando  sobrevenga  alguno  de  dichos  ac- 
cidente! Esto  es  y se  entiende  según  el 
espíritu  y letra  de  la  expresada  ley, 
cuando  la  pérdida  ocasionada  por  el  mis- 
mo recae  sobre  los  frutos  y no  sobre  la 
finca  ó cosa  arrendada,  pues  en  este  caso 
ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  por 
sentencia  de  8 de  noviembre  de  1864, 
que  mientras  la  finca  no  se  restablezca 
al  estado  que  tenia  al  tiempo  del  arren- 
damiento, no  estará  obligado  el  arrenda- 
tario á pagar  renta.  Sin  embargo,  si  al 
tiempo  de  inutilizarse  estaban  mostrados 
los  frutos,  dice  el  fallo  indicado,  que  por 
aquel  año  toda  la  pérdida  es  del  arren- 
datario sin  que  tenga  derecho  á pedir  re- 
baja ni  menos  á que  se  le  condone  la  ex- 
presada renta. — V.  Desahucio.  ■ 

Arrendamiento  de  trabajo  ó industria.*  Criados  do- 
mésticos : Porteadores,  Arquitectos , alarifes,  ote. 

Del  mismo  modo  que  se  arriendan  las 
cosas  se  arrienda,  alquila  ó aloga  tam- 
bién la  industria  ó el  trabajo  de  las  per- 
sonas. Este  arrendamiento  no  recae  so- 
bre una  obra  ó servicio  ya  hecho,  sino 
sobre  un  servicio  ú obra  que  esté  por  ha- 
cer; y en  él  se  llama  arrendatario  el  que 
dá  la  merced  ó sea  el  que  paga  el  traba- 

prador  no  está  obligado  á respetar  y cumplir 
los  arrendamientos  que  hubiere  hecho  el  ven- 
dedor, pudiendo  por  lo  tanto  entrar  desde  lue- 
go en  el  libre  disfrute  y aprovechamiento  de 
la  cosa  vendida,  está  subordinada  á las  pres-  ■ 
cripciones  del  decreto  de  las  Cortes  de  8 de 
junio  de  1813,  restablecido  en  6 de  setiembre 
de  1830,  y consiguientemente  que  el  compra- 
dor no  puede  desahuciar  al  arrendatario  para 
posesionarse  desde  luego  de  ella,  debiendo  es- 
perar á que  trascurra  el  año  que  ha  de  conce- 
dérsele en  conformidad  á lo  determinado' por 
el  mencionado  decreto.  Véase  además  la  nota 
que  sigue,  y Arrendamientos  de  bienes  des- 
amortizados. 
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jo  La  obligación  de  los  que  arriendan 
su  trabajo  ó industria,  espira  con  su 
muerte.  , 

El' arrendamiento  de  industria  o tra- 
bajo personal,  puede  dividirse  en  tres 
clases. 

l.°  El  de  los  criados  domésticos  y 
obreros  que  asientan  con  sus  araos  para 
cierto  tiempo,  como  por  un  año,  por  una 
temporada,  por  un  dia.  Cuando  se  hace 
un  ajuste  por  tiempo  determinado,  de- 
ben ambas  partes  cumplir  exactamente, 
sin  que  puedan  apartarse  de  él  arbitra- 
riamente ni  el  amo  ni  el  criado.  En  su 
caso,  el  criado  podrá  ser  competido  á 
volver  al  servicio  ó á pagar  los  perjui- 
cios, ó lo  que  cueste  de  más  otro  criado 
por  el  tiempo  convenido;  y el  amo  esta- 
rá del  mismo  modo  obligado  á pagar  al 
criado  todo  su  salario,  deduciendo  cuan- 
do mas  lo  que  este  podrá  ganar  sirvien- 
do ó trabajando  en  otra  parte.  Üno  y 
otro  deben,  pues,  cumplir  el  contrato 
que  hubieren  hecho.  Respecto  á los  obre- 
ros, las  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  26,  lib.  8.°  de 
la  Novísima  Recopilación,  establecen  so- 
bre la  duración  del  trabajo  que  sea  de 
de  sol  á sol,  y sobre  et  pago  del  jornal 
que  se  verifique  diariamente,  aunque 
sobre  uno  y otro  deberá  estarse  á la  cos- 
tumbre si  nada  se  estipula  expresamente, 
debiendo  guardarse  las  condiciones  líci- 
tas que  se  pongan. 

2. °  El  de  ios  'porteadores  que  eondu-  ■ 
cen  de  un  punto  á otro  personas  ó cosas 
por  el  precio  que  se  han  ajustado,,  entre 
los  cuales  se  cuentan  los  arrieros,  car- 
ruajeros, ordinarios,  etc.  Son  responsa- 
bles de  las  cosas  que  se  les  confian  y de- 
ben. indemnizar  á sus  dueños  de  las  pér- 
didas, extravíos,  hurtos,  daños  y menos- 
cabos que  les  sobrevinieren,  á no  probar 
que  ocurrieron  sin  culpa  suya,  por  caso 
fortuito,  por  violencia  insuperable,  ó por 
la  naturaleza  ó vicio  propio  de  las  mis- 
más  cosas;  ( Leyes  8 y 26,  tít.  8,  P.  o.*j 

3. °  El  dedos  maestros  ó alarifes,  etc., 
que  toman  á su  .cargo  por  un  tanto  la 
construcción  de  una  obra,  ya  poniendo 
sojamenté  su  industria  personal,  ó ya  po- 
niendo también  los  materiales-,  necesa- 
rios. Las  leyes  21,  tít.  22,  Partida  3.a  y 


16  y 17,  tít.  8.“  Partida  5.“,  establecen 
:1a  responsabilidad  de  los  que  ejecutan 
mal  las  obras,  las  cuales  en  caso  de  con- 
tradicción deberán  ser  reconocidas  por 
peritos  etc. — V.  Arquitecto.  Artes  t 
Oficios.  Contratos.  Obligaciones,  etc. 

Jurisprudencia. 

Además  de  los  puntos  de  jurispruden- 
cia ya  consignados  en  este  artículo,  hé 
aquí  en  extracto  otros  que  importa  co- 
nocer. 

I.  La  acción  ó entrega  de  finca  hecha  por 

uu  padre  á favor  de  su  lujo  emancipado  por 
precio  anual  ó merced  estipulada,  constituye 
uu  verdadero  arrendamiento.  Los  contratos 
de. esta  clase,  celebrados  sin  tiempo  determi- 
nado, pueden  disolverse  al  arbitrio  de  cual- 
quiera de  las  partes  avisando  á la  otra  con  un 
ano  de  anticipación,  según  la  ley  3.\  tít.  i 0, 
libro  10  de  la  JNov.  Reoop.  y decreto  de  las 
Cortes  de  8 de  junio  de  l«lá;  y habiendo 
mediado  el  aviso,  en  el  caso  de  este  pleito, 
para  los  efectos  del  desahucio,  en  acto  con- 
ciliatorio, y trascurrido  el  término  legal,' las 
citadas  leyes  en  el  concepto  en  que  se  invo- 
can, no  han  sido  infringidas.  La  ley  \ títu- 
lo l;°,  lib.  10  de  la  JNov.  Recop.,  y las  de- 
más leyes  y principios  de  jurisprudencia  que 
establecen  la  imposibilidad  del  contrato  de 
arrendamiento  entre  un  padre  con  su  hijo  no 
emancipado',  aunque  pudieran  lomarse  en 
cuenta,  prescindiendo  de  la  generalidad  con 
que  se  citad  en  el  recurso,  por  las  razones 
antes  expuestas  lampoco  han  sido  infringidas 
en  la  ejecutoria  » (Sent.  del  T.  S.  de'ú  de 
abril  ae  Cae.  del  15  de  id.) 

II.  Siendo  el  arrendamiento  un  contrato 
bilateral  y útil  á ambas  partes  contratantes, 
el  arrendatario  está  obligado  á responder, 
según  lo  prevenido  por  las  leyes,  de  los  da- 
ños y menoscabos  que  en  la  cosa  arrendada 
se  causen  por  su  culpa , aunque  leve,  o sea 
par  falta  de  la  prudencia  y del  cuidado  qae 
un  hombre¡  medianamente  cuidadoso  y dili- 
gente pone  en  sus  propias,  y esto  aunque  el 
dueño  se  hubiera  obligado  á la  reparación 
en  casos  previstos  ó imprevistos,  pero  natu- 
rales y corrientes  (Seat,  del  T.  S.  de  .»  de 
mayo  de  tdfcitj,  inserta  en  Gac.  l.°  junio}. 

III.  Si  bien  el  art.  l.“de  la  ley  de  i.?  de 
abril  de  1842,  manda  cumplir  y observar  á 
la  letra  los  pactos  y condiciones  que  los 
dueños  de  las  casas  arreglen  y establezcan 
con  el  arrendatario»  es  de  absoluta  necesidad 
que  tales  pactos  y condiciones  se  prueben 
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bastantemente.  [Sent.  del  T,  $,  de  19  setiem- 
bre. de  ‘iSb’?;  One.  2íí  setiembre). 

[V.  La  ley  14  del  tít  8.°,  Partida  5.?  se 
refiere  á las  responsabilidades  que  contrae  el 
que  arrienda  toneles  y vasos  malos  ó que- 
brantados, ó pastos  de  montes  ó prados,  y 
no  es  aplicable  de  ningún  mo  lo  á los  arren- 
damientos de  habitación.  (Sent.  del  T.  S . de 
2o  de  junio  de  1867.  Gao.  25  junio). 

V.  Es  doctrina  admitida  por  la  jurispru- 
dencia y'  consignada  por  este  Tribunal  Su- 
premo (sentencias  de  14  de  febrero  de  1862 
y 9 de  abril  de  1864)  que  cuando  por  apro- 
vechamiento de  unas  tierras  se  pague  anual- 
mente cierta  cantidad  de  frutos,  se  entiende 
que  el  pagador  las  tiene  en  concepto  de  ar- 
rendatario y puede  por  lo  tanto  ser  desahu- 
ciado de  ellas  á menos  que  justifique  que  las 
lleva  por  otro  título  disfinlo  del  de  arrenda- 
miento.—Los  arrendamientos  por  tiempo  de- 
terminado pueden  disolverse  al  arbitrio  de 
cualquiera  de  las  partes  avisando  á la  otra 
con  un  año  de  anticipación  con  arreglo  al  ar- 
tículo 6.°  del  decreto  de  8 de  junio  de  1813. 

( Sent . del  T.  S.  de  18  de  octubre  de  1867. 
Gaceta  20  noviembre) . 

VI.  El  arrendatario  debe  usar  de  la  cosa 
arrendada  según  el  destino  que  se  le  dio  en  . 
el  contrato,  y cuando  no  se  ha  fijado  con  cla- 
ridad, el  que  se  sobrentienda  con  arreglo  á , 
su  naturaleza  y condiciones  , al  objeto,  á las 
circustancias,  profesión  ó industria  del  mismo 
arrendatario,  y si  este  subarrienda  sin  cono- 
cimiento del  dueño  ó se  aparta  de  lo  pactado 
procede  la  rescisión  del  contrato  — La  ley 
de  9 de  abril  de  1 842,  no  consigna  principio 
alguno,  por  el  que  se  deduzca  que  se  respeta' 
la  costumbre  alegada  de  que  en  Zaragoza  los 
inquilinos  de  casas  puedan  subarrendar  sin 
permiso  ni  noticia  del  propietario.  ( Senten- 
cia del  T.  S.  de  26  de  setiembre  de  4 867; 
Gac.  12  de  octubre). 

VII  La  falta  de  cumplimiento  de  las 
condiciones  por  parte  del  arrendatario  ha  de 
apreciarse  para  el  desahucio,  según  las  prue- 
bas que  se  aduzcan  de  los  hechos,  y no  á 
satisfacción  del  arrendador  ( Sent . delT.  S. 
de  7 de  abril  de  \ 866;  Gac.  22  abril). 

ARRENDAMIENTOS  DE  BIENES  DESAMOR- 
T12AD0S.  Según  la  ley  de  30  de  abril 
de  I806I0S  arrendamientos  de  predios 
rústicos,  fábricas  y artefactos  enajenados 
ó que  se  enajenen  á virtud  de  la  ley  de 
l.°  de  mayo  de  1855;  caducan  conclui- 
do que  sea  el  año  del  arrendamiento 
corriente  á la  toma  de  posesión  por  el 
comprador,  según  la  costumbre  de  cada 
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localidad;  y los  de  fincas  urbanas  á los  40 
dias  después  de  la  tohia  de  pósefei'on.  El 
comprador,  sin  embargo,  está  - ól) ligado 
á la  indemnización  de  los  abonos  y me- 
joras existentes  en  e)  campo/con  arre- 
glo á la  indicada  costumbre,  a juicio  de 
peritos,  á no  ser  que  prefiera  dejar  sub- 
sistente el  contrato  de  arrendamiento 
hasta  que  termine  el  plazo  ■ estipulado. 
(*4rís.  1,°  y 2.°.) 

Cuando  los  - arrendamientos  han  sido 
hechos  á renta  y mejora,  constando  por 
escritura  pública,  siempre  que  las  lin- 
cas hayan  sido  plantadas  de  viña  y ar- 
bolado por  los  colonos,  habrá  logará  la 
indemnización  pericial,  cuando  aquellas 
se  vendan  antes  de  espitar  el  plazo  seña- 
lado en  la  escritura,  á no  ser  que  el 
comprador  deje  el  disfrute  de  la  finca 
al  arrendatario  hasta  cumplir  aquel  pla- 
zo. (Art,  2.ü  citado.) 

Lo  dicho  no  se  entiende  cuando  el 
arrendamiento  de  alguna  finca  resulte 
hecho  con  tales  condiciones  que  su  res- 
cisión conforme  á la  ley  haya  de  ocasio- 
nar graves  quebrantos;  pues  en  este 
caso  el  Gobierno  podrá  acordar  ya  la 
continuación  del  arrendamiento,  ya  la 
rescisión  del  contrato,  é indemnización 
de  perjuicios,  conforme  á lo  prevenido 
por  el  art.  35  de  la  ley  de  11  de  julio 
de  1850  v al  28  de  la  instrucción  de  la 
misma  fecha. 

Son  de  la  competencia  de  los  Conse- 
jos provinciales  las  cuestiones  sobre  va- 
lidez, inteligencia  y cumplimiento  de 
los  arriendos  y ventas  de  propiedades 
y derechos  del  Estado , basta  que  el 
comprador  ó adjudicatario  sea  puesto 
definitivamente  en  posesión.  Párrafo  3.°, 
art.  84  ley  para  el  gGbierno  y adminis- 
tración de  las  provincias,  conforme  con 
la  ley  de  20  de  febrero  de  1850  y con 
las  reales  órdenes  de  25  de  enero  de 
1849  y 20  de  setiembre  de  1852. — 
V.  Desamortización. 

ARRENDAMIENTO  DE  RENTAS  Y SER- 
VICIOS PUBLICOS-  V.  CONTRIBUCION  DK 
consumos.  Portazgos.  Contribución  in- 
dustrial. Contratos.  Servicios  públicos. 

ARRENDATARIO  DE  CONSUMOS.  Nos 

remitimos  también  al  artículo  Contribu- 
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cion  de  consumos.  Aquí  solo  indicaremos 
como  casos  de  jurisprudencia: 

1. °  Que  los  arrendatarios  y subarrenda- 
tarios del  impuesto  de  consumos  lo  mismo 
que  los  recaudadores  y cobradores  subalter- 
nos de  contribuciones  directas  están  sujetos 
conforme  á la  R.  O.  de  4 de  abril  de  1851  y 
arts.  7.°  y 15 i á 156  de  la  instrucción  de  t.° 
de  julio  de  1864,  á los  procedimientos  guber- 
nativos de  la  Hacienda  para  todo  lo  que  adeu- 
den por  consecuencia  de  la  cobranza,  bien  A 
la  misma  Hacienda,  bien  los  cobradores  á los 
recaudadores;  y que  las  reclamaciones  de  es- 
tos, lo  mismo  que  las  de  los  arrendatarios  de 
consumos  en  su  caso,  deben  hacerse  ante  las 
autoridades  del  orden  administrativo.  (Real 
decreto  de  25  de  noviembre  de  1867,  deci- 
diendo la  competencia  suscitada  por  el  Go- 
bernador de  León  al  juez  de  Murias  .) 

2. °  Que  á los  arrendatarios  del  ramo  de 
eonsumos  no  cabe  reputarlos  como  emplea- 
dos administrativos , y bajo  este  concepto  no 
les  alcanza  la  garantía  de  la  autorización 
prévia  de  que  habla  la  ley  para  el  gobierno 
y administración  de  las  provincias.  (Real  de- 
creto de  22  de  octubre  de  18(13  declarando 
innecesaria  la  autorización  solicitada  por  el 
juez  de  Hacienda  de  Cuenca  para  proceder 
criminalmente  contra  D.  Diego  Tinaut,  ar- 
rendatario de  consumos  de  Campillo  de  Alto- 
buey  por  atribuirle  allanamiento  rie  morada.) 
— Otra  decisión  idéntica  de  18  de  oitero  de 
i 8 06  en  expediente  de  autorización  para  pro- 
cesar á Manuel  Tarrio. 

ARRESTO:  DETENCION:  PRISION.  Es 

el  arresto  la  reclusión  ó encierro  que 
por  breve  tiempo  se  impone  á una  per- 
sona en  su  propio  domicilio  ó en  otro 
lugar  determinado,  como  correctivo  ó 
como  peDa  de  un  delito  ó falta . En  este 
sentido  nuestro  Código  penal  establece 
dos  ciases  de  arresto;  el  menor , cuya  du- 
ración es  de  uno  á quince  dias,  y se  su- 
fre en  las  casas  del  Ayuntamiento  ú otras 
del  público  ó en  las  del  mismo  penado 
(arts.  26  y 112  del  Código  penal,  y 8.° 
del  R.  D.  de  14  de  diciembre  de  1855); 
y mayor , que  dura  de  uno  á seis  meses, 
y se  sufre  en  la  cabeza  de  partido,  según 
los  arts.  26  y 1 1 1 del  Código  penal,  y 
Rs.  Ords.  de  26  de  marzo  de  1852,  4 de 
enero  de  1854  y art.  8.°  del  R.  D.  de  14 
de  diciembre  de  1855. 

La  palabra  arresto  tiene  también  otras 
acepciones  en  el  lenguaje  jurídico;  la  de. 


prisión  preventiva  ó detención  por  indi- 
cios de  culpabilidad  en  un  delito,  y aií'n 
en  las  faltas  tratándose  de  personas  des- 
conocidas; la  de  medida  de  conservación 
del  orden;  y la  de  apremio  y sustitución 
de  multa  en  caso  de  insolvencia. 

Toda  la  doctrina  legal  sobre  detención 
y prisión  estrictamente  arreglada  á las 
reglas  25  á la  37  de  la  ley  provisional,  á 
los  Reales  decretos  de  18  de  mayo,  y 30 
de  setiembre  de  1853  y á otras  varias 
disposiciones,  es  la  siguiente: 

Prisión:  lo  que  es  en  rigor  jurídico:  casos  en  (jne  pue- 
de decretarse:  sus  formalidades. 

Según  las  reglas  25,  30  y 31  de  la  ley 
provisional  para  la  aplicación  délas  dis- 
posiciones del  Código  penal  y el  R.  D.  de 
30  de  setiembre  de  1855  que  las  modifi- 
ca en  parte,  para  decretar  la  prisión  de 
una  persona  es  necesario  que  haya  co- 
metido un  delito,  ó que  haya  motivo  ra- 
cionalmente fundado  para  creer  que  le 
ha  cometido: 

Es  necesario  además  que  la  pena  se- 
ñalada al  delito  sea  la  de  presidio,  pri- 
sión ó confinamiento  mayores  ú otra  su- 
perior á estas,  salvo  que  no  diera  fianza 
el  presunto  reo  en  las  causas  de  penali- 
dad superior  á arresto  mayor  (arts.  l.°y 
2.°  del  citado  decreto),  y en  los  delitos 
de  robo,  hurto,  estafa,  vagancia,  atenta- 
do de  cualquiera  clase  contra  la  Autori 
dad  y desacato  grave  á la  misma  en  que 
tiene  lugar  siempre  la  prisión,  lo  mismo 
que  en  los  casos  de  lesiones  calificadas  de 
peligrosas,  ínterin  no  desaparezca  com- 
pletamente el  peligro.  (Art.  5.°  del  de- 
creto , y regla  35  de  la  ley.) 

Es  necesario  en  cuanto  á la  forma, 
que  se  decrete  en  auto  motivado  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  déla  detención. 

Es  necesario  del  mismo  modo  que  se 
expida  mandamiento  por  escrito: 

Y es  necesario  por  último,  que  el  que 
dicte  este  auto  ó expida  este  mandamien- 
to, sea  un  juez  ó tribunal  competente,  ó 
con  jurisdicción  para  conocer  y castigar 
los  delitos. 

Esta  jurisdicción  no  la  tienen  las  Au- 
toridades gubernativas,  ni  los  Alcaldes, 
como  auxiliares  de  los  juzgados  ó en  la 


■ arrendamiento. 

formación  de  las  Causas  criminales,  y no 
puedan  consiguientemente  dictar  autos 
déiprision  propiamente  tales,  sino  de  de- 
tención ó arresto  como  vamosiá  ver. 

D&ti9BCi£ní  ó arresto  como  medida  pira  aseeürar  á 
uxia  persona  sospechosa  de  delito:  Quién  puede- pro- 
véerlav  las  formalidades  que  exijo. 

: Los  Alcaldes  lo  mismo  que  las  demás 
Autoridades  gubernativas,  no  pueden 
decretar  la  prisión  de.  una  persona;  pero 
la  ley  ha  sido  previsora,  haciendo  una 
justa  y racional  diferencia  entre  la  pri- 
sión y la  deten  cyin. 

La  prisión  supone  por  uná  parte,  ju- 
risdicción para  castigar  los  delitos  pro- 
pia y exclusiva  de  los  Tribunales,  y su- 
pone por  otra  un  delito  y racionalmente 
un  delincuente . 

La  detención  solo  supone  ó un  delito 
y sospechas  0 indicios  fundados  contra  la 
persona  detenida;  ó un  delito  y la  eviden- 
cia del  reo,  pero  sin  autoridad  pública  en 
el  que  ejecuta  la  detención., 

La  detención,  pues,  no  se  rige  por  las 
reglas  de  la  prisión. 

La  detención  la  puede  hacer  cualquie- 
ra persona  sin  necesidad  de  autoridad 
pública  respecto  á 
Los  reos  cogidos  in  fraganti : 

Los  que  tengan  contra  sí  un  manda- 
miento de  prisión: 

Los  que  se  hubieren  fugado  de  la  cár- 
cel ó de  un  establecimiento  penal : 

Los  que  yendo  presos  se  fugaren: 

.Y  los  que  fueren  sorprendidos  con 
^efectos  que  conocidamente  procedan  de 
delito. 

Todo  lo  que  habrá  que  hacer  en  estos 
casos  es  entregar  al  detenido  en  la  cár- 
cel, á disposición  del  juez  competente,  ó 
á la  autoridad  pública,  con  una  cédula 
firmada,  expresando  el  motivo  de  la  de- 
tención. ( Reglas  -6  y 28.) 

Los  jueces  y tribunales  y las  autori- 
dades gubernativas,  no  solo  pueden,  si- 
no que  deben  ó están  obligados  á pro- 
veer la  detención  do  las  personas  que  se- 
gún fundados  indicios,  fueren  reos  de 
delito,  de  cuya  perpetración  tuvieren 
conocimiento,  y lo  mismo  para  con  Jos 
responsables  de  faltas  si  fueren  personas 
desconocidas  (regla  27:)  pero  tienen 
también  la  obligación  de  entregar  al  al- 
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caide  una  cédula  firmada  que  exprese  el 
motivo  de  la  detección,  bastando naihea- 
sos  de  suma  urgencia  cumplir,  con  este 
requisito  en  el  término  de  dos  ¿fias .,(fíe- 
8.)  , " .. 

Cuando  la  autoridad  gubernativa,  ó 
sus  agentes,,  detuvieren  á una  persona, 
deben  ponerla  á disposición  del  .tribu- 
nal competente  dentro  Aq  veinticiiqtrp 
horas,  y si  por  una.  causa  irremediable 
no  lo  pudieren  verificar,  deberán  mani- 
festar por  escrito  al  juez  ó tribuna)  las 
razones  que  hayan  mediado  para  ello, 
no  pudiendo  en  ningun'paso  e]  deteni- 
do permanecer  á disposición  de  dicha 
autoridad  por  mas.  de  tres  dias , sin  que 
la  misma  incurra  en  responsabilidad. 
(Regla  29  y R.  0.  de  26  de  abril  de 
1851.) 

Arresto  como  castigo  gubernativo:  Id.  como  medida 
de  conservación  del  orden, 

La  detención  de  que  venimos  hahlaq- 
do  tiene  por  objeto  asegurar  á úna  per- 
sona sospechosa  para  entregarla  á los 
tribunales;  pero  hay  otra  clase  de  deten- 
ciones que  nuestro  tecnicismo  jurídico 
no  distingue  como  debiera  con  nombres 
diferentes.  No  hablamos  del  arresto  pa- 
ra castigar  las  faltas  judicialmente,  con- 
forme al  libro  3.°  del  Código  pena!  y en 
la  forma  que  prescribe  la  ley  provisio- 
nal, lo  cual  no  es  de  este  lugar;  habla- 
mos si  de  ese  arresto  ó detención  que  se 
impone  alguna  vez  por  nuestras  leyes 
como  castigo  gubernativo,  y hablamos 
de  esa  otra  detención  que  no  se  impone 
como  castigo  de  ningún  género,  sino  al- 
guna vez  como  medida  de  conservación 
del  órdeD,  ó para  evitar  que  se  altere  el 
sosiego  público. 

Arresto  como  castigo. 

' ' 1 1 ■ . 

En  cuanto  á la  'detención  ó arresto , co- 
mo castigo,  no  puede  imponerse  sino  en 
jucio,  ni  aun  por  las  autoridades  guber- 
nativas ó agentes  del  Gobierno,  sin  in- 
currir en  el  delito  de  detención  arbitra- 
ria penado  en  el  art.  295  del  Código  pe- 
nal, á no  ser  por  insolvencia  del  multado 
y como  sustitución,  á razón  de  un  día  de 
arresto  por  cada  duro  de  inulta;  gegun  Id 
prescribe  el  art.  504  del  mismo  Código, 
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aplicable  por  la  jurisprudencia  á las 
multas  gubernátivas  (1.) 

Detención  como  jptedida  da  órden. 

La  detención,  como  medida  de  con- 
servación del  órden ,.  que  en  casos  de  ne- 
cesidad pueden  acordar  las  autoridades 
gubernativas,  también  debe  decretarse 
con  mucha  prudencia,  teniendo  presente 
que  de  prolongarse  esta  detención  mas 
de  veinticuatro  horas,  deberá  entregarse 
el  detenido  al  tribunal  competente,  al 
tenor  de  la  regla  29  de  la  ley  provisional 
de  que  hemos  hablado  ya;  no  pudiendo 
prolongarse  sino  por  tres  días  la  entrega 
indicada  , ú ocho  si  es  acordada  por  los 
Gobernadores  civiles:  y eso  por  alguna 
causa  irremediable  que  impida  verificar- 
lo antes.  La  contravención  de  esta  cons- 
tituye el  delito  de  detención  ilegal  cas- 
tigado en  el  art.  295  del  Código  y no  es 
necesaria  autorización  para  perseguirle. 
(Núm.  8.”  del  art.  10,  y art.  18,  ley  para 
el  Gobierno  y adm.  de  las  provincias  de 
2o  de  setiembre  de  1863.) 

■Arresto  supletorio. 

Los  penados  con  multa,  gubernativa 
ó judicialmente,  que  fueren  insolventes, 
deben  sufrir  el  arresto  supletorio,  ó co- 
mo sustitución  y apremio,  en  la  pro- 
porción de  un  dia  por  cada  duro  de  que 
deban  responder.  (Art.  504  del  Códigot 
penal;  disposición  3.a  del  R.  D,  de  18  de 
mayo  de  1853,  y- núm.  6."  del  art.  11  de 
la  ley  por  el  ¡gobierno  y administración 
do- laá  provincias.)-— V.  Autorización: 
Prisión:.  •• 

ARSENAL.  Lugar  cerca-dehmar  don- 
de se  fabrican,  reparan  y conservan  las_ 
embarcaciones,  y se  guardan  los  pertre- 
chos yjóneros  necesarios  para  equipar- 
las. 

Dos  acepciones  tiene  en  derecho  esta 
palabra:  bajo  el  punto  de  vista  de  la  ju_ 

'(!):  Salvo  en  estado  de  alarma,  con  arreglo 
á la  ley  deÜWDEN  público,  art.  10.  Por  el  Real 
decreto  de  18  de  mayo  de  1853,  los  Gobernado- 
res quedaban  facultados  para  aplicar  la  pena 
de  arresto  en  el  caso  de  que  alguna  l.ey  espe- 
cial les  atribuyese  exprésamente  esta  facultad, 
con  arreglo  a la  de  2 de  abril  de  1845  y al  ar- 
tículo 505  del  Código  penal,  pero,  la  ley  de  25 
de,  setiembre  de  1863,  no.  les  reserva  esta  atri- 
bg<?io.n. 


risdiccion,  y como  establecimiento  penal. 
La  jurisdicción  especial  porque  se  rigen 
los  arsenales  en  lo  civil  y penal  corres- 
ponde al  fuero  privilegiado  de  marina, 
y lo  veremos  en  el  lugar  correspondien- 
te. Como  por  nuestro  Código  pena!  está 
derogada  la  legislación  antigua,  que 
designaba  los  arsenales  como  estableci- 
mientos penales  en  que  cumplían  su 
condena  muchos  sentenciados  por  deli- 
tos graves,  omitimos  las  disposiciones 
que  en  tal  concepto  se  dictaron. — Véase 
Puertos  y arsenales  : * Jurisdicción  de 
Marina. 

ARTEFACTO.  Obra  mecánica  hecha 
según, arte,  es  la  definición  dada  por  la 
Academia.  No  es  sin  embargo  bastante 
esta  definición  etimológica  para  el  legis- 
lador, y sin  poder  nosotros  entrar,  por- 
que es  ajeno  de  este  lugar,  en  la  deter- 
minación de  las  diversas  acepciones  en 
que  se  usa  la  voz  artefacto,  diremos  so- 
lo que  las  circunstancias  y enunciativas 
que  le  acompañan  son  las  que  determi- 
nan su  verdadera  significación.  Consi- 
derando nosotros  los  artefactos  con  re- 
ferencia al  aprovechamiento  de  las  aguas 
diremos  que  son  máquinas  aplicadas  al 
movimiento  y usos  industriales,  como 
molinos,  batanes,  fábricas,  etc.,  no  en- 
tendiéndose solo  la  maquinaria  sino  , el 
edificio,  salto  de  agua  y demás  anexos. 

fí.  D.  de  3 marzo  de  1819. 

Puede  arrendarlos  el  Real  Patrimonio. 

(Hac.)  «He  venido  en  declarar  que  siu 
embargo  de  los  Reales  decretos,  órdenes  y 
circulares  expedidas  por  la  secretaria  del 
Despacho  de  Hacienda  y D.  G.  de  rentas, 
quedanilesos  los  derechos  de  mi  Real  Patri- 
monio: que  este  debe  continuar  en  la  facul- 
tad de  establecer  ó arrendar  como  hasta 
ahora  los  artefactos,  pesos,  medidas  y demás 
que  por  las  leyes  patrimoniales  le  correspon- 
den desde  el  tiempo  de  la  conquista  de  Ara- 
gón, Valencia,  Cataluña  y Mallorca;  y que  á 
todos  los  enfitéulas  á quienes  se  hayan  con- 
cedido establecimientos  ó los  obtengan  en 
lo  sucesivo,  se  les  guarden  y cumplan  exac- 
tamente las  condiciones  de  las  escrituras. 
Tendréislo  entendido  etc.  En  Palacio  á 3 de 
marzo  de  1819.»  ( CL . t,  6,  p.  133.) 

En  la  instrucción  de  30  de  noviembre  de 
1833  para  los. subdelegados  de  Fomento  se 


ARTES  Y 

tes  háce  muy  sábias  prevenciones  sobre  ar- 
tefactos que  pueden  verse  en  Gobierno  de 

LAS  PROVINCIAS, 

R.  D.  de  20  julio  de  1839. 

Es  sobre  su  conservación  y observancia 
de  los  reglamentos  relativos  á la  distribu- 
ción de  aguas,  etc.  Véase  en  la  pág.  234. 

R.  O.  de  14 marzo  de  1346. 

Dicta  reglas  para  su  establecimiento,  y 
puede  verse  en  la  misma  página  234  donde 
está  inserta. 

',!  ■ Ley  de  24  junio  de  4849. 

Fija  en  sus  arts.  1 . 0 al  5.°  la  exención  de 
contribuciones  de  que  gozan  algunos  arte- 
factos.— Y.  Servidumbre  de  acueducto. 

i?.  O.  de  29  noviembre  de  1850. 

Aclara  algunas  dudas  que  ofrece  la  ley 
anterior  y dicta  disposiciones  para  la  for- 
mación del  expediente  y otros  requisitos 
necesarios  para  obtar  á los  beneficios  que 
concede. 

El  complemento  de  este  importante 
artículo  está  en  Aguas,  por  ser  el  mas 
común  motor  en  la  generalidad  de  los 
artefactos;  en  Artes  y oficios  que  sigue  a 
este;  en  Fábricas,  en  Molinos,  en  Riegos 
y algunos  otros,  que  el  lector  puede  con- 
sultar fácilmente  por  las  referencias  que 
en  cada  uno  se  hacen. 

ARTES  Y OFICIOS,  Arte  es  el  conjun- 
to de  preceptos  y reglas  para  hacer  bien 
alguna  cosa.  Conócense,  añade  el  Diccio- 
nario de  la  Academia,  artes  liberales  y 
artes  mecánicas,  pero  no  desciende  á de- 
finirlas. Aquí,  pues,  nosotros  debemos 
considerar  únicamente  las  artes  mecáni- 
cas en  el  sentido  de  oficios,  que  no  tienen 
boy  estudios  reglamentados  ni  exigen 
título  para  su  ejercicio.  Nuestras  leyes 
recopiladas  tenían  sancionadas  multitud 
de  funestas  trabas  contra  el  libre  ejerci- 
cio de  la  industria,  ya  exigiendo  apren- 
dizajes forzosos  en  los  oficios,  ya  limi- 
tando el  número  de  oficiales  industriales, 
ya  réglamentando  las  agremiaciones,  ya 
envileciendo  ciertas  ocupaciones  con 
deshonrosos  epítetos  y con  el  estable- 
cimiento de  odiosísimos  privilegios.  Esta 
situación  legal  ha  desaparecido  ya  en 
virtud  de  las  disposiciones  siguientes: 
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Leyes 4,B  y 2.*  ftí.  23  fcb.  8;VJYoü.>Rflc. 

Los  oficiales  deben  pagar  el  daño,  que  hicieren  en  las 
obras.  '< 

Se  dispone  en  esta  ley  que  si  los  obreros- 
de  cualesquier  oficios  «dañaren  alguna 
obra  de  las  que  son  á su  cargo  de  hacer, 
que  sean  obligados  de  pagar  el  daño  que 
hicieren  en  las  dichas  obras  á sus  amos,  y 
sus  amos  á sus  dueños  de  las  tales  obras, 
quier  lo  dañen  sus  obreros  ó no.»  { Prág - 
máticade  l.°  de  junio  de  1511.) 

Véanse  otras  leyes  recopiladas  y de 
Partida  en  Arrendamientos. 

ley  8,  tít.  23,  lib-.  9 Nov.  Rec. 

Que  son  honestos  y honrados  todos  los  artes  y oficios; 
y que  solo  la  vagancia,  etc.  causan  vileza. 

Por  esta  ley  se  declaró  aque  no  solo  el 
oficio  de  curtidor,  sino  también  los  demás 
artes  y oficio  de  herrero,  sastre,  zapatero, 
carpintero  y otros  á este  modo  son  hones- 
tos y honrados:  que  el  uso  de  ellos  no  en- 
vilece la  familia  ni  la  persona  del  que  los 
ejerce;  ni  la  inhabilita  para  obtener  los 
empleos  muñí  cápales  de  la  república  en  que 
estén  avecindados  los  artesanos  ó menestra- 
les que  los  ejerciten;  y que  tampoco  banda 
perjudicar  las  artes  y oficios  para  el  goce  y 
prerogativa  de  la  hidalguía,  y que  solo  cau- 
san vileza  la  ociosidad,  la  vagancia  y el  de- 
lito.» (Ced.  del  C.  de  18  de  marzo  de  1783.,/ 

Leyes  10  y 12,  tit.  11  „ lib.  10  Nov.  Rec. 

Acción  para  reclamar  el  estipendio  del  trabajo. 

La  acción  que  los  artesanos  tienen  de  pe- 
dir el  precio  ó estipendio  de  su  trabajo 
prescribe  por  tres  arlos  (ley  10);  pero  si  an- 
tes de  pasar  este  tiempo  pidieren  el  pago  de 
su  crédito,  gozan  del  interés  mercantil  de 
un  6 por  100  desde  el  día  de  la  interpela- 
ción judicial  por  el  menoscabo  y perjuicio 
que  Íes  causa  la  demora  (ley  12,). 

Circular  de  29  junio  de  1815. 

Restableciendo  las  ordenanzas  gremiales. 

(Hag.)  «Habiendo  decretado  las  Córte» 
extraordinarias  en  8 de  octubre  de  1813  que 
era  líbre  á todos  los  naturales  y extranje- 
ros establecidos  y que  se  estableciesen  la  fa- 
cultad de  ejercer  toda  industria  ú oficio  útil 
stn  necesidad  de  examen,  título  ni  incorpo- 
ración á los  gremios  respectivos,  con  cuya 
ilimitada  libertad  se  ha  cortado  la  policía 
civil  y particular  que  causaban  entredós  del 
gremio  sus  respectivas  ordenanzas  y sabias 
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precauciones  que  por  ellas  se  establecían  en 
beneficio  público  y fomento  de  las  artes  y 
de  los  que  las  ejerciesen; . se  ha  servido  el 
Rey  nuestro  señor  revocar  dicho  decreto 
de  las  Cortes  extraordinarias  de  8 de  octu- 
bre de  1813,  y mandar  se  restablezcan  las 
ordenanzas  gremiales;  pero  con  particular 
encargo  á la  junta  de  comercio  y moneda 
para  que  se  examinen  las  ordenanzas  como 
está  mandado,  y se  anule  todo  lo  que  pue- 
da causar  monopolio  por  los  del  gremio,  lo 
que  sea  perjudicial  al  progreso  de  las  artes, 
y lo  que  impida  la  justa  libertad  que  todos 
tienen  de  ejercer  su  industria,  acreditando 
poseer  los  conocimientos  de  ella  por  las 
obras  que  presenten.  Lo  que  de  Real  ór- 
den  etc.  Madrid  29  de  junio  de  i 8 i 5 . » 
(CL.  t.  2.°,  p.  465.j 

R.  D.  de  20  enero  de'  1834. 

Se  halla  en  Abastos,  la  regla  4.a,  p.  57. 

R.  D.  de  25  febrero  de  1834. 

Declara  dignos  de  honra  y estimación  todos  los 
oficios  mecánicos. 

(Interior.)  «Informada  de  que  algunas 
profesiones  industriales  se  hallan  aun  de- 
gradadas en  España , no  obstante  lo  que 

Íirevmo  el  señor  Rey  D.  Cárlos  111  por  la 
ey  8.a,  tit.  23,  libro  8.°  de  la  Nov.  Reco- 
pilación; visto  lo  que  me  ha  expuesto  la 
comisión  nombrada  al  efecto  por  R.  O.  de 
3 de  diciembre  último,  y oido  el  dictamen 
del  Consejo  de  Gobierno  y del  de  Ministros, 
he  resuelto  seguir  el  ejemplo  de  mi  augusto 
abuelo,  y decretar,  en  nombre  de  mi  amada 
hija  la  Reina  doña  Isabel  II,  lo  que  sigue: 
Artículo  1 Todos  los  que  ejercen  arles 
ú oficios  mecánicos  por  sí  ó por  medio  de. 
otras  personas  son  dignos  de  honra  y esti- 
mación, puesto  que  sirven  útilmente  al 
Estado. 

Art.  2.°  En  consecuencia  podrán  obtener 
todos  y cualesquiera  cargos  municipales  y 
del  Estado,  teniendo  las  demás  cualidades 
requeridas  por  las  leyes. 

Art.  3.°  Podrán  asimismo  entrar  en  el 
goce  de  nobleza  ó hidalguía,  si  la  tuvieren, 
aspirar  á las  gracias  y distinciones  honorí- 
ficas,, y ser  incorporados  en  juntas,  congre- 
gaciones, cofradías,  colegios,  cabildos  y 
otras  corporaciones  de'cualesquiera  especie, 
siempre  que  tengan  los  demás  requisitos 
prevenidos  por  las  leyes  ó reglamentos. 

Art.  4 o Quedan  derogadas  y anuladas 
las  leyes,  estatutos,  constituciones;  regla- 
mentos, usos  y costumbres  contrarias  á lo 
dispuesto  en  este  decreto.  Tendréislo  enten- 


dido etc.  Madrid  25  de  febrero  de  1834  » 
(CL.  t.  19,  p.  100.) 

R.O.de  19  noviembre  de  1835. 

Exención  de  tributos:  hornos:  molinos  etc. 

(Estado.)  «Considerando  los  nuevos  sa- 
crificios que  son  llamados  á prestar  en  la 
actual  gloriosa  lucha  los  habitantes  de  las 
provincias  de  Cataluña,  Valencia  y Mallor- 
ca... he  venido  en  decretar..., 

1. °  Eximo  á los  habitantes  de  las  pro- 
vincias referidas  del  pago  de  los  derechos 
conocidos  con  el  nombre  de  fruta  seca,  de 
cera  del  molino  de  San  Pedro  sito  en  la 
ciudad  de  Barcelona:  de  cera  del  molino  de 
sal  del  conde  de  Santa  Coloma  en  la  misma 
ciudad;  de  ceniza;  de  pescado  fresco;  de  rol- 
dó; de  la  nieve;  del  proveniente  de  la  cua- 
dra llamada  de  Calders;  del  de  conseñor;  de 
los  de  corredurías,  carcelerías  y corralerías 
reales;  de  los  de  cena;  del  de  jus  re<jis;de 
los  de  carruajes,  tiraje  y barcaje;  del  de  pa- 
se de  maderas,  y de  los  que  se  pagan  en  las 
lonjas  de  trigo,  aceite  y arroz. 

2. °  Permito  á los  habitantes  de  las  refe- 
ridas provincias  la  libre  facultad  de  cons- 
truir molinos  de  harina,  de  papel,  de  acei- 
te; batanes;  barcas  de  pasaje  y demás  inge- 
nios y artefactos;  hornos  públicos  y de  pu- 
ja; abrir  mesones,  posadas,  tabernas,  pana- 
derías, carnecerías  y demás  tiendas,  abrir 
catas  y hacer  zanjas  para  buscar  aguas  sub- 
terráneas, y utilizarse  de  las  propias,  y abrir 
pozos  y ventanas,  todo  sin  otra  sujeción 
que  á las  reglas  del  derecho  común. 

3. ()  Reduzco  el  derecho  de  laudemio  al 
2 por  100. 

4. ®  En  los  expedientes  gubernativos  ó 
judiciales  que  se  formen  en  las  bailias  no 
se  exigirán  derechos.— El  mayordomo  ma- 
yor de  la  Reina  lo  tendrá  así  entendi- 
do etc.  Pardo  19  de  noviembre  de  1855.» 
(Col.  del  Castellano.) 

ARZOBISPADO.  ARZOBISPO*  Llámase 
arzobispado  á la  dignidad  de  arzobispo  y 
al  territorio  de  su  jurisdicción.  Arzobis- 
po es  el  prelado  metropolitano  que  tiene 
bajo  su  jurisdicción  varios  sufragáneos. 
Los  arzobispos  no  son  masque  loS  obis- 
pos respecto  al  orden  y carácter  sacerdo- 
tal, pero  tienen  las  funciones  de  un  mi- 
nisterio mas  extenso  y mas  privilegiado 
y honorífico  que  los  obispos.  Hay  en  Es- 
paña nueve  arzobispos  que  son  Toledo, 
Burgos,  Granada,  SántiagO,  Sevilla,  Tar- 
ragona,-Valencia,  Zaragoza  y Vü.ll ada- 
lid.— V.  Concordato. 


ASADURA. -ASILO  ECLESIASTICO.  m 


ASADURA.  Impuesto  feudal  que  co- 
braban algunos  señores  sobre  el  gana-- 
do  que  pasaba  por  los  montes  de  su 
•propiedad  en  razón  de  una  cabeza  por 
cada  hato. 

ASCENDIENTE.  El  padre  ó cualquiera 
de  los  abuelos  de  quienes  alguno  des- 
ciende. V.  Abuelos,  Sucesión,  etc. 

ASENTAMIENTO.  Tenencia  ó posesión 
que  se  daba  por  el  juez  al  demandante 
en  rebeldía  del  demandado  bien  de  la 
cosa  litigiosa  ó de  ciertos  bienes.  No  se 
habla  del  asentamiento  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil 

ASESINATO.  Homicidio  alevoso,  ó co- 
metido por  precio,  ó con  premeditación 
conocida,  ó con  ensañamiento.  Véanse  en 
el  Código  penal  los  arts.  332  á 335,  que 
castigan  el  homicidio,  pues  no  se  desig- 
na ningún  delito  con  el  nombre  espe- 
cifico de  asesinato. 

ASESORES.  Llámase  asesor  el  letrado 
que  asiste  al  juez  lego  para  darle  conse- 

0 en  lo  perteneciente  á la  administración 
de  justicia.  El  juez  que  tiene  asesor 
nombrado  por  el  Rey  debe  seguir  su  pa- 
recer en  las  providencias  y sentencias 
que  diere,  y el  asesor  será  el  responsa- 
ble, y lo  mismo  cuando  el  asesor  se  nom- 
bre por  el  juez,  sin  perjuicio  en  uno  y 
otro  caso  de  lo  que  se  dispone  en  la  si- 
guiente 

Ley  9. til.  16,  lib.  41  déla  Nov.  Reo. 

Irresponsabilidad  de  los  jueces  legos  , ele. 

«Declaro  que  los  Gobernadores,  Inten- 
dentes, Corregidores  y demás  jueces  legos 

1 quienes  nombro  asesor,  no  sean  respon- 
sables á las  resultas  de  las  pt ovidencias  y 
sentencias  que  dieren  con  acuerdo  y pare- 
cer del  mismo  asesor,  el  cual  únicamente 
lo  deberá  ser : que  á aquellos  no  les  sea  per- 
mitido nombrar  ni  valerse  de  asesor  distin- 
to del  que  yo  les  haya  señalado ; pero  si  en 
algún  caso  creyeren  tener  razones  para 
no  conformarse  con  su  dictamen  puedan 
suspender  el  acuerdo  ó sentencia  y consul- 
tar á la  superioridad  con  expresión  de  los 
fundamentos  y remisión  del  expediente:  y 
finalmente,  que  los  Alcaldes  y jueces  ordi- 
narios que  determinan  asuntos  coa  acuerdo 
de  asesor  que  ellos  mismos  nombren,  tam- 
poco sean  responsables,  y sí  solo  el  asesor, 
no  probándose  que  en  el  nombramiento  ó 
acuerdos  haya  habido  co'usion  ó fraude.)» 


R.  O.  de  5 de \ " 

Obligación  do  ciertos  letrados  de'sorlo  dejos  Consejos 
de  Guerra. 

(Guerra.)  «He  dado  cuenta  á Ja  Reina 
(0-  D.  G.)  de  una  comunicación  de  V.  E. 
consultando  hasta  qué  punto  se  extendían 
sus  facultades  para  exigir  que  asistan  á Jos 
Consejos  de  Guerra  que  previene  la  ley  de 
17  de  abril  de  1824,  los  letrados  que  nom- 
brare para  desempeñar  én  ellos  el  cargo  de 
asesores.  Enterada  S.  M.,  y conformándose 
con  el  dictamen  del  Tribunal  Supremo  de 
Guerra  y Marina,  ha  tenido  a Lien  resolver 
que  se  hallan  en  obligación  de  aceptar  el' 
cargo  de  asesores  de  dichos  Consejos  de  Guer- 
ra el  asesor,  y fiscal  del  juzgado  de  la  In- 
tendencia militar  del  distrito,  los  que  des- 
empeñan iguales  cargos  en  los  juzgados  de 
Artillería  é Ingenieros  y el  fiscal  del  de  esa 
Capitanía  general;  que  asimismo  están  en 
obligación  auxiliar  á la  jurisdicción  mL 
litar  en  cuanto  necesite  de  su  cooperación, 
los  auditores  de  Guerra  honorarios;  y que 
en  el  inesperado  caso  de  negarse  sin  sufi- 
ciente y justificado  motivo  unos  y otros 
funcionarios  á aceptar  el  nombramiento  de 
asesor,  deberá  conminarles  V.  E.  con  dar 
cuenta  á S.  M.  y aun  con  la  suspensión,  res- 
pecto de  aquellos  con  quienes  pueda  legal— 
.rúenle  hacerlo;  pero  que  si'porjustascausas 
juzga  V.  E.  admisibles  las  escusas  do  los 
nombrados  dentro  de  las  categorías  expre- 
sadas, puede  en  este  caso  verificar  los  refe- 
ridos nombramientos  en  cualquiera  de  los 
abogados  que  merezca  su  confianza.  De  Real 
orden  etc.  Madrid  5 de  julio  de  4852.  (CL. 
tomo  56#.  500.) 

Asesores  de  Alcaldes. 

Véanse  el  art.  56  del  Reglamento  de  los 
juzgados,  y la  disposición  6.a  de  la  Real  ór- 
den  de  18  de  agosto  de  1849. 

Asesores  de  los  jueces  de  paz. 

Véanse  los  arts.  357  y 93Ü  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento. 

ASESORIA  GENERAL  DEL  MINISTERIO  DE 
HACIENDA.  V,  Hacienda  pública. 

ASILO  ECLESIASTICO.  Lugar  sagrado 
que  proporciona  inmunidad- al  que  es 
perseguido  por  la  justicia.  Este  derecho 
se  reconoció  ya  desde  la  mas  remota  an- 
tigüedad, y á tanto  llegó  el  abuso  que  fue 
necesario  para  evitar  sus  funestas  conse- 
cuencias reducir  el  número  de  lugares 
de  asilo  y el  de  los  casps  en  que  puede 
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tener  lugar,  lo  cual  entre  nosotros  se  har 
hecho  por  las  leyes  4.a  y 5.a,  tit.  11 
P.  1.a,  por  las  del  tít.  4.°,  lib.  l.°  de  la 
Novísima  Recopilación,  por  los  arts.  2.° 
y 3.°  del  Concordato  de  1753,  y por  el 
Breve  de  Clemente  XIV  de  que  se  hace  ¡ 
mérito  en  las  citadas  leyes. 

No  obstante  lo  dicho,  el  Gobierno'si- 
gue  reconociendo  la  existencia  del  dere- 
cho de  asilo  en  muy  solemnes  documen- 
tos, tales  como  en  el  convenio  celebrado 
con  la  República  francesa  en  23  de  fe- 
brero de  1851 , sobre  extradición  de 
malhechores,  art.  9.°;  y en  el  celebrado 
en  4 de  febrero  de  1858  con  Cerdeña, 
sobre  el  mismo  objeto , art.  88.  Véanse 
con  otros  en  Tratados. 

ASILO  TERRITORIAL  0 EXTRANJERO. 

Es  la  inmunidad  que  se  concede  en  el 
territorio  de  un  país  al  extranjero  deu- 
dor ó delincuente  que  en  él  se  refugia 
huyendo  de  la  acción  de  la  justicia.  Hé 
aquí  lo  que  sobre  asilo  territorial  se  halla 
dispuesto  por  Id 

Ley  de  4 diciembre  de  1855. 

(Estado.).  «Doña  Isabel  II,  etc.,  sabed 
ue  las  Córtes  Constituyentes  han  decreta- 
o y Nos  sancionado  lo  siguiente:  . 1 

Articulo  l.°  El  territorio  español  es  un 
asilo  inviolable  para  todos  los  extranjeros 
y sus  propiedades. 

Art.  2.°  En  ningún  convenio  ni  tratado 
diplomático  podrá  estipularse  la  extradición 
de  los  extranjeros,  perseguidos  y procesa- 
dos por  hechos  ó por  delitos  políticos. 

Art.  3,"  No  podrán  confiscarse  las  pro- 
piedades de  los  extranjeros,  ni  aun  en  el 
caso  de  hallarse  España  en  guerra  con  la 
nación  á que  estos  correspondan,  y gozarán 
de  todos  los  derechos  civiles  que  conceden 
los  tratados  á los  extranjeros  qué  vienen 
competentemente  autorizados  por  sus  Go- 
biernos respectivos. 

Art. '4.°  Si  un  Gobierno  extranjero  pi- 
diera con  fundadas  razones  la  internación 
de  un  súbdito  suyo  que  resida  en  pueblo 
fronterizo,  el  Gobierno  español  podrá  in- 
ternarle1 de  10  a 30  leguas  de  la  frontera 
(165  kilómetros  con  650  metros),  dando 
cnentá  á las  Córtes. 

Art.  5.°  Si  ¡los.  extranjeros  refugiados 
en  España,  abasando  del  asilo,  conspira- 
sen contra  ella1,  Ó trabajasen  para  destruir 

modificar' íus  itistituciones,  ó para  alte-  1 


ar  de  cualquiera  modo  la  tranquilidad  pú- 
blica, podrá  é!  Gobierno  decretar  su  salida 
de  la  nación,  dando  cuenta  á las  Córtes  de 
ios  motivos  que  para  ello  tuviere.  Por  tan- 
to, etc.  Palacio  4 de  diciembre  de  1Í155.» 

( CL . té  66,|J.  459.)  V.  Extradición,  Tra- 
tados. 

ASOCIACIONES  DE  SOCORROS  MUTUOS. 

En  Sociedades  de  seguros  mutuos  da- 
remos cabida  á las  Rs.  Ords.  de  2b  de 
agosto  de  1853  y 28  de  diciembre  de 
1857  etc.  Aquí  nos  concretamos  á in- 
sertar la  siguiente. 

R.  O.  de  28  febrero  de  1859. 

Promoviendo  su  creación 

(Gob.)  ......Con  el  deseo  de  fomentar 

las  que  de  su  especie  existan  y promover 
la  creación  de  otras  de  semejante  natura- 
leza, se  ha  servido  S.  M.  la  Reina  Gober- 
nadora resolver  que  los  sóeios  de  las  cor- 
poraciones, cuyo  instituto  sea  el  auxiliarse 
mutuamente  en  sus  desgracias,  enfermeda- 
des, etc.,  ó el  reunir  en  común  el  producto 
de  sus  economías  con  el  fin  de  ocurrir  á 
sus  necesidades  futuras,  pueden  constituir- 
se libremente  y sin  otras  condiciones  que 
las  siguientes: 

4 .a  Presentar  á la  autoridad  civil  supe- 
rior de  la  provincia  los  nuevos  estatutos  ó 
reformas  que  convenga  hacer  en  los  actua- 
les, para  su  conocimiento  y corrección  de 
lo  que  puedan  tener  contrario  á las  ¡eyes.N 

2. a  Dar  conocimiento  á la  misma  auto- 
ridad de  las  personas  que  dirigen  la  socie- 
dad ó que  intervengan  en  sus  caudales, 

I siempre  que  sean  nombradas  ó reempla- 
¡ zadas. 

3. a  Avisar  al  Jefe  político,  ó donde  este 
no  resida  al  Alcalde,  cuando  se  celebren 
juntas  generales,  expresando  el  lugar  y 
hora  de  la  reunión,  la  cual  podrá  ser  pre- 
sidida sin  voto  por  aquel,  ó en  su  caso  por 
el  Alcalde.  De  Real  orden,  etc.  Madrid  28 
de  febrero  de  1839  » {CL.  t.  25,  p.  141.) 

ASOCIACIONES  GREMIALES.  V.  Gre- 
mios. 

ASOCIACION  GENERAL  'DE  GANADEROS. 

Se  dio  este  nombre  al  honrado  concejo 
de  la  Mesta  por  R.  0.  de  31  de  enero 
de  1836  y por  la  misma  quedaron  sepa- 
radas de  la  presidencia  las  funciones  ju- 
diciales. 

. Las  disposiciones  que  rigen  sobre  este 
asunte,  incluso  él  R.  D.  de  31  de  mayo 
• de  1854  qué  contiene  el  reglamento  pa- 


ASOCIACIONES.,..  AUDITOR  DE  GUERRA.  525 


ra  la  asociación,  se  insertan  en  Gana- 
dería. 

ASOCIACIONES  ILICITAS.  Castíganse 
como  tales  por  nuestro  Código  penal  las 
llamadas  secretas  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 207  al  210,  y las  de  mas  de  vein- 
te personas  que  se  reúnan  diariamen- 
te,, etc.,  sin  consentimiento  de  la  auto- 
ridad. 

Las  disposiciones  dictadas  sobre  esta 
materia,  inclusa  la  ley  de  de  22  junio  de 
1864  que  establece  los'  requisitos  para 
celebrar  reuniones  públicas  y define  las 
ilícitas,  se  Disertan  en  Reuniones  públi- 
cas. Véase  también  Cofradías  y otras 

ASOCIACIONES  PIADOSAS.  PROCESIONES. 

ASONADAS.  V.  Motines. — Orden  pú- 
blico. 

ASPECTO  PUBLICO.  Exige  este  que 
en  las  construcciones,  restauraciones, 
reparaciones  y obras  que  se  intenten  es- 
teriormente,  se  guarden  las  reglas  del 
arte  y buen  gusto,  porque  lo  contrario 
es  en  descrédito  de  la  nación  que  las 
consiente.  A este  fin  se  han  dictado  des- 
de nuestras  leyes  recopiladas  varias  dis- 
posiciones que  todas  están  en  el  artículo 
Academia  de  San  Fernando,  donde  se 
pueden  ver. 

Las  ordenanzas  municipales  de  cada 
población  son  las  que  lijan  las  reglas  de 
ornato  que  los  propietarios  deben  guar- 
dar en  sus  construcciones  para  que  no 
se  resienta  el  aspecto  público  por  la  de- 
formidad é irregularidad  que  de  otro 
modo  resultaría.  V.  Ordenanzas  muni- 
cipales. 

ATENTADO.  Conócense  con  el  nombre 
de  atentados  en  nuestro  Código  penal 
ciertos  delitos  contra  la  seguridad  inte- 
rior del  Estado  y el  orden  público,  pe- 
nados en  los  arts.  189  á 206  de  dicho 
Código. 

AÜBANA.  Ya  no  se  conoce  este  dere- 
cho que  consistia  en  llamarse  el  sobera- 
no de  una  nación  á la  herencia  del  ex- 
tranjero'muerto  en  su  territorio. 

AUDIENCIA  TERRITORIAL  (ó  Real). 
Tribunal  superior  que  ejerce  la  jurisdic- 
ción Real  ordinaria  en  el  territorio  de 
una  ó mas  provincias. — Todo  el  territo- 
rio de  España  inclusas  las  Islas  Baleares 


y Canarias,  está,  dividido  en  15  distritos 
ó audiencias,, con  el  nombre  de  las  'res- 
pectivas capitales  en  que  están  situadas 
á escepcion  de  las.  de  Canarias,' Mallorca 
y Navarra  que  conservan  esté  mismo.J 
V.  Juzgados  y Tribunales},  en  cuyo  ar- 
tículo comprendemos  clasificadas  conve- 
nientemente todas  las  disposiciones  sobre 
Juzgados  de  primera  instancia  , Audien- 
cias territoriales  y Tribunal  Supremo  de 
Justicia.  A indicación  de  persona  respe- 
table hemos  hecho  esta  variación  en  el 
plan  que  nos  habíamos  trazado , con  la 
cual  se  consigue  tener  menos  fraccionada 
la  legislación  del  importante  ramo  ¡de  la 
Justicia. 

AUDITOR.  Letrado  ó jsesor.de  ciertas 
autoridades  legas  que  ejercen  funciones 
judiciales  ó político-gubernativas.  Cono- 
cemos principalmente  con  este  nombre 
los  auditores  de  Guerra,  los  de  Marina 
y los  eclesiásticos. 

AUDITOR  DE  GUERRA,  Letrado  asesor 
de!  capitán  general  de  un  ejército  ó pro- 
vincia que  goza  del  sueldo  y considera- 
ciones de  magistrado  de  Audiencia,  y 
que  con  dicha  autoridad  forman  el  tri- 
bunal correspondiente  á la  jurisdicción 
militar  en  primera  instancia. 

Tratado  8.°  tit.  8.%  Ordzas , militares. 

Se  dispone  en  él  que  el  Rey  se  reserva  el 
nombramiento  de  auditores;  que  estos  co- 
nocerán en  todos  ios  negocios  ó casos  de 
justicia  encabezando  las  sentencias  en  nom- 
bre del  Capitán  general  de  quien  es  la  ju- 
risdicción y dependen,  y que  no  Deven  de- 
rechos de  sentencias,  dietas  ni  adehalas  etc. 

Ley  -15,  tit.  42,  lib.  6 Nov.  Rec. 

El  tratamiento  de  Señoría  concedido  á 
los  oidores  de  las  Ghancillerías  y Audien- 
cias... sea  extensivo  y comprenda  á los  au- 
ditores de  Guerra,  y estos  gocen  de  las 
mismas  preeminencias  y distinciones  que 
aquellos,  por  escrito  ó de  palabra.  (Cir.  de' 
8 de  marzo  de  18Ü2.) 

R.  O.  de  29  enero  de  1804. 

Carácter  de  los  auditores:  su  jurisdicción,  etc. 

Para  aclarar  Ja  jurisdicción  y atribucio- 
nes de  los  auditores  con  arreglo  at  tim-, 
.lo  8.“  citado,  se  mandó  Observar  los  árticas 
los  siguientes; 
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4 • La  jurisdicción  militar  y su  ejerci- 
cio "debé  residir  en  los  capitanes  ó coman- 
dantes generales  y jefes  militares  que  la 
tienen  declarada,  y no  en  los  auditores, 
aunque  aquellos  tengan  precisión  de  proce- 
der en  las  materias  de  justicia,  con  acuerdo 
de  estos,  y que  dichos  letrados  puedan  has- 
ta cierto  término  sustanciar  por  sí  las 
causas 

2. ‘  Para  cortar  en  esta  parte  toda  duda, 
ninguna  causa  civil  podrá  empezarse  por  ! 
los  auditores  sin  decreto  de  los  jueces  en 
quienes  reside  la  jurisdicción,  y lo  mismo 
sucederá  con  las  criminales  á no  ser  que 
importe  tanto  la  brevedad  que  no  pueda 
haber  lugar  á que  preceda  el  parte  corres- 
pondiente; pero  lo  deberán  dar  dentro  de 
las  veinticuatro  horas. 

3. °  Empezada^  las  causas  podrán  lo§au- 
ditores  decretar  por  sí  todo  lo  qUe  sea  de 
pura  sustanciaeion;  pero  todos  los  autos  in- 
terlocutorios y definitivos  se  han  de  encabe- 
zar en  nombre  de  los  jefes,  y firmar  por 
estos  en  lugar  preeminente  á sus  auditores, 

uienes  irán  á las  casas  de  aquellos  á acor- 
ar las  providencias. 

4. °  Solo  los  auditores  serán  responsa- 
bles de  las  providencias  que  se  dieren,  á no 
ser  quedos  jefes  militares  que  ejercen  la  ju- 
risdicción se  separen  de  ellas  como  pueden 
en  cuyo  caso  responderán  estos  de  su  re- 
resultado. 

8.°  Siempre  que  dichos  jefes  crean  jus- 
to separarse  del  dictámen  de  sus  auditores, 
deberán  remitir  los  autos  al  Consejo  Supre- 
mo de  la  Guerra,  con  los  fundamentos  que 
para  ello  tuvieren,  quien  en  su  vista  deci- 
dirá lo  que  corresponda  en  justicia. 

6.'  Todos  los  despachos;  órdenes  ú ofi- 
cios, aunque  estén  acordados  con  los  audi- 
tores, han  de  ír'firmados  por  los  jefes  que 
tengan  la  jurisdicción  militar.  Lo  que  co- 
munico á V.  E etc.  Aranjuez  29  de  enero 
de  1804.  [C.  de  Vallecilloy  t.  3.°,  pág.  412.) 

R.  0.  de  6 junio  de  1846. 

Se  declaró  que  para  ser  nombrado  audi- 
tor, además  de  los  requisitos  que  se  exigen 
para  ser  magistrado  de  Audiencia,  sea  con- 
dición‘precisa  . haber  contraído  servicios 
jurídico  militares  importantes;  V.  en  Juz- 
gados de  Guerra. 

R.  D.  de  21  diciembre  de  1852. 

Se  hicieron  reformas  importantes  relati- 
vas A los.  juzgados  de  Guerra,  se  súprí'mie- 
ron  los  derechos  de  los  auditores,  etc.,  se 
fijaron  su  sueldo,  consideraciones,  etc.,  etc., 
como  puede  verse  en  Juzgados  de  Guerra. 


R.O.  de  3 de  junio  de  1867. 

Dispone  quien  ha  de  sustituir  á los  Audito- 
res y Fiscales  de  los  Juzgados  de  Guerra  en 
sus  ausencias  y enfermedades,  y se  hallará 
en  Juzgados  v Jurisdicción  de  guerra,  con 
otras. 

AUDITOR  DE  MARINA.— V.  Juzgados  de 
Marina. 

AUDITORES  ECLESIASTICOS. — V.  Nun- 
ciatura. Provisor,  Rota. 

AUSENCIA.  (Presunción  de  muerte). 
Cuando  no  consta  sino  por  fama  públi- 
ca la  muerte  de  un  ausente  y existe  du- 
da sobre  ello,  es  conforme  á la  ley  14, 
til.  14  de  la  Partida  3.a,  fijar  como  épo- 
ca de  su  fallecimiento  la  de  diez  años 
después  del  dia  en  que  ocurrió  la  noti- 
cia de  haber  naufragado. 

En  tal  caso,  y siendo  casado  el  ausen- 
te, es  consiguiente  que  continúe  duran- 
te dicho  periodo  de  diez  años  la  socie- 
dad conyugal. 

Por  razón  de  ausencia  no  puede  abrir- 
se sucesión  hereditaria  sino  acreditán-  J 
dose  la  muerte  en  la  forma  que  nuestras 
leyes  exigen  según  la  diversidad  de  los 
casos  y circunstancias. 

Cuando  se  trata  de  una  persona  largo 
tiempo  ausente  y de  ignorado  paradero, 
se  entiende  probada  su  defunción  acre- 
ditando que  ha  cumplido  la  edad  de  cien 
años,  por  ser  esta  la  vida  máxima  que 
según  la  ley  26,  tít.  31,  Partida  3.a, 
se  debe  presumir  en  casos  de  incerti- 
dumbre. 

También  será  prueba  de  la  defunción 
según  la  ley  14,  tít.  14,  Partida  3.a, 
cuando  tratándose  de  una  persona  que 
se  . supone  muerta  mas  há  de  diez  años 
en  extraña  ó luenga  tierra , se  acredite 
que  esto  es  fama  en  aquel  lugar  ó tierra 
y que  públicamente  dicen  todos  que  es 
muerta.  o L . . 

Cuando  no  concurren  , todas,  las  cir- 
cunstancias que  se  acaban  de  enunciar, 
quiero  dicha  ley' 14  que  no  baste  la  prue- 
ba de  la- fama;  sino  que  hayan  de  pre- 
sentarse testigos  que  hayan  visto  al  muer- 
do y su  enterramiento.  . ; 

i Es  además  úna  coStunibré  usada  de 
antiguo  y fielmente  guardada  que  cuan- 


dó  se  ignore  el  paradero  y por  consi- 
guiente la  existencia  .de  una  persona 
largo  tiempo  ausente  ó desaparecida  y 
ni  existan  las  pruebas  que  se  han  deta- 
llado en  los  dos  precedentes  párrafos, 
ni  los  testigos  de  vista  que  se  acaban  de 
referir,  se  otorgue  bajo  fianza,- la  admi- 
nistración judicial  de  los  bienes  del  au- 
sente á los  parientes  mas  próximos  que 
tendrian  derecho  para  heredarle  abin- 
testato.  -Esta  admin;stracion  no  puede- 
trasmitirse  por  título  hereditario.  ( Tri- 
bunal Supremo  sentencias  de  13  de  di- 
ciembre de  1804  y 27  de  junio  de  1862). 
— V.  Anotación  preventiva,  8 L núme- 
ro 5.° 

AUTOPSIAS  Y EMBALSAMAMIENTOS. 

Además  de  las  reglas  dictadas  sobre 
abono  de  honorarios  facultativos  por  la- 
práctica  de  autopsias  judiciales,  punto 
importante  que  es  objeto  de  algunas  dis-, 
posiciones  insertas  en  el  artículo  Fa- 
cultativos, es  el  asunto  de  este  artículo 
mas  importante  todavía  bajo  otro  aspec- 
to, bajo  al  de  las  reglas  dictadas  y que 
deben  observarse  para  las  autopsias  y 
para  los  embalsamamientos  y cualquie- 
ra otra  operación  dirigida  á conservar 
incorruptos  los  cadáveres,  reglas  gene- 
rales que  deben  tener  muy  presentes  los 
juzgados  y tribunales  lo  mismo  que  los 
delegados  del  Gobierno.  Hó  aquí  las  dis- 
posiciones que  rigen  sobre  el  particular. 

R.  O,  ie  i 4 setiembre  de  1860. 

Locales  para  autopsias  jurídicas:  gastos  en  ídem, 
intervención  de  ios  Ministerios  de  Gobernación  y 
Gracia  y Justicia. 

(Gob.)  «En  el  expediente  instruido  con 

motivo  de  la  consulta  hecha  por acerca 

de  la  autoridad  á quien  corresponde  cons- 
truir y conservar  un  local  y los  efectos  ne- 
cesarios para  las  autopsias  jurídicas,  las  sec- 
ciones reunidas  de  Gobernación  y Fomento 
y de  Estado  y Gracia  y Justicia  del  Consejo 
de  Estado  han  informado  lo  siguiente  con 

fecha  de  abril  último: 

Exorno.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  real 
orden  de  o de  febrero  ultimo  estas  secciones 
han  examinado  el  expediente  instruido  con 
tnotivq  de  haber  consultado  el_  Gobernador 
de.  Ciudad-Real  á ese  Ministerio,  acerca  de 
la  autoridad  á quien  corresponde  construir 
y conservar  un  local  y los  efectos  necesarios 
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para  las  autopsias  jurídicas.  También  se  han 
enterado  las  secciones  de  los  dos  expedientes 
que  por  analogía  se  remitieron  con  aquel*, 
debidos á la  iniciativa  del  Ministerio  de.Gjra-t 
cia  y Justicia  y de. la  junta  general-  de  bene'i 
licencia.  Para  resolver  estos  exped ¡entes  no 
será  .necesario  demostrar  detenidamente,  la 
autoridad  á quien  corresponde  sufragar  los 
gastos  que  ocasionen  con  motivo  dé  la  habi- 
litación ó construcción  de  locales  destinados 
al  objeto  expresado,  ni  los  que  se  causen  de 
las  autopsias  y demás  reconocimientos  de 
los  cadáveres  que  se  encuentren  abandona- 
dos. Si  la  administración  de  justicia  es  la 
que  se  halla  directamente  interesada  en  que 
los  depósitos  se  establezcan  en  paraje  con- 
veniente y en  que  las  operaciones  se  practi- 
quen observando  las  reglas  que  la  ciencia 
módico-tegal  aconseja,  es  claro  quedos  jue- 
ces ó Tribunales  ó en  su  representación  el 
Ministerio  respectivo,  son  los  que  deberán 
satisfacer  todos  los  gastos  que  se  originen: 
así  lo  reconoce  el  Consejo  de  Sanidad  en  su 
informe  apoyándose  en  disposiciones  vigen- 
. tes  que  por  analogía  pueden  aplicarse  al  ca- 
so, y en  cuanto  a ios  honorarios  que  deven- 
guen los  facultativos,  asi  está  prevenido  por 
varias  reales  órdenes  y por  la  ley  de  28  de 
noviembre  de  1855;  pero  por  eso  mismo  no 
parece  oportuno  resolver  estos  expedientes 
de  la  manera  absoluta  que  el  Consejo  lleva- 
do sin  duda  por  un  exceso  de  amor  á la  cien- 
cia propone.— En  sentir  de  las  secciones, 
no  compete  declarar  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación si  el  depósito  hade  construirse 
en  este  ó en  e)  otro  sitio,  tócale  tan  solo 
conoceré!  punto  donde  haya  de  establecerse 
con  el  objeto  de  que  se  adopten  las  precau- 
ciones convenientes  para  que  por  ello  no  se 
infieran  perjuicios  á la  salud  pública,  es  de- 
cir que  le  corresponde  sobre  dichos  de- 
pósitos la  inspección  sanitaria,  teniendo  fa- 
cultades para  acordar  su  traslación  si  cre- 
yese que  su  permanencia  en  ios  puntos  efl 
.que  se  hallen  establecidos  pudieran  servir 
de  foco  de  infección. — De  acuerdo  con  estos 
principios  y como  medida  higiénica,  con- 
vendrá trasladar  el  yjue  hoy  existe  en  el 
hospital  de  la  Princesa  de  esta  córte,  al  lo- 
cal que  el  Ministerio  de  Gracia  y Jusúcia  de- 
signe, oyendo  al  del  digno  cargo  de  V.  E.; 
y respecto  á los  demás  estrenaos  que  abraza 
el  informe  del  expresado  Consejo,  como 
quiera  que  unos  son  pormenores  facultati- 
vos de  Jos  que  podrá  prescindirse  s|n  per-h 
juicio  para  el  buen  servicio,  y relativos 
otros  i la  mejor  organización,  dedos  depó- 
sitos, lo  cual  no  es  de  la  competencia  del 
Ministerio  de  la  Gobernación;  convendría 
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trasladar  el  informe  y todos  los  anteceden- 
tes del  asunto  al  de  Gracia  y Justicia  para 
que  en  su  vista  adopte  úna  medida  general , 
que  diberá  comunicar  á V.  E.  á los  efectos  1 
oportunos.  Declarándose  finalmente  en  con- 1 
testación  á la  consulta  elevada  por  el  Go- 
bernador de  Ciudad-Real,  que  en  ningún 
caso  deben  abonar  los  Ayuntamientos  los 
gastos  que  con  motivo  de  las  autopsias  y 
análisis  periciales  se  practiquen  por  man- 
dato de  las  autoridades  del  órden  judicial, 
y que  el  único  deber  de  aquellas  corpora- 
ciones es  el  de  facilitar  los  locales  que  con- 
sultando a lo  que  las  buenas  reglas  de  hi- 
giene aconsejan,  juzguen  útiles  para  dicho 
uso,  siempre  que  p ir  sí  mismas  puedan  pro- 
porcionarlos.» 

Y al  dispensar  su  aprobación  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  al  preinserto  informe,  que  de  su 
Real  órden  lo  comunico  á V.  S.  para  los 
efectos  correspondientes,  ha  tenido  á bien 
al  propio  tiempo  dispuner  se  prevenga 
á V.  S.  que  los  establecimientos  destina- 
dos á depósito  de  cadáveres  no  podrán  co- 
locarse en  sitio  alguno  sin  prévia  autoriza- 
ción de  este  Ministerio.»  ( Bol . of.  de  Ciu- 
dad-Real del  12  de  octubre .) 

.1. 

R.  O.  de  20  julio  de  1861,  circulada  en 
28  de  mayo  de  1862. 

Reglas;  formalidades  parala  práctica  de  autopsias  y 
embalsamamientos,  ó cualquiera  otra  operación 
para  conservar  incorruptos  los  cadáveres. 

(Grao.  y Just.)  Por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación,  en 20  de  julio  del  año  próxi- 
mo-pasado,  se  dirigió  á este  de  Gracia  y Jus- 
ticia la  siguiente  Real  órde n,- circulada  con 
la  misma  fecha  a los  Gobernadores  de  las 
provincias. 

«El  Consejo  de  sanidad  ha  expuesto  á este 
Ministerio  en  26  de  junio  último.,  lo  si- 
guiente: 

En  sesión  de  ayer  aprobó  este.Consejo’el 
dictámen  de  su  sección  primera  que  á con- 
tinuación se  inserta: 

Habiendo  llamado  la  atención  de  la  Au- 
diencia territorial  de  Madrid  la  premura  y 
circunstancias  con  que  se  efectuó  el  embal- 
samamiento de  doña  Patrocinio  Mateos  y 
Mendo,  ocurrida  en  la  cal  le  de  León  el  9 de 
noviembre  de  1859,  ordenó  la  remisión  de 
testimonio  al  Gobierno  de  provincia  para 
que  pudiera  ser  apreciada  la  conduela  de 
los  facultativos  que  embalsamaron  él  refe-' 
rido  cadáver.  ' 

El  Gobernador  pasó  el  expediente  á in- 
forme de  la  junta  provincial  de  Sanidad, 
cuya  corporación  le  evacuó,  manifestando 
que  no  hallaba  en  la  conducta  de  los  cita- 


: dos  profesores  nada  que  no  fuera  ajustado 
y proponiendo  ciertas  reglas  parala  ejecu- 
ción de  los  embalsamamientos:  pero  advir- 
tiendo  el  Gobernador  que  tales  medidas 
deben  ser  objeto  de  una  soberana  disposi- 
ción general,  en  que  se  establezca  el  órden 
mas  convenien  te  respecto  á embalsamamien- 
to elevó  el  expediente  al  Gobierno. 

La  Dirección  general  de  beneficencia  y 
sanidad  le  ha  remitido,  en  fin , al  Consejo, 

■ en  16  de  abril  último  para  que  se  sirva  in- 
formar sobre  el  asunto  lo  que  se  le  ofrezca 
y parezca. 

Aun  cuando  esta  sección  ha  comenzado  á 
ocuparse  en  redactar  un  reglamento  que 
abrace  todo  lo  relativo  á cadáveres,  su  tras- 
lación y depósito,  su  enterramiento  y ex- 
humación, cementerios  etc.  tan  importante 
considera  este  asunto  en  los  .embalsama- 
miento, y tan  completamente  destituida  de 
toda  regla  se  halla  en  este  particular  nues- 
tra legislación,  que  juzga  conveniente. emi- 
tir desde  luego  el  dictámen  que  al  Consejo 

■ se  pide,  proponiéndose  introducir  oportu- 
namente en  aquel  proyecto  las  disposicio- 

i n'es  que  el  Gobierno  se  sirva  adoptar  en  vir- 

■ tud  de  esta  consulta, 

Y no  se  ceñirá  estrictamente  la  sección  al 
i punto  determinado  que  larDireccion  del  ra- 

■ mo  ha  estimado  consultarle,  sino  que  pro- 
f-  pondrá  de  paso  las  precauciones  que  laad- 
11  mimstracion  debe  adoptar  respecto  á las  au- 
L topsias,  al  modeiamiento  del  rostro  y torso 

después'  de  la  muerte  y á cualquiera  otra 
operación  que  pueda  convertir  en  muerte 
verdadera  y real  una  que  lo  sea  tan  solo 
aparente. 

La  falta  de  reglas  en  negocio  de  tanto  in- 
teres , no  hay  duda  que  puede  ocasionar 
gravísimos  y lamentables  abusos;  no  ya  tan 
' solo  favoreciendo  el  crimen  ú ocultando  in- 
discretamente las  huellas  que  facilitarían 
su  persecución,  sino  permitiendo  además 
fatales  omisiones  ó imprudencias. 

, El  embalsamamiento , la  momificación  y 
la  petrificación  (que  podrá  muy  bien  inten- 
tarse con  peor  ó mejor  resultado)  r ¿quieren 
por  una  parte,  para  ejecutarse,  la  mas  com- 
i píela  certidumbre  de  la  muerte ; y esta  es 
i en  ocasiones  dificilísima  de  alcánzar , aun 
■para  los  mas  ilustrados  y atentos  profeso- 
res de  medicina.  . 

Después,  aun  suponiendo  trascurrido  el 
tiempo  que  las  leyes  señalan  para  tener  los 
cadáveres'en  depósito  antes  de  darles  sepul- 
tura, y bien  comprobada  la  defunción,  ue- 
cesita  la  Administración  completa' garantía 
de  qúe  las  sústáúcias  empleadas  para  el 
balsamamiento,  momificación  etc.  no  ayu- 
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darán* por  ser  desconocidas  al  ejecutarle,  á 
ocultar  un  envenenamiento,  imposibilitan- 
do por  lo  tanto  su  descubrimiento  si  el  ve- 
neno hallado  por  el  análisis  en  un  cadáver 
fuere  debido  a una  intoxicación  criminal. 

De  aquí  resulta  la  necesidad  de  que  la 
Administración  se  rodee  de  oportunas  pre- 
cauciones, para  permitir  el  embalsamamien- 
to de  los  cadáveres. 

Completamente  ocioso  fuera  detenerse- 
en  este  sitio  á manifestar  con  estension  los 
inconvenientes  de  las  autopsias  anticipa- 
das y hechas  sin  las  debidas  formalidades, 
ni  como  pudiera  tornarse  en  muerte  real  la 
aparente,  si  para  modelar  el  rostro  de  un 
supuesto  cadáver  con  cera , yeso  ú otra 
materia  se  le  cubriese  por  completo  impi- 
diendo la  lánguida  y escasa  respiración 
que  le  resta. 

Al  alcance  se  hallan  todas  estas  cosas  de 
cualquiera  persona  de  buen  sentido. 

En  virtud  de  las  breves  consideraciones 
que  acaba  la  sección  de  emitir;  y teniendo 
présente  el  informe  de  la  junta  provincial 
de  Sanidad  de  Madrid,  que  ya  unido  al  ex- 
pediente, es  de  dictámen,  que  el  Consejo  se 
sirva  consultar  al  Gobierno  las  siguientes 
reglas  que  deberán  observarse  para  las  au- 
topsias que  se  ejecuten  fuera  de  las  faculta- 
des de  medicina  y de  los  hospitales;  para 
los-  embalsamamientos  y cualquiera  otra 
Operación  dirigida  a conservar  incorruptos 
los  cadáveres,  y para  modelar  en  lin  el  ros- 
tro y torso  de  las  personas  que  se  tienen . 
por  difuntas; 

1. ‘  No  se  permite  ejecutar  fuera  de  los 
hospitales  y escuelas  de  medicina  y cirujía, 
autopsia  alguna  ó apertura  de  cadáver  has- 
ta'después  de  haber  trascurrido  veinticua- 
tro horas  desde  que  ocurrió  la  defunción. 

Tampoco  es  lícito,  hasta  cumplirse  el 
mismo  plazo , hacer  operación  alguna  de 
embalsamamiento,  momificación,  petrifica- 
ción ú otra  cualquiera  que  tenga  por  obje- 
to dar  una  larga  conservación  á los  cadáve- 
res si  para  ello  se  requiere  atacar  la  inte-, 
gridad  de  los  tegidos  orgánicos  ó de  los  hu- 
mores. . 

Queda  prohibido  asimismo*  durante  el 
propio  tiempo,  modelar  el  rostro,  cuello  ó 
torso  de  los  cadáveres  por  medio  de  yeso, 
ni  otra  materia  alguna. 

2. a  Para  proceder  á cualquiera  de  estas 

operaciones  se  requiere:  . 

* 0 La  petición  por  escrito  de  la  familia  , 
del  difunto  ó á lo  menos  del  mas  cercano 

^ 2.°  Un  certificado  del  médico-cirujano 
que  le  haya  asistido  durante  su  enfermedad 

Tomo  I. 
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última,  en  la  cual  deberá  constar  el  nombre 
del  diluuto,  su  edad,  estado,  dolencia  que 
ocasionó  la  defunción,  hora  del  fallecimien- 
to y habitación  en  que  esto  ocurrió. 

o.  La ,asistenpia  al  acto  del  subelegado 
médico  de  sanidad,  quien  comprobará  la 
defunción  y autorizará  la  autopsia,  embal- 
samamiento etc.,  expresándola  así  al  pié  de 
la  petición  de  los  interesados. 

3. a  Tanto  las  autopsias  como  todas  las 
operaciones  dirigidas  á conservar  los  ra-- 
dáveres,  se  ejecutarán  exclusivamente  por 
profesores  de  medicina  ó de  cirujía,  si  bien 
podrán  estos  valerse  como  auxiliares  de 
farmacéuticos  destinados  á preparar  los  lí- 
quidos que  en  el  embalsamamiento  se  em- 
pleen, ó de  las  personas  que  estimaren  ne- 
cesarias. 

4. a  . Se  levantará  en  todos  estos  casos  un 
acta,  suscrita  por  el  subdelegado  médico, 
por  el  profesor  ó profesores  que  hayan  eje- 
cutado la  autopsia,  embalsamamiento  ú 
Operación  destinada  á conservar  el  cadáver 
y por  dos  testigos,  en  la  cual  habrá-  de 
constar,  sobre  el  mencionado  en  el  certifi- 
cado de  defunción,  la  hora  en  que  se  ha 
operado,  el  procedimiento  seguido  para  el 
embalsamamiento,  momificación,  etc.,  y la 
composición  de  los  líquidos  inyectados  en 
eTcadávcr  ó empleados  de  cualquier  otro 
modo  para  conservarle. 

5. a  El  certificado  de  defunción  y el  ac- 
ta á que  se  refiere  la  regla  anterior,  serán 
remitidos  con  un  oficio  por  el  subdelegado 
desanidada!  Alcalde  correspondiente,  para 
su  conocimiento  y para  que  los  mande  ar- 
chivar. 

,6.a  Al  subdelegado  de  sanidad  satisfa- 
rán los  interesados  á lo  menos  120  rs.  en 
calidad  de  honorarios,  y á los  disectores, 
embalsamadores  ó modeladores,  lo  que  tu- 
vieren estipulado  ó proceda  según  la  legis- 
lación ordinaria. 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  resolver  de  acuerdo  con  el 
dictámen  preinserto,  de  su  real  órden  lo 
comunico  á V.  S.  para  que  sirva  de  regla 
genera!  en  lo  sucesivo.» 

De  la  propia  Real  órden  comunicada  por 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  lo  tras- 
lado á V....  para  conocimiento  de  ese  Tri- 
buna! y efectos  oportunos.  Dios  etc.  Ma- 
drid 28  de  mayo  de  11162.— (CL.  t.  87,  pá- 
gina 894.) 

R.  O.  de  13  enero  de  1864. 

Aclarando  la  anterior  de  28.  de  mayo  de  1862;  .'obro 

formalidades  para  las  autopsias  de  cadáveres. 

(Grao,  y Jost.)  El  Sr.  Ministro  de  Gra- 
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cia  y Justicia  dice  con  esta  fecha  al  Regente 
de  la  Audiencia  de  Mallorca,  lo  que  sigue: 
aHe  dado  cuenta  á la  Reina  (Q.  D.  G.)  de 
la  comunicación  de  V.  S.,  fecha  29  de  oc- 
tubre último,  consultando  si  lo  dispuesto 
en  la  R.  ¿O.  de  20  de  julio  de  1 801 , expe- 
dida por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  y 
circulada  por  esta  secretaria  á los  Regentes 
de  las  Audiencias  territoriales  por  otra  de 
28  de  mayo  de  1862,  acerca  de  las  forma- 
lidades- que  deben  preceder  á las  autop- 
sias de  cadáveres,  comprenden  también  las 
que  tienen  su  origen  en  los  procedimien- 
tos de  oficio,  y por  lo  tanto  si  estas  debe- 
rán hacerse  con  la  intervención  y aproba- 
ción del  subdelegado  médico  del  distrito 
judicial  correspondiente. 

En  su  virtud: 

Considerando  que  el  principal  objeto  que 
por  dicha  disposición  se  propuso  fué  evitar 
los  inconvenientes  de  las  autopsias  antici- 
padas; que  la  Audiencia  territorial  de  esta 
corte,  al  llamar  la  atención  del  Gobierno 
acerca  de  ia  premura  y las  circunstancias 
con  que  se  efectuó. el  embalsamamiento  de 
Doña  Patrocinio  Mateos  y Mendo,  motivo 
de  la  Reai  ó.rden  circular  de  que  se  trata, 
no  tuvo  ni  pudo  tener  la  idea  de  limitar  en 
lo  mas  mínimo  la  ejecución  inmediata  de 
los  mandatos  judiciales,  sino  rodear  de  las 
mayores  garantías  de  acierto  los  actos  de 
aquel  género  en  que  los  tribunales  de  jus- 
ticia no  intervengan  de  ia  manera  formal  y 
sotemne  que  les  es  característica,  y que  el 
hecho  de  haberse  practicado  y practicarse 
frecuentemente  en  esta  córte  dichas  autop- 
sias por  los  médicos  forenses  de  los  juzga- 
dos de  primera  instancia,  sin  que  el  subde- 
legado mé  lico  de  sanidad  de  la  misma,  co-, 
nocedor  de  todo,  haya  intervenido  ni  in- 
tentado siquiera  intervenir  en  ellas,  persua- 
de de  que  aquel  y no  otro,  fue  el  verdadero 
propósito  de  dicha  disposición,  ha  tenido  á 
bien  mandar  S.  M.  se  diga  i V.  S.,  corno 
de  su  Real  orden  lo  ejecuto,  que  las  forma- 
lidades que  por  la  referida  circular  se  exi- 
gen para  proceder  á las  autopsias  de  cadá- 
veres, se  refieren  única  y exclusivaatente  á 
las  que  háyan  de  practicarse  á instancia  de 
un  particular,  y de  ningún  modo  á las  que 
se  verifiquen  á consecuencia  de  mandato 
judicial.» 

De  Real  órden,  comunicada  por  el'  expre- 
sado Sr.  Ministro,  lo  traslado  á V. ...  para 
los  efectos  oportunos;  adviniéndole  que  dé 
cuenta  á este  Ministerio  de  quedar  enterado 
dé  lo  dispuesto  en  la  preinserta  resolución. 

Dios  guarde  á Y. . . . muchos  años.  Madrid' 
14  de  enero  de  i 864.— <El  Subsecretario. — 


Sebastian  de  la  Fuente  Alcázar,— Sr.  Re- 
gente y Fiscal  de  la  Audiencia  de..-*  Gace- 
ta del  2U  y CL.  t.  91  ,p,  31.) 

R.  O.  de  1-7  de  abril  de  1864. 

Aclarando  otra  sobre  formalidades  que  deben  obser- 
varle. Auptosias  jurídicas. 

(Gob,  de  la  provincia  de  las  Baleares.) 
—Por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  se 
me  dice  con  fecha  17  del  anterior  lo  si- 
guiente. 

«Remitido  á informe  del  Consejo  de  Sa- 
nidad el  expediente  promovido  á conse- 
cuencia de  una  consulta  del  Regente  de  la 
Audiencia  de  Mallorca  sobre  lo  dispuesto  en 
la  R.  O.  de  2ü  de  julio  de  18151  acerca  de 
las  formalidades  que  deben  preceder  á las 
autopsias  de  cadáveres  , aquella  corpora- 
ción ha  manifestado  lo  siguiente:— Exce- 
lentísimo Sr. — En  sesión  de  ayer  aprobó 
este  Consejo  el  dietámen  de  su  sección  pri- 
mera que  á continuación  se  inserta  : A Lin 
de  que  se  sirva  el  Consejo  informar  lo  que 
estime  procedente,  se  le  ha  remitido  por  la 
Dirección  general  de  Beneficencia  y Sanidad 
una  Real  orden  comunicada  por  el  Minis- 
terio de  Gracia  y Justicia  al  Regente  de  la 
Audiencia  de  Mallorca,  relativa  á las  for- 
malidades que  según  la  R.  O.  de  20  de  ju- 
lio de  18(51  deben  preceder  a las  autopsias 
de  los  cadá  veres: — Decorase  en  aquella  Real 
orden  que  teniendo  esta  última  por  objeto 
evitar  los  inconvenientes  de  las  autopsias 
anticipadas,  así  como  la  premura  con  que 
suelen  hacerse  los  embalsamamientos,  no 
llevó  ni  llevar  pudo  el  Gobierno  al  dictarla 
el  pensamiento  de  limitar  en  lo  mas  míni- 
mo ia  ejecución  inmediata  de  los  mandatos 
judiciales,  sino  rodear  de  las  mayores  ga- 
rantías de  acierto  los  actos  de  aquel  género 
en  que  los  tribunales  de  justicia  no  inter- 
vengan de  la  manera  oficial  y solemne  que 
les  es  característica,  y que  acredita  esta  in- 
terpretación como  fundada  y legítima  el 
hecho  de  haberse  efectuado  frecuentemen- 
te autopsias  en  esta  corte  por  los  médicos 
forenses  de  los  juzgados  de  primera  instan- 
cia sin  que  el  subdelegado  médico  de  sani- 
dad haya  intervenido  ni  intentado  interve- 
nir: por  cuyas  razones  se  dice  al  menciona- 
do regente  que  las  formalidades  que  por  la 
referida  circular  se  exigen  para  procederá 
las  autopsias  de  cadáveres  se  refieren  única 
y exclusivamente  a las  que  hayan  de  prac- 
ticarse á instancia  de  un  particular  y de 
ningún  modo  á lasque  se  verifiquen  á con1 
secuenciadel  rpandatojudicial.  — La  sección 
encuentra  perfectamente  acomodada  la  Real 
órdea  expedida  por  él  Ministerio  de  Gracia 
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y Justici  al  objeto  que  se  propuso  la  Ad- 
ministración realizar  expidiendo  la  de  20 
de  julio  de  1861.— De  ninguna  de  las  ma- 
neras tenia  por  objeto  esta  oponer  dificul- 
tades á la  recta  y pronta  administración  de 
justicia,  antes  llevaba  el  intento  de  facili- 
tar su  acción  impidiendo  que  el  crimen  pu- 
diera quedaroculto  borrando  sushuellaspor 
medio  de  una  autopsia,  de  un  embalsama- 
miento ó cualquiera  manipulación  análoga 
hecha  en  los  cadáveres  sin  que  interviniera 
autoridad  alguna,  y quizás  cuando  todavía 
se  conservara  algún  resto  de  vitalidad.— Si 
el  Consejo,  en  el  informe  que  dió  motivo  á 
la  expresada  disposición  superior,  dejó  de 
expresar  que  la  acción  judicial  quedaba  li- 
bre como  no  podia  menos,  fué  por  respe- 
tos á su  misma  libertad  indisputable,  AI 
efectuarse  una  autopsia  por  mandato  de  un 
juez  de  primera  instancia,  no  hay  el  temor 
mas  ligero  de  ninguno  de  los  inconvenien- 
tes que  ofrecen  las  otras  autopsias,  lós  em- 
balsamamientos, etc.,  por  cuanto  lejos  de 
caber  la  idea  de  ocultar  nn  crimen  ha  de 
llevarse  al  contrario  la  de  descubrirle,  y 
porque  los  médicos  forenses  se  guar  daran  de 
dividir  las  carnes  de  un  cadáver  sin  cer- 
ciorarse de  que  lo  es  en  realidad;  ó si  por 
imprevisión,  ignorancia  ú otro  motivo  acon- 
teciese lo  contrario  , allí  estaba  la  justicia 
para  exigirle  la  debida  responsubidad. — 
Procede  por  todas  las  consideraciones  ex- 
puestas que  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación se  signifique  al  de  Gracia  y Justicia, 
que  lejos  de  hallarse  en  desacuerdo  la  Real 
orden  comunicada  al  Regente  de  la  Audien- 
cia de  Mallorca  con  la  de  10  de  julio  de 
1861  se  hallan  ambas  en  perfecta  armonía. 
—Y  habiéndose  dignado  la  Reina  (que  Dios 
guarde)  resolver  de  conformidad  con  lo 
manifestado  en  el  preinserto  dictamen  , de 
Real  orden  comunicada  por  el  Sr.  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  lo  digo  Y.  S.  para 
los  efectos  correspondientes.» 

Lo  que  he  dispuesto  se  inserte  en  el  Bo- 
letín oficial  para  inteligencia  de  los  señores 
subdelegados  de  medicina  y cirujia  y su 
cumplimiento.  Palma  3 de  mayo  de  1864.— 
Juan  Madramany.  (Bol.  of.  de  Baleares  de 
6 de  mayo). 

R O.  de  junio,  5 de  julio  de  1865 

Mandando  que  los  gastos  ocasionados  en  ellas  se  sa- 
tisfagan por  ahora  del  fondo  de  presos  pobres,  á 

calidad  de  reintegro. 

(Grac.  y Just.)  «Con  fecha  18  de  jumo 
último  se  dice  á este  Ministerio  por  el  de  la 
Gobernación  lo  que  sigue:  , r 

«Pasado  á informe  de  las  secciones  de  Go- 
bernación y "Fomento  y Gracia  y Justicia 
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;1  Consejo  de  Estado  el  expediente  relati- 
vo á la  manera  de  abonar  los  gastos  que  se 
originan  en  las  autopsias  y enterramientos 
de  cadáveres,  mandados  ejecutar  de  orden 
judicial,  dichas  secciones  han  consultado  lo 
siguiente: 

Exrmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  la  Real 
orden  de  21  de  noviembre  último,  han  exa- 
minado estas  secciones  el  adjunto  expe- 
diente relativo  á la  manera  de  abonar  los 
gastos  que  se  originan  en  las  autopsias  y 
enterramientos  de  cadáveres  mandados  eje- 
cutar de  orden  judicial. 

Los  pueblos  no  están  obligados  á antici- 
par dichos  gastos,  sigun  también  opinan  en 
igual  concepto  la  Dirección  general  de  Be- 
neficencia y la  subsecretaría  del  Ministerio 
del  digno  cargo  de  V.  E.  El  servicio  á que 
se  aplican  forma  parte  de  la  administración 
de  justicia,  y en  tal  supuesto  corresponden 
al  centro  superior  en  que  esta  radica.  Sien- 
do, pues,  la  obligación  de  que  se  trata  de 
carácter  general,  por  io  que  solo  al  estado 
incumbe  sufragar  los  gastos  á que  dé  origen, 
y teniendo  además  en  consideración  que  en 
el  presupuesto  de  tos  pueblos  no  hay  parti- 
das á que  referir  aquellos,  se  infiere  por 
todo  que  los  gastos  en  cuestión  correspon- 
den al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia. 

Para  que  e^te  pueda  atender  á semejante 
carga  hay  que  consignar  en  el  presupuesto 
del  mismo  la  partida  correspondiente;  pero 
como  quiera  que  no  existe  en  la  actualidad 
y el  cumplimiento  del  servicio  mencionado 
sea  de  naturaleza  urgente,  conviene  que 
mientras  que  aquello  no  se  verifica,  como 
debe  hacerse,  se  satisfagan  los  gastos  referi- 
dos á calidad  de  retntegro  del  fondo  desti- 
nado á la  manutención  de  presos  pobres 
que  hay  en  la  Depositaría  municipal  de  ca- 
da cabeza  de  partido  judicial. 

Resumiendo  lo  expuesto; 

Las  secciones  opinan  que  mientras  no  se 
incluye  en  el  presupuesto  de  Gracia  y Jus- 
ticia el  crédito  necesario  para  atender  á los 
gastos  áque  se  refiere  la  consulta,  pueden 
satisfacerse  á calidad  de  reintegro  del  fondo 
de  presos  pobres  que  existe  en  la  deposita- 
ría de  cada  cabeza  de  partido  judicial. 

V.  E.  no  obstante  acordará  con  S.  M.  lo 
mas  acertado.» 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  conformarse 
con  lo  que  se  manifiesta  en  el  preinserto 
dictamen,  de  Real  orden  lo  pongo  en  cono- 
cimiento de  V.  E.  para  su  inteligencia  y 
efectos  oportunos. 

Lo  que  de  la  propia  Real  órden  traslado 
á V.  para  su  inteligencia,  la  de  los  jaeces 
de  primera  instancia  de  ese  territorio,'  y 
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demás  efectos  correspondientes.  Dios  guar- 
de ¿ y muchos  años.  San  Ildefonso  5 

julio  de  1865.— Calderón  Collantes.— Señor 
Regente  déla  Audiencia  de...  (Gac.  10  id.) 

R.  O.  de  29  noviembre  de  1866. 

Declarando  que  la  de  18  de  junio  próximo  pasado,  se 
refiere  á los  gastos  materiales  de  las  autopsias,  y 
do  á los  honorarios  da  los  facultativos. 

(Grac.  y Just  ) «Enterada  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  del  expediente  promovido  por 
D.  José  Tomas  Trujillo,  médico  forense  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Motril,  en 
solicitud  de  que  se  le  abonen  por  el  Alcalde 
de  aquella  población  los  derechos  devenga- 
dos en  la  practica  de  dos  autopsias,  al  tenor 
de  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  expedida 
por  el  Ministerio  déla  Gobernación  en  18  de 
junio  próximo  pasado,  y circulada  por  este 
de  mi  cargo  en  5 de  julio  último,  y conside- 
rando que  el  objeto  de  esta  soberana  resolu- 
ción fué  allanar  tos  primeros  Obslácutosque 
imposibilitasen  la  ejecución  de  dichas  ope- 
raciones, y facilitar  al  propio  tiempo  los  me- 
dios materiales  para  cubrir  este  servicio  de 
carácter  siempre  urgente;  S.  M.,  de  acuer- 
do con  Icrinformado  sobre  el  particular  por 
las  secciones  reunidas  de  Estado  y Gracia  y 
Justicia  y de  Gobernación  y Fomento  dei 
Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  declarar 
que  la  Real  órden  citada  se  refiere  única- 
mente al  abono  de  los  gastos  materiales  ne- 
cesarios é indispensables  para  la  práctica  de 
las  autopsias  que  de  orden  judicial  se  veri- 
fiquen, y de  ningún  modo  al  de  honorarios 
ó derechos  que  devenguen  los  profesores  en 
las  referidas  operaciones,  los  que  deberán 
ser  satisfechos  en  su  caso  con  arreglo  á las 
disposiciones  vigentes  en  la  materia.  De 
Real  órdeu  etc  Madrid  29  de  noviembre  de 
1866, — Arrazola.— Sr.  Regente  de  la  Au- 
diencia de » 

AUTORIDADES  MILITARES.  Remitién- 
donos á los  artículos  Capitania'general  de 
distrito:  Fuerza  pública:  Jurisdicción 
militar:  Orden  público,  etc.,  aquí  solo 
vamos  á insertar  una  importante  Real 
órden  de  2o  de  enero  de  1667  que,  para 
evitar  dudas  en  lo  que  son  atribjciones 
de  tos  Capitanes  generales  de  provincia  y 
los  Segundos  Cabos  Gobernadores,  dic- 
ta reglas  aclaratorias. 

R.  O.  de  25  enero  de  1867. 

Dictando,  disposiciones  relativas  á las  atenciones  or- 
dinarias del  servicio  de  guarnición,  y sobre  las, atri- 
buciones y funciones  de  las  Autoi ulades  ministres 
da  los  distritos,  y de  los  generales  de  división,  jefes 
de  brigada  y regimiento. 

«La  organización  en  divisio- 


nes y brigadas  de  las  tropas  que  guarnecen 
algunos  distrtos,  responde  al  principio  mi- 
| litar,  siempre  muy  atendible  de  preparar  y 
adiestrar  en  la  paz  el  servicio  de  ios  ejérci- 
tos para  la  guerra,  acostumbrando  á todas 
la3  clases  á conocer  prácticamente  el  meca- 
j nismo  y enlace  de  que  se  componen  las' 
fracciones  de  un  cuerpo  de  ejército,  y á fa- 
miliarizarse con  el  servicio  necesario  en 
campaña,  distinguiendo  y apreciando  ou¿n~ 
i plidamente  las  distintas  funciones  que  cor- 
respondan á cada  uno  de  los  jefes  encarga- 
dos del  mando,  sirviendo  al  mismo  tiempo 
dicha  organización  de  ventajosa  escuela  pa- 
ra la  instrucción  y disciplina  de  las  diversas 
armas  é institutos  militares.  Esta  composi- 
ción, adoptada  en  España  en  varias  épo- 
cas, especialmente  en  1815,  y en  la  actuali- 
dad en  todos  los  países  de  Europa,  no  ex- 
cluye sin  embargo,  las  atenciones  ordina- 
rias del  servicio  de  guarnición,  ni  puede  ni 
debe  crear  dificultades  para  el  desenvolvi- 
: miento  de  las  atribuciones  y funciones  que 
corresponden  á las  Autoridades  militares  de 
los  distritos,  ni  á los  generales  de  divisiony 
jefes  de  brigada  y regimiento,  porque  las 
Ordenanzas  determinan  de  una  manera  cla- 
ra y esplícita  las  obligaciones  respectivas  de 
cada  clase,  hallándose  consignadas  las  del 
Capitán  general  de  provincia  en  el  trata- 
do 6.",  tít,  l.°,  y las  del  Gobernador  de  pla- 
za, en  el  mismo  tratado  tít.  2.°,  así  como 
las  funciones  de  los  segundos  cabos,  creados 
en  26  de  junio  de  I8U0  y declarado  este 
cargo  anejo  al  de  Gobernador  en  virtud  del 
articulo  4.°  del  R D.  de  13  de  setiembre 
de  1842;  mas  con  el  fin  de  evitar  cualquier 
duua  que  pudiera  suscitarse  en  la  ptáctica 
de  este  servicio  combinado,  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  se  ha  servido  prevenir  que  en 
lo  sucesivo  se  cumpla  lo  siguiente; 

Primero.  El  Capitán  general,  con  arre- 
glo á lo  dispuesto  en  el  arT.  I.0  del  tratado 
y título  citados  anteriormente,  ejercerá  su 
autoridad  sobre  todas  las  tropas  y militares 
que  se  hallan  en  su  distrito,  Comunicando 
sus  órdenes  precisamente  por  medio  del 
segundo  cabo  para  todo  lo  concerniente  á 
movimientos  de  cuerpos,  alteración  del  ser- 
vicio, maniobras  ejercicios  y cualquier  fun- 
ción ó acto  público  en  que  las  tropas  hayan 
de  tomar  las  armas  por  cualquier  motivo. 

Segundo.  El  segundo  cabo  Gobernador 
de  la  plaza,  en  cumplimiento  de  cuanto 
previene  el  tratado  6.°  til  2.°  y.  especial- 
mente en  su  art.  l.°,  y teniendo  en  cuenta 
la  letra  y espíritu  del  Real  decreto  antes  es- 
' presado  de  26  de  junio  de  1800,  creando 
dichlo  cargo,  y como  consecuencia  de  lo  prc* 
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venido  en  el  artículo  anterior,  será  el  ínter- 

V ..i.  ^ I 


mediano  entre  e!  Capitán  general  y todos 
los  demás  generales  y jefes  que  se  hallen  con 
mando  en  las  plazas  y provincias  que  ten- 
gan á su  cargo,  y fuera  de  sus  atribuciones 
propias  como  Gobernador  de  plaza,  previa 
siempre  la  vénia  del  Capitán  genera!,  co- 
municará las  órdenes  que  esta  Autoridad  ie 
diere  á los  generales  de  división,  ocupando 
en  las  formaciones  y paradas  el  puesto  que 
dicho  Capitán  general  le  designare. 

Tercero.  Para  armonizar  en  lo  posible 
el  servicio  semejante  al  de  campaña  que  se 
consigna  en  el  tratado  7.°  con  el  que  han  de 
prestar  las  divisiones,  tendrán  en  cuenta 
los  generales  que  las  manden  que  no  siendo 
posible  obrar  con  entera  independencia  ni 
prescindir  ue  la  autoridad  del  Gobernador 
de  la  plaza,  deben  recibir  del  segundo  cabo, 
todas  las  órdenes  que  el  Capitán  general 
comunique  para  la  salida  de  las  tropas  de 
los  cuarteles  con  cualquier  motivo  que  sea, 
ya  para  maniobras  y formaciones,  como 
para  marchas  y operaciones;  pero  ejercerán 
el  mando  que  les  corresponde  por  Ordenan- 
za con  las  formalidades  prevenidas  en  los 
títulos  2.°  y 3.°  del  ya  dicho  tratado  7.°, 
siempre  que  la  fuerza  de  su  división  la  ten- 
gan reunida,  interviniendo  en  los  actos  y 
disposiciones  de  los  jefes  de  brigada  y de  re- 
gimiento, en  cuanto  no  sea  administrativo, 
para  mantener  y cuidar  de  la  buena  instruc- 
ción y disciplina  de  todos  sus  subordinados. 
Con  ías  expresadas  reglas  y aclaraciones,  Su 
Majestad  espera  que  haciéndolas  Y.  E.  cum- 
plir en  el  distrito  de  su  mando,  se  desem- 
peñará el  servicio  con  toda  facilidad  y exac- 
titud, llenando  al  mismo  tiempo  las  divi- 
siones y brigadas  el  objeto  que  se  propuso  el 
Gobierno  de  S.  M.  al  organizar  el  ejercito 
de  este  modo  De  Real  órden  etc.  Madnd  25 
de  enero  de  <867.— Valencia.  (CL.  i.  97, 
página  I 52  ) 

AUTORES  DE  OBRAS-— V.  Obras  de  tes- 
to.— Propiedad  literaria. 

AUTORIDAD  PUBLICA.  Atributo  ael 
poder  público:  jurisdicción  que  se  ejer- 
ce por  el  Gobierno  ó sus  delegados  en 
todos  los  ramos,  cuyo  fin  es  mantener 
el  orden  público  y proteger  la  segundad 
de  las  personas  y de  las  propiedades. 
También  se  dá  este  nombre  al  mismo 
funcionario  que  la  ejerce.  En  ja  necesi- 
dad de  dar  prestigio  y fuerza  a la  auto 
ridad  pública  para  que  responda  cum- 
plidamente á su  elevada  misión  la  ley 
penal  se  ha  mostrado  severa  en  el  casti- 
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go  de  los  actos  que  constituyen  atentado 

0 desacato  contra  la  misma,  ó falta  de 

1 espeto  y obediencia,  como  puede  verse 
principalmente  en  losarts.  189  y siguien- 
tes al  20(j  del  Código  penal  — V.  Alcal- 
des y Ayuntamientos.  Delegados  dbl  Go- 
bierno. Desacato.  Gobernadores  de  pro- 
vincia. Orden  rúblico.  Auxilio  de  fuer- 
za etc. 

AUTORIIACION  PARA  PROCESAR  A FUN- 
CIONARIOS ADMINISTRATIVOS.  En  el  ar- 
tículo Actos  administrativos,  hemos  in- 
dicado ya  que,  por  los  hechos  relativos 
al  ejercicio  de  las  funciones  administra- 
tivas, no  se  puede  procesar  á los  Gober- 
nadores de  provincia  sin  autorización 
del  Gobierne,  ni  sin  la  de  los  Goberna- 
dores á los  funcionarios  y corporaciones 
dependientes  de  su  autoridad,  lo  cual  se 
estableció  por  la  ley  para  el  gobierno 
de.  las  provincias  de  2 de  abril  de  1845, 
y por  la  de  25  de  setiembre  do  1 803, 
para  que  no  se  turbe  la  armonía  cons- 
titucional, ni  se  destruya  el  principio 
de  la  reciproca  independencia  de  los  po- 
deres. Hé  aquí  pues  las  disposiciones 
que  deben  consultarse  sobre  este  impor- 
tante asunto. 

Ley  de  2 abril  de  1845. 

Esta  ley  para  el  gobierno  de  las  provin- 
cias, ha  sido  derogada  por  la  de  25  de  setiem-  , 
bre  de  1863,  reformada  en  21  de  octubre  de 
1865-  Según  el  art  4.°  correspondía  como 
hoy  corresponde  también  á los  Gobernado- 
res conceder  ó negar,  con  arreglo  á las  le- 
yes é instrucciones,  la  autorización  para  pro- 
cesar á los  empleados  y corporaciones  de- 
pendientes tle  su  autoridad  por  hechos  re- 
lativos al  ejercicio  de  sus  funciones,  dando 
en  caso  de  negativa  cuenta  documentada  al 
Gobierno ; y según  el  9 0 no  podía  formarse 
causa  á ningún  Gobernador  por  sus  actos  co- 
mo funcionario  público  sin  autorización  pré- 
via  del  Rey. 

R.  O.  de  25  junto  de  1846. 

Se  previno  á los  Jefes  políticos  que  cuan- 
do negasen  la  autorización  para  procesar  á 
funcionarios  administrativos , diesen  cuenta 
al  Gobierno  dentro  de  cuatro  dias,  acompa- 
ñando copia  íntegra  del  expediente  que  for- 
masen. (CL.  t.  37  p.  513). 

R.  O.  de  13  diciembre  de  1849. 

Se  encargó  á los  Jefes  políticos  lo  mismo 
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que  por  la  anterior  Real  drden 
página  blidj- 

R.  D.  de  27  marzo  de  1850. 

Estableciendo  los  trámites  que  lian  de  seguirse  para 

procesar  á los  Gobernadores  de  provincia  y funcio- 
na ruis  que  dependen  de  ellos. 

«Siendo  necesario  establecer  las  reglas  que 
hayan  de  observarse  siempre  que  se  trate  de 
procesar  á los  Gobernadores  de  provincia  y 
á los  empleados  y corporaciones  dependien- 
tes de  estos  por  hechos  relativos  al  ejercicio 
de  sus  funciones  , oido  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  y el  Consejo  Real.,  y de  confor- 
midad con  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Mi- 
nistros, v:mgo  en  decretar  lo  siguiente:» 

Artículo  1."  (Refundido  en  el  80  del  re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  ley  para 
el  gobierno  y administración  de  las  provincias 
de  ¿5  de  setiembre  de  1S  63)  (l). 

ArC  2.°  (Refundido  en  el  mismo  art.  30 
del  citado  reg.) 

Art.  3.°  1 Este  artículo  con  otros  del 

R,  D.  de  29  de  abril  de  1857,  refundido  en 
el  8 1 del  reg.) 

Art.  4.°  (Refundido  con  otros  del  cita- 
do R.  D.  de  1857  en  los  arts,  32,  33  á 37  del 
reglamento,. 

Art.  5.°  (Refundido  con  el  6.°  del  cita- 
do R D.  de  1 857  en  el  38  del  reg.) 

-Art,  d.°  (Es  enteramente  igual  al  39  del 
reglamento) 

Art.  7.°  (Es  exactamente  igual  al  40  del 
reglamento). 

Art.  H.°  (Refundido eu  el  42  del  reg.) 

Art.  9.“  (Refundido  en  el  43  del  reg.) 

Art.  10.  (Refundido  en  el  44  del  reg.) 

Art.  11 . (Refundido  en  el  45  del  reg.) 

Art,.  1 2 . (Refundido  en  los  arts.  4 ti  y 47). 

Art.  1 3 ¡ ■ (Refundido  en  los  arts.  79  al  Saj; 

Art.  14.  (Refundido  en  el  art.  49). 

Art.  15.  (Refundido  eu  el  art  50), 

R.  D.  de  29  abril  de  1857. 

Por  este  Real  decreto  se  hicieron  algunas 
reformas  en  las  disposiciones  del  de  27  de 
marzo  de  1850,  pero  unas  y otras,  como  ya 
dejamos  indicado,  sellan  refundido  en  las  del 
Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de 


(1)  Omitimos  la  inserción  de  las  disposi- 
ciones de  este  decreto  y de  otro  de  29  de  abril 
de  1857  en  que  se  hicieron  alteraciones  por 
haber  sido  refundidas,  y algunas  modificadas, 
en  el  reglamento  para  la  ejecución  de  la  lev 
de  25  de  setiembre  de  1863  para  el  gobierno 
y administración  de  las  provincias.  Paréce- 
nos.  sin  embargo  conveniente  indicar  por  ar- 
tículos los  que  del  citado  reglamento  conctter- 
dan  con  los  del  decreto  de  27  de  marzo. 


gobierno  y administración  de  las  provincias 
[CL  í.  72!,  p.  188.) 

R.  O.  de  23  setiembre  de  1858. 

Sobre  las  formalidades  de  los  expedientes  de  autori- 
zación para  procesar  á empleados  públicos. 

(Grac.  y Just.)  «Ha  llamado  la  atención  de 
S.  M.  el  mímero  excesivo  de  acuerdos  de  las 
secciones  del  Consejo  Real,  ahora  de  Estado, 
de  que  resulta  que  muchos  expedientes  ins- 
truidos sobre  autorización  para  procesar  á 
los  empleados  del  orden  administrativo  se 
paralizan  por  algún  tiempo  hasta  enmendar 
faltas  de  que  adolecen,  por  venir  desnudos 
de  los  requisitos  que  exige  el  R.  D.  de  27  de 
marzo  de  J 850. 

Este  mal  se  reproduce  de  continuo,  sin 
que  hayan  sido  poderosas  á evitarle  las  ad- 
; vertcncias  y prevenciones  que  en  casos  con- 
cretos y determinados  se  han  hecho  á los 
jueces  y promotores  fiscales;  y ha  llegado  el 
caso  de  que  las  secciones  del  Consejo,  en  se- 
sión celebrada  en  26  de  agosto  último,  se 
hayan  creído  en  el  deber  de  llamar  la  aten- 
cien  de  este  Ministerio  sobre  el  asunto  , 

Los  promotores  fiscales  se  limitan  con  fre- 
cuencia á afirmar  ó negar  que  sea  necesaria 
la  correspondiente  autorización,  sin  exponer 
los  fundamentos  de  la  negación  ó de  la  afir- 
mación, ó sin  razonar  sus  dictámenes.  Tal 
conducta  se  opone  abiertamente  al  espíritu 
del  Real  decreto  mencionado  y aun  á la  ra- 
zón, al  buen  sentido  y al  principio  en  que  se 
funda  el  establecimiento  del  ministerio  pú- 
blico. 

Este  no  puede  proponer  resolución  ni  me- 
didas sin  razonarlas,  6 sin  expresar  sus  moti- 
vos, señaladamente  en  una  época  en  que  el 
examen  y el  razonamiento  en  los  asuntos  de 
la  Administración  se  reconocen  por  todos 
como  necesidades  imprescindibles,  y en  que 
la  obligación  de  fundar  las  resoluciones  se 
ha  impuesto  hasta  á los  jueces  al  dictar  las 
sentencias . 

Esté  proceder  de  los  promotores  fiscales 
origina  perjuicios  á la  administración  de  la 
justicia  y á la  administración  propiamente 
dicha  En  los  referidos  expedientes  los  Go- 
bernadores y Consejos  provinciales  se  estien- 
den  en  la  exposición  de  las  razones  que  abo- 
nan la  conducta  de  la  autoridad  administrati- 
va, mientras  la  judicial  se  abstiene  de  todo 
-razonamiento.  De  este  modo  el  interés  de  la 
justicia  queda  como  indefenso,  y solo  la  a d- 
ministracion  tiene  verdaderos  patronos,  cuan- 
do parece  que  debia  suceder  lo  contrario  por 
la  larga  historia,  los  precedentes  y hábitos 

Í antiguos  de  discusión  que  debiera  haber  en 
nuestros  tribunales,  y los  funcionarios  del 
ministerio  público. 
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(CL.  t.  48,. 


lío  es  menos  merecedor  de  censura  el  de- 
fecto que  también  se  observa,  y consiste  en 
remitir  a los  Gobernadores,  para  que  estos 
los  eleven  á su  vez  al  Consejo  de  Estado,  los 
expedientes  de  que  se  acaba  de  hacer  men- 
ción, sin  acompañar  íntegras  las  diligencias 
■judiciales  contra  lo  prescrito  en  el  art.  2.° 
del  Peal  decreto  citado  c<m  anterioridad. 

El  Consejo,  no  solo  necesita  saber  las  ra- 
zones en  que  se  fundan  respectivamente  las 
autoridades,  sino  que  ha  menester  las  justi 
ficaciones  en  que  se  apoyan  los  opuestos  dic- 
támenes 

Sin  ellas  no  se  puede  formar  juicio  de  la 
exactitud  de  las  razones  que  se  producen,  y 
el  íntegro  conocimiento  de  los  hechos  es 
siempre  la  base  mas  sólida  de  toda  la  reso- 
lución de  derecho.  La  compulsa  no  ha  de 
constar,  por  consiguiente,  de  diligencias  ó 
insertos  aislados,  parciales,  y como  recogidos 
de  aquí  y allí  con  certera  6 desacertada  elec- 
ción. El  artículo  ya  mencionado  del  11.  D.  de 
27  de  marzo  de  1 8 0 prescribe  que  los  jue- 
ces de  primera  instancia  remitan  al  Goberna- 
dor de  provincia  /as  diligencia*  en  compulsa; 
lo  que  quiere  decir  que  ha  de  remitirse  el 
expediente  íntegro  compulsado.  De  esta  cau- 
sa toma  origen  que  el  Consejo  se  vea  en  la 
necesidad  de  pedir  de  continuo  nuevos  dalos, 
paralizándose  unos  expedientes  que  tienen  un 
carácter  prejudicial,  pues  sin  su  resolución 
previa  no  es  posible  incoar  los  procesos. 

A demás,  como  la  ley  no  ha  previsto  el  ca- 
so en  que  se  hayan  de  redamar  antecedentes 
parciales,  no  ha  fijado  un  término  perentorio 
para  que  se  eleven  al  Consejo  los  que  este 
pide  por  la  falta  de  justificación  ya  referida, 
siguiéndose  de  aquí  que  la  paralización  de 
los  expedientes  se  prolonga  por  tiempo  inde- 
finido, sin  que  baya  el  medio  de  exigir  á na- 
die la  responsabilidad. 

En  esta  situación,  y con  el  objeto  de  pre- 
venir para  lo  sucesivo  los  males  que  se  aca- 
ban de  exponer,  la  Reina  Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  adoptar  las  disposiciones  que  siguen: 

i .*  Los  regentes  y los  fiscales  de  las  Au- 
diencias encargarán  á los  jueces  de  primera 
instancia  y á los  promotores  la  mas  exacta 
observancia  del  R.  D de  .27  de  marzo  de 
1 8 G 0 sobre  los  expedientes  de  autorización 
para  procesar  á los  empleados  del  orden  ad- 
ministrativo (1). 
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u “ñ  encargo  les  harán  respecto  al 

K D.  de  4 de  junio  de  1847  (1),.  relativo  á 
as  competencias  entre  las  autoridades  judi-r 
cíales  y administrativas,  y en  cuanto  á los 
emas  Reales  decretos,  órdenes  y disposi- 
ciones que  se  refieran  á los  negocios'conten- 
cioso-administrativos,  ó que  se  deban  elevar 
al  Consejo  de  Estado  ó los  provinciales, 
d.  La  reincidencia,  por  tres  veces,  en 
las  faltas  de  que  se  ha  hecho  mérito  en  esta 
circular  ú otras  análogas,  serán  causa  bas- 
tante para  fundar  la  cesación  en  sus  destinos 
de  los  jueces  y promotores.— De  Reai  ór- 
den  lo  digo  á V.  páralos  efectos  consiguien- 
tes. Dios  guarde  á V.  muchos  años  Madrid 
23  de  setiembre  de  1858. — Fernandez  We- 
grete.  (CL.  t.  77,  p.  274-}  - 

R.  O.  de  7 febrero  de  1861.  ■ 
Expedientes  de  autorización. 

(Grac-  y.Tust  ) «A  pesar  de  lo  dispues- 
to por  R.  O.  de  23  de  setiembre  de  1858, 
en  que  se  previene  á los  jueces  y promoto- 
res fiscales  presten  el  mas  exacto  r.urnpli- 
1 miento  al  R.  D.  de  27  de  marzo  de  1850 
; sobre  los  expedientes  de  autorización  pa- 
ra procesar  a los  empleados  del  órden 
administrativo,  algunos  promotores  se  li- 
mitan en  su  dictamen  A decir  procede 
aquella  sin  razonar  su  petición. 

Y resultando  de  esto  graves  perjuicios  á 
la  administración  de  justicia  por  la  nece- 
sidad en  que  se  coloca  al  Consejo  de  Es- 
tarlo de  acordar  que  se  ampüen  los  expe- 
diente1: para  elevar  á S.  M sus  consultas, 
la  Reina  fQ.  D.  G.)  se  ha  servido  mandar 
recuerden  V.  SS.  á los  jueces  y promoto- 
res de  su  respectivo  territorio  la  rigorosa 
observancia  de  la  mencionada  Real  dispo- 
sición, con  el  especial  encargo  de  que  ni 
los  promotores  presenten,  ni  los  jueces  ad- 
mitan, al  cumplir  ron  el  art.  2.°  de!  Real 
decreto  de  27  de  marzo  de  1850,  escritos 
que  no  estén  razonados  y en  que  no  se  ci- 
ten los  artículos  del  Código  penal  aplica- 
bles á los  funcionarios  de  coya  culpabili- 
dad se  trate.  De  Real  órden  etc..  Madrid  7 
de  febrero  de  1861.»  'CL.  t.  85,  p.  155.) 

Cir.  de  16  febrero  de  1861. 

Expedientes  de  autorización  y competencias. 

(GrÁc.  y Jüst.)  «Por  R.  O.  de  17  de  di- 
ciembre de  1855  (2),  se  dispuso  que  tan 
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flt  Hov  como  queda  dicho,  el  párrafo  8.° 

« arts.  18  y 13  de  la  lev,  y 79  al  83  del  re- 
lamento. 


(1)  Como  veremos  en  Competencias,  hoy 
en  vez  del  R.  D.  de  4 de  junio  de  1847  rigen 
el  párrafo  9 del  art.  10  de  la  ley  citada,  y los 
arts.  ¿2  al  73  del  reglamento. 

(2)  No.  la  hemos  hallado  en  la  Coleceion 
legislativa. 
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luego  como  V....  viera  publicada  en  la  Ga- 
ceta cualquier  resolución  ya  decidiendo  las 
competencias  de  jurisdicción  entre  la  Au- 
toridad judicial  y la  administrativa,  ya  de- 
negando ó declarando  innecesaria  la  auto- 
rización que  para  procesar  a funcionarios 
de  la  Administración,  exige  el  R.  D de  27 
de  marzo  de  1850,  cuidase  de  hacerlo  tras- 
mitir al  juzgado  correspondiente  ejerciendo 
al  efecto  la  mayor  vigilancia  y asegurán- 
dose de  su  cumplimiento.  Y como  a pesar 
de  tan  terminante  disposición,  ocurre  con 
frecuencia  que  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia y aun  las  Audiencias  dirigen  expo- 
siciones á este  Ministerio  con  objeto  de  que 
se  les  comuniquen  las  Reales  resoluciones 
de  que  se  trata  después  de  haber  sido  pu- 
blicadas en  el  citado  periódico  oficial,  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  ba  tenido  a bien  mandar 
que  se  encargue  de  nuevo á Y....  el  exacto 
cumplimiento  de  la  Real  órden  al  principio 
mencionada,  y que  al  tiempo  de  trasladarse 
cualquiera  de  dichas  resoluciones  al  juzga- 
do competente,  se  participe  á este  Minis- 
terio para  que  conste  en  el  mismo  haberse 
verificado.  De  Real  orden  etc.  Madrid  16 
de  febrero  de  1861.»  [CL,  t.  85,  p.  172.) 

R.  O.  de  27  junio  y 6 noviembre  de  1861. 

Expedientes  ác  ovtorizicion:  rué  se  funden  los  dic- 
támenes! 

(Grao  v Jüst.)  «Con  fecha  27  de  junio 
último  se  ha  dirigido  á este  Ministerio  por 
el  de  la  Gobernación  la  Real  órden  si- 
guiente: 

Exento.  Sr.:  El  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación dice  con  esta  fecha  A los  Goberna- 
dores de  las  provincias  lo  que  sigue: 

La  sección  de  Estado  y Gracia  y Justicia 
del  Consejo  de  Estado  consulta  á este  Mi- 
nisterio con  fecha  7 de  mayo  anterior  lo  si- 
guiente: 

Excmo.  Sr.:  La  frecuencia  con  que  su- 
cede que  los  promotores  fiscales  dejen  de 
emitir  su  dictamen  en  los  negocios  de  auto- 
rización ó no  le  funden,  ni  razonen  de  modo 
alguno,  fué  causa  de  diferentes  reclama- 
ciones dirigidas  por  esta  sección  al  Minis- 
tro de  Gracia  y justicia,  y de  que  se  dicta- 
ran las  Rs.  Ords.  circulares  de  23  de  se- 
tiembre de  1858  y 7 de  febrero  de  1861, 
publicadas  oportunamente  en  la  Gacela  de 
Madrid , y en  las  que  se  ha  consignado  la 
forma  en  que  dichos  funcionarios  deben 
cumplir  lo  dispuesto  en  el  art,  2.°  del  Real 
decreto  de  27  de  marzo  de  1850.  Desgracia- 
damente tan  reiteradas  disposiciones  no  han 
producido  efecto  alguno,  y son  todavía 
muy  frecuentes  los  casos  en  que,  como  Y.  E. 


habrá  podido  notar  por  los  traslados  que 
oportunamente  se  le  remitencia  sección 
tiene  que  dirigirse  á los  jueces  de  primera 
instancia  pidiéndoles  que  los  promotores 
fiscales  amplíen  sus  dictámenes.  Como  este 
nuevo  tramite  embaraza  notablemente  el 
despacho,  y hace  que  se  falle  á los  términos 
señalados  en  las  disposiciones  vigentes  para 
el  despacho  de  los  negocios  de  autorización 
para  procesar,  la  sección  ha  creído  que  de- 
bía proponer  á V.  E que  se  pase  una  Real 
órden  circular  a los  Gobernadores,  á fui  de 
que  no  den  curso  á los  expedientes  en  que 
los  promotores  fiscales  no  hubiesen  cum- 
plido lo  dispuesto  en  el  art.  2.°  del  Real 
decreto  de  27  de  marzo  de  185U  en  la  for- 
ma establecida  en  las  Rs.  Ords.  circulares 
de  23  de  setiembre  de  1858  y 7 de  febrero 
de  1861.  La  sección  cree  que  por  este  me- 
dio se  obtendría  el  resultado  de  facilitar  el 
despacho,  observar  los  términos  señalados 
en  las  disposiciones  vigentes  y hacer  eficaz 
y rápida  la  acción  de  la  justicia  en  los  ca- 
sos en  que  su  intervención  se  repute  nece- 
saria.» 

Y habiéndose  dignado  S.  M.  (Q.  D.  G.) 
conformarse  con  lo  propuesto  por  <a  refe- 
rida sección,  de  Real  órden  lo  comunico 
A V.  S.  para  que  obre  como  en  la  consul- 
ta se  propone  en  todos  los  casos  a que  se 
refiere  la  misma....  Lo  qué  trascribo  á Y... . 
de  la  misma  Real  órden  etc.  Madrid  6 de 
noviembre  de  1861.  ( CL . t.  86,  p.  422.) 

R.  O.  de  17  junio  de  1863. 

Que  los  jueces , antes  de  solicitar  !a  autorización 

practiquen  cuantas  diligencias  sean  necesarias  pa- 
ra el  esclarecimiento  del  delito  que  se  persiga. 

(Grao,  y Just.)  «Si  el  Consejo  de  Estado 
ha  de  consultar  á S.  M.  la  decisión  que  proce- 
da, con  el  acierto  y justificación  que  preside 
á todos  sus  trabajos,  siempre  que  se  trata  de 
conceder  ó negar  la  auLorizacion  para  pro- 
cesar á los  agentes  de  la  Administración  por 
hechos  relativos  al  ejercicio  ..de  sus  funcio- 
nes., es  indispensable  que  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  procuren  instruir  las  compe- 
tentes diligencias  de  manera  que  resulte  bien 
comprobada  la  existencia  de  esos  mismos  he- 
chos, y pueda  sio  género  de  duda  definirse 
claramente  su  naturaleza  é importancia. 

Abstenerse,  como  ha  sucedido  alguna  vez, 
de  formar  las  primeras  diligencias  de  un  su- 
mario, porque  en  él  debiera  ó pudiera  ser 
comprendido  un  funcionario  del  órden  admi- 
nistrativo, es  interpretar  de  un  modo  tan 
equivocado  como  funesto  el  R.  D.  de  27  de 
marzo  de  1.850,  cuyas  disposiciones,  al  paso 
que  dan  una  garantía  á estos  agentes,  no  pu- 


dier oii  nunca  proponerse  desviar  el  curso  rec 
to  y natural  de  la  justicia. 

Hb  permite  el  art.  l.»  del  citado  Beal  de- 
creto dirigir  inmediatameúte  las  actuaciones 
contra  ctialqurera  de  los  empleados  á que  se 
refiere,  ya- recibiéndole  declaración  indagato- 
ria, ya  decretando  su  arresto  ó prisión  d de 
otro  modo  que  le  caracterice  de  presunto 
reo;  pero  semejante  prohibición  no  va  hasta 
el  punto  de  hacer  imposible  lodo  procedi- 
miento y estorbar  que  á él  se  lleven  los  da- 
tos y noticias  que  aseguren  de  la  manera  po- 
sible la  existencia  del  hecho  justiciable  con 
todas  sus  circunstancias , y constituyan  al 
mismo  tiempo  la  base  y fundamento  necesa- 
rio para  negar  ó conceder  en  definitiva  la  au- 
torización de  que  habla  la  ley. 

Siendo,  pues,  conciliables  les  altos  fines  de 
la  justicia  con  los  respetables  intereses  que 
el  Real  decreto  ya  mencionado  se  propusd 
proteger,  la  Reina  (Q,  D.  G.l,  de  acuerdo 
con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado 
en  sección  de  Estado  y Gracia  y Justicia,  se 
ha  servido  mandar,  que  cuando  hubiere  de 
formarse  causa  á un  empleado  d cuerpo  de- 
pendiente dé  la  autoridad  del  Gobernador  de 
provincia  por  algún  hecho  que  sea  relativo 
al  ejercicio  de  sus  funciones  administrativas, 
los  jueces  de  primera  instancia  procedan  á la 
práctica  de  cuantas  diligencias  sean  precisas 
para  comprobar  la  existencia  del  delito  que 
intenten  perseguir,  y reúnan  todos  los  da- 
tos de  culpabilidad  posibles  contra  aquellos, 
sin  que  tengan  que  solicitar  la  autorización 
para  procesarlos  basta  tanto  que,  por  el  mé  - 
rito  de  las  actuaciones,  crean  llegado  el  caso 
de  proceder  directamente  contra  alguno  ó 
algunos  de  los  repetidos  agentes.  — De  Real 
orden  etc.  Madrid  17  de  junio  de  1863.— 
Monáres.  (Gao.  20  id.) 

R,  O . de  3 octubre  de  1864. 

Autorización  para  procesar  á Alcaldes  pedáneos. 

(Guerra.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
del  expediento  instruido  con  motivo  de  las 
comunicaciones  habidas  entre  el  Goberna- 
dor civil  de  la  provincia  de  Orense  y el  juz- 
gado de  Guerra  de  esa  Capitanía  general  a 
consecuencia  de  los  procedimientos  segui- 
dos por  el  último  contra  varios  pedáneos  y 
celadores  de  algunos  pueblos  de  dicha  pro- 
vincia por  ocultación  de  desertores,  de  con- 
formidad con  lo  expuesto  por  las  secciones 
reunidas  de  Guerra  y Marina.  Gobernación 
y Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se  ha 
servido  disponer  manifieste  ay.  h-  que  ei 
juzgado  de  Guerra  de  esa  Capitanía  gene- 
ral debió  solicitar  del  Gobernador  civil  de 
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la  provincia  de  Orense,  la  prévia  autoriza- 
ción para  proseguir  los  procedimientos  con- 
tra los  pedáneos  y celadores  incoados  en  el 
relerido  juzgado,  cumpliendo  así  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  8 ° del  art.  10,  capítu- 
lo 2.  de  la  ley  para  el  gobierno  y adminis- 
tración de  las  provincias,  arts,  30  y si- 
guientes del  capítulo  2.°  del  reglamento 
para  la  ejecución  de'  dicha  ley,  publicados 
ambos  en  25  de  setiembre  de  1863,  y de  las 
Rs.  Ords.  de  A de  abril  de  1862  y 18  de  mar- 
zo de#1864:i  á fin  de  evilar  la  marcha  anóma- 
la seguida  en  este  expediente.  De  la  de  S M. 
lo  digo  á V.  E para  su  conocimiento  y dé- 
más  efectos.  Dios  guarde  á V.  E.  muchos 
anos.  Madrid. 3 de  octubre  de  1864.— Gór- 
dova.— Sr.  Capitán  general  de  Galicia.»  (Co- 
lección legislativa  í.  96,  p.  519.) 

R . O.  de  48  octubre  de  1864. 

Recordando  el  cumplimiento  de  la  de  23  de  setiembre 

de  1858,  sobre  las  faltas  de  que  adolecen  los  ex- 
pedientes que  se  instruyen  al  efecto. 

(Grac.  y Just.)  En  Real  orden  fecha  23 
dé  setiembre  de  1858,  se  dijo  á V,.T,+  lo  si- 
guiente: 

(Ya  se  halla  inserto.)  . 

Y observándose  que  lo  mandado  en  la  pre- 
inserta Real  orden  circular,  recordada  por 
otra  de  7 de  febrero  de  1861,  no  ha  sido  bas- 
tante á evitar  que  por  parle  de  alguno  de  los 
funcionarios  á que  se  refiere  se  incurra  en 
las  mismas  omisiones  que  motivaron  aquella, 
la  Reina  (Q.  D.  G.),  enterada  de  todo  y de 
conformidad  con  lo  propuesto  por  la  sección 
de  Gracia  y Justicia  del  Consejo  do  Estado, 
se  ha  servido  mandar,  entre  otras  cosas,  que 
los  regentes  y fiscales  de  las  Audiencias  re- 
encarguen de  nuevo  á sus  respectivos  subor- 
dinados el  exacto  cumplimiento  de  lo  prescri- 
to en  la  referi  ia  circular,  y hoy  en  el  regla- 
mento de  25  de  setiembre  de  1863,  dictado 
para  la  ejecución  de  la  ley  relativa  al  go- 
bierno y administración  de  las  provincias, 
haciéndoles  al  efecto  cuantas  prevenciones 
estimen  convenientes  á fin  de  oue  rio  llegue 
el  caso,  de  otro  modo  inevitable , de  haber 
de  aplicar  la  prescripción  penal  contenida 
en  la  disposición  tercera  de  la  expresada  cir^ 
cular.— De  Real  orden  lo  digo  á V.....  para 
los  efectos  oportunos;  adviniéndoles  que  dén 
inmediatamente  cuenta  á este  Ministerio  de 
quedar  enterados  de  esta  soberana  disposi- 
ción. Dios  guarde  á Y.....  muchos  años  Ma- 
drid ]¡t  de  octubre  de  1864. — Arrazola. — 
Sres  Regente  y fiscal  de  la  Audiencia  de... 
{CL.  t.  92,  p.  . 
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R.  O.  de  8-20  diciembre  de  1864. 

En  tos  rasos  en  que  es  neresaria,  deben  obtenerla  los 
jugados  de  guerra. — No  se  necesita  para  perseguir 
la  ocultación  de  desertores  etc.,  ni  en  los  casos  de 
estado  de  sit  o. 

^Gob  ) El  fir.  Ministro  de  la  Guerra  en 
Peal  orden  de  fecha  8 del  corriente,  mani- 
fiesta á este  Ministerio  lo  siguiente; 

Enterada  le  Reina  (T)  T).  G.)  del  expedien- 
te instruido  en  este  Ministerio  sobre  el  cum- 
plimiento por  parle  de  las  autoridades  del  ra- 
mo de  guerra  del  R.  I),  de  27  de  marzo  de 
1850,  en  el  que  se  establece  la  necesidad  de 
obtener  los  jueces  y tribunales  la  previa  au- 
torización de  los  Gobernadores  civiles  para 
procesar  á los  empleados  ó corporaciones 
dependientes  de  la  Administración  civil  por 
hechos  relativos  al  ejercicio  de  sus  funciones 
administrativas,  de  conformidad  con  lo  ex- 
puesto por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
se  ha  servido  resolver,  que  las  autoridades 
militares  y juzgados  de  guerra  están  eni  el 
caso  de  cumplir  la  ley  y reglamento  de  25 
de  setiembre  de  1863,  en  que  se  ha  refundido 
el  R.  D.  de  27  de  marzo  de  1850,  v en  ob- 
servancia de  sus  prescripciones  solicitar  de 
los  Gobernadores  de  provincia,  la  prdvia  au- 
torización para  procesar  á las  corporaciones 
y funcionarios  administrativos  por  hechos 
relativos  al  ejercicio  de  sus  funciones  y justi- 
ciables ante  la  jurisdicción  ordinaria  de  guer- 
ra, acomodándose  al  llenar  este  requisito,  á 
la  tramitación  que  en  la  expresada  ley  y re- 
glamento se  establecen,  siendo  innecesaria 
dicha  autorización  cuando  se  proceda  por  la 
jurisdicción  militar  ordinaria  por  los  delitos 
de  encubrimiento,  ocultación  ó falta  de  celo 
en  la  persecución  de  los  desertores:  pues  en 
tales  casos  los  funcionarios  administrativos 
faltan  al  cumplimiento  de  los  deberes  que 
tienen  en  orden  á la  policía  judicial;  sien- 
do asimismo  innecesaria  cuando  se  proceda 
contra  los  mencionados  funcionarios  á eonse 
cuencia  de  hechos  relativos  al  ejercicio  de  su 
acción  administrativa  por  ln¡  jurisdicción  ex- 
traordinaria de  guerra  durante  los  estados 
de  sitio,  y en  atención  á las  graves  circuns- 
tancias especiales  en  que  el  país  se  encuentra 
en  semejantes  ocasiones. — De  orden  de  Su 
Majestad  etc. — Madrid  20  de  diciembre  de 
íSéi.— (González Brabo.— (f?L.  t.  92, p.  782.) 

R O.  de  31  agosto  de  1806. 

Circulando  la  expedida  en  3 de  óc túbre  de  is64  so- 
bre que  los  Tribunales  de  Guerra  están  obligados 
á solicitar  la  autorización  etc. 

íPres.  del-Cons.  de  Ministros.)  «Remi- 
tida al  Ministerio  de  la  Guerra  para  que  ma- 
nifestase lo  que  estimase  conducente  la  con- 


sulta evacuada  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  acerca  de  un  conflicto  suscitado  entre 
el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y Marina  y 
el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense,  con 
motivo  de  la  causa  formada  contra  los  ocul- 
tadores del  desertor  Hilario  Vázquez , ha 
contestado  dando  conocimiento  de  la  Real 
orden  dictada  por  el  mismo  Ministerio  en  3 
de  octubre  de  1664  acerca  del  asunto,  y de 
la  cual  pasó  á V.  E.  la  adjunta  copia  Y como 
quiera  que  esta  disposición  ha  venido  á resol- 
ver la  cuestión  largo  tiempo  debatida  de  si 
los  Tribunales  de  Justicia  del  fuero  militar 
estaban  ó r¡o  obligados  á solicitar  autoriza- 
ción siempre  que  tratasen  de  procesar  á fun- 
cionarios del  orden  administrativo,  S.  M.  se 
ha  servido  disponer  se  traslade  á V.  E.  la 
predieba  adjunta  copia  dé  la  R.  O.  de  3 de 
octubre  de  1 864,  para  los  fines  que  pueda  ha- 
ber lugar  De  la  propia  Real  orden  etc  Ma- 
drid 3 1 de  agosto  de  1 866  —El  Duque  de  Va- 
lencia — Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

(La  ñ.  O.  citada  se' halla  ya  inserta.) 

Ley  de .25  de  setiembre  de  1863  reformada 
en  21  de  octubre  de  1866.  . 

Esta  ley,  arts.  10,  18  y 19,  y el  regla- 
mento para  su  ejecución  , ¿rts  29  al  5 1 y 
79  al  83,  consúltense  en  el  artículo  Gobierno 
y Administración  de  las  provincias  en  don- 
de se  insertan  íntegros. 


Según  el  art.  10  de  la  lev  de  23  de 
setiembre  de  1863,  para  procesar  á los 
empleados  y corporaciones  de  todos  los 
ramos  de  la  Administración  civil  y eco- 
nómica de  la  provincia,  por  abusos  per- 
petrados en  el  ejercicio  de  las  funciones 
administrativas,  se  requiere  la  autoriza- 
ción del  Gobernador  que  oirá  al  Conse- 
jo provincial. 

Pero  no  es  necesaria  dicha  autori- 
zación para  perseguir  el  delito  de  impo- 
sición de  castigo  equivalente  á pena  per- 
sonal arrogándose  facultades  judicia- 
les;—^ de  exacción  ilegal,— cohecho  en 
la  recaudación  de  impuestos  públicos, — 
falsedad  de  listas  cobratorias, ^percep- 
ción de  mullas  en  dinero,— los  que  se 
cometan  en  cualquiera  operación  electo- 
ral-— .y  el  de  detención  de  alguna  per- 
sona sin  órdeD  expresa  del  Gobernador, 

si  dura  la  detención  tres  dias. 

En  cuanto  á los  casos  en  que  se  entien- 
de concedida  ó denegada  la  autorización 
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y loa  trámites  que  deben  observarse  en 
ja' formación  del  expediéntenos  remiti- 
mos al  citado  art.  10  de  la  ley  y al  29  y 
siguientes  basta  el  51  del  reglamento 
qtie  con  las  disposiciones  ya  insertas  y 
los  casos  de  jurisprudencia  que  van  á 
continuación,  no  dejan  lugar  á dudas.. 

Jurisprudencia. 

Doctrina  establecida  por  el  Consejo  de  Estado  en  es- 
pediente s>  bre  autorización  para  procesar  á funcio- 
narios públicos. 

I,  El  principio  fundamental  de  las  auto- 
rizaciones para  procesar  á los  empleados  ad- 
ministrativos descansa  en  la' teoría  constitu- 
cional de  la  delegación  de  facultades  que  el 
poder  ejecutivo  defiere  á sus  agentes  en  los 
diversos  ramos  de  la  Administración,  cuya  de- 
legación implica  la  idea  de  la  responsabilidad 
que  dichos  agentes  contraen  por  los  adosen 
que  intervienen  bajo  tal  concepto.  Como 
consecuencia  indeclinable  de  este  principio, 
para  que  la  garantía  de  la  autorización  pro- 
ceda, es  necesario  que  el  acto  que  motiva  el 
procedimiento  contra  el  funcionario  de  la  ,id- 
ministracion  sea  en  primer  lugar  esencial- 
mente administrativo,  y además  que  haya 
sido  cometido  por  individuos  directamente 
dependientes  de  aquella,  sin  cuyos  dos  re- 
quisitos no  puede  alcanzar  á sus  autores  la 
expresada  garantía.  (R.  D.  de  i.°  de  mayo 
de  1865  sobre  autorización  para  procesar  al 
Alcalde  de  A lienza.) 

6 arácler  de  los  Alcaldes  imponiendo  el  arresto;  ejer- 
ciendo funciones  judiciales. 

II,  En  el  conocimiento  de  las  faltas  que 
se  castigan  con  arresto  obran  los  Alcaldes  y 
sus  Tenientes  como  encargados  de  la  admi- 
nistración de  Justicia,  de  quienes  son  los  jue- 
ces de  primera  instancia  los  superiores  inme- 
diatos según  las  reglas  1.’  9.a  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código  y dis- 
posición 2.il  del  R.  D.  de  23  de  mayo  de 
1853,  y por  lo  tanto  no  necesitan  autoriza- 
ción para  procesarlos,  cuando  no  cumplen 
con  las  obligaciones  de  su  oficio  (R.  D.  de 
16  de  marzo  de  1867.) 

III,  Eu  ningún  caso  gozan  los  Alcaldes 

de  la  garantía  de  la  autorización,  para  ser 
procesados  cuando  obran  en  el  ejercicio  de 
sus  facultades  judiciales  (Rs.  Ds.  de  24  de 
febrero  3 y 12  de  abril  l.u  de  mayo  y 28  de 
noviembre,  de  1866;  id-  de  23  de  enero  de 
1866;  id.  de  22  de  enero  y i 6 de  marzo  de 

1867  y otros  Tnuchos.) 

IV  . Es  innecesaria  la  autorización  para 
procesar  á un  Alcalde  por  arresto  de  una 
persona  menos  de  2i  horas,  vistas  las  reg  as 
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27  y 29  de  la  ley  provisional,  el  art.  73  nú- 
mero 6.°  de  la  vigente  ley  de  Ayuntamientos 
y el  numero  8. 0 del  art.  1.0  de  la  lev  para' el 
Gobierno  y Administración  de  las  provincias, 
porque  los  Alcaldes  no  pueden  imponer  gu- 
bernativamente aquella  pena  sin  las  formali- 
dades que  para  tales  casos  están  prevenidas. 
— |R.  I).  de  20  mavo  de  1867.) 

V.  Igual  resolución  en  otra  R.  O.  de  25 
de  diciembre  de  1862,  declarando  innecesa- 
ria la  autorización  solicitada  por  el  juez  de 
primera  instancia  de  Guadix  para  procesar 
al  Alcalde  de  Gor,  por  arresto  impuesto  gu- 
bernativamente. 

VI.  Igual  resolución  en  R.  D.  de  20  de  ene- 
ro. de  1864,  en  expediente  sobre  procesa- 
miento del  Alcalde  de  San  Vicente:  '«Consi- 
derando que  aparece  plenamente  probado  y 
confesado  que  el  Alcalde  dispuso  gubernati- 
vamente que  Botella  sufriese  tres  dias  de  ar- 
resto, cuya  pena  solo  podía  haber  impuesto 
á consecuencia  de  un  juicio  de  faltas:  y con- 
siderando, por  lo  mismo,  que  es  notoria  la 
arroeacion  de  facultades  judiciales. i> 

Vil.  Otra  igual  resolución  en  expediente 
de  autorización  para  procesar  al  Alcalde  de 
Palau  de  Anglesola  por  detención  de  una  per* 
sona:  «Considerando  que  el  Alcalde  de  Tri- 
tio, al  detener  á María  Artigues,  no  obró  en 
el  ejercicio  de  funciones  administrativas,  y sí 
arrogándose  facultades  judiciales,  siendo  por 
lo  tanto  aplicable  al  caso  presente  el  citado 
párrafo  8.ü  del  art.  10  de  la  ley  de  23  de  se- 
tiembre último. 

Vlíí.  Otra  igual  resolución  en  23  de  ene- 
ro de  1865,  en  expediente  sobre  procesa- 
miento del  Alcalde  de  Villarla  por  detención 
ilegal  de  ciertos  vecinos , dictada  en  vista 
del  número  1 ,ü,  art,  296  del  Código  pemil,  la 
regla  29  de  la  ley  provisional  reformada  pa- 
rada aplicación  de  las  disposiciones  del  mismo 
Código,  el  número  3.°  de  su  art.  494  y la  re- 
gla Iri  de  dicha  ley: 

«Considerando  que  los  Alcaldes  no  pueden 
aplicar  gubernativamente  la  pena  de  arresto, 
pues  para  ello  debe  preceder  el  correspon- 
diente juicio  de  faltas,  al  tenor  de  lo  dispues- 
to en  los  artículos  citados  del  Código  penal: 

Y considerando  que,  según  aparece  de  esto 
expediente,  el  Alcalde  de  Villarla  mandó 
detenidos  por  48  horas  á los  cuatro  vecinos 
querellantes  sin  forma  alguna  de  juicio,  y fal- 
tando á los  deberes  que  como  jueces  corres- 
ponde á los  Alcaldes,  por  cuya  razón  no 
puede  alcanzarle  en  este  caso  la  garantía  de 
la  prévia  autorización.» 

Responsabilidad  por  castigar  gubernativamente  faltas 

que  exigen  arresto. 

IX.  Con  vista  de  la  regla  1.*  de  la  l«y 
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provisional  para  la  aplicación  del  Código  pe- 
nal del  párrafo  5 art.  481  de  dicho  Código, 
del  R.  D-  de  18  de  mayo  de  1853,  y del  7.° 
del  R.  D.  de  27  de  marzo  de  1850,  se  decla- 
ra innecesaria  la  autorización  para  procesar 
al  Alcalde  del  Valle  de  Mena  que  castigó  gu- 
bernativamente el  acto  de  cometer  simple 
irreverencia  en  los  templos  ó á la  puerta  de 
ellos,  que  así  como  el  de  inquietar,  denostar 
ó zaherir  á los  que  concurren  á los  actos  re- 
ligiosos. está  penado  con  arresto  en  dicho  ar- 
tículo. fDecis  de  19  de  enero  de  4865.  Gace- 
ta 14  febrero.) 

Es  por  lo  tanto  doctrina  corriente  que  no 
es  necesaria  autorización  para  proceder  con- 
tra los  A lcaldes  que.  contraviniendo  al  Real 
decreto  de  i 8 de  mayo  de  1853,  castigan  gu- 
bernativamente hechos  que  según  el  Código 
merecen  pena  de  arresto. 

La  detención  preventiva  guardando  las  formas  preve- 
nidas en  las  reglas  de  la  ley  provisional  está  en  las 
atribuciones  de  los  Alcaldes. 

X.  Pedida  autorización  por  el  juez  de 
Torrox  al  Gobernador  de  Málaga,  para  pro- 
cesar al  Teniente  Alcalde  que  fué  de  la  mis- 
ma villa  D.  José  Medina  Mena,  por  la  deten- 
ción que  por  mas  de  tres  dias  hizo  sufrir  á 
cuatro  individuos,  que  los  guardas  rurales 
del  pueblo  de  Nerja  habían  cogido  cometien- 
do daño  en  algunas  heredades,  y puesto  á su 
disposición , el  Gobernador  la  denegó  de 
conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo 
provincial,  fundado  en  que  el  Teniente  de  Al- 
calde había  procedido  con  arreglo  á sus  fa- 
cultades,  y en  que  el  retraso  coa  que  la  Guar- 
dia civil,  debido  á necesidades  del  servicio, 
habia  llevado  á efecto  la  conducción  de  los 
detenidos,  no  podía  imputarse  al  Teniente 
Alcalde.  Vistos  losarts.  295  y 296  del  Códi- 
go penal  y las  reglas  27,  28  y 29  de  la  ley 
provisional  reformada  para  la  aplicación  del 
Código  citado,  se  confirmó  la  negativa  por 
R.  D de  1 de  febrero  de  1864: 

«Considerando  que  estaba  en  las  facultades 
del  Teniente  de  Alcalde  D.  José  Medina 
acordar  la  detención  preventiva  de  los  su  ge- 
tos  que  dieron  origen  a este  expediente, 
puesto  que  no  aparece  que  los  conociera,  mas 
bien  manifiesta  que  no  les  conocia,  la  circuías-  , 
taneia  de  no  haber  sabido  que  craú  matricu- 
lados de  mar  basta  que  los  mismos  interesa- 
dos se  lo  expusieron: 

Considerando  que  consta  de  un  modo  indu- 
dable que  el  Teniente  de  .Alcalde,  á la  vez 
que  dispuso  la  detención,  previno  al  mismo 
tiempo  á la  Guardia  civil,  que  se  presentase  á 
hacerse  cargo  de  los  detenidos  para  llevarlos 
á disposición  del  ayudante  de  marina  como 
jqez á quien  tocaba  conocer  dól  asumo,  dan- 


do á mayor  abundamiento  aviso  de  ello  al 
mismo  ayudante;  todo  lo  cual  cumplió  dentro 
del  término  prefijado  en  las  leyes: 

Y considerando  que  si  la  detención  se  pro- 
rogó por  mas  de  tres  dias  fué  á causa  de  otras 
ocupaciones  de  la  Guardia  civil,  y por  lo 
tanto  no  es  imputable  al  Teniente  de  Alcalde, 
pues  que  fué  de  todo  independiente  de  la  vo- 
luntad y fuera  de  los  mandatos  de  dicho  fun- 
cionario. 

XI.  Otra  decisión  igual  de  9 de  febrero 
de  1864,  confirmando  la  negativa  del  Gober- 
nador de  Madrid  para  procesar  al  Alcalde  de 
San  Martin  de  Valdeiglesias,  por  haber  dete- 
nido dos  sugetos  que  puso  á disposición  de  la 
autoridad  judicial: 

«Considerando  que  la  detención  acordada 
por  el  mismo- Alcalde  fué  solo  con  el  carác- 
ter de  medida  preventiva,  y que  inmediata- 
mente les  puso  á disposición  del  juez  cum- 
pliendo así  lo  prescrito  en  la  regla  de  la 
ley  provisional  reformada  para  la  aplicación 
del  Código  penal. 

No  incurre  en  responsabilidad  el  Alcalde  con  la  im- 
posición del  Arresto  supletorio. 

XII.  Con  vista  de  las  reglas  2.a  y 4.a  de^ 
R.  D.  de  18  de  mayo  de  1853,  del  párrafo 
2 0 del  art.  495  del  Código  penal,  y art.  504 
.del  mismo,  los  Alcaldes  no  incurren  en  res- 
ponsabilidad decretando  el  arresto  de  los  pe- 
nados gubernativamente  con  multa  que  sean 
insolventes  ÍR.  O de  t.°  de  marzo  de  1862, 
confirmando  la  Degativa  del  procesamiento  al 
Alcalde  de  Arnoya  ( Gao  del  25.) 

Evasión  de  presos  y rematados. 

XIII.  Se  confirma  la  negativa  del  Gober- 
nador de  Salamanca  á la  autorización  solici- 
tada por  el  juez  de  Alba  de  Tormes,  para 
procesar  á D.  José  García,  Teniente  Alcalde 
de  Encinas  de  Abajo,  porque  en  la  evasión  de 
un  preso  debida  á la  inseguridad  de  la  cárcel 
no  fué  culpable,  habiéndole  colocado  á pre- 
sencia de  los  guardias  civiles  los  únicos  gri- 
llos que  habia  y haciendo  su  requisa  noctur- 
na á la  vista  de  dos  vecinos.  (R.  D.  de  29  de 
abril  de  1 867). 

XIV.  Es  innecesaria  para  procesar  á los 

alcaides  de  cárceles  en  lo  que  hace  á la  cus- 
todia, incomunicación  y soltura  de  los  presos 
con  causa  pendiente,  porque  en  esto  depen- 
den de  los  Juzgados,  según  el  art.  67  del  re- 
glamento de  los  Juzgados  y el  i 7 de  la  ley  de 
prisiones.  iR.  D.  de  50  de  mayo  de  1867). — 
Id.  de  Í1  de  mayo  y 30  de  junio  de  1 805. — 
Id.  R.  D.  de  7 de  enero  de  1867.— V.  Al- 
caide. • 

XV.  La  responsabilidad  de  un  Alcalde 
respecto  de  la  evasión  de  un  preso  que  se 
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conduce  por  tránsitos  de  justicia,  cesa  desde 
eí-  momento  en  que  el  preso  fué  entregado 
¿ajo  recibo  al  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  otro  pueblo,  por  ausencia  del  Alcalde  de 
este.  íR.  O. 'de  14  de  abril  de  1882,  negando 
autorización  para  proceder  contra  el  Alcalde 
de  Arcos  de  Medinaceli;  Gac.  del  4 de  mayo.) 

XVI.  Habiéndose  evadido  de  la  cárcel 
de  un  pueblo  dos  presos,  practicando  durau- 
te  la  noche  un  agujero  en  el  techo,  dirigió  el 
juzgado  el  procedimiento  contra  el  alguacil, 
considerándole  responsable  como  si  fuese 
alcaide,  y limitándose  á- ponerlo  en  conoci- 
miento del  Gobernador  en  virtud  de  estimar 
al  interesado  sujeto  á la  autoridad  judicial. 

En  consulta  del  Consejo  de  Estado  se  decla- 
ró necesario  el  requisito  de  la  autorización, 
y después  se  confirmó  la  negativa  del  Gober- 
nador, porque  constando  que  el  alguacil  hizo 
las  requisas  necesarias,  y que  el  agujero  se 
practicó  arrancando  una  tabla  medio  podrida 
de  las  que  forman  el  techo  de  la  cárcel,  des- 
colgándose después  los  presos,  no  hay  cir  ■ 
cunstancia  alguna  que  induzca  á presumir 
connivencia,  malicia  ni  negligencia  en  el  al- 
guacil. |R.  O.  de  l.°  de  marzo  de  1802;  Ga- 
ceta del  20.) 

XVII . Cuando  la  desaparición  de  un  re-- 
matado  sujeto  á la  vigilancia  de  la  autoridad, 
ocurre  sin  conocimiento  de  los  Alcaldes,  no 
puede  imputarse  á estos  culpabilidad,  aun  en 
el  supuesto  de.  no  haber  cumplido  las  pre- 
venciones de  la  R.  O.  de  28  de  noviembre  de  ¡ 

1841),  pues  por  este  concepto  la  corrección  y j 
enmienda  correspondería  exclusivamente  á la  " 

Administración.  (R,  O.  de  6 de  febrero  de 
18G2;  Gac.  del  18.) 

Los  atguaíiios  como  auxiliares  de  la  justicia. 

XVIIL  No  es  necesaria  autorización  para 
procesar  á los  alguaciles  de  Ayuntamiento 
por  actos  abusivos  cuando  obran  como  auxi- 
liares de  la  justicia,  porque  el  art.  11)  núme- 
ro 8. u de  la  ley  para  el  Gobierno  y Adminis- 
tración de  las  provincias  solo  exige  dicho  re- 
quisito tratándose  de  abusos  perpetrados  en 
el  ejercicio  de  funciones  administrativas. 

(E.  D.  de  8 de  marzo  de  1867.) 

Actos  fuera  del  territorio  jurisdiccional. 

XIX.  No  hay  necesidad  de  autorización 
para  procesar  á un  Alcalde  por  acto*  ejecu- 
tados fuera  del  territorio  de  su  jurisdicción, 
porque  no  puede  admitirse  que  lo  hmieia  en 
eí  ejercicio  de  las  funciones  de  su  cargo . 

(Decís  de  26  de  febrero  de  1868.)  declaran- 
do innecesaria  la  autorización  para  procesar 
al  Alcalde  de  Trucios  provincia  de  Santander . 

Castigo  de  faltas  sin  forma  de  juicio. 

XX.  Atendido  lo  dispuesto  en  el  art.  63 
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de  la  ley  de  8 de  enero.de  i 845,  en  el  67  del 
reglamento  para  su  ejecución,  y en  el  8.’  de 
la  ley  de  2 de  abril  del  mismo  año,  para  el 
Gobierno  de  las  provincias  t no  es  posible  ha- 
cer cargo  alguno  á un  Alcalde  por  el  hecho 
de  haber  dejado  de  dar  cumplimiento  á una 
comisión  del  juzgado  del  partido,  en  que  sea 
necesario  para  su  desempeño  salir  del  distri- 
to municipal,  no  habiéndole  sido  otorgada 
por  el  Gobernador  la  indispensable  licencia 
previa  que  para  ello  debía  el  Alcalde  obte- 
ner; y mas  que  en  el  caso  de  la  cuestión, 
para  prestar  obediencia  á su  jefe  en  el  ramo 
judicial  tenia  que  infringir  las  órdenes  de  su 
superior  en  el  ramo  administrativo  (R.  O.  de 
14  de  (abril  de  1862  , negando  autorización 
para  proceder  contra  el  Alcalde  deFuente- 
guinaldo;  Gac.  del  28 .)  ' 

XXI.  Estando  limitado  á los  Pedáneos  el 
ejercicio  de  sus  funciones  á la  parroquia  ó 
feligresía  para  que  hayan  sido  nombrados, 
no  pueden  estenderse  mas  allá  de  sue  atribu- 
ciones, y por  consiguiente  son  irresponsables 
si  se  niegan  á funcionar  fuera  de  ellas.  (R.  O. 
de  4 de  abril  de  1862,  confirmando  la  nega- 
tiva de  autorización  para  procesar  al  Pedá- 
neo de  San  Poeyo;  G e.  del  15  de  abril.) 

Un  Alcalde  ante  nn  Teniente  delegado  del  Gobernador 

para  exigirle  una  multa. 

XXII,  Cuando  un  teniente  Alcalde  recibe 
delegación  ó encargo  del  Gobernador  para 
exigir  una  multa  al  Alcalde,  obra  como  su- 
perior de  este,  toda  vez  que  ejerce  ó repre- 
senta la  autoridad  del  Gobernador,  y en  las 
injurias  que  con  tal  motivo  le  dirija  el  Alcal- 
de al  Teniente  comete  un  delito  común  ajeno 
á sus  funciones  administrativas.  (R.  O de  20 
de  mayo  de  1862,  declarando  innecesaria  la 
autorización  para  proceder  contra  el  Alcal- 
de de  Gantalejo;  (Gmc.  del  16 ,) 

Allanamiento  de  casas. 

XXIÍl.  Con  vista  del  art.  157  de  la  ins- 
trucion  de  consumos  de  24  de  diciembre  de 
1856  y del  44  y 45  del  R.  D.  de  20  de  junio 
de  1852  sobre  la  jurisdicción  de  Hacienda  se 
resuelve  la  negativa  de  autorización,  consi- 
derando que  no  puede  hacerse  cargo  á un 
Alcalde  del  delito  de  allanamiento  de  mora- 
da, cuando  obra  dentro  de  sus  facultades  con 
arreglo  á las  disposiciones  que  se  citan  , au- 
torizando el  reconocimiento  de  una  casa  de 
tráfico , en  virtud  de  denuncia  de  los  arren- 
datarios del  vino;  sin  que  el  hecho  de  haber 
mandado  violentar  una  puerta,  que  apareció 
cerrada  dentro  de  la  misma  casa,  sea  bastan- 
te para  presumir  al  Alcalde  culpable  de 
allanamiento  de  morada,  puesto  que  no  cons- 
tándole que  la  indicada  puerta  comunicaba 
con  la  casa  contigua,  adoptó  aquella  medida 
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en  la  persuasión  de  que  la  puerta  podía  cor- 
responder á un  aposento  en  que  se  ocultase 
la  defraudación  de  cuya  persecución  se  tra- 
taba. (R.  O de  id  de  setiembre  de  1862; 
Gac.  del%\.)— V.  Allanamiento... 

Palabras  injuriosas  sn  sesiones  municipales. 

XXIV.  En  sesión  del  Ayuntamiento  de 
Villarejo  León,  con  motivo  de  la  reposición 
del  Secretario  se  suscitó  una  cuestión  acalo- 
rada en  que  el  síndico  profirió  expresiones 
duras  contra  el  Alcalde,  á quien  llamó  infa- 
me é imprudente,  y que  no  tenia  educación, 
con  otras  amenazas  y provocaciones.  Se  de- 
nunció el  hecho  al  juzgado,  y pedida  autori- 
zación para  proceder  contra  el  síndico  por 
delito  de  desacato,  se  denegó  por  el  Gober- 
nador, porque  según  certificado,  en  la  sesión 
inmediata,  el  síndico  (lió  satisfacciou  cumpli- 
da al  Alcaide  y concejales,  de  las  palabras 
qué  por  acaloramiento  involuntario  profirió 
en  la  aqlerior,  retirándolas  desde  luego,  y 
fueron  aceptadas  sus  explicaciones  por  el 
Alcalde  y demás  individuos  del  Ayuntamien- 
to; y porque  las  sesiones  son  secretas.  El 
Consejo  de  Estado,  con  vista  del  arl.  65  de 
la  ley  de  1845,  consultó  la  confirmación  de 
la  negativa  de  autorización,  y así  se  estimó, 
considerando: 

« Que  siendo  secretas  las  sesiones  del 
Ayuntamiento  , las  palabras  que  en  ellas  se 
pronuncian  por  concejales  , aun  cuando  al- 
guno de  ellos  las  crea  ofensivas  , no  pueden 
considerarse  como  injuriosas , y cualquier 
exceso  que  en  estos  casos  se  cometa  puede 
ser  corregido  por  los  Gobernadores  de  las 
provincias  en  uso  de  su  potestad  disciplina^ 
siendo  también  digna  de  tener  en  cuenta  á 
mayor  abundamiento  la  circunstancia  de  ha- 
berse apresurado  el  síndico  de  Yillarejo á re- 
tirar en  la  sesión  siguiente  las  expresiones 
inconvenientes  que  profirió  en  la  anterior, 
dando  satisfacciones  amistosas  que  fueroD 
aceptadas  por  toda  la  corporación. »(R.  O.  de 
l.°  de  enero  de  1862;  Gac.  del  21.) 

Visto  Bueno  de  los  Alcaldes.  Falsedad  en  certificacio- 
nes de  Secretarios 

XXV.  Se  declara,  negando  la  autoriza- 
ción para  procesar  á un  Alcalde  «que  según 
jurisprudencia  establecida  por  la  R.  O.  de 
25  de  marzo  de  I8fii  dictada  en  un  caso 
análogo,  el  Visto  Bueno  del  Alcalde  puesto 
en  un  documento  no  significa  mas  que  la 
aprobación  del  mismo  con  relación  á la  per- 
sona que  le  autoriza  y no  á los  hechos  que  en 
é\  se  consignan»  no  siendo  por  lo  tanto  res- 
ponsable el  Alcalde  (siempre  que  no  resulte 
del  expediente  otro  indicio  de  culpabilidad 
respecto  del  mismo)  de  la  exactitud  ó in- 


exactitud del  certificado  que  no  tenia  obliga- 
ción de  conocer;  pero'á  la  vez  se  concedióla 
autorización  para  procesar  al  Secretario  del 
Ayuntamiento  por  las  inexactitudes  cometi- 
das en  la  certificación  no  conforme  con  el 
documento  á que  se  refería.  (R.  O.  de  18  de 
setiembre  de  1662.— V.  Visto  Bueno. 

Omisión  on  c!  castigo  de  faltas  penadas  con  multa, 

XXVI.  La  omisión  en  perseguir  y casti- 
gar gubernativamente  ó en  juicio  verbal  las 
faltas  que  por  su  índole  y naturaleza  sou  pe- 
nables con  multas  solamente,  no  somete  á los 
tribunales  al  Alcalde  que  en  e^a  incurre,  por 
no  serle  aplicable  el  arl.  27  t del  Código  pe- 
nal, toda  vez  que  siendo  potestativo  en  dicha 
autoridad  proceder  gubernativamente,  dicha 
omisiones  susceptible  de  corrección  por  par-, 
te  de  su  superior  gerárquico  en  el  orden  ad- 
ministrativo. iR  O.  de  28  de  junio  de  i 862, 
con  vista  de  las  reglas  I ."  y 2.‘  del  R.  D.  de 
16  de  mayo  de  1853,  de  los  arts.  487,  488, 
495,  496,  497  del  Código  penal.  Gac.  del  17 
de  julio) . 

Arquitectos  provinciales  y municipales. 

XXVII  Por  II . O.  de  4 de  febrero  de 
1851  se  declaró  innecesaria  la  autorización 
para  procesar  al  arquitecto  y maestro  de 
obras  de  un  Ayuntamiento  porque  siendo  su 
cargo  puramente  de  consultores  de  la  cor- 
poración que  los  nombra,  no  alcanza  á ellos 
la  venia  que  requiere  el  R.  I),  de  27  de  mar- 
zo de  1850  para  procesar  á funcionarios  ad- 
ministrativos. [Gac  9 febrero  de  ¡851.) 

XXVllI.  Se  confirma  la  negativa  del  Go- 
bernador de  Logroño  para  procesar  al  ar- 
quitecto provincial  por  la  responsabilidad 
criminal  en  el  hundimiento  de  la  plaza  de 
toros,  quien  después  de  haber  reconocido  di- 
cha plaza  construida  por  D.  Policarpo  Ri- 
vas  y ordenado  el  aumento  de  apoyos  y al- 
gunas otras  obras  de  consolidación,  certi- 
ficó que  se  hallaba  con  la  seguridad  con- 
veniente; y se  funda  la  negativa  en  que  un 
arquitecto  no  puede  responder  délos  daños 
ocasionados  por  el  hundimiento  de  una  obra 
que  di  ha  considerado  de  recibo,  si  las  ma- 
deras que  produjeron  el  hundimiento  esta- 
ban pasmadas  en  el  interior,  pero  con  seña- 
les al  exterior  de  solidez  y excelente  calidad, 
(R.  D.  de  5 de  octubre  de  1865.) 

Regidores  6 Concejales  como  delegados. 

XXIX..  Vistos  los  arts.  73y  87  de  la  ley 
municipal,  se  confirma  la  negativa  del  Go- 
bernador de  Vizcaya,  para  procesar  á un 
Regidor,  consignando  Ja  doctrina  de  que  los 
: Regidores  cuando  entienden  eu  algún  asun- 
to administrativo  por  delegación  expresa  de 
. los  Alcaldes,  pueden  adoptar  las  medidas 
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que  tomarían  estos,  cómo  revestidos  de  sus 
mismas  facultades  y atribuciones.  (Decisión, 
de.  16  enero  de  Gao.  del  8 febrero ;) 

XXX.  Cualesquier  acto  individual  de  los' 
Concejales  de  uu  Ayuntamiento  m puede 
hacer  que  se  les  considere  funcionarios  ad- 
ministrativos, pues  solo  tienen  este  carácter 
cuando  reunidos  en  corporación  toman  algún 
acuerdo,  ó cuando  por  delegación  ejercen 
funciones  especiales,  por  lo  que  solo  en  estos 
casos  pueden  disfrutar  la  garantía  de  la  pré- 
via  autorización.  (Decisión  de  5 de  marzo  de 
1864  declarando  innecesaria  la  autorización 
para  procesar. á varios  Concejales  de  Aorta.) 

Regidores  síndicos. 

XXXI.  Se  deniega  para  procesar  á D.  Ra- 
fael Montero , Regidor  síndico  del  Ayunta- 
miento de  Alcalá  de  la  Vega,  por  haber  ex- 
pulsado varias  cabezas  de  ganado  que  pasta- 
ban en  terrenos  de  la  jurisdicción  de  dicho 
pueblo:  y se  declara  que  haciéndolo  cumplió 
con  su  deber,  por  no  haber  allí  guarda  mu- 
nicipal que  lo  ejecutase,  y que  obró  en  jus- 
ticia denunciando  ei  hecho  ante  el  Alcalde 
respectivo:  que  en  el  caso  de  justificarse  de- 
bidamente la  pérdida  de  cuatro  reses , debía 
imputarse  á ios  pastores  que  las  guardaban 
que  permanecieran  impasibles  al  ver  que  sa- 
caban sus  ganados  dei  sitio  en  que  estaban. 
(E.  D.  de  5 de  abril  de  1867.) 

Secretarios  municipales.  Sustracción  de  papeles  del 
archivo.  Separación  del  cargo.  Desacato. 


XXXlí.  Se  confirma  la  negativa  del  Go- 
bernador de  Cuenca  para  procesar  á D.  Jáleu- 
terio  Jiménez.,  Secretario  que  fué  del  Ayun- 
tamiento de  Abia  por  sustracción  de  docu- 
mentos del  archivo,  porque  no  se  prueba 
que  Jiménez  se  negase  á la  entrega,  y antes 
bien  se  mostró  dispuesto  á verificarla  tan 
luego  como  se  le  diera  recibo  para  su  res- 
guardo, y porque  la  extracción  no  fué  acom- 
pañada de  intención  punible,  (R.  O.  de  di 
de  octubre  de  1867.) 

Resolución  de  8 de  octubre  de  1862  en  ex- 
pediente sobre  procesamiento  de  D.  Clemen- 
te Revelles , Secretario  municipal , que  con 
motivo  de  su  separación  pasó  un  oficio  al  Al 
calde  tratándole  irrespetuosamente.  Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  con  vista 
del  art.  89  de  la  ley  de  8 de  enero  de  1845, 
del  9 4 v 99  del  reglamento  para  su  ejecución, 
y del  Mi  y 2s6  del  Código  penal,  en  estos 


términos:  , , „ 

«Considerando  que  no  estando  en  las  fa- 
cultades de  los  Alcaldes  m de  los  Ayunta- 
mientos el  suspender  á los  Secretarios  de  es- 
tas  corporaciones,  no  puede  decirse  que  u o 
desobediencia  por  parte  de  D.  Clemente  Re- 


velles en  negarse  á hacer  la  entrega  que 
se  exigía  de  todos  los  dócumentos  que  obra- 
ban en  su  poder,  como  consecuencia  de. la 
suspensión  acordada  porel  cuerpo  municipal: 

Considerando  que  al  decir  Kevelles  que 
el  Ayuntamiento  de  Castril,  y en  particu- 
lar su  Alcalde,  no  habían  cumplido  las  ór- 
denes del  Gobernador  de  la  provincia,  v míe 
venían  despreciando  las  disposiciones  d"e  di- 
cha autoridad,  barrenando  las  leyes  v oue- 
brantando  sus  artículos,  no  hacia  si  no  "ma- 
nifestar su  juicio  sobre  el  particular  por  la 
conducta  del  Alcalde  que  le  impedia  ejer- 
ciese las  funciones  de  su  cargo  de  Secre- 
tario del  Ayuntamiento,  y el  que  también  le 
sugería  la  suspensión  acordada  , por  creer 
que  esto  se  había  hecho  sin  facultades  sufi- 
cientes: 

Y considerando  por  tanto  que  no  puede 
atribuirse  á Revelles  exceso  de  ningún  gé- 
nero porque  se  negara  á hacer  entrega  de 
todos  los  documentos  correspondientes  á la 
corporación  municipal,  y que  tampoco  se  le 
puede  atribuir  porque  expresase  el  juicio 
que  le  sugería  un  acuerdo  que  el  Ayunta- 
miento había  dictado  evidentemente  fuera  de 
sus  atribuciones  y por  las  dificultades  que 
se  le  oponían  para  que  pudiese  desempe- 
ñar las  obligaciones  de  su  cargo.» 

Para  conceder  la  autorización  se  requieren  datos  de 
culpabilidad. 

XXXIII.  Decisión  de  23  de  enero  de 

1866,  confirmando  la  negativa  del  Goberna- 
dor de  Valencia  para  procesar  á un  Alcalde, 
fundándose  la  negativa  en  no  existir  presun- 
ción dé  su  culpabilidad-  ó participación  en  el 
hecho  que  se  le  imputaba. 

Otra  resolución  de  igual  fecha  con  motivo 
de  autorización  pedida  por  el  juzgado  de 
Aoiz  en  Navarra. 

XXXIV.  Otra  decisión  de  7 de  enero  de 

1867,  declarando  que  por  ahora  no  bá  lugar 
á conceder  ni  á negar  la  autorización  para 
procesar  á un  Secretario  de  Ayuntamiento  á 
quien  se  atribuía  falsedad  y sustracción  de 
documentos  por  no  constar  la  existencia  del 
delito.  (R.  D.  de  7 de  enero  de  1867.) 

AUTORIZACION  PARA  PROCESAR  A LOS 
GOBERNADORES  DE  PROVINCIA  No  puede 
formarse  causa  á ningún  Gobernador  de 
provincia  por  sus  actos  como  funcionario 
público,  sin  prévia  autorización  acorda- 
da en  Consejo  de  Ministros  á propuesta 
del  Ministerio  de  Ja  Gobernación. 

No  es,  sin ‘embargo,  necesaria  la  auto- 
rización tratándose  de  delitos  de  imposi- 
ción de  castigo- equivalente  á pena  persa - 
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nal , arrogándose  facultades  judiciales, 
exacción  ilegal , falsedad  en  las  listas 
electorales  y percepción  de  multas  en  di- 
nero; ni  tampoco  cuando  estos  no  entre- 
guen á los  Tribunales  competentes,  en  el 
término  de  ocho  dias,  las  personas  que 
sean  detenidas  de  su  orden,  con  las  dili- 
gencias que  hubieren  practicado.  (Artícu- 
lo 18  ley  de  25  de  setiembre  de  1863.) 

El  Tribunal  competente  para  conocer 
de  todos  los  delitos  que  como  funciona- 
rios públicos  cometieren  los  Gobernado- 
res, es  el  Tribunal  Supremo  de.lusticia, 
según  se  dispone  en  el  art.  18  citado, 
el  cual  con  el  19  siguiente,  y con  el  79 
al  83  del  reglamento  contienen  las  dis- 
posiciones que  han  de  observarse  en  el 
caso  de  ser  necesaria  la  autorización,  ó 
cuando  el  delito  que  se  les  impute  no  la 
exija.— Y.  Gobierno  de  las  provincias. 

AUTORIZACION  PARA  LITIGAR.  Los 
Ayuntamientos  necesitan  para  litigar  Ja 
autorización  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, y para  concederla  ó negarla  debe 
oirse  al  Consejo  provincial.  (Art.  76, 
párrafo  10  y 83,  par.  12,  ley  de  Ayun- 
tamientos, 72  del  reg.  y 76  de  la  ley  para 
el  Gobierno  de  las  provincias.) 

La  falta  de  autorización  para  litigar, 
no  es  causa  para  suscitar  contiendas  de 
competencia,  por  mas  que  en  su  caso  y 
lugar  pueda  ser  motivo  de  nulidad,  apre- 
ciable solamente  por  los  Tribunales  de 
Justicia.  (R.  D.  de  18  de  junio  de  1866, 
decidiendo  competencia  á favor  de  la  Au- 
toridad judicial. 

Sobre  el  carácter  de  la  autorización 
para  litigar  lié  aquí  una  importante  re- 
solución del  8 de  febrero  dé  1865. 

La  autorización  que  los  Ayuntamientos 
necesitan  para  entablar  ó sostener  un  litigio 
en  nombre  del  pueblo  es  un  acto  de  tutela 
sometido  á las  Autoridades  superiores  en  el 
orden  gerárquico  administrativo,  a las  cua- 
les corresponde  privativamente  la  aprecia- 
ción de  su  valor,  porque  el  entregar  á los 
Triburiales  de  Justicia  esta  apreciación  se- 
ria tanto  como  someter  aquellas  corpora^- 
ciones  á la  tutela  de  Autoridades  de  dife- 
rente orden.  (R.  D.  de  i 8 de  febrero  de 
4 805,  dictado  con  vista  de  los.  articulas  74 
número  10,  y 81  núm.  12  de  la  ley  de 
Ayuntamientos,  72  del  reglamento  para  su 


JTIGÁR.— AUXILIO 

ejecución,  art.  40  y núm.  3.°  del  77  de  la 
ley  para  el  Gobierno  de  las  provincias  y 
artículos  54,  150  y 153  del  reglamento  para 
sil  ejecución,  declarando  mal  formada  la 
competencia  promovida  por  el  Gobernador 
de  Santander  al  juez  de  Potes  que  habia 
rechazado  la  admisión  de  una  demanda  pro- 
puesta por  un  Alcalde  en  el  concepto  de 
que  era  insuficiente  la  autorización  obteni- 
da; y se  establece  que  si  el  juez  insistiese 
en  no  admitir  la  demanda,  en  vez  de  cues- 
tiones impi  oceJentes  usen  las  partes  de  los 
recursos  que  las  leyes  conceden. — Y.  De- 
mandas contra  Ayuntamientos. 

AUXILIO  DE  FUERZA  ARMADA.  La  fuer- 
za pública  está  instituida  para  defender 
al  Estado  contra  los  enemigos  exteriores 
y para  asegurar  en  .el  interior  el  mante- 
nimiento del  orden  y el  vigor  y la  ejecu- 
cucion  de  las  leyes.  Consecuentes  con 
este  principio,  nuestras  leyes  han  facul- 
tado constantemente  á la  Autoridad  ci- 
vil para  reclamar  de  la  fuerza  armada  el 
auxilio  que  necesitaren , según  vamos 
á-  ver, 

i 

Tratado  6.°,  til.  2.°  Ordzas.  militares. 

Dispone  muy  oportunamente  el  art.  6.° 
que  «no  se  ejecutarán  fiestas  ni  acto  públi- 
co que  pueda  ser  motivo  de  juntarse  mucho 
pueblo  donde  hubiere  tropas  de  guarnición 
ó cuartel,  sin  dar  parte  primero  al  Gober- 
nador ó comandante  para  que  este  tome  las 
precauciones  convenientes  á evitar  todo  des- 
órden » 

Tratado  6 °,  tit.  5.°  de  id. 

Art.  34.  Que  «toda  guardia  debe  auxi- 
liar á la  justicia  ordinaria  cuando  lo  pidiere, 
arrestar  por  sí  á los  quimeristas,!)  et.e. 

R . O.  de  17  marzo  de  1713. 

Dispone  que  la  urgencia  para  pedir  auxi- 
lio militar  ha  de  graduarla  el  funcionario 
que  la  pide  y no  el  militar  que  haya  de 
prestarle. 

ñ.  O.  de  16  marzo  de  1784. 

Que  no  se  dé  auxilio  militará  los  pai  ti— 
cu  lares  sin  la  inter  vención  de  algún  magis- 
trado, á no  ser  en  los  casos  urgentes.  .■ 

' R.  O.  de  19 mayo  de  1788. 

Previene  que  emei  auxilio  militar  la  jus- 
ticia preceda  á la  tropa,  y no  la  tropa  a ia 
.justicia* ¡ . ■■■■-  •*  ' 


AUXILIO. 

Ley  15,  tit.  6.%  Ub.  6.°  Nqv.  Re c. 

.....  En  las  ciudades  ó pueblos  donde 
hubiere  fiestas  publicas  de  concurrencia 
, con  el  permiso  y autoridad  de  vos  las  jus- 
ticias, y existiese  tropa  de  guarnición  ó 
cuartel,  paséis  vos  dichas  justicias  al  Go- 
. beínador  militar  ó á quién  la  mandare  en 
su  defecto,  un  recado  atento  de  aviso  de 
aquella  concurrencia  para  su  noticia,  á fin 
de  .que  por  ella,  si  lo  juzgare  conveniente, 
practique  con  la  tropa  las  advertencias  que 
considerase  del  caso,  ó haga  uso  de  alguna 
para  concurrir  por  su  parte  al  logro  de  la 
pública  tranquilidad,  y si  con  dicha  ocasión 
uecesitáseis  vos  las  justicias  de  determinado 
auxilio,  lo  pediréis  á dicho  jefe  militar  con 
la  urbanidad  y buena  correspondencia  que 
en  ambas  jurisdicciones  debe  observarse.,,., 
(¡i.  P.  de  26  de  octubre  de  1768.) 

Ley  2.a,  tit.  17,  Ub.  42  Nov.  Re c. 

Mando  que  con  las  noticias  que  tengan 
las  justicias  de  las  provincias  relativas"  al 
tránsito  de  ios  malhechores,  acudan  al  ca- 
pitán general  respectivo  pidiendo  las  par- 
tidas de  tropa  que  necesiten;  y que  cuando 
la  urgencia  no  diere  lugar,  recurran  á la 
tropa  mas  inmediata  para  que  las  auxilie, 
como  lo  ejecutará  puntualmente..  . {Cédu- 
la del  Cons  de  27  de  marzo  de  1783.) 

Ley  5.a,  tít.  y Ub.  citados. 

Art.  16.  «Toda  tropa  destinada  á la 
persecución  de  bandidos  y contrabandistas, 
prestará  pronto  auxilio  a la  justicia  real  or- 
dinaria, siempre  que  se  lo  pidiere  para 
cualquiera  diligencia  dentro  y fuera  de  su 
pueblo,  y de  lo  contrario  dará  cuenta  la 
justicia  al  Capitán  general,  para  que  casti- 
gue'al  que  faltase  a este  encargo.» 

Ley  de  Ayunt.  de  8 de  enero  de  1845. 

Se  dan  á los  Alcaldes  como  delegados  del 
Gobierno,  art.  73,  facultades  para  adoptar, 
donde  no  hubiere  delegado  del  Gobierno, 
las  medidas  protectoras  de  la  propiedad, 
etc  , y «á  este  efecto,  se  dice,  se  podrá  re- 
querir de  quien  corresponda  e!  auxilio  de 
la  fuerza  armada.» 

Reg.  de  la  G.  C.  de  2 de  agosto  de  1852. 

Yéanse  en  Guardia  civil  los  arts.  13,  14, 
15  i9  y 20  del  Reglamento  de  este  cuerpo, 
en* los  cuales  se  reconoce  en  todo  indivi- 
duo del  mismo  la  obligación  de  prestar 
auxilio  á los  Alcaldes  para  proteger  las 
personas  ó las  propiedades,  mantener  e 
Orden  reprimir  cualquier  tumulto,  evitar 
’ Tomo  I. 


-AZOTES. 

algún  delito  que  se  intente  cometer  ó se 
esté  cometiendo  ó para  cualquier  otro  ob- 
jeto de  su  instituto.— V.  también  Fuerza 
PUBLICA. 

< 

AUTONOMIA.  Facultad  qua  tenian  de 
gobernarse  por  si  mismas  algunas  ciu- 
dades griegas,  conquistadas  por  los  ,Ro- 
manos.  Poreslension  autonómia  se  dice 
de  la  facultad  do  todo  pueblo  ó vecinda-í 
rio  para  tener  administración  propia  é> 
independiente. 

AVAL.  Afianzamiento  de  una"  letra 
de  cambio  dada  por  un  tercero.  Artícu- 
los 416,  476,  476,  477  y 478,' Código  de 

COMERCIO. 

AVERIA.  Pérdida,  deterioro  ó daño 
que  se  esperimenta  en  la  navegación  por 
accidentes  de  mar,  ó por  impericia,  flo- 
jedad ó dolo  del  capitán.  Arts.  930  al 
967,  Código  decomercio. 

. AYUDANTES  DE  OBRAS  PUBLICAS. — 

Véase  Personal  subalterno  de  obras  pú- 
blicas. 

AYUNTAMIENTOS.— V.  Administra- 
ción : Alcaldes  y Ayuntamientos  : Dis- 
trito municipal,  con  todos  los  demas 
artículos  allí  citados  y los  demas  según 
la  materia. 

AZOTES.  E ste  castigo  muy  usado  en 
nuestras  escuelas  y nuestras  aulas  hasta 
los  últimos  tiempos,  lia  sido  justamente 
prohibido  por  la  siguiente 

i?.  O.  de  25  agosto  de  4 834, 

Prohibiendo  este  castigo  en  los  colegios. 

«Excmo.  Sr. : Ha  llegado  á noticia  de 
S.  M.  la  Reina  Gobernadora  que  en  algún 
colegio  de  esta  córte  se  usa  todavía  el  cas- 
tigo de  azotes  a los  niños,  y siendo  este 
modo  de  corregir  contrario  al  pudor  y á la 
decencia,  y envileciendo  tanto  al  que  lo 
dispone  como  al  que  lo  sufre,  se  ba  servido 
mandar  quede  abolido  en  todos  los  colegios 
y casas  de  educación  de  la  Monarquía  seme- 
jante castigo  y cualquiera  otro  que  pueda 
causar  lesión  en  los  miembros,  procurando 
los  directores  y maestros  corregir  los  defec- 
tos de  los  alumnos  por  los  medios  de  la 
emulación  y del  ejemplo,  y con  privacio- 
nes que  no  puedan  producir  funestas  con- 
secuencias en  lo  fisico  ni  en  lo  moral  de 
aquellos.  De  Real  órden  etc.  Madrid  25  de 
agosto  de  1854.»  (CL.  t.  apéndice,  pá- 
gina i 88.) 


S4S  AZOTES.- 

* . ■ : : 

D.  de  las  C.  de  34  enero  de  4837. 

Restablece  el  D.  dn  17  de  agosto  de  1813.  Prohíbe 
la  corrección  de  acoles. 

(Gob.)  «Doña  Isabel  II,  etc sabed: 

que  las  Córles  generales  han  decretado  lo 
siguiente: 

Las  Cortes,  usando  de  la  facultad  que  se 
les  concede  por  la  Constitución,  han  de- 
cretado: Se  restablece  el  decreto  de  las  ge- 
nerales y extraordinarias,  fecha  17  de  agos- 
to de  4 813,  relativo  á la  prohibición  de  la 
corrección  de  azotes  en  escuelas,  colegios  y 
demás  establecimientos  de  educación.  Pa- 
lacio de  las  Córtes  25  de  enero  de  1837..... 
Tendréislo  entendido,  etc,  Palacio  á 31  de 
enero  de  1857.»  ( CL . t.  22,  p.  44.) 

El  decreto  restablecido  dice  así: 

«Las  Córtes  generales  y extraordinarias, 
queriendo  desterrar  de  entre  los  españoles 
de  ambos  mundos  el  castigo  ó corrección 
de  azotes,  como  contrario  al  pudor,  á la 
decencia  y á la  dignidad  de  los  que  lo  son, 
ó nacen  y se  educan  para  ser  hombres  li- 
bres y ciudadanos  de  la  noble  y heróica  na- 
ción española,  han  tenido  á bien  decretar 
lo  siguiente:  Se  prohíbe  desde  el  dia  de  hoy 
la  corrección  de  azotes  en  todas  las  ense- 
ñanzas, colegios,  casas  de  corrección  y re- 
clusión y demás  establecimientos  de  la  Mo- 
narquía bajo  la  mas  estrecha  responsabili  > 
dad.  Lo  tendrá  entendido  la  Regencia  del 
reino,  etc.  Dado  en  Cádiz  á 17  de  agosto  de 
1813.»  (Ds.  de  las  C.  t.°  4.°  p.  174.) 

A10TES-  (Pena  de)  Esta  pena  es  una 
de  tas  prescritas  por  nuestra  antigua  le- 
gislación para  el  castigo  de  los  delitos, 
y como  tal  se  hizo  mérito  de  ella  en  el 
art.  11  del  reglamento  provisional;  pero 
hoy  ha  dejado  de  figurar  justamente  en 
nuestro  Código  penal.  V.  Penas, 

A1UP.  La  presa  que  se  hace  en  los 
rios.  destinada  á sacar  el  agua  para  las 
acequias  y otros  objetos.  En  algunas 


AZUMBRE. 

provincias  se  toma  por  la  misma  acequia 
de  riego.  V.  Riego. 

AIUDA.  Máquina  con  que  se  elevan 
las  aguas  de  los  rios  para  utilizarlas  en 
los  riegos  y otros  usos. 

Las  hay  de  varias  formas;  unas  con- 
sisten únicamente  en  una  rueda  vertical 
de  cajones,  apoyada  sobre  pilares  por 
medio  de  un  eje  sobre  el  que  gira  á im- 
pulso deja  corriente  y al  llegar  á la  par- 
te superior  los  cajones  vierten  el  agua 
que  han  tomado  en  la  inferior,  cayendo 
en  un  cajón  ó pila  que  la  dá  salida  á los 
sitios  á que  se  la  destina. 

Suelen  también  componerse  de  varias 
ruedas  combinadas;  y otras  en  vez  de 
cajones  tienen  arcaduces  ó cangilones  y 
se  conocen  mas  generalmente  por  el 
nombre  de  norias,  véase. 

Se  las  conoce  también  en  algunas  par- 
tes con  el  nombre  genérico  de  grúas,  co- 
mo las  grúas  del  Carpió  en  el  reino  de 
Córdoba,  sobre  el  Guadalquivir,  que  son 
renombradas  en  España. 

Como  obra  que  se  hace  en  los  rios  se 
necesita  autorización  para  su  estableci- 
miento. Véase  Aguas,  Artefacto,  Rie- 
gos, etc. 

AZUMBRE.  Medida  para  líquidos  igual 
á la  octava  parte  de  una  arroba.  Mas  co- 
munmente se  usa  para  el  agua,  la  leche, 
el  vino  y el  vinagre. 

Se  divide  en  dos  medias  azumbres  ó 
cuatro  cuartillos  y su  dimensión  varía 
según  los  líquidos  á que  se  destina  y se- 
gún las  provincias.  V.  Pesos  y Medidas. 

Es  medida  del  sistema  antiguo  de  pe- 
sos y medidas;  la  que  se  usa  en  Castilla 
es  equivalente,  en  el  moderno  sistema 
métrico  decimal  á 2 litros,  1 centilitro  y 
7 milímetros,  la  del  vino;  y la  del  aceite 
equivale  á 1 litro  y 57  centilitros. 


f 
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lista  :: 

i . ■ 

de  loa  señores  suscritores  á la  segunda  edición  del  DICCIONARIO  DE  LA  ADMINISTRA- 
CION  ESPAÑOLA,  clasificada  por  orden  alfabético  de  los  pueblas  (1). 


Señores  suscritores  de  Madrid. 

Exento,  Sr.  D.  Domingo  Moreno,  Consejero 
de  Estado. ' 

Sres.  D.  Pió  de  la  Sota,  Jefe  de  Sección  en 
el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia. 

— D.  León  Galindo  de  Vera,  Oficial  de  la 
Secretaría  del  mismo.  { 

— D.  Nicolás  Antonio  Suarez,  Juez  cesante.  í 

— D.  Pedro  de  Victoria  y Ahumada,  Oficial  1 
de  Secretaría  del  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

Excmo.  Sr.  D.  Garlos  Fonseca,  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Madrid. 

Sres.  D Vicente  B.  Abad,  Empleado  en  el  ■ 
Gobierno  de  la  provincia. 

— D.  Nazario  Ferraudi,  Propietario. 

— D.  Isidro  Fernandez  Castellao,  Conseje- 
ro provincial. 

— D.  Fernando  Gómez  Arteche,  Jefe  de 
Sección  en  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia. 

— D.  Ildefonso  Salaya,  ex-diputado  á 
Cortes. 

— D.  José  Fernandez  Travanco , Licencia-  j 
do  en  Administración. 

— D.  Juan  de  Morales,  Serrano,  Abogado 
y Oficial  del  Consejo  de  Estado. 

D.  José  María  Antequera,  Gobernador 
de  la  provincia  de  Jaén. 

Excmo.  Sr.  D Francisco  Donoso  Cortés, 
Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas  del 
Reino. 

Sr.  Habilitado  del  Tribunal  de  Cuentas  del 
Reino . 

Sres.  D.  Eduardo  Blanco  y Cruz  Perez,  Ofi- 
cial de  la  Gom.  Régia  Insp.  de  im- 
puestos ind . 

— D.  Eduardo  Pardo  Montenegro,  Abogado 
y auxiliar  del  Ministerio  de  la  Gob. 

— D Telcsforo  Montejo  Robledo,  Aboga- 
do y ex-diputado  provincial. 

— I).  Manuel  Viejo. 

— D.  Antonio  María  de  Castro. 

— D.  Fernando  Sánchez  Rodríguez  Licen- 
ciado en  Administración. 


Sres.  D.  Alejandro  Rodríguez  del  Valle  Li- 
cenciado en  Administración.  . 

— D.  Alejandro  Benicia,  Empleado  en  el 
Ministerio  de  Hacienda.  ■ 

— D.  Antonio  de  Fresneda. 

Excmo.  Sr.  Marqués  de  Baham onde , Sena- 
dor del  Reino. 

La  Junta  Municipal  de  Beneficencia. 

Sres.  D.  Joaquín  Galain. 

— D.  José  Manuel  Prieto. 

— D.  Blas  Lázaro. 

— I).  Eusebio  Freixa  Ravasó,  Director  de 
El  Consultor  de  los  Ayuntamientos . 

— D.  José  María  Pulgarin. 

— D.  Luciano  Quiñones  de  León,  Oficial  del 
Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  Francisco  Fornier  de  la  Rosa,  auxi- 
liar del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  José  León  Contreras,  Empleado  en  el 
Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  Francisco  Manuel  de  Egafia  , Oficial 
de  la  clase  de  primeros  del  Ministerio 
de  la  Gobernación, 

Excmo,  Sr.  Conde  de  Ezpeleta,  Senador  del 
Reino. 

Sres.  D.  Saturnino  Lacal  Ramón,  Auxiliar 
del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  Ramón  Montalvo  y Mantilla,  Emplea- 
do en  el  Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  José  Suarez  y García,  Empleado  en 
el  Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D Fermin  Figuera,  Jefe  de  Administra- 
ción de  primera  clase  en  el  Ministerio 
de  la  Gobernación. 

— D.  Vicente  González  Ugido,  Licenciado 
en  Administración. 

— D.  Ignacio  Hidalgo  Saavedra,  Abogado, 

— D.  Víctor  Zurita,  Abogado. 

— D.  Joaquín  Herranz. 

— D.  Enrique  Morales,  Juez  de  primera 
instancia  de  Madrid. 

Excmo.  Sr.  Conde  de  Guendulain,  Senador 
del  Reino, 

Sres.  ü.  Leoncio  Miranda,  en  la  secretaría 
del  Ministerio  de  Hacienda. 

— D.  Federico  Breinon,  Licenciado  en  Ad- 
ministración. 


, — „ . 

(t)  En  el  tomo  %°  se  continuará  la  lista  de  señores  suscritores  que  no  pueden  ser  com 
prendidos  en  el  presente. 
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Sres.  D.  Fernando  Domingo  López,  Agente 
de  negocios  del  Colegio. 

— D.  Ciríaco  Labrador. 

— D.  Francisco  Goitia. 

limo.  Sr.  D.  José  María  Gastan  y Miranda, 
Abogado . 

Sres.  D.  Francisco  Vicario,  Abogado. 

— D.  José  Ruiz  de  Quevedo,  Abogado. 

— D.  JNicolás  Candalija,  Abogado. 

— D.  Gregorio  Miota,  Abogado  y Letrado 
consultor  jubilado  del  Tribunal  de  Co- 
mercio de  esta  Corte . 

— D . Juan  Antonio  Juanagorria,  Oficial  de 
la  Dirección  de  la  Caja  de  Depósitos. 

— D.  Vicente  Romero  Girón,  Abogado. 

— D.  Juan  de  Dios  de  la  Rada  y Delgado 
Abogado . 

— D.  Pablo  Alcolado,  Abogado. 

— D.  Francisco  López  Brea,  Auxiliar  del 
Ministerio  de  Ultramar . 

— D.  José  Ramón  Dorado,  Empleado  en  el 
Ministerio  de  Ultramar. 

— D.  Julio  García  del  Busto,  Empleado  en 
el  Ministerio  de  Ultramar . 

— D.  José  Rubiano,  Jefe  de  Administración 
de  la  Dirección  general  del  Tesoro. 

— D.  Manuel  Galindo , Tenedor  de  libros 
de  la  Caja  de  Depósitos. 

— D.  Máximo  S.  de  Ocaua,  Abogado. 

— -D.  Bernado  Perez  Altamirano,  Abogado. 

— D . Juan  Saldaña . 

— D.  Francisco  Conzalez  Ruiz,  Procurador. 

— D.  Joaquín  Dale  y Muñoz,  Abogado. 

• — D.  Mariano  Gallego  Aznar. 

— D.  Fermín  Abella  Director  de  El  Con~ 
sultor  de  Ayuntamientos . 

— D.  Vicente  García  Ontiveros,  Abogado, 

— D.  Guillermo  Gil  Sánchez,  Abogado. 

— D.  Pedro  Mendez  Vigo,  Licenciado  en 
Administración. 

-riD.  Gregorio  Ibañez  Palenciano,  Licen- 
ciado en  Administración. 

Excmo.  Sr  Conde  de  Vega-Mar,  Senador 
del  Reino . 

Sres.  D.  Melchor  Pardo  Gutiérrez,  Licen- 
ciado en  Administración. 

— D.  Sebastian  Abreu,  Licenciado  en  Ad- 
ministración . 

— D.  José  María  Pardo  Montenegro. 

— D.  José  María  Prado. 

—D.  José  Salcedo,  Notario. 

— D.  Manuel  Equilior  Llaguno,  Abogado. 

— D.  Celestino  fllontejo,  Abogado. 

— D.  Pedro  Ansonera  Alejandro,  Abogado 
Caballero  de  ia  Real  y distinguida  Or- 
den de  Cárlos  III . 

-D.  Manuel  Guerrero,  Abogado. 

—-D.  Mariano  Ayuso,;  Abogado. 

— D.  Cárlos  Bravo,  Abogado . 


Sres.  D.  Cárlos  Cemadas. 

— D.  Cárlos  José  de  Silva. 

— D.  Pedro  Oller  y Cánovas,  Abogado. 

— D.  Eduardo  de  Sobrado,  Abogado. 

— D Pedro  Trespau. 

— D.  Emilio  Huejlín,  Oficial  de  la  Secreta- 
ría del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  Juan  José  Bascalobre,  Oficial  l.°cn 
comisión  en  el  Ministerio  de  la  Gob. 

— D.  Cristóbal  de  la  Plaza,  Empleado  en 
el  Ministerio  de  la  Gobernación. 

— D.  Enrique  de  Leguina,  Empleado  en  el 
Ministerio  de  Ultramar. 

— D.  Ernesto  Ayllon. 

— D.  Federico  Olves. 

— D.  Fermín  Arauna,  Notario. 

— D.  Francisco  García  Cabrero  y Perez, 
Abogado. 

— D.  Gabriel  Martin  Bañares. 

— D.  Rafael  Portillo  y del  Villar. 

— D.  Rafael  Serrano,  Abogado. 

— D.  Emilio  López  Alemán 

— D.  Ernesto  de  la  Loma. 

— D.  Gaspar  Pereda,  Abogado. 

— D.  Rafael  Maria  de  Labra,  Abogado. 

— D.  Rafael  Moteo  Alfaro,  Abogado. 

— D.  Ricardo  Chacón,  Abogado. 

— D.  Ricardo  Díaz  Agero,  Abogado. 

— D . Severo  Sánchez  y Duque . 

— D.  Juan  Antonio  Corcuera,  Abogado. 

• — D.  Antonio  Pacheco,  Jefe  de  Seccionen 
la  Dirección  de  Propiedades  y Dere- 
chos del  Estado. 

— D.  José  Maria  Urgelles,  Oficial  de  id. 

— D.  Cláudio  Herrero,  Oficial  de  id. 

— D.  Indalecio  Martínez  Alcubilla,  (gratis). 

— D.  Tomás  María  Mosquera,  Abogado,  y 
Jefe  honorario  de  Administ.  civil. 

— D.  Juan  Antonio  Moreno. 

— D . Juan  Arrechea  Quiroga . 

— D.  Manuel  de  la  Puente  Gonz.  Nandin, 
Doctor  en  Administración. 

— D.  Agustín  Jubera.  (12  ejemplares.) 

— D.  José  Maria  Cándido. 

Señores  suscritores  de  fuero  de  Madrid. 

Acered.  D.  Estéban  Delgado. 

Agreda.  D.  Pedro  Maria  del  Rey  Promo- 
tor fiscal. 

Aguas.  D.  José  Ramón  Ivorra. 

Aguilar.  D.  Antonio  Maldonado  Luque, 
Doctor  en  Derecho  y Abogado  del 
I.  C.  de  Madrid. 

Aguilar  de  la  frontera.  D,  Antonio  Mal- 
donado  González. 

— D.  Antonio  Barragan,  Juez  de  1.*  mst. 

— D.  Bernardo  del  Pino  Melendez,  Pro- 
motor fiscal. 
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Atoejos.  D.  Honorio  Román  y Carrasco. 

Alba  de  formes.  D.  José  Primo  Martinez. 

Albacete.  La  Sección  de  Fomento. 

— D.  Cesáreo  de  Villar  Srío.  del  Gobierno. 

— D.  Manuel  Cortés,  Abogado. 

~D.  Ignacio  Cardenal  Registrador  de  la 
Propiedad. 

— D.  Antonio  Rentero  Villota,  Abogado 
fiscal. 

— D.  Eduardo  de  los  Ríos  Acuña,  Fiscal  de 
S-  M.  en  la  Audiencia. 

— D.  Manuel  Domingo,  Teniente  fiscal. 

— D.  Rartolomé  Albir,  Escribano  de  cá- 
mara en  id. 

— El  Consejo  Provincial. 

— D.  Justo  José  Banqueri,  Srio.  de  gobier- 
no de  la  Audiencia. 

Albaida.  D.  Ramón  Soler  y Cassas,  Juez 
de  primera  instancia. 

A Ibalate  del  Arzobispo . El  Ayuntamiento 
Constitucional. 

A Ibalate  de  las  Nogueras.  D.  León  Cule- 
bras, Alcalde  Constitucional. 

Albendea.  D.  Manuel  de  Briones  y Cár- 
dena. 

Albordon.  D.  José  María  Castilla  y Roiri- 
guez,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Alburquerque.  D.  Ramón  Vera,  Promotor 
fiscal. 

Alcalá  de  Henares.  I.  Colegio  de  Abogad. 

— D.  José  Bailó  y Roca,  Abogado. 

Alcalá  de  la  Selva , D.  Lúeas  Juste,  Secre- 
tario del  Ayuntamiento. 

Alcalá  de  los  Gazules.  D.  Migue!  Pastor. 

-D.  Juan  Roa  y Ríos. 

— D.  José  Pacheco  de  los  Ríos. 

Alcaldía  Real.  El  Ayuntamiento  Const. 

Alcañices.  D.  Antonio  Ferreras  Srio,  del 
Ayuntamiento. 

Alcira.  D.  Pascual  Gomis  y Reig,  Abo- 
gado. 

— -D.  José  Antonio  Sanz  y Font,  Notario  y 
Srio.  del  Juzgado  de  primera  instancia. 

— D.  Francisco  Just,  Notario.  _ 

— D,  Joaquín  Terrades,  Notario. 

— D.  Bernardo  Andrés  y Molins. 

— D José  Vill  arroya  Laudes,  Procurador. 

-D.  Ramón  Regal  y Llórente,  Promotor 

fjgca] . 

Alcovendas.  D.  Blas  de  Ondategui,  Pro- 

klcoy.  D.  Manuel  Gozalbe  Estaña,  Abo- 

A If arriate.  D.  Elias  Pascual  Frías,  Abog. 

Algeciras.  D.  Manuel  Perez  Vinel,  Secre- 
tario del  Juzgado  de  Paz. 

Alaete  Avuntamiento  Constitucional. 

Algodónales.  D.  Juan  Perez  Palar,  Secre- 
tario del  Ayuntamiento. 


} 

Ahud.  D.  Felipe  Gallardo,  Notario  Ecle- 
siástico de  Osma  y Sigüenza. 

Allariz.  D.  Juan  Bautista  Colmenero,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Alio.  D.  Telesforo  Lacarra,  Abogado. 

Almargen.  D.  José  Rodríguez,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

/1/roazan,  D.  Fermín  Balíano,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Almendralejo . Sr.  Marqués  de  la  Colonia. 

— D.  Cipriano  Montero  de  Espinosa. 

Almería.  D.  Joaquin  María  de  Molina,  De- 
cano del  I.  C.  de  Abogados. 

— D.  Miguel  Alvarez  Moreno,  Abogado  y 
Consejero  provincial. 

— D.  Francisco  Montoro,  Abogado  y pre- 
sidente del  Consejo  provincial. 

— D.  Antonio  Sánchez,  Abogado  y Conse- 
jero provincial. 

— D.  José  del  Moral  y Forja,  Abogado  y 
Consejero  provincial. 

— D.  Gabriel  Sánchez  Cid  Rubio,  Abo- 
gado de  los  I.  C.  de  Granada  y Alme- 
ría , Promotor  fiscal  de  ascenso  ce- 
sante y Srio.  del  Consejo  provincial  de 
Almería. 

Almodovar  del  Campo.  D.  Desiderio  Cas- 
teil  y López,  Escribano. 

— D.  Joaquín  Majan,  Notario 

— D.  Manuel  Vicente  y Corso,  Juez  de 
primera  instancia. 

— D.  José  M.  Corchadon. 

Almodóvar  del  Pinar.  D.  Tomás  Escribano. 

Amoeiro.  D.  Manuel  Villariño . 

Amurrio.  D.  Bartolomé  Orué  y Urbina, 
Escribano. 

Amusquillo.  D Agustín  López  Calvo, 

Aracena  D-  Manuel  Castillo,  Abogado. 

— D.  José  Rodríguez  Delgado  , Promotor 
fiscal. 

Aragües  del  Puerto.  D.  Juan  José  Roca- 
tallada. 

Aranda  de  Duero.  D.  Diego  Arias  de  Mi- 
randa Goitia,  Abogado. 

— D.  Vicente  Martinez  Alcubilla,  Abogado 

— D.  Alejandro  Arranz  y Martin,  Abogado. 

Aravaca.  D.  Antolin  Galan. 

Arbizu.  D.  Juan  Miguel  Ugalde. 

Arbucias.  D.  Antonio  Bayer.  Srio.  del  Ay. 

Archidona.  D,  Francisco  Cándido  Salcedo 
y Artiaga,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

— D.  Eduardo  Garcia  Salgado. 

— D.  Emilio  Miranda  Goctoy,  Promotor 
fiscal. 

Aren.  D.  Joaquin  Arcas. 

Arenzana  de  Abajo.  D.  Toribio  Cebaltos 
Abogado. 

Arénalo.  D.  Timoteo  Hernández,  Srío.  del 
Ayuntamiento. 
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Arrodillo-  D.  Lázaro  del  Pueyo,  Srio.  del 

Ayuntamiento. 

Artajona.  D.  Fermín  Arroiz,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Astorga.  D.  Florencio  Perez  Riego,  Abo- 
gado. \ 

~ D.  Valentín  de  Prado,  Cesante  de  la 
Aministraeion  civil, 

— D.  José  González  Valcárcel,  Procur. 

Avila.  D.  Vicente  S.  Rico,  Oficial  3.°,  l.° 
de  la  Administración  de  H.  P. 

— D.  Valentín  Martínez  Casavieja,  Abo- 
gado. 

— D.  Santiago  Quiñones  Utrera,  Oficial 
t.°,  interventor  de  la  Administración 
de  H.  P. 

— D.  Rufino  Belnaldo  de  Quirós. 

Ay  amonte . Ayuntamiento  Constitucional. 

-~D.  José  Antonio  Castellano,  Promotor 
fiscal. 

— D.  Enrique  Nieto  y Carlier,  Notario. 

Badajoz.  D.  Miguel  Parraverde  y Ro- 
dríguez. 

— D.  Pedro  González,  Oficial  i.°,  inter- 
ventor de  H.  P. 

— D.  Dionisio  Alonso  Colmenares,  Admi- 
nistrador de  H.  P. 

Balaguer.  D.  José  Baleells,  Abogado  y 
Juez  de  Paz. 

Balaznte.  D.  Jorge  Cortés,  Abogado. 

Balmaseda . D.  Francisco  de  Arteche, 
Abogado. 

— D.  Ricardo  Gaztambide,  Promotor  fiscal,  j 

— D Calisto  Hornillo,  Abogado. 

Balsareny.  D.  Márcos  Vila,  Srio.  del  Ay, 

Baltanás.  D.  Bernardo  Herrera,  Gcrvas, 
Abogado. 

— D.  Pedro  Rebollo  Quevedo,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

Bande.  D.  Pedro  Alvarez  López,  Promo- 
tor fiscal. 

— D.  Froilan  Prieto,  Juez  de  primera  ins- 
tancia. 

Baracaldo.  D.  Benito  Solila,  Srio. 

Barcelona.  D.  Leoncio  Sanmartí  y Bus- 
que;, Abogado. 

— D.  Fracisco  Plá  y Bíanch,  Abogado. 

— D.  Antonio  Mola. 

•— D.  Fernando  San  Julián. 

— D.  Félix  Nadal  Dordán,  Empleado  pro- 
vincial. 

— D.  Emilio  Sicars  y de  Palau,  Abogado. 

— D.  Andrés  Balaguer. 

— D Francisco  Arañó,  Contador  de  fon- 
dos provinciales. 

■ —El  Colegio  de  Notarios. 

Barco  de  Avila.  D.  Felipe  Moreno  de  la 
Cámara. 

Barrio.  D.  Elias  García.  ' ' 


Batea.  D.  Manuel  Yaquer  y Alentorn,  Al- 
calde. 

Beade.  D.  Juan  Vázquez  Barbeito. 

Beamud.  D.  Estanislao  VilJalba,  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento. 

Becerril  de  Campos.  D.  Francisco  Márcos 
Martin. 

Begijar.  D.  Andrés  Oreilana. 

— D.  Pedro  Perez,  Profesor  de  instruc- 

ción primaria. 

Bejis.  D.  Antonio  Jirneno,  Srio.  del  Ayun- 
tamiento. 

Belchüc.  D.  José  Esteban  y Lahoz,  Juez 
de  primera  instancia. 

Belmonte.  D.  Pedro  María  Cienfuegos, 
Promotor  fiscal. 

— D.  Eugenio  Hurtado  y Vázquez,  No- 
tario. 

Belmontejo.  D.  Felipe  Mena,  Srio.  del 
Ayuntamiento- 

Belorado.  D.  Pedro  Mallaina  y Gómez, 
Registrador  de  la  Propiedad.  (3  ejem- 
plares.) 

Benabarre.  D.  José  Bosh  y Serra. 

— D.  Antonio  Albar  y Español,  Abogado. 

— D.  José  Salvador  Burló,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

— D.  Mariano  Serrado  y Vidal , Abogado. 

Benejama.  D.  José  Estebe  Sempere,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento  y Juzgado 
de  paz. 

Benimantell.  D.  Vicente  Vilanova,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Berga.  D.  Tomás  Galar,  Abogado. 

— I).  Florencio  de  Navas,  Prom.  fiscal. 

— D.  José  Penina. 

Berja.  D.  Juan  Vázquez  Gallardo,  Abo- 
gado. 

Bermillo  de  Sarjago.  D.  Manuel  San  Ro- 
mán, Juez  cesante  por  supresión, 

Bilbao.  Ayuntamiento  Constitucional. 

—A.  Emperaile,  Librería. 

— D.  Manuel  de  Iñigo,  Oficial  1.a  del  Go- 
bierno. 

D.  José  Galo  de  Hormaeche. 

— D.  Nieomedes  Rozas,  Oficial  del  Gobier- 
no civil.  ■ 

— D.  Fermín  Moscoso  del  Prado  y Rozas, 
Promotor  fiscal. 

— D.  Adolfo  de  Urquijo. 

Bienservida.  Ayunt.  Constitucional. 

Biescas.  D.  Joaquín  Ipiens,  Secretario  del 
Ayuntamiento. 

Binefar.  D.  Pablo  Albar,  Srio. 

Biosca.  D.  Ramón  Canals,  Srio.  de  la 
Junta  local  de  instrucción  pública. 

Bocairente  D.  José  Gómez  y Rubio,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Bonillo.  D.  José  de  Bodalo  Buendia. 


Bordecores.  D.  Ramón  Antón,  Notario 
eclesiástico  de  la  diócesis  de  Sigüenza. 
Borjá.  D Venancio  del  Valle. 

— D-  Lorenzo  Nogués-,  Promotor  fiscal. 
Borobia.  D.  Baltasar  Crespo,  Administ. 
Brihuega.  D.  Tomás  García,  Registrador 
de  la  Propiedad. 

— D.  Juan  José  González  Ardíz,  Abogado. 
Briones.  D.  Ramón  Rubio  Murillas,  Se- 
cretario de!  Ayuntamiento. 
Briviesca.  D.  Santiago  Corral. 

— D.  Nemesio  Almuzara  Andino,  Lieen- 
ciado. 

Bullas.  D.  Salvador  Figueroa,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Burgo  de  Osma.  D.  Victoriano  Martínez 
Barrado,  Abogado  y Juez  de  Paz. 
Burgos.  D.  José  Bravo  Bariandaran , Abo- 
gado. 

— D.  Eugenio  Albarellos,  Abogado. 

— D.  Lope  Martínez  Sobejano,  Fiscal  de 

S.  M.  en  la  Audiencia. 

— D.  Matías  Sangrador  Vítores , Magis- 
trado . 

— D.  Mariano  Herrero,  Abogado  fiscal. 

— D.  Pascual  del  Collado  Prieto,  Abo- 

gado fiscal 

— D.  Félix  Santa  María  del  Alba,  Ex- 

presidente del  Consejo  provincial. 
—D.  Andrés  Jalón,  Abogado. 

— D.  Manuel  María  Rivas,  Abogado. 

— D-  Modesto  López  de  la  Riva,  Pror. 

— D.  Nicolás  Aguilano  y Pobes,  Oíicial  í.° 
de  la  sección  de  fomento. 

— D.  José  Rio  Gili,  Abogado  y Secretario 
del  Exccno.  Ayuntamiento. 

— D.  Mauricio  Trapiella,  Secretario  del 
Gobierno  de  provincia. 

— p.  Andrés  González  Ponce,  Jefe  de  Fo- 
rnen  to. 

— D.  Santiago  Sanz  Castilla,  Oficial  del 
Gobierno. 

— D.  Esteban  Ontañon,  Qficl.  del  Gob. 
— D.  Jerónimo  Torres  , oficial  del  Gob . 

— D.  Cayetano  González  Novelles,  oficial 

del  Gobierno. 

—■I).  Ramón  Izquierdo,  Oficial  del  Gob. 
— D.  Francisco  Esteban  Pascua,  oficial 
del  Gobierno.  - 

— D.  Cárlos  González  Nuñez,  Oficial  del 
Gobierno. 

— D.  León  Villen  y Negro,  Contador  de 

fondos  provinciales. 

D José  Moreno,  Fmpleado  en  la  Ad- 
ministración de  H.  P. 

— D.  Atanasio  Pascual , Empleado  en  la 

Administración,  de  H P. 

D.  Julián  Santa  María,  Escribiente  del 

Gobierno. 
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Cáceres.  D.  Fernando  Bayle,  Presidente  de 
Sala  en  la  Excma.  Audiencia. 

— D.  Cristóbal  Perez  Cometo,  Magistrado 
— limo.  Sr.  D.  Fernando  Ugarte,  Regen- 
te de  la  Audiencia. 

— D.  Sisenando  Cisneros. 

Cádiz.  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento. 

— D.  Manuel  Forero  y Sobrado. 

— D.  Federico  Salmón,  Oficial  de  la  Ad- 
ministración civil. 

— D.  Manuel  Pedrueca. 

— D.  Francisco  García  León  , Juez  de  L' 
instancia. 

Calaf.  D.  Ramón  Susanna. 

Calahorra.  D . Eleuterio  García  Pardo, 
Canónigo  doctoral  de  la  S.  1.  Catedral. 

Calarnocha.  D.  Rafael  de  León  Troyano, 
Juez  de  \ .a  instancia. 

— D.  José  Rivera  y Navarro,  Propietario  y 
arrendador  de  las  contribuciones. 

— D.  Joaquín  Villano  va  Berbegal,  Abo- 
gado. 

Calalayud.  D.  Manuel  Grajales  Gómez, 
Abogado. 

Calonge.  D.  Francisco  Parareda,  Abogado, 

Camarinas.  D.  José  Pardiñas  Mourin. 

Campanario.  D.  Juan  Fernandez  Cano. 

— D.  Manuel  de  Godoy. 

Campo  de  Criptana.  D.  Mariano  Fernan- 
dez Montes,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Camprovin.  Ayuntamiento  Constitucional. 

(famuñ las.  D.  Mateo  María  de  Uveda,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Candamo.  D.  Fernando  Alvarez  Ribon, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

Cañete.  D.  Telesforo  Zapater,  Registrador 
de  la  Propiedad. 

Cañiza.  D.  Quintín  Mosquera  y Taboada, 
Promotor  fiscal. 

—I).  Benito  Vázquez  de  Puga,  Jaez  de 
primera  instancia,  cesante  por  su- 
presión. 

— D.  José  Fuertes  y Novoa,  Abogado. 

— D.  José  González,  Registrador  de  la 
Propiedad. 

— D.  José  María  Moure  y Vázquez,  Abo- 

gado. 

Carrascosa  de  la  Sierra.  D.  Agapito-  Se- 
govia,  Srio,  del  Ayuntamiento 

Car  avaca.  D.  Esteban  Sandobal,  Juez  de 
primera  instancia. 

— D.  Rafael  Jranzo,  Promotor  fiscal. 

— D.  Juan  de  Zafra,  Procurador. 

Carballino.  D.  Bernardo  Pereira.  Regis- 
trador de  la  Propiedad. 

— D.  Juan  Rodríguez,  Abogado. 

— D.  Valentín  Alfeiran,  Abogado. 

— D.  Valentín  Taboada. 

—D.  Tomás  González  Cid. 
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Sr.  Di  Félix  Munin.  . ' 

Carcabuey.  D.  Juan  Antonio  Arriero  y 
Padilla. 

Cctrcagente.  D.  Miguel  Boronat,  Abogado 
y Juez  de  paz. 

Carrion  de  los  Condes.  D,  Faustino  Man- 
jon  Revuelta.  • 

Carmona.  D.  Antonio  María  González  y 
Collazo,  Juez  de  paz. 

Carpió  de  Tajo.  Ayuntamiento  Constitu- 
cional. 

Cartagena.  D.  Carlos  E.  de  Entrala,  Pro- 
motor fiscal. 

Casar  de  CAceres.  D.  Juan  Sanguino. 

Caspe.  D.  Juan  Esteban  López. 

Castaño  del  Robledo.  D.  José  María  Gon- 
zález, Srio.  del  Ayuntamiento. 

Castelserás.  D.  Juan  Angíés,  Abogado. 

Castellar  de  Santiago.  D,  Gonzalo  Ma- 
nuel Martínez. 

Castellón  de  la  Plana.  D.  Pedro  Vicente, 
Jefe  Je  Fomento. 

— D.  Francisco  Cebrian  y Berganza. 

— D.  José  Boeso  Simón,  Abogado. 

— D José  Jiménez. 

— D.  Federico  Meruendano,  oficial  de  Fo- 
mento. 

— D.  Félix  Cruzado,  Notario. 

— D.  Joaquin  Vilaplana. 

— D.  Cristóbal  J.  Salvia. 

— D.  Victoriano  Fabra,  Contador  de  fon- 
dos provinciales. 

— D.  José  Vigné,  Abogado. 

— D.  Juan  J.  Clavel,  Srio.  de  la  Junta  pro- 
vincial de  Beneficencia. 

— D.  Eduardo'  Salas,  Srio.  del  Gobierno 
de  la  provincia. 

— D.  Valentín  Yalpuesta. 

— D.  Manuel  Montesinos,  Arquitecto  de 
la  provincia. 

Casliel  Fabit.  D.  José  Nuñez  Navarro. 

Castillejo  de  la  Sierra.  D.  Toribio  Gon- 
zález. 

Castillo  Pedroso.  D.  Eugenio  Ruiz  de  Vi- 
llegas. 

Castrejon.  D Vicente  Revilla  Ortega,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Castro  del  Rio.  D.  Miguel  Lobera. 

— D.  José  Valdelomar,  Promotor  fiscal. 

Castrogeriz.  D.  Lino  María  Parra. 

— D.  Pedro  del  Rio, 

Castro, viejo.  D.  Saturnino  Samaniego. 

Cazalla.  D.  José  María  Calleja,  Promotor 
fiscal  del  Juzgado. 

Cazalla  de  la  Sierra.  D.  Juan  Cantisan. 

Cazorla.  1>.  Manuel  María  Segura. 

Ceinos.  D.  Isidro  Domínguez,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Cernerá.  D.  Ramón  Codina,  Abogado. 


Cerrera  del  Rio  Alhama.  D.  Romualdo 
Benito,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Cerrera  de  Rio  Pisuerga.  D.  Francisco 
Martínez  Rodríguez,  Promotor  fiscal. 

Cisla.  D.  Ignacio  Gutiérrez. 

Cindadela.  D.  Guillermo  Puig,  Pbjo.  Se- 
cretario del  limo.  Sr.  Obispo. 

— D.  Juan  Sintas  y Capela. 

Ciudad  ae  la  Laguna.  D.  José  del  Campo 
Tamayo,  Promotor  fiscal.  ( 3 ejem- 
plares.) 

Ciudad^  Real.  D.  Victorino  Calvo,  Em- 
pleado en  la  comisión  especial  de  ava- 
luó. 

— D.  Celedonio  López,  Comendador  de 
número  de  la  Real  Orden  de  Isabel  la 
Católica,  individuo  corresponsal  de 
la  Real  Academia  Española  de  Ar- 
queología, Abogado  del  Colegio  de 
Madrid , y Decano  del  de  Ciudad- 
Real,  etc. 

Colunga.  D.  Carlos  Quintín  de  la  Torre. 

Constantina.  D.  José  Trabado,  Alcalde 
Corregidor. 

— D.  Benito  Guerrero  Gamazo,  Abogado. 
(3  ejemplares.) 

Córdoba.  D.  Francisco  de  Borja  Pabon, 
Habilitado  para  la  inversión- de  fon- 
dos de  la  Biblioteca  provincial. 

— D.  José  María  Domínguez,  Jefe  de  Fo- 
mento. 

—1).  Francisco  Perez  Aranda  y Notario, 
Oficial  del  Cuerpo  de  Administración 
civil. 

— D.  Luis  Gómez  Rentero,  Oficial  de  la 

sección  de  Fomento. 

— D.  Francisco  Pineda  y Molina,  Oficial 
de  la  secretaria  de  Beneficencia. 

— -D.  José  M untada  y Andrade,  Director 
del  Instituto  de  segunda  enseñanza. 

Cordobilla  la  Real.  D.  Fernando  Pascual. 

— D.  Saturnino  Ruiz. 

Corella.  D.  Pablo  Campos  Escudero,  Ab. 

Coria.  limo.  Sr.  D.  Fernando  de  Hermo- 
sa, Canónigo  de  la  Santa  Iglesia  Ca- 
tedral. 

— D.  Sebastian  Eduardo  de  Clemente  y 
Simón. 

— D.  Antonio  Cálvente  y Salazar,  Srio.  de 
Cámara  y Gobierno  del  Éxcmo.  é 
limo.  Sr.  Obispo 

— D.  Nicolás  Pasalobos,  Doctor,  Presbíte- 
ro Dean  de  la  Santa  Iglesia  Catedral, 
Provisor  y Vicario  General. 

— D.  Juan  Bautista  Remero  y Gante,  Li- 
cenciado, Canónigo  Doctoral,  fiscal 
Eclesiástico  y Rector  del  Seminario. 

Cortos.  D.  Móliton  Gil,  Srio.  del  Ayunta- 
miento. 
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Cubo.1  D.  Juan  Calzada  y Diaz. 

Cucalón.  D.  Leandro  Andreu,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Cuenca.  D.  Gil  Cantero,  Promotor  Fiscal. 

— D Luis  Perez  Gassó,  Fiscal  del  Obis- 
pado y Catedrático  de  Cánones  en  el 
Obispado. 

—i).  Antonio  Laque  y Vicens. 

’-G).  Cipriano  de  la  Sierra,  Oficial  de  Ha- 
■ , cienda  y ex-diputadoj  provincial. 

-‘-D.  Lorenzo  Pastor,  Vicepresidente  del 
Consejo  provincial. 

— Excmo.  Ayuntamiento  Constitucional. 

— D.  Alfonso  Zapata  y Mora. 

Cuellar.  D.  Pablo  Saenz  y Saenz,  Ab. 

Chelva.  D.  Vicente  Barrera,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

Chillaron  del  Rey.  D.  Gerónimo  Escudero 
y Saenz,  Diputado  provincial. 

Chinchón.  D.  Gregorio  Perogordo  Ro- 
dríguez. 

Daroca,  D.  José  María  Amor, 

— D.  Manuel  Gómez. 

— D.  Pedro  Solsona,  Reg.  de  la  Prop. 

Denia.  D.  Miguel  DuráGarcés.  Abogado. 

(7  ejemplares.) 

Don  Benito.  D.  Mauricio  Campo,  Abo- 
gado. 

Durango.  D,  Juan  de  Ontiveros,  Registra- 
dor de  la  Propiedad. 

— D.  Mariano  Soler. 

Ecija.  D.  Roque  Rodríguez  y Montero, 

Licenciado  en  Jurisprudencia. 

— D.  Juan  Avila  y Fernandez,  Licenciado 

en  Jurisprudencia.  . ~ 

-D.  Pablo  Coello  y Diaz,  Licenciado  en  — D.  Miguel  Company  Moreno,  Abogado. 
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Enix.  D.  Tiinidad  Amat,  Srio,  del  Ayun- 
tamiento. 

Entrambasaguas.  D.  Juan  José  de  la  Hoz 
Córdova,  Abogado  y Juez  de  paz. 

Escurial.  D.  Martin  Pizarro,  Srio.  del 
Ayuntamiento  y Juzgado,  de  paz. 

Espinilla.  D.  Elias  Gutiérrez,  Abogado. 

Espluga  de  Francoli.  D.  Francisco  Rose- 
lló,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Estella.  D.  Felipe  Lambea,  Licenciado. 

— D.  José  de  ígurquiza. 

Estepa.  D.  Pedro  Juárez  y Sanabria. 

— D.  Gabriel  Mencbaca  Moreno,  Abogado. 

Estrada.  D.  Eusebio  Andujar  y Paseiro, 
Juez  de  paz. 

— D.  Benito  María  de  Oca  y Gil,  Promotor 
fiscal  cesante. 

— D.  Cárlos  Leira  y Sánchez,  Abogado. 

Ferrol.  El  Subgobierno. 

— D.  Francisco  Losada  de  Aguiar,  Juez 
de  primera  instancia,  cesante. 

— D.  Francisco  Franco. 

— D.  José  Sánchez  de  Toledo,  Subgober- 
nador. 

— D.  Teolindo  María  Romero  Villarde— 
francos,  Srio.  del  Gobierno. 

Figueras.  D.  Isidro  Ginferrer  y Morange, 
Pror,  del  Juzgado. 

—1).  Pedro  Pagés  y Moy,  Abogado, 

— D.  Eusebio  Comas,  Procurador  de  nú- 
mero. 

— 1).  Eusebio  Riera  y Figa,  Abogado. 

— D.  Francisco  Orista,  Srio.  de  Ayunta- 
miento. 

Fiñana.  D.  Manuel  Iturriaga. 


Jurisprudencia 
— D.  Antonio  Avila  y Laglera,  Doctor  en 
Ciencias  Médicas. 

— D.  José  González  de  la-Cotera,  Doctor 
en  Ciencias  Médicas. 

— D.  Manuel  Aguilar  Hurtado  de  Men- 
doza, Srio.  del  Juzgado  de  paz. 

— I).  Saturnino  Villasana  y Lasaeta,  Li- 
cenciado en  Jurisprudencia  y Regis- 
trador de  la  Propiedad. 

— D.  José  Perez  Cruz,  Oficial  del  Registro. 
Egea  de  los  Caballeros.  D.  Ramón  Cano 
=Manuel  y Bardaji. 

El  Cerro.  D.  Felipe  González  García,  Au- 
xiliar de  la  Sria.  de  Ay  untamiento. 
Elorrio.  D.  Ramón  de  Burgoa,  Doctor. 
Encinas  de  Esgueva  D.  Pedro  González, 
Secretario  del  Ayuntamiento.  _ 
Enguera.  D.  Juan  Bautista  Latorre,  Licen- 
ciado en  Derecho  civil  y Promotor 

sustituto.  , , ■ 

— D.  Francisco  José  Aranda,  Licenciad 

en  Derecho  civil,  etc. 


) Plix.  D José  Castelví  y Pujol,  Cesante  de 
Administración. 

— D.  José  Antonio  Gíun,  Farmacéutico  y 
Srio.  de  Ayuntamiento. 

Frechilla.  D.  Julián  Rodríguez  Andrés, 
Escribano  de  actuaciones. 

Freacnal  de  la  Sierra.  D.  Tomás  Parra  y 
Rey. 

Fregeneda.  Ayuntamiento  Constitucional. 

Fresneda,  D-  Hilario  Maled,  Propietario. 

Fuente  de  Cantos.  D.  José  Rodríguez  Za- 
pata, Promotor  fiscal. 

— D.  Diego  Antonio  Pagador,  Abogado. 

Fuente  Heridos.  D.  José  María  del  Casti- 
llo, Alcalde  constitucional. 

— D.  Antonio  Serra,  Srio.  del  Ayunta- 
miento. 

Fuente  Saúco.  D.  Benito  Zatarain,  Promo- 
tor fiscal. 

Fuente  la  Higuera.  D.  José  Ros  y Biosea, 
Doctor  en  Derecho. 

Gandesa.  D.  Marcelino  Borrás. 

— D.  Miguel  Alvarez. 


5S4  LTSTA  DE  SEÑORES  SUSCRITORES. 


Gandía.  D.  Juan  Bautista  Giner;  Abo- 
gado. 

Garnica.  D.  Antonio  López  da  Calle,  Abo- 
gado , caballero  de  la  Legión  de  Ho- 
nor, Padre  de  provincia  del  señorío 
de  Vizcaya. 

Garrucha.  D.  Tomás  de  Haro  y Haro, 
Abogado. 

Gaucin.  D.  Manuel  Golluri  y Villar,  Abo- 
gado. 

— D.  Mariano  Perrujo  Duque,  Promotor 
fiscal. 

Gergal.  D.  Antonio  José  Luque. 

Gerona.  D.  Juan  B.  Ferrer. 

— D.  Pedro  Viñas,  Abogado. 

— D.  Miguel  Batlle,  Abogado.' 

— D.  Antonio  Fort  de  Rivot,  Abogado. 

— D.  Narciso  Blanch  é Illa,  Gobierno  de  la 
provincia.  (7  ejemplares.) 

— D.  Juan  Danis,  Abogado,  y Presidente 
del  Consejo  provincial. 

— D.  Francisco  Batlie  y Cabanellas,  Abo- 
gado y Consejero  provincial. 

— D.  Joaquín  de  Caries , Consejero  pro- 
vincial. 

— D.  Javier  Roses,  Abogado  Consejero  su- 
pernumerario. 

— D.  Felipe  Lloret  y Puig,  Consejero. 

— D.  Narciso  Heras  de  Puig,  Abogado. 

— D.  Agustín  Poch  y Puig , Tasador  de 
tierras. 

Gíjon.  D.  Ramón  Villegas,,  Juez,  de  prime- 
ra instancia. 

— D.  Máximo  de  la  Sala,  Abogado, 

Gijona.  D Jorge  Garcia,  Abogado. 

Graja  de  Iniesta.  Ayuntamiento  Consti- 
tucional. 

Granada.  D.  Luis  Portillo  Alonso  de  León. 

— D.  Juan  Francisco  Pardo,  Magistrado, 

— D.  Gabriel  de  Burgos,  Srio  del  Consejo 
provincial. 

— D.  José  María  González  Aparicio,  Oficial 
mayor  del  Consejo  provincial. 

— D.  Antonio  de  Peña  y Entrala,  Oficial 
segundo  de  la  Sría.  del  Consejo. 

— D.  Joaquín  Oliver  García,  Licenciado 
en  jurisprudencia,  oficial  de  la  clase 
de  primeros  de  Administración  civil. 

— D.  Miguel  de  Zayas  Rojas,  Oficial  3.°  del 
Cuerpo  de  Administración  civil. 

- D.  Damaso. Cerezo,  Oficial  6.°  del  Cuer- 
po de  Administración  civil. 

— D.  Victorino  López  Fabra,  Oficial  l.°de 
la  Sección  de  Cuentas  municipales  y 
de  Pósitos  del  Gobierno  de  la  pro- 
vincia. 

— D.  Francisco  de  Rivera  Mendoza,  ofi- 
cial 5.°  de  la  Sección  de  Cuentas  mu- 
nicipales y de  Pósitos. 


Sr.  D.  Manuel  de  Reyes  López,  Archivero 
del  Gobierno. 

— D.  Vicente  de  Quesada,  Oficial  3.°  del 
Consejo  provincial. 

— D.  Julián  García  délos  Santos,  oficial  de 
la  clase  de  l.°&  en  comisión  del  Go- 
bierno de  provincia. 

— D.  Bernardino  Lillo. 

— D.  Laureano Travado,  Jefe  déla  Sección 
de  Propiedades  y derechos  del  Estado. 

Granoüers.  D.  Ramón  Joaquín  Serrataro 
y Roig,  Abogado, 

— D.  Jacinto  Fortuny,  Abogado. 

— D.  Antonio  de  Monasterio,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

— D.  Agustín  Alomar,  Abogado. 

— D.  Leoncio  Lainez,  Promotor  Fiscal. 

Graus.  D.  Pedro  Calvo,  Srio.  del  Ayun- 
tamiento. 

Guadalajara.  D.  Carlos  Leal  y Plaza,  Ofi- 
cial í.°  del  Registro. 

— D.  Valentín  Fernandez  Árrivas,  Regis- 
trador de  la  Propiedad. 

— D.  Fermín  Sánchez,  Oficial  l.°  del  Con- 
sejo provincial.  (7  ejemplares.) 

— D,  José  del  Acebo,  Arquitecto  de  la 
Real  Academia  de  San  Fernando  y 
Provincial  de  Guadalajara,  etc, 

— D.  Antonio  Alcalde  Valladares,  Secre- 
rio  del  Gobierno  de  la  provincia. 

Guadix.  D.  Gumersindo  García  Varela. 

— D.  José  Gómez  Diego. 

Gualchos.  D.  Francisco  de  Puerta  Mal- 
pica,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Guardo.  D.  Alonso  González  de  Cos. 

Guaro , D.  José  Moreno  Lara,  Srio.  del 
Ayuntamiento.  . 

Gutierre-Muñoz.  D.  Fernando  Saez,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Habla.  D.  José  Castillo  Martínez. 

Hazas  en  Ceslo.  D.  José  María  de  Hazas 
Bárcenas. 

Hecho.  D.  Joaquín  Hernández.. 

Heliin.  Ayuntamiento  Constitucional. 

— D.  José  Nuñez  de  Haro,  Propietario.^ 

Herrera  del  Duque.  D José  Martin,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Hiendelaencina.  D.  Manuel  de  Frías  y Pas- 
cual, Notario  Eclesiástico  y Srio.  del 
Ayuntamiento  y Juzgado  de  paz. 

Hijar.  D.  Juan  Julián  Esponera,  Ahogado. 

— D.  Nicolás  Agud,  Promotor  fiscal. 

Hinojos.  D.  Antonio  Arroyo. 

Hinojosa.  D.  Pedro  Berzosa. 

Hinojosa  de  Duero.  D.  Lorenzo  Egido, 

Holguera.  D.  Juan  Manuel  de  Guillen  Pa- 
redes, Doctor  en  Derecho  y Juez  de 
paz. 

Huelva.  D.  Pedro  Perez  Ponce.. 
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Sr.  D.  Blas  Tello,  Promotor  fiscal. 

— D.  J-osé  María  de  León, 
j quer cal  de  Almería,  D.  Antonio  Fernan- 
dez Moya,  Cura  ecónomo. 

— D.  Luis  Fernandez  González,  Notario. 

— D.  Mane!  Fernandez  González,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Huesca . D.  Domingo  Vehil,  Director  de 
caminos  vecinales. 

— D.  Agapito  Diez  Castañedo. 

— D.  Anselmo  Llanas,  Profesor  de  Medi- 
cina. 


— D.  Juan  Tello,  Consejero  provincial. 

-D.  Agustín  Escuer,  Srio.  del  Consejo 
provincial 

—D.  Juan  Aceña,  Srio.  del  Gobierno  de 
provincia. 

— D.'Josó  Bragat,  Ingeniero  de  montes. 

— D.  José  María  Torrecilla,  Abogado  y Ofi- 
cial de  Fomento. 

— D.  Pedro  Lain, empleado  en  Instrucción 
pública. 

— D.  Francisco  de  la  Guardia,  Cesante  de 
Gobernación. 

— D.  Santos  Sebastian  Gil,  Oficial  1.®  de 
Hacienda. 

— D.  Ambrosio  Voto  Nasarre,  Consejero 
provincial. 

— D.  Mariano  Abadías,  Consejero  pro- 
vincial. 

— D.  Isidro  Gutiérrez,  Oficial  de  llac. 

— D.  Leopoldo  Anglés,  Oficial  de  Hac. 

— D.  Antonio  Ordás  y Cavero. 

Huesear.  D.  José  Rodríguez  Galdácano, 
Promotor  fiscal. 

Huete.  D.  Ambrosio  Toledano  Harnansaiz, 
Doctor  en  Derecho  civil  y canónico. 

— D.  Toribio  Hurtado  y Vázquez,  Aboga- 
do y Promotor  fiscal  sustituto. 

— D.  Vicente  Sánchez  Almonacrd. 

Igualada.  D.  Agustín  María  Laserna,  Juez 
de  primera  instancia. 

— D,  Gabriel  Borras,  Promotor  fiscal  sus- 


tituto. 

— D.  Ignacio  Ferrer,  Promotor  fiscal. 

— D.  Emiliano  Orpi,  Abogado. 

— D.  Francisco  Albín,  Juez  de  paz. 
Infesto.  D. Gerónimo  .de  Salceda  y López. 
Infesto  de  Ver  vio.  D.  Cárlos  Ason,  Ab. 
Iniesta  D . Camilo  Roig,  Srio . del  Ayun- 
tamiento. 

— D.  Justo  Elorza,  Juez  de  paz. 

Iunclillos.  D.  Damián  Aguado  Jiménez 
Iznalloz.  D.  José  María  Abril,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

— D.  Bernardo  Cónsul  y Escudero,  Juez 


de  primera  instancia . 

-D.  Vicente  Ayala  y Ginar,  Promotor 


fiscal. 


Sr.  D . Francisco  Conde  y Ramírez,  Admi- 
nistrador de  Reatas  estancadas, 

— D.  Mariano  Martínez  de  Castilla  y Be- 
jar,  Srio.  del  Juzgado  y Notario. 

J abaloyas.  D.  Manuel  Yagües,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Jaca.  D.  Manuel  Gavin,  ex-diputado  á 
córtes. 

— D.  José  de  Irabien,  Juez  de  primera  ins- 
tancia. 

— D.  Mariano  Pozo  Azcon,  Abogado  y pro- 
motor cesante. 

— D.  Ramón  Fernandez  , Doctor,  Dean  de 
la  Sta.  iglesia  catedral. 

— D.  Eulalio  García  Asensio,  Doctor,  Se- 
cretario del  obispado. 

— D.  Modesto  de  Lara,  Doctor,  Doctoral  de 
la  iglesia  catedral. 

— D.  Rafael  Leante,  Canónigo. 

— D.  José  Mamerto  Lardies,  Propietario  y 
Diputado  provincial. 

— D.  Juan  Beritens,  Abogado. 

Jaén.  D.  Antonio  Gómez  de  la  Fuente. 

— D.  Juan  Antonio  Lagal. 

— D.  Ramón  Toral  y Bonilla,  Srio.  del 
Gobierno  civil. 

— D.  Aureo  Carrasco,  Srio.  de  Cámara  y 
Gobierno  del  obispado. 

— D.  Tomás  Sánchez  Vera,  Decano  del 
I.  C.  de-  Abogados  y Jefe  honorario  de 
Administración. 

— D José  de  Bonilla  y Jorcado,  Abogado. 

— D.  Juan  José  Gutiérrez. 

— D.  Cipriano  Sánchez  Palencia. 

— Sección  de  Fomento. 

— D.  José  María  Portillo. 

Játiva.  D.  Tomás  Codina  Vidal,  Abogado 

Jerez  de  los  Caballeros.  D.  Joaquín  Marín 
González,  Promotor  fiscal. 

Jubrique.  D.  Cristóbal  Gil  Rubio,  Secre- 
tario del  Ayuntamiento. 

La  Alberca.  D.  Manuel  Gareés  Boni.ea, 

La  Bañeza.  D.  Gumersindo  Perez  Fernan- 
dez, Abogado 

La  Coruña.  D.  Aureliano  Linares,  AL. 

— D.  Constantino  Domínguez,  Consejero 
provincial . 

— D.  Dionisio  Muro,  Auditor  de  guerra. 

— D.  Pedro  de  la  Encina,  Pror.  de  la  Au- 
diencia. 

La  Escala.  D.  Luis  Albert  y Paradela, 
Abogado. 

La  Huerce.  D.  Blas  Andrés  Domínguez. 

La  Palma.  D.  José  Bañon,  Promotor 
fiscal . 

Laroya.  D.  José  Acosta,  Srio.  del  Ayun- 
tamiento. 

Larraga.  D.  Cárlos  Sesma , Srio.  del 
Ayuntamiento, 
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La  Rambla.  D.  Ldcas  Escribano. 

La  Roda.  D . Fernando  Escobar  y Campo, 
Abogado. 

Las  Palmas.  D.  Francisco  Delgado  Mo- 
rales, 

Las  Pilas.  D . Jaime  Puig  Bonet  y Corbe- 
ila,  Srio.  del  Ayuntamiento 

La  Serena.  D.  Manuel  Gómez  de  Mendo- 
za, Juez  de  primera  instancia,  ju- 
bilado. 

— Sr.  Presidente  del  Ayuntamiento. 

La  Vecilla.  D.  Gregorio  Diez  González, 
Registrador  de  la  Propiedad. 

— D.  Manuel  Nieto  y Serrano,  Promo- 
tor fiscal. 

Las  Venias  con  Peña  Aguilera.  D.  Eladio 
Covisa,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Lcdaña.  D.  Gregorio  Nuñez  Ruiseño. 

Ledesma.  D.  Manuel  Claudio  Ortiz,  No- 
tario. 

Leiro.  D.  Casiano  Fajardo. 

Lerma.  D.  Emilio  Fernandez  Carranza, 
Promotor  fiscal. 

— D.  Ramón  Proto  de  Pablo,  Registrador 
de  la  Propiedad. 

— D.  José  Martínez  Escolar,  Licenciado  en 
Administración. 

Lesaca.  Alcalde  constitucional. 

León.  D.  Valentín  Cerveró,  Srio.  del  Go- 
bierno de  provincia. 

— D.  José  Rodríguez  Radillo,  Consejero 
provincial. 

— D.  Cayo  Balbuena  López,  Consejero 
provincial. 

— D.  Antonio  Molleda  y Melson,  Secreta- 
rio del  Consejo  provincial. 

— D.  Emilio  Roldan,  Oficial  l.“  interven- 
tor de  la  Administración  de  H.  P. 

— D.  Gabriel  Torreyro,  Oficial  2,® 

— D.  Juan  Varona,  Oficial  3.°  de  II.  P. 

— D.  Pedro  Hidalgo,  Oficial  3.° 

— D.  Francisco  García  Perejon,  Oficial  5.“ 
■’de  la  Administración  de  H.  P. 

— D.  Abundio  Díaz,  Aspirante  1.° 

— D.  Rafael  Taranilla,  Oficial  del  Gobierno. 

— Sección  de  Fomento. 

— D,  Antonio  Carmenes,  Subinspector  de 
vigilancia. 

— D.  Cayetano  Lorenzo , Inspector  de  vi- 
gilancia. 

— D.  Gervasio  Lamadrid  Panchón,  Oficial 
del  Gobierno. 

— D.  José  Mallo,  Oficial  del  Gobierno. 

— D.  Juan  García  Quiñones,  Oficial  del 
Gobierno. 

— D.  Mauricio  Fraile,  Escribiente  I.®  del 
Gobierno. 

Lillo.  D.  José  López  Azcutia,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 


Sr.  D.  Estanislao  Sech  y Farando,  Promo- 
tor fiscal. 

Limpias.  Ayuntamiento  Constitucional. 

Lisboa.  D.  José  María  Domínguez,  Propie- 
tario. 

Lóbios.  D.  Manuel  Vázquez,  Secretario 
del  Ayuntamiento. 

Logroño.  D.  Miguel  Sánchez  Carrasco,  Jefe 
de  la  sección  de  Fomento. 

— D.  Eduardo  Barriobero. 

— D.  Fermín  Castejon, 

— D.  Luis  de  Angel,  Consejero  provincial. 

— D.  Pedro  Moreno,  Srio.  del  Consejo  pro- 
vincial. 

— D.  Vicente  Saenz  de  Cenzano , Srio.  del 
Gobierno  de  provincia. 

— D.  Justo  Roldan,  Administrador  princi- 
pal de  correos. 

— D.  Tomás  Delgado,  Abogado. 

Loja.  D.  Antonio  Abad  Caro  y Sillero,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Lora  del  Rio  D.  Francisco  Fantoni  y Rol- 
dan, Juez  de  primera  instancia. 

Luarca.  Don  Celestino  Alvarez  Duran, 
Abogado. 

— D.  Francisco  María  Fernandez,  Promo- 
tor fiscal. 

— D.  Bernardo  Galan,  Notario, 

— T).  Cipriano  Rico,  Registrador  de  la  Pro- 
piedad. 

•— D.  Leodegario  Rubín,  Juez  de  primera 
instancia. 

— D.  Estanislao  Requera  Luna,  Abogado. 

— D.  Ambrosio  Lora,  Licenciado. 

Lucena.  D.  Juan  Bautista  Cabeza  y Váz- 
quez. 

— D,  Juan  de  Cuenca  y Fullerat.. 

Lucena  de  Castellón.  D.  José  Calvo  Bar- 
beran,  Promotor  fiscal. 

— D.  Joaquín  Piquer  y Emo,  Abogado. 

—I).  Juan  José  Igual  é Izquierdo,  Escri- 
bano del  juzgado, 

Lugo.  D.  Gavino  Valcarce  y Camba,  Ar- 
chivero del  Gobierno. 

—Secretaría  del  Consejo  provincial. 

— D.  Ignacio  Andujar,  Oficial  de  la  clase 
de  cuartos  del  Cuerpo  de  Administra- 
ción civil. 

— D.  Lorenzo  Gil  Quintero,  Oficial  de  la 
clase  de  sestos  del  Gobierno  de  pro- 
vincia. 

— D.  Manuel  Teodoro  Carreira,  Oficial  4.° 
primero  de  la  Administración  de  II.  P. 

— ' D.  José  Andrade,  Srio.  de  la  Junta  pro- 
vincial de  Beneficencia. 

— D.  Joaquín  Perez,  Oficial  2.°  de  la  co- 
misión de  exámen  de  cuentas  muni- 
cipales. 

Luna.  D.  Beltran  Ca^a mayor. 
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Layando.  D.  Manuel  de  Ribacoba. 

Hadó.  D.  José  Aiguaviva,  Propietario. 

Llardecans.  D.  Pedro  Gebriá  y Teixidó. 

Llisa  de  ¿fuñí.  D.  Estéban  Serrallonga, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

Macotera . D.  Miguel  González,  Notario. 

Madrigal  de  las  Torres.  D.  Eslían  Sán- 
chez Bordona . 

Magacela.  D.  Antonio  Rebolledo  Bueña- 
jera. 

Málaga.  D.  Rafael  Sturla,  Archivero  del 
Gobierno. 

— D.  José  Puig  Alvarez,  Juez  de  primera 
instancia. 

— D.  Francisco  de  Asis  Pastor,  Licenciado 
en  Jurisprudencia  y Srio.  de  Gobier- 
no de  la  provincia. 

— D.  Francisco  de  Moya,  del  comercio  de 
libros.  (7  ejemplares.) 

Mallén,  D.  Sabino  de  Navas,  Abogado. 

Manzanares.  D.  Juan  Pedro  Laborda, 
Promotor  fiscal. 

Manzaneda.  D.  Ramón  Ármesto  Roble- 
da, Srio.  del  Ayuntamiento. 

Marbella.  D.  Francisco  Acosta,  Secreta- 
rio del  Juzgado  de  primera  instancia. 

Marín.  D.  Estanislao  Moran. 

Masnou.  D.  Jaime  Alsina,  Srio.  del  Ayunt. 

Mazarron.  D.  Serapio  Visedo  y Zamora. 

Medinaceli.  D.  Cándido  Fernandez  Tre- 
viño.  Promotor  liscal. 

Medina  de  Rioseco . D . Ramón  Sordo  Es- 
trada. 

Medinilla.  Ayuntamiento  Constitucional. 

Mequinenza.  D.  Miguel  Biesa  y Nogueras. 

Membrilla.  D.  Juan  llamón  Fernandez 
Mayoralas,  Anogado. 

Mendigorría.  D.  Nemesio  Logroño,  Srio. 

Meslanzo.  D.  Norverto  Urrutia,  Médico 
Cirujano. 

— D.  Manuel  Eusebio  Vieco,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Miajadas.  U.  Diego  Sánchez  Almendro, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

Moguer.  D.  Rafael  Velarde  y González. 

Molina  de  Aragón.  D.  Celestino  Lozano, 
Procurador. 

— D.  Hilarión  Aguas. 

— ~D.  Tomás  Torrecilla,  Srio.  del  Ay. 

— D.  Cirilo  Martínez,  Fiscal  sustituto. 

Molina  de  Murcia.  Ayuntamiento  Cons- 
titucional. 

Monasterio.  Alcalde  Constitucional, 

Monforte.  D.  Manuel  Somoza  Saco. 

Monforte  de  Lemas . D.  Venancio  Meruen- 
dano.  Procurador. 

Montalban.  D,  Santiago  Balduque,  Be 

gistrador.  , - . 

^D.  Jacinto  Mateo,  Promotor  fiscal. 
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Montalbanejo . D.  José  Vicente  Lizana, 
Abogado . 

Monteagudo . D.  Roque  Bellido,  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento. 

Montealegre.  D.  Vicente  Yañez,  Secreta- 
rio de!  Ayuntamiento. 

Montblanch.  D.  Melchor  Malet,  Abogado 
y Promotor  fiscal 

Montefrio.  D.  Hermenegildo  Artacbo  y 
Sillo,  Abogado , 

Monlellano.  Sr,  Alcalde  Constitucional. 

Montemolin.  D.  Fernando  Torrecilla  y 
Salazar. 

Montilla.  D.  José  Salquero  y Bermudez, 
Juez  de  paz. 

— D.  Diego  Trespalacios. 

Mora  de  Rubielos.  Ayuntamiento  Cons- 
titucional. 

— D.  Francisco  Vicente  Escolano,  Caba- 
llero de  la  Real  y distinguida  Orden 
Española  de  Carlos  III  y Juez  de  pri- 
mera instancia. 

— D.  Juan  Manuel  Vicente,  Abogado  y 
Juez  de  paz. 

— D.  Joaquín  Terren,  Suplente  de  Juez 
de  paz  y propietario. 

— D.  Joaquín  Estéban,  Escribano  del  Juz- 
gado de  primera  instancia  y Notario. 

— D.  Yictorio  Andrés,  Caballero  de  la  Real 
Orden  Americana  de  Isabel  la  Cató- 
lica, Promotor  fiscal . 

Morales  de  Campos.  D.  Pantalson  Quiro- 
ga,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Moratalla.  D.  Ramón  Fernandez  de  Tirso, 
Escribano. 

Morella.  D.  Mariano  J.  Brodin,  Abogado. 

Moron.  D.  Juan  B.  Fernandez,  Srio.  dei 
Ayuntamiento. 

Motril.  D.  Cayetano  Moreno,  Juez  de  paz. 

— D.  Cristóbal  de  Castro  y Pisa,  Juez  de 
primera  instancia. 

—D.  Víctor  Rafael  de  la  Oliva,  Promotor 
fiscal. 

— D.  Francisco  Bellido  y Real,  Abogado. 

— D.  Manuel  Perez  Parra,  Abogado. 

— D.  Gaspar  Esteva  Moreu,  Abogado. 

— D.  Joaquín  Fernando  y Fernandez,  Es- 
cribano y Secretario  del  Juzgado. 

Mala.  D.  Alonso  Valcárcel,  Abogado. 

— D.  Juan  Pedro  Conde,  Promotor  fiscal. 

Murcia.  D.  Francisco  Piqueras,  Oficial 
primero  del  Consejo  Provincial, 

gr>  Ayuso  Benuemaison , Contador' de 

fondos  provinciales. 

Murelaga.  D.  Gregorio  Ibañez  Aldecoa. 

Murías  de  Paredes.  D.  Nicolás  Antonio 
Suarez,  Juez  de  primera  instancia. 

D.  Patricio  Quirós,  Registrador  de  la 

Propiedad  del  partido  de  León. 
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Sr.  D-  Francisco  Alonso  Suarez,  Abogado. 

Muros.  D.  Manuel  Lado,  Registrador. 

Nava  del  Rey.  D.  Antonio  Gosin  y Mar- 
tin, Juez  de  primera  instancia 

Navalcamero . D.  Ramón  Sánchez  de 
Ocaña,  Srio.  del  Juzgado  de  primera 
instancia  y Escribano. 

Nájera.  D.  José  María  del  Cerro,  Promo- 
tor fiscal. 

N aveda.  D,  Celestino  de  los  Ríos,  Ab. 

Neüa.  D.  Marcelino  Muñoz,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Nepas.  D.  Diego  Utrilla  Martínez, 'Profe- 
sor de  Instrucción  primaria. 

Niebla.  D,  Francisco  Waflar. 

Nijar.  D.  Francisco  Ortiz  Torres , Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Noblejas.  D.  Blas  Fernandez  de  Avilés, 
Oficial  de  tercera  clase  de  H.  P.  ce- 
sante. 

— D.  Alvaro  García  lbañez,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Noya.  D Vicente  Víeités  y Pereiro,  Pro- 
motor fiscal. 

Oenia.  D.  Manuel  A.  del  Valle. 

Ohanes.  D.  Francisco  José  Moreno,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

— D.  José  Torres  Muñoz. 

Olalla.  D.  Pedro  Roche,  Srio.  del  Ayun- 
tamiento. 

Olite.  D.  José  Les,  Srio.  del  Ayunta- 
miento. 

Olot.  D.  Narciso  Cotnadira  y Bosch,  Abo- 
' gado. 

Olmedilla  de  Alarcon.  D.  Lúeas  Roda. 

Olmedo.  D.  Francisco  García  Ortiz. 

— D.  José  Vitlapecellin. 

— D.  Francisco  Martin  Torres. 

Olvera.  D.  Antonio  Víctor  Frutos,  Abo- 
gado. 

Onteniente  D Joaquín  Osea  y Pascual 
del  Povil*  Promotor  fiscal  del  Juz- 
gado. 

— D.  José  García  y Tomás,  Abogado  y 
Juez  de  paz. 

— D.  José  .Simó  Tortosa,  Abogado  suplen- 
te y Juez  de  paz. 

— D.  Vicente  Tortosa  y Calabuig,  Abo- 
gado. . ■ 

— D.  Miguel  García  Miralles,  Notario  Es- 
cribano del  Juzgado. 

~-D.  Francisco  de  Paula  Puig  García, 
Juez  de  primera  instancia. 

Oñate.  D.  José  Antonio  de  Segura,  No- 
tario. 

Orce.  D.  José  María  Castellar,  Alcalde 
Constitucional. 

Orense.  D.  Julio- Saco  y Arco,  Abogado. 

— D.  Honorato  Rodríguez  Quiroga,  Ab. 


Sr.  D.  José  María  Perez.  Abogado. 

Orgaz.  D.  Manuel  Ceferino  González 
Juez  de  primera  instancia. 

— D.  Norberto  Aguilar. 

— D.  Manuel  Ramírez,  Promotor  fiscal. 

— D.  Jaime  Ruiz  Tapiador,  Suplente  del 
Rehiro. 

— -D.  Basilio  Perez  de  las  Infantas,  Regis- 
trador de  la  Propiedad. 

— D.  Manuel  Ruiz  Tapiador. 

Orgiva.  D.  Francisco  Fernandez  de  los 
Senderos,  Juez  de  primera  instancia. 

Orihuela.  D.  Francisco  de  A.  Moreno. 

Ortigueira.  D.  Florentino  González  Vi- 
llamil,  Promotor  fiscal  del  Juzgado. 

Osuna.  D.  Pedro  Blanco,  Juez  de  prime- 
ra instancia. 

Oviedo.  D.  Francisco  A.  Galan,  Libre- 
ría. (6  ejemplares.) 

— Sr.  Director  de  «El  Faro  Asturiano.» 

— !).  Juan  Martínez,  Libreria.  (3  ejem- 
plares.) 

— D Elias  González,  Abogado  de!  I.  C.  de 
Bürgos  y Jefe  de  Fomento. 

— D.  Antonio  Fernandez  Tablado,  Secre- 
tario del  Consejo  Provincial. 

Patencia.  Sria.  del  Gobierno  de  la  pro- 
vincia. 

— D Gregorio  García  González,  Srio.  del 
Gobierno. 

— D.  Juan  Amor,  Oficial  del  Gobierno. 

— D.  Valeriano  Márcos,  Oficial  del  Go- 
bierno. 

— D.  Fernando  Mateos  E.  Collantes,  Jefe 
de  la  Sección  de  Estadística. 

— D.  Demetrio  Betegon  , Secretario  del 
Consejo. 

— D.  José  García  Malo  de  Molina,  Jefe  de 
Fomento. 

— D.  Constantino  Cires,  Archivero  del  Go- 
bierno. 

— D.  Atanasio  Pinacho,-  Consejero  pro- 
vincial. 

— D.  Leonardo  Campo,  Secretario  del 
Excmo.  Ayuntamiento. 

— D.  Juan  Martínez  Merino,  Notario  Ecle- 
siástico. 

— D.  Emeterio  Lorenzana,  Doctor,  Provi- 
sor de  la. .diócesis. 

— D.  Eugenio  Martin  y Martin, Fiscal  Gral. 

■ Eclesiástico  y Catedrático  de  Derecho 
Canónico  é Historia  eclesiástica. 

— D.  Ricardo  Ovejero  de  la  Vega. 

— D.  Simón  Nieto,  Oficial  de  Cuentas. 

— D.  José  Díaz  de  Rábago,  Oficial  del  Go- 
bierno. 

— D.  Federico  Rubio,  Oficial  de  H.  P- 

— D.  Antonio  Góngora,  Visitador- del  pa- 
pel sellado. 
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Sr.  D.  LeooNájera  de  las  Alas,  Oficial  4.° 
Interventor  de  Hacienda  pública. 

Palenzuela.  D.  Julián  Varona,  Propietario. 

Palma  de  Mallorca.  D.  Pedro  Gaciás,  Ex- 
decano  del  I.  C.  de  Abogados,  fiscal 
del  J uzgado  eclesiástico. 

— D.  Juan  Font  y Miralles,  Oficial  de  la 
Sria.  de  Ayuntamiento. 

— D.  Gerónimo  Terres  y Soeias,  Abogado-, 
Juez  de  paz 

Palamós.  D.  Juan  de  Ametiíer,  Módico. 

— D.  Miguel  Vilianova,  Hacendado. 

Pamplona.  Mauricio  Sagardia,  Licenciado 
en  derecho. 


— D.  Deogracias  Insausti,  Abogado. 

Pedrera.  D.  José  María  Segura. 

Pego.  D.  Manuel  Cubell,  Promotor  fiscal. 

Peñafiel.  D.  Prudencio  Calvo,  Procu- 
rador. 

— D,  Eustaquio  de  la  Torre  Minguez,  Abo- 
gado. 

Peñaflor.  D.  Bernardo  Real  Alonso,  Ex- 
diputado provincial. 

Peñaranda  de  fíracamonte.  D.  José  Gar- 
cía Maceira,  Promotor  fiscal. 

Peñaranda  de  Duero.  1).  Eugenio  Sanz, 
Propietario. 

Pesadas  de  Burgos . D.  Fernando  García 
López. 

Picones.  D.  Juan  F.  García,  Profesor 
de  I.  P. 


Pina.  D.  Salvador  Juan,  Srio.  del  Ayun- 
tamiento. 

PinadeEbro.  D.  Oscar  Catalan  , Escri- 
bano de  actuaciones. 

— D.  Ildefonso  Alvarez  Navarro,  Regis- 
trador de  la  Propiedad. 

— D.  Pablo  Pedrosa  y Corral,  Promotor 


fiscal. 

Piñel  de  Arriba.  D.  Cándido  Moyana, 
Abogado,  ex-presidente  del  Consejo 
provincial . 

Plasencia . D . José  Rafael  Buida,  Presbíte- 
ro, Fiscal  Eclesiástico. 

- — D.  Juan  Coronado,  Juez  cesante. 

Pola  de  Lena.  D.  Marcelino  Flores  de 
Prado,  Promotor  fiscal . 

— D.  Manuel  Grijalva. 

— D.  Máximo  Palacios  Rosal. 

Pontevedra.  D.  Carlos  Mendez  Osorio, 
Oficial  del  Gobierno  . 

— D . José  Lastra,  Oficial  del  Gob  ernó 
— D.  Ricardo  Paz,  Srio.  de  la  Junta  pro- 

— l/^SaWno ^ionzale^Besada,  Abogado. 

fS  "pU  Presidente  del 

-nSLCgtcon-j™  provincia.. 


Sr.  D.  Ramón  Romero  López,  Srio.  del  Con- 
sejo provincial.  . \ 

D.  Domingo  González  Nuñéz. 

— D.  Enrique  Pita. 

D.  José  Barbeyto  del  Prado. 

Ponferrada.  D.  Isidro Abogado, 

— D.  Antonio  Abad  Talegon,  Registra- 
dor de  la  Propiedad. 

Ponferrada  del  Vierzo.  D.  Demetrio  Alon- 
so Castrillo,  Promotor  fiscal. 

Portillo.  D.  Casto  Hernández,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Potes.  D.  Benigno  Linares  y Lamadrid. 

Poyatos.  D.  José  Culebradas,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Poza.  D.  Castor  Rodríguez  Martínez, 

— Ayuntamiento  Constitucional. 

Pozaldcz.  D.  Antonio  Perez  Cantalapie- 
dra.  Juez  de  paz. 

- — D.  Antonio  Labajo,  Juez  de  paz. 

Pradoluengo.  D.  Dámaso  Martínez. 

Prados  Redondos.  D.  Lesines  Berzosa  Her- 
ranz. 

Priego.  D.  Ramón  Briones,  Abogado. 

— D.  Tornas  Priego  y Gómez,  Notario  y 
Escribano  del  Juzgado. 

— D.  Ventura  Hualde,  Srio.  del  Ayunta- 
miento. 

— D.  Miguel  Marquina  y Pozuelo. 

— D.  José  Marquina  y Pozuelo,  Propie- 
tario. 

— D.  Juan  Ignacio  Acacio,  Abogado. 

Priego  de  Córdoba.  D.  Cristóbal  Cubero 
y Solis,  Abogado. 

i Puebla  de  Caramiñal.  D.  Emilio  Tato 
Martínez. 

j Puebla  de  Don  Fadriqiw.  D.  Juan  Antonio 
González  Olivares. 

; Puebla  de  Montalvan.  D.  José  María  MaJ- 
donado  y Bolea,  Capitán  de  infan- 
tería. 

Puente  del  Arzobispo.  D.  Martin  de  Mai- 
ran  y Baquero,  Vicario  eclesiástico. 

Puente  San  Payo.  D.  Juan  Bernárdez,  Al- 
calde. 

— D.  Manuel  Alvarez,  Secretario. 

; Puenteloma.  D.  Francisco  Brabo  Cuesta, 

. Propietario. 

Puerto  de  Santa  María.  D.  José  Ramírez 
Cárdenas,  Juez  de  primera  instancia. 

I — D.  Teodomiro  Ibañez,  Doctor  en  Juris- 
prudencia. 

— D.  Fermín  Aldaz,  Doctor  en  Jurispru- 
dencia. 

— D.  Francisco  Nicolau,  Abogado. 

i — D.  Francisco  Palou,  Liquidador  del  im- 
puesto hipotecario.,  v ■ 

Puigcerdá.  D.  Antonio  Laguarda. 

Puertomarin.  D.  José  Quiroga  Salgado. 
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Purchil.  D.  José  Isidro  Fernandez  , Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Quintanar  de  la  Orden.  D.  Mariano  de 
Merlo  y Merlo. 

Quiroga.  D.  Matías  López  Font,  Escriba- 
no de  actuaciones. 

Ramales.  L>.  Julián  Campo  de  la  Cuadra. 

— D.  Modesto  de  la  Mora  y Coisa,  Promo- 
tor fiscal . 

Rambla.  D.  Pedro  Güeta  y Ulloa,  Pro- 
motor fiscal. 

Real  Sitio  de  San  Ildefonso.  D . José  Pre- 
sas, Srio.  del  Ayuntamiento. 

Redaban.  D.  Mariano  Ibañez,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Redondeld.  D.  Fermín  Alfayo  Melijosa, 
Licenciado  en  Derecho  y Bachiller  en 
filosofía  y letras. 

— D.  Aguslin  Otero  y Miguez. 

Reinasa.  D.  Raimundo  Gil,  Procurador 
del  Juzgado. 

— D.  Julián  Gutiérrez,  Abogado. 

Requena.  D . Ildefonso  Sánchez,  Abogado. 

— D.  Francisco  Palau,  Promotor  fiscal. 

— D.  Francisco  Barberá,  Escribano. 

— D,  Antonio  Vil  lora.  Escribano. 

— D.  Gregorio  de  Medrano,  Abogado,  Ca- 
ballero de  la  Orden  de  San  Juan  de 
Jerusaten . 

. — D.  Nicolás  Zanon,  Srio.  del  Ayunta- 
miento. 

— D.  Anastasio  Mata,  Auxibar  del  Ayunt. 

Rianjo.  D.  Ramón  de  Marino. 

Riaño.  D.  Enrique  Hidalgo,  Promotor 
fiscal. 

Ribarroja  de  Ebro.  D.  José  Castelloi  y 
Arboli,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Riello.  D.  Juan  de  Dios  García,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

— D.  Tomás  Sabugo , Notario  y Juez 
de  paz. 

Rioseco.  D.  Juan  Yelasco,  Abogado,  De- 
cano del  colegio. 

Rwadabia.  D.  Félix  Gómez  Mourin,-  Re- 
gistrador de  la  Propiedad. 

— D.  Manuel  Fernandez  Bastos,  Abogado 
y Juez  cesante  de  Santiago. 

Riudearenas . D.  Cosme  Busones,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Roa.  D.  Manuel  Izquierdo,  Pror. 

— D.  Cipriano  Zorrilla  Ruiz  de  Lara. 

Roblido  ae  Chávela . D.  Leandro  Bernar- 
do de  Quirós. 

Robledo.  D.  José  Ramón  Móndelo  y Viz- 
caya. 

Ronda.  J>,  José  Serrano  Delgado,  Aboga- 
do del  I.  C.  de  Málaga,  Licenciado  en 
Derecho  civil  y canónico  y Promotor* 
fiscal  del  Juzgado. 


Sr.  D.  Cristóbal  Rodríguez  Pulido,  Abóga* 
do  y Licenciado  en  jurisprudencia . 

— D.  Bartolomé  Morales  del  Valle,  Ab. 

— D.  JoséM.  Abela  Pinzón,  Registrador 
y decano  del  colegio  de  Abosados. 

Rotgla  Corbera.  Ayuntamiento  Constitu- 
cional . 

Rubí  de  Bracamonte . D . Eladio  Manzano. 

Rubielos  Altos . D.  Manuel  Navarro  de  los 
Paños. 

Rubielos  Bajos'.  D.  Francisco  Escolar  del 
Campo. 

Sada.  D.  Apolinario  Reperet.  (2  ejem- 
plares.) 

—Ayuntamiento  Constitucional. 

Saelices.  D.  Julián  Rubio,  Srio.  del 
Ayuntamiento . 

Salamanca  D.  Melquíades  González  y 
González. 

— D.  Angel  de  Sta.  Maria  Ramírez. 

— Consejo  provincial. 

— D.  Segundo  Palazuelos,  Promotor  fiscal. 

— D.  Claudio  Alba  Munguia,  Estudiante 
de  6.“  año  de  Derecho. 

— D . Manuel  Herrero,  Catedrático  de  la 
Universidad, 

- D . Salvador  L.  Cuesta,  Abogado. 

— D . Didio  González  Ibarra,  Catedrático 
de  la  Universidad. 

— D.  Juan  Mendez  Fernandez,  Abogado. 

— D.  José  Sebastian  Mendez. 

— D.  Felipe  Corral,  Cursante  de  Derecho. 

— D.  José  Villanueva  Moreno,  Cursante  de 
Derecho. 

— D . Rosendo  Martin  Perez,  Cursante  de 
Derecho. 

— D.  Eladio  Villegas  Florez,  Cursante  de 
Derecho. 

— D.  Miguel  Martin  García. 

— D.  Ladislao  Martín  García. 

— D.  Daniel  del  Corrai  Martin. 

— D.  José  Sánchez  Fonseca  . 

— D.  ViceDte  de  Tapia  Mangas. 

— D.  Benito  Mediano  García. 

— D.  José  Pousá,  Estudiante. 

— D.  Angel  García  Martin. 

— D.  Valero  Aznar  Cordero. 

Salas.  D.  Pedro  Pujol,  Srio.  del  Ayunta- 
miento.- 

Salce.  D.  Manuel  Vaquero  y Benitez. 

Salinas.  D.  Juan  José  López,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Salmerón.  D.  Sinforoso  Ramón  Martínez. 

Salmeroncülos.  D.  José  Antonio  Perez, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

Salvatierra  de  los  Barros.  D.  Cayetano 
Espinosa,  Srio.  del  Juzgado. 

San  _ Andrés  de  Palomar.  Alcalde  Consti- 
tucional. 
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San  Cebrian  de  Campos.  D.  Antonio 
Alonso  y Alonso. 

San  Cebrian  de  Mazóte.  Ayuntamiento 
Constitucional.  ■ 

San  Feliú  de  Guixols.  D.  Joaquín  Roca, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

San  Fernando.  Ayunt.  Constitucional. 

,San  Fulgencio . D . Leandro  Marlimez  Pas- 
tor, Srio.  del  Ayuntamiento. 

SanJuandel  Monte.  Ayunt.  Constitucional. 

San  Lucar  de  Barramcda.  D.  Diego  Luis 
Margelina. 

San  Martin  de  Qmroga, . D.  Manuel  Qui- 
roga  Alvarez,  Abogado. 

— D.  José  Rodriguez  Yeiga,  Escribano  de 
actuaciones. 

San  Martin  del  Castañar.  D.  Gregorio 
García,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

San  Martin  de  los  Herreros.  D.  isidro 
de  Miera,  Presidente  del  Ayunt. 

San  Pedro  de  Latarce.  D.  Angel  Brizue- 
ia,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

San  Pedro  del  Puerto.  D.  Andrés  Sendon 
Fernandez,  Profesor  de  Instrucción 
pública  y latinidad. 

San  Pedro  del  Romeral.  Ayunt  Const, 

San  Pedro  de  Villa-mayor . D.  Félix  Si- 
mó, Srio.  del  Ayuntamiento. 

San  Pelayo.  Ayuntamiento  Constitucional. 

San  Sebastian.  D.  Ramón  Berasate,  Re- 
gistrador de  la  Propiedad. 

San  Silvestre  de  Guzman.  D.  Eduardo  de 
Sardana,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Santa  Coloma  de  F arnés.  D.  Ramón  Soler. 

— D.  Arsenio  Rarnirez  de  Orosco,  Juez  de 
primera  instancia.  i 

— D.  Juan  Fábregas  y Gerones. 

Santa  Cruz  de  Tenerife.  Secretaría  del 
Gobierno  de  Canarias.  ’ 

— D.  Miguel  Martin  Fernandez. 

Santa  María,  de  la  Alameda.  Ayuntamien- 
to Constitucional. 

Santa  María.  D.  José  Tercero  y Torrado. 

Santa  Marta-  de  Ortigueira.  D.  Nicolás 
Alvarez  Cienfuegos,  Juez  de  i.a  inst. 

Santa  Marta  délas  Barros.  D.  Antonio 
Sierra  y Mercado. 

Santander.  Secretaria  del  Gobierno  civil. 

— D.  José  Zorrilla,  Srio.  del  Con.  provin. 

_ D.  Cayetano  de  Prellezo,  Abogado  del 
Ilustre  colegio. 

_ D.  Fulgencio  Suriano,  Abogado  y ofi- 
cial l.°  de  la  sección  de  Fomento.  i 

D . Marcelino  de  Izaga,  Oficial  de  la 

sección  de  Fomento. 

Santa  Olalla.  D.  Manuel  Muñoz  Sánchez, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

Santiago.  D.  Francisco  de  Agnirre,  Juez 
de  primera  instancia. 

Tomo  I. 


Santiago  de  Galicia.  D.  Juan  Casanova, 
Juez  de  término  jubilado. 

Santiago  de  Parada.  D.  Juan  Manuel  Al- 
varez . 

San  Vicente  de  la  Sonsierra.  D.  Mariano 
Gil  Ramirez. 

Sarria.  D.  -Manuel  Díaz  de  Freijo , Pro- 
motor fiscal. 

Sacc.  D.  Pascual  Juan  Diaz. 

Segorbc.  D.  Francisco  González  Subirats, 
Promotor  fiscal. 

Segovia.  D.  Carlos  Lecea  y García. 

— D,  José  Ruiz  Mora,  Administrador  de 
Hacienda  púpüca. 

— D.  Tomás  Miguel  y Lloret,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

— D.  Juan  Rivas  Orozco,  Juez  de  paz  y 
Abogado. 

— D.  Manuel  Entero,  abogado  y Juez  de 
paz  suplente. 

— D.  Gregorio  Saez,  Escribano. 

— D.  José  Sánchez  Pulido,  Procurador. 

— D.  Ignacio  de  Benito  y Arango,  Procu- 
rador. 

— D.  Gahino  Barbero,  Procurador. 

Selva  del  Campo.  D.  Francisco  Javier 
Sola,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Sclaya.  D.  Antonio  Losada. 

Seo  de  Urgel.  D.  Enrique  Parramon. 

— limo.  Sr.  D.  Agustín  Codina,  Canóni- 
go y Vicario  general  eclesiástico. 

— D.  José  y Dalmau,  Abogado. 

— D.  Guillermo  Serret  y Bous,  Promotor 
fiscal. 

Sequeros.  D.  Lino  González,  Abogado. 

Sevilla.  D.  Manuel  Melero,  Oficial  2.° 
del  Consejo  Provincial. 

— D.  Felipe  de  Quinta  Romero. 

— D.  Luis  Gómez  Centurión,  Oficial  3.° 
de  la  Comisión  de  cuentas  en  el  Go- 
bierno de  provincia. 

— D.  Antonio  Perez  de  Alejandro,  Oficial 
1.®  en  la- Administración  de  H.  P-, 
condecorado  con  varias  cruces  por 
acciones  de  Guerra,  Caballero  de  la 
Nacional  y Militar  Orden  de  S.  Fer- 
nando. 

— D.  Luis  Ponce  de  León,  Doctor  en  De- 
recho, Juez  de  paz. 

— D.  Segundo  de  la  lloz,  Srio.  de  Go- 
bierno de  la  Audiencia. 

— D.  José  Sánchez  Villanueva,  Magistrado. 

— D.  Pedro  de  Vega,  Notario  del  I;  Colegio, 

— D.  José  Moron  Punce. 

— El  Consejo  Provincial. 

— D.  Francisco  Cuelo,  Abogado. 

— D.  Félix  Trabado . 

— D.  Juan  Manuel  Alva,  Oficial  de  la  Ad- 
ministración de  H.  P. 
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Sr.  D.  Francisco  Fernandez  Landa  Rodrí- 
guez . 

— D.  José  Fé. 

— D.  Francisco  Guicoechea,  Oficial  de  la 
Administración  de  H.  P . 

— D.  Hipólito  Hoya,  en  la  Administración 
de  H.  P. 

— 1).  Joaquin  Sierra  y Vera,  Srio.  de  la 
Comisión  especial  de  evaluación  y 
repartimiento. 

— D.  Cárlos  Toledo,  Oficial  X.°  de  la  Co- 
misión de  evaluación  y repartimiento. 

— 1).  José  María  Geoírin.  ejemplares.) 

Sevilleja  de  la  Jara.  Ayunt.  Const. 

Solsona.  D.  Víctor  Roguer,  Reg  de  la  P. 

Somaen.  D.  Ramón  Lozano,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

Soria.  D.  Domingo  Salazar,  Promotor 
fiscal . 

— D.  Joan  Esteban  Baroja,  como  Jefe  de 
Fomento. 

— D.  Casimiro  Ramos,  Abogado,  antiguo 
Prorn.  fiscal  y Consejero  de  prov. 

— D.  Joaquín  Alburquerque. 

— D.  Eusébio  Domi.jgnez. 

— D . Francisco  de  P . Abad,  Srio.  del  Con- 
sejo. 

Sotobañado . D . Calisto  Marcos  Cembrero. 

Sueca.  D .'Juan  Aragonés,  Juez  dé  prime- 
ra instancia , 

— D . Bernardo  Ramón. 

Suría.  1).  Jacinto  Antonio  Fernandez,  So- 
brestante de  obras  públicas. 

Ta falla.  ■ D.  Evencio  de  Gante,  Promotor 
fiscal. 

Tahal.  D.  José  Luis  Fernandez  González, 
Cura  propio. 

Talavera.  D.  Julián  Ordoñez. 

Tarancon.  D.  Eustaquio  Ruiz  Hita,  Juez 
de  primera  instancia. 

Tarazona  de  Aragón.  D.  Casimiro  Fe- 
iez,  Juez  de  primera  instancia. 

— D.  Félix  Fernandez,  Abogado. 

D.  Manuel  Bonel,  Promotor  fiscal . 

Tarragona.  D.  Manuel  Albaladejo,  Oficial 
de  la  Contaduría  de  H.  P. 

— D.  León  Boiaruil.  Srio.  del  Consejo. 

— D.  Mariano  Barrios,  Oficial  seguhdo  de 
la  Contaduría  de  11.  P . 

—- D.  Federico  López  Higuera,  Oficial  del 
Gobierno  de  provincia. 

— D.  José  S.  Fáb  regas,  Abogado. 

— D.  Miguel  Cabré. 

1 — D.  Magín  Güell,  Oficial  primero  de  la 
Contaduría  de  H.  P. 

■ — D.  Alejandro  Covielles,  Oficial  de  la 
Administración  de  XI.  P. 

D . José  Soler,  Oficial  de  la  Administra- 
ción de  H.  P. 


Sr.  D.  Vicente  Blancas,  Oficial  de  la  Admi- 
nistración de  H . P . 

— D.  Manuel  Gómez  Estremero,  Oficial  de 
la  Administración  de  H.  P. 

— D.  Eduardo  Gra.  de  Longona,  Oficial  se- 
gundo de  la  Administración  de  II.  p. 

- D.  Juan  Ortiz,  Contador  de  H.  P. 

Teruel:  D.  Baldomcro  del  Rey,  Juez  de 

primera  instancia. 

— D . Mariano  Muñoz  Nougués,  Abogado. 

— D-  Alejandro  Lazare,  Empleado  en  la 
Administración  de  II.  P. 

— D . Braulio  Gómez  Cordobés,  Abogado. 

— D.  José  Martin  Pastor,  Presidente  del 
Consejo  provincial . 

— D.  Ralael  Ibañez,  Consejero  provincial. 

— D.  Joaquin  María  Lunas,  Licenciado  en 
Derecho  Civil,  Canónigo  Doctoral  y 
Secretario  de  Camara  del  Obispado. 

— D.  C irios  López  Longoria,  Administra- 
dor de  11.  P . 

— D.  Daniel  Cenallos,  Oficial  primero  in- 
terventor de  XI.  P . 

Tinco.  D.  José  María  Acebedo,  Empleado 
en  el  Ayuntamiento. 

Toledo.  D.  Antonio  Nuñez  Nieto,  Con- 
sejero provincial. 

— D.  Pascual  Antonio  de  Mesa,  Conseje- 
ro provincial.  ■ 

— D.  Francisco  García  Celada,  Oficial  del 
G . bierno . 

— D.  Antonio  García  Corral,  Diputado 
provincial. 

— D.  Francisco  Romo,  Auxiliar  del  Go- 
bierno. 

— D.  Antonio  Cabrera  y Bi ruega,  Pro- 
motor fiscal  y Caballero  de  la  Real  y 
distinguida  Orden  de  Carlos  III. 

— D.  Pedro  de  Roa,  Escribano. 

— D.  Ignacio  Herrera,  Oficial  de  Fo- 
mento. 

-— Sr.  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento. 

— D.  Aurelio  Bentabol,  Oficial  de  la  Sec- 
ción Je  Fumento. 

-^D.  Miguel  Venda,  Oficial  de  la  Sección 
de  Fomento. 

— D.  Víctor  Martin,  Presidente  del  Conse- 
jo provincial. 

— Sr.  Secretario  del  Consejo  provincial. 

tr-D.  Fernando  Beiloch,  Oficial  del  Con- 
sejo provincial. 

— D.  José  Eugenio  Bueno,  Oficial  del  Go- 
bierno. 

Tolosa.  D.  Eduardo  Urccha,  Juez  de  pri- 
mera instancia. 

Totana,  D. 'Ildefonso  Cayuela  Mora , Ab. 

Tordesilos.  . D.  Sebastian  López. 

Tordesillas . D . Francisco  de  Paula  Guerr- 
ee, Promotor  fiscal. 
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Toro.  D.  Wenceslao  Rodríguez,  Abogado 
de  Beneficencia  y Srio.  de  Ayunt. 

Tortellá.  D.JoséBonet. 

-Tortosa.  Sr.  Rector  del  Sem.  Conciliar. 

Torrecilla,  cíe  Cameros.  D.  Raimundo  Lo- 
^ez,  Registrador  de  la  Propiedad. 

Torrente.  D.  Andrés  Guerri,  Abogado. 

Torreóte  del  Cinca.  D.  Domingo  Lana. 

Trabuco.  D.  Enrique  Ge  mar  González, 
en  la  Sria.  Je  Ayuntamiento. 

Tres  juncos . D.  Rosendo  Serrano  y Gómez. 

Tmjillo . 1).  Francisco  Roldan  y Curado, 

Abogado  y Juez  de  paz. 

Tudela  de.  Duero . D.  Miguel  Ibañez. 

Tuy . D.  Fernando  Perez  Vi  o r mi  da,  Abo- 
gado y Registrador  de  la  Propiedad. 

— D.  José  Lloret,  Srio.  de  Cámaray  Go- 
bierno del  Obispado. 

— D.  Manuel  Domínguez  Neira,  Promo- 
tor fiscal . 

— D.  Dámaso  Arines. 

Valdearcnas.  D.  Manuel,  de  Grado,  Cura 
párroco . 

Valdenebro.  D.  Juan  Ayala , Srio.  del 
Ayuntamiento . 

Valdepeñas.  D.  Manuel  Poyes,  Juez  de 
primera  infancia. 

— D.  Diego  Fióla  y Mejía,  Abogado  y 
Juez  de  paz . 

— D.  Bernardo  Hernández  Callejo,  Regis- 
trador de  la  Propiedad. 

— D.  Anastasio  Vjndel,  Abogado. 

— D.  Antonio  María  Vasco. 

Valdepeñas  de  Jaén.  D.  Manuel  José  de 
Luna. 

Valderobles.  D. Gregorio  Bonal,  Juez  de 
primera  instancia.  (7  ejemplares.) 

— D.  Antonio  Fuertes,  Promotor  fiscal. 

Valencia.  D.  Ricardo  Andrés. 

— ü.  Manuel  Nuñez  de  Raro,  Abogado  y 
Oficial  2.°  de  la  Administración  de 
Hacienda  Pública. 

— D . Agustín  Sevilla  . 

— D.  Fermín  SantuMaría,  Jefe  de  la  Sec- 
ción de  Fomento . 

. — La  Universidad  Literaria. 

— D.  Miguel  Santandreu,  Abogado. 

— D.  Trinitario  Ruiz  Gapdepon,  Abogado. 

Valencia  de  Alcántara.  D.  José  Nafria  de 
Mag ilíones.  Juez  de  paz. 

Valencia  de  [).  Juan.  D.  Eloy  Rodríguez 
Lafuente,  Abogado. 

— D . Maxirniano  Palmero,  Prorn.  fiscal. 

— D.  Francisco  Melero  jjirneno,  Juez  de 

primera  instancia. 

Valgañon.  D.  Eusebio  Untoria,  Propie- 
tario. 

VaUierra  de  Navarra.  Ayuntamiento  Cons. 

Valtueña.  Alcalde  Constitucional. 


Valverde  del  Camino.  D.  Antonio  deSar 
di,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Valladolid.  D.  Higinio  Melero. 

— D.  Mariano  Solis.  Abogado. 

— D.  Venancio  A.  Gagó^  Director  de  la 
Agencia  J urídico  ■ A d mi  n istra  ti  va . 

— D.  Antonio  Riesco,  Juez  de  paz. 

— D.  Galo  José  Ponte,  Oficial  t.°  Inter- 
ventor en  la  Administración  de  H.  P. 

— D.  Rafael  Reinoso,  Magistrado. 

— D , Isaac  Aguado  y Jalón,  Jefe  de  Fom. 

— D.  Francisco  Armesto,  Magistrado.  De- 
cano de  la  Sala  2.a 

— D.  Pedro  Calvo  Valles,  Abogado. 

— D.  Ricardo  Federico  Castaño,  Srio.  del 
Ilustre  C.  ele  Abogados. 

• — D.  Laureano  Plá,  Abogado. 

— D.  Vicente  de  la  Puente  Terán,  Ab. 

— D.  José  María  de  Boja,  Abogado 

— D.  Marcos  León  Escudero,  Pror.de  núm. 

— D.  Miguel  Márcos  Lorenzo,  Abogado. 

Yallmoll.  D.  Mariano  Hortel,  Srio.  del 
Ayuntamiento. 

— D.  José  Querelló,  Srio.  del  juez  de  paz. 

Valls.  D.  Domingo  Garriga,  Abogado. 

— D.  Ramón  Carreño. 

— D.  Ramón  Col!,  Abogado  y propietario. 

— D.  Mariano  Gran,  Abogado. 

Vega  dd  Ciego.  D.  Máximo  Palacios  Rosal. 

Vega  de  Rivadeo . D.  José  García  Camba, 
juez  de  primera  instancia. 

— D . Ignacio  Cuervo . 

— D.  Ramón  Miranda. 

— D.  Francisco  Villamil . 

— D.  Juan  Bros,  Promotor  fiscal. 

— D.  Jesús  Villamil, 

— D.  Marcelino  Sanjurjo. 

Veles-Málaga.  D.  José  María  Aliaga,  Ab. 

Veles-Rubio.  D.  Francisco  Diego  Perez  y 
Perez,  Registrador  de  la  Propiedad. 

Vedilla  de  Cima.  D . Francisco  Mas  y Fot, 
Juez  de  paz. 

Vcndrcll.  D.  Juan  Gualberto  Nogués,  Juez 
de  primera  instancia,  Comendador  de 
la  Orden  civil  de  Beneficencia  y caba- 
llero de  la  Real  y distinguida  orden 
de  Carlos  III. 

Vera . I).  Lorenzo  Ruiz,  Propietario. 

— El  Ayuntamiento  Constitucional. 

— D.  Cecilio  González  del  Castillo. 

— D . Diego  Riquelme. 

-D . Mateo  Jiménez. 

— D.  Luis  de  Funes,  Promotor  fiscal.  (2 
ejemplares.) 

Vera  de  Navarra.  D.  Angei  Larumbe,  No- 
tario. 

Vergara.  D.  José  Manuel  Azcarate. 

Verin.  D.  Manuel  de  Liraia,  Abogado  y 
Juez  de  paz. 
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Víanos.  Ayuntamiento  Constitucional. 

Viator . D.  Antonio  Felices  Martínez,  Pro- 
pietario y Alcalde  Constitucional. 

_T).  Manuel  Muñoyerro,Srio,  del  Ayunt. 

1 7^0,  D-  José  Carvajal  Pereira,  Abogado. 

So.  José  María  Lence,  Notario  y Escrib.  1 

D . Eduardo  Avalle,  Abogado  y Secre- 
tario del  Ayuntamiento. 

— D.  Augusto  A de  Labrada,  Prom.  fisc. 

Vi  güera.  Ayuntamiento  Constitucional. 

Vilarrodana.  D.  Pedro  Cabré  y Cardona, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

VUlacarrillo . D.  ‘Antonio  Gómez  y Gómez. 

Villademor  de  la  Vega.  D.  Antolin  del 
Valle,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Villa  de  Ocon.  D.  Justo  Martínez,  Secre- 
tario del  Ayuntamiento. 

Villadiego.  D.  Emeterio  Cuadrado  y Co- 
torro, Promotor  fiscal . 

— D.  Marcelino  de  la  Sierra,  Srio.  del 
Ayuntamiento . 

— El  Sr.  Alcalde  Constitucional. 

Villafranca.  D.  Martin  José. Mendía,  Not. 

Villa fianca  del  Cid.  D.  Francisco  Ber- 
nard,  Srio.  del  Ayuntamiento. 

Villafranca  de  los  Barros.  D.  José  Balse- 
ra y logueras,  Olicial  de  la  Sría.  de 
Ayuntamiento. 

— D.  Manuel  Palencia  y Márquez,  Recau- 
dador de  contribuciones. 

Villafranca  del  Panadés.  D.  Magín  Arti- 
gas, Abogado  y propietario. 

— D.  Ramón  Freixas  y Miret. 

Villafranca  del  Vierzo . D.  Francisco  Ro- 
mán Bá  Igoma. 

Villagomez  la  Nueva.  Ayunt.  Const. 

Villalobos.  D.  Tomás  Blanco  y Pardo,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Villalpando.  D.  Luciano  León  Oviedo, 
Abogado. 

Villanueva  de  Cameros.  D.  Bonifacio  Bi- 
niegra  y Turzo. 

Villanueva  de  la  Sierra,  D.  Modesto  Du- 
ran. (2  ejemplares.) 

Villaviciosa  de  Oviedo.  D.  Joaquín  José 
delaBallina,  promotor  fiscal . 

Vülavoa.  D.  Manuel  Prado  y García,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento. 

Villar  del  Ala.  D.  Manuel  de.Otin,  Nota- 
rio eclesiástico. 

Villar  del  Rey.  D.  Manuel  L.  Moreno. 

Víllarroya  de  la  Sierra.  D.  José  Pascual. 

Villar  rubia  de  Ocaña * D.  Felipe  López, 
Escribano. 

Villena.  D.  Juan  J.  Alpanes,  Prom.  fise. 

Vínaróz.  D.  Francisco  Salomó  Lander, 
Abogado.  (2  ejemplares.) 


— D.  Ramón  Martin  Calvo,  Procurador. 

— D.  Domingo  Adell,  Decano  de  abogados 
del  partido  de  Yinaróz,  Asesor  que 
fué  nueve  años  de  su  distrito  de  Ma- 
rina, ahora  en  provincia. 

— D.  Santiago  Todo  Soler,  Abogado,  Juez 
cesante  de  Villar  real.  Caballero  de  la 
Real  y distinguida  Orden  de  Cárlos 
los  III. 

— D.  José  Rafels  y García,  Propietario, 
Jefe  honorario  de  Administración  ci- 
vil, condecorado  con  la  Cruz  de  Be- 
neficencia de  segunda  clase,  ex-dipu- 
tado  provincial  y Alcalde  Constitu- 
cional. 

— D.  José  Codina  Llacer,  Abogado  del 
I.  G.  de  Játiva  y Registrador  de  la 
Propiedad. 

Vitoria.  D.  Tiburcio  Vearnurguia,  Secre- 
tario del  Gobierno  de  la  provincia. 

— D.  José  de  Otálora,  Oficial  del  Go- 
bierno. 

Vivero.  D.  Benito  María  Galcerán,  Pro- 
motor fiscal . 

— D.  Ramón  Crespo,  Juez  de  primera  ins- 
tancia. 

Ubeda.  D.  Antonio  María  de  Raya,  Pro- 
motor fiscal. 

Urda.  D.  Filiberto  Buendia  y Arenas. 

Utiel.  D.  José  María  Ballesteros  Danzo. 

— D.  Gabriel  Ballesteros  Iranzo,  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento. 

— D.  Juan  Manuel  Perez  Hernández. 

— D.  Juan  Julián  Ruiz  Pradas. 

Yangüas.  D.  Francisco  María  Martínez, 
Srio.  del  Ayuntamiento. 

Yoda.  D.  Antonio  María  Ortega. 

Zalaméala  Real.  D.  José  Lorenzo  Ser- 
rano. 

Zamora.  D.  Raimundo  Margarida  Fer- 
nandez, Abogado. 

Sr.  I).  José  María  Palmero,  Abogado. 

— D.  Alejandro  de  la  Vega  Peinador, 
Abogado . 

— D.  Eduardo  Montero,  Abogado. 

— D.  Esteban  Samaniego  y Samaniego 
Abogado . 

— D.  Pedro  Munguia  Docampo,  Abogado. 

— D.  Pedro  Domínguez,  Secretario  del 
Consejo  provincial. 

Zaragoza.  D.  Juan  Francisco  San  Juan. 

— D . Santiago  P.  de  Petinto  y Sola,  Li- 
cenciado en  Jurisp.  y Propietario. 

— D.  Fernando  Llerbas. 

Zarra.  D.  Juan  Jara,  Secretario  del 
Ayuntamiento. 

Zarza  de  Tajo . D . Jerónimo  Parra . 
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